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INDICACIONES  PRELIMINARES 


Con  el  tomo  primero  de  la  Segunda  Serie  de  la  Colección  de  ¿as  Instituciones 
Politicas  y  Jurídicas  comenzamos  la  última  parte  de  la  difícil  empresa  que  con 
la  cooperación  directiva  del  ilustre  y  minea  bastante  llorado  Sr.  Romero  Girón, 
nos  habíamos  propuesto  realizar  como  fin  capital  de  nuestra  vida.  La  obra,  como 
nuestra,  es  modestísima,  y  plag-ada  está  de  deficiencias;  pero  el  pensamiento,  la 
idea  capital  que  la  informa  y  que  pertenece  k  eminentes  jurisconsultos  y  enti- 
dades prestig-iosas,  desde  Saint  Joseph  hasta  la  Suciedad  de  Legislación  Com- 
parada, es  una  concepción  grandiosa,  cuya  realización  constituye  la  tercera 
etapa  en  la  evolución  de  la  vida  jurídica  y  un  elemento  esencialísimo  para  el 
humano  progreso. 

En  efecto;  en  los  primeros  albores  de  la  civilización,  en  cuanto  los  pueblos 
comenzaron  á  presentir,  por  decirlo  así,  el  Estado,  fué  una  de  sus  más  apre- 
miantes exigencias  la  de  que  se  determinase  primero,  y  se  fijnse  después  en  for- 
ma adecuada,  la  regla  normal  ó  ley  que  había  de  presidir  la  relación  entre  las 
clases  ó  entidades  que  constituían  la  colectividad  naciente.  Esta  exigencia  se  for- 
muló en  la  Edad  antigua,  por  modo  tácito  y  evolutivo,  en  la  mayor  parte  de  los 
primitivos  Estados  Orientales,  y  por  modo  expreso,  imperativo  y  hasta  tun'iul- 
tuario,  en  los  pueblos  Occidentales,  cuyos  principios  han  servido  de  base,  en  lo 
fundamental,  á  la  organización  de  las  actuales  nacionalidades.  Buen  ejemplo 
de  ello  nos  suministran  los  pueblos  Egipcio,  Indio,  Hebreo,  Fenicio,  etc.,  entre 
los  primeros;  Grecia  y  Roma,  entre  los  segundos. 

Mas  andando  los  tiempos,  y  siendo  cada  vez  más  variados  y  complejos  los 
elementos  de  la  vida  social  en  las  naciones,  fué  necesario  formular  nuevas  re- 
glas que  presidieran  las  nuevas  relaciones,  surgiendo  muy  luego  la  confusión 
que  es  consiguiente,  y  la  necesidad  de  agrupar  y  ordenar  metódicamente  dichas 
reglas;  es  decir,  la  de  la  codificación  del  Derecho,  tarea  ímproba  qne  comenza- 
ron los  Romanos,  continuaron  algunos  legisladores  en  la  Edad  Media  y  en  los 
primeros  siglos  de  la  moderna,  cabiendo  á  España  la  gloria  de  ir  á  la  cabeza  de 
ese  movimiento,  hasta  que  dio  el  paso  último  y  decisivo  en  esta  nueva  fase  del 
progreso  jurídico,  Napoleón  I,  ese  poderoso  factor  del  bien  y  del  mal,  que  rigió 
los  destinos  de  Francia  y  aun  los  de  Europa  en  los  primeros  años  del  pasado  si- 
glo. Casi  todos  los  Estados  imitaron  el  ejemplo  de  Francia  y  comenzaron  la  co- 
dificación de  su  Derecho,  sirviendo  los  códigos  franceses,  especialmente  el  ci- 
vil, de  modelo  á  casi  todos  los  legisladores  de  las  demás  naciones,  los  cuales,  no 
sólo  siguieron  su  plan  para  la  ordenación  de  los  preceptos,  sino  que  adopta  roa 
muchas  de  las  nuevas  instituciones  de  Derecho  en  aquéllos  consignada.'-.  Los 
pueblos  americanos  entraron  en  este  movimiento  codificador  tan  pronto  como 
lograron  conquistar  su  independencia;  habiéndose  extendido  ya  hoy  á  los  nsiá- 
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ticos,  entre  los  que  sobresale  el  Imperio  del  Japón,  que  ha  entrado  en  la  co- 
rriente de  la  civilización  moderna,  haciendo  en  pocos  lustros  grandes  progresos. 
Está,  pues,  terminada  esta  fase  de  la  evolución  jurídica.  Casi  todos  los  pue- 
blos cultos  han  codificado  su  Derecho,  consignando  en  sus  legislaciones  los 
preceptos  ó  reglas  que  sirven  de  base  á  las  diversas  relaciones  de  sus  ciudada- 
nos; pero,  dadas  las  corrientes  de  solidaridad  que  entre  los  hombres  han  desper- 
tado la  facilidad  de  las  comunicaciones  y  la  frecuencia  é  intimidad  en  el  trato, 
así  como  la  evidente  tendencia  á  unificar,  en  lo  posible,  la  vida  y  la  culture , 
imponíase,  como  imprescindible  exigencia,  un  nuevo  paso  en  el  camino  que  ve- 
nimos señalando.  Era  necesario  facilitar  el  conocimiento  de  lo  que  pudiéramos 
llamar  el  Digesto  humano,  venciendo  las  dificultades  que  á  ello  oponían  la 
distancia,  la  diversidad  de  lenguas  en  que  están  escritos  los  códigos  de  los  dis- 
tintos países,  y  la  mayor  de  todas,  la  de  reunir  tantas  y  tan  costosas  coleccio- 
nes. Esta  necesidad  hizo  que  surgiera  el  pensamiento  de  satisfacerla;  que  se  ini- 
ciara el  movimiento  compilador  de  los  más  esenciales  cuerpos  legales  de  los  di- 
versos Estados  para  formar  una  especie  de  Colección  universal  legislativa;  que 
se  hicieran,  para  conseguirlo,  las  tentativas  á  que  antes  nos  hemos  referido  y 
que  despertaron  en  nuestro  ánimo  la  atrevida  idea  de  dar  el  primer  paso  en  ese 
camino,  trazando  un  boceto  del  trabajo  que  habrán  de  completar  y  perfeccio- 
nar otros  que  reúnan  las  aptitudes  y  aun  los  medios  materiales  de  que  nosotros 
carecemos.  Después  de  todo,  veinte  años  de  penosísima  labor  y  perseverantes 
esfuerzos,  señalan  suficientemente  nuestro  buen  deseo,  y  bien  merecen  la  re- 
compensa de  la  satisfacción  del  deber  cumplido,  única  á  que  aspiramos. 

II 

Hechas  las  anteriores  consideraciones  de  carácter  general,  diremos  algunas 
palabras  acerca  del  objeto  principal  de  este  breve  Prefacio. 

Por  exigencia  del  método,  si  la  obra  había  de  ajustarse  á  la  índole  del 
asunto,  comenzamos  por  compilar  en  Is,  primera  serie  de  nuestra  Colección,  los 
Códigos  de  los  Estados  de  Europa,  que  se  consideran  como  los  modelos  en  que  se 
han  calcado  los  Cuerpos  legales  y  las  instituciones  de  Derecho  de  los  jóvenes  pue- 
blos del  continente  Americano,  é  iniciamos  muy  luego  la  publicación  de  Comple- 
mentos ó  Anuarios  de  Legislación,  en  que  insertamos  los  Códigos  y  otras  disposi- 
ciones importantes,  con  que  va  sustituyendo  las  antiguas  ó  corrigiendo  sus  de- 
ficiencias la  previsión  ó  la  experiencia  de  los  legisladores. 

Aunque  publicados  ya  dichos  modelos  pudiera  parecer  superflua,  hasta 
cierto  punto,  la  reproducción  de  los  Códigos  y  demás  cuerpos  legales  de  las  Re- 
públicas Americanas,  entendemos  nosotros  que  esta  publicación  es  útilísima, 
de  un  lado,  para  facilitar  al  comercio  general  humano  el  conocimiento  de  los 
preceptos  que  rigen  los  actos  y  relaciones  más  importantes  de  la  vida  en  cada 
pueblo,  y  de  otro,  para  suministrar  al^Estadista  y  al  hombre  estudioso  materia- 
les que  les  permitan  examinar  las  modificaciones  que  cada  legislador  ha  intro- 
ducido en  los  códigos  antiguos  para  adaptar  á  su  nación  esos  modelos,  pudien- 
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do  así  comparar  los  resultados  ó  efectos  producidos,  teniendo  en  cuenta  la  raza, 
clima,  estado  de  cultura  y  demás  factores  que  influyen  en  el  progresivo  desarro- 
llo de  las  agrupaciones  humanas. 

Indicados,  aunque  muy  á  la  ligera,  los  motivos  que  nos  han  movido  á 
trazar,  tal  como  lo  hemos  hecho,  el  plan  general  de  la  obra,  debemos  decir 
algunas  palabras  respecto  del  que  pensamos  seguir  en  la  Serie  especial  dedi- 
cada á  los  Estados  Americanos. 

No  existe  razón  alguna  de  consideración  ni  de  afecto  que  abone  la  prece- 
dencia en  la  publicación.  A  todos  esos  pueblos  se  lo  profesamos  por  igual,  como 
buenos  hermanos,  y  á  todos  estamos  igualmente  obligados  por  lazos  de  gratitud 
inextinguible.  Los  motivos  de  la  precedencia  son,  ó  puramente  históricos,  ó  ac- 
cidentales. Consisten  los  primeros  en  la  situación  más  ó  menos  normal  en  que 
se  encuentren  los  pueblos;  en  que  no  existan  proyectos  pendientes,  ni  parezcan 
inminentes  graves  perturbaciones  que  hagan  insegura  la  persistencia  de  las 
leyes  vigentes;  y,  por  último,  en  que  su  codificación  sea  completa  y  reciente,  de 
modo  que  no  exija  próximas  modificaciones.  Constituyen  -los  segundos,  las  difi- 
cultades con  que,  á  las  veces,  tropezamos  para  reunir  las  colecciones  completas 
de  Códigos  y  leyes  vigentes  en  cada  Estado,  y  que  nos  son  absolutamente  indis- 
pensables para  hacer  la  selección  de  las  que  considérameos  más  importantes. 

Hacemos  estas  indicaciones  como  previa  explicación  y  satisfacción  antici- 
pada á  los  que,  por  una  susceptibilidad  muy  respetable,  pero  excesiva,  pudie- 
ran formular  alguna  queja  por  creer  postergado  su  país  en  el  orden  de  la  publi- 
cación. Nuestras  deficiencias,  si  algunas  resultan  en  este  punto,  procederán  de 
error  involuntario,  nunca  de  falta  de  consideración  y  buen  deseo. 

III 

Y  vamos  á  terminar  este  preámbulo  dedicando  algunas  frases  á  la  Codifica- 
ción de  Honduras  contenida  en  el  presente  tomo. 

Salvo  la  Constitución  y  las  demás  leyes  políticas,  que,  dada  la  diferencia 
esencial  entre  las  formas  de  Gobierno  que  rigen  ambos  países,  son  por  necesi- 
dad muy  diferentes,  en  lo  que  se  refiere  á  sus  códigos,  han  adoptado  los  legis- 
ladores hondurenos  el  plan,  el  método,  y,  en  general,  la  doctrina  consignada  en 
los  correspondientes  cuerpos  legales  de  la  antigua  madre  patria,  dando  así 
gallarda  prueba  efectiva  de  que,  olvidando  todo  resentimiento  producido  quizá 
por  mutuo  agravio,  se  establecen  las  cordiales  relaciones  que  deben  existir  en- 
tre pueblos  hermanos. 

Mas  no  vaya  á  creerse  que  los  códigos  de  Honduras  son  una  copia  de  los 
españoles;  no.  Aquellos  discretos  legisladores  han  procedido  en  esto  con  sumo 
acierto.  Teniendo  en  cuenta  la  identidad  de  raza,  la  analogía  de  las  costum- 
bres privadas  y  públicas,  la  semejanza  de  la  cultura  de  ambos  pueblos,  sin  otra 
diferencia  que  la  natural  que  procede  del  número  de  habitantes  y  de  la  superio- 
ridad de  medios,  han  introducido  en  muchos  puntos  modificaciones  y  refor- 
mas tales  que  bastan  para  acreditarlos,  no  ya  como  excelentes  jurisconsultos, 
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sino  también  como  insigues  estadistas.  Bastará  para  probar  nuestro  aserto  re- 
cordar, citando  á  manera  de  ejemplo,  lo  hecho  en  dos  de  las  instituciones  de 
orden  civil:  la  del  divorcio,  y  la  del  organismo  tutelar. 

En  cuanto  al  primero,  encontróse  el  legislador  con  las  tradicionales  creen- 
cias y  prácticas  de  un  pueblo  católico,  aunque  no  fanático,  pero  que  aspira 
y  desea  entrar  de  lleno  en  la  corriente  de  la  cultura  moderna,  en  que  preva- 
lece en  determinados  casos  la  teoría  del  divorcio  absoluto  con  la  consiguien- 
te disolución  del  vínculo.  No  parecía  prudente  la  completa  ruptura  con  lo  tra- 
dicional, colocándose  de  un  salto  en  el  terreno  de  las  teorías  hoy  predominan- 
tes. Tampoco  era  lógico  que  se  despreciaran  las  citadas  aspiraciones  de  aquel 
pueblo,  y  mucho  menos  las  imposiciones  de  los  principios  fundamentales  de  la 
ciencia  jurídica.  Prevaleció,  pues,  el  buen  criterio  de  no  imponer  la  rutina, 
como  los  legisladores  españoles;  pero  revistiendo,  aun  en  este  caso,  el  acto  jurí- 
dico y  la  resolución  de  ios  esposos  con  las  suficientes  garantías  de  seriedad  y 
acierto,  que  pueden  faltar  cuando  se  decide  la  definitiva  é  inmediata  disolu- 
ción del  matrimonio  hallándose  los  divorciandos  bajo  el  imperio  de  violentas 
pasiones,  que  no  dan  cabida  á  la  reflexión  que  suele  traer  siempre  consigo  la 
moderación  y  la  calma.  Por  esto  establecen  aquellos  legisladores  ambas  formas 
de  divorcio,  dejando,  no  obstante,  un  período  de  tiempo  considerable  (nosotros 
lo  creemos  excesivo)  antes  que  el  divorcio  absoluto  produzca  sus  efectos,  para 
qie  los  esposos  mediten  la  trascendencia  del  acto,  y  puedan  reconciliarse. 

En  cuanto  á  la  modificación  introducida  en  el  contenido  de  los  preceptos  de 
nuestro  Código  relativos  al  organismo  tutelar,  aunque  parezca  insignificante  á 
primera  vista,  reviste  importancia  suma,  y  nos  parece  acertado  (aunque  un 
tanto  exagerada  la  limitación)  el  acuerdo,  no  ya  aplicado  á  Honduras,  sino  que 
también  nos  lo  parecería  si  se  aplicase  en  España,  donde  el  bajo  nivel  de  la 
general  cultura,  sobre  todo  en  materias  de  derecho,  hace  que  esté  dando  resul- 
tados menos  que  medianos,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  la  institución  del 
Consejo  de  familia.  El  legislador  hondureno  ha  sustituido  éste  por  un  Consejo 
de  tutela,  cuyo  parecer  habrá  de  oír  el  juez  antes  de  adoptar  acuerdos  en  deter- 
minadas ocasiones,  limitando  á  este  parecer  ó  consejo  la  función  de  ese  orga- 
nismo tutelar.  Quizá  hubiera  convenido  dar,  siquiera  como  estímulo  y  ensayo, 
alguna  mayor  suma  de  atribuciones  al  Consejo  de  tutela;  pero  sin  llegar,  ni  con 
mjicho,  á  las  que  entre  nosotros  tiene  el  Consejo  de  familia. 

Y  no  siendo  otro  mi  propósito,  al  escribir  estas  últimas  líneas,  que  hacer 
alguna  generalísima  indicación  acerca  de  la  im>presión  que  ha  producido  en  mi 
}  nimo  la  lectura  de  estos  Códigos,  concluyo  enviando  mi  más  respetuoso  home- 
naje á  aquel  pueblo  y  á  su  Gobierno,  mi  cordial  enhorabuena  á  los  dignísimos 
jurisconsultos  que  han  intervenido  en  la  reforma,  y  muy  especial — por  la  para 
mí  honrosa  amistad  que  nos  une — al  sabio  Doctor  Uclés,  ilustre  presidente  de 
aquella  Suprema  Corte  de  Justicia. 

Alv;jo  OaiíCÍa  jIüeenü 
Madrid  í."  de  Ág  ¡-to  'le  1902. 
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Comprende:  I.  Constitución  Política. — II.  Ley  de  Amparo. — III.  Ley  de  Impren- 
ta.— IV.  Ley  del  estado  de  sitio  (orden  público). — V.  Ley  electoral.  — VI.  Ley 
Municipal— VII-  Ley  de  extranjería.— VIII.  Ley  orgánica  judicial.—  IX. 
Ley  orgánica  del  Tribunal  de  Cuentas. — X.  Apéndice:  Reglamento  interior 
del  Congreso. 


CONSTITUCIÓfi  POIiÍTICA  VlGEflTE 

de  14  de  Oetüb^e  de  1894  (i) 


TÍTULO  PRIMERO 
De  la  nación. 

Articulo  1."  Honduras  es  un  Estado 
disgregado  de  la  República  de  Centro- 
América.  En  consecuencia,  reconoce  co- 
mo una  necesidad  primordial  volver  á  Ja 
unión  con  las  demás  secciones  de  la  Re- 
pública disuelta.  A  este  efecto,  queda  fa- 
cultado el  Poder  Legislativo  para  ratificar 
definitivamente  los  tratados  que  tiendan  á 
realizarla  con  uno  ó  más  Estados  de  la  an- 
tigua Federación. 

Art.  2."  Honduras  es  nación  libre,  so- 
berana é  independiente. 

Art.  3."  La  soberanía  nacional  reside 
esencialmente  en  la  universalidad  de  los 
hondurenos. 

Art.  4.°  Todo  poder  público  emana  del 
pueblo.  Los  funcionarios  dcil  Estado  no  tie- 
nen más  facultades  que  las  que  expresa- 
mente les  da  la  ley.  Todo  acto  que  ejecH- 
ten  fuera  de  la  ley  es  nulo. 

Art.  5."    Los  limites  de  Honduras  y  su 


(1)    Vigente  desde  l.o  de  Enero  de  1895. 
Segunda  Serie. — Tomo  I. 


división  territorial  serán  determinados  por 
la  ley. 

TÍTULO  II  , 
De  los  hondurenos. 

Art.  6."  Los  hondurenos  son  naturales 
ó  naturalizados. 

Art.  7."     Son  naturales: 

1.°  Los  nacidos  en  Honduras  de  padres 
hondurenos. 

2.°  Los  hijos  nacidos  en  Honduras  de 
extranjeros  domiciliados,  y  los  hijos  de  pa- 
dre ó  madre  hondurenos  nacidos  en  el  ex- 
tranjero, que  opten  por  la  nacionalidad 
hondurena. 

Los  tratados  pueden  modificar  las  di.«;- 
posiciones  de  este  último  número,  con  tal 
que  haya  reciprocidad. 

Art.  8.°  Se  consideran  como  naturales 
los  liijos  de  las  otras  Repúblicas  de  Centro- 
América  que  manifiesten  ante  la  primera 
autoridad  política  departamental  su  deseo 
de  ser  liondu renos. 

Art.  9.°     Son  naturalizados: 

1."  Los  hispano-americanos  que  ten- 
gan un  año  do  residencia  en  el  país  y  que 
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maniñesten  su  deseo  de  naturalizarse  en  él 
ante  la  autoridad  respectiva. 

2."  Los  demás  extranjeros  que  tengan 
dos  años  de  residencia  en  el  pais  y  que  ma- 
nifiesten el  deseo  de  naturalizarse  en  él 
ante  la  autoridad  referida. 

3."  Los  que  obtengan  carta  de  natura- 
leza acordada  por  la  autoridad  que  designe 
la  ley. 

TÍTULO  III. 
De  los  extranjeros. 

Art.  10.  La  República  de  Honduras  es 
asilo  sagrado  para  toda  persona  que  se  re- 
fugie en  su  territorio. 

Art.  11.  Los  extranjeros  están  obliga- 
dos, desde  su  llegada  al  territorio  de  la  Re- 
pública, á  respetar  las  autoridades  y  á  ob- 
servar las  leyes. 

Art.  12.  Los  extranjeros  gozan  en  Hon- 
duras de  todos  los  derechos  civiles  de  los 
hondurenos. 

Art.  13.  Pueden  adquirir  toda  clase  de 
bienes  en  el  país;  pero  quedarán  sujetos, 
en  cuanto  á  estos  bienes,  á  todas  las  car- 
gas ordinarias,  y  a  las  extraordinarias  de 
carácter  general,  á  que  estén  obligados  los 
hondurenos. 

Art.  14.  No  podrán  hacer  reclamacio- 
nes, ni  exigir  indemnización  alguna  del 
Estado,  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
pudieran  hacerlo  los  hondurenos. 

Art.  15.  Los  extranjeros  no  podrán 
ocurrir  á  la  vía  diplomática,  sino  en  los 
casos  de  denegación  de  justicia.  Para  este 
efecto  no  se  entiende  por  denegación  de 
justicia  que  un  fallo  ejecutoriado  no  sea 
favorable  al  reclamante.  Si,  contravinien- 
do esta  disposición,  no  terminaren  amis- 
tosamente las  reclamaciones  y  se  causaren 
perjuicios  al  pais,  perderán  el  derecho  de 
habitar  en  él. 

Art.  16.  La  extradición  sólo  podrá  otor- 
garse en  virtud  de  ley  ó  de  tratados  por 
delitos  comunes  graves,  nunca  por  delitos 
politi(;os,  uuuque  por  consecuencia  de  és- 
tos resulte  un  delito  común. 

Art.  17.  Las  leyes  podrán  establecer  la 
forma  y  casos  en  que  puede  negarse  al  ex- 
tranjero la  entrada  al  territorio  de  la  na- 
ción, ú  ordenarse  su  expulsión  por  consi- 
derarlo pernicioso. 

Art.  18.  Las  leyes  y  tratados  reglamen- 
tarán el  uso  de  estas  garantías,  sin  poder 
disminuirlas  ni  alterarlas. 

Art.  19.  Las  disposi(;iones  de  este  Títu- 
lo no  modifican  los  tratados  existentes  en- 
tre Honduras  y  otras  naciones. 


TITULO  IV 
De  los  ciudadanos. 

Art.  20.  Son  ciudadanos  todos  los  hon- 
durenos mayores  de  veintiún  años,  y  los 
mayores  de  dieciocho  que  sean  casados  ó 
sepan  leer  y  escribir. 

Art.  21.  Son  derechos  del  ciudadano: 
ejercer  el  sufragio,  optar  á  los  cargos  pú- 
blicos y  tener  y  portar  armas;  todo  con 
arreglo  á  la  ley. 

Art.  22.  Se  suspenden  los  derechos  del 
ciudadano: 

1.°  Por  auto  de  prisión  ó  declaratoria 
de  haber  lugar  á  formación  de  causa. 

2.°    Porvagancia  legalmente  declarada. 

3."  Por  enajenación  mental,  judicial- 
mente declarada. 

4.°  Por  sentencia  de  inhabilitación  para 
el  ejercicio  de  derechos  políticos  durante 
el  término  de  la  condena. 

5.°  Por  estar  declarado  deudor  fraudu- 
lento, mientras  no  obtenga  rehabilitación 
judicial. 

6.°  Por  sentencia  que  imponga  pena 
más  que  correccional. 

7.°  Por  admitir  empleo  de  naciones  ex- 
tranjeras sin  licencia  de  la  autoridad  res- 
pectiva. Las  Repúblicas  de  Centro-Amé- 
rica no  se  consideran  como  naciones  ex- 
tranjeras. 

Art.  23.  El  voto  activo  es  irrenuncia- 
ble  y  obligatorio  para  los  ciudadanos. 

Art.  24.  El  sufragio  será  directo  y  se- 
creto. Las  elecciones  se  verificarán  en  la 
forma  prescrita  por  la  ley,  y  ésta  dará  la 
representación  correspondiente  á  las  mi- 
norías. 

Art.  25.  Sólo  los  ciudadanos  mayores 
de  veintiún  años,  que  se  hallen  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos,  son  elegibles. 

TÍTULO  V 
De  los  derechos  y  garantías. 

Art.  26.  La  Constitución  garantiza  á 
todos  los  habitantes  de  Honduras,  sean  na- 
cionales ó  extranjeros,  la  inviolabilidad  de 
•la  vida  humana,  la  seguridad  individual, 
la  libertad,  la  igualdad  y  la  propiedad. 

INVIOLABILIDAD    DE    LA    VIDA    HUMANA. 

Art.  27.  La  pena  de  muerte  queda  ab- 
.solutamente  abolida  en  Honduras. 

SEGURIDAD   INDIVIDUAL 

Art.  28.     La  Constitución  reconoce  ia 


HONDURAS.    CONSTITUCIÓN  POLÍTICA 


11 


garantía  del  Hábeas  Corpus.  En  conse- 
caencia,  toda  persona  ilegalmente  deteni- 
da, ó  cualquiera  otra  en  su  nombre,  tiene 
derecho  para  recurrir  ai  Tribunal,  verbal- 
mente  ó  por  escrito,  pidiendo  la  exhibición 
de  la  persona. 

Art.  29.  Toda  persona  tiene  derecho 
para  requerir  amparo  contra  cualquier 
atentado  ó  arbitrariedad  de  que  sea  vícti- 
ma, y  para  hacer  efectivo  el  ejercicio  de 
todas  las  garantías  que  esta  Constitución 
establece,  cuando  sea  indebidamente  coar- 
tada en  el  goce  de  ellas,  por  leyes  ó  actos 
de  cualquiera  autoridad,  agente  ó  funcio- 
nario público. 

Art.  30.  La  orden  de  arresto  que  no 
emane  de  autoridad  competente,  ó  que  se 
haya  dictado  sin  las  formalidades  legales, 
es  atentatoria. 

Art.  31.  La  detención  para  inquirir  no 
podrá  pasar  de  seis  días. 

Art.  32.  La  incomunicación  del  dete- 
nido no  podrá  pasar  de  veinticuatro  horas. 

Art.  33.  No  podrá  proveerse  auto  de 
prisión,  sin  que  preceda  plena  prueba  de 
haberse  cometido  un  hecho  punible  con 
pena  más  que  correccional,  y  sin  que  re- 
sulte, al  menos  por  presunción  grave, 
quién  sea  su  autor. 

Art.  34.  Es  permitida  la  prisión  ó  arres- 
to, por  pena  ó  apremio,  en  los  casos  y  por 
el  término  que  disponga  la  ley.  El  apremio 
no  podrá  e.xceder  de  treinta  días. 

Art.  35.  El  delincuente  infraganti  pue- 
de sor  aprehendido  por  cualquiera  perso- 
na, }>ara  el  efecto  de  entregarlo  inmedia- 
tamente a  la  autoridad  que  tenga  facultad 
de  arrestar. 

Art.  36.  Ninguno  puede  ser  preso  ó  de- 
tenido sino  en  los  lugares  que  determine 
la  ley. 

Art.  37.  Aun  con  auto  de  prisión,  nin- 
guno puede  ser  llevado  á  la  cárcel,  ni  de- 
tenido en  ella,  si  presentare  ñanza  sufi- 
ciente, cuando  por  el  delito  no  deba  apli- 
car.se  pena  que  pase  de  tres  años. 

Art.  38.  Ninguno  puede  ser  juzgado 
por  comisiones  especiales  ni  por  otros  Jue- 
ces que  los  designados  por  la  ley. 

Art.  39.  Se  prohibe  la  prisión  por  deu- 
das, excepto  cuando  hubiere  dolo. 

Art.  40.  El  derecho  de  defensa  es  in- 
violable. 

Art.  41.  Nadie  puede  ser  obligado  en 
materia  criminal  á  declarar  contra  sí  mis- 
mo, ni  contra  su  cónyuge  y  parientes  den- 
tro del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó 
.segundo  de  afinidad. 

Art.  42.  Ninguno  puede  ser  inquietado 
ni  perseguido  por  sus  opiniones.  Las  accio- 
nes privadas  que  no  alteren  la  moral  ó  el 


orden  público,  ó  que  no  causen  daño  á  ter- 
cero, estarán  siempre  fuera  de  la  acción 
de  la  ley. 

Art.  43.  Se  prohibe  absolutamente  la 
fustigación  ó  aplicación  de  palos  y  toda  es- 
pecie de  tormentos.  Se  prohiben  también 
las  prisiones  innecesarias  y  todo  rigor  in- 
debido. 

Art.  44.  La  habitación  de  todo  indivi- 
duo es  un  asilo  sagrado,  que  no  podrá  alla- 
narse sino  por  la  autoridad,  en  los  casos 
siguientes: 

1.°  Para  extraer  un  criminal  sorpren- 
dido infraganti. 

2."  Por  cometerse  delito  en  el  interior 
de  la  habitación,  por  desorden  escandaloso 
que  exija  pronto  remedio  ó  por  reclama- 
(ñón  del  interior  de  la  casa. 

3.°  En  caso  de  incendio,  terremoto, 
inundación,  epidemia  ú  otro  análogo. 

4.°  Para  libertar  una  persona  secues- 
trada ilegalmente. 

5.°  Para  extraer  objetos  perseguidos 
en  virtud  de  un  proceso,  precediendo  se- 
miplena prueba,  por  lo  menos,  de  la  exis- 
tencia de  dichos  objetos,  ó  para  ejecutar 
una  disposición  judicial  legalmente  decre- 
tada. 

6.°  Para  aprehender  á  un  reo,  á  quien 
se  haya  proveído  auto  de  prisión  ó  deten- 
ción, precediendo  al  menos  semiplena 
prueba  de  que  se  oculta  en  la  casa  que 
debe  allanarse. 

En  los  dos  últimos  casos,  no  se  podrá 
verificar  el  allanamiento  sino  con  orden 
escrita  de  autoridad  competente. 

Art.  45.  Siempre  que  el  domicilio  que 
haya  de  allanarse  no  sea  el  di'l  reo  á  quien 
se  persigue,  la  autoridad  ó  sus  agentes  so- 
licitarán previamente  el  permiso  del  mo- 
rador. 

Art.  46.  El  allanamiento  del  domicilio, 
en  los  casos  en  que  se  requiere  orden  es- 
crita, no  se  puede  verificar  desde  las  siete 
de  la  noche  hasta  las  seis  de  la  mañana. 

Art.  47.  Son  inviolables  la  correspon- 
dencia epistolar  y  telegráfica,  los  papeles 
privados  y  los  libros  de  comercio.  En  nin- 
gún caso  el  Poder  Ejecutivo  ni  sus  agentes 
podrán  sustraer,  abrir  ni  detener  la  co- 
rrespondencia epistolar  ó  telegráfica.  La 
sustraída  de  las  estafetas  ó  de  cualquiera 
otro  lugar  no  hace  fe  contra  ninguno. 

Art.  48.  La  correspondencia  particu- 
lar, papeles  y  libros  privados,  sólo  podrán 
ocuparse  en  virtud  de  auto  de  Juez  com- 

f)etente,  en  los  asuntos  criininalcs  y  civi- 
es  que  la  ley  determine;  debiendo  regis- 
trarse á  presencia  del  poseedor,  ó  en  su  de- 
fecto do  dos  testigos,  y  devolverse  los  que 
no  tengan  relación  con  lo  que  se  indaga. 
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Art.  49.  Se  prohibe  dar  leyes  proscrip- 
tivas,  conñscatorias  ó  que  establezcan  pe- 
nas infamantes  ó  perpetuas.  La  duración 
de  las  penas  no  podrá  exceder  de  quince 
años. 

Art.  50.  Las  leyes  no  pueden  tener 
efecto  retroactivo,  excepto  en  materia  pe- 
nal, cuando  la  nueva  ley  sea  favorable  al 
delincuente. 

Art.  51.  La  policía  de  seguridad  sólo 
podrá  ser  confiada  á  las  autoridades  civiles. 

Art.  52.  No  se  impondrá  ninguna  pena 
más  que  correccional,  sin  que  preceda  de- 
claración del  Jurado  sobre  la  responsabili- 
dad del  presunto  delincuente. 


Art.  53.  El  esclavo  que  pise  el  territo- 
rio hondureno  queda  libre.  El  tráfico  de 
esclavos  es  un  crimen. 

Art.  54.  Se  garantiza  el  libre  ejercicio 
de  todas  las  religiones,  sin  más  limite  que 
el  trazado  por  la  moral  y  el  orden  público. 

Art.  55.  No  podrá  someterse  el  estado 
civil  de  las  personas  á  una  creencia  reli- 
giosa determinada. 

Art.  56.  La  emisión  del  pensamiento 
por  la  palabra  hablada  ó  escrita  es  libre,  y 
la  ley  no  podrá  restringirla.  Tampoco  po- 
drá impedir  la  circulación  de  los  impresos 
nacionales  y  extranjeros.  Los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  la  prensa  serán  pre- 
viamente calificados  por  un  Jurado. 

Art.  57.  Se  garantiza  la  libre  enseñan- 
za. La  que  se  costee  con  fondos  públicos 
será  laica,  y  la  primaria  será  además  gra- 
tuita, obligatoria  y  subvenida  por  el  Esta- 
do. La  ley  reglamentará  la  enseñanza  sin 
restringir  su  libertad,  ni  la  independencia 
de  los  profesores. 

Art.  58.  Se  garantiza  la  libertad  de  re- 
unión sin  armas,  y  la  de  asociación  para 
cualquier  objeto  licito.  Se  prohibe  el  esta- 
blecimiento de  toda  clase  de  asociaciones 
monásticas. 

Art.  59.  Toda  industria  es  libre.  Sólo 
podrán  estancarse  en  provecho  de  la  Na- 
ción, el  aguardiente,  la  pólvora,  el  salitre 
y  el  tabaco.  (1) 


(1)  Como  se  ve  por  la  redacción  de  este  artícu- 
lo, C3  potestativo  el  estanco  de  estas  industrias. 
Acerca  de  la  del  tabaco  se  han  dictado  después  las 
leves  siguientes: 

1.3  Ley  fícneral  de  tabacos,  dictada  en  3  de 
Aprosto  de  18!).5,  en  que  se  limita  el  cultivo  ádeter- 
minat'a^  regiones; 

2.*  Otra  de  O  de  Abril  de  189Í,  autorizando  el 
libre  cultivo,  sujetándose  á  determinadas  reglas 
fiscales. 

3  *  Otra  de  3  de  Abril  de  ií>97,  estableciendo  el 
libre  cultivo  sin  restricción  alguna. 

V.  la  Paite  III,  Leyes  e.speciales. 


Art.  60.  Los  monopolios,  privilegios  y 
concesiones  sólo  podrán  establecerse  por 
tiempo  limitado,  para  fomentar  la  intro- 
ducción ó  perfeccionamiento  de  nuevas  in- 
dustrias, la  colonización  ó  inmigración,  las 
instituciones  de  crédito  y  la  apertura  de 
vías  de  comunicación. 

Art.  6i.  Todo  individuo  es  libre  para 
disponer  de  sus  propiedades,  conforme  al 
derecho  civil,  por  venta,  donación,  testa- 
mento ó  cualquier  otro  título  legal. 

Art.  62.  Son  prohibidas  las  vinculacio- 
nes y  toda  institución  en  favor  de  estable- 
cimientos religiosos. 

Art.  63.  Toda  persona  ó  reunión  de 
personas  tiene  derecho  de  dirigir  sus  peti- 
ciones a  las  autoridades  legalmente  esta- 
blecidas, de  que  se  resuelvan  y  se  le  haga 
saber  la  resolución  correspondiente. 

Art.  64.  Todos  tienen  libertad  para  en- 
trar, permanecer,  transitar  y  salir  del  te- 
rritorio de  la  Nación  sin  pasaporte. 

IGUALD.A.D 

Art.  65.  Ante  la  ley  no  hay  fueros  ni 
privilegios  personales.  Los  ministros  de  las 
diversas  sociedades  religiosas  no  podrán 
ejercer  cargos  públicos. 

Art.  66.  La  proporcionalidad  será  la 
base  de  las  contribuciones  directas. 

PROPIEDAD 

Art.  67.  Nadie  puede  ser  privado  de  su 
propiedad  sino  en  virtud  de  ley  ó  de  sen- 
tencia fundada  en  ley.  La  expropiación, 
por  causa  de  necesidad  y  utilidad  pública, 
debe  ser  calificada  por  la  ley  ó  por  senten- 
cia fundada  en  ley,  y  no  se  verificará  sin 
previa  indemnización.  En  caso  de  guerra 
no  es  indispensable  que  la  indemnización 
sea  previa. 

Art.  68.  Todo  autor  ó  inventor  goza  de 
la  propiedad  exclusiva  de  su  obra  ó  descu- 
brimiento por  el  tiempo  que  determine  la 
ley. 

Art.  69.  El  derecho  de  reivindicrá  los 
bienes  confiscados  prescribe  en  cincuenta 
años. 

Art.  70.  Sólo  el  Congreso  impone  con- 
tribuciones nacionales. 

Art.  71.  Ningún  servicio  personal  es 
exigible  sino  en  virtud  de  ley  ó  de  senten- 
cia fundada  en  ley. 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  72.  La  enumeración  de  derechos 
y  garantías  que  hace  esta  Constitución,  no 
excluye  otros  derechos  y  garantías  no  cnu- 
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merados,  pero  que  nacen  del  principio  de 
la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  re- 
publicana de  gobierno. 

Art.  73.  Las  leyes  que  reglamenten  el 
ejercicio  de  estas  garantías,  serán  inefíca- 
ces  en  cuanto  las  disminuyan,  restrinjan 
ó  adulteren. 

Art.  74.     En  el  caso  de  guerra  exterior, 

{)odrá  decretarse  el  estado  de  sitio  de  toda 
a  República  ó  parte  de  ella.  El  estado  de 
sitio  durará  todo  el  tiempo  que  exijan  las 
circunstancias  que  lo  motivan;  pero  no  po- 
drá pasar  de  sesenta  días  sin  nueva  decla- 
ratoria, y  jamás  podrá  alterar  las  garan- 
tías consignadas  en  los  arts.  27,  43  y  49. 

También  podrá  decretarse  el  estado  de 
sitio  en  los  casos  de  conmoción  interior, 
circunscribiéndose  al  lugar  ó  territorio 
donde  exista  la  perturbación  del  orden,  pu- 
diendo  extenderse  si  así  lo  exige  la  segu- 
ridad de  la  República. 

Art.  75.  En  casos  de  epidemia,  podrán 
dictarse  disposiciones  sanitarias  que  con- 
traríen ó  restrinjan  las  garantías  conteni- 
das en  los  arts.  44,  47,  en  lo  relativo  á  de- 
tención de  la  correspondencia,  58,  64  y  71. 

TÍTULO  VI 

De  la  forma  de  Gobierno. 

Art.  76.  El  Gobierno  de  Honduras  es 
republicano,  democrático  y  representati- 
vo. Se  ejerce  por  tres  Poderes  indepen- 
dientes: Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial. 

Art.  77.  Ninguno  de  los  Poderes  cons- 
tituidos podrá  ejecutar  actos  en  que  se  al- 
tere la  forma  de  Gobierno  establecida,  ó 
se  menoscabe  la  integridad  del  territorio  ó 
la  soberanía  nacional. 


TITULO  VII 
Del  Poder  Legislativo. 

Art.  78.  El  Poder  legislativo  se  ejerce 
por  un  Congreso  de  Diputados,  que  se  re- 
unirá en  la  capital  de  la  República  el  1." 
de  Enero  de  cada  año,  sin  necesidad  de 
convocatoria.  • 

Art.  79.  Sus  sesiones  durarán  sesenta 
días,  prorrogaljJes  hasta  por  cuarenta  más, 
cuando  lo  exijan  asuntos  de  interés  actual. 

Art.  80.  El  Congreso  tendrá  también 
sesiones  extraordinarias  cuando  sea  con- 
vocado por  el  Ejecutivo,  y  en  ese  caso  sólo 
tratará  do  los  asuntos  expresados  en  el  de- 
creto de  convocatoria. 

Art.  81.    Instalado  el  Congreso  en  la 


capital,  podrá  acordar  trasladarse  á  otra 
población. 

Art.  82.  El  21  de  Diciembre  de  cada 
año  se  reunirán  los  Diputados  en  Juntas 
preparatorias,  y  con  la  concurrencia  de 
cinco,  por  lo  menos,  organizarán  el  Direc- 
torio, á  fin  de  dictar  las  providencias  ne- 
cesarias para  la  instalación  del  Congreso. 

Art.  83.  Dos  terceras  partes  de  los 
miembros  de  que  se  componed  Congreso, 
serán  suficientes  para  celebrar  sesiones. 

Art.  84.  Un  número  de  cinco  Diputa- 
dos podrá  convocar  extraordinariamente 
al  Congreso  para  cualquier  lugar  de  la  Re- 
pública, cuando  el  Ejecutivo  haya  impedi- 
do sus  sesiones  ó  lo  haya  disuelto. 

Art.  85.  Los  Diputados  serán  electos 
por  cuatro  años,  y  pueden  ser  reelectos  in- 
definidamente. Cada  dos  años  se  renova- 
rán por  mitad.  La  primera  renovación  se 
hará  por  sorteo,  y  las  sucesivas  por  orden 
de  antigüedad. 

Art.  86.  No  pueden  ser  electos  Dipu- 
tados: 

1.°  Los  Secretarios  y  Subsecretarios  de 
Estado. 

2.°  Los  empleados  del  Poder  Ejecutivo 
que  ejerzan  jurisdicción  general  ó  depar- 
tamental. 

3."    Los  militares  en  servicio. 

4.°  Los  contratistas  de  obras  ó  servicios 
públicos  que  se  costeen  con  fondos  del  Es- 
tado, y  los  que  por  tales  contratas  tengan 
reclamaciones  de  interés  propio. 

5."  Los  deudores  morosos  á  la  Hacien- 
da Pública,  y  los  que  tengan  pendientes 
cuentas  por  administración  de  fondos  de 
la  misma. 

6."  Los  parientes  del  Presidente  de  la 
República,  dentro  del  cuarto  grado  de  con- 
sanguinidad ó  segundo  de  afinidad. 

Art.  87.  Los  Diputados,  desde  el  día 
de  su  elección,  gozarán  de  las  siguientes 
prerrogativas: 

1.°  Inmunidad  personal  para  no  ser 
acusados  ni  juzgados,  si  el  Congreso  no  los 
declara  previamente  con  lugar  á  forma- 
ción de  causa. 

2.°  No  ser  demandados  civilmente  des- 
de treinta  días  antes,  hasta  quince  días 
después  de  las  sesiones  ordinarias  ó  ex- 
traordinarias del  Congreso,  salvo  en  caso 
do  reconvención. 

3,°  No  ser  llamados  al  servicio  militar 
sin  su  consentimiento,  desde  la  elección 
hasta  terminar  su  periodo. 

4."  No  ser  extrañados  de  la  República 
ni  confinados,  durante  el  periodo  para  que 
han  sido  electos. 

5.°  No  ser  responsables  por  sus  opinio- 
nes ó  iniciativa  parlamentaria. 
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Art.  88.  Los  Diputados  no  están  obli- 
gados á  aceptar  empleos  del  Ejecutivo.  Si 
voluntariamente  aceptaren  alguno  de  los 
comprendidos  en  el  articulo  86,  dejan  por 
el  mismo  hecho  de  ser  Diputados,  y  se  re- 
pondrá su  elección. 

Art.  89.  La  elección  de  Diputados  al 
Congreso  se  hará  bajo  la  base  de  un  Dipu- 
tado propietario  y  un  suplente  por  cada 
diez  mil  habitantes.  Si  hubiese  fracciones, 
su  representación  será  determinada  por 
la  ley. 


TITULO  VIII 

De  las  atribuciones  del  Poder 
Legislativo. 

Art.  90.  Corresponden  al  Congreso  las 
atribuciones  siguientes: 

1."  Abrir  ó  cerrar  sus  sesiones,  califi- 
car la  elección  de  sus  miembros,  con  vista 
de  las  credenciales,  y  recibirles  la  prome- 
sa de  ley. 

2.°  Llamar  á  los  respectivos  suplentes, 
en  caso  de  falta  absoluta  ó  de  legitimo  im- 
pedimento de  los  propietarios,  y  mandar 
reponer  las  vacantes  que  ocurran. 

3."  Admitir  las  renuncias  de  sus  miem- 
bros, por  causas  legales  debidamente  com- 
probadas. 

4."    Formar  su  reglamennto  interior. 

5.°  Decretar,  interpretar,  reformar  y 
derogar  las  leyes. 

6."  Crear  y  suprimir  empleos,  estable- 
cer pensiones,  y  decretar  honores. 

7.°  Conceder  indultos  y  amnistías,  y 
conmutar  las  penas. 

8."  Disponer  todo  lo  conveniente  á  la 
seguridad  y  defensa  de  la  República. 

9."  Hacer  el  escrutinio  de  votos  para 
Presidente  y  Vicepresidente  de  la  Repú- 
blica y  Magistrados  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  y  declarar  electos  á  los  ciuda- 
danos que  liubieren  obtenido  mayoría  alj- 
soluta. 

10.  En  caso  de  no  haber  mayoría  ab- 
soluta, liacer  la  elección  de  Presidente, 
Vicepresidente  y  Magistrados,  entre  los 
tres  ciudadanos  que  hubieren  obtenido 
para  cada  cargo  mayor  número  de  sufra- 
gios populares. 

11.  Cuando  concurran  en  un  mismo  in- 
dividuo diversas  elecciones,  será  determi- 
nada la  preferencia  en  el  orden  siguiente: 
1.°  Presidente:  2."  Vicepresidente:  3.°  Di- 
putado: 4."  Magistrado.  La  elección  de 
propietario  prefiere  á  la  de  suplente. 

12.  Recibir  la  promesa  constitucional 


á  los  funcionarios  que  elija  ó  declare  elec- 
tos, y  admitidas  ó  no  sus  renuncias. 

13.  Designar  anualmente  tres  ciuda- 
danos para  ejercer  por  el  orden  de  su  elec- 
ción el  Poder  Ejecutivo,  en  los  casos  de 
falta  de  Presidente  y  Vicepresidente  de  la 
República,  previstos  por  la  Constitución. 

14.  Declarar  con  lugar  á  formación  de 
causa  al  Presidente,  al  Vicepresidente,  á 
los  Diputados,  Magistrados  de  la  Corte  Su- 
prema, Secretarios  de  Estado  y  Agentes 
Diplomáticos,  durante  sus  funciones. 

15.  Cambiar  la  residencia  de  los  Supre- 
mos Poderes  por  causas  graves. 

16.  Decretar  premios  y  conceder  pri- 
vilegios temporales  á  los  autores  é  inven- 
tores, y  á  los  que  hayan  introducido  ó  per- 
feccionado industrias  nuevas  de  utilidad 
general. 

17.  Decretar  subsidios  para  promover 
nuevas  industrias  ó  mejorar  las  existentes. 

18.  Acordar  subvenciones  para  objetos 
de  utilidad  pública. 

19.  Conceder  ó  negar  permiso  á  los 
hondurenos  para  aceptar  empleos  de  otra 
nación. 

20.  Aprobar  ó  improbar  la  conducta 
del  Ejecutivo. 

21.  Aprobar,  modificar  ó  improbarlas 
contratas  celebradas  por  el  Ejecutivo,  en 
los  casos  del  artículo  60,  ó  cuando  hayan 
de  prolongar  sus  efectos  al  siguiente  .pe- 
ríodo presidencial. 

22.  Aprobar,  modificar  ó  improbar  los 
tratados  celebrados  con  las  demás  na- 
ciones. 

23.  Reglamentar  el  comercio  marítimo 
y  terrestre. 

24.  Aprobar  ó  improbar  las  cuentas  de 
los  gastos  públicos. 

25.  Fijar  anualmente  el  Presupuesto 
de  gastos,  tomando  por  base  los  ingresos 
probables. 

26.  Imponer  contribuciones. 

27.  Reglamentar  el  pago  de  la  deuda 
nacional. 

28.  Decretar  la  enajenación  de  los  bie- 
nes nacionales,  ó  su  aplicación  á  usos  pú- 
blicos. 

29.  Decretar  empréstitos. 

30.  Habilitar  puertos,  crear  y  suprimir 
aduanas. 

31.  Decretar  el  peso,  ley  y  tipo  de  la 
moneda  nacional. 

32.  Declarar  la  guerra  y  hacer  la  paz. 

33.  Fijar  en  cada  reunión  ordinaria  el 
número  de  fuerzas  del  ejército  perma- 
nente. 

34.  Permitir  ó  negar  el  tránsito  de  tro- 
pas de  otro  país,  por  el  territorio  de  la  Re- 
pública. 


HONDURAS.    CONSTITUCIÓN   POLÍTICA. 


15 


35.  Declarar  en  estado  de  sitio  la  Repú- 
blica, ó  parte  de  ella,  conforme  á  la  ley. 

36.  Conferir  los  grados  de  General  de 
Brigada  y  de  División,  á  iniciativa  del 
Ejecutivo. 

37.  Conceder  cartas  de  naturalización 
á  los  extranjeros. 

38.  Nombrar  los  miembros  del  Tribu- 
nal de  Cuentas  y  el  Fiscal  General  de  Ha- 
cienda. 

Art.  91.  El  Poder  Legislativo  no  podrá 
suplir  ó  declarar  el  estado  civil  de  las  per- 
sonas, ni  conceder  títulos  académicos  y 
literarios. 

Art.  92.  Las  facultades  del  Poder  Le- 
gislativo son  indelegables,  excepto  las  que 
se  refieren  á  dar  posesión  á  los  altos  fun- 
cionarios. 


TITULO  IX 

De  la  formación,  sanción  y  promul- 
gación de  la  ley. 

Art.  93. — Tienen  exclusivamente  la  ini- 
ciativa de  la  ley:  los  Diputados,  el  Presi- 
dente de  la  República  por  medio  de  los 
Secretarios  de  Estado,  y  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  en  asuntos  de  su  competencia. 

Art.  94.  Ningún  proyecto  de  ley  será 
definitivamente  votado,  sino  después  de 
tres  deliberaciones  efectuadas  en  distintos 
días,  salvo  el  caso  de  urgencia  calificada 
por  dos  tercios  de  votos.  Toda  proposición 
que  tenga  por  objeto  declarar  la  urgencia 
de  una  ley,  debe  ir  precedida  de  una  ex- 
posición de  los  motivos  en  que  aquélla  se 
funda. 

Art.  95.  Todo  proyecto  de  ley,  una  vez 
aprobado  por  el  Congreso,  se  pasará  al 
Ejecutivo,  á  más  tardar  dentro  de  tres  días 
de  haber  sido  votado,  á  fin  de  que  le  dé  su 
sanción  y  lo  haga  promulgar  como  ley. 

Art.  96. — La  promulgación  de  la  ley  se 
hará  con  esta  fórmula:  Por  tanto:  ejecú- 
tese. 

Art.  97.  Si  el  Poder  Ejecutivo  encon- 
trare inconvenientes  para  sancionar  el 
proyecto  de  ley,  lo  devolverá  al  Congreso 
dentro  de  diez  días,  con  esta  fórmula: 
Vuelca  al  Congreso;  exponiendo  las  razo- 
nes en  que  funde  su  desacuerdo.  Si  en  el 
término  expresado  no  lo  objetare,  se  ten- 
drá por  .sancionado  y  lo  promulgará  (-omo 
ley.  Cuando  el  Ejecutivo  devolviere  el  pro- 
yecto, el  Congreso  lo  sujetará  á  una  nueva 
deliberación;  y  si  fuere  ratificado  con  dos 
tercios  de  votos,  lo  pasará  de  nuevo  al  Eje- 
cutivo, con  esta  fórmula:  Ratificado  cons- 


tituctonalmente;  y  aquél  lo  publicará  sin 
tardanza. 

Art.  98.  Cuando  el  Congreso  vote  un 
proyecto  de  ley  al  terminar  sus  sesiones, 
y  el  Ejecutivo  crea  inconveniente  sancio- 
narlo, está  obligado  á  dar  aviso  inmediata- 
mente al  Congreso,  para  que  permanezca 
reunido  hasta  diez  días,  contados  desde  la 
fecha  en  que  aquél  recibió  el  proyecto;  y 
no  haciéndolo,  se  tendrá  la  ley  por  san- 
cionada. 

Art.  99.  No  es  necesaria  la  sanción  del 
Ejecutivo  en  los  actos  ó  resoluciones  si- 
guientes: 

1.°  En  las  elecciones  que  el  Congreso 
haga  ó  declare,  ó  en  las  renuncias  que  ad- 
mita y  deseche. 

2.°  En  las  declaraciones  de  haber  lugar 
á  formación  de  causa. 

3.°     En  la  Ley  de  Presupuesto. 

4.°  En  los  decretos  que  se  refieran  á  la 
conducta  del  Ejecutivo. 

5."  En  los  reglamentos  que  expida  para 
su  régimen  interior. 

6.°  En  los  acuerdos  para  trasladar  su 
residencia  á  otro  lugar  temporalmente,  y 
para  suspender  ó  prorrogar  sus  sesiones. 

7."  En  los  tratados  ó  contratas  que  im- 
pruebe el  Congreso. 

Art.  100.  Siempre  que  un  proyecto  de 
ley,  que  no  proceda  de  iniciativa  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  tenga  por  ob- 
jeto reformare  derogar  cualquiera  de  las 
disposiciones  contenidas  en  los  Códigos  de 
la  República,  no  podrá  discutirse  sin  oir 
la  opinión  de  aquel  Tribunal.  La  Corte 
emitu^á  su  informe  en  el  término  que  el 
Congreso  le  señale.  Esta  disposición  no 
comprende  las  leyes  del  orden  político, 
económico  y  administrativo. 

TÍTULO  X 
Del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  101.  El  Poder  Ejecutivo  se  ejerce 
por  un  ciudadano  que  se  denomina  Presi- 
dente de  la  República;  en  su  defecto,  por 
un  Vicepresidente,  y  á  falta  de  éste,  por 
uno  de  los  Designados,  según  su  orden. 

Art.  102.  El  Presidente,  el  Vicepresi- 
dente y  los  Designados,  deben  sor  ciuda- 
danos en  ejercicio  de  sus  derechos,  mayo- 
res de  veinticinco  años  y  naturales  de 
Honduras. 

Art.  103.  El  Presidente  y  el  Vicepre- 
sidente de  la  República,  serán  electos  po- 
pular y  directamente,  y  su  elección  será 
declaríida  por  el  Congreso,  como  queda 
prescrito. 
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Art.  104.  El  período  presidencial  será 
de  cuatro  años,  y  comenzará  el  1."  de  fe- 
brero. 

El  ciudadano  que  hubiere  ejercido  la 
Presidencia  en  propiedad,  no  podrá  ser  re- 
electo, ni  electo  Vicepresidente  para  el  si- 
guiente período.  Tampoco  podrán  ser  elec- 
tos Presidente  ó  Vicepresidente  sus  parien- 
tes dentro  del  cuarto  grado  de  consangui- 
nidad ó  segundo  de  afinidad. 

Art.  105.  No  podrá  ser  electo  Presi- 
dente el  ciudadano  que  hubiese  ejercido  la 
Presidencia  constitucional  en  los  últimos 
seis  meses  del  periodo ,  ni  sus  parientes 
dentro  de  los  grados  que  expresa  el  artícu- 
lo anterior. 

Art.  106.  En  caso  de  falta  absoluta  de 
Presidente  de  la  República,  el  Poder  Eje- 
cutivo quedará  á  cargo  del  Vicepresidente; 
y  en  defecto  de  éste,  del  Designado  que 
corresponda  por  el  orden  de  su  eleccicjn. 
El  Designado  concluirá  el  periodo  presi- 
dencial, si  la  falta  ocurriere  dentro  del  úl- 
timo año;  y  si  acaeciere  antes  de  transcu- 
rrir los  tres  primeros  años,  deberá  proce- 
cerse,  un  mes  después  de  la  vacante,  á 
.nueva  elección  presidencial.  En  caso  de 
impedimento  temporal,  ejercerá  las  fun- 
ciones del  Presidente  el  Vicepresidente,  y 
los  Designados  por  su  orden. 

Art.  107.  Mientras  recibe  la  Presiden- 
cia el  llamado  por  la  ley,  ejercerá  el  Poder 
Ejecutivo  el  Consejo  de  Ministros;  y  é.ste 
llamará  inmediatamente  al  nuevo  funcio- 
nario para  darle  posesión,  si  no  estuviese 
reunido  el  Congreso. 

TITULO  XI 

De  los  deberes  y  atribuciones  del 
Poder  Ejecutivo. 

Ar.  108.  El  Presidente  de  la  República 
tiene  la  administración  general  del  país. 

Son  sus  atribuciones: 

1."  Eiercer  el  mando  en  Jefe  de  las 
fuerzas  de  tierra  y  mar. 

2."  Defender  la  independencia, el  honor 
de  la  Nación  y  la  integridad  de  su  terri- 
torio. 

3."  Ejecutar  y  hacer  cumplir  las  leyes 
expidiendo  al  efecto  los  decretos  y  órdenes 
conducentes,  sin  alterar  el  espíritu  de 
aquéllas. 

4."  Nombrar  los  Secretarios  y  Subse- 
cretarios de  Estado,  y  los  demás  emplea- 
dos del  Departamento  Ejecutivo  conforme, 
á  la  ley. 

5.°  Conservar  la  paz  y  seguridad  inte- 
rior de  la  República,  y  repeler  todo  ataque 
y  agresión  exterior. 


6."  Dar  á  los  funcionarios  del  Poder 
Judicial  los  auxilios  y  fuerzas  que  necesi- 
ten pam  hacer  efectivas  sus  providencias. 

7."  Remover  á  los  empleados  de  su  li- 
bre nombramiento. 

8.°  Velar  porque  todos  los  empleados 
de  la  República  cumplan  los  deberes  que 
la  ley  les  impone,  sin  intervenir  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones. 

9."  Conceder,  en  receso  del  Congreso, 
amnistías,  cuando  lo  exija  la  conveniencia 
pública. 

10.  Conmutar  las  penas  en  receso  del 
Congreso,  de  conformidad  con  la  ley. 

11.  Convocar  al  Congreso  á  sesiones 
extraordinarias,  ó  proponerle  la  prórroga 
de  las  ordinarias. 

12.  Declarar  la  guerra  y  hacer  la  paz, 
y  permitir  ó  negar  el  tránsito  de  tropas  de 
otro  país  por  el  territorio  de  la  República, 
cuando  las  circunstancias  no  permitan  la 
reunión  del  Congreso  para  que  lo  resuelva. 

13.  Presentar  por  medio  de  los  respec- 
tivos Secretarios  de  Estado,  dentro  de  los 
primeros  ocho  días  de  la  instalación  del 
Congreso,  un  informe  ó  memoria  circuns- 
tanciada de  todos  los  ramos  de  la  adminis- 
tración. 

14.  Celebrar  tratados  y  cualesquiera 
otras  negociaciones  diplomáticas,  some- 
tiéndolos á  la  ratifícación  del  Congreso  en 
las  próximas  sesiones. 

15.  Diiñgir  las  relaciones  exteriores, 
nombrar  los  Agentes  diplomáticos  y  con- 
sulares de  la  República,  recibir  los  Minis- 
tros y  admitir  los  Cónsules  de  las  naciones 
extranjeras. 

16.  Hacer  que  se  recauden  las  rentas 
del  Estado  y  reglamentar  su  inversión, 
con  arreglo  á  la  ley. 

17.  Decretar,  en  los  casos  de  invasión 
ó  rebelión,  si  los  recursos  del  Estado  fue- 
ren insuficientes,  un  empréstito  general  y 
proporcional,  voluntario  ó  forzoso,  de  cuya 
inversión  dará  cuenta  al  Congreso  en  sus 
próximas  sesiones. 

18.  Conferirgradosrailitares  desde  Sub- 
teniente hasta  Coronel,  y  los  de  General 
de  Brigada  y  de  División  en  el  campo  de 
batalla,  á  los  militares  que  tengan  una 
conducta  distinguida;  sometiendo  los  de 
General  á  la  aprobación  del  Congreso  en 
sus  próximas  sesiones. 

19.  Disponer  de  las  fuerzas  militares, 
organizarías  y  distribuirlas  de  conformi- 
dad con  la  ley,  según  las  necesidades  de  la 
Repúljlica. 

20.  Conceder  patentes  de  corso  y  car- 
tas de  represalia. 

21.  Declarar  en  estado  de  sitio  la  Re- 
pública ó  parte  de  ella,  en  receso  del  Con- 
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greso,  de  conformidad  con  la  ley;  debien- 
do dar  cuenta  al  Congreso  en  su  primera 
reunión,  del  uso  que  hubiere  hecho  de  esta 
facultad. 

22.  Conceder  cartas  de  naturalización 
conforme  á  la  ley. 

23 .  Conceder  ó  negar  permiso  á  los  hon- 
durenos, en  receso  de  Congreso,  para  ad- 
mitir empleos  de  otra  nación. 

24.  Dirigir  y  fomentar  la  instrucción 
pública,  y  difundir  la  enseñanza  popular. 

25.  Sancionar  las  leyes,  usar  del  veto 
en  los  casos  en  que  corresponde,  y  pro- 
mulgur  sin  demora  aquellas  disposiciones 
legislativas  que  no  necesiten  de  la  sanción 
del  Ejecutivo. 

26.  Mandar  reponer  las  vacantes  de 
Diputados  y  Magistrados  de  la  Corte  Su- 
prema, en  receso  de  Congreso,  de  confor- 
midad con  la  ley,  á  más  tardar  un  mes 
después  de  haber  ocurrido. 

27.  Nombrar  interinamente  en  receso 
de  Congreso,  los  miembros  del  Tribunal 
de  Cuentas,  y  el  Fiscal  General  de  Ha- 
cienda. 

28.  Publicar  mensualmente  el  estado 
de  ingresos  y  egresos  de  las  rentas  pú- 
blicas. 

29.  Vigilar  sobre  la  exactitud  legal  de 
la  moneda,  y  cuidar  de  la  uniformidad  de 
pesos  y  medidas. 

30.  Ejercer  la  suprema  dirección  de  la 
policía  de  seguridad. 

Art.  109.  Las  providencias  del  Poder 
Ejecutivo  que  no  se  expidan  por  el  Minis- 
terio correspondiente,  no  deben  cumplir- 
se. El  Presidente  y  los  Ministros  serán 
solidariamente  responsables  por  las  dispo- 
siciones que  dicten  en  contravención  á  la 
Constitución  y  á  las  leyes. 

Art.  110.  Siempre  que  el  Presidente  de 
la  República  juzgue  conveniente  ponerse 
al  frente  del  ejército,  encargará  del  Poder 
Ejecutivo  al  ciudadano  que  debe  sustituir- 
le constitucionalmente;  y  quedará  inves- 
tido sólo  del  carácter  de  General  en  Jefe,  y 
con  las  atribuciones  de  Comandante  Ge- 
neral. 

TÍTULO   XII 
De  los  Secretarios  de  Estado. 

Art.  111.  Habrá  de  tres  á  seis  Secre- 
tarios de  Estado,  y  el  Ejecutivo  distribui- 
rá entre  ellos  el  despaciio  de  los  negocios. 

Art.  112.  Los  Secretarios  de  Estado 
deben  ser  hondurenos,  naturales  ó  natu- 
ralizados, y  mayores  de  veintiún  anos. 

Art.  113.  No  pueden  ser  Secretarios  de 
Estado  los  contratistas  de  obras  ó  servicios 


públicos  por  cuenta  de  la  Nación;  los  que 
por  tales  contratos  tengan  reclamaciones 
de  interés  propio;  los  deudores  de  la  Ha- 
cienda Pública,  ni  los  que  tengan  cuentas 
pendientes  á  favor  de  la  misma,  poradmi- 
nistracción  de  fondos. 

Art.  114.  Los  Secretarios  de  Estado 
pueden  asistir,  sin  voto,  á  las  deliberacio- 
nes del  Congreso;  y  deberán  concurrir 
siempre  que  se  les  llame,  y  contestar  las 
interpelaciones  que  les  haga  cualquier  Di- 
putado, referentes  á  asuntos  de  la  Admi- 
nistración; exceptuando  los  de  los  ramos 
de  Guerra  y  Relaciones  exteriores,  cuando 
juzguen  necesaria  la  reserva,  á  menos  que 
el  Congreso  les  ordene  contestar. 

Art.  115.  Los  Subsecretarios  de  Estado 
deben  tener  las  mismas  condiciones  que 
los  Secretarios,  y  sustituirán  á  éstos  por 
ministerio  de  la  ley. 

TÍTULO  xin 
Del  Poder  Judicial. 

Art.  116.  El  Poder  Judicial  de  la  Re- 
pública se  ejercerá  por  una  Corte  Supre- 
ma de  Justicia,  compuesta  de  cinco  Ma- 
gistrados, que  residirá  en  la  capital,  y  por 
los  Tribunales  y  Jueces  inferiores  que  la 
ley  establece. 

Art.  117.  Para  ser  Magistrado  se  re- 
quiere ser  abogado  y  mayor  de  veinticinco 
años. 

Art.  118.  Los  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  serán  electos  popularmente,  y 
podrán  ser  reelectos. 

Art.  119.  Se  elegirán  igualmente  tres 
Magistrados  suplentes,  que  sustituirán  á 
los  propietarios  y  que  deberán  reunir  las 
mismas  condiciones  que  éstos.  Si  la  fal- 
ta fuere  absoluta,  el  Poder  Ejecutivo  con- 
vocará á  elecciones  para  reponer  al  pro- 
pietario; y  la  elección  será  declarada  por 
la  Corte  Suprema. 

Art.  120.  La  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia nombrará  los  Magistrados  do  las  Cor- 
tes de  Apelaciones,  los  Jueces  inferiores 
departamentales  y  seccionales,  y  los  Ofi- 
ciales del  Ministerio  Público,  de  conformi- 
dad con  la  ley.  Los  Jueces  de  Paz  serán 
electos  popularmente  en  el  respectivo  tér- 
mino municipal. 

Art.  121.  No  podrán  ser  Magistrados 
ni  Jueces  en  un  mismo  Tribunal  las  per- 
sonas ligadas  por  par(;ntesco,  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  attiiidad. 

Si  resultaren  electos  dos  ó  más  parien- 
tes en  dichos  grados,  se  preferirá  al  que 
hubiere  obtenido  mayor  número  de  votos; 
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y,  en  caso  de  igualdad,  al  abogado  más 
antiguo.  La  elección  de  los  demás  se  re- 
pondrá. 

Art.  122.  El  periodo  de  los  Magistra- 
dos, Jueces  departamentales  ó  seccionales 
y  Oficiales  del  Ministerio  Público,  será  de 
cuatro  años,  y  tomarán  posesión  el  1.°  de 
Febrero. 

Art.  123.  La  Corte  Suprema  admitirá 
ó  no  las  renuncias  de  los  funcionarios  de 
su  nombramiento,  y  concederá  licencia 
tanto  á  éstos  como  á  sus  propios  miembros. 

Los  Jueces  departamentales  y  secciona- 
les admitirán  ó  no  las  renuncias  y  conce- 
derán licencias  á  los  Jueces  de  Paz. 

Art.  124.  La  ley  reglamentará  la  orga- 
nización y  atribuciones  de  los  Tribunsues 
de  Justicia. 

»-  Art.  125.  La  facultad  de  juzgar  y  eje- 
cutar lo  juzgado  pertenece  á  las  Cortes  y 
demás  Tribunales  de  Justicia.  A  ellos  co- 
rresponde la  aplicación  de  las  leyes  en  ca- 
sos concretos  que  legalmente  se  sometan 
á  su  conocimiento,  y  negarles  cumplimien- 
to cuando  sean  contrarias  á  la  Constitu- 
ción. 

Art.  126.  Se  establece  el  Jurado  de  ca- 
lificación en  donde  hubiere  Jueces  depar- 
tamentales ó  seccionales,  para  toda  clase 
de  delitos  que  deban  juzgarse  en  juicio  es- 
crito. La  ley  reglamentará  esta  institu- 
ción. 

Art.  127.  La  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, además  de  las  atribuciones  que  la  ley 
le  confiei'e,  ejercerá  las  siguientes: 

1.°     Hacer  su  reglamento  interior. 

2.°  Conocer  de  los  delitos  oficiales  y  co- 
munes de  los  altos  funcionarios,  cuando  el 
Congreso  los  haya  declarado  con  lugar  á 
formación  de  causa. 

3.°  Autorizar  á  los  abogados  y  notarios, 
recibidos  dentro  ó  fuera  de  la  República, 
para  el  ejercicio  de  su  profesión,  salvo  lo 
estipulado  en  los  tratados,  y  suspenderlos 
con  arreglo  á  la  ley. 

4.°  Declarar  que  ha  lugar  á  formación 
de  causa  contra  los  miembros  del  Tribu- 
nal de  Cuentas,  Fiscal  General  de  Hacien- 
da, y  contra  los  principales  empleados  na- 
cionales y  departamentales  que  la  ley  de- 
termine, por  los  delitos  que  cometan  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  (1). 

5."  Conocer  de  las  causas  de  presas  y 
de  extradicción  que  deban  juzgarse  con 
arreglo  al  Derecho  Internacional. 

Art.  128.  Podrá  también  establecerse 
directamente  ante  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  el  recurso  de  inconstitucionalidad 


1 1)    Ajustado  á  la  r«forma  de  26  de  Febrero  de 
1895. 


de  una  ley  que  se  refiera  á  asuntos  no  ven- 
tilables  ante  los  Tribunales,  por  toda  per- 
sona que,  al  serle  aplicada  en  un  caso  con- 
creto, sea  perjudicada  en  sus  legítimos  de- 
rechos. La  ley  reglamentará  el  uso  de  este 
recurso. 

Art.  129.  La  administración  de  justicia 
es  gratuita  en  la  República. 

Art.  130.  Los  miembros  de  los  Tribu- 
nales de  Justicia,  durante  su  periodo,  no 
podrán  ejercer  ningún  otro  empleo  que 
lleve  anexa  jurisdicción. 

Art.  131.  Los  Tribunales  de  Justicia 
podrán  requerir  el  auxilio  de  la  fuerza  ar- 
mada para  el  cumplimiento  de  sus  resolu- 
ciones, y  si  les  fuere  negado  ó  no  la  hubie- 
re disponible,  podrán  exigirlo  de  los  ciu- 
dadanos. El  funcionario  que  indebidamen- 
te se  negare  á  dar  auxilio,  incurrirá  en 
responsabilidad. 

Art.  132.  Ninguna  persona  que  tenga 
la  libre  administración  de  sus  bienes,  pue- 
de ser  privada  del  derecho  de  terminar  sus 
asuntos  civiles  por  transacción  ó  arbitra- 
mento. 

Art.  133.  Un  mismo  Juez  no  puede  ser- 
lo en  diversas  instancias  en  una  misma 
causa. 

Art.  134.  Ningún  poder  ni  autoridad 
puede  avocarse  causas  pendientes,  ni  abrir 
juicios  fenecidos. 

TÍTULO  XIV 
Del  Presupuesto. 

Art.  135.  El  Presupuesto  será  votado 
por  el  Congreso,  en  vista  del  proyecto  que 
presente  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  136.  El  proyecto  de  Presupuesto 
será  presentado  por  el  respectivo  Ministro, 
dentro  de  los  quince  días  subsiguientes  á 
la  instalación  del  Congreso. 

Art.  137.  Todo  gasto  que  se  haga  fuera 
de  la  ley  es  ilegal,  y  serán  responsables 
solidariamente  por  la  cantidad  gastada,  el 
Presidente,  el  Ministro  respectivo,  los 
miembros  del  Tribunal  de  Cuentas,  y  los 
empleados  (jue  en  él  intervinieren,  si  fal- 
taren á  sus  respectivos  deberes. 

Art.  138.  El  Presupuesto  de  gastos  or- 
dinario de  la  Administración  pública  no 
podrá  exceder  de  los  ingresos  probables, 
calculados  por  el  Congreso  Nacional. 

TÍTULO  XV 

Del  Tesoro  Público. 

Art.  139.  Forman. el  Tesoro  Público  d« 
la  Nación: 
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1.°     Todos  sus  bienes,  muebles  ó  raices. 

2.°     Todos  sus  créditos  activos. 

3.°  El  producto  de  los  derechos,  im- 
puestos y  contribuciones. 

Art.  140.  El  Poder  Ejecutivo  no  podrá 
celebrar  contratas  de  importancia  que 
comprometan  el  Tesoro  Nacional,  sin  pre- 
via publicación  de  la  propuesta  en  el  pe- 
riódico ofícial,  y  licitación  pública.  Excep- 
túanse  las  que  tengan  por  objeto  proveer 
á  las  necesidades  de  la  guerra,  y  las  que 
por  su  naturaleza  no  puedan  celebrarse 
si  no  es  con  persona  determinada. 

Art.  141.  Para  ñscalizar  la  administra- 
ción del  Tesoro  Nacional,  habrá  una  Con- 
taduría Mayor  ó  Tribunal  Supremo  de 
Cuentas,  cuyas  atribuciones  serán:  exami- 
nar, aprobar  ó  improbar  las  cuentas  de  los 
que  administren  fondos  públicos,  y  devol- 
ver al  Ejecutivo  las  órdenes  que  no  estu- 
vieren arregladas  á  la  ley,  para  los  efectos 
que  ésta  determine. 

Art.  142.  Los  miembros  de  este  Tiñbu- 
nal  deberán  ser  mayores^de  veintiún  años, 
y  no  ser  deudores  ni  acreedores  de  la  Ha- 
cienda pública,  ni  tener  cuentas  pendien- 
tes con  ella.  Su  número,  organización  y 
atribuciones  serán  determinadas  por  la  ley. 

Art.  143.  Habrá  un  Fiscal  General  para 
que  represente  los  intereses  de  la  Hacienda 
Pública.  Sus  atribuciones  se  determinarán 
por  la  ley. 

TÍTULO  XVI 

Del    Ejército. 

Art.  144.  La  fuerza  pública  está  insti- 
tuida para  asegurar  los  derechos  de  la  Na- 
ción, el  cumplimiento  de  la  ley  y  el  man- 
tenimiento del  orden  público. 

Art.  145.  Ningún  cuerpo  armado  puede 
deliberar.  La  obediencia  militar  será  arre- 
glada á  la  ley  y  ordenanzas  militares. 

Art.  146.  Él  servicio  militar  es  obliga- 
torio. Todo  hondureno  de  v(Mntiuno  á 
treinta  años  es  soldado  del  ejército  activo, 

Í'de  treinta  á  cuarenta  años,  de  la  reserva. 
a  ley  hará  la  organización  de  las  milicias 
y  establecerá  las  causas  de  exención  del 
servicio. 

Los  militares  que  tengan  grado  en  el 
ejército,  tienen  derecho,  después  de  cum- 
plir los  cuarenta  años,  á  renunciar  sus 
despachos  y  quedar  separados  del  servicio. 

Art.  147.  Se  establece  el  fuero  de  gue- 
rra para  los  delitos  militares. 

TÍTULO  XVII 

Del  Gobierno  departamental. 

Art.  148.     Para  la  administración  pú- 


blica se  divide  el  territorio  de  la  Nación, 
en  departamentos,  cuyo  número  y  limites 
fijará  la  ley.  En  cada  uno  de  ellos  habrá 
los  funcionarios  que  la  misma  ley  deter- 
mine. 

Art.  149.  En  el  Gobierno  departamen- 
tal un  mismo  individuo  no  podrá  ejercer 
á  la  vez  funciones  políticas,  militares  y  de 
Hacienda,  sino  es  interinamente  y  por  un 
término  que  no  exceda  de  tres  meses. 

TÍTULO  XVllI 

Del  Gobierno  MunicipaL 

Art.  150.  El  Municipio  es  autónomo 
y  será  representado  por  Municipalidades 
electas  directamente  por  el  pueblo. 

La  ley  reglamentará  la  organización  y 
atribuciones  de  las  Municipalidades.  El 
número  de  los  municipales  será  proporcio- 
nal á  la  población.  Las  atribuciones  de  las 
Municipalidades  serán  puramente  econó- 
micas y  administrativas. 

Art.  151.  Las  Municipalidades  decre- 
tarán conforme  á  la  ley  las  contribucio- 
nes locales,  y  administrarán  los  fondos  y 
bienes  de  la  comunidad  en  provecho  de  la 
misma,  rindiendo  cuenta  de  su  adminis- 
tración ante  el  Tribunal  que  establezca  la 
ley.  Deberán  publicar  anualmente  un  in- 
forme detallado  de  los  ingresos  y  egresos 
de  sus  fondos. 

Art.  152.  Las  Municipalidades  nom- 
brarán libremente  los^em picados  de  su  de- 
pendencia, y  los  agentes  de  policía  que 
costeen  con  sus  propios  fondos. 

Art.  153.  En  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes privativas,  serán  absolutamente  inde- 
pendientes de  los  otros  Poderes,  sin  con- 
trariar en  ningún  caso  las  leyes  generales 
del  país;  y  serán  responsables  por  los  abu- 
sos que  cometan,  colectiva  é  individual- 
mente ante  los  Tribunales  de  Justicia. 

Art.  154.  Las  Municipalidades  tienen 
la  facultad  de  conmutar,  conforme  á  la  ley, 
penas  impuestas  por  faltas. 

Las  Municipalidades  también  tienen  de- 
recho de  emitir  acuerdos  sobre  Policía, 
Higiene  é  Instrucción  Pública,  sin  con- 
trariar la  Constitución  y  las  leyes  gene- 
rales. 

Art.  155.  Ningún  miembro  de  las  Mu- 
nicipalidades podrá  ser  obligado  á  aceptar 
otro  nombramiento,  ni  ser  llamado  al  ser- 
vicio militar. 

TÍTULO  XIX 

De  la  responsabilidad  de  los  emplea- 
dos públicos. 

Art.  156.     Todo  empleado  ó  funcionario 
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público,  al  tomar  posesión  de  su  destino, 
hará  la  promesa  siguiente: — «Prometo  ser 
fíel  á  la  República,  cumplir  y  hacer  cum- 
plir la  Constitución  y  las  leyes.» 

Art.  157.  Todo  funcionario  público  es 
responsable  por  sus  actos. 

Art.  158.  El  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, los  Diputados,  los  Magistrados  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  los  Secretarios 
de  Estado  y  los  Ministros  Diplomáticos, 
responderán  ante  el  Congreso  por  los  deli- 
tos que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. El  Congreso,  previos  los  trámites 
que  determine  su  reglamento,  declarará  si 
ha  lugar  á  formación  de  causa  contra  ellos, 
para  el  efecto  de  poner  el  reo  á  disposición 
del  Tribunal  competente.  Igual  declarato- 
ria será  necesaria  para  proceder  contra  el 
Presidente  de  la  República,  los  Secreta- 
rios de  Estado  y  los  Magistrados  de  la  Cor- 
te Suprema,  por  delitos  comunes. 

Art.  159.  No  obstante  la  aprobación 
que  dé  el  Congreso  á  la  conducta  del  Eje- 
cutivo, el  Presidente  y  los  Secretai^ios  de 
Estado  podrán  ser  acusados  por  delitos  ofi- 
ciales. Esta  acción  prescribirá  hasta  cinco 
años  después  de  haber  cesado  en  sus  fun- 
ciones, permaneciendo  en  el  país. 

Art.  160.  Los  emple  idos  públicos  que 
violaren  cu  ilquiera  de  los  derechos  y  ga- 
rantías consignadas  en  esta  Constitución, 
serán  responsables  civil  y  criminalmente. 
Pueden  ser  acusados  sin  necesidad  de  fian- 
za de  calumnia.  No  pueden  obtener  indul- 
to ni  conmuta  en  el  período  constitucional, 
ni  en  el  siguiente.  Los  delitos  y  penas  en 
-que  incurran  no  prescribirán  sino  des- 
pués de  dichos  períodos. 

Art.  161.  Cuando  un  funcionario  pú- 
blico, á  quien  se  liubiere  declarado  con 
lugar  á  formación  de  causa,  fuere  absuelío, 
volverá  al  ejercicio  de  sus  funciones. 

TÍTULO  XX 

De  las  Leyes  Constitutivas. 

Art.  162.  Son  leyes  Constitutivas:  la  de 
Imprenta,  la  de  Estado  de  Sitio,  la  de  Am- 
paro y  la  de  Elecciones. 


TITULO  XXI 

De  las  reformas  ala  Constitución 
y  Leyes  Constitutivas. 

Art.  163.  La  reforma  de  esta  Constitu- 
ción sólo  podrá  acordarse  por  dos  tercios 
de  votos  de  los  Representantes  al  Congre- 
so, en  sesiones  ordinarias,  determinando 
el  artículo  ó  artículos  que  necesiten  refor- 
marse, ó  si  la  reforma  ha  de  ser  abso- 
luta. 

Decretada  la  reforma,  el  Congreso  con- 
vocará una  Asamblea  Constituyente  para 
que  lo  verifique;  debiendo  insertarse  en  el 
decreto  de  convocatoria,  el  que  contenga 
las  reformas  propuestas. 

Art.  164.  La  Asamljlea  Constituyente 
será  electa  en  la  misma  forma  que  el  Con- 
greso, y  tendrá  el  mismo  número  de  Re- 
presentantes, con  las  mismas  inmunida- 
des. 

Ar.  165.  En  ningún  caso  podrán  decre- 
tarse las  reformas  de  los  artículos  consti- 
tucionales que  prohiben  la  reelección  del 
Presidente,  ó  del  que  lo  sustituye,  y  que 
establece  la  duración  del  período  presiden- 
cial, para  que  produzca  sus  efectos  en  el 
periodo  en  cur.iO  ó  en  el  siguiente. 

Art.  166.  Las  leyes  constitutivas  po- 
drán ser  reformadas  del  mismo  modo  que 
la  Constitución,  ó  por  dos  Congresos  ordi- 
narios, con  dos  tercios  de  votos. 

Art.  167.  La  Asamblea  Nacional  Cons- 
tituyente confía  el  depósito  de  esta  Cons- 
titución, y  de  los  derechos  que  ella  consa- 
gra, al  patriotismo  de  todos  los  hondu- 
renos.    ■ 

Art.  final.  La  presente  Constitución 
empezará  á  regir  el  1."  de  Enero  de  1895; 
quedando  derogada  en  esa  fecha  la  emiti- 
da el  1.°  de  Noviembre  de  1880. 

Dada  en  Tcgucigalpa,  en  el  Salón  de 
Sesiones,  ú  14  de  Octubre  de  1894,  año 
LXXIV  de  la  Independencia.  —  Carlos 
Alberto  Uclks,  Di|)utado  por  el  Depar- 
tamento de  Valle,  Presidente. — Joaquín 
Sansón,  Diputado  por  el  Departamento 
de  Valle,  Vicepresidente,  etc.  (Siguen  las 
firmas.) 
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II 


ÜEY  DE  ñmPñt^O  VIGENTE 


Desde  1.°  de  Enero  de  1895 


TÍTULO  PRIMERO 
Declaraciones. 

Artículo  1.°  Toda  persona  tiene  dere- 
cho para  requerir  amparo,  á  ñn  de  hacer 
efectivas  las  garantías  que  la  Constitución 
Política  y  las  Leyes  Constitutivas  estable- 
cen, cuando  sea  indebidamente  coartada 
en  el  goce  de  ellas  por  leyes,  actos,  reso- 
luciones, órdenes  ó  mandatos  de  cualquier 
autoridad,  funcionario  ó  agente  de  éstos. 

Art.  2.°  Podrá  también  establecerse  el 
recurso  de  amparo  por  inconstitucionalidad 
de  una  ley  que  se  refiera  á  asuntos  no  ven- 
tilables  ante  los  Tribunales  de  Justicia, 
por  toda  persona  que,  al  serle  aplicada  en 
caso  concreto,  sea  perjudicada  en  sus  le- 
gítimos derechos. 

Art.  3.°  Toda  persona  ilegalmente  pre- 
sa, detenida  ó  cohibida  de  cualquier  ma- 
nera en  el  ejercicio  de  su  libertad  indivi- 
dual, ó  que  sufriese  gravámenes  indebidos, 
aunque  la  restricción  sea  autorizada  por 
la  ley,  tiene  dereclio  para  pedir  la  inme- 
diata exhibición  de  su  persona.  De  este 
derecho  puede  usarse,  asimismo,  en  los 
casos  de  inscripciones  ó  altas  militares  eje- 
cutadas ilegalmente. 

Art.  4.°  Basta  que  se  exija  el  cumpli- 
miento de  la  ley'  ó  que  se  comunique  la 
orden,  resolución  ó  mandato  para  que  el 
recurso  se  declare  admisible. 

TÍTULO  II 

Competencia. 

Art.  5.°  Corresponde  exclusivamente  á 
los  Tribunales  de  Justicia  que  á  continua- 


(1)    V.  el  artículo  1C2  de  la  Constitución  política. 


ción  se  expresan,  conocer  de  los  recursos 
de  inconstitucionalidad  de  ley,  de  amparo, 
de  exhibición  personal  y  de  altas  ó  inscrip- 
ciones militares  indebidas,  en  la  forma  si- 
guiente: 

La  Corte  Suprema  conocerá  y  resol- 
verá: 

1.°  Del  recurso  de  inconstitucionalidad 
previsto  en  el  artículo  2.° 

2.°  De  las  violaciones  cometidas  por  el 
Presidente  y  Comandante  General  de  la 
República,  y  por  los  Secretarios  de  Estado. 

3.°  De  las  violaciones  cometidas  por 
las  Cortes  de  Apelaciones. 

Art.  6.°  Las  Cortes  de  Apelaciones  en 
su  respectiva  jurisdicción  conocerán  y  re- 
solverán: 

1.°  De  las  violaciones  cometidas  por 
los  Jueces  departamentales  ó  seccionales 
y  por  los  de  paz  en  los  casos  de  jurisdic- 
ción preventiva. 

2.°  De  las  violaciones  cometidas  por  los 
empleados  departamentales  ó  seccionales, 
del  orden  político,  administrativo  ó  mili- 
tar, ó  por  las  municipalidades  ó  algunos 
de  sus  miembros. 

Art.  7.°  Corresponde  á  los  Jueces  de- 
partamentales ó  seccionales,  en  su  respec- 
tiva jurisdicción,  conocer  y  resolver: 

1."  De  las  violaciones  ejecutadas  por 
sus  inferiores  en  el  orden  jerárquico. 

Los  Alcaldes  auxiliares,  en  su  doble  ca- 
rácter, quedan  comprendidos  en  este  in- 
ciso. 

•  2."  De  las  violaciones  ejecutadas  por 
empleados  locales  que  no  estén  compren- 
didos en  las  disposiciones  anteriores. 

Art.  8."  Los  Jueces  departamentales  ó 
seccionales  y  cualquier  otra  autoridad,  de- 
berán prestar  amparo,  siempre  que  sean 
requeridos,  en  los  casos  de  indeuido  se- 
cuestro ó  restricción  de  la  libertad  perso- 
nal ejecutados  ñor  particulares. 
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TITULO  III 
Interposición  del  recurso  de  amparo. 

Art.  9.°  La  demanda  de  amparo  puede 
interponerse  por  la  persona  agraviada  ó 
por  cualquier  otra  civilmente  capaz  y  sin 
necesidad  de  poder. 

Art.  10.  La  persona  que  solicite  ampa- 
ro se  presentará  por  escrito  explicando  el 
hecho  que  lo  motiva,  designando  la  garan- 
tía constitucional  que  considere  violada,  y 
pidiendo,  si  lo  tuviere  á  bien,  la  suspen- 
sión provisional  del  mismo  hecho. 

Art.  11.  Cuando  el  actor  pidiere  que  se 
suspenda  provisionalmente  la  ejecución 
del  acto  que  es  objeto  de  la  demanda,  el 
Tribunal,  previo  informe  ó  con  los  antece- 
dentes pedidos  al  empleado  referido — quien 
cumplirá  este  trámite  dentro  de  veinticua- 
tro horas — correrá  traslado  al  respectivo 
oficial  del  ministerio  público  por  igual  tér- 
mino. 

Si  hubiere  urgencia  notoria,  el  Tribu- 
nal, con  sólo  el  escrito  del  actor,  resolverá 
dentro  de  veinticuatro  horas. 

Art.  12.  Deberá  suspenderse  el  acto  re- 
clamado, siempre  que  de  su  ejecución  re- 
sulte un  daño  ó  gravamen  irreparable  ó 
que  consista  en  notoriafalta  de  jurisdicción 
ó  de  competencia  de  la  autoridad,  funcio- 
nario ó  agente  que  cometa  la  violación,  ó 
cuando  el  acto  sea  de  aquellos  que  ningu- 
na autoridad  pueda  ejecutar  legalmente. 

Art.  13.  Si  notificada  la  suspensión  del 
acto  reclamado,  el  empleado  no  se  contu- 
viere en  su  ejecución,  se  procederá  en  los 
términos  de  los  arts.  22  y  23  de  esta  ley. 


TITULO  IV 
Sustanciación  del  recurso. 

Art.  14.  Resuelto  el  punto  sobre  sus- 
pensión inmediata  al  acto  del  reclamado, 
ó  desde  luego  si  el  actor  no  lo  hubiere  so- 
licitado, el  Tribunal,  previo  informe  ó  con 
Iqs  antecedentes  pedidos  al  empleado  re- 
querido, quien  evacuará  este  trámite  den- 
tro de  vcinti(;uatro  horas,  correrá  traslado 
al  actor  y  al  oficial  del  ministerio  público 
por  igual  término  á  cada  uno. 

Art.  15.  Evacuados  los  traslados,  si  el 
punto  fuere  de  mero  derecho,  el  Tribunal 
resolverá  dentro  de  tercero  día.  Si  hubiere 
hechos  que  esclarecer  abrirá  el  juicio  á 
pruebas  por  ocho  días. 

Cuando  la  prueba  hubiere  de  rendirse 


fuera  del  lugar  del  juicio,  se  concederá  un 
día  más  por  cada  seis  leguas. 

Art.  16.  Toda  autoridad  ó  funcionario 
tiene  obligación  de  dar,  con  la  oportuni- 
dad necesaria,  al  recurrente  ó  al  oficial  del 
ministerio  público,  certificación  de  los  do- 
cumentos que  pidieren  como  prueba  en  es- 
tos recursos. 

Si  la  autoridad  ó  funcionario  requerido 
se  negare  á  expedir  la  certificación  indi- 
cada, incurrirá  en  una  multa  de  veinticin- 
co á  cien  pesos,  sin  perjuicio  de  las  res- 
ponsabilidades que  contraiga  conforme  al 
Código  Penal. 

Art.  17.  Las  pruebas  son  públicas:  se 
recibirán  dentro  de  los  términos  señalados 
en  el  artículo  15  y  se  apreciarán  de  con- 
formidad con  el  Código  de  Procedimientos. 

Art.  18.  Concluido  el  término  probato- 
rio, quedarán  los  autos  en  la  Secretaría 
por  cuatro  días,  para  que  las  partes  pre- 
senten sus  respectivos  alegatos.  Dentro  de 
los  tres  siguientes,  el  Tribunal  pronuncia- 
rá sentencia  definitiva. 

Notificada  ésta,  si  se  hubiere  dictado 
por  los  Tribunales  inferiores,  sin  otro  trá- 
mite, se  remitirán  los  autos  en  revisión  á 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  el  co- 
rreo inmediato. 

La  sentencia  favorable  al  actor  se  eje- 
cutará provisionalmente. 

TÍTULO  V 
Sentencia  de  revisión. 

Art.  19.  La  Corte  Suprema  de  Justicia 
fallará  con  sólo  la  vista  de  autos  dentro  de 
cuatro  días  de  haberlos  recibido,  reforman- 
do, confirmando  ó  revocando  la  sentencia 
consultada. 

Mandará  al  mismo  tiempo  instruir  cau- 
sa, cuando  fuere  procedente,  contra  la  au- 
toridad, funcionario  ó  agente  responsables, 
según  el  Código  Penal,  por  la  violación 
que  motivó  el  juicio. 

Art.  20.  La  sentencia^  se  notificará  in- 
mediatamente á  los  interesados  presentes, 
y  con  certificación  de  ella,  se  remitirán  los 
autos  al  Tril)unal  de  su  procedencia,  den- 
tro de  veinticuatro  horas. 

Art.  21.  El  Triltunal  de  primera  ins- 
tancia hará  saber  inmediatamente  la  sen- 
tencia á  los  interesados,  y  si  dentro  de 
veinticuatro  horas  el  funcionario  deman- 
dado no  procede  á  su  cumplimiento,  el 
Tribunal  se  dirigirá  al  superior  inmediato 
de  aquél,  requiriéndole,  en  nombre  do  la 
República,  para  que  liaga  cumplir  la  sen- 
tencia de  la  Corle.  Cuando  el  funcionario 
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demandado  no  tuviere  superior,  el  reque- 
rimiento se  entenderá  desde  luego  con  él 
mismo. 

Art.  22.  Si  á  pesar  del  requerimiento 
no  se  cumpliere  la  sentencia,  el  Tribunal, 
sí  el  caso  lo  exigiere,  requerirá  el  auxilio 
de  la  fuerza  pública  necesaria  para  hacer- 
la cumplir;  y  en  defecto  de  ella,  pedirá  el 
auxilio  de  los  ciudadanos. 

Art.  23.  Si,  no  obstante  la  notificación 
hecha  á  la  autoridad  ó  funcionario,  el  acto 
reclamado  quedare  consumado  de  un  mo- 
do irremediable,  el  Tribunal,  siendo  com- 
petente, mandará  encausar  desde  luego 
al  culpable  ó  culpables,  remitiendo,  en 
caso  contrario,  certificación  de  las  diligen- 
cias á  la  autoridad  ó  Tribunal  correspon- 
diente. 

Si  el  culpable  goza  de  la  prerrogativa 
establecida  en  los  artículos  127,  número  4." 
ó  158  de  la  Constitución  Política,  se  dará 
cuenta  á  la  Corte  Suprema,  para  los  fines 
consiguientes.  Respecto  de  los  funcionarios 
á  que  se  refiere  el  articulo  158,  la  Corte  Su- 
prema dará  cuenta  al  Poder  Legislativo, 
dentro  de  los  ocho  primeros  días  de  su  ins- 
talación. 

TÍTULO  VI 

Interposición  del  recurso  de 
exhibición  personal. 

Art.  24.  La  demanda  de  exhibición  per- 
sonal puede  interponerla  verbalmente  ó 
por  escrito  el  agraviado  ó  cualquiera  otra 
persona  en  su  nombre  sin  necesidad  de 
poder.  Las  violaciones  que  motivan  esta 
demanda  producen  acción  pública,  y  las 
autoridades  que  tengan  conocimiento  de 
ellas,  deberán  proceder  de  oficio. 

Art.  25.  Tienen  obligación  de  hacer  la 
denuncia  los  ejecutores  de  la  orden  arbi- 
traria, los  Alcaides  de  las  cárceles  v  los 
jefes  de  establecimientos  ó  casas  donáe  se 
cometa  el  abuso. 

Art.  26.  Es  ilegal  y  arbitraria,  salvo  el 
caso  de  delito  infraganti: 

1.°  Toda  orden  verbal  de  prisión  ó 
arresto. 

2.°  La  que  no  emane  de  autoridad  com- 
petente. 

Art.  27.  La  demandase  hará  explican- 
do los  hechos  que  constituyen  la  violación 
y  designando  la  autoridad,  funcionario  ó 
persona  bajo  cuya  custodia  está  el  ofendido. 

Art.  28.  Presentadi  la  demanda,  el 
Tribunal  ordenará  que  se  haga  la  inme- 
di  ita  exhibición  personal  del  ofendido,  que 
S(;  remitan  los  antecedentes,  ó  en  su  de- 
fecto el   informe  rcápectivo,  dentro  de  las 


doce  horas  siguientes  á   la   notificación. 

Art.  29.  Si  el  ofendido  se  encontrare 
fuera  de  la  comprensión  municipal  del 
lugar  en  que  tuviere  su  asiento  el  Tribu- 
nal, éste  someterá  el  cumplimiento  del 
auto  de  exhibición  á  cualquiera  autoridad 
ó  vecino  de  notoria  honradez  é  instrucción, 
residente  en  el  lugar  donde  deba  cumpli- 
mentarse su  providencia. 

Art.  30.  El  ejecutor  procederá  inme- 
diatamente á  cumplir  el  auto  deexhibición. 
Al  efecto  lo  notificará  al  funcionario  res- 
pectivo, quien  deberá  entregarle  en  el  acto 
la  persona  agraviada,  junto  con  el  informe 
ó  antecedentes,  con  vista  de  los  cuales  po- 
drá ordenar,  bajo  fianza,  la  libertad  del 
agraviado,  ó  la  continuación  de  la  causa, 
si  lo  estimare  procedente. 

El  ejecutor  hará  constar  la  hora  en  que 
reciba  el  mandato,  la  de  la  notificación  al 
empleado  y  la  de  la  entrega  del  ofendido, 
y  dará  informe  del  cumplimiento  de  su  co- 
misión al  Tribunal,  que  lo  nombró,  quien 
aprobará  ó  improbará,  según  lo  estime  de 
derecho,  lo  practicado  por  aquél. 

Art.  31.  Si  el  funcionario  ó  persona 
bajo  cuya  custodia  estuviese  el  agraviado, 
se  niega  á  obedecer  el  auto  de  exhibición, 
el  ejecutor,  haciéndolo  constar  asi,  devol- 
verá inmediatamente  las  diligencias  al  Tri- 
bunal, dándole  aviso  de  lo  ocurrido  por  des- 
pacho telegráfico. 

Art.  32.  Cuando  el  funcionarioque  des- 
obedece el  auto  de  exhibición  sea  emplea- 
do ó  agente  del  Poder  Ejecutivo,  la  Corte 
Suprema  lo  pondrá  en  conocimiento  de 
éste  en  el  término  de  veinticuatro  horas 
para  que  haga  ejecutar  lo  mandado. 

Si  el  Poder  Ejecutivo  se  negare  ó  trans- 
curriere el  término  sin  llevar  á  debido 
efecto  el  auto,  la  Corte  Suprema  hará 
constar  el  hecho  y  dará  cuenta  al  ('ongre- 
so  Legislativo  en  su  próxima  reunión,  sin 
perjuicio  de  disponer  el  enjuiciamiento  del 
empleado  desobediente. 

Art.  33.  Presentada  la  persona  al  Tri- 
bunal, éste,  mientras  se  resuelve  el  recur- 
so, dispondrá  con  arreglo  á  las  leyes,  lo 
conveniente  para  su  seguridad. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  el  quejoso  so 
presente  por  si,  prosiguiéndose  en  lo  de- 
más según  las  disposiciones  do  esta  ley. 

Art.  34.  Examinados  los  antecedentes, 
ó  en  vista  del  informe,  el  Tribunal  conti- 
nuará el  procedimiento  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  Títulos  IV  y  V. 

TÍTULO  VII 
Disposiciones  generales. 

Art.   35.     Los  términos  que  establece 
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esta  ley  son  fatales,  y  la  simple  omisión, 
sin  justa  causa,  del  trámite  prescrito  du- 
rante él,  produce  responsabilidad. 

Trascurrido  el  término  de  un  traslado, 
se  mandarán  sacar  los  autos  inmediata- 
mente, de  ofício  y  aun  con  apremio  per- 
sonal. 

Art.  36.  El  retardo  injustificable  en  la 
tramitación  de  estos  r|bursos,  en  la  tras- 
misión ó  entrega  del  despacho  librado  ó  en 
su  cumplimiento,  se  castigará  por  los  Tri- 
bunales respectivos  con  una  multa  de  diez 
a  cincuenta  pesos  sin  perjuicio  de  las  otras 
responsabilidades  á  que  hubiere  lugar. 

Si  el  Tribunal  fuere  colegiado,  la  multa 
se  aplicará  en  el  todo  á  cada  uno  de  sus 
miembros. 

Art.  37.  En  los  casos  de  exhibición  per- 
sonal ó  siempre  que  hubiere  urgencia,  los 
Tribunales  comunicarán  sus  providencias 
ó  resoluciones  por  medio  de  despachos  te- 
legráficos, ordenándolo  asi  en  ellas  mis- 
mas. En  tal  caso,  también  dispondrán  que 
las  oficinas  telegráficas  receptoras  y  los 
funcionarios  ó  personas  á  quienes  se  diri- 
jan los  despachos  den  aviso  inmediato  de 
su  recibo. 

El  Secretario  del  Tribunal,  ó  si  no  lo  hu- 
biere, el  Juez,  pondrá  constancia  de  la  hora 
en  que  se  deposite  el  despacho  telegráfico, 
y  hará  que  el  Jefe  de  la  oficina  autorice  el 
recibo  con  su  firma. 

Art.  38.  Son  causas  de  responsabilidad: 
la  admisión  ó  no  admisión  del  recurso,  el 
decretar  ó  no  decretar  la  suspensión  del 


acto  violatorio  y  la  concesión  ó  denegación 
de  amparo,  contra  los  preceptos  de  esta 
ley. 

Art.  39.  Los  alcaides,  guardas  ó  encar- 
gados de  la  custodia  de  presos,  darán  copia 
firmada  de  la  orden  de  prisión  á  la  perso- 
na que  custodian  ó  al  que  la  solicite  en  su 
nombre.  Si  la  negaren  ó  retardaren  su  en- 
trega más  deseis  horas,  incurrirán  en  una 
multa  de  diez  á  quince  pesos. 

Art.  40.  Las  multas  de  que  habla  esta 
Ley  se  impondrán  á  favor  del  perjudicado. 

Art.  41.  La  sentencia  será  siempre  tal 
que  se  limite  á  proteger  ó  amparar  á  las 
personas  en  el  caso  sobre  que  verse  el  pro- 
ceso, sin  hacer  declaración  general  respec- 
to del  acto  que  la  motivare. 

Art.  42.  Es  obligatoria  la  aceptación 
del  nombramiento  de  ejecutor,  salvo  moti- 
vos justos,  apreciados  por  el  Tribunal, 
quien  deberá  apremiar  al  nombrado  en  caso 
necesario. 

Art.  43.  En  estos  juicios  se  usará  de  pa- 
pel común. 

Art.  FINAL.  La  presente  ley  empezará  á 
regir  el  1."  de  Enero  de  1895,  quedando  de- 
rogadas en  esa  fecha  todas  las  leyes  que 
tratan  de  esta  materia. 

Dado  en  Tegucigalpa,  en  el  salón  de  se- 
siones de  la  Asamblea  Nacional  Constitu- 
yente, á  los  20  días  del  mes  de  Noviembre 
de  1894. — Terencio  Sierra,  Presidente. — 
F.  Arguetas  Vargas,  Secretario. — Maxi- 
miliano Hernández,  Secretario. 

Al  Poder  ejecutivo. 


III 

liEY    DE    imPt^EflTfl  <" 

De  14  de  J^oviembre  de  1895 


TÍTULO  PRLMERO 

De  la  libertad  de  imprenta. 

Articulo  1.°  Todos  los  habitantes  de 
Honduras  tienen  derecho  de  publicar  sus 
})ensamiento3  por  medio  de  la  prensa,  sin 
previo  examen,  censura  ni  caución. 


(1)    Véase  el  artículo  162  de  la  Constitución. 


Art.  2.°  También  tienen  derecho  de  in- 
troducir sin  impuesto  alguno,  y  de  hacer 
circular  libremente,  toda  clase  de  impre- 
sos, sin  previa  censura  ni  caución. 

Art.  3."  Las  industrias  tipográficas,  las 
oficinas  de  impronta  y  sus  anexos,  son  en- 
teramente libres.  Queda  exenta  de  impues- 
tos la  introducción  de  prensas  y  útiles  de 
imprenta. 
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TITULO  II 
De  los  impresos. 

Art.  4.°    Todo  impreso  debe  contener: 

1.°  El  nombre  y  dirección  del  estable- 
cimiento en  que  fuere  hecho. 

2.°  La  feclia  de  la  impresión,  y  el  nom- 
bre del  editor  responsable,  si  fuese  perió- 
dico. 

Art.  5."  Se  denomina  periódico,  toda 
serie  de  publicaciones  que  salgan  á  luz  con 
título  constante,  por  intervalos  de  tiempo 
regulares  ó  irregulares. 

Los  suplementos  ó  números  extraordi- 
narios serán  comprendidos  en  esta  defíni- 
ción  para  los  efectos  de  esta  ley. 


TÍTULO  III 
De  los  delitos  y  de  las  penas. 

Art.  6.°  Los  individuos  que  por  medio 
de  la  imprenta  cometan  los  delitos  de  in- 
juria ó  de  calumnia,  serán  responsables 
con  arreglo  á  esta  ley. 

Art.  7."  El  delito  de  injuria  será  casti- 
gado con  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo  y  en  su  término  mínimo, 
conmutable  á  razón  de  un  peso  por  cada 
día. 

Art.  8.°  El  delito  de  calumnia  será  cas- 
tigado con  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  y  en  su  término  medio  á 
máximo,  también  conmutable  como  la  an- 
terior. 

TÍTULO  IV 

De  la  exención  de  responsabilidad. 

Art.  9.°  No  habrá  responsabilidad  por 
injuria  ó  calumnia  inferidas  por  medio  de 
la  imprenta,  cuando  el  Jurado  caliñcador 
declare  (pie  la  ofensa  fué  hecha  con  desig- 
nio justiHcable. 

A'H.  10.  T;impoco  halará  responsabili- 
dad por  injuria  ó  calumnia  inferidas  por 
medio  de  la  imprenta,  cuando  el  Jurado 
califícador  declare  que  la  ofensa  constitu- 
ye cargos  hechos  á  un  empleado  público 
en  su  carácter  oficial,  ó  á  sus  íjómplicos  ó 
beneficiados. 

TÍTULO  V 

Del  procedimiento. 

Art.  11.  Un  Tribunal  compuesto  de 
seis  Jurados  es  el  llamado  á  calificar  si 

Segunda  Serie. — To.mo  I. 


hay  ó  no  hay  injuria  ó  calumnia  en  los 
impresos. 

Art.  12.  La  acusación  por  injuria  ó  ca- 
lumnia inferidas  por  medio  de  la  prensa, 
se  presentará  ante  el  Juez  departamental 
ó  seccional  donde  la  imprenta  estuviese 
radicada  ó  tuviere  su  domicilio  el  ofendi- 
do, acompañando  un  ejemplar  del  impreco 
acusado  y  designando  el  pasaje  ó  pasajes 
que  se  acusan. 

Art.  13.  El  juicio  se  iniciará  á  petici(>n 
de  parte  interesada. 

Art.  14.  Son  partes  interesadas,  adi/- 
más  del  ofendido,  su  cónyuge,  ascendien- 
tes, descendientes  y  hermanos,  cuando 
aquél  estuviere  ausente  ó  imposibilitado,  y 
sus  herederos,  si  hubiere  fallecido. 

Art.  15.  El  proceso  se  instruirá  en  p;*.- 
pel  común. 

AH.  IG.  Presentada  la  acusación  en  la 
forma  establecida,  el  Juez  proveerá,  man- 
dando citar  al  que  apareciere  firmado  en 
la  publicación.  En  caso  de  no  aparecer  fir^ 
ma,  de  ser  desconocido  el  autor  ó  de  ha- 
llarse ausente,  se  llamará  al  director  ó  ge- 
rente de  la  imprenta  y  al  acusador,  y  en 
su  presencia  desinsaculará  siete  Jurados 
propietarios  y  cuatro  suplentes.  Cada  una 
de  las  partes  podrá  recusar  cuatro  sin  ex- 
cepción de  causa. 

Art.  17.  Los  Jurados  de  calificación  se 
desinsacularán  de  la  misma  urna  que  con- 
tuviere los  nombres  de  los  Jurados  de  sen- 
tencia, y  su  recusación,  reposición  é  ins- 
talación se  harán  de  conformidad  con  la 
ley  especial  de  Jurado. 

Art.  18.  Instalado  el  Jurado,  el  Juez 
entregará  al  Presidente  los  antecedentes 
del  caso.  El  Presidente  declar.irá  abierta 
la  audiencia,  y  en  presencia  del  Juez,  de 
las  partes  y  de  sus  abogados,  si  los  tuvie- 
ren, ordenará  la  lectura^del  escrito  de  acu- 
sación y  demás  documentos  y  oirá  los  ale- 
gatos de  las  p.irtes  ó  de  sus  ¡ibog.idos;  ter- 
minado esto,  mandará  despejar  el  local, 
donde  los  Jurados  permanecerán,  sin  co- 
municarse con  ninguna  persona,  hasta  que 
dicten  su  veredicto. 

Art.  19.  Para  que  haya  veredicto  se 
necesit'i.  la  mayoría  de  votos  de  los  Jura- 
dos que  componen  el  Tribunal,  del»¡endo 
firmarlo  todos  los  Jurados. 

Art.  2U.     El  veredicto  se  extenderá  en 

esta,  forma:   (^En (aquí  el  lugar,  hora, 

fecha,  mes  y  año).  El  Jurado  de  califica- 
ción declara:  que  on  el  impreco  acusado 
hay  (6  no  hay)  injuria  ó  calumnia.» 

Art.  21.  Cuando  el  impreso  acusado  se 
encontrare  comprendido  en  los  artículos 
9  ó  10  de  esta  ley.  el  veredir.to  se  extende- 
rá en  esta  forma:  AV  jurado  de  califica- 
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ción  declara:  que  el  impreso  acusado  está 
comprendido  en  el  art.  9  (ó  10)  de  la  Ley 
de  Impronta. 

Art.  22.  Cuando  el  Jurado  declare  que 
el  impreso  acusado  no  es  injurioso  ni  ca- 
lumnioso, ó  que  está  comprendido  en  los 
tirtículo.-5  9  ó  10  de  esta  ley,  el  Juez  dará 
por  terminado  el  procedimiento. 

Art.  23.  Si  el  Jurado  de  calificación  de- 
clara que  el  impreso  acusado  es  injurioso 
ó  calumnioso,  el  Juez  mandará  citar  al 
dueño  ó  gerente  de  la  imprenta,  ó  al  direc- 
tor ó  editor  del  periódico,  en  su  caso,  para 
que  exhiba  el  original  del  impreso  acusado 
y  la  firma  que  lo  cubre. 

Art.  24.  Si  el  dueño  ó  gerente  de  la  im- 
prenta, ó  el  director  ó  el  editor  del  perió- 
dico exhibe  la  firma  que  cubre  el  escrito 
original,  el  Juez  le  recibirá  declaración  so- 
bre el  hecho;  y  á  continuación  mandará 
citar  al  autor  del  escrito  para  que  compa- 
rezca al  despacho  á  dar  su  declaración  in- 
dagatoria. 

Art.  25.  Si  el  dueño  ó  gerente  de  la  im- 
prenta, ó  el  director  ó  editor  del  periódico, 
no  exhibe  la  firma  que  cubre  el  escrito  ori- 
ginal, ó  muestra  una  desconocida,  el  Juez 
le  recibirá  declaración  indagatoria  y  con- 
tinuará contra  él  el  procedimiento. 

Art.  26.  Tomada  la  declaración  del  in- 
diciado, se  continuará  el  juicio,  de  confor- 
midad con  las  reglas  generales  del  proce- 
dimiento establecido  para  los  delitos  co- 
munes. 

TÍTULO  VI 

De  los  establecimientos  de  imprenta. 

Art.  27.  Toda  imprenta  debe  ser  ins- 
crita en  el  registro  que  llevará  el  Alcalde 
de  la  ciudad  ó  pueblo  en  que  se  encuentre. 
En  este  registro  se  consignarán: 

1."  El  nombre  y  dirección  del  estable- 
cimiento. 

2.°  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del 
gerente. 

Art.  28.  Si  el  establecimiento  de  im- 
prenta cambiare  de  noml)re,  de  dirección 
ó  de  gerente,  se  dará  aviso  al  Alcalde  res- 
pectivo para  el  efecto  de  llenar  los  requi- 
sitos del  articulo  anterior. 

Art.  29.  Todo  gerente  de  impronta  de- 
berá exigir  de  los  escritores  una  declara- 
ción escrita  y  firmada,  que  contenga  su 
nombre,  apellido  y  domicilio. 

Art.  30.  No  será  necesaria  esta  decla- 
ración para  lis  publicaciones  de  hojas  suel- 
tas, carteles,  anuncios,  prospectos  ó  cual- 
quiera otra  clase  de  impresos  exclusiva- 
mente comerciales,  artísticos  ó  técnicos,  ó 


que  no  ofendan  á  las  personas,  á  la  moral 
ó  á  las  buenas  costumbres. 


TITULO   Vil 

De  las  imprentas  y  de  los  impresos 
clandestinos. 

Art.  31.  Son  imprentas  clandestinas, 
las  que  no  estén  inscritas  conforme  á  esta 
ley. 

Art.  32.  Son  impresos  clandestinos  los 
que  no  tuvieren  el  nombre  y  dirección  del 
establecimiento  en  que  fueron  hechos,  ó 
lo  hubieren  sido  en  imprenta  clandestina. 

Art.  33.  El  Juez  respectivo  instruirá, 
por  denuncia  que  se  le  haga,  las  diligen- 
cias necesarias  á  la  investigación  de  si  una 
imprenta  es  ó  no  clandestina. 

Art.  34.  Descubierta  la  clandestinidad 
de  una  imprenta,  el  Juez  impondrá  al  due- 
ño de  ella  multa  de  cien  á  doscientos  pesos. 

Art.  35.  El  gerente  de  una  imprenta 
inscrita,  que  publique  impresos  sin  las  for- 
malidades prescritas  por  esta  ley,  será  con- 
denado á  una  multa  de  cincuenta  á  cien 
pesos. 

Art.  36.  En  todo  caso  que  se  llegue  á 
descubrir  el  autor  de  un  impreso  clandes- 
tino, el  Juez  deberá  castigarlo  con  multa 
de  cincuenta  á  cien  pesos. 

Art.  37.  Las  multas  que  se  impongan 
por  la  presente  ley,  se  cobrarán  á  benefi- 
cio del  fondo  municipal  de  instrucción  pú- 
blica. A  falta  de  pago  se  impondrá  arresto, 
á  razón  de  un  día  por  cada  peso. 

TÍTULO  VIII 

De  las   garantías   de   los    estableci- 
mientos de  imprenta. 

Art.  38.  Estarán  exentos  del  servicio 
militar,  en  tiempo  normal,  los  directores 
de  periódicos,  los  gerentes  de  las  impren- 
tas, los  (;ajistas  y  los  prensistas. 

Art.  39.  Los  dueños  ó  gerentes  de  im- 
prentas y  los  directores  ó  editores  de  pe- 
riódicos que  quieran  obtener  la  exención 
militar,  presentarán  al  Alcalde  respectivo 
la  lista  del  personal  de  su  establecimiento, 
expresando  la  ocupación  de  cada  uno.  Esa 
lista  se  renovará  siempre  que  li  lya  un 
cambio,  y  el  Alcalde  la  pasará  á  la  autori- 
dad militar  y  la  pul)licará  en  el  periódico 
oficial  ó  de  la  localidad. 

Art.  40.    Todo  gerente  de  imprenta  está 
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obligado  á  enviar,  por  medio  del  Goberna- 
dor respectivo,  al  Ministerio  de  Goberna- 
ción, seis  ejemplares  de  cada  impreso  des- 
tinado á  la  publicación  y  seis  á  la  Biblio- 
teca Nacional. 

El  que  contravenga  á  esta  disposición, 
será  castigado  con  una  multa  de  diez  á 
quince  pesos. 

Art.  41.  El  director  de  periódico  ó  de 
imprenta  que  haga  aparecer  en  la  lista  del 
personal  de  su  establecimiento  individuos 
que  no  estén  realmente  empleados  en  lo 

3ue  él  declara,  incurrirá  en  una  multa  de 
iez  á  veinticinco  pesos,  que  hará  efectiva 
el  Alcalde  de  la  localidad. 


Art.  42.  El  director  ó  editor  de  un  pe- 
riódico no  está  obligado  á  aceptar  empleos 
de  nombramiento  del  Ejecutivo. 

Art.  43.  Las  acciones  establecidas  en 
esta  ley  prescriben  en  el  término  de  tres 
meses. 

Art.  final.  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  el  día  1.°  de  Enero  de  1895,  y  en 
esa  fecha  quedarán  derogadas  todas  las 
disposiciones  que  traten  sobre  imprenta. 

Dado  en  Tegucigalpa,  en  el  Salón  de  Se- 
siones de  la  Asamblea  Nacional  Constitu- 
yente, á  14  de  Noviembre  de  1894.  (Siguen 
las  firmas.) 
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De  5  de  OQarzo  de  1895 


TITULO  PRIMERO 


TITULO  II 


De  la  declaratoria  del  estado  de  sitio.        De  los  efectos  del  es  ado  de  sitio. 


Artículo  1."  El  estido  de  sitio  puede 
declararse  en  los  casos  de  guerra  exterior 
ó  conmoción  interior. 

Art.  2."  Puede  imponerse  á  las  pobla- 
ciones amcnnzidas  por  el  enemigo,  ó  en 
que  tuviere  lugar  la  conmoción;  y  puede 
hacerse  extensivo  á  las  demás  Repúblicas, 
si  fuere  necesario,  atendidas  la  gravedad 
é  inminencia  del  peligro. 

Art.  3."  La  declaratoria  del  estado  de 
sitio  se  hará  siempre  por  un  decreto  que 
fije  el  día  en  que  debe  comenzar  á  surtir 
sus  efectos. 

Si  transcurrieren  setenta  días  sin  que 
hayan  cesado  las  circunstancias  especia- 
les que  motivaron  la  declaratoria,  se  repe- 
tirá ésta  por  un  nuevo  decreto. 

Art.  4."  Corresponde  al  Congreso  Le- 
gislativo emitir  el  decreto  ó  decretos  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  y  en  receso 
de  aquel  Cuerpo,  al  Poder  Ejecutivo,  en 
Consejo  de  Ministros. 


Art.  5."  Declarado  el  estado  de  sitio, 
quedan  sujetos  á  los  tribunales  militares 
los  delitos  de  traición,  rebelión  y  sedición, 
comprendidos  en  el  Código  Penal  común; 
los  delitos  contra  la  paz,  independencia  y 
soberanía  del  Estado,  y  contra  el  Derecho 
de  Gentes. 

Art.  6.°  Los  tribunales  militares  se  or- 
ganizarán y  procederán  en  la  tramitación 
de  los  juicios,  y  en  la  aplicación  de  las  pe- 
nas, conforme  á  las  leyes  militares  vigen- 
tes. En  los  casos  en  que  las  leyes  militares 
señalen  la  pena  de  muerto,  los  tribunales 
militares  aplicarán  la  inmediata  inferior, 
establecida  en  dichas  leyes. 

Art.  7."  Los  juicios  que  al  tiempo  de 
decretar  el  estado  do  sitio  se  hallen  pen- 
dientes ante  los  tribunales  comunes,  con- 
tinuarán bajo  el  conocimiento  de  éstos,  ex- 
cepto las  causas  que  se  hubieren  iniciado 
con  posterioridad  á  los  hechos  que  ocasio- 
naron el  estado  de  sitio,  y  de  que,  confor- 
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me  á  esta  ley,  corresponda  conocer  á  los 
tribunales  militares. 

Art.  8."  Las  sentencias  pronunciadas 
por  los  tribunales  militares,  no  podrán  eje- 
cutarse sin  la  confírmación  previa  del  Co- 
mandante general  de  la  República. 

Art.  9."  No  podrán  alterarse  durante 
el  estado  de  sitio  las  garantías  consignadas 
en  los  artículos  27,  38,  40,  41,  43,  49,  50, 
53,  54,  55,  59,  61,  63,  65,  67  y  69  de  la 
Constitución  Política. 

Art.  10.  Las  garantías  individuales 
consignadas  en  artículos  de  la  Constitu- 
ción Política,  no  enumerados  en  esta  ley, 
no  embarazarán  la  acción  del  Poder  Eje- 
cutivo, en  las  medidas  y  órdenes  que  dicte 
durante  el  estado  de  sitio,  para  los  fines  de 
la  seguridad  pública. 

Art.  11.  El  Poder  Ejecutivo,  durante 
el  estado  de  sitio,  está  investido  de  facul- 
tades discreción::  les  para  restablecer  la  paz 
pública,  de  las  que  puede  hacer  uso  dentro 
de  los  límites  restrictivos  que  esta  ley  im- 
pone al  imperio  de  la  Constitución  Polí- 
tica. 

Art.  12.  Durante  el  estado  de  sitio  pue- 
de ocuparse,  temporalmente,  la  propiedad 
raíz  de  los  nacionales  y  extranjeros,  cuan- 
do sea  necesario  p;ira  establecer  en  ella  un 
puesto  militar,  ó  para  el  alojamiento  de 
tropas.  En  estos  casos,  el  dueño  será  in- 
demnizado por  la  nación,  tan  luego  que  se 
restablezca  la  tranquilid;!d  pública. 

Art.  13.  También  puede  ocupar.se  la 
propiedad  mueble  de  cualquier  persona, 
cuando  sea  necesario  para  expeditar  el  ser- 
vicio de  la  guerra,  haciéndose  la  requisi- 
ción por  la  autoridad  civil  del  orden  admi- 
nistrativo, la  cual  dará  al  propietario  la 
correspondiente  constancia,  fijando  en 
ella,  si  fuere  posible,  el  precio  de  la  cosa 
ocupada,  á  fin  de  indcmniziir  o  al  termi- 
narse la  situación  anormal  del  país.  Las 
autoridades  militares  sólo  podrán  ocupar 
la  propiedad  mueble,  sin  intervención  de 
la  autoridad  civil,  en  casos  de  absoluta  y 
urgente  necesidad ,  siendo  responsables 
personalmente  por  los  abusos  que  come- 
tan. 


Art.  14.  El  recurso  de  amparo  y  el  jui- 
cio por  Jurados  estarán  suspensos  durante 
el  estado  de  sitio,  en  todos  los  casos  de  de.- 
litos  militares,  y  en  los  designados  en  el 
artículo  5.°  de  esta  ley. 

Art,  15.  Los  tribunales  comunes  no 
suspenderán  el  ejercicio  de  sus  funciones 
sino  en  las  poblaciones  que  se  hallen  ata- 
cadas ó  sitiadas  por  el  enemigo. 

TÍTULO  III 

De  la  terminación  del  estado  de  sitio. 

Art.  16.  El  Poder  Ejecutivo  tiene  la 
facultad  de  levantar  el  estado  de  sitio,  y 
deberá  hacerlo  por  medio  de  un  decreto 
que  fije  la  fecha  en  que  ha  de  terminar, 
bajo  su  más  estricta  responsabilidad,  y  tan 
pronto  como  cesen  las  circunstancias  que 
lo  motivaron. 

Art.  17.  Si  el  Congreso  se  reuniere  du- 
rante el  estado  de  sitio,  el  Poder  Ejecutivo 
deberá  someter  á  su  conocimiento  las  ra- 
zones en  que  se  funda  para  mantenerlo. 
El  Congreso,  en  vista  de  estas  razones,  de- 
cretará su  continuación  ó  su  término. 

Art.  18.  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuen- 
ta al  Congreso,  en  su  próxima  reunión,  de 
las  medidas  que  hubiere  dictado  en  virtud 
del  estado  de  sitio,  y  las  autoridades  y  fun- 
cionarios serán  responsables  por  los  abu- 
sos que  hubieren  cometido  en  el  periodo 
de  su  duración. 

Art.  19.  Levantado  el  estado  de  sitio, 
los  tribunales  militares  continuarán  cono- 
ciendo, h:;sta  su  fenecimiento,  de  las  cau- 
sas que  ante  ellos  se  encontraren  pen- 
dientes. 

Art.  final.  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  el  1."  de  Abril  del  corriente  año, 
quedando  en  esta  fecha  derogadas  todas 
las  disposiciones  relativas  al  objeto  de  la 
misma  ley. 

Dado  en  Tegucigalpa,  en  el  Salón  de 
Sesiones,  á  los  cinco  días  del  mes  de  Mar- 
zo de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco.  (Si- 
(jucn  las  firmas.) 
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V 

ÜEY     EIiECTOt^fíLi 

de  27  de  Diciembpe  de  1894,  refofmada  pop  la  de  S 

de  ñbPil  1897 


TÍTULO  PRIMERO 
Del  sufragio. 

Artículo  1.°  Son  electores  todos  los  ciu- 
dadanos que  se  hallen  en  el  ejercicio  de  la 
ciudadanía  y  estén  inscritos  en  el  censo 
electoral. 

Art.  2.°  Son  elegibles  todos  los  ciuda- 
danos mayores  de  veintiún  años,  que  re- 
unan  las  condiciones  requeridas  por  la  ley. 

Art.  3.°  Los  militares  en  actual  servi- 
cio no  tienen  voto  activo. 

Art.  4.°  El  voto  activo  es  irrenunciable 
y  obligatorio,  y  será  directo  y  secreto. 

Art.  5.°  Los  cargos  electivos  son  obli- 
gatorios para  los  ciudadanos. 

TÍTULO  II 
Del  censo  electoral. 

«Art.  6.°  Cada  municipalidad  llevará 
un  libro  denominado  Censo  electoral,  en  el 
cual  se  inscribirán  anualmente,  por  orden 
alfabético  de  apellidos,  y  destinando  á  cada 
letra  hoja  distinta,  los  nombres  de  los  elec- 
tores del  Municipio,  expresando  su  edad, 
estado,  oficio  ó  profesión,  si  saben  leer  y 
escribir  y  su  domicilio.  El  libro  del  Censo 
será  rubricado  y  sellado  en  todas  sus  hojas 
por  el  Alcalde  municipal.  (1) 

Art.  7.°  El  cen.so  electoral  es  perma- 
nente, Y  sólo  se  revisará  conforme  á  esta 
ley. 

Art.  8."  En  el  mes  de  Enero  de  cada 
año,  la  Municipalidad  hará  la  inscrijición 
de  los  electores  del  Municipio,  y  revisará 
la  anterior,  anotando  las  alteraciones  ocu- 
rridas, por  muerte,  suspensión  de  ciudada- 
nía v  cambio  de  domicilio. 


(1)    Lo.s  artículos  que  llevan  comillas  (« )  son  los 
reformados  por  la  ley  de  1897. 


Art.  9.°  La  Municipalidad,  parala  for- 
mación y  revisión  del  censo,  tendrá  á  la 
vista  el  padrón  municipal,  el  registro  civil 
y  las  listas  que  las  respectivas  Autoridades 
judiciales  deben  remitirle  el  31  de  Diciem- 
bre, de  los  ciudadanos  suspensos  en  sus 
derechos. 

»Art.  10.  El  15  de  Febrero,  el  Secreta- 
rio municipal  hará  fijar,  en  el  lugar  de  los 
carteles,  el  cuadro  autorizado  de  los  electo- 
res inscritos  en  el  Censo;  y  el  Alcalde  con- 
vocará por  bando  á  los  ciudadanos  para 
que,  del  15  al  último  de  mes,  ocurran  á  veP 
y  reclamar  dicho  Censo. 

))Art.  11.  Del  15  al  último  de  Febrero, 
la  Municipalidad,  en  sesión  pública,  resol- 
verá, con  vista  de  pruebas,  cualquier  recla- 
mo que  verbalmente  ó  por  escrito  se  pre- 
sente al  Alcalde  sobre  inclusiones,  exclu- 
siones ó  rectificaciones  del  Censo. 

Contra  las  resoluciones  de  la  Municipa- 
lidad habrá  el  recurso  de  apelación  para 
ante  el  Consejo  departamental. 

»Art.  12.  Él  15  de  Marzo,  el  Alcalde  re- 
mitirá al  Presidente  del  Consejo  departa- 
mental el  cuadro  de  electores  inscritos  en 
el  Censo,  expresando  el  número  de  mayo- 
res y  menores  de  edad,  casados  y  solteros, 
y  los  que  -epan  ó  no  leer  y  escribir. 

)>Art.  13.  El  presidente  del  Consejo,  con 
vista  de  los  cuadros  municipales  que  reci- 
ba, formará  el  cuadro  de  los  electores  del 
departamento,  por  municipios;  y  en  todo 
el  mes  de  Abril  enviará  copia  de  él  al  Mi- 
nistro de  Gobernación,  para  que  se  publi- 
que en  el  periódico  oficial  y  se  forme  el 
cuadro  general  de  la  República. 

TÍTULO  III 

De  la  organización  de  la  Mesa. 

Art.  14.  Siempre  que  haya  de  practi- 
carse una  elección,  el  Alcalde  convocará. 
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por  bando,  ocho  días  antes,  á  los  electores 
del  municipio,  designando  el  lugar  y  fecha 
en  que  deben  votar  y  el  funcionario  ó  fun- 
cionarios que  han  de  elegir. 

Art.  15.  El  dia  anterior  á  la  elección, 
bajo  la  presidencia  del  Alcalde,  los  electo- 
res elegirán  la  Mesa,  la  cual  se  compondrá 
de  un  Presidente,  dos  Escrutadores  y  un 
Secretario,  quienes  tendrán  sus  respecti- 
vos suplentes.  Esta  elección  se  verificará 
{)or  cédulas,  desde  las  doce  del  dia  hasta 
as  cuatro  de  la  tarde,  y  no  podrá  recaer 
en  ciudadanos  que  no  sepan  leer  y  escribir, 
•  sean  empleados  públicos. 

»Art.  16.  Terminada  la  elección,  el  Al- 
calde, asistido  del  Secretario,  hará  el  es- 
crutinio de  votos,  llamará  á  los  individuos 
electos  por  mayoría,  les  tomará  la  prome- 
sa constitucional  y  declarará  legalmente 
instalada  la  Mesa;  de  todo  lo  cual  se  levan- 
tará acta  que  firmarán  el  Alcalde  y  los  elec- 
tos, por  ante  el  Secretario  municipal. 

Art.  17.     (Derogado  por  la  ley  del  97.) 

»Art.  18.  La  lista  de  electores  se  forma- 
rá y  publicará  el  dia  de  la  convocatoria,  fi- 
jándola en  el  local  de  la  elección,  que  será 
edificio  público.  De  lista  esta  habrá  un  tan- 
to en  la  Mesa. 

))Art.  19.  Ningún  electorpodrá  votaren 
otra  mesa  que  la  de  su  municipio,  salvo  el 
caso  de  elecciones  de  autoridades  supremas 
y  con  voleta  de  ciudadanía.  Para  este  efec- 
to, los  electores  inscritos  tienen  derecho  á 
que  el  Secretario  municipal  les  extienda, 
desde  un  mes  antes  de  las  elecciones,  una 
boleta  de  ciudadanía,  de  conformidad  con  el 
Censo.  Esta  boleta  será  nominal,  y  se  recio- 
gerá  al  dar  su  voto  el  elector. 

TÍTULO  IV 
De  las  elecciones. 

wArt.  20.  La  Mesa  se  reunirá  en  los  días 
de  elección,  á  las  ocho  en  punto  déla  maña- 
na. A  falta  de  cualquiera  de  sus  miembros 
propietarios  integrará  el  suplente  respecti- 
vo. 

La  elección  se  practicará  en  tres  días  con- 
secutivos. 

»Art.  21.  Reunida  la  Junta,  el  Presi- 
dente anunciará:  «Empieza  la  votación». 
Los  electores  se  acercarán  á  la  Mesa  uno  á 
uno,  y  diciendo  su  nombre  y  apellido,  los  es- 
crutadores lo  anotarán  en  la  h  ta  de  los  ins- 
critos, y  el  Secretario  lo  escribirá  en  la  de 
los  votantes.  Hecho  esto,  el  elector  deposi- 
tará en  la  urna  destinada  al  efecto  una  pa- 
peleta blanca,  doblada  ó  plegada,  en  la  cual 
estará  escrito  ó  impreso  el  nombre  del  can» 
didato  ó  candidatos  á  quienes  dé  su  voto. 


»Art.  22.  La  votación  continuará  sin  in- 
terrupción hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  en 
presencia  de  toda  la  Junta  ó  de  su  mayoría. 
A  esa  hora  el  Presidente  anunciará:  «Vaá 
concluir  la  votación».  En  el  último  día  se 
recibirán  los  votos  de  los  electores  que  es- 
tuvieren presentes  á  dicha  hora,  y  no  se  ad- 
mitirán otros. 

»Art.  23.  La  Mesa,  por  mavoría  de  vo- 
tos, resolverá  de  plano  sobre  la  identidad 
personal  de  un  elector,  ó  sobre  cualquier 
mcidente  electoral  reclamado  por  cualquier 
ciudadano. 

»Art.  24.  Concluida  la  votación  de  cada 
dia,  el  Presidente,  en  presencia  de  un  No- 
tario, Juez  ó  dos  testigos,  procederá  á  ha- 
cer el  escrutinio  de  los  votos.  El  Presidente 
extraerá  de  la  urna  las  papeletas,  una  por 
una;  las  leerá  en  alta  voz,  las  pondrá  de 
manifiesto  al  Secretario,  y  los  escrutado- 
res tomarán  nota  de  los  nombres  escritos 
en  ellas.  Terminada  esta  operación,  los  es- 
crutadores computarán  los  votos,  el  Presi- 
dente las  papeletas,  y  el  Secretario  el  nú- 
mero de  electores.  El  Notario,  Juez  ó  testi- 
gos confrontarán  la  lista  anotada  por  los  es- 
crutadores con  la  del  Secretario,  y  ésta  con 
el  número  de  papeletas  y  el  de  electores. 

Corresponde  á  la  Mesa  el  nombramiento 
del  Notario,  Juez  ó  testigos  que  deban  dar 
fe  del  escrutinio.  Este  servicio  es  obligato- 
rio y  gratuito. 

))Árt.  25.  Las  papeletas  que  no  sean 
blancas,  dobladas  ó  plegadas  no  se  recibirán 
por  la  Mesa.  Las  no  inteligibles,  las  firma- 
das por  el  elector,  las  que  contengan  ma- 
yor ó  menor  número  de  candidatos  ó  can- 
didatos no  elegibles,  se  considerarán  nulas, 
parcial  ó  totalmente,  y  se  archivarán  en  la 
Secretaría  municipal  para  cualquier  efecto 
de  ley,  haciéndose  mención  del  número  de 
ellas  en  el  acta  respectiva. 

Art.  26.  Verificado  el  escrutinio,  el 
Presidente  preguntará  á  los  ciudadanos 
presentes  si  tienen  algo  que  manifestar 
contra  la  elección  practicada,  consignán- 
dose sustancialmente  en  el  acta  la  protesta 
que  alguno  hiciere. 

»Art.  27.  El  resultado  del  escrutinio  se 
firmará  por  el  Secretario,  y  se  publicará  in- 
mediatamente por  carteles  que  se  fijarán 
en  el  lugar  de  la  elección,  al  exterior  del 
edificio. 

» Art.  28.  Acto  continuo  se  levantará  el 
acta  de  la  elección  de  cada  día,  expresan- 
do el  número  de  votantes,  el  nombre  de  los 
candidatos  y  el  número  de  votos  que  (^da 
uno  ha  obtenido,  y  consignando  cualquier 
reclamación  ó  protesta.  El  acta  se  fechará 
y  firmaríi  por  todos  los  miembros  de  la  Me- 
sa, ante  el  Notario,  Juez  ó  testigos. 
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Con  presencia  de  laá  actas  parciales  se 
levantará  el  acta  general  de  la  elección, 
que  será  autorizada  en  la  misma  forma  que 
aquéllas;  publicándose  el  resultado  de  la 
lección  conforme  á  lo  prevenido  en  el  arti- 
culo 27. 

Art.  29.  Cuando  la  elección  fuere  de 
Presidente  y  Vicepresidente  de  la  Repú- 
blica y  Magistrado  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  la  Mesa  enviará  certiñcación 
del  acta,  fírmada  por  todos  sus  miembros, 
á  cada  uno  de  los  Diputados  del  departa- 
mento y  al  Ministro  de  la  Gobernación. 

»Art.'  30.  Si  la  elección  fuere  de  Dipu- 
tado al  Congreso,  la  Mesa  elegirá  por  cédu- 
las un  agente  á  la  Junta  de  escrutinio  de- 
partamental, á  quien  se  enviará  su  creden- 
cial por  el  Secretario,  junto  con  la  certifi- 
cación del  acta  de  elecciones,  de  la  cual 
también  se  remitirá  copia  al  Presidente  de 
dicha  Junta,  por  intermedio  del  Alcalde  de 
la  cabecera  del  departamento.  El  agente 
tendrá  las  mismas  condiciones  que  los  es- 
crutadores, y  podrá  ser  vecino  de  la  cabe- 
cera. 

»Art.  31.  Si  la  elección  fuere  de  Auto- 
ridades locales,  el  Secretario  de  la  Junta 
comunicará  áu  nombramiento  á  los  electos. 

En  caso  que  alguno  ó  algunos  de  los  can- 
didatos no  tengan  mayoría  absoluta,  se 
convocará  para  el  domingo,  lunes  y  martes 
siguientes,  á  los  electores  que  no  hubieren 
concurrido,  y  si  en  esa  elección  no  desapa- 
reciere el  empate,  la  Mesa  declarará  elec- 
tos á  los  que  tengan  mayoría  relativa. 

Art. '32.  Concluidos "^ los  trabajos  déla 
Junta,  se  formará  un  legajo  de  todos  los 
documentos  de  la  elección,  y  se  archivará 
en  la  Secretaría  municipal. 

TÍTULO  V 
De  la  Junta  departamental. 

Art.  33.  La  Junta  departamental  de 
Agentes  se  instalará  con  los  dos  tercios  de 
sus  miembros,  por  lo  menos,  quince  días 
después  de  la  elección  primaria  de  Diputa- 
dos, en  la  cabecera  del  departamento,  bajo 
la  presidencia  provisional  del  Alcalde, 
mientras  organiza  su  Directorio.  Este  se 
compondrá  de  un  Presidente,  dos  Escru- 
tadores y  un  Secretario,  electos  por  cédu- 
las entre  los  mismos  Agentes. 

»Art.  34.  Organizado  el  Directorio,  se 
procederá  a!  e.xamen  de  credenciales  y  al 
secrutinio  de  votos,  con  vista  do  las  certifi- 
caciones que  presentarán  los  agentes  y  de 
las  que  Iiubiere  recibido  el  Presidente  de 
los  pueblos  cuyos  agentes  no  hayan  concu- 
rrido á  la  Junta. 


La  Junta  declarará  electos  Diputados  á 
los  que  tengan  mayoría  absoluta  de  votos, 
y  no  teniéndola  hará  la  elección  por  cédu- 
las entre  los  que  hubieren  reunido  mayor 
número  de  sufragios. 

De  los  actos  de  esta  Junta  dará  fe  un 
Notario,  y  en  su  defecto  un  Juez  ó  dos  tes- 
tigos. 

»Art.  35.  Declarada  la  elección  se  sen- 
tará el  acta  correspondiente,  expresando 
el  nombre  y  representación  de  los  agentes, 
la  base  de  electores  del  departamento,  el 
número  de  votos  de  cada  candidato  y  los 
que  hayan  sido  electos.  El  acta  será  firma- 
da por  el  Directorio,  ante  el  Notario,  Juez 
ó  testigos. 

))Art.  36.  El  Presidente  de  la  Junta  re- 
mitirá certificación  del  acta,  extendida  por 
su  Secretario,  á  cada  uno  de  los  Diputados 
electos,  propietarios  y  suplentes,  parte  que 
le  sirva  de  credencial,  y  otra  al  Ministe- 
riode  la  Gobernación. 

)>Art.  37.  En  toda  elección  ordinaria  de 
Diputados  la  Junta  departamental  elegirá 
por  cédulas  un  Delegado  á  la  Central  de  la 
República,  quien  tendrá  las  mismas  condi- 
ciones de  sus  miembros  y  á  quien  se  le  en- 
viará por  el  Secretario  certificación  del 
acta  de  su  nombramiento  y  de  la  elección 
de  Diputados,  do  la  cual  también  se  man- 
dará certificación  al  Presidente  de  la  Jun- 
ta central.  Los  delegados  pueden  ser  veci- 
nos de  la  capital. 

Art.  38.  De  todos  los  documentos  de 
esta  Junta  so  formará  un  legajo,  que  se 
archivará  en  la  Secretaría  municipal  de  la 
cabecera. 

TÍTULO  VI 
De  la  Junta  central. 

Art.  39.  La  Junta  Central  de  Delegados 
departamentales,  tiene  por  objeto  dar  re- 
presentación en  el  Congreso  á  las  mino- 
rías, por  medio  de  la  acumulación  de  votos 
de  todas  las  juntas  electorales  del  país. 

Art.  40.  La  Junta  Central  se  instalará 
en  la  capital  de  la  República  un  mes  des- 
pués de  practicadas  las  elecciones  prima- 
rias de  Diputados,  bajo  la  presidencia  pro- 
visional del  Alcalde  municipal  de  la  ciu- 
dad, mientras  organiza  su  directorio.  Este 
se  organizará  y  funcionará  en  la  misma 
forma  que  los  directorios  de  las  Juntas  de- 
partamentales. 

»Art.  41.  Organizado  el  Directorio,  .«^e 
procederá  al  examen  de  las  credenciales. 
Aprobadas  éstas,  y  en  vista  de  las  actas 
del  escrutinio  departamental,  se  hará  el 
escrutinio  de  votos  de  los  candidatos  que  no 
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hubieren  sido  declarados  electos  Diputa- 
dos propietarios  de  las  Juntas  departamen- 
tales. 

»Art.  42.  Practicado  el  escrutinio,  la 
Junta  central  declarará  electos  Diputados 
de  la  minoría  á  los  candidatos  que  hayan 
obtenido  más  de  3.000  votos  en  las  eleccio- 
nes de  toda  la  República. 

Si  el  número  de  candidatos  que  han  ob- 
tenido más  de  tres  mil  votos  excede  de  sie- 
te, la  Junta  declarará  electos  a  los  siete 
que  hayan  obtenido  mayor  número  de  su- 
fragios. 

)>Art.  43.  Practicada  la  elección  en  la 
forma  establecida,  se  sentará  el  acta,  ex- 
presando en  ella  el  nombre  y  representa- 
ción de  los  Delegados,  el  número  de  votos 
que  haya  obtenido  cada  candidato,  y  los 
que  fueren  electos  Diputados  de  la  minoría. 
Esta- acta  será  fírmada  por  el  directorio 
ante  el  Notario,  Juez  ó  testigos  que  deben 
presenciar  los  actos  de  esta  Junta. 

))Art.  44.  El  Presidente  enviará  certifi- 
cación de  esta  acta,  extendida  por  su  Se- 
cretario, á  cada  uno  de  los  Diputados  que 
haya  declarado  electos  la  Junta,  para  que 
1  m  sirva  de  credencial;  otra  certificación  se 
enviará  al  Ministro  de  Gobernación. 

Art.  45.  De  todos  los  documentos  se 
formará  un  legajo,  que  se  archivará  en  la 
Secretaría  municipal  de  la  capital. 

TÍTULO  VII 
Del  orden  y  libertad  en  las  elecciones. 

Art.  46.  El  Presidente  de  la  Me.sa  ó 
Junta  tendrá  autoridad  para  guardar  el 
orden  en  las  elecciones,  asegurar  la  liber- 
tad de  los  electores,  y  mantener  la  obser- 
vancia de  esta  ley:  cuidar  que  la  entrada 
al  local  de  la  elección  se  conserve  libre  y 
expedita,  á  fin  de  que  los  electores  entren 
y  .salgan  sin  embarazo  alguno.  Las  Auto- 
ridades civiles  y  militares  le  prestarán  los 
auxilios  que  reclame. 

»Art.  47.  Sólo  podrán  entrar  al  local  de 
la  elección  los  electores,  el  Notario,  Juez  ó 
testigos  que  deban  dar  fe  de  los  actos  elec- 
torales, y  los  conserjes  que  estén  al  servi- 
cio de  la  Mesa. 

Art.  48.  Los  militares  en  actual  servi- 
cio no  podrán  concurrir  á  las  elecciones. 
Los  empleados  del  Ejecutivo  no  podrán 
permanecer  en  el  local  de  la  elección  más 
tiempo  que  el  necesario  para  depositar  su 
voto,  debiendo  retirarse  inmediatamente. 

.\rt.  49,  A  las  Juntas  departamentates 
y  central,  no  podrán  concurrir  oti-as  per- 
sonas que  los  agentes  y  delegados,  y  el 


Alcalde  que  debe  presidirlas  provisional- 
mente. 

El  local  de  estas  Juntas  será  necesaria- 
mente el  cabildo  municipal  respectivo. 

Art.  50.  Nadie  podrá  presentarse  en  el 
lugar  de  las  elecciones  con  armas  de  nin- 
guna clase,  propias  ó  impropias,  ni  con  ob- 
jeto alguno  ofensivo,  so  pena  de  ser  expul- 
sado inmediatamente,  sin  perjuicio  de  per- 
der el  derecho  de  votar  y  de  las  penas  que 
establece  esta  ley.  Sólo  el  Alcalde  y  el 
Presidente  de  la  Mesa  podrán  portar  bas- 
tón en  señal  de  autoridad. 

)>Art.  51.  Dentro  de  cien  metros  del 
local  de  la  elección  no  podrá  situarse  fuer- 
za armada,  fuera  de  su  cuartel,  ni  podran 
distribuirse  papeletas  á  los  electores.  Sólo 
en  virtud  de  requerimiento  del  Alcalde  ó 
del  Presidente  de  la  Junta,  para  restable- 
cer el  orden  alterado,  podrá  entrar  la  fuer- 
za armada  al  local  de  la  elección. 

»Art.  52.  Se  proliiben  las  paradas  mili- 
tares ó  ejercicios  doctrinales  en  los  días  de 
elección,  lo  mismo  que  el  llamamiento  de 
los  electores  al  servicio  militar  desde  la 
convocatoria  á  elecciones  hecha  por  el  Al- 
calde hasta  que  éstas  se  hayan  verificado, 
salvo  el  caí^o  de  estado  de  sitio. 

Art.  53.  No  podrán  practicarse  eleccio- 
nes de  Autoridades  supremas  sino  en  pleno 
régimen  constitucional,  y  en  virtud  de  la 
convocatoria  correspondiente. 

TÍTULO  VIII 
De  la  nulidad  en  las  elecciones. 

))Art.  54.  Las  elecciones  pueden  y  de- 
ben declararse  nulas,  parcial  ó  totalmente, 
por  cualquiera  de  las  causas  siguientes: 

1.*  Por  falta  de  convocatoria  á  los  ciu- 
dadanos, ó  por  falta  de  intervención  de 
cualquier  funcionario  que  deba  intervenir 
en  ellas  conforme  a  la  ley. 

2."  Por  falta  de  cualquier  requisito  cons- 
titucional ó  legal  en  el  funcionario  ó  funcio- 
narios electos. 

3.*  Por  haber  mediado  coacción  ó  vio- 
lencia de  la  fuerza  armada. 

4.*  Por  error  manifiesto  en  la  computa- 
ción de  los  votos  que  decida  del  resultado 
de  la  elección. 

5.*  Por  falsedad  sustancial  de  las  actas. 

»Art.  55.  De  las  causas  de  nulidad  de 
elecciones  de  autoridades  supremas  cono- 
cerá el  Congreso  nacional,  y  de  las  autori- 
dades locales,  el  Consejo  departamental. 
La  acción  para  reclamar  la  nulidad  será 
pública,  y  deberá  ejercitarse  antes  de  que 
tome  posesión  el  electo. 
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5>Ar.  56.  Declarada  la  nulidad  de  una 
elección,  total  ó  parcialmente,  se  mandará 
reponer  inmediatamente  por  la  autoridad 
que  haya  hecho  la  declaratoria. 

La  nulidad  de  una  elección  no  afecta 
otra  más  general,  aun  cuando  no  resultare 
mayoría  de  electores  de  conformidad  con 
el  Censo. 


TÍTULO  IX 
De  la  sanción  penal 

»Art.  57.  La  falsedad  cometida  por 
funcionarios  públicos  en  documentos  elec- 
torales, constituye  el  delito  de  falsiñcación 
de  documentos  públicos  ó  auténticos  y  será 
castigada  con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo  á  presidio  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo, conmutable  de  derecho  á  razón  de 
dos  pesos  por  día. 

Son  documentos  electorales  el  Censo  y 
sus  cuadros,  las  actas,  certificaciones,  car- 
teles y  credenciales  á  que  se  refiere  esta 
ley. 

»Art.  58.  Serán  castigados  como  culpa- 
bles de  fraude  electoral  con  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo,  conmutable  de 
derecho  á  razón  de  un  peso  por  día,  los 
funcionarios  públicos  que  incurran  en  los 
actos  ú  omisiones  siguientes: 

1."  En  exactitud  maliciosa  en  la  forma- 
ción del  Censo,  por  incisiones  ó  exclusio- 
nes ilegales. 

2.°  inexactitud  ó  retardo  culpables  en 
la  formación,  expedición  ó  publicación  de 
documentos  electorales. 

3.°  Alteración  inmotivada  del  tiempo  y 
lugar  en  que  deba  practicarse  cualquiera 
elección. 

4.°  Irregularidad  legal  en  la  organiza- 
ción de  la  Mesa,  ó  error  malicioso  en  el 
escrutinio  de  votos. 

5.°  Impedimento  al  Notario,  Juez  ó  tes- 
tigos ó  á  cualquiera  de  los  miembros  de  la 
Mesa  para  el  examen  de  la  urna  antes  de 
principiar  la  votación  ó  al  concluir. 

6."  Inexactitud  intencional  en  la  anota- 
ción de  los  votantes  ó  en  la  lectura  de  las 
papeletas. 

7.°  Violación  del  secreto  del  voto,  ó 
manifestación  verbal  contra  la  verdad  de 
la  elección. 

8.°  Declaratoria  de  elección  en  persona 
no  electa,  ó  alteración  maliciosa  del  núme- 
ro de  sufragios. 

9.°  Impedimento  ó  suspensión  inju.stifi- 
cables  de  cualquier  acto  electoral. 

Art.  5Í).  Los  particulares  que  incurran 
en  los  delitos  enumerados  eti  los  dos  ar- 


tículos anteriores,  serán  castigados  con 
pena  inferior  en  uno  ó  dos  grados. 

»Art.  60.  Toda  acción  ú  omisión  de  un 
funcionario  público  que  tenga  por  objeto 
manifiesto  ejercer  presión  en  los  electores 
ó  Juntas  electorales,  constituye,  delito  de 
coacción,  que  será  penado  con  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo,  conmutable 
de  derecho  á  razón  de  un  peso  por  día. 

Igual  pena  se  impondrá  á  cualquier  au- 
toridad ó  funcionario  público  del  Poder 
Ejecutivo  que,  de  palabra  ó  por  escrito,  se 
dirija  á  sus  subalternos  ó  á  los  electores 
con  el  objeto  de  influir  en  determinadas 
candidaturas. 

Art.  6L  La  coacción  electoral  ejercida 
por  un  particular  por  medio  de  presión,  no 
por  influencia,  constituye  una  falta,  que 
será  penada  con  prisión  en  su  grado  medio 
á  máximo,  conmutable  á  razón  de  un  peso 
por  día. 

Art.  62.  Incurre  en  la  pena  del  art.  58 
el  elector  que  vote  más  de  una  vez  en  una 
sola  elección,  ó  hallándose  suspenso  en  sus 
derechos,  y  el  que  tome  nombre  ajeno  para 
votar. 

Art,  63.  Todo  acto  de  violencia  ó  de 
amenaza  ejercido  contra  los  electores,  ó 
contra  los  encargados  de  funciones  electo- 
rales, para  impedir  el  libre  ejercicio  del 
sufragio,  constituye  delito  de  fuerza,  y  será 
castigado  con  la  pena  del  art.  58,  si  el  cul- 
pable está  investido  de  autoridad. 

))Art.  64.  La  falta  de  cumpHmiento  de 
cualquiera  de  las  obligaciones  y  formalida- 
des establecidas  por  esta  ley,  ó  por  dispo- 
siciones que  reglamenten  su  ejecución,  de 
parte  de  las  personas  que  intervengan  ó 
tengan  que  intervenir  en  actos  electorales 
con  carácter  oficial,  será  castigada  por  vía 
de  apremio  ó  de  pena  con  prisión  en  cual- 
quiera de  sus  grados,  conmutable  de  dere- 
cho á  razón  de  un  peso  por  día,  si  el  hecho 
no  constituye  delito. 

Si  el  culpable  es  un  particular,  la  pena 
podrá  rebajarse  en  uno  ó  dos  grados. 

Art.  65.  Incurrirán  en  las  penas  del  ar- 
tículo anterior: 

1."  Cualquiera  persona  que  concurra 
armada  ó  perturbe  el  orden  en  los  actos 
electorales,  ó  que  falte  al  respeto  ú  obe- 
diencia debida  al  Presidente  de  la  Mesa  ó 
Junta. 

2."  Cualquiera  persona  que,  sin  tener 
derecho  á  votar,  concurra  á  la  elección,  ó 
que  después  de  votar,  no  abandone  el  local 
á  la  primera  intimación  úiú  Presidente. 

»Art.  66.  La  justii;ia  ordinaria  conoce- 
rá de  los  delitos  electorales  sin  distindón 
alguna  de  fuero,  conform<'  al  derecho  co- 
mún. Las  faltas  del  Presidente  ó  Junta  se- 
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rán  castigadas  por  el  consejo  departamen- 
tal en  los  mismos  términos  que  prescribe 
el  artículo  precedente. 

Art.  67.  La  acción  penal  por  delitos 
electorales  es  pública,  y  prescribe  en  cinco 
años  si  la  elección  es  de  autoridades  su- 
premas, y  en  dos  si  es  de  autoridades  lo- 
cales. 

Para  ejercitar  esta  acción  no  se  exigirá 
fianza  de  calumnia. 

Art.  68.     (Derogado  por  la  ley  de  1897.) 

»Art.  69.  Para  los  efectos  de  esta  ley, 
se  consideran  funcionarios  públicos  los 
empleados  del  departamento  Ejecutivo,  ó 
los  funcionarios  ó  particulares  que  ejerzan 
funciones  electo:'ales. 

Art.  70.  Toda  multa  que  se  imponga 
conforme  á  esta  ley,  ingresará  en  el  Teso- 
ro municipal  respectivo,  á  beneficio  de  la 
instrucción  pública. 


TITULO  X 
Disposiciones  generales. 

Art.  71.  La  elección  de  autoridades  su- 
premas practicará  ordinariamente  el  úl- 
timo domingo  del  mes  de  octubre,  y  con- 
tinuará el  lunes  y  martes,  previa  la  convo- 
catoria correspondiente. 

»Art.  72.  La  elección  de  autoridades 
locales  se  verificará  ordinariamente  el  ul- 
timo domingo  do  noviembre  de  cada  az"io, 
y  continuará  el  lunes  y  martes,  previa  la 
respectiva  convocatoria. 

»Art.  73.  También  habrá  elecciones  ex- 
traordinarias, tanto  de  Autoridades  supre- 
mas, como  locales,  para  llenar  las  vacantes 
que  ocurran,  en  los  días  domingo,  lunes  y 
martes,  c<ue  determine  la  Autoridad  co- 
rrespondiente. 

))Art.  74.  La  elección  de  Diputados  se 
hará  por  departamentos,  bajo  la  ba.se  de 
un  Diputado  propietario  y  un  suplente  por 
cada  10.000  habitantes.  Los  departamen- 
tos que  tuvieren  una  población  menor  ele- 
girán, sin  embargo,  un  Diputado  propieta- 
rio y  un  suplente. 

Art.  75.  El  Agente  de  la  Junta  depar- 
tamental ó  el  Delegado  á  la  Central  que 
represente  más  de  una  Mesa  ó  departa- 
mento, tendrá  tantos  votos  como  Mesas  ó 
departamentos  represente. 

»Art.  76.  El  agente  delegado  que  sin 
justa  causa,  legalmente  comprobada,  deja- 
re de  concurrir  á  la  fecha  en  que  debe  ins- 
talarse la  Junta,  será  apremiado  ó  penado 
por  el  Presidente  de  ésta  comprisión  de 
cinco  á  treinta  días,  ó  multa  de  cinco  á  30 


pesos,  que  hará  efectivas  el  Juez  de  letra* 
departamental  ó  seccional  con  sólo  el  aviso 
del  Presidente. 

»Art.  77.  El  elector  que  sin  justa  causa, 
legalmente  comprobada,  dejare  de  concu- 
rrir á  las  elecciones,  incurrirá  en  una  mul- 
ta de  cinco  á  diez  pesos,  que  exigirá  gu- 
bernativamente el  alcalde  municipal.  El 
alcalde  que  fuere  moroso  en  el  cumpli- 
miento de  esta  disposición  será  apremiado 
ó  penado,  á  pedimento  del  sindico  ó  de 
cualquier  ciudadano,  con  multa  de  diez  á 
treinta  pesos,  la  cual  le  impondrá  guberna- 
tivamente el  consejo  departamental,  por 
todos  los  electores  que  hubieren  dejado  de 
concurrir. 

En  caso  de  insolvencia  ó  negativa  del 
multado  para  satisfacer  la  multa,  se  1« 
impondrá  prisión  á  razón  de  un  día  por 
cada  peso. 

))Art.  78.  Páralos  efectos  del  articulo  77, 
el  alcalde  remitirá  al  presidente  del  Con- 
sejo departamental,  ocho  días  después  de 
la  elección,  una  lista  de  los  electores  que 
no  hubieren  concurrido  á  votar,  autoriza- 
da perla  municipalidad,  y  acompañado  de 
un  informe  relativo  á  las  diligencias  que 
el  alcalde  hubiere  practicado  para  hacer 
efectiva  la  multa. 

«Art.  79.  En  el  cómputo  de  los  votos  se 
tendrá  por  mayoría  absoluta  el  número 
mayor  á  la  mitad  del  total. 

El  presidente  de  toda  Junta  electoral 
tendrá  doble  voto  en  los  casos  de  empate. 

Art.  80.  Los  individuos  de  las  Juntas 
electorales,  son  independientes  de  toda  au- 
toridad, en  cuanto  al  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  81.  Ningún  elector  podrá  ser  de- 
mandado en  los  días  de  elecciones,  ni  esta- 
rá obligado  á  obedecer  las  citaciones  de 
cualquiera  autoridad. 

La  autoridad  que  verificare  la  citación, 
ó  empleare  algún  premio  para  obtener  la 
comi)areccncia  del  elector,  cometerá  el  de- 
lito de  coacción  electoral. 

Art.  82.     (Derogado  por  la  ley  citada.) 

Art.  83.  En  ningún  caso  podrán  ele- 
girse autoridades  supremas  y  locales  en  un 
mismo  día. 

Art.  84.  En  cada  Mesa  electoral  no  po- 
drá haber  más  de  una  urna,  y  ningún  elec- 
tor podrá  depositar  en  ella  más  de  una 
papeleta. 

Art.  85.  Todos  los  documentos  concer- 
nientes á  elecciones  se  extenderán  en  pa- 
pel común. 

Art.  86.  Las  certificaciones  de  las  actas 
de  elección  y  credenciales  se  expedirán  por 
quienes  corresponda,  dentro  de  tercero  día 
de  practicada  la  elección. 
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»Art.  87.  Todos  los  documentos  electo- 
rales se  extenderán  conforme  á  los  formu- 
larios anexos  á  la  presente  ley,  y  llevarán 
el  sello  correspondiente. 

Todos  los  gastos  que  se  ocasionen  en  las 
Juntas  electorales  serán  de  cuenta  de  las 
respectivas  municipalidades. 


TITULO  XI 

De  la  observancia  de  esta  ley. 

Art.  88.     Mientras  no  se  altere  la  divi- 
sión territorial  de  la  República,  ó  no  se 


rectifique  el  censo  general  de  su  población, 
los  departamentos  elegirán  Diputados  pro- 
pietarios en  la  siguiente  proporción:  Te- 
gucigalpa,  6;  Copan,  4;  Olancho,  3;  Gra- 
cias, 3;  Clioluteca,  3;  El  Paraíso,  3;  Santa 
Bárbara,  2;  La  Paz,  2;  Comayagua,  2;  Inti- 
bucá,  2;  Valle,  2;  Yoro,  2;  Cortés,  2;  Co- 
lón y  Mosquitia,  2,  y  las  Islas,  1. 

Articulo  final.  La  presente  ley  comen- 
zará á  regir  el  1.°  de  Enero  de  1895,  que- 
dando derogada  en  esa  fecha  la  emitida  el 
12  de  Febrero  de  1866  (1). 


(l¡    Como  el  lector  comprenderá,  este  artículo- 
es  de  la  ley  de  1895. 


VI 


LEY  MUNICIPAL  Y  DEPARTAMENTAL 

Sancionada  en  9  de  Julio  de  1895    con  las  reformas 
de  22  de  Agosto  del  mismo  año 


TÍTULO  PRIMERO 


Del  municipio. 

Art.  1."  Municipio  es  una  población  ó 
asociación  de  personas  residentes  en  un 
término  municipal,  y  gobernadas  por  una 
municipalidad. 

Término  municipal  es  el  territorio  á  que 
se  extiende  la  acción  administrativa  do  la 
municipalidad. 

Municipalidad  es  la  corporación  popular 
encargadadcl  gobierno  local  del  municipio. 

Art.  2."  Corresponde  al  Poder  Ejecuti- 
TO  la  creación,  supresión,  anexión  y  divi- 
sión de  lo.s  municipios. 

Al  mismo  Poder  corresponde  resolver 
las  cuestiones  sobre  limites  jurisdicciona- 
les de  los  municipios. 

El  Ejecutivo  puede  delegar  esta  última 
facultad  en  los  Gobernadores. 

Art.  3."  Para  la  creación  de  un  muni- 
cipio, se  requiere: 

1.°  Una  población,  cabecera  municipal, 
con  quinientos  habitantes,  por  lo  menos. 


2.°  Un  territorio  proporcionando  á  Ui 
población  del  municipio. 

3.°  Recursos  suficientes  para  el  soste- 
nimiento del  gobierno  municipal. 

Art.  4."  Podrá  decretarse  la  supresión 
de  un  municipio,  por  faltarle  cualquiera  de 
las  condiciones  establecidas  en  el  articulo 
anterior,  en  cuyo  caso  se  anexará  á  otro  ú 
otros  municipios. 

Art.  5.°  La  unión  de  dos  municipios,  ó 
su  anexión  á  otro,  tendrá  lugar  cuando  se 
confundan  sus  poblaciones,  ó  cuando  lo 
exija  la  conveniencia  pública. 

Art.  6.°  La  separación  ó  división  de  un 
municipio  en  otros  varios,  tendrá  lugar 
cuando,  conforme  al  art.  3.°,  pueda  cada 
uno  de  ellos  subsistir  independientemente. 

Art.  7.*  Podrá  el  Ejecutivo  acordar  la 
alteración  de  los  términos  municipales, 
mediante  audiencia  de  las  respectivas  mu- 
nicipalidades, cuando  lo  exijan  los  intere- 
ses de  los  municipios,  ó  lo  demándela  con- 
veniencia pública. 

En  consecuencia,  el  Ejecutivo  resolverá 
lo  conveniente  sobre  tierras,  aguas,  servi- 
dumbre, créditos,  derechos  adquiridos  y 
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necesidades  vecinales,  y  sobre  todo  lo  re- 
lativo á  la  alteración. 

Art.  8.°  Corresponde  al  Ejecutivo  de- 
signar las  cabeceras  municipales,  y  á  las 
municipalidades  hacer  la  división  en  ba- 
rrios y  aldeas. 

Art.  9.°  Todo  término  municipal  forma 
parte  de  un  departamento,  dentro  del  Es- 
tado, y  en  todos  conceptos  estará  sujeto  á 
una  sola  jurisdicción  departamental. 


TITULO  II 
De  los  habitantes. 

Art.  10.  Los  habitantes  de  un  término 
municipal,  ó  municipes,  se  dividen  en  re- 
sidentes y  transeúntes. 

Los  residentes  se  dividen  en  vecinos  y 
domiciliados. 

Art.  11.  Es  vecino  todohabitanteeman- 
cipado  que  reside  habitualmente  en  un 
término  municipal  y  se  halla  inscrito  con 
tal  carácter  en  el  censo  de!  pueblo. 

Es  domiciliado  todo  aquel  que  sin  estar 
emancipado,  reside  habitualmente  en  el 
término,  formando  parte  de  la  casa  ó  fa- 
milia de  un  vecino. 

Es  transeúnte  todo  el  que  no  estando 
comprendido  en  los  incisos  anteriores,  se 
encuentra  en  el  término  accidentalmente. 

Art.  12.  Todo  liondureño  debe  constar 
inscrito,  como  vecino  ó  domiciliado,  en  al- 
gún municipio. 

El  qne  tuviere  residencia  alternativa  en 
varios,  optará  por  la  vecindad  de  uno  de 
ellos;  y  no  haciéndolo,  se  reputará  vecino 
de  aquel  en  que  reside  la  mayor  parte 
del  año. 

Nadie  puede  ser  vecino  de  más  de  un 
pueblo.  Si  alguno  se  hallare  inscrito  en  el 
censo  de  dos  ó  más  pueblos,  se  tendrá  co- 
mo válida  la  vecindad  últimamente  decla- 
rada, quedando  desde  entonces  anuladas 
las  anteriores. 

Art.  13.  La  calidad  de  vecino  se  decla- 
rará de  oficio,  ó  á  petición  de  parte,  por  la 
Municipalidad  respe(;tiva. 

Art.  14.  La  Munici[)alidad,  igualmente, 
declarará  vecino  á  todo  extranjero  que  lo 
solicite,  ó  que  tenga  un  año  de  residen- 
cia. 

Art.  15.  Se  considerarán  como  vecinos 
á  los  que  ejerzan  empleos  públicos  que 
exijan  residencia  fija  en  el  término,  aun 
cuando  no  hayan   fumplido  un  año. 

Art.  16.  Las  Municipalidades  no  po- 
drán conceder  cartas  de  vecindad,  sino 
lediante  cartas  inliibitorias. 


Es  carta  de  vecindad  la  que  se  da  á  al- 
guno para  que  sea  reconcido  como  vecino 
del  pueblo. 

Es  carta  inhibitoria  la  que  acredita  que 
alguno,  solvente  con  la  municipalidad,  ha 
dejado  de  ser  vecino  del  pueblo. 

La  vecindad  anterior  no  se  pierde  hasta 
obtener  nueva  vecindad. 


TITULO  III 
Del  censo. 


Art.  17.  Es  obligación  de  las  Municipa- 
didades  formar  cada  cinco  años,  en  el  mes 
de  Enero,  el  censo  de  todos  los  habitantes 
del  municipio. 

El  censo  es  un  libro  público,  permanen- 
te y  fehaciente,  que  sirve  para  todos  los 
efectos  administrativos. 

Se  consignarán  en  él  por  orden  alfabéti- 
co de  apellidos  y  nombres,  todos  los  habi- 
tantes, con  expresión  del  sexo,  edad  y  ofi- 
cio ó  profesión,  estado  y  vecindario,  su 
residencia  y  si  saben  leer  y  escribir. 

Art.  18.  Al  fin  del  libro  se  hará  un  re- 
sumen en  que  se  indicará  separada  y  nu- 
méricamente la  suma  de  varones  y  muje- 
res, de  mayores  y  menores,  de  solteros  y 
casados,  de  vecinos  y  transeúntes,  y  los 
que  saben  leer  y  escribir. 

Art.  19.  El  resumen  numérico  del  cen- 
so, con  las  indicaciones  expresadas,  se 
publicará  del  1.°  al  15  de  Febrero,  fijándo- 
se en  la  puerta  de  la  casa  municipal. 

Art.  20.  Toda  persona  puede  reclamar 
verbalmente  ó  por  escrito  contra  el  empa- 
dronamiento, por  inclusiones,  exclusiones 
ó  errores.  Las  reclamaciones  se  oirán  has- 
ta el  último  de  Febrero,  y  la  Municipali- 
dad resolverá  de  plano  lo  que  fuere  proce- 
dente. 

Art.  21 .  En  el  raes  de  Marzo  se  remitirá 
á  la  Gobernación  política  un  cuadro  numé- 
rico que  contenga  el  resumen  rectificado 
del  censo  municipal,  para  la  formación  de 
la  estadística  del  departamento. 

Ari.  22.  Todos  los  años,  en  el  mes  de 
Enero,  se  hará  de  oficio  una  rectificación 
general  del  censo,  haciendo  las  anotacio- 
nes correspondientes,  y  publicando  el  re- 
sumen de  éstas  como  lo  previene  el  ar- 
ticulo 19. 

Las  reclamaciones  particulares  se  oirán 
en  el  mes  de  Febrero,  y  las  anotaciones 
correspondientes  se  harán  cuando  hayan 
causado  estado  las  respectivas  resolucio- 
nes. 
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TITULO  IV 


Derechos  y  obligaciones  vecinales. 


Art.  23.  Todos  los  habitantes  de  un 
municipio  tienen  el  derecho  de  petición,  y 
el  de  reclamar  contra  los  actos  y  acuer- 
dos de  las  Municipalidades,  asi  como  para 
deducirles  su  responsabilidad  civil  ó  cri- 
minal, individual  ó  colectivamente. 

Art.  24.  Todos  los  vecinos  tienen  par- 
ticipación en  los  aprovechamientos  co- 
munales y  en  los  derechos  y  beneh'cios 
concedidos  al  pueblo,  asi  como  están  su- 
jetos á  las  cargas  de  todo  género  que  para 
los  servicios  municipales  se  impongan,  en 
la  forma  y  proporción  que  determine 
la  ley. 

Los  vecinos  se  mantendrán  en  el  pleno 
disfrute  de  la  parte  que  en  los  aprovecha- 
mientos comunes  les  haya  sido  asignada, 
con  tal  que  cumplan  todas  sus  obligaciones 
vecinales. 

Art.  25.  Las  cargas  vecinales,  ya  sea 
que  las  imponga  directamente  la  ley,  ó  que 
las  establezcan  las  Municipalidades,  en 
uso  del  poder  de  que  están  investidas,  so- 
lamente deben  ser  satisfechas  por  los  ve- 
cinos ó  domiciliados  del  término  municipal 
respectivo. 

■  Cuando  las  leyes  imponen  cargas  á  las 
personas,  gravando  su  haber  ó  patrimonio, 
sin  consideración  al  territorio  municipal 
en  que  residen,  estas  cargas  son  exigibles 
en  el  término  donde  existen  los  bienes  ó 
propiedades  gravadas. 

Art.  26.  El  vecino  mayor  de  sesenta 
años  estará  exento  de  cargas  vecinales  im- 
puestas á  las  personas,  pero  no  á  sus 
bienes. 

Art.  27.  Para  cuanto  S3  refiera  á  la  ad- 
ministración municipal  económica,  y  á  los 
derechos  y  obligaciones  que  de  ella  ema- 
nen, respecto  de  los  residentes,  se  consi- 
derarán como  dueños  responsables,  por 
los  establecimientos  que  manejen  ó  dirijan, 
ó  por  las  fincas  que  labren,  ocupen  ó  ad- 
ministren, los  siguientes: 

1.°  Los  administradores,  apoderados  ó 
encargados  de  los  dueños  ausentes,  ya  se 
hallen  al  frente  de  algiin  establecimiento 
agri(;oIa,  industrial  ó  mercantil,  abierto  en 
el  término,  ó  ya  se  limiten  á  la  cobranza 
ó  recaudación  de  rentas. 

2.°  Los  arrendatarios,  colonos  ó  apar- 
cero'-i  de  fincas  rústic  is,  y  los  inquilinos  ó 
habitadores  úe  fincas  urbanas,  cuando  el 
administrador,  apoderado  ó  encargado  no 
se  encuentren  en  el  término. 


TÍTULO  V 
De  las  municipalidades. 

Ar;.  28.  Las  municipalidades  se  com- 
ponen de  Alcalde,  Regidores  y  Sindico;  y 
éstos  son  elegidos  de  entre  los  vecinos,  por 
los  ciudadanos  residentes  en  el  municipio. 

Art.  29.  El  cargo  de  Alcalde,  Regidor 
y  Sindico  es  obligatorio,  gratuito  y  hono- 
rífico. 

Art.  30.  El  Censo  de  la  población  sirve 
de  base  para  determinar  el  número  de  mu- 
nicipales. 

Los  pueblos  que  tengan  de  quinientos  á 
mil  habitantes,  elegirán  un  Alcalde,  un 
Regidor  y  un  Sindico. 

Los  pueblos  que  tengan  más  de  mil  ha- 
bitantes, elegirán  un  Alcalde  y  un  Sindi- 
co, y  además  un  Regidor  porcada  mil  ha- 
bitantes ó  fracción  de  quinientos;  pero  en 
ningún  caso  excederá  de  siete  el  número 
de  éstos. 

Art.  31.     Para  ser  municipalse  requiere: 

1.°  Ser  ciudadano  en  el  ejercicio  de 
los  derechos  civiles  y  políticos. 

2."  Ser  mayor  de  veintiún  años;  pero 
el  Alcalde  debei'á  ser  mayor  de  veinti- 
cinco. 

3.°  Tener  buena  conducta,  y  saber  leer 
y  escribir. 

Art.   32.     No  pueden  ser  municipales: 

1."  Los  que  no  reúnan  las  condiciones 
expresadas  en  el"  articulo  anterior. 

2.°  Los  incapacitados  en  lo  absoluto, 
moral  ó  físicamente. 

3.°  Los  que  ejercen  cargos  públicos, 
administra tivos  ó  judiciales, 

4."     Los  militares  en  actual  servicio. 

5.°  Los  contratistas  de  obras  ó  servi- 
cios municipales. 

6."  Los  que  devengan  sueldo  ú  honora- 
rios del  Tesoro  municipal. 

7."  Los  deudores  ó  acreedores  de  la 
Municipalidad,  y  los  que  con  ella  tengan 
pleito  pendiente. 

Art.  33,  No  pueden  ser  miembros  de 
una  misma  Corporación  municipal,  los 
parientes  dentro  del  cuarto  grado  de  con- 
sanguinidad ó  segundo  de  afinidad. 

Si  resultaren  electos  tales  parientes, 
entra  el  que  tenga  mayor  número  de  su- 
fi-agios,  y  en  igualdad  de  caso,  el  de  mayor 
edad. 

Art.  34.  Puede  renunciarse  un  cargo 
munifipal,  por  cualquiera  de  las  causas 
siguientes: 

1.*    Ser  mayor  de  sesenta  años. 

2."  Adolecer  do  alguna  enfermedad, 
que  exima  racionalmente  del  cargo. 
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3.*  Estar  ejerciendo  algún  empleo,  in- 
compatible, de  hecho,  con  las  funciones 
municipales. 

4."  Haber  servido  en  propiedad  en  el 
año  anterior,  cualquier  cargo  concejil,  ex- 
cepto el  de  Consejero  municipal. 

Art.  35.  Las  inhabilidades  sobrevinien- 
tes  pondrán  término  al  cargo  municipal. 

Las  excusas  sobrevinientes  no  impiden 
las  funciones  municipales. 

Art.  36.  Toda  renuncia  ó  excusa  de  un 
cargo  municipal  deberá  ser  propuesta  ante 
el  Consejo  departamental,  dentro  de  quin- 
ce días  de  notiñcada  la  elección. 

Toda  resolución  sobre  una  renuncia, 
fundada  en  incompatibilidad  de  hecho,  se 
consultará  con  el  Gobierno. 

Art.  37.  El  municipal  electo  no  podrá 
negarse  á  tomar  posesión  de  su  cargo  á 
pretexto  de  nulidad  ó  renuncia;  y  si  se 
negare  sin  justa  causa,  será  apremiado 
con  multa  de  diez  á  cincuenta  pesos. 

Si  insistiere  en  la  negativa  á  pesar  del 
apremio,  se  mandará  reponer  la  elección, 
sin  perjuicio  de  procesársele  criminal- 
mente. 

El  municipal  electo,  que  se  halle  ausen- 
te ó  enfermo,  tomará  posesión  tan  pronto 
como  sea  posible. 

Art.  38.     En  caso  de  faltar  un  munici- 

f)al,  por  muerte,  remoción  ó  renuncia,  nu- 
idad  ó  imposibilidad,  se  procederá  á  su 
reposición,  si  la  falta  ocurriere  antes  de  la 
mitad  del  periodo. 

Art.  39.  Las  municipalidades  se  reno- 
varán anualmente,  y  su  período  comienza 
el  1.°  de  Enero,  prorrogándose  sus  funcio- 
nes hasta  la  posesión  de  los  electos,  res- 
pectivamente. 

El  alcalde  saliente  recibirá  la  promesa 
de  ley  á  los  municipales  entrantes. 

Art.  40.  La  municipalidad,  en  la  sesión 
inaugural  ó  en  la  siguiente,  nombrará: 

1.°  Un  Consejo  municipal  compuesto 
de  tantos  Consejeros  cuantos  Vocales  tu- 
viere la  Corporación. 

2."*  El  Secretario,  Tesorero  y  demás 
empleados  municipales. 

3.°  Lo-;  Alcaldes  auxiliares  de  los  ba- 
rrios y  aldeas. 

Art.  41.  Los  Consejeros  deben  reunir 
las  mismas  condiciones  que  los  municipa- 
les, y  pueden  ser  reelectos:  su  cargo  es 
cx^ncejil:  son  consultores  de  la  municipa- 
lidad é  integrantes  de  la  Corporación. 

Art.  42.  Losempleados  municipales  de- 
ben tener  probidad  y  ser  ciudadanos;  mas 
para  los  amanuenses  y  agentes  del  servi- 
cio, basta  la  buena  conducta. 

Todos  ellos  son  de  libre  nombramiento 
y  remoción. 


Art.  43.  Los  Alcaldes  auxiliares  debe» 
ser  ciudadanos  y  tener  buena  conducta: 
su  cargo  es  concejil:  son  agentes  munici- 
pales, y  tienen  las  atribuciones  que  les  se- 
ñala la  ley. 

Art.  44.  En  la  primera  ó  secunda  se- 
sión la  municipalidad  designará  las  comi- 
siones permanentes,  distribuyéndolas  en- 
tre los  Vocales,  sin  perjuicio  de  nombrar 
comisiones  especiales. 

Art.  45.  Los  miembros  de  la  Corpora- 
ción municipal  y  los  auxiliares,  portarán 
bastón  ó  insignia  en  señal  de  autoridad. 

Art.  46.  Ningún  municipal  está  obli- 
gado á  aceptar  otro  cargo  de  elección  po- 
pular. 

TÍTULO  VI 


Atribuciones  generales. 

Art.  47.  Las  Corporaciones  municipa- 
les son  personas  jurídicas:  su  poder  es  me- 
ramente administrativo  ó  económico,  y  no 
tienen  más  facultades  que  las  que  deter- 
mine la  ley. 

La  autonomía  municipal  es  el  gobierno 
local,  independiente,  con  sujeción  á  las 
leyes  generales  del  país. 

Art.  48.  Corresponde  á  las  municipali- 
dades, el  gobierno,  dirección  y  adminis- 
tración de  los  intereses  peculiares  de  los 
pueblos,  y  en  particular  cuanto  tenga  re- 
lación con  los  objetos  siguientes: 

1.°  Gobierno  municipal,  que  compren- 
de su  reglamento  interior,  nombramiento 
de  empleados,  organización  de  servicios, 
acuerdos  sobre  Policía,  Higiene,  Instruc- 
ción pública  y  demás  ramos  de  su  compe- 
tencia, y  asociación  con  otras  municipali- 
dades. 

2.°  Dirección  municipal,  que  compren- 
de la  industria,  en  todos  sus  ramos,  el  tra- 
bajo y  bienestar,  la  beneñcencia  y  educa- 
ción, la  ediñcación  y  ornato,  y  todo  lo  re- 
lativo al  fomento  de  los  intereses  morales 
y  materiales  de  los  pueblos. 

3.°  Administración  municipal,  que 
comprende  la  conservación  y  mejora  de 
las  ñncas  ó  propios,  bienes  y  derechos  co- 
munales, la  imposición,  recaudación,  in- 
versión y  cuenta  de  las  contribuciones,  y 
la  proposición  de  impuestos  ó  arbitrios. 

Art.  49.  Las  contratas  de  la  Municipa- 
lidad para  servicios  y  obras  públicas,  por 
valor  que  no  baje  de  la  décima  parte  de  la 
renta  anual,  se  sacarán  á  púl)iica  licita- 
ción; y  no  podrán  celebrarse  con  los  mu- 
nicipales ni  con  sus  socios  ú  parientes. 
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dentro  del  cuarto  grado  de  consanguini- 
dad ó  segundo  de  afinidad. 

Art.  50.  Entre  los  propios  se  compren- 
den los  ejidos,  que  son  tierras  pertenecien- 
tes á  la  Municipalidad,  y  sirven  de  uso  co- 
mún para  todos  los  vecinos. 

Corresponde  á  la  Corporación  la  distri- 
bución equitativa  de  aprovechamientos 
ejidales,  como  pasturajes,  labranzas,  et- 
cétera. 

Y  puede  arrendar  los  ejidos  cada  cinco 
años  sin  perjuicio  de  la  comunidad. 

Art.  51.  La  Corporación  reglamentará 
los  aprovechamientos  de  las  canteras,  ca- 
leras, maderas  y  demás  materiales  de 
construcción  que  se  encuentren  en  terre- 
nos municipales  dentro  de  sus  términos. 

Y  puede  ciarlos  en  arrendamiento,  hasta 
por  cinco  años  en  remate  público,  ó  gra- 
varlos con  impuestos,  hasta  de  un  tres  por 
ciento  sobre  el  valor  del  negocio. 

Art.  52.  La  Corporación  reglamenta- 
rá también  lu  distribución  de  aguas,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  adquiridos,  pu- 
diendo  establecer  un  canon  por  los  acuc- 
ies que  co-tee,  sin  que  el  impuesto  exceda 
generalmente  del  interés  legal  del  dinero 
invertido. 

Art.  53.  La  Corporación  reglamentará, 
finalmente,  los  servicios  públicos  de  inte- 
rés particular,  como  trenes  de  aseo,  etcé- 
tera, pudiendo  crear  un  impuesto  en  pro- 
porción al  costo  del  servicio. 

Art.  54.  En  ejercicio  de  las  atribucio- 
aes  anteriormente  indicadas,  las  Munici- 
palidades no  podrán  contrariar  las  leyes 
nacionales,  ni  las  ordenanzas  departamen- 
tales. 

Las  asociaciones  municipales  se  entien- 
den para  asuntos  de  utilidad  recíproca  ó 
conveniencia  pública,  y  con  intervención 
del  Gobierno  deparíamoníal. 

La  enajenación  de  inmuebles  y  la  crea- 
ción de  impuestos,  no  podrán  hacerse  sin 
el  dictamen  del  Consejo  municipal  y  la 
aprobación  del  Consejo  departamental. 

Art.  55.  Las  ordenanzas  de  policía  ur- 
bana ó  rural,  hiñiene  é  instrucción  públi- 
ca, que  las  Municipalidades  acuerden,  no 
serán  ejecutivas  sin  la  aj)robación  del  Con- 
sejo departamental;  f)ero  las  disposiciones 
especiales  no  necesitan  de  aprobación. 

Fuera  de  los  casos  que  esta  ley  determi- 
na, todos  los  acuerdos  de  las  Municipali- 
dades, en  asuntos  de  su  competencia,  son 
inmediatamente  ejecutivos,  sin  perjuicio 
de  los  recursos  que  establece  la  misma 
ley. 

Art.  56.  Los  Alcaldes  mnni(ápales  y  las 
Municipalidades  no  podrán  imponer,  por 
vía  de  apremio  ó  de  pena,  arresto  que  pase 


de  tres  días,  ni  multa  oue  exceda  de  diez 
pesos. 

Contra  la  imposición  gubernativa  pued« 
el  penado  reclamar  en  la  forma  que  deter- 
mina esta  ley. 

TÍTULO  VII 


Atribuciones  especiales. 

Art.  57.  Como  consecuencia  de  las  atri- 
buciones generales  que  esta  ley  otorga  á 
las  Municipalidades,  les  corresponde  espe- 
cialmente: 

1."  La  conservación  del  orden,  el  man- 
tenimiento de  las  garantías  y  el  progrea» 
de  la  localidad,  ert  todos  sus  ramos. 

2.°  El  establecimiento  y  organización 
de  la  policía  municipal,  sostenida  con  sus 
propios  fondos. 

3.°  La  dirección  y  vigilancia  sobre  la 
Administración  municipal  de  estableci- 
mientos ó  propiedades,  y  sobre  la  recauda- 
ción é  inversión  de  los  impuestos  y  rentas. 

Art.  ?*^  Corresponde  á  las  Municipali- 
dades, igualmente: 

1."  Promover  los  trabajos  conducentes 
á  las  buenas  costumbres  y  fomentar  las 
instituciones  destinadas  á  la  moralidad  pú- 
blica. 

2."  Proteger  la  instrucción  pública, 
creando  planteles  de  enseñanza,  mejoran- 
do los  sistemas  y  procurando  la  difusión  de 
conocimientos  útiles  al  pueblo. 

3.°^  Favorecer  los  establecimientos  de 
beneficencia,  como  casas  de  asilo  y  mater- 
nidad, hospitales  y  manicomios,  etc. 

4."  Fomentar  la  ganadería,  la  agricul- 
tura, la  industria  y  el  comercio,  procuran- 
do la  mejora  de  razas,  cultivos  y  maqui- 
nas, y  facilitando  las  transacciones. 

5.°  Promover  la  apertura  y  conserva- 
ción de  las  calles,  plazas  y  caminos  públi- 
cos, y  procurar  la  construcción  y  mejora- 
miento de  los  puentes  y  demás  vías  de  co- 
municación. 

()."  Procurar  la  conservación  y  mejora 
de  las  cárceles  ó  establecimientos' penales, 
destinados  al  servicio  de  la  localidad. 

Art.  59.  También  corresponde  á  las 
municip  ilidades: 

1."  El  buen  orden  en  todos  los  lugares 
públicos,  comprendiéndose  en  éstos  las  po- 
sadas, espectáculos  y  demás  lugares  á  que 
se  concurre  liljremc.nte  aunque  con  suje- 
ción á  los  reglamentos  de  la  Empresa. 

2.'*  La  tranquilidad  de  los  particulares, 
prescribiendo  reglas  para  las  reuniones  ú 
otros  actos  que  pudieran  perturbarla. 
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3."  La  salubridad  de  los  pueblos  y  al- 
deas protegiéndolos  contra  las  causas  co- 
munes de  infección  y  reglamentando  la 
policía  de  sanidad,  cuando  lo  exijan  cir- 
cunstancias extraordinarias,  como  en  ca- 
sos de  epidemia. 

4."  La  provisión  de  abastos,  principal- 
mente en  tiempo  de  escasez,  y  consultan- 
do siempre  la  higiene;  proscribiendo,  en 
consecuencia,  la  venta  de  alimentos  ó  be- 
bidas adulteradas  ó  dañosas. 

b.°  La  comodidad  del  tránsito  por  la 
vía  pública,  impidiendo  que  se  obstruya  6 
embarace,  y  evitando  accidentes  á  las  per- 
sonas y  propiedades,  lo  mismo  que  la  re- 
gularidad en  el  servicio  de  transportes. 

6."  La  seguridad  de  las  personas  y  bie- 
nes contra  siniestros  ocasionales,  como 
acumulación  de  explosivos,  ó  edificios  en 
ruina,  y  contra  accidentes  calamitosos, 
como  incendios,  inundaciones,  terremo- 
tos, etc. 

7."  La  reparación  y  mejora  de  los  edi- 
ficios municipales  y  de  los  cementerios,  y 
el  aseo  y  ornato  de  las  poblaciones,  en  las 
calles,  plazas  y  paseos  públicos. 

8."  La  reglamentación  y  establecimien- 
to del  alumbrado  público,  délos  baños  y 
lavaderos,  mataderos  y  mercados,  fonta- 
nería y  acequias,  caza  y  pesca,  bosques  y 
fincas  comunales. 

Art.  60.  Corresponde  á  las  Municipa- 
lidades, finalmente: 

1."  Prescribir  reglas  para  la  adminis- 
tración de  los  bienes  municipales  y  deter- 
minar condiciones  para  la  enajenación  ó 
arriendo  de  los  propios  y  arbitrios. 

La  enajenación  ó  arriendo  de  los  inmue- 
bles se  hará  en  licitación  pública,  por  cau- 
sa de  utilidad  ó  necesidad,  previo  acuerdo 
del  Consejo  departamental. 

Las  mismas  formalidades  se  requieren 
para  el  arriendo  de  los  arbitrios. 

2.°  Resolver  sobre  la  aceptación  ó  repu- 
diación de  las  herencias,  legados  ó  donacio- 
nes hechas  á  la  Municipalidad  ó  á  algún  es- 
tablecimiento que  dependa  de  ella. 

3."  Acordar  anualmente,  en  el  mes  de 
Enero,  el  presupuesto  municipal  de  ingre- 
sos y  egresos,  nivelando  unos  y  otros,  el 
cuaí  se  formará  en  vista  del  anterior  y  del 
estado  de  la  Tesorería,,  debiendo  someterse 
á  la  aprobación  del  Consejo  departamental. 

Mientras  se  obtiene  su  aproDación,  regi- 
rá el  presupuesto  anterior. 

4.*  Propones  al  Poder  Legislativo  el  es- 
tablecimiento de  nuevos  impuestos  ó  con- 
tribuciones municipales,  y  la  reforma  ó  su- 
presión de  los  que  --e  cobraren  actualmente 
con  arreglo  á  la  ley. 

5."    Disponer  la  iniciación    de  juicios, 


que  no  procedan  de  impuestos  ó  contribu- 
ciones municipales,  y  los  arreglos  ó  tran- 
sacciones que  hubieren  de  celebrarse  para 
evitar  litigios  con  la  Municipalidad. 

6."  Autorizar,  con  previo  acuerdo  del 
Consejo  departamental,  en  casos  de  nece- 
sidad imperiosa,  ó  para  obras  de  utilidad 
evidente,  el  aumento  general  de  los  im- 
puestos y  contribuciones  locales,  por  el 
tiempo  indispensable  y  hasta  por  el  duplo  ó 
tiple  del  valor  de  la  tasa,  con  vista  del  esta- 
do, presupuesto  ó  cuenta. 

Para  mientras  se  colecta  el  recargo  de 
que  se  habla,  ó  no  siendo  éste  bastante, 
pueden  las  Municipalidades,  con  la  autori- 
zación del  mismo  Consejo,  negociar  em- 
pré  titos  voluntarios,  con  las  condiciones 
que  aquél  determine. 

7."  Acordar,  mediante  aprobación  del 
Consejo  departamental  y  en  los  casos  de 
necesidad  positiva  y  de  utilidad  manifiesta 
para  la  comunidad,  la  expropiación  de  pro- 
piedades particulares,  y  la  imposición  de 
servidumbres,  previa  indemnización  v  con 
los  demás  requisitos  que  establece  la  ley. 


TÍTULO   VIII 
De  las  sesiones 


Art.  61.  Las  sesiones  municipales  se  ce- 
lebrarán regularmente  el  primero  y  quince 
de  cada  mes,  ó  al  siguiente  día,  si  aquellos 
fueren  feriados,  sin  perjuicio  de  celebrar- 
se extraordinariamente,  cuando  fuere  ne- 
cesario. 

Tendrán  lugar  en  las  Casas  Consistoria- 
les, so  pena  de  nulidad,  salvo  el  caso  de 
fuerza  mayor. 

Y  serán  públicas,  á  menos  que  acuerde 
lo  contrario  la  mayoría  de  los  vocales,  aten- 
diendo el  asunto  de  que  se  trate. 

Art.  62.  Para  que  hayasesión  serequie- 
re  la  concurrencia  de  todos  los  vocales, 
si  su  número  fuere  de  tres:  en  los  demás 
casos  basta  la  mayoría. 

Para  formar  número  (quorum)  y  á  falta 
de  algún  municipal,  se  llamará  como  inte- 
rino á  cualquier  Consejero. 

Art.  63.  Ningún  miembro  de  la  Muni- 
cipalidad ó  de  su'Consejo,  puede  excusar.íe, 
sin  justa  causa,  de  concurrir  á  la  sesión  á 
que  estuviere  obligado,  si  fuere  convocado, 
so  pena  de  una  multa  de  cinco  á  diez  pesos. 

La  Municipalidad  impondrá  gubernati- 
vamente esta  multa,  y  será  responsable  co- 
lectiva ó  individualmente,  en  caso  de  omi- 
sión. 
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Art.  64.  Lo  dispue  to  en  el  articulo  an- 
terior es  aplicable  á  todo  empleado  munici- 
pal, y  aun  á  todo  particular  que,  para  asun- 
tos de  la  Municipalidad,  fuere  citado  por  la 
Corporación,  ó  por  cualquiera  de  sus  miem- 
bros. 

Art.  65.  La  presidencia  de  la  Corpora- 
ción municipal  correíponde  al  Alcalde,  y 
en  defecto  de  éste  á  los  Regidores  y  Sindi- 
co, por  su  orden. 

El  Gobernador  departamental  ó  el  de  dis- 
trito, preiidirá,  sin  voto,  cuando  concurra 
á  las  sesiones. 

Todos  los  municipales  tienen  voz  y  voto 
en  los  acuerdos  y  ninguno  podrá  abstener- 
se de  emitirlo;  pero  si  salvará  su  responsa- 
bilidad, consignando  la  protesta  en  el  acta 
del  día. 

Se  tendrá  por  acordado  lo  que  resuelva 
la  mayoría  absoluta,  entendiéndose  por  és- 
ta, más  de  la  mitad  de  los  votos. 

Art.  66.  El  Alcalde  convocará  á  sesión 
extraordinariade  niotiiproprío,  á  iniciativa 
del  Gobernador  ó  de  dos  municipales. 

Art.  67.  La  sesión  comenzará  por  la 
lectura  del  acta  anterior,  y  continuará  por 
el  orden  siguiente: 

1.°  El  Alcalde  dará  cuenta  del  cumpli- 
miento de  lo  acordado  en  el  acta  anterior, 
y  de  lo  más  importante  ocurrido  entre  una 
y  otra  sesión. 

2.°  El  Secretario  dará  cuenta  de  la  co- 
rrespondencia recibida,  memoriales  pre- 
sentados, y  de  todo  lo  diligenciado,  en  vir- 
tud del  acta  anterior. 

3."  Los  regidores  y  Síndico  darán  cuen- 
ta de  sus  trabajos  en  el  desempeño  de  sus 
comisiones,  ya  sean  permanentes  ó  espe- 
ciales. 

4.°  Los  vocales  harán  las  proposiciones 
que  juzguen  convenientes;  y  tanto  esto  co- 
mo los  demás  asuntos  de  que  se  trate,  serán 
discutidos  y  votados. 

Art.  68.  De  cada  sesión  municipal  se 
extenderá  una  acta,  en  la  que  deberá  cons- 
tar precisa  y  claramente,  el  nombre  del  que 
preside  y  demás  vocales  que  han  concurri- 
do, los  apuntos  de  que  se  trataren  y  las  res- 
pectivas resoluciones,  lo  mismo  que  el  vo- 
to motivado  de  la  minoría. 

E~ta  acta  será  firmada  por  todos  los  vo- 
cales y  Secretario. 

Art.  69.  El  libro  de  actas  es  un  instru- 
mento público  y  auténtico,  y  ningúnacuer- 
do  que  no  conste  explícita  y  terminante- 
mente en  el  acta,  tendrá  valor  legal. 

Este  libro  será  de  papel  común  y  empas- 
tado, y  todas  sus  fojas  llevarán  el  sello 
de  la  Municipalidad  y  la  rúbrica  del  Al- 
caldo. 

Segunda  Serie.— Tomo  I. 


TITULO  IX 
De  los  municipales. 

Art.  70.  El  Alcalde  tiene  el  doble  ca- 
rácter de  Presidente  de  la  Municipalidad  y 
representante  del  Gobierno,  y  llevael  nom- 
bre y  representación  de  aquélla,  salvo  las 
facultades  privativas  del  Sindico. 

Art.  7L  Como  Jefe  de  la  administración 
municipal,  corresponde  al  Alcalde: 

1."  La  publicación  y  ejecución  de  los 
acuerdos  municipales,  á  cuyo  efecto  dic- 
tará los  bandos  y  disposiciones  conve- 
nientes. 

2."  Hacer  efectivas  las  penas  y  apre- 
mios que  él  ó  la  Corporación  impongan,  en 
uso  de  sus  facultades. 

Art.  72.  Como  delegado  del  Gobierno, 
le  corresponde: 

1."  La  promulgación  y  cumplimiento  de 
todas  las  leyes  ó  disposiciones  gubernati- 
vas, ya  procedan  éstas  del  Poder  Ejecutivo, 
ó  delinmediato  superior. 

2."  Ejercer  las  funciones  que  se  le  en- 
comienden por  el  Gobierno  central  ódepar- 
mental,  con  relación  al  orden  público,  po- 
lítico ó  económico. 

Art.  73.  Todos  los  empleados,  policías 
y  agentes  de  la  Municipalidad,  están  bajo 
ia  inmediata  autoridad  del  Alcalde,  quien 
puede,  previa  audiencia  y  por  faltas  del  ser- 
vicio, imponerles  suspensión  de  sueldo  has- 
ta por  quince  días,  salvo  el  recurso  á  la 
Corporación. 

Art.  74.  El  Alcalde  deberá  tener  su 
despacho  en  el  Cabildo,  y  asistirá  diaria- 
mente, tres  horas  por  lo  menos. 

El  Alcalde,  consignará  sus  acuerdos  en 
un  libro  especial,  como  el  de  actas  muni- 
cipales, debiendo  autorizar  dichosacuerdos 
el  Secretario  municipal. 

Art.  75.  En  el  mes  de  Diciembre,  el  Al- 
calde formará  la  Memoria  municipal,  que 
deberá  comprender,  ordenadamente,  el 
movimiento  administrativo  y  económico 
del  año,  con  el  estado  general  de  la  Teso- 
rería y  demás  anexos. 

Está  Memoria  se  presentará  á  la  Muni- 
cipalidad, en  su  primera  sesión  ó  en  la  si- 
guiente, y  se  publicará  en  el  periódico  mu- 
nicipal. 

Art.  76.  El  periódico  se  denominará 
«Gaceta  Municipal»,  y  se  publicará  por  la 
Municipalidad  de  la  capital  de  la  Repúbli- 
ca. Es  órgano  de  todos  los  Municipios,  es- 
tará á  cargo  del  Dirc(;tor  que  designe  la 
Corporación,  y  en  él  se  insertarán,  princi- 
palmente, las  memorias,  acuerdos,  estados, 
presupuestos  y  documentos  municipales. 
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INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


Art.  77.  Los  Regidores  son  los  indivi- 
duos del  Ayuntamiento  que,  con  el  Alcal- 
de y  Sindico,  están  encargados  del  gobier- 
no económico  de  los  pueblos. 

Art.  78.  El  Síndico  tiene  el  doble  carác- 
ter de  Fiscal  de  la  Municipalidad  y  repre- 
sentante legal  de  la  misma,  siendo  sus  atri- 
buciones pedir  el  cumplimiento  de  sus 
acuerdos  y  gestionar,  en  nombre  de  la  Cor- 
poración, sin  perjuicio  de  las  demás  facul- 
tades que  le  confiere  la  ley. 

Art.  79.  Todos  los  municipales  pueden 
ser  apremiados  por  la  Corporación  al  cum- 
plimiento de  su  deber,  con  multa  de  uno  á 
diez  pesos;  y  para  el  desempeño  de  sus  co- 
misiones tienen  á  sus  órdenes  á  todos  los 
empleados,  policías  y  agentes. 

Art.  80.  Cada  uno  de  los  municipales 
está  encargado  de  la  policía  local,  y  practi- 
cará las  rondas  que  se  acordaren  para  pre- 
venir los  delitos  y  perseguir  los  delincuen- 
tes. 

Art.  81.  Ningún  miembro  de  la  Muni- 
cipalidad podrá  ausentarse  sin  previa  licen- 
cia que  concederá  la  Corporación,  hasta 
por  tres  meses  en  el  año,  ó  el  Alcalde  has- 
ta por  diez  días  cada  vez. 

Se  procurará  siempre  que  quede  número 
para  formar  cuerpo,  sustituyendo  al  Alcal- 
de los  Regidores  por  su  orden,  y  al  Síndi- 
co, el  Regidor  que  se  designare. 


TITULO  X 


De  los  auxiliares 

Art.  82.  A  los  Alcaldes  auxiliares  de 
los  barrios  y  aldeas,  como  agentes  munici- 
pales, les  corresponde: 

1.°  La  policía  de  orden,  seguridad  y  sa- 
nidad, en  su  respectiva  jurisdicción. 

2."  La  inspección  de  las  escuelas,  cami- 
nos, telégrafos  y  trabajos,  ó  establecimien- 
tos públicos. 

3."  La  conservación  y  mejora  de  las 
vías  de  comunicación  y  bienes  de  la  comu- 
nidad. 

4°  La  ejecución  de  las  leyes  y  el  cum- 
plimiento de  las  órdenes  que  les  comuni- 
que cualquier  superior. 

5.°  La  protección  á  los  particulares,  sus 
trabajos  y  bienes,  y  el  auxilio  á  los  funcio- 
narios públicos. 

Art.  83.  Los  auxiliares  conocerán  de 
las  demandas  que  no  excedan  de  diez  pe- 
sos, conforme  á  la  ley. 

Art.  84.  En  cada  barrio  ó  aldea  habrá 
el  número  de  auxiliares  propietarios  y  su- 
plentes que  la  Municipalidad  designare; 


pudiendo  los  primeros  gozar  de  licencia 
hasta  por  tres  meses  en  el  año. 

Art.  85.  Los  auxiliares  de  los  barrios 
concurrirán  á  las  sesiones  ordinarias;  los 
de  las  aldeas  á  la  primera  sesión  de  cada 
mes,  y  todos  ellos  siempre  que  se  les  lla- 
me, para  dar  cuenta  y  recibir  órdenes. 

Art.  86.  Los  auxiliares  que  faltaren  al 
cumplimiento  de  sus  deberes,  podrán  ser 
castigados  por  la  Municipalidad  ó  el  Al- 
calde, con  multa  que  no  exceda  de  diez  pe- 
sos ó  arresto  que  no  pase  de  tres  días. 


TITULO  XI 
Del  Secretario. 

Art.  87.  Cada  Municipalidad  tendrá  un 
Secretario  de  su  libre  nombramiento  y  re- 
moción, el  cual  será  remunerado  por  el 
Tesoro  municipal. 

El  Secretario  de  la  Alcaldía  es  el  mismo 
de  la  Municipalidad. 

Art.  88.  Para  ser  Secretario  se  requie- 
ren las  mismas  condiciones  que  para  ser 
municipal. 

No  pueden  ser  Secretarios  los  que  no 
pueden  ser  municipales. 

Art.  89.  El  Secretario  municipal  tiene 
las  obligaciones  siguientes: 

1.*  Asistir  diariamente  al  despacho  de 
la  Alcaldía,  y  concurrir  á  las  sesiones  sin 
voz  ni  voto,  para  dar  cuenta  á  la  Corpora- 
ción, conforme  á  la  ley. 

2."  Redactar  el  acta  de  cada  sesión, 
leerla  en  la  siguiente,  escribirla  en  el  li- 
bro respectivo,  recoger  las  firmas  de  los 
vocales  y  autorizarla  con  la  suya  inmedia- 
tamente. 

3.*  Extender  los  acuerdos  de  la  Alcal- 
día en  un  libro  especial,  comunicándolos 
á  quienes  corresponda,  lo  mismo  que  los 
acuerdos  municipales. 

4.*  Preparar  los  expedientes  para  la 
Municipalidad,  el  Alcalde  ó  las  Comisio- 
nes, diligenciándolos  y  autorizando  con  su 
firma  las  resoluciones  que  recayeren. 

5.*  Llevar  la  correspondencia  oficial  de 
la  Corporación,  copiando  la  que  dirija  en 
un  libro  especial,  y  legajando  la  que  reciba 
separada  y  cronológicamente. 

6."  Certificar  los  acuerdos  de  la  Corpo- 
ración, con  el  y."  B.°  del  Alcalde,  lo  mis- 
mo que  todos  los  documentos  municipales, 
y  autorizar  las  certificaciones  que  el  Al- 
calde expidiere. 

7.*  Cumplir  las  demás  obligaciones  que 
las  leyes  le  impongan,  las  órdenes  de  la 
Corporación  ó  del  Alcalde  y  los  encargos 
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que  le  confiaren,  dentro  de  sus  atribu- 
ciones. 

Art.  90.  Es  á  cargo  del  Secretario  la 
custodia  y  arreglo  del  Archivo  municipal. 
Formará  inventario  de  todos  los  libros,  pa- 
peles y  documentos,  adicionándole  cada 
año  un  apéndice  y  remitiendo  copia  de  uno 
y  otro  al  gobernador  departamental,  visa- 
da por  el  Alcalde. 

Art.  91.  Tendrán  un  Archivero  espe- 
cial las  Municipalidades  á  quienes  sea  po- 
sible, quedando  bajo  la  inspección  inme- 
diata del  Secretario  y  á  las  órdenes  de  la 
Corporación. 

Art.  92.  Siempre  que  sea  posible,  se 
imprimirá  y  publicará  el  libro  de  actas  de 
cada  año,  y  los  anteriores,  por  el  orden  de 
regresión,  haciendo  lo  mismo  con  los  de- 
más especiales. 

El  libro  llevará  un  índice  de  lo  publica- 
do, y  un  apéndice  con  los  títulos,  conce- 
siones, estados  de  la  Tesorería  y  demás 
documentos  de  importancia. 


TÍTVLO  XII 
Del  Tesorero. 

Art.  93.  Cada  Municipalidad  tendrá  un 
Tesorero  de  su  libre  nombramiento  y  re- 
moción; durará  ordinariamente  un  año  en 
su  empleo,  á  contar  del  1.°  de  Enero;  se 
prorrogarán  sus  funciones  hasta  que  sea 
sustituido,  y  podrá  ser  nombrado  nueva- 
mente. 

Art.  94.  Para  ser  Tesorero  se  requie- 
ren las  mismas  condiciones  que  para  ser 
municipal. 

No  pueden  ser  Tesoreros  los  que  no  pue- 
den ser  municipales. 

Tampoco  pueden  serlo  el  Secretario  y 
los  vo.".ales  de  la  Corporación. 

Art.  95.  El  Tesorero  tendrá  la  remu- 
neración que  se  le  asigne,  la  cual  no  exce- 
derá de  un  5  por  100  sobre  el  valor  que  re- 
caudo, en  calidad  de  impuestos  ó  contri- 
buciones. 

Art.  96.  El  Tesorero,  para  tomar  po- 
sesión de  su  empleo,  deberá  rendir,  en  es- 
critura pública,  fianza  solidaria  y  abona- 
da, por  valor  de  la  se.x.ta  parte  de  la  renta 
anual,  sobre  la  base  del  último  estado  ó 
del  nuevo  presupuesto. 

Art.  97.  El  Tesorero  está  bajo  las  órde- 
nes do  la  Municipalidad  y  bajo  la  inspec- 
ción del  Alcalde,  y  son  sus  obligacio- 
nes: 

1.*  Llevar  en  debida  forma  los  libros, 
con  separación  de  las  diversas  especies  de 


fondos  que  recaude  y  administre,  cuidando 
que  las  cuentas  sean  claras  y  exactas. 

2.''  Hacer  puntualmente  las  erogacio- 
nes que  acuerde  la  municipalidad,  con  la 
orden  de  pago  del  Alcalde,  excepto  los 
sueldos  de  empleados  que  no  necesitan  este 
último  requisito. 

3.*  Cobrar,  con  actividad  y  eficacia,  el 
producto  de  las  rentas  municipales,  y  re- 
caudar, con  toda  diligencia,  los  demás  va- 
lores pertenecientes  al  Tesoro. 

4."  Recibir  cuenta  oportunamente  á  los 
encargados  de  colectar  la  renta,  é  infor- 
mar á  la  Municipalidad  acerca  de  su  con- 
ducta, para  su  conservación  ó  remoción. 

5.*  Hacer  de  parto,  cu  indo  se  trate  de 
hacer  efectivos  los  impuestos,  y  contribu- 
ciones, y  en  los  demás  negocios  en  que 
esté  interesado  9l  Tesoro  municipal;  todo 
sin  perjuicio  de  las  atribuciones  del  Sín- 
dico. 

6.*  Informar  á  la  Municipalidad  sobre 
las  causas  que  ocasionaren  la  disminución 
de  las  rentas,  y  proponerle  los  medios  para, 
su  mejora  ó  incremento. 

Art.  98.  Los  Tesorerosmunicipales  for- 
marán, al  fin  de  cada  mes,  un  estado  com- 
pleto de  los  ingresos  y  egresos,  con  expre- 
sión de  saldos,  en  dinero  ó  especies. 

Dicho  estado  consiará  en  un  libro  espe- 
cial, con  el  V.°  B.°  del  Alcalde,  y  de  él  se 
remitirá  un  tanto  á  la  Municipalidad  y 
otro  al  Gobernador  departamental. 

Lo  dispuesto  sobre  estados  mensuales  es 
aplicable  á  los  estados  generales  de  ingre- 
sos y  egresos  que  se  deben  'formar  al  fin 
de  cada  año. 

En  el  periódico  municipal  se  publicará 
el  estado  anual  de  las  Tesorerías  de  cada 
departamento,  que  deberá  formar  el  res- 
pectivo Gobernador. 

De  los  estados  departamentales  se  for- 
mará un  cuadro  general,  cuya  publicación 
corresponde  al  Director  de  la  Estadís- 
tica. 

Art.  99.  En  el  mes  de  Enero  de  cada 
año,  los  Tesoreros  rendirán  sus  cuentas, 
por  sí  ó  por  apoderado,  y  éste  acreditará 
su  representación  con  carta-poder,  autori- 
zada por  un  ministro  de  fe. 

Art.  100.  Las  cuentas  municipales  se 
rendirán  con  los  respectivos  coini)roban- 
tes,  ante  un  tribunal  que  .se  organizará  en 
el  mes  de  Enero,  y  será  com])ut;sto  del  Al- 
calde, del  Regidor  y  Con.sejero  que  la  Mu- 
nicipalidad designare,  haciendo  de  Secre- 
tario el  de  la  Corporación,  y  de  Fiscal,  el 
Sindico. 

En  caso  de  impedimento  legítimo,  di- 
chos funcionarios  serán  sustituidos  por 
oíros  Mumcipales  ó  Consejeros,  por  su  or- 
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den,  y  á  falta  de  éstos,  por  los  ciudadanos 
que  la  Corporación  nombrare. 

Arí.  101.  Del  escrito  y  cuentas  del  Te- 
sorero se  conferirá  traslado  al  Sindico,  por 
seis  días;  de  la  contestación  se  dará  vista, 
por  tres  días;  y  el  Tribunal,  con  estos  an- 
tecedentes y  los  demás  que  juzgue  oportu- 
no agregar,  fallará  dentro  de  diez  días. 

Art.  102.  De  este  fallo  se  podrá  inter- 
poner apelación,  dentro  de  tres  días,  para 
ante  el  Consejo  departamental,  donde  se 
mejorará  el  recurso  en  el  término  que  el 
Tribunal  señalare,  no  excediendo  de  diez 
días,  y  debiendo  el  Síndico  de  la  cabecera 
representar  al  Ministerio  público. 

Art.  103.  Las  dilaciones  y  trámites  de 
los  artículos  anteriores  se  observarán  en 
la  apelación,  en  cuanto  fueren  aplicables, 
y  el  Consejo,  en  vista  de  los  antecedentes 
y  de  lo  expuesto  por  las  partes,  pronun- 
ciará su  fallo,  del  cual  no  habrá  recurso 
alguno. 

Art.  104.  En  la  rendición  de  cuentas 
se  usará  de  papel  común:  los  términos  son 
perentorios,  pudiendo  apremiarse  á  las 
partes,  y  los  Tribunales  serán  responsa- 
bles conforme  á  esta  ley:  el  finiquito  ó  la 
sentencia  que  causa  estado,  se  publicará 
en  el  periódico  municipal. 

Art.  105.  En  todos  los  pueblos,  los  Te- 
soreros municipales  llevarán  un  libro  dia- 
rio y  los  libros  auxiliares  que  fueren  con- 
venientes; y  en  las  cabeceras  departamen- 
tales, llevarán,  además,  un  libro  mayor  ó 
de  cuentas  corrientes. 

Los  libros  de  responsabilidad  .«eran  ru- 
bricados y  sellados  por  el  Alcalde  en  la 
primera  y  última  foja. 

Todos  ios  libros  de  la  Tesorería  pertene- 
cen á  la  Corporación,  una  vez  rendidas  las 
cuentas. 

La  contabilidad  municipal  puede  llevar- 
se por  p:irtida  doble  ó  por  partida  simple. 

Art.  106.  Los  colectores  ó  recaudado- 
res de  rentas  municipales  que  nombre  la 
Municipalidad,  estarán  bajo  las  órdenes 
del  Tesorero  y  bajo  la  inspección  y  auto- 
ridad del  Alcalde. 

Arí.  107.  El  Tesorero  y  agentes  de  la 
recaudación  municipal,  serán  responsables 
civil  y  criminalmente. 

Art.  108.  Todos  los  fondos  que  la  Mu- 
nicipalidad recaude  ó  administre,  ingresa- 
rán, precisamente,  á  la  Tc.soreria. 

La  distribución  é  inversión  corresponde 
á  la  Municipalidad,  con  sujec  ón  al  presu- 
puesto. 

La  orden  de  pago  ó  el  dése  corresponde 
al  Alcalde. 

Art.  109.  Las  multas  impuestas  por  la 
Municipalidad,  el  Alcalde  ó  Jueces  de  paz, 


conforme  á  la  ley  respectiva  ó  á  los  regla- 
mentos de  policía,  ingresarán  á  la  Tesore- 
ría municipal,  debiendo  pagarse  con  la 
boleta  correspondiente. 

Art.  110.  De  todo  entero  en  la  Tesore- 
ría municipal,  se  dará  la  respectiva  cons- 
tancia. 

Por  impuestos  y  contribuciones  se  dará 
la  respectiva  boleta. 


TITULO  XIII 
Del  Tesoro  municipal. 

Art.  111.  El  Tesoro  municipal  se  com- 
pone de  todos  los  bienes  raíces  y  muebles 
que  posean  las  Municipalidades,  de  todos 
los  créditos  y  derechos  de  las  mismas,  y 
de  todos  sus  impuestos,  contribuciones  y 
multas. 

Art.  112.  El  inventario  de  todos  los 
bienes  municipales,  se  formará  por  el  Al- 
calde, al  fin  de  cada  año;  y  se  hará  constar 
exactamente  en  un  l.bro  de  inventarios, 
con  separación  de  inmuebles,  muebles,  se- 
movientes, etc. 

El  libro  será  sellado  y  autorizado  por  el 
Síndico  en  la  primera  y  última  foja,  y  el 
inventario  será  autorizado  con  el  sello  y 
fírma  del  Secretario. 

Art.  113.  El  presupuesto  municipal, 
que  debe  acordarse  al  principio  del  año, 
contendrá  todos  los  ingresos  y  egresos  pro- 
bables, no  excediendo  éstos  de  aquéllos. 

Art.  114.  Ningún  gasto  podrá  hacerse 
fuera  del  presupuesto,  y  si  se  hiciere  será 
ilegal,  siendo  responsables  los  empleados 
que  en  él  intervengan. 

Art.  115.  El  presupuesto  de  ingresos 
contendrá: 

1."  Los  propios,  ó  sean  los  productos  de 
bienes,  derechos,  capitales  y  subvenciones 
que  pertenezcan  á  la  Municipalidad,  ó  á 
los  establecimientos  que  de  ella  dependan. 

2."  Los  arbitrios,  ó  sean  los  productos 
de  los  impuestos  y  contribuciones,  ya  sean 
personales  ó  reales,  directos  ó  indirectos, 
permanentes  ó  eventuales. 

Art.  116.  El  presupuesto  de  egresos 
contendrá: 

1.°  La  administración  municipal,  ósea 
el  per.sonal  y  material  de  todas  sus  depen- 
dencias, comprendiendo  los  ramos  de  go- 
bernación, policía,  justicia,  beneficencia, 
fomento.  Instrucción  pública,  etc. 

2."  La  hacienda  municipal,  ó  sea  el 
personal  y  material  de  este  ramo,  com- 
prendiendo el  servicio  de  la  deuda  local,  y 
una  partida  de  imprevistos,  que  no  eice- 
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derá  de  diez  por  ciento  del  presupuesto  de 
gastos. 

Art.  117.  La  deuda  municipal  constará, 
precisamente,  en  un  libro  especial  como  el 
de  cuentas  corrientes,  comprendiendo  el 
activo  y  el  pasivo,  y  debiendo  saldarse  ó 
liquidarse  dichas  cuentas,  al  fin  de  cada 
mes. 

Este  libro  tendrá  las  mismas  formalida- 
des que  los  libros  de  responsabilidad,  y 
será  llevado  por  el  Tesorero  con  toda  exac- 
titud y  especificación. 

El  Tesorero  presentará  mensualmente  á 
la  Corporación  el  balance  individual  de  la 
deuda,  y  formará  anualmente  un  cuadro 
general  que  se  publicará  con  la  Memoria 
del  Alcalde. 

Art.  118.  La  amortización  de  la  deuda 
es  un  deber  de  las  Municipalidades,  para 
conservar  su  crédito;  y  todo  arreglo  sobre 
el  particular  será  sometido  á  la  aprobación 
del  Consejo  departamental. 


TÍTULO  XIV 
De  los  impuestos  y  contribuciones . 

Art.  119.  Son  materia  de  impuestos  mu- 
nicipales, únicamente: 

1."  La  propiedad  rural,  sin  que  puedan 
exceder  las  cuotas  anuales  de  diez  centa- 
vos por  cada  caballería  de  terreno,  y  de 
un  centavo  por  cada  cabeza  de  ganado 
mayor. 

2."  La  propiedad  urbana,  cobrándose  el 
impuesto  mensualmente  por  puertas  y 
ventanas,  ó  en  otra  forma,  sin  que  pueda 
exceder  del  3  por  100  de  la  renta,  general- 
mente. 

3.°  La  introducción  de  mercaderías  ex- 
tranjeras, no  excediendo  el  impuesto  de  un 
peso  25  centavos  por  quintal,  ó  de  tres  pe- 
sos por  carga. 

4.°  La  exportación  al  exterior  de  pro- 
ductos del  país,  naturales  ó  manufactura- 
dos, no  excediendo  el  impuesto  del  3  por 
100  sobre  el  valor  ordinario  del  producto 
exportable. 

Art.  120.  Son  también  materia  impo- 
nible: 

1."  Los  establecimientos  de  comercio, 
como  almacenes,  tiendas,  boticas,  canti- 
nas, etc.,  sin  que  exceda  el  impuesto  de 
diez  pesos  mensuales. 

2.*  Los  establecimientos  de  crédito,  co- 
mo Bancos,  casas  de  préstamo,  etc.,  sin 
que  exceda  el  impuesto  mensual  de  25  cen- 
tavos por  millar  sobre  el  capital  pagado 
ó  efectivo. 


3.°  Las  compañías  de  seguros  y  lote- 
rías, autorizadas  por  el  Estado  ó  permiti- 
das en  él,  no  excediendo  el  impuesto  de  un 
cuarto  por  ciento  mensual  sobre  las  entra- 
das á  la  casa  radicada  en  el  lugar. 

4.°  Las  agencias  comerciales,  no  exce- 
diendo el  impuesto  de  un  cuarto  por  ciento 
al  mes  sobre  el  valor  del  negocio:  las  licen- 
cias para  navegación  hasta  un  peso,  y  para 
arrastre  en  población  hasta  veinticinco 
centavos  por  cada  vez. 
Art.  121.  Se  puede  gravar  igualmente: 
1.°  El  peaje  por  acémilas  ó  carretas 
cargadas  con  mercaderías  extranjeras,  sin 
que  exceda  el  impuesto  de  veinticinco  cen- 
tavos por  acémila,  y  de  un  peso  por  carre- 
ta, cada  vez. 

2.°  El  piso  por  acémilas  ó  carretas  car- 
gadas con  productos  del  país,  sin  que  exce- 
da el  impuesto  de  diez  centavos  por  cada 
vez,  ó  de  un  peso  la  carreta  matriculada, 
por  cada  mes. 

3.°  Los  puestos  en  el  mercado  para  ví- 
veres, no'excediendo  el  impuesto  de  un  pe- 
so; y  para  mercaderías,  hasta  diez  pesos  al 
mes;  y  las  pulperías,  buhonerías  ó  merce- 
rías, hasta  un  peso,  también  mensual- 
mente. 

4.°  El  destazo  de  ganado  mayor  y  me- 
nor para  cualquier  consumo,  no  excedien- 
do el  impuesto,  por  cabeza,  de  dos  pesos  y 
un  peso,  respectivamente,  ni  de  otro  tanto 
por  alquileres  de  rastro. 

Art.  122.  Son  asimismo  objeto  de  im- 
puestos: 

1.°  Los  hoteles,  casinos  y  demás  esta- 
blecimientos de  esta  clase,  sin  que  exceda 
el  impuesto  de  diez  pesos  al  mes;  y  las  ne- 
verías, reposterías,  etc.,  hasta  cinco  pesos, 
también  mensualmente. 

2.»  Los  espectáculos  públicos,  ya  sean 
da  teatro,  circo,  etc.,  sin  que  exceda  el  im- 
puesto de  5  por  100  sobre  el  valor  de  la  en- 
trada, y  las  serenatas,  bailes  y  demás  di- 
versiones, discrecionalmente,  pero  confor- 
me á  tarifa. 

3.0  Las  casas  de  juego  y  billares,  no 
excediendo  el  impuesto  de  diez  pesos  men- 
suales; las  gallerías  y  loterías,  por  remate; 
y  las  rifas,  lo  mismo"  que  las  ruletas  y  de- 
más juegos  permitidos,  conforme  á  tarifa, 
discrecionalmente. 

4.»  Las  excarcelaciones  judiciales  por 
crimen  ó  simple  delito,  no  excediendo  el 
carcelaje  de  un  peso  por  cada  condenado, 
preso  ó  detenido  en  la  cárcel  pública. 
Art.  123.  Pueden  gravarse  finalmente: 
1."  Las  inhumaciones  y  exhumaciones, 
cobrándoíse  hasta  cinco  pesos  por  las  pri- 
meras en  los  cementerios,  y  una  cuota  fija 
de  300  pesos  en  las  iglesias;  100  por  las  se- 
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gundas,  é  igual  suma  por  cada  lote  para 
mausoleo,  en  los  cementerios. 

2."  Los  matrimonios  á  domicilio,  auto- 
rizados por  el  Alcalde,  salvo  el  caso  de  en- 
fermedad, sin  que  exceda  de  diez  pesos  el 
impuesto  en  la  cabecera  municipal,  y  del 
doble,  á  cualquier  distancia. 

3."  Las  matriculas  de  armas  y  fierros 
de  herrar,  no  excediendo  el  impuesto  de  un 
peso  por  cada  una,  y  el  V.<*  B.*  en  cartas 
de  venta  de  ganado  ó  bestias,  hasta  cin- 
cuenta centavos  y  un  peso  por  cabeza,  res- 
pectivamente, si  no  pagaren  impuestos  de 
exportación. 

4."  Las  certiticaciones  municipales  que 
el  Secretario  extienda,  exclusive  el  estado 
civil,  no  excediendo  el  impuesto  de  cin- 
cuenta centavos  por  asuntos  del  año  co- 
rriente, y  de  un  peso  por  años  anteriores. 

Art.  124.  Todos  los  vecinos  varones, 
mayores  de  21  á  60  años,  están  obligados 
á  trabiíjar  en  los  caminos  de  cuatro  á  ocho 
días  en  cada  año,  según  la  caliñcación  he- 
cha por  la  MunicipaJidad. 

Esta  contribución  es  conmutable  por  di- 
nero, conforme  el  valor  de  los  jornales  en 
cada  localidad. 

Art.  125.  Para  escuelas  se  establece 
una  contribución  proporcional  que  no  ex- 
ceda de  cincuenta  centavos  al  mes. 

Art.  126.  En  el  único  caso  de  no  bastar 
para  las  necesidades  los  impuestos  ordina- 
rios, se  puede  establecer  subsidiaria  y  tem- 
poralmente una  contribución  vecinal  per- 
sonal y  proporcional,  que  no  exceda  de  un 
peso  al  mes,  y  que  pagarán  todos  los  ve- 
cinos varones  de  21  á  60  años. 

Art.  127.  Los  impuestos  de  introduc- 
ción, el  peaje  y  el  piso,  se  cobran  en  el  lu- 
gar del  destino;  los  de  exportación,  en  lu- 
gar punto  de  partida;  los  de  consumo  y 
demás,  en  la  jurisdicción  donde  se  causen, 
quedando  absolutamente  prohibidos  tales 
impuestos  en  los  lugares  de  tránsito. 

Art.  128.  Las  tarifas  ó  planes  de  arbi- 
trios se  formarán,  según  las  necesidades  de 
cada  pueblo,  sobro  una  base  proporcional, 
adoptando  los  impuestos  más  módicos,  y 
no  excediendo  los  limites  de  esta  ley. 

Art.  129.  Todos  los  impuestos  y  contri- 
buciones municipales  se  coorarán  guberna- 
tivamente por  el  Alcalde,  quien,  por  falta 
de  pago  oportuno,  puede  exigir  el  duplo  de 
su  valor,  y  si  este  apremio  no  fuere  eficaz, 
podrá  recurrir  al  arresto,  conforme  á  esta 
ley. 

TÍTULO  XV 
De  los  recursos. 

Art.  130.     A  instancia  de  cualquiera  del 


pueblo,  hecha  por  escrito  ante  el  Alcalde, 
podrán  reconsiderarse  los  acuerdos  muni- 
cipales de  la  Alcaldía  ó  de  la  Corporación 
que  tengan  carácter  general,  debiendo  re- 
solverse sobre  la  solicitud,  si  dentro  de  tres 
días  de  dictado  el  acuerdo  se  pidiere  la  re- 
consideración. 

El  interesado  tiene  el  mismo  recurso, 
cuando  se  crea  perjudicado  en  sus  derechos 
por  un  acuerdo  de  carácter  especial. 

Art.  131.  El  recurso  de  queja  se  conce- 
de al  interesado  por  actos  del  Alcalde  ó  de 
cualquiera  de  los  municipales,  individual- 
mente, debiendo  interponerse  por  escrito, 
dentro  de  diez  días,  ante  el  Gobernador 
del  departamento,  quien,  previa  audiencia, 
y  dentro  de  cinco  días,  resolverá  lo  que 
fuere  de  derecho. 

El  Alcalde  remitirá  los  antecedentes,  y 
previa  audiencia  de  la  Corporación,  el 
Consejo  departamental  resolverá,  dentro 
de  diez  días,  lo  que  fuere  procedente;  pu- 
diendo  imponerse  á  la  Corporación,  en 
caso  de  ser  culpable,  una  multa  de  10  á  50 
pesos,  sin  perjuicio  de  las  responsabilida- 
des legales. 

Interpuesto  el  recurso  en  tiempo,  el  su- 
perior ordenará  la  suspensión  inm.ediata 
del  acto  reclamado,  por  incompetencia,  in- 
conveniencia ó  delincuencia,  hasta  tanto 
que  recaiga  la  resolución  de  la  queja. 

En  esta  resolución  podrá  imponerse  al 
municipal,  si  fuere  culpable,  multa  de  cin- 
co á  veinticinco  pesos,  sin  perjuicio  de  las 
demás  responsabilidades  legales. 

Art.  132.  El  recurso  de  alzada  se  con- 
cede al  interesado  contra  los  acuerdos  de 
la  Municipalidad,  colectivamente,  debien- 
do interponerse,  por  escrito,  ante  el  Al- 
calde, dentro  de  tres  días  de  la  notifica- 
ción ó  publicación,  y  mejorarse  ante  el 
Consejo  del  departamento,  en  el  término 
que  se  señalare,  no  excediendo  de  diez 
días. 

Admitiendo  el  recurso  de  alzada,  en 
todo  caso,  quedará  suspenso  el  acuerdo 
reclamado  hasta  tanto  que  el  superior  pro- 
nuncie su  fallo;  y  no  mejorándose  en 
tiempo  dicho  recurso,  el  Consejo,  de  oficio, 
lo  declarará  desierto. 


TÍTULO  XVI 

De  las  responsabilidades. 

Art.  133.  El  Alcalde  y  las  municipali- 
dades tienen  en  el  gobierno  municipal  to- 
das las  atribuciones  no  reservadas  por  la 
ley  al  Gobernador  ó  al  Consejo  en  el  Go- 
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bierno  departamental  y  local,  sin  perjuicio 
de  la  subordinación  al  superior,  jerárqui- 
camente. 

Art.  134.  Las  municipalidades,  lo  mis- 
mo que  los  municipales,  incurren  en  res- 
ponsabilidad ,  administrativa  ó  judicial- 
mente. 

Art.  135.  Son  responsables,  adminis- 
trativamente. 

1.°  Por  infracción  manifiesta  de  la  ley, 
en  sus  actos  ó  acuerdos,  arrogándose  atri- 
buciones ó  abusando  de  las  que  les  com- 
peten. 

2.°  Por  falta  de  obediencia  debida,  en 
cuanto  la  autoridad  local  está  subordinada, 
jerárquicamente  al  Gobierno  departamen- 
tal ó  al  poder  centríil. 

3.°  Por  omisión  ó  negligencia  en  la  ad- 
ministración local,  de  que  puede  resultar 
perjuicio  á  los  particulares,  al  Municipio  ó 
al  Estado. 

Art.  136.  Son  responsables  judicial- 
mente. 

1.°  Por  toda  acción  ú  omisión  volunta- 
ria, cometida  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, y  penada  por  ía  ley,  con  pena  más 
que  correccional. 

2.*'  Por  toda  obligación  pi'oveniente  de 
un  contrato  licito,  para  dar  ó  hacer,  ó  de 
un  acto  ilícito  que  produzca  responsabili- 
dad civil,  conforme  á  la  ley. 

3.°  Por  daños  causados  por  impruden- 
cia temeraria  ó  descuido  culpable,  ó  por 
actos  permitidos  y  obligatorios,  que  se 
ejecuten  sin  convención  e.xpresa. 

Art.  137.  La  responsabilidad  adminis- 
trativa se  deducirá  ante  el  Consejo  depar- 
tamental, quien,  oyendo  á  la  municipali- 
dad ó  vocal  acusado,  impondrá  al  culpable 
una  multa  de  5  á  50  pesos,  si  el  hecho  im- 
putado constituye  una  falta  administrativa. 

Si  el  hecho  imputado  constituye  delito 
oficial  ó  común,  el  Consejo  acordará  la 
suspensión  del  acusado,  y  lo  pon  'rá  á  dis- 
posición del  Tribunal  que  debe  juzgarlo, 
debiendo  sustituirse  conforme  á  la  ley. 

Si  la  Corporación  hubiere  de  suspender- 
se y  la  sustitución  por  Consejeros  muni- 
cipales fuere  imposible,  el  Consejo  depar- 
tamental convocará  inmediatamenteá  elec- 
ción, asumiendo  el  Juez  de  paz  las  funcio- 
nes de  Alcalde. 

Art.  138.  La  responsabilidad  judicial, 
ya  sea  criminal  ó  civil,  contra  la  Munici- 
palidad ó  alguno  de  sus  vocales,  se  dedu- 
cirá ante  los  Tribunales  comunes,  según 
las  reglas  de  competencia. 

Si  el  hecho  imputado  constitnyere  úni- 
camente falta  administrativa,  el  Juez  se 
abstendrá  de  conocer,  dando  cuenta  al  Go- 
bernador departamental. 


Si  el  Juez  proveyere  auto  de  prisión  á  la 
Corporación  ó  á  sus  miembros,  se  dará 
cuenta  al  Gobernador  ó  al  Secretario  mu- 
nicipal, respectivamente. 

Art.  139.  En  caso  de  conflicto  entre  el 
Consejo  departamental  y  los  Tribunales 
comunes,  con  motivo  de  responsabilidades 
administrativas  ó  judiciales,  la  resolución 
sobre  competencia  positiva  ó  negativa,  co- 
rresponde á  la  Corte  Suprema. 

Si  la  competencia  fuere  positiva,  ocu- 
rrirá la  Autoridad  que  la  promoviere,  y  si 
fuere  negativa,  la  Autoridad  que  se  inhi- 
biere últimamente. 

El  recurso  al  Tribunal  Supremo  se  hará 
desde  luego,  remitiéndose  los  antecedentes, 
sin  perjuicio  del  derecho  de  las  partes  para 
suscitar  la  competencia. 


TÍTULO  XVII 
Gobernadores  de  distrito. 

Art.  140.  Distrito  ó  círculo  municipal, 
es  la  reunión  legal  de  tres  ó  más  Munici- 
pios en  un  mismo  departamento,  cuya  ju- 
risdicción y  cabecera  serán  las  que  deter- 
mine el  Gobierno. 

Mientras  se  hace  una  nueva  división  te- 
rritorial, los  distritos  continuarán  con  su 
actual  demarcación. 

Art.  141.  El  Gobernador  de  distrito  se- 
rá el  Alcalde  de  la  cabecera,  ó  el  vocal  que 
haga  sus  veces,  y  estará  subordinado  al 
Gobernador  y  Consejo  del  departamento, 
en  los  mismos  términos  que  los  municipa- 
les, teniendo  los  mismos  recursos  y  respon- 
sabilidades. 

Art.  142.  El  Gobernador  de  distrito  es 
agente  del  Gobernador  departamental  en 
lo  político,  y  del  Consejo  en  lo  administra- 
tivo ó  económico. 

Art.  143.  El  Gobernador  de  distrito, 
además  de  las  atribuciones  que  especial- 
mente lo  señale  la  ley,  tiene  las  siguientes: 

1."  Vigilar  sobre  la  publicación  y  cum- 
plimiento de  las  leyes  y  disposiciones  ge- 
nerales, y  de  los  acuerdos  y  órdenes  de- 
partamentales. 

2."  Cuidar  del  buen  orden  y  tranquili- 
dad púl)iica  en  su  jurisdicción,  y  de  todos 
los  intereses  generales,  dependientes  de  Ja 
Administración. 

3.*  Inspeccionar  lo¿  planta-les  de  ense- 
ñanza, las  vías  de  comunicación  y  los  es- 
tabliMíimientcs  públicos,  procurando,  en  lo 
posible,  su  conservación  y  mejoramiento. 

4.'^  Informar  mensualmente  al  superior 
sobre  todo,  los  puntos  indicados,  y  sobre  el 


48 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


estado  de  los  pueblos  en  lodos  los  ramos  de 
la  Admini  oración  pública. 

Art.  144.  El  Gobernador  de  distrito  vi- 
sitará anualmente,  y  cada  vez  que  se  lo 
ordene  el  superior,  todos  los  pueblos  del 
circulo,  con  el  objeto  do  cumplir  las  atri- 
buciones que  le  da  la  ley,  ó  las  instruccio- 
nes que  se  le  dieren. 

El  Consejo  del  departamento  fijará  la 
cuota  proporcional  con  que  cada  Munici- 
palidad debe  contribuir  á  loj  gastos  nece- 
sarios de  la  visita. 

El  Gobernador  de  distrito  levantará  acta 
de  la  visita  de  cada  pueblo,  y  dará  al  su- 
perior el  informe  correspondiente. 

Art.  145.  En  un  libro,  rubricado  y  se- 
llado en  su  primera  y  última  foja  por  el 
Sindico  de  la  cabecera,  se  asentarán  las 
actas  y  actos  del  Gobernador,  lo  mismo 
que  los  informes  y  oficios. 

La  correspondencia  que  reciba  debe  le- 
gajarla y  conservarla  en  su  archivo,  orde- 
nadamente. 

Art.  146.  El  Secretario  del  Gobernador 
de  distrito,  lo  será  el  de  la  Municipalidad 
de  la  cabecera,  y  en  visita  el  de  la  Corpo- 
ración de  cada  pueblo. 

Los  gastos  de  escritorio  se  harán  por 
la  respe(;tiva  Tesorería  municipal. 

Art.  147.  Los  Gobernadores  de  distrito, 
como  toda  Autoridad,  podrán  requerir, 
para  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  el 
au.xilio  de  los  ciudadanos  ó  de  la  fuerza 
armada. 


TITULO  XVlll 
Gobernadores  departamentales. 


Art.  148.  Departamento  es  la  reunión 
legal  de  tres  ó  más  círculos,  que  forma  la 
mayor  división  territorial  de  la  República, 
para  todos  los  ramos  de  la  Administración, 
y  cuya  capital  y  jurisdicción  serán  las  que 
determine  la  ley. 

Para  la  mejor  administración,  losdepar- 
t'i montos  pueden  dividirse  en  secciones, 
en  los  ramos  d(;  justicia,  policía,  hacienda 
y  guerra,  sin  perjuicio  de  la  unidad  de- 
}tartamental. 

Los  departamentos  existentes  continua- 
r;'in  con  su  actual  demarcación  mientras 
se  hace  una  nueva  división  territorial. 

Art.  149.  En  cada  departamento  habrá 
un  Gobernador  propietario  y  un  suplente, 
los  cuales  son  de  libre  noml)ramicnto  y  re- 
moción del  Ejecutivo. 

A  falta  del  suplente,  será  Gobernador 


por  ministerio  de  la  ley,  el  Alcalde  de  la 
capital  del  departamento. 

Ari,  150.  El  Gobernador  tiene  obliga- 
ción de  residir  en  la  capital  del  departa- 
mento, y  derecho  á  licencia  hasta  por  tres 
meses  en  el  año. 

Asistirá  diariamente  á  su  despacho,  por 
lo  menos  cuatro  horas. 

Art.  151 .  El  cargo  de  Gobernador  poli- 
tico  es  remunerado  y  de  libre  aceptación; 
pero  una  vez  aceptado,  no  podrá  renun-^ 
ciarse  sin  justa  causa  que  calificará  el 
superior. 

Art.  152.  Para  ser  Gobernador  se  re- 
quieren los  mismas  condiciones  que  para 
ser  Alcalde. 

No  pueden  ser  Gobernadores  los  que  no 
pueden  ser  Alcaldes. 

Art.  153.  Ei  Gobernador  político  no 
puede  ejercer  simultáneamente  funciones 
militares  y  de  hacienda,  si  no  es  con  cali- 
dad de  interino,  y  ha  ta  por  tres  meses. 

Art.  154.  El  Gobernador  político  tiene 
el  doble  carácter  de  agente  del  Poder  cen- 
tral y  Presidente  del  Consejo  departa- 
mental. 

Art.  155.  Corresponde  al  Gobernador, 
como  delegado  del  gobierno: 

1."  Cumplir  y  hacer  cumplir  todas  las 
leyes  que  se  publiquen,  y  ejecutar  y  hacer 
que  se  ejecuten  todas  las  disposiciones  que 
se  le  comuniquen. 

2.°  Comunicar  las  órdenes  del  superior, 
notificar  decisiones,  cursar  instancias  y 
servir  de  intermediario  entre  el  poder  cen- 
tral y  a  las  autoridades  locales. 

3."  Hacer  consultas,  resolver  dudas,  re- 
mover obstáculos,  y  ejercer,  dentro  de  su 
jurisdicción,  las  facultades  reglamentarias 
y  correccionales  que  le  dé  la  ley. 

4."  Informar  al  superior,  vigilar  la  ad- 
ministración, promover  el  progreso,  y  so- 
licitar las  providencias  que  reclamen  los 
intereses  ó  necesidades  generales. 

5."  Mantener  el  orden  público  previ- 
niendo ó  reprimiendo  su  alteración,  y  dan- 
do á  la  autoridad  civil  el  auxilio  de  la  po- 
licía, ó  reclamando  de  la  militar  el  de  la 
fuerza  armada. 

6.°  Ejercer  las  demás  atribuciones  que 
por  leyes  especiales  se  le  confieran,  en  to- 
dos los  ramos  de  la  Administración  pública 
como  Agente  del  Gobierno  central  y  Jefe 
del  Gobierno  departamental. 

Art.  156.  Como  consecuencia  de  las 
atribuciones  anteriormente  indicadas,  co- 
rresponde á  los  Gobernadores,  especial- 
mente: 

1."  La  dirección  de  la  policía  de  segu- 
ridad para  las  personas  y  oienes,  lo  mismo 
que  la  de  salubridad. 
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2.*  La  inspección  de  los  empleados  del 
orden  administrativo,  y  de  las  dependen- 
cias de  la  Administración. 

3."  La  inspección  de  los  establecimien- 
tos penales,  los  de  beneficencia  y  los  de 
instrucción  pública. 

4."  La  provisión  de  subsistencias  y  la 
apertura  y  mejoría  de  las  vías  de  comuni- 
cación. 

5."  La  protección  de  las  personas  des- 
validas y  la  civilización  de  las  tribus  selvá- 
ticas. 

6."  La  promoción  de  patrimonio  para 
los  pueblos,  la  formación  de  la  estadística 
y  la  conservación  de  todos  los  monumen- 
tos históricos. 

Art.  157.  Para  el  mejor  cumplimiento 
de  sus  atribuciones,  los  Gobernadores  polí- 
ticos visitarán  cada  dos  años  los  pueblos  de 
su  departamento,  sin  perjuicio  de  visitarlos 
también  cuando  el  Gobierno  lo  dispusiere, 
ó  el  Consejo  departamental  lo  acordare. 

El  Gobernador  político  en  visita  actuará 
con  Secretario,  levantará  actas,  dictará 
medidas,  dará  informes  y  hará  indica- 
ciones, todo  como  los  Gobernadores  de 
círculo. 

Los  gastos  de  visita  se  harán  por  el  Go- 
bierno, quien  dará  al  Gobernador  la  guar- 
dia correspondiente. 

Art.  158.  El  Gobernador  departamen- 
tal tendrá  un  Secretario,  de  su  libre  nom- 
bramiento y  remoción,  el  cual  será,  remu- 
nerado, y  deberá  reunir  las  mismas  con- 
diciones que  el  Secretario  municipal. 

Art.  158.  Son  atribuciones  del  Secreta- 
rio: autorizar  con  su  firma  todos  los  actos 
del  Gobernador:  llevar  la  correspondencia 
y  conservar  el  archivo,  incluyendo  los  li- 
b.-os  de  acuerdos,  resoluciones  y  demás, 
los  cualeá^erán  sellados  y  rubricados,  en 
su  primera  y  última  hoja,  por  el  Alcalde 
de  la  capital  del  departamento. 

Art.  160.  Los  Gobernadores  políticos 
no  podrán  imponer  correccionalmente  á 
sus  subordinados,  multa  que  exceda  de  50 
pesos. 

La  multa  se  impondrá  previa  la  audien- 
cia correspondiente,  y  se  hará  efectiva  por 
el  Juez  de  paz,  guberna-tivamente. 

El  multado,  dentro  de  veinte  días  fata- 
les, puede  ocurrir  en  queja  al  superior. 


TITULO  XIX 

Consejo  departamentaL 

Art.   161.     En  (;ada  capital  de  departa- 
mento habrá  un  Consejo  departamental, 


compuesto  del  Gobernador  político,  que 
será  su  Presidente,  y  de  dos  Consejeros, 
que  deberán  reunir  las  mismas  condiciones 
que  el  Gobernador. 

Las  atribuciones  del  Consejo  son  mera- 
mente administrativas;  las  del  Gobernador 
son  administrativas  y  políticas,  respectiva- 
mente. 

Art.  162.  Habrá  también  dos  Conseje- 
ros suplentes,  quienes,  lo  mismo  que  los 
propietarios,  deberán  ser  vecinos  de  la  ca- 
pital del  departamento. 

Los  Consejeros  suplentes  serán  sustitui- 
dos legalmente  con  los  Consejeros  muni- 
cipales. 

Art.  163.  Los  consejeros  propietarios  y 
suplentes,  serán  elegidos  por  una  Junta  de 
agentes,  que  deberá  reunirse  el  tercer  do- 
mingo de  diciembre  en  el  Cabildo  de  la 
cabecera  departamental. 

Art.  164.  El  primer  domingo  de  di- 
ciembre, cada  Municipalidad  nombrará  un 
agente,  á  quien  extenderá  credencial  para 
que  acredite  su  representación. 

Los  agentes  deberán  ser  ciudadanos  ve- 
cinos del  Municipio  ó  de  la  capital  del  de- 
partamento. 

El  encargo  de  los  agentes  es  obligatorio, 
siendo  remunerados  únicamente  los  que 
sean  enviados  de  sus  pueblos. 

Art.  165.  El  Alcalde  de  la  cabecera  de- 
partamental, como  Presidente,  el  Regidor 
primero  y  el  Síndico,  como  escrutadores, 
en  unión  del  Secretario  municipal,  forma- 
rán el  directorio  de  la  Junta  de  agentes. 

El  directorio  califica  las  credenciales  de 
los  agentes,  practica  el  escrutinio  de  votos, 
declara  la  elección  de  los  consejeros,  ex- 
tiende el  acta  correspondiente,  y  comuni- 
ca el  nombramiento  á  quienes  coresponda. 

Art.  166.  Para  la  instalación  de  la  Jun- 
ta de  agentes,  basta  la  mayoría  en  la  re- 
presentación de  los  Municipios,  y  para 
completar  el  quorum,  el  Gobernador  polí- 
tico ó  el  Alcalde  municipal  podrán  ejercer 
sus  facultades  coercitivas. 

La  votación  se  hará  por  cédulas,  y  cada 
agente  tendrá  tantos  votos  cuantos  sean 
los  Municipios  que  represente. 

La  elección  de  los  Consejeros  se  hará 
por  mayoría  ab.soluta  de  votos,  y  no  resul- 
tando ésta,  deberá  repetirse  la  votación, 
bastando  entonces  la  mayoría  relativa. 

En  el  nombramiento  de  Consejeros,  la 
Junta  se  atendrá  á  la  ley  de  Elecciones, 
en  cuanto  fuere  aplicable,  s  ilvo  las  dispo- 
siciones especiales  de  esta  ley. 

No  instalándose  la  Junta  en  el  día  pre- 
fijado, el  Gobernador  señalará  otro  dia  del 
mismo  mes,  usando  al  efecto  de  los  apre- 
mios legales  contra  quienes  hubiere  lugar. 
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Art.  167.  El  Ccirgo  de  Consejero  depar- 
tamental es  concejil:  durará  un  año  á 
contar  del  1."  de  enero,  y  sólo  podrá  re- 
nunciarse por  las  causas  señaladas  para 
la  dimisión  de  los  municipales. 

La  reunión  de  Consejero  departamental 
deberá  proponerse  ante  el  Gobierno,  den- 
tro de  30  días  de  notificada  la  elección, 

Son  aplicables  á  los  consejeros  departa- 
mentables,  las  disposiciones  de  esta  ley 
sobre  incompatibilidad,  excusas,  uutilidad 
y  reposición,  y  todo  lo  demás  relativo  á  la 
posesión  de  los  municipales. 

Art.  168.  El  Consejo  departamental  se 
instalará  el  1.°  de  Enero,  debiendo  todos 
los  Consejeros  propietarios  y  suplentes, 
prestar  la  promesa  de  la  ley  ante  el  Gober- 
nador político,  lo  que  se  hará  constar  en 
el  acta  de  instalación. 

El  Secretario  del  Gobernador  lo  será 
también  del  Consejo. 

Art.  69.  Corresponde  al  Gobernador, 
como  Presidente  del  Consejo: 

1."  Instalar  el  Consejo,  dictando  las 
medidas  necesarias,  convocar  á  sesiones, 
y  presidirlas,  con  voz  y  voto. 

2.°  Comunicar  con  el  Gobierno  y  de- 
más funcionarios  públicos,  en  nombre  y 
representación  del  Consejo. 
_  3.'^  Ejecutar  todos  los  acuerdos  y  dispo- 
siciones del  Consejo,  pudiendo  suspender- 
las provisionalmente  por  incompetencia, 
inconveniencia  ó  delincuencia. 

_  4."  Inspeccionar  todas  las  dependen- 
cias de  la  Administración  municipal,  in- 
formando al  Consejo  lo  conveniente. 

5."  Representar  al  Consejo,  cerca  de  las 
Municipalidades,  en  todo  lo  concerniente 
á  la  Administración  departamental. 

6."  Tramitar  los  recursos  de  alzada 
contra  las  Municipalidades,  y  conocer  de 
los  recursos  de  queja  contra  ios  municipa- 
les, individualmente. 

Art.  170.  Corresponde  al  Consejo,  como 
encargado  del  Gobierno  departamental: 

1.°  Formar  su  reglamento  interior  y 
sancionar  su  observancia,  con  amonesta- 
ción verbal,  por  escrito  ó  multa  que  no 
exceda  de  diez  pesos. 

2."  Dictar  ordenanzas  y  acuerdos  sobre 
todos  los  ramos  de  la  Administración  de- 
partamental, sin  contrariar  las  leyes  gene- 
rales ni  las  disposiciones  supreiores. 

3."  Resolver  las  consultas  que  hagan 
los  Gobernadores  de  distrito.  Alcaldes  y 
Municipalidades,  sobre  asuntos  de  su  com- 
petencia, en  que  no  haya  actual  con- 
tención. 

4.'  Dirimir  la  cuestiones  ó  competen- 
cias meramente  administrativas,  que  se 
susciten  entre  el  Alcalde  y  la  Manucipali- 


dad,  ó  entre  varias  Municipalidades  del 
departamento. 

5.°  Conocer  de  los  recursos  de  alzada 
que  se  interpusieren  contra  los  acuerdos  y 
resoluciones  de  las  Municipalidades,  resol- 
viendo lo  que  fuere  de  derecho. 

6."  Conocer  las  acusaciones  contra  los 
Gobernadores  de  distrito,  municipales  y 
Municipalidades,  por  i'esponsabilidades  ad- 
ministrativas que  no  constituyan  delito. 

Art.  171.  Corresponde  también  al  Con- 
sejo departamental,  conforme  á  esta  ley: 

1."  Conocer  de  las  renuncias,  inhatjili- 
dades  y  excusas  del  Alcalde,  Regidores  y 
Síndico  de  la  Municipalidad. 

2."  Intervenir  en  la  asociación  de  Muni- 
cipalidades, en  casos  de  utilidad  reciproca 
ó  conveniencia  pública. 

3."  Resolver  sobre  la  enajenación  ó 
arriendo  que  pretendan  hacer  las  Munici- 
palidades de  inmuebles  de  la  Corporación. 

4.9  Autorizar  las  ordenanzas  munici- 
pales, sobre  policía,  higiene  é  Instrucción 
pública,  como  fuere  conveniente. 

5."  Aprobar  los  presupuestos  munici- 
pales, ó  reformarlos,  y  en  los  casos  previs- 
tos, nivelar  las  tarifas  municipales. 

6.°  Autorizar  el  arriendo  de  arbitrios 
municipales,  el  aumento  de  impuestos  y 
la  negociación  de  empréstitos  volunta- 
rios. 

7."  Resolver  sobre  expropiaciones  que 
la  Municipalidad  solicite,  ó  servidumbres 
que  trate  de  imponer. 

8."  Autorizar  el  arreglo  de  la  deuda 
municipal  y  el  establecimiento  de  la  con- 
tribución personal,  en  el  caso  de  déficit  en 
que  la  permite  subsidiariamente  esta  ley. 

9."  Conocer  en  apelación  de  las  cuen- 
tas municipales,  procurando  que  las  Mu- 
nicipalidades hagan  efectivos  to^lcances. 

10.  Ejercer  las  demás  atribuciones  que 
esta  ley  determina,  y  las  que  por  otras  le- 
yes se  le  confieran  especialmente. 

Art.  172.  Para  garantizar  la  observan- 
cia de  esta  ley,  el  Consejo  departamental 
puede  apremiar  ó  corregir  á  todos  sus  su- 
balternos con  amonestación  ó  multas  en 
los  casos  de  negligencia,  falta  de  respeto, 
de  obediencia  al  superior  ó  de  manifiesta 
infracción  de  la  ley. 

La  multa  no  podrá  exceder  de  cincuen- 
ta pesos,  y  se  hará  efectiva  por  medio  de 
los  Jueces  de  paz,  gubernativamente,  pu- 
diendo el  penado  ocurrir  en  queja,  dentro 
de  veinte  días,  al  Gobierno. 

Art.  173.  El  Consejo  departamental  po- 
drá penar  á  sus  subalternos  por  abusos  en 
la  administración,  que  afecten  los  intere- 
ses del  individuo  ó  del  Estado;  pero  por  los 
que  sólo  afecten  los  intereses  peculiares 
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del  Municipio,  no  habrá  más  que  la  res- 
ponsabilidad consiguiente. 

Art.  174.  La  resolución  de  las  cues- 
tiones sobre  limites  entre  varios  departa- 
mentos, y  de  las  cuestiones  sobre  compe- 
tencias entre  varios  Gobernadores  ó  Con- 
sejos departamentales,  corresponden  tam- 
bién al  Gobierno. 

La  resolución  de  las  cuestiones  que  se 
susciten  entre  el  Gobernador  y  demás  vo- 
cales del  Consejo  departamental,  corres- 
ponde también  al  Gobierno. 

Art.  175.  El  Consejo  celebrará  sesiones 
ordinarias  el  1."  y  15  de  cada  mes,  y  ex- 
traordinarias, siempre  que  fuere  conve- 
niente y  !o  convocare  el  Gobernador. 

Las  sesiones  tendrán  lugar  en  el  despa- 
cho de  la  Gobernación,  y  en  ellas  se  obser- 
vará el  respectivo  reglamento  interior. 

Art.  176.  Para  celebrar  sesión  se  nece- 
sita la  totalidad  de  los  vocales  del  Consejo, 
y  se  tendrá  por  acordado  lo  que  resuelva 
la  mayoría. 

A  falta  de  vocales  propietarios,  por  im- 
plicancia ú  otro  impedimento  legitimo,  en- 
trarán á  integrar  los  respectivos  suplentes. 

Art.  177.  El  Consejo  podrá  conceder 
licencia  á  sus  miembros  hasta  por  tres  me- 
ses en  el  año. 

AI  Presidente,  como  Gobernador,  le  con- 
cede licencia  el  Gobierno. 

Art.  178.  Las  actas  del  Consejo  serán 
firmadas  por  el  Presidente,  vocales  y  Se- 
cretario, debiendo  con.star  en  un  libro  que 
sellará  y  rubricará  el  Gobernador. 

El  Secretario  llevará  la  correspondencia 
del  Consejo  y  los  libros  necesarios,  que- 
dando á  su  cargo  el  archivo  correspon- 
diente. 


TITULO  XX 


Disposiciones  varias. 

Art.  179.  De  oficio,  ó  á  petición  de  par- 
te, puede  el  Gobierno  suspender  los  acuer- 
dos de!  Consejo  departamental,  en  los  ca- 
sos de  incompetencia,  inconveniencia  ó  de- 
lincuencia. 

Los  acuerdos  del  Gobernador,  lo  mismo 
que  sus  actos,  se  suspenden  también  por 
el  Gobierno. 

El  interesado  deberá  ocurrir  al  superior 
dentro  de  treinta  días,  á  contar  de  la  noti- 
ficación ó  publicación  del  acuerdo. 

Art.  180.  Contra  los  actos  del  Gober- 
nador se  concede  á  los  particulares  el  re- 
curso de  queja,  y  el  de  apelación  contra 
los  acuerdos  del  Consejo. 


Se  recurrirá  en  queja  ante  el  Gobierno, 
dentro  de  veinte  días,  y  se  interpondrá  la 
apelación  ante  el  Consejo  dentro  de  tres, 
debiendo  mejorarse  dentro  de  veinte. 

Art.  181.  El  Alcalde  ó  cualquier  muni- 
cipal, puede  ocnrrir  al  gobierno  dentro  de 
treinta  días,  pidiendo  reposición  de  acuer- 
dos ú  órdenes  del  Gobernador. 

Las  municipalidades  pueden  ocurrir 
igualmente,  solicitando  revisión  de  acuer- 
dos ú  órdenes  del  Consejo. 

Art.  182.  El  Gobernador  y  el  Consejo, 
individual  ó  colectivamente,  pueden  ser 
responsables  admininistrativa  ó  judicial- 
mente. 

La  responsabilidad  administrativa  se  de- 
ducirá ante  el  Gobierno,  y  la  judicial  ante 
los  Tribunales. 

Son  aplicables  al  Gobernador  y  Consejo 
las  disposiciones  de  esta  ley  sobre  respon- 
sabilidades municipales. 

La  multa,  en  su  caso,  será  de  veinticin- 
co á  cincuenta  pesos. 

Art.  18.3.  En  uso  de  la  suprema  auto- 
ridad, podrá  el  Gobierno  imponer  adminis- 
trativamente á  los  Gobernadores  y  Conse- 
jos departamentales,  por  faltas  ó  abusos  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  la  pena  de 
amonestación  verbal  ó  por  escrito,  ó  la  de 
multa  que  no  baje  de  veinticinco  pesos  ni 
exceda  de  cincuenta. 

Art.  184.  Los  actos  oficiales  del  Gober- 
nador y  del  Consejo  se  publicarán  en  el 
periódico  del  respectivo  depai'tamento,  y 
si  no  lo  hubiere,  en  el  periódico  municipal, 
ó  en  La  Gaceta  del  Gobierno. 

Art.  185.  Todos  los  municipales  y  Con- 
sejeros, al  tomar  posesión  de  su  destino, 
deberán  hacer  la  prome-sa  constitucional. 

Art.  186.  Los  Consejeros  departamen- 
tales, ya  sean  propietarios  ó  suplentes,  los 
Alcaldes,  Regidores  y  Síndicos,  los  Con- 
sejeros municipales,  los  Tesoreros  y  Se- 
cretarios y  los  Alcaldes  auxiliares,  estarán 
exentos  del  servicio  militar  durante  el  año 
de  sus  funciones. 

Art.  187.  Los  funcionarios  municipales 
y  auxiliares,  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  que  no  devenguen  sueldo,  esta- 
rán también  exentos  de  todas  las  contri- 
buciones personales  del  municipio  durante 
el  mismo  tiempo. 

Art.  188.  Los  Consejeros,  los  municipa- 
les y  auxiliares  de  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia, estarán  también  exentos  de  cual- 
quier otro  cargo  concejil,  como  jurados, 
defensores,  etc. 

Art.  189.  Los  Alcaldes  para  hacer  efec- 
tivas sus  disposiciones,  pueden  reclamar 
el  auxilio  de  los  ciudadanos  ó  de  la  fuerza 
armada. 
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Los  ciudadanos  y  autoridades  que  inde- 
bidamente negaren  el  auxilio  reclamado, 
incurrirán  en  responsabilidad. 

Art.  190.  En  todos  los  asuntos  admi- 
nistrativos se  usará  de  papel  común,  y  sólo 
se  usará  de  papel  sellado  en  los  casos  que 
determine  la  ley. 

Art.  191.  Los  Alcaldes,  Municipalida- 
des, Gobernadores  y  Consejos,  se  comuni- 
can con  el  Gobierno,  por  medio  del  Secre- 
tario de  Estado  en  el  despacho  de  Gober- 
nación. 

Art.  192,  Las  multas  impuestas  por  el 
Gobierno,  Gobernadores  y  Consejos  depar- 
tamentales, conforme  á  esta  ley,  ingresa- 
rán á  la  respectiva  Tesorería  municipal. 

Art.  193.  Las  Municipalidades  tienen 
fxcultad  de  conmutar,  de  conformidad  con 
la  ley,  todas  las  penas  por  faltas  impuestas 
administrativa  ó  judicialmente. 


Art.  194.  Una  ley  especial  organizará 
el  régimen  municipal  de  las  tribus  selvá- 
ticas, y  mientras  tanto  el  Ejecutivo  lo  re- 
glamentará provisionalmente. 

Art.  195.  Las  Municipalidades  tendrán 
en  la  Sala  consistorial  un  cuadro  con  el 
acta  del  15  de  Septiembre  de  1821,  la  cual 
se  leerá  en  el  aniversario  de  la  Indepen- 
dencia. 

Art.  196.  Los  Gobernadores  y  Munici- 
palidades tienen  obligación  de  poner  en  la 
puerta  de  su  oficina  el  escudo  del  Estado, 
y  el  derecho  de  izar  en  las  fiestas  cívicas 
en  el  cabildo  ó  gobernación  la  bandera  na- 
cional. 

Art.  final.  La  presente  ley  empezará  á 
regir  el  15  de  Septiembre  del  corriente 
año,  quedando  en  esa  fecha  derogada,  et- 
cétera. 


VII 
ÜEV    DE    EXTt^ñfiJEÍ^ÍA 


De  15  de  Abril  de  1895 


TITULO  PRIMERO 
De  los  extranjeros. 

Art.  1."    Son  extranjeros: 

1.°  Lo-i  nacidos  fuera  del  territorio  na- 
cional, que  sean  subditos  ciudadanos  de 
Gobiernos  extranjeros  y  que  no  se  hayan 
naturalizado  en  Honduras. 

2."  Los  hijos  de  padre  extranjero  ó  ma- 
dre extranjera  y  padre  desconocido,  naci- 
dos en  territorio  del  Estado  hasta  llegar  á 
la  edad  en  que,  conforme  á  la  ley  de  la  na- 
cionalidad del  padre  ó  de  la  madre  respec- 
tivamente, fuesen  mayores.  Transcurrido 
el  año  siguiente  sin  que  ellos  hubieren  ma- 
nifestado, ante  la  primera  autoridad  polí- 
tica del  departamento  en  que  residan,  el 
deseo  de  conservar  la  nacionalidad  de  sus 
padres,  se  considerarán  como  hondurenos. 

3.°  Las  hondurenas  que  contrajeren 
matrimonio  con  extranjero,  conservarán 
su  carácter  do  extranjeras,  durante  su  viu- 


dez; pero  recuperarán  su  nacionalidad 
cuando  residiendo  en  el  país,  manifiesten 
el  deseo  de  recobrarla  ante  la  primera  au- 
toridad política  departamental. 

La  hondurena  que  por  el  matrimonio  no 
adquiera  la  nacionalidad  del  marido,  según 
las  leyes  del  país  de  éste. 

4."  Los  hondurenos  que  se  naturalicen 
en  otro  país  y  trasladen  á  él  su  residencia. 

5."  Los  que  sirvieren  oficialmente  á 
Gobiernos  extranjeros,  sin  licencia  de  la 
autoridad  respectiva,  en  cualquier  empleo 
político,  judicial,  diplomático  ó  adminis- 
trativo. 

Art.  2.°  Para  efecto  de  determinar  el 
lugar  del  nacimiento,  en  los  casos  del  ar- 
tículo anterior,  se  declara  que  los  buques 
nacionales,  sin  distinción  alguna,  son  par- 
te del  territorio  nacional. 

Art.  3."  Los  hijos  de  los  Ministros  y 
empleados  de  las  Legaciones  de  la  Repú- 
blica, no  se  reputarán  como  nacidos  fuera 
del  país  para  los  efectos  de  esta  ley. 

Art.  4.'     La  nacionalidad  de  las  perso- 
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ñas  ó  entidades  morales  se  regula  por  la 
ley  que  autoriza  su  formación:  en  conse- 
cuencia, todas  las  que  se  constituyan  con- 
forme á  las  leyes  de  la  República,  serán 
hondurenas,  siempre  que  además  tengan 
en  ella  su  domicilio  lea;al. 


TITULO  II 

De  la  expatriación  y  de  la  naturaliza- 
ción. 

Art.  5."  La  República  de  Honduras  re- 
conoce el  derecho  de  expatriación,  como 
natural  é  inherente  á  todo  hombre,  como 
necesario  para  el  goce  de  la  libertad  indi- 
vidual; en  consecuencia,  asi  como  permite 
á  sus  habitantes  ejercer  ese  derecho,  pu- 
diendo  ellos  salir  de  su  territorio  y  estable- 
cerse en  país  extranjero,  asi  también  pro- 
tege el  que  tienen  los  extranjeros  de  todas 
nacionalidades  para  venir  á  radicarse  den- 
tro de  su  jurisdicción.  La  República,  por 
lo  tanto,  recibe  los  subditos  ó  ciudadanos 
de  los  otros  Estados,  y  los  naturaliza  según 
las  prescripciones  constitucionales  y  las 
de  la  presente  ley. 

Art.  6."  La  expatriación  y  naturaliza- 
ción consiguientes,  obtenida  en  país  ex- 
tranjero, no  eximen  al  criminal  de  la  ex- 
tradición, juicio  y  castigo  á  que  está  suje- 
to, según  los  tratados,  las  prácticas  inter- 
nacionales y  las  leyes  del  país. 

Art.  7."  Los  naturalizados  en  Hondu- 
ras, aunque  se  encuentren  en  el  extran- 
jero, tienen  derecho  á  igual  protección  del 
Gobierno  de  la  República  que  los  hondure- 
nos por  nacimiento,  ya  sea  que  se  trate  de 
sus  personas  ó  de  sus  propiedades.  Esto  no 
impide  que  si  regresan  al  país  de  su  ori- 
gen, queden  sujetos  á  las  responsabilida- 
des en  que  hayan  incurrido  antes  de  su 
naturalización,  conforme  á  las  leyes  de  ese 
país. 

Art.  8."  El  Gobierno  hondureno  prote- 
gerá, por  los  medios  que  autoriza  el  Dere- 
cho internacional,  á  los  ciudadanos  hon- 
durenos, en  el  extranjero.  El  Poder  Eje- 
cutivo, según  lo  estime  conveniente,  usará 
de  esos  medios  siempre  que  no  constituyan 
actos  de  hostilidad;  pero  si  no  bastare  la 
intervención  diplomática,  ó  tales  medios 
fueren  insuficientes,  ó  si  los  agravios  á  la 
nacionalidad  hondurena  fuesen  tan  graves 
que  demandaren  medidas  más  severas,  el 
Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  al  legislativo 
para  los  efectos  constitucionales. 

Art.  9."  La  naturalización  de  un  ex- 
tranjero queda  sin  efecto  por  su  residencia 


en  el  país  de  su  origen  durante  dos  años, 
á  menos  que  sea  motivada  por  desempeño 
de  una  comisión  oficial  del  Gobierno  hon- 
dureno, ó  con  permiso  de  éste. 

Art.  10.  Puede  naturalizarse  en  la  Re- 
pública todo  extranjero  que  cumpla  con 
los  requisitos  establecidos  en  el  art.  9.'  de 
la  Constitución;  haciendo  la  solicitud  por 
escrito,  y  consignando  en  ella  la  renuncia 
y  la  protesta  de  que  habla  el  articulo  si- 
guiente de  esta  ley. 

Art.  11.  La  naturalización  implica  la 
renuncia  de  toda  sumisión,  obediencia  y 
fidelidad  á  otro  Gobierno,  y  especialmente 
á  aquel  de  quien  el  naturalizado  haya  sido 
haya  sido  subdito:  á  toda  protección  extra- 
ña á  las  leyes  y  autoridades  de  Honduras, 
y  á  todo  derecho  que  los  Tratados  ó  la  ley 
internacional  concedan  á  los  extranjeros; 
y  además  la  protesta  de  adhesión,  obedien- 
cia y  sumisión  á  las  leyes  y  autoridades  de 
la  República. 

Art.  12.  No  se  concederá  carta  de  na- 
turalización á  los  subditos  ó  ciudadanos  de 
nación  con  quien  la  República  se  halle  en 
estado  de  guerra. 

Art.  13.  Tampoco  se  dará  á  los  reputa- 
dos y  declarados  judicialmente  en  otros 
países,  piratas,  traficantes  de  esclavos,  in- 
cendiarios, monederos  falsos  ó  falsificado- 
res de  billetes  de  Banco  ó  de  otros  papeles 
que  hagan  las  veces  de  moneda,  ni  á  los 
asesinos,  plagiarios  y  ladrones.  Es  nula  de 
pleno  derecho  la  naturalización  que  frau- 
dulentamente haya  obtenido  el  extranjero 
en  violación  de  la  ley. 

Art.  14.  Las  cartas  ó  certificados  de 
naturalización  se  expedirán  gratuitamente 
sin  poder  cobrar  por  ellos  derecho  alguno, 
á  título  de  costas,  registro,  sello  ó  bajo 
cualquier  otro  nombre. 

Art.  15.  Siendo  per -onalísimo  el  acto 
de  la  naturalización,  sólo  con  poder  espe- 
cial y  bastante  podrá  ser  representado  el 
pretendiente,  cuando  la  naturalización  no 
se  efectúe  por  ministerio  de  la  ley;  pero  en 
ningún  caso  el  poder  suplirá  la  falta  de  re- 
sidencia actual  del  extranjero  en  la  Repú- 
blica. 

Art.  16.  La  calidad  de  nacional  ó  ex- 
tranjero es  intrasmisible  á  terceras  perso- 
nas; en  consecuencia,  ni  el  nacional  puede 
gozar  de  los  derechos  de  extranjero,  ni  ésto 
de  las  prerrogativas  de  aquél,  por  razón  de 
una  ú  otra  calidad. 

Art.  17.  El  cambio  de  nacionalidad  no 
produce  efecto  retroactivo.  La  adquisición 
y  rehabilitación  de  los  derechos  de  hondu- 
reno no  surten  sus  efectos  sino  desde  el 
día  siguiente  á  aquél  en  que  se  ha  obteni- 
do la  naturalización. 
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Art.  18.  Lo3  colonos  que  lleguen  al 
país,  por  su  propia  cuenta,  ó  por  la  de 
compañías  ó  empresas  particulares,  asi 
como  ios  inmigrantes  de  toda  clase,  pue- 
den naturalizarse  cada  uno  en  su  caso, 
según  las  prescripciones  constitucionales. 
Los  colonos  establecidos  hasta  hoy  quedan 
también  sujetos  á  dichas  prescripciones, 
en  todo  lo  que  no  contraríen  los  derechos 
que  han  adquirido,  según  sus  contratos. 

Art.  19.  El  extranjero  naturalizado  se- 
rá ciudadano  hondureno,  luego  que  reúna 
las  condiciones  exigidas  por  el  artículo  9." 
de  la  Constitución,  quedando  equiparado 
en  sus  derechos  y  obUgaciones,  con  los 
hondureñoá;  pero  será  inhábil  para  des- 
empeñar aquellos  cargos  ó  empleos  que, 
conforme  á  la  Constitución,  exigen  la  na- 
cionalidad por  nacimiento. 


TITULO  III 
De  la  matrícula  y  sus  efectos. 

Art.  20.  La  matrícula  de  los  extranje- 
ros consiste  en  la  inscripción  de  sus  nom- 
bres y  nacionalidad  en  un  libro,  abierto  al 
efecto  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  la  República. 

Art.  21.  El  extranjero  que  desee  matri- 
cularse y  se  encuentre  en  la  capital  de  la 
República,  debe  ocurrir  al  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores,  y  en  los  departa- 
mentos al  Gobernador  respectivo,  compro- 
bando su  nacionalidad  con  alguno  de  los 
siguientes  documentos: 

1.°  El  certificado  del  agente  diplomáti- 
co ó  consular  respectivo,  acreditado  en  la 
República,  en  que  se  exprese  que  el  intere- 
sado es  natural  del  país  en  cuyo  nombre 
funciona  el  agente. 

2."  El  pasaporte  con  que  el  solicitante 
haya  entrado  á  la  República,  legalizado  en 
debida  forma. 

3."  La  carta  de  naturalización,  también 
legalizada;  y  sólo  cuando  se  justiñque  su 
de.strucción  ó  pérdida,  ó  la  circunstancia 
de  no  ser  necesario  ese  documento  por  la 
ley  del  país  donde  hubiera  de  haberse  ex- 
pedido, podrán  admitirse  otras  pruebas,  de 
igual  valor,  de  que  el  interesado  llegó  á 
obtener  legalmente  la  naturalización  de 
que  hace  mérito. 

Art.  22.     Elevada  por  la  autoridad  res- 

Í)ectiva  la  constancia  de  nacionalidad  con 
a  filiación  del  solicitante,  al  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores,  se  hará  allí  la  ins- 
cripción, y  se  dará  certificado  de  ella  al 
extranjero,  por  conducto  de  dicha  autori- 


dad, sin  otro  gasto  que  el  del  papel  sellado 
para  la  certificación. 

Art.  23.  La  matrícula  constituye  sólo 
una  presunción  legal  de  que  el  extranjero 
tiene  la  nacionalidad  que  en  ella  se  le  atri- 
buye, y  admite  prueba  en  contrario. 

Art.  24.  La  matrícula  se  prueba  con  el 
certificado  de  ella,  expedido  y  firmado  por 
el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  á 
quien  únicamente  corresponde  hacerlo. 

Art.  25.  Ninguna  autoridad  ó  funcio- 
nario público  puede  reconocer  como  indi-- 
viduo  de  una  determinada  nacionalidad 
extranjera  á  quien  no  le  presente  su  certi- 
ficado de  matrícula. 

Art.  26.  No  sirve  el  certificado  de  ma- 
trícula á  su  dueño,  para  hacer  valer  nin- 
gún derecho  ó  la  gestión  que  aquél  le  atri- 
buya, si  el  pretendido  derecho  ó  gestión 
son  anteriores  á  la  fecha  de  la  matrícula. 

Art.  27.  Los  derechos  de  extranjería 
son: 

1.°  El  de  invocar  el  extranjero  los  tra- 
tados y  convenciones  existentes  entre 
Honduras  y  su  nación  respectiva. 

2."  El  de  recurrir  á  la  protecicón  de  su 
país  por  la  vía  diplomática,  conforme  á  los 
preceptos  establecidos  por  la  Constitu- 
ción; y 

3.°    El  beneficio  de  reciprocidad. 

Art.  28.  La  condición  jurídica  del  ex- 
tranjero matriculado,  se  altera  por  la  re- 
nuncia del  interesado  y  por  el  estado  de 
guerra  entre  Honduras  y  el  país  extran- 
jero. 

TÍTULO  IV 

Derechos  y  obligaciones   de   los   ex- 
tranjeros. 


Art.  29.  La  República  de  Honduras  es 
asilo  sagrado  para  toda  persona  que  se  re- 
fugie en  su  territorio.  (Cn.) 

Art.  30.  Los  extranjeros  están  obliga- 
dos desde  su  llegada  al  territorio  de  la  Re- 
pública, á  respetar  á  las  autoridades  y  á 
observar  las  leyes.  (Cn.) 

Art.  31 .  Los  extranjeros  gozan  en  Hon- 
duras de  todos  los  derechos  civiles  de  los 
hondurenos.  íCn.) 

Art.  32.  Pueden  adquirir  toda  clase  de 
bienes  en  el  país;  pero  quedarán  sujetos, 
en  cuanto  á  estos  bienes,  á  todas  las  car- 
gas ordinarias  y  á  las  extraordinarias,  de 
carácter  general,  á  que  estén  obligados  los 
hondurenos.  (Cn.) 

Art.  33.  No  podrán  hacer  reclamacio- 
nes ni  exigir  indemnización   alguna  del 
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Estado,  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que 
pudieran  hacerlo  los  hondurenos.  (Cn.) 

Art.  34.  Los  extranjeros  no  podrán 
ocurrir  á  la  vía  diplomática  sino  en  los  ca- 
sos de  denegación  de  justicia,  y  después  de 
haber  agotado  inútilmente  los  recursos  co- 
munes establecidos  pors  la  leyes  de  la  Re- 
pública. 

Art.  35.  Se  entenderá  que  hay  denega- 
ción de  justicia  cuando  la  Autoridad  judi- 
cial rehusa  hacer  una  declaración  formal 
sobre  el  negocio  principal  ó  cualquiera  de 
lo5  incidentes  de  la  causa  en  que  está 
conociendo,  ó  que  se  someta  á  su  conoci- 
miento. 

En  consecuencia,  por  sólo  el  hecho  de 
pronunciar  el  Juez  auto  ó  sentencia,  en 
cualquier  sentido  que  sea,  ya  no  se  podrá 
alegar  denegación  de  justicia,  aunque  se 
alegue  que  la  resolución  es  inicua  ó  dada 
contra  la  ley  expresa. 

Art.  36.  El  retardo  de  administración 
de  justicia  motivado  por  alguna  razón  de 
derecho  ó  impedimento  físico  que  no  esté 
en  mano  del  Juez  hacer  cesar,  no  da  dere- 
cho para  ocurrir  á  la  via  diplomática. 

Art.  37.  Si  contraviniendo  las  disposi- 
ciones que  anteceden,  no  terminaren  amis- 
tosamente las  reclamaciones  y  causaren 
perjuicio  al  país,  perderá  el  reclamante  el 
derecho  de  haliitar  en  él. 

Art.  38.  Los  extranjeros  pueden,  sin 
perder  su  nacionalidad,  domiciliarse  en  la 
República  para  todos  los  efectos  legales. 
La  adquisición,  cambio  ó  pérdida  del  do- 
micilio se  rigen  por  las  leyes  de  Honduras. 

Art.  39.  Declarada  la  suspensión  de  las 
garantías  individuales,  en  los  términos 
permitidos  por  la  ley  de  Estado  de  sitio, 
los  extranjeros  quedarán,  como  los  hondu- 
renos, sujetos  á  las  prevenciones  de  la  ley 
que  decrete  la  suspensión,  salvo  las  esti- 
pulaciones de  los  tratados  preexistentes. 

Art.  40.  Los  extranjeros  domiciliados 
tienen  obligación  de  pagar  las  contribu- 
ciones personales,  generales  y  locales,  or- 
dinarias y  extraordinarias,  en  los  mismos 
términos  que  los  hondurenos,  á  no  ser  que 
estén  exceptuados  por  las  estipulaciones 
internacionales  respectivas. 

Art.  41.  Los  tran.seuntes  están  exentos 
de  toda  contribución,  meramente  per.sonal, 
pero  no  lo  están  de  las  contribuciones  é 
impuestos  ordinirios,  sobre  su  propiedad, 
comercio,  profesión  é  industria. 

Art.  42.  Todo  extranjero  estará  sujeto 
á  los  fallos  y  resoluciones  de  los  Tribuna- 
les, sin  poder  intentar  otros  recursos  que 
los  que  esas  mismas  leyes  conceden  á  los 
hondurenos. 

Art.  43.     Los  extranjeros  no  gozan  de 


los  derechos  políticos  que  competen  á  los 
hondurenos;  en  consecuencia,  no  pueden 
ejercer  el  sufragio  ni  optar  á  los  cargos 
públicos,  ni  asociarse  para  tratar  de  los 
asuntos  políticos  del  Estado,  ni  tomar  par- 
te alguna  en  ellos,  ni  ejercer  el  derecho  de 
petición  en  esta  clase  de  negocios. 

Art.  44.  El  extranjero  que  voluntaria- 
mente use  de  los  derechos  expresados  en  el 
artículo  precedente,  será  por  el  mismo  he- 
cho responsable  de  sus  actos  y  consecuen- 
cias como  todo  hondureno,  sin  entenderse 
por  ello  naturalizado. 

Art.  45  Los  extranjeros  están  exentos 
del  servicio  militar;  pero  los  domiciliados 
están  sujetos  en  todo  tiempo  á  los  cargos 
concejiles,  que  no  tienen  anexa  autoridad, 
jurisdicción  ni  voto  deliberativo;  y  deben 
prestar  su  servicio  de  policía  armada,  cuan- 
do se  trate  de  la  seguridad  de  sus  propie- 
dades y  de  la  conservación  del  orden  de  la 
misma  población  en  que  estén  radica- 
dos. 

Art.  46.  Todo  extranjero  es  obligado  á 
no  quebrantar  la  neutralidad  en  contra  de 
la  República  ó  el  Gobierno  en  la  misma  en 
todo  caso  de  guerra  exterior. 

Art.  47.  Los  extranjeros  no  tomarán 
parte  en  las  disensiones  civiles  del  país,  y 
los  que  contravengan  á  esta  prohibición 
podrán  ser  expulsados  gubernativamente 
del  territorio  por  el  Poder  Ejecutivo,  como 
extranjeros  perniciosos,  quedando,  ade- 
más, sujetos  a  las  leyes  de  la  República 
por  los  delitos  que  contra  ella  cometan;  y 
sin  perjuicio  de  que  sus  derechos  y  obliga- 
ciones, durante  el  estado  de  guerra,  se 
arreglen  por  la  ley  internacional  y  por  los 
tratados. 

Art.  48.  Los  delitos  continuos  que,  co- 
metidos antes  en  el  extranjero,  se  siguen 
cometiendo  en  la  República,  se  castigarán 
con  arreglo  á  las  leyes  de  ésta,  sean  na- 
cionales ó  extranjeros  los  delincuentes, 
con  tal  que  éstos  sean  aprehendidos  dentro 
del  territorio  hondureno. 

Art.  49.  Los  delitos  cometidos  por  ex- 
tranjeros contra  extranjeros  ó  nacionales, 
en  el  territorio  de  la  República,  serán  per- 
seguidos y  castigados  de  conformidad  con 
las  leyes  de  la  República. 

Art.  50.  Se  considerarán  ejecutados  cn 
el  territorio  de  la  República,  los  delitos  co- 
metidos: 

1."  En  alta  mar,  á  bordo  de  buques  na- 
cionales de  guerra  ó  mercantes; 

2."  A  l)ordo  de  un  buque  de  guerra 
hondureno  en  puerto  ó  aguas  extranjeras; 

3."  A  bordo  de  un  buque  mercante  hon- 
dureno, en  puerto  ó  aguas  extranjeras, 
cuando  el  delito  no  haya  sido  juzgado  en 
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la  nación  á  que  el  puerto  ó  las  aguas  per- 
tenecen. 

TÍTULO  V 
De  la  expulsión. 


Art.  51.  Podrá  negarse  á  los  extranje- 
ros la  entrada  al  territorio  de  la  República, 
ó  decretarse  su  expulsión,  por  considerar- 
se perniciosos,  en  los  casos  siguientes: 

1.'  Los  que  padezcan  de  enfermedades 
graves  contagiosas  ó  infrinjan  los  regla- 
mentos sobre  cuarentenas. 

2."  Los  que  en  otro  país  hayan  cometi- 
do delitos  graves  que  no  sean  justiciables 
en  Honduras. 

3."  Los  que  alteren  ó  intenten  alterar 
el  orden  público. 

4."  Los  que  fueren  de  conducta  noto- 
riamente viciada  ó  conocidamente  pertur- 
badores de  la  tranquilidad  pública. 

Art.  52.  Los  Ministros  extranjeros  de 
cualquier  culto  sólo  podrán  entrar  ó  per- 
manecer en  la  República,  bajo  las  condi- 
ciones especiales  que  el  Gobierno  les  seña- 
le respecto  al  lugar  y  objeto  de  su  residen- 
cia, á  fin  de  garantizar  el  fiel  cumplimiento 
de  los  artículos  54  y  58  de  la  Constitución, 
el  mantenimiento  de  la  tranquilidad  pú- 
blica y  la  armonía  que  debe  existir  entre 
el  Estado  y  las  diversas  religiones. 


Art.  53.  Sólo  en  casos  excepcionales, 
relacionados  con  la  conservación  del  orden 
público,  podrá  ser  expulsado  el  extranjero 
casado  con  mujer  hondurena  y  establecido 
en  el  país  por  un  tiempo  que  no  baje  de 
tres  años. 

Art.  53.  La  orden  de  expulsión  será 
notificada  á  la  persona  á  quien  se  refiera, 
dándole  veinticuatro  horas  por  lo  menos 
para  su  cumplimiento. 

El  procedimiento  será  gubernativo. 


TITULO  VI 
Disposiciones  finales. 

Art.  55.  Los  centro-americanos  que  no 
hubieren  adquirido  la  nacionalidad  hondu- 
rena, conforme  al  art.  8."  de  la  Constitu- 
ción, quedan  sujetos  á  la  presente  ley. 

Art.  56.  Las  prescripciones  de  esta  ley 
no  alterarán,  en  manera  alguna,  las  in- 
munidades y  garantías  que  el  derecho  in- 
ternacional y  los  tratados  ó  convenios  que 
el  Gobierno  haya  celebrado,  reconocen  á 
los  representantes  diplomáticos  y  al  Cuer- 
po Consular,  ni  los  derechos  que  en  esos 
mismos  tratados  se  hayan  concedido,  en 
particular  á  los  extranjeros  de  una  nación 
determinada. 

Art.  57.  La  presente  ley  comenzará  á 
regir  desde  el  día  de  su  publicación. 


VIII 


LíEV    Ot?Gfl]S[ICA    JÜDlCIAli 


De  10  de  Abril  de  1897 


TÍTULO  PRIMERO 
De  la  administración  de  justicia. 

Articulo  1.°  La  facultad  de  juzgar  y 
ejecutar  lo  juzgado  pertenece  exclusiva- 
mente á  los  Juzgados  y  Tribunales  de  jus- 
ticia. 

La  justicia  se  administra  en  nombre  de 
la  República. 


Art.  2.°  Los  Juzgados  y  Tribunales  tie- 
nen además  las  facultades  conservadoras, 
discinlinarias  y  económicas  que  determina 
esta  ley. 

Art.  3.°  Es  prohibido  á  las  autoridades 
judiciales: 

1."  Mezclarse  en  las  atribuciones  de 
otras  autoridades  y  ejercer  otras  atribucio- 
nes que  las  que  determinan  las  leyes, 

2."    Aplicar  leyes,  decretos  ó  acuerdos 
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gubernativos  que  sean  contrarios  á  la 
Constitución. 

3.°  Aplicardecretos, reglamentos, acuer- 
dos ú  otras  disposiciones  que  sean  contra- 
rios á  la  ley. 

4."  Dirigir  al  Poder  Ejecutivo,  ó  funcio- 
narios públicos  ó  á  corporaciones  oficiales, 
felicitaciones  ó  censuras  por  sus  actos. 

5."  Tomar  en  las  elecciones  populares 
del  territorio  en  que  ejerzan  sus  funciones 
más  parte  que  la  de  emitir  su  voto  per- 
sonal. 

6."  Mezclarse  en  reuniones,  manifesta- 
ciones ú  otros  actos  de  carácter  político, 
aunque  sean  permitidos  á  los  demás  ciuda- 
danos. 

Art.  4."  A  los  Juzgados  y  Tribunales 
que  establece  la  presente  ley,  se  sujetará 
el  conocimiento  de  todos  los  asuntos  judi- 
ciales que  se  promuevan  en  la  República, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  sobre  juicios 
políticos  por  el  art.  158  de  la  Constitución. 

Exceptúanse  únicamente  las  cuentas  fis- 
cales y  municipales,  y  las  causas  militares, 
de  las  que  conocerán  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales que  designen  las  leyes  especiales. 

Art.  5."  Los  Juzgados  y  Tribunales  sólo 
podrán  ejercer  su  jurisdicción  en  los  asun- 
tos y  dentro  del  territorio  que  les  hubieren 
designado  las  leyes,  lo  cual  no  impide  que 
en  los  asuntos  de  que  conocen  puedan  dic- 
tar providencias  que  hayan  de  llevarse  á 
efecto  en  otro  territorio. 

Art.  6.°  Ningún  Juzgado  ó  Tribunal 
puede  abrir  juicios  fenecidos.  Tampoco 
puede  avocarse  causas  pendientes  ante 
otro  Juzgado  ó  Tribunal,  á  menos  que  las 
leyes  le  confieran  esta  facultad.  Sin  em- 
bargo, el  superior  puede  pedir  al  inferior 
un  expediente  ad  efectum  vtdcndi;  pero  no 
deberá  retenerlo  más  de  setenta  y  dos  ho- 
ras. 

Art.  7."  Ningún  Juez  ó  Magistrado  pue- 
de serlo  en  diversas  instancias  en  una  mis- 
ma causa. 

Art.  8."  Los  actos  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  son  públicos,  sin  perjuicio  de 
las  excepciones  establecidas  por  las  leyes. 

Art.  9.°  Los  Juzgados  y  Tribunales  no 
podrán  ejercer  sus  funciones  sino  á  instan- 
cia de  parte,  excepto  los  casos  en  que  las 
leyes  los  faculten  para  proceder  de  oficio. 

Reclamada  su  intervención  en  forma  le- 
gal y  en  asunto  de  su  competencia,  no  po- 
drán excusarse  de  ejercer  su  autoridad  ni 
aun  por  falta  de  ley  que  resuelva  la  con- 
tienda sometida  á  su  decisión. 

Art.  10.  Para  el  cumplimiento  de  sus 
resoluciones,  los  Juzgados  y  Tribunales 
podrán  requerir  de  cualquiera  autoridad  ó 
de  los  ciudadanos  el  auxilio  de  la  fuerza 
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armada,  ó  cualquiera  otra  de  que  dispu- 
sieren. 

La  autoridad  ó  los  ciudadanos  requeridos 
deberán  prestar  el  auxilio,  sin  calificar  la 
legalidad  con  que  se  les  pide,  ni  la  justicia 
de  la  resolución. 

Art.  11.  La  autoridad  judicial,  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  es  independiente  de 
toda  otra  autoridad. 

Art.  12.  Losfuncionarios  judiciales  só- 
lo serán  responsables  por  sus  actos  ó  reso- 
luciones en  los  casos  que  determinen  las 
leyes. 

Art.  13.  La  administración  de  justicia 
es  gratuita.  Los  empleados  judiciales,  con 
excepción  de  los  Jueces  de  paz,  serán  re- 
munerados de  conformidad  con  la  Ley  de 
Presupuestos. 

Los  empleados  de  los  Juzgados  de  paz  se- 
rán remunerados  de  conformidad  con  los 
presupuestos  municipales. 

Art.  14.  Los  Juzgados  y  Tribunales 
[  ueden  conmutar  ó  sustituir  discrecional- 
mente  las  penas  pecuniarias  y  las  penas 
corporales  que  hubieren  impuesto  discipli- 
nariamente. 

Art.  15.  Los  Juzgados  de  letras  y  Tri- 
bunales superiores  harán  ingresar  en  las 
Administraciones  de  Rentas  todas  las  mul- 
tas que  impusieren  por  delitos  ó  por  faltas 
disciplinarias. 

Los  Juzgados  de  paz  harán  ingresar  en 
las  Tesorerías  municipales  todas  las  mul- 
tas que  impusieren  por  faltas  comunes  ó 
par  faltas  disciplinarias. 


TITULO  II 
De  los  Jueces  de  paz. 

Art.  16.  En  cada  cabecera  municipal, 
cuyo  término  no  exceda  de  4.000  habitan- 
tes, habrá  un  Juez  de  paz  propietario  y  un 
suplente. 

En  las  cabeceras  departamentales,  ó 
cuando  la  población  del  municipio  exce- 
diere de  aquel  número,  habrá  dos  Jueces 
de  paz  propietarios  y  dos  suple»tes. 

Si  huoiere  excesivo  movimiento  judicial, 
podrán  las  Municipalidades  representar  á 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  la  convenien- 
cia de  un  nuevo  Juzgado,  para  que  este 
Tribunal  haga  igual  representación  al  Con- 
greso. 

Los  Jueces  se  denominarán  por  su  nú- 
mero de  orden. 

Art.  17.  En  los  lugares  donde  hubiere 
dos  ó  más  Jueces  de  paz,  podrá  la  Corte 
Suprema^  con  informe  de  las  Municipali- 
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dades,  dividir  los  Juzgados  para  lo  civil  y 
para  lo  criminal. 

Art.  18.  Para  ser  Juez  de  paz  se  re- 
quiere: 

1."  Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus 
derechos. 

2.°    Ser  mayor  de  veintiún  años. 

3."     Saber  leer  y  escribir. 

4.°    Tener  domicilio  en  el  municipio. 

Art.  19.     No  podrán  ser  Jueces  de  paz: 

1.°  Los  que  carezcan  de  alguno  de  los 
requisitos  enumerados  en  el  artículo  ante- 
rior. 

2.°    Los  militares  en  actual  servicio. 

3."    Los  sordos,  los  mudos  y  los  ciegos. 

Art.  20.  La  incapacidad  sobreviniente 
pondrá  fin  á  las  funciones  del  Juez. 

Art.  21.  Los  Jueces  de  paz  serán  elec- 
tos popularmente  en  el  término  municipal, 
y  su  periodo  será  de  un  año,  á  contar  des- 
de el  1."  de  Enero. 

Art.  22.  El  cargo  de  Juez  de  paz  es 
concejil,  y  nadie  podrá  excusarse  de  des- 
empeñarlo sin  causa  legal. 

Art.  23.  Son  causas  para  excusarse  de 
servir  el  cargo  de  Juez  de  paz: 

1.^  Carecer  de  alguno  de  los  requisitos 
ó  tener  alguna  de  las  incapacidades  á  que 
se  refieren  los  arts.  18  y  19. 

2.*  Haber  servido  durante  el  año  ante- 
rior cualquier  cargo  concejil. 

3."^  Estar  desempeñando  actualmente  el 
empleo  de  Médico  forense  ó  Cirujano  mili- 
tar, ó  cualquiera  otro  empleo  incompatible 
de  hecho  ó  de  derecho  con  el  cargo  de  Juez. 

4.^  Tener  enfermedad  que  inhabilite 
para  servir  el  cargo  de  Juez,  ó  ser  de  sesen- 
ta años  de  edad. 

5."  Residir  á  más  de  una  legua  de  dis- 
tancia de  la  cabecera  del  municipio. 

Art.  24.  De  las  excusas  de  los  Jueces 
de  paz,  por  incapacidad  ó  por  renuncia,  co- 
nocerán los  Jueces  de  letras  de  que  depen- 
dieren. 

Cuando  dependieren  de  varios  Jueces  de 
letras,  conocerá  el  de  lo  civil,  dando  aviso 
al  de  lo  criminal. 

Las  excusas  de  los  Jueces  de  paz  se  pro- 
pondrán dentro  de  quince  dias  de  notifica- 
da la  elección,  si  la  causa  fuere  preexisten- 
te; y  dentro  de  quince  dias  después  de  ha- 
ber aparecido,  si  fuere  sobreviniente. 

Art.  25.  De  las  licencias  de  los  Jueces 
de  paz  conocerán  los  Jueces  de  letras,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior: 

Art.  26.  Son  atribuciones  de  los  Jueces 
de  paz: 

1."  Conocer  en  primera  instancia  de  los 
pleitos  civiles,  en  juicio  verbal,  si  el  objeto 
de  la  demanda  no  excediere  de  30  pesos,  y 


en  juicio  de  menor  cuantía  si  ésta  no  ex- 
cediere de  200  pesos. 

2.*  Ejercer  la  jurisdicción  voluntaria  y 
la  contenciosa  en  los  casos  para  que  ex- 
presamente los  autoricen  las  leyes. 

3.*  Conocer  en  primera  instancia  de  las 
causas  criminales  por  faltas,  y,  á  preven- 
ción con  los  Jueces  de  letras,  formar  de 
oficio  ó  á  petición  de  parte  el  sumario  por 
simples  delitos  ó  por  delitos  graves. 

Art.  27.  Los  Jueces  de  paz  podrán  co- 
rregir de  plano  y  discrecionalmente  las  falr 
tas  de  obediencia  ó  respeto  que,  de  palabra, 
en  escrito  ó  por  actos,  se  cometieren  en  su 
despacho,  ó  mientras  ejerzan  sus  funcio- 
nes, con  alguno  de  los  medios  siguientes: 

1.°    Amonestación  verbal  inmediata. 

2.°    Multa  que  no  exceda  de  tres  pesos. 

3."    Arresto  que  no  exceda  de  tres  días. 

Art.  28.  Los  Jueces  de  paz  resolverán 
sumariamente,  previa  audiencia,  las  que- 
jas que  contra  sus  subalternos  presentaren 
las  partes,  por  faltas  ó  abusos  en  el  des- 
empeño de  sus  funciones. 

Estas  faltas,  cuando  no  constituyan  deli- 
to, serán  corregidas  discrecionalmente,  con 
amonestación  verbal,  censura  por  escrito  ó 
multa  que  no  exceda  de  tres  pesos. 

Art.  29.  Los  Jueces  de  paz  administra- 
rán justicia  en  la  casa  municipal  ó  de  Tri- 
bunales, y  deberán  concurrir  á  su  despa- 
cho tres  horas  por  lo  menos,  fijando  en  la 
puerta  el  aviso  correspondiente. 

Art.  30.  Los  Jueces  de  paz  actuarán  con 
un  Secretario  de  su  nombramiento,  y  á  fal- 
ta de  Secretario,  actuarán  con  dos  testigos 
de  asistencia. 

Los  Secretarios  ejercerán  las  funciones 
de  los  Receptores,  con  arreglo  á  esta  ley. 

Art.  31.  Cuando  los  Jueces  de  paz  no 
tengan  Secretario,  harán  las  veces  de  éste, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  esta  ley 
pira  los  Secretarios,  siempre  que  no  se  tra- 
te de  autorizar  sus  providencias,  decretos 
y  sentencias. 

Art.  32.  Los  Jueces  de  paz  desempeña- 
rán las  funciones  de  ministros  de  fe  en  to- 
das las  diligencias  que  les  encomienden  los 
Jueces  de  letras. 

Art.  33.  Los  Jueces  de  paz  desempeña- 
rán también  las  funciones  de  Notarios  pú- 
blicos, con  las  mismas  obligaciones  y  dere- 
chos de  los  Notarios. 

Como  Notarios  por  ministerio  de  la  ley, 
firmarán  con  el  Secretario  ó  con  dos  testi- 
gos de  asistencia. 

Art.  34.  Los  Alcaldes  auxiliares  de  ba- 
rrios y  aldeas,  á  prevención  con  los  Jueces 
de  paz,  conocerán  en  juicio  verbal  de  los 
pleitos  civiles  cuyo  valor  no  exceda  de  diez 
pesos. 
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Las  sentencias  en  asuntos  de  esta  cuan- 
tía serán  inapelables,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  se  incurra  con  arreglo 
á  las  leyes. 

Los  Alcaldesauxiliares.á  prevención  con 
los  Jueces  de  paz,  conocerán  también  de 
las  primeras  diligencias  en  las  causas  cri- 
minales. 

Considéranse  como  primeras  diligencias 
las  de  dar  protección  á  los  perjudicados, 
consignar  las  pruebas  del  delito  que  pue- 
dan desaparecer,  recoger  y  poner  en  cus- 
todia cuanto  conduzca  á  su  comprobación 
y  á  la  identificación  del  delincuente,  y  de- 
tener en  su  caso  á  los  reos  presuntos. 

Art.  35.  Los  Alcaldes  auxiliares  harán 
las  veces  de  Receptores  en  los  Juzgados  de 
paz,  para  la  practicado  embargos,  citacio- 
nes, requerimientos  y  emplazamientos  ju- 
diciales. 

Art.  36.  Los  Alcaldes  auxiliares  no  po- 
drán ser  recusados  ni  promover  competen- 
cias, sin  perjuicio  de  deducírseles  la  res- 
ponsabilidad en  que  incurran. 

Art.  37.  Queda  á  cargo  de  los  Jueces  de 
paz  el  arreglo  y  conservación  del  archivo 
del  Juzgado. 

Formarán  parte  de  este  archivo  las  ac- 
tuaciones de  los  Alcaldes  auxiliares. 


TITULO  in 
De  los  Jueces  de  letras. 

Art.  38.  En  cada  cabecera  de  departa- 
mento ó  sección  habrá  uno  ó  más  Jueces 
de  letras,  con  todas  las  atribuciones  que 
determinan  las  leyes. 

Los  Juzgados  especiales  se  establecerán 
por  las  leyes,  las  que  determinarán  las  atri- 
buciones del  Juez. 

Art.  39.  Para  ser  Juez  de  letras  se  re- 
quiere: 

1.°  Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus 
derechos. 

2."    Ser  mayor  de  veintiún  años. 

3."     Tener  título  de  Abogado. 

No  se  requiere  la  calidad  de  Abogado 
para  ser  Juez  de  letras  suplente  ó  interino. 

No  podrán  ser  Jueces  de  letras  los  que 
no  puedan  ser  Jueces  de  paz. 

Art.  40.  Los"  Jueces  de  letras  conoce- 
rán en  primera  instancia: 

1.°  De  los  pleitos  civiles,  en  juicio  de 
menor  cuantía,  si  el  objeto  de  la  demanda 
excediere  de  200  pcso^  y  no  pasase  de  500; 
y  en  juicio  de  mayor  cuantía  si  pasare  de 
esta  suma,  ó  la  cuantía  fuere  indetermi- 
nada. 


2.°  De  los  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria, sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  26. 

3.°  De  las  causas  criminales  por  simple 
delito  ó  por  delito  grave. 

4.°  De  las  demandas  ó  acusaciones  con- 
tra los  Jueces  de  paz,  para  hacer  efectiva 
civil  ó  criminalmente  su  responsabilidad 
oficial. 

Art.  41.  Los  Jueces  de  letras  conoce- 
rán en  segunda  instancia  de  los  asuntos  d« 
que  conocieren  en  primera  instancia  los 
Jueces  de  paz. 

Art.  42.  Los  Jueces  de  letras  podrán 
corregir  las  faltas  de  obediencia  ó  respeto 
á  que  se  refiere  el  art.  27,  con  algunos  de 
los  medios  siguientes: 

1.°    Amonestación  verbal  é  inmediata. 

2.°    Multa  que  no  exceda  de  10  pesos. 

3.°    Arresto  que  no  exceda  de  diez  días. 

Art.  43.  Es  aplicable  á  los  Jueces  de  le- 
tras lo  dispuesto  sobre  quejas  en  el  artículo 
28,  pudiendo  extender  la  multa  hasta  10 
pesos. 

Art.  44.  A  los  Jueces  de  letras  corres- 
ponde inmediatamente  mantener  la  disci- 
plina judicial  en  su  despacho  y  en  la  de- 
marcación sujeta  á  su  autoridad,  y  la  ob- 
servancia de  todas  las  leyes  relativas  á  la 
Administración  de  justicia. 

Podrán  al  efecto  imponer  amonestación 
verbal,  censura  por  escrito  ó  multa  que  no 
exceda  de  10  pesos. 

Art.  45.  Los  Jueces  de  letras,  siempre 
que  lo  estimaren  conveniente  y  con  pre- 
vio acuerdo  de  la  Corte  de  apelaciones  de 
que  dependieren ,  ó  cuando  ésta  lo  orde- 
nare, visitarán  los  Juzgados  de  paz  de  su 
jurisdicción,  para  los  fines  del  artículo  an- 
terior. 

Cuando  el  Juez  visitador  dependiere  de 
dos  Cortes  de  apelaciones,  consultará  con 
la  Corte  de  lo  civil,  la  que  dará  aviso  á  la 
Corte  de  lo  criminal. 

Art.  46.  Los  Jueces  de  letras,  como 
encargados  de  mantener  la  disciplina  ju- 
dicial, deberán  vigilar  la  conducta  minis- 
terial de  los  Notarios  y  de  los  Jueces  que 
ejerzan  funciones  notariales,  y  que  se  ha- 
llaren dentro  de  su  jurisdicción. 

Deberán  en  consecuencia  visitar  por  lo 
menos  cada  tres  meses  los  oficios  de  los 
Notarios,  para  examinar  los  protocolos 
que  tengan  á  su  cargo,  é  informarse  por 
otros  medios  prudentes  del  modo  como 
desempeñan  sus  funciones. 

Las  faltas  ó  abusos  de  los  funcionarios 
referidos  que  no  estuvieren  especialmente 
penadas,  podrán  corregirlas  discrecional- 
mente  los  Jueces  de  letras  por  medio  de 
censura  por  escrito,  multa  que  no  exceda 
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de  10  pesos  ó  suspensión  que  no  exceda  de 
diez  días. 

En  los  lugares  donde  hubiere  dos  ó  más 
Jueces  de  letras,  practicará  la  visita  el 
Juez  de  lo  civil  más  antiguo,  levantando 
acta  en  un  libro  especial. 

Art.  47.  Todo  Juez  de  letras  que  ejerza 
jurisdicción  en  lo  criminal,  deberá  visitar 
el  sábado  de  cada  semana  las  Cárceles  pú- 
blicas, á  fin  de  indagar  si  los  detenidos, 
presos  ó  penados  sufren  vejaciones  indebi- 
das, ó  si  se  pone  embarazo  á  la  libertad  de 
su  defensa. 

En  estas  visitas,  de  las  cuales  se  levan- 
tará acta  en  un  libro  especial,  dictarán  las 
Í)rovidencias  convenientes  para  remediar 
as  faltas  ó  abusos  que  notaren,  y  sus  ór- 
denes serán  inmediatamente  cumplidas 
por  el  Jefe  del  establecimiento. 

Art.  48.  Los  Jueces  de  letras  están 
obligados  á  remitir  á  las  respectivas  Cor- 
tes de  apelaciones: 

1.°  Cada  tres  meses,  una  copia  de  las 
actas  de  visita  á  las  oficinas  de  los  Nota- 
rios. 

2.°  Cada  mes,  una  lista  de  las  causas 
civiles  y  otra  de  las  criminales  pendien- 
tes, indicando  su  estado  y  el  motivo  del 
retardo. 

3.°  Cada  semana,  una  copia  de  las  ac- 
tas de  las  visitas  de  Cárceles. 

Art.  49.  Los  Jueces  de  letras  de  lo  ci- 
vil y  de  lo  criminal  son  Notarios  públicos 
por  ministerio  de  la  ley,  y  tienen  los  mis- 
mos derechos  y  obligaciones  de  los  Nota- 
rios. 

Art.  50.  De  la  organización  y  atribu- 
ciones del  Jurado,  se  tratará  en  el  Código 
de  procedimiento. 


TITULO  IV 
De  las  Cortes  de  apelaciones. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    SU   OftGANIZACIÓN   Y   ATRIBUCIONES 

Art.  5L  Habrá  en  la  República  cua- 
tro Cortes  de  apelaciones,  residentes  dos 
en  Tegucigalpa,  una  en  Comayagua  y 
otra  en  Santa  Bárbara. 

Las  Cortes  de  Tegucigalpa  tendrán  por 
sección  jurisdiccional  los  departamentos 
de  Tegucigalpa,  Olancho,  El  Paraíso, 
Choluteca  y  Valle,  y  conocerán  de  lo  ci- 
vil y  de  lo  criminal  respectivamente. 
_  La  Corte  de  Comayagua  tendrá  por  sec- 
ción jurisdiccional  los  departamentos  de 


Comayagua,  La  Paz,  Yoro,  Colón  y  las 
islas  de  la  Bahía;  y  la  de  S  nta  Bárbara, 
los  departamentos  de  Santa  Bárbara,  Cor- 
tés, Copan,  Gracias  é  Intibucá. 

Art.  52.  Las  Cortes  de  apelaciones  se 
compondrán  de  tres  Magistrados  cada  una, 
y  serán  regidas  por  un  Presidente,  que 
será  uno  de  los  miembros  propietarios. 

Las  funciones  del  Presidente  durarán  un 
año,  contado  desde  1."  de  Febrero,  y  se- 
rán desempeñadas  por  los  miembros  del 
Tribunal,  turnándose  por  orden  de  anti- 
güedad. 

Los  Magistrados  tienen  el  rango  y  pre- 
cedencia correspondientes  á  su  antigüedad 
en  el  servicio  del  Tribunal. 

Art.  53.  Para  ser  Magistrado  de  las 
Cqrtes  de  apelaciones,  se  requiere: 

1.°  Ser  ciudadano  en  ejercicio  desús 
derechos. 

2."    Ser  mayor  de  veinticinco  años. 

3.°     Tener  título  de  Abogado. 

Art.  54.  No  podrán  ser  Magistrados  de 
las  Cortes  de  apelaciones  los  que  no  pue- 
dan ser  Jueces  de  letras. 

Art.  55.  Tampoco  podrán  ser  simultá- 
neamente Magistrados  en  una  misma  Cor- 
te de  apelaciones,  los  parientes  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  afinid;id. 

Art.  56.  Las  Cortes  de  apelaciones  co- 
nocerán: 

1.°  En  primera  instancia,  de  las  de- 
mandas y  acusaciones  contra  los  Jueces 
de  letras  para  hacer  efectiva  civil  ó  crimi- 
nalmente su  responsabilidad  oficial. 

2.°  En  segunda  instancia,  de  los  asun- 
tos civiles  ó  criminales  de  que  conocieren 
en  primera  los  Jueces  de  letras,  los  arbi- 
tros de  derecho  y  los  Jueces  de  primera 
instancia  militares. 

Art.  57.  Son  aplicables  á  las  Cortes  de 
apelaciones,  para  el  castigo  de  las  faltas  de 
obediencia  y  respeto,  las  disposiciones  del 
art.  42,  pudiendo  extender  la  multa  hasta 
20,-pesos  y  el  arresto  hasta  veinte  días. 

Art.  58.  Las  Cortes  de  apelaciones  co- 
nocerán de  las  quejas  contra  los  Jueces 
de  letras,  por  faltas  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  en  los  mismos  términos  del  ar- 
tículo 43,  pudiendo  extender  la  multa  has- 
ta 20  pesos. 

Art.  59.  A  las  Cortes  de  apelaciones 
corresponde  inmediatamente  mantener  la 
disciplina  judicial  en  su  despacho,  y  en  la 
demarcación  sujeta  á  su  autoridad,  y  la 
observancia  de  todas  las  leyes  relativas  á 
la  administración  de  justicia. 

Podrán,  al  efecto,  imponer  las  penas  do 
amonestación  verbal,  censura  por  escrito 
ó  multa  que  no  exceda  de  20  pesos. 
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Art.  60.  Las  Cortes  de  apelaciones  por 
medio  de  uno  de  sus  Magistrados,  siempre 
que  lo  estimen  conveniente  y  de  acuerdo 
con  la  Corte  Suprema,  ó  cuando  ésta  lo  or- 
denare, viáitarán  los  Juzgados  de  letras  de 
su  jurisdicción. 

El  Magistrado  visitador  tendrá  las  mis- 
mas facultades  disciplinarias  que  la  Corte 
de  apelaciones  para  procurar  la  más  pron- 
ta y  cumplida  administración  de  justicia. 

Art.  61.  Las  medidas  que  dictare  el 
Visitador  se  ejecutarán  desde  luego;  pero 
podrán  ser  enmendadas  ó  revocadas  por 
la  Corte  de  apelaciones,  en  vista  del  in- 
forme del  Magistrado  y  de  las  actas  de 
visita. 

De  estos  documentos  y  de  las  resolucio- 
nes que  motivaren  se  dará  cuenta  á  la  Cor- 
te Suprema. 


CAPITULO  II 


DE    LOS    ACUERDOS 

Art.  62.  Para  que  una  Corte  de  apela- 
ciones pueda  ejercer  las  funciones  que  le 
corresponden,  se  requiere  la  concurrencia 
de  todos  sus  Magistrados. 

Art.  63.  Para  dictar  las  providencias 
de  mera  tramitación  de  los  procesos  basta- 
rá un  solo  Magistrado. 

Se  entenderán  por  providencias  de  mera 
tramitación  las  que  recaigan  sobre  aper- 
sonamientos, rebeldías,  peticiones  de  tér- 
minos, apremios,  uniones  de  probanzas, 
señalamientos  de  vistas,  suspensión  y  cua- 
lesquiera otras  que  tengan  por  objeto  dar 
curso  progresivo'á  los  autos  sin  decidir  ni 
prejuzgar  ninguna  cuestión  debatida  entre 
partes. 

Pero  toda  reposición  que  se  solicite  de 
dichas  providencias  se  resolverá  en  Tri- 
bunal pleno. 

Art.  64.  Todo  acuerdo  de  una  Corte  de 
apelaciones  se  constituye  por  los  votos 
conformes,  de  toda  conformidad,  de  la  ma- 
yoría absoluta. 

Art.  65.  No  podrán  tomar  parte  en 
ningún  acuerdo  de  las  Cortes  de  apelacio- 
nes los  Jueces  que  no  hubieren  concurrido 
como  Magistrados  á  la  vista  del  negocio. 

Art.  66.  Tampoco  dejará  de  intervenir 
en  el  acuerdo  ninguno  de  los  Magistrados 
que  hubiere  concurrido  á  la  vista  del  ne- 
gocio, salvo  los  casos  de  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  67.  Si  antes  del  acuerdo  fuere  re- 
movido de  su  empleo,  ó  suspendido  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  alguno  de  los 


Magistrados  que  concurrieron  á  la  vista,  ó 
si  se  le  hubiere  admitido  la  renuncia,  se 
procederá  á  ver  de  nuevo  el  negocio  como 
si  no  hubiere  sido  visto  anteriormente. 

Art.  68.  Si  antes  del  acuerdo  se  impo- 
sibilitase por  enfermedad  suya  ó  de  su  fa- 
milia, ó  de  cualquiera  otra  causa  distinta 
de  las  apuntadas  en  el  articulo  anterior 
alguno  de  los  Magistrados  que  concurrie- 
ron á  la  vista,  se  esperará  hasta  por  diez 
días  su  asistencia  al  Tribunal,  y  si  trans- 
currido ese  término  no  pudiere  asistir,  se 
verá  de  nuevo  el  negocio. 

Art.  69.  Los  Magistrados  separados  de 
su  destino  por  licencia  hasta  de  diez  días 
quedarán  obligados  á  concurrir  al  acuerdo. 

Art.  70.  En  las  sentencias  definitivas 
ó  interlocutorias  que  pronunciaren  las 
Cortes  de  apelaciones  se  expresará  nomi- 
nalmente  el  Magistrado  que  hiciere  voto 
particular. 

En  los  procesos  y  en  el  libro  copiador  de 
sentencias  se  consignarán  los  votos  parti- 
culares, debiendo  pubÜL-arse  éstos  y  aqué- 
llas en  el  periódico  de  los  Tribunales. 

Art.  71.  En  los  acuerdos  los  votos  se 
darán  en  orden  inverso  al  de  la  preceden- 
cia: el  último  voto  será  el  del  Presidente. 

Art.  72.  A  iniciativa  de  cualquier  Ma- 
gistrado y  para  el  mejor  estudio  del  nego- 
cio, el  Presidente  diferirá  la  votación  hasta 
por  tres  días. 

CAPÍTULO  III 

DE    LOS   PRESIDENTES 


Art.  73.  A  los  Presidentes  de  las  Cor- 
tes de  apelaciones,  fuera  de  las  atribucio- 
nes que  por  otros  artículos  de  esta  ley  se 
les  confieren ,  les  corresponden  las  si- 
guientes: 

1.*  Presidir  ó  representar  al  Tribunal 
en  todos  los  actos  oficiales  ó  en  público. 

2.*  Abrir  y  cerrar  las  sesiones  del  TH- 
bunal,  anticipar  ó  prorrogar  las  horas  del 
despacho  cuando  así  lo  '  requiera  algún, 
asunto  urgente  y  grave,  y  convocar  ex- 
traordinariamente al  Tribunal  cuando  fue- 
re necesario. 

3.*  Dar  las  órdenes  convenientes  para 
integrar  al  Tribunal,  cuando  por  impedi- 
mento, por  licencia  ó  por  cualquiera  otro 
motivo  faltare  el  número  de  magistrados 
necesario. 

4.'  Determinar  el  orden  en  que  debaa 
verse  los  asuntos  sujetos  al  conocimiento 
del  Tribunal,  guardando  la  regla  indicada 
en  el  art.  111  de  esta  ley. 
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5.*  Mantener  el  orden  dentro  del  Tri- 
bunal, amonestando  á  cualquiera  persona 
que  lo  perturbe,  y  aun  haciéndola  salir  del 
local  en  caso  necesario. 

6.^  Dirigir  los  debates  del  Tribunal, 
cediendo  la  palabra  á  los  Magistrados  en 
1  orden  en  que  la  pidieren. 

7."  Fijar  las  cuestiones  que  hayan  de 
debatirse  y  las  proposiciones  sobre  las  cua- 
lefchaya  de  recaer  la  votación. 

8."  Poner  á  votación  las  materias  dis- 
cutidas cuando  el  Tribunal  haya  declarado 
concluido  el  debate,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  el  Código  de  procedimientos. 

9.*  Autorizar  con  su  firma  y  la  del  Se- 
cretario las  actas  y  acuerdos  dei  Tribunal, 
y  las  comunicaciones  con  los  Tribunales 
de  igual  ó  superior  jerarquía. 

Las  resoluciones  que  el  Presidente  dic- 
tare en  uso  de  las  atribuciones  que  se  le 
confieren  en  este  articulo,  no  podrán  en 
caso  alguno  prevalecer  contra  el  voto  del 
Tribunal. 

Art.  74.  En  ausencia  del  Presidente  de 
una  Corte  de  apelaciones  hará  sus  veces  el 
Magistrado  más  antiguo  de  los  que  se  en- 
contraren actualmente  en  el  Tribunal. 


TITULO  V 
De  la  Corte  Suprema. 

Art.  75.  La  Corte  Suprema  de  justicia 
tendrá  su  asiento  en  la  capital,  y  su  juris- 
dicción comprenderá  toda  la  República. 

Art.  76.  La  Corte  Suprema  se  com- 
pondrá de  cinco  Magistrados,  uno  de  los 
cuales  será  su  Presidente. 

La  designación  del  Presidente  se  suje- 
tará á  lo  dispuesto  en  el  art.  52. 

Art.  77.  La  Corte  Suprema  tendrá  tres 
Magistrados  suplentes,  y  tanto  éstos  como 
los  propietarios,  serán  electos  popular- 
mente. 

Su  período  constitucional  será  de  cuatro 
años,  á  contar  del  1."  de  Febrero  más  pró- 
ximo á  la  fecha  en  que  tomaren  posesión. 

Art.  78.  Para  ser  Magistrado  de  la  Cor- 
te Suprema  se  requieren  las  cualidades 
prescritas  para  los  Magistrados  de  las  Cor- 
tes de  apelaciones. 

No  podrán  ser  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  los  que  no  puedan  serlo  de  las 
Cortes  de  apelaciones, 

Art.  79.  La  Corte  Suprema,  además  de 
las  atribuciones  que  las  leyes  le  confieren, 
ejercerá  las  siguientes: 

1.*  Hacer  el  Reglamento  para  eu  régi- 
men interior. 


2.*  Conocer  de  los  delitos  oficiales  y 
comunes  de  los  altos  funcionarios  del  Es- 
tado, cuando  el  Congreso  los  haya  decla- 
rado con  lugar  á  formación  de  causa. 

3.*  Declarar  que  ha  lugar  á  formación 
de  causa,  por  delitos  oficiales  contra  los 
miembros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Fiscal 
é  Inspector  general  de  Hacienda,  Directo- 
res de  Rentas,  Correos  y  Telégrafos,  Go- 
bernadores políticos,  Administradores  de 
Rentas  y  Aduanas  y  Comandantes  depar- 
tamentales, seccionales  ó  de  puertos. 

4.^  Declarar  la  elección  de  sus  Magis- 
trados, propietarios  y  suplentes,  en  receso 
del  Congreso. 

5.^  Autorizar  á  los  Abogados,  Procura- 
dores y  Notarios,  recibidos  dentro  ó  fuera 
de  la  República,  para  el  ejercicio  de  su 
profesión,  y  suspenderlos  con  arreglo  á  las 
leyes. 

6.*  Nombrar  los  Magistrados  de  las 
Cortes  de  apelaciones,  los  Jueces  de  letras 
departamentales  y  seccionales,  y  los  re- 
presentantes del  Ministerio  público. 

7.*  Conceder  licencia  á  sus  propios 
miembros  y  á  los  funcionarios  ó  emplea- 
dos de  su  nombramiento,  y  conocer  de  las 
renuncias  de  estos  últimos. 

8.*  Conocer  del  recurso  de  inconstitu- 
cionalidad  de  las  leyes,  y  del  recurso  de 
amparo,  con  arreglo  á  lo  que  prescribe  la 
Ley  de  Amparo. 

9.*  Conocer  de  las  causas  de  presas, 
extradición  y  demás  que  deben  juzgarse 
conforme  al  Derecho  internacional. 

10.  Conceder  el  pase  á  los  suplicato- 
rios, y  declarar  la  autenticidad  de  los  do- 
cumentos judiciales  y  notariales  que  ven- 
gan del  exterior  para  tener  efecto  en  la 
República,  y  viceversa. 

Art.  80.  Incumbe  á  la  Corte  Suprema 
la  iniciativa  constitucional  de  las  leyes  en 
asuntos  de  su  competencia,  y  dar  su  dic- 
tamen en  el  término  que  el  Congreso  le 
señalare  sobre  las  leyes  relativas  á  la  Ad- 
ministración de  justicia. 

Art.  18.     La  Corte  Suprema  conocerá: 

1."  En  única  instancia,  de  los  recursos 
de  casación  que  se  entablaren  contra  las 
sentencias  pronunciadas  por  las  Cortes  de 
apelaciones,  por  los  arbitradores  de  con- 
formidad con  el  Código  de  procedimientos, 
y  por  el  Tribunal  Superior  de  cuentas. 

2.°  En  segunda  instancia,  de  las  causas 
de  que  conocen  en  primera  instancia  las 
Cortes  de  apelaciones,  ó  un  Magistrado  de 
la  Corte  Suprema,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  los  dos  artículos  siguientes: 

Art.  82.  De  las  acusaciones  ó  deman- 
das que  se  entablaren  contra  uno  ó  más 
miembros  de  la  Corte  Suprema  ó  de  las 
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Cortes  de  apelaciones,  para  hacer  efectiva 
su  responsabilidad  criminal  ó  civil,  cono- 
cerá en  primera  instancia  un  Magistrado 
de  la  Corte  Suprema  electo  por  ella  misma. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  conoci- 
miento de  los  delitos  oficiales  y  comunes 
de  los  altos  funcionarios  del  Estado. 

Art.  83.  De  las  causas  de  presas,  de  ex- 
tradición y  demás  que  deban  juzgarse  con 
arreglo  al  Dereclio  internacional,  conocerá 
en  primera  instancia  uno  de  los  Magistra- 
dos de  la  Corte  Suprema,  electo  en  los  tér- 
minos del  artículo  anterior. 

Art.  84.  Para  la  mejor  administración 
de  justicia,  la  Corte  Suprema  podrá  dictar 
autos  acordados,  que  son  disposiciones  re- 
glamentarias de  carácter  general  encami- 
nadas al  cumplimiento  exacto  de  las  dis- 
posiciones legales  vigentes  en  materia  de 
justicia. 

Los  autos  acordados  se  expedirán  de 
oficio  ó  por  consulta  de  los  Juzgados  y 
Tribunales,  pudiendo  oirse  con  voto  ilus- 
trativo á  todos  los  Magistrados,  Jueces  y 
Fiscales  residentes  en  la  capital. 

Los  autos  acordados  son  disciplinarios, 
pudiendo  llevar  como  sanción  correccio- 
nal multa  que  no  exceda  de  30  pesos. 

Art.  85.  La  Corte  Suprema  tendrá  en 
su  caso  las  facultades  que  corresponden  á 
las  Cortes  de  apelaciones  por  el  art.  57, 
para  corregir  las  faltas  de  obediencia  y 
respeto,  pudiendo  extender  la  multa  has- 
ta 30  pesos,  y  el  arresto  hasta  treinta  días. 

Art.  86.  Corresponde  á  la  Corte  Supre- 
ma ejercer  la  jurisdicción  correccional,  dis- 
ciplinaria y  económica  obre  todos  los  Tri- 
bunales y  Juzgados  de  la  República. 

En  virtud  de  esta  atribución  puede,  siem- 
pre que  lo  juzgue  conveniente,  corregir 
por  sí  misma  las  faltas  ó  abusos  que  cuales 
quiera  Jueces  ó  funcionarios  judiciales  co- 
metieren en  el  desempeño  de  su  ministe- 
rio, con  arreglo  á  los  artículos  58  y  59,  pu- 
diendo extender  la  multa  hasta  30  pesos. 

Puede  asimismo,  amonestar  á  cuales- 
quiera Jueces  ó  funcionarios  judiciales,  ó 
censurar  su  conducta,  cuando  ejercieren 
de  un  modo  abusivo  las  facultades  discre- 
cionales que  esta  ley  les  confiere,  ó  cuando 
faltaren  á  cualquiera  de  los  deberes  anexos 
á  su  ministerio,  sin  perjuicio  de  formarse 
el  proceso  correspondiente. 

Puede,  además,  siempre  que  notare  que 
algún  Juez  ó  funcionario  judicial  ha  come- 
tido un  delito  que  no  ha  recibido  castigo 
según  la  ley,  reconvenir  al  Juez  ó  funcio- 
nario que  lo  haya  dejado  impune,  á  fin  de 
que  se  le  aplique  la  pena  correspondiente. 

Art.  87.  La  Corte  Suprema,  siempre 
que  lo  e-stimarc  conveniente  y  por  medio 


de  uno  de  sus  miembros,  visitará  las  Cor- 
tes de  apelaciones  y  los  Juzgados  de  letras. 

El  Magistrado  visitador  tendrá  las  mis- 
mas facultades  disciplinarias  que  la  Corte 
Suprema,  de  conformidad  con  el  art.  59. 

Art.  88.  Son  aplicables  á  la  Corte  Su- 
prema las  disposiciones  de  esta  ley,  relati- 
vas á  los  acuerdos  de  las  .Cortes  de  apela- 
ciones y  á  los  Presidentes  de  las  mismas. 

Art.  89.  La  Corte  Suprema  publicará 
la  Gaceta  judicial,  que  será  el  periódico 
de  los  Juzgados  y  Tribunales. 

TÍTULO  VI 

Del  nombramiento,  instalación  y  sub- 
rogación de  los  Jueces  y  Magistra- 
dos. 


CAPITULO  PRIMERO 

DEL    NOMBRAMIENTO    DE   LOS    JUECES   Y    MA- 
GISTRADOS. 

Art.  90.  Los  Jueces  y  Magistrados  pue- 
den ser  nombrados  ó  elegidos  con  calidad 
de  propietarios  ó  de  suplentes,  de  confor- 
midad con  esta  ley.  Los  Jueces  de  letras 
pueden  también  ser  nombrados  con  cali- 
dad de  interinos. 

Es  propietario,  el  que  es  nombrado  para 
ocupar  por  el  periodo  legal  una  plaza  va- 
cante. 

Es  suplente,  el  que  es  nombrado  por  el 
periodo  legal  para  que  desempeñe  una  pla- 
za que  no  ha  vacado  ó  que  no  puede  ser 
servida  por  falta  ó  impedimenta^  del  pro- 
pietario. 

Es  interino,  el  que  es  nombrado  para 
que  sirva  una  plaza  vacante,  mientras  se 
procede  á  nombrar  el  propietario  ó  el  su- 
plente. 

Art.  91.  Nombrado  un  Juez  ó  Magis- 
trado para  ocupar  una  plaza  vacante,  y 
no  expresándose  en  su  título  con  qué  ca- 
lidad es  nombrado,  se  entenderá  que  lo  es 
con  la  de  propietario;  y-^'^finja- de  suplente, 
si  la  plaza  no  estuviere  'MMÉk^ 

Art.  92.  Los  Magistrad^de  la  Corte 
Suprema,  los  de  las  Corte/^de  apelaciones 
y  los  Jueces  de  letras  durarán  en  sus  fun- 
ciones cuarro  años,  que  se  computarán 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  77, 
pudiendo  ser  nombrados  indefinidamente. 

Art.  93.  La  Corte  Suprema  nombrar-á, 
libremente  los  Magistrados  do  las  Cortes 
de  apelaciones  y  los  Jueces  de  letras. 

Para  facilitar  estos  nombramientos,  las 
Cortes  de  apelaciones  remitirán  á  aquel 


64 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y  JURÍDICAS 


Tribunal,  el  31  de  Diciembre  de  cada  año, 
una  lista  completa  de  los  Abogados  resi- 
dentes en  su  respectiva  sección;  lista  que 
se  publicará  en  el  periódico  de  los  Tribu- 
nales. 

CAPÍTULO  II 

DE   LA   INSTALACIÓN  DE  LOS   JUECES  Y   MAGIS- 
TRADOS 

Art.  94.  Todo  Juez  ó  Magistrado,  para 
quedar  instalado  en  el  ejercicio  de  su  car- 
go, hará  la  promesa  siguiente:  aPrometo 
ser  Jiel  á  la  República,  cumplir  y  hacer 
cumplir  la  Constitución  y  las  leyes.-» 

El  Juez  ó  Magistrado  que,  estando  obli- 
gado á  tomar  posesión  de  su  cargo  se  ne- 
gare á  ello,  será  apremiado  discrecional- 
mente  con  pena  disciplinaria,  sin  perjuicio 
de  procesárseles  criminalmente. 

Art.  95.  Loá  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  prestarán  la  promesa  ante  el  Pre- 
sidente del  mismo  Tribunal. 

Los  de  las  Cortes  de  apelaciones,  ante 
el  Presidente  del  respectivo  Tribunal. 

Ante  el  mismo  funcionario  la  prestarán 
los  Jueces  de  letras. 

Ante  los  Jueces  de  letras  la  prestarán 
los  Jueces  de  paz. 

Art.  96.  En  los  lugares  donde  no  haya 
Cortes  de  apelaciones,  los  Jueces  de  letras 
prestarán  la  promesa  de  ley  ante  el  Alcal- 
de municipal. 

Donde  no  haya  Jueces  de  letras,  los  Jue- 
ces de  paz  prestarán  la  promesa  ante  el 
respectivo  Alcalde. 

El  Alcalde  que  hubiere  recibido  la  pro- 
mesa dará  inmediatamente  aviso  al  respec- 
tivo Juzgíido  ó  Tribunal,  remitiéndole  co- 
pia del  acta. 

Art.  97.  Los  integrantes  de  la  Corte 
Suprema  y  de  las  Cortes  de  apelaciones 
prestarán  la  promesa  la  primera  vez  que 
fueren  llamados  en  el  año. 

Los  Jueces  de  letras  y  los  Jueces  de  paz 
por  ministerio  de  la  ley  no  necesitarán 
prestarla. 

Art.  98.  La  promesa  de  los  Magistrados 
y  Jueces  instalados  se  hará  constar  en  el 
libro  respectivo,  extendiéndoseles  la  certi- 
ficación correspondiente,  si  la  pidieren. 

CAPITULO  III 

DE    LA   SUBROGACIÓN    DE    LOS   JUECES    Y   MA- 
GISTRADOS 

Art.  99.  Cuando  por  excusa  ó  recusa- 
ción no  pudiere  un  Juez  ^  paz  conocer  de 
un  asunto  determinado,  será  reemplazado 
por  el  otro  Juez  de  paz  propietario,  de  lo 
civil  ó  de  lo  criminal,  si  lo  hubiere,  y  á 


falta  ó  por  impedimento  de  éste,  por  el 
suplente  ó  suplentes,  Alcalde,  Regidores 
y  Síndicos  de  la  municipalidad,  por  su 
orden . 

Art.  100.  En  los  demás  casos  en  que 
faltare  un  Juez  de  paz,  entrará  á  reempla- 
zarlo el  respectivo  suplente,  ó  el  Alcalde  y 
demás  funcionarios  municipales,  en  los 
términos  del  articulo  anterior. 

Art.  101.  En  todos  los  casos  en  que  fal- 
tare ó  no  pudiere  conocer  de  determinados 
negocios  el  Juez  de  letras,  su  falta  será 
suplida  por  el  otro  Juez  de  letra,  de  lo  civil 
ó  de  lo  criminal,  si  lo  hubiere  en  el  asiento 
del  Juzgado. 

Si  en  el  asiento  del  Juzgado  no  hubiere 
más  que  un  Juez  de  letras,  la  falta  de  éste 
será  suplida  por  el  Juez  ó  Jueces  de  paz, 
propietario  ó  suplentes,  ó  por  el  Alcalde, 
Regidores  ó  Síndicos  de  la  residencia  del 
Juez,  por  su  orden. 

Art.  102.  La  Corte  Suprema  nombra- 
rá dos  Magistrados  suplentes,  por  el  perio- 
do legal,  para  cada  una  de  las  Cortes  de 
apelaciones. 

Art.  103.  Tanto  en  la  Corte  Suprema 
como  en  las  Cortes  de  apelaciones,  los  Ma- 
gistrados suplentes  servirán  por  turno 
mensual. 

Ai't.  104.  Si  no  pudiere  entrar  á  des- 
empeñar este  cargo  ninguno  de  los  suplen- 
tes nombrados,  se  llamarán  otros  Aboga- 
dos en  calidad  de  integrantes,  los  cuales 
se  designarán  en  cada  caso  por  los  Magis- 
trados que  quedaren  del  Tribunal,  siempre 
que  reúnan  las  condiciones  para  ser  Ma- 
gistrados. 

El  llamamiento  de  integrantes  de  que 
habla  el  párrafo  precedente,  se  hará  saber 
á  las  partes  antes  de  entrar  aquéllos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 

Si  no  hubiere  Abogados,  podrán  llamar- 
se como  integrantes  otras  personas  que  re- 
unan  las  demás  cualidades  requeridas  para 
ser  Magistrados. 

Art.  105.  Los  suplentes  ó  integrantes 
de  la  Corte  Suprema  y  de  las  Cortes  de 
apelaciones  devengarán  las  dietas  que  la 
ley  asigna  á  los  Magistrados  cuando  pres- 
tan su  asistencia  al  Tribunal. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  Jueces 
de  letras  por  ministerio  de  la  ley. 

TÍTULO  VII 

De  los  deberes  y  prohibiciones  de  los 
Jueces  y  Magistrados. 

Art.  106.  Todos  los  Jueces  y  Magistra- 
dos propietarios  están  obligados  á  residir 
constantemente  en  la  ciudad  ó  población 
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donde  tenga  su  asiento  el  Juzgado  ó  Tri- 
bunal en  que  deben  prestar  sus  servicios, 
excepto  cuando  tengan  que  ausentarse  por 
razón  del  servicio  en  los  casos  que  deter- 
minen las  leyes. 

Los  suplentes  en  su  turno,  y  los  inte- 
grantes en  su  caso,  no  podrán  ausentarse 
sin  autorización  del  Juzgado  ó  Tribunal. 

Art.  107.  Los  Jueces  y  Magistrados 
propietarios,  y  los  suplentes  é  integrantes 
en  su  caso,  están  obligados  á  asistir  á  su 
oficina  todos  los  días,  y  á  permanecer  en 
ella  desempeñando  sus  funciones  durante 
cuatro  horas,  por  lo  menos. 

Art.  108.  Las  obligaciones  de  residen- 
cia y  asistencia  diaria  cesarán  durante  los 
días  feriados. 

Son  feriados  únicamente  los  domingos, 
el  1."  de  Enero  y  el  15  de  Septiembre. 

Art.  109.  Es  prohibido  á  todos  los  Jue- 
cer  y  Magistrados  ejercer  la  abogacía  y  la 
procuración  en  cualquier  Juzgado  ó  Tri- 
bunal, y  sólo  podrán  defender  causas  per- 
sonales, ó  de  su  cónyuge,  pupilos  y  parien- 
tes dentro  del  cuarto  grado  de  consaguini- 
dad  ó  segundo  de  afinidad. 

La  prohibición  del  párrafo  anterior  no 
comprende  á  los  Jueces  y  Magistrados  su- 
plentes, ni  á  los  Jueces  de  paz. 

Art.  110.  El  ejercicio  del  notariado  es 
prohibido  á  los  Magistrados  propietarios, 
pero  no  á  los  suplentes. 

Art.  111.  Los  Jueces  y  Magistrados  es- 
tán obligados  á  despachar  los  asuntos  so- 
metidos á  su  conocimiento  con  toda  la 
brevedad  que  las  atenciones  de  su  minis- 
terio les  permitan,  guardando  el  orden  de 
antigüedad  de  los  asuntos,  salvo  cuando 
motivos  graves  y  urgentes  exijan  que  di- 
cho orden  se  altere. 

Art.  112.  Los  Jueces  y  Magistrados  de- 
berán abstenerse,  en  absoluto,  de  expresar 
y  aun  de  insinuar  su  juicio  respecto  de  los 
asuntos  que  por  ley  son  llamados  á  fallar. 

Deberán  igualmente  abstenerse  de  dar 
oídos  á  toda  alegación  que  las  partes,  ó  cua- 
lesquiera personas  á  nombre  de  ellas,  in- 
tentaren hacerles  en  cualesquiera  lugares 
y  circunstancias. 

Art.  113.  Es  prohibido  á  todos  los  Jue- 
ces y  Magistrados,  bajo  pena  de  nulidad, 
comprar  ó  adquirirá  cualquier  título,  para 
sí  ó  para  otro,  las  cosas  ó  derechos  que  se 
litiguen  en  los  juicios  de  que  conozcan. 

TITULO  VIII 

De  las  licencias  y  de  la  suspensión  y 
terminación  de  las  funciones  de  los 
Jueces  y  Magistrados. 

Art.  114.     La  Corte  Suprema  podrá  con- 


ceder licencia  á  sus  propios  miembros,  á 
los  Magistrados  de  las  Cortes  de  apelacio- 
nes, á  los  Jueces  de  letras  y  á  los  demás 
empleados  de  su  nombramiento  hasta  por 
tres  meses  en  el  año. 

Se  concederá  el  goce  de  sueldo  por  un 
mes  de  licencia. 

Las  Cortes  de  apelaciones  podrán  con- 
ceder licencia  á  los  empleados  de  su  nom- 
bramiento, en  los  mismos  términos  de  los 
párrafos  anteriores. 

Igual  facultad  corresponde  á  los  Jueces 
de  letras  respecto  de  sus  subalternos  y  de 
los  Jueces  de  paz,  y  á  éstos,  respecto  de 
sus  subalternos. 

Art.  115.  El  cargo  de  los  Jueces  y  Ma- 
gistrados se  suspenderá: 

1.°    Por  licencia. 

2.°  Por  hallarse  procesados  por  delitos 
graves  ó  por  simples  delitos,  ya  sean  ofi- 
ciales ó  comunes. 

Se  entiende  que  hay  proceso  en  los  de- 
litos oficiales  desde  que  se  declara  que  hay 
lugar  á  formación  de  causa,  ó  que  es  ad- 
misible la  acusación,  y  en  los  delitos  co- 
munes desde  que  se  decreta  auto  de  prisión. 

El  Juez  ó  Magistrado  que  fuere  absuelto 
volverá  al  ejercicio  de  su  cargo. 

3."  Por  sentencia  ejecutoria  que  impon- 
ga la  suspenáión  como  pena  principal. 

Art.  116  El  cargo  de  los  Jueces  y  Ma- 
gistrados terminará: 

I.**  Por  renuncia  del  mismo  cargo  acep- 
tada legalmente. 

2.°  Por  promoción  á  otro  empleo  judi- 
cial, si  se  aceptare  el  nuevo  nombra- 
miento. 

3."  Por  la  aceptación  de  un  cargo  del 
orden  administrativo,  si  el  cargo  lleva  ane- 
xa jurisdicción. 

Se  entiende  por  jurisdicción  administra- 
tiva el  poder  ó  autoridad  que  tienen  los 
empleados  públicos,  individual  ó  colectiva- 
mente, para  gobernar  y  poner  en  ejecución 
las  leyes  en  el  orden  administrativo. 

4.°  Por  incurrir  en  la  pena  de  inhabi- 
litación absoluta  ó  especial  para  el  'cargo. 

5.°  Por  sentencia  firme  que  imponga 
pena  más  que  correccional. 

6."  Por  incurrir  en  alguna  incapacidad 
legal  para  ejercer  el  cargo. 

Si  dos  miembros  do  un  Tribunal  contra- 
jeren afinidad  dentro  del  segundo  grado, 
aquel  por  cuyo  matrimonio  se  haya  con- 
traído el  parentesco,  cesará  en  su  destino. 

7.°  Por  concluir  el  periodo  de  nombra- 
miento ó  elección. 

Las  funciones  de  los  Jueces  y  Magistra- 
dos se  prorrogarán  de  derecho  hasta  que 
tome  posesión  su  sucesor,  aunque  tuvieren 
sustituto  legal. 
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TITULO  IX 
De  los  Jaecas  arbitros. 

Art.  117.  Se  llaman  arbitros  los  Jueces 
nombrados  por  las  partes  de  común  acuer- 
do, ó  por  la  Autoridad  judicial  en  subsidio, 
para  la  resolución  de  un  asunto  litigioso. 

Este  nombramiento  puede  hacerse  con 
calidad  de  arbitros  de  derecho,  ó  con  la  de 
arbitradores  ó  amigables  componedores. 

Art.  118.  Deberán  resolverse  por  arbi- 
tros : 

1."  La  liquidación  de  una  sociedad  con- 
yugal, ó  de  una  sociedad  colectiva  ó  en  co- 
mandita civil. 

2."    La  partición  de  bienes. 

3."  Las  cuestiones  á  que  diere  lugar  la 
presentación  de  la  cuenta  del  gerente  ó  del 
liquidador  de  una  sociedad  comercial. 

4.°  Las  diferencias  que  ocurrieren  entre 
los  socios  de  una  sociedad  anónima,  ó  de 
una  sociedad  colectiva  ó  en  comandita  co- 
mercial, ó  entre  los  asociados  de  una  cuen- 
ta en  participación. 

Art.  119.  No  podrán  resolverse  por  ar- 
bitros : 

1."  Las  causas  criminales  en  ningún 
caso. 

2."  Los  asuntos  civiles  en  que  deba  ser 
oído  el  Ministerio  público,  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior. 

Art.  120.  Del  nombramiento  de  los  ar- 
bitros y  de  sus  atribuciones,  se  trata  en  el 
Código  de  procedimientos. 

TITULO  X 
De  la  responsabilidad  judiciaL 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  RESPONSABILIDAD  CRIMINAL  DE  LOS 
JUECES  Y  MAGISTRADOS 

Art.  121  La  responsabilidad  criminal 
podrá  exigirse  á  los  Jueces  ó  Magistrados 
cuando  infringieren  leyes  relativas  al  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  en  los  casos  expre- 
samente previstos  en  el  Código  penal  ó  en 
otras  leyes  especiales. 

Esta  disposición  sólo  es  aplicable  á  los 
Magistrados  de  la  Corte  Suprema  cuando 
sean  declarados  con  lugar  á  formación  de 
causa,  de  conformidad  con  el  art.  158  de  la 
Constitución. 

Art.  122.  El  juicio  de  responsabilidad 
criminal  contra  los  Jueces  y  Magistrados 
sólo  podrá  incoarse: 


1."  En  virtud  de  providencia  de  Juzga- 
do ó  Tribunal  competente. 

2.°    A  instancia  del  Ministerio  páblico. 

3.°  A  instancia  de  la  parte  agraviada  ó 
de  sus  causahabientes. 

Art.  123.  Cuando  la  Corte  Suprema, 
por  razón  de  los  pleitos  ó  causas  de  que  co- 
nozca, ó  de  la  inspección  y  vigilancia  que 
sobre  sus  inferiores  ejerza,  ó  por  cualquier 
otro  medio  tuviere  noticia  de  algún  acto  de 
Jueces  ó  Magistrados  que  pueda  calificai'se 
de  delito,  mandará  formar  causa  para  su 
averiguación  y  comprobación,  oyendo  pre- 
viamente al  Ministerio  público. 

Art.  124.  Lo  ordenado  en  el  articulo  an- 
terior será  extensivo  á  los  demás  Jueces  y 
Tribunales,  en  el  caso  de  que  sea  de  su 
competencia  conocer  del  hecho  que  pueda 
calificarse  de  delito. 

Si  no  fuere  de  su  competencia,  pondrán 
en  conocimiento  del  Juzgado  ó  Tribunal 
que  la  tenga,  los  hechos,  con  los  antece- 
dentes que  puedan  ser  útiles  en  los  autos. 

Art.  125.  El  Juez  ó  Tribunal  competen- 
te pondrá  en  conocimiento  de  su  Fiscal 
los  hechos  y  losantecedentes  que  tenga  para 
que  pueda  ejercitar  la  acción  criminal  co- 
rrespondiente. 

Art.  126.  El  Ministerio  páblico  podrá 
promover  procedimientos  criminales: 

1."  En  cumplimiento  de  una  orden  de 
Juzgado  ó  Tribunal  competente. 

2."  En  cumplimiento  del  deber  que 
tiene  de  promover  el  descubrimiento  y  el 
castigo  de  los  delitos. 

Art.  127.  Cuando  un  Fiscal  incompe- 
tente tuviere  conocimiento  de  haber  delin- 
quido algún  Juez  ó  Magistrado,  lo  comuni- 
cará al  Fiscal  correspondiente. 

Art.  128.  Para  que  pueda  incoarse  cau- 
sa para  exigir  la  responsabilidad  criminal 
á  Jueces  ó  Magistrados,  deberá  preceder 
un  antejuicio  con  arreglo  á  los  trámites 
que  establece  el  Código  de  Procedimientos, 
que  tendrá  por  objeto  declarar  la  admisibi- 
lidad de  la  acusación. 

Esta  declaración  no  prejuzgará  su  crimi- 
nalidad. 

Art.  129.  Del  antejuicio  de  que  trata  el 
articulo  que  precede,  conocerá  el  mismo 
Juzgado  ó  Tribunal  que  en  su  caso  deba 
conocer  de  la  causa. 

CAPITULO  II 

DE  LA   RESPONSABILIDAD  CIVIL  DE  LOS  JUECES 
Y  MAGISTRADOS 

Art.  130.  Fuera  de  los  casos  á  que  se 
refiere  el  art.  121,  la  responsabilidad  civil 
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de  los  Jueces  y  Magistrados  estará  limita- 
da al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjui- 
cios estimables  que  causen  á  las  partes, 
cuando  en  el  desempeño  de  sus  funciones 
infrinjan  las  leyes  por  negligencia  ó  igno- 
rancia inexcusables. 

Art.  131.  Se  entenderán  por  perjuicios 
estimables,  para  los  efectos  del  artículo  an- 
terior, todos  los  que  pueden  ser  apreciados 
en  metálico  al  prudente  arbitrio  de  los  Juz- 
gados ó  Tribunales. 

Art.  132.  Se  tendrán  por  inexcusables 
la  negligencia  ó  la  ignorancia  cuando,  aun- 
que sin  intención,  se  hubiere  dictado  pro- 
videncia manifiestamente  contraria  á  la 
ley,  ó  se  hubiere  faltado  á  algún  trámite  ó 
solemnidad,  mandada  observar  por  la  mis- 
ma ley  bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  133.  La  responsabilidad  civil  sola- 
mente podrá  exigirse  á  instancia  de  la  par- 
te perjudicada  ó  de  sus  causahabieníes,  en 
juicio  ordinario  y  ante  el  Juzgado  ó  Tribu- 
nal inmediatamente  superior  al  que  hubie- 
re incurrido  en  ella. 

Art.  134.  No  podrá  entablar  el  juicio  de 
responsabilidad  civil  el  que  no  haya  recla- 
mado oportunamente  durante  el  juicio,  pu- 
diendo  hacerlo. 

CAPITULO  III 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LOS  DOS  CAPÍTULOS 
ANTERIORES 

Art.  135.  La  responsabtlidad  judicial 
afectará  solidariamente  á  todos  los  Jueces 
y  Magistrados  que  hubieren  incuriñdo  en 
ella. 

Art.  136.  Las  acciones  que  establece 
este  titulo  no  podrán  entablarse  mientras 
estuviere  pendiente  la  causa  ó  pleito  en  que 
se  supone  el  agravio,  y  prescribirán  en  un 
año,  á  contar  üesde  que  termine  el  asunto. 

En  los  delitos  á  que  se  refiere  el  art.  160 
de  la  Constitución,  el  término  de  la  pres- 
cripción comenzará  á  contarse  en  la  forma 
que  el  mismo  artículo  determina. 

Art.  137.     En  ningún  caso  la  sentencia 

S renunciada  en  el  juicio  de  responsabili- 
ad  alterará  la  sentencia  firme. 

TITULO  XI 

De  la  competencia. 

CAPÍTULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES  COMUNES 

Art.  138.  La  competencia  es  la  facultad 
que  tiene  cada  Juez  ó  Tribunal  para  cono- 


cer de  los  negocios  que  las  leyes  han  colo- 
cado dentro  de  la  esfera  de  sus  atribucio- 
nes. 

Art.  139.  Radicado  con  arreglo  á  la  ley 
el  conocimiento  de  un  negocio  ante  Juez  ó 
Tribunal  competente,  no  se  alterará  esta 
competencia  por  causa  sobreviniente. 

Art.  140.  Una  vez  fijada  con  arreglo  á 
la  ley  la  competencia  de  un  Juez  ó  Tribu- 
nal inferior  para  conocer  en  primera  ins- 
tancia de  un  determinado  asunto,  queda 
igualmente  fijada  la  del  Juez  ó  Tribunal 
superior  que  debe  conocer  el  mismo  asun- 
to en  segunda  instancia. 

Art.  141.  Los  Jueces  y  Tribunales  que 
tengan  competencia  para  conocer  de  un 
pleito  ó  de  una  causa  determinada,  la  ten- 
drán también  para  las  excepciones  que  en 
en  ellos  se  propongan,  para  la  reconven- 
ción en  los  casos  en  que  proceda,  para  to- 
das sus  incidencias,  para  llevar  á  efecto 
las  providencias  de  tramitación,  y  para  la 
ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  142.  Cuando  según  la  ley  fueren 
competentes  para  conocer  de  un  mismo 
asunto  dos  ó  más  Jueces  ó  Tribunales,  nin- 
guno de  ellos  podrá  excusarse  del  conoci- 
miento, bajo  pretexto  de  haber  otros  Jue- 
ces ó  tribunales  que  puedan  conocer  del 
mismo  asunto;  pero  el  que  haya  prevenido 
en  el  conocimiento  excluye  á  los  demás, 
los  cuales  dejan  de.sde  entonces  de  ser 
competentes. 

Art.  143.  La  jurisdicción  civil  podrá 
prorrogarse  á  Juez  ó  Tribunal  que,  por  ra- 
zón de  la  materia,  de  la  cantidad  objeto  del 
litigio  y  de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  or- 
den judicial,  pueda  conocer  del  negocio 
que  ante  él  se  proponga. 

La  jurisdicción  criminal  es  improrro- 
gable. 

CAPITULO  II 

DE  LA  COMPETENCIA  EN  LO  CIVIL 

Sección  primera. 
Reglas  generales. 

Art.  144.  El  Juzgado  ó  Tribunal  á  que 
los  litigantes  se  someticren,  expresa  ó  tá- 
citamente, será  el  competente  para  cono- 
cer de  los  pleitos  y  actos  á  que  dé  origen 
el  ejercicio  de  las  acciones  civiles,  siempre 
que  la  sumisión  se  haga  en  quien  tenga  ju- 
risdicción para  conocer  de  la  misma  clase 
de  negocios  y  en  el  mismo  grado. 

Art.  145.  Se  entenderá  por  sumisión 
expresa  la  hecha  por  los  interesados  renun- 
ciando clara  y  terminantemente  á  su  do- 
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micilio  propio  y  designando  con  toda  pre- 
cisión aquél  á  que  se  sometieren. 

Arí.  146.  Se  entenderá  hecha  la  sumi- 
sión tácita: 

1."  Por  el  demandante,  en  el  hecho  de 
acudir  al  Juez  interponiendo  la  demanda. 

2."  Por  el  demandado,  en  el  hecho  de 
hacer,  después  de  apersonado  en  juicio, 
cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de  propo- 
ner la  declinatoria. 

Art.  147.  Fuera  de  los  casos  de  sumi- 
sión expresa  ó  tácita  de  que  tratan  los  ar- 
tículos anteriores,  se  seguirán  las  reglas 
siguientes  de  competencia  en  los  negocios 
civiles: 

1.^  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten 
acciones  personales,  será  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obli- 
gación, y  á  falta  de  éáte,  á  elección  del  de- 
mandante, el  del  domicilio  del  demandado 
ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose 
en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  ha- 
cerse el  emplazamiento. 

Cuando  la  demanda  se  dirija  simultánea- 
mente contra  dos  ó  más  personas  que  resi- 
dan en  pueblos  diferentes,  y  estén  obliga- 
das mancomunada  ó  solidariamente,  no 
habiendo  lugar  designado  para  el  cumpli- 
miento de  la  obligación,  será  Juez  compe- 
tente el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los 
demandados,  á  elección  del  demandante. 

2."  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten 
acciones  reales  sobre  bienes  muebles  ó 
semovientes,  será  Juez  competente  el  del 
del  lugar  en  que  se  hallen,  ó  el  del  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del  deman- 
dante. 

3.*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten 
acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles, 
sreá  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
esté  sita  la  cosa  litigiosa. 

Cuando  la  acción  real  se  ejercite  sobre 
varias  cosas  inmuebles  sitas  en  diferentes 
jurisdicciones,  pero  que  se  funden  en  un 
solo  titulo  singular  de  adquisición  ó  formen 
una  sola  heredad  ó  coto,  será  Juez  compe- 
tente el  de  cualquiera  de  los  lugares  en 
cuya  jurisdicción  estén  sitos  los  bienes,  á 
elección  del  demandante. 

4.*  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten 
acciones  mixtas,  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas  ó  el 
del  domicilio  del  demandado,  á  elección 
del  demandante. 

Art.  148.  El  domicilio  de  las  mujeres 
casadas  que  no  estén  separadas  legalmente 
de  sus  maridos,  será  el  que  éstos  tengan. 

El  domicilio  de  los  hijos  constituidos  en 
potestad,  el  de  sus  padres. 

El  de  los  menores  ó  incapacitados  suje- 
tos á  guardaduría,  el  de  sus  guardadores. 


Art.  149.  El  domicilio  legal  de  los  co- 
merciantes, en  todo  lo  que  concierne  á  ac- 
tos ó  contratos  mercantiles  y  á  sus  conse- 
cuencias, será  el  pueblo  donde  tuvieren  el 
centro  de  sus  operaciones  comerciales. 

Los  que  tuvieren  establecimientos  mer- 
cantiles á  su  cargo  en  diferentes  demarca- 
ciones judiciales,  podrán  ser  demandados 
por  acciones  personales  en  aquella  en  que 
tuvieren  el  principal  establecimiento,  ó  en 
la  que  se  hubieren  obligado,  á  elección  del 
demandante. 

Respecto  á  los  concursos  de  acreedores 
y  á  las  quiebras,  se  estará  á  lo  prevenido 
en  las  reglas  18  y  19  del  art.  159. 

En  todo  lo  que  no  se  refiera  á  operacio- 
nes mercantiles,  estarán  los  comerciantes 
sujetos  á  lo  dispuesto  en  el  art.  147. 

Art.  150.  El  domicilio  de  las  compañías 
civiles  y  mercantiles  será  el  pueblo  que, 
como  tal,  esté  señalado  en  la  escritura  de 
sociedad  ó  en  los  estatutos  por  que  se  rijan. 

No  constando  esta  circunstancia,  se  es- 
tará á  lo  establecido  respecto  á  los  comer- 
ciantes en  el  párrafo  segundo  del  artículo 
anterior. 

Exceptúanse  de  lo  establecido  en  los  pá- 
rrafos anteriores  las  compañías  en  partici- 
pación, en  lo  que  se  refiera  á  los  litigios 
que  puedan  promoverse  entre  los  asocia- 
dos, respecto  á  los  cuales  se  estará  á  lo  que 
prescriben  las  disposiciones  generales  de 
esta  ley. 

Art.  151.  El  domicilio  legal  de  los  em- 
pleados será  el  pueblo  en  que  sirvieren  su 
destino.  Cuando  por  razón  de  él  ambularen 
continuamente,  se  considerarán  domicilia- 
dos en  el  pueblo  en  que  vivieren  más  fre- 
cuentemente. 

Art.  152.  El  domicilio  legal  de  los  mili- 
tares en  servicio  activo  será  el  del  pueblo 
en  que  se  hallare  el  Cuerpo  á  que  perte- 
nezcan al  hacerse  el  emplazamiento. 

Art.  153.  En  los  casos  en  que  esté  se- 
ñalado el  domicilio  para  determinar  la 
competencia,  si  el  que  ha  de  ser  demanda- 
do no  lo  tuviere  en  algún  pueblo  de  la  Re- 
pública, será  Juez  competente  el  de  su  re-^ 
sidencia.  Los  que  no  tuvieren  domicilio  ni 
residencia  tíja,  podrán  ser  demandados  en 
el  lugar  en  que  se  hallen,  ó  en  el  de  su 
última  residencia,  á  elección  del  deman- 
dante. 

Art.  454.  El  valor  de  las  demandas  para 
determinar  por  él  la  competencia  de  ju- 
risdicción, se  calculará  por  las  reglas  si- 
guientes: 

1.*  En  los  juicios  petitorios  sobre  el  de- 
recho de  exigir  prestaciones  anuales  y  per- 
petuas, se  calculará  el  valor  por  el  de  una 
anualidad  multiplicada  por  25. 
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2.*  Si  la  prestación  fuere  vitalicia,  se 
multiplicará  por  10  la  anualidad. 

3.*  Eii  las  obligaciones  pagaderas  á  pla- 
zos diversos,  se  calculará  el  valor  por  el  de 
toda  la  obligación  cuando  el,  juicio  verse 
sobre  la  validez  del  principio  mismo  de  que 
proceda  la  obligación  en  su  totalidad. 

4.*  Cuando  varios  créditos  pertenecie- 
ren á  diversos  interesados  y  procedieren  de 
un  mismo  titulo  de  obligación  contra  un 
deudor  común,  la  demanda  que  cada  acree- 
dor ó  dos  ó  más  acreedores  entablaren  por 
separado  para  que  se  les  pague  lo  que  les 
corresponda,  se  calculará  como  valor  de  la 
demanda  la  cantidad  á  que  ascienda  la  re- 
clamación. 

5.^  En  las  demandas  sobre  servidum- 
bres se  calculará  su  cuantía  por  el  precio 
de  adquisición  de  las  mismas  servidumbres, 
si  constare. 

6."  En  las  acciones  reales  ó  mixtas  se 
calculará  el  valor  de  la  cosa  inmueble  ó  li- 
tigiosa por  el  que  conste  en  la  escritura 
más  moderna  de  su  enajenación. 

Cuando  por  medio  de  la  acción  real  ó 
mixta  se  demanden  con  los  bienes  las  ren- 
tas que  hayan  producido,  se  acumularán 
éstas  al  valor  de  la  demanda. 

7.*  En  las  demandas  que  comprendie- 
ren muchos  créditos  contra  el  mismo  deu- 
dor, se  calculará  su  cuantía  por  el  de  todos 
los  créditos  reunidos. 

8.*  En  los  pleitos  sobre  pago  de  crédi- 
tos con  intereses  ó  frutos,  si  en  la  deman- 
da se  pidieren  con  el  principal  los  venci- 
dos y  no  pagados,  se  hará  la  computación 
sumando  entre  sí  el  uno  y  los  otros. 

Se  tendrá  por  cierta  y  líquida  la  cuantía 
de  los  frutos,  cuando  el  actor  expresare  en 
la  demanda  su  importe  anual  y  el  tiempo 
que  haya  transcurrido  sin  pagarse. 

Si  el  importe  de  los  intereses  ó  frutos  no 
fuere  cierto  y  lí([uido,  se  prescindirá  de  él, 
no  tomando  en  cuenta  masque  el  principal. 

9.*  La  disposición  de  la  regla  preceden- 
te es  aplicable  al  caso  en  que  se  pidan  en 
la  demanda  con  el  principal,  los  perjuicios. 

10.  Para  la  fijación  del  valor  de  la  de- 
manda no  se  tomarán  en  cuenta  los  frutos 
ó  intereses  por  correr,  sino  los  corridos. 

11.  Cuando  por  los  datos  expresados  en 
las  reglas  anteriores  no  pudiere  determi- 
narse el  víilor  de  la  demanda,  se  estimará 
por  el  que  le  dieren  las  partes  de  conformi- 
dad, y  estando  discordes,  por  el  que  esti- 
me un  perito  nombrado  de  común  acuerdo 
por  las  mismas. 

Si  no  se  pusieren  de  acuerdo  sobre  la 
elección  de  un  solo  perito,  nombrará  cada 
parte  el  que  estime  y  el  Juez  un  tercero, 
para  que  juntos  aquéllos  hagan  la  valora- 


ción, dirimiendo  el  tercero  la  discordia  si 
la  hubiere. 

Art.  155.  Cuando  no  pueda  determinar- 
se, según  las  reglas  del  artículo  anterior, 
la  cuantía  de  la  demanda,  no  caerá  bajo  la 
competencia  de  la  jurisdicción  de  los  Jue- 
ces y  Tribunales  que  la  tengan  limitada 
por  razón  de  cantidad. 

Art.  156.  Lo  establecido  en  el  art.  154 
no  se  aplicará  á  las  demandas  relativas  á 
derechos  políticos  ú  honoríficos,  exencio- 
nes personales,  filiación,  paternidad,  ma- 
ternidad, tutela,  curaduría,  interdicción,  y 
cualquiera  otra  que  verse  sobre  el  estado 
civil  y  condición  de  las  personas. 

Art.  157.  Lo  establecido  en  este  capitu- 
lo comprenderá  á  los  extranjeros  que  acu- 
dieren á  los  Juzgados  y  Tribunales  hondu- 
renos promoviendo  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  interviniendo  en  ellos  ó  com- 
pareciendo en  juicio  como  demandantes  ó 
como  demandados,  contra  hondurenos  ó 
contra  otros  extranjeros,  cuando  proceda 
que  conozca  la  jurisdicción  hondurena  «on 
arreglo  á  las  leyes  de  la  República  ó  á  los 
Tratados  con  otras  potencias. 

Art.  158.  Se  estará  á  lo  que  establez- 
can las  leyes  especiales  que  en  determina- 
dos negocios  fijen  otras  reglas  de  compe- 
tencia. 

Sección  segunda. 
Keglas  especiales. 

Art.  159.  No  obstante  las  reglas  esta- 
blecidas en  el  art.  147,  se  observarán  en 
los  negocios  y  causas  civiles  que  á  conti- 
nuación se  expresan,  las  siguientes: 

1.*  En  las  demandas  sobre  estado  civil, 
será  Juez  competente  el  del  domicilio  del 
demandado. 

2.^  En  los  depósitos  de  personas,  será 
Juez  competente  el  que  conozca  del  pteito 
ó  causa  que  los  motive. 

Cuando  no  hubiere  autos  anteriores,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  de  la  per- 
sona que  deba  ser  depositada. 

Cuando  circunstancias  particulares  lo 
exigieren,  podrá  decretar,  interina  y  pro- 
visionalmente el  depósito,  el  Juez  de  paz 
del  lugar  en  que  se  encontrare  la  persona 
que  deba  ser  depositada,  remitiendo  las  di- 
ligencias al  Juez  del  domicilio,  y  poniendo 
á  su  disposición  la  persona  depositada. 

3.*  En  las  cuestiones  de  alimentos,  cuan- 
do éstos  se  pidan  incidentalmente,  en  los 
casos  de  depósitos  de  personas,  ó  en  un 
juicio,  será  competente  el  Juez  que  conoz- 
ca de  los  autos. 
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Cuando  los  alimentos  sean  el  objeto  prin- 
cipal de  un  juicio,  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  tenga  su  domicilio  aquel  á 
quien  se  pidan. 

4.*  En  el  nombramiento  y  discernimien- 
to de  los  cargos  de  tutores  y  curadores  para 
los  bienes,  y  excusas  de  estos  cargos,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  padre 
ó  de  la  madre  cuya  muerte  ocasionare  el 
nombramiento,  y  en  su  defecto,  el  Juez  del 
domicilio  del  menor  ó  el  del  incapacitado, 
ó  el  de  cualquier  lugar  en  que  tuviere  bie- 
nes inmuebles. 

5.*  Enelnombramientoy  discernimien- 
to de  los  cargos  de  curadores  para  pleitos, 
será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que 
los  menores  ó  incapacitados  tengan  su  do- 
micilio, ó  el  del  lugar  en  que  necesitaren 
comparecer  en  juicio. 

6.*  En  las  demandas  en  que  se  ejercita- 
ren acciones  relativas  á  la  gestión  de  la  tu- 
tela ó  curaduría,  en  las  excusas  de  estos 
cargos  después  de  haber  empezado  á  ejer- 
cerlos, y  en  las  demandas  de  remoción  de 
los  guardadores,  como  sospechosos,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se 
hubiere  administrado  la  guardaduria  en 
su  parte  principal,  ó  el  del  domicilio  del 
menor. 

7.*  En  las  autorizaciones  para  la  venta 
de  bienes  de  menores  é  incapacitados,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  los 
bienes  se  anministraren,  ó  el  del  domicilio 
de  aquellos  á  quienes  pertenecieren. 

8.*  En  las  informaciones  para  dispen- 
sas de  ley  y  en  las  habilitaciones  para  com- 
parecer en  juicio,  cuando  por  derecho  se 
requieran,  será  Juez  competente  el  del  do- 
micilio del  que  las  solicitare. 

9.*  En  las  informaciones  para  perpetua 
memoria,  será  Juez  competente  el  del  lu- 
gar ó  lugares  en  que  hayan  ocurrido  los 
hechos,  ó  aquel  en  que  estén,  aunque  sea 
accidentalmente,  los  testigos  que  hayan  de 
declarar. 

Cuando  estas  informaciones  se  refieran 
al  estado  actual  de  cosas  inmuebles,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  estu- 
vieran sito-s. 

10.  En  las  demandas  deducidas  en  jui- 
cio sobre  obligaciones  de  garantía  ó  com- 
plementos de  otras  anteriores,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  se  conozca 
de  la  obligación  principal  sobre  que  reca- 
yeren . 

11  En  las  demandas  de  reconvención, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se 
hubiere  interpuesto  la  que  hubiese  promo- 
vido el  litigio. 

No  es  aplicable  esta  regla  cuando  el  va- 
lor de  lo  pedido  en  la  reconvención  ex- 


cediere de  la  cuantía  á  que  alcancen  las 
atribuciones  del  Juez  que  entendiere  en  la 
primera  demanda,  en  cuyo  caso  reservará 
éste  al  actor  de  la  reconvención  su  dere- 
cho para  que  ejercite  su  acción  donde  co- 
rresponda. 

12.  En  las  demandas  en  que  se  ejercite 
la  acción  de  desahucio,  será  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  donde  estuviese  sita  la 
cosa  que  dé  ocasión  ajuicio,  ó  el  del  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del  deman- 
dante. 

13.  En  el  juicio  de  petición  de  herencia, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
estén  sitos  los  bienes,  ó  aquél  en  que  radi- 
que la  testamentaria  ó  abintestato,  ó  el 
del  domicilio  del  finado,  á  elección  del  in- 
teresado. 

14.  En  los  interdictos  de  amparo,  des- 
pojo y  restitución,  en  los  de  obra  nueva  y 
obra  vieja,  y  en  los  deslindes,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  esté  sita  la 
cosa  objeto  del  interdicto  ó  deslinde. 

15.  En  las  diligencias  para  elevar  á  es- 
critura pública  lo->  testamentos  otorgados 
verbalmente,  ó  los  escritos  sin  interven- 
ción de  Notario  público,  y  en  las  que  ha- 
yan de  practicarse  para  la  apertura  de  los 
testamentos  cerrados,  será  Juez  competen- 
te el  del  lugar  en  que  se  hubieren  otorga- 
do respectivamente  los  escritos  sin  inter- 
vención del  Notario,  los  testamentos  ó  las 
cubiertas,  ó  el  del  domicilio  del  testador,  á 
elección  del  interesado. 

16.  En  los  juicios  de  testamentaría  6 
abintestato,  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  hubiere  tenido  su  último  do- 
micilio el  finado. 

Si  éste  hubiere  tenido  su  último  domici- 
lio en  país  extranjero,  será  Juez  competen- 
te el  del  lugar  en  que  hubiese  tenido  el  fi- 
nado su  último  domicilio  en  Honduras,  ó 
el  del  lugar  donde  estuviere  la  mayor  par- 
te de  sus  bienes. 

No  obstará  ésto  á  que  los  Juece^.  de  paz 
del  luga''  donde  alguno  falleciere  adopten 
las  medidas  necesarias  para  el  enterra- 
miento y  exequias,  en  su  caso,  del  difunto, 
y  a  que  los  mismos  Jueces  y  Tribunales  de 
ia  demarcación  en  que  tuviere  bienes,  to- 
men las  medidas  necesarias  para  asegurar- 
los y  poner  en  buena  guarda  los  libros  y 
papeles,  remitiendo  las  diligencias  practi- 
cadas á  los  Jueces  á  quienes  corresponde 
conocer  <le  la  testamentaría  ó  abintestato, 
y  dejándoles  expedita  su  jurisdicción. 

17.  En  las  demandas  sobro  herencias, 
su  distribución,  cumplimiento  de  legados  y 
reclamaciones  de  acreedores  hereditarios  ó 
testaméntenos,  mientras  estuvieren  pen- 
dientes los  autos  de  testamentaría  ó  abin- 
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testato,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  se  conociere  de  estos  juicios. 

18.  En  los  concursos  de  acreedores  y 
en  las  quiebras,  cuando  fuere  voluntaria  la 
presentación  del  deudor  en  este  estado, 
será  Juez  competente  el  del  domicilio  del 
mismo. 

19.  En  los  concursos  ó  quiebras  promo- 
vidas por  los  acreedores,  el  de  cualquiera 
de  los  lugares  en  que  se  esté  conociendo  en 
las  ejecuciones. 

Será  entre  ellos  preferido  el  del  domici- 
lio del  deudor,  si  éste  ó  el  mayor  número 
de  acreedores  lo  reclamaren.  En  otro  caso, 
lo  será  aquél  en  que  antes  se  decretare  el 
concurso  ó  la  quiebra. 

20.  En  la  acumulación  de  autos  corres- 
pondientes á  diferentes  Juzgados  ó  Tribu- 
nales, cuando  proceda  según  las  leyes, 
será  competente  el  que  conociere  de  los 
más  antiguos. 

Exceptúanse  los  autos  de  testamentaria, 
abintestato,  concurso  de  acreedores  y  quie- 
bras, de  los  cuales  la  acumulación  se  hará 
siempre  á  ellos. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anterio- 
res no  es  aplicable  á  los  autos  que  estuvie- 
ren en  diferentes  instancias  y  á  los  con- 
clusos para  sentencia,  los  cuales  no  serán 
acumulables. 

21.  En  los  litigios  acerca  de  recusación 
de  arbitros  y  de  amigables  componedores, 
cuando  ellos  no  accediesen  á  la  recusación, 
será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que 
resida  el  recusado. 

22.  En  los  recursos  de  apelación  contra 
los  arbitros,  en  los  casos  en  que  correspon- 
de según  derecho,  será  competente  la  Cor- 
te de  apelaciones  á  que  corresponda  el  pue- 
blo en  que  se  haya  fallado  el  pleito. 

23.  En  los  embargos  preventivos,  será 
competente  el  Juez  de  la  demarcación  en 
que  estuvieren  los  bienes  que  se  hubieren 
de  embargar,  y  á  prevención,  en  los  casos 
de  urgencia,  el  Juez  de  paz  del  pueblo  en 
que  se  hallaren. 

CAPÍTULO  III 

DE  LA  COMPETENCIA  EN  LO  CRIMINAL 

Art.  160.  La  jurisdicción  ordinaria  co- 
nocerá de  todas  las  causas  criminales,  con 
la  sola  excepción  de  las  que  con  arreglo  á 
las  leyes  correspondan  á  la  jurisdicción 
militar. 

Art.  161.  El  conocimiento  de  las  causas 
por  delitos  militares,  cualesquiera  que  sean 
las  personas  culpables,  corresponderá  ex- 
clusivamente á  la  jurisdicción  militar. 


Art.  162.  La  jurisdicción  ordinaria  será 
competente  para  prevenir  las  causas  por 
delitos  militares. 

Esta  competencia  se  limitará  á  instruir 
las  primeras  diligencias,  concluidas  las 
cuales,  la  jurisdicción  ordinaria  remitirá 
las  actuaciones  al  Juez  que  debiere  cono- 
cer de  la  causa  con  arreglo  á  la^  leyes,  y 
f)ondrá  á  su  disposición  á  los  detenidos  y 
os  efectos  ocupados. 

La  jurisdicción  ordinaria  cesará  en  las 
primeras  diligencias,  tan  lugo  como  cons- 
te que  la  especial  competente  forma  causa 
sobre  el  mismo  delito. 

Considéranse  como  primeras  diligencias 
las  que  se  determinan  en  el  art.  34. 

Art.  163.  Fuera  de  los  casos  reservados 
á  la  Corte  Suprema  y  a  las  Cortes  de  ape- 
laciones, serán  competentes  para  la  ins- 
trucción de  las  causas  y  castigo  de  las  fal- 
tas y  de  los  delitos,  los  Jueces  de  letras  y 
los  Jueces  de  paz  de  la  demarcación  en  que 
se  hayan  cometido,  .según  su  respectiva 
competencia. 

Art.  164.  Cuando  no  conste  el  lugar  en 
que  se  cometió  una  falta  ó  un  delito,  serán 
Jueces  y  Tribunales  competentes  para  ins- 
truir y  conocer  de  la  causa: 

1 .°  El  de  la  demarcación  en  que  se  haya 
descubierto  pruebas  materiales  del  delito. 

2."  El  de  la  demarcación  en  que  el  reo 
presunto  haya  sido  aprehendido. 

3.°    El  de  la  residencia  del  reo  presunto. 

4.°  Cualquiera  que  hubiere  tenido  noti- 
cia del  delito. 

Si  se  suscitare  competencia  entre  estos 
Jueces  ó  Tr  bunales,  se  decidirá  dando  la 
preferencia  por  el  orden  con  que  están  ex- 
presados en  el  párrafo  precedente. 

Tan  luego  como  conste  el  lugar  en  que 
se  hubiere  cometido  el  delito,  se  remitirán 
las  actuaciones  al  Jnzgado  ó  Tribunal  de 
aquella  demarcación,  poniendo  á  su  dispo- 
sición á  los  detenidos  y  efectos  ocupados. 

Aat.  165.  El  Juez  ó  Tribunal  competen- 
te para  la  instrucción  ó  conocimiento  de 
una  causa,  lo  será  también  para  conocer 
de  la  complicidad  en  el  delito  que  se  persi- 
ga, de  su  descubrimiento  y  de  las  inciden- 
cias de  aquélla. 

Art.  166.  Un  solo  Juez  ó  Tribunal  de 
los  que  sean  competentes  conocerá  de  los 
delitos  que  tengan  conexión  entre  sí. 

Art.  167.  El  conocimiento  de  los  delitos 
conexos  corresponderá  á  la  jurisdicción 
militar  cuando  alguno  de  estos  delitos  esté 
sujeto  á  dicha  jurisdicción. 

Art.  168.  Lo  establecido  en  el  articulo 
anterior  se  entiende  en  el  caso  de  que  sea 
competente  la  jurisdicción  militar  para  juz- 
gar de  los  delitos  conexos. 
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Si  alguno  de  éstos  fuere  por  su  índole  y 
naturaleza  de  la  competencia  exclusiva  de 
la  jurisdicción  ordinaria,  ésta  deberá  cono- 
cer la  causa  que  se  forme  sobre  él,  sin  per- 
juicio de  que  la  militar  conozca  de  la  que 
se  instruya  sobre  los  demás. 

Art.  169.     Considéranse  delitos  conexos: 

1.°  Los  cometidos  simultáneamente  por 
dos  ó  más  personas  reunidas. 

2.°  Los  cometidos  por  dos  ó  más  perso- 
nas en  distintos  lugares  ó  tiempos,  si  hu- 
biese precedido  concierto  para  ello. 

3.°  Los  cometidos  como  medio  para  per- 
petrar otros  ó  facilitar  su  ejecución. 

4.°  Los  cometidos  para  procurrar  la  im- 
punidad de  otros  delitos. 

Art.  170.  Son  Jueces  y  Tribunales  com- 
petentes, por  su  orden,  para  conocer  de  las 
causas  por  delitos  conexos: 

1."  El  del  territorio  en  que  se  haya  co- 
metido el  delito  á  que  esté  señalada  pena 
mayor. 

2.°  El  que  primero  comenzare  la  causa 
en  el  caso  de  que  á  los  delitos  esté  señala- 
da igual  pena. 

3.°  El  que  la  Corte  de  apelaciones, 
atendiendo  sólo  á  la  mejor  y  más  pronta 
administración  de  justicia,  designe  en  sus 
casos  respectivos,  cuando  las  causas  hu- 
bieren empezado  al  mismo  tiempo,  ó  no 
conste  cuál  comenzó  primero,  si  los  Juz- 
gados ó  Tribunales  correspondieren  al  te- 
rritorio de  la  misma  Corte. 

4.°  El  que  la  Corte  Suprema,  teniendo 
también  en  cuenta  sólo  la  mejor  y  más 
pronta  administración  de  justicia,  designe 
en  el  caso  del  párrafo  anterior,  si  las  cau- 
sas hubieren  empezado  en  Juzgados  ó  Tri- 
bunales que  correspondan  á  diferentes 
Cortes  de  apelaciones. 

Art.  171.  Los  extranjeros  que  come- 
tieren faltas  ó  delinquieren  en  Honduras, 
serán  juzgados  por  los  que  tengan  compe- 
tencia para  ello. 

Art.  172.  Exceptúanse  de  lo  ordenado 
en  el  artículo  anterior,  los  Jefes  de  otros 
Estados  y  los  sustitutos  de  éstos,  los  Mi- 
nistros Plenipotenciarios,  los  Ministros 
residentes,  los  Encargados  de  Negocios,  y 
los  extrajeres  empleados  de  planta  en  las 
Legaciones,  los  cuales,  cuando  delinquie- 
ren, serán  puestos  á  disposición  de  sus 
Gobiernos  respectivos. 

Art.  173.  El  conocimiento  de  los  deli- 
tos comenzados  á  cometer  en  Honduras,  y 
consumados  ó  frustrados  en  países  ex- 
tranjeros, corresponderá  á  los  Tribunales 
Íf  Jueces  hondurenos,  en  el  caso  de  que 
os  actos  perpetrados  en  Honduras  cons- 
tituyan por  si  delito,  y  sólo  respecto  á 
éstos. 


Art.  174.  Serán  juzgados  por  los  Jue- 
ces y  Tribunales  de  la  República,  según  el 
orden  prescrito  en  el  art.  164,  los  hondu- 
renos ó  extranjeros  que  fuera  del  territo- 
rio de  la  nación  hubiesen  cometido  alguno 
de  los  delitos  siguientes: 

Contra  la  seguridad  exterior  ó  interior 
del  Estado. 
Contra  el  Presidente  de  la  República. 
Rebelión. 

Falsiftcación  de  la  firma  ó  de  la  estam- 
pilla del  Presidente  de  la  República. 

Falsificación  de  las  firmas  de  los  Mi- 
nistros. 
Falsificación  de  otros  sellos  públicos. 
Falsificaciones  que  perjudiquen  direc- 
tamente el  crédito  ó  intereses  del  Estado, 
y  la  introducción  ó  expendición  de  lo  fal- 
sificado. 

Falsificación  de  moneda  ó  de  billetes  de 
Banco,  cuya  emisión  esté  autorizada  por 
la  ley,  y  la  introducción  ó  expendición  de 
los  falsificados. 

Los  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones por  empleados  públicos  residentes 
en  territorio  extranjero. 

Art.  175.  Si  los  reos  de  los  delitos  com- 
prendidos en  el  articulo  anterior  hubiesen 
sido  absueltos  ó  penados  en  el  extranjero, 
siempre  que  en  este  último  caso  se  hubie- 
se cumplido  la  condena,  no  se  abrirá  de 
nuevo  la  causa. 

Lo  mismo  sucederá  si  hubiesen  sido  in- 
dultados, á  excepción  de  los  delitos  contra 
la  seguridad  exterior  del  Estado  ó  contra 
el  Presidente  de  la  República. 

Si  hubieren  cumplido  parte  de  la  pena, 
se  tendrá  en  cuenta  para  rebajar  propor- 
cionalmente  la  que  en  otro  caso  les  corres- 
pondería. 

Art.  176.  Lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
tículos que  anteceden,  es  aplicable  á  los 
extranjeros  que  hubiesen  cometido  algu- 
no de  los  delitos  comprendidos  en  ellos, 
cuando  fueren  aprehendidos  en  el  terri- 
torio hondureno  ó  se  obtuviese  la  extra- 
dición. 

Art.  177.  El  hondureno  que  cometiere 
un  delito  en  país  extranjero  contra  otro 
hondureno,  será  juzgado  en  Honduras  por 
los  Juzgados  ó  Tribunales  designados  en  el 
art.  164,  y  por  el  mismo  orden  con  que  se 
designan,  .si  concurrieren  las  circunstan- 
cias siguientes: 

1.*  Que  se  querelle  el  ofendido  ó  cual- 
quiera de  las  personas  que  puedan  hacerlo 
con  arreglo  á  las  leyes. 

2.*  Que  el  delincuente  se  halle  en  te- 
rritorio hondureno. 

3."  Que  el  delincuente  no  haya  sido 
absuelto,  indultado  ó  penado  en  el  extran- 
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jero,  y  en  este  último  caso  haya  cumplido 
su  condena. 

Si  hubiere  cumplido  parte  de  la  pena, 
se  observará  lo  que  para  igual  caso  pre- 
yiene  el  art.  175. 

Art.  178.  El  hondureno  que  cometiere 
en  pais  extranjero  un  delito  de  los  que  cl 
Código  penal  hondureno  califica  de  gra- 
ves contra  un  extranjero,  será  juzgado  en 
Honduras,  si  concurren  las  tres  circuns- 
tancias señaladas  en  el  artículo  que  prece- 
de, y  por  los  mismos  Jueces  que  en  él  se 
designan. 

Art.  179.  No  podrá  precederse  crimi- 
nalmente en  el  caso  del  articulo  anterior, 
cuando  el  hecho  de  que  se  trate  no  sea 
delito  en  el  pais  en  que  se  perpetró,  aun- 
que lo  sea  según  las  leyes  de  Honduras. 

Art.  180.  Los  hondurenos  que  delincan 
en  pais  extranjero  y  sean  entregados  á  los 
Cónsules  de  Honduras,  serán  juzgados  con 
sujeción  á  esta  ley,  en  cuanto  lo  permitan 
las  circun.stancias  locales. 

Instruirá  el  proceso  en  primera  instan- 
cia el  Cónsul  ó  el  que  le  reemplace,  si  no 
fuere  Letrado,  con  el  auxilio  de  un  asesor, 
y  en  su  defecto  con  el  de  dos  adjuntos 
elegidos  entre  los  ciudadanos  hondurenos; 
los  cuales  serán  nombrados  por  él  al  prin- 
cipio de  cada  año  y  actuarán  en  todas  las 
causas  pendientes  ó  incoadas  durante  el 
mismo. 

Terminada  la  instrucción  de  la  causa,  y 
ratificadas  á  presencia  del  reo  ó  reos  pre- 
suntos las  diligencias  practicadas,  se  remi- 
tirán los  autos  al  Juzgado  ó  Tribunal  hon- 
dureno que,  atendida  la  naturaleza  del  de- 
lito, tenga  competencia  para  conocer  de 
él  y  sea  el  más  próximo  al  consulado  en 
que  se  haya  seguido  la  causa. 

Art.  181.  La  jurisdicción  ordinaria  es 
competente  para  conocer  de  las  faltas,  sin 
más  excepciones  que  las  faltas  militares  y 
las  de  policía. 

Art.  182.  Los  Jueces  del  lugar  en  que 
se  cometa  una  falta  son  los  únicos  compe- 
tentes para  juzgarla. 

Art.  183.  En  las  faltas  cometidas  en 
país  extranjero,  en  que  sean  entregados 
los  que  las  cometan  á  los  Cónsules  hondu- 
renos, juzgará  en  primera  instancia  el 
Vicecón  ul  si  lo  hubiere,  y  en  apelación 
el  Cónsul  con  su  asesor,  si  no  fuero  Le- 
trado, y  á  falta  de  asesor,  con  los  adjun- 
tos de  que  habla  el  art.  180.  Si  no  hubiere 
Vicecónsul,  hará  sus  veces  un  ciudadano 
hondureno  elegido,  del  mismo  modo  que 
los  adjuntos,  al  principio  de  cada  año. 

Estos  juicios  se  seguirán  en  conformi- 
dad á  las  leyes  de  la  República. 

Art.  184.     Lo  prescrito  en  este  capitulo 
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respecto  á  delitos  cometidos  en  el  extran- 
jero, se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  Tra- 
tados vigentes,  ó  que  en  adelante  se  cele- 
braren con  Potencias  extranjeras. 


CAPITULO  IV 

DE    LAS    CUESTIONES   DE   COMPETENCIA 

Art.  185.  De  la  competencia  que  se 
suscitare  entre  dos  Jueces  de  paz,  cono^ 
cera  el  Juez  de  letras  de  quien  aquellos 
dependan. 

Si  la  competencia  se  suscitare  entre  dos 
Jueces  de  letras,  ó  entre  un  Juez  de  letras 
y  un  Juez  de  paz,  conocerá  la  Corte  de 
apelaciones  de  quien  dependan. 

Art.  186.  Las  cuestiones  de  competen- 
cia que  se  suscitaren  entre  las  autoridades 
judiciales,  fuera  de  los  casos  enunciados 
en  el  articulo  anterior,  serán  resueltas 
por  el  superior  común,  y  las  que  se  susci- 
taren entre  autoridades  administrativas  y 
judiciales,  serán  resueltas  por  la  Corte  Su- 
prema. 

Título  xii 

De  la  recusación  de  los  Jueces 
y  Magistrados. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    LAS    CAUSAS   DE   RECUSACIÓN 

Art.  187.  Los  Jueces  y  Magistrados, 
cualquiera  que  sea  su  jerarquía,  sólo  po- 
drán ser  recusados  por  causa  legítima. 

Art.  188.  Podrán  sólo  recusar,  en  los 
negocios  civiles,  los  que  sean  ó  se  mues- 
tren parte  en  ellos. 

En  los  negocios  criminales: 

El  representante  del  Ministerio  público. 

El  acusador  privado,  ó  los  que  por  él 
puedan  ejercitar  ó  ejerciten  sus  acciones  y 
derechos. 

Los  procesados. 

Los  responsables  civilmente  por  delito  ó 
falta. 

Art.  189.  Son  causas  legitimas  do  re- 
cusación: 

1.*    El    parentesco   dentro  del    cuarto  . 
grado  de  consanguinidad  ó  segundo  de 
afinidad  con  cualquiera  do  los  expresados 
en  el  articulo  anterior. 

2.*  El  mismo  parentesco  dentro  del  se- 
gundo grado  de  consanguinidad  ó  afini- 
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dad  con  el  Abogado  ó  Procurador  de  las 
partes  que  intervengan  en  el  pleito  ó  en  la 
causa. 

3.^  Estar  ó  haber  sido  denunciado  ó 
acusado  por  alguna  de  ellas  como  autor, 
C'Jmplice  ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como 
autor  de  una  falta. 

4.*  Haber  sido  defensor  de  alguna  de 
las  partes,  emitido  dictamen  sobre  el  plei- 
to ó  proceso,  ó  alguna  de  sus  incidencias 
como  Letrado,  ó  intervenido  en  él  como 
Fiscal,  perito  ó  testigo. 

5.*  Ser  ó  haber  sido  denunciador  ó  acu- 
sador privado  del  que  recusa. 

6.^  Ser  ó  haber  sido  tutor  ó  curador 
para  bienes  de  alguno  que  sea  parte  en  el 
pleito  ó  en  la  causa. 

7.*  Haber  estado  en  tutela  ó  curaduría 
de  alguno  de  los  expresados  en  el  número 
anterior. 

8.*  Tener  pleito  pendiente  con  el  re- 
cusante. 

9.*  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en 
el  pleito  ó  en  la  causa. 

10.  Amistad  intima. 

11.  Enemistad  manifiesta. 

Art.  190.  Los  Jueces  y  Magistrados 
comprendidos  en  el  articulo  anterior,  de- 
berán excusarse  del  conocimiento  del  ne- 
gocio sin  esperar  á  que  se  les  recuse. 

Contra  estas  excusas  no  habrá  recurso 
alguno;  pero  si  fueren  indebidas,  quedarán 
sujetas  á  las  correcciones  disciplinarias,  en 
la  forma  que  determine  el  Código  de  Pro- 
cedimientos. 

Art.  191.  La  recusación  en  los  nego- 
cios civiles  se  propondrá  en  el  primer  es- 
crito que  presente  el  recusante,  cuando  la 
causa  en  que  se  funde  fuere  anterior  al 
pleito  y  tenga  de  ella  conocimiento. 

Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  ante- 
rior no  liubiere  tenido  antes  de  ella  cono- 
cimiento, el  recusante  la  deberá  proponer 
tan  luego  como  llegue  á  su  noticia. 

Art.  192.  En  lo  criminal  podrá  propo- 
nerse la  recusación  en  cualquier  estado  de 
la  causa. 

Art.  193.  Ni  en  lo  civil  ni  en  lo  crimi- 
nal podrá  hacerse  recusación  después  de 
comenzada  la  vista  del  pleito,  ó  de  la  cele- 
bración del  juicio  público  déla  causa,  ó  de 
la  citación  para  sentencia. 


subrogarlos,  y  procederá  el  recurso  de  ape- 
lación cuando  se  denegare. 

De  la  recusación  de  los  Magistrados  de 
la  Corte  Suprema  y  de  las  Cortes  de  ape- 
laciones, conocerá  el  Tribunal  mismo  con 
exclusión  del  miembro  ó  miembros  de  cuya 
recusación  se  trate,  y  cuando  se  denegare, 
sólo  procederá  el  recurso  de  casación  en  su 
caso. 


TITULO  XIII 
Del  ministerio  público. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  SU  ORGANIZACIÓN. 

Art.  195.  Los  representantes  del  Minis- 
terio público  serán  nombrados  por  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  y  su  período  será 
de  cuatro  años,  siéndoles  aplicables  las 
disposiciones  de  los  arts.  77  y  92. 

Art.  196.  El  Ministerio'  público  será 
ejercido  en  la  Corte  Suprema,  en  las  Cor- 
tes de  apelaciones  y  en  los  Juzgados  de  le- 
tras por  sus  respectivos  Fiscales. 

En  los  Juzgados  de  paz  no  será  necesa- 
ria la  intervención  de  los  representantes 
del  Ministerio  público;  pero  los  Síndicos 
municipales  harán  sus  veces  en  los  casos 
en  que  expresamente  los  llamen  las  leyes. 

Art.  197.  Los  representantes  del  Mi- 
nisterio público  pueden  ser  propietarios, 
suplentes  ó  interinos. 

Art.  198.  Cuando  no  se  hubieren  nom- 
brado los  representantes  del  Ministerio 
público  ó  estuvieren  legalmente  impedidos 
para  desempeñar  sus  funciones,  los  Juzga- 
dos y  Tribunales  podrán  nombrar  Promo- 
tores Fiscales  para  cada  asunto  en  que  se 
necesite  la  intervención  de  aquéllos. 

Este  nombramientoserá  obligatorio  cuan- 
do recayere  en  Abogados,  Procuradores  ó 
Notarios. 

Art.  199.  Los  Promotores  Fiscales  des- 
empeñarán gratuitamente  sus  funciones. 

Art.  200.  A  falta  de  representantes  del 
Ministerio  públi(;o.  y  cuando  las  leyes  se 
limiten  á  pedir  su  dictamen,  los  Jueces  y 
Tribunales  omitirán  su  representación. 


CAPÍTULO  II 

DE  LAS  CUESTIONES  DE  RECUSACIÓN 

Art.  194.  De  la  recusación  de  los  Jue- 
ces de  letras  y  de  los  Jueces  de  paz  cono- 
cerá el  funcionario  llamado  por  la  ley  á 


CAPITULO  II 

DE  LAS  ATRIBUCIONES  DEL  MINISTERIO  PÚBLICO 

Art.  201.    Corresponderá  al  Ministeria 
público: 
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1.°  Vigilar  por  el  cumplimiento  de  las 
leves  y  disposiciones  legales  de  carácter 
obligatorio  que  se  refieran  á  la  adminis- 
tración de  justicia,  y  reclamar  su  obser- 
vancia. 

2.°  Dar  á  sus  respectivos  subordinados 
las  instrucciones  generales  ó  especiales, 
para  el  cumplimiento  de  sus  deberes  y  la 
posible  unidad  de  la  acción  fiscal. 

3."  Sostener  la  integridad  de  las  atri- 
buciones y  competencia  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  en  general,  y  defenderlas  de 
toda  invasión,  ya  provenga  del  orden  ju*di- 
cial,  ya  del  administrativo,  promoviendo 
cuestiones  de  competencia  é  impugnando 
las  que  indebidamente  se  promuevan  con- 
tra el  Juzgado  ó  Tribunal  en  que  se  ejer- 
zan sus  funciones. 

4.'  Representar  al  Estado,  á  la  Admi- 
nistración y  á  los  Establecimientos  públi- 
cos de  Instrucción  y  Beneficencia,  en  las 
cuestiones  en  que  sean  parte,  ya  deman- 
dante, ya  demandada. 

5.*  Interponer  su  oficio  en  los  pleitos 
([lie  versen  sobre  el  estado  civil  de  las  per- 
sonas. 

6.°  Representar  y  defender  á  los  meno- 
res, incapacitados,  ausentes  ó  impedidos 
para  administrar  sus  bienes,  hasta  que  se 
les  provea  de  tutores  ó  curadores  para  la 
defensa  de  sus  propiedades  ó  derechos. 

7.°  Promover  la  formación  de  causas 
criminales  por  delitos  y  faltas,  cuando  ten- 
gan conocimiento  de  su  perpetración,  si  no 
las  hubiesen  comenzado  de  oficio  aquellos 
á  quienes  corresponda. 

8."  Ejercitar  la  acción  pública  en  todas 
las  causas  criminales,  sin  más  excepción 
que  las  de  aquellas  que,  según  las  leyes, 
sólo  pueden  ser  promovidas  á  instancia  de 
parte  agraviada. 

9.'  Investigar  con  especial  diligencia 
las  detenciones  arbitrarias  que  se  cometan, 
y  promover  su  castigo. 

10.  Asistir  á  las  vistas  de  los  negocios 
civiles  en  que  sean  parle  y  de  los  crimina- 
les, sin  más  excepción  que  las  de  aquellos 
on  que  no  se  puede  ejercitar  la  acción  pú- 
blica. 

11.  Promover  las  correcciones  discipli- 
narias en  los  casos  que  procedan  según  las 
leyes. 

12.  Velar  sobre  el  cumplimiento  de  las 
sentencias  en  los  pleitos  y  causas  en  que 
hayan  sido  parte,  á  cuyo  efecto  tendrán  el 
derecho  y  el  deber  de  visitar  los  estableci- 
mientos penales,  para  inspeccionar  si  las 
Sentencias  en  lo  criminal  se  cumplen  en  la 
forma  en  que  hubiesen  sido  impuestas. 

No  podrá,  sin  embargo,  introducir  alte- 
raciones en  el  régimen  y  disciplina  de  las 


prisiones,  limitándose,  en  su  caso,  á  expo- 
ner á  la  Corte  Suprema  los  vicios  que  ob- 
servare y  los  medios  de  corregirlos. 

13.  Peñeren  conocimiento  de  la  Corte 
Suprema  los  abusos  é  irregularidades  gra- 
ves que  notare  en  los  Juzgados  ó  Tribuna- 
les, cuando  no  alcanzare  de  otro  modo  á 
obtener  su  remedio. 

14.  Exponer  verbalmente  su  dictamen 
en  asuntos  urgentes  ue  fácil  resolución,  lo 
cual  se  expresará  en  la  providencia  ó  auto 
que  recaiga. 

15.  Pedir  á  los  Juzgados  y  Tribunales 
del  territorio  en  que  ejerza  sus  funciones, 
y  que  estén  subordinados  al  Juzgado  ó  Tri- 
bunal á  que  pertenezca,  las  causas  y  ne- 
gocios terminados,  para  ejercer  su  vigilan- 
cia sobre  la  administración  de  justicia  y 
promover  la  corrección  de  los  abusos  que 
puedan  introducirse. 

16.  Requerir  el  auxilio  de  las  autorida- 
des, de  cualquier  clase  que  sean,  para  el 
desempeño  de  su  ministerio,  siendo  i^es- 
ponsables  éstas,  con  arreglo  á  las  leyes,  de 
las  consecuencias  que  resultaren  de  su 
falta  ó  descuido  en  prestarle  dicho  auxilio. 

17.  Interponer  su  oficio  en  las  causas 
sobre  responsabilidad  criminal  de  los  Jue- 
ces, ó  de  cualesquiera  empleados  judicia- 
les, por  los  actos  de  su  ministerio. 

18.  Exponer  por  escrito  su  dictamen  en 
los  recursos  de  casación. 

19.  Cumplir  las  demás  obligaciones  que 
le  impongan  las  leyes. 


CAPITULO  III 

DE  LA  UNIDAD  Y  DEPENDENCIA  DEL  MINISTERIO 
PÚBLICO 

Art.  202.  El  Fiscal  de  la  Corte  Suprema 
será  el  Jefe  del  Ministerio  público  en  toda 
la  República,  bajo  la  inmediata  dependen- 
cia de  la  Corte  Suprema. 

Los  Fiscales  de  las  Cortes  de  apelaciones 
lo  serán  en  sus  respectivas  secciones. 

Los  Fiscales  de  los  Juzgados  de  letras,  lo 
serán  de  los  que  ejerzan  el  Ministerio  pú- 
blico en  los  Juzgados  de  paz. 

Art.  203.  Por  consecuencia  de  lo  es- 
tablecido en  el  artículo  anterior,  cada  Fis- 
cal: 

1."  Dará  cuenta  á  su  inmediato  superior 
de  los  delitos  y  faltas  de  que  tenga  conoci- 
miento, ya  se  hayan  promovido  á  instancia 
de  parte  agraviada,  ya  de  oficio,  ya  por  su 
requerimiento. 

Esto  lo  verificará  en  el  tiempo  y  forma 
que  se  ordene  por  las  leyes,  reglamentos  6 
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por  las  disposiciones  de  sus  superiores  en 
el  orden  jerárquico. 

2.*'  Se  arreglará  á  las  instrucciones  que 
sus  superiores  jerárquicos  le  comuniquen 
en  lo  que  se  refiera  al  ejercicio  del  Minis- 
terio público. 

3.°  Consultará  á  su  inmediato  superior 
jerárquico,  cuando  la  gravedad  del  nego- 
cio, la  dificultad  del  caso  ó  cualquiera  otra 
circunstancia  lo  hiciere  necesario  ó  conve- 
niente. 

4."  Hará  respetuosamente  á  su  superior 
jerárquico  las  observaciones  que  estime 
conducentes,  relativamente  á  las  órdenes 
é  instrucciones  que  considere  contrarias  á 
las  leyes,  ó  que  por  apreciaciones  equivo- 
cadas ó  por  cualquiera  otro  motivo  sean 
improcedentes,  pero  sin  que  pueda  separar- 
se de  ellas  hasta  que  así  lo  ordene  su  su- 
perior. 

5.°  Interpondrá  en  tiempo  y  forma, 
cuando  no  tuviere  instrucciones  en  contra- 
rio, los  recursos  procedentes  en  los  nego- 
cios en  que  sea  parte,  sin  perjuicio  de  lo 
que  su  superior  resuelva  acerca  de  su  se- 
guimiento. 

Art.  204.  Para  la  ejecución  de  lo  que 
se  previene  en  los  dos  últimos  números  del 
articulo  anterior,  el  superior,  recibidas  que 
sean  las  observaciones  emitidas  por  el  in- 
ferior, cuando  las  encontrare  legales  ó  pro- 
cedentes, reformará  ó  dejará  sin  efecto  las 
órdenes  que  él  mismo  hubiese  dado. 

En  el  caso  de  que  provengan  de  otro  su- 
perior jerárquico,  pondrá  en  su  noticíalas 
referidas  obocrvaciones,  informándole  lo 
que  estime  conveniente  para  que  resuelva 
lo  que  corresponda. 

Cuando  las  órdenes  é  instrucciones  pro- 
cedan de  la  Corte  Suprema,  le  dará  cuenta 
para  que  decida. 

Art.  205.  Cuando  el  superior  no  encon- 
trare legales  ó  procedentes  las  observacio- 
nes hechas  por  el  inferior,  le  dará  las  ins- 
trucciones que  estime  convenientes;  si  lo 
considerase  oportuno,  designará  al  Fiscal 
suplente  ó  requerirá  el  nombramiento  de 
un  Promotor  fiscal  para  que  le  sustituya 
en  el  despacho  del  negocio. 

CAPÍTULO  IV 

DISPOSICIONES   COMPLEMENTARIAS 

Art.  206.  En  general,  no  pueden  ser 
Fiscales  los  que  no  puedan  ser  Jueces  de 
letras. 

Art.  207.  Para  ser  Fiscal  de  la  Corte 
Suprema,  de  las  Cortes  de  apelaciones  y 
de  los  Juzgados  de  letras,  se  requieren  res- 


pectivamente las  mismas  cualidades  que 
para  ser  Magistrado  ó  Juez  de  letras. 

Art.  208.  No  podrán  ser  Fiscales  en  un 
Juzgado  ó  Tribunal  las  personas  que  ten- 
gan con  el  Juez,  ó  con  alguno  de  los  Ma- 
gistrados, cualquiera  de  los  parentescos 
designados  en  el  art.  55. 

Art.  209.  Las  funciones  de  los  Fiscales 
son  incompatibles  con  las  judiciales  y  con 
las  del  orden  administrativo,  si  éstas  llevan 
anexa  jurisdicción. 

^Art.  210.  Los  Fiscales  prestarán  la 
promesa  de  ley  ante  el  respectivo  Juzgado 
ó  Tribunal. 

Art.  211.  Rigen,  respecto  de  los  Fisca- 
les, las  disposiciones  de  los  arts.  106  al  108, 
sobre  residencia,  asistencia  y  adquisiciones 
judiciales. 

Art.  212.  Las  prohibiciones  impuestas 
á  los  Jueces  por  el  articulo  109  para  ejer- 
cer la  abogacía  y  la  procuración,  rigen 
también  respecto  de  los  Fiscales;  pero  po- 
drán litigar  en  los  asuntos  en  que  no  estu- 
vieren llamados  á  intervenir  según  las 
leyes. 

El  ejercicio  del  Notariado  es  permitido  á 
los  Fiscales. 

Art.  213.  Los  Fiscales  no  podrán  ser 
recusados. 

Deberán,  sin  embargo,  excusarse  ante 
el  Juzgado  ó  Tribunal  á  que  pertenezcan, 
de  intervenir  en  los  actos  judiciales,  cuan- 
do concurra  en  ellos  alguna  de  las  causas 
señaladas  en  el  art.  189. 

Art.  214.  Cuando  los  Fiscales  no  se  ex- 
cusaren, á  pesar  de  comprenderles  alguna 
de  las  causas  expresadas  en  el  art.  189,  po- 
drán, los  que  se  consideren  agraviados,  re- 
currir en  queja  al  superior  inmediato. 

El  superior  oirá  al  subordinado  que  hu- 
biese sido  objeto  de  la  queja,  y  encontrán- 
dola fundada,  decidirá  su  sustitución. 

Si  no  la  encontrare  fundada,  podrá, 
acordar  que  intervenga  en  el  proceso. 

Contra  esta  determinación  no  se  dará 
recurso  alguno. 

Si  fuere  el  Fiscal  de  la  Corte  Suprema 
el  que  diere  motivo  á  la  queja,  deberá  ésta 
dirigirse  á  la  misma  Corte. 

Art.  215.  La  responsabilidad  criminal 
y  civil  de  los  Fiscales  se  regirá  por  las  rin- 
glas establecidas  en  esta  ley  para  los  Jue- 
ces y  Magistrados,  en  cuanto  les  sean  apli- 
cables, atendida  la  naturaleza  de  sus  fun- 
ciones. 

De  las  acusaciones  ó  demandas  que  se 
entablaren  contra  los  Fiscales  para  hacer 
efectiva  su  responsabilidad  oficial,  conoce- 
rán los  Juzgados  y  Tribunales  llamados  á 
conocer  de  las  de  los  Jueces  y  Magistrados, 
respectivamente. 
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Arl.  216.  Cada  Juzgado  ó  Tribunal  ve- 
lará la  conducta  funcionaria  de  su  Fiscal, 
pudiendo  dar  cuenta  al  Fiscal  superior  in- 
mediato para  lo  que  haya  lugar. 

Art.  217.  Las  faltas  ó  abusos  que  los 
Fiscales  cometieren  en  el  ejercicio  de  su 
ministerio,  seríin  corregidas  disciplinaria- 
mente por  el  Fiscal  superior  respectivo,  ó 
por  la  Corte  Suprema,  mediante  queja  de 
las  partes  ó  aviso  del  Juzgado  ó  Tribunal 
en  que  funcionan,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to por  los  arts.  43,  58  y  86. 

Art.  218.  Son  aplicables  á  las  funcio- 
nes de  los  Fiscales  las  causas  de  suspen- 
sión y  terminación  del  cargo  de  Juez  ó  Ma- 
gistrado, señaladas  en  los  arts.  115  y  116, 
V  lo  dispuesto  sobre  licencias  por  el  ar- 
ticulo 114. 


TITULO  XIV 
De  los  Defensores  especiales. 

Art.  219.  En  iodos  los  casos  en  que  las 
leyes  prescriben  que  se  oiga  á  un  Defensor 
especial,  se  oirá  al  representante  del  Mi- 
nisterio público. 

TÍTULO  XV 
De  los  Secretarios. 

Art.  220.  Los  Secretarios  judiciales  son 
Ministros  dp  fe  pública,  encargados  de 
auxiliar  á  los  Juzgados  y  Tribunales. 

Art.  221.  En  cada  Juzgado  y  Tribunal 
iiabrá  un  Secretario,  que  será  de  libre 
nombramiento  del  mismo  Juzgado  ó  Tri- 
bunal. 

Este  nombramiento  se  hará  con  calidad 
de  propietario,  de  suplente  ó  de  interino. 

Art.  222.  Para  ser  Secretario  se  re- 
quiere: 

1."    Tener  veintiún  años  de  edad. 

2."  Estar  en  el  ejercicio  de  la  ciuda- 
danía. 

3.°    Ser  de  buena  conducta  moral. 

4.°  Tener  instrucción  en  Jurispru- 
dencia. 

Art.  223.  No  podrán  ser  Secretarios  los 
que  no  puedan  s<;r  Jueces  de  paz. 

Art.  224.  Serán  obligaciones  de  los  Se- 
cretarios: 

1.*  Asistir  puntualmente  á  la  Secreta- 
ria del  Juzgado  ó  Tribuna!,  y  permanecer 
en  ella  desde  una  hora  antes  hasta  una 
hora  después  de  las  horas  de  audiencia. 


2.*  Auxiliar  á  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les en  todo  lo  que  se  rettere  al  ejercicio  de 
la  jurisdicción  voluntaria  ó  contenciosa. 

3.*  Guardar  secreto  en  todas  las  mate- 
rias y  casos  de  su  cargo  que  lo  exigieren. 

4.^  Anotar  al  pie  de  los  escritos  y  des- 
pachos que  recibieren  el  día  y  la  hora  en 
que  les  fueren  presentados. 

5.*  Anotar  igualmente  los  días  y  las 
horas  en  que  las  partes  reciban  y  devuel- 
van los  autos. 

6.*  Dar  oportunamente  cuenta  de  to- 
das las  pretensiones  que  se  les  presenten, 
de  los  negocios  en  que  actúen,  siendo  res- 
ponsables de  las  dilaciones  inmotivadas  en 
que  incurran. 

7.*  Extender  fielmente  y  autorizar  con 
su  firma,  las  actuaciones,  providencias  y 
sentencias  que  pasen  ante  ellos. 

8.*  Notificar  á  las  partes  en  la  Se. -re- 
taría las  providencias  y  sentencias. 

9.*  Extender  fielmente  las  actas  y 
acuerdos,  autorizándolos  con  su  firma. 

10.  Llevar  la  correspondencia  del  Juz- 
gado ó  Tribunal. 

11.  Custodiar  y  conservar  asiduamente 
los  sellos,  procesos  y  documentos  que  es- 
tuvieren á  su  cargo. 

12.  No  dar  copias  certificadas  ó  testi- 
monios, sino  en  virtud  de  providencia  del 
Juzgado  ó  Tribunal. 

13.  Llevar  siempre  al  corriente  los  li- 
bros de  actas,  de  acuerdos,  copiadores  de 
sentencias,  y  demás  libros  que  prevengan 
las  leyes  ó  las  disposiciones  reglamenta- 
rias. 

14.  Ser  imparciales  con  todos  los  que 
tengan  negocios  pendientes  en  su  Secre- 
taría. 

15.  Cumplir  todas  las  demás  obligacio- 
nes que  les  impongan  las  leyes  y  las  dis- 
posiciones reglamentarias. 

Art.  225.  Todo  Secretario,  antes  de 
empezar  á  desempeñar  su  cargo,  deberá 
prestar  la  promesa,  al  tenor  de  la  fórmula 
expresada  en  el  art.  94. 

Los  Secretarios  de  los  Tribunales  pres- 
tarán la  promesa  ante  el  Presidente  del 
respectivo  Tribunal. 

Los  Secretarios  de  los  Juzgados  presta- 
rán la  promesa  ante  los  respectivos  jueces. 

Art.  226.  Las  obligaciones  de  residen- 
cia y  asistencia,  impuestas  á  los  Jueces  y 
Magistrados  por  el  art.  106,  rigen  también 
respecto  de  los  Secretarios,  con  la  salve- 
dad del  art.  108. 

Corresponde  á  los  respectivos  Jueces  ó 
Presidentes  de  Tribunales  conceder  licen- 
cia á  los  Secretarios,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  114. 

Art.  227.    Las  prohibiciones  impuestas 
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á  lo3  Jueces  y  Magistrados  por  los  artícu- 
los 109  y  103,  sobre  Abogacía  y  Procura- 
ción, y  sobre  adquisiciones  judiciales,  ri- 
gen también  respecto  de  los  Secretarios. 

Es  permitido  á  los  Secretarios  ejercer  el 
Notariado. 

Art.  228.  Las  disposiciones  de  esta  ley 
contenidas  en  los  titulos  8."  y  9.°,  sobre 
suspensión  y  terminación  de  funciones  y 
sobre  responsabilidades  judiciales,  rigen 
también  respecto  de  los  Secretarios,  en 
cuanto  les  sean  aplicables. 

Art.  229.  Son  igualmente  aplicaVjles  á 
los  Secretarios  las  disposiciones  del  títu- 
lo 12  de  esta  ley,  sob'^e  recusaciones. 

De  estas  recusaciones  conocerá,  en  úni- 
lia  instancia,  el  Juzgado  ó  Tribunal  á  que 
corresponda  el  Secretario. 

Art.  230.  Los  Receptores,  escribientes. 
Conserjes  y  demás  empleados  subalternos 
(le  la  Secretaria,  serán  nombrados  por  los 
Juzgados  y  Tribunales  á  propuesta  del  Se- 
cretario, en  el  número  que  determine  la 
Ley  de  Presupuesto. 

Se  prohibe  el  ejercicio  de  la  Abogacía  y 
de  la  Procuración  á  los  empleados  subal- 
ternos de  la  Secretaría,  en  los  Juzgados  y 
Tribunales  donde  presten  sus  servicios. 

TÍTULO  XVI 
De  los  Receptores. 

Art.  231.  Los  Receptores  judiciales  son 
ministros  de  fe  pública,  encargados  de  au- 
xiliar á  los  Secretarios  de  los  Juzgados  y 
Tribunales. 

Art.  232.  Para  ser  Receptor  se  requie- 
re ser  ciudadano  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos, y  tener  la  aptitud  necesaria  para 
desempeñar  tal  empleo. 

Art.  233.  Serán  obligaciones  de  los  Re- 
ceptores: 

1."  Auxiliar  á  los  Secretarios  judiciales 
en  todo  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de  las 
funciones  de  éstos. 

2.^  Notificar  á  las  partes,  dentro  y  fue- 
ra de  la  Secretaría,  las  providencias  y  sen- 
tencias de  lo^  Juzgados  y  Tribunales. 

3.*  Evacuar  las  citaciones,  emplaza- 
mientos, requerimientos,  embargos  y  de- 
más diligencias  que  se  les  encomienden. 

Estas  diligencias  las  evacuarán  á  costa 
de  las  partes  cuando  tengan  ciue  salir  del 
asiento  del  Juzgado  ó  Tribunal. 

4.°'  Desempeñar  las  funciones  de  Ar- 
chiveros en  los  Juzgados  y  Tribunales  don- 
de no  los  hubiere. 

5.^  Hacer  las  veces  de  los  Secretarios 
propietarios  ó  interinos,  por  impedimento 


de  éstos,  y  á  falta  de  Secretarios  suplentes. 
Art.  234.  Las  disposiciones  del  título 
anterior,  relativas  al  nombramiento,  pro- 
mesa, residencia,  asistencia,  prohibicio- 
nes, responsabilidades,  recusaciones,  sus- 
pen.sión  y  terminación  de  funciones  de  los 
Secretarios,  son  aplicables  á  los  Recep- 
tores. 

TITULO  XVII 

De  los  Notarios. 

Art.  235.  Los  Notarios  son  ministros  de 
fe  pública,  encargados  de  autorizar  los  con- 
tratos y  demás  actos  en  que  se  solicite  su 
intervención. 

Art.  236.  Serán  obligaciones  de  los  No- 
tarios : 

1.*  Extender  los  instrumentos  públicos 
con  arreglo  á  las  prescripciones  legales,  y 
de  acuerdo  con  las  instrucciones  que  de  pa- 
labra ó  por  escrito  les  dieren  losotorgantes. 

2.*  Formar  los  protocolos  de  las  escri- 
turas públicas  que  autorizaren,  y  de  los  do- 
cumentos y  diligencias  cuya  protocoliza- 
ción se  ordenare. 

De  las  escrituras  reservadas  formarán 
protocolo  especial. 

3."     Dar  á    los  interesados  las  copias  y 
certificaciones  que  pidieren  con  arreglo  á 
.  la  ley,  de  los  actos  y  contratos  que  ante 
ellos  hubieren  pasado. 

4."  Facilitar  á  cualquier  persona  el  re- 
gistro de  los  protocolos  que  custodiaren, 
cuando  no  fueren  protocolos  reservados. 

5."  Llevar  un  libro  copiador  de  las  cu- 
biertas de  los  testamentos  cerrados  que 
autorizaren. 

6.*  Autorizar  los  demás  actos  y  diligen- 
cias que  determinen  las  leyes. 

Art.  237.  Los  Notarios  gozarán  de  los 
emolumentos  que  el  respectivo  Arancel  lo» 
señale. 

Art.  238.  Una  ley  especial  reglamen- 
tará el  ejercicio  del  Notariado. 

TITULO  xvín 

De  los  Abogados  y  Procuradores. 
CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LOS  ABOGADOS  Y 
PROCURADORES 

Art.  239.  Los  que  fueren  parte  en  los 
juicios  civiles  ó  en  las  causas  criminales, 
podrán  ser  representados  por  Procurado- 
res y  dirigidos  por  Abogados. 
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Art.  240.  La  Abogacía  y  la  Procuración 
se  podrán  ejercer  simultáneamente. 

En  este  caso,  hay  derecho  á  cobrar  se- 
paradamente la  dirección  y  la  represen- 
tación. 

Art.  241.  El  encargo  de  los  Abogados  y 
Procuradores  no  termina  por  la  muerte 
del  cliente. 

Art.  242.  Cuando  no  hubiere  Abogados 
y  Procuradores  de  pobres,  los  Abogados  y 
Procuradores  titulados  tienen  obligación 
de  defenderlos  gratuitamente,  excepto  en 
los  juicios  verbales. 

Esta  obligación  no  comprende  á  los  que 
estén  ejerciendo  algún  cargo  concejil. 

Art.  243.  Los  Abogados  y  los  Procura- 
dores estarán  sujetos  á  la  jurisdicción  dis- 
ciplinaria de  los  Juzgados  y  Tribunales,  en 
los  términos  que  ordena  esta  ley. 

Art.  244.  La  Corte  Suprema  podrá  sus- 
pender discrecionalmente  hasta  por  treinta 
días,  por  faltas  disciplinarias,  á  los  Aboga- 
dos y  á  los  Procuradores  titulados. 

Art.  245.  La  Corte  Suprema,  las  Cor- 
tes de  apelaciones  y  los  Juzgados  de  letras 
podrán,  discrecionalmente,  obligar  á  cual- 
quiera de  las  partes  que  encomienden  su 
representación  á  Procuradores  titulados,  ó 
exigirles  firma  de  Abogado,  cuando  fuere 
necesario  para  la  marcha  regular  del  juicio 
pendiente. 

En  el  caso  de  ser  declarada  esta  obliga- 
ción, será  considerada  como  rebelde  la  par- 
te que  se  negare  á  su  cumplimiento. 

CAPITULO  II 

DE    LOS    ABOGADOS 

Art.  246.  Los  Abogados  son  profesores 
de  Jurisprudencia  autorizados  para  defen- 
der en  juicio,  por  escrito  ó  de  palabra,  los 
derechos  ó  intereses  de  los  litigantes,  y 
también  para  dar  dictamen  sobre  las  cues- 
tiones ó  puntos  legales  que  seles  consulten. 

Art.  247.     Para  ser  Abogado  se  requiere: 

1.*     Ser  mayor  de  veintiún  años. 

2.°  Tener  el  titulo  de  Licenciado  ó  de 
Doctor  en  Jurisprudencia. 

3."  Hallarse  en  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos civiles  y  políticos. 

Art.  248.  No  pueden  ser  Abogados  los 
íjue  tengan  inhabilidad  legal  para  ser  Jue- 
ces letrados. 

Art.  249.  La  Corte  Suprema  expedirá 
el  titulo  de  Abogado,  previa  la  comproba- 
ción de  los  requisitos  legales,  información 
de  vida  y  costumbres,  examen  público  so- 
bre las  materias  de  la  abogacía,  y  promesa 
de  ejercer  bien  y  fielmente  la  profesión. 


Art.  250.  Los  honorarios  de  los  Aboga- 
dos no  estarán  sujetos  á  Arancel. 

Podrán,  sin  embargo,  impugnarlos  las 
partes  por  excesivos,  en  cuyo  caso  el  Juz- 
gado ó  Tribunal,  después  de  oir  al  Aboga- 
do contra  quien  se  dirija  la  impugnación , 
aprobará  la  tasación  ó  la  reformará  en  los 
términos  que  estime  justos,  sin  perjuicio 
de  los  recursos  legales. 


CAPÍTULO  III 

DE  LOS  PROCURADORES 

Art.  251.  Los  Procuradores  judiciales 
son  los  representantes  de  las  partes,  á  vir- 
tud de  poder  conferido  por  éstas,  para  de- 
fenderlas en  los  Juzgados  y  Tribunales,  ha- 
ciendo las  peticiones  y  demás  diligencias 
necesarias  para  el  logro  de  sus  pretensio- 
nes. 

Para  ejercer  la  Procuración  no  es  nece- 
sario el  título  de  Procurador,  con  tal  que  se 
reúnan  los  requisitos  legales. 

Art.  252.  Para  ser  Procurador  se  re- 
quiere: 

1."    Ser  mayor  de  veintiún  años. 

2.°  Estar  en  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  y  políticos. 

No  podrán  ser  procuradores  los  que  no 
puedan  ser  Jueces  de  paz. 

Art.  253.  El  nombramiento  de  Procu- 
rador judicial  deberá  hacerse  por  escritura 
pública  ó  por  declaración  escrita,  autoriza- 
da por  el  Secretario  del  respectivo  Juzgado 
ó  Tribunal. 

En  los  juicios  verbales  podrá  hacerse 
este  nombramiento  de  palabra  ó  por  carta- 
poder,  autorizada  por  Notario  ó  Juez  car- 
tulario. 

Art.  254.  Serán  obligaciones  de  los  Pro- 
curadores: 

1.^  Presentar  oportunamente  el  podtir 
que  tengan  para  comparecer  en  juicio  ó 
devolverlo,  si  no  lo  aceptaren,  tan  pronto 
como  sea  posible,  para  que  no  sea  perjudi- 
cado el  poderdante,  sin  perjuicio  do  lo  dis- 
puesto en  el  Código  civil. 

2.*^  Seguir  el  juicio  mientras  no  hayan 
cesado  en  su  cargo  por  alguna  de  las  cau- 
sas que  se  expresan  en  esta  ley. 

3."  Transmitir  al  Abogado  elegido  por 
su  cliente  ó  por  ellos  mismos,  todos  los  do- 
cumentos, antecedentes  ó  instrucciones 
que  se  les  remitan,  ó  que  ellos  mismos  pue- 
dan adquirir,  haciendo  todo  cuanto  con- 
duzca á  la  defensa  de  su  poderdante,  bajo 
la  responsabilidad  que  las  leyes  imponen  al 
mandatario. 

Cuando  no  tuvieren  instrucciones  ó  fue- 
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ren  insuficientes  las  que  se  les  hubiesen  da- 
do, hacer  lo  que  requiera  la  naturaleza  é 
hidole  del  negocio. 

4.*  Pagar  los  gastos  que  se  causaren  á 
su  instancia. 

5.*  Tener  al  cliente  y  al  Letrado  siem- 
pre al  corriente  del  curso  del  negocio  que 
se  les  hubiere  confiado. 

6.^  Firmar  todas  las  pretensiones  que  se 
presenten  á  nombre  del  cliente. 

?.*■  Oir  y  firmar  los  emplazamientos,  ci- 
taciones y  notificaciones  de  cualquier  clase, 
inclusas  las  de  sentencias,  teniendo  estas 
actuaciones  la  misma  fuerza  que  si  intervi- 
niere en  ellas  directamente  el  poderdante. 
No  se  admitirá  la  respuesta  de  que  las  ex- 
presadas diligencias  se  entiendan  con  éste. 

8.^  Asistir  á  todas  las  diligencias  y  ac- 
tos para  los  que  las  leyes  lo  prevengan. 

9.®'  Llevar  un  libro  de  conocimiento  de 
negocios  pendientes  y  otro  de  cuentas  con 
los  litigantes,  con  los  Abogados  y  con  los 
auxiliares  y  subalternos  que  devenguen  ho- 
norarios ó  derechos. 

10.  Dar  á  sus  clientes  cuentas  docu- 
mentadas de  los  gastos  judiciales  é  inver- 
sión de  las  cantidades  recibidas. 

Art.  255.  La  aceptación  del  poder  se 
entiende  por  hecha  en  el  acto  de  presentar- 
lo el  Procurador,  ó  de  gestionar  como  tal 
en  el  juicio  en  que  se  le  haya  conferido. 

Art.  256.  Cesará  el  Procurador  en  su 
representación: 

1.°  Por  la  revocación  del  poder,  tan  lue- 
go como  conste  en  autos,  ya  sea  expresa, 
ya  tácitamente;  por  el  nombramiento  pos- 
terior de  otro  Procurador  para  el  mismo 
negocio  ó  por  gestión  personal  de  la  parte, 
cuando  no  la  hiciese  sin  perjuicio  del  poder 
conferido. 

2."  Por  el  desistimiento  voluntario  del 
l^rocurador,  ó  por  inhabilitarse  éste  para  el 
ejercicio  de  la  Procuración,  estando  obli- 
gado á  poner  con  anticipación  uno  y  otro 
caso  en  conocimiento  de  sus;  poderdantes, 
judicialmente  ó  por  acto  notarial. 

Mientras  no  aparezca  en  los  autos  hecho 
el  desistimiento,  no  podrá  abandonar  la  re- 
presentación que  tuviere. 

3."  Por  separarse  el  poderdante  de  la 
acción  ó  de  la  oposición  que  hubiere  for- 
mulado. 


4.'  Por  haber  trasmitido  el  mandante 
á  otro  sus  derechos  sobre  la  cosa  litigiosa, 
cuando  la  trasmisión  haya  sido  reconocida 
por  providencia  ó  auto  firme,  con  audien- 
cia de  la  parte  contraria. 

Por  haber  terminado  la  personalidad  del 
poderdante. 

6.°  Por  la  terminación  del  acto,  del 
pleito  ó  de  la  causa  para  que  se  dio  el  po- 
der. 

7."     Por  muerte  del  Procurador. 

Art.  257.     Para  obtener  el  título  de  Pro- . 
curador  se  requiere: 

1.°  Comprobar  las  condiciones  enume- 
radas en  el  art.  252. 

2."  Acreditar  pericia  en  el  orden  y  tra- 
mitación de  los  juicios,  y  en  las  obligacio- 
nes que  las  leyes  imponen  á  su  profesión. 

Esta  capacidad  la  acreditarán  con  certi- 
ficados de  Profesores  en  Jurisprudencia  y 
de  los  Juzgados  y  Tribunales. 

Art.  258.  La  Corte  Suprema  expedirá  el 
título  de  Procurador,  previa  la  comproba- 
ción de  los  requisitos  legales,  informa- 
ción de  vida  y  costumbres,  examen  públi- 
co sobre  las  materias  de  la  Procuración,  y 
promesa  de  ejercer  bien  y  fielmente  la  pro- 
fesión. 

Art.  259.  Se  reputarán  Procuradores 
titulados: 

1.°    Los  Abogados. 

2.°  Los  Doctores  ó  Licenciados  en  De- 
recho civil. 

3.°    Los  Notarios. 

4°    Los  Bachilleres  en  Derecho  civil. 

Art.  260.  Las  disposiciones  de  este  tí- 
tulo rigen  respecto  de  los  representantes 
legales  y  de  los  defensores  en  causas  cri- 
minales, en  cuanto  les  sean  aplicables. 

Art.  261.  Una  ley  especial  establecerá 
el  Arancel  de  Procuradores. 


TITULO  XIX 

De  la  observancia  de  esta  ley. 

Art.  262.  La  presente  ley  comenzará  á 
regir  en  la  misma  fecha  que  el  nuevo  Có- 
digo de  Procedimientos,  quedando  enton- 
ces derogada  la  ley  de  Tribunales  vigente. 
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IX 


LEY  ORGÁNICA  DEL  TRIBUNAL  DE  CUENTAS 


Sancionada  en  23  de  Agosto  de  1895 


TITULO  PRIMERO 
De  la  organización  del  Tribunal. 

Artículo  Iw"  El  Tribunal  de  Cuentas 
tiene  por  objeto: 

1."  Examinar,  aprobar  ó  improbar  las 
cuentas  de  los  que  administran  fondos  pú- 
blicos. 

2°  Calificar  las  órdenes  de  pago  que  ex- 
pida el  Ejecutivo,  devolviendo  las  que  no 
estuvieren  arregladas  á  la  ley. 

Arl.  2.°  El  Tribunal  se  compone  de  un 
Contador  Mayor  y  tres  Contadores  de  Glo- 
sa, nombrados  por  el  Congreso  Nacional. 
El  Contador  Mayor  será  el  Presidente  del 
Tribunal. 

Los  Contadores  de  Glosa  tendrán  sus 
respectivos  suplentes,  nombrados  de  la 
misma  manera  que  los  propietarios. 

Los  miembros  del  Tribunal  durarán  cua- 
tro años  en  el  desempeño  de  sus  funciones, 
y  podrán  ser  reelectos  indefinidamente. 

Art.  3.°  Para  ser  nombrado  miembro 
del  Tribunal  de  Cuentas,  se  requieren  las 
condiciones  siguientes: 

1.*  Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus 
dereclios. 

2.*    Ser  mayor  de  veintiún  años. 

3."  Tener  conocimientos  de  contabi- 
lidad. 

Art.  4."  No  podrán  ser  miembros  del 
'J'ribunal: 

1."  Dos  o  más  personas  ligadas  ])or  pa- 
j-entesco  dentro  del  cuarto  grado  de  con- 
singuinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

2."  Los  parientes  del  Presidente  de  la 
República,  del  Ministro  de  Hacienda  y 
Crédito  Público  y  del  Director  general  de 
Rentas  dentro  de  dichos  grados. 

3."  Los  empleados  de  los  Poderes  Eje- 
cutivo y  Judicial. 

4°  Los  que  sean  acreedores  de  la  Ha- 
cienda pública  ó  tengan  cuentas  pendien- 
ios  con  ella. 


Art.  5.°  En  receso  del  Congreso  Nacio- 
nal, el  Poder  Ejecutivo  nombrará  interi- 
namente los  miembros  del  Tribunal,  á 
efecto  de  llenar  las  vacantes  que. ocurran 
por  muerte,  suspensión  ó  inhabilitación. 
Do  la  renuncia  de  los  miembros  del  Tiñbu- 
nal  conocerá  el  Congreso  Nacional. 

Art.  6."  Los  miembros  del  Tribunal  de 
Cuentas  no  podrán  aceptar  ni  ejercer  nin- 
gún empleo  de  nombramiento  del  Poder 
Ejecutivo  ó  del  Judicial,  ni  están  obligados 
á  ejercer  ningún  cargo  de  elección  popu- 
lar, salvo  que  voluntariamente  acepten  lo 
último. 

Tampoco  están  obligados  al  servicio  mi- 
litar durante  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Art.  7°  El  Tribunal  de  Cuentas  tendrá 
su  residencia  en  la  capital  de  la  República. 

Art.  8.°  A  falta  de  los  Cantadores  de 
Glosa  propietarios,  integrarán  el  Tribunal 
los  suplentes;  y  á  falta  de  éstos,  el  Tribu- 
nal nombrará  integrantes  que  reúnan  las 
mismas  condiciones  que  los  Contadores. 

Art.  9.°  Por  falta  del  Contador  Mayor 
presidirá  el  Contador  que  designe  el  Tri- 
bunal, conforme  á  su  reglamento  interior. 

Art.  10.  El  Tribunal  de  Cuentas  tendrá 
los  siguientes  empleados  en  su  oficina: 

Un  Secretario. 

Un  Receptor. 

Un  Tenedor  de  Libros. 

Un  escribiente  archivero. 

Dos  escribientes. 

Un  conserje. 

Los  tres  primeros  deberán  ser  ciudada- 
nos en  ejercicio  de  sus  derechos  y  mayores 
de  veintiún  años,  y  tener  conocimientos 
de  contabilidad. 

Art.  11.  Los  miembros  del  Tribunal  de 
Cuentas  al  tomar  posesión  de  su  destino, 
prestarán  la  promesa  constitucional  ante 
el  Congreso,  y  en  receso  de  éste  ante  la 
Corte  de  Justicia  por  delegación  de  aquél. 

Art.  12.  Las  funciones  de  los  Contado- 
res se  prorrogan  de  derecho  hasta  cl  nom- 
bramiento de  los  sucesores. 
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Art.  13,  Si  dos  miembros  del  Tribnnal 
contrajeren  añnidad  dentro  del  segundo 
grado,  aquél  por  cuyo  matrimonio  se  con- 
traiga el  parentesco  cesará  en  su  destino. 


TITULO  II 
De  las  atribuciones  del  Tribunal. 

Art.  14.  Corresponde  al  Tribunal  de 
Cuentas: 

1."  Ejercer  vigilancia  en  la  administra- 
ción de  los  fondos  públicos,  proponiendo 
al  Poder  Ejecutivo,  la  remoción  de  em- 
pleados del  ramo  que  no  cumplan  con  su 
deber  con  arreglo  á  la  ley, 

2."    Formar  su  reglamento  interior. 

3.°  Nombrar  y  remover  los  empleados 
de  su  ofícina. 

4.°  Dar  al  Poder  Ejecutivo  los  informes 
y  datos  que  él  pida. 

5."  Llevar  conocimiento,  en  cuenta 
abierta,  á  cada  Secretario  de  Estado,  de 
sus  gastos  ordinarios  y  extraordinarios 
asignados  por  el  presupuesto  general  de 
gastos. 

6.°  Tomar  razón  de  las  órdenes  de  pago 
que  libre  el  Ministro  de  Hacienda,  de  con- 
formidad con  el  presupuesto  general  de 
gastos  y  leyes  vigentes.  Si  tales  órdenes 
no  fuesen  legales,  las  devolverá  expresan- 
do la  causa.  Si  después  de  devuelta  la  or- 
den el  Ejecutivo  requiere  al  Tribunal  para 
que  la  razone  bajo  su  responsabilidad,  así 
lo  hará,  debiendo  abrir  cuenta  especial  á 
las  órdenes  de  esta  clase,  á  fín  de  someter- 
las al  conocimiento  del  Congreso  en  su 
próxima  reunión,  para  que  las  tenga  pre- 
sentes al  examinar  la  respectiva  Memoria. 

7.°  Llevar  un  registro  de  todos  lor  bie- 
nes raíces  pertenecientes  al  Estado,  con  la 
debida  separación  de  los  que  corresponden 
á  cada   departamento  de  la  República. 

8."  Conservar  en  su  archivo  todos  los 
títulos  traslaticios  de  dominio  que  el  Go- 
bierno adquiera,  tomando  razón  de  ellos 
y  de  sus  mutaciones  en  el  libro  respectivo. 

9.°  Caliñcar  las  escrituras  de  caución 
({ue  deban  rendir  los  empleados  de  Hacien- 
da, previo  el  informe  del  Fiscal  general, 
sin  cuyo  requisito  no  tomará  razón  del  tí- 
tulo respectivo,  ni  permitirá  que  tome  po- 
sesión de  su  empleo.  Hará  igual  califica- 
ción de  todos  los  instrumentos  públicos  ó 
negocios  y  contratos  en  que  esté  interesa- 
do el  Erario. 

Cuando  del  examen  resultare  que  dichas 
escrituras  adolecen  de  algún  vicio  de  ley, 
les  devolverá  para  su  reposición. 


10.  Excitar  al  Fiscal  general  de  Ha- 
cienda para  que  cancele  legalmente  las 
escrituras  de  caución,  cuando  cesen  las 
razones  por  que  se  otorgaron. 

11.  Examinar  cada  tres  meses  las  es- 
crituras de  cauciones  para  ver  si  es  nece- 
sario reponerlas  por  fallecimiento  ó  insol- 
vencia de  los  fiadores,  pérdida  ó  deprecia- 
ción de  la  cosa  hipotecada.  Si  los  emplea- 
dos no  verificaren  la  reposición  en  el  tér- 
mino que  tenga  á  bien  señalarles,  dará 
cuenta  de  ello  al  Poder  ejecutivo. 

12.  Representar  ante  el  Poder  ejecuti- 
vo sobre  los  nombramientos  de  empleados 
de  Hacienda  que  haya  hecho  á  favor  de 
personas  inhabilitadas  legalmente,  á  fin  de 
que  puedan  ser  revocados. 

13.  Imponer  multas  de  25  á  50  pesos  á 
los  empleados  que  no  cumplan  el  deber  de 
rendir  sus  cuentas  en  el  término  que  la  ley 
señala. 

14.  Imponer  multas  de  200  á  250  pesos, 
á  los  que  después  de  requeridos  no  las  pre- 
sentaren dentro  del  término  que  al  efecto 
se  les  señale,  ó  que  no  remitan  oportuna- 
mente los  datos  pedidos. 

15.  Dar  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de 
los  empleados  que  se  resistan  á  rendir  sus 
cuentas  dentro  del  término  fijado  por  esta 
ley  ó  por  el  Tribunal. 

Art.  14.  Son  deberes  del  Tribunal,  ade- 
más de  los  anteriores. 

1."  Presentar  al  Poder  ejecutivo,  den- 
tro del  mes  siguiente  á  la  espiración  de 
cada  año  económico,  un  cuadro  de  todas 
las  cuentas  que  se  hayan  glosado  y  feneci- 
do, expresando  en  él  los  individuos  que 
hayan  administrado  caudales  públicos,  las 
Administraciones  y  Tesorerías  de  cargo  y 
data,  las  cantidades  por  deducción  de  re- 
paros, el  estado  en  que  está  el  juicio  de  las 
cuentas,  las  multas  enteradas  á  la  Hacien- 
da pública,  lo  que  por  razón  de  rendición 
de  cuentas  se  adeude  á  la  misma,  y  lo  que 
á  ella  á  la  vez  deba  por  el  mismo  motivo. 

2.°  Remitir  al  Congreso  otro  cuadro 
anual  de  las  mismas  condiciones  que  el 
anterior. 

3.°  Dar  conocimiento  al  Ejecutivo  de 
los  alcances  liquidados  que  resulten  con- 
tra los  empleados. 

Las  cantidades  que  por  este  motivo  ha- 
yan de  enterarse,  serán  satisfechas  en  las 
mismas  especies  que  indique  la  sentencia. 

4."  Multar  con  5  hasta  25  pesos  á  los 
Contadores  y  demás  empleados  de  su  ofici- 
na, por  faltas  en  el  servicio. 

5."  Llevar  registros  de  las  demás  reso- 
luciones del  Gobierno,  referentes  á  la  me- 
áúja  y  remedida  de  tierras,  de  los  títulos 
de  propiedad,  de  los  bienes  raíces  de  \% 
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nación,  de  las  escrituras  de  fianza,  de  los 
despachos  militares,  de  las  especies  fiscales 
y  postales  timbradas,  de  los  efectos  públi- 
cos, de  los  informes,  de  los  acuerdos  y  de 
las  actas  de  la  incineración  de  efectos  judi- 
ciales. 

P||fa  la  legalidad  de  los  efectos  públicos 
y  despachos  militares,  bastará  que  los  au- 
torice el  Contador  mayor. 

6."  Incinerar  los  efectos  públicos  que  se 
hayan  retirado  de  la  circulación,  ó  que  des- 
pués de  emitidos  no  hayan  circulado. 

Cada  acto  de  éstos  será  presenciado  por 
el  Ministro  de  Hacienda  y  el  Fiscal  gene- 
ral, y  autorizado  por  un  Notario  público. 

7.°  Pasar  al  Ejecutivo,  cada  fin  de  año 
económico,  para  su  publicación,  un  cuadro 
nominal  de  todos  los  deudores  del  Fisco, 
con  expresión  de  sus  residencias,  las  can- 
tidades que  adeuden,  la  naturaleza  de  la 
deuda,  la  fecha  en  que  se  constituyeron  en 
mora,  y  un  informe  separado  de  las  gestio- 
nes practicadas  para  su  cobranza. 

8.°  Dar  cuenta  al  Ejecutivo  de  los  em- 
pleados que  por  sí  ó  por  medio  de  sus  fiado- 
res, no  satisfagan  las  resultas  de  sus  cuen- 
tas en  el  término  de  un  mes,  contado  des-" 
de  la  notificación  de  la  sentencia  que  haya 
causado  ejecutoria. 

Art.  15.  Además  de  las  atribuciones 
anteriores  y  las  que  la  ley  concede  al  Tri- 
bunal de  Cuentas,  tiene  espeialmente  la 
de  intervenir  en  toda  emisión  de  especies 
timbradas  y  efectos  públicos.  En  conse- 
cuencia, llevará  los  libros  y  registros  con- 
venientes. 

Su  intervención,  al  tiempo  de  las  emi- 
siones, se  limitará  á  sellar  dichos  valores  y 
á  registrarlos  en  los  libros  respectivos,  del 
modo  que  juzgue  más  eficaz  para  evitar  su 
falsificación. 


TITULO  III 

De  las  atribuciones  del  Contador 
Mayor. 

Azt.  16.  Son  atribuciones  y  deberes 
especiales  del  Contador  Mayor. 

1.*  Dirigir  los  trabajos  de  su  oficina  y 
llevar  la  correspondencia  por  medio  del 
Secretario,  excepto  las  comunicaciones  dt- 
rigidas  á  los  Supremos  Podere-,  que  serán 
firmadas  por  él. 

2."  Conceder  licencia  hasta  por  ocho 
días  á  los  Contadores  y  demás  empleados 
de  la  oficina,  por  motivos  graves  y  justifi- 
cados. 

Las  que  excedan  de  este  término  y  las 


que  él  necesite,  las  concederá  el  Poder 
Ejecutivo. 

3.°  Pedir  á  las  oficinas  y  empleados 
públicos  los  informes  y  documentos  que  el 
Tribunal  haya  menester. 

4.°  Evacuar  en  i'epresentación  del  Tri- 
bunal, y  con  vista  de  los  libros,  expedien- 
tes y  documentos  que  existan  en  la  oficina, 
los  informes  que  le  pidan  los  Supremos 
Poderes. 

5.*  Cuidar  de  que  los  empleados  de  Ha- 
cienda que  tengan  que  rendir  caución  por 
el  manejo  de  caudales  públicos  cumplan 
este  deber. 

6."  Visitar  la  nómina  mensual  de  los 
empleados  de  su  oficina,  que  el  Secretario 
pase  á  la  Dirección  general  de  Rentas. 

7."  Destinar  los  empleados  de  su  ofici- 
na á  trabajos  distintos  de  sus  funciones  es- 
peciales, aumentar  las  horas  de  despacho 
y  dispone  que  éste  se  extienda  á  las  días 
feriados  cuando  así  lo  exija  el  sesrvicio  del 
Tribunal. 

8.°  Excitar  al  Fiscal  general  de  Ha- 
cienda para  que  ejecute  á  los  deudores  del 
Fisco. 

9."  Tomar  la  iniciativa  á  efecto  de  que 
el  Tribunal  multe  á  los  empleados  por  fal- 
tas en  el  servicio. 

10.  Poner  en  conocimiento  del  Poder 
Ejecutivo  los  inconvenientes  y  faltas  que 
notare  en  la  aplicación  de  esta  ley. 

11.  Vigilar  por  que  los  trabajos  de  glo- 
sa se  arreglen  á  la  ley  y  marchen  sin  in- 
terrupción, para  que  no  queden  rezagados 
á  fin  de  cada  año  económico. 

12.  Conocer  en  apelación  y  consulta 
de  los  juicios  fallados  en  primera  instan- 
cia, en  unión  de  los  Contadoi^es  de  Glosa 
no  implicados. 

13.  Expedir  los  finiquitos  de  solvencia 
de  las  cuentas  fenecidas.  El  finiquito  com- 
prenderá la  copia  ó  certificado  integro  del 
fallo  firme  con  que  se  hubiere  pronuncia- 
do. En  caso  de  ser  condenatorio,  se  agre- 
gará copia  del  respectivo  auto  de  sol- 
vencia. 

14.  Disponer  que  se  dé  preferencia  al 
examen  de  una  cuenta  cuando  circuns- 
tancias especiales  asi  lo  exijan. 

15.  Firmar  semanalmentc  la  tabla  de 
las  cuentas  que  deban  examinarse  por  el 
Tribunal.  Esta  tabla  se  colocará  en  un 
lugar  visible  de  la  Secretaria  y  se  publi- 
cará en  el  periódico  oficial,  para  que  lle- 
gue al  conocimiento  de  los  interesados. 

16.  Ejercer  las  facultades  que  la  ley  de 
Tribunales  confiere  á  los  Presidentes  de 
las  Cortes  de  apelaciones,  en  cuanto  sean 
compatibles  con  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas. 
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TITULO  IV 

De  las  atribuciones  de  los  Contadores 
de  Glosa. 

Art.  17.  Son  atribuciones  y  deberes  de 
los  Contadores  de  Glosa: 

1.°  Examinar  y  juzgar  en  primera  ins- 
tancia, dentro  del  menor  término  posible, 
las  cuentas  que  les  designe  el  Presi- 
dente. 

2."  Conocer  en  segunda  instancia,  en 
unión  del  Presidente,  de  los  juicios  de 
cuentas  que  lleven  en  apelación  ó  con- 
sulta en  los  casos  previstos  por  esta  ley. 

3."  Expedir  las  certificaciones,  emitir 
los  informes,  suministrar  datos  que  el 
Presidente  les  pida,  relativos  á  los  juicios 
de  cuentas  en  que  hayan  conocido. 

4."  Llevar  cada  uno  un  libro  en  que 
haga  constar  sus  trabajos  de  glosa,  indi- 
cando el  resultado  de  éstos,  los  reparos 
hechos  y  la  fecha  en  que  cada  cuenta  se 
haya  fenecido. 

5."  Hacer  que  el  Archivero  anote  en 
el  libro  respectivo  la  fecha  en  que  entre- 
gare para  glosar  las  cuentas  que  le  pidan, 
asi  como  el  dia  en  que  las  devuelvan,  cui- 
dando de  que  haga  constar  si  están  fene- 
cidas y  si  tuvieron  ó  no  reparos;  y 

6.*  "  Tener  especial  cuidado  en  horadar 
los  documentos  ó  comprobantes  de  las 
cuentas,  sin  excepción,  á  medida  que  va- 
yan practicando  la  glosa,  de  modo  que 
queden  inutilizados. 

Art.  18.  Un  mismo  Contador  no  podrá 
fallar  en  primera  instancia  las  cuentas  de 
una  misma  oficina  por  dos  años  consecu- 
tivos. 

Art.  19.  El  Contador  de  Glosa  que 
examine  y  liquide  una  cuenta,  deberá  fa- 
llarla en  primera  instancia.  Si  mereciere 
reparos,  pasará  al  Presidente  una  copia 
integra  del  pliego  respectivo,  autorizado 
con  su  firma,  para  que  la  remita  al  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  20.  El  Contador  de  Glosa  que  en 
el  examen  de  una  cuenta  deje  errores  sin 
reparar,  responderá  por  su  orden,  á  menos 
que  justifique  su  inculpabilidad. 

Art.  21.  En  los  primeros  ocho  días  de 
cada  mes,  el  Contador  de  Glosa  informará 
por  escrito  al  Contador  Mayor  acerca  de 
las  cuentas  que  haya  examinado  ó  estu- 
viere examinando. 

Art.  22.  Los  Contadores  que  asistieren 
en  los  actos,  fallos,  acuerdos  ó  resolucio- 
nes del  Tribuna! ,  consignarán  su  voto 
razonado  en  el  libro  respectivo,  que  auto- 
rizará el  Secretario;  y  haciéndolo  asi,  se- 


rán irresponsables  á  todo  lo  que  se  re- 
pare. 

TÍTULO    V 

De  las  atribuciones  del  Secretario 
y  demás  empleados  de  la  ofic|á|i'a. 

Art.  23.  Estarán  á  cargo  del  Secreta- 
rio el  archivo,  libros,  documentos,  mobi- 
liario y  demás  enseres  de  la  oficina;  de 
todo  lo  cual  deberá  cuidar,  bajo  su  inme- 
diata responsabilidad. 

Art.  24.  Son  además  deberes  del  Se- 
cretario: 

1,"  Recibir  las  cuentas  que  se  presen- 
ten ante  el  Tribunal,  y  pasarlas  al  Archi- 
vero para  que  anote  su  entrada  en  el  libro 
respectivo. 

2."  Autorizar  con  su  firma  las  actas  6 
resoluciones  del  Tribunal,  las  actuaciones 
y  fallos  de  primera  y  segunda  instancia, 
los  acuerdos  del  Contador  Mayor  y  los 
votos  razonados  de  los  Contadores. 

3.°  Distribuir  en  los  escribientes  los 
trabajos  de  la  oficina,  procurando  hacerlo 
en  la  debida  proporción  y  que  el  despacho 
marche  al  dia. 

4."  Llevar  con  el  orden  y  aseo  debidos 
los  libros  necesarios;  y 

5.°  Los  demás  que  le  imponga  el  Re- 
glamento interior  de  la  oficina. 

Art.  25.  El  Receptor  sellador  es  el  en- 
cargado del  registro  de  los  documentos  de 
crédito  público  que  el  Ejecutivo  expida  y 
del  sello  de  éstos  y  de  las  especies  timbra- 
das, y  será  responsable  ante  el  Tribunal  y 
el  Ejecutivo  por  las  faltas  en  el  ejercicio 
de  su  empleo. 

Art.  26.  El  Archivero  y  demás  em- 
pleados del  Tribunal  tendrán  los  deberes  y 
atribuciones  que  les  señale  el  respectivo 
Reglamento. 

TÍTULO  VI 

De  las  atribuciones  del  Fiscal  general 
de  Hacienda. 

Art.  27.  El  Fiscal  general  de  Hacienda 
es  representante  legal  del  Estado  en  todos 
los  asuntos  que  interesan  al  Fisco.  Sus 
funciones  duran  cuatro  años. 

Los  Administradores  de  Rentas  en  sus 
respectivo.5  departamentos  tienen  las  mis- 
mas facultades  que  el  Fiscal  general  de 
Hacienda,  en   cuanto  les  sean  aplicables. 

Art.  28.     Corresponde  al  Fiscal. 

1.°  Representar  al  Fisco  en  todos  los 
juicios  en  que  tenga  que  accionar  com» 
actor  ó  demandado. 
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2.°  Formar  parte  en  todos  los  juicios 
de  que  conozca  el  Tribunal  de  Cuentas  en 
primera  y  segunda  instancia. 

3."  Interponer  los  recursos  que  conven- 
gan á  los  intereses  fiscales. 

4.°  Dar  su  voto  ó  dictamen  siempre  que 
le  sea  pedido  por  los  Supremos  Poderes  y 
por  el  Tribunal  de  Cuentas. 

5."  Deducir  ante  los  Tribunales  comu- 
nes la  responsabilidad  contra  los  Contado- 
res de  Glosa  tá  que  se  contrae  el  art.  20  de 
esta  ley. 

6."  Exigir  el  pronto  despacho  de  toda 
causa  que  permanezca  retardada  en  pri- 
mera y  segunda  instancia. 

7."  Inspeccionar  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas siempre  que  lo  disponga  el  Poder 
Ejecutivo  y  dar  los  correspondientes  in- 
formes. 


TITULO  VII 
De  la  rendición  de  las  cuentas. 

Art.  29.  Todos  los  empleados  que  ad- 
ministren caudales  públicos  deberán  ren- 
dir sus  cuentas  ante  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas cada  año  económico  ó  al  vacar  en  el 
empleo,  debiendo  entenderse  como  tales, 
el  Director  general  de  Rentas,  los  Admi- 
nistradores de  Rentas  y  Aduanas,  los  Di- 
rectores de  Correos,  Imprenta,  Casa  de 
Moneda  y  Hospitales,  los  Tesoreros  espe- 
ciales que  la  ley  establezca  y  cualquier 
persona  que,  aunque  sea  accidentalmente, 
maneje  caudales  públicos;  también  rendi- 
rán cuentas  los  Contadores  de  Aduanas 
y  Rentas  y  los  Guardaalmacenes  de  Adua- 
nas. 

Art.  30.  La  fecha  en  que  se  cerrarán  ó 
cortarán  las  cuentas  será  el  31  de  Julio  de 
cada  año,  y  al  cesar  los  empleados  en  sus 
funciones,  debiendo  presentarlas,  para  su 
fiscalización,  dentro  de  ios  sesenta  días  si- 
guientes á  la  fecha  final  del  año  económi- 
co ó  de  haber  cesado  en  el  empleo. 

Art.  31.  Los  Administradores  de  Ren- 
tas y  Aduanas  no  necesitan  poder  de  los 
Contadores  de  las  mismas  oficinas,  ni  és- 
tos de  aquéllos  para  rendir  las  cuentas  en 
que  los  dos  hayan  intervenido,  siendo  vá- 
lido el  procedimiento  y  fallo  queso  pro- 
nuncie con  la  audiencia  de  cualquiera  de 
dichos  empleados. 

Cuando  los  dos  se  apersonen  y  nombren 
procurador,  éste  deberá  ser  común,  salvo 
ijue  el  Admini-strador  y  el  Contador  ale- 
guen tener  intereses  encontrados. 

Art.  32.     Pueden  ser  procuradores  en  la 


rendición  de  cuentas  todas  las  personas 
que  estén  en  el  goce  de  sus  derechos  civi- 
les y  políticos. 

Art.  33.  Todos  los  empleados  que  rin- 
dan cuentas,  lo  harán  por  si  ó  por  medio 
de  apoderados,  en  la  forma  proscripta  por 
el  art.  50  de  esta  ley,  y  tendrán  derecho  á 
medio  sueldo  de  un  mes,  como  gasto  de 
rendición  de  cuentas. 

Art.  34.     Cada  cuenta,  cualquiera  que 
sea  su  duración,  deberá  rendirse  separa-  ♦ 
damente,  de  manera  que  no  haya  un  .solo 
juicio  para  dos  ó  más  cuentas. 

Las  cuentas  de  una  sola  oficina  que  se 
hayan  dividido  por  haber  sido  varios  los 
empleados  que  las  llevaron,  se  acumula- 
rán al  tiempo  de  su  examen  y  juzgamien- 
to, si  fuere  posible,  para  fallarse  en  un 
solo  juicio. 

Art.  35.  Para  el  examen  y  juzgamien- 
to de  las  cuentas,  el  Tribunal  se  dividirá 
en  dos  secciones,  que  se  denominarán  de 
primera  y  de  segunda  instancia. 

Art.  36.  Toda  cuenta  deberá  fenecerse 
en  un  término  que  no  exceda  de  un  año, 
contado  desde  la  fecha  en  que  se  haya  he- 
cho la  designación  del  Contador  de  Glosa 
que  debe  juzgarla. 


TITULO  VIII 
Del  examen  de  las  cuentas. 

Art.  37.  El  examen  de  las  cuentas  se 
divide  en  dos  partes: 

1.°  Sobre  la  legalidad,  veracidad  y  fide- 
lidad de  las  operaciones. 

2.°  Sóbrela  exactitud  de  las  operacio- 
nes aritméticas  y  de  contabilidad. 

Art.  38.  Por  los  reparos  de  la  primera 
ó  segunda  clase,  que  no  hayan  sido  des- 
vanecidos, se  deducirá  la  responsabilidad 
á  que  haya  lugar. 

Art.  39.  Para  el  examen  de  las  cuentas 
se  observará  el  orden  cronológico  de  su 
presentación,  á  menos  que  el  Presidente 
del  Tribunal,  por  razones  especiales,  crea 
necesario  alterar  dicho  orden. 

Art.  40.  Terminado  el  examen  de  cada 
cuenta,  el  Contador  que  lo  haya  practica- 
do dcducini  por  escrito  el  pliego  de  repa- 
ros, ó  expresará  que  no  hay  materia  para 
deducirlos,  citando  para  definitiva. 

Art.  41.  Es  materia  de  reparos  todo 
error  aritmético  ó  de  contabilidad,  ó  que 
se  refiera  á  la  legalidad,  fidelidad  y  com- 
probación de  las  cuentas. 

Art.  42.  De  los  reparos  á  favor  del  in- 
teresado se  tomará  nota  para  compensar- 
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los  con  los  que  resulten  en  su  contra  al 
formar  el  pliego  respectivo. 

Art.  43.  Ningún  alcance  á  favor  del 
empleado  por  exceso  en  el  haber  de  la 
cuenta  de  caja  le  será  reconocido,  si  no 
diese  una  explicación  competente,  satis- 
factoria y  comprobada  cuando  fuere  pre- 
ciso. 

Art.  44.  Los  alcances  á  favor  del  em- 
pleado, por  exceso  en  el  haber  de  las  cuen- 
tas de  especies  fiscales  de  toda  clase,  acu- 
san omisiones  de  cargo  de  las  mismas  es- 
pecies; y  si  no  se  diese  una  explicación 
concluyente,  tales  excesos  se  estimarán 
como  materia  de  delito  de  contrabando  en 
el  fallo  definitivo  que  se  pronuncie,  y  se 
man' ¡ara  inmediatamente  cuenta  de  ellos 
al  Juez  respectivo,  para  que  inicie  el  co- 
rrespondiente sumario. 

Art.  45.  En  todo  reparo  se  expresará 
precisamente  la  parte  de  la  cuenta  en  que 
se  encuentre,  especificándose  en  qué  con- 
siste y  las  disposiciones  no  observadas  á 
que  se  hubiere  contravenido. 

Art.  46.  Para  fallar  con  mejor  acierto, 
puede  el  Tribunal  disponer  que  se  traiga 
á  la  vista  cualquier  documento  que  tenga 
relación  con  las  cuentas. 

Art.  47.  Si  en  el  examen  de  una  cuen- 
ta resultaren  involucradas  operaciones  que 
no  pertenecen  á  la  oficina,  se  pasará  copia 
de  ellas  á  quien  corresponda. 

Art.  48.  Si  durante  el  examen  de  una 
cuenta  se  notaren  hechos  generadores  de 
responsabilidad  criminal,  con  los  antece- 
dentes del  caso,  se  pondrán  en  conocimien- 
to del  Fiscal  general  do  Hacienda,  para  que 
proceda  contra  el  empleado  culpable,  una 
vez  fenecido  el  juicio. 

TÍTULO  IX 

De  la  tramitación  de  los  juicios 
de  cueiitas. 

Art.  49.  Las  cuentas  deben  rendirsepor 
el  empleado  ó  empleados  que  las  hayan  lle- 
vado, ó  por  Procurador  de  los  mismos, 
constituido  en  legal  forma. 

Art.  50.  Las  cuentas  se  presentarán 
originales  al  Tribunal,  por  medio  de  un  es- 
crito que  exprese  el  empleado  que  las  rin- 
da ó  su  representante,  el  período  de  tiem- 
po á  que  corresponde,  el  importe  de  los  in- 
gresos y  egresos,  y  el  valor  y  especifica- 
ción de  la  existencia,  si  la  hubiere. 

Al  escrito  de  presentación  se  acompa- 
ñarán: 

1."  Los  libros  autorizados  en  que  las 
cuentas  hayan  sido  llevadas. 


2."  Los  comprobantes  de  todas  las  ope- 
raciones, ligados  por  orden  de  meses. 

3."  Un  estado  general  del  movimiento 
de  caja  y  otro  del  movimiento  de  espe- 
cies; y 

4."  Un  índice,  por  triplicado,  en  que 
debe  constar  la  determinación  detallada  de 
todos  los  libros  y  documentos  antedichos, 
con  expresión  del  número  de  fojas  útiles 
que  cada  uno  contenga.  Estos  índices  se 
distribuirán  así:  uno  para  el  Contador  que 
debe  examinar  la  cuenta,  otro  que  se  de- 
volverá al  interesado,  y  el  último  que  se 
destinará  al  archivo  de  la  oficina. 

Art.  51.  El  Presidente,  encontrando 
arreglado  á  la  ley  el  pedimento,  mandará 
que  el  Secretario  reciba  la  cuenta  y  que 
razone  el  poder,  si  fuere  general. 

Art.  52.  El  Secretario,  en  cumplimien- 
to del  precepto  anterior,  informará  al  Pre- 
sidente del  Tribunal  si  los  documentos 
presentados  están  ó  no  conformes  con  el 
índice.  Si  estuvieren  conformes,  el  Presi- 
dente actuará  mandando  que  el  Secretario 
devuelva  al  interesado,  con  la  expresión  de 
«recibido  conforme»,  un  ejemplar  del  índi- 
ce para  su  resguardo:  que  pase  la  cuenta 
al  archivo,  y  que  se  proceda  á  su  examen 
y  juzgamiento,  designando,  al  efecto,  el 
Contador  de  Glosa  que  debe  efectuarlo  en 
primera  instancia,  á  quien  se  comunicará 
esta  providencia  por  medio  de  la  Secreta- 
ría, insertando  íntegro  el  escrito  de  pre- 
sentación y  el  auto  respectivo  con  la  no- 
tificación que  hará  al  interesado. 

Art.  53.  Si  los  documentos  presentados 
no  estuvieren  conformes  con  el  índice,  se 
ordenará  la  devolución  de  éste,  con  expre- 
sión de  sus  defectos  y  omisiones,  para  que 
se  rectifiquen,  señalándose,  para  tal  fin  y 
por  una  sola  vez,  un  término  que  no  exce- 
da de  ocho  días. 

Art.  54.  El  Contidor  de  Glosa  designa- 
do, encabezará  el  expediente  del  juicio  con 
dicha  comunicación,  proveyendo  al  fin  de 
la  misma  el  auto  de  «cúmplase»,  y  proce- 
derá á  examinar  la  cuenta. 

Art.  55.  Verificado  el  examen  de  la 
cuenta  y  deducidos  los  reparos  que  merez- 
ca, dQ  conformidad  con  las  disposicioneí< 
de  esta  ley,  dará  traslado  dol  pliego  res- 
pectivo á  cada  una  de  las  partes,  por  su 
orden,  por  el  término  de  diez  días. 

Art.  56.  Con  el  escrito  de  contestación 
á  los  reparos  ó  sin  él,  en  caso  de  que  el  em- 
pleado sea  rebelde,  se;  conferirá  traslado  al 
Fiscal  general  de  Hacienda;  si  no  hubiere 
hechos  que  probar,  so  citará  para  senten- 
cia, y  'previa  notificación  de  las  partes,  se 
declarará  dentro  de  seis  días  siguientes; 
pero  si  hubiere  hechos  que  probar,  se  abri- 
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rá  el  juicio  á  prueba  por  el  término  de 
Ir-einta  dias  improrrogables. 

Art.  57.  Las  partes  tienen  el  derecho 
de  apelar  contra  la  sentencia  de  primera 
instancia  para  ante  el  Tribunal  de  segun- 
da, verbalmente  en  el  acto  de  la  notifica- 
ción, ó  por  escrito  dentro  del  tercero  día. 
El  recurso  deberá  mejorarse  dentro  de 
otros  tres  días  improrrogables. 

Art.  58.  La  sentencia  deberá  pronun- 
ciarse conforme  al  mérito  del  expediente  y 
someterse  á  la  revisión  del  Tribunal  de  se- 
gunda instancia,  cuando  no  haya  ape- 
tación. 

Art.  59.  En  la  segunda  instancia  se 
procederá  sin  más  trámite  que  el  señala- 
miento á  las  partes  de  una  audiencia  in- 
mediata para  que  hagan  su  defensa  y  pre- 
senten los  documentos  que  convengan  á 
su  derecho. 

Art.  60.  Si  el  apelante  desiste  del  re- 
curso ó  éste  se  hubiere  declarado  desierto, 
el  Tribunal  de  segunda  instancia  conocerá 
eu  consulta  de  la  sentencia  apelada. 

Art.  61.  El  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia pronunciará  su  fallo  dentro  de  los 
Seis  dias  subsiguientes  al  de  dicha  au- 
diencia. 

Art.  62.  Contra  la  sentencia  de  la  se- 
gunda instancia  se  conceden  los  recursos 
do  casación  para  ante  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  los  mismos  casos  y  términos 
])rescritos  por  el  Código  de  procedimientos. 

Art.  63.  En  los  casos  de  apelación,  las 
partes  podrán  alegar  en  los  estrados  del 
Tribunal,  lo  que  se  les  concederá,  con  tal 
que  la  pidan  verbalmente  ó  por  escrito  al 
Presidente,  en  la  audiencia  que  señale.  El 
neto  se  verificará  con  la  parte  que  asista  á 
la  audiencia  que  al  efecto  señale  el  Tri- 
bunal. 

Art.  64.  Si  el  empleado  ó  persona  que 
debiere  rendir  la  cuenta  hubiere  muerto  ó 
desaparecido,  se  ignorare  su  paradero  ó  es- 
tuviere fuera  del  territorio  de  la  Repúbli- 
ca, se  observarán,  respecto  de  él,  las  dis 
posiciones  de  los  Códigos  civil  y  de  proce- 
dimientos. 

El  fiador  será  citado  y  tendrá  derecho  á 
ser  oído  en  el  juicio  respectivo. 

Art.  65.  Los  Tribunales,  antes  de  re- 
.solver,  podrán  disponer  que  so  traigan  á  la 
rista  las  cuentas;  y  si  se  notaren  errores 
que  no  hayan  sido  reparados,  deberán  for- 
mar pliegos  de  reparos  solamente  por  di- 
chos errores  y  conferir  traslado  del  inci- 
dente al  empleado  ó  su  repre.sentante. 

Art.  66.  Los  Jefes  de  oficinas  y  funcio- 
narios públicos  que  hubieren  tenido  algu- 
na participación  en  las  cuentas  que  moti- 
ven reparos,  están  obligados  á  dar  informe 


á  los  Tribunales  de  primera  y  segunda  ins- 
tancia y  de  casación,  siempre  que  se  les 
pida,  sobre  algún  punto  relativo  al  juicio. 

Art.  67.  Cuando  los  reparos  afecten  la 
responsabilidad  de  un  tercero,  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  47  de  esta  ley,  se  pon- 
drán en  su  conocimiento,  para  que  expon- 
ga, dentro  del  término  legal  concedido  á 
las  partes,  lo  que  convenga  á  sus  derechos, 
y  pueda,  si  quiere,  hacerse  parte  en  el  jui- 
cio con  gestiones  ó  sin  ellas,  haciendo  cons- 
tar la  rebeldía;  en  este  último  caso  será 
comprendida  su  responsabilidad  en  el  fallo 
que  se  pronuncie  y  producirá  todos  sus 
efectos  legales  como  si  fuere  parte  en  el 
juicio. 

Art.  68.  Toda  vez  que  una  sentencia 
condenatoria  pronunciada  en  cualquier  ins- 
tancia por  cualesquiera  de  dichos  Tribuna- 
les quede  firme,  si  el  empleado  no  satisfa- 
ce las  resultas  dentro  de  los  cinco  dias  sub- 
siguientes á  su  notificación,  el  Juez  que  la 
hubiere  pronunciado  en  primera  instancia, 
pasará  al  Fiscal  certificación  de  la  senten- 
cia para  que  proceda  á  la  ejecución  ante 
los  Tribunales  comunes. 

Art.  69.  Se  declara  que  el  valor  ó  deuda 
adeudado  devenga  el  interés  legal  desde  el 
vencimiento  del  enunciado  término  de  cin- 
co días  que  prescribe  el  artículo  anterior. 

Art.  70.  Si  las  cuentas  se  presentaren 
sin  índice,  ó  no  se  presentaren  los  ejem- 
plares prescritos,  esta  omisión  se  pondrá 
en  conocimiento  del  Tribunal,  para  que 
determine  lo  conveniente. 

Art.  71.  En  todos  los  acuerdos,  autos  y 
resoluciones  del  Tribunal  de  Cuentas,  se 
tendrá  por  acordado  ó  resuelto  lo  que  dis- 
ponga la  mayoría;  y  habiendo  empate,  oirá 
á  los  integrantes  por  su  orden  para  formu- 
larla. 

Art.  72.  No  podrán  sacarse  originales, 
sino  en  copia,  á  no  ser  para  efectos  judi- 
ciales, las  cuentas  y  libros  y  documentos 
is  en  el 


archivados  ó  pendientes 


TITULO  X 


Tribunal. 


Disposiciones  generales. 

Art.  73.  El  Poder  Ejecutivo  cuidará  de 
que  el  Tril)unal  de  Cuentas  cumpla  estric- 
tamente las  disposiciones  de  esta  ley;  ó 
podrá  disponer  su  inspección  por  medio  de 
ios  funcionarios  del  ramo,  ó  pedir  al  Con- 
greso Nacional  su  reposición,  en  todo  ó  en 
parte,  por  negligencia  ó  cualquiera  otra 
<;ausa  que  retarde  ó  perjudique  el  servicio 
público. 
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Art.  74.  El  Ejecutivo  no  podrá  modificar 
ni  dispensar  las  responsabilidades  defini- 
das en  los  juicios  de  cuenta,  pero  sí  está 
obligado  á  expedir  todos  los  documentos 
necesarios  para  los  gastos  que  de  su  orden 
se  hayan  hecho  sin  llenar  las  formalidades 
legales. 

Art.  75.  Una  vez  extendidas  las  órdenes 
de  que  habla  el  artículo  anterior,  el  Tribu- 
nal las  tomará  en  cuenta,  y  dará  al  juicio 
el  curso  correspondiente. 

Art.  76.  Siempre  que  fuere  posible,  las 
cuentas  de  la  Dirección  general  de  Rentas 
no  se  fallarán  hasta  que  se  haya  verificado 
el  control  general  de  movimiento  de  valo- 
res procedentes  del  Gobierno  y  oficinas  su- 
balternas. 

Art.  77.  Los  empleados  que  manejen 
caudales  públicos,  antes  de  tomar  posesión 
de  sus  destinos,  rendirán  caución  fiduciaria 
ó  hipotecaria,  á  satisfacción  del  Tribunal, 
por  un  valor  igual  al  duplo  del  sueldo  que, 
para  un  año,  les  asigne  el  presupuesto, 

Art.  78.  Los  Contadores  de  Rentas  ó 
Aduanas  son  solidariamente  responsables 
con  las  Administraciones,  y  están  obliga- 
dos á  rendir  la  misma  clase  de  fianza,  pero 
sólo  por  una  suma  igual  al  sueldo  que  de- 
renguen  en  un  año. 

Art.  79.  Los  Guardaalmacenes  de  Adua- 
nas rendirán  también  caución  en  los  mis- 
mos términos  que  los  Contadores  de  Ren- 
tas ó  Aduanas. 

Art.  80.  En  los  juicios  de  cuentas  po- 
drán promover.se  los  incidentes  de  impli- 
cancia y  recusación,  en  los  mismos  casos 
y  términos  expresados  por  la  ley  de  Tri- 
bunales. 

Art.  81.  Todos  los  empleados  del  Tri- 
bunal de  Cuentas  están  sujetos  á  las  mis- 
mas responsabilidades  y  penas  que  los  de 
los  Tribunales  comunes. 

Art.  82.  Los  empleos  del  Tribunal  de 
Cuentas  son  incompatibles  con  la  repre- 
sentación de  cualquiera  gestión  particular, 
por  asuntos  que  tengan  atingencia  con  la 


Administración  de  la  Hacienda  pública,  y 
con  cualquiera  otra  ocupación  pública  ó 
particular  que  hubieren  de  desempeñar  du- 
rante las  horas  en  que  deba  funcionar  el 
Tribunal. 

Art.  83.  Los  miembros  del  Tribunal  de 
Cuentas  se  equipararán  en  responsabilidad 
civil  y  criminal  á  la  determinada  por  la  ley 
para  los  Jueces  del  fuero  común. 

Art.  84.  De  las  causas  que  se  entabla- 
ren contra  los  miembros  del  Tribunal  de 
Cuentas  para  hacer  efectiva  individual- 
mente su  responsabilidad  por  el  delito  co- 
metido en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  co- 
nocerá en  primera  instancia  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia. 

En  los  mismos  casos  conocerá  un  miem- 
bro de  este  Ti^ibunal  en  primera  instancia, 
cuando  se  trate  de  la  responsabilidad  co- 
lectiva de  los  Contadores;  y  en  segunda,  el 
propio  Tribunal  Supremo,  con  exclusión 
del  miembro  que  conoció  en  primera. 

Art.  85.  El  empleado  del  Tribunal  de 
Cuentas  que  sin  justo  motivo  dejare  de  asis- 
tir á  la  oficina,  perderá  su  derecho  al  suel- 
do de  los  días  que  no  concurra. 

Art.  86.  El  Poder  Ejecutivo  podrá  mul- 
tar, con  cinco  á  veinticinco  pesos,  al  Con- 
tador mayor  que  sea  negligente  ó  moroso 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes. 

Art.  87.  Es  causa  de  remoción  de  los 
miembros  del  Tribunal  de  Cuentas,  la  ne- 
gligencia ó  morosidad  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes. 

Art.  88.  En  los  casos  no  previstos  por 
esta  ley,  respecto  á  los  procedimientos  en 
los  juicios  de  cuentas,  se  aplicarán  las  dis- 
posiciones legales  relativas  á  los  Tribuna- 
les comunes,  en  cuanto  sean  compatibles 
con  la  naturaleza  de  estos  juicios. 

Art.  89.  Lo  dispuesto  en  esta  ley  res- 
pecto á  los  empleados  de  Hacienda,  com- 
prende á  los  exempleados  del  Ramo,  en 
cuanto  les  sea  aplicable. 

Art.  90.    (Clausula  derogatoria.) 
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I^eglamento   interior  del   Congreso  nacional 


TITULO  PRIMERO 
Disposiciones  preliminares 

Artículo  1."  El  salón  en  que  el  Congre- 
so celebre  sus  sesiones,  contendrá  en  la  ex- 
tremidad principal  un  recinto  separado,  y 
en  él  se  colocarán,  bajo  un  dosel,  la  mesa 
y  los  asientos  del  Presidente  y  Secretarios, 
y  á  derecha  é  izquierda,  los  que  deben  ocu- 
par los  demás  representantes.  Una  baran- 
da separará  este  recinto,  quedando  el  otro 
espacio  del  salón  para  la  galería  ó  los  con- 
«íurrentes  particulares. 

Art.  2."  El  dosel  indicado  en  el  articulo 
anterior  y  la  mesa  en  que  funcionen  el 
Presidente  y  Secretarios  del  Congreso,  ten- 
drán el  ornato  que  exige  el  servicio  del 
Alto  Poder  á  que  se  destinan.  El  escudo  de 
armas  de  la  República  se  colocará  bajo  el 
dosel,  y  en  el  lugar  que  se  crea  convenien- 
te, el  pabellón  nacional. 

Art.  3.°  En  la  mesa  del  Directorio  ha- 
brá un  ejemplar  de  la  Constitución  de  la 
República,  otro  de  este  Reglamento  y  una 
lista  ó  nómina  de  todos  los  Diputados  pro- 
pietarios y  suplentes. 

Art.  4.°  Cuando  los  Altos  Poderes  de  la 
nación,  ó  alguno  de  ellos,  concurrieren  al 
recinto  de  la  legislatura,  los  funcionarios 
que  los  ejerzan  tomarán  asiento  entre  los 
Diputados,  ocupando  el  suyo,  bajo  el  dosel, 
y  á  la  derecha  del  Presidente  del  Congreso, 
(il  Presidente  de  la  República,  y  á  la  iz- 
quierda, el  Presidente  de  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia. 

TÍTULO  II 

De  las  Juntas  preparatorias 

Art.  5.°  El  21  de  Diciembre  de  cada  año 
><t  reunirán  los  Diputados  en  Juntas  pre- 
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paratorias;  y  con  la  concurrencia  de  cinco 

Íor  lo  menos,  se  organizará  la  primera 
unta,  la  que  dará  principio  á  sus  trabajos 
por  la  elección  de  un  Presidente  y  un  Se- 
cretario. Instalada  la  Junta,  transmitirá  al 
Poder  Ejecutivo  el  aviso  correspondiente. 

Art.  6."  Son  atribuciones  de  la  Junta 
preparatoria: 

1.*  Llamar  á  los  Diputados  propietarios, 
y  en  caso  necesario  á  los  suplentes,  hasta 
formar  el  quorum  para  la  instalación  del 
Congreso. 

2.*  Ejercer  las  facultades  que  la  ley 
concede  al  Congreso,  con  el  fin  de  hacer 
concurrir  á  los  Diputados  ausentes,  trans- 
cribiendo al  efecto  sus  acuerdos  al  Poder 
Ejecutivo,  para  su  debido  cumplimiento. 

3.^  Acordar  todo  lo  que  convenga  al 
buen  servicio  del  Congreso;  con  cuyo  fin, 
siendo  necesarias  algunas  erogaciones,  la 
Secretaría  formará  el  Presupuesto,  y  lo 
remitirá  al  Ministerio  de  Hacienda,  á  efec- 
to de  que  dichas  erogaciones  se  satisfagan 
en  dinero  ó  se  faciliten  en  especie  los  obje- 
tos que  se  necesiten. 

Art.  7°  Reunido  el  número  necesario 
de  representantes  para  formar  Congreso, 
la  Junta  celebrará  el  31  de  Diciembre  la  úl- 
tima sesión  preparatoria,  y  en  ella  se  orga- 
nizará el  directorio  del  Congreso,  eligien- 
do, por  votación  directa  y  pública  y  por 
mayoría  absoluta  de  votos,  un  Presidente, 
un  Vicepresidente,  dos  Secretarios  y  dos 
Vicesecretarios,  quienes  permanecerán  en 
el  ejercicio  de  sus  cargos  durante  todo  el 
periodo  de  las  sesiones. 

Art.  8."  En  esta  última  sesión,  el  Pre- 
sidente nombrará  una  Comisión,  ante  !;> 
cual  los  representantes  presentarán  parn 
su  examen  sus  credenciales;  y  aprobadas, 
el  Presidente  prestará  la  promesa  consti- 
tucional ante  la  Cámara,  y  los  demás  Di- 
putados la  prestarán  ante  el  Presidente. 

Art.  9."    Si  las  credenciales  carecieren 
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de  autenticidad,  en  el  acto  se  mandarán 
legalizar,  permaneciendo  mientras  tanto 
en  el  asiento  del  Congreso  los  electos,  con 
goce  de  sus  dietas;  pero  si  las  credenciales 
contuvieren  nulidad  esencial  en  orden  á  la 
elección,  se  mandará  reponer  ésta,  debien- 
do, en  consecuencia,  retirarse  los  candi- 
datos. 

Art.  10.  Si  llegado  el  1."  de  Enero  no 
hubieren  concurrido  sin  motivo  justifica- 
ble, calificado  por  el  Congreso,  á  la  capital 
do  la  República,  alguno  ó  algunos  de  los 
Diputados  propietarios,  incurrirán  éstos, 
por  el  mismo  hecho,  en  una  multa  de  cien 
pesos,  que  el  Ejecutivo  hará  efectiva  con  el 
aviso  de  la  Secretaria  del  Congreso.  Si  ex- 
presamente se  negaren,  sin  razón,  á  con- 
currir, la  multa  será  de  quinientos  pesos. 

En  iguales  multas  incurrirán  los  Diputa- 
dos suplentes  que,  siendo  llamados,  no  con- 
curran en  la  fecha  que  prudencialmente  se 
les  hubiere  señalado. 

TÍTULO  III 
De  la  instalación  del  Congreso 

Art.  11.  Previo  aviso  del  día  y  la  hora 
de  la  instalación  del  Congreso,  el  Poder 
Ejecutivo  invitará  á  los  Agentes  diplomá- 
ticos residentes,  á  las  Corporaciones,  em- 
pleados y  personas  notaljles  que  á  bien  ten- 
ga, para  que  se  reúnan  en  el  salón  de  se- 
siones, con  el  fin  de  asistir  al  acto  referido. 

Art.  12.  Preparado  todo  de  antemano, 
el  Presidente  del  Congreso  nombrará  una 
Comisión  de  cuatro  Diputados  para  que  se 
dirijan  á  la  mansión  del  Presidente  de  la 
República  y  le  participen  qne  el  Congreso 
está  ya  preparado  para  su  solemne  insta- 
lación. 

Art.  13.  Al  presentarse  la  comitiva  pre- 
cedida por  el  Presidente  de  la  República, 
los  Secretarios  del  Congreso  la  recibirán  en 
la  puerta  principal  del  salón  de  sesiones, 
tomando  los  concurrentes  sus  respectivos 
asientos,  y  el  Presidente  del  Congreso  de- 
clar.srá  la  solemne  instalación  eon  la  si- 
guiente fórmula:  «El  Congreso  nacional  se 
declara  constitucionalmente  instalado».  A 
continuación,  se  extenderá  con  la  misma 
fórmula  el  decreto  correspondiente;  el  cual, 
firmado  por  todos  los  representantes,  se 
mandará  promulgar  solemnemente. 

Art.  14.  Terminado  el  acto  de  instala- 
ción, el  Presidente  de  la  República  leerá  su 
Mensaje;  y  concluida  la  lectura,  el  Presi- 
dente del  Congreso  expresará  en  una  con- 
cisa alocución,  que  considerando  este  Alto 
Cuerpo  el  Mensaje  en  todos  sus  detalles,  lo 


contestará  debidamente;  y  si  no  hubier.' 
otra  cosa  que  hacer  se  levantará  la  sesión. 

TÍTULO  IV 
De  las  sesiones 

Art.  15.  El  Congreso  celebrará  una  se- 
sión cada  uno  de  los  días  no  feriados,  pu- 
diendo,  con  los  dos  tercios  de  votos,  habili- 
íar  los  feriados  para  celebrarlas. 

A  propuesta  de  uno  de  los  representan- 
tes, el  Congreso  podrá,  con  justa  causa,  di- 
ferir la  celebración  de  las  sesiones  ó  acor- 
dar dos  diarias. 

Art.  16.  Las  sesiones  serán  públicas  y 
durarán  tres  horas,  á  menos  que  la  Secre- 
taria no  tuviere  con  qué  dar  cuenta  ni  hu- 
biere de  qué  tratar.  L-a  hora  de  concurren- 
cia será  fijada  por  el  Congreso. 

Cuando  á  propuesta  del  Poder  Ejecutivo, 
ó  á  moción  de  tres  representantes,  deba 
tratarse  algún  asunto  importante  en  sesión 
secreta,  asi  lo  dispondrá  la  Mesa. 

Art.  17.  Cuando  el  Congreso  lo  crea 
conveniente  para  la  resolución  de  algún 
asunto  importante  y  de  urgencia,  ¡oodrá 
declararse  en  sesión  permanente,  á  moción 
de  cualquier  Diputado,  acompañada  de  una 
exposición  de  motivos,  y  con  acuerdo  de 
los  dos  tercios  de  votos;  en  cuyo  caso,  du- 
rará la  sesión  hasta  terminar  el  asunto  que 
la  motive, 

Art.  18.  La  galería  es  libre  cuando  la 
sesión  sea  pública,  y  puede  permanecer  en 
ella  cualquiera  persona,  con  tal  que  obser- 
ve el  orden;  y  tienen  derecho  los  concu- 
rrentes para'  aplaudir  cualquier  acto  del 
Congreso  ó  los  discursos  de  los  señores  re- 
presentantes; pero  se  les  prohibe  manifes- 
tar su  reprobación  con  gritos,  silbidos,  gol- 
pes y  cualquier  otro  ruido  que  perturbe  el 
orden. 

Si  el  infractor  ó  infractores  insistieren 
después  de  habérseles  leído  el  presente  ar- 
tículo por  dispo  ición  del  Presidente,  serán 
mandados  expulsar  de  la  galería. 

Art.  19.  Si  antes  de  aprobarse  el  acta 
de  la  sesión,  pidiese  algún  diputado  que  se 
reconsidere  en  parte  sustancial  alguno  de 
los  puntos  que  en  ella  se  tratan,  se  hará  así, 
siempre  que  el  Congreso  lo  acuerde. 

TITULO  V 
De  los  proyectos  y  mociones 

Art.  20.  Los  proyectos  de  ley  de  que  se 
ocupe  el  Congreso  se  presentarán  por  es- 
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(•rilo,  pudiendo  los  proponeutes  reformar- 
los durante  la  discusión. 

Art.  21.  Ai  presentarse  un  proyecto  de 
ley,  se  leerá  una  voz  y  se  pasará  á  una  co- 
misión, para  que  emita  dictamen  sobre  él. 

Art.  22.  El  dictamen  de  la  comisión  se 
someterá  á  la  consideración  del  Congreso, 
y  se  discutirá  jireviamente  si  desechare  en 
absoluto  el  proyecto. 

Si  el  dictamen  aceptare  ó  modificare  el 
proyecto,  se  entrará  á  discutir  éste  junto 
con  las  reformas  introducidas. 

Art.  23.  Los  artículos  ya  aprobados,  po- 
drán reconsiderarse  á  moción  escrita  y  mo- 
tivada de  cualquier  Diputado  y  con  acuer- 
do de  los  dos  tercios  de  votos. 

Art.  24.  Mientras  no  haya  sido  enmen- 
d;),do  por  el  Congreso  algún  articulo  de  un 
proyecto,  su  autor  podrá  retirarlo,  ya  sea 
definitivamente,  ó  para  presentarlo  bajo 
otra  forma;  pero  si  hubiere  sido  enmenda- 
do, no  podrá  ya  retirarlo  sin  permiso  de  la 
Cámara.  Si  el  artículo  liul)iere  sido  des- 
echado, no  se  podrá  volver  á  presentar  ni 
biijo  otra  forma. 

Art.  25.  Las  mociones  pueden  ser  de 
palabra  ó  por  escrito,  y  desjjués  de  que  el 
Congreso  tome  conotiimiento  de  ellas,  se 
someterán  á  la  consideración  de  éste,  y  se 
discutirán  y  resolverán  por  su  orden  en 
una  misma  sesión,  cuando  no  afecten  ca- 
r/icter  de  ley. 

TITULO  VI 
De  las  votaciones 

Art.  26.  Cuando  el  Presidente  conside- 
re suficientemente  discutido  algún  asunto 
sometido  á  deliberación,  lo  preguntará  á  la 
('amara  por  medio  de  la  secretaria,  y  re- 
suelto asi  por  aquélla  se  dará  por  termina- 
do el  debate,  y  si  éste  fuere  el  último,  se 
procederá  á  la  votación . 

Art.  27.  No  ^c  podrá  declarar  suficien- 
temente discutido  un  asunto,  cuando  un 
Diputado  que  no  ha  hecho  uso  de  la  pala- 
bra se  oponga  á  ello,  solicitando  que  se  le 
conceda. 

Art.  28.  Ningún  proyecto  de  ley  será 
definitivamente  votado  sino  después  de  tres 
díiliberaciones  efectuadas  en  distintos  días, 
.salvo  el  caso  de  urgencia  calificada  por  dos 
tercios  de  votos. 

Toda  y)ro])Osición  que  tenga  por  objeto 
d(íclarar  la  urgencia  de  una  ley,  debe  ir 
precedida  de  una  exposición  de  motivos  en 
que  aquélla  se  funda. 

Art.  29.  El  voto  de  los  Diputados  será 
nominal  en  todos  los  actos  electivos  del 


Congreso,  y  siempre  que  alguno  de  ellos  lo 
pidiere,  ó  cuando  la  resolución  fuere  de 
mucha  importancia. 

Art.  30.  Las  votaciones  nominales  se 
tomarán  por  la  Secretaría,  comenzando, 
alternativamente,  por  la  derecha  y  por  la 
izquierda,  debiendo  votar  por  último  el 
Presidente  y  los  Secretarios  por  su  orden. 

Art.  31.  Cuando  la  votación  no  sea  no- 
minal, se  hará  poniéndose  de  pie  los  Dipu- 
tados que  aprueben,  y  quedándose  senta- 
dos los  que  desaprueben. 

Art.  32.  Para  que  haya  resolución  del 
Congreso,  salvo  los  casos  expresamente  de- 
terminados, se  necesita  la  mayoría  absolu- 
ta de  votos,  entendiéndose  por  ésta  más  de 
la  mitad  del  total. 

Art.  33.  Si  en  la  votación  resultare  em- 
pate, se  continuará  la  discusión;  y  si  al  vo- 
tarse de  nuevo  no  desapareciere  aquél,  se 
aplazará  el  negocio  para  la  sesión  inme- 
diata. 

A  ésta  se  citará  á  todos  los  Representan- 
tes propietarios  y  suplentes  que  se  hallen 
en  el  asiento  del  Congreso  y  estén  incor- 
porados; pero  en  ningún  caso  excederá  el 
número  de  Diputados  de  un  departamento 
al  que  establece  la  ley.  Si  aun  asi  se  repi-^ 
tiere  el  empate,  se  aplazará  para  otra  se- 
sión, en  la  cual,  repetido,  se  desechará  la 
proposición,  salvo  el  caso  en  que  se  trate 
de  actos  electivos,  debiendo  entonces  recu- 
rrirse  al  sorteo  el  mismo  día  en  que  tuviere 
lugar  el  empate,  entre  los  candidatos  que 
hayan  obtenido  mayor  número  devotos. 

Art.  34.  Los  Diputados  tienen  derecho 
á  que  sus  discursos  y  votos  razonados  se 
agreguen  á  las  actas,  siempre  que  los  pre- 
senten por  escrito  en  la  sesión  del  deba- 
te ó  en  la  siguiente. 

Art.  35.  Los  Diputados  que  asistan  á 
las  deliberaciones  no  podrán  salvar  su  voto 
sino  en  los  casos  en  que  tuviesen  interés 
personal,  calificado  por  el  Congreso. 

TITULO  VII 
De  las  comisiones 

Art.  36.  Las  comisiones  que  el  Presi- 
dente ó  el  Congreso  designen  para  estudios 
de  algún  asunto,  presentarán  su  trabajo  en 
el  menor  término  posible  ó  en  el  que  se  les 
señale,  y  acompañarán  á  su  informe  ó  dic- 
tamen el  respectivo  proyecto  de  ley. 

Art.  37.  Se  entenderá  por  dictamen  de 
comisión  el  voto  de  la  mayoría  de  sms 
miembros. 

Art.  38.  El  Directorio  proporcionará  á 
las  comisiones  cuanto  necesiten  para  cum- 
plir su  encargo. 
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TITULO  VIII 


De  los  Diputados. 

Art.  39.  Al  incorporarse  un  Diputado, 
prestará  ante  el  Presidente  del  Congreso  la 
siguiente  promesa  constitucional:  «Prome- 
to ser  fíel  á  la  República,  cumplir  y  hacer 
cumplir  la  Constitución  y  las  leyes.» 

Art.  40.  Los  Diputados  tienen  el  deber 
de  asistir  puntualmente  á  todas  las  sesio- 
nes del  Congreso.  Cuando  por  enfermedad 
ú  otra  causa  justa  no  pudieren  concurrir, 
lo  harán  saber  al  Presidente  con  antici- 
pación. 

Art.  41.  Los  Diputados  que  tengan  ne- 
sidad  de  ausentarse,  solicitarán  del  Con- 
greso la  correspondiente  licencia,  mani- 
festando los  motivos  en  que  se  funda  la  so- 
licitud y  el  tiempo  de  permiso  que  nece- 
siten. 

Art.  42.  Los  Diputados  que  sin  impe- 
dimento justo  dejen  de  asistir  á  las  sesiones 
á  la  hora  que  para  éstas  se  haya  fijado  por 
el  Congreso,  ó  que  se  ausenten  sin  licen- 
cia, perderán  las  dietas  correspondientes. 

Art.  43.  Los  Diputados  podrán  usar  de 
la  palabra  hasta  por  tres  veces  en  cada 
punto  sometido  á  discusión,  dirigiéndose 
siempre  á  la  Cámara  y  nunca  á  un  Repre- 
sentante determinado. 

Art.  44.  Nadie  podrá  interrumpir  al 
Diputado  que  está  haciendo  uso  de  la  pa- 
labra; pero  si  se  extraviare  del  asunto,  el 
Presidente  se  lo  hará  notar;  y  si  faltare  al 
orden,  puede  reclamarlo  cualquier  Repre- 
sentante en  esta  forma:  «pido  la  palabra 
para  el  orden;»  y  le  será  concedida  en  el 
acto.  Suspenderá  su  discurso  el  que  esté 
hablando,  mientras  el  reclamante  le  expli- 
ca brevemente  el  fundamento  en  que  se 
apoye.  Decidido  el  punto  por  el  Presiden- 
te, continuará  con  la  palabra  el  que  fué 
interrumpido. 

Art.  45.  Los  Diputados  hablarán  en  las 
sesiones  por  el  orden  en  que  el  Presidente 
les  haya  concedido  la  palabra,  y  usarán  de 
ella  de  pie,  en  su  puesto  ó  en  las  tribunas 
colocadas  en  el  recinto  del  Congreso. 

Cuando  el  Presidente  haga  uso  de  la  pa- 
labra, ocupará  su  puesto  el  Vicepresidente 
ó  uno  de  los  Secretarios  por  su  orden. 

TÍTULO  IX 

Del  Presidente. 

Art.  46.  Son  atribuciones  del  Presi- 
dente: 


1.*  Abrir  y  cerrar  las  sesiones  á  la  hora 
que  fije  el  Congreso. 

2.*  Mantener  el  orden  interior  de  las 
sesiones. 

3.*  Autorizar  con  los  Secretarios  las  ac- 
tas, leyes  y  demás  resoluciones  del  Con- 
greso. 

4.*  Conceder  la  palabra  por  orden  su- 
cesivo á  los  Diputados  que  la  pidieren,  de 
conformidad  con  este  Reglamento. 

5.*  Contestar  el  Mensaje  del  Presidente 
de  la  República,  en  la  forma  proscripta  por 
el  art.  14  de  este  Reglamento. 

6.^  Suspender  la  sesión  para  el  efecto 
de  descanso  ó  por  otro  motivo  justificable. 

7."*  Llamar  al  orden  á  los  Diputados  que 
profieran  palabras  inconvenientes.  Si  el 
Diputado  no  atendiere  después  de  recon- 
venido, el  Presidente  suspenderá  la  sesión. 

8.^  Nombrar  las  comisiones  que  desig- 
ne este  Reglamento,  pudiendo  unirlas  ó 
separarlas,  como  le  parezca  conducente  á 
la  expedición  de  los  negocios.  El  Congreso 
se  reservará  el  derecho  de  nombrar  comi- 
siones en  los  puntos  que  juzgue  de  especial 
importancia. 

9.*  Acordar  todo  lo  que  convenga  al 
buen  juicio  de  la  Cámara  en  la  forma  presr 
cripta  por  el  art.  6.°,  inciso  3."  de  este  Re- 
glamento. 

Art.  47.  El  Vicepresidente  ejercerá  las 
funciones  del  Presidente,  á  falta  de  éste;  y 
en  defecto  de  ambos,  harán  sus  veces  Ío-í 
Secretarios,  por  su  orden. 


TITULO  X 
De  los  Secretarios. 

Art.  48.  Los  Diputados  Secretarios  son 
los  órganos  de  comunicación  del  Congreso: 
y  les  corresponde: 

1."  Redactar  el  acta  de  cada  sesión, 
comprendiendo  en  ella,  clara  y  sucinta- 
mente, todo  lo  que  se  hubiere  discutido  y 
resuelto,  lo  mismo  que  el  voto  particular  (> 
lo  que  cnalquier  Diputado  hubiere  pedido 
en  la  discusión  que  .se  consigne. 

2.°  Hacer  constar  también  en  el  acta 
las  protestas  de  cualquier  Diputado  y  los 
dictámenes  de  las  comisiones,  siempre  que 
se  les  pida  y  sean  referentes  á  los  asuntos 
tratados  en  la  sesión  del  día. 

3.°  Autorizar  con  el  Presidente  las  ac- 
tas, leyes  y  demás  resoluciones  del  Con- 
greso.' 

4."  Anotar  en  el  acta  la  falta  de  los  Di- 
putados que  no  concurran,  expresando  las 
causas,  si  las  conocieren,  y  dar  el  corres- 
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pondiente  aviso  á  la  Dirección  general  de 
Rentas. 

5.0  Tomar  nota  de  las  licencias  y  dar 
aviso  á  la  Cámara  el  día  que  espiren. 

e."  Hacer  el  escrutinio  de  las  votacio- 
nes y  publicar  su  resultado. 

7."  Cuidar  de  que  los  dependientes  de 
la  Secretaría  cumplan  con  sus  deberes. 

8.°  Dirigir  los  trabajos  de  la  oficina  y 
cuidar  de  que  se  recojan  y  conserven  en 
buen  arreglo  todos  los  expedientes,  docu- 
mentos, libros  y  demás  papeles  que  á  ella 
correspondan. 

9."  Certificar  en  papel  común,  á  petición 
de  un  Diputado,  ó  en  papel  sellado,  á  pe- 
dimento de  particulares,  cualquier  docu- 
mento de  los  que  estén  á  su  cargo. 

10.  Remitir  copia  de  las  actas  del  Con- 
greso y  de  las  leyes  y  decretos  que  ésta 
expida  á  la  Tipografía  Nacional,  para  su 
oportuna  publicación. 

11.  Remitir  por  duplicado  al  Poder  Eje- 
cutivo, y  dentro  de  tres  días  de  haber  sido 
aprobados,  las  leyes  y  decretos,  para  los 
efectos  legales. 

12.  Servirse  del  Archivo  del  Congreso, 
cuidando  de  su  integridad,  y  entregándolo, 
por  inventario,  al  empleado  que  por  nom- 
bramiento del  Poder  Ejecutivo  deba  custo- 
diarlo al  cerrarse  las  sesiones.  Los  Secre- 
tarios omisos  en  la  facción  del  inventario, 
responderán  personalmente  é  in  soliduní 
por  el  extravío  ó  pérdida  de  cualquier  obje- 
to ó  documento,  por  no  haberse  nominado 
en  dicho  inventario,  del  cual  se  autorizarán 
tres  ejemplares,  que  serán  visados  por  el 
Presidente  del  Congreso,  debiendo  quedar 
uno  en  poder  del  empleado  que  recibe  el 
Archivo,  otro  en  el  M.nisterio  de  la  Gober- 
nación y  el  tercero  en  poder  de  los  Secre- 
tarios para  su  respectiva  seguridad. 

Art.  49.  Los  Vicepresidentes  ejercerán 
las  funciones  de  los  Secretarios  en  ausencia 
de  éstos. 

TÍTULO  XI 


Del  juicio  político. 

Art.  50.  Cuando  hubiere  de  precederse 
contra  alguno  de  lo  i  funcionarios  que  con- 
forme á  la  Constitución  gozan  de  inmuni- 
dad por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  el  Congreso  nombrará  una 
comisión  de  tres  ó  cinco  Diputados  para 
que  siga  la  investigación  correspondiente, 
ó  examine  los  dato.-;  acumulados;  y  previo 
informe  del  indiciado,  si  pudiere  obtenerse, 
emitirá  su  dictamen. 


Art.  51.  Presentado  el  dictamen  de  la 
comisión,  el  Congreso  lo  discutirá,  y  si  fue- 
re el  funcionario  declarado  con  lugar  á 
formación  de  causa,  el  Congreso  emitirá  el 
decreto  respectivo;  suspendiendo  en  sus 
funciones  al  acusado,  y  poniéndolo  á  dis- 
posición del  Tribunal  competente,  con  los 
antecedentes  del  caso.  Esta  resolución  se 
notificará  al  acusado  y  al  acusador  si  lo 
hubiere. 

Art.  52.  Si  hubiere  de  precederse  con- 
tra los  mismos  funcionarios  por  algún  de- 
lito común,  se  seguirán  los  trámites  pres- 
criptos  en  los  dos  artículos  anteriores;  pero 
no  se  le  dará  audiencia  al  indiciado,  y  de- 
berá discutirse  y  votarse  en  sesión  secreta. 

TÍTULO  XII 


Disposiciones  generales. 

Art.  53.  En  los  primeros  quince  días 
del  mes  de  Enero  de  cada  año,  el  Congreso 
elegirá  los  tres  designados  que  sustituirán 
al  Presidente  de  la  República  en  los  casos 
prescriptos  por  la  Constitución,  y  les  reci- 
birá la  promesa  el  1."  de  Febrero. 

Art.  54.  En  el  mismo  tiempo  señalado 
en  el  articulo  anterior,  el  Congreso  elegirá 
y  dará  posesión  á  los  miembros  del  Tribu- 
nal de  Cuentas  y  al  Fiscal  general  de  Ha- 
cienda, en  el  año  que  hubieren  de  reno- 
varse. 

Art.  55.  Cada  dos  años,  y  seis  días  antes 
de  cerrarse  las  sesiones,  el  Congreso  emiti- 
rá el  decreto  de  convocatoria  á  elecciones, 
para  la  renovación  de  Diputados,  conforme 
á  la  Constitución. 

Igual  decreto  se  emitirá  siempre  que  hu- 
biere de  elegirse  Presidente  y  Vicepresi- 
dente de  la  República,  y  Magistrados  de  la 
Corte  Suprema  de  Ju.sticia. 

Art.  56.  El  Congreso,  para  su  última 
sesión,  observará  las  solemnidades  pres- 
criptasen  los  arts.  11,  12  y  13  de  este  Re- 
glamento, y  emitirá  el  decreto  de  clausura, 
que  firmarán  todos  los  Diputados,  con  la 
siguiente  fórmula:  «El  Congreso  Nacional 
cierra  sus  sesiones  el  día  de  hoy.» 

Art.  57.  Para  las  informaciones  de  la 
prensa,  se  colocarán  mesas  ante  la  barra, 
con  asiento  y  recado  para  escribir. 

Art.  58.  En  los  casos  de  admisión  de 
renuncia  ó  de  remoción  de  los  Diputados  ú 
otros  funcionarios  de  los  Altos  Poderes,  da 
que  conozca  el  Congreso,  se  emitirá  el  de- 
creto de  convocatoria  á  elecciones,  seña- 
lando la  fecha  en  que  hayan  de  verifi- 
carse. 
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Art.  59.  Cuando  algún  diputado  se  ex- 
cusare de  concurrir  á  las  sesiones  ordina- 
rias ó  extraordinarias  del  Congreso,  fun- 
dándose en  motivos  de  enfermedad  do  él,  de 
su  cónyuge,  ascendientes  ó  descendientes, 
ó  parientes  colaterales  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  y  segundo  de  afi- 
nidad, deberá  comprobar  su  aserto. 

Art.  60.  Si  alguno  ó  algunos  de  los  Di- 
putados enfermaren  de  gravedad  en  el 
asiento  del  Congreso,  mientras  éste  per- 
manezca reunido,  el  Presidente  comisio- 
nará á  xino  ó  más  Representantes  para  que 
provean  un  facultativo  y  todo  lo  necesario 
para  su  asistencia  y  curación.  Si  fallecie- 
re, el  Congreso  acordará  un  funeral  deco- 
roso, suscribiendo  el  convite  respectivo  el 
Presidente  y  Secretarios,  y  asistirán  todos 


los  Diputados  á  las  exequias:  uno  de  ellos,, 
por  comisión  especial,  pronunciará  la  ora- 
ción fúnebre  del  fallecido. 

Art.  61.  Cuando  los  Secretarios  de  Es- 
tado concurran  al  Congreso  para  dar  cuen- 
ta de  los  actos  del  Poder  Ejecutivo,  ó  cuan- 
do fueren  llamados,  serán  recibidos  por  Ios- 
Secretarios  del  Congreso  en  la  puerta  del 
salón  de  sesiones:  ocuparán  su  asiento  en 
el  lugar  que  la  Mesa  designe,  y  serán  des- 
pedidos en  la  misma  forma. 

Cuando  concurra  algún  otro  empleado 
público,  se  le  dará  audiencia  en  la  sala  de 
descanso. 

Articulo  final.  El  presente  Reglamento 
comenzará  á  regir  desde  esta  fecha,  que- 
dando derogado  el  emitido  por  el  Congreso 
Nacional  el  11  de  Febrero  de  1885. 


PARTE   SEGUNDA 
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CÓDIGOS  DE  LA  REPÜBLICA  DE  HONDURAS 

Concordados  y  eompafados 

eon   algunos   de   los  n^ás  eonoeidos   de   las   demás 

í^epúblieas   de    Centro^  Annéfica. 


CONTIENE:  I.  Código  Civil.— II.  Código  de  Comercio— III.  Código  penaL 
IV.  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  penales. — V.  Código  de  Minería. 


CÓDIGO     CIVIÜ 

sancionado  en  31  de  Oieiembpe  de  1898  <i)  pafa  comenzar 
á  regif  en  15  de  Septiembre  de  1899,  concordado  y 
comparado  con  el  de  Costaní^ica.  (^) 


TITULO  PRELIMINAR 

De  las  leyes,  de  sus  efectos  y  de  las 
reglas  generales  para  su  aplicación. 

Artículo  1."  Las  leyes  obligarán  en 
Honduras  á  los  treinta  días  de  su  promul- 
gación, si  en  ellas  no  se  dispusiere  otra 
cosa  (3). 

Se  entiende  hecha  la  promulgación  el 
día  en  que  termine  la  inserción  de  la  ley 
en  la  Gaceta  Oficial. 

Art.  2.°  La  ignorancia  de  las  leyes  no 
excusa  de  su  cumplimiento.  (Costa  Rica, 
art.  1.°) 

Art.  3."  Las  leyes  no  tendrán  efecto 
retroactivo,  si  no  dispusieren  lo  contrario. 
Las  leyes  penales  tendrán  efecto  retroacti- 
vo siempre  que  favorezcan  al  delincuente. 

Art.  4."  Son  nulos  los  actos  ejecutados 
contra  lo  dispuesto  en  la  ley,  salvo  los  ca- 
sos en  que  la  misma  ley  ordene  su  vali- 
dez. (C.  R.,  10.) 

Los  derechos  concedidos  por  las  leyes 
son  renunciables,  á  no  ser  esta  renuncia 
contra  el  interés  ó  el  orden  público,  ó  en 
perjuicio  de  tercero.  (C  R.  10.) 

Art.  5."  Las  leyes  sólo  se  derogan  por 
otras  leyes  posteriores,  y  no  prevalecerá 
contra  su  observancia  el  desuso,  ni  la  cos- 
tumbre á  su  práctica  en  contrario.  (C  R., 
12.) 

Art.  6.°  El  Tribunal  que  rehuse  fallar 
á  pretexto  de  silencio,  obscuridad  ó  insufi- 


{V  Promulgado  en  uso  de  las  facultades  delega- 
das al  Poder  Ejecutivo  por  el  Decreto  número  30 
de  la  Asamblea  Nacional  Constituyente,  promul- 
gado el  l."")  de  Abril  de  1896. 

(2)  El  Código  de  Costa-Rica  rige  desde  1.°  de 
Enero  de  1888 

(3)  El  Código  de  Costa  Rica  fija  este  plazo  en 
diez  dífts.  (Art.  l.°j 


ciencia  de  las  leyes,  incurrirá  en  respon- 
sabilidad. 

Cuando  no  haya  ley  exactamente  aplica- 
ble al  punto  controvertido,  se  aplicará  la 
costumbre  del  lugar,  y  en  su  defecto,  los 
principios  genePales  del  derecho. 

Art.  7.°  "^  Si  en  las  leyes  se  habla  de  me- 
ses, días  ó  noches,  se  entenderá  que  los 
meses  son  de  treinta  días,  los  días  de  vein- 
ticuatro horas,  y  las  noches  desde  que  se 
pone  hasta  que  sale  el  sol. 

Si  los  meses  se  determinan  por  sus  nom- 
bres, se  computaran  por  los  días  que  res- 
pectivamente tengan. 

Art.  8.°  Las  leyes  penales,  las  de  poli- 
cía y  las  de  seguridad  pública,  obligan  á 
todos  los  que  habiten  en  territorio  hondu- 
reno. (C.  R.,  2.°) 

Art.  9.°  Las  leyes  relativas  á  los  dere- 
chos y  deberes  de  familia,  ó  al  estado,  con- 
dición ó  capacidad  legal  de  las  personas 
obligan  á  los  hondurenos,  aunque  residan 
en  país  extranjero.  (C.  R.,  3.°) 

Art.  10.  Los  bienes  muebles  están  su- 
jetos á  la  ley  de  la  nación  del  propietario; 
los  bienes  inmuebles,  á  las  leyes  del  país 
en  que  están  sitos.  (C.  R.,  4.°  y  5.°)  _ 

Sin  embargo,  las  sucesiones  legitimas  y 
las  testamentarías,  así  respecto  al  orden 
de  suceder  como  á  la  cuantía  de  los  dere- 
chos sucesorios  y  á  la  validez  intrínseca  de 
sus  disposiciones,  se  regularán  por  la  ley 
nacional  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se 
trate  (1),  cualesquiera  que  sean  la  natura- 
leza de  los  Ijienes  y  el  país  en  que  se  en- 
cuentren. 


(1)  El"  Código  de  Costa  Rica,  art.  7.o,  las  Bujeta 
á  la  ley  del  domicilio  del  testador  y  añade  que,  res- 
pecto de  matrimonios,  wc  atenderá  á  las  leyes  del 
lugar  donde  hubieren  convenido  en  establecerse 
los  cóuyuges,  y,  k  falta  de  ese  convenio,  á  los  del 
país  donde  tenga  su  domicilio  el  marido. 
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Art.  11.  Las  formas  y  solemnidades  de 
los  contratos,  testamentos  y  demás  instru- 
mentos públicos,  se  rigen  por  las  leyes 
del  pais  en  que  se  otorguen.  (C.  R.,  1 .°)  (1). 

Cuando  los  actos  referidos  sean  autori- 
zados por  funcionarios  diplomáticos  ó  con- 
sulares de  Honduras  en  el  extranjero,  se 
observarán  en  su  otorgamiento  las  solem- 
nidades establecidas  por  las  leyes  hondu- 
renas. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  este  artículo 
y  en  el  anterior,  las  leyes  prohibitivas  con- 
cernientes á  las  personas,  sus  actos  ó  sus 
bienes,  y  las  que  tienen  por  objeto  el  or- 
den público  y  las  buenas  costumbres,  no 
quedarán  sin  efecto  por  leyes  ó  sentencias 
dictadas,  ni  por  di-sposiciones  ó  convencio- 
nes acordadas  en  pais  extranjero. 

Art.  12.  En  las  materias  que  se  rijan 
por  leyes  especiales,  la  deficiencia  de  éstas 
se  suplirá  por  las  disposiciones  de  este  Có- 
digo. 


LilSf^O     P^imEf^O 


De   las  personas. 


TITULO  PRIMERO 
De  los  hondurenos  y  extranjeros.  (2) 

Art.  13.  Son  hondurenos  los  que  decla- 
ra tales  la  Constitución  del  Estado  (3). 

Los  demás  son  extranjeros. 

Art.  14.  Los  hijos,  mientras  permanez- 
can bajo  la  patria  potestad,  tienen  la  na- 
cionalidad de  sus  padres. 

Art.  15.  La  mujer  casada  sigue  la  con- 
dición y  nacionalidad  do  su  marido. 

Art.  16.  Los  extranjeros  gozan  en  Hon- 
duras de  los  derechos  que  las  leyes  civiles 
conceden, á  los  hondurenos, 

Art.  17.  Las  corporaciones,  funaacio- 
ncs  y  asociaciones,  reconocidas  por  la  ley 
y  domiciliadas  en  Honduras,  gozarán  de  la 
nacionalidad  hondurena,  siempre  que  ten- 
gan el  concepto  de  personas  juridicas  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  presente 
Código, 

Las  asociaciones  domiciliadas  en  el  ex- 


(1)  En  Costa  Rica,  art.  8.°  C.  civ.,  no  valen  las 
escrituras  privadas,  cualquiera  que  sea  la  fuerza  de 
éstas  en  el  país  donde  se  hubieren  otorfjado,  cuan- 
do las  leyes  del  país  exií?en  instrumento  público. 

(2)  _E1  Código  de  Costa  Rica  no  trata  de  esta 
materia,  por  lo  cual  habrá  de  sujetarse  á.  lo  esta- 
blecido en  la  Consiitución  política. 

(3)  Inserta  en  la  primera  parte  de  este  tomo. 


tranjero,  tedrán  en  Honduras  la  conside- 
ración y  los  derechos  que  determinen  los 
Tratados  ó  leyes  especiales. 

TÍTULO  II 

Del  nacimiento  y  de  la  extinción  de  la 
personalidad  civil. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LAS  PEUSONAS  NATURALES 

Art.  18.  El  nacimiento  determina  la, 
personalidad;  pero  el  concebido  se  tienf 
por  nacido  pai-a  todos  los  efectos  que  le 
sean  favorables,  siempre  que  nazca  con  las 
condiciones  que  expresa  el  artículo  siguien- 
te. (C.  R.,  13.) 

Art.  19.  Para  los  efectos  civiles,  sólo  se 
reputará  nacido  el  feto  que  tuviere  fígui-a 
humana  y  viviere  veinticuatro  horas  ente- 
ramente desprendido  del  seno  materno. 
(C.  R.,  13.) 

Art.  20.  En  el  caso  de  partos  dobles  se 
presume,  salvo  prueba  en  contrario,  ha- 
berse verificado  á  la  vez  el  nacimiento. 
(C.  R.,  14.) 

Art.  21.  La  personalidad  civil  se  extin- 
gue por  la  muerte  de  las  personas.  (C.  R., 
18.) 

La  menor  edad,  la  demencia  ó  imbecili- 
dad, la  sordomudez,  la  prodigalidad  y  la 
interdicción  civil,  no  son  más  que  restric- 
ciones de  la  personalidad  jurídica.  Los  que 
se  hallaren  en  alguno  de  esos  estados,  son 
susceptibles  de  derechos,  y  aun  de  obliga- 
ciones cuando  éstas  nacen  de  los  heclios 
ó  de  relaciones  entre  los  bienes  del  incapa- 
citado y  un  tercero. 

Art.  22.  Si  se  duda  entre  dos  ó  más 
personas  llamadas  á  sucederse,  quién  de 
ellas  ha  muerto  primero,  el  que  sostenga 
la  muerte  anterior  de  una  ó  de  otra,  debe 
probarla;  á  falta  de  prueba,  se  presumen 
muertas  al  mismo  tiempo  y  no  tiene  lugai' 
la  trasmisión  de  derechos  de  uno  á  otro. 

Art.  23.  Respecto  á  la  presunción  de 
muerte  del  ausente  y  sus  efectos,  se  esta- 
rá ó  lo  dispuesto  en  el  Título  VIH  de  este 
libro. 

CAPÍTULO  II 

DE    LAS   PERSONAS   JURÍDICAS 

Art.  24.     Son  personas  juridicas: 
1.°    El  Estado  y  las  corporaciones,  aso- 
ciaciones y  fundaciones  de  interés  público 
reconocidas  por  la  ley. 

La  personalidad  de  éstas  empieza  desde 
eí  instante  mismo  en   que,  con  arreglo  á 
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derecho,  hubiesen  quedado  válidamente 
constituidas. 

2.°  La  Iglesia,  cuya  personalidad  se  re- 
conoce con  sujeción  á  la  Constitución  del 
Estado. 

3.°  Las  asociaciones  de  interés  particu- 
lar, sean  civiles,  mercantiles  ó  industria- 
les, á  las  que  la  ley  conceda  personalidad 
propia,  independiente  de  la  de  cada  uno  de 
los  asociados. 

Art.  25.  Las  asociaciones  á  que  se  refie- 
re el  número  3."  del  articulo  anterior  se 
regirán  por  las  disposiciones  relativas  al 
contrato  de  sociedad,  según  la  naturaleza 
de  éste. 

Art.  26.  La  capacidad  civil  de  las  cor- 
poraciones se  regulará  por  las  leyes  que 
las  hayan  creado  ó  reconocido;  la  de  las 
asociaciones  por  sus  estatutos,  y  la  de  las 
fundaciones  por  las  reglas  de  su  institu- 
ción, mediante  aprobación  del  Gobierno, 
cuando  la  asociación  ó  fundación  no  sean 
creados  por  el  Estado. 

Art.  27.  Las  personas  jurídicas  pueden 
adquirir  y  poseer  bienes  de  todas  clases, 
asi  como  contraer  obligaciones  y  ejercitar 
acciones  civiles  ó  criminales,  conforme  á 
las  leyes  y  reglas  de  su  constitución.  Pero 
la  Iglesia  y  las  corporaciones,  asociaciones 
y  fundaciones  á  que  se  reñcre  el  articulo 
anterior,  si  adquiriesen  bienes  raíces,  sólo 
podrán  poseer  los  necesarios  al  fin  de  su 
institución,  del)iendo  vender  los  demás  á 
los  tres  años  de  adquiridos.  Si  no  se  hiciere 
así,  se  acordará  la  venta  á  beneficio  del 
poseedor,  por  el  Gobierno.  (C.  R.,  28.) 

Los  establecimientos  de  instrucción  y 
beneficencia,  se  regirán  por  lo  que  dispon- 
gan las  leyes  especiales. 

Art.  28.  Si  por  haber  expirado  el  plazo 
durante  el  cual  funcionaban  legalment(;,  ó 
por  haber  realizado  el  fin  para  el  cual  se 
constituyeron,  ó  por  ser  ya  imposible  apli- 
car á  éste  la  actividad  y  los  medios  de  que 
disponían,  dejasen  de  funcionar  las  corpo- 
raciones, a.soc¡aciones  y  fundaciones,  se 
dará  á  sus  bienes  la  aplicación  que  las  le- 
yes, ó  los  estatutos,  ó  las  cláusulas  funda- 
cionales, les  hubiesen  en  esta  previsión 
asignado.  Si  nada  se  hubiere  establecido 
previamente,  .se  aplicarán  esos  bienes  por 
el  Gobierno  á  la  realización  de  fines  análo- 
gos, en  interés  del  departamento  ó  muni- 
cipio que  principalmente  debieron  recoger 
los  beneficios  de  las  instituciones  extin- 
guidas. 

TÍTULO  III 
Del  domicilio 


chos  y  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
civiles,  el  domicilio  de  las  personas  natu- 
rales es  el  lugar  de  su  residencia  habitual, 
y,  en  su  ca-so,  el  que  determine  el  Código 
de  Procedimientos  (1). 

El  domicilio  de  los  diplomáticos  residen- 
tes por  razón  de  su  cargo  en  el  extranjero, 
que  gocen  del  derecho  de  extraterritoriali- 
dad, será  el  último  que  hubieren  tenido  en 
territorio  hondureno. 

Art.  30.  Cuando  ni  la  ley  que  las  haya 
creado  ó  reconocido,  ni  los  estatutos  ó  las 
i'eglas  de  la  fundación,  fijaren  el  domicüio 
de  las  personas  jurídicas,  se  entenderá  que 
lo  tienen  en  el  lugar  en  que  se  halle  estable- . 
cida  su  representación  legal,  ó  donde  ejer- 
zan las  principales  funciones  de  su  institu- 
to. (C.  R.,  30.) 

TÍTULO  IV 
Del  matrimonio 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LOS   ESPONSALES 

Art.  31.  Los  esponsales  de  futuro  no 
producen  obligación  de  contraer  matrimo- 
nio. (C.  R.,  49.) 

Ningún  Tribunal  admitirá  demanda  en 
que  se  pretenda  su  cumplimiento. 

Art.  32.  Si  la  promesa  .se  Iiubiere  hecho 
en  documento  público  ó  privado  por  un 
mayor  de  edad,  ó  por  un  menor  asistido  de 
la  persona  cuyo  consentimiento  sea  nece- 
sario para  la  celebración  del  matrimonio, 
ó  si  se  hubieren  publicado  los  edictos  ó  pro- 
clamas, el  que  rehusare  casarse  sin  justa 
causa,  estará  obligado  á  resarcir  á  la  otra, 
parte  los  gastos  que  hubiese  hecho  por  ra- 
zón del  matrimonio  prometido. 

La  acción  para  pedir  el  resarcimiento  de 
gastos  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior, 
sólo  podrá  ejercitarse  dentro  de  un  año, 
contado  desde  el  día  de  la  negativa  á  la  ce- 
lebración del  matrimonio. 

CAPÍTULO  II 

DF,    LA    FORMA    DEL    MATRIMONIO 

Art.  33.  La  ley  sólo  reconoce  el  matri- 
monio civil,  que  deberá  celebrarse  del  mo- 
do que  determina  éste  Código. 

Reconoce  efectos  civiles  á  los  matrimo- 


Art.  29.     Para  el  ejercicio  de  los  dcre-      cimiento.  (Art.  29) 


(1)    El  Código  de  Costa  Rica,  coloca  en  primer 
término  el  lugar  donde  tengan  su  principal  estable- 
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nios  canónicos  celebrados  con  anterioridad 
á  la  Ley  de  Matrimonio  Civil. 

Art.  34.  Después  de  celebrado  el  matri- 
monio civil,  podrá  celebrarse  el  canónico  ó 
religioso.  (C.  R.  59.) 

El  que  autorizare  un  matrimonio  religio- 
so sin  que  se  le  presente  la  certiñcación  de 
haberse  celebrado  el  civil,  incurrirá  en 
responsabilidad  penal. 

CAPÍTULO  III 

DE    LA   CAPACIDAD    DE    LOS    CONTRAYENTES 

Art.  35.  No  pueden  contraer  matrimo- 
nio: 

1.°  Los  varones  menores  de  catorce 
años  cumplidos  (1). 

Se  tendrá,  no  obstante,  por  revalidado 
ipsofacto,  y  sin  necesidad  de  declaración 
e.xpresa,  el  matrimonio  contraído  por  im- 
pÚDeres,  si  un  día  después  de  haber  llegado 
á  la  pubertad  legal,  hubiesen  vivido  juntos 
sin  haber  reclamado  en  juicio  contra  su  va- 
lidez, ó  si  la  mujer  hubiere  concebido  an- 
tes de  la  pubertad  legal,  ó  de  haberse  enta- 
blado la  reclamación. 

2.**  Los  que  no  estuvieren  en  el  pleno 
ejercicio  de  su  razón  al  tiempo  de  contraer 
matrimonio.  (C.  R.  56.  2.°.) 

3."  Los  que  adolecieren  de  impotencia 
física,  absoluta  ó  relativa,  para  la  procrea- 
ción, con  anterioridad  á  la  celebración  del 
matrimonio,  de  una  manera  patente,  per- 
petua é  incurable.  íC.  R.  56.  4.°.) 

4.°  Los  que  se  hallaren  ligados  con  vín- 
culo matrimonial.  (C.  R.  55.  1.°.) 

Art.  36.  Tampoco  pueden  contraer  ma- 
trimonio entre  sí: 

1.°  Los  ascendientes  y  descendientes 
por  consanguinidad  ó  afinidad  legítima  ó 
natural.  (C.  R.  55.  2.".) 

2.°  Los  colaterales  por  consanguinidad 
legítima  hasta  el  cuarto  grado.  (2). 

3.°  Los  colaterales  por  afinidad  legiti- 
ma hasta  el  cuarto  grado.  (3). 

4.°  Los  colaterales  por  consanguinidad 
ó  afinidad  natural  hasta  el  segundo  grado. 

5.°  Los  adúlteros  que  hubiesen  sido 
condenados  por  sentencia  firme.  (C.  R.  55. 
4.".  5.°.) 

6.°  Los  que  hubiesen  sido  condenados 
f'omo  autores  ó  como  autor  y  cómplice  de 
la  muerte  del  cónyuge  de  cualquiera  de 
ellos.  (C.  R.  55.  4."'!) 


(1)  Quince  años  es  la  edad  mínima  que  para  am- 
bos contrayentes  fija  el  art.  56  del  Código  de  Costa 
Rica. 

(8)yí3)  El  Código  de  Costa  Rica  (55  3.")  sólo 
menciona  los  hermanos,  sean  ó  no  legítimos. 


Art.  37.     Está  prohibido  el  matrimonio: 

1.°  Al  menor  de  edad  que  no  haya  ob- 
tenido la  licencia,  y  al  mayor  que  no  haya 
cumplido  veinticinco  años  y  que  no  haya 
solicitado  el  consejo  de  las  personas  á  quie- 
nes corresponde  otorgar  una  y  otro  en  los 
casos  determinados  por  la  ley.  (C.  R.  57. 1.°) 

2."  A  la  viuda  durante  los  trescientos 
(C.  R.  57.  2.°)  un  días  siguientes  á  la  muer- 
te de  su  marido  ó  antes  de  su  alumbra- 
miento si  hubiere  quedado  en  cinta,  y  á  la 
mujer  divorciada  ó  cuyo  matrimonio  hu-' 
biere  sido  declarado  nulo  en  los  mismos 
casos  y  términos,  á  contar  desde  su  sepa- 
ración legal. 

3.°  Al  viudo  ó  viuda  que  tenga  hijos 
legítimos  bajo  su  patria  potestad,  mientras 
no  haya  hecho  inventario  judicial  de  los 
bienes  de  dichos  hijos,  que  esté  adminis- 
trando; y  en  los  mismos  casos  al  cónyuge 
propiamente  divorciado,  ó  cuyo  matrimo- 
nio hubiese  sido  declarado  nulo,  y  al  padre 
ó  madre  naturales.  (C.  R.  57.  3.°) 

4.**  AI  tutor  y  sus  descendientes  con 
las  personas  que  tenga  ó  haya  tenido  en 
guarda  hasta  que  fenecida  la  tutela  se 
aprueben  las  cuentas  de  su  cargo;  salvo  el 
caso  de  que  el  padre,  ó  en  defecto  de  éste  la 
madre  déla  persona  sujeta á tutela,  hubie- 
se autorizado  el  matrimonio  en  testamento 
ó  escritura  pública. 

Art.  38.  La  licencia  de  que  habla  el 
número  1.°  del  artículo  anterior,  debe  ser 
concedida  á  los  hijos  legítimos  por  el  pa- 
dre; faltando  éste,  ó  hallándose  impedido, 
corresponde  otorgarla,  por  su  orden,  á  la 
madre,  á  los  abuelos  paterno  y  materno,  y 
en  defecto  de  todos,  al  Juez  en  consejo  de 
tutela. 

Si  se  tratare  de  hijos  naturales  recono- 
cidos, el  consentimiento  deberá  ser  pedido 
á  los  que  lo  reconocieron,  á  sus  ascendien- 
tes y  al  Juez  en  consejo  de  tutela,  por  el 
orden  establecido  en  eí  párrafo  anterior. 

Los  demás  hijos  ilegítimos  obtendrán  el 
consentimiento  de  su  madre  cuando  fuere 
legalmente  conocida;  el  de  los  abuelos  ma- 
ternos en  el  mismo  caso,  y  á  falta  de  unos 
y  otros,  el  del  Juez  en  consejo  de  tutela. 

A  los  jefes  de  las  casas  de  expósitos  co- 
rresponde prestar  el  consentimiento  para 
el  matrimonio  de  los  educados  en  ellas. 

Art.  39.  Los  hijos  mayores  de  edad, 
pero  menores  de  veinticinco  años,  están 
obligados  á  pedir  consejo  al  padre,  y  en  su 
defecto,  á  la  madre.  Si  no  lo  ol)tuvieren,  ó 
fuere  desfavorable,  no  podrá  celebrarse 
el  matrimonio  hasta  tres  meses  después  de 
hecha  la  petición. 

Art.  40.  La  licencia  y  el  consejo  favo- 
rable á  la  celebración  del  matrimonio,  de- 
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berán  acreditarse  al  solicitar  éste,  por  me- 
dio de  documento  que  haya  autorizado  un 
Notario  ó  un  Juez  cartulario  del  domicilio 
del  solicitante.  Del  propio  modo  se  acre- 
ditará el  transcurso  del  tiempo  á  que  alude 
el  artículo  anterior,  cuando  inútilmente  se 
hubiere  pedido  el  consejo. 

Art.  41.  Ninguno  de  los  llamados  á 
prestar  el  consentimiento  ó  consejo  está 
obligado  á  manifestar  las  razones  en  que 
se  funda  para  concederlo  ó  negarlo,  ni  con- 
tra su  di  enso  se  da  recurso  alguno  (1). 

Art.  42.  Si,  á  pesar  de  la  prohibición 
del  art.  37  se  casaren  las  personas  com- 
prendidas en  él,  su  matrimonio  será  váli- 
do, pero  los  contrayentes,  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  Código  Penal  (C.  R.,  58), 
quedarán  sometidos  á  las  siguientes  re- 
glas: 

1.*  Se  entenderá  contraído  el  casa- 
miento con  absoluta  separación  de  bienes, 
y  cada  cónyuge  retendrá  el  dominio  y  ad- 
ministración de  los  que  le  pertenezcan, 
haciendo  suyos  todos  los  frutos,  si  bien  con 
la  obligación  de  contribuir  proporcional- 
mente  al  sostenimiento  de  las  cargas  del 
matrimonio. 

2*.*  Ninguno  de  los  cónyuges  podrá  re- 
cibir del  otro  cosa  alguna  por  donación  ni 
testamento. 

Lo  dispuesto  en  las  dos  reglas  anterio- 
res no  se  aplicará  en  los  casos  del  núme- 
ro 2.°  del  art.  37,  ni  en  los  del  número  3.° 
si  se  hubiere  acreditado  con  información 
judicial  no  haber  hijoá  bajo  patria  potestad 
ó  bienes  de  éstos  en  administración. 

3.*  Si  uno  de  los  cónyuges  fuere  menor 
no  emancipado,  no  recibirá  la  administra- 
ción de  sus  bienes  hasta  que  llegue  á  la 
mayor  edad.  Entretanto,  sólo  tendrá  de- 
recho á  alimentos  que  no  podrán  exceder 
de  la  renta  liquida  de  sus  bienes. 

4.*  En  los  casos  del  número  4."  del  ar- 
tículo 37,  el  tutor  perderá  además  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  la  pupila  ó  pu- 
pilo durante  la  menor  edad  de  éste. 

Art.  43.  No  producirá  efectos  civiles  el 
matrimonio  cuando  cualquiera  do  los  cón- 
yuges estuviere  ya  casado  legítimamente. 

Art.  44.  El  Gobierno,  con  justa  causa, 
puede  dispensar,  á  instancia  de  parte,  el 
impedimento  comprendido  en  el  núm.  2." 
del  art.  37;  los  grados  tercero  y  cuarto  de 
los  colaterales  por  consanguinidad  legíti- 
ma; y  los  impedimentos  nacidos  de  afini- 
dad legítima  ó  natural  entre  colaterales. 


(1)  En  Costa  Rica  'art.  68)  esto  sólo  es  aplicable 
al  de  los  padres;  el  del  tutor  se  dispensa  gratis  por 
el  Poder  Ejecutivo  cuando  no  resulta  razonable. 


CAPÍTULO  IV 

DE  LA  CELEBRACIÓN  DEL  MATRIMONIO 

Art.  45.  Los  que  hubieren  de  contraer 
matrimonio  civil  presentarán  al  Alcalde 
municipal  de  su  domicilio,  ó  del  domicilio 
de  cualquiera  de  ellos,  una  declaración 
firmada  por  ambos  contrayentes,  en  que 
consten: 

1.°  Los  nombres,  apellidos,  edad,  pro- 
fesión, domicilio  ó  residencia  de  los  con- 
trayentes. 

2.°  Los  nombres,  apellidos,  profesión, 
domicilio  ó  residencia  de  los  padres. 

Acompañarán  á  esta  declaración  la  par- 
tida de  nacimiento  y  de  estado  de  los  con- 
trayentes, la  licencia  ó  consejo,  si  proce- 
diere, y  la  dispensa,  cuando  sea  necesaria. 

Art.  46.  El  matrimonio  podrá  celebrar- 
se personalmente  ó  por  mandatario  á  quien 
se  haya  conferido  poder  especia  i ;  pero 
siempre  será  necesaria  la  asistencia  del 
contrayente  domiciliado  ó  residente  en  el 
término  municipal  del  Alcalde  que  deba 
autorizar  el  casamiento. 

Se  expresará  en  el  poder  especial  el 
nombre  de  la  persona  con  quien  ha  de  ce- 
lebrarse el  matrimonio,  y  éste  será  válido 
si  antes  de  su  celebración  no  se  hubiere 
notificado  al  apoderado,  en  forma  auténti- 
ca, la  revocación  del  poder.  (C.  R.,  66). 

Art.  47.  El  Alcalde  municipal,  previa 
ratificación  de  los  pretendientes,  mandará 
fijar  edictos  ó  proclamas  por  espacio  de 
quince  días,  anunciando  la  pretensión  con 
todas  las  indicaciones  contenidas  en  el  ar- 
ticulo 45,  y  requiriendo  á  los  que  tuviesen 
noticia  de  algún  impedimento  para  que  lo 
denuncien.  Iguales  edictos  mandará  á  los 
Alcaldes  municipales  de  los  pueblos  en 
que  hubiesen  residido  ó  estado  domicilia- 
dos los  interesados  en  los  dos  últimos  años, 
encargando  que  se  fijen  en  el  local  de  su 
audiencia  pública  por  espacio  de  quince 
días,  y  que,  transcurridos  estos,  los  de- 
vuelvan con  certificación  do  haberse  lle- 
nado dicho  requisito,  y  de  haberse  ó  no 
denunciado  algún  impedimento.  (C.,R.  62.) 

Art.  48.  Los  militares  en  activo  .servi- 
cio que  intentaren  contraer  matrimonio, 
estarán  dispen.sados  de  la  publicación  de 
los  edictos  fuera  del  punto  donde  residan, 
si  presentaren  certificación  de  su  libertad, 
expedida  por  el  Jefe  del  Cuerpo  armado  á 
que  pertenezcan. 

Art.  49.     Si  los  interesados  fueren  ex 
tranjeros,  y  no  llevaren  dos  años  de  resi- 
dencia en  Honduras,  acreditarán  con  cer- 
tificación  en  forma,  dada   por  autoridad 
competente,  que  en  el  territorio  donde  ha- 
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van  tenido  su  domicilio  ó  residencia  du- 
rante los  dos  años  anteriores,  se  ha  hecho, 
con  todas  las  solemnidades  exigidas  en 
aquél,  la  publicación  del  matrimonio  que 
intentan  contraer. 

Art.  50.  En  todos  los  demás  casos,  so- 
lamente el  Gobierno  podrá  dispensar  la 
publicación  de  los  edictos,  mediando  cau- 
sas graves,  suficientemente  probadas,  y 
pagando  por  la  dispensa,  á  beneficio  del 
Fisco,  la  cantidad  que  se  señale,  la  cual 
no  podrá  bajar  de  cinco  pesos,  ni  exceder 
de  cincuenta  (1). 

Art.  51.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores,  el  Alcalde  muni- 
cipal autorizará  el  matrimonio  del  que  se 
halle  en  inminente  peligro  de  muerte,  ya 
esté  domiciliado  en  la  localidad,  ya  sea 
transeúnte. 

Este  matrimonio  se  entenderá  condicio- 
nal mientras  no  se  acredite  legalmente  la 
libertad  anterior  de  los  contrayentes. 

Art.  52.  Los  contadores  de  los  buques 
de  guerra  y  los  capitanes  de  los  mercantes, 
autorizarán  los  matrimonios  que  se  cele- 
bren á  bordo  en  inminente  peligro  de 
muerte.  También  estos  matrimonios  se 
entenderán  condicionales. 

Art.  53.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  an- 
terior es  aplicable  á  los  Jefes  de  los  Cuer- 
pos militares  en  campaña,  en  defecto  del 
Alcalde  municipal,  respecto  de  los  indivi- 
duos de  los  mismos  que  intenten  celebrar 
matrimonio  in  articulo  mortis. 

Art.  54.  Transcurridos  los  quince  días 
ú  que  so  refiere  el  art.  47,  sin  que  se  haya 
denunciado  ningún  impedimento,  y  no  te- 
niendo el  Alcalde  municipal  conocimiento 
de  alguno,  procederá  á  la  celebración  del 
matrimonio,  en  los  términos  que  se  pre- 
vienen en  este  Código. 

Si  pasare  un  año  desde  la  publicación  de 
los  edictos  sin  que  se  efectúe  el  casamien- 
to, no  podrá  celebrarse  éste  sin  nueva  pu- 
blicación (2). 

Art.  55.  Si  antes  de  celebrarse  el  ma- 
trimonio se  presentare  alguna  persona 
oi)oniéndose  á  él  y  alegando  impedimento 
legal,  ó  el  Alcalde  municipal  tuviere  cono- 
«•imiento  de  alguno,  se  suspenderá  la  cele- 
bración del  matrimonio,  hasta  que  se  de- 
clare por  sentencia  firme  la  improcedencia 
ó  falsedad  del  impedimento. 

Art.  56.  Todos  aquellos  á  cuyo  conoci- 
miento llegue  la  pretensión  del  matrimo- 
nio, están  obligados  á  denunciar  cualquier 


(1)  De  .50  á  200  pe'ios  señala  el  Código  de  Costa 
Rica  (art.  fiOl,  cuya  cantidad  se  afecta  á  las  aten- 
ciones de  Instrucción  pública. 

'2)  Este  plazo  os  de  seis  meses  en  el  Código  de 
Costa  Rica  (art.  62). 


inlf)edimento  que  les  conste.  Hecha  la  de- 
nuncia, se  pasará  al  Ministerio  Fiscal, 
quien,  si  encontrare  fundamento  legal,  en- 
tablará la  oposición  al  matrimonio  en  el 
Juzgado  de  Letras.  Sólo  los  jjarliculares 
que  tengan  interés  en  impedir  el  casa- 
miento, podrán  formalizar  por  sí  la  oposi- 
ción, y  en  uno  y  otro  caso  se  sustanciará 
ésta  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  Código 
de  Procedimientos,  dándole  la  tr;amitación 
de  los  incidentes. 

Art.  57.  Si  por  sentencia  firme  se  de- 
clararen falsos  los  impedimentos  alegados, 
el  que  fundado  en  ellos  hubiese  formaliza- 
do por  sí  la  oposición  al  mUrimonio,  que- 
da obligado  á  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

Art.  58.  Se  celebrará  el  casamiento 
compareciendo  ante  el  Alcalde  municipal 
los  contrayentes,  ó  uno  de  ellos  y  la  per- 
sona á  quien  el  ausente  hubiere  otorgado 
poder  especial  para  representarle,  acom- 
pañados de  dos  testigos  mayores  de  edad 
y  sin  tacha  legal. 

Acto  seguido,  el  Alcalde  municipal,  des- 
pués de  leídos  los  artículos  62  y  63  de  este 
Código,  preguntará  á  cada  uno  de  los  con- 
trayentes si  persiste  en  la  resolución  de 
celebrar  el  matrimonio,  y  si  efectivamente, 
lo  celebra;  y,  respondiendo  ambos  afirma- 
tivamente, extenderá  el  acta  de  casamien- 
to con  todas  las  circunstancias  necesarias 
para  hacer  constar  que  se  han  cumplido 
las  diligencias  prevenidas  en  este  capítu- 
lo. El  acta  será  firmada  por  el  Alcalde  mu- 
nicipal, los  contrayentes,  los  testigos  y  el 
Secretario  de  la  Alcaldía. 

Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ejercerán 
las  funciones  de  Alcalde  municipal  en  los 
matrimonios  de  hondurenos  celebrados  en 
el  extranjero. 

CAPÍTULO  V 

DE   LA    PRUEBA    DEL   MATRIMONIO 

Art.  59.  Los  matrimonios  celebrados 
antes  de  regir  este  Código,  se  probarán 
por  los  medios  establecidos  en  las  leyes 
anteriores. 

Los  contraidos  después  se  probarán  sólo 
por  certificación  del  acta  de  Registro  ci- 
vil, á  no  ser  que  los  libros  de  éste  no  ha- 
yan existido  ó  hubieren  desaparecido,  ó  se 
suscite  contienda  ai/te  los  Tribunales;  en 
cuyos  casos  será  admisible  toda  especie  de 
prueba. 

Art.  60.  En  los  casos  á  que  se  refiere 
el  párrafo  segundo  del  articulo  anterior, 
la  posesión  con.stante  de  estado  de  los  pa- 
dres, unida  á  las  actas  de  nacimiento  de 
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sus  hijos  en  concepto  de  legítinnos,  será 
uno  de  los  medios  de  prueba  del  matrimo- 
nio de  aquéllos,  á  no  constar  que  alguno 
de  los  dos  estaba  ligado  por  otro  matrimo- 
nio anterior. 

Art.  61.  El  casamiento  contraído  en 
país  extranjero,  donde  estos  actos  no  es- 
tuvieren sujetos  á  un  registro  regular  ó 
auténtico,  puede  acreditarse  por  cualquie- 
ra de  los  medios  de  prueba  admitidos  en 
derecho. 

CAPÍTULO  VI 

DE   LOS    DERECHOS   Y   OBLIGACIONES 
ENTRE   MARIDO  Y  MUJER 

Art.  62.  Los  cónyuges  están  obligados 
á  vivir  juntos,  guardarse  fídelidad  y  soco- 
rrerse mutuamente. 

Art.  63.  El  marido  debe  proteger  á  la 
mujer,  y  ésta  obedecer  al  marido. 

Árt.  64.  La  mujer  está  obligada  á  se- 
guir á  su  marido  donde  quiera  que  fije  su 
residencia.  Los  Tribunales,  sin  embargo, 
podrán  con  justa  causa  eximirla  de  esta 
obligación  cuando  el  marido  traslade  su 
residencia  á  país  extranjero. 

Art.  65.  El  marido  es  el  administrador 
de  los  bienes  de  la  .sociedad  conyugal,  sal- 
vo estipulación  en  contrario  y  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.485. 

Si  fuere  menor  de  diez  y  ocho  años,  no 
podrá  administrar  sin  el  consentimiento 
de  su  padre;  en  defecto  de  éste,  sin  el  de 
su  madre;  y  á  falta  de  ambos,  sin  el  de  su 
tutor.  Tampoco  podrá  comparecer  enjui- 
cio sin  la  asistencia  de  dichas  personas. 
En  ningún  caso,  mientras  no  llegue  á  la 
mayor  edad,  podrá  el  marido,  sin  el  con- 
sentimiento de  las  per.sonas  mencionadas 
en  el  párrafo  anterior,  tomar  dinero  á 
préstamo,  gravar  ni  enajenar  los  bienes 
raíces. 

Art.  66.  El  marido  es  el  representante 
de  su  mujer.  Esta  no  puede,  sin  su  licen- 
cia, comparecer  en  juicio  por  sí  ó  por  me- 
dio de  Procurador. 

No  necesita,  sin  embargo,  de  esta  licen- 
cia para  defenderse  en  juicio  criminal,  ni 
para  demandar  ó  defenderse  en  los  pleitos 
con  su  marido,  ó  cuando  hubiere  obtenido 
habilitación  conforme  á  lo  que  disponga  el 
(/ódigo  de  Procedimientos. 

Art.  67.  Tampoco  puede  la  mujer,  sin 
licencia  ó  poder  de  su  marido,  adquirir 
por  titulo  oneroso  ni  lucrativo,  enajenar 
sus  bienes,  ni  obligarse,  sino  en  los  casos 
y  con  las  limitaciones  establecidas  por  la 
lev 


Art.  68.  Son  nulos  los  actos  ejecutados 
por  la  mujer  contra  lo  dispuesto  en  los 
anteriores  artículos,  salvo  cuando  se  trate 
de  cosas  que  por  su  naturaleza  estén  des- 
tinadas al  consumo  ordinario  de  la  fami- 
lia, en  cuyo  caso  las  compras  hechas  por 
la  mujer  serán  válidas.  Las  compras  de 
joyas,  muebles  y  objetos  preciosos  hechas 
sin  licencia  del  marido,  sólo  se  convalida- 
rán cuando  éste  hubiese  cousentido  á  su 
mujer  el  uso  y  disfrute  de  tales  objetos. 

Art.  69.  Podrá  la  mujer  sin  licencia  de 
su  marido: 

1.°    Otorgar  testamento. 

2.°    Ejercer  los  derechos  y  cumplir  los 

■deberes  que  le  correspondan  respecto  á  los 

hijos  legítimos  ó  naturales  reconocidos  que 

hubiese  tenido  de  otro,  y  respecto  á  los 

bienes  de  los  mismos. 

Art.  70.  La  mujer  gozará  de  los  hono- 
res de  su  marido,  excepto  los  que  fueren 
estricta  y  exclusivamente  personales,  y 
los  conservará  mientras  no  contraiga  nue- 
vo matrimonio. 

Art.  71.  Solamente  el  marido  y  .sus  he- 
rederos podrán  reclamar  la  nulidad  de  los 
actos  otorgados  por  la  mujer  sin  licencia  ó 
autorización  competente. 

Art.  72.  Lo  establecido  en  este  capítu- 
lo se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  presente  Código,  sobre  ausencia, 
incapacidad,  prodigalidad  é  interdicción 
del  marido. 

CAPÍTULO  VII 

DE   LA   NULIDAD   DEL   MATRIMONIO 

Art.  73.     Son  nulos: 

1."  Los  matrimonios  celebrados  entre 
las  personas  á  quienes  se  refieren  los  ar- 
tículos 35  y  36,  salvo  los  casos  de  dis- 
pensa. 

2°  El  contraído  por  error  en  la  perso- 
na, ó  por  coacción  ó  miedo  grave  que  vi- 
cie el  consentimiento. 

3."  El  contraído  por  el  raptor  con  la 
robada,  mientras  ésta  no  se  halle  en  su 
poder. 

4."  El  que  se  celebre  sin  la  interven- 
ción del  Alcalde  municipal  competente,  ó 
del  que  en  su  lugar  deba  autorizarlo,  y  sin 
la  de  los  testigos  que  exige  el  art.  58. 

Art.  74.  La  acción  para  pedir  la  nuli- 
dad del  matrimonio  corresponde  á  los  cón- 
yuges, al  Ministerio  Fiscal  y  á  cualesquie- 
ra personas  que  tengan  interés  en  ella. 

Se  exceptúan  los  casos  de  rapto,  error, 
fuerza  ó  miedo,  en  que  solamente  podrá 
ejercitarla  el  cónyuge  que  los  hubiese  su- 
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frido;  y  el  de  impotencia,  en  que  la  ac- 
ción corresponderá  á  uno  y  á  otro  cónyu- 
ge y  á  las  personas  que  tengan  interés  en 
la  nulidad. 

Caduca  la  acción  y  se  convalidan  los 
matrimonios,  en  sus  respectivos  casos,  si 
los  cónyuges  hubieren  vivido  juntos  du- 
rante seis  meses  después  de  desvanecido 
el  error  ó  de  haber  cesado  la  fuerza  ó  la 
causa  del  miedo,  ó  si,  recobrada  la  liber- 
tad por  el  robado,  no  hubiese  éste  inter- 
puesto durante  dicho  término  la  demanda 
de  nuHdad  (1). 


CAPÍTULO  VIH 


DEL    DIVORCIO 

Art.  75.  El  simple  divorcio  ó  separa- 
ción, sólo  produce  la  suspensión  de  la  vida 
común  de  los  casados  (2). 

El  divorcio,  propiamente  dicho,  produ- 
ce, además,  la  disolución  del  vinculo  ma- 
trimonial. 

Art.  76.  Las  causas  legitimas  de  sim- 
ple divorcio,  ó  de  divorcio  propiamente 
dicho,  son: 

1.*  El  adulterio  de  la  mujer,  en  todo 
caso,  y  el  del  marido  cuando  resulte  es- 
cándalo público  ó  menosprecio  de  la  mn- 
jer. 

2.*  Los  malos  tratamientos  de  obra,  ó 
las  injurias  graves. 

3.*  La  propuesta  del  marido  para  pros- 
tituir á  su  mujer. 

4.*  El  conato  del  marido  ó  de  la  mujer 
para  corromper  á  sus  hijos  ó  postituir  á 
sus  hijas,  y  a  connivencia  en  su  corrup- 
ción ó  prostitución. 

5.*  La  condena  del  cónyuge  á  la  pena 
de  presidio  mayor  (.3). 

Art.  77.  El  divorcio  sólo  puede  ser  pe- 
dido por  el  cónyuge  inocente.  (C.  R.,  8.) 

Art.  78.  Fuera  del  caso  de  divorcio  pro- 
piamente dicho,  el  matrimonio  sólo  se  di- 
suelve por  la  muerte  de  uno  de  los  cón- 
yuges. 


(1'»  Un  mes  es  el  plazo  que  el  art.  70  del  Código 
de  C.  R.  señala  para  la  convalidación. 

(2>  En  Costa  Rica  (art.  86,  disuelve  el  vínculo 
matrimonial,  y  puede  decretarse  por  el  adulterio 
de  la  mujer,  el  concubinato  escandaloso  del  mari- 
do, el  atentado  de  uno  de  los  cónyuges  contra  la 
vida  del  otro,  los  de  vicios  y  las  ofensa?  graves. 

(3)  Para  la  separación  de  cuerpos,  basta,  en 
Costa  Rica  art.  91  >,  además  de  éstas,  la  negativa 
del  marido  á  cumplir  la  obligación  de  alimentar 
á  su  mujer  é  hijos  comunes,  ó  el  mutuo  consenti- 
miento de  ambos  cónyuges,  que  sólo  podrá  ale- 
garse pasados  dos  años  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio (art.  92). 


CAPITULO  IX 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  NULIDAD 
DEL  MATRIMONIO  Y  DE  LOS  DEL  DIVORCIO 

Art.  79.  Los  efectos  civiles  de  las  de- 
mandas y  sentencias  sobre  nulidad  de  m;;- 
trimonio  y  sobre  divorcio,  sólo  pueden 
obtenerse  ante  los  Tribunales  ordinarios. 

Art.  80.  Interpuestas  y  admitidas  las 
demandas  de  que  habla  el  articulo  ante- 
rior, se  adoptarán,  mientras  durare  el  jui- 
cio, las  disposiciones  siguientes: 

1.^     Separar  los  cónyuges  en  todo  caso. 

2.*  Depositar  la  mujer  en  los  casos  y 
forma  prevenidos  en  el  Código  de  Proce- 
dimientos. 

3.^  Poner  los  hijos  al  cuidado  de  uno 
de  los  cónyuges,  ó  de  los  dos,  según  pro- 
ceda. 

4.*  Señalar  alimentos  á  la  mujer  y  á 
los  hijos  que  no  queden  en  poder  del 
padre. 

5.*  Dictar  las  medidas  necesarias. para 
evitar  que  el  marido  que  hubiese  dado 
causa  al  divorcio,  ó  contra  quien  se  dedu- 
jere la  demanda  de  nulidad  del  matrimo- 
nio, perjudique  á  la  mujer  en  la  adminis- 
tración de  sus  bienes. 

Art.  81.  El  matrimonio  contraído  de 
buena  fe  produce  efectos  civiles,  aunque 
sea  declarado  nulo. 

Si  ha  intervenido  buena  fe  de  parte  de 
uno  solo  de  los  cónyuges,  surte  única- 
mente efectos  civiles  respecto  de  él  y  de 
los  hijos. 

La  buena  fe  se  presume,  si  no  consta  lo 
contrario. 

Si  hubiera  intervenido  mala  fe  por  parle 
de  ambos  cónyuges,  el  matrimonio  sólo 
surtirá  efectos  'civiles  respecto  de  los  hi- 
jos. (C.  R.,  98.) 

Art.  82.  Ejecutoriada  la  nulidad  del 
matrimonio,  quedarán  los  hijos  varones 
mayores  de  tres  años  al  cuidado  del  padre, 
y  las  hijas  al  cuidado  de  la  madre,  si  de 
parte  de  ambos  cónyuges  hubiese  habido 
buena  fe. 

Si  la  buena  fe  hubiese  estado  de  parte 
de  uno  solo  de  los  cónyuges,  quedarán  bajo 
su  poder  y  cuidado  los  hijos  de  ambo.s 
sexos. 

Si  la  mala  fe  fuere  de  ambos,  el  Tribu- 
nal resolverá  sobre  la  suerte  de  los  hijos 
en  la  forma  que  dispone  el  párrafo  segun- 
do del  número  2."  del  art.  85. 

Los  liijos  ó  hijas  menores  de  tres  años 
e^tarán  en  todo  caso,  hasta  que  cumplan 
esta  edad,  al  cuidado  de  la  madre,  á,  no 
ser  que  por  motivos  especiales  dispusiere 
otra  cosa  la  sentencia. 
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Art.  83.  Lo  dispuesto  en  los  párrafos 
primero  y  segundo  del  artículo  anterior 
no  tendrá  lugar  si  los  padres,  de  común 
acuerdo,  proveyeren  de  otro  modo  al  cui- 
dado de  los  hijos. 

Art.  84  La  ejecutoria  de  nulidad  pro- 
ducirá, respecto  de  los  bienes  del  matri- 
monio, los  mismos  efectos  que  la  disolución 
por  muerte;  pero  el  cónyuge  que  hubiere 
obrado  de  mala  fe  no  tendrá  derecho  á  los 
gananciales. 

Si  la  mala  fe  se  extendiera  á  ambos, 
quedará  compensada. 

Art.  8.5. — La  sentencia  de  simple  divor- 
cio producirá  los  siguientes  efectos; 

1.°    La  separación  de  los  cónyuges. 

2."  Quedar  ó  ser  puestos  los  hijos  bajo 
la  potestad  y  protección  del  cónyuge  ino- 
cente. 

Si  ambos  fueren  culpables  se  proveerá  de 
tutor  á  los  hijos  conforme  á  las  disposicio- 
nes de  este  Código.  Esto  no  obstante,  si  la 
sentencia  no  hubiere  dispuesto  otra  cosa, 
la  madre  tendrá  á  su  cuidado  en  todo  caso 
á  los  hijos  menores  de  tres  años.  (1) 

A  la  muerte  del  cónyuge  inocente  vol- 
verá el  culpable  á  recobrar  la  patria  po- 
testad y  sus  derechos,  si  la  causa  que  dio 
origen  al  divorcio  hubiese  sido  el  adulterio, 
los  malos  tratamientos  de  obra  ó  las  inju- 
rias graves.  Si  fué  distinta,  se  nombrará 
tutor  á  los  hijos.  La  privación  de  la  patria 
potestad  y  de  sus  derechos  no  exime  al 
cónyuge  culpable  del  cumplimiento  de  las 
obligaciones  que  este  Código  le  impone 
respecto  de  sus  hijos. 

3."  Perder  el  cónyuge  culpable  todo  lo 
que  le  hubiese  sido  dado  ó  prometido  por 
el  inocente  ó  por  otra  persona  en  conside- 
ración á  éste,  y  conservar  el  inocente 
todo  cuanto  hubiese  recibido  del  culpabte; 
pudiendo,  además,  reclamar  desde  luego 
lo  que  éste  le  hubiera  prometido. 

4."  La  separación  de  los  bienes  de  la 
.sociedad  conyugal  y  la  pérdida  de  la  ad- 
ministración de  los  de  la  emujer,  si  la  tuvie- 
re el  marido,  y  si  fuere  quien  hubiese  dado 
causa  al  divorcio. 

5."  La  conservación,  por  parte  del  ma- 
rido inocente  de  la  administración,  si  la 
tuviere,  de  los  bienes  de  la  mujer,  la  cual 
.solamente  tendrá  derecho  á  alimentos. 

Art.  86.  La  reconciliación  (2)  pone  tér- 
mino al  juicio  de  simple  divorcio  y  deja 
sin  efecto  ulterior  la  sentencia  dictada  en 
él;  (C.  R.,  95)  pero  los  cónyuges  deberán 


poner  aquella  en  conocimiento  del  Tribu- 
nal que  entienda  ó  haya  entendido  en  el 
litigio. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior,  subsistirán  en  cuanto  á  los  hi- 
jos, los  efectos  de  la  sentencia  cuando  ésta 
se  funde  en  el  conato  ó  la  connivencia  del 
marido  ó  de  la  mujer  para  corromper  á 
sus  hijos  y  prostituir  á  sus  hijas;  en  cuyo 
caso,  si  aún  continúan  los  unos  ó  las  otras 
bajo  la  patria  potestad,  los  Tribunales 
adoptarán  las  medidas  convenientes  para 
preservarlos  de  la  corrupción  ó  prosti- 
tución. 

Art.  87.  Ejecutoriada  la  sentencia  de 
simple  divorcio  y  transcurridos  siete  años 
sin  que  haya  habido  reconciliación,  podrá 
el  cónyuge  que  hubiese  obtenido  aquélla 
pedir  que  se  declare  la  disolución  del  vin- 
culo matrimonial;  y  esta  petición  se  sus- 
tanciará conforme  á  lo  dispuesto  en  el  Có- 
digo de  Procedimientos,  dándole  la  trami- 
tación de  los  incidentes. 

La  sentencia  de  divorcio,  propiamente 
dicho,  producirá  respecto  de  los  cónyuges 
y  de  sus  bienes  los  mismos  efectos  que  la 
nulidad  del  matrimonio,  y  respecto  de  sus 
hijos  los  del  simple  divorcio. 

TÍTULO  V 

De  la  paternidad  y  filiación. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LOS   HIJOS   LEGÍTIMOS 

Art.  88.  Se  presumirán  hijos  legítimos 
los  nrcidos  después  de  los  ciento  ochent  i 
días  siguientes  al  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio, y  antes  de  los  trescientos  días 
siguientes  á  su  disolución  ó  á  la  separación 
de  los  cónyuges. 

Contra  esta  presunción  no  se  admitirá 
otra  prueba  que  la  de  la  imposibilidad  físi- 
ca del  marido  para  tener  acceso  con  su 
mujer  en  los  primeros  ciento  veinte  días 
de  los  trescientos  <|ue  hubiesen  precedido 
al  nacimiento  del  liijo.  (C.  R.,  100)  (1) 

Art.  89.  El  hijo  se  presumirá  legitimo, 
aunque  la  madre  huljiese  declarado  contra 
.su  legitimidad  ó  hubiese  sido  condonada 
como  adúltera.  (2) 


(1)  El  art.  87  del  Código  de  C.  R.  confia  á  la  ma- 
dre los  hijos  menores  de  cinco  años. 

(2)  En  Costa  Rica,  art  95,  se  presume  que  me- 
dió, cuando  después  de  decretada  ó  pedida  la  sepa- 
ración, ha  habido  cohabitación  entre  los  cónyuges. 

Segunda  Serik. — Tomo  I. 


(1)  El  art.  101  añade  que  la  impotencia  del  mari- 
do anterior  al  matrimonio  no  puede  alegarse  para 
impugnar  la  legitimidad. 

(2)  El  Código  de  C.  R.,  art.  103,  después  de 
sentar  que  el  adulterio  no  autoriza  al  marido  para 
desconocer  al  hijo,  añade  que  si  prueba  que  hubo 
adulterio  durante  la  época  en  que  pudo  verificarse 
la  concepción,  se  le  adinitirá  la  prueba  de  cuales- 
quiera otros  hechos  conducentes  á  demostraren  * 
no  paternidad. 
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Art.  90.  Se  presumirá  legítimo  el  hijo 
r;aciclo  dentro  de  los  ciento  ochenta  días 
siguientes  á  la  celebración  del  matrimonio, 
si  concurriese  alguna  de  estas  circuns- 
tancias: 

1.*^  Haber  sabido  el  marido,  antes  de 
casarse,  el  embarazo  de  su  mujer. 

2.*  Haber  consentido,  estando  presente, 
que  se  pusiera  su  apellido  en  la  partida  de 
nacimiento  del  hijo  que  su  mujer  hubiese 
dado  á  luz. 

3.*  Haberlo  reconocido  como  suyo  ex- 
presa ó  tácitamente.  (C.  R.,  102.) 

Art.  91.  El  marido  ó  sus  herederos  po- 
drán desconocer  la  legitimidad  del  hijo 
nacido  después  de  transcurridos  trescien- 
tos días  desde  la  disolución  del  matrimonio 
ó  de  la  seperación  legal  efectiva  de  los  cón- 
yuges;  pero  el  hijo  y  su  madre  tendrán 
también  derecho  para  justificar  en  este 
caso  la  paternidad  del  marido. 

Art.  92.  Los  herederos  sólo  podrán  im- 
pugnar la  legitimidad  del  hijo  en  los  casos 
siguientes: 

1.*  Si  el  marido  hubiese  fallecido  antes 
de  transcurrir  el  plazo  señalado  para  de- 
ducir su  acción  enjuicio. 

2.°  Si  muriere  después  de  presentada 
la  demanda,  sin  haber  desistido  de  ella. 

3."  Si  el  hijo  nació  después  de  la  muer- 
te del  marido. 

Art.  93.  La  acción  para  impugnar  la 
legiraidad  del  hijo  deberá  ejercitarse  den- 
tro de  los  dos  meses  siguientes  á  la  ins- 
cripción del  nacimiento  en  el  Registro,  si 
se  hallare  en  el  lugar  el  marido,  ó  en  su 
caso,  cualquiera  de  los  herederos.  (1) 

Estando  ausentes,  el  plazo  será  de  tres 
meses,  si  residieren  en  Honduras,  y  de 
seis,  si  fuera  de  ella.  Cuando  se  hubiere 
ocultado  el  nacimiento  del  hijo,  el  término 
empezará  á  contarse  desde  que  se  descu- 
briere el  fraude. 

Art.  94.  Los  hijos  legítimos  tienen  de- 
recho: 

1.°  A  llevar  los  apellidos  del  padre  y  de 
la  madre. 

2."  A  reciljir  alimentos  de  los  mismos 
de  sus  ascendientes,  y  en  su  caso,  de  sus 
hermanos,  conforme  al  art.  120. 

3."  A  la  sucesión  legítima  y  demás  de- 
recho que  este  Código  les  reconoce. 

CAPITULO  H 

DE    LAS   PRUEBAS     DE    LA     FILIACIÓN     DE    LOS 
HIJOS   LEGÍTIMOS 

Art.  95.     La  filiación  de  los  hijos  legí- 


(1)    Este   plazo    se   cuenta  en  C.  R.,  art.    105 
desde  la  fecha  del  parto. 


timos  se  prueba  por  el  acta  de  nacimien- 
to extendida  en  el  RegistroCivil(C.R.,112.) 
ó  por  documento  auténtico  ó  sentencia 
firme  en  los  casos  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículo 90  al  93  del  capítulo  anterior. 

Art.  96.  A  falta  de  los  títulos  señalados 
en  el  artículo  anterior,  la  filiación  se  pro- 
bará por  la  posesión  constante  del  estado 
de  hijo  legitimo.  (C.  R.,  112.) 

Art.  97.  En  efecto  de  acta  de  nacimien- 
to, de  documento  auténtico,  de  sentencia 
firme  ó  de  posesión  de  estado,  la  filiación 
legítima  podrá  probarse  por  cualquier  me- 
dio, siempre  que  haya  un  principio  de 
prueba  por  escrito,  que  provenga  de  am- 
Idos  padres  conjunta  ó  separadamente. 
(C.  R.,  112.) 

Art.  98.  La  acción  que  para  reclamar 
su  legitimidad  compete  al  hijo  dura  toda  la 
vida  de  éste  (C.  R..  108),  y  se  transmitirá  á 
sus  herederos  si  falleciere  en  la  menor  edad 
ó  en  estado  de  demencia.  En  estos  casos 
tendrán  los  herederos  cinco  años  de  térmi- 
no para  entablar  la  acción. 

La  acción  ya  entablada  por  el  hijo  se 
transmite  por  su  muerte  á  los  herederos 
(C.  R.,  108),  si  antes  no  hubiese  caducado 
la  instancia. 

CAPITULO  III 

DE  LOS  HIJOS  LEGITIMADOS 

Art.  99.  Sólo  podrán  ser  legitimados  ios 
hijos  naturales. 

Son  hijos  naturales  los  nacidos  fuera  de 
matrimonio,  de  padres  que  al  tiempo  de  la 
concepción  de  aquéllos  pudieron  casarse 
sin  dispensa  ó  con  ella. 

Art.  100.  La  legitimación  tendrá  lugar 
por  el  subsiguiente  matrimonio  de  ios  pa- 
dres. (C.  R.,  115.) 

Art.  101.  Sólo  se  considerarán  legiti- 
mados por  subsiguiente  matrimonio  los  hi- 
jos que  hayan  sido  reconocidos  por  los  pa- 
dres antes  ó  después  de  celebrado. 

Art.  102.  Los  lijjos  legitimados  disfru- 
tarán de  los  mismos  derechos  que  los  legí- 
timos. 

Art.  103.  La  legitimación  surtirá  sus 
efectos  en  todo  caso  desde  la  fecha  del  ma- 
trimonio. (C.  R.,  116.) 

Art.  104.  La  legitimación  de  los  hijos 
que  hubiesen  falicijido  antes  de  celebrarse 
el  matrimonio  aprovechará  á  sus  descen- 
dientes. (C.  R.,  117.) 

Art.  105.  La  legitimación  podrá  ser  im- 
pugnada por  los  que  se  crean  perjudicados 
en  sus  derechos,  cuando  sean  objeto  de  ella 
los  que  no  tengan  la  condicición  legal  de 
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hijos  naturales,  ó  cuando  no  concurran  los 
requisitos  señalados  en  este  capitulo. 

CAPITULO  IV 

DE  LOS  HIJOS  ILEGÍTIMOS 

Sección  primera 
Del  reconocimiento  de  los  hijos  naturales. 

Arí.  106.  El  hijo  natural  puede  ser  re- 
conocido por  el  padre  y  la  madre  conjun- 
tamente, ó  por  uno  dolo  de  ellos.  (C.  R.  119.) 

Art.  107.  En  el  caso  de  hacerse  el  re- 
conocimiento por  uno  solo  de  los  padres, 
se  presumirá  que  el  hijo  es  natural  si  el  que 
lo  reconoce  tenia  capacidad  legal  para  con- 
traer matrimonio  al  tiempo  de  la  concep- 
ción. 

Art.  108.  El  reconocimiento  de  un  hijo 
natural  deberá  hacerse  en  el  acta  de  naci- 
miento, en  testamento  ó  en  otro  documen- 
to público.  (C.  R.,  121.) 

Art.  109.  Cuanao  el  padre  ó  la  madre 
luciere  el  reconocimiento  separadamente, 
no  podrá  revelar  el  nombre  de  la  persona 
con  quien  hubiera  tenido  el  hijo,  ni  expre- 
sar ninguna  circunstancia  por  donde  pue- 
da ser  reconociada. 

Los  funcionarios  públicos  no  autoriza- 
rán documento  alguno  en  que  se  falte  á 
este  precepto.  Si  á  pesar  de  esta  prohibi- 
i-ión  lo  hicieren,  incurrirán  en  una  multa 
de  treinta  á  trescientos  pesos,  y  además  se 
tacharán  de  oñcio  la,  palabras  que  conten- 
gan aquella  revelación. 

Art.  110.  El  hijo  mayor  de  edad  no  po- 
dra ser  reconocido  sin  su  consentimiento. 
(C.  R.,  120.) 

Cuando  el  reconocimiento  del  menor  de 
edad  no  tenga  lugar  en  el  acta  de  naci- 
miento ó  en  testamento,  será  necesaria  la 
aprobación  judicial  con  audiencia  del  Mi- 
ni.sterio  fiscal. 

El  menor  podrá  en  todo  caso  impugnar 
el  reconocimiento  dentro  de  los  cuatro 
años  siguientes  á  su  mayor  edad. 

Art.  111.  El  hijo  natural  reconocido 
tiene  derecho: 

1.°  A  llevar  el  apellido  del  que  le  reco- 
noce. 

2.°  A  recibir  alimentos  del  mismo,  con- 
forme al  artículo  120. 

3.°  A  percil)ir,  en  su  caso,  la  porción 
hereditaria  que  se  determina  en  este  Có- 
digo. (C.  R.,  127.) 

Art.  112.  El  padre  está  obligado  á  re- 
conocer al  hijo  natural  en  los  casos  si- 
guientes: 

1."    Cuando  exista  escrito  suyo  indubi- 


tado en  que  expresamente  reconozca  su  pa 
ternidad. 

2.°  Cuando  el  hijo  se  halle  en  la  pose- 
sión continua  del  estado  de  hijo  natural  del 
padre  demandado,  justificada  por  actos  di- 
rectos del  mismo  padre  ó  de  su  familia. 

En  los  casos  de  violación,  estupro  ó  rap- 
to, se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  Código 
Penal  en  cuanto  al  reconocimiento  de  la 
prole.  (C.  R.,  124.) 

Art.  113.  La  madre  estará  obligada  á 
reconocer  al  hijo  natural: 

1."  Cuando  el  hijo  se  halle,  respecto  de 
la  madre,  en  cualquiera  de  los  casos  expre- 
sados en  el  articulo  anterior. 

2.°  Cuando  se  pruebe  cumplidamente 
el  hecho  del  parto  y  la  identidad  del  hijo. 

Art.  114.  Las  acciones  para  el  recono- 
cimiento de  hijos  naturales  sólo  podrán 
ejercitarse  en  vida  de  los  presuntos  padres, 
salvo  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  el  padre  ó  la  madre  hubiesen  fa- 
llecido durante  la  menor  edad  del  hijo,  en 
cuyo  caso  éste  podrá  deducir  la  acción  an- 
tes de  que  transcurran  los  primeros  cuatro 
años  de  su  mayor  edad. 

2."  Si  después  de  la  muerte  del  padre  ó 
de  la  madre  apareciere  algún  documento 
de  que  antes  no  se  hubiese  tenido  noticia, 
en  el  que  reconozcan  expresamente  al  hijo. 

En  este  caso,  la-acción  deberá  deducirse 
dentro  de  los  seis  meses  siguientes  al  ha- 
llazgo del  documento. 

Art.  115.  El  reconocimiento  hecho  á 
favor  de  un  hijo  que  no  reúna  las  condicio- 
nes del  párrafo  2.°  del  articulo  99,  ó  en  el 
cual  se  haya  faltado  á  las  prescripciones 
de  esta  sección,  podrá  ser  impugnado  por 
aquellos  á  quienes  perjudique. 

Sección  segunda 

De  los  demás  hijos  ilegítimos 

Art.  116.  Los  hijos  ilegítimos  en  quie- 
nes no  concurra  la  condición  legal  de  na- 
turales, sólo  tendrán  derecho  á  exigir  de 
sus  padres  alimentos  conforme  al  artícul© 
120. 

Art.  117.  El  derecho  á  los  alimentos  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  sólo  podrá 
ejercitarse: 

1."  Si  la  paternidad  ó  maternidad  se 
infiere  de  una  senteucia  firme  dictada  ea 
proceso  criminal  ó  civil. 

2."  Si  la  paternidad  ó  maternidad  resul- 
ta de  un  documento  indubitado  del  padre  ó 
de  la  madre,  en  que  expresamente  reco- 
nozca la  filiación. 

3.**  Respecto  do  la  madre,  siempre  que 
se  pruebe  cumplidamente  el  hecho  ael  par- 
to y  la  identidad  del  hijo. 
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Art.  118.  Fuera  de  los  casos  expresados 
en  los  números  1."  y  2.°  del  articulo  ante- 
rior, no  se  admitirá  en  juicio  demanda  al- 
guna que  directa  ni  indirectamente  tenga 
por  objeto  investigar  la  paternidad  de  los 
hijos  ilegítimos  en  quienes  no  concurra  la 
condición  legal  de  naturales.  (1). 

TÍTULO  VI 
De  los  alimentos  entre  parientes. 

Art.  119.  Se  entiende  por  alimentos  to- 
do lo  que  es  indispensable  para  el  sustenlo, 
habitación,  vestido  y  asistencia  médica,  se- 
gún la  posición  social  de  la  familia. 

Los  alimentos  comprenden  también  la 
educación  é  instrucción  del  alimentista 
cuando  es  menor  de  edad.  (C.  R.,  157.) 

Art.  120.  Están  obligados  reciproca- 
mente á  darse  alimentos,  en  toda  la  exten- 
sión quo  señala  el  articulo  precedente. 

1.°     Los  cónyuges. 

2."  Los  ascendientes  y  descendientes 
legítimos. 

3.°  Los  padres  y  los  hijos  naturales  re- 
conocidos, y  los  descendientes  legítimos  de 
éstos. 

Los  padres  y  los  hijos  ilegítimos  en  quie- 
nes no  concurra  la  condición  legal  de  na- 
turales, se  deben,  por  razón  de  alimentos, 
los  auxilios  necesarios  para  la  subsistencia. 
Los  padres  están  además  obligados  á  cos- 
tear á  los  hijos  la  instrucción  elemental  y 
la  enseñanza  de  una  profesión,  arte  ú 
oficio. 

Los  hermanos  deben  también  á  sus  her- 
manos legítimos,  aunque  sólo  sean  uteri- 
nos ó  consanguíneos,  los  auxilios  necesa- 
rios para  la  vida,  cuando  por  un  defecto 
físico  ó  moral,  ó  por  cualquiera  otra  causa 
que  no  sea  imputable  al  alimentista,  no 
pueda  éste  procurarse  su  subsistencia.  En 
estos  auxilios  están,  en  su  caso,  compren- 
didos los  gastos  indispensables  para  costear 
la  instrucción  elemental  y  la  enseñanza  de 
una  profesión,  arte  ú  oficio. 

Art.  121.  La  reclamación  de  alimentos, 
cuando  proceda  y  sean  dos  ó  más  los  obli- 
gados á  prestarlos,  se  hará  por  el  orden  si- 
guiente: 

1."    Al  cónyuge. 

2."  A  los  descendientes  del  grado  más 
próximo. 


(1)  Según  el  art.  12S  del  Código  de  C.  R.  el  hijo 
adulterino  ó  incestuoso,  una  vez  que  el  adulterio  ó 
el  incesto  esté  probado  en  juicio  entre  l.o  padres  ú 
otras  partes,  podrá  investigar  la  paternidad  ó  ma- 
ternidad y  tendrá  respecto  del  padre  los  mismos 
derechos  que  el  hijo  natural  reconocido. 


3.°  A  los  ascendientes,  también  del 
grado  más  próximo. 

4.°    A  los  hermanos. 

Entre  los  descendientes  y  ascendientes 
se  rogulará  la  gradación  por  el  orden  en 
que  sean  llamados  á  la  sucesión  legítima  de 
la  persona  que  tenga  derecho  á  los  ali- 
mentos. 

Art.  122.  Cuando  recaiga  sobre  dos  ó 
más  personas  la  obligación  de  dar  alimen- 
tos, se  repartirá  entre  ellas  el  pago  c  e  la 
pensión  en  cantidad  proporcional  á  su  cau- 
dal respectivo. 

Sin  embargo,  en  caso  de  urgente  nece- 
sidad y  por  circunstancias  e-peciales,  po- 
drá el  Juez  obligar  á  una  sola  de  ellas  á 
que  los  preste  provioionalmente,  sin  per- 
juicio de  su  derecho  á  reclamar  de  los  de- 
más obligados  la  parte  que  les  correáponda. 

Cuando  dos  ó  más  alimentistas  reclama- 
ren á  la  vez  alimentos  de  una  misma  per- 
sona obligada  legahnente  á  darlos,  y  ésta 
no  tuviere  fortuna  bastante  para  atender  á 
todos,  se  guardará  el  orden  establecido  en 
el  articulo  anterior,  a  no  ser  que  los  ali- 
mentistas concurrentes  fuesen  el  cónyuge 
y  un  hijo  sujeto  á  la  patria  potestad,  en  cu- 
yo caso  éste  será  preferido  á  aquél. 

Art.  123.  La  cuantía  de  los  alimentos, 
en  los  casos  comprendidos  en  loi  tres  nú- 
meros del  art.  120,  será  proporcionada  al 
caudal  ó  medios  de  quien  los  da,  y  á  las 
necesidadesdequien  los  recibe.  (C.R.,157). 

Art.  124.  Los  alimentos,  en  los  casos  á 
que  se  refiere  el  articulo  anterior,  se  redu- 
cirán ó  aumentarán  proporcionalmente  se- 
gún el  aumento  ó  disminución  que  sufran 
las  necesidades  del  alimentista  y  la  fortuna 
del  que  hubiere  de  satisfacerlos. 

Art.  125.  La  obligación  de  dar  alimen- 
tos será  exigible  desde  que  los  necesitare 
para  subsistir  la  persona  que  tenga  dere- 
cho á  percibirlos;  pero  no  e  abonarán  sino 
desde  la  fecha  en  que  se  interponga  la  de- 
manda. 

Se  verificará  el  pago  por  meses  antici- 
pados (C.  R.  161),  y,  cuando  fallezca  el 
alimentista,  sus  herederos  no  estarán  obli- 
gados á  devolver  lo  que  éste  hubiere  reci- 
bido anticipadamente. 

Art.  126.  El  obligado  á  prestar  alimen- 
tos podrá,  á  su  elección,  satisfacerlos,  ó 
pagando  la  pensión  que  se  fije,  ó  recibien- 
do y  manteniendo  en  su  propia  casa  al  que 
tiene  derecho  á  ellos. 

Art.  127.  La  obligación  de  suministrar 
alimentos  cesa  con  la  muerte  del  obligado, 
aunque  los  prestase  en  cumplimiento  de 
una  sentencia  firme. 

Art.  128.  No  es  renunciable  ni  trans- 
misible á  un  tercero  el  derecho  á  los  ali- 
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mentos.  Tampoco  pueden  compensarse 
con  lo  que  el  alimenlisía  deba  al  que  ha  de 
prestarlos.  (C.  R.,  159.) 

Pero  podrán  compensarse  y  renunciarse 
las  pensiones  alimenticias  atrasadas,  y 
transmitirse  á  titulo  oneroso  ó  gratuito  el 
derecho  á  demandarlas. 

Art.  129.  Cesará  también  la  obligación 
de  dar  alimento  : 

1."    Por  muerte  del  alimentista. 

2.°  Cuando  la  fortuna  del  obligado  á 
darlos  se  hubiere  reducido  hasta  el  punto 
de  no  poder  satisfacerlos  sin  desatender 
sus  propias  necesidades  y  las  de  su  fami- 
lia. (C.  R.,  159  1.°) 

3.°  Cuando  el  alimentista  pueda  ejercer 
un  oficio,  profesión  ó  industria,  ó  haya  ad- 
quirido un  destino  ó  mejorado  de  fortuna, 
de  suerte  que  no  le  sea  necesaria  la  pen- 
sión alimenticia  para  su  subsistencia. 
(C.  R.  159,  2.°) 

4.°  Cuando  el  alimentista,  sea  ó  no  he- 
redero legitimo,  hubiese  cometido  alguna 
falta  de  las  que  constituyen  indignidad  pa- 
ra heredar.  (C.  R  ,  159  3.°) 

5°  Cuando  el  alimentista  sea  descen- 
diente del  obligado  á  dar  alimentos,  y  la 
necesidad  de  aquél  provenga  de  mala  con- 
ducta, ó  de  falta  de  aplicación  [al  trabajo, 
mientras  subsista  esta  c  lusa. 

Art.  130.  Las  disposiciones  que  prece- 
den son  aplicables  á  los  demás  casos  en 
que  por  este  Código,  por  testamento  ó  por 
pacto,  se  tenga  derecho  á  alimentos,  salvo 
lo  ( actado,  lo  or Jen  ido  por  el  testador,  ó 
lo  dispuesto  por  la  ley  para  el  caso  especial 
de  que  se  trate. 

TÍTULO  VII 

De  la  patria  potestad. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIÓN    GENERAL 

Art.  131.  El  padre,  y  en  su  defecto  la 
madre,  tienen  potestad  sobre  sus  hijos  le- 
gítimos no  emancipados;  (C.  R.,  138)  y  los 
hijos  tienen  la  oljligación  de  obedecerles 
mientras  permanezcan  en  su  potestad,  y 
de  tributarles  respeto  y  reverencia  siempre. 

Los  hijos  naturiles  reconocidos  están 
bajo  la  potestad  del  padre  ó  de  la  madre 
i[ue  los  reconoce,  v  tienen  la  misma  obli- 
gación de  que  habla  el  párrafo  anterior. 
(C.  R.,  144.) 

CAPÍTULO  II 

EFECTOS  DE  LA  PATRIA  POTESTAD  RESPECTO 
DE  LAS  PERSONAS  DE  LOS  HIJOS 

Art,  132.     El  padre,  y  en  su  defecto  la 


madre,  tienen  respecto  de  sus  hijos  no 
emancipados: 

1."  El  deber  de  alimentarlos,  tenerlos 
en  su  compjañia,  educarlos  é  instruirlos 
con  arreglo  á  su  fortuna,  y  representarlos 
en  el  ejercicio  de  todas  las  acciones  que 
puedan  redundar  en  su  provecho.  (Costa 
Rica,  129.) 

2."  La  facultad  de  corregirlos  y  casti- 
garlos moderadamente.  (C.  R.,  131.) 

Art.  133.  El  padre,  y  en  su  caso  la  ma- 
dre, podrán  impetrar  el  auxilio  de  la  Auto- 
ridad gubernativa,  que  deberá  serles  pres- 
tado en  apoyo  de  su  propia  autoridad  so- 
bre sus  hijos  no  emancipados,  ya  en  el 
interior  del  hogar  doméstico,  ya  para  la 
detención  y  aun  para  la  retención  de  los 
mismos  en  establecimientos  de  instrucción, 
ó  en  institutos  legalmente  autorizados  que 
los  recibieren. 

Asimismo  podrán  reclamar  la  interven- 
ción del  Juez  de  Paz  para  imponer  á  sus 
hijos  hasta  un  mes  de  detención  en  el  es- 
tablecimiento correccional  destinado  al 
efecto,  bastando  la  orden  del  padre  ó  ma- 
dre, con  el  visto  bueno  del  Juez,  para  que 
la  detención  se  realice  (1). 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  ante- 
riores comprende  á  los  hijos  legítimos,  le- 
gitimados y  naturales  reconocidos. 

Art.  134.  Si  el  padre  ó  la  madre hul)ie- 
sen  pasado  á  segundas  nupcias,  y  el  hijo 
fuere  de  los  habidos  en  anterior  matrimo- 
nio, tendrán  que  manifestar  al  Juez  los 
motivos  en  que  fundan  su  acuerdo  de  cas- 
tigarle, y  el  Juez  oirá  en  comparecencia 
personal  al  hijo,  y  decretará  ó  denegará  la 
detención,  sin  ulterior  recurso.  Esto  mis- 
mo se  observará  cuando  el  hijo  no  eman- 
cipado ejerza  algún  cargo  ú  oficio,  aunque 
los  padres  no  hayan  contraído  segundo 
matrimonio. 

Art.  135.  El  padre,  y  en  su  caso  la  ma- 
dre, satisfarán  los  alimentos  del  hijo  dete- 
nido; pero  no  tendrán  intervención  alguna 
en  el  régimen  del  establecimiento  donda 
se  le  deteng  i,  pudiendo  únicamente  levan- 
tar la  detención  cuando  lo  estimen  opor- 
tuno. 

CAPÍTULO  III 

DE     LOS    EFECTOS    DE    LA     PATRIA    POTESTAD 
RESPECTO   DE    LOS   BIENES    DE   LOS   HIJOS 

Art.  136.  El  padre,  ó  en  su  defecto  la 
madre,  son  los  administradores  legales  de 


(1)    Esta  puede  ser  de  tres  meses,  según  el  ar- 
tículo 1»1  deC.  B. 
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los  bienes  de  los  hijos  que  están  bajo  su 
potestad.  (C.  R.,  138.) 

Art.  137.  Los  bienes  que  el  hijo  no 
emancipado  haya  adquirido  ó  adquiera  con 
su  trabajo  ó  industria,  ó  por  cualquier  ti- 
tulo lucrativo,  pertenecen  al  hijo  en  pro- 
piedad, y  en  usufructo  al  padre  ó  á  la  ma- 
dre que  le  tengan  en  su  potestad  y  compa- 
ñía; pero  si  el  hijo,  con  consentimiento  de 
sus  padres,  viviere  independiente  de  éstos, 
se  le  reputará,  para  todos  los  efectos  rela- 
tivos á  dichos  bienes,  como  emancipado,  y 
y  tendrá  en  ellos  el  dominio,  el  usufructo 
y  la  administración.  (C.  R.,  132.) 

Art.  138.  Pertenece  á  los  padres  en 
propiedad  y  usufructo  lo  que  el  hijo  ad- 
quiera con  caudal  de  los  mismos. 

Art.  139.  Corresponderán  en  propie- 
dad y  en  usufructo  al  hijo  no  emancipado, 
los  bienes  ó  rentas  donados  ó  legados  para 
los  gastos  de  su  educación  é  instrucción; 
pero  tendrán  su  administración  el  padre  ó 
la  madre,  si  en  la  donación  ó  en  el  legado 
no  se  hubiere  dispuesto  otra  co.=a,  en  cuyo 
caso  se  cumplirá  estrictamente  la,  voluntad 
de  los  donantes. 

Art.  140.  Los  padres  tienen  relativa- 
mente á  los  bienes  del  hijo  en  que  les  co- 
rresponde el  usufructo  ó  administración, 
las  obligaciones  de  todo  usufructuario  ó 
administrador,  y  las  especiales  estableci- 
das en  la  sección  3."  del  capítulo  Z)e  la  Hi- 
poteca. (C.  R.,  135.) 

Se  formará  inventario,  con  intervención 
del  Ministerio  fiscal,  de  los  bienes  de  los 
hijos  en  que  los  padres  tengan  sólo  la  ad- 
ministración; y,  á  propuesta  del  mismo 
Ministerio,  podrá  decretarse  por  el  Juez  el 
depósito  de  los  valores  mobiliarios  propios 
del  hijo. 

Art.  141.  El  padre,  ó  la  madre  en  su 
caso,  no  podrán  enajenar  los  bienes  in- 
muebles del  hijo  en  que  les  corresponda  el 
usufructo  ó  la  administración  (C.  R.,  132), 
ni  gravarlos,  sino  por  causas  justificadas 
de  utilidad  ó  necesidad,  y  previa  la  autori- 
zación del  Juez  del  domicilio,  con  audien- 
cia del  Ministerio  fiscal,  salvas  las  disposi- 
ciones que,  en  cuanto  á  los  efectos  de  la 
trasmisión,  se  establecen  en  el  capítulo 
De  la  Hipoteca. 

Art.  142.  Siempre  que  en  algún  asun- 
to el  padre  ó  la  madre  tengan  un  interés 
opuesto  al  de  sus  hijos  no  emancipados, 
se  nombrará  á  éstos  un  curador  ó  defensor 
que  los  represente  en  juicio  ó  fuera  de  él. 
(C.  R.,  129.) 

El  Juez,  á  petición  del  padre  ó  de  la 
madre,  del  mismo  menor,  del  Ministerio 
fiscal,  ó  de  cualquiera  persona  capaz  de 
comparecerán  juicio,  conferirá  el  nombra- 


miento de  defensor  al  pariente  del  menor 
á  quien  en  su  caso  correspondería  la  tutela 
legítima;  y  á  falta  de  éste,  á  otro  pariente 
ó  á  un  extraño. 

Art.  143.  Los  padres  que  reconocieren, 
no  adquieren  el  usufructo  de  los  bienes  de 
los  hijos  reconocidos,  y  tampoco  tendrán 
la  administración ,  si  no  aseguran  con 
fianza  sus  resultas  á  satisfacción  del  Juez 
del  domicilio  del  menor,  con  audiencia  del 
Ministerio  fiscal. 

CAPÍTULO  IV 

DE  LOS  MODOS  DE  ACABARSE  LA  PATRIA 
POTESTAD 

Art.  144.     La  patria  potestad  se  acaba: 

1.°  Por  la  muerte  de  los  padres  ó  del 
hijo. 

2.°    Por  la  emancipación  (1). 

Art.  145.  La  madre  que  pase  á  segun- 
das nupcias  pierde  la  patria  potestad  sobre 
sus  hijos,  á  no  ser  que  el  marido  difunto, 
padre  de  éstos,  hubiera  previsto  expresa- 
mente en  su  testamento  que  su  viuda  con- 
trajera matrimonio,  y  ordenado  que  en  tal 
caso  conservase  y  ejerciese  la  patria  po- 
testad sobre  sus  hijos. 

Art.  146.  El  padre,  y  en  su  caso  la  ma- 
dre, perderá  la  potestad  sobre  sus  hijos: 

1.**  Cuando  por  sentencia  firme  en  cau- 
sa criminal  se  le  imponga  como  pena  la 
privación  de  dicha  potestad. 

2.**  Cuando  por  sentencia  firme  en  plei- 
to de  divorcio  así  se  declare,  mientras  du- 
ren los  efectos  de  la  micma. 

Art.  147.  La  patria  potestad  se  suspen- 
de por  incapacidad  ó  ausencia  del  padre  ó, 
en  su  caso,  de  la  madre,  declaradas  judi- 
cialmente, y  también  por  la  interdicción 
civil. 

Art.  148.  Los  Tribunales  podrán  privar 
á  los  padres  de  la  patria  potestad,  ó  sus- 
pender el  ejercicio  ae  ésta,  si  trataren  á 
sus  hijos  con  dureza  excesiva,  ó  si  les  die- 
ren órdenes,  consejos  ó  ejemplos  corrupto- 
res. En  estos  casos  podrán,  asimismo,  pri- 
var á  los  padres  total  ó  parcialmente  del 
usufructo  de  los  bienes  del  hijo,  ó  adoptar 
las  providencias  que  estimen  convenientes 
á  los  intereses  de  éste.  (C.  R.,  148  y  149.) 

Art.  149.  Si  la  madre  viuda  que  ha  pa- 
sado á  segundas  nupcias  vuelve  á  enviu- 
dar, recobrará  desde  este  momento  su  po- 
testad sobre  todos  los  hijos  no  emancipa- 
dos. (C.  R.,  143.) 


(1)    El  art.  147  de  C.  R.  añade  á  estas  causas  U 
inhabilidad  perpetua  de  los  Ilnmados  á  ejercerla. 


HONDURAS.    CÓDIGO   CIVIL 


111 


TITULO  VIII 

De  la  ausencia 

CAPÍTULO  PRIMERO 

MEDIDAS   PROVISIONALES   EN    CASOS 
DE   AUSENXJA 

Art.  150.  Cuando  una  persona  hubiere 
desaparecido  de  su  domicilio  sin  saberse  su 
paradero  y  sin  dejar  apoderrdo  que  admi- 
nistre sus'bienes,  podrá  el  Juez,  á  instan- 
cia de  parte  legítima  ó  del  Ministerio  fis- 
cal, nombrarle  un  curador  para  que  le  re- 
presente en  todo  lo  que  fuere  necesario. 

Esto  mismo  se  observará  cuando  en  igua- 
les circunstancias  caduque  el  poder  confe- 
rido por  el  ausente.  (C.  R.  36.) 

Art.  151.  Verificado  el  nombramiento 
á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  el  Juez 
¡icordará  las  diligencias  necesarias  para 
asegurar  los  derechos  é  interesees  del 
ausente,  y  señalará  las  facultades,  obliga- 
ciones y  remuneración  de  su  representan- 
te, regulándolas  según  las  circunstancias 
por  lo  que  está  dispuesto  respecto  de  los  tu- 
tores. 

Art.  152.  El  cónyuge  que  se  ausente 
será  representado  por  el  que  se  halle  pre- 
sente, cuando  no  estuvieren  legalraeníe  se- 
parados. 

Si  éste  fuere  menor,  se  le  proveerá  de 
tutor  en  la  forma  ordinaria.  (C.  R.  39.) 

A  falta  del  cónyuge  representarán  al 
ausente  los  padres,  hijos  y  abuelos,  por  el 
orden  que  establece  el  articulo  189. 

CAPÍTULO  II 

DE   LA    DECLARACIÓN    DE   AUSENCIA 

Art.  153.  Pasados  dos  años  sin  haberse 
tenido  noticia  del  ausente  ó  desde  que  se 
recibieron  las  últimas,  y  cinco  en  el  caso 
de  que  el  ausente  hubiera  dejado  persona 
encargada  de  la  administración  de  los  bie- 
nes, podrá  declararse  la  ausencia.  (1). 

Art.  154  Podrán  pedir  la  declaración 
de  ausencia: 

1."    El  cónyuge  presente. 

2°  Los  herederos  instituidos  en  testa- 
mento que  presentaren  copia  fehaciente 
del  mismo. 

3."  Los  parientes  que  hubieren  de  here- 
dar ab  i n téstalo. 

4°  Los  que  tuvieren  sol)re  los  bienes 
del  ausente  algún  derecho  subordinado  á  la 
condición  de  su  muerte. 


Art.  155.  La  declaración  judicial  de 
ausencia  no  surtirá  efecto  hasta  seis  meses 
desués  de  su  publicación  en  La  Gaceta. 

CAPÍTULO  III 

DE    LA    ADMINISTRACIÓN   DE   LOS   BIENES 
DEL   AUSENTE 

Art.  156.  La  administración  de  los  bie- 
nes del  ausente  se  conferirá  por  el  orden 
que  establece  el  artículo  189  á  las  personas 
mencionadas  en  el  mismo. 

Art.  157.  La  mujer  del  ausente,  si  fue- 
re mayor  de  edad,  podrá  disponer  libre- 
mente de  los  bienes  de  cualquiera  clase 
que  le  pertenezcan;  pero  no  podrá  enaje- 
nar, permutar  niiiipotecar  los  bienes  pro- 
pios del  marido,  ni  los  de  la  sociedad  con- 
yugal, sino  con  autorización  judicial.  (C. 
R.  46.) 

Art.  158.  Cuando  la  administración  co- 
rresponda á  los  hijos  del  ausente,  y  éstos 
sean  menores,  se  les  proveerá  de  tutor,  el 
cual  se  hará  cargo  de  los  bienes  con  las  for- 
malidades de  la  ley. 

Art.  159.  La  administración  cesa  en 
cualquiera  de  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  comparezca  el  ausente  por 
si  ó  por  medio  de  apoderado. 

2°  Cuando  se  acredite  la  defunción  del 
ausente,  y  comparezcan  sus  herederos  tes- 
tamentarios ó  ab  intestato. 

3.°  Cuando  se  presente  un  tercero  acre- 
ditando con  el  correspondiente  documento 
haber  adquirido  por  compra  ú  otro  título 
los  bienes  del  ausente. 

En  estos  casos  cesará  el  administrador 
en  el  desempeño  de  su  cargo,  y  los  bienes 
quedarán  á  disposición  de  los  que  á  ellos 
tengan  derecho. 

CAPÍTULO  IV 

DE   LA   PRESUNCIÓN    DE    MUERTE 
DEL   AUSENTE 

Art.  160.  Pasados  treinta  años  desde 
que  desapareció  el  ausente  ó  se  recibieron 
las  últimas  noticias  de  él,  ó  noventa  desde 
su  nacimiento,  el  Juez,  á  instancia  de  par- 
te interesada,  declarará  la  presunción  de 
muerte.  (1). 

Art.  161.  La  sentencia  en  que  se  decla- 
re la  presunción  de  muerte  de  un  ausente, 
no  se  ejecutará  hasta  después  de  seis  me- 
ses contados  desde  su  publicación  en  La 
Gaceta. 


(1)    El  Código  de  Costa  Rica  'art.  40)  fija  eatoB 
plazos  en  cuatro  y  diez  años  respectivamente. 


(1)    Estos  plazos  son  de  20  y  80  años,  según  el  ar- 
tículo 47,  C.  R. 
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Art.  162.  Declarada  firme  la  sentencia 
de  presunción  de  muerte,  se  abrirá  la  su- 
cesión de  los  bienes  del  ausente,  precedién- 
dose á  su  adjudicación  por  los  trámites  de 
los  juicios  de  testamentaria  ó  ab  intestato, 
según  los  casos.  (C.  R.  47.) 

Art.  163.  Si  el  ausente  se  presenta,  ó 
sin  presentarse  se  prueba  su  existencia, 
recobrará  sus  bienes  en  el  estado  que  ten- 
gan, y  el  precio  de  los  enajenados  ó  los  ad- 
quiridos con  él;  (C.  R.  46.)  pero  no  podrá 
reclamar  frutos  ni  rentas.  (1). 

CAPÍTULO  V 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  AUSENCIA  RELATI- 
VAMENTE Á  LOS  DERECHOS  EVENTUALES 
DEL  AUSENTE 

Art.  164.  El  que  reclame  un  derecho 
perteneciente  á  una  persona  cuya  exi.sten- 
cia  no  estuviere  reconocida,  deberá  pi'obar 
que  existia  en  el  tiempo  en  que  era  nece- 
saria su  existencia  para  adquirirlo. 

Art.  165.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  abierta  una  suce- 
sión á  la  que  estuviere  llamado  un  ausen- 
te, acrecerá  la  parte  de  éste  á  sus  cohere- 
deros, á  no  haber  persona  con  derecho  pro- 
pio para  reclamarla.  Los  unos  y  los  otros, 
en  su  ca.so,  deberán  hacer  inventario  de 
dichos  bienes  con  intervención  del  Minis- 
terio fiscal. 

Art.  166.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  se  entiende  sin  perjuicio  de  las 
acciones  de  petición  de  herencí^i  ú  otros 
derechos  que  competan  al  ausente,  sus  re- 
pre.sentantes,  ó  causa  habientes.  Estos  de- 
rechos no  se  extinguirán  sino  por  el  lapso 
del  tiempo  fijado  para  la  pre.scripción.  En 
la  inscripción  que  se  haga  en  el  Registro 
de  los  bienes  inmuebles  que  acrezcan  á  los 
coherederos  se  expresará  la  circunstancia 
de  quedar  sujetos  á  lo  que  dispone  este  ar- 
ticulo. 

Art.  167.  Los  que  hayan  entrado  en  la 
herencia  harán  suyos  los  frutos  percibidos 
de  buena  fe,  mientras  no  comparezca  el 
ausente,  ó  sus  acciones  no  sean  ejercitadas 
yjor  sus  representantes  ó  causa  habientes. 

TÍTULO    IX 
De  la  tutela. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art.  168.     El  objeto  de  la  tutela  es  la 


(1)  Puede  reclamar  el  quinto  si  no  han  transcu- 
rrido 15  años,  y  el  décimo  en  otro  caso  hasta  20 
años  (C.  R.  44.) 


guarda  de  la  persona  y  bienes,  ó  solamen- 
te de  los  bienes  de  los  que,  no  estando  bajo 
la  patria  potestad,  son  incapaces  de  gober- 
nare por  si  mismos. 

Art.  169.     Están  sujetos  á  tutela: 

1."  Los  menores  de  edad  no  emancipa- 
dos legalmente.  (C.  R.  171.) 

2.°  Los  locos  ó  dementes,  aunque  ten- 
gan intervalos  lúcidos,  y  los  sordo-mudos 
que  no  sepan  leer  y  escribir. 

3.°  Los  que  por  sentencia  firme  hubie- 
sen sido  declarados  pródigos. 

4.°  Los  que  estuviesen  sufriendo  la  pe- 
na de  interdicción  civil. 

Art.  170.  La  tutela  se  ejercerá  por  un 
solo  tutor,  bajo  la  vigilancia  del  protutor 
y  del  Juez  de  Letras.  Este  será  asistido  de 
un  consejo  de  tutela. 

Art.  171.  Los  cargos  de  tutor  y  protu- 
tor no  son  renunciabíes  sino  en  virtud  de 
causa  legítima,  debidamente  justificada. 

Art.  172.  Los  Jueces  de  paz  del  lugar 
en  que  residan  las  personas  sujetas  á  tu- 
tela, proveerán  al  cuidado  de  éstas  y  de 
sus  bienes  muebles  hasta  el  nombramiento 
de  tutor,  cuando  por  la  ley  no  hubiese 
otras  encargadas  de  esta  obligación. 

Si  no  lo  hicieren,  .serán  responsables  de 
los  daños  que  por  esta  causa  sobrevengan 
á  los  menores  ó  incapacitados. 

Art.  173.     La  tutela  se  defiere: 

1.°     Por  testamento. 

2."    Por  la  lev. 

3."    Por  el  Juez. 

Art.  174.  El  tutor  no  entrará  en  el  des- 
empeño de  sus  funciones  sin  que  su  nom- 
bramiento haya  sido  inscrito  en  el  Regis- 
tro de  tutelas.^ 

CAPÍTULO  II 

DE    LA    TUTELA    TESTAMENTARIA 

Art.  175.  El  padre  puede  nombrar  tu- 
tor y  protutor  para  sus  hijos  menores,  y 
para  los  mayores  incapacitados,  ya  sean 
legítimos,  ya  naturales  reconocidos,  ó  ya 
alguno  de  los  ilegítimos  á  quienes  según  el 
art.  116  está  obligado  á  alimentar. 

Igual  facultad  corresponde  á  la  madre; 
pero,  si  hubiere  contraído  segundas  nup- 
cias, el  nombramiento  que  hiciere  para  los 
hijos  de  su  primer  matrimonio  no  surtirá 
efecto  sin  la  aprobación  del  Juez. 

En  todo  caso  será  preciso  que  la  perso- 
na á  quien  se  nombre  tutor  ó  protutor  no 
se  halle  sometida  á  la  potestad  de  otra. 
(C.  R.  172.) 

Art.  176.  También  puede  nombrar  tu- 
tor á  los  menores  ó  incapacitados  el  que 
deje  herencia   ó   legado  de   importancia. 
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El  nombramiento,  sin  embargo,  no  siírtirá 
efecto  hasta  que  el  Juez,  oyendo  el  conse- 
jo de  tutela,  haya  resuelto  aceptar  la  he- 
rencia ó  el  legado. 

A.rt.  177.  Tanto  el  padre  como  la  ma- 
dre pueden  nombrar  un  tutor  para  cada 
uno  de  sus  hijos,  y  hacer  diversos  nombra- 
mientos á  íin  de  que  se  sustituyan  unos  á 
otros  los  nombrados. 

En  caso  de  duda  se  entenderá  nombrado 
un  solo  tutor  para  todos  los  hijos,  y  se  dis- 
cernirá el  cargo  al  primero  de  los  que  figu- 
ren en  el  nombramiento. 

Art.  178.  Si  por  diferentes  personas  se 
hubiere  nombrado  tutor  para  un  mismo 
menor,  se  discernirá  el  cargo: 

1.°  Al  elegido  por  el  padre  ó  por  la 
madre. 

2."  Al  nombrado  por  el  extraño  que  hu- 
biese instituido  heredero  al  menor  ó  in- 
capaz, si  fuere  de  importancia  la  cuantía 
de  la  herencia. 

3."  Al  que  eligiere  el  que  deje  manda 
de  importancia. 

Si  hubiere  más  de  un  tutor  en  cualquie- 
ra de  los  casos  2.°  y  3.°  de  este  artículo,  el 
Juez  declarará  quién  debe  ser  preferido. 

Art.  179.  Si  hallándose  en  ejercicio  un 
tutor  apareciere  el  nombrado  por  el  padre, 
se  le  transferirá  inmediatamente  la  tutela. 
Si  el  tutor  que  nuevamente  apareciere  fue- 
se el  nombrado  por  un  extraño  comprendi- 
do en  los  números  2."  y  3.°  del  artículo 
anterior,  se  limitará  á  administrarlos  bie- 
nes del  que  lo  haya  nombrado,  mientras 
no  vaque  la  tutela  en  ejercicio. 

CAPÍTULO  IIÍ 

DE   LA   TUTELA   LEGÍTIMA 

Sección  primera. 
De  la  tutela  de  los  menores. 

Art.  180.  La  tutela  legítima  de  los  me- 
nores no  emancipados  corresponde  única- 
mente: 

1.°    Al  abuelo  paterno. 

2."     Al  abuelo  materno. 

3."  A  las  abuelas  paterna  y  materna, 
por  el  mismo  orden,  mientras  se  conser- 
ven viudas. 

4.°  Al  mayor  de  los  hermanos  varones 
de  doble  vínculo,  y  á  falta  de  éítos,  al  ma- 
yor de  los  hermanos  (^nsanguineos  ó  ute- 
rinos (1). 

La  tutela  de  que  trata  este  articulo  no 


tiene  lugar  respecto  de  los  hijos  ilegítimos. 
Art.  181.  Los  Jefes  de  las  Casas  de  Ex- 
pósitos son  los  tutores  de  los  recogidos  y 
educados  en  ellas.  (C  R.,  178.)  La  repre- "" 
sentación  en  juicio  de  aquellos  funciona- 
rios en  su  calidad  de  tutores  estará  á  cargo 
del  Ministerio  fiscal. 

Sección  segunda. 

De  la  tutela  de  los  locos  y  sordo-mudoa  (1). 

Art.  182.  No  se  puede  nombrar  tutor  á 
los  locos,  dementes  y  sordo-mudos  mayo- 
res de  edad  sin  que  preceda  la  declaración 
de  que  son  incapaces  para  administ  ar  sus 
bienes. 

Art.  183.  Pueden  solicitar  esta  decla- 
ración el  cónyuge  y  los  parientes  del  pre- 
sunto incapaz  que  tengan  derecho  á  suce- 
derle  abintestato. 

Art.  184.  El  Ministerio  público  deberá 
pedirla: 

1."  Cuando  se  trata  de  dementes  fu- 
riosos. 

2.°  Cuando  no  exista  ninguna  de  las 
personas  mencionadas  en  el  artículo  pre- 
cedente, ó  cuando  no  hicieren  uso  de  la 
facultad  que  les  concede. 

3.°  Cuando  el  cónyuge  y  los  herederos 
del  presunto  incapaz  sean  menores  ó  ca- 
rezcan de  ia  personalidad  necesaria  para 
comparecer  en  juicio. 

En  todos  estos  casos  los  Trbiunales  nom- 
brarán defensor  al  presunto  incapaz  que 
no  quiera  ó  no  pueda  defenderse.  En  los 
demás,  será  defensor  el  Ministerio  público. 

Art.  185.  Antes  de  declarar  la  incapa- 
cidad los  Tribunales  oirán  al  consejo  de 
tutela,  y  examinarán  por  sí  mismos  al  de- 
nunciado como  incapaz. 

Art.  186.  Los  parientes  que  hubiesen 
solicitado  la  declaración  de  incapacidad  no 
podrán  informar  á  los  Tribunales  como 
miembros  del  consejo  de  tutela:  pero  tie- 
nen derecho  á  ser  oídos  por  éste  cuando 
lo  soliciten. 

Art.  187.  La  declaración  de  incapaci- 
dad deberá  hacerse  sumariamente.  La  que 
se  refiera  á  sordo-mudos  fijará  la  exten- 
sión y  limites  de  la  tutela  según  el  grado 
de  incapacidad  de  aquéllos. 

Art.  188.  Contra  los  autos  que  pongan 
término  al  expediente  de  incapacidad,  po- 
drán los  interesados  deducir  demanda  en 
juicio  ordinario.  El  defensor  de  los  incapa- 
citados necesitará,  sin  embargo,  autoriza- 
ción especial  del  Juez,  oyendo  al  consejo 
de  tutela.  , 


(1)  El  art.  173  del  Código  de  Costa  Kica  añade 
en  quinto  lugar  á  los  tíos,  prefiriendo  al  más  apto, 
y  en  igualdad  de  circunstancias,  al  de  m&s  edad. 


(X)    Estos  hállanse  sujetos  á  curaduría  por  los 
artículos  218  y  siguientes  del  Código  de  Costa  Rica. 
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Art.  189.  La  tutela  de  los  locos  y  sordo- 
mudos corresponde: 

1.^    Al  cónyuge  no  separado  legalmente. 

2."    AI  padre,  y  en  su  caso,  á  la  madre. 

3.°    A  los  hijos'. 

4.°     A  los  abuelos. 

5."  A  los  hermanos  varones  y  á  las  her- 
manas que  no  estuviesen  casadas,  con  la 
preferencia  del  doble  vinculo  de  que  habla 
el  número  4.°  del  art.  180. 

Si  hubiere  varios  hijos  ó  hermanos,  se- 
rán preferidos  los  varones  á  las  hembras, 
y  el  mayor  al  menor. 

Concurriendo  abuelos  paternos  y  mater- 
nos, serán  también  preferidos  los  varones; 
y,  en  el  caso  de  ser  el  mismo  sexo,  los  de 
la  linea  del  padre. 

Sección  tercera. 
De  la  tutela  de  los  pródigos  (1). 

Art.  190.  La  declaración  de  prodigali- 
dad debe  hacerse  en  juicio  contradictorio. 

La  sentencia  determinará  'los  actos  que 
quedan  prohibidos  al  incapacitado,  las  fa- 
cultades que  haya  de  ejercer  el  tutor  en  su 
nombre,  y  los  casos  en  que,  por  uno  ó  por 
otro,  habrá  de  solicitarse  autorización  ju- 
dicial. 

Art.  191.  Sólo  pueden  pedir  la  decla- 
ración de  que  habla  el  articulo  anterior, 
el  cónyuge  y  los  herederos  legítimos  del 
pródigo,  y  por  excepción,  el  Ministerio 
tiscal,  por  si  ó  á  instancia  de  algún  parien- 
te de  aquéllos,  cuando  sean  menores  ó  es- 
tén incapacitados. 

Art.  192.  Cuando  el  demandado  no 
compareciere  en  juicio,  le  representará  el 
Ministerio  fiscal;  y  si  éste  fuera  parte,  un 
defensor  nombrado  por  el  Juez,  sin  per- 
juicio de  lo  que  determine  el  Código  de 
Procedimientos  sobre  la  rebeldía. 

Art.  193.  La  declaración  de  prodigali- 
dad no  priva  de  la  autoridad  marital  y  pa- 
terna, ni  atribuye  al  tutor  facultad  alguna 
sobre  la  persona  de  pródigo. 

Art.  194.  El  tutor  administrará  los 
bienes  de  los  hijos  que  el  pródigo  haya 
tenido  en  anterior  matrimonio. 

La  mujer  administrará  los  dótales  y  pa- 
rafernales, los  de  los  hijos  comunes,  y  los 
de  la  sociedad  conyugal.  Para  enajenarlos 
necesitará  autorización  judicial. 

Art.  195.  Los  actos  del  pródigo  ante- 
riores á  la  demanda  de  interdicción,  no 
podrán  ser  atacados  por  causa  de  prodi- 
galidad. 


Art.  196.  La  tutela  de  los  pródigos  co- 
rresponde: 

1."    Al  padre,  y  en  su  caso,  á  la  madrs. 

2.°    A  los  abuelos  paterno  y  materno. 

S.*'  Al  mayor  de  los  hijos  varones 
emancipados. 

Sección  cuarta. 

De  la  tutela  de  los  que  sufren  interdicción  (1). 

Art.  197.  Cuando  se  firme  la  senten- 
cia en  que  se  haya  impuesto  la  pena  de 
interdicción,  el  Ministerio  fiscal  pedirá  el 
cumplimiento  del  art.  172  y  el  nombra- 
miento de  tutor. 

También  pueden  pedirlo  el  cónyuge  y 
los  herederos  ab  iniestato  del  penado. 

Arí.  198.  Esta  tutela  se  limitará  á  la 
administración  de  los  bienes  y  á  la  repre- 
sentación en  juicio  del  penado. 

El  tutor  del  penado  está  obligado,  ade- 
más, á  cuidar  de  la  persona  y  bienes  de 
los  menores  ó  incapacitados  que  se  halla- 
ren bajo  la  autoridad  del  sujeto  á  inter- 
dicción, hasta  que  se  les  provea  de  otro 
tutor. 

La  mujer  del  penado  ejerce  la  patria  po- 
testad sobre  los  hijos  comunes  mientras 
dure  la  interdicción. 

Si  fuere  menor,  obrará  bajo  la  dirección 
de  su  padre  y,  en  su  caso,  de  su  madre,  y 
á  falta  de  ambos,  de  su  tutor. 

Art.  199.  La  tutela  de  los  que  sufren 
interdicción  se  difiere  por  el  orden  esta- 
blecido en  el  art.  189. 

CAPÍTULO  IV 

DE    hA     TUTELA    DATIVA 

Art.  200.  No  habiendo  tutor  testamen- 
tario ni  personas  llamadas  por  la  ley  á 
ejercer  la  tutela  vacante,  corresponde  al 
Juez  la  elección  de  tutor  en  todos  los  casos 
del  art.  169.  (C.  R.,  179.) 

CAPÍTULO  V 

DEL    PROTUTOR    (2) 

Art.  201.  Al  Juez  de  Letras  correspon- 
de nombrar  protutor,  cuando  no  lo  hayan 
nombrado  los  que  tienen  dereciio  á  elegir 
tutor  para  los  menores. 

Art.  202.  El  tutor  no  puede  comenzar 
el  ejercicio  de  la  tutela  sin  que  haya  sido 


(1)    Véase  la  nota  al  epígrafe  de  la  Sección  se- 
gunda. 


(1)  Véase  la  nota  al  epígrafe  de  la  sección  se- 
gunda. 

(2)  Esta  institución  es  desconocida  en  Costa 
Bica. 


HONDURAS.    CÓDIGO   CIVIL 


115 


nombrado  protutor.  El  que  dejare  de  re- 
clamar este  nombramiento,  será  removido 
de  la  tutela  y  responderá  de  los  daños  que 
sufra  el  menor. 

Art.  203.  El  nombramiento  de  protutor 
no  puede  recaer  en  pariente  de  la  misma 
linea  del  tutor. 

Art.  204.     El  protutor  está  obligado: 

1.°  A  intervenir  el  inventario  de  los 
bienes  del  menor  y  la  constitución  de 'la 
fianza  del  tutor,  cuando  hubiere  lugar  á 
ella. 

2.**  A  sustentar  los  derechos  del  menor 
en  juicio  y  fuera  de  él,  siempre  que  estén 
en  oposición  con  los  intereses  del  tutor. 

3.'^  A  llamar  la  atención  del  Juez  so- 
bre la  gestión  del  tutor  cuando  le  parezca 
perjudicial  á  la  persona  ó  á  los  intereses 
del  menor. 

4.°  A  promover  el  nombramiento  de 
tutor  cuando  la  tutela  quede  vacante  ó 
abandonada. 

5.°  A  ejercer  las  demás  atribuciones 
que  le  señalen  las  leyes. 

El  protutor  será  responsable  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  sobrevengan  al  menor 
por  omisión  ó  negligencia  en  el  cumpli- 
miento de  estos  deberes. 

El  protutor  puede  asistir  á  las  delibera- 
ciones del  consejo  de  tutela  y  tomar  parte 
en  ellas. 

CAPÍTULO  VI 

DE   LAS   PERSONAS   INHÁBILES   PARA   SER   TU- 
TORES Y  PROTUTORES,  Y  DE  SU  REMOCIÓN 

Art.  205.  No  pueden  ser  tutores  ni  pro- 
tutores: 

1."     Los  que  están  sujetos  á  tutela. 

2."  Los  que  hubiesen  sido  penados  por 
los  delitos  de  robo,  hurto,  estafa,  falsedad, 
corrupción  de  menores,  ó  escándalo  pú- 
blico. 

3.°  Los  condenados  á  cualquier  pena 
corporal,  mientras  no  extingan  la  condena. 

4°  Los  que  hubiesen  sido  removidos  le- 
galmente  de  otra  tutela  anterior. 

5."  Las  personas  de  mala  conducta,  ó 
que  no  tuvieren  manera  de  vivir  conocida. 

6."  Los  quebrados  y  concursados  no 
rehabilitados. 

7."  Las  mujeres,  salvo  los  casos  en  que 
la  ley  las  llama  expresamente  (1). 

8.^  Los  que,  al  deferirse  la  tutela,  ten- 
gan pleito  pendiente  con  el  menor  sobre  el 
estarlo  civil. 


(1)    En  C.  K.,  sólo  pueden  serlo  las  abuelas  ade- 
mÁB  de  laa  madres. 


9."  Los  que  litiguen  con  el  menor  sobre 
la  propiedad  de  sus  bienes,  á  menos  que  el 
padre,  ó  en  su  caso  la  madre,  sabiéndolo, 
hayan  dispuesto  otra  cosa. 

10.  Los  que  adeuden  al  menor  sumas 
de  consideración,  á  menos  que,  con  cono- 
cimiento de  la  deuda,  hayan  sido  nombra- 
dos por  el  padre  ó,  en  su  caso,  por  la 
madre. 

11.  Los  extranjeros  que  no  residan  en 
Honduras.  (C.  R.,  181.) 

Art.  206.  Serán  removidos  de  la  tutela: 
1.°  Los  que  después  de  deferida  ésta, 
incidan  en  alguno  de  los  ca-:os  de  incapa- 
cidad que  mencionan  los  números  1.**,  2.°, 
3.°,  4.°,  5.°,  6.°,  8.°  y  11  del  articulo  pre- 
cedente. 

2.°  Los  que  .se  ingieran  en  la  adminis- 
tración de  la  tutela  sin  haber  pedido  el 
nombramiento  del  protutor,  ó  sin  haber 

{)restado  la  fianza  cuando  deban  constituir- 
a,  é  inscrito  la  hipotecaria. 

3.°  Los  que  no  formalicen  el  inventa- 
rio en  el  término  y  de  la  manera  estable- 
cida por  la  ley,  ó  no  lo  hagan  con  fidelidad. 

4.°  Los  que  se  conduzcan  mal  en  el 
desempeño  de  la  tutela. 

Art.  207.  El  Juez  no  podrá  declarar  la 
incapacidad  de  los  tutores  y  protutores  ni 
acordar  su  remoción,  sin  citarlos  y  oirlos 
si  se  presentaren. 

Art.  208.  Declarada  la  incapacidad  ó 
acordada  la  remoción  por  el  Juez  sumaria- 
mente, se  entenderá  consentido  el  acuer- 
do y  se  procederá  á  proveer  la  tutela  va- 
cante, cuando  el  tutor  no  formule  su  re- 
clamación en  juicio  dentro  de  los  quince 
días  siguientes  al  en  que  se  le  haya  comu- 
nicado la  resolución. 

Art.  209.  Cuando  el  tutor  promueba 
contienda  judicial,  litigará  á  expensas  del 
menor  el  interesado  á  cuya  solicitud  se 
hubiera  hecho  la  declaratoria,  ó  el  Minis- 
terio fiscal  si  se  hubiere  hecho  de  oficio, 
pero  aquél  podrá  ser  personalmente  con- 
denado en  costas,  si  hubiese  procedido  con 
notoria  malicia. 

Art.  210.  Si  por  causa  de  incapacidad 
no  entrare  el  tutor  en  el  ejercicio  de  su 
cargo,  el  protutor  proveerá  á  los  cuidados 
de  la  tutela  mientras  se  resuelve  definiti- 
vamente sobre  el  impedimento. 

Si  el  tutor  hubiere  ya  entrado  en  el  ejer- 
cicio del  cargo,  y  el  Juez  declarare  la  in- 
capacidad ó  acordare  la  remoción  del  tu- 
tor, las  determinaciones  que  el  protutor 
adopte  para  proveer  á  los  cuidados  do  la 
tutela,  én  el  caso  de  promoverse  litigio,  no 
podrán  ejecutarse  sin  la  previa  aprobación 
judicial. 
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CAPITULO  VII 

DE  LAS  EXCUSAS  DE  LA  TUTELA  Y  PROTUTELA 

Art.  211.  Pueden  excusarse  de  la  tute- 
la y  protutela: 

I.**  El  Presidente  del  Estado  y  sus  Mi- 
nistros. 

2.°    Los  Diputados  al  Congreso. 

3.°  Los  Magistrados,  Jueces  y  funcio- 
narios del  Ministerio  fiscal. 

4.''  Los  que  ejerzan  autoridad  que  de- 
penda inmediatamente  del  Gobierno. 

5."    Los  militares  en  activo  servicio. 

6."  Los  que  tuvieren  bajo  su  potestad 
cinco  hijos  legítimos  (1). 

7.°  Los  que  fueren  tan  pobres  que  no 
puedan  atender  á  la  tutela  sin  menoscabo 
de  su  subsistencia. 

8°  Los  que  por  el  mal  estado  habitual 
de  su  salud,  ó  por  no  saber  leer  ni  escribir, 
no  pudieren  cumplir  bien  los  deberes  del 
cargo. 

^y    Los  mayores  de  sesenta  años. 

10.  Los  que  fueren  ya  tutores  ó  protu- 
tores de  otra  persona.  (C  R.,  184.) 

Art.  212.  Los  que  no  fueren  parientes 
del  menor  ó  incapacitado  no  estarán  obli- 
gados á  aceptar  la  tutela  (C.  R.,  186),  si 
en  el  territorio  del  Tribunal  que  la  defiere 
existieren  parientes  dentro  del  sexto  grado 
que  puedan  desempeñar  aquel  cargo. 

Art.  213.  Los  excusados  pueden,  á  peti- 
ción del  tutor  ó  protulor,  ser  compelidos  ó 
admitir  la  tutela,  luego  que  hubiese  cesado 
la  causa  de  la  exención.  (C.  R.,  188.) 

Art.  214.  No  será  admisible  la  excusa 
que  no  hubiese  sido  alegada  ante  el  Juez 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  en  que 
el  tutor  hubiese  sido  notificado  del  nombra- 
miento. (1). 

Art.  215.  Si  las  causas  de  exención  fue- 
ren posteriores  á  la  aceptación  de  la  tute- 
la, el  término  para  alegarlas  empezará  á 
contarse  desde  el  día  en  que  el  tutor  hu- 
biese tenido  conocimiento  de  ellas. 

Art.  216.  Las  resoluciones  en  que  el 
Juez  desestimo  las  excusas  podrán  ser  im- 
pugnadas en  juicio  en  el  termino  de  quin- 
ce días. 

El  acuerdo  del  Juez  será  sostenido  por  el 
Ministerio  fiscal  á  expensas  del  menor; 
pero  si  fuere  confirmado  deberá  condenar- 
se en  costas  al  que  hubiese  promovido  la 
contienda. 

Art.  217.     Durante  el  juicio  de  excusa  el 


(1)  Seis  hijos  requiere  el  Cód.  de  C.  R.  (art.  184); 
los  cinco  primeros  números  del  artículo  que  ee 
compara  no  tienen  equivalente  con  éste,  donde  se 
agrega,  en  cambio,  el  que  tenga  que  ausentarse  de 
la  República  por  más  de  un  afio. 


que  la  proponga  estará  obligado  á  ejercer 
su  cargo.  No  haciéndolo  así,  el  Juez  nom- 
brará persona  que  le  sustituya;  quedando 
el  sustituido  responsable  de  la  gestión  del 
sustituto  si  fuere  desechada  la  excusa. 

Art.  218.  El  tutor  testamentario  que  se 
excuse  de  la  tutela  perderá  lo  que  gratuita- 
mente le  hubiese  dejado  el  que  le  nombró. 

CAPITULO  Vlll 

DEL  AFIANZAMIENTO  DE  LA  TUTELA 

Art.  219.  El  tutor,  antes  de  que  se  le 
defiera  el  cargo,  prestará  fianza  para  ase- 
gurar el  buen  resultado  de  su  gestión. 
(C.  R.,  193.) 

Art.  220.  La  fianza  deberá  ser  hipote- 
caria ó  pignoraticia. 

Sólo  se  admitirá  la  personal  cuando  fue- 
se imposible  constituir  alguna  de  las  ante- 
riores. (C.  R.,  197.)  La  garantía  qne  pres- 
ten los  fiadores  no  impedirá  la  adopción  de 
cualesquiera  determinaciones  útiles  para  la 
conservación  de  los  bienes  del  menor  ó 
incapacitado. 

Art.  221.     La  fianza  deberá  asegurar: 

1.°  El  importe  de  los  bienes  muebles 
que  entren  en  poder  del  tutor. 

2.°  Las  rentas  ó  productos  que  durante 
un  año  rindieren  los  bienes  del  menor  ó 
incapacitado.  (C.  R.,  195.) 

3.°  Las  utilidades  que  durante  un  año 
pueda  percibir  el  menor  de  cualquier  em- 
presa mercantil  ó  industrial. 

Art.  222.  Contra  las  resoluciones  del 
Juez  señalando"  la  cuantía  ó  haciendo  la 
calificación  de  la  fianza,  podrá  el  tutor  ha- 
cer uso  de  los  recursos  legales;  pero  no  en- 
trará en  posesión  de  su  cargo  sin  haber 
prestado  la  que  se  le  exija. 

Art.  223.  Mientras  se  constituye  la 
fianza,  el  protutor  ejercerá  los  actos  ad- 
ministrativos que  el  Juez  crea  indispensa- 
bles para  la  conservación  de  los  bienes  y 
percepción  de  sus  productos. 

Art.  224.  La  fianza  hipotecaria  será 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad.  La 
pignoraticia  se  constituirá  depositando  los 
efectos  ó  valores  en  un  Banco  ó  en  perso- 
na de  responsabilidad. 

Art.  225.  Deberán  pedir  la  inscripción 
ó  el  depósito: 

1.°    El  tutor. 

2.°    El  protutor. 

3.°  Cualquiera  de  las  personas  llama- 
das al  consejo  de  tutela. 

Los  que  omitieren  esta  diligencia  será» 
responsables  de  los  daños  y  perjuicios. 


(1)    El  art.  189,  C.  R.,  señala  sólo  ocho  días. 
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Art.  226.  La  fianza  podrá  aumentarse 
ó  disminuirse  durante  el  ejerció  de  la  tute- 
la, según  las  vicisitudes  que  experimenten 
el  caudal  del  menor  ó  incapacitado  y  los 
valores  en  que  aquélla  esté  constituida. 

No  se  podrá  cancelar  totalmente  la  fian- 
za hasta  que  aprobadas  las  cuentas  de  la 
tutela,  el  tutor  haya  extinguido  todas  las 
responsabilidades  de  su  gestión.  (C.  R., 
195.) 

Art.  227.  Están  exentos  de  la  obliga- 
ción de  afianzar  la  tutela: 

1."  El  padre,  la  madre  y  los  abuelos,  en 
los  casos  en  que  son  llamados  á  la  tutela 
de  sus  descendientes. 

2.°  El  tutor  testamentario  relevado  por 
el  padre  ó  por  la  madre,  en  su  caso,  de  esta 
obligación.  E  ta  excepción  cesará  cuando 
con  posterioridad  á  su  nombramiento  so- 
brevengan causas  ignoradas  por  el  testa- 
dor, que  hagan  indispensable  la  fianza  á 
juicio  del  Juez. 

3.''  El  tutor  nombrado  con  relevación 
de  fianza  por  extraños  que  hubiesen  insti- 
tuido heredero  al  menor  ó  incapaz  ó  dejá- 
dole  manda  de  importancia.  En  este  caso 
la  exención  quedará  limitada  á  los  bienes 
ó  rentas  en  que  consistan  la  herencia  ó  el 
legado.  (C.  R.,  194.) 

CAPITULO  IX 

DEL  EERCICIO  DE  LA  TUTELA 

Art.  228.  El  Juez  pondrá  en  posesión  á 
los  tutores  y  á  los  protutores. 

Art.  229."  El  tutor  representa  al  menor 
ó  incapacitado  en  todos  los  actos  civiles, 
salvo  aquellos  que  por  disposición  expresa 
de  la  ley  pueden  ejecutar  por  sí  solos. 

Art.  230.  Los  menores  ó  incapacitados 
sujetos  á  tutela  deben  respeto  y  obedien- 
cia al  tutor.  Este  podrá  corregirlos  mode- 
radamente. (C.  R.  20). 

Art.  231.     El  tutor  está  obligado: 

1.°  A  alimentar  y  educar  al  menor  ó 
incapacitado  con  arreglo  á  su  condición  y 
con  estricta  sujeción  á  las  disposiciones  de 
sus  padres,  ó  á  las  que,  en  defecto  de  éstos, 
liubiera  adoptado  el  Juez. 

2°  A  procurar  por  cuantos  medios  pro- 
porcione la  fortuna  del  loco,  demente  ó 
sordo-mudo,  que  éstos  adquieran  ó  reco- 
bren su  capacidad. 

3."  A  hacer  inventario  de  los  bienes  á 
que  se  extienda  la  tutela  dentro  del  térmi- 
no que  al  efecto  les  señale  el  Juez. 

4."  A  administrar  el  caudal  de  los  me- 
nores ó  incapacitados  con  la  diligencia  de 
un  buen  padre  de  familia. 

5."    A  solicitar  oportunamente  la  auto- 


rización del  Juez  para  todo  lo  que  no  pue- 
da realizar  sin  ella. 

6."  A  procurar  la  intervención  del  pro- 
tutor en  todos  los  casos  en  que  la  ley  la  de- 
clara necesaria.  (C.  R.  198,  199  y  240). 

Art.  232.  El  inventario  se  hará  con  in- 
tervención del  protutor,  y  con  asistencia 
de  dos  testigos  elegidos  por  el  Juez.  Este 
decidirá,  según  la  importancia  del  caudal, 
si  deberá  además  autorizar  el  acto  algún 
Notario. 

Art.  233.  Las  alhajas,  muebles  precio- 
sos, efectos  públicos  y  valores  mercantiles 
ó  industriales,  que  á  juicio  del  Juez,  con 
solicitud  ó  con  audiencia  del  protutor,  no 
hayan  de  estar  en  poder  del  tutor,  serán 
depositados  en  un  Banco  ó  en  persona  de 
responsabilidad. 

Los  demás  muebles  y  los  semovientes, 
si  no  estuvieren  tasados,  se  apreciarán  por 
peritos  que  designe  el  Juez. 

Art.  234.  El  tutor  que  requerido  al  efec- 
to por  Notario,  por  el  protutor  ó  por  los 
testigos,  no  inscribiese  en  el  inventariólos 
créditos  que  tenga  contra  el  menor,  se  en- 
tenderá que  los  renuncia.  (C.  R.  199). 

Art.  235.  Cuando  acerca  de  la  pensión 
alimenticia  del  menor  ó  incapacitado  nada 
hubiese  resuelto  el  testamento  de  la  perso- 
na por  quien  se  hizo  el  nombramiento  de 
tutor,  el  Juez,  en  vista  del  inventario,  de- 
cidirá la  parte  de  rentas  ó  productos  que 
deba  invertirse  en  aquella  atención.  íCosta 
Rica  204).  ' 

Esta  resolución  puede  modificarse  á  me- 
dida que  aumente  ó  disminuya  el  patrimo- 
nio de  los  menores  ó  incapaces,  ó  cambie 
la  situación  de  éstos. 

Art.  236.  El  tutor  necesita  autorización 
del  Juez: 

1."  Para  imponer  al  menor  los  castigos 
de  que  tratan  el  número  2.°  del  art.  132  y 
el  art.  133. 

2.°  Para  dar  al  menor  una  carrera  ü 
oficio  determinado,  cuando  esto  no  hubiese 
sido  resuelto  por  los  padres,  y  para  modi- 
ficar las  disposiciones  que  éstos  hubiesen 
adoptado. 

3."  Para  recluir  al  incapaz  en  un  esta- 
blecimiento de  salud,  á  menos  que  la  tute- 
la esté  desempeñada  por  el  padre,  la  ma- 
dre ó  algún  hijo. 

4."  Para  continuar  el  comercio  ó  la  in- 
dustria á  que  el  incapacitado  ó  sus  ascen- 
dientes ó  los  del  menor  hubiesen  estado 
dedicados. 

5.°  Para  enajenar  ó  gravar  bienes  q^ue 
con.stituyan  el  capital  de  los  menores  ó  in- 
capaces, ó  hacer  contratos  ó  actos  sujetos  á 
inscripción. 

6.°    Para  colocar  el  dinero  sobrante  en 
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cada  año,  después  de  cubiertas  las  obliga- 
ciones de  la  tutela. 

7."  Para  proceder'  á  la  división  de  la 
herencia  ó  de  otra  cosa  que  el  menor  ó  in- 
capacitado poseyere  en  común. 

8."  Para  retirar  de  su  colocación  cual- 
quier capital  que  produzca  intereses. 

9.°  Para  dar  y  tomar  dinero  á  prés- 
tamo. 

10.  Para  aceptar  sin  beneficio  de  in- 
ventario cualquier  herencia,  ó  para  repu- 
diar ésta  á  las  donaciones.  (C.  R.  206). 

11.  Para  hacer  gastos  extraordinarios 
en  las  fincas,  cuya  administración  com- 
prenda la  tutela. 

12.  Para  transigir  y  comprometer  en 
arbitros  las  gestiones  en  que  el  menor  ó 
incapacitado  estuviere  interesado. 

-  Art.  237.  El  Juez  no  podrá  autorizar  al 
tutor  para  enajenar  ó  gravar  los  bienes 
del  menor  ó  incapacitado  sino  por  causas 
de  necesidad  ó  utilidad,  que  el  tutor  hará 
constar  debidamente. 

La  autorización  recaerá  sobre  cosas  de- 
terminadas. 

Art.  238.  El  Juez,  antes  de  conceder 
autorización  para  gravar  bienes  inmuebles 
ó  constituir  derechos  reales  á  favor  de  ter- 
ceros, podrá  oir  previamente  el  dictamen 
de  peritos  .sobre  las  condiciones  del  grava- 
men y  la  posibilidad  de  mejorarlas. 

Art.  239.  Cuando  se  trate  de  l)ienes  in- 
muebles, de  derechos  inscribibles,  ó  de 
alhajas  ó  muebles  cuyo  valor  exceda  de 
mil  pesos,  la  enajenación  se  hará  en  pú- 
blica subasta  con  intervención  del  tutor  ó 
protutor. 

Los  valores  bursátiles,  asi  los  públicos 
como  los  mercantiles  ó  industriales,  serán 
vendidos  por  agentes  de  Bolsa  ó  corredor 
de  comercio.  A  falta  de  éstos,  en  pública 
subasta. 

Art.  240.  El  tutor  responde  de  los  inte- 
reses legales  del  capital  del  menor  cuando, 
por  su  omisión  ó  negligencia,  quedare  im- 
productivo ó  sin  empleo. 

Art.  241.  La  autorización  para  transi- 
gir ó  comprometer  en  arbitros,  deberá  ser 
pedida  por  escrito  en  que  el  tutor  exprese 
todas  las  condiciones  y  ventajas  de  la  tran- 
sacción. 

Art.  242.     Se  prohibe  á  los  tutores: 

1.°  Donar  ó  renunciar  cosas  ó  derechos 
pertenecientes  al  menor  ó  incapacitado. 

Las  donaciones  que  por  causa  de  matri- 
monio hicieren  los  menores  con  aprobación 
de  las  personas  que  hayan  de  prestar  su 
consentimiento  para  el  matrimonio,  serán 
válidas  siempre  que  no  excedan  del  límite 
que  permita  su  condición. 

2."    Cobrai'  de  los  deudores  del  menor  ó 


incapacitado  sin  intervención  del  protutor, 
cantidades  superiores  á  mil  pesos,  á  no  ser 
que  procedan  de  intereses,  rentas  ó  frutos. 

La  paga  hecha  sin  este  requi  ito,  sólo 
aprovechará  á  los  deudores  cuando  justifi- 
quen que  la  cantidad  percibida  se  ha  in- 
vertido en  utilidad  del  mener  ó  incapaci- 
tado. 

3.°  Hacerse  pago  sin  intervención  del 
protutor,  de  los  créditos  que  le  corres- 
pondan. 

4."  Comprar  por  sí  ó  por  medio  de  otra 
persona  los  bienes  del  menor  ó  incapacita- 
do, á  menos  que  expresamente  hubiese  sido 
autorizado  para  ello  por  el  Juez. 

Art.  243.  El  tutor  tiene  derecho  á  una 
retribución  sobre  los  bienes  del  menor  ó 
incapacitado. 

Cuando  ésta  no  hubiese  sido  fijada  por 
los  que  nombraron  el  tutor  testamentario, 
ó  cuando  se  trate  de  tutores  legítimos  ó  da- 
tivos, el  Juez  la  fijará  teniendo  en  cuenta 
la  importancia  del  caudal  y  el  trabajo  que 
ha  de  proporcionar  su  administración. 

En  ningún  caso  bajará  la  retribución  del 
cuatro,  ni  excederá  del  diez  por  ciento  de 
las  rentas  ó  productos  líquidos  de  los  bie- 
nes. 

Contra  la  resolución  en  que  se  fije  la  re- 
tribución del  tutor  podrá  éste  entablar  los 
recursos  legales. 

Art.  244.     Concluye  la  tutela: 

1."  Por  llegar  el  menor  á  la  edad  de 
veintiún  años,  y  por  la  habilitación  de 
edad. 

2."  Por  haber  cesado  la  causa  que  la 
motivó,  cuando  se  trata  de  incapaces  suje- 
tos á  interdicción,  ó  pródigos. 

CAPÍTULO  X 

DE  LAS  CUENTAS  DE  LA  TUTELA 

Art.  245.  El  pariente  colateral  del  me- 
nor ó  incapacitado,  y  el  extraño  que  no 
hubiesen  obtenido  el  cargo  de  tutor  con  la 
asignación  de  frutos  por  alimentos,  rendi- 
rán ;tl  Juez  cuentas  anuales  de  su  gestión. 
(C.  R.  209.) 

Estas  cuentas,  examinadas  por  el  pro- 
tutor, se  aprobarán  ó  improl)arán  por  el 
Juez  que  hubiese  registrado  la  tutela  y  se 
depositarán  en  su  despacho.  Para  la  apro- 
bación ó  improbación  se  dará  audiencia  al 
Ministerio  fiscal. 

Si  el  tutor  no  se  conformase  con  la  reso- 
lución del  Juez,  podrá  en  el  término  de 
quince  días  impugnarla  en  juicio,  y  en  esto 
ca.so  los  intereses  del  menor  ó  incapacita- 
do serán  defendidos  por  el  protutor. 

Art.  246.     El  tutor  que  sea  reemplazado 
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por  otro  estará  obligado,  y  lo  mismo  sus 
herederos,  á  rendir  cuenta  general  de  la 
tutela  al  que  le  reemplace;  y  esta  cuenta 
será  examinada  y  aprobada  en  la  forma 
que  previene  el  articulo  precedente.  El 
nuevo  tutor  será  responsable  al  menor  de 
los  daños  y  perjuicios,  si  no  pidiese  y  to- 
mase las  cuentas  de  su  antecesor. 

Art.  247.  Acabada  la  tutela,  el  tutor  ó 
sus  herederos  estarán  obligados  á  dar  cuen- 
ta de  su  administración  al  que  haya  estado 
sometido  á  aquélla,  ó  á  sus  representantes 
ó  derecho  habientes. 

Art.  248.  Las  cuentas  generales  de  la 
tutela  serán  rendidas  dentro  de  un  plazo 
que  no  exceda  de  seis  meses. 

Art.  249.  Las  cuentas  deben  ir  acom- 
pañadas de  sus  documentos  justificativos. 
Sólo  podrá  excusarse  la  justificación  de  los 
gastos  menudos  de  que  un  diligente  padre 
de  familia  no  acostumbra  recoger  recibos. 
(C.  R.  211.) 

Art.  250.  Los  gastos  de  la  rendición  de 
cuentas  correrán  á  cargo  del  menor  ó  in- 
capacitado. (C.  R.  212.) 

Art.  251.  Hasta  pasados  quince  días 
después  de  la  rendición  de  cuentas  justifi- 
cadas, no  podrán  los  causahabientes  del 
menor  ó  éste,  si  ya  fuere  mayor,  celebrar 
con  el  tutor  convenio  alguno  que  se  rela- 
cionecon  la  gestión  de  la  tutela. (  C.  R.,216.) 

El  Ministerio  fiscal,  sin  perjuicio  de  los 
arreglos  que  pasado  ese  plazo  puedan  ha- 
cer los  interesados,  deberá  denunciar  á  los 
Tribunales  cualesquiera  delitos  que  se  hu- 
biesen cometido  por  el  tutor  en  ejercicio 
de  la  tutela. 

Art.  252.  El  saldo  que  de  las  cuentas 
generales  resultare  á  favor  ó  en  contra  del 
tutor  producirá  interés  legal.  (C.  R.  215.) 

En  el  primer  caso,  desde  que  el  menor 
sea  requerido  para  el  pago,  previa  entrega 
de  sus  bienes. 

En  el  segundo,  desde  la  rendición  de 
cuentas  si  hubiesen  sido  dadas  dentro  del 
término  legal,  y  si  no,  desde  que  éste  ex- 
pire. 

Art.  25.3.  Las  acciones  que  recíproca- 
mente asistan  al  tutor  y  al  menor  por  ra- 
zón del  ejercicio  de  la  tutela,  se  extinguen 
á  los  cinco  años  de  concluida  ésta. 

CAPÍTULO  XI 

DEL   CONSEJO    DE   LA   TUTELA    (1) 

Art.  254.  En  todos  los  casos  de  dación, 
remoción  y  autorización  de  tutores,  califi- 
cación de  fianza  y  aprobación  de  cuentas 


(1)    Eata  institución  no  se  conoce  en  Costa  Rica, 


de  tutela,  en  que  el  Juez  interviene  suma- 
riamente, oirá  un  consejo  de  tutela. 

Art.  255.  Este  consejo  se  compondrá 
de  las  personas  que  el  padre,  ó  la  madre 
en  su  caso,  hubiesen  designado  en  su  tes- 
tamento, y  en  su  defecto,  de  los  ascen- 
dientes, descendientes  y  hermanos  del  me- 
nor ó  incapacitado,  cualquiera  que  sea  su 
número.  Si  no  llegaren  á  cinco,  se  comple- 
tará este  número  con  los  parientes  más 
próximos  de  ambas  lineas  paterna  y  ma- 
terna; y  si  no  los  hubiere,  el  Juez  oirá  en 
su  lugar  á  personas  honradas,  prefiriendo 
á  los  amigos  de  los  padres  del  menor  ó  in- 
capacitado. 

El  voto  de  las  personas  que  asistan  será 
consultivo,  y  se  consignará  en  el  acta  co- 
i^respondiente. 

Art.  256.  Tiene  derecho  á  asistir  y  ser 
oído  el  que  haya  de  estar  ó  esté  sujeto  á 
tutela,  siempre  que  sea  mayor  de  catorce 
años  el  varón  ó  de  doce  la  hembra. 

Igual  derecho  tienen  el  cónyuge  del  me- 
nor ó  incapacitado  y  el  tutor. 

Art.  257.  No  podrán  ser  obligados  á 
asistir  los  parientes  del  menor  ó  incapaci- 
tado que  no  residieren  dentro  del  radio  de 
treinta  kilómetros  del  Juzgado  en  que  ra- 
dicase la  tutela. 

Art.  258.  Las  causas  que  excusan,  in- 
habilitan y  dan  lugar  á  la  remoción  de  los 
tutores  y  protutores  son  aplicables  á  los 
llamados  al  consejo  de  tutela. 

No  podrán  tampoco  ser  llamados  al  con- 
sejo los  que  el  padre,  ó  la  madre  en  su  caso, 
hubiesen  excluido  en  su  testamento. 

Art.  259.  Las  personas  citadas  tendrán 
obligación  de  comparecer  por  si  ó  por  me- 
dio de  apoderado  especial,  que  nunca  po- 
drá tener  más  de  una  representación. 

Si  no  comparecieren,  el  Juez  podrá  im- 
ponerles una  multa  que  no  exceda  de  diez 
pesos. 

CAPÍTULO  Xll 

DEL    REGISTRO   DE   LAS   TUTELAS 

Art.  260.  En  los  Juzgados  de  letras  ha- 
brá uno  ó  varios  libros  donde  se  tome  ra- 
zón de  las  tutelas  constituidas  durante  el 
año  en  el  respectivo  territorio. 

Art.  261.  Estos  libros  estarán  bajo  el 
cuidado  del  Secretario  del  Juzgado,  el  cual 
hará  los  asientos  gratuitamente. 

Art.  262.  El  registro  de  toda  tutela  de- 
berá contener: 

1.°  El  nombre,  apellido,  edad  y  domici- 
lio del  menor  ó  incapaz,  y  la  extensión  y 
límite  de  la  tutela,  cuando  haya  sido  judi- 
cialmente declarada  la  incapacidad. 
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2."  El  nombre,  apellido,  profesión  y  do- 
micilio del  tutor,  y  la  expresión  de  si  es 
testamentario,  legítimo  ó  dativo. 

3.°  El  dia  en  que  haya  sido  deferida  la 
tutela  y  prestada  la  fíanza  exigida  al  tu- 
tor, expresando  la  cuantía  de  ésta,  y  en  su 
caso,  la  clase  de  bienes  en  que  la  haya 
constituido. 

4."  La  pensión  alimenticia  que  se  haya 
asignado  al  menor  ó  incapaz,  ó  la  declara- 
ción de  que  se  han  compensado  frutos  por 
alimentos. 

Art.  263.  Al  pie  de  cada  inscripción  se 
hará  constar,  al  comenzar  el  año  judicial, 
si  el  tutor  ha  rendido  cuentas  de  su  ges- 
tión, en  el  caso  de  que  esté  obligado  á 
darlas. 

Art.  264.  Los  Jueces  examinarán 
anualmente  estos  registros  y  adoptarán  las 
determinaciones  necesarias  en  cada  caso 
para  defender  los  intereses  de  las  personas 
sujetas  á  la  tutela. 

TITULO  X 

De  la  emancipación  y  de  la  mayor 
edad. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  EMANXIPACIÓN 

Art.  265.     La  emancipación  tiene  lugar: 

1.°    Por  el  matrimonio  del  menor. 

2."     Por  la  mayor  edad.  (C.  R.,  152.) 

3.°  Por  concesión  del  padre  ó  de  la 
madre  que  ejerza  la  patria  potestad.  (Cos- 
ta Rica,  153.) 

Art.  266.  El  matrimonio  produce  de 
derecho  la  emancipación,  con  las  limita- 
ciones contenidas  en  el  art.  65  y  en  el  pá- 
rrafo 3.°  del  42. 

Art.  267.  La  emancipación  de  que  tra- 
ta el  párrafo  3.°  del  art.  265  se  otorgará 
por  escritura  pública  ó  por  comparecencia 
ante  el  Juez  de  Letras,  que  habrá  de  ano- 
tarse en  el  Registro  civil,  no  produciendo 
entretanto  efecto  contra  terceros. 

Art.  268.  La  emancipación  habilita  ai 
menor  para  regir  su  persona  y  bienes  como 
si  fuera  mayor  (C.  R.,  155);  pero  hasta  que 
llegue  á  la  mayor  edad,  no  podrá  el  eman- 
cipado tomar  dinero  á  préstamo,  gravar 
ni  vender  bienes  inmuebles  sin  consenti- 
miento de  su  padre;  en  defecto  de  éste,  sin 
el  de  su  madre;  y  por  falla  de  ambos,  sin 
el  de  un  tutor.  Tampoco  podrá  compare- 
cer en  juicio  sin  la  asistencia  de  dichas 
personas. 

Art.  269.  Para  que  tenga  lugar  la  eman- 
cipación por  concesión  del  padre  ó  de  la 
madre,  se  requiere  que  el  menor  tenga 


diez  y  ocho  años  cumplidos  v  que  la  con- 
sienta. (C.  R.,  153.) 

Art.  270.  Concedida  la  emancipación, 
no  podrá  ser  revocada.  (C.  R.,  154.) 

CAPÍTULO  II 

DE    LA    MAYOR    EDAD 

Art.  271.  La  mavor  edad  empieza  á  los 
veintiún  años  cumplidos.  (C.  R.,  art.  22.) 

El  mayor  de  edad  es  capaz  para  todos 
los  actos  de  la  vida  civil,  salvas  las  excep- 
ciones establecidas  en  casos  especiales  por 
este  Código  (1). 

Art.  272.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  las  hijas  de  familia  ma- 
yores de  edad,  pero  menores  de  veinticin- 
co años,  no  podrán  dejar  la  casa  paterna 
sin  licencia  del  padre  ó  de  la  madre  en 
cuya  compañía  vivan,  como  no  sea  para 
tomar  estado,  ó  cuando  el  padre  ó  la  ma- 
dre hayan  conlraído  ulteriores  bodas. 

Art.  273.  El  menor  de  edad,  huérfano 
de  padre  y  madre,  puede  obtener  el  bene- 
ficio de  la  mayor  edad  por  concesión  del 
Juez,  oído  el  consejo  de  tutela.  Esta  con- 
cesión necesitará  ser  aprobada  por  la 
Corte  de  Apelaciones  respectiva,  oyendo 
al  Fiscal. 

Art.  274.  Para  la  concesión  y  aproba- 
ción expresadas  en  el  artículo  anterior,  se 
necesita: 

1.°  Que  el  menor  tenga  diez  y  ocho 
años  cumplidos. 

2."    Que  consienta  en  la  habilitación. 

3."  Que  se  considere  conveniente  al 
menor. 

La  habilitación  deberá  hacerse  constar 
en  el  Registro  de  tutelas  y  anotarse  en  el 
civil. 

Art.  275.  Es  aplicable  al  menor  que 
hubiese  obtenido  la  habilitación  de  mayor 
edad,  lo  dispuesto  en  el  art.  268. 

TÍTULO  XI 

Del  Begistro  del  estado  civil. 

CAPÍTULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.   276.     Los  actos  concernientes  al 


(1)  El  art.  23  del  Código  de  Costa  Rica  estable- 
ce que  el  menor  de  quince  años  es  persona  absolu- 
tamente incapaz  para  obligarse  por  actos  ó  con- 
tratos que  personalmente  ejecute;  y  el  24,  que  los 
celebrados  por  el  mayor  de  quince,  no  emancipa- 
do, serím  relativamente  nulos  y  podrán  rescindir- 
se, á  solicitud  del  mismo  menor  ó  de  quien  legal- 
mente  le  represente;  salvo,  si  se  tratase  de  su  ma- 
trimonio ó  capitulaciones  de  bienes,  cuya  libre 
administración  tenga,  ó  se  dijere  mayor  ó  eman- 
cipado, y  la  parte  con  quien  contrató  tuviere  mo- 
tivo racional  para  creerlo. 
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estado  civil  de  las  personas  se  harán  cons- 
tar en  el  Registro  destinado  á  este  efecto. 

Art.  277.  El  Registro  del  estado  civil 
comprenderá  las  inscripciones  de  naci- 
mientos, matrimonios  y  defunciones,  y  las 
anotaciones  de  emancipaciones,  habilita- 
ciones de  edad,  reconocimientos  y  legiti- 
maciones; y  estará  á  cargo  de  los  Secreta- 
rios municipales  en  Honduras,  y  de  los 
Agentes  consulares  ó  diplomáticos  en  el 
extranjero. 

Art.  278.  Los  nacimientos,  matrimo- 
nios y  demás  actos  concernientes  al  estado 
civil,  anteriores  al  Código  de  1880,  se  acre- 
ditarán con  certificaciones  de  las  partidas 
del  Registro  eclesiástico,  que  se  considera- 
rá para  este  efecto  como  Registro  civil,  y 
que  deberá  expedir  el  encargado  de  éste. 
Para  tal  fin,  los  encargados  del  Registro 
eclesiástico  tendrán  obligación  de  exhibir 
sus  libros. 

Las  certificaciones  expedidas  en  contra- 
vención á  lo  dispuesto  en  este  artículo,  no 
tendrán  valor  legal. 

Art.  279.  Las  actas  del  Registro  serán 
la  prueba  del  estado  civil,  (C.  R.,  232);  la 
cual  sólo  podrá  ser  suplida  por  otras  en 
el  caso  de  que  no  hayan  existido  aquéllas 
ó  hubiesen  desaparecido  los  libros  del  Re- 
gistro, sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los 
Títulos  IV  y  V  de  este  Código,  ó  cuando 
ante  los  Tribunales  se  suscite  contienda 
sobre  su  validez.  (C  R.,  2.33.) 

Art.  280.  En  el  Registro  encomendado 
á  los  Secretarios  municipales,  deberán  ser 
inscritos  los  nacimientos,  matrimonios  y 
defunciones  de  hondurenos  y  extranjeros 
que  ocurran  en  Honduras. 

En  el  que  deben  llevar  los  Agentes  di- 
plomáticos ó  consulares  de  Honduras,  se 
inscribirán  los  nacimientos,  matrimonios 
y  defunciones  de  hondurenos  que  ocurran 
en  el  extranjero. 

Art.  281.  El  Registro  civil  se  llevará  en 
tresIibrosdistinto3,que  se  denominarán:  el 
primero  de  nacimientos,  el  segundo  de 
matrimonios  y  el  tercero  de  defuncio- 
nes. 

Art.  282.  Los  libros  que  lleven  los  Se- 
cretarios municipales,  deberán  .ser  empas- 
tados, rubricándose  y  sellándose  todas  sus 
fojas  por  el  Gobernador  Político  departa- 
mental, quien  pondrá  además  una  nota  al 
principio  y  al  fin  de  cada  libro,  expresiva 
del  número  de  fojas  que  contenga,  y  la 
autorizará  con  su  firma. 

Los  libros  que  lleven  los  Agentes  diplo- 
máticos y  consulares  serán  autorizados 
por  ellos  mismos,  on  la  forma  prevenida 
en  el  párrafo  anterior. 

Corresponde  á  las  Municipalidades  pro- 
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veer  los  libros  del  Registro  encomendado 
á  los  Secretarios. 

Art.  283.  Los  libros  del  Registro  civil 
se  llevarán,  dejándose  en  cada  foja,  para 
margen,  la  tercera  parte  por  lo  menos  de 
su  anchura,  y  tendrán  su  índice  alfabético 
respectivo.  A  este  efecto  se  destinarán  al 
final  de  cada  uno  las  fojas  que  se  conside- 
ren suficientes. 

Art.  284.  Al  fin  de  cada  mes  se  pondrá 
una  nota  en  los  libros  del  Registro,  ex- 
presiva del  número  de  inscripciones.  Esta 
nota  .será  suscrita  por  el  Alcalde  y  Secre- 
tario respectivo  5. 

En  los  primeros  ocho  días  de  cada  mes., 
los  Secretarios  remitirán  al  Gobernador 
departamental  un  cuadro  ó  resumen  délas 
inscripciones  hechas  en  el  mes  anterior, 
con  las  debidas  separaciones. 

En  el  mes  de  Enero  de  cad  i  año,  y  con 
tales  datos,  formarán  los  Gobernadores  un 
cuadro  general  que  remitirán  al  Ministerio 
de  Gobernación  para  que  se  publique  en  la 
Gaceta. 

Art.  28.5.  AI  frente  de  cada  asiento  que 
deba  hacense  en  el  Registro  del  estado  ci- 
vil, se  pondrá  en  caracteres  notables  el 
nombre  y  apellido  del  recién  nacido,  con- 
trayente ó  muerto,  según  el  caso. 

Estos  asientos  se  extenderán  en  el  mismo 
día  en  que  se  haya  hecho  la  manifestación 
ó  declaración  que  deba  inscribirse,  sin  em- 
plear abreviaturas  ni  números;  serán  auto- 
rizados con  el  sello  de  la  oficina  corres- 
pondiente; y  se  firmarán  por  el  encargado 
del  Registro,  por  la  persona  ó  personas 
que  hayan  hecho  la  declaración  ó  mani- 
festación si  supieren  firmar,  y  por  dos  tes- 
tigos mayores  de  edad.  Entre  uno  y  otro 
asiento  sólo  se  dejará  el  espacio  necesario 
para  el  sello  y  las  firmas. 

Art.  286.  Antes  de  ponerse  el  sello  y 
firmas  de  que  habla  el  artículo  anterior,  se 
leerá  íntegramente  el  asiento  á  las  perso- 
nas que  deban  suscribirlo,  expresándose  al 
final  del  mismo  haberse  llenado  esta  for- 
malidad. 

Las  mismas  per.sonas  podrán  leerlo  por 
si  antes  de  poner  su  firma. 

Art.  287.  Las  equivocaciones  ú  omisio- 
nes que  se  hubiesen  cometido  .«eran  .salv.a- 
das  de  puño  y  letra  de  la  misma  persona 
quu  haya  escrito  el  asiento,  al  final  de  éste, 
y  haciéndose  al  efecto  las  oportunas  lla- 
rnadas.  Hecha  de  esta  manera  la  correc- 
ción, se  procederá  á  estampar  el  sello  y  fir- 
mas que  correspondan. 

Art.  288.  Firmada  ya  una  inscripción, 
no  se  podrá  hacer  en  ella  rectificación, 
adición,  ni  alteración  de  ninguna  clase  sino 
en  virtud  de  ejecutoría  del  Tribunal  com- 
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pétente,  con  audiencia  del  Ministerio  fis- 
cal y  de  las  personas  á  quienes  interese. 
(G.  R.,  237.)  Esta  ejecutoria  se  inscribirá 
en  extracto  en  el  Registro  donde  se  hubie- 
se cometido  la  equivocación,  expresándose 
en  el  nuevo  asiento  el  Tribunal  que  la  haya 
dictado,  su  fecha,  juicio  en  que  haya  recaí- 
do, resolución  que  contenga,  y  día  de  su 
presentación  al  encargado  del  Registro 
para  su  inscripción. 

Al  margen  de  ésta  y  de  la  inscripción 
rectificada  se  pondrá  una  sucinta  nota  de 
referencia. 

Art.  289.  Todos  los  asientos  del  Regis- 
tro civil  deben  expresar: 

1.°  El  lugar,  hora,  dia,  mes  y  año  en 
que  son  inscriptos. 

2.^  El  nombre  y  apellido  del  funciona- 
rio encargado  del  Registro. 

3."  Los  nombres  y  apellidos,  edad,  es- 
tado, naturaleza,  profesión  ú  oficio  y  do- 
micilio de  las  partes  y  de  los  testigos  que 
en  el  acto  intervengan.  (C.  R.,  235.) 

4,''  Las  declaraciones  y  circunstancias 
expresamente  requeridas  ó  permitidas  por 
este  Código,  con  relación  á  cada  una  de  las 
diferentes  especies  de  inscripciones;  pero 
no  otras  declaraciones  ó  circunstancias 
que  por  vía  de  observación,  opinión  parti- 
cular ú  otro  motivo  se  creyese  convenien- 
te consignar.  (C.  R.,  236.) 

Art.  290.  Los  interesados  ó  personas 
que  como  declarantes  deban  asistir  á  la 
formalización  de  un  asiento,  podrán  hacer- 
se representar  en  este  acto;  pero  será  ne- 
cesaria la  asistencia  personal  del  apodera- 
do, y  que  éste  lo  sea  en  virtud  del  poder  es- 
pecial y  auténtico. 

Art.  291.  Los  encargados  del  Registro 
civil  no  podrán  autorizar  las  inscripciones 
que  se  refieran  á  sus  personas,  ó  á  las  de 
sus  parientes  ó  afines  en  linea  recta,  ó  en 
la  colateral  hasta  el  segundo  grado.  Para 
estas  inscripciones  les  reemplazarán  los 
que  deban  sustituirles  en  el  desempeño  de 
sus  respectivos  cargos. 

Art.  292.  Los  Agentes  diplomáticos  ó 
consulares  de  Honduras  en  el  extranjero, 
remitirán  al  Ministerio  de  Gobernación, 
por  medio  del  de  Relaciones  Exteriores, 
copia  certificada  de  las  inscripciones  que 
iiMgan  en  sus  registros. 

El  Subsecretario  de  Gobernación  repro- 
ducirá literalmente  estas  inscripciones  en 
el  Registro  que  en  su  despacho  debe  lle- 
varse. 

Art.  293.  Por  las  inscripciones  ó  anota- 
ciones que  se  hagan  en  el  Registro  civil  no 
se  podrá  exigir  retribución  alguna. 

Art.  294.  Los  documentos  que  se  pre- 
senten para  la  extensión  de  una  partida  en 


el  Registro  civil,  deberán  estar  legalizados 
si  procedieren  del  extranjero.  Esta  legali- 
zación se  hará  de  la  manera  que  prescri- 
ben las  leyes  respecto  á  todos  los  documen- 
tos de  igual  procedencia. 

Art.  295.  Cuando  los  documentos  pre- 
sentados se  hallen  extendidos  en  idioma 
extranjero,  se  acompañará  á  los  mismos  su 
traducción  en  castellano,  debiendo  certifi- 
car de  la  exactitud  de  ella,  el  funcionario 
que  los  haya  legalizado,  ó  el  intérprete  ofi- 
cial. 

Art.  296.  Los  documentos  á  que  hayan 
de  referirse  las  inscripciones  del  Registro 
civil,  se  rubricarán  por  el  encargo  de  éste 
en  todas  sus  fojas.  Éstos  documentos,  con 
los  libros  del  Registro,  deberán  custodiarse 
en  la  oficina  respectiva,  llevándose  de  ellos 
el  índice  correspondiente. 

Art.  297.  Los  encargados  del  Registro 
civil  deberán  facilitar  á  cualquier  persona 
que  lo  solicite  certificación  del  asiento  ó 
asientos  que  la  misma  designe,  ó  negativa 
si  no  los  hubiere. 

Art.  298.  Estas  certificaciones  conten- 
drán la  copia  literal  del  asiento  designado 
con  todas  sus  notas  marginales,  y  la  fecha 
en  que  se  expidan,  debiendo  estar  firmadas 
y  selladas  por  el  encargado  ¡_del  Regis- 
tro. 

Art.  299.  En  igual  forma  podrán  expe- 
dirse copias  certificadas  de  los  documentos 
presentados  para  hacer  las  inscripciones 
que  en  el  Registro  civil  deben  tener  ca- 
bida. 

Art.  300.  Las  certificaciones  expedidas 
de  conformidad  con  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 297  y  298,  serán  consideradas  como 
documentos  públicos. 

Art.  301.  Por  las  certificaciones  expe- 
didas con  referencia  al  Registro  civil,  ó  á 
los  documentos  presentados  al  hacerse  en 
él  las  inscripciones  ó  anotaciones,  se  paga- 
rán al  Registrador  cincuenta  centavos  por 
todo  derecho. 

Art.  302.  La  inspección  superior  del 
Registro  civil  corresponderá  al  Ministerio 
de  Gobernación,  ejerciéndola  bajo  su  in- 
mediata dependencia  los  Gobernadores  Po- 
líticos y  los  Alcaldes  municipales,  en  la 
forma  que  en  el  Reglamento  se  disponga. 

Art.  303.  Podrán  corregirse  disciplina- 
riamente las  faltas  cometidas  por  los  en- 
cargados del  Registro,  con  una  multa  que 
no  exceda  de  treinta  pesos,  según  prescri- 
ba el  reglamento. 

Si  la  tá-lta  cometida  pudiera  ser  califi- 
cada de  delito,  se  pondrá  inmediatamente 
en  conocimiento  del  Tribunal  competente 
para  que  proceda  á  lo  que  legalmente  co- 
rresponda. 
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CAPITULO  II 

DE    LOS    NACIMIENTOS 

Art.  304.  Dentro  del  término  de  ocho 
días,  á  contar  desde  aquél  en  que  hubiese 
tenido  lugar  el  nacimiento,  deberá  hacerse 
declaración  del  hecho  al  encargado  del 
Registro,  quien  procederá  en  el  mismo 
acto  á  veriñcar  la  correspondiente  inscrip- 
ción. 

Art.  305.  Están  obligados  á  hacer  la 
declaración  que  se  expresa  en  el  articulo 
anterior,  las  personas  siguientes,  por  el  or- 
den en  que  se  mencionan: 

1."    El  padre  del  recién  nacido. 

2.°     La  madre. 

i."  El  pariente  más  próximo,  siendo  de 
mayor  edad  de  los  que  se  hubiesen  hallado 
en  el  lugar  del  alumbramiento  al  tiempo 
de  verifícarse. 

4.°  El  facultativo  ó  partera  que  haya 
asistido  al  parto,  ó,  en  su  defecto,  cualquie- 
ra otra  persona  que  lo  haya  presenciado. 

5.°  El  jefe  del  establecimiento  público, 
ó  el  cabeza  de  familia  de  la  casa  en  que  el 
nacimiento  haya  ocurrido,  si  éste  se  efec- 
tuase en  sitio  distinto  de  la  habitación  de 
los  padres. 

6."  Respecto  á  los  recién  nacidos  aban- 
donados, la  persona  que  los  haya  reco- 
gido. 

7."  Respecto  á  los  expósitos,  el  cabeza 
de  familia  de  la  casa,  ó  el  jefe  del  estable- 
cimiento, dentro  de  cuyo  recinto  haya  te- 
nido lugar  la  cxpo  .ición. 

Art.  306.  La  inscripción  del  nacimien- 
to en  el  Registro  civil  expresará  las  cir- 
cunstancias mencionadas  en  el  art.  289,  y 
además  las  siguientes: 

1.*  El  nombre,  apellido,  edad,  natura- 
leza, domicilio  y  profesión  ú  ofício  de  la 
persona  que  hace  la  declaración,  y  rela- 
ción de  parentesco  ú  otro  motivo  por  el 
cual  esté  obligada  según  el  art.  305  de  este 
Código,  á  hacerla. 

2."  La  hora,  día,  mes  y  año  y  lugar  del 
nacimiento. 

3."    El  sexo  del  recién  nacido. 

4."  El  nombre  que  se  le  haya  puesto  ó 
so  le  haya  de  poner. 

5."  Los  nombres,  apellidos,  naturaleza, 
domicilio  y  profesión  ú  ofício  de  los  padres 
y  de  los  abuelos  paternos  «y  maternos,  si 
pudiesen  legalmente  ser  designados  y  su 
nacionalidad  .si  fuesen  extranjeros. 

6.*  La  legitimidad  ó  ilegitimidad  del 
recién  nacido,  si  fuese  conocida;  pero  sin 
expresar  la  clase  de  ésta,  á  no  ser  la  de 
los  hijos  legalmente  denominados  natura- 
les. (C.  R.  240.) 


Art.  307.  Respecto  á  los  recién  nacidos, 
abandonados  ó  expósitos,  en  vez  de  las  cir- 
cunstancias números  2.**,  5."  y  6."  del  ar- 
ticulo anterior,  se  expresarán: 

1.°  La  hora,  día,  mes  y  año  y  lugar  en 
que  el  niño  hubiese  sido  hallado  ó  ex- 
puesto. 

2.°    Su  edad  aparente. 

3.°  Las  señas  particulares  y  defectos 
de  conformación  que  le  distingan. 

4.°  Los  documentos  ú  objetos  que  sobre 
él  ó  á  su  inmediación  se  hubiesen  encon- 
trado; vestidos  ó  ropas  en  que  estuviere 
envuelto,  y  demás  circunstancias  cuya 
memoria  sea  útil  conservar  para  la  futura 
identificación  de  su  persona.  (C.  R.  241). 
■  Art.  308.  Los  objetos  encontrados  con 
el  niño  expósito  ó  abandonado,  si  fueren 
documentos,  se  encarpetarán  y  archivarán 
en  la  forma  dicha  en  el  art.  296;  y  si  fue- 
ren objetos  de  otra  clase,  pero  de  fácil 
conservación,  se  custodiarán  también  ea 
el  mismo  archivo  que  aquéllos,  marcán- 
dolos de  la  manera  conveniente  para  que 
en  todo  tiempo  puedan  ser  reconocidos. 

Art.  309.  Respecto  á  los  recién  nacidos 
de  origen  ilegitimo,  no  se  expresará  en  el 
Registro  quiénes  sean  el  padre  ni  los  abue- 
los paternos,  á  no  .ser  que  el  mismo  padre, 
por  sí,  ó  por  medio  de  apoderado  con  po- 
der especial  y  auténtico,  declare  la  pater- 
nidad del  niño. 

Lo  mismo  se  observará  en  cuanto  á  la 
expresión  del  nombre  de  la  madre  y  de  los 
abuelos  maternos. 

Art.  310.  Habiendo  nacido  el  niño  de 
constante  matrimonio  ó  en  tiempo  en  que 
legalmente  deba  reputarse  nacido  dentro 
de  él,  no  puede  expresar.se  en  el  Registro 
civil  declaración  alguna  contraria  á  su  le- 
gitimidad, mientras  no  lo  disponga  el  Tri- 
bunal competente  en  sentencia  pasada  e» 
autoridad  de  cosa  juzgada, 

Art.  311.  Si  se  presentare  al  encargado 
del  Registro  el  cadáver  de  un  recién  naci- 
do, manifestándole  que  la  muerte  ha  oou»- 
rrido  poco  después  del  nacimiento,  se  hará 
constar  por  la  declaración  verbal  del  facul- 
tativo, SI  aquél  ha  fallecido  antes  ó  después 
de  nacer,  y  por  declaración  de  los  intere- 
sados la  hora  del  nacimiento  y  del  falleci- 
miento. De  todas  estas  circunstancias  se 
hará  mención  en  la  inscripción  del  naci- 
miento, é  inmediatamente  se  inscribirá  la 
defunción  en  el  libro  correspondiente  del 
Registro  civil. 

Art.  312.  Cuando  el  nacimiento  tuviere 
lugar  en  un  lazareto,  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas,  el  jefe  del  establecimiento, 
en  presencia  del  padre  si  se  hallase  en  el 
mismo  y  de  dos  testigos,  formalizará  por 
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duplicado  un  acta  en  que  se  expresen  todas 
las  circunstancias  que  según  este  Código 
deben  mencionarse  en  los  asientos  del  Re- 
gistro civil. 

Un  ejemplar  de  esta  acta  se  remitirá  in- 
mediatamente al  Secretario  municipal  res- 
pectivo para  que  veriftque  su  inscripción 
en  el  Registro.  El  otro  ejemplar  quedará 
archivado  en  el  establecimiento, 

Art.  313.  Si  el  nacimiento  se  verificase 
en  buque  nacional  durante  su  viaje,  el 
Contador,  si  el  buque  es  de  guerra,  ó  el  ca- 
pitán, ó  patrón,  si  es  mercante,  formaliza- 
rá el  acta  de  que  habla  el  articulo  anterior, 
insertando  copia  de  ella  en  el  diario  de  la 
navegación. 

Art.  314.  En  el  primer  puerto  hondu- 
reno en  que  el  buque  tocare,  se  entregarán 
los  dos  ejemplares  del  acta  por  el  oficial 
que  la  haya  levantado,  al  Alcalde  munici- 

f)al  del  mismo  puerto,  quien  hará  constar 
a  entrega  por  diligencia  ante  el  Secreta- 
rio, testimoniándose  aquélla  literalmente. 
Inmediatamente  se  remitirá  al  Ministerio 
de  Gobernación  uno  de  los  ejemplares  del 
acta  original,  para  que  practique  el  Subse- 
cretario en  su  Registro  la  inscripción  co- 
rrespondiente. El  otro  ejemplar  se  ar- 
chivará en  la  Secretaria  municipal  con 
las  formalidades  que  prescribe  este  Có- 
digo. 

Sí  antes  de  tocar  el  buque  en  puerto 
hondureno  tocase  en  puerto  extranjero 
donde  haya  Agente  diplomático" ó  consular 
de  Honduras,  se  entregará  á  éste  uno  de 
los  ejemplares  de  que  habí  i  el  articulo  an- 
terior, para  que,  por  medio  del  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores,  lo  remita  al  de 
Gobernación.  El  otro  ejemplar  se  entrega- 
rá con  igual  objeto,  en  el  primer  puerto 
hondureno  en  que  después  toque  el  buque, 
al  Alcalde  municipal. 

Art.  315.  Aunque  el  nacimiento  de  los 
hijos  de  hondurenos  en  el  extranjero  haya 
sido  inscrito  conforme  á  las  leyes  que  estén 
alli  en  vigor,  los  p  idns  deberán  hacer  que 
se  inscriba  también  en  el  Registro  del 
Agente  diplomático  ó  consular  de  Hondu- 
ras del  punto  más  próximo  al  de  su  resi- 
dencia. 

Art.  316.  Cuando  el  nacimiento  de  los 
hijos  de  militares  hubiese  tenido  lugar  en 
el  extranjero,  donde  los  padres  se  hallaren 
con  motivo  de  guerra,  se  formalizará  un 
acta  como  la  prescrita  en  los  artículos  312 
y  313,  por  el  jefe  del  cuerpo  á  que  el  padre 
pertenezca,  remitiéndose  sucesivamente, 
por  el  conducto  más  seguro,  los  dos  ejem- 
plares de  ella  al  Ministerio  de  la  Guerra, 
para  que  en  él  quede  uno  archivado  y  se 
pase  el  otro  al  Ministerio  de  Gobernación, 


con  el  objeto  de  que  allí  se  formalice  la  ins- 
cripción correspondiente. 

Art.  317.  Al  margen  de  las  partidas  de 
nacimiento  se  anotarán  sucintamente  en  el 
Registro,  los  actos  siguientes,  concernien- 
tes á  las  personas  á  quien  aquéllos  se  re- 
fieran: 

1.°    Las  legitimaciones. 

2."  Los  reconocimientos  de  hijos  natu- 
rales. 

3.^*    Las  ejecutorias  sobre  filiación. 

4.°  Las  emancipaciones  voluntarias  ó 
forzosas. 

5.°    Las  dispensas  de  edad, 

6.°  Y  en  general,  todos  los  actos  juridi- 
cos  que  modifiquen  el  estado  civil  de  la 
persona  y  no  deban  ser  objeto  de  inscrip- 
ción principal  según  las  disposiciones  de 
este  Código.  (C.  R.,  244.) 

Art.  318.  Cuando  los  actos  menciona- 
dos en  el  artículo  anterior  constasen  por 
documento  otorgado  ante  Notario  público, 
éste  deberá  ponerlo  en  conocimiento  del 
Secretario  municipal  en  cuyo  Registro  se 
hallase  inscrito  el  nacimiento  del  interesa- 
do, ó  del  Ministerio  de  Gobernación,  en  su 
caso,  para  que  se  haga  la  correspondiente 
anotación  marginal,  remitiéndole  al  efecto 
testimonio  en  relación  del  documento  otor- 
gado. 

Si  dichos  actos  constasen  por  ejecutoria, 
ó  por  inscripción  hecha  en  el  Registro  ci- 
vil, cumplirán  la  obligación  impuesta  en  el 
párrafo  anterior,  el  Tribunal  que  hubiese 
dictado  la  sentencia  que  se  debe  anotar,  ó 
el  encargado  del  Registro  que  hubiese  for- 
malizado dicha  jnscripción ,  debiéndose 
siempre  acompañar  al  aviso  la  oportuna 
certificación  ó  testimonio  á  que  la  anota- 
ción se  haya  de  referir. 

Art.  319.  El  encargado  del  Registro  á 
quien  se  dirijan  estos  documentos  estará 
obligado  á  acusar  inmediatamente  el  re- 
cibo. 

Art.  320.  La  falta  de  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  so 
corregirá  con  una  multa  de  tres  á  treinta 
pesos. 

Art.  321.  Los  cambios  de  nonbre  ó  ape- 
llido se  autorizarán  por  el  Ministerio  de 
Gobernación,  oyendo  á  las  personas  á  quie- 
nes pueda  interesar,  para  lo  eual  se  anun- 
ciarán en  la  Gaceta  las  solicitudes  que  al 
efecto  se  haga'n. 

Estas  autorizaciones  también  se  anota- 
rán al  margen  de  la  partida  del  interesado, 
observándose  lo  prescrito  en  los  artículos 
304  V  305. 
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CAPITULO  III 

DE    LOS   MATRIMONIOS 

Art.  322.  Dentro  de  ocho  días  de  cele- 
brado el  matrimonio  se  procederá  á  su 
inscripción  en  el  libro  respectivo.  A  este 
efecto,  se  presentará  certiñcación  del  acta 
de  matrimonio  por  uno  délos  contrayen- 
tes ó  de  los  testigos  de  la  celebración.  La 
certificación  será  el  comprobante  del 
asiento. 

Art.  323.  En  el  asiento  del  Registro  re- 
ferente á  un  matrimonio,  además  de  las 
circunstancias  mencionadas  en  el  art.  289, 
debe  hacerse  expresión: 

1."  Del  día,  hora  y  lugar  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio,  del  funcionario  que 
lo  autorizó,  y  de  los  testigos  que  lo  pre- 
senciaron. 

2.°  De  los  nombres  y  apellidos,  natu- 
raleza, edad,  estado,  profesión  ú  oficio  y 
domicilio  de  los  contrayentes. 

3.°  De  los  nombres  y  apellidos,  natura- 
leza, estado,  profesión  ú  oñcio  y  domicilio 
de  los  abuelos  paternos  y  maternos,  si  son 
legalmente  conocidos. 

4."  Del  poder  que  autorice  la  represen- 
tación del  contrayente  que  no  concurra  en 
persona  á  la  celebración  del  matrimonio, 
y  del  nombre  y  apellido,  edad,  naturaleza, 
domicilio  y  profesión  ú  oficio  del  apode- 
rado. 

5."  De  la  circunstancia  de  haberse  cele- 
brado el  matrimonio  ¿n  articulo  morüs, 
cuando  tal  circunstancia  ocurra. 

6.°  De  los  nombres  de  los  hijos  natura- 
les que  por  el  matrimonio  se  legitiman,  y 
que  los  contrayentes  hayan  manifestado 
haber  tenido. 

7."  Del  nombre  y  apellido  del  cónyuge 
premuerto,  fecha  y  lugar  de  su  falleci- 
miento, en  el  caso  de  ser  viudo  uno  de  les 
contrayentes.  (C.  R.,  248.) 

Art.  324.  Cuando  se  haya  celebrado  un 
matrimonio  ín  articulo  mortis  se  hará  un 
nuevo  asiento  en  el  Registro  tan  luego 
como  se  presente  la  justificación  de  liber- 
tad que  previene  este  Código,  poniéndose 
nota  de  referencia  al  margen  de  la  prime- 
ra inscripción. 

Art.  325.  El  matrimonio  de  los  extran- 
jeros, contraído  con  arreglo  á  las  leyes  de 
su  país,  deberá  ser  inscrito  en  Honduras 
cuando  los  contrayentes  ó  sus  descendien- 
tes fijen  su  residencia  en  territorio  hondu- 
reno. La  inscripción  deberá  hacerse  en  el 
Registro  del  término  municipal  donde  unos 
ú  otros  establezcan  su  domicilio.  Al  efecto 
deberán  presentar  los  documentos  que 
icrediten  la  celebración  del  matrimonio, 


convenientemente  legalizados  y  traducidos 
en  la  forma  prescrita  en  el  art.  295. 

Art.  226.  El  matrimonio  contraído  en 
el  extranjero  por  hondurenos  ó  por  un 
hondureno  y  un  extranjero,  con  sujeción 
á  las  leyes  vigentes  en  el  país  donde  se  ce- 
lebre, deberá  ser  inscrito  en  el  Registro 
del  Agente  diplomático  ó  consular  de  Hon- 
duras en  el  mismo  país,  quien  remitirá  co- 
pia de  la  inscripción  que  haga  al  Ministe- 
rio de  Relaciones  Exteriores,  para  que  se 
inscriba  en  el  Registro  del  Ministerio  de 
Gobernación. 

Art.  327.  El  matrimonio  contraído  por 
militar  ín  articulo  mortis,  estando  en  cam- 
paña fuera  del  territorio  hondureno,  se 
inscribirá  en  el  Registro  del  Ministerio  de 
Gobernación.  Con  tal  objeto,  se  deberá 
pasar  á  éste  por  el  Ministerio  de  la  Guerra, 
uno  de  los  dos  ejemplares  del  acta  de  la 
celebración,  que  deberá  haberle  remitido 
el  Jefe  del  cuerpo  en  que  el  contrayente 
sirviese. 

Art.  328.  Del  matrimonio  in  articulo 
mortis  contraído  en  viaje  por  mar  exten- 
derá acta  el  Contador,  si  es  buque  de  gue- 
rra, ó  el  Capitán  ó  patrón  si  es  mercante, 
en  los  términos  prescritos  respecto  al  na- 
cimiento en  el  art.  313,  practicándose  lo 
dispuesto  en  el  mismo  artículo  y  en  los  314 
y  315,  según  el  caso. 

Art.  329.  Las  ejecutorias  en  que  se  de- 
crete el  divorcio  ó  se  declare  nulo  el  ma- 
trimonio, ó  en  que  se  ordénela  enmienda  de 
su  inscripción,  se  inscribirán  en  extracto 
en  el  Registro  en  que  se  hubiese  extendido 
la  partida  de  aquél,  poniendo  además  no- 
tas marginales  de  referencia  en  uno  y  otro 
asiento.  Con  este  objeto,  el  Tribunal  que 
haya  dictado  la  ejecutoria  deberá  ponerlo 
en  conocimiento  del  encargado  del  Regis- 
tro en  que  se  deba  inscribir,  remitiéndole 
testimonio  de  ella,  en  relación;  pero  sin 
expresar  en  la  de  divorcio  la  causa  que  lo 
hubiese  motivado. 

Art.  330.  La  falta  de  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  se 
corregirá  con  arreglo  al  art.  320, 

CAPÍTULO  IV 

DE    LAS     DEFUNCIONES 

Art.  331.  Ningún  cadáver  podrá  se  en- 
terrado sin  que  antes  se  haya  hecho  el 
asiento  de  la  defunción  en  el  libro  corres- 
pondiente del  Registro  civil  del  término 
municipal  en  que  ésta  ocurrió,  ó  del  en 
que  se  halle  el  cadáver,  sin  que  el  Alcalde 
municipal  del  mismo  término  expida  la  li- 
cencia de  sepultura,  y  sin  que  hayan  trans- 
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currido  veinticuaíro  horas  desde  la  con- 
s'gnada  en  la  certificación  facultativa. 

Esta  licencia  se  extenderá  en  papel  co- 
mún y  sin  retribución  alguna. 

El  encargado  del  cementerio  en  que  se 
hubiese  dado  sepultura  á  un  cadáver  sin 
la  licencia  mencionada,  y  los  que  la  hu- 
biesen dispuesto  ó  autorizado,  incurrirán 
en  una  multa  de  tres  á  treinta  pesos  que 
hará  efectiva  el  Alcalde  municipal  corres- 
pondiente. 

Art.  332.  El  asiento  del  fallecimiento 
se  hará  en  virtud  de  parte  verbal  ó  por 
escrito  que  acerca  de  él  deben  dar  los  pa- 
rientes del  difunto,  ó  los  habitantes  de  su 
misma  casa,  ó  en  su  defecto  los  vecinos,  y 
de  la  certificación  del  facultativo  de  que  se 
hablará  en  el  articulo  siguiente. 

Art.  333.  El  facultativo  que  haya  asis- 
tido al  difunto  en  su  última  enfermedad,  ó 
en  su  defecto,  el  individuo  encargado  de  su 
asistencia,  deberá  examinar  el  estado  del 
cadáver;  y  sólo  cuando  en  él  se  presenten 
señales  inequívocas  de  descomposición, 
extenderá  en  pipel  común  y  remitirá  al 
Secretario  municipal  certificación  en  que 
exprese  el  nombre  y  apellido  y  demás  no- 
ticias que  tuviere  acerca  del  estado,  pro- 
fesión ,  domicilio  y  familia  del  difunto; 
hora  y  día  de  su  fallecimiento,  si  le  cons- 
tare, ó  en  otro  caso  los  que  crea  proba- 
bles; clase  de  enfermed  id  que  haya  produ- 
cido la  muerte  y  señales  de  descomposi- 
ción que  ya  existan. 

Ni  por  esta  certificación,  ni  por  el  reco- 
nocimiento del  cadáver  que  debe  prece- 
derle, se  podrá  exigir  retribución  alguna. 

Art.  334.  El  Secretario  municipal  pre- 
senciará el  reconocimiento  facultativo 
siempre  que  se  lo  permitan  las  demás  aten- 
ciones de  su  cargo  ó  haya  motivos  para 
creerlo  de  preferente  atención. 

Art.  335.  En  la  inscripción  del  falleci- 
miento se  expresará,  si  es  posible,  además 
de  las  circunstancias  mencionadas  en  el 
art.  289: 

1.°  El  día,  hora  y  lugar  en  que  hubiese 
acaecido  la  muerte. 

2."  El  nombre,  apellido,  edad,  natura- 
leza, profesión  ú  oficio  y  domicilio  del  di- 
funto, y  de  su  cónyuge  si  estaba  casado. 

3.°  El  nombre,  apellido,  domicilio,  pro- 
fesión ú  oficio  de  sus  padres,  si  legalmen- 
te  pudiesen  ser  designados,  manifestán- 
dose si  viven  ó  no,  y  de  los  hijos  que  hu- 
biere tenido. 

4."  La  enfermedad  que  haya  ocasiona- 
do la  muerte,  ó  la  causa  de  ésta.  (Costa 
Rica,  251.) 

5."  Si  el  difunto  ha  dejado  ó  no  testa- 
mento, y   en   caso  afirmativo,  la  fecha, 


pueblo  y  Notaría  en  que   lo  haya  otor- 
gado. 

6."  El  cementerio  en  que  se  haya  de 
dar  sepultura  al  cadáver. 

Art.  336.  Serán  preferidos  como  testi- 
gos de  la  inscripción  de  un  fallecimiento, 
los  que  más  de  cerca  hayan  tratado  al  di- 
funto ó  hayan  estado  presentes  en  sus  úl- 
timos momentos. 

Art.  337.  Si  el  fallecimiento  hubiere 
ocurrido  en  hospital,  lazareto,  hospicio, 
cárcel  ú  otro  establecimiento  público,  -el 
jefe  del  mismo  estaiá  obligado  á  solicitar 
la  licencia  de  entierro  y  llenar  los  requisi- 
tos necesarios  para  que  se  extienda  la  par- 
tida correspondiente  en  el  Registro  civil. 

Además  tendrá  obligación  de  anotar  las 
defunciones  en  un  registro  especial. 

Art.  338.  Si  el  fallecimiento  hubiere 
ocurrido  en  aldea  ó  en  despoblado,  se  dará 
parte  al  Alcalde  auxiliar  respectivo,  quien 
dentro  de  ocho  días  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Secretario  municipal  para  la 
inscripción  correspondiente. 

El  Alcalde  auxiliar  dará  la  licencia  de 
sepultura  de  que  trata  el  art.  331,  verbal- 
mente  ó  por  escrito. 

Art.  339.  En  el  caso  de  fallecimiento 
de  una  persona  desconocida,  ó  del  hallazgo 
de  un  cadáver  cuya  identidad  no  sea  po- 
sible por  lo  pronto  comprobar,  se  expresa- 
rán en  la  inscripción  reí^pectiva: 

1."  El  lugar  de  la  muerte  ó  del  hallaz- 
go del  cadáver. 

2.°  Su  sexo,  edad  aparente  y  señales  ó 
defectos  de  conformación  que^  le  distin- 
guen. 

3."  El  tiempo  probable  de  la  defun- 
ción. 

4.°    El  estado  del  cadáver. 

5.°  El  vestido,  papeles  ú  otros  objetos 
que  sobre  sí  tuviese  ó  se  hallaren  á  su  in- 
mediación ,  y  que  ulteriormente  puedan 
ser  útiles  para  su  identificación,  los  cua- 
les habrá  de  conservar  al  efecto  el  encar- 
gado del  Registro,  ó  la  autoridad  judicial 
en  su  caso.  (C.  R.,  252.) 

Art.  340.  Tan  pronto  como  se  logre 
esta  identificación  se  extenderá  una  nueva 
partida  expresiva  de  las  circunstancias 
requeridas  por  el  art.  335  de  que  se  haya 
adquirido  noticia,  poniendo  la  nota  corres- 
pondiente al  margen  de  la  inscripción  an- 
terior, para  lo  cual  la  autoridad  ante  quien 
se  hubiese  seguido  el  procedimiento  debe- 
rá pasar  al  encardado  del  Registro  testi- 
monio del  resultado  de  las  averiguaciones 
practicadas. 

Art.  341.  Si  hubiese  indicios  de  muer- 
te violenta ,  se  suspenderá  la  licencia  del 
entierro  hasta  que  lo  permita  el  estado  de 
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las  diligencias,  que  por  la  autoridad  com- 
petente habrán  de  instruirse  en  averigua- 
ción de  la  verdad. 

Art.  342.  Respecto  á  los  fallecimientos 
ocurridos  en  buques  nacionales  de  guerra 
ó  mercantes,  se  procederá  á  su  inscrip- 
ción, formalizándose  un  acta  de  la  manera 
S rescrita  en  el  art.  313  y  practicándose  lo 
ispuesto  respecto  á  la  inscripción  de  na- 
cimientos en  los  artículos  314  y  315. 

Art.  343.  El  fallecimiento  ocurrido  en 
viaje  por  tierra  se  inscribirá  en  el  Registro 
del  término  municipal  en  que  se  haya  de 
dejar  el  cadáver  para  su  entierro. 

Art.  344.  El  fallecimiento  de  militares 
en  tiempo  de  paz  y  en  territorio  hondure- 
no, se  pondrá  por  el  jefe  del  cuerpo  á  que 
pertenezcan,  en  conocimiento  del  Secreta- 
rio municipal  del  término  en  que  ocurra, 
acompañándole  copia  de  su  ñliacíón,  para 
que  proceda  á  hacer  en  su  Registro  la  ins- 
cripción correspondiente. 

Art.  345.  Si  el  fallecimiento  de  milita- 
res ocurriese  en  campaña  en  territorio  hon- 
dureno donde  á  la  sazón  no  impere  la  auto- 
ridad del  Gobierno  legitimo,  ó  en  territorio 
extranjero,  el  jefe  del  cuerpo  á  que  perte- 
neciera el  difunto  dispondrá  el  enterra- 
miento y  lo  pondrá  en  noticia  del  Minis- 
terio de  la  Guerra,  remitiéndole  copia  du- 
plicada de  la  ñliación,  para  que  en  el  Mi- 
nisterio de  Gobernación  se  haga  la  inscrip- 
ción correspondiente. 

Art.  346.  Los  Agentes  diplomáticos  y 
consulares  de  Honduras  en  el  extranjero, 
inscribirán  en  su  Registro  el  fallecimiento 
de  los  hondurenos  ocurrido  en  el  país  en 
que  estén  acreditados,  remitiendo  copia 
certificada  de  esta  inscripción  al  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores,  para  que  se  ha- 
ga el  registro  también  en  el  Ministerio  de 
Gobernación. 

Art.  347.  El  encargado  del  registro  en 
que  se  iiaya  inscrito  la  defunción  de  un  ex- 
tranjero que  no  hubiese  dejado  familia,  de- 
berá dar  parte  de  ello,  dentro  de  tres  días, 
al  Agente  diplomático  ó  consular  de  su  país 
residente  en  el  punto  más  próximo.  No  ha- 
biéndolo, se  dirigirá  el  aviso  al  Ministerio 
de  Gobernación,  para  que,  por  medio  del 
de  Relaciones  Exteriores,  los  transmita  al 
Gobierno  de  la  nación  á  que  hubiere  perte- 
necido el  finado. 

Art.  348.  En  casos  de  epidemia  ó  de 
temor  fundado  de  contagio  por  la  clase  de 
enfermedad  que  hubiese  producido  la 
muerte  de  una  per.sona,  se  harán  en  la 
puntual  observancia  de  este  Código  las  ex- 
cepciones que  prescriban  las  leyes  y  regla- 
mentos especiales  de  Sanidad. 


CAPÍTULO  V 

DISPOSICIÓN   ESPECIAL 

Art.  349.  El  Registro  de  nacionalidad, 
de  ciudadanía  y  de  vecindad,  se  practicará 
con  arreglo  á  lo  que  determinen  leyes  es- 
peciales. 

lilBÍ^O  SEGÜlSlDO 


De  los  bienes,  de  la  ppopie' 

dad  y  de  süs  modifican 

eiones 


TITULO  PRIMERO 
De  la  clasifícación  de  los  bienes 

DISPOSICIÓN  PRELIMINAR 

Art.  350.  Todas  las  cosas  que  son  ó 
pueden  ser  objeto  de  apropiación  se  consi- 
deran como  bienes,  muebles  ó  inmuebles. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LOS   BIENES   INMUEBLES 

Art.  351.     Son  bienes  inmuebles: 

1.°  Las  tierras,  edificios,  caminos  y 
construcciones  de  todo  género  adheridas  al 
suelo. 

2.°  Los  árboles  y  plantas  y  los  frutos 
pendientes  mientras  estuvieren  unidos  á  la 
tierra  ó  formaren  parte  integrante  de  un 
inmueble. 

3.°  Todo  lo  que  esté  unido  á  un  inmue- 
ble de  una  manera  fija,  de  suerte  que  no 
pueda  separarse  de  él  sin  quebrantamien- 
to de  la  materia  ó  deterioro  del  objeto. 

4.°  Las  estatuas,  relieves,  pinturas  ú 
otros  objetos  de  uso  ú  ornamentación,  co- 
locados en  edificios  ó  heredades  por  el  due- 
ño del  inmueble  en  tal  forma  que  revele  el 
propósito  de  unirlos  de  un  modo  perma- 
nente al  fundo. 

0.'^  Las  máquinas,  vasos,  instrumentos 
ó  utensilios  destinados  por  el  propietario 
de  la  finca  á  la  industria  ó  explotación  que 
se  realice  en  un  edificio  ó  heredad,  y  que 
directamente  concurran  á  satisfacer  las 
necesidades  de  la  explotación  misma. 

6."  Los  viveros  de  animales,  palomare  s 
colmenas,  estanques  de  peces  ó  criaderos 
análogos,  cuando  el  propietario  los  hay.i 
colocado  ó  los  conserve  con  el  propósito 
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de  mantenerlos  unidos  á  la  finca,  y  for- 
mando parte  de  ella  de  un  modo  perma- 
nente. 

7.°  Los  abonos  destinados  al  cultivo  de 
una  heredad,  que  estén  en  las  tierras  don- 
de hayan  de  utilizarse. 

8.°  Las  minas,  canteras  y  escoriales, 
mientras  su  materia  permanece  unida  al 
yacimiento,  y  las  aguas  vivas  ó  estanca- 
das. 

9.°  Los  diques  y  construcciones  que, 
aun  cuando  sean  flotantes,  estén  destina- 
dos por  su  objeto  y  condiciones  á  perma- 
necer en  un  punto  fijo  de  un  rio,  lago  ó 
costa. 

10.  Las  concesiones  administrativas  de 
obras  públicas  y  las  servidumbres  y  demás 
derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles. 

CAPÍTULO  II 

DE   LOS   BIENES    MUEBLES 

Art.  352.  Se  reputan  bienes  muebles 
los  susceptibles  de  apropiación  no  com- 
prendidos en  el  capítulo  anterior,  y  en  ge- 
neral todos  los  que  se  pueden  transportar 
de  un  punto  á  otro  sin  menoscabo  de  la 
cosa  inmueble  á  que  estuvieren  unidos. 

Art.  353.  Tienen  también  la  considera- 
ción de  cosas  muebles  las  rentas  ó  pensio- 
nes, sean  vitalicias  ó  hereditarias,  afectas 
á  una  persona  ó  familia,  siempre  que  no 
graven  con  carga  real  una  cosa  inmueble, 
los  contratos  sobre  servicios  públicos,  y  las 
cédulas  y  títulos  representativos  de  prés- 
tamos hipotecarios. 

Art.  354.  Los  bienes  muebles  son  fun- 
gibles  ó  no  fungibles. 

A  la  primera  especie  pertenecen  aque- 
llos de  que  no  puede  hacerse  el  uso  ade- 
cuado á  su  'naturaleza  sin  que  se  consu- 
man; á  la  segunda  especie  corresponden 
los  demás.  (C.  R.  257.) 

CAPÍTULO  1 1! 

DE    LOS    BIENES   SEGÚN    LAS    PERSONAS 
Á    QUE    PERTENECEN 

Art.  355.  Los  bienes  son  de  dominio 
público  ó  de  propiedad  privada.  (C.  R.  262.) 

Art.  356.  Son  bienes  de  dominio  públi- 
co: 

1.°  Las  destinados  al  uso  público,  como 
los  caminos,  canales,  ríos,  torrentes,  puer- 
tos y  puentes  construidos  por  el  Estado, 
las  riberas,  playas,  radas  y  otros  análogos. 

2.°  Los  que'^pertenecen  privativamente 
al  Estado,  sin  ser  de  uso  común,  y  están 
destinados  á  algún  .servicio  público  ó  al 


fomento  de  la  riqueza  nacional,  como  las 
murallas,  fortalezas  y  demás  obras  de  de- 
fensa del  territorio,  y  las  minas,  mientras 
que  no  se  otorgue  su  concesión. 

Art.  357.  Todos  los  demás  bienes  per- 
tenecientes al  Estado  en  que  no  concurran 
las  circunstancias  expresadas  en  el  articu- 
lo anterior,  tienen  el  carácter  de  propie- 
dad privada. 

Art.  358.  Los  bienes  de  dominio  públi- 
co, cuando  dejen  de  estar  destinados  al 
uso  general  ó  á  las  necesidades  de  la  de- 
fensa del  territorio,  pasan  á  formar  parte 
de  los  bienes  de  propiedad  del  Estado. 

Art.  359.  Los  bienes  de  los  pueblos  se 
dividen  en  bienes  de  uso  público  y  bienes 
patrimoniales. 

Art.  360.  Son  bienes  de  uso  público, 
en  los  pueblos,  los  caminos  vecinales,  las 
plazas,  calles,  fuentes  y  aguas  públicas, 
los  paseos  y  las  obras  publicas  de  servicio 
general  costeadas  por  los  mismos  pueblos. 

Todos  los  demás  bienes  que  los  pueblos 
posean  son  patrimoniales  y  se  regirán  por 
las  disposiciones  de  este  Código,  salvo  lo 
dispuesto  en  leyes  especiales. 

Art.  361.  Son  bienes  de  propiedad  pri- 
vada, además  de  los  patrimoniales  del  Es- 
tado y  del  municipio,  los  pertenecientes  á 
particulares,  individual  ó  colectivamente. 
(C.  R.,  261.) 

CAPÍTULO  IV 

DISPOSICIONES    COMUNES  k  LOS   TRES   CAPÍTU- 
LOS  ANTERIORES 

Art.  362.  Cuando  por  disposición  de  la 
ley,  ó  por  declaraeión  individual,  se  use 
la  expresión  de  cosas  ó  bienes  inmuebles, 
ó  de  cosas  ó  bienes  muebles,  se  entende- 
rán comprendidos  en  ella  respectivamente 
los  enumerados  en  el  capítulo  1  y  en  el  ca- 
pitulo II. 

Cuando  se  use  tan  sólo  la  palabra  «mue- 
bles», no  se  entenderán  comprendidos  el 
dinero,  los  créditos,  efectos  ae  comercio, 
valores,  alhajas,  colecciones  científicas  ó 
artísticas,  libros,  medallas,  armas,  ropas 
de  vestir,  caballerías  ó  carruajes  y  sus 
arreos,  granos,  caldos  y  mercancías,  ni 
otras  cosas  que  no  tengan  por  principal 
destino  amueblar  ó  alhajar  las  habitacio- 
nes, salvo  el  caso  en  que,  del  contexto  de 
la  ley,  ó  de  la  disposición  individual,  re- 
sulte claramente  lo  contrario. 

Art.  363.  Cuando  en  venta,  legado, 
donación  ú  otra  disposición  en  que  se  haga 
referencia  á  cosas  muebles  ó  inmuebles, 
se  transmita  su  posesión  ó  propiedad  con 
todo  lo  que  en  ellas  se  halle,  no  se  enten- 
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derán  comprendidos  en  la  tran^raisión  el 
metálico,  valores,  créditos  y  acciones  cu- 
yos documentos  se  hallen  en  la  cosa  trans- 
mitida, á  no  ser  que  conste  claramente  la 
voluntad  de  extender  la  transmisión  á  ta- 
les valores  y  derechos. 

TÍTULO  II 
De  la  propiedad. 

i 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    LA    PROPIEDAD    EN    GENERAL 

Art.  364.  La  propiedad  es  el  derecho 
de  gozar  y  disponer  de  una  cosa,  sin  más 
limitaciones  que  las  establecidas  en  las 
leyes  (1). 

"E1  propietario  tiene  acción  contra  el  te- 
nedor y  el  poseedor  de  la  cosa  para  reivin- 
dicarla. 

Art.  365.  Nadie  podrá  ser  privado  de 
su  propiedad  sino  por  Autoridad  compe- 
tente y  por  causa  justificada  de  necesidad 
y  utilidad  pública,  previa  siempre  la  co- 
rrespondiente indemnización. 

Si  no  precediere  este  requisito,  los  Tri- 
bunales ampararán  y,  en  su  caso,  reinte- 
grarán en  la  posesión  al  expropiado. 

En  caso  de  guerra,  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en  la  parte  final  del  articulo  67  de 
la  Constitución. 

Art.  366.  El  propietario  de  un  terreno 
es  dueño  de  su  superficie  y  de  lo  que  está 
debajo  de  ella,  y  puede  hacer  en  él  las 
obras,  plantaciones  y  excavaciones  que  le 
convengan,  salvas  las  servidumbres,  y  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Mi- 
nería (2),  en  la  Ley  de  Aguas  y  en  los  Re- 
glamentos de  Policía.  (C.  R.,  276  y  505. 

Art.  367.  El  tesoro  oculto  pertenece  al 
dueño  del  terreno  en  que  se  hallare.  (Costa 
Rica,  497.) 

Sin  embargo,  cuando  fuere  hecho  el 
descubrimiento  en  propiedad  ajena  ó  del 
Estado,  y  por  casualidad,  la  mitad  se  apli- 
i-ará  al  descubridor.  (C.  R.,  498.) 

Si  los  efectos  descubiertos  fueren  inte- 
resantes para  las  ciencias  ó  las  artes,  po- 
drá el  Estado  adquirirlos  por  su  justo  pre- 
cio, que  se  distribuirá  en  conformidad  á  lo 
declarado. 


(1)  El  art.  261  C.  R.  dice:  «El  dominio  ó  propie- 
dad absoluta  .sobre  una  cosa,  comprende  los  dere- 
chos de  po.sesión,  usufructo,  transformación  y  ena- 
jenación, defensa,  exclusión  y  restitución  é  indem- 
nización»', es  decir,  que  tiene  carácter  analítico, 
puesto  que  enumera  las  facultades  que  la  propie- 
dad atribuye  al  dueño  de  la  cosa. 

(2)  Inserto  más  adelante. 


Art.  368.  Se  entiende  por  tesoro,  para 
los  efectos  de  la  ley,  el  depósito  oculto  é 
ignorado  de  dinero,  alhajas  ú  otros  objetos 
preciosos,  cuya  legítima  pertenencia  cons- 
te. (C.  R.,  50.) 

CAPÍTULO  II 

DEL   DERECHO   DE   ACCESIÓN 

Art. 369.  La  propiedad  de  los  bienes  da 
derecho  por  accesión  á  todo  lo  que  ellos 
producen,  ó  se  les  une  ó  incorpora,  natu- 
ral ó  artificialmente. 

Sección  primera. 

Del  derecho  de  accesión  respecto  al  producto  de 
los  bienes. 

Art.  370.     Pertenecen  al  propietario: 

I."    Los  frutos  naturales. 

2.°     Los  frutos  industriales. 

3.°     Los  frutos  civiles.  (C.  R.,  287.) 

Art.  371.  Son  frutos  naturales  las  pro- 
ducciones espontáneas  de  la  tierra,  y  las 
crías  y  demás  productos  de  los  animales. 

Son  frutos  industriales  los  que  producen 
los  preidos  de  cualquier  especie  á  beneficio 
del  cultivo  ó  del  trabajo. 

Son  frutos  civiles  el  alquiler  de  los  edi- 
ficios, el  predio  del  arrendamiento  de  tie- 
rras y  el  importe  de  las  rentas  perpetuas, 
vitalicias  ú  otras  análogas.  (C.  R.,  288.) 

Art.  372.  El  que  percibe  los  frutos  tie- 
ne la  obligación  de  abonar  los  gastos  he- 
chos por  un  tercero  para  su  producción, 
recolección  y  conservación. 

Art.  373.  No  se  reputan  frutos  natura- 
les, ó  industriales,  sino  los  que  están  ma- 
nifiestos ó  nacidos. 

Respecto  á  los  animales,  basta  que  estén 
en  el  vientre  de  su  madre,  aunque  no  ha- 
yan nacido. 

Sección  segunda. 

Del  derecho  de  accesión  respecto  á  los  bienes  in- 
muebles. 

Art.  374.  Lo  edificado,  plantado  ó  sem- 
brado en  predios  ajenos,  y  las  mejoras  ó 
reparaciones  hechas  en  ellos,  pertenecen 
al  dueño  de  los  mismos  con  sujeción  á  lo 
que  se  dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  375.  Todas  las  obras,  siembras  y 
plantaciones  se  presumen  hechas  por  el 
propietario  y  á  su  costa,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario.  (C.  R.  506). 

Art.  376.  El  propietai'io  del  suelo  que 
hiciere  en  él,  por  sí  ó  ])or  otro,  plantacio- 
nes, construcciones  ú  obras  con  materiales 
ajenos,  debe  abonar  su  valor;  y,  si  hubier» 
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obrado  de  mala  fe,  estará  además  obligado 
al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 
(C.  R.  507). 

El  dueño  de  los  materiales  tendrá  dere- 
cho á  retirarlos  sólo  en  el  caso  de  que  pue- 
da hacerlo  sin  menoscabo  de  la  obra  cons- 
truida, ó  ¿in  que  por  ello  perezcan  las 
plantaciones,  construcciones  ú  obras  eje- 
cutadas. 

Art.  377.  El  dueño  del  terreno  en  que 
se  edificare,  sembrare  ó  plantare  de  buena 
fe,  tendrá  derecho  á  hacer  suya  la  obra, 
siembra  ó  plantación,  previa  la  indemniza- 
ción establecida  en  los  artículos  469  y  470, 
ó  á  obligar  al  que  fabricó  ó  plantó  á  pagar- 
le el  precio  del  terreno,  y  al  que  sembró,  la 
renta  correspondiente. 

Art.  378.  El  que  edifica,  planta  ó  siem- 
bra de  mala  fe  en  terreno  ajeno,  pierde  lo 
edificado,  plantado  ó  sembrado,  sin  dere- 
cho á  indemnización.  (C.  R.  507). 

Art.  379.  El  dueño  del  terreno  en  que 
se  haya  edificado,  plantado  ó  sembrado 
con  mala  fe,  puede  exigir  la  demolición  de 
la  obra  ó  que  se  arranque  la  plantación  y 
siembra,  reponiendo  las  cosas  á  su  estado 
primitivo  á  costa  del  que  edificó,  plantó  ó 
sembró.  (C  R.  508). 

Art.  380.  Cuando  haya  habido  mala  fe, 
no  sólo  por  parte  del  que  edifica,  siembra 
ó  planta  en  terreno  ajeno,  sino  también 
por  parte  del  dueño  de  éste,  los  derechos 
de  uno  y  otro  serán  los  mismos  que  ten- 
drían si  hubieran  procedido  ambos  de  bue- 
na fe. 

Se  entiende  haber  mala  fe  por  parte  del 
dueño,  siempre  que  el  hecho  se  hubiere  eje- 
cutado á  su  vista,  ciencia  y  paciencia,  sin 
oponerse.  (C.  R.  509). 

Art.  381.  Si  los  materiales,  plantas  ó 
semillas  pertenecen  á  un  tercero  que  no 
ha  procedido  de  mala  fe,  el  dueño  del  te- 
rreno deberá  responder  de  su  valor  subsi- 
diariamente y  en  el  solo  caso  de  que  el  que 
los  empleó  no  tenga  bienes  con  que  pagar. 

No  tendrá  lugar  esta  disposición  si  el 
propietario  u.sa  del  derecho  que  le  concede 
ei  art.  379. 

Art.  383.  Los  dueños  de  las  heredades 
confinantes  con  estanques  ó  lagunas  no 
adquieren  el  terreno  descubierto  por  la 
disminución  natural  de  las  aguas,  ni  pier- 
den el  que  éstas  inundan  en  las  crecidas 
extraordinarias. 

Art.  384,  Cuando  la  corriente  de  un 
río,  arroyo  ó  torrente  segrega  de  una  he- 
redad de  su  ribera  una  porción  conocida 
de  terreno  y  lo  transporta  á  otra  heredad, 
el  dueño  de  la  finca  á  que  pertenecía  la 
parte  segregada  conserva  la  propiedad  de 
ésta. 


Art.  385.  Los  árboles  arrancados  y 
transportados  por  las  corrientes  de  las 
aguas,  pertenecen  al  propietario  del  terre- 
no á  donde  vayan  á  parar,  si  no  los  recla- 
man dentro  de  un  mes  los  antiguos  due- 
ños. Si  éstos  lo  reclaman,  deberán  abonai- 
los  gastos  ocasionados  en  recogerlos  ó  po- 
nerlos en  lugar  seguro. 

Art.  386.  Los  c-auces  de  los  ríos,  que 
quedan  abandonados  por  variar  natural- 
mente el  curso  de  las  aguas,  pertenecen  á 
los  dueños  de  los  terrenos  ribereños  e« 
toda  la  longitud  respectiva  á  cada  uno.  Si 
el  cauce  abandonado  separaba  heredade.s 
de  distintos  dueños,  la  nueva  linea  diviso- 
ria correrá  equidistantes  de  unas  y  otras. 

Art.  387.  Las  islas  que  se  forman  en 
los  mares  adyacentes  á  las  costas  de  Hon- 
duras y  en  los  ríos  navegables  y  flotables*, 
pertenecen  al  Estado. 

Art.  388.  Cuando  en  un  río  navegable 
y  flotable,  variando  naturalmente  de  direc- 
ción, se  abre  un  nuevo  cauce  en  heredad 
privada,  este  cauce  entrará  en  el  dominio 
público.  El  dueño  de  la  heredad  lo  reco- 
tjrará  siempre  que  las  aguas  vuelvan  á  do- 
iarlo  en  seco,  ya  naturalmente,  ya  por  tra- 
bajos legalmente  autorizados  al  efecto. 

Art.  389.  Las  islas  que  por  sucesiva 
acumulación  de  arrastres  superiores  se 
van  formando  en  los  ríos,  pertenecen  á  los 
dueños  de  las  márgenes  ú  orillas  más  cer- 
canas á  cada  una  ó  á  las  de  ambas  márge- 
nes si  la  isla  se  hallase  en  medio  del  río. 
dividiéndose  entonces  longitudinalmente 
por  mitad.  Si  una  sola  isla  así  formada 
distase  de  una  margen  más  que  de  otra, 
será  por  completo  dueño  de  ella  el  de  la 
margen  más  cercana, 

Art.  390.  Cuando  se  divide  en  brazos 
la  corriente  del  río,  dejando  aislada  una 
heredad  ó  parte  de  ella,  el  dueño  de  la 
misma  conserva  su  propiedad.  Igualmente 
la  conserva  si  queda  separada  de  la  here- 
dad por  la  corriente  una  porción  de  te- 
rreno. 

Sección  tercera. 

Del    derecho  de  accesión   respecto  á  los  bienes 
muebles. 

Art.  131.  Cuando  dos  cosas  muebles, 
pertenecientes  á  distintos  dueños,  se  unen 
de  tal  manera  que  vienen  á  formar  una 
sola  sin  que  intervenga  mala  fe,  el  pro- 
pietario de  la  principal  adquiere  la  acce- 
soria, indemnizando  su  valor  al  anterior 
dueño.  (C.  R.  511). 

Art.  392.  Se  reputa  principal,  entre- 
dós cosas  incorporadas,  aquélla  á  que  se 
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ha  unido  otra  por  adorno  ó  por  su  uso  ó 
perfección.  (C.  R.,  512.) 

Art.  393.  Si  no  puede  determinarse  por 
la  regla  del  articulo  anterior  cuál  de  las  dos 
cosas  incorporadas  es  la  principal,  se  re- 
putará tal  el  objeto  de  más  valor,  y  entre 
dos  objetos  de  igual  valor,  el  de  mayor  vo- 
lumen. 

En  la  pintura  y  escultura,  en  los  escri- 
tos, impresos,  grabados  y  litografías,  se 
considerará  accesoria  la  tabla,  el  metal,  la 
piedra,  el  lienzo,  el  papel,  ó  el  pergami- 
no. (C.  R.,  514.) 

Art.  394.  Cuando  las  cosas  unidas  pue- 
den separarse  sin  detrimento,  los  dueños 
respectivos  pueden  exigir  la  separación. 

Sin  embargo,  cuando  la  cosa  unida  para 
el  uso,  embellecimiento  ó  perfección  de 
otra,  es  mucho  más  preciosa  que  la  cosa 
principal,  el  dueño  de  aquélla  puede  exi- 
gir su  separación,  aunque  sufra  algún 
detrimento  la  otra  á  que  se  incorporó. 
(C.  R.,  513.) 

Art!  595.  Cuando  el  dueño  de  la  cosa 
accesoria  ha  hecho  su  incorporación  de 
mala  fe,  pierde  la  cosa  incorporada  y  tiene 
la  obligación  de  indemnizar  al  propietario 
de  la  principal  los  perjuicios  que  haya  su- 
frido. 

Si  el  que  ha  procedido  de  mala  fe  es  el 
dueño  de  la  cosa  principal,  el  que  lo  sea  de 
la  accesoria  tendrá  derecho  á  optar  entre 
que  aquél  le  pague  su  valor  ó  que  la  cosa 
de  su  pertenencia  se  separe,  aunque  para 
ello  haya  que  destruir  la  principal;  y  en 
arabos  casos,  además,  habrá  lugar  á  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Si  cualquiera  de  los  dueños  ha  hecho  la 
incorporación  avista,  ciencia  y  paciencia 
y  sin  oposición  del  otro,  se  determinarán 
los  derechos  respectivos,  en  la  forma  dis- 
puesta para  el  caso  de  haber  obrado  de 
buena  fe.  (C.  R.,  515.) 

Art.  396.  Siempre  que  el  dueño  de  la 
materia  empleada  sin  su  consentimiento 
tenga  derecho  á  indemnización,  puede  exi- 
gir que  ésta  consista  en  la  entrega  de  una 
cosa  igual  en  especie  y  valor,  y  en  todas 
sus  circunstancias,  á  la  empleada,  ó  bien 
en  el  precio  de  ella,  según  tasación  peri- 
cial. 

Art.  397.  Si  por  voluntad  de  sus  due- 
ños se  mezclan  dos  cosas  de  igual  ó  dife- 
rente especie,  ó  si  la  mezcla  se  verifica 
por  casualidad,  y  en  este  último  caso  las 
cosas  no  son  separables  sin  detrimento, 
cada  propietario  adquirirá  un  derecho  pro- 
porcional á  la  parto  que  lo  corresponda, 
atendido  el  valor  de  las  cosas  mezcladas  ó 
confundidas. 

Art.  398.     Si  por  voluntad  de  uno  solo, 


pero  con  buena  fe,  se  mezclan  ó  confunden 
dos  cosas  de  igual  ó  diferente  especie,  los 
derechos  de  los  propietarios  se  determi- 
narán por  lo  dispuesto  en  el  articulo  an- 
terior. 

Si  el  que  hizo  la  mezcla  ó  confusión  obró 
de  mala  fe,  perderá  la  cosa  de  su  perte- 
nencia mezclada  ó  confundida,  además  de 
quedar  obligado  á  Ja  indemnización  de  los 
perjuicios  causados  al  dueño  de  la  cosa  con 
que  hizo  la  mezcla.  (C.  R.,  514  y  515.) 

Art.  399.  El  que  de  buena  fe  empleó 
materia  ajena  en  todo  ó  en  parte  para  for- 
mar una  obra  de  nueva  especie,  hará  suya 
la  obra,  indemnizando  el  valor  de  la  ma- 
teria al  dueño  de  ésta. 

Si  ésta  es  más  preciosa  que  la  obra  en 
que  se  empleó  ó  superior  en  valor,  el  due- 
ño de  de  ella  podrá,  á  su  elección,  quedar- 
se con  la  nueva  especie,  previa  indemni- 
zación del  valor  de  la  obra,  ó  pedir  indem- 
nización de  la  materia. 

Si  en  la  formación  de  la  nueva  especie 
intervino  mala  fe,  el  dueño  de  la  mate- 
ria tiene  el  derecho  de  quedarse  con  la 
obra  sin  pagar  nada  al  autor,  ó  de  exigir 
de  éste  que  le  indemnice  el  valor  de  la 
materia  y  los  perjuicios  que  se  le  hayan 
seguido.  (C.  R.,  516.) 

CAPÍTULO  111 

DEL   DESLINDE   Y   AMOJONAMIENTO 

Art.  400.  Todo  propietario  tiene  dere- 
cho á  deslindar  su  propiedad,  con  citación 
de  los  dueños  de  los  predios  colindan- 
tes. (C.  R.,  296.) 

La  misma  facultad  corresponderá  á  los 
que  tengan  derechos  reales. 

Art.  401.  El  deslinde  se  hará  en  con- 
formidad con  los  títulos  de  cada  propieta- 
rio, y,  á  falta  de  títulos  suficientes,  por  lo 
que  resultare  de  la  posesión  en  que  estu- 
vieren los  colindantes.  (C.  R.,  297.) 

Art.  402.  Si  los  títulos  no  determinasen 
el  límite  ó  área  perteneciente  á  cada  pro- 
pietario, y  á  cuestión  no  pudiera  resol- 
verse por  la  posesión  ó  por  otro  medio  de 
prueba,  el  deslinde  se  hará  distribuyendo 
el  terreno  objeto  de  la  contienda  en  partes 
iguales.  (C.  R.,  298.) 

Art.  403.  Si  los  títulos  de  los  colindan- 
tes indicasen  un  espacio  mayor  ó  menor 
del  que  comprende  la  totalidad  del  terreno, 
el  aumento  ó  la  falta  se  distribuirá  pro- 
porcionalmente.  (C.  R.,  299.) 

CAPÍTULO  IV 

DEL  DERECHO  DE  CERRAR  LAS  FINCAS  RÚSTICAS 

Art.  404.     Todo  propietario  podrá  ce- 
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rrar  ó  cercar  sus  heredades  por  medio  de 
paredes,  zanjas,  setos  vivos  ó  muertos  ó 
de  cualquiera  otro  modo,  sin  perjuicio  de 
las  servidumbres  constituidas  sobre  las 
mismas.  (C.  R.,  302.) 

CAPITULO  V 

De  los  edificios  ruinosos  y  de  los  árboles  que  ame- 
Dazan  caerse. 

Art.  405.  Si  un  edificio,  pared,  colum- 
na ó  cualquiera  otra  construcción  amena- 
zare ruina,  el  propietario  estará  obligado  á 
su  demolición,  ó  á  ejecutar  las  obras  nece- 
sarias para  evitar  su  caída. 

Si  no  lo  verificase  el  propietario  de  la 
obra  ruinosa,  la  autoridad  podrá  hacerla 
demoler  á  costa  del  mismo.  (C.  R.,  311.) 

Art.  406.  Cuando  algún  árbol  corpu- 
lento amenazare  caerse  de  modo  que  pueda 
causar  perjuicio  á  una  finca  ajena  ó  á  los 
transeúntes  por  una  via  pública  ó  particu- 
lar, el  dueño  del  árbol  está  obligado  á 
arrancarlo  y  retirarlo;  y  si  no  lo  verifica- 
re, se  hará  á  su  costa  por  mandato  de  la 
autoridad.  (C.  R.,  23.) 

Art.  407.  En  los  casos  de  los  dos  artícu- 
los anteriores,  si  el  edificio  ó  árbol  se  caye- 
re, se  estará  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
2.004  y  2.005. 

TITULO  III 

De  la  comunidad  de  bienes 

Art.  408.  Hay  comunidad  cuando  la 
propiedad  de  una  co^a  ó  de  un  derecho  per- 
tenece proindiviáo  á  varias  personas. 

A  falta  de  contratos,  ó  de  disposiciones 
especiales,  se  regirá  la  comunidad  por  las 
prescripciones  de  este  título. 

Art.  409.  El  concurso  de  los  partícipes, 
tanto  en  los  beneficios  como  en  las  cargas, 
será  proporcional  á  sus  respectivas  cuotas. 

Se  presumirán  iguales  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario,  las  porciones  corres- 
pondientes á  los  participes  en  la  comuni- 
dad. 

Art.  410.  Cada  partícipe  podrá  servirse 
de  las  cosas  comunes,  siempre  que  dispon- 
ga de  ellas  conforme  á  su  destino,  y  de 
manera  que  no  perjudique  el  interés  de  la 
comunidad,  ni  impida  á  los  copartícipes 
utilizarlas  según  su  derecho. 

Art.  411.  Todo  copropietario  tendrá  de- 
recho para  obligar  á  los  partícipes  á  con- 
tribuir á  los  gastos  de  conservación  de  la 
cosa  ó  derecho  común.  Sólo  podrá  eximir- 
so  de  esta  obligación  el  que  renuncie  á  la 
parte  que  le  pertenece  en  el  dominio.  (C. 
R..  271.) 


Art.  412.  Cuando  los  diferentes  pisos  de 
una  casa  pertenezcan  á  distintos  propieta- 
rios, si  los  títulos  de  propiedad  no  estable- 
cen los  términos  en  que  deban  contribuirá 
las  obras  necesarias  y  no  e.xista  pacto  sobre 
ello,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.*  Las  paredes  maestras  y  medianeras, 
el  tejado  y  las  demás  cosas  de  uso  común, 
estarán  á  cargo  de  todos  los  propietarios  en 
proporción  al  valor  de  su  piso. 

2.*  Cada  propietario  costeará  el  suelo 
de  su  piso.  El  pavimento  del  portal,  puerta 
de  entrada,  patio  común  y  obras  de  policía 
comunes  á  todos,  se  costearán  á  prorrata 
por  todos  los  propietarios. 

3.*  La  escalera  que  desde  el  portal  con- 
duce al  piso  primero  se  costeará  á  prorrata 
entre  todos,  excepto  el  dueño  del  piso  bajo; 
la  que  desde  el  primer  piso  conduce  al  se- 
gundo se  costeará  por  todos,  excepto  los 
dueños  de  los  pisos  bajo  y  primero,  y  así 
sucesivamente. 

Art.  413.  Ninguno  de  los  condueños 
podrá,  sin  consentimiento  de  los  demás,  ha- 
cer alteraciones  en  la  cosa  común,  aunque 
de  ellas  pudieran  resultar  ventajas  para 
todos. 

Art.  414.  Para  la  administración  y  me- 
jor disfrute  de  la  cosa  común  serán  obliga- 
torios los  acuerdos  de  la  mayoría  de  los 
partícipes. 

No  habrá  mayoría  sino  cuando  el  acuer- 
do esté  tomado  por  participes  que  repre- 
senten la  mayor  c;intidad  de  los  intereses 
que  constituyan  el  objeto  de  la  comunidad. 

Si  no  resultare  mayoría,  ó  el  acuerdo  de 
ésta  fuere  gravemente  perjudicial  á  los  in- 
teresados en  la  cosa  común,  el  Juez  pro- 
veerá, á  instancia  de  parte,  lo  que  corres- 
ponda, incluso  nombrar  un  administrador. 

Cuando  parte  de  la  cosa  perteneciere  pri- 
vadamente» á  un  partícipe  ó  á  algunos  de 
ellos,  y  otra  fuere  común,  sólo  á  ésta  será 
aplicable  la  disposición  anterior. 

Art.  415.  Todo  condueño  tendrá  la  ple- 
na propiedad  de  su  parte  y  la  de  los  frutos 
y  utilidades  que  le  correspondan,  pudiendo 
en  su  consecuencia  enajenarla,  cederla  ó 
hipotecarla,  y  aun  sustituir  otro  en  su 
aprovechamiento,  salvo  si  se  tratare  de  de- 
rechos personales.  Pero  el  efecto  de  la  ena- 
jenación ó  de  la  hipoteca  con  relación  á  los 
condueños  estará  limitado  á  la  porción  que 
se  le  adjudique  en  la  división  al  cesar  la 
comunidad. 

Art.  416.  Ningún  copropietario  estará 
obligado  á  permanecer  en  la  comunidad. 
Cada  uno  de  ellos  podrá  pedir  en  cualquier 
tiempo  que  se  divida  la  cosa  común.  (C  R., 
272.) 

Esto  no  obstante,  será  válido  el  pacto  d« 
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conservar  la  cosa  indivisa  por  tiempo  de- 
terminado, que  no  exceda  de  diez  años. 
Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  nueva 
convención. 

Art.  417.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  el  articulo  anterior,  los  copropietarios 
no  podrán  exigir  la  división  de  la  cosa  co- 
mún, cuando  de  hacerla  resulte  inservible 
para  el  uso  á  que  se  destina. 

Art.  418.  La  división  de  la  cosa  común 
podrá  hacerse  por  los  interesados,  ó  por 
arbitros,  ó  amigables  componedores,  nom- 
brados á  voluntad  de  los  partícipes. 

En  el  caso  de  verificarse  por  arbitros  ó 
amigables  componedores,  deberán  formar 
partes  proporcionadas  al  derecho  de  cada 
uno,  evitando,  en  cuanto  sea  posible,  los 
suplementos  á  metálico. 

Art.  419.  Los  acreedores  ó  cesionarios 
de  los  participes,  podrán  concurrir  á  la 
división  de  la  cosa  común,  y  oponerse  á 
la  que  se  verifique  sin  su  concurso.  Pero 
no  podrán  impugnar  la  división  consuma- 
da, excepto  en  caso  de  fraude,  ó  en  el  de 
haberse  verificado  no  obstante  la  oposición 
formalmente  interpuesta  para  impedirla, 
y  salvos  siempre  los  derechos  del  deudor 
ó  del  cedente    para   sostener  su  validez. 

Art.  420.  Cuando  la  cosa  fuere  esen- 
cialmente indivisible,  y  los  condueños  no 
convinieren  en  que  se  adjudique  á  uno  de 
ellos  indemnizando  á  los  demás,  se  vende- 
rá y  repartirá  á  su  precio.  (C.  R.  273.) 

Art.  421.  La  división  de  una  cosa  co- 
mún no  perjudicará  á  tercero,  el  cual 
conservará  los  derechos  de  hipoteca,  ser- 
vidumbre ú  oíros  derechos  reales  que  le 
pertenecieran  antes  de  hacer  la  partición. 
Conservarán  igualmente  su  fuerza,  no 
obstante  la  división,  los  derechos  persona- 
les que  pertenezcan  á  un  tercero  contra 
la  comunidad, 

Art.  422.  Serán  aplicables  á  la  división 
entre  Io5  participes  en  la  comunidad  las 
reglas  concernientes  á  la  división  de  la 
herencia. 

TÍTULO  IV 
De  algunas  propiedades  especiales. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LAS  AGUAS   (1) 

Sección  primera. 

Del  dominio  de  las  aguas. 

Art.  42.3.     Son  de  dominio  público: 
1.°     Los  ríos  y  sus  cauces  naturales. 

(1)  El  Cod  de  C.  R.  no  contiene  disposiciones 
sobre  la  materia,  siendo  supletorio  de  la  legisla- 
lación  especial  (art.  276.) 


2.°  Las  aguas  continuas  ó  discontinuas 
de  manantiales  y  arroyos  que  corran  por 
sus  cauces  naturales,  y  estos  mismos 
cauces. 

3.°  Las  aguas  que  nazcan  continua  y 
discontinuamente  en  terrenos  del  mismo 
dominio  público. 

4.°  Los  lagos  y  lagunas  formados  por 
la  naturaleza  en  terrenos  públicos  y  sus 
álveos. 

5.°  Las  aguas  pluviales  que  discurran 
por  barrancos  ó  raml)las,  cuyo  cauce  sea 
también  del  dominio  público. 

6.°  Las  aguas  subterráneas  que  existan 
en  terrenos  públicos. 

7."  Las  aguas  ha  ladas  en  la  zona  de 
trabajos  de  obras  públicas,  aunque  se 
ejecuten  por  conce.sionario 

8.°  Las  aguas  que  nazcan  continua  y 
discontinuamente  en  predios  de  particula- 
res, del  Estado  ó  de  los  pueblos,  desde  que 
salgan  de  dicho-;  predios. 

9."  Los  sobrantes  de  las  fuente?,  cloa- 
cas y  establecimientos  públicos. 

Art.  424.     Son  de  dominio  privado: 

1."  Las  aguas  continuas  ó  discontinuas 
que  nazcan  én  predio  de  dominio  privado, 
mientras  discurran  por  ellos. 

2.°  Los  lagos  y  lagunas  y  sus  álveos 
formados  por  la "  naturaleza  en  dichos 
predios. 

3.°  Las  aguas  subterráneas  que  se  hallen 
en  éstos. 

4.°  Las  aguas  pluviales  que  en  los 
mismos  caigan,  mientras  no  traspasen  sus 
linderos. 

5."  Los  cauces  do  aguas  corrientes, 
continuas  ó  discontinuas,  formados  por 
aguas  pluviales,  y  los  de  los  arroyos  que 
atraviesen  fincas  que  no  sean  de  dominio 
público. 

En  toda  acequia  ó  acueducto,  el  agu.i, 
el  cauce,  los  cajeros  y  las  márgenes,  serán 
considerados  como  parte  integrante  de  la 
heredad  ó  edificio  á  que  vayan  destinadas 
las  aguas.  Los  dueños  de  los  predios,  por 
los  cuales  ó  por  cuyos  linderos  pase  el 
acueducto,  no  podrán  alegar  dominio  so- 
bre él,  ni  derecho  al  aprovechamiento  de 
su  cauce  ó  márgenes,  á  no  fundarse  en 
títulos  de  propiedad  expresivos  del  dere- 
cho ó  dominio  que  reclamen. 

Sección  segunda. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas. 

Art.  425.  El  aprovechamiento  de  las 
aguas  públicas  se  adquiere: 

í.°     Por  concesión  administrativa. 
2.°     Por  prescr¡p(;ión  do  veinte  años. 
Los  limites  de  los  derechos  y  obligacio- 
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nes  de  estos  aprovechamientos  serán  los 
que  resulten,  en  el  primer  caso,  de  los 
términos  de  la  concesión;  y  en  el  segundo, 
del  modo  y  forma  en  que  se  haya  usado  de 
las  aguas. 

Art.  426.  Toda  concesión  de  aprove- 
chamiento de  aguas  se  entiende  sin  per- 
juicio de  tercero. 

Art.  427.  El  derecho  al  aprovecha- 
miento de  aguas  públicas  se  extingue  por 
caducidad  de  la  concesión  y  por  el  no  uso 
durante  veinte  años. 

Sección  tercera. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  del  dominio 
privado. 

Art.  428.  El  dueño  de  un  predio  en  que 
nace  un  manantial  ó  arroyo  continuo  ó 
discontinuo,  puede  aprovechar  sus  aguas 
mientras  discurran  por  él;  pero  las  sobran- 
tes entran  en  la  condición  de  públicas, 
y  su  aprovechamiento  se  regirá  por  la  ley 
especial  de  aguas. 

Art.  429.  El  dominio  privado  de  los  ál- 
veos de  aguas  pluviales  no  autoriza  para 
hacer  labores  ú  obras  que  varíen  su  curso 
en  perjuicio  de  tercero,  ni  tampoco  aque- 
llas cuya  destrucción,  por  la  fuerza  de  las 
avenidas  pueda  causarlo. 

Art.  430  Nadie  puede  penetrar  en  pro- 
piedad privada  para  buscar  aguas  ó  usar 
de  ellas  sin  licencia  de  los  propietarios. 

Art.  431.  El  dominio  del  dueño  de  un 
predio  sobre  las  aguas  que  nacen  en  él  no 
perjudica  los  derechos  que  legítimamente 
hayan  podido  adquirirá  su  aprovechamien- 
to los  de  los  predios  inferiores. 

Art.  432.  To  .o  dueñode  un  predio  tiene 
la  facultad  de  construirdentro  desu  propie- 
dad depósitos  para  conservar  las  aguas  plu- 
viales, con  tal  que  no  cause  perjuicio  al  pú- 
blico ni  á  tercero. 

Sección  cuarta. 
De  las  agnas  subterráneas. 

Art.  433.  Sólo  el  propietario  de  un  pre- 
dio ú  otra  persona  con  su  licencia,  puede 
investigar  en  él  aguas  subterráneas. 

La  investigación  de  aguas  subterráneas 
en  terrenos  de  dominio  público  sólo  puede 
hacerse  con  licencia  administrativa. 

Art.  434.  L:is  aguas  alumbradas  con- 
forme á  la  ley  especial  de  Aguas,  pertene- 
cerán al  que  las  alumbró. 

Art.  435.  Si  el  dueño  de  aguas  alum- 
bradas las  dejare  abandonadas  á  su  curso 
natural,  serán  de  dominio  público. 


Sección  quinta. 
Disposiciones  generales. 

Art.  436.  El  dueño  de  un  predio  en  que 
existan  obras  defensivas  para  contener  el 
agua,  ó  en  que  por  la  variación  de  su  curso 
sea  necesario  construirlas  de  nuevo,  está 
obligado,  á  su  elección,  á  hacer  los  reparos 
ó  construcciones  necesarias,  ó  á  tolerar 
que,  sin  perjuicio  suyo,  las  hagan  los  due- 
ños de  los  predios  que  experimenten  ó  es- 
tén manifiestamente  expuestos  á  experi- 
mentar daños. 

Art.  437.  Lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior  es  aplicable  al  caso  en  que  sea  ne- 
cesario desembarazar  algún  predio  de  las 
materias  cuya  acumulación  ó  caída  impide 
el  curso  de  las  aguas  con  daño  ó  peligro  de 
tercero. 

Art.  438.  Todos  los  propietarios  que 
participen  del  beneficio  proveniente  délas 
obras  de  que  tratan  los  dos  artículos  ante- 
riores, están  obligados  á  contribuir  á  los 
gastos  de  su  ejecución  en  proporción  á  su 
interés.  Los  que  por  su  culpa  hubiesen  oca- 
sionado el  daño  serán  responsables  de  los 
gastos. 

Art.  439.  La  propiedad  y  uso  de  las 
aguas  pertenecientes  á  Corporaciones  ó 
particulares  están  sujetos  á  la  ley  de  expro- 
piación por  causa  de  utilidad  pública. 

Art.  440.  Las  disposiciones  de  este  tí- 
tulo no  perjudican  los  derechos  adquiridos 
con  anterioridad,  ni  tampoco  al  dominio 
privado  que  tienen  los  propietarios  de 
aguas,  de  acequias,  fuentes  ó  manantiales, 
en  virtud  del  cual  las  aprovechan,  venden 
ó  permutan  como  propiedad  particular. 

Art.  441  En  todo  lo  que  no  esté  expre- 
samente prevenido  por  las  disposiciones  de 
este  capítulo,  se  estará  á  lo  mandado  por  la 
ley  especial  de  Aguas. 

CAPITULO  II 

DE   LOS   MINERALES   (1) 

Art.  442.  Todo  hondureno  ó  extranjera 
podrá  hacer  libremente  en  terreno  de  do- 
minio público,  calicatas  ó  excavaciones  que 
no  excedan  de  diez  metros  de  extensión  en 
longitud  ó  profundidad  con  el  objeto  de 
descubrir  minerales;  pero  deberá  dar  aviso 
previamente  á  la  autoridad  local.  En  te- 
rrenos de  propiedad  privada  no  se  podrán 
abrir  calicatas  sin  (jue  preceda  permiso  del 
dueño  ó  del  que  le  represente. 


(1)     Véase  la  nota  al  epígrafe  del  capítulo  ante* 
rior. 
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Art.  443.  Los  límites  del  derecho  men- 
cionado en  el  articulo  anterior,  las  forma- 
lidades previas  y  condiciones  para  su  ejer- 
cicio, la  designación  de  las  materias  que 
deben  considerarse  como  minerales,  y  la 
determinación  de  los  derechos  que  corres- 
ponden al  dueiío  del  suelo  y  á  los  descu- 
bridores de  los  minerales  en  el  caso  de 
concesión,  se  regirán  por  el  Código  de  Mi- 
nería. 

CAPÍTULO  ni 

DE    LA    PROPIEDAD    INTELECTUAL    Y    DK 
LA    INDUSTRIAL    (1) 

Art.  444.  El  autor  de  una  obra  litera- 
ria, científica  ó  artística,  tiene  el  derecho 
de  explotarla  y  disponer  de  ella  á  su  volun- 
tad. Igual  derecho  tendrá  todo  inventor 
sobre  su  invención  ó  descubrimiento. 

Art.  445.  Las  leyes  sobre  propiedad 
intelectual  é  industrial,  determinarán  las 

f)ersonas  á  quienes  pertenece  este  derecho, 
a  forma  de  su  ejercicio  y  el  tiempo  de  su 
duración.  En  casos  no  previstos  ni  resuel- 
tos por  dichas  leyes  especiales,  se  aplicarán 
las  reglas  generales  establecidas  en  este 
Código  sobre  la  propiedad. 

TÍTULO  V 

De  la  posesión. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LA   POSESIÓN   Y   SUS   ESPECIES 

Art.  446.  Posesión  natural  es  la  tenen- 
cia de  una  cosa  ó  el  disfrute  de  un  derecho 
por  una  persona.  Posesión  civil  es  esa 
misma  tenencia  ó  disfrute,  unidos  á  la  in- 
tención de  haber  la  cosa  ó  derecho  como 
suyos. 

Ar.  447.  La  posesión  se  ejerce  en  las 
cosas  ó  en  los  derechos  por  la  misma  per- 
sona que  los  tiene  y  los  disfruta,  ó  por  otra 
en  su  nombre.  (C.  R.,  280.) 

Art.  448.  La  posesión  en  los  bienes  y 
derechos  puede  tenerse  en  uno  de  doá  con- 
ceptos: ó  en  el  de  dueño,  ó  en  el  de  tene- 
dor de  la  cosa  ó  derecho  para  conservar- 
los ó  disfrutarlos,  perteneciendo  el  domi- 
nio á  otra  persona. 

Art.  449.  Se  reputa  poseedor  de  buena 
fe  al  que  ignora  que  en  su  titulo  ó  modo 
de  adquirir  exista  vicio  que  lo  invalide. 

Se  reputa  poseedor  do  mala  fe  al  que  se 
halla  en  el  caso  contrario. 


(1)    Véase  la  nota  al  epígrafe  del  capitalo  ante- 
rior. 


Art.  450.  La  buena  fe  se  presume 
siempre,  y  al  que  afirma  la  mala  fe  de  un 
poseedor  corresponde  la  prueba.  (Costa 
Rica,  286.) 

Art.  451.  La  posesión  adquirida  de 
buena  fe  no  pierde  este  carácter  sino  en  el 
caso  y  desde  el  momento  en  que  existan 
actos  que  acrediten  que  el  poseedor  no 
ignora  que  posee  la  cosa  indebidamente. 
(C.  R.,  285.) 

Art.  452.  Se  presume  que  la  posesión 
se  sigue  disfrutando  en  el  mismo  concepto 
en  que  se  adquirió,  mientras  no  se  pruebe 
lo  contrario.  (C.  R.,  2«3.) 

Art.  453.  Sólo  pueden  ser  objeto  de  po- 
sesión las  cosas  y  derechos  que  sean  sus- 
ceptibles de  apropiación. 

CAPÍTULO  II 

DE    LA    ADQUISICIÓN    DE    LA    POSESIÓN 

Art.  454.  La  posesión  se  adquiere  por 
la  ocupación  material  de  la  cosa  ó  derecho 
poseído,  ó  por  el  hecho  de  quedar  éstos 
sujetos  á  la  acción  de  nuestra  voluntad,  ó 
por  los  actos  propios  y  formalidades  lega- 
les establecidas  para  adquirir  tal  derecho. 

Art.  455.  Puede  adquirirse  la  posesión 
por  la  misma  persona  que  vaá  disfrutarla, 
por  su  representante  legal,  por  su  manda- 
tario y  por  un  tercero  sin  mandato  algu- 
no; pero  en  este  último  caso  no  se  enten- 
derá adquirida  la  posesión  hasta  que  la 
persona  en  cuyo  nombre  se  haya  verifica- 
do el  acto  posesorio  lo  ratifique. 

Art.  456.  La  posesión  de  los  bienes  he- 
reditarios se  entiende  trasmitida  al  here- 
dero sin  interrupción  y  desde  el  momento 
de  la  muerte  del  causante,  en  el  caso  de 
que  llegue  á  adirse  la  herencia. 

El  que  válidamente  repudia  una  heren- 
cia, se  entiende  que  no  la  ha  poseído  en 
ningún  m.omento. 

Art.  457.  En  ningún  caso  puede  adqui- 
rirse violentamente  la  posesión  mientras 
exista  un  poseedor  que  se  oponga  á  ello. 
El  que  se  crea  con  acción  ó  derecho  para 
privar  á  otro  de  la  tenencia  de  una  cosa, 
siempre  que  el  tenedor  resista  la  entrega, 
deberá  solicitar  el  auxilio  de  la  autoridad 
competente. 

Art.  458.  El  que  suceda  por  titulo  he- 
reditario no  sufrirá  las  consecuencias  de 
una  posesión  viciosa  de  su  causante,  si  no 
se  demuestra  que  tenía  conocimiento  de 
los  vicios  qne  la  afectaban;  pero  los  efec- 
tos de  la  posesión  de  buena  fe  no  le  apro- 
vecharán sino  desde  la  fecha  de  la  muerte 
del  causante. 

Art.  459.     Los  menores  y  los  incapaci- 
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tado  5  pueden  adquirir  la  posesión  de  las 
cosas;  pero  necesitan  de  la  asistencia  de 
sus  representantes  legítimos  para  usar  de 
los  derechos  que  de  la  posesión  nazcan  á 
su  favor. 

Art.  460.  Los  actos  meramente  tolera- 
dos, y  los  ejecutados  clandestinamente  y 
sin  conocimiento  del  poseedor  de  una 
cosa,  ó  con  violencia,  no  afectan  á  la  po- 
.sesión. 

Art.  461.  La  posesión,  como  hecho,  no 
puede  reconocerse  en  dos  personalidades 
distintas,  fuera  de  los  casos  de  indivisión. 
Si  surgiere  contienda  sobre  el  hecho  de  la 
posesión,  será  preferido  el  poseedor  actual; 
si  resultaren  dos  poseedores,  el  más  anti- 
guo; si  las  fechas  de  las  posesiones  fueren 
las  mismas,  el  que  presente  titulo;  y,  si 
todas  estas  condiciones  fuesen  iguales,  se 
constituirá  en  depósito  ó  guarda  judicial 
la  cosa,  mientras  se  decide  sobre  su  pose- 
sión ó  propiedad  por  los  trámites  corres- 
pondientes. 

CAPÍTULO  III 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  POSESIÓN 

Art.  462.  Todo  poseedor  tiene  derecho 
á  ser  respetado  en  su  posesión;  y,  si  fuere 
inquiet  ido  en  ella,  deberá  ser  amparado  ó 
restituido  en  dicha  posesión  por  los  medios 
que  las  leyes  de  procedimientos  estable- 
cen. (C.  R.  317). 

Art.  463.  Sólo  la  posesión  que  se  ad- 
quiere y  se  disfruta  en  concepto  de  dueño 
puede  servir  de  titulo  para  adquirir  el  do- 
minio. 

Art.  464.  El  poseedor  en  concepto  de 
duefio  tiene  á  su  favor  la  presunción  legal 
de  que  posee  con  justo  titulo,  y  no  se  le 
puede  obligará  exhibirlo. 

Art.  465.  La  posesión  de  una  cosa  raíz 
supone  la  de  los  muebles  y  objetos  que  se 
hallen  dentro  do  ella,  mientras  no  conste 
ó  se  acredite  que  deben  ser  excluidos. 

Art.  466.  Cada  uno  de  los  partícipes  de 
una  co.sa  que  se  posea  en  común,  se  enten- 
derá que  ha  poseído  exclusivamente  la 
parte  que  al  dividirse  le  cupiere  durante 
todo  el  tiempo  que  duró  la  indivisión.  La 
interrupción  en  la  posesión  del  todo  ó  par- 
te de  una  cosa  po-eida  en  común,  perjudi- 
cará por  igual  á  todos. 

Art.  467.  El  poseedor  de  buena  fe  hace 
suyos  los  frutos  percibidos  mientras  no  sea 
interrumpida  legalmente  la  posesión. 

Se  entienden  percibidos  los  frutos  natu- 
rales é  industriales  desde  que  se  alzan  ó 
separan. 

Los  frutos  civiles  se  consideran  produ- 


cidos por  días,  y  pertenecen  al  poseedor  de 
buena  fe  en  esa  proporción. 

Art.  468.  Si  al  tiempo  en  que  cesare  la 
buena  fe  se  hallaren  pendientes  algunos 
frutos  naturales  ó  industriales,  tendrá  el 
poseedor  derecho  á  los  gastos  que  hubiese 
hecho  para  su  producción,  y  además,  á  la 
parte  del  producto  líquido  de  la  cosecha 
proporcional  al  tiempo  de  su  posesión. 

Las  cargas  se  prorratearán  del  mismo 
modo  entre  los  dos  poseedores. 

El  propietario  de  la  cosa  puede,  si  quie- 
re, conceder  al  poseedor  de  buena  fe  la 
facultad  de  concluir  el  cultivo  y  la  reco- 
lección de  los  frutos  pendientes,  como 
indemnización  de  la  parte  de  gastos  de  cul- 
tivo y  del  producto  liquido  que  le  pertene- 
ce; el  poseedor  de  buena  fe  que  por  cual- 
quier motivo  no  quiera  aceptar  esta  con- 
cesión, perderá  el  derecho  á  ser  indemni- 
zado de  otro  modo. 

Art.  469.  Los  gastos  necesarios  se  abo- 
nan á  todo  poseedor;  pero  sólo  el  de  buena 
fe  podrá  retener  la  cosa  hasta  que  se  le 
satisfagan. 

Los  gastos  útiles  se  abonan  al  poseedor 
de  buena  fe  con  el  mismo  derecho  de  re- 
tención, pudiendo  optar  el  que  le  hubiese 
vencido  en  su  posesión  por  satisfacer  el 
importe  de  los  gastos,  ó  por  abonar  el  au- 
mento de  valor  que  por  ellos  haya  adqui- 
rido la  cosa.  (C.  R.  328). 

Art.  470.  Los  gastos  de  puro  lujo  ó 
mero  recreo  no  son  abonables  al  poseedor 
de  buena  fe;  pero  podrá  llevarse  los  ador- 
nos con  que  hubiese  embellecido  la  cosa 
principal,  si  no  sufriere  deterioro  y  si  el 
sucesor  en  la  posesión  no  prefiere  abonar- 
el  importe  de  lo  gastado. 

Art.  471.  El  poseedor  de  mala  fe  abo- • 
nará  los  frutos  percibidos  v  los  que  el  po- 
seedor legítimo  hubiera  podido  percibir,  y 
sólo  tendrá  derecho  á  ser  reintegrado  de 
los  gastos  necesarios  hechos  para  la  con- 
servación de  la  cosa.  Los  gastos  hechos  en 
mejoras  de  lujo  y  recreo  no  se  abonarán 
al  poseedor  de  mala  fe;  pero  podrá  é-ste 
llevarse  los  objetos  en  que  esos  gastos  se 
hayan  invertido,  siempre  que  la  cosa  no 
sufra  deterioro,  y  el  poseedor  legítimo  no 
prefiera  quedarse  con  ellos  abonando  el 
valor  que  tengan  en  el  momento  de  entrar 
en  la  posesión. 

Art.  472.  Las  mejoras  provenientes  de 
la  naturaleza  ó  del  tiempo  ceden  siempre 
en  beneficio  del  que  haya  vencido  en  la 
posesión. 

Art.  473.  El  poseedor  de  buena  i^  no 
responde  del  deterioro  ó  pérdida  de  la  cosa 
poseída,  fuera  de  los  casos  en  que  se  justi- 
fique haber  procedido  con  dolo.   El  poseo- 
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dor  de  mala  fe  responde  del  deterioro  ó 
pérdida  en  todo  caso,  y  aun  en  los  ocasio- 
nados por  fuerza  mayor,  cuando  malicio- 
samente haya  retrasado  la  entrega  de  la 
cosa  á  su  poseedor  legitimo.  (C.  R.  327). 

Art.  474.  El  que  obtenga  la  posesión 
no  está  obligado  á  abonar  mejoras  que  ha- 
yan dejado  de  existir  al  adquirirla  cosa. 

Art.  475.  El  poseedor  actual  que  de- 
muestre su  posesión  en  época  anterior,  se 
presume  que  ha  poseído  también  durante 
el  tiemqo  intermedio,  mientras  no  se  prue- 
be lo  contrario. 

Art.  476.  El  poseedor  puede  perder  su 
posesión. 

1."    Por  abandono  de  la  cosa. 

2,**  Por  cesión  hecha  á  otro  por  título 
oneroso  ó  gratuito. 

3.°  Por  destrucción  ó  perdida  total  de  la 
cosa,  ó  por  quedar  ésta  fuera  del  comercio. 

4."  Por  la  posesión  de  otro,  aun  contra 
la  voluntad  del  antiguo  poseedor,  si  la  nue- 
va posesión  hubiese  durado  más  de  un  año. 

Art.  477.  La  posesión  de  la  cosa  mue- 
ble no  se  entiende  perdida  mientras  se  ha- 
lle bajo  el  poder  del  poseedor,  aunque  éstd 
ignore  accidentalmentií  su  paradero. 

Art.  478.  La  posesión  de  las  cosas  in- 
muebles y  de  los  derechos  reales  no  se  en- 
tiende perdida,  ni  transmitida  para  los 
efectos  de  la  prescripción  en  perjuicio  de 
tercero,  sino  con  sujeción  á  lo  dispuesto 
en  el  título  del  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  479.  Los  actos  relativos  á  la  pose- 
sión, ejecutados  ó  consentidos  por  el  que 
posee  una  cosa  ajena  como  mero  tenedor 
para  disfrutarla  ó  retenerla  en  cualquier 
concepto,  no  obligan  ni  perjudican  al  due- 
ño, á  no  ser  que  éste  hubiese  otorgado  á 
aquél  facultades  expresas  para  ejecutarlo, 
ó  los  ratificare  con  posteroridad. 

Art.  480.  La  posesión  de  los  bienes 
muebles,  adquirida  de  buena  fe,  equivale 
al  título.  Sin  embargo,  el  que  hubiese  per- 
dido una  cosa  mueble  ó  hubiese  sido  pri- 
vado de  ella  ilegalmente,  podrá  reivindi- 
carla de  quien  la  posea. 

Si  el  poseedor  de  la  co.sa  mueble  perdida 
ó  sustraída  la  iiubiese  adquirido- de  buena 
fe  en  venta  pública,  no  podrá  el  propieta- 
rio obtener  la  restitución  sin  reembolsar  el 
precio  dado  por  ella. 

Tampoco  podrá  el  dueño  de  cosas  empe- 
fiadas  en  los  montes  de  Piedad  establecidos 
con  autorización  del  Gobierno,  obtener  la 
restitución,  cualquiera  que  sea  la  per.sona 
que  la  hubiese  empeñado,  sin  reintegrar 
antes  al  establecimiento  la  cantidad  del 
empeño  y  los  intcre.ses  vencidos. 

En  cuanto  á  las  adquiridas  en  Bolsa,  fe- 
ria ó  mercado,  ó  de  un  comerciante  legal- 
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mente  establecido  y  dedicado  habitual- 
mente  al  tráfico  de  objetos  análogos,  se 
estará  á  lo  que  dispone  el  Código  de  Co- 
mercio. 

Art.  48L  Los  animales  fieros  sólo  se 
poseen  mientras  se  hallen  en  nuestro  po- 
der; los  domesticados  ó  amansados,  se  asi- 
milan á  los  itiansos  ó  domésticos,  si  conser- 
van la  costumbre  de  volver  á  la  casa  del 
poseedor. 

Art.  482.  El  que  recupera,  conforme  á 
derecho,  la  posesión  indebidamente  perdi- 
da, se  entiende  para  todos  los  efectos  que 
puedan  redundar  en  su  beneficio,  que  la 
ha  disfrutado  sin  interrupción. 

TITULO   VI 

Del  usufructo, 
del  uso  y  de  la  habitación. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DEL   USUFRUCTO 

Sección  primera . 
Del  usufructo  en  general. 

Art.  483.  El  usufructo  da  derecho  á 
disfrutar  los  bienes  ajenos  con  la  obligación 
de  conservar  su  forma  y  sustancia,  á  no 
ser  que  el  título  de  su  constitución  ó  la  ley 
autoricen  otra  cosa. 

Art.  484.  El  usufructo  se  constituye 
por  la  ley,  por  la  voluntad  de  los  particu- 
lares manifestada  en  actos  entre  vivos,  ó 
en  última  voluntad,  y  por  prescripción. 

Art.  485.  Podrá  'constituirse  el  usu- 
fructo en  todo  ó  parte  de  los  frutos  de  una 
cosa,  á  favor  de  una  ó  varias  personas,  si- 
multánea ó  sucesivamente,  y  en  todo  caso 
desde  ó  hasta  cierto  día,  puramente  ó  bajo 
condición.  También  puede  constituirse  so- 
bre un  derecho,  siempre  que  no  sea  per- 
sonalísimo  ó  intrasmisible. 

Art.  486.  Los  dereclios  y  las  obligación 
nes  del  usufructuario  serán  los  que  deter- 
mine el  título  constitutivo  del  usufructo; 
en  su  defecto,  ó  por  insuficiencia  de  éste, 
se  observarán  las  disposiciones  contenidas 
en  las  dos  secciones  siguientes. 

Sección  scfjunda. 
Délos  derechos  del  usufructuarlo. 

Art.  487.  El  usufructuario  tendrá  dere- 
c!io  á  percibir  todos  los  frutos  naturales, 
industriales  y  civiles  de  los  bienes  usufruc- 
tuados. Respecto  de  los  tesoros  que  se  ha- 
llaren en  la  finca  será  conísiderado  como 
extraño.  (C.  R.,  337.) 

Art.  488.     Los  frutos  naturales  ó  indus- 
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tríales,  pendientes  al  tiempo  de  comenzar 
el  usufructo,  pertenecen  al  usufructuario. 

Los  pendientes  al  tiempo  de  extinguirse 
el  usufructo,  pertenecen  al  propietario. 

En  los  precedentes  casos,  el  usufructua- 
rio, al  comenzar  el  usufructo,  no  tiene 
obligación  de  abonar  al  propietario  nin- 
guno de  los  gastos  hechos;  pero  el  propie- 
tario está  obligado  á  abonar  al  ñn  del  usu- 
fructo, con  el^producto  de  los  frutos  pen- 
dientes, los  gastos  ordinarios  de  cultivo, 
simientes  y  otros  semejantes,  hechos  por 
el  usufructuario. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  perju- 
dica los  derechos  de  tercero,  adquiridos  al 
comenz-.ir  ó  terminar  el  usufructo.  (Costa 
Rica,  338.) 

Art.  489.  Si  el  usufructuario  hubiere 
arrendado  las  tierras  ó  heredades  dadas 
en  usufructo,  y  acabare  éste  antes  de  ter- 
minar el  arriendo,  sólo  percibirán  él  ó  sus 
herederos  y  sucesores  la  parte  proporcio- 
nal de  la  renta  que  debiere  pagar  el  arren- 
datario. 

Art.  490.  Los  frutos  civiles  se  entien- 
den percibidos  dia  por  dia,  y  pertenecen 
al  usufructuario  en  proporción  al  tiempo 
que  dure  el  usufructo. 

Art.  491.  Si  el  usufructo  se  constituye 
sobre  el  derecho  á  percibir  una  renta  ó  una 
pensión  periódica,  bien  consista  en  metá- 
lico, bien  en  frutos,  ó  los  intereses  de  obli- 
gaciones ó  títulos  al  portador,  se  conside- 
rará cada  vencimiento  como  productos  ó 
frutos  de  aquel  derecho. 

Si  consistiere  en  el  goce  do  los  benefi- 
cios que  diese  una  participación  en  una 
explotación  ind  istrial  ó  mercantil,  cuyo 
reparto  no  tuviese  vencimiento  fíjo,  ten- 
drán aquéllos  la  misma  consideración. 

En  uno  y  otro  caso  se  repartirán  como 
frutos  civifes,  y  se  aplicarán  en  la  forma 
que  previene  eí  articulo  anterior. 

Art.  492.  No  corresponden  al  usufruc- 
tuario de  un  predio  en  que  existen  minas 
los  productos  de  las  denunciadas,  conce- 
didas ó  que  se  hallen  en  laboreo  al  princi- 
piar el  usufructo,  á  no  ser  que  expresa- 
mente se  le  concedan  en  el  título  consti- 
tutivo de  éste,  ó  que  sea  universal. 

Podrá,  sin  embargo,  el  usufructuario 
extraer  piedras,  cal  y  yeso  de  las  canteras 
para  reparaciones  ú  obras  que  estuviere 
obligado  á  hacer,  ó  que  fuesen  necesa- 
rias. 

Art.  493.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  en  el  usufructo  le- 
gal podrá  el  usufructuario  explotar  las 
minas  denunciad  s,  concedidas  ó  en  labo- 
reo, existentes  en  el  predio,  haciendo  suya 
la  mitad  de  las  utilidades  que  resulten  des- 


pués de  rebajar  los  gastos,  que  satisfará 
por  mitad  con  el  propietario. 

Art.  494.  La  calidad  de  usufructuario 
no  priva  al  que  la  t.ene  del  derecho  que  á 
todos  concede  el  Código  de  Minería  para 
denunciar  y  obtener  la  concesión  de  las 
minas  que  exiitan  en  los  predios  usufruc- 
tuados, en  la  forma  y  condiciones  que  el 
mismo  Código  establece. 

Art.  495.  El  usufructuario  tendrá  el 
derecho  de  disfrutar  del  aumento  que  reci- 
ba por  cesión  la  cosa  usufructuada,  de  las 
servidumbres  que  tenga  á  su  favor,  y  en 
general  de  todos  los  beneñcios  inherentes 
á  la  misma. 

Art.  496.  Podrá  el  usufructuario  apro- 
vechar por  sí  mismo  la  cosa  usufructuada, 
arrendarla  á  otro  y  enajenar  su  derecho 
de  usufructo,  aunque  sea  á  titulo  gratuito; 
pero  todos  los  contratos  que  celebre  como 
tal  usufructuario  se  resolverán  al  fin  del 
usufructo,  salvo  el  arrendamiento  de  las 
fincas  rústicas,  el  cual  se  considerará  sub- 
sistente durante  el  año  agrícola. 

Art.  497.  Si  el  usufructo  comprendiera 
co.sas  que  sin  consumirse  se  deteriorasen 
poco  á  poco  por  el  uso,  el  usuíructuario 
tendrá  derecho  á  servirse  de  ellas  empleán- 
dolas según  su  destino,  y  no  estará  ooliga- 
do  á  restituirlas  al  concluir  el  usufructo 
sino  en  el  estado  en  que  se  encuentren; 
pero  con  la  obligación  de  indemnizar  al 
propietario  del  deterioro  que  hubieran  su- 
frido por  su  dolo  ó  negligencia. 

Art.  498.  Si  el  usufructo  comprendiera 
cesas  qne  no  se  puedan  usar  sin  consu- 
mirlas, el  usufructuario  tendrá  derecho 
á  servirse  de  ellas  con  la  obligación  do 
pagar  el  importe  de  su  avalúo  al  terminar 
el  usufructo,  si  se  hubiesen  dado  estima- 
das. Cuando  no  se  hubiesen  estimado, 
tendrá  el  derecho  de  restituirlas  en  igual 
cantidad  y  calidad,  ó  pagar  su  precio  co- 
rriente al  tiempo  de  cesar  el  usufructo. 

Art.  499.  El  usufructuario  de  viñas, 
olivares  ú  otros  árboles  ó  arbustos  podrá 
aprovecharse  de  los  pies  muertos,  y  aun  de 
los  tronchados  ó  arrancados  por  accidente, 
con  la  obligación  de  reemplazarlos  por 
otros. 

Art.  500.  Si,  á  consecuencia  de  un  si- 
niestro ó  caso  extraordinario,  las  viñas, 
olivares  ú  otros  árboles  ó  arbustos  hubie- 
ran desaparcí'ido  en  número  t;'n  conside- 
rable que  no  fuese  posible  ó  resultase  de- 
masiado gravosa  la  refiosición,  el  usufruc- 
tuario podrá  dejar  los  pies  muertos,  caídos 
ó  tronchados,  á  disposición  del  propietario, 
y  exigir  de  éste  que  los  retire  y  deje  el 
suelo  expedito. 

Art.  501.     El  usufructuario  de  un  monte 
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disfrutará  todos  los  aprovechamientos  que 
pueda  éste  producir,  según  su  natura- 
leza. 

Siendo  el  monte  tallar  ó  de  maderas  de 
construcción,  podrá  el  usufructuario  hacer 
en  él  las  talas  ó  las  cortas  ordinarias  que 
solía  hacer  el  dueño,  y  en  su  defecto  las 
hará  acomodándose  en  el  modo,  porción  y 
épocas,  á  la  costumbre  del  lugar. 

En  todo  caso  hará  las  talas  ó  las  cortas 
de  modo  que  no  perjudiquen  á  la  conser- 
vación de  la  ñnca. 

En  los  viveros  de  árboles  podrá  el  usu- 
fructuario hacer  la  entresaca  necesaria 
para  que  los  que  queden  puedan  desarro- 
llarse convenientemente. 

Fuera  de  lo  establecido  en  los  párrafos 
anteriores,  el  usufructuario  no  podrá  cor- 
tar árboles  por  el  pie  como  no  sea  para 
reponer  ó  mejorar  alguna  de  las  cosas  usu- 
fructuadas, y  en  este  caso  hará  saber  pre- 
viamente al  propietario  la  necesidad  de  la 
obra. 

Art.  502.  El  usufructuario  de  una  ac- 
ción para  reclamar  un  predio  ó  derecho 
real,  ó  un  bien  mueble,  tiene  derecho  á 
ejercitarla  y  obligar  al  propietario  de  la 
acción  á  que  le  ceda  para  este  fín  su  repre- 
sentación y  le  facilite  los  elementos  de 
prueba  de  que  disponga.  Si  por  consecuen- 
cia del  ejercicio  ele  la  acción  adquiriese  la 
cosa  reclamada,  el  usufructo  se  limitará 
á  solos  los  frutos,  quedando  el  dominio 
para  el  propietario. 

Art.  503.  El  usufructuario  podrá  hacer 
en  los  bienes  objeto  del  usufructo  las  me- 
joras útiles  ó  de  recreo  que  tuviere  por 
conveniente,  con  tal  que  no  altere  su  for- 
ma ó  su  sustancia,  pero  no  tendrá  por  ello 
derecho  á  indemnización.  Podrá,  no  obs- 
tante, retirar  dichas  mejoras,  si  fuere  po- 
sible hacerlo  sin  detrimento  de  los  bie- 
nes. 

Art.  504.     El  usufructuario  podrá  com- 

f)ensar  los  desperfectos  de  los  bienes  con 
as  mejoras  que  en  ellos  hubiese  hecho. 

Art.  505.  El  propietario  de  bienes  en 
que  otro  tenga  el  usufructo,  podrá  enaje- 
narlos, pero  no  alterar  su  forma  ni  sustan- 
cia, ni  hacer  en  ellos  nada  que  perjudique 
al  usufructuario. 

Art.  506.  El  usufructuario  de  parte  de 
una  cosa  poseída  en  común  ejerc(!rá  todos 
los  derechos  que  correspondan  al  propie- 
tario de  ella,  referentes  á  la  administración 
y  á  la  percepción  -ie  frutos  ó  intereses. 
Si  cesare  la  comunidad  por  dividir.-io  la 
cosa  poseída  en  común,  corresjjonderá  ai 
usufructuario  el  usufructo  de  la  parte 
que  se  adjudicare  al  propietario  ó  con- 
dueño. 


Sección  tercera. 
De  las  obligaciones  del  usufructuario. 

Art.  507.  El  usufructuario,  antes  de 
entrar  en  el  goce  de  los  bienes,  está  obli- 
gado: 

1."  A  formar,  con  citación  del  propieta- 
rio ó  de  su  legítimo  representante,  inven- 
tario de  todos  ellos,  haciendo  tasar  los 
muebles  y  describiendo  el  estado  de  los  in- 
muebles. 

2°  A  prestar  fianza,  comprometiéndo- 
se á  cumplir  las  obligaciones  que  le  corres- 
pondan con  arreglo  á  esta  sección.  (C.  R., 
346.) 

Art.  508.  La  disposición  contenida  en 
el  número  2.°  del  precedente  artículo,  no 
es  aplicable  al  vendedor  ó  donante  que  se 
hubiese  reservado  el  usufructo  de  los  bie- 
nes vendidos  ó  donados,  ni  tampoco  á  los 
padres  usufructuarios  de  los  bienes  de  sus 
fiijos,  sino  en  el  caso  de  que  los  padres  con- 
trajeren segundo  matrimonio. 

Art.  509.  El  usufructuario,  cualquiera 
que  sea  el  título  del  usufructo,  podrá  ser 
dispensado  de  la  obligación  de  hacer  inven- 
tario ó  de  prestar  fianza,  cuando  de  ello  no 
resultare  perjuicio  á  nadie. 

Art.  510.  No  prestando  el  usufructuario 
la  fianza  en  los  casos  en  que  deba  darla, 
podrá  el  pi'opietario  exigir  que  los  inmue- 
bles se  pongan  en  administración,  que  los 
muebles  se  vendan,  que  los  efectos  públicos, 
títulos  de  crédito  nominativos  ó  al  porta- 
dor se  conviertan  en  inscripciones  ó  se  de- 
positen en  un  Banco  ó  en  persona  de  res- 
ponsabilidad, y  que  los  capitales  ó  sumas 
en  metálico  y  el  precio  de  la  enajenación 
de  los  bienes  muebles  se  inviertan  en  va- 
lores seguros. 

El  interés  del  precio  de  las  cosas  mue- 
bles y  de  los  efectos  públicos  y  valores,  y 
los  productos  de  los  bienes  puestos  en  ad- 
ministración, pertenecen  al  usufructuario. 

También  podrá  el  propietario,  si  lo  pre- 
firiere, mientras  el  usufructuario  no  pres- 
te fianza  ó  quede  dispensado  de  ella,  rete- 
ner en  su  poder  los  bienes  del  usufructo  en 
calidad  de  administrador,  y  con  la  obliga- 
ción de  entregar  al  usufructuario  su  pro- 
ducto líquido,  deducida  la  suma  que  por 
dicha  administración  se  convenga  ó  judi- 
cialmente se  le  señale. 

Art.  511.  Si  el  u  ufructuario  que  no 
haya  prestado  fianza  reclamare,  bajo  cau- 
ción juratoi'ia,  la  entrega  de  los  muebles 
necesarios  para  su  uso,  y  que  se  le  asigne 
habitación  para  él  y  su  familia  en  una,  casa 
comprendida  en  el  usufructo,  podrá  el  Juez 
acceder  á  esta  petición,  consultadas  las 
circunstancias  del  caso. 
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Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los 
instrumentos,  herramientas  y  demás  bie- 
nes muebles  necesarios  para  la  industria  á 
que  se  dedique. 

Si  no  quisiei'e  el  propietario  que  se  ven- 
dan algunos  muebles  por  su  mérito  artísti- 
co ó  porque  tengan  un  precio  de  afección, 
podrá  exigir  que  se  le  entreguen,  añanzan- 
do  el  abono  del  interés  legal  del  valor  en 
tasación. 

Art.  512.  Prestada  la  fianza  por  el  usu- 
fructuario, tendrá  derecho  á  todos  los  pro- 
ductos desde  el  día  en  que,  conforme  al  ti- 
tulo constitutivo  del  usufructo,  debió  co- 
menzar á  percibirlos. 

Art.  513.  El  usufructuario  deberá  cui- 
dar las  cosas  dadas  en  usufructo  como  un 
buen  padre  de  familia. 

Art.  514.  El  usufructuario  que  enajena- 
re ó  diere  en  an>endamiento  su  derecho  de 
usufructo,  será  responsable  del  menoscabo 
que  sufran  las  cosas  usufructuadas  por  cul- 
pa ó  negligencia  de  la  persona  que  le  sus- 
tituya. 

Art.  515.  Si  el  usufructo  se  constituye- 
re sobre  un  rebaño  ó  piara  de  ganados,  el 
usufructuario  estará  obligado  á  reemplazar 
con  las  crías  las  cabezas  que  mueran  anual 
y  ordinariamente,  ó  falten  por  la  rapacidad 
de  animales  dañinos. 

Si  el  ganado  en  que  se  constituyere  el 
usufructo  pereciese  del  todo,  sin  culpa  del 
usufructuario,  por  efecto  de  un  contagio  ú 
otro  acontecimiento  no  común,  el  usufruc- 
tuario cumplirá  con  entregar  al  dueño  los 
despojos  que  se  hubiesen  salvado  de  esta 
desgracia. 

Si  el  rebaño  pereciere  en  parte,  también 
por  un  accidente,  y  sin  culpa  del  usufruc- 
tuario, continuará  el  usufructo  en  la  parte 
que  se  conserve. 

Si  el  usufructo  fuere  de  ganado  estéril, 
se  considerará,  en  cuanto  á  sus  efectos, 
como  si  se  hubiese  constituido  sobre  cosa 
fungible. 

Art.  516.  El  usufructuario  está  obliga- 
do á  hacer  las  reparaciones  ordinarias  que 
necesiten  las  cosas  dadas  en  usufructo. 
(C.  R.,351.) 

Se  considerarán  ordinarias  las  (jue  exi- 
jan los  deterioros  ó  desperfectos  que  pro- 
cedan del  uso  natural  de  las  cosas,  y  sean 
indispensables  para  su  conservación.  Si  no 
las  hi(;iere  después  de  requerido  por  el  pro- 
pietario, podrá  éste  hacerlas  ¡jor  ¡si  mismo 
á  costa  del  usufructuario. 

Art.  517.  Las  reparaciones  extraordi- 
narias serán  de  cuenta  del  propietario.  El 
usufructuario  está  obligado  á  darle  aviso 
cuando  fuere  urgente  la  necesidad  de  ha- 
cerlas. (C.  R.,  352.) 


Art.  518.  Si  el  propietario  hiciere  las 
reparaciones  extraordinarias,  tendrá  dere- 
cho á  exigir  del  usufructuario  el  interés  le 
gal  de  la  cantidad  invertida  en  ellas  mien- 
tras dure  el  usufructo. 

Si  no  las  hiciere  cuando  fuesen  indispen- 
sables para  la  subsistencia  de  la  cosa,  po- 
drá hacerlas  el  usufructuario;  pero  tendrá 
derecho  á  exigir  del  propietario,  al  con- 
cluir el  usufructo,  el  aumento  del  valor 
que  tuviese  la  finca  por  efecto  de  las  mis- 
mas obras. 

Si  el  propietario  se  negare  á  satisfacer 
dicho  importe,  tendrá  el  usufructuario  de- 
recho á  retener  la  cosa  hasta  reintegrarse 
con  sus  productos.  (C.  R.,  352.) 

Art.  519.  El  propietario  podrá  hacer 
las  obras  y  mejoras  de  que  sea  susceptible 
la  finca  usufructuada,  ó  nuevas  plantaciones 
en  ella,  si  fuere  rústica,  siempre  que  por 
tales  actos  no  i'esulte  disminuido  el  valor 
del  usufructo,  ni  se  perjudique  el  derecho 
del  usufructuario. 

Art.  520.  El  pago  de  las  cargas  y  con- 
tribuciones anuales,  y  el  de  las  que  se  con- 
sideran gravámenes  de  los  frutos,  será  de 
cuenta  del  usufructuario  todo  el  tiempo 
que  el  usufructo  dure.  (C.  R.,  355.) 

Art.  521.  Las  contribuciones  que  du- 
rante el  usufructo  se  impongan  directa- 
mente sobre  el  capital,  serán  de  cargo  del 
propietario.  (C.  R.,  355.) 

Si  éste  las  hubiese  satisfecho,  deberá  el 
usufructuario  abonarle  los  intereses  corres- 
pondientes á  las  sumas  que  en  dicho  con- 
cepto hubiese  pagado;  y,  si  las  anticipare 
el  usufructuario,  deberá  recibir  su  importe 
al  fin  del  usufructo. 

Art.  522.  Si  se  constituyere  el  usufruc- 
to sobre  la  totalidad  de  un  patrimonio,  y 
al  constituirse  tuviere  deudas  el  propieta- 
rio, so  aplicará,  tanto  para  la  subsistencia 
del  usufructo  como  para  la  obligación  del 
usufructuario  á  satisfacerlas,  lo  estableci- 
do en  los  artículos  843  y  844,  respecto  de 
las  donaciones. 

Esta  misma  disposición  es  apticablc  a, 
caso  en  que  el  propietario  viniese  obligado, 
al  constituirse  el  usufructo,  al  pago  de 
prestaciones  periódicas,  aunque  no  tuvieran 
capital  conocido. 

Art.  523.  El  usufructuario  podrá  recla- 
mar por  si  los  créditos  vencidos  que  for- 
men parte  del  usufructo,  si  tuviese  dada  ó 
diere  la  fianza  correspondiente.  Si  estu- 
viese dispensado  do  prestar  fianza,  ó  no 
hubiese  podido  constituirla,  ó  la  constitui- 
da no  fuese  suficiente,  necesitará  autori- 
zación del  propietario,  ó  del  Juez  en  su 
defecto,  para  cobrar  dichos  créditos. 
El  usufructuario  con  fianza  podrá  dar  al 
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capital  que  realice  el  destino  que  estime 
conveniente.  El  usufructuario  sin  ñanza 
deberá  poner  á  interés  dicho  capital  de 
acuerdo  con  el  propietario;  á  falta  de 
acuerdo  entre  ambos,  con  autorización  ju- 
dicial; y,  en  todo  caso,  con  las  garantías 
sufícientes  para  mantener  la  integridad 
del  capital  usufructuado. 

Art.  524.  El  usufructuario  universal 
deberá  pagar  por  entero  el  legado  de  renta 
vitalicia  ó  pensión  de  alimentos. 

El  usufructuario  de  una  parte  alícuota 
de  la  herencia  lo  pagará  en  proporción  á 
su  cuota. 

En  ninguno  de  los  dos  casos  quedará 
obligado  el  propietario  al  reembolso. 

El  usufructuario  de  una  ó  más  cosas 
particulares  sólo  pagará  ol  legado  cuando 
la  renta  ó  pensión  estuviese  constituida 
determinadamente  sobre  ellas. 

Art.  525.  El  usufructuario  de  una  finca 
hipotecada  no  estará  obligado  á  pagar  las 
deudas  para  cuya  seguridad  se  estableció 
la  hipoteca.  (C.  R.,  354.) 

Si  la  ñnca  se  embargare  ó  vendiere  ju- 
dicialmente para  el  pago  de  la  deuda,  el 
propietario  responderá  al  usufructuario  de 
lo  que  pierda  por  este  motivo. 

Art.  526.  Si  el  usufructo  fuere  de  la  to- 
talidad ó  de  parte  alícuota  de  una  heren- 
cia, el  usufructuario  podrá  anticipar  las 
sumas  que  para  el  pago  de  las  deudas  he- 
reditarias correspondan  á  los  bienes  usu- 
fructuados, y  tendrá  derecho  á  exigir  del 
propietario  su  restitución,  sin  interés,  ai 
extinguirse  el  usufructo.  (C.  R.,  353.) 

Negándose  el  usufructuario  á  hacer  esta 
anticipación,  podrá  el  propietario  pedir 
que  .se  venda  la  parte  de  los  bienes  usu- 
fructuados que  sea  necesaria  para  pagar 
dichas  sumas,  ó  satisfacerlas  de  su  dmero, 
con  derecho,  en  este  último  caso,  á  exigir 
del  usufructuario  los  intereses  correspon- 
dientes. 

Art.  527.  El  usufructuario  estará  obli- 
gado á  poner  en  conocimiento  del  propie- 
tario cualquier  acto  de  un  tercero,  de  que 
tenga,  noticia  que  sea  capaz  de  lesionar  los 
derechos  de  pro})iedad,  y  responderá,  si 
no  lo  hiciere,  de  los  daños  y  perjuicios, 
como  si  hubieran  sido  ocasionados  por  su 
culpa.  (C.  R.,  357.) 

Art.  528.  Serán  de  cuenta  del  usu- 
fructuario los  gastos,  costas  y  condenas 
de  los  pleitos  sostenidos  sobre  el  usufructo. 

Sección  cuarta. 
De  los  modos  de  extinguirse  el  usufructo. 

Art.  529.     El  usufructo  se  extingue: 
1."     Por    muerte    del    usufructuario. 
(C.  R.,  358,  núm.  1.°) 


2.°  Por  expirar  el  plazo  por  que  se 
constituyó,  ó  cumplirse  la  condición  reso. 
lutaria,  consignada  en  el  titulo  constitutivo- 

3."  Por  la  reunión  del  usufructo  y  la 
propiedad  en  una  misma  persona. 

4.°     Por  la  renuncia  del  usufructuario. 

5.°  Por  la  pérdida  total  de  la  cosa  ob- 
jeto del  usufructo.   (C.  R.,    358,  núm.    3.°) 

6.*^  Por  la  resolución  del  derecho  del 
constituyente. 

7."  Por  prescripción,  (C.  R.,  358,  nú- 
mero 2°) 

Art.  530.  Si  la  cosa  dada  en  usufructo 
se  perdiera  sólo  en  parte,  continuará  esté 
derecho  en  la  parte  restante. 

Art.  531.  No  podrá  constituirse  el  usu- 
fructo á  favor  de  un  pueblo  ó  corporación 
ó  sociedad  por  más  de  diez  años.  (1)  Si  se 
hubiese  constituido,  y  antes  de  este  tiem- 
po el  pueblo  quedara  yermo,  ó  la  corpora- 
ción ó  la  sociedad  se  disolviera,  se  extin- 
guirá por  este  hecho  el  usufructo. 

Art.  532.  El  usufructo  concedido  por  el 
tiempo  que  tarde  un  tercero  en  llegar  á 
cierta  edad,  subsistirá  el  número  de  años 
prefijado,  aunque  el  tercero  muera  antes, 
salvo  si  dicho  usufructo  hubiese  sido  ex- 
presamente concedido  sólo  en  atención  á 
la  existencia  de  dicha  persona. 

Art.  533.  Si  el  usufructo  estuviera  cons- 
tituido sobre  una  finca  de  la  que  forme 
parte  un  edificio,  y  éste  llegare  á  perecer, 
de  cualquier  modo  que  sea,  el  usufructua- 
rio tendrá  derecho  á  disfrutar  del  suelo  y 
de  los  materiales. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  el  usufructo 
se  tuviera  constituido  solamente  .sobre  un 
edificio  y  é.sto  pereciere.  Pero  en  tal  caso, 
si  el  projjietario  quisiese  construir  otro  edi- 
ficio, tendrá  derecho  á  ocupar  el  suelo  y  á 
servirse  do  los  materiales,  quedando  obli- 
gado á  pagar  al  usufructuario,  mientras 
dure  el  usufructo,  los  intereses  de  las  su- 
mas correspondientes  al  valor  del  suelo  y 
de  los  materiales.  (C.  R.  361.) 

Art.  534.  Si  el  usufructuario  concurrie- 
re con  el  propietario  al  seguro  de  un  pre- 
dio d;ido  en  usufructo,  continuará  aquél, 
en  caso  de  siniestro,  en  el  goce  del  nuevo 
edificio  si  se  construyere,  ó  percibirá  los  in- 
tereses del  precio  del  seguro,  si  la  reedifica- 
ción no  conviniera  al  propietario. 

Si  el  propietario  se  hubiera  negado  á 
contribuir  al  seguro  del  predio,  constitu- 
yéndolo por  si  solo  el  usufructuario,  adqui- 
rirá éste  el  derecho  de  recil)ir  por  entero, 
en  caso  de  siniestro,  el  precio  del  seguro, 


(1)    El  art.  359  del  Cód.  de  C.  R. ,  eleva  este  plazo . 
á  SO  años. 
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pero  con  la  obligación  de  invertirlo  en  la 
reedifícación  de  la  finca. 

Si  el  usufructuario  se  hubiese  negado  á 
contril)uir  al  seguro,  constituyéndolo  por 
si  solo  el  propietario,  percibirá  ésto  inte- 
gro el  precio  del  seguro,  en  caso  de  sinies- 
tro, salvo  siempre  el  derecho  concedido  al 
usufructuario  en  el  articulo  anterior. 

Art.  535.  Si  la  cosa  usufructuada  fuera 
expropiada  por  causa  de  necesidad  y  uti- 
lidad pública,  el  propietario  estará  obliga- 
do, ó  bien  á  subrogarla  con  otra  de  igual 
valor  y  análogas  condiciones,  ó  bien  á 
abonar  al  usufructuario  el  interés  legal  del 
importe  de  la  indemnización  por  todo  el 
tiompo  que  deba  durar  el  usufructo.  (C.  R. 
363.) 

Si  el  propietario  optare  por  lo  último, 
deberá  afianzar  el  pago  de  los  réditos. 

Art.  536.  El  usufructo  no  se  extingue 
por  el  mal  uso  de  la  cosa  usufructuada;  pe- 
ro, si  el  abuso  infiriese  considerable  per- 
juicio al  propietario,  podrá  éste  pedir  que 
se  le  entregue  la  cosa,  obligándose  á  pagar 
anualmente  al  usufructuario  el  producto 
liquido  de  la  misma,  después  de  deducir 
los  gastos  y  el  premio  que  se  le  asignare 
por  su  administración. 

Art.  537.  El  usufructo  constituido  en 
provecho  de  varias  personas  vivas  al  tiem- 
po de  su  constitución,  no  se  extinguirá 
hasta  la  muerte  de  la  última  que  sobrevi- 
viere. (C.  R.,  364.) 

Art.  538.  Terminado  el  usufructo,  se 
entregará  al  propietario  la  cosa  usufruc- 
tuada, silvo  el  derecho  de  retención  que 
compete  al  usufructuario  ó  á  sus  herederos 
por  los  desemboLsos  d(;  que  deban  ser  rein- 
tegrados. Verificada  la  entrega,  se  cance- 
lará la  fianza  ó  hipoteca.  (C.  R.,  365.) 

CAPITULO  11 

DEL    uso   Y    DE    LA    HABITACIÓN 

Art.  539.  Las  facultades  y  obligaciones 
del  usu;irio  y  del  que  tiene  dereclio  de  ha- 
bitación, se  regularán  por  el  titulo  consti- 
tutivo de  estos  derechos;  y,  en  su  defecto, 
por  las  disposiciones  siguientes. 

Art.  540.  El  uso  da  derecho  á  percibir 
de  los  frutos  de  la  cosa  ajena  los  que  basten 
á.  las  necesidades  del  u.suario  y  de  su  fami- 
lia, aunque  ésta  se  aumente.  (C.  R.,  367.) 

La  habitación  da  á  quicüi  tiene  este  dere- 
cho la  facultad  de  ocupar  en  una  casa  aje- 
na las  piezas  necesarias  para  sí  y  para  las 
personas  de  su  familia. 

ArL.  541.  Los  derechos  de  uso  y  habita- 
rdón  no  se  pueden  arrendar  ni  traspasar  á 


otro  por  ninguna  clase  de  titulo.  (C.  R., 
368.) 

Ari.  542.  El  que  tuviere  el  uso  de  un 
reijaño  ó  piara  de  ganado,  podrá  aprove- 
charse de  las  crias,  leche  y  lana,  en  cuan- 
to baste  para  su  consumo  y  el  de  su  fami- 
lia, asi  como  también  del  estiércol  necesa- 
rio para  el  abono  de  las  tierras  que  cultive. 

Art.  543.  Si  el  usuario  consumiera  to- 
dos los  frutos  de  la  cosa  ajena,  ó  el  que  tu- 
viere derecho  de  habitación  ocupara  toda 
la  casa,  estará  obligado  á  los  gastos  de  cul- 
tivo, á  los  reparos  ordinarios  de  conserva- 
ción, y  al  pago  de  las  contribuciones,  del 
mismo  modo  que  el  usufructuario. 

Si  sólo  percibiera  parte  de  los  frutos  ó 
habitara  parte  de  la  casa,  no  deberá  con- 
tribuir con  nada,  siempre  que  quede  al  pro- 
pietario una  parte  de  frutos  ó  aprovecha- 
mientos bastantes  para  cubrir  los  gastos  y 
las  cargas.  Si  no  fueren  bastantes,  suplirá 
aquél  lo  que  falte.  (C.  R.,  369.) 

Art.  544.  Las  disposiciones  establecidas 
para  el  usufructo  .son  aplicables  á  lo  ^  dere- 
chos de  uso  y  habitación,  en  cuanto  no  se 
opongan  á  lo  ordenado  en  el  presente  ca- 
pitulo. 

Art.  545.  Los  derechos  de  uso  y  habita- 
ción se  extinguen  por  las  mismas  causas 
que  el  usufructo,  y  además  por  abuso  gra- 
ve de  la  cosa  y  de  la  habitación. 

TÍTULO  VII 
De  las  servidumb  -es 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    LAS   SERVIDUMBRES    EN    GENERAL 

Sección  primera. 

De  las  diferentes  clases  de  servidumbres  que 
pueden  establecerse  sobre  las  fincas. 

Art.  546.  La  servidumbre  es  un  grava- 
men impuesto  soljre  un  inmueble  en  bene- 
ficio de  otro  perteneciente  á  distinto  due- 
ño. (C.  R.  370.) 

I'll  inmueble  á  cuyo  favor  está  consti- 
tuida la  servidumbre,  se  llama  predio  do- 
minante; el  que  la  sufre,  predio  sirviente. 

Art.  547  También  pueden  establecerse 
servidumbres  en  provecho  de  una  ó  más 
personas,  ó  de  una  comunidad,  á  quienes 
no  pertenezca  la  finca  gravada. 

Art.  548.  Las  servidumbres  pueden  ser 
continuas  o  discontinuas,  aparentes  ó  no 
apai'ciites. 

Continuas  son  aquellas  cuyo  uso  es  ó 
puede  ser  incesante,  sin  la  intervención  de 
ningún  hecho  del  hombre. 

Discontinuas  son  las  que  se  usan  á  inlér- 
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valos  más  ó  menos  largos  y  dependen  de 
actos  del  hombre. 

Aparentes  las  que  se  anuncian  y  están 
continuamente  á  1 1  vista  por  signos  exte- 
riores, que  revelan  el  uso  y  aprovecha- 
miento de  Lis  mismas. 

No  aparentes  las  que  no  presentan  indi- 
cio alguno  exterior  de  su  existencia. 

Art.  549.  Las  servidumbres  son  además 
positivas  ó  negativas. 

Se  llam  i  positiva  la  servidumbre  que 
impone  al  dueño  del  predio  sirviente  la 
obligación  de  dejar  hacer  alguna  cosa  ó  de 
hacerla  po"  sí  mismo,  y  negativa,  la  que 
prohibe  al  dueño  clel  predio  sirviente  hacer 
algo  que  le  sería  lícito  sin  la  servidum- 
bre. 

Art.  550.  Las  servidum bi'es -on  insepa- 
rables de  la  finca  á  que  activa  ó  pasiva- 
mente pertenecen.  (C.  R.,  371.) 

Art.  551.  Las  servidumbres  son  indivi- 
sibles. Si  el  predio  sirviente  se  divide  en- 
tre dos  ó  más,  la  servidumbre  no  se  modi- 
fica y  cada  uno  de  ellos  tiene  que  tolerarla 
en  la  parte  que  le  corresponda. 

Si  es  el  predio  dominante  el  que  se  divi- 
de entre  do  i  ó  más,  cada  porcionero  puede 
usar  por  entero  de  la  servidumbre,  no  alte- 
rando el  lugar  de  r-u  uso,  ni  agravándola  de 
otra  manera.  (C.  R.,  372.) 

Art.  552.  Las  servidumbres  se  estable- 
cen por  la  ley  ó  por  la  voluntad  de  los  pro- 
pietarios. Aquélla:,  .se  llaman  legales  y  és- 
tas voluntarias. 

Sección  sec/unda. 
De  los  modos  de  adquirir  las  servidum'bres. 

Art.  553.  Las  servidumbres  continuas 
y  aparentes  se  adquieren  en  virtud  de  títu- 
lo, ó  por  la  prescripción  de  veinte  años. 

Art.  554.  Para  adquirir  por  prescrip- 
ción las  servidumb'^es  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  el  tiempo  de  la  posesión 
se  contará:  en  las  positivas,  de^de  el  día  en 
que  el  dueño  del  predio  dominante,  ó  el 
oue  haya  aproveciíado  la  servidumbre,  hu- 
biera empezado  á  ejercerla  sobre  el  predio 
sirviente;  y  en  las  negativas,  desde  el  día 
en  que  el  dueño  del  predio  dominante  hu- 
biera prohibido,  por  un  acto  formal,  al  del 
sirviente  la  ejecución  del  hecho  que  sería 
lícito  sin  la  servidumbre. 

Art.  555.  Las  servidumbres  continuas 
no  aparentes,  y  las  discontinuas,  sean  ó  no 
aparentes,  sólo  j)odrán  adquirirse  en  virtud 
de  título. 

Art.  556.  La  falta  de  titulo  constitutivo 
de  las  servidumbres  que  no  pueden  adqui- 
rirse por  prescripción,  únicamente  se  jjue- 


de  suplir  por  la  escritura  de  reconocimien- 
to del  dueño  del  predio  sirviente  ó  por  una 
sentencia  firme. 

Art.  557.  La  existencia  de  un  signo 
aparente  de  servidumbre  entre  dos  fincas, 
establecido  por  el  propietario  de  ambas  se 
considerará;  si  se  enajenare  una,  como  ti- 
tulo para  que  la  servidumbre  continúe  ac- 
tiva y  pasivamente,  á  no  ser  que,  al  tiempo 
de  separarse  la  propiedad  de  las  dos  fincas, 
se  exprese  lo  contra'^io  en  el  título  de  ena- 
jenación de  cualquiera  de  ellas,  ó  se  haga 
desaparecer  aquel  tigno  antes  del  otorga- 
miento de  la  escritura. 

Art.  558.  Al  establecerse  una  servi- 
dumbre se  entienden  concedidos  todos  los 
derechos  necesarios  para  su  uso. 

Sección  tercera. 

Derechos  y  obligaciones  de  los  propietarios 
de  los  predios  dominante  y  sirviente. 

Art.  559.  El  dueño  del  predio  domi- 
nante podrá  hacer,  á  su  costa,  en  el  pre- 
dio sirviente,  las  obras  necesarias  para  el 
uso  y  conservación  de  la  servidumbre, 
pero  sin  alterarla  ni  hacerla  más  gravosa. 
(C.  R.,  373.) 

Deberá  elegir  para  ello  el  tiempo  y  la 
forma  convenientes  á  fin  de  ocasionar  la 
menor  incomodidad  posible  al  dueño  del 
predio  sirviente. 

Art.  560.  Si  fuesen  varios  los  predios 
dominantes,  los  dueños  de  todos  ellos  es- 
tarán obligados  á  contribuir  á  los  gastos 
de  que  trata  el  articulo  anterior,  en  pro- 
porción al  beneficio  que  á  cada  cual  re- 
porte la  obra.  El  que  no  quiera  contribuir 
podrá  eximirse  renunciando  á  la  servi- 
dumbre en  provecho  de  los  demás. 

Si  el  dueño  del  predio  sirviente  se  utili- 
zare en  algún  modo  de  la  servidumbre, 
estará  obligado  á  contribuir  á  los  gastos, 
en  la  proporción  antes  expresada,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Art.  561.  El  dueño  del  predio  sirviente 
no  podrá  menoscabar  de  modo  alguno  el 
uso  de  la  servidumbre  constituida. 

Sin  embargo,  si  por  razón  del  lugar 
asignado  primitivamente,  ó  de  la  forma 
establecida  para  el  uso  do  la  servidumbre, 
llegara  ésta  á  ser  muy  incómoda  al  dueño 
del  j)redio  sirviente,  ó  le  priva.se  de  hacer 
en  él  obras,  reparos  ó  mejoras  importan- 
tes, podrá  variai'.se  á  su  costa,  siempre  que 
ofrezca  otro  lug  ir  ó  forma  igualmente  có- 
modos, y  de  suerte  que  no  resulte  perjui- 
cio alguno  al  dueño  del  predio  dominante 
ó  á  los  que  tengan  derecho  al  uso  de  la 
la  servidumbre. 
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Sección  cuarta. 
De  los  modos  de  extinguirse  las  servidumbres. 

Art.  562.  Las  servidumbres  se  extin- 
guen: 

1.°  Por  reunirse  en  una  misma  perso- 
na la  profjiedad  del  predio  dominante  y  la 
del  sirviente. 

2.°     Por  el  no  uso  durante  veinte  años. 

Este  término  principiará  á  contarse  des- 
de el  día  en  que  hubiera  dejado  de^  usarse 
la  servidumbre  respecto  á  las  discontinuas; 
y  desde  el  día  en  que  haya  tenido  lugar  un 
acto  contrario  á  la  servidumbre  respecto  á 
las  continuas. 

3.°  Cuando  los  predios  vengan  á  tal  es- 
tado que  no  pueda  usarse  de  la  servidum- 
bre; pero  ésta  revivirá  si  después  el  estado 
de  los  predios  permitiera  usar  de  ella,  á 
no  ser  que  cuando  sea  posible  el  uso,  haya 
transcurrido  el  tiempo  suficiente  para  la 
prescripción,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  número  anterior. 

4."  Por  llegar  el  día  ó  realizarse  la 
condición,  si  la  servidumbre  fuera  tempo- 
ral ó  condicional. 

5.°  Por  la  renuncia  del  dueño  del  pre- 
dio dominante. 

6."  Por  la  redención  convenida  entre 
el  dueño  del  predio  dominante  y  el  del  sir- 
viente. (C.  R.,  381.) 

Art.  563.  La  forma  de  prestar  la  ser- 
vidumbre puede  prescribirse  como  la  ser- 
vidumbre misma,  y  de  la  misma  ma- 
nera. 

Art.  564.  Si  el  predio  dominante  per- 
teneciera á  varios  en  común,  el  uso  de  la 
servidumbre  hecho  por  uno  impide  la 
prescripción  respecto  de  los  demás. 

CAPÍTULO  II 

DE    LAS   SERVIDUMBRES    LEGALES 

Sección  primera. 
Disposiciones  generales. 

Art.  565.  Las  servidumbres  impuestas 
por  la  ley  tienen  por  objeto  la  utilidad  pú- 
blica ó  el  interés  de  los  particulares. 

Art.  566.  Todo  lo  concerniente  á  las 
servidumbres  establecidas  para  utilidad 
pública  ó  comunal  .se  regirán  por  las  le- 
yes y  reglamentos  especiales  que  las  de- 
terminan, V,  en  su  defecto,  por  las  dis- 
posiciones áel  presente  título. 

Art.  567.  Las  servidumbres  que  impo- 
ne la  ley  en  interés  de  los  particulares,  ó 
por  causa  de  utilidad  privada,  se  regirán 
por  las  di.sposiciones  del  presente  título, 
sin  per  uicio  de  lo  que  dispongan  las  le- 


yes, reglamentos  y  ordenanzas  generales 
ó  locales  sobre  policía  urbana  ó  rural. 

Estas  servidumbres  podrán  ser  modifica- 
das por  convenio  de  los  interesados  cuan- 
do no  lo  prohiba  la  ley  ni  resulte  perjuicio 
á  tercero. 

Sección  segunda 
De  la  servidumbre  en  materia  de  aguas 

Art.  568.  Los  predios  inferiores  están 
sujetos  á  recibir  las  a^uas  que  naturalmen- 
te y  sin  obra  del  hombre  descienden  de  los 
predios  superiores,  asi  como  la  tierra  ó  pie- 
dra que  arrastran  en  su  curso. 

Ni  el  dueño  del  predio  inferior  puede  ha- 
cer obras  que  impidan  esta  servidumbre, 
ni  el  del  superior  obras  que  la  agraven. 

Art.  569.  Las  riberas  de  los  ríos,  aun 
cuando  sean  de  dominio  privado,  estin  su- 
jetas en  toda  su  extensión  y  sus  márgenes, 
en  una  zona  de  tres  metros,  á  la  servidum- 
bre de  uso  público  en  interés  general  de  la 
navegación,  la  flotación,  la  pesca  y  el  sal- 
vamento. 

Los  predios  contiguos  á  las  riberas  de  los 
ríos  navegables  ó  flotables  están  además 
sujetos  á  la  servidumbre  de  camino  de  sir- 
ga ¡jara  el  servicio  exclusivo  de  la  navega- 
ción y  flotación  fluvial. 

Si  fuere  necesario  ocupar  para  ello  te- 
rrenos de  propiedad  particular,  precederá 
la  correspondiente  indemnización. 

Art.  570.  Cuando  para  la  derivación  ó 
toma  de  aguas  de  un  rio  ó  arroyo,  ó  para 
el  aprovechamiento  de  otras  corrientes  con- 
tinuas ó  discontinuas,  fuere  necesario  esta- 
blecer una  presa,  y  el  que  haya  de  hacerlo 
no  sea  dueño  de  las  riberas,  ó  terrenos  en 
que  se  necesite  apoyarla,  podrá  establecer 
la  servidumbre  de  estribo  de  presa,  previa 
la  indemnización  correspondiente. 

Art.  571.  Las  servidumbres  forzosas  de 
saca  de  agua  y  de  abrevadero  solamente 
podrán  imponerse  por  causa  de  utilidad 
pública  en  favor  de  alguna  población  ó  ca- 
serío, previa  la  correspondiente  indemni- 
zación. 

Art.  572.  Las  servidumbres  de  saca  de 
agua  y  de  abrevadero  llevan  consigo  la 
obligación,  en  los  predios  sirvientes,  de  dar 
paso  á  personas  y  ganados  hasta  el  punto 
donde  hayan  de  utilizarse  aquéllas,  debien- 
do ser  extensiva  á  este  servicio  la  indem- 
nización. 

Art.  573.  Todo  el  que  quiera  servirse 
del  agua  de  que  puede  disponer  para  una 
finca  suya,  tiene  derecho  á  hacerla  pasar 
por  los  predios  intermedios,  con  obligación 
de  indemnizar  á  sus  dueños,  como  también 
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á  los  de  los  predios  inferiores  sobre  los  que 
Se  filtren  ó  caigan  las  aguas. 

Art.  574.  El  que  pretenda  usar  del  de- 
recho concedido  en  el  articulo  anterior, 
está  obligado: 

1."  A  justificar  que  puede  disponer  del 
agua,  y  que  ésta  es  suficiente  para  el  uso  á 
que  la  destina. 

2."  A  demostrar  que  el  paso  que  solici- 
ta 63  el  más  conveniente  y  menos  oneroso 
para  tercero. 

3.°  A  indemnizar  al  dueño  del  predio 
sirviente  en  la  forma  que  se  determine  por 
las  leyes  y  reglamentos. 

Art.  575.  No  puede  imponerse  la  servi- 
dumbre de  acueducto  para  objeto  de  inte- 
rés privado,  sobre  ediíicios,  ni  sus  patios  ó 
dependencias,  ni  sobre  jardines  ó  huertas 
ya  e.xistentes. 

Art.  576.  La  servidumbre  de  acueduc- 
to no  obsta  para  que  el  dueño  del  predio 
sirviente  ¡pueda  cerrarlo  y  cercarlo,  asi 
como  edificar  sobre  el  mismo  acueducto, 
de  manera  que  éste  no  experimente  per- 
juicio, ni  se  imposibiliten  las  reparaciones 
y  limpias  necesarias. 

Art.  577.  Para  los  efectos  legales  la  ser- 
vidumbre de  acueductos  será  considerada 
como  continua  y  aparente,  aun  cuando  no 
sea  constante  el  paso  del  agua,  ó  su  uso  de- 
penda de  las  necesidades  del  predio  domi- 
nante, ó  de  un  turno  establecido  por  días 
ó  por  horas. 

Art.  578.  El  que  para  dar  riego  á  au 
heredad  ó  mejorarla,  necesite  construir 
parada  ó  partidor  en  el  cauce  por  donde 
haya  de  recibir  el  agua,  podrá  exigir  que 
los  dueños  de  las  márgenes  permitan  su 
construcción,  previo  abono  de  daños  y  per- 
juicios, inclusos  los  que  se  originen  de  la 
nueva  servidumbre  á  dichos  dueños  y  á  los 
demás  regantes. 

Art.  579.  El  establecimiento,  extensión, 
forma  y  condiciones  de  las  servidumbres 
de  aguas,  de  que  se  trata  en  esta  sección, 
se  regirán  por  ley  especial  de  la  materia  en 
cuanto  no  se  halle  previsto  en  este  Cóaigo. 

Sección  tercera 
De  la  servidumbre  de  paso 

Art.  580.  El  propietario  de  una  finca  ó 
heredad  enclavada  entre  otras  ajenas  y  sin 
salida  á  camino  público,  tiene  derecho  á 
exigir  paso  i)or  las  heredades  vecinas,  pre- 
via la  correspondiente  indemnización.  (C. 
R.,  395.) 

Si  esta  servidumbre  se  constituye  de  ma- 
nera que  pueda  ser  continuo  su  uso  para 
todas  las  n(!c,esidades  de  predio  dominante 
estableciendo  una  vía  permanente,  la  in- 


demnización consistirá  en  el  valor  del  te- 
rreno que  se  ocupe  y  en  el  importe  de  los 
perj  uicios  que  se  causen  en  el  predio  sir- 
viente. 

Cuando  se  limite  el  paso  necesario  para 
el  cultivo  de  la  finca  enclavada  entre  otras 
y  para  la  extracción  de  sus  cosechas  á  tra- 
vés del  predio  sirviente  sin  vía  permanen- 
te, la  indemnización  consistirá  en  el  abono 
del  perjuicio  que  ocasione  este  gravamen. 

Art,  581.  La  servidumbre  de  paso  debe 
darse  por  el  punto  menos  perjudicial  al 
predio  sirviente,  y,  en  cuanto  fuere  conci- 
liable con  esta  regla,  por  donde  sea  menor 
la  distancia  del  predio  dominante  al  cami- 
no público.  (C.  R.,  396  y  397.) 

Art.  582.  La  anchura  de  la  servidum- 
bre de  paso  será  la  que  baste  á  las  necesi- 
dades del  predio  dominante.  (C.  R.,  398.) 

Art.  583.  Si  adquirida  una  finca  por 
venta,  permuta  ó  partición,  quedare  en- 
clavada entre  otras  del  vendedor,  permu- 
tante ó  copartícipe,  éstos  están  obligados  á 
dar  paso  sin  indemnización,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  584.  Si  el  paso  concedido  á  una 
finca  enclavada  deja  de  ser  necesario  por 
haberla  reunido  su  dueño  á  otra  que  esté 
contigua  al  camino  público,  el  dueño  del 
predio  sirviente  podrá  pedir  que  se  extinga 
la  servidumbre,  devolviendo  lo  que  hubie- 
ra recibido  por  indemnización.  (C.R.,  399.) 

Lo  mismo  se  entenderá  en  el  caso  de 
abrirse  un  nuevo  camino  que  dé  acceso  á 
la  finca  enclavada. 

Art.  585.  Si  fuere  indispensable  para 
construir  ó  reparar  algún  edificio  pasar 
materiales  por  predio  ajeno,  ó  colocar  en 
él  andamies  ú  otros  objetos  para  la  obra, 
el  dueño  de  este  predio  está  obligado  á  con- 
sentirlo, recibiendo  la  indemnización  co- 
rrespondiente al  perjuicio  que  se  le  irro- 
gue. 

Art.  586.  Las  servidumbres  existentes 
de  paso  para  ganados,  conocidas  con  los 
nombres  de  cañada,  cordel,  vereda  ó  cual- 
quiera otro,  y  las  de  abrevadero,  descan- 
sadero y  majada,  se  regirán  por  las  orde- 
nanzas y  reglamentos  del  ramo,  y,  en  su 
defecto,  por  el  uso  y  costumbre  del  lugar. 

Sin  perjuicio  de  los  derechos  legítima- 
mente adipiiridos,  la  cañada  no  podrá  ex- 
ceder en  todo  caso  de  la  anchura  de  75  me- 
tros, el  cordel  de  37  metros  50  centímetros, 
y  la  vereda  de  20  metros. 

Cuando  sea  necesario  establecer  la  servi- 
dumbre forzosa  de  p;iso  ó  la  de  abrevadero 
para  ganado,  se  observará  lo  dispuesto  en 
esta  secci<')n  y  en  los  artículos  571  y  572. 
En  este  ca.so  la  anchura  no  podrá  exceder 
de  10  metros. 
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INSTITUCIONES    POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Ssccctón  cuarta 
De  la  servidumbre  de  medianería 

Art.  587.  La  servidumbre  de  mediane- 
ría se  regirá  por  las  disposiciones  de  este 
titulo  y  por  las  ordenanzas  y  usos  locales 
en  cuanto  no  se  opongan  á  él,  ó  no  esté 
prevenido  en  el  mismo.  (C.  R.,  386.) 

Art.  588.  Se  presume  la  servidumbre 
de  medianería  mientras  no  haya  un  título, 
ó  signo  exterior,  ó  prueba  en  contrario: 

1."  En  las  paredes  divisorias  de  los  edi- 
ficios contiguos  hasta  al  punto  común  de 
elevación. 

2°  En  las  paredes  divisorias  de  los  jar- 
dines ó  corrales  sitos  en  poblado  ó  en  el 
campo. 

3."  En  las  cercas,  vallados  y  setos  vivos 
que  dividen  los  predios  rústicos. 

Art.  589.  Se  entiende  que  hay  signo 
exterior,  contrario  á  la  servidumbre  de 
medianería: 

1.°  Cuando  en  las  paredes  divisorias  de 
los  edificios  haya  ventanas  ó  huecos  abier- 
tos. 

2.°  Cuando  la  pared  divisoria  esté  por 
un  lado  rect  l  y  á  plomo  en  todo  su  para- 
mento, y  por  el  otro  presente  lo  mismo  en 
su  parte  superior,  teniendo  en  la  inferior 
relex  ó  retallos. 

3."  Cuando  resulte  construida  toda  la 
pared  sobre  el  terreno  de  una  de  las  fin- 
cas, y  no  por  mitad  entre  una  y  otra  de  las 
dos  contiguas. 

4."  Cuando  sufra  las  cargas  de  carre- 
ras, pisos  y  armaduras  de  una  de  las  fin- 
cas y  no  de  la  contigua. 

5.°  Cuando  la  pared  divisoria,  entre  pa- 
tios, jardines  y  heredades  esté  construida 
de  modo  que  la  albardilla  vierta  hacia  una 
de  las  propiedades. 

6."  Cuando  la  pared  divisoria,  cons- 
truiaa  de  mampostería,  presente  piedras 
llamadas  pasaderas,  que  de  distancia  en 
distancia  salgan  fuera  de  la  superíicie  sólo 
por  un  lado  y  no  por  el  otro. 

7."  Cuando  las  heredades  contiguas  á 
otras  defendidas  por  vallados  ó  seto^  vivos 
no  se  hallen  cerradas. 

En  todos  esto  i  casos  la  propiedad  de  las 
paredes,  vallados  ó  setos  se  entenderá  que 
pertenece  exclusivamente  al  dueño  de  la 
finca  ó  heredad  oue  tenga  á  su  favor  la 
presunción  fundada  en  cualquiera  de  los 
signos  indicados.  (C.  R.,  387.) 

Art.  590.  Las  zanjas  ó  acequias  al)ier- 
tas  entre  las  heredades  se  presumen  tam- 
bién medianeras,  si  no  hay  titulo  ó  signo 
que  demuestre  lo  contrario. 

Hay  signo  contrario   á   la   medianería 


cuando  la  tierra  ó  broza  sacada  para  abrir 
la  zanja  ó  para  su  limpieza  se  halla  de  un 
solo  lado,  en  cuyo  caso  la  propiedad  de  la 
zanja  pertenecerá  exclusivamente  al  due- 
ño de  la  heredad  que  tenga  á  su  favor  este 
signo  exterior. 

Art.  591.  La  reparación  y  construc- 
ción de  las  paredes  medianeras  y  el  man- 
tecimiento  de  los  vallados,  setos  vivos, 
zanjas  y  acequias,  también  medianeros,  se 
costeará  por  todos  los  dueños  de  las  fincas 
que  tengan  á  su  favor  la  medianería,  en 
proporción  al  derecho  de  cada  uno. 

Sin  embargo,  todo  propietario  puede 
dispensarse  de  contribuir  á  esta  carga 
renunciando  á  la  medianería,  salvo  el 
caso  en  que  la  pared  medianera  sostenga 
un  edificio  suyo.  (C.  R.  388). 

Art.  592.  Si  el  propietario  de  un  edifi- 
cio que  se  apoya  en  una  pared  medianera 
quisiera  derribarlo,  podrá  igualmente  re- 
nunciar á  la  medianería,  pero  serán  de  su 
cuenta  todas  las  reparaciones  y  obras  ne- 
cesarias para  evit  ir,  por  aquella  vez  sola- 
mente, los  daños  que  el  derribo  pueda 
ocasionar  á  la  pared  medianera. 

Art.  593.  Todo  propietario  puede  alzar 
la  pared  medianera,  haciéndolo  á  sus 
expensas  é  indemnizando  los  perjuicios 
que  se  ocasionen  con  la  obra,  aunque  sean 
temporales. 

Serán  igualmente  de  su  cuenta  los  gas- 
tos de  conservación  de  la  pared,  en  lo  que 
ésta  se  haya  levantado  ó  jirofundizado  sus 
cimientos  respecto  de  como  estaba  antes; 
y  además  la  indemnización  de  los  ma- 
yores gastos  que  haya  que  hacer  para  la 
conservación  de  la  pared  medianera  por 
razón  de  la  mayor  altura  ó  profundidad 
que  se  le  haya  dado.  (C.  R.  390). 

Si  la  pared  medianera  no  pudiese  resis- 
tir la  mayor  elevación,  el  propietario  que 
quiera  levantarla  tendrá  obligación  de 
recon-itruirla  á  su  costa;  y,  si  para  ello 
fuese  necesario  darle  mayor  espesor,  de- 
berá darlo  de  su  propio  suelo.  (C.  R.  391). 

Art.  594.  Los  demás  propietarios  que 
no  hayan  contribuido  á  dar  más  elevación, 
profundidad  ó  espesor  á  la  pared,  podrán, 
sin  emijargo,  adquirir  en  ella  los  derechos 
de  medianería,  pagando  ])roporcionalmen- 
te  el  importe  de  la  obra  y  la  mitad  del 
valor  del  terreno  sobro  el  que  se  le  hubie- 
se dado  mayor  espesor.  (C..  R.  392). 

Art.  595.  Cada  pro])ietario  de  una  pa- 
red medianera  po  Irá  usar  de  ella  en  pro- 
porcii'jn  al  derecho  que  tenga  en  la  manco- 
munidad; podrá,  jjor  lo  tanto,  edificar  apo- 
yando su  obra  en  la  pared  medianera  ó 
introduciendo  vigas  hasta  la  mitad  de  su 
espesor,  pero  sin  impe  lir  el  uso  común   y 
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respectivo- de  los  demás  medianeros.  (C. 
R.  389). 

Para  usar  el  medianero  de  este  derecho 
ha  de  obtener  previamente  el  consenti- 
miento de  los  demás  interesados  en  la  me- 
dianería; y,  si  no  lo  obtuviere,  se  fíjará 
por  peritos  las  condiciones  necesarias  para 
que  la  nueva  obi-a  no  perjudique  á  los  de- 
rechos de  aquéllos. 

Sección  quinta. 

De  la  servidumbre  de  luces  y  vistas. 

Art.  596.  Ningún  medianero  puede,  sin 
consentimiento  del  otro,  abrir  en  pared 
medianera  ventana  ni  hueco  alguno. 

Art.  597.  El  dueño  de  una  pared  no 
medianera,  contigua  á  ñnca  ajena,  puede 
abrir  en  ella  ventanas  ó  huecos  para  reci- 
bir luces  á  la  altura  de  las  carreras,  ó  in- 
mediatos á  los  techos,  y  de  las  dimensio- 
nes de  30  centímetros  en  cuadro,  y,  en 
todo-caso,  con  reja  de  hierro  remetida  en 
la  pared  y  con  red  de  alambre. 

Sin  embargo,  el  dueño  de  la  finca  ó 
propiedad  contigua  á  la  pared  en  que  es- 
tuvieren abiertos  los  huecos  podrá  cerrar- 
los si  adquiere  la  medianería,  y  no  se  hu- 
biera pactado  lo  contrario. 

También  podrá  cubrirlos  edificando  en 
su  terreno  ó  levantando  pared  contigua  á 
Ja  que  tenga  dicho  hueco  ó  ventana. 

Art.  598.  No  se  puede  abrir  ventanas 
con  vistas  rectas,  ni  balcones  ú  otros  vola- 
dizos semejantes,  sobre  la  finca  del  vecino, 
si  no  hay  dos  metros  de  distancia  entre  la 
pared  en  que  se  construyan  y  dich  i  pro- 
piedad (1). 

Tampoco  pueden  tenerse  vistas  de  cos- 
tado ú  oblicuas  sobre  la  misma  propiedad, 
si  no  hay  GO  centímetros  de  distancia. 

Art.  599.  Las  distancias  de  que  se  ha- 
bla en  el  artículo  anterior  se  contarán  en 
las  vist  is  rectas  desde  la  línea  exterior  de 
la  pared  en  los  huecos  en  que  no  haya  vo- 
ladizos, desde  la  línea  de  éstos  donde  los 
haya,  y  para  las  obüt^uas  desde  la  línea 
de  separación  de  las  dos  propiedades. 

Art.  600.  Lo  dispuesto  en  el  art.  598  no 
es  aplicable  á  los  edificios  separados  por 
una  vi  1  públi(;a. 

Art.  60L  Cuando  por  cualquier  titulo 
se  hubiere  adquirido  derecho  á  tener  vistas 
directas,  balcones  6  miradores  sobre  la 
propiedad  (;olindantfi  el  dueño  del  predio 
sirviente  no  podrá  edificar  á  menos  de  tres 
metros  de  distancia,  tomándose  la  medida 
de  la  manera  indicada  en  el  articulo  599. 


ii'    Kn  siete  metros  fija  esto  distancia  el  art.  407 
del  C'jdigo  de  C.  R. 


Sección  sexta 
Del  desagüe  de  los  edificios. 

Art.  602.  El  propietario  de  un  edificio 
está  obligado  á  construir  sus  tejados  ó  cu- 
bierta de  manera  que  las  aguas  pluviales 
caigan  sobre  su  propio  suelo  ó  sobre  la 
calle  ó  sitio  público,  y  no  sobre  el  suelo 
del  vecino.  Aun  cayendo  en  su  propio  sue- 
lo, el  propietario  está  obligado  á  recoger 
las  aguas  de  modo  que  no  causen  perjui- 
cio al  predio  contiguo. 

Art.  603.  El  dueño  del  predio  que  sufra 
la  servidumbre  de  vertiente  de  los  tejados, 
podrá  edificar  recibiendo  las  aguas  sobre 
su  propio  tejado  ó  dándoles  otra  salida  con- 
forme á  las  ordenanzas  ó  costumbres  loca- 
les, y  de  modo  que  no  resulte  gravamen  ni 
perjuicio  alguno  par  i  el  predio  dominante. 

Árt.  604.  Cuando  el  corral  ó  patio  de 
una  casa  se  halle  enclavado  entre  otras,  y 
no  sea  posible  dar  salida  por  la  misma  casa 
á  las  aguas  pluviales  que  en  él  se  re<-ojan, 
podrá  exigirse  el  establecimiento  de  la  ser- 
vidumbre de  desagüe,  dando  paso  á  las 
aguas  por  el  punto  de  los  predios  conti- 
guos en  que  sea  más  fácil  la  salida,  ó  esta- 
bleciéndose el  conducto  de  desagüe  en  la 
forma  que  menos  perjuicios  ocasione  al 
predio  sirviente,  previa  la  indemnización 
que  corresponda. 

Sección  séptima. 

De  las  distancias  y  obras  intermedias  para  ciertas 
construcciones  y  plantaciones . 

Art.  605.  No  se  podrá  edificar  ni  hacer 
plantaciones  cerca  de  las  plazas  fuertes  ó 
fortalezas  sin  sujetarse  á  las  condiciones 
exigidas  por  las  leyes,  ordenanzas  y  regla- 
mentos particulares  de  la  materia. 

Art.  606.  Nadie  podrá  construir  cerca 
de  una  ¡mred  ajena,  ó  medianera,  pozos, 
cloacas,  acueductos,  hornos,  i'raguas,  chi- 
meneas, establos,  depósitos  do  materias  co- 
rrosivas, artefactos  que  se  muevan  por  el 
vapor,  ó  fábricas  que  por  sí  mismas  ó  por 
sus  productos  sean  [¡eligrosas  ó  nocivas, 
sin  guardar  las  distancias  prescritas  por 
los  reglamentos  y  usos  de!  lugar,  y  sin  eje- 
cutar las  obras  de  resguardo  necesarias, 
con  sujeción,  en  el  modo,  á  las  condicio- 
nes que  los  mismos  reglamentos  prescri- 
ban. (C.  R.  505.) 

A  falta  de  reglamento  se  tomaárn  las 
precauciones  que  so  juzguen  necesarias, 
previo  dictami  n  pericial,  á  fin  de  evitar  to- 
do daño  á  las  hered  ides  ó  edificios  vecinos. 

Art.  607.     No  so  podrá  plant:ir  árboles 
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cerca  de  una  heredad  ajena  sino  á  la  dis- 
tancia autorizada  por  las  ordenanzas  ó  la 
costumbre  del  lugar,  y  en  su  defecto  á  la 
de  dos  metros  de  la  linea  divisoria  de  las 
heredades  si  la  lílantación  se  hace  de  árbo- 
les altos,  y  á  la  de  50  centímetros  si  la  plan- 
tación es  de  arbusto  ó  árboles  bajos  (1). 

Todo  propietario  tiene  derecho  á  pedir 
que  se  arranquen  los  árboles  que  en  ade- 
lante se  plantaren  á  menor  distancia  de  su 
heredad. 

Art.  608.  Si  las  ramas  de  algunos  ár- 
boles se  extendieren  sobre  una  heredad, 
jardines  ó  patios  vecinos,  tendrá  el  dueño 
de  éstos  derecho  á  reclamar  que  se  corten 
en  cuanto  se  extiendan  sobre  su  propiedad, 
y  si  fueren  las  raíces  de  los  árboles  veci- 
nos las  que  se  extendiesen  en  suelo  de  otro, 
el  dueño  del  suelo  en  que  se  introduzcan 
podrá  cortarlas  por  si  mismo  dentro  de  su 
heredad.  (C.  R.  404.) 

Art.  609.  Los  árboles  existentes  en  un 
seto  vivo  medianero  se  presumen  también 
medianeros,  y  cualquiera  de  los  dueños 
tiene  derecho  á  exigir  su  derribo. 

Exceptúanse  los  árboles  que  sirvan  de 
mojones,  los  cuales  no  podrán  arrancarse 
sino  de  común  acuerdo  entre  los  colin- 
dantes. 

CAPÍTULO   III 

DE    LAS   SERVIDUMBRES   VOLUNTARIAS 

Art.  610.  Todo  propietario  de  una  finca 
puede  establecer  en  ella  las  servidumbres 
que  tenga  por  conveniente,  y  en  el  modo  y 
forma  que  bien  le  pareciere,  siempre  que 
no  contravenga  á  las  leyes  ni  al  orden  pú- 
blico. 

Art.  611.  El  que  tenga  la  propiedad  de 
una  finca,  cuyo  usufructo  pertenezca  á 
otro,  podrá  imponer  sobre  ella,  sin  el  con- 
sentimiento del  usufructuario,  las  servi- 
dumbres que  no  perjudiquen  al  derecho 
del  usufructo. 

Art.  612.  Cuando  pertenezca  á  una 
persona  el  dominio  directo  de  una  finca,  y 
á  otra  el  dominio  útil,  no  podrá  establecer- 
se sobre  ella  servidumbre  voluntaria  per- 
petua sin  el  consentimiento  de  ambos 
dueños. 

Art.  613.  Para  imponer  una  servidum- 
bre sobre  un  fundo  indiviso,  se  necesita  el 
consentimiento  de  todos  los  copropietarios. 

La  concesión  hecha  solamente  por  algu- 
nos, quedará  en  suspenso  hasta  tanto  que 

(1)  Cinco  y  dos  metros  señala  el  art.  4lOS  del  Có- 
digo de  C.  R. 


la  otorgue  el  último  de  todos  los  participes 
ó  comuneros. 

Pero  la  concesión  hecha  por  uno  de  los 
copropietarios  separadamente  de  los  otros, 
obliga  al  concedente  y  á  sus  sucesores, 
aunque  lo  sean  á  titulo  particular,  á  no 
impedir  el  ejercicio  del  derecho  conce- 
dido. 

Art.  614.  El  titulo  y,  en  su  caso,  la  po- 
sesión de  la  servidumbre  adquirida  por 
prescripción,  determinan  los  derechos  del 
predio  dominante  y  las  obligaciones  del 
sirviente.  En  su  defecto,  se  regirá  la  ser- 
vidumbre por  las  disposiciones  del  presen- 
te título  que  le  sean  aplicables. 

Art.  615.  Si  el  dueño  del  .predio  sir- 
viente se  hubiere  obligado,  al  constituirse 
la  servidumbre,  á  costear  las  obras  nece- 
sarias para  el  uso  y  conservación  de  la 
misma,  podrá  librarse  de  esta  carga  aban- 
donando su  predio  al  dueño  del  dominante. 

Art.  616.  La  comunidad  de  pastos  sólo 
podrá  establecerse  en  lo  sucesivo  por  con- 
cesión expresa  de  los  propietarios,  que  re- 
sulte de  contrato  ó  de  última  voluntad,  y 
no  á  favor  de  una  universalidad  de  indivi- 
duos y  sobre  una  universalidad  de  bienes, 
sino  á  favor  de  determinados  individuos  y 
sobre  predios  también  ciertos  y  determi- 
nados. 

La  servidumbre  establecida  conforme  á 
este  artículo  se  regirá  por  el  título  de  su 
institución. 

Art.  617.  La  comunidad  de  pastos  en 
terrenos  públicos,  ya  pertenezcan  á  los 
municipios,  ya  al  Estado,  se  regirá  por  las 
leyes  administrativas. 

Art.  618.  Si  entre  los  vecinos  de  uno  ó 
más  pueblos  existiere  comunidad  de  pas- 
tos, el  propietario  que  cercare  con  tapia  ó 
seto  una  finca,  la  hará  libre  de  la  comuni- 
dad. Quedarán,  sin  embargo,  subsistentes 
las  demás  servidumbres  que  solire  la  mis- 
ma estuviesen  establecidas. 

El  projtictario  que  cercare  su  finca,  con- 
servará su  derecho  á  la  comunidad  de  pas- 
tos en  las  otilas  fincas  no  cercadas. 

Art.  619.  El  dueño  de  terrenos  grava- 
dos con  la  servidumbre  de  pastos,  podrá 
redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su 
valor  á  los  que  tengan  derecho  á  la  servi- 
dumbi'e. 

A  falta  de  convenio,  se  fijará  el  capital 
para  la  redención  sobre  la  base  del  6  por 
100  del  valor  anual  de  los  pastos,  regulado 
por  tasación  pericial. 

Art.  620.  Lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior  es  aplicable  á  las  servidumbres 
establecidas  para  el  aprovechamiento  de 
leñas  y  demás  productos  de  los  montes  do 
propiedad  particular. 
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TITULO  VIII 
Del  Kegistro  de  la  propiedad  (1) 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art.  621.  El  Registro  de  la  propiedad 
tiene  por  objeto  la  inscripción  ó  anotación 
de  los  actos  y  contratos  rebitivos  al  domi- 
nio y  demás  derechos  reales  sobre  bienes 
inmuebles. 

Art.  622.  Los  títulos  de  dominio,  ó  de 
otros  derechos  reales  sobre  bienes  inmue- 
bles, que  no  estén  debidamente  inscritos  ó 
anotados  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
no  perjudican  á  tercero.  (C.  R.,  455.) 

Art.  623.  El  Registro  de  la  propiedad 
será  público  para  los  que  tengan  interés 
conocido  en  averiguar  el  estado  de  los  bie- 
nes inmuebles  ó  derechos  reales  anotados 
ó  inscritos.  (C.  R.,  449.) 

Art.  624.  En  cada  cabecera  de  departa- 
mento ó  sección  judicial  habrá  un  Registro 
de  la  propiedad. 

CAPÍTULO  II 

DE   LOS   TÍTULOS   SUJETOS    Á    INSCRIPCIÓN 

Art.  625.  En  los  Registros  expresados 
en  el  artículo  anterior  se  inscribirán: 

1.°  Los  títulos  traslativos  de  dominio 
de  los  inmuebles  ;ó  ¡de  los  derechos  rea- 
les impuestos  sobre  los  mismos.  (C.  R., 
559.  1.") 

2.°  Los  títulos  en  que  se  constituyan, 
reconozcan,  modifiquen  ó  extingan  dere- 
chos de  usufructo,  uso,  habitación,  hipote- 
cas ,  servidumbres  v  otros  cualesquiera 
reales.  (C.  R..  559.  2>) 

3."  Los  actos  ó  contratos  en  cuya  vir- 
tud se  adjudiquen  á  alguno  bienes  inmue- 
bles ó  derechos  reales,  aunque  sea  con  la 
obligación  de  transmitirlos  á  otro  ó  de  in- 
vertir su  importe  en  objetos  determinados. 

4.°  Las  ejecutorias  en  que  se  declare  la 
incapacidad  legal  para  administrar,  ó  la 
presuni'ión  de  muerte  de  personas  au.sen- 
tes,  se  imponga  la  pena  de  interdicción  ó 
cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la 
capacidad  civil  de  las  personas  en  cuanto  á 
la  libre  disposición  de  sus  bienes.  (C.  R., 
466  núms.  1.°  y  2.") 

5."  Los  contratos  de  arrendamiento  de 
bienes  inmuebles  por  un  periodo  que  exce- 
da de  seis  años,  ó  los  en  que  se  hayan  an- 


ticipado las  rentas  de  tres  ó  más  años,  ó 
cuando  sin  tener  ninguna  de  estas  condi- 
ciones, hubiere  convenio  expreso  de  las 
partes  para  que  se  inscriban.  (1) 

6.°  Los  títulos  de  adquisición  de  los 
bienes  inmuebles  y  derechos  reales  que 
poseen  ó  administran  el  Estado  ó  las  cor- 
poraciones, con  sujeción  á  lo  establecido 
en  las  leyes  ó  reglamentos. 

Art.  626,  Para  que  puedan  ser  inscri- 
tos los  títulos  expresados  en  el  artículo  an- 
terior, deberán  estar  consignados  en  es- 
critura pública,  ejecutoria  ó  documento 
auténtico,  expedido  por  autoridad  judicial, 
ó  por  el  Gobierno  ó  sus  agentes  en  la  for- 
ma que  prescriben  los  reglamentos. 

Art.  627.  También  se  inscribirán  en  el 
Registro  los  documentos  ó  títulos  expresa- 
dos en  el  art.  625,  otorgados  en  país  ex- 
tranjero, que  tengan  fuerza  en  Honduras, 
con  arreglo  á  las  leyes,  y  las  ejecutorias  de 
la  clase  indicada  en  el  número  4."  del  mis- 
mo artículo,  pronunciadas  por  Tribunales 
extranjeros  á  que  debe  darse  cumplimien- 
to en  el  país  con  arreglo  al  Código  de  Pro- 
cedimientos. 


CAPITULO  III 

DE  LA   FORMA   Y   EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCIÓN 

Art.  628.  La  inscripción  de  los  títulos 
en  el  Registro  podrá  pedirse  indistinta- 
mente: 

Por  el  que  transmita  el  derecho. 

Por  el  que  lo  adquiera. 

Por  quien  tenga  la  representación  legí- 
tima de  cualquiera  de  ellos. 

Por  quien  tenga  interés  en  asegurar  el 
derecho  que  se  deba  inscribir. 

Art.  629.  Cada  una  de  las  fincas  que  se 
inscriban  por  primera  vtz,  se  señalará  con 
número  diferente  y  correlativo. 

Las  inscripciones  correspondientes  á  ca- 
da finca  se  señalarán  con  otra  numeración 
correlativa  y  especial. 

Se  con-iderará  como  una  sola  finca,  pa- 
ra el  efecto  de  su  inscripción  en  el  Regis- 
tro bajo  un  sólo  número: 
_  1.°  Toda  finca  rural  que  reconozca  va- 
rios dueños proindiL'iso,  en  dominio  direc- 
to ó  útil,  aunque  esté  dividida  en  suertes  ó 
porciones. 

2.°  Toda  finca  urbana,  y  todo  edificio 
aunque  pertenezca  en  porciones  señaladas, 
habitaciones  ó  pisos,  á  diferentes  dueños, 
en  dominio  pleno  ó  menos  pleno. 

Art.  630.     Toda  inscripción  que  se  haga 


(1)  En  C.  R.,  (art.  448)  el  Registro  público  .se  di- 
vide en  tres  secciones:  propiedad,  hipoteca  y  per- 
sonas. 


(1)    Esta  inscripción  es  facultativa  en  C.  R.  (ar- 
tículo 559.) 
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en  el  Registro  expresará  las  circunstan- 
cias siguientes: 

1.*  La  naturaleza,  situación  y  linderos 
de  los  inmuebles  objeto  de  la  inscripción, 
ó  á  los  cuales  afecte  el  derecho  que  deba 
inscribirse,  y  su  medida  superticial,  nom- 
bre y  número,  si  constaren  del  titulo. 

2."'  La  naturaleza,  extensión,  condicio- 
nes y  cargas  de  cualquiera  especie  del  de- 
recho que  se  inscriba,  y  su  valor  si  cons- 
tare del  titulo. 

3.^  La  naturaleza,  extensión,  condi- 
ciones y  cargas  del  derecho  sobre  el  cual 
se  constituya  el  que  sea  objeto  de  la  ins- 
cripción. 

4.''  La  naturaleza  del  titulo  que  deba 
inscribirse  y  su  fecha. 

5.**  El  nombre  y  apellido  de  la  perso- 
na, si  fuese  determinada;  y  no  siéndolo,  el 
nombre  de  la  corporación  ó  el  colectivo  de 
los  interesados  á  cuyo  favor  se  hace  la 
inscripción. 

6.*  El  nombre  y  apellido  de  la  persona, 
ó  el  nombre  de  la  corporación  ó  persona 
jurídica  de  quien  procedan  inmediatamen- 
te los  bienes  ó  derechos  que  deban  inscri- 
birse. 

7.*  El  nombre  y  residencia  del  Tribu- 
nal, Notario,  ó  funcionario  que  autorice  el 
titulo  que  se  haya  de  inscribir. 

8."  La  fecha  de  la  presentación  del  tí- 
tulo en  el  Registro,  con  expresión  de  la 
hora. 

9.^  La  conformidad  de  la  inscripción 
con  la  copia  del  titulo  de  donde  se  hubiere 
tomado;  y  si  fuere  éste  de  los  que  deben 
conservarse  en  el  oñcio  del  Registro,  in- 
dicación del  legajo  en  que  se  encuentre. 
(C.  R.  453  y  460.)' 

Art.  631.  En  la  inscripción  de  los  con- 
tratos en  que  haya  mediado  precio  ó  en- 
trega de  metálico,  se  hará  mención  del 
que  resulte  del  título,  así  como  de  la  forma 
en  que  se  hubere  hecho  ó  convenido  el 
pago. 

Art.  632.  Si  la  inscripción  fuere  de 
traslación  de  dominio,  expresará  si  ésta  se 
ha  verificado  pagando  el  precio  al  contado 
ó  á  plazos:  en  el  primer  caso,  si  se  ha  pa- 
gado todo  el  precio,  ó  qué  parte  de  él;  y  en 
el  segundo,  la  forma  y  plazos  en  que  se 
haya  estipulado  el  pago. 

Iguales  circunstan(^ias  se  expresarán 
también  si  la  traslación  de  dominio  se  ve- 
riñcare  por  permuta  ó  adjudicación  en 
[)ago  y  cualquiera  de  loi  adquirentes  que- 
dare obligado  á  abonar  al  otro  alguna  di- 
ferencia en  metálico  ó  efectos. 

Art.  633.  Las  inscripciones  hipoteca- 
rias de  créditos  expresarán,  en  todo  caso, 
el  importe  de  la  obligación  garantida  y  el 


de  los  intereses,  si  se  hubieren  estipulado, 
sin  cuya  circunstancia  no  se  considerarán 
asegurados  por  la  hipoteca  dichos  intere- 
ses en  los  términos  prescritos  en  el  pre- 
sente Código.  (C.  R.  465.) 

Art.  634.  Las  inscripciones  de  servi- 
dumbre se  harán  constar: 

1."  En  la  inscripción  de  propiedad  del 
predio  sirviente. 

2.°  En  la  inscripción  de  propiedad  del 
predio  dominante.  (C.  R.  461.) 

Art.  635.  La  inscripción  de  las  ejecu- 
torias mencionadas  en  el  número  4.°  del 
art.  625  y  en  el  art.  627  de  este  Código,  y 
las  anotaciones  preventivas  de  las  demás 
á  que  se  refíere  el  número  5.°  del  artícu- 
lo 655,  expresarán  claramente  en  ella  la 
especie  de  incapacidad  que  de  diclias  eje- 
cutorias ó  demandas  resulte. 

Art.  636.  EUcumplimiento  de  Ifis  con- 
diciones suspensivas,  resolutorias  ó  resci- 
sorias  de  los  actos  ó  contratos  inscritos,  se 
hará  constar  en  el  Registro,  bien  por  me- 
dio de  una  nota  marginal,  si  se  consuma 
la  adquisición  del  derecho,  ó  bien  por  una 
nueva  inscripción  á  favor  de  quien  corres- 
ponda si  la  resolución  ó  rescisión  llega  á 
verificarse. 

También  se  hará  constar  por  medio  de 
una  nota  marginal,  siempre  que  los  inte- 
resados lo  reclamen  ó  el  Tribunal  lo  man- 
de, el  pago  de  cualquiera  cantidad  que 
haga  el  adquirente,  después  de  la  inscrip- 
ción, por  cuenta  ó  saldo  del  precio  en  la 
venta  ó  de  abono  de  diferencias  en  la  per- 
muta ó  adjudicación  en  pago. 

Art.  637.  Inscrito  ó  anotado  preventi- 
vamente en  el  Registro  cualquier  título 
traslativo  del  dominio  de  los  inmuebles,  no 
podrá  inscribirse  ó  anotarse  ningún  otro 
de  fecha  anterior,  por  el  cual  se  transmita 
ó  grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble. 

Si  sólo  se  hubiere  extendido  el  asiento 
de  presentación  del  titulo  traslativo  del 
dominio,  no  podrá  tampoco  insiribirse  ó 
anotarse  ningún  otro  titulo  de  la  clase  an- 
tes expresada  durante  el  término  de  trein- 
ta dias  contados  desde  la  fecha  del  mismo 
asiento. 

Art.  638.  Los  Registradores  califica- 
rán, bajo  su  responsabilidad,  la  legalidad 
de  las  formas  extrínsecas  de  las  escr. turas 
en  cuya  virtud  se  solicite  1 1  inscripción  y 
la  ca|)acidad  de  los  otorgantes,  por  lo  que 
resulte  de  las  mismas  escrituras. 

Art.  639.  Cuando  el  Registrador  nota- 
re falta  en  las  formas  extrínsecas  de  las 
escrituras,  ó  de  capacidad  en  los  otorgan- 
tes, la  manil'estará  á  los  que  pretendan  la 
inscripción,  para  que  si  quiere  rcojan  la 
escritura  y  subsanen  la  falta  en  el  término 
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que  duran  los  efectos  del  asiento  de  pre- 
sentación, según  el  art.  637;  y  si  no  reco- 
gen la  escritura  ó  no  subsanan  la  falta  á 
satisfacción  del  regi  trador,  devolverá  el 
documento  para  que  puedan  ejercitarse  los 
recursos  correspondientes,  sin  perjuicio  de 
hacer  la  anotación  preventiva  que  ordena 
el  art.  655  en  su  núm.  8.°,  si  se  solicita  ex- 
presamente. 

En  el  caso  de  no  hacerse  la  anotación 
preventiva,  el  asiento  de  presentación  del 
titulo  continuará  produciendo  sus  efectos 
durante  los  30  días  antes  expresados. 

Art.  640.  El  no  hallarse  inscrito  el  do- 
minio de  un  bien  inmueble  ó  derecho  real 
á  favor  de  la  persona  que  lo  trasíiera  ó 
grave, sin  estar  tampoco  inscrito á  favor  de 
otras,  no  será  raotivo  suñciente  para  sus- 
pender la  inscripción  ó  anotación  preventi- 
va, si  del  titulo  presentado  ó  de  otro  docu- 
mento fehaciente  resulta probadoqueaque- 
11a  persona  adquirió  el  referido  dominio 
antes  del  día  1°  de  Enero  de  1891;  pero  en 
el  asiento  solicitado  se  expresarán  las  cir- 
cunstancias esenciales  de  tal  adquisición, 
tomándolas  de  los  documentos  necesarios 
al  efecto. 

En  el  caso  de  no  resultar  la  fecha  de  la 
adquisición,  ó  de  ser  posterior  al  expresado 
día  1.°  de  Enero  de  1891,  se  suspenderá  la 
inscripción  solicitada,  tománuose  anota- 
ción preventiva  si  lo  pidiere  el  que  presen- 
te el  título,  cuya  anotación  subsistirá  el 
tiempo  designado  en  el  art.  709;  y  en  el 
caso  de  no  tomarse  dicha  anotación,  pro- 
ducirá el  asiento  de  presentación  el  efecto 
designado  en  el  art.  637. 

Art.  641.  Las  escrituras  públicas  de 
actos  ó  contratos  que  deban  inscribirse, 
expresarán,  por  lo  menos,  todas  las  cir- 
cunstancias que,  bajo  pena  de  nulidad, 
debe  contener  la  in -cripción,  y  sean  rela- 
tivas á  las  personas  de  los  otorgantes,  á 
las  fincas  y  á  loí  derechos  inscritos. 

Los  dueños  de  bienes  inmuebles  ó  dere- 
chos reales,  por  testamento,  sentencia  ú 
otro  titulo,  universal  ó  singular,  que  no 
los  señale  y  describa  individualmente,  po- 
drán obtener  su  inscripción  pre-entando 
dicho  titulo  con  el  i.ocumento.  en  su  caso, 
que  pruebe  haberle  i  sido  aquél  trasnmiti- 
do,  y  jusíificandoj  ron  cu  Iquier  otro  do- 
cumento feiin cíente,  que  se  hallan  com- 
prendidos en  él  los  bienes  que  traten  de 
in.scribir. 

Art.  642.  El  Notirio  que  cometiese  al- 
guna omisit'm  que  impida  inscribir  el  acto 
ó  contrato  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior  la  subsanará  extendiendo 
á  su  costa  una  nueva  escritura  si  fuere  po- 
sible, é  indemnizando  en  todo  caso  á  los 


interesados  de  los  perjuicios  que  les  oca- 
sione su  falta. 

Art.  643.  Los  títulos  inscritos  surtirán 
su  efecto  aun  contra  los  acreedores  singu- 
larmente privilegiados,  con  arreglo  á  este 
Código. 

Los  títulos  inscritos  no  surtu'án  su  efecto 
en  cuanto  á  tercero  sino  desde  la  fecha  de 
la  inscripción. 

La  inscripción  de  los  bienes  inmuebles  y 
derechos  reales  adquiridos  por  herencia  ó 
.egado,  no  perjudicará  á  tercero  si  no  hu- 
biesen transcurrido  cinco  años  desde  la 
fecha  de  la  misma. 

Para  los  efectos  de  la  ley  íe  considera 
como  tercero  aquel  que  no  haya  interveni- 
do en  el  acto  ó  contrato  inscrito. 

Art.  644.  Para  determinar  la  prefe- 
rencia entre  dos  ó  más  inscripciones  de 
una  misma  fecha,  relativas  á  una  misma 
finca,  se  atenderá  á  la  hora  de  la  presen- 
tación en  el  Registro  de  los  títulos  respec- 
tivos. 

Art.  645.  Se  considera  como  fecha  de 
la  inscripción  para  todos  los  efectos  que 
ésta  debe  producir,  la  fecha  del  asiento  de 
presentación,  que  deberá  constar  en  la 
inscripción  misma. 

Art.  646.  El  dominio  ó  cualquier  otro 
derecho  real  que  se  mencione  expresa- 
mente en  las  inscripciones  ó  anotaciones 
preventivas,  aunque  no  esté  consignado 
en  el  Registro  por  med.o  de  una  inscrip- 
ción separada  y  especial,  surtirá  efecto 
contra  tercero  desde  la  fecha  del  asiento 
de  presentación  del  t.íulo  respectivo. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se 
entenderá  sin  perjuicio  de  la  obligación  de 
inscribir  especialmente  los  referidos  dere- 
chos, y  de  la  responsabilidad  en  que  pueda 
incurrir  la  persona  que  en  casos  determi- 
nados del)a  pedir  la  inscripción. 

Art.  647.  Las  inscripciones  de  los  títu- 
los expresados  en  los  artículos  625  y  627,  á 
excepción  del  de  hipoteca,  serán  nulas 
cuando  carezcan  de  las  circunstancias 
comprendidas  en  los  números  1.",  2.,°  3.°, 
4.0,  5.°,  6.°  y  8."  del  art.  630,  y  en  el  nú- 
mero 1.°  del  art.  634. 

Las  inscripciones  de  hipotecas  serán  nu- 
las cuando  carezcan  de  las  circunstancias 
expre-jadas  en  los  números  1.°,  2.°,  3°, 
4.",  5.0  y  8."  del  mismo  art.  630. 

Art.  648.  La  nulidad  de  las  inscripcio- 
nes de  qu(!  trata  el  artículo  precedente  no 
perjudicará  al  derecho  antiriormento  ad- 
quirido por  un  tercero  qui'  no  haya  sido 
parte  en  el  contrato  inscrito. 

Art.  649.  Se  entenderá  que  carece  la 
inscripción  de  alguna  de  las  circunstancias 
comprendidas  en  los  números  y  artículos 
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citados  en  el  art.  647,  no  solamente  cuan- 
do se  omita  hacer  mención  en  ella  de  to- 
dos los  requisitos  expresados  en  cada  uno 
de  los  mismos  artículos  ó  números,  sino 
también  cuando  se  expresen  con  tal  in- 
exactitud, que  pueda  ser  por  ello  el  tercero 
inducido  á  error  sobre  el  objeto  de  la  cir- 
cunstancia misma,  y  perjudicado  además 
en  su  consecuencia. 

Cuando  la  inexactitud  no  fuese  sustan- 
cial conforme  á  lo  prevenido  en  el  párrafo 
anterior,  ó  la  omisión  no  fuese  de  todas  las 
circunstancias  comprendidas  en  alguno  de 
los  referidos  números  ó  artículos,  no  se  de- 
clarará la  nulidad  sino  en  el  caso  de  que 
llegue  á  producir  el  error  y  el  perjuicio. 

Art.  650.  La  inscripción  no  convalida 
los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con 
arreglo  á  las  leyes. 

Art.  651.  La  prescripción  que  no  re- 
quiera justo  titulo  no  perjudicará  á  tercero 
si  no  se  halla  inscrita  la  posesión  que  ha 
de  producirla. 

Tampoco  perjudicará  á  tercero  la  que  re- 
quiera justo  título,  si  éste  no  se  halla  ins- 
crito en  el  Registro. 

El  término  de  la  prescripción  principia- 
rá á  correr,  en  uno  y  otro  caso,  desde  la 
fecha  de  la  inscripción. 

En  cuanto  al  dueño  legítimo  del  inmue- 
ble ó  derecho  que  se  esté  prescribien- 
do, se  caliñcará  el  titulo  y  se  contará  el 
tiempo  con  arreglo  al  titulo  De  la  pres- 
cripción. 

Art.  652.  Las  acciones  rescisorias  y  re- 
solutorias no  se  darán  contra  tercero  que 
haya  inscrito  los  títulos  de  sus  respectivos 
derechos  conforme  á  lo  prevenido  en  este 
título. 

Art.  653.  Se  exceptúan  de  la  regla  con- 
tenida en  el  articulo  anterior: 

1."  Las  acciones  rescisorias  y  resoluto- 
rias que  deban  su  origen  á  cau.sas  que  cons- 
ten explícitamente  en  el  Registro. 

2.**  Las  acciones  rescisorias  de  enaje- 
naciones hechas  en  fraude  de  acreedores, 
en  los  casos  siguientes: 

Cuando  la  segunda  enajenación  haya  si- 
do hecha  por  título  gratuito. 

Cuando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en 
el  fraude. 

En  ambos  casos  prescribirá  la  acción  al 
año,  contado  desde  el  día  de  la  enajenación 
fraudulenta. 

Art.  654.  En  consecuencia  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  652,  no  so  anularán  ni 
rescindirán  los  contratos  en  perjuicio  de 
tercero  que  haya  inscrito  su  derecho,  por 
ninguna  de  las  causas  siguientes: 

1.*  Por  revocación  de  donaciones,  en 
los  casos  permitidos  por  la  ley,  excepto  el 


de  no  cumplir  el  donatario  condiciones 
inscritas  en  el  Registro. 

2.*  Por  no  haberse  pagado  todo  ó  parte 
del  precio  de  la  cosa  vendida,  si  no  consta 
en  la  inscripción  haberse  aplazado  el  pago. 

3.*  Por  la  doble  venta  de  una  misma 
cosa,  cuando  alguna  de  ellas  no  hubiere 
sido  inscrita. 

4.^  Por  enajenaciones  verificadas  en 
fraude  de  acreedores,  con  exclusión  de  las 
exceptuadas  en  el  artículo  anterior. 

En  todo  caso  en  que  la  acción  resoluto- 
ria ó  rescisoria  no  se  pueda  dirigir  contra 
el  tercero  conforme  á  lo  dispuesto  en  este 
artículo,  se  podrá  ejercitar  la  personal  co- 
rrespondiente para  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  por  el  que  los  hubiere 
causado. 

CAPÍTULO  IV 

DE  LAS  ANOTACIONES  PREVENTIVAS 

Art.  655.  Podrán  pedir  anotación  pre- 
ventiva de  sus  respectivos  derechos  en  el 
Registro  público  correspondiente: 

1.°  El  que  demandare  en  juicio  la  pro- 
piedad de  bienes  inmuebles,  ó  la  constitu- 
ción, declaración,  modifícación  ó  extensión 
de  cualquier  derecho  real. 

2."  El  que  en  juicio  ejecutivo  obtuviere 
á  su  favor  mandamiento  de  embargo  que 
se  haya  hecho  efectivo  en  bienes  raices  del 
deudor. 

3."  El  que  en  cualquier  juicio  obtuviere 
sentencia  ejecutoria  condenando  al  de- 
mandado, la  cual  deba  llevarse  á  efecto  por 
los  trámites  establecidos  para  la  ejecución 
de  las  sentencias  en  el  Código  de  Procedi- 
mientos. 

4.°  El  que  demandando  en  juicio  ordi- 
nario el  cumplimiento  de  cualquiera  obli- 
gación, obtuviere  con  arreglo  á  las  leyes 
providencia  ordenando  el  secuestro  ó  pro- 
hibiendo la  enajenación  de  bienes  inmue- 
bles. 

5.°  El  que  propusiere  demanda  con  ob- 
jeto de  obtener  alguna  de  las  providencias 
expresadas  en  el  número  4.°  del  art.  625 
de  este  Código. 

6.°  El  legatario  que  no  tenga  derecho, 
según  las  leyes,  á  promover  el  juicio  de 
testamentaría. 

7."  El  acreedor  refaccionario,  mientras 
duren  las  obras  que  sean  objeto  de  la  re- 
facción. 

8."  El  que  presentare  en  el  oficio  del 
Registro  algún  titulo  cuya  inscripción  no 
pueda  hacerse  definitivamente  por  falta  de 
algún  requisito  subsanable,  ó  por  imposi- 
bilidad del  Registrador. 

9."     El  que  en  cualquiera  otro  caso  tu- 
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viere  derecho  á  exigir  anotación  preventi- 
va, conforme  á  lo  dispuesto  en  este  Códi- 
go. (C.  R.  468  y  siguientes.) 

Art.  656.  En  el  caso  del  número  1.°  del 
articulo  anterior,  no  podrá  hacerse  la  ano- 
tación preventiva  sino  cuando  se  ordene 
por  providencia  judicial  dictada  á  instan- 
cia de  parte. legitima,  y  en  virtud  de  docu- 
mento bastante  al  prudente  arbitrio  del 
juzgador. 

En  el  caso  del  número  2."  del  mismo  ar- 
ticulo será  obligatoria  la  anotación,  según 
lo  dispuesto  en  el  Código  de  Procedi- 
mientos. 

En  el  caso  del  número  5.°  de  dicho  ar- 
ticulo anterior,  deberá  hacerse  también  la 
anotación  en  virtud  de  providencia  judi- 
cial, que  podrá  dictarse  de  ofício,  cuando 
no  hubiere  interesados  que  la  reclamen, 
siempre  que  el  juzgador,  á  su  prudente  ar- 
bitrio, lo  estime  conveniente  para  asegu- 
rar el  efecto  de  la  sentencia  que  pueda  re- 
caer en  el  juicio. 

Art.  657.  El  acreedor  que  obtenga  ano- 
tación á  su  favor  en  los  casos  de  los  nú- 
meros 2.",  3."  y  4.°  del  articulo  655,  será 
preferido,  en  cuanto  á  los  bienes  anotados, 
solamente  á  los  que  tengan  contra  el  mis- 
mo deudor  otro  crédito  contraído  con  pos- 
terioridad á  dicha  anotación. 

Art.  658.  El  legatario  que  no  tenga  de- 
recho, según  las  leyes,  á  promover  el  jui- 
cio de  testamentaria,  podrá  pedir  en  cual- 
quier tiempo  anotación  preventiva  sobre 
la  misma  cosa  legada,  si  fuere  determina- 
da é  inmueble. 

Si  el  legado  no  fuere  de  especie,  podrá 
exigir  el  legatario  la  anotación  de  su  valor 
sobre  cualesquiera  bienes  raices  de  la  he- 
rencia, bastantes  para  cubrirlo,  dentro  de 
los  180  días  siguientes  á  la  muerte  del  tes- 
tador. 

En  uno  y  otro  caso  se  hará  la  anotación 
presentando  en  el  Registro  el  título  en  que 
se  funde  el  derecho  del  legatai'io. 

Art.  659.  El  legatario  de  l)ienes  inmue- 
l)les  determinados  ó  de  créditos  ó  pensio- 
nes consignados  sobre  ellos,  no  podrá  cons- 
tituir su  anotación  preventiva  sino  sobre 
los  mismos  bienes. 

Art.  660.  El  legatario  do  género  ó  can- 
tidad no  podrá  exigir  su  anotación  sobre 
i)ienes  inmuel)les,  legados  especialmente á 
otros. 

Art.  661.  Ningún  legatario  de  género 
ó  cantidad  que  tenga  á  su  favor  anotación 
preventiva,  podrá  impedir  que  otro  de  la 
misma  clase  obtenga  dentro  del  plazo  le- 
gal otra  anotación  á  su  favor  sobre  los  mi.s- 
mos  l)iencs  ya  anotados. 

Art.  663.     Si  el   heredero  quisiere  in.s- 
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cribir  á  su  favor  dentro  del  expresado  pla- 
zo de  lori  180  días  los  bienes  hereditarios, 
y  no  hubiere  para  ello  impedimento  legal, 
podrá  hacerlo  con  tal  de  que  renuncien 
previamente  y  en  escritura  pública  todos 
los  legatarios  á  su  derecho  de  anotación,  ó 
que  en  defecto  de  renuncia  expre-sa  se  no- 
tifique á  los  mismos  legatarios,  con  treinta 
días  de  anticipación,  la  solicitación  del  he- 
redero, á  ñn  de  que  durante  dicho  térmi- 
no puedan  hacer  uso  de  aquel  derecho. 

Esta  notiñcación  se  hará  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  para  la  demanda  y  el  empla- 
zamiento en  el  Código  de  Procedimientos. 

Si  alguno  de  los  legatarios  no  fuere  per- 
sona cierta,  el  Juez  ó  Tribunal  mandará, 
liacer  la  anotación  preventiva  de  su  lega- 
do, bien  á  instancia  del  mismo  heredero  ó 
de  otro  interesado,  bien  de  oficio. 

El  heredero  que  solicitare  la  inscripción 
á  su  favor  de  los  bienes  hereditarios,  den- 
tro de  los  referidos  180  días,  podrá  anotar 
preventivamente  desde  luego  dicha  soli- 
eitud. 

Esta  anotación  no  se  convertirá  en  ins- 
cripción definitiva  hasta  que  los  legatarios 
hayan  renunciado  expresa  ó  tácitamente, 
á  la  anotación  de  sus  legados,  y  quedará 
cancelada  respecto  á  bienes  que  los  mis- 
mos legatarios  anoten  preventivamente  en 
uso  de  su  derecho. 

Art.  663.  El  legatario  que  obtuviere 
anotación  preventiva,  será  pi'eferido  á  los 
acreedores  del  heredero  que  haya  acepta- 
do la  herencia  sin  beneficio  de  inventario, 
y  á  cualquiera  otro  que  con  posterioridad 
á  dicha  anotación,  adquiera  algún  derecho 
sobre  los  bienes  anotados,  pero  entendién- 
dose que  esta  preferencia  es  solamente  en 
cuanto  al  importe  de  dichos  bienes. 

Art.  664.  La  anotación  preventiva  da- 
rá preferencia,  en  cuanto  al  importe  de 
los  bienes  anotados,  á  los  legatarios  qiKs 
hayan  hecho  uso  de  su  derecho  dentro  de 
los  180  días  señalados  en  eí  articulo  658 
sóbrelos  que  no  lo  hicieren  del  suyo  en  el 
mismo  término. 

Los  f|ue  dentro  de  éste  la  hayan  realiza- 
do, no  tendrán  preferencia  entre  si;  pero 
sin  perjuicio  de  la  que  corresponda  al  le- 
gatario de  especie  respecto  á  los  demás 
legatarios,  con  arreglo  á  la  ley,  tanto  en 
este  caso  como  en  v\  de  no  liaixír  pedido 
su  anotación. 

Art.  665.  El  legatario  que  no  lo  fuese 
de  especie  y  dejare  transcurrir  el  plazo 
señalado  en  el  art.  658  sin  hac^er  uso  de  su 
derecho,  sólo  podrá  exigir  después  la  ano- 
tación preventiva  sol)re  los  l)iencs  de  la 
herencia  que  sul)s¡stan  en  poder  del  here- 
dero; pero  no  surtirá  efecto  contra  el  que 
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antes  haya  adquirido  ó  inscrito  algún  de- 
recho sobre  los  bienes  hereditarios. 

Art.  666.  El  legatario  que  transcurri- 
dos los  180  días  pidiese  anotación  sobre  los 
bienes  hereditarios  que  subsistan  en  poder 
del  heredero,  no  obtendrá  por  ello  prefe- 
rencia alguna  sobre  los  demás  legatarios 
que  omitan  esta  formalidad,  ni  logrará 
otra  ventaja  que  la  de  ser  antepuesto  para 
el  cobro  de  su  legado  á  cualquiera  acre- 
edor del  heredero  que  con  posterioridad 
adquiera  algún  derecho  sobre  los  bienes 
anotados. 

Art.  667.  La  anotación  pedida  fuera 
del  término  podrá  hacerse  sobre  bienes 
anotados  dentro  de  él  á  favor  de  otro  lega- 
tario, siempre  que  subsistan  en  poder  del 
heredero;  pero  el  legatario  que  la  obtuvie- 
re no  cobrará  su  legado  sino  en  cuanto  al- 
canzare el  importe  de  los  bienes,  después 
de  satisfechos  los  que  dentro  del  término 
hicieron  su  anotación. 

Art.  668.  La  anotación  preventiva  de 
los  legados  y  de  los  créditos  refaccionarios 
no  se  decretará  judicialmente  sin  audien- 
cia previa  y  sumaria  de  los  que  puedan  te- 
ner interés  en  contradecirla. 

Art.  669.  La  anotación  preventiva  de 
los  legados  podrá  hacerse  por  convenio  en- 
tre las  partes  ó  por  mandato  judicial. 

Art.  670.  Cuando  hubiere  de  hacerse  la 
anotación  por  mandato  judicial  acudirá  el 
legatario  al  Juez  competente  para  conocer 
de  la  testamentaría  e.xponiendo  su  dere- 
cho, presentando  los  títulos  en  que  se  fun- 
de, y  señalando  los  bienes  que  pretenda 
anotar.  El  Juez,  oyendo  al  heredero  y  al 
mismo  legatario  en  juicio  verbal,  según  los 
trámites  establecidos  para  éste  en  el  Códi- 
go de  Procedimientos,  dictará  providen- 
cia, bien  denegando  la  pretensión,  ó  bien 
accediendo  á  ella. 

En  este  último  caso,  señalará  los  bienes 
que  hayan  de  ser  anotados,  y  mandará  li- 
brar ercorrespondiente  despacho  al  regis- 
trador, con  inserción  literal  de  lo  preve- 
nido para  que  lo  ejecute. 

Esta  providencia  será  apelable  para  ante 
la  Corte  de  apelaciones  respectiva. 

Art.  671.  Si  pedida  judicialmente  la 
anotación  por  un  legatario  acudiere  otro 
ejercitando  igual  derecho  respecto  á  los 
mismos  bienes,  será  también  oído  en  el 
juicio. 

Art.  672.  El  acreedor  refaccionario  po- 
drá e.xigir  anotación  sobre  la  finca  refac- 
cionada por  las  cantidades  que  de  una  vez 
ó  sucesivamente  anticipare,  presentando 
el  contrato  por  escrito  que  en  cualquiera 
forma  legal  haya  celebrado  con  el  deu- 
dor. 


Esta  anotación,  surtirá  respecto  al  cré- 
dito refaccionario,  todos  los  efectos  de  la 
hipoteca. 

Art.  673.  No  será  necesario  que  los  tí- 
tulos en  cuya  virtud  se  pida  la  anotación 
preventiva  de  créditos  refaccionarios  de- 
terminen ñjamente  la  cantidad  de  dinero 
ó  efectos  en  que  consistan  los  mismos  cré- 
ditos, y  bastará  que  contengan  los  datos 
suftcientes  para  liquidarlos  al  terminar  las 
obras  contratadas. 

Art.  674.  Si  la  finca  que  haya  de  ser 
objeto  de  la  refacción  estuviere  afecta  á 
obligaciones  reales  inscritas,  no  se  hará  la 
anotación,  sino  en  virtud  de  convenio  uná- 
nime por  escritura  pública  entre  el  propie- 
tario y  las  personas  á  cuyo  favor  estuvie- 
ren constituidas  dichas  obligaciones,  sobre 
el  objeto  de  la  refacción  misma  y  el  valor 
de  la  finca  antes  de  empezar  las  obras,  ó 
bien  en  virtud  de  providencia  judicial , 
dictada  en  expediente  instruido  para  hacer 
constar  dicho  valor,  y  con  citación  de  to- 
das las  indicadas  personas. 

Art.  675.  Si  alguno  de  los  que  tuvieren 
á  su  favor  las  obligaciones  reales  expresa- 
das en  el  artículo  anterior  no  fuere  perso- 
na cierta,  estuviere  ausente,  ignorándose 
su  paradero,  ó  negare  su  consentimiento, 
no  podrá  hacerse  la  anotación  sino  por  pro- 
videncia judicial. 

Art.  676.  El  valor  que  en  cualquier 
forma  se  diere  á  la  finca  que  ha  de  ser  re- 
faccionada, antes  de  empezar  las  obras,  se 
hará  constar  en  la  anotación  del  crédito. 

Art.  677.  Las  personas  á  cuyo  favor  es- 
tuviesen constituidos  derechos  reales  sobre 
la  finca  refaccionada,  cuyo  valor  se  haga 
constar  en  la  forma  prescripta  en  los  artí- 
culos precedentes,  conservarán  su  dere- 
cho de  preferencia  respecto  al  acreedor 
refaccionario,  pero  solamente  por  un  valor 
igual  al  que  se  hubiere  declarado  á  la  mis- 
ma finca. 

El  acreedor  refaccionario  será  conside- 
rado como  hipotecario  respecto  á  lo  que 
exceda  el  valor  de  la  finca  al  de  las  obli- 
gaciones anteriores  mencionadas  ,  y  en 
todo  caso  respecto  á  la  diferencia  entre  el 
precio  dado  á  la  misma  finca  antes  de  las 
obras  y  el  que  alcanzare  en  su  enajena- 
ción judicial. 

Art.  678.  Serán  faltas  subsanables  las 
que  afecten  á  la  validez  del  mismo  título 
sin  producir  necesariamente  la  nulidad  de 
la  obligación  en  ól  constituida. 

Si  el  título  contuviere  alguna  dé  estas 
faltas,  el  Registrador  suspenderá  la  ins- 
cripción y  extenderá  anotación  preventiva 
si  la  solicita  el  que  presentó  el  titulo. 

Serán  faltas  no  subsanables  las  que  pro- 
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duzcan  necesariamente  la  nulidad  de  la 
obligación. 

En  el  caso  de  contener  el  título  alguna 
falta  de  esta  clase,  se  denegará  la  inscrip- 
ción sin  poder  verificarse  la  anotación  pre- 
ventiva. 

Art.  679.  Los  interesados  podrán  recla- 
mar disciplinariamente  contra  la  califica- 
ción del  titulo  hecha  por  el  Registrador, 
sin  perjuicio  de  acudir,  si  quieren,  á  los 
Tribunales  para  ventilar  y  contender  en- 
tre si  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  de  los 
documentos  ó  déla  obligación.  En  el  caso 
de  que  se  suspendiere  la  inácripción  por 
faltas  subsanables  del  titulo  y  no  se  solici- 
tare la  anotación  preventiva,  podrán  los 
interesados  subsanar  las  faltas  en  los  trein- 
ta días  que  duran  los  efectos  del  asiento  de 
presentación.  Si  se  extiende  la  anotación 
preventiva,  podrá  verificarse  en  el  tiempo 
que  ésta  subsiste  según  el  articulo  709. 

Cuando  se  hubiere  denegado  la  inscrip- 
ción y  el  interesado,  dentro  de  los  treinta 
días  siguientes  al  de  la  fecha  del  asiento 
de  presentación,  propusiera  demanda  para 
que  se  declare  la  validez  del  título  ó  de  la 
obligación,  podrá  pedir  anotación  preven- 
tiva de  la  demanda,  y  la  que  se  verifique 
so  retrotraerá  á  la  fecha  del  asiento  de 
presentación. 

Después  de  dicho  término  no  surtirá 
efecto  la  anotación  preventiva  de  la  de- 
manda, sino  desde  su  fecha. 

En  el  caso  de  recurrirse  disciplinaria- 
mente contra  la  calificación  del  titulo,  to- 
dos los  términos  expresados  en  los  dos  an- 
teriores párrafos  quedarán  suspensos  desde 
el  día  en  que  se  interponga  el  recurso  has- 
ta el  de  su  resolución  definitiva. 

Art.  680.  En  el  c^iso  de  hacerse  la  ano- 
tación por  no  poderse  ejecutar  la  inscrip- 
ción por  falta  de  algún  requisito  subsana- 
ble,  podrá  exigir  el  interesado  que  el  re- 
gistrador le  dé  copia  de  dicha  anotación, 
autorizada  con  su  firma,  y  en  la  cual  cons- 
te si  hay  ó  no  pendientes  de  registro  algu- 
nos otros  títulos  relativos  al  mismo  inmue- 
ble, y  cuáles  sean  éstos  en  su  caso. 

Art.  681.  Las  providencias  decretando 
ó  denegando  la  anotación  preventiva  en 
los  casos  1.°,  5."  y  &.'^  del  artículo  655, 
serán  apelables  en  un  solo  efecto. 

En  el  caso  7."  del  mismo  artículo,  será 
apelable  en  ambos  la  providencia  cuando 
se  haya  opuesto  á  la  anotación  el  que  tu- 
viere á  su  favor  derecho  real  anterior  so- 
bre el  inmueble  anotado. 

Art.  682.  El  que  pudiendo  pedir  la 
anotación  preventiva  en  un  dereciio,  de- 
jase de  hacerlo  dentro  del  término  señalado 
al  efecto,  no  podrá  después  inscribirlo  á  su 


favor  en  perjuicio  de  tercero  que  haya 
inscrito  el  mismo  derecho,  adquiriéndolo 
de  persona  que  aparezca  en  el  Registro 
con  facultad  de  transmitirlo. 

Art.  683.  Cuando  la  anotación  preven- 
tiva, de  un  derecho  se  convierte  en  ins- 
cripción definitiva  del  mismo,  surtirá  ésta 
sus  efectos  desde  la  fecha  de  la  anotación. 

Art.  684.  Los  bienes  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  anotados  podrán  ser  enajena- 
dos ó  grabados,  pero  sin  perjuicio  del  dere- 
cho de  la  persona  á  cuyo  favor  se  haya 
hecho  la  anotación. 

Art.  685.  Las  anotaciones  preventivas 
comprenderán  las  circustancias  que  exi- 
gen para  las  inscripciones  los  artículos  630, 
631,  632,  633  y  634,  en  cuanto  resulten  de 
los  títulos  ó  documentos  presentados  para 
exigir  las  mismas  anotaciones. 

Las  que  deban  su  origen  á  providencia 
de  embargo  ó  secuestro,  expresarán  la 
causa  que  haya  dado  lugar  á  ellos  y  el  im- 
porte de  la  obligación  que  los  hubiere  ori- 
ginado. 

Art.  686.  Todo  mandamiento  judicial 
disponiendo  hacer  una  anotación  preven- 
tiva, expresará  las  circunstancias  que  deba 
ésta  contener,  según  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo anterior,  si  resultasen  de  los  títulos 
y  documentos  que  se  hayan  tenido  á  la 
vista  para  dictar  la  providencia  de  ano- 
tación. 

Cuando  la  anotación  deba  comprender 
todos  los  bienes  de  una  persona,  como  en 
los  casos  de  incapacidad  y  oíros  análogos, 
el  Registrador  anotará  todos  los  que  se  ha- 
llen inscritos  á  su  favor. 

También  podrán  anotarse  en  este  caso 
los  bienes  no  inscritos,  siempre  que  el  Tri- 
bunal lo  ordene  y  se  haga  previamente  su 
inscripción,  á  favor  de  la  persona  gravada 
por  dicha  anotación. 

Art.  687.  Si  los  títulos  ó  documcmtos  en 
cuya  virtud  se  pida  judicial  ó  extrajudicial- 
mente  la  anotación  preventiva,  no  contu- 
vieren las  circunstancias  que  ésta  necesite 
para  su  validez,  se  consignarán  dichas  cir- 
cunstancias por  los  interesados  en  el  es- 
crito en  que  de  común  acuerdo  soliciten  la 
anotación.  No  habiendo  avenencia,  el  que 
solictte  la  anotación  consignará  en  el  es- 
crito en  que  la  pida  diclias  circunstancias, 
y  previa  audienitia  del  otro  interesado  so- 
bre su  exactitud,  el  Tribunal  decidirá  lo 
que  proceda. 

Art.  688.  Las  anotaciones  preventivas 
se  harán  en  el  mismo  libro  en  que  corres- 
pondería hacer  la  inscripción  si  el  derecho 
anotado  se  convirtiere  en  derecho  inscrito. 

Art.  689.  La  anotación  preventiva  será 
nula  cuando  por  ella  no  pueda  venirse  en 
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conocimiento  de  la  fínca  ó  derecho  anota- 
do, de  la  persona  á  quien  afecte  la  anota- 
ción, ó  de  la  fecha  de  ésta. 

CAPÍTULO  V 

DE   LA   EXTINCIÓN    DE    LA   INSCRIPCIÓN 
Y    ANOTACIÓN    PREVENTIVA 

Art.  690t.  Las  inscripciones  no  se  ex- 
tinguen e»  Cuanto  á  tercero  sino  por  su 
cancelación,  ó  por  la  inscripción  de  la 
transferencia  del  dominio  ó  derecho  real 
inscrito  á  favor  de  otra  persona.  (C.  R.  471.) 

Art.  691.  La  cancelación  de  las  inscrip- 
ciones y  anotaciones  preventivas  podrá  ser 
total  ó  parcial. 

Art.  692.  Podrá  pedirse  y  deberá  orde- 
narse en  su  caso  la  cancelación  total: 

1.°  Cuando  se  extinga  por  completo  el 
inmueble  objeto  de  la  inscripción. 

2.°  Cuando  se  extinga  también  por 
completo  el  derecho  inscrito. 

3.°  Cuando  se  declare  la  nulidad  del 
título  en  cuya  virtud  se  haya  hecho  la  ins- 
cripción. 

4.°  Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la 
inscripción  por  falta  de  alguno  de  sus  re- 
quisitos esenciales,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  647.  (C.  R.  472). 

Art.  693.  Podrá  pedirse  y  deberá  de- 
cretarse, en  su  caso,  la  cancelación 
parcial: 

1."  Cuando  se  reduzca  el  inmueble  ob- 
jeto de  la  inscripción  ó  anotación  preven- 
tiva. 

2.°  Cuando  se  reduzca  el  derecho  ins- 
crito á  favor  del  dueño  de  la  fínca  gra- 
vada. (C.  R.  473). 

Art.  694.  La  ampliación  de  cualquier 
derecho  inscrito  será  objeto  de  una  nueva 
inscripción,  en  la  cual  se  hará  referencia 
de  la  del  dereclio  ami)liado. 

Art.  695.  Las  inscripciones  ó  anota- 
ciones preventivas,  heclias  en  virtud  de 
escritura  pública,  no  se  cancelarán  sino 
por  providencia  ejecutoria  con  la  cual  no 
se  halle  pendiente  recurso  de  casación,  ó 
por  otra  escritura  ó  documento  auténtico, 
en  el  cual  exprese  su  consentimiento  para 
la  cancelación,  la  persona  á  cuyo  favor  se 
hubiere  hecho  la  inscripción  ó  anotación, 
ó  sus  causa  habientes  ó  representantes 
legítimos. 

Las  inscripcioncá  ó  anotaciones,  hechas 
en  virtud  de  mandamientos  judiciales,  no 
se  cancelarán  sino  por  providencia  ejecu- 
toria que  tenga  las  circunstancias  preve- 
nidas en  el  párrafo  anterior.  (C.  R.  474). 
Las  inscripciones  de  hipotecas  constituidas 
con  el  objeto  de  garantizar  títulos  trans- 


misibles por  endosos,  se  cancelarán  pre- 
sentándose la  escritura  otorgada  por  ios 
que  hayan  cobrado  los  créditos,  en  la  cual 
debe  constar  haberse  inutilizado  en  el  acto 
de  su  otorgamiento  los  títulos  endosables, 
ó  solicitud  fírmada  por  dichos  interesados 
y  por  el  deudor,  á  la  cual  se  acompañen 
taladros  los  referidos  títulos.  Si  algunos  de 
ellos  se  hubiesen  extraviado,  se  presenta- 
rá con  la  escritura  ó  con  la  solicitud,  tes- 
timonio de  la  declaración  judicial  de  no 
tener  efecto.  El  Registrador  deberá  ase-, 
gurarse  de  la  identidad  de  las  fírmas  y  de 
las  personas  que  hubieren  hecho  la  solici- 
tud. 

Las  inscripciones  de  las  hipotecas  cons- 
tituidas con  el  objeto  de  garantizar  títulos 
al  portador,  no  podrán  cancelarse  sino 
presentándose  testimonio  de  la  declaración 
judicial  de  quedar  extinguidas  todas  las 
obligaciones  aseguradas. 

En  el  caso  del  párrafo  anterior,  para 
decretarse  la  declaración  judicial,  deberán 
preceder  cuatro  llamamientos  por  edictos 
públicos  y  en  los  periódicos  ofíciales,  y 
tiempo  cada  uno  de  ellos  de  seis  meses  á 
los  que  tuvieren  derecho  á  la  cancelación. 

Art.  696.  Si  constituida  una  inscrip- 
ción ó  anotación  por  providencia  judicial 
convinieren  válidamente  los  interesados 
en  cancelarla,  acudirán  al  Tribunal  com- 
petente por  medio  de  un  escrito  manifes- 
tándolo así;  y  después  de  ratifícarse  en  su 
contenido,  si  no  hubiere  ni  pudiere  haber 
perjuicios  para  tercero,  dictará  providen- 
cia ordenando  la  cancelación. 

También  dictará  el  Tribunal  la  misma 
providencia  cuando  sea  procedente,  aun- 
que no  consienta  en  la  cancelación  la  per- 
sona en  cuyo  favor  se  hubiere  hecho. 

Si  constituida  la  inscripción  ó  anotación 
por  escritura  púbüca,  procediere  su  can- 
celación y  no  consintiere  en  ella  aquél  á 
quien  ésta  perjudique,  podrá  el  otro  inte- 
resado demandarlo  en  juicio  ordinario. 

Art.  697.  Será  competente  para  orde- 
nar la  cancelación  de  una  anotación  pre- 
ventivo, ó  su  conversión  en  inscripción 
definitiva,  el  Juez  ó  Tribunal  que  la  haya 
mandado  hacer,  ó  que  le  haya  sucedido 
legalmente  en  el  conocimiento  del  negocio 
que  diere  lugar  á  el  a. 

Art.  698.  La  anotación  preventiva  se 
cancelará,  no  sólo  cuando  so  e.\ tinga  el  de- 
recho anotado,  sino  también  cuando  en  la 
escriturase  convenga  ó  en  la  providencia 
se  disponga,  respectivamente,  convertirla 
en  inscripción  definitiva. 

Si  se  hubiere  hecho  la  anotación  sin  es- 
critura pública,  y  se  tratase  do  cancelarla 
sin  convertirla  en   inscripción   definitiva, 
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podrá  hacerse  también  la  cancelación,  me- 
diante documento  de  la  misma  especie  que 
los  que  se  liubieren  presentado  para  hacer 
la  anot  iciun. 

Art.  699.  La  anotación  á  favor  del  le- 
gatario que  no  lo  sea  de  especie,  caducará 
al  año  de  su  fecha. 

Si  el  legado  no  fuere  exigible  á  los 
diez  meses  se  considerará  subsistente  la 
anotación  preventiva  hasta  dos  meses  des- 
pués en  que  pueda  exigirse. 

Art.  700.  Si  antes  de  extinguirse  la 
anotación  preventiva  resultare  ser  ineficaz 
para  la  seguridad  del  legado,  por  razón  de 
las  cargas  ó  condiciones  especiales  de  los 
bienes  anotados,  podrá  pedir  el  legatario 
que  se  constituya  otra  sobre  bienes  dife- 
rentes, siempre  que  los  haya  en  la  heren- 
cia ^sceptibles  de  tal  gravamen. 

Art.  701.  El  legatario  de  rentas  ó  pen- 
siones periódicas,  impuestas  por  el  testador 
determinadamente  á  cargo  de  alguno  de 
los  herederos  ó  de  otros  legatarios,  pero 
sin  declarar  personal  e:>ta  obligación,  ten- 
drá derecho,  dentro  del  plazo  señalado  en 
el  artículo  699,  á  exigir  que  la  anotación 
preventiva  que  oportunamente  hubiere 
constituido  su  derecho,  se  convierta  en 
inscripción  hipotecaria. 

Art.  702.  El  heredero  ó  legatario  gra- 
vado con  la  pensión  deberá  constituir  la 
hipoteca  de  que  trata  el  articulo  anterior 
sobre  los  mismos  bienes  anotados,  si  se  le 
adjudicaren,  ó  sobre  cualesquiera  otros  in- 
muebles de  la  herencia  que  se  le  adju- 
diquen. 

La  elección  corresponderá  en  todo  caso 
á  dicho  heredero  ó  legatario  gravado,  y  el 
pensionista  deberá  admitir  la  hipoteca  que 
aquél  le  ofrezca,  siempre  que  sea  bastante 
y  la  imponga  sobre  bienes  procedentes  de 
la  herencia. 

Art.  703.  El  pensionista  que  no  hubie- 
re constituido  anotación  preventiva,  podrá 
exigir  también  en  cualquier  tiempo  la  ins- 
cripción hipotecaria  en  su  derociio  sobre 
los  l>ienes  de  la  herencia  que  subsistan  en 
poder  del  heredero,  ó  se  hayan  adjudicado 
al  legatario  ó  heredero  especialmente  gra- 
vado, siempre  que  pudiera  hacerlo  me- 
diando anotación  preventiva  eficaz,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior. 

Esta  inscripción  no  surtirá  efecto  sino 
desde  su  fecha. 

Art.  704.  El  pensionista  que  hubiere 
ol)tcnido  anotación  preventiva  no  podrá 
exigir  que  se  lo  hipotequen  otros  bienes 
que  los  anotados  si  éstos  fueren  suficientes 
l)ara  asegurar  el  legado.  Si  no  lo  fueren, 
podrá  exigir  el  complemento  de  su  hipote- 


ca sobre  otros  bienes  de  la  herencia;  pero 
con  sujeción,  en  cuanto  á  éstos  últimos,  á 
lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  705.  La  anotación  á  favor  del 
acreedor  i'efaccionario  caducará  á  los  se- 
senta días  de  concluida  la  obra  objeto  de 
la  refacción. 

Art.  706,  El  acreedor  refaccionario  po- 
drá convertir  su  anotación  preventiva  en 
inscripción  de  hipoteca,  si  al  expirar  el 
término  señalado  en  el  artículo  anterior, 
no  estuviere  aún  pagado  por  completo  de 
su  crédito  por  no  haber  vencido  el  plazo 
estipulado  en  el  contrato. 

Si  el  plazo  estuviese  vencido,  podrá  el 
acreedor,  ó  prorrogarlo  mediante  la  con- 
versión de  la  anotación  en  inscripción  hi- 
potecaria, ó  exigir  el  pago  desde  luego, 
para  lo  cual  surtirá  la  anotación  todos  los 
efectos  de  la  hipoteca. 

Art.  707.  Para  convertir  en  inscripción 
hipotecaria  la  anotación  del  crédito  refac- 
cionario, se  liquidará  éste  si  no  fuere  líqui- 
do, y  se  otorgará  escritura  pública. 

Art.  708.  Las  cuestiones  que  se  susci- 
ten entre  el  acreedor  y  el  deudor  sobre  la 
liquidación  del  crédito  refaccionario,  ó  so- 
bre la  constitución  de  la  hipoteca,  se  deci- 
dirán en  juicio  ordinario,  Mientras  éste  se 
sustancie  y  termine,  subsistirá  la  notación 
preventiva,  y  producirá  todos  sus  efectos. 

Art.  709.  La  anotación  exigida  á  con- 
secuencia de  no  poderse  verificar  la  ins- 
cripción por  defectos  subsana  bles  del  titulo 
presentado,  caducará  á  los  sesenta  días  de 
su  fecha. 

Este  plazo  se  podrá  prorrogar  hasta  cien- 
to ochenta  días,  por  justa  causa,  y  en  vir- 
tud de  providencia  judicial. 

Art.  710.  La  cancelación  de  las  inscrip- 
ciones ó  anotaciones  preventivas,  sólo  ex- 
tingue, en  cuanto  á  tercero,  los  derechos 
inscritos  á  que  afecte,  si  el  titulo  en  virtud 
del  cual  se  ha  verificado  no  es  falso  ó  nulo, 
y  no  contiene  el  asiento  vicio  exterior  de 
nulidad  de  los  expresados  en  el  articulo  si- 
guiente. 

Art.  711.     Será  nula  la  cancelación: 

1."  Cuando  no  dé  claramente  á  conocer 
la  inscripción  ó  anotación  cancelada. 

2.°  Cuando  no  exprese  el  documento  en 
cuya  virtud  se  haga  la  cancelación,  los 
nombres  de  los  otorgantes,  del  Notario  y 
del  Tribunal  en  su  caso,  y  la  fecha  del 
otorgamiento  ó  expedición. 

3,^  Cuando  no  exprese  el  nombre  de  la 
persona  á  cuya  instuicia  ó  con  cuyo- con- 
sentimiento se  verifiíjuc  la  cancelación. 

4."  Cuando  haciéndose  la  cancelación 
á  nombre  de  persona  distinta  de  aquélla  á 
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cuyo  favor  estuviere  hecha  la  inscripción 
ó  anotación,  no  resultare  de  la  cancelación 
la  representación  con  que  haya  obrado  di- 
cha persona. 

5.°  Cuando  en  la  cancelación  parcial 
no  se  dé  claramente  á  conocer  la  parte  del 
inmueble  que  haya  desaparecido,  ó  la  par- 
te de  la  obligación  que  se  extinga  y  la  que 
subsista. 

6."  Cuando  habiéndose  verificado  la 
cancelación  de  una  anotación  en  virtud  de 
documento  privado,  no  dé  fe  el  Registra- 
dor de  conocer  á  los  que  lo  suscriban,  ó  á 
los  testigos  en  su  defecto. 

7.°  Cuando  no  contenga  la  fecha  de  la 
presentación  en  el  Registro  del  titulo  en 
que  se  haya  convenido  ó  mandado  la  can- 
celación. 

Art.  712.  Podrá  declarse  nula  la  can- 
celación con  perjuicio  de  tercero: 

1°  Cuando  se  declare  falso,  nulo  ó  in- 
eficaz el  título  en  cuya  virtud  se  hubiese 
hecho. 

2.°  Cuando  se  hava  verificado  por  error 
ó  fraude.  (C.  R.  477.') 

3."  Cuando  la  haya  ordenado  un  Tri- 
bunal incompetente. 

Art.  713.  Los  Registradores  calificarán 
bajo  su  responsabilidad,  la  legalidad  de  las 
formas  extrínsecas  de  las  escrituras  en  cu- 
ya virtud  se  soliciten  las  cancelaciones  y 
la  capacidad  de  los  otorgantes,  en  los  tér- 
minos prevenidos  respecto  á  las  inscrip- 
ciones en  los  artículos  638  y  639. 

Art.  714.  Los  Registradores  califica- 
rán, también  Vjajo  su  responsabilidad,  la 
competencia  de  los  Tribunales  que  orde- 
nen las  cancelaciones,  en  los  casos  en  que 
no  firmare  el  despacho  el  mismo  que  hu- 
biere decretado  la  inscripción  ó  anotación 
preventiva. 

Si  dudaren  de  la  competencia  del  Tribu- 
nal darán  cuenta  á  la  Corte  de  Apelacio- 
nes respectiva,  la  cual  decidirá  lo  que  esti- 
me procedente. 

Art.  715.  Cuando  la  Corte  de  Apela- 
ciones declare  la  competencia  del  Tribu- 
nal, el  Registrador  hará  desde  luego  la 
cancelación. 

Cuando  no  lo  estime  competente,  el 
mismo  Registrador  cotounicará  esta  deci- 
sión al  interesado,  devolviéndole  el  despa- 
cho. 

Art.  716.  Contra  el  fallo  de  la  Corte  de 
Apelaciones  procederá  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Art.  717.  La  cancelación  de  toda  ins- 
cripción contendrá  necesariamente  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

1."  La  clase  de  documentos  en  cuya 
virtud  se  haga  la  cancelación. 


2.*  La  fecha  del  documento  y  la  de  su 
presentación  en  el  Registro. 

3."  El  nombre  del  Juez,  Tril)unal  ó 
Autoridad  que  lo  hubiere  expedido,  ó  del 
''Notario  ante  quien  se  haya  otorgado. 

4.^  Los  nombres  de  los  interesados  en 
la  inscripción. 

5.*  La  forma  en  que  la  cancelación  se 
haya  hecho. 

CAPÍTULO  VI 

DEL   MODO   DE    LLEVAR   LOS   REGISTROS 

Art.  718.  El  Registro  de  la  propiedad 
se  llevará  en  libros  foliados,  sellados  y  ru- 
bricados por  el  Juez  de  Letras  respectivo, 
quien  pondrá  además  una  nota  al  principio 
y  al  fin  de  cada  libro,  expresiva  del  número 
de  fojas  que  contenga,  la  que  será  autori- 
zada con  su  firma  y  la  del  Secretario. 

Art.  719.  Los  libros  expresados  en  el 
artículo  anterior  serán  uniformes  para 
todos  los  Registros,  y  reunirán  todas  las 
condiciones  necesarias,  á  fin  de  impedir 
cualesquiera  fraudes  ó  falsedades  que  pu- 
dieran cometerse  en  ellos. 

Corresponde  al  Gobierno  proveer  dichos 
libros. 

Art.  720.  Sólo  harán  fe  los  libros  que 
lleven  los  Registradores  formados  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  721.  Los  libros  del  Registro  no  se 
sacarán  por  ningún  motivo  de  la  oficina 
del  Registrador;  todas  las  diligencias  ju- 
diciales ó  extrajudiciales  que  exijan  la 
presentación  de  dichos  libros,  se  ejecuta- 
rán precisamente  en  la  misma  oficina. 

Art.  722.  Los  libros  estarán  numera- 
dos por  orden  de  antigüedad. 

Art.  723.  Comprenderá  el  Registro  de 
la  propiedad  las  inscripciones,  anotacio- 
nes preventivas,  cancelaciones  y  notas  de 
todos  los  títulos  sujetos  á  inscripción,  se- 
gún los  artículos  625  y  627. 

Art.  724.  El  Registro  de  la  propiedad 
se  llevará  abriendo  uno  particular  á  cada 
finca  en  el  libro  de  inscripciones,  asentan- 
do por  primera  partida  de  ella  primera 
inscripción  que  se  pida  relativa  á  la  misma 
finca,  siempre  que  sea  de  traslación  de 
propiedad. 

Cuando  no  sea  de  esta  especie  la  prime- 
ra inscripción  que  se  pida,  se  trasladará 
al  Registro  la  última  de  dominio  que  se 
haya  hecho  en  los  libros  antiguos  á  favor 
del  propietario,  cuya  finca  quede  gravada 
por  la  nueva  inscripción.  Todas  Tas  ins- 
cripciones, anotaciones  y  cancelaciones 
posteriores,  se  asentarán  á  continuación. 
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sin  dejar  claros  entre  unos  y  otros  asientos. 

Art.  725.  Los  asientos  relativos  á  cada 
finca  se  numerarán  correlativamente,  y 
se  firmarán  por  el  Registrador. 

Art.  726.  Los  libros  del  Registro  serán 
los  siguientes: 

1.°    Diario. 

2.°     Libro  de  Inscripciones. 

3.°    índice. 

El  Diario  y  el  Libro  de  Inscripciones 
tendrán  un  margen  de  la  tercera  parte  de 
la  anchura  de  la  página. 

El  Índice  tendrá  cada  página  dividida  en 
seis  columnas  conforme  al  modelo. 

Art.  727.  Cuando  un  titulo  comprenda 
varios  bienes  ó  derechos  reales  que  radi- 
quen en  un  departamento  ó  sección  judi- 
cial, la  primera  inscripción  que  se  veri- 
fique contendrá  todas  las  circunstancias 
prescritas  en  el  art.  630,  y  en  las  otras 
sólo  se  describirá  la  finca,  si  fuere  nece- 
sario, •  ó  se  determinará  el  derecho  real 
objeto  de  cada  una  de  ellas,  y  se  expresa- 
rán la  naturaleza  del  acto  ó  contrato,  los 
nombres  del  transiéronte  y  adquirente,  la 
fecha  y  pueblo  en  que  se  expidió  el  titulo, 
y  el  nombre  del  Notario  autorizante,  refi- 
riéndose en  todo  lo  demás  á  aquella  pri- 
mera inscripcii'in,  y  citándose  el  libro  y 
folio  en  que  se  encuentre. 

Art.  728.  Si  el  título  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  fuere  de  constitución  de 
hipoteca,  deberá  expresarse  además  de  lo 
prescripto  en  dicho  articulo,  la  parte  de 
crédito  de  que  responde  cada  una  de  las 
fincas  ó  derechos. 

Art.  729.  Si  los  bienes  ó  derechos  con- 
tenidos en  un  mismo  titulo  estuvieren  si- 
tuados en  dos  ó  más  departamentos  ó  sec- 
ciones judiciales,  lo  dispuesto  en  los  dos 
anteriores  artículos  se  aplicará  a  cada  de- 
partamento ó  sección. 

Art.  730.  El  Registrador  autorizará  con 
firma  entera  los  asientos  de  presentación 
del  Diario,  las  inscripciones,  anotaciones 
jireventivas  y  cancelaciones,  y  con  media 
firma  las  notas. 

Art.  73L  Los  Registradores  extende- 
rán en  el  Diario,  en  el  momento  de  pre- 
sentarse cada  título,  un  breve  asiento  de 
su  contenido. 

Art.  732.  Los  asientos  del  Diario  se 
numerarán  correlativamente  en  el  acto  de 
ejecutarlos. 

Art.  733.  Los  asientos  de  que  trata  el 
¡irticulo  anterior  se  extenderán  por  el  or- 
den en  que  se  presenten  los  títulos,  sin 
dejar  claros  ni  huecos  entre  ellos,  y  ex- 
presarán: 

1."  El  nombre,  apellido  y  vecindad  del 
que  presente  el  título. 


2.°     La  hora  de  su  presentación. 

3.*^  La  especie  del  título  presentado,  su 
fecha  y  Autoridad  ó  Notario  que  lo  sus- 
criba. 

4.°  La  especie  de  derecho  que  se  cons- 
tituya, transmita,  modifique  ó  extinga  por 
el  titulo  que  se  pretenda  inscribir. 

5.°  La  naturaleza  de  la  finca  ó  derecho 
real  que  sea  objeto  del  titulo  presentado, 
con  expresión  de  su  situación,  su  nombre, 
y  su  número,  si  lo  tuviere. 

6.°  El  nombre  y  el  apellido  de  la  per- 
sona á  cuyo  favor  se  pretenda  hacer  la 
inscripción. 

7.°  La  firma  del  Registrador  y  de  la 
persona  que  presente  el  título,  ó  de  un  tes- 
tigo, si  ésta  no  pudiere  firmar. 

Art.  734.  Cuando  el  Registrador  ex- 
tienda en  el  libro  correspondiente,  la  ins- 
cripción, anotación  preventiva  ó  cancela- 
ción á  que  se  refiera  el  asiento  de  presen- 
tación, lo  expresará  así  al  margen  de 
dicho  asiento,  indicando  el  tomo  y  folio  en 
que  aquélla  se  hallare,  asi  como  el  número 
que  tuviere  la  finca  en  el  Registro,  y  el 
que  se  haya  dado  á  la  misma  inscripción 
solicitada. 

Art.  735.  La  oficina  del  Registro  debe- 
rá estar  abierta  durante  tres  horas,  por  lo 
menos,  todos  los  días  no  feriados. 

Los  Registradores  fijarán  en  la  puerta 
de  su  despacho  un  aviso,  señalando  las 
horas  en  que  se  abra  y  cierre,  previa  con- 
sulta con  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

A  la  hora  previamente  señalada  para 
cerrar  el  Registro,  se  cerrará  el  Diario 
por  medio  de  una  diligencia  que  extenderá 
y  firmará  el  Registrador  inmediatamente 
después  del  último  asiento  que  hubiere  he- 
cho. En  ella  se  hará  mención  del  número 
de  asientos  que  se  hayan  extendido  en  el 
día,  ó  de  la  circunstancia,  en  su  caso,  de 
no  haberse  verificado  ninguno. 

Si  llegare  la  hora  de  cerrar  el  Registro 
antes  de  concluir  un  asiento,  se  continua- 
rá éste  hasta  su  conclusión,  pero  sin  admi- 
tir entre  tanto  ningún  otro  título,  y  ex- 
presando aquella  circunstancia  en  la  dili- 
gencia de  cierre. 

Art.  736.  Los  asientos  de  presentación 
hechos  fuera  de  las  horas  en  que  deba  es- 
tar abierto  el  Registro,  serán  nulos. 

Art.  737.  Al  pie  de  cada  título  rjue  se 
inscriba  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
pondrá  el  Registrador  una  nota  firmada 
por  él,  que  exprese  la  especie  de  inscrip- 
ción que  se  haya  hecho,  el  tomo  y  folio  en 
que  se  halle,  el  número  de  la  finca  y  el  de 
la  inscripción  ejecutada. 

Art.  738.  Ninguna  inscripción  se  hará 
en  el  Registro  de  la  propiedad  sin  que  se 
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acredite  previamente  el  pago  de  los  im- 
puestos establecidos,  ó  que  se  establecie- 
ren por  las  leyes,  si  los  devengare  el  acto 
ó  contrato  que  se  pretenda  inscribir. 

Art.  739.  Para  que  en  virtud  de  pro- 
videncia judicial  pueda  hacerse  cualquier 
asiento  en  el  Registro,  expedirá  el  Juez  ó 
el  Tribunal  por  duplicado  el  mandamiento 
correspondiente. 

El  Registrador  devolverá  uno  de  los 
ejemplares  al  mismo  Juez  ó  Tribunal  que 
lo  haya  dirigido,  ó  al  interesado  que  lo 
haya  presentado  con  nota  firmada  por  él, 
en  que  exprese  quedar  cumplido;  y  con- 
servará el  otro  en  su  oñcio,  extendiendo 
en  él  una  nota  rubricada,  igual  á  la  que 
hubiere  puesto  en  el  ejemplar  devuelto. 
Estos  documentos  se  archivarán  enlegaja- 
dos, numerándolos  por  el  orden  de  su  pre- 
sentación. 

Art.  740.  Cuando  se  presente  un  titulo 
á  fín  de  que  se  cancele  total  ó  parcialmen- 
te alguna  hipoteca,  deberá  presentarse 
también  la  escritura  de  su  constitución  en 
que  conste  haber  sido  inscrito,  y  se  pon- 
drá una  nota  que  exprese  la  cancelación, 
sin  perjuicio  de  la  que  también  deba  po- 
nerse en  aquel  título. 

Si  no  se  presentase  la  referida  escritura 
de  constitución  de  la  hipoteca,  se  acompa- 
ñará al  titulo  copia  en  papel  común,  sin 
necesidad  de  que  contenga  firma  alguna, 
debiendo  el  Registradoi-  cotejar  en  aquel 
acto  dicha  copia  con  el  original,  y  exten- 
der Y  firmar  la  nota  de  conformidad,  si 
resuítare,  cuya  nota  firmará  asimismo  el 
interesado  ó  quien  en  su  representación 
haya  presentado  la  copia,  y  si  no  supiere, 
el  testigo  que  firmó  el  asiento  de  presen- 
tación. 

Art.  741.  Los  demás  títulos  que  se  pre- 
senten al  Registro  se  devolverán  á  los  in- 
teresados con  la  nota  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 737,  después  de  haber  hecho  de  ellos 
el  uso  que  corresponda. 

Art.  742.  Los  interesados  en  una  ins- 
cripción, anotación  preventiva  ó  cancela- 
ción, podrán  exigir  que,  antes  de  hacerse 
en  el  libro  el  asiento  principal  de  ella,  se 
les  dé  conocimiento  de  la  minuta  del  mis- 
mo asiento. 

Si  notaren  en  ella  algún  error  ú  omisión 
importante,  podrán  pedir  que  se  subsane, 
acudiendo  á  la  Corte  ae  Apelaciones  en 
el  caso  de  que  el  Registrador  se  negare  á 
hacerlo. 

La  Corte  de  Apelaciones  resolverá  lo 
que  proceda,  sin  forma  de  juicio  y  en  el 
término  de  seis  dias. 

Art.  743.  Siempre  que  se  dé  al  intere- 
sado conocimiento  de  la  minuta  en  la  for- 


ma prevenida  en  el  artículo  anterior  y  ma- 
nifieste su  conformidad,  ó,  no  manifestán- 
dola, decida  la  Corte  de  Apelaciones  la 
forma  en  que  aquélla  se  deba  extender,  se 
hará  mención  de  una  ú  otra  circunstancia 
en  el  asiento  respectivo. 

CAPÍTULO  Vil 

DE    LA    RECTIFICACIÓN    DE    LOS   ASIENTOS 
DEL    REGISTRO 

Art.  744.  Los  Registradores  podrán 
rectificar  por  si,  bajo  su  responsabilidad, 
los  errores  materiales  cometidos: 

1.**  En  los  asientos  principales  de  ins- 
cripción, anotación  preventiva  ó  cancela- 
ción, cuyos  respectivos  títulos  se  conser- 
ven en  el  Registro. 

2.°  En  los  asientos  de  presentación, 
notas  marginales  é  indicaciones  de  refe- 
rencia, aunque  los  títulos  no  obren  en  las 
oficinas  del  Registro,  siempre  que  la  ins- 
cripción principal  respectiva  baste  para 
dar  á  conocer  el  error  y  sea  posible  recti- 
ficarlo por  ella. 

Art.  745.  Los  Registradores  no  podrán 
rectificar  sin  la  conformidad  del  interesa- 
do que  posea  el  titulo  inscrito,  ó  sin  una 
providencia  judicial  en  su  defecto,  los  erro- 
res materiales  cometidos: 

1."  En  inscripciones,  anotaciones  pre- 
ventivas, ó  cancelaciones,  cuyos  titulo^  no 
existan  en  el  Registro. 

2."  En  los  asientos  de  presentación  y 
notas  cuando  dichos  errores  no  puedan 
comprobarse  por  las  inscripciones  princi- 
pales respectivas,  y  no  existan  tampoco  los 
títulos  en  la  oficina  del  Registro. 

Art.  746.  Los  errores  de  concepto  co- 
metidos en  inscripciones,  anotaciones  ó 
cancelaciones,  ó  en  otros  asientos  referen- 
tes á  ellas,  cuando  no  resulten  claramenti- 
de  las  mismas,  no  se  rectificarán  sin  el 
acuerdo  unánime  de  todos  los  interesados 
y  del  Registrador,  ó  una  providencia  judi- 
cial que  lo  ordene. 

Los  mismos  errores  cometidos  en  asien- 
tos de  presentación  y  notas,  cuando  la  ins- 
cripción principal  respectiva  baste  para 
darlos  á  conocer,  podrá  rectificarlos  por  si 
el  Registrador. 

Art.  747.  El  Registrador  ó  cualquiera 
de  los  interesados  en  una  inscripción,  po- 
drá oponerse  á  la  rectificación  que  otro  so- 
licite por  causa  de  error  de  concepto,  siem- 
pre que  á  su  juicio  esté  conforme  el  con- 
cepto que  se  suponga  equivocado  con  el 
correspondiente  en  el  titulo  á  que  la  ins- 
cripción se  refiera. 
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La  cuestión  que  se  suscite  con  este  mo- 
tivo se  decidirá  en  juicio  ordinario. 

Art.  748.  Cuando  los  errores  materia- 
les ó  de  concepto  produzcan  la  nulidad  de 
la  inscripción  conforme  al  art.  647,  no  ha- 
brá lugar  á  rectifícación,  y  se  pedirá  y  de- 
clarará por  quien  corresponda  dicha  nu- 
lidad. 

Art.  749.  Se  entenderá  que  se  comete 
error  material  para  el  efecto  de  los  ante- 
riores artículos,  cuando  sin  intención  co- 
nocida se  escriban  unas  palabras  por  otras, 
se  omita  la  expresión  de  alguna  circuns- 
tancia cuya  falta  no  sea  causa  de  nulidad, 
ó  se  equivoquen  los  nombres  propios  ó  las 
cantidades,  al  copiarlas  del  titulo,  sin  cam- 
biar por  eso  el  sentido  general  de  la  ins- 
cripción, ni  el  de  ninguno  de  sus  con- 
ceptos. 

Art.  750.  Se  entenderá  que  se  comete 
error  de  concepto,  cuando  al  expresar  en 
la  inscripción  alguno  de  los  contenidos  del 
título,  se  altere  ó  varíe  su  sentido,  sin  que 
esta  falta  produzca  necesariamente  nuli- 
dad, conforme  á  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo 647. 

Art.  751.  Los  errores  materiales  que  se 
cometan  en  la  redacción  de  los  asientos, 
no  podrán  salvarse  con  enmiendas,  tachas 
ni  raspaduras,  ni  por  otro  medio  que  un 
asiento  nuevo,  en  el  cual  se  exprese  y  rec- 
tiñque  claramente  el  error  cometido  en  el 
anterior. 

Art.  752.  Los  errores  de  concepto  se 
rectificarán  por  medio  de  una  nueva  ins- 
cripción, la  cual  se  hará  mediante  la  pre- 
sentación del  mismo  titulo  ya  inscripto,  si 
el  Registrador  reconociere  su  error  ó  el 
Juez  ó  el  Tribunal  lo  declarare;  y  en  vir- 
tud de  un  titulo  nuevo,  si  el  error  fuese 
jjroducido  por  la  redacción  vaga,  ambigua 
ó  inexacta  del  título  primitivo,  y  las  partes 
convinieren  en  ello,  ó  lo  declarase  asi  una 
sentencia  judicial. 

Art.  753.  Siempre  que  se  haga  la  recti- 
íicación  en  virtud  del  mismo  titulo  antes 
presentado,  serán  todos  los  gastos  y  per- 
juicios que  se  originen,  de  cuenta  del  Re- 
gistrador. 

En  el  caso  de  necesitar.se  un  nuevo  títu- 
lo, pagarán  los  interesados  los  gastos  de  la 
nueva  inscripción  y  los  demás  que  la  rec- 
tificación ocasione. 

Art.  754.  El  concepto  rectificado  no 
surtirá  efecto  en  ningún  caso,  sino  desde 
la  fecha  de  la  rectificación,  sin  perjuicio 
del  derecho  que  puedan  tener  los  terceros 
para  rei;lamar  contra  la  falsedad  ó  nulidad 
del  titulo  á  que  se  refiera  el  asiento  que 
contenía  el  error  de  concepto  ó  del  mismo 
asiento. 


CAPITULO  VIH 

DE    LA    DIRECCIÓN    É    INSPECCIÓN    DE    LOS 
REGISTROS 

Art.  755.  La  Dirección  General  del  Re- 
gistro de  la  propiedad  corresponde  á  la 
Corte  Suprema  de  Justicia. 

Art.  756.  Corresponde  á  la  Dirección 
General  del  Registro  de  la  propiedad: 

1.°  Adoptar  las  disposiciones  necesa- 
rias para  asegurar  la  observancia  de  la  ley 
y  de  los  reglamentos  que  se  dicten  para  su 
ejecución. 

2."  Resolver  los  recursos  disciplinarios 
que  se  propongan  contra  las  calificaciones 
que  de  los  títulos  hagan  los  Registradores, 
y  las  (ludas  que  se  ofrezcan  á  dichos  fun- 
cionarios acerca  de  la  inteligencia  y  eje- 
cución de  la  ley  ó  de  los  Reglamentos. 

3.°  Formar  y  publicar  los  estados  'del 
movimiento  de  la  propiedad,  con  arreglo  á 
los  datos  que  suministren  los  Registra- 
dores. 

4."  Ejercer  la  alta  inspección  y  vigilan- 
cia en  todos  los  Registros  de  la  propiedad, 
entendiéndose  para  ello  con  las  Cortes  de 
Apelaciones  y  los  Jueces  de  Letras,  y  con 
los  mismos  Registradores,  cuando  lo  crea 
conveniente  al  mejor  servicio. 

Art.  757.  Los  Jueces  de  Letras  visita- 
rán los  Registros  el  día  último  de  cada  tri- 
mestre, extendiendo  acta  expresiva  del  es- 
tado en  que  los  encuentren. 

Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en 
que  termine  la  visita,  remitirán  copia  cer- 
tificada del  acta  á  la  Corte  de  Apelaciones 
respectiva  y  á  la  Corte  Suprema. 

Art.  758."^  Si  los  Jueces  de  Letras  nota- 
ren alguna  falta  de  formalidad  por  parte 
de  los  Registradores  en  el  modo  de  llevar 
los  Registros,  ó  cualquiera  infracción  de  la 
ley  ó  de  los  reglamentos  para  su  ejecución, 
lo  pondrán  en  conocimiento  de  las  Cortes 
de  Apelaciones,  las  cuales  adoptarán  las 
disposiciones  necesarias  para  corregirlas, 
y  en  su  caso  penarlas  con  arreglo  á  la  ley. 

Si  la  falta  ó  infracción  notada  pudiere 
ser  ralificada  de  delito,  las  Cort(>s  pondrán 
al  culpal>le  á  disposición  de  los  Tribunales. 

Art.  759.  Siempre  que  la  duda  que  dé 
lugar  á  la  consulta  del  Registrador,  con- 
forme al  número  2.°  d(íl  artiíUilo  756,  impi- 
da extender  algún  asiento  prin(-ipal  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  se  hará  una  ano- 
tación preventiva,  la  cual  surtirá  todos  los 
efectos  de  lo  prevenido  en  el  número  8." 
del  articulo  655. 

La  resolución  ó  la  consulta,  en  tal  caso, 
se  comunicará  precisamente  al  Registra- 
dor en  el  término  de  los  sesenta  diasseña- 
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lados  para  la  duración  de  dichas  anotacio- 
nes en  el  articulo  709. 

Si  no  se  comunicare  dicha  resolución  en 
el  término  expresado,  continuará  produ- 
ciendo su  efecto  la  anotación 

Art.  760.  Por  la  anotación  preventiva 
de  que  trata  el  articulo  anterior,  no  se  lle- 
rará  al  interesado  derecho  alguno. 

CAPÍTULO  IX 

DE   LA    PUBLICIDAD    DE   LOS   REGISTROS 

Art.  761.  Los  Registradores  pondrán 
de  maniñesto  los  Registros  en  la  parte  ne- 
cesaria á  las  personas  que,  á  su  juicio,  ten- 
gan interés  en  consultarlos,  sin  sacar  los 
libros  del  oñcio,  y  con  las  precauciones 
convenientes  para  asegurar  su  conserva- 
ción. 

Art.  762.  Los  Registradores  expedirán 
certificaciones: 

1.°  De  los  asientos  de  todas  clases  que 
existan  en  el  Registro,  relativos  á  bienes 
que  los  interesados  señalen. 

2°  De  asientos  determinados  que  los 
mismos  interesados  designen,  bien  fijando 
los  que  sean,  ó  bien  refiriéndose  á  los  que 
existan  de  una  ó  más  especies  sobre  cier- 
tos bienes. 

3.°  De  las  inscripciones  hipotecarias  y 
cancelaciones  de  la  misma  especie,  hechas 
á  cargo  ó  en  provecho  de  personas  seña- 
ladas. 

4.**  De  no  existir  asientos  de  ninguna 
especie,  ó  de  especie  determinada  sobre 
bienes  señalados  ó  á  cargo  de  ciertas  per- 
sonas. 

Art.  763.  Las  certificaciones  expresa- 
das en  el  artículo  anterior  podrán  referir- 
se, bien  á  un  período  fijo  y  señalado,  ó 
bien  á  todo  el  transcurrido  desde  la  primi- 
tiva instalación  del  Registro  respectivo. 

Art.  764.  La  libertad  ó  gravamen  de 
los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales, 
sólo  podrá  acreditarse  en  perjuicio  de  ter- 
cero por  la  certificación  de  que  trata  el  ar- 
ticulo precedente. 

Art.  765.  Cuando  las  certificaciones  de 
que  trata  el  artículo  762,  no  fueren  confor- 
mes con  los  asientos  de  su  referencia,  se 
estará  á  lo  que  de  éstos  resulte,  salva  la 
acción  del  perjudicado  por  ellas  para  exi- 
gir la  indemnización  correspondiente  del 
Registrador  que  haya  cometido  la  falta. 

Art.  766.  Los  Registradores  no  expe- 
dirán las  certificaciones  de  que  tratan  los 
anteriores  artículos,  sino  á  instancia  por 
escrito  del  que,  á  su  juicio,  tenga  interés 
conocido  en  averiguar  el  estado  del  in- 
mueble ó  derecho  real  de  que  se  trate,  ó 
en  virtud  de  mandamiento  judicial. 


Art.  767.  Cuando  el  Registrador  se  ne- 
gare á  manifestar  el  Registro  ó  á  dar  cer- 
tificación de  lo  que  en  él  conste,  podrá  el 
que  lo  haya  solicitado  acudir  en  queja  á 
la  Corte  de  Apelaciones. 

La  Corte  decidirá  oyendo  al  Regis- 
trador. 

Art.  768.  Las  solicitudes  de  los  intere- 
sados y  los  mandamientos  de  los  Tribuna- 
les en  cuya  virtud  deban  certificar  los  Re- 
gistradores expresarán  con  toda  claridad: 

1."  La  especie  de  certificación  que  con 
arreglo  al  artículo  762  se  exija,  y  si  ha  de 
ser  literal  ó  en  relación. 

2.°  Las  noticias  que  según  la  especie 
de  dicha  certificación,  basten  para  dar  á 
conocer  al  Registrador  los  bienes  ó  perso- 
nas de  que  se  trate. 

3.°  El  período  á  que  la  certificación  de- 
ba contraerse. 

Art.  769.  Las  certificaciones  se  darán 
de  los  asientos  del  Registro  de  la  Pro- 
piedad. 

También  se  darán  de  los  asientos  del  Dia- 
rio, cuando  al  tiempo  de  expedirlas  exis- 
tiere alguno  pendiente  de  inscripción  en 
dichos  Registros,  que  debiera  compren- 
derse en  la  certificación  pedida  y  cuando 
se  trate  de  acreditar  la  libertad  de  al- 
guna finca,  ó  la  no  existencia  de  algún 
derecho. 

Art.  770.  Los  Registradores  no  certi- 
ficarán de  los  asientos  del  Diario,  sino 
cuando  el  Tribunal  lo  mande  ó  los  intere- 
sados lo  pidan  expresamente. 

Art.  771.  Las  certificaciones  se  expe- 
dirán literales  ó  en  relación,  según  se 
mandaren  dar  ó  sepidieren. 

Las  certificaciones  literales  comprende- 
rán íntegramente  los  asientos  á  que  se 
refieran. 

Las  certificaciones  en  relación  expresa- 
rán todas  las  circunstanciasque  los  mismos 
asientos  contuvieren,  necesarias  para  su 
validez,  según  el  art.  647;  las  cargas  que  á 
la  sazón  pesen  sobre  el  inmueble  ó  derecho 
inscrito,  según  la  inscripción  relacionada, 
y  cualquier  otro  punto  que  el  interesado 
señale,  ó  juzgue  importante  el  Registrador. 

Art.  772.  Los  Registradores,  previo 
examen  de  los  libros,  extenderán  las  cer- 
tificaciones con  relación  únicamente  á  los 
bienes,  personas  y  períodos  designados  en 
la  solicitud  ó  mandamiento,  sin  referir  en 
ellos  más  asientos  ni  circunstancias  que 
los  exigidos,  salvo  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  769,  y  en  el 
773;  pero  sin  omitir  tampoco  ninguno  que 
pueda  considerarse  comprendido  en  los 
términos  de  diclio  mandamiento  ó  soli- 
citud. 
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Art.  773.  Cuando  se  pidiere  ó  manda- 
re dar  certificación  de  una  inscricpión  se- 
ñalada, bien  literal  ó  bien  en  relación,  y 
la  que  se  señalare  estuviere  cancelada,  el 
Registrador  insertará  á  continuación  de 
ella  copia  literal  del  asiento  de  cancela- 
ción. 

Art.  774.  Cuando  se  pida  certificación 
de  los  gravámenes  que  tenga  sobre  sí  un 
inmueble,  y  no  aparezca  del  Registro  nin- 
guno vigente,  impuesto  en  la  época  ó  por 
las  personas  designadas,  lo  expresará  asi 
el  Registrador. 

Si  resulta  algún  gravamen  lo  insertará 
literal  ó  en  relación,  conforme  á  lo  preve- 
nido en  el  art.  771,  expresándose  á  con- 
tinuación que  no  aparece  ningún  otro 
subsistente. 

Art.  775.  Cuando  el  Registrador  duda- 
re si  está  subsistente  una  inscripción,  por 
dudar  también  de  la  validez  ó  eficacia  de 
la  cancelación  que  á  ella  se  refiera,  inser- 
tará á  la  letra  ambos  asientos  en  la 
certificación,  cualquiera  que  sea  la  forma 
de  ésta,  expresando  que  lo  hace  asi  por 
haber  dudado  si  dicha  cancelación  tenía 
todas  las  circunstancias  necesarias  para 
producir  sus  efectos  legales,  y  los  motivos 
de  ¡a  duda. 

Art.  776.  Los  Registradores  expedirán 
las  certificaciones  que  se  les  pidan  en  el 
más  breve  término  posible;  pero  sin  que 
éste  pueda  exceder  nunca  del  correspon- 
diente á  cuatro  dias  por  cada  finca  cuyas 
inscripciones,  libertad  ó  gravámenes  se 
trate  de  acreditar. 

Art.  777.  Transcurrido  el  término 
prefijado  en  el  articulo  anterior,  podrá 
acudir  el  interesado  á  la  Corte  de  Apela- 
ciones, solicitando  le  admita  justificación 
de  la  demora,  y  procediendo  conforme  á 
lo  prevenido  en  el  artículo  767. 

CAPÍTULO  X 

DEL  NOMBRAMIENTO,  CUALIDADES  Y    DEBERES 
DE  LOS  REGISTRADORES 

Art.  778.  Cada  Registro  de  la  propie- 
dad estará  á  cargo  de  un  Registrador,  cu- 
yo nombramiento  corresponde  á  la  Corte 
Supretna  de  Justicia. 

Cuando  no  haya  Registradores  nombra- 
dos, el  Registro  estará  á  cargo  de  los  Jue- 
ces de  Letras,  y  habiendo  varios,  estará  á 
cargo  del  Juez  de  Letras  de  lo  civil  más 
antiguo. 

Art.  779.  Para  ser  nombrado  Regis- 
trador se  requieren  las  mismas  condicio- 
nes que  para  ser  Juez  de  Letras. 

No  podrán  ser  nombrados  Registrado- 


res los  que  no  puedan  ser  Jueces  de  Letras. 

Los  Registradores  pueden  nombrarse, 
con  calidad  de  propietarios,  suplentes  ó 
interinos. 

Art.  780.  El  cargo  de  Registrador  ten 
drá  las  mismas  incompatibilidades  que  el- 
de  Juez  de  Letras. 

Los  Registradores  tendrán  el  carácter 
de  Jueces  de  Letras,  en  cuanto  e.ste  ca- 
rácter sea  compatible  con  aquel  cargo. 

Art.  78 L  En  cada  Registro  habrá  los 
oficiales  que  el  Registrador  necesite,  nom- 
bre y  retribuya,  los  cuales  desempeñarán 
los  trabajos  que  el  mismo  les  encomiende, 
pero  bajo  su  única  y  exclusiva  responsa- 
bilidad. 

Art.  782.  En  caso  de  enfermedad  ó  de 
licencia,  y  no  habiendo  suplente,  el  Re- 
gistrador será  reemplazado  por  el  Juez  de 
Letras,  en  los  términos  del  art.  778. 

Art.  783.  Los  Registradores  formarán 
en  fin  de  cada  año,  con  sujeción  á  los  mo- 
delos, cuatro  estados  duplicados,  y  expre- 
sivos. 

El  primero,  de  las  enajenaciones  de  in- 
muebles hechas  durante  el  año;  sus  pre- 
cios líquidos  y  derechos  pagados  por  ellas 
á  la  Hacienda  Pública. 

El  segundo,  de  los  derechos  de  usufruc- 
to, uso,  habitación,  servidumbre  y  otros 
cualesquiera  reales  impuestos  sobre  los 
inmuebles,  con  exclusión  de  las  hipotecas; 
sus  valores,  en  capital  y  renta,  y  derechos 
pagados  por  ellos  á  la  Hacienda  Pública. 

El  tercero,  de  las  hipotecas  constituidas, 
número  de  fincas  hipotecadas,  importe  de 
los  capitales  asegurados  por  ellas,  cance- 
laciones de  hipotecas  verificadas,  número 
de  fincas  liberadas  y  de  capitales  reinte- 
grados. 

El  cuarto,  de  los  préstamos,  no  obstante 
comprenderlos  en  el  estado  anterior  por 
su  calidad  de  hipotecarios,  su  número, 
importe  de  los  capitales  prestados  é  inte- 
reses estipulados. 

La  Dirección  general  del  Registro  de- 
terminai'á  las  demás  circunstancias  que 
deban  expresar  dichos  estados,  y  la  ma- 
nera de  redactarlos. 

Art.  784.  Los  Registradores  remitirán, 
antes  del  día  1.°  de  Marzo,  los  estados  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  á  las  Cor- 
tes de  Apelaciones,  las  cuales  dirigirán 
uno  de  los  duplicados  á  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  antes  del  1."  de  Mayo,  con  las 
observaciones  que   estimen   convenientes. 

Art.  78.5.  Los  Registradores  percibirán 
los  honorarios  que  se  establecen  en  ei  ca- 
pitulo XII  de  este  Titulo,  y  costearán  los 
gastos  necesarios  para  conservar  y  llevar 
los  Registros. 
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CAPITULO  XI 


CAPITULO  XII 


DE   LA   -RESPONSABILIDAD    DE    LOS    REGISTRA- 
DORES 

Art.  786.  Los  Registradores  responde- 
rán civilmente,  con  sus  bienes,  de  todos 
los  daños  y  perjuicios  que  ocasionen. 

1.°  Por  no  asentar  en  el  Diario,  no 
inscribir  ó  no  anotar  preventivamente  en 
el  término  señalado  en  la  ley,  los  títulos 
que  se  presenten  al  Registro. 

2°  Por  error  ó  inexactitud,  cometidos 
en  inscripciones,  cancelaciones,  anotacio- 
nes preventivas  o  notas  marginales. 

3.°  Por  no  cancelar  sin  fundado  moti- 
vo alguna  inscripción  ó  anotación,  ú  omi- 
tir el  asiento  de  alguna  nota  marginal  en 
el  término  correspondiente. 

4.°  Por  cancelar  alguna  iuscripción, 
anotación  preventiva  ó  nota  marginal  sin 
el  titulo  y  los  requisitos  que  exige  esta  ley. 

5,°  Por  error  ú  omisión  en  las  certifi- 
caciones de  inscripción  ó  de  libertad  de  los 
inmuebles  ó  derechos  reales  ó  por  no  ex- 
pedir dichas  certiñcaciones  en  el  término 
señalado  en  este  Titulo. 

Art.  787.  Los  errores,  inexactitudes  ú 
omisiones  expresados  en  el  articulo  ante- 
rior, no  serán  imputables  al  Registrador 
cuando  tengan  su  origen  en  algún  defecto 
del  mismo  titulo  inscrito,  y  no  sea  de  los 
que  notoriamente,  y  según  los  artículos 
639,  núm.  8.°  del  655;  713  y  714,  deberán 
haber  motivado  la  denegación  ó  la  suspen- 
sión de  la  inscripción,  anotación  ó  cance- 
lación. 

Art.  788.  La  rectificación  de  los  erro- 
res cometidos  en  asientos  de  cualquiera 
especie,  y  que  no  traigan  su  origen  de 
otros  cometidos  en  los  respectivos  títulos, 
no  librará  al  Registrador  de  la  responsa- 
bilidad en  que  pueda  incurrir  por  los  per- 
juicios que  hayan  ocasionado  los  mismos 
asientos  antes  de  ser  rectificados. 

Art.  789.  La  acción  civil  que  con  arre- 
glo al  art.  786  ejercite  el  perjudicado  por 
las  faltas  del  Registrador,  no  impedirá  ni 
detendrá  el  uso  de  la  penal  que  en  su  caso 
proceda,  conforme  á  las  leyes. 

Art.  790.  Las  infracciones  cometidas 
por  los  Registradores,  aunque  no  causen 
perjuicio  á  tercero  ni  constituyan  delito, 
serán  castigadas  disciplinariamente,  con 
arreglo  á  ^  la  Ley  Orgánica  de  Tribu- 
nales. 

Art.  791.  Cuando  un  Registrador  fuere 
condenado  á  la  vez  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  y  al  pa^jo  de  multas,  se 
abonarán  con  preferencia  los  primeros. 


DE   LOS    HONORARIOS    DE  LOS  REGISTRADORES 

Art.  792.  Los  Registradores  cobrarán 
los  honorarios  de  los  asientos  que  hagan 
en  los  libros  y  de  las  certificaciones  que 
expidan,  conforme  al  arancel  que  estable- 
ce el  artículo  siguiente. 

Los  actos  ó  diligencias  que  no  tengan  se- 
ñalados honorarios  en  dicho  arancel,  no  de- 
vengarán ningunos. 

Art.  793.  Los  honorarios  del  Registra- 
dor se  pagarán  por  aquel  ó  aquellos  á  cuyo 
favor  se  inscriba  ó  anote  inmediatamente 
el  derecho,  como  sigue: 

1.°  Por  el  examen  y  asiento  de 
presentación  de  cualquier  titulo 
cuya  inscripción,  anotación  ó  no- 
ta marginal  se  solicite,  entendién- 
dose por  un  título  todos  los  docu- 
mentos que  deban  dar  lugar  á  un 
solo  asiento  de  presentación $  0.25 

2."  Por  cada  línea  de  inscrip- 
ción ó  anotación  de  cinco  pala- 
bras, por  lo  menos,  que  se  haga 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  y 
no  sea  de  las  trasladadas  de  los 
anteriores  Registros 0.05 

3.°  Si  los  títulos  que  deba  exa- 
minar el  Registrador  pasaren  de 
diez  folios  ,  cobrará  además  por 
cada  folio 0.027j 

4.°  Por  cada  línea  de  igual  nú- 
mero de  palabras  de  inscripción 
trasladada  de  los  Registros  anti- 
guos á  los  nuevos 0.027j 

5.°  Por  cada  nota  marginal  que 
sea  consecuencia  de  otra  inscrip- 
ción relativa  á  la  misma  finca  , 
hecha  al  mismo  tiempo  y  por  la 
cual  se  paguen  honorarios 0.127j 

6."  Por  la  nota  marginal  que 
no  estuviere  comprendida  en  el 
número  anterior 0.50 

7.°  Por  la  mota  que  debe  po- 
nerse en  el  titulo  que  se  devuelva 
al  interesado  expresando  quedar 
hecha  ó  suspendida  la  inscripción.     0.25 

8.**  Por  la  manifestación  del 
Registro  de  la  propiedad  ó  de  los 
anteriores  registros  por  cada  fin- 
ca      0.50 

9.°  Por  la  cancelación  de  cual- 
quiera inscripción  ó  anotación  pre- 
ventiva      0.75 

10.  Por  la  certifira^ci  'm  litoral 
de  asientos  de  cualquiera  clase  por 
la  primera  página  esté  ó  no  ocupa- 
da inteícramente 1 .  00 
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11.  Por  cada  una  de  las  segun- 
das y  posteriores  páginas,  de  di- 
chas certificaciones  ,  contándose 
por  cada  página  veinticinco  lineas 

por  lo  menos 0 .  50 

12.  Por  la  certificación  en  re- 
lación, por  cada  uno  de  los  asien- 
tos de  inscripción ,  de  anotación 
preventiva  ó  de  presentación  pen- 
diente que  comprenda 0.75 

13.  Por  la  certificación  de  no 
existir  en  el  Registro  ningún 
asiento  de  los  buscados 1.00 

14.  Por  la  busca  en  los  anti- 
guos registros  para  dar  las  certifi- 
caciones de  que  tratan  los  tres  nú- 
meros anteriores,  por  cada  año 
cuyos  asientos  se  consulten 0.25 

15.  Por  todas  las  operaciones  que  se 
practiquen  para  el  registro  de  cada  finca  ó 
derecho,  cuyo  valor  no  exceda  de  quinien- 
tos pesos,  se  observará  la  siguiente  escala: 

Si  el  derecho  ó  finca  está  valua- 
do en  menos  de  treinta  pesos 0.25 

Desde  treinta  pesos  hasta  dos- 
cientos      0 .  50 

Desde  doscientos  pesos  hasta  qui- 
nientos      1 .  00 

Art.  794.  Cuando  fueren  varios  los  que 
tuvieren  la  obligación  expresada  en  el  ar- 
ticulo anterior,  el  Registrador  podrá  exigir 
el  pago  de  cualquiera  de  ellos,  y  el  que  lo 
verifique  tendrá  derecho  á  reclamar  de  los 
demás  la  parte  que  por  los  mismos  haya 
satisfecho. 

En  todo  caso  se  podrá  proceder  á  la  exac- 
ción de  dichos  honorarios  por  la  vía  de 
apremio,  pero  nunca  se  detendrá  ni  nega- 
rá la  inscripción  por  falta  de  su  pago. 

Art.  795.  Al  pie  de  todo  asiento,  certifi- 
cación ó  nota  que  haya  devengado  honora- 
rios, estampará  el  Registrador  el  importe 
do  los  que  iiubiere  cobrado,  citando  el  nú- 
mero del  arancel  con  arreglo  al  cual  los 
haya  exigido. 

Art.  796.  Cuando  declare  el  Juez  ó  Tri- 
bunal infundada  la  negativa  del  Registra- 
dor á  inscriliir  ó  anotar  definitivamente  un 
titulo,  no  estará  obligado  el  interesado  á 
pagar  los  honorarios  currespondientes  á  la 
anotación  preventiva,  ó  en  su  caso  á  la  nota 
marginal,  que  el  mismo  Registrador  haya 
puesto  al  asiento  de  presentación  al  tiempo 
de  devolver  dicho  titulo,  ni  á  la  cancelación 
de  la  misma  nota. 

Art.  797.  Cuando  se  rectificare  un 
asiento  por  error  de  cualquiera  especie  co- 
metido en  ól,  por  el  Registrador,  no  de- 


vengará éste  honorarios  por  el  asiento  nue" 
vo  que  extendiere;  pero  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  articu- 
lo 753. 

Art.  798.  Los  Registradores  se  sujeta- 
rán estrictamente,  en  la  redacción  de  los 
asientos,  notas  y  certificaciones,  á  los  mo- 
delos que  acompañen  á  este  Código,  y  á  las 
instrucciones  que  acuerde  la  Corte  Su- 
prema. 

CAPÍTULO  XIII 

DE    LOS   TÍTULOS   SUPLETORIOS 

Art.  799.  El  propietario  que  careciere 
de  titulo  de  dominio  escrito,  deberá  inscri- 
bir su  derecho  justificando  previamente  su 
posesión  ante  el  Juzgado  de  Letras  del  de- 
partamento ó  sección  en  que  estén  situados 
los  bienes,  con  audiencia  del  Ministerio 
Fiscal  del  mismo,  si  tratare  de  inscribir  el 
dominio  pleno  de  alguna  finca,  y  con  la 
del  propietario  ó  la  de  los  demás  partíci- 
pes en  el  dominio  si  pretendiere  inscribir 
un  derecho  real. 

La  intervención  del  Ministerio  Fiscal  se 
limitará  á  procurar  que  se  guarden  en  el 
expediente  las  formas  de  la  ley. 

Art.  800.  En  la  instrucción  del  expe- 
diente á  que  se  refiere  el  precedente  ar- 
tículo se  observarán  las  siguientes  reglas: 

Primera. — El  escrito  en  que  se  pida  la 
admisión  de  la  información  expresará: 

1.°  La  naturaleza,  situación,  medida 
superficial,  linderos,  nombre,  número  y 
cargas  reales  de  la  finca  cuya  posesión  se 
trate  de  acreditar. 

2.°  La  especie  legal,  valor,  condiciones 
y  cargas  del  derecho  real  de  cuya  posesión 
se  trate,  y  la  naturaleza,  situación,  linde- 
ros, nombre  y  número  de  la  finca  sobre  la. 
cual  estuviere  aquél  impuesto. 

3."  El  nombre  y  apellidos  de  la  persona 
de  quien  se  haya  adquirido  el  inmueble  ó 
derecho .  '  ■"r'^^i¿f:-,d 

4."  El  tiempo  que  se  llevare  de  pose- 
sión. .' ''■^' 

5.°  La  circunstancia  de  no  existir  títu- 
lo escrito  ó  de  no  ser  fácil  hallarlo  en  el 
caso  de  que  exista.  ;-   1 

Sc(/uncla. — La  información  se  verificará 
con  dos  ó  más  testigos,  vecinos  prop\,eta- 
rios  del  pueblo  ó  término  municipal  en  que 
estuviesen  situados  los  bienes. 

Tercera. — Los  testigos  justificarán  te- 
ner las  cualidades  expresadas  en  la  ante- 
rior regla,  presentando  los  documentos 
que  las  acrediten. 

Contraerán  sus  declaraciones  al  hecho 
de  poseer  los  bienes  en  nombre  propio  el 
que  promueva  el  expediente  y  al  tiempo 
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que  haya  durado  la  posesión,  y  serán  res- 
ponsables de  los  perjuicios  que  puedan 
causar  con  la  inexactitud  de  sus  deposi- 
ciones. 

Cuarta. — Si  el  partícipe  en  la  propiedad 
ó  en  los  derechos  de  una  finca  que  deba 
ser  citado  estuviere  ausente,  el  Juez  seña- 
lará para  comparecer  por  sí,  ó  por  medio 
de  apoderado,  el  término  que  juzgue  nece- 
sario según  la  distancia. 

Si  se  ignorase  su  paradero  ó  si  transcu- 
rrido dicho  término  no  compareciese  el 
citado,  el  Juez  aprobará  el  expediente  y 
mandará  hacer  la  inscripción  del  derecho 
sin  perjuicio  del  que  corresponda  á  dicho 
participe,  expresándose  que  éste  no  ha  sido 
oído  en  la  información. 

La  inscripción  en  tal  caso,  expresará 
también  dicha  circunstancia. 

Quinta. — Cualquiera  que  se  crea  con 
derecho  á  los  bienes  cuya  inscripción  se 
solicite,  mediante  información  de  pose- 
sión, podrá  alegarlo  ante  el  Juez  compe- 
tente, en  juicio  ordinario. 

La  interposición  de  esta  demanda  y  su 
inscripción  en  el  Registro  suspenderán  el 
curso  del  expediente  de  información,  y  la 
inscripción  del  mismo  si  estuviese  ya  con- 
cluido y  aprobado. 

Art.  801.  Siendo  suficiente  la  informa- 
ción practicada  en  la  forma  prevenida  en 
el  anterior  articulo,  y  no  habiendo  oposi- 
ción de  parte  legítima,  ó  siendo  desesti- 
mada la  que  se  hubiere  hecho,  el  Juez 
aprobará  el  expediente  y  mandará  exten- 
der en  el  Registro  la  inscripción  solicita- 
da, sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  de- 
recho. 

El  poseedor  que  haya  obtenido  la  provi- 
dencia expresada  en  el  párrafo  anterior, 
presentará  en  el  Registro  el  expediente 
original  que  deberá  habérsele  entregado 
para  este  efecto,  y  solicitará  en  su  virtud 
la  inscripción  correspondiente. 

La  inscripción  que  se  haga  expresará 
todas  las  circunstancias  referidas  en  la 
regla  jirimera  del  artículo  800,  y  además 
los  nombres  de  los  testigos  que  hayan  de- 
clarado, el  resultado  de  sus  declaraciones, 
el  de  las  demás  diligencias  practicadas  en 
el  expediente,  la  opinión  del  Ministerio 
fiscal  y  las  circun-tancias  peculiares  de  la 
inscripción,  según  su  especie,  en  cuanto 
constaren  del  mismo  expediente. 

Art.  802.  Los  Registradores,  antes  de 
inscribir  alguna  finca  ó  derecho,  en  virtud 
de  las  informaciones  prescritas  en  los  ar- 
tículos 799,  800  y  801,  examinarán  cuida- 
dosamente el  Registro,  para  averiguar  si 
hay  en  él  algún  asiento  relativo  al  mismo 
inmueble  que  pueda  quedar  total  ó  parcial- 


mente cancelado  por  consecuencia  de  la 
misma  inscripción. 

Si  hallaren  algún  asiento  de  adquisición 
de  dominio  no  cancelado,  que  esté  en  con- 
tradicción con  el  hecho  de  la  posesión  jus- 
tificada por  la  información  judicial,  sus- 
penderán la  inscripción,  harán  anotación 
preventiva,  si  la  solicita  el  interesado,  y 
remitirán  copia  de  dicho  asiento  al  Juez 
ó  al  Tribunal  que  haya  aprobado  la  infor- 
mación. 

El  Juez  ó  Tribunal,  en  su  vista,  comu- 
nicará el  expediente  á  la  persona  que  por 
dicho  asiento  pueda  tener  algún  derecho 
sobre  el  inmueble,  y  con  su  audiencia  con- 
firmará ó  revocará  el  auto  de  aprobación, 
dando  conocimiento  en  todo  caso  de  la 
providencia  que  recayere  al  Registrador, 
á  fin  de  que  en  su  vista  lleve  á  efecto  la  ins- 
cripción, ó  cancele  la  anotación  preven- 
tiva. 

Si  el  Registrador  hallare  algún  asiento 
no  cancelado  de  hipoteca  ó  cualquier  de- 
recho real  impuesto  sobre  la  finca  que  ha 
de  ser  inscrita,  procederá  á  la  inscripción 
de  posesión  solicitada;  pero  deberá  hacer 
en  ella  mención  de  dicho  asiento. 

Art.  803.  Las  inscripciones  de  posesión 
surtirán  los  siguientes  efectos: 

El  tiempo  de  posesión  que  se  haga  cons- 
tar en  dichas  inscripciones  como  transcu- 
rrido, cuando  éstas  se  verifiquen,  se  con- 
tará para  la  prescripción  que  no  requiera 
justo  título,  á  menos  que  aquel  á  quien  ésta 
perjudique  no  lo  contradiga,  en  cuyo  caso 
deberá  probarse  dicho  tiempo  de  posesión, 
conforme  á  las  reglas  generales. 

Las  inscripciones  de  posesión  perjudica- 
rán ó  favorecerán  á  tercero  desde  su  fe- 
cha; pero  .solamente  en  cuanto  á  los  efec- 
tos que  atriijuye  la  ley  á  la  mera  posesión. 

La  inscripción  de  posesión  no  perjudi- 
cará, en  ningún  caso,  al  que  tenga  mejor 
derecho  á  la  propiedad  del  inmueble,  aun- 
que su  título  no  haya  sido  inscrito.  Entre 
las  partes  surtirá  efecto  la  posesión  desde 
que  deba  producirlo  Conforme  á  las  reglas 
generales. 

Lo  dispuesto  en  los  anteriores  artículos 
sobre  las  inscripciones  de  posesión,  no  será 
aplicable  al  derecho  hipotecario,  el  cual  no 
podrá  inscribirse  sino  mediante  la  presen- 
tación de  título  escrito. 

Art.  804.  El  propietario  que  careciere 
de  titulo  escrito  de  dominio,  podrá  inscri- 
bir dicho  dominio  justificando  su  adquisi- 
ción con  las  formalidades  siguientes: 

1."  Presentará  un  escrito  al  Juez  de  Le- 
tras del  departamento  ó  sección  en  que  ra- 
diquen los  bienes,  ó  al  del  territorio  en  que 
esté  la  parte  princij)al,  si  fuere  una  finca 
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enclavada  en  varias  jurisdicciones,  refi- 
riendo el  modo  con  que  los  haya  adquiri- 
do, y  las  pruebas  legales  que  de  esta  ad- 
quisición pueda  ofrecer,  y  pidiendo  que, 
con  citación  de  aquel  de  quien  procedan 
dichos  bienes,  ó  de  su  causa  habiente,  y 
del  Fiscal  del  Juzgado,  se  le  admitan  las 
referidas  pruebas  y  se  declare  su  derecho. 

2."  El  Juez  dará  traslado  de  este  escri- 
to al  Fiscal,  citará  á  aquel  de  quien  proce- 
dan los  bienes  ó  su  causa  habiente  si  fuere 
conocido  y  á  los  que  tengan  en  ellos  cual- 
quier derecho  real;  admitirá  todas  las  prue- 
bas pertinentes  que  se  ofrezcan  por  el  ac- 
tor, por  los  interesados  citados  ó  por  el 
Fiscal,  en  el  término  de  180  días,  y  convo- 
cará á  las  personas  ignoradas  á  quienes 
pueda  perjudicar  la  inscripción  solicitada, 
por  medio  de  edictos  que  se  fijarán  en  la 
tabla  de  avisos  del  Juzgado,  y  se  inserta- 
rán tres  veces  en  la  Gaceta,  á  fin  de  que 
comparezcan  si  quisieren  alegar  su  de- 
recho. •» 

3.*  Transcurrido  dicho  plazo,  oirá  el 
Juez  por  escrito,  sobre  las  reclamaciones 
y  pruebas  que  se  hubieren  presentado,  al 
Fiscal  y  á  los  demás  que  hayan  concurrido 
al  juicio,  y  en  vista  de  lo  que  alegaren,  y 
calificando  dichas  pruebas  por  la  critica 
racional,  declarará  justificado  ó  no  el  do- 
minio de  los  bienes  de  que  se  trate. 

4.*  El  Fiscal  ó  cualquiera  de  los  inte- 
resados podrá  apelar  de  (esta  providencia, 
y  si  lo  hiciere,  se  substanciará  el  recurso 
por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes en  el  Código  de  Procedimientos. 

5."  Consentida  ó  confirmada  dicha  pro- 
videncia, será  en  su  caso  titulo  bastante 
para  la  inscripción  del  dominio. 

CAPÍTULO  XIV 

DISPO.SICIONES   TRANSITORIAS 

Art.  805.  Los  asientos  contenidos  en  el 
Registro  del  Conservador  producirán  los 
efectos  que  les  correspondan  según  la  le- 
gislación de  1880. 

Art.  806.  Los  libros  del  Conservador  se 
cerrarán  en  la  fecha  en  que  comience  á 
regir  este  Código,  por  medio  de  diligencia 
sus  -rita  por  los  encargados  de  dicho  Re- 
gistro, y  expresiva  del  número  de  inscrip- 
ciones contenidas  en  cada  volumen  y  del 
último  asiento. 

Un  mes  después  los  mismos  con.servado- 
res  deberán  tener  concluidos  los  índices 
del  Registro. 

Art.  807.  Las  inscripciones  que  no  ha- 
yan sido  canceladas  en  los  libros  del  Con- 


servador se  cancelarán  por  los  Registra- 
dores conforme  al  Código  Civil  de  1880. 
Art.  808.  Concluidos  los  índices  á  que 
se  refiere  el  art.  806,  los  libros  del  Conser- 
vador pasarán  á  la  oficina  que  corresponda 
del  Registro  de  la  Propiedad. 

LtlBÍ^O  TEf^CEt^O 


De  los  diferentes  modos  de 
adquirir  la  propiedad 


DISPOSICIÓN  PRELIMINAR  (1) 

Art.  809.  La  propiedad  se  adquiere  por 
la  ocupación. 

La  propiedad  y  los  demás  derechos  so- 
bre los  bienes  se  adquieren  y  transmiten 
por  la  ley,  por  donación,  por  sucesión 
testada  é  intestada,  y  por  consecuencia  de 
ciertos  contratos  mediante  la  tradición. 

Pueden  también  adquirirse  por  medio 
de  la  prescripción. 

TÍTULO   PRIMERO 
De  la  ocupación. 

Art.  810.  Se  adquieren  por  la  ocupa- 
ción los  bienes  apropiables  por  su  natura- 
leza que  carecen  de  dueño,  como  los  ani- 
males que  son  objeto  de  la  caza  y  pesca, 
el  tesoro  oculto  y  las  cosas  muebles  aban- 
donadas. (C.  R.  485). 

Art.  811.  El  derecho  de  caza  y  pesca 
se  rige  por  leyes  especiales.  (C.  R.  490). 

Art.  812.  El  propietario  de  un  enjam- 
bre de  abejas  tendrá  derecho  á  perseguir- 
lo sobre  el  fundo  ajeno,  indemnizando  al 
poseedor  de  éste  el  daño  causado.  Si  estu- 
viere cercado,  necesitará  el  consentimien- 
to del  dueño  para  penetrar  en  él. 

Cuando  el  propietario  no  haya  persegui- 
do ó  cese  de  perseguir  el  enjambre  dos 
días  consecutivos,  podrá  el  poseedor  de  la 
la  finca  ocuparlo  ó  retenerlo. 

El  propietario  de  aninales  amansados 
podrá  también  reclamarlos  dentro  de 
veinte  días,  á  contar  desde  su  ocupación 
por  otro.  Pasado  este  término  pertenece- 
rán al  que  los  haya  cogido  y  conservado. 


(1)  El  Cód.  C.  R.,  arts.  480  á  481  reconoce  como 
modos  de  adquirir:  el  convenio,  la  ocupación,  la 
accesión,  la  herencia  ó  el  legado  y  la  prescripción. 
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Art.  813.  Las  palomas,  conejos  y  peces 
que  de  su  respectivo  criadero  pasaren  á 
otro  perteneciente  á  distinto  dueño,  serán 
propiedad  de  éste  siempre  que  no  hayan 
sido  atr¿tido3  por  medio  de  algún  artificio 
ó  fraude. 

Art.  814.  El  que  por  casualidad  descu- 
briere un  tesoro  oculto  en  propiedad  ajena, 
tendrá  el  derecho  que  le  concede  el  articu- 
lo 367  de  este  Código. 

Art.  815.  El  que  encontrare  una  co.sa 
mueble,  que  no  sea  tesoro,  debe  restituirla 
á  su  anterior  poseedor.  Si  éste  no  fuere 
conocido,  deberá  consignarla  inmediata- 
mente en  poder  del  Alcalde  del  pueblo 
donde  se  hubiese  verificado  el  hallazgo. 

El  Alcalde  hará  publicar  éste,  en  la 
forma  acostumbrada,  dos  domingos  con- 
secutivos. 

Si  la  cosa  mueble  no  pudiere  conservar- 
se sin  deterioro  ó  sin  hacer  gastos  que 
disminuyan  notablemente  su  valor,  se  ven- 
derá en  pública  subasta  luego  que  hubie- 
sen pasado  ocho  días  desde  el  segundo 
anuncio  sin  haberse  presentado  el  dueño, 
y  se  depositará  su  precio.  (C.  R.  503). 

Pasados  dos  años,  á  contar  desde  el  día 
de  la  segunda  publicación,  sin  haberse 
presentado  el  dueño,  se  adjudicará  la  cosa 
encontrada,  ó  su  valor,  al  que  la  hubiese 
hallado. 

Tanto  éste  como  el  propietario,  estarán 
obligados,  cada  cual  en  su  caso,  á  satisfa- 
cer los  gastos. 

Art.  816.  La  persona  que  hubiesen 
omitido  la  resticución  ó  la  consignación 
ordenadas  en  el  articulo  que  antecede, 
perderá  la  cosa  encontrada  ó  su  valor,  á 
beneficio  del  Tesoro  municipal,  y  quedará 
sujeta  á  la  pena  de  hurto. 

Art.  817.  Si  se  presentare  á  tiempo  el 
propietario  estará  ol)ligado  á  abonar,  á 
titulo  de  premio,  al  que  hubiese  hecho  el 
hallazgo,  la  décima  parte  de  la  suma  ó  del 
precio  de  la  cosa  encontrada.  Cuando  el 
valor  del  hallazgo  excediese  de  quinientos 
pesos,  el  premio  se  reducirá  á  la  vigésima 
parte  en  cuanto  al  exceso.  (C  R.  510). 

Si  el  propietario  hubiese  ofrecido  recom- 
pensa por  el  haüazgo,  el  que  encontró  la 
cosa  elegirá  entre  el  premio  señalado  en 
el  párrafo  anterior  y  la  recompensa  ofre- 
cida. 

Art.  818.  Les  derechos  sobre  los  obje- 
tos arrojados  al  mar,  ó  sobre  los  que  las 
olas  arrojen  á  la  i)Iaya,  de  cualquier  natu- 
raleza que  sean,  ó  sobre  las  plantas  y  yer- 
bas que  crezcan  en  su  ribera,  se  determi- 
nan por  leyes  especiales. 


TITULO  n 

De  la  donación  (l). 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LA   NATURALEZA    DE    LAS  DONACIONES 

Art.  819.  La  donación  es  un  acto  de 
liberalidad  por  el  cual  una  persona  dispo- 
ne gratuitamente  de  una  cosa  en  favor  de 
otra  que  la  acepta. 

Art.  820.  Es  también  donación  la  que 
se  hace  á  una  persona  por  sus  méritos  ó 
por  los  servicios  prestados  al  donante, 
.-iempre  que  no  constituyan  deudas  exigi- 
bles,  ó  aquella  en  que  se  impone  al  dona- 
tario un  gravamen  inferior  al  valor  de  lo 
donado. 

Art.  821.  Las  donaciones  que  hayan  de 
producir  sus  efectos  por  muerte  del  donan- 
te, participan  de  la  naturaleza  de  las  dis- 
posiciones de  última  voluntad,  y  se  regi- 
rán por  las  reglas  establecidas  en  el  capi- 
tulo de  la  sucesión  testamentaria. 

Art.  822.  Las  donaciones  que  hayan  de 
producir  sus  efectos  entre  vivos,  se  regi- 
rán por  las  disposiciones  generales  de  Tos 
contratos  y  obligaciones  en  todo  lo  que  no 
se  halle  determinado  en  este  Titulo. 

Art.  823.  Las  donaciones  con  causa 
onerosa,  se  regirán  por  las  reglas  de  los 
contratos,  y  las  remuneratorias,  por  las 
disposiciones  del  presente  Titulo  en  la  par- 
te que  excedan  del  valor  del  gravamen  im- 
puesto. 

Arl.  824.  La  donación  se  perfecciona 
desde  que  el  donante  conoce  la  aceptación 
del  donatario. 

CAPÍTULO  II 

DE  LAS   PERSONAS   QUE   PUEDEN  HACER   Ó 
RECIBIR    DONACIONES 

Art.  825.  Podrán  hacer  donación  todos 
los  que  puedan  contratar  y  disponer  de  sus 
bienes. 

Art.  826.  Podrán  aceptar  donaciones 
todos  los  que  no  estén  especialmente  inca- 
pacitados por  la  ley  para  ello. 

Art.  827.  Las  personas  que  no  pueden 
contratar  no  podrán  aceptar  donaciones 
condicionales  ú  onerosas  sin  la  interven- 
ción de  sus  legítimos  representantes. 

Art.  828.  Las  donaciones  hechas  á  los 
concebidos  y  no  nacidos,  podrán  ser  acep- 
tadas por  las  personas  que  legítimamente 


(1)  El  Código  de  C.  R.  (art.  1.393  y  siguiente], 
trata  de  ellas,  no  como  modo  de  adquirir  sino  como 
materia  especial  después  de  la»  sucesiones  y  de  loa 
contratos. 
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los  represtíiit irian  si  se  hubiera  veriñcado 
ya  su  nacimiento. 

Art.  829.  Las  donaciones  hechas  á  per- 
sonas inhábiles  son  nulas,  aunque  lo  ha- 
yan sido  simuladamente,  bajo  apariencia 
de  otro  contrato,  por  persona  interpuesta. 

Art.  830.  La  donación  no  obliga  al  do- 
nante, ni  produce  efecto  sino  desde  la  acep- 
tación. 

Art.  83  L  El  donatario  debe,  so  pena  de 
nulidad,  aceptar  la  donación  por  si,  ó  por 
medio  de  persona  autorizada  con  poder  es- 
pecial para  el  caso,  ó  con  poder  general  y 
bastante. 

Art.  832.  Las  personas  que  acepten 
una  donación  en  representación  de  otras 
que  no  puedan  hacerlo  por  si,  estarán 
obligadas  á  procurar  la  notificación  y  ano- 
tación de  que  habla  el  articulo  834. 

Art.  833.  La  donación  de  cosa  mueble 
podrá  hacerse  verbalmente  ó  por  escrito. 

La  verbal  requiere  la  entrega  simultá- 
nea de  la  cosa  donada.  Faltando  este  re- 
quisito no  surtirá  efecto  si  no  se  hace  por 
escrito  y  consta  en  la  misma  forma  la  acep- 
tación. 

Art.  834.  Para  que  sea  válida  la  dona- 
ción de  cosa  inmueble,  ha  de  hacerse  en 
escrituia  pública,  expresándose  en  ella  in- 
dividualmente los  bienes  donados  y  el  va- 
lor de  las  cargas  que  deba  satisfacer  el  do- 
natario. 

La  aceptación  \)odrk  hacerse  en  la  mis- 
ma escritux'a  de  donación,  ó  en  otra  sepa- 
rada; pero  no  surtirá  efecto  si  no  se  hiciese 
en  vida  del  donante. 

Hecha  en  escritura  separada,  deberá  no- 
tificarse la  aceptación  en  forma  auténtica 
al  donante,  y  se  anotará  est  i  diligencia  en 
ambas  es(,"rituras. 

CAPÍTULO  III 

DE    LOS   EFECTOS   Y    LI.MITACIÓX    DE    LAS    DO- 
NACIONES 

Art.  835.  La  donación  podrá  compren- 
der todos  los  bienes  presentes  del  donante, 
ó  parte  de  ellos,  con  tal  que  éste  se  reser- 
ve, en  plena  propiedad  ó  en  usufructo,  lo 
necesario  para  vivir  en  un  estado  corres- 
líondiente  á  sus  circunstancias. 

Art.  836.  La  donación  no  podrá  com- 
prender los  bienes  futuros. 

Por  bienes  futuros  se  entienden  aque- 
llos de  que  el  donante  no  puede  disponer 
al  tiempo  de  la  donación. 

Art.  837.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  art.  835,  ninguno  podrá  dar  ni  recibir, 
por  via  de  donación,  más  de  lo  que  pueda 
(lar  ó  reciljir  por  testamento. 

Sp-.onNDA  Sk   ib. — Tomo  i. 


La  donación  será  inoficiosa  en  todo  lo 
que  exceda  de  esta  medida. 

Art.  838.  Cuando  la  donación  hubiere 
sido  hecha  á  varias  personas  conjunta- 
mente, se  entenderá  por  partes  iguales;  y 
no  se  dará  entre  ellas  el  derecho  de  acre- 
cer, si  el  donante  no  hubiese  dispuesto  otra 
cosa. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  las  do- 
naciones hechas  conjuntamente  á  marido 
y  mujer,  entre  los  cuales  tendrá  lugar 
aquel  derecho  si  el  donante  no  liubiese  dis- 
puesto lo  contrario. 

Art.  839.  El  dojiatario  se  subroga  en 
todos  los  derechos  y  acciones  que  en  caso 
de  evicción  corresponderían  al  donante. 

Este,  en  cambio,  no  queda  obligado  al 
saneamiento  de  las  cosas  donad:is,  salvo  si 
la  donación  fuere  onerosa;  en  cuyo  caso 
responderá  el  donante  de  la  evicción  has- 
ta la  concurrencia  del  gravamen. 

Art.  840.  Podrá  reservarse  el  donante 
la  facultad  de  disponer  de  algunos  de  los 
bienes  donados,  ó  de  alguna  cantidad  con 
cargo  á  ellos;  pero  si  muriere  sin  haber 
hecho  uso  de  este  derecho,  pertenecerán 
al  donatario  los  bienes  ó  la  cantidad  que  se 
hubiese  reservado. 

Art.  84L  También  se  podrá  donarla 
propiedad  á  un;;  persona  y  el  usufructo  á 
otra  ü  otras,  con  la  limitación  establecida 
en  el  art.  97G  de  este  Código. 

Art.  842.  Podrá  establecer.se  válida- 
mente la  reversión  en  favor  de  sólo  el  do- 
nador para  cualquier  caso  y  circunstan- 
cias, pero  no  en  favor  de  otras  personas, 
sino  en  los  mismos  ca.sos  y  con  iguales  li- 
mitaciones que  deíerminaeste  Código  para 
las  sustituciones  testamentarias. 

La  reversión  estipulada  por  el  donante 
en  favor  de  tercero  contra  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  anterior  es  nula,  pero  no  pro- 
ducirá la  nulidad  de  la  donación. 

Art.  843.  Si  la  donación  se  hubiere  he- 
cho imponiendo  al  donatario  la  obligación 
de  pagar  las  deudas  del  donante  como  la 
cláusula  no  contenga  otra  declaración,  sólo 
se  entenderá  aquél  obligado  á  pagar  las 
que  apareció  en  contraídas  antes. 

Art.  844.  No  mediando  estipulación 
respecto  al  pago  de  deudas,  sólo  responde- 
rá de  ellas  el  donatario  cuando  la  dona- 
cií')n  se  haya  hecho  en  fraude  de  los  acree- 
dores. 

Se  presumirá  siempre  hecha  la  dona- 
ción en  fraude  de  los  acreedores,  cuando 
al  hacerla  no  se  haya  reservado  el  don;i  ri- 
te bienes  bastantes  para  pagar  las  deudas 
antci'ioros  á  ella. 
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CAPITULO  IV 

DE  LA  REVOCACIÓN  Y  REDUCCIÓN  DE  LAS 
DONACIONES 

Art.  845.  La  donación  será  revocada  á 
instancia  del  donante,  cuando  el  donatario 
haya  dejado  de  cumplir  alguna  délas  con- 
diciones que  aquél  le  impuso. 

En  este  caso,  los  bii^nes  donados  volve- 
rán al  donante,  quedando  nulas  las  enaje- 
naciones que  el  donatario  hubiese  hecho  y 
las  hipotecas  que  sobre  ellos  huljiese  im- 
puesto, con  la  limitación  establecida  en 
cuanto  á  terceros  en  el  Titulo  del  Registro 
de  la  propiedad. 

Art.  846.  También  podrá  ser  revocada 
la  donación,  á  instancia  del  donante,  por 
causa  de  ingratitud,  en  los  casos  siguien- 
tes: 

1.°  Si  el  donatario  cometiere  algún  de- 
lito contra  la  persona,  la  honra  ó  los  bie- 
nes del  donante. 

2."  Si  el  donatario  imputare  al  donante 
alguno  de  los  delitos  que  dan  lugar  á  pro- 
cedimientos de  oñcio  ó  acusación  pública, 
aunque  lo  pruebe;  á  menos  que  el  delito  se 
hubiese  cometido  contra  el  mismo  donata- 
rio, su  mujer  ó  los  hijos  constitnídos  bajo 
su  autoridad. 

3."  Si  le  niega  indebidamente  los  ali- 
mentos. 

Art.  817.  Revocada  la  donación  por 
causa  de  ingratitud,  quedarán,  sinemlmr- 
go,  subsistentes  tas  enajenaciones  é  hipo- 
tecas anteriores  á  la  anotación  de  la  de- 
manda de  revocación  en  el  Registro  de  la 
propiedad. 

Las  posteriores  serán  nulas. 

Art.  848.  En  el  caso  á  que  se  refiere  el 
primer  párrafo  del  articulo  arterior,  ten- 
drá derecho  el  donante  pora  exigir  del  do- 
natario el  valor  de  los  bienes  enajenados 
que  no  pueda  rijclaraar  de  los  terceros,  ó 
la  cantidad  en  que  hubiesen  sido  hipote- 
cados. 

Se  atenderá  al  tiempo  de  la  donación  para 
regular  el  vaior  de  dh;hos  ijienes. 

Art.  849.  Cuando  se  revocare  la  dona- 
ción por  ingratitud,  y  cuando  se  redujere 
fior  inoñciosa,  c;!  donatario  no  devolverá 
03  frutos,  sino  desde  la  interposición  de  la 
demanda. 

Si  la  revocación  se  fundare  en  haber  de- 
jado de  cumplirse  alguna  de  las  condiciones 
iinpuesti,s  en  la  donaciíMi,  el  donatario  do 
volverá,  además  de  los  bienes,  U)s  frutos 
que  hubiese  percibido  después  de  dejar  de 
cumplir  la  condición. 

Art.  850.  La  acción  concedida  al  do- 
nante por  causa  de  ingratitud  no  |)odrá  re- 
nunciarse anticij)adaincnte.    Esta  acción 


prescribe  en  el  término  de  un  año,  contado 
desde  que  el  donante  tuvo  conocimiento 
del  hecho  y  posibilidad  de  ejercitar  la  ac- 
ción. 

Art.  851.  No  se  transmitirá  esta  acción 
á  los  herederos  del  donante  si  éste,  pudien- 
doí  no  la  hubiese  ejercitado. 

Tampoco  se  podrá  ejercitar  contra  el  he- 
redero del  donatario,  á  no  ser  que  á  la 
muerte  de  éste  se  hallase  interpuesta  la  de- 
manda. 

Art.  852.  Las  donaciones  que  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  837  .sean  in- 
oñciosas,  computado  el  valor  liquido  de  los 
bienes  del  donante  al  tiempo  de  su  muerte, 
deberán  ser  reducidas  en  cuanto  perjudi- 
quen las  asignaciones  forzosas;  pero  esta 
reducción  no  ol)3tará  para  que  tengan  efec- 
to durante  la  vida  del  donante  y  para  que 
el  donatario  haga  suyos  los  frutos. 

Para  la  reducción  de  las  donaciones  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  este  capitulo  y  en 
los  artículos  1.036  y  1.037  del  presente  Có- 
digo. 

Art.  853.  Si  siendo  dos  ó  masías  dona- 
ciones, no  cupieren  todas  en  la  parte  dis- 
ponilde  ,  se  suprimirán  ó  reducirán  en 
cuanto  al  exceso  las  de  fecha  más  reciente. 

TÍTULO  III 

De  las  sucesiones 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  854.  Los  derechos  á  la  sucesión 
de  una  persona  se  transmiten  desde  el  mo- 
mento de  su  muerte.  (C.  R.,  520.)  (1) 

Art.  855.  La  sncesión  se  defiere  por  la 
voluntad  del  homlire  manifestada  en  testa- 
mento, y,  á  falta  de  éste,  por  disposiciones 
de  la  ley. 

La  primera  se  llama  testamentaria,  y  1 1 
segunda  legítima. 

Podrá  también  deferirse  en  una  parte 
por  voluntad  del  hombre,  y  en  otra,  por 
disposición  de  la  ley.  (C.  R.,  522.) 

Art.  «56.  La  herencia  comprende  todos 
los  bienes,  derechos  y  obligaciones  de  una 
persona  que  no  se  extingan  por  su  muerte. 
(C.  R.,  .521.) 

Art.  857.  Llámase  heredero  al  que  su- 
cede á  titulo  universal,  y  legatario,  al  que 
sucede  á  titulo  particular. 

Art.  858.  Los  herederos  suceden  al  di- 
funto por  el  hecho  solo  de  su  muerte  Qn  to- 
dos sus  derechos  v  obligaciones. 


H)  Este  artículo  del  Códiffo  de  Costa  Rica  afta- 
de  que  no  podi-á  estipularse  sobre  los  derechos  á  la 
sucesión  de  una  i)ersona,  mientras  esté  viva,  auQ- 
que  ella  consienta. 
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CAPITULO  PRIMERO 

DÉ    LOS    TESTAMENTOS 

Sección  primera. 
De  la  capacidad  para  disponer  por  testamento. 

Art.  859.  Pueden  testar  todos  aquellos 
á  quienes  la  ley  no  lo  fjrohibe  expresa- 
mente. 

Art.  8G0.  Están  incapacitados  para  tes- 
tar: 

1."  Los  menores  de  catorce  años  de  uno 
y  otro  sexo  (1). 

2.°  El  que  habitual  ó  accidentalmente 
no  se  hallare  en  su  cabal  juicio.  (C.  R.,  591.) 

Art.  861.  El  testamento  hecho  antes  de 
la  enajenación  mental  es  válido. 

Art.  862.  Siempre  que  el  demente  pre- 
tenda hacer  testamento  en  un  intervalo  lú- 
cido, designará  el  Notario  dos  Facultativos 
que  previamente  le  reconozcan,  y  no  lo 
otorgará  sino  cuando  éstos  respondan  de 
su  capacidad,  debiendo  dar  fe  de  su  dicta- 
men en  el  testamento,  que  suscribirán  los 
facultativos,  además  de  los  testigos. 

Art.  863.  Para  apreciar  la  capacidad 
drl  testador,  se  atenderá  únicamente  al  es- 
tado en  que  se  halle  al  tiempo  de  otorgar  el 
testamento.  (C.  R.,  590.) 

Sección  segunda. 
De  los  te.stamentos  en  general  . 

Art.  864.  E!  acto  por  el  cual  una  perso- 
na dispone  para  después  de  su  muerte  de 
todos  sus  biones  ó  de  parte  de  ellos,  se  lla- 
ma testamento. 

Art.  865.  El  testador  puede  disponer  de 
sus  bienes  á  titulo  de  herencia  ó  de  legado. 

En  la  duda,  aunque  el  testador  no  haya 
usado  materialmente  la  palabra  heredero, 
si  su  voluntad  está  clara  acerca  de  este  con- 
cepto, valdrá  la  disposición  como  hecha  á 
titulo  universal  ó  de  herencia. 

Art.  866.  No  poih'án  testar  dos  ó  más 
personas  mancomunadainente  ó  en  un 
mismo  instrumento,  ya  lo  hagan  en  pi-o- 
vecho  recíproco,  ya  en  beneñcio  do  un  ter- 
cero. 

Art.  867.  El  testamento  es  un  acto  per- 
sonalisimo:  no  podrá  dejarse  su  ¡ormación, 
en  todo  ni  en  parte,  al  arl)itrio  de  un  tei*- 
cero,  ni  hacerse  por  medio  de  comisario  ó 
mandatario  (C.  R.,  577.) 

Tampoco  podrá  dejar.se  al  arljitrio  de  un 
tercero  la  subsistencia  del  nombramiento 
de  herederos  ó  legatarios,  ni  la  designación 


de  las  porciones  en  que  hayan  de  suceder 
cuando  sean  instituidos  nominalmente.  (C. 
R.,  578.) 

Art.  868.  Podrá  el  testador  encomen- 
dar á  un  tercero  la  distribución  de  las  can- 
tidades que  deje  en  general  á  clases  deter- 
minadas, como  á  los  parientes,  á  los  pobres, 
ó  á  los  establecimientos  de  benetícencia, 
asi  como  la  elección  de  las  personas  ó  es- 
tablecimientos á  quienes  aquellas  deban 
aplicarse. 

Art.  869.  Toda  disposición  que  sobre 
institución  de  heredero,  mandas  ó  legados, 
haga  el  testador,  retiriéndose  á  cédulas  ó 
papeles  privados  que  después  de  su  muerte 
aparezcan  en  su  domicilio  ó  fuera  de  él, 
será  nula  si  en  las  cédulas  ó  papeles  no 
concurren  los  requisitos  prevenidos  para 
el  testamento  ológrafo. 

Art.  870.  Será  nulo  el  testamento  otor- 
gado con  violencia,  dolo  ó  fraude.  (C.  R., 
579). 

Art.  871.  El  que  con  dolo,  fraude  ó 
violencia  impidiere  que  una  persona,  de 
quien  sea  lieredero  ab  intestato,  otorgue 
libremente  su  última  voluntad,  quedará 
privado  de  su  derecho  á  la  herencia,  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal 
en  que  haya  incurrido. 

Art.  872.  Toda  disposición  testamenta- 
ria deberá  entenderse  en  el  sentido  literal 
de  sus  palabras,  á  no  ser  que  aparezca 
claramente  que  fué  otra  la  voluntad  del 
testador.  En  caso  de  duda  se  observará  lo 
que  aparezca  más  conforme  á  la  intención 
del  testador,  según  el  tenor  del  mismo 
testamento. 

El  testador  no  puede  prohibir  que  se 
impugne  el  testamento  en  los  casos  en  que 
haya  nulidad  declarada  por  la  ley. 

Sección  tercera. 
De  la  forma  de  los  testamentos.  (1) 

Art.  873.  El  testamento  puede  ser  co- 
mún ó  especial.  El  común  puede  ser  oló- 
grafo, abierto  ó  cerrado. 

Art.  874.  Se  consideran  testamentos 
especiales  el  militar,  el  marítimo  y  el  he- 
cho en  país  extranjero. 

Art.  875.  Se  llama  ológrafo  el  testa- 
mento cuando  el  testador  lo  escribe  por  sí 
mismo,  en  la  forma  y  con  los  requisitos 
que  se  determinan  en  el  art.  885. 


(1)    El  r>'.n  C.  R  ,  señala  15  años  como  edad  míni- 
ma para  poder  testar. 


(1)  Según  el  Cód.  C.  R.  5.s:?  y  siguientes,  puede 
otorgar.-*e  testamento  abierto  ante  cortulario  y  do3 
testigoii.  ante  cuatro  testigos  sin  cortulario,  si  lo 
escriOe  el  testador  y  seis  en  coso  contrario,  cerra- 
do, que  Síí  presentará  al  cortu'ario  con  tres  testi- 
gos y  abierto  privilegiado  por  los  militares  y 
naveganíes. 
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Art.  876.  Es  abierto  el  testamento 
siempre  que  el  testador  manifiesta  su 
última  voluntad  en  presencia  de  las  per- 
sonas que  deben  autorizar  el  acto,  quedan- 
do enteradas  de  lo  que  en  él  se  dispone. 

Art.  877.  El  testamento  es  cerrado 
cuando  el  testador,  sin  revelar  su  última 
voluntad,  declara  que  ésta  se  halla  conte- 
nida en  el  pliego  que  presenta  á  las  perso- 
nas que  han  de  autorizar  el  acto. 

Art.  878.  No  podrán  ser  testigos  en  los 
testamentos:  (1). 

1.°  Las  mujeres,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  898. 

2."  Los  varones  menores  de  edad,  con 
la  misma  exi^epción. 

3.°  Los  que  no  tengan  la  calidad  de  ve- 
cinos ó  domiciliados  en  el  lugar  del  otor- 
gamiento, salvo  en  los  casos  exceptuados 
por  la  ley. 

4.°  Los  ciegos  y  los  totalmente  .sordos 
ó  mudos. 

5."  Los  que  no  entiendan  el  idioma  del 
testador. 

6.°     Los  que  no  estén  en  su  sano  juicio. 

7."  Los  que  hayan  sido  condenados  por 
el  delito  de  falsificación  de  documentos 
públicos  ó  privados,  ó  por  el  de  falso  testi- 
monio, y  los  que  eú'''n  sufriendo  pena  de 
interdicción  civil. 

S.**  Los  dependientes,  amanuenses, 
criados  ó  parientes  dentro  del  cuarto  lira- 
do deconsang-uinidadósegundode  afinidad 
del  Notario  autorizante. 

Art.  879.  En  el  test  ¡mentó  abierto 
tampoco  podrán  ser  testigos  los  herederos 
ó  legatarios  en  él  instituidos,  ni  los  parien- 
tes de  los  mismos  dentro  del  cuarto  grado 
de  con.sanguinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

No  están  comprendidos  en  esta  prohibi- 
ción los  legatarios  y  sus  parientes  cuando 
el  legado  sea  de  algún  objeto  mueble,  ó 
cantidad  de  poca  importancia  con  relación 
al  caudal  hereditario. 

Art.  880.  Pura  que  un  testigo  sea  de- 
clarado inhábil,  ('s  necesario  que  la  causa 
de  su  incapacidad  exista  al  tiempo  de  otor- 
garse el  testamento.     • 

Art.  881.  Para  testar  en  lengua  ex- 
tranjera se  requiere  la  presencia  de  dos 
intérpretes  elegidos  por  el  testador,  que 
ti'aduzcan  su  disposición  al  castellano.  El 
testamento  se  deberá  escribir  en  las  dos 
Jengnas. 

Art.  882.  El  Notario  y  dos  de  los  testi- 
gos que  autoricen  el  test;imento,  deberán 
conocer  al  testador;  y  si  no  lo  conocieren, 


(1)     Kl  C.  (lo,  C.  R.  íftrt.  189}  declara  aplicables 
ellos  las  disposiciones  relatira.s  h  loa  i«stÍK0.'5 
instrumentales  «n  general - 


se  identificará  su  persona  con  dos  testigos 
que  le  conozcan  y  sean  conocidos  del 
mismo  Notario  y  de  los  testigos  instru- 
mentales. 

También  procurarán  el  Notario  y  los 
testigos  asegurarse  de  que,  á  su  juicio, 
tiene  el  testador  la  capacidad  legal  nece- 
saria para  testar. 

Igual  obligación  de  conocer  al  testador 
tendrán  los  testigos  que  autoricen  un  tes- 
tamento sin  asistencia  de  Notario,  en  los 
casos  de  los  artículos  897  y  898. 

Art.  883.  Si  no  pudiere  identificarse  la 
persona  del  testador  en  la  forma  prevenida 
en  el  articulo  que  precede,  se  declarará 
e.sta  circunstancia  por  el  Notario,  ó  por  los 
testigos  en  su  caso,  reseñ.indo  los  docu- 
mentos que  el  testador  presente  con  dicho 
objeto  y  las  señas  personales  del  mismo. 

Si  fuere  impugnado  el  testamento  por 
tal  motivo,  corresponderá  al  que  sostenga 
su  validez  la  prueba  de  la  identidad  del 
testador. 

Art.  884.  Será  nulo  el  testamento  en 
cuyo  otorgamiento  no  se  hayan  observado 
las  formalidades  respectivamente  estable- 
cidas en  este  capitulo. 

Sección   cuarta. 
Del  testamento  ológrafo. 

Art.  885.  El  testamento  ológrafo  sólo 
podrá  otorgarse  por  personas  mayores  de 
edad. 

Para  que  sea  válido  este  testamento,  de- 
berá extenderse  en  papel  sellado  corres- 
pondiente al  año  de  su  otorgamiento,  y 
estar  escrito  todo  y  firmado  por  el  testa- 
dor, con  expresión  del  año,  mes  y  día  en 
que  se  otorgue. 

Si  contuviere  palabras  tachadas,  enmen- 
dadas ó  entre  renglones,  las  salvará  el  tes- 
tador bajo  su  firma. 

Los  extranjeros  podrjn  otorgar  testa- 
mento ológrafo  en  su  propio  idioma. 

Art.  886.  El  testamento  ológrafo  debe- 
rá protocolizarse,  present'indolo  con  este 
objeto  al  Juez  de  Letras  del  último  domi- 
cilio del  testador,  ó  al  del  lugar  en  que  éste 
hubiese  fallecido,  dentro  de  un  año,  con- 
tado desde  el  dia  del  fallecimiento.  Sin 
este  requisito  no  será  válido. 

Art.  8s7.  La  per.sona  en  cuyo  [)odor  se 
halle  depositado  dicho  testamento  deberá 
presentarlo  al  Juzgado  luego  que  tenga 
noticia  de  la  muerte  del  testador,  y,  no 
verificándolo  dentro  de  los  diez  días  si- 
guientes, será  responsable  de  lo.s  daños  y 
perjuicios  que  se  cau.  en  por  la  dilación. 

'fambién  podrá  presentarlo  cualquiera 
que  tenga  interés  en  el  testiíaiento  como 
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heredero,  legatario,  ó  en  cualquier  otro 
concepto. 

Art.  888.  Presentado  el  testamento  oló- 
grafo, y  acreditado  el  fallecimiento  del 
testador,  el  Juez  lo  abrirá  si  estuviere  en 
pliego  cerrado,  rubricará  con  el  Secreta- 
rio todas  las  hojas,  y  comprobará  su  iden- 
tidad por  medio  de  tres  testigos  que  conoz- 
can la  letra  y  tirma  del  testador,  y  decla- 
ren que  no  abrigan  duda  racional  de  ha- 
llarse el  testamento  escrito  y  firmado  de 
mano  propia  del  mismo. 

A  falta  de  testigos  idóneos,  ó  si  dudan 
los  examinados,  y  siempre  que  el  Juez  lo 
estime  conveniente,  podrá  emplearse  con 
dicho  objeto  el  cotejo  pericial  de  letras. 

Art.  889.  Para  la  práctica  de  las  dili- 
gencias expresadas  en  el  artículo  anterior, 
serán  citados,  con  la  brevedad  posible,  el 
cónyuge  sobreviviente,  si  lo  hubiere,  los 
descendientes  y  los  ascendientes  legítimos 
del  testador,  y,  en  defecto  de  unos  y  otros, 
los  lier ¡nanos. 

Si  estas  personan  no  residieren  dentro 
de  la  jurisdicción  del  Juez,  ó  se  ignorase 
su  existencia,  ó  siendo  menores  ó  incapa- 
citados carecieren  de  representación  legi- 
tima, se  hará  la  cit  ición  al  Ministerio 
Fiscal. 

Los  citados  podrán  presenciar  la  prác- 
tica de  dichas  diUgencias  y  hacer  en  el 
acto,  de  palabra,  las  observaciones  opor- 
tunas sobre  la  autenticidad  del  testa- 
mento. 

Art.  890.  Si  el  Juez  estima  justificada 
la  identidad  del  testamento,  acordará  que 
se  protocolice,  con  las  diligencias  practi- 
cadas en  el  Registro  ó  protocolo  del  mismo 
Juez,  quien  dará  á  los  intere-ados  las  co- 
pias ó  testimonios  que  procedan.  En  otro 
caso,  denegará  la  protocolización. 

Cualquiera  que  sea  la  resolución  del 
Juez,  se  llevará  á  efecto,  no  obstante  opo- 
sición, quedando  á  salvo  el  derecho  de  los 
interesados  para  ejercitarlo  en  el  juicio 
que  corresponda. 

Sección  quinta. 

el  testamento  abierto. 

Art.  891.  El  testamento  abierto  deberá 
ser  otorgado  ante  Notario  ó  Juez  cartula- 
rio, v  tres  testigos  idóneos  que  vean  y  en- 
tiendan al  testador,  y  de  los  cuales  uno,  á 
lo  menos,  sepa  y  pueda  escribir. 

Sólo  se  e.vceptuarán  de  esta  regla  los 
casos  expresamente  determinados  en  esta 
misma  sección. 

Art.  892.  El  testador  expresará  su  úl- 
tima voluntad  al  Notario  y  á  los  testigos. 
Redactado  el   testamento  con   arreglo  á 


ella,  y  con  expresión  de  lugar,  año,  mes, 
día  y  hora  de  su  otorgamiento,  se  leerá  en 
alta  voz,  para  que  el  testador  manifieste  .-jí 
está  conforme  con  su  voluntad.  Si  lo  estu- 
viere, será  firmado  en  el  acto  por  el  testa 
dor  y  los  testigos  que  puedan  hacerlo. 

Si  el  testador  declara  que  no  sabe  ó  no 
puede  firmar,  lo  hará  por  él,  y  á  su  ruego, 
uno  de  los  testigos  instrumentales,  ú  otra 
persona,  dando  fe  de  ello  el  Notario.  Lo 
mismo  se  hará  cuando,  alguno  de  los  testi- 
gos no  pueda  firmar. 

El  Notario  hará  siempre  constar  que,  á 
su  juicio,  se  halla  el  testador  con  la  capa- 
cidad legal  necesaria  para  otorgar  testa- 
mento. 

Art.  893.  Cuando  el  testador  que  se 
proponga  hacer  testamento  abierto  ]iresen- 
te  por  escrito  su  disposición  testamentaria, 
el  Notario  redactará  el  testamento  con 
arreglo  á  ella  y  lo  leerá  en  voz  alta,  en 
presencia  de  los  testigos,  para  que  mani- 
fieste el  testador  si  su  contenido  es  la  ex- 
presión de  su  última  voluntad. 

Art.  894.  El  que  fuere  enteramente  sor- 
do deberá  leer  por  si  mismo  su  testamento; 
y  si  no  sabe  ó  no  puede,  designará  dos  per- 
sonas que  lo  lean  en  su  nombre,  siempre 
en  presencia  de  los  testigos  y  del  Notario» 

Art.  895.  Cuando  sea  ciego  el  testador, 
se  dará  lectura  del  testamento  dos  veces: 
una  por  el  Notario,  conforme  á  lo  preveni  - 
do  en  el  art.  892,  y  otra  en  igual  forma  por 
uno  de  los  testigos,  ú  otra  persona  que  el 
testador  designe. 

Art.  896.  "Todas  las  formalidades  ex- 
presadas en  esta  sección  se  practicarán  en 
un  solo  acto,  sin  que  sea  licita  ninguna  in- 
terrupción, salvo  la  que  pueda  ser  motiva 
da  por  algún  accidente  pasajero. 

El  Notario  dará  fe,  al  final  del  testamen- 
to, de  haberse  cumplido  todas  las  dichas 
formalidades,  y  de  conocer  al  testador  ó  á 
los  testigos  de  conocimiento  en  su  caso. 

Art.  897.  Si  el  testador  se  hallare  en 
peligro  inminente  de  muerte,  puede  otor- 
garse el  testamento  ante  cinco  testigos 
idóneos,  sin  necesidad  de  Notario. 

Art.  898.  En  caso  de  epidemia  puede 
igualmente  otorgarse  el  testamento,  sin  in- 
tervención de  Notario,  ante  tres  testigos 
mayores  de  dieciséis  años,  varones  ó  mu- 
jeres. 

Art.  899.  En  los  casos  de  los  articulo» 
anteriores,  se  escril)irá  el  testamento,  sien- 
do posible;  no  siéndolo,  el  testamento  val- 
drá aunque  los  testigos  no  sepan  escribir. 

Art.  900.  El  testamento  otorgado  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  los  tres  ar- 
tículos anteriores,  quedará  ineficaz  si  y)a- 
saren  dos  meses  dedde  que  el  testador  ha- 
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ya  salido  del  peligro  de  muerte,  ó  cesado 
la  epidemia. 

Cuando  el  testador  falleciere  en  dicho 
yilazo,  también  quedará  ineficaz  el  testa- 
mento si  dentro  de  los  tres  meses  siguien- 
tes al  fallecimiento  no  se  acude  al  Juez 
competente  para  que  se  eleve  á  escritura 
pública,  ya  se  haya  otorgado  por  escrito, 
ya  verbalmente. 

Art.  901.  Los  testamentos  otorgados 
sin  la  autorización  del  Notario,  serán  in- 
eficaces si  no  se  elevan  á  escritura  pública 
y  se  protocolizan  en  la  forma  prevenida  en 
el  Código  de  Procedimientos. 

Art.  902.  Declarado  nulo  un  testamen- 
to abierto  por  no  haljerse  observado  las 
solemnidades  establecidas  para  cada  caso, 
el  Notario  que  lo  haya  autorizado  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  que  so- 
brevengan, si  la  falta  procediere  de  su  ma- 
licia, ó  de  negligencia  ó  ignorancia  inexcu- 
sables. 

Scéción  sexta. 
Del  testamento  cerrado. 

Art.  903.  El  testamento  cerrado  podrá 
ser  escrito  por  el  testador,  ó  por  otra  per- 
sona á  su  ruego,  en  papel  común,  con  ex- 
presión del  lugar,  día,  mes  y  año  en  que  se 
escribe.  (C.  R.  5'S7.) 

Si  lo  escribiere  por  sí  mismo  el  testador, 
rubricará  todas  las  hojas  y  pondrá  al  ñnal 
su  ñrma,  después  de  salvar  las  palabras 
enmendadas,  tachadas  ó  escritas  entre 
renglones. 

Si  lo  escribiere  otra  persona,  á  su  ruego, 
el  testador  pondrá  su  fírma  entera  en  todas 
las  hojas  y  al  pie  del  testamento. 

Cuando  el  testador  no  sepa  ó  no  pueda 
firmar,  lo  hará  á  su  ruego  y  rubricará  las 
hojas  otra  persona,  expresando  la  causa  de 
la  imposibilidad. 

Ai-t.  904.  En  el  otorgamiento  del  testa- 
mento cerrado  se  observarán  las  solemni- 
dades siguientes: 

1.*  El  papel  que  contenga  el  testamento 
se  pondrá  dentro  de  una  cubierta  cerrada 
y  sellada,  de  suerte  que  no  pueda  extraer- 
se aquél  sin  romper  é.sta. 

2.*  El  testador  comparecerá  con  el  tes- 
tamento cerrado  y  -sellado,  ó  lo  cerrará  y 
sellará  en  el  acto,  ante  el  Notario  que  haya 
de  autorizarlo,  y  cinco  testigos  idóneos,  de 
los  cuales  tres,  al  menos,  han  de  poder 
firmar. 

3.*  En  presencia  del  Notario  y  los  tes- 
tigos, manifestará  el  testador  que  el  pliego 
que  presenta  contiene  su  testamento,  ex- 
presando si  se  halla  escrito,  firn¡ado  y  ru- 
bricado por  él,  ó  si  está  escrito  de  mano 


ajena,  y  firmado  por  él  al  final  y  en  todas 
sus  hojas,  ó  si,  por  no  saber  ó  no  poder  fir- 
mar, lo  ha  hecho  á  su  ruego  otra  persona. 

4.''^  Sobre  la  (cubierta  del  testamento 
extenderá  el  Notario  la  correspondiente 
acta  de  su  otorgamiento,  expresando  el  nú- 
mero y  la  marca  de  los  sellos  con  que  eóté 
cerrado,  y  dando  fe  de  haljerse  observado 
las  solemnidades  mencionadas,  del  conoci- 
miento del  testador,  ó  de  haberse  identifi- 
cado su  persona  en  la  forma  prevenida  en 
los  artículos  X82  y  883,  y  de  hallarse,  á  su 
juicio,  el  testador,  con  la  capacidad  legal 
necesaria  para  otorgar  testamento. 

5.'^  Extendida  y  leída  el  acta,  la  firma- 
rán el  testador  y  los  testigos  que  sepan  fir- 
mar, y  la  autorizará  el  Notario  con  su  se- 
llo y  firma. 

Si  el  testador  no  sabe  ó  no  puede  firmar, 
deberá  hacerlo  en  su  nombre  uno  de  los 
testigos  instrumentales,  ú  otra  persona  de- 
signada por  aquél. 

6.*^  También  se  expresará  en  el  acta 
esta  circunstancia,  además  del  lugar,  hora, 
día,  mes  y  año  del  otorgamiento. 

Art.  905.  No  pueden  hacer  testamento 
cerrado  los  ciegos  y  los  que  no  sepan  ó  no 
puedan  leer.  (C.  R.,  588.) 

Art.  906.  Los  sordosmudos  y  los  que 
no  puedan  hablar,  pero  sí  escribir,  podrán 
otorgar  testamento  cerrado,  observándose 
lo  siguiente: 

1.°  El  testamento  ha  de  estar  todo  es- 
crito v  firmado  por  el  testador,  con  expre- 
sión del  lugar,  día,  mes  y  año. 

2.°  Al  hacer  su  presentación,  el  testa- 
dor escribirá  en  la  parte  superior  de  la  cu- 
bierta, á  presencia  del  Notario  y  de  los  cin- 
co testigos,  que  aquel  pliego  contiene  su 
testamento,  y  que  está  escrito  y  firmado 
por  él. 

3.°  A  continuación  de  lo  escrito  por  el 
testador,  se  extenderá  el  acta  de  otorga- 
miento, dando  fe  el  Notario  de  haberse 
cumplido  lo  prevenido  en  el  número  ante- 
rior y  lo  demás  que  se  dispone  en  el  artícu- 
lo 904,  en  lo  que  sea  aplicable  al  caso. 

Art.  907.  Autorizado  el  testamento  ce- 
rrado, el  Notario  lo  entregará  al  testador, 
después  de  poner  en  el  protocolo  reservado 
copia  autorizada  del  acta  de  otorgamiento. 

Art.  908.  El  testador  podrá  conservar 
en  su  poder  el  testamento  cerrado,  ó  en- 
comendar su  guaraa  á  persona  de  su  con- 
fianza, ó  depositarlo  en  poder  del  Notario 
autorizante  para  que  lo  guardo  en  su  ar- 
chivo. 

En  este  último  caso,  el  Notario  dará  re- 
cibo al  testador,  y  hará  constar  en  su  pro- 
tocolo reservado,  al  margen  ó  á  continua- 
ción de  la  copia  del  acta  de  otorgamiento. 
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que  queda  el  testamento  en  su  poder.  Si  lo 
retirare  después  el  testador,  tírinará  un  re- 
cibo á  continuación  de  dicha  nota. 

Art.  909.  El  Notario  ó  la  p'jrsona  que 
tenga  en  su  yjoder  un  testamento  cerrado, 
deberá  presentarlo  al  Juez  competente  lue- 
go que  sepa  el  tallecimiento  del  testador. 

Si  no  lo  veriñca  dentro  de  diez  días,  será 
responsable  de  los  d;u"ios  y  perjuicios  que 
ocasione  su  negligencia. 

Art.  910.  El  que  con  dolo  deje  de  pre- 
sentar el  testamento  cerrado  que  obre  en 
su  poder  dentro  del  plazo  ñjado  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  anterior,  ade- 
más de  la  responsabilidad  que  en  él  se  de- 
termina, perderá  todo  derecho  á  la  heren- 
cia, si  lo  tuviere  como  heredero  abintestato 
ó  como  heredero  ó  legatario  por  testa- 
mento. 

En  esta  misma  pena  incurrirán  el  que 
sustrajere  dolosamente  el  testamento  ce- 
rrado del  domicilio  del  testador  ó  de  la  per- 
sona que  lo  tenga  en  guarda  ó  en  depósito, 
y  el  que  lo  oculte,  rompa  ó  inutilice  de  otro 
modo,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
criminal  que  proceda. 

Art.  911.  P.ira  la  apertura  y  protocoli- 
zación del  testamento  cerrado,  se  observa- 
rá lo  prevenido  en  el  Código  de  Procedi- 
mientos. 

Art.  912.  Es  nulo  el  testamento  cerra- 
do en  cuyo  otorgamiento  no  se  hayan  ob- 
servado las  formalidades  establecidas  en 
esta  sección;  y  el  Notario  qUe  lo  autor ize 
será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
que  sobrevengan,  si  se  probare  que  la  falta 
procedió  de  su  malicia,  ó  de  negligencia  ó 
ignorancia  inexcusable.  Será  válido,  sin 
embargo,  como  testamento  ológrafo,  si  todo 
él  estuviere  escrito  y  ñrmado  por  el  testa- 
dor, y  tuviere  las  demás  condiciones  pro- 
pias de  este  testamento. 

Sección  scpíirna. 
Del  testamento  militar. 

Art.  913.  En  tiem[Jo  de  guerra,  los  mi- 
litar-es en  campaña,  voluntari(js,  rehenes, 
prisioneros  y  demás  individuos  empleados 
en  el  ejército,  ó  que  sigan  á  éste,  podrán 
otorgar  su  testamento  ante  un  OHcial  que 
tenga  por  lo  menos  la  categoría  de  Capi- 
tán. 

Es  aplicable  esta  di.spos¡ción  á  los  indivi- 
duos de  un  ejército  que  se  halle  en  país  ex- 
tranj(!ro. 

Si  el  testador  estuviere  enfermo  ó  herido, 
podrá  otorgarlo  ante  el  Facultativo  que  le 
asista. 

Si  estuviere  en  destacamento,  ante  el 
que  lo  mande,  aunque  sea  subalterno. 


En  todos  los  casos  de  este  articulo,  será 
siempre  necesaria  la  presencia  de  dos  tes- 
tigos idóneos. 

Art.  914.  También  podrán  las  personas 
mencionadas  en  el  articulo  anterior,  otor- 
gar testamento  cerrado  ante  un  Comisario 
de  guerra,  que  ejercerá  en  este  caso  las 
funciones  de  Notario,  observándose  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  903  y  siguientes. 

Art.  915.  Los  testamentos  otorgado.3  con 
arreglo  á  los  dos  artículos  anteriores,  de- 
berán ser  remitidos,  con  la  posible  breve- 
dad, al  cuartel  general,  y  por  éste,  al  Mi- 
nistro de  la  Guerra. 

El  Ministro,  si  hubiese  fallecido  el  testa- 
dor, remitirá  el  testamento  al  Juez  del  úl- 
timo domicilio  del  difunto,  y,  no  siéndole 
conocido,  al  Juez  más  antiguo  de  los  de  la 
capital,  para  que  de  oficio  cite  á  los  here- 
deros y  demás  interesados  en  la  sucesión. 
Estos  deberán  solicitar  que  se  eleve  á  es- 
critura pública  y  se  protocolice  en  la  for- 
ma prevenida  en  el  Código  de  Procedi- 
mientos. 

Cuando  sea  cerrado  el  testamento,  el 
Juez  procederá  de  oficio  á  su  apertura  en 
la  forma  prevenida  en  dicho  Código,  con 
citación  é  intervención  del  Ministerio  Fis- 
cal, y  desj)ués  de  abierto  lo  pondrá  en  co- 
nocimiento de  los  herederos  y  demás  inte- 
resados. 

Art.  916.  Los  testamentos  menciona- 
dos en  el  art.  913,  caducarán  cuatro  meses 
después  que  el  testador  haya  dejado  de 
estar  en  campaña. 

Art.  917.  Durante  una  batalla,  asalto, 
combate,  y  generalmente  en  todo  peligro 
próximo  de  acción  de  guerra,  podrá  otor- 
gai'se  testamento  militar  de  palabra  ante 
dos  testigos. 

Pero  este  testamento  quedará  ineficaz 
si  el  testador  st;  salva  del  peligro  en  cuya 
consideración  testó. 

Aunque  no  se  salvare,  será  ineficaz  el 
testamento  si  no  se  formaliza  por  los  testi- 
gos ante  el  Auditor  de  guerra  ó  fum^iona- 
rio  de  justicia  que  siga  al  ejército,  prece- 
diéndose después  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  915. 

Art.  918.  Si  fuere  cerrado  el  testamen- 
to militar,  se  observará  lo  prevenido  en 
los  artículos  903  y  904;  pero  se  otorgará 
ante  el  OHcial  y  los  dos  testigos  que  para 
el  abierto  exige  el  art.  913,  debiendo  fir- 
mar todos  ellos  el  acta  de  otorgamiento, 
como  asimismo  el  testador,  si  pudiere. 

Sección  octavo... 

Del  testamento  marítimo. 

Art.  919.     Los  testamento.-í,  abiertos  ó 
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cerrados,  de  los  que  dui-ante  un  viaje  ma- 
rítimo vayan  á  bordo,  se  otorgarán  en  la 
forma  siguiente: 

Si  el  buque  es  de  guerra,  ante  el  Conta- 
dor, ó  el  que  ejerza  sus  funciones,  en  pre- 
sencia de  dos  testigos  idóneos  que  vean  y 
entiendan  al  testador.  El  Comandante  del 
buque,  ó  el  que  haga  sus  veces,  pondrá 
además  su  visto  Ijueno. 

En  los  buques  mercantes  autorizará  el 
testamento  el  Capitán  ó  el  que  haga  sus 
veces,  con  asistencia  de  dos  testigos  idó- 
neos. 

En  uno  y  otro  caso,  los  testigos  se  elegi- 
rán entre  los  pasajeros,  si  los  hubiere;  pero 
uno  de  elloi,  por  lo  menos,  ha  de  poder 
firmar,  el  cual  lo  hará  por  sí  y  por  el  tes- 
tador, si  éste  no  sabe  ó  no  puede  hacerlo. 
Si  el  testamento  fuera  abierto,  se  obser- 
vará, además,  lo  prevenido  en  el  art.  892, 
y,  si  fuere  cerrado,  lo  que  se  ordena  en  la 
sección  sexta  de  este  capítulo,  con  exclu- 
sión de  lo  relativo  al  número  de  testigos  é 
intervención  del  Notario. 

Art.  920.  El  testamento  del  Contador 
del  buque  de  guerra  y  el  del  Capitán  del 
mercante,  serán  autorizados  por  quien 
deV)a  sustituirlos  en  el  cargo,  observándo- 
se, para  lo  demás,  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior. 

Art.  921.  Los  testamentos  abiertos  he- 
chos en  alta  mar,  serán  custodiados  por  el 
Comandante  ó  por  el  Capitán,  y  se  hará 
mención  de  ellos  en  el  Diario  de  navega- 
ción. 

La  misma  mención  se  hará  de  los  oló- 
grafos y  los  ("errados. 

Art.  922.  Si  el  buque  arribase  á  un 
puerto  extranjero  donde  haya  Agente  Di- 
plomático ó  Consular  de  Honduras,  el  Co- 
mandante del  de  guerra,  ó  el  Capitán  del 
mercante  entregará  á  dicho  Agente  copia 
del  testamento  abierto  ó  del  acta  de  otor- 
gamiento del  cerrado,  y  de  la  nota  tomada 
en  el  Diario. 

La  copia  del  testamento  ó  del  acta,  de- 
berá llevar  las  mismas  firmas  que  el  origi- 
nal, si  viven  y  están  á  bordo  los  que  lo 
firmaron;  en  otro  caso,  será  autorizada 
por  el  Contador  ó  Capitán  que  hubiese  re- 
cibido el  testamento,  ó  el  que  haga  sus 
veces,  firmando  también  los  que  estén  á 
bordo  de  los  que  intervinieron  en  el  testa- 
mento. 

El  Agente  Diplomático  ó  Consular  hará 
extender  por  escrito  diligencia  de  la  entre- 
ga, y,  cerrada  y  sellada  la  copia  del  testa- 
mento ó  la  del  a(;ta  del  otorgamiento,  si 
fuere  cerrado,  la  remitirá  con  la  nota  del 
Diaaio,  por  el  conducto  correspondiente, 
al  Mini.stro  de  Justicia,  que  mandará  que 


se  deposite  en  el  Archivo  de  su  Ministerio. 

El  Comandante  ó  Capitán  que  liaga  la 
entrega,  recogerá  del  Agente  Diplomático 
ó  Consular  certificación  de  haberlo  veri- 
ficado, y  tomará  nota  de  ella  en  el  Diario 
de  navegación. 

Art.  923.  Cuando  el  buque,  sea  de  gue- 
rra ó  mercante,  arribe  al  primer  puerto  de 
Honduras,  el  Comandante  ó  Capitán  en- 
tregará el  testamento  original,  cerrado  y. 
sellado,  á  la  Autoridad  marítima  local,  con 
copia  de  la  nota  tomada  en  el  Diario;  y,  si 
hubiese  falletúdo  el  testador,  certificación 
que  lo  acredite. 

La  entrega  se  acreditará  en  la  forma 
prevenida  en  el  articulo  anterior,  y  la  Au- 
toridad marítima  lo  remitirá  todo  sin  dila- 
ción al  Ministerio  de  Justicia. 

Art.  924.  Si  hubiese  fallecido  el  testa- 
dor y  fuerre  abierto  el  testamento,  el  Mi- 
nistro de  Justicia  practicará  lo  que  se  dis- 
pone en  el  art.  915. 

Art.  92,5.  Cuando  el  testamento  haya 
sido  otorgado  por  un  extranjero  en  buque 
hondureno,  el  Ministro  de  Justicia  remiti- 
rá el  testamento  al  de  Relaciones  Exterio- 
res, para  que,  por  la  vía  diplomática,  se  le 
dé  el  i'urso  que  corresponda. 

Art.  926.  Si  fuere  ológrafo  el  testamen- 
to, y  durante  el  viaje  falleciera  el  testador, 
el  comandante  ó  capitán  recogerá  el  testa- 
mento para  custodiarlo,  haciendo  mención 
de  ello  en  el  Diario,  y  lo  entregará  á  la  au- 
toridad marítima  local,  en  la  forma  y  para 
los  efectos  prevenidos  en  el  artículo  ante- 
rior, cuando  el  buque  arribe  al  primer 
puerto  de  Honduras. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sea 
cerrado  el  testamento,  si  lo  conservaba  en 
su  poder  el  testador  al  tiempo  de  su  muerte. 

Art.  927.  Los  testamentos,  abiertos  y 
cerrados,  otorgados  con  arreglo  á  lo  pre- 
venido en  esta  sección,  caducarán  pasados 
cuatro  meses,  contados  desde  que  el  testa- 
dor desembarque  en  un  punto  donde  pueda 
testar  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  928.  Si  hubiere  peligro  de  naufra- 
gio, será  aplicable  á  las  tripulaciones  y 
pasajeros  de  los  buques  de  guerra  ó  mer- 
cante lo  dispuesto  en  el  art.  917. 

Sección  noccna. 
Del  testamento  hecho  en  país  extranjero. 

Art.  929.  Los  hondurenos  podrán  tes- 
tar fuera  del  territorio  nacional,  sujetán- 
dose á  las  formas  establecidas  por  las  leyes 
del  país  en  que  se  hallen. 

También  podrán  testar  en  alta  mar, 
durante  su  navegación  en   un   buque  ex- 
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tranjero,  con  sujeción  á  las  leyes  de  la 
Nación  á  que  el  buque  pertenezca. 

Podrán  asimismo  hacer  testamento  oló- 
grafo con  arreglo  al  articulo  885,  sin  el 
requisito  de  papel  sellado  aunen  los  paisas 
cuyas  leyes  no  admitan  dicho  testamento. 

Art.  930.  No  será  válido  en  Honduras 
el  testamento  mancomunado,  prohibido 
por  el  art.  866,  que  los  hondurenos  otor- 
guen en  país  extranjero,  aunque  lo  auto- 
ricen las  leyes  de  la  Nación  donde  se 
hubiese  otorgado. 

Art.  931.  También  podrán  los  hondu- 
renos que  se  encuentren  en  país  extranje- 
ro otorgar  su  testamento,  abierto  ó  cerra- 
do, ante  el  Agente  Diplomático  ó  Consular 
de  Honduras  residente  en  el  lugar  del 
otorgamiento. 

En  estos  casos,  dicho  Agente  hará  las 
veces  de  Notario,  y  se  observarán  re.spec- 
tivamente  todas  las  formalidades  estable- 
cidas en  las  secciones  V  y  VI  de  este  ca- 
pitulo, uno  siendo,  sin  embargo,  necesaria 
la  condición  del  domicilio  en  los  testigos. 

Art.  932.  El  Agente  Diplomático  ó 
Consular  remitirá,  por  medio  del  Ministe- 
rio de  Relaciones  Exteriores,  autorizada 
con  su  firma  y  sello,  copia  del  testamento 
abierto,  ó  del  acta  de  otorgamiento  del  ce- 
rrado, al  Ministerio  de  Justicia,  para  que 
se  deposite  en  su  Archivo. 

Art.  933.  El  Agente  Diplomático  ó  Con- 
sular en  cuyo  poder  hubiese  depositado  su 
testamento  ológrafo  ó  cerrado  un  hondu- 
reno, lo  remitirá,  por  el  conducto  corres- 
pondiente, al  Ministerio  de  Justicia  cuan- 
do fallezca  el  testador,  con  el  certificado 
de  defunción. 

El  Ministerio  de  Justicia  hará  publicar 
en  La  Gaceta  la  noticia  del  fallecimiento, 
para  que  los  interesados  en  la  herencia 
puedan  recoger  el  testamento  y  gestionar 
su  protocolización  en  la  forma  [¡revenida. 

Sección  décima. 
De  la  revocación  é  ineficacia  de  los  testamentos  (1) 

Art.  934.  Todas  las  disposiciones  tes- 
tamentarias son  esencialmente  revocables, 
aunque  el  testador  exprese  en  el  testamen- 
to su  voluntad  ó  resolución  de  no  revocar- 
las. (C.  R.,  621.) 

Se  tendrán  por  no  puestas  las  cláusulas 
derogatorias  de  las  disposiciones  futuras, 
y  aquellas  en  que  ordene  el  testador  que 
no  valga  la  revocación  del  testamento,  si 
no  la  hiciere  con  ciertas  palabrasó  señales. 

(1)  El  art.  625  de  C.  R.,  dispone  que  cuando  dos 
ó  más  per.íonas  testan  en  un  mismo  acto,  cada  una 
puede  revocar  independientemente  sus  disposi- 
ciones. 


Art.  935.  El  testamento  no  puede  ser 
revocado  en  todo  ni  en  parte  sino  con  las 
solemnidades  necesarias  para  testar. 

Art.  936.  El  testamento  anterior  queda 
revocado  de  derecho  por  el  posterior  per- 
fecto, si  el  testador  no  expresa  en  éste  su 
voluntad  de  que  aquél  subsista  en  todo  ó 
en  parte. 

Sin  embargo,  el  testamento  anterior  re- 
cobra su  fuerza  si  el  testador  revoca  des- 
pués el  posterior,  y  declara  expresamente 
ser  su  voluntad  que  valga  el  primero. 

Art.  937.  La  revocación  producirá  su 
efecto  aunque  el  segundo  testamento  ca- 
duque por  incapacidad  del  heredero  ó  de 
los  legatarios  en  él  nombrados,  ó  por  re- 
nuncia de  aquél  ó  de  éstos.  (C.  R.,  624.) 

Art.  938.  El  reconocimiento  de  un  hijo 
ilegítimo  no  pierde  su  fuerza  legal,  aunque 
se  revoque  el  testamento  en  que  se  hizo. 

Art.  939.  Se  presume  revocado  el  tes- 
tamento cerrado  que  aparezca  en  el  domi- 
cilio del  testador  con  las  cubiertas  rotas  ó 
los  sellos  quebrantados,  ó  borradas,  i'aspa- 
das  ó  enmendadas  las  firmas  que  lo  auto- 
ricen. 

Este  testamento  .será,  sin  embargo,  vá- 
lido, cuando  se  probare  haber  ocurrido  el 
desperfecto  sin  voluntad  ni  conocimiento 
del  testador,  ó  hallándose  éste  en  estado 
de  demencia;  pero  si  aparecieren  rota  la 
cubierta  ó  quebrantados  los  sellos,  será 
necesario  probar  además  la  autenticidad 
del  testamento  para  su  validez. 

Si  el  testamento  se  encontrare  en  poder 
de  otra  persona,  se  entenderá  que  el  vicio 
procede  de  ella,  y  no  será  aquél  válido 
como  no  se  pruebe  su  autenticidad,  si  es- 
tuvieren rota  la  cubierta  ó  quebrantados 
los  sellos;  y  si  una  y  otros  se  hallaren  ínte- 
gros, pero  con  las  firmas  borradas,  raspa- 
das ó  enmendadas,  será  válido  el  testa- 
mento, como  no  se  justifique  haber  sido 
entregado  el  pliego  en  esta  forma  por  el 
mismo  testador. 

Art.  940.  Caducarán  los  testamentos,  ó 
serán  ineficaces,  en  todo  ó  en  parte,  las 
disposiciones  testamentarias,  sólo  en  los 
casos  expresamente  prevenidos  en  este  Có- 
digo. 

CAPÍTULO  II 

DE    LA   HlíRENCIA 

Sección  primera . 

De  la  capacidad  para  suceder  por  test.amento 
y  sin  él. 

Art.  941.  Podrán  suceder  por  testa- 
mento ó  abintestato  los  que  no  estén  inca- 
pacitados por  la  ley. 
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Art.  942.     Son  incapaces  de  suceder: 

1.°  Las  criaturas  abortivas,  entendién- 
dose tales  las  que  no  reúnan  las  circuns- 
tancias expresadas  en  el  artículo  19. 

2."  Las  asociaciones  ó  corporaciones 
no  permitidas  por  la  ley. 

Art.  943.  El  Estado,  los  municipios,  los 
establecimientos  de  hospitalidad,  benefi- 
cencia é  instrucción  pública,  las  asociacio- 
nes autorizadas  ó  reconocidas  por  la  ley,  y 
las  demás  personas  jurídicas,  pueden  ad- 
quirir por  testamento,  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  27. 

Las  iglesias  y  los  cabildos  eclesiásticos  no 
pueden  adquirir  por  testamento.  (C.  R.  59.) 

Art.  944.  Si  el  testador  dispusiere  del 
todo  ó  parte  de  sus  bienes  para  sufragios  y 
obras  piadooas  en  beneficio  de  su  alma,  ha- 
ciéndolo indeterminadamente  y  sin  espe- 
cificar su  aplicación,  los  ejecutores  testa- 
mentarios venderán  los  bienes  y  entrega- 
rán su  importe  al  Gobierno  para  los  esta- 
blecimientos benéficos  del  domicilio  del 
difunto,  y  en  su  defecto,  para  los  del  de- 
partamento. 

Art.  945.  La  institución  hecha  á  favor 
de  un  establecimiento  público  bajo  condi- 
ción ó  imponiéndole  un  gravamen,  sólo 
será  válida  si  el  Gobierno  la  aprueba. 

Art.  946.  Las  disposiciones  hechas  á  fa- 
vor de  los  pobres  en  general,  sin  designa- 
ción de  personas  ni  de  población,  se  enten- 
derán limitadas  á  los  del  domicilio  del  tes- 
tador en  la  época  de  su  muerte,  si  no 
constare  claramente  haber  sido  otra  su 
voluntad. 

La  calificación  de  los  pobres  y  la  distri- 
bución de  los  bienes,  se  harán  por  la  per- 
sona ((ue  haya  designado  el  testador,  y  en 
su  defecto,  por  los  ejecutores  testamenta- 
rios, quienes  resolverán  por  mayoría  de 
votos  las  dudas  que  ocurran. 

Esto  mismo  se  hará  cuando  el  testador 
haya  dispuesto  de  sus  bienes  en  favor  do 
los  pobres  de  un  pueblo  ó  lugar  determi- 
nado. 

Art.  947.  Toda  disposición  en  favor  de 
persona  incierta,  .será  nula,  á  menos  que 
por  algún  evento  ¡jueda  resultar  cierta. 

Art.  948.  La  disposición  hecha  genéri- 
camente en  favor  de  los  parientes  del  tes- 
tador, .se  entiende  hecha  en  favor  de  los 
más  próximos  en  grado. 

Art.  949.  ÍNO  producirán  efecto  las  dis- 
posiciones testamentarias  que  haga  el  tes- 
tador durante  su  última  enfermedad  en 
favor  del  sacerdote  que  en  ella  le  hubiese 
confesado  (C.  R.  592,  núm.  .3.°.)  (1)  ni  de 


(1)    Esta  prohibición  se  extiende  en  C.  R.,  por 
dicho  número  al  facultativo. 


los  parientes  del  mismo  del  cuarto  grado. 

Art.  950.  Tampoco  surtirá  efecto  la  dis- 
posición testamentaria  del  pupilo  á  favor 
de  su  tutor,  hecha  antes  de  haberse  apro- 
bado ¡a  cuenta  definitiva  de  éste,  aunque  el 
testador  muera  después  de  su  aprobac.ón. 

Serán,  sin  embargo,  válidas  las  disposi- 
ciones que  el  pupilo  hiciere  en  favor  del 
tutor  que  sea  su  ascendiente,  descendiente, 
hermano,  hermana  ó  cónyuge.  (C  R.,  592, 
núm.  1.''.) 

Art.  951.  El  testador  no  podrá  disponer 
del  todo  ó  parte  de  su  herencia  en  favor 
del  Notario  que  autorice  su  testamento,  ó 
de  la  esposa,  parientes  ó  afines  del  mismo 
dentro  del  cuarto  grado,  con  la  excepción 
establecida  en  el  art.  879.  (C.  R.,  592,  nú- 
mero 5.°.) 

Esta  prohibición  será  aplicable  á  los  tes- 
tigos del  testamento  abierto,  otorgado  con 
ó  sin  Notario. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son 
también  aplicables  á  los  testigos  y  perí.onas 
ante  quienes  se  otorguen  los  testamentos 
especiales. 

Art.  952.  Será  nula  la  disposición  tes- 
tamentaria á  favor  de  un  incapaz,  aun- 
que se  la  disfrace  bajo  la  forma  de  contra- 
to oneroso  ó  se  haga  á  nombre  de  persona 
interpuesta. 

Art.  953.  Son  incapaces  de  suceder  por 
causa  de  indignidad: 

1.°  Los  padres  que  abandonaren  á  sus 
hijos  y  prostituyeren  á  sus  hijas  ó  atenta- 
ren á  su  pudor. 

2.°  El  que  fuere  condenado  enjuicio 
por  haber  atentado  contra  la  vida  del  tes- 
tador, de  su  cónyuge,  descendiented  ó  as- 
cendientes. 

3.°  El  que  hubiese  acusado  al  testador 
de  delito  al  que  la  ley  señale  pena  aflictiva, 
cuando  la  acusación  sea  declarada  calum- 
niosa. 

4."  El  heredero  mayor  de  edad  que, 
sabedor  de  la  muerte  violenta  del  testador, 
no  la  hul)iese  denunciado  dentro  de  un  mes 
á  la  justicia,  cuando  ésta  no  hubiera  pro- 
cedido ya  de  oficio. 

Cesará  esta  prohibición  en  los  casos  que, 
según  la  ley,  no  hay  obligación  de  acusar. 

5.*  El  condenado  en  juicio  por  adulte- 
rio con  la  mujer  del  testador.  (Costa  Rica, 
592,  4.°) 

6.°  El  que  con  amenaza,  fraude  ó  vio- 
lencia, obligare  al  testador  á  hacer  testa- 
mento ó  á  cambiarlo. 

7."  El  que  por  iguales  medios  impidie- 
re á  otro  hacer  testamento,  ó  revocar  el 
que  tuviese  hecho,  ó  suplantare,  ocultare 
ó  alterare  otro  posterior.  (C.  R.,  523.) 

Art.  954.     Las  causas  de  indignií^ad  de- 
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an  de  surtir  efecto  si  el  testador  las  cono- 
cía al  tiempo  de  hacer  testamento,  ó  si, 
habiéndolas  sabido  después,  las  remitiere 
en  documento  público.  (C.  R.,  524.) 

Art.  955.  Para  calificar  la  capacidad 
del  heredero  ó  legatario  se  atenderá  al 
tiempo  de  la  muerte  de  la  per.iona  de  cuya 
sucesión  .se  trate. 

En  los  casos  2.°,  3."  y  5.°  del  art.  953,  se 
esperará  á  que  se  dicte  la  sentencia  ñrme, 
y  en  el  número  4.°,  á  que  transcurra  el 
mes  señalado  para  la  denuncia. 

Si  la  institución  ó  legado  fuere  condicio- 
nal, se  oíiinderá,  además,  al  tiempo  en  que 
se  cumpla  la  condición. 

Art.  956.  El  lieredero  ó  legatario  que 
muera  antes  de  que  la  condición  se  cum- 
pla, aunque  .sobreviva  al  testador,  no  trans- 
mite derecho  alguno  á  sus  lierederos. 

Art.  957.  El  incapaz  de  fsuceder  que, 
contra  la  prohibición  de  los  anteriores  ar- 
tículos, hubiese  entrado  en  la  posesión  de 
los  bienes  hereditarios,  estará  obligado  á 
restituirlos,  con  sus  accesiones  y  con  todos 
los  frutos  V  rentas  que  haya  percibido. 
(C.  R.,  526.') 

Art.  958.  Si  el  excluido  de  la  herencia 
por  incapacidad  fuere  hijo  ó  descendiente 
del  testador,  y  tuviere  hijos  ó  descendien- 
tes, adquirirán  éstos  su  derecho  á  la  he- 
rencia. 

El  excluido  no  tendrá  el  usufructo  y  ad- 
ministración de  los  bienes  que  por  esta 
causa  hereden  sus  liijos. 

Art.  959.  No  puede  deducirse  acción 
para  declarar  la  incapacidad  pasados  cin- 
co años  de.-ide  que  el  incapaz  esté  en  pose- 
sión de  la  herencia  ó  legado  (1). 

Sección  segunda. 
De  la  institución  de  heredero. 

Art.  960.  Toda  persona  hábil  puede  dis- 
poner por  testamento  de  todos  sus  bienes 
ó  de  parte  de  ellos  en  lavor  de  (cualquiera 
persona  que  tenga  capacidad  para  adqui- 
rirlos, sin  más  limitacii'jn  que  la  de  las 
asignaciones  for/.osas  de  queso  trata  en  las 
secciones  quinta  y  sexta  de  este  capítulo. 

Art.  961.  E!  testamento  será  válido 
aunque  no  contenga  institucii'jn  de  here- 
dero ó  ésta  no  compenda  la  tot.didad  de  los 
bienes,  y  aunque  el  nombrado  no  acepte 
la  herencia  ó  sea  incapaz  de  heredar. 

En  estos  casos  se  cumplirán  las  disposi- 
ciones testamentarias  hechas  con  arreglo 
á  las  leyes,  y  el  remanente  de  los  bienes 
pa.sará  á  los  herederos  legítimos. 


(1)    El  art.  625  del  Código  de  Costa  Rica,  fij» 
este  plazo  en  cuatro  años. 


Art.  962.  Los  herederos  instituidos  sin 
designación  de  partes,  hei'edarán  [jor  par- 
tes iguales.  (C.  R.,  597.) 

Art.  963.  El  heredero  que  muere  antes 
que  el  testador,  el  incapaz  de  heredar  y  el 
que  renuncia  á  la  herencia,  no  transmiten 
ningún  derecho  á  sus  herederos,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  artículo  958. 

Art.  964.  La  expresión  de  una  causa 
falsa  de  la  institucicm  de  heredero  ó  del 
nombramiento  de  legatario,  será  conside- 
rada como  no  escrita,  á  no  ser  que  del  tes- 
tamento resulte  que  el  testador  no  habría 
hecho  tal  institución  ó  legado  si  hubiese 
conocido  la  falsedad  de  la  causa. 

La  expresión  de  una  cau.sa  contraria  á 
derecho,  aunque  sea  verdadera,  se  tendrá 
también  por  no  escrita. 

Art.  965.  El  heredero  instituido  en  una 
cosa  cierta  y  determinada,  será  considera- 
do como  legatario.  (C.  R.,  598.) 

Art.  966,  Cuando  el  testador  nombre 
unos  herederos  individualmente  y  otros 
colectivamente,  como  si  dijere:  «Instituyo 
por  mis  herederos  á  N  y  á  N  y  á  los  hijos 
de  N»,  los  colectivamente  nombrados  se 
considerarán  como  si  lo  fueran  individual- 
mente, á  no  ser  que  conste  de  un  modo 
claro  que  haya  sido  otra  la  voluntad  del 
testador. 

Art.  967.  Si  el  testador  instituye  á  sus 
hermanos,  y  los  tiene  carnales,  y  de  padre 
ó  madre  .solamente,  se  dividirá  la  herencia 
como  en  el  caso  de  morir  intestado. 

Art.  968.  Cuando  el  testador  llame  á  la 
sucesión  á  una  persona  y  á  sus  hijos,  se 
entenderán  todos  instituidos  simultánea,  y 
no  sucesivamente. 

Art.  969.  El  testador  designará  al  he- 
redero por  su  nombre  y  apellido;  y,  cuando 
haya  dos  que  los  tengan  ¡guales,  deberá  se- 
ñalar alguna  circunstancia  por  la  que  se 
conozca  al  instituido. 

Aunque  el  testador  haya  omitido  el  nom- 
bre del  heredero,  si  lo  designare  de  modo 
que  no  pueda  dudarse  quién  sea  el  institui- 
ao,  valora  la  institución. 

Art.  97ü.  El  error  en  el  nombre,  ape- 
llido ó  cualidades  del  heredero,  no  vicia  la 
institución  cuando  de  otra  manera  ])uede 
saberse  ciertamente  cuál  sea  la  per.sona 
nombrada. 

Si  entre  personas  del  mismo  nombre  y 
apellido  hay  igualdad  de  circunstancias,  y 
éstas  son  tales  que  no  permiten  distinguir 
al  instituíilo,  ninguno  será  heredero. 

Sección  tercera. 

De  la  su.stitucióD. 

Art.   971.     Puede   el    testador  sustituir 
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una  ó  más  personas  al  heredero  ó  herede- 
ros instituidos  para  el  caso  en  que  mueran 
antes  que  él,  ó  no  quieran  ó  no  puedan 
aceptar  la  herencia. 

La  sustitución  simple,  y  sin  expresión  de 
casos,  comprende  los  tres  expresados  en  el 
párrafo  anterior,  á  menos  que  el  testador 
haya  dispuesto  lo  contrario. 

Art.  972.  Pueden  ser  sustituidas  dos  ó 
más  personas  ó  una  sola;  y  al  contrario, 
una  sola  á  dos  ó  rnás  herederos. 

Art.  973.  Si  los  herederos  instituidos 
en  partes  desiguales  fueren  sustituidos  re- 
ciprocamente, tendrán  en  la  sustitución  las 
mismas  partes  que  en  la  institución,  á  no 
ser  que  claramente  aparezca  haber  sido 
otra  la  voluntad  del  testador. 

Art.  974.  El  sustituido  quedará  sujeto 
á  las  mismas  cargas  y  condiciones  impues- 
tas al  instituido,  á  menos  que  el  testador 
haya  dispuesto  expresamente  lo  contrario, 
ó  que  los  gravámenes  ó  condiciones  sean 
meramente  personales  del  instituido. 

Art.  975.     No  surtirán  efecto: 

1.°  Las  sustituciones  que  impongan  al 
heredero  el  encargo  de  pagar  sucesivamen- 
te á  varias  personas,  que  no  vivan  al  tiem- 
po del  fallecimiento  del  testador,  cierta 
renta  ó  pensión. 

2."  Las  que  tengan  por  objeto  dejar  á 
una  por.~ona  el  todo  ó  parte  de  los  bienes 
hereditarios  para  que  los  aplique  ó  invierta 
según  instruiíciones  reservadas  que  le  hu- 
biese comunicado  el  testador. 

Art.  976.  La  disposición  en  que  el  tes- 
tador deje  á  una  persona  el  todo  ó  parte  de 
la  herencia,  y  á  otra  el  usufructo,  será  vá- 
hda.  Si  llamare  al  usufructo  á  varias  per- 
sonas, no  simultánea,  sino  sucesivamente, 
surtirá  efei^to  siempre  que  se  constituya  en 
favor  de  personas  que  vivan  al  tiempo  del 
fallecimiento  del  testador. 

Art.  977.  Será  válida  la  disposición  que 
imponga  al  heredero  la  obligación  de  in- 
vertir ciertas  cantidades  periódicamente 
en  obras  benéficas,  como  dotes  para  don- 
cellas pobres,  pensiones  para  estudiantes, 
ó  en  favor  de  los  pobres,  ó  de  cualquier  es- 
tablecimiento de  beneficencia  ó  de  instruc- 
ción pública,  bajo  las  condiciones  siguien- 
tes: 

Si  la  carga  se  impusiere  sobre  bienes  in- 
muebles y  fuere  temporal,  el  heredero  ó 
herederos  podrán  disponer  de  la  finca  gra- 
vada sin  que  cese  el  gravamen  mientras 
que  su  inscripción  no  se  cancele. 

Si  la  carga  fuere  perpetua,  el  heredero 
podrá  capitalizarla  é  imponer  el  capital  á 
interés  con  primera  y  suficiente  hipoteca. 

La  capitalización  é  imposición  del  capi- 
tal se  hará  intervinienao  el  Gobernador 


Político  del  departamento  y  con  audiencia 
del  Ministerio  púbUco. 

En  todo  caso,  cuando  el  testador  no  hu- 
biere establecido  un  orden  para  la  admi- 
nistración y  aplicación  de  la  manda  bené- 
fica, corresponderá  al  Gobierno  hacerlo. 

Art.  978.  Todo  lo  dispuesto  en  este  ca- 
pítulo respecto  á  los  herederos,  se  entende- 
rá también  aplicable  á  los  legatarios. 

Sección  cuarta. 

De  la  institución  de  heredero  y  del  legado,  condi- 
cionales ó  á  término. 

Art.  979.  Las  disposiciones  testamenta- 
rias, tanto  á  titulo  universal  como  particu- 
lar, podrán  hacerse  bajo  condición.  (Costa 
Rica  615.) 

Art.  980.  Las  condiciones  imjiuestas  á 
los  herederos  ó  legatarios,  en  lo  que  no  es- 
té prevenido  en  esta  sección,  se  regirán 
por  las  reglas  establecidas  para  las  obliga- 
ciones condicionales. 

Art.  981.  Las  condiciones  imposibles, 
y  las  contrarias  á  las  leyes  ó  á  las  buenas 
costumbres  se  tendrán  por  no  puestas,  y 
en  nada  perjudicarán  al  heredero  ó  lega- 
tario, aun  cuando  el  testador  disponga  otra 
cosa.  'C.  R.  615.) 

Art.  982.  La  condición  absoluta  de  no 
contraer  primero  ó  ulterior  matrimonio, 
se  tendrá  por  no  puesta,  á  menos  que  lo 
haya  sido  al  viudo  ó  viuda  por  su  difunto 
consorte,  ó  por  los  ascendientes  ó  descen- 
dientes de  éste. 

Podrá,  sin  embargo,  legarse  á  cualquie- 
ra el  usufructo,  uso  ó  habitación,  ó  una 
pensión  ó  prestación  personal,  por  el  tiem- 
po que  permanezca  soltero  ó  viudo. 

Será  nula  la  disposición  hecha  bajo  con- 
dición de  que  el  heredero  ó  legatario  haga 
en  su  testamento  alguna  disposición  en 
favor  del  testador  ó  de  otra  persona. 

Art.  983.  La  condición  puramente  po- 
testativa impuesta  al  heredero  ó  legatario, 
ha  de  ser  cumplida  por  éstos,  una  vez  en- 
terados de  ella,  después  de  la  muerte  del 
testador. 

Excejjtúase  el  caso  en  que  la  condición, 
ya  cumplida,  no  pueda  reiterarse.  (Costa 
Rica  610.) 

Art.  984.  Cuando  la  condición  fuere 
casual  ó  mixta,  bastará  que  se  realice  ó 
cumpla  en  cualquier  tiempo,  vivo  ó  muerto 
el  testador,  si  é.ste  no  hubiese  dispuesto 
otra  cosa. 

Si  hubiese  existido  ó  se  hnl)iese  cumpli- 
do al  hacerse  el  testamento,  y  el  testador 
lo  ignoraba,  se  tendrá  por  cumplida. 

Si  lo  sabia,  .sólo  se  tendrá  por  cumplida 
cuando  fuere  de  tal  natural"  za  que  no  pue- 
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da  ya  existir  ú  cumplirse  de  nuevo.  (Costa 
Rica  618.) 

Art.  985.  La  expresión  del  objeto  de  la 
institución  ó  legado,  ó  la  aplicación  que 
haya  de  darse  á  lo  dejado  por  el  testador, 
ó  la  carga  que  el  mismo  impusiere,  no  se 
entenderán  como  condición,  a  no  parecer 
que  ésta  era  su  voluntad. 

Lo  dejado  de  e-ía  manera  puede  pedirse 
desde  luego,  y  es  transmisible  á  los  here- 
deros que  afiancen  el  cumplimiento  de  lo 
mandado  por  el  testador,  y  la  devolución 
de  lo  percibido,  con  sus  frutos  é  intereses, 
si  faltaren  á  esta  obligación. 

Art.  986.  Cuando,  sin  culpa  ó  hecho 
propio  del  lieredero  ó  legatario,  no  pueda 
tener  efecto  la  institución  ó  el  legado  de 
que  trata  el  articulo  precedente,  en  los 
mismos  términos  que  haya  ordenado  el 
testador,  deberá  cumplirse  en  otros,  lo  más 
análogos  y  conformes  á  su  voluntad. 

Cuando  el  interesado  en  que  se  cumpla 
ó  no,  imijidieresu  cumplimiento,  sin  culpa 
ó  hecho  propio  del  heredero  ó  legatario,  se 
considerará  cumplida  la  condición.  (Costa 
Rica  620.) 

Art.  987.  La  condición  suspensiva  no 
impide  al  heredero  ó  legatario  adquirir  sus 
respectivos  derechos  y  transmitirlos  á  sus 
herederos,  aun  antes  de  que  se  verifique 
su  cumplimiento. 

Art.  988.  Si  la  condición  potestativa 
impuesta  al  heredero  ó  legatario  fuere  ne- 
gativa, ó  de  no  hacer  ó  no  dar,  cumplirán 
con  afianzar  que  no  harán  ó  no  darán  lo 
que  fué  prohibido  por  el  testador,  y  que, 
en  caso  de  contravención,  devolverán  lo 
percibido,  con  sus  frutos  é  intereses.  (Cos- 
ta Rica  617.) 

Art.  989.  Si  el  heredero  fuere  institui- 
do bajo  condición  suspensiva,  se  pondrán 
los  bienes  de  la  herencia  en  administra- 
ción, hasta  que  la  condiciiui  se  realice  ó 
haya  ce;-teza  de  que  no  podrá  ampliarse. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  el  heredero  ó 
legatario  no  preste  la  fianza  en  el  caso  del 
articulo  anterior. 

Art.  990.  La  administración  de  que  ha- 
bla el  articulo  precedente,  se  confiará  al 
heredero  ó  herederos  instituidos  sin  con- 
dición, cuando  entre  ellos  y  el  heredero 
condicional  hubiere  derecho  de  acrecer. 
Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los  le- 
gatarios. 

Ai't.  991 .  Si  el  heredero  condicional  no 
tuviere  coherederos,  ó  teniéndolos  no  exis- 
tiese entre  ellos  derecho  de  acrecer,  en- 
trará aquél  en  la  administración,  dando 
liinza. 

Si  no  la  diere,  se  conferirá  la  adminis- 
I  ii-ión  ;il  lii'pedero  presunto,  tumbién  bajo 


fianza;  y,  si  ni  uno  ni  otro  afianzaren,  los 
Tribunales  nombrarán  tercera  persona, 
que  se  hará  cargo  de  ella  también  -bajo 
fianza,  Ja  cual  se  prestai-á  con  intervención 
del  heredero. 

Art.  992.  Los  administradores  tendrán 
los  mismos  dereclios  y  obligaciones  que 
los  que  lo  son  de  los  bienes  de  un  ausente. 

Art.  993.  Será  válida  la  designación  de 
día  ó  de  tiempo  en  que  haya  de  comenzar 
ó  cesar  el  efecto  de  la  institución  de  here- 
dei^o  ó  del  legado. 

En  ambos  casos,  hasta  que  llegue  el  tér- 
mino señalado,  ó  cuando  éste  concluya,  se 
entenderá  llamado  el  sucesor  legitimo. 
Mas,  en  el  primer  caso,  no  entrará  este  en 
posesión  de  los  bienes  sino  después  de  pres- 
tar caución  suficiente  con  intervención  del 
instituido. 

Sección  quinta. 

De  los  derechos  del  cónyuge  viudo. 

Art.  994.  El  viudo  ó  viuda  que  al  morir 
su  consorte  no  se  hallare  separado  ó  divor- 
ciado, ó  lo  estuviere  por  culpa  del  cónyuge 
difunto,  tendrá  derecho  á  la  quinta  parte 
de  la  herencia  por  razón  de  alimentos  que 
tuviere  necesidad  de  los  que  define  el  ar- 
tículo 119. 

Si  estuvieren  les  cónyuges  separados  por 
demanda  de  divorcio,  se  esperará  el  i'esul- 
tado  del  pleito. 

Si  entro  los  cónyuges  separados  hubiere 
mediado  perdón  ó  reconciliación,  el  sobre- 
viviente conservará  sus  derechos. 

Si  el  cónyuge  su pérstite  pasare  á  otras 
nupcias  antes  de  recibir  lo  que  le  corres- 
ponde, conforme  al  párrafo  primero  de  este 
articulo,  perderá  sus  derechos. 

Sección  sexta. 
De  los  derechos  de  los  hijos. 

Art.  995.  Los  hijos  ó  descendientes  le- 
gítimos del  testador,  y  los  hijos  naturales 
que  éste  haya  reconocido  legalmente,  ten- 
drán derecho  á  los  alimentos,  en  la  exten- 
sión que  señala  el  art.  123.  (C.  R.,  593.) 

Art.  996.  Los  hijos  ilegítimos  que  no 
tengan  la  calidad  de  naturales,  sólo  ten- 
drán derecho  á  los  auxilios  necesarios  para 
la  subsistencia  d(!  que  se  habla  en  el  párra- 
fo siguiente  al  núm.  3.°  del  art.  120.  Este 
derecho  sólo  podrá  ejercitarse  en  los  casos 
del  art.  117. 

Art.  997.  La  obliga(;ión  del  que  haya 
de  prestar  los  alimentos  de  que  tratan  los 
artículos  995  y  996,  se  transmitirá  á  sus 
heriKlcros,  y  suljsistirá  hasta  (juo  los  hijos 
llegaren  ú  la  mayor  edad;  y,  en  el  caso  de 
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estar  incapacitados,  mientras  dure  la  in- 
capacidad. 

Art.  998.  El  derecho  de  alimentos  que 
la  ley  da  á  los  hijos  ó  descendientes  legiti- 
mo.s,'é  hijos  legalmente  reconocidos,  per- 
tenece por  reciprocidad  á  los  padres  y  as- 
cendientes, y  se  extinguirá  por  muerte  del 
alimentista,  conforme  al  art.  129. 

Art.  999.  En  los  demás  casos,  no  regla- 
dos en  esta  sección,  se  estará  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  ISCf. 

Sección  séptima. 
De  las  mandas  y  legados. 

Art.  1.000.  El  testador  podrá  gravar 
con  mandas  y  legados,  no  sólo  á  su  here- 
dero, sino  también  á  los  legatarios. 

Estos  no  estarán  obligados  á  responder 
del  gravamen,  sino  hasta  donde  alcance  el 
valor  del  legado. 

Art.  l.OOÍ.  Cuando  el  testador  grave 
con  un  legado  á  uno  de  los  herederos,  él 
sólo  quedará  obligado  á  su  cumplimiento. 

Si  no  gravare  á  ninguno  en  particular, 
quedarán  obligados  todos  en  la  misma  pro- 
porción en  que  se  m  herederos. 

Art.  1.0  j2.  El  obligado  á  la  entrega  del 
legado  responderá  en  caso  de  evicción,  si 
la  cosa  fuere  indeterminada  y  se  señalase 
sólo  por  género  ó  especie. 

Art.  1.003.  El  legado  de  cosa  ajena,  si 
el  te  'tador,  al  legarla,  sabia  que  lo  era,  es 
válido.  El  :heredero  estará  obligado  á  ad- 
quirirla para  entregarla  al  legatario;  y,  no 
siéndole  posible,  á  dar  á  é.ste  su  justa  esti- 
mación. 

La  pruel)a  de  que  el  testador  sal)ia  que 
la  cosa  era  ajena  corresponde  al  legatario. 

Art.  1.0!!4.  Si  el  testador  ignoraba  que 
la  cosa  que  legaba  era  ajena,  .será  nulo  el 
legado. 

Pero  será  válido  si  la  adquiere  después 
de  otorgado  el  testamento.  (C.  R.,  598.) 

Art.  1 .0  »5.  Será  válido  el  legado  hecho 
á  un  tercero  de  una  c  )sa  propia  del  here- 
dero ó  de  un  legatario,  quienes  al  aceptar 
la  sucesión,  deberán  entregar  la  co.sa  lega- 
da ó  su  justa  estimación,  con  la  limitación 
establecida  en  el  articulo  siguiente. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  se 
entiende  sin  perjuicio  de  las  asignaciones 
forzosas. 

Art  1.0-6.  Cuando  el  testidor,  here- 
dero ó  leg'tario  tuviesen  sólo  una  parte  ó 
un  derecho  en  la  cosa  legada,  .se  entende- 
rá limitado  el  legado  á  esta  parte  ó  dere- 
cho, á  monos  que  el  testador  dijclare  ex- 
presamente que  lega  la  cosa  por  entero. 

Art.  1.007.  Es  nulo  el  legado  de  cosas 
que  están  faera  del  comercio. 


Art.  1.008.  No  producirá  efecto  el  lega- 
do de  cosa  que,  al  tiempo  de  hacerse  el 
testamento,  fuera  ya  propia  del  legatario, 
aunque  en  ella  tuviese  algún  derecho  otra 
persona. 

Si  el  testador  dispone  expresamente  que 
la  cosa  sea  liberada  de  este  derecho  ó  gra- 
vamen, valdrá,  en  cuanto  á  esto,  el  legado. 

Art.  1.009.  Cuando  el  testador  legare 
una  cosa  empeñada  ó  hipotecada  para  la 
seguridad  de  alguna  deuda  exigible ,  el 
pago  de  ésta  quedará  á  cargo  del  heredero. 

Si  por  no  pagar  el  heredero  lo  hiciere  el 
legatario,  quedará  éste  subrogado  en  el  lu- 
gar y  derechos  del  acreedor  para  reclamar 
contra  el  lieredero. 

Cualquiera  otra  carga,  perpetua  ó  tem- 
poral, á  que  se  halle  afecta  la  cosa  legada, 
pasa  con  ésta  al  legatario;  pero  en  ambos 
casos,  las  rentas  y  los  intereses  ó  réditos 
devengados  hasta  l;i  muerte  del  testador 
son  carga  de  la  herencia. 

Art.  1.010.  Si  la  cosa  legada  estuviere 
sujeta  á  usufructo,  uso  ó  habitación,  el  le- 
gatario deberá  respetar  estos  derechos, 
hasta  que  legalmente  se  extingan. 

Art.  1.011.     El  legado  quedará  sm  efecto: 

1.*^  Si  el  testador  transforma  la  cosa  le- 
gada, de  modo  que  no  conserve  ni  la  for- 
ma, ni  la  denominación  que  tenia. 

2.°  Si  el  testador  enajena,  por  cual- 
quier titulo  ó  causa,  la  cosa  legada  ó  parte 
de  ella,  entendiéndose,  en  este  último  ca- 
so, que  el  legado  queda  sólo  sin  efecto  res- 
pecto á  la  p.irte  enajenada.  Si  después  de 
la  enajenaci'U)  voiviere  la  co.sa  al  dominio 
del  testadoi-,  aunque  sea  por  la  nulidad 
del  contrato,  no  teñirá  dtí>j)ués  de  este 
hecho  fuerza  e!  legado. 

.3.°  Si  la  cosa  leg  :dii  perece  del  todo, 
viviendo  el  te-stador,  ó  después  de  su  muer- 
te sin  culpa  del  heredero.  Sin  embargo,  el 
obligado  á  pagar  el  'egado  responderá  por 
evicción,  si  ia  cosa  legada  no  hubiere  sido 
determinada  en  especie,  según  lo  dispues- 
to en  el  articulo  1.002. 

Art.  1.012.  El  legado  de  un  crédito 
contra  tercei-o,  ó  el  de  perdón  ó  liberación 
de  una  deuda  del  legatario,  sólo  surtirá 
efecto  en  la  parte  del  cr 'dito  ó  de  la  deu- 
da subsistente  al  tiempo  de  morir  el  testii- 
dor  (C.  R.,601.) 

En  el  primer  caso,  el  heredero  cumplirá 
con  ceder  al  legatario  todas  las  acciones 
que  pudieran  competirle  contra  el  deudor. 

En  el  segundo,  con  dar  al  legatario  car- 
ta de  pago  si  la  pidiere. 

En  ambos  casos,  el  legado  comprenderá 
los  intereses  que  por  el  cr '':iito  ó  la  deuda 
se  debieren  al  morir  el  testador. 

Art.  1.013.     Caduca  el  legado  do  que  se 
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habla  en  el  articulo  anterior,  si  el  testador, 
después  de  haberlo  liocho,  demandare  ju- 
dicialmente al  deudor  para  el  pago  de  su 
deuda,  aunque  éste  nu  se  haya  realizado 
al  tiempo  del  fallecimier-.ío. 

Por  el  legado  hecho  al  deudor  de  la  cosa 
empeñada,  sólo  se  entiende  remitido  el  de- 
reclio  de  prenda 

Art.  1.U14.  El  legado  genérico  de  libe- 
ración ó  perdón  de  las  deudas,  comprende 
las  existentes  al  tiempo  de  hacerse  el  tes- 
tamento, no  las  posteriores.  (C.  R.,  602.) 

Art.  1.015.  El  legado  hecho  á  un  acre- 
edor no  se  imputará  en  pago  de  su  crédito, 
á  no  ser  que  el  testador  lo  declare  expre- 
samente. (C.  R..  599.) 

En  este  caso,  el  acreedor  tendrá  dere- 
cho á  cobrar  el  exceso  del  crédito  ó  del  le- 
gado. 

Art.  1.016.  En  los  legados  alternativos 
se  observará  lo  dispuesto  para  las  obliga- 
ciones de  la  mis;na  especie,  salvas  las  mo- 
diñciciones  que  se  deriven  de  la  voluntad 
expresa  del  testador. 

Art.  1.017.  El  legado  de  cosa  mueble 
genérica,  será  válido,  aunque  no  haya  co- 
sas de  su  género  en  la  herencia. 

El  legado  de  co.sa  inmueble  no  determi- 
nada, .-jólo  será  válido  si  la  hubiere  do  su 
género  en  la  herencia. 

La  elección  será  del  heredero,  quien 
cumplirá  con  dar  una  cosa  que  no  sea  de 
la  calidad  inferior  ni  de  la  superior.  (Costa 
Rica,  609.) 

Art.  1.018.  Siempre  que  el  testador  de- 
je expresamente  la  elección  al  heredero  ó 
al  legatario,  el  primero  podrá  dar,  ó  el  se- 
gundo elegir,  lo  que  mejor  les  pareciere. 

Art.  1.019.  Si  el  heredero  ó  legatario 
no  pudiere  hacer  la  elección  en  el  caso  de 
haberle  sido  concedida,  pasará  su  dereclio 
á  los  herederos;  pero,  una  vez  hecha  la 
elección,  será  irrevocable.  * 

Art.  1.020.  Si  la  co.sa  legada  era  pro- 
pia del  legatario  á  la  fecha  del  testamento, 
no  vale  el  le¿  ido,  aunque  después  haya 
sido  enajenadi. 

Si  el  legatario  la  hubiese  adquirido  por 
título  luci-ativo  después  de  aquel'a  fecha, 
nada  podrá  pedir  por  ello;  mas,  si  la  ad- 
quisición se  huljiese  hecho  por  titulo  one- 
roso, podrá  pedir  al  heredero  que  le  in- 
demnice de  lo  que  haya  dado  i)or  adqui- 
rirla. 

Art,  1.021.  El  legado  de  educación  du- 
ra hasta  que  el  legatario  sea  mayor  de 
edad. 

El  de  alimentos  dura  mientras  viva  el 
legatario,  si  el  testador  no  dispone  otra 
cosa. 

.Si  el  testador  no  hubiere  soñalado  can- 


tidad para  estos  legados,  se  fíjará  según  el 
estado  y  condición  del  legatario  y  el  im- 
porte de  la  herencia. 

Si  el  testador  acostumbró  en  vida  dar  al 
legatario  cierta  cantidad  de  dinero,  ú  otras 
cosas  por  via  de  alimentos,  se  entenderá 
legada  la  misma  cantidad,  si  no  resul- 
tare en  notable  desproporción  con  la  cuan- 
tía de  la  herencia. 

Art.  1.022.  Lega  la  una  pensión  perió- 
dica, ó  cierta  cantidad  anual,  mensual  ó 
semanal,  el  legatario  podrá  exigir  la  del 
primer  periodo  asi  que  muera  el  testador, 
y  la  de  los  siguientes,  en  el  principio  de 
cada  uno  de  ellos,  sin  que  haya  lugar  á  la 
devolución,  aunque  el  legatario  muera  an- 
tes que  termine  el  período  comenzado. 

Art.  1.023.  El  legatario  adquiere  dere- 
cho á  los  legados  puros  y  simples  desde  la 
muerte  del  testador,  y  lo  transmite  á  sus 
herederos. 

Art.  1  024 .  Cuando  el  legado  es  de  cosa 
específica  y  determinada,  propia  del  testa- 
dor, el  legatario  adquiere  su  propiedad 
desde  que  aquél  muere,  y  hace  suyos  los 
frutos  ó  rentas  pendientes,  pero  no  las 
rentas  devengadas  y  no  satisfechus  antes 
de  la  muerte. 

La  cosa  legada  correrá  desde  el  mismo 
instante  á  riesgo  del  legatario,  que  sufrirá 
por  lo  tanto,  su  pérdida  ó  deterioro,  como 
también  se  aprovechará  de  su  aumento 
ó  mejora. 

Art.  1.025.  La  cosa  legada  deberá  ser 
entregada  con  todos  sus  accesorios  y  en  el 
estado  en  que  so  halle  al  morir  el  testa- 
dor. (C.  R.  608.) 

Art.  1.026.  Si  el  legado  no  fuere  de 
cosa  específica  y  determinad.!,  sino  gené- 
rico ó  de  cantidad,  sus  frutos  c  intereses 
desde  la  muerte  del  test^idor  corresponde- 
rán al  legatario  cuando  el  testador  lo  hu- 
biese dispuesto  expresamente. 

Art.  1.027.  Ellegatarionopuedeocupar 
por  su  propia  autoridad  la  c.o.ia  legada, 
sino  que  debe  i)edir  su  entrega  y  po-sesión 
al  heredero  ó  ejecutor  testamentario,  el 
cual  se  halla  autorizado  p  ^ra  darla. 

Art.  1028.  El  heredei'O  debe  d;ir  la  mis- 
ma cosa  leg:^da,  pudiendo  hacerlo,  y  no 
cum|)lií  con  dar  su  estimación. 

Los  legados  en  dinero  deberán  sor  pa- 
gados en  esta  especie,  aimquc  no  lo  haya 
en  ¡a  herenci  i.. 

Los  ;j,astos  nece.sarios  para  la  entr(íga  de 
la  cosa  legada  serán  á  cargo  de  la  heren- 
cia, pero  sin  pei'juicio  de  las  asignaciones 
forzosas.  (C.  R.  610.) 

Art.  1.029.  Si  los  b'cnos  de  la  iierencla 
no  alcanzaren  para  cubrir  todos  los  lega- 
dos, el  pago  se  hará  en  el  orden  siguiente: 
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1.°     Los  legados  remuneratorios. 

2."  Los  legados  de  cosa  cierta  y  deter- 
minada, que  forme  parte  del  caudal  here- 
ditario. 

S.**  Los  legados  que  el  testador  haya 
declarado  preferente:?. 

4.°     Los  de  alimentos. 

5.°     Los  de  educación. 

6."    Los  demás,  á  prorrata. 

Art.  1.030.  Cuando  el  legatario  no  pue- 
da ó  no  quiera  admitir  el  legado,  ó  éste, 
por  cualquier  causa,  no  tenga  efecto,  se 
refundirá  en  la  masa  de  la  herencia,  fuera 
de  los  casos  de  sustitución  y  derecho  de 
acrecer. 

Art.  1.031.  El  legatario  no  podrá  acep- 
tar una  parte  del  legado  y  repudiar  la 
otra,  si  ésta  fuere  onerosa. 

Si  muriese  antes  de  aceptar  el  legado, 
dejando  varios  herederos,  podrá  uno  de 
éstos  aceptar,  y  otro  repudiar  la  parte  que 
le  corresponda  en  el  legado. 

Art.  1.032.  El  legatario  de  dos  legados, 
de  los  que  uno  fuese  oneroso,  no  podrá 
renunciar  éste  y  aceptar  el  otro.  Si  los  dos 
son  onerosos  ó  gratuitos,  es  libre  para 
aceptarlos  todos  ó  repudiar  el  que  quiera. 

El  heredero  que  sea  al  mismo  tiempo 
legatario,  podrá  renunciar  la  herencia  y 
aceptar  el  legado,  ó  renunciar  éste  y 
aceptar  aquélla. 

Art.  1.033.  Si  toda  herencia  se  distri- 
buye en  legados,  se  prorratearán  las  deu- 
das y  gravámenes  de  ella  entre  los  los  le- 
gatarios, á  proporción  de  sus  cuotas,  á  no 
ser  que  el  testador  hubiera  dispuesto  otra 
cosa.  (C.  R.  643.) 

Sección   octava. 

De  las  reducciones  de  las  herencias. 

Art.  1.034.  Para  fijar  las  asignaciones 
forzosas,  se  atenderá  al  valor  de  los  bienes 

aue  quedaren  á  la  muerte  del  testador,  con 
educción  de  las  deudas  y  cargas,  sin  com- 
prender entre  ellas  las  impuestas  en  el 
testamento. 

Art.  1.035.  Las  donaciones  se  imputa- 
rán á  la  parte  de  bienes  de  que  el  testador 
hubiese  podido  disponer  por  su  última  vo- 
luntad, conforme  al  art,  960. 

En  cuanto  fueren  inoficiosas  ó  excedie- 
ren de  la  cuota  disponible,  se  reducirán 
según  las  reglas  de  los  artículos  siguientes, 
Art.  1.036.  Fijadas  las  asignaciones 
forzosas  con  arreglo  á  los  dos  artículos  an- 
teriores, se  hará  la  reducción  como  sigue: 
1 ."  Las  donacioneó  se  respetarán  mien- 
tras puedan  cubrirse  las  asignaciones,  re- 
duciendo ó  anulando,  si  necesario  fuere, 
las  mandas  hechas  en  testamento. 


2.°  La  reducción  de  éstas  se  hará  á 
prorrata,  sin  distinción  alguna. 

Si  el  testador  hubiere  dispuesto  que  se 
pague  cierto  legado  con  preferencia  de 
otros,  no  sufrirá  aquél  reducción  sino  des- 
pués de  haberse  aplicado  éstos  por  entero 
al  pago  de  la  asignación. 

3.''  Si  la  manda  consiste  en  un  usufruc- 
to ó  renta  vitalicia,  cuyo  valerse  tenga  por 
superior  á  la  parte  disponible,  los  asigna- 
tarios forzozos  podrán  escoger  entre  cum- 
plir la  disposición  testamentaria  ó  entre- 
gar al  legatario  la  parte  de  la  herencia  de 
que  podía  disponer  el  testador. 

Art.  1.037.  Cuando  el  legado  sujeto  á 
reducción  (•onsi.sta  en  una  ñnca  que  no 
admita  cómoda  división,  quedará  ésta  para 
el  legatario  si  la  reducción  no  absorbe  la 
mitad  de  su  valor,  y  en  caso  contrario, 
para  los  asignatarios  forzosos;  pero  aquél 
y  éstos  deberán  abonasre  su  respectivo 
haber  en  dinero. 

El  legatario  que  tenga  derecho  á  asigna- 
ción, podrá  retener  toda  la  ñnca,  con  tal 
que  su  valor  no  supere  al  importe  de  la 
porción  disponible  y  de  la  cuota  que  le  co- 
rresponda por  asignación. 

Art.  1.038.  Si  los  asignatarios  forzosos 
ó  legatarios  no  quieren  usar  del  derecho 
que  se  les  concede  en  el  articulo  anterior, 
podrá  usarlo  el  que  de  ellos  no  lo  tenía;  si 
éste  tampoco  quiere  usarlo,  se  venderá  la 
finca  en  pública  subasta,  á  instancia  de 
cualquiera  de  los  interesados. 

Sección  novena. 
De  los  ejecutores  testamentarios  (l). 

Art.  1.039.  Los  herederos,  ó  sus  repre- 
sentantes legales,  son  los  ejecutores  de  las 
disposiciones  del  testador. 

Art.  1.040.  Cuando  los  ejecutores  fue- 
ren dos  ó  más,  sólo  valdrá  lo  que  todos  ha- 
gan de  consuno,  ó  lo  que  haga  uno  de  ellos, 
legalmente  autorizado  por  los  demás,  ó  lo 
que,  en  caso  de  disidencia,  acuerde  el  ma- 
yor número. 

No  lográndose  el  acuerdo,  se  estará  á  lo 
que  decida  el  Juez. 

Art.  1.041.  En  los  casos  de  suma  ur- 
gencia, podrá  uno  de  los  ejecutores  prac- 
ticar, bajo  su  responsabilidad  personal,  los 
actos  que  fueren  necesarios,  dando  cuenta 
inmediatamente  á  los  demás. 

Art.  1.042.  Los  ejecutores  testamenta- 
rios tendrán  todos  las  facultades  que  ex- 


fl)  El  Código  de  Costa  Rica  contiene  extensas 
disposiciones  (artí«nlo8  511  á  560)  sohre  los  alba- 
ceas  que  por  sil  forma  no  son  susceptibles  de  com- 
par:>ci'''n  con  ésta,  ya  que  se  refieren  á  supuestos 
distintos. 
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presamente   les  haya  conferido   el   testa 
dor  y  no  sean  contrarias  á  las  leyes. 

Art.  1.043.  No  habiendo  el  testador  de- 
terminado especialmente  las  facultades  de 
los  ejecutores,  tendrán  las  siguientes: 

1.*  Disponer  y  pagar  los  sufragios  y  el 
funeral  del  testador,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  él  en  el  testamento;  y  en  su  de- 
fecto, según  la  costumbre  del  pueblo. 

2."     Tomar  las  precauciones  necesarias 
'  para  la  conservación  y  custodia  de  los 
bienes. 

Art.  1.044.  Si  no  hubiere  en  la  heren- 
cia dinero  bastante  para  el  pago  de  funera- 
les, y  los  ejecutores  no  lo  aprontaren  de  lo 
suyo,  promoverán  la  venta  de  los  bienes 
muebles;  y  no  alcanzados  éstos,  la  de  los 
inmuebles. 

Si  estuviere  interesado  en  la  herencia 
algún  menor  ausente,  corporación  ó  esta- 
blecimiento público,  la  venta  de  los  bienes 
se  hará  con  las  formalidades  prevenidas 
por  las  leyes  para  tales  casos. 

CAPÍTULO  III 

DE    LA    SUCESIÓN    INTESTADA 

Sección  primera. 
Disposiciones  generales. 

Art.  1.045.  La  sucesión  legítima  tiene 
lugar: 

1.°  Cuando  uno  muere  sin  testamento, 
ó  con  testamento  nulo,  ó  que  haya  perdido 
después  su  validez. 

2.°  C'iando  el  testamento  no  contiene 
instituííión  de  heredero  en  todo  ó  en  parte 
de  los  bienes,  ó  no  dispone  de  todos  los  que 
corresponden  al  testador.  En  este  caso,  la 
sucesión  legitima  tendrá  lugar  solamente 
respecto  de  los  bienes  de  que  no  se  hubise 
dispuesto. 

3.°  Cuando  falta  la  condición  puesta  á 
la  institución  de  heredero,  ó  éste  muere 
antes  que  el  testador,  ó  repudia  la  heren- 
cia sin  tener  sustituto  y  sin  que  haya  lugar 
al  derecho  de  acrecer. 

4.°  Cuando  el  heredero  instituido  es 
incapaz  de  suceder.  (C.  R.  571.) 

Art.  1.046.  A  falta  de  herederos  testa- 
mentarios, la  ley  defiere  la  iierencia,  se- 
gún las  reglas  que  .se  expresarán,  á  los  pa- 
rientes legítimos  y  naturales  del  difunto, 
al  viudo  ó  viuda,  y  al  Estado.  (C.  R.) 

Art.  1.047.  Lo  dispuesto  sobre  la  inca- 
pacidad para  suceder  por  testamento,  es 
aplicable  á  la  sucesión  intestada. 

Segunda  Serit. — Tono  I. 


Sección  segunda. 
Del  parentesco. 

Art.  1.048.  La  proximidad  del  paren- 
tesco se  determina  por  el  número  de  gene- 
raciones. Cada  generación  formaun  grado. 

Arts.  1.049  y  1.050.  La  serie  de  grados 
forma  la  linea,  que  puede  ser  directa  ó  co- 
lateral. 

Se  llama  directa  la  constituida  por  la  se- 
rie de  grados  entre  personas  que  descien- 
den una  de  otra. 

Y  colateral,  la  constituida  por  la  serie  de 
grados  entre  personas  que  no  descienden 
unas  de  otras,  pero  que  proceden  de  un 
tronco  común  (1). 

Art.  1.051.  Se  distingue  la  linea  recta 
en  descendente  y  ascendente. 

La  primera  une  al  cabeza  de  familia  con 
los  que  descienden  de  él. 

La  segunda  liga  á  una  persona  con 
aquellos  de  quienes  descienden. 

Art.  1.052.  En  las  líneas  se  cuentan 
tantos  gi'ados  como  generaciones  ó  como 
personas,  descontando   la  del  progenitor. 

En  la  recta  se  sube  únicamente  hasta  el 
tronco.  Así,  el  hijo  dista  del  padre  un  gra- 
do, dos  del  abuelo,  y  tres  del  bisabuelo. 

En  la  colateral  se  sube  hasta  el  tronco 
común,  y  después  se  baja  hasta  la  persona 
con  quien  se  hace  la  computación.  Foresto, 
el  hermano  dista  dos  grados  del  hermano, 
tres  del  tío,  hermano  de  su  padre  ó  madre, 
cuatro  del  primo  hermano,  y  asi  en  ade- 
lante. 

Art.  1.053.  La  computacii)n  da  que  tra- 
ta el  artículo  anterior  rige  en  todas  las 
materias  que  tengan  relación  con  el  pa- 
rentesco. 

Art.  1.054.  Llámase  doble  vinculo  al 
parentesco  por  parte  del  padre  y  de  la  ma- 
di*!e  conjuntamente. 

Art.  1.055.  En  las  herencias,  el  parien- 
te más  próximo  en  grado  concluye  al  más 
remoto,  salvo  el  derecho  do  representa- 
ción, en  los  casos  en  que  de!)a  tener  lugar. 

Los  parientes  que  se  hallaron  en  el  mis- 
mo grado  heredarán  por  partes  iguales, 
salvo  lo  que  se  dispone  en  el  art.  1.082  sobre 
el  doble  vínculo. 

Art.  1.056.  Si  hubiere  varios  parientes 
de  un  mismo  grado,  y  alguno  ó  algunos 
no  quisieren  ó  no  pudieren  suceder,  su 
parte  acrecerá  á  los  otros  del  mismo  gra- 
do, .salvo  el  derecho  de  representación 
cuando  deba  tener  lugar. 


(1)  SeíTún  advertencia  de  la  edición  oficial,  la 
materia  tratada  en  lo.?  ariículo.s  1.019  y  1.0.^)0,  de- 
ben ser  objeto  de  un  aolo  articulo,  aunque  dicha 
edición  los  divido,  en  dos  por  do  alterar  el  orden  nu- 
mérico establecido. 
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Art.  1.057.  Repudiando  la  herencia  el 
pariente  más  próximo,  si  es  solo,  ó,  si  fue- 
ren varios,  todos  los  parientes  más  próxi- 
mos llamados  por  la  ley,  heredarán  los  del 
grado  siguiente  por  su  propio  derecho  y 
sin  que  puedan  represenüir  al  repudiante. 

Sección  tercera. 
De  la  representación. 

Art.  1.058.  Llámase  derecho  de  repre- 
sentación el  que  tienen  los  parientes  de 
una  persona  para  sucederle  en  todos  los 
derechos  que  tendría  si  viviera  ó  hubiera 
podido  heredar.  (C.  R.,  574.) 

Art.  1.059.  El  derecho  de  representa- 
ción tendrá  siempre  lugar  en  la  linea  rec- 
ta descendente  (C.  R.,  574),  pero  nunca 
en  la  ascendente. 

En  la  linea  colateral  sólo  tendrá  lugar 
en  favor  de  los  hijos  de  hermanos,  bien 
sean  de  doble  vinculo,  bien  de  un  solo 
lado.  (C.  R..  574.) 

Art.  1.060.  Siempre  que  se  herede  por 
representación,  la  división  de  la.  herencia 
se  hará  por  estirpes,  de  modo  que  el  re- 
presentante ó  representantes  no  hereden 
más  de  lo  que  heredaría  su  representado, 
si  viviera.  (C.  R.,  576.) 

Art.  1.061.  Quedando  hijos  de  uno  ó 
más  herm  mos  del  difunto,  heredarán  á 
éste  por  representación,  si  concurren  con 
sus  tíos,  pero  si  concurren  solos,  hereda- 
derán  por  partes  iguales. 

Art.  1.062.  No  se  pierde  el  derecho  de 
representar  á  una  persona  por  haber  re- 
nunciado su  herencia.  (C.  R.,  175.) 

Art.  1.063.  No  podrá  representarse  á 
una  persona  viva  sino  en  los  casos  de  in- 
capacidad para  suceder  por  causa  de  in- 
dignidad. 

CAPÍTULO  IX 

DEL    ORDEN    DE    SUCEDER,    SEGÚN    LA     DIVER- 
SID.\D  DE  LÍNEAS 

Sección  primera. 
De  la  línea  recta  descendente. 

Art.  1.064.  La  sucesión  corresponde, 
en  primer  lugar,  á  la  línea  recta  descen- 
dente. 

Art.  1.065.  Los  hijos  legítimos  y  sus  des- 
cendientes, suceden  á  los  padres  y  demás 
ascendientes,  sin  distinción  de  sexo  ni 
edad,  y  aunque  procedan  de  distintos  ma- 
trimonios. 

Art.  1.066.  Los  hijos  del  difunto  le-  he- 
rederán  siempre  por  su  derecho  propio, 
dividiendo  la  herencia  en  partes  iguales. 


Art.  1.067.  Los  nietos  y  demás  descen- 
dientes, heredarán  por  derecho  de  repre- 
sentación; y  si  alguno  hubiese  fallecido 
dejando  varios  herederos,  la  porción  que 
le  corresponda  se  dividirá  entre  éstos  por 
partes  iguales. 

Art.  1.068.  Si  quedaren  hijos  y  descen- 
dientes de  otros  hijos  que  hubiesen  falleci- 
do, los  primeros  heredarán  por  derecho 
propio,  y  los  segundos  por  derecho  de  re- 
presentación. 

Sección  segunda. 

De  la  linea  recta  ascendente. 

Art,  1.069.  A  falta  de  hijos  y  descen- 
dientes legítimos  del  difunto,  le  heredarán 
sus  ascendientes,  con  exclusión  de  los  co- 
laterales. 

Art.  1.070.  El  padre  y  la  madre,  si  exis- 
tieren, heredarán  por  partes  iguales. 

Existiendo  uno  solo  de  ellos,  éste  sucede- 
rá al  hijo  en  toda  la  herencia. 

Art.  1.071.  A  falta  de  padre  y  madre 
sucederán  los  ascendientes  más  próximos 
en  grado. 

Si  hubiere  varios  de  igual  grado  pertene- 
cientes á  la  misma  línea,  dividirán  la  he- 
rencia por  cabezas;  si  fueren  de  líneas  dife- 
rentes, pero  de  igual  grado,  la  mitad  co- 
rresponderá á  los  ascendientes  paternos,  j 
la  otra  mitad  á  los  maternos.  En  cada  línea 
la  división  se  hará  por  cabezas. 

Sección  tercera 

De  los  hijos  naturales  reconocidos 

Art.  1.072.  A  falta  de  descendientes  y 
a.scendientes  legítimos  sucederán  al  difun- 
to en  el  todo  de  la  herencia  los  hijos  natu- 
rales legalmente  reconocidos. 

Art.  1.073.  Si  con  los  hijos  naturales, 
concurrieren  descendientes  de  otro  hijo  na- 
tural que  hubiese  fallecido,  los  primeros 
sucederán  por  derecho  propio  y  los  segun- 
dos por  representación. 

Art.  1.074.  Los  derechos  hereditarios 
concedidos  al  hijo  natural  en  los  dos  ante- 
riores artículos  ,  se  transmitirán  por  su 
muerte  á  sus  descendientes,  quienes  here- 
darán ])or  derecho  de  representación  á  su 
abuelo  difunto. 

Art.  1.075.  En  el  caso  de  quedar  des- 
cendientes ó  ascendientes  legítimos,  los 
naturales  sólo  tendrán  el  derecho  que  se 
les  concede  en  el  art.  995. 

Art.  1.076.  El  hijo  natural  no  tiene  de- 
recho á  suceder  abintestato  á  los  hijos  y 
parientes  legítimos  del  padre  ó  madre  quo 
lo  haya  reconocido,  ni  ellos  al  hijo  naturiil. 

Art.  1.077.     Si  el  hijo  natural  reconocí- 
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•do  muere  sin  dejar  posteridad,  legitima  ó 
reconocida  por  el,  le  sucederá  por  entero 
el  padre  ó  madre  que  le  reconoció,  y  si  lo.s 
dos  le  reconocieron  y  viven,  le  heredarán 
por  partes  iguales. 

Art.  1.078.  A  falta  de  ascendientes  na- 
turales heredarán  al  hijo  natural  sus  her- 
manos naturales,  según  las  reglas  estable- 
•cidas  para  los  liermanos  legítimos. 

Sección  cuarta. 
De  la  sucesión  de  los  colaterales. 

Art.  1 .079.  A  falta  de  las  personas  com- 
prendidas en  las  tres  secciones  que  prece- 
den, heredarán  los  parientes  colaterales, 
por  el  orden  que  se  establece  en  los  artícu- 
los siguientes. 

Art.  1.080.  Si  no  existieren  más  que 
hermanos  de  doble  vinculo,  éstos  hereda- 
rán por  partes  iguales. 

Art.  1.081.  Si  concurrieren  hermanos 
con  sobrinos,  hijos  de  hermanos  de  doble 
vinculo,  los  primeros  heredarán  por  cabe- 
zas, y  los  segundos  por  estirpes. 

Art.  1.082.  Si  concurrieren  hermanos 
de  padre  y  madre,  con  medio  hermanos, 
íiquéllos  tomarán  doble  porción  que  éstos 
en  la  herencia. 

Art.  1.083.  En  el  ca.so  de  no  existir 
sino  medio  hermanos,  unos  por  parte  de 
padre  y  otros  por  la  de  la  madre,  hereda- 
rán todos  por  partes  iguales,  sin  ninguna 
distinción  de  bienes. 

Art.  1.084.     Los  hijos  de  los  medio  her- 
manos, sucederán  por  cabezas  ó  por  estir- 
f)es,  según  las  reglas  establecidas  para  los 
lermanos  de  doble  vínculo. 

Art.  1.085.  No  habiendo  hermanos,  ni 
hijos  de  liermanos,  sucederán  en  la  heren- 
cia del  difunto  los  demás  parientes  colate- 
rales. 

La  sucesión  de  é.stos  se  verificará  sin  dis- 
tinción de  lineas  ni  preferencia  entre  ellos 
por  razón  de  doble  vinculo. 

Art.  1.086.  El  derecho  de  heredar  abin- 
testato  no  se  extiende  más  allá  del  sexto 
grado  de  parentesco  en  linea  colateral. 

Sección  quinta. 
De  la  sucosiíOn  del  cónyuge. 

Art.  1.087.  Lo  dispuesto  en  las  cuatro 
secciones  precedentes  .sólo  será  aplicable 
en  el  caso  de  no  haber  cónyuge  sobrevi- 
viente, que  no  estuviere  separado  ó  divor- 
ciado por  sentencia  firme.  Habiendo  cón- 
yuge su|)érslite,  lo  ordenado  (íii  dirhas  sec- 
cionessufrirá  ias  iiiodiii'*aciom!s  sigui'jutes. 

Art.  1.088.     En  la  linea  recta  descen- 


dente, el  cónyuge  heredará  con  los  hijos 
legítimos  del  difunto,  sus  nietos  y  demás 
descendientes,  en  igual  porción  que  cada 
uno  de  los  hijos. 

Art.  1.089.  En  la  línea  recta  ascenden- 
te, el  cónyuge  heredará  por  partes  iguales 
con  el  padre  y  la  madre  del  difunto  si  exis- 
tieren. 

Existiendo  uno  solo  de  ellos,  sucederán 
con  él  en  toda  la  herencia. 

A  falta  de  padre  y  madre,  el  cónyuge 
sucederá  con  los  ascendientes  más  próxi- 
mos en  grado. 

Si  hubiere  varios  de  igual  grado,  perte- 
necientes á  !a  misma  línea,  heredará  con 
ellos  por  partes  iguales;  pei'o  si  fueren  de 
líneas  diferentes,  la  herencia  se  dividirá 
en  tres  partes:  una  para  los  ascendientes 
paternos,  otra  para  los  maternos,  y  otra 
para  el  cónyuge. 

Art.  1.090.  A  falta  de  descendientes  y 
ascendientes  legítimos,  sucederán  al  difun- 
to en  el  todo  de  la  herencia  los  hijos  natu- 
rales legalmente  reconocidos  y  sus  descen- 
dientes con  el  cónyuge.  Este  tomará  doble 
porción  ([ue  la  que  corresponde  ácada  hijo. 
Art.  1.091.  Si  el  hijo  natural  reconoci- 
do muere  sin  dejar  posteridad  legitima  ó 
reconocida  por  él,  el  cónyuge  le  sucederá 
con  el  padre  ó  madre  que  le  reconoció  ó 
con  ambos.  Cada  uno  de  ellos  le  heredará 
por  partes  iguales. 

A  falta  de  ascendientes  naturales,  here- 
darán al  hijo  sus  hermanos  naturales  y  ei 
cónyuge.  Este  tomará  triple  porción  que 
la  que  corresponda  á  cada  uno  de  los  her- 
manos. 

Art.  1.092.  A  falta  de  descendientes  y 
ascendientes  legítimos  y  de  hijos  naturales 
reconocidos,  heredai'án  los  parientes  cola- 
terales y  el  cónyuge  por  el  orden  que  se 
establece  en  los  párrafos  siguientes: 

Si  no  existieren  más  que  hermanos  de 
doble  vínculo,  ó  medio  hermanos  ó  sobri- 
nos, el  cónyuge  tomará  doble  porción  que 
la  que  corresponda  á  cada  uno  de  los  her- 
manos de  padi-e  y  madre. 

A  falta  de  hermanos  y  sobrinos,  hijos  de 
éstos,  sean  ó  no  de  doble  vinculo,  sucede- 
rá en  todos  los  bienes  del  difunto  el  cónyu- 
ge sobrevivienti!. 

No  hal)iendo  cón\  u^-e  supérstite  sucede- 
rán en  la  herencia  del  difunto  los  demás 
parientes  colaterales,  .según  queda  e:>table- 
cido  en  la  scijción  cuarta. 

Sección  serta. 

De  la  sucesión  del  Estado. 

^vi.  1.0.!3.  A  falta  de  personas  que  ten- 
gan derecl  o  á  heredar  conforme  á  lo  dis- 
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puesto  en  las  precedentes  secciones,  here- 
dará el  Estado,  destinándose  los  bienes  á 
los  establecimientos  de  beneficencia  é  ins- 
trucción gratuita,  por  el  orden  siguiente: 

1.°  Los  establecimientos  de  beneficen- 
cia municipal  y  las  escuelas  gratuitas  del 
domicilio  del  difunto. 

2.°  Los  de  una  y  otra  clase  del  depar- 
tamento del  difunto. 

3.°  Los  de  beneficencia  é  instrucción 
de  carácter  general. 

Art.  1.094.  Los  derechos  y  obligacio- 
nes de  los  establecimientos  de  beneficen- 
cia é  inístrucción  en  el  caso  del  articulo 
anterior,  serán  los  mismos  que  los  de  los 
otros  herederos. 

Art.  1.095.  Para  que  el  Estado  pueda 
apoderarse  de  los  bienes  hereditarios,  ha- 
brá de  preceder  declaración  judicial  de 
heredero  adjudicándole  los  bienes  por  fal- 
ta de  herederos  legítimos. 

CAPITULO  V 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LAS  HERENCIAS 
POR  TESTAMENTO  Ó  SIN  ÉL. 

Sección  primera. 

De  las  precauciones  que  deben  adoptarse  cuando 
la  viuda  queda  encinta. 

Art.  1.096.  Cuando  la  viuda  crea  ha- 
ber quedado  encinta,  deberá  ponerlo  en 
conocimiento  de  los  que  tengan  á  la  heren- 
cia un  derecho  de  tal  naturaleza,  que  deba 
desaparecer  ó  disminuir  por  el  nacimiento 
del  postumo. 

Art.  1.097.  Los  interesados  á  que  se 
refiere  el  precedente  articulo  podrán  pedir 
al  Juez  de  Paz  ó  al  de  Letras  donde  lo  hu- 
Vjiere,  que  dicte  las  providencias  conve- 
nientes para  evitar  la  suposición  de  parto, 
ó  que  la  criatura  que  nazca  pase  por  via- 
ble, no  siéndolo  en  realidad. 

(yuidará  el  Juez  de  que  las  medidas  que 
dicte  no  ataquen  al  pudor  ni  á  la  libertad 
de  la  viuda. 

Art.  1.098.  Hayase  ó  no  dado  el  aviso 
de  que  habla  el  art.  1.096,  al  aproximarse 
la  época  del  p:irto,  la  viuda  deberá  ponerlo 
en  conocimiento  de  los  mismos  interesa- 
dos. Estos  tendrán  derecho  á  nombrar 
perdona  de  su  confianza,  (|ue  se  cerciore 
de  la  r-ealidad  del  alumbramiento. 

Si  la  persona  designada  fuere  rechaza- 
da por  la  paciente,  hará  el  Juez  el  nom- 
brainiíMito,  debiendo  éste  recaer  en  Facul- 
tativo ó  en  mujer. 

Art.  1 .099.  La  omisión  de  estas  diligen- 
cias no  perjudicará  á  la  legitimidad  del 
parto,  la  cual,  si  fuere  impugnada,   podrá 


acreditarse  por  la  madre  ó  el  hijo,  debida- 
mente representado. 

La  acción  para  impugnarla  por  parte 
de  los  que  tengan  este  derecho,  prescribirá 
en  los  plazos  señalados  en  el  art.  93. 

Art.  1.100.  Cuando  el  marido  hubiere 
reconocido  en  documento,  público  ó  priva- 
do, la  certeza  de  la  preñez  de  su  esposa, 
estará  ésta  dispen.sada  de  dar  el  aviso  que 
previene  el  art.  1.096,  pero  quedará  sujeta 
á  cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  1.098. 

Art.  1.101.  La  viuda  que  quede  encin- 
ta, aun  cuando  sea  rii.a,  líeberá  ser  ali- 
mentada de  los  bienes  hereditarios,  habida 
consiieración  á  la  parte  que  en  ellos  pue- 
da tener  el  postumo,  si  naciere  y  fuere 
viable. 

Art.  1.102.  En  el  tiempo  que  medie 
hasta  que  se  verifique  el  parto  ó  se  adquie- 
ra la  certidumbre  de  que  éste  no  tendrá 
lugar,  ya  por  haber  ocurrido  aborto, ya  por 
haber  pasado  con  exceso  el  término  máxi- 
mo para  la  gestación ,  se  proveerá  á  la  segu- 
ridad y  administración  de  los  bienes,  en  la 
forma  establecida  para  el  juicio  necesario 
de  testamentaria 

Art.  1.103.  ¡.a  división  de  la  herencia 
se  suspenderá  ha-ta  que  se  verifique  el 
parto  ó  el  aborto,  ó  resulte,  por  el  trans- 
curso del  tiempo,  que  la  viuda  no  estaba 
en  cinta. 

Sin  embargo,  el  administrador  podrá 
pauar  á  los  acreedores,  previo  mandato 
judicial. 

Art-  1.104.  Verificado  el  parto  ó  el 
aborto,  ó  transcurrido  el  término  de  la 
gestación,  el  administrador  de  los  bienes 
hereditarios  cebará  en  su  ene  irgo,  y  dará 
cuenta  de  su  desempeño  á  los  herederos  6 
á  sus  legítimos  representantes. 

Sección  secunda. 
Del  derecho  de  acrecer.  (1) 

Art.  1.10.Ó.  En  las  sucesiones  legitimas, 
la  parte  del  que  repudia  ¡a  herencia  acre- 
cerá siempreá  ioscoherederos.(C.  R.,  568.) 

Art.  1.106.  Para  que  en  la  sucesión 
testamentaria  tenga  lugar  el  derecho  de 
acrecer,  se  requiere: 

1 ."  Que  dos  ó  más  sean  llamados  á  una 
misma  herencia,  ó  á  una  misma  porción 
de  ella,  sin  especial  designación  de  partes. 

2.°  Que  uno  de  los  llamados  muera  an- 
tes que  el  testador,  ó  que  renuncie  la  he- 
rencia, ó  sea  incapaz  de  recibirla. 

Art.  1.107.     Se  entenderá  hecha  la  de- 


(1)    Según  .'i6!),  C.  R..  este  derecho  &Q  entiende 
siempre,  salvo  voluntad  expresa  del  testador. 
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signación  por  partes,  sólo  en  el  caso  de  que 
el  testador  haya  determinado  expresamen- 
te una  cuota  para  cada  heredero. 

La  frase  «por  mitad  ó  por  partes  igua- 
les,» ú  otras  que,  aunque  designen  parte 
alícuota,  no  hjan  ésta  numéricamente,  ó 
por  señales  que  hagan  á  cada  uno  dueño  de 
un  cuerpo  de  bienes  separado,  no  excluyen 
el  derecho  de  acrecer. 

Art.  1.108.  Los  herederos  á  quienes 
acrezca  la  herencia  sucederán  en  todos  los 
derechos  y  obligaciones  que  tendría  el  que 
no  quiso  ó  no  pudo  recibirla. 

Art.  l.ioy.  En  la  sucesión  testamenta- 
ria, cuando  no  tenga  lugar  el  derecho  de 
acrecer,  la  porción  vacante  del  instituido, 
á  quien  no  se  hubiese  designado  sustituto, 
pasará  á  los  herederos  legítimos  del  testa- 
dor, los  cuales  la  recibirán  con  las  mismas 
cargas  y  obligaciones. 

Art.  i.  110.  El  derecho  de  acrecer  ten- 
drá también  lugar  entre  los  legatarios  y 
los  usufructuarios  en  los  términos  estable- 
cidos para  los  herederos  (1). 

Sección  tercera. 
De  la  aceptación  y  repudiación  de  la  herencia. 

Art.  1.111.  La  aceptación  y  repudia- 
ción de  la  herencia  son  actos  enteramente 
voluntarios  y  libres  (C.  R.,  527.) 

Art.  1.112.  Los  efectos  de  la  aceptación 
y  de  la  repudiación  se  retrotraen  siempre 
al  momento  de  la  muerte  de  la  persona  á 
quien  se  hereda. 

Art.  1.113.  La  aceptación  ó  la  repudia- 
ción de  la  herencia  no  podrá  hacerse  en 
parte,  á  plazo,  ni  condicionalmente.  (Cos- 
ta Rica,  527.) 

Art.  1.114.  Nadie  podrá  aceptar  ni  re- 
pudiar sin  estar  cierto  de  la  muerte  de  la 
persona  á  quien  haya  de  heredar  y  de  su 
derecho  á  la  herencia. 

Art.  1.115.  Pueden  aceptaré  repudiar 
una  herencia  todos  los  que  tienen  la  libre 
disposición  de  sus  bienes. 

La  herencia  dejada  á  los  menores  ó  in- 
capacitados podrá  ser  aceptada  al  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  número  10  del  art.  236. 
Si  la  aceptare  por  sí  el  tutor,  la  aceptación 
se  entenderá  hecha  á  beneficio  de  inven- 
tario. 

La  aceptación  de  la  que  se  deje  á  los  po- 
bres corresponderá  á  las  personas  desig- 
nadas por  el  testador  para  calificarlos  y 
distribuir  los  bienes,  y  en  su  defecto,  á  las 
que  señala  el  art.  946,  y  se  entenderá  tam- 
bién aceptad  i  á  beneHcio  de  inventario. 


Art.  1.116.  Los  legítimos  representan- 
tes de  las  asociaciones,  corporaciones  y  fun- 
daciones capaces  de  adquirir,  podrán  acep- 
tar la  herencia  que  á  las  mismas  se  dejar j; 
mas,  para  repudiarla,  necesitan  la  apri;- 
bación  judicial,  con  audiencia  del  Minis- 
terio público. 

Art.  1.117.  Los  establecimientos  públi- 
cos oficiales  no  podrán  aceptar  ni  repudiar 
herencia  sin  la  aprobación  del  Gobierno. 

Art.  1.118.  La  mujer  casada  no  podrá 
aceptar  ni  repudiar  herencia  sino  con  li- 
cencia de  su  marido  ó,  en  su  defecto,  con 
aprobación  del  Juez. 

En  este  último  caso  no  responderán  de 
las  deudas  hereditarias  los  bienes  ya  exis- 
tentes en  la  sociedad  conyugal. 

Art.  1.119.  Los  sordo-mudos  que  su- 
pieren leer  y  escribir  aceptarán  ó  repudia- 
rán la  herencia  por  si  ó  por  medio  de  Pro- 
curador. Si  no  supieren  leer  y  escribir-,  la 
aceptará  á  beneficio  de  inventario  su  tutor, 
con  sujeción  á  lo  que  sobre  esta  incapaci- 
dad se  preceptúa  en  el  art.  187. 

Art.  1.120.  La  aceptación  y  la  repudia- 
ción de  la  herencia,  una  vez  hechas,  son 
irrevocables,  y  no  podrán  ser  impugnadas 
sino  cuando  adoleciesen  de  algunos  de  los 
vicios  que  anulan  el  consentimiento,  ó  apa- 
reciese un  testamento  desconocido.  (Costa 
Rica,  539.1 

Art.  1.121.  La  herencia  podrá  ser  acep- 
tada pura  y  simplemente,  ó  á  beneficio  de 
inventario. 

Art.  1.122.  La  aceptación  pura  y  simple 
puede  ser  expresa  ó  tácita  (1). 

Expresa  es  la  que  se  hace  en  documento 
público  ó  privado. 

Tácita  es  la  que  se  hace  por  actos  que 
suponen  necesariamente  la  voluntad  de 
aceptar,  ó  que  no  habría  derecho  á  ejecu- 
tar sino  con  la  cualidad  de  heredero. 

Los  actos  de  mera  conservación  ó  ad- 
ministración provisional  no  implican  la 
aceptación  de  la  herencia,  si  con  ellos  no 
se  ha  tomado  el  titulo  ó  la  cualidad  de  he- 
redero. 

Art.  1.123.  Entiéndese  aceptada  la  he- 
rencia: 

1."  Cuando  el  heredero  vende,  dona  6 
cede  su  derecho  á  un  extraño,  á  todos  sus 
coherederos  ó  á  alguno  de  ellos. 

2.°  Cuando  el  heredero  la  renuncia, 
aunque  sea  gratuitamente,  á  beneficio  de 
uno  ó  más  de  sus  coherederos. 

S.**     Cuando  la  renuncia   por   precio  á. 


(1)    El  570,  C.  R.,  no  concede  este  derecho  i  los 
legatarios. 


(1)  El  art.  528  de  Costa  Rica  exige  siempre  que 
sea  expresa  para  que  produzca  todos  sus  efectos  la- 
gales,  pidiendo  al  Juez  del  douiicilio  de  la  sucesióa 
la  declaratoria  de  ser  tal  heredero. 


190 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


favor  de  todos  sus  coherederos  indistinta- 
mente; pero,  si  esta  renuncia  fuere  gratui- 
ta y  los  coherederos  á  cuyo  favor  se  haga 
son  aquellos  á  quienes  debe  acrecer  la  por- 
ción renunciada,  no  se  entenderá  aceptada 
la  herencia. 

Art.  1.124.  Si  el  heredero  repudia  la 
herencia  en  perjuicio  de  sus  propios  acree- 
dores, podrán  ésto.s  pedir  al  Juez  que  los 
autorice  para  aceptarla  en  nombre  de 
aquél. 

La  aceptación  sólo  aprovechará  á  los 
acreedores  en  cuanto  baste  á  cubrir  el  im- 
porte de  sus  créditos.  El  exceso,  si  lo  hu- 
biere, no  pertenecerá  en  ningún  caso  al 
renunciante,  sino  que  se  adjudicará  á  las 
personas  á  quienes  corresponda,  según  las 
reglas  establecidas  en  este  Código. 

Art.  1.125.  Los  herederos  que  hayan 
sustraído  ú  ocultado  algunos  efectos  de  la 
herencia,  pierden  la  facultad  de  renunciar- 
la, y  quedan  con  el  carácter  de  herederos 
puros  y  simples,  sin  perjuicio  de  las  penas 
en  que  hayan  podido  incurrir. 

Art.  1.126.  Por  la  aceptación  pura  y 
simple,  ó  sin  beneficio  de  inventario,  que- 
dará el  heredero  responsable  de  todas  las 
cargas  de  la  herencia,  no  sólo  con  los  bie- 
nes de  ésta,  sino  también  con  los  suyos  pro- 
pios. 

Art.  1.127.  Hasta  pasados  nueve  días 
después  de  la  muerte  de  aquél  de  cuya  he- 
rencia se  trate,  no  podrá  intentarse  acción 
contra  el  heredero  para  que  acepte  ó  re- 
pudie. 

Art.  1.128.  Instando,  enjuicio,  un  ter- 
cer interesado  para  que  el  heredero  acepte 
ó  repudie,  deberá  el  Juez  señalará  éste  un 
término  que  no  pa.se  de  treinta  días,  para 
que  haga  su  declaraciím;  apercibido  de  que 
si  no  la  hace,  se  tendrá  la  herencia  por 
aceptada  (1). 

Art.  1.129.  Por  muerte  del  heredero, 
sin  aceptar  ni  repudiar  la  herencia,  pasará 
á  los  suyos  el  mismo  derecho  que  él  tenía. 
(G.  R.,  530.) 

Art.  1.130.  Cuando  fueren  varios  los 
herederos  llamados  á  la  herencia,  podrán 
los  unos  aceptarla,  y  los  otros  repudiarla. 
De  igual  libertad  gozará  cada  uno  de  los 
herederos  para  aceptarla  pura  y  simple- 
mente, ó  á  beneficio  de  inventarió. 

Art.  1.131.  La  repudiación  de  la  heren- 
cia deberá  hacerse  en  instrumento  público 
ó  auténtico,  ó  por  escrito  presentado  ante 
el  Juez  competente  para  conocer  de  la  tes- 
tamentaria ó  del  abintestato.  (C.  R.,  537.) 

Art.  1.132.     El   que  es  llamado  á  una 


(1)    El  plazo  para  aceptarla  es  el  de  tres  meses 
según  el  art.  529.  de  C.  R. 


misma  herencia  por  testamento  y  abintes- 
tato, y  la  repudia  por  el  primer'titulo,  se- 
entiende  haberla  repudiado  por  los  dos. 

Repudiándola  como  heredero  abintesta- 
to y  sin  noticia  de  su  título  testamentario, 
podrá  todavía  aceptarla  por  éste.  (Costa 
Rica,  540.) 

Sección  cuarta. 

Del  beneficio  de  inventario  y  del  derecho  de 
deliberar. 

Art.  1.133.  Todo  heredero  puede  acep- 
tar la  herencia  á  beneficio  de  inventario, 
aunque  el  testador  se  lo  haya  prohibida. 
(C.  R.,  335.) 

También  podrá  pedir  la  formación  de 
inventario  antes  de  aceptar  ó  repudiar  la. 
herencia,  para  deliberar  sobre  este  punto. 

Art.  1.134.  La  aceptación  de  la  heren- 
cia á  beneficio  de  inventario  podrá  hacerse 
ante  Notario,  ó,  por  escrito,  ante  cual- 
quiera de  los  Jueces  que  sean  competentes 
para  prevenir  el  juicio  de  testamentarían 
abintestato.  ' 

Art.  1.135.  Si  el  heredero  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior  se  hallare  en  país 
extranjero,  podrá  hacer  dicha  declaración 
ante  el  Agente  Diplomático  ó  Consular  de 
Honduras  que  esté  habilitado  para  ejercer 
las  funciones  de  Notario  en  el  lugar  del 
otorgamiento. 

Art.  1.136.  La  declaración  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  anteriores  no  produci- 
rá efecto  alguno  si  no  va  precedida  ó  se- 
guida de  un  inventario  fiel  y  exacto  de  to- 
dos los  bienes  de  la  herencia,  hecho  con 
las  formalidades  y  dentro  de  los  plazos 
que  se  expresarán  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  1.137.  Elherederoquetengaensu 
poder  los  bienes  de  la  herencia  ó  parte  de 
ellos,  y  quiera  utilizar  el  beneficio  de  in- 
ventario ó  el  doreclio  de  deliberar,  deberá 
manifestarlo  al  Juez  competente  para  co- 
nocer de  la  testamentaría  ó  del  abintesta- 
to, dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  en 
que  supiere  ser  tal  Iieredero,  si  reside  en 
el  lugar  donde  hubiese  fallecido  el  causan- 
te de  la  herencia.  Si  residiere  fuera,  el 
plazo  será  de  treinta  dias. 

En  uno  y  en  otro  caso,  el  heredero  de- 
berá pedirá  la  vez  la  formación  del  inven- 
tario, y  la  citación  á  los  acreedores  y  le- 
gatarios, para  que  acudan  á  presenciarlo 
si  les  conviniere. 

Art.  1.138.  Cuando  el  heredero  no  ten- 
ga en  su  poder  la  herencia  ó  parte  de  ella, 
ni  haya  practicado  gestión  alguna  como 
tal  heredero,  los  plazos  expresados  en  el 
articulo  anterior  .se  contarán  desde  el  día 
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siguiente  al  en  que  expire  el  plazo  que  el 
Juez  le  hubiere  lijado  para  aceptar  ó  repu- 
diar la  lierencia,  conforme  al  art.  1.128,  ó 
desde  el  día  en  que  la  iuibiese  aceptado  ó 
hubiera  gestionado  como  heredero. 

Art.  1.139.  Fuera  de  los  casos  á  que  se 
refieren  los  dos  anteriores  artículos,  si  no 
se  hubiere  presentado  ninguna  demanda 
contra  el  heredero,  podrá  éste  aceptar  á 
beneficio  de  inventario,  ó  con  el  derecho 
de  deliberar,  mientras  no  prescríbala  ac- 
ción para  reclamar  la  lierencia. 

Art.  1.140.  El  inventario  se  principiará 
dentro  de  los  treinta  días  siguientes  á  la 
citación  de  los  acreedores  y  legatarios,  y 
concluirá  dentro  de  otros  sesenta. 

Y  si  por  hallarse  los  bienes  á  larga  dis- 
tancia, ó  ser  muy  cuantiosos,  ó  por  otra 
causa  justa,  parecieren  insuficientes  di- 
chos sesenta  dias,  podrá  el  Juez  prorro- 
gar este  término  por  el  tiempo  que  estime 
necesario,  sin  que  pueda  exceder  de  un 
año. 

Art.  1.141.  Si  por  culpa  ó  negligencia 
del  heredero  no  se  principiare  ó  no  se  con- 
cluyere el  inventario  en  los  plazos  y  con 
las  solemnidades  prescritas  en  los  artícu- 
los anteriores,  se  entenderá  que  acepta  la 
herencia  pura  y  simplemente. 

Art.  1.142.  El  heredero  que  se  hubiese 
reservado  el  derecho  de  deliberar,  deberá 
manifestarlo  al  Juzgado  dentro  de  treinta 
días,  contados  desde  el  siguiente  al  en  que 
se  hubiese  concluido  el  inventario,  si  acep- 
ta ó  repudia  la  lierencia. 

Pasados  los  treinta  dias  sin  hacer  dicha 
manifestación,  se  entenderá  que  la  acepta 
pura  y  simplemente. 

Art.  1.143.  En  todo  caso,  el  Juez  podrá 
proveer,  á  instancia  de  parte  interesada, 
durante  la  formación  del  inventario  y  has- 
ta la  aceptación  de  la  herencia,  á  la  admi- 
nistración y  custodia  de  los  l)ienos  heredi- 
tarios, con  arreglo  á  lo  que  se  prescriba 
para  el  juicio  de  testamentaria  en  el  Códi- 
go de  Procedimientos. 

Art.  1.144.  El  que  reclame  judicial- 
mente una  herencia  de  que  otro  se  halle 
en  posesión  por  más  de  un  año,  si  vencie- 
re en  el  juicio,  no  tendrá  obligación  de 
hacer  inventario  para  gozar  de  este  bene- 
ficio, y  sólo  responderá  de  las  cargas  de  la 
herencia  con  los  bienes  que  le  sean  entre- 
gados. 

Art.  1.145.  El  inventario  hecho  por  el 
heredero  que  después  repudie  la  herencia, 
aprovech;irá  á  los  sustitutos  y  á  los  here- 
doros  abinte-;t<ito,  respe(;to  üc  los  cuales, 
los  treinta  dias  para  deliberar  v  para  ha- 
cer Ja  manifestación  que  previene  el  ar- 
ticulo 1,142,  .se  contarán  desde  el  siguiente 


al  en  que  tuvieren  conocimiento  de  la  re- 
pudiación. 

Art.  1.146.  El  beneficio  de  inventario 
produce,  en  íavor  del  heredero,  los  efectos 
siguientes: 

1.°  El  heredero  no  queda  obligado  á 
pagar  las  deudas  y  demás  cargas  de  la  he- 
rencia, sino  hasta  donde  alcancen  los  bie- 
nes de  la  misma. 

2."  Conserva  contra  el  caudal  heredi- 
tario todos  los  derechos  y  acciones  que  tu- 
viera contra  el  difunto. 

3.°  No  se  confunden  piara  ningún  efec- 
to, en  daño  del  heredero,'  sus  bienes  par- 
ticulares con  los  que  pertenezcan  á  la  he- 
rencia. 

Art.  1.147.  El  heredero  perderá  el  be- 
neficio de  inventario: 

1."  Si  á  .sabiendas  dejare  de  incluir  en 
el  inventario  alguno  de  los  bienes,  dere- 
chos ó  acciones  de  la  herencia. 

2.°  Si  antes  de  completar  el  pago  de 
las  deudas  y  legados  enajenase  bienes  de 
la  herencia  sin  autorización  judicial,  ó  la 
de  todos  los  interesados,  ó  no  diese  al  pre- 
cio de  lo  vendido  la  aplicación  determina- 
da al  concederle  la  autorización. 

Art.  1.148.  Durante  la  formación  del 
inventario  y  el  término  para  deliberar,  no 
podrán  los  legatarios  demandar  el  pago  de 
sus  legados. 

Art.  1.149.  Hasta  que  resulten  paga- 
dos todos  los  acreedores  conocidos  y  los 
legatarios,  se  entenderá  que  se  halla  la  he- 
rencia en  administración. 

El  administrador,  ya  lo  sea  el  mismo  he- 
redero, ya  cualquiera  otra  persona,  tendrá, 
en  ese  concepto,  la  representación  de  la 
herencia  para  ejercitar  las  acciones  que  á 
ésta  competan  y  contestar  á  las  demandas 
que  se  interpongan  contra  la  misma. 

Art.  1.1,50.  El  administrador  no  podrá 
pagar  los  legados  sino  después  de  haber 
pagado  á  todos  los  acreedores. 

Art.  1.151.  Cuando  haya  juicio  pen- 
diente entre  los  acreedores  sobre  la  prefe- 
rencia de  sus  créditos,  serán  pagados  por 
el  orden  y  según  el  grado  que  señale  la 
sentencia  firme  de  graduación. 

No  habiendo  juicio  pendiente  entre  los 
acreedores,  serán  jiagados  los  que  primero 
se  presenten;  pero,  constando  que  alguno 
de  los  créditos  conocidos  es  preferente,  no 
se  hará  el  pago  sin  previa  caución  á  favor 
del  acreedor  de  mejor  derecho. 

Art.  1.152.  Si  después  deparados  los 
legados  aparecieren  otros  acreeofores,  é.s- 
tos  sólo  podrán  reclamar  contra  los  lega- 
tarios en  el  ca.so  de  no  quedar  en  la  he- 
renciu  bienes  suficientes  {)ara  pagarles. 

Art.  1 .153.     Cuando  p;ira  el  pago  de  los 
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créditos  y  legados  sea  necesaria  la  venía 
de  bienes  hereditarios,  se  realizará  ésta  en 
la  forma  establecida  en  el  Código  de  Pro- 
cedimientos respecto  á  los  abintestatos  y 
testamentarias,  salvo  si  todos  los  herede- 
ros, aí-reedores  y  legatarios  acordaren  otra 
cosa. 

Art.  1.154.  No  alcanzando  los  bienes 
hereditarios  para  el  pago  de  las  deudas  y 
legados,  el  adminitraaor  dará  cuenta  de 
su  administración  á  los  acreedores  y  lega- 
tarios que  no  hubiesen  cobrado  por  com- 
pleto, y  será  responsable  de  los  perjuicios 
causados  á  la  herencia  por  culpa  ó  negli- 
gencia suya. 

Art.  1.155.  Pagados  los  acreedores  y 
legatarios,  quedará  el  heredero  en  el  pleno 
goce  del  remanente  de  la  herencia. 

Si  la  herencia  hubiese  sido  administra- 
da por  otra  persona,  ésta  rendirá  al  here- 
dero la  cuenta  de  su  administración,  bajo 
la  responsabilidad  que  impone  el  articulo 
anterior. 

Art.  1.156.  Las  costas  del  inventario  y 
y  los  demás  gastos  á  que  dé  lugar  la  ad- 
ministración de  la  herencia  aceptada  á  be- 
neficio de  inventario  y  la  defensa  de  sus 
derechos,  serán  de  cargo  de  !a  misma  he- 
rencia. Exceptúanse  aquellas  costas  en 
que  el  heredero  hubiese  sido  condenado 
personalmente  por  su  dolo  ó  mala  fe. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  las 
causadas  para  hacer  uso  del  derecho  de 
deliberar,  si  el  heredero  repudia  la  he- 
rencia. 

Art.  1.157.  Los  acreedores  particulares 
del  heredero  no  podrán  mezclarse  en  las 
operaciones  de  la  herencia  aceptada  por 
este  á  beneficio  de  inventario,  hasta  que 
sean  pagados  los  acreedores  de  la  misma  y 
los  legatarios;  pero  podrán  pedir  la  reten- 
ción ó  embargo  del  remanente  que  pueda 
resultar  á  favor  del  heredero. 

CAPÍTULO  VI 

DE    LA    DIVISIÓN    DE    LA    HERENCIA 

Sección  primera. 
De  la  partición. 

Art.  1.158.  Ningún  coheredero  podrá 
ser  obligado  á  permanecer  en  la  indivisión 
de  la  herencia,  á  menos  que  el  testador 
prohiba  expresamente  la  división. 

Pero,  aun  cuando  la  prohiba,  li  división 
tendrá  siempre  lugar  mediante  alguna  de 
las  cau.sas  por  las  cuales  se  extingue  la  .so- 
ciedad. 

Art.  1.159.  Todo  coheredero  que  ten^a 
la  libre  administración   y  disposición   de 


sus  bienes,  podrá  pedir,  en  cualquier  tiem- 
po, la  partición  de  la  herencia. 

Por  los  incapacitados  y  por  los  ausen- 
tes, deberán  pedirla  sus  representantes  le- 
gítimos. 

Art.  1.160.  La  mujer  no  podrá  pedir  la 
partición  de  bienes  sin  la  autorización  de 
su  marido  ó,  en  su  caso,  del  Juez.  El  mari- 
do, si  la  pidiere  á  nombre  de  su  mujer,  lo 
hará  con  consentimiento  de  ésta.  Los  co-^ 
herederos  de  la  mujer  no  podrán  pedir  la 
partición  sino  dirigiéndose  juntamente 
contra  aquélla  y  su  marido. 

Art.  1.161.  Los  herederos  bajo  condi- 
ción no  podrán  pedir  la  partición  hasta  que 
aquélla  se  cumpla.  Pero  podrán  pedirla 
los  otros  coherederos,  asegurando  compe- 
tentemente el  derecho  de  los  primeros  para 
el  caso  de  cumplirse  la  condición;  y,  hasta 
saberse  que  ésta  ha  faltado  ó  no  puede  ya 
verificarse,  se  entenderá  provisional  la 
partición. 

Art.  1.162.  Si  antes  de  hacerse  la  par- 
tición muere  uno  de  los  coherederos,  de- 
jando dos  ó  más  herederos,  bastará  qne 
uno  de  éstos  la  pida;  pero  todos  los  que  in- 
tervengan en  este  último  concepto  debe- 
rán comparecer  bajo  una  sola  represen- 
tación. 

Art.  1.163.  Cuando  el  testador  hiciere, 
por  acto  entre  vivos,  ó  por  última  volun- 
tad, la  partición  de  sus  bienes,  se  pasará 
por  ella,  en  cuanto  no  sea  contraria  á  las 
ley«s. 

El  padre  que  en  interés  de  su  familia 
quiera  conservar  indivisa  una  explotación 
agrícola,  indust'ial  ó  fabril,  podrá  dispo- 
nerlo así,  sin  perjuicio  de  las  asignaciones 
forzo-sas. 

Art.  1.164.  El  testador  podrá  encomen- 
dar por  acto  ínter  vicos  ó  mortis  causa, 
para  después  de  su  muerte,  la  simple  fa- 
cultad de  hacer  la  partiíMón  á  cualquiera 
persona  que  no  sea  uno  de  los  cohere- 
deros. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  y  en  el  an- 
terior, se  observará,  aunque  entre  los  co- 
herederos haya  alguno  de  menor  edad  ó 
sujeto  á  tutela;  pero  el  comisario  deberá 
en  este  caso  inventariar  los  bienes  de  la 
herencia,  con  citación  de  los  coherederos, 
acreedores  y  legatarios. 

Art.  1.165.  Cuando  el  testador  no  hu- 
biese hecho  la  partición,  ni  encomendado 
á  otro  esta  facultad,  si  los  herederos  fue- 
ren mayores  y  tuvieren  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes,  podrán  distribuir 
la  herencia  de  la  manera  que  tengan  por 
conveniente. 

Art.  i. 166.  Cuando  los  herederos  ma- 
yores de  edad  no  se  entendieren  sobre  el 
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modo  de  hacer  la  partición,  quedará  á  sal- 
vo su  derecho  para  que  lo  ejerciten  en  la 
forma  prevenida  en  el  Código  de  Proce- 
dimientos. 

Art.  1.167.  Cuando  los  menores  de  edad 
estén  sometidos  á  la  patria  potestad  y  re- 
presentados en  la  partición  por  el  padre  ó, 
en  su  caso,  por  la  madre,  no  será  necesa- 
ria la  intervención  ni  la  aprobación  judi- 
cial. 

Art.  1.168.  En  la  partición  de  la  he- 
rencia se  ha  de  guardar  la  posible  igual- 
dad, haciendo  lotes  ó  adjudicando  á  cada 
uno  de  los  coherederos  cosas  de  la  misma 
naturaleza,  calidad  ó  especie. 

Art.  1,169.  Cuando  una  cosa  sea  indi- 
visible, ó  desmerezca  mucho  por  su  divi- 
sión, podrá  adjudicarse  á  uno,  á  calidad  de 
abonar  á  los  otros  el  exceso  en  dinero. 

Pero  bastará  que  uno  solo  de  los  here- 
deros pida  su  venta  en  pública  subasta,  y 
con  admisión  de  licitadores  extraños,  para 
que  así  se  haga. 

Art.  1.170.  Los  coherederos  deben 
abonarse  recíprocamente,  en  la  partición, 
las  rentas  y  frutos  que  cada  uno  haya  per- 
cibido de  los  bienes  hereditarios,  las  im- 
pensas  útiles  y  necesarias  hechas  en  los 
mismos,  y  los  daños  ocasionados  por  ma- 
licia ó  negligencia. 

Art.  1.171.  Los  gastos  de  partición  he- 
chos en  interés  común  de  todos  los  cohe- 
rederos, se  deducirán  de  la  herencia;  los 
hechos  en  interés  particular  de  uno  de 
ellos,  serán  á  cargo  del  mismo. 

Art.  1.172.  Los  títulos  de  adquisición  ó 
pertenencia,  serán  entregados  al  cohere- 
dero adjudicatario  de  la  finca  ó  fincas  á 
que  se  refieran. 

Art.  1.173.  Cuando  el  mismo  título 
comprenda  varias  fincas  ,  adjudicadas  á 
diversos  coherederos,  ó  una  sola  que  se 
haya  dividido  entre  dos  ó  más,  el  titulo 
quedará  en  poder  del  mayor  interesado  en 
la  finca  ó  fincas,  y  se  facilitarán  á  los  otros 
copias  fehacientes,  á  costa  del  caudal  he- 
reditario. Si  el  interés  fuere  igual,  el  títu- 
lo se  entregará  al  varón;  y,  habiendo  más 
de  uno,  al  de  mayor  ed;id. 

Siendo  original,  aquél  en  cuyo  poder 
quede,  deberá  también  cxhiljirlo  á  los  de- 
más interesados,  cuando  lo  pidieren. 

Art.  1.174.  Si  alguno  de  los  herederos 
vendiere  á  un  extraño  su  derecho  heredi- 
tario antes  de  la  jiartición,  podrán  todos, 
ó  cualquiera  de  los  coherederos,  sul)rogar- 
se  en  lugar  del  comprador,  reembolsándo- 
le el  precio  (ie  la  compra,  con  tal  que  lo 
verifiquen  eri  término  de  un  mes,  á  contar 
desde  que  esto  se  les  liaga  .saber. 


Sección  segunda. 
De  los  efectos  de  la  partición. 

Art.  1.175.  La  partición  legalmente  he- 
cha confiere  á  cada  heredero  la  propiedad 
exclusiva  de  los  bienes  que  le  hayan  sido 
adjudicados.  (C.  R.,  561.) 

Art.  1.176.  He(íha  la  partición,  los  co- 
herederos estarán  recíproc-amente  obliga- 
dos á  la  evicción  y  saneamiento  de  los  bie- 
nes adjudicados.  (C.  R.,  562.) 

Art.  1.177.  La  obligación  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior  sólo  cesará  en  los 
siguientes  casos : 

1.°  Cuando  el  mismo  testador  hubiese 
hecho  la  partición,  á  no  ser  que  aparezca, 
ó  racionalmente  se  presuma,  haber  queri- 
do lo  contrario,  y  salvas  siempre  las  asig- 
naciones forzosas. 

2.°  Cuando  se  hubiese  pactado  expresa- 
mente al  hacer  la  partición. 

3.°  Cuando  la  evicción  proceda  de  cau- 
sa posterior  á  la  partición,  ó  fuere  ocasio- 
nada por  culpa  del  adjudicatario. 

Art.  1.178.  La  obligación  recíproca  de 
los  coherederos  á  la  evicción,  es  proporcio- 
nada á  su  respectivo  haber  hereditario; 
pero,  si  alguno  de  ellos  resultare  insolven- 
te, responderán  de  su  parte  los  demás  co- 
herederos, en  la  misma  proporción,  dedu- 
ciéndose la  parte  correspondiente  al  que 
deba  ser  indemnizado. 

Los  que  pagaren  por  el  insolvente  con- 
servarán su  acción  contra  él  para  cuando 
mejore  de  fortuna. 

Art.  1.179.  Si  se  adjudicare  como  co- 
brable un  crédito,  los  coherederos  no  res- 
ponderán de  la  insolvencia  posterior  del 
deudor  hereditario,  y  sólo  serán  responsa- 
bles de  su  insolvencia  al  tiempo  de  hacer- 
se la  partición. 

Por  los  créditos  calificados  de  incobra- 
bles no  hay  responsabilidad;  pero  si  se  co- 
bran en  todo  ó  en  parte,  se  distribuirá  lo 
percibido  proporcionalmente  entre  los  he- 
rederos. 

Sección  tercera. 

De  la  rescisión  de  la  partición. 

Art.  1.180.  Las  particiones  pueden  res- 
cindirse por  las  mismas  causas  que  las 
obligaciones.  (C.  R.,  563.) 

Art.  1.181.  Podrán  también  ser  rescin- 
didas las  particiones  por  causa  de  lesión  en 
más  de  la  cuarta  parte,  atendido  el  valor 
de  las  cosas  cuando  fuei-on  adjudicadas. 

Art.  1.182.  La  [lartición  hecha  por  el 
difunto  no  puede  ser  impugnada  por  causa 
de  lesión,  sino  en  el  ca.so  de  que  aparezca. 
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Ó  racionalmente  se  presuma,  que  fué  otra 
la  voluntad  del  tentador. 

Art.  1.183.  La  acción  rescisoria  por 
causa  de  lesión  durará  cuatro  años,  conta- 
dos desde  que  se  hizo  la  partición. 

Art.  1.184.  El  heredero  demandado  po- 
drá optar  entre  indemnizar  el  daño  ó  con- 
sentir que  se  proceda  á  nueva  partición. 

La  indemnización  puede  hacerse  en  nu- 
merario ó  en  la  misma  cosa  en  que  resul- 
tó el  perjuicio. 

Si  se  procede  á  nueva  partición,  no  al- 
canzará ésta  á  los  que  no  hayan  sido  per- 
judicados ni  percibido  más  de  lo  justo. 

Art.  1.185.  No  podrá  ejercitar  la  acción 
rescisoria  por  lesión  el  heredero  que  hu- 
biese enajenado  el  todo  ó  una  parte  consi- 
derable de  los  bÍLMies  inmuebles  que  le  hu- 
bieren sido  adjudicados. 

Art.  1.186.  La  omisión  de  alguno  ó  al- 
gunos objetos  ó  valores  de  la  herencia  no 
da  lugar  á  que  se  rescinda  la  partición  por 
lesión,  sino  á  que  se  complete  ó  adicione 
con  los  objetos  ó  valores  omitidos. 

Art.  1.187.  La  partición  hecha  con  pre- 
terición de  alguno  de  los  herederos,  no  se 
rescindirá,  á  no  ser  que  .se  pruebe  que  hu- 
bo mala  fe  ó  dolo  por  parte  de  los  otros  in- 
teresados; pero  éstos  tendrán  la  obligación 
de  pagar  al  preterido  la  parte  que  propor- 
cionalmente  le  corresponda. 

Art.  1.188.  La  partición  hecha  con  uno 
á  quien  se  creyó  heredero,  sin  serlo,  será 
nula. 


tición,  hubiere  quedado  él  solo  obligado 
al  pago  de  la  deuda. 

Art.  1.192.  El  heredero  que  hubiese  pa- 
gado más  de  lo  que  corresponda  á  su  par- 
ticipación en  la  herencia,  podrá  reclamar 
de  los  demás  su  parte  proporcional. 

Esto  mismo  se  observará  cuando,  por 
ser  la  deuda  hipotecaria,  ó  consistir  en 
cuerpo  determinado,  la  hubiese  pagado 
íntegramente.  El  adjudicatario,  en  este 
caso,  podrá  reclamar  de  sus  coherederos 
sólo  la  parte  proporcional,  aunque  el  acree- 
dor le  haya  cedido  sus  acciones  y  subro- 
gádole  en  su  lugar. 

Art.  1.193.  Estando  alguna  de  las  fin- 
cas de  la  herencia  gravada  con  renta  ó 
carga  real  perpetua,  no  se  procederá  á  su 
extinción, aunque  sea  redimible,  sino  cuan- 
do la  mayor  parte  de  los  coherederos  lo 
acordare. 

No  acordándolo  así,  ó  siendo  la  carga 
irredimible,  se  rebajará  su  valor  ó  capital 
del  de  la  finca,  y  ésta  pasará  con  la  carga 
al  que  le  toque  en  lote,  ó  por  adjudicación. 

Art.  1.194.  El  coheredero  acreedor  del 
difunto  puede  reclamar  de  los  otros  el  pa- 
go de  su  crédito,  deducida  su  parte  pro- 
porcional como  tal  heredero,  y  sm  perjui- 
cio de  lo  establecido  en  la  sección  cuarta, 
capítulo  V  do  este  título. 


lilBÍ^O    CUANTO 


Sección  cuarta. 
Del  pago  de  las  deudas  hereditarias. 

Art.  1.189.  Los  acreedores  reconocidos 
como  tales  podrán  oponerse  á  que  se  lleve 
á  efecto  la  partición  de  la  herencia  hasta 
que  se  les  pague  ó  afiance  el  importe  de 
sus  créditos. 

Art.  1.190  Los  acreedores  de  uno  ó 
más  de  los  coherederos  podrán  intervenir 
á  su  costa  en  la  partición,  para  evitar  que 
é.sta  se  haga  en  fraude  ó  perjuicio  desús 
derechos. 

Art.  1.191.  Hecha  la  partición,  los 
acreedores  podrán  exigir  el  pago  de  sus 
deudas  por  entero  de  cualquiera  de  los  he- 
rederos que  no  iiubiore  aceptado  la  heren- 
cia á  benefició  de  inventario,  ó  hasta  don- 
de alcance  su  porción  hereditaria,  en  el 
caso  de  haberla  admitido  con  dicho  bene- 
ficio. 

En  uno  y  otro  caso,  el  demandado  ten- 
drá derecho  á  hacer  citar  y  emplazar  á  sus 
coherederos,  á  menos  que  por  disposición 
del  testador,  ó  á  i^onsecuencia  de  la  par- 


De  las  obligaciones  y  eon- 
tpatos. 

TÍTULO  I 
De  las   obligaciones. 

CAPÍTULO  1 

DISPOSICIONES     GENERALES 

Art.  1.195.  Toda  obligación  consiste  en 
dar.  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa.  (Costa 
Rica,  629.) 

Art.  1.196.  Las  obligaciones  nacen  de 
la  ley,  de  los  contratos  y  cuasi  contratos, 
y  de  los  actos  y  omisiones  ilícitos  ó  en  que 
intervenga  género  de  culpa  ó  negligencia. 
(C.  R.,  632.) 

Art.  1.197-  Las  obligaciones  derivadas 
de  la  ley  no  se  presumen.  Sólo  son  exigí- 
bles  las  expresamente  determinadas  en 
este  Código  ó  en  leyes  especiales;  y  se  re- 
girán por  lo»  preceptos  de  la  ley  que  la« 
hubiere  establecido;  y,  en   lo  que  ésta  n» 
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hubiere  previsto,  por  las  disposiciones  del 
presente  libro. 

Art.  1.198.  Las  obligaciones  que  nacen 
de  ios  contratos  tienen  fuerza  de  ley  entre 
las  partes  contratantes,  y  deben  cumplirse 
si]  tenor  de  los  mismos. 

Art.  1.199.  Las  obligacioneá  civiles 
que  nazcan  de  los  delitos  ó  faltas,  se  regi- 
rán por  las  disposiciones  del  Código  penal. 

Art.  1.200.  Las  que  se  deriven  de  actos 
ú  omisiones  en  que  intervenga  culpa  ó 
negligencia,  no  penadas  por  la  ley,  queda- 
rán sometidas  á  las  disposiciones  del  capí- 
tulo II  de!  titulo  XV  de  este  libro.    . 

CAPÍTULO  II 

DE    LA    NATURALEZA   Y    EFECTO    DE    LAS 
OBLIGACIONES 

Art.  1.201.  El  obligado  á  dar  alguna 
cosa,  lo  está  también  á  conservarla  con  la 
diligencia  propia  de  un  buen  padre  de  fa- 
milia. 

Art  1.202.  El  acreedor  tiene  derecho 
¿  los  frutos  de  la  cosa  desde  que  nace  la 
obligación  de  entregarla.  Sin  embargo, 
no  adquirirá  derecho  real  sobre  ella  hasta 
que  le  haya  sido  entregada. 

Art.  1.203.  Cuando  lo  que  deba  entre- 
garse sea  una  cosa  determinada,  el  acree- 
dor, independientemente  del  derecho  que 
le  otorga  el  art.  1.208,  puede  compeler  al 
deudor  á  que  realice  la  entrega.  (Costa 
Rica,  694.) 

Si  la  cosa  fuere  indeterminada  ó  genéri- 
ca, podrá  pedir  que  se  cumpla  la  obliga- 
ción á  expensas  del  deudor. 

Si  el  obligado  se  constituye  en  mora,  ó 
se  halla  comprometido  á  entregar  una 
misma  cosa  á  dos  ó  más  personas  diversas, 
serán  de  su  cuenta  los  casos  fortuitos  has- 
ta que  se  realice  la  entrega. 

A4"t.  1.204.  La  obligación  de  dar  cosa 
determinada  comprende  la  de  entregar 
todos  sus  accesorios,  aunque  no  hayan 
sido  mencionados, 

Art.  1.205.  Si  el  obligado  á  hacer  algu- 
na cosa  no  la  hiciere,  se  mandará  ejecutar 
á  su  costa. 

Esto  mismo  se  observará  si  la  hiciere 
contraviniendo  al  tenor  de  la  obligaciiui. 
Además,  podrá  decretarse  que  se  deshaga 
lo  mal  hecho. 

Art.  1.206.  Lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo  del  articuloanterior,  se  observará 
también  cuando  la  obligación  consista  en 
no  hacer,  y  el  deu.'or  ejecutare  lo  que  le 
había  sido  prohibido. 

Art.  1.207.  Incurren  en  mora  los  obli- 
gados á  entregar  ó  hacer  alguna  cosa  des- 
de que  el  acreedor  les  exija,  judicial  ó  e.\- 


trajudicialmente,  el  cumplimiento  de  su 
obligación. 

No  será,  sin  embargo,  nece.saria  la  inti- 
mación del  acreedor  para  que  la  mora 
exista: 

1."  Cuando  la  obligación  ó  la  ley  lo  de- 
claren asi  expresamente. 

2.°  Cuando  de  su  naturaleza  y  circuns- 
tancias resulte  que  la  designación  de  la 
época  en  que  había  de  entregarse  la  cosa 
ó  hacerse  el  servicio,  fué  motivo  determi- 
nante para  establecer  la  obligación. 

En  las  obligaciones  reciprocas,  ninguno 
de  los  obligados  incurre  en  mora  si  el  otro 
no  cumple  ó  no  se  allana  á  cumplir  debi- 
damente lo  que  le  incumbe.  Desde  que  uno 
de  los  obligados  cumple  su  obligación,  em- 
pieza la  mora  para  el  otro. 

Art.  1.208.  Quedan  sujetos  á  la  indem- 
nización de  los  daños  y  perjuicios  causa- 
dos los  que  en  el  cumplimiento  jde  sus 
obligaciones  incurrierren  en  dolo,  negli- 
gencia ó  morosidad,  y  los  que  de  cualquier 
modo  contravinieren  al  tenor  de  aquéllas. 

Art.  1.209.  La  responsabilidad  proce- 
dente del  dolo  es  exigible  en  todas  las  obli- 
gaciones. La  renuncia  de  la  acción  para 
hacerla  efectiva  es  nula. 

Art.  1.210.  La  responsabilidad  que  pro- 
ceda de  negligencia  es  igualmente  exigible 
en  el  cumplimiento  de  toda  clase  de  obli- 
gaciones; pero  podrá  mo.ierarse  por  los 
Tribunales,  según  los  casos. 

Art.  1.211.  La  culpa  ó  negligencia  del 
deudor  consiste  en  la  omisión  de  aquella 
diligencia  que  exija  la  naturaleza  de  la 
obligación  y  corresponda  á  las  circunstan- 
cias de  las  personas,  del  tiempo  y  del  lu- 
gar. 

Cuando  la  obligación  no  exprese  la  dili- 
gencia que  ha  de  prestarse  en  su  cumpli- 
miento, se  exigirá  la  que  correspondería  á 
un  buen  padre  de  familia. 

Art.  1.212.  Fuera  de  los  casos  expresa- 
mente mencionados  en  la  ley,  y  de  los  en 
que  asi  lo  declare  la  obligación,  nadie  res- 
ponderá de  aquellos  sucesos  que  no  hubie- 
ran podido  preverse,  ó  que,  previstos,  fue- 
ran inevitables.  (C.  R.,  703.) 

Art.  1.213.  La  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  comprende  no  .sólo  el  valor  de 
la  pérdida  que  haya  sufrido,  sino  también 
el  de  la  ganancia  que  haya  dejado  de  ob- 
tener el  acreedor,  salvas  las  disposiciones 
contenidas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.214.  Los  daños  y  perjuicios  de 
que  responde  el  deudor  de  l)\iena  fe  son 
los  i)r(ívistos  ó  que  se  hayan  podido  pre- 
ver al  tiempo  de  constituirse  la  obligación 
y  que  sean  con.secuencia  necesaria  de  su 
falta  de  cumplimiento. 
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En  caso  de  dolo,  responderá  el  deudor 
de  todos  los  que  conocidamente  se  deriven 
de  la  falta  de  cumpHraiento  de  la  obliga- 
ción. 

Art.  1.215.  Si  la  obligación  consistiere 
en  el  pago  de  una  cantidad  de  dinero,  y  el 
deudor  incurriere  en  mora,  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios,  no  habiendo 
pacto  en  contrario,  consistirá  en  el  pago 
de  los  intereses  convenidos,  y  á  falta  de 
convenio,  en  el  interés  legal. 

Mientras  que  no  se  fíje  otro  por  el  Go- 
bierno, se  considerará  como  legal  el  inte- 
rés de  seis  por  ciento  al  año. 

Art.  1.216.  Los  intereses  vencidos  de- 
vengan el  interés  legal  desde  que  son  ju- 
dicialmente reclamados,  aunque  la  obliga- 
ción haya  guardado  silencio  sobre  este 
punto. 

En  los  negocios  comerciales  se  estará  á 
lo  que  dispone  el  Código  de  Comercio. 

Los  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de  Aho- 
rros se  regirán  por  sus  reglamentos  espe- 
ciales. 

Art.  1.217.  El  recibo  del  capital  por  el 
acreedor,  sin  reserva  alguna  respecto  á  los 
intereses,  extingue  la  obligación  del  deu- 
dor en  cuanto  á  éstos. 

El  recibo  del  último  plazo  de  un  débito, 
cuando  el  acreedor  tampoco  hiciere  reser- 
vas, extinguirá  la  obligación  en  cuanto  á 
los  plazos  anteriores. 

Art.  1.218.  Los  acreedores,  después  de 
haber  perseguido  los  bienes  de  que  esté  en 
posesión  el  deudor  para  realizar  cuanto  se 
les  debe,  pueden  ejercitar  todos  los  dere- 
chos y  acciones  de  éste  con  el  mismo  fin, 
exceptuando  los  que  sean  inlierentes  á  su 
persona;  pueden  también  impugnar  los 
actos  que  el  deudor  haya  reahzado  en 
fraude  de  su  derecho. 

Art.  1.219.  Todos  los  derechos  adqui- 
ridos en  virtud  de  una  obligación  son 
transmisibles,  con  sujeción  alas  leyes,  si 
no  .se  hubiese  pactado  lo  contrario.  (Costa 
Rica,  1.024.) 

CAPÍTULO  III 

DE    LAS    DIVERSAS    ESPECIES  DB 
OBLIGACIONES 

Sección  primera. 
De  las  obligaciones  puras  y  de  las  condicionales. 

Art.  1.220.  Será  exigible  desde  luego 
toda  obligación  cuyo  cumplimiento  no  de- 
penda de  un  suceso  futuro  ó  incierto,  ó  de 
un  suceso  pasado,  que  los  interesados  ig- 
noren. 

También  será  exigible  toda  obligación 


que  contenga   condición  resolutoria,   sin 
perjuicio  de  los  efectos  de  la  resolución. 

Art.  1.221.  En  las  obligaciones  condi- 
cionales, la  adquisición  de  los  derechos, 
así  como  la  resolución  ó  pérdida  de  los  ya 
adquiridos,  dependerán  del  acontecimien- 
to que  constituya  la  condición. 

Art.  1.222.  Cuando  el  cumplimiento  de 
la  condición  dependa  de  la  exclusiva  vo- 
luntad del  deudor,  la  obligación  condicio- 
nal será  nula.  (C.  R.,  681).  Si  dependiere 
de  la  suerte,  ó  de  la  voluntad  de  un  terce- 
ro, la  obligación  surtirá  todos  sus  efectos 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  este  Có- 
digo. 

Art.  1.22.3.  Las  condiciones  imposibles, 
las  contrarias  á  las  buenas  costu; ubres,  y 
las  prohibidas  por  la  ley,  anularán  la  obli- 
gación que  de  ellas  dependa.  (C.  R.,  678.) 

La  condición  de  no  hacer  una  cosa  im- 
posible se  tiene  por  no  puesta. 

Art.  1.224.  La  condición  de  que  ocu- 
rra algún  suceso  en  un  tiempo  determina- 
do, extinguirá  la  obligación  desde  que  pa- 
sare el  tiempo  ó  fuere  ya  indudable  que  el 
acontecimiento  no  tendrá  lugar. 

Art.  1.225.  La  condición  de  que  no 
acontezca  algún  suceso  en  tiempo  deter- 
minado hace  eficaz  la  obligación  desde  que 
pasó  el  tiempo  señalado  ó  sea  ya  evidente 
que  el  acontecimiento  no  puede  ocurrir. 

Si  no  hubiere  tiempo  fijado,  la  condición 
deberá  reputarse  cumplida  en  el  que  vero- 
símilmente se  hubiese  querido  señalar, 
atendida  la  naturaleza  de  la  oi)Iigación. 

Art.  1.226.  Se  tendrá  por  cumplida  la 
condición  cuando  el  obligado  impidiese 
voluntariamente  su  cumplimiento.  (Costa 
Rica  6■<2^ 

Art.  1.227.  Los  efectos  de  la  obligación 
condicional  de  dar,  una  vez  cumplida  la 
condición,  se  retrotraen  al  día  de  la  cons- 
titución de  aquélla.  Esto  no  obstante,  cuan- 
do la  obligación  imponga  reciprocas  pres- 
taciones á  los  interesados,  se  entenderán 
compensados  unos  con  otros  ios  frutos  é 
intereses  del  tiempo  en  que  hubiese  estado 
pendiente  la  condición.  Si  la  obligación 
fuere  unilateral,  el  deudor  hará  suyos  los 
frutos  é  intereses  percibidos,  á  menos  que 
por  la  naturaleza  y  circunstancias  de  aqué- 
lla deba  inferirse  que  fué  otra  la  voluntad 
del  que  la  constituyó. 

En  las  obligaciones  de  hacer  y  de  no 
hacer,  los  Tribunales  determinarán,  en 
cada  caso,  e!  efecto  retroactivo  de  la  con- 
dición cumplida. 

Art.  1.228.  El  acreedor  puede,  antes 
del  cumplimiento  de  las  condiciones,  ejer- 
citar las  acciones  procedentes  para  la  con- 
servación de  su  derecho. 
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El  deudor  puede  repetir  lo  que  en  el 
mismo  tiempo  hubiese  pagado. 

Art.  1.229.  Cuando  las  condiciones  fue- 
ren puestas  con  el  intento  de  suspender  la 
eficacia  de  la  obligación  de  dar,  .se  obser- 
vará* las  reglas  siguientes,  en  el  caso  de 
que  la  cosa  mejore,  ó  se  pierda,  ó  deterio- 
re pendiente  la  condición: 

1."  Si  la  cosa  se  perdió  sin  culpa  del 
deudor,  quedará  extinguida  la  obligación. 

2.*  Si  la  cosa  se  perdió  por  culpa  del 
deudor,  éste  queda  obligado  al  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios. 

Entiéndese  que  la  cosa  se  pierde  cuando 
perece,  queda  fuera  del  comercio  ó  desapa- 
rece de  modo  que  se  ignora  su  existencia, 
ó  no  se  puede  recobrar. 

3.*  Cuando  la  cosa  se  deteriora  sin 
culpa  del  deudor,  el  menoscabo  es  de  cuen- 
ta del  acreedor. 

4.*  Deteriorándose  por  culpa  del  deu- 
dor, el  acreedor  podrá  optar  entre  la  re- 
solución de  la  obligación  y  su  cumplimien- 
to, con  la  indemnización  de  perjuicios  en 
ambos  casos. 

5."  Si  la  cosa  se  mejora  por  su  natura- 
leza, ó  por  el  tiempo,  las  mejoras  ceden  en 
favor  del  acreedor. 

6.*  Si  se  mejora  á  expensas  del  deudor, 
no  tendrá  éste  otro  derecho  que  el  conce- 
dido al  usufructuario. 

Art.  1.230.  Cuando  las  condiciones  ten- 
gan por  objeto  resolver  la  obligación  de 
dar,  los  interesados,  cumplidas  aquéllas, 
deberán  restituir.se  io  que  hubiesen  perci- 
bido. 

En  el  caso  de  pérdida,  deterioro  ó  me- 
jora de  la  cosa,  se  ajilicarán  al  que  deba 
hacer  la  restitución  las  disposiciones  que 
respecto  al  deudor  contiene  el  articulo  pre- 
cedente. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  de  hacer  y 
no  hacer,  se  observará,  respecto  á  los  efec- 
tos de  la  re.soluciiJn,  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2."  dela-t.  1.227. 

Art.  1.231.  La  facultad  de  resolver  las 
obligaciones  se  entiende  implicita  en  las 
reciprocas,  para  el  caso  de  que  uno  de  los 
obligados  no  cumpliere  lo  que  le  incumbe. 

El  perjudicado  podrá  escoger  entre  exi- 
gir el  cumplimiento  ó  la  resolución  de  la 
obligación,  con  el  resarcimiento  de  daños 
V  abono  de  intereses  en  ambos  casos.  Tam- 
uién  podrá  pedir  la  resolución,  aun  de.s- 
pués  de  hatjer  optado  por  el  cumplimiento, 
cuando  éste  resultare  imposiljle.  (Costa 
Rica  692). 

El  Tribunal  decretará  la  resolución  que 
se  reclame,  á  no  haljer  causas  justiíicadas 
que  le  autoricen  nara  señalar  plazo. 

Esto  .se  entienae  sin  perjuicio  de  los  de- 


rechos de  terceros  adquirentes,  con  arre- 
glo á  los  artículos  1.402  y  1.405,  y  á  las 
disposiciones  contenidas  en  el  titulo  del 
Registro  de  la  propiedad. 

Sección  segunda. 

De  las  oblig-aciones  á  plazo. 

Art.  1.232.  Las  obligaciones  para  cuyo 
cumplimiento  se  haya  señalado  un  día 
cierto,  sólo  serán  exigibles  cuando  el  día 
llegue. 

Entiéndese  por  día  cierto,  aquél  que  ne- 
cesariamente ha  de  venir,  aunque  se  igno- 
re cuándo. 

Si  la  incertidumbre  consiste  en  si  ha  de 
.  Hogar  ó  no  el  día,  la  obligación  es  condi- 
cional, y  se  regirá  por  las  reglas  de  la  sec- 
ción precedente. 

Art.  1.233.  Loque  anticipadamente  se 
hubiese  pagado  en  las  obligaciones  á  plazo, 
no  se  podrá  repetir. 

Si  el  que  pagó  ignoraba,  cuando  lo  hizo, 
la  existencia  del  plazo,  tendrá  derecho  á 
reclamar  del  acreedor  los  intereses  ó  los 
frutos  que  éste  hubiese  percibido  de  la 
cosa. 

Art.  1.234.  Siempre  que  en  las  obliga- 
ciones se  designa  un  término,  se  presume 
establecido  en  benefício  de  acreedor  y  deu- 
dor, á  no  ser  que  del  tenor  de  aquellas  ó 
de  otras  circunstancias,  resultara  haberse 
puesto  en  favor  del  uno  ó  del  otro. 

Art.  1.23.5.  Si  la  obligación  no  señalare 
plazo,  pero  de  su  naturaleza  y  circunstan- 
cias se  dedujere  que  ha  querido  conceder- 
se al  deudor,  los  Tribunales  fijarán  la  du- 
ración de  aquél. 

También  lijarán  los  Tribunales  la  dura- 
ción del  plazo  cuando  éste  haya  quedado  á 
voluntad  del  deudor. 

Art.  1.236.  Perderá  el  deudor  todo  de- 
recho á  utilizar  el  plazo: 

1.°  Cuando,  después  de  contraída  la 
obligación,  resulte  insolvente,  salvo  que 
garantice  la  deuda. 

2."  Cuando  no  otorgue  al  acreedor  las 
garantías  á  que  estuviese  comprometido. 

3."  Cuando  por  actos  propios  hubiese 
disminuido  aquellas  garantías  después  de 
establecidas,  y  cuando  por  caso  fortuito 
desaparecieran,  á  menos  que  sean  inme- 
diatamente sustituidas  por  otras  nuevas  6 
igualmente  seguras. 

Art.  1.237.  Si  el  plazo  de  la  obligación 
está  señalado  por  días,  á  contar  desde  uno 
determinado,  quedará  éste  excluido  del 
cóm¡)uto,  que  deberá  empezar  en  el  día  si- 
ííuiente. 
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Sección  tercera. 
De  las  obligaciones  alternativas. 

Art.  1.238.  El  obligado  alternativamen- 
te á  diversas  prestaciones  debe  cumplir  por 
completo  una  de  éstas.  (C.  R.,  655.) 

El  acreedor  no  puede  ser  compelido  á 
recibir  parte  de  una  y  parte  de  otra. 

Art.  1.239.  La  elección  corresponde  al 
deudor,  á  menos  que  expresamente  se  hu- 
biese concedido  al  acreedor.  (C.  R.,  654  ) 

El  deudor  no  tendrá  derecho  á  elegir  las 
prestaciones  imposibles,  ilícitas,  ó  que  no 
hubieran  podido  ser  objeto  de  la  obligación. 

Art.  1.240.  La  elección  no  producirá 
efecto  sino  desde  que  fuero  notiñcada. 

Art.  1.241.  El  deudor  perderá  el  dere- 
cho de  elección  cuando  de  las  prestaciones 
á  que  alternativamente  estuviese  obligado, 
sólo  una  fuere  realizable. 

Art.  1.242.  El  acreedor  tendrá  derecho 
á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
cuando,  por  culpa  del  deudor,  hubiesen 
desaparecido  todas  las  cosas  que  alternati- 
vamente fueren  objeto  de  la  obligación,  ó 
so  hubiera  hecho  imposible  el  cumplimien- 
to de  ésta. 

La  indemnización  se  ñjará  tomando  por 
base  el  valor  de  la  última  cosa  que  hubiese 
desaparecido,  ó  el  del  servicio  que  última- 
mente se  hubiera  hecho  imposible. 

Art.  1.243.  Cuando  la  elección  hubiere 
sido  expresamente  atribuida  al  acreedor, 
la  obligación  cesará  de  ser  alternativa  des- 
de el  día  en  que  aquélla  hubiese  sido  noti- 
ñcada al  deudor. 

Hasta  entonces  las  responsabilidades  del 
deudor  se  regirán  por  las  siguientes  reglas: 

1."  Si  alguna  de  las  cosas  .se  hubiere 
pei'dido  por  caso  fortuito,  cumplirá  entre- 
gando la  que  el  acreedor  elija  entre  las  res- 
tantes, ó  la  que  haya  quedado,  si  una  sola 
subsistiera. 

2.*^  Si  !a  pérdida  de  alguna  de  las  cosas 
hubiese  sobrevenido  por  cul[)a  del  deudor, 
el  acreedor  podrá  reclamar  cualquiera  de 
las  que  subsistan,  ó  el  ¡irecio  de  la  que,  por 
culpa  de  aquél,  hubiera  desaparecido. 

3."  Si  todas  las  cosas  .se  hubiesen  per- 
dido por  culpa  del  deudor,  la  elección  del 
a(;reedor  recaerá  sobre  su  precio. 

Las  mismas  reglas  se  af)licarán  á  las 
obligaciones  de  hacer  ó  de  no  hacer,  en  el 
ca.so  de  que  algunas  ó  todas  las  prestacio- 
nes resultaren  ¡inpo3Íl)les. 

Sección  cuarta. 

De  las  obligaciones  mancomunadas  y  de  las 
solidarias. 

Art.  1.244.     La  concurrencia  de  dos  ó' 
más  acreedores,  ó  de  dos  ó  raás  deudores 


en  una  sola  obligación,  no  implica  que  cada 
uno  de  aquéllos  tenga  derecho  á  pedir,  ni 
cada  uno  de  é^tos  deba  prestar  integra- 
mente las  cosas  objeto  de  la  misma.  Sólo 
habrá  lugar  á  esto,  cuando  la  obligación 
expresamente  lo  determine,  constituyén- 
dose con  el  carácter  de  solidaria. 

Art.  1.245.  Si  del  texto  de  las  obliga- 
ciones á  que  se  rellei'e  el  articulo  anterior 
no  resulta  otra  cosa,  el  crédito  ó  la  deuda 
se  presumirán  divididos  en  tantas  partes 
iguales  como  aoreedores  ó  deudores  haya, 
reputándose  créditos  ó  deudas  distintos 
unos  de  otros  (1). 

Art.  1.246.  Si  la  división  fuere  imposi- 
ble, sólo  perjudicarán  al  derecho  de  los 
acreedores  los  actos  colectivos  de  éstos,  y 
sólo  podrá  hacerse  efectiva  la  deuda  pro- 
cediendo contra  todos  los  deudores.  Si  al- 
guno de  éstos  resultare  insolvente,  no  es- 
tarán los  demás  obligados  á  suplir  su  falta. 

Art.  1.247.  La  solidaridad  podrá  exis- 
tir, aunque  los  acreedores  y  deudores  no 
estén  ligados  del  propio  modo  y  por  unos 
mismos  plazos  y  condiciones. 

Art.  1.248.  Cada  uno  de  los  acreedores 
solidarios  puede  hacer  lo  que  sea  útil  á  los 
demás,  pero  no  lo  que  les  sea  perjudicial. 

Las  acciones  ejercitadas  contra  cual- 
quiera de  los  deudores  solidarios  perjudi- 
carán á  todos  é.?tos. 

Art.  1.249.  El  deudor  puede  pagar  la 
deuda  á  cualquiera  de  los  acreedores  soli- 
darios; pero,  si  hubiere  sido  judicialmente 
demandado  por  alguno,  á  éste  deberá  ha- 
cer el  pago. 

Art.  1.250.  La  novación ,  compensa- 
ción, confusión  ó  remisión  de  la  deuda, 
hechas  por  cualquiera  de  los  acreedores 
solidarios  ó  con  cuiliuicra  de  los  deudores 
de  la  misma  clase,  extinguen  la  obligación, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 1.253. 

El  acreedor  que  haya  ejecutado  cual- 
quiera de  estos  actos,  üsí  como  el  que  co- 
bre la  deuda,  responderá  á  los  demás  de  la 
parte  que  les  corresponde  en  la  obligiición. 

Art.  1.251.  El  acreedor  puede  dirigirse 
contra  cualipiiera  de  los  deudores  solida- 
rios, ó  contra  todos  ellos  simultáneamen- 
te. (C.  R.,  640.)  Las  reclamaciones  enta- 
bladas contra  uno  no  serán  ol)stáculo  p.ira 
las  que  posteriormente  se  dirijan  contra  los 
demás,  mientras  no  resulte  cobrada  la  deu- 
da por  completo. 


(1)  El  art.  GZ!  en  relación  con  el  (;.')i>  O.  R.,  esta- 
blece que  no  puede  babor  .solidaridad  entre  acree- 
dores,y  c|ue  en  la  obligación  S'-lidariade  los  deudo- 
res cada  uno  de  ('sto.s  es  tenido  <  n  .«us  relaciones 
con  el  acreedor^como  deudor  único  de  la  prestacióm 
total. 
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Art.  1.252.  El  pago  hecho  por  uno  de 
los  deudores  solidarios  extingue  la  obliga- 
ción. 

El  que  hizo  el  pago  sólo  puede  reclamar 
de  sus  codeudores  la  parte  que  á  cada  uno 
corresponda,  con  los  intereses  dei  antici- 
po. (C.  R.,  641  y  651.) 

La  falta  de  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción por  insolvencia  del  deudor  solidario 
.será  suplida  por  sus  codeudores,  «á  prorra- 
ta de  la  deuda  de  cada  uno. 

Art.  1.253.  La  quita  ó  remisión  hecha 
por  el  acreedor  de  la  parte  que  afecte  á 
uno  de  los  deudores  solidarios,  no  libra  á 
éste  de  su  responsabilidad  para  con  los  co- 
deudores, en  el  caso  de  que  la  deuda  haya 
sido  totalmente  pagada  por  cualquiera  de 
ellos.  (C.  R.,  642.)' 

Art.  1.254.  Si  la  cosa  hubiese  perecido, 
ó  la  prestación  se  hubiese  hecho  imposible, 
sin  culpa  de  los  deudores  solidarios,  la  obli- 
gación quedará  extinguida. 

Si  hubiese  mediado  culpa  de  parte  de 
cualquiera  de  ellos,  todos  serán  responsa- 
bles, para  con  el  acreedor,  del  precio  y  de 
la  inaemnización  de  daños  y  nbono  de  in- 
tereses, sin  perjuicio  de  su  acción  contra 
el  culpable  ó  negligente. 

Art.  1.255.  El  deudor  solidario  podrá 
utilizar  ,  contra  las  reclamaciones  del 
acreedor,  todas  las  excepciones  que  se 
deriven  de  la  naturaleza  de  la  obligación 
y  las  que  le  sean  personales.  De  las  que 
personalmente  correspondan  á  los  demás, 
sólo  podrá  servirse  en  la  parte  de  deuda 
de  que  éstos  fueren  responsables. 

Sección  quinta. 

De  las  obligaciones  divisibles  j  de  las  indivi- 
sibles. 


Art.  1.256.  La  divisil>ilidad  ó  indivisi- 
bilidad de  las  cosas  objeto  de  las  obliga- 
ciones en  que  hay  un  solo  deudor  y  un  solo 
acreedor,  no  altera  ni  modiíica  los  precep- 
tos del  cajjítulo  II  de  esto  titulo. 

Art.  1.257.  La  obligación  indivisible 
mancomunada  se  resuelve  en  indemnizar 
daños  y  perjuicios  desde  que  cualquiera  de 
los  deudores  falt;i  á  su  compromiso.  Los 
deudores  que  hubiesen  catado  dispuestos  á 
cumplir  los  suyos,  no  conti'il)uirán  á  la  in- 
demnización con  más  cantidad  que  la  po¡-- 
ción  correspondiente  del  precio  de  la  cosa 
ó  del  servicio  en  que  consistiere  la  obliga- 
ción. 

Art.  1.258.  Para  los  efectos  de  los  ar- 
tículos que  pi'Ci'cden,  se  reputirán  indivi- 
sibles las  ol)Íiga(;¡ones  de  dar  cuerpos  cier- 
tos y  todas  aquellas  que  no  sean  suscepti- 
bles de  cum|j|imicnlo  parcial 


Las  obligaciones  de  hacer  serán  divisi- 
bles cuando  tengan  por  objeto  la  presta- 
ción de  un  número  de  días  de  trabajo,  la 
ejecución  de  obras  por  unidades  métricas, 
ú  otras  cosas  análogas  que  por  su  natura- 
leza .sean  susceptibles  de  cumplimiento 
parcial. 

En  las  obligaciones  de  no  hacer  la  divi- 
sibilidad ó  indivisibilidad  se  decidirá  por 
el  carácter  de  la  prestación  en  cada  caso 
particular. 

Sección  scxia. 

De  las  obligaciones  con  cláusula  penal. 

Art.  1.259.  En  las  obligaciones  con 
cláusula  penal,  la  pena  sustituirá  á  la  in- 
demnización de  danos  y  al  abono  de  inte- 
reses en  caso  de  falta  de  cumplimiento,  si 
otra  cosa  no  se  hubiere  pactado.  (Costa 
Rica,  677  y  711.) 

Sólo  podrá  hacerse  efectiva  la  pena 
cuando  ésta  fuere  exigible  conforme  á  las 
disposiciones  del  presente  Código. 

Art.  1.260.  El  deudor  no  podrá  eximir- 
se de  cumplir  la  obligación  pagando  la 
pena,  sino  en  el  caso  de  que  expresamente 
le  hubiere  sido  reservado  este  derecho. 
Tampoco  el  acreedor  podrá  exigir  conjun- 
tamente el  cumplimiento  de  la  obligación 
y  la  satisfación  de  la  pena,  sin  que  esta 
facultad  le  haya  sido  claramente  otorga- 
da. (C.  R.,  711.) 

Art.  1.261.  El  Juez  modificará  equita- 
tivamente la  pena  cuando  la  obligación 
principal  hubiera  sido  en  parte  ó  irregu- 
larmente cumplida  por  el  deudor. 

Art.  1.262.  La  nulidad  de  la  cláusula 
penal  no  lleva  consigo  la  de  la  obligación 
principal. 

La  imlidad  de  la  obligación  principal 
lleva  consigo  la  de  la  cláusula  penal.  (Cos- 
ta Rica,  709.) 

CAPÍTULO  IV 

DE    L.K    EXTINCIÓN    DIÍ    LAS    0»L1GACI0NKS 

Disposiciones  cjcnerales. 

Art.  .1263.  Las  obligaciones  se  extin- 
guen: 

Por  el  i»ago  ó  cumplimiento. 

Por  la  pérdida  de  la  cosa  debida. 

Por  la  condonación  de  la  deuda. 

Por  la  coiifusi(')n  de  loi  derechos  do 
acreedor  y  deudor. 

Por  la  compensación. 

Por  la  novacii'm  (1). 


(i)     El  art.  Ü.33  C.  TI.,  añade    á  estas  cau.sas  1» 
»uulación  ó  rescisión  y  la  in-esciipción. 
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Sección  primera. 
Del  pago. 

Art.  1.264.  No  se  entenderá  pagada 
una  deuda  sino  cuando  completamente  se 
hubiese  entregado  la  cosa  ó  hecha  la  pres- 
tación en  que  la  obligación  consistía. 

Art.  1.2Ü5.  Puede  hacer  el  pago  cual- 
quiera persona,  tenga  ó  no  interés  en  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  ya  lo  co- 
nozca y  lo  apruebe,  ó  va  lo  ignore  el  deu- 
dor. (C  R.,  765  ) 

El  que  pagare  por  cuenta  de  otro  podrá 
reclamar  dcd  deudor  lo  que  hubiese  paga- 
do, á  no  haberlo  hecho  contra  su  expresa 
voluntad. 

En  este  caso,  sólo  podrá  repetir  del 
deudor  aquello  en  que  le  hubiera  sido  útil 
el  pago. 

Art.  1.266.  El  que  pague  en  nombre  del 
deudor,  ignorándolo  éste,  no  podrá  com- 
peler al  acreedor  á  subrogarle  en  sus  de- 
rechos. 

Art.  1.267.  En  las  obligaciones  de  dar 
no  será  válido  el  pago  hecho  por  quien  no 
tenga  la  lil)re  disposición  de  la  cosa  debida 
y  capacidad  para  enajenarla.  Sin  embar- 
go, si  el  pago  hubiere  consi-stido  en  una 
cantidad  de  dinero  ú  cosa  fungible,  no 
habrá  repetición  contra  el  acreedor  que  la 
hubiese  gastado  ó  consumido  de  buena  fe. 

Art.  1.268.  En  las  obligaciones  de  ha- 
cer, el  acreedor  no  podrá  ser  compelido  á 
recibir  la  ¡irestación  ó  el  servicio  de  un 
tercero  cuando  la  calidad  y  circunstancias 
de  la  persona  del  deuior  seliubiusen  teni- 
do en  cuenta  al  establecer  la  obligación. 

Art.  1.2ó9.  El  pago  deberá  hacerse  á 
la  persona  en  cuyo  favor  estuviese  consti- 
tuida la  oljligación,  ó  á  otra  autorizada 
para  recibirlo  en  su  nombre.  (C  R.,  766.) 

Art.  1.270.  El  pago  hecho  á  una  perso- 
na incapacitada  para  administrar  sus  bie- 
nes, será  válido  en  cuanto  se  hubiere  con- 
vertido en  su  utilidad. 

También  será  válido  el  pago  hecho  á  un 
tercero,  en  cuanto  se  hubiere  convertido 
en  utilidad  del  acreedor.  (C.  R.,  767.) 

Art.  1.271.  El  pago  hecho  de  buena  fe 
al  que  e:>tLiviere  en  posesión  del  crédito, 
liberará  ai  deudor. 

Art.  1.272.  No  será  válido  el  pago  he- 
cho al  acreedor  por  el  deudor  desijués  de 
habérsele  ordenado  judicialmente  la  reten- 
ción de  la  deuda. 

Art.  1.273.  El  deudor  de  una  cosa  no 
puede  obligar  á  su  acreeí^or  á  que  reciba 
otra  diferente,  aun  cuando  fuei-e  de  igual 
ó  mayor  valor  que  la  debida. 

Tampoco  en  las  obligaciones  de  hacer 


podrá  ser  sustituido   un   hecho   por   otro 
contra  la  voluntad  del  acreedor. 

Art.  1.274.  Cuando  la  obligación  con- 
sista en  entregar  una  cosa  indeterminada 
ó  genérica,  cuya  calidad  y  circunstancias 
no  se  hubieren  expresado,  el  acreedor  no 
podrá  exigirla  de  la  calidad  superior,  ni  el 
deudor  entregarla  de  la  inferior.  (Costa 
Rica,  770.) 

Art.  1.275.  Los  gastos  extrajudiciales 
que  ocasione  el  pa^^o  serán  de  cuenta  del 
deudor.  Respecto  de  los  judiciales,  decidi- 
rá el  Tribunal,  con  arreglo  al  Código  de 
Procedimientos. 

Art.  1.276.  A  menos  que  el  contrato 
expresamente  lo  autorice,  no  podrá  com- 
pelerse al  acreedor  á  recibir  parcialmente 
las  prestaciones  en  que  consista  la  obli- 
gación. 

Sin  embargo,  cuando  la  deuda  tuviere 
una  parte  liquida  y  otra  ilíquida  podrá  exi- 
gir el  acreedor  y  hacer  el  deudor  el  pa^o 
de  la  primera  sin  esperar  á  que  se  liquide 
la  segunda. 

Art.  1.277.  El  pago  délas  deudas  de 
dinero  deberá  hacerse  en  la  especie  pac- 
tada, y,  no  siendo  posible  entregar  la  es- 
pecie, en  la  moneda  de  plata  ú  oro  que 
tenga  curso  legal  en  Honduras.  (Costa  Ri- 
ca, 771.; 

La  entrega  de  pagarés  á  la  orden,  ó  le- 
tras de  cambio  ú  otros  documentos  mer- 
cantiles, sólo  producirá  los  efectos  del  pago 
cuando  hubiesen  sido  realizados,  ó  cuando 
por  culpa  del  acreedor  se  hubiesen  perju- 
dicado. 

Entretanto,  la  acción  derivada  de  la  obli- 
gación primitiva  quedará  en  suspenso  (1). 

Art.  1.278.  El  pago  deberá  ejecutarse 
en  el  lugar  que  hubiese  designado  la  obli- 
gación. 

No  habiéndose  expresado,  y  tratándose 
de  entregar  una  cosa  determinada,  deberá 
hacerle  el  pago  donde  éstii  existia  en  el 
momento  de  constituirse  la  obligación.   , 

En  cualquier  otro  caso,  el  lugar  del  pa- 
go será  el  del  domicilio  del  deudor.  (Costa 
Rica,  778). 

De  la  imputación  de  pago. 

Art.  1.279.  El  que  tuviere  varias  deu- 
das de  una  misma  especie  en  favor  de  un 
solo  acreedor  podrá  declarar,  al  tiempo  de 
hacer  el  pago,  á  cuál  de  ellas  debe  apli- 
carse. 

Si  aceptare  del   acreedor  un  recibo  en 


(1)  Sesrún  el  »rt.  7?.S,C.  R..  si  se  hubiere  pactíwio 
que  el  deudor  paKue  cuando  le  sea  posible,  la  obli- 
gación serr.  «Tigibleel  año  del  día  en  que  se  con- 
trajo. 
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que  se  hiciese  la  aplicación  del  pago,  no 
podrá  reclamar  contra  ésta,  á  menos  que 
hubiera  mediado  causa  que  invalide  el 
contrato. 

Art.  1.280.  Si  la  deuda  produce  inte- 
rés, no  podrá  estimarse  hecho  el  pago  por 
cuenta  del  i-apital  mientras  no  estén  cu- 
biertos los  intereses. 

Art.  1.281.  Cuando  no  pueda  imputar- 
se el  pago  según  las  reglas  anteriores,  se 
estimará  satisfecha  la  deuda  más  onerosa 
al  deudor  entre  las  que  estén  vencidas. 

Si  éstas  fueren  de  igual  naturaleza  y 
gravamen,  el  pago  se  imputará  á  todas  á 
prorrata. 

Dei  pago  por  cesión  de  bienes. 

Art.  1.282.  El  deudor  puede  ceder  sus 
bienes  á  los  acreedores  en  pago  de  sus 
deudas.  Esta  cesión,  salvo  pacto  en  con- 
trario, sólo  libera  á  aquél  de  responsabili- 
dad por  el  importe  liquido  de  los  bienes 
cedidos.  Los  convenios  que  sobre  el  efecto 
de  la  cesión  se  celebi^en  entre  el  deudor  y 
sus  acreedores,  se  ajustarán  á  las  disposicio- 
nes del  titulo  XVI  de  este  libro,  y  á  lo  que 
establece  el  Código  de  Procedimientos. 

Del  ojreciniicnto  del  pago  y  de  la  consig- 
nación. 

Art.  1.283.  Si  el  acreedor  á  quien  se 
hiciere  el  ofrecimiento  de  pago  se  negare 
sin  razón  á  admitirlo,  el  deudor  (|ueaará 
libre  de  responsabilidad,  mediante  la  con- 
signación de  la  cosa  debida. 

La  consignación  por  si  sola  producirá  el 
mismo  efecto  cuando  se  haga  estando  el 
acreedor  ausente,  ó  cuando  esté  incapaci- 
tado para  recibir  el  pago  en  el  momento 
en  que  deba  hacer.se.  y  cuando  varias  per- 
sonas pretendan  tener  derecho  á  cobrar,  ó 
se  haya  extraviado  el  titulo  de  la  obliga- 
ción. (C.  R.,  797.) 

Art.  1.284.  Para  que  la  consignación 
de  la  co.sa  debida  libere  al  obligado,  debe- 
rá ser  pi'eviamente  anunciada  á  las  perso- 
nas interesadas  en  el  cumplimiento  déla 
obligación. 

La  consignación  será  ineficaz  si  no  se 
ajusta  estrictamente  á  las  disposiciones  que 
regulan  el  pago. 

Art.  1.285.  La  con-;¡gnación  se  hará 
depositando  las  cosas  debidas  á  disposición 
de  la  Autoridad  judicial,  ante  quien  se 
acreditará  el  ofrecimiento  en  su  c:iso,  y  el 
anuncio  de  la  consignación,  en  los  demás. 

Hecha  la  consignación,  deberá  notifi- 
carse también  á  los  interesados. 

Art.  1.286.  Los  gastos  de  la  consigna- 
ción, cuando  fuere  procedente,  serán  de 
cuenta  del  acreedor.  (C.  R.,  802.) 

Segunda  Serie. — Tomo  L 


Art.  1.287.  Hecha  debidamente  la  con- 
signación, podrá  el  deudor  pedir  al  Juez 
que  mande  cancelar  la  obligación. 

Mientras  el  acreedor  no  hubiere  acep- 
tado la  consignación,  ó  no  hubiere  recaído 
la  declaración  judicial  de  que  está  bien  he- 
cha, podrá  el  deudor  retirar  la  cosa  ó  can- 
tidad consignada,  dejando  subsistente  la 
obligación. 

Art.  1.288.  Si  hecha  la  consignación  el 
acreedor  autorizase  al  deudor  para  reti- 
rarla, perderá  toda  preferencia  que  tuvie- 
re sobre  la  cosa.  Los  codeudores  y  fiado- 
res quedarán  libres. 

Sección  segunda. 
De  la  pérdida  de  la  cosa  debida. 

Art.  1.289.  Quedará  extinguida  la  obli- 
gación que  consista  en, entregar  una  cosa 
determinada  cuando  ésta  se  perdiere  ó 
destruyere  sin  culpa  del  deudor  y  antes  de 
haber.se  éste  constituido  en  mora. 

Art.  1.290.  Siempre  que  la  cosa  se  hu- 
biese perdido  en  poder  del  deudor,  .se  pre- 
sumirá que  la  pérdida  ocurrió  por  su  culpa 
y  no  por  caso  fortuito,  salvo  prueba  en 
contrario  y  -sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.203. 

Art.  1.291.  También  quedará  liberado 
el  deudor  en  las  obligaciones  de  hacer, 
cuando  la  prestación  resultare  legal  ó  físi- 
camente imposible. 

Art.  1.292.  Cuando  la  deuda  de  cosa 
cierta  y  determinada  procediere  de  delito 
ó  falta,  no  se  eximirá  el  deudor  del  pago 
de  su  precio,  cualquiera  quo  hubiese  sido 
el  motivo  de  la  pérdida,  á  menos  que, 
ofrecida  por  él  la  cosa  al  que  la  debía  re- 
cibir, éste  se  hubiese,  sin  razón,  negado 
á  aceptarla. 

Art.  1.293.  Extinguida  la  obligación 
por  la  pérdida  de  la  cosa,  corresponderán 
al  acreedor  todas  las  acciones  que  el  deu- 
dor tuviere  contra  terceros  por  razón  de 
ésta. 

Sección  tercera.      ' 
De  la  condonación  de  la  deuda  (1). 

Art.  1.291.  La  condonación  podrá  ha- 
cerse expresa  ó  tácitamente.  (C.  R.  822), 

Una  y  otra  estarán  sometidas  á  los  pre- 
ceptos que  rigen  las  donaciones  inoficio- 
sas. La  condonación  expresa  deberá,  ade- 
más, ajustarse  á  las  formas  do  ia  dona- 
ción. (C.  R.  821). 

Art.  1.295.     La  entrega  del  documento 


(1)    O  remisión,  según  los  artículos  821  y  si- 
guientes del  de  C.  R. 
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privado  justificativo  de  un  crédito,  hecha 
voluntariamente  por  el  acreedor  al  deu- 
dor, implica  la  renuncia  de  la  acción  que 
el  primero  tenia  contra  el  segundo. 

Si  para  invalidar  esta  renuncia  se  pre- 
tendiere  que  es  inoficiosa,  el  deudor  y  sus 
herederos  podrán  sostenerla  probando  que 
la  entrega  del  documento  se  hizo  en  virtud 
del  pago  de  la  deuda. 

Art.  1.296.  Siempre  que  el  documento 
privado  de  donde  resulte  la  deuda  se  ha- 
llare en  poder  del  deudor,  se  presumirá 
que  el  acreedor  lo  entregó  voluntariamen- 
te, á  no  ser  que  se  pruebe  lo  contrario. 

Art.  1.297.  La  condonación  de  la  deu- 
da principal  extinguirá  las  obligaciones 
accesorias;  pero  la  de  éstas  dejará  subsis- 
tente la  primera.  (C.  R.  823). 

Art.  1.298.  Se  presumirá  remitida  la 
obligación  accesoria  de  prenda  cuando  la 
cosa  pignorada,  después  de  entregada  al 
acreedor,  se  hallare  en  poder  del  deudor. 

Sección  cuarta. 
De  la  confusión  de  derechos. 

Art.  1.299.  Quedará  extinguida  la  obli- 
gación desde  que  se  reúnan  en  una  misma 
persona  los  conceptos  de  acreedor  y  de 
deudor.  (C.  R.  826). 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  esta  confu- 
sión tenga  lugar  en  virtud  de  titulo  de  he- 
rencia, si  ésta  hubiese  sido  aceptada  á  be- 
neficio de  inventario. 

Art.  1.300.  La  confusión  que  recae  en 
la  persona  del  deudor  ó  del  acreedor  prin- 
cipal, aprovecha  á  los  fiadores.  (Costa  Ri- 
ca 827).  La  que  se  realiza  en  cualquiera  de 
éstos  no  extingue  la  obligación. 

Art.  1.301.  La  confusión  no  extingue 
la  deuda  mancomunada  sino  en  la  porción 
correspondiente  al  acreedor  ó  deudor  en 
quien  concurran  los  dos  conceptos. 

Sección  quinta. 
De  la  compensación. 

Art.  1.302.  Tendrá  lugar  la  compensa- 
ción cuando  dos  personas,  por  derecho 
propio,  sean  recíprocamente  acreedoras  y 
deudoras  la  una  do  la  otra.  (C.  R.  806). 

Art.  1.303.  Para  que  proceda  la  com- 
pensación es  preciso: 

1.°  Que  cada  uno  de  los  obligados  lo 
esté  principalmente,  y  sea  á  la  vez  acree- 
dor principal  del  otro. 

2.°  Que  ambas  deudas  consistan  en  una 
cantidad  de  dinero,  ó,  siendo  fungibles  las 
cosas  debidas,  sean  de  la  misma  especie  y 
también  de  la  misma  calidad,  si  ésta  se  hu- 
biese designado. 


3.°    Que  las  dos  deudas  estén  vencidas. 

4.*^    Que  sean  líquidas  y  exigibles. 

5."  Que  sobre  ninguna  de  ellas  haya 
retención  ó  contienda  promovida  por  ter- 
ceras personas  y  notificada  oportunamen- 
te al  deudor. 

Art.  1.304.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  el  fiador  podrá  oponer 
la  compensación  respecto  de  lo  que  el 
acreedor  debiere  á  su  deudor  principal. 

Art.  1.305.  El  deudor  que  hubiere  con- 
sentido en  la  cesión  de  derechos  hecha  por 
un  acreedor  á  favor  de  un  tercero,  no  po- 
drá oponer  al  cesionario  la  compensación 
que  le  correspondería  contra  el  cedente. 

Si  el  acreedor  le  hizo  saber  la  cesión  y 
el  deudor  no  la  consintió,  puede  oponer  la 
compensación  de  las  deudas  anteriores  á 
ella,  pero  no  la  de  las  posteriores. 

Si  la  cesión  se  realiza  sin  conocimiento 
del  deudor,  podrá  éste  oponer  la  compen- 
sación de  los  créditos  anteriores  á  ella  y 
de  los  posteriores  hasta  que  hubiese  tenido 
conocimiento  de  la  cesión. 

Art.  1.306.  Las  deudas  pagaderas  en 
diferentes  lugares  pueden  compensarse 
mediante  indemnización  de  los  gastos  de 
transporte  ó  cambio  al  lugar  del  pago. 

Art.  1.307.  La  compensación  no  proce- 
derá cuando  alguna  de  las  deudas  provi- 
niere de  depósito,  ó  de  las  obligaciones  del 
depositario  ó  comodatario. 

Tampoco  podrá  oponerse  al  acreedor 
por  alimentos  debidos  por  título  gratuito. 
(C.  R.,  808.) 

Art.  1.30S.  Si  una  persona  tuviere  con- 
tra sí  varias  deudas  compensables,  se  ob- 
servará en  el  orden  de  la  compensación  lo 
dispuesto  respecto  á  la  imputación  de 
pagos. 

Art.  1.309.  El  efecto  de  la  compensa- 
ción es  extinguir  una  y  otra  deuda  en  la 
cantidad  concurrente,  aunque  no  tengan 
conocimiento  de  ella  los  acreedores  y  deu- 
dores. (C.  R.,  809.) 

Sección  sexta. 

De  la  novación. 

Art.  1.310.  Las  obligaciones  pueden 
modificarse: 

1."  Variando  su  objeto  ó  sus  condicio- 
nes principales. 

2."  Sustituyendo  la  persona  del  deudor. 
C.  R.,814.) 

3."  Subrogando  á  un  tercero  en  los  de- 
rechos del  acreedor. 

Art.  1.311.  Para  que  una  obligación 
quede  extinguida  por  otra  que  la  sustituya, 
es  preciso  que  asi  se  declare  terminante- 
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mente,  ó  que  la  antigua  y  la  nueva  sean 
de  todo  punto  incompatibles. 

Art.  1.312.  La  novación,  que  consiste 
en  sustituirse  un  nuevo  deudor  en  lugar 
del  primitivo,  puede  hacerse  sin  el  conoci- 
miento de  éste,  pero  no  sin  el  consenti- 
miento del  acreedor. 

Art.  1.313.  La  insolvencia  del  nuevo 
deudor  que  hubiese  sido  aceptado  por  el 
acreedor,  no  hará  revivir  la  acción  de  éste 
contra  el  deudor  primitivo,  salvo  que  dicha 
insolvencia  hubiese  sido  anterior  y  públi- 
ca, ó  conocida  del  deudor  al  delegar  su 
deuda. 

Art.  1.314.  Cuando  la  obligación  prin- 
cipal se  extinga  por  efecto  de  la  novación, 
sólo  podrán  subsistir  las  obligaciones  acce- 
sorias en  cuanto  aprovechen  á  terceros 
que  no  hubiesen  prestado  .su  consenti- 
miento. 

Art.  1.315.  La  novación  es  nula  si  lo 
fuere  también  la  obligación  primitiva,  sal- 
vo que  la  causa  de  nulidad  sólo  pueda  .ser 
invocada  por  el  deudor,  ó  que  la  ratifica- 
ción convalide  los  actos  nulos  en  su  origen, 

Art.  1.316.  La  subrogación  de  un  ter- 
cero en  los  derechos  del  acreedor  no  pue- 
de presumirse  fuera  de  los  casos  expresa- 
mente mencionados  en  este  Código. 

En  los  demás  será  preciso  establecerla 
con  claridad  para  que  produzca  efecto. 
(C.  R.,  815.) 

Art.  1.317.  Se  presumirá  que  hay  su- 
brogación: 

1.°  Cuando  un  acredor  pague  á  otro 
acreedor  preferente. 

2.°  Cuando  un  tercero,  no  interesado 
en  la  obligación,  pague  con  aprobación  ex- 
presa ó  tácita  del  deudor. 

3.°  Cuando  pague  el  que  tenga  interés 
en  el  cumplimiento  de  li  obligación,  salvos 
los  efectos  de  la  confusión  en  (cuanto  á  la 
porción  que  le  corresj)Ouda.  (C.  R.,  790.) 

Art.  1.318.  El  deudor  podrá  hacer  la 
.subrogación  sin  consentimiento  del  acree- 
dor, cuando  para  pagar  la  deuda  haya  to- 
mado prestado  el  dinero  por  escritura  pú- 
blica, haciendo  constar  su  propósito  en 
ella,  y  expresando  en  la  carta  de  pago  la 
procedencia  de  la  cantidad  pagada. 

Art.  1.319.  La  subrogación  transfiere 
al  suljrogado  el  crédito  con  los  derechos  á 
él  anexos,  ya  contra  el  deudor,  ya  contra 
los  terceros,  sean  fiadores  ó  poseedores  de 
las  hipotecas.  (C.  R.,  791.) 

Art.  1.320.  El  acreedor  á  quien  se  hu- 
biere hecho  un  pago  [jarcial,  puede  ejerci- 
tar su  derecho  por  el  resto  con  preferencia 
al  que  se  hubiere  sul)rogado  en  su  lugar  á 
virtud  del  pago  parcial  del  mismo  crédito. 


CAPITULO  V 

De  la  prueba  de  las  obligaciones. 

Disposiciones  generales. 

Art.  1.321.  Incumbe  la  prueba  de  las 
obligaciones  al  que  reclama  su  cumpli- 
miento, y  la  de  su  extinción  al  que  la 
opone. 

Art.  1.322.  Las  pruebas  pueden  hacer- 
se: por  instrumentos,  por  confesión,  por 
inspección  personal  del  Juez,  por  peritos, 
por  testigos  y  por  presunciones  (1). 

Sección  primera. 
De  los  documentos  públicos. 

Art.  1.323.  Son  documentos  públicos 
los  autorizados  por  un  Notario  ó  empleado 
público  competente,  con  las  solemnidades 
requeridas  por  la  ley.  (C  R.,  732.) 

Art.  1.324.  Los  documentos  en  que  in- 
tervenga Notario  público  se  regirán  por  la 
legislación  notarial.  (C.  R.,  733.) 

Art.  1.325.  Los  documentos  públicos 
hacen  prueba,  aun  contra  tercero,  del  he- 
cho que  motiva  su  otorgamiento  y  de  la 
fecha  de  éste. 

También  harán  prueba  contra  los  con- 
tratantes y  sus  causahabientes,  en  cuanto 
á  las  declaraciones  que  en  ellos  hubiesen 
hecho  los  primeros. 

Art.  1.326.  Las  escrituras  hechas  para 
desvirtuar  otra  escritura  anterior  entre  los 
mismos  interesados,  sólo  producirán  efec- 
to contra  terceros  cuando  el  contenido  de 
aquéllas  hubiese  sido  anotado  en  el  Regis- 
tro público  competente,  ó  al  margen  de  la 
escritura  matriz  y  del  traslado  ó  copia  en 
cuya  virtud  hubiera  procedido  el  tercero. 

Art.  1.327.  Las  copias  de  los  documen- 
tos públicos  de  que  exista  matriz  ó  protoco- 
lo, impugnadas  por  aquellos  á  quienes  per- 
judiquen, sólo  tendrán  fuerza  probateria 
cuando  hayan  sido  debidamente  cotejadas. 

Si  resultare  alguna  variante  entre  la  ma- 
triz y  la  copia,  se  estará  al  contenido  de  la 
primera.  (C.  R.,  739.) 

Art.  1.328.  Cuando  hayan  desapareci- 
do la  escritura  matriz,  el  protocolo  ó  los 
expedientes  originales,  harán  prueba: 

1."  Las  primeras  copias,  sacadas  por  el 
funcionario  púl^lico  que  las  autorizara. 

2.°  Las  copias  ulteriores,  libradas  por 
mandato  judicial,  con  citación  de  los  inte- 
resados. 


(1)  El  Código  de  C.  E.  (art.  710)  no  incluyela 
inspección  per.sonal  del  Juez  y  eu  cauil)io  añade  la 
cosa  juzgada  que  el  de  Honduras  considera  com- 
prendida en  las  presunciones  (véase  art.  l.a.íi).) 
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3."  Las  que,  sin  mandato  judicial,  se 
hubiesen  sacado  en  presencia  de  los  inte- 
resados y  con  su  conformidad. 

A  falta  de  las  copias  mencionadas,  harán 
prueba  cualesquiera  otras  que  tengan  la 
antigüedad  de  treinta  ó  más  años,  siempre 
que  hubiesen  sido  tomadas  del  original  por 
el  funcionario  que  lo  autorizó,  ú  otro  en- 
cargado de  su  custodia. 

Las  copias  de  menor  antigüedad,  ó  que 
estuviesen  autorizadas  por  funcionario  pú- 
blico en  quien  no  concurran  las  circunstan- 
cias mencionadas  en  el  párrafo  anterior, 
sólo  servirán  como  un  principio  de  prueba 
por  escrito. 

La  fuerza  probatoria  de  las  copias  de  co- 
pia, será  apreciada  por  los  Tribunales,  se- 
gún las  circunstancias. 

Art.  1.329.  L:i  inscripción,  en  cualquier 
Registro  público,  de  un  documento  que 
haya  desaparecido,  será  apreciada  según 
las  reglas  de  los  dos  últimos  párrafos  del 
articulo  precedente. 

Art.  1.330.  La  escritura  defectuosa, 
por  incompetencia  del  Notario  ó  por  otra 
falta  en  la  forma,  tendrá  el  concepto  de 
documento  privado,  si  estuviese  firmada 
por  ios  otorgantes. 

Art.  1.331.  Las  escrituras  de  reconoci- 
miento de  un  acto  ó  contrato  nada  prue- 
ban contra  el  documento  en  que  éstos  hu- 
biesen sido  consignados,  si  por  exceso  ú 
omisión  se  apartaren  de  él,  á  menos  que 
conste  expresamente  la  novación  del  pri- 
mero. 

De  los  documentos  privados. 

Art.  1.332.  El  documento  privado,  re- 
conocido legalmente,  tendrá  el  mismo  va- 
lor que  la  escritura  pública  entre  los  que 
lo  hubiesen  suscrito  y  sus  causahabientes. 
(C.  R.  741.) 

Art.  1.333.  Aquél  á  quien  se  oponga  en 
juicio  una  obligación  por  escrito  que  apa- 
rezca ftrma:ia  por  él,  está  obligado  á  de- 
clarar si  la  firma  es  ó  no  suya. 

Los  herederos  ó  causahabientes  del  obli- 
gado podrán  limitarse  á  declarar  si  saben 
que  es  ó  no  de  su  causante  la  firma  de  la 
obligación. 

La  resistencia  sin  justa  causa,  á  prestar 
la  declaración  mencionada  en  los  párrafos 
anteriores,  podrá  ser  estimada  por  los  Tri- 
bunales como  una  confesión  de  la  autenti- 
cidad del  documento. 

Art.  1.334.  La  fecha  de  un  documento 
privado  nu  se  contará  respecto  de  tercero 
sino  desde  el  ciia  en  que  hubiese  sido  in- 
corporado ó  inscrito  en  un  Registro  públi- 
co; desde  la  muerte  de  cualquiera  de  los 
<iue  lo  firmaron  ó  desde  el  dia  en  que  se 


entregase  á  un  funcionario  público  por 
razón  de  su  oficio.  (C.  R.,  742.) 

Art.  1.335.  Los  asientos,  registros  y 
papeles  privados,  únicamente  hacen  prue- 
ba contra  el  que  los  ha  escrito  en  todo 
aquello  que  conste  con  claridad;  pero  el 
que  quiera  aprovecharse  de  ellos  habrá  de 
aceptarlos  en  la  parte  que  le  perjudiquen. 

Art.  1.336.  La  nota  escrita  ó  firmada 
por  el  acreedor  á  continuación,  al  margen 
ó  al  dorso  de  una  escritura  que  obre  eu  su 
poder,  hace  prueba  en  todo  lo  que  sea  fa- 
voi'able  al  deudor. 

Lo  mismo  se  entenderá  de  la  nota  escrita 
ó  firmada  por  el  acreedor  al  dor.so,  al  mar- 
gen ó  á  continuación  del  duplicado  de  un 
documento  ó  recibo  que  se  halle  en  poder 
del  deudor.  (C.  R.,  748.) 

En  ambos  casos,  el  deudor  que  quiera 
aprovecharse  de  lo  que  le  favorezca,  ten- 
drá que  pasar  por  lo  que  le  perjudique. 

Art.  1.337.  Los  documentos  privados 
hechos  para  alterar  lo  pactado  en  escritu- 
ra pública,  no  producen  efecto  contra 
tercero. 

Sección  segunda. 

De  la  confesión. 

Art.  1.338.  La  confesión  puede  hacerse 
judicial  ó  extrajudicialmente. 

En  uno  y  otro  caso,  será  condición  in- 
dispensable, para  la  validez  de  la  confe- 
sión, que  recaiga  sobre  hechos  personales 
del  confesante,  y  que  éste  tenga  capacidad 
legal  para  hacerla. 

Art.  1.339.  La  confesión  hace  prueba 
contra  su  autor.  (('.  R.,  727.) 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  por  ella  pue- 
da eludirse  el  cumplimiento  de  las  leyes. 

Art.  1.340.  La  confesión  no  puede  di- 
vidirse contra  el  que  la  hace,  salvo  cuando 
se  refiera  á  hechos  diferentes,  ó  cuando 
una  parte  de  la  confesión  esté  probada 
por  otros  medios,  ó  cuando  en  algún  extre- 
mo sea  contraria  á  la  naturaleza  ó  á  las 
leyes.  (C.  R.,  729.) 

Art.  1.341.  La  confesión  sólo  pierde  su 
eficacia  probando  que  al  hacerla  se  incu- 
rrió en  error  de  hecho.  (C.  R.,  728.) 

Art.  1.342.  La  confesión  judicial  debe 
hacerse  ante  Juez  competente,  bajo  ju- 
ramento y  hallándose  personado  en  autos 
aquél  á  quien  ha  de  aprovechar. 

Art.  1.343.  Cuando  se  solicite  la  confe- 
sión judicial  bajo  i uramento  decisorio,  la 
parte  á  quien  se  pida  podrá  referir  el  jura- 
mento á  la  contraria,  y,  si  ésta  se  negare 
á  prestarlo,  se  la  tendrá  por  confesa. 

Art.  1.344.  No  puedo  pedirse  juramen- 
to decisorio  sobre  hechos  punibles,  ni  so- 
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bre  cuestiones  acerca  de  las  cuales  las 
partes  no  puedan  transigir. 

Art.  1.345.  La  confesión  prestada  bajo 
juramento  decisorio,  ya  sea  deferido  ó  re- 
ferido, sólo  constituye  pruelja  á  favor  ó  en 
contra  de  las  partes  que  á  él  se  sometieron 
y  de  sus  herederos  ó  causahabientes. 

No  se  admitirá  prueba  sobre  la  falsedad 
de  dicho  juramento. 

Art.  1.346.  La  confesión  extrajudicial 
se  considera  como  un  hecho  sujeto  á  la 
apreciación  de  los  Tribunales,  según  las 
^reglas  establecidas  sobre  la  prueba. 

Sección    tercera. 
De  la  inspección  personal  del  Juez. 

Art.  1.347.  La  prueba  de  inspección 
personal  del  Juez  sólo  será  ctícaz  en  cuan- 
to claramente  permita  al  Tribunal  apre- 
ciar, por  las  exterioridades  de  la  cosa  ins- 
peccionada, el  hecho  que  trate  de  averi- 
guar. 

Art.  1.348.  La  inspección  practicada 
por  un  Juez  podrá  ser  apreciada  en  la  sen- 
tencia que  otro  dicte,  siempre  que  el  pri- 
mero hubiera  consignado  con  perfecta  cla- 
ridad en  la  diligencia  los  detalles  y  cir- 
cunstancias de  la  cosa  inspeccionada. 

Sección  cuarta 
De  la  prueba  de  peritos. 

Art.  1.349.  Sólo  se  podrá  utilizar  este 
medio  de  prueba,  cuando  para  apreciar  los 
hechos  sean  necesarios  ó  convenientes 
conocimientos  científicos,  artísticos  ó  prác- 
ticos. 

Art.  1.350.  El  valor  de  esta  prueba  y 
la  forma  en  que  haya  de  practicarse,  son 
objeto  de  las  disposiciones  del  Código  de 
Procedimientos. 

Sección  quinta. 
De  la  prueba  de  testigos  (l). 

Art.  1.351.  La  prueba  de  testigos  será 
admisible  en  todos  los  caso.s  en  que  no  se 
halle  expresamente  prohibida. 

Art.  1.352.  Podrán  ser  testigos  todas 
las  personas  de  uno  y  otro  sexo  que  no 
fueren  inhábiles  por  incapacidad  natural 
ó  disposición  de  la  ley. 

Art.  1.353.  Son  inhábiles  por  incapaci- 
dad natural: 

1.°     Los  locos  ó  dementes. 

2."     Los  ciegos  y  sordos,  en  las  cosas 


[l¡  En  Costa  Rica,  art.  752,  no  es  admisible  este 
medio  para  probar  lo.s  acto.s  que  tengan  por  objeto 
■un  valor  mayor  de  2.^)0  pesos. 


cuyo  conocimiento  depende  de  la  vista  y 
el  oído. 

S.°    Los  menores  de  catorce  años. 

Art.  1.354.  Son  inhábiles  por  disposi- 
ción de  la  ley: 

1."  Los  que  tienen  interés  directo  en  el 
pleito. 

2.°  Los  ascendientes  en  los  pleitos  de 
los  descendientes,  y  éstos  en  los  de 
aquéllos. 

3.°  El  suegro  ó  suegra  en  los  pleitos  del 
yerno  ó  nuera,  y  viceversa. 

4.°  El  marido  en  los  pleitos  de  la  mujer 
y  la  mujer  en  los  del  marido. 

5.°  Los  que  están  obligados  á  guardar 
secreto,  por  su  estado  ó  profesión,  en  los 
asuntos  relativos  á  su  profesión  ó  estado. 

6.°  Los  especialmente  inhabilitados  pa- 
ra .ser  testigos  en  ciertos  actos. 

Lo  dispuesto  en  los  números  2.°,  S.°  y 
4.'^  no  es  aplicable  á  los  pleitos  en  que  se 
trate  de  probar  el  nacimiento  ó  defunción 
de  los  hijos  ó  cualquiera  hecho  íntimo  de 
familia  que  no  sea  posible  justificar  por 
otros  medios. 

Art.  1.355.  La  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  será  aprecia- 
da por  los  Tribunales  conforme  á  lo  esta- 
blecido en  el  Código  de  Procedimientos, 
cuidando  de  evitar  que  por  la  simple  coin- 
cidencia de  algunos  testimonios,  á  menos 
que  su  veracidad  sea  evidente,  queden  de- 
finitivamente resueltos  los  negocios  en  que 
de  ordinario  suelen  intervenir  escrituras, 
documentos  privados  ó  algún  principio  de 
prueba  poj*  escrito. 

Sección  sexta. 

De  las  presunciones. 

Art.  1.356.  Las  presunciones  no  son 
admisibles  sino  cuando  el  hecho  de  que 
han  de  deducirse  esté  completamente  acre- 
ditado. 

Art.  1.357.  Las  presunciones  que  la  ley 
establece  dispensan  de  toda  prueba  á  los 
favorecidos  por  ellas.  (C.  R.,  759.) 

Art.  1.358.  Las  presunciones  estableci- 
das por  la  ley  pueden  destruirse  por  la 
prueba  en  contrai'io,  excepto  en  los  casos 
en  que  aquélla  expresamente  lo  prohiba. 

La  presunción  de  que  la  cosa  juzgada  es 
verdad  no  podrá  destruirse  por  {)rueba  al- 
guna en  contrario. 

Art.  1.359.  Para  que  la  presunción  de 
cosa  juzgada  surta  efecto  en  otro  juicio,  es 
necesario  que,  entre  el  caso  resuelto  por 
la  sentencia  y  aquel  en  que  ésta  sea  invo- 
cada, concurra  la  más  perfecta  identidad 
entre  las  cosas,  las  causas,  las  personas  de 
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los  litigantes  v  la  calidad  con  que  lo  fue- 
ron. (C.  R.,  725.) 

En  las  cuestiones  relativas  al  estado  civil 
de  las  personas  y  en  las  de  validezó  nulidad 
de  las  disposiciones  testamentarias,  la  pre- 
sunción de  cosa  juzgada  es  eficaz  contra 
terceros,  aunque  no  hubiesen  litigado. 

Se  entiende  que  hay  identidad  de  perso- 
nas siempre  que  los  litigantes  del  segundo 
pleito  sean  causahabientes  de  los  que  con- 
tendieron en  el  pleito  anterior,  ó  estén 
unidos  á  ellos  por  vini'ulos  de  solidaridad  ó 
por  los  que  establece  la  indivisibilidad  de 
las  prestaciones,  entre  los  que  tienen  de- 
recho á  exigirlas  ú  obligación  de  satisfa- 
cerlas. 

Art.  1.360.  Para  que  las  presunciones 
no  establecidas  por  la  ley  sean  apreciables 
como  medio  de  prueba,  es  indispensable 
que  entre  el  hecho  demostrado  y  aquél  que 
se  trate  de  deducir  haya  un  enlace  preciso 
y  directo,  según  las  reglas  del  criterio  hu- 
mano. 

TITULO  n 

De  los  contratos. 
CAPITULO  I. 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  1.361.  El  contrato  existe  desde  que 
una  ó  varias  personas  consienten  en  obli- 
garse, respecto  de  otra  ú  otras,  á  dar  al- 
guna cosa  ó  prestar  algún  servicio. 

Art.  1.362.  Los  contratantes  pueden 
establecer  los  pactos,  cláusulas  y  condicio- 
nes que  tengan  por  conveniente,  siempre 
que  no  sean  contrarios  á  las  leyes,  á  la  mo- 
ral, ni  al  orden  público. 

Art.  1.363.  La  validez  y  el  cumpli- 
miento de  los  contratos  no  pueden  dejarse 
al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes. 

Art.  1.364.  Los  contratos  sólo  produ- 
cen efecto  entre  las  partes  que  los  otorgan 
y  sus  herederos,  salvo,  en  cuanto  á  éstos, 
el  caso  en  que  los  derechos  y  obligaciones 
que  proceden  del  contrato  no  sean  trans- 
misibles, ó  por  su  naturaleza,  ó  por  pacto, 
ó  por  disposición  de  la  ley. 

Si  el  contrato  contuviere  alguna  estipu- 
lación en  favor  de  un  tercero,  éste  podrá 
exigir  su  cumplimiento,  siempre  que  hu- 
biese hecho  saber  su  aceptación  al  obliga- 
do antes  de  que  haya  sido  aquélla  revo- 
cada. 

Art.  1.365.  Los  contratos  se  perfeccio- 
nan por  el  mero  consentimiento,  y  desdo 
entonces  obligan,  no  sólo  al  cumplimiento 
.  de  lo  expresamente  pactado,  sino  también 
á  todas  las  consecuencias  que,  según  su 


naturaleza,  sean  conformes  á  la  buena  fe, 
al  uso  y  á  la  ley. 

Art.  1.366.  Ninguno  puede  contratar  á 
nombre  de  otro  sin  estar  por  éste  autori- 
zado ó  sin  que  tenga  por  la  ley  su  repre- 
sentación legal. 

El  contrato  celebrado  á  nombre  de  otro 
por  quien  no  tenga  su  autorización  ó  re- 
presentación legal  será  nulo,  á  no  ser  que 
lo  ratifique  la  persona  á  cuyo  nombre  se 
otorgue  antes  de  ser  revocado  por  la  otra 
parte  contratante. 

Art.  1.367.  No  se  admitirá  juramenta 
en  los  contratos.  Si  se  hiciere,  se  tendrá 
por  no  puesto. 

CAPITULO  II 

DE  LOS  REQUISITOS  ESENCIALES   P.VR.*.  LA  VA- 
LIDEZ DE  LOS  CONTRATOS 

Disposición  general  (1). 

Art.  1.368.  No  hay  contrato  sino  cuan- 
do concurren  los  requisitos  iiguientes: 

1.°    Consentimiento  de  los  contratantes. 

2.°  Objeto  cierto  que  sea  materia  del 
contrato. 

3.°  Causa  de  la  obligación  que  se  esta- 
blezca. 

Sección  primera. 
Del  consentimiento. 

Art.  1369.  El  consentimiento  se  ma- 
nifiesta por  el  concurso  de  la  oferta  y  de 
la  aceptación  sobre  la  cosa  y  la  causa  que 
han  de  constituir  el  contrato. 

La  aceptación  hecha  por  carta  no  obliga 
al  que  hizo  la  oferta  sino  desde  que  llegó 
á  su  conocimiento.  El  contrato,  en  tal  caso, 
se  presume  celebrado  en  el  lugar  en  que 
se  hizo  la  oferta. 

Art.  1.370.  No  pueden  prestar  consen- 
timiento: 

1.°    Los  menores  no  emancipados. 

2.°  Los  locos  ó  dementes  y  los  sordo- 
mudos que  no  sepan  escribir. 

3.°  Las  mujeres  casadas,  en  los  casos 
expresados  por  la  ley. 

Art.  1.371.  La  incapacidad  declarada 
en  el  articulo  anterior  está  sujeta  á  las  mo- 
dificaciones que  la  ley  determina,  y  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  la.s  incapacidades 
especiales  que  la  misma  establece. 

Art.  1.372.     Será  nulo  el  consentimien- 


(1;  Según  el  art.  1.007,  C.  R.,  además  délas  con- 
diciones indispensables  parala  validez  de  lasobli. 
gaciones  en  general,  para  las  que  nacen  de  contra- 
to, se  requiere  el  consentimiento,  y  que  se  em- 
pleen las  solemnidades  que  la  ley  exija. 
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to  prestado  por  error,  yiolencia,  intimida- 
ción ó  dolo. 

Art.  1.373.  Para  que  el  error  invalide 
el  consentimiento  deberá  recaer  sobre  la 
sustancia  de  la  cosa  que  fuere  objeto  del 
contrato,  ó  sobre  aquellas  condiciones  de 
la  misma  que  principalmente  hubiesen  da- 
do motivo  á  celebrarlo.  (C.  R.,  1.015.) 

El  error  sobre  la  persona  sólo  invalidará 
el  contrato  cuando  la  consideración  á  ella 
hubiere  sido  la  causa  principal  del  mismo. 

El  simple  error  de  cuenta  sólo  dará  lu- 
gar á  su  corrección.  (C.  R.,  1.016.) 

Art.  1.374.  Hay  violencia  cuando,  para 
arrancar  el  consentimiento,  se  emplea  una 
fuerza  irresistible. 

Hay  intimidación,  cuando  se  inspira  á 
uno  de  los  contratantes  el  temor  racional 
y  fundado  de  sufrir  un  mal  inminente  y 
grave  en  su  persona  ó  bienes,  ó  en  la  per- 
sona ó  bienes  de  su  cónyuge,  descendientes 
ó  ascendientes. 

Para  caliñcar  la  intimidación  debe  aten- 
derse á  la  edad,  al  sexo  y  á  la  condición 
de  la  persona. 

El  temor  de  desagradar  á  las  personas  á 
quienes  se  debe  sumisión  y  respeto  no  anu- 
lará el  contrato.  (C.  R.,  1.118.) 

Art.  1.375.  La  violencia  ó  intimidación 
anularán  la  obligación,  aunque  se  hayan 
empleado  por  un  tercero  que  no  interven- 
ga en  el  contrato.  (C.  R.,  1.119.) 

Art.  1.376.  Hay  dolo  cuando,  con  pala- 
bras ó  maquinaciones  insidiosas  de  parte 
de  uno  de  los  contratantes,  es  inducido  el 
otro  á  celebrar  un  contrato  que,  sin  ellas, 
no  hubiera  hecho. 

Art.  1.377.  Para  que  el  dolo  produzca 
la  nulidad  de  los  contratos,  deberá  ser  gra- 
ve y  no  haber  sido  empleado  por  las  dos 
partes  contratantes.  (C.  R.,  1.020.) 

El  dolo  incidental  sólo  obliga  al  que  lo 
empleó  á  indemnizar  daños  y  perjuicios. 

Sección  segunda. 

Del  objeto  de  los  contratos. 

Art.  1.378.  Pueden  ser  objeto  de  con- 
trato todas  las  cosas  que  no  están  fuera 
del  comercio  de  los  hombres,  aun  las  fu- 
turas. 

Sobre  la  herencia  futura  no  se  podrá, 
sin  embargo,  celebrar  otros  contratos,  que 
aquellos  cuyo  objeto  .sea  practicar  entre 
vivos  la  división  de  un  caudal  conforme  al 
articulo  1.163. 

Pueden  ser  igualmente  ol)jeto  del  con- 
trato, todos  los  S(.'rvicios  que  no  sean  con- 
trarios á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costum- 
bres. 

Art.    1.379.     No  podrá»   ser  objeto  de 


contrato,  las  cosas  ó  servicios  imposibles» 
Art.  1.380.  El  objeto  de  todo  contrato 
debe  ser  una  cosa  determinada  en  cuanto 
á  su  especie.  La  indeterminación  en  la 
cantidad  no  será  obstáculo  para  la  existen- 
cia del  contrato,  siempre  que  sea  posible 
determinarla  sin  necesidad  de  nuevo  con- 
venio entre  los  conti'atantes. 

Sección  tercera. 
De  la  causa  de  los  contratos. 

Art.  1.881.  En  los  contratos  onerosos 
se  entiende  por  causa,  para  cada  parte 
contratante,  la  prestación  ó  promesa  de 
una  cosa  ó  servicio  por  la  otra  parte;  en 
los  remuneratorios,  el  servicio  ó  benefício 
que  se  remunera,  y  en  los  de  pura  beneñ- 
cencia,  la  mera  liberalidad  del  bienhechor. 

Art.  1.382.  Los  contratos  sin  causa  ó 
con  causa  ó  con  causa  ilícita,  no  producen 
efecto  alguno.  Es  ilícita  la  causa  cuando 
se  opone  á  las  leyes  ó  á  la  moral. 

Art.  1.383.  La  expresión  de  una  causa 
falsa  en  los  contratos  dará  lugar  á  la  nuli- 
dad, si  no  .se  probase  que  estaban  funda- 
dos en  otra  verdadera  y  lícita. 

Art.  1.384.  Aunque  la  causa  no  se  ex- 
prese en  el  contrato,  se  presume  que  exis- 
te y  que  es  lícita  mientras  el  deudor  no 
pruebe  lo  contrario. 

CAPÍTULO  III 

DE    L\    EFICACIA    DE    LOS    CONTRATOS 

Art.  1.385.  Los  contratos  serán  obliga- 
torios, cualquiera  que  sea  la  forma  en  que 
se  hayan  celebrado,  siempre  que  en  ellos 
concurran  las  condiciones  esenciales  para 
su  validez. 

Art.  1.386.  Si  la  ley  exigiere  el  otorga- 
miento de  escritura  ú  otra  forma  especial 
para  hacer  efectivas  las  obligaciones  pro- 
pias de  un  contrato,  los  contratantes  po- 
drán compelerse  reciprocamente  á  llenar 
aquella  forma  desde  que  hubiese  interve- 
nido el  consentimiento  y  demás  requisitos 
necesarios  para  su  validez. 

Art.  1.387.  Deberán  constar  en  docu- 
mento público: 

1.°  Los  actos  y  contratos  que  tengan 
por  objeto  la  creación,  transmisión,  modi- 
ñcación  ó  extinción  de  derechos  reales  so- 
bre bienes  inmuebles. 

2."  Los  arrendamientos  de  estos  mis- 
mos bienes  por  seis  ó  más  años,  siempre 
que  deban  perjudicar  á  tercero. 

3.°  Las  capitulaciones  matrimoniales  y 
la  constitución  y  aumento  de  la  dote,  siem- 
pre que  se  intente  hacerlos  valer  contra 
terceras  personas. 
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-  4.°  La  cesión,  repudiación  y  renuncia 
de  los  derechos  hereditarios  ó  de  los  de  la 
sociedad  conyugal. 

5."  El  poder  para  contraer  matrimonio, 
el  general  para  pieitos  y  los  especiales  que 
deban  presentarse  en  juicio,  salvo  lo  que 
dispone  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  el 
poder  para  administrar  bienes,  y  cualquier 
otro  que  tenga  por  objeto  un  acto  redac- 
tado ó  que  deba  redactarse  en  escritura 
pública,  ó  haya  de  perjudicar  á  tercero. 

6.°  La  cesión  de  acciones  ó  derechos 
procedentes  de  un  acto  consignado  en  es- 
critura pública. 

También  deberán  hacerse  constar  por 
escrito,  aunque  sea  privado,  los  demás 
contratos  en  que  la  cuantía  de  las  presta- 
ciones de  uno  ó  de  los  dos  contratantes  ex- 
ceda de  doscientos  pesos. 

CAPÍTULO  IV 

DE  LA  INTERPRETACIÓN  DE  LOS  CONTRATOS 

Art.  1.388.  Si  los  términos  de  un  con- 
trato son  claros  y  no  dejan  duda  sobre  la 
intención  de  los  contratantes,  se  estará  al 
sentido  literal  de  sus  cláusulas. 

Si  las  palal)ras  parecieren  contrarias  á 
la  intención  evidente  de  los  contratantes, 
prevalecerá  ésta  sobre  aquéllas. 

Art.  1.389.  Para  juzgar  de  la  intención 
de  los  contratantes,  deberá  atenderse  prin- 
cipalmente á  los  actos  de  éstos,  coetáneos 
y  posteriores  al  contrato. 

Art.  1.390.  Cualquiera  que  sea  la  ge- 
neralidad de  los  términos  de  un  contrato, 
no  deberán  entenderse  comprendidos  en 
él  cosas  distintas  y  casos  diferentes  de 
aquellos  sobre  que  los  interesados  se  pro- 
pu3Ít;ron  contratar. 

Art.  1.391.  Si  alguna  cláusula  de  los 
contratos  admitiere  diversos  sentidos,  de- 
berá entenderse  en  el  más  adecuado  para 
que  produzca  efecto. 

Art.  1.392.  Las  cláusulas  de  los  con- 
tratos deberán  interpretarse  las  unas  por 
las  otras,  atribuyendo  á  las  dudosas  el  sen- 
tido que  resulte  del  conjunto  de  todas. 

Art.  1.393.  Las  palabras  que  puedan 
tener  distintas  acepciones  serán  entendi- 
das en  aquella  que  sea  más  conforme  á  la 
naturaleza  y  objeto  del  contrato. 

Art.  1.394.  El  u.so  ó  la  costumbre  del 
país  se  tendrán  en  cuenta  para  interpretar 
las  ambigüedades  de  los  contra to^,  suplien- 
do en  éstos  la  omisión  de  cláusulas  que  de 
ordinario  suelen  estaiilecerse. 

Art.  1.395.  La  interpretación  de  las 
cláusulas  obscuras  de  un  contrato  no  de- 
berá favorecer  á  la  parte  que  hubiese  oca- 
.sionado  la  obscuridad. 


Art.  1.396.  Cuando  absolutamente  fue- 
re imposible  resolver  las  dudas  por  las  re- 
glas establecidas  en  los  artículos  prece- 
dentes, si  aquéllas  recaen  sobre  circuns- 
tancias accidentales  del  contrato,  y  éste 
fuere  gratuito,  se  resolverán  en  favor  de  la 
menor  transmisión  de  derechos  é  intereses. 
Si  el  contrato  fuere  oneroso.  la  duda  se 
resolverá  en  favor  de  la  mayor  riciproci- 
dad  de  intereses. 

Si  las  dudas  de  cuya  resolución  se  trata 
en  este  artículo  recayesen  sobre  el  objeto 
principal  del  contrato,  de  suerte  que  no 
pueda  venirse  en  conocimiento  de  cuál 
fué  la  intención  ó  voluntad  de  los  contra- 
tantes, el  contrato  será  nulo. 

CAPÍTULO  V 

DE   LA   RESCISIÓN   DE   LOS   CONTRATOS 

Art.  1.397.  Los  contratos  válidamente 
celebrados  pueden  rescindirse  en  los  casos 
establecidos  por  la  ley. 

Art.  1.398.     Son  rescindibles: 

1.^  Los  contratos  que  celebraren  los  tu- 
tures  .sin  autorización  del  Juez  en  consejo 
de  t'itela,  cuando  dicha  autorización  sea 
necesaria. 

2."  Los  celebrados  en  representación 
de  los  ausentes,  siempre  que  faltare  la  ne- 
cesaria autorización  judicial. 

3.°  Los  celebrados  en  fraude  de  acree- 
dores, cuando  éstos  no  puedan  de  otro 
modo  cobrar  lo  que  se  les  deba. 

4°  Los  contratos  que  se  refieran  á  co- 
sas litigiosas,  cuando  hubiesen  sido  cele- 
brados por  el  demandado  sin  conocimien- 
to y  aprobación  de  las  partes  litigantes  ó  de 
la  Autoridad  judicial  competente. 

5."  Cualesquiera  otros  en  que  especial- 
mente lo  determine  la  ley. 

Art.  1.399.  Son  también  rescindibles 
los  pagos  hechos  en  estado  de  insolvencia 
por  cuenta  de  obligaciones  á  cuyo  cumpli- 
miento no  podía  ser  compelido  e\  deudor 
al  tiempo  de  hacerlos. 

Art.  1.400.  Ningún  contrato  se  rescin- 
dirá por  lesión. 

Art.  1.401.  La  acción  de  rescisión  es 
subsidiaria;  no  podrá  ejercitarse  sino  cuan- 
do el  perjudicado  carezca  de  todo  otro  re- 
curso legal  para  obtener  la  reparación  del 
perjuicio. 

Art.  1.402.  La  rescisión  obliga  á  la  de- 
volución de  las  cosas  que  fueron  objeto  del 
contrato  con  sus  frutos,  y  del  precio  con 
sus  intereses;  en  consecuencia,  sólo  podrá 
llevarse  á  efecto  cuando  el  que  la  haya 
pretendido  pueda  devolver  aquello  á  que 
por  su  parte  estuviese  ol)ligado. 

Tampoco  tendrá  lugar  la  rescisión  cuan- 
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do  las  cosas  objeto  del  contrato  se  hallaren 
legalmente  en  poder  de  terceras  personas 
que  no  hubiesen  procedido  de  mala  fe. 

En  este  caso  podrá  reclamarse  la  indem- 
nización de  perjuicios  al  causante  de  la 
lesión. 

Art.  1.403.  Se  presumen  celebrados  en 
fraude  de  acreedores  todos  aquellos  con- 
tratos por  virtud  de  los  cuales  el  deudor 
enajenare  bienes  á  titulo  gratuito. 

También  se  presumen  fraudulentas  las 
enajenaciones  á  titulo  oneroso,  hechas  por 
aquellas  personas  contra  las  cuales  se  hu- 
biese pronunciado  antes  sentencia  conde- 
natoria en  cualquiera  instancia,  ó  expedi- 
do mandamiento  de  embargo  de  bienes. 

Art.  1.404.  El  que  hubiese  adquirido  de 
mala  fe  las  cosas  enajenadas  en  fraude  de 
acreedores,  deberá  indemnizar  á  éstos  de 
los  daños  y  perjuicios  que  la  enajenación 
les  hubiese  ocasionado,  siempre  que  por 
cualquier  causa  le  fuere  imposible  devol- 
verlas. 

Art.  1.405.  La  acción  para  pedir  la 
rescisión  dura  cuatro  años. 

Para  las  personas  sujetas  á  tutela  y  para 
los  ausentes,  los  cuatro  años  no  empezarán 
hasta  que  haya  cesado  la  incapacidad  de 
los  primeros  ó  sea  conocido  el  domicilio  de 
los  segundos. 

CAPÍTULO  VI 

DE    LA    NULIDAD    DE    LOS    CONTRATOS 

Art.  1.406.  Los  contratos  en  que  concu- 
rran los  requisitos  que  expresa  el  art.  1.368 
pueden  ser  anulados,  aunque  no  haya  le- 
sión, para  lo»  contratantes,  siempre  que 
adolezcan  de  alguno  de  los  vicios  que  los 
invalidan  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  1.407.  La  acción  de  nulidad  .sólo 
durará  cuatro  años. 

Este  tiempo  empezará  á  correr: 

En  los  casos  de  intimidación  ó  violencia, 
desde  el  día  en  que  éstas  hubiesen  cesado; 

En  los  de  error,  ó  dolo,  ó  falsedad  de  la 
causa,  desde  la  consumación  del  contrato; 

Cuando  la  acción  se  dirija  á  invalidar 
contratos  hechos  por  mujer  casada,  sin  li- 
cencia ó  autorización  competente,  desde  ql 
dia  de  la  disolución  del  matrimonio; 

Y  cuando  .se  refiera  á  los  contratos  cele- 
brados por  los  menores  ó  incapacitados, 
desde  que  salieren  de  tutela. 

Art.  1.408.  Pueden  ejercitar  la  acción 
de  nulidad  de  los  contratos  loj  oljligados 
prfncipal  ó  subsidiariamente  en  virtud  de 
ellos.  Las  personas  capaces  no  podrán,  sin 
embargo,  alegar  la  incapacidad  de  aqué- 
llos con  quienes  contrataron;  ni  los  que 
causaron  la  intimidación  ó  violencia,  ó  em- 


plearon el  dolo  ó  produjeron  el  error,  po- 
drán fundar  su  acción  en  estos  vicios  del 
contrato. 

Art.  1.409.  Declarada  la  nulidad  de  una 
obligación,  los  contratantes  deben  resti- 
tuirse recíprocamente  las  cosas  que  hubie- 
sen sido  materia  del  contrato,  con  sus  fru- 
tos, y  el  precio  con  los  intereses,  salvo  lo 
que  se  dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.410.  Cuando  la  nulidad  proceda 
de  la  incapacidad  de  uno  de  los  contratan- 
tes, no  está  obligado  el  incapaz  á  restituir 
sino  en  cuanto  se  enriqueció  con  la  cosa  ó 
precio  que  recibiera. 

Art.  1.411.  Cuando  la  nulidad  proven- 
ga de  ser  ilícita  la  causa  ú  objeto  del  con- 
trato, si  el  hecho  constituye  un  delito  ó  fal- 
ta común  á  ambos  contratantes,  carecerán 
de  toda  acción  entre  sí  y  ^e  procederá 
contra  ellos,  dándose,  además,  á  las  co.sas 
ó  precio  que  hubiesen  sido  materia  del 
contrato,  la  aplicación  prevenida  en  el  Có- 
digo Penal  respecto  á  los  efectos  ó  instru- 
mentos del  delito  ó  falta. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  caso  en 
que  .sólo  hubiere  delito  ó  falta  de  parte  de 
uno  de  los  contratantes;  pero  el  no  culpado 
podrá  reclamar  lo  que  hubiese  dado,  y  no 
estará  obligado  á  cumplir  lo  que  hubiera 
prometido. 

Art.  1.412.  Si  el  hecho  en  que  consiste 
la  causa  torpe  no  constituyere  delito  ni  fal- 
ta, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.^  Cuando  la  culpa  esté  de  parte  de 
ambos  contratantes,  ninguno  de  ellos  po- 
drá repetir  lo  que  hubiera  dado  á  virtud 
del  contrato,  ni  reclamar  el  cumplimiento 
de  lo  que  el  otro  hubiese  ofrecido. 

2.*  Cuando  esté  de  parte  de  un  solo 
contratante,  no  podrá  éste  repetir  lo  que 
hubiese  dado  á  virtud  del  contrato,  ni  pe- 
dir el  cumplimiento  de  lo  que  se  le  hubiera 
ofrecido.  El  otro  que  fuera  extraño  á  la 
causa  torpe  podrá  reclamar  lo  que  hubiera 
dado,  sin  obligación  de  cumplir  lo  que  hu- 
biera ofrecido. 

Art.  1.413.  Siempre  que  el  obligado  por 
la  declaración  de  nulidad  á  la  devolución 
de  'a  cosa,  no  pueda  devolverla  por  hal)er- 
se  perdido,  deberá  restituir  los  frutos  per- 
cibidos y  el  valor  que  tenia  la  cosa  cuando 
se  pe'-dió,  con  los  intereses  desde  la  misma 
fecha. 

Art.  1.414.  Mientras  uno  de  los  contra- 
tantes no  realice  la  devolución  de  aquello 
á  que  en  virtud  de  la  declaración  de  nuli- 
lidad  esté  obligado,  no  puede  el  otro  ser 
compelido  á  cumplir  por  su  parte  lo  que  le 
incumba. 

Art.  1.41.'j.  La  acción  de  nulidad  queda 
extinguida  desde  el  momento  en   que  el 
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contrato  haya  sido  conñrmado  válida- 
mente. 

Art.  1.416.  Sólo  son  confirmables  los 
contratos  que  reúnan  los  requisitos  expre- 
sados en  el  art.  1.368. 

Art.  1.417.  La  confirmación  puede  ha- 
cerse expresa  ó  tácitamente.  Se  entenderá 
que  hay  confirmación  üicita  cuando,  con 
conocimiento  de  la  causa  de  nulidad  y  ha- 
biendo ésta  cesado,  el  que  tuviese  derecho 
á  invocarla  ejecutase  un  acto  que  implique 
necesariamente  la  voluntad  de  renunciarlo. 

Art.  1.418.  La  confirmación  no  necesi- 
ta el  concurso  de  aquél  de  los  contratantes 
á  quien  no  correspondiese  ejercitar  la  ac- 
ción de  nulidad. 

Art.  1.419.  La  confirmación  purifica  al 
contrato  de  los  vicios  de  que  adoleciera 
desde  el  momento  de  su  celebración. 

Art.  1.420.  También  se  extinguirá  la 
acción  de  nulidad  de  los  contratos  cuando 
la  cosa,  objeto  de  éstos,  se  hubiese  perdido 
por  dolo  ó  culpa  del  que  pudiera  ejercitar 
aquélla. 

Si  la  causa  de  la  acción  fuere  la  incapa- 
cidad de  alguno  de  los  contratantes,  la  pér- 
dida de  la  cosa  no  será  obstáculo  para  que 
la  acción  prevalezca,  á  menos  que  hubiese 
ocurrido  por  dolo  ó  culjia  del  reclamante 
después  de  haber  adquirido  la  capacidad. 

TÍTULO   III 

Del  contrato  sobre  bienes  con  ocasión 
del  matrimonio. 

CAPÍTULO   PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  1.421.  Los  que  se  unan  en  matri- 
monio podrán  otorgar  sus  capitulaciones 
antes  de  celebrarlo,  estipulando  las  condi- 
ciones de  la  sociedad  conyugal  relativa- 
mente á  los  bienes  presentes  y  futuros,  sin 
otras  limitaciones  que  las  señaladas  en  este 
Código. 

A  falta  de  contrato  sobre  los  bienes,  se 
entenderá  el  matrimonio  contraído  bajo  el 
régimen  de  la  sociedad  legal  de  ganan- 
ciales. 

Art.  1.422.  En  los  contratos  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior,  no  podrán  los 
otorgantes  estipular  nada  que  fuere  contra- 
rio á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres, 
ni  depresivo  de  la  autoridad  que  respecti- 
vamente corresponda  en  la  familia  á  los 
futuros  cónyuges. 

Toda  estipulación  que  no  se  ajuste  á  lo 
preceptuado  en  este  articulo  se  tendrá  por 
nula. 

Art.  1.423.     El  menor,  que  con  arreglo 


á  la  ley  pueda  casarse,  podrá  también  otor- 
gar sus  capitulaciones  matrimoniales;  pero 
únicamente  serán  válidas,  si  á  su  otorga- 
miento concurren  las  personas  designadas 
en  la  misma  ley  para  dar  el  consentimiento 
al  menor,  á  fin  de  contraer  matrimonio. 

En  el  caso  de  que  las  capitulaciones  fue- 
sen nulas  por  carecer  del  concurso  y  firma 
de  las  personas  referidas  y  de  ser  válido  el 
matrimonio  con  arreglo  á  la  ley,  se  enten- 
derá que  el  menor  lo  ha  contraído  bajo  el 
régimen  de  la  sociedad  de  gananciales. 

Art.  1.424.  Para  que  sea  válida  cual- 
quiera alteración  que  se  haga  en  las  capi- 
tulaciones matrimoniales,  deberá  tener  fu- 
gar antes  de  celebrarse  el  matrimonio  y 
con  la  asistencia  y  concur.so  de  las  perso- 
nas que  en  aquéllas  intervinieron  como 
otorgantes.  No  será  necesario  el  concurso 
de  los  mismos  testigos. 

Sólo  podrá  sustituirse  con  otra  persona, 
alguna  de  las  concurrentes  al  otorgamien- 
to del  primitivo  contrato,  ó  se  podrá  pres- 
cindir de  su  concurso,  cuando  por  causa 
de  muerte  ú  otra  legal,  al  tiempo  de  otor- 
garse la  nueva  estipulación  ó  la  modifica- 
ción de  la  precedente,  sea  imposible  la 
comparecencia,  ó  no  fuese  necesaria  con- 
forme á  la  ley. 

Art.  1.425.  Después  de  celebrado  el 
matrimonio  no  se  podrán  alterar  las  capi- 
tulaciones otorgadas  antes,  ya  se  trate  de 
bienes  presentes,  ya  de  bienes  futuros. 

Art.  1.426.  Las  capitulaciones  matri- 
moniales y  las  modificaciones  que  se  hagan 
en  ellas  habrán  de  constar  por  escritura 
pública,  otorgada  antes  de  la  celebración 
del  matrimonio. 

Se  exceptúan  de  esta  regla  los  bienes 
que  se  hallen  en  las  condiciones  á  que  se 
refiere  el  art.  1.429. 

Art.  1.427.  Cualquiera  alteración  que 
se  haga  en  las  capitulaciones  matrimonia- 
les no  tendrá  efecto  legal  en  cuanto  á  ter- 
ceras personas  si  no  reúne  las  condiciones 
siguientes:  1.',  que  en  el  respectivo  proto- 
colo, por  nota  marginal,  se  haga  indicación 
del  acta  notarial  ó  escritura  que  contenga 
las  alteraciones  de  la  primera  estipulación; 
y  2.',  que,  caso  de  ser  inscribible  el  primi- 
tivo contrato  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, se  inscriba  también  el  documento  en 
que  se  ha  modificado  aquél. 

El  Notario  hará  constar  estas  alteracio- 
nes en  las  copias  que  expida  por  testimonio 
de  las  capitulaciones  ó  contrato  primitivo, 
bajo  la  pena  de  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  á  las  partes  si  no  lo  hiciere. 

Art.  1.428.  Para  la  validez  de  las  capi- 
tulaciones otorgadas  por  aquél  contra  quien 
se  haya  pronunciado  sentencia  ó  se  haya 
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promovido  juicio  de  interdicción  civil  ó  in- 
habilitación, será  indispensable  la  asisten- 
cia y  concurso  del  tutor,  que  á  este  efecto 
se  le  designará  por  quien  corresponda,  se- 
gún las  disposiciones  de  este  Código  y  del 
de  Procedimientos. 

Art.  1.429.  Siempre  que  los  bienes, 
aportados  por  los  cónyuges  no  sean  in- 
muebles y  asciendan  á  un  total,  los  de 
marido  y  mujer,  que  no  exceda  de  qui- 
nientos pesos,  las  capitulaciones  se  podrán 
otorgar  ante  el  Secretario  municipal  y  dos 
testigos,  con  la  declaración,  bajo  su  respon- 
sabilidad, de  constarles  la  entrega,  ó  apor- 
tación en  su  caso,  de  los  expresados  bienes. 

El  contrato  ó  contratos  originales  se 
custodiarán  en  el  archivo  del  Municipio 
correspondiente,  tomándose  nota  en  el  ex- 
pediente matrimonial. 

Cuando  entre  las  aportaciones,  cual- 
quiera que  sea  su  valor,  haya  alguna  ó  al- 
gunas fincas,  ó  los  contratos  se  refieran  á 
inmuebles,  se  otorgarán  siempre  por  es- 
critura pública  ante  Notario  conforme  con 
lo  prevenido  en  el  art.  1.426. 

Art.  1.430.  Si  el  casamiento  se  contra- 
jere en  país  extranjero  entre  hondureno  y 
extranjera  ó  extranjero  y  hondurena,  y 
nada  declarasen  ó  estipulasen  los  contra- 
tantes relatitvamente  á  sus  bienes,  se  en- 
tenderá, cuando  sea  hondureno  el  cónyuge 
varón,  que  .se  casa  bajo  el  régimen  de  la 
sociedad  de  gananciales;  y,  cuando  fuere 
hondurena  la  esposa,  que  se  casa  bajo  el 
régimen  del  derecho  común  en  el  país  del 
varón;  todo  sin  perjuicio  de  lo  establecido 
en  este  Código  respecto  de  los  bienes  in- 
muebles. 

Art.  1.431.  Todo  lo  que  se  estipule  en 
las  capitulaciones  ó  contratos  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  precedentes  bajo  el  su- 
puesto de  futuro  matrimonio,  quedará  nulo 
y  sin  efecto  alguno  en  el  caso  de  no  con- 
traerse. 

CAPITULO  II 

1)E    LAS    DONACIONES   POR    RAZÓN    DE    MATRI- 
MONIO 

Art.  1.432.  Son  donaciones  por  razón 
de  matrimonio  las  que  se  hacen  antes  de 
celebrarse,  en  consideración  al  mismo  y 
en  favor  do  uno  de  los  dos  esposos. 

Art.  1.433.  Estas  donaciones  se  rigen 
por  las  reglas  establecidas  en  el  titulo  II 
del  Libro  Tercero,  en  cuanto  no  se  modi- 
fiquen por  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.434.  Los  menores  de  edad  pue- 
den hacer  y  recibir  donaciones  en  su  con- 
trato antenupcial,  siempre  que  las  autori- 


cen las  personas  que  han  de  dar  su  consen- 
timiento para  contraer  matrimonio. 

Art.  1.435.  No  es  necesaria  la  acepta- 
ción para  la  validez  de  estas  donaciones. 

Art.  1.436.  El  donante  por  razón  de  ma- 
trimonio deberá  liberar  los  bienes  donados 
de  las  hipotecas  y  cualesquiera  otros  gra- 
vámenes que  pesen  sobre  ellos,  con  excep- 
ción de  las  servidumbres,  á  menos  que  en 
las  capitulaciones  matrimoniales  ó  en  los 
contratos  se  hubiese  expresado  lo  con- 
trario. 

Art.  1.437.  La  donación  hecha  por  ra- 
zón de  matrimonio  no  es  revocable  sino  en 
los  casos  siguientes: 

1.°  Si  fuera  condicional  y  la  condición 
no  se  cumpliere. 

2.**  Si  el  matrimonio  no  llegara  á  cele- 
brarse. 

3.°  Si  se  casaren  sin  haber  obtenido  el 
consentimiento,  conforme  á  la  regla  2.*  del 
art.  42,  ó,  anulado  el  matrimonio,  hubiese 
mala  fe  por  parte  de  uno  de  los  cónyuges, 
conforme  al  número  3.°  del  art.  85  de  este 
Código. 

Art.  1.438.  Será  nula  toda  donación 
entre  los  cónyuges  durante  el  matrimonio. 

No  se  incluyen  en  esta  regla  los  regalos 
módicos  que  los  cónyuges  se  hagan  en 
ocasiones  de  regocijo  para  la  familia. 

Art.  1.439.  Será  nula  toda  donación 
hecha  durante  el  matrimonio  por  uno  de 
los  cónyuges  á  los  hijos  que  el  otro  cón- 
yuge tenga  de  diverso  matrimonio,  ó  á  las 
personas  de  quienes  .sea  heredero  presunto 
al  tiempo  de  la  donación. 

CAPITULO  III 

DE  LA  DOTE 

Sección  primer  a. 
De  la  constitución  y  garantía  de  la  dote. 

Art.  1.440.  La  dote  se  compone  de  los 
bienes  y  derechos  que  en  este  concepto  la 
mujer  aporta  al  matrimonio  al  tiempo  de 
contraerlo,  y  de  los  que  durante  él  adquie- 
ra por  donación,  herencia  ó  legado  con  el 
carácter  dotal. 

Art.  1.441.  Tendrán  también  el  con- 
cepto de  dótales  los  bienes  inmuebles  ad- 
quiridos durante  el  matrimonio: 

1.°  Por  permuta  con  otros  bienes  do- 
tales. 

2.°    Por  dación  en  pago  de  la  dote. 

3."  Por  com[ira  con  dinero  pertene- 
ciente á  la  dote. 

Art.  1.442.  Pueden  constituir  dote  á 
favor  de  la  muj(;r,  antes  ó  después  de  con- 
traer el  matrimonio,  los  padres  y  parien- 
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tes  de  los  esposos  y  las  personas  extrañas 
á  la  familia. 

También  puede  constituirla  el  esposo 
antes  del  matrimonio,  pero  no  después. 

Art.  1.443.  La  dote  constituida  antes 
ó  al  tiempo  de  celebrarse  el  matrimonio, 
se  regirá,  en  todo  lo  que  no  esté  determi- 
nado en  este  capítulo,  por  las  reglas  de  las 
donaciones  hechas  en  consideración  al 
mismo.  La  dote  constituida  con  posterio- 
ridad se  regirá  por  las  reglas  de  las  dona- 
ciones comunes. 

Art.  1,444.  Cuando  el  marido  solo,  ó 
ambos  cónyuges  juntamente  constituyeren 
dote  á  sus  liijas,  se  pagará  con  los  bienes 
de  la  sociedad  conyugal;  si  no  los  hubiere, 
se  pagará  por  mitad,  ó  en  la  proporción  en 
que  los  padres  se  hubieran  obligado,  res- 
pectivamente, con  los  bienes  propios  de 
cada  cónyuge.  Cuando  la  mujer  dotare 
por  sí  sola,  deberá  imputarse  lo  que  diere 
ó  prometiere  á  sus  bienes  propios. 

Art.  1.445.  La  dote  confesada  por  el  ma- 
rido, ctiya  entrega  no  constare,  ó  constare 
sólo  por  "documento  privado,  no  surtirá  más 
efecto  que  el  délas  obligaciones  personales. 

Art.  1.446.  Sin  embargo  de  lo  dispues- 
to en  el  articulo  anterior,  la  mujer  que  tu- 
viere á  su  favor  dote  confesada  por  el  ma- 
rido antes  de  la  celebración  del  matrimo- 
nio ó  dentro  del  primer  año  de  él,  podrá 
exigir  en  cualquier  tiempo  que  el  mismo 
marido  se  la  asegure  con  hipoteca,  siem- 
pre que  haga  constar  judicialmente  la  exis- 
tencia de  los  bienes  dótales,  ó  la  de  otros 
semejantes  ó  equivalentes,  en  el  momento 
de  deducir  su  reclamación. 

Art.  1.447.  La  dote  puede  ser  estimada 
ó  inestimada. 

Será  estimada,  si  los  bienes  en  que  con- 
siste se  evaluaron  al  tiempo  de  su  consti- 
tución, transñriendo  su  dominical  marido 
y  quedando  éste  obligado  á  restituir  su  im- 
porte. 

Será  inestimada,  si  la  mujer  conserva  el 
dominio  de  los  bienes,  hayanse  ó  no  eva- 
luado, quedando  obligado  el  marido  á  res- 
tituir los  mismos  bienes. 

Si  las  capitulaciones  no  determinaran  la 
calidad  de  la  dote,  se  considerará  inesti- 
mada. 

Art.  1.448.  El  incremento  ó  deterioro 
de  la  dote  inestimada  es  de  cuenta  del  ma- 
rido, quedando  sólo  obligado  á  restituir  el 
valor  por  que  la  recibió  y  á  garantizar  los 
derechos  de  la  mujer  en  la  forma  que  se 
dispone  en  los  artículos  .siguientes. 

Art.  1.449.  Si  el  marido  que  haya  reci- 
bido la  dote  estimada  se  cree  perjudicado 
por  su  valuación,  puede  pedir  que  se  des- 
naga el  error  ó  ajíravio. 


Art.  1.450.     El  marido  está  obligado: 

1."  A  inscribir  á  su  nombre  é  hipotecar 
en  favor  de  su  mujer  los  bienes  inmuebles 
y  derechos  reales  que  reciba  como  dote  es- 
timada ú  otros  bastantes  para  garantir  la 
estimación  de  aquéllos. 

2.°  A  asegurar  con  hipoteca  especial 
suficiente  todos  los  demás  bienes  que  como 
dote  estimada  se  le  entreguen. 

Art.  1.451.  La  cantidad  que  debe  ase- 
gurarse por  razón  de  dote  estimada,  no 
excederá  del  importe  de  la  estimación,  y, 
si  se  redujere  el  de  la  misma  dote,  se  re- 
ducirá la  hipoteca  en  la  misma  proporción. 

Art.  1.452.  La  hipoteca  constituida  ;)()r 
el  marido  en  favor  de  la  mujer  garanti/.a- 
rá  la  restitución  de  los  bienes,  ó  de  su  esti- 
mación, en  los  ca.so3  en  que  deba  verifi- 
carse, conforme  á  las  leyes  y  con  las  limi- 
taciones que  éstas  determinen,  y  dejará  de 
surtir  efecto  y  podrá  cancelarse  siempre 
que  por  cualquiera  causa  legítima  quede 
dispensado  el  marido  de  la  obligación  de 
restituir. 

Art.  1.453.  La  mujer  casada  mayor  de 
edad  puede  exigir  por  sí  misma  la  consti- 
tución de  hipoteca  é  inscripción  de  bienes 
de  que  trati  el  artículo  2.450. 

Si  no  hubiese  contraído  aún  matrimonio, 
ó  habiéndolo  contraído  fuese  menor,  debe- 
rán ejercitar  aquel  derecho  en  su  nombre 
y  calificar  la  suficiencia  de  la  hipotci^;)  que 
se  constituya,  el  padre,  la  madre  «'>  el  que 
diere  la  dote  ó  los  bienes  que  se  deban  ga- 
rantizar. 

A  falta  de  estas  personas,  y  siendo  me- 
nor la  mujer,  esté  ó  no  casada,  deberán 
pedir  que  se  hagan  efectivos  los  mismos 
derechos  el  tutor,  el  protutor  ó  cualquiera 
de  las  personas  llamadas  al  consejo  de  tu- 
tela. 

Art.  1.454.  Si  el  tutor,  el  protutor  ó  las 
personas  llamadas  al  consejo  de  tutela  no 
pidieren  la  constitución  de  la  hipoteca,  el 
Fiscal  .solicitará  de  oficio,  ó  á  instancia  de 
cualquiera  persona,  que  se  compela  al  ma- 
rido al  otorgamiento  de  la  misma. 

Los  Jueces  de  Paz  tendrán  también  obli- 
gación de  excitar  el  celo  del  Ministerio 
Fiscal  á  fin  de  que  cumpla  lo  preceptuado 
en  el  párrafo  anterior. 

Art.  1.455.  Si  el  marido  careciese  de 
bienes  propios  con  que  constituir  la  hipo- 
teca de  que  trata  el  artículo  0-450,  queda- 
rá obligado  á  constituirla  sobre  los  prime- 
ros inmuebles  ó  derechos  reales  que  ad- 
quiera. 

Art.  1.456.  Siempre  que  el  to  lo  ó  una 
parte  de  los  bienes  que  constituyan  la  dote 
estimada  consista  en  efectos  públicos  ó  va- 
lores cotizables,  y  mientras  su  importe  no 
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se  halle  garantizado  por  la  hipoteca  que  el 
marido  está  obligado  á  prestar,  los  títulos, 
inscripciones  ó  documentos  que  le  repre- 
sentan se  depositarán,  á  nombre  de  la  mu- 
jer, con  conocimiento  del  marido,  en  un 
Banco  ó  en  persona  de  responsabilidad. 

Art.  1.457.  En  los  casos  en  que  el  ma- 
rido esté  obligado  á  asegurar  con  hipoteca 
bienes  muebles  de  dote  inestimada,  serán 
aplicables  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  1.450  al  1.4.56  respecto  á  las 
dotes  estimadas.. 

Sección  segunda. 
De  la  administración  y  usufructo  de  la  dote. 

Art.  1.458.  El  marido  es  administrador 
y  usufructuario  de  los  bienes  que  constitu- 
yan la  dote  inestimada,  con  los  derechos 
y  obligaciones  anexos  á  la  administración 
y  al  usufructo,  salvas  las  modificaciones 
expi'esadas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.459.  El  marido  no  está  obligado 
á  prestar  la  fianza  de  los  usufructuarios 
comunes,  pero  sí  á  inscribir  en  el  Registro 
si  no  lo  estuvieren,  á  nombre  de  la  mujer 
y  en  calidad  de  dote  inestimada,  todos  los 
bienes  inmuebles  y  derechos  reales  que 
reciba  en  tal  concepto,  y  á  constituir  hipo- 
teca especial  suficiente  para  responder  de 
la  gestión,  usufructo  y  restitución  de  los 
bienes  muebles. 

Art.  1.460.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
los  dos  artículos  anteriores,  el  marido  que  re- 
ciba en  dote  estimida  ó  inestimada  efectos 
públicos,  valores  cotizables  ó  bienes  fungí- 
bles  y  no  los  hubiese  asegurado  con  hipo- 
teca, podrá,  sin  embargo,  sustituirlos  con 
otros  equivalentes,  con  consentimiento  de 
la  mujer  si  ésta  fuese  mayor,  y  con  el  de 
las  personas  á  que  se  refiere  el  art.  1.453, 
si  fuese  menor. 

También  podrá  enajenarlos  con  consen- 
timiento de  la  mujer,  y  en  su  caso,  de  las 
personas  antes  enunciadas,  á  (;ondición  de 
invertir  su  importe  en  otros  bienes,  valo- 
res ó  derechos  igualmente  seguros. 

Art.  1.461.  La  mujer  conserva  el  domi- 
nio de  los  bienes  que  constituyen  la  dote 
inestimada  y,  por  lo  tanto,  son  también  de 
ella  el  incremento  ó  deterioro  que  tuvieren. 

El  marido  sólo  es  responsable  del  dete- 
rioro que  por  su  culpa  ó  negligencia  sufran 
dichos  bienes. 

Art.  1.462.  La  mujer  puede  enajenar, 
gravar  é  hipotecar  los  bienes  de  la  dote 
inestimada,  si  fuese  mayor  de  edad,  con 
licencia  de  su  marido,  y  si  fuese  menor, 
con  licencia  judicial  é  intervención  de  las 
per.sonas  señaladas  en  el  art.  L453. 

Si  los  enajenare,  tendrá  el  marido  obli- 


gación de  constituir  hipoteca,  del  propio 
modo  y  con  iguales  condiciones  que  res- 
pecto de  los  bienes  de  la  dote  estimada. 

Art.  1.463.  Los  bienes  de  la  dote  ines- 
timada responden  de  los  gastos  diarios 
usuales  de  la  familia,  causados  por  la  mu- 
jer, ó  de  su  oi'den  bajo  la  tolerancia  del 
marido;  pero  en  este  caso  deberá  hacerse 
previamente  excusión  de  los  bienes  ganan- 
ciales y  de  los  del  marido. 

Art.  1.464.  El  marido  no  podrá  dar  en 
arrendamiento  por  más  de  .seis  años,  siní'l 
consentimiento  de  la  mujer,  bienes  inmue- 
bles de  la  dote  inestimada. 

En  todo  caso  se  tendrá  por  nula  la  anti- 
cipación de  rentas  ó  alquileres  hecha  al 
marido  por  más  de  tres  años. 

Art.  1.465.  Cuando  los  cónyuges,  en 
virtud  de  lo  establecido  en  el  art.  1.421, 
hubiesen  pactado  que  no  regirá  entre  ellos 
la  sociedad  de  gananciales,  sin  expresar 
las  regias  por  que  hayan  de  regirse  sus 
bienes,  ó  si  la  mujer  ó  sus  herederos  re- 
nunciaren á  dicha  sociedad,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  presente  capitulo,  y  per- 
cibirá el  marido,  cumpliendo  las  obligacio- 
nes que  en  él  se  determinan,  todos  los 
frutos  que  se  reputarían  gananciales  en  el 
caso  de  existir  aquella  sociedad. 

Sección  tercera. 

De  la  restitución  de  la  dote. 

Art.  1.466.  La  dote  se  restituirá  á  la 
mujer  ó  á  sus  herederos  «n  los  casos  si- 
guientes: 

1."  Cuando  el  matrimonio  se  disuelva  ó 
se  declare  nulo. 

2.°  Cuando  se  transfiera  á  la  mujer  la 
administración  de  su  dote  en  el  caso  pre- 
visto por  el  párrafo  segundo  del  art.   194. 

3."  Cuando  los  Tribunales  lo  ordenen 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  este 
Código. 

Art.  1.467.  La  restitución  de  la  dote  es- 
timada se  hará  entregando  el  marido  ó  sus 
herederos  á  la  mujer  ó  á  los  suyos  el  precio 
en  que  hubiese  sido  estimada  al  recibirla 
el  marido. 

Del  precio  se  deducirá: 

1."  La  dote  constituida  á  las  hijas,  en 
cuanto  sea  imputable  á  los  bienes  propios 
de  la  mujer,  conforme  al  art.  1.444. 

2."  Las  deudas  contraídas  por  la  mujer 
antes  del  matrimonio  y  que  hubiese  satis- 
fecho el  marido. 

Art.  1.468.  Los  bienes  inmuebles  de  la 
dote  inestimada  se  restituirán  en  el  estado 
en  que  se  hallaren;  y,  si  hubiesen  sido 
enajenados,  se  entregará  el  prof^io  de  la 
venta,  menos  lo  que  se  hubiese   invertido 
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en  cumplir  las  obligaciones  exclusivas  de 
la  mujer. 

Art.  1.469.  El  abono  de  las  expensas  y 
mejoras  hechas  por  el  marido  en  las  cosas 
dótales  inestimadas  se  regirá  por  lo  dispues- 
to con  relación  al  poseedor  de  buena  fe. 

Art.  1.470.  Una  vez  disuelto  ó  declara- 
do nulo  el  matrimonio,  podrá  compelerse 
al  marido  ó  á  sus  herederos  para  la  inme- 
diata restitución  de  los  bienes  muebles  ó 
inmuebles  de  la  dote  inestimada. 

Art.  1.471.  No  podrá  exigir.se  al  mari- 
do ó  á  sus  herederos,  hasta  que  haya  trans- 
currido un  año,  contado  desde  la  disolu- 
ción del  matrimonio,  el  dinero,  los  bienes 
fungibies  y  los  valores  públicos  que  en 
todo  ó  en  parte  no  existan  al  disolver.se  la 
sociedad  conyugal. 

Art.  1.472.  El  marido  ó  sus  herederos 
abonarán  á  la  mujer  ó  á  los  suyos,  desde 
la  disolución  del  matrimonio  liasta  la  res- 
titución de  la  dote,  el  interós  legal  de  lo 
que  deban  pagar  en  dinero,  el  del  importe 
de  los  bienes  fungibies,  y  lo  que  los  valo- 
res públicos  ó  de  crédito  produzcan  entre 
tanto,  según  sus  condiciones  ó  naturaleza, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  1.480. 

Art.  1.473.  A  falta  de  convenio  entre 
los  interesados,  ó  de  estipulación  expresa 
en  las  capitulaciones  matrimoniales,  el 
crédito  de  dote  estimada  ó  la  parte  de  él 
que  no  se  restituya  en  los  mismos  bienes 
que  hubiesen  constituido  la  dote  ó  en  aqué- 
llos que  los  hubiesen  sustituido,  deberá 
restituirse  y  pagarse  en  dinero. 

De  esta  regla  se  exceptúa  la  restitución 
del  precio  de  los  bienes  dótales  muebles 
que  no  exi.stan,  el  cual  se  podrá  pagar  con 
otros  bienes  muebles  de  la  misma  clase,  si 
los  huljiese  en  el  matrimonio. 

La  restitución  délos  bienes  fungibies  no 
tasados  se  hará  con  otro  tanto  de  las  mis- 
mas especies. 

Art.  1.474.  En  la  misma  forma  desig- 
nada por  el  artículo  anterior  deberá  rcsti- 
tuir.se  la  parte  del  crédito  dotal,  que  con- 
sista: 

1.°  En  las  donaciones  matrimoniales 
hechas  legalmente  para  después  de  su 
muerte  por  el  esposo  á  la  esposa,  ,salvo  lo 
dis|)uesto  para  el  cónyuge  que  hubiese 
obrado  de  mala  fe,  en  el  caso  de  nulidad 
del  matrimonio  y  en  el  del  art.  1.541. 

2."  Las  indemnizaciones  que  el  marido 
deba  á  la  mujer  con  arreglo  á  este  Código. 

Art.  1.475.  Se  entregará  á  la  viuda,  sin 
cargo  á  la  dote,  el  lecho  cotidiano  con  todo 
lo  que  lo  constituya,  y  las  ropas  y  vestidos 
del  uso  ordinario  de  la  misma. 

Art.  1.47G.  Se  entregarán  loa  créditos 
ó  derechos  aportados  en  dote  inestimada, 


ó  cedidos  con  este  carácter,  en  el  estado 
en  que  se  hallen  al  disolverse  el  matrimo- 
nio, á  no  ser  que,  por  negligencia  del  ma- 
rido, se  hubieran  dejado  de  cobrar  ó  se 
hubieran  hecho  incobrables,  en  cuyo  caso 
tendrá  la  mujer  y  sus  herederos  el  derecho 
de  exigir  su  importe. 

Art.  1.477.  C'uando  haya  de  hacerse  la 
restitución  de  dos  ó  más  dotes  á  un  mismo 
tiempo,  se  pagará  cada  una  con  los  bienes 
que  existan  de  su  respectiva  procedencia, 
y,  en  su  defecto,  si  no  alcanzase  el  cau- 
dal inventariado  para  cubrir  las  dos,  se 
atenderá  para  su  pago  á  la  prioridad  de 
tiempo. 

Art.  1.478.  Para  la  liquidación  y  resti- 
tución de  la  dote  inestimada  se  deducirán, 
si  hubiesen  sido  pagados  por  el  marido: 

1.°  El  importe  de  las  costas  y  gastos 
sufragados  para  su  cobranza  y  defensa. 

2.°  Las  deudas  y  obligaciones  inheren- 
tes ó  afectas  á  la  dote  que,  con  arreglo  á 
las  capitulaciones  matrimoniales  ó  á  lo 
dispuesto  en  este  Código,  no  sean  del  car- 
go de  la  sociedad  de  gananciales. 

3.°  Las  cantidades  que  sean  de  la  res- 
ponsabilidad peculiar  de  la  mujer,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  este  Código. 

Art.  1.479.  Al  restituir  la  dote  se  abo- 
narán al  marido  las  donaciones  matrimo- 
niales que  legalmente  le  hubiese  hecho  su 
mujer,  salvo  lo  dispuesto  por  este  Código 
para  el  caso  de  separación  de  bienes  ó  para 
el  de  nulidad  de  matrimonio  en  que  haya 
habido  mala  fe  por  parte  de  uno  de  los 
cónyuges. 

Art.  1.480.  Si  el  matrimonióse  disuel- 
ve por  el  fallecimiento  de  la  mujer,  los  in- 
tereses ó  los  frutos  de  la  dote  que  deba 
restituir.se  correrán  á  favor  de  sus  here- 
deros desde  el  día  de  la  disolución  del  ma- 
trimonio. 

Si  el  matrimonio  se  disuelve  por  muerte 
del  marido,  podrá  la  mujer  optar  entre 
exigir  durante  un  año  los  intere-ses  ó  fru- 
tos de  la  dote,  ó  que  se  le  den  alimentos 
del  caudal  que  cori.stituya  la  herencia  del 
marido.  En  todo  caso  sepagarán  á  la  viu- 
da, del  caudal  de  la  herencia,  los  vestidos 
de  luto. 

Art.  1.481.  Disuclto  el  matrimonio,  se 
prorratearán  los  frutos  ó  rentas  pendientes 
entre  el  cónyuge  supérstite  y  los  herede- 
ros del  premuerto,  conforme  á  las  reglas 
establecidas  para  el  caso  de  cesar  el  usu- 
fructo. 

CAPITULO  IV 

DE  LOS  BIENES  PARAFERNALES 

Art.  1.482.    Son  parafernales  los  bienes 
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que  la  mujer  aporta  al  matrimonio  sin 
incluirlos  en  la  dote,  y  los  que  adquiere 
después  de  constituida  ésta,  sin  agregarlos 
á  ella. 

Art.  1.483.  La  mujer  conserva  el  do- 
minio de  los  bienes  parafernales. 

Art.  1.484.  El  marido  no  podrá  ejerci- 
tar acciones  de  ninguna  clase  respecto  á 
los  bienes  parafernales,  sin  intervención  ó 
consentimiento  de  la  mujer. 

Art.  1.485.  La  mujer  tendrá  la  admi- 
nistración de  los  bienes  parafernales,  á  no 
ser  que  los  hubiera  entregado  al  marido 
ante  Notario  con  intención  de  que  los  ad- 
ministre. 

En  este  caso,  el  marido  está  obligado  á 
constituir  hipoteca  por  el  valor  de  los  mue- 
bles que  recibiere,  ó  á  asegurarlos  en  la 
forma  establecida  para  los  bienes  dótales. 

Art.  1.486.  Los  frutos  de  los  bienes 
parafernales  forman  parte  del  haber  de  la 
sociedad  conyugal  y  están  sujetos  al  levan- 
tamiento de  las  cargas  del  matrimonio. 

También  lo  estarán  los  bienes  mismos  en 
el  caso  del  art.  1.463,  siempre  que  los  del 
marido  y  los  dótales  sean  insuñcientes  pa- 
ra cubrir  las  responsabilidades  de  que  allí 
se  trata. 

Art.  1.487.  Las  obligaciones  personales 
del  marido  no  podrán  hacerse  efectivas 
.sobre  los  frutos  de  los  bienes  parafernales, 
á  menos  que  se  pruebe  que  redundaron  en 
provecho  de  la  familia. 

Art.  1.488.  La  mujer  no  puede,  sin  li- 
cencia de  su  marido,  enajenar,  gravar  ni 
hipotecar  los  bienes  parafernales,  ni  com- 
parecer en  juicio  para  litigar  sobre  ellos,  á 
menos  que  sea  judicialmente  habilitada  al 
efecto. 

Art.  1.489.  Cuando  los  parafernales, 
cuya  administración  se  reserva  la  mujer, 
consistan  en  metálico,  ó  efectos  públicos,  ó 
muebles  preciosos,  el  marido  tendrá  dere- 
cho á  exigir  que  sean  deposit^idos  ó  inver- 
tidos en  términos  que  hagan  imposible  la 
enajenación  ó  pignoración  sin  su  consenti- 
miento. 

Art.  1.490.  El  marido  á  quien  hubieran 
sido  entregados  los  bienes  parafernales, 
estará  .sometido  en  el  ejercicio  de  su  admi- 
nistración á  las  reglas  establecidas  respec- 
to de  los  bienes  dótales  inestimados. 

Art.  1.491.  La  enajenación  de  los  bie- 
nes parafernales  da  derecho  á  la  mujer 
para  exigir  la  constitución  de  hipoteca  por 
el  importe  del  precio  que  el  marido  iiubiese 
recibiilo.  Tanto  el  marido  como  la  mujer 
podrán,  en  su  caso,  ejercer,  respecto  del 
precio  de  la  venta  el  dereclio  que  les  otor- 
gan los  artículos  1.485  y  1.489. 

Art.  1.492.     La  devolución  de  los  bienes 


parafernales,  cuya  administración  hubiese 
sido  entregada  al  marido,  tendrá  lugar  en 
los  mismos  casos  y  en  la  propia  forma  que 
la  de  los  bienes  dótales  inestimados. 

CAPITULO  V 

DE   LA   SOCIEDAD   DE   GANANCIALES 

Sección  primera. 
Disposiciones  generales. 

Art.  1.493.  Mediante  la  sociedad  de  ga- 
nanciales, el  marido  y  la  mujer  harán  su- 
yos por  mitad,  al  disolverse  el  matrimonio, 
las  ganancias  ó  beneficios  obtenidos  indis- 
tintamente por  cualquiera  de  los  cónyuges 
durante  el  mismo  matrimonio. 

Art.  1.494.  La  sociedad  de  gananciales 
empezará  precisamente  en  el  día  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio.  Cualquiera  esti- 
pulación en  sentido  contrario  se  tendrá  por 
nula. 

Art.  1.495.  La  renuncia  á  esta  sociedad 
no  puede  hacerse  durante  el  matrimonio 
sino  en  el  caso  de  separación  judicial. 

Cuando  la  renuncia  tuviere  lugar  por 
causa  de  separación,  ó  después  de  disuelto 
ó  anulado  el  matrimonio,  se  hará  constar 
por  escritura  pública,  y  los  acreedores  ten- 
drán el  derecho  que  se  les  reconoce  en  el 
art.  1.124. 

Art.  1.496.  La  sociedad  de  gananciales 
§e  regirá  por  las  reglas  del  contrato  de  so- 
ciedad en  todo  aquello  en  que  no  se  opon- 
gan á  lo  expresamente  determinado  por 
este  capítulo. 

Sección  segunda. 

De  los  toienes  de  la  propiedad  de  cada  uno 
de  los  cónyuges. 

Art.  1.497.  Son  bienes  propios  de  cada 
uno  de  los  cónyuges: 

1."  Los  que  aporte  al  matrimonio  como 
de  su  pertenencia. 

2."  Los  que  adquiera  durante  él  por  tí- 
tulo lucrativo. 

3.°  Los  adquiridos  por  permuta  con 
otros  bienes,  pertenecientes  á  uno  solo  de 
los  cónyuges. 

4."  Los  comprados  con  dinero  exclusivo 
de  la  mujer  ó  del  marido. 

Art.  1.498.  El  que  diere  ó  prometiere 
capital  para  el  marido,  no  quedará  sujeto 
á  la  evicción  sino  en  caso  de  fraude. 

Art.  1.499.  Los  bienes  donados  ó  deja- 
dos en  testamento  á  los  esposos,  conjun- 
timente  y  con  designación  de  partes  de- 
terminadas, pertenecerán  como  dote  á  la 
mujer,  y  al  marido  como  capital,  en  la  pro- 
porción determinada  por  el  donante  ó  tes- 
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tador;  y  á  falta  de  designación,  por  mitad, 
salvo  lo  dispuesto  por  el  art.  838. 

Art.  1.500.  Si  las  donaciones  fueren 
onerosas,  se  deducirá  de  la  dote  ó  del  capi- 
tal del  esposo  donatario  el  importe  de  las 
cargas,  siempre  que  hayan  sido  soportadas 
por  la  sociedad  de  gananciales. 

Art.  1.501.  En  el  caso  de  pertenecer  á 
uno  de  los  cónyuges  algún  crédito  paga- 
dero en  cierto  número  de  años,  ó  ujia  pen- 
sión vitalicia,  se  observará  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.503  y  1.504  para  determinar 
lo  que  constituye  la  dote  y  lo  que  forma  el 
capital  del  marido. 

Sección  tercera. 
De  los  bienes  gananciales. 

Art.  1.502.     Son  bienes  gananciales. 

1.°  Los  adquiridos  por  titulo  oneroso 
durante  el  matrimonio  á  costa  del  caudal 
común,  bien  se  haga  la  adquisición  para  la 
comunidad,  bien  para  uno  solo  de  los  es- 
posos. 

2.°  Los  obtenidos  por  la  industria,  suel- 
do ó  trabajo  de  los  cónyuges,  ó  de  cual- 
quiera de  ellos. 

3."  Los  frutos,  rentas  ó  intereses  perci- 
bidos ó  devengados  durante  el  matrimonio, 
procedentes  de  los  bienes  comunes  ó  de  los 
peculiares  de  cada  uno  de  los  cónyuges. 

Art.  1.503.  Siempre  que  pertenezca  á 
uno  de  los  cónyuges  una  cantidad  ó  crédi- 
to pagaderos  en  cierto  número  de  años, 
no  serán  gananciales  las  sumas  que  se  co- 
bren en  los  plazos  vencidos  durante  el  ma- 
trimonio, sino  que  se  estimarán  capital  del 
marido  ó  de  la  mujer,  según  á  quien  per- 
tenezca el  crédito. 

Art.  1.504.  El  derecho  de  usufructo  ó 
de  pensión,  perteneciente  á  uno  de  los 
cónyuges  perpetuamente  ó  de  por  vida, 
formará  parte  de  sus  bienes  propios;  pero 
los  frutos,  pensiones  é  intereses  devenga- 
dos durante  el  matrimonio  serán  ganan- 
ciales. 

Se  comprende  en  esta  disposición  el  usu- 
fructo que  tienen  lop  cónyuges  en  losbienes 
de  sus  hijos,  aunque  sean  do  otro  matri- 
monio. 

Art.  1.505.     Las  expensas  útiles  hechas 

».     en  los  bienes  peculiares  de  cualquiera  de 

los  cónyuges  mediante  anticipaciones  de 

la  sociedad  ó  por  la  industria  del  marido  ó 

de  la  mujer  son  gananciales. 

Lo  serán  también  los  edificios  construi- 
dos durante  el  matrimonio  en  suelo  propio 
de  uno  de  los  cónyuges,  abonándose  el  va- 
lor del  suelo  al  cónyuge  á  quien  perte- 
nez<a. 

Art.   1.506.     Siempre  que  la  dote  ó  el 


capital  de  la  propiedad  del  marido  estén 
constituidos,  en  todo  ó  en  parte,  por  ga- 
nados que  existan  al  disolverse  la  sociedad, 
se  reputarán  gananciales  las  cabezas  de 
ganado  que  excedan  de  las  que  fueron 
aportadas  al  matrimonio. 

Art.  1.507.  Las  ganancias  obtenidas 
por  el  marido  ó  la  mujer  en  el  juego,  ó  las 
procedentes  de  otras  causas  que  eximan 
de  la  restitución,  pertenecerán  á  la  socie- 
dad  de  gananciales,  sin  perjuicio,  en  su 
caso,  de  lo  dispuesto  en  el  Código   Penal. 

Art.  1.508.  Se  reputan  gananciales  to- 
dos los  bienes  del  matrimonio,  mientras 
no  se  pruebe  que  pertenecen  privativamen- 
te al  marido  ó  á  la  mujer. 

Sección  cuarta. 

De  las  cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad  de  ga- 
nanciales. 

Art.  1.509.  Serán  de  cargo  de  la  socie- 
dad de  gananciales. 

1.°  Todas  las  deudas  y  obligaciones 
contraidas  durante  el  matrimonio  por  el 
marido  y  también  las  que  contrajere  la 
mujer,  en  los  casos  en  que  pueda  legal- 
mente  obligar  á  la  sociedad. 

2.°  Los  atrasos  ó  réditos  devengados, 
durante  el  matrimonio,  de  las  obligaciones 
á  que  estuviesen  afectos  asi  los  bienes  pro- 
pios de  los  cónyuges  como  los  ganaRciales. 

3.°  Las  reparaciones  menores  ó  de  me- 
ra conservación  hechas  durante  el  matri- 
monio en  los  bienes  peculiares  del  marido 
ó  de  la  mujer.  Las  reparaciones  mayores 
no  serán  de  cargo  de  la  sociedad. 

4.°  Las  reparaciones  mayores  ó  meno- 
res de  los  bienes  gananciales. 

5.°  El  sostenimiento  de  la  familia  y  la 
educación  de  los  hijos  comunes,  y  de  los 
legítimos  de  uno  solo  de  los  cónyuges. 

Art.  1.510.  Será  también  de  cargo  de 
la  sociedad  de  gananciales  el  importe  de 
lo  donado  ó  prometido  á  los  hijos  comunes 
por  el  marido  solamente  para  su  coloca- 
ción ó  carrera,  ó  por  ambos  (-(Wiyuges  de 
común  acuerdo,  tuiando  no  hubiesen  pac- 
tado que  haya  de  satisfacerse  con  los  bie- 
nes de  la  propiedad  de  uno  de  ellos,  en 
todo  ó  en  parte. 

Art.  1.511.  El  pajTode  las  dcuilas  con- 
traidas por  el  marido  ó  la  mujer  antes  del 
matrimonio,  no  estará  á  cargo  de  la  socie- 
dad de  gananciales. 

Tampoco  lo  estíirá  el  de  las  multas  ó 
condenas  pecuniarias  que  se  les  impu- 
sieren. 

Sin  embargo,  el  pago  de  las  deudas  con- 
traidas por  el  marido  ó  la  mujer  con  ante- 
rioridad al  matrimonio,  y  el  de  las  multas 
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y  condenas  que  se  le  impongan,  podrá  re- 
petirse contra  las  gananciales  después  de 
cubiertas  las  atenciones  que  enumera  el 
art.  1.509,  si  el  cónyuge  deudor  no  tuviese 
capital  propio  ó  fuera  insuficiente;  pero,  al 
tiempo  de  liquidarse  la  sociedad,  se  le  car- 
gará lo  satisfecho  por  los  conceptos  expre- 
sados. 

Art.  1.512.  Lo  perdido  y  pagado  du- 
rante el  matrimonio  por  alguno  de  los  cón- 
yuges en  cualquiera  clase  de  juego,  no 
disminuirá  su  parte  respectiva  de  los  ga- 
nanciales. 

Lo  perdido  y  no  pagado  por  alguno  de 
los  cónyuges  en  juego  licito,  será  cargo  de 
la  sociedad  de  gananciales. 

Sección  quinta. 
De  la  administración  de  la  sociedad  de  gananciales. 

Art,  1.513.  El  marido  es  el  adminis- 
trador de  la  sociedad  de  gananciales,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  art.  65. 

Art.  1.514.  Además  de  las  facultades 
que  tiene  el  marido  como  administrador, 
podrá  enajenar  y  obligar,  á  titulo  oneroso, 
los  bienes  de  la  sociedad  de  gananciales 
sin  el  consentimiento  de  la  mujer. 

Sin  embargo,  toda  enajenación  ó  conve- 
nio que  sobre  dichos  bienes  haga  el  marido, 
en  contravención  á  este  Código,  ó  en  frau- 
de de  la  mujer,  no  perjudicai'á  á  ésta  ni  á 
sus  herederos. 

Art.  1.515.  El  marido  no  podrá  dispo- 
ner por  testamento  sino  de  su  mitad  de 
gananciales. 

Art.  1.516.  El  marido  podrá  disponer 
de  los  bienes  de  la  sociedad  de  gananciales 
para  los  fines  expresados  en  el  art.  1.510. 

También  podrá  hacer  donaciones  mo- 
deradas para  objetos  de  piedad  ó  benefi- 
cencia, pero  sin  reservarse  el  usufructo. 

Art.  1.517.  La  mujer  no  podrá  obligar 
los  bienes  de  la  sociedad  de  gananciales  sin 
consentimiento  del  marido. 

Se  exceptúan  de  esta  regla  los  casos  pre- 
vistos en  el  art.  1.463  y  en  los  arts.  1.542 
y  1.543. 

Sección  sexta. 

De  la  disolución  de  la  sociedad  de  gananciales. 

Art.  1.51.S.  La  sociedad  de  gananciales 
concluye  al  disolverse  el  matrimouio  ó  al 
ser  declarado  nulo. 

_  El  cónyuge  (jue  por  su  mala  fe  hubiere 
sido  causa  de  la  nulidad,  no  tendrá  parte 
en  los  bienes  gananciales. 

Concluirá  también  la  sociedad  en  los  ca- 
sos enumerados  en  el  art.  1.534. 

Segunda  Serie. — Tomo  L 


Sección  séptima. 
De  la  liquidación  déla  sociedad  de  gananciales. 

Art.  1.519.  Disuelta  la  sociedad,  se  pro- 
cederá desde  luego  á  la  formación  del  in- 
ventario; pero  no  tendrá  éste  lugar  para  la 
liquidación: 

1.°  Cuando,  disuelta  la  sociedad,  haya 
renunciado  á  sus  efectos  y  consecuencias 
en  tiempo  hábil  uno  de  los  cónyuges  ó  sus 
causahabientes. 

2."  Cuando  á  la  disolución  de  la  socie- 
dad haya  precedido  la  separación  de  bie- 
nes. 

S.°  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  párra- 
fo segundo  del  artículo  anterior. 

En  el  caso  de  renuncia,  quedará  siempre 
á  salvo  el  derecho  concedido  á  los  acree- 
dores por  el  art.  1.124. 

Art.  1.520.  El  inventario  comprenderá 
numéricamente,  para  colacionarlas,  las 
cantidades  que,  habiendo  sido  pagadas  por 
la  socied id  de  gananciales,  deban  rebajarse 
de  la  dote  ó  del  capital  del  marido,  con 
arreglo  á  los  arts.  1.467,  1.478  y  1.528. 

También  se  traerá  á  colación  el  importe 
de  las  donaciones  y  enajenaciones  que  de- 
ban considerarse  ilegales  ó  fraudulentas, 
con  sujeción  al  art.  1.514. 

Art.  1.321.  No  se  incluirán  en  el  inven- 
tario los  efectos  que  constituyan  el  lecho 
de  que  usaban  ordinariamente  los  esposos. 
Estos  efectos,  asi  como  las  ropas  y  vestidos 
de  su  uso  ordinario,  se  entregarán  al  que 
de  ellos  solireviva. 

Art.  1.522.  Terminado  el  inventario, 
en  primer  lugar  se  liquidará  y  pagará  la 
dote  de  la  mujer,  según  las  regías  que  para 
su  restitución  se  determinan  en  la  sección 
tercera,  capítulo  III  de  este  título,  y  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  1.523.  Después  de  pagar  la  dote  y 
los  parafernales  de  la  mujer,  se  pagarán 
las  deudas  y  las  cargas  y  obligaciones  de 
la  sociedad. 

Cuando  el  caudal  inventariado  no  al- 
canzare para  cumplir  todo  lo  dispuesto  en 
este  articulo  y  en  el  anterior,  se  observará 
lo  determinado  en  el  título  XVI  de  este 
libro. 

Art.  1.524.  Pagadas  las  deudas  y  las  ^ 
cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad,  se  *' 
liquidará  y  pagará  el  capital  del  marido 
hasta  donde  alcance  el  caudal  inventaria- 
do, haciendo  las  rebajas  que  correspondan 
por  las  mismas  reglas  que,  respecto  de  la 
dote,  determina  el  art.  1.407. 

Art.  1.525.  Hechas  las  deducciones  en 
el  caudal  inventariado  que  prefijan  los  tres 
artículos  anteriores,  el  remanente  del  mis- 
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rao  caudal  consistirá  el  haber  de  la  socie- 
dad de  gananciales. 

Art.  1 .526.  Las  pérdidas  ó  deterioro  que 
hayan  sufrido  los  bienes  muebles  de  la  pro- 
piedad de  cualquiera  de  los  cónyuges, 
aunque  sea  por  caso  fortuito,  se  pagarán 
de  los  gananciales,  cuando  los  hubiere. 

Los  sufridos  en  los  bienes  inmuebles  no 
serán  abonables  en  ningún  caso,  excepto 
los  que  recaigan  en  bienes  dótales  y  pro- 
cedan de  culpa  del  marido,  los  cuales  se 
indemnizarán  .según  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.461  y  1.474. 

Art.  1.527.  El  remanente  liquido  de  los 
bienes  gananciales  se  dividirá  por  mitad 
entre  marido  y  mujer  ó  sus  respectivos 
herederos. 

Art.  1.528.  Del  caudal  de  la  herencia 
del  marido  se  costeará  el  vestido  de  luto 
para  la  viuda,  según  lo  dispuesto  por  el 
art.  1.480.  Los  herederos  de  aquél  lo  abo- 
narán con  arreglo  á  su  clase  y  fortuna. 

Art.  1.529.  En  cuanto  á  la  formación 
del  inventario,  reglas  sobre  tasación  y 
venta  de  bienes  de  la  sociedad  de  ganan- 
ciales, garantía  y  afianzamiento  de  las  res- 
pectivas dotes  y  demás  que  no  se  halle 
expresamente  determinado  por  el  presente 
capitulo,  se  observará  lo  prescripto  en  la 
sección  IV,  capítulo  V,  título  111  del  libro 
tercero,  y  en  la  segunda  y  tercera,  capitu- 
lo 111  de  este  titulo. 

Art.  1.530.  Cuando  la  sociedad  de  ga- 
nanciales se  disuelva  por  anulación  del 
matrimonio,  se  observará  lo  prevenido  en 
los  artículos  1.474,  1.479,1.581  y  1.541;  y 
si  se  disuelve  por  causa  de  la  separación 
de  bienes  de  los  esposos,  se  cumplirá  lo 
dispuesto  en  el  capítulo  VI  de  este  título. 

Art.  1.531.  De  la  masa  común  de  bie- 
nes .se  darán  alimentos  al  cónyuge  super- 
viviente y  á  sus  hijos,  mientras  se  haga  la 
liquidación  del  caudal  inventariado  y  hasta 
que  se  les  entregue  su  haber;  pero' se  les 
rebajará  de  éste  en  la  parte  que  excedan 
de  lo  que  les  hubiese  correspondido  por 
razón  de  frutos  ó  rentas. 

Art.  1.532.  Siempre  que  haya  de  ejecu- 
tarse simultáneamente  la  liquidación  de  los 
bienes  gananciales  de  dos  ó  más  matrimo- 
nios contraidos  por  una  misma  persona, 
para  determinar  el  capital  de  cada  sociedad 
se  admitirá  toda  clase  de  pruebas  en  defec- 
to de  inventarios;  y  en  cdso  de  duda,  se 
dividirán  las  ganaciales  entre  las  diferen- 
tes .sociedades,  proporcionajmente  al  tiem- 
po de  su  duración  y  á  los  bienes  de  la  pro- 
piedad de  los  respectivos  cónyuges. 

CAPÍTULO  VI 

DE   LA   SEPARACÍÓN     DE     LOS     BIENES    DE   LOS 


CÓNYUGES   Y    DE    SU    ADMINISTRACIÓN   POR 
LA   MUJER    DURANTE   EL    MATRIMONIO 

Art.  1.533.  A  falta  de  declaración  ex- 
presa en  las  capitulaciones  matrimoniales, 
la  separación  de  bienes  entre  los  cónyuges 
durante  el  matrimonio  no  tendrá  lugar 
sino  en  virtud  de  providencia  judicial,  sal- 
vo el  caso  previsto  en  el  art.  42. 

Art.  1.534.  El  marido  y  la  mujer  po- 
drán solicitar  la  separación  de  bienes,  y 
deberá  decretarse  cuando  el  cónyuge  del 
demandante  hubiera  sido  condenado  á  una 
pena  que  lleve  consigo  la  interdicción 
civil,  ó  hubiera  sido  declarado  ausente,  ó 
hubiese  dado  causa  al  divorcio. 

Para  que  se  decrete  la  separación,  bas- 
tará presentar  la  sentencia  firme  que  haya 
recaído  contra  el  cónyuge  culpable  ó  au- 
sente en  cada  uno  de  los  tres  casos  ex- 
presados. 

Art.  1.535.  Acordada  la  separación  de 
bienes,  quedará  disuelta  la  sociedad  de 
gananciales,  y  se  hará  su  liquidación  con- 
forme á  lo  establecido  por  este  Código. 

Sin  embargo,  el  marido  y  la  mujer  debe- 
rán atender  reciprocamente  á  su  sosteni- 
miento durante  la  separación,  y  al  so.ste- 
nimiento  de  los  hijos,  así  como  á  la  educa- 
ción de  éstos;  todo  en  proporción  de  sus 
respectivos  bienes. 

Art.  1.536.  La  facultad  de  administrar 
los  bienes  del  matrimonio,  otorgada  por 
este  Código  al  marido,  subsistirá  cuando 
la  separación  se  haya  acordado  á  su  ins- 
tancia; pero  no  tendrá  la  mujer  en  este 
caso  derecho  á  los  gananciales  ulteriores, 
y  se  regularán  los  derechos  y  obligaciones 
del  marido  por  lo  dispuesto  en  las  seccio- 
nes II  y  III,  capitulo  III  de  este  titulo. 

Art.  1.537.  Si  la  separación  se  hubiera 
acordado  á  instancia  de  la  mujer  por  inter- 
dicción civil  del  marido,  se  trin.sferirá  á  la 
mismala  administración  de  todos  los  bienes 
del  matrimonio  y  el  derecho  á  todos  los 
gananciales  ulteriores,  con  exclusión  del 
marido. 

Si  la  separación  se  acordare  por  haber 
sido  declarado  ausente  el  marido  ó  por 
haber  dado  motivo  para  el  divorcio,  la 
mujer  entrará  en  la  administración  de  su 
dote  y  de  los  demás  bienes  que  por  resul- 
tado de  la  liquidación  le  hayan  correspon- 
dido. 

En  todos  los  casos  á  que  este  articulo  se 
refiere,  quedará  la  mujer  obligada  al  cum- 
plimiento de  cuanto  di.spone  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  1.355. 

Art.  1.538.  La  demanda  de  .separación 
y  la  sentencia  firme  en  que  se  declare,  se 
cieberán  anotar  é  inscribir  respectivamen- 
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te  en  los  Registros  de  la  propiedad  que  co- 
rresponda, si  recayere  sobre  bienes  in- 
muebles. 

Art.  1.539.  La  separación  de  bienes  no 
perjudicará  á  los  derechos  adquiridos  con 
anterioridad  por  los  acreedores. 

Art.  1.540.  Cuando  cesare  la  separa- 
ción por  la  reconciliación  en  caso  de  sim- 
ple divorcio,  ó  por  haber  desaparecido  la 
causa  en  los  demás  casos,  volverán  á  re- 
girse los  bienes  del  matrimonio  por  las 
mismas  reglas  que  antes  de  la  separación, 
sin  perjuicio  de  lo  que  durante  ésta  .se  hu- 
biese ejecutado  legalmente. 

Al  tiempo  de  reunirse  harán  constar  los 
cónyuges,  por  escritura  pública,  los  bienes 
que  nuevamente  aporten,  y  éstos  serán  los 
que  constituyan,  respectivamente,  el  ca- 
pital propio  de  cada  uno. 

En  el  caso  de  este  articulo,  se  reputará 
siempre  nueva  aportación  la  de  todos  los 
bienes,  aunque  en  parte  ó  en  todo  sean  los 
mismos  existentes  antes  de  la  liquidación 
practicada  por  causa  de  la  separación. 

Art.  1.541.  La  separación  no  autoriza- 
rá á  los  cónyuges  para  ejercitar  los  dere- 
chos estipulados  en  el  supuesto  de  la  muer- 
te de  uno  de  ellos,  ni  los  que  se  les  conce- 
den en  los  arts.  1.475  y  1.521,  pero  tampo- 
co les  perjudicará  para  su  ejercicio  cuando 
llegue  aquel  caso,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
artículo  85. 

Art,  1.542.  La  administración  de  los 
bienes  del  matrimonio  se  transferirá  á  la 
mujer: 

1.°  Siempre  que  sea  tutura  de  su  ma- 
rido, con  arreglo  al  art.  189. 

2.°  Cuando  pida  la  declaración  de  au- 
sencia del  mismo  marido,  con  arreglo  á 
los  arts.  152  y  154. 

3."  En  el  caso  del  párrafo  primero  del 
art.  1.537. 

Los  Tribunales  conferirán  también  la 
administración  á  la  mujer,  con  las  limita- 
ciones que  estimen  convenientes,  si  el  ma- 
rido estuviere  prófugo  ó  declarado  rebelde 
en  causa  criminal,  ó  ai,  hallándose  abso- 
lutamente impedido  para  la  administra- 
ción, no  hubiere  proveído  sobre  ella. 

Art.  1.543.  La  mujer  eil  que  recaiga  la 
administración  de  todos  los  Ijienes  del  ma- 
trimonio tendrá,  respecto  de  los  mismos, 
idénticas  facultades  y  ref-'pon.sabilidad  que 
el  marido  cuando  la  ejerce,  pero  siempre 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  último  pá- 
rrafo del  articulo  anterior  y  en  el  articu- 
lo 1.545. 

Art.  1.544.  Se  transferirá  á  la  mujer 
la  administración  de  su  dote  en  el  caso 
previsto  por  el  artículo  194  y  cuando  los 
Tribunales  lo  ordenaren  en  virtud  de  lo 


dispuesto  por  el  art.  1.142;  pero  quedando 
sujeta  á  lo  determinado  en  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  1.535. 

Disposición  general. 

Art.  1.545.  La  mujer  no  podrá  enaje- 
nar ni  gravar,  durante  el  matrimonio,  sin 
licencia  judicial,  los  bienes  inmuebles  que 
le  hayan  correspondido  en  caso  de  separa- 
ción, ni  aquellos  cuya  administración  se  le 
haya  transferido. 

La  licencia  se  otorgará  siempre  que  se 
justifique  la  conveniencia  ó  necesidad  de 
la  enajenación. 

Cuando  ésta  se  refiera  á  valores  públi- 
cos, ó  créditos  de  Empresas  y  Compañías 
mercantiles,  y  no  pueda  aplazarse  sin  per- 
juicio grave  ó  inminente  del  caudal  admi- 
nistrado, la  mujer,  con  intervención  de 
agente  ó  corredor,  podrá  venderlos  con- 
signando en  depósito  judicial  el  producto, 
hasta  que  recaiga  la  aprobación  del  Juez  ó 
Tribunal  competente. 

El  agente  ó  corredor  responderán  siem- 
pre personalmente  de  que  se  haga  la  con- 
signación ó  depósito  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo anterior. 

TITULO  IV 

Del  contrato  de  compra  y  venta. 

CAPITULO  I 

DE  LA  NATURALEZA  Y  FORMA  DE  ESTE 
CONTRATO 

Art.  1.546.  Por  el  contrato  de  compra 
y  venta  uno  de  los  contratantes  se  obliga 
á  entregar  una  cosa  determinada  (1)  y  el 
otro  á  pagar  por  ella  un  precio  cierto,  en 
dinero  ó  signo  que  lo  represente. 

Art.  1.547.  Si  el  precio  de  la  venta  con- 
sistiera, parte  en  dinero  y  parte  en  otra 
cosa,  se  calificará  el  contrato  por  la  inten- 
ción manifiesta  de  los  contratantes.  No 
constando  ésta,  se  tendrá  por  permuta,  si 
el  valor  de  la  co.sa  dada  en  parte  del  pre- 
cio excede  al  del  dinero  ó  su  equivalente; 
y  por  venta,  en  el  caso  contrario. 

Art.  1.548.  Para  que  el  precio  se  tenga 
por  cierto,  bastará  que  lo  sea  con  referen- 
cia á  otra  cosa  cierta,  ó  que  se  deje  su  se- 
ñalamiento al  arbitrio  de  persona  deter- 
minada. 

Si  ésta  no  pudiere  ó  no  quisiere  seña- 
larlo, quedará  ineficaz  el  contrato. 

Art.  1.549.    También  se  tendrá  por  cier- 


(1)  La  venta  de  cosas  indeterminadas  de  cierta 
especie,  no  transmite  la  propiedad  de  la  cosa,  sino 
cuando  ésta  se  determine.  (Art.  i.oól)  O.  R.) 
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to  el  precio  en  la  venta  de  valores,  granos, 
líquidos  y  demás  cosas  fungibles,  cuando 
se  señale  el  que  la  cosa  vendida  tuviera  en 
determinado  día,  Bolsa  ó  mercado,  ó  se  fije 
un  tanto  mayor  ó  menor  que  el  precio  del 
día.  Bolsa  ó  mercado,  con  tal  queseacierto. 

Art.  1.550.  El  señalamiento  del  precio 
no  podrá  nunca  dejarse  al  arbitrio  de  uno 
de  los  contratantes. 

Art.  1.551.  La  venta  se  perfeccionará 
entre  comprador  y  vendedor,  y  será  obli- 
gatoria para  ambos  si  hubieren  convenido 
en  la  cosa  objeto  del  contrato  y  en  el  pre- 
cio, aunque  ni  la  una  ni  el  otro  se  haya 
entregado.  (C.  R.  1.049). 

Art.  1.552.  La  promesa  de  vender  ó 
comprar,  habiendo  conformidad  en  la  cosa 
y  en  el  precio,  dará  derecho  á  los  contra- 
tantes para  reclamar  reciprocamente  el 
cumplimiento  del  contrato. 

Siempre  que  no  pueda  cumplirse  ia  pro- 
mesa de  compra  y  venta,  regirá  para  ven- 
dedor y  comprador,  según  los  casos,  lo 
dispuesto  acerca  de  las  obligaciones  y  con- 
tratos en  el  presente  Libro. 

Art.  1.553.  El  daño  ó  provecho  de  la 
cosa  vendida,  después  de  perfeccionado  el 
contrato,  se  regulará  por  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.203  y  1.289. 

Esta  regla  se  aplicará  á  la  venta  de  cosas 
fungibles,  hecha  aisladamente  y  por  un 
solo  precio,  ó  sin  consideración  á  su  peso, 
número  ó  medida 

Si  las  cosas  fungibles  se  vendieren  por 
un  precio  fíjado  con  relación  al  peso,  nú- 
mero ó  medida,  no  se  imputará  el  riesgo 
al  comprador  hasta  que  se  hayan  pesado, 
contado  ó  medido,  á  no  ser  que  éstese  haya 
constituido  en  mora. 

Art.  1.554.  La  venta  hecha  á  calidad  de 
ensayo  ó  prueba  de  la  cosa  vendida,  y  la 
venta  de  las  cosas  que  es  costumbre  gustar 
ó  probar  antes  de  recibirlas,  se  presumirán 
hechas  siempre  bajo  condición  sus  pensiva. 

Art.  1.555.  Si  hubiesen  mediado  arras  ó 
señal  en  el  contrato  de  compra  y  venta, 
podrá  rescindirse  el  contrato  allanándose 
el  comprador  á  perderlas,  ó  el  vendedor  á 
devolverlas  duplicadas. 

Art.  1 .556.  Los  gastos  de  otorgamiento 
de  escritura  serán  de  cuenta  del  vendedor; 
y  los  de  la  primera  copia  y  los  demás  pos- 
teriores á  la  venta  serán  de  cuenta  del 
comprador,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  L557.  La  enajenación  forzosa  por 
causa  de  utilidad  pública,  se  regirá  por  lo 
que  establezcan  las  leyes  especiales. 

CAPITULO  II 

DE  LA    CAPACIDAD    PARA    COMPRAR  Ó  VENDER 

Art.  1 .558.     Podrán  celebrar  el  contrato 


de  compra  y  venta  todas  las  personas  á 
quienes  este  Código  autoriza  para  obligar- 
se, salvo  las  modificaciones  contenidas  en 
los  artículos  siguientes. 

Art.  1.559.  El  marido  y  la  mujer  no 
podrán  venderse  bienes  reciprocamente, 
sino  cuando  se  hubiese  pactado  la  separa- 
ción de  bienes,  ó  cuando  hubiera  separa- 
ción judicial  de  los  mismos  bienes,  autori- 
zada con  arreglo  al  ¡capítulo  VI,  título  III 
de  este  libro. 

Art.  1.560.  No  podrán  adquirir  por 
compra,  aunque  sea  en  subasta  pública  ó 
judicial,  por  si  ni  por  persona  alguna  in- 
termedia: 

1.°  El  tutor  ó  protutor,  los  bienes  de 
la  persona  ó  personas  que  estén  bajo  su 
tutela. 

2.°  Los  mandatarios,  los  bienes  de  cu- 
ya administración  ó  enajenación  estuvie- 
sen encargados. 

3."  Los  empleados  públicos,  los  bienes 
del  Estado,  de  los  Municipios,  de  los  pue- 
blos y  de  los  establecimientos  también  pú- 
blicos, de  cuya  administración  estuviesen 
encargados. 

Esta  disposición  regirá  para  los  Jueces  y 
peritos  que  de  cualquier  modo  intervinie- 
i'en  en  la  venta. 

4.*'  Los  Magistrados,  Jueces,  individuos 
del  Ministerio  Fiscal,  Secretarios  de  Tri- 
bunales y  Juzgados  y  ofíciales  de  justicia, 
los  bienes  y  derechos  que  estuviesen  en 
litigio  ante  el  Tribunal  en  cuya  jurisdic- 
ción ó  territorio  ejercieran  sus  respectivas 
funciones,  extendiéndose  esta  prohibición 
al  acto  de  adquirir  por  cesión. 

Se  exceptuará  de  esta  regla  el  caso  en 
que  se  trate  de  acciones  hereditarias  entre 
coherederos,  ó  de  cesión  en  pago  de  crédi- 
tos, ó  de  garantía  de  los  bienes  que  posean. 

La  prohibición  contenida  en  este  núme- 
ro 4.°,  comprenderá  á  los  Abogados  y  Pro- 
curadores respecto  á  los  bienes  y  derechos 
que  fueren  objeto  de  un  litigio  en  que  in- 
tervengan por  su  profesión  y  oficio. 

CAPÍTULO  III 

DE  LOS  EFECTOS  DEL  CONTRATO  DE  COMPRA 

Y  VENTA  CUANDO  SE  HA  PERDIDO  LA 

COSA  VENDIDA 

Art.  1.561.  Si  al  tiempo  de  celebrarse 
la  venta  se  hubiese  perdido  en  su  totalidad 
la  cosa  objeto  de  la  misma,  quedará  sin 
efecto  el  contrato. 

Pero  si  se  hubiese  perdido  sólo  en  parte, 
el  comprador  podrá  optar  entre  desistir 
del  contrato  ó  reclamar  la  parte  existente, 
abonando  su  precio  en  proporción  al  total 
convenido. 
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CAPITULO  IV 

DE    LAS   OBLIGACIONES    DEL    VENDEDOR 

Se cción  pri m era  . 

Disposición  general. 

Art.  1.562.  El  vendedor  está  obligado 
-á  la  entrega  y  saneamiento  de  la  cosa  ob- 
jeto de  la  venta. 

Sección  segunda. 

De  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

Art.  1.563.  Se  entenderá  entregada  la 
cosa  vendida,  cuando  se  ponga  en  poder  y 
posesión  del  comprador. 

Cuando  se  haga  la  venta  mediante  escri- 
tura pública,  el  otorgamiento  de  ésta  equi- 
valdrá á  la  entrega  de  la  cosa  objeto  del 
contrato,  si  de  la  misma  escritura  no  re- 
sultare ó  se  dedujere  claramente  lo  con- 
trario. 

Art.  1.564.     Fuera  de  los  casos  que  ex- 

f)resa  el  articulo  precedente,  la  entrega  de 
os  bienes  muebles  se  efectuará:  por  la  en- 
trega de  las  llaves  del  lugar  ó  sitio  donde 
se  hayan  almacenados  ó  guardados;  y  por 
el  solo  acuerdo  ó  conformidad  de  los  con- 
tratantes, si  la  co-sa  vendida  no  puede  tras- 
ladarse á  poder  del  comprador  en  el  ins- 
tante de  la  venta,  ó  si  éste  la  tenía  ya  en 
su  poder,  por  algún  otro  motivo. 

Art.  1.565.  Respecto  de  los  bienes  in- 
corporales, regirá  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo segundo  del  art.  1.563.  En  cualquier 
otro  caso  en  que  'éste  no  tenga  aplicación, 
se  entenderá  por  entrega  el  hecho  de  po- 
ner en  poder  del  comprador  los  títulos  de 
pertenencia,  ó  el  uso  que  haga  de  su  dere- 
cho el  mismo  comprador,  consintiéndolo  el 
vendedor. 

Art.  1.566.  Los  gastos  para  la  entrega 
de  la  cosa  vendida,  serán  de  cuenta  del 
vendedor,  y  los  de  su  transporte  ó  trasla- 
ción, de  cargo  del  comprador,  salvo  el  caso 
de  estipulación  especial. 

Art.  1.567.  El  vendedor  no  estará  obli- 
gado á  entregar  la  cosa  vendida  si  el  com- 
prador no  le  ha  pagado  el  precio  ó  no  se 
ha  señalado  en  el  contrato  un  plazo  para 
el  pago. 

Art.  1.568.  Tampo  tendrá  obligación  el 
vendedor  de  entregar  la  cesa  vendida 
cuando  se  haya  convenido  en  un  aplaza- 
miento ó  término  para  el  pago,  si  después 
de  la  venta  se  descubre  que  el  comprador 
es  insolvente,  de  tal  suerte  que  el  vende- 
dor corre  inminente  riesgo  de  perder  el 
precio. 

Se  exceptúa  de  esta  regla  el  caso  en  que 
el  comprador  afiance  pagar  en  el  plazo 
convenido. 


Art.  1.569.  El  vendedor  deberá  entre- 
gar la  cosa  vendida  en  el  estado  en  que  se 
hallaba  al  perfeccionarse  el  contrato. 

Todos  los  frutos  pertenecerán  al  com- 
prador desde  el  día  en  que  se  perfeccionó 
el  contrató. 

Art.  1.570.  La  obligación  de  entregar 
la  cosa  vendida,  comprende  la  de  poner  en 
poder  del  comprador  todo  lo  que  exprese 
el  contrato,  mediante  las  reglas  siguientes: 

Si  la  venta  de  bienes  inmuebles  se  hu- 
biese hecho  con  expresión  de  su  cabida,  á 
razón  de  un  precio  por  unidad  de  medida 
ó  número,  tendrá  obligación  el  vendedor 
de  entregar  al  comprador,  si  éste  lo  exige, 
todo  cuanto  se  haya  expresado  en  el  con- 
trato; pero  si  esto  no  fuere  posible,  podrá 
el  comprador  optar  entre  una  rebaja  pro- 
porcional del  precio  ó  la  rescisión  del  con- 
trato, siempre  que  en  este  último  caso  no 
baje  de  la  décima  parte  de  la  cabida  la 
disminución  de  la  que  se  le  atribuyera  al 
inmueble. 

Lo  mismo  se  hará,  aunque  resulte  igual 
cabida,  si  alguna  parte  de  ella  no  es  de  la 
calidad  expresada  en  el  contrato. 

La  rescisión  en  este  caso  sólo  tendrá  lu- 
gar á  voluntad  del  comprador  cuando  el 
menos  valor  de  la  cosa  vendida  exceda  de 
la  décima  parte  del  precio  convenido. 

Art.  1.571.  Si  en  el  caso  del  artículo 
precedente,  resultare  mayor  cabida  ó  nú- 
mero en  el  inmueble  que  los  expresados  en 
el  contrato,  el  comprador  tendrá  la  obli- 
gación de  pagar  el  exceso  de  precio  si  la 
mayor  cabida  ó  número  no  pasa  de  la  vi- 
gésima parte  de  los  señalados  en  el  mismo 
contrato;  pero,  si  excedieren  de  dicha  vi- 
gésima parte,  el  comprador  podrá  optar 
entre  satisfacer  el  mayor  valor  del  inmue- 
ble ó  desistir  del  contrato. 

Art.  1.572.  En  la  venta  de  un  inmueble, 
hecha  por  precio  alzado  y  no  á  razón  de 
un  tanto  por  unidad  de  medida  ó  número, 
no  tendrá  lugar  el  aumento  ó  disminución 
del  mismo,  aunque  resulte  mayor  ó  menor 
cabida  ó  número  de  los  expresados  en  el 
contrato. 

Esto  mismo  tendrá  lugar  cuando  sean 
dos  ó  más  fincas  las  vendidas  por  un  solo 
precio;  pero,  si  además  de  expresarse  los 
linderos,  indispen.sables  en  toda  enajena- 
ción de  inmuebles,  se  designaren  en  el 
contrato  su  cabida  ó  número,  el  vendedor 
estará  obligado  á  entregar  todo  lo  que  se 
comprenda  dentro  de  los  mismos  linderos, 
aun  cuando  exceda  de  la  cabida  ó  número 
expresados  en  el  ("ontrato,  y  si  no  pudiere, 
sufrirá  una  disminución  en  el  precio,  pro- 
porcional á  lo  que  faite  de  cabida  ó  númc-^ 
ro,  á  no  ser  que  el  contrato  quede  anulado 
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por  no  conformarse  el  comprador  con  que 
se  deje  de  entregar  lo  que  se  estipuló. 

Art.  1.573.  Las  acciones  que  nacen  de 
los  tres  artículos  anteriores  prescribirán  á 
los  seis  meses,  contados  desde  el  dia  de  la 
entrega. 

Art.  1.574.  Si  una  misma  cósase  hubie- 
se vendido  á  diferentes  compradores,  la 
propiedad  se  transferirá  á  la  persona  que 
primero  haya  tomado  posesión  de  ella  con 
buena  fe,  si  fuere  mueble. 

Si  fuere  inmueble,  la  propiedad  perte- 
necerá a!  adquirente  que  antes  la  haya 
inscrito  en  el  Registro. 

Cuando  no  liaya  inscripción,  pertenece- 
rá la  propiedad  á  quien  de  buena  fe  sea 
primero  en  la  posesión;  y,  faltando  ésta,  á 
quien  presente  titulo  de  fecha  más  antigua, 
siempre  que  haya  buena  fe. 

Sección  tercera. 
Del  saneamiento. 

Art.  1.575.  En  virtud  del  saneamiento 
á  que  se  refiere  el  art.  1.562,  el  vendedor 
responderá  al  comprador: 

Z°  De  la  posesión  legal  y  pacifica  déla 
cosa  vendida. 

2.°  De  los  vicios  ó  defectos  ocultos  que 
tuviere. 

§  I 

Del  saneamiento  en  caso  de  ecicción. 

Art.  1.576.  Tendrá  lugar  la  evicción 
cuando  se  prive  el  comprador,  por  senten- 
cia firme  y  en  virtud  de  un  derecho  ante- 
rior á  la  compra,  de  todo  ó  parte  de  la  cosa 
comprada. 

El  vendedor  responderá  de  la  evicción 
aunque  nada  se  haya  expresado  en  el  con- 
trato. 

Los  contratantes,  sin  embargo,  podrán 
aumentar,  disminuir  ó  suprimir  esta  obli- 
gación legal  del  vendedor. 

Art.  2-577.  Será  nulo  todo  pacto  que 
exima  al  vendedor  de  responder  de  la  evic- 
ción, siempre  que  hubiere  mala  fe  de  su 
parte. 

Art.  1.578.  Cuando  el  comprador  hu- 
biese renunciado  el  derecho  al  saneamien- 
to para  el  caso  de  evicción,  llegado  que 
sea  éste,  deberá  el  vendedor  entregar  úni- 
camente el  precio  que  tuviere  la  cosa  ven- 
dida al  tiempo  de  la  evicción,  á  no  ser  que 
el  comprador  hubiese  hecho  la  renuncia 
con  conocimiento  de  los  riesgos  de  la  evic- 
ción y  sometiéndose  á  sus  coesecuencias. 

Art.  1.579.  Cuando  se  haya  estipulado 
el  saneamiento,  ó  cuando  nada  se  haya 
pactado  sobre  este  punto,  si  la  evicción  se 


ha  realizado,  tendrá  el  comprador  derecho 
á  exigir  del  vendedor: 

1.°  La  restitución  del  precio  que  tuvie- 
re la  cosa  vendida  al  tiempo  de  la  evicción, 
ya  sea  mayor  ó  menor  que  el  de  la  venta. 

2.°  Los  frutos  ó  rendimientos,  si  se  le 
hubiere  condenado  á  entregarlos  al  que  le 
haya  vencido  en  juicio. 

3."  Las  costas  del  pleito  que  haya  mo- 
tivado la  evicción,  y  en  su  caso,  las  del 
seguido  con  el  vendedor,  para  el  sanea- 
miento. 

4."  Los  gastos  del  contrato,  si  los  hu- 
biese pagado  el  comprador. 

5.°  Los  daños  é  intereses  y  los  gastos 
voluntarios  ó  de  puro  recreo  ú  ornato,  si 
se  vendió  de  mala  fe. 

Art.  1.580.  Si  el  comprador  perdiere 
por  efecto  de  la  evicción  una  parte  de  la 
cosa  vendida,  de  tal  importancia  con  rela- 
ción al  todo  que  sin  dicha  parte  no  la 
hubiera  comprado,  podrá  exigir  la  resci- 
sión del  contrato,  pero  con  la  obligación 
de  devolver  la  cosa  sin  más  gravámenes 
que  los  que  tuviese  al  adquirirla. 

Esto  mismo  se  observará  cuando  se  ven- 
diesen dos  ó  más  cosas  conjuntamente  por 
un  precio  alzado,  ó  particular  para  cada 
una  de  ellas,  si  constase  claramente  que 
el  comprador  no  habría  comprado  la  una 
sin  la  otra. 

Art.  1.581.  El  saneamiento  no  podrá 
exigirse  hasta  que  haya  recaído  sentencia 
firme,  por  la  que  se  condene  al  comprador 
á  la  pérdida  de  la  cosa  adquirida  ó  de  par- 
te de  la  misma. 

Art.  1.582.  El  vendedor  estará  obligado 
al  saneamiento  que  corresponua,  siempre 
que  resulte  probado  que  se  le  notificó  la 
demanda  de  evicción  á  instancia  del  com- 
prador. Faltando  la  notificación,  el  vende- 
dor no  estará  obligado  al  saneamiento. 

Art.  1.583.  El  comprador  demandado 
solicitará  dentro  del  término  que  el  Código 
de  Procedimientos  señala  para  contestar 
á  la  demanda,  que  ésta  se  notifique  al  ven- 
dedor ó  vendedores  en  el  plazo  más  breve 
posible. 

La  notificación  se  hará  como  el  mismo 
Codito  establece  para  emplazar  á  los  de- 
mandados. 

En  el  término  de  contestación  para  el 
comprador  quedará  en  suspenso  ínterin  no 
expiren  los  que  para  comparecer  y  contes- 
tar á  la  demanda  se  señalen  al  vendedor  ó 
vendedores,  que  serán  los  mismos  plazos 
que  determina  para  todos  los  demandados 
dicho  Código  de  Procedimientos,  contados 
desde  la  notificación  establecida  en  el  pá- 
rrafo primero  de  este  articulo. 

Si  los  citados  de  evicción  no  comparecie" 


HONDURAS.   CÓDIGO  CIVIL 


223 


ren  en  tiempo  y  forma,  continuará,  respec- 
to del  comprador,  el  término  para  contes- 
tar á  la  demanda. 

Art.  1.584.  Si  la  finca  vendida  estuvie- 
re gravada,  sin  mencionarlo  la  escritura, 
con  alguna  carga  ó  servidumbre  no  apa- 
rente, de  tal  naturaleza  que  deba  presumir- 
se no  la  habría  adquirido  el  comprador  si 
la  hubiera  conocido,  podrá  pedir  la  resci- 
sión del  contrato,  á  no  ser  que  prefiera  la 
indemnización  correspondiente.  Durante 
un  año,  á  contar  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritura,  podrá  el  comprador  ejercitar 
la  acción  rescisoria  ó  solicitar  la  indemni- 
zación . 

Transcurrido  el  año,  sólo  podrá  reclamar 
la  indemnización  dentro  de  un  período 
igual,  á  contar  desde  el  día  en  que  haya 
descubierto  la  carga  ó  servidumbre. 


§  11 

Del  saneamiento  por  los  defectos  ó  gracá- 
nienes  ocultos  de  la  cosa  tendida  (1). 

Art.  1.585.  El  vendedor  estará  obligado 
al  saneamiento  por  los  defectos  ocultos  que 
tuviere  la  cosa  vendida,  si  la  hacen  impro- 
pia para  el  uso  á  que  se  la  destina,  ó  si 
disminuyen  de  tal  modo  este  uso  que,  de 
haberlos  conocido  el  comprador,  no  la  ha- 
bría adq'  irido,  ó  habría  dado  menos  precio 
por  e'Ia;  pero  no  será  responsable  de  los 
defectos  manifiestos  ó  que  estuvieren  á  la 
vista,  ni  tampoco  de  los  que  no  lo  estén,  si 
el  comprador  es  un  perito  que,  por  razón 
de  su  oficio  ó  profesión,  debía  fácilmente 
conocerlos. 

Art.  1.586.  El  vendedor  responde  al 
comprador  del  saneamiento  por  los  vicios 
ó  defectos  ocultos  de  la  cosa  vendida,  aun- 
que los  ignorase. 

Esta  disposición  no  regirá  cuando  se 
haya  estipulado  lo  contrario,  y  el  vendedor 
ignorara  los  vicios  ó  defectos  ocultos  de  lo 
vendido. 

Art.  1.587.  En  los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  el  comprador  podrá 
optar  entre  desistir  del  contrato,  abonán- 
dosele los  gastos  que  pagó,  ó  rebajar  una 
cantidad  proporcional  del  precio,  á  juicio 
de  peritos. 

Si  el  vendedor  conocía  los  vicios  ó  defec- 
tos ocultos  de  la  cosa  vendida  y  no  los  ma- 
nifestó al  comprador,  tendrá  éste  la  misma 
opción,  y  además  se  le  indemnizará  de  los 


(1)  La  venta  no  podrá  ser  anulada  por  vicios  ó 
defectos  ocultos  de  los  llamados  redhibitorios, 
salvo  si  esos  vicios  ó  defectos  envuelven  error  que 
Anule  el  consentimiento  ó  si  hay  estipulación  en 
contrario;  art.  1.082,  C.  R. 


daños  y  perjuicios,  si  optare  por  la  re.sci- 
sión. 

Art.  1.588.  Si  la  cosa  vendida  se  per- 
diere por  efecto  de  los  vicios  ocultos,  cono- 
ciéndolos el  vendedor,  sufrirá  éste  la  pér- 
dida, y  deberá  restituir  el  precio  y  abonar 
los  gastos  del  contrato  con  los  daños  y  per- 
juicios. Sí  no  los  conocía,  debe  sólo  resti- 
tuir el  precio  y  abonar  los  gastos  del  con- 
trato que  hubiese  pagado  el  comprador. 

Art.  1.589.  Si  la  cosa  vendida  tenía  al- 
gún vicio  oculto  al  tiempo  de  la  venta,  y 
se  pierde  después  por  caso  fortuito  ó  por 
culpa  del  comprador,  podrá  éste  reclamar 
del  vendedor  el  precio  que  pagó,  con  la  re- 
baja del  valor  que  la  cosa  tenía  al  tiempo 
de  perderse. 

Si  el  vendedor  obró  de  mala  fe,  deberá 
abonar  al  comprador  los  daños  é  intereses. 

Art.  1.590.  En  las  ventas  judiciales 
nunca  habrá  lugar  á  la  responsabilidad  por 
daños  y  perjuicios;  pero  sí  á  todo  lo  demás 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  1.591.  Las  acciones  que  emanan 
de  lo  dispuesto  en  los  cinco  artículos  pre- 
cedentes se  extinguirán  á  los  seis  meses, 
contados  desde  la  entrega  de  la  cosa  ven- 
dida. 

Art.  1.592.  Vendiéndose  dos  ó  más  ani- 
males juntamente,  sea  en  un  precio  alza- 
do, sea  señalándolo  á  cada  uno  de  ellos,  el 
vicio  redhibitorio  de  cada  uno  dará  sola- 
mente lugar  á  su  redhibición,  y  no  á  la  de 
los  otros;  á  no  ser  que  aparezca  que  el 
comprador  no  habría  comprado  el  sano  ó 
sanos  sin  el  vicioso. 

Se  presume  esto  último  cuando  se  com- 
pra un  tiro,  yunta,  pareja  ó  juego,  aunque 
se  haya  señalado  un  precio  separado  á  ca- 
da uno  de  los  animales  que  lo  componen. 

Art.  1.593.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  respecto  de  la  venta  de  animales 
se  entiende  igualmente  aplicable  á  la  de 
otras  cosas. 

Art.  1.594.  El  saneamiento  por  los  vi- 
cios ocultos  de  los  animales  y  ganados  no 
tendrá  lugar  en  las  ventas  hechas  en  feria 
ó  en  pública  subasta,  ni  en  la  de  caballe- 
rías enajenadas  como  de  deshecho,  salvo 
el  caso  previsto  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  L595.  No  serán  objeto  del  contra- 
to de  venta  los  ganados  y  animales  que  pa- 
dezcan enfermedades  contagiosas.  Cual- 
quier contrato  que  se  hiciere  respecto  de 
ellos  será  nulo. 

También  será  nulo  el  contrato  de  venta 
de  los  ganados  y  animales,  si,  expresándo- 
se en  el  mismo  contrato  el  servicio  ó  uso 
para  que  se  adquieren,  resultaren  inútiles 
para  prestarlo. 

Art.  1.596.    Cuando  el  vicio  oculto  de 
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los  animales,  aunque  se  haya  practicado 
reconc  cimiento  facultativo,  sea  de  tal  na- 
turaleza que  no  basten  los  conocimientos 
periciales  para  su  descubrimiento,  se  repu- 
tará redhibitorio. 

Pero  si  el  Profesor,  por  ignorancia  ó  ma- 
la fe,  dejara  de  descubrirlo  ó  manifestarlo, 
será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios. 

Art.  1.597.  La  acción  redhibitoria  que 
se  funde  en  los  vicios  ó  defectos  de  los  ani- 
males, deberá  interponerse  dentro  de  cua- 
renta días,  contados  desde  el  de  su  entrega 
al  comprador,  salvo  que,  por  el  uso  en  cada 
localidad,  se  hallen  establecidos  mayores 
ó  menores  plazos. 

Esta  acción  en  las  ventas  de  animales 
sólo  se  podrá  ejercitar  respecto  de  los  vi- 
cios y  defectos  de  los  mismos  que  estén  de- 
terminados por  la  ley  ó  por  los  usos  lo- 
cales. 

Art.  1.598.  Si  el  animal  muriese  á  los 
tres  dias  de  comprado,  será  responsable  el 
vendedor,  siempre  que  la  enfermedad  que 
ocasionó  la  muerte  existiera  antes  del  con- 
trato, á  juicio  de  los  facultativos. 

Art.  1.599.  Resuelta  la  venta,  el  animal 
deberá  ser  devuelto  en  el  estado  en  que  fué 
vendido  y  entregado,  siendo  responsable 
el  comprador  de  cualquier  deterioro  debido 
á  su  negligencia  y  que  no  proceda  del  vicio 
ó  defecto  redhibitorio. 

Art.  1.600.  En  las  ventas  de  animales 
y  ganados  con  vicios  redhibitorios,  gozará 
también  el  comprador  de  la  facultad  ex- 
presada en  el  art.  1.587;  pero  deberá  usar 
de  ella  dentro  del  mismo  término  que  para 
el  ejercicio  de  la  acción  redhibitoria  queda 
respectivamente  señlado. 

CAPÍTULO  V 

DE    LAS    OBLIGACIONES    DEL    COMPRADOR 

Art.  1.601.  El  comprador  está  obligado 
á  pagar  el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el 
tiempo  y  lugar  fijados  por  el  contrato. 

Si  no  se  hubieren  fijado,  deberá  hacerse 
el  pa^o  en  el  tiempo  y  lugar  en  que  se 
haga  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

Art.  1.602.  El  comprador  deberá  inte- 
reses por  el  tiempo  que  medie  entre  la  en- 
trega de  la  cosa  y  el  pago  del  precio  en  los 
tres  casos  siguientes: 

1.°    Si  asi  se  hubiere  convenido. 

2.°  Si  la  cosa  vendida  y  entregada  pro- 
duce fruto  ó  renta. 

3.°  Si  .se  hubiese  constituido  en  mora, 
con  arreglo  al  art.  1.207. 

Art.  1.603.  Si  el  comprador  fuere  per- 
turbado en  la  posesión  ó  dominio  de  la  cosa 
adqurida,  ó  tuviere  fundado  temor  de  ser- 
lo por  una  acción  reivindicatoria,  ó  hipo- 


tecaria, podrá  suspender  el  pago  del  pre- 
cio hasta  que  el  vendedor  haya  hecho  cesar 
la  perturbación  ó  el  peligro,  á  no  ser  que 
afíance  la  devolución  del  precio  en  su  caso, 
ó  se  haya  estipulado  que,  no  obstante 
cualquiera  contingencia  de  aquella  clase, 
el  comprador  estará  obligado  á  verificar  el 
pago. 

Art.  1.604.  Si  el  vendedor  tuviere  fun- 
dado motivo  para  temer  la  pérdida  de  la 
cosa  inmueble  vendida  y  el  precio,  podrá 
promover  inmediatamente  la  resolución  de 
la  venta. 

Si  no  existiere  este  motivo,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  art.  1.231. 

Art.  1.605.  En  la  venta  de  bienes  in- 
muebles, aun  cuando  se  hubiera  estipu- 
lado que  por  falta  de  pago  del  precio  en  el 
tiempo  convenido  tendrá  lugar  de  pleno 
derecho  la  resolución  del  contrato,  el  com- 
prador podrá  pagar,  aun  después  de  expi- 
rado el  término,  ínterin  no  haya  sido  re- 
querido, el  Juez  no  podrá  concederle  nue- 
vo término. 

Art.  1.606.  Respecto  de  los  bienes  mue- 
bles, la  resolución  de  la  venta  tendrá  lu- 
gar de  pleno  derecho  en  interés  del  ven- 
dedor, cuando  el  comprador,  antes  de  ven- 
cer el  término  fijado  para  la  entrega  de  la 
cosa,  no  se  haya  presentado  á  recibirla,  ó 
presentándose,  no  haya  ofrecido  al  mism- 
tiempo  el  precio,  salvo  que  para  el  pago 
de  éste  se  hubiese  pactado  mayor  dilación. 

CAPÍTULO  VI 

DE    LA   RESOLUCIÓN   DE   LA   VENTA 

Art.  1.607.  La  venta  se  resuelve  por 
las  mismas  causas  que  todas  las  obligacio- 
nes, y  además  por  las  expresadas  en  los 
capítulos  anteriores. 

CAPÍTULO  VII 

DE    LA    TRANSMISIÓN    DE   CRÉDITOS    Y    DRMAS 
DERECHOS   INCORPORALES 

Art.  1.608.  La  cesión  de  un  crédito, 
derecho  ó  acción,  no  surtirá  efecto  contra 
tercero  sino  desde  que  su  fecha  deba  te- 
nerse por  cierta,  en  conformidad  á  los  ar- 
tículos 1.325  y  1.334. 

Si  se  refiere  á  un  inmueble,  desde  la  fe- 
cha de  su  incripción  en  el  Registro. 

Art.  1.609.  El  deudor,  que  antes  de  te- 
ner conocimiento  de  la  cesión  satisfaga  al 
acreedor,  quedará  libre  de  la  obligación. 

Art.  1.610.  La  venta  ó  cesión  de  un 
crédito  comprende  la  de  todos  los  derechos 
accesorios,  como  la  fianza,  hipoteca,  pren- 
da ó  privilegio. 

Art.   1.611.     El  vendedor  de  buena  fe 
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responderá  de  la  existencia  y  legitimidad 
del  crédito  al  tiempo  de  la  venta,  á  no  ser 
que  se  haya  vendido  como  dudoso;  pero 
no  de  la  solvencia  del  deudor,  á  menos  de 
haberse  estipulado  expresamente,  ó  de  que 
la  insolvencia  fuese  anterior  y  pública. 

Aun  en  estos  casos  sólo  responderá  del 
precio  recibido,  reembolsando  además  al 
comprador: 

1."  Los  gastos  del  contrato,  y  cualquier 
otro  pago  legitimo  hecho  para  la  venta. 

2.°  Los  gastos  necesarios  y  útiles  he- 
chos en  la  cosa  vendida. 

El  vendedor  de  mala  fe  responderá  sism- 
pre  del  pago  de4odos  los  gastos  y  de  los 
daños  y  perjuicios. 

Art.  1.612.  Cuando  el  cedente  de  bue- 
na fe  se  hubiese  hecho  responsable  de  la 
solvencia  del  deador,  y  los  centratantes  no 
hubieran  estipulado  nada  sobre  la  dura- 
ción de  la  responsabilidad,  durará  está  sólo 
un  año.  contado  desde  la  cesión  del  crédi- 
to, si  estaba  ya  vencido  el  plazo. 

Si  el  crédito  fuere  pagadero  en  término 
ó  plazo  todavía  no  vencido,  la  responsabi- 
lidad cesará  un  año  después  del  venci- 
miento. 

Si  el  crédito  consistiere  en  una  renta 
perpetua,  la  responsabilidad  se  extinguirá 
á  los  diez  años,  contados  desde  la  fecha  de 
la  cesión. 

Art.  1.613.  El  que  venda  una  herencia 
sin  enumerar  las  cosas  de  que  se  compo- 
ne, sólo  estará  obligado  á  responder  de  su 
cualidad  de  heredero. 

Art.  1.614.  El  que  venda  alzadamente 
ó  en  globo  la  totalidad  de  ciertos  derechos, 
rentas  ó  productos,  cumplirá  con  respon- 
der de  la  legitimidad  del  todo  en  general; 
pero  no  estará  obligado  al  saneamiento  de 
cada  una  de  las  partes  de  que  se  compon- 
ga, salvo  en  el  caso  de  evicción  del  todo  ó 
de  la  mayor  parte. 

Art.  1.615.  Si  el  vendedor  se  hubiese 
aprovechado  de  algunos  frutos,  ó  hubiese 
percibido  alguna  co.sa  de  la  herencia  que 
vendiere,  deberá  abonarlos  al  comprador, 
si  no  se  liubiese  pactado  lo  contrario. 

Art.  1.616.  El  (;omprador  deberá,  por 
su  parte,  satisfacer  al  vendedor  todo  lo  que 
éste  liaya  ragado  por  las  deudas  y  cargas 
de  la  herencia,  y  por  los  créditos  que  tenga 
contra  las  mismas  salvo  pacto  en  con- 
trario. 

Art.  1.617.  Vendiéudose  un  crédito  liti- 
gio.so,  ol  deudor  tendrá  derecho  á  extin- 
guirlo, reembolsando  al  cesionario  el  pre- 
cio que  pagó,  las  costas  que  se  le  iiubiescn 
ocasionado  y  los  intereses  del  precio  desde 
el  día  en  que  éste  fué  satisfecho. 

Se  tendrá  por  litigio.so  un  crédito  desde 


que  se  conteste  á  la  demanda  relativa  al 
mismo. 

El  deudor  podrá  usar  de  su  derecho  den- 
tro de  nueve  días,  contados  desde  que  el 
cesionario  le  reclame  el  pago. 

Art.  1.618.  Se  exceptúan  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior  la  cesión  ó  ventas 
hechas: 

1.°  A  un  coheredero  ó  condueño  del 
derecho  cedido. 

2°  A  un  acreedor  en  pago  de  su  cré- 
dito. 

3.°  Al  poseedor  de  una  finca  sujeta  al 
derecho  litigioso  que  se  ceda. 

CAPÍTULO  VIH 

DISPOSICIÓN     GENERAL 

1.619.  Todo  lo  dispuesto  en  este  título 
se  entiende  con  sujeción  á  lo  que  respecto 
de  bienes  inmuebles  .se  determina  en  el  tí- 
tulo del  Registro  de  la  propiedad. 

TÍTULO  V 
De  la  permuta  (1). 

Art.  1.620.  La  permuta  es  un  contrato 
por  el  cual  cada  uno  de  los  contratantes  se 
obliga  á  dar  una  cosa  para  recibir  otra. 

Art.  1.621.  Si  uno  de  los  contratantes 
hubiese  recibido  la  cosa  que  se  le  prometió 
en  permuta,  y  acreditase  que  no  era  propia 
del  que  la  dio,  no  podrá  ser  obligado  á  en- 
tregar la  que  él  ofreció  en  cambio,  y  cum- 
plirá con  devolver  la  que  recibió. 

Art.  1.622.  El  que  pierda  por  evicción 
la  cosa  recibida  en  permuta,  podrá  optar 
entre  recuperar  la  que  dio  en  cambio  ó 
reclamar  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios; pero  sólo  podrá  usar  del  derecho  á 
recuperar  la  cosa  que  él  entregó  mientras 
ésta  subsista  en  poder  del  otro  permutante, 
y  sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos 
entretanto  sobre  ella  con  buena  fe  por  un 
tercero. 

Art.  1.623.  '  En  todo  lo  que  no  se  halle 
especialmente  determinado  en  este  título, 
la  permuta  se  regirá  por  las  disposiciones 
concernientes  á  la  venta. 

TÍTULO    VI 
Del  contrato  de  arrendamiento. 

CAPITULO    1 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Art.  1.624.  El  arrendamiento  puede  sor 
de  cosas,  ó  de  obras  ó  .servicios. 


(1)  El  Cód.  de  C.  R.  emplea  indistintamente  las 
palabras,  cambio  y  permutante  al  tratar  de  eite 
contrato  (art.  1.100.) 
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Art.  1.625.  En  el  arrendamiento  de  co- 
sas, una  de  las  partes  se  obliga  á  dar  á  la 
otra  el  goce  ó  uso  de  una  cosa  por  tiempo 
determinado  y  precio  cierto. 

Art.  1.626."^  En  el  arrendamiento  de 
obras  ó  servicios,  una  de  las  partes  se  obli- 
ga á  ejecutar  una  obra  ó  á  prestar  á  la 
otra  un  servicio  por  precio  cierto. 

Art.  1.627.  Los  bienes  fungibles  que  se 
consumen  con  el  uso,  no  pueden  se  mate- 
ria de  este  contrato. 

CAPITULO  II 

DE  LOS  ARRENDAMIENTOS  DE  FINCAS  RÚSTICAS 
Y    URBANAS 

Sección   primera. 
Disposiciones  generales. 

Art.  1.628.  Se  llama  arrendador  el  que 
se  obliga  á  ceder  el  uso  de  la  cosa,  ejecutar 
la  obra  ó  prestar  el  servicio,  y  arrendata- 
rio, al  que  adquiera  el  uso  de  la  cosa  ó  el 
derecho  á  la  obra  ó  servicio  que  se  obliga 
á  pagar. 

Art.  1.629.  Cuando  hubiese  comenzado 
ia  ejecución  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento verbal,  y  faltare  la  prueba  del  pre- 
cio convenido,  el  arrendatario  devolverá 
al  arrendador  la  cosa  arrendada,  abonán- 
dole, por  el  tiempo  que  la  haya  disfrutado, 
el  precio  que  se  regule. 

Art.  1.630.  El  marido,  relativamente  á 
los  bienes  de  su  mujer;  el  padre  y  tutor, 
respecto  á  los  del  hijo  menor,  y  el  adminis- 
trador de  bienes  que  no  tenga  poder  judi- 
cial, no  podrán  dar  en  arrendamiento  las 
cesas  por  término  que  exceda  de  seis  años. 

Art.  1.631.  Con  relación  á  terceros,  no 
surtirán  efecto  los  arrendamientos  de  bie- 
nes raices  que  no  se  hallen  debidamente 
inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  1.632.  Cuando  en  el  contrato  de 
arrendamiento  de  co.sas  no  se  prohiba  ex- 
presamente, podrá  el  arrendatario  suba- 
rrendar, en  todo  ó  en  parte,  la  cosa  arren- 
dada, sin  perjuicio  de  su  responsabilidad 
al  cumplimiento  del  contrato  para  con  el 
arrendador. 

Art.  1.633.  Sin  perjuicio  de  su  obliga- 
ción para  con  el  subarrendador,  queda  el 
subarrendatario  obligado  á  favor  del  arren- 
dador por  todos  los  actos  que  ^a  refieran 
al  uso  y  conservación  de  la  cosa  arrendada, 
en  la  forma  pactada  entre  el  arrendador  y 
el  arrendatario. 

Art.  1.634.  El  subarrendatario  ciueda 
también  ol)ligado  para  con  el  arrenaador 
por  el  importe  del  precio  convenido  en  el 
subarriendo  que  se  halle  debiendo  al  tiem- 
po   del  requerimiento,    considerando    no 


hechos  los  pagos  adelantados,  á  no  haber- 
los verificado  con  arreglo  á  la  costumbre. 

Art.  1.635.  Son  aplicables  al  contrato 
de  arrendamimiento  las  disposiciones  sobre 
saneamiento  contenidas  en  el  titulo  de  la 
compra-venta. 

En  los  casos  en  que  proceda  la  devolu- 
ción del  precio,  se  hará  la  disminución 
proporcional  al  tiempo  que  el  arrendatario 
haya  disfrutado  de  la  cosa. 

Sección  segunda. 

De  los  derechos  y  obligaciones  del  arrendador 
y  del  arrendatario. 

Art.  1.636.     El  arrendador  está  obligado: 

1."  A  entregar  al  arrendatario  la  cosa 
objeto  del  contrato. 

2.°  A  hacer  en  ella  durante  el  arrenda- 
miento todas  las  reparaciones  necesarias 
á  fin  de  conservarla  en  estado  de  servir 
para  el  uso  á  que  ha  sido  destinada. 

3  "  A  mantener  al  arrendatario  en  el 
goce  pacifico  del  arrendamiento  por  todo  el 
tiempo  del  contrato. 

Art.  1.637.  El  arrendatario  esta  obli- 
gado: 

1.°  A  pagar  el  precio  del  arrendamien- 
to en  los  términos  convenidos. 

2.°  A  usar  de  la  cosa  arrendada  como 
un  diligente  padre  de  familia,  destinándola 
al  uso  pactado;  y  en  efecto  de  pacto,  al  que 
se  infiera  de  la  naturaleza  de  la  cosa  arren- 
dada, según  la  costumbre  de  la  tierra. 

3."  A  pa^ar  los  gastos  que  ocasione  la 
escritura  del  contrato. 

Art.  1.638.  Si  el  arrendador  ó  el  arren- 
datario no  cumplieren  las  obligaciones  ex- 
presadas en  los  artículos  anteriores,  po- 
drán pedir  la  rescisión  del  contrato  y  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  ó  sólo 
esto  último,  dejando  el  contrato  subsis- 
tente. 

Art.  1.639.  El  arrendador  no  puede  va- 
riar la  forma  de  la  cosa  arrendada. 

Art.  1640.  Si  durante  el  arrendamien- 
to es  necesario  hacer  alguna  reparación 
urgente  en  la  cosa  arrendada,  que  no  pue- 
da diferirse  hasta  la  conclusión  del  arrien- 
do, tiene  el  arrendatario  obligación  de  to- 
lerar la  obra,  aunque  le  sea  muy  molesta, 
y  aunque  durante  ella  se  vea  privado  de 
una  parte  de  la  finca. 

Si  la  reparación  dura  más  de  cuarenta 
días,  debe  disminuirse  el  precio  del  arrien- 
do á  proporción  del  tiempo  y  de  la  parte  de 
la  finca  ae  que  el  arrendatario  so  vea  pri- 
vado. 

Si  la  obra  es  de  tal  naturaleza  que  hace 
inhabitable  la  parte  que  el  arrendatario  y 
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su  familia  necesitan  para  su  habitación, 
puede  éste  rescindir  el  contrato. 

Art.  1.641.  El  arrendatario  está  obliga- 
do á  poner  en  conocimiento  del  propieta- 
rio, en  el  más  breve  plazo  posible,  toda 
usurpación  ó  novedad  dañosa  que  otro  ha- 
ya realizado  ó  abiertamente  prepare  en  la 
cosa  arrendada. 

También  está  obligado  á  poner  en  co- 
nocimiento del  dueño,  con  la  misma  ur- 
gencia, la  necesidad  de  todas  las  repara- 
ciones comprendidas  en  el  número  2.°  del 
articulo  1.636. 

En  ambos  casos  será  responsable  el 
arrendatario  de  los  daños  y  perjuicios  que 
por  su  negligencia  se  ocasionaren  al  pro- 
pietario. 

Art.  1.642.  El  arrendador  no  está  obli- 
gado á  responder  de  la  perturbación  de 
mero  hecho  que  un  tercero  causare  en  el 
uso  de  la  finca  arrendada;  pero  el  arren- 
datario tendrá  acción  directa  contra  el  per- 
turbador. 

No  existe  perturbación  de  hecho  cuando 
el  tercero,  ya  sea  la  Administración,  ya  un 
particular,  ha  obrado  en  virtud  de  un  de- 
recho que  le  corresponde. 

Art.  1.643.  El  arrendatario  debe  devol- 
ver la  finca  al  concluir  el  arriendo  tal  como 
la  recibió,  salvo  lo  que  hubiese  perecido  ó 
se  hubiera  menoscabado  por  el  tiempo  ó 
per  causa  inevitable. 

Art.  1.644.  A  falta  de  expresión  del 
estado  de  la  finca  al  tiempo  de  arrendarla, 
la  ley  presume  que  el  arrendatario  la  reci- 
bió en  buen  estado,  salvo  prueba  en  con- 
trario. 

Art.  1.645.  El  arrendatario  es  respon- 
sable del  deterioro  ó  pérdida  que  tuviere  la 
cosa  arrendada,  á  no  ser  que  pruebe  ha- 
ber.se  ocasionado  sin  culpa  suya. 

Art.  1.646.  El  arrendatario  es  respon- 
sablg  del  deterioro  causado  por  las  perso- 
nas de  su  casa. 

Art.  1.647.  Si  el  arrendamiento  se  ha 
hecho  por  tiempo  determinado,  concluye 
el  día  prefijado  sin  necesidad  de  requeri- 
miento. 

Art.  1.648.  Si  al  terminar  el  contra- 
to permanece  el  arrendatario  disfrutando 
quince  días  de  la  cosa  arrendada,  con 
aquiescencia  del  arrendador,  se  entiende 
que  hay  tácita  reconducción  por  el  tiem- 
po que  establecen  los  artículos  1.658  y 
1.662,  á  menos  que  haya  precedido  reque- 
rimiento. 

Art.  1.649.  En  el  caso  de  la  tácita  re- 
conducción, cesan  respecto  de  ella  las  obli- 
gaciones otorgadas  por  un  tercero  para  la 
seguridad  del  contrato  principal. 

Art.  1.650.     Si  se  pierde  la  cosa  arren- 


dada, ó  alguno  de  los  contratantes  falta  al 
cumplimiento  de  lo  estipulado,  se  observa- 
vará  respectivamente  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.289  y  1.290. 

Art.  1.651.  El  arrendador  podrá  des- 
ahuciar judicialmente  al  arrendatario  por 
alguna  de  las  causas  siguientes: 

1.*  Haber  expirado  el  término  conven- 
cional ó  el  que  se  fija  para  la  duración  de 
los  arrendamientos  en  los  artículos  1.658  y 
1.662. 

2.*  Falta  de  pago  en  el  precio  conve- 
nido. 

3.*  Infracción  de  cualquiera  de  las  con- 
diciones estipuladas  en  el  contrato. 

4.*  Destinar  la  cosa  arrendada  á  usos  ó 
servicios  no  pactados  que  la  hagan  desme- 
recer, ó  no  sujetarse  en  su  uso  á  lo  que  se 
ordena  en  el  número  2.°  del  art.  1.637. 

Art.  1.652.  Fuera  de  los  casos  mencio- 
nados en  el  artículo  anterior,  tendrá  el 
arrendatario  derecho  á  aprovechar  los  tér- 
minos establecidos  en  los  artículos  1.658  y 
1.661. 

Art.  1.653.  El  comprador  de  una  finca 
arrendada  tiene  derecho  á  que  termine  el 
arriendo  vigente  al  verificarse  la  venta, 
salvo  pacto  en  contrario  y  lo  dispuesto  en 
el  titulo  del  Registro  de  la  propiedad. 

Si  el  comprador  usare  de  este  derecho, 
el  arrendatario  podrá  exigir  que  se  le  deje 
recoger  los  frutos  de  la  cosecha  que  corres- 
ponda al  año  agrícola  corriente,  y  que  el 
vendedor  le  indemnice  los  daños  y  perjui- 
cios que  .se  le  causen. 

Art.  1.654.  El  arrendatario  tendrá,  res- 
pecto de  las  mejoras  útiles  y  voluntarias, 
el  mismo  derecho  que  se  concede  al  usu- 
fructuario. 

Art.  1.655.  Si  nada  se  hubiere  pactado 
.sobre  el  lugar  y  tiempo  del  pago  del  arren- 
damiento, se  estará,  en  cuanto  al  lugar,  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  1.278,  y  en  cuanto  al 
tiempo,  á  la  costumbre  de  la  tierra. 

Sección  tercera. 

Disposiciones  especiales  para  los  arrendamientoa 
de  predios  rústicos. 

Art.  1.656.  El  arrendatario  no  tendrá 
derecho  á  rebaja  de  la  renta  por  esterilidad 
de  la  tierra  arrendada  ó  por  pérdida  de 
frutos  proveniente  de  casos  fortuitos  ordi- 
narios; pero  si  en  ca.so  de  pérdida  de  más 
de  la  mitad  de  frutos  por  casos  fortuitos 
extraordinarios  é  imprevistos,  salvo  siem- 
pre el  pacto  especial  en  contrario. 

Entiéndese  por  casos  fortuitos  extraor- 
dinarios: el  incendio,  guerra,  peste,  inun- 
dación insólita,  langosta,  terremoto  ú  otro 
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igualmente  desacostumbrado  y  que  los 
contratantes  no  hayan  podido racionalmen- 
prever. 

Art.  1.657.  Tampoco  tiene  el  arrenda- 
tario derecho  á  rebaja  de  la  renta  cuando 
los  frutos  se  han  perdido  después  de  estar 
separados  de  su  raíz  ó  tronco. 

Art  1.658.  El  arrendamiento  de  un 
predio  rústico,  cuando  no  se  fija  su  dura- 
ción, se  entiende  hecho  por  todo  el  tiempo 
necesario  para  la  recolección  de  los  frutos 
que  toda  la  finca  arrendada  diere  en  un 
año  ó  pueda  dar  por  una  vez,  aunque  pasen 
do3  ó  más  años  para  obtenerlos. 

El  de  tierras  labrantías,  divididas  en  dos 
ó  más  hojas,  se  entiende  por  tantos  años 
cuantas  sean  éstas. 

Art.  1.659.  El  arrendatario  saliente  de- 
be permitir  al  entrante  el  uso  del  local  y 
demás  medios  necesarios  para  las  labores 
preparatorias  del  año  siguiente;  y  recipro- 
camente, el  entrante  tiene  obligación  de 
permitir  al  colono  saliente  lo  necesariopara 
la  recolección  y  aprovechamiento  de  los 
frutos,  todo  con  arreglo  á  la  costumbre  del 
pueblo. 

Art.  1.660.  El  arrendamiento  por  apar- 
cería en  tierras  de  labor,  ganados  de  cria  ó 
establecimientos  fabriles  é  industriales,  se 
regirá  por  las  disposiciones  relativas  al 
contrato  de  sociedad  y  por  las  estipulacio- 
nes de  las  partes,  y,  en  su  defecto,  por  la 
costumbre  de  la  tierra. 

Sección  cuarta. 

Disposiciones  especiales  para  el  arrendamieato  de 
predios  urbanos, 

Art.  1.661.  En  defecto  de  pacto  espe- 
cial, se  estará  á  la  costumbre  del  pueblo, 
para  las  reparaciones  de  los  predios  urba- 
nos que  deban  ser  de  cuenta  del  propieta- 
rio. En  caso  de  duda,  se  entenderán  de 
cargo  de  éste. 

Art.  1.662.  Si  no  se  hubiese  fijado  plazo 
al  arrendamiento,  se  entiende  hecho  por 
años  cuando  se  ha  fijado  un  alquiler  anual, 
por  meses  cuando  es  mensual,  por  días 
cuando  es  diario. 

En  todo  caso  cesa  el  arrendamiento,  sin 
necesidad  de  requerimiento  especial,  cum- 
plido el  término. 

Art  1.663.  Cuando  el  arrendador  de 
una  casa  ó  de  parte  de  ella,  destinada  á  la 
habitación  de  una  familia,  ó  de  una  tienda 
ó  almacén,  ó  establecimiento  industrial, 
arrienda  también  los  muebles,  el  arrenda- 
miento (le  éstos  se  entenderá  por  el  tiempo 
que  dure  el  de  la  finca  arrendada. 


CAPITULO  III 

DEL  ARRENDAMIENTO  DE  OBRAS  Y  SERVICIOS 

Sección  primera. 
Del  servicio  de  criados  y  trabajadores  asalariados. 

Art.  1.664.  Puede  contratarse  esta  cla- 
se de  servicio  sin  tiempo  fijo,  por  cierto 
tiempo,  ó  para  una  obra  determinada.  El 
arrendamiento  hecho  por  toda  la  vida  es 
nulo. 

Art.  1.665.  El  criado  doméstico  desti- 
nado al  servicio  personal  de  su  amo,  ó  de 
la  familia  de  éste,  por  tiempo  determinado, 
puede  despedirse  y  ser  despedido  antes  de 
expirar  el  término;  pero  si  el  amo  despide 
al  criado  sin  justa  causa,  debe  indemnizar- 
le pagándole  el  salario  devengado  y  el  de 
quince  dias  más. 

El  amo  será  creído,  salvo  prueba  en 
contrario: 

1."  Sobre  el  tanto  del  salario  del  sir- 
viente doméstico. 

2.°  Sobre  el  pago  de  los  salarios  deven- 
gados en  el  año  corriente. 

Art.  1.666.  Además  délo  prescrito  en 
los  artículos  anteriores,  se  observará,  acer- 
ca de  los  amos  y  sirvientes,  lo  que  deter- 
minen las  leyes  y  reglamentos  especiales. 

Art.  1.667.  Los  criados  de  labranza, 
menestrales,  artesanos  y  demás  trabajado- 
res asalariados  por  cierto  término  para 
cierta  obra,  no  pueden  despedirse  ni  ser 
despedidos  antes  del  cumplimiento  del 
contrato,  sin  justa  causa. 

Art.  1.668.  La  despedida  de  los  criados, 
menestrales,  artesanos  y  demás  trabajado- 
res asalariados,  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos anteriores,  da  derecho  para  despo- 
seerles de  la  herramienta  y  edificios  que 
ocuparen  por  razón  de  su  cargo. 

Sección  segunda. 
De  las  obras  por  ajaste  ó  precio  alzado. 

Art.  1.669.  Puede  contratarse  la  ejecu- 
ción de  una  obra  conviniendo  en  que  el 
que  la  ejecute  ponha  solamente  su  trabajo 
ó  su  industria,  ó  que  también  suministre 
el  material. 

Art.  1.670.  Si  el  que  contrató  la  obra 
se  obligó  á  poner  el  material,  debe  sufrir  la 
pérdida  en  el  caso  de  destruirse  la  obra 
antes  de  ser  entregada,  salvo  si  hubiese 
habido  morosidad  en  recibirla. 

Art.  1.671.  El  que  se  ha  obligado  á  po- 
ner sólo  su  trabajo  ó  industria,  no  puede 
reclamar  ningún  estipendio  si  se  destruye 
la  obra  antes  "de  haber  sido  entregada,  á 
no  ser  que  haya  habido  morosidad  para 
recibirla,  ó  que  la  destrucción  haya  prove- 
nido de  la  mala  calidad  de  los  materiales. 
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con  tal  que  haya  advertido  oportunamente 
esta  circunstancia  al  dueño. 

Art.  1.672.  El  contratista  de  un  edificio 
que  se  arruinase  por  vicios  de  la  construc- 
ción, responde  de  los  daños  y  perjuicios  si 
la  ruina  tuviese  lugar  dentro  de  diez  años, 
contados  desde  que  concluyó  la  construc- 
ción; igual  responsabilidad,  y  por  el  mis- 
mo tiempo,  tendrá  el  arquitecto  que  la  di- 
rigiere, si  se  debe  la  ruina  á  vicio  del  suelo 
ó  de  la  dirección. 

Si  la  causa  fuere  la  falta  del  contratista 
á  las  condiciones  del  contrato,  la  acción  de 
indemnización  durará  quince  años. 

Art.  1.673.  El  que  se  obliga  á  hacer 
una  obra  por  piezas  ó  por  medida,  puede 
exigir  del  dueño  que  la  reciba  por  partes  y 
que  la  pague  en  proporción.  Se  presume 
aprobada  y  recibida  la  parte  satisfecha. 

Art.  1.674.  El  arquitecto  ó  contratista 
que  se  encarga  por  un  ajuste  alzado  de  la 
construcción  de  un  edificio  ú  otra  obra  en 
vista  de  un  plano  convenido  con  el  propie- 
tario del  suelo,  no  puede  pedir  aumento  de 
precio  aunque  se  haya  aumentado  el  de 
los  jornales  ó  materiales;  pero  podrá  ha- 
cerlo cuando  se  haya  hecho  algún  cambio 
en  el  plano  que  produzca  aumento  de  obra, 
siempre  que  hubiese  dado  su  autorización 
el  propietario. 

Art.  1.675.  El  dueño  puede  desistir, 
por  su  sola  voluntad,  de  la  construcción  de 
la  obra,  aunque  se  haya  empezado,  indem- 
nizando al  contratista  de  todos  sus  gastos, 
trabajo  y  utilidad  que  pudiera  obtener  de 
ella. 

Art.  1.676.  Cuando  se  haya  encargado 
cierta  obra  á  una  persona  por  razón  de  sus 
cualidades  personales,  el  contrato  se  res- 
cinde por  la  muerte  de  esta  persona. 

En  este  caso,  el  propietario  debe  abonar 
á  los  herederos  del  constructor,  á  propor- 
ción del  precio  convenido,  el  valor  de  la 
fiarte  de  obra  ejecutada  y  de  los  materia- 
es  preparados,  siempre  que  de  estos  ma- 
teriales reporte  algún  beneficio. 

Lo  mismo  se  entenderá  si  el  que  contra- 
tó la  obra  no  puede  acabarla  por  alguna 
causa  independiente  de  su  voluntad. 

Art.  1.677.  El  contratista  es  responsa- 
ble del  trabajo  ejecutado  por  las  personas 
que  ocupare  en  ia  obra. 

Art.  1.678.  Los  que  ponen  su  trabajo  y 
materiales  en  una  obra  ajustada  alzada- 
mente por  el  contratista,  no  tienen  acción 
contra  el  dueño  de  ella  sino  hasta  la  canti- 
dad que  éste  adeude  á  aquél  cuando  se 
hace  la  reclamación. 

Art.  1.679.  Cuando  se  conviniere  que 
la  obra  se  ha  de  hacer  á  satisfacción  del 
propietario,  se  entiende  reservada  la  apro- 


bación, á  falta  de  conformidad,  al  juicio 
pericial  correspondiente. 

Si  la  persona  que  ha  de  aprobar  la  obra 
es  un  tercero,  se  estará  á  lo  que  ésta  de- 
cida. 

Art.  1.680.  Si  no  hubiere  pacto  ó  cos- 
tumbre en  contrario,  el  precio  de  la  obra 
deberá  pagarse  al  hacerse  la  entrega. 

Art.  1.681.  El  que  ha  ejecutado  una 
obra  en  cosa  mueble,  tiene  el  derecho  de 
retenerla  en  prenda  hasta  que  se  le  pague. 

Sección  tercera. 

De  los  transportes  por  agua  y  tierra,  tanto  de  per- 
sonas como  de  cosas. 

Art.  1.682.  Los  conductores  de  efectos 
por  tierra  ó  por  agua  están  sujetos  en  cuan- 
to á  la  guarda  y  conservación  de  las  cosas 
que  se  les  confian,  á  las  mismas  obligacio- 
nes que  respecto  á  los  posaderos  se  deter- 
minan en  los  artículos  1.803  y  1.804, 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  que  respecto  á  trans- 
portes por  mar  y  tierra  establece  el  Códi- 
go de  Comercio. 

Art.  1.683.  Responden  igualmente  los 
conductores  de  la  pérdida  y  de  las  averias 
de  las  cosas  que  reciben,  á  no  ser  que  prue- 
ben que  la  pérdida  ó  la  avería  ha  prove- 
nido ae  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 

Art.  1.684.  Lo  dispuesto  en  estos  ar- 
tículos se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  que 
prevengan  las  leyes  y  los  reglamentos  es- 
peciales. 

TITULO  VII 

De  la  sociedad. 

CAPITULO  I 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art.  1.685.  La  sociedad  es  un  contrato 
por  el  cual  dos  ó  más  personas  se  obligaa 
á  poner  en  común  dinero,  bienes  ó  indus- 
tria, con  ánimo  de  partir  entre  si  las  ga- 
nancias. 

Art.  1.686.  .La  sociedad  debe  tener  un 
objeto  lícito  y  establecerse  en  interés  co- 
mún de  los  socios. 

Cuando  se  declare  la  disolución  de  una 
sociedad  ilícita,  las  ganancias  se  destina- 
rán á  los  establecimientos  de  Beneficencia 
del  domicilio  de  la  sociedad,  y,  en  su  de- 
fecto, á  los  del  departamento. 

Art.  1.687.  La  sociedad  civil  se  podrá 
constituir  en  cualquiera  forma,  salvo  que 
se  aportaren  á  ella  bienes  inmueble.s  ó  ae- 
rechos  reales,  en  cuyo  caso  será  necesaria 
la  escritura  pública. 

Art.  1.688.     Es  nulo  el  contrato  de  so- 
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ciedad,  siempre  que  se  aporten  bienes  in- 
muebles, si  no  se  hace  un  inventario  de 
ellos,  firmado  por 'las  partes,  que  deberá 
unirse  á  la  escritura. 

Art.  1.689.  No  tendrán  personalidad 
jurídica  las  sociedades  cuyos  pactos  se 
mantengan  secretos  entre  los  socios,  y  en 
que  cada  uno  de  éstos  contrate  en  su  pro- 
pio nombre  con  los  terceros. 

Esta  clase  de  sociedades  se  regirá  por 
las  disposiciones  relativas  á  la  comunidad 
de  bienes. 

Art.  1.690.  Las  sociedades  civiles,  por 
el  objeto  á  que  se  consagren,  pueden  re- 
vestir todas  las  formas  reconocidas  por  el 
Código  de  Comercio.  En  tal  caso,  les  serán 
aplicables  sus  disposiciones  en  cuanto  no 
se  opongan  á  las  del  presente  Código. 

Art.  1.691.  La  sociedad  es  universal  ó 
particular. 

Art.  1.692.  La  sociedad  universal  pue- 
de ser  de  todos  los  bienes  presentes,  ó  de 
todas  las  ganancia. 

Art.  1.693.  La  sociedad  de  todos  los 
bienes  presentes  es  aquella  por  la  cual  las 
partes  ponen  en  común  todos  los  que  ac- 
tualmente les  pertenecen,  con  ánimo  de 
partirlos  entre  si,  como  igualmente  todas 
las  ganancias  que  adquieran  con  ellos. 

Art.  1.694.  En  la  sociedad  universal  de 
todos  los  bienes  presentes,  pasan  á  ser 
propiedad  común  de  los  socios  los  oienes 
que  pertenecían  á  cada  uno,  así  como  to- 
das las  ganancias  yue  adquieran  con  ellos. 

Puede  también  pactarse  en  ella  la  comu- 
nicación recíproca  de  cualesquiera  otras 
ganancias;  pero  no  pueden  comprenderse 
los  bienes  que  los  socios  adquieran  poste- 
riormente por  herencia,  legado  ó  dona- 
ción, aunque  sí  sus  frutos. 

Art.  1.695.  La  sociedad  universal  de 
ganancias  comprende  todo  lo  que  adquie- 
ran los  socios  por  su  industria  ó  trabajo 
mientras  dure  la  sociedad. 

Los  bienes  muebles  ó  inmuebles  que 
cada  socio  posea  al  tiempo  de  la  celebra- 
ción del  contrato,  continúan  siendo  del 
dominio  particular,  pasando  sólo  á  la  so- 
ciedad el  usufructo. 

Art.  1.696.  El  contrato  de  sociedad  uni- 
versal, celebrado  sin  determinar  su  espe- 
cie, sólo  constituye  la  sociedad  universal 
de  ganancias. 

Art.  1.697.  No  pueden  contraer  socie- 
dad universal  entre  sí  las  personas  á  quie- 
nes está  prohiljido  otorgarse  reciproca- 
mente alguna  donación  ó  ventaja. 

Art.  1.698.  La  sociedad  particular  tiene 
únicamente  por  objeto  cosas  determinadas, 
su  uso,¿-  sus  frutos, ó  una  empresa  señala- 
da, ó  el  ejercicio  de  una  paofesión  ó  arte. 


CAPITULO  II 

DE  LAS  OBLIGACIONES  DE  LOS  SOCIOS 

Sección  primera. 
De  las  obligaciones  de  los  socios  entre  sí. 

Art.  1.699.  La  sociedad  comienza  des- 
de el  momento  mismo  de  la  celebración 
del  contrato,  si  no  se  ha  pactado  otra 
cosa. 

Art.  1.700.  La  sociedad  dura  por  el 
tiempo  convenido;  á  falta  de  convenio,  por 
el  tiempo  que  dure  el  negocio  que  haya 
servido  exclusivamente  de  objeto  á  la  so- 
ciedad, si  aquél  por  su  naturaleza  tiene 
una  duración  limitada;  y  en  cualquier  otro 
caso,  por  toda  la  vida  de  los  asociados,  sal- 
vo la  facultad  que  se  les  reserva  en  el 
artículo  1.720  y  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1  724. 

Art.  1.701.  Cada  uno  es  deudor  á  la 
sociedad  de  lo  que  ha  prometido  aportar  á 
ella. 

Queda  también  sujeto  á  la  evicción  en 
cuanto  á  las  cosas  ciertas  y  determinadas 
que  haya  aportado  á  sociedad,  en  los  mi.s- 
mos  casos  y  de  igual  modo  que  lo  está  el 
vendedor  respecto  del  comprador. 

Art.  1.702.  El  socio  que  se  ha  obligado 
á  aportar  una  suma  en  dinero  y  no  la  ha 
aportado,  es  de  derecho  deudor  de  los  in- 
tereses desde  el  día  en  que  debió  aportarla, 
sin  perjuicio  de  indemnizar  además  los  da- 
ños que  hubiese  causado. 

Lo  mismo  tiene  lugar  respecto  á  las  su- 
mas que  hubiese  tomado  de  la  caja  social, 
principiando  á  contarse  los  intereses  desde 
el  día  en  que  las  tomó  para  su  beneficio 
particular. 

Art.  1.703.  El  socio  industrial  debeá  la 
sociedad  las  ganancias  que  durante  ella 
haya  obtenido  en  el  ramo  de  industria  que 
sirve  de  o()jeto  á  la  misma. 

Art.  1.704.  Cuando  un  socio  autorizado 
para  administrar  cobra  una  cantidad  exi- 
gible  que  le  era  debida  en  su  propio  nom- 
bre, de  una  per-sona  que  debía  á  la  socie- 
dad otra  cantidad  también  exigible,  debe 
imputarse  lo  cobrado  en  los  dos  créditos  á 
proporción  de;  su  importe,  aunque  hubiese 
dado  el  recibo  por  cuenta  de  sólo  su  haber; 
pero,  si  lo  hubiere  dado  por  cuenta  del  ha- 
ber .social,  .se  imputará  todo  en  éste. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  que  el  deudor  pueda  usar 
de  la  facultad  que  se  le  concede  en  el  ar- 
tículo 1.279,  en  el  solo  caso  de  que  el  cré- 
dito personal  del  socio  le  sea  más  oneroso. 

Art.  1.705.  El  socio  que  ha  recibido 
por  entero  su  parto  en  un  crédito  social  sin 
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que  hayan  cobrado  la  suya  los  demás  so- 
cios, queda  obligado,  si  el  deudor  cae  des- 
pués en  insolvencia,  á  traer  á  la  masa  so- 
cial lo  que  recibió,  aunque  hubiera  dado 
el  recibo  por  sólo  su  parte. 

Art.  1.706.  Todo  socio  debe  responder 
á  la  sociedad  de  los  daños  y  perjuicios  que 
ésta  haya  sufrido  por  culpa  del  mismo,  y 
no  puede  compensarlos  con  los  beneficios 
que  por  su  industria  le  haya  proporcionado. 

Art.  1.707.  El  riesgo  de  las  cosas  cier- 
tas y  determinadas,  no  fungibles.  que  se 
aportan  á  la  sociedad  para  que  sólo  sean 
comunes  su  uso  y  sus  frutos,  es  del  socio 
propietario. 

Si  las  cosas  aportadas  son  fungibles,  ó  no 
pueden  guardarse  sin  que  se  deterioren,  ó 
si  se  aportaron  para  ser  vendidas,  el  riesgo 
es  de  la  sociedad.  También  lo  .será,  á  falta 
de  pacto  especial,  el  de  las  cosas  aportadas 
con  estimación  hecha  en  el  inventario,  y 
en  este  caso  la  reclamación  se  limitará  al 
precio  en  que  fueron  tasadas. 

Art.  1.708.  La  sociedad  responde  á  todo 
socio  de  las  cantidades  que  haya  desem- 
bolsado por  ella  y  del  interés  correspon- 
diente; también  le  responde  de  las  obliga- 
ciones que  con  buena  fe  haya  contraído 
para  los  negocios  sociales  y  de  los  riesgos 
inseparables  de  su  dirección. 

Art.  1.709.  Las  pérdidas  y  ganancias  se 
repartirán  en  conformidad  á  lo  pactado.  Si 
sólo  se  hubiera  pactado  la  parte  de  cada 
uno  en  las  ganancias,  sera  igual  su  parte 
en  las  pérdidas. 

A  falta  de  pacto,  la  parte  de  cada  socio 
en  las  ganancias  y  pérdidas  debe  ser  pro- 
porcionada á  lo  que  haya  aportado.  El  socio 
que  lo  fuere  sólo  de  industria  tendrá  una 
parte  igual  á  la  del  que  menos  haya  apor- 
tado. Si  además  de  su  industria  hubiere 
aportado  capital,  recibirá  también  la  parte 
proporcional  que  por  él  le  corresponda. 

Art.  1.710.  Si  los  socios  .se  han  conve- 
nido en  confiará  un  tercrero  la  designación 
de  la  parle  de  cada  uno  en  las  ganancias  y 
pérdidas,  solamente  podrá  ser  impugnada 
la  designación  hecha  por  él  cuando  eviden- 
temente haya  faltado  á  la  equidad.  En  nin- 
gún ca.so  podrá  reclamar  el  socio  que  haya 
principiado  á  ejecutar  la  decisión  del  ter- 
cero, ó  que  no  la  haya  impugnado  en  el 
término  de  tres  meses,  contados  desde  que 
le  fué  conocida. 

La  designación  de  pérdidas  y  ganancias 
no  puede  ser  encomendada  á  uno  de  los 
socios. 

Art.  1.711.  Es  nulo  el  pacto  que  exclu- 
ye á  uno  ó  más  socios  de  toda  parte  en  las 
ganancias  ó  en  las  pérdidas. 

Sólo  el  .socio  de  industria  puede  ser  exi- 


mido de  toda  responsabilidad  en  las  pér- 
didas. 

Art.  1.712.  El  socio  nombrado  adminis- 
trador en  el  contrato  social,  puede  ejercer 
todos  los  actos  administrativos  sin  embar- 
go de  la  oposición  de  sus  compañeros,  á  no 
.ser  que  proceda  de  mala  fe;  y  su  poder  es 
irrevocable  sin  causa  legitima. 

El  poder  otorgado  después  del  contrato 
sin  que  en  éste  se  hubiera  acordado  confe- 
rirlo, puede  revocarse  en  cualquier  tiempo. 

Art.  1.713.  Cuando  dos  ó  más  socios  han 
sido  encargados  de  la  administración  social 
sin  determinarse  sus  funciones,  ó  sin  ha- 
berse expresado  que  no  podrán  obrar  los 
unos  sin  el  consentimiento  de  los  otros, 
cada  uno  puede  ejercer  todos  lo  i  actos  de 
administración  separadamente;  pero  cual- 
quiera de  ellos  puede  oponerse  á  las  opera- 
ciones del  otro  antes  de  que  éstas  hayan 
producido  efecto  legal. 

Art.  1.714.  En  el  caso  de  haberse  esti- 
pulado que  los  socios  administradores  no 
hayan  de  funcionar  los  unos  sin  el  consen- 
timiento de  los  otros,  se  necesita  el  concur- 
so de  todos  para  la  validez  de  los  actos,  sin 
que  pueda  alegar.se  la  ausencia  ó  imposibi- 
lidad de  algunos  de  ellos,  salvo  si  hubiere 
peligro  inminente  de  un  daño  grave  ó  irre- 
parable para  la  sociedad. 

Art.  1.715.  Cuando  no  se  haya  estipu- 
lado el  modo  de  administrar,  se  ob.servarán 
las  reglas  siguientes: 

1.*  Todos  los  .socios  se  considerarán 
apoderados,  y  lo  que  cualquiera  de  ellos 
hiciere  por  si  solo,  obligará  á  la  .sociedad; 
pero  cada  uno  podrá  oponerse  á  las  opera- 
ciones de  los  demás  antes  que  hayan  pro- 
ducido efecto  legal. 

2.*  Cada  socio  puede  servirse  de  las 
cosas  que  componen  el  fondo  .social  según 
costumbre  de  la  tierra,  con  tal  que  no  lo 
haga  contra  el  inte  és  de  la  sociedad,  ó  de 
tal  modo  que  impid;i  el  uso  á  que  tienen 
derecho  sus  compañeros. 

3.*  Todo  socio  puede  obligar  á  los  de- 
más á  costear  con  él  los  gastos  necesarios 
para  la  conservación  de  las  cosas  comunes. 

4."  Ninguno  de  los  socios  puede,  sin  el 
consentimiento  de  los  otros,  hacer  novedad 
en  lo.r)  bienes  inmuebles  sociales,  aunque 
alegue  que  es  útil  á  la  sociedad. 

Art.  1.716.  Cada  socio  puede  por  sí  solo 
asociar.se  un  tercero  en  su  parte,  pero  el 
asociado  no  ingresará  en  la  sociedad  sin  el 
con.sentimiento  unánime  de  los  .socios,  aun- 
que aquél  sea  administrador. 
Sección  scf/unda. 

De  laa  obligaciones  de  los  80cio.s  para  con  un 

tercero. 
Art.  1.717.     Para  que  la  sociedad  quede 
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obligada  con  un  tercero  por  los  actos  de 
uno  de  los  socios,  se  requiere: 

I.**  Que  el  socio  haya  obrado  en  su  ca- 
rácter de  tal  por  cuenta  de  la  sociedad. 

2.°  Que  tenga  poder  para  obligar  á  la 
sociedad  en  virtud  de  un  mandato  expreso 
ó  tácito. 

3.°  Que  haya  obrado  dentro  de  los  lí- 
mites que  le  señala  su  poder  ó  mandato. 

Art.  1.718.  Los  socios  no  quedan  obli- 
gados solidariamente  respecto  de  las  deu- 
das de  la  sociedad,  y  ninguno  puede  obligar 
á  los  otros  por  un  acto  personal,  si  no  le 
han  conferido  poder  para  ello. 

La  sociedad  no  queda  obligada  respecto 
á  tercero  por  actos  que  un  socio  haya  reali- 
zado en  su  propio  nombre  ó  sin  poder  de  la 
sociedad  para  ejecutarlo;  pero  queda  obli- 
gada para  con  el  socio  en  cuanto  dichos 
actos  hayan  redundado  en  provecho  de 
ella. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lO  establecido  en  la  regla  1.* 
del  art.  1.715. 

Art.  1.719.  Los  acreedores  de  la  socie- 
dad son  preferentes  á  los  acreedores  de 
cada  socio  sobre  los  bienes  sociales.  Sin 
perjuicio  de  este  derecho,  los  acreedores 
particulares  de  cada  socio  pueden  pedir  el 
embargo  y  remate  de  la  parte  de  éste  en  el 
fondo  social. 

CAPÍTULO  III 

DE   LOS   MODOS   DE   EXTINGUIRSE  LA  SOCIEDAD 

Art.  1.720.     La  sociedad  se  extingue: 

1.°  Cuando  expira  el  término  por  que 
fué  constituida. 

2."  Cuando  se  pierde  la  cosa,  ó  se  ter- 
mina el  negocio  que  le  sirve  de  objeto. 

3.°  Por  la  muerte  natural,  interdicción 
civil  ó  insolvencia  de  cualquiera  de  los  so- 
cios, y  en  el  caso  previsto  en   el  art.  1.719. 

4.'  Por  la  voluntad  de  cualquiera  de  los 
socios  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.725  y  1.727. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  los  nú- 
meros 3.°  y  i.°  de  este  articulo  las  socieda- 
des á  que  se  refiere  el  art.  1690,  en  los  ca- 
sos en  que  deban  subsistir  con  arreglo  al 
Código  de  Comercio. 

Art.  1.721.  Cuando  la  cosa  especifica, 
que  un  socio  habla  ¡mometido  aportar  á  la 
sociedad,  perece  antes  de  ei"e(;tuada  la  en- 
trega, su  pérdida  produce  la  disolución  de 
la  .sociedad. 

■  También  se  disuelve  la  sociedad  en  todo 
caso  por  la  pérdida  de  la  cosa,  cuando,  re- 
servándose su  propiedad  el  socio  que  la 
aporta,  sólo  ha  transferido  á  la  sociedad  el 
uso  ó  ííoce  de  la  misma. 


Pero  no  se  disuelve  la  sociedad  por  la 
pérdida  de  la  cosa  cuando  ésta  ocurre  des- 
pués que  la  sociedad  ha  adquirido  la  pro- 
piedad de  ella. 

Art.  1.722.  La  sociedad  constituida  por 
tiempo  determinado  puede  prorrogarse  por 
consentimiento  de  todos  los  socios. 

El  consentimiento  puede  ser  expreso  ó 
tácito,  y  se  justificará  por  los  medios  ordi- 
narios. 

Art.  1.723.  Si  la  sociedad  se  prorroga 
después  de  expirado  el  término,  se  entien- 
de que  se  constituye  una  nueva  sociedad. 
Si  se  prorroga  antes  de  expirado  el  térmi- 
no, continúa  la  sociedad  primitiva. 

Art.  1.724.  Es  válido  el  pacto  de  que, 
en  el  caso  de  morir  uno  de  los  socios,  conti- 
núe la  sociedad  entre  los  que  sobrevivan. 
En  este  caso  el  heredero  del  que  haya  fa- 
llecido sólo  tendrá  derecho  á  que  se  haga 
la  partición,  fijándola  en  el  día  de  la  muer- 
te de  su  causante;  y  no  participará  de  los 
derechos  y  obligaciones  ulteriores,  sino  en 
cuanto  sean  una  consecuencia  necesaria 
de  lo  hecho  antes  de  aquel  dia. 

Si  el  pacto  fuere  que  la  sociedad  ha  de 
continuar  con  el  heredero,  será  guardado, 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  determina  en  el 
número  4."  del  art.  1.720. 

Art.  1.725.  La  disolución  de  la  sociedad 
por  la  voluntad  ó  renuncia  de  uno  de  los 
socios,  únicamente  tiene  lugar  cuando  no 
se  ha  señalado  término  para  su  duración,  ó 
no  resulta  éste  de  la  naturaleza  del  negocio. 

Para  que  la  renuncia  surta  efecto,  debe 
ser  hecha  de  buena  fe  en  tiempo  oportuno; 
además  debe  ponerse  en  conocimiento  de 
los  otros  socios. 

Art.  1.726.  Es  de  malo  fe  la  renuncia, 
cuando  el  que  la  hace  se  propone  apropiar- 
se para  si  solo  el  provecho  que  debía  ser 
común.  En  este  caso  el  renunciante  no  se 
libra  para  con  su  socios,  y  éstos  tienen  fa- 
culta para  excluirse  de  la  sociedad. 

Se  rejiuta  hecha  en  tiempo  inoportuno 
la  renuncia,  cuando,  no  hallándose  las  co- 
sas integras,  la  sociedad  está  interesada  en 
que  se  dilate  su  disolución.  En  este  caso 
continuará  la  sociedad  hasta  la  terminación 
d«  los  negocios  pendientes. 

Art.  1.727.  No  puede  un  socio  recla- 
mar la  disolución  de  la  socieidad  que,  ya 
sea  i)or  disposición  del  contrato,  ya  por  la 
naturalez:i  del  negocio,  ha  sido  constituida 
por  tiempo  determinado,  á  no  intervenir 
justo  motivo,  como  el  de  faltar  uno  de  los 
compañeros  á  sus  obligaciones,  el  de  inha- 
bilitarse para  los  negocios  sociales,  ú  otro 
semejante,  á  juicio  de  los  Tribunales. 

Art.  1.728.  La  partición  entre  socios 
se  rige  por  las  reglas  de  la  de  la?  heren- 
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cias,  asi  en  su  forma  como  en  las  obliga- 
ciones que  de  ella  resultan.  Al  socio  de  in- 
dustria no  puede  aplicarse  ninguna  parte 
de  los  bienes  aportados,  sino  sólo  sus  fru- 
tos y  los  beneficios  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  1.709,  á  no  haberse  pactado 
expresamente  lo  contrario. 

TÍTULO    VIII 

Del  mandato. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LA    NATURALEZA,    FORMA    Y    ESPECIES  DEL 
MANDATO 

Art.  1.729.  Por  el  contrato  de  mandato 
se  obliga  una  persona á  prestar  algún  servi- 
cio ó  hacer  alguna  cosa,  por  cuenta  ó  en- 
cargo de  otra. 

Art.  1.730.  El  mandato  puede  ser  ex- 
preso ó  tácito. 

El  expreso  puede  darse  por  instrumento 
público  ó  privado,  y  aun  de  palabra. 

La  aceptación  puede  ser  también  expre- 
sa ó  tácita,  deducida  esta  última  de  los  ac- 
tos del  mandatario. 

Art.  1.731.  A  falta  de  pacto  en  contra- 
rio, el  mandato  se  supone  gratuito. 

Esto  no  obstante,  si  el  mandatario  tiene 
por  ocupación  el  desempeño  de  servicios 
de  la  especie  á  que  se  refiera  el  mandato, 
se  presume  la  obligación  de  retribuirlo. 

Art.  1.732.  El  mandato  es  genéralo  es- 
pecial. 

El  primero  compi'ende  todos  los  negocios 
del  mandante. 

El  segundo  uno  ó  más  negocios  determi- 
nados. 

Art.  1.733.  El  mandato,  concebido  en 
términos  generales,  no  comprende  más  que 
los  actos  de  administración. 

Para  transigir,  enajenar,  hipotecar  ó 
ejecutar  cualquier  otro  acto  de  rigoroso 
dominio,  se  necesita  inandato  expreso. 

La  facultad  de  transigir  no  autoriza  para 
comprometer  en  arbitros  ó  amigables  com- 
ponedores. 

Art  1.734.  El  mandatario  no  puede 
traspasar  los  limites  del  mandato. 

Art.  1.735.  No  se  consideran  traspasa- 
dos los  limites  del  mandato  si  fue.se  cum- 
plido de  una  manera  más  ventajosa  para 
el  mandante  qne  la  señalada  por  éste. 

Art  1.736.  El  menor  emancipado  pue- 
de ser  mandatario;  poro  el  mandante  sólo 
tendrá  acción  contra  él  en  conformidad  á 
lo  dis|>ue-.to  respecto  á  las  obligaciones  de 
los  menores. 

La  mujer  ca.sada  sólo  puede  aceptar  el 
mandato  con  autorización  de  su  marido. 

Segunda  Sirif. — Tomo  1. 


Art.  1.737.  Cuando  el  mandatario  obra 
en  su  propio  nombre,  el  mandante  no  tie- 
ne acciód  contra  las  personas  con  quienes 
el  mandatario  ha  contratado,  ni  éstas  tam- 
poco contra  el  mandante. 

En  este  caso,  el  mandatario  es  el  obliga- 
do directamente  en  favor  de  la  persona 
con  quien  ha  contratado,  como  si  el  asun- 
to fuera  personal  suyo.  Exceptúase  el  caso 
en  que  se  trate  de  cosas  propias  del  man- 
dante. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  las  acciones  entre  man- 
dante y  mandatario. 

CAPÍTULO  II 

de    las   OBLIGACIONES    DEL    MANDATARIO 

Art.  1.738.  El  mandatario  queda  obli- 
gado por  la  aceptación  á  cumplir  el  man- 
dato, y  responde  de  los  daños  y  perjuicios 
que,  de  no  ejecutarlo,  se  ocasionen  al 
mandante. 

Debe  también  acabar  el  negocio  que  ya 
estuviese  comenzado  al  morir  el  mandan- 
te, si  hubiere  peligro  en  la  tardanza. 

Art.  1.739.  En  la  ejecución  del  manda- 
to ha  de  areglarse  el  mandatai'io  á  las  ins- 
trucciones del  mandante. 

A  falta  de  ellas,  hará  todo  lo  que,  según 
la  naturaleza  del  negocio,  haría  un  buen 
padre  de  familia. 

Art.  1.740.  Todo  mandatario  está  obli- 
gado á  dar  cuenta  de  sus  operaciones  y  á 
abonar  al  mandante  cuanto  haya  recibido 
en  virtud  del  mandato,  aun  cuando  lo  re- 
cibido no  se  debiera  al  segundo. 

Art.  1.741.  El  mandatario  puede  nom- 
brar sustituto  si  el  mandante  no  se  lo  ha 
prohibido;  pero  responde  de  la  gestión  del 
sustituto: 

1."  Cuando  no  se  le  dio  facultad  para 
nombrarlo. 

2.°  Cuando  se  le  dio  esta  facultad,  pero 
sin  designar  la  persona;  y  el  nombrado  era 
notoriamente  incapaz  ó  insolvente. 

Lo  hecho  por  el  sustituto  nombrado  con- 
tra la  prohií)ición  del  mandante  .será  nulo. 

Art.  1.742.  En  los  casos  comprendidos 
en  los  dos  números  del  articulo  anterior 
puede  además  el  mandante  dii-igir  su  ac- 
ción contra  el  sustituto. 

Art.  1.743.  La  responsabilidad  de  dos  ó 
más  mandatarios,  aunque  hayan  sido  ins- 
tituidos simultáneamente,  no  es  solidaria 
si   no  se  ha  expresado  así. 

Art.  1.744.  El  mandatario  debe  intere- 
.ses  de  las  cantidades  que  aplicó  á  usos 
propios  desd  e  el  día  en  que  lo  hizo,  y  de 
las  que  quede  debiendo  después  de  feneci- 
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do  el  mandato,  desde  que  se  haya  consti- 
tuid) en  mora. 

Art.  1.745.  El  mandatario  que  obre  en 
concepto  de  tal,  no  es  responsable  perso- 
nalmente á  la  parte  con  quien  contrata, 
sino  cuando  se  obliga  á  ello  expresamente 
ó  traspasa  los  limites  del  mandato  sin  darle 
conocimiento  suficiente  de  sus  poderes. 

Art.  1.746.  El  mandatario  es  responsa- 
ble, no  solamente  del  dolo,  sino  también 
de  la  culpa,  que  deberá  estimarse  con  más 
ó  menos  rigor  por  los  Tribunales,  según 
que  el  mandato  haya  sido  ó  no  retribuido, 

CAPÍTULO    III 

DE    LAS    OBLIGACIONES   DEL    MANDATO 

Art.  1.747.  El  mandante  debe  cumplir 
todas  las  obligaciones  que  el  mándate 
haya  contraído  dentro  de  los  limites  del 
mandato. 

En  lo  que  el  mandatario  se  haya  excedi- 
do no  queda  obligado  el  mandante,  sino 
cuando  lo  ratifica  expresa  ó  tácitamente. 

Art.  1.748.  El  mandante  debe  anticipar 
al  mandatario,  si  éste  lo  pide,  las  cantida- 
des necesarias  para  la  ejecución  del  man- 
dato. 

Si  el  mandatario  las  hubiera  anticipado, 
debe  reembolsarlas  el  mandante,  aunque 
el  negocio  no  haya  salido  bien,  con  tal  que 
esté  exento  de  culpa  el  mandatario. 

El  reembolso  comprenderá  los  intereses 
de  la  cantidad  anticipada,  á  contar  desde 
el  día  en  que  se  hizo  la  anticipación. 

Art.  1.749.  Debe  también  el  mandante 
indemnizar  al  mandatario  de  todos  los  da- 
ños y  perjuicios  que  le  liaya  causado  el 
cumplimiento  del  mandato,  sin  culpa  ni 
imprudencia  del  mismo  mandatario. 

Art.  1.750.  El  mandatario  podrá  rete- 
ner en  prenda  las  cosas  que  son  objeto  del 
mandato  hasta  que  el  mandante  realice  la 
indemnización  y  reembolso  de  que  tratan 
los  dos  artículos  anteriores. 

Art.  1.751.  Si  dos  t)  más  personas  han 
nombrado  un  mandatario  para  un  negocio 
comúnj  le  quedan  obligadas  .solidariamente 
para  torios  los  efectos  del  mandato. 

CAPÍTULO   IV 

DE  LOS  MODOS  DE  ACABARSE  EL  MANDATO 

Art.  1.752.     El  mandato  se  acaba: 
1."     Por  su  revocación. 
2."    Por  la  renuncia  del  mandatario. 
3.°    Por  muerte,  interdición,  quiebra  ó 
insolvencia  del  mandante  ó  del  mandata- 


rio, salvo  lo  dispuesto  en  la  Ley  Orgánica 
de  Tribunales. 

Art.  1.753.  El  mandante  puede  revo- 
car el  mandato  á  su  voluntad,  y  compeler 
al  mandatario  á  la  devolución  del  docu- 
mento en  que  conste  el  mandato. 

Art.  1.754.  Cuando  el  mandato  se  hava 
dado  para  contratar  con  determinadas  per- 
sonas, su  revocación  no  puede  perjudicar 
á  éstas  si  no  se  les  ha  hecho  saber. 

Art.  1.755.  El  nombramiento  de  nuevo 
mandatario  para  el  mismo  negocio  produ- 
ce la  revocación  del  mandato  anterior  des- 
de el  día  en  que  se  hizd  saber  al  que  lo  ha- 
bía recibido,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo que  precede. 

Art.  1.756.  El  mandatario  puede  renun- 
ciar al  mandato  i)oniéndolo  en  conocimien- 
to del  mandante.  Si  éste  sufriere  perjui- 
cios por  la  renuncia,  deberá  indemnizarle 
de  ellos  el  mandatario,  á  menos  que  funde 
su  renuncia  en  la  imposibilidad  de  conti- 
nuar desempeñando  el  mándalo  sin  grave 
detrimento  suyo. 

Art.  1.757.  El  mandatario,  aunque  re- 
nuncie al  mandato  con  justa  causa,  debe 
continuar  su  gestión  hasta  que  el  mandan- 
te haya  podido  tomar  las  disposiciones  ne- 
cesarias para  ocurrir  á  esta  falta. 

Art.  1.758.  Lo  hecho  por  el  mandata- 
rio, ignorando  la  muerte  del  mandante,  ú 
otra  cualquiera  de  las  causas  que  hacen 
cesar  el  mandato  es  válido  y  surtirá  todos 
sus  efectos  respecto  á  los  terceros  que  ha- 
yan contratado  con  él  de  buena  fe. 

Art.  1.759.  En  el  caso  de  morir  el  man- 
datario, deberán  sus  herederos  ponerlo  en 
conocimiento  del  mandante  y  proveer  en- 
tretanto á  lo  que  las  circunstancias  exijan 
en  interés  de  éste. 

TITULO  IX 
Del  préstamo. 

Disposición  general. 

Art.  1.760.  Por  el  contrato  de  pré.sta- 
mo,  una  de  las  partes  entrega  á  la  otra,  ó 
alguna  cosa  no  fungible  para  que  use  de 
ella  por  cierto  tiempo  y  se  la  devuelva,  en 
cuyo  caso  se  llama  comodato,  ó  dinero  ú 
otra  cosa  fungü^le,  con  condición  de  volver 
otro  tanto  de  la  misma  especie  y  calidad, 
en  cuyo  caso  conserva  simplemente  el 
nombre  de  préstamo. 

El  comodato  es  esemcialmente  gratuito. 

El  simple  préstamo  puede  ser  gratuito  ó 
con  pacto  de  pagar  interés. 
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CAPITULO  1 

DEL    COMODATO 

Sección  primera. 
De  la  naturaleza  del  comodato. 

Art.  1.761.  El  comodante  conserva  la 
propiedad  de  la  cosa  prestada.  El  comoda- 
tario adquiere  el  uso  de  ella,  pero  no  los 
frutos;  si  interviene  algún  emolumento  que 
haya  de  pagar  el  que  adquiere  el  uso,  la 
convención  deja  de  ser  comodato. 

Art.  1.762.  Las  obligaciones  y  derechos 
que  nacen  del  comodato  pasan  á  los  here- 
deros de  ambos  contrayentes,  á  no  ser  que 
el  préstamo  se  haya  hecho  en  contempla- 
ción á  la  persona  del  comodatario,  en  cuyo 
caso,  los  herederos  de  éste  no  tienen  dere- 
cho á  continuar  en  el  u.so  de  la  cosa  pres- 
tada. 

Sección  segunda. 

De  las  obligaciones  del  comodatario. 

Art.  1.763.  El  comodatario  está  obliga- 
do á  satisfacer  los  gastos  ordinarios  que 
sean  de  necesidad  para  el  uso  y  conserva- 
ción de  la  cosa  prestada. 

Art.  1.764.  Si  el  comodatario  destina 
la  cosa  á  un  uso  distinto  de  aquel  para  que 
se  prestó,  ó  la  conserva  en  su  poder  por 
más  tiempo  dd  convenido,  será  responsa- 
ble de  su  pérdida,  aunque  ésta  sobrevenga 
por  caso  fortuito. 

Art.  1.765.  Si  la  cosa  prestada  se  en- 
tregó con  tasación  y  .se  pierde,  aunque  sea 
por  caso  fortuito,  responderá  el  comoda- 
tario del  precio,  á  no  haber  pacto  en  que 
expresamente  se  le  exima  de  responsaoi- 
lidad. 

Art.  1.766.  El  comodatario  no  respon- 
de de  los  deterioros  que  sobrevengan  á  la 
co.sa  prestada  por  el  solo  efecto  del  uso  y 
sin  culpa  suya. 

Art.  1.767.  El  comocatario  no  puede 
retener  lo  cosa  prestada  á  ftretexto  de  lo 
que  el  comodante  le  deba,  aunque  sea  por 
razón  de  expen.-sas. 

Art.  1.768.  Todos  los  comodatarios  á 
quienes  se  presta  conjuntamente  una  co.sa 
responden  solid.-'.ri.imenle  de  ella,  al  tenor 
de  lo  dispuesto  en  esta  .sección. 

Sección  terrera. 

De  las  ol)Ugaciones  del  comodante. 

Art.  1.769.  El  comodante  no  [¡uede  re- 
clamar la  cosa  prestada  sino  después  de 
concluido  el  uso  para  que  la  ])restó.  Sin 
embargo,  si  antes  de  estos  plazos  tuviere 


el  comodante  urgente  necesidad  de  ella, 
podrá  i'ec'amar  la  restitución. 

Art.  1.770.  Si  no  se  pactó  la  duración 
del  comodato,  ni  el  uso  á  que  habla  de  des- 
tinarse la  cosa  prestada,  y  éste  no  resulta 
determinado  por  la  costumbre  de  la  tierra, 
puede  el  comodante  reclamarla  á  su  vo- 
luntad. 

En  caso  de  duda,  incumbe  la  prueba  al 
comodatario. 

Art.  1.771.  El  comodante  debe  abonar 
los  gastos  extraordinarios  causados  duran- 
te el  contrato  para  la  conservación  de  la 
cosa  prestada,  siempre  que  el  comodatario 
lo  ponga  en  su  conocimiento  antes  de  ha- 
cerlos, salvo  cuando  fueren  tan  urgentes 
que  no  pueda  esperar.se'  el  resultado  del 
aviso  sin  peligro. 

Art.  1.772.  El  comodante  que,  cono- 
ciendo los  vicios  de  la  cosa  prestada,  no  les 
hubiere  hecho  saber  al  comodatario,  res- 
ponderá á  éste  de  los  daños  que  por  aque- 
lla causa  hubiese  sufrido. 

CAPITULO  II 

DEL    SIMPLE   PRKSTAMO 

Art.  1.773.  El  que  recibe  en  préstamo 
dinero  ú  otra  cosa  fungible,  adquiere  su 
propiedad,  y  está  obligado  á  devolver  al 
acreedor  otro  tanto  de  la  misma  especie  y 
calidad. 

Art.  1.774.  La  obligación  de!  que  toma 
dinero  á  préstamo  .-se  regirá  por  lo  dispues- 
to en  el  art.  1.277  de  este  Código. 

Si  lo  prestado  es  otra  cosa  fungible,  ó  una 
cantidad  de  metal  no  amonedado,  el  deu- 
dor debe  una  cantidad  igual  á  ia  recibida 
y  de  la  misma  especie  y  calidad,  aunque 
sufra  alteración  en  su  precio. 

Art.  1.775.  No  se  deberán  intereses  sino 
cuando  expresamente  se  hubiesen  pac- 
tado. 

Art.  1.776.  El  prestatario  que  ha  paga- 
do intereses  sin  estar  esti¡)ulados,  no  pue- 
de reclamarlos  ni  imputarlos  al  capital. 

Art.  1.777.  Los  establecimientos  de 
préstamos  sobre  prendas  que  ian  además 
sujetos  á  los  reglamentos  que  les  con- 
ciernen. 

TÍTULO  X 
Del   depósito. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DEL    DEPÓSITO     EN    GE.XERAL    Y    DE    SUS     DI- 
VERSAS   ESPECUvS. 

Art.  1.778.  Se  constituye  el  depósito 
desde  que  uno  recibe  la  cesa  ajena  con  la 
obligación  de  guardai-Ia  y  de  restituirla. 
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Art.  1.779.  El  depósito  puede  consti- 
tuirse judicial  ó  extrajudicialmente. 

CAPÍTULO  II 

DKL   DEPÓSITO   PROPIAMENTE  DICHO. 

Sección  primera. 
De  la  naturaleza  y  esencia  del  contrato  de  depósito. 

Art.  1.780.  El  depósito  es  un  contrato 
gratuito,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  1.781.  Sólo  pueden  ser  objeto  del 
depósito  las  cosas  muebles. 

Art.  1.782.  El  depósito  extrajudicial  es 
necesario  ó  voluntario. 

Sección  segunda. 

Del  depósito  voluntario. 

Art.  1.783.  Depósito  voluntario  es  aquel 
en  que  se  hace  la  entrega  por  la  voluntad 
del  depositante.  También  puede  realizarse 
el  depósito  por  dos  ó  más  personas,  que  se 
crean  con  derecho  á  la  cosa  depositada,  en 
un  tercero,  que  hará  la  entrega  en  su  caso 
á  la  que  corresponda. 

Art.  1.784.  Si  una  persona  capaz  de 
contratar  acepta  el  depósito  hecho  por  otra 
incapaz,  queda  sujeta  á  todas  las  obliga- 
ciones del  depositario,  y  puede  ser  obliga- 
da á  la  devolución  por  el  tutor,  curador  ó 
administrador  de  la  persona  que  hizo  el 
depósito,  ó  por  ésta  misma,  si  llega  á  tener 
capacidad. 

Art.  1.785.  Si  el  depósito  ha  sido  hecho 
por  una  persona  capaz  en  otra  que  no  lo 
es,  sólo  tendrá  el  depositante  acción  para 
reivindicar  la  coi<a  depositada  mientras 
exista  en  poder  del  depositario,  ó  á  que 
éste  le  abone  la  cantidad  en  que  se  hubiese 
enriquecido  con  la  cosa  ó  con  el  precio. 

Sección  tercera. 
Délas  obligaciones  del  depositario. 

Art.  1.786.  El  depositario  está  obligado 
á  guardar  la  cosa  y  restituirla,  cuando  le 
sea  pedida,  al  depositante,  ó  á  sus  causa- 
habientes,  ó  á  la  persona  que  hubiese  sido 
dL'signada  en  el  contrato.  Su  responsabili- 
dad, en  cuanto  á  la  guarda  y  la  pérdida  de 
la  cosa,  se  regirá  por  lo  dispuesto  en  el 
titulo  primero  de  este  libro. 

Art.  1.787.  El  depositario  no  puede  ser- 
virse de  la  cosa  depositada  sin  permiso  ex- 
preso del  depositante. 

En  caso  contrario,  responderá  de  los  da- 
ños y  perjuicios. 

Art.  1.788.  Cuando  el  depositario  tiene 
permiso  para  servirse  ó  usar  de  la  cosa  de- 


positada, el  contrato  pierde  el  concepto  de 
depósito  y  se  convierte  en  préstamo  ó  co- 
modato. 

El  permiso  no  se  presume,  debiendo 
probarse  su  existencia. 

Art.  1.789.  Cuando  la  cosa  depositada 
se  entrega  cerrada  y  sellada,  debe  resti- 
tuirla el  depositario  en  la  misma  forma,  y 
responderá  de  los  daños  y  perjuicios  si  hu- 
biese sido  forzado  el  sello  ó  cerradura  por 
su  culpa, 

Se  presume  la  culpa  en  el  depositario, 
salva  la  prueba  en  contrario. 

En  cuanto  al  valor  de  lo  depositado, 
cuando  la  fuerza  sea  imputable  al  deposi- 
tario, se  estará  á  la  declaración  del  depo- 
sitante, á  no  resultar  prueba  en  contrario. 

Art.  1.790.  La  cosa  depositada  será  de- 
vuelta con  todos  sus  productos  y  acce- 
siones. 

Consistiendo  el  depósito  en  dinero,  se 
aplicará  al  depositario  lo  dispuesto  respec- 
to al  mandatario  en  el  art.  1.744. 

Art.  1.791.  El  depositario  no  puede 
exigir  que  el  depositante  pruebe  ser  pro- 
pietario de  la  cosa  depositada. 

Sin  embargo,  si  llega  á  descubrir  que  la 
cosa  ha  sido  hurtada  y  quién  es  su  verda- 
dero dueño,  debe  hacer  saber  á  éste  el  de- 
pósito. 

Si  el  dueño,  á  pesar  de  esto,  no  reclama 
en  el  término  de  un  mes,  quedará  libre  de 
toda  responsabilidad  el  depositario,  devol- 
viendo la  cosa  depositada  á  aquél  de  quien 
la  recibió. 

Art.  1.792.  Cuando  sean  dos  ó  más  los 
depositantes,  si  no  fueren  solidarios  y  la 
cosa  admitiere  división,  no  podrá  pedir 
cada  uno  de  ellos  más  que  su  parte. 

Cuando  haya  solidaridad,  ó  la  cosa  no 
admita  división,  regirá  lo  dispuesto  en  los 
arts.  1.248  y  1.249  de  este  Código, 
r  Art.  1.793.  Cuando  el  depositante  pier- 
de, después  de  hacer  el  depósito,  su  capa- 
cidad para  contratar,  no  puede  devolver- 
se el  depó.sito  sino  á  los  que  tengan  la  ad- 
ministración de  sus  bienes  y  derechos. 

Art.  1.794.  Cuando  al  hacerse  el  depó- 
sito se  designó  lugar  para  la  devolución, 
el  deyíositario  debe  llevar  á  él  la  cosa  de- 
positada; pero  los  gastos  que  ocasione  la 
tra.slación  serán  de  cargo  del  depositante. 

No  habiéndose  designado  lugar  para  la 
devolución,  deberá  ésta  hacerse  en  el  que 
se  halle  la  cosa  depositada,  aunque  no  sea 
el  mismo  en  que  se  hizo  el  depósito,  con 
tal  que  no  haya  intervenido  malicia  de 
parte  del  depositario. 

Art.  1.795.  El  depósito  debe  ser  resti- 
tuido al  depositante  cuando  lo  reclame, 
aunque  en  el  contrato  se  haya  fijado  un 
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plazo  ó  tiempo  determinado  para  la  devo- 
lución. 

Esta  disposición  no  tendrá  lugar  cuando 
judicialmente  haya  sido  embargado  el  de- 
pósito en  poder  del  depositirio,  ó  se  haya 
notificado  á  éste  la  oposición  de  un  terce- 
ro á  la  restitución  ó  traslación  de  la  cosa 
depositada. 

Art.  1.796.  El  depositario  que  tenga 
justos  motivos  pai'a  no  conservar  el  depó- 
sito, podrá,  aun  antes  del  término  desig- 
nado, restituirlo  al  depositante;  y,  si  éste 
lo  resiste,  podrá  obtener  del  Jnez  su  con- 
signación. 

Art.  1.797.  El  depositario  que  por  fuer- 
za mayor  hubiese  perdido  la  cosa  deposi- 
tada y  recibido  otra  en  su  lugar,  estará 
obligado  á  entregar  ésta  al  depositante. 

Art.  1.798.  El  ijeredero  del  depositario 
que  de  buena  te  haya  vendido  la  cosa  que 
ignoraba  ser  depositada,  sólo  está  obliga- 
do á  restituir  el  precio  que  hubiese  recibi- 
do ó  á  ceder  sus  acciones  contra  el  com- 
prador en  el  caso  de  que  el  precio  no  se  le 
haya  pagado. 

Sección  cuarta. 

De  las  obligaciones  del  depositante, 

Art.  1.799.  El  depositante  está  obliga- 
do á  reembolsar  al  depositario  los  gastos 
que  haya  hecho  para  la  conservación  de 
la  cosa  depositada,  y  á  indemnizarle  de 
todos  los  perjuicios  que  se  le  hayan  segui- 
do del  depósito. 

Art.  1.800.  El  depositario  puede  retener 
en  prenda  la  co.sa  depositada  hasta  el  com- 
pleto pago  de  lo  que  se  le  deba  por  razón 
del  depósito. 

Sección  quinta. 
Del  depósito  necesario. 

Art.  1.801.     Es  necesario  el  depósito. 

1."  Cuando  se  hace  en  cumplimiento 
de  una  obligacióx  legal. 

2."  Cuando  tiene  lugar  con  ocasión  de 
alguna  calamidad,  como  incendio,  ruina, 
saqueo,  naufragio  ú  otras  semejantes. 

Art.  1.802.  El  depósito  comprendido 
en  el  núm.  1.°  del  articulo  anterior,  se  re- 
girá por  las  disposiciones  de  la  ley  que  lo 
establezca,  y,  en  su  defecto,  por  las  del 
depósito  voluntario. 

El  comprendido  en  el  núm.  2."  se  re- 
girá por  las  reglas  del  depósito  voluntario. 

Art.  1.803.  Se  repula  tamlji^'n  de[)ósito 
necesario  el  de  los  efectos  introducidos  por 
los  viajeros  en  las  fondas  y  mesones.  Los 
fondistas  ó  mesoneros  responden  de  ellos 
eomo  tales  depositarios,  con  tal  que  se  hu- 


biese dado  conocimiento  á  los  mismos  ó  á 
sus  dependientes,  de  los  efectos  introduci- 
dos en  su  casa,  y  que  los  viajeros  por  su 
parte  observen  las  prevenciones  que  di- 
chos posaderos  ó  sus  sustitutos  les  hubie- 
sen hecho  sobre  cuidado  y  vigilancia  de 
los  efectos. 

Art.  1.804.  La  responsabilidad  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior  comprende  los 
daños  hechos  en  los  efectos  do  los  viajeros, 
tanto  por  los  criados  ó  dependientes  de  los 
fondistas  ó  mesoneros,  como  por  los  ex- 
traños; pero  no  los  que  provengan  de  robo 
á  mano  armada,  ó  sean  ocasionados  por 
otro  suceso  de  fuerza  mayor. 

CAPÍTULO    III 

DEL   SECUESTRO 

Art.  1.805.  El  depósito  judicial  ó  .se- 
cuestro tiene  lugar  cuando  se  decreta  el 
embargo  ó  el  aseguramiento  de  bienes  li- 
tigiosos. 

Art.  1.806.  El  secuestro  puede  tener 
por  objeto  asi  los  bienes  muebles  como  los 
inmuebles. 

Art.  1.807.  El  depositario  de  los  bienes 
ú  objetos  secuestrados  no  puede  quedar  li- 
bre de  su  encargo  hasta  que  se  termine  la 
controversia  que  lo  motivó,  á  no  ser  que  el 
Juez  lo  ordenare  por  consentir  en  ello  to- 
dos los  interesados,  ó  por  otra  cau.sa  le- 
gitima. 

Art.  1.808.  El  depositario  dé  bienes  se- 
cuestrados está  obligado  á  cumplir  respec- 
to de  ellos  todas  las  obligaciones  de  un  buen 
padre  de  familia. 

Art.  1.809.  En  lo  que  no  se  hallare  dis- 
puesto en  este  Código,  el  secuestro  j  udicial 
se  regirá  por  las  disposiciones  del  Código 
de  Procedimientos. 

TITULO  XI 

De  los  contratos  aleatorios  ó  de  suerte. 

CAPITULO  PRIIMERO 

DISPOSICIÓN    GENERAL 

Art.  1.810.  Por  el  contrato  aleatorio, 
una  de  las  partes,  ó  ambas  recíprocamen- 
te, se  obligan  á  dar  ó  h  icer  alguna  cosa  en 
equivalencia  de  lo  que  la  oti-a  parte  ha  do 
dar  ó  hacer  para  el  caso  de  un  aconteci- 
miento incierto  ó  que  ha  de  ocurrir  en 


o  (jue  na 
inaao. 


tiempo  indetermi 

CAPITULO  II 

DEL   CONTRATO    DE   SEGURO 

Art.  1.811.     Contrato  de  seguro  es  aquel 
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por  el  cual  el  asegurador  responde  del  daño 
fortuito  que  sourevenga  en  los  bienes  mue- 
bles ó  inmuebles  asegurados ,  mediante 
cierto  precio,  el  cual  puede  ser  fijado  libre- 
mente por  las  partes. 

Art.  1.812.  También  pueden  asegurar- 
se mutuamente  dos  ó  más  propietarios  el 
daño  fortuito  que  sobrevenga  en  sus  bienes 
respectivos.  Este  contrato  tiene  el  nombre 
de  seguros  mutuos,  y  cuando  en  él  no  se 
ha  pactado  otra  cosa,  se  entiende  que  el 
daño  debe  ser  indemnizado  por  todos  los 
contratantes,  en  proporción  al  valor  de  los 
bienes  que  cada  uno  tiene  asegurados. 

Art.  1,813.  El  contrato  de  seguro  debe- 
rá consignarse  en  documento  público  ó 
privado,  suscrito  por  los  contratantes. 

Art.  1,814,  El  documento  deberá  ex- 
presar: 

1,°  La  designación  y  situación  de  los 
objetos  asegurados  y  su  valor, 

2,°  La  clase  de  riesgos  cuya  indemni- 
zación se  estipula. 

3.°  El  día  y  la  hora  en  que  comienzan  y 
terminan  los  efectos  del  contrato, 

4,''  Las  demás  condiciones  en  que  hu- 
bieran convenido  los  contratantes. 

Art.  1,815.  Es  ineficaz  el  contrato  en  la 
parte  que  la  cantidad  del  seguro  exceda  del 
valor  de  la  cosa  asegurada,  y  tampoco  po- 
drá cobrarse  más  de  un  seguro  por  todo  el 
valor  de  la  misma. 

En  el  caso  de  existir  dos  ó  más  contratos 
de  seguro  para  el  mismo  objeto,  cada  ase- 
gurador responderá  del  daño  en  propor- 
ción al  capital  que  haya  asegurado,  hasta 
completar  entre  todos  el  valor  total  del  ob- 
jeto del  seguro. 

Art.  1.816.  Cuando  sobreviniere  el 
daño,  debe  el  asegurado  ponerlo  en  cono- 
cimiento del  asegurador  y  de  los  demás  in- 
teresados en  el  plazo  que  se  hubiese  estipu- 
lado, y  en  su  defecto,  en  el  de  veinticuatro 
horas,  contadas  desde  que  el  asegurado 
tuvo  conocimiento  del  siniestro.  Si  no  lo 
hiciere,  no  tendrá  acción  contra  ellos. 

Art.  1,817.  Es  nulo  el  contrato  si,  al 
celebrarlo,  tenia  conocimiento  el  asegura- 
do de  haber  ocurrido  ya  el  daño  objeto  del 
mismo,  ó  el  asegurador  de  haberse  ya  pre- 
servado de  él  los  bienes  a.segurados. 

CAPITULO  III 

DEL   JUEGO   Y    DE   LA   APUESTA 

Art.  1.818.  La  ley  no  concede  acción 
para  reclamar  lo  que  se  gana  en  un  juego 
de  envite,  ó  azar;  pero  el  que  pierde  no 
puede  repetir  lo  que  iiaya  pagado  volunta- 
riamente, á  no  ser  que  hubie-e  mediado 


dolo,  ó  que  fuera  menor,  ó  estuviera  in- 
habilitado para  administrar  sus  bienes. 

Art.  1.819.  Lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior  respecto  del  juego,  es  aplicable  á 
las  apuestas. 

Se  consideran  prohibidas  las  apuestas 
que  tienen  analogía  con  los  juegos  prohi- 
bidos. 

Art.  1.820.  No  se  consideran  prohibi- 
dos los  juegos  que  contribuyen  al  ejercicio, 
del  cuerpo,  como  son  los  que  tienen  por 
objeto  adiestrarse  en  el  manejo  de  las  ar- 
mas, las  carreras  á  pie  ó  á  caballo,  las  do 
carros,  el  juego  de  pelota  y  otros  de  análo- 
ga naturaleza. 

Art.  1.821.  El  que  pierde  en  un  juego 
ó  apuesta  de  los  no  prohibidos  queda  obli- 
gado civilmente. 

La  Autoridad  judicial  puede,  sin  embar- 
go, no  estimar  la  demanda  cuando  la  can- 
tidad que  se  cruzó  en  el  juego  ó  en  la 
apuesta  sea  excesiva,  ó  reducir  la  obliga- 
ción en  lo  que  excediere  de  los  usos  de 
un  buen  padre  de  familia. 

CAPÍTULO  IV 

DE    LA    REN'TA   VITALICIA 

Art.  1.822.  Elcontrato  aleatorio  de  ren- 
ta vitilicia  obliga  al  deudor  á  pagar  una 
pensión  ó  rédito  anual  durante  la  vida  de 
una  ó  más  personas  determinadas  por  un 
capital  en  bienes  muebles  ó  inmuebles, 
cuyo  dominio  se  le  trasfiere  desde  luego 
con  la  carga  de  la  pensión, 

Art.  1.823,  Puede  constituir.se  la  renta 
sobre  la  vida  del  que  da  el  capital,  sobre  la 
de  un  tercero  ó  sobre  la  de  varias  per- 
sonas. 

También  puede  constituirse  á  favor  de 
aquella  ó  aquellas  personas  sobre  cuya 
vida  se  otorga,  ó  á  favor  de  otra  ú  otras 
personas  distintas. 

Art.  1.824.  Es  nula  la  renta  constituida 
sobre  la  vida  de  una  persona  muerta  á  la 
fecha  del  otorgamiento,  ó  que  en  el  mismo 
tiempo  se  halle  padeciendo  una  enferme- 
dad que  llegue  á  causar  su  muerte  dentro 
de  los  veinte  diassignientes  áaquella  fecha. 

Art.  1.825.  La  falta  de  pago  de  las  pen- 
siones vencidas  no  autoriza  al  preceptor 
de  la  renta  vitalicia  á  exigir  el  reembolso 
del  capital  ni  á  volver  á  entrar  en  la  pose- 
sión del  predio  enajenado;  sólo  tendrá  de- 
recho á  reclamar  judicialmente  el  pago  de 
las  rentas  atrasadas  y  el  aseguramiento  de 
las  futuras. 

Art.  1.826.  La  renta  correspondiente 
al  año  en  que  muere  el  que  la  disfruta,  se 
pagará  en  proporción  á  los  diaí  que  hubie- 
se vivido;  si  debía  satisfacerse  por  plazos 
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anticipados  :e  pagará  el  importe  total  del 
plazo  que  durante  su  vida  hubiese  empe- 
zado á  correr. 

Art.  1.827.  El  que  co;istituye  á  titulo 
gratuito  una  renta  sobre  sus  bienes,  puede 
disponer,  al  tiempo  del  oloruamiento,  que 
no  estará  sujeta  dicha  renta  á  embargo 
por  obligaciones  del  pensionista. 

Art.  1.828.  No  puede  reclamarse  la  ren- 
ta sin  justificar  la  existencia  de  la  persona 
sobre  cuya  vida  esté  con::tituida. 

TÍTULO  XII 

De  las  transacciones  y  compromisos. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LAS   TRANSACCIONES 

Art.  1.829.  La  transacción  es  un  con- 
trato por  el  cual  las  partes,  dando,  prome- 
tiendo ó  reteniendo  cada  una  alguna  cosa, 
evitan  la  provocación  de  un  pleito  ó  ponen 
término  al  que  había  comenzado. 

Art.  1.83(1.  El  tutor  no  puede  transigir 
sobre  los  derechos  de  la  persona  que  tiene 
en  guarda,  sino  en  la  forma  prescrita  en 
el  número  12  del  artículo  236  y  en  el  ar- 
tículo 241  del  presente  Código. 

El  padre,  y  en  su  caso  la  madre,  pueden 
transigir  sobre  los  bienes  y  derechos  del 
hijo  que  tuvieren  bajo  su  potestad;  pero  si 
el  valor  del  objeto  sobre  que  recaiga  la 
transacción  excediera  de  quinientos  pesos, 
no  surtirá  ésta  efecto  sin  la  aprobación  ju- 
dicial. 

Art.  1.831.  Ni  el  marido  ni  la  mujer 
pueden  transigir  sobre  los  bienes  y  dere- 
chos dótales  sino  en  los  casos  y  con  las  for- 
malidades establecidas  para  enajenarlos  ú 
obligarlos. 

Art.  1.832.  Las  corporaciones  que  ten- 
gan personalidad  jurídica  sólo  podrán  tran- 
sigir en  la  forma  y  con  los  requisitos  que 
necesiten  para  enajenar  sus  bienes. 

Art.  1.833.  Se  puede  transigir  sobre  la 
acción  civil  proveniente  de  un  delito;  pero 
no  por  eso  se  extinguirá  la  acción  pública 
para  la  imposición  de  la  pena  legal. 

Art.  1.834.  No  se  puede  transigir  sobre 
el  estado  civil  de  las  personas,  ni  sobre  las 
cuestiones  matrimoniales,  ni  sobre  alimen- 
tos futuros. 

Art.  1.835.  La  ti^ansacción  no  com- 
prende sino  los  objetos  expre.sados  deter- 
minadamente en  ella,  ó  que,  por  una  in- 
ducción necesaria  de  sus  palabras,  deban 
reputarse  comprendidos  en  la  misma. 

La  renuncia  general  <ie  derechos  so  en- 
tiende sólo  de  los  que  tienen  relaci<')n  con 
la  disputa  sobre  que  ha  recaído  la  transac- 
ción. 


Art.  1.836.  La  transacción  tiene  para 
las  partes  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada; 
pero  no  procederá  la  vía  de  apremio  sino 
tratándose  del  cumplimiento  de  la  transac- 
ción judicial. 

Art.  1.837.  La  transacción  en  que  in- 
tervenga error,  dolo,  violencia  ó  falsedad 
de  documentos,  está  sujeta  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.372  de  este  Código. 

Sim  embargo  no  podrá  una  de  las  partes 
oponer  el  error  de  hecho  á  la  otra,  siem- 
pre que  ésta  se  haya  apartado  por  la  tran- 
sacción de  un  pleito  comenzado, 

Art.  1.838.  El  descubrimiento  de  nue- 
vos documentos  no  es  causa  para  anular  ó 
rescindir  la  transacción,  si  no  ha  habido 
mala  fe. 

Art.  1.839.  Si  estando  decidido  un  plei- 
to por  sentencia  firme,  se  celebrare  tran- 
sacción sobre  él  por  ignorar  la  existencia 
de  la  sentencia  firme  alguna  de  las  partes 
interesadas,  podrá  ésta  pedir  que  se  res- 
cinda la  transacción. 

La  ignorancia  de  una  sentencia  que  pue- 
da revocarse,  no  es  causa  para  atacar  la 
ti"an.sacción. 

CAPÍTULO  II 

DE   LOS   COMPROMISOS 

Art.  1.840.  Las  mismas  personas  que 
pueden  transigir  pueden  comprometer- en 
un  tercero  la  decisión  de  sus  contiendas. 

Art.  1.841.  Lo  dispuesto  en  el  capítulo 
anterior  sobre  transacciones  es  aplicable  á 
los  compromisos. 

En  cuanto  al  modo  de  proceder  en  los 
compromisos  y  á  la  extensión  y  efectos  de 
éstos,  se  estará  á  lo  que  determina  el  Có- 
digo de  Procedimientos. 

TÍTULO  XIII 

De    la   lianza. 

CAPITULO   PRIMERO 

DE    LA   NATURALEZA    Y    EXTENSIÓN    DE    LA, 
KIANZA 

Art.  1.842.  Por  la  fianza  se  obliga  uno 
á  pagar  ó  cumplir  por  un  tercero,  en  el 
caso  de  no  liacerlo  éste. 

Si  el  fiador  se  obligare  .solidariamente 
con  el  deudor  principal  se  ob.servará  lo 
dispuesto  en  la  sección  IV,  capitulo  III,  ti- 
tulo primero  de  este  Libro. 

Art.  1.843.  La  fianza  puede  ser  conven- 
cional, legal  ó  judicial,  gratuita  ó  á  titulo 
oneroso. 

Puede  también  constituirse,  no  sólo  á  fa- 
vor del  deudor  principal,  sino  al  del  otro. 
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fiador,  consintiéndolo,  ignorándolo  y  aun 
contradiciéndolo  éste. 

Art.  1.844.  La  fianza  no  puede  existir 
sin  una  obligación  válida. 

Puede,  no  obstante,  recaer  sobre  una 
obligación  cuya  nulidad  pueda  ser  recla- 
mada á  virtud  de  una  excepción  puramen- 
te personal  del  obligado,  como  la  de  la  me- 
nor edad. 

Exceptúase  de  la  disposición  del  párrafo 
anterior  el  caso  de  préstamo  hecho  al  hijo 
de  familia. 

Art.  1.845.  Puede  también  prestarse 
fianza  en  garantía  de  deudas  futuras  cuyo 
importe  no  sea  aún  conocido,  pero  no  se 
podrá  reclamar  contra  el  fiador  hasta  que 
la  deuda  sea  liquida. 

Art.  1.846.  El  fiador  puede  obligarse  á 
menos,  pero  no  á  más  que  el  deudor  prin- 
cipal, tanto  en  la  cantidad,  como  en  lo  one- 
roso de  las  condiciones. 

Si  se  hubiera  obligado  á  más,  se  reduci- 
rá su  obligación  á  los  limites  de  la  del 
deudor. 

Art.  1.847.  La  fianza  no  se  presume: 
debe  ser  expresa  y  no  puede  extenderse  á 
más  de  lo  contenido  en  eila. 

Si  fuere  simple  ó  indefinida,  compren- 
derá no  sólo  la  obligación  principal,  sino 
todos  sus  accesorios,  inclusos  los  gastos  del 
juicio,  entendiéndose,  rcíspecto  de  éstos, 
que  no  responderá  sino  de  los  que  se  hayan 
devengado  después  que  haya  sido  requeri- 
do el  fiador  para  el  pago. 

Art.  1.848.  El  obligado  á  dar  fiador 
debe  presentar  persona  que  tenga  capaci- 
dad para  obligarse  y  bienessuficientes  para 
reponder  de  la  obligación  que  garantiza. 
El  fiador  se  entenderá  sometido  á  la  juris- 
dicción del  Juez  del  lugar  donde  esta  obli- 
gación deba  cumplirse 

Art.  1.849.  Si  el  fiador  viniere  al  estado 
de  in.solvencia  ,  puede  el  acreedor  pedir 
otro  que  reúna  las  cualidades  exigidas  en 
el  articulo  anterior.  Exceptúase  el  caso  de 
haber  exigido  y  pactado  el  acreedor  que  se 
le  diera  por  fiador  una  persona  determi- 
nada. 

CAPITULO  II 

DE   LOS   EFECTOS   DÉ    LA   FIANZA 

Secectón  primera. 

De  los  efectos  de  la  fianza  entre  el  fiador  y  el 
acreedor. 

Art.  1.850.     El  fiador  no  puede  ser  com- 
pelido  á  pagar  al  acreedor  sin  hacerse  an- 
tes excusión  de  todos  los  bienes  del  deudor. 
Art.  1.851.     La  excusión  no  tiene  lugar: 
1.°    Cuando  el  fiador  haya  renunciado 
expresamente  á  ella. 


2.*^  Cuando  se  haya  obligado  solidaria- 
mente con  el  deudor! 

3..°  En  el  caso  de  quiebra  ó  concurso 
del  deudor. 

4.°  Cuando  éste  no  puedn  ser  demanda- 
do judicialmente  dentro  de  Honduras. 

Art.  1.852.  Para  que  el  fiador  pueda 
aprovecharse  del  beneficio  de  la  excusión, 
debe  oponerlo  al  acreedor  luego  que  éste 
le  requiera  para  el  pago,  y  señalarle  bienes 
del  deudor  realizables  dentro  del  territorio' 
hondureno,  que  sean  suficientes  para  cu- 
brir el  importe  de  la  deuda. 

Art.  1.853.  Cumplidas  por  el  fiador  to- 
das las  condiciones  del  articulo  anterior, 
el  acreedor  negligente  en  la  excusión  de 
los  bienes  señalados,  es  responsable,  hasta 
donde  ellos  alcancen,  de  la  insolvencia  del 
deudor  que  jior  aquel  descuido  resulte. 

Art.  1.N54.  El  acreedor  podrá  citar  al 
fiador  cuando  demande  al  deudor  princi- 
pal, pero  quedará  siempre  á  salvo  el  bene- 
ficio de  excusión,  aunque  se  dé  sentencia 
contra  los  dos. 

Art.  1.855.  La  transacción  hecha  por 
el  fiador  con  el  acreedor  no  surte  efecto 
para  con  el  deudor  principal. 

La  hecha  por  éste,  tampoco  surte  efecto 
para  con  el  fiador  contra  su  voluntad. 

Art.  1.856.  El  fiador  de  un  fiador  goza 
del  beneficio  de  excusión,  tanto  respecto 
del  fiador  como  del  deudor  principal. 

Art.  1.857.  Siendo  varios  los  fiadores 
de  un  mismo  deudor  y*  por  una  misma 
deuda,  la  obligación  á  responder  de  ella.se 
divide  entre  todos.  El  acreedor  no  puede 
reclamar  á  cada  fiador  sino  la  parte  que  le 
corresponda  satisfacer,  á  menos  que  se 
haya  estipulado  expresamente  la  solida- 
ridad. 

El  beneficio  de  división  contra  los  cofia- 
dores cesa  en  los  mismos  casos  y  por  las 
mismas  causas  que  el  de  excusión  contra 
el  deudor  principal. 

Sección  segunda. . 

De  los  efectos  de  la  fianza  entre  el  deudor  j 
el  fiador. 

Art.  1.858.  El  fiador  que  paga  por  el 
deudor,  debe  ser  indemnizado  por  éste. 

La  indemnización  comprende: 

1.°    La  cantidad  total  de  la  deuda. 

2.°  Los  intereses  legales  de  ella  desde 
que  se  haya  hecho  saber  el  pago  al  deudor, 
aunque  no  los  produjese  para  el  acreedor. 

3.°  Los  gastos  ocasionados  al  fiador 
después  de  poner  éste  en  conocimiento  del 
deudor  que  lia  sido  requerido  para  el  pago. 

4.°  Los  daños  y  perjuicios,  cuando  pro- 
cedan. 


HONDURAS.   CÓDIGO  CIVIL 


241 


La  disposición  de  este  artículo  tiene  lu- 
gar aunque  la  fianza  se  haya  dado  igno- 
rándolo el  deudor. 

Art.  1.859.  El  fiador  se  subroga  por  el 
pago  en  todos  los  derechos  que  el  acreedor 
tenía  contra  el  deudor. 

Si  ha  transigí  io  con  el  acreedor,  no  pue- 
de pedu'  al  deudor  más  de  lo  que  realmen- 
te haya  pagado. 

Art.  1.^60.  Si  el  fiador  jjngasin  poner- 
lo en  noticia  del  deudor,  podrá  éste  hacer 
valer  contra  él  todas  las  excepciones  que 
hubiera  podido  oponer  al  acreedor  al  tiem- 
po de  hacerse  el  pago. 

Art.  1.861.  Si  la  deuda  era  á  plazo  y  el 
fiador  la  pagó  antes  de  su  vencimiento,  no 
podrá  exigir  reembolso  del  deudor  hasta 
que  el  plazo  venza. 

Arí.  1.8G2.  Si  el  fiador  ha  pagado  sin 
ponerlo  en  noticia  del  deudor,  y  éste,  ig- 
norando el  pago,  lo  repite  por  su  parte,  no 
queda  al  primero  recurso  alguno  couti*a  el 
segundo,  pero  sí  contra  el  acreedor. 

Arí.  1.863.  El  fiador,  aun  antes  de  ha- 
ber pagado,  puede  proceder  contra  el  deu- 
dor jirÍHcipal: 

1."  Cuando  se  ve  demandado  judicial- 
mente para  el  pago. 

2.°  En  caso  de  quiebra,  concurso  ó  in- 
solvencia. 

3.'  Cuando  el  deudor  se  ha  obligado  á 
relevarle  de  la  fianza  en  un  plazo  deter- 
minado, y  este  jjlazo  ha  vencido. 

4.°  Cuando  la  deuda  ha  llegado  á  ha- 
cerse exigible,  por  haber  cumplido  el  pla- 
zo en  que  debe  satisfacerse. 

5."  Al  cabo  de  diez  años,  cuando  la 
obligación  principal  no  tiene  término  fijo 
para  su  vencimiento,  á  menos  que  sea  de 
tal  naturaleza  que  no  pueda  extinguirse 
sino  en  un  plazo  mayor  de  los  diez  años. 

En  todos  estos  casos,  la  acción  del  fiador 
tiende  á  obtener  relevación  de  la  fianza  ó 
una  garantía  que  lo  ponga  á  cubierto  de 
los  procedimientos  del  acreedor  y  del  pe- 
ligro de  insolvencia  en  el  deudor. 

Sección  tercera. 
De  los  efectos  de  la  íianza  cutre  los  cofiadores. 

Art.  1.864.  Cuando  son  dos  ó  más  los 
fiadores  de  un  mismo  deudor  y  por  una 
misma  deuda,  el  que  de  ellos  la  haya  pa- 
gado podrá  reclamar  de  cada  uno  de  los 
otros  la  parte  que  proporcionahnenle  le 
corresponda  satisfacer. 

Si  alguno  de  ellos  resultare  insolvente, 
la  parte  de  éste  recaerá  sobre  todos  en  la 
misma  }iroporción. 

l'ara  que  pu.  da  tener  lugar  la  disposi- 
i-ión  de  eüte  artículo  es  preciso  que  se  haya 


hecho  el  pago  en  virtud  de  demanda  judi- 
cial, ó  halhindose  el  deudor  principal  en 
estado  de  concurso  ó  quiebra. 

Art.  1.865.  En  el  caso  del  artículo  an- 
terior, podrán  los  cofiadores  oponer  al  que 
pagó  las  mismas  excepciones  que  habrían 
correspondido  al  deudor  principal  contra 
el  acredor  y  que  no  fueren  puramente  per- 
sonales del  mismo  deudor 

Art.  1866.  El  subfiador,  en  caso  de  in- 
solvencia del  fiador  por  quien  .se  obligó, 
queda" responsable  á  los  cofiadores  en  los 
mismos  términos  que  lo  estaba  el  fiador. 

CAPÍTULO  lll 

DIC    LA    EXTINCIÓN    DE    I.,\    FIANZA 

Art.  1.867.  La  obligación  del  fiador  se 
extingue  al  mismo  tiempo  que  la  del  deu- 
dor j  por  las  mismas  causas  que  las  demás 
obligaciones. 

Art.  1.868.  La  confusión  que  se  verifi- 
ca en  la  persona  del  deudor  y  en  la  del 
fiador  cuando  uno  de  ellos  hereda  al  otro, 
no  extingue  la  obligación  del  subfiador. 

Art.  1.869.  Si  el  acreedor  acepta  vo- 
luntariamente un  inmueble,  ú  otros  cua- 
lesquiera efectos  en  pago  de  la  deuda, 
aunque  después  los  pierda  por  evicción, 
queda  libre  el  fiador. 

Art.  1.870.  La  liberación  hecha  por  el 
acredor  á  uno  de  los  fiadores  sin  el  con- 
sentimiento de  los  otros,  aprovecha  á  to- 
dos hasta  donde  alcance  la  parte  del  fia- 
dor á  quien  se  ha  otorgado. 

Art.  1.871.  La  prón-oga  concedida  al 
deudor  por  el  acredor  sin  el  consentimien- 
to del  fiador,  extingue  la  fianza. 

Art.  1.872.  Los  fiadores,  aunque  sean 
solidarios,  quedan  libres  de  su  ol)ligación 
siempre  que  por  algún  hecho  del  acreedor 
no  puedan  quedar  subrogados  en  los  de- 
rechos, hii)Otec;is  y  privilegios  del  mismo. 

Art.  1.873.  El  fiador  puede  oponer  al 
acreedor  todas  las  excepciones  que  com- 
petan al  deudor  principal  y  sean  inheren- 
tes á  la  deuda;  mas  no  las  que  sean  pura- 
mente personales  del  deudor. 

CAPÍTULO  IV 

Dlí    LA    FIANZA    LEGAL   Y    .lUDlCIAL 

Art.  1.874.  El  fiador  que  haya  de  dar- 
se por  disposición  de  la  ley  ó  í^e  pr.ividen- 
cia  judicial,  debe  tener  las  cualidades  pres- 
critas en  el  art.  1.818. 

Art.  1.875.  Si  el  oliligado  á  dar  fianza 
en  los  casos  del  articulo  anterior  no  la  ha- 
llase, se  le  admitirá  en  su  lugar  una  pren- 
da ó  h¡{)oteca  que  se  estime  l)astante  para 
cul)rir  su  obli;'aci('>n. 
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Art.  1.876.  El  fiador  judicial  no  puede 
pedir  la  excusión  de  bienes  del  deudor 
principal. 

El  subfíador,  en  el  mismo  caso,  no  pue- 
de pedir  ni  la  del  deudor  ni  la  del  fiador. 

TÍTULO  XIV 

De  los  contratos  de  prenda,  hipoteca 
y  anticresis. 

CAPITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LA  PRENDA  Y    Á    LA 
HIPOTECA 

Art.  1.877.  Son  requi.sitos  esenciales  de 
los  contratos  de  prenda  é  hipoteca: 

1.°  Que  se  constituya  para  asegurar  el 
cumplimiento  de  una  obligación  principal. 

2."  Que  la  cosa  pignorada  ó  hipotecada 
pertenezca  en  propiedad  al  que  la  empeña 
ó  hipotecri. 

3.°  Que  las  personas  que  constituyan  la 
prenda  ó  hipoteca  tengan  la  libre  disposi- 
ción de  sus  bienes  ó,  en  caso  de  no  tener- 
la, se  hallen  legalmente  autorizadas  al 
electo. 

Las  terceras  personas  extrañas  á  la  obli- 
gación principal  pueden  asegurar  ésta,  pig- 
norando ó  hipotecando  sus  propios  bienes. 

Art.  1.878.  Es  también  de  esencia  de 
estos  contratos  que,  vencida  la  obligación 
principal,  puedan  ser  enajenadas  las  cosas 
en  que  consiste  la  prenda  ó  hipoteca  para 
pagar  al  acreedor. 

Art.  1.879.  El  acreedor  no  puede  apro- 
pia i-se  las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipote- 
ca, ni  disponer  de  ellas. 

Art.  1 .8:^0.  La  prenda  y  la  hipoteca  son 
indivisibles,  aun<|ue  1 1  deuda  se  divida  en- 
tre los  cau.sahabieníes  del  deudor  ó  del 
acreedor. 

No  podrá,  por  tanto,  el  heredero  del 
deudor  que  haya  pagado  parte  de  la  deuda 
pedir  (pie  se  extinga  proporcionalmente  la 
prenda  ó  la  hipoteca  mientras  la  deuda  no 
haya  sido  .satisfecha  por  completo. 

Tampoco  podrá  el  heredero  del  acreedor 
que  reribió  su  ]iarte  de  la  deuda  devolver 
la  prenda  ni  cancelar  la  hipoteca  en  per- 
juicio de  los  demás  herederos  que  no  hayan 
sido  satisfechos. 

Se  exceptúa  de  estas  disposiciones  el 
caso  en  que,  siendo  varias  las  cosas  dadas 
en  hipoteca  ó  en  prenda,  cada  una  de  ellas 
garantice  solamente  una  porción  determi- 
nada del  crédito. 

El  deudor,  en  este  caso,  tendrá  derecho 
á  que  se  extingan  la  prenda  ó  la  hi|ioteca  á 
me(iida  fpie  satisfaga  la  j^arte  de  deuda  de 
que  cada  cosa  responda  especialmente. 

Art.  1.881.     Los  contratos  de  prenda  é 


hipoteca  pueden  asegurar  toda  clase  de 
obligaciones,  ya  sean  puras,  ya  estén  suje- 
tas á  condición  suspensiva  ó  resolutoria. 

Art.  i.  882.  La  promesa  de  constituir 
prenda  ó  hipoteca  sólo  produce  acción  per- 
sonal entre  los  contratantes,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  criminal  en  que  in- 
curriere el  que  defraudase  á  otro  ofrecien- 
do en  prenda  ó  hipoteca  como  libres  las  co- 
sas que  sabia  estaban  gravadas,  ó  fingién- 
dose dueño  de  las  que  no  le  pertenecen. 

CAPITULO  II 

DE    L.A   PRENDA 

Art.  1.883.  Además  de  los  requisitos 
exigidos  en  el  articulo  1.877,  se  necesita, 
para  constituir  el  contrato  de  prenda,  que 
se  ponga  en  posesión  de  ésta  al  acreedor  ó 
á  un  tercero,  de  común  acuerdo. 

Art.  1.884.  Pueden  darse  en  prenda 
todas  las  cosas  muebles  que  están  en  el  co- 
mercio, con  tal  que  sean  susceptibles  de 
posesión. 

Art.  1.885.  No  surtirá  efecto  la  prenda 
contra  tercero  si  no  consta  por  instrumen- 
to ¡(úblico  la  certeza  de  la  fecha. 

Art.  1.886.  El  contrato  de  prendada 
derecho  al  acreedor  para  retener  la  cosa 
en  su  poder  ó  en  el  de  la  tercera  persona  á 
quien  hubiese  sido  entregada,  hasta  que  se 
le  pague  el  crédito. 

Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  pren- 
da, el  deudor  contrajese  con  él  otra  deuda 
exigible  antes  de  haberse  pagado  la  prime- 
ra, podrá  aquél  prorrogar  la  retención 
hasta  que  se  le  satisfagan  ambos  créditos, 
aunque  no  se  hubiese  estipulado  la  suje- 
ción de  la  prenda  á  la  seguridad  de  la  se- 
gunda deuda. 

Art.  1.887.  El  acreedor  debe  cuidar  de 
la  cosa  dada  en  prenda  con  la  diligencia 
de  un  buen  padre  de  familia;  tiene  derecho 
al  abono  de  los  gastos  hechos  para  su  con- 
servación, y  responde  de  su  pérdida  ó  de- 
terioro, conforme  á  las  disposiciones  de 
este  Código. 

Art.  1.888.  Si  la  prenda  produce  inte- 
reses, compensará  el  acreedor  los  que  per- 
ciba con  los  que  se  le  deben;  y,  si  no  se  le 
deben,  ó  en  cuanto  excedan  de  los  legíti- 
mamente debidos,  los  imputará  al  capital. 

Art.  1.889.  Mientras  no  llegue  el  caso 
de  ser  expropiado  de  la  cosa  dada  en  pren- 
da, el  deudor  sigue  siendo  dueño  de  ella. 

Esto  no  obstante,  el  acreedor  podrá 
ejercitar  las  acciones  que  competan  al 
duño  de  la  cosa  pignorada  para  reclamar- 
la ó  defenderla  contra  tercero. 

Art.  1.890.  El  acreedor  no  podrá  usar 
la  cosa  dada  en  prenda  sin  autorización 
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del  dueño,  y  si  lo  hiciere  ó  abusare  de  ella 
en  otro  concepto,  puede  el  segundo  pedir 
que  se  la  constituya  en  depósito. 

Art.  1.891.  No  puede  el  deudor  pedir 
la  restitución  de  la  prenda  contra  la  vo- 
luntad del  acreedor  mientras  no  pague  la 
deuda  v  sus  intereses,  con  laá  expensas  en 
.su  caso'.  (C.  R.  446). 

Art.  1.892.  El  acreedor  á  quien  opor- 
tunamente no  hubiese  sido  satisfecho  su 
crédito,  podrá  proceder  por  ante  Notario 
á  la  enajenación  de  la  prenda.  Esta  enaje- 
nación habrá  de  hacerse  precisamente  en 
subasta  pública  y  con  citación  del  deudor 
y  del  dueño  de  la  prenda  en  su  caso.  Si 
en  la  primera  subasta  no  hubiese  sido  ena- 
jenada la  prenda,  podrá  celebrarse  una 
segunda  con  iguales  formalidades;  y,  si 
tampoco  diere  resultado,  podrá  el  acree- 
dor hacerse  dueño  de  la  prenda.  En  este 
caso  estará  obligado  á  dar  carta  de  pago 
de  la  totalidad  de  su  crédito. 

Si  la  prenda  consistiere  en  valores  coti- 
zal)les,  se  venderán  en  la  forma  prevenida 
por  el  Código  de  Comercio. 

Art.  1.893.  Respecto  á  los  Montes  de 
Piedad  y  demás  establecimientos  públicos, 
que  por  instituto  ó  profesión  prestan  sobre 
prendas,  se  observarán  las  leyes  y  regla- 
mentos especiales  que  las  conciernan  y 
subsidiariamente  las  disposiciones  üe  este 
titulo. 

CAPÍTULO  111 

DE    LA     HIPOTECA 

Sección  primera. 
De  las  hipotecas  en  general. 

Art.  1.894.  Las  hipotecas  sujetan  di- 
recta é  inmediatamente  los  bienes  sobre 
que  se  imponen,  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  para  cuya  seguridad  se  cons- 
tituyen, cualquiera  que  sea  su  poseedor. 

Art.  1.895.  Sólo  podrán  ser  hipoteca- 
dos: 

1."     Los  bienes  inmuebles. 

2.''  Los  derecho  i  reales  enajenables, 
con  arreglo  á  las  leyes,  impuestos  sobre 
bienes  de  aquella  clase. 

Art.  1.896.  Podrán  hipotecarse,  pero 
con  las  restricciones  que  á  continuación 
se  expresan: 

1.°  El  edificio  construido  en  suelo  aje- 
no, el  cual,  si  se  hipotecare  por  el  que  lo 
censtruyó,  será  sin  perjuicio  del  derecho 
del  propietario  del  leri-eno,  y  entendién- 
do.se  sujeto  á  tai  gravamen  solamente  el 
derecho  que  el  mismo  que  edificó  tuviere 
sobre  lo  edificado. 


2."  El  derecho  de  percibir  los  frutos  en 
el  usufructo,  {¡ero  quedando  extinguida  la 
hipoteca,  cuando  concluya  el  mismo  usu- 
fructo por  un  hecho  ajeno  á  la  voluntad 
del  usufructuario.  Si  concluyere  por  su 
voluntad,  subsistirá  la  hipoteca  ha-ía  que 
se  cumpla  la  obligación  asegurada,  ó  has- 
ta que  venza  el  tiempo  en  que  el  usufrnc- 
to  habría  naturalmente  concluido  á  no 
mediar  el  heclfo  que  le  puso  fin. 

3.°  La  mera  propiedad,  en  cuyo  caso, 
si  el  usufructo  se  consolidare  con  ella,  en 
la  persona  del  propietario,  no  sólo  subsis- 
tirá la  hipoteca,  sino  que  se  extenderá 
tan"! bien  al  mismo  usufructo  como  no  se 
haya  pactado  lo  contrario. 

4.°  Los  bienes  anteriormente  hipoteca- 
dos, aunque  lo  estén  con  el  pacto  de  no 
volverlos  á  hipotecar,  quedando  siempre  á 
salvo  la  prelación  que  tuviere  para  col)rar 
su  crédito  aquel  á  cuyo  íavor  esté  consti- 
tuida la  primera  hipoteca. 

5.°  Los  dereciios  de  superficie,  pastos, 
aguas,  leñas  y  otros  semejantes  de  natu- 
raleza real,  siempre  que  quede  á  salvo  el 
de  los  demás  participes  en  la  propiedad. 

6.°  Los  ferrocarriles,  canales,  puentes 
y  otras  obras  destinadas  al  servicio  públi- 
co, cuya  explotación  haya  concedido  el 
Gobierno  por  diez  años  ó  más,  y  los  edifi- 
cios ó  terrenos  que,  no  estando  directa  ó 
exclusivamente  destinados  al  referido  ser- 
vicio, pertenezcan  al  dominio  particular, 
si  bien  se  hallen  agregados  á  aquellas 
obras,  pero  quedando  pendiente  la  hipote- 
ca, en  el  primer  caso,  de  la  resolución  del 
derecho  del  concesionario. 

7."  Los  bienes  pertenecientes  á  perso- 
nas que  no  tienen  la  libre  disposición  de 
ellos,  en  los  casos  y  con  las  formalidades 
que  pi'escriben  las  leyes  para  sn  enajena- 
ción. 

8."  El  derecho  de  hipoteca  voluntaria, 
pero  quedando  pendiente  la  que  se  consti- 
tuya sobre  él  de  la  resolución  del  mismo 
derecho. 

9.°  Los  bienes  litigiosos,  si  la  demanda 
origen  del  pleito  se  ha  anotado  preventi- 
vamente ó  si  se  hace  constar  en  la  ins- 
cripción que  el  acreedor  tenia  conoi-imien- 
to  del  litigio;  |.iero  en  cualquiera  de  los  dos 
casos,  hi  hipoteca  quedará  pendiente  de  la 
resolución  del  pleito,  sin  que  puo  ¡a  perju- 
dicar los  derechos  de  los  interesados  en  el 
mismo  fuera  del  hipotecante. 

Art.  1.897.     No  se  [loai-án  hipotecar: 

1.°  Los  frutos  y  rentas  pendientes,  con 
reparación  del  predio  que  los  produzca, 
(C.  R.  409,  núm.  2.".) 

2.°  Los  objeto,  muebles  colocados  [¡er- 
manentemente  en  los  edificios,  bien  para 
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.SU  adorno  ó  comodidad,  ó  bien  para  el 
servicio  de  alguna  industria,  á  no  ser  que 
se  hipotequen  juntamente  con  dichos  edi- 
fícioá.  (C.  R.,  409,  núm.  3.°.) 

3.*  Los  títulos  de  la  deuda  del  Estado, 
de  los  municipios,  y  las  obligaciones  y  ac- 
ciones de  Banco,  Empresas  ó  Compañias 
de  cualquiera  especie. 

4.°  El  derecho  real  en  cosas  que,  á  un 
cuando  se  deban  poseer  on  lo  futuro,  no 
estén  aún  inscritas  á  favor  del  que  tenga 
el  derecho  á  poseer. 

5.°  Las  servidumbres,  á  menos  que  se 
hipotequen  juntamente  con  el  predio  do- 
minante, y  exceptuándose  en  todo  caso  la 
de  aguas,  la  cual  podrá  ser  hipotecada. 
(C.  R.,  4ü9,  núm.  4.^ 

6."  El  uso  y  la  habitación.  (C.  R.,  409, 
núm.  5.°. 

7.°  Las  minas,  mientras  no  se  haya 
obtenido  el  titulo  de  la  concesión  deñnitiva, 
aunque  estén  situadas  en  terreno^ propio  (1) 

Art.  1.898.  El  po.seedor  de  bienes  suje- 
tos á  condiciones  resolutorias  pendientes, 
podrá  hipotecarlos  ó  enajenarlos,  siempre 
que  qufde  á  salvo  el  derecho  de  los  intere- 
sados en  dichas  condiciones,  haciéndose 
en  la  inscripción  expresa  reserva  del  refe- 
rido derecho. 

Si  l;i  condición  resolutoria  pendiente 
afectare  á  la  totalidad  de  la  cosa  hipotecada 
no  se  podrá  ésta  enajenar  para  hacer  efec- 
tivo el  crédito  sino  cuando  dicha  condición 
deje  de  cumplii'se  y  pase  el  inmueble  al 
dominio  Libsoluto  del  deudor;  pero  los  fru- 
tos á  que  éste  tenga  derecho,  .se  aplicarán 
desde  luego  al  pago  del  crédito. 

Cuando  la  condición  resolutoria  afecte 
únicamente  á  una  parte  de  la  cosa  hipote- 
cada, deberá  ésta  enajenarse  judiciahnen- 
te  con  la  misma  condición  resolutoria  á 
que  esté  sujeto  el  dominio  del  deudor,  y 
apliíjándo.se  al  pago,  además  de  los  frutos 
á  que  éste  tenga  derecho,  el  precio  de  la 
venta. 

Si  antes  de  que  ésta  se  consume  adqui- 
riere el  deudor  el  dominio  absoluto  de  la 
•  •osa  hipotecada,  podrá  el  acreedor  repetir 
lontra  ella  y  solicitar  su  enajenación  para 
el  pago. 

Art.  1.899.  La  hipoteca  .se  extiende  á 
las  accesiones  naturales,  á  las  mejoras,  á 
los  frutos  pendientes  y  rentas  no  percibi- 
das al  vencer  la  obligaciiui,  y  al  importe 
de  las  indemnizaciones  concedidas  ó  debi- 
ca-,  al  |)ropietario  jjor  los  aseguradores  de 
los  bienes  hipotecados.  (C".  R.^  411.) 

(li  El  artículo  citado  del  Ct'xligo  de  Ó.  R.  inclu- 
ye adciná.s  el  aiTeiid.imieiito  y  el  derecho  dejio.seer 
una  corta  en  cualquier  concepto  que  no  sea  el  de 
dueño. 


Art.  1.900.  Conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior  se  entenderán  hipote- 
cados juntamente  con  la  finca,  aunque  no 
se  mencionen  en  el  contrato,  siempre  que 
correspondan  al  propietario: 

1."  Los  objetos  muebles  colocados  per- 
manentemente en  un  edificio,  bien  para 
su  adorno  ó  comodidad,  ó  bien  para  el 
servicio  de  alguna  industria,  aunque  su 
colocación  se  haya  verificado  después  de 
constituida  la  hipoteca. 

2."  Las  mejoras  que  consistan  en  nue- 
vas plantaciones,  obras  de  riego  ó  desagüe, 
obras  de  reparación,  seguridad,  transfor- 
mación, comodidad,  adorno  ó  elevación  de 
los  edificios,  y  cualesquiera  otras  semejan- 
tes que  no  consistan  en  agregación  de 
terrenos,  excepto,  por  accesión  natural,  ó 
en  nueva  construcción  de  edificios,  donde 
nates  no  los  hubiere. 

3.°  Los  frutos  que  al  tiempo  en  que 
deba  hacerse  efectiva  la  obligación  hipote- 
caria estuvieren  pendientes  de  los  árboles 
ó  plantas,  ó  ya  cogidos,  pero  no  levantados 
ni  almacenados. 

4.°  Las  rentis  vencidas  y  no  pagadas, 
cualquiera  que  sea  la  causa  de  no  haberse 
hecho  efectivas,  y  las  que  se  hayan  de  pa- 
gar hasta  que  el  acreedor  sea  satisfecho  de 
todo  su  crédito. 

5.°  Lae  indemnizaciones  concedidas  ó 
debidas  al  propietario  de  los  inmuebles 
hipotécalos,  l)ien  por  la  aseguración  de 
éstos  ó  de  los  frutos,  siempre  que  haya  te- 
nido lugar  el  siniestro  después  de  consti- 
tuida la  hipoteca,  ó  bien  por  la  expropia- 
ción de  terrenos  por  causa  de  utilidad 
pública. 

Art.  1.901.  Cuando  la  finca  hipotecada 
pa.sare  á  manos  de  un  tercer  poseedor,  no 
será  extensiva  la  hipoteca  á  los  muebles 
colocados  permanentemente  en  los  edifi- 
cios, ni  á  las  mejoras  que  no  consistan  en 
obras  de  reparación,  seguridad  ó  transfor- 
mación, siempre  que  unos  ú  otras  .se  hayan 
costeado  jjor  el  nuevo  dueño,  ni.á  los  fru- 
tos pendientes  y  rentas  vencidas  que  sean 
de  la  pertenencia  del  mismo. 

Art.  1.902.  El  dueño  de  las  accesiones 
ó  mejoras  que  no  se  entiendan  hipoteca- 
das, según  lo  dispuesto  en  el  articulo  an- 
terior, podrá  exigir  su  importe  ó  retener 
los  objetos  en  que  consistan,  si  esto  pudie- 
re hacerse  sin  menoscabo  del  valor  del 
resto  de  la  finca;  mas  en  el  primer  caso, 
no  podrá  detener  el  cumplimiento  de  la 
obligación  princijtal  bajo  el  pretexto  de 
hacer  efectivo  su  derecho,  sino  que  habrá 
de  cobrar  lo  que  le  corresponda  con  el 
precio  de  la  misma  finca  cuando  se  enaje- 
ne para  pagar  el  créd.to. 
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Art.  1.903.  La  hipoteca  .  constituida  á 
favor  de  un  crédito  que  devengue  interés, 
no  asegurará,  con  perjuicio  de  tercero, 
además  del  capital,  sino  los  intereses  de 
los  dos  últimos  años  transcurridos,  y  la 
parte  vencida  de  la  anualidad  corriente. 

Art.  1.9Ü4.  Al  transcurrir  tres  años, 
contados  desde  que  el  préstamo  empezó  á 
devengar  réditos  no  pagados ,  podrá  el 
acreedor  exigir  que  la  hipoteca  constituida 
se  amplíe  sobre  los  mismos  bienes  hipote- 
cados, con  objeto  de  asegurar  los  intere- 
ses correspondientes  al  primero  de  dichos 
años;  pero  sólo  en  el  caso  de  que,  habien- 
do vencido  la  obligación  de  pagar  alguna 
parte  de  los  mismo-;  réditos,  hubiere  el 
deudor  dejado  de  satisfacerla. 

Si  el  acreedor  hiciere  u.so  de  su  derecho 
después  de  los  tres  años,  podrá  exigir  la 
ampliación  de  hipoteca  por  toda  la  parte 
de  réditos  que  en  el  momento  de  hacerse 
dicha  ampliación  no  estuviere  asegurada 
con  la  hipoteca  primera;  pero  sin  que  en 
ningún  caso  deba  perjudicar  la  que  se 
constituya  al  que  anteriormente  y  después 
de  los  dos  años  haya  adquirido  cualquier 
derecho  sobre  los  bienes  hipotecados. 

Si  el  deudor  no  consintiere  dicha  am- 
pliación de  hipoteca,  podrá  el  acreedor  re- 
clamarla en  juicio  ordinario  y  anotar  pre- 
ventivamente la  demanda  que  con  tal  ob- 
jeto deduzca. 

Art.  1.905.  Si  la  finca  hipotecada  no 
perteneciere  al  deudor,  no  podrá  el  acree- 
dor exigir  que  se  constituya  sobre  ella  la 
ampliación  de  hipoteca  de  que  trata  el  ar- 
ticulo precedente;  pero  podrá  ejercitar 
igual  derecho  respecto  á  cualesquiera  otros 
bienes  inmuebles  que  posea  el  mismo  deu- 
dor y  pueda  hipotecarlos. 

Art.  1.906.  Cuando  se  hipotequen  va- 
rias fincas  á  la  vez  por  un  solo  crédito,  se 
determinará  la  cantidad  ó  parte  de  grava- 
men de  que  cada  una  deba  responder. 

Art.  1.907.  Fijada  en  la  inscripción  la 
parte  de  crédito  de  que  úeba  responder 
cada  uno  de  los  bienes  hipotecados,  no  se 
podrá  repetir  contra  ellos  con  perjuicio  de 
tercero,  sino  por  la  cantidad  á  que  respec- 
tivamente estén  afectos,  y  la  que  á  la  mis- 
ma corresponda  por  raión  de  intereses, 
con  arreglo  á  lo  pre.scrito  en  los  anteriores 
artículos. 

Art.  1.90S.  Lo  disj)ue>to  en  el  articilo 
anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  deque, 
si  la  liiiioteca  no  alcanzare;  á  cubrir  la  to- 
tilid.id  del  crédito,  pueda  el  acreedor  re- 
petir por  la  diferencia  contra  las  demás 
lincas  hipotecadas  que  con.serve  el  deudor 
en  su  poder;  pero  sin  prelación  en  cuanto 
á  dicha  diferencia  sobre  los  que,  después 


de  inscrita  la  hipoteca,   hayan  adquirido 
algún  derecho  real  en  las  mismas  fincas. 

Art.  1.909.  La  hipoteca  subsistirá  ínte- 
gra mientras  no  se  cancele  sobre  la  totali- 
dad de  los  bienes  hipotecados,  aunque  se 
reduzca  la  obligación  garantizada,  y  sobre 
cualquiera  parte  de  los  mismos  bienes  que 
se  conserve,  aunque  la  restante  haya  des- 
aparecido; pero  sin  perjuicio  de  lo  que  se 
dispone  en  los  dos  siguientes  artículos. 

Art.  1.910.  Si  una  linca  hipotecada  se 
dividiere  en  dos  ó  más,  no  se  distribuirá 
entre  ellas  el  crédito  hipotecario  sino  cuan- 
do voluntariamente  lo  acordaren  el  acree- 
dor y  el  deudor.  No  verificándose  esta 
distribución,  podrá  repetir  el  acreedor  por 
la  totalidad  de  la  suma  garantida  contra 
cualquiera  de  las  nuevas  fincas  en  que  se 
haya  dividido  la  primera,  ó  contra  todas  á 
la  vez. 

Art.  1.911.  Dividida  la  hipoteca  consti- 
tuida para  la  seguridad  de  un  crédito  en 
tre  varias  fincas,  y  pagada  la  parte  del 
mismo  crédito  con  que  estuviere  gi^vada 
alguna  de  ellas,  se  podrá  exigir  por  aquel 
á  quien  interese,  la  cancelación  parcial  de 
la  hipoteca  en  cuanto  á  la  misma  finca.  Si 
la  parte  de  crédito  pagada  se 'pudiere  apli- 
car á  la  liberación  de  una  ó  de  otras  de  las 
fincas  gravadas,  por  no  ser  inferior  al  im- 
porte de  la  responsabilidad  especial  de  ca- 
da una,  el  deudor  elegirá  la  que  haya  de 
quedar  libre. 

Art.  1.912.  Cuando  sea  una  la  fínca  hi- 
potecada, ó  cuando  siendo  varias  no  se 
haya  señalado  la  responsabilidad  de  cada 
una,  por  ocurrir  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 1.910,  no  se  podrá  exigir  la  libera- 
ción de  ninguna  parte  de  los  bienes  hipo- 
tecados, cualquiera  que  sea  la  del  crédito 
que  el  deudor  haya  satisfecho. 

Art.  1.913.  La  hipoteca  constituida  por 
el  que  no  tenga  derecho  para  constituirla 
según  el  Registro,  no  convalecerá  aunque 
el  constituyente  adquiera  después  dicho 
derecho. 

Art.  1.914.  El  acreedor  podrá  recla- 
mar del  tercer  poseedor  de  los  bienes  hi- 
potecados el  pago  do  la  parte  de  crédito 
asegurada  con  los  que  aquel  posee,  si  al 
vencimiento  del  plazo  no  lo  verifica  el  deu- 
dor después  de  requerido  judicialmente  ó 
por  Notario.  (C.  R.  419). 

Art.  1.915.  Requerido  el  tercer  posee- 
dor, de  uno  de  los  dos  modos  expresados 
en  el  anterior  artículo,  deberá  verificar  el 
pago  del  crédito  con  los  intereses  corres- 
poiidieutes,  regulados  (conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1903,  ó  desamparar  los 
bienes  hipotecados. 

Alt.  1 .916.     Si  el  tercer  poseedor  no  pa- 
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ga  ni  desampara  los  bienes,  será  respon- 
sable con  los  suyos  propios,  además  de  los 
hipotecados,  de  los  intereses  devengados 
desde  el  requerimiento  y  de  las  costas  ju- 
diciales á  que  por  su  morosidad  diere  lu- 
gar. En  el  caso  de  que  el  tercer  poseedor 
desampare  los  bienes  hipotecados,  se  con- 
siderarán éstos  en  poder  del  deudor,  á  ñn 
de  que  pueda  dirigirse  contra  los  mismos 
el  procedimiento  ejecutivo. 

Art.  1.917.  Lo  dispuesto  en  los  tres  an- 
teriores artículos  será  igualmente  aplica- 
ble al  caso  en  que  dejé  de  pagarse  una  par- 
te del  capital  del  crédito  ó  de  los  intereses, 
cuyo  pago  deba  hacerse  en  ]jlazos  diferen- 
tes, si  vfenciere  alguno  do  ellos  sin  cumplir 
el  deudor  su  obligación. 

Art.  1.918.  Si  para  el  pago  de  alguno 
de  los  plazos  del  capital  ó  de  los  intereses 
fuere  necesario  enajenar  la  finca  hipoteca- 
da, y  aún  quedaren  por  vencer  otros  pla- 
zos de  la  obligación,  se  verificará  la  venta 
y  se  transferirá  la  finca  al  comprador,  con 
la  hipoteca  correspondiente  á  la  parte  del 
crédito  que  no  estuviera  satisfecha,  la  cual, 
con  los  intereses,  se  deducirá  del  precio. 
Si  el  comprador  no  quisiere  la  finca  con 
esta  carga,  se  depositará  su  importe  con 
los  intereses  que  le  correspondan,  para 
que  sea  pagado  el  acreedor  al  vencimiento 
de  los  plazos  pendientes. 

Art.  1.919.  Se  considerará  también 
como  tercer  poseedor,  para  los  efectos  de 
los  artículos  1.914  y  1.915,  el  que  hubiere 
adquirido  solamente  el  usufructo  ó  el  do- 
minio útil  de  la  finca  hipotecada,  ó  bien  la 
propiedad  ó  el  dominio  directo,  quedando 
en  el  deudor  el  derecho  correlativo. 

Si  hubiere  más  de  un  tercer  poseedor 
por  hallarse  en  una  per.sona  la  propiedad 
ó  el  dominio  directo,  y  en  otra  el  usufruc- 
to ó  el  dominio  útil  se  entenderá  con  am- 
bas el  requerimiento. 

Art.  1.920.  Al  vencimiento  del  plazo 
para  el  pago  de  la,  deuda,  el  acreedor  po- 
drá pedir  qué  se  des|iache  mandamiento 
de  ejecución  contra  todos  los  bienes  hipo- 
tecados, estén  ó  no  en  poder  de  uno  ó  va- 
rios terceros  poseedores;  pero  éstos  no  po- 
drán ser  requerido.?  al  pago  sino  después 
de  haberlo  sido  el  deudor  y  no  haberlo 
realizado.  Cada  uno  de  los  terceros  posee- 
dores, si  .se  opusiere,  será  consiuerado 
como  parte  en  el  procedimiento  respecto 
de  los  bienes  hipotecados  ijue  p.osea,  y  so 
entenderán  siempre  cgn  el  mismo  y  el  deu- 
dor todas  las  diligencias  relativas  al  em- 
bargo y  venta  de  dichos  bienes,  debiendo 
el  tercer  poseedor  otorgar  la  escritura  de 
venta,  ú  otorgarse  de  olicio  en  su  rebeldía. 
Será  Juez  ó  Tribunal  competente  para  co- 


nocer del  procedimiento  el  que  lo  fuere 
respecto  del  deudor.  No  se  suspenderá  en 
ningún  caso  el  procedimiento  ejecutivo  por 
las  reclamaciones  de  un  teri^ero,  si  no  es- 
tuvieren fundadas  en  un  título  anterior- 
mente inscrito,  ni  por  la  muerte  del  deu- 
dor ó  del  tercer  poseedor,  ni  por  la  decla- 
ración de  quiebra,  ni  por  el  concurso  de 
acreedores  de  cualquiera  de  ellos. 

Art.  1.921.  La  acción  hipotecaria  pres- 
cribirá á  los  veinte  años,  contados  desde 
que  pueda  ejercitarse  con  arreglo  al  titulo 
inscrito. 

Art.  1.922.  Las  insi-ripciones  y  can- 
celaciones de  las  hipotecas  se  sujetarán  á 
las  reglas  establecidas  en  el  título  del  Re- 
gistro de  la  propiedad,  para  las  inscripcio- 
nes y  cancelaciones  en  genei'al,  sin  perjui- 
cio de  las  especiales  contenidas  en  este  ca- 
pítulo. 

Art.  1.923.  Las  hipotecas  son  volunta- 
rias ó  legales. 

Sección  segunda. 
De  las  hipotecas  voluntarias. 

Art.  1.924.  Son  hipotecas  voluntarias 
las  convenidas  entre  partes,  ó  impuestas 
por  disposición  del  dueño  de  los  bienes  so- 
bre que  se  constituyan. 

Art.  1.925.  Sólo  podrán  constituir  hi- 
poteca voluntaria  los  que  tengan  la  libre 
disposición  de  sus  bienes,  ó,  en  ca.so  de  no 
tenerla,  se  hallen  autorizados  para  ello 
con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  1.926.  Los  qiie,  con  arreglo  al  ar- 
tículo anterior,  tienen  la  facultad  de  cons- 
tituir hipotecas  voluntarias,  podrí n  hacer- 
lo por  si  ó  por  medio  de  apoderado,  con 
poder  especial,  para  contraer  este  género 
de  ol)ligaciones,  otorgado  ante  Notario  pú- 
blico. 

Art.  1927.  La  hipoteca  constituida  para 
la  seguridad  de  una  obligación  futura  ó 
sujeta  á  condiciones  suspensivas  inscritas, 
surtirá  efecto  contra  t;'rcero,  desde  su  ins- 
cripción, si  la  obligación  llega  á  contraer- 
se ó  la  condición  á  cumplirse. 

Si  la  ol)ligación  asegurada  estuviere  su- 
jeta á  condición  resolutoria  inscrita,  surti- 
rá la  hipoteca  su  efecto  en  cuanto  al  terce- 
ro, hasta  que  se  liana  constar  en  el  Regis- 
tro el  cumplimiento  de  la  condición. 

Arf.  1.928.  Cuando  se  contraiga  la 
obligación  futura  ó  se  cumpla  la  condición 
suspensiva,  de  que  tr.ita  el  párrafo  ])rimero 
del  artículo  anterior,  deberán  los  interesa- 
dos hacerlo  constar  así  por  medio- de  una 
nota  al  margen  de  la  iriscripcitm  hipoteca- 
ria,  sin   cuyo  requisito  »no  podi-á  aprove- 
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char  ni  perjudicar  á  tercero  la  hipoteca 
consliluida. 

Art.  1.929.  Todo  hecho  ó  convenio  en- 
tre las  partes  ciiie  pueda  modificar  ó  des- 
truir la  eñcacia  do  una  obligación  liinote- 
caria  anterior,  como  el  pago,  la  compen- 
sación, la  espera,  el  pacto  ó  promesa  de 
no  pedir,  la  novación  del  contrato  primiti- 
vo y  la  transacción  ó  compromiso,  no  sur- 
tirá efecto  contra  tercero  cómo  no  se  haga 
constar  en  el  Registro  por  medio  de  una 
inscripción  nueva,  de  una  cancelación  to- 
tal ó  parcial,  ó  de  una  nota  marginal,  se- 
gún los  casos. 

Art.  1.930.  No  se  considerará  asegura- 
do con  la  hi|>oteca  el  interés  del  préstamo 
en  la  forma  que  pres.-ribe  el  art.  1.9Ü3, 
sino  cuando  la  estipulación  y  cuantía  de 
dicho  interés  resulten  de  la  inscripción 
misma. 

Art.  1.931.  Para  que  las  hipotecas  vo- 
luntarias puedan  perjudicar  á  tercero,  se 
requiere:  t 

1."  Que  se  hayan  convenido  ó  mandado 
constituir  en  escritura  púljhca. 

2.°  Que  la  escritura  se  haya  inscrito  en 
el  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  1.932.  El  ocreedor  hipotecario  po- 
drá repetir  contra  los  bienes  hipotecados 
por  el  pago  de  los  intereses  vencidos,  cual- 
quiera que  sea  la  época  en  que  deba  veri- 
ficarse el  reintegro  del  capital;  más  si  hu- 
biere un  tercero  interesado  en  dichos  bie- 
nes, á  quien  pueda  perjudicar  la  repeti- 
ción, no  podrá  exceder  la  cantidad  que 
por  ella  se  reclame  de  la  correspondiente  á 
los  réditos  de  los  dos  últimos  años  transcu- 
rridos y  no  pagados,  y  la  parte  vencida  de 
la  anualidad  corriente. 

La  parte  de  intereses  que  el  acreedor  no 
pueda  exigir  por  la  acción  real  hipoteca- 
ria, podrá  reclamarla  del  obligado  por  la 
personal,  siendo  considerado  respecto  á 
ella,  en  caso  de  concurso,  como  acreedor 
escriturario. 

Art.  1.933.  Las  inscripciones  de  hipo- 
tecas voluntarias  sólo  podrán  ser  cancela- 
das en  la  forma  prevenida  en  el  art.  695. 
Si  no  se  prestaren  á  la  cancelación  los  que 
deban  hacerla,  podrá  decretarse  judicial 
mente. 

Art.  L934.  El  crédito  hipotecario  pue- 
de enajenarse  ó  cederse  á  un  tercero,  en 
todo  ó  en  parte,  siempre  que  se  haga  en 
escritura  pública,  de  que  se  dé  conocimien- 
to al  deudor  y  que  se  inscriba  en  el  Regis- 
tro. 

El  deudor  noquedará  obligado  por  dicho 
contrato  á  más  que  loestuviere  por  elsuyo. 

El  cesionario  se  subrogará  en  todos  los 
derechos  del  cedente. 


Si  la  hipoteca  se  ha  constituido  para  ga- 
rantizar obligaciones  transferí  bles  por  en- 
doso ó  títulos  al  portador,  el  derecho  hipo- 
tecario se  entenderá  transferido,  con  la 
obligación  ó  con  el  título,  sin  necesidad  de 
dar  de  ello  conocimiento  al  deudor,  ni  de 
hacerse  constar  la  transferencia  en  el  Re- 
gistro. 

Art.  1.935.  Si  en  los  casos  en  que  deba 
hacer.se  se  omite  dar  conocimiento  al  deu- 
dor de  la  cesión  del  crédito  hipotecario, 
será  el  cedente  responsable  de  los  perjui- 
cios que  pueda  sufrir  el  cesionario  por  con- 
secuencia de  esta  falta. 

Art.  1.936.  Los  derechos  ó  créditos  ase- 
gurados con  hipoteca  legal  no  podrán  ce- 
derse sino  cuando  haya  llegado  el  caso  de 
exigir  su  importe,  y  sean  legalmente  ca- 
paces para  enajenarlos  las  personas  que 
los  tengan  á  su  favor. 

Art.  1.937.  La  hipoteca  subsistirá  en 
cuanto  á  tercero,  mientras  no  se  cancele 
su  inscripción. 

CAPITULO  III 

DE    LAS   HIPOTECAS    LEGALES 

Art.  1.938.  Son  únicamente  hipotecas 
legales  las  establecidas  en  el  art.  1.949. 

Art.  1.939.  Las  personas  á  cuyo  favor 
establece  este  Código  hipoteca  legal  no  ten- 
drán otro  derecho  que  el  de  exigir  la  cons- 
titución de  una  hipoteca  especial,  suficien- 
te para  la  garantía  de  su  derecho. 

Art.  1.940.  Para  que  las  hipotecas  le- 
gales se  entiendan  constituidas,  se  necesi- 
ta la  inscripción  del  título  en  cuya  virtud 
se  constituyan. 

Art.  1.941.  Las  personas  á  cuyo  favor 
establece  este  Código  hipoteca  legal  podi'án 
exigir  que  se  constituya  la  especial  sobre 
cualesquiera  bienes  inmuebles  ó  derechos 
reales  de  que  pueda  disponer  el  obligado  á 
prestarla,  siempre  que,  con  arreglo  á  la 
ley,  sean  hipotecables. 

Tamliién  podrán  exigir  dicha  hipoteca 
en  cualquier  tiempo,  auncpie  haya  cesado 
la  caur,a  que  le  diere  fundamento,  como  el 
matrimonio,  la  tutela,  la  patria  {¡otestad  ó 
la  administración,  siempre  que  esté  pen- 
diente de  cumplimiento  la  obligación  que 
se  debiera  hal)er  asegurado. 

Art.  L942.  La  hipoteca  legal,  una  vez 
con-tituida  é  inscrita,  surte  los  mismos 
efectos  que  la  voluntai-ia,  sin  más  excep- 
ciones que  las  expresamente  determinadas 
en  este  Código,  cualquiera  que  .sea  la  per- 
sona que  deba  ejercitar  los  derechos  que  la 
misma  hipoteca  conliera. 

Art.  1.943.  Si  para  la  constitución  de 
alguna  hipoteca  legal  so  ofrecieren  diferen- 
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tes  bienes  y  no  convinieren  los  interesados 
en  la  parte  de  responsabilidad  que  haya  de 
pesar  sobre  cada  uno,  conforme  á  lo  dis- 
jiuesto  en  el  art.  1906,  decidirá  el  Juez  ó 
Tribunal,  previo  dictamen  de  peritos. 

Del  mismo  modo  decidirá  el  Juez  ó  el 
Tribunal  las  cuestiones  que  se  susciten  en- 
tre los  interesados  sobre  la  calificación  de 
suficiencia  de  los  bienes  ofrecidos  para  la 
constitución  de  cualquier  hipoteca  legal. 

Art.  1.944.  En  cualquier  tiempo  e^n  que 
llegaren  á  ser  insuficientes  las  hipotecas 
legales  inscritas*,  podrán  reclamar  su  am- 
pliación, ó  deberán  pedirla  los  que,  con 
arreglo  á  este  Código,  tengan  respectiva- 
mente el  derecho  ó  la  obligación  de  exi- 
girlas y  de  calificar  su  suficiencia. 

Art.  1.945.  Las  hipotecas  legales  ins- 
critas subsistirán  hasta  que  se  extingan 
los  derechos  por  cuya  seguridad  se  hubie- 
sen constituido,  y  se  cancelarán  en  los 
mismos  términos  que  las  voluntarias. 

Art.  1.946.  Para  constituir  ó  ampliar 
judicialmente  y  á  instancia  de  parte  cual- 
quiera hipoteca  legal,  se  procederá  con 
sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

1.*  El  que  tenga  derecho  á  exigirla 
presentará  un  escrito  en  el  Juzgado  ó  Tri- 
bunal del  domicilio  del  obligado  á  prestar- 
la, pidiendo  que  se  constituya  la  hipoteca, 
fijando  la  cantidad  por  que  deba  consti- 
tuirse, y  señalando  los  bienes  que  pueden 
ser  gravados  con  ella,  ó  por  lo  menos,  el 
Registro  donde  deban  constar  inscritos  los 
que  posea  la  misma  persona  obligada. 

2.*  A  este  escrito  acompañará  precisa- 
mente el  título  ó  documento  que  produzca 
el  derecho  de  hipoteca  legal,  y,  si  fuere 
posible,  una  certificación  del  Registrador, 
en  que  consten  todos  los  bienes liipoteca- 
bles  que  posea  el  demandado. 

3."  El  Juez  ó  Tribunal,  en  su  vista, 
mandará  comparecer  á  su  presencia  á  to- 
dos los  interesados  en  la  constitución  de  la 
hipoteca,  á  fin  de  que  se  avengan,  si  fuere 
posible,  en  cuanto  al  modo  de  verificarla. 

4."  Si  se  avinieren,  mandará  el  Juez  ó 
Tribunal  constituir  la  hipoteca  en  los  tér- 
minos que  se  hayan  convenido. 

5.^  Si  no  se  avinieren,  ya  sea  en  cuan- 
to á  la  obligación  de  hipotecar,  ó  ya  en 
cuanto  á  la  cantidad  que  deba  asegurarse, 
ó  la  suficiencia  de  la  lii|)Oteca  ofrecida,  .<e 
dará  traslado  del  escrito  de  demanda  al 
demandado,  y  seguirá  el  juicio  los  trámi- 
tes establecidos  para  los  incidentes  en  el 
Código  de  Procedimientos. 

Art.  1.947.  En  los  casos  en  que  el  Juez 
ó  el  Tribunal  deba  proceder  de  oficio  para 
exigir  la  constitución  de  una  hipoteca  le- 
gal, dispondrá  que  el  Registrador  corres- 


pondienle  le  remita  la  certificación  preve- 
nida en  la  regla  segunda  del  articulo  ante- 
rior: en  su  vista  mandará  comparecer  al 
obligado  á  constituir  la  hipoteca,  y  con  su 
audiencia  y  la  del  Ministerio  fiscal,  segui- 
rá después  el  juicio  por  los  trámites  que 
queden  prescritos. 

Art.  1.948.  Lo  dispuesto  en  los  dos  an- 
teriores artículos  se  entenderá  sin  perjui- 
cio de  las  reglas  establecidas  en  el  Código, 
de  Procedimientos  sobre  fianzas  de  los  tu- 
tores, y  no  será  aplicable  á  la  hipoteca  le- 
gal á  favor  del  Estado  ó  délos  Municipios, 
sino  cuando  los  reglamentos  administrati- 
vos no  establecieren  otro  procedimiento 
para  exigirla. 

Art.  1.949.     Se  establece  hipoteca  legal: 

1.°  En  favor  de  las  mujeres  casadas, 
sobre  los  bienes  de  sus  maridos: 

Por  las  dotes  que  les  hayan  sido  entre- 
gadas solemnemente  bajo  fe  de  Notario. 

Por  las  arras  ó  donaciones  que  los  mis- 
mos maridos  les  hayan  ofrecido  dentro  de 
los  limites  de  la  ley. 

Por  los  parafernales  que  con  la  solem- 
nidad anteriormente  dicha  hayan  entre- 
gado á  sus  maridos. 

Por  cualesquiera  otros  bienes  que  las 
mujeres  hayan  aportado  al  matrimonio  y 
entregado  á  sus  maridos  con  la  misma  so- 
lemnidad. 

2."  En  favor  de  los  hijos  sobre  los  bie- 
nes de  sus  padres,  por  los  que  éstos  hayan 
administrado  ó  administren  de  su  peculio. 

3.°  En  favor  de  los  hijos  del  primer 
matrimonio  sobre  los  bienes  de  su  padras- 
tro, por  los  que  la  madre  haya  adminis- 
trado ó  administre. 

4.°  En  favor  de  los  menores  ó  incapa- 
citados sobre  los  bienes  de  sus  tutores,  por 
los  que  éstos  hayan  recibido  de  ellos  y  por 
la  responsabilidad  en  que  incurrieren. 

h.°  En  favor  del  Estado  y  de  los  Muni- 
cipios sobre  los  bienes  de  los  que  contraten 
con  ellos  ó  administren  sus  intereses,  por 
las  responsabilidades  que  contrajeren  con 
arréalo  á  derecho;  sobre  los  bienes  de  los 
contribuyentes  por  el  importe  de  una 
anualidad  vencida  y  no  pagada  de  los  im- 
puestos que  graviten  .sobre  ellos.  ^ 

6.°  En  favor  de  los  aseguradores  sobre 
los  bienes  asegurados,  por  los  premios  del 
seguro  de  dos  años,  y,  si  fuere  el  seguro 
mutuo,  por  los  dos  últimos  dividendos  que 
se  hubieren  hecho. 

De  la  hipoteca  dotal. 

Art.  1.950.  La  mujer  casada  á  cuyo 
favor  establece  este  Código  hipoteca  legal, 
tendrá  derecho: 


HONDURAS.    CÓDIGO   CIVIL 


249 


1.'  A  que  el  marido  haga  la  inscripción 
de  bienes  y  constituya  la  hipoteca  de  que 
tratiin  los  artículos  1.450  y  1.457. 

2.**  A  que  el  marido  asegure,  con  hipo- 
teca especial  suñciente,  todos  los  bienes  no 
comprendidos  en  el  número  anterior  que 
se  le  entreguen  por  razón  de  matrimonio. 

Art.  1.951.  Los  bienes  inmuebles  ó  de- 
rechos reales  que  se  entreguen  como  dote 
estimada  se  inscribirán  á  nombre  del  ma- 
rido en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  la 
misma  forma  que  cualquiera  otra  adquisi- 
ción de  dominio;  pero  expresándose  en  ¡a 
inscriíjción  la  cuantía  de  la  dote  de  que  di- 
chos bienes  hagan  parte,  la  cantidad  en 
que  hayan  sido  estimados  y  la  hipoteca  do- 
tal  que  .sobre  ellos  quede  constituida. 

Al  tiempo  de  inscribirse  la  propiedad  de 
tales  bienes  á  favor  del  marido,  se  inscribi- 
rá la  hipoteca  dotal  que  sobre  ellos  se  cons- 
tituya en  el  Registro  correspondiente. 

Art.  1.952.  Cuando  la  mujer  tuviere 
inscritos  como  de  su  propiedad  los  bienes 
inmuebles  que  hayan  de  constituir  dote 
inestimada,  ó  los  parafernales  que  entre- 
gue á  su  marido,  se  hará  constar  en  el  Re- 
gistro la  cualidad  respectiva  de  unos  ú 
otros  bienes,  poniendo  una  nota  que  lo  ex- 
prese asi  al  margen  de  la  misma  inscrip- 
ción de  propiedad. 

Si  dichos  bienes  no  estuvieren  inscritos 
á  favor  de  la  mujer,  se  inscribirán  en  la 
forma  ordinaria,  expresando  en  la  inscrip- 
ción su  cualidad  de  dótales  ó  parafernales. 

Art.  1.953.  Siempre  que  el  Registrador 
inscriba  bienes  de  dote  estimada  á  favor 
del  marido,  hará  de  oficio  la  inscripción 
hipotecaria  á  favor  de  la  mujer. 

Si  el  título  presentado  para  la  primera 
de  dichas  inscripciones  no  fuera  suficiente 
para  hacer  la  segunda,  se  suspenderán  una 
y  otra,  tomando  de  ambos  la  anotación 
preventiva  que  proceda. 

Art.  1.954.  Cuando  so  constituya  dote 
inestimada  en  Ijienes  no  inmuebles  ,  se 
apreciarán  éstoi  con  el  único  objeto  de  ñ- 
jar  la  cantidad  que  deba  asegurar  la  hipo- 
teca, para  el  caso  de  que  no  subsistan  los 
mismos  bienes  al  tiempo  de  su  restitución. 
mas  sin  que  por  ello  pierda  dicha  dote  su 
calidad  de  inestimada,  si  fuere  caliñcadad 
así  en  la  escritura  dotal. 

Art.  1.955.  La  hipoteca  dotal  por  razón 
de  arras  y  donaciones  esponsalicias,  sólo 
tendrá  lugar  en  el  caso  de  que  unas  ú  otras 
se  ofrezcan  por  el  marido  como  aumento 
de  la  dote.  Si  se  ofrecieren  sin  esto  re<ju¡- 
sito,  sólo  producirán  obligación  personal; 
quedando  al  arbitrio  del  marido  asegurar- 
las ó  no  con  hipoteca. 

Art.    1.956.     El   marido  no   podrá    ser 
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obligado  á  constituir  hipoteca  por  los  bie- 
nes parafernales  de  su  mujer,  sino  cuando 
éstos  le  sean  entregados  de  conformida 
con  el  art.  1.485. 

Para  constituir  esta  hipoteca  se  aprecia- 
rán los  bienes  ó  se  fíjará  su  valor  por  los 
que,  con  arreglo  á  este  Código,  tienen  la 
facultad  de  exigirlo  y  calificar  su  sufi- 
ciencia. 

Art.  1.957.  Pedida  judicialmente  la  hi- 
poteca dotal  por  cualquiera  de  las  perso- 
nas indicadas  en  el  segundo  párrafo  del 
artículo  1.453,  se  observarán,  para  su  ca- 
lificación y  a  ¡misión,  las  reglas  siguientes: 

1  *  Si  la  dote  fuere  dada  por  el  padre, 
por  la  madre  ó  por  ambos,  ose  constituye- 
re con  bienes  propios  de  la  hija,  la  califi- 
cación y  admisión  de  la  liipoteca  corres- 
ponderán, en  primer  lugar,  al  padre,  en 
su  defeííto  á  la  madre,  y  por  falta  de  am- 
bos al  tutor. 

2."  Si  la  dote  ó  bienes  que  deban  ase- 
gurarse fueren  dados  por  cualquiera  otra 
persona,  corresponderán  á  ésta  la  califica- 
ción y  admisión  de  la  hipoteca,  y  sólo 
cuando  ella  no  las  hiciere,  después  de  re- 
querida, podrán  ejercitar  igual  derecho  el 
padre,  ó  la  madre  en  su  defecto,  y  el  tutor 
á  falta  de  ambos. 

3.*  El  que  deba  calificar  la  hipoteca  po- 
drá oponerse  á  su  admisión,  bien  por  con- 
siderar insuficientes  los  bienes  ofrecidos 
en  garantía,  ó  bien  por  cualquiera  otra 
causa  que  pueda  afectar  á  su  validez;  mas 
si  la  oposicióu  no  fuere  fundada,  el  Juez  ó 
el  Tribunal  lo  declarará  así,  y  admitirá  la 
hipoteca. 

Art.  1.958.  Cuando  el  marido  no  hu- 
biere constituido  hipoteca  dotal,  y  comen- 
zare á  dilapidar  sus  bienes,  quedará  á  sal- 
vo á  la  mujer  el  derecho  que  le  concede  la 
ley  para  exigir  qne  los  que  subsistan  de  su 
dote  se  le  entreguen,  se  depositen  en  lugar 
seguro  ó  se  pongan  en  administración. 

Art.  1.959.  C'uando  los  bienes  dótales 
consistan  en  rentas  ó  pensiones  perpetuas, 
si  llegaren  á  enajenarse,  se  asegurará  su 
devolución  constituyendo  hipoteca  por  el 
capital  que  las  mismas  rentas  ó  pensiones 
representen,  capitalizadas  al  interés  legal. 

Si  las  pensiones  fueren  temporales,  y 
pudieren  ó  debieren  subsistir  después  de 
la  disolución  del  matrimonio,  se  constitui- 
rá la  hipoteca  por  la  cantidad  en  que  con- 
vengan los  cónyuges,  y  si  no  se  convinie- 
ren, por  la  que  fije  el  juez  ó  Tribunal. 

De  la  hipoteca  por  razón  de  peculio. 

Art.  1.960.  El  hijo  á  cuyo  favor  esta- 
blece este  Código  hipoteca  legal  por  razón 
de  peculio,  tendrá  derecho: 
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1."  A  que  Io3  bienes  inmuebles  que  for- 
man parte  del  peculio  se  inscriban  á  su  fa- 
vor, si  ya  no  lo  estuvieren,  con  expresión 
de  esta  circunstancia. 

2."  A  que  su  padre  asegure  con  hipoteca 
especial,  si  pudiere,  los  bienes  que  no  sean 
inmuebles  pertenecientes  al  mismo  peculio. 

Art.  1.961.  Sfe  entenderá  que  no  puede 
•I  padre  constituir  la  hipoteca  de  que  trata 
el  articulo  anterior,  cuando  carezca  de 
bienes  inmuebles  hipotecables. 

Si  los  que  tuviere  fueren  insuficientes, 
constituirá,  sin  embargo,  sobre  ellos  la  hi- 
poteca, sin  perjuicio  de  ampliarla  á  otros 
que  adquiera  después,  en  caso  de  que  se 
le  exija. 

Art.  1.962.  Si  los  hijos  fueren  mayores 
de  edad,  solo  ellos  podrán  exigir  la  ins- 
cripción de  bienes  y  la  constitución  de  la 
hipoteca  á  que  les  da  derecho  en  el  articu- 
lo 1.960,  procediendo  para  ello  en  la  forma 
establecida  en  el  art.  1.946. 

Art.  1.963.  Si  los  hijos  fueren  menores 
de  edad,  podrán  pedir  en  su  nombre  que 
se  hagan  electivos  los  derechos  expresados 
en  el  art.  1.960: 

1.°  Las  personas  de  quienes  procedan 
los  bienes  en  que  consista  el  peculio. 

2.°  Los  ejecutores  testamentarios  de 
dichas  personas. 

3°    Los  ascendientes  del  menor. 

4."  La  madre,  si  estuviere  legalmente 
separada  de  su  marido. 

Art.  1.964.  El  tutor  del  hijo  dueño  del 
peculio  estará  obligado,  en  todo  caso,  á 
pedir  la  inscripción  de  bienes  y  la  consti- 
tución de  la  hipoteca  legal;  y  si  se  anticipa- 
re á  hacerlo  alguna  de  las  per.sonas  indica- 
das en  el  articulo  anterior,  se  dará  á  dicho 
tutor  conocimiento  del  expediente,  el  cual 
no  se  decidirá  sin  su  audiencia. 

Art.  1.965.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  respecto  del  padre,  se  en- 
tiende también  respecto  de  la  madre, 
cuando  ella  ejerza  la  patria  potestad. 

Art.  1.966.  El  hijo  cuya  madre  contrai- 
ga nuevo  matrimonio,  tendrá,  en  el  caso 
de  que  no  se  le  haya  garantizado  con  hi- 
poteca la  administración  de  sus  bienes, 
derecho  á  que  el  padrastro  constituya 
sobre  sus  propios  bienes  hipoteca  especial, 
bastante  á  responder  de  la  administración 
de  su  mujer.  ' 

Art.  1.967.  Si  el  hijo  fuere  menor  de 
edad,  deberán  pedir  en  su  nombre  la  cons- 
titución de  la  hipoteca  de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior,  y  calificar  la  suficiencia  de 
la  que  se  ofreciere: 

1."     El  tutor  del  mismo  hijo. 

2.°  El  curador  para  i>leitos,  si  lo  tuTÍe- 
ro  nombrado. 


3.'  Cualquiera  de  los  parientes  del  hijo 
por  la  línea  paterna. 

4."  En  defecto  de  todos  éstos,  los  pa- 
rientes de  la  línea  paterna. 

Art.  1.968.  Si  concurrieren  á  pedir  la 
hipoteca  dos  ó  más  de  las  personas  indica- 
das en  el  artículo  anterior,  será  preferida 
para  la  prosecución  del  expediente,  la  que 
corresponda  siguiendo  el  orden  prescrito 
en  el  mismo  artículo. 

Si  concurrieren  dos  ó  más  parientes  de 
una  misma  línea,  se  entenderá  con  todos 
el  procedimiento,  siempre  que  convengan 
en  litigar  unidos. 

De  la  hipoteca  por  razón,  de  tutela. 

Art.  1.969.  Los  tutores  obligados  á  dar 
fianza,  y  que  opten  por  la  hipotecaria,  de- 
berán constituir  hipoteca  especial  á  favor 
de  las  personas  que  tengan  Imjo  su  guar- 
da, con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  títu- 
lo IX,  libro  primero  de  este  Código. 

Art.  1.970.  Si  la  hipoteca  constituida 
por  el  tutor  llegare  á  ser  insuficiente,  el 
Juez  ó  el  Tril)unal  exigirá,  á  su  prudente 
arbitrio,  una  ampliación  de  fianza,  ó  adop- 
tará las  providencias  oportunas  para  ase- 
gurar los  intereses  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

A.st.  1.971.  La  ampliación  de  fianza  de 
que  trata  el  articulo  anterior  podrá  pedir- 
se por  cualquiera  persona  ó  aecretarse  da 
oficio  en  cualquier  tiempo  en  que  el  Juez  é 
Tribunal  lo  estime  conveniente;  pero  guar- 
dándose en  todo  caso  las  formalidades  pre- 
venidas en  la  ley  para  la  constitución  de 
la  primera  fianza. 

Si  el  Juez  ó  Tribunal  no  creyere  proce- 
dente exigir  dicha  ampliación,  deberá  dis- 
poner el  depósito  del  sobrante  de  las  ren- 
tas ó  la  imposición  de  los  fondos,  con- 
forme á  lo  determinado  en  el  Código  d« 
Procedimientos. 

De  otras  hipotecas  legales. 

Art.  1.972.  Los  representantes  del  Es- 
tado y  de  los  Municipios  deberán  exigir  la 
constitución  de  hipotecas  especiales  sobre 
los  bienes  de  los  que  contraten  con  éstos  ó 
administren  sus  intereses,  en  todos  los 
casos  y  en  la  forma  que  prescriben  las  le- 
yes especiales. 

Art.  1.97.3.  El  Estado  y  los  Municipios 
tendrán  preferencia  .sobre  otro  acreedor 
para  el  cobro  de  una  anualidad  de  los  im- 
puestos que  graven  á  los  inmuebles. 

Para  tener  igual  preferencia  por  mayor 
suma  que  la  correspondiente  á  dicha  anua- 
lidad, podrá  exigir  el  Estado  una  hipoteca 
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especial  en  la  forma  que  determinen  leyes 
especiales. 

Art.  1.974.  El  asegurador  de  bienes 
inmuebles  tendrá  derecho  á  exigir  una  hi- 
poteca especial  sobre  los  bienes  asegurados, 
cuyo  dueño  no  haya  satisfecho  los  premios 
del  seguro  de  dos  ó  más  años,  ó  de  dos  ó 
más  de  los  últimos  dividendos,  si  el  seguro 
fuere  mutuo. 

Art.  1.975.  Mientras  no  se  devenguen 
loa  premios  de  los  dos  años,  ó  los  dos  últi- 
mos dividendos  en  su  caso,  tendrá  el  cré- 
dito del  asegurador  prefei*encia  sobre  los 
demás  créditos. 

Art.  1.97G.  Devengados  y  no  satisfe- 
chos los  dos  dividendos  ó  las  dos  anualida- 
des de  que  tratan  los  dos  artículos  anterio- 
res, deberá  constituirse  la  hipoteca  por  toda 
la  cantidad  que  se  debiere,  y  la  inscripción 
no  surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 

CAPÍTULO  IV 

DE    LA   ANTICRESIS 

Art.  1.977.  Por  la  anticresis  el  acreedor 
adquiere  el  derecho  de  percibir  los  frutos 
de  un  inmueble  de  su  deudor,  con  la  obli- 
gación de  aplicarlos  al  pago  de  los  intere- 
ses, si  se  debieren,  y  después  al  del  capital 
de  su  crédito, 

Art.  1.978.  El  acreedor,  salvo  pacto  en 
contrario,  está  obligado  á  pagar  las  con- 
tribuciones y  cargas  que  pesen  sobre  la 
finca. 

Lo  está  asimismo  á  hacer  los  gastos  ne- 
cesarios para  su  conservación  y  repara- 
ción. 

Se  deducirán  de  los  frutos  las  cantida- 
des que  emplee  en  uno  y  otro  objeto. 

Art.  1.979.  El  deudor  no  puede  read- 
quirir  el  goce  del  inmueble  sin  haber  pa- 
gado antes  enteramente  lo  que  debe  á  su 
¿creedor. 

Pero  éste,  para  librarse  de  las  obliga- 
ciones que  le  impone  el  artículo  anterior, 
puede  siempre  obligar  al  deudor  á  que  en- 
tre de  nuevo  en  el  goce  de  la  finca,  salvo 
])acto  en  contrario. 

Art.  1.980.  El  acreedor  no  adquiere  la 
propiedad  del  inmueble  por  falta  de  pago 
de  la  deuda  dentro  del  plazo  convenido. 

Todo  pacto  en  contrario  será  nulo.  Pero 
el  acreedor  en  este  caso  podrá  pedir,  en 
la  forma  que  previene  el  Código  de  Pro- 
cedimientos, el  pago  de  la  deuda  ó  la  ven- 
ta del  inmueble. 

Art.  1.981.  Los  contratantes  pueden  es- 
tipular que  se  compensen  los  intereses  de 
la  deuda  con  los  frutos  de  la  finca  dada  en 
anticresis. 

.Kri.  1.982.     Son  aplical)le.s  á  esto  con- 


trato el  último  párrafo  del  art.  1.877,  el 
párrafo  segundo  del  art.  1.886  y  los  ar- 
tículos 1.880  y  1.881. 

TÍTULO   XV 

De  las  obligaciones  que  se  contraen 
sin  convenio. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    LOS   CUASI   CONTRATOS 

Art.  1.983.  Son  cuasi  contratos  los  he- 
chos ilícitos  y  puramente  voluntarios,  d« 
los  que  resulta  obligado  su  autor  para  coa 
un  tercero,  y  á  veces  una  obligación  recí- 
proca entre  los  interesados.  (C.  R.,  1.043). 

Sección  primera. 

De  la  gestión  de  negocios  ajenos  (1). 

Art.  1.984.  El  que  se  encarga  volunta- 
riamente de  la  agencia  ó  administración 
de  los  negocios  de  otros,  sin  mandato  de 
éste,  está  obligado  á  continuar  su  gestión 
hasta  el  término  del  asunto  y  sus  inciden- 
cias, ó  á  requerir  al  interesado  para  que  le 
sustituya  en  la  gestión,  si  se  hallase  en  es- 
tado de  poder  hacerlo  por  sí. 

Art.  1.985.  El  gestor  oficioso  debe  des- 
empeñar su  encargo  con  toda  la  diligen- 
cia de  un  buen  padre  de  familia,  é  indem- 
nizar los  perjuicios  que  por  su  culpa  ó  ne- 
gligencia se  irroguen  al  dueño  de  los  bie- 
nes ó  negocios  que  gestione. 

Los  Tribunales,  sin  embargo,  podrán 
moderar  la  importancia  de  la  indemniza- 
ción, según  las  circunstancias  del  caso. 

Art.  1.986.  Si  el  gestor  delegare  en 
otra  persona  todos  ó  algunos  de  los  debe- 
res de  su  cargo,  responderá  de  los  actos 
del  delegado,  sin  perjuicio  de  la  obligación 
directa  de  éste  para  con  el  propietario  del 
negocio. 

La  responsabilidad  de  los  gestores,  cuan- 
do fueren  dos  ó  más,  será  .solidaria. 

Art.  1.987.  El  gestor  de  negocios  res- 
ponderá del  ca.so  fortuito  cuando  acometa 
operaciones  arriesgadas  que  el  dueño  no 
tuviese  costumbre  de  hacer,  ó  cuando  hu- 
biese pospuesto  el  interés  de  éste  al  suyo 
propio. 

Art.  1.988.  La  ratificación  de  la  ge.s- 
tión  por  parto  del  dueño  del  negocio  pro- 
duce los  efectos  del  mandato  expreso. 

Art.  1.989.     .\uniiue  no   hubiese  ratifí- 


(1)  El  Cód.  de  C.  K.  (art.  1.041;,  enumera  entra 
los  cuasi  contratos  la  ¡gestión  de  negocios,  la  admi- 
nistración de  una  co.sa  en  común,  la  tutela  volun- 
taria y  el  pago  indebido,  sin  consignar  reglas  es- 
peciales para  ellos. 
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cado  expresamente  la  gestión  ajena,  el 
dueño  de  bienes  ó  negocios  que  aproveche 
las  ventajas  de  la  misma  será  responsable 
de  las  obligaciones  contraídas  en  su  inte- 
rés, é  indemnizará  al  gestor  los  gastos  ne- 
cesarios y  útiles  que  hubiese  hecho  y  los 
perjuicios  que  hubiese  sufrido  en  el  desem- 
peño de  su  cargo. 

La  misma  obligación  le  incumbirá  cuan- 
do la  gestión  hubiera  tenido  por  objeto 
evitar  algún  perjuicio  inminente  y  mani- 
fiesto, aunque  de  ella  no  resultase  prove- 
cho alguno. 

Art.  1.990.  Cuando,  sin  conocimiento 
del  obligado  á  prestar  alimentos,  los  diese 
un  extraño,  éste  tendrá  derecho  á  recla- 
marlos de  aquél,  á  no  constar  que  los  dio 
por  oficio  de  piedad  y  sin  ánimo  de  recla- 
marlos. 

Los  gastos  funerarios  proporcionados  á 
la  calidad  de  la  persona  y  á  los  usos  de  la 
localidad,  deberán  ser  satisfechos,  aunque 
el  difunto  no  hubiese  dejado  bienes,  por 
aquellos  que  en  vida  habrían  tenido  la 
obligación  de  alimentarle. 

Sección  segunda. 
Del  cobro  de  lo  indebido. 

Art.  1.991.  Cuando  se  recibe  alguna 
cosa  que  no  había  derecho  á  cobrar,  y  que 
por  error  ha  sido  indebidamente  entrega- 
da, surge  la  obligación  de  restituirla. 

Art.  1.992.  El  que  acepta  un  pago  in- 
debido, si  hubiera  procedido  de  mala  fe, 
deberá  abonar  el  interés  legal  cuando  se 
trate  de  capitales,  ó  los  frutos  percibidos  ó 
debidos  percibir  cuando  la  cosa  recibida 
los  jirodujere. 

Además  responderá  de  los  menoscabos 
que  la  cosa  haya  sufrido  por  cualquiera 
causa,  y  de  los  perjuicios  que  se  irrogaren 
al  que  la  entregó,  hasta  que  la  recobre. 
No  se  prestará  el  caso  fortuito  cuando  hu- 
biese podido  afectar  del  mismo  modo  á  las 
cosas,  hallándose  en  poder  del  que  las  en- 
tregó. 

Art.  1.993.  El  que  de  buena  fe  hubiera 
aceptado  un  pago  indebido  de  coí-a  cierta 
y  determinada,  sólo  responderá  de  las  des- 
mejoras ó  pérdidas  de  ésta  y  de  sus  acce- 
siones, en  cuanto  por  ellas  se  hul)iese  en- 
riquecido. Si  la  hubiese  enajenado,  resti- 
tuirá el  precio  ó  cederá  la  acción  para  ha- 
cerlo efectivo. 

Art.  1.994.  En  cuanto  al  abono  de  me- 
joras y  gastos  heciios  por  el  que  indebida- 
mente recibió  la  cosa,  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en   el   título  V  del  libro  segundo. 

Art.  1.99.S.     Queda  exento  de  la  obliga- 


ción de  restituir  el  que,  creyendo  de  bue- 
na fe  se  hacía  el  pago  por  cuenta  de  un 
crédito  legítimo  y  subsistente,  hubiese 
inutilizado  el  título,  ó  dejado  prescribir  la 
acción,  ó  abandonado  las  prendas,  ó  can- 
celado las  garantías  de  su  derecho.  El  que 
pagó  indebidamente  sólo  podrá  dirigirse 
contra  el  verdadero  deudor  ó  los  fiadores 
respecto  de  los  cuales  la  acción  estuvie- 
se viva. 

Art.  1.996.  La  prueba  del  pago  incum- 
be al  que  pretenda  haberlo  hecho.  Tam- 
bién corre  á  su  cargo  la  del  error  con  que 
lo  realizó,  á  menos  que  el  demandado  ne- 
gare haber  recibido  la  co-a  que  se  le  re- 
clame. En  este  caso,  justificada  por  el  de- 
mandante la  entrega,  queda  relevado  de 
toda  otra  prueba.  Esto  no  limita  el  derecho 
del  demandado  para  acreditar  que  le  era 
debido  lo  que  se  supone  que  recibió. 

Art.  1.997.  Se  presume  que  hubo  error 
en  el  pago  cuando  se  entregó  cosa  qu« 
nunca  se  debió  ó  que  ya  estaba  pagada; 
pero  aquél  á  quien  se  pida  la  devolución, 
puede  probar  que  la  entrega  se  hizo  á  títu- 
lo de  liberalidad,  ó  por  otra  causa  justa. 

CAPÍTULO  II 

DE   LAS   OBLIGACIONES   QUE   NACEN   DE    CULPA 
Ó   NEGLIGENCIA 

Art.  1.998.  El  que  por  acción  ú  omisión 
cau.sa  daño  á  otro,  interviniendo  culpa  ó 
negligencia,  está  obligado  á  reparar  el  da- 
ño causado.  (C.  R..  1.045.) 

Art.  1.999.  La  obligación  que  impone 
el  articulo  anterior  esexigible,  no  sólo  por 
los  actos  ú  omisiones  propios,  sino  por  los 
de  aqucdlas  personas  de  quienes  se  debe 
responder. 

El  padre  y,  por  muerte  ó  incapacidad  de 
éste,  la  madre,  son  responsables  de  Ios- 
perjuicios  causados  por  los  hijos  menores 
de  edad  que  viven  en  su  compañía.  (Costa 
Rica,  1.046  y  1.047.) 

los  tutores  lo  son  de  los  perjuicios  cau- 
sados por  los  menores  ó  incapacitados  que 
están  bajo  su  autoridad  y  habitan  en  su 
compañía. 

Lo  son  igualmente  los  dueños  ó  directo- 
res de  un  establecimiento  ó  empresa  res- 
pecto de  los  perjuicios  causados  por  sus 
dependientes  en  el  servicio  de  los  ramos 
en  que  los  tuvieran  empicados,  ó  con  oca- 
sión de  sus  funciones. 

El  Estado  es  responsable  en  este  concep- 
to cuando  obra  ¡)or  mediación  de  un  agen- 
te especial;  pero  no  cuando  el  daño  hubie- 
se sido  causado  por  el  funcionario  á  quien 
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propiamente  corresponda  la  gestión  prac- 
ticada, en  cuyo  caso  será  aplicable  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior. 

Son,  por  último,  responsables  los  maes- 
tros ó  directores  de  artes  y  oficios  respec- 
to á  los  perjuicios  causados  por  sus  alum- 
no ó  aprendices,  mientras  permanezcan 
bajo  su  custodia.  (C.  R.,  1.048.) 

La  responsabilidad  de  que  trata  este  ar- 
ticulo cesará  cuando  las  personas  en  él 
mencionadas  prueben  que  emplearon  toda 
la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia 
para  prevenir  el  daño. 

Art.  2.000.  El  que  paga  el  daño  causa- 
do por  sus  dependientes  puede  repetir  de 
éstos  lo  que  hubiese  satisfecho. 

Art.  2.001.  El  poseedor  de  un  animal, 
ó  el  que  se  sirve  de  él,  es  responsable  de 
los  perjuicios  que  causare,  aunque  se  le  en- 
cape ó  extravíe.  Sólo  cesará  esta  responsa- 
bilidad en  el  caso  de  que  el  daño  provinie- 
ra de  fuerza  mayor  ó  de  culpa  del  que  lo 
hubiese  sufrido. 

Art.  2.002.  El  propietario  de  una  here- 
dad de  caza  responderá  del  daño  causado 
por  ésta  en  las  fincas  vecinas  cuando  no 
haya  hecho  lo  necesario  para  impedir  su 
multiplicación  ó  cuando  haya  dificultado 
la  acción  de  los  dueños  de  dichas  fincas 
para  perseguirla. 

Art.  2.U03.  El  propietario  de  un  edifi- 
cio es  responsable  de  los  daños  que  resul- 
ten de  la  ruina  de  todo  ó  parte  de  él,  si  és- 
ta sobreviniere  por  falta  de  las  reparacio- 
nes necesarias. 

Art.  2.004.  Igualmente  responderán 
los  propietarios  de  los  daños  causados: 

1.°  Por  la  explosión  de  máquinas  que 
no  hubiesen  sido  cuidadas  con  la  debida 
diligencia,  y  la  inflamación  de  substancias 
explosivas  que  no  estuviesen  colocadas  en 
lugar  seguro  y  adecuado. 

2.°  Por  los  humos  excesivos,  que  sean 
nocivos  á  las  personas  ó  á  las  propiedades. 

3.°  Por  la  caída  de  árboles  colocados 
en  sitios  do  tránsito  cuando  no  sea  ocasio- 
nada por  fuerza  mayor. 

4."  Por  las  emanaciones  de  cloacas  ó 
depósitos  de  materiasinfect.intes,  construi- 
dos .sin  las  precauciones  adecuadas  al  lu- 
gar en  que  estuviesen. 

Art.  2.005.  Si  el  daño  de  que  tratan  los 
dos  artículos  anteriores  resultare  por  de- 
fecto de  construcción,  el  tercero  que  lo  su- 
fra sólo  podrá  repetir  contra  el  arquitecto, 
ó,  en  su  caso,  contra  el  constructor,  den- 
tro del  tiempo  legal. 

Art.  2.006.  El  cibeza  de  familia  que 
habita  una  casa  ó  parte  de  ella  es  ruspon- 
sal)le  de  los  daños  causados  por  las  cosas 
que  se  arrojaren  ó  cayeren  en  la  misma. 


TÍTULO  XVI 

De  la  concurrencia  y  prelación 
de  créditos. 

CAPITULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Art.  2.007.  Del  cumplimiento  de  las 
obligaciones  responde  el  deudor  con  todos 
sus  bienes,  presentes  y  futuros.  (C.  R.,  98.) 

Art.  2.008.  El  deudor  puede  solicitar 
judicialmente  de  sus  acreedores  quita  y  es- 
pera de  sus  deudas,  ó  cualquiera  de  las  dos 
co.-^as;  pero  no  producirá  efectos  jurídicos 
el  ejercicio  de  este  derecho  sino  en  los  ca- 
sos y  en  la  forma  previstos  en  el  Código  de 
Procedimientos. 

Art.  2.009.  El  deudor  cuyo  pasivo  fue- 
se mayor  que  el  activo,  y  hubiese  dejado 
de  pagar  sus  obligaciones  corrientes,  debe- 
rá presentarse  en  concur.so  ante  el  Tribu- 
nal competente  luego  que  aquella  situación 
le  fuere  conocida. 

Art.  2.010.  La  declaración  de  concurso 
incapacita  al  concursado  para  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  y  pai-a  cualquiera 
otra  que  por  la  ley  le  corresponde.  (Costa 
Rica,  899.) 

Será  rehabilitado  en  sus  derechos  termi- 
nado el  concurso,  si  de  la  certificación  de 
éste  no  resultase  otra  causa  que  lo  impida. 

Art.  2.011.  Por  la  declaración  de  con- 
cur.so vencen  todas  las  deudas  á  plazo  del 
concursado. 

Si  llegaron  á  yjagarse  antes  del  tiempo 
prefijado  en  la  obligación,  sufrirán  el  des- 
cuento correspondiente  al  interés  legal  del 
dinero. 

Art.  2.012.  Desde  la  fecha  de  declara- 
ción de  concurso  dejarán  de  devengar  in- 
terés todas  las  deudas  del  concursudo,  sal- 
vo los  créditos  hipotecarios  y  pignoraticios 
hasta  donde  alcance  su  respectiva  ga- 
rantía. 

Si  resultare  remanente  después  de  pa- 
gado el  capital  de  deudas,  se  satisfarán  los 
intereses  reducidos  al  tipo  legal,  salvo  si  el 
pactado  fuere  menor. 

Art.  2.0  IS.  Los  convenios  que  el  deudor 
y  sus  acreedores  celebraren  judicialmente 
con  las  formalidades  de  la  ley,  sobre  la 
quita  y  espera,  ó  en  el  concurso,  serán 
obligatorios  para  todos  los  concurrentes  y 
para  los  que,  citados  y  notificados  en  for- 
ma, no  hubieren  protestado  en  tiempo.  So 
exceptúan  los  acreedores  (|ue,  teniendo  de- 
recho de  abstenerse,  hul)iesen  usado  de  él 
debidamente.  Ticüíen  deretího  de  abstener- 
se los  acreedores  comprendidos  en  los  ar- 
tículos 2.018,  2.019  y  2.020. 
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Art.  2.014.  Cuando  el  convenio  de  qui- 
ta y  espera  se  celebre  con  acreedores  de 
una  misma  clase,  será  obligatorio  para  to- 
dos el  acuerdo  leg.il  de  la  mayoría,  sin  per- 
juicio de  la  prelación  respectiva  de  los  cré- 
ditos. 

Art.  2.015.  Si  el  deudor  cumpliere  el 
convenio,  quedarán  extinguidas  sus  obli- 
gaciones en  los  términos  estipulados  en  el 
mismo;  pero  si  dejare  de  cumplirlo  en  todo 
ó  en  parte,  renacerá  el  derecho  de  los 
acreedores  por  las  cantidades  que  no  hu- 
biesen percibido  de  su  crédito  primitivo,  y 
podrá  cualquiera  de  ellos  pedir  la  declara- 
ción ó  continuación  del  concurso. 

Art.  2.016.  No  mediando  pacto  expreso 
en  contrario  enti'e  deudor  y  acreedores, 
conservarán  éstos  su  derecho,  terminado 
el  concurso,  para  cobrar,  de  los  bienesque 
el  deudor  pueda  ulteriormente  adquirir,  la 
parte  de  crédito  no  realizada. 

CAPITULO  II 

DE    LA    CLASIFICACIÓN    DE    CRÉDITOS 

Art.  2.017.  Los  créditos  ae  clasificarán, 
para  su  graduación  y  pago,  por  el  orden  y 
en  los  términos  que  en  este  capitulo  se  es- 
tablecen. 

Art.  2.018.  Con  relación  á  determina- 
dos bienes  muebles  del  deudor,  gozan  de 
preferencia. 

1.°  Los  créditos  por  construcción,  re- 
paración, conservación  ó  precio  de  venta 
de  bienes  muebles  que  estén  en  poder  del 
deudor,  hasta  donde  alcance  el  valor  de  los 
mismos. 

2."  Los  garantizados  con  prenda  que  se 
halle  en  poder  del  acreedor,  .sobre  la  cosa 
empeñada  y  hasta  donde  alcance  su  valor. 

3.°  Los  garantizados  con  fianza  de  efec- 
tos ó  valores,  constituida  en  establecimien- 
to público  ó  mercantil,  sobre  la  fianza  y  por 
el  valor  de  los  efectos  de  la  misma. 

4.°  Los  créditos  por  transporte,  sobre 
los  efectos  transportados,  por  el  precio  del 
mismo,  gastos  y  derechos  de  conducción  y 
conservación,  liasta  la  entrega  y  durante 
treinta  días  después  de  ésta. 

5.°  Los  de  hospedaje,  sobre  los  muebles 
del  deudor  existentes  en  la  posada. 

6.°  Los  créditos  por  semillas  y  gastos 
de  cultivo  y  recolección  anticipados  al  deu- 
dor, sobre  los  frutos  de  la  cosecha  para  que 
sirvieron. 

7.°  Los  créditos  por  alquileres  y  rentas 
de  un  año,  sobre  los  bienes  muebles  del 
arrendatíirio  existentes  en  la  finca  arren- 
dada y  sobre  los  frutos  de  la  misma. 

Si  los  bienes  muebles  sobre  que  recae  la 
preferencia  hubieren  sido  sustraídos,  el 


acreedor  podrá  reclamarlos  de  quien  los 
tuviese,  dentro  del  término  de  treinta  días, 
contados  desde  que  ocurrió  la  sustracción. 

Art.  2.019  Con  relación  á  determina- 
dos bienes  inmuebles  y  derechos  reales  del 
deudor,  gozan  de  preferencia: 

1.°  Los  créditos  á  favor  del  Estado,  so- 
bre los  bienes  de  los  contribuyentes,  por  el 
importe  de  la  última  anualidad,  vencida  y 
no  pagada,  de  los  impuestos  que  graviten 
sobre  ellos. 

2°  Los  créditos  de  los  aseguradores  , 
sobre  los  bienes  asegurados,  por  los  pre- 
mios del  seguro  de  dos  años;  y,  si  fuere  el 
seguro  mutuo,  por  los  dos  últimos  dividen- 
dos que  se  hubiesen  repartido. 

3.°  Los  créditos  hipotecarios  y  los  re- 
faccionarios, anotados  é  inscritos  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  .sobre  los  bienes  hi- 
potecados ó  que  hubittsen  sido  objeto  de  la 
refacción. 

4.°  Los  créditos  preventivamente  ano- 
tados en  el  Registro  de  la  propiedad,  en 
virtud  de  mandamiento  judicial,  por  em- 
bargos, secuestros  ó  ejecución  de  senten- 
cias, sobre  los  bienes  anotados,  y  sólo  en 
cuanto  á  créditos  posteriores. 

5.°  Los  refaccionarios  no  anotados  ni 
inscritos,  sobre  los  inmuebles  á  que  la  re- 
facción se  refiera,  y  sólo  respecto  á  otros 
créditos  distintos  de  los  expresados  en  los 
cuatro  números  anteriores* 

Art.  2.020.  Con  relación  á  los  demás 
bienes  muebles  é  inmuebles  del  deudor, 
gozan  de  preferencia: 

1.^  Los  créditos  á  favor  del  Municipio, 
por  los  impuestos  de  la  última  anualidad 
vencida  y  no  pagada,  no  comprendidos  en 
el  art.  2.019,  núm.  I."  (C.  R.,  993  núme- 
ro 1.°) 

2.°    Los  devengados: 

(A)  Por  gastos  de  justicia  y  de  admi- 
nistración del  concurso  en  interés  común 
de  los  acreedores,  hechos  con  la  debida 
autorización  ó  aprobación. 

(B)  Por  los  funerales  del  deudor,  se- 
gún el  uso  del  lugar,  y  también  los  de  su 
mujer  y  los  de  sus  hijos  constituidos  bajo 
su  patria  potestad,  si  no  tuviesen  bienes 
propios. 

(C)  Por  gastos  de  la  última  enferme- 
dad de  las  mismas  personas  causados  en 
el  último  año,  contado  hasta  el  día  del  fa- 
llecimiento. 

(D)  Por  jornales  y  salarios  de  depen- 
dientes y  criados  domésticos,  correspon- 
dientes al  último  año. 

(E)  Por  anticipaciones  hechas  al  deu- 
dor, para  sí  y  su  familia  constituida  bajo 
su  autoridad,  en  comestibles,  vestido  ó  cal- 
zado, en  el  mismo  período  de  tiempo. 
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(F)  Por  pensiones  alimenticias  durante 
el  juicio  de  concurso,  á  no  ser  que  se  fun- 
den en  un  titulo  de  mera  liberalidad. 

3.°  Los  créditos  que  sin  privilegio  es- 
pecial consten: 

(A)  En  escritura  pública. 

(B)  Por  sentencia  tirme,  si  hubiesen 
sido  objeto  de  litigio. 

Estos  créditos  tendrán  preferencia  entre 
si  por  el  orden  de  antigüedad  de  las  fechas, 
de  las  escrituras  y  de  las  sentencias. 

Art.  2.021.  Np  gozarán  de  preferencia 
los  créditos  de  cualquiera  otra  clase,  ó  por 
cualquiera  otro  título,  no  comprendidos  en 
los  artículos  anteriores. 

CAPITULO  III 

DE    LA   PRELACIÓN    DE    CRÉDITOS 

Art.  2.022.  Los  créditos  que  gozan  de 
.preferencia  con  relación  á  determinados 
bienes  muebles,  excluyen  á  todos  los  de- 
más hasta  donde  alcance  el  valor  del  mue- 
ble á  que  la  preferencia  se  reñere. 

Si  concurren  dos  ó  más  respecto  á  de- 
terminados muebles  ,  se  observarán  ,  en 
cuanto  á  la  prelaciún  para  su  pago,  las  re- 
glas siguientes: 

1.*  El  crédito  pignoraticio  excluye  á  los 
demás  hasta  donde  alcance  el  valor  de  la 
cosa  dada  en  prenda. 

2.*  En  el  caso  de  Hanza,  si  estuviere 
ésta  legítimamente  constituida  á  favor  de 
más  de  un  acreedor,  la  prelación  entre 
ellos  se  determinará  por  el  orden  de  fechas 
de  la  prestación  de  la  garantía. 

3.*  Los  créditos  ])or  anticipo  de  semi- 
llas, gastos  de  cultivo  y  recolección,  serán 
preferidos  á  los  de  alquileres  y  rentas  so- 
bre los  frutos  de  la  cosecha  para  que  aqué- 
llos sirvieron. 

4."  En  los  demás  casos  el  prtício  de  los 
muebles  se  distribuirá  á  prorrata  entre  los 
créditos  que  gocen  de  especial  preferencia 
con  relación  á  los  mismos. 

Art.  2.023.  Los  créditos  que  gozan  de 
preferencia  con  relación  á  determinados 
oienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  exclu- 
yen á  todos  los  demás  por  su  importe  has- 
ta donde  alcance  el  valor  del  inmueble  ó 
dereclio  real  á  que  la  preferencia  se  refíera. 

Si  concurrieren  dos  ó  más  créditos  res- 
pecto á  determinados  inmuebles  ó  derechos 
reales,  se  observarán  en  cuanto  á  su  res- 
pectiva prelación,  las  reglas  siguientes: 

1.*  Serán  preferidos,  por  su  orden,  los 
expresados  en  los  números  1  .**  y  2.°  del  ar- 
ticulo 2.019  á  los  coin|)rendidos  en  los  de- 
más números  d(!l  mismo. 

2.*  Los  hipotecarios  y  refaccionarios, 
anotados  ó  inscritos,  que  se  expresan  en  el 


número  3."  del  citado  artículo  2.019,  y  los 
comprendidos  en  el  número  4.°  del  mismo, 
gozarán  de  prelación  entre  sí  por  el  orden 
de  antigüedad  de  las  respectivas  inscripcio- 
nes ó  anotaciones  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad. 

3."  Los  refaccionarios  no  anotados  ni 
inscritos  en  el  Registro  á  que  se  reñere  el 
número  .5.°  del  art.  2.019,  gozarán  de  pre- 
lación entre  sí  por  el  orden  inverso  de  su 
antigüedad. 

Art.  2.024.  El  remanente  del  caudal 
del  deudor  después  de  pagados  los  créditos 
que  gocen  de  preferencia  con  relación  á 
determinados  bienes,  muebles  ó  inmuebles, 
se  acumulará  á  los  bienes  libres  que  aquél 
tuviere  para  el  pago  de  los  demás  créditos. 

Los  que,  gozando  de  preferencia  con  re- 
lación á  determinados  bienes,  muebles  ó 
inmuebles,  no  hubiesen  sido  totalmente  sa- 
tisfechos con  el  importe  de  éstos,  lo  serán, 
en  cuanto  al  déticit,  por  el  orden  y  en  el 
lugar  que  les  corresponda,  según  su  res- 
pectiva naturaleza. 

Art.  2.025.  Los  créditos  que  no  gocen 
de  preferencia  con  relación  á  determina- 
dos bienes,  y  los  que  la  gozaren,  por  la 
cantidad  no  realizada,  ó  cuando  hubiese 
prescrito  el  derecho  á  la  preferencia,  se 
satisfarán  conforme  á  las  reglas  siguien- 
tes: 

1.*  Por  el  orden  establecido  en  el  ar- 
ticulo 2.020. 

2.*  Los  preferentes  por  fechas,  por  el 
orden  de  éstas,  y  los  que  la  tuviesen  co- 
mún, á  prorrata. 

3.*  Los  créditos  comunes  á  que  se  refie- 
re el  art.  2.021,  sin  consideración  á  sus  fe- 
chas. 

TÍTULO  XVII 
De  la  prescripción. 

CAPÍTULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES     GENERALES 

Art.  2.026.  Por  la  prescripción  se  ad- 
quieren de  la  manera  y  con  las  condicio- 
nes determinadas  en  la  ley,  el  dominio  y 
demás  derechos  reales. 

También  se  extinguen  del  propio  !modo 
por  la  prescripción  los  derechos  y  las  ac- 
ciones, de  cualquier  clase  que  sean. 

Art.  2.027.  Pueden  adquirir  bienes  6 
derecho;^  por  medio  de  la  [¡rescripción  las 
personas  capaces  para  adquirirlos  por  los 
demás  modos  legítimos. 

Art.  2.028.  Los  derechos  y  acciones  s« 
extinguen  por  la  prescripción  en  perjuicio 
de  toda  clase  de  personas,  inclusas  las  ju- 
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ridicas,  en  los  términos  prevenidos  por  la 
ley. 

Queda  siempre  á  salvo  á  las  personas 
impedidas  de  administrar  sus  bienes  el  de- 
recho para  reclamar  contra  sus  represen- 
tantes legítimos,  cuya  negligencia  liubiese 
sido  causa  de  la  prescripción. 

Art.  2.029.  La  prescripción  ganada  por 
un  copropietario  ó  comunero  aprovecha  á 
los  demás. 

Art.  2.030.  La  prescripción  produce 
sus  efectos  jurídicos  á  favor  y  en  contra  de 
la  herencia  antes  de  haber  sido  aceptada  y 
durante  el  tiempo  concedido  para  hacer 
inventario  y  para  deliberar. 

Art.  2.031.  Las  personas  con  capacidad 
para  enajenar  pueden  renunciar  la  pres- 
cripción ganada,  pero  no  el  derecho  de 
prescribir  para  lo  sucesivo. 

Entiéndese  tácitamente  renunciada  la 
prescripción  cuando  la  renuncia  resulta  de 
actos  que  hacen  suponer  el  abandono  del 
derecho  adquirido. 

Art.  2.032.  Son  susceptibles  de  pres- 
cripción todas  las  cosas  que  están  en  el  co- 
mercio de  los  hombres. 

Art.  2.033.  Los  acreedores,  y  cualquie- 
ra otra  persona  interesada  en  hacer  valer 
la  prescripción,  podrán  utilizarla  á  pesar 
de  ia  renuncia  expresa  ó  tácita  del  deudor 
ó  propietario. 

Art.  2.034.  Las  disposiciones  del  pre- 
sente título  se  entienden  sin  perjuicio  de 
lo  que  en  este  Código  ó  en  leyes  especiales 
se  establezca  respecto  á  determinados  ca- 
sos de  prescripción. 

Art.  2.035.  La  prescripción  comenzada 
antes  de  la  publicación  de  este  Código,  se 
regirá  por  las  leves  anteriores  al  mismo; 
pero  si  desde  que  fuere  puesto  en  obser- 
vancia transcurriese  todo  el  tiempo  en  él 
exigido  para  la  prescripción,  surtirá  ésta 
su  efecto,  aunque  por  diclias  leyes  anterio- 
res se  requiriese  mayor  lapso  de  tiempo. 

CAPITULO  II 

DE    LA    PRESCRIPCIÓN    DKL    DOMINIO    Y    DEMÁS 
DERECHOS    REAI.IÍS 

Art.  2.036.  Para  la  prescripción  ordi- 
naria del  dominio  y  demás  derechos  rea- 
les se  necesita  poseer  las  cosas  con  buena 
fe  y  justo  titulo  por  el  tiempo  determinado 
en  la  ley.  (C.  R.,  853.) 

Art.  2.(137.  La  posesión  ha  de  ser  en 
concepto  de  dueño,  pública,  pacífica  y  no 
interrumpida.  (('.  R.,  856.) 

Art.  2.038.  No  aprovechan  para  la  po- 
sesión los  actos  de  carácter  posesorio  eje- 
cutados en  virtud  de  licencia  ó  por  mera 
tolerancia  del  dueño. 


Art.  2.039.  La  pose.sión  se  interrumpe, 
para  los  efectos  de  la  prescripción,  natural 
ó  civilmente. 

Art.  2.040.  Se  interrumpe  naturalmen- 
te la  posesión  cuando,  por  cualquiera  cau- 
.sa,  se  cesa  en  ella  por  más  de  un  año. 
(C.  R.,  875.) 

Art.  2.041.  La  interrupción  civil  se 
produce  por  la  citación  judicial,  hecha  al 
poseedor,  aunque  sea  por  mandato  de 
Juez  incompetente. 

Art.  2.042.  Se  considerará  no  hecha  y 
dejará  de  producir  interrupción  la  cita- 
ción judicial: 

1.°  Si  fuere  nula  por  falta  de*  solemni- 
dades legales. 

2.°  Si  el  actor  desistiere  de  la  demanda 
ó  dejare  caducar  la  instancia. 

3.°  Si  el  poseedor  fuere  absuelto  de  la 
demanda. 

Art.  2.043.  Cualquier  reconocimiento 
expreso  ó  tácito  que  el  poseedor  hiciere 
del  derecho  del  dueño,  interrumpe  asimis- 
mo la  posesión. 

Art.  2.044.  Contra  un  título  inscrito 
en  el  Registro  de  la  propiedad  no  tendrá 
lugar  la  prescripción  ordinaria  del  domi- 
nio ó  derechos  reales  en  perjuicio  de  ter- 
cero, sino  en  virtud  de  otro  titulo  igual- 
mente inscrito,  debiendo  empezar  á  correr 
el  tiempo  desde  la  inscripción  del  segundo. 

Art.  2.045.  La  buena  fe  del  poseedor 
consiste  en  la  creencia  de  que  la  persona 
de  quien  recibió  la  cosa  era  dueño  de  ella, 
y  podía  transmitir  su  dominio. 

Art.  2.046.  Las  condiciones  de  la  bue- 
na fe  exigidas  para  la  posesión  en  los  ar- 
tículos 449,  450,  451  y  452  de  este  Código, 
son  igualmente  necesarias  para  la  deter- 
minación de  aquel  requisito  en  la  pres- 
cripción del  dominio  y  demás  derechos 
reales. 

Art.  2.047.  Entiéndese  por  justo  titulo 
el  que  legalmente  baste  para  transferir  el 
dominio  ó  dereciio  real  de  cuya  prescrip- 
ción se  trate. 

Art.  2.048.  El  titulo  para  la  prescrip- 
ción ha  de  ser  verdadero  y  válido. 

Art.  2.049.  El  justo  título  debe  probar- 
se; no  se  presume  nunca. 

Art.  2.050.  El  dominio  de  los  bienes 
muebles  se  prescribe  por  la  po-sesión  no 
interrumpida  de  tres  años  con  buena  fe. 
(C.  R.,  862). 

También  se  prescribe  el  dominio  de  las 
cosas  muel)Ies  por  la  posesión  no  inte- 
rrumpida de  seis  años,  sin  necesidad  de 
ninguna  otra  condición. 

En  cuanto  al  derecho  del  dueño  para 
reivindicar  la  cosa  mueble  perdida  ó  de 
que  hubiese  sido  privado  ilegalmente,  asi 
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corno  respecto  á  las  adquiridas  en  venta 
pública,  en  Bol^a,  feria  ó  mercado,  ó  de 
comerciante  legalmente  establecido  y  de- 
dicado habitualmente  al  tranco  de  objetos 
análogos,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 480  de  este  Código. 

Art.  2.051.  Las  cosas  muebles  hurta- 
das ó  robada -í  no  podrán  ser  prescritas  por 
los  que  las  hurtiron  ó  robaron,  ni  por  los 
cómplices  o  encubrii lores,  á  no  liaber 
prescrito  el  delito  ó  falta,  ó  su  pena,  y  la 
acción  para  exig;ir  la  responsabilidad  civil, 
nacida  del  delito  ó  falta. 

Art.  2.052.  El  dominio  y  demás  dere- 
chos reales  sobre  bienes  inmuebles  se 
prescriben  por  la  posesión  durante  diez 
años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausen- 
tes, con  buena  fe  y  justo  título. 

Art.  2.053.  Para  los  efectos  de  la  pres- 
cripción se  consiíiera  ausente  al  que  resi- 
de fuera  de  Honduras. 

Si  parte  del  tiempo  estuvo  presente  y 
parte  ausente,  cada  dos  anos  de  ausencia 
se  reputarán  como  uno  para  completar  los 
diez  de  pre.sente. 

La  ausencia  que  no  fuere  de  un  año  en- 
tero y  continuo  no  se  tomará  en  cuenta 
para  el  cómputo. 

Art.  2.054.  Se  prescriben  también  el 
dominio  y  demás  derechos  reales  sobre  los 
bienes  inmuebles  por  su  posesión  no  inte- 
rrumpida durante  treinta  años,  sin  nece- 
sidad de  título  ni  de  buena  fe,  y  sin  distin- 
ción entre  presentes  y  ausentes,  salvo  la 
excepción  determinada  en  el  art.  555. 

Art.  2.055.  En  la  computación  del 
tiempo  necesario  para  la  prescripción  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

1."  El  poseedor  actual  puede  comple- 
tar el  tiempo  necesario  para  la  prescrip- 
ción, uniendo  al  suyo  el  de  su  causante. 
(C.  R.,  863). 

2.*  Se  presume  que  el  poseedor  actual, 
que  lo  hubiera  sido  en  época  anterior,  ha 
continuado  siéndolo  durante  el  tiempo  in- 
termedio, salvo  prueba  en  contrario. 
(C.  R.,  859). 

3."  El  día  en  que  comienza  á  contarse 
el  tiempo  .se  tiene  por  entero;  pero  el  últi- 
mo delje  cumplirse  en  su  totalidad.  (Costa 
Rica,  881). 

CAPÍTULO  III 

DK    LA    PRESCRIPCIÓN    DE   LAS   ACCIONKS  (1) 

Art.  2.056.    Las  acciones  prescriben  [)or 


(1)  El  C6á.  de  C.  R.  establece  como  regla  gene- 
ral (art.  868  ,  que  toflo  dereclio  y  su  correspon- 
diente accii'n  pre.scribe  por  diez  años;  los  demás 
lapaus  de  tiempo  quee.xige  son  siempre  menores. 


el  mero  lapso  del  tiempo  fijado  por  la  ley. 
(C-  R.,  865). 

Art.  2.057.  Las  accionen  reales  sobre 
bienes  muebles  prescriben  á  los  seis  años 
de  perdida  la  posesión,  salvo  que  el  posee- 
dor haya  ganado  por  menos  término  el 
dominio,  conforme  al  art.  2.050,  y  excepto 
los  casos  de  extravio  y  venta  pública,  y  los 
de  hurto  ó  robo,  en  que  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  tercero  del  mismo  ar- 
tículo citado. 

Art.  2.058.  Las  acciones  reales  sobre 
bienes  inmuebles  prescriben  á  los  treinta 
años. 

Entiéndese  esta  disposición  sin  perjuicio 
de  lo  establecido  para  la  adquisición  del 
dominio  ó  derechos  reales  por  prescrip- 
ción. 

Art.  2.059.  La  acción  hipotecaria  pres- 
cribe á  los  veinte  años,  y  las  personales 
que  no  tengan  señalado  término  especial 
de  prescripción,  á  los  quince 

Art.  2.060.  No  prescribe  entre  cohellfe- 
deros,  condueños  ó  propietarios  de  fincas 
colindantes  la  acción  para  pedir  la  parti- 
ción de  la  herencia,  la  división  de  la  cosa 
común  ó  el  deslinde  de  las  propiedades 
contiguas. 

Art.  2.061.  Por  el  transcurso  de  cinco 
años  prescriben  las  accienes  para  exigir 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  si- 
guientes: 

1.*     La  de  pagar  pensiones  alimenticias. 

2."^  La  de  satisfacer  el  precio  de  los 
arriendos,  sean  éstos  de  fincas  rústicas  ó 
de  fincas  urbanas. 

3.'  La  de  cualesquiera  otros  pagos  que 
deban  hacerse  por  años  ó  en  plazos  más 
breves. 

Art.  2.062.  Por  el  transcurso  de  tres 
años  prescriben  las  acciones  para  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  siguientes: 

1.*  La  de  pagar  á  los  Jueces,  Aboga- 
dos, Registradores,  Notarios,  peritos, 
agentes  y  curiales  sus  honorarios  y  dere- 
chos, en  el  caso  de  que  los  tengan,  y  los 
gastos  y  desembolsos  que  hubiesen  reali- 
zado en  el  desempeño  de  sus  cargos  ú  ofi- 
cios en  los  asuntos  á  que  las  obligaciones 
,se  refieran.  (C.  R.,  869.) 

2."  La  de  satisfacer  á  los  farmacéuticos 
la  medicinas  que  suministraron;  á  los 
profesores  y  maestros,  sus  honor.irios  y 
estipendios  'por  la  enseñanza  que  dieron, 
ó  por  el  ejercicio  de  su  profesión,  arte  ú 
oficio  (1). 

3."  La  do  pagar  á  los  menestrales, 
criados  y  jornaleros  el  importe  de  sus  ser- 


(1)    Según  el  art.  80,  C.  R.,  estas  acciones  pres- 
criben al  año. 
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vicios,  y  el  de  los  suministros  ó  desembol- 
sos que  hubiesen  hecho,  concernientes  á 
los  mismos  (1). 

4."  La  de  abonar  á  los  posaderas  la 
comida  y  habitación,  y  á  los  mercaderes, 
el  precio  de  los  géneros  vendidos  á  otros 
que  no  lo  sean,  ó  que  siéndolo  se  dediquen 
á  distinto  tráfíco. 

El  tiempo  para  la  prescripción  de  las  ac- 
ciones á  que  se  refieren  los  tres  párrafos 
anteriores  se  contará  desde  que  se  deja- 
ron de  prestarse  los  respectivos  servicios. 

Art.  2.063.  Pre.scriben  por  el  trans- 
curso de  un  año. 

1.°  La  acción  pa-'a  recobrar  ó  retener 
la  posesión. 

2.°  La  acción  para  exigir  la  responsa- 
bilidad civil  por  injuria  ó  calumnia,  y  por 
las  obligaciones  derivadas  de  la  cufpa  ó 
negligencia  de  que  se  trata  en  el  articulo 
1.998  desde  que  lo  supo  el  agraviado. 

É^rt.  2.064.  El  tiempo  para  la  prescrip- 
n  de  toda  clase  de  acciones,  cuando  no 
haya  disposición  especial  que  otra  cosa  de- 
termine, se  contará  desde  el  día  en  que 
pudieron  ejercitarse. 

Art.  2.065.  El  tiempo  para  la  prescrip- 
ción de  las  acciones,  que  tienen  por  objeto 
reclamar  el  cumplimiento  de  obligaciones 
de  capital  con  interés  ó  renta,  corre  desde 
el  último  pago  de  la  renta  ó  del  interés. 

Art.  2.066.  El  tiempo  de  la  prescrip- 
ción de  las  acciones  para  exigir  el  cumpli- 
miento de  oljligaciones  declaradas  por  sen- 
tencia, comienza  desde  que  la  sentencia 
quedó  firme. 

Art.  2.067.  El  término  de  la  prescrip- 
ción de  la.5  acciones  para  exigir  rendición 
de  cuentas  corre  desde  el  día  en  que  cesa- 
ron en  sus  cargos  los  que  debían  rendirlas. 

El  correspondiente  á  la  acción  por  el 
resultado  de  las  cuentas,  desde  la  fecha  en 

3ue  fué  éste  reconocido  por  conformidad 
e  las  partes  interesadas. 

Art.  2.068.  La  pre.scripción  de  las  ac- 
ciones .se  interrumpe  por  su  ejercicio  ante 
los  Tribunales,  por  reclamación  extraju- 
dicial  del  acreedor  y  por  cualquier  acto  de 
reconocimiento  de  la  deuda  por  el  deudor. 
(Costa  Rica,  876.) 

Art.  2.069.  La  interrupción  de  la  pres- 
cripción de  acciones  en  las  obligaciones 
solidarias  aprovecha  ó  perjudica  por  igual 
á  todos  los  acreedores  y  deudores. 

Esta  disposición  ri^e  igualmente  respec- 
to á  los  derederos  del  deudor  en  toda  clase 
de  obligaciones. 

En    las    obligaciones    mancomunadas. 


(l)    Según  el  art.  80,  C.  R.,  estas  acciones  pret- 
•riben  sil  año. 


cuando  el  acreedor  no  reclame  de  uno  de 
los  deudores  más  que  la  parte  que  le  co- 
rre.sponda,  no  se  interrumpe  por  ello  la 
prescripción  respecto  á  los  otros  codeu- 
dores. 

Art.  2.070.  La  interrupción  de  la  pres- 
cripción contra  el  deudor  principal  por 
reclamación  judicial  de  la  deuda,  surte 
efecto  también  contra  su  fiador;  pero  no 
perjudicará  á  éste  la  que  se  produzca  por 
reclamaciones  extrajudiciales  del  acreedor 
ó  reconocimientos  privados  del  deudor. 

TITULO  FINAL 
De  la  observancia  de  este  Código 

Art.  2.071.  Este  Código  empezará  á  re- 
gir el  15  de  Septiembre  de  1899,  y  en  esa 
fecha  quedarán  derogados  el  Código  Civil 
de  27  de  Agosto  de  1880,  la  Ley  de  Matri- 
monio Civil  de  15  de  Julio  de  1881  y  las  de- 
más leyes  que  lo  reforman. 

Art.  2.072.  Las  variaciones  introduci- 
das por  este  Código,  que  perjudiqnen  de- 
rechos adquiridos  según  la  legislación  ci- 
vil anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo. 

Para  aplicar  la  legislación  que  corres- 
ponda, en  los  casos  que  no  están  expresa- 
mente determinados  en  este  Código,  se  ob- 
.servarán  las  reglas  .-iguientes: 

1."  Se  regirán  por  la  legislación  ante- 
rior á  este  Código  los  derechos  nacidos,  se- 
gún ell^,  de  hechos  realizados  bajo  su  ré- 
gimen, aunque  el  Código  los  regule  de  otro 
modo  ó  no  los  reconozca.  Pero  si  el  dere- 
cho apareciere  declarado  por  primera  vez 
en  este  Código,  teudrá  efecto  desde  luego, 
aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  verifica- 
ra bajo  la  legislación  anterior,  siempre  que 
no  perjudique  á  otro  derecho  adquirido  de 
igual  origen. 

2."  Los  actos  y  contratos  celebrados 
bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior, 
y  que  sean  válidos  con  arreglo  á  ella,  sur- 
tirán todos  sus  efectos  según  la  misma,  con 
las  limitaciones  establecidas  en  estas  re- 
glas; pero  la  revocación  ó  modificación  de 
estos  actos  ó  contratos,  ó  de  cualquiera  de 
las  cláusulas  contenidas  en  ellos,  no  podrá 
verificarse,  después  de  regir  el  Código,  sino 
con  arreglo  al  mismo. 

3.*  Las  disposiciones  del  Código  que 
sancionan  con  penalidad  civil  ó  privación 
de  derechos,  actos  ú  omisiones  que  care- 
cían de  sanción  en  las  leyes  anteriores,  no 
son  aplicables  al  que,  cuandoéstas  se  ha- 
llaban vigentes,  liubiese  incurrido  en  la 
omisión  ó  ejecutado  el  acto  prohibido  por 
el  Código. 

Cuando  la  falta  esté  también  penada  por 
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la  legislación  anterior,  se  aplicará  la  dispo- 
sición más  benigna. 

4.*  Las  acciones  y  los  derechos  nacidos 
y  no  ejercitados  alites  de  regir  el  Código, 
subsistirán  con  la  extensión  y  en  los  tér- 
minos que  les  reconociera  la  legislación 
precedente,  pero  sujetándose,  en  cuanto  á 
su  ejercicio,  duración  y  procedimientos 
para  hacerlos  valer,  á  lo  dispuesto  en  el 
Código.  Si  el  ejercicio  del  derecho  ó  de  la 
acción  se  hallara  pendiente  de  procedi- 
mientos oficiales  empezados  bajo  la  legis- 
lación anterior,  y  éstos  fuesen  diferentes 
de  los  establecidos  por  el  Código,  dichos 
procedimientos  continuarán  conforme  á  la 
legislación  anterior. 

5.*  Los  tutores  y  curadores  nombrados 
bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior 
y  con  sujeción  á  ella,  conservarán  su  car- 
go, pero  sometiéndose,  en  cuanto  á  su  ejer- 
cicio, á  las  disposiciones  del  Código. 

Esta  regla  es  también  aplicable  á  los  po- 
seedores y  á  los  administradores  interinos 
de  bienes  ajenos,  en  los  casos  en  que  la  ley 
los  establece. 

G."*  Las  tutelas  y  cúratelas  cuya  cons- 
titución definitiva  esté  pendiente  de  la  re- 
solución de  los  Tribunales  al  empezar  á  re- 
gir el  Código,  se  constituirán  con  arreglo 
á  la  legislación  anterior,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  la  regla  que  precede. 

7."  Cuando  el  tutor  ó  curador  hubiere 
comenzado  ya  á  ejercer  su  cargo,  no  se 


procederá  al  nombramiento  de  protutor 
hasta  que  lo  solicite  alguna  do  las  perso- 
nas llamadas  al  consejo  de  tutela.  Esto  se 
entenderá  respecto  de  los  expedientes  de 
tutela  no  concluidos  definitivamente. 

8.^  Los  derechos  á  la  herencia  del  que 
hubiese  fallecido,  con  testamento  ó  sin  él, 
antes  de  hallarse  en  vigor  el  Código,  se 
regirán  por  la  legislación  anterior.  La  he- 
rencia de  los  fallecidos  después,  sea  ó  no 
con  testamento,  se  adjudicará  y  repartirá 
con  arreglo  al  Código. 

9.*  Los  casos  no  comprendidos  directa- 
mente en  las  disposiciones  anteriores,  se 
resolverán  aplicando  los  principios  que  les 
sirven  de  fundamento. 

Dado  en  Tegucigalpa,  á  los  treinta  y  un 
días  del  mes  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho. — P.  Bonilla.  El  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacho  de  Jus- 
ticia é  Instrucción  Pública. — César  Boni- 
lla.— El  Secretario  de  Estado  en  el  Des- 
pacho de  Gobernación. — D.  Gutiérrez. — 
El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Relaciones  Exteriores.  —  Ángel  Ugarte. 
— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Fomento  y  Obras  Públicas. — E.  Cons- 
tantino FiALLOs. — El  Secretario  de  Esta- 
do en  el  Despacho  de  la  Guerra.  —  José 
María  Reina.  —  El  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda  y  Crédito  Pú- 
blico ,  por  ministerio  de  la  ley.  —  José 
M.  Muñoz. 
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Rige  éste  desde  1.°  de  Enero  de  1^88,  en 
cuya  fecha  cesó  la  observancia  del  publi- 
cado en  30  de  Julio  de  1841.  Hállase  dividi- 
do en  1.410  artículos,  distribuidos  en  cua- 
tro libros  que  tratan  respectivamente  de 
las  Persoiuis;  de  los  Bienes  ¡j  de  La  exten- 
sión y  modificaciones  de  La  propiedad;  de 
las  ObLig aciones,  y  de  los  Contratos  y  cua- 
si contratos,  como  causa  de  obligacione.s 
civiles. 

De  igual  modo  que  el  de  Honduras,  va 
precedido  de  un  titulo  preliminar,  destina- 
do á  regular  la  publicación,  efectos  y  apli- 
cación de  las  leyes,  siendo  digna»  de  con- 
signarse las  siguientes  diferencias  que  ofre- 
ce con  el  citado:  las  leyes  son  obligatorias, 
en  defecto  de  designación  expresa  de  los 
mismos  á  los  die;:  días  de  insertas  en  el  pe- 
riódico oficial  (art.  1.°);  para  la  interpreta- 
ción de  un  contrato,  y  para  fijar  los  efec- 
tos mediatos  é  inmediatos  que  de  él  resul- 
ten, se  atenderá  á  las  leyes  del  lugar  don- 
de se  hubiere  celebrado;  pero  si  los  con- 
tratantes tuvieren  una  misma  nacionali- 
dad, se  atenderá  á  las  leyes  de  su  país;  en 
los  testamentos  se  atenderá  á  lás  leyes  don- 
de tuviere  su  domicilio  el  testador;  respec- 
to de  matrimonios,  se  atenderá  á  las  leyes 
del  lugar  donde  hubieren  convenido  en  es- 
tablecerse los  cónyuges,  y  á  falta  de  con- 
vención, á  las  del  país  donde  tenga  su  do- 
micilio el  marido  (art.  7:");  en  cuanto  á  la 
forma  y  solemnidades  externas  de  un  con- 
t-^ato  ó  de  un  acto  jurídico  que  deba  tener 
efecto  en  Costa  Rica,  el  otorgante  ú  otor- 
gantes pueden  sujetarse  á  las  leyes  costa- 
rricenses ó  á  las  del  país  donde  el  acto  ó 
contrato  .se  ejecute  ó  celeljre;  para  los  ca- 
sos en  que  las  leyes  de  Costa  Rica  exigie- 
ren instrumento  público,  no  valdrán  los 
privados,  cualquiera  que  sea  la  fuerza  de 
éstos  en  el  país  donde  se  hubieran  otor- 
gado. 

!•;!  Código  de  esta  república  no  contiene 
precepto  alguno  relativo  á  la  determina- 
ción de  ciudadanos  y  extranjeros,   por  lo 


cual  habrá  de  estarse  á  lo  establecido  e» 
la  Constitución  política. 

El  domicilio  de  las  personas  es  el  lugar 
donde  tienen  su  principal  establecimiento, 
y  á  falta  de  éste,  el  lugar  de  su  residen- 
cia (art.  29.) 

El  art.  56  fija  en  quince  años  la  edad  mí- 
nima para  contraer  matrimonio;  esta  edad 
es  la  misma  para  los  varones  que  para  las 
hembras.  El  impedmiento  para  contraerlo 
por  consanguinidad  ó  afínidad  legítimas, 
que  en  Honduras  se  extiende  al  cuarto 
grado,  está  restringido  por  el  art.  55  del 
Código  que  examinamos  á  los  hermanos, 
sean  ó  no  legítimos.  Ni  el  padre  ni  la  ma- 
dre están  oblig;ido3  á  motivar  su  disenso,  y 
su  consentimiento  no  puede  dispensarse, 
pero  sí  el  del  tutor,  cuando  los  motivos  en 
que  funde  su  negativa  no  fueren  razona- 
bles (art.  68).  Los  edictos  pueden  dispen- 
sarse mediante  el  pago  de  50  á  200  pesos, 
cuya  cantidad  se  destina  a  engrosar  el  pre- 
supuesto de  Instrucción  pública  (art.  69);  y 
si  transcurrieran  seis  meses  desde  la  pu- 
blicación de  los  edictos  sin  celebrarse  el 
matrimonio,  será  necesaria  nueva  publica- 
ción (art.  62).  Según  el  art.  70,  el  matri- 
monio contraído  por  error,  fuerza  ó  mie- 
do grave,  lo  mismo  que  el  contraído  por  el 
loco  ó  cualquiera  persona  que  adolezca  de 
incapacidad  mental  ,  quedará  revalidado 
sin  necesidad  declaración  expresa,  por  el 
hecho  de  no  separarse  los  cónyuges  duran- 
te un  mes  después  que  se  descubra  el  error, 
cese  la  violencia  ó  el  incapacitiido  recobre 
completamente  el  juicio,  líl  divorcio,  una 
vez  judicialmente  promovido,  disuelee  el 
vinculo  matrimonial  (iivi.  86),  y  puede  de- 
cretarse por  adulterio  de  la  mujer,  concu- 
binato escandaloso  del  marido,  atentado 
de  uno  de  los  cónyuges  contra  la  vida  del 
otro,  la  sevicia  y  las  ofensas  graves  (ar- 
tículo 80).  Dichas  causas  son  asimismo  bas- 
tantes para  decretar  la  separación  de  cuer- 
pos, y  además  de  los  que  enumera  el  Có- 
digo de  Honduras  en  su  art.  76,  excepción 
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liecha  de  la  condena  del  cónyuge  á  la  pena 
de  presidio  mayor,  la  negativa  del  marido 
á  cumplir  la  obligación  de  alimentar  á  su 
mujer  y  á  los  hijos  comunes,  y  el  mutuo 
consentimiento  (art.  91),  que  sólo  podrá 
alegarse  pasados  dos  años  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio  (art.  92).  El  art.  87 
confia  al  cónyuge  que  ha  obtenido  el  divor- 
cio, la  guarda,  crianza  y  educación  de  los 
hijos,  si  bien,  por  razones  de  convenien- 
cia, el  juez  puede  disponer  que  los  hijos  se 
confíen  al  otro  cónyuge  ó  que  se  pongan 
bajo  tutela:  los  hijos  menores  de  cinco  años 
quedarán  á  cargo  de  la  madre  hasta  cum- 
plir esa  edad,  salvo  que  motivos  de  conve- 
niencia para  los  hijos,  obliguen  á  quitarle 
aún  la  guarda  de  éstos.  El  95  establece  que 
la  reconciliación  de  los  cónyuges  deja  sin 
efecto  ulterior  la  ejecutoria  que  declaró  la 
reparación,  y  pone  término  al  juicio,  si 
aún  no  estuviere  concluido.  Se  presume  la 
reconciliación  cuando  después  de  decreta- 
da ó  pedida  la  separación,  ha  habido  co- 
habitación de  los  cónyuges. 

El  art.  101  añade  al  precepto  del  88  del 
de  Honduras  que  la  impotencia  del  marido 
anterior  al  matrimonio,  no  podrá  alegarse 
para  impugnar  la  legitimidad;  el  103  con- 
signa que  el  adu'terio  de  la  mujer  no  auto- 
riza al  marido  para  desconocer  al  hijo; 
pero  sí  prueba  que  hubo  adulterio  durante 
la  época  en  que  pudo  verificarse  la  con- 
cepción, se  admitirá  al  marido  la  prueba 
de  cualesquiera  otros  hechos  conducentes 
á  demostrar  su  no  paternidad.  A  tenor  del 
128,  el  hijo  adulterino  ó  incestuoso  una 
vez  que  el  adulterio  ó  el  incesto  esté  pro- 
bado en  juicio  entre  los  padriís  ú  otras 
partes,  podrá  investigar  la  paternidad  ó 
maternidad  y  tendrá,  respecto  del  padre, 
los  mismos  derechos  que  el  hijo  natural 
reconocido. 

La  patria  potestad  da  derecho,  según  el 
art.  131,  para  corregir  moderadamente  al 
hijo,  y,  cuando  fuere  necesario,  para  pedir 
el  arresto  de  éste  por  tres  meses  en  un  es- 
tablecimiento correccional.  Además  de  las 
causas  enumeradas  en  el  art.  144  del  Có- 
digo de  Honduras,  se  extingue  la  patria 
potestad  por  la  inhabilitación  perpetua  de 
los  llamados  á  ejercerla. 

Los  plazos  de  dos  y  cinco  años  que  res- 
pecto de  la  declaración  de  ausencia  fíja  en 
el  art.  153  del  Código  de  Honduras  .se  am- 
plian  por  el  40  del  ae  Costa  Rica,  á  cuatro 
y  die^  respectivamente;  los  de  treinta  y 
noventa  que  señala  el  100,  del  primero  se 
reducen  á  ceinte  y  ochenta  por  el  47  del 
segunüo;  ol  44  del  mismo  previene  que  los 
€|ue  á  consecuencia  de  la  posesi(')n  provi- 
sional hubieren  disfrutado  de  los  bienes  del 


ausente  no  estarán  obligados  á  "devolver 
sino  el  quinto  de  los  frutos  líquidos  perci- 
bidos, cuando  la  restitución  de  los  bienes 
se  hiciere  antes  de  quince  años  después  de 
la  desaparición  ó  de  las  últimas  noticias,  y 
el  décimo  cuando  la  restitución  se  hiciere 
después  de  este  término;  pasados  veinte 
años  desde  la  desaparición  ó  las  últimas 
noticias,  .sólo  estarán  obligados  á  devol- 
ver los  bienes. 

A  las  personas  que  llama  el  art.  180  del 
Código  de  Honduras,  para  desempeñar  la 
tutela  legítima  de  los  menores  no  eman- 
cipados, añade  el  173  de  Costa  Rica  en 
quinto  lugar  á  los  tíos,  .prefíriéndose  al 
más  apto,  y  en  igualdad  de  circunstancias 
al  de  más  edad.  Los  locos  y  sordo-mudos, 
los  pródigos  y  los  que  sufren  interdicción, 
no  están  sujetos  á  tutela,  sinoá  curaduría, 
materia  que  se  rige  por  los  artículos  218  y 
siguientes.  La  institución  del  protutor  es 
desconocida  en  Costa  Rica.  Las  mujeres 
sólo  pueden  ser  tutoras  de  sus  hijos  ó  de 
sus  nietos.  Para  excusarse  de  la  tutela, 
por  el  número  de  hijos  que  se  tengan  bajo 
potestad,  se  requiere  (art.  184)  que  estos 
sean  seis.  Los  cinco  primeros  números  del 
art.  211  que  trata  de  estos  excusos  en  el 
Código  de  Honduras  no  tienen  equivalen- 
tía  en  el  de  Costa  Rica,  y,  en  cambio,  éste 
añade  entre  los  que  pueden  excusarse,  al 
que  tenga  que  ausentarse  de  la  República 
por  más  de  un  año.  La  excusa  para  ser 
admisible,  habrá  de  alegarse  dentro  de  los 
ocho  días  después  de  conocido  el  nombra- 
miento (art.  189);  El  Consejo  de  tutela  no 
se  conoce  tampoco  en  Costa  Rica. 

El  art.  23  establece  que  el  menor  de 
quince  años  es  persona  ab.solutamente  in- 
capaz para  obligarse  por  actos  ó  contratos 
que  per.sona!mente  ejecute  y  el  24  que  los 
celebrados  por  el  mayor  de  quince,  no 
emancipada,  serán  relativamente  nulos  y 
podrán  rescindirse  á  solicitud  del  mismo 
menor  ó  de  quien  legalmente  le  represente, 
salvo,  si  se  tratase  de  su  matrimonio  ó  ca- 
pitulaciones matrimoniales,  de  bienes  cu- 
ya libre  administración  tenga,  ó  se  dijere 
mayor  ya  emancipado  y  la  parte  con  quien 
contrato  tuviere  motivo  racional  para 
creerlo. 

El  art.  264  establece  que  el  dominio  ó 
propiedad  ab.soluta  sobre  una  cosa  com- 
prende los  derechos  do  posesión,  usufruc- 
to, transformación  y  enagenación,  defen.sa 
y  exclusión  y  restitución  é  indíímnización, 
es  decir,  que  tiene  carácter  analítico,  pues- 
to que  enumera  las  facultades  que  la  pro- 
piedad atribuye  al  dueño  de  la  cosa. 

líespecto  de  la  propiedad  do  las  aguas, 
de  la  intelectual  v  de  la  industrial,  no  tie- 
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ne  el  Código  de  Costa  Rica  disposiciones 
especiales,  sino  que  sus  preceptos  se  de- 
claran supletorios  ■avt.  276)  de  los  esta- 
blecidos en  la  legislación  especial. 

El  usufructo  no  constituido  á  favor  de 
particulares,  (art.  359)  no  durará  más  de 
treinta  años. 

Nadie  puede  plantar  árboles  cerca  de  la 
heredad  ajena  sino  á  distancia  de  cinco 
metros  de  la  línea  divisoria,  si  la  planta- 
ción es  de  árboles  grandes  y  de  dos  metros, 
si  la  plantación  es  arbustos  ó  de  árboles  pe- 
queños, (art.  403.)  El  Registro  público  de 
la  propiedad  se  divide  en  Costa  Rica  en  tres 
secciones:  propiedad,  hipotecas  y  per.sonas, 
(civil.) 

Como  modos  de  adquirir,  reconoce  el  Có- 
digo de  Costa  Rica,  en  sus  art.  480  á  484, 
el  convenio,  la  ocupación,  la  accesión,  la 
herencia  ó  el  legado  y  la  prescripción.  De 
las  donaciones  trata  el  final,  (art.  1.393  y 
siguientes)  no  como  modo  de  adquirir,  sino 
como  materia  especial  é  independiente, 
después  de  las  sucesiones  y  de  los  contra- 
tos. Al  precepto  contenido  en  el  art.  854  del 
Código  de  Honduras,  añade  el  520  del  de 
Costa  Rica,  que  no  podrá  estipular.se  sobre 
los  derechos  á  la  sucesión  de  una  persona 
mientras  esté  viva,  aunque  ella  consienta. 
La  edad  mínima  para  testar  se  fija  por  el 
artículo  591  en  quince  años.  Según  el  583 
y  siguientes  puede  otorgarse  testamento 
abierto  ante  cartulario  y  dos  testigos,  ante 
cuatro  testigos  sin  cartulario,  si  lo  escribe 
el  testador  y  seis  en  caso  contrario;  cerra- 
do, que  se  presentará  al  cartulario  con  tres 
testigos,  y  abierto  privilegiado  por  los  mi- 
litares y  navegantes.  Con  relación  á  los 
testigos  no  se  exigen  otros  requisitos  (ar- 
tículo 589)  distintos  de  los  que  el  mismo 
Código  consigna  para  los  instrumentales 
en  general.  Cuando  dos  ó  más  personas 
testen  en  el  mismo  acto,  está  facultada  cada 
una  de  ellas  por  el  art.  625,  para  revocar 
independientemente  sus  disposiciones.  Tie- 
nen mcapacidad  relativa  para  recibir  por 
testamento  además  de  los  que  señala  el 
Código  de  Honduras  en  diferentes  artícu- 
los, los  facultativos  que  hubieren  asistido 
al  testador  en  su  última  enfermedad  far- 
tículo  592.)  El  plazo  que  el  art.  959  del 
Código  de  Honduras  señala  para  que  pres- 
criba la  acción  de  incapacidad,  está  redu- 
cido á  cuatro  años  por  el  525  del  que 
analizamos.  Este  contiene  extensas  dis- 
posiciones (artículos  541  á  560)  sobre  los 
albaceas,  que  no  .son  susceptibles  de  com- 
paración con  los  de  aquel  por  referirse  á 
supuestos  distritos. 

Uno  de  los  puntos  tratados  con  más  rara 
•riginalidad  en  el  Código  dQ  Co»ta  Rica 


es  el  que  se  refiere  á  la  determinación  de 
los  herederos  legítimos. 

Según  el  art.  572  lo  serán: 

1."  Los  hijos  legítimos,  los  padres  legí- 
timos y  el  consorte.— No  tendrá  derecho 
á  heredar  el  cónyuge  legalmente  separado 
si  él  hubiere  dado  lugar  á  la  separación. 
Los  hijos  ilegítimos  entran  á  la  herencia 
de  la  madre  como  los  legítimos.  Los  hijos 
naturales,  reconocidos,  entran  á  la  heren- 
cia del  padre  á  falta  de  hijos  legítimos  y 
en  lugar  de  é.stos.  Si  el  consorte  tuviere 
gananciales,  sólo  recibirá  lo  que  á  éstos 
falte  para  completar  una  porción  igual  á 
la  que  recibiría  no  teniéndolos. 

2.°  Los  abuelos  y  demás  ascendientes 
legítimos,  la  madre  y  la  abuela  por  parte 
de  madre,  aunque  sean  naturales,  se  con- 
sideran legítimas  lo  mismo  que  la  abuela 
natural  por  parte  de  padre  legitimo. 

3.°  El  padre  natural  que  reconoció  al 
causante  con  consentimiento  de  éste. 

4.°  Los  hermanos  legítimos  y  los  natu- 
rales por  parte  de  padre. 

5.°  Los  hijos  legítimos  de  los  herma- 
nos ó  naturales  por  parte  de  madre  y  los 
hijos  legítimos  ó  ilegítimos  de  la  hermana 
legítima  ó  natural  por  parte  de  madre. 

6.**  Los  hermanos  legítimos  de  los  pa- 
dres legítimos  del  causante,  y  los  herma- 
nos uterinos  no  legítimos  de  la  madre  ó 
del  padre  legítimo. 

7.°  El  municipio  correspondiente  al  lu- 
gar del  último  domicilio  del  causante. 

Las  personas  comprendidas  en  cada  in- 
ciso de  los  anteriores  entran  á  la  herencia 
con  el  mismo  derecho  individual,  y  sólo  á 
falta  de  los  que  indica  el  anterior,  entran 
los  que  llama  el  inciso  siguiente,  salvo  el 
derecho  de  representación  (1). 

El  art.  637,  en  relación  con  el  636,  esta- 
blece que  no  puede  haber  solidaridad  entra 
acreedores,  y  que  en  la  ol)ligac¡ón  solida- 


(1)  El  Código  de  1841  establecía  en  sns  artícu- 
los 516  y  siguientes  que  por  su  orden  y  grado,  los  hi- 
jos y  descendientes  legítimos  son  herederos  forzo- 
sos de  sus  padres  y  ascendientes;  éstos  lo  son  tam- 
bién de  sus  hijos  y  descendientes  en  caso  de  que 
no  tengan  jiosteridad  legítima  ó  natural,  reconoci- 
da, y  siguen  después  los  parientes  del  difunto  den  • 
tro  del  cuarto  grado,  el  esposo  sobreviviente  y  el 
Estado. 

El  derecho  de  acrecer  se  entiende  siempre,  salvo 
voluntad  expresa  en  contrario  del  testador  (artícu- 
lo .')69,',  y  no  existe  reconocido  á  favor  de  los  lega- 
tarios (art.  ,570 i . 

La  aceptación  de  la  herencia  previene  el  artícu- 
lo .528  que  haya  de  ser  .siempre  expresa,  para  que 
pueda  producir  todos  sus  efectos  legales,  pidiendo 
al  Juez  del  domicilio  de  la  sucesión,  la  declara- 
toria de  ser  tal  heredero.  El  plazo  para  la  acepta- 
ción es  el  de  tres  meses  contados  desde  la  publica- 
ción en  el  periódico  oficial  del  primer  edicto  e» 
que  se  avise  estar  iniciado  el  juicio  de  sucesión  y 
■e  emplace  á  loa  interesados  en  eata. 
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ría  de  los  deudores  cada  uno  de  éstos  es 
tenido,  en  sus  relaciones  con  el  acreedor 
como  deudor  único  de  la  prestación  total. 
A  las  causas  de  extinción  de  las  obligacio- 
nes que  el  art.  1.263  del  Código  de  Hon- 
duras señala,  añade  el  633  del  de  Costa 
Rica,  la  anulación  ó  rescisión  y  la  pres- 
cripción. Respecto  del  pago,  es  de  notar 
la  particular!  iad  establecida  por  el  articu- 
lo 775,  de  que  si  se  hubiere  pactado  que  el 
deudor  pague  cuando  le  sea  posilde  la  obli- 
gación sera  exigible  transcurrido  un  año 
desde  la  fecha  en  que  se  contrajo.  El  Có- 
digo de  Costa  Rica  (art.  720)  no  incluye  la 
inspección  personal  del  Juez  entre  los  me- 
dios de  prueba  de  las  obligaciones  y  en 
cambio  añade  la  cosa  juzgada,  que  el  de 
Honduras  trata  de  ella  en  el  art.  1.359, 
como  una  de  las  presunciones.  La  prueba 
de  testigos  no  es  admisible  cuando  el  acto 
ó  contrato  tenga  por  objeto  un  valor  su- 
perior á  250  pesos  (art.  752).  Según  el  ar- 
ticulo 1.007,  además  de  las  condiciones  in- 
dispensables para  la  vaUdez  de  las  obliga- 
ciones en  general,  para  los  que  nacen  del 
contrato,  se  requiere  el  consentimiento  y 
además  que  se  cumplan  las  solemnidades 
que  la  ley  exija. 

Por  lo  que  concierne  al  contrato  de  com- 
praventa, la  venta  de  cosas  determinadas 
de  cierta  especie  no  transmite  la  propiedad 
de  la  cosa  hasta  que  ésta  .se  determina, 
(art.  1.050.)  Es  de  notar  también  que  la 
venta  no  podrá  ser  anulada  (art.  1.082) 
por  vicios  ó  defectos  ocultos  de  la  cosa 
vendida  de  los  llamados  redhibilitorios,  sal- 
vo si  esos  vicios  ó  defectos  envuelven  error 
que  anule  el  consentimiento  ó  si  media  es- 
tipulación en  contrario.  Respecto  del  con- 
trato de  permuta,  sólo  hay  que  mencionar 
como  diferencia  que,  en  el  Código  de  Cos- 
ta Rica  (art.  1.100),  se  le  designa  con  el 
nombre  de  «cambio». 

Ninguna  otra  deferencia  importante  ofre- 
ce la  comparación  de  los  preceptos  de  uno 
y  otro  Código  sobre  obligaciones  y  con- 
tratos. 

El  art.  1.044  del  Código  de  Costa  Rica 
enumera  entre  los  cuasi  contratos  la  ges- 
tión de  negocios  ajenos,  la  administración 
de  una  cosa  común,  la  tutela  voluntaria  y 
el  pago  indebido,  pero  sin  consignar  re- 
glas especiales  paradlos. 

Acerca  de  la  prescripción  establece,  corao 
regla  general  (art.  868),  que  todo  derecho 
y   «iu   correspondiente   acción    prescriben 


por  dies  años;  los  demás  lapsos  de  tiempo 
que  exige  son  siempre  menores;  asi,  por 
ejemplo,  por  el  transcurso  de  un  año  pres- 
cribe la  acción  para  cobrar  salarios  por 
trabajos  personales  y  la  de  los  tenderos, 
boticarios,  mercaderes  y  cualquier  otro  ne- 
gociante por  el  precio  de  las  ventas  que 
hagan  directamente  á  los  consumidores. 


Instituciones  del  Código  civil  de  Costa 
Rica  que  no  tienen  término  de  compara- 
ción en  el  de  Honduras  son  la  insolvencia 
del  deudor  y  el  concur.so  de  acreedores, 
siendo  dignas  de  mención  las  disposiciones 
cuyo  extracto  subsigue.  El  Estado  y  los 
Municipios  nunca  pueden  ser  declarados 
en  estado  de  insolvencia,  ésta  se  presume; 
por  el  hecho  de  no  presentar  el  deudor, 
ni  acusar  el  Registro  de  la  propiedad  bie- 
nes sufícientes  en  que  practica  el  em- 
bargo, y  puede  ser  excusable,  culpable  y 
fraudulenta.  El  resto  de  los  preceptos  re- 
lativos á  esta  especie  de  quiebra  de  los  par- 
ticulares no  comerciantes  se  asemeja  á  los 
que  suelen  contener  los  Códigos  de  Comer- 
cio, y,  en  muchos  casos,  revisten  marcado 
carácter  procesal,  impropio  de  un  Código 
civil  sustantivo. 

Por  último,  el  Código  establece  en  sus 
artículos  1.001  y  siguientes  el  apremio  cor- 
poral contra  todo  depositario  julicial  que, 
requerido  para  la  devolución  de  la  cosa  ú 
objetos  depositados,  no  lo  verifique  en  el 
término  legal  ó  en  el  que  le  señale  al  efec- 
to la  autoridad  respectiva;  contra  los  abo- 
gados, Notarios,  cartularios, procuradores, 
litigantes,  empleados  y  demás  personas  á 
quienes,  ya  por  razón  del  oficio,  ya  por  el 
interés  que  pueden  tener,  se  les  hayan 
confiado  escritos,  escrituras,  y^rocosos  y 
demás  documentos  judiciales  ó  sucesos 
destinados  á  invertirse  en  objetos  de  la  ad- 
ministración judicial  y  en  los  demás  casos 
en  que  expresamente  lo  disponga  la  ley. 
No  podrá  expedirse  orden  de  apremio 
contra  los  menores  de  quince  años  ni  los 
mayores  de  sesenta.  El  apremio  no  durará 
más  de  dos  años,  y  ya  sea  que  el  apremia- 
do lo  sufra  ó  que  evite  su  prisión,  siempre 
será  responsable  con  sus  bienes  presentes 
y  futuros.  En  ningún  caso  se  podrá  esti- 
pular como  pena  entre  los  particulares, 
para  asegurar  el  cumplimiento  do  alguna 
obligación,  el  apremio  corporal. 


II 


CÓDIGO  CíVm  DE  GUATEmñüA 


El  vigente  desde  15  de  Septiembre  de 
1877  vino  á  sustituirá  la  antigua  legislación 
española  y  para  su  redacción  tuvo  presen- 
te la  Comisión  codificadora  los  de  Francia, 
Portugal,  Bélgica,  Proyecto  español  de 
1851.  y  los  que  entonces  regían  en  Chile, 
Perú,  Colombia,  México,  San  Salvador  y 
Costa  Rica. 

•  Los  puntos  que  más  se  diferencian  del  de 
Honduras  .son  los  que  se  indican  en  los  si- 
guientes párrafos: 

El  artículo  19,  conformándose  con  las 
prescripciones  del  Código  Napoleón  y  con 
la  de  la  generalidad  de  las  legislaciones 
europeas  y  americanas,  consigna  que  na- 
die puede  alegar  en  su  favor  la  ignorancia 
del  derecho.  En  caso  de  falta,  obscuridad  ó 
insuficiencia  de  las  leyes,  los  Jueces  no 
deben  denegir  ni  pueden  suspender  la  ad- 
ministración de  justicia,  sino  que  resolve- 
rán (art.  18)  atendiendo,  primero,  al  es- 
píritu de  la  ley;  segundo,  á  otras  disposi- 
ciones sobre  casos  análogos,  y  tercero  á  los 
principios  generales  del  derecho. 

Respecto  de  los  principios  del  derecho 
internacional  privado  es  de  notar  el  texto 
del  art.  53,  que  dice  «que  tanto  los  guate- 
maltecos como  los  extranjeros  domicilia- 
dos en  Guatemala  pueden  ser  citados  ante 
los  tribunaliís  de  la  República  ,  para  el 
cumplimiento  de  los  contratos  que  hubie- 
ren celebrado  aun  en  país  extranjero,  en 
materias  sobre  las  cuales  las  leyes  de  Gua- 
temala permitan  contratar». 

El  Código  sólo  establece  reglas  para  el 
contrato  de  matrimonio;  el  art.  132  consi- 
dera válidos  los  matrimonios  contraídos 
por  extranjeros  residentes  en  la  Repúbli- 
ca, celebrados  con  arreglo  á  las  leyes  de 
sus  diferentes  nacionalidades,  y  el  130  fa- 
culta á  las  personas  de  diferentes  creencias 
que  no  puedan  por  tanto  contraer  vinculo 
sacramííntal  jjara  celebrar  el  matrimonio 
con  arreglo  á  las  leyes  civiles.  El  divorcio  es 
la  separación  de  los  casados  quedando  sub- 
sistente el  vínculo  matrimonial  (art.  165); 
y  entre  las  causas  ordinariamente  señala- 


das se  encuentran,  además,  en  el  Código 
de  esta  República,  el  odio  c  ipital  de  alguno 
de  los  cónyuges,  manifestado  por  frecuen- 
tes riñas  graves,  la  de  negarse  la  mujer, 
sin  graves  y  justas  causas,  á  .seguir  á  su 
marido,  y  la  ausencia  también  sin  justa 
causa,  por  más  de  cinco  años. 

El  marido  no  podrá  desconocer  á  los  hi- 
jos alegando  el  adulterio  de  la  madre,  aun- 
que ésta  declare  contra  la  legitimidad,  á  no 
ser  que  le  haya  ocultado  de  nacimiento,  ó 
liaya  acaecido  durante  una  ausencia  del 
marido  de  más  de  diez  meses,  (art.  203). 

La  tutela  es  de  cuatro  clases:  natural, 
testamentaria,  legítima  y  judicial,  (articu- 
lo 306).  La  primera  es  la  que  corresponde 
al  padre  y,  en  su  defecto  á  la  madre. 

Como  en  la  zona  tórrida  el  desarrollo 
es  rápido  y  la  vejez  temprana,  el  artículo 
28  toma  un  término  medio  entre  el  Fuero 
Juzgo  y  las  Partidas  y  fija  la  mayor  edad  á 
los  veintiún  años. 

El  Código  no  admite  la  restitución  in  in- 
tcgrum . 

Los  efectos  del  dominio  son,  según  el 
artículo  514,  el  derecho  que  tiene  el  pro- 
pietario de  usar  de  la  cosa  y  hacer  suyos 
los  frutos  y  todo  lo  accesorio  de  ella;  el  de 
recogerla  si  se  halla  fuera  de  su  poder;  el 
de  disponer  de  ella;  el  de  excluir  á  otros  de 
de  la  posesión  y  uso  de  la  co.sa.  Los  ani- 
males sin  marca  ajena,  que  se  encuentran 
en  las  tierras  ó  propiedades,  se  presumen 
propios  del  dueño  de  éstas,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario,  (art.  588.) 

La  prescripción  ocupa  el  lugar  corres- 
pondiente entre  los  diversos  modos  de  ad- 
quirir, por  más  que  también  se  la  conside- 
(art.  629)  como  medio  de  librar.sp  (ie  un 
cargo  ú  obligación  mediante  el  transcurso 
de  cierto  tiempo  y  bajo  ciertas  condicio- 
nes. Los  aue  tienen  capacidad  para  enaje- 
nar, pueaen  renunciar  la  prescripción  ya 
consumada,  pero  el  derecho  de  prescribir, 
positiva  ó  negativamente,  es  irrenunciable 
(art.  634).  Todos  los  bienes  inmuebles,  dice 
el  artículo  653,  se  prescriben  en  rlvm  años 
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entre  presentes  y  díe^  entre  ausentes;  este 
plazo  tan  breve  tiene  por  objeto,  según  el 
informe  de  la  Comisión  Codificadora,  evi- 
tar la  inseguridad  en  el  dominio  de  las  co- 
sas. La  prescripción  de  las  cosas  muebles 
exige  el  lapso  de  dos  años,  y  si  éstas  hubie- 
ren sido  perdidas  por  su  dueño  ó  adquiri- 
das por  medio  de  un  delito  y  hubieren  pasa- 
do á  un  tercero  de  buena  fe,  sólo  prescribi- 
rán á  favor  de  éste  pasados  seis  años  (artícu- 
los 654  y  655).  Los  sueldos,  salarios,  jorna- 
les ú  otras  retribuciones  por  la  prestación 
de  cualquier  servicio  personal  prescriben  á 
los  dos  años. 

En  un  titulo  especial  destinado  á  la  ena- 
jenación en  general  se  consigna  que,  ade- 
más de  la  evicción  y  saneamiento  á  que 
está  obligado  el  que  enajena  algo  por  titu- 
lo oneroso,  como  en  la  venta,  permuta, 
pago,  dote  necesaria,  transacción,  etcéte- 
ra (art.  693),  hay  también  lugar  á  dicha 
prestación,  entre  las  cosas  que  se  adquie- 
ren á  titulo  lucrativo:  en  las  súplicas  de 
partición  de  los  bienes  comunes  y  en  los 
legados  genéricos  (art.  695). 

El  que  tiene  descendientes  puede  donar 
hasta  la  sexta  parte  de  sus  bienes;  el  que 
sólo  tiene  ascendientes  puede  donar  hasta 
la  cuarta,  y  el  que  no  tiene  unos  ni  otros 
puede  donar  hasta  la  tercera  (art.  711.) 
Son  nulas  las  donaciones  entre  marido  y 
mujer  durante  el  matrimonio,  las  de  in- 
muebles á  favor  de  manos  muertas,  las  que 
se  hagan  á  los  confesores  ó  á  sus  parientes 
consinguineos,  dentro  del  cuarto  grado,  ó 
afines  dentro  del  segundo,  á  no  ser  que 
sean  parientes  del  donante,  dentro  de  los 
mismos  grados;  las  hechas  en  fraude  de  la 
legitima  de  los  descendientes  y  las  hechas 
en  fraude  de  los  acreedores  (art.  743.) 

De  los  padres,  abuelos  y  demás  ascen- 
dientes, son  herederos  forzosos  los  hijos, 
nietos  y  demás  descendientes  legítimos, 
sin  distinción  de  matrimonios;  los  hijos  ile- 
gitimos  reconocidos  son  herederos  forzo- 
sos de  sus  padres,  no  habiendo  hijos  legí- 
timos ó  legitimados;  los  padres,  abuelos  y 
demás  ascendientes  legítimos,  son,  por  ca- 
beza, según  distinción  de  líneas,  herederos 
forzo.sos  de  sus  hijos,  nietos  y  descendien- 
tes que  fallecen  sin  dejar  descendencia 
con  derecho  á  heredar.  (Arts.  753  á  75S.) 
El  derecho  de  representación  no  existe  en 
la  línea  ascendente,  y  enila  línea  colateral 
.sólo  la  hay  para  que  al  heredar  á  un  her- 
mano se  cuente  entre  los  hermanos  sobre- 
vivientes á  otro  premuerto,  dejando  hijos, 
los  cuales  vienen  ú  recibir  la  parte  de  he- 
rencia que  1(;  habría  correspondido  si  vi- 
viere, á  tenor  del  art.  763. 

El  orden  de  suceder  legalmente,  es  el 
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siguiente:  Los  hijos  y  descendientes,  los 
primeros  por  cabezas  y  los  segundos  por 
estirpes;  los  ascendientes,  el  cónyuge,  los 
colaterales  hasta  el  cuarto  grado  (artícu- 
los 951  á  953.) 

Puede  hacerse  testamento  abierto,  por 
escritura  pública  ó  por  escritura  privada 
y  cerrada  (arts.  766  á  768).  El  art.  769  pre- 
viene que  en  todo  testamento  el  testador 
debe  expresar  por  sí  su  voluntad,  no  bas- 
tando que  conteste  «si»  ó  «no;»  ni  que  haga 
señales  á  las  preguntas  que  se  le  dirijan. 
Las  solemnidades  del  testamento  en  escri- 
tura pública  además  de  los  requisitos  de 
otro  orden,  son  la  presencia  en  un  solo  ac- 
to, desde  el  principio  hasta  el  fin  del  otor- 
gamiento, del  testador,  el  escribano  y  tres 
testigos  vecinos  del  lugar;  de  éstos  sólo 
uno  podrá  dejar  de  tener  esta  cualidad  y 
entonces  será  substituido  por  dos  que  no  lo 
sean;  en  el  del  hijo  debe  intervenir  un  tes- 
tigo más  (articulo  774.) 

En  el  testamento  que  se  otorga  en  escri- 
tura privada,  es  decir,  sin  escribano,  es 
indispensable  la  presencia  de  cinco  testi- 
gos, si  hay  dos  ó  más  vecinos,  y  seis  cuando 
sólo  uno  lo  fuere  (art.  775).  Para  el  testa- 
mento cerrado  se  requiere  su  entrega  al 
escribano  ante  siete  testigos  (art.  777).  Los 
especiales  son  los  otorgados  por  militares 
en  campaña,  en  plaza  sitiada  ó  prisioneros 
por  los  navegantes  y  por  las  personas  que 
se  hallen  en  lugar  incomunicado;  estas  úl- 
timas podrán  hacerlo  ante  el  Juez  local  y 
dos  testigos  (arts  784  á  786);  también,  en 
caso  de  necesidad,  puede  otorgarse  testa- 
mento por  los  presos  y  detenidos  ante  el 
Jefe  de  la  prisión  y  dos  testigos  (art.  790). 
El  extranjero  que  disponga  en  su  última 
voluntad  de  los  bienes  que  tenga  en  Gua- 
temala, habrá,  según  el  art.  796,  de  hacer 
su  testamento  arreglándose  á  las  disposi- 
ciones del  Código  que  examinamos;  cuan- 
do disponga  de  bienes  que  tenga  fuera  del 
territorio  de  esta  República,  podrá  arre- 
glarse á  las  leyes  del  país  donde  tenga  los 
bienes  ó  á  las  del  lugar  de  su  nacimiento  ó  á 
los  de  dicho  Código,  á  menos  que  tuviere 
en  Guatemala  herederos  forzosos,  confor- 
me al  mismo  (arts.  797  y  798). 

El  Código  de  esta  República  no  admite 
ni  los  poderes  para  testar,  ni  las  institu- 
ciones fideicomisarias  (art.  SOS).  Tampoco 
autoriza  el  contrato  de  sucesión  reciproca 
entre  cónyuges  ni  entre  otras  personas,  ni 
el  testamento  mancomunado  (arts.  SOS 
y  809.) 

Únicamente  son  incapaces  para  ser  he- 
rederos á  tenor  del  .^rt.  ^11  las  manos 
muertas,  e!  confesor  del  testador,  aunqua 
no  lo  sea  en  su  última  enfermedad,  enten- 
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diéndose  á  este  efecto,  por  confesor  el  sa- 
cerdote con  quien  se  hubiere  confesado  el 
testador,  aun  cuando  sólo  haya  sido  una 
sola  vez,  los  parientes  consanguíneos  del 
confesor  hasta  su  cuarto  grado  y  sus  afi- 
nes hasta  en  el  segundo,  á  no  ser  que  el  pa- 
riente del  confesor  lo  sea  también  del  tes- 
tador, el  ahna  del  testador,  los  médicos, 
cirujanos  y  boticarios  que  hayan  asistidoal 
testador  en  la  última  enfermedad;  á  menos 
que  sean  sus  parientes  consanguíneos  den- 
tro del  cuarto  grado,  el  escribano  que  au- 
toriza el  testamento,  su  mujer,  sus  padres, 
hijos,  nietos,  suegros,  nueras  ó  yernos. 

Sustituciones  no  acepta  el  Código  más 
que  la  vulgar  (art.  832.) 

La  viuda,  cuando  no  sea  heredera  y  ca- 
rezca de  lo  necesario  para  vivir,  heredará 
la  cuarta  parte  de  los  bienes  del  marido, 
haya  ó  no  testamento.  El  viudo  tiene  el 
mismo  derecho  á  la  cuarta  parte  de  los 
bienes  de  su  mujer  cuando,  además  de  ca- 
recer de  lo  necesario  para  vivir,  queda  in- 
válido ó  habítualmente  enfermo  ó  en  una 
edad  mayor  de  sesenta  años;  esta  cuarta 
conyugal  se  deduce  después  de  rebajar  las 
deudas  de  la  herencia,  y  el  quinto  de  libre 
disposición  (arts.  983  á  985.) 

La  lev  no  reconoce  bienes  reservables 
(art.  1.Í88.) 

En  materia  de  obligaciones,  punto  tra- 
tado con  brevedad  suma,  ofrece  el  Código 
de  Guatemala  las  siguientes  particularida- 
des: Los  contratos  cuyo  valor  exceda  de 
quinientos    pesos  deben    hacerse   constar 

f)or  escrito  (art.  1.403);.  para  la  validez  de 
os  contratos  requiere  el  art.  1.406,  el  con- 
sentimiento de  las  partes,  su  capacidad 
para  contratar  cosa  cierta  que  sea  materia 
del  contrato  y  causa  justa  para  obligarse. 
Los  preceptos  relativos  á  cada  uno  de  los 
diver.'íos  contratos  son  los  exigidos  por  su 
d¡ver.sa  naturaleza,  y  después  de  ocupar.so 
de  modo  análogo  el  Código  de  Honduras 
de  los  cuasi  contratos  y  cuasi  delitos,  tra- 
ta, en  los  arts.  2.298  y  siguientes  de  los 
modos  generales  de  extinguiríc  las  obli- 
gaciones que  son:  el  pago,  el  perdón  vo- 
luntario ó  condonación,  la  confusión,  la 
compensación,  la  novación,  el  mutuo  dis- 
curso, la  ol)lación  y  consignación  y  des- 
trucción de  la  co.sa.  La  acción  para  pedir 
la  rescisión  de  los  contratos,  durados  años, 
contados  desde  que  se  contrajo  la  obliga- 
ción (art.  2.363)  y  la  de  nulidad  cuatro 
íart  2.269). 

El  abandono  voluntario  que  el  deudor 
hace  de  todos  sus  bienes  á  su  acreedor  ó 
acreedores,  cuando  á  consecuencia  de  ac- 
cidentes inevitables,  no  se  halla  en  estado 
á«  pagar  sus  deudas,  puede   implorarse 


aun  cuando  medie  estipulación  en  contra- 
rio, y  entre  otros  efectos,  produce  el  de 
quedar  libre  de  todo  apremio  personal  <ar- 
tículos  2.370  á  2.375).  También  existe  re- 
glamentado en  este  Código  el  beneficio  de 
competencia  (arts.  2.381  y  siguientes). 

Un  título  contiene  al  final  el  Código  de- 
dicado á  la  interpretación,  cuyos  precep- 
tos, por  lo  explícitos  conviene  transcribir: 
Refiérense  unos  á  la  interpretación  de  las 
leyes  y  otros  á  la  de  los  contratos.  Entre 
los  primeros  figuran  los  siguientes:  Cuan- 
do el  sentido  de  la  ley  es  claro,  no  se  des- 
atenderá su  tenor  literal,  á  pretexto  de 
consultar  su  espíritu;  pero  bien  se  puede 
para  interpretar  una  expresión  oscura  de 
la  ley,  recurrir  á  su  intención  ó  espíritu, 
claramente  manifestado  en  ella  misma,  ó 
en  la  historia  fidedigna  de  su  estableci- 
miento. Las  palabras  de  la  ley  so  enten- 
derán en  su  sentido  natural  y  obvio,  según 
el  uso  general  de  las  mismas  palabras;  pero 
cuando  el  legislador  las  haya  definido  ex- 
presamente para  ciertas  materias,  se  les 
dará  en  éstas  su  significado  legal.  Las  pa- 
labras técnicas  de  toda  ciencia  ó  arte,  se 
tomará  en  el  sentido  que  les  den  los  que 
profesan  la  misma  ciencia  ó  arte;  á  menos 
que  aparezca  claramente  que  se  han  to- 
mado en  sentido  diverso.  El  contexto  de  la 
ley  servirá  para  ilustrar  el  sentido  de  cada 
una  de  sus  partes,  de  manera  que  haya 
entre  todas  ellas  la  debida  corresponden- 
cia y  armonía.  Los  pasajes  oscuros  de  una 
ley  pueden  ser  ilustrados  por  medio  de 
otras  leyes,  particularmente  si  versan  so- 
bre el  mismo  asunto.  Lo  favorable  ú  odio- 
so de  una  disposición  no  se  tomará  en 
cuenta  para  ampliar  ó  restringir  su  inter- 
pretación. La  extensión  que  debe  darse 
á  toda  ley  se  determinará  por  su  genuino 
sentido  y  según  las  reglas  precedentes.  En 
los  casos  á  que  no  pudieren  aplicarse  di- 
chas reglas,  se  interpretarán  los  pasajes 
oscuros  ó  contradictorios  del  modo  que 
más  conforme  parezca  al  espíritu  general 
de  la  legislación  y  á  laequidad  natural. 

Las  concernientes  á  los  contratos  son 
éstas:  En  todo  contrato  debe  atenderse 
más  á  la  intención  común  de  las  ymrtes 
que  al  sentido  literal  de  las  palabras. 
Cuando  una  cláusula  presenta  dos  senti- 
dos, uno  adaptable  y  otro  contrario  á  su 
validez,  debo  de(;lararse  según  el  sentido 
que  puede  darle  efecto.  Los  términos  son 
susceptibles  de  dos  sentidos,  deben  tomar- 
se en  el  que  más  conviene  á  la  naturaleza 
ó  á  la  materia  del  contrato.  En  los  casos 
de  duda  por  oscuridad  ó  ambigüedad, 
cuando  no  aparece  la  voluntad  de  las  par- 
tes, debe  6sta  ser  la  práclic-a  observada  «m 
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los  casos  de  igual  naturaleza.  Todas  las 
cláusulas  del  contrato  se  interpretan  las 
unas  por  las  otras,  dando  á  cada  una  de 
ellas  el  sentido  que  resulte  de  la  totalidad 
de  la  escritura.  Si  la  duda  no  puede  re- 
solverse por  los  medios  indicados,  debe  de- 
cidirse contra  el  estipulante  y  en  favor  del 
obligado.  Cuando  en  un  contrato  se  ha 
expresado  un  caso  para  explicar  la  obli- 
gación, no  se  entenderá  por  sólo  esto  ha.- 
berse  querido  restringir  toda  la  obligación 


á  solo  este  caso,  excluyendo  los  otros  á 
que  naturalmente  se  extienda.  Tratándose 
de  una  obligación  debe  estarse  en  caso  de 
duda,  más  por  la  afirmativa  que  por  la  ne- 
gativa, y  viceversa  si  se  trata  de  una  libe- 
ración. Cuando  por  los  términos  en  que 
está  concebido  el  contrato  no  puede  ve- 
nirse en  conocimiento  de  cuál  haya  sido 
la  intención  ó  voluntad  de  los  contratan- 
tes sobre  el  objeto  principal,  es  nula  la 
oblia;ación. 


III 


CÓDIGO  DE  COmERCIO 

Saneionado  en  15  de  Septiembre  de  1898  para  eomenzat» 
á  pegip  en  1.°  de  pebrero  de  1899 


TITULO    PRELIMINAR 
Disposiciones  generales. 

Artículo  1.°  El  Código  de  Comercio 
rige  las  oljligaciones  de  los  comerciantes 
que  se  refieran  á  operaciones  mercantiles, 
las  que  contraigan  personas  no  comercian- 
tes para  asegurar  el  cumplimiento  de  obli- 
gaciones comerciales,  y  las  que  resulten  de 
contratos  exclusivamente  mercantiles. 

Art.  2."  En  los  casos  que  no  estén  es- 
pecialmente resueltos  por  este  Código  se 
aplicarán  las  disposiciones  del  Código  Ci- 
vil (1). 

Art.  3."    Son  actos  de  comercio: 

1.°  La  compra  y  permute  de  cosas 
muebles,  hecha  con  ánuno  de  venderlas, 
permutarlas  ó  arrendarlas  en  la  misma 
forma  ó  en  otra  distinta,  y  la  venta,  per- 
muta ó  arrendamiento  de  estas  mismas  co- 
sas; sin  em bango,  no  son  actos  de  comercio 
la  compra  ó  permuta  de  objetos  destinados 
á  complementar  accesoriamente  las  opera- 
ciones principales  de  una  industria  no  co- 
mercial. 

2.°  La  compra  de  un  establecimiento 
de  comercio. 

3.°  El  arrendamiento  de  cosas  muebles 
hecho  con  ánimo  de  .subarrendarlas. 

4.°     La  comisión  ó  mandato  comercial. 

5.''  Las  empresas  de  fábricas,  manufac- 
turas, almacenes,  tiendas,  bazares,  fondas, 
cafés  y  otros  establecimientos  semejantes. 

6."  Las  empresas  de  transporte  por  tie- 
rra, ríos  ó  canales  navegaljles. 

7.°  Las  emjjresas  de  depósito  de  mer- 
caderías ,  provisiones  ó  suministros',  las 
agencias  de  negocios  y  los  martillos. 

8.°  Las  empresas  de  seguros  terrestres 
ú  prima,  inclusas  aquellas  que  aseguran 
mercaderías  transportadas  por  canales  ó 
ríos. 


(l)    Inserto  en  este  tomo. 


9.°  El  giro  de  letras  de  cambio  ó  libran- 
zas entre  toda  clase  de  personas,  y  las  re- 
mesas de  dinero  de  una  plaza  á  otra,  he- 
chas en  virtud  de  un  contrato  de  cambio. 

10.  Las  operaciones  de  banco,  las  de 
cambio  y  corretaje. 

11.  Las  operaciones  de  bolsa. 

12.  Las  empresas  de  construcción,  ca- 
rena, compra  y  venta  de  naves,  sus  apare- 
jos y  vituallas. 

13.  Las  asociaciones  de  armadores. 

14.  Las  expediciones,  transportes,  de- 
pósitos ó  consignaciones  marítimas. 

15.  Los  ñetamentos  ,  préstamos  á  la 
gruesa,  seguros  y  demás  contratos  concer- 
nientes al  comercio  marítimo. 

16.  Los  hechos  que  producen  obligacio- 
nes en  los  casos  de  averías,  naufragios  y 
salvamentos. 

17.  Las  convenciones  relativas  i  los  sa- 
larios del  sobrecargo.  Capitán,  oficiales  y 
tripulación. 

18.  Los  contratos  de  los  corredores  ma- 
rítimos, pilotos,  lemanes  y  gente  de  mar 
para  el  servicio  de  las  naves. 

Art.  4."  Las  costumbres  mercantiles 
suplen  el  silencio  de  la  le^,  cuando  los  he- 
chos que  las  constituyen  son  uniformes, 
públicos,  generalmente  ejecutados  en  el 
Estado  ó  en  una  determinada  localidad,  y 
reiterados  por  un  largo  espacio  de  tiempo, 
que  se  apreciará  prudencial  mente  por  los 
Tribunales. 

Art.  5.°  No  constando  á  los  Tribunales 
que  conocen  de  una  cuestión  entre  partes 
la  autenticidad  de  la  costumbre  que  se  in- 
voque, sólo  podrá  ser  probada  por  alguno 
de  estos  medios: 

1."  Por  un  testimonio  fehaciente  de  dos 
.sentencias  que,  aseverando  la  existencia 
de  la  costumbre,  hayan  sido  ¡Tonunciadas 
conforme  á  ella. 

2.°  Por  tres  escrituras  públicas  ante- 
riores á  los  heclios  que  motivan  el  juicio 
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en  que  debe  obrar  la  pruebí,  y  otorgadas 
entre  partes  extrañas  á  la  que  la  invoca. 

Art.  6.'^  Laá  costumbres  mercantiles 
servirán  de  regla  para  determinar  el  sen- 
tido de  las  palabras  ó  frases  técnicas  del 
comercio,  y  para  interpretar  los  actos  ó 
convenciones  mercantiles. 


lilBHO   PÍ^IQDEHO 

De  los  eomereiantes  y  de  los 
agentes  del  eomepeio. 


TÍTULO  PRIMERO 

De  la  calificación  de  los  comerciantes 
y  del  registro  del  comercio. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE   LOS   COMERCIANTES 

Art.  7."  Son  comerciantes  los  que  te- 
niendo capaci  'ad  para  contratar  hacen  del 
comercio  su  profesión  habitual. 

Art.  S.°  No  es  comerciante  el  que  eje- 
cuta accidentalmente  un  acto  de  comer- 
cio; pero  queda  sujeto  á  las  leyes  de  co- 
mercio en  cuanto  á  los  efectos  del  acto. 

Art.  9."  Los  menores  comerciantes  ha- 
bilitados de  edad  pueden  hipotecar  sus  bie- 
nes inmuebles  para  asegurar  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  mercantiles  que 
contraigan. 

Pueden  también  venderlos  en  los  casos 
y  con  las  solemnidades  que  prescribe  el 
Código  Civil  (1). 

Art.  10.  Cuando  los  hijos  de  familia  y 
los  menores  que  administran  su  peculio 
profesional  en  virtud  de  la  autorización 
que  les  confiere  el  Código  Civil  (2),  ejecu- 
taren algún  acto  de  comercio,  quedarán 
obligados  hasta  concurrencia  de  su  pecu- 
lio y  sometidos  á  las  leyes  de  comercio. 

Art  11.  Puede  asimismo  comerciar  la 
mujer  casada  mayor  de  veintiún  años,  con 
previa  autorización  del  marido,  otorgada 
en  escritura  pública. 

Sin  embargo,  .si  la  mujer  casada,  mayor 
de  edad,  ejerce  públicamente  el  comercio, 
se  presume  la  autorizución  del  marido  para 
todos  los  actos  relativos  á  esa  profesión, 
aun  cuando  no  se  haya  otorgado  escritura 
pública,  mientras  no  intervenga  reclama- 
ción ó  protesta  de  su  marido,  notificada  de 


antemano  al  público,  ó  especialmente  al 
que  contratare  con  la  mujer. 

No  necesita  autorización  del  marido  la 
mujer  que  en  las  capitulaciones  matrimo- 
niales se  ha  reservado  la  administración 
del  todo  ó  parte  de  sus  bienes,  en  lo  que 
respecta  á  esta  administración  separada. 

Art.  12.  La  mujer  casada  mayor  de 
diez  y  ocho  años  y  menor  de  veintiuno 
puede  igualmente  comerciar  llenando  es- 
tos requisitos: 

1."  Que  el  marido  mayor  de  edad  le 
otorgue  la  autorización  competente.  Si  el 
marido  fuere  menor  de  diez  y  ocho  años, 
la  autorización  deberá  ser  aprobada  por  el 
Juez. 

2.°  Que  el  decreto  aprobatorio  sea  re- 
gistrado y  publicado  en  la  forma  prescrita 
por  la  ley. 

Art.  13.  Revocada  la  autorización  con- 
cedida á  la  mujer  casada,  el  marido  debe- 
rá hacer  registrar  y  publicar  un  extracto 
de  la  escritura  revocatoria,  so  pena  de  res- 
ponder á  los  terceros  de  buena  fe  de  las 
obligaciones  que  la  mujer  contrajere  des- 
pués de  la  revocación. 

Art.  14.  La  mujer  casada  no  será  con- 
siderada como  comerciante,  si  no  hace  un 
comercio  separado  del  de  su  marido. 

Art.  15.  La  mujer  que  comercia  con 
autorización  expresa  ó  tácita  obliga  á  la 
responsabilidad  de  sus  actos  los  bienes  de 
su  marido,  los  de  la  sociedad  conyugal  y 
los  suyos  propios,  de  cualquier  naturaleza 
que  sean. 

Si  comerciare  con  autorización  expresa 
del  marido,  la  escritura  de  autorización 
podrá  limitar  la  responsabilidad,  excluyen- 
do el  marido  susbienes  y  los  de  la  sociedad. 

Art.  16.  La  mujer  que  ha  obtenido  se- 
paración de  bienes  siendo  mayor  de  edad, 
puede  comerciar,  previo  el  registro  y  pu- 
blicación de  la  sentencia  de  separación 

Si  la  mujer  separada  de  bienes  fuere  ma- 
yor de  diez  y  ocho  años  y  menor  de  vein- 
tiuno, necesitará  autorización  del  marido, 
ó  del  Juez  en  subsidio. 

Art.   17.     La  mujer  casada,  mayor  de 
edad,  que  fuere  comerciante,  puede  hipo- 
tecar y  vender  libremente  sus  bienes  in-  ' 
muebles. 

Si  fuese  mayor  de  diez  y  ocho  años  y 
menor  de  veintiuno,  podrá  también  hipote- 
car y  vender,  observando  en  la  venta  lo 
dispuesto  en  el  Código  Civil  (1). 

Art.  18.  El  menor  comerciante  y  la 
mujer  separada  de  bienes  pueden  compa- 
recer en  juicio  por  sí  solos  en  todas  las 
cuestiones  relativas  á  su  comercio. 


(1^ 


Preinserto, 
ídem. 


(1)    Preinserto. 
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La  mujer  no  separada  de  bienes  no  pue- 
de estar  en  juicio  sin  la  autorización  escri- 
ta de  su  marido  ó  de  la  justicia  en  sub- 
sidio. 

Art.  19.  Los  contratos  celebrados  por 
personas  á  quienes  esté  prohibido  por  las 
leyes  el  ejercicio  del  comercio,  no  produ- 
cen acción  contra  el  contratante  capaz; 
pero  conñeren  á  éste  derecho  para  deman- 
dar á  su  elección  la  nulidad  ó  cumplimien- 
to de  ellos,  á  menos  que  se  pruebe  que  ha 
procedido  de  mala  fe. 

CAPITULO  II 

DEL    REGISTRO    DK    COMERCIO. 

Art.  20.  En  la  cabecera  de  cada  depar- 
tamento y  en  las  plazas  que  el  Presidente 
del  Estado  juzgue  conveniente,  se  llevará 
un  registro  en  que  se  anotarán  todos  los 
documentos  que  según  este  Código  deben 
sujetarse  á  inscripción. 

Art.  21.  Las  reglas  y  formalidades  re- 
lativas á  la  organización  del  Registro  de 
Comercio,  á  los  deberes  y  funciones  del 
Registrador,  y  á  la  forma  y  solemnidad  de 
las  inscripciones  .se  determinarán  en  el 
Código  Civil  al  tratar  del  Registro  de  la 
Propiedad. 

TÍTULO  II 

De  las  obligaciones  de  los  comer- 
ciantes. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  INSCRIPCIÓN  DE  DOCUMENTOS 

Art.  22.  En. el  registro  de  comercióse 
tomará  razón,  en  extracto,  y  por  orden  de 
números  y  fechas,  da  los  siguientes  docu- 
mentos: 

1°  De  la»  capitulaciones  matrimonia- 
les, inventarios  solemnes,  testamentos,  ac- 
tos de  partición,  sentencias  de  adjudica- 
ción, escrituras  públicas  de  donación,  ven- 
ta, permuta  ú  otras  de  igual  autenticidad 
que  impongan  al  marido  alguna  responsa- 
bilidad á  favor  de  la  mujer. 

2."  De  las  sentencias  de  divorcio  ó  se- 
paración de  bienes,  y  de  las  liquidaciones 
practicadas  para  determinar  las  especies 
ó  cantidades  que  el  marido  deba  entregar 
A  su  mujer  divorciada  ó  separada  de  bienes. 

3."  De  los  documentos  justificativos  de 
los  haberes  del  hijo  ó  pupilo  que  está  bajo 
la  potestad  del  padre  ó  tutor. 

4."  De  las  escrituras  de  sociedad,  sea 
ésta  colectiva,  en  comandita  ó  anónima,  y 
de  las  en  que  los  socios  nombraren  geren- 
te de  la  sociedad  en  liquidación. 


5."  De  los  poderes  que  los  comercian- 
tes otorguen  á  sus  factores  ó  dependientes 
para  la  administración  de  sus  negocios,  y 
de  su  revocación. 

Art.  23.  La  toma  de  razón  de  los  docu- 
mentos especificados  en  el  articulo  ante- 
rior, deberá  todo  comerciante  hacerla  efec- 
tuar dentro  del  término  de  quince  días, 
contados,  según  el  caso,  desde  el  día  del 
otorgamiento  del  documento  sujeto  á  ins- 
cripción, ó  desde  la  fecha  en  que  el  mari- 
do, padre  ó  tutor  principie  á  ejercer  el 
comercio. 

Art.  24.  Las  escrituras  sociales  y  los 
poderes  de  que  no  se  hubiere  tomado  razón 
no  producirán  efecto  alguno  entre  los  so- 
cios, ni  entre  el  mandante  y  mandatario; 
pero  los  actos  ejecutados  ó  contratos  cele- 
brados por  los  socios  ó  mandatarios  surti- 
rán pleno  efecto  respecto  de  terceros. 

CAPÍTULO  II 

DE    LA    CONTABILIDAD    MERCANTIL 

Art.  25.  Los  comerciantes  llevarán  ne- 
cesariamente: 

1."    Un  libro  de  Inventario  y  Balances. 

2.°     Un  libro  Diario. 

3."     Un  libro  Mayor. 

A.°  Un  libro  Copiador  de  cartas  y  tele- 
gramas. 

Las  sociedades  y  compañías  llevarán 
también  un  libro  ó  libros  de  actas  en  los 
que  constarán  todos  los  acuerdos  que  .se 
refieran  á  la  marcha  de  operaciones  socia- 
les, tomados  por  las  juntas  generales  y  los 
consejos  de  administrabión. 

Art.  26.  Los  libros  deberán  ser  llera- 
dos  en  lengua  castellana,  bajo  multa  de 
cien  á  quinientos  pesos  en  caso  de  contra- 
vención. 

En  los  casos  de  exhibición  judicial,  los 
libros  escritos  en  idioma  extt-anjero  serán 
traducidos  á  costa  del  dueño  por  un  intér- 
prete nombrado  de  oficio,  sin  perjuicio 
del  pago  de  la  multa. 

Art.  27.  Podrán  llevar  además  los  li- 
bros que  estimen  convenientes  según  el 
sistema  de  contabilidad  que  adopten. 

Art.  28.  Los  comerciantes  podrán  lle- 
var los  libros  por  si  mismos,  ó  por  perso- 
nas á  quienes  autoricen  para  ello. 

Si  el  comerciante  no  llevare  los  libros 
por  sí  mismo,  se  presumirá  concedida  la 
autorización  al  que  los  lleve,  salvo  prueba 
en  contrario. 

Art.  89.  Presentarán  los  comerciantes 
los  libros  á  que  se  refiere  el  art.  25  encua- 
dernados, forrados  y  foliados  al  Alcalde 
Municipal  del  distrito  en  donde  tuvieren 
su   establecimiento   mercantil,    para   que 
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ponga  en  el  primer  folio  de  cada  uno  nota 
firmada  de  los  que  tuviere  el  libro. 

Se  estampará  además  en  todas  las  hojas 
de  cada  libro  el  sello  de  la  Alcaldía  Muni- 
cipal que  lo  autorice. 

Art.  30.  El  libro  de  inventarios  y  ba- 
lances empezará  por  el  inventario,  que 
deberá  formar  el  comerciante  al  tiempo  de 
dar  principio  á  sus  operaciones,  y  con- 
tendrá: 

1."  La  relación  exacta  del  dinero,  va- 
lores, créditos,  efectos  al  cobro,  bienes 
muebles  é  inmuebles,  mercaderías  y  efec- 
tos de  todas  clases,  apreciados  en  su  valor 
real  y  que  constituyan  su  activo. 

2.°  La  relacii'>n  exacta  de  las  deudas  y 
toda  cla^e  de  obligaciones  pendienteá,  si 
las  tuviere  y  que  formen  su  pasivo. 

3.°  Fijará,  en  su  caso,  la  diferencia 
exacta  entre  el  activo  y  el  pasivo,  que  será 
el  capital  con  que  principia  sus  operacio- 
nes. 

El  comerciante  formará  además  anual- 
mente y  extenderá  en  el  mismo  libro,  el 
balance  general  de  sus  negocios,  con  los 
pormenores  expresados  en  este  artículo  y 
de  acuerdo  con  los  asientos  del  Diario,  sin 
reserva  ni  omisión  alguna,  bajo  su  firma  y 
responsabilidad. 

Art.  31.  En  el  mismo  Diario  .se  asenta- 
rá por  primera  partida  el  resultado  del  in- 
ventario de  que  trata  el  artículo  anterior, 
dividido,  en  una  ú  varias  cuentas  consecu- 
tivas, según  el  sistema  de  contabilidad  que 
se  adopte. 

Seguirán  después,  día  por  día,  todas  sus 
operaciones,  expresando  cada  asiento  el 
cargo  y  descargo  de  las  respectivas  cuen- 
tas. 

Cuando  las  operaciones  sean  numerosas, 
cualquiera  que  sea  su  importancia,  ó  cuan- 
do hayan  tenido  lugar  fuera  del  domicilio, 
podrán  anotarse  en  un  solo  asiento  las  que 
se  refieran  á  cada  cuenta  y  se  hayan  veri- 
ficado en  cada  día;  pero  guar.iando  en  la 
expresión  de  ellas,  cuando  se  detallen,  el 
orden  mismo  en  que  so  hayan  verificado. 

Se  anotarán  asimismo,  en  la  fecha  en 
que  las  retire  de  caja,  las  cantidades  que  el 
comerciante  destine  á  sus  gastos  domésti- 
cos, y  se  llevarán  á  una  cuenta  especial, 
que  ai  intento  se  abrirá  en  el  Libro  Mayor. 

Art.  32.  Las  cuentas  con  cada  objeto  ó 
per.sona  en  p;irti(Milar  se  abrirán  además 
por  Deber  y  Haber  en  el  Libro  M  lyor,  y  á 
cada  una  de  estas  cuentas  .se  trasladarán, 
por  orden  rigoroso  de  fechas,  los  asientos 
del  Diario  referentes  á  ellas. 

Art.  33.  En  el  libro  de  actas  que  lleva- 
rá cada  sociedad  se  consignarán  á  la  letra 
los  acuerdos  que  se  tomen  en  sus  juntas  ó 


en  las  de  sus  administradores,  expremndo 
la  fecha  de  cada  una,  los  asistentes  aellas, 
los  votos  emitidos  y  demás  que  conduzca 
al  exacto  conocimiento  de  lo  acordado,  au- 
torizándose con  la  firma  de  los  Gerentes, 
Directores  ó  Administradores  que  estén 
encargados  de  la  gestión  de  la  sociedad,  ó 
que  determinen  los  estatutos  ó  bases  por 
que  ésta  se  rija. 

Art.  34.  Al  libro  copiador  se  traslada- 
rán, bien  sea  á  mano  ó  valiéndose  de  un 
medio  mecánico  ó  cualquiera  otro,  integra 
y  sucesivamente,  por  orden  de  fechas,  in- 
clusas la  antefirma  y  firma,  todas  las  car- 
tas que  el  comerciante  escriba  sobre  su  trá- 
fico, y  los  despachos  telegráficos  que  ex- 
pida. 

Art.  35.  Conservarán  los  comerciantes 
cuidadosamente,  en  legajos  y  ordenadas, 
las  cartas  y  despachos  telegráficos  que  re- 
cibieren, relativos  á  sus  negociaciones. 

Art.  36.  Los  comerciantes,  ademán  de 
cumplir  y  llenar  las  condiciones  y  forma- 
lidades prescritas  en  este  Titulo,  deberán 
llevar  sus  libros  con  claridad  por  orden  de 
fechas,  sin  blancos,  interj)olacionei,  ras- 
paduras, ni  tachaduras,  y  sin  presentar 
señales  de  haber  sido  alterados,  sustitu- 
yendo los  folios,  ó  de  cualquier  otra  ma- 
nera. 

Art.  37.  Los  comerciantes  salvarán  á 
continuación,  inmediatamente  que  los  ad- 
viertan, los  errrores  ú  omisiones  en  que 
incurrieren  al  escribir  en  los  libros,  expli- 
cando con  claridad  en  qué  consistan,  y  ex- 
tendiendo el  concepto  tal  como  debiera  ha- 
berse estampado. 

Si  huljiere  transcurrido  algún  tiempo 
desde  que  el  yerro  se  cometió  ó  deade  que 
se  incurrió  en  la  omisión,  harán  el  opor- 
tuno asiento  de  rectificación,  añadiendo  al 
margen  del  asiento  equivocado  una  nota 
que  indique  la  corrección. 

Art.  38.  No  se  podrá  hacer  pesquisa  de 
oficio  por  Juez  ó  Tribunal  ni  autoridad  al- 
guna para  inquirir  si  los  comerciantes  lle- 
van sus  libros  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes de  este  Código,  ni  hacer  investigación 
ni  examen  general  de  la  contabilidad  en 
las  oficinas  ó  escritorios  de  los  comercian- 
tes. 

Art.  39.  Tampoco  podrá  decretarse  á 
instancia  de  parte  la  comunicación,  entre- 
ga ó  reconocimiento  general  de  loá  libros, 
correspondencia  y  demás  documentos  dé- 
los comerciantes,  excepto  en  los  casos  de 
liquidación,  sucesión  universal  ó  quiebra. 

Art.  40.  Fuera  de  los  casos  prefijados 
en  el  articulo  anterior,  sólo  j)odrá  decro- 
tirse  la  exhibición  de  los  libros  y  docu- 
niontos  de  los  comerciantes,  á  instancia  da 
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parte,  ó  de  oficio,  cuando  la  pei\sona  á 
quien  pertenezcan  tenga  interés  ó  res- 
ponsabilidad en  el  asunto  en  que  proceda 
la  exhibición. 

El  reconocimiento  se  hará  en  el  escrito- 
rio del  comerciante,  á  su  presencia  ó  á  la 
de  persona  que  comisione,  y  se  contraerá 
exclusivamente  á  los  puntos  que  tengan 
relación  con  la  cuestión  que  se  ventile, 
siendo  éstos  los  únicos  que  podrán  com- 
probarse. 

Art.  41.  Para  graduar  la  fuerza  proba- 
toria de  los  libros  de  los  comerciantes,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

1.*  Los  libi'os  de  los  comerciantes  pro- 
barán contra  ellos,  sin  admitirles  prueba 
en  contrario;  pero  el  adversario  no  ])odrá 
aceptar  los  asientos  que  le  sean  favorables 
y  desechar  los  que  le  perjudiquen,  sino 
que ,  habiendo  aceptado  este  medio  de 
prueba,  quedará  sujeto  al  resultado  que 
arrojen  en  su  conjunto,  tomando  en  igual 
consideración  todos  los  asientos  relativos  á 
la  cuestión  litigiosa. 

2.^  Si  en  los  asientos  de  los  libros  lle- 
vados-por  dos  comerciantes  no  hubiere 
'conformidad,  y  los  del  uno  se  hubieren 
llevado  con  todas  las  formalidades  expre- 
sadas en  este  titulo,  y  los  del  otro  adole- 
cieren de  cualquier  defecto,  ó  carecieren 
de  los  requisitos  exigidos  por  este  Código, 
los  asientos  de  los  libros  en  regla  harán  fe 
contra  los  defectuosos,  á  no  demostrarse 
lo  contrario  por  medio  de  otras  pruebas 
admisibles  en  derecho. 

3.*  Si  uno  de  los  comerciantes  no  pre- 
sentare sus  libros  ó  manifestare  no  tener- 
los, harán  fe  contra  él  los  de  su  adversa- 
rio, llevados  con  todas  las  formalidades 
legales,  á  no  demostrar  que  la  carencia  de 
diclios  libros  procede  de  fuerza  mayor,  y 
.salvo  siempi-e  la  prueba  conira  los  asien- 
tos exhibidos  por  otros  medios  admisibles 
en  juicio. 

4.*  Si  los  libros  de  los  comerciantes 
tuvieren  todos  los  requisitos  legales  y  fue- 
ren contradictorios,  el  Tribunal  juzgará 
por  las  demás  probanzas,  calificándolas 
según  las  reglas  generales  del  Derecho. 

Art.  42.  Los  comerciantes  y  sus  here- 
deros ó  sucesores  conservarán  los  libros, 
telegramas  y  correspondencia  de  su  giro 
en  general,  por  todo  el  tiempo  que  éste 
dure  y  hasta  cinco  años  después  de  la  li- 
quidación de  todos  sus  negocios  y  depen- 
dencias mercantiles. 

Los  do(;umentos  que  conciernan  espe- 
cialmente á  actos  ó  negociaciones  deter- 
minadas, podrán  ser  utilizados  ó  destrui- 
dos pasado  el  tiempo  de  prescripción  de 
las  acciones  que  de  ellos  se  deriven,  á  me- 


nos de  que  haya  pendiente  alguna  cuestión 
que  se  refiera  á  ellos  directa  ó  indirecta- 
mente, en  cuyo  caso  deberán  conservarse 
hasta  la  terminación  de  la  mi.sma. 

Los  comerciantes  por  menor  llevarán 
un  libro  encuadernado,  forrado  y  foliado, 
y  en  él  asentarán  diariamente  las  com- 
pras y  ventas  que  hagan  tanto  al  fiado  co- 
mo al  contado. 

En  este  mismo  libro  formarán  al  fin  de 
cada  año  un  balance  general  de  todas  las 
operaciones  de  su  giro. 

Se  considera  comerciante  por  menor  al 
que  vende  directa  y  habitualmente  al  con- 
sumidor. 

TITULO  in 

De  los  corredores. 

Art.  43.  Los  corredores  son  oficiales 
públicos  instituidos  por  la  ley  para  dispen- 
sar su  mediación  asalariada  á  los  comer- 
ciantes y  facilitarles  la  conclusión  de  sus 
contratos. 

Art.  44.  En  las  plazas  de  comercio  que 
designe  el  Presidente  del  Estado  habrá  un 
número  fijo  de  corredores,  proporciona- 
do á  su  población  y  á  la  extensión  de  su 
tráfico. 

El  número  será  fijado  por  reglamentos 
particulares. 

Art.  45.  Los  corredores  serán  nombra- 
dos por  el  Presidente  del  Estado  á  pro- 
puesta de  los  Juecas  respectivos  (1). 

Art.  46.  Para  hacer  la  proposición  los 
jueces  convocarán  á  concurso,  y  las  per- 
sonas que  quieran  tomar  parte  en  él  debe- 
rán acreditar,  de  una  manera  fehaciente, 
su  aptitud  legal  y  moral,  y  la  posesión  de 
los  conocimientos  necesarios  para  el  exac- 
to desempeño  de  las  funciones  de  co- 
rredor. 

Art.  47.  Antes  de  entrar  al  ejercicio 
de  sus  funciones,  los  corredores  prestarán 
ante  el  respectivo  Juzgado  promesa  de 
desempeñar  fiel  y  lealmente  el  car^o,  y 
rendirán  una  fianza  para  responder  délas 
condenaciones  que  se  pronunciaren  contra 
ellos  por  hechos  relativos  al  desempeño  de 
su  profesión  (2). 

Art.  48.  La  fianza  de  los  corredores 
será  de  quinientos  á  dos  mil  pesos. 

El  Presidente  designará  la  cantidad  de 
la  fianza,  según  la  importancia  de  las  pla- 
zas de  comercio  donde  los  corredores  de- 
ben desempeñar  sus  funciones. 

Art.  49.     Si  de  cualquier  modo  llegare 


(1)  V.  art.  70  de  este  Código. 

(2)  V.  art.  71  de  este  Código. 
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á  noticia  del  Juez  que  la  fianza  del  corre- 
dor se  halla  disminuida  ó  agotada,  le  or- 
denará que  la  reponga  dentro  de  treinta 
días;  y  si  el  corredor  no  lo  hiciere,  se  de- 
clarará vacante  el  destino. 

Art.  50.     No  pueden  ser  corredores: 

1.°  Los  que  tienen  prohibición  de  co- 
merciar. 

2.'*  Los  menores  de  veintiún  años,  aun- 
que sean  habilitados  de  edad,  y  las  mu- 
jeres. 

3.°  Los  que  han  sido  destituidos  de  es- 
te cargo. 

4.°  Los  que  hubieren  sido  condenados 
á  pena  añct  va. 

5."     Los  extranjeros  no  naturalizados. 

Art.  51.  Son  obligaciones  de  los  corre- 
dores: 

1.'^  Asegurarse  de  la  identidad  y  capa- 
cidad legal  para  contratar  de  las  personas 
en  cuyos  negocios  intervengan,  y  en  su 
caso  de  la  legitimidad  de  las  firmas  de  los 
contratantes. 

Cuando  éstos  no  tuvieran  la  libre  admi- 
nistración de  sus  bienes,  no  podrán  los 
corredores  prestar  su  concurso  sin  que 
preceda  la  debida  autorización  con  arre- 
glo á  las  leyes. 

2.*  Proponer  los  negocios  con  exacti- 
tud, precisión  y- claridad,  absteniéndose 
de  hacer  supuestos  que  induzcan  á  error  á 
los  contratantes. 

3."  Guardar  secreto  en  todo  lo  que 
concierna  á  las  negociaciones  que  hicie- 
ren, y  no  revelar  los  nombres  de  las  per- 
sonas que  se  las  encarguen,  á  menos  que 
exija  lo  contrario  la  ley  ó  la  naturaleza  de 
las  operaciones,  ó  que  los  interesados  con- 
sientan en  que  sus  nombres  sean  cono- 
cidos. 

4.*  Expedir,  á  costa  de  los  interesados 
que  lo  pidieren,  certificación  de  los  asien- 
tos respectivos  de  .sus  contratos. 
_  5."'  Responder  legalmente  de  la  auten- 
ticidad de  la  firma  de\  último  cedente  en 
las  negociaciones  de  letras  de  cambio  ú 
otros  valores  endosables. 

6."  Asistir  y  dar  fe  en  los  contratos  de 
compraventa  de  la  entrega  de  los  efectos  y 
de  su  pago,  si  los  interesados  lo  exigieren. 

7.'^  Recoger  del  cedente,  y  entregar  al 
tomador,  las  letras  ó  efectos  endo.sables 
que  .se  hubieren  negociado  con  su  inter- 
vención. 

8.''  Recoger  del  tomador,  y  entregar 
al  cedente,  el  importe  de  las  letras  ó  valo- 
res endosables  negociados. 

Art.  52.     Se  j)rohibe  á  los  corredores: 

t.°     Comerciar  por  cuenta  propia. 

2."  Constituirse  en  aseguradores  de 
riesgos  mercantiles. 


3.°  Negociar  los  valores  ó  mercaderías 
por  cuenta  de  individuos  ó  sociedades  que 
hayan  suspendido  sus  pagos,  ó  que  hayan 
sido  declarados  en  quiebra  ó  en  concurso, 
á  no  haber  obtenido  rehabilitación. 

4."  Adquirir  para  sí  los  efectos  de  cuya 
negociación  estuvieren  encargados,  salvo 
en  el  caso  de  que  el  corredor  tenga  que 
responder  de  faltas  del  comprador  al  ven- 
dedor. 

5.°  Desempeñar  los  cargos  de  cajeros, 
tenedores  de  libros  ó  dependientes  de  cual- 
quier comerciante  ó  establecimiento  mer- 
cantil. 

Art.  53.     Se  les  prohibe  asimismo: 
1.°    Exigir  ó  recibir  salarios  superiores 
á  los  designados  en  los  aranceles  respec- 
tivos. 

'2.°  Dar  certificaciones  sobre  hechos 
que  no  consten  en  los  asientos  de  sus  re- 
gistros. 

Podrán  sin  embargo  declarar,  en  virtud 
de  orden  de  tribunal  competente,  y  no  de 
otro  modo,  lo  que  hubieren  visto  ó  enten- 
dido en  cualquier  negocio. 

Art.  54.  Los  corredores  que  no  cum- 
plieren con  las  obligacionos  que  les  impo- 
ne este  Código,  ó  que  ejecutaren  algunos 
de  los  actos  que  les  están  prohibidos,  po- 
drán ser  suspendidos  ó  destituidos  de  su 
oficio  discrecionalmente  por  los  jueces  res- 
pectivos (1). 

Art.  55.  Los  corredores  que  interven- 
gan en  contratos  de  compraventa,  ó  en 
otras  operaciones  al  contado  ó  á  pla^o,  res- 
ponderán al  comprador  de  la  entrega  de 
los  efectos  ó  valores  sobre  que  versen  di- 
chas operaciones,  y  al  vendedor  del  pago 
del  precio  ó  indemnización  convenida. 

Art.  56.  Anotarán  los  corredores  en 
sus  libros  por  orden  correlativo  de  nume- 
ración y  de  fechas  todas  las  operaciones 
en  que  intervengan. 

Art.  57.  Los  corredores  se  entregarán 
reciprocamente  nota  suscrita  de  cada  una 
de  las  operaciones  concertadas,  en  el  mis- 
mo día  en  que  las  hayan  convenido.  Otra 
nota,  igualmente  firmada,  entregarán  á 
sus  comitentes,  y  éstos  á  los  corredores, 
expresando  su  conformidad  con  los  térmi- 
nos y  condiciones  de  la  negociación.  Las 
notas  ó  pólizas  que  los  corredores  entre- 
guen á  sus  comitentes,  y  las  que  se  expi- 
dan mutuamente,  harán  pruelia  contra  el 
corredor  que  las  suscril)a,  en  todos  los  ca- 
sos de  reclamación  á  que  dieren  lugar. 

Para  determinar  la  cantidad  liquida  ó 
reclamar, ex[)edirá el  tribunal  certificación 
en  que  se  haga  constar  la  diferencia  en 


(1)    V.  el  art.  71  de  este  Código. 
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efectivo  que  resulte  contra  el  comitente  en 
vista  de  las  notas  de  la  operación. 

La  conformidad  de  los  comitentes,  una 
vez  reconocida  en  juicio  su  fírma,  llevará 
aparejada  ejecución  siempre  que  se  pre- 
sente la  certiticación  del  tribunal  de  que 
habla  el  párrafo  anterior. 

Art.  58.  Los  corredores  anotarán  en 
sus  libros,  y  en  asientos  separados,  todas 
las  operaciones  en  que  hubieren  interve- 
nido, expresando  los  nombres  y  el  domi- 
cilio de  los  contratantes,  la  materia  y  las 
condiciones  de  los  contratos. 

En  las  ventas  expresarán  la  calidad, 
cantidad  y  precio  de  la  cosa  vendida,  lu- 
gar y  fecha  de  la  entrega,  y  la  forma  en 
que  haya  de  pagarse  el  precio. 

En  las  negociaciones  de  letras  anotarán 
las  fechas,  puntos  de  expedición  y  de  pa- 
go; términos  y  vencimientos;  nombres  del 
librador,  endosante  y  pagador;  los  del  ce- 
dente  y  tomador,  y  el  cambio  convenido. 

En  los  seguros  con  referencia  á  la  póli- 
za se  expresarán,  además  del  número  y 
fecha  de  la  misma,  los  nombres  del  asegu- 
rador y  del  asegurado;  objeto  del  seguro; 
su  valor,  según  los  contratantes;  la  prima 
convenida,  y  en  su  caso  el  lugar  de  carga 
ó  descarga,  y  precisa  y  exacta  designación 
del  buque  ó  del  medio  en  que  haya  de  efec- 
tuarse el  transporte. 

Art.  59.  Dentro  del  día  en  que  se  ve- 
rifique el  contrato,  entregarán  los  corre- 
dores á  cada  uno  de  los  contratantes  una 
minuta  ñrmada  comprensiva  de  cuanto 
éstos  hubieren  convenido. 

Art.  60.  En  los  casos  en  que  por  con- 
veniencia de  las  partes  se  extienda  un  con- 
trato escrito,  el  corredor  certificará  al  pie 
de  los  duplicados,  y  conservará  el  ori- 
ginal. 

Art.  61.     Los  libros  de  los  corredores  ■ 
que  cesaren  en  su  oñcio  serán  recogidos 
por  los  Jueces  respectivos  y  depositados  en 
el  archivo  del  juzgado. 

Art.  62.  La  responsabilidad  de  los  co- 
rredores por  razón  de  las  operaciones  de 
su  oñcio  prescribe  en  dos  años,  contados 
desde  la  fecha  de  cada  una  de  éstas. 

Art.  63.  Las  quiebras  de  los  corredores 
se  jiresumen  fraudulentas. 

Art.  64.  Los  corredores  pueden  ser 
además  intérpretes  de  buques,  si  acredi- 
tan de  una  manera  fehaciente  el  conoci- 
miento de  dos  lenguas  vivas  extranjeras. 

Art.  65.  Las  obligaciones  de  los  corre- 
dores, como  intérpretes  de  buque,  serán: 

1."  Intervenir  en  las  contratas  de  fle- 
tamvnto,  de  seguros  marítimos  y  présta- 
mo!5  á  la  gruesa,  siendo  i-equeridos. 

2.°     Asistir  á  los  capitanea  y  sobrecar- 


gos de  buques  extranjeros,  y  servirles  de 
intérpretes  en  las  declaraciones,  protes- 
tas y  demás  diligencias  que  les  ocurran  en 
los  tribunales  y  oficinas  públicas. 

3.°  Traducir  los  documentos  que  los 
expresados  capitanes  y  sobrecargos  ex- 
tranjeros hubieren  de  presentar  en  las 
mismas  oficinas,  siempre  que  ocurriere 
duda  sobre  su  inteligencia,  certificando 
estar  hechas  las  traducciones  bien  y  fiel- 
mente. 

4."  Representar  á  los  mismos  en  juicio 
cuando  no  comparezcan  ellos,  el  naviero 
ó  el  consignatario  del  buque. 

Art.  66.  Será  asimismo  obligación  de 
los  corredores  como  intérpretes  de  buques, 
llevar: 

I.**  Un  libro  copiador  de  las  traduccio- 
nes que  hicieren,  insertándolas  literal- 
mente. 

2.°  Un  registro  del  nombre  de  los  ca- 
pitanes á  quienes  prestaren  la  asistencia 
propia  de  su  oficio,  expresando  el  pabellón 
nombre,  clase  y  porte  del  buque,  y  los 
puertos  de  su  procedencia  y  destino. 

3.°  Un  libro  diario  de  los  contratos  de 
fletamento  en  que  hubieren  intervenido, 
expresando  en  cada  asiento  el  nombre  del 
buque,  su  pabellón,  matrícula  y  porte;  los 
del  capitán  y  del  ñetador,  precio  y  destino 
del  flete,  moneda  en  que  haya  de  pagarse; 
anticipos  sobre  el  mismo,  si  los  hubiere; 
los  efectos  en  que  consista  el  cargamento; 
condiciones  pactadas  entre  el  fletador  y 
capitán  sobre  estadías,  y  plazo  prefijado 
para  comenzar  y  concluir  la  carga. 

Art.  67.  El  corredor  intérprete  del  bu- 
que conservará  un  ejemplar  del  contrato 
ó  contratos  que  hayan  mediado  entre  el 
capitán  y  el  fletador. 

TITULO  IV 

De  los  martilieros. 

Art.  6S.  Los  martilieros  son  oñcialeí 
públicos  encargados  de  vender  pública- 
mente al  mejor  postor  productos  natura- 
les, muebles  y  mercaderías  sanas  ó  ave- 
riadas. 

Art.  69.  El  Presidente  del  Estado  de- 
signará las  plazas  de  comercio  donde  de- 
ban establec(}rsc  casas  de  martillos,  y  el 
número  de  ellas  que  reclamen  las  necesi- 
dades del  comercio. 

Art.  70.  El  nombramiento  de  martille- 
ros  se  hará  por  el  Presidente  del  Estado 
en  la  forma  que  determina  el  art.  45  de 
este  Código. 

Art.  71.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 47  y  siguientes  ha.sta  el  50  inclusi- 
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ve,  y  del  54  son  aplicables  á  los  marti- 
lieros. 

Art.  72.  Los  martilieros  deberán  llevar 
tres  libros,  á  saber: 

Diario  de  entradas. 

Diario  de  salidas. 

Libro  de  cuentas  corrientes. 

En  el  primero  asentarán,  por  orden  ri- 
goroso de  fechas,  las  mercaderías  ú  otros 
objetos  que  recibieren,  con  expresión  de 
las  circunstancias  siguientes;  su  cantidad, 
peso  y  medida;  los  buitos  de  que  consten, 
sus  marcas  y  señales;  el  nombre  y  apelli- 
do de  la  persona  que  los  ha  entregado,  y 
el  de  aquélla  por  cuenta  de  la  cual  deban 
ser  vendidos;  su  precio,  y  si  la  venta  debe 
hacerse  con  g  ¡rantia  ó  sin  ella. 

En  el  segundo  anotarán  individualmen- 
te los  objetos  vendidos,  é  indicarán  por  or- 
den y  por  cuenta  de  quién  se  ha  verificado 
la  venta,  el  nombre  y  apellido  del  com- 
prador; el  precio  y  las  condiciones  del 
pago. 

En  el  tercero  llevarán  la  cuenta  corrien- 
te con  cada  uno  de  sus  comitentes. 

Art.  73.  Los  tres  libros  de  que  habla  el 
articulo  precedente  estarán  sujetos  á  las 
disposiciones  consignadas  en  el  capítulo  II, 
título  lldel  presente  libro  de  este  Código, 
en  cuanto  sean  aplicables  á  ellos. 

Art.  74.  Los  martilieros  deberán  pu- 
blicar con  la  conveniente  anticipación  un 
catálogo  impreso  ó  manuscrito  de  las  es- 
pecies que  tengan  á  venta,  y  en  el  mismo 
designarán  el  lugar  en  que  se  hallen  de- 
positadas, los  días  y  horas  en  que  pueden 
ser  inspeccionadas,  y  el  día  y  hora  en  que 
deberá  principiar  y  concluir  el  remate. 

Art.  75.     Se  prohibe  á  los  martilieros: 

1°  Pregonar  puja  alguna  sin  que  el 
postor  la  haya  expresado  con  voz  clara  é 
inteligible. 

2.°  Tomar  parte  en  la  licitación  por  si 
ó  por  medio  de  terceros. 

3."  Adquirir  alguno  de  los  objetos  de 
cuya  venta  se  halle  encargado  mediante 
crontato  celebrado  con  la  persona  que  lo 
hubiere  obtenido  en  el  remate. 

La  violación  de  estas  prohibiciones  deja 
al  martiliero  sujeto  al  pago  de  una  multa 
que  no  baje  de  cien  pesos  ni  exceda  de 
trescientos. 

Art.  76.  Las  ventas  en  martillo  no  po- 
drán suspenderse,  y  las  especies  se  adju- 
dicarán definitivamente  al  mejor  ])ostor, 
cualquiera  que  .sea  el  monto  del  precio 
ofrecido. 

Sin  embargo  podrá  e!  martiliero  suspen- 
der y  dilV-rir  el  remate,  si  habiendo  fijado 
un  mínimum  para  las  posturas  no  hubiere 
licitadores  por  ese  mínimum. 


Art.  77.  Toda  venta  al  martillo  es  al 
contado. 

Art.  78.  Ocurriendo  alguna  duda  ó  di- 
ferencia acerca  de  la  persona  del  adjudi- 
catario ó  de  la  conclusión  del  remate,  el 
martiliero  abrirá  la  licitación  sin  ulterior 
reclamo  por  parte  de  los  anteriores  pas- 
tores. 

Art.  79.  Si  á  las  cuarenta  y  ocho  horas 
de  verificado  el  remate  el  adjudicatario  no 
pagare  el  precio  de  la  especie,  la  adjudica- 
ción quedará  sin  efecto  por  este  solo  hecho, 
y  se  abrirá  de  nuevo  la  licitación. 

La  baja  de  precio  y  los  gastos  que  se  cau- 
saren en  el  nuevo  remate  serán  de  cuenta 
del  anterior  adjudicatario. 

Art.  80.  Dentro  de  tercero  día  de  veri- 
ficado el  remate,  el  martiliero  presentará 
á  su  comitente  una  cuenta  firmada,  entre- 
gándole al  mismo  tiempo  el  .saldo  que  re- 
sulte á  su  favor. 

El  martiliero  moroso  en  la  exhibición 
de  la  cuenta  ó  entrega  del  saldo  perderá 
su  comisión,  y  responderá  al  interesado  de 
los  daños  y  perjuicios  que  le  hubiere  cau- 
sado. 

Art.  81.  En  los  casos  no  previstos  en 
el  presente  titulo,  los  martilieros  se  con- 
formarán con  las  reglas  del  mandato  mer- 
cantil, y  especialmente  con  las  que  gobier- 
nan la  comisión  para  vender. 

Art.  82.  Un  reglamento  especial  pres- 
cribirá las  reglas  conducentes  á  la  conser- 
vación del  orden  en  los  casos  de  martillo, 
y  determinará  la  comisión  que  debe  cobrar 
en  defecto  de  convenio. 


De  los  contPatos  y  obliga- 
ciones mepeantiles  en  ge- 
neral. 


TITULO  PaiMERO 

Disposiciones  generales  sobre  los 
contratos  de  comercio. 

Art.  83.  Los  contratos  mercantiles,  en 
todo  lo  relativo  á  sus  requisitos,  modifica- 
ciones, excepciones,  interpretación  y  ex- 
tinción, y  á  la  capacidad  de  los  contratan- 
tes, se  regirán,  en  todo  lo  que  no  se  halle 
expresamente  eálal)lecido  en  este  Código  ó 
en  leyes  especiales,  por  las  reglas  genera- 
les del  Derecho  Común. 

Art.   84.     Serán  válidos,    y  producirán 
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obligación  y  acción  en  juicio,  los  contratos 
mercantiles,  cualesquiera  que  sean  la  for- 
ma y  el  idioma  en  que  se  celebren,  la  cla- 
se á  que  correspondan  y  la  cantidad  que 
tengan  por  objeto,  con  tal  que  conste  su 
existencia  por  alguno  de  los  medios  que  el 
Derecho  Civil  tenga  establecidos;  sin  em- 
bargo, la  declaración  de  testigos  no  será 
por  sí  sola  bastante  para  probar  la  existen- 
cia de  un  contrato  cuya  cuantía  exceda  de 
ciento  cincuenta  pesos,  á  no  concurrir  con 
alguna  otra  prueba. 

La  correspondencia  telegráfica  sólo  pro- 
ducirá efecto  entre  los  contratantes,  cuan- 
do fuere  reconocida  por  éstos,  ó  estuviere 
autenticada  por  la  oficina  respectiva. 

Art.  85.  Se  exceptuará  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  que  precede: 

1.°  Los  contratos  que  con  arreglo  á  este 
Código  ó  á  las  leyes  especiales,  deban  re- 
ducirse á  escritura  ó  requieran  formas  ó 
solemnidades  necesarias  para  su  eficacia. 

2.''  Los  contratos  celebrados  en  país  ex- 
tranjero, en  que  la  ley  exija  escrituras,  for- 
mas ó  solemnidades  determinadas  para  su 
validez,  aunque  no  las  exija  la  ley  hondu- 
rena. 

En  uno  y  otro  caso  los  contratos  que  no 
llenen  las  circunstancias  respectivamente 
requeridas,  no  producirán  obligación  ni 
acción  en  juicio. 

Art.  86.  Las  convenciones  ilícitas  no 
producen  obligación  ni  acción,  aunque  re- 
caigan sobre  operaciones  del  comercio. 

Art.  87.  Los  contratos  que  se  celebren 
por  correspondencia,  quedarán  perfeccio- 
nados desde  que  se  conteste  aceptando  la 
propuesta  ó  las  condiciones  con  que  ésta 
fuere  modificada. 

Art.  88.  Los  contratos  en  que  interven- 
ga el  corredor,  quedarán  perfeccionados 
cuando  los  contratantes  hubieren  aceptado 
su  propuesta. 

Art.  89.  En  el  contrato  mercantil  en 
que  se  fijare  pena  de  indemnización  contra 
el  que  no  lo  cumpliere,  la  parte  perjudica- 
da podrá  exigir  el  cumplimiento  del  con- 
trato por  los  medios  de  Derecho,  ó  la  pena 
prescrita;  pero  utilizando  una  de  estas  dos 
acciones,  quedará  extinguida  la  otra,  á  no 
mediar  pacto  en  contrario. 

Art.  90.  Los  contratos  de  comercio  se 
ejecutarán  y  cumplirán  de  buena  fe,  según 
los  términos  en  que  fueren  hechos  y  redac- 
tado-;,  sin  tergiversar  con  interpretaciones 
arbitrarias  el  sentido  recto,  propio  y  usual 
de  las  palabras  dichas  ó  escritas,  ni  res- 
tringir los  efectos  que  naturalmente  se  de- 
riven del  modo  con  que  los  contratantes 
hubieren  explicado  su  voluntad  y  contraí- 
do sus  obligaciones. 


Art.  91.  Si  apareciese  divergencia  en- 
tre los  ejemplares  de  un  contrato  que  pre- 
senten los  contratantes,  y  en  su  celebra- 
ción hubiere  intervenido  el  corredor,  se 
estará  á  lo  que  resulte  de  los  libros  de  és- 
tos, siempre  que  se  encuentren  arreglados 
á  Derecho. 

Art.  92.  Si  se  originaren  dudas  que  no 
puedan  resolverse  con  arreglo  á  lo  estable- 
cido en  el  art.  83  de  este  Código,  se  decidi- 
rá la  cuestión  á  favor  del  deudor. 

Art.  9.3.  En  todos  los  cómputos  de  dias, 
meses  y  años,  se  entenderán:  el  día  de 
veinticuatro  horas,  los  meses  según  están 
designados  en  el  calendario  gregoriano,  y 
el  año  de  trescientos  sesenta  y  cinco  días. 

Exceptúanse  las  letras  de  cambio,  los  pa- 
garés y  los  préstamos ,  respecto  á  los  cua- 
les se  estará  á  lo  que  especialmente  para 
ellos  establece  este  Código. 

Art.  94.  No  se  reconocerán  términos 
de  gracia,  cortesía  ú  otros  que,  bajo  cual- 
quiera denominación,  difieran  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  mercantiles, 
sino  los  que  las  partes  hubieren  prefijado 
en  el  contrato,  ó  se  apoyaren  en  una  dis- 
posición terminante  de  Derecho. 

Art.  95.  Las  obligaciones  que  no  tuvie- 
ren término  prefijado  por  las  partes  ó  por 
las  disposiciones  de  este  Código,  serán  exi- 
gí bles  á  los  diez  días  después  de  contrai- 
das, si  sólo  produjeren  acción  ordinaria,  y 
al  dia  inmediato  si  llevaren  aparejada  eje- 
cución. 

Art.  96.  Los  efectos  de  la  morosidad  en 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  mer- 
cantiles comenzarán: 

1.*'  En  los  contratos  que  contuvieren 
día  señalado  para  su  cumplimiento  por  vo- 
luntad de  las  partes  ó  por  la  ley,  al  día  si- 
guiente de  su  vencimiento. 

2."  En  los  que  no  los  tengan,  desde  el 
día  en  que  el  acreedor  interpelare  judicial- 
mente al  deudor  ó  le  intimare  la  protesta  de 
daños  y  perjuicios,  hecha  contra  él,  ante 
un  Juez,  Notario  ú  otro  oficial  público  au- 
torizado para  admitirla.  . 

TÍTULO  II 

De  la  compraventa  y  permuta  mercan- 
tiles, y  de  la  transferencia  de  crédi- 
tos no  endosabies. 

Art.  97.  Será  mercantil  la  compraven- 
ta de  cosas  muebles  para  revenderlas,  l)ien 
en  la  misma  forma  que  se  compraron,  ó 
bien  en  otra  diferente  con  ánimo  de  lucrar- 
se en  la  reventa. 
Art.  98.  No  se  reputarán  mercantiles: 
1.'     Las  compras  de  efectos  destinados 
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al  consumo  del  comprador  ó  de  la  persona 
por  cuyo  encargo  se  adquirieren. 

2.°  Las  ventas  que  hicieren  los  propie- 
tarios y  los  labradores  ó  ganaderos,  de  los 
frutos  ó  productos  de  sus  cosechas  ó  gana- 
dos, ó  de  las  especies  en  que  se  les  paguen 
las  ventas. 

3.°  Las  ventas  que  de  los  objetos  cons- 
truidos ó  fabricados  por  los  artesanos  hi- 
cieren éstos  en  sus  talleres. 

4.°  La  reventa  que  haga  cualquiera 
persona  no  comerciante,  del  resto  de  los 
acopios  que  hizo  para  su  consumo. 

Art.  99.  Si  la  venta  .se  hiciere  sobre 
muestras  ó  determinando  calidad  conocida 
en  el  comercio,  el  comprador  no  podrá  re- 
husar el  recibo  de  los  géneros  contratados, 
si  fueren  conformes  á  las  muestras  ó  á  la 
calidad  prefijada  en  el  contrato. 

En  el  caso  de  que  el  comprador  se  nega- 
re á  recibirlas,  se  nombrarán  peritos  por 
ambas  partes,  que  decidirán  si  los  géneros 
son  ó  no  de  recibo. 

Si  los  peritos  declararen  ser  de  recibo, 
ae  estim;irá  consumada  la  venta,  y  en  el 
caso  contrario  se  rescindirá  el  contrato, 
sin  perjuicio  de  la  indemnización  á  que 
tenga  derecho  el  comprador. 

Art.  100.  En  las  compras  de  géneros 
que  no  se  tengan  á  la  vista  ni  puedan  cla- 
sificarse por  una  calidad  determinada  y 
conocida  en  el  comercio,  se  entenderá  que 
el  comprador  se  reserva  la  facultad  de 
examinarlos  y  de  rescindir  libremente  el 
contrato  si  los  géneros  no  le  convinieren. 

También  tendrá  el  comprador  el  dore- 
eho  de  rescisión,  si  por  pacto  expreso  se 
hubiere  reservado  ensayai'  el  género  con- 
tratado. 

Art.  101.  Si  el  vendedor  no  entregare 
los  efectos  vendidos  en  el  plazo  estipulado, 
podrá  el  comprador  pedir  el  cumplimiento 
ó  la  rescisión  del  contrato,  con  indemniza- 
ción en  uno  y  otro  caso  de  los  perjuicios 
que  se  le  hayan  irrogado  por  la  tardanza. 

Art.  102.  En  los  contratos  en  que  se 
pacte  la  entrega  de  una  cantidad  determi- 
nada de  mercaderías  en  un  plazo  fijo,  no 
estará  obligado  el  comprador  á  recibir  una 
parle,  ni  aun  bajo  promesa  de  entregar  el 
resto;  pero  si  aceptase  la  entrega  parcial, 
quedará  consumada  la  venta  en  cuanto  á 
los  géneros  recibidos,  .salvo  el  derecho  del 
comprador  á  pedir  por  el  resto  el  cumpli- 
miento del  contrato  ó  su  rescisión,  con 
arreglo  al  articulo  anterior. 

Art.  103.  La  pérdida  ó  deterioro  de  los 
efectos  antes  de  su  entrej^a,  por  accidente 
imprevisto  ó  sin  culpa  del  vendedor,  dará 
derecho  ai  comprador  para  rescindir  el 
contrato,  á  no  ser  que  el  vendedor  se  hu- 


biere constituido  en  depositario  de  las 
mercaderías  con  arreglo  al  artículo  111, 
en  cuyo  caso  se  limitará  su  obligación  á  la 
que  nazca  del  depósito. 

Art.  104.  Si  el  comprador  rehusare  sin 
justa  causa  el  recibo  de  los  efectos  compra- 
dos, podrá  el  vendedor  pedir  el  cumpli- 
miento ó  rescisión  del  contrato,  depositan- 
do judicialmente  en  el  primer  caso  las  mer- 
caderías. 

El  mismo  depósito  judicial  podrá  cons- 
tituir el  vendedor  siempre  que  el  compra- 
dor demore  hacerse  cargo  de  las  mercade- 
rías. 

Los  gastos  que  origine  el  depósito  serán 
de  cuenta  de  quien  hubiese  dado  motivo 
para  constituirlo. 

Art.  105.  Los  daños  y  menoscabos  que 
sobrevinieren  á  las  mercaderías,  perfecto 
el  contrato  y  teniendo  el  vendedor  los  efec- 
tos á  disposición  del  comprador  en  el  lugar 
y  tiempo  convenidos,  serán  de  cuenta  del 
comprador,  excepto  en  los  casos  de  dolo  ó 
negligencia  del  vendedor. 

Art.  106.  Los  daños  y  menoscabos  que 
sufran  las  mercaderías,  aun  por  caso  for- 
tuito, serán  de  cuenta  del  vendedor  en  los 
casos  siguientes: 

1.°  Si  la  venta  se  hubiere  hecho  por  nú- 
mero, peso  ó  medida,  ó  la  cosa  vendida  no 
fuere  cierta  y  determinada,  con  marcas  y 
señales  que  la  identifiquen. 

2."  Si  por  pacto  expreso  ó  por  uso  del 
comercio,  atendida  la  naturaleza  de  la  cosa 
vendida,  tuviere  el  comprador  la  facultad 
de  reconocerla  y  examinarla  previamente. 

3.°  Si  el  contrato  tuviere  la  condición 
de  no  hacer  la  entrega  hasta  que  la  cosa 
vendida  adquiera  las  condiciones  estipu- 
ladas. 

Art.  107.  Si  los  efectos  vendidos  pere- 
cieren ó  se  deterioraren  á  cargo  del  ven- 
dedor, devolverá  al  comprador  la  parte 
del  precio  que  hubiere  recibido. 

Art.  108.  El  comprador  que  al  tiempo 
de  recibir  las  mercaderías  las  examinare  á 
su  contento,  no  tendrá  acción  para  repetir 
contra  el  vendedor  alegando  vicio  ó  defec- 
to de  cantidad  ó  calidad  en  las  mercade- 
rías. 

El  comprador  tendrá  el  derecho  de  re- 
petir contra  el  vendedor  por  defecto  en  la 
cantidad  ó  calidad  de  las  mercaderías  re- 
cibidas enfardadas  ó  embaladas,  siempre 
que  ejercite  su  acción  dentro  de  los  cuatro 
días  .-iguientes  al  de  su  recibo,  y  no  pro- 
ceda la  avería  de  caso  fortuito,  vicio  pro- 
pio de  la  cosa  ó  fraude. 

En  estos  casos  f)odrá  el  comprador  op- 
tar por  la  rescisión  del  contrato  ó  por  su 
cumplimiento  con  arreglo  á  lo  convenido, 
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pero  siempre  con  la  indemnización  de  los 
perjuicios  que  se  le  hubieren  causado  por 
los  defectos  ó  faltas. 

El  vendedor  podrá  evitar  esta  reclama- 
ción exigiendo  en  el  acto  de  la  entrega 
que  se  haga  el  reconocimiento  en  cuanto 
á  calidad  y  cantidad,  á  contento  del  com- 
prador. 

Art.  109.  Si  no  se  hubiere  estipulado 
el  plazo  para  la  entrega  de  las  mercade- 
rías vendidas,  el  vendedor  deberá  tenerlas 
á  disposición  del  comprador  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes  al  contrato. 

Art.  110.  Los  gastos  de  la  entrega  de 
los  géneros  en  las  ventas  mercantiles  se- 
rán de  cargo  del  vendedor  hasta  ponerlos 
pesados  ó  medidos  á  disposición  del  com- 
prador, á  no  mediar  pacto  expreso  en  con- 
trario. 

Los  de  su  recibo  y  extracción  fuera  del 
lugar  de  la  entrega,  serán  de  cuenta  del 
comprador. 

Art.  íll  Puestas  las  mercaderías  ven- 
didas a  disposición  del  comprador,  y  dán- 
dose éste  por  satisfecho,  ó  depositándose 
aquéllas  judicialmente  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  104,  empezará  para  el  compra- 
dor la  obligación  de  pagar  el  precio  al  con- 
tado ó  en  plazos  convenidos  con  el  vende- 
dor (1). 

Éste  se  constituirá  depositario  de  los 
efectos  vendidos,  y  quedará  obligado  á  su 
custodia  y  conservación  según  las  leyes 
del  depósito. 

Art.  112.  En  tanto  que  los  géneros 
vendidos  estén  en  poder  del  vendedor, 
aunque  sea  en  calidad  de  depjósito,  tendrá 
esta  })referencia  .sobre  ellos  á  cualquiera 
otro  acreedor  para  obtener  el  pago  del 
precio  con  los  intereses  ocasionados  por  la 
demora. 

Art.  113.  La  demora  en  el  pago  del 
precio  de  la  cosa  comprada  constituirá  al 
comprador  en  la  obligación  de  pagar  el 
interés  legal  de  la  cantidad  que  adeude  el 
vendedor. 

Art.  114.  El  comprador  que  no  haya  he- 
cho reclamación  alguna,  fundada  en  los 
vicios  internos  de  la  cosa  vendida,  dentro 
de  los  treinta  días  siguientes  á  su  entrega 
perderá  toda  acción  y  derecho  á  repetir 
por  esta  causa  contra  el  vendedor. 

Art.  115.  Las  cantidades  que  por  vía 
de  señal,  se  entreguen  en  las  ventas  mer- 
cantiles, se  reputarán  siempre  dadas  á 
cuenta  del  precio  y  en  prueba  de  la  ratifi- 
cación del  contrato,  salvo  pacto  en  con- 
trario. 


(1)    Y.  art.  103. 


Art.  116.  No  se  rescindirán  las  ventas 
mercantiles  por  causa  de  lesión,  pero  in- 
demnizará daños  y  perjuicios  el  contra- 
tante que  hubiere  procedido  con  malicia  ó 
fraude  en  el  contrato  ó  en  su  cumplimien- 
to, sin  perjuicio  de  la  acción  criminal. 

Art.  117.  En  toda  venta  mercantil,  el 
vendedor  quedará  obligado  á  la  evicción  y 
saneamiento  en  favor  del  comprador,  sal- 
vo pacto  en  contrario. 

Art.  118.  Todos  los  actos  concernien- 
tes á  la  ejecución  de  los  contratos  de  co- 
mercio celebrados  en  país  extranjero  y 
cumplideros  en  Honduras,  serán  regidos 
por  la  ley  hondurena,  de  conformidad  con 
lo  que  se  prescribe  en  el  Código  Civil. 

Asi  la  entrega  y  pago,  la  moneda  en 
que  éste  deba  hacerse,  las  medidas  de  to- 
da especie,  las  responsabilidades  por  la 
falta  de  cumplimiento  ó  por  el  cumpli- 
miento imperfecto  ó  tardío,  deberán  arre- 
glarse á  las  disposiciones  de  las  leyes  del 
Estado,  á  menos  que  los  contratantes  hu- 
bieren acordado  otra  cosa. 

Art.  119.  Siempre  que  se  estipule  que 
el  pago  deba  hacerse  en  las  monedas  ó 
medidas  legales  del  lugar  en  donde  fueren 
celebrados  los  contratos,  serán  éstas  redu- 
cidas por  convenio  de  las  partes  ó  á  juicio 
de  peritos  á  las  monedas  ó  medidas  lega- 
les de  Honduras  al  tiempo  del  cumpli- 
miento. 

La  misma  regla  será  aplicable  cuando 
en  los  contratos  celebrados  en  Hondurasse 
estipulare  que  la  entrega  ó  pago  haya  de 
hacerse  en  medidas  ó  monedas  extran- 
jeras. 

Art.  120.  Si  antes  del  vencimiento  del 
plazo  fueren  excluidas  de  la  circulación 
las  piezas  de  moneda  á  que  se  refiera  el 
contrato,  el  pago  se  hará  en  las  monedas 
corrientes,  al  tiempo  del  cumplimiento, 
según  el  valor  legal  que  éstas  tuvieren. 

Art.  121.  El  acreedor  no  está  obligado 
á  recibir  en  pago  más  de  un  cinco  por 
ciento  en  moneda  menuda  de  plata,  ni 
más  de  un  uno  por  ciento  en  moneda  de 
cobre. 

Se  entiende  por  moneda  menuda  de 
plata  las  piezas  cuyo  valor  no  llegue  á 
veinticinco  centavos. 

TÍTULO  III 

De  las  permutas. 

Art.  122.  Las  permutas  mercantiles  s« 
regirán  por  las  mismas  reglas  que  van 
prescritas  respecto  de  las  compras  y  ven- 
tas, en  cuanto  sean  aplicables  á  las  cir- 
cunstancias y  condiciones  de  aquellos  con- 
tratos. 
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TITULO  IV 
De  la  cesión  de  créditos  mercantiles. 

Art.  123.  Los  créditos  mercantiles  no 
endosables  ni  al  portador  de  podrán  tras- 
ferir  por  el  acreedor,  sin  necesidad  del 
consentimiento  del  deudor,  bastando  poner 
en  su  conocimiento  la  trasferencia. 

La  notitlcación  de  la  cesión  se  hará  por 
un  ministro  de  fe,  con  exhibición  del  res- 
pectivo titulo. 

El  deudor  quednrá  obligado  para  con  el 
nuevo  acreedor  en  virtud  de  la  notifica- 
ción, y  desde  que  tenga  lugar,  no  se  repu- 
tará pago  legitimo  el  que  se  hiciese  á  éste. 

Art.  124.  El  deudor  que  tenga  que  opo- 
ner excepciones  que  no  resulten  del  titulo, 
debe  hacerlas  presentes,  en  el  acto  de  la 
notificación,  ó  dentro  de  tercer  día  á  más 
tardar,  so  pena  de  que  más  adelante  no 
serán  admitidas. 

Las  excepciones  que  aparezcan  á  la  vis- 
ta del  documento,  podrán  oponerse  con- 
tra el  cesionario  en  la  misma  forma  que 
habrían  podido  oponerse  contra  el  ce- 
dente. 

Art.  12.T.  El  cedente  responderá  de  la 
legitimidad  del  crédito,  y  de  la  personali- 
dad con  que  hizo  la  cesión;  pero  no  de  la 
solvencia  del  deudor,  á  no  mediar  pacto 
expreso  que  asi  lo  declare. 

TÍTULO  V 

Del  contrato  mercantil  de  transporte 
terrestre. 

Art.  126.  El  contrato  de  transporte  por 
vías  terrestres  ó  fluviales  de  todo  género  se 
reputará  mercantil: 

1."  Cuando  tenga  por  objeto  mercade- 
rías ó  cualesquiera  efectos  del  comercio. 

2.°  Cuando,  siendo  cualquiera  su  obje- 
to, sea  comerciante  el  porteador  ó  se  dedi- 
que habitualmente  á  verificar  transportes 
para  el  público. 

Art.  127.  Tanto  el  cargador  como  el 
porteador  de  merderias  ó  efectos  podrán 
exigirse  mutuamente  que  se  extienda  una 
carta  de  porte,  en  que  se  expresarán: 

1."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del 
cargador. 

2.°  El  nombre  apellido  y  domicilio  del 
porteador. 

3."  El  nombre,  apellido  y  domiciho  de 
la  persona  á  quien  ó  á  cuya  orden  vayan 
dirigidos  los  efectos,  ó  si  han  de  entregar- 
se al  portador  de  la  misma  carta. 

4."  La  designación  de  los  efecto»,  con 
expresión  de  su  calidad  genérica,  de  su 
peso  y  de  las  marcas  ó  signos  exteriores 
ée  los  bultos  en  que  se  contengan. 


5.°     El  precio  del  transporte. 

6.°  La  fecha  en  que  se  hace  la  expe- 
dición. 

7.°    El  lugar  de  la  entrega  al  porteadoi-, 

8."  El  lugar  y  el  plazo  en  que  h.-ibrá  de 
hacerse  la  entrega  al  consignatario. 

9.°  La  indemnización  que  haya  de  abo- 
nar el  porteador  en  caso  de  retardo,  si  so- 
bre este  punto  mediare  algún  pacto. 

Art.  128.  En  los  transportes  que  se  ve- 
rifiquen por  ferrocarriles  ú  otras  empresas 
sujetas  á  tarifas  ó  plazos  reglamentarios, 
bastará  que  las  cartas  de  porte  ó  declara- 
ciones de  expedición  facilitadas  por  el  car- 
gador se  refieran,  en  cuanto  al  precio, 
plazos  ó  condiciones  especiales  del  trans- 
porte, á  las  tarifas  y  reglamentos  cuya 
aplicación  solicite;  y  si  no  determinare  ta- 
rifa, deberá  el  porteador  aplicar  el  precio 
de  las  que  resulten  más  baratas,  con  las 
condiciones  que  á  ellas  sean  inherentes, 
consignando  siempre  su  expresión  ó  refe- 
rencia en  la  carta  de  porte  que  entregue 
al  cargador. 

Art.  129.  Las  cartas  de  porte,  ó  bille- 
tes en  los  casos  de  transporte  de  viajeros, 
podrán  ser  diferentes,  unos  para  las  perso- 
nas y  otros  para  los  equipajes;  pero  todos 
contendrán  la  indicación  del  porteador,  la 
fecha  de  la  expedición,  los  puntos  de  salida 
y  llegada,  el  precio,  y,  en  lo  tocante  á.  los 
equipajes,  el  número  y  peso  de  los  bultos, 
con  las  demás  indicaciones  que  se  crean 
necesarias  para  su  fácil  identificación. 

Art.  130.  Los  títulos  legales  de  contra- 
to entre  el  cargador  y  el  porteador  serán 
las  cartas  de  porte,  por  cuyo  contenido  se 
decidirán  las  contestaciones  que  ocurran 
sobre  su  ejecución  y  cumplimiento,  sin  ad- 
mitir más  excepciones  que  las  de  falsedad 
y  error  material  en  su  redacción.  Cumpli- 
do el  contrato,  se  devolverá  al  porteador  la 
carta  de  porte  que  hubiere  expedido,  y  en 
virtud  del  canje  de  este  titulo  por  el  objeto 
porteado,  se  tendrán  por  canceladas  las 
respectivas  obligaciones  y  acciones,  salvo 
cuando  en  el  mismo  acto  se  hicieren  cons- 
tar por  escrito  las  reclamaciones  que  las 
partes  quisieran  reservarse,  excepción  he- 
cha de  lo  que  determina  en  el  art.  138. 

En  caso  de  que  por  extravío  ú  otra 
causa  no  pueda  ei  consignatario  de  volver 
en  el  acto  de  recibir  los  géneros  la  carta 
de  porte  suscrita  por  el  porteador,  deberá 
darle  un  recibo  de  los  oljjetos  entregados, 
produciendo  este  recibo  los  mismos  efectos 
(jue  la  devolución  de  la  carta  de  porte. 

Art.  131.  En  defecto  de  carta  de  porto, 
se  estira  al  residt:ido  de  las  pruebas  jurí- 
dicas que  haga  cada  parte  en  apoyo  de  sus 
respectivas  pretensiones,  conforme  á   la» 
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disposiciones  generales  establecidas  en  este 
Código  para  los  contratos  de  comercio. 

Art.  132.  La  responsabilidad  del  por- 
teador comenzará  desde  el  momento  en 
que  reciba  las  mercaderías  por  si  ó  por 
medios  de  personas  encargadas  al  efecto, 
en  el  lugar  que  se  indicó  para  recibirlas. 

Art.  133.  Los  porteadores  podran  re- 
chazar los  bultos  que  se  presenten  mal 
acondicionados  para  el  transporte;  y  si 
hubiere  de  hacerese  por  camino  de  hierro, 
insistiendo  en  el  envió,  la  empresa  los 
porteará,  quedando  exenta  de  toda  res- 
ponsabilidad si  hiciese  constar  en  la  carta 
de  porte  su  oposición. 

Art.  134.  Si  por  fundadas  sospechas  de 
falsedad  en  la  declaración  del  contenido  de 
un  bulto,  determinare  el  porteador  regis- 
trarlo, procederá  á  su  reconocimiento  ante 
testigos,  con  asistencia  del  remitente  ó  con- 
signatario. 

No  concurriendo  el  que  de  éstos  hubiere 
de  ser  citado,  se  hará  el  registro  ante  No- 
tario, que  extenderá  un  acta  del  resultado 
del  reconocimiento  para  los  efectos  que  hu- 
biere lugar. 

Si  resultare  cierta  la  declaración  del  re- 
mitente ,  los  gastos  que  ocasionare  esta 
operación  y  la  de  volver  á  cerrar  cuidado- 
samente los  bultos  serán  de  cuenta  del  por- 
teador, y  en  caso  contrario,  de  cuenta  del 
remitente. 

Art.  135.  No  habiendo  plazo  prefijado 
para  la  entrega  de  los  efectos,  tendrá  el 

{)orteador  la  obligación  de  conducirlos  en 
as  primeras  expediciones  de  mercaderías 
iguales  ó  análogas  que  hiciere  al  punto  en 
donde  deba  entregarlos,  y  de  no  hacerlo 
asi,  serán  de  su  cargo  los  perjuicios  que  se 
ocasionen  pjor  la  demora. 

Art.  136.  Si  mediare  pacto  entre  el  car- 
gador y  el  porteador  sobre  el  camino  por 
donde  deba  hacerse  el  tran.sporte,  no  podrá 
el  porteador  variar  de  ruta,  á  Tío  .ser  por 
causa  de  fuerza  mayor;  y  en  caso  de  ha- 
cerlo sin  ella,  quedará  responsable  de  to- 
dos los  daños  que  por  cualquier  otra  cau.sa 
sobrevinieren  á  los  géneros  que  transpor- 
ta, además  de  pagar  la  suma  que  se  hubie- 
se estipulado  para  tal  evento. 

Cuando  por  la  expresada  causa  de  fuer- 
za mayor  el  porteador  hubiera  tenido  que 
tomar  otra  ruta  que  produjese  aumento  de 
portes,  le  será  abonable  este  aumento  me- 
diante su  formal  justificación. 

Art.  137.  El  cargador  podrá,  sin  variar 
el  lugar  donde  deba  hacerse  la  entrega, 
cambiar  la  consignación  de  los  efectos  que 
entregó  al  porteador,  y  éste  cumplirá  su 
orden,  con  tal  que  al  tiempo  de  prescribir- 
le la  variación  de  consignatario  le  sea  de- 


vuelta la  carta  de  porte  suscrita  por  el  por- 
teador, si  se  hubiera  expedido,  canjeándo- 
la por  otra  en  que  conste  la  novación  del 
contrato. 

Los  gastos  que  esta  variación  de  consig- 
nación ocasione  serán  úe  cuenta  del  car- 
gador. 

Art.  138.  Las  mercaderías  se  transpor- 
tarán á  riesgo  y  ventura  del  cargador,  si 
expresamente  no  se  hubiese  convenido  lo. 
contrario. 

En  su  consecuencia,  serán  de  cuenta  y 
riesgo  del  cargador  todos  los  daños  y  me- 
noscabos que  experimenten  los  géneros 
durante  el  transporte,  por  caso  fortuito, 
fuerza  mayor,  ó  naturaleza  y  vicio  propio 
de  las  cosas. 

La  prueba  de  estos  accidentes  incumbe 
al  porteador. 

Art.  139.  El  porteador,  sin  embargo, 
será  responsable  de  las  pérdidas  y  averias 
que  procedan  de  laa  causas  expresadas  en 
el  articulo  anterior,  si  se  probare  en  su 
contra  que  ocurrieron  por  su  negligencia  ó 
por  haber  dejado  de  tomar  las  precauciones 
que  el  uso  tiene  adoptadas  entre  personas 
diligentes,  á  no  ser  que  el  cargador  hubie- 
se cometido  engaño  en  la  carta  de  porte, 
suponiéndolas  de  género  ó  calidad  diferen- 
tes de  los  que  realmente  tuvieren. 

Si  á  pe.sar  de  las  precauciones  á  que  se 
refiere  este  artículo,  los  efectos  transporta- 
dos corrieran  riesgo  de  perderse,  por  su 
naturaleza  ó  por  accidente  inevitable,  sin 
que  hubiese  tiempo  para  que  sus  dueños 
dispusieran  de  ellas,  el  porteador  podrá 
proceder  á  su  venta,  poniéndolos  con  este 
objeto  á  disposición  de  la  autoridad  judi- 
cial ó  de  los  funcionarios  que  determinen 
disposiciones  especiales. 

Art.  140.  Fuera  de  los  casos  prescritos 
en  el  párr  ifo  segundo  del  art.  138,  el  por- 
teador estará  obligado  á  entregar  los  efec- 
tos cargados  en  el  mismo  estado  en  que, 
según  la  carta  de  porte,  se  hallaban  al 
tiempo  de  recibirlos,  sin  detrimento  ni  me- 
no.scabo  alguno;  y  no  haciéndolo,  á  pagar 
el  valor  que  tuvieren  los  no  entregados,  en 
el  ¡junto  donde  debieran  serlo  y  en  la  épo- 
ca en  que   correspondía  hacer  su  entrega. 

Si  ésta  fuere  de  una  parte  de  los  efectos 
transportados,  el  consignatario  podrá  re- 
husar el  hacerse  cargo  de  éstos  cuando  jus- 
tifique que  no  puede  utilizarlos  con  inde- 
pendencia de  los  otros. 

Art.  141.  Si  el  efecto  de  las  averias  á 
que  se  refiere  el  art.  138  fuera  sólo  una  dis- 
minución en  el  valor  del  género,  se  redu- 
cirá la  obligación  del  porteador  á  abonar  lo 
que  importe  esa  diferencia  de  valor,  á  jui- 
cio de  peritos. 
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Art.  142.  Si  por  efecto  de  las  averías 
quedasen  inútiles  los  géneros  para  su  ven- 
ta y  consumo  en  los  objetos  propios  de  su 
uso,  no  estará  obligado  el  consignat  irio  á 
recibirlos,  y  podrá  dejarlos  por  cuenta  del 
porteador,  exigiéndole  su  valor  al  precio 
corriente  en  aquel  día. 

Si  entre  los  géneros  averiados  se  hallaren 
algunas  piezas  en  buen  estado  y  sin  defecto 
alguno,  será  aplicable  la  disposición  ante- 
rior con  respecto  á  los  deteriorados,  y  el 
consignatario  recibirá  los  que  estén  ilesos, 
haciéndose  esta  segregación  por  piezas  dis- 
tintas y  sueltas,  y  sin  que  para  ello  se  di- 
vida un  mismj  objeto,  á  menos  que  el  con- 
signatario pruebe  la  imposibilidad  de  utili- 
zarlos convenientemente  en  esta  forma. 

El  mismo  precepto  se  aplicará  á  las  mer- 
caderías embaladas  ó  envasadas,  con  dis- 
tinción de  los  fardos  que  aparezcan  ilesos. 

Art.  143.  Dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras siguientes  al  recibo  de  las  mercaderías, 
podrá  hacerse  la  reclamación  contra  el 
porteador,  por  daño  ó  avería  que  se  encon- 
trase en  ellas  al  abrir  los  bultos,  con  tal 
que  no  se  conozcan  por  la  parte  exterior  de 
éstos  las  señales  del  daño  ó  avería  que  die- 
re motivo  á  la  reclamación,  en  cuyo  caso 
sólo  se  admitirá  ésta  en  elacto  del  recibo. 

Transcurridos  los  términos  expresados, 
ó  pagados  los  portes,  no  se  admitirá  i'ocla- 
mación  alguna  contra  el  porteador  sobre 
el  estado  en  que  entregó  los  géneros  por- 
teados. 

Art.  144.  Si  ocurrieren  dudas  y  contes- 
taciones entre  el  consignatario  y  el  portea- 
dor sobre  el  estado  en  que  se  hallen  los 
efectos  transportados  al  tiempo  de  hacerse 
al  primero  su  entrega,  serán  éstos  recono- 
cidos por  peritos  nombrados  jior  las  partes, 
y  un  tercero  en  caso  de  discordia,  designa- 
do por  la  Autoridad  judicial,  haciéndose 
constar  por  e.scrito  las  resultas,  y  si  los  in- 
teresados no  se  conformaren  con  el  dicta- 
men pericial  y  no  transigieren  sus  diferen- 
cias, se  procederá  por  dicha  Autoridad  al 
depósito  de  las  mercaderías  en  almacén 
seguro,  v  usarán  de  su  derecho  como  co- 
rrespondiere. 

Art.  145.  El  porteador  deberá  entre- 
gar sin  demora  ni  entorpecimiento  alguno 
al  consignatario  los  efectos  que  hubiere  re- 
cibido, por  el  sólo  hecho  de  estar  designado 
en  la  carta  de  porte  para  recibirlos;  y  de 
no  hacerlo  asi,  será  responsal)le  de  los  per- 
juicios que  por  ello  se  ocasionen. 

Art.  146.  No  hallándose  el  consignata- 
rio en  el  domicilio  indi(;ado  en  la  carta  de 
porte,  negándose  al  pago  de  los  portes  y 
gastos,  ó  rehusando  recibir  los  efectos,  so 
proveerá  su  depósito  por  el  Juez  de  Paz, 
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donde  no  lo  hubiere  de  Letras,  á  disposi- 
ción del  cargador  ó  remitente,  sin  perjui- 
cio de  tercero  de  mejor  derecho,  surtiendo 
este  depósito  todos  los  efectos  de  la  en- 
trega. 

Art.  147.  Habiéndose  fíjado  plazo  para 
la  entrega  de  los  géneros,  deberá  hacerse 
dentro  de  él;  y  en  su  defecto  pagará  el 
porteador  la  indemnización  pactada  en  la 
carta  de  porte,  sin  que  el  cargador  ni  el 
consignatario  tengan  derecho  á  otra  cosa. 
Si  no  hubiere  indemnización  pactada  y 
la  tardanza  excediere  del  tiempo  prefijado 
en  la  carta  de  porte,  quedará  responsable 
el  porteador  de  los  perjuicios  que  haya 
podido  causar  la  dilación. 

Art.  148.  En  los  casos  de  retraso  por 
culpa  del  porteador,  á  que  se  refieren  los 
artículos  precedentes,  el  consignatario  po- 
drá dejar  por  cuenta  de  aquél  los  efectos 
transportados,  comunicándoselo  por  escri- 
to antes  de  la  llegada  de  los  mismos  al  pun- 
to de  su  destino. 

Cuando  tuviere  lugar  este  abandono,  el 
porteador  satisfará  el  total  importe  de  los 
efectos  como  si  se  hubieren  perdido  ó  extra- 
viado. 

No  verificándose  el  abandono,  la  indem- 
nización de  daños. y  perjuicios  por  los  re- 
trasos no  podrá  exceder  del  precio  corrien- 
te que  los  efectos  transportados  tendrían 
en  el  día  y  lugar  en  que  debían  entregarse; 
observándose  esto' mismo  en  todos  los  de- 
más casos  en  que  esta  indemnización  sea 
debida. 

Art.  149.  La  valuación  de  los  efectos 
que  el  porteador  deba  pagar  en  los  casos 
de  pérdida  ó  extravio,  se  determinará  con 
arreglo  á  lo  declarado  en  la  carta  de  porte, 
sin  admitir  al  cargador  prueijas  sobre  que 
entro  el  género  que  ella  declaró  había  ob- 
jetos de  mayor  valor  y  dinero  metálico. 

Las  caballerías,  carruajes,  barcos,  apa- 
rejos y  todos  los  demás  medios  principales 
y  accesorios  de  transportes,  estarán  espe- 
cialmente obligados  á  favor  del  cargadoi-, 
si  bien  en  cuanto  á  los  ferrocarriles  dicha 
oljjigación  ciuedará  subordinada  á  lo  que 
determinen  las  leyes  de  concesión  respec- 
to á  la  propiedad,  y  á  lo  que  este  Código 
establece  solire  la  manera  y  forma  de  efec- 
tuar los  embargos  y  retenciones  contra  las 
cxjjresadas  compañías. 

Art.  150.  El  porteador  que  hiciere  la 
entrega  de  las  mercaderías  al  consignata- 
rio en  virtud  de  i)actos  ó  servicios  combi- 
nados con  otros  porteadores,  asumirá  las 
obligaciones  de  los  (|ue  le  hayan  precedido 
en  la  conducción,  salvo  su  derecho  para 
repetir  contra  éstos,  si  no  fuere  él  el  res- 
ponsable directo  de   la  falla  que  ocasione 
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la  reclamación  del  cargador  o  consigna- 
tario. 

Asumirá  igualmente  el  porteador  que 
hiciere  la  entrega  todas  las  acciones  y  de- 
rechos de  los  que  le  hubieren  precedido  en 
la  conducción. 

El  remitente  y  consignatario  tendrán  ex- 
pedito su  derecho  contra  el  porteador  que 
hubiere  otorgado  el  contrato  de  tran.sporte 
ó  contra  los  demás  porteadores  que  hubie- 
ren recibido  sin  reserva  los  efectos  trans- 
portados. 

Las  reservas  hechas  por  los  últimos  no 
les  librarán,  sin  embargo,  de  las  responsa- 
bilidades en  que  hubieren  incurrido  por 
sus  propios  actos. 

Art.  151.  Los  consignatarios  á  quienes 
se  hubieren  hecho  la  remesa  no  podrán 
diferir  el  pago  de  los  gastos  y  portes  de  los 
géneros  que  recibieren  después  de  trans- 
curridas las  veinticuatro  horas  siguientes 
á  su  entrega;  y  en  caso  de  retardo  en  este 
pago,  podrá  el  porteador  exigir  la  venta 
judicial  de  los  géneros  que  condujo,  en 
cantidad  suficiente  para  cubrir  el  precio 
del  transporte  y  los  gastos  que  hubiese  su- 
plido. 

Art.  152.  Los  efectos  porteados  estarán 
especialmente  obligados  á  la  responsabili- 
dad del  precio  del  transporte  y  de  los  gas- 
tos y  derechos  causados  por  ellos  durante 
su  conducción  ó  ha^sta  el  momento  de  su 
entrega. 

Este  derecho  especial  prescribirá  á  los 
ocho  di  is  de  haberse  hecho  la  entrega,  y 
una  vez  prescrito,  el  porteador  no  tendrá 
otra  acción  que  la  que  le  corresponda 
como  acreedor  ordinario. 

Art.  153.  La  preferencia  del  porteador 
al  pago  de  lo  que  se  le  deba  por  el  trans- 
porte y  gastos  de  los  efectos  entregados  al 
consignatario,  no  se  interrumpirá  por  la 

auiebra  de  éste,  siempre  que  reclamare 
entro  de  los  ocho  días  expresados  en  el 
articulo  precedenie. 

Art.  154.  El  porteador  será  responsa- 
ble de  todas  las  consecuencias  á  que  pueda 
dar  lugar  su  omisión  en  cumplir  las  for- 
malidades prescritas  por  las  leyes  y  regla- 
mentos de  la  Administración  pública,  en 
todo  el  curso  del  viajo  y  á  su  llegada  al 
punto  á  donde  fueren  destinadas,  salvo 
cuando  su  falta  proviniese  de  haber  sido 
inducido  á  error  por  falsedad  del  cargador 
en  la  declaración  de  las  mercaderías. 

Si  el  porteador  hubiere  procedido  en 
virtud  de  orden  formal  del  cargador  ó  con- 
signatario de  las  mercaderías,  ambos  in- 
currirán en  responsabilidad. 

Art.  155.  Los  comisionistas  de  trans- 
portes estarán  obligados  á  llevar  un  rcgi.s- 


tro  particular  con  las  formalidades  que 
exige  el  art.  29,  en  el  cual  asentarán  por 
orden  progresivo  de  número  y  fechas  to- 
dos los  efectos  de  cuyo  transporte  se  en- 
carguen, con  expresión  de  las  circunstan- 
cias exigidas  en  los  arts.  127  y  siguientes 
para  las  respectivas  cartas  de  porte. 

Art.  156.  Las  disposiciones  contenidas 
desde  el  art.  127  en  adelante  se  entende- 
rán del  mismo  modo  con  los  que,  aun 
cuando  no  hicieren  por  si  mismos  el  trans- 
jjorte  de  los  efectos  de  comercio,  contrata- 
ren hacerlo  por  medio  de  otros,  ya  sea 
como  asentistas  de  una  operación  particu- 
lar y  determinada,  ó  ya  como  comisionis- 
ta de  transportes  y  conducciones. 

En  cualquiera  de  ambos  casos  quedarán 
sobrogados  en  el  lugar  de  los  mismos  por- 
teadores, así  en  cuanto  á  las  obligaciones 
y  responsabilidad  de  éstos,  como  respecto 
á  su  derecho. 

TITULO  VI 

De  la  comisión  mercantil. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE   LOS   COMISIONISTAS 

Art.  157.  Se  reputará  comisión  raer- 
cantil  el  mandato,  cuando  tenga  por  obje- 
to un  acto  ú  operación  de  comercio,  y  sea 
comerciante  ó  agente  mediador  de  comer- 
cio el  comitente  ó  el  comisionista. 

Art.  158.  El  comisionista  podrá  desem- 
peñar la  comisión  contratando  en  nombre 
propio  ó  en  el  de  su  comitente. 

Art.  159.  Cuando  el  comisionista  con- 
trate en  nombre  propio,  no  tendrá  necesi- 
dad de  declarar  qnién  sea  el  comitente,  y 
quedará  obligado  de  un  modo  directo, 
como  si  el  negocio  fuese  suyo,  con  las  per- 
sonas con  quienes  contratare,  las  cuales 
no  tendrán  acción  contra  el  comitente,  ni 
éste  contra  aquéllas,  quedando  á  salvo 
siempre  las  que  respectivamente  corres- 
pondan al  comitente  y  al  comisionista  en- 
tre sí. 

Art.  160.  Si  el  comisionista  contratare 
en  nombre  del  comitente,  deberá  manifes- 
tarlo; y  si  el  contrato  fuere  por  escrito,  ex- 
presarlo en  el  mismo  ó  en  la  antefirma, 
declarando  el  nombre,  apellido  y  domici- 
lio de  dicho  comitente. 

En  el  caso  prescrito  en  el  párrafo  ante- 
rior, el  contrato  y  las  acciones  derivadas 
del  mismo  producirán  su  efecto  entre  el 
comitente  y  la  persona  ó  personas  que 
contrataren  con  el  comisionista;  pero  que- 
dará éste  obligado  con  las  personas  con 
quienes  contrató,  mientras  no  pruebe  la 
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comisión,  si  el  comitente  la  negare,  sin 
perjuicio  de  la  obligación  y  acciones  res- 
pectivas entre  el  comitente  y  el  comisio- 
nista. 

Art.  161.  En  el  caso  de  rehusar  un  co- 
misionista el  encargo  que  se  le  hiciere,  es- 
tará obligado  á  comunicarlo  al  comitente 
por  el  medio  más  rápido  posible,  debiendo 
confirmarlo,  en  todo  caso,  por  el  correo 
más  próximo  al  día  en  que  recibió  la  co- 
misión. 

Lo  estará,  asimismo,  á  prestar  la  debida 
diligencia  en  la  custodia  y  conservación 
de  los  efectos  que  el  comitente  le  haya  re- 
mitido, hasta  que  éste  designe  nuevo  co- 
misionista en  vista  de  su  negativa,  ó  hasta 
que,  sin  esperar  nueva  designación,  el  tri- 
bunal se  haya  hecho  cargo  de  los  efectos, 
á  solicitud  del  comisionista. 

La  falta  de  cumplimiento  de  cualquiera 
de  las  obligaciones  establecidas  en  los  dos 
párrafos  anteriores  constituye  al  comisio- 
nista en  la  responsabilidad  de  indemnizar 
los  daños  y  perjuicios  que  por  ello  sobre- 
vengan al  comitente. 

Art.  162.  Se  entenderá  aceptada  la  co- 
misión, siempre  que  el  comisionista  ejecu- 
te alguna  gestión  en  el  desempeño  del  en- 
cargo que  le  hizo  el  comitente,  que  no  se 
limite  á  la  determinada  en  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  anterior. 

Art.  163.  No  será  obligatorio  el  desem- 
peño de  las  comisiones  que  exijan  provi- 
sión de  fondos,  aunque  se  hayan  aceptado, 
mientra?  el  comitente  no  ponga  á  disposi- 
ción del  comisionista  la  suma  necesaria  al 
efecto.  / 

Asimismo  podrá  el  comisionista  suspen- 
der las  diligeucias  propias  de  su  encargo, 
cuando  habiendo  invertido  las  sumas  reci- 
bidas, el  comitmte  rehusare  la  remisión 
de  nuevos  fondos  que  aquél  le  pidiere. 

Art.  164.  Pactada  la  anticipación  de 
fondos  para  el  desempeño  de  la  comisión, 
el  comisionista  estará  obligado  á  suplir- 
los, excepto  en  el  casD  de  suspensión  de 
pagos  ó  quiebras  del  comitente. 

Art.  165.  El  comisionista  que  sin  causa 
legal  no  cumpla  la  comisión  aceptada  ó 
empezada  á  evacuar,  será  responsaljle  de 
todos  los  daños  que  por  ello  sobrevengan 
al  comitente. 

Art.  166.  Celebrado  un  contrato  por  el 
comisionista,  con  las  formalidades  de  de- 
recho, el  comitente  deberá  aceptar  todas 
las  consecuencias  de  la  comisión,  salvo  el 
derei'ho  de  repetir  contra  el  comisionista 
,  por  faltas  ú  omisiones  cometidas  al  cum- 
plirla. 

Art.  167.  El  comisionista  que  en  el  des- 
empeño de  su  encargo  se  sujete  á  las  ins- 


trucciones recibidas  del  comitente,  queda- 
rá exento  de  toda  responsabilidad  para 
con  él. 

Art.  168.  En  lo  no  previsto  y  prescrito 
expresamente  por  el  comitente,  deberá  el 
comisionista  consultarle,  siempre  que  lo 
permita  la  naturaleza  del  negocio. 

Mas  si  estuviere  autorizado  para  obrar  á 
su  arbitrio,  ó  no  fuere  posible  la  consulta, 
hará  lo  que  dicte  la  prudencia  y  sea  más 
conforme  al  uso  del  comercio,  cuidando 
del  negocio  como  projño. 

En  el  caso  de  que  un  accidente  no  pre- 
visto hiciere,  á  juiciu  del  comisionista, 
arriesgada  ó  perjudicial  la  ejecución  de  las 
instrucciones  recibidas,  podrá  suspender  el 
cumi)limiento  de  la  comisión,  comunican- 
do al  comitente,  por  el  medio  más  rápido 
posible,  las  causas  que  hayan  motivado  su 
conducta. 

Art.  169.  En  ningún  caso  podrá  el  co- 
misionista proceder  contra  disposición  ex- 
presa del  comitente,  quedando  responsu.- 
ble  de  todos  los  dañ(  s  y  perjuicios  que  por 
hacerlo  le  ocasionen.  Igual  responsabili- 
dad pesará  sobre  el  comisionista  en  los  ca- 
sos de  malicia  ó  de  abandono. 

Art.  170.  Serán  de  cuenta  del  comisio- 
nista los  riesgos  del  numerario  que  tenga 
en  su  poder  por  razón  de  la  comisión. 

Art.  171.  El  comisionista  que  sin  auto- 
rización expresa  del  comitente  concertare 
una  operación  á  precios  ó  condiciones  más 
onerosas  que  las  corrientes  en  la  plaza  á 
la  fecha  en  que  se  hizo,  será  responsable 
al  comitente  del  perjuicio  que  por  ello  le 
haya  irrogado,  sin  que  le  sirva  de  excusa 
alegar  que  al  mismo  tiempo,  y  en  iguales 
circunstancias,  hizo  operaciones  por  su 
cuenta. 

Art.  172.  El  comisionista  deberá  ob- 
servar lo  establecido  en  las  leyes  y  regla- 
mentos respecto  a  la  negociación  que  se 
le  huljiere  confiado,  y  será  responsable  de 
los  resultados  do  su  contravención  ú  omi- 
sión. 

Si  hubiere  procedido  en  virtud  de  órde- 
nes expresas  del  comitente,  las  respon.sa- 
bilidades  á  que  haya  lugar  pesarán  sobre 
amljos. 

Art.  173.  El  comisionista  comunicará 
frecuentemente  al  comitente  las  noticias 
que  interesen  al  buen  éxito  de  la  negocia- 
ción, participándole  por  el  correo  del  mis- 
mo día  ó  del  siguiente  en  que  hul)icren  te- 
nido lugar,  los  contratos  que  hubiere  cele- 
brado. 

Art.  174.  El  comisionista  de-sempeñará. 
por  si  los  encargos  que  reciba,  y  no  podrá 
delegarlos  sin  previo  consentimiento  del 
comitente,  á  no  estar  de  antemano  autori- 
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zado  para  hacer  la  legación;  pero  podrá, 
bajo  su  responsabilidad,  emplear  sus  de- 
pendientes en  aquellas  operaciones  subal- 
ternas, que  según  la  costumbre  general 
del  comercio  se  confían  á  éstos. 

Art.  175.  Si  el  comisionista  hubiere 
hecho  delegación  ó  sustitución  con  autori- 
zación del  comitente,  responderá  de  las 
gestiones  del  sustituto,  si  quedare  á  su 
elección  la  persona  en  quien  había  de  de- 
legar, y  en  caso  contrario,  cesará  su  res- 
ponsabilidad. 

Art.  176.  El  comisionista  estará  obli- 
gado á  rendir,  con  i^elación  á  sus  libros, 
cuenta  especifícada  y  justificada  de  las 
cantidades  que  percibió  para  la  comisión, 
reintegrando  al  comitente,  en  el  plazo  y 
forma  que  éste  la  prescriba,  del  sobrante 
que  resulte  á  su  favor. 

En  caso  de  morooidad  abonará  el  inte- 
rés legal. 

Serán  de  cargo  del  comitente  el  que- 
branto y  extravío  de  fondos  sobrantes, 
siempre  que  el  comisionista  hubiere  ob- 
servado las  instrucciones  de  aquél  respec- 
to á  la  devolución. 

Art.  177.  El  comisionista  que  habiendo 
recibido  fondos  para  evacuar  un  encargo 
les  diere  inversión  ó  destino  distinto  del 
de  la  comisión,  abonará  al  comitente  el 
capital  y  su  interés  legal,  y  será  responsa- 
ble desde  el  día  en  que  los  recibió,  de  los 
daños  y  perjuicios  originados  á  conse- 
cuencia de  haber  dejado  de  cumplir  la  co- 
misión, sin  perjuicio  de  la  acción  criminal 
á  que  hubiere  lugar. 

Art.  178.  El  comisionista  responderá 
de  los  efectos  y  mercaderías  que  r*ecibieí*e, 
en  los  términos  y  con  las  condiciones  y 
calidades  con  que  se  le  avisare  la  remesa, 
á  no  ser  que  haga  constar,  al  encargarse 
de  ellos,  las  averías  y  deterioros  que  re- 
sulten comparando  su  estado  con  el  que 
conste  en  las  cartas  de  porte  ó  fletamento, 
ó  en  las  instrucciones  recibidas  del  comi- 
tente. 

Art.  179.  El  comisionista  que  tuviere 
en  su  poder  mercaderías  ó  efectos  por 
cuenta  ajena,  responderá  de  su  conserva- 
ción en  el  estado  en  que  los  recibió.  Cesa- 
rá esta  responsabilidad  cuando  la  destruc- 
ción ó  el  menoscabo  sean  debidos  á  casos 
iortuitos,  fuerza  mayor,  transcurso  de 
tiempo  ó  vicio  propio  de  la  (;osa. 

En  los  casos  de  jjórdida  parcial  ó  total 
por  el  transcurso  del  tiempo  ó  vicio  propio 
de  la  cosa,  el  comisionista  estará  obligado 
á  acreditar  en  forma  legal  el  menoscabo 
do  las  mercaderías,  poniéndolo,  tan  luego 
como  lo  advirtiera,  en  conocimiento  del 
comitente. 


Art.  180.  Ningún  comisionista  compra- 
rá para  sí  ni  para  otro  lo  que  se  le  haya 
mandado  vender,  ni  venderá  lo  que  se  le 
haya  encargado  comprar,  sin  licencia  del 
comitente. 

Tampoco  podrá  alterar  las  marcas  de 
los  efectos  que  hubiere  comprado  ó  vendido 
por  cuenta  ajena. 

Art.  181.  Los  comisioni.stas  no  pueden 
tener  efectos  de  una  misma  especie  perte- 
necientes á  distintos  dueños,  bajo  una 
misma  marca,  sin  distinguirlos  por  una 
contramarca,  que  evite  confusión  y  desig- 
ne la  propiedaa  respectiva  de  cada  comi- 
tente. 

Art.  182.  Si  ocurriere  en  los  efectos 
encargados  á  un  comisionista  alguna  alte- 
ración que  hiciere  urgente  su  venta,  para 
salvar  la  parte  posible  de  su  valor,  y  fuere 
tal  la  premura  que  no  hubiere  tiempo  para 
dar  aviso  al  comitente  y  aguardar  sus  ór- 
denes, acudirá  el  comisionista  al  Juez  ó 
Tribunal  competente,  que  autorizará  la 
venta  con  las  solemnidades  y  precaucio- 
nes que  estime  más  beneficiosas  para  el  co- 
mitente. 

Art.  183.  El  comisionista  no  podrá,  sin 
autorización  del  comitente,  prestar  ni  ven- 
der al  fiado  ó  á  plazos,  pudiendo  en  estos 
casos  el  comitente  exigirle  el  pago  al  con- 
tado, dejando  á  favor  del  comisionista  cual- 
quier interés,  beneficio  ó  ventaja  que  re- 
sulte de  dicho  crédito  á  plazo. 

Art.  184.  Si  el  comisionista,  con  la  de- 
bida autorización,  vendiere  á  plazo,  deberá 
expresarlo  en  la  cuenta  ó  avisos  que  dé  al 
comitente,  participándole  los  nombres  de 
los  compradores;  y  no  haciéndolo  así,  se 
entenderá,  respecto  al  comitente,  que  las 
ventas  fueron  al  contado. 

Art.  185.  Si  el  comisionista  percil)iere 
sobre  una  venta,  además  de  la  comisión  or- 
dinaria, otra  llamada  de  garantía,  corre- 
rán de  su  cuenta  los  rit'sgos  do  la  cobran- 
za, quedando  obligado  á  satisfacer  a!  comi- 
tente el  producto  de  la  venta  en  los  mismos 
plazos  i)actados  por  el  comprador. 

Art.  186.  Sei^á  responsable  de  los  per- 
juicios que  ocasionen  su  omisión  ó  demora, 
el  comisionista  que  no  verificare  la  cobran- 
za de  los  créditos  de  su  comitente  en  las 
épocas  en  que  fueren  exigí  bles,  á  no  ser 
que  acredite  que  usó  oportunamente  de  los 
medios  legales  para  conseguir  el  pago. 

Art.  187.  El  comisionista  encargado  do 
una  expedición  de  efectos,  que  tuviere  or- 
den para  asegurarlos,  será  responsalile,  si 
no  lo  hiciere,  de  los  daños  que  á  éstos  so- 
brevengan, siempre  que  estuviere  hecha  la 
provisión  de  fondos  necesaria  jiara  pagar 
el  premio  del  .seguro,  ó  se  hubiere  obligado 
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á  anticiparlos  y  dejare  de  dar  aviso  inme- 
diato ai  comitente  de  la  imposibilidad  de 
contratarle. 

Si  durante  el  riesgo  el  asegurador  se  de- 
clarase en  quiebra,  tendrá  el  comisionista 
obligación  de  renovar  el  seguro,  á  no  ha- 
berle prevenido  cosa  en  contrario  el  comi- 
tente. 

Art.  18S.  El  comisionista  que  en  con- 
cepto de  tal  hubiere  de  remitir  efectos  á 
otro  punto,  deberá  contratar  el  transporte 
cumpliéndolas  (ibligaciones  que  se  impo- 
nen al  cargador  en  las  conducciones  te- 
rrestres y  marítimas. 

Si  contratare  en  nombre  propio  el  trans- 
porte, aunque  lo  haga  por  cuenta  ajena, 
auedará  'sujeto  para  con  el  porteador  á  to- 
as las  obligaciones  que  se  imponen  á  los 
cargadores  en  las  conducciones  terrestres 
y  marítimas. 

Art.  189.  Los  efectos  que  se  remitieren 
en  consignación  se  entenderán  especial- 
mente obligados  al  pago  de  los  derechos  de 
comisión,  anticipaciones  y  gastos  que  el 
comisionista  liubiere  hecho  por  cuenta  de 
su  valor  y  producto.  Como  consecuencia 
de  esta  obligación : 

1."  Ningún  comisionista  podrá  ser  des- 
poseído de  los  efectos  que  recibió  en  con- 
signación sin  que  previamente  se  le  re- 
embolse de  sus  anticipaciones,  gastos  y  de- 
recho de  comisión. 

2.°  Por  cuenta  del  producto  de  los  mis- 
mos géneros  deberá  ser  pagado  el  comisio- 
nista con  preferencia  á  los  demás  acredo- 
res  del  comitente,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
art.  152. 

Para  gozar  de  la  preferencia  consignada 
en  este  artículo,  será  condición  necesaria 
que  los  efectos  estén  en  poder  del  consig- 
natario ó  comisionista,  ó  que  se  hallen  á 
su  disposición  en  depósito  ó  almacén  pú- 
blico, ó  que  se  haya  verificado  la  expedi- 
ción consignándola  á  su  nomine,  habiendo 
recibido  el  conocimiento,  talón  ó  carta  de 
transporte  firmada  por  el  encargado  de 
verificarla. 

Art.  190.  El  comitente  estará  obligado 
á  abonar  al  comisionista  el  premio  de  co- 
misión, .salvo  pacto  en  contrario. 

Faltando  pacto  expresivo  de  la  cuota,  se 
fijará  ésta  con  arreglo  al  uso  y  práctica 
mercantil  de  la  plaza  donde  se  cumpliere 
la  comisión. 

Art.  191.  El  comitente  estará  asimismo 
obligado  á  satisfacer  al  contado  al  comisio- 
nista, mediante  cuenta  justificada,  el  im- 
porte de  lodos  sus  gastos  y  desembolsos, 
con  el  interés  legal  desde  el  día  en  (jue  los 
hubiere  hecho  hasta  su  total  reintegro. 

Art.  192.     El  comitente  podrá  revocar  la 


comisión  conferida  al  comisionista  en  cual- 
quier estado  del  negocio,  poniéndolo  en  su 
noticia,  pero  quedando  siempre  obligado  á 
las  resultas  de  las  gestiones  practicadas 
antes  de  haberle  hecho  saber  la  revoca- 
ción. 

Art.  193.  Por  muerte  del  comisionista 
ó  su  inhabilitación  se  rescindirá  el  contra- 
to; pero  por  muerte  ó  inhabilitación  del  co- 
mitente no  se  rescindirá,  aunque  pueden 
revocarlo  sus  representantes. 

CAPITULO  II 

DE    OTRAS  FORMAS  DEL  MANDATO  MERCANTIL, 
FACTORES,    DEPENDIENTES   Y    MANCEBOS. 

Art.  194.  El  comerciante  podrá  consti- 
tuir apoderados  ó  mandatarios  generales  ó 
singulares  para  que  hagan  el  tráfico  en  su 
nombre  y  por  su  cuenta,  en  todo  ó  en  par- 
te, ó  para  que  le  auxilien  en  él. 

Art.  195.  El  factor  deberá  tener  la  ca- 
pacidad necesaria  para  obligarse  con  arre- 
glo á  este  Código,  y  poder  de  la  persona 
por  cuya  cuenta  haga  el  tráfico. 

Art.  196.  El  gerente  de  una  empresa  ó 
establecimientofabril  ó  comercial  por  cuen- 
ta ajena,  autorizado  para  administrarlo, 
dirigirlo  y  contratar  sobre  las  cosas  conve- 
nientes á  él,  con  más  ó  menos  facultades, 
según  haya  tenido  por  conveniente  el  pro- 
pietario, tendrá  el  concepto  legal  de  fac- 
tor, y  le  serán  aplicables  las  disposiciones 
contenidas  en  esta  sección. 

Art.  197.  Los  factores  negociarán  y 
contratarán  á  nombre  de  sus  principales, 
y  en  todos  los  documentos  que  suscriban 
en  tal  concepto,  expresarán  que  lo  hacen 
con  poder  ó  en  nombre  de  la  persona  ó  so- 
ciedad que  representen. 

Art.  198.  Contratando  los  factores  en 
los  términos  que  previene  el  artículo  pre- 
cedente, recaerán  sobre  los  comitentes  to- 
das las  obligaciones  que  contrajeren. 

Cualquiera  reclamación  para  comjieler- 
les  á  su  cumplimiento  se  hará  efectiva  en 
los  bienes  del  prin''ipal  estal)lecimiento  ó 
empresa,  y  no  en  los  del  factor,  á  menos 
que  estén  confundidos  con  aquellos. 

Art.  199.  Los  contratos  (;elebrados  por 
el  factor  de  un  establecimiento  ó  empresa 
fabril  ó  comercial,  cuando  notoriamente 
pertenezca  á  una  empresa  ó  sociedad  co- 
nocidas, se  entenderán  hechos  por  cuenta 
del  propietario  de  dicha  em|)r(ísa  ó  socie- 
dad, aun  cuando  el  factor  no  lo  haya  ex- 
presado al  tiempo  de  celebrarlos,  ó  .se  ale- 
gue abuso  de  confianza,  trasgresión  de  fa- 
cultades ó  aprobación  por  el  factor  de  los 
efectos  objeto  del  contrato,  siempre  que 
estos  contratos  recaigan  sobre  objetos  cora- 
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prendidos  en  el  giro  y  tráfico  del  estableci- 
miento, ó  si,  aun  siendo  de  otra  naturaleza, 
resultare  que  el  factor  obró  con  orden  de 
su  comitente,  ó  que  éste  aprobó  su  gestión 
en  términos  expresos  ó  por  hechos  posi- 
tivos. 

Art.  200.  El  contrato  hecho  por  un  fac- 
tor en  nombre  propio  le  obligará  directa- 
mente con  la  persona  con  quien  lo  liubiere 
celebrado;  mas  si  la  negociación  se  liubie- 
re hecho  por  cuenta  del  principal,  la  otra 
parte  contratante  podrá  dirigir  su  acción 
contra  el  factor  ó  contra  el  principal. 

Art.  201.  Los  factores  no  podrán  trafi- 
car por  su  cuenta  particular,  ni  interesar- 
se en  nombre  propio  ni  ajeno  en  negocia- 
ciones del  mismo  género  de  las  que  hicie- 
ren á  nombre  de  sus  principales,  á  menos 
qu3  éstos  les  autoricen  expresamente  para 
ello. 

Si  negociaren  sin  esta  autorización,  los 
beneficios  de  la  negociación  serán  para  el 
principal,  y  las  pérdidas  á  cargo  del  factor. 

Si  el  principal  hubiere  concedido  al  fac- 
tor autorización  para  hacer  operaciones 
por  su  cuenta  ó  asociado  á  otras  personas, 
no  tendrá  aquél  derecho  á  las  ganancias  ni 
participará  de  las  pérdidas  que  sobrevinie- 
ren. Si  reí  principal  hubiera  interesado  al 
factor  en  alguna  operación,  la  participa- 
ción de  éste  en  las  ganancias  será,  salvo 
pacto  en  contrario,  proporcionada  al  capi- 
tal que  aportare;  y  no  aportando  capital, 
será  reputado  socio  industrial. 

Art.  202.  Las  multas  en  que  pueda  in- 
currir el  factor  por  contravenciones  á  las 
leyes  fiscales  ó  reglamentos  de  Adminis- 
tración pública  en  las  gestiones  de  su  fac- 
toría, se  harán  efectivas  desde  luego  en  los 
bienes  que  administre,  sin  perjuicio  del  de- 
recho del  principal  contra  el  factor  por  su 
culpabilidad  en  ios  hechos  que  dieren  lugar 
á  la  multa. 

Art.  203.  Los  poderes  conferidos  á  un 
factor  se  estimarán  subsistentes,  mientras 
no  le  fueren  expresamente  revocados,  no 
obstante  la  muerte  de  su  principal  ó  de  la 
persona  de  quien  en  debida  forma  los  hu- 
biere recibido. 

Art.  204.  Los  actos  y  los  contratos  eje- 
cutados por  el  factor  serán  válidos,  respec- 
to de  su  poderdante,  siempre  que  sean  an- 
teriores al  momento  en  que  llegue  á  noti- 
cia de  aquél  por  un  medio  legitimo  la  re- 
vocación de  los  poderes  ó  la  enajenación 
del  establecimiento.  También  serán  válidos 
con  relación  á  terceros,  mientras  no  se 
haya  cumplido,  en  cuanto  á  la  revocación 
de  los  poderes,  lo  prescrito  en  el  párrafo 
5."  del  art.  22. 

Art.  205.     Los  comerciantes  podrán  en- 


comendar á  otras  personas,  además  de  los 
factores,  el  desempeño  constante,  en  su 
nombre  y  por  su  cuenta,  de  alguna  ó  algu- 
nas gestiones  propias  del  tráfico  á  que  se 
dediquen,  en  virtud  de  pacto  escrito  ó  ver- 
bal; consignándolo  en  sus  reglamentos  las 
compañías,  y  comunicándolo  los  particula- 
res por  avisos  públicos,  ó  por  medio  de  cir- 
culares á  sus  corresponsales. 

Los  actos  de  estos  dependientes  ó  man- 
datarios singulares  no  obligarán  á  su  prin- 
cipal, sino  en  las  operaciones  propias  del 
ramo  que  determinadamente  les  estuviere 
encomendado. 

Art.  206.  Las  disposiciones  del  articulo 
anterior  serán  igualmente  aplicables  á  los 
mancebos  de  comercio  que  estén  autoriza- 
dos para  regir  una  operación  mercantil,  ó 
alguna  parte  del  giro  y  tráfico  de  su  prin- 
cipal. 

Art.  207.  Los  mancebos  encargados  de 
vender  al  por  menor  en  un  almacén  públi- 
co, se  reputarán  autorizados  para  cobrar  el 
importe  de  las  ventas  que  hicieren,  y  sus 
recibos  serán  válidos,  expidiéndolos  á  nom- 
bre de  sus  principales. 

Igual  facultad  tendrán  los  mancebos  que 
vendan  en  los  almacenes  por  mayor,  siem- 
pre que  las  ventas  fueren  al  contado  y  el 
pago  se  verifique  en  el  mismo  almacén; 
pero  cuando  las  cobranzas  se  hubieren  de 
liacer  fuere  de  éste,  ó  procedan  de  ventas 
hechas  á  plazos,  los  recibos  se  firmarán 
necesariamente  por  el  principal,  su  factor 
ó  por  apoderado  legítimamente  constituido 
para  cobrar. 

Art.  208.  Cuando  un  comerciante  en- 
cargare á  su  mancebo  la  recepción  de  mer- 
caderías, y  éste  las  recibiese  sin  reparar 
sobre  su  cantidad  ó  calidad,  surtirá  á  su 
recepción  los  mismos  efectos  que  si  la  hu- 
biera hecho  el  principal. 

Art.  209.  Sin  consentimiento  de  sus 
principales,  ni  los  factores,  ni  los  mance- 
bos del  comercio  podrán  delegar  en  otros 
los  encargos  que  recibiesen  de  aquéllos;  y 
en  caso  de  hacerlo  sin  diclio  consentimien- 
to, responderán  directamente  de  las  ges- 
tiones de  los  sustitutos  y  de  las  obligacio- 
nes contraídas  por  éstos. 

Art.  210.  Los  factores  y  mancebos  de 
comercio  serán  responsables  á  sus  princi- 
pales de  cualquier  perjuicio  que  causen  á 
sus  intereses  por  haber  procedido  en  el 
desempeño  de  sus  funciones  con  malicia, 
negligencia  ó  infracción  de  las  órdenes  é 
instrucciones  que  hubieren  recibido. 

Art.  211.  Si  por  efecto  del  servicio  que 
preste  un  mancebo  de  comercio  hiciere  al- 
gún gasto  extraordinario,  ó  experimenta- 
re alguna  pérdida,  no  habiendo  mediado 
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sobre  ello  pacto  expreso  entre  él  y  su  prin- 
cipal, será  de  cargo  de  éste  indemnizarle 
del  quebranto  sufrido. 

Art.  212.  Si  el  contrato  entre  los  co- 
merciantes y  sus  mancebos  y  dependien- 
tes se  hubiere  celebrado  por  tiempo  íijo, 
no  podrá  ninguna  de  las  partes  contratan- 
tes separarse,  sin  consentimiento  de  la 
otra,  de  su  cumplimiento  hasta  la  termi- 
nación del  plazo  convenido. 

Los  que  contravinieren  á  esta  cláusula 
quedarán  sujetos  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
articulo  siguiente. 

Art.  213.  Serán  causas  especiales  para 
que  los  comerciantes  puedan  despedir  á 
SUS  dependientes,  no  obstante  no  haber 
cumplido  el  plazo  del  empeño: 

1.^  El  fraude  ó  abuso  de  confíanza  en 
las  gestiones  que  les  hubieren  confiado. 

2.*  Hacer  alguna  negociación  de  co- 
mercio por  cuenta  propia,  sin  conocimien- 
to expreso  y  licencia  del  principal. 

3.*  Faltar  gravemente  al  respeto  y  con- 
sideración debidos  á  éste  ó  á  las  personas 
de  su  familia  ó  dependencia. 

Art.  214.  Serán  causas  para  que  los 
dependientes  puedan  despedirse  de  sus 
principales,  aunque  no  haya  cumplido  el 
plazo  del  empeño: 

1.^  La  falta  de  pagos  en  los  plazos  fija- 
dos del  sueldo  ó  estipendios  convenidos. 

2.*  La  falta  de  cumplimiento  de  cua- 
lesquiera de  las  demás  condiciones  con- 
certadas en  beneficio  del  dependiente. 

3.*  Los  malos  tratamientos  ú  ofensas 
graves  por  parte  del  principal. 

Art.  215.  En  los  casos  de  que  el  empe- 
ño no  tuviere  tiempo  señalado,  cualquiera 
de  las  partes  podrá  darlo  por  fenecido, 
avisando  á  la  oti'a  con  un  mes  de  antici- 
pación. 

El  factor  ó  mancebo  tendrá  derecho  en 
este  caso  al  sueldo  que  corresponda  á  di- 
cha mesada. 

TÍTULO  VII 
De  la  sociedad. 

Art.  216.  La  ley  reconoce  tres  especies 
de  sociedad. 

1."    Sociedad  colectiva. 

2.°     Sociedad  anónima. 

3.°    Sociedad  en  comandita. 

Reconoce  también  la  asociación  ó  cuen- 
tas en  participación. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE  LA   FORMACIÓN  Y  l'RUKUA  DE    LA  SOCIEDAD 
COLECTIVA 

Art.  217.     Puede  celebrar  fcl   contrato 


de  sociedad  toda  persona  que  tenga  capa- 
cidad para  obligarse. 

El  menor  y  la  mujer  casada,  aunque 
separada  de  bienes,  necesitan  autorización 
especial  para  celebrar  una  sociedad  colec- 
tiva, aun  cuando  se  hallen  habilitados  para 
comerciar. 

La  autorización  del  menor  será  conferi- 
da por  la  justicia  ordinaria,  y  la  de  la  mu- 
jer casada  por  su  marido,  y  en  su  defecto 
por  el  Juez. 

Art.  218.  La  sociedad  colectiva  se  for- 
ma y  prueba  por  escritura  pública,  la  que 
será  insertada  dentio  de  ocho  días  después 
de  su  otorgamiento  en  el  registro  mercan- 
til del  departamento;  y  su  extracto  se  pon- 
drá en  noticia  del  público  por  medio  de 
circulares.  <^ 

La  disolución  de  la  sociedad  que  se  efec- 
tuare antes  de  vencer  el  término  estipula- 
do, la  prórroga  de  éste,  el  cambio  de  so- 
cios por  retiro  ó  muerte  de  alguno  de 
ellos,  la  alteración  de  la  razón  social,  y  en 
general  toda  reforma,  ampliación  ó  modi- 
ficación del  contrato,  serán  reducidos  á 
escritura  pública  con  las  solemnidades 
indicadas  en  el  anterior  inciso. 

Art.  219.  El  contrato  consignado  en 
un  documento  privado  no  producirá  otro 
efecto  entre  los  socios  que  el  de  obligarlos 
á  otorgar  la  escritura  pública  antes  que  l;i 
sociedad  dé  principio  á  sus  operaciones. 

Art.  220.  La  escritura  social  deberá 
expresar: 

1."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  d(í 
los  socios. 

2."     La  razón  ó  firma  social. 

3."  Los  socios  encargados  de  la  admi- 
nistración y  del  uso  de  la  razón  social. 

4."  El  capital  que  introduce  cada  uno 
de  los  .socios,  sea  que  consista  en  dinero, 
en  créditos  ó  en  cualquiera  otra  clase  de 
bienes;  el  valor  que  se  consigne  á  los  que 
sean  muebles  ó  inmuebles;  y  la  forma  en 
que  deba  hacerse  el  justiprecio  de  los  mis- 
mos liienes,  en  caso  que  no  se  les  haya 
asignado  valor  alguno. 

5."  Los  negocios  sobre  <jue  deba  versar 
el  giro  de  la  sociedad. 

6.°  La  parte  de  beneficios  ó  pérdidas 
que  se  asigne  á  cada  socio  capitalista  ó 
industrial. 

7.°  La  época  en  que  la  sociedad  debe 
principiar  y  disolverse. 

8."  La  cantidad  que  puede  tomaranual- 
mentc  cada  socio  para  sus  gastos  particu- 
lares. 

9.°  La  forma  en  que  lia  do  verificarse 
la  lifiuidación  y   división  del  haber  social. 

lü.  Si  las  diferencias  que  les  ocurran 
durante  la  sociedad  deberán  ser  ó  no  so- 
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metidas  á  la  resolución  de  arbitros,  y  en 
el  primer  caso  la  forma  en  que  deberá 
hacerse  el  nombramiento. 

11.  El  domicilio  de  la  sociedad. 

12.  Los  demás  pactos  que  acordaren 
los  socios. 

Art.  221.  No  se  admitirá  prueba  de 
ninguna  especie  contra  el  tenor  expreso  de 
las  escrituras  otorgadas  en  cumflimiento 
del  art.  218  ni  para  justificar  la  existencia 
de  pactos  no  expresados  en  ellas. 

Art.  222.  La  omisión  de  la  escritura 
social  y  la  de  cualquiera  de  las  solemnida- 
des prescritas,  produce  nulidad  absoluta 
respecto  á  los  socios. 

Estos,  sin  embargo,  responderán  solida- 
riamente á  los  terceros  con  quienes  hubie- 
ren contratado  á  nombre  y  en  interés  de 
la  sociedad  de  hecho. 

Art.  223.  Si  la  nulidad  se  declarase 
estando  aún  pendiente  la  sociedad  de  he- 
cho, los  socios  procederán  á  la  liquidación 
de  las  operaciones  anteriores,  sujetándose 
á  las  reglas  del  cuasi  contrato  de  comu- 
nidad. 

Art.  224.  Los  socios  no  podrán  alegar 
la  nulidad  del  contrato  hí  por  vía  de  ac- 
ción ni  de  excepción,  después  de  disuelta 
la  sociedad  de  hecho. 

Art.  225.  Tampoco  podrán  alegar  la 
falta  de  una  ó  más  de  las  solemnidades 
mencionadas  contra  los  terceros  interesa- 
dos en  la  existencia  de  la  sociedad,  y  éstos 
podrán  acreditarla  por  cualquiera  de  los 
medios  probatorios  que  reconoce  este  Có- 
digo. 

Ni  podrán  los  socios  alegar  contra  los 
terceros  el  conocimiento  privado  que  éstos 
hayan  tenido  de  las  condiciones  de  la  so- 
ciedad de  hecho. 

Art.  226.  Los  terceros  podrán  oponer 
á  tcrc-eros  la  inobservancia  de  las  solemni- 
dades estatuidas;  y  el  que  fundare  su  in- 
tención en  la  existencia  de  la  sociedad,  de- 
berá probar  (\ug  ha  sido  constituida  en 
conformidad  con  las  prescripciones  de  este 
título. 

Art.  227.  El  que  contratare  con  una 
sociedad  que  no  ha  sido  legalmente  consti- 
tuida, no  puede  sustraerse  por  esta  razón 
del  cumplimiento  de  sus  obligaciones. 

CAPÍTULO  II 

DE    L.V    RAZÓN   Ó    FIRMA    SOCIAL    EN    LA  SOCIE- 
DAD   COLECTIVA. 

Art.  228.  La  razón  social  es  la  fórmu- 
la enunciativa  de  los  nombres  de  todos  los 
.socios  ó  de  alguno  de  ellos,  con  agregación 
de  estas  palal)ras:  //  compañía. 

Art.  229.     Sólo  los  nombres  de  los  so- 


cios colectivos  pueden  entrar  en  la  razón 
social. 

El  nombre  del  socio  que  ha  muerto  ó  se 
ha  separado  de  la  sociedad,  será  suprimido 
de  la  ñrma  social. 

Art.  230.  El  uso  de  la  razón  social  des- 
pués de  disuelta  la  sociedad,  constituye  un 
delito  de  falsedad,  y  la  inclusión  en  aque- 
lla del  nombre  de  una  persona  extraña,  es 
una  estafa. 

La  falsedad  y  la  estafa  serán  castigadas 
conforme  al  Código  Penal. 

Art.  231.  El  que  tolera  la  inserción  de 
su  nombre  en  la  razón  de  comercio  de  una 
sociedad  extraña,  queda  responsable  á  fa- 
vor de  las  personas  que  hubieren  contra- 
tado con  ella. 

Art.  232.  Los  socios  colectivos  indica- 
dos en  la  escritura  sociril  son  responsables 
solidariamente  de  todas  las  obligaciones  le- 
galmente contratadas  bajo  la  razón  social. 

En  ningún  caso  podrán  los  socios  dero- 
gar por  pacto  la  solidaridad  en  las  socie- 
dades colectivas. 

Art.  233.  Sólo  pueden  usar  de  la  i'azón 
social  el  socio  ó  socios  á  quienes  se  haya 
conferido  tal  facultad  por  la  escritura  res- 
pectiva. 

En  defecto  de  una  dele|^ción  expresa 
todos  los  socios  podrán  usar  de  la  firma 
social. 

Art.  234.  El  uso  de  la  razón  social  pue- 
de ser  conferido  á  una  persona  extraña  á 
la  sociedad. 

El  delegatario  deberá  indicar  en  los  do- 
cumentos públicos  ó  privados  que  firma 
por  poder,  so  pena  de  ser  personalmente 
responsable  de  todas  las  consecuencias  del 
negocio  que  celebre. 

Art.  235.  Si  un  .socio  no  autorizado 
usare  la  firma  social,  la  sociedad  no  será 
responsable  del  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  aquél  hubiere  suscrito,  salvo 
si  la  obligación  se  hubiere  convertido  en 
provecho  de  la  sociedad. 

La  responsabilidad,  en  este  caso,  se  li- 
mitará á  la  cantidad  concurrente  con  (;1 
beneficio  que  hubiere  reportado  la  .so- 
ciedad. 

Art.  236.  La  sociedad  no  es  respon.sa- 
ble  de  los  documentos  suscritos  con  la  ra- 
zón social,  cuando  las  obligaciones  que  las 
hubieren  causado  no  les  conciernan,  y  el 
tercero  los  aceptare  con  conocimiento  d»; 
esta  circunstancia. 

CAPITULO  III 

DEL  FONDO  SOCIAL  Y  DR  LA  DIVISIÓN  DE  LAS 
GANANCIAS  Y  PÉRDIDAS  EN  LA  SOCIEDAD 
COLECTIVA. 

Art.  237.     El  fondo  social  se  compone 
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de  los  valores  que  cada  uno  de  los  socios 
entrega  ó  promete  entregar  á  la  socie- 
dad. Pueden  formar  el  capital  social  el  di- 
nero, los  créditos,  los  muebles  é  inmue- 
bles, los  privilegios  de  invención,  el  traba- 
jo manual,  la  mera  industria,  y  en  gene- 
ral, toda  cosa  comercial  capaz  de  prestar 
alguna  utilidad. 

Art.  238.  Los  socios  deberán  entregar 
sus  capitales  respectivos  en  la  época  y  for- 
ma estipuladas  en  el  contrato. 

A  falta  de  estipulación,  la  entrega  se 
hará  en  el  domicilio  social,  luego  que  la 
escritura  de  sociedad  esté  firmada. 

Art.  239.  El  retardo  en  la  entrega,  sea 
cual  fuere  la  causa  que  lo  j)roduzca,  auto- 
riza á  los  asociados  para  excluir  de  la  so- 
ciedad al  socio  moroso,  ó  á  proceder  eje- 
cutivamente contra  su  persona  ó  bienes 
para  compeler  al  cumplimiento  de  la  obli- 
gación. 

En  uno  y  otro  caso  el  socio  moroso  res- 
ponderá de  los  daños  y  perjuicios  que  la 
tardanza  ocasionare  á  la  sociedad. 

Art.  240.  Los  acreedores  personales  de 
un  socio,  por  deudas  contraidas  después 
de  celebrada  la  sociedad,  no  podrán  em- 
bargar, mientras  ésta  subsista,  el  capital 
que  dicho  socio  hubiere  introducido;  pero 
les  será  permitido  solicitar  la  retención  de 
la  parte  de  interés  que  en  ella  tuviere  para 
percibirla  al  tiempo  de  la  división   social. 

Tampoco  podrán  concurrir  en  la  quie- 
bra de  la  sociedad  con  los  acreedores  so- 
ciales; pero  tendrán  derecho  para  perse- 
guir la  parte  que  corresponda  á  su  deuda 
en  e!  residuo  d'e  la  masa  concursada. 

Art.  241.  Los  socios  no  pueden  exigir 
la  restitución  de  su  capital  antes  de  con- 
cluirse la  liquidación  de  la  sociedad,  á  me- 
nos que  consistan  en  el  usufructo  de  los 
objetos  introducidos  al  fondo  común. 

Art.  842.  No  habiéndose  determinado 
en  el  contrato  de  compañía  la  parte  co- 
rrespondiente á  cada  socio  en  las  ganan- 
cias, se  dividirán  éstas  á  prorrata  de  la 
porción  de  interés  que  cada  cual  tuviere 
en  la  compañía,  tígurando  en  la  distribu- 
ción los  socios  industriales,  si  los  hubiere, 
en  la  clase  del  socio  capitalista  de  meíior 
participación. 

Art.  243.  Las  pérdidas  se  imputarán  en 
la  misma  proporción  entre  los  .sorios  ca- 
pitalistas, sin  comprender  á  los  industria- 
les, á  menos  cpie  por  pacto  cx[)reso  se  hu- 
bieren éstos  constituido  participes  en  ella. 

CAPÍTULO  IV 

DE    I.A    ADMINISTRACIÓN    DE    LA    SOCIEDAD    CO- 
LECTIVA 

Art.   244.     El  régimen  de  la   sociedad 


colectiva  se  ajustará  á  los  pactos  que  con- 
tenga la  escritura  .social;  y  en  lo  que  no  se 
hubiere  previsto  en  ellos  á  las  reglas  que 
á  continuación  se  expresan. 

Art.  245.  La  administración  corres- 
ponde de  derecho  á  todos  y  á  cada  uno  de 
los  socios,  y  éstos  pueden  desempeñarla 
por  si  mismos  ó  por  sus  delegados,  sean 
socios  ó  extraños. 

Art.  246.  Cuando  el  contrato  no  desig- 
na la  persona  del  administrador,  se  en- 
tiende que  los  socios  se  confieren  recipro- 
camente la  facultad  de  administrar  y  la  de 
obligar  solidariamente  la  responsabilidad 
de  todos  sin  su  noticia   y  consentimiento. 

Art.  247.  En  virtud  del  mandanto  le- 
gal cada  uno  de  los  socios  puede  hacer  vá- 
lidamente todos  los  actos  y  contratos  com- 
prendidos en  el  giro  ordinario  de  la  socie- 
dad ó  que  sean  necesarios  ó  conducentes  á 
la  consecución  de  los  finos  que  ésta  se  hu- 
biere propuesto. 

Art.  248.  Cada  uno  de  los  socios  tiene 
derecho  á  oponer.se  á  la  consumación  de 
los  actos  y  contratos  proyectados  por  otro, 
á  no  ser  que  se  refieran  á  la  mera  conser- 
vación de  las  cosas  comunes. 

Art.  249.  La  oposición  suspende  pro- 
visionalmente la  ejecución  del  acto  ó  con- 
trato proyectado  hasta  que  la"" mayoría  nu- 
mérica de  los  socios  califique  su  conve- 
niencia ó  inconveniencia. 

Art.  250.  El  acuerdo  de  la  mayoría  sólo 
obliga  á  la  minoría  cuando  recae  sobre 
actos  de  simple  administración,  ó  sobre 
disposiciones  comprendidas  en  el  círculo 
de  las  operaciones  designadas  en  el  con- 
trato social. 

Resultando  en  las  deliberaciones  de  la 
sociedad  dos  ó  más  pareceres  que  no  ten- 
gan la  mayoría  ai)Soluta,  los  socios  debe- 
rán abstenerse  de  llevar  á  ejecución  el 
acto  ó  contrato  proyectíido. 

Art.  251.  Si  á  pesar  de  la  oposición  se 
verificare  el  acto  ó  contrato  con  terceros 
de  buena  fe,  los  socios  quedarán  obligados 
solidariamente  á  cumplirlo,  sin  perjuicio 
de  su  derecho  á  ser  indemnizados  por  el 
socio  que  lo  hubiere  ejecutado. 

Art.  252.  Delegada  la  facultad  de  ad- 
ministrar en  uno  ó  más  socios,  los  demás 
quedan  por  sólo  este  hecho  inhibidos  de 
toda  ingerencia  en  la  administracióu  so- 
cial. 

Art.  253.  La  facultad  de  administrar 
trae  consigo  el  derecho  de  usar  de  la  firma 
social. 

Art.  254.  El  delegado  tendrá  única- 
mente las  facultdtíes  que  designe  su  titulo; 
y  cualquier  exceso  que  cometa  en  el  ejer- 
cicio de  ellas  lo  hará  responsable  á  la  so- 
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ciedad  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que 
le  sobrevengan. 

Art.  255.  Los  administradores  delega- 
dos representan  á  la  sociedad  judicial  y 
extrajudicialmente;  pero  si  no  estuvieren 
investidos  de  un  poder  especial,  no  podrán 
vender  ni  hipotecar  los  bienes  inmuebles 
por  su  naturaleza  ó  su  destino,  ni  alterar 
su  forma  ni  transigir,  ni  comprometer  los 
negocios  sociales  de  cualquiera  naturaleza 
que  fueren. 

Art.  256.  Las  alteraciones  en  la  forma 
de  los  inmuebles  sociales  que  el  adminis- 
trador hiciere,  á  vista  y  paciencia  de  los 
socios,  se  entenderán  autorizadas  y  apro- 
badas por  éstos  para  todos  los  efectos  le- 
gales. 

Art.  257.  No  necesitan  poder  especial 
los  administradores  para  vender  los  in- 
muebles sociales,  siempre  que  tal  acto  se 
halle  comprendido  en  el  número  de  las  ope- 
raciones que  constituyen  el  giro  ordinario 
de  la  sociedad,  ni  para  tomar  á  mutuo  las 
cantidades  para  poner  en  movimiento  los 
negocios  de  su  cargo,  hacer  las  reparacio- 
nes indispensables  en  los  inmuebles  socia- 
les, levantar  las  hipotecas  que  los  graven 
ó  satisfacer  otras  necesidades  urgentes. 

Art.  258.  Los  administradores  tienen 
en  juicio  la  representación  legal  de  la  so- 
ciedad, sea  que  ella  obre  como  demandan- 
te ó  como  demandada. 

Art.  259.  Habiendo  dos  administrado- 
res que  según  su  titulo  hayan  de  proceder 
d'j  consuno,  la  oposición  de  uno  de  ellos 
impedirá  la  consumación  de  los  actos  ó 
contratos  proyectados  por  el  otro. 

Si  los  administradores  conjuntos  fueren 
tres  ó  más,  deberán  proceder  de  acuerdo 
con  el  voto  de  la  mayoría  y  abstenerse  de 
llevar  á  cabo  los  actos  ó  contratos  que  no 
lo  hubieren  obtenido. 

Si  no  obstante  la  oposición  ó  la  falta  de 
mayoría  se  ejecutare  el  acto  ó  contrato, 
surtirá  todos  sus  efectos  respecto  de  terce- 
ros de  buena  fe;  y  el  administrador  que  lo 
hubiere  celebrado  responderá  á  la  sociedad 
de  los  perjuicios  que  á  ésta  se  siguieren. 

Art.  260.  El  administrador  nombrado 
por  una  cláusula  especial  de  la  escritura 
de  sociedad,  puede  ejecutar,  á  pesar  de  la 
oposición  de  sus  consocios  excluidos  de  la 
administración,  todos  los  actos  y  contratos 
á  ijue  se  extienda  su  mandato,  con  tal  que 
lo  veriñque  sin  fraude. 

Pero  si  sus  gestiones  produjeren  perjui- 
cios maniñestos  á  la  masa  común,  la  ma- 
yoría de  los  sti.-ios  podrá  nombrarle  un 
coadministrado.'^,  ó  solicitar  la  disolución 
de  la  sociedad. 

Art.  261.     La  facultad  de  administrar  es 


intrasmisible  á  los  herederos  del  gestor, 
aun  cuando  se  haya  estipulado  que  la  so- 
ciedad haya  de  continuar  entre  los  socios 
sobrevivientes  y  los  herederos  del  difunto. 

Art.  262.  Si  al  hacer  el  nombramiento 
de  administrador  los  socios  no  hubieren 
determinado  la  extensión  de  los  poderes 
que  le  confieren,  el  delegado  será  conside- 
rado como  simple  mandatario  y  no  tendrá 
otras  facultades  que  las  necesarias  para  los 
actos  V  contratos  enunciados  en  el  articu- 
lo 24?!^ 

Art.  263.  Los  administradores  están 
obligados  á  llevar  los  libros  que  debe  te- 
ner todo  comerciante,  conforme  á  las  pres- 
cripciones de  este  Código,  y  á  exhibirlos  á 
cualquiera  de  los  socios  que  los  pida. 

CAPITULO  V 

DE  LAS  PROHIBICIONES  .\  QUE    ESTÁN   SUJETOS 
LOS  socios  EN  LA  SOCIEDAD  COLECTIVA 

Art.  264.  Se  prohibe  á  los  socios  en 
particular: 

1.°  Extraer  del  fondo  común  mayor 
cantidad  que  la  asignada  para  sus  gastos 
particulares. 

La  mera  extracción  autoriza  á  los  con- 
socios del  que  la  hubiere  verificado  para 
obligarle  al  reintegro. 

2.°  Aplicar  los  fondos  comunes  á  sus 
negocios  particulares,  y  usar  en  éstos  de 
la  firma  social. 

El  socio  que  hubiere  violado  esta  prohi- 
bición llevará  á  la  masa  común  las  ganan- 
cias, y  cargará  él  sólo  con  las  pérdidas  del 
negocio  en  que  invierta  los  fondos  distraí- 
dos, sin  perjuicio  de  restituirlos  á  la  socie- 
dad é  inaemnizar  los  daños  que  ésta  hubie- 
re sufrido. 

Podrá  también  ser  excluido  de  la  socie- 
dad por  sus  consocios. 

3.°  Ceder  á  cualquier  titulo  su  interés 
en  la  sociedad,  y  hacerse  sustituir  en  el 
desempeño  de  las  funciones  que  le  corres- 
pondan en  la  administración. 

La  cesión  ó  sustitución,  sin  previa  auto- 
rización de  todos  los  socios,  es  nula. 

4.°  Explotar  por  cuenta  propia  el  ramo 
de  la  industria  en  que  gire  la  sociedad,  y 
hacer  sin  consentimiento  de  todos  los  con- 
socios ope^aciones  particulares  de  cual- 
quier es[>ecie,  cuando  la  sociedad  no  tu- 
viere un  género  determinado  de  comercio. 

Los  socios  que  contraven.üan  estas  dis- 
posiciones serán  obligados  á  llevar  al  acer- 
vo común  las  ganancias,  y  á  soportar  indi- 
vidualmente las  pérdidas  que  les  resul- 
taren. 

Art.  265.  Los  socios  no  podrán  negar 
la  autorización  que  solicite  alguno  de  ellos 
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para  realizar  una  operación  mercantil,  sin 
acreditar  que  las  operaciones  proyectadas 
les  preparan  un  perjuicio  cierto  y  mani- 
fiesto. 

Art.  266.  El  socio  industrial  no  podrá 
emprender  negociación  alguna  que  le  dis- 
traiga de  sus  atenciones  sociales,  so  pena 
de  perder  las  ganancias  que  hubiere  adqui- 
rido hasta  el  momento  de  la  violación. 

CAPITULO  VI 

DE   LA   DISOLUCIÓN   Y    LIQUIDACIÓN   DE   LA 
SOCIEDAD   COLECTIVA 

Art.  267.  La  sociedad  colectiva  se  di- 
suelve por  los  modos  que  determina  el  De- 
recho Civil. 

Art.  268.  Disuelta  la  sociedad,  se  pro- 
cedrá  á  la  liquidación  por  la  persona  que 
al  efecto  haya  sido  nombrada  en  la  escri- 
tura social  ó  en  la  de  disolución. 

Art.  269.  Si  en  la  escritura  social  ó  en 
la  de  disolución  se  hubiere  acordado  nom- 
bi-ar  liquidador,  sin  determinar  la  forma 
del  nombramiento,  se  hará  por  unanimi- 
dad de  los  socios,  y  en  caso  de  desacuerdo, 
por  el  Juez  competente. 

El  nombramiento  puede  recaer  en  uno 
de  los  socios  ó  en  un  extraño. 

Sólo  en  el  caso  de  hallarse  todos  con- 
formes, podrán  encargarse  los  socios  de 
hacer  la  liquidación  colectivamente. 

Art.  270.  El  liquidador  es  un  verdade- 
ra mandatario  de  la  sociedad,  y  como  tal 
deberá  conformarse  escrupulosamente  á 
las  reglas  que  le  trazare  su  titulo,  y  res- 
ponder á  los  socios  de  los  perjuicios  que 
les  resulten  de  sus  operaciones  dolosas  ó 
culpables. 

Art.  271.  No  estando  determinadas  las 
facultades  del  liquidador,  no  podrá  ejecutar 
otros  actos  y  contratos  que  los  que  tiendan 
directamente  al  cumplimiento  de  su  en- 
cargo. 

En  consecuencia,  el  liquidador  no  podrá 
constituir  hipotecas,  prendas  ó  anticresis, 
ni  tomar  dinero  á  préstamo,  ni  comprar 
mercaderías  para  revender,  ni  endosar 
efectos  de  comei-cio,  ni  celebrar  transac- 
ciones sobre  los  derechos  sociales,  ni  suje- 
tarlos á  compromiso. 

Art.  272.  Las  reglas  consignadas  en 
los  dos  primeros  inc¡.sos  del  art.  259  son 
aplicables  al  caso  de  que  haya  dos  ó  más 
liquidadores  conjuntos. 

Las  discordias  que  ocurrieren  entre  ellos 
serán  sometid.is  á  la  resolución  de  los  so- 
cios, y  por  au.scncias  ú  oti'O  impeiiimento 
de  la  mayoría  de  éstos,  á  la  del  Tribunal. 

Art.  273.  Aparte  de  los  deberes  que  su 
titulo  imponga  al  liquidador,  estará  obli- 
gado: 


1.°  A  fermar  inventario,  al  tomar  po- 
sesión de  su  cargo,  de  todas  las  existen- 
cias y  deudas  de  cualquiera  naturaleza  que 
sean,  de  los  libros,  correspondencias  y 
papeles  de  la  sociedad. 

2.°  A  continuar  y  concluir  las  opera- 
ciones pendientes  al  tiempo  de  la  disolu- 
ción. 

3.°  A  exigir  la  cuenta  de  su  adminis- 
tración á  los  gerentes  ó  á  cualquiera  otro 
que  haya  manejado  intereses  de  la  so- 
ciedad. 

4.°  A  liquidar  y  cancelar  las  cuentas 
de  la  sociedad  con  terceros  y  con  cada 
uno  de  los  socios. 

5.°  A  cobrar  los  créditos,  percibir  su 
importe,  y  á  otorgar  los  correspondientes 
finiquitos. 

6."  A  vender  las  mercaderías  y  los 
muebles  é  inmuebles  de  la  sociedad,  aun 
cuando  haya  algún  menor  entre  los  socios, 
con  tal  que  no  sean  destinados  por  éstos  á 
ser  divididos  en  especie. 

7."  A  presentar  estados  de  la  liquida- 
ción cuando  los  socios  lo  exijan. 

8.°  A  rendir,  al  fin  de  la  liquidación, 
una  cuenta  general  de  su  administración. 

Si  el  liquidador  fuese  el  mismo  gerente 
de  la  sociedad  extinguida  deberá  presen- 
tar en  esa  época  la  cuenta  de  su  gestión. 

Art.  274.  Las  cuestiones  á  que  diere 
lugar  la  presentación  de  la  cuenta  del 
socio  gerente  ó  del  liquidador,  se  somete- 
rán precisamente  á  compromiso. 

Art.  275.  Si  en  la  escritura  social  se 
hubiere  omitido  hacer  la  designación  que 
indica  el  núm.  10  del  art.  220,  se  entende- 
rá que  las  cuestiones  que  se  susciten  entre 
los  socios,  ya  sea  durante  la  sociedad  ó  al 
tiempo  de  la  disolución,  serán  sometidas  á 
arbitraje. 

Art.  276.  Los  liquidadores  representan 
en  juicio  activa  y  pasivamente  á  la  socie- 
dad en  liquidación. 

Art.  277.  Los  liquidadores  nombrados 
en  el  contrato  social  podrán  renunciar  ó 
ser  removidos  por  las  causas  y  (íii  la  forma 
que  establece  el  Derecho  Civil. 

El  que  fuere  nombrado  en  otra  forma, 
podrá  renunciar  ó  ser  removido  según  las 
reglas  generales  del  mandato. 

Art.  278.  Haciendo  por  sí  mismos  la 
liquidación,  los  socios  se  ajustarán  á  las 
reglas  precedentes,  y  en  sus  deliberacio- 
nes observarán  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 247  y  siguientes  hasta  el  251  inclusive. 

CAPITULO  Vil 

DE  LA  PFIKSC  RII'CIÓN  UE  I. AS  ACCIONES  PROCE- 
DENTES Dli  LA  SOCIEDAD  COLECTIVA 

Art.  279.     Todas  las  acciones  contra  los 
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socios  no  liquidadores,  sus  herederos  ó 
causa-habientes  prescriben  en  cinco  años, 
contados  desde  el  día  en  que  se  disuelva 
la  sociedad,  siempre  que  la  escritura  so- 
cial haya  fijado  su  duración,  ó  la  escritura 
de  disolución  haya  sido  inscrita  y  publica- 
da según  las  prescripciones  que  contiene 
el  art.  218. 

Si  el  crédito  fuere  condicional,  la  pres- 
cripción correrá  desde  el  advenimiento  de 
la  condición. 

Art.  280.  La  prescripción  corre  contra 
los  menores  y  personas  jurídicas  que  go- 
cen de  los  derechos  de  tales,  aunque  los 
créditos  sean  ilíquidos,  y  no  se  interrumpe 
sino  por  lasgesLiones  judiciales  que  dentro 
de  cinco  años  hagan  los  acreedores  contra 
los  socios  no  liquidadores. 

Art.  281.  Pasados  los  cinco  años,  los 
socios  no  liquidadores  no  serán  obligados  á 
declarar  judicialmente  acerca  de  la  subsis- 
tencia de  las  deudas  sociales. 

Art.  282.  La  prescripción  no  tiene  lu- 
gar cuando  los  socios  veriñcan  por  sí  mis- 
mos la  liquidación,  ó  la  sociedad  se  en- 
cuentra en  quiebra. 

Las  acciones  de  los  acreedores  contra  el 
socio  ó  socios  liquidadores,  considerados  en 
esta  última  calidad,  y  las  que  tienen  los 
socios  entre  sí  prescriben  por  el  trascurso 
de  los  plazos  que  señala  el  Derecho  Civil. 

CAPÍTULO  VIII 

DE    LAS   SOCIEDADES   ANÓNIMAS 

Art.  283.  La  sociedad  anónima  es  una 
persona  jurídica  formada  por  la  reunión 
de  un  fondo  común,  suministrado  por  ac- 
cionistas respon-ables  sólo  hasta  el  monto 
de  sus  respectivas  acciones,  administrada 
por  mandatarios  revo(íables  y  conocida  por 
la  designación  del  objeto  de  la  empresa. 

Art.  284.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 218,  221,  223,  224,  2^5,  227,  274  y 
275  son  aplicables  á  la  .sociedad  anónima 
en  cuanto  sean  compatibles  con  la  natura- 
leza de  este  contrato. 

Art.  2s5.  La  escritura  de  sociedad  debe 
expresar: 

1."  El  nombre,  apellido,  profesión  y  do- 
micilio de  los  socios  fundadores. 

2.°    El  domicilio  de  la  sociedad. 

3.°  La  empresa  ó  negocio  que  la  socie- 
dad se  propone  y  el  objeto  de  que  toma  su 
denominación  ,  haciendo  de  ambos  una 
enunciación  clara  y  completa. 

4."  El  capital  de  la  compañía,  el  núme- 
ro y  valor  de  las  acciones  v.n  que  es  dividi- 
do, y  la  forma  y  plazo  en  que  los  socios  de- 
ben consignar  su  importe  en  la  caja  social. 

5.°     La  época  fija  en  que  deben  formar- 


se el  inventario  y  balance  y  acordar.se  los 
dividendos. 

6.°    La  duración  de  la  compañía. 

7.°  El  modo  de  la  administración,  las 
atribuciones  de  los  administradores,  y  las 
facultades  que  se  reserve  la  junta  general 
de  accionistas 

8.°  La  cantidad  de  los  beneficios  que 
debe  quedar  en  las  arcas  de  la  compañía 
para  formar  un  fondo  de  reserva. 

9.°  El  défícit  del  capital  que  debe  cau- 
sar la  disolución  de  la  saciedad. 

10.  La  forma  en  que  deben  hacerse  la 
liquidación  y  división  de  los  haberes  socia- 
les, llegado  el  caso  de  la  disolución. 

11.  Las  enunciaciones  que  contienen 
los  números  10  y  12  del  art.  220. 

Art.  286.  Los  estatutos  de  las  socieda- 
des anónimas  se  someterán  á  la  aproba- 
ción del  Poder  Ejecutivo,  lo  mismo  que  las 
alteraciones  y  modificaciones  que  en  ellos 
se  hagan. 

Art.  282.  La  prorrogación  de  las  socie- 
dades qu'c  .se  constituyen  por  determinado 
tiempo,  tamljién  será  sometido  á  la  apro- 
bación del  Ejecutivo  é  igual  autorización 
es  necesaria  para  la  disolución  antes  del 
término  estipulado,  ó  fuera  de  los  casos 
prescritos  por  la  ley. 

Art.  288.  No  se  dará  curso  á  ninguna 
solicitud  sobre  aprobar  los  estatutos  de  una 
compañía  anónima,  si  no  fuere  acompaña- 
da de  un  testimonio  fehaciente  de  la  escri- 
tura y  estatutos  sociales  aprol>ados  en  jun- 
ta general  de  suscritores,  que  representen 
las  dos  terceras  partes,  al  menos,  del  capi- 
tal social. 

Art.  289.  El  Ejecutivo  no  dará  la  apro- 
bación, si  del  examen  de  la  escritura  social 
aparece  que  el  capital  formado  no  es  efec- 
tivo, ó  que  no  está  suficientemente  asegu- 
rada su  realización,  ó  que  no  es  proporcio- 
nado á  la  magnitud  de  la  empresa,  ó  q^ue 
el  régimen  de  la  sociedad  no  ofrece  á  los 
accionistas  garantías  de  buena  administra- 
ción, los  medios  de  vigilar  las  operaciones 
de  los  gerentes  y  el  derecho  de  conocer  el 
empleo  de  los  fondos  sociales. 

Art.  290.  No  será  autorizado  el  estable- 
cimiento do  una  sociedad  anónima  por 
tiempo  indefinido,  salvo  que  la  empresa  que 
se  proponga  tenga  por  su  naturaleza  lími- 
tes fijos  y  conocidos. 

Art.  291 .  La  omisión  de  la  e.scritura  so- 
cial ó  la  de  cualquiera  do  las  solemnidades 
establecidas,  produce  nulidad. 

Los  accionistas  que  directa  ó  indirecta- 
mente tomaren  parte  en  la  administración 
de  la  sociedad  que  no  hubiese  cumplido 
esas  solemnidades,  serán  considerados  so- 
cios colectivos;  y  como  tales,  responderán 
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solidariamente  de  las  obligaciones  contraí- 
das á  favor  de  terceros. 

Art.  292.  El  capital  social  será  fijado  de 
una  manera  precisa  é  invariable,  y  no  po- 
drá ser  disminuido  durante  la  sociedad. 

Art.  293.  En  defecto  de  estipulación, 
toda  acción  que  no  consista  en  dinero,  será 
estimada  por  peritos,  y  la  e.stimación  será 
aprobada  por  la  junta  general  de  accio- 
nistas. 

Art.  294.  Cuando  un  accionista  no  pa- 
gare en  las  épocas  convenidas  su  acción  ó 
parte  de  ella,  la  sociedad  podrá  vender,  de 
cuenta  y  riesgo  del  socio  moi'oso,  las  ac- 
ciones que  le  correspondan,  ó  apropiarse 
las  cantidades  que  éste  hubiere  entregado, 
rectificándose  el  titulo  que  tenga,  ó  em- 
plear otro  arbitrio  de  indemnización  que 
acordaren  los  estatutos. 

Art.  295.  El  fondo  social  se  dividirá  en 
acciones,  y  cada  una  de  éstas  podrá  subdi- 
vidirsc  en  cupones  de  un  valor  igual. 

Art.  296.  Dividido  el  fondo  social  en 
acciones  de  capit:il  y  acciones  de  indus- 
tria, se  formarán  dos  series,  y  cada  acción 
enunciará  la  serie  á  que  pertenezca  y  el 
número  que  en  ella  corresponda. 

Las  acciones  de  industria  permanecerán 
depositadas  en  la  caja  social  hasta  que  el 
socio  industrial  haya  cumplido  su  empeño. 

Art.  297.  Los  que  quisieren  incorpo- 
rarse á  una  sociedad  establecida  deberán 
otorgar  una  escritura  en  que  acepten  en 
todas  sus  partes  el  contrato  social. 

Art.  298.  Ínterin  no  sea  cubierto  el  va- 
lor de  las  acciones,  los  títulos  provisiona- 
les que  se  e.\pidan  á  los  suscritos  jjor  las 
sumas  enteradas,  no  importarán  .^ino  una 
mera  promesa  de  acción. 

Art.  299.  Las  promesas  de  acción  de- 
ben ser  nominales  y  son  transferidas  aun 
antes  de  obtenerse  la  autorización  de  la 
sociedad. 

El  otorgamiento  de  la  autorización  no  es 
una  condición  suspensiva  ó  resolutiva  de 
la  cesión. 

Art.  300.  Las  acciones  definitivas  pue- 
den ser  nominales  ó  al  portador. 

Las  primeras  son  transferidas  por  ins- 
cripción ó  por  endoso  sin  garantía,  y  las 
segundas  por  la  mera  ti-adición  del  titulo. 

Art.  30L  La  transferencia  de  una  ac- 
ción ó  de  una  promesa  de  acción,  hayanse 
hecho  ó  no  pagos  á  cuenta  de  ella,  no  ex- 
tinge las  oljiigaciones  del  cedente  á  favor 
de  la  sociedad. 

Art.  302.  En  los  casos  de  extravio,  hur- 
to ó  roljo  de  una  acción  al  portador,  se  ex- 
pedirá al  propietario  de  ella  un  nuevo  tí- 
tulo, previo  el  otorgamiento  de  una  fianza 
á  satisfacción  de  los  administradores. 


Art.  303.  Los  accionistas  son  directa  y 
exclusivamente  responsables  á  la  sociedad. 
de  la  entrega  del  valor  de  sus  acciones. 

Art.  304.  La  sociedad  anónima  es  ad- 
ministrada por  mandatarios  temporales  y 
revocables,  sean  ó  no  socios,  sean  asala- 
riados ó  gratuitos,  elegidos  en  la  forma 
que  prevengan  los  estatutos  de  la  sociedad. 

Son  de  ningún  efecto  las  cláusulas  que 
tiendan  á  establecer  la  irrevocabilidad  de 
los  administradores,  aun  cuando  su  nom- 
bramiento sea  una  de  las  condiciones  del 
contrato  social. 

Art.  30").  Los  administradores  no  sno 
responsables  sino  de  la  ejecución  del  man- 
dato que  recibieren. 

Es  nula  toda  estipulación  que  tienda  á 
absolver  á  los  administradores  de  esta  res- 
pon.sabilidad  ó  bien  á  limitarla. 

Los  actos  administrativos  ejecutados  an- 
tes de  obtenerse  la  aprobación  de  los  esta- 
tutos, no  comprometen  la  responsabilidad 
de  la  compañía,  á  no  ser  que  hayan  tenido 
por  objeto  trabajos  operatorios  ú  otras 
operaciones  necesarias  al  planteamiento  de 
la  sociedad. 

Art.  306.  Las  disposiciones  que  contie- 
nen los  artículos  255  y  siguientes  hasta  el 
260  inclusive,  determinan  la  extensión  de 
las  facultades  de  los  administradores  en 
todo  aquello  que  no  hubiere  sido  previsto 
por  los  estatutos. 

Art.  307.  Los  administradores  presen- 
tarán á  la  junta  general,  en  las  épocas  en 
que  se  reúna,  una  Memoria  razonada  acer- 
ca de  la  situación  de  la  sociedad,  acompa- 
ñada de  un  balance  de  haberes  y  deudas 
y  (ie  un  inventario  detallado  y  preciso  de 
la.s  existencias. 

Art.  308.  El  balance,  inventario,  actas, 
libros  y  demás  piezas  justificutivas  de  la 
memoria,  serán  depositados  en  la  oficina 
de  la  administración  ocho  días  antes  del 
señalado  para  la  reunión  de  la  junta  ge- 
neral. 

Ai't.  309.  Los  accionistas  no  podrán 
examinar  la  contabilidad  de  la  adminis- 
tración, sino  en  el  término  que  indica  el 
inciso  final  del  articulo  precedente,  ó  en 
la  época  y  forma  que  lo  permitan  los  esta- 
tutos. 

Art.  310.  So  prohibe  la  distribución  de 
dividendos  antes  de  completarse  el  fondo 
de  reserva  que  los  estatutos  determinen. 

Si  el  Ibndo  de  reserva  fuere  insuficiente 
para  cubrir  el  déficit  del  capital,  se  aplica- 
rán á  este  solo  objeto  todos  los  beneficios 
sociales. 

Los  dividendos  se  deducirán  exclusiva- 
mente de  los  beneficios  líquidos  justifica- 
dos por  los  inventarios  y  balances  apro- 
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bado3  por  la  junta  general  de  accionistas. 

Art.  311.  Perdido  un  cincuenta  por 
ciento  del  capital  social,  ó  disminuido  éste 
hasta  el  mínimum  que  ios  estatutos  fijen 
como  causa  de  disolución,  los  gerentes 
consignarán  este  hecho  en  una  declara- 
ción firmada  par  todos. 

En  cualquiera  de  los  dos  casos  propues- 
tos, los  administradores  procederán  inme- 
diatamente á  la  liquidación  de  la  sociedad, 
so  pena  de  quedar  personal  y  solidaria- 
mente responsables  de  las  resultas  de  los 
contratos  y  ofjeraciones  ulteriores. 

Art.  312.  En  todos  los  casos  de  disolu- 
ción los  administradores  harán  por  si  la 
liquidación,  salvo  lo  que  los  estatutos  dis- 
pongan ó  que  la  junta  general  acuerde 
otra  cosa. 

Los  administradores  se  ajustarán  en  el 
desempeño  de  este  cargo  á  las  reglas  esta- 
blecidas en  el  capítulo  IV  del  presente  tí- 
tulo, en  cuanto  diclias  reglas  no  se  en- 
cuentren en  oposición  con  las  que  este  ca- 
pítulo prescribe. 

Art  313.  La  junta  general  de  accionis- 
tas se  reunirá  en  épocas  fijas  para  exami- 
nar la  situación  de  la  sociedad,  revocar  ó 
confirmar  el  nombaamiento  de  los  geren- 
tes, modificar  e!  régimen  económico  do  la 
administrición  y  acordar  todas  las  provi- 
dencias que  el  cumplimiento  del  contrato 
social  y  el  interés  común  de  los  asociados 
reclamen. 

Son  nulas  las  deliberaciones  de  la  Junta, 
aunque  sean  adoptadas  por  unanimidad, 
cuando  versen  sobre  objetos  ajenos  á  la 
ejecución  del  contrato,  ó  cuando  excedan 
los  límites  que  prescriben  los  estatutos. 

Art.  314.  Los  administradores  podrán 
convocar  extraordinariamente  la  junta  ge- 
neral siempre  que  lo  exijan  las  necesida- 
des imprevistas  de  la  administración. 

Art.  315.  Las  compañías  anónimas  ex- 
tranjeras no  podrán  establecer  agentes  en 
Honduras  sin  la  autoriz-ición  expresa  del 
Poder  Ejecutivo. 

Los  agentes  que  obraren  por  esas  com- 
pañías, sin  haber  obtenido  la  autorización 
gubernativa,  quedarán  personalmente  obli- 
gados al  cumplimiento  de  los  contratos  que 
celebraren  y  .sometidos  á  todas  las  respon- 
sabilidas  precedentemente  establecidas,  sin 
perjuicicio  de  la  accción  á  que  hubiere  lu- 
gar contra  dichas  compañías. 

CAPÍTULO  IX 

DISPOSICIONES  RQLATIVAS    \    LA    SOCIEDAD    EN 
COMANDITA 

Art.  316.  Sociedad  en  comandita  es  la 
que  se  celebra  entre  una  ó  más  personas 


que  prometen  llevar  á  la  caja  de  la  compa- 
ñía un  capital  determinado,  y  una  ó  más 
personas  que  se  obligan  á  administrar  ex- 
clusivamente la  sociedad  por  sí  ó  sus  dele- 
gados y  en  su  nombre  particular. 

Llámanse  los  primeros,  socios  comandi- 
tarios, y  los  segundos  gestores. 

Art.  317.  Hay  dos  especies  de  sociedad 
en  comandita:  simple  y  por  acciones. 

Art.  318.  La  comandita  simple  se  for- 
ma por  la  reunión  de  un  fondo  suministra- 
do en  su  totalidad  por  uno  ó  más  socios 
comanditarios,  ó  por  éstos  y  los  socios  ges- 
teres  á  la  vez. 

Art.  319.  La  comandita  por  acciones  se 
constituye  por  la  reunión  de  un  capital 
dividido  en  acciones  ó  cupones  de  acción  y 
suministrado  por  socios  cuyo  nombre  no 
figura  en  la  e.scritura  social. 

CAPTÍTULO  X 

DE   LA   COMANDITA   SIMPLE 

Art.  320.  La  comandita  simple  se  for- 
ma y  prueba  como  la  sociedad  colectiva,  y 
está  sometida  á  las  reglas  establecidas  en 
los  siete  primeros  capítulos  de  este  título, 
en  cuanto  dichas  regl^  no  se  encuentren 
en  oposición  con  la  naturaleza  jurídica  de 
este  contrato  y  las  siguientes  disposi- 
ciones. 

Art.  321.  El  nombre  de  los  socios  no 
figurará  en  el  extracto  de  que  hablan  los 
artículos  218  y  220. 

Art.  322.  La  sociedad  en  comandita  es 
regida  bajo  una  razón  social,  que  debe 
comprender  necesariamente  el  nombre  de 
un  socio  gestor,  si  fuere  uno  .solo,  ó  el  nom- 
bre de  uno  solo  ó  más  de  los  gestores  si  fue- 
ren muchos. 

El  nombre  de  un  socio  comanditario  no 
puede  ser  incluido  en  la  razón  social. 

Las  palabras  «y  compañía,»  agregadas 
al  nombre  de  un  socio  gestor,  no  implican 
la  inclusión  del  nombre  del  comanditario 
en  la  razón  social,  ni  imponen  á  éste  res- 
ponsabilidades diversas  de  las  que  tiene  en 
su  carácter  de  tal. 

Art.  323.  El  comanditario  que  permite 
ó  tolera  la  inserción  de  su  nombre  en  la 
razón  social,  se  constituye  responsable  de 
todas  las  obligaciones  y  pérdidas  de  la  so- 
ciedad en  los  mismos  términos  que  el  socio 
gestor. 

Art.  324.  El  comanditario  no  puede 
llevar  á  la  sociedad  por  vía  de  capital  su 
capacidad,  crédito  ó  industria  personal. 

Con  todo  eso,  su  capital  puede  consistir 
en  la  comunicación  de  un  secreto  de  arte 
ó  ciencia,  con  tal  que  no  lo  aplique  por  sí 
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mismo,  ni  coopere  diariamente  á  su  apli- 
cación. 

Art.  325.  Si  el  capital  consiste  en  el 
simple  goce  ó  usufructo,  el  comanditario 
no  soportará  otra  pérdida  que  la  de  los 
productos  de  la  cosa  que  constituye  su 
capital. 

En  ningún  caso  estará  obligado  á  resti- 
tuir las  cantidades  que  á  titulo  de  benefi- 
cios haya  recibido  de  buena  fe. 

Art.  326.  Los  comanditarios  tienen  la 
responsabilidad  que  impone  y  el  derecho 

aue  otorga  á  los  accionistas  de  las  socieda- 
es  anónimas  el  art.  303. 

Art.  327.  El  comanditario  puede,  sin 
perder  el  carácter  de  tai,  asistir  á  las  jun- 
tas y  tendrá  en  ellas  votp  consultivo. 

Art.  328.  Puede  también  ceder  sus  de- 
rechos, mas  no  trasferir  la  facultad  de 
examinar  los  libros  y  papeles  de  la  socie- 
dad mientras  ésta  no  haya  dado  punto  á 
sus  operaciones. 

Art.  329.  Los  socios  gestores  son  inde- 
finida y  solidariamente  responsables  de  to- 
das las  obligaciones  y  pérdidas  de  la  so- 
ciedad. 

Los  socio  <  comanditarios  sólo  responden 
de  unas  y  otras  hasta  la  concurrencia  de 
sus  capitales  prometidos  ó  entregados. 

Art.  330.  Se  prohibe  al  socio  comandi- 
tario ejecutar  acto  alguno  de  administra- 
ción social,  aun  en  calidad  de  apoderado 
de  los  socios  gestores. 

Art.  331.  El  comanditario  que  violare 
la  prohibición  del  articulo  precedente,  que- 
dará solidariamente  responsable  con  los 
gestores  de  todas  las  pérdidas  y  obligacio- 
nes de  la  sociedad,  .sean  anteriores  ó  pos- 
teriores á  la  contravención. 

Art.  332.  El  comanditario  que  pagare 
á  los  acreedores  de  la  sociedad  por  alguno 
de  los  motivos  expresados  en  los  artícu- 
los 323  y  330,  tendrá  derecho  á  exigir  de 
los  socios  gestores  la  restitución  de  la  can- 
tidad excedeute  á  la  de  su  capital. 

En  ninguno  de  estos  casos  podrán  los 
.socios  gestores  reclamar  dol  comanditario 
indemnización  alguna  por  el  simple  hecho 
de  la  contravención. 

Art.  333.  No  son  actos  administrativos 
de  parte  de  los  comanditarios: 

1."  Los  contratos  que  por  cuíüita  pro- 
pia ó  ajena  celebren  con  los  socios  gesto- 
res. 

2."  El  desempeño  de  una  comisión  en 
una  plaza  distinta  de  aquella  en  que  se  en- 
cuentre establecido  el  domicilio  de  la  .so- 
ciedad. 

3."  Consejo,  examen,  inspección,  vigi- 
lancia y  demás  actos  interiores  que  pasan 
entre  los  socios,  siempre  que  no  impidan 


la  libre  y  espontánea  acción  de  los  gesto- 
res. 

4."  Los  actos  que  colectiva  ó  individual- 
mente ejecuten  como  comuneros  después 
de  la  disolución  de  la  sociedad. 

Art.  334.  El  comanditario  que  forma 
un  establecimiento  de  la  misma  naturaleza 
que  el  establecimiento  social,  ó  toma  parte 
como  socio  colectivo  ó  comanditario  en  uno 
formado  por  otra  persona,  pierde  el  dere- 
cho de  examinar  los  libros  sociales,  salvo 
que  los  intereses  de  tal  establecimiento  no 
se  encuentren  en  oposición  con  los  de  la 
sociedad. 

Art.  335.  Habiendo  uno  ó  más  socios 
comanditarios  y  muchos  colectivos,  sea 
que  todos  estos  administren  de  consuno, 
sea  que  uno  ó  más  administren  por  todos, 
la  sociedad  será  á  la  vez  comanditaria  res- 
pecto de  los  primeros,  y  colectiva  relativa- 
mente á  los  segundos. 

Art.  336.  En  caso  de  duda,  la  sociedad 
se  reputará  colectiva. 

CAPITULO  XI 

DE    LA    COMANDITA   POR   ACCIONES 

Art.  337.  Las  reglas  establecidas  en  el 
capitulo  anterior  son  aplicables  á  la  co- 
mandita por  acciones,  en  cuanto  no  estén 
en  contradicción  con  las  disposiciones  del 
presente. 

Art.  338.  Las  sociedades  en  comandita 
no  podrán  dividir  su  capital  en  acciones  ó 
cupones  de  acción  que  bajen  de  cien  pesos, 
cuando  aquél  no  exceda  de  cincuenta  mil 
pesos. 

Si  el  capital  excediere  de  esta  suma,  las 
acciones  ó  cupones  de  acciones  no  podrán 
bajar  de  quinientos  pesos. 

Art.  339.  Las  sociedades  en  comandita 
no  quedarán  definitivamente  constituidas, 
sino  después  de  suscrito  todo  el  capital  y  do 
haber  entregado  cada  accionista  la  tercera 
parte  al  menos  del  importe  de  sus  acciones. 

La  suscripción  y  entrega  serán  compro- 
badas por  la  declaración  del  gerente  en  es- 
critura pública,  y  ésta  será  acompañada  de 
la  lista  de  suscriptores,  de  un  estado  de  las 
entregas,  y  de  la  escritura  social. 

Art.  340.  Las  acciones  de  las  socieda- 
des en  comandita  serán  nominativas  hasta 
el  momento  en  que  hayan  sido  enteramen- 
te pagadas. 

Art.  341.  Los  suscriptores  de  acciones 
.son  responsables,  á  pesar  de  cualquiera  es- 
tipulación en  contrario,  del  monto  total  do 
las  acciones  que  hubieren  tomado  en  la  so- 
ciedad. 

Las  acciones  ó  cupones  de  acción  no  se- 
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rán  negociables  sino  después  de  entrega- 
das dos  quintas  partes  de  su  valor. 

Art.  342.  Siempre  que  alguno  de  los 
socios  llevare  un  capital  que  no  consista  en 
dinero,  ó  estipulare  á  su  favor  algunas  ven- 
tajas particulares,  la  junta  general  hará 
ver  ificar  y  estimar  el  \alor  de  uno  y  otras; 
y  mientras  no  haya  prestado  su  aproba- 
ción en  una  reunión  ulterior,  la  sociedad 
no  quedará  deíinitivamente  constituida. 

Las  deliberaciones  de  la  junta  serán 
adoptadas  por  mayoría  de  sufragio  de  los 
accionistas  presentes  ó  representados.  Ha- 
brá mayoría  con  la  cuarta  parte  de  los  ac- 
cionistas, representando  por  lo  menos  la 
cuarta  parte  del  capital  social. 

Los  socios  de  que  habla  el  inciso  1.°  no 
tendrán  voto  resolutivo. 

Art.  343.  Es  nula,  y  de  ningún  valor 
respecto  de  los  socios,  la  comandita  por  ac- 
ciones constituidas  en  contravención  á 
cualquiera  de  la?  prescripciones  que  con- 
tienen los  artículos  precedentes,  pero  los 
asociados  no  podrán  oponer  á  terceros  esa 
nulidad. 

Art.  344.  En  toda  comandita  por  accio- 
nes se  establecerá  comisión  de  vigilancia 
compuesta  al  menos  de  tres  accionistas,  la 
que  será  nombrada  en  junta  general  in- 
mediatamente después  de  la  constitución 
definitiva  de  la  sociedad,  y  antes  de  toda 
operación  social. 

Art.  345.  Los  miembros  de  la  comisión 
deberán  examinar  si  la  sociedad  ha  sido 
legalmente  constituida ,  inspeccionar  los 
libros,  comprobar  la  existencia  de  los  va- 
lores sociales  en  caja,  en  documentos  ó  en 
cualquier  otra  forma,  y  presentar  á  ñn  de 
cada  año  á  la  junta  general  una  Memoria 
comprensiva  de  la  situación  de  la  sociedad. 

Art.  346.  La  comisión  de  vigilancia 
tiene  derecho  á  convocar  á  la  junta  gene- 
ral y  á  provocar  la  disolución  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  347.  Anulada  la  sociedad  por  in- 
fracción de  las  reglas  prescritas  para  su 
constitución,  los  miembros  de  la  comisión 
de  vigilancia  podrán  ser  declarados  solida- 
riamente responsables  con  los  gerentes  de 
todas  las  operaciones  ejecutadas  con  pos- 
terioridad á  su  nombramiento  y  acepta- 
ción. 

La  misma  responsabilidad  podrá  ser  de- 
clarada contra  los  fundadores  de  la  socie- 
dad que  hayan  llevado  un  capital  en  espe- 
cie ó  estipulado  á  su  favor  ventajas  parti- 
culares. 

Art.  348.  Cada  uno  de  los  miembros  de 
la  comisión  de  vigilancia  será  solidaria- 
mente responsable  con  los  gerentes: 

1."    Cuando  haya  permitido  á  sabiendas 


que  en  los  inventarios  se  cometan  inexac- 
titudes graves,  que  perjudiquen  á  la  socie- 
dad ó  á  terceros. 

2.°  Siempre  que  con  conocimiento  de 
causa  haya  consentido  en  que  se  distribu- 
yan dividendos  no  justificados  por  balan- 
ces formales. 

Art.  349.  La  emisión  de  acciones  ó  de 
cupones  de  acciones,  en  sociedad  consti- 
tuida en  contravención  á  los  artículos  338, 
339  y  340,  será  castigada  con  una  multa  de 
quinientos  á  mil  pesos. 

En  la  misma  multa  incurrirán  el  gerente 
que  principiare  las  operaciones  sociales  an- 
tes de  que  la  comisión  de  vigilancia  haya 
comenzado  á  funcionar. 

Art.  350.  La  negociación  de  acciones  ó 
cupones  de  acción  de  un  valor  ó  forma 
contrarias  á  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 338  y  339,  ó  de  acciones  ó  cupones 
de  acción  á  cuya  cuenta  no  se  hayan  en- 
tregado los  dos  quintos  de  su  valor  confor- 
me al  art.  341,  será  penada  con  una  multa 
de  quinientos  á  dos  mil  pesos. 

Con  la  iTiisma  rault  i  serán  penados  los 
que  tomaren  parte  en  las  negociaciones 
enunciadas  y  los  que  hicieren  publicar  el 
valor  de  las  expresadas  acciones  ó  cupones 
de  acción. 

Art.  35L  Serán  castigados  con  arreglo 
á  las  prescripciones  de  Derecho  Penal: 

1."  Los  que  por  simulación  de  suscrip- 
ciones ó  entregas,  por  publicación  malicio- 
sa de  suscripciones  ó  entregas  que  no  exis- 
ten, ó  mediante  otros  hechos  falsos,  hayan 
obtenido  ó  procurado  obtener  suscripcio- 
nes ó  entregas. 

2.°  Los  que  para  provocar  suscripcio- 
nes ó  entregas  publiquen  de  mala  fe  los 
nombres  de  persona?  á  quienes  se  suponga 
relacionadas  coa  la  sociedad  á  cualquier 
titulo  que  sea. 

Art.  352.  Los  accionistas  que  tuvieren 
que  sostener  colectivamente,  como  deman- 
dantes ó  demandados,  un  pleito  contra  los 
gerentes  ó  los  miembros  de  la  comisión  de 
vigilancia  serin  representados  por  apode- 
rados elegidos  por  la  junta  general.  No  pu- 
diendo  veriíicar.-^e  el  nombramiento  por  la 
junta  general,  á  causa  de  algún  obstáculo 
cualquiera,  será  hecho  por  el  Tribunal,  á 
petición  de  la  parte  más  diligente. 

Si  el  pleito  versare  sobre  objetos  de  inte- 
rés particular  de  algunos  accionistas,  los 
apoderados  serán  nombrados  en  reuni'''n 
de  los  interesados  en  la  causa. 

En  cualquiera  de  los  dos  casos  propues- 
tos, los  accionistas  podrán  intervenir  per- 
sonalmente en  la  causa,  á  cargo  de  sopor- 
tar los  gastos  de  su  intervencióa. 
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CAPITULO  XII 

DE    LAS    CUENTAS   EN   PARTICIPACIÓN 

Art.  353.  Podrán  los  comei'ciantes  in- 
teresarse los  unos  en  las  operaciones  de  los 
otros,  contribuyendo  para  ellas  con  la  par- 
te del  capital  que  convinieron,  y  haciéndo- 
se participes  de  sus  resultados  prósperos  ó 
adversos  en  la  proporción  que  determinen. 

Art.  354.  Las  cuentas  en  participación 
no  estarán  sujetas  en  su  formación  á  nin- 
guna solemnidad,  yiudiendo  contraerse 
privadamente  de  palabra  ó  por  escrito,  y 
probándose  su  existencia  por  cualquiera 
de  los  medios  reconocidos  en  derecho, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  84. 

Art.  355.  En  las  negociaciones  de  que 
tratan  los  dos  artículos  anteriores  no  se 
podrá  adoptar  una  razón  comercial  común 
á  todos  los  participes,  ni  usar  de  más  cré- 
dito directo  que  el  del  comerciante  que  las 
hace  y  dirige  en  su  nombre  y  bajo  su  res- 
ponsabilidad individual. 

Art.  356.  Los  que  contraten  con  el  co- 
merciante que  lleve  el  nombre  de  la  ne- 
gociación sólo  tendrán  acción  contra  él,  y 
no  contra  los  demái  interesados,  quienes 
tampoco  la  tendrán  contra  el  tercero  que 
contrató  con  el  gestor,  á  no  ser  que  éste 
les  haga  cesión  formal  de  sus  derechos. 

Art.  357.  La  liquidación  se  hará  por  el 
gestor,  el  cual,  terminadas  que  sean  las 
operaciones,  rendirá  cuenta  justificada  de 
sus  resultados. 

TÍTULO     VIII 

De  los  contratos  de  seguro. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL  CONTRATO  DE  SEGURO  EN  GENERAL 

Art.  358.  Será  mercantil  el  contrato 
de  seguro  si  fuere  comerciante  el  asegu- 
rador, y  el  contrato  á  prima  fija,  ó  sea 
cuando  el  asegurado  s.itisfaga  una  cuota 
única  ó  constante  como  precio  ó  retribu- 
ción del  seguro. 

Art.  359.  Será  nulo  todo  contrato  de 
seguro: 

1°  Por  la  mala  fe  probada  de  alguna 
de  las  partes  al  tiempo  de  celebrarse  el 
contrato. 

2.°  Por  la  inexacta  declaración  del 
asegurado,  aun  hecha  de  buena  fe,  siem- 
pre que  pueda  influir  en  la  estimación  de 
los  riesgos;  y 

3."  Por  la  omisión  ú  ocultación,  por  el 
asegurado,  de  heciios  ó  circunstancias 
que  hubieran  podido  influir  en  la  celebra- 
ción del  contrato. 
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Art.  360.  El  contrato  de  seguro  se  con- 
signará por  escrito,  en  póliza  ó  en  otro 
documento  público  ó  privado,  suscrito  por 
los  contratantes. 

Art.  361.  La  póliza  del  contrato  de  se- 
guro deberá  contener: 

1.°  Los  nombres  del  asegui^ador  y  ase- 
gurado. 

2.°    El  concepto  en  el  cual  se  asegura. 

3.°  La  designación  y  situación  de  los 
objetos  asegurados,  y  las  indicaciones  que 
sean  necesarias  para  determinar  la  natu- 
raleza de  los  riesgos. 

4."  La  suma  en  que  se  valúen  los  obje- 
tos del  seguro,  descomponiéndola  en  su- 
mas parciales,  según  las  diferentes  clases 
de  los  objetos. 

5.°  La  cuota  ó  prima  que  se  obligue  á 
satisfacer  el  asegurador;  la  forma  y  el 
modo  del  pago,  y  el  lugar  en  que  deba  ve- 
rificarse. 

6.°    La  duración  del  seguro. 

7."  El  día  y  la  hora  desde  que  comien- 
zan los  efectos  del  contrato. 

8.°  Los  seguros  ya  existentes  sobre  los 
mismos  objetos. 

9."  Los  demás  pactos  en  que  hubieren 
convenido  los  contratantes. 

Art.  362.  Las  novaciones  que  se  hagan 
en  el  contrato  durante  el  término  del  se- 
guro, aumentando  los  objetos  asegurados, 
extendiendo  el  seguro  á  nuevos  riesgos, 
reduciendo  éstos  á  la  cantidad  asegurada, 
ó  introduciendo  otra  cualquiera  modifica- 
ción esencial,  se  consignarán  precisamen- 
te en  la  póliza  del  seguro. 

Art.  363.  El  contrato  de  seguro  se  re- 
girá por  los  pactos  lícitos  consignados  en 
cada  póliza  ó  documento,  y  en  su  defecto 
por  las  reglas  contenidas  en  este  titulo. 

CAPITULO  II 

DEL  SEGURO  CONTRA  INCENDIOS 

Art.  364.  Podrán  ser  materia  del  con- 
trato de  seguro  contra  incendios,  todo  ob- 
jeto muei)le  ó  inmueble  que  pueda  ser  des- 
truido ó  deteriorado  por  el  fuego. 

Art.  365.  Quedarán  exceptuados  de  es- 
ta regla  los  títulos  ó  documentos  mercan- 
tiles, los  del  Estado  ó  particulares,  billetes 
de  banco,  acciones  y  obligaciones  de  com- 
pañía, piedras  y  metales  preciosos,  amo- 
nedado ó  en  pasta,  y  efectos  artísticos, 
á  no  .ser  (jue  expresamente  so  pactare  lo 
contrario,  dctern)in;indo  en  la  pidiza  el 
valor  y  (urcunstancias  de  dichos  objetos. 

Art.  366.  En  el  contrato  de  seguros 
contra  incendios,  para  que  el  a.sogurador 
quede  obligado,  deberá  haber  percibido  la 
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prima  ún¡(?a  convenida  ó  las  parciales  en 
los  plazos  que  se  hubiesen  fíjado. 

La  prima  del  seguro  se  pagará  anticipa- 
damente, y  por  el  pago  la  hará  suya  el 
asegurador,  sea  cualquiera  la  duración  del 
seguro. 

Art.  367.  Si  el  asegurado  demorase  el 
pago  de  la  prima,  el  asegurador  podrá  res- 
cindir el  contrato  dentro  de  las  primeras 
cuarenta  y  ocho  horas,  comunicando  in- 
mediatamente su  resolución  al  asegurado. 

Si  no  hiciere  uso  de  este  derecho,  s6  en- 
tenderá subsistente  el  contrato,  y  tendrá 
acción  ejecutiva  para  exigir  el  pago  de  la 
prima  ó  primas  vencidas,  sin  otro  requisi- 
to que  el  reconocimiento  de  las  firmas  de 
la  póliza. 

Art.  368.  Las  sumas  en  que  se  valúen 
los  efectos  del  seguro,  las  primas  satisfe- 
chas por  el  asegurado,  las  designaciones  y 
las  valuaciones  contenidas  en  la  póliza,  no 
constituirán  por  si  solas  prueba  de  la  exis- 
tencia de  los  efectos  asegurados  en  el  mo- 
mento y  en  el  local  en  que  ocurra  el  in- 
cendio. 

Art.  .360.  La  sustitución  ó  cambio  de 
los  objetos  asegurados  por  otros  de  distin- 
to género  ó  especie,  no  comprendidos  en 
el  seguro,  anulará  el  contrato,  á  contar 
desde  el  momento  en  que  se  hizo  la  susti- 
tución. 

Art.  370.  La  alteración  ó  la. transfor- 
mación de  los  objetos  asegurados,  por  caso 
fortuito  ó  por  hecho  de  terecina  persona, 
darán  derecho  á  cualquiera  de  las  partes 
l)ara  rescindir  el  contrato. 

Art.  37L  El  seguro  contra  incendios 
comprenderá  la  reparación  ó  indemniza- 
ción de  todos  los  daños  y  pérdidas  mate- 
riales causadas  por  la  acción  directa  del 
fuego  y  por  las  consecuencias  inevitables 
del  incendio,  y  en  particular: 

l.°  Lo.>;  gastos  que  ocasione  al  asegura- 
do el  transporte  de  los  efectos,  con  el  fin 
de  s:dvarlo3. 

2°  Los  menoscabos  que  sufran  estos 
mismos  objetos  salvados. 

3.°  Los  daños  que  ocasionen  las  medi- 
das adoptadas  [lor  la  autoridad  en  lo  que 
sea  objeto  del  seguido,  para  cortar  ó  extin- 
guir el  incendio. 

Art.  372.  En  los  seguros  contra  acci- 
dentes meteorológicos,  explosiones  de  gas 
ó  de  aparatos  de  vapor,  el  asegurador  sólo 
responderá  de  las  con.secuencias  del  incen- 
dio que  aquellos  accidentes  originen,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Art.  373.  El  seguro  contra  incendios 
no  com])renderá,  salvo  pacto  en  contr.irio, 
los  perjuicios  que  puedan  seguirse  al  ase- 
gurado por  suspensión  de  trabajos,  para- 


lización de  industria  o  cualesquiera  otras 
causas  análogas  que  ocasionen  pérdidas  ó 
quebrantos. 

Art.  374.  El  asegurador  garantizará  al 
asegurado  contra  los  efectos  del  incendio, 
bien  se  origine  de  caso  fortuito,  bien  de 
malquerencia  de  extraños,  ó  de  negligen- 
cia propia,  ó  de  las  per.sonas  de  las  cuales 
responda  civilmente. 

El  asegurador  no  responderá  de  los  in- 
cendios ocasionados  por  el  delito  del  ase- 
gurado, ni  por  fuerza  militar  en  caso  de 
guerra,  ni  de  los  que  se  causen  en  tumul- 
tos populares,  así  como  de  los  producidos 
por  erupciones,  volcanes  y  temblores  de 
tierra. 

Art.  375.  La  garantía  del  asegurador 
sólo  se  extenderá  á  los  objetos  asegurados, 
y  en  el  sitio  en  que  lo  fueron,  y  en  ningún 
caso  excederá  su  responsabilidad  de  la  su- 
ma en  que  se  valuaron  los  objetos,  ó  se  es- 
timaron los  riesgos. 

Art.  376.  El  asegurado  deberá  dar 
cuenta  al  asegurador: 

1.°  De  todos  los  seguros  anteriores,  si- 
multáneos ó  posteriormente  cele'jrados. 

2.°  De  las  modificaciones  que  hayan 
sufrido  los  seguros  que  se  expresaron  en 
la  póliza. 

3.°  De  los  cambios  y  alteraciones  en 
calidad,  que  hayan  sufrido  los  objetos  ase- 
gurados, y  que  aumenten  los  riesgos. 

Art.  377.  Los  efectos  asegurados  por 
todo  su  valor  no  podrán  serlo  por  segunda 
vez  mientras  subsista  el  primer  seguro, 
excepto  el  caso  en  que  los  nuevos  asegura- 
dores garanticen  ó  afiancen  el  cumpli- 
miento del  contrato  celebrado  con  el  pri- 
mer asegurador. 

Art.  378.  Si  en  diferentes  contratos  un 
mismo  objeto  hubiere  sido  asegurado  por 
una  parte  alícuota  de  su  valor,  los  asegura- 
dores contribuirán  á  la  indemnización  á 
prorrata  de  las  sumas  que  aseguraron. 

El  asegurador  podrá  ceder  á  otros  ase- 
guradores parte  ó  ])artijs  del  seguro,  pero 
quedando  obligado  directa  ó  exclusivamen- 
te con  el  asegurado. 

En  los  casos  de  cesión  de  parte  del  se- 
guro, ó  de  reaseguro,  los  cesionarios  que 
reciban  la  parte  proporcional  de  la  prima, 
quedarán  obligados  res|)ectoal  primer  ase- 
gurador ó  concurrir  en  igual  ¡iroporción  á 
la  indemnización,  asumiendo  la  responsa- 
bilidad de  los  arreglos,  transacciones  y 
pactos  en  que  convinieren  el  asegurado  y 
el  principal  ó  primer  asegurador. 

Art.  379.  Por  muerte,  liquidación, 
fjuieljra  del  asegurado  y  venta  ó  traspaso 
de  los  efectos,  no  se  anulará  el  seguro,  sí 
fuere  inmueble  el  objeto  asegurado. 
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Por  muerte,  liquidación  ó  quiebra  del 
asegurado  y  venta  ó  traspaso  de  los  efec- 
tos; si  el  objeto  asegurado  fuere  mueble, 
fábrica  ó  tienda,  el  asegurador  podrá  res- 
cindir el  contrato. 

En  caso  de  rescisión,  el  asegurador  de- 
berá hacerlo  saber  al  asegurado  ó  á  sus 
representantes,  en  el  plazo  improrrogable 
de  quince  días. 

Art  380.  Si  el  asegurado  ó  su  repre- 
sentante no  pusieren  en  conocimiento  del 
asegurador  cualquiera  de  los  hechos  enu- 
merados en  el  párrafo  segundo  del  articulo 
anterior,  dentro  del  plazo  de  quince  días,  el 
contrato  se  tendrá  por  nulo  desde  la  fecha 
en  quetiquellos  hechos  hubiei^en  ocurrido. 

Art.  381.  En  caso  de  siniestro,  el  ase- 
gurado deberá  participarlo  inmediatamen- 
te al  asegurador,  prestando  asimismo  ante 
el  Juez  competente  una  declaración  com- 
prensiva de  los  objetos  existentes  al  tiempo 
del  siniestro,  y  de  los  efectos  salvados,  asi 
como  del  importe  de  las  pérdidas  sufridas, 
según  su  estimación. 

Art.  382.  Al  asegurador  incumbe  jus- 
tificar el  daño  sufrido,  probando  la  preexis- 
tencia de  los  ol)jetos  antes  del  incendio. 

Art,  383.  La  valuación  de  los  daños 
causados  por  el  incendio  se  fijará  por  pe- 
ritos en  la  forma  establecida  en  la  póliza, 
por  convenio  que  celebren  las  partes,  ó  en 
su  defecto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por 
el  Código  de  Procedimientos. 

Art.  384.     Los  peritos  decidirán: 

1.°    Sobre  las  causas  de  incendio. 

2.°  Sobre  el  valor  real  de  los  efectos 
asegurados  el  día  del  incendio,  antes  de 
que  éste  hubiere  tenido  lugar. 

S.°  Sobre  el  valor  de  los  mismos  obje- 
tos, después  del  siniestro,  y  sobre  todo  lo 
demás  que  se  .someta  á  juicio. 

Art.  385.  Si  el  valor  de  las  pérdidas 
sufridas  excediere  de  la  cantidad  asegura- 
da, el  asegurado  será  reputado  su  propio 
asegurador  por  este  exceso,  y  sufragará  la 
parte  alícuota  que  le  corresponda  de  pér- 
didas y  gastos. 

Art.  38G.  El  asegurador  estará  obliga- 
do á  satisfacer  la  indemnización  fijada  por 
ios  peritos,  en  los  diez  días  siguientes  á  su 
decisión,  una  vez  consentida. 

En  caso  de  demora,  el  asegurador  aban- 
donará al  asegurado  el  interés  legal  de  la 
cantidad  debida  desde  el  vencimiento  del 
término  expresado. 

Art.  387.  La  decisión  de  los  peritos  será 
titulo  ejecutivo,  contra  el  asegurador,  si 
fuere  dada  ante  notario;  y  si  no  lo  fuere, 
previo  reconocimiento  y  confesión  judicial 
de  los  peritos,  de  sus  firmas  y  de  la  verdad 
del  documento. 


Art.  388.  El  asegurador  optará  en  los- 
diez  días  fijados  en  el  art.  386  entre  indem- 
nizar el  siniestro  ó  reparar,  reedificar  ó  ■ 
reemplazar,  según  su  género  ó  especie,  en 
todo  ó  en  parte,  los  objetos  asegurados  y 
destruidos  por  el  incendio,  si  convinieren 
en  ello. 

Art.  389.  El  asegurador  podrá  adquirir 
para  sí  los  efectos  salvados,  siempre  que 
abone  al  asegurado  el  valor  real,  con  suje- 
ción á  la  tisación  de  que  trata  el  caso  2.° 
del  art.  384. 

Art.  390.  El  asegurador,  pagada  la  in- 
demnización, se  subrogará  en  los  derechos 
y  acciones  del  asegurado,  contra  todos  los 
autores  ó  responsables  del  incendio,  por 
cualquier  carácter  y  titulo  que  sea. 

Art.  391.  El  asegurador,  después  del 
siniestro,  podrá  rescindir  el  contrato  para 
accidentes  ulteriores,  así  como  cualquier 
otro  que  hubiere  hecho  con  el  mismo  ase- 
gui'ado,  avisando  á  éste  con  quince  días  de 
anticipación,  y  devolviéndole  la  parte  de 
prima  correspondiente  al  plazo  no  trascu- 
rrido. 

Art.  392.  Los  gastos  que  ocasionen  la 
tasación  pericial  y  la  liquidación  de  la  in- 
demnización serán  de  cuenta  y  cargo,  ]jor 
mitad,  del  asegurado  y  del  "asegurador; 
pero  si  hubiere  exageración  manifiesta  del 
daño  por  parte  del  asegurado,  éste  será  el 
único  responsable  de  ellos. 

CAPITULO  III 

DEL  SEGURO  SOBRE  LA  VIDA 

Art.  393.  El  seguro  sobre  la  vida  com- 
prenderá todas  las  combinaciones  que  pue- 
dan hacerse,  pactando  entregas  de  primas 
ó  entregas  de  capital  á  cambio  de  disfrute 
de  renta  vitalicia,  ó  hasta  cierta  edad,  ó 
percibo  de  capitales  al  fallecimiento  do 
persona  cierta  en  favor  del  asegurado,  su 
causahaijiente  ó  una  tercera  persona,  v 
cuaUpiiera  otra  combinación  semejante  ó 
análoga. 

Art.  394.  La  póliza  del  seguro  sobre  la 
vida  contendrá,  además  de  1o.í  requisitos 
que  exige  el  art.  3G1,  los  siguientes: 

1°  Expresión  de  la  cantidad  que  so 
asegura  en  capital  ó  renta. 

2."  Expresión  de  las  disminuciones  ó 
aumentos  del  capital  ó  renta  asegurados  y 
de  las  fechas  desde  las  cuales  dolieran  con- 
tar.sc  aquellos  aumentos  ó  disminuciones. 

Art.  395.  Podrá  celebrarse  este  contra- 
to de  .seguro  por  la  vida  de  un  individuo  ó 
de  varios,  sin  exclusión  de  edad,  condicio- 
nes, sexo  ó  estado  de  .salud. 

Art.  396.  Podrá  constituirse  el  seguro 
á  favor  de  una  tercera  persona,  expresan- 
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do  en  la  póliza  el  nombre,  apellido  y  con- 
diciones del  donatario  ó  [¡ersona  asegura- 
da, ó  determinándola  de  algún  otro  modo 
indudable. 

Art.  397.  El  que  asegure  á  una  tercera 
persona,  es  el  obligado  á  cumplir  las  con- 
diciones del  seguro,  siendo  aplicable  á  éste 
lo  dispuesto  en  los  artículos  403  y  407. 

Art.  398.  Sólo  el  que  asegure  y  contra- 
te directamente  con  la  compañía  asegura- 
dora estará  obligado  al  cumplimiento  del 
contrato  como  asegurado  y  á  la  entrega 
consiguiente  del  capital,  ya  satisfaciendo 
la  cuota  única,  ya  las  parciales  que  se  ha- 
yan estipulado.  La  póliza,  sin  embargo, 
dará  dere  tho  á  la  persona  asegurada  para 
exigir  de  la  compañía  aseguradora  el  cum- 
plimiento del  contrato. 

Art.  399.  Soló  se  entenderán  compren- 
didos en  el  seguro  sobre  la  vida,  los  ries- 
gos que  especíñca  y  taxativamente  se 
enumeren  en  la  póliza. 

Art.  400.  El  seguro  para  el  caso  de 
muerte  no  comprenderá  el  fallecimiento, 
si  ocurriere  en  cualquiera  de  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Si  el  asegurado  falleciere  en  duelo 
ó  de  resLÜtas  de  él. 

2."     Si  se  suicidare. 

3.°  Si  sufriere  la  pena  capital  por  deli- 
tos comunes. 

Art.  401.  El  segupo  para  el  caso  de 
muerte  no  comprenderá,  salvo  el  pacto  en 
contrario  y  el  pago  correspondiente  por  el 
asegurado,  de  la  sobreprima  exigida  por  el 
asegurador. 

1.°  El  que  ocurriere  en  el  servicio  mi- 
litar de  mar  y  tierra  en  tiempo  de  guerra. 

2.°  El  que  ocurriere  en  cualquier  em- 
presa ó  hecho  extraordinario  y  notoria- 
mente temerario  é  imprudente. 

Art.  402.  El  asegurado  que  demore  la 
entrega  del  capital  ó  la  cuota  convenida, 
no  tendrá  derecho  á  reclamar  el  importe 
del  seguro  ó  cantidad  asegurada,  si  sobre- 
viniere el  siniestro  ó  se  cumpliere  la  con- 
dición del  contrato  estando  él  en  descu- 
bierto. 

Art.  403.  Si  el  asegurado  hubiere  sa- 
tisfecho varias  cuotas  parciales  y  no  pu- 
diere continuar  el  contrato,  lo  avisará  al 
asegurado,  rebajándose  el  capital  asegu- 
rado hasta  la  cantidad  que  esté  en  justa 
proporción  con  las  cuotas  pagadas,  con 
arreglo  á  los  cálculos  que  aparecieren  en 
las  tarifas  de  la  compañía  aseguradora,  y 
habida  cuenta  de  los  riesgos  corridos  por 
ésta. 

Art.  404.  El  asegurado  deberá  dar 
cuenta  al  asegurador  de  los  seguros  sobre 
la  vida  que  anterior  ó  simultáneamente 


celebre  con  otras  compañías  aseguradoras» 

La  falta  de  este  requisito  privará  al  ase- 
gurado de  los  beneficioi  del  seguro,  asis- 
tiéndole sólo  el  derecho  á  exigir  el  valor  de 
la  póliza. 

Art.  405.  Las  cantidades  que  el  asegu- 
rador debe  entregar  á  la  persona  asegura- 
da en  cumplimiento  del  contrato,  serán 
propiedad  de  ésta,  aun  contra  las  reclama- 
ciones de  los  herederos  legítimos  y  acree- 
dores de  cualquiera  clase  del  que  hubiere 
hecho  el  .seguro  á  favor  de  aquélla. 

Art.  406.  El  concurso  ó  quiebra  del 
asegurado  no  anulará  ni  rescindirá  el  con- 
trato de  seguro  sobre  la  vida,  poro  podrá 
reducirse  á  solicitud  de  los  representantes 
legítimos  de  la  quiebra,  ó  liquidarse  en  los 
términos  que  fija  el  art.  403. 

Art.  407.  Las  pólizas  de  seguro  sobre 
la  vida,  una  vez  entregados  los  capitales  ó 
satisfechas  las  cuentas  á  que  se  obligó  el 
asegurado,  serán  endosables,  estampándo- 
se endoso  en  la  misma  póliza,  haciéndose 
saber  á  la  compañía  asegurada  de  una 
manera  auténtica  por  endosante  y  el  en- 
dosatario. 

Art,  408.  La  póliza  de  seguros  sobre  la 
vida,  que  tenga  cantidad  fija  y  plazo  seña- 
lado para  su  entrega,  ya  en  favor  del  ase- 
gurado, ya  en  el  del  asegurador,  produci- 
rá, acción  ejecutiva  respecto  de  ambos. 

La  compañía  aseguradora,  transcurrido 
el  plazo  fijado  en  la  póliza  para  el  pago, 
podrá  además  rescindir  el  contrato,  comu- 
nicando su  resolución  en  un  término  que 
no  exceda  de  los  veinte  días  siguientes  al 
vencimiento,  y  quedando  únicamente  en 
beneficio  del  asegurado  el  valor  de  la  pó- 
liza. 

CAPÍTULO   IV 

DKL  SEGURO  DE  TRANSPORTE  TERRESTRE 

Art.  409.  Podrán  .ser  objeto  del  con- 
trato de  seguro  contra  los  riesgos  de  trans- 
porte, todos  los  efectos  transportables  por 
los  medios  propios  de  la  locomoción  te- 
rrestre. 

Art.  410.  Además  de  los  requisitos  que 
debe  contener  la  póliza,  según  el  articulo 
361,  la  de  seguro  de  transportes  contendrá: 

1°  La  empresa  ó  persona  que  se  en- 
cargue del  transporte. 

2,"  Las  calidades  especificas  de  los 
efectos  asegurados,  con  expresión  del  nú- 
meí'o  de  bultos  y  de  las  marcas  que  tu- 
vieren. 

3."  La  designación  del  punto  en  donde 
se  hubieren  de  recibir  los  géneros  asegu- 
rados, y  del  en  que  se  haya  de  hacer  la  en- 
trega. 
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Art.  411.  Podrán  asegurar  no  solólos 
dueños  de  las  mercaderías  transportadas, 
sin  3  todos  los  que  tengan  interés  ó  respon- 
sabilidad en  su  conservación,  expresando 
en  la  póliza  el  concepto  en  que  contratan 
el  seguro. 

Art.  412.  El  contrato  de  seguro  de 
transportes  comprenderá  todo  género  de 
riesgos,  sea  cualquiera  la  causa  que  lo  ori- 
gine; pero  el  asegurador  no  responderá  de 
los  deterioros  originados  por  vicio  propio 
de  la  cosa  ó  por  el  transcurso  natural  del 
tiempo,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  413.  En  los  casos  de  deterioro  por 
vicio  de  la  cosa  ó  transcurso  del  tiempo,  el 
asegurador  justificará  judicialmente  el  es- 
tado de  las  mercaderías  aseguradas,  den- 
tro de  las  veinticuatro  lioras  siguientes  á 
su  llegada  al  lugar  en  que  deben  entre- 
garse. 

Sin  esta  justificación  no  será  admisible 
la  excepción  que  proponga  para  eximir.se 
de  su  responsabilidad  como  asegurador. 

Art.  414.  Los  asegurados  se  subroga- 
rán en  los  derechos  de  los  aseguradores, 
para  repetir  contra  los  porteadores  los  da- 
ños de  que  fueren  responsables  con  arre- 
glo á  las  prescripciones  de  este  Código. 

CAPÍTULO  V 

DE    LAS   DEMÁS   CLASES   DE    SEGUROS. 

Art.  41; .  Podrá  ser  asimi.-jmo  objetó 
del  contrato  de'seguro  mercantil  cualquie- 
ra otra  clase  de  riesgos  que  provengan  de 
casos  fortuitos  ó  accidentes  naturales,  y 
los  pactos  que  se  consignen  deberán  cum- 
plirse, siempre  que  sean  lícitos  y  estén 
cbníbrmes  con  las  prescripciones  de  la  sec- 
ción primera  de  e.:itc  título. 

TITULO  IX 
Del  contrato  de  cuenta  corriente. 

Art.  416.  La  cuenta  corriente  es  un 
contrato  bilateral  y  conmutativo,  por  el 
cual,  una  de  las  partos  remite  á  otra  ó  re- 
cibe de  ella  en  propiedad,  cantidades  de  di-- 
iiero  ú  otros  valores,  sin  apli.-ación  á  un 
empleo  determinado,  ni  obligación  de  te- 
ner á  la  orden  una  cantidad  ó  un  valor 
equivalente,  pero  á  cargo  de  acreditar  al 
remitente  por  sus  remesas,  liquidarlas  en 
las  épocas  convenidas,  compensarlas  de 
una  sola  vez  hasta  concurrencia  del  débito 
y  crédito  y  pagar  el  saldo. 

Art.  417.  Las  cuentas  que  no  reúnan 
todas  las  condiciones  enunciadas  en  el  ar- 
ticulo anterior,  son  cuentas  simples  ó  de 
gestión,  y  no  están  sujetas  á  las  prescrip- 
ciones de  este  título. 


Art.  418.  Tolas  las  negociaciones  en- 
tre comerciantes  domiciliados  ó  no  en  un 
mismo  lugar,  ó  entre  un  comerciante  y 
otro  que  no  lo  es,  y  todos  los  valores  tras- 
misibles  en  propiedad,  pueden  ser  materia 
de  la  cuenta  corriente. 

Art.  419.  Antes  de  la  conclusión  de  la 
cuenta  corriente  ninguno  de  los  intere- 
sados es  considerado  como*  acreedor  ó 
deudor. 

Art.  420.  Es  de  la  naturaleza  de  la 
cuenta  corriente: 

1."  Que  el  crédito  concedido  por  reme- 
sas en  efectos  de  comercio,  lleve  la  condi- 
ción de  que  éstas  serán  pagadas  á  su  ven- 
cimiento. 

2.°  Que  todos  los  valores  del  débito  y 
crédito  produzcan  intereses  corrientes  ó 
los  que  las  partes  hubieren  estipulado. 

3."  Que  á  más  del  interés  de  la  cuenta 
corriente,  los  contratantes  tengan  derecho 
á  una  comisión  sobre  el  importe  de  todas 
las  remesas  cuya  realización  reclamare  la 
ejecución  de  actos  de  verdadera  gestión. 

La  tasa  de  la  comisión  será  fijada  por 
convenio  de  las  partes  ó  por  el  uso. 

4.°  Que  el  saldo  definitivo  sea  exigible 
desde  el  momento  de  su  aceptación,  á  no 
ser  que  se  hayan  llevado  al  crédito  de  la 
parte  que  lo  hubiere  obtenido  sumas  even- 
tuales que  igualen  ó  excedan  la  del  saldo, 
ó  que  los  interesados  hayan  convenido  en 
pasarlo  á  nueva  cuenta. 

Art  421.  La  admisión  en  cuenta  co- 
rriente de  valores  precedentemente  debi- 
dos por  uno  de  los  contratantes  al  otro,  á 
cualquier  título  que  sea,  produce  novación, 
á  menos  que  el  acreedor  ó  deudor,  al  pres- 
tar su  consentimiento,  haga  una  formal 
reserva  de  derechos. 

En  defecto  de  una  reserva  expresa,  la 
admisión  de  un  valor  en  cuenta  corriente 
se  presume  hecha  pura  y  simplemente. 

Art.  422.  Los  valores  remitidos  y  reci- 
bidos en  cuenta  corriente  no  son  imputa- 
bles al  pago  parcial  de  los  artículos  que 
ésta  comprende,  ni  son  exigibles  durante 
el  curso  de  la  cuenta. 

Art.  423.  Las  sumas  ó  valores  afectos 
á  un  empleo  determinado,  ó  que  deban  te- 
nerse á  la  orden  del  remitente  son  extra- 
ños á  la  cuenta  corriente,  y  como  tales,  no 
son  susceptibles  de  la  compensación  pura- 
mente mercantil  que  cstablecen.los  artícu- 
los 416  y  427. 

Art.  424.  Los  embargos  ó  retenciones 
de  valores  llevados  á  la  cuenta  corriente 
sólo  son  eficaces  res])ecto  del  saldo  que  re- 
sulte del  fenecimiento  de  la  cuenta  á  favor 
del  deudor  contra  quien  fueren  (dirigidos. 

Art.  425.     La  cuenta  corriente  se  con- 
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cluye  pop  el  advenimiento  de  la  época  fija- 
da por  la  convención,  o  antes  de  él  por 
consentimiento  de  las  partes. 

Se  concluye  también  por  la  muerte,  la 
interdicción,  la  demencia,  la  quiebra  ó 
cualquier  otro  suceso  legal  que  prive  á  al- 
guno de  los  contratantes  de  la  libre  dispo- 
sición de  sus  bienes. 

Art.  426.  La  conclusión  de  la  cuenta 
corriente  es  definitiva  cuando  no  debe  ser 
seguida  de  ninguna  operación  de  negocios, 
y  parcial  en  el  caso  inverso. 

Art.  427.  La  conclusión  definitiva  de  la 
cuenta  corriente  fija  invariablemente  el 
estado  de  las  relaciones  jurídicas  de  las 
partes,  produce  de  pleno  derecho,  inde- 
pendientemente del  fenecimiento  de  la 
cuenta,  la  compensación  del  integro  mon- 
to del  débito  y  crédito  hasta  la  cantidad 
concurrente,  y  determina  la  persona  del 
acreedor  y  deudor. 

Art.  428.  El  saldo  definitivo  ó  parcial 
será  considerado  como  un  capital  produc- 
tivo de  intereses. 

Art.  429.  El  saldo  puede  ser  garantido 
con  las  hipotecas  constituidas  en  el  acto 
de  la  celebración  del  contrato. 

Art.  430.  Caso  que  el  deudor  retarde  el 
pago,  el  acreedor  podrá  gii'ar  contra  él  por 
el  importe  del  saldo  de  la  cuenta. 

Art.  431.  Las  partes  podrán  capitalizar 
los  intereses  en  periodos  que  no  bajen  de 
seis  meses,  determinar  la  época  de  los  ba- 
lances parciales,  la  tasa  del  interés  y  la  co- 
misión, y  acordar  todas  las  demás  cláusu- 
las accesorias  que  no  sean  prohibidas  por 
la  ley. 

Art.  432.  La  existencia  del  contrato  de 
cuenta  corriente  puede  ser  establecida  por 
cualquiera  de  las  pruebas  que  admite  este 
Código,  menos  por  la  de  testigos. 

Art.  433.  La  acción  para  solicitar  el 
arreglo  de  la  cuenta  corriente,  el  i^ago  del 
saldo  judicial  ó  extrajudicialmente  recono- 
cido, ó  la  rectificación  de  la  cuenta  por 
errores  de  cálculos  extraños  ó  indebida- 
mente llevados  al  débito  ó  crédito,  ó  dupli- 
cación de  partidas,  prescriben  en  el  térmi- 
no de  cinco  años. 

En  igual  tiempo  prescriben  los  intereses 
del  saldo,  siendo  jiagaderos  por  año  ó  en 
periodos  más  cortos. 

TÍTULO  X 

Del  contrato  y  letras  de  cambio. 

CAPITULO    PRIMERO 

DE    LAS    FORMAS    DE    LAS    LETRAS    DB    CAMBIO 

Art.  434.  La  letra  de  cambio  se  reputa- 
rá acto  mercantil,  y  todos  los  derechos  y 


acciones  que  de  ella  se  originen,  sin  distin- 
ción de  personas,  se  regirán  por  las  dispo- 
siciones de  este  Código. 

Art.  435.  La  letra  de  cambio  deberá 
contener,  para  que  surta  efecto  en  juicio: 

1.°  La  designación  del  lugar,  día,  mes 
y  año  en  que  la  misma  se  libra. 

2.°     La  época  en  que  deberá  ser  pagada. 

3."  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó 
título  de  aquél  á  cuya  orden  se  manda  ha- 
cer el  pago. 

4."  La  cantidad  que  el  librador  manda 
pagar,  expresándola  en  moneda  efectiva  ó 
en  las  nominales  que  el  comercio  tuviere 
adoptadas  para  el  cambio. 

5.°  El  concepto  en  que  el  librador  se 
declara  reintegrado  por  el  tomador,  bien 
por  haber  recibido  su  importe  en  efectivo, 
ó  mercaderías  ú  otros  valores,  lo  cual  se 
expresará  con  la  frase  de  «valor  recibido», 
bien  por  tomárselo  en  cuenta  en  las  que 
tenga  pendientes,  lo  cual  se  indicará  con 
la  de  «valor  en  cuenta»  ó  «valor  enten- 
dido». 

6.°  El  nombre,  apellido,  razón  social  ó 
título  de  aquel  quien  se  recibe  el  importe 
de  la  letra,  ó  á  cuya  cuenta  se  carga. 

7."  El  nombre  y  apellido,  razón  social 
ó  título  de  la  per.sona  ó  compañía  á  cuyo 
cargo  se  libra,  así  como  también  su  domi- 
cilio. 

8."  La  firma  del  librador,  de  su  propio 
puño,  ó  de  su  apoderado  al  efecto,  con  po- 
der bastante. 

Art.  436.  Las  cláusulas  de  «valor  eu 
cuenta»  y  «valor  entendido»  harán  respon- 
sable al  tomador  de  la  letra  del  importe  de 
la  misma  en  favor  del  librador,  para  exi- 
girlo ó  compensarlo  en  la  forma  y  tiempo 
que  ambos  hayan  convenido  al  hacer  el 
contrato  de  cambio. 

Art.  437.  El  librador  podrá  girar  la  le- 
tra de  cambio: 

1."  A  su  propia  orden,  expresando  re- 
tener en  si  mismo  el  valor  de  ella. 

2.°  A  cargo  de  una  persona  para  que 
haga  el  pago  en  el  domicilio  dw  un  tercero. 

3.^  A  su  jiropio  cargo,  en  lugar  distinto 
de  su  domicilio. 

4.°  A  cargo  de  otro,  en  el  mismo  punto 
de  la  residencia  del  librador. 

5.°  A  nomijre  propio,  pero  por  orden  y 
cuenta  de  un  tercero,  expresándose  así  en 
la  letra.  Esta  circunstancia  no  alterará  la 
responsabilidad  del  librador,  ni  el  tenedor 
adquirirá  derecho  alguno  contra  el  tercero 
por  cuya  cuenta  se  hiío  el  giro. 

Art.  438.  Todos  los  que  pusieren  íirmas 
á  nombre  de  otro  en  letras  de  cambio,  como 
libradores,  endosantes  ó  aceptantes,  debe- 
rán hallarse  autorizados  para  ello  con  po- 
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der  de  las  pei^sonas  en  cuya  representa- 
ción obraren,  expresándolo  asi  en  la  ante- 
firma. Los  tomadores  y  tenedores  de  letras 
tendrán  derecho  á  ex¡2:ir  á  los  firmantes  la 
exhibición  del  poder. 

Los  administradores  de  compañías  se  en- 
tenderán autorizados  por  el  solo  hecho  de 
su  nombramiento. 

Art.  439.  Los  libradores  no  podrán  ne- 
gar á  los  tomadores  de  letras  la  expedición 
de  segundas  y  terceras,  y  cuantas  necesi- 
ten y  les  pidan  de  un  mismo  tenor,  siempre 
que  "la  petición  se  hiciere  antes  del  venci- 
miento de  las  letras,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  485,  expi'esando  en  todas  ellas  que 
no  .se  reputarán  válidas  sino  en  el  caso  de 
no  haberse  hecho  el  pago  en  virtud  de  la 
primera  ó  de  otras  de  las  expedidas  ante- 
riormente. 

Art.  440.  En  defecto  de  ejemplares  du- 
plicados de  la  letra  expedida  por  el  libra- 
dor, podrá  cualquier  tenedor  dar  al  toma- 
dor una  copia,  expresando  que  la  expide  á 
falta  del  original  que  se  trate  de  suplir. 

En  esta  copia  deberán  insertarse  literal- 
mente todos  los  endosos  que  contenga  el 
original. 

Art.  441.  Si  la  letra  de  cambio  adolecie- 
re de  algún  defecto  ó  falta  de  formalidad 
legal,  se  reputará  pagaré  á  favor  del  toma- 
dor y  á  cargo  del  librador. 

CAPITULO  II 

DE  LOS  TÉRMINOS  Y  VEXCIMIENTOS  DÉ  LAS 
LETRAS 

Art.  442.  Las  letras  de  cambio  podrán 
girarse  al  contado  ó  á  i)lazo,  por  uno  de  es- 
tos términos: 

1.°    A  la  vista. 

2."  A  uno  ó  más  días;  á  uno  ó  más  me- 
ses vista. 

3.°  A  uno  ó  más  días;  á  uno  ó  más  me- 
ses fecha. 

4."     A  día  fijo  ó  determinado. 

5.°    A  una  feria. 

Art.  443.  Cada  uno  de  estos  términos 
obligará  al  pago  de  las  letras,  á  saber: 

1."  El  de  la  vista,  en  el  acto  de  su  pre- 
sentación. 

2.°  El  de  días  ó  meses  vista,  el  día  en 
aue  se  cumplan  los  rscfialados,  contándolos 
desde  el  siguiente  al  de  la  aceptación,  ó  del 
protesto  por  falta  de  liaberla  aceptado. 

3."  VA  de  dias  ó  meses  fecha,  y  el  de  uno 
ó  más  usos  el  día,  en  que  cumplan  los  seña- 
lados, contándose  desde  el  inmediato  al  de 
la  fecha  del  giro. 

4.°  Las  giradas  á  día  fijo  ó  determina- 
do, en  el  mismo. 


5.°  Las  giradas  á  una  feria,  el  último 
día  de  ella. 

Art.  444.  Los  meses  para  el  término  de 
las  letras  se  computarán  de  fecha  á  fecha. 

Si  en  el  mes  del  vencimiento  no  hubiere 
día  equivalente  al  de  la  fecha  en  que  la  le- 
tra se  expidió,  se  entenderá  que  vencen  el 
último  día  del  mes. 

Art.  445.  Todas  las  letras  deberán  sa- 
tisfacerse el  día  de  su  vencimiento,  antes 
de  la  puesta  del  sol,  sin  término  de  gracia 
ó  cortesía. 

Si  fuere  festivo  el  día  del  vencimiento, 
se  pagará  la  letra  en  el  precedente. 

CAPÍTULO  111 

DE   LAS   OBLIGACIONES    DEL    LIBRADOR 

Art.  446.  El  lil)rador  estará  oljligado  á 
hacer  provisión  de  fondos  oportunamente 
á  la  persona  á  cuyo  cargo  hubiere  girado 
la  letra,  á  no  ser  que  hiciere  el  giro  por 
cuenta  de  un  tercero,  en  cuyo  caso  será  de 
éste  dicha  obligación,  salva  siempre  la  res- 
ponsabilidid  directa  del  librador  respecto 
al  tomador  ó  tenedor  de  la  letra,  y  la  del 
tercero  por  cuenta  de  quien  se  hizo  el  giro, 
respecto  del  librador. 

Art.  447.  Se  considerará  hecha  la  pro- 
visión de  fondos  cuando  al  vencimiento  de 
la  letra,  aquél  contra  quien  se  libró  sea 
deudor  de  una  cantidaü  igual  ó  mayor  al 
importe  de  ella,  al  lil>rador  ó  al  tercero  por 
cuya  cuenta  se  hizo  el  giro. 

Árt.  448.  Los  gastos  que  se  causaren 
por  no  haber  sido  aceptada  ó  pagada  la  le- 
tra, serán  á  cargo  del  librador  ó  del  terce- 
ro por  cuya  cuenta  se  libró,  á  menos  que 
pruebe  que  halda  hecho  oportunamente  la 
provisión  de  fondos,  oque  resultaim acree- 
dor conforme  al  articulo  anterior,  ó  que  es- 
taba expresamente  autorizado  para  lüjrar 
la  cantidad  de  que  dispuso. 

En  cualquiera  de  los  tres  casos  podrá 
exigir  el  liljrador  del  ol)ligado  á  la  acepta- 
ción y  al  pago  la  indemnización  de  los  gas- 
tos que  por  esta  causa  hubiere  reeml)olsado 
al  tenedor  de  la  letra. 

Art. -149.  El  librador  responderá  civil- 
mente de  las  resullas  de  su  letra  á  todas 
las  personas  que  la  vayan  sucesivamente 
adquiriendo  y  cediendo. 

Los  efectos  de  esta  responsaljilidad  se  ei- 
pecifican  en  los  artículos  440,  448  y  en  el 
siguiente. 

Art.  450.  Cesará  la  responsabilidad  dd 
librador  cuando  el  tenedor  de  la  letra  no  la 
hubiere  presentado  ó  hut)iere  omitido  pro- 
testarla en  tiempo  y  forma,  siempre  que 
pruebe  que  al  vencimiento  de  la  letra  tenia 
hecha  provisión  de  fondos  para  su  pago  en 
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los  términos  prescritos  en  los  artículos  446 
y  447. 

Si  no  hiciere  esta  prueba,  reembolsará 
la  letra  no  pagada,  aunque  el  protesto  se 
hubiera  sacado  fuera  de  tiempo,  mientras 
la  letra  no  haya  prescrito.  Caso  de  hacer 
dicha  prueba,  pasará  la  responsabiüdad  del 
reembolso  ú  aquél  que  aparezca  en  descu- 
bierto de  él,  en  tanto  que  la  letra  no  esté 
prescrita. 

CAPITULO  IV 

DEL  ENDOSO  DE  LAS  LETRAS 

Art.  451.  La  propiedad  de  las  letras  de 
cambio  se  traslerirá  por  endoso. 

Art.  452.     El  endoso  deberá  contener: 

1.°  El  nombre  y  apellido,  razón  social  ó 
título  de  la  persona  ó  compañía  á  quien  se 
trasmite  la  letra. 

2.°  El  concepto  en  que  el  cedente  ce 
declara  reintegrado  por  el  tomador,  según 
se  expresa  en  el  número  5."  del  articu- 
lo 435. 

3.°  El  nombre  y  apellido,  razón  .social 
ó  título  de  la  persona  de  quien  se  recibe  ó 
á  cuenta  de  quien  se  carga,  si  no  fuere  la 
misma  á  quien  se  traspasa  !a  leti^a. 

4."    La  fecha  en  que  se  hace. 

5."  La  ñrma  del  endosante  ó  de  la  per- 
sona legítimamente  autorizada  que  fírme 
por  él,  lo  cual  se  expresará  en  la  antefirma. 

Art.  453.  Si  se  omitiere  la  expresión  de 
la  fecha  en  el  endoso,  no  se  transferirá  la 
propiedad  de  la  letra,  y  se  entenderá  como 
una  sim.ple  comisión  de  cobranza. 

Art.  454.  Si  se  pusiere  en  el  endoso  una 
fecha  anterior  al  dia  en  que  realmente  se 
hubi(.re  hecho,  el  endosante  será  respon- 
sable de  los  daños  que  por  ello  se  sigan  á 
un  tercero,  sin  perjuicio  do  la  pena  en  que 
incurra  por  el  delito  de  falsedad,  si  se  hu- 
biere obrado  maliciosamente. 

Art.  455.  Los  endosos  firmados  en  blan- 
co y  aquellos  en  que  no  se  exprese  el  valor, 
trasferirán  la  projjiedad  de  la  letra  y  pro- 
ducirán el  mismo  efecto  que  si  en  ellos  se 
hubiere  escrito  «valor  recil)ido». 

Art.  456.  No  podrán  endosarse  las  le- 
tras no  expedidas  á  la  orden,  ni  las  venci- 
das ^  perjudicadas. 

Será  licita  la  trasmisión  de  su  propiedad 
por  los  medios  reconocidos  en  el  derecho 
común;  y  si  no  obstante  se  hiciere  el  en- 
doso, no  tendrá  éste  otra  fuerza  que  la  de 
una  simple  cesión. 

Art.  457.  El  endoso  producirá  en  todos 
y  en  cada  uno  de  los  endo  antes  la  respon- 
.sabilidad  al  afianzamiento  áo\  valor  de  la 
letra,  en  defecto  de  ser  aceptada,  y  á  su 
reembolso  con  los  gastos  de  protesto  y  re- 


cambio, si  no  fuere  pagada  á  su  vencimien- 
to, con  tal  que  las  diligencias  de  presenta- 
ción y  protesto  se  hayan  practicado  en  el 
tiem.po  y  forma  prescritos  en  este  Código. 

Esta  responsabilidad  cebará  por  parte 
del  endosante  que  al  tiempo  de  trasmitir  la 
letra  haya  puesto  la  cláusula  de  «sm  mi 
responsahilidady) . 

En  este  caso  el  endosante  sólo  responde- 
rá de  Ja  identidad  de  la  persona  cedente  ó 
del  derecho  con  que  hace  la  cesión  ó  en- 
doso. 

Art.  458.  Ei  comisionista  de  letras  de 
cambio  ó  pagarés  en dosables  se  constituye 
garante  de  los  que  adquiera  ó  negocie  por 
cuenta  ajena,  si  en  ellos  pusiere  su  endoso, 
y  sólo  podrá  excusarse  fundadamente  de 
ponerlo  cuando  baya  precedido  pacto  ex- 
preso dispensándole  el  comitente  de  esta 
responsaíiilidad.  En  este  caso  el  comisio- 
nista podrá  extender  el  endoso  á  la  orden 
del  comitente  con  la  cláusula  de  ((.sin  mi 

CAPÍTULO  V 

DE  LA  PRESENTACIÓN  DE  LAS  LETRAS 
Y  DE  SU  ACEPTACIÓN 

Art.  459.  Las  letras  que  no  fueren  pre- 
sentadas á  la  aceptación  ó  al  pago  dentro 
del  término  señalado,  quedarán  perjudica- 
das, asi  como  también  si  no  se  protestaren 
oportunamente. 

Art.  460.  Las  letras  serán  presentadas 
á  la  aceptación  en  los  plazos  siguientes: 

Las  giradas  á  la  vista  ó  á  días  ó  meses 
vista  de  una  plaza  á  otra  de  la  República, 
ó  sobre  alguna  plaza  de  las  Repúblicas  de 
Centro-América,  dentro  do  dos  meses  de 
su  fecha. 

Las  giradas  en  la  República  á  la  vista  ó 
á  dias  ó  meses  vista  sobre  alguna  plaz^a  del 
continente  americano  y  sus  islas,  dentro 
de  tres  meses  de  su  feclia,  y  dentro  de  seis 
las  giradas  sobre  cualquiera  de  Europa. 

Las  giradas  á  la  vista  ó  á  dias  ó  meses 
vista  solare  alguna  otra  parte  del  globo, 
dentro  de  nueve  meses  de  su  fecha. 

Las  giradas  á  dias  ó  meses  de  la  fecha,  ó 
á  un  plazo  fijo  y  determinado,  dentro  de 
los  plazos  que  ellas  designen. 

Art.  461.  Los  tenedores  de  las  letras 
giradas  á  un  plazo  contado  desde  la  fecha 
no  necesitarán  presentarlas  á  la  acepta- 
ción. 

El  tenedor  de  la  letra  podrá,  si  lo  cree 
conveniente  á  sus  intereses,  presentarla  al 
librado  antes  del  vencimiento;  y  en  tal 
caso,  éste  la  aceptará  ó  expresará  los  mo- 
tivos por  que  rehu.sa  el  hacerlo. 

Art.  462.      Presentada   una  letra  á  la 
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aceptación  dentro  de  los  plazos  marcados 
en  los  artículos  anteriores,  deberá  el  libra- 
do aceptarla  por  medio  de  las  palabras 
«.aceptada  ó  aceptamos, i^  estampando  la 
fecha,  ó  manifestar  al  portador  los  motivos 
que  tuviere  para  negar  la  aceptación. 

Si  la  letra  estuviere  girada  á  la  vista  ó  á 
un  plazo  contado  desde  ésta,  y  el  librado 
dejare  de  poner  la  fecha  de  la  aceptación, 
correrá  el  plazo  desde  el  día  en  que  el  te- 
nedor pudo  presentar  la  letra  sin  atraso  del 
correo;  y  si  hecho  el  cómputo  de  este  modo 
resultare  vencido  el  plazo,  será  cobrable  la 
letra  el  día  inmediato  siguiente  al  de  la 
presentación. 

Art.  463.  La  aceptación  de  la  letra  ha- 
brá de  ponerse  ó  denegarse  el  mismo  día 
en  que  el  portador  la  presente  con  este  ob- 
jeto, y  la  persona  á  quien  se  exija  la  acep- 
tación no  podrá  retener  la  letra  en  su  po- 
der b  'jo  pretexto  alguno. 

Si  la  letra  presentada  á  la  aceptación 
hubiere  de  ser  pagada  en  distinto  lugar  del 
de  la  residencia  del  ace[)tante,  deberá  ex- 
presarse en  ella  e!  domicilio  en  que  hubie- 
re de  efectuarse  el  pago. 

El  que  recibiendo  una  letra  para  acep- 
tarla, si  es  á  su  cargo,  ó  para  hacerla  acep- 
tar, si  es  al  de  un  tercero,  conservándola 
en  su  poder  á  disposición  de  otro  ejemplar 
ó  copia,  avisase  por  carta,  telegrama  ú 
otro  medio  escrito,  haber  sido  aceptada, 
quedará  responsable  para  con  el  librador 
y  endosantes  de  ella,  en  los  mismos  térmi- 
nos que  si  la  aceptación  se  hallase  puesta 
sobre  la  letra  que  motivó  el  aviso,  aun 
cuando  tal  aceptación  no  haya  tenido  lu- 
gar, ó  aun  cuando  niegue  la  entrega  del 
ejemplar  aceptado  á  quien  legítimamente 
la  solicite. 

Art.  464.  No  podrán  aceptarse  las  le- 
tras condicionalmente,  pero  sí  limitarse  la 
aceptación  á  menor  cantidad  de  la  que  la 
letra  importa,  en  cuyo  c;!SO  será  protesta- 
ble por  el  resto  hasta  la  total  cantidad  del 
giro. 

Art.  465.  La  aceptación  de  la  letra 
constituirá  al  aceptante  en  la  obligación  de 
pagarla  á  su  vencimiento,  sin  que  pueda 
relevarle  del  pago  la  excepción  de  no  ha- 
berle hecho  provisión  de  fondos  el  librador; 
ni  otra  alguna,  salva  la  de  falsedad  de  la 
aceptación. 

Art.  466.  En  el  caso  de  negarse  la 
aceptación  de  la  letra  de  cambio,  se  pro- 
testará, y  en  virtud  del  protesto  tendrá  de- 
recho el  tenedor  á  exigir  del  librador,  ó  de 
cualquiera  de  los  endosantes,  que  afiancen 
á  su  satisfacción  el  valor  de  la  letra,  ó  de- 
positen su  importe,  ó  lo  reembolse  con  los 
gastos  de  protesto  y  recambio,  descontan- 


do el  rédito  legal  por  el  término  que  falte 
hasta  el  vencimiento. 

También  podrá  el  tenedor,  aunque  ten- 
ga aceptada  la  letra  por  el  librado,  si  éste 
hubiese  dejado  protestar  otras  aceptacio- 
nes, acudir  antes  del  vencimiento  á  los  in- 
dicados en  ella,  mediante  protesta  de  me- 
jor seguridad. 

Art.  467.  Si  el  poseedor  de  la  letra  de- 
jare pasar  los  plazos  fijados,  según  los  ca- 
sos, sin  presentarla  á  la  aceptación,  ó  no 
hiciere  sacar  el  protesto,  perderá  todo  de- 
recho á  exigir  el  añanzamiento,  deijósito 
ó  reintegro,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 510. 

Art.  468.  Si  el  poseedor  de  la  letra  no 
la  presentare  al  cobro  el  día  de  su  venci- 
miento, ó  en  defecto  de  pago  no  lo  hiciere 
protestar  al  siguiente,  perderá  el  derecho 
á  reintegrarse  de  los  endosantes;  y  en 
cuanto  al  librador,  se  observará  lo  dispues- 
to en  los  artículos  448  y  450. 

El  poseedor  no  perderá  su  derecho  al 
reintegro  si  por  fuerza  mayor  no  hubiera, 
sido  poiible  presentar  la  letra  ó  sacar  en 
tiempo  el  protesto. 

Art.  469.  Si  las  letras  tuvieren  indica- 
ciones hechas  por  el  librador  ó  endosantes 
de  otras  personas  de  quienes  deba  exigirse 
la  aceptación  en  defecto  de  la  designada 
en  primer  lugar,  deberá  el  portador,  saca- 
do el  protesto  si  aquella  se  negare  á  acep- 
tarla, reclamar  la  aceptación  de  los  suje- 
tos indicados. 

Art.  470.  Los  que  remitieren  letras  de 
una  plaza  á  otra  fuera  del  tiempo  necesa- 
rio para  que  puedan  ser  presentadas  ó  pro- 
testadas oportunamente,  serán  responsa- 
bles de  las  consecuencias  que  se  originen 
por  quedar  aquéllas  perjudicadas. 

CAPÍTULO  VI 

DEI,   AVAL    Y   SUS    EFECTOS 

Art.  471.  El  pago  de  una  letra  podrá 
afianzarse  con  una  obligación  escrita,  in- 
dependientemente de  la  que  contraen  el 
aceptante  y  endosaute,  conocida  con  el 
nombre  de  aval. 

Art.  472.  Si  el  aval  estuviere  concebi- 
do en  términos  generales  y  sin  restricción, 
responderá  el  que  lo  prestare  del  pago  de 
la  letra,  en  los  mismos  casos  y  formas  que 
la  persona  por  quien  salió  garante;  pero  si 
la  garantía  se  limitare  á  tiempo,  caso,  can- 
tidad ó  persona  determinada,  no  produci- 
rá más  responsal)ili(lad  que  la  que  nazca 
de  los  términos  del  aval. 
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CAPITULO  VII 

DEL   PAGO 

Art.  473.  Las  letras  de  cambio  deberán 
pagarse  al  tenedor  el  día  de  su  vencimien- 
to, con  arreglo  al  art.  445. 

Art.  474.  Las  letras  de  cambio  deberán 
pagarse  en  la  moneda  que  en  las  mismas 
se  designe,  y  si  la  designada  no  fuere  efec- 
tiva, en  la  equivalente,  según  el  uso  y  cos- 
tumbre en  el  mismo  lugar  del  pago. 

Art.  475.  El  que  pague  una  letra  de 
cambio  antes  de  que  haya  vencido,  no 
quedará  libre  de  satisfacer  su  importe  si 
resultare  no  haber  pagado  á  persona  legi- 
tima. 

Art.  476.  El  pago  de  una  letra  vencida 
hecho  al  portador  se  presumirá  válido,  á 
no  haber  pi^ecedido  embargo  de  su  valor 
por  auto  judicial. 

Art.  477.  El  portador  de  la  letra  que 
solicite  su  pago  está  obligado  á  acreditar 
al  pagador  la  identidad  de  su  persona  por 
medio  de  documentos  ó  con  vecinos  que  le 
conozcan  ó  salgan  garantes  de  su  iden- 
tidad. 

La  falta  de  esta  ju.ítifícaciún  no  impedirá 
la  designación  del  importe  de  la  letra  por 
el  pagador,  dentro  del  día  de  su  presenta- 
ción, en  un  establecimiento  ó  persona  á  sa- 
tisfacción del  portador  y  del  pagador,  en 
cuyo  caso  el  establecimiento  ó  persona  con- 
servarán en  su  poder  la  cantidad  en  depó- 
sito hasta  el  legitimo  pago. 

Los  gastos  y  riesgos  que  este  depósito 
ocasione,  serán  de  cuenta  del  tenedor  de  la 
letra. 

Art.  478.  El  portador  de  una  letra  no 
estará  obligado  á  percibir  su  importe  antes 
del  vencimiento;  pero  si  lo  aceptare,  será 
válido  el  pago,  á  no  ser  en  caso  de  quiebra 
del  pagador  en  los  quince  días  siguientes, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  867. 

Art.  479.  Tampoco  podrá  obligarse  al 
portador,  aun  desiniés  del  vencimiento,  á 
recibir  una  parte  y  no  el  todo  de  la  letra,  y 
sólo  conviniendo  en  ello  podrá  pagarse  una 
parte  de  su  valor  y  dejar  la  otra  en  descu- 
bierto. 

En  este  caso  se  podrá  protestar  la  letra 
por  la  cantidad  que  hubiere  dejado  de  pa- 
garse, y  el.  portador  la  retendrá  en  su  po- 
der, anotando  en  ella  la  cantidad  cobrada, 
y  dando  recibo  .sepirado  de  lo  percibido. 

Art.  480.  Las  letras  aceptadas  se  paga- 
rán precisamente  sobre  el  ejemplar  (jue 
contenga  la  aceptación. 

Si  se  pagare  soljre  alguno  de  los  otros, 
quedará  el  que  lo  hubiere  Ik-cIio  respon-sa- 
bltí  del  valor  de  la  letra  al  tercero  que  fue- 
ro portador  legitimo  de  la  aceptación. 


Art.  481.  No  podrá  el  aceptante  ser 
compelido  al  pago,  aun  cuando  el  portador 
del  ejemplar  distinto  de  la  aceptación  se 
comprometa  á  dar  fíanza  á  satisfacción  de 
aquél;  pero  en  este  caso,  el  portador  podrá 
pedir  el  depósito  y  formular  el  protesto  en 
los  términos  que  establece  el  art.  483. 

Si  el  aceptante  admitiere  voluntariamen- 
te la  fianza  y  realizare  el  pago,  quedará 
aquélla  cancelada  de  derecho  luego  que 
haya  prescrito  la  aceptación  que  dio  moti- 
vo al  otorgamiento  de  la  ñanza. 

Art.  482.  Las  letras  no  aceptadas  po- 
drán pagarse  después  de  su  vencimiento,  y 
no  antes,  sobre  las  segundas,  terceras  ó 
demás  expedidas  conforme  al  art.  439,  pero 
no  sobre  las  copias  dadas  según  lo  disi)ues- 
to  en  el  art.  440,  sin  que  se  acompañe  á 
ellas  alguno  de  los  ejemplares  expedidos 
por  el  librador. 

Art.  483.  El  que  hubiere  perdido  una 
letra,  aceptada  ó  no,  y  el  que  tuviere  en  su 
poder  una  primera  aceptada  á  disposición 
de  la  segunda,  y  carezca  de  otro  ejemplar 
para  solicitar  el  pago,  podrá  requerir  al 
pagador  para  que  deposite  el  importe  de  la 
letra  en  el  establecimiento  público  destina- 
do á  este  objeto,  ó  en  persona  de  mutua 
confianza,  ó  designada  por  el  Juez  ó  Tribu- 
nal en  caso  de  discordia;  y  si  el  ol^ligadoal 
pago  se  negare  al  depósito,  se  hará  constar 
la  resistencia  por  medio  de  protesto  igual 
al  procedente  por  falta  de  pago,  y  con  este 
documento  conservará  el  reclamante  sus 
derechos  contra  los  que  sean  responsables 
á  las  resultas  de  la  letra. 

Art.  484.  Si  la  letra  perdida  hubiere 
sido  girada  en  el  extranjero  y  el  portador 
acreditare  su  propiedad  por  sus  lil)ros  y  por 
la  correspondencia  de  la  persona  de  quien 
hubo  la  letra,  ó  por  certificación  del  corre- 
dor que  hubiere  intervenido  en  la  negocia- 
cií'm,  tendrá  derecho  á  que  se  le  entregue 
su  valor,  sí  además  de  esta  prueba,  prestare 
ñanza  bastante;  cuyos  efectos  subsisitirán 
hasta  que  se  presente  el  ejemplar  de  la  le- 
tra dado  por  el  mismo  librador,  ó  hasta  que 
éste  haya  prescrito. 

Art.  485.  La  reclamación  del  ejemplar 
que  haya  de  sustituir  á  la  letra  nerdida  de- 
berá hacerse  por  el  último  teneaor  á  su  ce- 
dente  ,  y  así  sucesivamente  de  uno  á  otro 
endosante,  hasta  llegar  al  librador. 

Ninguno  podrá  rehusar  la  prestación  de 
su  nombre  ó  interposición  de  sus  oficios 
para  que  sea  expedido  el  nuevo  ejemplar, 
satisfaciendo  el  dueño  de  la  letra  los  gastos 
que  se  causen  hasta  obtenerlo. 

Art.  486.  Los  pagos  hechos  á  cuenta 
del  importe  de  una  letra  por  in  persona 
cuyo  cargo  estuviere  girada,  disminuirán 
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en  otro  tanto  la  responsabilidad  del  libra- 
dor y  de  los  endosantes. 

CAPITULO    VIII 

DE    LOS   PROTESTOS 

Art.  487.  La  falta  de  aceptación  ó  de 
pago  de  las  letras  de  cambio  deberá  acre- 
ditarse por  medio  de  protesto,  sin  que  el 
haber  sacado  el  primero  exima  al  portador 
de  sacar  el  segundo,  y  sin  que  ni  por  falle- 
cimiento de  la  persona  á  cuyo  cargo  se 
gira,  ni  por  su  estado  de  quiebra,  pueda 
dispensarse  al  portador  de  verificarse  el 
protesto. 

Art.  488.  Todo  protesto  por  falta  de 
aceptación  ó  de  pago  impone  á  la  persona 
que  hubiere  dado  lugar  á  él  la  responsabi- 
lidad de  gastos,  daños  y  perjuicios. 

Art.  489.  Para  que  sea  eficaz  el  protes- 
to deberá  necesariamente  reunir  las  condi- 
ciones siguientes: 

I.''  Hacerse  ante  de  la  puesta  del  sol 
del  día  siguiente  al  en  que  se  hubiese  nega- 
do la  aceptación  ó  el  pago;  y  si  aquél  fue- 
lle feriado,  en  el  primer  día  hábil. 

2."     Otorgarse  ante  Notario  público. 

3.*  Entenderse  las  diligencias  con  el 
sujeto  á  cuyo  cargo  esté  girada  la  letra,  en 
el  domicilio  donde  corresponda  evacuarlas, 
si  en  éste  pudiera  ser  habido;  y  no  encon- 
trándose en  él,  con  los  dependientes,  si  los 
tuviere;  ó  en  defecto  de  éstos,  con  su  mu- 
jer, hijos  ó  criados,  ó  con  el  vecino  de  que 
habla  el  art.  490. 

4,*  Contener  copia  literal  de  la  letra, 
de  la  aceptación,  si  la  tuviere,  y  de  todos 
los  endosos  é  indicaciones  comprendidos 
en  la  misma. 

5.*  Hacer  constar  el  requirimiento  á  la 
persona  que  debe  aceptar  ó  pagar  la  leti^a; 
y  no  estando  presente,  aquélla  con  quien 
se  entiendan  las  diligencias. 

6."  Reproducir  asimismo  la  contesta- 
ción dada  al  requerimiento. 

7.*  Expresar  en  la  misma  forma  la  co- 
municación de  «er  los  gastos  y  perjuicios 
á  cargo  de  la  persona  que  hubiere  dado 
lugar  á  ellos. 

8."  Estar  firmado  por  la  persona  á 
auien  se  haga,  y  no  sabiendo  ó  no  pudien- 
ao,  por  dos  testigos  presentes. 

9.*  líxpresar  la  feí.-ha  y  hora  en  que  so 
ha  practicado  el  protesto. 

10.  Dejar  en  el  acto  extendida  copia 
del  mismo,  en  papel  común,  á  la  persona 
con  quien  se  hubieren  entendido  las  dili- 
gencias. 

Art.  490.  El  domicilio  legal  para  prac- 
ticar las  diligencias  del  protesto  será. 

1."    El  desiirnado  en  la  letra. 


2.°  En  defecto  de  esta  designación,  el 
que  tenga  de  presente  el  pagador. 

3.°  A  falta  de  ambos,  el  último  que  se 
le  hubiere  conocido. 

No  constando  el  domicilio  del  libi'ado  en 
ninguno  de  los  tres  sitios  anteriormente 
señalados,  se  acudirá  á  un  vecino  con  casa 
abierta,  del  lugar  donde  hubiere  de  tener 
efecto  la  aceptación  y  el  pago,  con  quien 
se  entenderán  las  diligencias  y  á  quien  se 
entregará  la  copia. 

Art.  491.  Sea  cual  fuere  la  hora  á  que 
se  saque  el  protesto,  los  Notarios  retendrán 
en  su  poder  las  letras,  sin  entregar  éstas 
ni  el  testimonio  del  protesto  al  portador 
hasta  la  puesta  del  sol  del  día  en  que  se 
liubie.se  hecho,  y  si  el  protesto  fuese  por 
falta  de  pago,  y  el  pagador  se  presentase 
entretanto  á  satisfacer  el  importe  de  la 
letra  y  los  gastos  del  protesto,  admitirán 
el  pago,  haciéndole  entrega  de  la  letra, 
con  diligencia  en  la  misma  de  haberse  pa- 
gado y  cancelado  el  protesto. 

Art.  492.  Si  la  letra  protestada  contu- 
viere indicaciones,  se  hará  constar  en  el 
protesto  el  requerimiento  á  las  personas 
indicadas,  y  sus  contestaciones  y  la  acep- 
tación ó  el  pago  si  se  hubieren  prestado  á 
verificarlo. 

En  tales  casos,  si  las  indicaciones  estu- 
vieren hechas  para  la  misma  plaza,  el  tér- 
mino para  la  ultimación  y  entrega  del  pro- 
testo se  ampliará  hasta  las  once  de  la  ma- 
ñana del  día  siguiente  hábil. 

Si  las  indicaciones  fueren  para  plaza  di- 
ferente, se  cerrará  el  protesto  como  si  no 
las  contuviere,  pudiendo  el  tenedor  de  la 
letra  acudir  á  ellas  dentro  de  un  término 
que  no  exceda  del  doble  tiempo  que  el  que 
emplea  el  correo  para  llegar  al  mismo  lu- 
gar desde  el  primeramente  señalado,  re- 
quiriendo notarialmente  por  su  orden  á  las 
personas  indicadas  en  cada  plaza,  y  reno- 
vando con  las  mismas  el  protesto,  si  hu- 
biere motivo  para  éste. 

Art.  493.  Todas  las  diligencias  del  pro- 
testo de  una  letra  habrán  de  redactarse  en 
un  mismo  documento,  extendiéndose  su- 
cesivamente por  el  orden  con  que  se  prac- 
tiquen. 

De  este  documento  dará  el  Notario  co- 
pia testimoniada  al  portador,  devolviéndo- 
le la  letra  original. 

Art.  494.  Ningún  acto  ni  documento 
podrá  suplir  la  omisión  y  ialta  del  protes- 
to para  la  consorvaci()ii  de  las  acciones 
que  competen  al  portador  contra  las  per- 
sonas responsables  á  las  resultas  de  la 
letra. 

Art.  49.T.  Si  la  persona  á  cuyo  cargo 
se  giró  la  letra  se  constituyere  en  quiebra. 
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podrá  protestarse  por  falta  de  pago  aun 
antes  del  vencimiento;  y  protestada,  ten- 
drá el  portador  expedito"^  su  derecho  contra 
los  reponsables  ó  las  resultas  de  la  letra. 

CAPÍTULO  IX 

DE    LA    INTERVE^■CIÓN    EN    LA    ACEPTACIÓN    Y 
PAGO 

Art.  496.  Si  protestada  una  letra  de 
cambio  por  falta  de  aceptación  ó  de  pago 
se  presentare  un  tercero  ofreciendo  acep- 
tarla ó  pagarla  por  cuenta  del  librador  ó 
por  la  de  cualquiera  de  los  endosantes,  aun 
cuando  no  haya  previo  mandato  para  ha- 
cerlo, se  le  admitirá  la  intervención  para 
la  aceptación  ó  el  pago,  haciéndose  cons- 
tar una  ú  otra  á  continuación  del  protesto, 
bajo  la  firma  del  que  hubiere  intervenido 
y  del  Notario,  expresándose  en  la  diligen- 
cia el  nombre  de  la  persona  por  cuya 
cuenta  se  haya  verificado  la  intervención. 

Si  se  p!"esentaren  varias  personas  á  pres- 
tar su  intervención,  será  preferido  el  que 
lo  hiciere  por  el  librador;  y  si  todos  quisie- 
ren intervenir  por  endosantes,  será  prefe- 
rido el  que  lo  haga  por  el  de  fecha  anterior. 

_  Art.  497.  El  que  prestare  su  interven- 
ción en  el  protesto  de  una  letra  de  cambio, 
si  la  aceptare,  quedará  respon.sable  á  su 
pago  como  si  hubiese  sido  girada  á  su  car- 
go, debiendo  dar  aviso  de  su  aceptación  por 
el  correo  más  próximo,  á  la  perdona  por 
quien  ha  intervenido;  y  si  la  pagare,  se 
subrogirá  en  los  derechos  del  portador 
mediante  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes prescritas  á  éste,  con  las  limitaciones 
siguientes: 

I.'"*  Pagándola  por  cuenta  del  librador, 
.sólo  éste  le  responderá  de  la  cantidad  des- 
embolsada, quedando  libres  los  endosan- 
íes. 

2.*  Pagándola  por  cuenta  de  uno  de 
éstos,  tendrá  el  derecho  de  repetir  contra 
el  mismo  librador,  contra  el  endosante  por 
cuenta  de  quien  intervino  y  contra  los  que 
le  precedan  en  el  orden  de  los  endosos, 
pero  no  contra  los  que  sean  posteriores. 

Art.  498.  La  intervención  en  la  acepta- 
ción no  privará  al  portador  de  la  letra  pro- 
testada del  derecho  á  exigir  del  librador,  ó 
do  los  endosantes,  el  afianzamiento  á  las 
resultas  que  ésta  tenga. 

Art.  499.  Si  el  que  no  aceptó  una  letra, 
dando  lugar  al  protesto  por  esta  falta,  se 
prestare  á  pagarla  á  su  vencimiento,  le 
será  admitido  el  pago  «on  preferencia  al 
que  intervino  ó  quiso  intervenir  para  la 
aceptación  ó  el  p:igo;   pero  serán   de  su 


cuenta  los  gastos  causados  por  no  haber 
aceptado  la  letra  á  su  tiempo. 

Art.  500.  El  que  interviniere  en  el 
pago  de  una  letra  perjudicada  no  tendrá 
otra  acción  que  la  que  competiría  al  por- 
tador contra  el  librador  que  no  hubie- 
re hecho  á  tiempo  provisión  de  fondos,  ó 
contra  aquel  que  conservara  en  su  poder 
el  valor  de  la  letra  sin  haber  hecho  su  en- 
trega ó  reembolso. 

CAPITULO  X 

DE  LAS  ACCIONES  QUE  COMPETEN  AL  PORTA- 
DOR DE  UNA  LETRA  DE  CAMBIO 

Art.  501.  En  defecto  de  pago  de  una  le- 
tra de  cambio  presentada  y  protestada  en 
tiempo  y  forma,!el  portador  tendrá  derecho 
á  exigir  del  aceptante,  del  librador  ó  de 
cualquiera  de  los  endosantes,  el  reembolso 
con  los  gastos  de  protesto  y  recambio:  pero 
intentada  la  acción  contra  alguno  de  ellos, 
no  podrá  dirigirla  contra  los  demás  sino  en 
caso  de  insolvencia  del  demandado. 

Art.  502.  Si  el  portador  de  la  letra  pro- 
testada dirigiera  su  acción  contra  el  acep- 
tante antes  que  contra  el  librador  y  endo- 
.santes,  hará  notificar  á  todos  ellos  el  pro- 
testo fjor  medio  de  Notario  público,  dentro 
de  los  plazos  señalados  en  la  secoión  quin- 
ta de  este  titulo  para  recogor  la  aceptación; 
y  si  se  dirigiere  contra  alguno  de  los  segun- 
dos, hará  dentro  de  los  mismos  plazos  igual 
notificación  á  los  demás. 

Los  endosantes  á  quienes  no  se  hiciere 
esta  notificación  quedarán  exentos  de  res- 
ponsabilidad aun  cuando  el  dem-  ndado 
resulte  insolvente,  y  lo  mismo  se  entende- 
rá respecto  del  1  i  tirador  que  probare  ha- 
ber hecho  0]jortunamente  provisión  de  fon- 
dos. 

Art.  503.  Si  hecha  excusión  en  los  bie- 
nes del  deudor  ejecutado  jiara  e!  pago  ó 
reembolso  de  una  letra,  sólo  hubiera  podi- 
do percibir  el  portador  una  parte  de  su 
crédito,  podrá  dirigirse  contra  los  demás 
por  el  resto  de  su  alcance  haita  su  comple- 
to reembolso,  en  la  forma  establecida  en 
el  art.  501. 

Lo  mismo  se  verificará  en  el  caso  de  de- 
clararse en  quiebra  el  ejecutado;  y  si  todos 
los  responsables  de  la  letra  se  encontraren 
en  igual  caso,  tendrá  el  reclamante  el  de- 
recho á  percibir  de  cada  masa  e!  dividendo 
correspondiente  á  su  crédito  hasta  que  sea 
extinguido  en  su  totalidad. 

Art.  504.  El  endosante  que  i'cembolsa- 
re  una  letra  protestada,  se  subrogará  en 
los  derechos  del  portador  de  la  misma,  á 
saber: 
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1."  Si  el  protesto  fuere  por  falta  de 
aceptación,  contra  el  librador  y  los  demás 
endosantes  que  le  precedan  en  orden,  para 
el  afianzamiento  del  valor  de  la  letra  ó  el 
depósito  en  defecto  de  ñanza. 

2°  Si  fuere  por  falta  de  pago,  contra  el 
mismo  librador,  aceptante  y  endosantes 
que  le  precedan,  para  el  i'eintegro  del  va- 
lor de  la  letra  y  de  todos  los  gastos  que 
hubiere  satisfecho. 

Si  para  hacer  el  reembolso  concurrieren 
el  librador  y  endosantes,  será  preferido  el 
librador;  y  concurriendo  sólo  endosantes, 
el  de  fecha  anterior. 

Art.  505.  Tanto  el  librador  como  cual- 
quiera de  los  endosantes  de  una  letra  pro- 
testada, podrán  exigir,  luego  que  llegue  á 
su  noticia  el  protesto,  que  el  portador  re- 
ciba el  importe  con  los  gastos  legítimos  y 
los  entregue  la  letra  con  el  protesto  y  la 
cuenta  de  resaca. 

Art.  506.  La  acción  que  nace  de  las  le- 
tras de  cambio  para  exigir  en  sus  casos 
respectivos  del  Hbrador,  aceptantes  y  en- 
dosantes el  pago  ó  el  reembolso,  será  eje- 
cutiva, debiendo  despacharse  la  ejecución 
en  vista  de  la  letra  y  del  protesto,  sin  otro 
requisito  que  el  reconocimiento  judicial 
que  hagan  de  su  firma  el  librador  ó  endo- 
santes demandados.  Igual  acción  corres- 
ponderá al  librador  contra  el  aceptante 
para  compelerle  al  pago. 

El  reconocimiento  de  la  firma  no  será 
necesario  para  despachar  la  ejecución  con- 
tra el  aceptante  cuando  no  se  hubiere 
jjuesto  tacha  de  falsedad  en  el  acto  del 
[jrotesto  por  falta  de  pago. 

Art.  507.  La  a!;ción  que  se  ejercite  pa- 
ra conseguir  el  afianzamiento  ó  el  depósito 
del  valor  de  una  letra  de  cambio  en  los 
casos  en  que  proceda  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  466,  477  y  483  de  este 
Código,  se  acomodará  á  los  trámites  pre- 
venidos en  el  Código  de  Procedimientos, 
Vjastando  acom[tariar  á  la  demanda,  en  el 
primer  caso,  el  protesto  que  acredite  la 
falta  de  la  aceptación  do  la  letra. 

Art.  508.  Contra  la  acción  ejecutiva 
por  letras  de  cambio  no  se  admitirán  más 
excepciones  que  las  consignadas  en  el  Có- 
digo de  Procedimientos. 

Art.  50y.  La  cantidad  de  que  un  acree- 
dor haga  remisión  ó  quita  al  deudor  contra 
quien  repita  el  pago  ó  reembolso  de  una 
letra  de  cambio,  se  entenderá  condonada 
también  á  los  demás  que  .sean  responsa- 
bles de  las  resultas  de  la  cobranza. 

Art.  510.  No  tendrá  efecto  la  caduci- 
dad de  la  letra  perjudicada  por  falta  de 
presentación,  protesto  y  su  notificación  en 
los  plazos  que  van  determinados,  respecto 


del  librador  ó  endosante  que,  después  de 
transcurridos  dichos  plazos,  .se  Imbiere 
saldado  del  valor  de  la  letra  en  sus  cuen- 
tas con  el  deudor,  ó  reembolsado  con  va- 
lores ó  efectos  de  su  pertenencia. 

Art.  511.  Las  letras  de  cambio  protes- 
tadas por  falta  de  pago  devengarán  interés 
en  favor  de  los  portadores  desde  la  fecha 
del  protesto. 

CAPÍTULO  XI 

DEL  RECAMBIO  Y  RESACA 

Art.  512.  El  portador  de  una  letra  de 
cambio  protestada  podrá  reembolsarse  de 
su  importe  y  gastos  de  protesto  y  recam- 
bio girando  una  nueva  letra  contra  el  li- 
brador ó  uno  de  sus  endo.santes,  y  acom- 
pañando á  este  giro  la  letra  original,  el 
testimonio  del  protesto  y  la  cuenta  de  re- 
saca, que  sólo  contendrá  las  partidas  si- 
guientes: 

I.**     Capital  de  la  letra  protestada. 

2."     Gastos  del  protesto. 

3."    Comisión  de  giro  á  uso  de  la  plaza. 

4.°    Corretaje  de  la  negociación. 

5."    Gastos  de  la  correspondencia.  ' 

6."     Daño  de  recambio. 

En  esta  cuenta  se  expresará  el  nombre 
de  la  persona  á  cuyo  cargo  se  gire  la  re- 
saca. 

Art.  513.  Todas  las  partidas  de  la  re- 
saca so  ajustarán  al  uso  de  la  plaza,  y  el 
recambio  al  curso  corriente  el  día  del  giro, 
lo  cual  se  justificará  con  la  cotiíación  ofi- 
cial del  banco,  ó  con  certificación  del  co- 
rredor oficial,  si  lo  hubiere,  ó  en  su  defec- 
to, con  la  de  dos  comerciantes  matricu- 
lados. 

Art.  514.  No  podrá  hacerse  más  que 
una  cuenta  de  resaca  por  cada  letra  de 
cambio,  cuya  cuenta  satisfarán  los  endo- 
santes de  uno  en  otro  hasta  que  se  extinga 
con  el  reembolso  del  librador. 

Tampoco  habrá  que  abonar  más  de  un 
recambio,  y  su  importe  se  graduará  au- 
mentando ó  disminuyendo  la  parte  que  á 
cada  uno  corresponda,  según  que  el  jiapel 
sobre  la  plaza  á  que  se  dirija  la  resaca  se 
negocie  en  la  de  su  domicilio  con  premio 
ó  con  descuento,  cuya  circunstancia  se 
acreditará  mediante  certificación  de  co- 
rredor ó  comerciante. 

Art.  515.  El  portador  de  una  resaca  no 
podrá  exigir  interés  legal  de  su  importe 
sino  desde  el  dia  en  que  requiriere  en  le- 
gal forma  á  la  persona  de  quien  tenga  de- 
recho de  cobrar. 
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TITULO  XI 

De  las  libranzas,  vales  y  pagarés  á  la 
orden,  y  de  los  mandatos  de  pago 
llamados  cheques. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE    LAS    LIBRANZAS,    Y    DE    LOS    VALES   Y 
PAGARÉS  Á  LA  ORDEN. 

Art.  516.  Las  libranzas,  vales  ó  paga- 
rés á  la  orden  deberán  contener: 

1.°  El  nombre  especifico  de  la  libranza, 
vale  ó  pagaré. 

2°    La  fecha  de  la  expedición. 

3.°     La  cantidad. 

4.*     La  época  de  pago. 

5."  La  persona  á  cuyo  orden  se  habrá 
de  hacer  el  pago,  y  en  las  libranzas,  el 
nombre  y  domicilio  de  la  persona  contra 
quien  esién  libradas. 

6.°  El  lugar  donde  debe  .hacerse  el 
pago. 

7°  El  origen  y  especie  del  valor  que 
representen. 

S.°  .  La  firma  del  que  expida  la  libran- 
za, y  en  los  vales  y  pagarés  la  del  que  con- 
trae la  obligación  de  pagarlos. 

Los  vales  que  hayan  de  pagarse  en  dis- 
tinto lugar  de  la  residencia  del  pagador 
indicarán  un  domicilio  para  el  pago. 

Art.  517.  Las  libranzas  á  la  orden  en- 
tre comerciantes,  y  los  vales  ó  pagarés 
también  á  la  orden,  que  procedan  de  ope- 
raciones de  comercio,  producirán  las  mi.s- 
mas  obligaciones  y  efectos  que  las  letras 
de  cambio,  excepto  en  la  aceptación,  que 
es  privativa  de  éstas. 

Los  vales  ó  pagarés  que  no  estén  expe- 
didos á  la  orden,  se  reputarán  simples  pro- 
mesas de  pago,  sujetas  al  derecho  común 
ó  al  merca«til,  según  su  naturaleza. 

Art.  518.  Los  endosos  de  las  libranzas 
y  pagarés  á  la  orden  deberán  extenderse 
con  la  misma  expresión  que  los  de  las  le- 
tras de  cambio. 

CAPITULO  II 

DE  LOS  MANDATOS  DE  PAGO  LLAMADOS 
CHEQUES. 

Art.  519.  El  mandato  de  pago  conoci- 
do en  el  comercio  con  el  nombre  de  che- 
que, es  un  documento  que  permite  al  li- 
brador retirar,  en  su  provecho  ó  en  el  de 
un  tercero,  todos  ó  parle  de  los  fondos  que 
tiene  disponibles  en  poder  del  librado. 

Art.  520,  El  mandato  de  pago  deijerá 
contener: 


El  nombre  y  la  firma  del  librador,  nom- 
bre del  liljrado  y  su  domicilio,  cantidad  y 
fecha  de  su  expedición,  que  habrán  de  ex- 
presarse en  letra,  ^  si  es  al  portador  á  fa- 
vor de  persona  determinada  ó  á  la  orden; 
en  el  último  caso  será  trasmisible  por  en- 
doso. 

Art.  521.  Podrá  librarse  dentro  de  la 
misma  plaza  de  su  pago  ó  en  lugar  distin- 
to; pero  el  librador  está  obligado  á  tener 
anticipadamente  hecha  la  provisión  de  fon- 
dos en  poder  del  librado. 

Art.  522.  El  portador  de  un  mandato 
de  pago  deberá  presentarle  al  cobro  den- 
tro de  los  cinco  días  de  su  creación  si  estu- 
viere librado  en  la  misma  plaza,  y  á  los 
ocho  días  si  lo  fuere  en  otra  diferente. 

El  portador  que  dejare  p:isar  este  térmi- 
no perderá  su  acción  contra  los  endosan- 
tes, y  también  la  perderá  contra  el  libra- 
dor si  la  provisión  de  fondos  hecha  en  po- 
der del  librado  desapareciese,  porque  éste 
suspendiere  los  fjagos  ó  quebrase. 

Art.  523.  El  plazo  de  ocho  días  que  fija 
el  artículo  anterior  para  los  mandatos  de 
pago  librados  de  plaza  á  plaza,  se  entende- 
rá ampliando  hasti  los  doce  días  de  su  fe- 
cha para  los  libradores  en  el  extranjero. 

Art.  524.  El  pago  del  mandato  se  exi- 
girá al  librado  en  el  acto  de  su  presenta- 
ción. 

La  persona  á  quien  se  pague  expresará 
en  el  recibí  su  nombre  y  la  fecha  del  pago. 

Art  525.  No  podrán  expedirse  dupli- 
cados de  los  mandatos  de  pago,  sin  haber 
anulado  previamente  los  originales,  des- 
pués de  vencidos,  y  obtenido  la  conformi- 
dad del  librado. 

Art.  526.  El  librador  ó  cualquier  tene- 
dor legal  de  un  mandato  de  pago  tendrá 
derecho  á  indicar  en  él  que  se  pague  á 
banquero  ó  sociedad  determinada,  lo  cual 
expresará  escribiendo  cruzado  en  el  an- 
verso el  nombre  de  dicho  l)anquero  ó  socie- 
dad, ó  solamente  las  palabras  «y  compa- 
ñía.» 

El  pago  hecho  á  otra  persona  que  no  sea 
el  banquero  ó  sociedad  indicada,  no  rele- 
vará de  responsabilidad  al  librado  si  hubie- 
se pagado  indebidamente. 

Art.  527.  Serán  aplicables  á  estos  docu- 
mentos las  disposicioees  contenidas  en  este 
Código  respecto  á  la  garantía  solidaria  del 
ibrador  y  endosantes,  al  protesto  y  al  ejer- 
cicio de  las  acciones  provenientes  de  las  le- 
tras de  cambio. 

Art.  528.  Regirán  para  las  órdenes  de 
pago  en  cuenta  corriente  de  los  bancos  ó 
.sociedades  mercantiles,  conocidas  bajo  el 
nombre  de  talones,  las  disposiciones  ante- 
riores en  lo  que  les  sean  aplicables. 
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TITULO  X 
De  las  cartas  órdenes  de  crédito, 

Art.  529.  Son  cartas  órdenes  de  crédi- 
to las  expedidas  de  comerciante  á  comer- 
ciante, ó  para  atender  á  una  operación 
mercantil. 

Art.  530.  Las  condiciones  esenciales  de 
las  cartas  órdenes  de  crédito  serán: 

1.^  Expedirse  en  favor  de  persona  de- 
terminada, y  no  á  la  orden. 

2.*^  Contraerse  a  una  cantidad  fíja  y  es- 
peciñca,  ó  á  una  ó  más  cantidades  indeter- 
minadas, pero  todas  comprendidas  en  un 
máximum,  cuyo  limite  se  ha  de  señalar 
precisamente. 

Las  que  no  tengan  alguna  de  estas  últi- 
mas circunstancias  serán  consideradas 
como  simples  cartas  de  recomendación. 

Art.  531.  El  dador  de  una  carta  de  cré- 
dito f|uedará  obligado  hacia  la  persona  á 
cuyo  cargo  la  dio  por  la  cantidad  pagada 
en  virtud  de  ella,  dentro  del  máximum 
fijado  en  la  misma. 

Las  cartas  órdenes  de  crédito  no  podrán 
ser  protestadas  aun  cuando  no  fueren  pa- 
gadas, ni  el  portador  de  ellas  adquirirá  ac- 
ción alguna  por  aquella  falta  contra  el  que 
se  la  dio. 

Art.  532.  El  dador  de  una  carta  de  cré- 
dito podrá  anularla,  poniéndolo  en  conoci- 
miento del  portador  y  de  aquel  á  quien 
fuere  dirigida. 

Art.  533.  El  portador  de  una  carta  de 
crédito  reeml)olsará  sin  demora  al  dador  la 
cantidad  recibida. 

Si  no  lo  hiciere,  podrá  exigírsele  por  ac- 
ción ojeculiva,  con  el  interés  legal  y  el 
cambio  corriente  en  la  plaza  en  que  se  hizo 
el  pago,  sobre  el  lugar  en  que  se  verifique 
el  reembolso. 

Art.  534.  Si  el  portador  de  una  carta  de 
crédito  no  hubiere  hecho  uso^e  ella  en  el 
término  convenido  con  el  dador  de  la  mis- 
ma, ó  en  defecto  de  fijación  de  plazo,  en  el 
de  seis  meses,  quedará  nula  de  hecho  y  de 
derecho. 

TITULO     XI 
Del  préstamo. 

Art.  535.  Los  préstamos  por  tiempo  in- 
determinado no  son  exigibles  sino  diez  días 
después  de  reclamada  la  restitución. 

Art.  53(j.  No  resultando  bien  determi- 
nado el  plazo  del  préstamo,  el  Juez  lo  fija- 
rá prudencialmente,  tomando  en  conside- 
ración los  términos  del  contrato,  la  natu- 
raleza de  la  operación  á  que  fuere  destina- 
do el  préstamo  y  las  circunstancias  perso- 
nales del  prestador  y  prestamista. 


Art.  537.  Contraído  el  préstamo  en  mo- 
nedas específicamente  determinadas  ,  el 
prestamista  cumple  su  obligación  restitu- 
yendo monedas  de  la  misma  especie  que 
las  recibidas,  cualquiera  que  sea  el  valor 
que  tengan  al  tiempo  de  la  restitución. 

Art.  538.  La  calidad  de  gratuito  no  se 
presume  en  los  préstamos  mercantiles,  y 
éstos  ganarán  intereses  corrientes,  salvo 
que  las  partes  acordaren  lo  contrario. 

Art.  539.  La  estipulación  de  intereses  ó 
la  que  exonere  al  prestamista  de  su  pago, 
deberá  celebrarse  por  escrito,  y  sin  esta 
circunstancia  será  ineficaz  en  juicio. 

Art.  540.  Los  intereses  serán  estipula- 
dos en  cantidades  determinadas  de  dinero, 
aun  cuando  el  préstamo  consista  en  mer- 
caderías de  cualquiera  especie  que  sean. 

Para  hacer  el  cómputo  de  los  intereses 
en.  este  último  caso  se  estimarán  las  mer- 
caderías por  el  precio  corriente  cjue  tengan 
en  el  dia  y  lugar  en  que  deba  hacersu  la 
restitución. 

Art.  541.  El  prestamista  que  retarde  ol 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que  le 
impone  el  préstamo,  haya  ó  no  estipula- 
ción de  intereses,  queda  obligado  á  pagar 
el  interés  corriente  desde  el  dia  en  que  fue- 
re reclamado  el  pago  en  virtud  de  una  pro- 
videncia judicial. 

Art.  542.  El  curso  de  los  intereses  con- 
vencionales no  cesa  por  el  advenimiento 
del  plazo  en  que  deba  hacerse  la  devolu- 
ción del  capital. 

Art.  543.  El  recibo  de  los  intereses  co- 
rrespondientes á  los  tres  últimos  períodos 
de  pago,  hace  presumir  que  los  anteriores 
han  sido  cubiertos,  á  no  ser  que  el  recibo 
contenga  alguna  cláusula  prese rvativa  del 
derecho  del  acreedor. 

Art.  544.  Los  intereses  de  un  capital 
prestado  producen  nuevos  intereses,  y  se 
capitalizan  conforme  lo  dispuesto  en  el  Có- 
digo Civil. 

Art.  545.  El  prestamista  que  hubiere 
firmado  un  pagaré  ó  recibo,  confesándose 
deudor  de  una  cantidad  de  dinero  ó  mer- 
caderías, podrá  ser  admitido  á  probar,  se- 
gún las  circunstancias  del  caso,  que  el  di- 
nero ó  las  mercaderías  no  le  fueron  entre- 
gadas. 

Art.  546.  Los  saldos  de  las  cuentas  de 
gestién  ó  anticipaciones  referentes  á  ope- 
raciones mercantiles,  serán  considerados 
como  verdaderos  préstamos  y  regidos  por 
las  reglas  de  este  título. 

TÍTULO  XII 
Del  depósito. 

Art.  547.    El  depósito  mercantil  se  cons- 
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tituye  en  la  misma  forma  que  la  com¡¿¡ón. 

Art.  548.  Los  derechos  y  obligaciones 
del  depositante  y  depositario  de  mercade- 
rías, son  los  mismos  que  otorga  é  impone 
este  Código  á  los  comitentes  y  comisio- 
nistas. 

Art.  549.  El  depositario  tiene  derecho 
á  exigir  una  retribución  por  sus  servicios. 

La  cuota  de  la  retribución  será  fijada 
por  las  partes  ó  por  el  uso  de  cada  plaza 
en  defecto  de  estipulación. 

Art.  550.  El  depositario  que  hace  uso 
de  la  cosa  depositada,  aun  en  los  ca.sos  que 
se  lo  permita  la  ley  ó  la  convención,  pier- 
de el  derecho  á  la  retribución  estipulada  ó 
usual. 

Art.  551.  Consistiendo  el  depósito  en 
documentos  de  crédito  que  devenguen  in- 
tereses, el  depositario  está  obligado  á  co- 
brarlos y  á  practicar  todas  las  diligencias 
ne!  esarias  para  conservar  los  derechos 
del  depósito. 

Art.  552.  Los  depósitos  en  los  bancos 
públicos  debidamente  autorizados  serán  re- 
gidos por  sus  estatutos. 

TÍTULO  xm 

Del  coí- trate  de  prenda. 

Art.  553.  El  contrato  de  prenda  se  ce- 
lebra y  prueba  en  cuanto  al  acreedor  y 
deudor  como  los  demás  contratos  comer- 
ciales. 

Art.  554.  El  contrato  de  prenda  con- 
fiere al  acreedor  el  derecho  de  hacerse 
pagar  con  el  valor  de  la  cosa  empeñada 
con  preferencia  á  los  demás  acreedores  del 
deudor. 

Art.  555.  Para  que  el  acreedor  pren- 
dario goce  del  privilegio  enunciado  en 
concurrencia  de  otros  acreedores,  se  re- 
quiere: 

1.°  Que  el  contrato  de  prenda  sea  otor- 
gado por  escritura  pública  ó  en  documento 
privado  protoí'olizado,  previa  certiíicación 
en  el  mismo  de  la  fecha  de  esa  diligencia, 
puesta  por  el  Notario  respectivo. 

2."  Que  la  escritura  ó  documento  con- 
tenga la  declaración  de  la  suma  de  la  deu- 
da, y  la  especie  y  naturaleza  de  las  cosas 
empeñadas,  ó  que  lleve  anexa  una  des- 
cripción de  su  fraudad,  peso  y  medida. 

Art.  556.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  es  aplicable  á  la  prenda  consis- 
tente en  un  crédito,  sin  perjuicio  de  la  no- 
tificación que  en  este  caso  prescribe  el 
Código  Civil. 

Art.  557.  El  privilegio  nace,  subsiste  y 
se  extingue  con  la  posesión  de  la  prenda, 
bien  la  tenga  el  acreedor  prendario  ó  un 
tercero  elegido  por  las  partes. 


Art.  558.  La  obligación  que  el  art.  551 
impone  al  depositario  es  extensiva  al 
acreedor  que  recibe  un  crédito  en  prenda. 

Art.  559.  Si  el  crédito  dado  en  prenda 
devenga  intereses,  el  acreedor  los  imputa- 
rá al  p  igo  de  los  que  se  le  deban. 

Pero  si  la  deuda  garantida  por  la  prenda 
no  gana  intereses,  se  aplicarán  los  que 
produzca  el  crédito  empeñado  en  parte  de 
pago  del  capital  asegurado. 

TÍTULO  XIV 
De  la  ñanza. 

Art.  560.  La  fianza  deberá  otorgarse 
por  escrito,  y  sin  esta  circunstancia  será 
de  ningún  valor  ni  efecto. 

Art.  561.  El  fiador  puede  estipular  con 
su  afianzado  una  remuneración  por  la 
responsabilidad  que  contrac  en  su  bene- 
ficio. 


LilBÍ^O  TEHCEI^O 
Del  Comepcio  marítimo. 


TÍTULO  PRIMERO 
De  les  buques. 

Art.  562.  Los  buques  mercantiles  cons- 
tituirán una  propiedad,  que  se  podrá  ad- 
quirir y  transmitir  por  cualquiera  de  los 
medios  reconocidos  en  el  derecho.  La  ad- 
quisición de  un  buque  deberá  constar  en 
documento  escrito,  el  cual  no  producirá 
efecto  respecto  á  tercero  si  no  se  inscribe 
en  ol  registro  mercantil. 

Taml)ién  se  adquirirá  la  propiedad  de  un 
buque  por  la  posesión  de  buena  te,  conti- 
nuada por  tre*  años,  con  justo  titulo  de- 
bidamente registrado. 

Faltando  alguno  de  estos  requisitos,  se 
necesitará  la  posesión  continuada  de  diez 
años  para  adquirir  la  propiedad. 

El  capitán  no  podrá  adquirir  por  pres- 
cripción el  buque  que  mande. 

Art.  563.  Los  oonstructores  de  buques 
podrán  emplear  los  materiales  y  seguir, 
en  lo  relativo  á  su  construcción  y  apare- 
jos, los  sistemas  que  más  convengan  á  sus 
intereses. 

Los  navieros  y  la  gente  de  mar  se  suje- 
tarán á  lo  que  las  leyes  y  reglamentos  de 
administración  pública  dipongan  sobre  na- 
vegación, aduanas,  sanidad,  seguridad  de 
las  naves  y  demás  objetos  análogos. 

Art.  564.  Se  entenderán  siempre  com- 
prendidos en  la  venta  del  buque,  el  aparejo, 


HONDURAS.    CÓDIGO   DE    COMERCIO 


313 


pertrechos  y  máquina,  si  fuere  de  vapor, 
pertenecientes  á  él,  que  í^e  hallen  á  la  sa- 
zón en  el  dominio  del  vendedor. 

No  se  considerarán  comprendidos  en  la 
venta  las  armas,  las  municiones  de  gue- 
rra, los  víveres  ni  el  combustible. 

El  vendedor  tendrá  obligación  de  entre- 
gar al  comprador  la  certifícación  de  la  hoja 
de  inscripción  del  buque  en  el  Registro 
hasta  la  fecha  de  la  venta. 

Art.  565.  Si  la  enajenación  del  buque 
se  verificase  estando  en  viaje,  corresponde- 
rán al  comprador  integramente  los  fletes 
que  devengare  en  él  desde  que  recibió  el 
último  cargamento,  y  será  de  su  cuenta 
el  pago  de  la  tripulación  y  demás  indivi- 
duos que  componen  su  dotación  corres- 
pondiente al  mismo  viaje. 

Si  la  venta  se  realizase  después  de  haber 
llegado  el  buque  al  puerto  de  su  destino, 
pertenecerán  los  fletes  al  vendedor  y  será 
de  su  cuenta  el  pago  de  la  tripulación  y 
demás  individuos  que  componen  sn  dota- 
ción, salvo  en  uno  y  otro  caso  el  pacto  en 
contrario. 

Art.  566.  Si  hallándose  el  buque  en 
viaje  ó  en  puerto  extranjero,  su  dueño  ó 
dueños  lo  enajenaren  voluntariamente, 
bien  á  hondurenos  ó  á  extranjeros  con  do- 
micilio en  capital  ó  puerto  de  otra  Nación, 
la  escritura  de  venta  se  otorgará  ante  el 
Cónsul  de  Honduras  del  puerto  en  que 
rinda  el  viaje,  y  dicha  escritura  no  surtirá 
efecto  respecto  de  tercero,  si  no  se  inscribe 
en  el  Registro  del  Consulado.  El  Cónsul 
trasmitirá  inmediatamente  copia  auténtica 
de  la  escritura  de  compra  y  venta  de  la 
nave  al  registro  mercantil  del  puerto  en 
que  se  hallare  inscrita  y  matriculada. 

En  todos  los  casos  la  enajenación  del 
buque  debe  hacerse  constar  con  la  expre- 
sión de  si  el  vendedor  recibe  en  todo  ó  en 
parte  su  precio,  ó  si  en  parte  ó  en  todo 
conserva  algún  crédito  sobre  el  mismo  bu- 
que. Para  el  caso  de  que  la  venta  se  haga 
á  subdito  hondureno,  se  consignará  el  he- 
cho en  la  patente  de  navegación. 

Cuando  hallándo.sc  el  buque  en  viaje,  se 
inutilizare  para  navegar,  acudirá  el  capi- 
tán al  Juez  ó  Tribunal  competente  del 
puerto  de  arri'jada,  si  éste  fuc're  hondure- 
no; y  si  fuere  extranjero,  al  Cónsul  de 
Honduras,  si  lo  hubiere,  al  Juez  ó  Tribu- 
nal ó  á  la  autoridad  local,  donde  aquél  no 
exista;  y  el  Cónsul  ó  el  Juez  ó  Tribunal,  ó 
en  su  defecto  la  autoridad  local,  manda- 
rán proceder  al  reconocimiento  del  l>u- 
que.- 

S¡  residieren  en  aquel  punto  el  consig- 
natario ó  el  asegurador,  ó  tuvieron  allí  re- 
pre.sentantes,   del)ei'án   ser    citados   para 
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que  intervengan  en  las  diligencias  por 
cuenta  de  quien  corresponda. 

Art.  567.  Comprobailo  el  daño  del  bu- 
que y  la  imposibilidad  de  su  rehabilatación 
para  continuar  el  viaje,  se  decretará  la 
venta  en  pública  subasta,  con  sujeción  á 
las  reglas  siguientes: 

1.*  Se  tasarán,  previo  inventario,  el 
casco  del  buque,  su  aparejo,  máquinas, 
peí  trechos  y  demás  objetos,  facilitándose 
el  conocimiento  de  estas  diligencias  á  los 
que  deseen  interesarse  en  la  subasta. 

2.'^  El  auto  ó  decreto  que  ordene  la  su- 
basta se  fijará  en  los  sitios  de  costumbre, 
insertándose  su  anuncio  en  los  diarios  del 
puerto  donde  se  verifique  el  acto,  si  los 
hubiere,  y  en  los  demás  que  determine  el 
Tribunal 

El  plazo  que  se  señale  para  la  subasta  no 
podrá  ser  menor  de  veinte  días. 

3.*^  Estos  anuncios  se  repetirán  de  diez 
en  diez  días,  y  se  hará  constar  su  publica- 
ción en  el  expediente. 

4.^  Se  verificará  la  subasta  el  día  seña- 
lado, con  las  formalidades  prescritas  en  el 
derecho  común  para  las  ventas  judiciales. 

b.^  Si  la  venta  se  verificase  estando  la 
nave  en  el  extranjero,  se  observarán  las 
prescripcio.nes  especiales  que  rijan  para 
estos  casos. 

Art.  568.  En  toda  venta  judicial  de  un 
buque  para  pago  de  acreedores  tendrán 
prelación  por  el  orden  en  que  se  enumeren: 

1.°  Los  créditos  á  favor  de  la  Hacienda 
Pública,  que  se  justifiquen  mediante  certi- 
ficación oficial  de  autoridad  competente. 

2.°  Las  costas  judiciales  de  procedi- 
miento, según  tasación  aprobada  por  el 
Juez  ó  Tribunal. 

3."  Los  derechos  de  pilotaje,  tonelaje  y 
los  de  mar  ú  otros  de  puertos,  justificados 
con  certificaciones  bastantes  de  los  jefes 
encargados  de  la  recaudación. 

4.°  Los  salarios  de  los  depositarios  y 
guardas  del  buque,  y  cualquier  otro  gasto 
aplicado  á  su  conservación,  desde  la  entra- 
da en  el  puerto  hasta  la  venta,  que  resul- 
ten satisfechos  ó  adeudados  en  virtud  de 
cuenta  justificada  y  aprobada  por  el  Juez 
ó  el  Tribunal. 

5.°  El  alquiler  del  almacén  donde  se 
hubieren  custodiado  el  aparejo  y  pertre- 
chos del  buque,  según  contrato. 

6.°  Los  sueldos  debidos  al  capitán  y  la 
tripulación  en  su  último  viaje,  los  cuales 
se  comprobarán  mediante  liquidación  que 
haga  en  vista  de  los  roles  y  de  los  libros  de 
cuent  i  y  razón  del  i)uque,  aprobada  por  el 
jefe  del  ramo  de  marina  mercante,  donde 
lo  huljiere,  y  en  su  defecto,  por  el  Cónsul, 
Juez  ó  Tribunal. 

21 


314 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  T   JURÍDICAS 


7."  El  reembolso  de  los  efectos  del  car- 
gamento que  hubiere  vendido  el  capitán 
para  reparar  el  buque,  siempre  que  la  ven- 
ta conste  ordenada  por  auto  judicial,  cele- 
brado con  las  formalidades  exigidas  en  ta- 
les casos,  y  anotada  en  la  certifícación  de 
inscripción  del  buque. 

8.'  La  parte  del  precio  que  no  hubiere 
sido  satisfecha  al  último  vendedor,  los  cré- 
ditos pendientes  de  pago  por  materiales  y 
mano  de  obra  de  la  construcción  del  bu- 
que, cuando  no  hubiere  navegado,  y  los 
provenientes  de  reparar  y  equipar  el  bu- 
que y  de  proveerle  de  víveres  y  combusti- 
ble en  el  último  viaje. 

Para  gozar  de  esta  preferencia,  los  crédi- 
tos contenidos  en  el  presente  número  de- 
berán constar  por  contrato  inscrito  en  el 
registro  mercantil,  ó  si  fuere  de  los  con- 
traídos para  el  buque  estando  en  viaje  y  no 
habiendo  regresado  al  puerto  de  su  matrí- 
cula, estarlo  con  la  autorización  requerida 
para  tales  casos,  y  anotados  en  la  certiñ- 
cación  de  inscripción  del  mismo  buque. 

9.°  Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa 
sobre  el  casco,  quilla,  aparejo  y  pertrechos 
del  buque  antes  de  su  salida,  justificadas 
con  los  contratos  otorgados  según  derecho 
y  anotadas  en  el  registro  mercantil;  los  que 
hubiere  tomado  durante  el  viaje  con  la 
autorización  expresada  en  el  número  an- 
terior, llenando  iguales  requisitos,  y  la  pri- 
ma del  seguro  acreditada  con  la  póliza  del 
contrato  ó  certificación  sacada  de  los  li- 
bros del  corredor. 

10.  La  indemnización  debida  á  los  car- 
gadores por  el  valor  de  los  géneros  embar- 
cados que  no  se  hubieren  entregado  á  los 
consignatarios,  ó  por  averias  sufridas  de 
que  sea  responsable  el  buque,  siempre  que 
una  y  otras  consten  en  .sentencia  judicial  ó 
arbitral. 

Art.  569.  Si  el  producto  de  la  venta  no 
alcanzare  á  pagar  á  todos  los  acreedores 
comprendidos  en  un  mismo  número  ó  gra- 
do, el  remanente  se  repartirá  entre  ellos, 
á  prorrata. 

Art.  570.  Otorgada  ó  inscrita  en  el  re- 
gistro mercantil  la  escritura  de  venta  ju- 
dicial hedía  cu  púl)lica  subasta,  se  reputa- 
rán extinguidas  todas  las  demás  responsa- 
bilidades del  buque  en  favor  de  los  acree- 
dores. 

Pero  si  la  venta  fuere  voluntaria  y  se 
hubiere  hecho  estando  en  viaje,  los  acree- 
dores conservarán  sus  derechos  contra  el 
buque  hasta  que  regrese  al  puerto  de  ma- 
tricula, y  tres  meses  después  de  la  inscrip- 
ción de  la  venta  en  el  registro  ó  del  regreso. 

Art.  571.  Si  encontrándose  en  viaje 
necesitare  el  capitán  contraer  alguna  ó  al- 


gunas de  las  obligaciones  expresadas  en  lo3 
números  8."  y  9.°  del  art.  568,  acudirá  al 
Juez  ó  Tribunal  Civil  si  fuere  en  territorio 
hondureno,  y  si  no,  al  Cónsul  de  Hondu- 
ras, caso  de  haberlo,  y  en  su  defecto,  al 
Juez  ó  Tribunal  ó  autoridad  local  corres- 
pondiente, presentando  la  certificación  de 
la  hoja  de  inscripción  de  que  trata  el  ar- 
tículo 600  y  los  documentos  que  acrediten 
la  obligación  contraída. 

El  Juez  ó  Tribunal,  el  Cónsul  ó  la  auto- 
ridad local  en  su  caso,  en  vista  del  resul- 
tado del  expediente  instruido,  harán  en  la 
certificación  la  anotación  provisional  de  su 
resultado,  para  que  se  formalice  en  el  re- 
gistro cuando  el  buque  llegue  al  puerto  de 
su  matrícula  ó  para  ser  admitida  como  le- 
gal y  preferente  obligación  en  el  caso  de 
venta  antes  de  su  regreso,  por  haberse 
vendido  el  buque  á  causa  de  la  declaración, 
de  incapacidad  para  navegar. 

La  omisión  de  esta  formalidad  impondrá 
al  capitán  la  responsabilidad  personal  de 
los  créditos  perjudicados  por  su  causa. 

Art.  572.  Los  buques  afectos  á  la  res- 
ronsabilidad  de  los  créditos  expresados  en 
el  art.  568  podrán  ser  embargados  y  ven- 
didos judicialmente  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  567  en  el  puerto  en  que  se  en- 
cuentren, á  instancia  de  cualquiera  de  los 
acreedores;  pero  si  estuvieren  cargados  y 
despachados  para  hacerse  á  la  mar,  no 
podrá  verificarse  el  embargo  sino  por  deu- 
das contraídas  para  aprestarlo  y  avituallar 
el  buque  en  aquel  mismo  viaje,  y  aun  en- 
tonces cesará  el  embargo  si  cualquier  in- 
teresado en  la  expedición  diese  fianza  de 
que  regresará  el  buque  dentro  del  plazo 
fijado  en  la  patente,  obligándose,  en  caso 
contrario,  aunque  fuere  fortuito,  á  satisfa- 
cer la  deuda  en  cuanto  .sea  legítima. 

Por  deudas  de  otra  clase  cualjuiera,  no 
comprendidas  en  el  citado  art.  568,  sólo 
podrá  ser  embargado  el  buque  en  el  puer- 
to de  su  matrícula. 

Art.  57.3.  Para  todos  efectos  del  dere- 
cho soljre  los  que  no  se  hiciere  modifica- 
ción ó  restricción  por  los  preceptos  de  este 
Código,  seguirán  los  buques  su  condición 
de  bienes  muebles. 

TÍTULO  II 

De  las  personas  que  intervieneii  en  el 
comercio  marítimo. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE   LOS   PROPIETARIOS    DEL    BUQUE    Y    DE  LOS 
NAVIEROS. 

Art.  574.  El  propietario  del  buque  y  el 
naviero  serán  civilmente  responsaoles  de 
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los  actos  del  capitán  y  de  las  obligaciones 
contraidas  por  éste  para  reparar,  habilitar 
y  avituallar  el  buque,  siempre  que  el  acree- 
dor justifique  «[ue  la  cantidad  reclamada 
se  invirtió  en  beneficio  del  mismo. 

Se  entiende  por  naviero  la  persona  en- 
cargada de  avituallar  ó  representar  el  bu- 
que en  el  puerto  en  que  se  halle. 

Art.  575.  El  naviero  será  también  ci- 
vilmente responsable  de  las  indemnizacio- 
nes en  favor  de  tercero  á  que  diere  lugar 
la  conducta  del  capitán  en  la  custodia  de 
los  efectos  que  cargó  en  el  buque;  pero 
podrá  eximirse  de  ella  haciendo  abandono 
del  buque  con  todas  sus  pertenencias,  y  de 
los  fletesque  hubiere  devengado  en  el  viaje. 

Art.  576.  Ni  el  propietario  del  buque 
ni  el  naviero  responderán  de  las  obliga- 
ciones que  hubiere  contraído  el  capitán, 
si  éste  se  excediere  de  las  atribuciones  y 
facultades  que  le  correspondan  por  razón 
de  su  cargo  ó  le  fueron  conferidas  por 
aquéllos. 

No  obstante,  si  las  cantidades  reclama- 
das se  invirtieron  en  beneficio  del  buque, 
la  responsabihdad  será  de  su  propietario  ó 
naviero 

Art.  577.  Si  dos  ó  más  personas  fueren 
participes  en  la  propiedad  de  un  buque 
mercante,  se  presumirá  constituida  una 
compañía  por  los  copropietarios. 

Esta  compañía  se  regirá  por  los  acuer- 
dos de  la  mayoría  de  sus  socios. 

Constituirá  mayoría  la  relativa  de  los 
socios  votantes. 

Si  los  partícipes  no  fueren  más  de  dos, 
decidirá  la  divergencia  de  parecer,  en  su 
caso,  el  voto  del  mayor  partícipe.  Si  son 
iguales  las  participaciones,  decidirá  la 
suerte. 

La  representación  de  la  parte  menor 
que  haya  en  la  propiedad  tendrá  derecho 
á  un  voto,  y  proporcionalmente  los  demás 
copropietarios,  tantos  votos  como  partes 
iguales  á  la  menor. 

Por  las  deudas  particulares  de  un  partí- 
cipe en  el  buque,  no  podrá  ser  éste  deteni- 
do, emljargado  ni  ejecutado  en  su  totali- 
dad, sino  que  el  procedimiento  se  contrae- 
rá á  la  pro[)orc¡ón  qu;'  en  el  buque  tuviere 
el  deudor,  sin  poner  obstáculo  á  la  nave- 
gación . 

Art.  578.  Los  copropietarios  de  un  bu- 
que serán  civilmente  responsables,  en  la 
proporción  de  su  liabcr  social,  á  las  resul- 
tas de  los  actos  del  capitán,  de  que  habla 
el  art.  575. 

Cada  copropietario  po;lrá  eximirse  de 
esta  responsabilidad  por  el  al)an(lono  ante 
Notario  de  la  parte  de  propiedad  del  bu- 
que que  le  corresponda. 


Art.  579.  Todos  los  copropietarios  que- 
darán obligados,  en  la  proporción  de  su 
respectiva  propiedad,  á  los  gastos  de  repa- 
ración del  buque,  y  á  los  demás  que  se 
lleven  á  cabo  en  virtud  de  acuerdo  de  la 
mayoría.  Asimismo  responderán  en  igual 
proporción  á  los  gastos  de  mantenimiento, 
equipo  y  pertrechamiento  del  buque,  ne- 
cesario para  la  navegación. 

Art.  580.  Los  acuerdos  de  la  mayoría 
respecto  á  la  reparación,  equipo  y  avitua- 
llamiento del  buque  en  el  puerto  de  salida, 
obligarán  á  la  minoría,  á  no  ser  que  los 
socios  en  minoría  renuncien  á  su  partici- 
pación, que  deberán  adquirir  los  demás 
copropietarios,  previa  tasación  judicial  del 
valor  de  la  parte  ó  partes  cedidas. 

También  serán  obligatorios  para  la  mi- 
noría los  acuerdos  de  la  mayoría  sobre  di- 
solución de  la  compañía  y  venta  del  buque. 

La  venta  del  buque  deberá  verificarse  en 
pública  subasta,  con  sujeción  á  las  pres- 
cripciones del  Código  de  Procedimientos, 
á  no  ser  que  por  unanimidad  convengan 
en  otra  cosa  los  copropietarios. 

Art.  581.  Los  propietarios  de  un  buque 
tendrán  preferencia  en  su  fletamento  so- 
bre los  que  no  lo  sean,  en  igualdad  de  con- 
diciones y  precio.  Si  concurrie.sen  dos  ó 
más  de  ellos  á  reclamar  este  derecho,  será 
preferido  el  que  tenga  mayor  participa- 
ción; y  si  tuvieren  la  misma,  decidirá  la 
suerte. 

Art.  582.  Los  socios  copropietarios  ele- 
girán el  gestor  que  haya  de  representar- 
les con  el  carácter  de  naviero. 

El  nombramiento  de  director  ó  de  na- 
viero será  revocable,  á  voluntad  de  los  aso- 
ciados. 

Art.  583.  El  naviero,  ya  sea  al  mismo 
tiempo  propietario  del  buque,  ó  ya  gestor 
de  un  propietario  ó  de  una  asotíiación  de 
copropietarios,  deberá  tener  aptitud  para 
comerciar,  y  hallarse  inscrito  en  la  matrí- 
cula de  comerciantes  respectiva. 

El  naviero  representará  la  propiedad  del 
buque,  y  podrá  en  nombre  propio  y  con 
tal  f.aracter.  gestionar  judicial  y  extra- 
judicialmente  cuanto  interese  al  comer- 
cio. 

Art.  584.  El  naviero  podrá  desempe- 
ñar las  funciones  de  capiti'm  del  buque, 
con  sujeción  en  todo  caso  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  597. 

Si  dos  ó  más  copropietarios  solicitaron 
para  si  el  cargo  de  capitán,  decidirá  la 
di.scordia  el  voto  de  los  asociados;  y  si  de 
la  votación  resultare  empate,  se  resolverá 
en  favor  del  copropietario  que  tuviere  ma- 
yor participación  en  el  lauque. 

Si  la  participación  de  los  pretendientes 
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fuere  igual  y  hubiere  empate,  decidirá  la 
suerte. 

Art.  585.  El  naviero  elegirá  y  ajustará 
al  capitán,  y  contratará  en  nombre  de  los 
propietarios,  los  cuales  quedarán  obligados 
en  todo  lo  que  se  refiera  á  reparaciones, 
pormenor  de  la  dotación,  armamento,  pro- 
visiones de  víveres  y  combustible  y  fletes 
del  buque,  y  en  general  á  cuanto  concier- 
na á  las  necesidades  de  la  navegación. 

Art.  586.  El  naviero  no  podrá  ordenar 
un  nuevo  viaje,  ni  ajustar  para  él  nuevo 
flete,  ni  asegurar  el  buque,  sin  autorización 
de  su  propietario  ó  acuerdo  de  la  mayoría 
de  los  copropietarios,  salvo  si  en  el  acta 
de  su  nombramiento  se  le  hubieren  conce- 
dido estas  facultades. 

Si  contratare  el  seguro  sin  autorización 
para  ello,  responderá  subsidiariamente  de 
la  solvencia  del  asegurador. 

Art.  587.  El  naviero  gestor  de  una  aso- 
ciación rendirá  cuenta  á  sus  asociados  del 
resultado  de  cada  viaje  del  buque,  sin  per- 
juicio de  tener  siempre  á  disposición  de 
los  mismos  los  libros  y  la  correspondencia 
relativa  al  buque  y  á  sus  expediciones. 

Art.  588.  Aprobada  la  cuenta  del  na- 
viero gestor,  por  mayoría  relativa,  los  co- 
propietarios satisfarán  la  parte  de  gastos 
proporcional  á  su  participación,  sin  per- 
juicio de  las  acciones  civiles  ó  criminales 
que  la  minoría  crea  deber  entablar  poste- 
riormente. 

Para  hacer  efectivo  el  pago,  los  navieros 
gestores  tendrán  la  acción  ejecutiva,  que 
se  despachará  en  virtud  del  acuerdo  de  la 
mayoría,  y  sin  otro  trámite  que  el  recono- 
cimiento de  las  firmas  de  los  que  votaron 
el  acuerdo. 

Art.  589.  Si  hubiere  beneficios,  los  co- 
propietarios podrán  reclamar  del  naviero 
gestor  el  importe  correspondiente  á  su 
participación  por  acción  ejecutiva,  sin  otro 
requisito  que  el  reconocimiento  de  las  fir- 
mas del  acta  de  aprobación  de  la  cuenta. 

Art.  590.  El  naviero  indemnizará  al 
capitán  do  todos  los  gastos  que  con  fondos 
propios  ó  ajenos  hubiere  hecho  en  utilidad 
del  buque. 

Art.  591.  Antes  de  hai^erse  el  Ijuque  á 
la  mar,  podrá  el  naviero  despedir  á  su  ar- 
bitrio al  capitán  é  individuos  de  la  tripula- 
ción cuyo  ajuste  no  tenga  tiempo  ó  viaje 
determinado,  pagándoles  los  sueldos  de- 
vengados según  sus  contratas,  y  sin  in- 
demnización alguna,  á  no  mediar  sobro 
ello  pacto  expreso  y  determinado. 

Art.  592.  Si  el  capitán  ú  otro  individuo 
do  la  tripulación  fueren  despedidos  duran- 
te el  viaje,  percibirán  su  salario  hasta  que 
regresen  al  puerto  donde  se  hizo  el  ajuste. 


á  menos  que  hubiere  justo  motivo  para  la 
despedida;  todo  con  arreglo  á  los  art.  624 
y  siguientes  de  este  Código. 

Art.  593.  Si  los  ajustes  del  capitán  é 
individuos  de  la  tripulación  con  el  naviero 
tuvieren  tiempo  ó  viaje  determinado,  no 
podrán  ser  despedidos  hasta  el  cumpli- 
miento de  sus  contratos,  sino  por  causa  de 
insubordinación  en  materia  grave,  robo, 
hurto,  embriaguez  habitual  ó  perjuicio 
causado  al  buque  ó  á  su  cargamento  por 
malicia  ó  negligencia  manifiesta  ó  apro- 
bada. 

Art.  594.  Siendo  copropietario  del  bu- 
que el  capitán,  no  podrá  ser  despedido  sin 
que  el  naviero  le  reintegre  del  valor  de  su 
porción  social,  que  en  defecto  de  convenio 
de  las  partes,  se  estimará  por  peritos  nom- 
brados en  la  forma  que  establece  el  Códi- 
go de  Procedimientos. 

Art.  595.  Si  el  capital  copropietario 
hubiere  obtenido  el  mando  del  buque  por 
pacto  especial  expreso  en  el  acto  de  la  so- 
ciedad, no  podrá  ser  privado  de  su  cargo 
sino  por  las  causas  comprendidas  en  el 
art.  593. 

Art.  596.  En  caso  de  venta  voluntaria 
del  buque,  caducará  todo  contrato  entre 
el  naviero  y  el  capitán,  reservándose  éste 
su  derecho  á  la  indemnización  que  le  co- 
rresponda, según  los  pactos  celebrados  con 
el  naviero. 

El  buque  vendido  quedará  afecto  á  la 
seguridad  del  pago  de  dicha  indemniza- 
ción, si  después  de  haberse  dirigido  la  ac- 
ción contra  el  vendedor  resultare  éste  in- 
solvente. 

CAPÍTULO  II 

DE  LOS  CAPITANES  Y  DE  LOS  PATRONOS  DE 
BUQUES 

Art.  597.  Los  capitanes  y  patronos  de- 
berán tener  aptitud  legal  para  obligarse 
con  arreglo  á  este  Código,  hacer  con.star 
la  pericia,  capacidad  y  demás  condiciones 
necesarias  para  mandar  y  dirigir  el  buque, 
según  establezcan  las  leyes,  ordenanzas  ó 
reglamentos  de  marina  ó  navegación,  y 
no  estar  inhabilitados  con  arreglo  á  ellos 
para  el  ejercicio  del  cargo. 

Si  el  dueño  de  un  buque  quisiera  ser  su 
cajiitán  careciendo  de  aptitud  legal  para 
ello,  se  limitará  á  la  administración  econó- 
mica del  buque,  y  encomendará  la  navega- 
ción á  quien  tenga  la  aptitud  que  exigen 
dichas  ordenanzas  ó  reglamentos. 

Art.  598.  Serán  inherentes  al  cargo  de 
capitán  ó  patrón  de  buque  las  facultades  si- 
guientes: 

1.*    Nombrar  ó  contratar  la  tripulación 
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en  ausencia  del  naviero,  y  hacer  la  pro- 
puesta de  ella  estando  presente,  pero  sin 
que  el  naviero  pueda  imponerle  ningún  in- 
dividuo contra  su  expresa  negativa. 

2.*  Mandar  la  tripulación  y  dirigir  el 
buque  al  puerto  de  su  destino,  conforme  á 
las  instrucciones  que  hubiese  recibido  del 
naviero. 

3.*  Imponer,  con  sujeción  á  los  contra- 
tos y  á  las  leyes  y  reglamentos  de  la  mari- 
na mercante,  y  estando  á  bordo,  penas  co- 
rreccionales á"los  que  dejen  de  cumplir  sus 
órdenes  ó  faltasen  á  la  disciplina,  instru- 
yendo sobre  los  delitos  cometidos  á  bordo 
en  la  mar,  la  correspondiente  sumaria,  que 
entregará  á  las  autoridades  que  de  ella  de- 
ban conocer,  en  el  primer  puerto  á  que 
arribe. 

4.'  Contratar  el  fletamento  del  buque 
en  ausencia  del  naviero  ó  su  consignata- 
rio, obrando  conforme  á  las  instrucciones 
recibidas  y  procurando  con  exquisita  dili- 
gencia por  los  intereses  del  propietario. 

5.*  Tomar  todas  las  disposiciones  con- 
venientes para  conservar  el  buque  bien 
provisto  y  pertrechado,  comprando  al  efec- 
to lo  que  fuere  necesario,  siempre  que  no 
iiaya  tiempo  de  pedir  instrucciones  al  na- 
viero. 

6.*  Disponer  en  iguales  casos  de  urgen- 
cia, estando  en  viaje,  las  reparaciones  en 
el  casco  y  máquinas  del  buque  y  su  apare- 
jo y  pertrechos,  que  sean  absolutamente 
precisas  para  que  pueda  continuar  y  con- 
cluir su  viaje;  pero  si  llegase  á  un  punto  en 
que  existiese  consignatario  del  buque,  obra- 
rá de  acuerdo  con  éste. 

Art.  599.  Para  atender  á  las  obligacio- 
nes mencionadas  en  el  artículo  anterior,  el 
capitán,  cuando  no  tuviere  fondos  ni  espe- 
rase recibirlos  del  naviero,  se  los  procura- 
rá, según  el  orden  sucesivo  que  se  expresa: 

1."  Pidiéndolos  á  los  consignatarios  del 
buque  ó  corresponsales  del  naviero. 

2."  Acudiendo  á  los  consignatarios  de 
la  carga  ó  á  los  interesados  en  ella. 

3.°     Librando  sobre  el  naviero. 

4."  Tomando  la  cantidad  precisa  por 
medio  de  préstamo  á  la  gruesa. 

5.°  Vendiendo  la  cantidad  de  carga  que 
bastare  á  cubrir  la  suma  absolutamente  in- 
dispensable para  reparar  el  buque  y  habi- 
litarle para  seguir  su  viaje. 

En  estos  dos  últimos  casos  habrá  de  acu- 
dir á  la  autoridad  judicial  del  puerto,  sien- 
do en  Honduras,  y  al  Cónsul  hondureno 
liallándose  en  el  extranjero;  y  en  donde  no 
lo  hubiere,  á  la  autoridad  local,  procedien- 
do con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  571, 
y  á  lo  establecido  en  el  Código  de  Procedi- 
mientoa. 


Art.  600.  Serán  inherentes  al  cargo  de 
capitán  las  obligaciones  que  siguen: 

1.*  Tener  á  bordo,  antes  de  emprender 
el  viaje,  un  inventario  detallado  del  casco, 
máquinas,  aparejos,  pertrechos,  respetos  y 
demás  pertenencias  del  buque;  la  patente 
de  navegación;  el  rol  de  los  individuos  que 
componen  la  dotación  del  buque  y  las  con- 
tratas con  ellos  celebradas;  la  lista  de  pa- 
sajeros; la  patente  de  sanidad;  la  certifica- 
ción del  registro  que  acredite  la  propiedad 
del  buque,  y  todas  las  obligaciones  que  has- 
ta aquella  fecha  pesaran  sobre  él;  los  con- 
tratos de  fletamento  ó  copias  autorizada.s 
de  ellos;  los  conocimientos  ó  guias  de  la 
carga,  y  el  acta  de  la  visita  ó  reconoci- 
miento pericial  si  se  hubiere  practicado  en 
el  puerto  de  salida. 

2."  Llevar  á  bordo  un  ejemplar  de  este 
Código. 

3.*  Tener  tres  libros  foliados  ysellados, 
debiendo  poner  al  principio  de  cada  uno 
nota  expresiva  del  número  de  folios  que 
contenga,  firmada  por  la  autoridad  de  Ma- 
rina, y  en  su  defecto,  por  la  autoridad  com- 
petente. 

En  el  primer  libro,  que  se  denominará 
«Diario  de  navegaciónr),  anotará  día  por 
día  el  estado  de  la  atmósfera,  los  vientos 
que  reinen,  los  rumbos  que  se  hacen,  el 
aparejo  que  se  lleva,  las  fuerzas  de  las  má- 
quinas con  que  se  navegue,  las  distancias 
navegadas,  las  maniobras  que  se  ejecuten 
y  demás  accidentes  de  la  navegación;  ano- 
tará también  las  averias  que  sufra  el  bu- 
que en  su  casco,  máquinas,  aparejo  y  per- 
trechos, cualquiera  que  sea  la  causa  que 
las  origine,  asi  como  los  desperfectos  y  ave- 
rias que  experimente  la  carga,  y  los  efec- 
tos é  importancia  de  la  echazón,  si  ésta 
ocurriera;  y  en  los  casos  de  resolución  gra- 
ve que  exija  asesorarse  ó  reunirse  en  jun- 
ta á  los  oficiales  de  la  nave,  y  aun  á  la  tri- 
pulación y  pasajeros,  anotará  los  acuerdos 
que  se  tomen. 

Para  las  noticias  indicadas  se  servirá  del 
cuaderno  de  bitácora  y  del  de  vapor  ó  má- 
quinas que  lleva  el  maquinista. 

En  el  segundo  libro  denominado  «de  con- 
tabilidad», registrará  todas  las  partidas  que 
recaude  y  pague  por  cuenta  del  buque,  ano- 
tando con  toda  especificación,  articulo  por 
artículo,  la  procedencia  de  lo  recaudado  y 
lo  invertido  en  vituallas,  reparaciones,  ad- 
quisición de  pertrechos  ó  efectos,  víveres, 
combustible,  aprestos,  salarios  y  demás 
gastos,  de  cualquiera  clase  nuc  sean.  Ade- 
más in.sertará  la  lista  de  toaos  los  indivi- 
duos de  la  tripulación,  expresando  sus  do- 
micilios, sus  sueldos  y  salarios,  y  lo  que 
hubieren  recibido  á  cuenta,  así  directa- 
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mente  como  por  entrega  á  sus  familias. 

En  el  tercer  libro,  titulado  «de  carga- 
mentos», anotará  la  entrada  y  salida  de 
todas  mercancías,  con  expresión  de  las 
marcas  y  bultos,  nombres  de  los  cargado- 
res y  consignatarios,  puertos  de  carga  y 
descarga  y  los  fletes  que  devenguen. 

En  este  mismo  libro  inscribirá  los  nom- 
bres y  procedencia  de  los  pasajeros,  el 
número  de  bultos  de  sus  equipajes  y  el 
importe  de  los  pasajes. 

4."  Hacer,  antes  de  recibir  la  carga, 
con  los  oficiales  de  la  tripulación  y  dos  pe- 
ritos, si  lo  exigieren  los  cargadores  ó  pasa- 
jeros, un  reconocimiento  del  buaue,  para 
conocer  si  se  halla  estanco  con  el  aparejo 
y  máquinas  en  buen  estado  y  con  los  per- 
trechos necesarios  para  una  buena  nave- 
gación, conservando  certiftcación  del  acta 
de  esta  visita,  firmada  por  todos  los  que  la 
hubieren  hecho,   bajo  su  responsabilidad. 

Los  peritos  serán  nombrados,  uno  por 
el  capitán  del  buque,  y  otro  por  los  aue 
pidan  su  reconocimiento,  y  en  caso  de  dis- 
cordia nombrará  un  tercero  la  autoridad 
de  marina  del  puerto. 

5."  Permanecer  constantemente  en  su 
buque  con  la  tripulación  mientras  se  reci- 
be á  bordo  la  carga,  y  vigilar  cuidadosa- 
mente su  estiva;  no  consentir  que  se  em- 
barque ninguna  mercancía  ó  materias  de 
carácter  peligroso,  como  las  substancias 
inflamables  ó  explosivas,  sin  las  precau- 
ciones que  están  recomendadas  para  sus 
«nvases,  manejo  y  aislamiento;  no  permi- 
tir que  se  lleve  sobre  cubierta  carga  algu- 
na que  por  su  disposición,  volumen  ó  peso 
dificulte  las  maniobras  marineras  y  pueda 
comprometer  la  seguridad  de  la  nave;  y 
en  el  caso  de  que  por  la  naturaleza  de  las 
mercancías,  la  índole  especial  de  la  expe- 
dición, y  principalmente  la  estación  favo- 
rable en  que  aquélla  se  emprenda,  permi- 
tieran conducir  sobre  cubierta  alguna  car- 
§a,  deberá  oir  la  opinión  de  los  oficiales 
el  buque  y  contar  con  la  anuencia  de  los 
cargadores  y  del  naviero. 

6.*  Pedir  práctico  á  costa  del  buque  en 
todas  las  circunstancias  que  lo  requieran 
las  necesidades  de  la  navegación,  y  más 
principalmente  cuando  haya  de  entrar  en 
puerto,  canal  ó  río,  ó  tomar  una  rada  ó 
fondeadero  que  ni  él  ni  los  oficiales  y  tri- 
pulantes del  buque  conocen. 

7.*  Hallarse  sobre  cubierta  en  las  re- 
caladas y  tomar  el  mando  en  las  entradas 
y  salidas  de  puertos,  canales,  ensenadas  y 
ríos,  á  menos  de  no  tener  á  bordo  práctico 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  No  deberá 
pernoctar  íuera  del  buque  sino  por  motivo 
grave  ó  razón  de  oficio. 


8.*  Presentarse,  asi  que  tome  puerto 
por  arribada  forzosa,  á  la  autoridad  marí- 
tima siendo  en  Honduras,  y  al  Cónsul 
hondureno  siendo  en  el  extranjero,  antes, 
de  las  veinticuatro  horas,  y  hacerle  una 
declaración  del  nombre,  matricula  y  pro- 
cedencia del  buque,  de  su  carga  y  motiva 
de  arribada;  cuya  declaración  visarán  la 
autoridad  ó  el  Cónsul,  si  después  de  exa- 
minada la  encontraren  aceptable,  dándole 
la  certificación  oportuna  para  acreditar  su 
arribo  y  los  motivos  que  lo  originaron.  A 
falta  de  autoridad  marítima  ó  de  Cónsul, 
la  declaración  deberá  hacerse  ante  la  au- 
toridad local. 

9."  Practicar  las  gestiones  necesarias 
ante  la  autoridad  competente  para  hacer 
constar  en  la  certificación  del  registra 
mercantil  del  buque  las  obligaciones  que 
contraiga  conforme  al  art.  571. 

10.  Poner  á  buen  recaudo  y  custodia 
todos  los  papeles  y  pertenencias  del  indi- 
viduo de  la  tripulación  que  falleciere  en  el 
buque,  formando  inventario  detallado  con 
asistencia  de  los  testigos  pasajeros,  ó  en 
su  defecto  tripulantes. 

11.  Ajustar  su  conducta  á  las  reglas  y 
preceptos  contenidos  en  las  instrucciones 
del  naviero,  quedando  responsable  de 
cuanto  hiciere  en  contrario. 

12.  Dar  cuenta  al  naviero  desde  el 
puerto  donde  arribe  el  buque,  del  motivo 
de  su  llegada,  aprovechando  la  ocasión 
que  le  presten  los  semáforos,  telégrafos, 
correos,  etc.,  según  los  casos;  poner  en  su 
noticia  la  carga  que  hubiere  recibido,  con 
especificación  del  nombre  y  domicilio  de 
los  cargadores,  fletes  que  devenguen  y 
cantidades  que  hubieren  tomado  á  la  grue- 
sa; avisarle  su  salida  y  cuantas  operacio- 
nes y  datos  puedan  interesar  á  aquél. 

13.  Observar  las  reglas  sobre  luces,  desi- 
tuación y  maniobras  para  evitar  abordajes. 

14.  Permanecer  á  bordo,  en  caso  de 
peligro  del  buque,  hasta  perder  la  última 
esperanza  de  salvarlo,  y  antes  de  abando- 
narlo oir  á  los  oficiales  de  la  tripulación, 
estando  á  lo  que  decida  la  mayoría;  y  si 
tuviere  que  refugiarse  en  el  bote,  procu- 
rará ante  todo  llevar  consigo  los  libros  y 
papeles,  y  luego  los  objetos  de  más  valor, 
debiendo  de  justificar,  en  caso  de  pérdida 
de  libros  y  papeles,  (jue  hizo  cuanto  pudo 
para  salvarlos. 

15.  En  caso  de  naufragio,  presentar 
protesta  en  forma  en  el  primer  puesto  de 
arribada  ante  la  autoridad  competente  ó 
Cónsul  hondureno,  antes  de  las  veinticua- 
tro horas,  especificando  en  ella  todos  los 
accidentes  del  naufragio,  conforme  al  casa 
8."  de  este  articulo. 
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16.  Cumplir  las  obligaciones  que  impu- 
sieren las  leyes  y  los  reglamentos  de  na- 
vegación, aduanas,  sanidad  ú  otros. 

Art.  601.  El  capitán  que  navegase  á 
flete  común  ó  al  tercio,  no  podrá  hacer 
por  su  cuenta  negocio  alguno  separado;  y 
si  lo  hiciere,  la  utilidad  que  resulte  perte- 
necerá á  los  demás  interesados,  y  las  pér- 
didas cederán  en  su  perjuicio  particular. 

Art.  602.  El  capitán  que  habiendo  con- 
certado un  viaje  dejare  de  cumplir  su  em- 
peño sin  mediar  accidente  fortuito  ó  caso 
de  fuerza  mayor  que  se  lo  impida,  indem- 
nizará todos  los  daños  que  por  esta  causa 
irrogue,  sin  perjuicio  de  las  sanciones  pe- 
nales á  que  hubiere  lugar. 

Art.  603.  Sin  consentimiento  del  na- 
viero, el  capitán  no  podrá  hacerse  sustituir 
por  otra  persona,  y  si  lo  hiciere,  además 
de  quedar  responsable  de  todos  los  actos 
del  sustituto  y  obligado  á  las  indemniza- 
ciones expresadas  en  el  artículo  anterior, 
podrán  ser  uno  y  otro  destituidos  por  el 
naviero. 

Art.  604.  Si  se  consumieran  las  provi- 
siones y  combustibles  del  buque  antes  de 
llegar  al  punto  de  su  destino,  el  capitán 
dispondrá,  de  acuerdo  con  los  oñciales  del 
mismo,  arribar  al  más  inmediato  para  re- 
ponerse de  uno  y  otro;  pero  si  hubiere  á 
bordo  personas  que  tuvieren  víveres  de  su 
cuenta,  podrá  obligarles  á  que  los  entre- 
guen para  el  consumo  común  de  cuantos 
se  hallen  á  bordo,  abonando  su  importe  en 
el  acto,  ó  á  lo  más  en  el  primer  puerto 
donde  arribare. 

Art.  605.  El  capitán  no  podrá  tomar 
dinero  á  la  gruesa  sobre  el  cargamento;  y 
si  lo  hiciere,  será  ineficaz  el  contrato. 

Tampoco  podrá  tomarlo  por  sus  propias 
negociaciones  sobre  el  buque,  sino  por  la 
parte  de  que  fuere  propietario,  siempre  que 
anteriormente  no  hubiere  tomado  gruesa 
alguna  sobre  la  totalidad,  ni  exista  otro 
género  de  empeño  ú  obligación  á  cargo  del 
buque.  Pudiendo  tomarlo,  deberá  expresar 
necesariamente  cuál  sea  su  participación 
en  el  buque. 

En  caso  de  contravención  á  este  articu- 
lo, .serán  de  cargo  privativo  del  capit^m,  el 
capital,  réditos  y  costas,  y  el  naviero  podrá 
además  despedirlo. 

Art.  606.  El  capití'in  será  responsable 
civilmente  para  con  el  naviero,  y  éste  para 
con  lo.s  terceros  que  hubiesen  contratado 
con  él: 

1.°  De  todos  los  daños  que  sobrevinie- 
ren al  buque  y  su  cargamento  por  imperi- 
cia ó  descuido  de  su  parte.  Si  hubiere 
mediado  delito  ó  falta,  lo  será  con  arreglo 
al  Código  Penal. 


2.*"  De  las  sustracciones  y  latrocinios 
que  se  cometieren  por  la  tripulación,  salvo 
su  derecho  á  repetir  contra  los  culpables. 

3."  De  las  pérdidas,  multas  y  confisca- 
ciones que  se  impusieren  por  contravenir 
á  las  leyes  y  reglamentos  de  aduanas,  po- 
licía, sanidad  y  navegación. 

4."  De  los  daños  y  perjuicios  que  se 
causaren  por  discordias  que  se  susciten  en 
el  buque  ó  por  faltas  cometidas  por  la  tri- 
pulación en  el  servicio  y  defensa  del  mis- 
mo, si  no  probare  que  usó  oportunamente 
de  toda  la  extensión  de  su  autoridad  para 
prevenirlas  y  evitarlas. 

5.°  De  los  que  sobrevengan  por  el  mal 
uso  de  las  facultadas  y  falta  en  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  que  le  corres- 
pondan conforme  á  los  arts.  598  y  600, 

6."  De  los  que  se  originen  por  haber 
tomado  derrota  contraria  á  la  que  debía,  ó 
haber  variado  de  rumbo  sin  justa  causa,  á 
juicio  de  la  junta  de  oficiales  del  buque, 
con  asistencia  de  los  cargadores  ó  sobre- 
cargas que  se  hallaren  á  bordo. 

No  le  eximirá  de  esta  responsabilidad 
excepción  alguna. 

7."  De  los  que  resulten  por  entrar  vo- 
luntariamente en  puerto  distinto  del  de  su 
destino,  fuera  de  los  casos  ó  sin  las  forma- 
lidades de  que  habla  el  art.  600. 

8°  De  los  que  resulten  por  inobservan- 
cia de  las  prescripciones  del  reglamento  de 
situaciones  de  luces  y  maniobras  para  evi- 
tar abordaje. 

Art.  607.  El  capitán  responderá  del 
cargamento  desde  que  se  hiciere  entrega 
de  él  en  el  muelle  ó  al  costado  á  note  en  el 
puerto  en  donde  se  cargue,  hasta  que  lo 
entregue  en  la  orilla  ó  en  el  muelle  del 
puerto  déla  descarga,  ano  haberse  pac- 
tado expresamente  otra  cosa. 

Art.  608.  No  será  responsable  el  capi- 
tíin  de  los  daños  que  sobrevinieren  al 
buque  ó  al  cargamento  por  fuerza  mayor; 
pero  lo  será  siempre,  sin  que  valga  pacto 
en  contrario,  de  los  que  se  ocasionen  por 
sus  propias  faltas. 

Tampoco  será  personalmente  responsa- 
ble el  (íapitán  de  las  obligaciones  que  hu- 
biere contraído  para  atender  á  la  repara- 
ción, habilitai'ión  y  avituallamiento  del 
bucjue,  las  cuales  recaerán  sobre  el  navie- 
ro, á  no  ser  que  aquél  hubiere  comprome- 
tido terminantemente  su  propia  responsa- 
bilidad ó  suscrito  letra  ó  pagaré  á  su 
nombr('. 

Art.  609.  El  capitiin  que  tome  dinero 
sobre  el  casco,  máquina,  aparejo  ó  pertre- 
cho del  buque,  ó  empeñe  ó  venda  merca- 
derías ó  provisiones  fuera  de  los  casos  y 
sin   las  formalidades  prevenidas  en  este 
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Código,  responderá  del  capital,  réditos  y 
costas,  é  indemnizará  los  perjuicios  que 
ocasione. 

El  que  cometa  fraude  en  sus  cuentas, 
reembolsará  la  cantidad  defraudada  y  que- 
dará sujeto  á  lo  que  disponga  el  Código 
Penal. 

Art.  610.  Si  estando  en  viaje  llegare  á 
noticia  del  capitán  que  habían  aparecido 
corsarios  ó  buques  de  guerra  contra  su 
pabellón,  estará  obligado  á  arribar  al  puer- 
to neutral  más  inmediato,  dar  cuenta  á  su 
naviero  ó  cargadores,  y  esperar  la  ocasión 
de  navegar  en  conserva,  ó  á  que  pase  el 
peligro,  ó  á  recibir  órdenes  terminantes 
del  naviero  ó  de  los  cargadores. 

Art.  611.  Si  se  viere  atacado  por  algún 
corsario,  y  después  de  haber  procurado 
evitar  el  encuentro  y  de  haber  resistido 
la  entrega  de  los  efectos  del  buque  ó  su 
cargameato,  le  fueren  tomados  violenta- 
mente, ó  se  viere  en  la  necesidad  de  en- 
tregarlos, formalizará  de  ello  asiento  en  su 
libro  de  cargamento,  y  justificará  el  hecho 
ante  la  autoridad  competente  en  el  primer 
puerto  donde  arribe. 

Justificada  la  fuerza  mayor  quedará 
exento  de  responsabilidad. 

Art.  612.  El  capitán  que  hubiere  co- 
rrido temporal  ó  considerase  haber  sufri- 
do la  carga,  daño  ó  averia,  hará  sobredio 
protesta  ante  la  autoridad  competente  en 
el  primer  puerto  donde  arribe,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes  á  su  lle- 
gada, y  la  ratificará  dentro  del  mismo  tér 
mino  luego  que  llegue  al  puerto  de  su  des- 
tino, procediendo  en  .seguida  á  la  justitt- 
cación  de  los  hechos,  sin  poder  abrir  las 
escotillas  hasta  haberla  veriñcado. 

Del  mismo  modo  habrá  de  proceder  el 
capitán,  si  habiendo  naufragado  su  buque 
se  salvase  solo  ó  eon  parte  de  su  tripula- 
ción, en  cuyo  caso  se  presentará  á  la  au- 
toridad más  inmediata,  haciendo  relación 
jurada  de  los  hechos. 

La  autoridad,  ó  el  cónsul  en  el  extranje- 
ro, comprobará  los  hechos  referidos,  reci- 
biendo declaración  jurada  á  los  individuos 
de  la  tripulación  y  pasajeros  que  se  hu- 
bieren salvado;  y  tomando  las  demás  dis- 
posiciones que  conduzcan  para  averiguar 
el  caso,  pondrá  testimonio  de  lo  que  re- 
sulte del  expediente  en  el  libro  de  nave- 
gación y  en  el  del  piloto,  y  entregará  al 
capitán  el  expediente  original  sellado  y  fo- 
liado, con  nota  de  los  folios,  que  deberá 
rubricar,  para  que  lo  presente  al  Juez  ó 
Tribunal  civil  del  puerto  de  su  destino. 

La  declaración  del  capitán  hará  fe  si  es- 
tuviere conforme  con  las  de  la  tripulación 
y  pasajeros;  si  discordare,  se  estará  á  lo 


que   resulte    de  éstas,  .salvo   siempre  la 
prueba  en  contrario. 

Art.  613.  El  capitán,  bajo  su  respon- 
sabilidad personal,  así  que  llegue  al  puer- 
to de  su  destino,  obtenga  el  permiso  nece- 
sario de  las  oficinas  de  Sanidad  y  Adua- 
nas, y  cumpla  las  demás  formalidades  que 
los  reglamentos  de  la  Administración  exi- 
jan, hará  entrega  del  cargamento  sin  des- 
falco á  los  consignatarios,  y  en  su  caso, . 
del  buque,  aparejos  y  fletes  al  naviero. 

Si  por  ausencia  del  consignatario,  ó  por 
no  presentarse  portador  legítimo  de  los 
conocimientos,  ignorase  el  capitán  á  quién 
debiera  hacer  legítimamente  la  entrega  del 
cargamento,  lo  pondrá  á  disposición  del 
Juez  ó  Tribunal  ó  autoridad  á  quien  co- 
rresponda, á  fin  de  que  resuelva  lo  conve- 
niente á  su  depósito,  conservación  y  cus- 
todia. 

CAPÍTULO  III 

DE  LOS  OFICIALES    Y  XniPULACIÓ.'V    DEL    BUQUE 

Art.  614.  Para  ser  piloto  será  nece- 
sario: 

1°  Reunir  las  condiciones  que  exijan 
las  leyes  ó  reglamentos  de  marina  ó  nave- 
gación. 

2.°  No  estar  inhabilitado  con  arreglo  á 
ellos,  para  el  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  615.  El  piloto,  como  segundo  jefe 
del  buque  y  mientras  el  naviero  no  acuer- 
de otra  cosa,  sustituirá  al  capitán  en  los 
casos  de  ausencia,  enfermedad  ó  muerte, 
y  entonces  asumirá  todas  sus  atribuciones, 
obligaciones  y  responsabilidades. 

Art.  616.  El  piloto  deberá  ir  provisto 
de  las  cartas  de  los  mares  en  que  va  á  na- 
vegar, de  las  tablas  é  instrumentos  de  re- 
flexión que  están  en  uso  y  son  necesarios 
para  el  desempeño  de  su  cargo,  siendo 
responsable  de  los  accidentes  á  que  diese 
lugar  por  su  omisión  en  esta  parte. 

Art.  617.  El  piloto  llevará  particular- 
mente, y  por  si,  un  libro  foliado  y  .sellado 
en  todas  sus  hojas,  denominado  «Cuader- 
no de  bitácora,»  con  nota  al  principio,  ex- 
presiva del  número  de  las  que  contengan, 
firmado  por  la  autoridad  competente,  y  en 
él  registrará  diariamente  las  distancias,  los 
rumbos  navegados,  la  variación  de  la  agu- 
ja, el  abatimiento,  la  dirección  y  fuerza  del 
viento,  el  estado  de  la  atmósfera  y  del  mar, 
el  aparejo  que  .se  lleve  largo,  la  latitud  y 
longitud  observada,  el  número  de  hornos 
encendidos,  la  presión  del  vapor,  el  núme- 
ro de  revoluciones,  y  bajo  el  nombre  de 
«Acaecimientos,»  las  maniobras  que  se 
ejecuten,  los  encuentros  con  otros  buques, 
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y  todos  los  particulares  y  accidentes  que 
ocurran  durante  la  navegación. 

Art.  618.  Para  variar  de  rumbo  y  to- 
mar el  más  conveniente  al  buen  viaje  del 
buque,  se  pondrá  de  acuerdo  el  piloto  con 
el  capitán.  Si  éste  se  opusiere,  el  piloto  le 
expondrá  las  observaciones  convenientes 
en  presencia  de  los  demás  oficiales  de  mar. 
Si  todavía  insistiere  el  capitán  en  su  reso- 
lución negativa,  el  piloto  hará  la  oportuna 
protesta,  tírmada  por  él  y  por  otro  de  los 
oficiales  en  el  libro  de  navegación  y  obe- 
decerá al  capitán,  quien  será  el  único  res- 
ponsable de  las  consecuencias  de  su  dispo- 
sición. 

Art.  619.  El  piloto  responderá  de  todos 
los  perjuicios  que  se  causaren  al  buque  y 
al  cargamento  por  su  descuido  é  imperi- 
cia, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  cri- 
minal á  que  hubiere  lugar,  si  hubiere  me- 
diado delito  ó  falta. 

Art.  620.  Serán  obligaciones  del  con- 
tramaestre: 

1."  Vigilar  la  conservación  del  casco  y 
aparejo  del  buque,  y  encargar.se  de  la  de 
los  enseres  y  pertrechos  que  forman  su 
pliego  de  cargo,  proponiendo  al  capitán 
las  reparaciones  necesarias  y  el  reempla- 
zo de  los  efectos  y  pertrechos  que  se  inuti- 
licen y  excluyan. 

2.*  Cuidar  del  buen  orden  del  carga- 
mento, manteniendo  el  buque  expedito 
para  la  maniobra. 

3."  Conservar  el  orden,  la  disciplina  y 
el  buen  servicio  da  la  tripulación,  pidiendo 
al  capitán  las  órdenes  é  instrucciones  con- 
venientes, y  dándole  pronto  aviso  de  cual- 
quier ocurrencia  en  que  fuere  necesaria  la 
intervención  de  su  autoridad. 

4.*  Designar  á  cada  marinero  el  traba- 
jo que  deba  hacer  á  Ijordo  conforme  á  las 
instrucciones  recibidas,  y  velar  sobro  su 
ejecución  con  puntualidad  y  exactitud. 

5.'  Encargarse,  por  inventario,  del 
aparejo  y  todos  los  pertrechos  del  buque, 
si  se  procediere  á  desarmarlo,  á  no  ser  que 
el  naviero  hubiere  dispuesto  otra  cosa. 

Respecto  de  los  maquinistas  regirán  las 
reglas  siguientes: 

1."  Para  poder  ser  embarcado  como 
maquinista  naval,  formando  parte  de  la 
dotación  de  un  buque  mercante,  será  ne- 
cesario reunir  las  condiciones  que  las  le- 
yes y  reglamentos  exijan,  y  no  estar  inha- 
bilitado con  arreglo  á  ellas  para  el  des- 
empeño de  su  cargo.  Los  maquinistas  se- 
rán considerados  como  oficiales  de  la  nave, 
pero  no  ejercerán  mando  ni  intervención 
sino  en  lo  que  se  refiera  al  aparato  motor, 

2."  Cuando  existan  dos  ó  más  maqui- 
nistas embarcados  en  un  buque,  hará  uno 


de  ellos  de  jefe,  y  estarán  á  sus  órdenes 
los  demás  maquinistas  y  todo  el  personal 
de  las  máquinas;  tendi'á  adeínás  á  su  car- 
go el  aparato  motor,  las  piezas  de  respeto, 
instrumentos  y  herramientas  que  al  mis- 
mo conciernen,  el  combustible,  las  mate- 
rias lubricadoras,  y  cuanto,  en  fin,  consti- 
tuye á  bordo  el  cargo  de  maquinista. 

3.*  Mantendrá  las  máquinas  y  calderas 
en  buen  estado  de  conservación  y  limpie- 
za, y  dispondrá  lo  conveniente  á  fin  de 
que  estén  siempre  dispuestas  para  funcio- 
nar con  regularidad,  siendo  responsable 
de  los  accidentes  ó  averías  que  por  su  des- 
cuido ó  impericia  se  causen  al  aparato  mo- 
tor, al  buque  y  al  cargamento,  sin  perjui- 
cio de  la  responsabilidad  criminal  á  que 
hubiere  lugar  si  resultare  probado  haber 
mediado  delito  ó  falta. 

4.*  No  emprenderá  ninguna  modifica- 
ción en  el  aparato  motor,  ni  procederá  á 
remediar  las  averias  que  hubiese  notado 
en  el  mismo,  ni  alterará  el  régimen  nor- 
mal de  su  marcha  sin  la  autorización  pre- 
via del  capitán,  al  cual,  si  se  opusiera  á 
que  se  verificasen,  le  expondrá  las  obser- 
vaciones convenientes  en  presencia  de  los 
demás  maquinistas  ú  oficiales;  y  si  á  pesar 
de  esto  el  capitán  insistiese  en  su  negativa, 
el  maquinista  jefe  hará  la  oportuna  protes- 
ta, consignándola  en  el  cuaderno  de  má- 
quinas, y  obedecerá  al  capitán,  que  será 
el  único  responsable  de  las  consecuencias 
de  su  disposición. 

5.*  Dará  cuenta  al  capitán  de  cualquier 
averia  que  ocurra  en  el  aparato  motor,  y 
le  avisará  cuando  haya  que  parar  las  má- 
quinas por  algún  tiempo,  ú  ocurra  algún 
accidente  en  su  departamento,  del  que  de- 
ba tener  noticia  inmediata  el  capitán,  en- 
terándole además,  con  frecuencia,  acerca 
del  consumo  de  combustible  y  materias 
lubricadoras. 

6.*  Llevar  un  libro  ó  registro  titulado 
«cuaderno  de  máquinas»,  en  el  cual  se 
anotarán  todos  los  datos  referentes  al  tra- 
bajo de  las  máquinas,  como  son,  por  ejem- 
plo, el  número  de  hornos  encendidos,  las 
presiones  del  vapor  en  las  calderas  y  ci- 
lindros, el  vacío  en  el  condensador,  las 
temperaturas,  el  grado  de  saturación  del 
agua  en  las  calderas,  el  consumo  del  com- 
bustible y  de  materias  lubricadoras;  y  ba- 
jo el  epígrafe  de  «ocurrencias  notables», 
las  averias  y  descomi)Osiciones  que  ocu- 
rran en  máquinas  y  (-alderas,  las  causas 
aue  las  produjeron  y  los  medios  emplea- 
os pira  repararlas;  taml)iéii  se  indicarán, 
tomando  los  datos  del  cuad(,'riio  de  bitáco- 
ra, la  fuerza  y  dirección  del  viento,  el  apa- 
rejo largo  y  el  andar  del  buque. 
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Art.  621.  El  contramaestre  tomará  el 
mando  del  buque  en  caso  de  imposibilidad 
ó  inhabilitación  del  capitán  y  piloto,  asu- 
miendo entonces  sus  atribuciones  y  res- 
ponsabilidad. 

Art.  62?.  El  capitíin  podrá  componer 
la  tripulación  de  su  buque  con  el  número 
de  hombres  que  considere  conveniente. 

Las  contratas  que  el  capitán  celebre  con 
los  individuos  de  la  tripulación  y  demás 
que  componen  la  dotación  del  buque,  y  á 
que  se  hace  referencia  en  el  art.  600,  de- 
berán constar  por  escrito  en  el  libro  de 
contabilidad,  sin  intervención  de  Notario 
6  Escribano,  firmadas  por  los  otorgantes  y 
visadas  por  la  autoridad  de  marina,  si  se 
extienden  en  los  dominios  hondurenos,  ó 
por  los  Cónsules  ó  agentes  consulares  de 
Honduras,  si  se  verifica  en  el  extranjero, 
enumerando  en  ellas  todas  las  obligacio- 
nes que  cada  uno  contraiga,  y  todos  los 
derechos  que  adquiera;  cuidando  aquellas 
autoridades  de  que  estas  obligaciones  y  de- 
rechos se  consignen  de  un  modo  claro  y 
terminante  que  no  dé  lugar  á  dudas  y  re- 
clamaciones. 

El  capitán  cuidará  de  leerles  los  artículos 
de  este  Código  que  les  conciernen,  hacien- 
do expresión  de  la  lectura  en  el  mismo  do- 
cumento. 

Teniendo  el  libro  los  requisitos  preveni- 
dos en  el  art.  600,  y  no  apareciendo  indi- 
cio de  alteración  en  sus  partidas,  hará  fe 
en  las  cuestiones  que  ocurran  entre  el  ca- 
pitán y  la  tripulación  sobre  las  contratas 
extendidas  en  él  y  las  cantidades  entrega- 
das á  cuenta  de  las  mismas. 

Cada  individuo  de  la  tripulación  podrá 
exigir  al  capitán  una  copia  firmada  por 
éste,  de  la  contrata  y  de  la  liquidación  de 
sus  haberes,  tales  como  resulten  del  libro. 

Art.  623.  El  hombre  de  mar  contrata- 
do para  servir  en  un  buque  no  podrá  res- 
cindir su  empeño  ni  dejar  de  cumplirlo, 
sino  por  impedimento  legitimo  que  le  hu- 
biere .sobrevenido. 

Tampoco  jiodrá  pasar  del  servicio  de  un 
buque  al  de  otro  sin  oljtener  permiso  escri- 
to del  capitiin  de  aquél  en  que  estuviere. 

Si  no  habiendo  obtenido  esta  licencia  el 
hombre  de  mar  contratado  en  un  buque  se 
con  tratare  en  otro,  será  nulo  el  segundo  con- 
trato, y  el  capitán  podrá  elegir  entre  obli- 
garle á  cumplir  el  servicio  á  que  primera- 
mente se  hubiere  obligado,  ó  buscar  á  ex- 
pensas de  aquél  quien  le  sustituya. 

Además,  perderá  los  salarios  que  hubie- 
re devengado  en  su  primer  empeño,  á  be- 
neficio del  buque  en  que  estaba  contra t;ido. 

El  capitán  ([ue  sabiendo  que  el  hombre 
de  mar  está  al  servicio  de  otro  bucjue,  le 


hubiere  nuevamente  contratado  sin  exi- 
girle el  permiso  de  que  tratan  los  párrafos 
anteriores,  responderá  subsidiariamente  al 
del  buque  á  que  primero  pertenecía  el  hom- 
bre de  mar,  por  la  parte  que  éste  no  pu- 
diere satisfacer,  de  la  indemnización  de 
que  trata  el  párrafo  tareero  de  este  ar- 
ticulo. 

Art.  624.  No  constando  el  tiempo  de- 
terminado por  el  cual  se  ajustó  un  hombre 
de  mar,  no  podrá  ser  despedido  hasta  la 
terminación  del  viaje  de  ida  y  vuelta  al 
puerto  de  su  matrícula. 

Art.  625.  El  capitán  tampoco  podrá 
despedir  al  hombre  de  mar,  durante  el 
tiempo  de  su  contrata  sino  por  justa  causa, 
reputándose  tal,  cualquiera  de  las  siguien- 
tes: 

1.*  Perpetración  de  delito  que  perturbe 
el  orden  en  el  buque. 

2.'  Reincidencia  en  falta  de  subordina- 
ción, disciplina  ó  cumplimiento  del  servi- 
cio. 

3  '  Ineptitud  y  negligencia  reiteradas 
en  el  cumplimiento  del  servicio  que  deba 
prestar. 

4.*     Embriaguez  habitual. 

5.*  Cualquier  suceso  que  incapacite  al 
hombre  de  mar  para  ejecutar  el  trabajo  de 
que  estuviere  encargado,  salvo  lo  dispues- 
to en  el  art.  264. 

6."     La  deserción. 

Podrá,  no  ob.stante,  el  capitán,  antes  de 
emprender  el  viaje,  y  sin  expresar  razón 
alguna,  rehusar  que  vaya  á  bordo  el  hom- 
bre de  mar  que  hubiese  ajustado,  y  dejar- 
lo en  tierra,  en  cuyo  Cdso  habrá  de  pagar- 
le su  salario  como  si  hiciese  servicio. 

Esta  indemnización  saldrá  de  la  masa 
de  los  fondos  del  buque,  si  el  capitán  hu- 
biera obrado  por  motivos  de  prudencia  y 
en  interés  de  la  seguridad  y  buen  servicio 
de  aquél.  No  siendo  asi,  será  de  cargo  par- 
ticular del  capitán. 

Comenzada  la  navegación,  durante  ésta 
y  hasta  concluido  el  viaje,  no  podrá  el  ca- 
pitán abandonar  á  hombre  alguno  de  su 
tripulación  en  tierra  ni  en  mar,  á  menos 
de  que,  como  reo  de  algún  delito,  proceda 
su  prisión  y  entrega  á  la  autoridad  compe- 
tente en  el  primer  puerto  de  arribada, 
caso  para  el  capitán  obligatorio. 

Art.  626.  Si  contratada  la  tripulación 
se  revocare  el  viaje  por  voluntad  de  na- 
viero ó  de  los  fletadores  antes  ó  después 
de  haber.se  hecho  el  buque  á  la  mar,  ó  se 
diere  al  buque  por  igual  causa  distinto 
destino  de  aquél  que  estaba  determinado 
en  el  ajuste  de  la  tripulación,  será  ésta  in- 
demnizada por  la  rescisión  del  contrato, 
según  los  casos,  á  saber: 
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1.°  Si  la  rev«cac¡ón  del  viaje  se  acor- 
dase antes  de  salir  el  buque  del  puerto,  se 
dará  á  cada  uno  délos  hombres  de  mar 
ajustados,  una  mesada  de  sus  respectivos 
salarios,  además  del  que  les  corresponda 
recibir,  con  arreglo  á  sus  contratos,  por  el 
servicio  prestado  en  el  buque  hasta  la  fe- 
cha de  la  revocación. 

2."  Si  el  ajuste  hubiere  sido  por  una 
cantidad  alzada  por  todo  el  viaje,  se  gra- 
duará lo  que  corresponda  á  dicha  mesada 
y  dietas,  prorrateándolas  en  los  dias  que 
por  aproximación  debiera  aquél  durar,  á 
juicio  de  peritos,  en  la  forma  establecida 
por  el  Código  de  Procedimientos;  y  si  el 
viaje  proyectado  fuere  de  tan  corta  dura- 
ción, que  se  calculase  aproximadamente 
de  un  mes,  la  indemnización  se  lijará  en 
quince  dias,  descontando  en  todos  los  ca- 
sos las  sumas  anticipadas. 

3.°  Si  la  revocación  ocurriere  habien- 
do .salido  el  buque  á  la  mar,  los  hombres 
ajustados  en  una  cantidad  alzada  por  el 
viaje  devengarán  integro  el  salario  que  se 
les  hubiere  ofrecido,  como  si  el  viaje  hu- 
biere terminado;  y  los  ajustados  por  me- 
ses percibirán  el  haber  correspondiente  al 
tiempo  en  que  estuvieren  embarcados  y  al 
que  necesitan  para  llegar  al  puerto,  tér- 
mino del  viaje;  debiendo  además  el  capi- 
tán proporcionar  á  unos  y  á  otros  pasaje 
para  el  mismo  puerto,  ó  bien  para  el  de  la 
expedición  del  buque,  según  le  conviniere. 

4."  Si  el  naviero  ó  los  fletantes  del  bu- 
que dieren  á  é.ste  destino  diferente  del  fjue 
estaba  determinado  en  el  ajuste,  y  los  in- 
dividuos de  la  tripulación  no  prestaren  su 
conformidad,  se  les  abonará  poi-  indemni- 
zación la  mitad  de  lo  estaljlecido  en  el 
caso  1.°,  además  de  lo  que  se  les  adeudare 
por  la  parte  del  haber  mensual  correspon- 
diente á  los  dias  transcurridos  desde  sus 
ajustes. 

Si  aceptarí.-n  la  alteración  y  el  viaje,  por 
la  mayor  distancia,  ó  por  otras  circunsT 
tancias,  diere  lugar  aun  aumento  de  re- 
tribución, se  regulará  ésta  privadamente, 
ó  por  amigables  componedores  en  caso  de 
discordia.  Aunque  el  viaje  so  limiteá  pun- 
to más  cercano,  no  [lodrá  por  ello  hacerse 
baja  alguna  al  salario  convenido. 

Si  la  revocación  ó  alteración  del  viaje 
procediere  de  los  cargadores  ó  fletadores, 
el  naviero  tendrá  derecho  á  reclamarles  la 
indemnización  que  corresponda  en  justicia. 

Art.  627.  Si  la  revocación  del  viaje 
procediere  de  justa  causa,  independiente 
de  la  voluntad  del  naviero  y  cargadores,  y 
el  buque  no  hubiere  salido  del  puei-to,  los 
individuos  de  la  tripulación  no  tendrán 
otro  derecho  que  el  de  cobrar  les  salarios 


devengados  hasta  el  dia  en  que  se  hizo  la 
revocación. 

Art.  628.  Serán  causas  justas  para  la 
revocación  del  viaje: 

1.'  La  declaración  de  guerra  ó  inter-^ 
dicción  del  comercio  con  la  potencia,  á 
cuyo  territorio  hubiera  de  dirigirse  el  bu- 
que. 

2.'  El  estado  del  bloqueo  del  puerto  de 
su  destino,  ó  peste  que  sobreviniere  des- 
pués del  ajuste. 

3."  La  prohibición  de  recibir  en  el  mismo 
puerto  los  géneros  que  compongan  el  car- 
gamento del  buque. 

4.*^  La  detención  ó  embargo  del  misma 
por  orden  del  Gobierno,  ó  por  otra  causa 
independiente  de  la  voluntad  del  naviero. 

5."  La  inhabilitación  del  buque  para 
navegar. 

Art.  629.  Si  después  de  emprendido  el 
viaje  ocurriere  alguna  de  las  tres  primeras 
causas  expresadas  en  el  articulo  anterior, 
serán  pagados  los  hombres  de  mar  en  eí 
puerto  á  donde  el  capitán  creyere  conve- 
niente arribar  en  beneficio  del  buque  y 
cargamento,  según  el  tiempo  que  hayan 
servido  en  él;  pero  si  el  buque  hubiere  de 
continuar  su  viaje,  podrán  el  capitán  y  la 
tripulación  exigirse  mutuamente  el  cum- 
plimiento del  contrato. 

En  el  caso  de  ocurrir  la  causa  4.*,  se 
continuará  pagando  á  la  tripulación  la  mi- 
tad de  su  haber,  si  el  ajuste  liubiere  sida 
por  mes;  pero  si  la  detención  excediere  de 
tres,  quedará  rescindido  el  empeño,  abo- 
nando á  los  tripulantes  la  cantidad  que  les 
habría  correspondido  percibir,  según  su 
contrato,  concluido  el  viaje.  Y  si  el  ajuste 
hubiere  sido  por  un  tanto  el  viaje,  deberá 
cumplirse  el  contrato  en  los  términos  con- 
venidos. 

En  el  caso  quinto,  la  tripulación  no  ten- 
drá más  derecho  que  el  de  coljrar  los  sa- 
larios devengados;  mas  si  la  inhabilitación 
del  buque  procediere  de  descuido  ó  impe- 
ricia del  capiüin,  del  maquinista  ó  del  j)i- 
loto,  indemnizarán  á  la  tripulación  ^e  los 
perjuicios,  salva  siempre  la  responsabili- 
dad criminal  á  que  hubiere  lugar. 

Art.  630.  Navegando  la  tri[)ulación  á 
la  parte,  no  tendrá  derecho,  por  causa  de 
revocación,  demora  ó  mayor  extensión  del 
viaje,  más  que  á  la  parte  [proporcional  que 
le  corresponda  en  la  inciemnización  que 
hagan  al  fondo  común  del  buque  las  per- 
sonas responsables  de  aquellas  ocurren- 
cias. 

Art.  631 .  Si  el  buque  y  su  carga  se  per- 
dieren totalmente  por  apresamiento  ó  nau- 
fragio, quedará  extinguido  lodo  derecho, 
así  por  i)arte  de  la  ti-ipulaci('»n  para  recia- 
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wi^i*  salario  alguno,  como  por  la  del  na- 
viero para  el  reembolso  de  las  anticipa- 
ciones hechas. 

Si  se  salvare  alguna  parte  del  buque  ó 
del  cargamento,  ó  de  uno  y  otro,  la  tripu- 
lación ajustada  asueldo,  incluso  el  capitán, 
conservará  su  derecho  sobre  el  salvamen- 
to ha¿ta  donde  alcancen,  así  los  restos  del 
buque  como  el  importe  de  los  fletes  de  la 
carga  salvada,  mas  los  marineros  que  na- 
veguen á  la  parte  del  flete  no  tendrán  de- 
recho alguno  sobre  el  salvamento  del  cas- 
co, sino  sobre  la  del  flete'  salvado.  Si  hu- 
bieren trabajado  para  recoger  los  restos  del 
buque  náufrago,  se  les  abonará  sobre  el 
valor  de  lo  salvado,  una  gratificación  pro- 
porcionada á  los  esfuerzos  hechos  y  á  los 
riesgos  arrostrados  para  conseguir  el  sal- 
vamento. 

Art.  632.  El  hombre  de  mar  que  en- 
fermare no  perderá  su  derecho  al  salario 
durante  la  navegación,  á  no  proceder  la 
enfermedad  de  un  acto  suyo  culpable.  De 
todos  modos  se  suplirá  del  fondo  común  el 
gasto  de  la  asistencia  y  curación,  á  cali- 
dad de  reintegro. 

Si  la  dolencia  procediere  de  herida  en 
servicio  ó  defensa  del  buque,  el  hombre  de 
mar  será  asistido  y  curado  por  cuenta  del 
fondo  común,  deduciéndose  ante  todo  de 
los  productos  del  flete  los  gastos  de  asis- 
tencia y  curación. 

Art.  6.33.  Si  el  hombre  de  mar  muriese 
durante  la  navegación,  se  abonará  á  sus 
herederos  lo  ganado  y  no  percibido  de  su 
haber,  según  su  ajuste  á  la  ocasión  de  su 
muerte,  á  saber: 

Si  hubiere  fallecido  de  muerte  natural  y 
estuviere  ajustado  á  sueldo,  se  le  abonará 
lo  devengado  hasta  el  día  de  su  falleci- 
miento. 

Si  el  ajuste  hubiere  sido  á  un  tanto  por 
viaje,  le  corresponderá  la  mitad  de  lo  de- 
vengado si  el  hombre  de  mar  falleció  en  la 
travesía  á  la  ida,  y  el  todo  si  navegando  á 
la  vuelta. 

Y  si  el  ajuste  hubiere  sido  á  la  parte  y  la 
muerte  hubiere  ocurrido  después  de  em- 
prendido el  viaje,  se  abonará  á  los  herede- 
ros toda  parte  correspondiente  al  hombre 
de  mar;  ])ero  habiendo  éste  fallecido  antes 
de  salir  el  bur(ue  del  puerto,  no  tendrán  los 
herederos  derecho  á  reclamación  alguna. 

Si  la  muerte  hubiere  ocurrido  en  defen- 
sa del  buque,  el  hombre  de  mar  será  con- 
siderado vivo,  y  .se  abonará  á  sus  herede- 
ros concluido  el  viaje,  la  totalidad  de  los 
salarios  ó  la  parte  íntegra  de  utilidades  que 
les  correspondieren,  como  á  los  demás  de 
su  clase. 

En  igual  forma  se  considerará  presente 


el  hombre  de  mar  apresado  defendiendo 
el  buque,  para  gozar  de  los  mismos  benefi- 
cios que  los  demás;  pero  habiéndolo  sido 
por  descuido  ú  otro  accidente  sin  relación 
con  el  servicio,  sólo  percibirá  los  salarios 
devengados  hasta  el  día  de  su  apresa- 
miento. 

Art.  634.  El  buque  con  sus  máquinas, 
aparejo,  pertrechos  y  fletes,  estarán  afec- 
tos á  la  responsabilidad  de  los  salarios 
devengados  por  la  tripulación  ajustada  á 
sueldo  ó  por  viaje,  debiéndose  hacer  la 
liquidación  y  pago  en  el  intermedio  de  una 
expedición  á  otra. 

Emprendida  una  nueva  expedición,  per- 
derán la  preferencia  los  créditos  de  aquella 
clase  procedentes  de  la  anterior. 

Art.  635.  Los  oficiales  y  la  tripulación 
del  buque  quedarán  libres  de  todo  com- 
promiso, si  lo  estiman  oportuno,  en  los 
casos  siguientes: 

1.°  Si  antes  de  comenzar  el  viaje  inten- 
tare el  capitán  variarlo,  ó  si  sobrevinie- 
re una  guerra  maritima  con  la  nación  á 
donde  el  buque  estaba  destinado. 

2.°  Si  sobreviniere  y  se  declarare  ofi- 
cialmente una  enfermedad  epidémica  en  el 
puerto  de  destino. 

3.*  Si  el  buque  cambiase  de  propietario 
ó  de  capitán. 

Art.  636.  Se  entenderán  por  dotación 
de  un  buque  el  conjunto  de  todos  los  indi- 
viduos embarcados,  de  capitán  á  paje, 
necesarios  para  su  dirección,  maniobras  y 
servicio,  y  por  lo  tanto  estarán  compren- 
didos en  la  dotación,  la  tripulación,  los 
pilotos,  maquinistas,  fogoneros  y  demás 
cargos  de  á  bordo  no  especificados;  pero  , 
no  lo  estarán  los  pasajeros  ni  los  indivi 


dúos  que  el  buque  llevare  de  transporte. 
CAPÍTULO  IV 


DE  LOS  SOBKECARGOS 

Art.  637.  Los  sobrecargos  desempeña- 
rán á  bordo  las  funciones  administrativas 
que  les  hubieren  conferido  el  naviero  ó  los 
cargadores;  llevarán  la  cuenta  y  razón  de 
sus  operaciones  en  un  libro,  que  tendrá 
las  mismas  circunstancias  y  requisitos  exi- 
gidos al  de  contabilidad  del  capitán,  y  res- 
petarán á  éste  en  sus  atribuciones  como 
jefe  de  la  embarcación. 

Las  facultades  y  responsabilidades  del 
capitán  cesan  con  la  presencia  del  sobre- 
cargo, en  cuanto  á  la  parte  de  administra- 
ción legítimamente  conferida  á  éste,  sub- 
sistiendo ])ara  todas  las  gestiones  que  son 
inseparables  da  su  autoridad  y  empleo. 

Art.  638.     Serán  aplicables  á  los  .sobre- 
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cargos  todas  las  disposiciones  contenidas 
en  la  sección  segunda  del  tít.  VI,  libro  II, 
sobre  capacidad,  modo  de  contratar  y  res- 
ponsabilidad de  los  factores. 

Art.  639.  Los  sobrecargos  no  podrán 
hacer,  sin  autorización  ó  pacto  expreso, 
negocio  alguno  por  cuenta  propia,  durante 
su  viaje,  fuera  del  de  la  pacotilla,  que  por 
costumbre  del  puerto  donde  se  hubiere 
despachado  el  buque  le  sea  permitido. 

Tampoco  podrán  invertir  en  el  viaje  de 
retorno  más  que  el  producto  de  la  pacoti- 
lla, á  no  mediar  autorización  expresa  de 
los  comitentes. 

TÍTULO  III 

De  los  contratos  especiales  del  comer- 
cio marítimo. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DEL  CONTRATO   DE   FLÉTAME >T0 

Sección  primera. 
De  las  formas  y  efectos  del  contrato  de  fletamento. 

Art.  C40.  El  contrato  de  fletamento 
deberá  extenderse  por  duplicado  en  póliza 
firmada  por  los  contratantes,  y  cuando 
alguno  no  sepa  ó  no  pueda,  por  dos  testi- 
gos á  su  ruego. 

La  póliza  de  fletamento  contendrá,  ade- 
más de  las  condiciones  libremente  estipu- 
ladas, las  circunstancias  siguientes: 

1."     La  clase,  nombre  y  porte  del  buque. 

2.*     Su  pabellón  y  puerto  de  matricula. 

3.*  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del 
capitán. 

4.*  El  nombre,  apelli  !o  y  domicilio  del 
naviero,  si  éste  contratare  el  fletamento. 

5.*  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del 
fletador;  y  si  manifestare  obrar  por  comi- 
sión, el  de  la  persona  por  cuya  cuenta 
hace  el  contrato. 

6.*    El  puerto  de  carga  y  descarga. 

7.'  La  cabida,  número  de  toneladas  ó 
cantidad  de  peso  ó  medida  que  se  obliguen 
respectiv;imente  á  cargar  y  á  conducir,  ó 
si  es  total  el  fletamento. 

8."  El  flete  que  se  haya  de  pagar,  ex- 
presando si  ha  de  ser  una  cantidad  alzada 
por  el  viaje  ó  un  tanto  al  mes,  ó  por  las 
cabidades  que  se  iiubiercn  de  ocupar,  ó 
por  el  peso  ó  la  medida  de  los  efectos  en 
que  consista  el  cargamento,  ó  de  cualquie- 
ra otro  modo  que  se  hubiere  convenido. 

9.*  El  tanto  de  capa  que  se  haya  de 
pagar  al  capitán. 

10.  Los  días  convenidos  para  la  carga 
y  descarga. 


11.  Las  estadías  y  sobreestadías  que 
habrán  de  contarse,  y  lo  que  por  cada  una 
de  ellas  se  hubiere  de  pagar. 

Art.  641.  Si  se  recibiere  el  cargamen- 
to sin  haber  firmado  la  póliza,  el  contrato 
se  entenderá  celebrado  con  arreglo  á  lo 
que  resulte  del  conocimiento,  único  título 
en  orden  á  la  carga  para  fijar  los  derechos 
y  obligaciones  del  naviero,  del  capitán  y 
del  fletador. 

Art.  642.  Las  pólizas  del  fletamento 
contratado  con  intervención  del  corredor 
que  certifique  la -autenticidad  de  las  firmas 
de  los  contratantes  por  haberse  puesto  en 
su  presencia,  harán  prueba  plena  enjui- 
cio; y  si  resultare  entre  ellas  discordancia 
se  estará  á  la  que  concuerde  con  la  que  el 
corredor  deberá  conservar  en  su  registro, 
si  ésta  estuviere  con  arreglo  á  derecho. 

También  harán  fe  las  pólizas  aun  cuan- 
do no  haya  intervenido  corredor,  siempre 
que  los  contratantes  reconozcan  como  su- 
yas las  firmas  puestas  en  ellas. 

No  habiendo  intervenido  corredor  en  el 
fletamento  ni  reconociéndole  las  firmas, 
se  decidirán  las  dudas  por  lo  que  resulte 
del  conocimiento,  y  á  falta  de  éste  por  las 
pruebas  que  suministren  las  partes. 

Art.  643.  Los  contratos  de  fletamento 
celebrados  por  el  capitán  en  ausencia  del 
naviero  serán  válidos  y  eficaces  aun  cuan- 
do al  celebrarlos  hubiera  obrado  en  con- 
travención á  las  órdenes  é  instrucciones 
del  naviero  ó  fletante;  pero  quedará  á  éste 
expedita  la  acción  contra  el  capitán  para 
el  resarcimiento  de  perjuicios. 

Art.  644.  Si  en  la  póliza  del  fletamento 
no  constare  el  plazo  en  que  hubieren  de 
verificarse  la  carga  y  la  descarga,  se  se- 
guirá el  uso  del  puerto  donde  se  ejecuten 
estas  operaciones.  Pasado  el  plazo  estipu- 
lado ó  el  de  costumbre,  y  no  constando  en 
el  contrato  de  fletamento  cláusula  expresa 
que  fije  la  indemnización  de  la  demora, 
tendrá  derecho  el  capitán  á  exigir  las  es- 
tadías y  soljreestadías  que  hayan  transcu- 
rrido en  cargar  y  descargar.' 

Art  645.  Si  durante  el  viaje  quedare  el 
Ijuque  inservible,  el  capitán  estará  obliga- 
do á  fletar  á  su  costa  otro  en  buenas  con- 
diciones, que  reciba  la  carga  y  la  portee  á 
su  destino,  á  cuyo  efecto  tendrá  obligación 
de  buscar  buque,  no  sólo  en  el  puerto  de 
arribada,  sino  en  los  inmediatos  hasta  la 
distancia  de  1.50  kilómetros. 

Si  el  capitán  no  proporcionare,  por  in- 
dolencia ó  malicia,  l)uque  que  conduzca  el 
cargamento  á  su  destino,  los  car^íadoros. 
previo  un  requerimiento  al  capitán  para 
que  en  término  improrrogable  procuro 
líete,  podrán  contratar  el  fletamento  acu- 
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diendo  á  la  autoridad  judicial  en  solicitud 
de  que  sumariamente  apruebe  el  contrato 
que  hubieren  hecho. 

La  misma  autoridad  obligará  por  la  vía 
de  apremio  al  capitán  á  que  por  su  cuenta, 
y  bajo  su  responsabilidad,  se  lleve  á  efec«s 
to  el  fletamento  hecho  por  los  cargadores. 

Si  el  capitán,  á  pesar  de  su  diligencia,  no 
encontrare  buque  para  el  flete,  depositará 
la  carga  á  disposición  de  los  cargadores,  á 
quienes  dará  cuenta  de  lo  ocuri'ido  en  la 

{)rimera  ocasión  que  se  le  presente,  regu- 
ándose  en  estos  casos  el  flete  por  la  dis- 
tancia recorrida  por  el  buque,  sin  que  ha- 
ya lugar  á  indemnización  alguna. 

Art.  646.  El  flete  se  devengará  según 
las  condiciones  estipuladas  en  el  contrato, 
y  si  no  estuvieren  expresas  ó  fueren  du- 
dosas, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.*  Fletado  el  buque  por  meses  ó  por 
días,  empezará  á  correr  el  flete  desde  el 
mismo  día  en  que  se  ponga  el  buque  á  la 
carga. 

2.^  En  los  fletamentos  hechos  por  un 
tiempo  determinado,  empezará  á  correr  el 
flete  desde  el  mismo  día. 

3.*  Si  los  fletes  se  ajustaren  por  peso, 
se  hará  el  pago  por  el  peso  bruto,  in- 
cluyendo los  envases,  como  barricas  ó 
cualquiera  otro  objeto  en  que  vaya  conte- 
nida la  carga. 

Art.  647.  Devengarán  fletes  las  mer- 
caderías vendidas  por  el  capitán  para 
atender  á  la  reparación  indispensable  del 
casco,  maquinaria  ó  aparejo,  ó  para  nece- 
sidades imprescindibles  y  urgentes. 

El  precio  de  estas  mercaderías  se  fijará 
según  el  éxito  de  la  expedición,  i  saber: 

1°  Si  el  buque"  llegare  á  salvo  al  puer- 
to del  destino,  el  capitán  las  abonará  al 
precio  que  obtengan  las  de  la  misma  clase 
que  en  él  se  vendan. 

2.°  Si  el  buque  se  perdiere,  al  que  hu- 
bieren obtenido  en  venta  las  mercade- 
rías. 

La  misma  regla  se  observará  en  el  abo- 
no del  flete,  que  será  entero  si  el  buque 
llegare  á  su  destino,  y  en  proporción  de 
la  distancia  recorrida  si  se  hubiere  perdi- 
do antes. 

Art.  648.  No  devengarán  flete  las  mer- 
caderías arrojadas  al  mar  por  razón  de 
salvamento  común;  pero  su  importe  será 
considerado  como  avería  gruesa,  contán- 
dose aquél  en  proporción  á  la  distancia 
recorrida  cuando  fueren  arrojadas. 

Art.  649.  Tampoco  devengarán  flete 
las  mercaderías  que  se  hubieren  perdido 
por  naufragio  ó  varada,  ni  las  que  fueren 
presa  de  piratas  ó  enemigos. 

Si  se  hubiere  recibido  el  flete  por  ade- 


lantado, se  devolverá  á  no  mediar  pacto 
en  contrario. 

Art.  650.  Rescatándose  el  buque  ó  las 
mercaderías,  ó  salvándose  los  efectos  del 
naufragio,  se  pagará  el  flete  que  corres- 
ponda á  la  distancia  recorrida  por  el  bu- 
que porteando  la  carga;  y  si  reparada  la 
llevare  hasta  el  puerto  del  destino,  se  abo- 
nará el  flete  por  entero,  sin  perjuicio  de 
lo  que  corresponda  sobre  la  avería. 

Art.  651.  Las  mercaderías  que  sufran 
deterioro  ó  disminución  por  vicio  propio  ó 
mala  calidad  y  condición  de  los  envases,  ó 
por  caso  fortuito,  devengarán  el  flete  ín- 
tegro y  tal  como  se  hubiere  estipulado  en 
el  contrato  de  fletamento. 

Art.  652.  El  aumento  natural  que  en 
peso  ó  medida  tengan  las  mercaderías  car- 
gadas en  el  buque  cederá  en  beneficio  del 
dueño  y  devengará  el  flete  correspondiente 
fijado  en  el  contrato  para  las  mismas. 

Art.  653.  El  cargamento  estará  espe- 
cialmente afecto  al  pago  de  los  fletes,  de 
los  gastos  y  derechos  causados  por  el  mis- 
mo que  deban  reembolsar  los  cargadores, 
y  de  la  parte  que  pueda  corresponderle  en 
avería  gruesa;  pero  no  será  lícito  al  capi- 
tán dilatar  la  descarga  por  recelo  de  que 
deje  de  cumplirse  esta  obligación. 

Si  existiere  motivo  de  desconfianza,  el 
tribunal,  á  instancia  del  capitán,  podrá 
acordar  el  depósito  de  las  mercaaerías 
hasta  que  sea  completamente  reintegrado. 

Art.  654.  El  capitán  podrá  solicitar  la 
venta  del  cargamento  en  la  proporción 
necesaria  para  el  pago  del  flete,  gastos  y 
averías  que  le  correspondan,  reservándo- 
se el  derecho  de  reclamar  el  resto  de  lo 
que  por  estos  conceptos  le  fuere  debido, 
si  lo  realizado  por  la  venta  no  bastare  á 
cubrir  su  crédito. 

Art.  655.  Los  efectos  cargados  estarán 
obligados  preferentemente  á  la  responsa- 
bilidad de  sus  fletes  y  gastos  durante  vein- 
te días,  á  contar  desdo  su  entrega  ó  depó- 
sito. Durante  este  plazo  se  podrá  solicitar 
la  venta  de  los  mismos,  aunque  haya  otros 
acreedores  y  ocurra  el  caso  de  quiebra  del 
cargador  ó  ael  consignatario. 

Este  derecho  no  podrá  ejercitarse,  sin 
embargo,  sobre  los  efectos  que  después  de 
la  entrega  hubiesen  pasado  á  una  tercera 
persona  sin  malicia  ésta  y  por  titulo  oneroso. 

Art.  656.  Si  el  consignatario  no  fuese 
hallado,  ó  se  negare  á  recibir  el  carga- 
mento, deberá  el  Juez  ó  Tribunal,  á  ins- 
tancia del  capitán,  decretar  su  depósito  y 
disponer  la  venta  de  lo  que  fuere  necesa- 
rio para  el  pago  de  los  fletes  y  demás  gas-  ^ 
tos  que  pesaren  sobre  él. 

Asimismo  tendrá  lugar  la  venta  cuando    * 
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los  efectos  depositados  ofrecieren  riesgo 
de  deterioro,  ó  por  sus  condiciones  ú  otras 
circunstancias  los  gastos  de  conservación 
y  custodia  fueren  desproporcionados. 

Sección  segunda. 
De  los  derechos  y  obligaciones  del  fletante. 

Art.  657.  El  fletante  ó  el  capitán  se 
atendrá  en  los  contratos  de  fletamento  á 
la  cabida  que  tenga  el  buque,  ó  á  la  expre- 
samente designada  en  su  matricula,  no  to- 
lerándose más  diferencia  que  la  de  2  por 
100  entre  la  manifestada  y  la  que  tenga  en 
realidad. 

Si  el  fletante  ó  el  capitán  contrataren 
mayor  carga  que  la  que  el  buque  puede 
conducir,  atendido  su  arqueo,  indemniza- 
rán á  los  cargadores  á  quienes  dejen  de 
cumplir  su  contrato,  los  perjuicios  que  por 
su  falta  de  cumplimiento  les  hubiesen  so- 
brevenido, según  los  casos,  á  saber: 

Si  ajustado  el  fletamento  de  un  buque  por 
un  solo  cargador,  resultare  error  ó  engaño 
en  la  cabida  de  aquél,  y  no  optare  el  fleta- 
dor por  la  rescisión,  cuando  le  corresponda 
este  derecho,  se  reducirá  el  flete  en  propor- 
ción de  la  carga  que  el  buque  deje  de  reci- 
bir, debiendo  además  indemnizar  el  fletan- 
te al  fletador  de  los  perjuicios  que  le  hu- 
biere ocasionado. 

Si  por  el  contrario,  fueren  varios  loa 
contratos  de  fletamento,  y  por  falta  de  ca- 
bida no  pudiere  embarcarse  toda  la  carga 
contratada,  y  ninguno  de  los  fletadores 
optare  por  la  rescisión,  se  dará  la  preferen- 
cia al  que  tenga  ya  introducida  y  colocada 
la  carga  en  el  buque,  y  los  demás  obten- 
drán el  lugar  que  les  corresponda,  según 
el  orden  de  fechas  de  sus  contratas. 

No  apai-eciendo  esta  prioridad,  podrán 
cargar,  si  les  conviniere,  á  prorrata  de  las 
cantidades  de  peso  ó  extensión  que  cada 
uno  haya  contratado,  y  quedará  el  fletan- 
te obligado  al  resarcimiento  de  daños  y 
perjuicios. 

Art.  658.  Si  recibida  por  el  fletante  una 
parte  de  carga,  no  encontrare  la  que  falte 
para  formar  al  menos  las  tres  quintas  par- 
tes de  las  que  puedo  portear  el  buque  al 
precio  que  hubiere  lijado,  podrá  sustituir 
para  el  transporte  otro  buque  visitado  y 
declarado  á  propósito  para  el  mismo  viaje, 
siendo  de  su  cuenta  los  gastos  de  trasl)ordo 
y  el  aumento,  si  lo  huljíere,  en  el  precio  de 
flete.  Si  no  le  fuere  posüjle  esta  sustitución, 
emprenderá  el  viaje  en  el  plazo  convenido; 
y  no  haljíéndolo,  á  los  (juince  días  de  ha- 
ber comenzado  la  carga,  si  no  se  ha  estipu- 
lado otra  cosa. 

Si  el  dueño  de  la  parte  embarcada  le 
procurase  carga  á  los  mismos  precios  y  con 


iguales  ó  proporcionadas  condiciones  á  las 
que  aceptó  en  la  recibida,  no  podrá  el  fle- 
tante ó  capitán  negarse  á  aceptar  el  resto 
del  cargamento;  y  si  lo  resistiese,  tendrá 
derecho  el  cargador  á  exigir  que  se  haga  á 
la  mar  el  buque  con  la  carga  que  tuviere  á 
bordo. 

Art.  659.  Cargadas  las  tres  quintas  par- 
tes del  buque,  el  fletante  no  podrá,  sin  con- 
sentimiento de  los  fletadores  ó  cargadores, 
sustituir  con  otro  el  designado  en  el  con- 
trato, so  pena  de  constituirse  por  ello  res- 
ponsable de  todos  los  daños  y  perjuicios 
que  sobrevengan  durante  el  viaje  al  car- 
gamento de  los  que  no  hubieren  consenti- 
do la  sustitución. 

Art.  660.  Fletado  un  buque  por  entero, 
el  capitán  no  podrá,  sin  consentimiento 
del  fletador,  recibir  carga  de  otra  persona; 
y  si  lo  hiciere,  podrá  dicho  fletador  obli- 
garle á  desembarcarla  ¡y  á  que  le  indem- 
nice los  perjuicios  que  por  ello  se  le  si- 
gan. 

Art.  661.  Serán  de  cuenta  del  fletante 
todos  los  perjuicios  que  sobrevengan  al  fle- 
tador por  retardo  voluntario  del  capitán 
en  emprender  el  viaje,  según  las  i'eglas 
que  van  prescritas,  siempre  que  fuere  re- 
querido notarial  ó  jurídicamente  á  hacerse 
á  la  mar  en  tiempo  oportuno. 

Art.  662.  Si  el  fletador  llevase  al  buque 
más  carga  que  la  contratada,  podrá  admi- 
tírsele el  exceso  de  flete  con  arreglo  al 
precio  estipulado  en  el  contrato,  pudiendo 
colocarse  con  buena  estiba  sin  perjudicar 
á  los  demás  cargadores;  pero  si  p:ira  colo- 
carla hubiere  de  faltarse  á  las  buenas  con- 
diciones de  estiba,  deberá  el  (tapitán  re- 
chazarla ó  desembarcarla  á  costa  del  pro- 
pietario. 

Del  mismo  modo  el  capitán  podrá,  an- 
tes de  salir  del  puerto,  echar  en  tierra  las 
mercaderías  introducidas  á  bordo  clandes- 
tinamente, ó  portearlas,  si  pudiera  hacer- 
lo con  buena  estiba,  exigiendo  por  razón 
de  flete  el  precio  más  alto  que  hubiere  pac- 
tado en  aquel  viaje. 

Art.  663.  Fletado  el  buque  para  recibir 
la  carga  en  otro  puerto,  se  presentará  el 
capitán  al  consignatario  designado  en  su 
contrato;  y  si  no  le  enlrogarcí  la  carga, 
dará  aviso  al  fletador,  cuyas  instrucciones 
esperará,  corriendo  entretanto  las  estadías 
convenidas,  ó  las  que  fueren  de  u.so  en  el 
puerto,  si  no  hubiere  sobre  ello  pacto  ex- 
preso en  contrario. 

No  recibiendo  el  capitán  contestación  en 
el  término  necesario  para  ello,  hará  dili- 
gencias para  encontrar  flete;  y  si  no  lo  ha- 
llare después  de  haber  con-ido  las  estadías 
y  sobreestadías,  formalizará  protesta  y  re- 
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gresará  al  puerto  donde  contrató  el  fleta- 
mento. 

El  fletador  pagará  el  flete  por  entero, 
descontando  el  que  haya  devengado  por 
las  mercaderías  que  se  hubiesen  transpor- 
tado á  la  ida  y  á  la  vuelra,  si  se  hubieran 
cargado  por  cuenta  de  terceros. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  el  buque 
fletado  de  ¡da  y  vuelta  no  sea  habilitado  de 
carga  para  su  retorno. 

Art.  664.  Perderá  el  capitán  el  flete  é 
indemnizará  á  los  cargadores  siempre  que 
éstos  prueben,  aun  contra  el  acto  de  reco- 
nocimiento, si  se  hubiere  practicado  en  el 
puerto  de  salida ,  que  el  buque  no  se  halla- 
ba en  disposición  para  navegar  al  recibir  la 
carga. 

Art.  665.  Subsistirá  el  contrato  de  fle- 
taraento,  si  careciendo  el  capitán  de  ins- 
trucciones del  fletador,  sobreviniere  du- 
rante la  navegación  declaración  de  guerra 
ó  bloqueo.  En  tal  caso,  el  capitán  deberá 
dirigirse  al  puerto  neutral  y  seguro  más 
cercano,  pidiendo  y  aguardando  órdenes 
del  cargador,  y  los  gastos  y  salarios  deven- 
gados en  la  detención  se  pagarán  como 
averia  común. 

Sí  por  disposición  del  cargador  se  hicie- 
re la  descarga  en  el  puerto  de  arribada,  se 
devengará  por  entero  el  flete  de  ida. 

Art.  666.  Si  transcurrido  el  tiempo  ne- 
cesario, á  juicio  del  Juez  ó  Tribunal,  para 
recibir  las  órdenes  del  cargador,  el  capitán 
continuase  careciendo  de  instrucciones,  se 
depositará  el  cargamento,  el  cual  quedará 
afecto  al  pago  del  flete  y  gastos  de  su  car- 
go en  la  demora,  que  se  satisfarán  con  el 
producto  de  la  parte  que  primero  se  venda. 

Sección  tercera. 
De  las  obligaciones  del  fletador. 

Art.  667.  El  fletador  de  un  buque  por 
entero  podrá  subrogar  el  flete  en  touo  ó  en 
parte  á  los  plazos  que  más  le  convinieren, 
sin  que  el  capitán  pueda  negarse  á  recibir 
á  bordo  la  carga  entregada  por  los  segun- 
dos fletadores,  siempre  que  no  se  alteren 
las  condiciones  del  primer  fletamento,  y 
que  se  pague  al  fletante  la  totalidad  del  pre- 
cio convenido,  aun  cuando  no  se  embarque 
toda  la  carga,  con  la  limitación  que  se  es- 
tablece en  el  articulo  siguiente. 

Art.  668.  El  fletador  que  no  completare 
la  totalidad  de  la  carga  que  se  obligó  a  em- 
barcar, pagará  el  flete  de  la  que  deje  de 
cargar,  á  menos  que  el  capitán  no  hubiere 
tomado  otra  carga  para  completar  el  car- 
gamento del  buque,  en  cuyo  caso  abonará 
el  primer  fletador  las  diferencias,  si  las  hu- 
biere. 


Art.  669.  Si  el  fletador  embarcare  efec- 
tos diferentes  de  los  que  manifestó  al  tiem- 
po de  contratar  el  fletamento,  sin  conoci- 
miento del  fletante  ó  capitán,  y  por  ello 
sobrevinieren  perjuicios  por  confiscación, 
eml)argo,  detención  ú  otras  causas  al  fle- 
tante ó  á  los  cargadores,  responderá  el 
causante  con  el  importe  de  su  cargamento, 
y  además  con  sus  bienes,  de  la  indemni- 
zación completa  á  todos  los  perjudicados 
por  su  culpa. 

Art.  670.  Si  las  mercaderías  embarca- 
das lo  fueren  con  un  fin  de  ilícito  comer- 
cio y  hubiesen  sido  llevadas  á  bordo  á  sa- 
biendas del  fletante  ó  del  capitán,  éstos, 
mancomunadamente  con  el  dueñode  ellas, 
serán  responsables  de  todos  los  perjuicios 
que  se  originen  á  los  demás  cargadores;  y 
aunque  se  hubiere  pactado,  no  podrán  exi- 
gir del  fletador  indemnización  alguna  por 
el  daño  que  resulte  al  buque. 

Art.  671.  En  caso  de  arribada  para  re- 
parar el  casco  del  buque,  maquinaria  ó 
aparejos,  los  cargadores  deberán  esperar 
á  que  el  buque  se  repare,  pudiendo  descar- 
garlo á  su  costa  si  lo  estimaren  conve- 
niente. 

Si  en  beneficio  del  cargamento  expues- 
to á  deterioro  dispusieren  los  cargadores, 
ó  el  Tribunal,  ó  el  Cónsul,  ó  la  autoridad 
competente  en  país  extranjero,  hacer  la 
descarga  de  las  mercaderías  ,  serán  de 
cuenta  de  aquéllos  los  gastos  de  descarga 
y  recarga. 

Art.  672.  Si  el  fletador,  sin  concurrir 
alguno  de  los  casos  de  fuerza  mayor  ex- 
presados en  el  articulo  precedente,  quisiere 
descargar  sus  mercaderías  antes  de  llegar 
al  puerto  de  su  destino,  pagará  el  flete  por 
entero,  los  gastos  de  la  arribada  que  se  hi- 
cieren á  su  instancia  y  los  daños  y  perjui- 
cios que  se  causaren  á  los  demás  cargado- 
res, si  los  hubiere. 

Art.  673.  En  los  fletamentos  a  carga 
general,  cualquiera  de  los  cargadores  po- 
drá descargar  las  mercaderías  antes  de 
emprender  su  viaje,  pagando  medio  flete, 
el  gasto  de  estibar  y  reestibar,  y  cualquier 
otro  perjuicio  que  por  esta  causa  se  origine  i 
a  los  demás  cargadores.  t 

Art.  674.  Hecha  la  descarga  y  puesto  el  i 
cargamento  á  disposición  del  consignata-  ' 
rio,  éste  deberá  pagar  inmediatamente  al  ; 
capitán  el  flete  devengado  y  los  demás  gas-  ' 
tos  de  que  fuere  responsable  diclio  carga- 
mento. 

La  capa  deberá  satisfacerse  en  la  misma 
proporción  y  tiempo  que  los  fletes,  rigien- 
do en  cuanto  á  ella  todas  las  alteraciones  y 
modificaciones  á  que  éstos  estuvieren  su- 
jetos. 
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Art.  675.  Los  fletadores  y  cargadores 
no  podrán  hacer,  para  el  pago  del  flete  y 
demás  gastos,  abandono  de  las  mercade- 
rías averiadas  por  vicio  propio  ó  caso  for- 
tuito. 

Precederá,  sin  embargo,  el  abandono  si 
el  cargamento  consistiese  en  líquidos  y  se 
hubieren  derramado,  no  quedando  en  los 
envases  sino  una  cuarta  parte  de  su  conte- 
nido. 

Sección  cuarta. 


De  la  rescisión  total  ó  parcial  del  contrato  de 
fletamento. 


Art.  676.  A  petición  del  fletador  podrá 
rescindirse  el  contrato  de  fletamento: 

1.^  Si  antes  de  cargar  el  buque  aban- 
donare el  fletamento  pagando  la  mitad  del 
flete  convenido. 

2.°  Si  la  cabida  del  buque  no  .se  hallare 
conforme  con  la  que  flguraen  el  certifica- 
do de  arqueo,  ó  si  hubiere  error  en  la  de- 
signación del  pabellón  con  que  navega. 

3."  Si  no  se  pusiere  el  buque  á  disposi- 
ción del  fletador,  en  el  plazo  y  forma  con- 
venidos. 

4."  Si  salido  el  buque  á  la  mar,  arriba- 
re al  puerto  de  salida,  por  riesgo  de  pira- 
tas, enemigos  ó  tiempo  contrario,  y  los 
cargadores  convinieren  en  su  descarga. 

En  el  2.°  y  3."  caso  el  fletante  indemni- 
zará al  fletador  de  los  perjuicios  que  se  le 
irroguen. 

En  el  caso  4."  el  fletante  tendrá  derecho 
al  flete  por  entero  del  viaje  de  ida. 

Si  el  fletamento  se  hubiere  ajustado  por 
meses,  pagarán  los  fletadores  el  importe 
libre  de  una  mesada,  siendo  el  viaje  á  un 
puerto  del  mismo  mar,  y  dos  si  fuere  á 
mar  distinto. 

De  un  puerto  á  otro  de  la  República  é 
islas  adyacentes  no  se  pagará  más  que  una 
mesada. 

5.°  Si  para  reparaciones  urgentes  arri- 
bare el  buque  durante  el  viaje  á  un  puerto, 
y  prefiriesen  los  fletadores  disponer  de  las 
mercaderías. 

Cuando  la  dilación  no  exceda  de  treinta 
días,  pagarán  los  cargadores  por  entero 
flete  de  ida. 

Si  la  dilación  excediere  de  treinta  días, 
sólo  pagarán  el  flete  proporcional  á  la  dis- 
tancia recorrida  por  el  buque. 

Art.  677.  A  petición  del  fletante  podrá 
rescindirse  el  contrato  de  fletamento: 

1."  Si  el  fletador,  cumplido  el  término 
de  las  sobreestad ias,  no  pusiere  la  carga  al 
costado. 

En  este  caso  el  fletador  deberá  satisfa- 
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cer  la  mitad  del  flete  pactado,  además  de 
las  estadías  y  sobreestadías  devengadas. 

2.°  Si  el  fletante  vendiere  el  buque  an- 
tes de  que  el  fletador  hubiere  empezado  á 
cargarlo,  y  el  comprador  lo  cargare  por 
su  cuenta. 

En  este  caso  el  vendedor  indemnizará 
al  fletador  de  los  perjuicios  que  se  le  irro- 
guen. 

Si  el  nuevo  propietario  del  buque  no  lo 
cargare  por  su  cuenta,  se  respetará  el  con- 
trato de  fletamento,  indemnizando  el  ven- 
dedor al  comprador,  si  aquél  no  le  instruyó 
del  fletamento  pendiente  al  tiempo  de  con- 
certar la  venta. 

Art.  678.  El  contrato  de  fletamento  se 
rescindirá,  y  se  extinguirán  todas  las  ac- 
ciones que  de  él  se  originen,  si  antes  de 
hacerse  á  la  mar  el  buque  desde  el  puerto 
de  salida,  ocurriere  alguna  de  ios  casos  si- 
guientes: 

1.°  La  declaración  de  guerra  ó  interdic- 
ción del  comercio  con  la  potencia  á  cuyos 
puertos  debía  el  buque  hacer  su  viaje. 

2.°  El  estado  de  bloqueo  del  puerto  á 
donde  iba  aquél  destinado,  ó  peste  que  so- 
breviniere después  del  ajuste. 

3.°  La  prohibición  de  recibir  en  el  mis- 
mo punto  las  mercaderías  del  cargamento 
del  buque. 

4.°  La  detención  indefinida  por  embar- 
go del  buque  de  orden  del  Gobierno,  ó  por 
otra  causa  independiente  de  la  voluntad 
del  naviero. 

5.°  La  inhabilitación  del  buque  para 
navegar,  sin  culpa  del  capitán  ó  naviero. 

La  descarga  se  hará  por  cuenta  del 
fletador. 

Art.  679.  Si  el  buque  no  pudiere  hacer- 
se á  la  mar  por  cerramiento  del  puerto  de 
salida  ú  otra  causa  pasajera,  el  fletamento 
subsistirá,  sin  que  ninguna  de  las  partes 
tenga  derecho  á  reclamar  perjuicios. 

Los  alimentos  y  salarios  de  la  tripula- 
ción serán  considerados  averia  común. 

Durante  la  interrupción,  el  fletador  po- 
drá por  su  cuenta  descargar  y  cargar  á  su 
tiempo  las  mercaderías,  pagando  estadías 
si  demorare  la  recarga  después  de  haber 
cesado  el  motivo  de  la  detención. 

Art.  680.  Quedará  rescindido  parcial- 
mente el  contrato  de  fletamento,  salvo 
pacto  en  contrario,  y  no  tendrá  derecho  el 
capitán  más  que  al  líete  de  ida,  si  por  ocu- 
rrir durante  el  viaje  la  declaración  d« 
guerra,  cerramiento  de  puertos  ó  interdic- 
ción de  relaciones  comerciales,  arribare  le 
buíjue  al  puerto  que  .se  le  hubiere  designa- 
do para  este  caso  en  las  instrucciones  del 
fletador. 
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Sección  quinta. 
De  los  pasajeros  en  los  viajes  por  mar. 

Art.  681.  No  habiéndose  convenido  en 
el  precio  del  pasaje,  el  Juez  ó  Tribunal 
civil  le  fijará  sumariamente,  previa  decla- 
ración de  peritos. 

Art.  682.  Si  el  pasajero  no  llegare  á 
bordo  á  la  hora  prefijada,  ó  abandonare  el 
buque  sin  permiso  del  capitán  cuando  éste 
estuviere  pronto  á  salir  del  puerto,  el  ca- 
pitán podrá  emprender  el  viaje  y  exigir  el 
precio  por  entero. 

Art.  G.S3.  El  derecho  al  pasaje,  si  fuere 
nominativo,  no  podrá  trasmitirse  sin  la 
aquiescencia  del  capitán  ó  consignatario. 
Art.  684.  Si  antes  de  emprender  el  via- 
je el  pasajero  muriese,  sus  herederos  no 
estarán  obligados  á  satisfacer  sino  la  mitad 
del  pas-ije  convenido. 

Si  estuvieren  comprendidos  en  el  precio 
convenido  los  gastos  de  manutención,  el 
Juez  ó  Tribunal  civil,  oyendo  los  peritos, 
si  lo  estimare  conveniente,  señalará  la  can- 
tidad que  ha  de  quedar  en  beneficio  del 
buque. 

En  el  caso  de  recibirse  otro  pasajero  en 
lugar  del  fallecido,  no  se  deberá  abono  al- 
guno por  dichos  herederos. 

Art.  68.Í.  Si  antes  de  emprender  el  via- 
je se  suspendiese  por  culpa  exclusiva  del 
capitán  ó  naviero,  los  pasajeros  tendrán 
derecho  á  la  devolución  del  pasaje  y  al  re- 
sarcimiento de  daños  y  perjuicios;  pero  si 
la  suspensión  fuere  debida  á  caso  fortuito 
ó  de  fuerza  mayor  ó  á  cuulquiera  otra  cau- 
sa independiente  del  capitán  ó  naviero,  los 
pasajeros  sólo  tendrán  derecho  á  la  devo- 
lución del  pasaje. 

Art.  686.  En  caso  de  interrupción  del 
viaje  (íoinenzado,  los  pasajeros  sólo  estarán 
obligados  á  pagar  el  pasaje  en  proporción 
á  la  distancia  recorrida,  y  sin  derecho  á 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  si  la 
interrupción  fuere  debida  á  caso  fortuito  ó 
de  fuerza  mayor,  pero  con  derecho  á  in- 
demnización si  la  interrupción  consistiese 
exclusivamente  en  el  capitán.  Si  la  inte- 
rrupción procediese  de  la  inhibiiitación 
del  Duque,  y  el  pasajero  se  conformare  con 
esperar  la  reparación,  no  podrá  cxigirsele 
ningún  aumento  de  precio  del  pasaje,  jiero 
será  de  su  cuenta  la  manutención  durante 
la  estadía. 

En  caso  de  retardo  de  la  salida  del  bu- 
que, los  pasajeros  tienen  derecho  á  perma- 
necerá bordo  y  á  la  alimentación  por  cuen- 
ta del  buque,  á  menos  que  el  retardo  sea 
debido  á  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 
Si  el  retardo  excediere  de  diez  días,  ten- 
rán  derecho  los  pasajeros  que  lo  soliciten 


á  la  devolución  del  pasaje;  y  si  fuera  debi- 
do exclusivamente  á  culpa  del  capitán  <> 
naviero,  podrán  además  reclamar  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios. 

El  buque  exclusivamente  destinado  al 
transporte  de  pasajeros,  debe  conducirlos 
directamente  al  puerto  ó  puertos  de  su  des- 
tino, cualquiera  que  sea  el  número  de  pa- 
sajeros, haciendo  todas  las  escalas  que 
tengan  marcadas  en  su  itinerario. 

Art.  687.  Rescindiendo  el  contrato  an- 
tes ó  después  de  emprendido  el  viaje,  el  ca- 
pitán tendrá  derecho  á  reclamar  lo  que  hu- 
biere suministrado  á  los  pa.sajeros. 

Art.  688.  En  todo  lo  relativo  á  la  con- 
servación del  orden  y  policía  á  bordo,  los 
pasajeros  se  someterán  á  las  disposiciones 
del  capitán,  sin  distinción  alguna. 

Art.  689.  La  conveniencia  ó  el  interés 
de  los  viajeros  no  obligarán  ni  facultarán 
al  capitán  para  recalar  ni  para  entrar  en 
puntos  que  separen  el  buque  de  su  derrota, 
ni  para  detenerse  en  los  que  deba  ó  tuviere 
precisión  de  tocar  más  tiempo  que  el  exi- 
gido por  las  atenciones  de  la  navegación. 

Art.  690.  No  habiendo  pacto  en  contra- 
rio, se  supondrá  comprendida  en  el  precio 
del  pasaje  la  manutención  de  los  pasajeros 
durante  el  viaje;  pero  si  fuere  de  cuenta  de 
éstos,  el  capitán  tendrá  obligación,  en  caso 
de  necesidad,  de  suministrarles  los  víveres 
precisos  para  su  sustento  por  un  precio  ra- 
zonable. 

Art.  691.  El  pasajero  será  reputado 
cargador  en  cuanto  á  los  efectos  que  lleve 
á  bordo,  y  el  capitán  no  responderá  de  lo 
que  aquél  conserve  bajo  su  inmediata  y 
peculiar  custodia,  á  no  ser  que  el  daño 
provenga  de  hecho  del  capitán  ó  de  la  tri- 
pulación. 

Art.  692.  El  capitán,  para  cobrar  el 
precio  del  pasaje  y  gastos  de  manutención, 
podrá  retener  los  efectos  pertenecientes  al 
pasajero,  y  en  caso  de  venta  de  los  mismos, 
gozará  de  preferencia  sobro  los  demás 
acreedores,  precediéndose  en  ello  como  si 
se  tratase  del  cobro  de  los  fletes. 

Art.  693.  En  caso  de  muerte  de  un  pa- 
sajero durante  el  viaje,  el  capitán  estará 
autorizado  para  tomar  respecto  del  cadá- 
ver las  disposiciones  que  exijan  las  circuns- 
tancias, y  guardará  cuidadosamente  lo.s 
papeles  y  efectos  que  hallare  á  bordo  per- 
tenecientes al  pasajero,  observando  cuanto 
dispone  el  caso  10  del  art.  600  á  propósito 
de  los  individuos  de  la  tripulación. 

Sección  sexta. 

Del  conocimiento. 

Art.  694.     El  capitán  y  <Ü  cargador  del 
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buque  tendrán  obligación  de  extender  el 
conocimiento,  en  el  cual  se  expres.;rá: 

I.**  El  nombre,  matricula  y  porte  del 
buque. 

2.°     El  del  capitán  y  su  domicilio. 

3."     El  puerto  de  carga  y  el  de  descarga. 

4."     El  nombre  del  cargador. 

5.^  El  nombre  del  consignatario,  si  el 
conocimiento  fuere  nominativo. 

6.°  La  cantidad,  calidad,  número  de 
los  bultos  y  marcas  de  las  mercaderías. 

7."     El  íiete  y  la  capa  contratados. 

El  conocimiento  podrá  ser  al  portador, 
á  la  orden  ó  á  nombre  de  persona  deter- 
minada, y  habrá  de  ñrmarse  dentro  de  las 
veinticuatro  iioras  de  recibida  la  carga  á 
bordo,  pudiendo  el  cargador  pedir  la  des- 
carga á  costa  del  capitán,  si  éste  no  lo  sus- 
cribiese, y  en  todo  caso  los  daños  y  perjui- 
cios que  por  ello  le  sobrevinieren. 

Art.  695.  Del  conocimiento  primordial 
se  sacarán  cuatro  ejemplares  de  igual  te- 
nor, y  lo  ñrmarán  todos,  el  capitán  y  el 
cargador.  De  éstos,  el  cargador  conservará 
uno  y  remitirá  otro  al  consignatario;  el 
capitán  tomará  dos,  uno  para  sí  y  otro 
para  el  naviero. 

Podrán  extenderse,  además,  cuantos 
conocimientos  estimen  necesarios  los  inte- 
resados; pero  cuando  fueren  á  la  orden  ó 
al  portador,  se  expresará  en  todos  los 
ejemplares;  ya  sea  de  los  cuatro  primeros 
ó  de  los  ulteriores,  el  destino  de  cada  uno, 
consignando  si  es  para  el  naviero,  para  el 
capitán,  para  el  cargador  ó  para  el  con- 
signatario. Si  el  ejemplar  destmado  á  este 
último  se  duplicare,  habrá  de  expresarse 
en  él  esta  circunstancia  y  la  de  no  ser  va- 
ledero sino  en  defecto  del  primero. 

Art.  696.  Los  conocimientos  al  portador 
destinados  al  consignatario  serán  trans- 
feribles  por  la  entrega  material  del  docu- 
mento, y  en  virtud  de  endoso  los  exten- 
didos á  la  orden. 

En  ambos  casos,  aquel  á  quien  se  trans- 
íiera  el  conocimiento,  adquirirá  sobre  las 
mercaderías  expresadas  en  él  todos  los  de- 
rechos y  acciones  del  cedente  ó  del  endo- 
sante. 

Art.  697.  El  conocimiento,  formalizado 
con  arreglo  á  las  disposiciones  do  este  Ti- 
tulo, hará  fe  entre  todos  los  interesados  en 
la  carga,  y  entre  éstos  y  los  aseguradores, 
quedando  á  salvo  para  los  últimos  la  prue- 
Vja  en  contrario. 

Art.  098.  Si  no  existiere  conformidad 
entre  los  conocimientos,  y  en  ninguno  se 
advirtiere  enmienda  ó  raspadura,  harán 
fe  contra  el  capitán  o  el  naviero  y  en  fa- 
vor del  cargador  6  del  consignatario,  los 
que  éstos  posean  extendidos   y  firmados 


por  aquél;  y  en  contra  del  cargador  ó  con- 
signatarios y  en  favor  del  capitán  ó  navie- 
ro, los  que  éstos  posean  extendidos  y  fir- 
mados por  el  cargador. 

Art.  699.  El  portador  legitimo  de  un 
conocimiento  que  deje  de  presentárselo  al 
capitán  del  buque  antes  de  la  descarga, 
obligando  á  éste  por  tal  comisión  á  (jue  lla- 
ga el  desembarco  y  ponga  la  c.irga  en  de- 
pósito, responderá  de  los  gastos  de  alma- 
cenaje y  demás  que  por  ello  se  originen. 

Art.  700.  El  capitán  no  puede  variar 
por  sí  el  destino  de  las  mercaderías.  Al 
admitir  esta  variación  á  instancia  del  car- 
gador, deberá  recoger  antes  los  conoci- 
mientos que  hubiere  expedido,  so  pena  de 
responder  del  cargamento  al  portador  le- 
gítimo de  éstos. 

Art.  701.  Sí  antes  de  hacer  la  entrega 
del  cargamento  se  exigiere  al  capitán  nue- 
vo conocimiento,  alegando  que  la  no  pre- 
sentación de  los  anteriores  consiste  en  ha- 
berse extraviado  ó  en  alguna  otra  causa 
justa,  tendrá  obligación  de  darlo,  siempre 
aue  se  le  afiance  á  su  satisfacción  el  valor 
del  cargamento;  pero  sin  variar  la  consig- 
nación, y  expresando  en  él  las  circunstan- 
cias prevenidas  en  el  último  párrafo  del 
art.  695,  cuando  se  trata  de  los  conoci- 
mientos á  que  el  mismo  se  refiere,  bajo  la 
pena,  en  otro  caso,  de  responder  de  dicho 
cargamento,  si  por  su  omisión  fuese  en- 
tregado indebidamente. 

Art.  702.  Si  antes  de  hacerse  el  buque 
á  la  mar,  falleciere  el  capitán,  ó  cesare  en 
su  oficio  por  cualquier  accidente,  los  car- 
gadores tendrán  derecho  á  pedir  al  nuevo 
capitán  la  ratificación  de  los  primeros  co- 
nocimientos, y  éste  deberá  darla,  siempre 
que  le  sean  presentados  ó  devueltos  todos 
los  ejemplares  que  se  hubieran  expedido 
anteriormente,  y  resulte  del  conocimiento 
de  la  carga  que  se  halla  conforme  con  ios 
mismos. 

Los  gastos  que  se  originen  del  reconoci- 
miento de  la  carga  serán  de  cuenta  del  na- 
viero, sin  perjuicio  de  repetirlos  éste  con- 
tra el  primer  capitán,  si  dejó  de  serlo  por 
culpa  suya.  No  haciéndose  tal  reconoci- 
miento, se  entenderá  que  el  nuevo  capitán 
acepta  la  carga  como  resulte  de  los  cono- 
cimientos exj)edidos. 

Art.  703.  Los  conocimientos  produci- 
rán acción  sumarisima  ó  do  apremio,  se- 
gún los  casos,  para  la  entrega  del  carga- 
mento y  el  pago  de  los  fieles  y  gastos  que 
hayan  producido. 

Art.  704.  Si  varias  personas  presenta- 
ren conocimientos  al  portador,  ó  á  la  orden 
endosados  á  su  favor,  en  reclamación  de 
las  mismas  mercaderías,  el  capitán  prefe 
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rirá  para  su  entrega  á  la  que  presente  el 
ejemplar  que  hubiere  expedido  primera- 
mente, salvo  el  caso  de  que  el  posterior  lo 
hubiera  sido  por  justiftcación  del  extravío 
de  aquél,  y  aparecieren  ambos  en  manos 
diferentes. 

En  este  caso,  como  en  el  de.  presentarse 
sólo  segundo  ó  ulteriores  ejemplares  que 
se  hubieren  expedido  sin  esa  justiñcación, 
el  capitán  acudirá  al  Juez  ó  Tribunal  ci- 
vil para  que  verifique  el  depósito  de  las 
mercaderías  y  se  entreguen  por  su  media- 
ción á  quien  sea  procedente. 

Art.  705.  La  entrega  del  conocimiento 
producirá  la  cancelación  de  todos  los  reci- 
bos provisionales  de  fecha  anterior,  dados 
por  el  capitán  ó  sus  subalternos  en  res- 
guardo de  las  entregas  parciales  que  les 
hubieren  hecho  del  cargamento. 

Art.  706.  Entregado  el  cargamento,  se 
devolverán  al  capitán  los  conocimientos 
que  firmó,  ó  al  menos  el  ejemplar  bajo  el 
cual  se  haga  la  entrega,  con  el  recibo  de 
las  mercaderías  consignadas  en  el  mismo. 

La  morosidad  del  consignatario  le  hará 
responsable  de  los  perjuicios  que  la  dila- 
ción pueda  ocasionar  al  capitán. 

CAPÍTULO  II 

DEL    CONTRATO    Á    LA    GRUESA    Ó   PRÉSTAMO    Á 
RIESGO   MARÍTIMO 

Art.  707.  Se  reputará  préstamo  á  la 
gruesa  ó  á  riesgo  marítimo,  aquel  en  que, 
bajo  cualquiera  condición ,  dependa  el 
reembolso  de  la  suma  prestada  y  el  premio 
por  ella  convenido,  del  feliz  arribo  á  puer- 
to de  los  efectos  sobre  que  esté  hecho,  ó 
del  valor  que  obtengan  en  caso  de  si- 
niestro. 

Art.  708.  Los  contratos  á  la  gruesa  po- 
drán celebrarse: 

1.°     Por  escritura  pública. 

2.°  Por  medio  de  póHza  firmada  por  las 
partes  y  el  corredor  que  interviniere. 

3.°     Por  documento  privado. 

De  cualquiera  de  estas  maneras  que  se 
celebre  el  contrato,  se  anotará  en  el  certi- 
ficado de  inscripción  del  buque  y  se  toma- 
rá de  él  razón  en  el  registro  mercantil, 
sin  cuyos  requisitos  los  créditos  de  este 
origen  no  tendrán  respecto  á  los  demás  la 
preferencia  que  según  su  naturaleza  les 
corresponda,  aunque  la  obligación  será 
eficaz  entre  los  contratantes. 

Los  contratos  celebrados  durante  el  via- 
je se  regirán  por  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 571  y  599,  y  surtirán  efecto  respec- 
to de  terceros  desde  su  otorgamiento,  si 
fueren  inscritos  en  el  registro  mercantil 


del  puerto  de  la  matrícula  del  buque  antes 
de  transcurrir  los  ocho  días  siguientes  á  su 
arribo.  Si  transcurrieran  los  ocho  días  si» 
haberse  hecho  la  inscripción  en  el  registro 
mercantil,  los  contratos  celebrados  duran- 
te el  viaje  de  un  buque  no  surtirán  efecto 
respecto  de  terceros  sino  desde  el  día  y 
lecha  de  la  inscripción. 

Para  que  las  pólizas  de  los  contratos  ce- 
lebrados con  arreglo  al  núm.  3."  tengan 
fuerza  ejecutiva,  precederá  el  reconoci- 
miento de  la  firma. 

Los  contratos  que  no  consten  por  escri- 
to no  producirán  acción  en  juicio. 

Art.  709.  En  el  contrato  á  la  gruesa  se 
deberáa  expresar: 

1,°  La  clase,  nombre  y  matrícula  del 
buque. 

2."  El  nombre,  apellido,  y  domicilio  del 
capitán. 

3.°  Los  nombres,  apellido  y  domicilio 
del  que  da  y  del  que  toma  el  préstamo. 

4."  El  capital  del  préstamo  y  el  premio 
convenido. 

5.°    El  plazo  del  reembolso. 

6.°  Los  objetos  pignorados  á  su  rein- 
tegro. 

7."    El  viaje  porelcualse  corra  el  riesgo. 

Art.  710.  Los  contratos  podrán  exten- 
derse á  la  orden,  en  cuyo  caso  serán  trans- 
feribles  por  endoso,  y  adquirirá  el  cesio- 
nario todos  los  derechos  y  correrá  todos 
los  riesgos  que  correspondieren  al  endo- 
sante. 

Art.  711.  Podrán  hacerse  préstamos 
en  efectos  y  mercaderías,  fijándose  su  va- 
lor para  determinar  el  capital  del  prés- 
tamo. 

Art.  712.  Los  préstamos  podrán  cons- 
tituirse conjunta  ó  separadamente: 

1."     Sobre  el  casco  del  buque. 

2."    Sobre  el  aparejo. 

3.**  Sobre  los  pertrechos,  víveres  y 
combustibles. 

4."  Sobre  la  máquina,  siendo  el  buque 
de  vapor. 

5.**    Sobre  mercaderías  cargadas. 

Si  se  constituyesen  sobre  el  casco  del  bu- 
que, se  entenderán  además  afectos  á  la 
responsabilidad  del  préstamo  el  aparejo, 
pertrechos  y  demás  efectos,  víveres,  com- 
bustibles, máquinas  de  vapor  y  los  fletes 
ganados  en  el  viaje  del  préstamo. 

Si  se  hiciere  sobre  la  carga,  quedará 
afecto  al  reintegro  todo  cuanto  la  consti- 
tuya; y  si  sobre  un  objeto  particular  del 
buque'ó  de  la  carga,  sólo  afectará  la  res- 
ponsabilidad al  que  concreta  y  determina- 
damente se  especifique. 

Art.  713.  No  se  podrá  prestar  á  la 
gruesa  sobre  los  salarios  de  la  tripulación 
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ni  sobre  las  ganancias  que  se  esperen. 

Art.  714.  Si  el  prestador  probare  que 
prestó  mayor  cantidad  que  la  del  valor  del 
objeto  sobre  que  recae  el  préstamo  á  la 
gruesa,  por  haber  empleado  el  prestamista 
medios  fr.iudulentos,  el  préstamo  será  vá- 
lido sólo  por  la  cantidad  en  que  dicho  ob- 
jeto se  lase  pericialmente. 

El  capit  J  sobrante  se  devolverá  con  el 
interés  legal  por  todo  el  tiempo  que  dura- 
se el  desembolso. 

Art.  715.  Si  el  importe  total  del  présta- 
mo para  cargar  el  buque  no  se  empleare 
en  la  carga,  el  sobrante  se  devolverá  antes 
de  la  expedición. 

Se  procederá  de  igual  manera  con  los 
efectos  tomados  á  préstamo,  si  no  se  hu- 
biesen poiido  cargar. 

Art.  716.  El  préstamo  que  el  capitán 
tomare  en  el  punto  de  residencia  de  los 
propietarios  del  buque  sólo  afectará  á  la 
parte  de  éste  que  pertenezca  al  capitán,  si 
no  hubieren  dado  su  autorización  expresa 
ó  intervenido  en  la  operación  los  demás 
propietarios  ó  sus  apoderados. 

Si  alguno  ó  Jgunos  de  los  propietarios 
fueren  requeridos  para  que  entreguen  la 
cantidad  nei;esaria  á  la  reparación  ó  apro- 
visionamiento del  buque,  y  no  lo  hicieren 
dentro  de  veinticuatro  horas,  la  parte  que 
los  negligentes  tengan  en  la  propiedad, 
quedará  afecta  en  la  debida  proporción  á 
la  responsal)i!idad  del  préstamo. 

Fuera  de  la  residencia  de  los  propieta- 
rios, el  capitán  podrá  tomar  préstamos 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
571  y  599. 

Art.  717.  No  llegando  á  ponerse  en 
riesgo  los  efectos  sobre  que  se  toma  dine- 
ro, el  contrato  quedará  reducido  á  un 
préstamo  sencillo  ,  con  obligación  en  el 
prestatario  de  devolver  capital  é  intereses 
al  tipo  legal,  si  no  fuese  menor  el  conve- 
nido. 

Art.  718.  Los  préstamos  hechos  duran- 
te el  viaje  tendrán  preferencia  sobre  los 
que  se  hifieron  antes  de  la  expedición  del 
buque,  y  se  graduarán  [)or  el  orden  inver- 
so al  de  sus  fechas. 

Los  préstamos  para  el  último  viaje  ten- 
drán preferencia  sobre  los  préstamos  an- 
teriores. 

En  concurrencia  de  varios  préstamos 
hechos  en  el  mismo  puerto  de  anubada 
forzosa  y  con  igual  motivo,  todos  se  paga- 
rán á  prorrata. 

Art.  719.  Las  acrjones  correspondien- 
tes al  prestador  .se  extinguirán  con  la  pér- 
dida absoluta  de  los  efectos  sobre  que  se 
hizo  el  préstamo,  si  procedió  de  accidente 
de  ra.ir  en  el  tiempo  y  durante  el  viaje  de- 


signados en  el  contrato,  y  constando  la 
existencia  de  la  carga  á  bordo;  pero  no 
sucederá  lo  mismo  si  jla  pérdida  provino 
de  vicio  propio  de  la  cosa,  ó  sobrevino  por 
culpa  ó  malicia  del  prestatario,  ó  por  bara- 
tería del  capitán,  ó  si  fué  causada  por  da- 
ños experimentados  en  el  buque  á  conse- 
cuencia de  emplearse  en  el  contrabando, 
ó  si  procedió  de  cargar  las  mercaderías  en 
buque  diferente  del  que  se  designó  en  el 
contrato,  salvo  si  este  cambio  se  hubiera 
hecho  por  causa  de  fuerza  mayor. 

La  prueba  de  la  pérdida  incumbe  al  qne 
recibió  el  préstamo,  así  como  también  la 
de  la  existencia  en  el  buque  de  los  efectos 
declarados  al  prestador  como  objeto  de 
préstamo. 

Art.  720.  Los  prestadores  á  la  gruesa 
soportarán  á  prorrata  de  su  interés  res- 
pectivo las  averías  comunes  que  ocurran 
en  las  cosas  sobre  que  se  hizo  el  préstamo. 

En  las  averías  simples,  á  falta  de  con- 
venio expreso  de  los  contratantes,  contri- 
buirán también  por  su  interés  respectivo 
el  prestadora  la  gruesa,  no  perteneciendo 
á  las  especies  de  riesgos  exceptuados  en  el 
artículo  anterior. 

Art.  721.  No  habiéndose  fijado  en  el 
contrato  el  tiempo  por  el  cual  el  mutuante 
correrá  el  riesgo,  durará  en  cuanto  el  bu- 
que, máquinas,  aparejo  y  pertrechos,  des- 
de el  momento  de  hacerse  éste  á  la  mar 
hasta  el  de  fondear  en  el  puerto  de  su  des- 
tino; y  en  cuanto  á  las  mercaderías,  desde 
que  se  carguen  en  la  playa  ó  muelle  del 
puerto  de  la  expedición  hasta  descargarlas 
en  el  de  consignación. 

Art.  722  En  caso  de  naufragio,  la  can- 
tidad afecta  á  la  devolución  del  préstamo 
se  reducirá  al  producto  de  los  efectos  sal- 
vados, deducidos  los  gastos  de  salvamento. 

Si  el  préstamo  fuere  sobre  el  buque  ó 
alguna  de  sus  partes,  los  fletes  realizados 
en  el  viaje  para  que  aquél  se  haya  hecho, 
responderán  también  á  su  pago  en  cuanto 
alcancen  para  ello. 

Art.  723.  Si  en  un  mismo  buque  ó  car- 
ga concurrieren  préstamo  á  la  gruesa  y 
seguro  marítimo,  el  valor  de  lo  que  fuere 
salvado  se  dividirá,  en  caso  de  naufragio, 
entre  el  mutuante  y  el  asegurador,  en 
proporción  del  interés  legitimo  de  cada 
uno,  tomando  en  cuenta  para  esto  única- 
mente el  capital  por  lo  tocante  al  présta- 
mo, y  sin  perjuicio  del  derecho  preferente 
de  otros  acreedores,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 568. 

Art.  724.  Si  en  el  reintegro  del  prés- 
tamo hubiere  demora  por  el  capital  y  sus 
Í)remios,  salo  el  primero  devengará  rédito 
eeral. 


334 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


CAPITULO  III 

DE   LOS  SEGUROS  MARÍTIMOS 

Sección  primera. 
De   la  forma  de   este    contrato. 

Art.  725.  Para  ser  válido  el  contrato 
de  seguro  maritimo,  habrá  de  constar  por 
escrito  en  póliza  firmada  por  los  contra- 
tantes. 

Esta  póliza  se  extenderá  y  firmará  por 
duplicado,  reservándose  un  ejemplar  cada 
una  de  las  partes  contratantes. 

Art.  726.  La  pól.za  del  contrato  de  se- 
guro contendi-á,  además  de  las  condicio- 
nes que  libremente  consignen  los  intei*e- 
sados,  los  requisitos  siguientes: 

1.°  Fecha  del  contrato,  con  expresión 
de  la  hora  en  que  queda  convenido. 

2.°  Nombre,  apellidos  y  domicilio  del 
asegurador  y  asegurado. 

3.*  Concepto  en  que  contrata  el  asegu- 
rado, expresando  si  obra  por  si  ó  por  cuen- 
ta de  otro. 

En  este  caso  el  nombre,  apellidos  y  do- 
micilio de  la  persona  en  cuyo  nombre  .se 
hace  el  seguro. 

4.°  Nombre,  puerto,  pabellón,  matrí- 
cula del  buque  asegurado  ó  del  que  con- 
uzca  los  efectos  asegurados. 

5.°     Nombre  y  domicilio  del  capitán. 

6.°  Puerto  ó  rada  en  que  han  sido  ó 
deberán  ser  cargadas  las  mercaderías  ase- 
guradas. 

7.°  Puerto  de  donde  el  buque  ha  parti- 
do ó  debe  partir. 

8.°  Puertos  ó  radas  en  que  el  buque 
debe  cargar,  descargar  ó  hacer  escalas  por 
cualquier  motivo. 

9.°  Naturaleza  y  calidad  de  los  objetos 
asegurados. 

lu.  Número  de  los  fardos  ó  bultos  de 
cualquier  clase,  y  sus  marcas,  si  las  tu- 
vieren. 

11.  Época  en  que  deberá  comenzar  y 
terminar  el  rie.sgo. 

12.  Cantidad  asegurada. 

13.  Precio  convenido  por  el  aseguro  y 
lugar,  tiempo  y  forma  de  su  pago. 

14.  Parte  del  premio  que  corresponda 
al  viaje  de  ida  y  al  de  vuelta,  si  el  seguro 
fuere  á  viaje  redondo. 

1.5.  Oljligación  del  asegurador  de  pagar 
el  daño  que  sobrevenga  á  los  efectos  ase- 
gurados. 

16.  El  lugar,  plazo  y  forma  en  que  ha- 
cía de  realizarse  el  pago. 

Art.  727.  Los  contratos  y  pólizas  de 
seguro  que  autoricen  los  agentes  consula- 
res en  el  extranjero,  siendo  hondurenos 


los  contratantes  ó  alguno  de  ellos,  tendrán 
igual  valor  legal  que  si  se  hubieren  verifi- 
cado con  intervención  de  corredor. 

Art.  728.  En  un  mismo  contrato  y  en 
una  misma  póliza  podrán  comprenderse  el 
seguro  del  buque  y  de  la  carga,  señalando 
el  valor  de  cada  cosa,  y  distinguiendo  las 
cantidades  aseguradas  sobre  cada  uno  de 
los  objetos,  sin  cuya  expresión  será  inefi- 
caz el  seguro. 

Se  podrá  también  en  la  póliza  fijar  pre- 
mios diferentes  á  cada  objeto  asegurado. 

Varios  aseguradores  podrán  suscribir 
una  misma  póliza 

Art.  729.  En  los  seguros  de  mercade- 
rías podrá  omitirse  la  designación  especí- 
fica de  ellas  y  dul  buque  que  haya  de  trans- 
portarlas, cu  indo  no  consten  estas  cir- 
cunstancias al  asegurado. 

Si  el  buque  en  estos  ca.sos  sufriere  acci- 
dente de  mar,  estará  obligado  el  asegura- 
do á  probar,  además  de  la  pérdida  del 
buque,  su  salida  del  puerto  de  carga,  el 
embarque  por  su  cuenta  de  los  efectos 
perdidos,  y  su  valor  para  reclamar  la  in- 
demnización. 

Art.  730.  Las  pólizas  del  seguro  podrán 
extenderse  á  la  orden  del  asegurado,  en 
cuyo  caso  serán  endosables. 

Sección  segunda. 

De  las  cosas  que  pueden  ser  aseguradas,  y  de  su 
evaluación. 

Art.  731.  Podrán  ser  ol)jeto  del  seguro 
maritimo: 

1.°  El  casco  del  buque  en  lastre  ó  car- 
gado, en  puerto  ó  en  viaje. 

2."     El  aparejo. 

3.°  La  máquina,  siendo  el  buque  de 
vapor. 

4.*  Todos  los  pertrechos  y  objetos  que 
constituyan  el  armamento. 

5.°     Víveres  y  combustible. 

6."    Las  cantidades  dadas  á  la  gruesa. 

7."  El  importe  de  los  fletes  y  el  benefi- 
cio probable. 

8."  Todos  los  objetos  comerciales  suje- 
tos al  riesgo  de  navegación,  cuyo  valor 
pueda  fijarse  en  cantidad  determinada. 

Art.  732.  Podrán  asegurarse  todos  ó 
parte  de  los  objetos  expresados  en  el  ar- 
tículo anterior,  junta  ó  separadamente,  en 
tiempo  de  paz  ó  de  guerra,  por  viaje  ó  á 
término,  ])or  viaje  sencillo  ó  por  viaje  re- 
dondo, sobre  buenas  ó  malas  noticias. 

Art.  733.  Si  se  exi)resare  genéricamen- 
te en  la  póliza  que  el  seguro  se  hacia  sobre 
el  buíjue,  se  entenderán  comprendidos  en 
él  las  máquinas,  aparejo,  pertrechos,  cuan- 
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to  esté  adscrito  al  buque;  pero  no  su  car- 
gamento, aunque  pertenezca  al  mismo  na- 
viero. 

En  el  seguro  genérico  de  mercaderías 
no  se  reputarán  comprendidos  los  metales 
amonedados  ó  en  lingotes,  las  piedras  pre- 
ciosas ni  las  municiones  de  guerra. 

Art.  734.  El  seguro  sobre  el  flete  po- 
drá hacerse  por  el  cargador,  por  el  fletan- 
te ó  el  capitán,  pero  estos  no  podrán  ase- 
gurar el  anticipo  que  hubieren  recibido  á 
cuenta  de  su  flete  sino  cuando  hayan  pac- 
tado expresamente  que,  en  caso  de  no  de- 
vengarse aquél  por  naufragio  ó  pérdida 
de  la  carga,  devolverán  la  cantidad  re- 
•cibida. 

Art.  735.  En  el  seguro  de  flete  se  ha- 
brá de  expresar  la  suma  á  que  asciende, 
la  cual  no  podrá  exceder  de  lo  que  aparez- 
ca en  el  contrato  de  fletamento. 

Art.  736.  El  seguro  de  beneficios  se  re- 
girá por  los  pactos  en  que  convengan  los 
contratantes,  pero  habrán  de  consignarse 
en  la  póliza: 

1.°  La  cantidad  determinada  en  que 
fija  el  asegurado  el  beneflcio,  una  vez  lle- 
gado felizmente  y  vendido  eí  cargamento 
en  el  puerto  de  destino. 

2."  La  obligación  de  reducir  el  seguro, 
si  comparado  el  valor  obtenido  en  la  ven- 
ta, descontados  gastos  y  flete-,  con  el  va- 
loi*de  compra,  resultare  menor  que  el  va- 
luador  en  el  seguro. 

Art.  737.  Podrá  el  asegurador  hacer 
asegurar  por  otros  los  efectos  por  él  ase- 
gurados, en  todo  ó  en  parte,  con  el  mismo 
ó  diferente  premio,  asi  como  el  asegurado 
podrá  también  asegurar  el  costo  del  se- 
guro y  el  riesgo  que  jiueda  correr  en  la 
cobranza  del  primer  asegurador. 

Art.  738.  Si  el  capitán  contratare  el 
seguro,  ó  el  dueño  de  las  cosas  aseguradas 
fuere  en  el  mismo  buque  que  las  porteare, 
se  dejará  siempre  un  diez  por  ciento  á  su 
riesgo,  no  habiendo  pacto  expreso  en  con- 
trarío. 

Art.  739.  En  el  seguro  del  buque  se 
entenderá  que  sólo  culire  el  seguro  las 
cnatro  quintas  })aries  de  su  importe  ó  va- 
lor, y  que  el  asegurado  corre  el  riesgo  por 
la  f|uinta  parte  restante,  á  no  hacerse 
constar  expresamente  en  la  póliza  pacto 
(,n  contrario. 

En  este  caso,  y  en  el  del  articulo  ante- 
rior, habrá  de  descontar.se  del  seguro  el 
importe  de  los  préstamos  tomados  á  la 
gruesa. 

Art.  740.  La  suscripción  de  la  póliza 
creará  una  presunción  legal  de  que  los 
aseguradores  admitieron  como  exacta  la 
'¿valuación   hetdia   en  ella  de  los   efectos 


asegurados,  salvo  los  casos  de  fraude  ó 
malicia. 

Si  apareciere  exagerada  la  evaluación, 
se  procederá  según  las  circunstancias  del 
caso,  a  saber: 

Si  la  exageración  hubiere  procedido  de 
error  y  no  de  malicia  imputable  al  asegu- 
rado, se  reducirá  el  seguro  á  su  verdadero 
valor,  fijado  por  las  partes  de  común 
acuerdo  ó  por  juicio  pericial.  El  asegura- 
dor devolverá  el  exceso  de  prim:i  recibida, 
reteniendo,  sin  embargo,  medio  por  ciento 
de  este  exceso. 

Si  la  exageración  fuere  por  fraude  del 
asegurado,  y  el  asegurado  lo  probare,  el 
seguro  será  nulo  .para  el  asegurado,  y  el 
asegurador  ganará  la  primí,  sin  perjuicio 
de  la  acción  criminal  que  le  corresponda. 

Art.  741.  La  reducción  del  valor  de  la 
moneda  nacional,  cuando  se  hubiere  fija- 
do en  extr.mjera,  se  hará  al  curso  corrien- 
te, en  el  lugar  y  en  el  día  en  que  se  firmó 
la  póliza. 

Art.  742.  Si  al  tiempo  de  realizarse  el 
contrato  no  se  hubiere  fijado  con  especifi- 
cación el  valor  de  las  cosas  asaguradas,  se 
determinará  éste: 

1."     Por  las  facturas  de  consignación. 

2."  Por  declaración  de  corredores  ó  pe- 
ritos, que  procederán  tomando  por  base 
de  su  juicio  el  precio  de  los  efectos  en  el 
puerto  de  salida,  con  más  los  gastos  de 
embarque,  fletes  y  aduanas. 

Si  el  seguro  recayere  sobre  mercaderías 
de  retorno  de  un  país  en  que  el  comercio 
se  hiciere  sólo  por  permuta,  se  arreglará 
el  valor  por  el  que  tuvieren  los  efectos 
permutados  en  el  puerto  de  salida,  con  to- 
dos los  gastos. 

Sección  tercera. 

Obligaciones  entre  el  asegurador  y  el  asegurado. 

Art.  743.  Los  aseguradores  indemniza- 
rán los  daños  y  perjuicios  que  los  ol)jetos 
asegui-ados  experimenten  por  alguna  de 
las  causas  siguientes: 

1.°  Varacla  ó  empeño  del  Ijuque,  con 
rotura  ó  sin  ella. 

2.°     Temporal. 

3.°     Naufragio. 

4."     Abordaje  fortuito. 

5.°  Cambio  de  derrota  durante  el  viaje 
ó  de  buque. 

6.»    Echazón. 

7."  Fuego  ó  explosión,  si  aconteciere 
en  mercaderías,  tanto  á  bordo  como  si  e.s- 
uviesen  depositadas  en  tierra,  siempre 
í|ue  se  hayan  alejado  f>or  orden  de  la  au- 
toridad competente  para  reparar  el  buque 
ó  beneficiar  el  cargamento,  ó  fuego  por 
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combustión  espontánea  en  las  carboneras 
de  los  buques  de  vapor. 

8°    Apresamiento. 

9.°     Saqueo. 

10.  Declaración  de  guerra. 

11.  Embargo  por  orden  del  Gobierno. 

12.  Retención  por  orden  de  potencia 
extranjera. 

13.  Represalias. 

14.  Y  cualesquiera  otros  accidentes  ó 
riesgos  de  mar. 

Los  contratantes  podrán  estipular  las 
excepciones  que  tengan  por  conveniente, 
mencionándolas  en  la  póliza,  sin  cuyo  re- 
quisito no  surtirán  efecto. 

Art.  744.  No  responderán  los  asegura- 
dores de  los  daños  y  perjuicios  que  sobre- 
vengan á  las  cosas  aseguradas  por  cual- 
quiera de  las  cau.sas  siguientes,  aunque  no 
se  hayan  excluido  en  la  póliza: 

1."  Cambio  voluntario  de  derrotero  de 
viaje  ó  de  buque,  sin  expreso  consenti- 
miento de  los  aseguradores. 

2.°  Separación  espontánea  de  un  con- 
voy, habiéndose  estipulado  que  iría  en 
conserva  con  él. 

3.°  Prolongación  de  viaje  á  un  puerto 
más  remoto  que  el  designado  en  el  seguro. 

4.°  Disposiciones  arbitrarias  y  contra- 
rias á  la  póliza  de  fletamento  ó  al  conoci- 
miento, tomadas  por  orden  del  fletante, 
cargadores  y  fletadores. 

5."  Baratería  de  patrón,  á  no  ser  que 
fuera  objeto  del  seguro. 

6.**  Mermas,  derrames  y  dispendios 
procedentes  de  la  naturaleza  de  las  cosas 
aseguradas. 

7.°  Falta  de  los  documentos  prescritos 
en  este  Código,  en  las  ordenanzas  y  regla- 
mentos de  marina  ó  de  navegación,  ú 
omisiones  de  otra  clase  del  capitán,  en 
contravención  de  las  disposiciones  admi- 
nistrativa.-, á  no  ser  que  se  haya  tomado 
á  cargo  del  asegurador  la  baratería  del 
patrón . 

En  cualquiera  de  estos  casos  los  ase- 
guradores liarán  suyo  el  premio,  siem- 
pre que  hubieren  comenzado  acorrer  el 
riesgo. 

Art.  74.5.  En  los  seguros  de  carga  con- 
tratados por  viaje  redondo,  si  el  asegura- 
dor no  encontrare  cargamento  para  el  re- 
torno, ó  solamente  encontrare  menos  de 
las  dos  terceras  partes  se  rebajará  el  pre. 
mió  de  multa  proporcionalmente  al  carga- 
mento que  trajere,  abonándose  además  al 
asegurador  medio  por  ciento  de  la  parte 
que  dejare  de  conducir. 

No  procederá,  sin  embargo,  rebaja  al- 
guna en  el  caso  deque  el  cargamento  se 
hubiere!  i  erdido  en  la  ida,  salvo  pacto  es- 


pecial que  modifique  la  disposición  de  este 
articulo, 

Art.  746.  Si  el  cargamento  fuere  ase- 
gurado por  varios  aseguradores  en  distin- 
tas cantidades,  pero  sin  designar  sefiala- 
damente  los  objetos  del  seguro,  se  pagará 
la  indemnización  en  caso  de  pérdida  ó 
averia  por  todes  los  aseguradores,  á  pro- 
rrata de  la  cantidad  asegurada  por  cada 
uno. 

Art.  747.  Si  fueren  designados  diferen- 
tes buques  para  cargar  las  cosas  asegura- 
das, pero  sin  expresar  la  cantidad  que  ha 
de  embarcarse  en  cada  buque,  podrá  el 
asegurados  distribuir  el  cargamento  como 
mejor  le  convenga,  ó  conducirlo  á  bordo 
de  uno  solo,  sin  que  por  ello  se  anule  la 
responsabilidad  del  asegurador. 

Mas  si  hubiere  hecho  expresa  mención 
de  la  cantidad  asegurada  sobre  cada  bu- 
que, y  el  cargamento  se  pusiere  á  bordo 
en  cantidades  diferentes  de  aquellas  que 
se  hubieren  .-eñalado  para  cada  uno,  el 
asegurador  no  tendrá  más  responsabilidad 
que  la  que  hubiere  contratado  en  cada  bu- 
que. Sin  embargo  cobi-ará  medio  por  cien- 
to del  exceso  que  se  hubiere  cargado  en 
ellos  sobre  la  cantidad  contratada. 

Si  quedare  algún  buque  sin  cargamento, 
se  entenderá  anulado  el  seguro  en  cuanto 
á  él,  mediante  el  abono  antes  expresado 
de  medio  por  ciento  sobre  el  excedente 
embarcado  en  los  demás. 

Art.  748.  Si  por  inhabilitación  del  bu- 
que antes  de  salir  del  puerto,  la  carga  se 
trasbordase  á  otro,  tendrán  los  asegurado- 
res opción  entre  continuar  ó  no  el  contra- 
to, aoonando  las  averias  que  hubieren 
ocurrido;  pero  si  la  inhabilitación  sobrevi- 
niere después  de  empezado  el  viaje,  corre- 
rán los  aseguradores  el  riesgo,  aun  cuan- 
do el  buque  fuere  de  diferente  porte  y  pa- 
bellón que  el  designado  en  la  póliza. 

Art.  749.  Si  no  se  hubiere  lijado  en  la 
póliza  el  tiempo  durante  el  cual  hayan  de 
correr  los  riesgos  por  cuenta  del  asegura- 
dor, se  observará  lo  prescrito  en  el  art.  721 
sobre  los  préstamos  á  la  gruesa. 

Art.  750.  En  los  seguros  á  término  fijo, 
la  responsabilidad  del  asegurador  cesará 
en  la  liora  en  que  cumpla  el  plazo  estipu- 
lado. 

Art.  751.  Si  por  conveniencia  del  ase- 
gurado las  mercaderías  se  descargaren  en 
un  puerto  más  próximo  que  el  designado 
para  rendir  el  viaje,  el  asegurador  hará 
suyo  sin  rebaja  alguna  el  premio  contra— 
tado. 

Art.  752.  Se  entenderán  comprendidos 
en  el  .seguro,  si  expresamente  no  se  hubie- 
ren excluido  en  la  póliza,  las  escalas  qu« 
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por  necesidad  se  hicieren  para  la  conser- 
vación del  buque  ó  de  su  cargamento. 

Art.  753.  El  asegurado  comunicará  al 
asegurador  por  el  primer  correo  siguiente 
al  en  que  él  las  recibiere,  y  por  telégrafo,  si 
lo  hubiere,  las  noticias  referentes  al  curso 
de  la  navegación  del  buque  asegurado,  y 
los  daños  ó  pérdidas  que  sufrieren  las  co- 
sas aseguradas,  y  responderá  de  los  daños 
y  perjuicios  que  por  su  omisión  se  oca- 
sionaren. 

Art.  754.  Si  se  perdieren  mercaderías 
aseguradas  por  cuenta  del  capitán  que 
mandare  el  buque  en  que  estaban  embar- 
cadas, habrá  aquél  de  justiñcar  á  los  ase- 
guradores la  compra  por  medio  de  las  fac- 
turas de  los  vendedores,  el  embarque  y 
conducción  en  el  buque  por  certiíicación 
del  Cónsul  hondureno  ó  autoridad  compe- 
tente, donde  no  lo  hubiere,  del  puerto 
donde  las  cargó,  y  por  los  demás  docu- 
mentos de  habilitación  y  expedición  de  la 
aduana. 

La  misma  oblig-ación  tendrán  todos  los 
asegurados  que  naveguen  con  sus  propias 
mercaderías,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  755.  Si  se  Imbiere  estipulado  en 
la  póliza  aumento  de  premio  en  caso  de 
sobrevenir  guerra,  y  no  se  hubiere  fijado 
el  tanto  del  aumento,  se  regulará  éste,  á 
falta  de  conformidad  entre  los  mismos  in- 
teresados, por  peritos  nombrados  en  la  for- 
ma que  establece  el  Código  de  Procedi- 
mientos, teniendo  en  consideración  las  cir- 
cunstancias del  seguro  y  los  riesgos  co- 
rridos. 

Art.  756.  La  restitución  gratuita  del 
buque  ó  su  cargamento  al  capitán  por  los 
apresadores  cederá  en  beneñcio  de  los  pro 
pietarios  respectivos,  sin  obligación  de  par 
te  de  los  aseguradores  de  pagar  las  canti- 
dades que  aseguraron. 

Art.  757.  Toda  reclamación  proceden- 
te del  contrato  de  seguro  habrá  de  ir  acom- 
pañada de  los  documentos  que  justifi- 
quen: 

í°  El  viaje  del  buque,  con  la  protesta 
del  capitán  ó  copia  certiñcada  del  libro  de 
navegación. 

2°  El  embarque  de  los  objetos  asegu- 
rados, con  el  (conocimiento  y  documentos 
de  expedición  de  aduanas. 

3.°    El  cont'^ato  de  seguro  con  la  póliza. 

4."  La  pérdida  de  las  cosas  asegura- 
das, con  los  mismos  documentos  del  nú- 
mero 1.°  y  la  declaración  de  la  tripula- 
ción, si  fuere  preciso. 

Además  .se  fijará  el  descuento  de  los  ob- 
jetos asegurados,  previo  el  reconocimiento 
de  peritos. 

Los  aseguradores  podrán  contradecir  la 


reclamación,  y  se  les  admitirá  sobre  ello 
prueba  en  juicio. 

Art.  758.  Presentados  los  documentos 
justificativos,  el  asegurador  deüerá,  hallán- 
dolos conformes  y  justificada  la  pérdida, 
pagar  la  indemnización  al  asegurado  den- 
tro del  plazo  estipulado  en  la  póliza,  y  en 
su  defecto,  á  los  diez  días  de  la  reclama- 
ción. 

Mas  si  el  asegurador  la  rechazare  y  con- 
tradijere judicialmente,  podrá  depositar  la 
cantidad  que  resultare  de  los  justificantes 
ó  entregarla  al  asegurado  mediante  fianza 
suficiente,  decidiendo  lo  uno  ó  lo  otro  el 
tribunal  correspondiente. 

Art.  759.  Si  el  buque  asegurado  sufrie- 
re daño  por  accidente  de  mar,  el  asegura- 
dor pagará  únicamente  las  dos  terceras 
partes  de  los  gastos  de  reparación,  hágase 
ó  no.  En  el  primer  caso,  el  importe  de  los 
gastos  se  justificará  por  los  medios  reco- 
nocidos en  el  Derecho;  en  el  segundo  se 
apreciará  por  peritos. 

Sólo  el  naviei^o,  ó  el  capitán  autoriza- 
do para  ello,  podrán  optar  por  la  no  repa- 
ración del  buque. 

Art.  760.  Si  por  consecuencia  de  la  re- 
paración, el  valor  del  buque  aumentare  en 
más  de  una  tercera  parte  del  que  se  le  hu- 
biere dado  en  el  seguro,  el  asegurador  pa- 
gará los  dos  tercios  del  importe  de  la  re- 
paración, descontando  el  mayor  valor  que 
ésta  hubiere  dado  al  buque. 

Mas  si  el  asegurado  probase  que  el  ma- 
yor valor  del  buque  no  procedía  de  la  re- 
paración, sino  de  ser  el  buque  nuevo  y  ha- 
ber ocurrido  la  avería  en  el  primer  viaje, 
ó  que  lo  eran  las  máqu.nas  ó  aparejo  y 
pertrechos  destrozados,  no  se  hará  la  de- 
ducción del  aumento  de  valor,  y  el  asegu- 
rador pagará  los  dos  tercios  de  la  repara- 
ción, conforme  á  la  regla  6.*  del  art.   842. 

Art.  761.  Si  las  reparaciones  excedie- 
ren de  las  tres  cuartas  partes  del  valor  del 
buque,  se  entenderá  que  está  inhabilitado 
para  navegar,  y  procederá  el  abandono;  y 
no  haciendo  esta  declaración,  abonarán 
los  aseguradores  el  importe  del  seguro,  de- 
ducido el  valor  del  buque  averiado  ó  de 
sus  restos. 

Art  762.  Cuando  se  trate  de  indemni- 
zaciones procedentes  de  averia  gruesa,  ter- 
minadas las  operaciones  de  arreglo,  liqui- 
dación y  pago  de  la  mism;i,  el  asc!gurado 
entregará  al  a.segurador  todas  las  cuentas 
y  documentos  justificativos  en  reclamación 
de  la  indemnización  de  las  cantidades  que 
le  hul)ieren  correspondido.  El  asegurador 
examinará  á  su  vez  la  liquidación,  y  ha- 
llándola conforme  á  las  condiciones  de  la 
póliza,  estará  obligado  á  pagar  al  asegura- 
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do  la  cantidad  correspondiente  dentro  del 
plazo  convenido,  ó  en  su  defecto  en  el  de 
ocho  días.  Desde  esta  fecha  comenzará  á 
devengar  interés  la  suma  debida. 

Si  el  asegurador  no  encontrare  la  liqui- 
dación conforme  con  lo  (  onvenido  en  la 
póliza,  podra  reclamar  ante  el  tribunal 
competente  en  el  mismo  plazo  de  ocho 
días,  constituyendo  en  depósito  la  canti- 
dad reclamada. 

Art.  763.  En  ningún  caso  podrá  exi- 
girse al  asegurador  una  suma  mayor  que 
la  del  importe  total  del  seguro,  sea  que  el 
buque  ísalvado,  después  de  una  arribada 
forzó  a  para  repartición  de  averia,  se  pier- 
da, sea  que  la  parte  que  haya  de  pagarse 
por  la  avería  gruesa  importe  más  que  el  se- 
guro, ó  que  el  costo  de  diferentes  averías 
y  reparaciones  en  un  mismo  viaje  ó  den- 
tro del  plazo  del  seguro,  excedan  de  la  su- 
ma asegurada. 

Art.  764.  En  los  casos  de  averia  sim- 
ple, respecto  á  las  mercaderías  asegura- 
das, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1."  Todo  lo  que  hubiere  desaparecido 
por  robo,  pérdida,  venta  en  viaje,  por  cau- 
sa de  deterioi'o,  ó  por  cualquiera  de  los  ■ 
accidentes  marítimos  comprendidos  en  el 
contrato  del  seguro,  será  justiMcado  con 
arreglo  al  valor  de  la  factura,  ó  en  su  de- 
fecto por  el  que  se  le  hubiere  dado  en  el 
seguro,  y  el  asegurador  pagará  su  importe. 

2.*  En  el  caso  de  que  llegado  el  buque 
á  buen  puerto,  resulten  averiadas  en  todo 
ó  en  parte,  los  peritos  harán  constar  el 
valor  que  tendrían  si  hubieren  llegado  en 
estado  sano,  y  el  que  tengan  en  su  estado 
de  deterioro. 

La  diferencia  entre  ambos  valores  líqui- 
dos, hecho  además  el  descuento  de  los  de- 
rechos de  aduanas,  fletes  y  cualesquiera 
otros  análogos,  constituirá  el  valor  ó  im- 
porte de  la  avería,  sumándole  los  gastos 
causados  por  los  peritos  y  otros,  si  los  hu- 
biere. 

Híi.biendo  recaído  la  averia  sobre  todo 
el  cargamento  asegurado,  el  asegurador 
pagará  en  su  totalidad  el  demérito  que 
resulte;  mas  si  sólo  alcanzare  á  una  parte, 
el  asegurado  será  reintegrado  en  la  pi'o- 
porción  correspondiente. 

Si  hubiere  sido  ol)jeto  de  un  seguro  es- 
pecial el  beneficio  probable  del  cargador, 
se  liquidará  separadamente. 

Art.  765.  Fijada  por  loá  peritos  la  ave- 
ría simple  de  un  l)uque,  el  asegurado  jus- 
tificará su  dcreciio  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  cl  linal  del  número  9."  del  ar- 
tículo iuü-í,  y  el  asegurador  pagará  «n  con- 
formidad á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
846  y  847. 


Art.  766.  El  asegurador  no  podrá  obli- 
gar al  asegurado  á  que  venda  el  objeto  del 
seguro  para  fíjar  su  valor. 

Art.  767.  Si  la  valuación  de  las  cosas 
aseguradas  hubiere  de  hacerse  en  país  ex- 
tranjero, se  observarán  las  leyes,  usos  y 
costumbres  del  país  en  que  haya  de  ideali- 
zarse, sin  perjuicio  de  someterse  á  las 
prescripciones  de  este  Código  para  la  com- 
probación de  los  hechos. 

Art.  768.  Pasada  por  el  asegurador  lá 
cantidad  asegurada,  se  subrogará  en  el 
lugar  del  asegurado  para  todos  los  dere- 
chos y  acciones  que  correspondan  contra 
los  que  por  malicia  ó  culpa  causaron  la 
pérdida  de  los  efectos  asegurados. 

Sección  cuarta. 

De  los  casos  en  que  se  anuí»,  rescinde  ó  modifica 
el  contrato  de  seguro. 

Art.  769.  Será  nulo  el  contrato  de  se- 
guro que  recayere: 

1.°  Sobre  los  buques  ó  mercaderías 
alectos  anteriormente  á  un  préstamo  á  la 
gruesa  por  todo  su  valor. 

Si  el  préstamo  á  la  gruesa  no  fuere  por 
el  valor  entero  del  buque  ó  de  las  merca- 
derías, podrá  subsistir  el  seguro  en  la  par- 
te que  exceda  al  importe  del  préstamo 

2."  Sobre  la  vida  de  tripulantes  y  pa- 
sajeros. 

3.°     Sobre  los  sueldos  de  la  tripulación. 

4.°  Sobre  géneros  de  ilícito  comercio 
en  el  país  del  pabellón  del  buque. 

5.°  Sobre  buque  deiiicado  liabitualmen- 
te  al  contrabando,  ocurriendo  el  daño  ó 
pérdida  por  haberlo  hecho,  en  cuyo  caso 
se  abonará  al  asegurador  el  medio  por 
ciento  de  la  cantidad  asegurada. 

6.°  Sobre  un  bupue  que,  sin  mediar 
fuerza  mayor  que  lo  impida,  no  se  hiciere 
á  la  mar  en  los  seis  meses  siguientes  á  la 
fecha  de  la  póliza,  en  cuyo  caso,  además 
de  la  anulación,  procederá  el  abono  de 
medio  por  ciento  al  asegurador  de  la  suma 
asegurada. 

7."  Sobre  buque  que  deje  de  empren- 
der el  viaje  contratado,  ó  se  dirija  á  un 
punto  distinto  del  estipulado;  en  cuyo  caso 
procederá  también  el  abono  al  asegurador 
del  medio  por  ciento  de  la  cantidad  ase- 
gurada. 

8."  Sobre  cosas  en  cuya  valoración  se 
hubiere  cometido  falsedad  á  sabiendas. 

Art.  770.  Si  se  hubieren  realizado  sin 
fraude  diferentes  (;on tratos  de  seguro  so- 
bre un  mismo  objeto,  subsistirá  únicamen- 
te el  primero,  con  tal  que  cubra  todo  su 
valor. 
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Los  aseguradores  de  fecha  posterior  que- 
darán libres  de  responsabilidad  y  percibi- 
rán un  medio  por  ciento  de  la  cantidad 
asegurada. 

No  cubriendo  el  primer  contrato  el  va- 
lor integro  del  objeto  asegurado,  recaerá 
la  responsabilidad  del  exceso  sobre  los 
aseguradores  que  contrataron  con  poste- 
rioridad, siguiendo  el  orden  de  fechas. 

Art.  771.  El  asegurado  no  se  libertará 
de  pagar  los  premios  íntegros  á  los  dife- 
rentes aseguradores,  si  no  hiciere  saber  á 
los  postergados  la  rescisión  de  sus  contra- 
tos antes  de  haber  llegado  el  o!jjeto  asegu- 
rado al  puerto  del  destino. 

Art.  772.  El  seguro  hecho  con  poste- 
rioridad á  la  pérdida,  averia  ó  feliz  arribo 
del  objeto  asegurado  al  puerto  del  destino, 
será  nulo  siempre  que  pueda  presumirse 
racionalmente  que  la  noticia  de  lo  uno  ó 
de  lo  otro  habia  1  egadoá  conocimiento  de 
alguno  de  los  contratantes. 

Existirá  esta  presunción  cuando  se  hu- 
biere puljlicado  la  noticia  en  una  plaza, 
mediando  el  tiempo  necesario  para  comu- 
nicarla por  el  correo  ó  por  el  telégrafo  al 
lugar  donde  se  contrató  el  seguro,  sin  per- 
juicio de  las  demáí  pruebas  que  puedan 
practicar  las  partes. 

Art  773.  El  contrato  de  seguro  sobre 
buenas  ó  malas  noticias  no  se  anulará  si 
no  se  prueba  el  conocimiento  del  suceso 
esperado  ó  temido  por  alguno  de  los  con- 
tratantes al  tiempo  de  ver.fícarse  el  con- 
trato. 

En  caso  de  probarlo,  abonará  el  defrau- 
dado:- á  su  coobligado  una  quinta  parte  de 
la  cantidad  asegurada,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  criminal  á  que  hubiere 
lugar. 

Art.  774.  Si  el  que  hiciere  el  seguro, 
sabiendo  la  pérdida  total  ó  parcial  de  las 
cosas  aseguradas,  obrare  por  cuenta  ajena, 
será  personalmente  responsable  del  hecho 
como  si  hubiera  oljrado  por  cuenta  propia; 
y  si  por  el  contrario  el  comi-ionado  estu- 
viere inocente  del  fraude  cometido  por  el 
pro|jietario  asegurado,  recaerán  sobre  é.s- 
te  todas  las  responsabilidades,  fjuedando 
siempre  á  su  cargo  pagar  á  los  a.segurado- 
res  el  premio  convenido. 

Igual  disposición  regirá  respecto  del  ase- 
gui-ador  cuando  contratare  el  seguro  por 
n)edio  de  comisionado  y  supiere  el  salva- 
mento de  las  cosas  aseguradas. 

Art.  775. — Si  pendiente  el  riesgo  de  las 
cosas  aseguradas  fin;ren  declarados  en 
quietara  el  .asegurador  ó  el  asegurado,  ten- 
drán ambos  derecho  á  exigir  hanza,  éste 
para  cubrir  la  responsabilidad  del  riesgo, 
y  aquél  para  obtener  el  pago  del  premio; 


y  si  los  representantes  de  la  quiebra  se  ne- 
garen á  prestarla  dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  requerimiento,  se  rescindirá 
el  contrato. 

En  caso  de  ocurrir  el  siniestro  dentro  de 
los  dichos  tres  dias  sin  haber  prestado  la 
ñanza,  no  habrá  derecho  á  la  indemniza- 
ción ni  al  precio  del  seguro. 

Art.  776.  Si  contratado  un  seguro  frau- 
dulentamente por  varios  aseguradores,  al- 
guno ó  algunos  hubieren  procedido  de  bue- 
na fe,  tendrán  éstos  derecho  á  obtener  el 
premio  integro  de  su  seguro  de  los  que  hu- 
bieren procedido  con  malicia,  quedando  el 
asegurado  libre  de  toda  responsabilidad. 

De  igual  manera  se  procederá  respecto 
á  los  asegurados  con  los  aseguradores, 
cuando  fueren  algunos  de  aquellos  los  au- 
tores del  seguro  fraudulento. 

Sección  quinta. 
Del  abandono  de  las  cosa.s  aseguradas. 

Art.  777.  Podrá  el  asegurado  abando- 
nar por  cuent'i.  del  asegurador  las  cosas 
aseguradas,  exigiendo  uel  asegui-ador  el 
importe  de  la  cantidad  estipulada  en  la  pó- 
liza: 

1.°     En  el  caso  de  naufragio. 

2.°  En  el  de  inhabilitación  del  buque 
para  navegar,  por  varada,  rotura  ó  cual- 
quier otro  accidente  de  mar. 

3."  En  el  de  apresamiento  embargo  ó 
detención  por  orden  del  Gobierno  nacional 
ó  extranjero. 

4.°  En  el  de  pérdida  total  de  las  cosas 
aseguradas,  entendiéndose  por  tal  la  que 
disminuNM  en  tres  cuartas  partes  el  valor 
asegurado. 

Los  demás  daños  se  reputarán  averías 
y  se  reportarán  por  quien  corresponda, 
según  las  condiciones  del  seguro  y  las  dis- 
posiciones de  este  Código. 

No  procederá  el  abandono  en  ninguno 
de  los  dos  primeros  casos,  si  el  buque  náu- 
frago, varado  ó  inhabilitado,  j)udiera  des- 
encallarse, ponerse  á  flote  y  ro])ararse  pa- 
ra continuar  el  viaje  al  puerto  de  su  desti- 
no, á  no  ser  que  el  co^te  de  1 1  reparación 
excediese  de  las  tres  cuartas  i)artes  del 
valor  en  que  estuviere  el  buque  a.segu- 
rado. 

Art.  778.  Verificándose  la  rehabilita- 
ción del  Ijuque,  sólo  responderán  los  ase- 
guradores de  los  gastos  ocasionados  por  la 
encalladura  ú  otro  daño  que  el  buque  hu- 
biere recibido. 

Art.  779.  En  los  casos  ('e  naufragio  y 
apresamiento,  el  asegurado  tendrá  la  obli- 
gación de  hacer  por  sí  las  diligi.'ncias  que 
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aconsejen  las  circunstancias  para  salvar  ó 
recobrar  los  efectos  períáidos,  sin  perjuicio 
de  abandono  que  le  competa  hacer  á  su 
tiempo,  y  el  asegurador  habrá  de  reinte- 
grarle de  los  gastos  legítimos  que  para  el 
salvamento  hiciere  hasta  la  concurrencia 
del  valor  de  los  efectos  salvados,  sobre  los 
cuales  se  harán  efectivos  en  defecto  de 
pago. 

Art.  780.  Si  el  buque  quedare  absoluta- 
mente iniíabilit  ido  para  navegar,  el  asegu- 
rado tendrá  obligación  de  dar  de  ello  aviso 
al  asegurador,  telegrúHcamente  siendo  po- 
sible, y  si  no,  por  el  primer  correo  siguien- 
te al  recibo  de  la  noticia.  Los  interesados 
en  la  carga  que  se  hallaren  presentes,  ó  en 
su  ausencia  el  capitAn,  practicarán  todas 
las  diligencias  posibles  para  conducir  el 
cargamento  al  puerto  de  su  destino,  con 
arreglo  á  lo  dií^puesto  en  este  Código,  en 
cuyo  caso  correrán  por  cuenta  del  asegu- 
rador los  riesgos  y  gastos  de  descarga,  al- 
macenaje, reembarque  ó  trasbordo,  exce- 
dente de  ñete,  y  todos  los  demás  hasta  que 
se  alijen  los  efectos  asegurados  en  el  punto 
designado  en  la  póliza. 

Art.  781.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  articulo  anterior,  el  asegurador  go- 
mará del  termino  de  seis  meses  para  con- 
ducir las  mercaderías  á  su  destino,  cuyo 
plazo  comenzará  á  contarse  desde  el  día 
en  que  el  asegurado  le  hubiere  dado  aviso 
del  siniestro. 

Art.  782.  Si  á  pesar  de  las  diligencias 
practicadas  por  los  interesados  en  la  carga, 
capitán  y  aseguradores,  para  conducir  las 
mercaderías  al  puerto  de  su  destino,  con- 
forme á  lo  prevenido  en  los  arlículos  ante- 
riores, no  se  encontrare  buque  en  qué  ve- 
rificar el  transporte,  podrá  el  asegurado 
propietario  hacer  alandono  de  las  mismas. 

Art.  783.  En  caso  de  interrupción  del 
viaje  por  embargo  ó  detención  forzada  del 
buque,  tendrá  el  asegurado  obligación  de 
comunicarla  á  los  aseguradores  tan  luego 
como  llegue  á  su  noticia,  y  no  podrá  usar 
de  la  acción. de  abandono  hasta  que  haya 
transcurrido  el  plazo  ñjado  en  el  artí- 
culo 781. 

Estará  obligado  además  á  prestar  á  los 
aseguradores  cuantos  auxilios  estén  en  su 
mano  para  conseguir  el  alzamiento  del 
eml)argo,  y  deberá  hacer  por  si  mismo  las 
gestiones  convenientes  al  propio  fin,  si 
por  hallarse  los  aseguradores  en  país  re- 
moto, no  pudiere  obrar  de  acuerdo  con 
éstos. 

Art.  784.  Se  entenderá  comprendido 
en  e!  al)andono  del  buque  el  Hete  de  las 
mercaderías  que  se  salven,  aun  cuando  se 
hubiere  pagado  anticipadamente,  conside- 


rándose pertenencia  de  los  aseguradores, 
á  reserva  de  los  derechos  que  competan  á, 
los  demás  acreedores  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  5G8. 

Art.  785.  Se  tendrá  por  recibida  la 
noticia  para  la  prescripción  del  p  azo  esta- 
blecido en  el  artículo  781,  desde  que  se 
haga  pública,  bien  por  medio  de  los  perió- 
dicos, bien  por  correr  como  cierta  entre 
los  comerciantes  de  la  residencia  del  ase- 
gurado, ó  bien  porque  pueda  probai'se  á 
éste  que  recibió  aviso  del  siniestro  por 
carta  ó  telegrama  del  capitán,  del  consig- 
natario ó  de  algÚB  corresponsal. 

Art.  786.  Tendrá  también  el  asegurado 
el  derecho  de  hacer  abandono  después  de 
haber  transcurrido  un  año  en  los  viajes 
ordinarios  y  dos  en  los  largos,  sin  recibir 
noticia  del  buque. 

En  tal  caso  podrá  reclamar  del  asegura- 
dor la  indemnización  por  el  valor  de  la 
cantidad  asegurada,  sin  estar  obligado  á 
justificar  la  pérdida;  pero  deberá  probar 
la  falta  de  noticias  con  certificación  del 
Cónsul  ó  autoridad  marítima  del  puerto  de 
donde  salió,  y  otra  de  los  Cónsules  ó  auto- 
ridades marítimas  de  los  del  destino  del 
buque  y  de  su  matrícula,  que  acrediten  no 
haber  llegado  á  ellos  durante  el  plazo 
fijado. 

Para  usar  de  esta  acción  tendrá  el  mismo 
plazo  señalado  en  el  articulo  792. 

Art.  787.  Si  el  seguro  hubiere  sido  con  • 
tratado  á  término  limitado,  existirá  pre- 
sunción legal  de  que  la  pérdida  ocurrió 
dentro  del  plazo  convenido,  salvo  la  prue- 
eba  que  podrá  hacer  el  asegurador,  de  que 
la  pérdida  sobrevino  después  de  haber 
terminado  su  responsabilidad. 

Art.  788.  El  asegurado,  al  tiempo  de 
hacer  el  abandono,  deberá  declarar  todos 
los  seguros  contratados  sobre  los  efectos 
abandonados,  asi  como  los  préstamos  toma- 
dos á  la  gruesa  sobre  los  mismos,  y  hasta 
que  haya  hecho  esta  declaración  no  empe- 
zará á  correr  el  plazo  en  que  deberá  ser 
reintegrado  del  valor  de  los  efectos. 

Si  cometiere  fraude  en  esta  declaración 
perderá  todos  los  derechos  que  le  competan 
por  el  seguro,  sin  dejar  de  responder  por 
los  préstamos  que  hubiere  tomado  sobre 
los  efectos  asegurados,  no  obstante  su 
pérdida. 

Art.  789.  En  caso  de  apresamiento  de 
buque,  y  no  teniendo  tiempo  el  asegurado 
de  proceder  de  acuerdo  con  el  asegurador, 
ni  de  esperar  instruccione-;  suyas,  podrá 
por  si  ó  el  capitán  en  su  defecto,  proceder 
al  rescate  de  las  cosas  aseguradas,  ponién- 
dolo en  conocimiento  del  asegurador  en  la 
primera  ocasión. 
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Éste  podrá  aceptar  ó  no  el  convenio 
celebrado  por  el  asegurado  ó  el  capitán, 
comunicando  su  resolución  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes  á  la  notifíca- 
ción  del  convenio. 

Si  lo  aceptase,  entregará  en  el  acto  la 
cantidad  concertada  por  el  rescate,  y  que- 
darán de  su  cuenta  los  riesgos  ulteriores 
del  viaje,  conforme  á  las  condiciones  de  la 
póliza.  Si  no  lo  aceptase,  pagará  la  canti- 
dad asegurada,  perdiendo  todo  derecho  á 
los  efectos  rescatados;  y  si  dentro  del  tér- 
mino preñjado  no  manifest;ire  su  resolu- 
ción, .se  entenderá  que  rechaza  el  con- 
venio. 

Art.  790.  Si  por  haberse  represado  el 
buque  se  reintegrara  el  asegurado  en  la 
posesión  de  sus  efectos,  se  reputarán  ave- 
ria todos  los  gastos  y  perjuicios  causados 
por  la  pérdida,  siendo  de  cuenta  del  ase- 
gurador el  reintrego;  y  si  por  consecuen- 
cia de  la  represa  pasaren  los  efectos  ase- 
gurados á  la  posesión  de  un  tercero,  el 
asegurado  podrá  usar  del  derecho  de  aban- 
dono. 

Art.  791.  Admitido  el  abandono,  ó  de- 
clarado admisible  en  juicio,  la  propiedad 
de  las  cosas  abandonadas,  con  las  mejoras 
ó  desperfectos  que  en  ellas  sobrevengan 
de.sde  el  momento  del  abandono,  se  tras- 
mitirá al  asegurador,  sin  que  le  exonere 
del  pago  la  reparación  del  buque  legal- 
mente  abandonado. 

Art.  792.  No  será  admisible  el  aban- 
dono: 

1."  Si  las  pérdidas  hubieren  ocurrido 
antes  de  empezar  el  viaje. 

2.**  Si  se  hiciere  de  una  manera  parcial 
ó  condicional,  sin  comprender  en  él  todos 
los  objetos  asegurados. 

3.°  Si  no  se  pusiere  en  conocimiento  de 
los  aseguradores  el  propósito  de  hacerlo 
dentro  de  los  cuatro  meses  siguientes  al 
dia  en  que  el  asegurado  haya  recibido  la 
noticia  de  la  pérdida  acaecida,  y  si  no  se 
formalizara  el  abandono  dsntro  de  diez, 
contados  de  igual  manera. 

4.°  Si  no  se  hiciere  por  el  mismo  pro- 
pietario ó  persona  especialmente  autoriza- 
da por  él,  ó  por  el  comisionado  para  con- 
tratar el  seguro. 

Art.  793."  En  el  caso  de  abandono,  el 
asegurador  deberá  pagar  el  importe  del 
seguro  en  el  plazo  fijado  en  la  póliza,  y  no 
habiéndose  expresado  término  en  ella,  á 
los  sesenta  dias  de  admitido  el  abandono  ó 
de  haberse  hecho  la  declaración  del  artí- 
culo 791. 


TÍTULO  IV 

De  los  riesgos,  daños  y  accidentes  del 
comercio  marítimo. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE  LAS  AVERIAS 

Art.  794.  Para  los  efectos  del  Código 
serán  averías; 

1.°  Todo  gasto  extraordinario  ó  even- 
tual que  para  conservar  el  buque,  el  car- 
gamento, ó  ambas  cosas  ocurriere  durante 
la  navegación. 

2.**  Todo  daño  ó  desperfecto  que  sufrie- 
re el  buque  desde  que  se  hiciere  á  la  mar 
en  el  puerto  de  .salida  hasta  dar  fondo  y 
anclar  en  el  de  su  destino,  y  los  que  sufran 
las  mercaderías  desde  que  .se  cargaren  en 
el  puerto  de  expedición  hasta  descargarlas 
en  el  de  su  consignación. 

Art.  795.  Los  gastos  menudos  y  ordi- 
narios propios  de  la  navegación,  como  los 
de  pilotaje  de  costas  y  puertos,  los  de  lan- 
chas y  remolques,  anclaje,  visita,  sanidad, 
cuarentena,  lazareto  y  demás  llamados  de 
puerto;  los  fletes  de  gabarras  y  descarga 
hasta  poner  las  mercaderías  en  el  muelle, 
y  cualquier  otro  común  á  la  navegación, 
.se  considerarán  gastos  ordinarios  á  cuenta 
del  fletante,  á  no  mediar  pacto  expreso  ea 
contrario. 

Art.  796.     Las  averias  serán: 

1.°    Simples  ó  particulares. 

2.**     Gruesas  ó  comunes. 

AVERÍAS  SIMPLES  Ó   PAnTICULARES 

Art.  797.  Serán  averías  simples  ó  par- 
ticulares, por  regla  general,  todos  los  gas- 
tos y  perjuicios  causados  en  el  buque  ó  en 
su  cargamento,  que  no  hayan  redundado 
en  beneficio  y  utilidad  común  de  todos  los 
interesados  en  el  buque  y  su  carga,  y  es- 
pecialmente las  siguientes: 

1.*  Los  daños  que  .sobrevinieren  al  car- 
gamento desde  su  embarque  hasta  su  dos- 
carga,  así  por  vicio  propio  de  la  cosa,  como 
por  accidente  de  mar  ó  por  fuerza  mayor, 
y  los  gastos  hechos  para  evitarlos  ó  repa- 
rarlos. 

2.^  Los  gastos  y  dañosquesobrcvinicren 
al  buque  en  su  casco,  aparejos,  armas  y 
pertrechos,  por  las  mismas  causas  y  mo- 
tivos, desde  que  se  hizo  á  la  mar  en  el 
puerto  de  salida,  hasta  que  ancló  y  fon- 
deó en  el  de  su  destino. 

3.*  Los  daños  sufridos  por  las  merca- 
derías cargadas  sobre  cubierta,  excepto 
en  la  navegación  de  cal)otcije,  si  las  orde- 
nanzas marítimas  lo  permiten. 
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4.*  Los  sueldos  y  alimentos  de  la  tripu- 
lación cuando  el  buque  fuere  detenido  ó 
embargado  por  orden  legitima  ó  fuerza 
mayor,  si  el  fletamento  estuviere  contra- 
tado por  un  tanto  el  viaje. 

b.^  Los  gastos  necesarios  de  arribada  á 
un  puerto  para  repararse  ó  aprovisionarse. 

6.*  El  menor  valor  de  ios  géneros  ven- 
didos por  el  capitán  en  arribada  forzosa, 
para  pago  de  alimentos  y  salvar  á  la  tri- 
pulación, ó  para  cubrir  cualquiera  otra  ne- 
cesidad del  buque,  á  cuyo  cargo  vendrá  el 
abono  cori'e-pondiente. 

7.*  Los  alimentos  y  salarios  de  la  tripu- 
lación mientras  estuviere  el  buque  en  cua- 
rentena. 

8.*  El  daño  inferido  al  buque  ó  carga- 
mento por  el  choque  ó  abordaje  con  otro, 
siendo  fortuito  é  inevitable. 

Si  el  accidente  ocurriere  por  culpa  ó 
descuido  del  capitán  éáte  responderá  de 
todo  el  daño  causado. 

9.*  Cualquier  daño  que  resultare  al 
cargamento  por  faltas,  descuido  ó  barate- 
rías del  capitán  ó  de  la  tripulación,  sin 
perjuicio  del  dereclio  del  propietario  á  la 
indemnización  correspondiente  contra  el 
capitán,  el  buque  y  el  flete. 

Art.  798.  El  dueño  de  la  cosa  que  dio 
lugar  al  gasto  ó  recibió  el  daño  soportará 
las  averías  simples  ó  particulares. 

AVRnÍAS  GRUESAS  Ó  COMUNES. 

Art.  799.  Serán  averías  gruesas  ó  co- 
munes, por  regla  general,  todos  los  daños 
y  gastos  que  se  causen  delii^eradamente 
para  salvar  el  buque,  su  cargamento,  ó 
ambas  cosas  á  la  vez,  de  un  riesgo  co- 
nocido y  efectivo,  y  en  pai'ticular  las  si- 
guientes: 

1.*  Los  efectos  ó  metálico  invertidos  en 
el  rescate  del  buque  ó  del  cargamento 
apresado  por  enemigos,  corsarios  ó  pira- 
tas, y  los  alimentos,  salarios  y  gasto  del 
buque  detenido  mientras  se  hiciere  el  arre- 
glo ó  rescate. 

2.*  Los  efectos  arrojados  al  mar  para 
aligerar  el  buque,  ya  pertenezcan  al  car- 
gamento, ya  al  buque  ó  á  la  tripulación,  y 
el  daño  que  por  tal  acto  resulte  á  los  efec- 
tos que  se  conserven  á  bordo. 

3.*  Los  cables  y  palos  que  se  corten  ó 
inutilicen,  las  anclas  y  las  cadenas  que  se 
abandonen  para  salvar  el  cargamento,  el 
buque  ó  ambas  cosas. 

4.*  Los  gastos  de  alijo  ó  trasbordo  de 
una  parte  del  cargamento  para  aligerar  el 
buque  y  ponerlo  en  estado  de  tomar  puer- 
to ó  rada,  y  el  perjuicio  que  de  ellos  resul- 
ten á  los  efectos  alijados  ó  trasbordados. 


5.*  El  daño  causado  á  los  efectos  del 
cargamento  por  la  abertura  hecha  en  el 
buque  para  desaguarlo  é  impedir  que  zo- 
zobre. 

6.*  Los  gastos  hechos  para  poner  á  ño- 
te  un  buque  encallado  de  propósito  con  ob- 
jeto de  salvarlo. 

7.*  El  daño  causado  en  el  buque  que 
fuere  necesario  abrir,  agujerear  ó  romper 
para  salvar  el  cargamento. 

8.*  Los  gastos  de  curación  y  alimento 
de  los  tripulantes  que  hubieren  sido  heri- 
dos ó  estropeados  defendiendo  ó  salvando 
el  buque. 

9.*  Los  salarios  de  cualquier  individuo 
de  la  tripulación  detenido  en  rehenes  por 
enemigos,  corsarios  ó  piratas,  y  los  gas- 
tos necesarios  que  cause  en  su  prisión 
hasta  restituirse  al  buque  ó  á  su  domicilio 
si  lo  preñriere. 

10.  El  salario  y  alimentos  de  la  tripu- 
lación del  buque  fletado  por  meses,  duran- 
te el  tiempo  que  estuviere  embargado  ó 
detenido  por  fuerza  mayor  ú  orden  del  Go- 
bierno para  reparar  los  caños  causados  en 
beneíicio  común. 

11.  El  menoscabo  que  resultare  en  el 
valor  de  los  géneros  vendidos  en  arribada 
forzosa  para  reparar  el  buque  por  causa 
de  averia  gruesa. 

12.  Los  gastos  de  liquidación  de  la 
averia. 

Art.  800.  A  satisfacer  el  importe  de  las 
averias  gruesas  ó  comunes  contribuirán 
todos  los  interesados  en  el  buque  y  carga- 
mento existente  en  él  al  tiempo  de  ocurrir 
la  averia. 

Art.  801.  Para  hacer  los  gustos  y  cau- 
sar los  daños  correspondientes  á  la  averia 
grue-a,  precederá  res  )lución  del  capitán, 
tomada  previa  deliberación  con  el  piloto  y 
demás  oficiales  de  la  nave,  y  audiencia  de 
los  interesados  en  la  carga  que  se  hallaren 
presentes. 

Si  los  interesados  se  opusieren,  y  el  ca- 
pitán y  oñciales  ó  su  mayoría,  estimaren 
necesarias  ciertas  medidas,  podrán  ejecu- 
tarse bajo  su  responsabilidad,  sin  perjuicio 
del  derecho  de  los  cargadores  á  ejecutar 
el  suyo  contra  el  capitán  ante  el  Tribunal 
competente  si  pudieren  probar  que  proce- 
dió con  malicia,  impericia  ó  descuido. 

Si  los  interesados  en  la  carga,  estando 
en  el  buque,  no  fueren  oídos,  no  contribui- 
rán á  la  avería  gruesa,  imputable  en  esta 
parte  al  capiüin,  á  no  ser  que  la  urgencia 
del  caso  fuese  tal,  que  faltase  el  tiempo  ne- 
cesario para  la  previa  deliberación. 

Art  8u2.  El  acuerdo  adoptado  para 
causar  los  daños  que  constituyen  averia 
común,  habrá  de  extenderse  necesaria- 
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mente  en  el  libro  de  navegación,  expre- 
sando los  motivos  y  razones  en  que  se  apo- 
yó, los  votos  en  contrario  y  el  fundamento 
üe  la  disidencia,  si  existiere,  y  las  causas 
irresistibles  y  urgentes  á  que  obedeció  el 
capitán  si  obró  por  si. 

En  el  primer  caso  el  acta  se  firmará  por 
todos  los  presentes  que  supieren  hacerlo,  á 
ser  posible,  antes  de  proceder  á  la  ejecu- 
ción; y  cuando  no  lo  sea,  en  la  primera 
oportunidad.  En  el  segundo,  por  el  capitán 
y  los  oñciales  del  buque. 

En  el  acta  y  después  de  acuerdo,  se  e.x.- 
presarán  circunstanciadamente  todos  los 
objetos  arroj  idos,  y  se  hará  mención  de 
los  desperfectos  que  se  causasen  á  los  que 
se  conserven  en  el  buque.  El  capitán  ten- 
drá obligación  de  entregar  una  co]JÍa  de 
esta  acta  á  la  autoridad  judicial  marítima 
del  primer  puerto  donde  arribe,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  de  su  llegada,  y  de 
ratiticarla  luego  con  juramento. 

Art.  «03.  El  capitán  dirigirá  la  echa- 
zón y  mandará  arrojar  los  electos  por  el 
orden  siguiente: 

1°  Los  que  se  hallasen  sobre  cubierta, 
empezando  por  los  que  embaracen  las  ma- 
niobras ó  perjudiquen  al  buque,  pretirien- 
do, si  es  posible,  los  más  pesados  y  de  me- 
nos utilidad  y  valor. 

2.°  Los  que  estuvieren  bajo  la  cubierta 
superior,  comenzando  siempre  por  los  de 
más  peso  y  menos  valor,  hasta  la  cantidad 
y  número  que  fuese  absolutamente  indis- 
pensable. 

Art.  804.  Para  que  puedan  imputarse 
en  la  averia  gruesa  y  tengan  derecho  á  in- 
demnización lo  >  dueños  de  los  efectos  arro- 
jados al  mar,  será  preciso  que  en  cuanto  á 
la  carha  se  acredite  su  existencia  á  bordo 
con  el  conocimiento;  y  respecto  á  los  per- 
tenecientes al  buque,  con  el  inventario  for- 
mado antes  de  la  salida,  conforme  al  inci- 
so primero  del  art.  G'iO. 

Art.  805.  Si  aligerando  el  buque  por 
causa  de  tempestad,  jjara  facilitar  su  en- 
trada en  el  puerto  ó  rada,  se  trasbordarse 
á  lanchas  ó  barcas  alguna  parte  del  carga- 
mento, y  .se  perdiere,  el  dueño  de  esta 
parte  tendrá  el  dereclio  á  la  indemnización, 
como  originada  la  pérdida  de  averia  grue- 
sa, distribuyéndose  su  importe  entre  la  to- 
talidad del  buque  y  el  cargamento  de  que 
proceda.  Si  por  el  contrario,  las  mercade- 
rías trasbordadas  se  salvaren  y  el  buque 
pereciere,  ninguna  responsabilidad  podrá 
exigirse  al  salvamento. 

Art.  806.  Si  como  medida  necesaria 
para  cortar  un  incendio  en  puerto,  rada, 
ensenada  ó  bahía,  se  acordase  echar  á  pi- 
que algún  buque,  esta  pérdida  será  consi- 


derada avería  gruesa,  á  que  contribuirán 
los  buques  salvados. 

CAPITULO  II 

DE   LA.S   AUUfBADAS  FüBZOSAS 

Art.  807.  Si  el  capitán  durante  la  na- 
vegación creyere  que  el  buque  no  puede 
continuar  el  viaje  al  puerto  de  su  destino 
por  falta  de  víveres,  temor  fundado  de 
embargo,  corsarios  ó  piratas,  ó  por  cual- 
quier accidente  de  mar  que  lo  inhabilite 
para  navtJgar,  reunirá  á  los  oíiciales,  citará 
á  los  interesados  en  la  carga,  que  se  halla- 
ren presentes  y  que  pueden  concurrir  á  la 
junta  sin  derecho  á  votar;  y  si  examina- 
das las  circunstancias  del  caso  se  consi- 
derase fundado  el  motivo,  se  acordará  la 
arribada  al  puerto  más  próximo  y  conve- 
niente, levantando  y  extendiendo  en  el 
libro  de  navegación  la  oportuna  acta  que 
firmarán  todos. 

El  capitán  tendrá  vo  o  de  calidad,  y  los 
interesados  en  la  carga  podrán  hacer  las 
reclamaciones  y  protestas  que  estimen 
oportunas;  las  cuales  se  insertarán  en  el 
acta  para  que  las  utilicen  como  les  con- 
venga. 

Art.  808.  La  arribada  no  se  reputará 
legítima  en  los  casos  siguientes: 

1."  Si  la  falta  de  víveres  procediere  de 
no  haberse  hecho  el  avituallamiento  ne- 
cesario para  el  viaje,  según  uso  y  costum- 
bre, ó  si  se  hubieren  inutilizado  ó  perdido 
por  mala  colocación  ó  descuido  en  su  cus- 
todia. 

2."  Si  el  riesgo  de  enemigos,  corsarios 
ó  piratas,  no  hubiere  sido  bien  conocido, 
manifiesto  y  fundado  en  hechos  positivos 
y  justificables. 

3.°  Si  el  desperfecto  del  buque  provi- 
niere de  no  haberlo  reparado,  pertrecha- 
do, equipado  y  dispuesto  convenicntemen- 
ten  para  el  viaje,  ó  de  alguna  disposición 
desacertada  del  capitán. 

4."  Siempre  que  hubiere  en  el  hecho 
cau.sa  de  la  avería,  malicia,  negligencia, 
imprevisión  ó  impericia  del  capitán. 

Art.  809.  Los  gastos  de  la  arribada 
forzo.sa  serán  siempre  de  cuenta  del  na- 
viero ó  fietante;  pero  éstos  no  serán  res- 
ponsables de  los  perjuicios  que  puedan 
seguirse  á  los  cargadores  por  consecuen- 
cia de  la  arribada,  siempre  que  ésta  hu- 
biera sido  legítima. 

En  caso  contrario  .serán  responsables 
mancomunadamente  el  naviero  y  el  ca- 
pitán. 

Art.  810.  Si  para  hacer  reparaciones 
en  el  buque,  ó  porque  hui)iere  peligre  do 
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que  la  carga  sufriere  avería,  fuere  nece- 
sario proceder  á  la  descarga,  el  capitán 
deberá  pedir  al  Juez  ó  Tribunal  compe- 
tente, autorización  para  el  alijo,  y  llevarlo 
á  cabo  con  conocimiento  del  interesado  ó 
representante  de  la  carga  si  lo  hubiere. 

En  puerto  extranjero  corresponderá  dar 
la  autorización  al  Cónsul  hondureno,  don- 
de le  haya. 

En  el  primer  caso  serán  los  gastos  de 
cuenta  del  naviero,  y  en  el  segundo  corre- 
rán á  cargo  de  los  dueños  de  las  merca- 
derías en  cuyo  beneficio  se  hizo  la  opera- 
ción. 

Si  la  descarga  se  verificare  por  ambas 
causas,  los  gastos  se  distribuirán  propor- 
cionalmente  entre  el  valor  del  buque  y  el 
del  cargamento. 

Art.  811.  La  custodia  y  conservación 
del  cargamento  desembarcado  estará  á 
cargo  del  capitán,  que  responderá  de  él  á 
no  mediar  fuerza  mayor. 

Art.  812.  Si  apareciere  averiado  todo 
el  cargamento  ó  parte  de  él,  ó  hubiere  pe- 
ligro inminente  de  que  se  averiase,  podrá 
el  capitán  pedir  al  Juez  ó  Tribunal  com- 
petente, ó  al  Cónsul  en  su  caso,  la  venta 
del  todo  ó  parte  de  aquél,  y  el  que  de  esto 
deba  conocer  autorizarla,  previo  recono- 
cimiento y  declaración  de  peritos,  anun- 
cios y  demás  formalidades  del  caso,  y  ano- 
tación en  el  libro,  conforme  se  previene 
en  el  artículo  612. 

El  capitán  justificai'á  en  su  caso  la  lega- 
lidad de  su  proceder,  so  pena  de  responder 
al  cargador  del  precio  que  habrían  alcan- 
zado las  mercaderías  llegando  en  buen  es- 
tado al  puerto  de  su  destino. 

Art.  813.  El  capitán  responderá  de  los 
perjuicios  que  cause  su  dilación,  si  cesando 
el  motivo  que  dio  lugar  á  la  arribada  for- 
zosa, no  continuase  el  viaje. 

Si  el  motivo  de  la  arribada  hubiere  sido 
el  temor  de  enemigos,  corsdrios  ó  piratas, 
procederán  á  la  salida,  deliberación  y 
acuerdo  en  junta  de  oficiales  del  buque  é 
interesados  en  la  carga  que  se  hallaren 
presentes,  en  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  el  artículo  807. 

CAPÍTULO    III 

DE  LOS  ABORDAJES. 

Art.  814.  Si  un  buque  abordase  á  otro 
por  culpa,  negligencia  ó  impericia  del  ca- 

Í)itán,  piloto  ú  otro  cualquier  individuo  de 
a  dotación,  el  naviero  del  buque  aI)orda- 
dor  indemnizará  los  daños  y  perjuicios 
ocurridos,  previa  tasación  pericial. 

Art.  815.  Si  el  abordaje  fuese  imputa- 
ble á  ambos  buques,  cada  uno  de  ellos  so- 


portará su  propio  daño,  y  ambos  respon- 
derán solidariamente  de  los  daños  y  per- 
juicios causados  en  sus  cargamentos. 

Art.  816.  La  disposición  del  artículo 
anterior  es  aplicable  al  caso  en  que  no  pue- 
da determinarse  cuál  de  los  dos  buques  ha 
sido  causante  del  abordaje. 

Art.  817.  En  los  casos  expresados  que- 
dan á  salvo  la  acción  civil  del  naviero  con- 
tra el  causante  del  daño  y  las  responsabi- 
lidades criminales  á  que  hubiere  lugar. 

Art.  818.  Si  un  buque  abordare  á  otro 
por  causa  fortuita  ó  de  fuerza  mayor,  cada 
nave  y  su  carga  soportará  sus  propios  da- 
ños. 

Art.  819.  Si  un  buque  abordare  á  otro, 
obligado  por  un  tercero,  indemnizará  los 
daños  y  perjuicios  que  ocurrieren  el  na- 
viero de  este  tercer  buque,  quedando  el 
capitán  responsable  civilmente  para  con 
dicho  naviero. 

Art.  820.  Si  por  efecto  de  un  temporal 
ó  de  otra  causa  de  fuerza  mayor,  un  buque 
que  .se  halla  debidamente  fondeado  y  ama- 
rrado abordare  á  los  inmediatos  á  él,  cau- 
sándoles averías,  el  daño  ocurrido  tendrá 
la  consideración  de  averia  siemple  del  bu- 
que abordado. 

Art.  821.  Se  presumirá  perdido  por 
causa  de  abordaje  el  buque  que,  habiéndo- 
lo sufrido,  se  fuere  á  pique  en  el  acto,  y 
también  el  que,  obligado  á  ganar  puerto 
para  reparar  las  averías  ocasionadas  por 
el  abordaje,  se  perdiese  durante  el  viaje  ó 
se  viera  obligado  á  embarrancar  para  sal- 
varse. 

Art.  822.  Si  los  buques  que  se  abordan 
tuvieren  á  bordo  práctico  ejerciendo  sus 
funciones  á  tiempo  del  abordaje,  no  exi- 
mirá su  presencia  á  los  capitanes  de  las 
responsabilidades  en  que  incurran ,  pero 
tendrán  éstos  derecho  á  ser  indemnizados 
por  los  prácticos,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad criminal  en  que  éstos  pudie- 
ran incurrir. 

Art.  823.  La  acción  para  el  resarci- 
miento de  daños  y  j)crjuicios  que  se  deri- 
ven de  los  abordajes  no  podrá  admitirse  si 
no  se  presenta  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  protesta  ó  declaración  ante  la  auto- 
ridad competente  del  i>untoen  que  tuviera 
lugar  el  abordaje,  ó  la  del  primer  puerto 
de  arribada  del  buque,  siendo  en  Hondu- 
ras, y  ante  el  Cónsul  de  Honduras  si  ocu- 
rriese en  el  extranjero. 

Art.  824.  Para  los  daños  causados  á 
las  personas  ó  al  cargamento,  la  falta  de 
protesta  no  puede  perjudicar  á  los  intere- 
sados que  no  se  hallaban  en  la  nave  ó  no 
estaban  en  condiciones  de  manifestar  su 
voluntad. 
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Art.  825.  La  responsabilidad  civil  que 
contraen  los  navieros  en  los  casos  prescri- 
tos en  este  capitulo,  se  entiende  limitada 
al  valor  de  la  nave  con  todas  sus  pertenen- 
cias y  fletes  devengados  en  el  viaje. 

Art.  826.  Cuando  el  valor  del  buque  y 
sus  pertenencias  no  alcanzare  á  cubrir  to- 
das las  responsabilidades,  tendrá  preferen- 
cia la  indemnización  debida  por  muerte  ó 
lesiones  de  las  personas. 

Art.  827.  Si  el  abordaje  tuviere  lugar 
entre  buques  hondurenos  en  aguas  extran- 

I'eras,  ó  si,  veriñcándose  en  aguas  libres, 
os  buques  arribaren  á  puerto  extranjero, 
el  Cónsul  de  Honduras  en  aquel  puerto 
instruirá  la  sumaria  averiguación  del  caso, 
remitiendo  el  expediente  á  la  Secretaria 
de  Estado  para  su  continuación  y  conclu- 
sión. 

CAPÍTULO  IV 

DE   LOS    NAUFRAGIOS. 

Art.  828.  Las  pérdidas  y  desmejoras 
que  sufran  el  buque  y  su  cargamento  á 
consecuencia  de  naufragio  ó  encalladura, 
serán  individualmente  de  cuenta  de  los 
dueños,  perteneciéndoles  en  la  misma  pro- 
porción los  restos  que  se  salven. 

Art.  829.  Si  el  naufragio  ó  encalladura 
procedieren  de  malicia,  descuido  ó  impe- 
ricia del  capitán,  ó  porque  el  buque  salió 
á  la  mar  no  hallándose  suficientemente 
reparado  y  pertrechado,  el  naviero  ó  los 
cargadores  podrán  pedir  al  capitán  la  in- 
demnización de  los  perjuicios  causados  al 
buque  ó  al  cargamento  por  el  siniestro, 
conforme  lo  dispuesto  en  los  arts.  598,  600, 
602  y  609. 

Art.  830.  Los  objetos  salvados  del  nau- 
fragio quedarán  especialmente  afectos  al 
pago  de  los  gastos  del  respectivo  salva- 
mento, y  su  importe  deberá  ser  satisfecho 
por  los  dueños  de  aquéllos  antes  de  entre- 
gárselos, y  con  preferencia  á  cualquiera 
otra  obligación  si  las  mercaderías  se  ven- 
dieren. 

Art.  831.  Si  navegando  varios  buques 
en  conserva  naufragare  alguno  de  ellos,  la 
carga  salvada  se  repartirá  entre  los  demás 
en  proporción  á  lo  que  cada  uno  pueda  re- 
cibir. 

Si  algún  capitán  se  negase,  sin  justa 
causa,  á  recil)ir  la  que  le  corresponda,  el 
capitán  náufrago  protestará  contra  él  ante 
dos  oficiales  de  mar,  los  daños  y  perjuicios 

aue  de  ello  se  sigan,  ratificando  la  protesta 
entro  de  las  veinticuatro  horas  de  la  lle- 
gada al  primer  puerto  é  incluyéndola  en 
el  expediente  que  debe  instruir  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  art.  600. 

SbjUnda  Serie. — Tomo  I. 


Si  no  fuere  posible  trasladar  á  los  demás 
buques  todo  el  cargamento  náufrago,  se 
salvarán  con  preferencia  los  objetos  de 
más  valor  y  de  menos  volumen,  haciéndo- 
se la  designación  por  el  capitán,  con  acuer- 
do de  los  oficiales  de  su  buque. 

Art.  832.  El  capitán  que  hubiere  reco- 
gido los  efectos  salvados  del  naufragio  con- 
tinuará su  rumbo  al  puerto  de  su  destino, 
y  en  llegando  los  depositará,  con  interven- 
ción judicial,  á  disposición  de  sus  legitimes 
dueños" 

En  el  caso  de  variar  de  rumbo,  si  pu- 
diese descargar  en  el  puerto  á  que  iban 
consignados,  el  capitán  podrá  arribar  á  él 
si  lo  consintieren  los  cargadores  ó  sobre- 
cargos presentes  y  los  oficiales  y  pasajeros 
del  buque;  pero  no  lo  podrá  verificar,  aun 
con  este  consentimiento,  en  tiempo  de 
guerra,  ó  cuando  el  puerto  sea  de  acceso 
difícil  y  peligroso. 

Todos  los  gastos  de  esta  arribada  serán 
de  cuenta  de  los  dueños  de  la  carga,  así 
como  el  pago  de  los  fletes  que,  atendidas 
las  circunstancias  del  caso,  se  señalen  por 
convenio  ó  por  decisión  judicial. 

Art.  833.  Si  en  el  buque  no  hubiere  in- 
teresado en  la  carga  que  pueda  satisfacer 
los  gastos  y  los  fletes  correspondientes  al 
salvamento,  el  Juez  ó  Tribunal  competente 
podrá  acordar  la  venta  de  la  parte  necesa- 
ria para  satisfacerlos  con  su  importe.  Lo 
mismo  se  ejecutará  cuando  fuese  peligrosa 
su  conservación,  ó  cuando  en  el  germino 
de  un  año  no  se  hubiere  podido  averiguar 
quiénes  fueren  sus  legítimos  dueños. 

En  ambos  casos  se  procederá  con  la  pu- 
blicidad y  formalidades  determinadas  en 
el  art.  567,  y  el  importe  líquido  de  la  venta 
se  constituirá  en  depósito  seguro,  á  juicio 
del  Juez  ó  Tribunal,  para  entregarlo  á  sus 
legítimos  dueños. 

TÍTULO  V 

De  la  justificación  y  liquidación  de 
las  averías. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  COMUNFS   Á  TODA  CLASE  DE 
AVEItÍAS 

Art.  834.  Los  interesados  en  Ja  justifi- 
cación y  liquidación  de  las  averías  podrán 
convenirse  y  obligarse  mutuamente  en 
cualquier  tiempo  acerca  de  la  responsabi- 
lidad, liquidación  y  pago  de  ellas. 

A  falta  de  convenios,  se  observarán  las 
reglas  siguientes: 

1.'  La  justificación  de  la  averia  se  veri- 
ficará en  el  puerto  donde  se  hagan  las  re— 
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paraciones,  si  fueren  necesarias,  ó  en  el  de 
descarga. 

2.*  La  liquidación  se  hará  en  el  puerto 
de  descarga,  si  fuere  hondureno. 

3.*  Si  la  averia  hubiere  ocurrido  fuera 
de  las  aguas  jurisdiccionales  de  Honduras, 
ó  se  hubiere  vendido  la  carga  en  puerto 
extranjero  por  arribada  forzosa,  se  hará  la 
liquidación  en  el  puerto  de  arribada. 

4.*  Si  la  averia  hubiese  ocurrido  cerca 
del  puerto  del  destino,  de  modo  que  se 
pueda  arribar  á  dicho  puerto,  en  él  se  prac- 
ticarán las  operaciones  de  que  tratan  los 
números  1.°  y  2." 

Art.  835.  Tanto  en  el  caso  de  hacerse 
la  liquidación  de  las  averias  privadamente 
en  virtud  de  lo  convenido,  como  en  el  de 
intervenir  la  autoridad  judicial  á  petición 
de  cualquiera  de  los  interesados  no  confor- 
mes, todos  serán  citados  y  oídos  si  no  hu- 
bieren renunciado  á  ello. 

Cuando  no  se  hallaren  presentes  ó  no 
tuvieren  legitimo  representante,  se  hará 
la  liquidación  por  el  Cónsul  en  puerto  ex- 
tranjero; y  donde  no  lo  hubiere,  por  el  Juez 
ó  Tribunal  competente,  según  las  leyes 
del  país,  y  por  cuenta  de  quien  corres- 
ponda. 

Cuando  el  representante  sea  persona  co- 
nocida en  el  lugar  donde  .se  haga  la  liqui- 
dación, se  admitirá  y  producirá  efecto  le- 
gal su  intervención,  aunque  sólo  esté  auto- 
rizado por  carta  del  naviero,  del  cargador 
ó  del  asegurador. 

Art.  836.  Las  demandas  sobre  averías 
no  serán  admisibles  si  no  excedieren  del 
cinco  por  ciento  del  interés  que  el  demán- 
dente tenga  en  el  buque  ó  en  el  cargamen- 
to, siendo  gruesas,  y  del  uno  por  ciento 
del  efecto  averiado  si  fueren  simples,  de- 
duciéndose en  ambos  casos  los  gastos  de 
tasación,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  837.  Los  daños,  averias,  préstamos 
á  la  gruesa  y  sus  premios,  y  cualesquiera 
otras  pérdidas,  no  devengarán  interés  de 
demora  sino  pasado  el  plazo  de  tres  días, 
á  contar  desde  el  en  que  la  liquidación  ha- 
ya sido  terminada  y  comunicada  á  los  in- 
teresados en  el  buque,  en  la  carga  ó  en 
ambos  casos  á  la  vez. 

Art.  838.  Si  por  consecuencia  de  uno  ó 
varios  accidentes  de  mar  ocurrieren  en  un 
mismo  viaje  averias  simples  y  gruesas  del 
buque,  del  cargamento  ó  de  ambos,  se  de- 
terminarán con  separación  los  gastos  y  da- 
ños pertenecientes  á  cada  averia,  en  el 
puerto  donde  se  hagan  las  reparaciones,  ó 
se  descarguen,  vendan  ó  beneficien  las 
mercaderías. 

AI  efecto,  los  capitanes  estarán  obliga- 
dos á  exigir  de  los  peritos  tasadores  y  de 


los  maestros  que  ejecutan  las  reparaciones, 
así  como  de  los  que  tasen  ó  intervengan  en 
la  descarga,  saneamiento,  venta  ó  benefi- 
cio de  las  mercaderías,  que  en  sus  tasacio- 
nes ó  presupuestos  y  cuentas  pongan  con 
toda  exactitud  y  separación  los  daños  y 
gastos  pertenecientes  á  cada  avería,  y  en 
los  de  cada  avería,  los  correspondientes  al 
buque  y  al  cargamento,  expresando  tam- 
bién con  separación  si  hay  ó  no  daños  que 
procedan  de  vicio  propio  de  la  cosa  y  no  de 
accidente  de  mar;  y  en  el  caso  de  que  hu- 
biere gastos  comunes  á  las  diferentes  ave- 
rías y  al  buque  y  su  carga,  se  deberá  cal- 
cular lo  que  corresponda  por  cada  concepto 
y  expresarlo  distintamente. 

CAPÍTULO  II 

DE  L.\   LIQUIDACIÓN   DE    LAS    AVERÍAS  GRUESAS 

Art.  839.  A  instancia  del  capitán  se  pro- 
cederá privadamente,  mediante  el  acuerdo 
de  todos  los  interesados,  al  arreglo,  liquida- 
ción y  distribución  de  las  averías  gruesas. 

A  este  efecto,  dentro  de  las  cuarenta  y 
ocho  horas  siguientes  á  la  llegada  del  bu- 
que al  puerto,  el  capitán  convocará  á  to- 
dos los  interesados  para  que  resuelvan  si 
el  arreglo  ó  liquidación  de  las  averías 
gruesas  habrá  de  hacerse  por  peritos  y  li- 
quidadores nombrados  por  ellos  mismos, 
en  cuyo  caso  se  hará  así,  habiendo  con- 
formidad entre  los  interesados. 

No  siendo  la  avenencia  posible,  el  capi- 
tán acudirá  al  Juez  ó  Tribunal  competen- 
te, que  será  el  del  puerto  donde  hayan  de 
practicarse  aquellas  diligencias,  conforme 
á  las  disposiciones  de  este  Código,  ó  al 
Cónsul  de  Honduras,  si  lo  hubiere,  y  si  no, 
á  la  autoridad  local  cuando  hayan  de  ve- 
rificarse en  puerto  extranjero. 

Art.  840.     Si  el   capitán  no  cumpliere 
con  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  el 
naviero  ó  los  cargadores  reclamarán   la       ; 
liquidación,  sin  perjuicio  de  la  acción  que       ^ 
les   corresponda    para    pedirle    indemni- 
zación. ;, 

Art.  841.  Nombrados  los  peritos  por 
los  interesados  ó  por  el  Tribunal,  proce- 
derán, previa  la  aceptación,  al  reconoci- 
miento del  buque  y  de  las  reparaciones 
que  necesite,  y  á  la  tasación  de  su  impor- 
te, distinguiéndose  estas  pérdidas  y  daños 
de  los  que  provengan  de  vicio  propio  de 
las  cosas. 

También  declararán  los  peritos  si  pue- 
den ejecutarse  las  reparaciones  desde  lue- 
go, ó  si  es  necesario  descargar  el  buque 
para  reconocerlo  y  repararlo. 

Respecto  á  las  mercaderías,  si  la  avería 
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fuere  perceptible  á  la  simple  vista,  deberá 
verificarse  su  reconocimiento  antes  de  en- 
tregarlas. No  apareciendo  á  la  vista  al 
tiempo  de  la  descarga,  podrá  hacerse  des- 
pués de  su  entrega,  siempre  que  se  verifi- 
que dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas 
de  la  descarga,  y  sin  perjuicio  de  las  de- 
más pruebas  que  estimen  convenientes  los 
peritos. 

Art.  842.  La  evaluación  de  los  objetos 
que  hayan  de  contribuir  á  la  averia  grue- 
sa, y  la  de  los  que  constituyen  la  averia, 
se  sujetará  á  las  reglas  siguientes: 

1.*  Las  mercaderías  salvadas  que  ha- 
yan de  contribuir  al  pago  de  la  averia 
gruesa,  se  valuarán  al  precio  corriente  en 
el  puerto  de  descarga,  deducidos  fletes, 
derechos  de  aduanas  y  gastos  de  desem- 
barque, según  lo  que  aparezca  de  la  ins- 
pección material  de  las  mismas,  prescin- 
diendo de  lo  que  resulte  de  los  conocimien- 
tos, salvo  pacto  en  contrario. 

2.''  Si  hul)iere  de  hacerse  la  liquida- 
ción en  el  puerto  de  salida,  el  valor  de  las 
mercaderi  is  cargadas  se  fijará  por  el  pre- 
cio de  compra  con  li)s  gastos  hasta  poner- 
las á  bordo,  excluido  el  premio  del  seguro. 

3.*  Si  las  mercaderías  estuvieren  ave- 
riadas, se  apreciarán  por  su  valor  real. 

4.^  Si  el  viaje  se  hubiere  interrumpido, 
las  mercaderías  se  hubieren  vendido  en  el 
e.xtranjero,  y  la  avería  no  pudiere  regu- 
larse, se  tomará  por  capital  contribuyente 
el  valor  de  las  mercaderías  en  el  puerto  de 
arribada,  ó  el  producto  líquido  obtenido  en 
su  venta. 

5.^  Lhs  mercaderías  perdidas  que  cons- 
tituyeren la  avería  gruesa  se  apreciarán 
por  el  valor  que  tengan  las  de  su  clase  en 
el  puerto  de  descarga,  con  tal  que  consten 
en  los  conocimientos  sus  especies  y  cali- 
dados;  y  no  constando,  se  estará  alo  que 
resulte  de  las  facturas  de  compra  expedi- 
das en  el  puerto  de  embarque,  aumentan- 
do á  su  importe  los  gastos  y  fletes  causa- 
dos posteriormente. 

6."  Los  palos  cortados,  las  velas,  ca- 
bles y  demás  aparejos  del  buque  inutiliza- 
dos con  el  objeto  de  salvarlo,  se  aprecia- 
rán según  el  valor  corriente,  descontando 
una  tercera  parte  por  diferencia  de  suevo 
á  viejo. 

Esta  rebaja  no  se  hará  en  las  anclas  y 
cadenas. 

7.'  El  buque  se  tasará  por  su  valor  real 
en  el  estado  en  que  se  encuentre. 

8.*  Lo3  fletes  representarán  el  cincuen- 
ta por  ciento  como  capital  contribuyente. 

Art.  843.  Las  mercaderías  cargadas 
en  el  combés  del  buque  contriljuirán  á  la 
avería  gruesa  si  se  salvaren;  pero  no  da- 


rán derecho  á  indemnización  si  se  perdie- 
ren, habiendo  sido  arrojadas  al  mar  por 
salvamento  común,  salvo  cuando  en  la 
navegación  de  cabotaje  permitieren  las 
ordenanzas  marítimas  su  carga,  en  esta 
forma. 

Lo  mismo  sucederá  con  las  que  existan 
á  bordo  y  no  consten  comprendidas  en  los 
conocimientos  ó  inventarios,  según  los 
casos. 

En  todo  caso,  el  fletante  y  el  capitán 
responderán  á  los  cargadores  de  los  per- 
juicios de  la  echazón,  si  la  colocación  en 
el  combés  se  hubiere  hecho  sin  consenti- 
miento de  éstos. 

Art.  844.  No  contribuirán  á  la  averia 
gruesa  las  municiones  de  boca  y  guerra 
que  Heve  el  buque,  ni  las  ropas,  ni  vesti- 
dos de  uso  de  su  capitán,  oficiales  y  tripu- 
lación. 

También  quedarán  exceptuados  las  ro- 
pas y  vestidos  de  uso  de  los  cargadores, 
sobrecargos  y  pasajeros  que  al  tiempo  de 
la  echazón  se  encuentren  á  bordo. 

Los  efectos  arrojados  tampoco  contri- 
buirán al  pago  de  las  averías  gruesas  que 
ocurran  á  las  mercaderías  salvadas  en 
riesgo  diferente  y  posterior. 

Art.  845.  Terminada  por  los  peritos  la 
valuación  de  los  efectos  .salvados  y  de  los 
perdidos  que  constituyan  la  averia  gruesa, 
hechas  las  reparaciones  del  buque,  si  hu- 
biere lugar  á  ello,  y  aprobadas  en  este  caso 
las  cuentas  de  las  mismas  por  los  interesa- 
dos ó  por  el  Tribunal,  pasará  el  expedien- 
te íntegro  al  liquidador  nombrado  para  que 
proceda  á  la  distribución  de  la  averia. 

Art.  846.  Para  verificar  la  liquidación, 
examinará  el  liquidador  la  protesta  del  ca- 
pitán, comprobándola,  si  fuere  necesario, 
con  el  libro  de  navegación,  y  todos  los  con- 
tratos que  hubieren  mediado  entre  los  in- 
teresados en  la  averia,  las  tasaciones,  re- 
conocimientos periciales  y  cuentas  de  re- 
paraciones hechas.  Si  por  resultado  de  este 
examen  hallare  en  el  procedimiento  algún 
defecto  que  pueda  lastimar  los  derechos  de 
los  interesados  ó  afectar  la  responsabilidad 
del  capitán,  llamará  sobre  ello  la  atención 
para  que  se  subsane,  siendo  posible,  y  en 
otro  caso  lo  consignará  en  los  prelimina- 
res de  la  liquidación. 

En  seguida  procederá  á  la  distribución 
del  importe  de  la  avería,  para  lo  cual 
fijará. 

1.°  El  capital  contribuyente,  que  deter- 
minará por  el  importe  del  valor  del  carga- 
mento, conforme  á  las  reglas  establecidas 
en  el  art.  842. 

2.°  El  del  buque  en  el  estado  que  ten^ 
ga,  según  la  declaración  de  perito  >. 
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3.°  El  cincuenta  por  ciento  del  importe 
del  flete,  rebajando  el  cincuenta  por  cien- 
to restante  por  salarios  y  alimentos  de  la 
tripulación. 

Determinada  la  suma  de  la  averia  grue- 
sa conforme  á  lo  dispuesto  en  este  Código, 
se  distribuirá  á  prorrata  entre  los  valores 
llamados  á  costearla. 

Art.  847.  Los  aseguradores  del  buque, 
del  flete  y  de  la  carga  estarán  obligados  á 
pagar  por  la  indemnización  de  la  averia 
gruesa  tanto  cuanto  se  exija  á  cada  uno 
de  estos  objetos  respectivamente. 

Art.  848.  Si  no  obstante  la  echazón  de 
mercaderías,  rompimiento  de  palos,  cuer- 
das y  aparejos,  se  perdiere  el  buque  co- 
rriendo el  mismo  riesgo  no  habrá  lugar  á 
contribución  alguna  por  averia  gruesa. 

Los  dueños  de  los  efectos  salvados  no 
serán  responsables  a  la  indemnización  de 
los  arrojados  al  mar,  perdidos  ó  deterio- 
rados. 

Art.  849.  Si  después  de  haberse  salva- 
do el  buque  del  riesgo  que  dio  lugar  á  la 
echazón  se  perdiere  por  otro  accidente 
ocurrido  durante  el  viaje,  los  efectos  salva- 
dos y  subsistentes  del  primer  riesgo  conti- 
nuarán afecto  á  la  contribución  de  la  ave- 
ría gruesa,  según  su  valor  en  el  estado  en 
que  se  encuentren,  deduciendo  los  gastos 
hechos  para  su  salvamento. 

Art.  850.  Si  á  pesar  de  haberse  salvado 
el  buque  y  la  carga  por  consecuencia  del 
corte  de  palos  ó  de  otro  daño  inferido  al 
buque  deliberadamente  con  aquel  objeto, 
luego  se  perdieren  ó  fueren  robadas  las 
mercaderías,  el  capitán  no  podrá  exigir  de 
los  cargadores  ó  consignatarios  que  con- 
tribuyan á  la  indemnización  de  la  averia, 
excepto  si  la  pérdida  ocurriere  por  hecho 
del  mismo  dueño  ó  consignatario. 

Art.  851.  Si  el  dueño  de  las  mercade- 
rías arrojadas  al  mar  las  recobrase  des- 
pués de  haber  recibido  la  indemnización 
de  averia  gruesa,  estará  obligado  á  devol- 
ver al  capitán  y  á  los  demás  interesados  en 
el  cargamento  la  cantidad  que  hubiere 
percibido,  deduciendo  el  importe  del  per- 
juicio causado  por  la  echazón  y  de  los  ga.s- 
tos  hechos  para  recobrarlas. 

En  este  caso  la  cantidad  devuelta  se  dis- 
tribuirá entre  el  buque  y  los  interesados 
en  la  carga,  en  la  misma  proporción  con 
que  hubieren  contribuido  al  pago  de  la 
avería. 

Art.  852.  Si  el  propietario  de  los  efec- 
tos arrojados  los  recobrare  sin  haber  recla- 
mado indemnización,  no  estará  obligado  á 
contribuir  al  pago  de  las  averías  gruesas 
que  hubieren  ocurrido  al  resto  del  carga- 
mento después  de  la  echazón. 


Art.  853.  El  repartimiento  de  la  averia 
gruesa  no  tendrá  fuerza  ejecutiva  hasta 
que  haya  recaído  la  conformidad,  ó  en  su 
defecto  la  aprobación  del  Juez  ó  Tribunal 
civil,  previo  examen  de  la  liquidación  y 
audiencia  instructiva  de  los  interesados 
presentes  ó  de  sus  representantes. 

Art.  854.  Aprobada  la  liquidación,  co- 
rresponderá al  capitán  hacer  efectivo  el 
importe  del  repartimiento,  y  será  respon-' 
sable  á  los  dueños  de  las  cosas  averiadas, 
de  los  perjuicios  que  por  su  morosidad  ó 
negligencia  se  les  sigan 

Art.  855.  Si  los  contribuyentes  dejaren 
de  hacer  efectivo  el  importe  del  reparti- 
miento en  el  término  de  tercero  día  des- 
pués de  haber  sido  á  ello  requeridos,  se 
procederá,  á  solicitud  del  capitán,  contra 
los  efectos  salvados  hasta  verifícar  el  pago 
con  su  producto. 

Art.  856.  Si  el  interesado  al  recibir  los 
efectos- salvados  no  diere  fianza  suficiente 
para  responder  de  la  parte  correspondien- 
te á  la  avería  gruesa,  el  capitán  podrá  di- 
ferir la  entrega  de  aquéllos  hasta  que  se 
haya  verificado  el  pago. 

CAPÍTULO    III 

DE  LA   LIQUIDACIÓN  DE    LAS  AVERÍAS  SIMPLES. 

Art.  857.  Los  peritos  que  el  Tribunal 
ó  los  interesados  nombren  según  los  casos, 
procederán  al  reconocimiento  y  valuación 
de  las  averías  en  la  forma  prevenida  en 
los  arts.  841  y  842,  reglas  2.*  á  la  7.'  en 
cuanto  les  sean  aplicables. 


IllBt^Ó    CÜRHTÓ 

De  la  Suspensión  de  pagos, 

quiebras 

y  ppeseripeiones. 


TITULO  I 

De  la  suspensión  de  pagos  y  de  la 
quiebra  en  general. 

CAPÍTULO  I 

DE  LA  SUSPENSIÓN  DE  PAGOS 

Art.  858.  El  que  poseyendo  bienes  su- 
ficientes para  cubrir  todas  sus  deudas  pre- 
vea la  imposibilidad  de  efectuarlo  á  la  fe- 
cha de  sus  respectivos  vencimientos,  y  el 
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que  carezca  de  recursos  para  satisfacerlas 
en  su  integridad,  podrán  constituirse  en 
estado  de  suspensión  de  pagos,  que  decla- 
rará el  Juez  ó  Tribunal,  en  vista  de  su 
manifestación. 

Art.  859.  También  podrá  el  comercian- 
te presentarse  en  estado  de  suspensión  de 
pagos  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas 
siguientes  al  vencimiento  de  una  obliga- 
ción que  no  haya  satisfecho. 

Pasadas  las  cuarenta  y  ocho  horas  se- 
ñaladas en  el  párrafo  anterior  sin  haber 
hecho  uso  de  la  facultad  concedida  en  el 
mismo,  deberá  presentarse  al  día  siguien- 
te en  estado  de  quiebra  ante  el  Juez  ó  Tri- 
bunal de  su  domicilio. 

Art.  860.  Hecha  la  declaración  de  sus- 
pensión de  pagos,  el  comerciante  deberá 
presentar  á  sus  acreedores,  dentro  del 
plazo  de  diez  días,  una  proposición  de  con- 
venio, sujetándose  su  deliberación,  vota- 
ción y  demás  que  le  concierna,  á  lo  esta- 
blecido en  el  capitulo  cuarto  de  este  titu- 
lo, salvo  lo  que  en  él  se  expresa  tocante  á 
la  calificación  de  la  quiebra,  que  no  será 
necesaria. 

Art.  861.  Si  la  proposición  de  conve- 
nio fuese  desechada,  ó  no  se  reuniese  nú- 
mero bastante  de  votantes  para  su  apro- 
bación, quedará  terminado  el  expediente, 
y  todos  los  interesados  en  libertad  para 
hacer  uso  de  sus  respectivos  derechos. 

CAPITULO  II 

DISPOSICIONES  GENERALES  SOBRE  LAS  QUIGBR.'VS 

Art.  862.  Se  considera  en  estado  de 
quiebra  el  comerciante  que  sobresee  en  el 
pago  corriente  de  sus  obligaciones. 

Art.  863.  Procederá  la  declaración  de 
quiebra: 

1."    Cuando  la  pida  el  mismo  quebrado. 

2.°  A  solicitud  fundada  de  acreedor  le- 
gítimo. 

Art.  864.  Para  la  declaración  de  quie- 
bra á  instancia  de  acreedor,  será  necesa- 
rio que  la  soHcitud  se  funde  en  titulo  por 
el  cual  se  haya  despachado  mandamiento 
de  ejecución  ó  apremio,  y  que  del  embar- 
go no  resulten  bienes  libres  bastantes  para 
el  pago. 

También  procederá  la  declaración  de 
quiebra  á  instancia  de  acreedores  que, 
aunque  no  hubieren  obtenido  mandamien- 
to de  embargo,  ju.stifiquen  sus  títulos  de 
crédito  y  que  el  comerciante  lia  sobreseído 
de  una  manera  general  en  el  pago  corrien- 
te de  sus  obligaciones,  ó  que;  no  ha  pre- 
sentado su  proposición  de  convenio,  en  el 


caso  de  suspensión  de  pagos,  dentro  del 
plazo  señalado  en  el  art.  860. 

Art.  865.  En  el  caso  de  fuga  ú  oculta- 
ción de  un  comerciante,  acompañada  del 
cerramiento  de  sus  escritorios,  almacenes  ó 
dependencias,  sin  haber  dejado  persona 
que  en  su  representación  los  dirija  y  cum- 
pla sus  obligaciones,  bastará  para  la  decla- 
ración de  quiebra  á  instancia  de  acreedor, 
que  éste  justifique  su  titulo  y  pruebe  aque- 
llos hechos  por  información  que  ofrezca  al 
Juez  ó  Tribunal. 

Los  Jueces  procederán  de  oficio;  ade- 
más, en  casos  de  fuga  notoria  ó  de  que 
tuvieren  noticia  exacta,  á  la  ocupación  de 
los  establecimientos  del  fugado,  y  prescri- 
birán las  medidas  que  exija  su  conserva- 
ción, entretanto  que  los  acredores  usan 
de  su  derecho  sobre  la  declaración  de 
quiebra. 

Art.  866.  Declarada  la  quiebra,  el  que- 
brado quedará  inhabilitado  para  la  admi- 
nistración de  sus  bienes. 

Todos  sus  actos  de  dominio  y  adminis- 
tración posteriores  á  la  época  á  que  se  re- 
trotraigan los  efectos  de  la  quiebra,  serán 
nulos. 

Art.  867.  Las  cantidades  que  el  que- 
brado hubiere  satisfecho  en  dinero,  efecto 
ó  valores  de  crédito,  en  los  quince  dias 
precedentes  á  la  declaración  de  quiebra, 
por  deudos  y  obligaciones  directas  cuyo 
vencimiento  fuere  posterior  á  ésta,  se  de- 
volverán á  la  masa  por  quienes  la  perci- 
bieron. 

El  descuento  de  sus  propios  efectos,  he- 
cho por  el  comerciante  dentro  del  mismo 
plazo,  se  considerará  como  pago  antici- 
pado. 

Art.  868.  Se  reputarán  fraudulentos,  y 
serán  ineficaces  respecto  á  los  acreedores 
del  quebrado,  los  contratos  celebrados  por 
éste  en  los  treinta  días  precedentes  á  la 
quiebra,  si  pertenecen  á  alguna  de  las  cla- 
ses siguientes: 

1."  Trasmisiones  de  bienes  inmuebles 
hechas  á  titulo  gratuito. 

2.*  Constituciones  dótales  hechas  de 
bienes  privativos  suyos  á  sus  liijas. 

3.*  Concesiones  y  traspasos  de  bienes 
inmuebles  en  pago  de  deudas  no  vencidas 
al  tiempo  de  declararse  la  quiebra. 

4.'  Hipotecas  solirc  obligaciones  de  fe- 
cha anterior  que  no  tuvieron  esta  calidad, 
ó  por  préstamos  de  dinero  ó  niercaderias 
cuya  entrega  no  se  verificase  de  presente 
al  tiempo  de  otorgarse  la  obligición  ante 
el  Notario  y  testigos  que  intervinieren  eu 
ella. 

5.*  Las  donaciones  entre  vivos,  que  no 
tengan  conocidamente  el  carácter  de  ro- 
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muneratorias,  otorgadas  después  del  ba- 
lance anterior  á  la  quiebra,  si  de  éste  re- 
sultare un  pasivo  superior  al  activo  del 
quebrado. 

Art.  869.  Podrán  anularse,  á  instancia 
de  los  acreedores,  mediante  la  prueba  de 
haber  el  quebrado  procedido  con  ánimo  de 
defraudarlos  en  sus  derecho.s: 

1.°  Las  enajenaciones  á  titulo  oneroso, 
de  bienes  raices,  hechas  en  el  mes  prece- 
dente á  la  declaración  de  la  quebrada. 

2."  Las  constituciones  dótales,  hechas 
en  igual  tiempo  de  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  en  favor  de  las  hijas,  ó  cualquie- 
ra otra  trasmisión  de  los  mismos  bienes  á 
titulo  gratuito. 

3."  Las  constituciones  dótales  ó  reco- 
nocimiento de  capitales  hechos  por  un  cón- 
yuge comerciante  á  favor  de  otro  cónyuge 
en  los  seis  meses  precedentes  á  la  quiebra, 
siempre  que  no  sean  bienes  inmuebles  he- 
redados, adquiridos  ó  poseídos  de  antema- 
no por  el  cónyuge  en  cuyo  favor  se  hubie- 
re hecho  el  reconocimiento  de  dote  ó  ca- 
pital. 

4."  Toda  confesión  de  recibo  de  dinero 
ó  de  efectos  á  titulo  de  préstamo,  que  he- 
cha seis  meses  antes  de  la  quiebra  en  es- 
critura pública,  no  se  acreditare  por  la  fe 
de  entrega  del  Notario,  ó  si  habiéndose 
hecho  en  documento  privado,  no  constase 
uniformemente  de  los  libros  de  los  contra- 
tantes. 

5.°  Todos  los  contratos,  obligaciones  y 
operaciones  mercantiles  del  quebrado  que 
no  sean  anteriores  en  diez  días,  á  lo  me- 
nos, á  la  declaración  de  quiebra. 

Art.  870.  Podrá  revocarse  á  instancia 
de  los  acreedores  toda  donación  ó  contra- 
to celebrado  en  los  dos  años  anteriores  á  la 
quiebra,  si  llegare  á  probarse  cualquiera 
especie  de  suposición  ó  simulación  hecha 
en  fraude  de  aquéllos. 

Art.  871.  En  virtud  de  la  declaración 
de  quiebra,  se  tendrán  por  vencidas  á  la 
fecha  de  la  misma  las  deudas  pendientes 
del  quebrado. 

Si  el  pago  se  verificase  antes  del  tiempo 
prefijado  en  la  obligación,  se  hará  con  el 
descuento  correspondiente. 

Art.  872.  Desde  la  fecha  de  la  declara- 
ción de  quiebra,  dejarán  de  devengar  inte- 
rés todas  las  deudas  del  quebrado,  salvo 
los  créditos  hipotecarios  y  pignoraticios, 
hasta  donde  alcance  la  respectiva  garantía. 

Art.  873.  El  comerciante  que  obtuviere 
la  revocación  de  la  declaración  de  quiebra 
solicitada  por  sus  acreedores,  podrá  ejer- 
citar contra  éstos  la  acción  de  aaños  y  per- 
juicios, si  hubieren  procedido  con  malicia, 
falsedad  ó  injusticia  manilicsta. 


CAPITULO  111 

DE  LAS  CLASES  DE  QUIEBRA   Y  DE  LOS   CÓMPLI- 
CES UE  QUIEBRA 

Art.  874.  Para  los  efectos  legales  se 
distinguirán  tres  clases  de  quiebras,  á 
saber: 

1.*    Insolvencia  fortuita. 

2.*    Insolvencia  culpable. 

3."     Insolvencia  fraudulenta. 

Art.  875.  Se  entenderá  quiebra  fortui- 
ta, la  del  comerciante  á  quien  sobrevienen 
infortunios,  que  debiendo  estimarse  casua- 
les en  el  orden  regular  y  prudente  de  una 
buena  administración  mercantil,  reduzcan 
su  capital  al  extremo  de  no  poder  satisfa- 
cer en  todo  ó  en  parte  sus  deudas. 

Art.  876.  Se  considerará  quiebra  cul- 
pable la  de  los  comerciantes  que  se  halla- 
ren en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

1.^  Si  los  gastos  domésticos  y  persona- 
les del  quebrado  hubieren  sido  excesivos  y 
desproporcionados  en  relación  á  su  haber 
líquido,  atendidas  las  circunstancias  de  su 
rango  y  familia. 

2°  Si  hubiere  sufrido  pérdidas  en  cual- 
quiera especie  de  juego,  que  excedan  de  la 
que  por  vía  de  recreo  suele  aventurar  en 
esta  clase  de  entretenimientos  un  cuidado- 
so padre  de  familia. 

3.°  Si  las  per  ,idas  hubieren  sobreveni- 
do á  consecuencias  de  apuestas  impruden- 
tes y  cuantiosas,  ó  de  compras  y  ventas  ú 
otras  operaciones  que  tuvieren  por  objeto 
dilatar  la  quiebra. 

4.°  Si  en  los  seis  meses  precedentes  á 
la  declaración  de  la  quiebra  hubiere  ven- 
dido á  pérdida,  ó  por  menos  precio  del  co- 
rriente, efectos  comprados  al  fiado,  y  que 
todavía  estuviere  debiendo. 

5.°  Si  constare  que  en  el  periodo  trans- 
currido desde  el  último  inventario  hasta  la 
declaración  de  la  quiebra  hubo  tiempo  en 

aue  el  quebrado  debía,  por  obligaciones 
irectas,  doble  cantidad  dol  haber  líquido 
que  le  resultaba  en   el   inventario. 

Art.  877.  Serán  también  reputados  ©n 
juicios  quebrados  culpables,  salvas  las  ex- 
cepciones que  propongan  y  prueben  para 
demostrar  la  inculpabilidad  de  la  quiebra: 

1.°  Los  que  no  hubieren  llevado  los 
libros  de  contabilidad  en  la  forma  y  con 
todos  los  requisitos  especiales  que  se  pres- 
criben en  el  Titulo  II,  Libro  Primero,  y  los 
que,  aun  llevándolos  con  todas  estas  cir- 
cunstancias, hayan  incurrido  dentro  de 
ellos  en  falta  que  hubiere  causado  perjui- 
cio á  tercero. 

2."  Los  que  no  hubieren  hecho  su  ma- 
nifestación  de  quiebra  en  e!   término   y 
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forma  que  se  prescribe  en  el  artículo  860. 
3.°  Los  que  habiéndose  ausentado  al 
tiempo  de  la  declaracjón  de  la  quiebra  ó 
durante  el  progreso  del  juicio  dejaren  de 
presentarse  personalmente  en  los  casos  en 

3 ue  la  ley  impone  esta  obligación,  no  me- 
iando  legitimo  impedimento. 

Art.  878.  Se  reputará  quiebra  fraudu- 
lenta la  de  los  comerciantes  en  quienes 
concurran  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.*  Alzarse  con  todos  ó  parte  de  sus 
bienes. 

2."  Incluir  en  el  balance,  memorias, 
libros  ú  otros  documentos  relativos  á  su 
giro  ó  negó  -iaciones,  bienes,  créditos, 
deudas,  pér.iidas  ó  gastos  supuestos. 

3.^  No  haber  llevado  libros,  ó  lleván- 
dolos, incluir  en  ellos  con  daño  de  tercero, 
partidas  no  sentadrs  en  el  lugar  y  tiempo 
oportunos. 

4*  Rasgar,  borrar  ó  alterar  de  otro 
modo  cualquiera  el  contenido  de  los  libros, 
en  perjuicio  de  tercero. 

5.*  No  resultar  de  su  contabilidad  la 
salida  ó  existencia  del  activo  de  su  último 
inventario,  y  del  dinero,  valores,  muebles 
y  efectos  de  cualquiera  especie  que  sean, 
que  constare  ó  se  justificare  haber  entrado 
pO:,teriormente  en  poder  del  quebrado. 

6.*  Ocultar  en  el  balance  alguna  can- 
tidad de  dinero,  créditos,  géneros  ú  otra 
especie  de  bienes  ó  derechos. 

7."  Haber  consumido  y  aplicado  para 
sus  negocios  propios,  fondos  ó  efectos  aje- 
nos que  le  estuvieren  conñados  en  depó- 
sitoadministración  ó  comisión. 

8.*  Negociar  sin  autorización  del  pro- 
pietario, letras  de  cuenta  ajena  queobraren 
en  su  poder  para  su  cobranza,  remisión  ú 
otro  uso  distinto  del  de  la  negociación,  si 
no  hubiere  hecho  á  aquél  remesa  de  su 
producto. 

9.*  Si  hallándose  comisionado  para  la 
venta  de  algunos  géneros  ó  para  negociar 
créuitos  ó  valores  de  comercio,  hubiere 
ocultido  la  operación  al  propietario  por 
cualquier  espacio  de  tiempo. 

10  Simular  enajenaciones,  de  cual- 
quiera clase  que  éstas  fueren. 

11.  Otorgar,  firmar,  consentir  ó  reco- 
nocer deudas  supuestas;  presumiéndose 
tales,  silvo  prueba  en  contrario,  toda,  las 
que  no  tengan  causa  de  deber  ó  valor  de- 
terminado. 

12.  Comprar  bienes  inmuebles,  efectos 
ó  créditos,  poniéndolos  á  nombre  de  terce- 
ra persona,  en  perjuicio  de  sus  acreedores. 

13.  Haber  anticipado  pagos  en  perjui- 
cio de  3U.S  acreedores. 

14.  N  cgociar ,  después  del  último  balance 


letras  de  su  propio  giro  á  cargo  de  persona 
en  cuyo  poder  no  tuviere  fondos  ni  crédito 
abierto  sobre  ella,  ó  autorización  para 
hacerlo. 

15.  Si,  hecha  la  declaración  de  quiebra, 
hubiere  percibido,  y  aplicado  á  usos  per- 
sonales dinero,  efectos  ó  créditos  de  la 
masa,  ó  distraído  de  ésta  algunas  de  sus 
pertenencias. 

Art.  879.  La  quiebra  del  comerciante 
cuya  verdadera  situación  no  pueda  dedu- 
cirse de  sus  libros,  se  presumirá  fraudu- 
lenta, salvo  prueba  en  contrario. 

Art.  880.  La  quiebra  de  los  agentes  de 
comercio  se  reputará  fraudulenta  cuando 
se  justiñque  que  hicieron  por  su  cuenta,  en 
nombre  propio  ó  ajeno,  alguna  operación 
de  tráfico  ó  giro,  auii  cuando  el  motivo  de 
la  quiebra  no  proceda  de  estos  hechos. 

Si  sobreviniere  la  quiebra  por  haberse 
constituido  el  agiente  garante  de  las  opera- 
ciones en  que  intervino,  se  pi'esumirá  la 
quiebra  fraudulenta,  salvo  prueba  en  con- 
trario. 

Art.  881.  Serán  considerados  cómpli- 
ces de  las  quiebras  frandulentas: 

1.°  Los  que  auxilien  el  alzamiento  de 
bienes  del  quebrado. 

2.**  Los  que  habiéndose  confabulado 
con  el  quebrado  para  suponer  créditos 
contra  él,  ó  aumentar  el  valor  de  los  que 
efectivamente  tengan  contra  sus  valores  6 
bienes,  sostengan  esta  suposición  en  el 
juicio  de  examen  y  calificación  de  los  cré- 
ditos, ó  en  cualquiera  junta  de  acreedores 
de  la  quiebra. 

3.''  Los  que  para  anteponerse  en  la 
graduación  en  perjuicio  de  otros  acreedo- 
res, y  de  acuerdo  con  el  quebrado,  alte- 
rasen la  naturaleza  ó  fecha  del  crédito,  aun 
cuando  esto  se  verifique  antes  de  hacerse 
la  declaración  de  quiebra. 

4.°  Los  que  deliberadamente,  y  des- 
pués que  el  quebrado  cesó  en  sus  pagos,  le 
auxiliaren  para  ocultar  ó  sustraer  alguna 
parte  de  sus  bienes  ó  créditos. 

5.°  Los  que  siendo  tenedores  de  alguna 
pertenencia  del  quebrado  al  tiempo  de  ha- 
cerse notoria  la  declaración  de  quiebra  por 
el  Juez  ó  Tribunal  que  de  ella  conozca,  la 
entregaren  á  aquél,  y  no  á  los  administra- 
dores legítimos  de  la  masa,  á  menos  que, 
siendo  de  nación  ó  departamento  diferente 
do  la  del  domicilio  del  quebrado,  prueben 
que  en  el  lu^ar  de  su  residencia  no  sé  te- 
nía noticia  de  la  quiebra. 

6."     Los  que  negaren  á  los  administra- 
dores de  la  quiebra  los  efectos  que  de  la 
pertenencia  del  quebrado  existieren  en  su 
poder. 
7."    Los  que,  después  de  publicada  la 
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declaración  de  la  quiebra,  admitieren  en- 
dosos del  quebrado. 

8."  Los  acreedores  legítimos,  que  en 
perjuicio  y  fraude  de  la  masa  Iiicieren  con 
el  quebrado  convenios  particulares  y  se- 
cretos. 

9.°  Los  agentes  mediadores  que  inter- 
vengan en  operación  de  tráfico  ó  giro  que 
hiciere  el  comerciante  declarado  en  quie- 
bra. 

Art.  882.  Los  cómplices  de  los  quebra- 
do.-5  serán  condenados,  sin  perjuicio  de  las 
penas  en  que  incurran  con  arreglo  á  las 
leyes  criminales: 

1."  A  perder  cualquier  derecho  que 
tengan  á  la  masa  de  la  quiebra  en  que  sean 
declarados  cómplices. 

2.°  A  reintegrar  á  la  misma  masa  los 
bienes,  derechos  y  acciones  sobre  cuya 
sustracción  hubiere  recaído  la  declaración 
de  su  complicidad,  con  intereses  é  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 

Art.  883.  La  ci?liíicación  de  la  quiebra 
para  exigir  al  deudor  la  responsabilidad 
criminal  se  hará  siempre  en  ramo  separa- 
do, que  se  sustanciará  con  audiencia  del 
Ministerio  fiscal,  de  los  Síndicos  y  del  mis- 
mo quebrado. 

Los  acreedores  tendrán  derecho  á  aper- 
sonarse en  el  expediente  y  perseguir  al 
fallido;  pero  lo  harán  á  sus  expensas,  sin 
acción  á  ser  reintegrados  por  la  masa  de 
los  gastos  del  juicio  ni  de  las  costas,  cual- 
quiera que  .sea  el  resultado  de  sus  ges- 
tiones. 

Art.  884.  En  ningún  caso,  ni  á  instan- 
cia de  parte  ni  de  oficio,  se  procederá  por 
los  delitos  de  quiebra  culpable  ó  fraudulen- 
ta, sin  que  antes  el  Juez  ó  Tribunal  haya 
hecho  la  declaración  de  quiebra  y  la  de 
haber  mérito  para  proceder  criminal- 
mente. 

Art.  885.  La  calificación  de  quiebra  for- 
tuita por  sentencia  firme  no  será  obstáculo 
f)ara  el  procedimiento  criminal,  cuando  de 
os  juicios  pendientes  sobre  convenio,  re- 
conocimiento de  créditos  ó  cualquiera  otra 
incidencia,  resultaren  indicios  de  hechos 
declarados  punibles  en  el  Código  penal,  los 
que  se  someterin  al  conocimiento  del  Juez 
ó  Tribunal  competente.  En  estos  casos  de- 
berá ser  oído  previamente  el  Ministerio 
público. 

CAPÍTULO  IV 

DEL  CONVENIO  DE  LOS  OUKBRADOS  CON    LOS 
ACREEDORES 

Art.  886.  En  cualquier  estado  del  jui- 
cio, terminado  el  reconocimiento  de  cré- 


ditos y  hecha  la  calificación  de  la  quiebra, 
el  quebrado  y  sus  acreedores  podrán  hacer 
los  convenios  que  estimen  oportunos. 

No  gozarán  de  este  derecho  los  quebra- 
dos fraudulentos,  ni  los  que  se  fugaren  du- 
rante el  juicio  de  quiebra. 

Art.  887.  Los  convenios  entre  los  acree- 
dores y  el  quebrado  han  de  ser  hechos  en 
junta  de  acreedores  debidamente  consti- 
tuida. 

Los  pactos  particulares  entre  el  quebra- 
do y  cualquiera  de  sus  acreedores  serán 
nulos:  el  acreedor  que  los  hiciere  perderá 
sus  derechos  en  la  quiebra,  y  el  quebrado, 
por  este  sólo  hecho,  será  calificado  de  cul- 
pable cuando  no  mereciese  ser  considera- 
do como  quebrado  fraudulento. 

Art.  88«.  Los  acreedores  singularmen- 
te privilegiados,  los  privilegiados  y  los  hi- 
potecarios, podrán  abstenerse  de  tomar 
parte  en  la  resolución  de  la  junta  sobre  el 
convenio,  y  absteniéndose,  éste  no  les  pa- 
sará perjuicio  en  sus  respectivos  derechos. 

Si,  por  el  contrario,  prefiriesen  tener  voz 
y  voto  en  el  convenio  propuesto,  serán 
comprendidos  en  las  esperas  ó  quitas  que 
la  junta  acuerde,  sin  perjuicio  del  lugar  y 
grado  que  corresponda  al  titulo  de  su  cré- 
dito. 

Art,  8s9.  La  proposición  de  convenio 
se  discutirá  y  pondrá  á  votación,  formando 
resolución  el  voto  de  un  número  de  acree- 
dores que  compongan  la  mitad  y  uno  más 
de  los  concurrentes,  siempre  que  su  inte- 
rés en  la  quiebra  cubi'a  las  tres  quintas 
partes  del  total  pasivo,  dedui'ido  el  importe 
de  los  créditos  de  los  acreedores  compren- 
didos en  el  párrafo  primei^o  del  artículo 
anterior  que  hubieren  usado  del  derecho 
consignado  en  dicho  párrafo. 

Art.  890.  Dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes á  la  celebración  de  la  junta  en  que 
se  hubiere  acordado  el  convenio,  los  acree- 
dores disidentes  y  los  que  no  hubieren 
concurrido  á  la  junta,  podrán  oponerse  á 
la  aprobación  del  mismo. 

Art.  891.  Las  únicas  causas  en  que  po- 
drá fundarse  la  oposición  al  convenio 
serán: 

1.'  Defectos  en  las  formas  prescritas 
parala  convocación,  celebración  y  delibe- 
ración de  la  junta. 

2.*  Falta  de  personalidad  ó  represen- 
tación en  alguno  de  los  votantes,  siempre 
que  su  voto  decida  la  mayoría  en  número 
ó  cantidad. 

3.'  Inteligencias  fraudulentas  entre  el 
deudor  y  uno  ó  más  acreedores,  ó  de  los 
acreedores  entre  sí  para  votar  á  favor  del 
convenio. 

4.*    Exageración  fraudulenta  de  crédi- 
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tos  para  procurar  la  mavoria  de  cantidad. 

5  *  Inexactitud  fraudulenta  en  el  ba- 
lance general  ue  U  s  negoc.os  del  taludo,  ó 
en  los  info;  mes  de  .u  c>  n  .icos,  para  fa- 
cultar la  dimisión  de  las  proposiciones  del 
deudor. 

Art.  892.  Aprobado  el  convenio,  y  sal- 
vo lo  dispuesto  en  el  art.  888,  será  obliga- 
torio para  el  faíli^.o  y  para  todos  los  acre- 
edores cuyos  créditos  aten  de  época  an- 
terior á  la  declaración  de  quiebra,  si  hu- 
bieren s  do  citados  en  forma  legal,  ó  si 
habiéndoseles  not.ticado  la  aprobición  del 
convenio  no  liub  eren  reclamado  contra 
éste  en  los  términos  prevenidos  en  el  Có- 
digo de  Procedimientos,  aun  «uando  no 
estén  comprendidos  en  el  bal  mee,  ni  ha- 
yan sido  parte  del  procedimiento. 

Art.  893.  En  vi  tud  del  convenio,  no 
mediando  pact)  expreso  en  contrario,  los 
créditos  quodarún  extinguidos  en  la  parte 
de  que  se  hubiere  hecho  remisión  al  que- 
brado, aun  cuando  le  quedare  algún  so- 
brante en  los  bienes  de  la  quiebra,  ó  pos- 
teriormente llegare  á  mejor  fortuna. 

Art.  894.  Si  el  deudor  convenido  fal- 
tare al  cumplimiento  de  lo  estipulado, 
cualquiera  de  sus  acreedores  podrá  pedir 
la  rescisión  del  convenio  y  la  continuación 
de  la  quiebra  .>nte  el  Juez  ó  Tribunal  que 
hubiere  conocido  de  la  misma. 

Art.  895.  En  el  caso  de  no  haber  me- 
diado el  pacto  expreso  de  que  habla  el  ar- 
ticulo 893,  los  acreedores  que  no  sean  sa- 
tisfechos integramente  con  lo  que  perciban 
del  haber  de  la  quiebra  hasta  el  término 
de  la  liquidación  ue  ésta,  conservarán  ac- 
ción por  lo  que  se  les  reste  en  deber,  so- 
bre los  bienes  que  ulteriormente  adquiera 
ó  pueda  adquirir  el  quebrado. 

CAPÍLULO  V 

DE  I-OS  DERECHOS    DK  IOS   ACHEKDORKS   EN  CAPO 
DK  QUIEBUA  Y  DE  SU  UliSPECTIVA  GltAÜUACIÓW 

Art.  896.  Las  mercaderías  y  efectos,  y 
cualquiera  otra  especie  de  bienes  que  exis- 
tan en  la  masa  de  la  quiebra,  cuya  pro- 
piedad no  .se  hubiere  transferido  al  que- 
brado por  un  titulo  legal  é  irrevocable,  se 
considerarán  de  dominio  ajeno  y  se  pon- 
drán á  disposición  de  sus  legítimos  dueños, 
previo  el  reconocimiento  de  su  derecho  en 
junta  de  acreedores  ó  en  sentencia  firme; 
reteniendo  la  masa  los  derechos  que  en  di- 
chos bienes  pudieren  corresponder  al  que- 
brado, en  cuyo  lugar  quedará  sustituida 
aquella,  siempre  que  cumpliere  las  obliga- 
ciones anexas  á  loá  mismos. 


Art.  897.  Se  considerarán  comprendi- 
dos en  el  precepto  del  artículo  anterior 
para  los  efectos  señalados  en  él: 

1.^  Los  bienes  propios  de  la  mujer  del 
quebrado. 

2°  Los  bienes  y  efectos  que  el  quebra- 
do tuviere  en  depósito,  administración, 
arrendamiento,  alquiler  ó  usufructo. 

3.°  Las  mercaderías  que  el  quebrado 
tuviei'e  en  su  poder  por  comisión  de  com- 
pra, venta,  tránsito  ó  entrega. 

4."  Las  letras  de  cambio  ó  pagarés  que, 
sin  endoso  ó  expresión  que  trasmitiere  su 
propiedad,  se  hubieren  remitido  i)ara  su 
cobranza  al  quebrado,  y  las  que  hubiere 
adquirido  por  cuenta  de  otro,  libradas  ó 
endcsadas  directamente  en  favor  del  co- 
mitente. 

5.°  Los  caudales  remitidos  fuera  de 
cuenta  corriente  al  quebrado,  y  que  éste 
tuviere  en  su  poder,  para  entregar  á  per- 
sona determinada  en  nombre  y  por  cuen- 
ta del  comitente,  ó  para  satisfacer  obliga- 
ciones que  hubieren  de  cumplirse  en  el 
domicilio  de  aquél. 

6.°  Las  cantidades  que  estuvieren  de- 
biendo al  quebrado  por  ventas  hechas  de 
cuenta  ajena,  y  las  letras  ó  pagarés  de 
igual  procedencia  que  obraren  en  su  po- 
der, aunque  no  estuvieren  extendidas  ea 
favor  del  dueño  de  las  mercaderías  vendi- 
das, siempre  que  se  pruebe  que  la  obliga- 
ción procede  de  ellas  y  que  existían  en  po- 
der del  quebrado  por  cuenta  del  propieta- 
rio para  liacerlas  efectivas  y  remitirle  los 
fondos  á  su  tiempo,  lo  cual  se  presumirá 
de  derecho  si  la  partida  no  estuviere  pasa- 
da en  cuenta  corriente  entre  ambos. 

7.°  Los  géneros  vendidos  al  quebrado 
á  pagar  ai  contado  y  no  satisfechos  en  todo 
ó  en  parte,  ínterin  subsistan  embalados  en 
los  almacenes  del  quebrado,  ó  en  los  tér- 
minos en  que  se  hizo  la  entrega,  y  en  esta- 
do de  distinguirse  específicamente  por  las 
marcas  ó  números  de  los  fardos  ó  bultos. 

8.°  Las  mercaderías  que  el  qnebrado 
hubiere  comprado  al  hado,  mientras  no  se 
le  hubiere  hecho  entrega  material  de  ellas 
en  sus  almacenes  ó  en  par¿ije  convenido 
para  hacerla,  y  aquellas  cuyos  conocimien- 
tos ó  carta  de  porte  se  le  l)ul)iercn  remiti- 
do después  de  cargadas,  de  orden  y  por 
cuenta  y  riesgo  del  comprador. 

En  los  casos  de  este  número  y  del  7.°, 
los  Síndicos  podrán  detener  los  géneros 
comprados  ó  reclamados  para  la  masa, 
pagando  su  precio  al  vendedor. 

Art.  898.  Igualmente  se  considerará 
comprendido  en  el  precepto  del  art.  896, 
para  los  efectos  determinados  en  el  mismo, 
el  importe  de  los  billetes  en  circulación  de 
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los  bancos  de  emisión,  en  las  quiebras  de 
estos  establecimientos. 

Art.  899.  Con  el  producto  de  los  bienes 
de  la  quiebra,  hechas  las  deducciones  que 
prescriben  los  artículos  anteriores,  se  pa- 
gará á  los  acreedores  con  arreglo  á  lo  es- 
tablecido en  los  artículos  siguientes. 

Art.  900.  La  graduación  de  créditos  se 
hará  dividiéndolos  en  dos  secciones:  la 
primera  comprenderá  los  créditos  que  ha- 

Íran  de  ser  satisfechos  con  el  producto  de 
os  bienes  muebles  de  la  quiebra;  y  la  se- 
gunda, con  los  que  hayan  de  pagarse  con 
el  producto  de  los  inmuebles. 

Art.  901.  La  prelación  de  los  acreedo- 
res de  la  primera  sección  se  establecerá  en 
el  orden  siguiente: 

1.°  Los  acreedores  singularmente  pri- 
vilegiados, por  este  orden: 

A.  Los  acreedores  por  gastos  de  entie- 
rro, funeral  y  testamentaría. 

É.  Los  acreedores  alimenticios,  ó  sean 
los  que  hubieren  suministrad©  alimentos  al 
quebrado  ó  á  su  familia. 

C  Los  acreedores  por  trabajo  perso- 
nal, comprendiendo  á  los  dependientes  de 
comercio,  por  los  seis  últimos  meses  ante- 
riores á  la  quiebra. 

2."  Los  privilegiados  que  tuvieren  con- 
signado un  derecho  preferente  en  este  Có- 
digo. 

3."  Los  privilegiados  por  derecho  co- 
mún. 

4.°  Los  acreedores  escriturarios,  con- 
juntamente con  los  que  fueren  por  títulos 
ó  contratos  mercantiles  en  que  hubiere 
intervenido  agente  ó  corredor. 

5.°  Los  acreedores  comunes  por  ope- 
raciones mercantiles. 

6.°  Los  acreedores  comunes  por  Dere- 
cho Civil. 

Art.  902.  La  prelación  en  el  pago  á  los 
acreedores  de  la  segunda  sección  se  suje- 
tará al  orden  siguiente: 

1.°  Los  acreedores  con  derecho  real, 
en  los  términos  y  por  el  orden  establecido 
en  el  Código  civil. 

2.°  Los  acreedores  singularmente  pri- 
vilegiados y  demás  enumerados  en  el  ar- 
tículo anterior,  por  el  orden  establecido  en 
el  mismo. 

Art.  903.  Los  acreedores  percibirán 
sus  créditos  sin  distinción  de  fechas  á  pro- 
rrata dentro  de  cada  clase  y  con  sujeción 
al  orden  señalado  en  los  artículos  901 
y  902. 

Exceptúanse: 

1."  Los  acreedores  hipotecarios,  que 
cobrarán  por  el  orden  de  fechas  de  la  ins- 
cripción de  sus  títulos. 

2.**    Los  acreedores  escriturarios  y  por 


títulos  mercantiles  intervenidos  por  agen- 
tes ó  corredores,  que  cobrarán  también 
por  el  orden  de  sus  títulos. 

Quedan  á  salvo,  no  obstante  las  dispo- 
siciones anteriores,  los  privilegios  estable- 
cidos en  este  Código  sobre  cosa  determi- 
nada, en  cuyo  caso,  si  concurrieren  varios 
acreedores  de  la  misma  clase,  se  obser- 
vará la  regla  general. 

Art.  904.  No  se  pasará  á  distribuir  el 
producto  de  la  venta  entre  los  aci'eedores 
de  un  grado,  letra  ó  número  de  los  Hjados 
en  los  artículos  901  y  9ü2,  sin  que  queden 
completamente  saldados  los  créditos  del 
grado,  letra  ó  número  de  los  artículos  re- 
feridos, según  su  orden  de  prelación. 

Art.  905.  Los  acreedores  con  prenda 
constituida  por  escritura  pública  ó  en  pó- 
liza intervenida  por  agente  ó  corredor,  no 
tendrán  obligación  de  traer  á  la  mía  los 
valores  ú  objetos  que  recibieron  en  pren- 
da, á  menos  que  la  representación  de  la 
quiebra  los  quisiere  recobrar  satisfaciendo 
integramente  el  crédito  á  que  estuvieren 
afectos. 

Si  la  masa  no  hiciere  uso  de  este  dere- 
cho, los  acreedores  prendarios  podrán 
vender  la  prenda  al  vencimiento  de  la 
deuda,  con  ai  reglo  á  lo  dispuesto  en  el  Có- 
digo civil. 

El  sobrante  que  resultare  después  de 
extinguido  el  crédito,  será  entregado  á  la 
masa. 

Si,  por  el  contrario,  aún  resultare  un 
saldo  contra  el  quebrado,  el  acreedor  será 
considerado  como  escriturario  en  el  lugar 
que  le  corresponda,  según  la  fecha  del 
contrato. 

Art.  906.  Los  acreedores  hipotecarios 
cuyos  créditos  no  quedasen  cubiertos  con 
la  venta  de  los  inmuebles  que  les  estuvie- 
sen hipotecados,  serán  considerados,  en 
cuanto  al  resto,  como  acreedores  escritu- 
rarios, concurriendo  con  los  demás  de  este 
grado,  según  las  fechas  de  sus  títulos. 

CAPÍTULO  VI 

DE  LA   REIIADILITACIÓN   DEL  QUEBRADO 

Art.  907.  Los  quebrados  fraudulentos 
no  podrán  ser  rehabilitados. 

Art.  908.  Los  quebrados  no  compren- 
didos en  el  artículo  anterior  yjodráu  obte- 
ner su  rehabilitación  justificando  el  cum- 
plimiento integro  del  convenio  aprobado 
que  hubiesen  hecho  con  sus  acreedores. 

Si  no  hubiere  mediado  convenio,  esta- 
rán obligados  á  probar  que,  con  el  haber 
de  la  quiebra,  ó  mediante  entregas  poste- 
riores, quedaron  satisfechas  todas  las  obli- 
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gaciones  reconocidas  en  el  procedimiento 
de  la  quiebra. 

CAPITULO  VII 

DISPOSICIONES  GENERALES  RELATIVAS  Á  LA 
QUIEBKA  DE  LAS  SOCIEDADES  MERCANTILES 
EN   GENERAL 

Art.  909.  La  quiebra  de  una  sociedad 
en  nombre  colectivo  ó  en  comandita  lleva 
consigo  la  de  los  socios  que  tengan  en  ella 
responsabilidad  solidaria  conforme  á  los 
arts.  232  y  239  de  este  Código,  y  pi-oducirá 
respecto  de  todos  los  dichos  socios,  los  efec- 
tos inherentes  á  la  declaración  de  la  quie- 
bra, pero  manteniéndose  siempre  separa- 
das las  liquidaciones  respectivas. 

Art.  910.  La  quiebra  de  uno  ó  más  so- 
cios no  produce  por  si  sola  la  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  911.  Si  los  socios  comanditarios  ó 
de  compañías  anónimas  no  hubieren  en- 
tregado al  tiempo  de  la  declaración  de  la 
quiebra  el  total  de  las  cantidades  que  se 
obligaron  á  poner  en  la  sociedad,  el  admi- 
nistrador ó  administradores  de  la  quiebra 
tendrán  derecho  para  reclamar  los  divi- 
dendos pasivos  que  sean  necesarios  dentro 
del  límite  de  su  respectiva  responsabilidad. 

Art.  912.  Los  socios  comanditarios,  los 
de  las  sociedades  anónimas  y  los  de  cuen- 
tas en  participación  que  á  la  vez  sean 
acreedores  de  la  quiebra,  no  figurarán  en 
el  pa.sivo  de  la  misma  más  que  por  la  dife- 
rencia que  resulte  á  su  favor  después  de 
cubiertas  las  cantidades  que  estuvieren 
obligados  á  poner  en  el  concepto  de  tales 
socios. 

Art.  913.  En  las  sociedades  colectivas, 
los  acreedores  particulares  de  los  socios 
cuyos  créditos  fueren  anteriores  á  la  cons- 
titución de  la  sociedad,  concurrirán  con 
los  acreedores  de  ésta,  colocándose  en  el 
lugar  y  grado  que  les  corresponda,  según 
la  naturaleza  de  sus  respectivos  créditos, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  901  y 
902  de  este  Código. 

Los  acreedores  posteriores  sólo  tendrán 
derecho  á  cobrar  sus  créditos  del  rematan- 
te, si  lo  hubiere,  después  de  satisfechas  las 
deudas  .sociales,  salvo  siempre  la  preferen- 
cia otorgada  por  las  leyes  á  los  créditos 
privilegiados  y  á  los  hipotecarios. 

Art.  914.  El  convenio,  en  la  quiebra 
de  las  sociedades  anónimas  que  no  se  ha- 
llan en  liquidación,  podrá  tener  por  objeto 
la  continuación  ó  el  traspaso  de  la  empre- 
sa con  las  condiciones  que  se  fijen  en  el 
nuevo  convenio. 

Art.  915.     Las  compañías  estarán  re- 


presentadas durante  la  quiebra,  según  hu- 
bieren previsto  para  este  caso  los  estatu- 
tos, y  en  su  defecto  por  el  consejo  de  ad- 
ministración; y  podrán,  en  cualquier  es- 
tado de  la  misma,  presentar  á  los  acree- 
dores las  proposiciones  i.e  convenio  que 
estimen  oportunas,  las  cuales  deberán  re- 
solverse con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  en 
el  capitulo  siguiente. 

CAPILULO  VIII 

DE  LA  SUSPENSIÓN  DE  PAíiOS,  Y  DE  LAS  QUIK- 
BRAS  UE  LAS  COMPaÍsÍ  S  Y  I'MPIUS AS  De.  FE- 
RROCARRILES  Y   DEMÁS  OBRAS   PÚBLICAS- 


Art.  916.  Las  compañías  y  empresas 
de  ferrocarriles,  y  demás  obras  de  servi- 
cio público  general,  departamental  ó  mu- 
nicipal, que  se  hallaren  en  la  imposibilidad 
de  saldar  sus  obligaciones,  podrán  presen- 
tarse al  Tribunal  en  estado  de  su  pens.ón 
de  pagos. 

También  podrá  hacerse  la  declaración 
de  suspensión  de  pagos  á  instancia  de  uno 
ó  más  acreedores  legítimos,  entendiéndose 
por  tales  para  los  efectos  de  este  articulo, 
los  comprendidos  en  el  art.  ¡564. 

Art.  917.  Por  ninguna  acción  judicial 
ni  administrativa  podrá  interrumpirse  el 
servicio  de  explotación  de  los  ferrocarriles 
ni  de  ninguna  obra  pública. 

Art.  918.  La  compañía  ó  empresa  que 
se  presentare  en  estado  de  suspensión  de 
pagos,  solicitando  convenio  con  sus  acree- 
dores, deberá  acompañar  á  su  solicitud  el 
balance  de  su  activo  y  pasivo. 

Para  los  efectos  relativos  al  convenio,  se 
dividirán  los  acreedores  en  tres  grupos:  el 
primero  comprenderá  los  créditos  de  tra- 
bajo personal  y  los  procedentes  de  expro- 
piaciones, obras  y  material;  el  segundo, 
los  de  las  obligaciones  hipotecarias  emiti- 
das por  el  capital  que  las  mismas  repre- 
senten, y  ])or  los  cupones  y  amortización 
vencidos  y  no  pagados,  computándose  los 
cupones  y  amortización  por  su  valor  total, 
y  las  obligaciones  .según  el  tipo  de  emisión 
dividiéndose  este  grupo  en  tantas  secciones 
cuanlis  hubieren  sido  las  emisiones  de 
obligaciones  hipotecarias;  y  el  tercero, 
todos  los  demás  créditos,  cualquiera  que 
sea  su  naturaleza  y  orden  de  prelación 
entre  sí  y  con  relación  á  los  grupos  ante- 
riores. 

Art.  919.  Si  la  compañía  ó  empresa  no 
presentare  el  balance  en  la  forma  deter- 
minada en  el  articulo  anterior,  ó  la  decla- 
ración de  suspensión  de  pagos  hubiere 
sido  solicitada  por  acreedores  que  jus- 
tifiquen las  condiciones  exigidas  en  el  pá- 
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rrafo  segundo  del  artículo  916,  el  Juez  ó 
Tribunal  m mdará  que  se  forme  el  balance 
en  el  término  de  quince  días,  pas;idos  los 
cuales  sin  presentarlo,  se  hará  de  otício  en 
igual  término  y  á  costa  de  la  compañía  ó 
empresa  deudora. 

Art.  920.  La  declaración  de  suspensión 
de  pagos  hecha  por  el  Juez  ó  Tribunal 
producir  i  los  ef  cto.s  siguientes: 

1.°  Suspenderá  los  procedimientos  eje- 
cutivos y  de  apremio. 

2.°  Obligará  á  las  compañías  y  empre- 
sas á  consignar  en  los  Bancos  au'tor.Züdos 
al  efecto,  los  sobrantes,  cubiertos  que  sean 
los  gastos  de  administración,  explotación 
y  construcción. 

3."  Impondrá  á  las  compañías  y  em- 
presas el  deber  de  presentriral  Juez  u  Tri- 
bunal, dentro  del  término  de  cuatro  meses, 
una  proposición  de  convenio  para  el  pago 
de  los  acreedores,  aprobada  previamente 
en  Junta  oruinaria  ó  extr-aordinaria  por 
los  accionistas,  si  la  compañía  ó  empresa 
deudox-a  estuviere  constituida  por  accio- 
nes. 

Art.  921.  El  convenio  quedará  aproba- 
do por  los  acreedores,  si  le  aceptan  los 
que  representen  tres  quintas  partes  de  cada 
uno  de  los  grupos  ó  secciones  señaladas 
en  el  art.  918. 

Se  entenderá  igualmente  aprobado  por 
los  acreedores,  si  no  habiendo  concurrido 
dentro  del  primer  plazo  señalado  al  efecto 
número  bastante  para  formar  la  mayoría 
de  que  antes  se  trata,  lo  aceptaren  en  una 
segunda  convocatoria  acreedores  que  re- 
presentaren los  dos  quintos  del  total  de 
eada  uno  de  los  dos  primeros  grupos  y  de 
sus  secciones,  siempre  que  no  hubiese 
oposición  que  exceda  de  otros  dos  quintos 
de  cualquiera  de  dichos  grupos  ó  seccio- 
nes, ó  del  total  pasivo. 

Art.  922.  Dentro  de  los  quince  días  si- 
guientes á  la  publicación  del  cómputo  de 
los  votos,  si  éite  hubiere  sido  favorable  al 
convenio,  los  acreedores  disidentes  y  los 
que  no  hubieren  concurrido  podrán  hacer 
oposición  al  convenio  por  defectos  en  la 
convocación  de  los  acreedores  y  en  las  ad- 
hesiones de  éstos,  ó  por  cualquiera  de  las 
causas  determinadas  en  losnúms.  2.*' al  5." 
del  art  891. 

Art  923.  Aprobado  el  convenio  sin 
oposición  ó  desestimada  ésta  por  senten  - 
eia  firme,  será  obligatorio  para  la  compa- 
ñía ó  empresa  deudora  y  para  todos  los 
acreedores  cuyos  titulos"^  daten  de  época 
anterior  á  la  susijcnsión  de  pagos,  si  hu- 
bieren sido  citados  en  forma  legal,  ó  si 
habiéndoles  notificado  el  convenio,  no  hu- 
bieren reclamado  contra  él  en  los  térmi- 


nos prevenidos  en  el  Código  de  Procedi- 
mientos. 

Art.  924.  Procederá  la  declaración  de 
q'iiebra  de  las  compañías  ó  empresas, 
cuando  ellas  lo  solicitaren,  ó  á  instancia  de 
acreedor  legít.mo,  siempre  que  en  este 
caso  se  justificare  alguna  de  las  condicio- 
nes   iguientes: 

1.*  Si  transcurrieren  cuatro  meses  des- 
de la  declaración  de  suspensión  de  pagos 
sin  presentar  al  Tribunal  la  proposición  de 
convenio. 

2.*  Si  el  convenio  fuere  desaprobado 
por  sentencia  firme,  ó  no  se  reuniesen  su- 
ficientes adhesiones  para  su  aprobación 
en  ios  dos  plazos  á  que  se  refiere  el  articu- 
lo 921. 

3.*  Si  aprobado  el  convenio,  no  se 
cumpliere  por  la  compañía  ó  empresa  deu- 
dora, siempre  que  en  esle  caso  lo  soliciten 
ai-reedores  que  representen  al  menos  la 
vigésima  parte  del  ¡jasivo. 

Art.  925.  Hecha  la  declaración  de  quie- 
bra, si  subsistiere  la  concesión  se  pondrá 
en  conocimiento  del  Gobierno  ó  de  la  cor- 
poración que  la  hubiere  otorgado,  y  se 
constituirá  un  Con.sejo  de  incautación, 
com]juesto  de  un  presidente  nombrado  por 
dicha  autoridad,  dos  vocales  designados 
por  la  compañía  ó  empresa,  uno  por  cada 
gr''.po  ó  sección  de  acreedores,  y  tres  á 
pluralidad  de  todos  éstos. 

Art.  926.  El  Consejo  de  Incautación 
organizará  prov.sionalinente  el  servicio  de 
la  obra  pública,  la  aJministrará  y  explota- 
rá, están  !o  además  obligado: 

1.°  A  depositar  con  carácter  de  nece- 
sario los  productos  en  el  Bmco  que  el  Tri- 
bunal designe,  después  de  deducidos  y  pa- 
gados los  gastos  de  administración  y  ex- 
plotación. 

2."  A  entregar  en  el  mismo  Banco,  y 
en  el  concepto  también  de  depósito  nece- 
sario, las  existencias  en  metálico  ó  valores 
que  tuviera  la  compañía  ó  empresa  al 
tiempo  de  la  incautación. 

3."  A  exhibir  los  libros  y  papeles  perte- 
necientes á  la  compañía  ó  empresa,  cuan- 
do proceda  y  lo  decrete  el  Tribunal. 

Art.  927.  En  la  graduación  y  pago  de 
los  acreedores  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  capitulo  V  de  este  título. 

TITULO  II 
De  las  prescripciones. 

Art.  928.  Los  términos  lijados  en  este 
Código  para  el  ejercicio  de  las  acciones 
procedentes  de  los  contratos  mercantiles. 
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serán   fatales,  sin  que  contra  ellos  se  dé 
restitución. 

Art.  929.  Las  acciones  que  en  virtud  de 
este  Código  no  tengan  un  plazu  determi- 
nado para  deducirse  en  juicio,  se  regirán 
por  las  disposiciones  del   Derecho  Común. 

Art.  930.  La  prescripción  se  interrum- 
pirá por  la  demanda  ú  otro  cualquier  gé- 
nero de  interpelación  judicial  hecha  al 
deudor;  por  el  reconocimiento  de  las  obli- 
gaciones, ó  por  la  renovación  del  docu- 
mento en  que  se  funde  el  derecho  del 
aereedor. 

Se  considerará  la  prescripción  como  no 
interrumpida  por  la  interpelación  judicial, 
si  el  actor  desistiere  de  ella,  ó  caducare  la 
instancia,  ó  fuese  desestimada  su  demanda. 

Empezará  á  contarse  nuevamente  el  tér- 
mino de  la  prescripción  en  caso  de  reco- 
nocimiento de  las  obligaciones,  desde  el 
día  en  que  se  haga;  en  el  de  su  renovación, 
desde  la  fecha  ael  nuevo  titulo!  y  si  en  él 
se  hubiere  prorrogado  el  plazo  del  cum- 
plimiento de  la  obligación,  desde  que  éste 
hubiere  vencido. 

Art.  931.  La  responsabilidad  de  los  co- 
rredores de  comercio  ó  intérpretes  de 
buques  en  las  obligaciones  que  intervengan 
por  razón  de  su  ofício,  prescribirán  á  los 
tres  años. 

Art.  932.  La  acción  real  contra  la 
fianza  de  los  agentes  mediadores  sólo  du- 
rará seis  meses,  contados  desde  la  fecha 
del  recibo  de  los  efectos  públicos,  valores 
de  comercio  ó  fondos  que  se  les  hubiesen 
entregado  para  las  negociaciones,  salvo 
los  casos  de  interrupcción  ó  suspensión  ex- 
presados en  el  artículo  930. 

Art.  933.  Las  acciones  que  asisten  al 
socio  contra  la  .sociedad,  ó  viceversa,  pres- 
cribirán por  tres  años,  contados,  según  los 
casos,  desde  la  separación  del  socio,  su  ex- 
clusión ó  disolución  de  la  sociedad. 

Será  nece  ario  para  que  este  plazo  corra, 
inscribir  en  el  Registro  Mercantil  la  sepa- 
ración del  socio,  su  exclusión,  ó  la  disolu- 
ción de  la  sociedad.  Prescribirá  asimismo 
en  cinco  años,  contados  desde  el  dia  seña- 
lado para  comenzar  el  cobro,  el  derecho  á 
percibir  los  dividendos  ó  p;igos  que  se  acu- 
erden por  razón  de  utilidades  ó  capital  so- 
bre la  parte  ó  acciones  que  á.  cada  socio 
corresponda  en  el  haber  social. 

Art.  934  La  prescripción  en  provecho 
de  un  asociado  que  se  separó  do  la  socie- 
dad, ó  que  fué  excluido  de  ella,  constando 
en  la  forma  determinada  en  el  articulo  an- 
terior, no  se  interrumpirá  por  los  proce- 
dimientos judiciales  seguidos  contra  la 
sociedad  ó  contra  otro  socio. 

La  prescripción  en  provecho  del  socio 


que  formaba  parte  de  la  sociedad  en  el  mo- 
mento de  su  disolución,  no  se  interrumpirá 
por  los  procedimientos  judiciales  seguidos 
contra  otro  socio,  pero  si  por  los  seguidos 
contra  los  liquidadores. 

Art.  935.  La  acción  contra  los  socios 
gerentes  y  administradores  de  las  compa- 
ñías ó  sociedades,  terminará  á  los  cuatro 
años,  á  contar  desde  que  por  cualquier 
motivo  cesaren  en  el  ejercicio  de  la  ad- 
ministración. 

Art.  936.  Las  acciones  procedentes  de 
letras  de  cambio  se  extinguirán  á  los  tres 
años  de  su  vencimiento,  hayanse  ó  no  pro- 
testado. 

Igual  regla  se  aplicará  á  las  libranzas  y 
pagarés  de  comercio,  cheques,  talones,  y 
demás  documentos  de  giro  ó  cambio,  yá 
los  dividendos,  cupones  é  importe  de  amor- 
tización de  obligaciones  emitidas  conforme 
á  este  Código. 

Art.  937.  Las  acciones  relativas  al  co- 
bro de  portes,  fletes,  gastos  á  ellos  inhe- 
rentes, y  de  la  contribución  de  averías  co- 
munes, prescribirán  á  los  seis  meses  de 
entregar  los  efectos  que  les  adeudaron. 

El  derecho  al  cobro  del  pasaje,  pres- 
cribirá en  igual  término,  á  contar  desde  el 
día  en  que  el  viajero  llegó  á  su  destino,  ó 
del  en  que  debía  pagarlo. 

Art.  938.     Prescribirán  al  año: 

1  •*  Las  acciones  nacidas  deservicios, 
obras,  provisiones  y  suministros  de  efectos 
ó  dinero  para  construir,  reparar,  pertre-- 
char  ó  avituallar  los  buques  ó  mantener  la 
tripulación,  á  contar  desde  la  entrega  de 
los  efectos  y  dinero  ó  de  los  plazos  estipu- 
lados para  su  pago,  y  desde  la  presentación 
de  los  servicios  ó  trabajos,  si  éstos  no  estu- 
vieren contratados  por  tiempo  ó  viajes  de- 
terminados. Si  lo  estuvieren,  el  tiempo  de 
la  prescripción  comenzará  á  contarse 
desde  el  término  del  viaje  ó  del  contrato, 
que  les  fuere  referente;  y  si  hubiere  inte- 
rrupción en  éstas,  desde  la  cesación  defi- 
nitiva del  servicio. 

2.°  Las  acciones  sobre  entrega  del  car- 
gamento en  los  transportes  terrestres  6 
marítimos,  ó  sobre  indemnización  por  sus 
retrasos  ó  daños  sufridos  en  los  objetos 
transportados,  contado  el  plazo  de  la  pres- 
cripción desde  el  día  de  la  entrega  del 
cargamento  en  el  lugar  de  su  destino,  ó. 
del  en  que  debía  verificarse,  según  las 
condiciones  de  su  transporte. 

Las  acciones  por  daños  ó  faltas  no  po- 
drán S(;r  ejecutadas  si  al  tiempo  de  la  en- 
trega de  las  respe(;tivas  expediciones,  á 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes, 
cuando  se  trate  de  daños  que  no  aparecie- 
ren al  exterior  de  los  bultos  recibidos,  na 
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se    hubieren   formalizado  las   correspon- 
dientes protestas  ó  reservas. 

3.°  Las  acciones  por  gastos  de  la  venta 
judicial  de  los  buques,  cargamentos  ó  efec- 
tos transportados  por  mar  ó  tierra,  así 
como  las  de  su  custodia,  depósito  y  con- 
servación, y  los  derechos  de  navegación  y 
de  puerto,  pilotaje,  socorros,  auxilios  y 
salvamentos,  contándose  el  plazo  desde 
que  los  gastos  ^e  hubieren  hecho  y  presta- 
do los  auxilios,  ó  desde  la  terminación  del 
expediente,  si  se  hubiere  formalizado  sobre 
el  caso. 

Art.  939.  Las  acciones  para  reclamar 
indemnización  por  los  abordajes,  prescri- 
birán á  los  dos  años  del  siniestro. 

Estas  acciones  no  serán  admisibles  si  no 
se  hubiere  hei/ho  la  correspondiente  pro- 
testa por  el  capitán  del  buque  perjudicado, 
ó  quien  lo  sustituyere  en  sus  funciones,  en 
el  primer  puerto  donde  arribaron,  confor- 
me á  los  casos  8."  y  14  del  art.  600,  cuan- 
do éstos  ocurrieren. 

Art.  940.  Prescribirán  por  tres  años, 
contados  desde  el  término  de  los  referidos 
contratos,  ó  de.sde  la  fecha  del  siniestro 
que  diere  lugar  á  ellas,  las  acciones  naci- 
das de  los  préstamos  á  la  gruesa,  ó  de  los 
seguros  marítimos. 


TITULO  in 

Disposición  general. 

Art.  941.  En  los  casos  de  guerra,  epi- 
demia oficialmente  declarada,  ó  revolución 
interior,  el  Gobierno  podrá,  acordándolo 
en  Consejo  de  Ministros  y  dando  cuenta 
al  Congreso  en  su  próxima  reunión,  sus- 
pender la  acción  de  los  plazos  señalados 
por  este  Código  para  los  efectos  de  las 
operaciones  mercantiles,  determinando  los 
puntos  ó  plazas  donde  debe  tener  lugar  la 
suspensión,  cuando  ésta  no  haya  de  ser 
general  en  todo  el  Estado. 

TÍTULO  FINAL 

De  la  observancia  de  este  Código. 

Articulo  final.  El  presente  Código  co- 
menzará á  regir  el  primero  de  Febrero 
de  1899,  y  en  esa  fecha  quedarán  deroga- 
das todas' las  disposiciones  anteriores  rela- 
tivas á  las  materias  que  en  él  se  tratan. 

Dado  en  Tegucigalpa  (Honduras,  Repú- 
blica Mayor  de  Centro-América),  á  los 
quince  días  del  mes  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho. 


CÓDIGO  DE  miflEt^íñ  DE  HO^DUt^RS 

Sancionado  en  5  de  Septiennbpe  de  1898 
y  que  ha  eonnenzado  á  regit»  en  1.°  de  Encfo  de  1899. 


TITULO  PRIMERO 

De  las  minas  y  de  la  propiedad 
minera . 

Articulo  1."  El  Estado  es  dueño  de  todas 
las  minas  de  oro,  plata,  cobre,  platino, 
mercurio,  plomo,  zinc,  bismuto, antimonio, 
cobalto,  nikel.  estaño,  arsénico,  hierro, 
cromo,  manganeso,  molíbdeno,  vanadio, 
rodio,  iridio,  tugsteno  y  azufre,  y  de  las  de 
salitre,  piedras  preciosas,  carbón  y  demás 
süitancias  fósiles,  no  obstante  el  dominio 
de  las  corporaciones  y  de  los  particulares 
sobre  la  superñcie  de  la  tierra  en  cuyas 
entrañas  estuvieren  situadas. 

Pero  se  concede  á  los  particulares  del 
derecho  de  catar  y  cavar  en  tierras  de 
cualquier  dominio  para  buscar  las  minas  á 
que  se  refíere  el  párrafo  precedente;  el  de 
labrar  y  beneficiar  dichas  minas  y  el  de 
disponer  de  ellas  como  dueños,  con  los  re- 
quisitos y  bajo  las  reglas  que  prescribe  el 
presente  Código. 

Art.  2."  Son  delibre  adquisición  por  los 
particulares  las  minas  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  cualquiera  que  sea  su 
origen  y  la  forma  de  su  yacimiento,  con 
excepción  de  las  de  azufre  y  salitre,  y  las 
de  carbón  y  demás  fósiles,  cuya  explota- 
ción se  hará  por  contrata  con  el  Gobierno 
del  Estado. 

Las  sustancias  minerales  de  cualquiera 
especie  que  se  encuentren  en  terrenos 
eriales  del  Estado  ó  de  las'Municipalidades 
serán  también  de  libi-e  adquisición  por  los 
particulares. 

Art.  3."  Las  piedras  preciosas  y  meta- 
les qne  se  encuentren  aislados  en  estado 
natural  en  la  superficie  del  suelo,  en  te- 
rreno abierto,  pertenecen  al  primer  ocu- 
pante. 

Art.  4.**  Las  piedras  de  construcción  ó 
de  adorno,  las  arenas,  pizarras,  arcillas, 
cales,  puzolana,  turlias,  margas  y  demás 
sustancias  que  se  encontraren  en  terrenos 


eriales  del  Estado  ó  de  las  Municipalidades, 
serán  de  explotación  común  para  los  par- 
ticulares; sin  perjuicio  del  derecho  del  Es- 
tado ó  de  las  Municipalidades  para  con- 
cederlas en  la  extensión  y  bajo  las  condi- 
ciones que  se  determine  en  contratos  que 
se  celebren  especialmente,  ó  que  se  esta- 
blezcan en  los  reglamentos  que  .se  dicten  al 
efecto. 

Art.  5."  Son  de  libre  aprovechamiento 
las  arenas  auríferas  y  las  estañíferas  y 
cualquiera  otras  producciones  minerales 
de  los  ríos  y  placeres,  siempre  que  se  en- 
cuentren en  terrenso  eriales  de  cu-ilquier 
dominio. 

Sin  embargo,  cuando  la  explotación  se 
hiciere  en  establecimientos  fijos,  .se  forma- 
rán pertenencias  mineras. 

Art.  6.°  Los  desmontes,  escoriales  y 
relaces  de  minas  abandonadas  son  parte 
integrante  de  la  mina  á  que  pertenecen; 
pero  mientras  ésta  no  haya  pasado  al  do- 
minio particular,  se  considerarán  aquéllos 
de  aprovechamiento  común. 

Serán  también  de  aprovechamiento  co- 
mún los  escoriales  y  relaves  de  estableci- 
mientos antiguos  de  beneficio  abandonados 
por  el  dueño,  mientras  .se  encontraren  en 
terrenos  no  cercados  ó  no  amurallados. 

Art.  7.°  Reconocida  la  existencia  de  la 
mina,  los  fundos  superficiales  quefian  suje- 
tos á  la  servidumbre  de  ser  ocupados  en 
toda  la  extensión  necesaria  para  la  cómoda 
explotación  de  ella  á  medida  que  el  des- 
arrollo de  los  trabajos  lo  fuere  requiriendo; 
para  el  establecimiento  de  canchas,  terre- 
ros, hornos  y  máquinas  de  extracción  y 
beneficio  de  sus  metales,  solos  ó  mez- 
clados con  otros;  para  habitaciones  de  ope- 
rarios y  vías  de  transportes  hasta  los  ca- 
minos comunes,  no  sólo  de  los  productos, 
sino  de  las  materias  que  .se  necesiten  para 
la  explotación  y  bem-ficMO,  A  estas  mismas 
serviduml)res  quedan  sujetas  las  concesio- 
nes de  minas  no  metálicas. 

Los  fundos  superficiales  no  cultivados  6 
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cerrados  quedan  además  sujetos  al  uso  de 
las  leñas  que  se  emplearen  para  los  traba- 
jos de  la  mina;  pero  el  derecho  de  cortar 
cesa  si  el  propietario  del  fundo  las  entrega 
cortadas. 

La  servidumbre  se  constituirá  previa  in- 
demnización no  sólo  del  valor  del  terreno 
ocupado  sino  de  todo  perjuicio,  ya  se  cau- 
se éste  á  los  dueños  de  los  fundos  supertí- 
ciales,  ya  á  cualquier  otro. 

Art.  8.**  Los  caminos  abiertos  para  una 
mina  aprovecharán  á  lasdemás  que  se  en- 
cuentran en  el  mismo  asiento;  y  en  tal 
caso,  los  costos  de  conservación  se  repar- 
tirán entre  ellas  á  prorrata  del  uso  que  de 
ellos  hicieren. 

Art.  9.°  Tanto  el  fundo  superficial  como 
los  inmediatos  quedan  sujetos  á  la  servi- 
dumbre de  pasturaje  de  los  animales  nece- 
sarios para  la  explotación,  mientras  dichos 
fundos  no  estén  cultivados  ó  cerrados,  y  al 
uso  de  las  aguas  naturales  para  la  bebida 
de  operarios  y  animales.  Pueden  ejecutar- 
se también  en  ellos  obras  para  proveerse 
de  las  aguas  necesarias  á  ese  fin  y  para  el 
movimiento  de  máquinas  de  beneficio  y 
explotación,  siempre  que  no  se  las  haga 
inadecuadas  para  el  uso  á  que  se  las  tenga 
destinadas. 

Todo  lo  cual  se  entiende  previa  la  co- 
rrespondiente indemnización. 

Art.  10.  Las  aguas  procedentes  de  los 
trabajos  subterráneos  de  las  minas  perte- 
necen á  éstas. 

Art  11.  Las  minas  forman  un  inmue- 
ble distinto  y  separado  del  terreno  ó  fundo 
superficial,  aunque  aquéllas  y  éste  perte- 
nezcan á  un  mismo  dueño;  y  la  propiedad, 
posesión  y  goce  de  ellas  es  transferible 
como  en  los  demás  fundos,  con  sujeción  á 
las  disposiciones  especiales  de  este  Código. 

Art.  12.  Se  reputan  inmuebles  acceso- 
rios de  la  mina,  las  cosas  ú  objetos  desti- 
nados permanentemente  á  su  explotación 
por  el  dueño,  como  las  construcciones, 
máquinas,  bombas,  instrumentos,  utensi- 
lios y  animales. 

Pero  no  se  considerarán  inmuebles  los 
animales  y  objetos  empleados  en  el  servi- 
cio de  la  persona  ó  en  el  transporte  ó  co- 
mercio de  minerales  ó  de  productos  y  úti- 
les, ni  las  provisiones  de  explotación,  ni 
los  otros  objetos  personales  de  los  propie- 
tarios ó  explotantes. 

Art.  13.  Las  minas  no  son  susceptibles 
de  división  material. 

Tampoco  es  permitido  á  los  socios  de 
una  mina  el  apropiarse  exclusivamente 
una  ó  muchas  labores  determinadas. 

Sin  embargo,  puede  dividirse  en  cuotas 
ó  acciones  el  interés  de  dos  ó  más  socios. 


Art.  14.  La  ley  concede  la  propiedad 
perpetua  de  las  minas  á  los  particulares 
bajo  la  condición  de  pagar  anualmente 
una  patente  por  cada  hectáreí  de  exten- 
sión superficial  que  comprendan,  y  sólo  se 
entiende  perdida  e.,a  propiedad  y  devuelta 
al  Estado  por  la  falta  de  cumplimiento  de 
aquella  condición  y  previos  los  trámites 
expresamente  prevenidos  en  este  Código. 

TÍTULO  II 
De  la  iüvestigHción  ó  cateo. 

Art.  15.  La  facultad  de  catar  y  cavar 
en  tierras  de  cualquier  dominio  para  bus- 
car las  minas,  puede  ejercerse  libremente 
en  terrenos  no  cerrados  ó  que  no  estén 
dedicados  al  cultivo. 

Art.  16.  Para  poder  ejecutar  trabajos 
de  investigación  en  terrenos  cultivados  de 
secano,  será  necesaria  la  licencia  del  due- 
ño ó  del  administrador  del  fundo. 

En  caso  de  negativa  del  dueño  ó  del  ad- 
ministrador, podrá  el  Juez  de  letras  del 
lugar  conceder  ó  denegar  la  licencia,  sin 
ulterior  recurso,  previa  audiencia  verbal 
de  los  interesados,  y  si  lo  creyere  oportuno 
y  lo  solicitare  alguna  de  las  p  .rtes,  de  un 
Ingeniero  de  minas. 

Art.  17.  El  permiso  concedido  por  el 
Juez,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo precedente,  fijará  el  número  de  perso- 
nas que  puedan  emplearse  en  la  investiga- 
ción, y  se  entenderá  siempre  con  las  con- 
diciones siguientes: 

1.*  Que  la  investigación  se  practique 
necesariamente  cuando  no  hubiere  frutos 
pendientes  en  el  terreno. 

2.*  Que  el  tiempo  de  la  investigación 
no  exceda  de  sesenta  dias,  contados  desde 
la  fecha  en  que  se  otorgue  el  permiso. 

3.*  Que  el  solicitante  rinda  previamen- 
te fianza,  si  lo  exigiere  el  dueño  del  terre- 
no, para  responder  de  la  indemnización  de 
todo  daño  que  con  la  investigación  ó  con 
ocasión  de  ella  se  cause  al  propietario. 

Art.  18.  El  que  hubiere  obtenido  per- 
miso del  Juez  para  practicar  investigación 
en  un  terreno,  no  podrá  por  causa  alguna 
solicitar  nuevo  permiso  con  referencia  á 
ese  mismo  terreno. 

Art.  19.  Si  por  causa  justificada  no  pu- 
diere verificarse  la  investigación  en  el  tiem- 
po señalado,  podrá  transferirse  el  permiso 
á  otra  época  oportuna  á  virtud  de  nuevo 
decreto  de  la  Autoridad  competente. 

Art.  20.  No  puede  el  Juez  conceder 
permiso  para  calicatas  en  casas,  jardines, 
huertas,  ni  en  ninguna  otra  clase  de  fincas 
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de  regadío,  ni  en  terrenos  de  secano  que 
contengan  arbolado  ó  viñedo. 

Art.  21.  No  podrá  abrirse  calicatas  ni 
otras  labores  mineras  á  menor  distancia 
de  cuarenta  metros  de  un  ediñcio  ó  de  un 
camino  de  hierro;  ni  sobre  un  terreno  en 
declive  superior  ó  inferior  á  un  camino  ó 
canal  cualquiera,  sin  permiso  especial  de 
la  Autoridad  administrativa,  la  cual  lo  con- 
cederá si  no  hubiere  inconveniente  á  jui- 
cio del  Ingeniero  respectivo,  y  prescribirá 
las  medidas  de  seguridad  que  el  caso  exija. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  hubieren 
de  emprenderse  los  trabajos  á  una  distan- 
cia de  menos  de  cien  metros  de  los  cana- 
les, acueductos,  abrevaderos  ó  cualquier 
clase  de  vertientes. 

En  los  puertos  habilitados  no  podrán 
emprenderse  trabajos  submarinos  sin  per- 
miso de  la  Autoridad  administrativa  y 
previo  informe  pericial. 

Asimismo,  y  sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  precedente,  en  su  caso,  se 
necesita  permiso  de  la  Autoridad  militar 
respectiva  para  ejecutar  esas  labores  a 
menor  distancia  de  mil  cuatrocientos  me- 
tros de  los  puntos  fortificados. 

La  contravención  á  este  artículo  se  pe- 
nará con  una  multa  de  50  á  500  pesos,  sin 
perjuicio  de  las  indemnizaciones  debidas 
por  los  daños  que  se  causaren. 

TÍTULO  III 

De  las  personas  que  pueden  adquirir 
minas. 

Art.  22.  Toda  persona  capaz  de  poseer 
en  Honduras  bienes  raíces  puede  adquirir 
minas  por  todos  los  medios  legales,  salvo 
las  exceptuadas  en  el  articulo  siguiente. 

Art.  23.  Se  prohibe  adquirir  minas  ó 
alguna  cuota  ó  interés  en  ellas: 

1 ."  A  los  Ingenieros  de  minas  que  ejer- 
zan funciones  administrativas  en  el  ramo 
de  minas,  dentro  del  distrito  donde  ejerzan 
dichas  funciones. 

2."  A  los  Jueces  letrados  á  quienes  está 
cometida  la  administración  de  justicia  en 
asuntos  de  minería,  dentro  de  su  territorio 
jurisdiccional. 

3.°  A  las  mujeres  no  divorciadas  y  á  los 
hijo;;  bajo  patria  potestad  de  los  funciona- 
rios antedichos. 

Esta  prohiljición  no  comprende  las  mi- 
nas adquiridas  antes  del  noml)rainiento 
para  los  expresados  cargos  ni  las  que  du- 
rante su  ejercicio  adquieren  dichos  funcio- 
narios, ó  sus  mujeres  ó  hijos,  á  titulo  de 
sucesión  por  causa  de  muerte. 

Tampoco  se  extiende  á  las  adquiridas 
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por  las  mujeres  casadas  antes  de  su  matri- 
monio. 

Art.  24.  La  mina  ó  parte  de  mina  ó  ac- 
ciones en  sociedad  minera  adquiridas  en 
contravención  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  se  mirarán  como  vacantes  y  se- 
rán adjudicadas  al  que  las  solicite  b  de- 
nuncie. 

Art.  25.  Nadie  podrá  adquirir  á  título 
de  descubridor,  registrador  ó  concesiona- 
rio más  de  tres  pertenencias  mineras  en 
un  mismo  criadero  mineral;  pero  cualquie- 
ra persona  hábil  puede  adquirir  por  otros 
títulos  las  que  quisiere  sin  limitación  al 
guna. 

Art.  26.     El  menor  de  edad  adulto  pue 
de  sin  el  consentimiento  ó  autoridad  de  su 
padre  ó  tutor  adquirir  las  minas  que  des- 
cubriere ó  registrare,  las  cuales  quedarán 
incorporadas  á  su  peculio  industrial. 

TÍTULO  IV 

De  los  descubrimientos  de  minas  y  de 
los  modos  de  constituir  la  propiedad 
de  éstas. 

Art.  27.  El  descubridor  de  minas  donde 
no  se  liaya  i'egistrado  otra,  dentro  del  ra- 
dio de  cuatro  kilómetros,  se  llama  descu- 
bridor en  cerro  virgen. 

El  descubridor  de  mina  dentro  del  radio 
de  cuatro  kilómetros  de  mina  registrada, 
se  llama  descubridor  en  cerro  conocido. 

Art.  28.  Se  tendrá  por  descubridor  al 
que  primero  se  hubiere  presentado  á  re- 
gistrar; salvo  el  caso  en  que  se  pruebe  que 
hubo  dolo  para  anticiparse  á  hacer  la  ma- 
nifestación, ó  para  retardar  la  del  que  real- 
mente descubrió  primero. 

Art.  29.  No  .se  tendrá  por  descubridor 
al  que  descubriere  mina  ejecutando  traba- 
jos de  minería  por  orden  ó  encargo  de  otro, 
sino  aquel  en  cuyo  nombre  se  ejecuten  los 
trabajos. 

Art.  30.  El  descubridor  de  mina  debe 
hacer  la  manifestación  de  su  hallazgo  ante 
el  Juez  competente. 

Al  hacerlo,  del^erá  expresar  su  nombre 
y  el  de  sus  compañeros,  si  los  tuviere;  las 
señales  más  individuales  y  características 
del  sitio  donde  .se  encuentra  la  cata,  pozo  ó 
labor  en  que  halló  el  mineral,  del  que 
acompañará  muestra;  la  designación  de  su 
especie  y  el  nombre  que  quiere  dar  á  cada 
una  de  las  tres  pertenencias  á  que  tiene  de- 
recho. Deberá  expresar  también  si  es  des- 
cubridor en  cerro  virgen  ó  en  cerro  cono- 
cido. 

Estas  pertenencias  deberán  registrarse  y 
demarcarse  separadamante. 
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Art.  31 .  El  descubridor  en  cerro  virgen 
será  el  único  que  tenga  derecho  á  pedir 
pertenencias  dentro  del  radio  de  cuatro  ki- 
lómetros partiendo  del  pozo  de  la  perte- 
nencia descubridora,  durante  los  cincuen- 
ta días  siguientes  á  su  registro. 

Art.  32.  El  Juez  ante  quien  se  haga  la 
manifestación  pondrá  en  ella  constancia, 
con  determinación  de  hora,  tomará  nota 
en  un  registro  numerado  que  deberá  lle- 
var al  efecto,  y  dará  recibo  al  interesado 
si  lo  pidiere. 

A>Art.  33.  El  Juez  respectivo  ordenará 
registrar  la  manifestación  y  publicar  el  re- 
gistro en  conformidad  á  los  arís.  30  y  31. 

Art.  34.  El  registro  es  la  transcripción 
íntegra  de  la  manifestación  ó  pedimento  y 
de  su  proveído,  con  la  constancia  y  certi- 
ficado del  dia  y  liora  de  su  presentación, 
hecha  en  el  registro  de  descubrimientos 
que  llevará  todo  Juzgado  de  minas. 

De  esta  diligencia  se  dará  copia  al  inte- 
resado .si  la  pidiere. 

Art.  35.  La  publicación  del  registro  se 
hará  insertándolo  en  un  periódico  del  de- 
partamento, si  lo  hubiere,  por  tres  veces, 
una  cada  diez  días,  por  lo  menos. 

Si  no  hubiere  periódico  en  el  departa- 
mento, la  publicación  del  registro  se  hará 
por  medio  de  carteles,  que  se  fijarán,  por 
el  término  de  treinta  días,  en  la  tabla  de 
avisos  del  Juzgado  y  en  dos  de  los  parajes 
más  frecuentados. 

Art.  36.  El  registrador  está  obligado  á 
poner  á  descubierto  el  hlón  ó  veta  de  su 
descubrimiento  dentro  del  plazo  de  noven- 
ta días,  contados  desde  la  fecha  en  que  se 
haga  el  registro,  labrando  sobre  el  cuerpo 
de  la  veta,  un  pozo,  taladro  ó  galería,  ó 
combinación  de  ellos,  liastala  profundidad 
de  ocho  metros,  por  lo  menos,  de  la  super- 
ficie del  suelo,  á  fin  de  que  se  pueda  reco- 
noi^er  la  clase  del  mineral,  el  espesor,  di- 
rección é  inclinación  de  la  veta,  y  demás 
circun.itancias  que  establecen  la  existen- 
cia de  la  mina  y  sirven  para  caracteri- 
zarla. 

Art.  37.  Se  llama  pertenencia  la  exten- 
sión concedida  al  minero  para  explotar  su 
mina. 

Art.  38.  La  pertenencia  es  un  .sólido  de 
base  rectangular  y  de  profundidad  indefi- 
nida dentro  de  los  planos  verticales  que  lo 
limitan,  y  comprenderá  la  extensión  de 
cinco  hectáreas  superficiales  como  máxi- 
mo y  de  una  hectárea  como  mínimo,  en  la 
íorma  que  más  adelante  se  determina. 

Art.  39.  Labrado  el  pozo  ó  l)oca-m¡na 
de  que  trata  el  art  36,  el  registrador  de- 
berá alinderar  provisionalmente  su  perte- 
nencia con  mojones  visibles  colocados  en 


cada  uno  de  sus  extremos.  En  seguida  de- 
berá ratificar  su  regi.stro  por  medio  de  un 
pedimento  dirigido  al  Juez  letrado,  en  el 
que  expresará  las  circunstancias  que  ca- 
racterizan su  mina,  los  rumbos  hacia  los 
cuales  ha  medido  y  alinderado  provisio- 
nalmente su  pertenencia,  y  la  extensión 
expresada  en  hectáreas  que  ella  com- 
prende. 

Este  pedimento  se  registrará  también 
como  la  manifestación. 

Estas  obligaciones  deberá  cumplirlas  el 
registrador  dentro  del  plazo  concedido  pa- 
ra labrar  el  pozo. 

Art.  40.  Las  referidas  diligencias  ser- 
virán de  título  provisional  de  la  propiedad 
de  la  mina,  hasta  que  se  constituya  á  peti- 
ción del  registrador  ó  de  parte  interesada 
el  titulo  definitivo  por  la  mensura  de  la 
pertenencia  que  se  hiciere  de  orden  ju- 
dicial. 

El  titulo  definitivo  deberá  constituirse 
dentro  de  un  año,  contado  desde  la  fecha 
del  registro. 

Art.  41.  Si  el  registrador  no  quisiere 
obtener  título  provisional  y  prefiriese  cons- 
tituir desde  luego  el  definitivo,  lo  expre- 
sará asi  en  la  solicitud  de  ratificación  del 
registro. 

Art.  42.  Si  el  registrador  no  labrare 
el  pozo,  ó  si  labrado,  no  ratificare  su  re- 
gistro, se  le  tendrá  por  desistido  de  sus 
derechos. 

Art.  43.  El  error  respecto  de  cuales- 
quiera de  las  circunstancias  designadas  en 
la  ratificación  ie\  registro,  puede  subsanar- 
se en  todo  tiempo;  y  la  rectificación  se  man- 
dará inscribir  en  el  registro. 

Todo  lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de 
tercero. 

Art.  44.  Los  que  pretendieren  mejor 
derecho  á  un  descubrimiento  deberán  en- 
tablar su  demanda  dentro  del  plazo  conce- 
dido al  registrador  para  la  ratificación 
del  registro,  y  no  serán  oídos  si  ocurrie- 
ren después. 

TITULO  V 

De  las  pertenencias  para  explorar 
en  cerro  conocido. 

Art.  45.  Noventa  dias  después  que  se 
ratifica  el  registro,  cualquiera  persona  há- 
bil puede  solicitar  una  pertenencia  para 
explorar  e!  terreno  por  el  rumbo  que  in- 
dique á  continuación  de  la  que  demarcare  . 
el  descubridor.  , 

Estas  solicitudes  se  inscribirán  en  el  re-  . 
gistro  de  la  misma  manera  que  las  de  raa-  / 
nifestación  de  descubrimiento.  íí' 
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Art.  46.  Si  concurriesen  dos  ó  más  so- 
licitando pertenencias  de  esta  clase  á  un 
mismo  rumbo  será  preferido  para  ubicarse 
el  primero  que  se  hubiere  presentado;  y 
sucesivamente  los  demás  por  el  orden  de 
antigüedad. 

Art.  47.  Si  el  concesionario  no  encon- 
trare mineral  ó  criadero,  ó  no  registrare 
■en  el  plazo  establecido  en  el  art.  36,  per- 
derá sus  derechos;  y  podrá  concederse  la 
pertenencia  al  primero  que  la  solicitare, 
mientras  aquél  no  liaya  descubierto  ó  re- 
_gistrado. 

Pero  si  habiendo  practicado  trabajos 
bien  dirigidos  y  laastantes  con  relación  al 
plazo  señalado,  no  hubiere  podido  encon- 
trar criadero,  por  ser  el  cerro  muy  enca- 
pado, ó  por  otra  causa  que  no  pueda  im- 
putársele, y  solicitare  que  se  le  prorrogue 
dicho  plazo,  se  le  concederá,  previo  cono- 
cimiento de  causa,  é  informe  del  Ingenie- 
ro, y  con  la  calidad  de  que  la  prórroga  no 
puede  exceder  de  otro  tanto  del  plazo  pri- 
mitivo. 

TITULO  VI 

De  la  demarcación  ó  mensura  de  las 
pertenencias  y  constitución  del  titu- 
lo definitivo  de  propiedad. 

Art.  48.  Para  proceder  á  la  demarca- 
ción y  mensura  de  una  pertenencia  deberá 
citarse  previamente  á  los  colindantes  per- 
sonalmente, si  fueren  conocidos  ó  vivieren 
en  el  mineral  ó  departamento,  ó  al  admi- 
nistrador de  la  mina  cuyo  dueño  viviere 
en  otra  parte;  y  no  encontrándose  en  el 
lugar  el  dueño  ni  el  administrador  se  lla- 
mará á  aquél  por  medio  de  un  edicto  que 
se  fijará  por  quince  días  en  la  tabla  de 
avisos  del  Juzgado  y  se  insertará  por  tres 
veces  en  un  periódico,  si  lo  hubiere  en  el 
•departamento. 

Los  citados  tendrán  el  término  de  diez 
días  para  reclamar  la  mensura  preferente 
de  su  mina  ó  minas. 

Art.  49.  La  prioridad  de  la  manifesta- 
ción de  una  mina  da  derecho  preferente 
para  la  demarcación  y  mensura  dv  ella 
respecto  de  las  minas  menos  antiguas. 

Art.  5').  No  habiendo  recaído  contra- 
dicción en  la  solicitud  de  mensura,  ó  re- 
sueltos por  sentencia  definitiva  los  litigios 
á  que  ella  hubiere  dado  lugar,  el  Juez  or- 
denará que  .se  proceda  á  ejecutar  la  ope- 
ración, señalando  previamente  á  las  partes 
el  día  en  que  deberá  tener  lugar. 

Art.  51.  La  mensura  de  las  pertenen- 
cias la  liará  el  interesado  por  medio  de 
cualquier  Ingeniero  de  minas  con  titulo,  á 


presencia  de  dos  testigos;  y  á  falta  de  aquél, 
por  un  perito  nombrado  por  el  Juez. 

Art.  52.  Cada  uno  de  los  interesados 
tendrá  también  derecho  para  nombrar 
ante  el  Juez  un  perito  que  asista  á  la  men- 
sura y  demarcación,  el  cual  vigile  las  ope- 
raciones del  que  va  á  ejecutarlas  y  haga 
en  el  terreno  las  observaciones  y  reclamos 
referentes  á  los  procedimientos,  datos  y 
apreciaciones  periciales. 

Art.  53.  El  Ingeniero  ó  perito  deberá 
reconocer  previamente  la  mina,  y  resul- 
tando haber  mineral  ó  criadero  y  que  se 
halla  en  regla  la  labor  legal,  procederá  á 
demarcar  la  pertenencia,  distribuyendo 
las  medidas  de  longitud  á  uno  ú  otro  lado 
del  pozo,  en  la  forma  que  hubiere  señalado 
ó  pedido  el  minero  en  la  ratificación  de 
su  registro,  ó  como  entonces  los  pidiere, 
si  no  Imbiere  colindantes  ó  si  habiéndolos 
no  lo  contradijeren;  pero  deberá  quedar 
siempre  comprendido  dicho  pozo  dentro  de 
la  pertenencia. 

Recogerá  asimismo  muestras  del  mine- 
ral, y  marcará  los  puntos  donde  hayan  de 
colocarse  los  hitos  ó  mojones,  que  serán 
firmes,  duraderos  y  bien  perceptibles. 

Art.  54.  La  latitud  de  la  pertenencia  se 
medirá  sebre  una  jierpendicular  horizon- 
tal al  rumbo  de  la  veta,  di-stribuyéndola  á 
uno  y  otro  lado  en  la  proporción  que  el 
minero  la  pida;  pero  no  podrán  conceder- 
se más  de  diez  metros  contra  el  recuesto 
de  la  veta,  si  se  opusieren  los  colindantes. 

Art.  55.  Para  fijar  dicha  latitud  se  ob- 
servará la  siguiente  escala: 

Desde  30°  hasta  45°  inclusive  200  metros. 

»  45°       »      50°         »  165        » 

»  50»       »      60°         »  135        » 

))  60°       »      65°         )•  115        » 


65° 


90° 


100 


Art.  56.  La  longitud  de  la  pertenencia 
será  la  que  resulte  necesaria  para  formar 
cl  número  de  hectáreas  pedido  por  el  mi- 
nero, tomando  por  base  la  medida  de  la 
latitud;  y  se  medirá  siguiendo  el  rumbo  de 
la  veta  y  partiendo  del  punto  de  ailora- 
iniento  que  el  minero  designe,  con  tal  de 
que  deje  dentro  de  la  pertenencia  la  labor 
ae  que  trata  el  art.  36. 

Art.  57.  En  los  criaderos  irregulares  y 
en  las  arenas  auríferas  y  estañíferas  la 
pertenencia  se  medirá  con  la  longitud  y 
latitud  que  pidiere  cl  minero,  hasta  com- 
pletar la  extensión  que  se  le  hubiere  con- 
cedido. 

Art.  58.  Las  pertenencias  solicitadas 
para  explorar  el  terreno  á  continuación  de 
otra  mina  conocida,  deberán  demarcarse 
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de  manera  que  no  quede  espacio  franco 
entre  una  y  otra. 

Art.  59.  La  pertenencia  deberá  ser 
siempre  continua.  Si  resultase  no  haber 
terreno  bastante  para  la  medida  que  le 
corresponde  por  la  interposición  de  otra 
pertenencia,  quedará  aquella  restringida 
al  terreno  que  hubiere  libre  hasta  la  inter- 
posición, Y  no  podrá  completarse  dicha 
medida  saltando  la  mina  interpuesta. 

La  extensión  de  terreno  menor  de  una 
hectárea  que  resulte  de  la  mensura  entre 
varias  pertenencias  accederá  á  aquel  de 
los  colindantes  que  registró  primero. 

Art.  60.  Los  Ingenieros  ó  peritos  se 
valdrán  del  norte  magnético  para  fíjar  los 
rumbos,  y  siempre  que  sea  posible  deter- 
minarán la  posición  de  la  labor  legal  que 
les  hubiere  servido  de  base  para  la  opera- 
ción, con  respecto  á  objetos  fijos  y  percep- 
tibles del  terreno,  anotando  sus  distancias. 
En  los  lugares  donde  estuviere  situado  el 
meridiano  astronómico,  el  Ingeniero  cui- 
dará de  anotar  el  ángulo  de  declinación 
magnética. 

Art.  6L  Terminada  la  operación,  el 
Ingeniero  ó  perito  levantará  un  acta  que 
contenga  la  narración  precisa,  clara  y  cir- 
cunstanciada del  modo  como  se  ejecutó  y 
de  su  resultado,  y  también  las  observacio- 
nes ó  reclamos  hechos  por  los  peritos  asis- 
tentes nombrados  por  las  partes. 

Esta  acta,  suscrita  por  el  mismo  Inge- 
niero, peritos  asistentes,  interesados  y  dos 
testigos,  se  elevará  al  Juez,  quien  hallán- 
dola completa  y  legal,  mandará  inscribir- 
la en  el  registro,  y  dar  copia  al  interesado, 
ó  bien  subsanar  las  faltas  ó  ilegalidades 
que  notare. 

Art.  62.  Si  se  suscitare  divergencia  en- 
tre el  Ingeniero  y  los  peritos  asistentes 
sobre  puntos  periciales,  el  Juez  nombrará 
otro  Ingeniero  ó  perito  para  que  proceda 
en  común  con  los  divergentes;  y  resultan- 
do en  la  nueva  operación  mayoría  de  opi- 
niones conformes,  se  ordenará  la  inscrip- 
ción con  arreglo  al  acuerdo  de  la  mayoría 
y  en  la  forma  determinada  en  el  artículo 
anterior. 

Art.  63.  La  operación  practicada  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores,  será  inmutable  y  cons- 
tituirá definitivamente  el  titulo  de  propie- 
dad de  la  mina,  sin  que  pueda  ser  impug- 
nada sino  por  error  pericial  constante  de 
la  misma  acta  en  que  se  consignó,  ó  por 
razón  de  fraude  ó  dolo. 

Art.  64.  Deberá  t  imbién  rectificarse  á 
petición  y  expensas  del  minero  que  vinie- 
re á  situarse  en  los  limites  ó  vecindad  de 
•la  pertenencia  demarcada,  y  alegare  que 


ella  tiene  mayor  extensión  de  la  que  se  le 
asigna  en  su  título. 

Art.  65.  En  la  rectificación  se  proce- 
derá de  la  misma  manera  que  se  ha  deter- 
minado respecto  de  la  primitiva  demarca- 
ción y  mensura. 

Art.  66.  El  minero  es  obligado  á  man- 
tener y  conservar  en  pie  los  mojones  de 
su  pertenencia,  y  no  podrá  alterarlos  ó 
mudarlos,  todo  bajo  pena  de  pagar  una 
multa  que  no  baje  de  50  pesos  ni  exceda 
de  500,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
criminal,  si  hubiere  procedido  malicio- 
samente. 

Art.  67.  Cuando  por  accidente  ó  caso 
fortuito  se  derribare  ó  destruyere  algún 
lindero,  el  minero  deberá  hacerlo  presen- 
te al  Juez  para  que  lo  mande  reponer  en 
su  lugar  debido,  con  citación  délos  colin- 
dantes. 

TÍTULO  VII 

De  los  derechos  del  minero  sobre  su 
pertenencia  y  de  las  interüaciones 
de  las  minas. 

Art.  68.  El  concesionario  de  mina  es 
dueño  exclusivo,  dentro  de  los  límites  de 
su  pertenencia  y  en  toda  la  profundidad, 
de  todas  las  sustancias  minerales  que  exis- 
tieren ó  se  encontraren  en  ella. 

Art.  69.  Los  mineros  colindantes  ó  ve- 
cinos tienen  derecho  para  visitar  personal- 
mente ó  por  medio  de  un  Ingeniero  ó  pe- 
ritos, nombrados  por  ellos  mismos,  ó  por 
el  Juez,  las  minas  vecinas. 

Cuando  la  visita  se  haya  solicitado  por 
motivos  de  internación  que  se  sospecha,  ó 
por  temor  de  inundación,  el  Ingeniero  ó 
perito  podrá  medir  las  labores  inmediatas 
á  las  mismas  del  solicitante. 

Art.  70.  La  negativa  y  cualquiera  difi- 
cultad ú  obstáculo  puesto  para  la  inspec- 
ción ó  examen  de  los  vecinos,  hará  presu- 
mir mala  fe. 

Art.  7L  Si  de  la  mensura  practicada 
por  el  Ingeniero  ó  perito  nombrado  por  el 
Juez,  resultare  comprobado  el  hecho  de 
una  internación,  el  Juez  ordenará  suspen- 
der provisionalmente  los  trabajos  en  las 
labores  internadas  y  fijar  sellos  en  los  pun- 
tos divisorios,  mientras  los  interesados 
ventilan  sus  derechos  en  el  juicio  respec- 
tivo. 

Art.  72.  Toda  internación  sujeta  al  que 
la  efectúe,  á  la  restitución  del  valor  que  hu- 
biere sacado  de  ella,  á  tasación  de  peritos, 
sin  perjuicio  de  estimársele  responsable  de 
hurto  si  se  probare  mala  fe. 

Se  presume  mala  fe  cuando  la  interna- 
ción excede  de  veinte  metros. 
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TITULO     VIII 

De  la  explotación  de  las  minas  y  de 
los  servicios  que  se  deben. 

Art.  73.  Las  minas  deben  labrarse  y 
exptstarse  conforme  á  las  reglas  del  arte  y 
á  las  disposiciones  de  seguridad  y  policía 
que  prescriban  los  reglamentos  que  se 
dicten. 

Art.  74.  Para  los  efectos  del  preceden- 
te articulo,  las  minas  estarán  sometidas  á 
la  vigilancia  de  la  Autoridad  administrati- 
va, la  cual  determinará  su  inspección  del 
modo  y  en  los  periodos  que  le  parezcan 
convenientes. 

Art.  75.  El  minero  ó  explotante  deberá 
poner  á  disposición  de  los  ingenieros  ó  pe- 
ritos nombrados  para  visitar  la  mina  ó 
faena,  los  elementos  necesarios  para  ins- 
peccionar los  trabajos  de  ella. 

Art.  76.  Deberá  asimismo  exhibirles 
los  libros,  planos,  rol  de  trabajadores  y 
demás  datos  que  puedan  servir  para  tomar 
un  completo  conocimiento  de  la  explota- 
ción, si  ellos  lo  exigieren. 

Art.  77.  Los  dueños  ó  administradores 
de  minas  están  obligados  á  mantener  bien 
ventiladas  las  labores  que  se  trabajan  de 
manera  que  los  operarios  no  se  ahoguen 
ni  se  sofoquen  por  la  aglomeración  ó  re- 
tención de  gases  ó  miasmas  malsanos,  ó 
por  las  infíltraciones  ó  acumulaciones  de 
aguas. 

Art.  78.  Es  prohibido  á  los  administra- 
dores ó  dueños  de  minas,  bajo  la  multa  de 
50  á  300  pesos,  y  sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad civil  y  criminal  en  caso  de  acci- 
dente, permitir  trabajar  en  las  labores 
donde  arden  difícilmente  ó  .se  apagan  las 
lámparas  por  falta  de  aire. 

Se  les  prohil^e  asimismo,  bajo  una  mul- 
ta de  25  á  150  pesos,  permitir  que  se  eje- 
cuten trabajos  en  la  oscuridad. 

Art.  79.  Los  mineros  están  obligados  á 
asegurar  los  cielos  v  paredes  ó  costados  de 
las  labores  de  tránsito  y  de  arranque  por 
medio  de  enmaderaciones,  de  obras  de 
mampostería,  de  muros,  de  desmontes,  et- 
cétera., según  lo  exijan  la  blandura  y  con- 
sistencia de  la  roca  ó  la  naturaleza  del 
criadero,  bajo  la  pena,  por  la  primera  vez, 
de  pagar  una  multa  de  50  á  250  pe-sos,  y, 
por  la  segunda,  de  perder  la  mina,  si,  re- 
queridos por  el  Gobernador,  no  ejecutaren 
los  trabajos  de  seguridad  que  se  juzgaren 
necesarios,  en  los  plazos  que  se  les  pres- 
cribieren según  informe  del  Ingeniero. 

Art.  80.  No  podrá  practicarse  sin  per- 
miso del  Gobernador,  el  desagüe  de  las 


minas  por  medio  de  trabajos  de  nivel  infe- 
rior. 

En  este  permiso,  que  se  concederá  pre- 
vio informe  del  Ingeniero,  se  determina- 
rán las  precauciones  necesarias  para  evi- 
tar accidentes. 

La  infracción  del  presente  artículo  se 
penará  con  una  multa  de  25  á  150  pesos, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  civil  y 
criminal  en  caso  de  accidente. 

Si  por  no  mantener  debidamente  habili- 
tados los  trabajos  de  desagüe,  alguna  mina 
inferior  sufriere  perjuicios,  estará  obliga- 
do el  minero  á  indemnizarlos  á  tasación  de 
peritos. 

Art.  81.  En  las  labores  de  tránsito  cu- 
ya inclinación  exceda  de  treinta  y  cinco 
grados,  debe  conservarse  siempre  un  pa- 
samano sólidamente  fíjado,  que  asegure  la 
fácil  entrada  y  salida  de  los  trabajadores. 

Si  la  inclinación  media  de  esas  labores 
alcanzare  á  cuarenta  grados,  á  más  del  pa- 
samano, deberán  estar  provistas  de  un  pa- 
tillaje practicado  en  la  roca  misma  ó  for- 
mada artificialmente. 

La  infracción  de  este  artículo  será  pe- 
nada con  una  multa  de  25  á  50  pesos. 

Art.  82.  Las  escaleras  colocadas  en  los 
piques  para  el  tránsito  tendrán  las  condi- 
ciones convenientes  para  la  seguridad  de 
los  operarios. 

La  infracción  de  este  artículo  será  pena- 
da con  una  multa  igual  á  la  señalada  en  el 
artículo  anterior. 

Art.  83.  Si  los  trabajadores  tuvieren 
que  bajar  á  las  minas  por  piques  en  carros 
ó  jaulas,  los  empresarios  emplearán  cables 
de  primera  calidad  y  usarán  los  aparatos 
de  seguridad  que,  para  evitar  accidentes, 
les  prescriba  el  Gobernador,  previo  infor- 
me del  Ingeniero. 

Art.  84.  En  los  trabajos  de  las  minas 
se  hará  uso  de  guías  ó  mechas  de  seguri- 
dad para  los  tiros  con  pólvora. 

En  la  preparación  de  los  tiros  sólo  es 
permitido  el  empleo  de  atacadores  cuya  ex- 
tremidad sea  de  hierro  dulce,  de  bronce  ó 
de  otra  materia  que  no  produzca  chispas 
al  usarlos. 

Art.  85.  Es  prohibido  bajo  multa  de  10 
á  25  pesos,  emplear  como  operarios  en  el 
interior  de  las  minas  mujeres  ó  niños  me- 
nores de  doce  años. 

Art.  86.  Los  perjuicios  ocasionados  á 
una  mina  por  los  trabajos  de  explotación 
de  otra,  serán  indemnizados  á  justa  tasa- 
ción de  peritos,  por  el  dueño  de  ésta,  sin 
perjuicio  de  la  pena  á  que  hubiere  lugar. 

Si  la  explotación  hubiere  de  extenderse 
debajo  de  habitaciones  ó  edificios,  podrá 
obligarse  al  que  la  emprenda  á  dar  fianza 
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para  garantir  el  resarcimiento  de  los  da- 
ños que  pudieran  causar  los  trabajos. 

Art.  87.  Cuando  de  la  inspección  ó  vi- 
sita practicada  en  una  mina  por  el  Inge- 
niero comisionado,  resultare  que  la  vida  de 
las  personas  ó  la  seguridad  de  las  explota- 
ciones pueden  ser  comprometidas  por  cual- 
quier.motivo,  dictará  las  medidas  condu- 
centes para  hacer  desaparecer  la  causa  del 
peligro. 

En  caso  de  reclamación  se  oirá  á  uno  ó 
más  Ingenieros  nombrados  por  el  mismo 
Gobernador  á  costa  del  interesado,  y  el 
Gobernador  deberá  ajustarse  en  su  reso- 
lución á  la  opinión  del  mayor  número. 

Si  del  informe  del  primer  Ingeniero  re- 
sultare que  hay  peligro  inminente,  se  or- 
denará la  suspensión  provisional  de  los 
trabajos,  no  obstante  cualquiera  reclama- 
ción. 

Art.  88.  Si  por  accidente  ocurrido  en 
una  mina  se  hubieren  causado  la  muerte  ó 
heridas  graves  á  uno  ó  más  individuos,  ó 
se  comprometiere  la  seguridad  de  los  ope- 
rarios ó  de  la  mina,  los  dueños,  directores 
ó  administradores  deberán,  bajo  la  pena 
de  cincuenta  á  doscientos  cincuenta  pesos, 
dar  aviso  inmediatamente  al  Juez  respec- 
tivo, quien  asociado  del  Ingeniero  ó  perito 
que  hubiere  en  el  lugar,  procederá  sin  de- 
mora á  levantar  un  sumario  indagatorio 
de  lo  ocurrido  y  de  sus  causas,  y  á  dictar 
las  medidas  conducentes  á  hacer  cesar  el 
peligro  y  á  prevenir  !as  consecuencias.  Al 
efecto,  podrá  disponer  de  las  herramientas, 
operarios  y  animales  de  la  mina,  y  de  cuan- 
to fuere  necesario  para  conseguir  este  ob- 
jeto. 

Art.  89.  Las  penas  que  establece  este 
Código  serán  impuestas  por  el  Juez. 

Art.  90.  El  minero  puede  explotar  su 
mina  ñor  medio  de  socavones  iniciados 
fuera  ae  su  pertenencia  en  terreno  no  ocu- 
pado por  otras  minas. 

Art.  91.  Si  para  ejecutar  estos  traba- 
jos tuviere  que  iniciarlos  en  pertenencia 
ajena,  ó  atravesarla  con  ellos  en  toda  su 
extensión,  ó  sólo  en  parte,  y  no  pudiere 
llegar  á  avenimiento  con  su  dueño,  deberá 
solicitar  permiso  del  Juez  respectivo. 

El  Juez  concederá  este  permiso,  previo 
informe  de  Ingeniero,  si  resultasen  acre- 
ditadas las  circunstancias  siguientes; 

1.°    Que  la  obra  es  posible  y  útil. 

2."  Que  no  se  puede  dirigir  la  labor  por 
otros  puntos  sin  incurrir  en  gastos  excesi- 
vamente mayores. 

3.°  Que  no  se  inhabilita  ó  dificulta  con- 
siderablemente la  explotación  de  la  mina 
por  donde  atraviesa  el  socavón. 

Art.  92.    Cada  una  de  las  partes  podrá 


también  nombrar  un  perito  que  proceda 
en  común  con  el  nombrado  por  el  Juez; 
para  lo  cual  éste  deberá  señalarles  con  an- 
ticipación el  día  en  que  haya  de  proceder- 
se  al  examen  del  terreno. 

Art.  93.  Si  se  suscitare  divergencia  en- 
tre los  Ingenieros  ó  peritos,  se  procederá 
como  en  el  caso  del  art.  62. 

Art.  94.  El  Juez  al  conceder  la  licen- 
cia, señalará  el  rumbo  que  deberá  seguir 
el  socavón  ó  labor  v  el  máximum  de  la 
amplitud  que  podrá  otársele  en  la  pertenen- 
cia ajena,  conforme  al  dictamen  de  Inge- 
niero ó  peritos;  y  el  socavonero  no  podrá 
variar  dicho  rumbo  ó  amplitud  en  el  curso 
de  la  obra,  sin  que  proceda  nueva  licencia, 
la  cual  no  podrá  concedérsele  sin  dicta- 
men de  Ingeniero. 

No  se  necesita  de  nueva  licencia  cuando 
la  variación  sea  accidental,  para  evitar  las 
difícultades  que  se  presentaren  en  el  tra- 
bajo. 

Art.  95.  Antes  de  dar  principio  á  la 
obra  del  socavón  ó  labor,  el  que  la  empren- 
da deberá  rendir  ñanza  para  responder  á 
la  indemnización  de  los  perjuicios  que  se 
causaren  en  la  mina  por  donde  intenta 
pasar. 

Art.  96.  El  dueño  de  la  mina  atravesa- 
da debe  respetar  el  pozo  ó  galería  que  la 
atraviesa,  no  tocar  sus  fortificaciones,  y 
abstenerse  de  arrancar  minerales  en  tér- 
minos de  que  queden  sus  paredes  con  me- 
nos de  dos  metros  de  espesor,  á  no  ser  que 
las  fortifique  en  toda  regla.  Pero  el  soca- 
vonero abonará  los  perjuicios  que  el  cum- 
plimiento de  esta  obligación  irrogue  al  mi- 
nero. 

Art.  97.  Encontrando  el  socavonero  al- 
gún depósito  metalífero  en  pertenencia 
ajena,  no  podrá  explotarlo  ni  laborearlo, 
sino  que  se  limitará  á  seguir  su  socavón  y 
entregará  al  dueño  los  metales,  deducien- 
do los  gastos  hechos  para  extraerlos. 

Art.  98.  Los  dueños  de  las  minas  que 
desaguaren  por  el  socavón  á  cuya  explota- 
ción se  facilitare,  deberán  abonar  al  em- 
presario de  dicho  socavón,  á  tasación  de 
peritos,  ó  el  valor  del  beneficio  que  reci- 
ben, ó  el  costo  que  les  demandaría  obtener 
esos  beneficios  por  otros  medios. 

Es  extensiva  esta  disposición  al  .caso  de 
desagüe  por  medio  de  pozos. 

Art.  99.  Las  minas  están  sujetas  á  faci- 
litar la  ventilación  de  las  que  lo  necesiten, 
y  á  permitir  el  paso  subterráneo  de  las 
agu:is  de  las  otras  con  dirección  al  deiagúe 
general.  En  la  superficie  sufrirán  también 
el  tránsito  necesario  para  la  labor,  y,  tanta 
en  la  superficie  como  en  el  interior,  todos 
aquellos  servicios,  ó  usos  que,  sin  inhabili- 
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tar  ó  dificultar  su  explotación,  cedan  en 
provecho  de  las  otras. 

Todo  lo  cual  se  entiende,  previo  el  pago 
de  perjuicios,  que  se  valuarán  por  peritos. 

TÍTULO  IX 

De  la  enajenación,  de  la  prescripción 
de  las  minas  y  de  la  venta  de  mine- 
rales. 

Art  100.  Las  minas  pueden  enajenarse 
entre  vivos  y  transmitirse  por  causa  de 
muerte  de  la  misma  manera  que  los  demás 
bienes  raices. 

Art.  101.  La  posesión  originaria  de  las 
minas  se  adquiere  por  el  registro  legalmen- 
te  verificado;  y  desde  que  éste  tiene  lugar, 
la  mina  registrada  queda  sujeta  á  las  pres- 
cripciones que  rigen  la  propiedad  inscrita. 

Art.  102.  Para  la  ti-adición  de  las  mi- 
nas demarcadas  y  constitución  de  derechos 
reales  en  ellas,  habrá  en  cada  departamen- 
to un  registro  conservatorio  á  cargo  del 
Juez  de  letras. 

Se  regirá  este  registro  por  las  mismas 
disposicions  que  reglan  el  registro  de  la 
propiedad,  en  cuanto  le  fueren  aplicables. 

Art.  103.  La  tradición  de  las  minas  cu- 
yo registro  no  se  haya  i-atiñcado,  ó  respec- 
to de  las  cuales  no  se  haya  constituido  tí- 
tulo definitivo  de  propiedad,  se  verificará 
por  la  inscripi'ión  en  el  registro  de  descu- 
brimientos. 

Art.  104.  La  venta  de  las  minas  no  se 
reputará  perfecta  mientras  no  se  haya  otor- 
gado escritura  pública. 

No  obstante,  la  escritura  privada  de  esos 
contratos  valdrá  como  promesa  de  cele- 
brarlos. 

Art.  105.  El  tiempo  de  posesión  necesa- 
ria para  adquirir  las  minas  por  prescrip- 
ción será  sólo  de  dos  años,  en  la  prescrip- 
ción ordinaria,  y  de  diez  en  la  extraordi- 
naria, sin  distinción  en  ningún  caso  entre 
presentes  y  ausentes, 

Art.  106.  No  podrán  ser  reivindicados 
de  ninguna  manera  los  minerales  compra- 
dos en  las  canchas  de  las  minas,  ó  á  minero 
conocido,  6  á  presencia  de  Juez  ó  de^^ testi- 
gos que  no  sean  empleados  del  comprador, 
ó  mediante  un  certificado  de  la  Autoridad 
del  asiento  del  mineral,  en  el  cual  conste 
que  el  vendedor  explota  actualmente  mina 
del  metal  vendido,  ó  que  ha  adquirido  di- 
chos minerales  por  titulo  legitimo. 

Art.  107.  La  compra  de  minerales  hur- 
tados, verificada  sin  los  requisitos  estable- 
cidos en  el  articulo  precedente,  sujeta  al 
compradora  la  presunción  de  ocultador  de 
hurto. 


Art.  108.  En  el  caso  del  articulo  prece- 
dente le  hastará  al  reivindicador  acreditar 
que  le  han  hurtado  minerales  y  que  los  que 
reclama  son  iguales  á  los  que  se  producen 
en  su  mina. 

TÍTULO  X 

Del  arrenj amiento  por  tiempo  del  ser- 
""^"'"  de  operarios. 


i'icio  de  operarios. 


Art.  109.  Deberá  constar  por  escrito  el 
contrato  de  arrendamiento  de  servicios  de 
operarios  por  tiempo  determinado  que  ex- 
ceda de  un  año;  pero  el  operario  no  será 
obligado  á  permanecer  en  dicho  servicio 
por  más  de  cinco  años,  contados  desde  la 
fecha  de  la  escritura. 
,  Art.  lio.  Si  no  se  hubiere  determinado 
tiempo,  podrá  cesar  el  servicio  á  voluntad 
de  cualquiera  de  las  partes. 

Con  todo,  tratándose  de  mayordomos, 
artesanos  ú  otros  operarios  de  igual  clase, 
cualíjuiera  de  las  dos  partes  deberá  dar  no- 
ticia á  la  otra  de  su  intención  de  poner  fin 
al  contrato,  aunque  en  éste  no  se  haya  es- 
tipulado desahucio,  y  la  anticipación  será 
de  quince  dias  á  lo  menos. 

Art.  111.  Si  el  operario  contratado  por 
tiempo  determinado  con  estipulación  de 
desahucio,  se  retirase  intempestivamente 
sin  causa  grave,  pagará  al  patrón  una  can- 
tidad equivalente  al  salario  de  un  mes,  ó 
del  tiempo  del  desahucio,  ó  de  los  dias  que 
falten  para  cumplirlo  respectivamente. 

Art.  112.  El  [)atrón  que  en  caso  análo- 
go despidiere  al  operario,  será  obligado  á 
pagarle  igual  suma,  y  además  los  gastos 
de  ida  y  vuelta,  si  para  prestar  el  servicio 
le  hizo  mudar  de  residencia. 

Art.  113.  Será  causa  grave  respecto  del 
patrón  para  poner  fin  al  servicio,  la  inepti- 
tud, mala  conducta  ó  insu!)ordinación  del 
operario,  ó  el  que  éste  se  inhabilitare  por 
cualquier  causa  y  por  más  de  un  mes  para 
el  traljajo. 

El  patrón,  no  ob.stante,  deberá  atender  á 
la  curación  del  obrero  que  se  hubiere  mal- 
tratado ó  enfermado  por  causa  del  servicio 
de  la  min;i  ó  por  accidente  ocurrido  en  ella. 

Art.  114.  Será  cau.sa  grave  respecto  del 
operario,  el  mal  tratamiento  de  parte  del 
empresario,  ó  la  falta  de  pago  del  salario 
en  las  éi)0cas  convenidas  ó  usuales. 

Art.  115.  El  operario  que  se  fugare  ha- 
biendo rcííibido  adelantos  por  cuenta  de  su 
salario  sin  devtmgarlos,  será  responsable 
de  engaño  por  la  suma  defraudada. 

Art.  116.  Se  dará  crédito  á  los  libros 
de  la  mina,  cuando  se;in  llevados  regular- 
mente y  ¡)or  un  empleado  de  ella,  y  no  por 
el  mismo  em|ircsíirio: 
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1."    En  orden  á  la  cuantía  del  salario. 

2.°  En  orden  al  pago  del  salario  y  del 
período  vencido. 

3."  En  orden  á  lo  entregado  al  operario 
á  cuenta  por  el  mes  corriente. 

Art.  117.  No  están  sujetos  á  las  dispo- 
siciones anteriores  los  contratos  celebrados 
para  la  ejecución  de  un  trabajo  ú  obra  de- 
terminada, ni  los  referentes  á  los  servicios 
de  los  administradores,  tenedores  de  libros 
y  demás  empleados  de  esta  oategoria,  aun- 
que éstos  hayan  sido  contratados  por  tiem- 
po determinado. 

Art.  118.  Los  salarios  y  sueldos  deven- 
gados en  el  raes  corriente  por  los  trabaja- 
dores y  demás  empleados  de  la  mina,  in- 
cluso el  Interventor,  deberán  ser  pagados 
preferentemente  con  el  producto  de  las 
minas. 

Pueden  venderse  para  este  objeto  aun 
las  herramientas  y  útiles. 

Respecto  de  los  demás  bienes  del  minero 
concursado,  los  sueldos  y  salarios  de  los 
trabajadores  y  empleados  gozarán  del  pri- 
vilegio concedido  por  el  derecho  común  á 
los  de  los  dependientes  y  criad  )3. 

TÍTULO  XI 
De  las  compañías  mineras. 

Art.  119.  Hay  compañía  cuando  dos  ó 
más  per.sonas  trabajan  en  común  una  ó 
más  minas,  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes de  este  Código. 

Las  compañías  se  constituyen: 

1.°  Por  el  hecho  de  registrarse  una  mi- 
na en  compañía. 

2."  Por  el  hecho  de  adquirirse  parte  en 
minas  registradas. 

3°  Por  un  contrato  especial  de  com- 
pañía. 

Este  contrato  deberá  hacerse  constar  por 
escrito  en  instrumento  público  ó  privado. 

Art.  120.  Todo  negocio  concerniente  á 
una  compañía  se  tratará  y  resolverá  en 
juntas  por  mayoría  de  voto.. 

Para  formar  juntas  bastará  la  asistencia 
de  la  mitad  de  los  socios  y  uno  más,  con 
dereclio  á  votar,  previa  la  citación  de  to- 
dos, aun  de  los  que  no  tengan  voto. 

En  la  citación  se  expresará  el  objeto  de 
la  reunión  y  el  día  y  hora  en  que  debe  ce- 
lebrarse. 

Art.  121.  La  cit  ición  se  hará  por  medio 
de  avisos  y  edictos.  Los  avisos  se  publica- 
rán en  un  periódico  del  dei>artamento  por 
tres  veces  en  el  espacio  de  quince  días. 

Los  edictos  se  fijarán  durante  los  quince 
días  en  la  tabla  de  avisos  del  Juzgado. 

Faltando  los  periódicos,  bastarán  los 
edictos. 


Art.  122.  Los  socios  con  derecho  á  vo- 
tar, ó  sus  representantes  si  fueren  conoci- 
dos, serán  personalmente  citados,  si  resi- 
dieren en  el  departamento  á  que  corres- 
ponda la  mina. 

De  otro  modo  servirán  de  suficiente  ci- 
tación los  avisos  ó  los  edictos. 

Art.  123.  Guando  en  las  actas  de  las 
sesiones  celebradas  se  haya  hecho  constar 
el  objeto  y  se  haya  fijado  día  y  hora  para 
una  nueva  ó  sucesivas  reuniones,  los  so- 
cios presentes  se  suponen  personalmente 
citados. 

Art.  124.  Las  convocatorias  ú  órdenes 
nominales  de  citación  se  expedirán  por  el 
Presidente  de  la  sociedad,  cuando  lo  juz- 
gue conveniente,  ó  cuando  cualquiera  de 
los  socios  lo  solicite. 

A  falta  del  Presidente,  por  dos  ó  más  so- 
cios, ó  por  el  administrador  si  se  le  hubiere 
conferido  esta  facultad;  y  en  e!  caso  de  ne- 
gativa del  Presidente,  podrán  también  ve- 
rificar la  citación  dos  ó  más  socios. 

Art.  125.  La  sociedad  ó  su  directorio 
deben  constituir  un  representante  suficien- 
temente autorizado  para  todo  cuanto  de 
cualquier  manera  se  relacione  con  la  Au- 
toridad. 

Art.  126.  En  las  deliberaciones  de  los 
socios  tendrán  derecho  de  votar  salvo  esti- 
pulación, los  que  poseyeren  una  cuota  ó 
parte  que  represente,  á  lo  menos,  un  4  por 
100  de  interés  ó  propiedad  en  la  mina.  Los 
que  poseyeren  cuotas  menores,  estando 
uniformes,  podrán  reunirías  para  formar 
tantos  votos  como  cuotas  bastantes  com- 
pongan. 

Art.  127.  Para  constituir  mayoría  no  se 
necesita  atender  al  número  de  votantes  si- 
no al  número  de  votos. 

Los  correspondientes  á  un  solo  dueño  no 
podrán  formar  por  sí  solos  mayoría. 

Cuando  alcancen  ó  pasen  de  la  mitad  de 
las  acciones  se  considerará  empatada  la 
votación. 

Art.  128.  El  Juez  decidirá  los  empates, 
sin  ulterior  recurso,  cualquiera  quesea  su 
causa,  teniendo  en  consideración  lo  más 
conforine  á  la  ley  y  al  interés  de  la  com- 
pañía. 

Art.  129.  Los  socios  pueden  disponer 
libre  y  eficazmente  del  derecho  que  tienen 
en  la  compañía. 

Pero  subsistirán  los  gravámenes  y  obli- 
gaciones que  lo  afecten. 

Art.  130.  La  administración  de  la  com- 
pañía corresponde  á  todos  los  socios;  pero 
pueden  nombrarse  una  ó  más  per.sonas 
elegidas  ñor  los  mismos,  por  dos  tercios  de 
votos  de  los  presentes. 

La  duración,  atribuciones,  deberes  y  re- 
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compensas  de  los  administradores  se  de- 
terminarán en  junta,  si  no  se  hubiese  es- 
tipulado en  el  contrato  de  la  compañía.. 

Los  administradores  no  pueden  contraer 
créditos,  gravar  las  minas  en  todo  ó  en 
parte,  vender  los  minerales  ó  pastas,  nom- 
brar ni  destituir  los  administradores  de  la 
faena,  sin  especial  autorización. 

En  todo  caso,  los  socios  pueden  impedir 
la  venta  de  los  minerales  y  pastas,  pagan- 
do los  gastos  y  cuotas  correspondientes. 

Art.  131.  Los  gastos  y  productos  se 
distribuirán  en  proporción  á  las  partes  ó 
acciones  que  cada  socio  tenga  en  la  mina, 
si  otra  cosa  no  se  hubiere  estipulado. 

Es  nula  la  estipulación  que  prive  á  algún 
socio  de  toda  participación  en  los  beneñ- 
cios  ó  productos 

Art.  132.  La  distribución  de  los  bene- 
ñcios  ó  productos  se  hará  cuando  la  mayo- 
ría de  los  .socios  lo  determine,  y  en  caso 
de  no  haber  acuerdo  entre  ellos,  cuando 
el  Adminiíitrador  de  la  compañía  y  el  de 
la  mina  lo  crean  conveniente. 

Art.  133.  La  distribución  se  hará  en 
minerales,  pasta  ó  en  dinero,  segúa  el 
acuerdo  de  los  socios. 

Cuando  no  hubiere  acuerdo,  la  distribu- 
ción se  hará  en  dinero. 

Art.  134.  La  cuantía  y  extensión  de 
las  obras  que  hayan  de  ejecutarse  ea  la 
mina  con  los  productos  que  rindiere,  se 
determinará  por  mayoría  de  votos  siem- 
pre que  el  valor  de  ellas  no  exceda  de  la 
mitad  de  los  productos. 

Art.  135.  Si  no  diere  la  mina  produc- 
tos bastantes,  los  socios  fijarán  la  cuota 
con  que  deben  concurrirá  los  gastos. 

En  este  caso,  para  que  el  acuerdo  sea 
obligatorio,  deberá  contar  con  los  votos  de 
los  que  representen  las  dos  terceras  partes 
de  la  totalidad  de  derechos  ó  acciones  en 
la  mina;  pero  en  ningún  caso  podrá  obli- 
garse á  un  socio  á  contril)uir  para  obras 
destinadas  á  beneficiar  ó  fundir  los  mine- 
rales que  jjroduzca  la  mina. 

Art.  136.     Hay  iiiconcurrencia: 

1.°  No  pagándose  en  el  plazo  prefijado 
las  cuotas  correspondientes. 

2.°  Cuando  á  falta  de  estipulación  ó 
acuerdo  no  se  han  entregado  estas  cuotas 
treinta  días  después  de  haberse  pedido. 

3."  Si  habiéndose  hecho  los  gastos  sin 
pedir  cuota,  ó  habiendo  éstos  excedido  del 
valoi-  de  las  entregadas  no  se  paga  la  parte 
correspondiente  en  el  término  de  quince 
días. 

4."  Cuando  no  se  contribuye  ú  los  gas- 
tos necesarios  para  la  seguridad  y  conser- 
vación de  la  mina. 

Art.  137.     En  cualesquiera  de  los  casos 


expresados  en  el  artículo  precedente,  el 
administrador  de  la  sociedad  podrá  dispo- 
ner de  la  parte  de  minerales,  pasta  ó  dine- 
ro correspondiente  al  inconcurrente,  que 
baste  para  cubrir  los  gastos  y  las  cuotas 
que  han  debido  anticiparse. 

Art.  138.  No  rindiendo  productos  la 
mina,  ó  no  siendo  éstos  suficientes  para 
cubrir  los  gastos  y  las  anticipaciones  en 
todo  ó  en  parte,  cualquiera  de  los  socios 
contribuyentes  puede  pedir  al  Juez  que  el 
socio  inconcurrente  sea  requerido  de  pago, 
con  apercibimiento  de  tenérsele  por  desis- 
tido de  sus  derechos. 

No  verificándose  el  pago  dentro  de  los 
treinta  días  siguientes  al  requerimiento,  la 
parte  de  mina  queda  desierta  y  será  ven- 
dida en  remate  público  por  el  mínimum  de 
la  cuota  que  adeude  á  los  socios.  El  sobran- 
te, si  lo  hubiere,  se  entregaiá  al  inconcu- 
rrente, deducidos  los  gastos  del  remate. 

Aun  cuando  el  producto  del  remate  no 
bastare  para  el  pago  de  lo  adeudado,  el  in- 
concurrente quedará  libre  de  toda  obliga- 
ción para  con  la  sociedad. 

Art.  139.  Si  el  socio  inconcurrente  no 
se  encuentra  en  el  territorio  del  Estado,  el 
requerimiento  .se  hará  por  avisos  y  edictos, 
según  lo  establecido  en  el  art.  121. 

Pero  en  el  caso  presente,  las  publicacio- 
nes se  harán  cinco  veces  en  el  espacio  de 
treinta  días,  y  durante  igual  término  se 
fijarán  los  carteles. 

Art.  140.  El  socio  requerido  puede  opo- 
nerse dentro  del  plazo  de  los  treinta  días 
á  la  pretensión  de  los  socios  concurren- 
tes. 

Al  escrito  de  oposición  se  acompañarán 
los  documentos  y  la  exposición  clara  y  pi*e- 
cisa  de  los  hechos  que  la  justifiquen. 

No  presentándose  la  oposición  en  el  tér- 
mino fijado,  el  Juez  ordenará  la  venta  en 
remate  público  de  la  parte  de  mina  del  so- 
cio moroso. 

Art.  141.     Son  causales  de  oposición: 

1.°  El  pago  de  las  cantidades  por  las 
que  se  ha  hecho  el  requerimiento. 

2°  Que  esas  cantidades  procedan  de 
trabajos  ejecutados  sin  consentimiento  del 
oponente,  en  los  casos  en  que  este  consen- 
timiento es  necesario. 

3.*  Que  la  cuota  ó  cantidad  que  se  soli- 
cita esté  destinada  á  esa  misma  clase  de 
trabajos. 

4.°  La  existencia  de  minerales  suficien- 
tes [lara  cubrir  la  deuda. 

Art.  142.  Las  comi)aMÍas  de  minas  se 
disuelven: 

1."  Por  el  hecho  de  haberse  reunido 
en  una  sola  persona  todas  las  partes  de  la 
mina. 
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2.°  Por  abandono  dec'arado  de  la  mi- 
na; y 

3."  Cuando,  habiéndose  formado  la 
compañía  bajo  estipulaciones  especiales,  se 
veritiea  alguno  de  los  hechos  que,  con  arre- 
glo á  esas  estipulaciones,  produzca  la  di- 
solución. 

Art.  143.  La  compañía  disuelta  por  la 
última  de  las  causales  expresadas  en  el 
articulo  precedente,  subsiste  legalmente 
entre  las  personas  que  han  conservado 
parte  de  la  mina. 

Art.  144.  La  compañía  no  se  disuelve 
por  el  íallecimientü  de  uno  de  sus  socios. 

Reeraplázanle  sus  herederos  cada  uno 
en  la  parte  que  le  hubiere  cabido 

Art.  145.  Las  compañías  de  explora- 
ción se  constituyen  por  el  hecho  de  poner- 
se de  acuerdo  dos  ó  más  personas  para 
realizar  una  expedición  con  el  objeto  de 
descubrir  criaderos  minerales. 

El  acuerdo  podrá  ser  de  palabra  ó  ha- 
cerse constar  en  escritura  pública  ó  pri- 
vada. 

Art.  146.  Cuando  los  cateadores  ó  per- 
sonas encargadas  de  hacer  las  exploracio- 
nes no  reciben  sueldo  ni  otra  remunera- 
ción, se  suponen  socios  en  lo  que  ellos  des- 
cubran. 

Art.  147.  Todas  las  personas  de  la  co- 
mitiva que  ganen  salario,  cualquiera  que 
sea  la  ocupación,  descubren  para  el  em- 
presario que  les  paga. 

Si  hubiere  precedido  promesa  ó  conve- 
nio deberá  hacerse  constar  por  escrito. 

TITULO  xn 

De  la  patente  y  de  la  caducidad  del 
dominio  de  las  minas. 

Art.  148.  Las  minas  cuya  explotación 
se  concede  á  los  particulares,  conforme  á 
las  prescripciones  de  este  Código,  pagarán 
una  patente  de  cinco  pesos  anuales  por 
cada  una  de  las  hectáreas  que  comprendan 
las  pertenencias. 

Apt.  149.  Los  actuales  propietarios  de 
minas  pagarán  la  patente  sin  tomarse  en 
consideración  las  fracciones  de  hectáreas 
menores  que  la  mitad. 

Art.  150.  La  patente  anual  se  pagará 
anticipada,  del  1."  al  31  de  Enero  inclusive, 
en  la  Administración  de  Rentas  del  de- 
partamento en  cjue  estuviere  ubicada  la 
mina. 

El  importe  de  la  patente,  que  previa- 
mente deberán  pagar  los  concesionarios  al 
ratilicar  el  registro  ó  practicar  la  mensura, 
será  proporcional  al  tiempo  que  falte  para 
comijletar  el  puriodo  anual  que  vence  el 
1.°  de  Enero,  inclusive,  en  caaa  año. 


Art.  151.  La  concesión  minera  ó  pro- 
piedad de  mina  sólo  caducará  por  falta  de 
pago  de  la  patente  en  los  plazos  que  fija 
este  Código,  caso  en  el  cual,  previa  decla- 
ratoria de  caducidad,  la  mina  ó  propiedad 
minera  .se  sacará  á  remate  público  para  el 
efecto  de  adjudicarla  al  mejor  postor,  con 
la  condición  de  seguir  pagando  la  patente 
respectiva. 

Del  importe  del  remate  se  retendrá  para 
el  Fisco  la  cantidad  adeudada,  que  será  la 
menor  postura  aceptable,  y  el  resto,  con 
deducción  de  las  costas,  se  devolverá  al 
concesionario  anterior.  Este  podrá  suspen- 
der el  remate  de  su  propiedad  pagando 
una  cantidad  doble  del  valor  de  la  patente 
adeudada,  pero  no  se  le  admitirá  como 
postor  en  el  dia  del  remate  si  no  pagare 
previamente  una  multa  igual  al  monto  de 
lo  adeudado.  No  habiendo  postores,  el  Juez 
mandará  archivar  las  diligencias  para  el 
caso  de  que  llegue  á  presentarse  alguno 
pidiendo  se  abra  de  nuevo  el  remate.  Pa- 
sados cinco  años  quedará  franco  el  terre- 
no y  denunciable  por  cualquier  interesado, 
salvo  que  éste  prefiriere  rematar  la  pro- 
piedad, pagando  el  impuesto  adeudado  en 
dicho  término. 

Art.  152.  En  los  prim.eros  quince  días 
de  Febrero  los  Administradores  de  Rentas 
pasarán  al  Juez  de  letras  respectivo  una 
nómina  de  las  propiedades  mineras  que  no 
hayan  pagado  las  patentes  que  les  corres- 
ponden. 

El  Juez  ordenará  publicar  avisos  por 
cinco  veces  en  un  periódico  del  departa- 
mento, si  lo  hubiere,  y  en  su  defecto  por 
carteles,  en  los  cuales  fijará  el  dia  del  re- 
mate, que  deberá  tener  lugar  entre  los 
cuarenta  y  cinco  dias  contados  desde  la 
fecha  de  la  primera  publicación  del  aviso. 

Las  omisiones  en  que  incurrieren  los 
encargados  de  remitir  las  listas  á  que  se 
refiere  el  inciso  1."  de  este  artículo,  podrán 
ser  subsanadas  á  solicitud  de  cualquiera 
persona  interesada  en  que  se  verifique  el 
remate  de  la  propiedad  minera. 

Art.  153.  Los  Jueces  de  letras  remiti- 
rán cada  semestre  al  Tribunal  Superior  de 
Cuentas  una  nómina  de  las  concesiones 
mensuradas,  ó  que  han  ratificado  su  re- 
gistro, inscritas  en  igual  periodo. 

TÍTULO  xin 

De  los  avíos  de  minas. 

Art.  154.  Por  el  pacto  de  avio  se  obliga 
una  persona  á  satisfacer  los  costos  que  de- 
mande el  laboreo  de  una  mina  para  pagar- 
se sólo  con  los  productos  de  ella. 
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Art.  155.  Los  contratos  de  avíos  debe- 
rán constar  por  escrito;  y  no  surtirán  efec- 
tos respecto  de  terceros  ó  de  otros  acree- 
dores si  no  son  extendidos  en  escritura 
pública  ó  inscritos  en  el  registro  de  cons- 
titución de  derechos  reales  sobre  minas. 

Art.  156.  Los  avios  pueden  pactarse 
por  cantidad  ó  por  tiempo  determinado,  ó 
para  ejecutar  una  ó  más  oijras  en  la  mina. 

Art.  157.  No  apareciendo  del  contrato 
el  término  ó  cantidad  de  los  avíos,  cual- 
quiera de  los  contratantes  podrán  poner- 
les fín  cuando  lo  crea  conveniente,  previo 
el  pago  de  lo  debido. 

Art.  158.  Podrá  el  minero  poner  fín  á 
los  avíos  en  cualquier  tiempo,  despren- 
diéndose de  la  propiedad  de  la  mina  en  fa- 
vor del  aviador,  y  éste  renunciando  á  su 
crédito  de  avíos. 

Art.  159.  Puede  estipularse  que  el  pago 
de  lo  deljido  al  aviador,  se  verifíque  en 
metales  al  precio  que  designen  los  intere- 
sados ó  un  tercero,  como  en  el  caso  de 
venta,  ó  en  dinero  con  los  premios  que  se 
estipulen,  sin  limite  alguno. 

Art.  160.  Puede  estipularse  asimismo 
que  el  aviador  se  haga  dueño  de  alguna 
cuota  de  la  mina  en  compensación  ó  pago 
de  los  avíos,  y  el  contrato  se  regirá  en  este 
caso  por  las  disposiciones  que  reglan  la  so- 
ciedad en  las  minas. 

Pero  si  en  uso  del  derecho  concedido 
por  el  art.  157  el  aviador  pusiere  fín  á  los 
avíos,  la  cuota  de  mina  de  que  se  hizo  due- 
ño en  virtud  del  contrato  volverá  á  la  pro- 
piedad del  minero,  sin  gravamen  ni  obli- 
gación alguna  de  parte  de  éste. 

Art.  161.  Los  avios  deben  suministrar- 
se por  el  aviador  en  los  términos  estipula- 
dos, ó  á  medida  que  lo  vaya  exigiendo  el 
laboreo;  y  si  requerido  .se  negare  á  pagar- 
los ó  dilatare  el  pago  en  perjuicio  de  los 
íraVjajos,  podi-á  el  minero  elegir  entre  de- 
mandar el  pago  por  la  vía  correspondiente, 
tomar  dinero  de  otro  por  cuenta  del  avia- 
dor, ó  tratar  con  un  nuevo  aviador  cuyo 
crédito  sea  pagado  preferentemente. 

Art.  162.  Si  el  minero  invirtiere  en 
otro  destino  el  dinero  ó  efectos  de  los  avíos 
sin  el  consentimiento  del  aviador,  será 
respon.sable  de  abuso  de  confianza,  y  el 
aviador  tendrá  derecho  para  tomar  la  mi- 
na bajo  su  administración. 

Tendrá  el  mismo  dereclio  el  aviador  si 
estando  en  descubierto  la  mina,  se  con- 
venciere al  minero  de  llevar  una  adminis- 
tración descuidada  y  dispendiosa,  no  obs- 
tante haberse  representado  y  reclamado 
este  abuso. 

Art.  163.  Si  terminados  los  avios,  hu- 
biere quedado  la  mina  en   descul)ierto,  el 


aviador  tendrá  derecho  de  retenerla  y  se- 
guirla aviando  bajo  su  administración, 
hasta  pagarse  preferentemente  á  todo  otro 
acreedor,  e.vcepto  los  hipotecarios  anterio- 
res, no  sólo  de  lo  debido,  sino  de  los  nue- 
vos avíos,  con  los  premios  y  en  la  forma 
estipulada  en  el  contrato. 

Art.  164.  Si  en  el  caso  del  artículo  an- 
terior, el  aviador  no  quisiere  continuar 
aviando  la  mina,  el  minero  podrá  estipular 
con  otro  nuevos  avíos  que  gocen  de  prefe- 
rencia á  los  anteriores. 

Art.  165.  Las  acciones  concedidas  al 
aviador  por  los  artículos  precedentes  no 
impiden  el  examen  é  intervención  del  due- 
ño de  la  mina;  y  la  oposición  del  aviador 
al  ejercicio  de  esta  facultad  en  cualquier 
acto  de  la  administración,  le  privará  de 
ella. 

Cesará  también  en  la  administración  por 
abuso  de  confíanza,  sin  perjuicio  de  su  res- 
responsabilidad  criminal. 

TITULO  XIV 
De  las  zonas  minerales. 

Art.  166.  Para  emprender  trabajos  de 
minería  en  grande  escala  podrán  solici- 
tarse del  Poder  Ejecutivo  zonas  mineras, 
que  se  concederán  en  la  extensión  propor- 
cionada á  los  medios  con  que  cuenta  el  so- 
licitante para  la  explotación.  En  ningún 
caso  comprenderá  la  zona  una  extensión 
mayor  de  mil  hectáreas. 

Art.  167.  También  podrá  el  poder  Eje- 
cutivo conceder  á  las  empresas  mineras, 
haciendas  de  benefício,  sitio  ó  planteles 
para  establecerlas,  y  las  aguas  necesarias 
para  la  explotación  de  las  minas  ó  zonas 
minerales,  benefício  de  sus  productos  y 
demás  usos  consiguientes. 

Art.  168.  A  costa  de  los  interesados  se 
publicará  en  cualquier  periódico  de  la  ca- 
pital, en  extracto  y  por  tres  voces  en  el 
término  de  un  mes,  la  solicitud  que  se  hi- 
ciere ante  el  poder  Ejecutivo  para  adqui- 
rir cualquiera  de  los  bienes  mencionados 
en  los  dos  artículos  anteriores;  comuni- 
cándose también  ofíciaimente  al  Juez  de 
letras  en  cuya  jurisdicción  se  encontraren 
éstos;  y  la  prioridad  de  la  petición  hecha 
ante  el  Poder  administrativo  ó  ante  el  Po- 
der Judicial,  servirá  de  base  para  la  pre- 
ferencia de  la  adjudicación,  en  caso  de 
conñicto  ú  oposiciiMi  entre  concesionarios, 
ó  entre  éstos  y  denunciantes. 

Art.  169.  Tienen  prohibición  de  adqui- 
rir concesiones  mineras  del  Poder  Ejecu- 
tivo ó  alguna  cuota  ó  interés  en  ellas,  el 
Presidente  del  Estado,  el  Ministro  de  Fo- 
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mentó,  las  mujeres  no  divorciadas,  é  hijos 
bajo  patria  potestad  de  los  funcionarios 
antedichos,  salvo  el  caso  de  sucesión  por 
causa  de  muerte. 

Art.  170.  Los  planteles  y  concesiones 
superficiales  destinados  al  establecimiento 
de  haciendas  de  beneficios  no  podrán  tener 
una  extensión  mayor  de  cien  hectáreas,  y 
pertenecerán  exclusivamente  á  los  empre- 
sarios á  quienes  se  hubieren  concedido, 
mientras  conservan  la  propiedad  por  el 
pago  de  la  patente.  En  consecuencia,  ten- 
drán perfecto  derecho  para  pedir  su  des- 
ocupación á  los  que  en  ellos  se  hubieren 
establecido  ó  establecieren  alguna  obra, 
como  huerta,  labranza,  casas  de  habitación 
ú  otra  cosa  análoga;  indemnizando  su  valor 
á  justa  tasación  de  peritos,  además  del  valor 
del  terreno  si  fuere  de  propiedad  privada. 

Art.  171.  Si  varios  mineros  solicitaren 
aguas  ó  algún  sitio  para  el  establecimiento 
de  haciendas  de  beneficio,  y  no  bastasen 
para  todos  los  interesados  de  preferencia, 
se  concederán  al  que  diere  mejores  garan- 
tías de  trabajar  en  mayor  escala;  y  en 
igualdad  de  circunstancias,  se  atenderá  á 
la  prioridad  de  tiempo  en  la  solicitud. 

Art.  172.  Toda  cuestión  que  se  susci- 
tare entre  mineros  sobre  el  uso  de  aguas, 
corte  de  maderas,  limites  de  pertenencias 
de  minas,  de  planteles,  de  zonas  minera- 
les, se  someterán  al  conocimiento  y  deci- 
sión de  un  Tribunal  de  arbitradores;  de- 
biendo terminarse  precisamente  dentro  de 
un  mes,  salvo  que  las  partes  justificaren 
que  sus  medios  de  prueba  se  hallan  fuera 
ael  Estado,  en  cuyo  caso  el  Tribunal  po- 
drá prolongar  el  procedimiento  hasta  por 
tres  meses. 

Art.  173.  En  las  concesiones  de  zonas 
para  explotación  de  arenas  auríferas,  que- 
dará siempre  á  salvo  el  derecho  de  los  na- 
turales de  Honduras  para  seguir  explotán- 
dolas por  los  medios  actualmente  emplea- 
dos, sin  uso  de  maquinaria,  á  una  distan- 
cia lo  menos  de  200  metros  de  los  estable- 
cimientos formales  que  tengan  los  conce- 
sionarios. 

Art.  174.  Las  zonas  minerales  quedan 
sujetas  al  pago  de  una  patente  anual  de  50 
centavos  por  cada  hectárea  de  extensión 
que  comprendan. 

Las  concesiones  para  planteles  y  hacien- 
das de  beneficio  pagarán  una  patente  de 
cinco  pesos  anuales  por  hectárea. 

Art.  175.  El  pago  de  la  patente  y  su 
caducidad  se  sujetarán  á  lo  dispuesto  para 
las  pertenencias  mineras;  y  en  cuanto 
sean  aplicables,  regirán  respecto  de  las 
zonas  las  demás  disposiciones  del  presente 
Código. 


En  el  caso  de  no  adjudicarse  la  zona  por 
falta  de  postor,  se  archivarán  las  diligen- 
cias respectivas  en  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, para  el  caso  de  presentarse  algún 
interesado  en  el  remate;  pero  transcurri- 
dos cinco  años  de  la  caducidad  podrá  el 
Poder  Ejecutivo,  á  virtud  de  denuncia  ó 
por  contrata,  conceder  la  propiedad  de  la 
misma  zona  traspasando  el  título  respec- 
tivo. 

Art.  176.  Los  concesionarios  de  zonas 
están  obligados  á  constituir  por  lo  menos 
una  propiedad  minera  dentro  de  dos  afios 
de  la  concesión.  No  haciéndolo  pagarán 
aderiíás  el  impuesto  correspondiente  al  má- 
ximum de  hectáreas  que  pueden  darse  co- 
mo pertenencias  mineras. 

Art.  177.  Será  también  causa  de  cadu- 
cidad de  la  concesión  el  no  practicarse  la 
mensura  en  el  plazo  que  se  fije,  el  cual  po- 
drá prorrogarse  por  justas  causas.  La  falta 
de  instancia  del  interesado  para  que  se  dé 
el  curso  correspondiente  á  su  solicitud  de 
zona,  durante  seis  meses,  dará  lugar  á  la 
caducidad  del  denuncio. 

TÍTULO  XV 
De  los  derechos  de  los  mineros. 

Art.  178.  Todos  los  empresarios  de  mi- 
nas, sin  pagar  impuesto  alguno,  tendrán 
derecho  para  servirse  de  las  maderas  que 
se  encontraren  en  terrenos  fiscales  ó  de 
ejidos,  dentro  de  un  radio  de  tres  leguas 
del  asiento  de  los  trabajos;  lo  mismo  que 
de  las  aguas  que  estuvieren  libres  y  de  to- 
dos los  materiales  que  necesitaren  para  la 
empresa;  sin  más  restricción  que  la  esta- 
blecida por  los  reglamentos  que  sobre  estos 
ramos  emita  el  Poder  Ejecutivo  ó  las  mu- 
nicipalidades respectivas  con  aprobación 
de  éste. 

Art.  179.  Tendrán  derecho  exclusivo 
para  usar  de  todas  las  maderas  que  se  en- 
cuentren en  terreno  nacional,  dentro  de  la 
zona  ó  pertenencia  que  se  les  haya  dado, 
sujetándose  también  en  este  caso  á  los  re- 
glaiTientos  que  emita  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  180.  Gozarán  además  de  los  dere- 
chos y  exenciones  concedidas  por  decreto 
de  18  de  Noviembre  de  1882,  que  fué  pro- 
rrogado el  .31  de  Diciembre  de  1894. 

DISrüSICIO.NES  TRANSITOBIAS 

Art.  181.  Los  poseedores  actuales  d« 
minas  podrán  constituir  sus  pertenencias 
en  la  forma  determinada  por  el  presento 
Código,  sin  perjuicio  de  los  derechos  ad- 
quiridos por  terceros. 

Art.  182.     Los  actuales  propietarios  de 
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zonas  minerales  y  planteles  pagarán  la  pa- 
tente de  cincuenta  centavos  por  cada  hec- 
tárea de  las  comprendidas  en  su  propiedad 
Art.  183.  El  Presidente  del  Estado  que- 
da facultado  para  dictar  los  reglamentos 
que  sean  necesarios  para  facilitar  la  ejecu- 
ción de  los  artículos  de  este  Código. 


Articulo  fínal.  El  presente  Código  co- 
menzará á  regir  el  1."  de  Enero  de  1899  y 
en  esa  fecha  quedarán  derogadas,  aun  en 
a  parte  que  no  fuesen  contrarias  á  él,  las 
leyes  y  disposiciones  especiales  preexisten- 
tes sobre  minería. 


CÓDIGO    PEl4ñlJ! 

sancionado  en  29  de  Jalio  de  1898  y  vigente 
desde  1.°  de  Enero  de  1899. 


IiIBÍ^O  PRimEÍ^O 


Disposiciones  generales  so- 
bre los  delitos  y  faltas, 
las  personas  responsa- 
bles y  las  penas. 

TÍTULO  PRIMERO 

De  los  delitos  y  faltas  y  de  las  cir- 
cunstancias que  eximen  de  respon- 
sabilidad criminal,  la  atenúan  ó  la 
agravan. 

CAPÍTULO    PRIMERO 

DE  LOS  DELITOS  Y  FALTAS 

_  Artículo  1."  Son  delitos  ó  faltas  las  ac- 
ciones y  las  omisiones  voluntarias  penadas 
por  la  ley. 

Las  acciones  y  omisiones  penadas  por  la 
ley  se  repulan  siempre  voluntarias,  á  no 
ser  que  conste  lo  contrario. 

El  que  cometiere  voluntariamente  un 
delito  ó  falta  incurrirá  en  responsabilidad 
criminal,  aunque  el  mal  ejecutado  fuere 
distinto  del  que  se  había  propuesto  eje- 
cutar. 

Art.  2.°  Los  delitos,  atendida  su  gra- 
vedad, se  dividen  en  crímenes,  simples  de- 
litos y  faltas. 

Son  crímenes  ó  delitos  graves  los  que  la 
ley  castiga  con  penas  mayores. 

Son  simples  delitos  los  que  la  ley  repri- 
me con  penas  menores. 

Faltas  son  las  infracciones  leves  a  que 
la  ley  señala  pena  correccional. 

Art.  3.°  Son  punibles  no  sólo  el  delito 
consumado  sino  el  frustrado  v  la  tenta- 
tiva. 

Hay  delito  frustrado,  cuando  el  culpable 
practica  todos  los  actos  de  ejecución  que 
deberían  producir  como  resultado  el  deli- 


to, y  sin  embargo  no  lo  producen  por  cau- 
sas independientes  de  la  voluntad  del 
agente. 

Hay  tentativa*,  cuando  el  culpable  da 
principio  á  la  ejecución  del  delito  directa- 
mente por  hechos  exteriores,  y  no  practi- 
ca todos  los  actos  de  ejecución  que  debie- 
ran producir  el  delito,  por  causa  ó  acci- 
dente que  no  sean  su  propio  y  voluntario 
desistimiento. 

Art.  4.°  La  conspiración  y  la  proposi- 
ción para  cometer  un  delito  sólo  son  puni- 
bles en  los  casos  en  que  la  ley  las  pena  es- 
pecialmente. 

La  conspiración  existe  cuando  dos  ó  más 
personas  se  conciertan  para  la  ejecución 
del  delito  y  resuelven  ejecutarlo. 

La  proposición  existe  cuando  el  que  ha 
resuelto  cometer  un  delito  propone  su  eje- 
cución á  otra  ú  otras  personas. 

La  conspiración  y  la  proposición  no  son 
punibles  cuando  el  culpable  desiste  de  la 
ejecucién  y  denuncia  el  plan  á  la  Autori- 
dad antes  de  iniciarse  el  procedimiento 
criminal. 

Art.  5.°  Las  faltas  sólo  se  castigan 
cuando  han  sido  consumadas.  Se  excep- 
túan las  faltas  frustradas  contra  personas 
ó  la  propiedad. 

Art.  6.°  No  quedan  sujetos  á  las  dispo- 
siciones de  este  Código,  los  delitos  ó  faltas 
que  se  hallen  penados  por  leyes  especiales. 

CAPITULO  II 

DK   LAS  CIRCUNSTANCIAS    QUK  EXIMEN    DE  RES- 
PONSABILIDAD  CBIMI.NAL. 

Art.  7.°  No  delinquen  y  por  consiguien- 
te están  exentos  de  responsabilidad  cri- 
minal: 

1."  El  imbécil  y  el  loco,  á  no  ser  que 
éste  haya  oljrado  en  un  intervalo  de  razón. 

Cuando  el  imbécil  y  el  loco  hubiere  eje- 
cutado un  hecho  que  la  ley  calificare  de 
delito  grave,  ó  incurriere  en  reiteración  de 
otros  que  importen  simples  delitos,  el  Tri- 
bunal dei^rotará  su  reclusión  en  una  casa 
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de  locos,  de  la  que  no  podrá  salir  sin  auto- 
rización del  mismo  Tribunal. 

En  otro  caso,  será  entregado  á  su  fami- 
lia bajo  fianza  de  custodia,  y  mientras  no 
se  preste  dicha  fianza,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  anterior. 

A  falta  de  casa  de  locos,  el  Tribunal  pro- 
veerá lo  conveniente. 

2°     El  menor  de  diez  años. 

3.°  El  mayor  de  diez  años  y  menor  de 
quince,  á  no  ser  que  conste  que  ha  obrado 
con  discernimiento. 

El  Tribunal  hará  declaración  expresa 
sobre  este  punto,  para  imponerle  pena  ó 
declai'arle  iiTesponsable. 

Cuando  el  menor  sea  declarado  irres- 
ponsable, en  conformidad  con  lo  que  se  es- 
tablece en  este  número  f  en  el  que  prece- 
de, será  entregado  á  su  familia,  con  en- 
cargo de  vigilarlo  y  educarlo.  A  falta  de 
persona  que  se  encargue  de  su  vigilancia 
y  educación,  será  llevado  á  una  casa  de 
íiuérfanos,  de  donde  no  saldrá,  sino  al 
tiempo  y  con  las  condiciones  prescritas 
para  los  acogidos. 

A  falta  de  casa  de  huérfanos,  el  Trilju- 
nal  dispondrá  lo  conveniente. 

4."  El  que  obra  en  defensa  de  su  per- 
sona ó  derechos,  siempre  que  concurran 
las  circunstancias  siguientes: 

1.*     Agresión  ilegítima. 

2.*  Necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  impedirla  ó  repelerla. 

3."  Falta  de  provocación  suficiente  por 
parte  del  que  se  defiende. 

Se  entenderá  que  concurren  estas  tres 
circunstancias,  respecto  de  aquel  que  du- 
rante la  noche  rechaza  el  escalamiento, 
rompimiento  ó  fractura,  en  una  casa  de 
habitación  ó  sus  dependencias,  cualquiera 
que  sea  el  daño  que  ocasione  al  agresor. 

b.°  El  que  obra  en  defensa  de  la  perso- 
na ó  derechos  de  su  cónyuge,  sus  ascen- 
dientes, descendientes  y  hermanos  legíti- 
mos ó  naturales,  de  sus  afines  en  los  mis- 
mos gradoi,  y  de  sus  consanguíneos  hasta 
el  cuarto  grado,  siempre  que  concurran  la 
primera  y  segunda  circunstancias  prescri- 
tas en  el  número  anterior,  y  la  de  que,  en 
caso  de  haber  precedido  provocación  de 
parte  del  acometido,  no  iiuljiere  tenido 
participación  en  ella  el  defensor. 

6."  El  que  obra  en  defensa  de  la  perso- 
na ó  der(,'clios  de  un  extraño,  siempre  que 
concurran  la  primera  y  segunda  circuns- 
tancias prescritas  en  el"  núm(M'0  4.",  y  la  de 
que  el  defensor  no  .sea  impulsado  por  ven- 
ganza, resentimiento  ú  otro  motivo  ilegí- 
timo. 

7."  El  que  [)ara  evitar  un  mal  ejecuta 
un  hecho  que  produzca  daño  en  la  propie- 


dad ajena,  siempre  que  concurran  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

1.^  Realidad  ó  peligro  inminente  del 
mal  que  .se  trata  de  evitar. 

2.*  Que  el  mal  sea  mayor  que  el  causa- 
do para  evitarlo. 

3.*^  Que  no  haya  otro  medio  practica- 
ble y  menos  perjudicial  para  impedirlo. 

8."  El  que  en  ocasión  de  ejecutar  un 
acto  lícito  con  la  debida  diligencia,  causa 
un  mal  por  mero  accidente,  .sin  culpa  ni 
intención  de  causarlo. 

9.°  El  que  obra  violentado  por  una  fuer- 
za irresistible. 

10.  Ei  que  obra  impulsado  por  miedo 
insuperable  de  un  mal  igual  ó  mayor.     • 

11.  El  que  obra  en  cumplimiento  de  un 
deber  ó  en  el  ejercicio  legitimo  de  un  de- 
recho, oficio  ó  cargo. 

Se  entenderá  que  concurre  esta  cir- 
cunstancia respecto  de  la  Autoridad,  de 
sus  agentes  y  de  las  personas  que  concu- 
rran en  su  auxilio,  que,  en  caso  de  des- 
obediencia ó  resistencia,  ó  para  evitar  la 
fuga  de  un  delincuente,  emplearen  medios 
proporcionados  de  represión,  siempre  que 
proceda  intimación  formal. 

12.  El  que  obra  en  virtud  de  obedien- 
cia debida. 

13.  El  que  incurre  en  alguna  omisión 
hallándose  impedido  por  causa  legítima  ó 
insuperable. 

CAPITULO  III 

DE   LAS   CIKCUNSTANCIAS   QUE   ATE.NÚA.X  LA  RES- 
PÜiNSABILIDAD   CRI.MLNAL 

Art.  8.°  Son  circunstancias  atenuan- 
tes: 

1.*  Las  expresadas  en  el  capítulo  ante- 
rior, cuando  sólo  concurra  el  menor  nú- 
mero de  requisitos  necesarios  para  eximir 
de  responsabilidad  en  sus  respectivos  ca- 
sos. 

2.*  La  de  no  haber  tenido  el  delincuen- 
te intención  de  causar  un  mal  ue  tanta 
gravedad  como  el  que  produjo. 

3.^  La  de  haber  precedido  inmediata- 
mente provocación  ó  amenaza  adecuada 
de  parte  del  ofendido. 

4.*  La  de  haber  ejecutado  el  hecho  en 
vindicación  próxima  de  una  ofensa  grave 
causada  al  autor  del  delito,  su  cónyuge, 
sus  a.scendientes,  descendientes,  hermanos 
legítjmos  y  naturales  ó  afines  en  los  mis- 
mos grados. 

5.*  La  de  ejecutar  el  hecho  en  estado 
de  embriaguez,  cuando  ésta  no  fuere  ha- 
bitual ó  posterior  al  ])royecto  de  cometer 
el  delito. 

Los  Tribunales  resolverán  con  vista  de 
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las  circunstancias  de  las  personas  y  de  los 
hechos,  cuándo  haya  de  considerarse  ha- 
bitual la  embriaguez. 

6.''  La  de  obrar  por  estímulos  tan  po- 
derosos que  naturalmente  hayan  produci- 
do arrebato  ú  obcecación. 

7.*  Y  últimamente,  cualquiera  otra  cir- 
cunstancia de  igual  entidad  y  análoga  á 
las  anteriores. 

Art.  9.°  La  menor  edad  se  considera 
como  atenuante  caliñcada,  y  de  ella  se 
trata  en  el  capitulo  de  la  aplicación  de  las 
penas 

CAPITULO  IV 

De  las  circunstancias  que  agravan  la  res- 
ponsabilidad CRIMINAL 

Art.  10.  Son  circunstancias  agravan- 
tes: 

1.^  Ser  el  agraviado  cónyuge  ó  ascen- 
diente, descendiente,  hermano  legitimo  ó 
natural,  ó  afín  en  los  mismos  grados  del 
ofensor. 

Esta  circunstancia  podrá  no  ser  tomada 
en  consideración  por  los  Tribunales,  ó  ser 
apreciada  como  atenuante,  según  la  na- 
turaleza, los  accidentes  y  los  efectos  del 
delito. 

2.*     Ejecutar  el  hecho  con  alevosía. 

Hay  alevosía  cuando  el  culpable  comete 
cualquiera  de  'los  delitos  contra  las  perso- 
nas empleando  medios,  modos  ó  formas  en 
la  ejecución  que  tiendan  directa  ó  espe- 
cialmente á  asegurarla,  sin  riesgo  para  su 
persona  que  proceda  de  la  defensa  que  pu- 
diera hacer  el  ofendido. 

3.*  Cometer  el  delito  mediante  precio, 
recompensa  ó  promesa. 

4.*  Ejecutarlo  por  medio  de  inunda- 
ción, incendio,  veneno,  explosión,  vara- 
miento de  nave  ó  averia  causada  de  propó- 
sito, descarrilamiento  de  locomotora,  ó  del 
uso  de  otro  artiñcio  ocasionado  á  grandes 
estragos. 

5."  Aumentar  deliberadamente  el  mal 
del  delito,  causando  otros  males  innecesa- 
rios para  su  ejecución. 

6.*    Obrar  con  premeditación  conocida. 

7."     Emplear  astucia,  fraude  ó  disfraz, 

8."  Abusar  de  superioridad,  ó  emplear 
medio  que  debilite  la  defensa. 

9.*     Obrar  con  al)Uso  de  confianza. 

10.  Prevalerse  del  carácter  público  que 
tenga  el  culpable. 

11.  Emplear  medios  ó  hacer  que  con- 
curran circunstancias  que  añadan  la  igno- 
minia á  los  efectos  propios  del  hecho. 

12.  Cometer  el  delito  con  ocasión  de  in- 
cendio, naufragio  ú  otra  calamidad  ó  des- 
gracia. 


13.  Ejecutarlo  con  auxilio  de  gente  ar- 
mada, ó  de  personas  que  aseguren  ó  pro- 
porcionen la  impunidad. 

14.  Ejecutarlo  de  noche  ó  en  despo- 
blado. 

Esta  circunstancia  la  tomarán  en  con-, 
sideración  los  Tribunales,  según  la  natu- 
raleza y  accidentes  del  delito. 

15.  Ejecutarlo  en  desprecio  ó  con  ofen- 
sa de  la  Autoridad  pública. 

16.  Haber  sido  castigado  el  culpable 
anteriormente,  por  delito  á  que  la  ley  se- 
ñale igual  ó  mayor  pena,  ó  por  dos  ó  más 
delitos  á  que  aquélla  señala  pena  menor. 

Esta  circuntancia  la  tomarán  en  consi- 
deración los  Tribunales,  según  las  circuns- 
tancias del  delincuente  y  la  naturaleza  y 
los  efectos  del  delito. 

17.  Ser  reincidente. 

Hay  reincidencia  cuando  al  ser  juzgado 
el  culpable  por  un  delito,  estuviere  ejecu- 
toriamente condenado  por  otro  compren- 
dido en  el  mismo  título  de  este  Código. 

18.  Cometer  el  delito  en  lugar  destinado 
al  ejercicio  de  un  culto  religioso,  en  pre- 
sencia de  la  Autoridad  pública,  ó  en  el  lu- 
gar en  que  ésta  ejerza  sus  funciones. 

19  Ejecutar  el  hecho  con  ofensa  ó  des- 
precio del  respeto  que  por  la  dignidad, 
edad  ó  se.xo  mereciere  el  ofendido,  ó  en  su 
morada,  cuando  no  haya  provocado  el  su- 
ceso. 

20.  Ejecutarlo  con  escalamiento. 

Hay  escalamiento  cuando  se  entra  por 
una  vía  c^ue  no  sea  la  destinada  al  efecto. 

21.  Ejecutarlo  con  rompimiento  de  pa- 
red, techo  ó  pavimento,  ó  con  fractura  de 
puertas  ó  ventanas. 

22.  Ser  vago  el  culpable. 

Se  entiende  por  vago  el  que  no  posee 
bienes  ó  rentas  ni  ejerce  habitualmente 
profesión,  arte  ú  oficio,  ni  tiene  empleo, 
destino,  industria,  ocupación  lícita  ó  al- 
gún medio  legitimo  y  conocido  de  subsis- 
tencia, por  más  que  sea  casado  y  con  do- 
micilio fijo. 

TITULO  n 

De  las  personas  responsables  de  los 
delitos  y  faltas. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE     LAS     PERSONAS     RESPONSABLES    CRIMINAL" 
MENTE  DE  LOS  DELITOS  Y  FALTAS 

Art.    11.     Son    responsables    criminal- 
mente de  los  delitos: 
1  .'*    Los  autores. 
2."     Los  cómplices. 
3."    Los  encubridores. 
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Son  responsables  crimin  límente  de  las 
faltas: 

1."    Los  autores. 

2."     Los  cómplices. 

Art.  12.     Se  consideran  autores: 

1.°  Los  que  toman  parte  directa  en  la 
ejecución  del  hecho. 

2°  Los  que  fuerzan  ó  inducen  directa- 
mente á  otros  á  ejecutarlo. 

3.**  Los  que  cooperan  á  la  ejecución  del 
hecho  por  un  acto  sin  el  cual  no  se  hubie- 
ra efectuado. 

Art.  13.  Son  cómplices  los  que  no  ha- 
llándose comprendidos  en  el  articulo  an- 
terior cooperan  a  la  ejecución  del  hecho 
por  actos  anteriores  ó  simultáneos. 

Art.  14.  Son  encubridores  los  que  con 
conocimiento  de  la  perpetración  del  delito, 
sin  haber  tomado  participación  en  él  como 
autores  ni  cómplices,  intervienen  con  pos- 
terioridad á  su  ejecución  de  alguno  de  los 
modos  siguientes: 

1.°  Aprovecliándose  por  sí  mismos  ó 
auxiliando  á  los  delincuentes  para  que  se 
aprovechen  de  los  efectos  del  delito. 

2.°  Ocultando  ó  inutilizando  el  cuerpo, 
los  efectos  ó  los  instrumentos  del  delito 
para  impedir  su  descubrimiento. 

3.°  Albergando,  ocultando  ó  propor- 
cionando la  fuga  al  culpable,  siempre  que 
concurra  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.*  La  de  intervenir  abuso  de  funciones 
públicas  de  parte  del  encubridor. 

2.^  La  de  ser  el  delincuente  reo  de 
traición,  parricidio,  asesinato,  homicidio, 
ó  reo  conocidamente  habitual  de  otros  de- 
litos. 

4.°  Denegando  el  cabeza  de  familia  á 
la  Autoridad  ó  á  sus  agentes  el  yjermiso 
para  entrar  en  su  domicilio,  en  los  casos 
en  que  proceda  el  allanamiento  de  mo- 
rada. 

Art.  15.  Están  exentos  de  las  penas 
impuestas  á  los  encubridores  los  que  lo 
sean  de  su  cónyuge,  de  sus  ascendientes, 
descendientes,  hermanos  legítimos  y  na- 
turales, ó  afines  en  los  mismos  grados,  con 
sólo  la  excepción  de  los  encubridores  que 
se  hallaren  comprendidos  en  el  núm.  1." 
del  articulo  anterior. 

CAPITULO  II 

DE    LAS    PKRSONAS    RESPONSABLES    CIVILMENTE 
DE   LOS    DKLITOS   V   FALTAS 

Art.  16.  Toda  persona  responsable  cri- 
minalmente de  un  delito  ó  falta,  lo  es  tam- 
bién civilmente. 

Art.  17.  La  exención  de  responsabili- 
dad criminal,  declarada  en  los  números 
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1°,  2.«,  3.°,  7.°  y  10  del  art.  7.",  no  com- 
prende la  de  la  responsabilidad  civil,  la 
cual  se  hará  efectiva  con  sujeción  á  las 
reglas  siguientes: 

1.*^  En  los  casos  1.".  2."  y  3.",  son  res- 
pon.sables  civilmente  por  los  hechos  que 
ejecutare  el  loco  ó  imbécil  y  el  menor  de 
diez  años,  ó  el  mayor  de  esta  edad  y  el 
menor  de  quince  que  no  haya  obrado  con 
discernimiento,  los  que  los  tengan  bajo 
su  potestad  ó  guarda  legal,  á  no  hacer 
constar  que  no  hubo  por  su  parte  culpa  ni 
negligencia. 

No  habiendo  persona  que  los  tenga  bajo 
su  potestad  ó  guarda  legal,  ó  siendo  aqué- 
lla insolvente,  responderán  con  sus  bienes 
los  mismos  locos,  imbéciles  ó  menores, 
salvo  el  beneñcio  de  competencia  en  la 
forma  que  establece  la  ley  civil. 

2."  En  el  caso  del  núm.  7.",  son  res- 
ponsables civilmente  las  personas  en  cuyo 
favor  se  haya  precavido  el  mal,  á  propor- 
ción del  beneficio  que  hubiere  reportado. 

Los  Tribunales  señalarán,  según  su  pru- 
dente arbitrio,  la  cuota  proporcional  de 
que  cada  interesado  deba  responder. 

Cuando  no  sean  equitativamente  asig- 
nables ni  aun  por  aproximación  las  cuotas 
respectivas,  ó  cuando  la  responsabilidad 
se  extienda  al  Estado  ó  á  la  mayor  parte 
de  una  población,  y  en  todo  caso,  siempre 
que  el  daño  se  hubiere  causado  con  el 
asentimiento  de  la  Autoridad  ó  de  sus 
agentes,  se  hará  la  indemnización  en  la 
forma  que  establezcan  las  leyes  ó  regla- 
mentos especiales. 

3."  En  el  caso  del  número  10,  respon- 
derán principalmente  los  que  hubiesen 
causado  el  miedo,  y  sul)sidiariamente  y  en 
defecto  de  ellos,  los  que  hubiesen  ejecuta- 
do el  hecho,  salvo  respecto  á  estos  últimos 
el  beneñcio  de  competencia. 

Art.  18.  Son  también  responsables  ci- 
vilmente, en  defecto  de  los  que  lo  sean  cri- 
minalmente, los  posaderos,  taberneros  y 
cualesquiera  personas  ó  empresas,  por  los 
delitos  que  se  cometieren  en  los  estableci- 
mientos que  dirijan,  siempre  que  por  su 
parte,  ó  la  de  sus  dependientes,  haya  in- 
tervenido infracción  de  los  reglamentos 
generales  ó  especiales  de  policía. 

Son  además  responsables  subsidiaria- 
mente los  posaderos  de  la  restitución  de  los 
efectos  robados  ó  hurtados  dentro  de  sus 
casas  á  los  que  se  hospedaren  en  ellas,  ó 
de  su  indemnización,  siempre  que  é.:,tos 
hubiesen  dado  anticiíjadamente  conoci- 
miento al  mismo  posadero  ó  al  que  lo  sus- 
tituya en  el  cargo,  del  depósito  de  aquellos 
efectos  en  la  hospedería,  y  además  hubie- 
sen observado  las  jirevcDciones  que  los  d¡- 
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chos  posaderos  ó  sus  sustitutos  les  hubie- 
sen hecho  sobre  cuidado  y  vigilancia  de 
los  efectos. 

No  tendrá  lugar  la  responsabilidad  en 
caso  de  robo  con  violencia  ó  intimidación 
en  las  personas,  á  no  ser  ejecutado  por  los 
dependientes  del  posadero. 

Art.  19.  La  responsabilidad  subsidiaria 
que  se  establece  en  el  articulo  anterior, 
será  tamijién  extensiva  á  los  amos,  maes- 
tros, personas  y  empre.sas  dedicadas  á 
cualquier  género  de  industria,  por  los  de- 
litos ó  taitas  en  que  hubieren  incurrido  sus 
criados,  discípulos,  oficiales,  aprendices  ó 
dependientes,  en  el  desempeño  de  sus  obli- 
gaciones ó  .servicios. 

TÍTULO  III 

De   las  penas. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE    LAS    PENAS    EN     GENERAL 

Art.  20.  No  será  castigado  ningún  de- 
lito ni  falta  con  pena  que  no  se  lialle  esta- 
blecida por  la  ley  anterior  á  su  perpetra- 
ción. 

Art'  21.  Las  leyes  penales  tienen  efec- 
to retroactivo  en  cuanto  favorezcan  al  reo 
de  un  delito  ó  falta,  aunque  al  publicarse 
aquéllas  hubiere  recaído  sentencia  firme  y 
el  condenado  e.stuviere  cumpliendo  la  con- 
dena. 

Art.  22.  El  perdón  de  la  parte  ofendi- 
da no  extingue  la  acción  penal.  Esto  no  .se 
entiende  respecto  á  los  delitos  que  no  pue- 
den ser  perseguidos  sin  previa  denuncia  ó 
consentimiento  del  agraviado. 

La  responsabilidad  civil,  en  cuanto  al 
interés  del  condonante,  se  extingue  por  su 
renuncia  expresa. 

Art.  23.     No  se  reputarán  penas: 

1."  La  detención  y  la  prisión  preventi- 
va de  los  procesados. 

2.*^  La  suspensión  de  empleo  ó  cargo 
público  acordada  durante  el  proceso  ó  para 
instruirlo. 

3."  Las  multas  y  demás  correcciones 
que  en  uso  de  las  atril)Uciones  gubernati- 
vas ó  di.sciplinarias  impongan  los  superio- 
res á  sus  subordinados  ó  administrados. 

4."  Las  privaciones  de  derechos,  y  las 
reparaciones  que  en  forma  penal  establez- 
can las  leyes  civiles. 

CAPITULO  11. 

UE  LA   CLASIFICACIÓN   DE  LAS  I'E.NAS 

Art.  24.  Las  penas  que  pueden  impo- 
nerse con  arreglo  á  este  Código,  v  sus  dife- 


rentes clases,  .son  las  que  comprende  la  si- 
guiente 

ESCALA  GENERAL 

PENAS   AFLICTIVAS 

Presidio  mayor. 
Reclusión  mayor. 
Relegación. 
Extrañamiento. 
Inhabilitación  absoluta. 
Inhabilitación  especial. 

PKNAS  NO  AFLICTIVAS 

Presidio  menor. 
Reclusión  menor. 
Confinamiento. 
Destierro. 
Suspensión. 


PE.NAS  CORRECCIONALES 


Prisión. 


PENAS  COMUNES 


Multa. 

Caución. 

Sujeción  á  vigilancia, 

PENAS  ACCESORIAS 

Degradación. 

Interdicción  civil. 

Comiso. 

Pago  de  costas. 

Art.  25.  La  cuantía  de  la  multa,  tratán- 
dose de  delitos  graves,  no  podrá  exceder 
de  3.000  pesos;  en  los  simples  delitos  de  900 
pesos  y  en  las  faltas  de  30  pesos. 

Art.  26.  La  inhabilitación  y  la  suspen- 
sión son  también  penas  accesorias  en  los 
casos  en  que,  no  imponiéndolas  especial- 
mente la  ley,  declara  que  otras  penas  las 
llevan  consigo. 

Art.  27.  Toda  sentencia  condenatoria 
en  materia  criminal  lleva  envuelta  la  obli- 
gación de  pagar  las  costas,  daños  y  perjui- 
cios por  parte  de  las  personas  declaradas 
responsables. 

CAPITULO  III 

DE   LA  DURACIÓN  Y   EFECTOS   ÜE  LAS  PENAS 

Sección  primera. 
Dnración  de  las  penas. 

Art.  28.  La  duración  de  las  penas  aflic- 
tivas ó  mayores  será  de  tres  años  y  un  día 
á  doce  años. 

La  de  las  penas  no  aflictivas  ó  menores 
será  de  treinta  y  un  días  á  tres  años. 


H0NDU1ÍA.S.    CÓDIGO   PENAL 


379 


La  de  las  penas  correccionales  ó  leves 
será  de  uno  á  treinta  días. 

Art.  29.  Las  penas  de  presidio,  reclu- 
¿ión  y  prisión  empezarán  á  contarse  desde 
el  día  en  que  el  reo  fuere  aprehendido,  des- 
contándose el  tiempo  que  permanezca  ex- 
carcelado. 

Las  penas  de  relegación,  extrañamien- 
to, conñnamiento  y  destierro,  desde  que 
empiece  á  cumplirse  la  condena. 

Las  penas  de  inhabilitación  y  suspen- 
sión, como  principales,  desde  el  decreto  de 
prisión  ó  declaratoria  de  haber  lugar  á  for- 
mación de  causa. 

Art.  30.  Los  plazos  de  días,  meses  y 
años  de  que  se  hace  mención  en  este  Códi- 
go, se  computarán  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  Código  civil. 

Sección   segunda. 
Efectos  de  las  penas. 

Art.  31.  La  pena  de  presidio  mayor  ó 
menor  sujeta  al  reo  á  cadena  á  grillete  y  al 
trabajo  en  obras  públicas.  Las  de  reclusión 
y  prisión  se  limitan  al  encierro  del  pe- 
nado. 

Art.  32.  La  relegación  es  la  traslación 
del  reo  á  una  isla  habitada  de  la  Repúbli- 
ca, con  residencia  forzosa  en  ella,  perma- 
neciendo en  libertad. 

Art.  33.  El  extrañamiento  es  la  expul- 
sión del  reo  del  territorio  del  Estado  al  lu- 
gar de  su  elección. 

Art.  34.  El  confinamiento  es  la  trasla- 
ción del  reo  á  otro  pueblo  del  Estado,  con 
prohibición  de  salir  de  él,  pero  permane- 
ciendo en  libertad. 

Art.  3').  El  destierro  es  la  expulsión 
del  reo  del  término  municipal  de  algún 
pueblo  del  Estado. 

Art.  36.  La  pena  de  irihabilitacíón  ab- 
soluta se  entiende  para  cargos  y  oficios  pú- 
blicos, derechos  políticos  y  profesiones  ti- 
tulares y  produce: 

1."  La  privación  de  todos  los  honores, 
cargos  y  oficios  púl)licos  y  profesiones  ti- 
tulares de  que  estuviere  en  posesión  el  pe- 
nado, aun  cuando  sean  de  elección  po- 
pular. 

2°  La  privación  de  todos  los  derechos 
políticos  activos  y  pasivos  y  la  incapacidad 
para  obtenerlos. 

3."  La  incapacidad  para  obtener  los  ho- 
nores, cargos,  oficios,  profesiones  y  dere- 
chos mencionados,  durante  el  tiempo  de  la 
condena. 

4."  La  pérdida  de  todo  derecho  para 
obtener  jubilación  ú  otra  pensión  por  los 
empleos  servidos  con  anterioridad. 


Art.  37.  La  pena  de  inhabilitación  es- 
pecial se  entiende  para  algún  cargo  ú  ofi- 
cio público,  derecho  político  ó  profesión  ti- 
tular, y  produce: 

1."  La  privación  del  cargo,  oficio,  dere- 
cho ó  profesión  sobre  que  recae  y  la  de  los 
honores  anexos  á  él,  por  el  tiempo  de  la 
condena. 

2.®  La  incapacidad  para  obtener  dicho 
cargo,  oficio,  derecho,  profesión  ú  otros 
análogos. 

Art.  38.  La  suspensión  es  la  inhabili- 
dad para  el  ejercicio  de  algún  cargo  ú  ofi- 
cio público,  derecho  político  ó  profesión  ti- 
tular, y  la  incapacidad  para  obtener  otros 
análogos  por  el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  39.  Cuando  las  penas  de  inhabili- 
tación y  suspensión  recayeren  en  perso- 
nas eclesiásticas,  se  limitarán  sus  efectos  á 
los  cargos,  derechos  y  honores  que  no  tu- 
vieren por  la  iglesia. 

Art.  40.  En  la  inhabilitación  y  suspen- 
sión, los  cargos  públicos  comprenden  tam- 
bién los  empleos;  los  derechos  políticos  se 
refieren  al  ejercicio  del  sufragio,  opción  á 
Cargos  públicos,  tenencia  y  portación  de 
armas,  y  las  profesiones  titulares  se  limi- 
tan á  las  autorizadas  por  el  Estado. 

La  inhabilitación  y  suspensión,  impues- 
tas como  penas  accesorias,  no  quedan 
comprendidas  en  el  indulto  de  la  pena 
principal,  á  menos  que  se  remitan  expre- 
samente. 

El  indulto  de  la  inhabilitación  no  repo- 
ne al  penado  en  el  ejercicio  del  cargo  de 
que  hubiere  estado  en  pcsesión. 

Art.  41.  La  interdicción  civil  consiste 
en  la  suspensión  de  los  derechos  de  patria 
potestad  y  autoridad  marital,  tutela  y  ad- 
ministración de  bienes,  y  del  derecho  de 
disponer  de  los  propios  por  actos  entre 
vivos. 

Art.  42.  La  degradación  consiste  en  la 
pérdida  del  grado  ó  grados  militares  que 
el  culpable  tenga  en  el  ejército,  y  de  los 
empleos,  honores  y  privilegios  correspon- 
dientes. 

Art.  43.  El  comiso  es  la  pérdida  de  los 
efectos  que  provengan  de  un  delito  ó  falta, 
y  de  los  instrumentos  con  que  .se  ejecute, 
á  menos  riue  pertenezcan  á  un  tercero  no 
responsable  del  hecho. 

Art.  44.  En  todos  los  casos  en  que  se 
imponga  el  pago  de  costas,  se  comprende- 
rán tanto  las  procesales  como  las  persona- 
les, y  además  los  costos  ó  gastos  oca. siona- 
dos  por  el  juicio  y  que  no  se  incluyan  en 
las  costas.  Estos "^  gastos  se  tasarán  en  la 
misma  forma  de  las  costas. 

Art.  45.  Si  los  bienes  del  culpable  no 
fueren  lastantes  para  cubrir  las  responsa- 
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bilidades  pecuniarias,  se  satisfarán  éstas 
eu  el  orden  siguiente: 

l.°    Las  costas  procesales  y  personales. 

2.°  Los  gastos  ó  costos  ocasionados  por 
el  juicio. 

3.°  Las  indemnizaciones  por  daños  y 
perjuicios. 

4.°    La  multa. 

En  caso  de  concurso  ó  quiebra,  estos  cré- 
ditos se  graduarán  considerándose  como 
uno  solo  entre  los  que  no  gozan  de  prefe- 
rencia. 

Art.  46.  La  pena  de  caución  producirá 
la  obligación  del  penado  de  presentar  un 
fiador  abonado,  que  haya  de  responder  de 
que  aquél  no  ejecutará  el  mal  que  se  trata- 
re de  precaver,  y  haya  de  obligarse  á  sa- 
tisfacer, si  lo  causaré,  la  cantidad  que  hu- 
biere fijado  el  Tribunal  en  la  sentencia. 

El  Tribunal  determinará,  según  su  pru- 
dente arbitrio,  la  duración  de  la  fianza. 

Si  no  la  diere  el  penado,  incurrirá  en  la 
pena  de  destierro  en  su  grado  medio,  si  se 
tratare  de  delito  grave,  y  en  su  grado  mí- 
nimo, si  de  simple  delito. 

Art.  47.  La  sujeción  á  la  vigilancia  de 
la  Autoridad  pública  produce  en  el  penado 
las  obligaciones  siguientes: 

1.*  Fijar  su  domicilio  y  dar  cuenta  de 
él  á  la  autoridad  inmediatamente  encarga- 
da de  su  vigilancia,  no  pudiendo  cambiarlo 
sin  conocimiento  y  permiso  de  la  misma 
autoridad,  dado  por  escrito. 

2.*  Observar  las  reglas  de  inspección 
que  aquélla  le  prefije. 

3.'  Adoptar  oficio,  arte,  industria  ó  pro- 
fesión, si  no  tuviere  medios  propios  y  cono- 
cidos de  subsistencia. 

En  caso  de  desobediencia  á  las  disposi- 
ciones anteriores,  el  sujeto  á  vigilancia  in- 
currirá en  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo. 

Siempre  que  un  penado  quede  bajo  la  vi- 
gilancia de  la  autoridad  ¡se  dará  de  ello 
cuenta  al  Gobierno. 

Sección  tercera. 
Penas  que  llevan  consigo  otras  accesorias. 

Art.  48.  La  pena  de  presidio  mayor  lle- 
va consigo  la  degradación  del  culpable  en 
los  casos  en  que  proceda. 

La  sentencia  ejecutoria  que  impusiere  la 
degradación  se  comunicará  al  Ministerio 
de  la  Guerra,  para  su  cumplimiento,  en  la 
forma  que  determine  la  ley  penal  militar. 

Art.  49.  Las  penas  de  presidio  y  reclu- 
sión mayores  y  las  do  relegación  y  extraña- 
miento, llevan  consigo  la  de  inhabilitación 
absoluta. 

La  pena  de  presidio  mayor  ó  menor  lle- 


va también  consigo  la  de  interdicción  ci- 
vil. 

Art.  50.  Las  penas  de  presidio  y  reclu- 
sión menores  y  las  de  confinamiento,  des- 
tierro y  prisión  llevan  consigo  la  de  sus- 
pensión. 

Art.  51.  Las  penas  de  inhabilitación 
absoluta  ó  especial  y  la  de  suspensión, 
cuando  se  impusieren  como  únicas,  lleva- 
rán consigo  la  de  multa  en  la  proporción 
que  establece  el  art.  25,  si  la  ley  no  dispo- 
ne otra  cosa. 

Art.  52.  La  sentencia  condenatoria 
comprenderá  el  comiso  en  los  casos  en  que 
sea  aplicable. 

Art.  53.  Las  penas  de  presidio  y  reclu- 
sión mayores  llevan  consigo  la  calidad  de 
retención  por  una  cuarta  parte  más,  cuan- 
do el  penado  observare,  durante  la  conde- 
na, mala  conducta  continua,  sin  perjuicio 
de  su  responsabilidad  por  nuevos  delitos. 

Las  penas  expresadas  llevan  á  la  vez  la 
condonación  de  la  cuarta  parte  cuando  el 
penado  observare  buena  conducta  conti- 
nua, quedando  sin  efecto  esta  gracia  si  du- 
rante el  tiempo  condonado  delinque  de 
nuevo. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  acordará 
prudencialmente  la  retención  ó  condona- 
ción ,  mediante  informe  circunstanciado 
del  Jefe  del  establecimiento  penal,  aproba- 
do por  el  superior  respectivo,  oyendo  al 
reo  cuando  se  trate  de  retención. 

CAPÍTULO  IV 

DE   LA   APLICACIÓN   DE   LAS  PENAS 

Sección  primera. 

Reglas  para  la  aplicación  de  las  penas  en  conside- 
ración á  las  personas  responsables  de  los  deli- 
tos. 

Art.  54.  A  los  autores  de  un  delito  ó 
falta  se  impondrá  la  pena  que  para  el  deli- 
to ó  falta  que  hubieren  cometiao  so  hallare 
señalada  por  la  ley. 

Siempre  que  la  ley  señalare  general- 
mente la  pena  de  un  delito,  se  entenderá 
que  la  impone  al  delito  consumado.  ^ 

Art.  55,  En  los  casos  en  que  el  delito 
ejecutado  fuere  distinto  del  que  se  había 
propuesto  ejecutar  el  culpable,  se  observa- 
rán las  reglas  siguientes: 

1."  Si  el  delito  ejecutado  tuviere  seña- 
lada pena  mayor  que  la  correspondiente 
al  que  se  había  propuesto  ejecutar  el  cul- 
pable, se  impondrá  á  éste  también  en  su 
término  máximo  la  pena  correspondiente 
al  primero. 

2.*  Si  el  delito  ejecutado  tuviere. seña- 
lada pena  menor  que  la  correspondien- 
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te  al  que  se  había  propuesto  ejecutar  el 
culpable,  se  impondrá  á  éste  en  su  térmi- 
no máximo  la  pena  correspondiente  al  pri- 
mero. 

3.*  Lo  dispuesto  en  la  regla  anterior  no 
tendrá  lugar  cuando  los  actos  ejecutados 
por  el  culpabable  constituyeren,  además, 
tentativa  ó  delito  frustrado  de  otro  hecho, 
si  la  ley  castigara  estos  actos  con  mayor 
pena,  en  cuyo  caso  se  impondrá  la  corres- 
pondiente á  la  tentativa  ó  al  delito  frustra- 
do en  su  término  máximo. 

Art.  56.  A  los  autores  de  delito  frustra- 
do y  á  los  cómplices  de  delito  consumado 
se  impondrá  li  pena  inmediatamente  infe- 
rior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  para 
el  delito. 

Art.  57.  A  los  autores  de  tentativa  de 
delito,  á  los  cómplices  de  delito  frustrado  y 
á  los  encubridores  de  delito  consumado,  se 
impondrá  la  pena  inferior  en  dos  grados  á 
la  que  señala  la  ley  para  el  delito. 

Art.  58.  A  los  cómplices  de  tentativa 
de  delito  y  á  los  encubridores  de  delito 
frustrado,  se  impondrá  la  pena  inferior  en 
tres  grados  á  la  que  señala  la  ley  para  el 
delito. 

Art.  59.  A  los  encubridores  de  tentati- 
va de  delito  se  impondrá  la  pena  inferior 
en  cuatro  grados  á  la  que  señala  la  ley  pa- 
ra el  delito. 

Art.  60.  Exceptúanse  de  estis  reglas 
los  encubridores  de  reo  conocidamente  ha- 
bitual, á  que  se  refiere  la  circunstancia  se- 
gunda, número  3."  del  art.  14,  á  quienes  se 
impondrá  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio,  si  no  les  correspondiere  ma- 
yor pena. 

También  se  exceptúan  los  encubridores 
comprendidos  en  el  número  4.°  del  mismo 
artículo  14,  á  quienes  se  aplicará  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  61.  Las  disposiciones  generales 
contenidas  en  los  cinco  artículos  preceden- 
tes, no  tienen  lugar  en  los  casos  en  que  el 
delito  frustrado,  la  tentativa,  la  complici- 
dad ó  el  encubrimiento  se  hallen  especial- 
mente penados  por  la  ley. 

Sección  ser/unda . 

Reglas  para  la  aplicación  de  las  penas  en  conside- 
racic^n  á  las  circunstancias  atenuantes  ó  agra- 
vantes. 

Art.  62.  Las  circunstancias  atenuantes 
6  agravantes  se  tomarán  en  consideración 
para  disminuir  ó  aumentar  la  pena,  en  loa 
casos  y  conforme  á  las  reglas  (jue  se  pres- 
criben en  esta  sec(;ión. 

Art.  63.  No  producen  el  efecto  de  au- 
mentar la  pena  las  circunstancias  agravan- 


tes que  por  sí  mismas  constituyen  un  deli- 
to especialmente  penado  por  la  ley,  ó  que 
ésta  haya  expresado  al  describirlo  y  pe- 
narlo. 

Tampoco  lo  producen  aquellas  circuns- 
tancias agravantes  de  tal  manera  inheren- 
tes al  delito,  que  sin  la  concurrencia  de 
ellas  no  pudiera  cometerse. 

Art.  64.  Las  circunstancias  agravantes 
y  atenuantes  que  consistieren  en  la  dispo- 
sición moral  del  delincuente,  en  sus  rela- 
ciones particulares  con  el  ofendido  ó  en 
otra  causa  personal,  servirán  para  agravar 
ó  atenuar  la  responsabilidad  sólo  de  aque- 
llos autores,  cómplices  ó  encubridores  en 
quienes  concurrieren. 

Las  que  consistieren  en  la  ejecución  ma- 
terial del  hecho  ó  en  los  medios  empleados 
para  realizarlo,  servirán  para  agravar  ó 
atenuar  la  responsabilidad  únicamente  de 
los  que  tuvieren  conocimiento  de  ellas  en 
el  momento  de  la  acción  ó  de  su  coopera- 
ción para  el  delito. 

Art.  65.  Los  Tribunales,  para  fíjar  ci 
término  en  que  deben  aplicar  la  pena  se- 
ñalada al  delito,  en  consideración  á  las 
circunstancias  atenuantes  ó  agravantes 
que  concurran,  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

1.*  Cuando  en  el  hecho  no  concurrie- 
ren circunstancias  agravantes  ni  atenuan- 
tes, impondrán  la  pena  señalada  por  la  ley 
en  su  término  medio. 

2.*  Cuando  concurriere  sólo  alguna  cir- 
cunstancia atenuante,  la  impondrán  en  el 
término  mínimo. 

3."  Cuando  concurriere  sólo  alguna  cir- 
cunstancia agravante,  la  impondrán  en  el 
término  máximo. 

4.*  Cuando  concurrieren  circunstan- 
cias atenuantes  y  agravantes  las  compen- 
sarán racionalmente,  para  la  designación 
de  la  pena,  graduando  el  valor  de  unas  y 
otras. 

5."  Cuando  sean  dos  ó  más  y  muy  cali- 
ficadas las  circunstancias  atenuantes,  y  no 
concurra  ninguna  agravante,  los  Tribuna- 
les impondrán  la  pena  inmediatamente  in- 
ferior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  y 
en  el  término  queestimcn  correspondiente, 
según  el  número  y  entidad  de  dichas  cir- 
cunstancias. 

6."  Cualquiera  que  sea  el  número  y  en- 
tidad de  las  circunstancias  agravantes,  los 
Tribunales  no  podrán  imponer  pena  mayor 
qne  la  designada  por  la  ley  en  su  término 
máximo. 

7."  Dentro  de  los  limites  de  cada  térmi- 
no, los  Tribunales  determinarán  la  cuantía 
de  la  pena  en  consideración  al  número  y 
entidad  de  las  circunstancias  agravantes  (> 
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atenuantes  y  á  la  mayor  ó  menor  extensión 
del  mal  producido  por  el  delito. 

Art.  66.  En  la  aplicación  de  las  multas, 
los  Tribunales  podrán  recorrer  toda  la  ex- 
tensión en  que  la  ley  permita  imponerlas, 
consultando  para  determinar  en  cada  caso 
su  cuantía,  no  sólo  las  circunstancias  ate- 
nuantes y  agravantes  del  hecho,  sino  prin- 
cipalmente el  caudal  ó  facultades  del  cul- 
pable. 

Art.  67.  Cuando  no  concurrieren  todos 
los  requisitos  que  =e  exigen  en  el  caso  del 
número  8."  del  art.  7.",  para  eximir  de  res- 
ponsabilidad, se  observará  lo  dispuesto  so- 
bre imprudencia  temeraria. 

Art.  68.  Al  menor  de  quince  años,  ma- 
yor de  diez,  que  no  esté  exento  de  respon- 
sabilidad por  haber  declarado  el  Tribunal 
que  obró  con  discernimiento,  se  le  impon- 
drá una  pena  discrecional,  pero  siempre 
inferior  en  tres  grados  por  lo  menos  á  la 
señalada  por  la  ley  para  el  delito  que  hu- 
biere cometido. 

Al  mayor  de  quince  años,  menor  de  diez 
y  ocho,  "se  impondrá  la  pena  interior  en 
dos  grados. 

Al  mayor  de  dieciocho  años,  menor  de 
veintiuno,  se  aplicará  la  pena  inferior  en 
un  grado. 

Art.  69.  Se  aplicará  la  pena  inferior  en 
un  ó  dos  grado.i  á  la  señalada  por  la  ley, 
cuando  el  hecho  no  fuere  del  todo  excusa- 
ble [lor  falta  de  alguno  de  los  requisitos 
que  se  exigen  para  eximir  de  responsabi- 
lidad criminal,  en  los  respectivos  casos  de 
que  se  trata  en  el  art.  7.**,  siempre  que 
concurriere  el  mayor  número  de  é.stos,  im- 
poniéndola en  el  grado  que  los  Tribunales 
estimaren  correspondiente,  atendido  el 
número  y  entidad  de  los  requisitos  que  fal- 
taren ó  concurrieren. 

Esta  disposición  se  entenderá  sin  perjui- 
cio de  la  contenida  en  el  art.  67. 

Sección  tercera. 

Disposiciones  comunes  &  las  dos  secciones  ante- 
riores. 

Art.  70.  Al  culpable  de  dos  ó  más  deli- 
tos ó  faltas,  se  impondrán  todas  las  penas 
correspondientes  á  las  diversas  infraccio- 
nes. 

El  sentenciado  cumplirá  todas  sias  con- 
denas simultáneamente,  si-  fuere  posi- 
ble. 

Cuando  no  lo  fuere,  ó  si  de  ello  hubiere 
de  resultar  ilusoria  alguna  de  las  penas, 
la  sufrirá  sucesivamente,  principiando  por 
las  más  graves,  ó  sean  las  más  altas  en  la 
escala  general,  excepto  las  de  relegación, 
extrañamiento,  confinamiento  y  destierro. 


las  cuales  se  ejecutarán  después  de  haber 
cumplido  cualquiera  otra  pena  de  las  com- 
prendidas en  dicha  escala. 

Art.  71.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  la  duración  de  las  pe- 
nas acumuladas  en  una  sola  sentencia  nun- 
ca podrá  exceder  de  treinta  años. 

Art.  72.  Las  disposiciones  del  art.  70 
no  son  aplicables  en  el  caso  de  que  un  solo 
hecho  constituya  dos  ó  más  delitos,  ó  cuan- 
do el  uno  de  ellos  sea  medio  necesario  para 
cometer  el  otro. 

En  estos  casos  sólo  se  impondrá  la  pena 
correspondiente  al  delito  más  grave,  apli- 
cándola en  su  término  máximo. 

Art.  73.  Siempre  que  los  Tribunales 
impusieren  una  pena  que  llevare  consigo 
otras  por  disposición  de  ley,  según  lo  que 
se  prescribe  en  la  sección  tercera  del  ca- 
pitulo anterior,  condenarán  también  ex- 
presamente al  reo  en  estas  últimas. 

Art.  74.  En  los  casos  en  que  la  ley  se- 
ñalare una  pena  inferior  ó  superior  en 
uno  ó  más  grados  á  otra  determinada,  los 
Tribunales,  para  hacer  su  aplicación,  se 
atendrán  á  las  reglas  siguientes: 

1.'  En  escala  descendente  se  pasará 
del  presidio  ó  reclusión  á  la  prisión,  de  la 
relegación  al  confinamiento,  del  extraña- 
miento al  destierro,  y  de  la  inhabilitación 
á  la  suspensión. 

2.*  En  escala  ascendente  se  pasará  de 
la  prisión  á  la  reclusión,  del  destierro  al 
extrañamiento,  del  confinamiento  á  la  re- 
legación, y  de  la  suspensión  á  la  inhabili- 
tación. 

Art.  75.  La  multa  se  considera  como 
la  pena  inferior  en  todas  las  escalas  gra- 
duales, y  su  cuantía  y  aplicación  se  regu- 
larán conforme  á  los  artículos  25  y  66. 

Cuando  se  impusiere  en  este  concepto, 
la  responsabilidad  subsidiaria  por  insolven- 
cia del  culpable,  no  podrá  exceder  del 
máximum  de  la  prisión. 

En  los  demás  casos  la  mulla  se  sustitui- 
rá por  prisión  y  reclusión,  á  razón  de  un 
día  por  cada  peso. 

Art.  76.  Cuando  la  pena  de  presidio 
sea  aplicable  á  las  mujeres,  los  Tribunales 
la  sustituirán  por  la  pena  de  reclusión. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  es 
también  aplicable  á  los  varones  menores 
de  veintiún  años,  mientras  los  cumplen,  y 
á  los  mayores  de  sesenta  años,  aun  cuan- 
do éstos  hubieren  empezado  á  cumplir  sti 
condena. 

Art.  77.     Son  conmutables  de  derecho: 

I.**  La  prisión  en  todo  c;i.so,  á  razón  de 
un  peso  por  cada  día. 

2°  La  reclusión  menor,  el  confina- 
miento y  el  dc.'itierro  á  un  peso  por  día. 
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En  caso  de  reincidencia  son  inconmu- 
tables. 

Art.  78.  La  multa  se  sustituirá  por  pri- 
sión ó  reclusión,  respectivamente,  á  razón 
de  un  dia  por  cada  peso. 

Art.  79.  No  son  conmutables  de  derecho: 

1.°  El  presidio  mayor  ó  menor,  y  la 
reclusión  mayor. 


2."     La  relegación  y  el  extrañamiento. 

3."     La  inhabilitación  y  la  suspensión. 

Art.  80.  Cada  grado  de  una  pena  divi- 
sible constituye  pena  distinta. 

Las  penas  personales  son  divisibles  en 
tres  grados;  mínimo,  medio  y  má.ximo, 
cuya  extensión  se  determina  en  la  si- 
guiente 


TABLA  DEMOSTRATIVA 


DURACIÓN 

C3^TlA.lDO& 

PENAS 

MÍNIMO 

MEDIO 

MÁXIMO 

MAYOR  i;s 

Presidio 

Reclusión 

De  .3  años 

y  1  día 
á  12  años. 

De  3  años 

y  1  día 

á  6  años. 

De  6  años 

y  1  día 
á  9  años. 

Dt  9  años 

Relegación 

Extrañamiento.  . . . 
Inhabilitación 

y  1  dia 
á  12  años. 

MENORES 

Presidio 

De  31  días 
á  3  años. 

De  31  días 
á  1  año. 

De  1  año 

y  1  dia 
á  2  años 

Reclusión...    

Confinamiento.  . . . 

Destierro 

Suspensión 

y  1  día 
;'(  3  años. 

CORRECCIONALES 

Prisión ' 

i 

De  1  día 
á  30  días. 

De  1  día 
á  10  días. 

De  11  días 
á  20  días. 

De  21  días 
á  30  días 

Art.  81.  Para  la  aplicación  de  las  pe- 
nas personales,  se  considerará  dividido  en 
tres  términos  ¡guales  el  grado  que  la  ley 
señale. 

La  misma  regla  se  observará  para  la 
aplicación  de  la  pena  que  la  ley  señale  en 
un  solo  término. 

Cuando  la  ley  señale  la  pena  en  un  sólo 
término  y  haya  que  bajar  uno  ó  más  gra- 
dos .sin  estar  dispuesta  otra  cosa,  se  apli- 
cará la  pena  en  el  mismo  término  del  gra- 
do á  que  se  bajare. 

CAPITULO  V 

l)E   LA    PJECUCIÓN    DE    LAS   PENAS   T    DE  SU 
CUUPLiUIE.NTU 

Art.  82.  No  podrá  ejecutarse  pena  al- 
guna sino  en  virtud  de  sentencia  firme. 


Art.  83.  Tampoco  puede  ser  ejecutada 
pena  alguna  en  otra  forma  que  la  prescri- 
ta por  la  ley,  ni  con  otras  circunstancias 
ó  accidentes  que  los  expresados  en  su 
texto. 

Se  observará  también,  además  de  loque 
dispone  la  ley,  lo  que  se  determine  en  los 
reglamentos  cs[)ecialej  para  el  gobierno 
de  los  establecimientos  en  (¡ue  del)en  cum- 
plirse las  penas,  acerca  de  la  naturaleza, 
tiempo  y  demás  circunstancias  de  los  tra- 
bajos, relaciones  de  los  penados  entre  si  y 
con  otras  personas.  so(!orros  que  pueden 
recibir  y  régimen  alimenticio. 

Los  reglamentos  dispondrán  la  .separa- 
ción de  sexos  en  establecimientos  distintos, 
ó  por  lo  menos,  en  departamentos  sepa- 
rados. 

Art.  84.     Cuando  el  delincuente  cayere 
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en  locura  ó  imbecilidad  después  de  pro- 
nunciada la  sentencia  firme,  se  suspende- 
rá la  ejecución  tan  sólo  en  cuanto  á  la  pena 
personal,  observándose  en  sus  casos  res- 
pectivos lo  establecido  en  los  párrafos  se- 
gundo y  tercero,  número  1.°  del  art.  7." 

En  cualquier  tiempo  en  que  el  delin- 
cuente recobrare  el  juicio  cumplirá  la  sen- 
tencia, á  no  ser  que  la  pena  hubiere  pres- 
crito, con  arreglo  á  lo  que  se  establece  en 
este  Código. 

Se  observarán  también  las  disposiciones 
de  este  articulo  cuando  la  locura  ó  imbe- 
cilidad sobrevinieren  hallándose  el  senten- 
ciado cumpliendo  la  condena. 

Art.  85.  Si  la  S3níenc¡a  condenatoria  á 
reclusión  ó  prisión  recayere  en  una  mujer 
en  cinta,  cuando  fuere  posible,  será  reclui- 
da para  el  alumbramiento  en  un  ho.spital, 
por  el  tiempo  que  fuere  necesario. 

Art.  86.  Por  regla  general,  los  conde- 
nados á  presidio  ó  reclusión  mayores,  cum- 
plirán su  condena  en  las  cárceles  nacio- 
nales; los  condenados  á  presidio  ó  reclu- 
sión menores,  la  cumplirán  en  las  cárceles 
departamentales,  y  los  condenados  á  pri- 
sión, en  las  cárceles  locales;  sin  perjuicio 
de  lo  que  dispongan  las  leyes  ó  reglamen- 
tos especiales. 

Art.  87.  Los  sentenciados  á  presidio  no 
podrán  ser  destinados  á  obras  ó  trabajos 
de  particulares,  ni  á  obras  que  se  ejecuten 
por  empresas  ó  contratas  con  el  Estado  ó 
el  Municipio,  sino  por  falta  de  trabajo  en 
obras  públicas  ó  en  los  mismos  estableci- 
mientos penales. 

Los  sentenciados  á  reclusión  ó  prisión 
estarán  obligados  á  oi-uparse,  dentro  del 
establecimiento  penal,  en  trabajo  de  su 
elección  que  sea  compatible  con  las  dispo- 
siciones reglamentarias. 

Art.  88.  El  producto  del  trabajo  de  los 
presidiarios,  reclusos  ó  presos  será  desti- 
nado: 

1."  Para  hacer  efectiva  su  responsabi- 
lidad civil  proveniente  del  delito  ó  falta. 

2.°  Para  indemnizar  al  establecimiento 
de  los  gastos  que  ocasionen. 

3.°  Para  formarles  un  fondo  de  reser- 
va, que  se  les  entregará  á  su  salida  del  es- 
tablecimiento, ó  á  .sus  herederos,  si  falle- 
cieren en  él. 

Art.  89.  La  pena  de  relegación  se  cum- 
plirá en  las  islas  de  la  Bahía  ó  del  Golfo  de 
Fonseca,  atendida  la  mayor  distancia  del 
domicilio  del  penado;  y  la  de  confina- 
miento, á  una  distancia  de  5ü  á  150  kiló- 
metros. 

La  relegación  y  el  confinamiento  suje- 
tan al  penado  á  la  vigilancia  de  la  Auto- 
ridad. 


El  condenado  á  extrañamiento  ó  á  des- 
tierro será  expulsado,  respectivamente, 
del  territorio  üel  Estado  ó  del  término 
municipal. 

Los  Tribunales  para  el  señalamiento  del 
punto  en  que  deban  cumplirse  la  relega- 
ción ó  el  confinamiento,  tomarán  en  con- 
sideración el  oficio,  profesión  ó  modo  de 
vivir  del  sentenciado,  con  el  objeto  de  que 
pueda  adquirir  su  subsistencia. 

TITULO  IV 
De  la  responsabilidad  civil. 

Art.  90.  La  responsabilidad  civil  esta- 
blecida en  el  capítulo  H,  título  II  de  este 
libro,  comprende: 

1°    La  restitución. 

2°     La  reparación  del  daño  causado. 

3.°     La  indemnización  de  perjuicios. 

Art.  91.  La  restitución  deberá  hacerse 
de  la  misma  cosa,  siempre  que  sea  posible, 
con  abono  de  deterioros  ó  menoscabos,  á 
regulación  del  Tribunal. 

Se  hará  la  restitución  aunque  la  cosa  se 
halle  en  poder  de  un  tercero  y  éste  la  haya 
adquirido  por  un  medio  legal,  salvo  su  re- 
petición contra  quien  corresponda. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  en  el 
caso  de  que  el  tercero  haya  adquirido  la 
cosa  en  la  forma  y  con  los  requisitos  esta- 
blecidos por  las  leyes  para  hacerla  irrein- 
vidicable. 

Art.  92.  La  reparación  se  hará  valorán- 
dose la  cantidad  del  daño  por  regulación  del 
Tribunal,  atendido  el  precio  de  la  cosa, 
siempre  que  fuere  posible,  y  defección  del 
agraviado. 

Art.  93.  La  indemnización  de  perjui- 
cios comprenderá,  no  sólo  los  que  se  hu- 
bieren causado  al  agraviado,  sino  también 
los  que  se  hubieren  irrogado  por  razón  del 
delito  á  su  familia  ó  á  un  tercero. 

Los  Tribunales  regularán  el  importe  de 
esta  indemnización  en  los  mismos  térmi- 
nos prevenidos  para  la  reparación  del  da- 
ño en  el  articulo  precedente. 

Art.  94.  La  obligación  de  restituir,  re- 
parar el  daño  é  indemnizar  los  perjuicios, 
se  transmite  á  los  herederos  del  respon- 
sable. 

La  acción  |)ara  repetir  la  restitución,  re- 
paración é  indemnización,  se  transmite 
igualmente  á  los  herederos  del  perjudi- 
cado. 

Art.  95.  En  el  caso  de  ser  dos  ó  más  los 
responsables  civilmente  de  un  delito  ó  fal- 
ta, los  Tribunales  señalarán  la  cuota  de 
que  deba  responder  cada  uno. 

Art.  96.     Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
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en  el  artículo  anterior,  los  autores,  los 
cómplices  y  los  encubridores,  cada  uno 
dentro  de  su  respectiva  clase,  serán  res- 
ponsables solidariamente  entre  si  por  sus 
cuotas,  y  subsidiariamente  por  las  corres- 
pondientes á  los  demás  responsables. 

La  responsabilidad  subsidiaria  se  hará 
efectiva  primero  en  los  bienes  de  los  auto- 
res, después  en  los  de  los  cómplices,  y  por 
último  en  los  de  los  encubridores. 

Tanto  en  ios  casos  en  que  se  haga  efec- 
tiva la  responsabilidad  solidaria  como  la 
subsidiaria,  quedará  á  salvo  la  repetición 
del  que  hubiere  pagado  contra  los  demás 
por  las  cuotas  correspondientes  á  cada 
uno. 

Art.  97.  El  que  por  título  lucrativo  hu- 
biere participado  de  los  efectos  de  un  deli- 
to ó  falta,  está  obligado  al  resarcimiento 
hasta  la  cuantía  en  que  hubiere  partici- 
pado.     •  » 

TITULO  V 

De  las  penas  en  que  incurreii  los  que 
quebrantan  las  sentencias  y  los  que 
durante  una  condena  delinquen  de 
nuevo. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LAS   PRNAS    fc\\   QVE    INCURREN   LOS  QUE 

QUEBaA^TA.^  las  semencias 

Art.  98.  Los  sentenciados  que  hubieren 
quebrantado  su  condena  sufrirán  unaagra- 
vación  en  la  pena,  con  sujeción  á  lo  que  se 
dispone  en  las  reglas  siguientes: 

1.*  Los  sentenciados  á  presidio,  reclu- 
sión ó  prisión,  cumplirán  su  respectiva 
condena,  sin  ningún  aumento  de  tiempo, 
haciéndoles  sufrir  las  mayores  privaciones 
aue  autoricen  los  ri'glamentos,  y  destinán- 
dolos á  los  trabajos  más  penosos,  durante 
la  tercera  parte  del  tiempo  que  les  fal- 
tare. 

2.*  Los  sentenciados  á  relegación,  ex- 
trañamiento, confinamiento  y  destierro  su- 
frirán un  recargo  do  reclusión  por  la  ter- 
cera parte  del  tiempo  que  ¡es  faltare,  y  abo- 
nado el  recargo  continuarán  cumpliendo 
su  condena. 

3.'  Los  sentenciados  á  inha!>ilitación  ó 
suspensión,  cuando  el  quebrantamiento  no 
constituya  d(;lito  especial,  sufrirán  un  re- 
cargo de  reclusión  en  la  forma  que  deter- 
mina la  regla  anterior. 

4."  L:i  agravación  ó  recargo  no  podrá 
exceder  en  ningún  caso  de  diez  días  en  las 
faltas,  de  un  año  en  los  simples  delitos,  y 
de  tres  años  en  los  delitos  graves. 


CAPITULO  II 

DE  LAS  PENAS  E\  QUE   INCURREN  I.OS  QUE 
DURANTE  SU   CONDENA    DtLINÜUhN     DE    ÍSUtVO. 

Art.  99.  Los  que  cometieren  algún  de- 
lito ó  falta  después  de  haber  sido  condena- 
dos por  sentencia  firme  no  empezada  á 
cumplir,  ó  durante  el  tiempo  de  su  conde- 
na, .serán  castigados  con  sujeción  á  las  re- 
glas siguientes: 

1.*  Se  impondrá  en  su  término  máximo 
la  pena  .señalada  por  la  ley  al  nuevo  delito 
ó  falta. 

2."  Los  Tribunales  observarán,  en 
cuanto  sean  aplicables  á  Cóle  caso,  las  dis- 
posiciones comprendidas  en  el  art.  70  de 
este  Código. 

TÍTULO  VI 

De  la  extinción  de  la  responsabilidad 
penal. 

Art.  100.  La  responsabilidad  penal  se 
extingue: 

1."  Por  la  muerte  del  reo,  en  cuanto  á 
las  penas  personales  siempre,  y  respecto  á 
las  pecuniarias,  sólo  cuando  á  su  falleci- 
miento no  hubiere  recaído  sentencia  firme. 

2.°  Por  el  cumplimiento  de  la  condena, 
el  cual  produce  de  derecho  la  rehaljilita- 
ción  del  penado. 

3.°  Por  amnistía,  la  cual  extingue  la 
pena  y  todos  sus  efectos. 

4.°  Por  indulto,  el  cual  sólo  extingue  la 
pena  principal  cuando  no  comprenda  las 
accesorias;  pero  no  favorece  al  indultado 
en  cuanto  á  la  reincidencia,  nueva  delin- 
cuencia y  demás  efectos  de  las  penas  que 
determinan  las  leyes  expresamente. 

El  indultado  no  podrá  habitar  por  el 
tiempo  que  debería  durarla  conlena  en  el 
lugar  en  que  viva  el  ofendido,  sin  el  con- 
sentimiento de  éste,  quedando  en  otro  caso 
sin  efecto  el  indulto  acordado.  A  falta  del 
ofendido,  se  entenderá  esti  disposición 
respecto  á  su  cónyuge,  ascendientes,  des- 
cendientes y  hermanos. 

.">  "  Por  el  perdón  del  olcndido  en  los 
delitos  que  no  puedan  dar  lugar  á  ju'ocedi- 
miento  de  oficio. 

6."     Por  la  prescripción  del  delito. 

7."     Por  la  prescripción  de  la  pena. 

La  responsal)il¡dad  civil  nacida  de  deli- 
tos ó  faltas  s(!  extinguirá  del  mismo  modo 
que  las  demás  ol)ligacit)nes,  con  sujeción  á 
las  reglas  del  Derecho  civil. 

Art.  101.  Los  delitos  y  las  faltas  pres- 
criben, en  consideración  á  la  pena  que  la 
ley  les  señalare,  en  los  términos  siguientes: 
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1."  Pena  añictiva  en  su  grado  máximo, 
veinte  años. 

2."  Pena  añictiva  en  su  grado  medio, 
quince  años. 

3.°  Pena  aflictiva  en  su  grado  mínimo, 
doce  años. 

4.°  Pena  no  aflictiva  en  su  grado  máxi- 
mo, nueve  años. 

5°  Pena  no  aflictiva  en  su  grado  me- 
dio, seis  año-í. 

6."  Pena  no  aflictiva  en  su  grado  míni- 
mo, tres  añOá. 

7.°  Pena  correccional  en  cualquier  gra- 
do, tres  meses. 

Las  reglas  precedentes  se  entienden  sin 
perjuicio  de  las  prescripciones  especiales 
que  establecen  las  leyes. 

Art.  102.  El  término  de  la  pre.5cripción 
comenzará  á  correr  desde  el  día  en  que  se 
hubiere  cometido  el  delito,  y  si  entonces 
no  fuere  conocido,  desde  que  se  descubra, 
aun  cuando  no  se  hubiere  procedido  judi- 
cialmente. 

Esta  prescripción  se  interrumpirá  desde 
que  el  procedimiento  se  dirija  contra  el 
culpable,  volviendo  á  correr  de  nuevo  el 
tiempo  de  la  prescripción  desde  que  el  pro- 
cedimiento termine  sin  sentencia  conde- 
natoria, ó  se  paralice  por  tres  años. 

También  se  interrumpirá  la  prescrip- 
ción cuando  el  culpable  cometa  otro  cri- 
men ó  simple  delito,  perdiéndose  el  tiempo 
transcurrido,  sin  perjuicio  de  que  comien- 
ce á  correr  de  nuevo. 

Art.  103.  Lis  penas  impuestas  por  sen- 
tencia firme  prescriben  en  los  términos  se- 
ñalados en  el  art.  101. 

El  tiempo  de  esta  prescripción  comenza- 
rá á  correr  desde  la  fecha  de  la  sentencia 
firme  ó  desde  el  quebrantamiento  de  la 
condena  si  hubiera  ésta  comenzado  á  cum- 
plirse. 

So  interrumpirá  esta  prescripción  que- 
dando sin  efecto  el  tiempo  transcurrido, 
cuando  el  reo  cometiere  otro  crimen  ó  sim- 
ple delito,  sin  perjuicio  de  que  pueda  co- 
menzar á  correr  de  nuevo. 

Art.  101.  Cuando  el  delincuente  se  pre- 
sentare ó  fuere  habido  antes  de  completar 
el  tiempo  de  la  prescripción  del  delito  ó  de 
la  pena,  y  hubiere  transcurrido  más  de  la 
mitad,  los  Tribunales  deberán  considerar 
el  hecho  como  comprendido  en  la  regla  5." 
del  art.  65,  ya  sea  para  la  imposición  de  la 
pena,  ó  para  la  disminución  déla  ya  im- 
puesta. 

Esta  regla  no  será  aplicable  á  las  pres- 
cripciones de  las  faltas,  ni  á  las  que  no  ex- 
cedan de  tres  años. 


LtlBFJÓ    SEGUNDÓ 
Delitos  y  sus  Penas. 


TITULO   PRIMERO 

Delitos  contra  la  seguridad,  exterior 
del  Estado. 

CAPÍTULO   PRIMERO 

ÜELITOS    IJE  TltAlCIÓN 

Art.  105.  El  hondureno  que  indujere  á 
una  Potencia  extranjera  á  declarar  guerra 
á  Honduras,  ó  se  concertare  con  ella  para 
el  mismo  fin,  será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  máximo  y  en 
su  término  máximo,  si  llegare  á  declarar- 
se la  guerra,  y  en  otro  caso  con  la  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  medio  y  en  su 
término  máximo. 

Art.  106.  Será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  máximo  y  en 
su  término  máximo: 

1."  El  hondureno  que  facilitare  al  ene- 
migo la  entrada  en  Honduras,  la  toma  de 
una  plaza,  puesto  militar,  buque  del  Es- 
tado ó  almacenes  de  boca  ó  guerra  del 
mismo. 

2.°  El  hondureno  que  sedujere  tropa 
hondurena  ó  que  se  liallare  al  servicio  de 
Honduras,  para  que  se  pase  á  las  filas  ene- 
migas ó  deserte  de  sus  banderas,  estando 
en  campaña. 

3."  El  hondureno  que  reclutare  en 
Honduras  gente  para  hacer  la  guerra  á  la 
patria  bajo  las  banderas  de  una  Potencia 
enemiga. 

Art.  107.  Será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  máximo: 

1."  El  hondureno  que  tomare  las  ar- 
mas contra  la  patria  bajo  banderas  enemi- 
gas. 

2.°  El  hondureno  que  reclutare  en 
Honduras  gente  para  el  servicio  de  una 
Potencia  enemiga,  en  el  caso  de  que  no 
fuese  para  que  aquélla  tome  parte  directa 
en  la  guerra  contra  Honduras. 

3.°  El  hondureno  que  suministrare  á 
las  tropas  de  una  Potencia  enemiga  cau- 
dales, armas,  embarcaciones,  efectos  ó 
municiones  de  boca  ó  guerra,  ú  otros  me-;- 
dios  directos  y  eficaces  para  hostilizar  á 
Honduras,  ó  favoreciere  el  progreso  de  las 
armas  enemigas  de  un  modo  no  compren- 
dido en  el  articulo  anterior. 

4."  El  hondureno  que  suministrare  al 
enemigo  planos  de  fortalezas  ó  de  terre- 
nos, documentos  ó  noticias  que  conduzcan 
directamente  al  mismo  fin  de  hostilizar  á 
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Honduras,  ó  de  favorecer  el  progreso  de 
las  armas  enemigas. 

5.°  El  hondureno  que  en  tiempo  de 
guerra  impidiere  que  las  tropas  nacionales 
reciban  los  auxilios  expresados  en  el  nú- 
mero 3.°,  ó  los  datos  y  noticias  indicados 
en  el  4.'» 

Art.  108.  El  extranjero  residente  en 
territorio  hondureno  que  cometiere  algu- 
no de  los  delitos  comprendidos  en  los  ar- 
tículos anteriores,  será  castigado  con  la 
pena  inmediatamente  inferior  en  grado  á 
la  señalada  en  éstos,  salvo  lo  establecido 
por  Tratados  ó  por  el  Derecho  de  gentes 
acerca  de  los  funcionarios  diplomáticos. 

Art.  109.  Los  que  cometieren  los  deli- 
tos expresados  en  los  artículos  anteriores 
contra  una  Potencia  aliada  de  Honduras, 
en  el  caso  de  hallar.se  en  campaña  contra 
el  enemigo  común,  serán  castigados  con 
las  penas  inferiores  en  grado  á  las  respec- 
tivamente señaladas. 

Art.  110.  Incurrirán  en  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  máximo,  los 
miembros  del  Poder  Ejecutivo  que,  con 
infracción  de  la  Constitución,  expidieren 
decreto  ú  orden: 

1.°  Enajenando,  cediendo,  permutando 
ó  entregando  á  una  Potencia  extranjera 
cualquiera  parte  del  territorio  hondureno. 

2."  Admitiendo  tropas  extranjeras  en 
Honduras. 

.3.°  Sancionando  Tratados  de  alianza 
ofensiva  que  hayan  producido  la  guerra  de 
Honduras  con  otra  Potencia. 

Art.  111.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  medio,  los 
mencionados  en  el  articulo  anterior,  que 
con  infracción  de  la  Constitución  expidie- 
ren decreto: 

1."  Sancionando  Tratados  de  alianza 
ofensiva  que  no  hayan  producido  la  guerra 
de  Honduras  con  otra  Potencia. 

2.°  Sancionando  Tratados  en  que  se 
estipulare  dar  subsidios  á  una  Potencia  ex- 
tranjera. 

Art.  112.  Los  delitos  frustrados  deles 
hechos  comprendidos  en  los  artículos  an- 
teriores, serán  castigados  como  si  fueran 
consumados,  y  las  tentativas  con  la  pena 
inferior  en  grado. 

La  consfíiración  para  cualquiera  de  los 
mismos  delitos  se  castigará  con  la  pena  in- 
ferior en  dos  grados,  y  la  proposición  con 
la  inferior  en  tres  grados. 

CAPÍTULO  II 

ItK   LOS  DELITOS  yiJE  COMPHOMETKN  LA  l'AZ  Ó  LA 
INDKI'K^UK.NCIA    DKL   hSTADO 

Art.  113.     El  ministro  de  cualquier  cul- 


to que  en  el  ejercicio  de  su  cargo  publicare 
ó  ejecutare  bulas,  breves  ó  despachos  de 
sus  superiores,  ú  otras  disposiciones  que 
atacaren  la  paz  ó  la  independencia  del  Es- 
tado, ó  se  opusieren  á  la  observancia  de 
sus  leyes  ó  provocaren  su  inobservancia, 
incurrirá  en  la  pena  de  extrañamiento  en 
su  grado  mínimo. 

Cualquiera  otra  persona  que  las  publica- 
re ó  ejecutare,  incurrirá  en  la  de  destierro 
en  su  grado  máximo. 

Art.  114.  El  que  introdujere,  publicare 
ó  ejecutare  en  Honduras  cualquiera  or- 
den, disposición  ó  documento  de  un  Go- 
bierno extranjero  que  ofenda  la  indepen- 
dencia ó  seguridad  del  Estado,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio,  á  no  ser  que  de  este  delito  se 
sigan  directamente  otros  más  graves,  en 
cuyo  caso  será  penado  como  autor  de  ellos. 

Art.  115.  En  el  caso  de  cometerse  cual- 
quiera de  los  delitos  comprendidos  en  los 
dos  artículos  anteriores  por  un  funcionario 
del  Estado,  abusiuido  de  .su  carácter  ó  fun- 
ciones, se  le  impondrá  !a  pena  superior  en 
grado. 

Art.  116.  El  que  con  actos  ilegales,  ó 
que  no  estén  autorizados  competentemen- 
te, provocare  ó  diere  motivo  á  una  decla- 
ración de  guerra  contra  Honduras,  por 
parte  de  otra  Potencia,  ó  expusiere  a  los 
hondurenos  á  experimentar  vejaciones  ó 
represalias  en  sus  personas  ó  en  sus  bie- 
nes, será  castigado  con  la  pena  de  reclu- 
sión mayor  en  su  grado  medio,  si  fuero 
funcionario  del  Estado,  y  no  siéndolo,  con 
la  de  reclusión  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Si  la  guerra  no  llegare  á  declarar-se  ni  á 
tener  efecto  las  vejaciones  ó  represalias,  .se 
impondrán  las  penas  respectivas  en  el  gra- 
do inmediatamente  inferior. 

Art.  117.  Se  impondrá  la  pena  de  re- 
clusión mayor  en  su  grado  medio,  al  fun- 
cionario público  que  violare  treguas  ó  ar- 
misticio acordado  entre  la  nación  hondu- 
rena y  otra  enemiga,  ó  entre  sus  fuerzas 
beligerantes  de  mar  ó  tierra;  y  no  siendo 
funcionario  piiblico,  sufrirá  el  culpal)le  la 
pena  de  reclusión  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Si  la  violación  no  produjere  la  renova- 
ción de  las  hostilidades,  se  impondrán  las 
penas  inmediatamente  inferiores  en  grado. 

Art.  118.  El  funcionario  público  que 
abusando  de  su  cargo  comprometiere  la 
dignidad  ó  los  intereses  de  la  nación  hon- 
durena de  un  modo  que  no  esté  compren- 
dido en  este  capítulo,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusi(')n  menor  en  su  grado 
máximo;  y  no  siendo  funcionario  público. 
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será  castigado  el  culpable  con  la  pena  in- 
mediatamente inferior  en  grado. 

Art.  119.  El  que  sin  autorización  bas- 
tante levantare  tropas  en  Honduras  para 
el  servicio  de  una  Potencia  extranjera, 
cualquiera  que  sea  el  objeto  que  se  propon- 
ga, ó  la  nación  á  quien  intente  hostilizar, 
será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
mayor  en  su  grado  mínimo. 

Con  la  misma  pena  será  castigado  el  que 
sin  autorización  bastante  destinare  buques 
al  corso. 

Art.  120.  El  que  en  tiempo  de  güera 
tuviere  correspondencia  con  país  enemigo 
ú  ocupado  por  sus  tropas,  será  castigado: 

1."  Con  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  máximo,  si  la  correspondencia  se 
siguiere  en  cifras  ó  en  signos  convencio- 
nales. 

2°  Con  la  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio,  si  se  siguiere  en  la  forma  co- 
mún y  el  Gobierno  la  hubiere  prohibido. 

3."  Con  la  de  reclusión  mayor  en  su 
grado  mínimo,  si  en  ella  se  dieren  avisos  ó 
noticias  de  que  pueda  aprovecharse  el  ene- 
migo, cualquiera  que  sea  la  forma  de  la 
correspondencia,  y  aunque  no  hubiere 
precedido  prohibición  del  Gobierno. 

En  las  mismas  penas  incurrirá  el  que 
ejecutare  los  delitos  comprendidos  en  este 
artículo,  aunque  dirija  correspondencia 
por  país  amiyo  ó  neutral  para  eludir  la 
ley. 

Si  el  culpable  se  propusiere  servir  al 
enemigo  con  sus  avisos  ó  noticias,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  los  arts.  106  y  107. 

Art.  121.  El  hondureno  culpable  de 
tentativa  para  pasar  á  país  enemigo  cuan- 
do lo  hubiere  prohibido  el  Gobierno,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio. 

Art.  122.  El  Jefe  de  una  fuerza  arma- 
da que  entrare  en  territorio  hondureno, 
sin  intención  de  hostilizar  á  Honduras,  si 
tuviere  prohibición  expre.-;a  de  liacerlo,  in- 
currirá en  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  máximo;  y  si  no  la  tuviere,  en  la 
de  reclusión  menor  en  su  grado  medio. 

A  los  subalternos  se  aplicarán,  respecti- 
vamente, las  penas  inferiores  en  grado. 

En  todo  caso,  los  culpables  quedarán 
exentos  de  responsabilidad  si  al  primer  re- 

auerimiento  de  la  Autoridad  hondurena 
eponen  las  armas  y  se  concentran  al  lu- 
gar que  se  les  designe. 

CAPITULO  ni 

DELITOS   CONXnA   EL  DliRECHO   DE  GENTES 

Art.  123.  El  que  matare  á  un  Jefe  de 
Estado  residente  en  Honduras,  será  casti- 


gado con  presidio  mayor  en  su  grado  má- 
ximo. 

El  que  produjere  lesiones  graves  á  la 
misma  persona  berá  castigado  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grüdo  medio,  y 
con  la  de  presidio  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo, si  las  lesiones  fueren  leves. 

En  la  última  de  dichas  penas  incurrirán 
los  que  cometieren  contra  la  misma  perso- 
na cualquier  otro  atentado  de  hecho,  no 
comprendido  en  los  párrafos  anter.ores. 

Art.  124.  El  delito  frustrado  y  la  tenta- 
tiva de  delito  de  que  trata  el  párrafy  pri- 
mero del  artículo  anterior,  se  castigará  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  me- 
dio; la  conspiración,  con  la  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  mínimo,  y  hi  proposición, 
con  la  de  presidio  menor  en  su  grado  má- 
ximo. 

Art.  125.  El  que  violare  la  inmunidad 
personal  ó  el  domicilio  de  un  Jefe  de  otro 
Estado,  recibido  en  Honduras  con  carácter 
oficial,  ó  el  de  un  Representante  de  otra 
Potencia,  será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  menor  en  su  grado  máximo. 

Cuando  los  delitos  comprendidos  en  este 
artículo  y  en  el  anterior  no  tuvieren  seña- 
lada una  penalidad  reciproca  en  Ilis  leyes 
del  país  á  que  correspondan  las  personas 
ofendidas,  se  impondrá  al  delincuente  la 
pena  que  sería  propia  del  delito,  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  de  este  Código,  si  la 
persona  ofendida  no  tuviere  el  cai-ácter  ofi- 
cial mencionado  en  el  párrafo  anterior. 

CAPÍTULO  IV 

DELITOS  DE  PIHATEUÍA 

Art.  126.  El  delito  de  piratería  cometi- 
do contra  hondurenos  ó  subditos  de  otra 
Nación  que  no  se  halle  en  guerra  con  Hon- 
duras, será  castigado  con  la  pena  de  presi- 
dio mayor  en  su  grado  medio. 

Cuando  el  delito  se  cometiei-e  contra  sub- 
ditos no  beligerantes  de  otra  Nación  que  se 
halle  en  guerra  con  Honduras,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su 
grado  mínimo. 

Art.  127.  Incurrirán  en  la  pena  de  pre- 
.sidio  mayor  en  su  grado  máximo  v  en  su 
término  máximo,  los  que  cometan  los  de- 
litos de  que  se  trata  en  el  párrafo  primero 
del  articulo  anterior,  y  en  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  medio  y  en  su  tér- 
mino máximo  los  que  cometan  los  delitos 
de  que  habla  el  párrafo  segundo  del  mismo 
artículo: 

1."  Siempre  que  hubieren  apresado  al- 
guna embarcación  al  abordaje  ó  haciéndo- 
le fu eso. 
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2."  Siempre  que  el  delito  fuere  acompa- 
ñado de  asesinato  ú  homicidio,  ó  de  algu- 
na de  las  lesiones  que  la  ley  califica  de 
graves. 

3."  Siempre  que  fuere  acompañado  de 
cualquiera  de  los  atentados  contra  la  ho- 
nestidad que  la  ley  califica  de  delito  grave 
ó  de  simple  delito. 

4."  Siempre  que  los  piratas  hayan  deja- 
do alguna  persona  sin  medio  de  salvarse. 

5."  En  todo  caso  el  Capitán  ó  Patrón  de 
piratas. 

Art.  128.  El  tráfico  de  esclavos  será  pe- 
nado con  presidio  mayor  en  su  grado  má- 
ximo. 

Título  n 

Delitos  contra  la  Constitución. 
CAPÍTULO  PRIMERO 

DEMTOS  CONTHA  EL  PRKSIDE.NTB  DFL  ESTADO, 
CO.NTHA  LO.S  SUPIUMOS  PODERES  Y  CONTRA  LA 
EURMA    DE  GoBIKRNO 

Sección  primera. 
Delitos  contra  el  Presidente  del  Estado. 

Art.  129.  Al  que  matare  al  Presidente 
del  Estado  se  le  impondrá  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  máximo  y  en  su 
término  máximo. 

Al  que  le  causare  lesiones  graves  se  le 
impondrá  la  pena  de  presidio  mayor  en  su 
grado  medio;  y  la  de  presidio  mayor  en  su 
grado  mínimo,  si  las  lesiones  fueren  leves. 

En  la  última  de  dichas  penas  incurrirá 
el  que  cometiere  contra  la  misma  persona 
cualquiera  otro  atentado  de  hecho. 

Art.  130.  El  delito  frustrado  y  la  tenta- 
tiva de  delito  de  que  trata  el  párrafo  pri- 
mero del  articulo  anterior,  se  castigará  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  me- 
dio y  en  su  término  máximo. 

La  conspiración,  con  la  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  mínimo. 

Y  la  proposición,  con  la  de  presidio  me- 
nor en  .-íU  grado  máximo. 

Art  131.  Se  castigará  con  la  penado 
pres  dio  mayor  en  su  grado  medio: 

1.*'  Al  que  sin  violencia  privare  al  Pre- 
sidente del  Estado  de  su  libertad  personal. 

2."  AI  que  con  intimidación  le  obligare 
á  ejecutar  un  acto  contra  su  voluntad. 

Art.  132.  Se  impondrá  la  pena  de  reclu- 
sión mayfir  en  su  grado  mínimo: 

1.°  Al  que  injuriare  ó  amenazare  al 
Presidente  en  su  presencia. 

2.°  Al  que  invadiere  violentamente  la 
morada  del  Presidente. 

Art.  133.     Incurrirá  en  la  pena  de  reclu- 


sión menor  en  su  grado  máximo,  el  que 
injuriare  ó  amenazare  al  Presidente  por 
escrito  y  con  publicidad  fuera  de  su  pre- 
sencia. 

Las  injurias  y  amenazas  inferidas  en 
cualquiera  otra  forma,  serán  castigadas 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do medio  si  fueren  graves,  y  con  la  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo  si  fue- 
ren leves. 

Art.  134.  Los  delitos  de  que  se  trata  en 
los  artículos  precedentes  de  esta  sección, 
cometidos  contra  el  Vicepresidente  del  Es- 
tado ó  contra  el  Presidente  electo,  serán 
castigados  con  las  penas  inferiores  en  gra- 
do á  las  señaladas  en  ella. 

Sección  segunda. 

Delitos  contra  los  Supremos  Poderes. 

Art.  135.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  relegación  en  su  grado  máximo,  los  Se- 
cretarios de  Estado,  las  Autoridades  y  de- 
más funcionarios  asi  civiles  como  militares 
que,  cuando  vacare  la  Presidencia  ó  el  Pre- 
sidente se  imposibilitare  de  cualquier  modo 
para  el  Gobierno  del  Estado,  impidieren  la 
instalación  del  sustituto  ó  del  sucesor  eons- 
titucional,  ó  no  obedecieren  á  éste  después 
de  haber  prestado  la  promesa  de  ley. 

En  las  mismas  penas  incurrirán  los  en- 
cargados del  Poder  Ejecutivo  que  no  con- 
vocaren á  elección  para  Presidente,  ó  im- 
pidieren la  reunión  del  Congreso,  en  los 
casos  de  los  artículos  106  y  107  de  la  Cons- 
titución (1). 

Art.  136.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
legación en  su  grado  medio  los  miembros 
del  Poder  Ejecutivo: 

1."  Cuando  impidieren  la  reunión  del 
Congreso  en  sus  sesiones  ordinarias,  y  en 
las  extraordinarias  que  no  hubiere  convo- 
cado el  Ejecutivo. 

2.°  Cuandodisolvicrcn  el  Congreso  den- 
tro de  los  primeros  sesenta  días,  ó  dentro 
de  los  cuarenta  de  la  prórroga  que  acorda- 


(i;    Textos  que  se  citan: 

«Art.  lOt!.  En  caso  de  taita  absoluta  del  Presi- 
dente de  la  República,  el  Poder  Ejecutivo  cniedará 
á  cargo  del  Vicepresidente,  y  en  defecto  de  éste, 
del  Designado  que  corresponda  por  el  orden  de  su 
elección.  El  Designado  concluirá  el  período  presi- 
dencial, si  la  falta  ocurriere  dentro  del  último  año; 
y  si  acaeciere  antes  de  transcurrir  los  tres  primeros 
años,  deberá  precederse,  un  mes  después  de  la  va- 
cante, á  nueva  elección  presidencial.  En  caso  de 
impedimento  temporal,  ejercerá  las  funciones  del 
Presidente  el  Vicepresidente  y  los  Designados  por 
su  orden.» 

«Art.  107.  Mientras  recibe  la  Presidencia  el  lla- 
mado por  la  ley,  ejercerá  el  Poder  ejecutiva  e) 
Consejo  do  Ministros;  y  éste  llamará  inmediata- 
mente al  nuevo  funcionario  para  darle  posesión, 
sí  no  estuviere  reunido  el  Congreso.» 
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re  el  mismo  Congreso,  sin  incluir  en  este 
tiempo  el  que  invirtiere  en  su  instalación. 

3.°  Cuando  atacaren  cualquiera  de  las 
inmunidades  acordidas  á  los  Diputados  en 
el  art.  87  de  la  Constitución  (1),  sin  estar 
suspensas  las  garantías. 

Art.  137.  Los  que  invadieren  violenta- 
mente ó  con  intimidación  el  palacio  del 
Congreso,  serán  castigados  con  la  pena  de 
relegación  en  su  grado  mínimo,  si  estuvie- 
re aquél  reunido. 

Art.  138.  Incurrirán  en  la  pena  de  con- 
finamiento en  su  grado  medio,  los  que  pro- 
movieren, dirigieren  ó  presidieren  mani- 
festaciones ú  oti»a  clase  do  reuniones  al  aire 
libre  en  los  alrededores  del  palacio  del  Con- 
greso, cuando  éste  se  hallare  en  sesión. 

Serán  castigados  como  promovedores  y 
directores  de  dichas  reuniones  ó  manifes- 
taciones, los  que  por  los  discursos  que  en 
ellas  pronunciaren,  por  los  lemas,  bande- 
ras ú  otros  signos  que  ostentaren,  ó  por 
cualesquiera  otros  hechos,  deban  ser  con- 
siderados como  inspiradores  de  los  actos  de 
aquéllas. 

Art.  139.  Los  que  sin  estar  comprendi- 
dos en  el  artículo  anterior,  tomaren  parte 
en  las  reuniones  al  aire  libre  de  que  en  el 
mismo  se  trata,  serán  castigados  con  la  pe- 
na de  destierro  en  su  grado  mínimo. 

Art.  14U.  Los  que  contraviniendoal  Re- 
glamento del  Congreso  penetraren  ó  inten- 
taren penetrar  en  el  .salón  de  sus  sesiones 
para  presentar  en  persona  y  colectivamen- 
te peticiones  al  Congreso,  incurrirán  en  la 
pena  de  confinamiento  en  su  grado  medio. 

El  que  sólo  lo  hiciere  para  presentar  en 
persona  individualmente  una  ó  más  peti- 
ciones, incurrirá  en  la  de  destierro  en  su 
grado  mínimo. 

Art.  141.  El  que  injuriare  gravemente 
al  Congreso,  hallándose  en  sesión,  ó  á  al- 
guna de  sus  Comisiones  en  los  actos  públi- 
cos en  que  lo  representan,  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  mayor  en  su  gra- 
do mínimo. 

Cuando  la  injuria  fuere  menos  grave,  la 


(1)    Texto  que  .se  cita: 

€  Art.  87.  Los  Diimtados,  desde  el  día  de  su  elec- 
ción gozarán  de  las  sifíuientes  prerrogativas: 

1.''  Inmunidad  personal  para  no  ser  acusados  ni 
juzgados,  si  el  Congreso  no  los  declara  previamen- 
te con  lugar  A  formación  de  causa. 

2.*  No  ser  demandado.i  civilmente  desde  treinta 
días  antes,  hasta  r)uince  días  después  de  las  sesio- 
nes ordinarias  ó  extraordinarias  del  Congreso,  sal- 
vo el  caso  de  reconvención. 

•S."  No  ser  llamados  al  servicio  militar  sin  su 
consentimiento,  durante  el  periodo  para  que  han 
sido  electos. 

4."  No  ser  responsables  por  sus  oi)iaione3  é  ini- 
ciativa parlamentaria.  > 


pena  será  de  reclusión  menor  en  su  grado 
máximo. 

Art.  142.  Incurrirán  también  en  la  pe- 
na de  reclusión  menor  en  su  grado  má- 
ximo: 

1."  Los  que  perturbaren  gravemente  el 
orden  de  las  sesiones  del  Congreso,  des- 
obedeciendo las  intimaciones  de  su  Presi- 
dente. 

2°  Los  que  injuriaren  ó  amenazaren 
en  los  mismos  actos  á  un  Diputado. 

3."  Los  que  fuera  de  las  sesiones  inju- 
riaren ó  amenazaren  á  un  Diputado  por 
las  opiniones  manifestadas  ó  por  los  votos 
emitidos  en  el  Congreso. 

4."  Los  que  emplearen  fuerza,  intimida- 
ción ó  amenaza  grave  para  impedir  á  un 
Diputado  asistir  al  Congreso,  ó  por  los  mis- 
mos medios  coartaren  la  libre  manifesta- 
ción de  sus  opiniones  ó  la  emisión  de  su 
voto. 

En  los  casos  previstos  en  los  núms.  2.°, 
3."  y  4."  de  este  artículo,  la  provocación  al 
duelo  se  reputará  amenaza  grave. 

Art.  143.  Cuando  la  perturbación  del 
orden  de  las  sesiones,  la  injuria,  la  amena- 
za, la  fuerza  ó  la  intimidación  de  que  habla 
el  artículo  precedente  no  fueren  graves,  el 
delincuente  sufrirá  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  medio. 

Art.  144.  Las  penas  señaladas  en  los  ar- 
tículos 138  y  siguientes  hasta  el  143  inclu- 
sive, se  impondrán  en  su  término  máximo 
cuando  los  reos  fueren  reincidentes. 

Art.  14.T.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  máximo: 

1."  Los  que  invadieren  violentamente  ó 
con  intimidación  el  local  donde  esté  cons- 
tituido el  despacho  de  un  Secretario  de  Es- 
tado. 

2."  Los  que  coartaren  ó  por  cualquier 
medio  pusieren  obstáculos  á  la  libertad  de 
un  Secretario  de  Estado. 

Art,  146.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio: 

1.°  Los  que  calumniaren,  injuriaren  ó 
amenazaren  gravemente  á  un  Secretario 
de  Estado. 

2.°  Los  que  emplearen  fuerza  ó  intimi- 
dación graves  para  impedir  á  un  Secreta- 
rio de  Estado  concurrir  á  su  despacho. 

Art.  147.  Cuando  la  calumnia,  la  inju- 
ria, la  amenaza,  la  fuerza  ó  la  intimidación 
de  que  se  habla  en  los  artículos  preceden- 
tes no  fueren  graves,  se  impondrá  al  cul- 
pable la  pena  iiit'ci'ior  en  grado. 

La  provocación  al  duelo  so  reputará 
siempre  amenaza  grave. 

Art.  148.  Los  delitos  deque  se  trata  en 
esta  sección,  cuando  sean  cometidos  contra 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  ó  contra'  ■; 
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Magistrados  de  la  misrní,  serán  castigados 
en  su  caso  con  las  penas  establecidas  para 
los  delitos  contra  el  Congreso  ó  contra  los 
Diputados. 

Art.  149.  El  funcionario  público  que 
detuviere  ó  procesare  á  cualquiera  de  los 
altos  funcionarios  á  que  se  reíiere  el  ar- 
tículo 158  de  la  Constitución  (1),  sin  la  de- 
claratoria de  haber  lugar  á  formación  de 
causa,  incurrirá  en  la  pena  de  inhabilita- 
ción especial  en  su  grado  mínimo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  Juez  que, 
cuando  hubiere  dictado  sentencia  sin  la 
declaratoria  constitucional,  llevare  á  efec- 
to dicha  sentencia  sin  que  el  Congreso  au- 
torice su  ejecución. 

También  .serán  castigados  con  la  misma 
pena  los  funcionarios  administrativos  ó  ju- 
diciales, que  estando  obligados  por  razón 
de  su  oñcio  ó  cargo,  dejaren  de  recoger 
los  antecedentes  del  hecho  cometido  por 
los  funcionarios  que  gozan  de  aquella  pre- 
rrogativa constitucional,  ó  que  en  su  opor- 
tunidad no  dieren  cuenta  al  Congreso  con 
tales  antecedentes. 

Art.  150.  Los  funcionarios  no  com- 
prendidos en  el  párrafo  1.°  del  art.  136  de 
este  Código,  que  atacaren  cualquiera  de 
las  inmunidades  acordadas  á  los  Diputados 
por  el  art.  87  de  la  Constitución  (2),  incu- 
rrirán en  la  pena  de  suspensión  en  su  gra- 
do máximo. 

Sección  tercera. 
Delitos  contra  la  forma  de  Gobierno. 

Art.  151.  Son  reos  de  delito  contra  la 
forma  de  Gobierno  establecida  por  la 
Constitución,  los  que  ejecutaren  cualquie- 
ra clase  de  actos  ó  hechos  encaminados 
directamente  á  conseguir  por  la  fuerza,  ó 
fuera  de  las  vías  legales,  uno  de  los  objetos 
siguientes: 

1.°  Reemplazar  el  Gobierno  republica- 
no, democrático  y  representativo  por  cual- 
quiera otra  forma  de  Gobierno. 

2.**  Alterar  la  Constitución  de  los  tres 
Poderes,  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial, 
ó  atacar  su  independencia. 

3.°  Despojar  en  todo  ó  en  parte  al  Con- 
greso, al  Presidente  del  Estado  ó  á  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia  de  las  prerrogati- 
vas y  facultades  que  les  atribuye  la  Cons- 
titución. 

4.*'  Variar  el  orden  legítimo  de  suce- 
sión á  la  Presidencia,  ó  privar  al  sucesor 
del  Presidente  de  los  derechos  que  la  Cons- 
titución le  otorga. 


(1)  Presidente  de  la  República.  Diputado.s,  Ma- 
gistrados de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Secre- 
tarios de  Estado  y  Ministros  diplomáticos. 

(2;    Véase  el  art.  13:'),  iiúm.  ;!." 


5."  Privar  al  Vicepresidente  ó  en  su 
defecto  á  los  designados  por  su  orden,  ó  al 
Consejo  de  Ministros,  de  la  facultad  de 
gobernar  provisionalmente  el  Estado, 
cuando  el  Presidente  se  imposibilitare  pa- 
ra ejercer  su  autoridad  ó  vacare  la  Presi- 
dencia. 

Art.  152.  Los  que  sin  alzarse  en  armas 
y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno 
cometieren  alguno  de  los  delitos  previstos 
en  el  articulo  anterior,  serán  castigados 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do máximo. 

En  el  caso  contrario,  los  culpables  serán 
castigados  como  reos  de  rebelión. 

Art.  153.  Delinquen  también  contra  la 
forma  de  Gobierno,  y  sufrirán  la  pena  de 
destierro  en  su  grado  mínimo: 

1 .°  Los  que  en  las  manifestaciones  poli- 
ticas,  en  toda  clase  de  reuniones  públicas  ó 
en  sitios  de  numerosa  concurrencia,  die- 
ren vivas  ú  otros  gritos  que  provocaren 
aclamaciones  directamente  encaminadas  á 
la  realización  de  cualquiera  de  los  objetos 
determinados  en  el  art.  151. 

2.°  Los  que  en  dichas  reuniones  y  si- 
tios pronunciaren  discursos  ó  llevaren  le- 
mas y  banderas,  ó  por  cuale.squiera  otros 
medios  provocaren  directamente  á  la  rea- 
lización de  los  objetos  mencionados  en  el 
artículo  151. 

Art.  154.  Deliníjuen  además  contra  la 
forma  de  Gobierno,  y  sufrirán  la  pena  de 
inhabilitación  especial  en  su  grado  mínimo, 
los  funcionarios  públicos  que  dieren  cum- 
plimiento á  mandato  ú  orden  que  el  Presi- 
dente dictare  en  ejercicio  de  su  autoridad, 
y  con  perjuicio  de  tercero,  sin  estar  firma- 
da por  el  Secretario  de  Estado  á  quien  co- 
rresponda. 

Sección  cuarta. 
,í. Disposición  común  á  las  tres  secciones  anteriores. 

Art.  155.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
que  comprende  este  capítulo,  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  ordenado  en  otros  de 
este  Código  que  señalen  mayor  pena  á, 
cualquiera  de  los  hechos  en  aquéllos  casti- 
gados. 

CAPÍTULO    II 

DE  LOS  DELITOS  COMETIDOS  CON  OCASIÓN  DEL 
EJERCICIO  DE  I.OS  DEIIECMUS  INDIVIDUALES 
GARANTIZADOS  POU  LA  CONSTITUCIÓN. 

Sección  primera. 

Delitos  cometidos  por  los  particulares  con  ocasión 
del  ejercicio  de  los  derechos  individuales  garan- 
tizados por  la  Constitución. 

Art.  156.  No  son  reuniones  ó  manifes- 
taciones pacíticas: 
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1."  Las  que  se  celebraren  con  infrac- 
ción de  las  diáposiciones  de  policía  estable- 
cidas con  carácter  general  ó  permanente, 
en  el  lugar  en  que  la  reunión  ó  manifesta- 
ción tenga  efecto. 

2."  Las  reuniones  al  aire  libre,  ó  mani- 
festaciones políticas  que  se  celebraren  de 
noche 

3.*  Las  reuniones  ó  manifestaciones  á 
que  concurriere  un  número  considerable 
de  ciudadanos  con  armas  de  fuego,  lan- 
zas, sables,  espadas  ú  otras  armas  de  com- 
bate. 

4."  Las  reuniones  ó  manifestaciones 
que  se  celebraren  con  el  ñn  de  comete  al- 
guno de  los  delitos  penados  en  este  Códi- 
go, ó  las  en  que  estando  celebrándose,  se 
cometiere  alguno  de  los  delitos  contra  el 
orden  público. 

Art.  157.  Los  promovedores  ó  directo- 
res de  cualquiera  reunión  ó  manifestación 
comprendida  en  alguno  de  los  casos  del  ar- 
ticulo anterior,  incurrirán  en  la  pena  de 
confinamiento  en  su  grado  medio 

Art.  158.  En  los  casos  de  los  artículos 
precedentes,  si  la  reunión  ó  manifestación 
no  hubiere  llegado  á  celebrarse,  la  pena 
será  la  inmediatamente  inferior  en  grado. 

Art.  159.  Para  la  observancia  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  se  repu- 
tarán como  directores  de  la  reunión  ó  ma- 
nifestación los  que,  por  los  discursos  que 
en  ellas  pronunciaren,  por  los  lemas,  ban- 
deras ú  otros  signos  que  en  ellas  hubieren 
ostentado,  ó  por  cualesquiera  otros  hechos, 
aparecieren  como  inspiradores  de  los  actos 
de  aquéllas. 

Art.  160.  Los  menores  asistentes  á  las 
reuniones  ó  manifestaciones  comprendi- 
das en  el  art.  15£,  serán  castigados  con  la 
pena  de  confinamiento  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  161.  Los  que  concurrieren  á  re- 
uniones ó  manifestaciones  llevando  armas 
de  fuego,  lanzas,  espadas,  sables  ú  otras 
armas  blancas  de  combate,  serán  castiga- 
dos con  la  pena  de  confinamiento  en  su 
grado  medio. 

Art.  162.  Incurrirán  respectivamente 
en  las  penas  inmediatamente  superiores  en 
grado  los  promovedores,  directores  y  asis- 
tentes ácualquierajreunión  ó  manifestación 
comprendidas  en  el  art.  156,  si  no  la  disol- 
vieren  á  la  segunda  intimación  que  al  efec- 
to hicieren  las  Autoridades  ó  sus  agentes. 

Art.  163.  Los  asistentes  á  reuniones  ó 
manifestaciones  que  durante  su  celebra- 
ción cometieren  alguno  de  los  delitos  pe- 
nados en  este  Código,  incurrirán  en  la  pe- 
na correspondiente  al  delito  que  cometie- 
ren, y  podrán  ser  aprehendidos  en  el  acto 


por  la  Autoridad  ó  sus  agentes,  ó  en  su 
defecto  por  cualquiera  de  los  demás  asis- 
tentes, y  la  reunión  podrá  ser  disuelta. 

Art.  164.  Se  reputan  asociaciones  ilícitas; 

1."  Las  que  por  su  objeto  ó  circunstan- 
cias sean  contrarias  á  la  moral  pública. 

2.°  Las  que  tengan  por  objeto  cometer 
alguno  de  los  delitos  penados  en  este  Có- 
digo. 

Art.  165.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio: 

1.**  Los  fundadores,  directores  y  presi- 
dentes de  asociaciones  que  se  establecieren 
y  estuvieren  comprendidas  en  alguno  de 
ios  números  del  artículo  anterior. 

Si  la  asociación  no  hubiere  llegado  á  es- 
tablecerse, la  pena  será  la  inmediatamente 
inferior  en  grado. 

2.°  Los  directores  ó  presidentes  de  aso- 
ciaciones que  no  permitieren  á  la  Autori- 
dad ó  á  sus  agentes  la  entrada  ó  la  asisten- 
cia á  las  sesiones. 

3.°  Los  directores  ó  presidentes  de  aso- 
ciaciones que  no  levanten  la  sesión  á  la 
segunda  intimación  que  con  este  objeto 
hagan  la  Autoridad  ó  sus  agentes. 

Art.  166.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo: 

1.°  Los  meros  individuos  de  la  asocia- 
ción comprendidos  en  el  art.  164. 

Cuando  la  asociación  no  hubiere  llegado 
á  establecerse,  la  pena  será  la  inferior  en 
grado. 

2.°  Los  meros  asociados  que  cometie- 
ren el  delito  comprendido 'cn  el  núm.  2." 
del  articulo  anterior. 

3."  Los  meros  asociados  que  no  se  reti- 
ren de  la  sesión  á  la  segunda  intimación 
que  la  Autoridad  ó  sus  agentes  hagan  para 
que  las  sesiones  se  suspendan. 

Art.  167.  Incurrirán  en  las  penas  in- 
mediatamente superiores  en  grado  á  las 
respectivamente  señaladas  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  los  fundadores,  directo- 
res, presidentes  é  individuos  de  asociacio- 
nes que  vuelvan  á  celebrar  sesión,  después 
de  haber  sido  suspendida  por  la  Autoridad 
ó  sus  agentes,  mientras  que  la  Judicial  no 
haya  dejado  sin  efecto  la  suspensión  orde- 
nadla. 

Art.  168.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio,  los  que 
fundaren  establecimientos  de  enseñanza 
que  por  su  objeto  ó  circunstancias  sean 
contrarios  a  la  moral  pública. 

Sección  secjiínda. 

De  los  delitos  cometidos  por  los  funcionarios  pii- 
blicos  contra  el  ejercicio  de  los  derechos  indivi- 
duales sancionados  por  la  Constitución. 

Art.  169.    La  aplicación  de  palos  ó  de 
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cualquiera  otra  especie  de  tormentos  cor- 
porales será  penada  con  presidio  menor  en 
su  grado  medio. 

Art.  170.  El  funcionario  público  que, 
arrogándose  atribueiones  judiciales,  impu- 
siere algún  castigo  equivalente  á  pena  per- 
sonal, incurrirá: 

1.°  En  la  pena  de  inhabilitación  abso- 
luta en  su  grado  mínimo,  si  el  castigo  im- 
puesto fuere  equivalente  á  pena  aflictiva. 

2.°  En  la  pena  de  suspensión  en  su  gra- 
do máximo,  si  fuere  equivalente  á  pena  no 
aflictiva. 

3."  En  la  de  suspensión  en  su  grado 
medio,  si  fuere  equivalente  á  pena  correc- 
cional. 

Art.  171.  Si  la  pena  arbitrariamente 
impuesta  fuere  pecuniaria,  se  aplicará  al 
funcionario  culpable  la  pena  respectiva- 
mente inferior  en  gibado  á  la  señalada  en 
el  articulo  anterior. 

Art.  172.  Si  la  pena  arbitrariamente 
impuesta  no  se  hubiere  ejecutado  por  cau- 
.sa  independiente  de  la  voluntad  del  fun- 
cionario culpable,  se  aplicará  á  éste  la  pe- 
na inmediatamente  inferior  en  grado  á  las 
señaladas  en  los  dos  artículos  anteriores; 
y  se  rebajará  un  grado  más  si  hubiere  de- 
jado de  ejecutarse  por  revocación  volunta- 
ria del  mismo  funcionario. 

Art.  173.  Las  Autoridades  y  funciona- 
rios civiles  y  militares  que  establecieren 
una  penalidad  distinta  de  la  prescrita  pre- 
viamente por  la  ley  para  cualquier  género 
de  delitos,  y  los  que  la  aplicaren,  incurri- 
rán en  las  penas  señaladas  en  los  tres  ar- 
tículos anteriores. 

Art.  174.  La  Autoridad  judicial  que  en- 
tregare indebidamente  una  causa  criminal 
á  otra  Autoridad  ó  funcionario  militar  ó 
administrativo  que  ilegalmente  se  la  recla- 
mare, no  siendo  por  la  vía  de  competencia, 
será  castigada  con  la  pena  de  suspensión 
en  su  grado  medio. 

Serán  castigados  con  la  pena  inmediata- 
mente superior  en  grado,  la  Autoridad  ó 
funcionario  militar  ó  administrativo  que 
insistiere  en  la  exigencia  de  la  entrega  in- 
debida de  la  causa,  ol)ligando  á  la  Autori- 
dad judii;ial.  después  de  liaberle  heclio  ésta 
presente  la  ik-galidad  de  la  reclamación. 

Art.  175.  Si  la  persona  del  reo  hubiere 
sido  también  exigida  y  entregada,  las  pe- 
nas serán  en  sus  respectivos  casos  las  in- 
mediatamente superiores  en  grado  á  las 
señaladas  en  el  articulo  anterior. 

Art.  176.  El  funcionario  público  que 
detuviere  á  una  persona,  á  no  ser  por  ra- 
zón de  delito,  incurrirá  en  las  penas  s¡- 
guienle-^: 

1.°    Suspensión  en   su   grado  mínimo, 
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si  la  detención  no  excediere  de  seis  días. 

2  "  Suspensión  en  su  grado  medio,  si 
la  detención  no  excediere  de  quince  días. 

3.°  Suspensión  en  su  grado  máximo,  si 
la  detención  no  excediere  de  treinta  días. 

4."  Inhabilitación  especial  en  su  grado 
mínimo,  si  la  detención  no  excediere  de 
sesenta  días. 

5."  Inhabilitación  especial  en  su  grado 
medio,  si  la  detención  no  excediere  de  no- 
venta días. 

6.°  inhabilitación  especial  en  su  grado 
máximo,  si  la  detención  excediere  de  no- 
venta días. 

Art.  177.  El  funcionario  público  que 
dilatare  el  cumplimiento  de  un  mandato 
judicial  para  que  se  ponga  en  libertad  á 
un  preso  ó  detenido  que  tuviere  á  su  dis- 
posición, será  castigado  con  las  penas  in- 
mediatamente superiores  en  grado  á  las 
señaladas  en  el  articulo  anterior,  en  pro- 
porción al  tiempo  de  la  dilatación. 

Art.  178.  Incurrirá  respectivamente  en 
las  penas  superiores  en  grado  á  las  señala- 
das en  el  art.  176,  el  funcionario  público 
que  no  siendo  Autoridad  judicial  detuviere 
á  una  persona  por  razón  de  delito,  y  no 
la  pusiere  á  disposición  de  la  Autoridad 
judicial  en  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes á  la  en  que  .se  hubiere  hecho  la  de- 
tención. 

Art.  179.  Incurrirán  también  en  las 
mismas  penas  del  articulo  176,  en  sus  res- 
pectivos casos: 

1.'^  El  Alcaide  de  cárcel  ó  cualquiera 
otro  funcionario  público  que  recibiere  en 
calidad  de  detenida  á  cualquiera  persona, 
y  dejare  transcurrir  veinticuatro  horas  sin 
ponerlo  en  conocimiento  de  la  Autoridad 
judicial. 

2.°  El  Alcaide  de  cárcel  ó  cualquiera 
otro  funcionario  que  no  pusiere  en  libertad 
al  detenido  que  no  hubiere  sido  constituido 
en  prisión  por  la  Autoridad  judicial  den- 
tro de  los  seis  días  siguientes  al  en  que 
aquél  hubiere  puesto  lu  detención  en  cono- 
cimiento de  la  Aut'iritiau  judicial. 

3.°  El  Alcaide  de  cárcel  ó  Jefe  de  esta- 
blecimiento penal  (|ue  incomunicare  á  un 
detenido,  aun  con  mandato  judicial,  por 
más  de  veinticuatro  horas. 

4."  El  Alcaide  de  cárcel  ó  cualquiera 
otro  funcionario  público  que  ocultare  un 
preso  ó  detenido  á  la  Autoridad  judicial. 

5."  El  Alcaide  de  cárcel  ó  Jefe  de  esta- 
Ijlecimiento  penal  que  sin  mandato  de  Au- 
toridad judicial,  ó  contraviniendo  á  los  re- 
glamentos, tuviere  á  un  i)reso  ó  senten- 
ciado incomunicado  ó  en  lugar  distinto  del 
que  le  corresponda. 

6."     El  Alcaide  de  cárcel  ó  Jefe  de  esta- 
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blecimiento  penal  que  sin  mandato  de  Au- 
toridad judicial,  ó  contraviniendo  á  los  re- 
glamentos, impusiere  á  los  presos  ó  sen- 
tenciados privaciones  indebidas,  ó  usare 
con  ellos  un  rigor  innecesario. 

7.°  El  Alcaide  de  cárcel  ó  Jefe  de  esta- 
blecimiento penal  que  negare  á  un  deteni- 
do ó  preso,  ó  á  quien  lo  representare  cer- 
tificación de  su  detención  ó  prisión,  ó  que 
no  diere  curso  á  cualquiera  solicitud  rela- 
tiva á  su  libertad. 

8.°  El  Jefe  de  Establecimiento  penal 
«[ue,  sin  mandato  de  Autoridad  judicial, 
retuviere  á  una  persona  en  el  Estableci- 
miento después  de  tener  noticia  oficial  de 
su  indulto,  ó  después  de  haber  extinguido 
su  condena. 

Art.  180.  Incurrirán  en  la  pena  de  sus- 
pensión en  su  grado  mínimo: 

1.°  La  Autoridad  judicial  que  no  pusie- 
re en  libertad  ó  no  constituyere  en  prisión 
por  auto  motivado  á  la  persona  deteaida, 
dentro  de  los  seis  días  siguientes  al  en  que 
aquélla  hubiere  sido  puesta  á  su  dispo- 
sición. 

2.**  La  Autoridad  judicial  que  fuera  del 
caso  expresado  en  el  número  anterior  re- 
tuviere en  calidad  de  presa  á  la  persona 
cuya  soltura  proceda. 

3."  La  Autoridad  judicial  que  prolon- 
gare por  más  de  veinticuatro  horas  la  in- 
comunicación de  un  detenido,  ó  que  inde- 
bidamente decretare  ó  prolongare  la  inco- 
municación de  un  preso  ó  sentenciado. 

4."  El  Secretario  ó  Ministro  de  fe  que 
dejare  transcurrir  veinticuatro  horas  sin 
notificar  al  detenido  el  auto,  constituyén- 
dolo en  prisión  ó  dejando  sin  efecto  la  de- 
tención. 

5.°  El  Secretario  ó  Ministro  de  fe  que 
dilatare  por  más  de  veinticuatro  horas  la 
notificación  de  auto  alzando  la  incomuni- 
cación ó  poniendo  en  libertad  al  preso  ó 
sentenciado. 

6.°  El  Secretario  ó  Ministro  de  fe  que 
dilatare  dar  cuenta  al  Tribunal  por  más 
de  veinticuatro  horas  de  la  solicitud  de  un 
detenido,  preso  ó  sentenciado,  ó  de  su 
representante,  relativa  á  su  libertad. 

Cuando  la  demora  á  que  se  refieren  los 
números  anteriores  excediere  de  diez  días, 
incurrirán  los  culpables,  en  sus  respec- 
tivos casos,  en  la  pena  de  suspensión  en 
su  grado  medio,  y  si  excediere  de  treinta 
dias,  en  la  de  suspensión  en  su  grado  má- 
ximo. 

Art.  181.  Incurrirán  en  la  pena  de  sus- 
pensión en  su  grado  medio: 

1.°  El  funcionrio  público  que  no  sien- 
do Autoridad  judicial  entrare  en  el  domi- 
cilio de  un  hondureno  ó  extranjero  sin  su 


consentimiento,  á  no  ser  en  los  casos  y  con 
los  requisitos  previstos  en  los  arts.  44,  45 
y  46  de  la  Constitución  (1). 

2.°  El  funcionario  público  que  no  sien- 
do Autoridad  judicial  registrare  los  pape- 
les de  un  hondureno  ó  extranjero  y  efec- 
tos que  se  hallaren  en  su  domicilio,  á  no 
ser  que  el  dueño  hubiere  prestado  su  con- 
sentimiento. 

Si  no  devolviere  al  dueño  inmediata- 
mente después  del  registro  los  papeles  y 
efectos  registrados,  la  pena  será  la  inme- 
diatamente superior  en  grado. 

Si  los  sustrajere  y  se  los  apropiare,  será 
castigado  como  reo  de  delito  de  robo  con 
violencia  en  las  personas. 

3.°  El  funcionario  público  que  con  oca- 
sión del  registro  de  papeles  y  efectos  de 
una  persona  cometiere  cualquiera  otra  ve- 
jación injusta  contra  las  personas  ó  daño 
innecesario  en  sus  bienes. 

Si  los  delitos  penados  en  los  tres  núme- 
ros anteriores  fueren  cometidos  de  noche, 
la  pena  será  la  de  suspensión  en  su  grad» 
máximo,  salvo  lo  dispuesto  en  los  párrafos 
segundo  y  tercero  del  núm.  2.°,  respecto 
de  los  cuales  la  pena  será  la  inmediata- 
mente superior  en  grado  á  las  en  ellos  se- 
ñaladas. 

Art.  182.  La  Autoridad  judicial  que 
fuera  de  los  casos  previstos  en  los  arts.  44, 
45  y  46  de  la  Constitución  (2),  entrare  en 
el  domicilio  de  un  hondureno  ó  extranjero 


(1)  Texto  de  los  artículos  que  se  citan: 

<Art.  44.  La  habitación  de  todo  individuo  es 
un  asilo  sagrado,  que  no  podrá  allanarse  sino  por 
la  Autoridad,  en  los  caaos  siguientes: 

1.°  Para  extraer  un  criminal  sorprendido  in- 
fraganti; 

2.°  Por  cometerse  delito  en  el  interior  de  la 
habitación,  por  desorden  escandaloso  que  exija 
pronto  remedio  ó  por  reclamación  del  interior  de 
la  casa; 

S.°  En  caso  de  incendio,  terremoto,  inundación, 
epidemia  ú  otro  análogo; 

4.°  Para  libertar  una  persona  secuestrada  ile- 
galmente; 

.5."  Para  extraer  objetos  perseguidos  en  virtud 
de  un  proceso,  precediendo  semiplena  prueba,  por 
lo  menos,  de  la  existencia  de  dichos  objetos  ó 
para  ejecutar  una  disposición  judicial  legalmente 
decretada; 

6.°  Para  aprehender  á  un  reo  á  quien  se  haya 
proveído  auto  de  prisión  ó  detención,  precediendo, 
al  menos,  semiplena  prueba  de  que  se  oculta  en  la 
casa  que  deba  allanarse. 

En  los  dos  últimos  casos  no  podrá  verificar  el 
allanamiento  sino  con  orden  escrita  de  Autoridad 
competente. 

Art.  45.  Siempre  que  el  domicilio  que  haya  de 
allanarse  no  sea  del  reo  á  quien  se  persigue,  la 
Autoridad  ó  sus  agentes  solicitarán  previamente 
el  permiso  del  morador. 

Art.  46.  El  allanamiento  del  domicilio,  en  los 
casos  en  que  se  requiere  orden  escrita,  no  se  puede 
verificar  desde  las  siete  de  la  noche  hasta  las  seis 
de  la  mañana.» 

(2)  Véase  la  nota  anterior. 


HONDURAS.    CÓDIGO   PENAL 


395 


sin  su  consentimiento,  incurrirá  en  la  pe- 
na de  suspensión  en  su  grado  medio. 

Art.  183.  En  la  misma  pena  incurrirá 
la  Autoridad  judicial  que,  si  las  formalida- 
des legales,  registrara  en  el  domicilio  de 
un  hondureno  ó  extranjero  sus  papeles  y 
efectos,  á  no  ser  con  su  consentimiento. 

Art.  184.  El  funcionario  público  que  no 
siendo  Autoridad  judicial  detuviere  inde- 
bidamente la  correspondencia  privada  con- 
fiada al  correo  ó  al  telégrafo,  incurrirá  en 
la  multa  de  treinta  á  trescientos  pesos. 

Art.  185.  El  funcionario  público  que  no 
siendo  Autoridad  judicial  abriere  la  co- 
rrespondencia privada  confiada  al  correo 
incurrirá  en  la  pena  de  multa  de  sesenta  á 
seiscientos  pesos. 

Art.  186.  El  funcionario  público  que  la 
sustrajere,  será  castigado  con  la  pena  de 
multa  de  noventa  á  novecientos  pesos. 

Art.  187.  La  Autoridad  que  mandare 
pagar  un  impuesto  nacional  no  votado  ó 
autorizado  legalmente,  incurrirá  en  la  pe- 
na de  inhabilitación  absoluta  en  su  grado 
mínimo. 

Art.  188.  La  Autoridad  que  mandare 
pagar  un  impuesto  departamental  ó  muni- 
cipal no  aprobado  legalmente,  incurrirá 
en  la  pena  de  suspensión  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  189.  Los  funcionarios  públicos  que 
exigieren  á  los  contribuyentes  el  pago  de 
impuestos  no  autorizados  legalmente,  in- 
currirán en  la  pena  de  suspensión  en  su 
grado  mínimo. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  efectiva, 
la  pena  será  la  de  suspensión  en  su  grado 
medio. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  em- 
pleando el  apremio  ú  otro  medio  coerciti- 
vo, la  pena  será  la  de  suspensión  en  su 
grado  máximo. 

Art.  190.  Si  el  importe  cobrado  no  hu- 
biere entrado  en  la  Tesorería  respectiva, 
por  habérselo  apropiado  el  que  lo  hubiere 
exigido,  será  éste  castigado  como  estafa- 
dor en  el  término  máximo  de  la  pena  que 
como  tal  le  corresponda. 

Art.  191.  Las  Autoridades  que  presten 
su  auxilio  y  cooperación  á  los  funcionarios 
mencionados  en  los  dos  artículos  anterio- 
res, incurrirán  en  la  pena  de  suspensión 
en  su  grado  mínimo. 

En  el  caso  en  que  se  hubieren  lucrado 
de  las  cantidades  cobradas,  serán  castiga- 
das como  coautores  del  delito  penado  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  192.  El  funcionario  público  que  á 
no  ser  en  virtud  de  ley  ó  de  sentencia  fun- 
dada en  ley,  expropiare  de  sus  bienes  á  un 
hondureno  ó  extranjero,  incurrirá  en  la 


pena  de  suspensión  en  su  grado  medio,  y 
en  la  de  suspensión  en  su  grado  mínimo  si 
sólo  le  perturbare  en  la  posesión . 

Art.  193.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  suspensión  en  su  grado  mínimo: 

1°  El  funcionario  público  que  indebi- 
damente prohibiere  ó  impidiere  auna  per- 
sona concurrir  á  cualquiera  reunión  ó  ma- 
nifestación pacífica. 

2°  El  funcionario  público  que  le  impi- 
diere ó  prohibiere  indebidamente  formar 
parte  de  cualquiera  asociación. 

3.°  El  funcionario  público  que  indebi- 
damente prohibiere  ó  impidiere  á  una  per- 
sona ó  reunión  de  personas  dirigir  peticio- 
nes á  las  Autoridades  establecidas  legal- 
mente. 

Art.  194.  El  funcionario  públicoque  im- 
pidiere indebidamente,  por  cualquier  me- 
dio, la  celebración  de  una  reunión  ó  mani- 
festación pacíficas,  ó  la  fundación  de  cual- 
quiera asociación  lícita,  ó  la  celebración  de 
sus  sesiones,  incurrirá  en  la  pena  de  sus- 
pensión en  su  grado  medio. 

Art.  195.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  suspensión  en  su  grado  máximo: 

1.°  El  funcionario  público  que  indebida- 
mente ordenare  la  disolución  de  alguna 
reunión  ó  manifestación  pacifica. 

2.°  El  funcionario  público  que  indebi- 
damente ordenare  la  suspensión  de  cual- 
quiera asociación  lícita. 

Art.  196.  Incurrirá  en  la  pena  de  sus- 
pensión en  su  grado  mínimo  el  funcionario 
público  que  ordenare  la  clausura  ó  disolu- 
ción de  cualquier  establecimiento  privado 
de  enseñanza,  á  no  ser  por  motivos  racio- 
nalmente suficientes  de  higiene  ó  mora- 
lidad. 

Art.  197.  Incurrirá  en  la  pena  de  con- 
finamiento en  su  grado  mínimo,  el  funcio- 
nario público  que  sin  haber  intimado  dos 
veces  consecutivas  la  disolución  do  cual- 
quiera reunión  ó  manifestación,  ó  la  sus- 
pensión de  la  sesión  de  una  asociación, 
empleare  la  fuerza  para  disolverla  ó  sus- 
penderla, á  no  ser  en  el  caso  de  que  hubie- 
re precedido  agresión  violenta  por  parte  de 
los  reunidos,  manifest-intes  ó  asociados. 

Si  del  empleo  indebido  de  la  fuerza  hu- 
bieren resultado  lesiones  leves  á  alguno  ó 
algunos  de  los  concurrentes,  la  pena  será 
la  de  confinamiento  en  su  grado  medio. 

Si  las  lesiones  fueren  graves,  la  pena 
será  la  de  confinamiento  en  su  grado  má- 
ximo. 

Si  hubiere  resultado  muerte,  la  pena  se- 
rá la  de  relegación  en  su  grado  mínimo. 

Art.  198.  El  funcionario  púl)Iico  que 
una  vez  disuelta  cualquiera  reunión  ó  ma- 
nifestación, ó  suspendida  cualquiera  aso- 
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dación  o  su  sesión,  se  negare  a  poner  en 
conocimiento  de  la  Autoridad  judicial  que 
se  lo  reclamare,  las  causas  que  hubiere 
motivado  la  disolución  ó  suspensión,  será 
castigado  con  la  pena  de  su.-;pensión  en  su 
grado  medio. 

Sección  tercera. 

Delitos  relativos  al  libre  ejercicio  de  los  cultos. 

Art.  199.  Incurrirá  en  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio  el  que,  por 
medio  de  amenazas,  violencias  ú  otros  apre- 
mios ilegítimos,  forzare  á  una  persona  á 
ejercer  actos  religiosos  ó  asistir  á  funciones 
de  un  culto  que  no  sea  el  suyo. 

Art.  200.  Incurrirá  en  la"^  misma  pena 
señalada  en  el  articulo  anterior  el  que  im- 
pidiere por  los  mismos  medios  á  una  per- 
sona practicar  los  netos  del  culto  que  pro- 
fese ó  asistir  á  sus  funciones. 

Art.  2ül.  Incurrirá  en  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo: 

1.°  El  que  por  los  medios  mencionados 
en  el  artículo  anterior  forzare  a  una  perso- 
na á  ¡)racti.'ar  los  actos  religiosos  ó  asistir 
á  las  funciones  del  culto  que  ésta  profese. 

2°  El  que  por  los  mismos  medios  impi- 
diere á  una  persona  observar  las  fiestas 
religiosas  de  su  culto. 

3.°  El  que  por  los  mismos  medios  le  im- 
pidiere abrir  su  tienda,  almacén  ú  otro  es- 
tablecimiento, ó  le  forzare  á  abstenerse  de 
trabajos  de  cualquiera  especie  en  determi- 
nadas fiestas  religiosas. 

Lo  prescrito  en  este  artículo  y  en  los  an- 
teriores se  entiende  sin  perjuicio  de  las  dis- 
posiciones generales  ó  locales  de  orden  pú- 
blico y  policía. 

Art.  202.  Incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  máximo  los  que 
tumultuariamente  impidieren,  perturbaren 
ó  hicieren  retardar  la  cele'^ración  de  los 
actos  de  cualquier  culto  en  el  edificio  des- 
tinado iiabitualmente  para  ello,  ó  en  cual- 
quier otro  sitio  donde  .se  celebraren  legal- 
mente. 

Art.  203.  Incurrirá  en  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio: 

1.°  El  que  con  lieclios,  palabras,  gestos 
ó  amenazas  ultrajare  al  ministro  de  cual- 
quier culto  cuando  se  hallare  dcsenipeñan- 
do  sus  funciones. 

2.°  El  que  por  los  mismos  medios  impi- 
diere, perturbare  ó  interrumpiere  la  cele- 
bración de  las  funciones  religiosas  en  el 
lugar  destinado  Iiabitualmente  á  ellas,  ó  en 
cualquiera  otro  en  que  so  celebraren  legal- 
rnento. 

Art.  204.  El  que  en  un  lugar  religioso 
ejecutare  con  escándalo  actos  (jue  sin  estar 


comprendidos  en  ninguno  de  los  artículos 
anteriores,  ofendiere  el  .sentimiento  reli- 
gioso de  los  concurrentes,  incurrirá  en  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Sección  cuarta. 

Disposiciones  comunes  á  las  tres  secciones  ante- 
riores. 

Art.  205.  Lo  dispuesto  en  este  capítulo 
se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  ordenado  en 
otros  de  este  Código  que  señalen  mayor  pe- 
na á  cualquiera  de  los  hechos  comprendi- 
dos en  las  tres  secciones  anteriores. 

Art  206.  Los  delitos  contra  los  dere- 
chos individuales  garantizados  por  la  Cons- 
titución no  comprendidos  en  este  capítulo, 
serán  castigados  con  suspensión  en  su  gra- 
do mínimo,  si  el  delincuente  fuere  funcio- 
nario público,  y  con  multa  de  30  á  300  pe- 
sos, si  fuere  un  particular,  sin  perjuicio  de 
las  disposiciones  de  este  Código  que  seña- 
laren mayor  pena. 

CAPITULO  III 

DISPOSICIÓN  COMÚN   A   LOS  DOS  CAPÍTULOS 
AMERIORES 

Art.  207.  Las  disposiciones  de  este  tí- 
tulo, respecto  de  los  delitos  cometidos  con- 
tra los  derechos  individuales  garantizados 
por  la  Constitución,  se  entienden  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  Estado 
de  Sitio  (1). 

TÍTULO  III 
Delitos  contra  el  orden  público. 

CAPITULO  PRIMERO 

REBELIÓN 

Art.  208.  Son  reos  de  rebelión  los  que 
se  alzaren  ))úblicamcnte  y  en  abierta  hos- 
tilidad contra  el  Gobierno  para  cualquiera 
de  los  objetos  siguientes: 

1.°  Deponer  al  Presidente  del  Estado  ó 
á  su  sustituto  constitucional,  ó  privarles  de 
su  libertad  personal,  ú  ol)ligarlcs  á  ejecu- 
tar un  acto  contrario  á  su  voluntad. 

2.°  Impedir  la  reunión  legítima  del 
Congreso  ó  de  la  ('orte  Suprema,  ó  la  ce- 
lebración de  las  elecciones  para  Autorida- 
des Supremas. 

3.°    Disolver  el  Congreso  ó  la  Corte  Su- 


(1)    Véase  el  te.xto  de  la  vigente  en  las  página» 
87  y  siguientes  del  presente  tomo. 
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preraa,  impedirles  sus  deliberaciones,  ó 
arrancarles  alguna  resolución. 

4.°  Ejecutar  cualquiera  de  los  delitos 
previstos  en  el  art.  135. 

5.°  Sustraer  el  Estado  ó  parte  de  él,  ó 
algún  cuerpo  de  tropa  de  tierra  ó  de  mar, 
ó  cualquiera  otra  clase  de  fuerza  armada, 
de  la  ooediencia  al  Supremo  Gobierno. 

6.°  Usar  y  ejercer  por  si  el  Poder  Eje- 
cutivo, ó  despojar  á  éste  de  sus  facultades 
constitucionales,  ó  impedirle  ó  coartarle 
su  libre  ejercicio. 

7.°  Ejecutar  cualquiera  de  los  delitos 
previstos  en  el  art.  151. 

Art.  209.  Los  que  induciendo  y  deter- 
minando á  los  rebeldes  hubieren  promovi- 
do ó  sostuvieren  la  rebelión,  y  los  caudillos 
principales  de  ésta,  serán  castigados  con 
la  pena  de  reclusión  mayor  en  su  grado 
máximo  y  en  su  término  máximo. 

Art.  210.  Los  que  ejercieren  un  mando 
subalterno  en  la  rebelión,  incurrirán  en  la 
pena  de  reclusión  mayor  en  su  grado  má- 
ximo, si  fueren  personas  constituidas  en 
autoridad  civil  ó  eclesiástica,  ó  si  hubiere 
habido  combate  entre  la  fuerza  de  su  man- 
do y  la  fuerza  pública  fiel  al  Gobierno,  ó 
aquélla  hubiere  causado  estragos  en  las 
propiedades  de  los  particulares,  de  los  pue- 
blos ó  del  Estado,  cortado  las  lineas  tele- 
gráficas ó  telefónicas,  ó  las  vías  férreas, 
ejercido  violencias  graves  contra  las  per- 
sonas, exigido  contribuciones,  ó  distraído 
los  caudales  públicos  de  su  legitima  inver- 
sión. 

Fuera  de  estos  casos  se  impondrá  al  cul- 
pable la  pena  de  reclusión  mayor  en  su 
grado  medio. 

Art.  211.  Los  meros  ejecutores  de  la 
rebelión  serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  mayor  en  su  grado  mínimo,  en 
los  casos  previstos  en  el  párrafo  primero 
del  artículo  anterior,  y  con  la  de  reclusión 
menor  en  su  grado  máximo,  no  estando  en 
el  mismo  comprendidos. 

Art.  212.  Guando  la  rebelión  no  hubie- 
re llegado  á  organizarse  con  jefes  conoci- 
dos, se  reputarán  por  tales  los  que  de  he- 
cho dirigieren  á  los  demás,  ó  llevaren  la 
voz  por  ellos,  ó  firmaren  los  recibos  ú  otros 
escritos  expedidos  á  su  nombre,  6  ejercie- 
ren otros  actos  semejantes  en  representa- 
ción de  los  demás. 

Art.  213.  Serán  castigados  como  rebel- 
des con  la  pena  de  reclusión  mayor  en  su 
grado  mínimo: 

1.°  Los  que  sin  alzarse  contra  el  Go- 
bierno cometieren  por  astucia,  ó  por  cual- 
quiera otro  medio,  alguno  de  los  delitos 
comprendidos  en  el  art.  208. 

2.''    Los  que  sedujeren  tropas  del  Go- 


bierno, ó  cualquiera  otra  clase  de  fuerza 
armada  de  mar  ó  de  tierra  para  cometer 
el  delito  de  i'ebelión,  ó  para  que  se  pasen  á 
las  filas  de  los  rebeldes,  ó  deserten  de  sus 
banderas. 

Si  llegare  á  tener  efecto  la  rebelión,  los 
seductores  se  reputarán  promovedores  y 
sufrirán  la  pena  señalada  en  el  art.  209. 

3.°  Los  que  facilitaien  á  los  rebeldes  la 
entrada  en  Honduras,  la  toma  de  una  pla- 
za, puesto  militar,  buque  del  Estado,  ó  al- 
macenes de  boca  ó  guerra  del  mismo. 

4."  Los  que  reclutaren  gente  para  ha- 
cer la  guerra  bajo  las  banderas  de  los  re- 
beldes. 

5.°  Los  que  suministraren  á  los  rebel- 
des caudales,  armas,  embarcaciones,  efec- 
tos ó  municiones  de  boca  ó  guerra,  ú  otros 
medios  directos  y  eficaces  para  hostilizar 
al  Gobierno,  ó  favorecer  el  progreso  de  las 
armas  enemigas. 

6.°  Los  que  suministraren  á  los  rebel- 
des planos  de  fortalezas  ó  de  terrenos,  do- 
cumentos ó  noticias  que  conduzcan  direc- 
tamente al  mismo  fin  de  hostilizar  al  Go- 
bierno, ó  de  favorecer  el  progreso  de  las 
armas  enemigas. 

7."  Los  que  en  tiempo  de  rebelión  im- 
pidieren que  las  tropas  del  Gobierno  reci- 
ban los  auxilios  expresados  en  el  núme- 
ro 5.°,  ó  los  datos  y  noticias  indicados  en 
©16." 

Art.  214.  El  delito  frustrado  de  rebelión 
se  castigará  cor^o  si  fuera  consumado,  y  la 
tentativa,  con  la'pena  inferior  en  grado. 

La  conspiración  será  castigada  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  má- 
ximo, y  la  proposición,  con  la  de  reclusión 
menor  en  su  grado  medio;  pero  sin  que  en 
ningún  caso  pueda  exceder  de  la  que  co- 
rrespondería á  la  tentativa. 

CAPITULO  II 

SEDICIÓN 

Art.  215.  Son  reos  de  sedición  los  que 
se  alzan  pública  y  tumultuariamente  para 
conseguir  por  la  fuerza,  ó  fuera  de  las 
vías  legales,  cualquiera  de  los  objetos  si- 
guientes: 

!.•  Impedir  la  promulgación  ó  la  eje- 
cución de  las  leyes,  ó  la  libre  celebración 
de  las  elecciones  para  Autoridades  depar- 
tamentales ó  locales. 

2.°  Impedir  á  cualquiera  Autoridad, 
corporación  oficial  ó  funcionario  público, 
el  libre  ejercicio  de  sus  funciones,  cumpli- 
miento de  sus  providencias  administrativas 
ó  judiciales. 

3.°    Ejercer  algún  acto  de  odio  ó  ven- 
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ganza  en  la  persona  ó  bienes  de  alguna 
Autoridad  ó  de  sus  agentes. 

4.°  Ejercer  con  un  objeto  político  ó  so- 
cial, algún  acto  de  odio  ó  de  venganza  con- 
tra los  particulares,  ó  cualquiera  clase  del 
Estado. 

b°  Despojar  con  un  objeto  político  ó 
social  de  todos  ó  de  parte  de  sus  bienes 
propios  á  alguna  clase  de  personas,  al  Mu- 
nicipio, al  Departamento,  ó  al  Estado,  ó 
talar  ó  destruir  dichos  bienes. 

Art.  216.  Los  que  induciendo  ó  deter- 
minando á  los  sedicio.sos  hubieren  promo- 
vido ó  sostenido  la  sedición,  y  los  caudillos 
principales  de  ésta,  serán  castigados  con 
la  pena  de  reclusión  mayor  en  su  grado 
medio  y  en  su  término  máximo,  si  se  en- 
contraren en  alguno  de  los  casos  previstos 
en  el  párrafo  primero  del  art.  210,  y  con 
la  de  reclusión  mayor  en  su  grado  míni- 
mo, si  no  se  encontraren  incluidos  en  nin- 
guno de  ellos. 

Art.  217.  Los  meros  ejecutores  de  la 
sedición  serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  máximo,  en 
los  casos  previstos  en  el  párrafo  primero 
del  art.  210  citado,  y  con  la  de  reclusión 
menor  en  su  grado  medio,  no  estando  com- 
prendidos en  el  mismo. 

Art.  218.  Lo  dispuesto  en  el  art.  212  es 
aplicable  al  caso  de  sedición,  cuando  ésta 
no  hubiere  llegado  a  organizarse  con  jefes 
conocidos. 

Art.  219.  El  delito  frustrado  de  sedi- 
ción se  castigará  como  si  fuera  consuma- 
do, y  la  tentativa,  con  la  pena  inferior  en 
grado . 

La  conspiración  será  castigada  con  la  pe- 
na de  reclusión  menor  en  su  grado  medio, 
y  la  proposición,  con  la  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo;  pero  sin  que  en  nin- 
gún caso  pueda  exceder  de  la  que  corres- 
pondería á  la  tentativa. 

Art.  220.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  máximo, 
los  que  sedujeren  tropas  ó  cualquiera  otra 
clase  de  fuerza  armada,  de  mar  ó  de  tie- 
rra, para  cometer  el  delito  de  sedición. 

Si  llegare  á  tener  efecto  la  sedición,  los 
seductores  se  reputarán  promovedores,  y 
sufrirán  la  pena  á  éstos  señalada  en  el  ar- 
tículo 216. 

Con  la  misma  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  máximo  serán  castigados  los 
que  auxiliaren  la  sedición  de  alguno  de 
los  modos  expresados  en  los  números  2.° 
al  7.»  del  art.  213. 

Art.  221,  En  el  caso  de  que  la  sedición 
no  hubiere  llegado  hasta  el  punto  de  em- 
barazar de  un  modo  grave  el  ejercicio  de 
la  Autoridad  pública,  y  no  hubiere  tam- 


poco ocasionado  la  perpetración  de  otro 
delito  grave,  los  Tribunales  aplicarán  la 
pena  inmediata  inferior  en  grado. 

CAPITULO  III 

DISPOSICIONES    COMUNES  Á    LOS  DOS  CAPÍTULOS 
ANTliRIORES 

Art.  222.  Luego  que  se  manifieste  la 
la  rebelión  ó  sedición,  la  Autoridad  guber- 
nativa intimará  hasta  dos  veces  á  los  su- 
blevados que  inmediatamente  se  disuelvan 
y  retiren,  dejando  pasar  entre  una  y  otra 
intimación  el  tiempo  necesario  para  ello. 

Si  los  sublevados  no  se  retiraren  inme- 
diatamente después  de  la  segunda  intima- 
ción, la  Autoridad  hará  uso  de  la  fuerza 
pública  para  disolverlos. 

Las  intimaciones  se  harán  mandando 
ondear  al  frente  de  los  sublevados  la  ban- 
dera nacional,  si  fuere  de  día,  y  si  fuere 
de  noche,  requiriendo  la  retirada  á  toque 
de  tambor,  clarín  ú  otro  ¡n.strumento  á 
propósito. 

Si  las  circunstancias  no  permitieren  ha- 
cer uso  de  los  medios  indicados,  se  ejecu- 
tarán las  intimaciones  por  otros,  procu- 
rando siempre  la  mayor  publicidad. 

No  serán  necesarias,  respectivamente, 
la  primera  ó  la  segunda  intimación,  desde 
el  momento  en  que  los  rebeldes  ó  sedicio- 
sos rompieren  el  fuego. 

Art.  223.  Cuando  los  rebeldes  ó  sedi- 
ciosos se  disolvieron  ó  sometieron  á  la  Au- 
toridad legítima  antes  de  las  intimaciones 
ó  á  consecuencia  de  ellas,  quedarán  exen- 
tos de  toda  pena  los  meros  ejecutores  de 
cualquiera  de  aquellos  delitos,  y  también 
los  sediciosos  comprendidos  en  el  art.  216, 
si  no  fueren  empleados  públicos. 

Los  Tribunales  en  este  caso  aplicarán  á 
los  demás  culpables  la  pena  inferior  en 
grado  á  las  señaladas  en  los  dos  capítulos 
anteriores. 

Art.  224.  Los  delitos  particulares  co- 
metidos en  una  rebelión  ó  .sedición,  ó  con 
motivo  de  ellas,  serán  castigados,  respec- 
tivamente, según  las  disposiciones  de  este 
Código. 

Cuando  no  puedan  descubrirse  sus  auto- 
res, serán  penados  como  tales  los  jefes 
principales  de  la  rebelión  ó  .sedición. 

Art.  225.  Las  Autoridades  de  nombra- 
miento del  Gobierno  que  no  hubieren  re- 
sistido á  la  rebelión  ó  sedición  por  todos 
los  medios  que  estuvieren  á  su  alcance,  su- 
frirán la  pena  de  suspensión  en  su  grado 
máximo. 

Las  que  no  fueren  de  nombramiento  del 
Gobierno,  sufrirán  la  pena  de  suspensión 
en  su  grado  medio. 
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Art.  226.  Los  empleados  que  continua- 
ren desempeñando  sus  cargos  bajo  el  man- 
do de  los  alzados,  ó  que  sin  habérseles  ad- 
mitido la  renuncia  de  su  empleo  lo  aban- 
donaren cuando  haya  peligro  de  rebelión 
ó  sedición,  incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  227.  Los  que  aceptaren  empleos 
de  los  rebeldes  ó  sediciosos,  serán  castiga- 
dos con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  máximo,  si  fueren  empleados,  y  no 
siéndolo,  con  la  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se 
entiende  cuando  los  culpables  no  merezcan 
una  pena  más  grave. 

CAPÍTULO  IV 

DE  LOS  ATENTADOS  CONTRA  LA  AUTORIDAD  Y  SUS 
AGENTES,  RESISTENCIA  Y  DESOBEDIENCIA 

Art.  228.     Cometen  atentado: 

1°  Los  que  sin  alzarse  públicamente, 
emplearen  fuerza  ó  intimidación  para  al- 
guno de  los  objetos  señalados  en  los  deli- 
tos de  rebelión  y  .sedición. 

2.°  Los  que  acometieren  á  la  Autoridad 
ó  á  sus  agentes,  ó  emplearen  fuerza  contra 
ellos,  ó  los  intimidaren  gravemente,  ó  les 
hicieren  resistencia  también  grave,  cuan- 
do se  hallaren  ejerciendo  las  funciones  de 
sus  cargos  ó  con  ocasión  de  ellas. 

Art.  229.  Los  atentados  comprendidos 
en  el  articulo  anterior  serán  castigados  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
máximo,  siempre  que  concurra  alguna  de 
las  circunstancias  siguientes: 

1.*  Si  la  agresión  se  verificare  á  mano 
armada. 

2.*  Si  los  reos  fueren  funcionarios  pú- 
blicos. 

3.*  Si  los  delincuentes  pusieren  manos 
en  la  Autoridad. 

4.*  Si  por  consecuencia  de  la  coacción, 
la  Autoridad  hubiere  accedido  á  las  exi- 
gencias de  los  delincuentes. 

Sin  estas  circunstancias,  la  pena  será  de 
reclusión  menor  en  su  grado  medio. 

Se  impondrá  la  pena  señalada  en  el  pá- 
rrafo anterior  en  su  término  máximo,  á 
los  culpables,  cuando  hubieren  puesto  ma- 
nos en  las  personas  que  acudieren  en  auxi- 
lio de  la  Autoridad  ó  «n  sus  agentes,  ó  en 
los  funcionarios  públicos. 

Art.  230.  Los  que  sin  estar  comprendi- 
dos en  el  art.  228  resistieren  á  la  Autori- 
dad ó  á  sus  agentes,  ó  los  desobedecieren 
gravemente  en  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes de  sus  cargos,  serán  castigados  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo y  en  su  término  mínimo. 


CAPITULO  V 

DE  LOS  DESACATOS,  INSULTOS,  INJURIAS  Y  AME- 
NAZAS Á  LA  AUTORIDAD,  Y  DE  LOS  INSULTOS, 
INJURIAS  Y  AMENAZAS  Á  SUS  AGENTES  Y  Á  LOS 
DEMÁS  FUNCIONARIOS  PÚBLICOS 

Art.  231.     Cometen  desacato: 

1.°  Los  que,  hallándose  una  Autoridad 
pública  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó 
con  ocasión  de  éstas,  la  calumniaren,  inju- 
riaren ó  insultaren  de  hecho  ó  de  palabra 
en  su  presencia  ó  en  escrito  que  le  dirigie- 
ren, ó  la  amenazaren. 

2.°  El  funcionario  público  que,  hallán- 
dose su  superior  jerárquico  en  el  ejercicio 
de  su  cargo,  lo  calumniare,  injuriare  ó  in- 
sultare de  hecho  ó  de  palabra  en  su  pre- 
sencia ó  en  escrito  que  le  dirigiere,  ó  le 
amenazare. 

Art.  232.  Cuando  la  calumnia,  insulto, 
injuria  ó  amenaza  de  que  habla  el  artículo 
precedente,  fueren  graves,  el  delincuente 
sufrirá  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio. 

Si  fueren  menos  graves  ó  leves,  la  pena 
será  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  233.  La  provocación  al  duelo,  aun- 
que sea  embozada  ó  con  apariencias  de 
privada,  se  reputará  amenaza  grave  para 
los  efectos  del  artículo  anterior. 

Art.  234.  Los  que,  hallándose  una  Au- 
toridad pública  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones ó  con  ocasión  de  éstas,  la  calumnia- 
ren, injuriaren,  insultaren  de  hecho  ó  de 
palabra  fuera  de  su  presencia,  ó  en  escri- 
to que  no  estuviere  á  ella  dirigido,  serán 
castigados  con  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  235.  Se  impondrá  también  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  á 
los  que  injuriaren,  insultaren  ó  amenaza- 
ren de  hecho  ó  de  palabra  á  los  funciona- 
rios públicos  ó  á  los  agentes  de  la  Autori- 
dad en  su  presencia  ó  en  escrito  que  se  les 
dirigiere. 

CAPITULO  VI 

DESÓRDENES    PÚBLICOS 

Art.  236.  Los  que  causaren  tumulto  ó 
turbaren  gravemente  el  orden  en  la  au- 
diencia de  un  Tribunal  ó  Juzgado,  en  los 
actos  públicos  propios  de  cualquiera  Auto- 
ridad ó  corporación,  en  algún  colegio  elec- 
toral, oficinas  ó  establecimiento  público; 
en  espectáculos  ó  solemnidad  ó  reunión 
numerosa,  serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  237.  Se  im[)ondrá  taml>ién  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 
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á  no  corresponder  una  superior  con  arre- 
glo á  otros  artículos  del  Código,  á  los  que 
dieren  gritos  provocativos  de  rebelión  ó  se- 
dición en  cualquiera  reunión  ó  asociación, 
ó  en  lugar  público,  ú  ostentaren  en  mis- 
mos sitios  lemas  ó  banderas  que  los  pro- 
vacaren  directamente  á  la  alteración  del 
orden  público. 

Art.  238.  Los  que  extrajeren  de  las 
cárceles  ó  de  los  establecimientos  penales 
á  alguna  persona  detenida  en  ellos,  ó  le 
proporcionaren  la  evasión,  serán  castiga- 
dos con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  máximo,  si  emplearen  al  efecto  la 
violencia,  ó  intimidación,  ó  el  soborno;  y 
con  la  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio,  si  se  valieren  de  otros  medios. 

Si  la  evasión  del  detenido  se  verificare 
fuera  de  dichos  establecimientos,  sorpren- 
diendo á  los  encargados  de  conducirlos,  se 
aplicará  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo. 

Art.  239.  A  los  que  destruyeren  ó  de- 
terioraren pinturas,  estatuas  ú  otro  mo- 
numento ú  objetos  públicos  de  utilidad  ú 
ornato,  se  les  aplicará  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  240.  Las  disposiciones  del  presen- 
te capitulo  no  son  aplicables  en  el  caso  de 
que  los  hechos  que  por  ellas  se  reprimen, 
constituyan  otros  delitos  más  graves. 

CAPITULO  Vil 

DISPOSICIONES  COMÚN  KS  Á  LOS  TRES  CAPÍTULOS 
AMERIORES 

Art.  241.  Para  los  efectos  de  los  artícu- 
los comprendidos  en  los  tres  capítulos  pre- 
cedentes, se  reputará  Autoridad  al  que 
por  sí  solo  ó  como  individuo  de  alguna 
Corporación  ó  Tribunal  ejerciere  jurisdic- 
ción propia. 

Se  reputarán  también  Autoridades  los 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal. 

Art.  242.  En  el  caso  de  hallarse  cons- 
tituido en  autoridad  el  que  cometiere  cual- 
quiera de  los  delitos  expresados  en  los  tres 
capítulos  anteriores,  será  castigado  con  el 
máximo  de  la  respectiva  pena. 

Art.  243.  Los  Ministros  de  una  religión 
que  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  pro- 
vocaren á  la  ejecución  de  cualquiera  de  los 
delitos  comprendidos  en  los  tres  capítulos 
anteriores,  serán  castigados  con  la  pena 
de  destierro  en  su  grado  medio,  si  sus  pro- 
vocaciones no  surtieren  efecto,  y  con  la 
misma  pena  en  su  grado  máximo  si  le  pro- 
dujeren, á  no  ser  que  correspondiere  por 
otros  artículos  del  Código  mayor  pena  al 
delito  cometido. 


CAPITULO  VIII 

DISPOSICIÓN    GENERAL 

Art.  244.  Las  penas  señaladas  en  este 
titulo  y  en  otros  de  este  Código,  relativas- 
á  cualesquiera  delitos  que  alteren  el  orden 
público,  sólo  serán  aplicables  cuando  tales 
delitos  no  deban  castigarse  según  el  Códi- 
go penal  militar. 

TITULO  IV 

Delitos  relativos  &  los  ferrocarriles, 
telégrafos,  teléfonos  y  correos. 

Art.  245.  El  que  destruyere  ó  descom- 
pusiere una  vía  férrea  establecida  ó  en 
construcción,  ó  colocare  en  ella  obstáculos 
que  puedan  producir  descarrilamiento  ó 
choque,  ó  tratare  de  producirlos  de  cual- 
quiera otra  manera,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  menor  en  su  grado  má- 
ximo. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que  ma- 
liciosamente interrumpiere  las  comunica- 
ciones por  la  vía  férrea. 

Art.  246.  Si  á  consecuencia  de  la  des- 
trucción, descompostura  ú  obstáculos  pues- 
tos, ó  por  cualquiera  otro  acto  ejecutado, 
se  verificaren  el  descarrilamiento  ó  el  cho- 
que, la  pena  será  la  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo. 

Art.  247.  Cuando  el  descarrilamiento 
ó  el  choque  ocasionaren  la  muerte  de  al- 
guna persona,  el  culpable  sufrirá  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  máximo. 

Si  el  accidente  ocasionare  lesiones  gra- 
ves, la  pena  será  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  y  en  su  término  máximo. 

Si  lesiones  menos  graves,  presidio  ma- 
yor en  su  grado  medio  y  en  su  término 
medio. 

Si  lesiones  leves,  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  y  en  su  término  mínimo. 

Art.  248.  La  amenaza  hecha  de  pala- 
bra ó  por  escrito,  de  cometer  alguno  de 
los  delitos  previstos  en  el  art.  245,  será 
castigada  con  la  pena  de  presidio  menor 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  249.  El  que  por  imprudencia  te- 
meraria ó  por  simple  imprudencia  ó  ne- 
gligencia causare  involuntariamente  en 
una  vía  férrea  accidente  que  no  ocasiona- 
re lesiones  ni  daño,  sufrirá  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  el  accidente  ocasionare  lesiones,  la 
pena  será  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

Si  el  accidente  ocasionare  la  muerte  de 
alguna  persona,  se  aplicará  la  pena  de  re- 
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clusión  menor  en  su  grado  máximo  y  en  su 
término  máximo. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  son 
también  aplicables  á  los  empresarios,  di- 
rectores ó  empleados  de  la  línea. 

Art.  250.  El  maquinista,  conductor  ó 
guardafrenos  que  abandonare  su  puesto  ó 
se  embriagare  durante  su  servicio,  sin  in- 
tención de  causar  daño,  será  castigado 
con  presidio  menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  á  consecuencia  del  abandono  del  pues- 
to ó  de  la  embriaguez  ocurrieren  acciden- 
tes que  causaren  lesiones  á  alguna  perso- 
na, la  pena  será  presidio  menor  en  su  gra- 
do medio. 

Cuando  de  tales  accidentes  resultare  la 
muerte  de  alguna  persona,  se  impondrá  al 
culpable  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  máximo. 

Art.  Í51.  En  caso  de  abandono  inten- 
cional por  causar  daño  á  alguna  de  las  per- 
sonas que  iban  en  los  trenes,  se  aplicarán 
al  maquinista,  conductor  ó  guardafrenos, 
según  los  casos,  las  penas  señaladas  en  los 
arts.  245,  246  y  247,  en  sus  términos  má- 
ximos. 

Art.  252.  Las  penas  que  establecen  los 
artículos  que  preceden  se  aplicarán  respec- 
tivamente á  cualquiera  otro  empleado  en 
el  servicio  del  camino,  que  teniendo  un 
cargo  que  desempeñar,  lo  abandonare  ó 
ejerciere  mal,  con  peligro  de  la  seguridad 
del  tráfico. 

Art.  253.  El  que  por  imprudencia  rom- 
piere los  postes  ó  alambres  ae  una  línea  te- 
legráfica ó  telefónica  establecida  ó  en  cons- 
trucción, ó  ejecutare  actos  que  interrum- 
pan el  servicio  de  los  telégrafos  ó  teléfo- 
nos, será  penado  con  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo. 

Art.  254.  El  que  intencionalmente  in- 
terrumpiere la  comunicación  telegráfica  ó 
telefónica,  ó  causare  daño  á  una  línea  es- 
tablecida ó  en  construcción,  rompiendo  los 
alambres  ó  postes,  inutilizando  los  apara- 
tos de  transmisión  ó  de  cualquiera  otro 
modo,  sufrirá  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio. 

Art.  255.  Los  que  en  caso  de  traición, 
rebeldía,  sedición  ó  de  cualquiera  otra  al- 
teración del  orden  público,  rompieren  los 
alambres  ó  postes,  destruyeren  las  máqui- 
nas ó  aparatos  telegráficos  ó  telefónicos,  ó 
con  violencias  óamenazasseapoderarende 
las  oficinas,  impidieren  la  correspondencia 
entre  las  Autoridades  .públicas,  ó  se  opu- 
sieren al  restablecimiento  de  una  línea  te- 
legráfica ó  telefónica,  .serán  castigados  con 
reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  256.  El  empleado  de  una  oficina 
telegráfica  ó  telefónica  que  divulgare  el 


contenido  de  un  mensaje  sin  autorización 
expresa  de  la  persona  que  lo  dirige  ó  á 
quien  es  dirigido,  incurrirá  en  la  pena  de 
suspensión  en  su  grado  mínimo. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  empleado 
que,  por  descuido  culpable,  no  transmitie- 
re fielmente  el  mensaje;  y  si  en  la  trans- 
misión infiel  hubiere  mala  fe,  el  culpable 
será  castigado  como  reo  de  falsedad. 

Art.  257.  El  empleado  de  una  oficina 
telegráfica  ó  telefónica  que  habiendo  trans- 
mitido órdenes  encaminadas  á  la  persecu- 
ción ó  aprehensión  de  delincuentes,  ó  para 
que  se  practiquen  diligencias  dirigidas  á 
una  averiguación  judicial  ó  gubernativa, 
transmitiere  de  cualquier  modo  avisos  ó 
prevenciones  que  hagan  ilusorias  dichas 
órdenes,  incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  medio. 

Igual  pena  se  aplicará  cuando  maliciosa- 
mente frustrare  las  medidas  de  la  Autori- 
dad en  tales  casos,  con  una  transmisión  ó 
traducción  infiel. 

Art.  258.  En  el  momento  de  cualquier 
desorden  público,  es  prohibido  á  toda  ofi- 
cina telegráfica  ó  telefónica: 

1.°  Transmitir  ó  tolerar  que  se  transmi- 
tan mensajes  dirigidos  á  fomentar  ó  favo- 
recer el  desorden. 

2.°  Dar  aviso  de  la  marcha  que  siguen 
los  sucesos  y  tumultos,  si  no  es  á  la  Autori- 
dad respectiva  ó  con  asentimiento  de  ésta. 

3."  Instruir  del  movimiento  de  tropas  ó 
de  las  medidas  tomadas  para  combatir  la 
insurrección  ó  desorden. 

4."  Comunicar  toda  noticia  cuyo  objeto 
sea  frustrar  las  providencias  tomadas  para 
restablecer  el  orden  público. 

La  infracción  de  cualquiera  de  estas  pro- 
hibiciones sujeta  ai  culpable  á  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  259.  El  que  acometiere  á  un  con- 
ductor de  la  correspondencia  pública  para 
interceptarla  ó  detenerla,  ó  para  apoderar- 
se de  ella  ó  de  cualquier  modo  inutilizarla, 
será  castigado,  si  interviniere  violencia, 
con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
mínimo;  en  otro' caso,  con  la  de  reclusión 
menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  260.  Las  disposicionesdel  presente 
título  no  son  aplicables  en  el  caso  de  que 
los  hechos  que  por  ellas  se  reprimen,  cons- 
tituyan otros  delitos  más  graves. 

TÍTULO  V 

De  las  falsedades. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LA   FALSIFICACIÓN   DE  SELLOS  V  MARCAS 

Art.  261.     El  que  falsificare  el  sello  del 
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Estado,  será  castigado  con  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  medio. 

Art.  262.  El  que  falsificare  el  sello  del 
Estado  en  una  Potencia  extranjera  y  usa- 
re de  él  en  Honduras,  será  castigado  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
mínimo,  y  con  la  de  presidio  menor  en  su 
grado  máximo,  si  hubiere  hecho  uso  de  él 
fuera  del  Estado. 

Art.  263.  El  que,  constándole  la  false- 
dad de  los  sellos  de  que  se  trata  en  los  dos 
artículos  anteriores,  y  sin  haber  tenido 
parte  en  su  falsificación,  se  sirviere  de 
ellos  ó  los  usare,  será  castigado  con  la  pe- 
na inmediata  inferior  á  la  señalada  en  los 
referidos  artículos  para  los  falsificadores. 

Art.  264.  La  falsificación  de  las  mar- 
cas y  sellos  de  los  fieles  contrastes  será 
castigada  con  la  pena  de  presidio  menor 
en  su  grado  máximo. 

Art.  265.  Con  la  pena  señalada  en  el 
artículo  anterior  serán  castigados  los  que 
á  sabiendas  expusieren  á  la  venta  objetos 
de  oro  ó  plata  marcados  con  sellos  falsos 
de  contraste. 

Art.  266.  La  falsificación  de  los  sellos 
usados  por  cualquiera  Autoridad,  Tribu- 
nal, Corporación  oficial  ú  oficina  pública, 
será  castigada  con  la  pena  de  presidio  me- 
nor en  su  grado  máximo. 

El  solo  uso  de  esta  clase  de  sellos  á  sa- 
biendas de  que  son  falsos,  se  castigará  con 
igual  pena,  si  tuviere  por  objeto  el  lucro 
con  perjuicio  de  los  fondos  públicos;  en 
otro  caso  se  impondrá  al  culpable  la  pena 
inmediatamente  inferior  en  grado. 

Art.  267.  La  falsificación  de  los  sellos, 
marcas  y  contraseñas  de  que  se  usa  en  las 
oficinas  del  Estado  para  identificar  cual- 
quiera objeto  ó  para  asegurar  el  pago  de 
impuestos,  será  castigada  con  la  pena  de 
presidio  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  268.  Si  las  falsificaciones  de  que 
tratan  los  dos  artículos  anteriores  se  hu- 
bieren verifi<;ado  sin  emplear  timbre,  ni 
sello,  ni  otro  instrumento  mecánico  propio 
para  la  falsificación,  se  impondrá  al  culpa- 
ble la  pena  inmediatamente  inferior  en 
grado  á  las  señaladas  para  aquellos  delitos. 

Art.  269.  La  falsificación  de  sellos, 
marcas,  billetes  ó  contraseñas  que  usen  las 
empresas  ó  establecimientos  industriales  ó 
de  comercio,  sera  castigada  con  la  pena  de 
presidio  menor  en  su  grado  medio. 

Art.  270.  Será  castigado  con  la  pena 
de  presidio  menor  en  su  grado  mínimo  el 
que  expendiere  objetos  de  comercio,  susti- 
tuyendo en  ellos  la  marca  ó  el  nombre  del 
fabricante  verdadero  por  la  marca  ó  nom- 
bre de  otro  fabricante  supuesto. 

Art.  271.     Incurrirá  también  en  la  mis- 


ma pena  el  que  hiciere  desaparecer  de 
cualquier  sello,  billete  ó  contraseña  la 
marca  ó  signo  que  indique  haber  ya  serví- 
do  ó  sido  inutilizado  para  el  objeto  de  su 
expendición. 

El  que  usare  á  sabiendas  de  esta  clase 
de  sellos  ó  contraseñas,  incurrirá  en  la 
multa  de  30  á  300  pesos. 

CAPITULO  II 

DE  LA  FALSIFICACIÓN  DE  MONEDA 

Art.  272.  El  que  fabricare  moneda  fal- 
sa de  un  valor  inferior  á  la  legítima,  imi- 
tando moneda  de  oro  ó  de  plata  equivalen- 
te á  oro,  que  tenga  curso  legal  en  Hondu- 
ras, será  castigado  con  la  pena  de  presidio 
mayor  en  su  grado  máximo;  y  con  la  mis- 
ma pena  en  su  grado  medio,  si  la  moneda 
falsa  imitada  fuere  de  plata  no  equivalente 
á  oro,  y  en  su  grado  mínimo,  si  fuere  de 
cobre. ' 

Art.  273.  El  que  cercenare  moneda 
legitima,  será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  menor  en  su  grado  máximo,  si  la 
moneda  fuere  de  oro  ó  plata,  y  con  la  de 
presidio  menor  en  su  grado  mínimo  si  fue- 
re de  cobre. 

Art.  274.  El  que  frabricare  moneda 
falsa  del  valor  de  la  legítima,  imitando  mo- 
neda que  tenga  curso  legal  en  Honduras, 
será  castigado  con  la  pena  inferior  en  gra- 
dó á  las  señaladas  en  el  art.  272. 

Art.  275.  El  que  fabricare  moneda  fal- 
sa, imitando  moneda  que  no  tenga  curso 
legal  en  Honduras,  será  castigado  con  la 
pena  inferior  en  tres  grados  á  las  señala- 
das en  el  art.  272. 

Art.  276.  El  que  cercenare  moneda  le- 
gítim.a  de  oro  que  no  tenga  curso  legal  en 
Honduras,  será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  menor  en  su  grado  mínimo;  y  si 
fuei'e  de  plata,  con  la  misma  pena  en  su 
término  mínimo. 

Art.  277.  Las  penas  señaladas  en  los 
artículos  anteriores  se  impondrán  en  sus 
respectivos  casos,  á  los  que  introdujeren 
en  Honduras  moneda  falsa. 

Con'las  mismas  penas  serán  castigados 
también  los  expendedores  de  moneda  fal- 
sa, cuando  exista  connivencia  entre  ellos  y 
los  falsificadores  ó  introductores. 

Art.  278.  Los  que  sin  la  connirencia  de 
que  habla  el  artículo  precedente,  expendie- 
ren monedas  falsas  ó  cercenadas,  que  hu- 
bieren adquirido  sabiendo  que  lo  oran, 
para  ponerlas  en  circulación,  .serán  casti- 
gados con  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  máximo;  pero  en  ningún  caso  podrá 
exceder  la  pena  de  la  inferior  en  grado  á 
la  que  correspondería  al  fabricante. 
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Art.  279.  El  que  habiendo  recibido  de 
buena  fe  moneda  falsa,  la  expendiere  des- 
pués de  constarle  su  falsedad,  será  casti- 
gado, si  la  expendición  excediere  de  diez 
pesos,  con  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  mínimo,  pero  en  ningún  caso  podrá 
exceder  la  pena  de  la  inferior  en  dos  gra- 
dos á  la  que  correspondería  al  fabricante. 

Art.  280.  Serán  castigados  como  reos 
de  tentativa  de  los  delitos  Jo  expendición 
de  moneda,  aquellos  en  cuyo  poder  se  en- 
contraren monedas  falsas  que,  por  su  nú- 
mero y  condiciones,  se  infiera  razonable- 
mente que  están  destinadas  á  la  expen- 
dición. 

CAPITULO  III 

DE  LA  FALSIFICACIÓiV  DE  BILLETES  DE  BANCO, 
DOCUMENTOS  DE  CRÉBITO,  Y  EFECTOS  TIMBRA- 
DOS, CUYA  EXPENDICIÓN  ESTÉ  RESERVADA  AL 
ESTADO. 

Art.  281.  Los  que  falsificaren  billetes 
de  Banco,  ú  otros  títulos  al  portador,  ó  sus 
cupones,  cuya  emisión  hubiese  sido  autori- 
zada por  una  ley  del  Estado,  ó  los  que  los 
introdujeren,  serán  castigados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  máximo. 

La  misma  pena  se  impondrá  á  los  que 
los  expendieren  en  connivencia  con  el  fal- 
sificador ó  introductor. 

Art.  282.  Serán  castigados  también  con 
la  pena  del  artículo  anterior,  los  que  falsi- 
ficaren en  Honduras  billetes  de  Banco  ú 
otra  clase  de  títulos  al  portador,  ó  sus  cu- 
pones, cuya  emisión  esté  autorizada  por 
una  ley  de  un  país  extranjero  ó  por  una 
disposición  que  tenga  en  el  mismo  fuerza 
de  ley. 

Art.  283.  Los  que,  sin  estar  en  relación 
con  los  falsificadores  ó  introductores,  ad- 
quirieren para  ponerlos  en  circulación  bi- 
lletes de  Banco  ú  otros  títulos  al  portador, 
ó  sus  cupones,  sabiendo  que  eran  falsos, 
serán  castigados  con  la  pena  de  presidio 
mayor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  284.  Los  que  habiendo  adquirido 
de  buena  fe  billetes  de  Banco  ú  ott;os  títu- 
los al  portador,  ó  sus  cupones,  comprendi- 
dos en  los  artículos  281  y  2n2,  los  expen- 
dieren sabiendo  su  falsedad,  serán  castiga- 
dos con  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio. 

Art.  285.  Los  que  falsificaren  ó  introdu- 
jeren en  Honduras  títulos  nominativos  ú 
otros  documentos  de  crédito,  que  no  sean 
al  portador,  cuya  emisión  esté  autorizada 
en  virtud  de  una  ley,  serán  castigados  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  286.     Los  que  falsificaren  ó  introdu- 


jeren títulos  nominativos  ú  otra  clase  de  do- 
cumentos de  crédito  que  no  sean  al  porta- 
dor, cuya  emisión  esté  autorizada  por  una 
ley  de  un  país  extranjero,  ó  por  una  dis- 

f)Osición  que  tenga  en  el  mismo  fuerza  de 
ey,  serán  castigados  con  la  pena  de  presi- 
dio menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  287.  El  que  á  .sabiendas  negociare 
ó  de  cualquier  otro  modo  se  lucrare,  con 
perjuicio  de  tercero,  de  un  título  falso  de 
los  comprendidos  en  los  dos  artículos  pre- 
cedentes, incurrirá  en  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  medio. 

Art.  288.  El  que  presentare  en  juicio 
algún  título  nominativo,  al  portador,  ó  sus 
cupones,  constándole  su  falsedad,  incurri- 
rá en  la  pena  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do mínimo. 

Art.  289.  El  que  falsificare  papel  se- 
llado, sellos  de  telégrafos  ó  de  correos,  ó 
cualquiera  otra  clase  de  efectos  timbrados, 
cuya  expendición  esté  reservada  al  Estado, 
será  castigado  con  la  pena  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  mínimo. 

Igual  pena  se  impondrá  á  los  que  los  in- 
trodujeren en  el  territorio  hondureno,  ó  á 
los  que  los  expendieren  en  connivencia 
con  los  falsificadores  ó  introductores. 

Art.  290.  Los  que  sin  estar  en  relación 
con  los  falsificadores  ó  introductores,  ad- 
quirieren á  sabiendas  papel,  sellos  ó  efec- 
tos falsos  de  la  clase  mencionada  en  el  ar- 
tículo anterior,  para  expenderlos,  serán 
castigados  con  la  pena  de  presidio  menor 
en  su  grado  medio. 

Ar.  291.  Los  que  habiendo  adquirido 
de  buena  fe  efectos  públicos  de  los  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior,  los  ex- 
pendieren, sabiendo  su  falsedad,  incurri- 
rán en  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  mínimo. 

Los  que  meramente  los  usaren  teniendo 
conocimiento  de  su  falsedad,  incurrirán 
en  la  misma  pena. 

CAPÍTULO  IV 

DE  LA  FALSIFICACIÓN  DE  DOCUMENTOS 

Sección  primera. 

De  la  falsificación  de  documentos  públicos,  oficia- 
les y  de  comercio,  y  de  los  despachos  telegrá- 
ficos. 

Art.  292.  El  que  falsificare  la  firma  ó 
estampilla  del  Presidente  del  Estado,  ó  la 
firma  de  los  Secretarios  de  Estado,  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  mayor 
en  su  grado  medio. 

Art.  293.  K\  ()uc  falsificare  la  firma  ó 
estampilla  del  Jclc  de  otro  Estado  ó  la  fir- 
ma de  sus  Ministros,  será  castigado  con  la 
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pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  míni- 
mo, si  hubiere  hecho  el  culpable  uso  en 
Honduras  de  la  firma  ó  estampilla  falsifi- 
cadas, y  con  la  de  presidio  menor  en  su 
grado  máximo,  cuando  hubiere  hecho  uso 
ce  ellas  fuera  de  Honduras. 

Art.  294.  El  que  á  sabiendas  usare  fir- 
ma ó  estampilla  falsa  de  las  clases  á  que  se 
i'efieren  los  artículos  anteriores,  incurrirá 
en  la  pena  inmediatamente  inferior  en  gra- 
do á  las  señaladas  en  los  mismos  para  los 
falsificadores. 

Art.  295.  Será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo  el 
funcionario  público  que,  abusando  de  su 
oficio,  cometiere  falsedad: 

1.°  Contrahaciendo  ó  fingiendo  letra, 
firma  ó  rúbrica. 

2.°  Suponiendo  en  un  acto  la  interven- 
ción de  personas  que  no  la  han  tenido. 

3.°  Atribuyendo  á  las  que  han  inter- 
venido en  él  declaraciones  ó  manifestacio- 
nes diferentes  de  las  que  hubieren  hecho. 

4.°  Faltando  á  la  verdad  en  la  narra- 
ción de  los  hechos. 

5.°    Alterando  las  fechas  verdaderas. 

6."  Haciendo  en  documento  verdadero 
cualquier  alteración  ó  intercalación  que 
varíe  su  sentido. 

7."  Dando  copia  en  forma  fehaciente 
de  un  documento  supuesto,  manifestando 
en  ella  cosa  contraria  ó  diferente  de  la  que 
contenga  el  verdadero  original. 

8.°  Intercalando  cualquiera  escritura 
en  un  protocolo,  registro  ó  libro  oficial. 

Será  castigado  también  con  la  pena  se- 
ñalada en  el  párrafo  primero  de  este  ar- 
tículo, el  ministro  eclesiástico  que  incu- 
rriere en  alguno  de  los  delitos  comprendi- 
dos en  los  números  anteriores,  respecto  á 
actos  ó  documentos  que  puedan  producir 
efectos  en  el  estado  de  las  personas  ó  en  el 
orden  civil. 

Art.  296.  El  particular  que  cometiere 
en  documento  público  ú  oficial,  ó  en  letras 
de  cambio  ú  otra  ciase  de  documentos  mer- 
cantiles, alguna  de  las  falsedades  designa- 
das en  el  artículo  anterior,  será  castigado 
con  la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado 
máximo. 

Art.  297.  El  que  á  sabiendas  presenta- 
re en  juicio  ó  usare,  con  intención  de  lucro 
ó  de  causar  perjuicio  á  tercero,  un  docu- 
mento falso  de  los  comprendidos  en  los  ar- 
tículos precedentes,  si  no  mereciere  el  ca- 
lificativo de  coautor,  será  castigado  con  la 
pena  inferior  en  grado  á  la  señalada  á  los 
falsificadores. 

Art.  298.  Los  funcionarios  públicos  en- 
cargados del  servicio  de  los  telégrafos  que 
supusieren  ó  falsificaren  un  despacho  tele- 


gráfico, incurrirán  en  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  medio. 

El  que  hiciere  uso  del  despacho  falso  con 
intención  de  lucro  ó  ánimo  de  perjudicar  á 
otro,  será  castigado  como  el  autor  de  la 
falsedad. 

Sección  segunda. 

De  la  falsificación  de  documentes  privados. 

Art.  299.  El  que  con  perjuicio  de  terce- 
ro ó  con  ánimo  de  causárselo  cometiere  en 
documento  privado  alguna  de  las  falseda- 
des designadas  en  el  art.  295,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio. 

Art.  300.  El  que  sin  haber  tomado  par- 
te en  la  falsificación  presentare  en  juicio  ó 
hiciere  uso  con  intención  de  lucro,  ó  con 
^perjuicio  de  tercero  y  á  sabiendas,  de  un 
documento  falso  de  los  compredidos  en  el 
artículo  anterior,  incurrirá  en  la  pena  in- 
ferior en  un  grado  á  la  señalada  á  los  fal- 
sificadores. 

Sección  tercera. 

De  la  falsificación  de  cédulas  ó  cartas  de  vecindad 
y  certificados. 

Art.  301.  El  funcionario  público  que 
abusando  de  su  oficio  expidiere  una  cédula 
ó  carta  de  vencidad  bajo  un  nombre  su- 
puesto, ó  la  diere  en  blanco,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio. 

Art.  302.  El  que  hiciere  una  cédula  ó 
carta  de  vecindad  falsa,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que  en 
una  cédula  ó  carta  de  vecindad  verdadera 
mudare  el  nombre  de  la  persona  á  cuyo 
favor  hubiere  sido  expedida,  ó  de  la  Autori- 
dad que  la  hubiere  expedido,  ó  que  alterare 
en  ella  alguna  otra  circunstancia  esencial. 

Art.  303.  El  que  hiciere  uso  de  la  cédu- 
la ó  carta  de  vecindad  de  que  se  trata  en 
el  artículo  anterior,  será  castigado  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo y  en  su  término  mínimo. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  que  hi- 
cieren uso  de  una  cédula  ó  carta  de  vecin- 
dad verdadera  expedida  á  favor  de  otra, 
persona. 

Art.  304.  El  facultativo  que  librare  cer- 
tificado falso  de  enfermedad  ó  lesión  con 
el  fin  de  eximir  á  una  persona  de  algún 
servicio  público,  será  castigado  con  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  medio. 

Art.  305.  El  funcionario  público  que  li- 
brare certificación  falsa  de  mérito  ó  ser- 
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vicios  de  buena  conducta,  de  pobreza  ó  de 
otras  circunstancias  análogas,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  suspensión  en  su  gra- 
do medio. 

Art.  306.  El  particular  que  falsificare 
una  certificación  de  la  clase  designada  en 
los  artículos  anteriores,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo  y  en  su  término  mínimo. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  que  hi- 
-ciere  uso  á  sabiendas  de  la  certificación 
falsa. 

CAPITULO  V 

DISPOSICIONES    COMUNES  Á     LOS    CUATnO    CAPÍ- 
TULOS  AMERIOBES 

Art.  307.  El  que  fabricare  ó  introdu- 
jere cuños,  sellos,  marcas,  ó  cualquiera 
otra  clase  de  útiles  é  instrumentos  desti- 
nados conocidamente  á  la  falsificación  de 
que  se  trata  en  los  capítulos  precedentes 
de  este  título,  será  castigado  con  las  penas 
inmediatamente  inferiores  en  grado  á  las 
respectivamente  señaladas  á  los  falsifica- 
dores. 

Art.  308.  El  que  tuviere  en  su  poder 
cualquiera  de  los  útiles  ó  instrumentos  de 
que  se  habla  en  el  artículo  anterior,  y  no 
diere  descargo  suficiente  sobre  su  adquisi- 
ción ó  conservación,  será  castigado  con 
las  penas  inferiores  en  dos  grados  á  la  co- 
rrespondiente á  la  falsificación  para  que 
aquéllos  fueren  propios. 

Art.  309.  El  funcionario  que  para  eje- 
cutar cualquiera  falsificación  en  perjuicio 
del  Estado,  de  una  corporación  ó  de  un 
particular  de  quien  dependa,  hiciere  uso 
de  los  útiles  ó  instrumentos  legítimos  que 
le  estuvieren  confiados,  incurrirá  en  las 
mismas  penas  que  correspondan  á  la  fal- 
sedad cometida,  imponiéndoselas  en  su 
término  má.ximo. 

Art.  310.  Los  que  sin  estar  comprendi- 
dos en  el  articulo  anterior  .se  apoderaren 
de  los  útiles  ó  instrumentos  legítimos  que 
en  el  mismo  se  expresan,  é  hicieren  uso 
de  ellos  para  ejecutar  cualquiera  falsifica- 
ción en  perjuicio  del  Estado,  de  una  cor- 
poración ó  de  un  particular  á  quien  perte- 
necieren, incurrirán  en  las  penas  que  co- 
rrespondan á  la  falsedad  cometida. 

CAPITULO  VI 

DE  LA  OCULTACIÓN  FRAUOULENT.'i  DE  BIENES  Ó 
DE  I.N'DUSTIIÍA,  DEL  FALSO  TESTIMONIO,  Y  DE 
LA   ACUSACIÓN   Y   DENU.NCIA   FALSAS 

Art.  31L  El  que  requerido  por  el  com- 
petente funcionario  administrativo  ocul- 
tare el  todo  ó  parte  de  sus  bienes,  ó  el  ofi- 


cio ó  la  industria  que  ejerciere,  con  el 
propósito  de  eludir  el  pago  de  los  impues- 
tos que  por  aquéllos  ó  por  ésta  debiera 
satisfacer,  incurrirá  en  una  multa  de  30  á 
300  pesos. 

Art.  312.  El  que  en  causa  criminal  die- 
re falso  testimonio  en  contra  del  reo,  será 
castigado: 

1."  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo,  si  el  reo  fuere  condena- 
do á  pena  mayor. 

2.°  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  máximo,  si  el  reo  fuere  condena- 
do a  pena  menor. 

3."  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  medio,  si  el  reo  fuere  condenado 
á  pena  correccional. 

Si  el  reo  fuere  absuelto  ó  no  fuere  conde- 
nado, se  aplicarán  al  testigo  falso  las  penas 
inmediatamente  inferiores  en  grado. 

Art.  313.  El  que  en  causa  criminal  die- 
re falso  testimonio  en  favor  del  reo,  será 
castigado: 

1."  Con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo,  si  la  causa  fuere  por  delito  grave. 

2.°  Con  presidio  menor  en  su  grado  me- 
dio, si  la  causa  fuere  por  simple  delito. 

3.°  Con  presidio  menor  en  su  grado  mí- 
nimo, si  la  causa  fuere  por  falta. 

Art.  314.  Al  que  en  causa  criminal  por 
delito  diere  falso  testimonio  que  no  perju- 
dique ni  favorezca  al  reo,  se  le  impondrá  la 
pena  de  presidio  menor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  315.  El  falso  testimonio  en  causa 
civil  será  castigado  con  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  medio. 

Si  el  valor  de  la  demanda  no  excediere 
de  200  pesos,  la  pena  será  de  presidio  me- 
nor en  su  grado  mínimo. 

Art.  316.  Las  penas  de  los  artículos 
precedentes  son  aplicables  en  su  término 
máximo  1  los  peritos  que  declaren  falsa- 
mente en  juicio. 

Art.  317.  Siempre  que  la  declaración 
falsa  del  testigo  ó  perito  fuere  dada  median- 
te cohecho,  las  penas  serán  las  inmediatas 
superiores  en  grado  á  las  respectivamente 
designadas  en  los  artículos  antei"iorcs,  de- 
comisándose la  dádiva  cuando  liuliicre  lle- 
gado á  entregarse  al  .sobornado. 

Art.  318.  Cuando  el  testigo  ó  perito,  sin 
faltar  sustancialmentc  á  la  verdad,  la  alte- 
rare con  reticencias  ó  inexactitudes,  las 
penas  serán: 

1."  Multa  de  60  á  600  pesos,  si  ia  false- 
dad recayere  en  cau.sa  sobre  delito. 

2."  De  30  á  300  pesos,  .si  recayere  en 
juicio  sol)rc  falta  ó  en  negocio  civil. 

Art.  319.  El  que  presentare  á  .saliiendas 
testigos  ó  documentos  falsos  en  juicio,  será 
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castigado  como  reo  de  falso  testimonio. 

Art.  320.  Se  comete  el  delito  de  acusa- 
ción ó  denuncia  falsa,  imputando  falsamen- 
te á  alguna  persona  hechos  que,  á  ser  cier- 
tos, constituirían  delito  de  los  que  dan  lu- 
gar á  procedimiento  de  oficio,  si  esta  im- 
putación se  hace  ante  funcionario  adminis- 
trativo ó  judicial  que  por  razón  de  su  cargo 
deba  proceder  á  su  averiguación  ó  castigo. 

No  se  procederá,  sin  embargo,  contra  el 
denunciador  ó  acusador  sino  en  virtud  de 
sentencia  firme,  ó  auto  también  firme  de 
sobreseimiento  del  Tribunal  que  hubiere 
conocido  del  delito  imputado,  si  en  el  fallo 
se  declara  calumniosa  la  acusación. 

Art.  321.  El  reo  de  acusación  ó  denun- 
cia falsa  será  castigado  con  la  pena  de  pre- 
sidio menor  en  su  grado  máximo,  cuando 
el  delito  imputado  fuere  grave;  con  la  de 
presidio  menor  en  su  grado  medio,  si  fuere 
el  delito  imputado  menos  grave,  y  con  la 
de  presidio  menor  en  su  grado  mínimo,  si 
la  imputación  hubiere  sido  de  una  falta. 

CAPITULO  Vil 

DE  LA  USURPACIÓN  DE  FUNCIONES,  CALIDAD  T 
TÍTULOS,  Y  USO  INDEBIDO  DE  NOMBRES,  TRA- 
JES, INSIGNIAS  T  CONDECORACIONES 

Art.  322.  El  que  sin  título  ó  causa  le- 
gitima ejerciere  actos  propios  de  una  Au- 
toridad ó  funcionario  público,  atribuyén- 
dose carácter  oficial,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

Art.  323.  El  que  atribuyéndose  la  cua- 
lidad de  profesor  ejerciere  públicamente 
actos  propios  de  una  facultad  que  no  pueda 
ejercerse  sin  título  oficial,  incurrirá  en  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  324.  El  que  usurpare  carácter  que 
habilite  para  el  ejercicio  de  los  actos  pro- 
pios de  los  ministros  de  un  culto  que  tenga 
prosélitos  en  Honduras,  ó  ejerciese  dichos 
actos,  incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  325.  El  que  usare  y  públicamente 
se  atribuyere  títulos  que  no  le  pertenecie- 
ren, incurrirá  en  la  multa  de  treinta  á  tres- 
cientos pesos. 

Art.  326.  El  que  usare  públicamente  un 
nombre  supuesto,  incurrirá  en  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Cuando  el  uso  del  nombre  supuesto  tu- 
viere por  objeto  ocultar  algún  delito,  elu- 
dir una  pena  ó  causar  algún  perjuicio  al 
Estado  ó  á  los  particulares,  se  impondrá 
al  culpable  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  medio. 

No  será  aplicable  lo  dispuesto  en  este 


articulo,  cuando  el  uso  del  nombre  supues- 
to haya  sido  autorizado  temporalmente  por 
la  Autoridad  superior  administrativa,  me- 
diante justa  causa. 

Art.  327.  El  funcionario  público  que  en 
los  actos  propios  de  su  cargo  atribuyere  á 
cualquiera  persona,  en  connivencia  con 
ella,  título  ó  nombre  que  no  le  pertenez- 
can, incurrirá  en  la  multa  de  treinta  á 
trescientos  pesos. 

Art.  328.  El  que  usare  pública  é  inde- 
bidamente uniforme  ó  traje  propios  de  un 
cargo  que  no  ejerciere,  ó  de  alguna  clase 
á  que  no  perteneciere,  ó  de  un  estado  que 
no  tuviere,  ó  insignias  ó  condecoraciones 
que  no  estuviere  autorizado  para  llevar, 
será  castigado  con  la  pena  de  multa  de 
treinta  á  trescientos  pesos. 

TITULO  VI 

De  la  infracción  de  las  leyes  sobre  in- 
humaciones, de  la  violación  de  se- 
pulturas y  de  los  delitos  contra  la 
salud  pública. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE  LA  INFRACCIÓN  DE  LAS  LEYES  SOBRE  INHU- 
MACIONES Y  DE  LA  VIOLACIÓN  DE  SEPUL- 
TURAS 

Art.  329,  El  que  practicare  ó  hubiere 
hecho  practicar  una  inhumación  contra- 
viniendo á  lo  dispuesto  por  las  leyes  ó  re- 
glamentos respecto  al  tiempo,  sitio  y  demás 
formalidades  prescritas  para  las  inhuma- 
ciones, incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  330.  El  que  violare  los  sepulcros  ó 
sepulturas,  practicando  cualesquiera  actos 
que  tiendan  directamente  á  faltar  al  res- 
peto debido  á  la  memoria  de  los  muertos, 
será  condenado  con  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  mínimo. 

CAPITULO  II 

DE   LOS   DELITOS  CONTRA   LA  SALUD    PÚBLICA 

Art.  331.  El  que  sin  hallarse  competen- 
temente autorizado  elaborare  substancias 
nocivas  á  la  salud,  ó  productos  químicos 
que  puedan  causar  grandes  estragos,  para 
expenderlos,  ó  los  despachare  ó  vendiere 
ó  comerciare  con  ellos,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

Art.  332.  El  que  hallándose  autorizado 
para  el  tráfico  de  substancias  que  puedari 
ser  nocivas  á  la  salud,  ó  productos  quími- 
cos de  la  clase  expresada  en  el  articulo 
anterior,   los  despachare  ó  suministrare 
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sin  cumplir  con  las  formalidades  prescrip- 
tas  en  los  reglamentos  respectivos,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  333.  Los  farmacéuticos  que  des- 
pacharen medicamentos  deteriorados,  ó 
sustituyeren  unos  por  otros,  ó  los  despa- 
charen sin  cumplir  con  las  formalidades 
prescritas  en  las  leyes  y  reglamentos,  se- 
rán castigados  con  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  por  efecto  del  despacho  del  medica- 
mento hubiere  resultado  la  muerte  de  una 
persona,  se  impondrá  al  culpable  la  pena 
de  presidio  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  334.  Las  disposiciones  de  los  dos 
artículos  anteriores  son  aplicables  á  los 
que  trafiquen  con  las  substancias  ó  pro- 
ductos expresados  en  ellos,  y  á  los  depen- 
dientes de  los  farmacéuticos  cuando  fueren 
los  culpables. 

Art.  335.  El  que  exhumare  ó  trasladare 
los  restos  humanos  con  infracción  de  los  re- 
glamentos y  demás  disposiciones  de  sani- 
dad, incurrirá  en  la  pena  de  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo. 

Art.  336.  El  que  con  cualquiera  mezcla 
nociva  á  la  salud  alterare  las  Debidas  ó  co- 
mestibles destinados  al  consumo  público,  ó 
vendiere  géneros  corrompidos,  ó  fabricare 
ó  vendiere  objetos  cuyo  uso  sea  nocivo  a  la 
salud,  será  castigado  con  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo. 

Los  géneros  alterados  y  los  objetos  noci- 
vos serán  siempre  inutilizados. 

Art.  337.  Se  impondrá  también  la  pena 
señalada  en  el  artículo  anterior: 

1."  Al  que  escondiere  ó  sustrajere,  para 
vender  ó  comprar,  los  efectos  destinados  á 
ser  inutilizados  ó  desinfectados. 

2°  Al  que  arrojare  en  fuente,  cisterna 
ó  río,  cuya  agua  sirva  de  bebida,  algún  ob- 
jeto que  haga  al  agua  nociva  para  la  salud. 

TITULO  VII 
De  los  juegos  y  rifas. 

Art.  338.  Los  banqueros  y  dueños  de 
casas  de  juego  de  suerte,  envite  ó  azar,  no 
autorizadas  legal  mente,  serán  castigados 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do medio;  y  en  caso  de  reincidencia,  con 
la  de  reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

Los  jugadores  que  concurrieren  á  las  ca- 
sas referidas,  con  la  de  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo. 

En  caso  de  reincidencia,  con  la  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio. 

Art.  339.  Los  empresarios  y  expende- 
dores de  billetes  de  loterías  ó  rifas  no 
autorizadas,  serán  castigados  con  la  pena 


de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Los  que  en  el  juego  ó  rifa  usaren  de  me- 
dios fraudulentos  para  asegurar  la  suerte, 
serán  castigados  como  estafadores. 

Art.  340.  El  dinero  ó  efectos  y  los  ins- 
trumentos y  útiles  destinados  al  juego  ó 
rifa,  caerán  en  comiso. 

TITULO  VIII 

De  los  delitos  de  los  empleados  públi- 
cos en  el  ejercicio  de  sus  cargos. 

CAPITULO  PRIMERO 

PREVARICACIÓN 

Art.  341.  El  Juez  que  á  sabiendas  dic- 
tare sentencia  injusta  contra  el  reo  en  cau- 
sa criminal  por  delito,  incurrirá  en  la  pena 
impuesta  por  la  sentencia,  si  ésta  se  hubie- 
re ejecutado. 

Art.  342.  El  Juez  que  á  sabiendas  dic- 
tare sentencia  injusta  en  contra  del  reo, 
cuando  ésta  no  hubiere  llegado  á  ejecutar- 
se, será  castigado  con  la  pena  inmediata- 
mente inferior  en  grado  á  la  que  en  la  sen- 
tencia injusta  hubiere  impuesto. 

Art.  343.  Si  la  sentencia  injusta  so  dic- 
tare á  sabiendas  contra  el  reo,  en  juicio 
sobre  falta,  la  pena  será  la  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  y  en  su  térmi- 
no mínimo. 

Art.  344.  El  Juez  que  á  sabiendas  dic- 
tare sentencia  injusta  en  causa  criminal  á 
favor  del  reo,  incurrirá  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  máximo,  si  la 
causa  fuere  por  delito  grave;  en  la  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio,  si  la 
causa  fuere  por  simple  delito;  y  en  la  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  y  en 
su  término  mínimo,  si  fuere  por  falta. 

Art.  345.  El  Juez  que  á  sabiendas  dic- 
tare sentencia  injusta  en  causa  civil,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio. 

Si  el  valor  de  la  demanda  no  excediere 
de  doscientos  pesos,  la  pena  será  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  346.  El  Juez  que,  por  negligencia 
ó  ignorancia  inexcusables,  dictare  en  cau- 
sa civil  ó  criminal  sentencia  manifiesta- 
mente injusta,  incurrirá  en  la  pena  de  sus- 
pensión en  su  grado  medio. 

Si  el  Juez  no  fuere  letrado,  la  pena  será 
la  de  suspensión  en  su  grado  mínimo. 

Art.  347.  El  Juez  que  á  sabiendas  dic- 
tare providencia  interloc.utoria  injusta,  que 
infiuyere  decisivamente  en  el  resultado  del 
juicio,  incurrirá  en  la  pena  de  suspensión 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  348.     El  Juez  que  se  negare  á  juz- 
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gar,  so  pretexto  de  obscuridad,  insuttcien- 
cia  ó  silencio  de  la  ley,  será  castigado  con 
la  pena  de  suspensión  en  su  grado  mínimo. 

En  la  misma  pena  incurrircá  el  juez  cul- 
pable de  retardo  malicioso  en  la  adminis- 
tración de  justicia. 

Art.  349.  El  funcionario  público  que  á 
sabiendas  dictare  providencia  ó  resolución 
injusta  en  negocio  contencioso-administra- 
tivo  ó  meramente  administrativo  incurrirá 
en  la  pena  de  suspensión  en  su  grado  me- 
dio. 

Con  la  misma  pena  será  castigado  el  fun- 
cionario público  que  dictare  por  negligen- 
cia ó  ignorancia  inexcusables,  providencia, 
resolución  manifiestamente  injusta  en  ne- 
gocio contencioso-administrativo  ó  mera- 
mente administrativo.. 

Art.  350.  El  funcionario  público  que, 
faltando  á  la  obligación  de  su  cargo,  dejare 
maliciosamente  de  promover  la  persecu- 
ción y  castigo  de  los  delincuentes,  incurri- 
rá en"^  la  pena  de  suspensión  en  su  grado 
medio. 

Art.  351.  Será  castigado  con  la  pena  de 
reclusión  menoren  su  grado  medio,  el  Abo- 
gado ó  Procurador  que,  con  abuso  mali- 
cioso de  su  oficio,  ó  negligencia  ó  ignoran- 
cia inexcusables,  perjudicare  á  su  cliente  ó 
descubriere  sus  secretos,  habiendo  tenido 
conocimiento  de  ellos  en  el  ejercicio  de  su 
ministerio. 

Art.  352.  El  Abogado  ó  Procurador  que, 
habiendo  llegado  á  tomar  la  defensa  de  una 
parte,  defendiere  después,  sin  su  consenti- 
miento, á  la  contraria  en  el  mismo  nego- 
cio, ó  la  aconsejare,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  menor  en  su  grado  medio. 

CAPÍTULO  II 

INFIDELIDAD   EN   LA  CUSTODIA   DE   PRESOS 

Art.  353.  El  funcionario  público  culpa- 
ble de  connivencia  en  la  evasión  de  un  pre- 
so, cuya  conducción  ó  custodia  le  estuvie- 
re confiada,  será  castigado: 

1.°  En  el  caso  de  que  el  fugitivo  se  ha- 
llare condenado  por  ejecutoria  en  alguna 
pena,  con  la  inferior  á  ésta  en  dos  grados. 

2.°  Con  la  pena  inferior  en  tres  grados 
á  la  señalada  por  la  ley  al  delito  por  el  cual 
se  hallare  procesado  el  fugitivo,  si  no  se  le 
hubiere  condenado  por  ejecutoria. 

Art.  354.  El  particular  que,  hallándose 
encargado  de  la  conducción  ó  custodia  de 
un  preso  ó  detenido,  cometiere  alguno  do 
los  delitos  expresados  en  el  articulo  prece- 
dente, será  castigado  con  la  pena  inmedia- 
tamente inferior  en  grado  á  la  señalada  al 
■empleado  público. 


CAPITULO  III. 

INFIDELIDAD  EN  LA  CUSTODIA  DE  DOCUMENTOS 

Art.  355.  El  funcionario  público  que 
sustrajere,  destruyere  ú  ocultare  documen- 
tos ó  papeles  que  le  estuvieren  confiados 
por  razón  de  su  cargo,  será  castigado: 

1.°  Con  la  pena  de  reclusión  mayor  en 
su  grado  mínimo,  siempre  que  del  hecho, 
resultare  grave  daño  de  tercero  ó  de  la 
causa  pública. 

2.°    Con  la  de  reclusión  menor  en  su 

grado  medio,  cuando  no  fuere  grave  el 
año  de  tercero  ó  de  la  causa  pública. 

Art.  356.  El  funcionario  público  que  te- 
niendo á  su  cargo  la  custodia  de  papeles  ó 
efectos  sellados  por  la  Autoridad,  quebran- 
tare los  sellos  ó  consintiere  en  su  que- 
brantamiento, será  castigado  con  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  357.  El  funcionario  público  que  no 
estando  comprendido  en  el  articulo  ante- 
rior, abriere  ó  consintiere  abrir  sin  la  au- 
torización competente,  papeles  ó  documen- 
tos cerrados  cuya  custodia  le  estuviere  con- 
fiada, incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Las  penas  designadas  en  los  tres  artí- 
culos anteriores  son  aplicables  también  á 
los  eclesiásticos  y  á  los  particulares  encar- 
gados accidentalmente  del  despacho  ó  cus- 
todia de  documentos  ó  papeles  por  comi- 
sión del  Gobierno,  ó  de  funcionarios  á  quie- 
nes hubieren  sido  confiados  aquéllos  por 
razón  de  su  cargo. 

CAPITULO  IV 

DE  LA  VIOLACIÓN  DE  SECRETOS 

Art.  358.  El  funcionario  público  que  re- 
velare los  secretos  de  que  tenga  conoci- 
miento por  razón  de  su  oficio,  ó  entregare 
indebidamente  papeles  ó  copia  de  papeles 
que  tenga  á  su  cargo  y  no  deban  ser  publi- 
cados, incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  de  la  revelación  ó  de  la  entrega  de  pa- 
peles resultare  grave  daño  para  la  causa 
pública,  la  pena  será  la  do  reclusión  menor 
en  su  grado  máximo. 

Art.  350.  El  funcionario  público  que 
sabiendo  por  razón  de  su  cargo  los  secre- 
tos de  un  [¡articular  los  descuijriore,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo. 

CAPITULO  V 

DESOBEDIENCIA   Y   DE.NEGACIÓN   DE  AUXILIOS 

Art.  360.     Los  funcionarios  judiciales  ó 
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administrativos  que  se  negaren  abierta- 
mente á  dar  el  debido  cumplimiento  á  sen- 
tencias, decisiones  ú  órdenes  de  Autoridad 
superior,  dictadas  dentro  de  los  limites  de 
su  respectiva  competencia  y  revestidas  de 
las  formalidades  legales,  incurrirán  en  la 
pena  de  suspensión  en  su  grado  máximo. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior,  no  incurrirán  en  responsabili- 
dad criminal  los  funcionarios  públicos  por 
no  dar  cumplimiento  aun  mandato  admi- 
nistrativo que  constituya  una  infracción 
manifiesta,  clara  y  terminante  de  un  pre- 
cepto constitucional. 

Tampoco  incurrirán  en  responsabilidad 
criminal  los  funcionarios  públicos  consti- 
tuidos en  autoridad  que  no  den  cumpli- 
miento á  un  mandato  do  igual  clase,  en  el 
que  se  infrinja  manifiesta,  clara  y  termi- 
nantemente cualquiera  otra  ley. 

En  los  casos  de  los  párrafos  segundo  y 
tercero  de  este  artículo,  el  subalterno  sus- 
penderá la  ejecución  del  mandato,  y  lo  re- 
presentará sin  demora  al  superior,  y  si  éste 
desaprobare  la  suspensión,  se  cumplirá  el 
mandato;  excepto  cuando  implique  la  vio- 
lación de  aquellas  garantías  constituciona- 
les que  no  pueden  suspenderse  ni  en  esta- 
do de  sitio. 

Art.  361.  El  funcionario  que  habiendo 
suspendido  por  cualquier  motivo  que  no 
fuere  de  los  expresados  en  el  segundo  pá- 
rrafo del  articulo  anterior  la  ejecución  de 
las  órdenes  de  sus  superiores,  las  desobede- 
ciere desjjués  que  aquéllas  hubieren  des- 
aprobado la  suspensión  sufrirá  la  pena  de 
inhabiliía('ión  especial  en  su  grado  mínimo. 

Art.  362.  El  funcionario  público  que  re- 
querido por  Autoridad  competente  no  pres- 
tare la  debida  cooperación  para  la  admi- 
nistraci<')n  de  justicia  ú  otro  servicio  [)úbli- 
co,  incurrirá  en  la  pena  do  suspensi(')n  en 
su  grado  mínimo. 

Si  de  su  omisión  resultare  grave  daño 
para  la  causa  pública  ó  aun  tei-cero,  la  pena 
será  de  inhaljilitación  especial  en  su  grado 
mínimo. 

Art.  363.  El  que  rehusare  ó  se  nega- 
re á  desempeñar  un  cargo  público  de  elec- 
ción popular,  sin  pre.sentar  ante  la  Auto- 
ridad que  corresponda,  excusa  legal,  ó  des- 
pués que  la  excusa  fuere  desatendida,  in- 
currirá en  la  multa  de  treinta  á  trescien- 
tos pesos. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  jurado 
que  voluntariamente  dejarede  desempeñar 
su  cargo  sin  excusa  admitida,  y  el  perito  y 
el  testigo  que  dejaren  también  voluntaria- 
mente de  comparecer  ante  un  tribunal  á 
prestar  sus  declaraciones,  cuando  hubie- 
ren sido  oportunamente  citados  al  efecto. 
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CAPITULO  VI 

ANTICIPACIÓN,    PROLONGACIÓN    Y  ABANDONO 
DE    FUNCIONES    PÚBLICAS 

Art.  364.  El  que  entrare  á  desempeñar 
un  empleo  ó  cargo  público  sin  haber  pres- 
tado en  debida  forma  la  promesa  ó  fianza 
requeridas  por  las  leyes,  quedará  suspenso 
del  empleo  ó  cargo  hasta  que  cumpla  con 
las  formalidades  respectivas,  é  incurrirá 
en  la  multa  de  treinta  á  trescientos  pesos. 

Art.  365.  El  funcionario  público  que 
continuare  ejerciendo  su  empleo,  cargo  ó 
comisión  después  que  debiere  cesar  con- 
forme a  las  leyes,  reglamentos  ó  disposi- 
ciones especiales  de  su  ramo  respectivo, 
será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mín.mo. 

Art.  366.  El  funcionario  culpable  de 
cualquiera  de  los  delitos  penados  en  los  dos 
artículos  anteriores,  que  iiubiere  percibido 
algunos  derecliosó  emolumentos  por  razón 
de  su  cargo  ó  comisión  antes  de  poder  des- 
empeñarlo ó  después  de  haber  debido  cesar 
en  él,  será  además  condenado  á  restituir- 
los. 

Art.  367.  El  funcionario  público  que 
sin  habérsele  admitido  la  renuncia  de  su 
destino  lo  abandonare,  con  daño  de  la  cau  • 
sa  pública,  será  castigado  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  el  abandono  de  destino  se  hiciere  para 
no  impedir,  no  perseguir  ó  no  castigar 
cualquiera  de  los  delitos  comprendidos  en 
los  títulos  I,  11  y  III  del  libro  segundo  de 
este  Código,  se  impondrá  al  culpable  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  me- 
dio, y  la  de  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo,  si  tuviere  por  motivo  el  no  impe- 
dir, no  perseguir  ó  no  castigar  cualquiera 
otra  clase  de  delito. 

Estas  penas  se  impondrán  en  su  térmi- 
no mínimo  cuando  el  empleado  hubiere 
dejado  transcurrir  tiempo  suficiente  para 
que  su  renuncia  le  sea  admitida  y  se  i)ro- 
vea  á  su  reemplazo. 

CAPÍTULO  Vil 

USURPACIÓN   DE   ATRIBUCIONES   Y 
NOMBRAMIENTOS  ILEGALES 

Art.  368.  El  funcionario  jiúblico  quo 
invadiere  las  atribuciones  del  Poder  legis- 
lativo, ya  dictando  reglamentos  ó  disposi- 
ciones generales,  excediéndose  de  sus  atri- 
buciones, ya  derogando  ó  suspendiendo  la 
ejecución  de  una  ley,  incurrirá  en  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  medio. 

Art.  369.     El  Juez  que  se  arrogare  atri- 
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buciones  propias  délas  Autoridades  admi- 
nistrativas, ó  impidiere  á  éstas  el  ejercicio 
legitimo  de  las  suyas,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  todo  funcio- 
nario del  orden  administrativo  que  se  arro- 
gare atribuciones  judiciales,  ó  impidiere 
la  ejecución  de  una  providencia  ó  decisión 
dicteda  por  Juez  competente. 

Art.  37U.  El  funcionario  público  qjue 
legalmente  requerido  de  inhibición  conti- 
nuare procediendo  antes  que  se  decida  la 
contienda  jurisdiccional,  será  castigado 
con  multa  de  30  á  300  pesos. 

Art.  371.  Los  funcionarios  administra- 
tivos ó  militares  que  dirigieren  órdenes  ó 
intimaciones  á  una  Autoridad  judicial,  re- 
lativas á  causas  ó  negocios  cuyo  conoci- 
miento ó  resolución  sean  de  la  exclusiva 
competencia  de  los  Tribunales  de  justicia, 
incurrirán  en  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  372.  El  funcionario  público  que  á 
sabiendas  propusiere  ó  nombrare  para 
cargo  público  á  persona  en  quien  no  con- 
curran los  requisitos  legales,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo. 

CAPÍTULO   VIII 

ABUSOS   CONTRA    LA   HONESTIDAD 

Art.  373.  El  funcionario  público  que 
solicitare  á  una  mujer  que  tenga  preten- 
siones pendientes  de  su  resolución,  ó  acer- 
ca de  las  cuales  tenga  que  evacuar  infor- 
me, será  castigado  con  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio. 

La  misma  se  impondrá  al  Abogado  ó 
Procurador  en  su  caso. 

Art.  374.  El  Alcaide  que  solicitare  á 
una  mujer  sujeta  á  su  guarda,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio. 

Si  la  solicitada  fuere  madre,  esposa,  hija, 
hermana  ó  afin  en  los  mismos  grados  de 
persona  que  tuviere  bajo  su  guarda,  la  po- 
na será  de  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo. 

CAPÍTULO  IX 


Art.  375.  El  funcionario  público  que  re- 
cibiere por  sí  ó  por  persona  intermedia, 
dádiva  ó  presente,  ó  aceptare  ofrecimien- 
tos ó  promesas  por  ejecutar  un  acto  rela- 
tivo al  ejercicio  de  su  cargo,  que  constituya 
<lelito,  será  castigado  con  la  pena  de  presi- 


dio menor  en  su  grado  medio,  sin  perjuicio 
de  la  pena  correspondiente  al  delito  come- 
tido por  la  dádiva  ó  promesa,  si  lo  hubiere 
ejecutado. 

Art.  376.  El  funcionario  público  que 
recibiere  por  sí  ó  por  persona  intermedia, 
dádiva  ó  presente,  ó  aceptare  ofrecimiento 
ó  promesa  por  ejecutar  un  acto  injusto  re- 
lativo al  ejercicio  de  su  cargo,  que  no  cons- 
tituya delito  y  que  lo  ejecutare,  incurrirá, 
en  la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo. 

Si  el  acto  injusto  no  llegare  á  ejecutarse» 
se  impondrá  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  mínimo  y  en  su  término  mínimo. 

Art.  377.  Cuando  la  dádiva  recibida  6 
prometida  tuviere  por  objeto  abstenerse  el 
íuncionario  público  de  un  acto  que  debiera 
practicar  en  el  ejercicio  de  los  deberes  de 
su  cargo,  la  pena  será  la  de  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo  y  en  .^u  término 
mínimo. 

Art.  378.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
precedentes  tendrá  aplicación  á  los  jura- 
dos, arbitros,  arljitradores,  peritos,  liom- 
bres  buenos  ó  cualesquiera  personas  que 
desempeñaren  un  servicio  público. 

Art.  379.  El  funcionario  público  que 
admitiere  regalos  que  le  fueren  presenta- 
dos en  consideración  á  su  oficio,  será  cas- 
tigado con  la  suspensión  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  380.  Los  que  con  dádivas,  presen- 
tes, ofrecimientos  ó  promesas  corrompie- 
ran á  los  funcionarios  públicos,  serán  cas- 
tigados con  las  mismas  penas  personales  ó 
pecuniarias  que  los  empleados  sobornados, 
menos  la  de  suspensión  cuando  se  impu- 
siere como  principal. 

Art.  381.  Cuando  el  soborno  mediare 
en  causa  crimitial  en  favor  del  reo,  por 
parte  de  su  cónyuge  ó  de  algún  ascendien- 
te, descendiente,  hermano  ó  afín  en  los 
mismos  grados,  sólo  se  impondrá  al  sobor- 
nante una  multa  de  treinta  á  trescientos 
pesos. 

Art.  382.  En  todo  caso  las  dádivas  6 
presentes  serán  decomisados. 

CAPÍTULO  X 

MALVERSACIÓN   DE.,CAÜDALES  PÚBLICOS 

Art.  383.  El  funcionario  público  que 
por  razón  de  sus  funciones,  teniendo  á  su 
cargo  caudales  ó  efectos  públicos,  los  sus- 
trajere ó  consintiere  que  otros  los  sustrai- 
gan, será  castigado: 

1.°  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  mínimo,  si  la  sustracción  no  ex- 
cediere de  diez  pesos. 


HONDURAS.    CÓDIGO   PENAL 


4!1 


2."  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do medio,  si  no  excediere  de  cien  pesos. 

3."  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do máximo,  si  no  excediere  de  mil  pesos. 

4."  Con  la  de  presidio  mayor  en  su  gra- 
do mínimo,  si  no  excediere  de  diez  mil  pe- 
sos. 

5.°  Con  la  de  presidio  mayor  en  su  gra- 
do medio,  si  no  excediere  de  cien  mil  pe- 
sos. 

6."  Con  la  de  presidio  mayor  en  su 
grado  máximo,  si  excediere  de  cien  mil 
pesos. 

Art.  384.  El  funcionario  público  que, 
por  abandono  ó  negligencia  inexcusables, 
diere  ocasión  á  que  se  efectuare  por  otra 
persona  la  sustracción  de  caudales  ó  efec- 
tos públicos  de  que  se  trata  en  los  núme- 
ros 2.°,  3.",  4.°,  5."  y  6.0  del  articulo  ante- 
rior, incurrirá  en  la  pena  de  multa  de  se- 
senta á  seiscientos  pesos. 

Art.  385.  El  funcionario  que  con  daño 
ó  entorpecimiento  del  servicio  público, 
aplicare  á  usos  propios  ó  ajenos  los  cauda- 
les ó  efectos  puestos  á  su  cargo,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  máximo. 

No  verificándose  el  reintegro,  se  le  im- 
pondrán las  penas  señaladas  en  el  articu- 
lo 383. 

Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  pú- 
blico, incurrirá  en  la  pena  de  -reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo,  si  de  ello  re- 
sultare daño  ó  entorpecimiento  del  servicio 
respectivo;  y  en  la  de  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo,  si  no  resultare. 

Art.  386.  El  funcionario  público  que 
diere  á  los  caudales  ó  efectos  que  adminis- 
trare una  aplicación  pública  diferente  de 
aq^uélla  á  que  estuvieren  destinados,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio. 

Art.  387.  El  funcionario  público  que  de- 
biendo hacer  un  pago,  como  tenedor  de 
fondos  del  Estado,  no  lo  hiciere  sin  justa 
causa,  será  castigado  con  la  pena  de  sus- 
pensión en  su  grado  mínimo. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  funcio- 
nario p'iblico  que,  reciuerido  con  orden  de 
Autoridad  competente,  rehusare  hacer 
entrega  de  una  cosa  puesta  bajo  su  cus- 
todia ó  administración. 

Art.  388.  Las  disposii-iones  de  este  ca- 
pítulo son  extensivas  á  los  rjue  se  hallaren 
encargados  por  cualquier  concepto  de  fon- 
dos, rentas  ó  efectos  departamentales  ó 
municipales,  ó  jtertenecientesá  un  estable- 
cimiento de  instrucción  ó  benelicencia,  y 
á  los  administradores  ó  depositarios  de 
caudales  enibaryados,  secuestrados  ó  de- 


positados por  Autoridad  pública,  aunque 
pertenezcan  á  particulares. 

CAPÍTULO  XI 

FRAUDES  Y   EXACCIONES   ILEGALES 

Art.  389.  El  funcionario  público  que 
interviniendo  por  razón  de  su  cargo  en 
alguna  comisión  de  suministros,  contratas, 
ajustes  ó  liquidaciones  de  efectos  ó  habe- 
res públicos,  se  concertare  con  los  intere- 
sados ó  especuladores,  ó  usare  de  cual- 
quiera otro  artificio  para  defraudar  al  Es- 
tado, incurrirá  en  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  390.  El  funcionario  público  que 
directa  ó  indirectamente  se  interesare  en 
cualquier  clase  de  contrato  ú  operación 
en  que  debe  intervenir  por  razón  de  su 
cargo,  será  castigado  con  la  pena  de  re* 
clusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  peri- 
tos, arbitros  y  contadores  particulares, 
respecto  de  los  bienes  ó  cosas  en  cuya  ta- 
sación, partición  ó  adjudicación  hubieren 
intervenido;  y  á  los  tutores,  curadores, 
partidores  y  ejecutores  testamentarios, 
respecto  de  los  pertenecientes  á  sus  guar- 
das ó  testamentarías. 

Art.  391.  El  funcionario  público  que 
exigiere  directa  ó  indirectamente  mayores 
derechos  que  los  que  le  estuvieren  señala- 
dos por  razón  de  su  cargo,  será  castigado 
con  la  pena  de  suspensión  en  su  grado 
mínimo. 

El  culpable  habitual  de  este  delito  incu- 
rrirá en  la  pena  de  suspensión  en  su  grado 
medio. 

CAPÍTULO  XII 

NEGOCIACIONES  PROHIBIDAS  Á  LOS  E.MPLEADO 

Art.  392.     Los  funcionarios  públicos  que 
durante  el  ejercicio  de  su  cargo  se  mezcla 
ren  directa  ó  indirectamente  en  operado 
nes  de  agio,  especulando  .sobre  la  alza  yl  a 
baja  de  los  fondos  públicos  en  que  tengan 
intervención  directa  ó  indirecta,  ó   com- 
prando por  menor  precio  efectos  púl)licos 
cuya  cancelación  puedan  hacer,  incurrirán 
en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

CAPÍTULO  Xlil 

DISPOSICIÓN  GENERAL. 

Art.  393.  Para  los  (ifectos  de  este  titulo 
y  de  los  anteriores  del  presente  libro,  se 
reputará  funcionario  público  todo  el  que 
por  disposición  inmediata  de  la  ley  ó  por 
elección  popular,  ó  por  noml>ramicnto  de 
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Autoridad  competente,  participe  del  ejer- 
cicio de  funciones  públicas. 

TÍTULO  IX 

Delitos  contra  las  personas. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

PARRICIDIO 

Art.  394.  El  que  matare  á  su  padre,  ma- 
dre •  hijo,  sean  legítimos  ó  naturales,  ó  á 
cualquiera  otro  de  sus  ascendientes  ó  des- 
cendientes, ó  á  su  cónyuge,  será  castigado 
como  parricida  con  la  pena  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  máximo  y  en  su  término 
máximo. 

CAPITULO  II 

ASRSINATO 

Art.  395.  Es  reo  de  asesinato  el  que,  sin 
estar  comprendido  en  el  articulo  anterior, 
matare  á  alguna  per.5ona  concurriendo  al- 
guna de  las  circunstancias  siguientes: 

1.*    Con  alevosía. 

2.*  Por  precio  ó  promesa  remunera- 
toria. 

3.*  Por  medio  de  inundación,  incendio, 
veneno,  explosión,  varamiento  ó  avería  de 
nave,  descarrilamiento  de  locomotora,  ó 
del  uso  de  otro  artificio  ocasionado  á  gran- 
des estragos. 

4.*    Con  premeditación  conocida. 

5.*  Con  ensañamiento,  aumentando  de- 
liberada é  inhumanamente  el  dolor  del 
ofendido. 

El  reo  de  asesinato  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  má- 
ximo. 

CAPITULO  III 

HOMICIDIO 

Art.  306.  Es  reo  de  homicidio  el  que, 
sin  estar  comprendido  en  el  art.  395,  ma- 
tare á  otro,  no  concurriendo  alguna  de  las 
circunstancias  enumeradas  en  el  artículo 
anterior. 

El  reo  de  homicidio  será  castigado  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
medio. 

Art.  397.  Cuando  riñendo  varios  y  aco- 
metiéndose entre  si  confusa  y  tumultuaria- 
mente hubiere  resultado  muerte  y  no  cons- 
tare su  autor,  pero  sí  los  que  hubieren  cau- 
sado lesiones  graves,  serán  éstos  castigados 
con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
mínimo. 

No  constando  tampoco  los  que  hubieron 
causado  lesiones  graves  al  ofendido,  se  im- 


pondrá á  todos  los  que  hubieren  ejercido 
violencias  en  su  persona  la  pena  de  presi- 
dio menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  398.  El  que  prestare  auxilio  á  otro 
para  que  se  suicide,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  mínimo; 
y  si  se  lo  prestare  hasta  el  punto  de  ejecu- 
tar él  mismo  la  muerte,  será  castigado  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
medio. 

CAPÍTULO  IV 

DISPOSICIONES   COMUNES   Á   LOS   TRES 
CAPÍTULOS     ANTERIORES 

Art.  399.  El  disparo  de  arma  de  fuego 
contra  cualquiera  persona,  será  castigado 
con  la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado 
medio. 

La  agresión  con  arma  blanca  contra 
cualquiera  persona,  será  castigada  con  la 
pena  de  presidio  menor  en  su  grado  míni- 
mo y  en  su  término  mínimo. 

En  la  aplicación  de  estas  penas  proce- 
derán los  Tribunales,  según  su  prudente 
arbitrio,  sin  sujetarse  á  las  reglas  prescri- 
tas en  el  art.  65. 

Las  disposiciones  anteriores  son  aplica- 
bles al  caso  en  que  no  resultaren  lesiones, 
y  si  no  hubieren  concurrido  en  el  hecho 
todas  las  circunstancias  necesarias  para 
constituir  delito  frustrado  ó  tentativa  de 
parricidio,  asesinato,  homicidio  ó  cualquie- 
ra otro  delito  á  que  esté  señalada  una  pena 
superior  por  alguno  de  los  artículos  do 
e.ste  Código. 

CAPÍTULO  V 

INFANTICIDIO 

Art.  400.  La  madre  que  por  ocultar  su 
deshonra  matare  al  hijo  que  no  haya  cum- 
plido tres  días,  será  castigada  con  la  pena 
de  presidio  menor  en  su  grado  máximo. 

Los  abuelos  maternos  que  para  ocultar 
la  deshonra  de  la  madre  cometieren  este 
delito,  con  la  de  presidio  mayor  en  su  gra- 
do mínimo. 

Fuera  de  estos  casos,  el  que  matare  á  un 
recién  nacido  incurrirá,  según  los  casos, 
en  las  penas  del  parricidio  ó  del  asesinato. 

CAPÍTULO   VI 

ABORTO 

Art.  401.     El  que  de  propósito  caasa  re 
un  aborto  será  castigado: 
1."    Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
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su  grado  medio,  si  ejerciere  violencia  en 
la  persona  de  la  mujer  embarazada. 

2°  Con  la  de  presidio  mayor  en  su 
grado  mínimo,  si,  aunque  no  la  ejerciere, 
obrare  sin  consentimiento  déla  mujer. 

3.°  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do máximo,  si  la  mujer  lo  consintiere. 

Art.  402.  Será  castigado  con  presidio 
menor  en  su  grado  medio  el  aborto  oca- 
sionado violentamente,  cuando  no  haya 
habido  proposito  de  caus;irlo. 

Art.  403.  La  mujer  que  causare  su 
aborto  ó  consintiere  que  otra  persona  se  lo 
cause,  será  castigada  con  reclusión  menor 
en  su  grado  máximo. 

Si  lo  hiciere  para  ocultar  su  deshonra, 
incurrirá  on  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio. 

Art.  404.  El  facultativo  que  abusando 
de  su  arte  causare  el  aborto  ó  cooperare  á 
él,  incurrirá  respectivamente  en  las  penas 
señaladas  en  el  art.  401,  en  su  término 
máximo. 

El  farmacéutico  que  sin  la  debida  pres- 
cripción facultativa  expendiere  un  aborti- 
vo, incurrirá  en  la  pena  de  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo. 

CAPITULO  VII 

LESIONES 

Art.  405.  El  que  de  propósito  castrare 
á  otro,  será  castigado  con  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  medio  y  en  su 
término  mínimo. 

Art.  406.  Cualquiera  otra  mutilación 
de  un  miembro  principal,  ejecutada  igual- 
mente de  propósito,  se  castigará  con  la 
pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  míni- 
mo, y  de  un  miembro  no  principal,  con  la 
misma  pena  en  su  término  mínimo. 

Art.  407.  El  que  hiriere,  golpeare  ó 
maltratare  de  obra  á  otro,  será  castigado 
como  reo  de  lesiones  graves: 

1.°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
Ku  grado  mínimo,  si  de  resultas  de  las  le- 
siones quedare  el  ofendido  imbécil,  impo- 
tente ó  ciego. 

2.°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo  y  en  su  término  mínimo, 
ai  de  resultas  de  las  lesiones  el  ofendido 
perdiere  un  ojo  ó  algún  miembro  princi- 
pal, ó  hubiere  quedado  impedido  de  él  ó 
iii utilizado  para  el  traljujo  á  que  hasta 
entonces  se  hubiere  habitualmenlc  dedi- 
cado. 

3.°  Con  la  pena  de  presidio  nienoren  su 
grado  máximo,  si  de  resultas  de  las  lesio- 
nes el  oftmdid  )  hubiere  quedado  deforme, 
ó    perdido   un    miembro   no    principal,   ó 


quedado  inutilizado  de  él,  ó  hubiere  estado 
incapacitado  para  su  trabajo  habitual  ó 
enfermo  por  más  de  noventa  días. 

4."  Con  la  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio,  si  las  lesiones  hubieren  pro- 
ducido al  ofendido  enfermedad  ó  incapaci- 
dad para  el  trabajo  por  más  de  treinta  días. 

Si  el  hecho  se  ejecutare  contra  alguna  de 
las  personas  que  menciona  el  art.  394,  ó 
con  alguna  de  las  circunstancias  señaladas 
en  el  art.  395,  las  penas  serán  las  inmedia- 
tamente superiores  en  grado  ó  término,  en 
los  respectivos  casos  de  este  artículo. 

No  están  comprendidas  en  el  párrafo  an- 
terior las  lesiones  que  al  hijo  causare  el  pa- 
dre ó  la  madre  excediéndose  en  su  correc- 
ción . 

Art.  408.  Las  lesiones  no  comprendidas 
en  los  artículos  precedentes,  que  produz- 
can al  ofendido  inutilidad  para  el  trabajo 
por  diez  días  ó  m!s,  ó  necesidad  de  la  asis- 
tencia de  facultativo  por  igual  tiempo,  se 
reputarán  menos  graves,  y  serán  penadas 
con  presidio  menor  en  su  grado  mínimo. 

Cuando  la  lesión  menos  grave  se  causare 
con  intención  maniñesta  de  injuriar,  ó  con 
circunstancias  ignominiosas,  se  impondrá 
la  misma  pena  en  su  término  máximo. 

Art.  409.  Las  lesiones  menos  graves 
inferidas  á  cualquiera  de  las  personas  que 
menciona  el  art.  394,  serán  castigadas  con 
presidio  menor  en  su  grado  medio;  pero  no 
incurrirá  en  responsabilidad  el  padre  ó 
madre  que  las  causare  al  hijo  excediéndo- 
se en  su  corrección. 

Art.  410  Las  lesiones  no  comprendidas 
en  los  artículos  precedentes,  que  impidan 
al  ofendido  trabajar  de  tres  á  nueve  días, 
ó  hagan  necesaria  por  el  mismo  tiempo  la 
asistencia  facultativa,  se  reputarán  leves  y 
serán  castigadas  con  presidio  menor  en  su 
grado  mínimo  y  en  su  término  mínimo, 
salvo  el  caso  en  que  estas  lesiones  sean 
causadas  al  hijo  por  el  padre  ó  madre  ex- 
cediéndose en  su  corrección. 

Art.  411.  Las  jienas  de  los  artículos  an- 
teriores son  aplicables,  respectivamente, 
al  que  sin  ánimo  de  matar  causare  á  otro 
alguna  lesión  administrándole  á  sabiendas 
sustancias  ó  bebidas  nocivas,  ó  abusando 
de  su  credulidad  ó  flaqueza  de  es[iiritu. 

Art.  412.  Cuando  en  la  riña  tumultua- 
ria definida  en  el  art.  397,  resultaren  lesio- 
nes graves  y  no  constare  quiénes  las  hubie- 
ren causado,  se  impondrá  la  pena  inmedia- 
tamente inferior  en  grado  á  la  correspon- 
diente á  las  lesiones  causadas,  á  los  que 
aparezcan  haber  ejercido  cualquiera  vio- 
lencia en  la  persona  del  ofendido. 

Art.  413.  El  que  se  mutilare  ó  el  qu« 
prestare  su  consentimiento  para  ser  muti- 
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lado  con  el  fin  de  eximirse  de  algún  servi- 
cio público,  y  fuere  declarado  exento  de 
este  servicio  por  efecto  de  la  mutilación, 
incurrirá  en  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  medio. 

Art.  414.  El  que  inutilizare  á  otro  con 
su  consentimiento  para  el  objeto  mencio- 
nado en  el  artículo  anterior,  incurrirá  en 
la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado  má- 
ximo. 

Si  lo  hubiere  hecho  mediante  precio,  la 
pena  será  la  inmediatamente  superior  á  la 
señalada  en  el  párrafo  anterior. 

Si  el  reo  de  este  delito  fuere  padre,  ma- 
dre, cónyuge,  hermano  ó  cuñado  del  mu- 
tilado, la  pena  será  la  de  presidio  menor 
en  su  grado  mínimo. 

CAPÍTULO  VIII 

DISPOSICIÓN   GENERAL 

Art.  415.  El  marido  quesorprendiendo 
en  adulterio  á  su  mujer  matare  en  el  acto 
a  ésta  ó  al  adúltero,  ó  les  causare  alguna 
de  las  legiones  graves,  será  castigado  con  la 
pena  de  destierro  en  su  grado  máximo. 

Si  les  causare  lesiones  de  otra  clase,  que- 
dará exento  de  pena. 

Estas  reglas  son  aplicables  en  iguales 
circunstancias  á  los  padres  respecto  de  sus 
hijas  menores  de  veintiún  años  y  sus  co- 
rruptores, mientras  aquéllas  vivieren  en 
la  casa  paterna. 

El  beneñcio  de  este  artículo  no  aprove- 
cha á  los  que  hubieren  promovido  ó  facili- 
tado la  prostitución  de  sus  mujeres  ó  hijas. 

CAPÍTULO  IX 

DUELO 

Art.  416.  La  Autoridad  que  tuviere  no- 
ticia de  estarse  concertando  un  duelo,  pro- 
cederá á  la  detención  del  provocador  y  á 
la  del  retado,  si  éste  hubiere  aceptado  el 
desafío,  y  no  los  pondrá  en  libertad  hasta 
que  den  palabra  de  honor  de  desistir  de  su 
propósito. 

Si  no  la  dieren  dentro  del  término  de  la 
detención  para  inquirir,  serán  castigados 
con  la  pena  de  confinamiento  en  su  grado 
mínimo. 

El  que  faltando  deslealmente  á  su  pala- 
bra provocare  de  nuevo  á  su  adversario, 
será  castigado  con  la  pena  de  confinamien- 
to en  su  grado  medio. 

El  que  aceptare  el  duelo  en  el  mismo  ca- 
so, será  castigado  con  la  pena  de  confina- 
miento en  su  grado  mínimo. 

Art.  417.     El  que  matare  en  duelo  á  su 


adversario,  será  castigado  con  la  pena  de 
reclusión  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Si  le  causare  las  lesiones  señaladas  en 
el  número  1.°  del  articulo  407,  con  la  de 
reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

Se  impondrá  á  los  combatientes  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  medio,  si 
causaren  lesiones  graves,  y  en  su  grado 
mínimo  si  fueren  menos  graves. 

Art.  418.  En  lugar  de  las  penas  señala- 
das en  el  artículo  anterior,  se  impondrá' la 
de  confinamiento  en  su  grado  máximo  en 
caso  de  iiomicidio,  la  de  destierro  en  su 
gi-ado  medio  en  el  de  lesiones  comprendi- 
das en  el  número  1.°  del  art.  407,  y  la  de 
30  á  300  pesos  de  multa  en  los  demás  ca- 
sos: 

1."  Al  provocado  á  desafío  que  se  batie- 
re por  no  haber  obtenido  de  su  adversario 
explicación  de  los  motivos  del  duelo. 

2.°  Al  desafiado  que  se  batiere  por  ha- 
ber desechado  su  adversario  las  explica- 
ciones suficientes  ó  satisfacción  decorosa 
del  agravio  inferido. 

3."  Al  injuriado  que  se  batiere  por  no 
haber  podido  obtener  del  ofensor  la  expli- 
cación suficiente  ó  satisfacción  decorosa 
que  le  hubiere  pedido. 

Art.  419.  Las  penas  señaladas  en  el  ar- 
tículo 417  se  aplicarán  en  su  término  má- 
ximo: 

1.°  Al  que  provocare  el  duelo  sin  ex- 
plicar á  su  adversario  los  motivos  si  éste 
lo  exigiere. 

2.*'  Al  que  habiéndolo  provocado,  aun- 
que fuere  con  c.iusa,  desechare  las  expli- 
caciones suficientes  ó  la  satisfacción  de- 
corosa que  le  haya  ofrecido  su  adversario. 

3.°  Al  que  habiendo  hecho  á  su  adver- 
sario cualquiera  injuria,  se  negare  á  darle 
explicaciones  suficientes  ó  satisfacción  de- 
corosa. 

Art.  420.  El  que  incitare  á  otro  á  pro- 
vocar ó  á  aceptar  un  duelo,  será  ca.stigado 
respectivamente  con  las  penas  señaladas 
en  el  artículo  416,  si  el  duelo  se  lleva  á 
efecto. 

El  que  denostare  ó  desacreditare  públi- 
camente á  otro  por  haber  rehusado  un  due- 
lo, incurrirá  en  la  pena  señalada  para  las 
injuria.s  graves. 

Art.  421.  Los  padrinos  de  un  duelo  de! 
que  resultare  muerte  ó  lesiones,  serán  res- 
pectivamente castigados  como  cóm|)lices 
de  aquellos  delitos  si  hubieren  promovido 
el  duelo,  ó  usado  cualquier  género  de  ale- 
vosía en  su  ejecución  ó  en  el  arreglo  do 
sus  condiciones. 

Serán  castigados  como  cómplices  del 
duelo  penado  en  el  articulo  417,  si  lo  hu- 
bieren concertado  á  muerte,  ó  con  venta- 
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j^  conocida  de  alguno  de  los  combatientes. 

Incurrirán  en  la  pena  de  multa  de  trein- 
ta á  trescientos  pesos  si  no  hubieren  hecho 
cuanto  estuvo  de  su  parte  para  conciliar 
los  ánimos,  ó  no  hubieren  procurado  con- 
certar las  condiciones  del  duelo  de  la  ma- 
nera menos  peligrosa  posible  para  la  vida 
de  los  combatientes. 

Art.  422.  El  duelo  que  se  verificare  sin 
la  asistencia  de  uno  ó  más  padrinos  mayo- 
res de  edad  por  cada  parte,  y  sin  que  éstos 
hayan  elegido  las  armas  y  arreglado  todas 
las  demás  condiciones,  se  castigará: 

1°  Con  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo  no  resultando  muerte  ó  lesiones. 

2.°  Con  las  penas  generales  de  este  Có- 
digo si  resultaren;  pero  nunca  podrá  ba- 
jarse de  reclusión  menor  en  su  grado  me- 
dio. 

Art.  423.  Se  impondrán  también  las 
penas  generales  de  este  Código  en  sus  tér- 
minos máximos: 

1°  Al  que  provocare  ó  diere  causa  á 
un  desafio,  proponiéndose  un  interés  pecu- 
niario ó  un  objeto  inmoral. 

2.°  Al  combatiente  que  cometiere  la 
alevosía  de  faltará  las  condiciones  concer- 
tadas por  los  padrinos. 

TITULO  X 

Delitos  contra  la  honestidad. 

CAPITULO  PRIMERO 

ADULTERIO 

Art.  424.  El  adulterio  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do máximo. 

Comete  adulterio  la  mujer  casada  que 
yace  con  varón  que  no  sea  su  marido,  y  el 
que  yace  con  ella  sabiendo  que  es  casada, 
aunque  después  .se  declare  nulo  el  matri- 
monio. 

Art.  425.  No  se  impondrá  pena  por  de- 
lito de  adulterio  sino  en  virtud  de  querella 
del  marido  agraviado. 

Este  no  podrá  deducirla  sino  contra  am- 
bos culpables,  si  uno  y  otro  vivieren,  y 
nunca  si  hubiere  consentido  el  adulterio  ó 
perdonado  á  cu  ilquiera  d-i  ellos. 

Art.  426.  El  m  irido  podrá  en  cualquier 
tiempo  remitir  la  pena  imj)uesta  á  su  con- 
sorte. 

En  este  caso.se  tendrá  también  por  re- 
mitida la  pena  al  adú  tero. 

Art.  427.  La  ejecutoria  en  causa  de  di- 
vorcio por  adulterio  surtirá  sus  efectos  ple- 
namente en  lo  penal  cuando  fuere  absolu- 
toria. 

Si   fuere  condenatoria    será   necesario 


nuevo  juicio  para  la  imposición  de  las 
penas. 

Art.  428.  El  marido  que  tuviere  man- 
ceba dentro  de  la  casa  conyugal,  ó  fuera  de 
ella  con  escándalo,  será  castigado  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  me- 
dio. 

La  manceba  será  castigada  con  la  de 
destierro  en  su  grado  medio. 

Lo  dispuesto  en  los  arts.  425  y  426,  es 
aplicable  al  caso  de  que  se  trata  en  el  pre- 
sente. 

CAPITULO  II 

VIOLACIÓN   Y  ABUSOS    DESHONESTOS 

Art.  429.  La  violación  de  una  mujer 
será  castigada  con  la  pena  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  mínimo. 

Se  comete  violación  yaciendo  con  la  mu- 
jer en  cualquiera  de  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  se  usare  de  fuerza  ó  intimi- 
dación. 

2.°  Cuando  la  mujer  se  hallare  privada 
de  razón  ó  de  sentido  por  cualquiera  causa. 

3.°  Cuando  fuere  menor  de  doce  años 
cumplidos,  aunque  no  concurriere  ninguna 
de  las  circunstancias  expresadas  en  los  dos 
números  anteriores. 

Art.  430.  El  que  abusare  deshonesta- 
mente de  persona  de  uno  ú  otro  sexo,  con- 
curriendo cualquiera  de  las  circunstancias 
expresadas  en  el  articulo  anterior,  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  menor 
en  su  grado  máximo. 

Con  la  misma  pena  se  castigará  al  que, 
conociendo  las  relaciones  que  lo  ligan,  ya- 
ciere con  un  ascendiente,  descendiente  ó 
hermano,  por  consanguinidad  ó  por  afini- 
dad legítima. 

CAPÍTULO  III 

BELITOS    DE   ESCÁNDALO    PÚBLICO 

Art.  431 .  El  que  abandonare  á  su  con- 
sorte sin  justo  motivo  incurrirá  en  la  pena 
de  confinamiento  en  su  grado  medio. 

Art.  432.  Incurrirán  en  la  pena  de  mul- 
ta de  60  á  60 .)  pesos  los  que  de  cualquier 
modo  ofendieren  el  pudor  ó  las  buenas  cos- 
tumbres, con  hechos  de  grave  escándalo  ó 
trascendencia  no  comprendidos  expresa- 
mente en  otros  artículos  de  este  Código. 

En  el  párrafo  preced(!nte  se  comprende 
á  los  autores  de  escritos,  canciones  ó  figu- 
ras que  ofendan  el  pudor  ó  las  buenas  cos- 
tumbres, y  á  los  que  los  vendieren,  distri- 
buyeren ó  exhibieren. 

Art.  433.     Incurrirán  en  la  penade muí- 
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ta  de  30  á  300  pesos,  los  que  expusieren  ó 
proclamaren  con  escándalo  doctrinas  con- 
trarias á  la  moral  pública. 

CAPITULO  IV 

ESTUPRO   Y   CORRUPCIÓN  DE   MENORES 

Art.  434.  El  estupro  de  una  doncella 
mayor  de  doce  años  y  menor  de  veintiuno 
cometido  por  Autoridad  pública,  sacerdo- 
te, criado,  doméstico,  tutor,  maestro  ó  en- 
cargado por  cualquier  titulo  de  la  educa- 
ción ó  guarda  de  la  estuprada,  ó  por  cual- 
quiera otra  persora  con  abuso  de  autori- 
dad ó  conñanza,  se  castigará  con  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

El  estupro  cometido  por  cualquiera  otra 
per-sona  con  una  mujer  mayorde  doce  años 
y  menor  de  veintiuno,  interviniendo  enga- 
ño, se  castigará  con  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  medio. 

Con  la  misma  pena  se  castigará  cualquie- 
ra otro  abuso  deshonesto,  cometido  por  las 
mismas  personas  ó  en  iguales  circunstan- 
cias. 

Art.  435.  El  que  habitualmente  ó  con 
abuso  de  autoridad  ó  confianza,  promovie- 
re ó  facilitare  la  prostitución  ó  corrupción 
de  menores  de  edad  para  satisfacer  los  de- 
seos de  otro,  será  castigado  con  la  pena  de 
presidio  menor  en  su  grado  máximo. 

CAPITULO  V 

RAPTO 

Art.  436.  El  rapto  de  una  mujer  de  bue- 
na fama,  ejecutado  contra  su  voluntad  y 
con  miras  deshonestas,  será  castigado  con 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  gi-ado  mí- 
nimo; y  si  no  fuere  de  buena  fama,  con  la 
de  presidio  mayor  en  su  grado  máximo. 

En  todo  caso,  se  impondrá  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo,  si  la 
robada  fuese  menor  de  doce  años. 

Art.  437.  El  rapto  de  una  doncella  me- 
nor de  veintiún  años  y  mayor  de  doce,  eje- 
cutado con  su  anuencia,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
máximo. 

Art.  438.  Los  reos  de  delito  de  rapto 
que  no  dieren  razón  del  paradero  de  la  per- 
sona robada  ó  explicación  satisfactoria  so- 
bre su  muerte  ó  desaparición,  serán  casti- 
gados con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su 
grado  medio. 

En  todo  tiempo  en  que  la  persona  des- 
aparecida se  encuentre  ó  se  demuestre  que 
sobrevivió  al  desaparecimiento,  y  que  no 
tuvo   culpa  de  su  muerte  el   condenado, 


la  pena  será  reducida  á  la  ordinaria  del 
rapto. 

CAPITULO  VI 

DISPOSICIONES   COMUNES    Á    LOS   CAPÍTULOS 
ANTERIORES 

Art.  439.  En  los  delitos  á  que  se  refie- 
ren los  capítulos  II  al  V  de  este  título,  sólo 
podrá  procederse  contra  el  culpable  por 
querella  ó  denuncia  de  la  persona  agravia- 
da, y  si  ésta,  por  su  edad  ó  estado  moral, 
careciere  de  personalidad  para  comparecer 
en  juicio,  corresponderá  aquel  derecho  á 
los  padres,  abuelos,  hermanos  ó  tutores,  en 
el  orden  que  establezca  el  Código  de  pro- 
cedimientos. 

Si  la  persona  agraviada  fuere  de  todo- 
punto  desvalida,  deberá  formalizar  la  acu- 
sación el  Síndico  municipal  ó  el  Fiscal,  por 
fama  pública. 

El  perdón  expreso  de  la  persona  agravia- 
da, ó  de  la  que  en  su  defecto  tenga  el  dere- 
cho de  querella  ó  denuncia,  e.xtinguirá  la 
acción  penal  ó  la  pena.  También  se  extin- 
guirá por  el  matrimonio  del  ofensor  con  la 
ofendida. 

Art.  440.  Los  reos  de  violación,  estu- 
pro ó  rapto  serán  también  condenados  por 
vía  de  indemnización: 

1."  A  dotar  á  la  ofendida  si  fuere  solte- 
ra ó  viuda. 

2.°  A  reconocer  la  prole  que  según  las 
reglas  legales  se  presuma  suya. 

3.°    A  mantener  la  prole. ' 

Art,  441.  Los  ascendientes,  tutores, 
maestros  y  cualesquiera  personas  que  con 
abuso  de  autoridad  ó  encargo,  cooperaren 
como  cómplices  á  la  perpetración  de  los  de- 
litos comprendidos  en  los  cuatro  capítulos 
precedentes,  serán  penados  como  autores. 

TITULO  XI 
De  los  delitos  contra  el  honor. 

CAPITULO  PRIMERO 

CALUMNIA 

Art.  442.  Es  calumnia  la  falsa  imputa- 
ción de  un  delito  de  los  que  dan  lugar á 
procedimiento  de  oficio. 

Art.  443.  La  calumnia  propagada  por 
escrito  y  con  publicidad,  se  castigará  con 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
máximo  cuando  se  imputare  un  delito  gra- 
ve, y  con  la  de  reclu-ión  menor  en  su  gra- 
do mínimo  si  se  imputare  un  delito  menos 
grave. 

Art.  444.  No  propagándose  la  calumnia 
con  publicidad  y  por  escrito,  será  casti- 
gada: 
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1.°  Con  la  pena  de  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo  y  en  su  término  máximo 
cuando  se  imputare  un  delito  grave. 

2°  Con  la  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  y  en  su  término  mínimo, 
cuando  se  imputare  un  delito  menos  grave. 

Art.  445.  El  acusado  de  calumnia  que- 
dará exento  de  toda  pena  probando  el  he- 
cho criminal  que  hubiere  imputado. 

La  sentencia  en  que  se  declare  la  calum- 
nia se  publicará  en  los  periódicos  oticiales 
fii  el  calumniado  lo  pidiere. 

CAPITULO  II 

INJURIAS 

Art.  446.  Es  injuria  toda  expresión  pro- 
ferida ó  acción  ejecutada  en  deshonra,  des- 
crédito ó  menosprecio  de  otra  persona. 

Art.  447.     Son  injurias  graves: 

1."  La  imputación  de  un  delito  de  los 
que  no  dan  lugar  á  procedimiento  de  oficio. 

2."  La  de  un  vicio  ó  falta  de  moralidad 
cuyas  consecuencias  puedan  perjudicar 
considerablemente  la  fama,  crédito  ó  inte- 
rés del  agraviado. 

3.°  Las  injurias  que  por  su  naturaleza, 
ocasión  ó  circunstancias  fueren  tenidas  en 
el  concepto  público  por  afrentosas. 

4.°  Las  que  racionalmente  rnerezcan  la 
califícación  de  graves,  atendido  el  estado, 
dignidad  y  circunstancias  del  ofendido  y 
del  ofensor. 

Art.  448.  Las  injurias  graves  hechas 
por  escrito  y  con  publicidad,  serán  castiga- 
das con  la  pena  de  destierro  en  su  grado 
máximo. 

Noconcurriendoaquellascircunstancias, 
8e  castigarán  con  la  pena  de  destierro  en 
su  grado  mínimo. 

Art.  449.  Las  injurias  leves  serán  casti- 
gadas con  la  pena  de  destierro  en  su  grado 
mínimo,  cuando  fueren  hechas  por  escrito 
y  con  publicidad. 

No  concurriendo  estas  circunstancias  se 
penarán  como  faltas. 

Art.  450.  Al  acusado  de  injuria  no  se  le 
admitirá  prueba  sobre  la  verdad  de  las  im- 
putaciones, sino  cuando  éstas  fueren  diri- 
gidas contra  los  empleados  públicos  sobre 
hechos  concernientes  al  ejercicio  de  su 
cargo. 

En  este  caso  será  absuelto  el  acusado  si 
probare  la  verdad  de  las  imputaciones. 

CAPITULO  III 

DISPOSICIONES   COMUNES 

Art.  451 .     Se  comete  el  delito  de  calum- 


nia ó  injuria,  no  .sólo  manifíestamente,s¡no 
por  medio  de  alegorías,  caricaturas,  em- 
blemas ó  alusiones. 

Art.  452.  La  calumnia  y  la  injuria  se 
reputarán  hechas  por  escrito  y  con  publi- 
cidad, cuando  se  propagaren  por  medio  de 
papeles  impresos,  litograñados  ó  grabados, 
por  carteles  ó  pasquines  ñjados  en  sitios 
públicos  ó  por  papeles  manuscritos  comu- 
nicados á  más  de  cinco  personas. 

La  calumnia  y  la  injuria  hechas  por  la 
imprenta  serán  castigadas  conforme  á  la 
ley  de  imprenta. 

Art.  453.  El  acusado  de  calumnia  ó  in- 
juria, cuando  fuere  encubierta  ó  equívoca, 
que  rehusare  dar  en  juicio  explicación  sa- 
tisfactoria acerca  de  ella,  será  castigado 
como  reo  de  calumnia  ó  injuria  manifiesta. 

Art.  454.  Podrán  ejercitar  la  acción  de 
calumnia  ó  injuria,  los  ascendientes,  des- 
cendientes, cónyuges  y  hermanos  deldifun- 
to  agraviado,  siempre  que  la  calumnia  ó 
injuria  trascendiere  á  ellos,  y  en  todo  ca- 
.so  el  heredero. 

Art.  455.  Nadie  podrá  deducir  acción 
de  calumnia  ó  injuria  causadas  en  juicio, 
sin  previa  licencia  del  Juez  ó  Tribunal  que 
de  él  conociere. 

Nadie  será  penado  por  calumnia  ó  inju- 
ria sino  a  querella  de  la  parte  ofendida, 
salvo  cuando  la  ofensa  se  dirija  contra  la 
Autoridad  pública,  corporaciones  ó  clases 
determinadas  del  Estado,  y  en  general, 
cuando  constituya  otro  delito  especialmen- 
te penado  en  este  Código. 

El  culpable  de  injuria  ó  de  calumnia  con- 
tra particularesquedará  relevado  de  la  pena 
impuesta,  mediando  perdón  de  la  parte 
ofendida. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  se  repu- 
tan también  Autoridad  los  Jefes  de  las  na- 
ciones amigas  ó  aliadas,  los  Agentes  diplo- 
máticos de  las  mismas  ó  los  extranjeros 
con  carácter  público  que,  según  los  Tra- 
tados, debieren  comprenderse  en  esta  dis- 
posición. 

Para  proceder  de  oficio  en  los  casos  ex- 
presados en  el  ])árrafo  anterior,  ha  de  pre- 
ceder excitación  especial  del  Gobierno. 

TÍTULO  XII 

Delitos  contra  el  estado  civil 
de  las  personas. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

SUPOSICIÓN    DE   PARTOS   Y    USURPACIÓN 
DEL  ESTADO  CIVIL 

Art.  456.     La  suposición  de  partos  y  Ja 

sustitución  de  un  niño  por  otro,  serán  cas- 
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ligadas  con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que  ocul- 
tare ó  expusiere  un  hijo  legitimo  ú  natu- 
ral con  ánimo  de  hacerle  perder  su  estado 
civil. 

Art.  457.  El  facultativo  ó  funcionario 
púhlico  que,  abusando  de  su  profesión  ó 
cargo,  cooperare  á  la  ejecución  de  alguno 
de  ios  delitos  expresados  en  el  artículo  ante- 
rior, incurrirá  en  la  pena  del  mismo. 

Art.  45S.  El  que  usurpare  el  estado 
civil  de  ütro,  será  castigado  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  mínimo. 

CAPÍTULO  II 

CELEBRACIÓN  DE  MATRIMONIOS  ILEGALES 

Art.  459.  El  que  contrajere  segundo  ó 
ulterior  matrimonio  sin  hallarse  legitima- 
mente  disuelto  el  anterior,  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  mayor  en  su 
grado  mínimo. 

Art.  460.  El  que  con  algún  impedimen- 
to dirimente  no  dispensable  contrajere 
matrimonio,  será  castigado  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  461.  El  <\ue  contrajere  matrimo- 
nio mediando  algún  impedimento  dispen- 
sable será  castigado  con  una  multa  de 
treinta  á  trescientos  pesos. 

Si  por  culpa  suya  no  revalidare  el  ma- 
trimonio, previa  dispensa  en  el  término 
que  los  Tribunales  designen,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  máximo,  de  la  cual  quedará  relevado 
cuando  quiera  que  se  revalide  el  matri- 
monio. 

Art.  462.  El  menor  que  contrajere  ma- 
trimonio sin  el  consentimiento  de  sus  pa- 
dres ó  de  las  personas  que  para  el  efecto 
hagan  sus  veces,  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio. 

El  (;ulpa!)le  quedará  exento  de  la  pena 
desde  que  los  jjadres  ó  las  personas  á  quie- 
nes se  refiere  el  párrafo  anterior,  aproba- 
ren el  matrimonio  coutraido. 

Art  463.  La  viuda  que  se  casare  antes 
de  los  trescientos  un  días  desde  la  muerte 
de  su  marido,  ó  antes  de  su  alumbramien- 
to, si  hubiere  quedado  encinta,  incurrirá 
en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do mínimo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  la  mujer 
cuyo  matrimonio  se  hubiere  declarado  nu- 
lo ó  disuelto,  si  se  casare  antes  de  su  alum- 
bramiento ó  de  haberse  cumplido  trescien- 
tos un  días  después  de  su  sej>aración  legal, 
con  otro  que  no  sea  su  anterior  marido. 

Art.  464.     El  tutor  que  antes  de  la  apro- 


bación legal  de  sus  cuentas  contrajere  ma- 
trimonio, ó  prestare  su  consentimiento 
para  que  lo  contraigan  sus  hijos  ó  descen- 
dientes con  la  persona  que  tuviere  ó  hubie- 
re tenido  en  guarda,  á  no  ser  que  el  padre 
de  ésta  hubiere  autorizado  debidamente 
este  matrimonio,  será  castigado  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
máximo. 

Art.  465.  El  funcionario  que  autorizare 
matrimonio  prohibido  por  la  ley,  ó  para  el 
cual  haya  algún  impedimento  no  dispen- 
sable, será  castigado  con  la  pena  de  multa 
de  noventa  á  novecientos  pesos. 

Si  el  impedimento  fuera  d.si)ensable,  la 
pena  será  multa  de  treinta  á  trescientos 
pesos. 

Art.  466.  En  torios  los  casos  de  este 
capitulo,  el  contrayente  doloso  será  con- 
denado á  dotar,  según  su  posibilidad,  á  la 
mujer  que  hubiere  contraído  matrimonio 
de  buena  fe. 

Art.  467.  El  ministro  de  cualquier  culto 
que  autorizare  un  matrimonio  religioso  sin 
que  preceda  la  celebración  del  matrimonio 
civil,  incurrirá  en  la  pena  de  confinamien- 
to en  su  grado  medio. 

TITULO  xin 

De  los    delitos  contra   la   libartad  y 
seguridad. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DETENCIONES  ILEGALES 

Art.  468.  El  particular  que  encerrare 
ó  detuviere  á  otro  privándole  de  su  liber- 
tad, será  castigado  con  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  máximo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  pro- 
porcionare lugar  para  la  ejecución  del 
delito. 

Si  el  culpable  diere  libertad  al  encerrado 
ó  detenido  dentro  de  los  tres  días  de  su 
detención,  sin  haber  logrado  el  objeto  que 
se  projjusiere,  la  pena  será  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Las  penas  de  este  articulo  se  convertirán 
en  presidio,  si  al  detenido  se  hubieren  cau- 
sado lesiones  meno-;  graves,  cuando  el 
hecho  no  merezca  otra  mayor. 

Art.  469.  El  delito  de  que  so  trata  en  el 
articulo  anterior,  será  castigad»  con  la  pe- 
na de  reclisión  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo: 

1."  Si  el  encierro  ó  detenci  m  hubiere 
durado  más  de  veinte  días. 

2.**  Si  se  hubiere  ejecutado  con  simu- 
lación do  autoridad  pública. 
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3.*"  Si  á  la  persona  encerrada  se  la  hu- 
biere amenazado  de  muerte. 

Cuando  se  hubieren  causado  al  encerra- 
do ó  detenido  lesiones  graves,  que  según 
las  demás  disposiciones  de  este  Código  no 
merezcan  mayor  pena,  el  culpable  sufrirá 
la  de  presidio  mayor  en  ;su  grado  mínimo. 

Art.  470.  El  que  fuera  de  los  casos  per- 
mitidos por  la  ley  aprehendiere  á  una  per- 
sona para  pre.sentarla  á  la  Autoridad,  será 
castigado  con  la  pena  de  multa  de  30  á  300 
pesos. 

CAPÍTULO  II 

SUSTRACClÓiX    DE   MENORES 

Art.  471.  La  sustracción  de  un  menor 
de  siete  años  será  castigada  con  la  pena  de 
presiuio  menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  472.  En  la  misma  pena  incurrirá 
el  que  hallándose  encargado  de  la  persona 
de  un  menor,  no  lo  presentare  á  sus  pa- 
dres ó  guardadores,  ni  diere  explicación 
satisfactoria  acerca  de  su  desaparición. 

Cuando  la  persona  desaparecida  se  en- 
contrare ó  se  demostrare  que  sobrevivió  al 
de.saparecimiento,  ó  que  el  sentenciado  no 
tuvo  culpa  de  su  muerte,  quedará  exento 
de  pena. 

Art.  473.  El  que  indujere  á  un  menor 
de  quince  años,  pero  mayor  de  siete,  á  que 
abandone  la  casa  de  sus  padres,  tutores  ó 
encardados  de  su  persona,  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do mínimo;  y  si  el  menor  de  edad  fuere 
mayor  de  quince  años,  será  castigado  con 
la  misma  pena  en  su  término  mínimo. 

CAPÍTULO  III 

ABANDONO  DE  NIÑOS  Y  PERSONAS  DESVALIDAS 

Art.  474.  El  abandono  de  un  niño  me- 
nor de  siete  años  será  castigado  con  la  pe- 
na de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Cuando  por  las  circunstancias  del  aban- 
dono se  hubiere  ocasionado  la  muerte  de 
un  niño,  ó  lesiones  graves  al  mismo,  será 
ca-!ligado  el  culpal)le  con  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  máximo;  si  sólo  .se 
hubiere  puesto  en  i)eligTO  su  vida,  ó  hubie- 
re ufriüo  lesiones  menos  graves,  la  pena 
será  la  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anterio- 
res se  entenderá  sin  perjuicio  de  castigar 
c!  hecho  corno  corresponda  cuando  consti- 
tuyere otro  delito  más  grave. 

Art.  475.  El  que  teniendo  á  su  cargo  la 
crianza  ó  educación  de  un  menor  lo  entre- 


gare á  un  establecimiento  público  ó  á  otra 
persona,  sin  la  anuencia  de  la  que  se  lo 
hubiere  confíado,  ó  de  la  Autoridad  en  su 
defecto,  será  castigado  con  una  multa  de 
30  a  300  pesos. 

Art.  476.  El  que  abandonare  á  su  cón- 
yuge, ó  á  un  ascendiente  ó  descendiente 
legítimo  ó  natura!,  que  se  lidiare  grave- 
mente enfermo  ó  imposibilitado  incurrirá 
en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
máximo,  si  el  abandonado  sufriere  lesio- 
nes graves  ó  muriere  á  consecuencia  del 
abandono. 

CAPÍTULO  IV 

DISPOSICIÓN  COMÚN  Á  LOS   TRES  CAPÍTULOS 
PRECEDENTES 

Art.  477.  El  que  detuviere  i'egalmente 
á  cualquiera  persona,  ó  sustrajere  un  me- 
nor de  siete  años  y  no  diere  razón  de  su 
paradero,  ó  no  acreditare  haberlo  dejado 
en  libertad,  será  castigado  con  1.x  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  medio. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  aban- 
donare un  niño  menor  de  siete  años  si  no 
acreditare  que  lo  dejó  abandonado  sin  ha- 
ber cometido  otro  delito. 

En  los  casos  de  los  párrafos  anteriores, 
si  se  encontrare  la  persona  ofendida,  ó  se 
demostrare  que  sobrevivió  al  hecho  sin  que 
el  condenado  haya  tenido  culpa  en  su 
muerte,  la  pena  se  reducirá  á  la  ordinaria 
de  la  detención,  sustracción  ó  abandono. 

CAPITULO  V 

ALLANAMIENTO  DE    MORADA 

Art.  478.  El  particular  que  entrare  en 
morada  ajena  contra  la  voluntad  de  su 
morador,  será  castigado  con  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  el  hecho  se  ejecutare  con  violencia  ó 
intimidación,  la  pena  será  la  de  reclusión 
menor  en  su  grado  máximo. 

Art.  479.  La  dis¡)osición  del  artí(;ulo 
anterior  no  es  aplicable  al  que  entra  en  la 
morada  ajena  para  evitar  un  mal  grave  á 
si  mismo,  á  los  moradoi'e.i  ó  á  un  tercero, 
ni  al  que  lo  hace  para  jjrestar  algún  servi- 
cio á  la  humanidad  ó  á  la  justicia. 

Art.  480.  Lo  dispuesto  en  este  capítulo 
no  tiene  aplicación  respecto  de  los  cafés, 
tabernas,  ])0.sada.-3  y  demás  casas  públicas 
mientras  estuvieren  abiertas. 

CAPÍTULO  VI 

DE    LAS    AMENAZAS    Y     COACCIONES 

Art.  481.     El  que  amenazare  á  otro  con 
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causar  al  mismo  ó  á  su  familia  en  sus  per- 
sonas, honra  ó  propiedad,  un  mal  que 
constituye  delito,  será  castigado: 

1."  Con  la  pena  inmediatamente  infe- 
rior en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  al 
delito  con  que  amenazare,  si  se  hulnere 
hecho  la  amenaza  exigiendo  una  cantidad 
ó  imponiendo  cualquiera  otra  condición 
aunque  no  sea,  ilícita  y  el  culpable  hubiere 
conseguido  su  propósito,  y  con  la  pena  in- 
ferior en  dos  grados  si  no  lo  hubiere  con- 
seguido. 

La  pena  se  impondrá  en  su  término  má- 
ximo si  las  amenazas  se  hicieren  por  escri- 
to ó  por  medio  de  emisario. 

2.**  Con  la  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  si  la  amenaza  no  fuere  con- 
dicional. 

Art.  482.  Las  amenazas  de  un  mal  que 
no  constituya  delito,  hechas  en  la  forma 
expresada  en  el  núm.  1°  del  articulo  ante- 
rior, serán  castigadas  con  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo  y  en 
su  término  mínimo. 

En  todos  los  casos  de  este  artículo,  y  del 
anterior,  se  podrá  condenar  además  al 
amenazador  á  dar  caución  de  no  ofender 
al  amenazado,  y  en  su  defecto  á  la  pena  de 
sujeción  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad. 

Art  483.  El  que  sin  estar  legítimamen- 
te autorizado  impidiese  á  otro  con  violen- 
cia hacer  lo  que  la  ley  no  prohibe,  ó  lo 
compeliere  á  efectuar  lo  que  no  quiera, 
sea  justo  ó  injusto,  será  castigado  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  484.  El  que  con  violencia  se  apo- 
derare de  una  cosa  perteneciente  á  su 
deudor  para  hacerse  pago  con  ella,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo. 

CAPÍTULO  VII 

■ESCÜBRIMIENTO  Y  REVELACIÓN  DE  SECRETOS 

Art.  485.  El  que  para  descubrir  los 
secretos  de  otro  se  apoderase  de  sus  pape- 
les ó  cartas  y  divulgare  aquéllos,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad por  el  mal  á  que  diere  lugar. 

Si  no  los  divulgare,  la  pena  será  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á  los 
maridos,  padres,  tutores  ó  quienes  hagan 
sus  veces,  en  cuanto  á  los  papeles  •  cartas 
de  sus  mujeres,  ^jijos  ó  menores  que  se 
hallen  bajo  su  dependencia. 

Art.  486.  El  administrador,  dependien- 
te ó  criado  que  en  tal  concepto  supiere  los 


secretos  de  su  principal  y  los  dirulgare, 
será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  487.  El  encargado,  empleado  ú 
obrero  de  una  fábrica  ú  otro  estableci- 
miento industrial,  que  con  perjuicio  del 
dueño  descubriere  los  secretos  de  su  in- 
dustria, será  castigado  con  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio. 

TITULO  XIV 

Delitos  contra  la  propiedad. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE   LOS   ROBOS. 

Art.  488 .  Son  reos  del  delito  de  robo  los 
que  con  ánimo  de  lucrarse  se  apoderaren 
de  las  cosas  muebles  ajenas,  con  violencia 
ó  intimidación  en  las  personas,  ó  emplean- 
do fuerzas  en  las  cosas. 

Art.  489.  El  culpable  de  robo  con  vio- 
lencia ó  intimidación  en  las  personas,  será 
castigado: 

1.°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  máximo,  cuando  con  motivo  ó  con 
ocasión  del  robo  resultare  homicidio. 

2.°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  medio  y  en  su  término  máximo, 
cuando  el  robo  fuere  acompañado  de  vio- 
lación ó  mutilación  causada  de  propósito, 
ó  con  su  motivo  ú  ocasión  se  causare  algu- 
na de  las  lesiones  penadas  en  el  núm.  1." 
del  art.  407,  ó  el  robado  fuere  detenido 
bajo  i'escate  ó  por  más  de  un  día. 

3."  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  medio  y  en  su  término  medio, 
cuando  con  el  mismo  motivo  ú  ocasión  se 
causare  alguna  de  las  lesiones  penadas  en 
el  núm.  2."  del  artículo  mencionado  en  el 
número  anterior. 

4."  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  medio  y  en  su  término  mínimo, 
cuando  la  violación  ó  intimidación  que  hu- 
biere concurrido  en  el  robo,  hubiere  tenido 
una  gravedad  maniñestamente  innecesaria 
para  su  ejecución,  ó  cuando  en  la  perpe- 
tración del  delito  se  hubieren  inferido  por 
los  delincuentes,  á  personas  no  responsa- 
bles del  mismo,  las  lesiones  comprendidas 
en  los  números  3.*'  y  4.°  del  citaao  artícu- 
lo 407. 

5.°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo,  en  los  demás  casos. 

Art.  490.  Si  los  delitos  de  que  se  trata 
en  el  artículo  anterior  hubieren  sido  ejecu- 
tarlos en  despoblado  y  en  cuadrilla,  se  im- 
pondrá á  los  culpables  la  pena  en  el  térmi- 
no máximo. 

Al  jefe  de  la  cuadrilla,  si  estuviere  total 
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ó  parcialmente  armada,  se  impondrá  en 
los  mismos  casos  la  pena  superior  inmedia- 
ta en  grado. 

Art.  491.  Hay  cuadrilla,  cuando  concu- 
rren á  un  robo  más  de  tres  malhechores 
armados. 

Los  malhechores  presentes  á  la  ejecución 
de  un  robo  en  despoblado  y  en  cuadrilla, 
serán  castigados  como  autores  de  cualquie- 
ra de  los  atentados  cometidos  por  ella,  si  no 
constare  que  procuraron  impedirlos. 

Se  presume  haber  estado  presente  á  los 
atentados  cometidos  por  una  cuadrilla,  el 
malhechor  que  anda  habitualmente  en  ella, 
salvo  la  prueba  en  contrario. 

Art.  492.  La  tentativa  y  el  delito  frus- 
trado de  robo  cometidos  con  el  delito  men- 
cionado en  el  núm.  1."  de!  art.  4s9,  serán 
castigados  con  la  pena  de  presidio  mayor 
en  su  grado  medio  y  en  su  término  máxi- 
mo, á  no  ser  que  el  homicidio  cometido  la 
mereciere  mayor,  según  las  disposiciones 
de  este  Código. 

Art.  493.  El  que  para  defraudar  á  otro 
le  obligare  con  violencia  ó  intimidación  á 
suscribir,  otorgar  ó  entregar  una  escritura 
pública  ó  documento,  será  castigado  como 
culpable  de  robo  con  las  penas  respectiva- 
mente sefialadas  en  este  capitulo. 

Art.  494.  Los  que  con  armas  robaren 
en  casa  haljitada,  ó  edificio  púbhco,  ó  des- 
tinado al  culto  religioso,  serán  castigados 
con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
medio  si  el  valor  de  los  objetos  robados  ex- 
cediere de  cien  pesos  y  se  introdujeren  los 
malhechores  en  la  casa  ó  edificio  donde  el 
robo  tuviere  lugar,  ó  en  cualquiera  de  sus 
dependencias,  por  uno  de  los  modos  si- 
guientes: 

1."    Por  escalamiento. 

2.°  Por  rompimiento  de  pared,  techo  ó 
suelo,  ó  fractura  de  puerta  ó  ventana. 

3."  Haciendo  uso  de  llaves  falsas,  gan- 
zúas ú  otros  instrumentos  semejantes. 

4."  Con  fractura  de  armarios,  arcas  ú 
otra  clase  de  muebles  ú  objetos  sellados  ó 
cerrados,  ó  sustracción  de  los  mismos  para 
ser  fracturados  ó  violentados  fuera  del  lu- 
gar del  robo. 

5.°  Con  nombre  supuesto  ó  simulación 
de  autoridad. 

Cuando  los  malhechores  no  llevaren  ar- 
mas y  el  valor  de  lo  robado  no  excediere 
de  cien  pesos,  se  impondrá  la  pena  inme- 
diatamente inferior  en  grado. 

La  misma  regla  se  observará  cuando  los 
malhechores  llevaren  armas,  si  el  valor  de 
lo  robado  no  excediere  de  cien  pesos. 

Cuando  no  llevaren  armas  ni  el  valor  de 
lo  robado  excediere  de  cien  pesos,  .se  im- 
pondrá á  los  culpables  la  pena  señalada  en 


los  dos  párrafos  anteriores  en  su  término 
mínimo. 

Art.  495.  Cuando  los  delitos  de  que  se 
habla  en  el  articulo  anterior  hubieren  sido 
ejecutados  en  despoblado  y  en  cuadrilla,  ó 
los  efectos  robados  fueren  cosas  destinadas 
al  culto  religioso,  se  impondrá  á  los  culpa- 
bles la  pena  en  el  término  máximo. 

Art.  496.  Se  considerará  casa  habitada 
todo  albergue  que  constituyere  la  morada 
de  una  ó  más  personas,  aunque  se  encon- 
traren accidentalmente  ausentes  de  ella 
cuando  el  robo  tuviere  lugar. 

Se  considerarán  dependencias  de  casa 
habitada,  ó  de  edificio  público  ó  destinado 
al  culto,  sus  patios,  corrales,  bodegas,  gra- 
neros, pajares,  cocheras,  cuadras  y  demás 
departamentos  ó  sitios  cercados  y  conti- 
guos al  edificio,  y  en  comunicación  inte- 
rior con  el  mismo  y  con  el  cual  formen  un 
solo  todo. 

Art.  497.  El  robo  cometido  en  un  lugar 
no  habitado,  ó  en  un  edificio  que  no  sea  de 
los  comprendidos  en  el  párrafo  primero  del 
articulo  494,  si  el  valor  de  los  objetos  roba- 
dos excediere  de  100  pesos,  se  castigará 
con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
mínimo,  siempre  que  concurran  alguna  de 
las  circunstancias  siguientes: 

1."     Escalamiento. 

2.*  Rompimiento  de  paredes,  techos  ó 
suelos,  ó  fractura  de  puertas  ó  ventanas  ex- 
teriores. 

3.*  La  de  haber  hecho  uso  de  llaves  fal- 
sas, ganzúas  ú  otros  instrumentos  seme- 
jantes para  entraren  el  lugar  del  robo. 

4.*  Fractura  de  puertas,  armarios,  ar- 
cas ú  otra  clase  de  muebles  ú  objetos  ce- 
rrados ó  .sellados. 

5.*  Sustracción  de  los  objetos  cerrados 
ó  sellados  de  que  trata  el  párrafo  anterior, 
aunque  se  fracturen  fuera  del  lugar  del 
robo. 

Cuando  el  valor  de  los  objetos  robados 
no  excediere  de  100  pesos,  se  impondrá  la 
pena  inmediatamente  inferior. 

Art.  498.  En  los  casos  del  artículo  an- 
terior, el  robo  que  no  excediere  de  10  pe- 
sos se  castigará  con  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  medio. 

Art.  499.  El  robo  de  que  se  trata  en  los 
artículos  497  y  498,  se  castigará  con  la  pe- 
na inmediatamente  superior,  si  el  culpable 
fuere  dos  ó  más  veces  reincidente. 

Art.  500.  El  que  tuviere  en  su  poder 
ganzúas  ú  otros  instrumentos  destinados 
especialmente  para  ejecutar  el  delito  de 
robo,  y  no  diere  el  descargo  suficiente  so- 
bre su  adquisición  ó  conservación,  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  mínimo. 
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En  igual  pena  incurrirán  los  que  fabri- 
caren dichos  instrumentos.  Si  fueren  ce- 
rrajeros se  les  aplicará  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  medio. 

Art.  501.     Se  entenderán   llaves  falsas: 

1.°  Los  instrumentos  á  que  se  refíere  el 
articulo  anterior. 

2.°  Las  llaves  legitimas  sustraídas  al 
propietario. 

3.°  Cuales«[uiera  otras  que  no  sean  las 
destinadas  por  el  propietario  para  la  aper- 
tura de  la  cerradura  violentada  por  el  cul- 
pable. 

CAPITULO  II 

DE     LOS     HURTOS 

Art.  502.     Son  reos  de  hurto: 

1."  Los  que  con  ánimo  de  lucrarse  y  sin 
violencia  ó  intimidación  en  las  personas  ni 
fuerza  en  las  cosas,  toman  las  cosas  mue- 
bles ajenas  sin  la  voluntad  de  su  dueño. 

2.°  Los  que  encontrándose  una  cosa  per- 
dida no  la  entregaren  á  la  Autoridad,  ó  á 
su  dueño  si  supieren  quién  lo  es,  y  se  la 
apropiaren  con  intención  de  lucro. 

3.°  Los  dañadores  que  sustrajeren  ó 
utilizaren  los  frutos  ú  objetos  del  daño 
causado,  salvo  los  casos  previstos  en  el  li- 
bro tercero. 

Art.  503.  Los  reos  de  hurto  serán  cas- 
tigados : 

1.°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo,  si  el  valor  de  la  cosa  hur- 
tada excediere  de  1.000  pesos. 

2.°  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  máximo,  si  no  excediere  de  1.000 
pesos  y  pasare  de  500. 

3.**  Con  presidio  menor  en  su  grado  me- 
dio, si  no  excediere  de  500  pesos  y  pasare 
de  loo. 

4."  Con  presidio  menor  en  su  grado  mí- 
nimo, si  no  excediere  de  100  pesos  y  ¡msare 
de  10. 

5.**  Con  presidio  menor  en  su  grado  mí- 
nimo y  en  su  término  mínimo,  si  no  exce- 
diere de  10  pesos  y  el  roo  hubiere  sido  con- 
denado dos  meses  por  liurto  en  juicio  de 
faltas. 

Art.  504.  El  liurto  se  castigará  con  la 
pena  inmediatamente  superior  en  grado  á 
las  reápectivamcnte  señaladas  en  el  artícu- 
lo anterior: 

1.°  Si  fuere  de  cosas  destinadas  al  cul- 
to, ó  se  cometiere  en  acto  religioso,  ó  en 
edificio  destinado  á  celebrarlo. 

2.°  Si  el  culpable  fuere  doméstico,  ó  in- 
terviniere grave  abuso  de  confianza. 

3."  Si  fuere  dos  ó  más  veces  reinci- 
dente. 


Art.  505.  El  hurto  de  ganado  menor  se 
castigará  con  la  pena  superior  en  un  gra- 
do, y  el  de  ganaao  mayor,  con  la  pena  su- 
perior en  dos  gibados  á  las  señaladas  res- 
pectivamente en  este  capítulo. 

CAPITULO  lil 

DE    LA    USURPACIÓN. 

Art.  506.  AI  que  con  violencia  ó  intimi- 
dación en  las  personas  ocupare  una  cosa 
inmueble  ó  usurpare  un  derecho  real  de 
ajena  pertenencia,  se  impondrá,  además 
de  la  pena  en  que  incurra  por  lasviolencias 
que  causare,  una  multa  de  60  á  600  pesos. 

Si  el  hecho  se  verificare  sin  violencia  ó 
intimidación,  se  impondrá  la  multa  de  30 
á  300  pesos. 

Art.  507.  El  que  alterare  términos  ó 
lindes  de  los  pueblos  ó  heredades,  ó  cual- 
quiera clase  de  señales  destinadas  á  fijar 
los  límites  de  predios  continuos,  será  cas- 
tigado con  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

CAPITULO  IV 

CEFRAUDACIONES 

Sección  primera. 
Insolvencia  punible. 

Art.  508.  El  que  se  alzare  con  sus  bie- 
nes en  perjuicio  de  sus  acreedores,  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  mayor 
en  su  grado  mínimo  y  en  su  término  má- 
ximo si  fuere  comerciante,  y  con  la  de 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo  y  en 
su  término  mínimo  si  no  lo  fuere. 

Art.  509.  El  quel)ra(!o  que  fuere  decla- 
rado en  insolvencia  fraudulenta  con  arre- 
glo al  Código  de  comercio,  será  castigado 
con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
mínimo  y  en  su  término  medio. 

Art.  510.  El  (luebrado  nue  fuere  decla- 
rado en  in.soIvencia  culpaWe  por  alguna 
de  las  causas  comprendidas  en  el  Código 
de  comercio,  incurrirá  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio. 

Art.  511.  En  los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos precedentes,  si  la  pérdida  ocasiona- 
da á  los  acreedores  no  llegare  al  10  por 
100  de  sus  respectivos  créditos,  se  impon- 
drán al  quebrado  las  penas  inmediatamente 
inferiores  en  grado  á  las  señaladas  en  di- 
chos artículos. 

Cuando  la  pérdida  excediere  del  50  por 
100,  se  impondrán  en  su  término  máximo 
las  j)enas  señaladas  en  los  dos  menciona- 
dos artículos. 
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Art.  512.  Serán  penados  como  cómpli- 
ces del  delito  de  quiebra  fraudulenta  los 
que  ejecutaren  cualquiera  de  los  actos  con 
que  se  determina  esta  complicidad  en  el 
Código  de  comercio. 

Art.  513.  Incurrirá  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio  el  con- 
cursado no  comerciante,  cuya  insolvencia 
fuere  resultado  en  todo  ó  en  parte  de  algu- 
no de  los  hechos  siguientes: 

1.°  Haber  hecho  gastos  domésticos  ó 
personales  excesivos  y  descompasados  con 
relación  á  su  fortuna,  atendidas  las  cir- 
cunstancias de  su  rango  y  familia. 

2.°  Haber  sufrido  en  cualquiera  clase 
de  juego  pérdidas  que  excedieren  de  lo  que 
por  vía  de  recreo  aventurare  en  entrete- 
nimientos de  esta  clase  un  padre  de  fami- 
lia arreglado. 

3."  Haber  tenido  pérdidas  en  apuestas 
cuantiosas,  compras  y  ventas  simuladas  ú 
otras  operaciones  de  agiotaje  cuyo  éxito 
dependa  exclusivamente  del  azar. 

4.**  Haber  enajenado  con  depreciación 
notable  bienes  cuyo  precio  estuviere  adeu- 
dando. 

5."  Retardo  en  haber  dejado  de  presen- 
tarse en  concurso  cuando  su  pasivo  fuere 
tres  veces  mayor  que  su  activo. 

Art.  514.  Incurrirá  en  la  pena  de  pre- 
sidio menor  en  su  grado  máximo  el  con- 
cursado no  comerciante,  cuya  insolvencia 
fuere  resultado  en  todo  ó  en  parte  de  al- 
guno de  los  hechos  siguientes: 

1.°  Haber  incluido  gastos,  pérdidas  ó 
deudas  supuestas,  ú  ocultado  bienes  ó  de- 
rechos en  el  estado  de  deudas,  rilación  de 
bienes  ó  memorias  que  haya  presentado  á 
la  Autoridad  judicial. 

2.°  Haberse  apropiado  ó  distraído  bie- 
nes ajenos  que  le  estuvieren  encomenda- 
dos en  depósito,  comisión  ó  administra- 
ción. 

3."  Haber  simulado  enajenación  ó  cual- 
quier gravamen  de  bienes,  deudas  ú  obli- 
gaciones. 

4.°  Haber  adquirido  por  titulo  oneroso 
bienes  á  nomijre  de  otra  persona. 

5."  Haber  anticipado  en  perjuicio  de 
los  acreedores  pago  que  no  fuere  exigible 
sino  en  época  posterior  á  la  declaración  de 
concurso. 

6.*  Haber  distraído  con  posterioridad  á 
la  declaración  de  concurso,  valores  corres- 
pondientes á  la  masa. 

Art.  515.  Es  aplicable  á  los  dos  artícu- 
los anteriores  la  disposición  contenida  en 
el  art.  511. 

Art.  516.  Serán  penados  como  cómpli- 
ces del  delito  de  insolvencia  fraudulenta, 
cometidas  por  el  deudor  no  dedicado  al  co- 


mercio, los  que  ejecutaren  cualquiera  de 
los  actos  siguientes: 

1.°  Confabularse  con  el  concursado 
para  suponer  crédito  contra  él  ó  para  au- 
mentarlo, alterar  su  naturaleza  ó  fecha, 
con  el  fin  de  anteponerse  en  la  graduación 
con  perjuicio  de  otros  acreedores,  aun 
cuando  esto  se  verificare  antes  de  la  decla- 
ración del  concurso. 

2.°  Haber  auxiliado  al  concursado  para 
ocultar  ó  sustraer  sus  bienes. 

3°  Ocultar  á  los  administradores  del 
concurso  la  existencia  de  bienes  que,  per- 
teneciendo á  éste,  obren  en  poder  del  cul- 
pable, ó  entregarlos  al  concursado  y  no  á 
dichos  administradores. 

4.°  Verificar  con  el  concursado  con- 
ciertos particulares  en  perjuicio  de  otros 
acreedores. 

Art.  517.  Las  penas  señaladas  en  este 
capítulo  se  impondrán  en  el  grado  inme- 
diatamente superior  al  quebrado  ó  concur- 
sado que  no  restituyere  el  depósito  mise- 
rable ó  necesario. 

Sección  segunda. 

Estafas  y  otros  engaños. 

Art.  518.  El  que  defraudare  á  otro  en 
la  sustancia,  cantidad  ó  calidad  de  las  co- 
sas que  le  entregare  en  virtud  de  un  título 
obligatorio,  será  castigado: 

1.°  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  mínimo,  si  la  defraudación  exce- 
diere de  10  pesos  y  no  pasare  de  100. 

2."  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do medio,  excediendo  de  100  pesos  y  no 
pasando  de  1.000. 

3."  Con  la  de  presidio  menor  en  su 
grado  máximo,  excediendo  de  1.000  pesos. 

Art.  519.  Incurrirá  en  las  penas  del  ar- 
tículo anterior: 

1.°  El  que  defraudare  á  otro  usando  de 
nombre  fingido,  atribuyéndose  poder,  in- 
ñuencia  ó  cualidades  supuestas,  aparen- 
tando bienes,  créditos,  comisión,  empresa 
ó  negociaciones  iniaginarias,  ó  valiéndose 
de  cualquiera  otro  engaño  semejante  que 
no  sea  de  lo^  expresados  en  los  casos  si- 
guientes. 

2.°  Los  plateros  y  joyeros  que  cometie- 
ren defraudación  alterando  en  su  calidad, 
ley  ó  peso  los  objetos  i-elativos  á  su  arte  ó 
comercio. 

3."  Los  traficantes  que  defraudaren 
usando  de  pesos  y  medidas  falsas  en  el 
despaciio  de  los  objetos  de  su  tráfico. 

4.'^  Los  que  defraudaren  con  pretexto 
de  supuestas  remuneraciones  á  empleados 
públicos,  sin  perjuicio  de  la  acción  de  ca- 
lumnia que  á  éstos  corresponda. 
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A  los  comprendidos  en  los  tres  números 
anteriores  se  les  impondrán  las  penas  en 
su  término  máximo. 

5."  Los  que  en  perjuicio  de  otro  se  apro- 
piaren ó  distrajeren  dinero,  efectos  ó  cual- 
quiera otra  cosa  mueble  que  liubieren  re- 
cibido en  depósito,  comisión  ó  administra- 
ción, ó  por  otro  titulo  que  produzca  obliga- 
ción de  entregarlo  ó  devolverla,  ó  negaren 
haberla  recibido. 

Las  penas  se  impondrán  en  el  término 
máximo  en  el  caso  de  depósito  miserable  ó 
necesario. 

6.°  Los  que  cometieren  alguna  defrau- 
dación abusando  de  ñrma  de  otro  en  bl.in- 
co,  y  extendiendo  con  ella  algún  documen- 
to en  perjuicio  del  mismo  ó  de  un  tercero. 

7."  Los  que  defraudaren  haciendo  sus- 
cribirá otro  con  engaño  algún  documento. 

8."  Los  que  en  juego  se  valieren  de 
Iraude  para  asegurar  la  suerte. 

9.°  Los  que  cometieren  defraudación 
sustrayendo,  ocultando  ó  inutilizando  en 
todo  ó^en  parte  algún  proceso,  expediente, 
documento  ú  otro  papel  de  cualquiera 
clase. 

Cuando  se  cometiere  el  mismo  delito  sin 
ánimo  de  defraudar,  se  impondrá  á  sus 
autores  una  multa  de  60  á  600  pesos. 

Art.  520.  Los  delitos  expresados  en  los 
números  anteriores,  .serán  castigados  con 
la  pena  respectivamente  superior  de  un 
grado,  si  los  culpables  fueren  dos  ó  más 
veces  reiiicidentes  en  el  mismo  ó  semejan- 
te especie  de  delito. 

Art.  521.  El  que  ñngiéndo.se  dueño  de 
una  cosa  inmueble  la  enajenare,  arrenda- 
re, gravare  ó  empeñare,  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do mínimo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  dis- 
pusiere de  una  cosa  como  libre  sabiendo 
que  estaba  gravada. 

Art.  522.  incurrirán  en  la  pena  seña- 
lada en  el  artículo  precedente: 

1."  El  dueño  de  una  cosa  mueble  que  la 
.sustrajere  de  quien  la  tenga  legítimamen- 
te en  su  poder,  con  yierjuicio  del  mismo  ó 
de  un  tercero. 

2."  El  que  otorgare  en  perjuicio  de  otro 
un  contrato  simulado. 

Lo  dicho  se  entiende  cuando  la  estafa  ó 
engaño  excediere  de  10  pesos. 

Art.  523.  Incurrirán  asimismo  ea  la 
pena  señalada  en  el  art.  521,  los  que  co- 
metieren alguna  defraudación  de  la  propie- 
dad-literaria ó  industrial. 

Art.  524.  El  que  abusando  de  la  impe- 
ricia ó  pasiones  de  un  menor  le  hiciere 
otorgar  en  su  perjuicio  alguna  obligación, 
descargo  ó  transmisión  de  derecho  por  ra- 


zón de  préstamos  de  dinero,  crédito  ú  otra 
cosa  mueble,  bien  aparezca  el  préstamo 
claramente,  bien  se  halle  encubierto  bajo 
otra  forma,  será  castigado  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

Art.  525.  El  que  defraudare  ó  perjudi- 
care á  otro  usando  de  cualquier  engaño 
que  no  se  halle  expresado  en  los  artículos 
anteriores  de  esta  sección,  será  ca.stigado 
con  una  multa  de  30  á  300  pesos,  y  en  caso 
de  reincidencia,   con  la  de  60  á  600  pesos! 

CAPITULO  V 

DE    LAS    MAQUINACIONES    PARA    ALTERAR    EL 
PRECIO    DE    LAS   COSAS 

Art.  526.  Los  que  solicitaren  dádiva  ó 
promesa  para  no  tomar  parte  en  una  su- 
basta pública,  y  los  que  intentaren  alejar 
de  ella  á  los  postores  por  medio  de  ame- 
nazas, dádivas,  promesas  ó  cualquiera  otro 
artifício,  con  el  ñn  de  alterar  el  precio  del 
remate,  .serán  castigados  con  una  multa 
de  60  á  600  pesos,  á  no  merecer  pena  ma- 
yor por  la  amenaza  ú  otros  medios  que 
emplearen. 

Art.  527.  Los  que  se  coligaren  con  el 
fin  de  encarecer  ó  abaratar  aljusivamente 
el  precio  del  trabajo  ó  regular  sus  condi- 
ciones, serán  ca.stigados,  siempre  que  la 
coligación  hubiere  comenzado  á  ejecutar- 
se, con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo. 

Esta  pena  se  impondrá  en  su  término 
máximo  á  los  jefes  y  promovedores  de  la 
coligación,  y  á  los  que,  p'ira  asegurar  su 
éxito,  emplearen  violencias  ó  amenazas,  á 
no  ser  que  por  ellas  merecieren  mayor 
pena. 

Art.  528.  Los  que  esparciendo  falsos 
rumores  ó  usando  de  cualquiera  otro  arti- 
ficio consiguieren  alterar  los  precios  natu- 
rales que  resultarían  de  la  libre  concurren- 
cia de  las  mercancías,  acciones,  rentas 
públicas  ó  privadas,  ó  cualesquiera  otras 
cosas  que  fueren  objeto  de  contratación, 
serán  castigados  con  la  pena  de  multa  de 
60  á  600  pesos. 

Art.  529.  Cuando  el  fraude  expresado 
en  el  artículo  anterior  recayere  soore  co- 
sas alimenticias  ú  otros  objetos  de  primera 
necesidad,  la  pena  será  de  multa  de  100  ;i 
1.000  pesos. 

Para  la  imposición  de  esta  pena  bastará, 
que  el  hecho  liaya  comenzado  á  ejecutarse. 

CAPÍTULO  VI 

DE  LAS  CASAS  DE  PRKSTAMOS  SOBRE  PRENDAS 

Art.  530.     Será  castigado  con  multa  de 
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de  100  á  1.000  pesos  el  que  hallándose  de- 
dicado á  la  industria  de  préstamos  sobre 
prendas ,  sueldos  ó  salarios ,  no  llevare 
libros,  asentando  en  ellos  sin  claros  ni  en- 
trerrenglonados las  cantidades  prestadas, 
los  plazos  é  intereses,  los  nombres  y  domi- 
cilios de  los  que  las  reciban,  la  naturaleza, 
calidad  y  valor  de  los  objetos  dados  en 
prenda  y  las  demás  circunstancias  que  exi- 
jan los  reglamentos. 

Art.  531.  El  prestamista  que  no  diere 
resguardo  de  la  prenda  ó  seguridad  reci- 
bida, será  castigado  con  una  multa  de  30 
á  300  pesos. 

CAPÍTULO  Vil 

DEL    INCENDIO    Y    OTROS    ESTRAGOS 

Art.  532.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  máximo  y 
en  su  término  máximo: 

1."  Los  que  incendiaren  arsenal,  asti- 
llero, almacén,  fábrica  de  pólvora  ó  de 
pirotecnia  militar,  parque  de  artillería, 
archivo  ó  museo  general  del  Estado. 

2.°  Los  que  incendiaren  un  tren  de 
viajeros  en  marcha  ó  un  buque  fuera  de 
puerto. 

3."  Los  que  incendiaren  en  poblado  un 
almacén  de  materias  inflamables  ó  explo- 
sivas. 

4."  Los  que  incendiaren  un  teatro  ó 
una  iglesia,  ú  otro  edificio  destinado  á  re- 
uniones, cuando  se  hallare  dentro  una 
concurrencia  numerosa. 

Art.  533.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  máximo  y 
en  su  término  medio,  los  que  incendiaren 
edificio,  alquería,  choza,  albergue  ó  buque 
en  puerto,  sabiendo  que  dentro  de  ellos  se 
hallaban  una  ó  más  personas. 

Art.  534.  Se  impondrá  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  máximo  y  en  su 
término  mínimo. 

1.°  A  los  que  incendiaron  un  edificio 
público,  si  el  valor  del  daño  causado  exce- 
diere de  500  pesos. 

2."  A  los  (jue  incendiaren  una  casa  ha- 
bitada ó  cualquier  edificio  en  f{ue  habitual- 
mente  se  reúnan  diversas  personas,  igno- 
rando si  había  ó  no  gente  dentro,  ó  un 
tren  de  mercancías  en  marcha,  si  el  daño 
causado  en  los  casos  mencionados  exce- 
diere taml)ién  de  500  pesos. 

Art.  535.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  medio  y  en 
su  término  má.ximo: 

L°  Los  que  cometieren  cualquiera  do 
los  delitos  comprendidos  en  el  articulo  aii- 
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terior,  si  el  valor  del  daño  causado  no  ex- 
cediere de  500  pesos. 

2."  Los  que  incendiaren  en  poblado  un 
edificio  no  destinado  á  habitación  ni  re- 
unión, si  el  valor  del  daño  causado  exce- 
diere de  500  pesos. 

Art.  536.  Cuando  el  daño  causado  en 
el  número  2.°  del  articulo  anterior  no  ex- 
cediere de  quinientos  pesos,  pero  pasare  de 
cincuenta,  se  impondrá  al  culpable  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  medio  y  en 
su  término  medio. 

Si  no  excediere  de  cincuenta  pesos,  se  le 
impondrá  la  pena  de  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  y  en  su  término  mínimo. 

Art.  537.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  presidio  mayor  en  su  grado  mínimo  y 
en  su  término  máximo,  cuando  el  daño 
causado  excediere  de  500  pesos: 

1.°  Los  que  incendiaren  un  edificio 
destinado  á  habitación  en  un  lugar  despo- 
blado. 

2.°  Los  que  incendiaren  raieses,  pastos, 
montes  ó  plantíos. 

Art.  538.  Cuando  el  daño  causado  en 
los  casos  del  artículo  anterior  no  excedie- 
re de  quinientos  pesos  y  pasare  de  cin- 
cuenta, la  pena  será  la  de  presidio  mayor 
en  su  grado  mínimo  y  en  su  término  me- 
dio. 

Art.  539.  Si  no  llegare  á  cincuenta  pe- 
sos, se  impondrá  la  pena  inferior  en  tér- 
mino, si  el  incendio  se  hubiere  causado  en 
edificio;  y  la  inferior  en  grado,  si  hubiese 
sido  en  mieses,  pastos,  montes  ó  plantíos. 
Art.  540.  Cuando  en  el  incendio  de 
mieses,  pastos,  montes  ó  plantíos  hubiere 
habido  peligro  de  propagación,  por  hallar- 
se otros  contiguos  á  los  incendiados,  se 
impondrá  la  pena  superior  en  grado  ó  en 
término  á  la  correspondiente  al  delito. 

Art.  541.  El  incendio  de  cosas  no  com- 
prendidas en  los  artículos  anteriores  será 
castigado: 

1 ."  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  mínimo,  no  excediendo  de  diez 
pesos  el  daño  causado. 

2.^  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do medio,  si  el  daño  causado  e.\cediere  de 
diez  pesos  y  no  pasare  de  ciento. 

3.°  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do máximo,  si  el  daño  causado  excediere 
de  cien  pesos  y  no  pasare  de  quinientos. 

4.'  Y  con  la  pena  de  presiaio  mayor  en 
su  grado  mínimo  y  en  su  término  miin'mo 
si  excediere  de  quinientos. 

Art.  542.     Incurrirán,  respectivamente 
en  las  penas  de  este  capítulo,  los  que  cau- 
saren estragos  por  medio  de  inmersión  ó 
varamiento  de  nave,  inundación,  explosión 
de  una  mina  ó  máquina  de  vapor,  levan- 
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tamiento  de  los  rails  de  una  vía  férrea, 
cambio  malicioso  de  las  señales  empleadas 
en  el  servicio  de  éstas  para  la  seguridad  de 
los  trenes  en  marcha,  destrozos  de  los  hi- 
los y  postes  telegrafíeos  ó  telefónicos,  y  en 
genera!,  de  cualquiera  otro  agente  ó  me- 
dio de  destrucción  tan  poderoso  como  los 
expresados. 

Art.  543.  El  culpable  de  un  incendio  ó 
estrago  en  bienes  ajenos,  no  se  e.ximirá  de 
las  penas  impuestas  en  este  capitulo,  aun- 
que para  cometer  el  delito  hubiere  incen- 
diado ó  destruido  bienes  de  su  pertenencia. 

Art.  544.  Si  las  cosas  incendiadas  per- 
tenecieren exclusivamente  al  incendiario, 
se  le  impondrá  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio,  si  el  incendio  hubiere 
sido  causado  con  propósito  de  defraudar 
los  derechos  de  tercero  ó  de  causarle  per- 
juicio, ó  si  aun  sin  este  propósito  se  le  hu- 
biere realmente  causado,  ó  bien  si  la  cosa 
incendiada  hubiere  sido  un  edifício  en  lu- 
gar poblado. 

CAPITULO    VI!  1 

DE    LOS    DAÑOS 

Art.  545.  Son  reos  de  daño,  y  están  su- 
jetos á  las  penas  do  este  capitulo,  los  que 
en  la  propiedad  ajena  causaren  alguno  que 
no  se  halle  compredido  en  el  anterior. 

Art.  546.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  máximo, 
los  que  causaren  daños  cuyo  importe  ex- 
cediere de  quinientos  pesos: 

1."  Con  la  mira  de  impedir  el  libre  ejer- 
cicio de  la  autoridad,  ó  en  venganza  de 
sus  determinaciones,  bien  se  cometiere  el 
delito  contra  empleados  públicos,  bien 
contra  particulares,  que  como  testigos  ó  de 
cualquiera  otra  manera  hayan  contribuí- 
do  ó  puedan  contribuir  á  la  ejecución  ó 
aplicación  de  las  leyes. 

2.**  Produciendo  por  cualquier  medio 
infección  ó  contagio  en  ganados. 

3."     Empleando  sustancias  venenosas. 

4°     En  cuadrilla  ó  despoblado. 

5.°     En  un  archivo  ó  registro. 

6°  En  puentes,  caminos,  paseos  ú  otros 
objetos  de  uso  público  ó  comunal. 

7°    Arruinando  al  perjudicado. 

Art.  547.  El  <|ue  con  alguna  de  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  el  articulo  an- 
terior causare  daño  cuyo  importe  exceda 
de  100  pesos,  pero  no  pase  de  500,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio,  y  con  la  do  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  si  el  importe 
del  daño  excediere  de  diez  pesos  y  no  pa- 
sare do  ciento. 


Art.  548.  El  incendio  ó  destrucción  de 
papeles  ó  documentos  cuyo  valor  fuere 
estimable,  se  castigará  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  este  capítulo. 

Si  no  fuere  estimable,  con  la  pena  de 
multa  de  60  á  600  pesos. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende 
cuando  el  hecho  no  constituya  otro  delito 
más  grave. 

Art.  549.  Los  daños  no  comprendidos 
en  los  artículos  anteriores,  cuyo  importé 
pase  de  10  pesos,  serán  castigados  con  la 
multa  de  30  á  300  pesos. 

Esta  determinación  no  es  aplicable  á  los 
daños  causados  por  el  ganado  y  los  demás 
que  deben  calificarse  de  faltas  con  arreglo 
á  lo  que  se  establece  en  el  libro  III. 

Las  disposiciones  del  presente  capitulo 
sólo  tendrán  lugar  cuando  al  hecho  no 
corresponda  mayor  pena,  al  tenor  de  lo 
determinado  en  el  art.  502. 

CAPÍTULO  IX 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Art.  550.  Están  exentos  de  responsabi- 
lidad criminal  y  sujetos  únicamente  á  la 
civil  por  los  hurtos,  defraudaciones  ó  daños 
que  recíprocamente  se  causaren: 

1.°  Los  cónyuges,  ascendientes  y  des- 
cendientes ó  afines  en  la  misma  línea. 

2.°  El  consorte  viudo,  respecto  de  las 
cosas  de  la  pertenencia  de  su  difunto  cón- 
yuge mientras  no  hayan  pasado  al  poder 
de  otro. 

3.°  Los  hermanos  y  cuñados  si  vivieren 
juntos. 

La  excepción  de  este  artículo  no  es  apli- 
cable á  los  extraños  que  participaren  del 
delito. 

TITULO  X 
De  la  imprudencia  temeraria. 

Art.  551.  El  que  por  imprudencia  te- 
meraria ejecutare  un  hecho,  que  si  media- 
ra malicia  constituiría  un  delito  grave, 
será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  máximo;  y  con  la  de 
reclusión  íncnor  en  su  grado  mínimo,  si 
constituyere  un  delito  menos  grave. 

Al  que  con  infracción  de  los  reglamen- 
tos cometiere  un  delito  por  simple  impru- 
dencia ó  negligencia,  se  imponará  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo 
y  en  su  término  mínimo. 

En  la  aplicación  de  estas  penas  procede- 
rán los  Tribunales  .según  su  prudente  ar- 
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bitrio,  sin  sujetarse  á  las  reglas  piescritas 
en  el  art.  65. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  artículo  no 
tendrá  lugar  cuando  la  pena  señalada  al 
delito  sea  igual  ó  menor  que  las  contenidas 
en  el  párrafo  1.°  del  mismo,  en  cuyo  caso 
los  Tribunales  aplicarán  la  inmediata  in- 
ferior á  la  que  corresponda,  en  el  término 
que  estimen  conveniente. 


De  las  faltas  y  sus  penas. 


TITULO  PRIMERO 
De  las  faltas  contra  el  orden  público. 

Art.  552.  Los  que  apedrearen  ó  man- 
charen estatuas  ó  pinturas,  ó  causaren  un 
daño  cualquiera  en  las  calles,  parques, 
jardines  ó  paseos,  en  el  alumbrado,  ó  en 
objetos  de  ornato  ó  pública  utilidad  ú  re- 
creo, aun  cuando  pertenecieren  á  particu- 
lares, serán  castigados  con  la  pena  de  pri- 
sión en  su  grado  máximo,  si  el  hecho  no 
estuviere  comprendido  por  su  gravedad  en 
el  libro  II  de  este  código. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  que  de 
cualquier  modo  infringieren  disposiciones 
dictadas  sobre  ornato  de  las  poblaciones. 

Art.  553.  Serán  castigados  ron  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo: 

1."  Los  que  perturbaren  los  actos  de 
un  culto,  ú  otendieren  los  sentimientos 
religiosos  de  los  concurrente's  á  ellos,  de 
un  modo  no  jjrevisto  en  la  sección  3.*,  ca- 
pítulo II,  tit.  II  del  libro  II  de  este  Código. 

2.°  Los  que  con  la  exhibición  de  estam- 
pas ó  grabados  ó  con  otra  clase  de  actos, 
ofendieren  la  moral  y  las  buenas  costum- 
bres sin  cometer  delito. 

Art.  554.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo  los  que 
dentro  de  la  población  ó  en  sitio  público  ó 
frecuentado,  dispat-aren  armas  de  fuego, 
cohetes,  petardos  ú  otro  proyectil  cualquie- 
ra que  produzca  alarma  ó  peligro. 

Art.  555.  Serán  castigados  con  la  ¡lena 
de  prisión  en  su  grado  medio:  , 

1."  Los  que  turbaren  levemente  el  or- 
den en  un  Tril>unal  ó  Juzgado,  en  los  actos 
I)úbli(;o3,  en  es|jectáculus,  solemnidades  ó 
reuniones  numerosas. 

2."  Los  subordinados  del  orden  civil 
que  faltaren  al  respeto  y  sumisión  debi- 
dos á  sus  superiores,  cuand*  el  lieclio  no 
tuviere  señalada  mayor  pena  en  e^te  Códi- 
go ó  en  otras  leves. 


Art.  556.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  gra  lo  mínimo: 

I.**  Los  que  promovieren  ó  tomaren 
parte  activa  en  cencerradas  ú  otras  re- 
uniones tumultuosas  con  ofensa  de  alguna 
persona  ó  con  perjuicio  ó  menoscabo  del 
sosiego  público. 

2."  Los  que  en  rondas  ú  otros  esparci- 
mientos nocturnos  turbaren  el  orden  pú- 
blico, sin  cometer  delito. 

3.°  Los  que  cau.saren  perturbación  ó 
escándalo  con  su  embriaguez. 

4."  Los  que  sin  estar  comprendidos  en 
otras  disposiciones  de  este  Código,  turba- 
ren levemente  el  orden  público  usando  de 
medios  que  racionalmente  deban  producir 
alarma  ó  perturbación. 

5.°  Los  que  faltaren  al  respeto  y  consi- 
deración debidos  á  la  Autoridad  ó  la  des- 
obedecieren levemente  dejando  de  cumplir 
las  órdenes  particulares  que  les  dictare,  si 
la  falta  de  respeto  ó  la  desobeJiencia  no 
constituyeren  delito. 

6.°  Los  que  ofendieren  de  un  modo  que 
no  constituya  delito  á  los  agentes  de  la  Au- 
toridad cuando  ejerzan  sus  funciones,  y 
los  que  en  el  mismo  caso  los  desobede- 
cieren. 

1 .°  Los  que  no  prestaren  á  la  Autori- 
dad el  auxilio  que  reclamare  en  caso  de 
delito,  de  incendio,  naufragio,  inundación 
ú  otra  calamidad,  pudiendo  hacerlo  sin 
perjuicio  ni  riesgo  per.sonal. 

Art.  557.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio,  los  que  ocul- 
taren su  verdadero  nombre,  v.'cindad,  es- 
tado ó  domicilio  á  la  Autoridad  ó  funciona- 
rio público  que  .se  los  preguntare  por  razón 
de  su  cargo. 

Art.  558.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo: 

1."  Los  que  ejercieren  sin  titulo  actos 
de  una  profesión  que  lo  exija,  cuando  el 
hecho  no  tuviere  señalada  pena  mayor  en 
este  Código  ó  en  otras  leyes, 

2.''  Los  que  salieren  de  máscara  en 
tiempo  no  permitido,  contraviniendo  á  las 
disposiciones  de  la  Autoridad. 

3."     Los  que  usaren  armas  sin  licencia. 

TÍTULO  II 

De  las  faltas  contra  el  régimen  de 
las  poblaciones. 

Art.  559.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo: 

1."  Los  que  se  negaren  á  recibir  en  pa- 
go moneda  legitima. 

2."  Los  que  habiendo  recil)ido  de  bue- 
na fe  moneda  fal.sa,  la  expendieren  en  can- 


428 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS    Y   JURÍDICAS 


tidad  que  no  excediere  de  10  pesos,  des- 
pués de  constarles  su  falsedad. 

3."  Los  trancantes  ó  vendedores  que 
tuvieren  medidas  6  pesos  dispuestos  con 
artificio  para  defraudar,  ó  de  cualquier 
modo  infringieren  las  reglas  establecidas 
sobre  contraste. 

4.°  Los  que  defraudaren  al  público  en 
l¿i  venta  de  substancias,  ya  sea  en  cantidad, 
ya  en  calidad,  por  cualquier  medio  no  pe- 
nado expresamente. 

5.°  Los  traficantes  ó  vendedores  á  quie- 
nes se  aprehendieren  substancias  alimen- 
ticias que  no  tengan  el  peso,  medida  ó  ca- 
lidad que  corresponda. 

Art.  560.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  máximo: 

1.°  Los  que  esparcieren  falsos  rumores 
ú  usaren  de  cualquier  otro  artificio  ilícito 
para  alterar  el  precio  natural  de  las  cosas, 
si  el  hecho  no  constituyere  delito. 

2."  Los  que  infringieren  las  reglas  de 
policía  dirigidas  á  asegurar  el  abasteci- 
miento de  las  poblaciones. 

Art.  561.  Los  que  en  sitios  ó  estableci- 
mientos públicos  promovieren  ó  tomaren 
parte  en  cualquiera  clase  de  juegos  de 
azar,  que  no  fueren  de  puro  pasatiempo  y 
recreo,  incurrirán  en  la  pena  de  prisión 
en  su  grado  mínimo. 

Art.  562.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  máximo,  en  los  ca- 
sos no  comprendidos  en  el  libro  H: 

1.°  Los  farmacéuticos  que  expendieren 
medicamentos  de  mala  calidad. 

2.'  Los  dueños  ó  encargados  de  fondas, 
confiterías,  panaderías  ú  otros  estableci- 
mientos análogos  que  expendieren  ó  sir- 
vieren bebidas  ó  comestibles  adulterados  ó 
alterados,  perjudiciales  á  la  salud,  ó  no  ob- 
servaren en  el  uso  y  conservación  de  las 
vasijas,  medidas  y  útiles  destinados  al  ser- 
vicio, las  reglas  establecidas  ó  las  precau- 
ciones de  costumbre,  cuando  el  hecho  no 
constituya  delito. 

Art.  563.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo: 

1."  Los  que  se  bañaren  faltando  á  las 
reglas  de  decencia  ó  de  seguridad  estable- 
cidas por  la  Autoridad. 

2."  Los  que  infringieren  las  disposi- 
ciones sanitarias  de  policía  sobre  prosti- 
tución. 

3.°  Los  que  infringieren  las  reglas  dic- 
tadas por  la  Autoridad  en  tiempo  de  epi- 
demia ó  contagio. 

4.°  Los  que  infringieren  los  reglamen- 
tos, ordenanzas  y  bandos  sobre  epidemias 
de  animales,  extinción  de  langosta  ú  otra 
plaga  semejante. 

5."     Los  que  infringieren  las  disposicio- 


nes sanitarias  dictadas  por  la  Administra- 
•  ción  sobre  conducción  de  cadáveres  y  en- 
terramientos, en  los  casob  no  previstos  en 
el  libro  II  de  este  Código. 

6."  Los  que  profanaren  los  cadáveres, 
cementerios  ó  lugares  de  enterramiento, 
por  hechos  ó  actos  que  no  constituyan  de- 
lito. 

7.°  Los  que  arrojaren  animales  muer- 
tos, basuras  ó  escombros  en  las  calles  ó  en 
los  sitios  públicos  donde  está  prohibido 
hacerlo,  ó  ensuciaren  las  fuentes  ó  abre- 
vaderos. 

S.°  Los  que  infringieren  las  reglas  ó 
bandos  de  policía  sobre  la  elaboración  de 
substancias  fétidas  é  insalubres,  ó  las  arro- 
jaren á  las  calles. 

9.°  Los  que  de  cualquier  otro  modo  que 
no  constituya  delito  infringieren  los  i'egla- 
mentos,  ordenanzas  ó  bandos  sobre  higiene 
púl)lica,  dictados  por  la  Autoridad  dentro 
del  círculo  de  sus  atribuciones. 

Art.  564.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo: 

1.°  Los  que  dieren  espectáculos  públi- 
cos ó  celebraren  cualquiera  clase  de  re- 
uniones sin  obtener  la  debida  licencia,  ó 
traspasando  los  límites  de  la  que  les  fuere 
concedida. 

2°  Los  que  abrieren  establecimientos 
de  cualquiera  clase  sin  licencia  de  la  Au- 
toridad, cuando  fuere  necesaria. 

Art.  565.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  máximo: 

1.°  Los  que  apagaren  el  alumbrado  pú- 
blico ó  del  exterior  de  los  edificios,  ó  el  de 
los  portales  ó  escaleras  de  los  mismos. 

2.°  Los  que  faltaren  á  las' reglas  esta- 
blecidas para  el  alumbrado  público,  donde 
este  servicio  se  hiciere  por  los  particu- 
lares. 

Art.  566.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio: 

1.°  Los  facultativos  que,  notando  en 
una  persona  á  quien  asistieren  ó  en  un 
cadáver  señales  de  envenenamiento  ó  de 
otro  delito,  no  dieren  partea  la  Autoridad 
inmediatamente,  siempre  que  por  las  cir- 
cunstancias no  incurrieren  en  responsabi- 
lidad mayor. 

2.°  Los  encargados  de  la  guardia  ó  cus- 
todia de  un  loco,  que  lo  dejaren  vagar  por 
las  calles  y  sitios  públicos  sin  la  debida  vi- 
gilancia. 

3.*'    Los  dueños  de  animales  feroces  y       ./ 
dañinos  que  los  dejaren  sueltos  ó  en  dispo- 
sición de  causar  mal. 

4.°  Los  que  infringieren  los  reglamen- 
tos, ordenanzas  ó  bandos  relativos  á  ca- 
rruajes públicos. 

5."    Los  que  corrieren  caballerías,  ca- 
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rruajes  ú  otros  vehículos  por  las  calles,  pa- 
seos ó  sitios  públicos,  con  peligro  de  los 
transeúntes  ó  con  infracción  de  las  orde- 
nanzas y  bandos  de  buen  gobierno. 

6."  Los  que  obstruyeren  las  aceras,  ca- 
lles y  sitios  públicos  con  actos  ó  artefactos 
de  cualquiera  especie. 

7.°  Los  que  arrojaren  á  Ii  calle  ó  sitio 
público,  agua,  piedras  ú  otros  objetos  qué 
puedan  causar  daño  á  las  personas  ó  en  las 
cosas  si  el  hecho  no  tuviere  señalada  ma- 
yor pena  por  su  intensidad  ó  circunstan- 
cias. 

8."  Los  que  tuvieren  en  los  parajes  ex- 
teriores de  su  morada  sobre  la  calle  ó  vía 
pública,  objetos  que  amenacen  causar  daño 
á  los  transeúntes. 

Art.  567.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio: 

1.°  Los  dueños  de  fondas,  posadas  y  de- 
mas  establecimientos  destinados  á  hospe- 
daje, que  dejaren  de  dará  la  Autoridad  los 
partes  ó  noticias  prevenidos  por  los  regla- 
mentos, ordenanzas  ó  bandos,  en  el  tiempo 
y  forma  que  estuvieren  prevenidos. 

2."     Los  criados  de  servicio,  mozos  y  de- 

E endientes,  que  no  conservaren  con  la  de- 
ida  formalidad  la  cartilla  de  informes,  ó 
dejaren  de  cumplir  las  prevenciones  esta- 
blecidas para  garantía  y  seguridad. 

Art.' 568.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio. 

1.°  Los  que  contravinieren  á  las  reglas 
establecidas  para  evitar  la  propagación  del 
fuego  en  las  máquinas  de  vapor,  calderas, 
hornos,  estufas,  chimeneas  ú  otros  lugares 
semejantes,  ó  construyeren  estos  objetos 
con  infracción  de  los  reglamentos,  orde- 
nanzas ó  bandos,  ó  dejaren  de  limpiarlos  ó 
cuidarlos  con  peligro  de  incendio, 

2.°  Los  que  infringiendo  las  órdenes  de 
la  Autoridad,  descuidaren  la  reparación  de 
edificios  ruinosos  ó  de  mal  aspecto. 

3."  Los  que  infringieren  las  reglas  de 
seguridad  concernientes  al  depósito  de  ma- 
teriales, apertura  de  pozos  ó  excavaciones. 

4."  Los  que  infringieren  los  reglamen- 
tos, ordenanzas  ó  bandos  de  la  Autoridad 
sobre  elaboración  y  custodia  de  materias 
inflamables  ó  corrosivas,  ó  productos  quí- 
micos que  puedan  causar  estragos. 

TITULO  III 
De  las  faltas  contra  las  personas. 

Art.  569.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  máximo: 

1."  Los  que  causaren  lesiones  levísi- 
mas, que  no  impidan  al  ofendido  dedi- 
carse á  sus  (trabajos  habituales  ni  exijan 


asistencia  facultativa  por  más  de  dos  días. 

No  están  comprendidas  en  este  número 
las  lesiones  que  al  hijo  causare  el  padre  ó 
madre  excediéndose  en  su  corrección. 

2.°  Los  maridos  que  maltrataren  á  sus 
mujeres,  aun  cuando  no  les  causaren  le- 
siones de  las  comprendidas  en  el  número 
anterior. 

3."  Las  mujeres  desobedientes  á  sus 
maridos  que  les  maltrataren  de  obra  ó  de 
palabra. 

4°  Los  cónyuges  que  escandalizaren 
en  sus  disensiones  domésticas,  después  de 
haber  sido  amonestados  por  la  Autoridad, 
si  el  hecho  no  estuviere  comprendido  en  el 
libro  11  de  este  Código. 

5.°  Los  padres  de  familia  <iue  abando- 
naren sus  hijos,  no  procurándoles  la  edu- 
cación que  requiera  su  clase  y  sus  faculta- 
des permitan. 

6.°  Los  tutores  ó  encargados  de  un  me- 
nor de  quince  años,  que  desobedecieren 
los  preceptos  sobre  instrucción  primaria 
obligatoria,  ó  abandonaren  el  cuidado  do 
su  persona. 

7."  Los  hijos  de  familia  que  faltaren  al 
respeto  y  sumisión  debidos  á  sus  padres. 

8°  Los  pupilos  que  cometieren  igual 
falta  hacia  sus  tutores. 

9.°  Los  que  encontrando  abandonado 
un  menor  de  siete  años,  con  peligro  de  su 
existencia,  no  lo  presentaren  á  la  Autori- 
dad ó  á  su  familia. 

10.  Los  que  en  la  exposición  de  niños 
quebrantaren  las  reglas  ó  costumbres  esta- 
blecidas en  la  localidad  respectiva,  y  los 
que  dejaren  de  llevar  al  asilo  de  expósitos 
ó  á  lugar  seguro  á  cualquier  niño  que  en- 
contraren abandonado. 

11.  Los  que  no  socorrieren  ó  auxiliaren 
á  una  persona  que  encontraren  en  despo- 
blado, herida  ó  en  peligro  de  perecer, 
cuando  pudieren  hecerlo  sin  detrimento 
propio,  á  no  ser  que  esta  omisión  constitu- 
ya delito. 

12.  Los  que  en  la  riña  definida  en  el 
art.  397  de  este  Código,  constare  que  hu- 
bieron ejercido  cualquiera  violencia  en  la 
persona  del  ofendido,  siempre  que  a  éste 
no  se  le  hubieren  inferido  más  que  lesio- 
nes menos  graves  y  no  fuere  conocido  el 
autor. 

Art.  570.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio: 

1."  Los  que  golpearen  ó  maltrataren  á 
otro  de  obra  ó  de  palabra,  sin  causarle  le- 
sión. 

2."  Los  que  sin  hallarse  comprendidos 
en  otras  disposiciones  de  este  Código,  ame- 
nazaren á  otro  con  armas  ó  las  sacaren  ea 
riña,  fomo  no  sea  en  justa  defensa. 
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3."  Los  que  de  palabra  y  en  el  calor  de 
la  ira  amenazaren  á  otro  con  causarle  un 
mal  que  constituya  delito,  y  por  sus  actos 
posteriores  demostraren  que  persisten  en 
la  ¡dea  que  significaron  con  su  amenaza, 
siempre  que  por  las  circunstancias  el  he- 
cho no  estuviere  comprendido  en  el  libro  II 
de  este  Código. 

4."  Los  que  de  palabra  amenazaren  á 
otro  con  causarle  un  mal  que  no  constitu- 
ya delito. 

5."  Los  que  causaren  á  otro  una  coac- 
ción ó  vejación  injusta,  no  penada  por  el 
libro  II  de  este  Código. 

Art.  571.  Serán  castigados  con  prisión 
en  su  grado  mínimo: 

1."  Los  que  injuriaren  livianamente  á 
otro,  de  obra  ó  de  palabra,  si  reclamare  el 
ofendido,  cuyo  perdón  extinguirá  la  pena. 

2."  Los  que  requeridos  por  otros  para 
evitar  un  mal  mayor,  dejaren  de  prestar  el 
auxilio  reclamado,  siempre  que  no  hubiera 
de  resultarles  perjuicio  alguno. 

3."  Los  que  por  simple  imprudencia  ó 
por  negligencia,  sin  cometer  infracción  de 
los  reglamentos,  causaren  un  mal,  que  si 
mediare  malicia,  constituiría  delito  ó  falta. 

TITULO  IV 
De  las  faltas  contra  la  propiedad. 

Art.  572.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  máximo,  si  el  hecho 
no  estuviere  penado  en  el  libro  II  de  este 
Código: 

1.°  Los  que  por  cualquiera  de  los  me- 
dios señalados  en  el  art.  502,  cometieren 
hurto  por  valor  que  no  excediere  de  10 
pesos. 

2.°  Los  que  cometieren  estafas  y  otros 
engaños  que  no  excedieren  de  10  pesos. 

3.*'  Los  que  por  interés  ó  lucro  inter- 
pretaren sueños,  hicieren  pronósticos  ó 
adivinaciones,  ó  abusaren  de  la  credulidad 
pública  de  otra  manera  semejante. 

Art.  573.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio: 

1."  Los  que  entraren  en  heredad  ó  cam- 
po ajeno  para  coger  frutos  y  comerlos  en 
el  acto. 

2."  Los  que  en  la  misma  forma  cogie- 
ren frutos,  mieses  ú  otros  productos  fores- 
tales para  echarlos  en  el  acto  á  caballerías 
ó  ganados. 

3.°  Los  que  sin  permiso  del  dueño  en- 
traren en  heredad  ó  campo  ajeno,  antes  de 
haber  levantado  por  completo  las  cosechas, 
para  aprovechar  el  espigueo  ú  otros  restos 
de  aquéllas. 

•4.°     Los  que  entraren  en  heredad  ajena 


•errada,  ó  en  la  cercada,  si  estuviere  ma- 
nifiesta la  prohibición  de  entrar. 

Art.  574.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo: 

1.°  Los  que  entraren  á  cazar  ó  pescar 
en  heredad  cerrada  ó  campo  vedado,  sin 
permiso  del  dueño. 

2.°  Los  que  con  cualquier  motivo  ó  pre- 
texto atravesaren  plantíos,  sembrados,  vi- 
ñedos ú  olivares. 

Si  en  cualquiera  de  los  casos  anteriores 
hubiere  intimidación  ó  violencia  en  las  per- 
sonas ó  fuerza  en  las  cosas,  .se  aplicará  la 
pena  superior  en  grado,  si  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  este  Código  no  corres- 
pondiere otra  mayor. 

Art.  575.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  medio: 

1.°  Los  que  llevando  carruajes,  caballe- 
rías ó  animales  dañinos,  cometieren  alguno 
de  los  excesos  previstos  en  el  articule  ante- 
rior, si  por  razón  del  daño  no  merecieren 
mayor  pena. 

2.°  Los  que  destruyeren  ó  destrozaren 
choza,  albergue,  setos,  cercas,  vallados  ú 
otras  defensas  de  las  propiedades. 

3.*  Los  que  causaren  daño  arrojando 
desde  fuera  piedras,  materiales  ó  proyecti- 
les de  cualquiera  clase. 

Art.  576.  Los  dueños  de  ganados  que 
entraren  en  heredad  ó  campo  ajeno  cerca- 
dos, y  causaren  daño,  serán  castigados  con 
la  multa  por  cada  cabeza  de  ganado: 

1.°    De  10  á  50  centavos  si  fuere  vacuno. 

2.°  De  5  á  25  centavos,  si  fuere  caba- 
llar, mular  ó  asnal. 

3.*  De  uno  á  10  centavos,  si  fuere  ca- 
brío y  en  la  heredad  hubiere  arbolado. 

4.°  De  uno  á  cinco  centavos,  si  fuere 
lanar  ó  de  otra  especie  no  comprendida  en 
los  números  anteriores,  ó  cabrío,  no  ha- 
biendo arbolado. 

Art.  577.  Los  dueños  de  ganados  de 
cualquiera  clase  que  entraren  sin  causar 
daño  en  heredad  ajena  cercada,  sin  permi- 
so del  dueño,  incurrirán  en  la  multa  de  uno 
á  tres  centavos  por  cada  cabeza.  Si  la  he- 
redad tuviere  viñedos,  olivares,  sembrados 
ú  otros  plantíos,  ó  hubiere  reincidencia, 
se  impondrá  la  multa  en  toda  su  exten- 
sión. 

Art.  578.  Si  los  ganados  se  introduje- 
ren de  propósito,  ó  por  abandono  ó  negli- 
gencia de  los  dueños  ó  ganaderos,  además 
de  pagar  las  multas  expresadas  en  los  ar- 
tículos anteriores,  sufrirán  los  dueños  y 
ganaderos,  en  sus  respectivos  casos,  pri- 
sión en  su  grado  máximo,  si  no  les  corres- 
pondiere mayor  pena  como  reos  de  hurto 
ó  daño  por  voluntad  ó  imprudencia.  Si 
reincidieren  por  tercera  vez  en  el  término 
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de  treinta  días,  serán  juzgados  y  penador 
como  reos  de  hurto  ó  daño  comprendidos 
en  el  libro  segundo. 

Art.  579.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  máximo,  los  que 
ejecutaren  incendio  de  cualquiera  clase 
que  no  esté  penado  en  el  libro  segundo  de 
este  Código. 

Art.  580.  Serán  castigados  con  prisión 
en  su  grado  mínimo: 

i.°  Los  que  infringieren  los  reglamen- 
tos ó  bandos  de  buen  gobierno  sobre  que- 
ma de  rastrojos  ú  otros  productos  flores- 
tales. 

2.''  Los  qu«  infringieren  las  ordenan- 
zas de  caza  y  pesca. 

Art.  581.  Serán  castigados  con  la  pena 
de  prisión  en  su  grado  mínimo,  los  que 
causaren  un  daño  de  los  comprendidos  en 
este  Código,  cuyo  importe  no  exceda  de 
diez  pesos. 

Art.  582.  Los  que  cortaren  árboles  en 
heredad  ajena  causando  daño  que  no  ex- 
ceda de  diez  pesos,  serán  castigados  con 
la  pena  de  prisión  en  su  grado  medio;  y 
si  éste  no  consistiere  en  cortar  árboles, 
sino  en  talar  ramaje  ó  leña,  la  pena  será 
la  de  prisión  en  su  grado  mínimo. 

Si  el  dañador  comprendido  en  este  ar- 
ticulo sustrajere  ó  utilizare  los  frutos  ú  ob- 
jetos del  daño  causado,  y  el  valor  de  éste 
no  excediere  de  diez  pesos,  sufrirá  la  pena 
de  Irrisión  en  su  grado  máximo. 

Art.  583.  Los  que  aprovechando  aguas 
que  pertenezcan  á  otros  ó  distruyéndolas 
de  su  curso,  causaren  daño  cuyo  importe 
no  exceda  de  diez  pesos,  incurrirán  en 
prisión  en  su  grado  máximo, 

Art.  584.  Los  que  intencionalmente, 
por  negligencia  ó  por  descuido,  causaren 
un  daño  cualquiera  no  penado  en  este  libro 
ni  en  el  anterior,  serán  castigados  con  la 
pena  de  prisión  en  su  grado  mínimo. 


TITULO  V 
Disposiciones  comunes  á  las    faltas. 

Art.  585.  En  la  aplicación  de  las  penas 
de  este  libro  procederán  los  Tribunales 
según  su  prudente  arbitrio,  dentro  de  los 
límites  de  cada  una,  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias del  caso. 

Art.  586.  -Los  cómplices  en  las  faltas 
serán  castigados  con  la  misma  pena  que 
los  autores,  en  su  término  mínimo. 

Art.  587.     Caerán  siempre  en  comiso: 

1.°  Las  armas  que  llevare  el  ofensor  al 
cometer  un  daño  ó  inferir  una  injuria,  si 
las  hubiere  mostrado. 

2.°  Las  bebidas  y  comestibles  falsifica- 
dos, adulterados  ó  averiados,  siendo  no- 
civos. 

3.°  Las  monedas  ó  efectos  falsificados, 
adulterados  ó  averiados  que  se  expendieren 
como  legítimos  ó  buenos. 

4."  Los  comestibles  en  que  se  defraude 
al  público  en  cantidad  ó  calidad. 

5."     Las  medidas  ó  pesos  falsos. 

6.°  Los  enseres  que  sirvan  para  juegos 
ó  rifas. 

7.°  Los  efectos  que  se  empleen  para 
adivinaciones  ú  otros  engaños  semejantes. 

Art.  588.  El  comisode  los  instrumentos 
y  efectos  de  las  faltas  expresadas  en  el  ar- 
íiculo  anterior,  lo  decretarán  los  Tribuna- 
les á  su  prudente  arbitrio,  según  los  casos 
y  circunstancias. 

Art.  589.  En  los  reglamentos,  ordenan- 
zas y  bandos  de  buen  gobierno,  no  se  es- 
tablecerán penas  mayores  que  las  señala- 
das en  este  libro. 

DISPOSICIÓN    FINAL 

Artículo  final.  El  presente  Código  co- 
menzará á  regir  desde  1."  de  Enero  de 
1899,  y  en  esa  fecha  quedar!  derogado  el 
Código  penal  de  27  de  Agosto  de  1880. 
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saneionado  en  31  de  Enero  y  vigente  desde  15  de  Sep- 
tiembre de  1899.  ^^^ 


PRIMERA  PARTE 

PROCEDIMIENTOS  CIVILES 


Disposiciones  comunes  á  la 
jurisdicción  contenciosa 
y  á  la  voluntaria. 


TITULO   PRIMERO 
De  la  comparecencia  en  juicio. 

Artículo  1."  Toda  demanda  deberá  in- 
terponerse ante  Juez  competente. 

Si  fuere  conocido  el  domicilio  del  deman- 
dado, se  !e  citará  personalmente;  y  si  no 
!o  fuere,  ó  se  ignorare  su  paradero,  por 
ocultación  ó  por  ausencia,  y  careciere  de 
representante,  se  hará  la  citación  á  un 
curador  especial,  quien  representará  al 
demandado  hasta  que  comparezca  perso- 
nalmente ó  por  meaio  de  procurador. 

El  nombramiento  de  curador  especial 
se  hará  á  solicitud  del  demandante,  previa 
información  sumaria,  con  intervención 
del  Fiscal. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    KOS   LITIGANTES,    PROCURADORES    Y 
ABOGADOS 

Art.  2.°  Sólo  podrán  comparecer  en 
juicio  los  que  estén  en  el  pleno  ejercicio 
de  sus  derechos  civiles. 

Por  los  que  no  se  hallen  en  este  caso 
comparecerán  sus  representantes  legíti- 
mos, ó  los  que  deban  suplir  su  incapacidad 
con  arreglo  á  derecho. 


Por  las  corporaciones,  sociedades  y  de- 
más entidades  jurídicas,  comparecerán  las 
personas  que  legalmente  las   representen. 

Art.  3.*'  Los  interesados  podrán  litigar 
personalmente,  pero  será  necesaria  la  in- 
tervención de  procurador  ó  abogado  cuan- 
do lo  exigiere  la  marcha  regular  y  expedi- 
ta del  negocio  pendiente. 

Si  los  interesados  tuvieren  acciones  ó 
excepciones  idénticas,  deberán  litigar  uni- 
dos y  bajo  una  misma  dirección;  y  si  no  so 
acordaren  en  el  nombramiento  de  repre- 
sentante, el  Juez  ó  Tribunal  lo  hará  de 
oñcio. 

Art.  4".  La  comparecencia  en  juicio 
puede  hacerse  por  medio  de  procurador 
legalmente  constituido.  El  poder  se  acom- 
pañará precisamente  con  el  primer  escri- 
to, al  que  no  se  dará  curso  sin  este  requi- 
sito, aunque  contenga  la  protesta  de  pre- 
sentarlo. 

Art.  5.°  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  en  casos  graves  y  urgen- 
tes caliñcados  por  el  Juez  ó  Tribunal,  po- 
drá admitirse  la  representación  de  un 
gestor  oíicioso,  con  tal  que  dé  garantía, 
igualmente  calificada,  para  responder  á 
las  resultas  del  juicio  si  el  interesado  no 
aprobare  lo  hecho  en  su  nombre. 

Art.  6.°  La  aceptación  del  poder  se 
presume  por  el  hecho  de  usar  de  él  el  pro- 
curador. 

Aceptado  el  poder,  queda  el  procurador 
obligado  á  cumplir  los  deberes  que  le  im- 
pone la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  lo 
mismo  que  á  recoger  de  poder  del  abogado 
que  cese  en  la  dirección  del  negocio  las 
copias  de  los  escritos  y  documentos  y  de- 
más antecedentes  que  obren  en  su  poder, 
para  entregarlos  al  que  se  encargue  de 
continuarlo. 

Art.  7."  Mientras  continúe  el  procura^ 
dor  en  su  cargo,  oirá  y  firmará  los  empla- 
zamientos, citaciones,  requerimientos  y 
notificaciones  que  deban  hacerse  á  su  par- 


tí)     SimuItáDeamente  ¿i  esta  fecha,  aniversario  de  la  proclamación  de  la  independencia  (1821),  ha  co- 
meníado  á  regir  la  Ley  orgánica  de  Tribunales  de  10  de  Abril  de  1897,  inserta  anteriormente. 
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te,  durante  el  curso  del  pleito  y  hasta  que 
quede  ejecutada  la  sentencia. 

Se  exceptúan: 

1."  Los  emplazamientos,  citaciones  y 
requerimientos  que  la  ley  disponga  se 
practiquen  a  los  mismos  interesados  en 
persona. 

2.'  Las  citaciones  que  tengan  por  obje- 
to la  comparecencia  obligatoria  del  citado. 

Art.  8.°  Si  después  de  entablado  un 
negocio  el  poderdante  no  habilitare  á  su 
procurador  con  los  fondos  necesarios  para 
continuarlo,  podrá  éste  pedir  que  sea  aquél 
apremiado  á  verificarlo. 

Esta  pretensión  se  deducirá  en  el  Juz- 
gado ó  Tribunal  que  conozca  del  pleito,  el 
cual  accederá  á  ella  sin  más  trámites,  fi- 
jando la  cantidad  que  estime  necesaria  y 
el  plazo  en  que  haya  de  entregarse,  bajo 
apercibimiento  de  apremio. 

Art.  9.*^  Cuando  un  procurador  tenga 
que  exigir  de  su  poderdante  moroso  las 
cantidades  que  éste  le  adeude  por  sus  de- 
rechos y  por  los  gastos  que  le  hubiere  su- 
j)lido  para  el  pleito,  presentará  ante  el 
Juzgado  ó  Tribunal  en  que  radicare  el  ne- 
gocio cuenta  detallada  y  justificada,  y  se 
sustanciará  esta  reclamación  en  la  forma 
estr;':)lecida  para  la  tasación  de  costas. 

Igual  derecho  que  los  procuradores  ten- 
drán sus  herederos  respecto  á  los  créditos 
de  esta  naturaleza  que  aquéllos  les  dejaren . 

Art.  10.  Cesará  el  procurador  en  su 
representación  por  las  causas  que  deter- 
mina la  Ley  Orgánica  de  Tribunales. 

Cuando  tallezca  el  procurador,  el  Juez 
ó  Tribunal,  de  oficio  ó  á  instancia  de  par- 
te, y  acreditándose  en  forma  el  falleci- 
miento, acordará  que  se  cite  al  interesado 
para  que  se  persone  en  los  autos. 

Cuando  fallezca  el  interesado  que  litiga- 
re personalmente,  el  Juez  ó  Tribunal  acor- 
dará en  igual  forma  que  .se  cite  á  los  he- 
rederos, bajo  apercibimiento  de  lo  que  ha- 
ya lugar. 

Art.  11.  Los  abogados  podrán  reclamar 
del  procurador,  y  si  éste  no  interviniere. 
de  la  parte  á  quien  defiendan,  el  pago  de 
los  honorarios  que  iiubieren  devengado  en 
el  pleito,  presentando  minuta  detallada  y 
protestando  que  no  les  han  sido  satisfe- 
chos. 

Deducida  en  tiempo  esta  pretensión,  el 
Juez  ó  Tribunal  accederá  á  ella  en  la  for- 
ma prevenida  en  el  art.  9." 

CAPITULO  II 

DE    LA    DEFENSA    POR    POBRK 

Art.  12.  Los  aue  sean  declarados  po- 
l(res  disfrutarán  los  beneficios  siguientes: 


1."  El  de  usar  para  su  defensa  papel 
común  ó  de  oficio. 

2.°  El  de  que  se  les  nombre  abogado  y 
procurador,  sin  obligación  de  pagarles  ho- 
norarios. 

3.°  La  exención  del  pago  de  toda  clase 
de  derechos  á  los  auxiliares  y  subalternos 
de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

4."  El  de  que  se  cursen  y  cumplimen- 
ten de  oficio,  si  así  lo  solicitaren,  los  ex- 
hortes y  demás  despachos  que  se  expidan 
á  su  instancia. 

Art.  13.  Sólo  podrán  ser  declarados 
pobres: 

1.°  Los  que  vivan  sólo  de  su  trabajo 
personal  diario  en  ca  idad  de  braceros. 

2."  Los  que  sólo  vivan  de  pensión  ó  de 
sueldo  que  no  exceda  del  jornal  de  un 
bracero. 

3."  Los  que  vivan  sólo  de  una  industria 
ó  comercio  cuyo  producto  no  exceda  de! 
jornal  del  bracero. 

Art.  14.  No  se  otorgará  la  defensa  por 
pobre  á  los  comprendidos  en  cualquiera 
de  los  casos  expresados  en  el  articulo  an- 
terior, cuando  á  juicio  del  Juez  ó  Tribunal 
se  infiera  del  número  de  criados  que  ten- 
ga á  su  servicio,  del  alquiler  de  la  casa 
que  habiten,  ó  de  otros  cualesquiera  sig- 
nos exteriores,  que  tienen  medios  superio- 
res al  jornal  de  un  bracero  en  cada  loca- 
lidad. 

Art.  15.  Cuando  litigaren  unidos  va- 
rios que  individualmente  tengan  derecho 
á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  autori- 
zará para  litigar  como  tales,  aun  cuando 
los  productos  unidos  de  los  modos  de  vivic 
de  todos  excedan  del  tipo  que  queda  seña- 
lado. 

Art.  16.  El  beneficio  de  la  defensa  por 
pobre  sólo  se  concederá  para  litigar  dere- 
chos propios. 

El  cesionario  que  lo  tenga  no  podrá  uti- 
lizarlo para  litigar  los  derechos  del  ceden- 
te,  ó  los  que  haya  adquirido  de  un  tercero 
á  quien  no  corresponda  dicho  beneficio, 
fuera  del  caso  en  que  la  adquisición  haya 
sido  por  titulo  de  herencia. 

Art,  17.  La  declaración  de  pobreza  so 
solicitará  siempre  en  el  Juzgado  ó  Tribu- 
nal que  conozca  ó  sea  competente  para  co- 
nocer del  pleito  ó  negocio  en  que  se  trata 
de  utilizar  dicho  benefiíjio;  y  será  consi- 
derada, como  un  ¡nciflente  deí  asunto  prin- 
cipal. 

Art.  18.  A  todo  el  que  solicite  en  for- 
ma la  declaración  de  pobreza  se  le  defen- 
derá desde  luego  como  pobre,  nombrán- 
dole de  oficio  abogado  y  procurador,  si  lo 
pidiere,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva 
en  definitiva.  _ 
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También  se  nombrarán  abogado  y  pro- 
curador de  oficio,  al  que  lo  bolicile  con 
objeto  de  entablar  la  demanda  de  po- 
breza.' 

Art.  19.  Esta  demanda  se  formulará 
del  modo  prevenido  en  el  art.  293  para  las 
demandas  ordinarias,  expresándose  ade- 
más en  ella: 

] .°  El  pueblo  de  la  naturaleza  del  de- 
mandante y  el  de  su  domicilio  actual,  y 
el  que  haya  tenido  en  los  cinco  años  ante- 
riores. 

2.'  Su  estado,  edad,  profe-ion  ú  oficio 
y  medios  de  subsistencia. 

3."  La  casa  ó  cuarto  en  que  habite,  con 
expresión  de  la  calle  y  número  y  del  al- 
quiler que  pague. 

No  se  dará  curso  á  las  demandas  que  no 
contengan  los  requisitos  expresados. 

Art.  20.  Las  demandas  de  pobreza  se 
sustanciarán  en  pieza  separada,  y  se  de- 
cidirán por  los  trámites  establecidos  para 
los  incidentes,  con  audiencia  del  litigante 
ó  litigantes  contrarios  y  del  Ministerio 
Fiscal  en  representación  del  Estado. 

Cuando  se  deduzca  esta  demanda  antes 
de  entablarse  el  pleito,  se  emplazará  á  los 
que  deban  contestarla  para  que  dentro  de 
tres  días  comparezcan  con  este  objeto. 

Si  no  compareciere  el  litigante  contra- 
rio, se  sustanciará  sólo  con  el  Ministerio 
Fiscal. 

Art.  21.  Siempre  que  se  deniegue  la 
defensa  por  pobre,  se  condenará  en  las 
costas  de  la  primera  instancia  al  que  la 
haya  solicitado. 

En  caso  de  apelación,  se  impondrán  las 
de  la  segunda  instancia  á  quien  corres- 
ponda con  arreglo  á  derecho. 

Art.  22.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia, se  practicará  la  tasación  de  las  cos- 
tas, con  inclusión  del  papel  sellado  que 
deba  reintegrarse,  y  se  procederá  á  hacer- 
las efectivas  por  la  Via  de  apremio. 

Art.  23.  La  sentencia  concediendo  ó 
negando  la  defensa  por  pobre  no  produce 
los  efectos  de  cosa  juzgada. 

Art.  24.  En  el  caso  del  artículo  ante- 
rior no  se  otorgará  la  defensa  por  pobre 
al  litigante  á  quien  hubiese  sido  denegada, 
si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  veni- 
do á  ese  estado  por  causas  posteriores  á  la 
sentencia  que  le  negó  anteriormente  aquel 
beneficio. 

No  se  dará  curso  á  su  nueva  demanda  si 
no  se  funda  en  dicho  motivo. 

Art.  25.  La  declaración  de  pobreza  he- 
cha en  un  pleito  no  puede  utilizarse  en 
otro  si  á  ello  se  opusiere  el  colitigante. 

Oponiéndose,  deberá  repetirse,  con  su 
citación  y  audiencia,  la  sustanciación  del 


incidente  hasta  dictar  nueva  sentencia  so- 
bre la  pobreza. 

Art.  26.  La  declaración  de  pobreza  he- 
cha en  favor  de  cualquier  litigante,  no  le 
librara  de  la  obligación  de  pagar  las  costas 
en  que  haya  sido  condenado,  si  se  le  en- 
contrasen bienes  en  que  hacerlas  efec- 
tivas. 

Art.  27.  Venciendo  el  declarado  pobre 
en  el  pleito  que  hubiere  promovido,  debe- 
vá  pagar  las  costas  causadas  en  su  defen- 
sa, siempre  que  no  excedan  de  la  tercera 
parte  de  lo  que  en  él  haya  obtenido  en  vir- 
tud de  la  demanda  ó  reconvención. 

Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que  im- 
porte dicha  tercera  parte. 

Art.  28.  Cuando  no  haya  bienes  bas- 
tantes para  eubrir  todas  las  costas,  los  in- 
teresados percibirán  á  prorrata  la  parte 
que  les  corresponda. 

Art.  29.  El  que  haya  sido  declarado 
pobre  podrá  valerse  de  abogado  y  procu- 
rador de  su  elección,  si  aceptan  el  cargo,  y 
no  aceptándolo  se  le  nombrarán  de  oficio. 
La  aceptación  en  este  último  caso  es  obli- 
gatoria, salvo  excusa  legitima,  que  se  ca- 
lificará discrecionalmente. 

Art.  30.  El  abogado  y  el  procurador 
que  se  hayan  encargado  de  la  defensa  de 
una  parte  en  concepto  de  rica,  si  después 
es  declarada  pobre,  estarán  obligados  á  se- 
guir defendiéndola  en  este  concepto,  cuan- 
do no  haya  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  abo- 
gados y  procuradores  especiales  de  pobres, 
hábiles  para  ello. 

Art.  31.  En  los  recursos  de  apelación  y 
casación,  cuando  el  litigante  esté  habilita- 
do para  defenderse  por  pobre,  se  le  tendrá 
por  personado  en  tiempo  ante  el  Tribunal 
Superior,  si  dentro  del  término  del  empla- 
zamiento compareciere  ante  él  mismo,  por 
si  ó  por  medio  de  otra  persona,  solicitando 
se  le  nombre  de  oficio  abogado  y  procura- 
dor que  se  encarguen  de  su  defensa. 

La  misma  pretensión  podrá  deducir  al 
hacerle  el  emplazamiento,  en  cuyo  caso  lo 
consignará  el  Secretario  en  la  diligencia. 

En  estos  casos,  el  Tribunal  acordará  el 
nombramiento  si  resultare  justificada 
aquella  habilitación,  y  se  entenderá  con  el 
procurador  nombrado  de  oficio  todas  las 
actuaciones  en  representación  del  liti- 
gante. 

TÍTULO  II 
De  las  cuestiones  de  competencia. 

Art.  32.  Las  reglas  de  competencia  en 
lo  civil  se  fijan  en  la  Ley  Orgánica  de  Tri- 
bunales. 
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Art.  33.  Las  cuestiones  de  competen- 
cia podrán  promoverse  por  inhibitoria  ó 
por  declinatoria. 

La  inhibitoria  se  intentará  ante  el  Juez 
ó  Tribunal  á  quien  se  considere  competen- 
te, pidiéndole  que  dirija  exhorto  al  que  se 
estime  no  serlo,  para  que  se  inhiba  y  re- 
mita los  autos. 

La  declinatoria  se  propondrá  ante  el 
.Juez  ó  Tribunal  á  quien  se  considere  in- 
competente, pidiéndole  que  se  separe  del 
conocimiento  del  negocio  y  remita  los  au- 
tos al  tenido  por  competente. 

Art.  34.  La  inhibitoria  y  la  declinato- 
ria podrán  ser  propuestas  por  los  que  sean 
citados  ante  el  Juez  incompetente,  ó  pue- 
dan ser  parte  legitima  en  el  juicio  promo- 
vido. 

Art.  35.  En  ningún  caso  se  promoverán 
de  oficio  las  cuestiones  de  competencia  en 
los  asuntos  civiles;  pero  el  Juez  que  se  crea 
incompetente  por  razón  de  la  materia  de- 
berá abstenerse  de  conocer,  oído  el  Minis- 
terio Fiscal,  previniendo  á  las  partes  que 
usen  de  su  dei'echo  ante  quien  cori'es- 
ponda. 

E.ste  auto  será  apelable  en  ambos  efec- 
tos. 

Art.  36.  No  podrá  proponer  la  inhibi- 
toria ni  la  declinatoria  el  litiganle  que  se 
hubiere  sometido  expresa  ó  tácitamente  al 
Juez  ó  Tribunal  que  conozca  del  asunto. 

Art.  37.  Tampoco  podrán  promoverse 
ni  proponerse  cuestiones  de  competencia 
en  los  asuntos  judiciales  terminados  por 
sentencia  firme. 

Art.  38.  El  que  hubiere  optado  por  uno 
de  los  medios  señalados  en  el  art.  33,  no 
podrá  abandonarlo  y  recurrir  al  otro,  ni 
emplear  ambos  simultánea  ó  sucesivamen- 
te, debiendo  pasar  por  el  resultado  de  aquél 
a  que  hubiere  dado  la  preferencia. 

Art.  39.  El  que  promueva  la  cuestión 
de  compíjtencia  por  cualquiera  de  los  dos 
medios  antedichos,  expresará  en  el  escrito 
en  que  lo  haga  no  haber  empleado  el  otro 
medio. 

Si  resultare  lo  contrario,  por  este  solo 
hífcho  será  condenado  en  las  costas  del  in- 
cidente, aunque  se  decida  en  su  favor  la 
cuestión  de  competencia. 

Art.  40.  Las  declinatorias  se  sustancia- 
rán como  excepciones  dilatorias,  ó  en  la 
forma  establecida  para  los  incidentes. 

Las  inhibitorias,  por  los'  trámites  orde- 
nados en  los  artículos  que  siguen. 

Art.  41.  Pueden  promover  y  sostener, 
á  instancia  de  parte  legitima,  las  cuestio- 
nes de  competencia: 

L°    Los  Juzgados  de  Paz. 

2.^    Los  Juzgados  de  Letras. 


3.°     Las  Cortes  de  Apelaciones. 

Art.  42.  Ningún  Juez  ó  Tribunal  pue- 
de promover  cuestión  de  competencia  á  su 
inmediato  Superior  jerárquico,  sino  expo- 
nerle, á  instancia  de  parte  y  oído  al  Minis- 
terio Fiscal,  las  razones  que  tenga  para 
creer  que  le  corresponde  el  conocimiento 
del  asunto. 

El  Superior  dará  vista  de  la  exposición 
y  antecedentes  al  Ministerio  Fiscal,  para 
que  emita  su  dictamen;  y  sin  más  trámites 
resolverá  dentro  de  tercero  día  lo  que  es- 
time procedente,  comunicando  esta  reso- 
lución al  inferior  para  su  cumplimiento. 

Art.  43.  Cuando  algún  Juez  ó  Tribunal 
entienda  en  negocios  que  sean  de  las  atri- 
buciones y  competencia  de  su  inmediata 
Superior  jerárquico  ó  del  Tribunal  Supre- 
mo, se  limitarán  éstos  á  ordenar  á  aquél, 
también  á  instancia  de  parte,  y  oído  al 
Ministerio  Fiscal,  que  se  abstenga  de  todo 
procedimiento  y  le  remita  los  anteceden- 
tes. 

Art.  44.  En  los  casos  de  los  dos  artícu- 
los anteriores,  los  Jueces  y  Tribunales  da- 
rán siempre  cumplimiento  á  la  orden  de 
su  inmediato  Superior  jerárquico,  sin  ul- 
terior recurso  cuando  éste  sea  el  Tribunal 
Supremo.  Contra  las  resoluciones  de  las 
Cortes  de  Apelaciones,  y  sin  perjuicio  de 
su  cumplimiento,  las  partes  que  se  crean 
agraviadas  y  el  Ministerio  Fiscal  podrán 
recurrir  dentro  de  tres  dias,  con  el  aumen- 
to de  un  día  por  cada  veinte  kilómetros  de 
distancia,  á  las  Corte  Suprema.  Esta  Cor- 
te pedirá  informe  con  justificación  ó  recla- 
mando los  autos  á  la  de  Apelaciones  que 
hubiere  dictado  la  resolución;  y  oyendo 
después  al  Ministerio  Fiscal,  resolverá  lo 
que  estime  procedente. 

Igual  recurso  podrán  emplear  ante  la 
Corte  de  Apelaciones  respectiva  los  que  se 
crean  agraviados  por  iguales  resoluciones 
de  los  Jueces  de  Letras  en  su  relación  con. 
los  de  Paz. 

Art.  45.  El  Juez  ó  Tribun  il  ante  quien 
se  proponga  la  inhibitoria,  oirá  al  Ministe- 
rio Fiscal,  fuera  del  Ciso  en  que  é:^te  la 
haya  propuesto  como  parte  en  el  juicio.  El 
Ministerio  Fiscal  evacuará  la  audiencia 
dentro  do  tercero  día. 

Art.  46.  Oído  al  Ministerio  Fiscal,  el 
Juez  ó  Tribunal  mandará  un  su  resolución 
librar  exhorto  inhibitorio,  ó  declarará  no 
haber  lugar  al  requerimiento  de  inhibición. 

Art.  47.  La  resolución  declarando  no 
haber  lugar  al  requerimiento  de  inhibición 
será  apelable  en  ambos  efectos,  si  la  hubie- 
re dictado  un  Juez  de  Paz  ó  de  Letras. 

Contra  las  que  dicten  las  Cortes  de  Ape- 
laciones, tant«  en  primera  como  en  según- 
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da  instancia,  sólo  se  dará  en  su  caso^el  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma. 

Art.  48.  En  el  exhorto  requiriendo  de 
inhibición  se  insertará  el  escrito  en  que  se 
haya  pedido,  lo  e.vpuesto  por  ei  Ministerio 
Fiscal,  la  resolución  que  se  hubiere  dicta- 
do y  lo  demás  que  el  Juez  ó  Tribuna!  esti- 
me conducente  para  fundar  su  compe- 
tencia. 

Art.  49.  Luego  que  el  Juez  ó  Tribunal 
requerido  reciba  el  exhorto  de  inhibición, 
acordará  la  suspensión  del  procedimiento, 
y  oirá  á  la  parte  ó  partes  que  hayan  com- 
parecido en  el  juicio;  y  si  éstas  no  estuvie- 
ren de  acuerdo  con  la  inhibición,  oirá  tam- 
bién al  Ministerio  Fiscal. 

Art.  50.  La  audiencia  a  las  partes  de 
que  trata  el  articulo  anterior,  será  .sólo  por 
tres  dias,  pasados  los  cuales  sin  devolver 
los  autos,  se  recogerán  de  oñcio,  con  escri- 
to ó  sin  él;  y  oído  en  su  caso  al  Ministerio 
Fiscal,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  su  reso- 
lución inhibiéndose  ó  negándose  á  hacerlo. 

Art.  51.  Contraía  resolución  en  que  los 
Juzgados  ó  Tribunales  se  inhibieren  del 
conocimiento  de  un  asunto,  podrán  enta- 
blarse los  recursos  expresados  en  el  ar- 
ticulo 47. 

Art.  52.  •  Consentida  ó  ejecutoriada  la 
resolución  en  que  los  Jueces  ó  Triljunales 
se  hubieren  inliibido  del  conocimiento  de 
un  negocio,  se  remitirán  los  autos  al  Juez 
ó  Tribunal  que  hubiere  propuesto  la  inhi- 
bitoria, con  emplazamiento  de  las  partes 
por  término  de  tres  dias,  y  un  día  más  por 
cada  veinte  kilómetros  de  distancia,  para 
que  puedan  comparecer  ante  él  á  usar  de 
su  derecho. 

Art.  53.  Si  se  negare  la  inhibición,  .se 
comunicará  la  denegatoria  al  Juez  ó  Tri- 
bunal que  la  hubiere  propuesto,  con  inser- 
ción de  los  escritos  de  los  interesados  y  del 
Ministerio  Fiscal  en  su  caso,  y  de  lo  demás 
que  se  crea  conveniente. 

Art.  54.  En  el  exhorto  que  el  Juez  ó 
Tribunal  requerido  dirija  en  el  caso  del  ar- 
tículo anterior,  exigirá  que  se  le  conteste, 
para  continuar  actuando  si  se  le  deja  en 
libertad,  ó  remitir  los  autos  á  quien  co- 
rresponda para  la  decisión  de  la  compe- 
tencia. 

Art.  55.  Recibido  el  exhorto  expresado 
en  el  artículo  que  precede,  el  Juez  ó  Tri- 
bunal requiriente  dictará  su  resolución,  sin 
más  sustmciación,  en  el  término  de  terce- 
ro día,  insistiendo  en  la  inhibitoria  ó  desis- 
tiendo de  ella. 

Art.  56.  Contra  la  resolución  desistien- 
do de  la  inhibitoria  se  darán  los  recursos 
expresados  en  el  art.  47. 


Art.  57.  Consentida  ó  ejecutoriada  la 
resolución  en  que  el  Juez  ó  Tribunal  re- 
queriente desista  de  la  inhibitoria,  la  co- 
municará por  medio  de  exhorto  al  requeri- 
do de  inhibición,  remitiéndole  lo  actuado 
para  que  pueda  unirlo  á  los  autos  y  conti- 
nuar el  procedimiento. 

Art.  58.  Si  el  Juez  ó  Tribunal  reque- 
riente insistiere  en  la  inhibitoria,  lo  comu- 
nicará al  que  hubiese  sido  requerido  de  in- 
hibición, y  ambos  remitirán  por  el  prime!- 
correo  sus  respectivas  actuaciones  origina- 
les al  Superior  á  quien  corresponda  dirimir 
la  contienda. 

Art.  59.  Cuando  los  Jueces  ó  Tribuna- 
les entre  quienes  se  empeñe  la  cuestión  de 
competencia  tuvieren  un  Superior  común, 
á  éste  corresponderá  decidirla,  y  en  otro 
caso,  al  Tribunal  Supremo. 

Art.  60.  La  remesa  de  los  autos  ^e  hará 
siempre  con  emplazamiento  de  las  partes, 
por  término  de  tres  días,  aumentándose  un 
día  ¡jor  cada  veinte  kilómetros  de  distan- 
cia. 

Art.  61.  Recibidos  los  autos  en  el  Juz- 
gado ó  Tribunal,  se  pasará  al  Fiscal  por 
tres  días;  y  en  vi.-ta  de  su  dictamen,  en 
otro  término  igual  se  dictará  sentencia, 
cuando  no  hayan  comparecido  las  partes. 

Si  éstas  se  personaren,  en  el  escrito  de 
personamiento  harán  las  alegaciones  que 
estimen  conducentes. 

En  los  tres  días  siguientes  se  dictará  sen- 
tencia decidiendo  la  competencia. 

Contra  esta  sentencia,  cuando  fuere  pro- 
nunciada por  un  Juez  de  Letras,  no  se  dará 
recurso  alguno,  fuera  del  de  ca.s:ición  por 

auebrantamiento  de  forma  en  los  juicios 
e  desahucio. 

Art.  62.  Contra  las  .sentencias  de  las 
Cortes  de  Apelaciones  en  que  se  decidan 
cuestiones  de  competencia,  sólo  se  dará  el 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  después  de  fallado  el  pleito  en 
definitiva. 

Contra  las  de  la  Corte  Suprema  no  ha- 
brá ulterior  recurso. 

Art.  63.  La  Corte  Suprema  podrá  con- 
denar al  pago  de  las  costas  causadas  en  la 
inhibitoria  al  Juez  ó  Tribunal  y  á  la  parte 
que  la  hubiere  sostenido  ó  impugnado  con  i 
notoria  temeridad,  determinando  en  su 
caso  la  proporción  en  que  deban  pagarlas,  * 
ó  si  han  de  ser  solamente  de  cuenta  de  las 
partes. 

Cuando  el  que  haya  promovido  la  com- 
petencia se  halle  en  el  caso  del  párrafo  se-_^ 
gundo  del  art.  39,  se  le  impondrán  todao^l 
las  costas.  ^M 

Las  mismas  declaraciones  ])ueden  hacer 
las  Cortes  de  Apelaciones  y  los  Jueces  d« 
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Letras,  cuando  decidan  cuestiones  de  com- 
petencia. 

Cuando  no  hicieren  especial  condena- 
ción de  costas,  cada  parte  pagará  las  cau- 
sadas á  su  instancia. 

Art.  64.  El  Juez  ó  Tribunal  que  haya 
resuelto  la  competencia  remitirá  el  pleito 
y  las  actuaciones  que  haya  tenido  á  la  vis- 
ta para  decidirla,  con  certificación  de  la 
sentencia,  ai  Juez  ó  Tribunal  declarado 
competente,  y  lo  pondrá  en  conocimiento 
del  otro. 

También  cuidará  de  que  se  haga  efectiva 
la  condenación  de  costas  que  hubiere  im- 
puesto, librando  al  efecto,  previa  su  tasa- 
ción, las  órdenes  oportunas. 

Art.  65.  Cuando  la  cuestión  de  compe- 
tencia entre  dos  ó  más  Tribunales  ó  Jueces 
fuere  negativa  por  rehusar  todos  entender 
en  un  negocio,  la  decidirá  el  Superior  co- 
mún ó  el  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  si- 
guiendo para  ello  los  mismo-,  trámites  pres- 
critos para  las  demás  competencias. 

Art.  66.  Las  inhibitorias  y  las  declina- 
torias suspenderán  los  procedimientos  has- 
ta que  se  decida  la  cuestión  de  compe- 
tencia. 

Durante  la  suspensión,  el  Juez  ó  Tribu- 
nal requerido  de  inhibición  podrá  practicar, 
á  instancia  de  parte  legitima,  cualquiera 
actuación  que  á  su  juicio  sea  absolutamen- 
te necesaria,  y  de  cuya  dilación  pudieran 
resultar  perjuicios  irreparables. 

Art.  67.  Todas  las  actuaciones  que  se 
hayan  practicado  hasta  la  decisión  de  las 
competencias  serán  válidas,  sin  necesidad 
de  que  se  ratifiquen  ante  el  Juez  ó  Tribu- 
nal que  sea  declarado  competente. 

TITULO  III 

De  las  acumulaciones. 

CAPÍTULO   PRIMERO 

DE     LA    ACUMULACIÓN    DE    ACCIONES 

Art.  68.  El  actor  podrá  acumular  en 
su  demanda  cuantas  a(!ciones  le  competan 
contra  el  demandado,  aunque  procedan  de 
diferentes  títulos,  siempre  que  aquéllas  no 
sean  incompatibles  entre  si. 

Art.  69.  Será  incompatible  el  ejercicio 
simultáneo  de  dos  ó  más  acciones  en  un 
mismo  juii;io,  y  no  podrán  por  tanto  acu- 
mularse: 

1.°  Cuando  .se  excluyan  mutuamente 
ó  sean  contrarias  entre  si,  de  suerte  que  la 
elección  de  la  una  impida  ó  iiaga  ineficaz 
el  ejercicio  de  la  otra. 

2."  Cuando  el  Juez  que  deba  conocer 
de  la  acción  principal  sea  incompetente, 


por  razón  de  la  materia  ó  de  la  cuantía  li- 
tigiosa, para  conocer  de  la  acumulada. 

3.°  Cuando,  con  arreglo  á  la  ley,  deban 
ventilarse  y  decidirse  las  acciones  en  jui- 
cios de  diferente  naturaleza. 

Art.  70.  Las  acciones  que  por  razón  de 
la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa  deban  ejer- 
citar.se  en  juicio  verbal,  podrán  acumular- 
se á  las  de  mayor  ó  menor  cuantía. 

En  estos  casos  se  determinará  la  com- 
petencia del  Juez  y  la  clase  de  juicio  decla- 
rativo que  haya  de  seguirse,  por  el  valor 
acumulado  de  todo  lo  que  sea  objeto  de  la 
demanda. 

Art.  71.  Podrán  acumularse  y  ejerci- 
tarse simultáneamente  las  acciones  que 
u»o  tenga  contra  varios  individuos,  ó  va- 
rios contra  uno,  siempre  que  nazcan  de  un 
mismo  título  ó  se  funden  en  una  misma 
causa  de  pedir. 

Art.  72.  No  se  permitirá  la  acumula- 
ción de  acciones  después  de  contestada  la 
demanda,  quedando  á  salvo  el  derecho  del 
actor  para  ejercitarlo  en  el  juicio  corres- 
pondiente. 

Art.  73.  Si  antes  de  la  contestación  se 
ampliase  la  demanda  para  acumular  nue- 
vas acciones  á  las  ya  ejercitadas,  el  tér- 
mino para  contestar  se  contará  de  nuevo 
desde  el  traslado  del  escrito  de  ampliación. 

Art.  74.  La  acumulación  de  acciones, 
cuando  proceda  y  se  utilice  oportunamen- 
te por  el  actor,  producirá  el  efecto  de  dis- 
cutirse todas  en  un  mismo  juicio  y  resol- 
verse en  una  sola  sentencia. 

CAPÍTULO  II 

DE     LA    ACUMULACIÓN    DE    AUTOS 

Art.  75.  La  acumulación  de  autos  po- 
drá decretarse  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte  legítima. 

Lo  serán  para  este  efecto  los  que  huyan 
sido  admitidos  como  partes  litigantes  en 
cualquiera  de  los  pleitos  cuya  acumulación 
se  pretenda. 

Sólo  podrá  decretarse  de  oficio  la  acu- 
mulación cuando  los  autos  acumulables  se 
encuentren  en  el  mismo  Juggado  ó  Tri- 
bunal. 

Art.  76.  Las  causas  por  que  deberá  de- 
cretarse son: 

L°  Cuando  la  sentencia  que  haya  de 
dictarse  en  uno  de  los  pleitos  cuya  acumu- 
lación se  pida,  produzca  excepción  de  cosa 
juzgada  en  el  otro. 

2."  Cuando  en  Juzgado  competente 
haya  pendiente  pleito  sobre  lo  mismo  que 
sea  objeto  del  que  después  se  haya  promo- 
vido. 
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3."  Cuando  haya  un  juicio  de  concurso 
ó  de  quiebra,  al  que  se  halle  sujeto  el  cau- 
dal contra  el  que  se  haya  formulado  ó  for- 
mule cualquier  demanda. 

4.°  Cuando  haya  un  juicio  de  testa- 
mentaria ó  abintestato  al  que  se  halle  suje- 
to el  caudal  contra  el  que  se  haya  formu- 
lado ó  se  formule  una  acción  de  las  decla- 
radas acumulables  á  estos  juicios. 

5.°  Cnando  de  seguirse  separadamente 
los  pleitos  se  divida  la  continencia  de  la 
causa. 

Art.  77.  Se  entiende  dividirse  la  con- 
tinencia de  la  causa,  para  los  efectos  de  la 
disposición  que  contiene  el  párrafo  último 
del  articulo  anterior: 

1.°  (guando  haya  entre  los  dos  pleitos 
identidad  de  personas,  cosas  y  acción. 

2°  Cuando  haya  identidad  de  personas 
y  co.sas,  aun  cuando  la  acción  sea  diversa. 

3.°  Cuando  haya  identidad  de  personas 
y  acciones ,  aun  cuándo  las  cosas  sean 
clistintas. 

4."  Cuando  las  acciones  provengan  de 
una  misma  causa,  aunque  se  den  contra 
muchos  y  haya  por  consiguiente  diversi- 
dad de  personas 

5.°  Cuando  las  acciones  provengan  de 
una  misma  causa,  aunque  sean  diversas 
las  personas  y  las  cosas. 

6."  Cuando  h:iya  identidad  de  acciones 
y  de  rosas,  aunque  las  personas  sean  dis- 
tintas. • 

Art.  78.  La  acumulación  puede  pedirse 
en  cualquier  estado  del  pleito  antesde  la 
citación  para  sentencia  definitiva. 

Art.  79.  Son  acumulables  entre  sí  los 
juicios  ordinarios,  los  ejecutivos,  los  inter- 
dictos, y  en  general  los  que  sean  de  la 
misma  clase,  siempre  que  concurra  alguna 
de  las  causas  expresadas  en  el  art.  76. 

Art.  80.  No  son  acumulables  los  autos 
que  estuvieren  en  diferentes  instancias,  ni 
los  ordinarios  que  estén  conclusos  para 
sentencia. 

Art.  81.  No  procederá  la  acumulación 
de  los  juicios  ejecutivos  entre  sí,  ni  á  un 
juicio  universal ,  cuando  sólo  se  persigan 
los  bienes  hipotecados,  salvo  el  ca.so  de  un 
título  anteriormente  inscrito. 

Art.  82.  En  diciios  juicios  ejecutivos  no 
será  obstáculo  para  la  acumulación,  cuan- 
do proceda,  el  que  haya  recaído  sentencia 
firme  de  remate.  Para  este  efecto  no  se 
tendrán  por  terminados  mientras  no  que- 
de pagado  el  ejecutante,  ó  se  declare  la 
insolvencia  del  ejecutado. 

Art.  83.  Sí  un  mismo  Juez  conoce  de 
los  pleitos  cuya  acumulación  se  pida,  de- 
cretará sin  más  trámites  lo  que  estime 
procedente. 


Este  auto  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  84.  Si  los  pleitos  se  siguieren 
en  Juzgados  diferentes,  se  pretenderá  la 
acumulación  ante  el  Juez  á  quien  corres- 
ponda conocer  de  ellos. 

Corresponderá  este  conocimiento  al  Juez 
ó  Tribunal  en  que  radique  el  pleito  más 
antiguo,  al  que  se  acumularán  los  más 
modernos. 

Exceptúanse  de  esta  regla  los  juicios. de 
testamentaria,  abintestato,  concurso  de 
acreedores  y  quiebra,  á  los  cuales  deberá 
hacerse  siempre  la  acumulación  de  los 
demás  autos,  cuando  proceda. 

Art.  85.  Del  escrito  pidiendo  la  acu- 
mulación se  dará  vista  en  la  Secretaría  á 
las  otras  partes  litigantes  en  el  mismo  plei- 
to en  que  se  pida,  para  que  dentro  de  tres 
días  puedan  impugnar  dicha  pretensión,  si 
les  conviniere. 

Art.  86.  Transcurrido  el  término  ante- 
dicho, hayanse  pres  -ntado  ó  no  escritos  de 
impugnación,  sin  más  trámites,  el  Juez, 
dentro  de  tercero  día,  dictará  resolución 
estimando  ó  denegando  la  acumulación. 

Contra  la  resolución  en  que  la  estime  no 
se  dará  recurso  alguno.  Contra  la  que  la 
deniegue  se  admitirá  el  de  apelación  en  un 
solo  efecto. 

Art.  87.  Cuando  el  Juez  estime  proce- 
dente la  acumulación ,  mandará  en  !a 
misma  resolución  dirigir  exhorto  al  que 
conozca  del  pleito,  reclamándole  los  autos. 
En  este  exhorto  insertará  los  nntecedentes 
que  el  mismo  Juez  determine  y  que  sean 
bastantes  para  dar  á  conocer  la  causa  por 
que  se  pretende  la  acumulación. 

Art.  88.  Recibido  el  exhorto  por  el 
otro  Juez,  se  dará  vista  de  todo  al  que  ante 
él  haya  promovido  pleito,  por  el  término 
de  tres  dias. 

Art.  89.  Pasado  dicho  término,  el  Juez 
dictará  resolución,  otorgando  ó  denegando 
la  acumulación. 

La  resolución  en  la  que  la  otorgare  será 
apelable  en  un  solo  efe<;to.  Contra  la  que 
la  deniegue  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  90.  Otorgada  la  acumulación,  se 
remitirán  los  autos  al  Juez  que  la  hay  i 
pedido,  con  emplazamiento  de  las  partea 
para  que  dentro  de  tres  días,  y  un  ctia  ra' s 
por  cada  veinte  kilómetros  de  distancia, 
comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho. 

Art.  91.  Denegada  la  acumulación,  el 
Juez  requerido  lo  comunicará  sin  dilacii'm 
al  requeriente,  insertando  en  su  exhorto 
los  antecedentes  que  estime  necesarios 
para  justificar  su  resolución,  y  exigicn  io 
que  le  conteste  para  continuar  actuando 
si  se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los  autos 
á  quien  corresponda  decidir  la  cuestión. 
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Art.  92.  El  Juez  que  baya  pedido  la 
acumulación,  luego  que  reciba  dicbo  ex- 
horto, desistirá  de  su  pretensión,  sin  más 
trámites,  si  encuentra  fundados  los  moti- 
vos por  que  le  haya  sido  denegada,  con- 
testando sin  dilctción  al  otro  Juez  para  que 
pueda  continuar  procediendo. 

Esta  resolución  será  apelable  en  un  solo 
efecto. 

Art.  93.  Cuando  el  Juez  requerido  se 
niegue  á  la  remisión  de  los  autos  por  creer 
que  la  acumulación  debe  hacerse  á  los  que 
penden  ante  é!,  recibido  el  exhorto,  el 
requeriente  dictará  sin  más  trámites  la 
resolución  que  estime  procedente. 

Art.  94.  En  el  caso  del  articulo  ante- 
rior, si  el  Juez  que  hubiere  pedido  la  acu- 
mulación estima  que  ésta  debe  hacerse  á 
los  autos  pendientes  en  ol  otro  Juzgado,  lo 
llevará  á  efecto  en  la  forma  ordenada  en 
el  articulo  90. 

La  resolución  en  que  asi  se  acuerde  será 
apelable  en  un  solo  efecto. 

Art.  95.  Si  el  Juez  que  hubiere  pedido 
la  acumulación  no  creyere  bastantes  los 
fundamentos  de  ia  negativa  ó  pretensión 
del  requerido,  remitirá  los  autos  al  Supe- 
rior correspondiente,  con  cmplnzamiento 
de  las  partes,  avisándolo  al  otro  Juez  para 
que  haga  igual  remesa  de  los  suyos. 

Se  entiende  por  dicho  Superior  el  que  lo 
sea  para  decidir  las  comjietencias. 

Art.  96.  Las  actuaciones  sucesivas  de 
este  incidente  se  acomodarán  á  lo  preve- 
nido para  las  competencias,  pero  sin  dar 
audiencia  al  Ministerio  Fiscal. 

Art.  97.  Desde  que  se  pida  la  acumula- 
ción quedará  en  suspenso  la  sustanciación 
de  los  pleitos  á  que  se  refiera. 

Art.  98.  En  los  casos  en  que  ninguno 
de  los  Jueces  desista  de  su  propósito,  no 
se  alzará  la  suspensión  hasta  que  el  Supe- 
rior correspondiente  haya  resuelto. 

Se  entenderá,  sin  eml)argo,  alzada  la 
suspensión,  cuando  se  hubiere  dictado  al- 
guna de  las  re.soluciones  que  con  arreglo  á 
ios  artículos  86,  89,  92  y  95,  son  apelables 
en  un  solo  efecto,  sin  perjuicio  de  lo  que 
proceda,  luego  que  se  hubiere  diciado  eje- 
cutoria á  consecuencia  del  recurso  inter- 
puesto. 

Art.  99.  En  virtud  do  la  acumulación, 
los  autos  acumulados  se  seguirán  en  un 
solo  juicio,  y  serán  terminados  por  una 
misma  .sentencia. 

Art.  100.  Cuando  se  acumulen  dos  ó 
más  |)ieitos  se  suspenderá  el  curso  del  que 
estuviere  más  ])róximo  á  su  terminación, 
hasta  que  los  otros  se  hallen  en  el  mismo 
estado. 

Esta  regla  no  es  aplicable  á  las  acumu- 


laciones que  se  hagan  á  los  juicios  univer- 
sales, á  cuya  tramitación  se  acomodarán 
desde  luego  los  que  se  acumulen  á  ellos. 


TITULO  IV 
De  las  recusaciones. 

CAPITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES     GENERALES 

Art.  101.  Los  Jueces  y  Magistrados, 
cualquiera  que  sea  su  grado  y  jerarquía,  y 
los  auxiliares  de  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les, sólo  jjodrán  ser  recu.sados  por  causa 
legítima. 

Art.  102.  Son  causas  legítimas  de  re- 
cusación las  que  determina  la  Ley  Orgá- 
nica de  Tribunales. 

Para  evitar  la  recusación,  deberán  los 
Jueces  de  Letras  y  los  Jueces  de  Paz  re- 
chazar á  los  abogados  y  procuradores  con 
quienes  tengan  parentesco. 

Art.  1U3.  Los  Magistrados  y  Jueces  en 
quienes  concurra  alguna  de  las  causas  de 
recusación,  se  abstendrán  del  conocimien- 
to del  negocio,  sin  esperar  á  que  se  les  re- 
cuse. 

Lo  mismo  harán  los  auxiliares  de  los 
Tribunales  y  Juzgados  en  igual  caso. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  re- 
curso alguno,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  117. 

Art.  104.  Sólo  podrán  recusar  los  que 
sean  parte  legítima  ó  tengan  derecho  á 
serlo,  y  se  person  en  el  negocio  á  que  se 
reñera  la  recusación. 

Art.  105.  La  recusación  se  propondrá 
en  el  primer  escrito  que  presente  el  recu- 
sante en  los  juicios  de  mayor  y  menor 
cuantía,  y  en  la  primera  comparecencia  en 
los  juicios  verbales,  cuando  la  causa  en  que 
se  funde  fuere  anterior  al  pleito  y  tenga 
conocimiento  de  ella. 

Cuando  fuere  posterior,  ó,  aunque  ante- 
rior, no  hubiese  tenido  antes  conocimiento 
de  ella  el  recusante,  la  deberá  proponer 
tan  luego  como  llegue  á  su  noticia. 

No  justificándose  esto  extremo  será  des- 
estimada la  recusación. 

Art.  106.  En  ningún  caso  podrá  hacer- 
se la  recusación  después  de  citadas  las 
partes  para  sentencia  en  los  Juzgados,  ni 
después  de  comenzada  la  vista  del  pleito 
en  los  Triljunales. 

Tampoco  podrá  proponerse  en  las  dili- 
gencias para  la  ejecución  de  la  sentencia, 
á  no  ser  que  se  fundo  en  causas  legítimas 
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que  notoriamente  hayan  nacido  después  de 
dictada  la  sentencia. 


CAPITULO    II 

DE  LA  RECUSACIÓN  DE  MAGISTRADOS  Y  JUECES 
Y  DE  LOS  AUXILIARES  DE  JUZGADOS  Y  TRI- 
BUNALES. 

Art.  107.  La  recusación  de  los  Magis- 
trados y  Jueces  y  de  los  auxiliares  de  Juz- 
gados y  Tribunales,  deberá  hacerse,  en 
todo  caso,  expresando  concreta  y  clara- 
mente la  causa  de  recusación. 

Art.  108.  Cuando  el  Juez  recusado  es- 
time procedente  la  causa  alegada,  por  ser 
cierta  y  legitima,  cualquiera  que  sea  la 
forma  que  haya  empleado  el  recusante,  si 
el  procedimiento  fuere  escrito  dictará  re- 
solución, y  si  fuere  verbal  sentará  acta, 
dándose  desde  luego  por  recusado,  y  man- 
dará que  pasen  los  autos  á  quien  deba  re- 
emplazarlo. 

Cuando  la  recusación  sea  de  un  Magis- 
trado, si  éste  reconoce  como  cierta  la  cau- 
sa alegada  y  el  Tribunal  la  estima  proce-^ 
dente,  dictará  éste  resolución  teniéndolo 
por  recusado. 

Cuando  la  resusación  sea  de  un  auxiliar, 
si  éste  reconoce  la  causa,  resolverá  sobre 
su  procedencia  el  Juzgado  ó  Tribunal. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  i*e- 
curso  alguno,  sin  perjuicio  de  lo  que  se 
dispone  en  el  art.  117. 

Art.  109.  Si  el  recusado  no  se  conside- 
ra comprendido  en  la  causa  alegada  para 
la  recusación,  y  el  juicio  fuere  escrito,  se 
denegará,  y  se  'mandará  formar  pieza  se- 
parada para  sustanciarla  en  la  forma  se- 
ñalada para  los  incidentes. 

Dicha  pieza  contendrá  el  escrito  original 
de  recusación,  con  las  actuaciones  en  su 
virtud  practicadas,  quedando  nota  expre- 
siva en  el  pleito. 

Si  el  juicio  fuere  verbal,  la  denegatoria 
se  consignará  en  el  acta,  y  el  incidente  se 
sustanciará  por  quien  corresponda,  en  la 
forma  del  procedimiento  verbal. 

Art.  110.  Durante  la  sustanciación  del 
incidente  de  recusación,  el  recusado  no 
podrá  intervenir  en  el  incidente  ni  en  el 
pleito,  y  será  sustituido  por  aquel  á  quien 
corresponda  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  111.  La  recusación  no  detendrá 
el  curso  del  pleito,  el  cual  seguirá  sustan- 
ciándose hasta  la  citación  para  sentencia 
definitiva,  en  cuyo  estado  se  su.spenderá 
hasta  (juc  se  decida  el  incidente  de  recusa- 
cii'in,  si  éste  no  estuviere  terminado. 


La  recusación  de  los  auxiliares  no  de- 
tendrá el  curso  ni  el  fallo  del  pleito. 

Art.  112.  Decidirán  los  incidentes  da 
recusación: 

Cuando  el  recusado  fuere  un  Magistra- 
do, el  Tribunal  á  que  pertenezca. 

Cuando  fuere  un  Juez,  el  que  conozca 
de  la  pieza  de  recusación. 

Cuando  fuere  un  auxiliar,  el  Juzgado  ó 
Tribunal  á  que  pertenezca. 

Art.  113.  Contra  las  resoluciones  que 
dictare  la  Corte  Suprema  declarando  ha- 
ber ó  no  lugar  á  la  recusación,  no  habrá 
recurso  alguno. 

CtDntra  las  que  dictaren  las  Cortes  de 
Apelaciones,  sólo  habrá  el  de  casación  en 
su  caso. 

Las  resoluciones  que  dictaren  los  Jueces 
de  Letras  ó  de  Paz,  accediendo  á  la  recu- 
sación, no  serán  apelables. 

Las  resoluciones  en  que  la  denieguen 
serán  apelables  en  ambos  efectos. 

Art.  114.  Cuando  .se  deniegue  la  recu- 
sación, se  condenará  siempre  en  costas  al 
que  la  hubiei'e  propuesto. 

Art.  115.  Además  de  la  condenación 
en  costas  expresada  en  el  artículo  ante- 
rior, se  impondrá  al  recusante  una  multa 
que  no  exceda  de  tres  pesos,  cuando  el  re- 
cu.sado  fuere  Juez  de  Paz;  de  diez  pesos, 
cuando  fuere  Juez  de  Letras;  de  veinte  pe- 
sos, cuando  fuere  Magistrado  de  Corte 
de  Apelaciones,  y  de  treinta  pesos,  cuando 
fuere  Magistrado  de  la  Corte  Suprema. 

Art.  116.  Denegada  la  recusación,  con- 
tinuará el  recusado  en  el  conocimiento  de 
los  autos,  y  otorgada,  quedará  separada 
del  conocimiento  de  los  mismos. 

Art.  117.  Cuando  un  Juez  de  Letras  ó 
de  Paz  se  abstenga  voluntariamente,  ó  á 
petición  de  parte  legitima,  del  conocimien- 
to de  un  pleito,  conforme  á  lo  establecido 
en  los  arts.  103  y  108,  dará  cuenta  justifi- 
cada á  la  Corte  Suprema;  y  si  ésta  consi- 
derase improcedente  la  abstención,  podrá 
imponer  al  Juez  una  corrección  discipli- 
naria. 

Art.  118.  Cuando  la  recusación  se  re- 
fiera á  un  Juez  delegado,  conocerá  de  ella 
el  delegante,  quien  la  resolverá  sin  más 
trámites. 

Cuando  se  refiera  á  un  auxiliar  del  de- 
legado ,  la  resolverá  éste  en  la  misma 
forma. 

Cuando  el  Juez  delegado  se  abstenga, 
devolverá  sin  demora  el  despacho  al  dele- 
gante. 

De  estas  recu.saciones  y  excusas  se  dará 
cuenta  á  la  Corte  Suprema  para  los  efec- 
tos del  articulo  anterior. 
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TITULO  V 

De  las  actiííicioTies  y  términos 
judiciales. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE  LAS  ACTUACIONES   JUDICIALES  TN  GENERAL 

Art.  119.  Todas  las  actuaciones  judi- 
ciales deberán  escril)irse  en  el  papel  sella- 
do que  prevengan  las  leyes,  bajo  las  penas 
que  en  ellas  se  determinen. 

Las  proviiiencias  que  deban  dictarse  de 
ottcio  en  los  casos  ordenados  por  este  Có- 
digo, y  las  diligencias  para  su  cumplimien- 
to, se  extenderán  en  papel  común,  sin 
perjuicio  de  su  reintegro,  cuándo  y  como 
proceda. 

Art.  120.  Las  actuaciones  judiciales  de- 
berán ser  autorizadas,  bajo  pena  de  nuli- 
dad, por  quien  corresponda  dar  í'e  ó  cer- 
tificar del  acto. 

Art.  121.  Los  Secretarios  judiciales 
pondrán  nota  del  día  y  hora  en  que  les 
fueren  presentados  los  escritos,  aun  en  el 
caso  de  que  para  verificarlo  no  haya  un 
término  perentorio,  y  devolverán  los  que 
no  lleven  suma  o  contenido. 

Siempre  que  la  parte  lo  reclame,  le  da- 
rán reciljo  en  papel  común  de  cualquier 
escrito  ó  documento  que  les  fuere  entre- 
gado, expresando  el  día  y  hora  de  su  pre- 
sentación. 

Art.  122.  Las  resoluciones  judiciales 
se  dictarán  ante  el  Secretario  ó  testigos  á 
quiene:^  corresponda  autorizarlas. 

Los  Juííces  'v  Magistrados  pondrán  su 
firma  entera  en  la  primera  providencia 
que  dicten  en  cada  negocio,  y  en  las  sen- 
tencias, y  media  firma  en  las  demás  pro- 
videncias que  dictaren,  y  en  las  declara- 
ciones y  actos  en  que  intervengan. 

Art.  123.  Los  Secretarios  autorizarán 
con  firma  entera  y  expresión  de  su  cargo 
las  resoluciones  judiciales  y  losdemás  actos 
en  que  intervenga  [)ersonalmente  la  Auto- 
ridad judicial,  y  las  certificaciones  ó  te-ti- 
monios  ([ue  lucraren,  y  con  media  firma 
las  notificaciones  y  demás  diligencias. 

Art.  124.  También  firmarán  los  Recep- 
tores con  firma  entera  y  expresión  de  su 
cargo  todas  las  notificaciones  y  diligencias 
en  que  intervengan. 

Art.  125.  Los  Jueces  y  los  Magistr.idos 
en  su  caso,  re.-ibirán  yjor  sí  las  declara- 
ciones y  presidirán  todas  las  diligencias  de 
prueba,  y  no  podrán  cometerlas  á  los  Se- 
cretarios sino  en  los  casos  autorizados  por 
la  ley. 

Art.  126.  Las  diligencias  que  no  pue- 
dan practicarse  en  el  lugar  en  que  se  siga 
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el  litigio,  deberán  cometerse  precisamente 
al  Juez  de  aquél  en  que  hayan  de  ejecu- 
tarse. 

Este  se  arreglará  á  lo  que  queda  preve- 
nido en  el  articulo  anterior. 

CAPITULO  ÍI 
de  los  días  y  horas  hábiles 

Art.  127.  Las  actuaciones  judiciales 
habrán  de  practicarse  en  días  y  horas  há- 
biles, bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  128.  Son  días  hábiles  todos  los  del 
año,  menos  los  domingos  y  los  en  que  esté 
mandado  ó  se  mandare  que  vaquen  los 
Tribunales. 

Art.  129.  Se  entienden  horas  hábiles 
las  que  median  desde  la  salida  á  la  puesta 
del  sol. 

Art.  130.  Los  Jueces  y  Trüíunales  po- 
drán habilitar  los  días  y  horas  inhábiles, 
á  instancia  de  parte,  cuando  hubiere  causa 
urgente  que  lo  exija. 

Para  este  efecto  se  considerarán  urgen- 
tes las  actuaciones  cuya  di!aci;jn  pueda 
causar  grave  perjuicio  á  los  interesados,  ó 
hacer  ilusoria  una  providencia  judicial. 

El  Juez  apreciará  la  urgencia  de  la  cau- 
sa, y  resolverá  lo  que  estime  conveniente, 
sin  ulterior  recurso,  salvo  el  de  responsa- 
bilidad. 

CAPITULO  III 

D.-^^;  las  notificaciones,  citaciones,  empla- 
zamientos Y  requerimientos. 

Art.  131.  Todas  las  providencias  y  sen- 
tencias se  notificarán  en  el  mismo  día  de 
su  fecha,  y  no  siendo  posible,  en  el  siguien- 
te, á  todos  los  que  sean  parte  en  el  juicio. 

También  se  notificarán,  cuando  asi  se 
mande,  á  las  personas  á  quienes  se  refie- 
ran ó  puedan  parar  perjuicio. 

Art.  lo2.  Las  notificaciones  se  practi- 
carán por  el  Secretario  ó  Receptor,  leyen- 
do integramente  la  providencia  ó  senten- 
cia á  la  persona  á  quien  so  hagan,  y  dán- 
dole en  el  acto,  si  la  pidiere,  copia  literal 
de  la  [irovidencia  ó  de  la  parte  resolutiva 
de  la  sentencia,  firmada  por  el  notificante, 
exi)resando  el  negocio  á  que  se  refiere. 

De  lo  uno  y  de  lo  otro  del)erá  hacerse 
expresión  en  la  diligencia,  lo  mismo  que 
del  lugar,  dia  y  hora  de  la  notificación. 

Art.  133.  Las  notificaciones  se  firma- 
rán por  el  notificante  y  por  la  persona  á 
quien  .--x'  hicieren,  si  ésta  pudiere  y  quisie- 
re firmar,  haci('iidose  mención  de  est.is  cir- 
cunstancias en  la  dilij;encia. 
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Art.  134.  Se  harán  las  notificaciones  en 
la  Secretaría  de  cada  Juzgado  ó  Tribunal, 
si  allí  comparecieren  los  interesados. 

No  compareciendo  oportunamente,  se 
harán  en  la  casa  de  la  persona  que  deba 
ser  notificada,  á  cuyo  ñn  la  designará  en 
el  primer  escrito  que  presente. 

A  los  procuradores  se  les  harán  las  no- 
tificaciones en  la  Secretaria. 

Art.  135.  Cuando  el  que  deba  ser  noti- 
ficado hubiere  designado  casa,  si  á  la  pri- 
mera diligencia  en  busca  no  fuere  hallado 
en  ella,  se  le  hará  la  notificación  por  cédu- 
la en  el  mismo  acto  y  sin  necesidad  de 
mandato  judicial. 

Art.  136.  La  cédula  para  las  notifica- 
ciones contendrá. 

1.°  El  nombre  y  apellido  de  la  persona 
á  quien  deba  hacerse  la  notificación. 

2."  La  expresión  de  la  naturaleza  y  ob- 
jeto del  pleito  ó  negocio,  y  los  nombres  y 
apellidos  de  los  litigantes. 

3."  Copia  literal  de  la  providencia  ó  de 
la  parte  resolutiva  de  la  sentencia  que  ha- 
ya de  notificarse. 

4.°  La  expresión  del  lugar,  fecha  y  ho- 
ra de  la  notificación. 

5."  La  firma  del  notificante  con  indica- 
ción de  su  cargo. 

Art.  137.  Dicha  cédula  será  entregada 
á  cualquiera  persona  mayor  de  catorce 
años  que  se  hallare  habitando  en  la  casa 
del  que  hubiere  de  ser  notificado,  ó  será 
fijada  en  la  puerta  de  la  misma  casa,  si  no 
se  encontrare  á  nadie  en  ella,  ó  se  negaren 
á  recibirla. 

Esta  diligencia  se  acreditará  en  los  autos 
y  será  firmada  por  el  notificante  y  por  la 
persona  que  reciba  te,  cédula  en  su  casa. 

La  persona  que  se  negare  á  recibir  la 
cédula,  ó  no  la  entregare  oportunamente, 
ó  que  se  negare  á  firmar  la  diligencia,  in- 
currirá en  multa  de  tres  á  diez  pesos. 

Art.  138.  Cuando  el  que  deba  ser  noti- 
ficado no  hubiere  designado  casa,  se  le 
hará  la  notificación  por  cédula,  que  se  fija- 
rá en  la  tabla  de  avisos  del  Juzgado  ó  Tri- 
óunal. 

En  la  misma  forma  se  harán  las  notifi- 
caciones á  los  procuradores  que  no  com- 
parezcan á  la  Secretaria  del  Juzgado  ó 
Tribunal. 

Art.  139.  Las  disposiciones  que  prece- 
den, relativas  á  las  notificaciones,  serán 
aplicables  á  las  citaciones,  emplazamientos 
y  requerimientos,  con  las  modificaciones 
que  se  expresan  en  los  articules  siguientes. 

Art.  140.  Las  citaciones  y  los  emplaza- 
mientos de  los  que  sean  ó  deban  ser  parte 
en  el  juicio,  se  harán  por  cédula,  que  será 
entregada  por  el  Receptor  al  que  deba  ser 


citado,  haciéndolo  constar  :isí  en  la  dili- 
gencia. 

En  la  misma  forma  se  harán  las  citacio- 
nes de  los  testigos  y  peritos  y  demás  per- 
sonas que  no  sean  parte  en  el  juicio. 

Art.  141.  La  cédula  de  citación  con- 
tendrá: 

1.°  El  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dic- 
tado la  providencia,  la  fecha  de  ésta  y  el 
negocio  en  que  haya  recaído. 

2.°  El  nombre  y  apellido  de  la  persona 
á  quien  se  haga  la  citación. 

3.°  El  objeto  de  la  citación  y  la  parte 
que  la  hubiese  solicitado. 

4.°  El  lugar,  dia  y  hora  en  que  deba 
comparecer  el  citado. 

5.°  La  prevención  de  que  si  no  compa- 
reciere, le  parará  el  perjuicio  á  que  hubie- 
re lugar  en  derecho;  terminando  con  la  fe- 
cha y  la  firma  del  Secretario. 

Cuando  deba  ser  obligatoria  la  compa- 
recencia, se  le  hará  esta  prevención;  y  si 
por  no  haber  comparecido  fuere  necesaria 
segunda  citación,  se  le  prevendrá  en  ella 
que  si  no  comparece  ni  alega  causa  justa 
que  se  lo  impida,  será  procesado  por  el  de- 
lito de  desobediencia  grave  á  la  Autoridad. 

Art.  142.  La  cédula  de  emplazamiento 
contendrá  los  requisitos  1.°,  2.°,  3.°  y  5." 
del  articulo  anterior,  expresándose  además 
en  ella  el  término  dentro  del  cual  deba 
comparecer  el  emplazado,  y  el  Juzgado  ó 
Tribunal  ante  quien  haya  de  verificarlo. 

Art.  143.  Los  requerimientos  se  harán 
notificando  al  requerido  en  la  forma  pre- 
venida la  providencia  en  que  se  mande, 
expresando  el  notificante  en  ^la  diligencia 
haberle  hecho  el  requerimiento  en  aquélla 
ordenado. 

Art.  144.  En  las  notificaciones,  citacio- 
nes y  emplazamientos,  no  se  admitirá  ni 
consignará  respuesta  alguna  del  interesa- 
do, á  no  ser  que  se  hubiere  mandado  en  la 
providencia. 

En  los  requerimientos  se  admitirá  la  res- 
puesta que  diere  el  requerido,  consignán- 
dola sucintamente  en  la  diligencia. 

Art.  145.  Cuando  la  citación  ó  empla- 
zamiento haya  de  hacerse  por  medio  de 
exhorto  ó  despacho,  se  acompañará  al  ex- 
horto la  cédula  correspondiente. 

Art.  146.  Las  cédulas  para  las  notifica- 
ciones, citaciones  y  emplazamientos  se  ex- 
tenderán en  papel  común. 

Art.  147.  Cuando  se  constituya  en  re- 
beldía un  litigante,  todas  las  providencias 
y  sentencias  que  recaigan  en  el  juicio,  y 
cuantos  emplazamientos  y  citaciones  deban 
hacérsele,  se  notificarán  por  cédula,  que 
se  fijará  en  la  tabla  de  avisos. 

Art.  148.    Serán  nulas  las  notificacio- 
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nes.  citaciones  y  emplazamientos  que  no  se 
practicaren  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
este  capitulo. 

Sin  embargo,  cuando  la  persona  notifi- 
cada, citada  ó  emplazada  se  hubiere  dado 
por  enterada  en  el  juicio,  surtirá  desde  en- 
tonces la  diligencia  todos  sus  efectos,  como 
si  se  hubiese  hecho  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley. 

No  por  esto  quedará  relevado  el  notifi- 
cante de  la  corrección  disciplinaria  que 
merezca. 

CAPITULO  IV 

DE    LOS   SUPLICATORIOS,    EXHORTOS, 
DESPACHOS,     MANDAMIENTOS    Y    OFICIOS 

Art.  149.  Los  Jueces  y  Tribunales  se 
auxiliarán  mutuamente  para  la  práctica  de 
todas  las  diligencias  que  fueren  necesarias 
y  se  acordaren  en  los  negocios  civiles. 

Art.  150.  Cuando  una  diligencia  judi- 
cial hubiere  de  ejecutarse  fuera  del  lugar 
del  juicio,  ó  por  un  Juez  ó  Tribunal  distin- 
to del  que  la  hubiere  ordenado,  éste  come- 
terá su  umcplimiento  al  que  corresponda, 
por  medio  de  suplicatorio,  exhorto  ó  des- 
pacho. 

Empleará  la  forma  del  suplicatorio  cuan- 
do se  dirija  á  un  Juez  ó  Tribunal  Superior 
en  grado;  la  de  exhorto,  cuando  se  dirija  á 
uno  de  igual  grado;  y  la  de  despacho, 
cuando  se  dirija  á  uno  inferior  en  grado. 

Art.  151.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la 
facultad  que  tienen  los  Jueces  de  Letras  y 
de  Paz  para  constituirse  en  cualquier  pun- 
to ó  pueblo  de  su  demarcación  judicial,  á 
fin  de  practicar  por  si  mismos  las  diligen- 
cias judiciales,  cuando  lo  estimen  conve- 
niente. 

Art.  152.  El  Juez  ó  Tribunal  que  hubie- 
re ordenado  la  práctica  de  una  diligencia 
judicial,  podrá  dirigirse  con  este  objeto  á 
Jueces  ó  Tribunales  de  categoría  ó  grado 
inferior  que  no  le  estén  subordinados,  en- 
tendiéndose con  ello.s  directamente. 

Art.  153.  Para  ordenar  el  libramiento 
de  certificaciones  ó  testimonios,  y  la  prác- 
tica de  cualquiera  diligcncii  judrcial  cuya 
ejecución  corresponda  á  Registradores  de 
la  propiedad,  Notarios,  auxiliares  ó  subal- 
ternos de  Juzgado  ó  Tribunal,  se  hará  por 
medio  de  mandamiento. 

Art.  154.  Cuando  los  Jueces  y  Tribu- 
nales tengan  que  dirigirse  á  Autoridades  y 
funcionarios  de  otro  orden,  lo  harán  por 
medio  de  atento  oficio. 

Art.  155.  Los  exhortos  y  demás  despa- 
chos serán  admitidos  en  el  Juzgado  ó  Tri- 
bunal exhortado,  sin  exigir  poder  á  la  per- 


sona que  los  presente,  ni  permitirle  que  los 
acompañe  con  escrito,  á  no  ser  que  fuere 
indispensable  para  dar  explicaciones  ó  no- 
ticias que  faciliten  su  cumplimiento. 

El  Secretario  extenderá  diligencia  á  con- 
tinuación del  exhorto  ó  despacho,  expre- 
sando la  fecha  de  su  presentación  y  la  per- 
sona que  lo  hubiere  presentado,  á  ía  cual 
dará  recibo,  y  firmará  con  ésta  la  diligen- 
cia, dando  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  en  el 
mismo  día,  y  si  no  fuere  posible,  en  el  si- 
guiente hábil. 

Art.  156.  Los  exhortos  y  demás  despa- 
chos ai'jtes  expresados  se  entregarán,  para 
que  gestione  su  cumplimiento,  a  la  parte  á 
cuya  instancia  se  hubieren  librado. 

Si  lo  solicitare  la  contraria,  se  le  fijará 
término  para  presentarlos  á  quien  vayan 
cometidos. 

Art.  157.  La  persona  que  presente  un 
exhorto  ú  otro  despacho  queda  obligada  á 
facilitar  el  papel  sellado  y  satisfacer  los 
gastos  que  se  originen  para  su  cumpli- 
miento. 

Art.  158.  El  Juez  ó  Tribunal  que  reci- 
biere ó  á  quien  fuere  pre.-entado  un  supli- 
catorio, exhorto  ó  despacho,  extendido  en 
debida  forma,  acordará  su  cumplimiento, 
disponiendo  lo  conducente  para  que  se 
practiquen  las  diligencias  que  en  él  seinte- 
resen  dentro  del  plazo  que  se  hubiere  fija- 
do en  el  mismo  exhorto,  ó  lo  más  pronto 
posible  en  otros  casos. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá 
al  exhortante  por  el  mismo  conducto  que 
lo  hubiere  recibido. 

Art.  159.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal 
exhortado  no  pudiere  practicar  por  si 
mismo,  en  todo  ó  en  parte,  las  diligencias 
que  se  le  encarguen,  podrá  delegarlas,  á 
petición  de  parte,  en  un  Juez  inferior  que 
le  esté  subordinado,  remitiéndole  el  ex- 
horto original,  ó  un  despacho  con  los  in- 
sertos necesarios,  si  aquél  se  necesitare 
para  otras  diligencias  que  fuere  necesario 
practicar  simultáneamente. 

Art.  160.  También  podrá  acordar  el 
Juez  exhortado,  á  petición  de  parte,  que  se 
dirija  el  exhorto  á  otro  Juzgado,  sin  de- 
volverlo al  exhortante,  cuando  no  pueda 
darle  cum[)limiento  por  hallarse  en  otra 
jurisdicción  la  per.sona  con  quien  haya  de 
entenderse  la  diligencia  judicial. 

Art.  161.  No  se  notificará  al  portador 
de  un  exhorto  ó  despacho  las  providencias 
que  se  dicten  para  su  cumplimiento,  sino 
en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  se  prevenga  en  el  mismo 
despacho  que  se  practique  alguna  diligen- 
cia con  citación,  interveiieión  ó  concurren- 
cia del  que  lo  hubiere  presentado. 
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2.°  Cuan;io  sea  necesario  requerirle 
para  que  suministre  algunos  datos  ó  noti- 
cias que  puedan  facilitar  el  cumplimiento 
del  exhorto. 

Art.  162.  Cuando  se  demore  el  cumpli- 
miento de  un  exhorto  ó  despacho,  se  re- 
cordará por  medio  de  oficio,  á  instancia 
de  la  parte  interesada. 

Si  á  pesar  del  recuerdo  continuase  la 
demora,  el  exhortante  lo  pondrá  en  cono- 
cimiento del  Superior  inmediato  del  exhor- 
tado, y  dicho  Superior  apremiará  al  mo- 
roso con  corrección  disciplinaria,  sin  per- 
juicio de  la  mayor  responsabilidad  en  que 
pueda  incurrir. 

Del  mismo  medio  se  valdrá  el  que  haya 
expedido  un  despacho  para  obligar  á  su 
inferior  moroso  á  que  lo  devuelva  cum- 
plimentado. 

Art.  163.  Cuando  haya  de  practicarse 
un  emplazamiento  ú  otra  diligencia  judi- 
cial en  país  extranjero,  se  dirigirán  los 
exhortes  ó  suplicatorios  por  la  vía  diplo- 
mática, ó  por  el  conducto  y  en  la  forma 
establecida  en  los  Tratados,  y  á  falta  de 
éstos,  en  la  que  determinen  las  disposi- 
cionen  generales  del  Gobierno. 

En  todo  caso  se  estará  al  principio  de 
reciprocidad. 

Estas  mismas  reglas  se  observarán  para 
dar  cumplimiento  en  Honduras  á  los  ex- 
hortes ó  suplicatorios  de  Trilninales  ex- 
tranjeros, por  los  que  se  requiera  la  prác- 
tica de  alguna  diligencia  judicial. 

CAPÍTULO  V 

DE    LOS   TÉRMINOS   JUDICIALES,    APREMIOS 
Y    REBELDÍAS 

Art.  164.  Las  actuaciones  y  diligencias 
judiciales  se  practicarán  dentro  de  los  tér- 
minos señalados  para  cada  una  de  ellas. 

Cuando  no  se  fije  término,  se  entenderá 
que  han  de  practicarse  sin  dilación. 

La  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  ar- 
ticulo será  corregida  disciplinariamente, 
según  la  gravedad  del  caso,  sin  perjuicio 
del  derecho  de  la  parte  agraviada  para  re- 
clamar la  indemnización  de  perjuicios  y 
demás  responsabilidades  que  procedan. 

Art.  165.  Los  Jueces  y  Tribunales  im- 
pondrán, en  su  caso,  dicha  corrección  dis- 
ciplinaria á  sus  auxiliares  y  subalternos, 
sin  necesidad  de  petición  de  parte;  y  si  no 
lo  hicieren,  incurrirán  á  su  vez  en  respon- 
saljüidad. 

También  la  impondrán  á  los  Jueces  y 
Tribunales  que  les  estén  subordinados, 
cuando  por  apelación  ú  otro  recurso  co- 


nozcan de  los  autos  en  que  se  liubiere  co- 
metido la  falta,  ó  en  virtud  de  queja  jus- 
tificada de  cualquiera  de  los  litigantes. 

Art.  166.  Los  términos  judiciales  em- 
pezarán á  correr  desde  el  día  siguiente  al 
en  que  se  hubiere  hecho  el  emplazamiento, 
citación  ó  notificación,  y  se  contará  en 
ellos  el  día  del  vencimiento. 

Art.  167.  En  ningún  término  señalado 
por  días  se  contarán  aquellos  en  que  no 
puedan  tener  lugar  actuaciones  judi- 
ciales. 

Art.  168.  Los  términos  señalados  por 
meses,  se  contarán  por  meses  naturales, 
sin  excluir  los  días  inhábiles. 

En  estos  casos,  si  el  plazo  concluyere  en 
domingo  ú  otro  dia  inhábil,  se  entenderá 
prorrogado  al  siguiente  dia  hábil. 

Art.  169.  Serán  improrrogables  los 
términos  cuya  prórroga  no  esté  expresa- 
mente permitida  por  la  ley. 

Para  otorgarla  será  necesario: 

1.°  Que  se  pida  antes  de  vencer  el  tér- 
mino. 

2."  Que  se  alegue  justa  causa,  á  juicio 
del  Juez  ó  Tribunal,  sin  que  sobre  la  apre- 
ciación que  haga  de  ella  se  dé  recurso  al- 
guno. 

Art.  170.  No  podrá  pedirse  ni  conce- 
derse más  de  una  prórroga,  la  cual  se  otor- 
gará por  el  tiempo  que  el  Juez  ó  Tribunal 
estime  prudente;  pero  en  ningún  caso  ex- 
cederá de  la  mitad  del  señalado  por  la  ley* 
para  el  término  que  se  prorrogue. 

Art.  171.  Transcurridos  los  términos 
judiciales,  si  se  hallaren  los  autos  en  la 
Secretaria,  á  instancia  de  parte  se  les  dará^ 
el  curso  que  corresponda. 

Si  los  autos  se  hallaren  en  poder  de 
alguna  de  las  partes,  á  petición  de  la  con- 
traria se  mandará  á  aquélla  que  los  de-" 
vuelva  dentro  de  veinticuatro  horas,  bajo 
apercibimiento  de  multa  de  uno  á  tres 
pesos  por  cada  dia  que  deje  transcurrir 
sin  devolverlos.  Esta  multa  se  exigirá  per- 
sonalmente del  procurador  cuando  inter- 
venga, á  no  ser  que  justifique  su  inculpa- 
bilidad. 

Si  transcurren  tres  días  sin  devolverse 
los  autos,  i)roccderá  el  Receptor  á  reco- 
gerlos de  quien  los  tenga,  bajo  su  respon- 
sabilidad y  sin  necesidad  de  nueva  provi- 
dencia; y  en  el  ca.so  de  que  no  le  sean 
entregados  en  el  acto  del  requerimiento, 
dará  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal,  para  ([ue 
disponga  se  proceda  á  lo  que  haya  lugar 
por  la  ocultación  del  proceso. 

Art.  172.  Las  costas  del  apremio  serán 
en  todo  caso  de  cuenta  del  apremiado. 

Art.  173.  Los  términos  judiciales  no 
podrán  suspenderse  ni  abrirse  después  de 
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cumplidos,  por  vía  de  restitución,  ni  por 
otro  motivo  alL^uno. 

Sólo  por  fuerza  mayor  que  impida  utili- 
zarlo podrán  suspenderse  durante  su  curso. 

Art.  174.  Transcurridos  que  .sean  los 
términos  judiciales,  se  tendrá  por  caduca- 
do de  derecho  y  perdido  el  trámite  ó  re- 
curso que  hubiere  dejado  de  utilizarse,  sin 
necesidad  ce  apremio  ni  acuse  de  rebeldía, 
ni  aun  en  el  caso  de  primera  citación  á 
que  se  retiere  el  art.  140. 

Exceptuada  la  reclamación  de  nulidad, 
no  se  admitirá  escrito  alguno  que  se  opon- 
};a  á  esta  disposición;  y  si  fuere  necesario 
recoger  los  autos  para  darles  el  curso  co- 
rrespondiente, se  empleará  el  procedi- 
miento establecido  en  el  art.  171. 

TÍTULO  VI 

Del  despacho,  vista,  votación  y  fallo 
de  los   asuntos  judiciales. 

CAPÍTUL(3  PRIMERO 

DEL    DESPACHO    ORDINARIO   Y   VISTAS 

Art.  175.  Las  diligencias  de  prueba  y 
las  vistas  de  los  pleitos  y  demás  negocios 
judiciales  se  practicarán  en  audiencia  pú- 
blica. 

Del  mismo  modo  se  hará  el  despacho 
ordinario  de  sustanciación  de  los  negocios 
judiciales. 

Art.  176.  No  obstante  lo  ordenado  en 
el  articulo  anterior,  los  Jueces  y  Tribuna- 
les podrán  disponer  de  oficio,  ó  á  instancia 
de  parte,  que  se  haga  á  puerta  cerrada  el 
despaclio  y  vistas  de  aquellos  negocios  en 
que  lo  exijan  la  moral  ó  el  decoro. 

Cuando  se  deduzca  esta  pretensión  en  el 
acto  de  darse  principio  á  la  vista,  oídas 
brevemente  las  partes,  el  Trüninal  decidi- 
rá en  el  mismo  acto  lo  (lUC  i\stime  conve- 
niente. 

Contra  lo  quf;  se  decida  sobre  este  pun- 
to no  se  dará  ulterior  recurso. 

Art.  177.  Para  el  despacho  ordinario 
darán  cuenta  de  palabra  los  Secretacios  en 
el  mismo  día  en  que  se  presenten  los  es- 
critos ó  tengan  estado  los  autos;  y  no  sien- 
do pooil>le,  en  el  .siguiente. 

Art.  178.  Las  providencias  de  sustan- 
ciación se  dictarán  en  el  acto  de  dar  cuen- 
ta el  Secretario,  ó,  á  lo  más,  dentro  de  los 
tres  días  siguientes. 

Art.  179.  Los  Jueces  y  Magistrados  ve- 
rán por  sí  mismos  los  autos  par.i  liictar 
providen<'ias  y  sentencias. 

Art.  180.  En  los  Tribunales,  las  vistas 
de  los  pleitos  se  señalarán  jior  el  orden  de 


su  conclusión  y  sin  necesidad  de  que  lo 
pidan  las  partes 

Exceptúanse  las  vistas  que  con  arreglo 
á  la  ley  deban  tener  preferencia. 

Al  Presidente  del  Tribunal  corresponde 
hacer  los  señalamientos. 

Art.  181.  Los  pleitos  se  verán  en  el  día 
señalado. 

Si  al  concluir  las  horas  de  la  audiencia 
no  hubiere  finalizado  la  vista  de  algún 
pleito,  podrá  suspenderse  para  continuarla 
en  el  día  ó  dias  siguientes,  á  no  ser  que  el 
Presidente  prorrogare  el  acto. 

Art.  182.  Sólo  podrá  suspenderse  la 
vista  de  los  pleitos  por  acuerdo  del  Tribu- 
nal, ó  á  instancia  de  parte,  por  justa  causa. 

Art.  183.  En  el  caso  de  suspensión  de 
la  vista,  se  volverá  á  señalar  el  día  en  que 
deba  celebrarse,  tan  pronto  como  haya 
desaparecido  el  motivo  de  la  suspensión, 
sin  alterar  el  orden  de  los  señalamientos 
que  ya  estuviesen  heclios. 

Art.  184.  Las  vistas  empezarán  con  la 
lectura  de  los  autos,  y  después  informarán 
por  su  orden,  de  palabra  ó  por  escrito,  los 
abogados  de  las  partes  que  concurran  al 
acto. 

Estos  podrán  hablar  segunda  vez,  con  la 
venia  del  Presidente,  para  rectificar  hechos 
ó  conceptos. 

Se  dará  por  terminado  el  acto  pronun- 
ciando el  Presidente  la  fórmula   de  Ví$t,o. 

Art.  185.  1. as  partes  y  sus  procuradores 
podrán,  con  la  venia  del  Presidente,  ex- 
poner de  pr.labra  lo  que  crean  oportuno 
para  su  defensa,  á  la  conclusión  de  la 
vista,  antes  de  dar¿e  por  terminada,  ó 
cuando  se  dé  cuenta  de  cualquiera  solicitud 
que  les  concierna. 

El  Presidente  les  concederá  la  palal)ra 
en  tanto  que  la  usen  contrayéndose  á  los 
hechos  y  guardando  el  decoro  debido. 

Art.  186.  El  Presidente  llamará  á  la 
cuestión  al  letrado  que  notoriamente  se 
separe  de  ella  en  su  informe,  ó  que  pierda 
el  tiempo  con  divagaciones  impertinentes 
é  innecesarias;  y  si  persi.ítiere  después  de 
advertido  dos  veces,  podrá  retirarle  la 
palabra. 

Art.  187.  E!  Presidente  tiene  el  deber 
de  mantener  el  buen  orden  y  de  exigir  ciue 
se  guarden  el  respeto  y  consideración  de- 
bidos al  Tril)unal. 

Art.  188.  El  acto  de  la  visla.se  acredi- 
tará en  los  autos  por  diligencia  que  exten- 
derá el  Secretario. 

CAPÍTULO    II 

di;  i.as  votaciones  y  tallos  de  los  pleitos 
Art.  189.    Concluida  la  vista  del  pleito, 
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podrá  cualquiera  de  los  Magistrados  pe- 
dir los  autú.s  para  reconocerlos  privada- 
mente. 

Cuando  los  pidiesen  varios,  el  Presiden- 
te fijará  el  tiempo  por  que  haya  de  tener- 
los cada  uno,  de  modo  que  pueda  dictarse 
la  sentencia  dentro  del  término  señalado 
para  ello. 

Art.  190.  Fuera  del  caso  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  se  discutirán  y 
votarán  las  sentencias  inmediatamente 
después  de  la  vista;  y  si  no  íuere  posible, 
dentro  del  término  señalado  por  la  ley. 

Art.  191.  Después  de  la  vista  ó  de  la 
citación  para  sentencia,  y  antes  de  pro- 
nunciar su  fallo,  podrán  los  Jueces  y  Tri- 
bunales acordar,  para  mejor  proveer: 

1."  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquier 
documento  que  crean  conveniente  para 
esclarecer  el  derecho  de  los  litigantes. 

2.**  Exigir  confesión  judicial  á  cualquie- 
ra de  los  litigantes  sobre  heclios  que  esti- 
men de  influencia  en  la  cuestión  y  no  re- 
sulten probados. 

3.°  Que  se  practique  cualquier  recono- 
cimiento ó  avalúo  que  reputen  necesario, 
ó  que  se  amplíen  los  que  ya  se  hubiesen 
hecho. 

4."  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos 
que  tengan  relación  con  el  pleito. 

Contra  esta  clase  de  providencias  no  se 
admitirá  recurso  alguno,  salvo  el  de  res- 
ponsabilidad, y  las  partes  no  tendrán  en  la 
ejecución  de  lo  acordado  más  interven- 
ción que  la  que  el  Juez  ó  Tribunal  les  con- 
ceda. 

Art.  192.  En  la  misma  providencia  se 
fijará  el  plazo  dentro  del  cual  haya  de  eje- 
cutarse lo  acordado  para  mejor  proveer;  y 
si  no  fuere  posible  determinarlo,  el  Juez  ó 
Tribunal  cuidará  de  que  se  ejecute  sin  de- 
mora, expidiendo  de  oficio  los  recuerdos  y 
apremios  que  sean  necesarios. 

Art.  193.  En  estos  casos  quedará  en 
suspenso  el  término  para  dictar  sentencia, 
desde  el  día  en  que  se  acuerde  la  provi- 
dencia pai'a  mejor  proveer,  hasta  que  sea 
ejecutada;  y  luego  que  lo  sea,  en  el  plazo 
que  reste  se  pronunciará  la  sentencia  que 
corresponda,  sin  nueva  vista. 

Art.  194.  La  discusión  y  votación  de  las 
sentencias  se  verificará  siempre  á  puerta 
cerrada;  y  empezada  la  votación,  no  podrá 
interrumpirse  sino  por  algún  impedimen- 
to insuperable. 

Art.  195.  El  Presidente  someterá  á  la 
deliberación  del  Tribunal  los  puntos  de 
hecho,  las  cuestiones  ó  fundamentos  de 
derecho  y  la  decisión  que  deba  compren- 
der la  sentencia;  y  previa  la  discusión  ne- 
<;esar¡a,  se  votará  sucesivamente. 


CAPITULO  III 

DEL    MODO    DE  DIRIMIR    LAS    DISCORDIAS 

Art.  196.  Cuando  en  la  votación  de  una 
sentencia  ó  providencia  no  resultare  ma- 
yoría de  votos  sobre  cualquiera  de  los  pro- 
nunciamientos de  hecho  ó  de  derecho  que 
deban  hacerse,  ó  sobre  la  decisión  que  ha- 
ya de  dictarse,  volverán  á  discutirse  .y  á 
votarse  los  puntos  en  que  hayan  disentido 
los  votantes. 

Cuando  tampoco  del  segundo  escrutinio 
resultare  mayoría,  se  dictará  providencia 
declarando  la  discordia  y  manaando  cele- 
brar nueva  vista  con  más  Magistrados. 

Art.  197.  La  nueva  vista  se  celebrará 
con  los  Magistrados  que  hubieren  asistido 
á  la  primera,  aumentándose  dos  más,  cual- 
quiera que  hubiere  sido  el  número  de  los 
discordantes. 

Art.  198.  Asistirán  por  su  orden  á  diri- 
mir las  discordias: 

1.°    Los  Magistrados  suplentes. 
2."    Los  abogados   integrantes  que  se 
llamen  al  efecto. 

Art.  199.  El  Presidente  del  Tribunal 
hará  el  señalamiento  de  las  vistas  en  dis- 
cordia después  de  designar  los  Magistra- 
dos ó  abogados  á  quienes  corresponda  di- 
rimirla. 

Art.  200.  Los  nombres  de  los  Magistra- 
dos ó  abogados  que  han  de  dirimir  las  dis- 
cordias se  harán  saber  oportunamente  á  los 
litigantes,  para  que  puedan  hacer  uso  del 
derecho  de  recusación,  si  fuere  procedente. 
Art.  201.  Los  Magistrados  discordan- 
tes consignarán  con  toda  claridad,  en  la 
providencia  declarando  la  discordia,  los 
puntos  en  que  convinieren  y  aquellos  en 
que  disintieren,  y  se  limitarán  á  decidir 
con  los  dirimentes  aquellos  en  que  no  hu- 
biere habido  conformidad. 

Art.  202.  Antes  de  empezar  á  ver  un 
pleito  en  discordia,  el  Presidente  del  Tri- 
bunal preguntará  á  los  Magistrados  dis- 
cordantes si  insisten  en  sus  pareceres,  y 
sólo  en  el  caso  de  contestar  afirmativa- 
mente se  procederá  á  la  vista. 

Si  al  verificarse  la  votación  de  la  sen- 
tencia en  discordia  llegaren  los  discordan- 
tes á  convenir  en  número  suficiente  para 
formar  mayoría,  no  pasará  adelante  el 
acto. 

Art.  203.  Cuando  en  la  votación  de  una 
sentencia  por  el  Tribunal  de  discordia  no 
se  reuniere  tampoco  mayoría  sobre  los 
puntos  discordados,  se  |)rocederá  á  nuevo 
escrutinio,  poniendo  solamente  á  votación 
los  dos  pareceres  que  hayan  obtenido  ma- 
yor número  de  votos  en  la  precedente. 
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TITULO  VII 

De  las  resoluciones  judiciales. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE    LAS     PROVIDENCIAS    Y     SENTENCIAS 

Art.  204.  Las  resoluciones  de  los  Tri- 
bunales y  Juzgados,  en  los  negocios  de  ca- 
rácter judicial,  se  denominarán: 

Providencias  ó  autos,  cuando  sean  de 
tramitación. 

Sentencias  interlocutorias,  cuando  deci- 
dan incidentes. 

Sentencias  definitivas,  cuando  decidan 
el  pleito  en  una  instancia,  ó  en  un  recurso 
extraordinario,  ó  cuando  recayeren  sobre 
un  incidente  poniendo  término  al  pleito  y 
haciendo  imposible  su  continuación. 

Art.  205.  Las  providencias  y  senten- 
cias se  en'-abezarán  con  la  designación  del 
Juzgado  ó  Tribunal  que  las  dicte,  y  su 
fecha;  contendrán  las  citas  de  las  leyes  en 
que  se  funden,  y  se  terminarán  con  las 
firmas  correspondientes. 

Art.  206.  Las  providencias  se  limitarán 
á  la  decisión  del  Juez  ó  Tribunal  que  las 
dicte,  con  el  solo  fundamento  de  la  cita  de 
las  leyes  aplicables  al  caso. 

Art.  207.  Las  sentencias  interlocuto- 
rias se  fundarán  en  resultandos  y  conside- 
randos concretos  y  limitados  unos  y  otros 
al  incidente  ([ue  se  decida. 

Art.  208.  Las  sentencias  definitivas 
contendrán,  con  la  claridad  y  concisión 
posibles: 

1.°  En  el  preámbulo,  los  nombres  y 
apellidos  de  las  partes  litigantes,  su  domi- 
cilio y  profesión,  sus  abogados  y  procura- 
dores y  el  objeto  del  pleito. 

2."  En  los  resultandos,  las  pretensiones 
de  las  partes  y  los  hechos  en  que  las  fun- 
den, que  hubieren  sido  alegados  oportuna- 
mente, y  que  estén  enlazados  con  las  cues- 
tiones ciiie  hayan  de  resolverse. 

3.°  En  los  considerandos,  la  aprecia- 
ción de  los  puntos  de  derecho  fijados  por 
las  partes,  dando  las  razones  y  fundamen- 
tos legales  que  se  estimen  precedentes  para 
el  fallo  que  haya  de  dictarse. 

4.°  En  la  parte  final,  el  fallo  en  los  tér- 
minos prevenidos  en  los  artículos  211  y 
212,  haciendo  también  en  su  caso  las  pre- 
venciones necesarias  para  corregir  las  fal- 
tas que  se  hubieren  cometido  en  el  proce- 
dimiento. 

Se  hará  también  mención,  en  su  caso, 
del  parecer  del  Fsical  y  del  nombre  del 
Magistrado  redactor. 

Art.  209.  Las  sentencias  .son  firmes  ó 
ejecutorias,  cuando  no  cabe  contra  ellas 


recurso  alguno,  ordinario  ni  extraordina- 
rio, ya  por  su  naturaleza,  ya  por  haber 
sido  consentidas  por  las  partes. 

Art.  210.  Las  providencias  y  las  sen- 
tencias serán  pronunciadas  necesariamen- 
te dentro  del  término  que  para  cada  una 
de  ellas  establece  la  ley. 

El  Juez  ó  Tribunal  que  no  lo  hiciere, 
será  corregido  disciplinariamente,  á  no 
mediar  justas  causas,  que  hará  constar  en 
los  autos. 

CAPITULO  II 

DE   LAS   SENTENCIAS 

Art.  211.  Las  sentencias  deben  ser  cla- 
ras, precisas  y  congruentes  con  las  de- 
mandas y  con  las  demás  pretensiones  de- 
ducidas oportunamente  en  el  pleito,  ha- 
ciendo las  declaraciones  que  éstas  exijan, 
condenando  ó  absolviendo  al  demandado, 
y  decidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que 
hayan  sido  objeto  del  debate. 

Cuando  éstos  hubieren  sido  varios,  se 
hará  con  la  debida  separación  el  pronun- 
ciamiento correspondiente  á  cada  uno  de 
ellos. 

Art.  212.  Cuando  hubiere  condena  de 
frutos,  intereses,  daños  ó  perjuicios,  se 
fijará  su  importe  en  cantidad  liquida,  ó  se 
establecerán,  por  lo  menos,  las  bases  con 
arreglo  á  las  cuales  deba  hacerse  la  liqui- 
dación. 

Sólo  en  el  caso  de  no  ser  posible  lo  uno 
ni  lo  otro,  se  hará  la  condena,  á  reserva 
de  fijar  su  im]:)¿)rtancia  y  hacerla  efectiva 
en  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Art.  213.  Los  Jueces  y  Tribunales  no 
podrán,  bajo  ningún  pretexto,  aplazar,  di- 
latar ni  negar  la  resolución  de  las  cuestio- 
nes que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito. 

Art.  214.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  los  Jueces  y  Tribuna- 
les, cuando  hubieren  de  fundar  exclusiva- 
mente la  sentencia  en  el  supuesto  de  la 
existencia  de  un  delito ,  suspenderán  el 
fallo  del  pleito  hasta  la  terminación  del 
procedimiento  criminal,  si  oído  el  Minis- 
terio Fiscal,  estimaren  procedente  la  for- 
mación de  causa. 

El  auto  de  suspensión  será  apelable  en 
ambos  efectos. 

Art.  215.  Tampoco  podrán  los  Jueces 
y  Tril)unaies  varfar  ni  modificar  sus  sen- 
tencias después  de  firmadas;  pero  sí  a(;la- 
rar  algún  concepto  obscuro,  ó  suplir  cual- 

3uiera  omisión  que  contenga  sobre  punto 
iscutido  en  el  litigio. 
Estas  aclaraciones  ó  adiciones  podrán 
hacerse  de  oficio  dentro  del  día  hábil  si- 
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guíente  al  de  la  fecha  de  la  sentencia,  ó  á 
instancia  de  parte,  presentada  dentro  del 
día  hábl  siguiente  al  de  la  notiñcación. 

En  este  último  caso,  el  Juez  ó  Tribunal 
resolverá  lo  que  estime  procedente  dentro 
del  día  siguiente  al  de  la  presentación  del 
escrito  en  que  se  solicite  la  aclaración. 

Art.  216.  En  los  Juzgados,  las  senten- 
cias se  redactarán  por  el  Juez  que  las  dic- 
te, el  cual,  después  de  extendidas  en  los 
autos,  las  ñrmará  con  el  Secretario. 

Art.  217.  En  los  Tribunales  redactará 
la  sentencia  el  Magistrado  que  designare 
el  Presidente,  y  aprobada  por  el  Tribunal, 
se  extenderá  en  los  autos,  y  la  firmarán 
todos  los  Magistrados  que  la  hubieren  dic- 
tado y  el  Secretario. 

Art.  218.  Todo  el  que  tome  parte  en  la 
votación  de  una  sentencia  fírmará  lo  acor- 
dado, aunque  hubiese  disentido  de  la  ma- 
yoría; pero  podrá  en  este  caso  salvar  su 
voto,  fundándolo  y  extendiéndolo  á  conti- 
nuación de  la  sentencia  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes,  con  su  fírma  y 
la  del  Secretario. 

Art.  219.  En  las  certificaciones  de  las 
sentencias  no  se  insertarán  los  votos  par- 
ticulares. 

TÍTULO  VIH 

De  los  recursos  contra  las  resolucio- 
nes judiciales  y  sus  efectos. 

CAPITULO  PRIMERO 

RECURSOS  CONTR.\  LAS  RESofuCIONES  DE  LOS 
JUECES  Y  TRIBUNALES  EN  PRLMERA  INS- 
TANCIA. 

Art.  220.  Contra  las  providencias  de 
mera  tramitación  que  dicten  los  Jueces  ó 
Tribunales  en  primera  instancia,  no  se  da- 
rá otro  recurso  que  el  de  reposición,  sin 
perjuicio  del  cual  se  llevará  á  efecto  la 
providencia. 

Para  que  sea  admisible  este  recurso,  de- 
berá interponerse  en  el  siguiente  dia  há- 
bil, y  citarse  la  disposición  de  este  Código 
que  haya  sido  infringida. 

Si  no  se  llenaren  estos  dos  requisitos,  se 
declarará  de  plano,  y  sin  ulterior  recurso, 
no  haber  lugar  á  })roveer. 

Art.  221.  De  las  demás  providencias  y 
de  las  sentencias  interloculorias  que  .se  dic- 
ten en  primera  instancia,  podrá  también 
pedirse  reposición  en  el  siguiente  dia  há- 
bil. 

Art.  222.  Presentaáo  en  tiempo  y  for- 
ma el  recurso  de  reposición,  sin  más  trá- 


mites se  resolverá  dentro  de  tercero  día  lo 
se  que  estime  justo. 

Art.  223.  Contra  la  resolución  del  re- 
curso de  reposición  de  las  providencias  y 
sentencias  á  que  se  refiere  el  art.  221,  po- 
drá apelarse  en  el  siguiente  día  hábil. 

Art.  224.  Cuando  la  reposición  se  re- 
fiera á  las  providencias  de  mera  tramita- 
ción expresadas  enrelart.  220,  contra  la 
resolución  de  la  misma,  no  se  dará  recur- 
so alguno,  salvo  el  de  responsabilidad,  y  la 
facultad  de  pedir  en  la  segunda  instancia 
la  subsanación  de  la  falta  cuando  proceda. 

Art.  225.  Las  sentencias  difinitivas  se- 
rán apelables  dentro  de  tres  días. 

Art.  Í26.  Las  apelaciones  podrán  ad- 
mitirse en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo. 

Se  admitirán  en  un  solo  efecto,  en  todos 
los  casos  en  que  no  se  halle  prevenido  que 
se  admitan  libremente  ó  en  ambos  efectos. 

Art.  227.  Además  de  los  casos  deter- 
minados expresamente  en  la  ley,  se  admi- 
tirán en  ambos  efectos  las  apelaciones  que 
se  interpongan: 

1."  De  las  sentencias  definitivas  en  toda 
clase  de  juicios,  cuando  la  ley  no  ordene 
lo  contrario. 

2.°  De  las  sentencias  interloculorias  y 
providencias  que  pongan  término  al  juicio, 
haciendo  imposible  su  continuación. 

3."  De  las  sentencias  interlocutorias  y 
providencias  que  causen  perjuicio  irrepa- 
rable en  definitiva. 

Art.  228.  En  el  último  caso  del  artícu- 
lo anterior,  si  se  admite  la  apelación  en 
un  efecto  por  estimarse  que  no  es  irrepa- 
rable el  perjuicio,  y  el  apelante  reclama  en 
el  siguiente  dia  hábil  insistiendo  en  lo  con- 
trario, se  admitirá  la  apelación  en  ambos 
efectos,  siempre  que  éste,  en  un  plazo  que 
no  exceda  de  tres  días,  preste  fianza  á  sa- 
tisfacción para  responder,  en  su  caso,  de 
las  costas,  daños  y  perjuicios  que  pueda 
ocasionar  al  litigante  ó  litigantes  contra- 
rios. 

Si  el  Superior  confirmase  la  resolución 
apelada,  condenará  al  apelante  al  pago  de 
dichas  indemnizaciones,  fijando  pruden- 
dialmente  el  importe  de  los  daños  y  per- 
juicios. 

La  indemnización  de  éstos  no  podrá  ex- 
ceder de  doscientos  pesos  para  cada  una 
de  las  partes  contrarias,  además  de  lo  que 
imjjurten  las  costas. 

Art.  229.  Interpuesta  en  tiempo  y  for- 
ma una  a|)clación,  se  admitirá  sin  sustan- 
ciación  alguna,  si  fuere  procedente,  ex- 
presándose si  se  admite  en  ambos  efectos 
ó  en  uno  solo. 

Art.  230.  Admitida  la  apelación  en  am- 
bos efectos,  se  remitirán  los  autos  origina- 
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les  al  Superior,  dentro  de  tres  dias,  á 
costa  del  apelante,  señalando  á  las  parles, 
para  que  comparezcan  á  mejorarla  ante  el 
Superior,  el  término  de  tres  dias. 

Este  término  se  aumentará  en  la  pro- 
porción de  un  día  por  cada  veinte  kilóme- 
tros de  distancia. 

Art.  231.  En  el  caso  del  artículo  ante- 
rior, se  suspenderá  la  ejecución  de  la 
sentencia  apelada,  hasta  que  recaiga  el 
fallo  del  Superior. 

Art.  232.  También  quedará  mientras 
tanto  en  suspenso  la  jurisdicción  del  infe- 
rior para  seguir  conociendo  de  los  autos 
principales  y  de  las  incidencias  a  que  pue- 
dan dar  lugar,  desde  el  momento  en  que 
admita  en  ellos  una  apelación  en  ambos 
efectos. 

Art.  233.  Se  exceptúan  de  la  regla  es- 
tablecida en  el  articulo  anterior,  y  podrá 
el  inferior  seguir  conociendo: 

1.''  De  los  incidentes  que  se  sustancien 
en  pieza  separada,  formada  antes  de  admi- 
tir la  apelación. 

2.°  De  todo  lo  que  se  reñera  á  la  admi- 
nistración ,  custodia  y  conservación  de 
bienes  embargados  ó  intervenidos  judicial- 
mente, siempre  que  la  apelación  no  verse 
sobre  alguno  de  estos  puntos. 

3.°  De  lo  relativo  á  la  seguridad  y  de- 
pósito de  personas. 

Art.  234.  No  se  suspenderá  la  ejecución 
de  la  sentencia  ó  providencia  apeladas 
cuando  haya  sido  adnutida  la  apelación  en 
un  solo  efecto. 

En  este  caso,  si  la  apelación  fuei'e  de 
sentencia  definitiva,  se  dejará  testimonio 
de  lo  necesario  para  ejecutarla,  remitien- 
do los  autos  al  Superior  en  la  focma  y  tér- 
minos prevenidos  en  el  art.  230. 

Si  fuere  de  sentencia  interlocutoria  ó  de 
providencia,  se  facilitará  al  apelante,  á 
su  costa,  testimonio  de  lo  que  señalare  de 
los  autos,  con  las  adiciones  que  haga  el 
colitigante  y  se  e-timen  necesarias,  para 
quf  pueda  recurrir  al  Superior. 

El  apelante  deberá  áíblicitar  dicho  testi- 
monio dentro  de  tres  días,  expresando  los 
particulares  que  deba  contener.  Transcu- 
rrido este  término  sin  haberlo  solicitado, 
.se  le  negará  el  testimonio  y  se  tendrá  por 
firme  la  resolución  apelada. 

Art.  235.  Cuando  haya  sido  admitida 
en  un  efecto  cual(|uicra  ai»elación,  podrá 
el  apelante  solicitar  del  Superior  que  la 
declare  admitida  en  ambos  electos,  citando 
la  disposición  legal  en  que  se  funde. 

Deberá  deducir  esta  pretcnsión  al  pre- 
sentar la  mejora,  y  el  Superior,  sin  más 
trámites  y  sin  ulterior  recurso,  dictará  la 
resolución  que  estime  arreglada  á  derecho 


Art.  238.  Si  el  Superior  desestimase  la 
pretensión  antedicha,  dará  a  la  apelación 
la  sustanciación  que  corresponda. 

Si  declara  admitida  la  apelación  en  am- 
bos efectos,  se  librará  despacho  al  inferior 
para  que  suspenda  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia, ó  remita  sin  dilación  los  autos  ori- 
ginales, según  los  casos,  notifícándolo  á 
las  partes. 

Art.  237.  También  podrá  la  parte  ape- 
lada solicitar  ante  el  Superior,  dentro  del 
término  señalado  para  la  mejora,  que  se 
declare  admitida  en  un  solo  efecto  la  ape- 
lación que  se  liubiere  admitido  en  ambos, 
citando  la  disposición  legal  en  que  se  fun- 
de; y  el  Superior,  sin  más  trámites  y  sin 
ulterior  recurso,  resolverá  lo  que  estime 
de  derecho. 

Si  accediere  á  esta  pretensión  se  librará 
despacho  al  inferior,  con  inserción  de  la 
sentencia  apelada,  para  que  la  lleve  á 
efecto. 

Si  por  tratarse  de  una  sentencia  interlo- 
cutoria ó  providencia,  fueren  necesarios 
los  autos  para  continuarlos,  se  devolverán, 
quedando  certificación  de  lo  necesario  pa- 
ra sustanciar  la  apelación. 

Art.  238.  Cuando  se  denegare  la  admi- 
sión de  la  apelación,  podrá  el  apelante  re- 
currir de  hecho  al  Superior,  dentro  del 
término  correspondiente  á  la  mejora. 

Deberá  prei)arar.se  este  recurso  pidiendo 
en  el  siguiente  oía  hábil  la  reposición  de  la 
providencia  denegatoria,  y  para  el  caso  de 
no  reponerse,  testimonio  de  ambas  reso- 
luciones. 

Si  se  denegare  la-reposición,  se  manda- 
rá á  la  vez  que  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes se  facilite  dicho  testimonio  á  la 
parte  interesada,  acreditando  el  Secretario 
en  los  autos  la  fecha  de  la  entrega. 

Art.  239.  Presentado  en  tiempo  el  re- 
curso con  el  testimonio,  acordará  el  Supe- 
rior que  se  libre  despacho  al  inferior  para 
que  informe  con  justificación,  y  recibido 
este  informe,  resolverá  sin  más  trámites 
lo  que  crea  justo. 

Si  estima  bien  denegada  la  apelación, 
mandará  ponerlo  en  conocimiento  del  in- 
ferior por  medio  de  despacho,  para  que 
conste  en  los  autos. 

Y  si  estimare  que  ha  debido  otorgarse, 
lo  declarará  a-i,  con  expresión  de  si  ha  de 
entenderse  admitida  en  un  solo  efecto  ó  en 
ambos,  ordenando  al  inferior,  según  los 
casos,  que  remita  los  autos  originales,  se- 
gún se  previene  en  el  art.  230,  ó  que  se 
facilite  al  apelante  el  testimonio  de  que 
habla  el  art.  234,  en  la  forma  y  para  los 
efectos  en  él  prevenidos. 
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CAPITULO  II 

RECURSOS  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES  DE  LOS 
JUECES  Y  TRIBUNALES  EN  SEGUNDA  INS- 
TANCIA 

Art.  240.  Contra  las  providencias  de 
mera  tramitación  que  dicten  los  Jueces 
ó  Tribunales  en  segunda  instancia,  no  se 
dará  recurso  alguno,  y  .salvo  el  de  respon- 
sabilidad. 

Art.  241.  De  las  demás  providencias 
y  de  las  sentencias  interlocutorias  sobre 
incidentes  que  se  promuevan  durante  la 
segunda  instancia,  podrá  pedirse  reposi- 
ción en  el  siguiente  día  hábil.  Este  recurso 
se  resolverá  en  la  forma  establecida  en  el 
artículo  222. 

Art.  242.  Contra  las  sentencias  defini- 
tivas y  las  interlocutorias  que  pongan  tér- 
mino al  juicio,  dictadas  en  segunda  ins- 
tancia, no  se  dará  otro  recurso  que  el  de 
casación,  cuando  proceda  de  conformidad 
con  la  ley. 

De  las  demás  resoluciones  que  se  dicten 
en  apelación,  no  se  dará  recurso  alguno, 
salvo  el  de  responsabilidad. 

CAPITULO  III 

RECURSOS     CONTRA     LAS    RESOLUCIONES    DEL 
TRIBUNAL    SUPREMO 

Art.  243.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 240  y  251  serán  aplicables  á  las 
resoluciones  de  igual  clase  que  dicte  en 
casación  el  Tribunal  Supremo. 

Art.  244.  Contra  las  sentencias  en  que 
se  declare  haber  ó  no  lugar  al  recurso  de 
casación,  ó  á  la  admisión  del  mismo,  no 
se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  respon- 
sabilidad. 

CAPITULO  IV 

DISPOSICIONES   COMUNES 

Art.  245.  En  los  casos  en  que  se  pida 
aclaración  de  una  sentencia,  conforme  á 
lo  prevenido  en  el  art.  215,  el  término  para 
interponer  el  recurso  que  proceda  contra 
la  misma  sentencia,  su  contará  desde  que 
se  notifique  la  resolución  en  que  se  haga  ó 
deniegue  la  aclaración. 

Art.  246.  Transcurridos  los  términos 
sefialados  para  preparar,  interponer  ó  me- 
jorar cualquier  recurso  sin  lial)crlo  utiliza- 
do, quedará  de  derecho  consentida  y  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  resolución 
judicial  á  que  se  refiera,  sin  necesidad  de 
declaración  expresa  sobre  ello. 


Art.  247.  El  litigante  que  hubiere  in- 
terpuesto una  apelación,  ó  cualquiera  otro 
recurso,  podrá  desistir  de  él  ante  el  mismo 
Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la 
resolución  reclamada,  si  lo  verifica  antes 
de  haberse  remitido  los  autos  al  Superior, 
ó  de  que  se  haya  entregado  la  certificación 
ó  testimonio  para  interponer  ó  mejorar  el 
recurso. 

También  podrá  rerificarlo  después  de 
haber  recibido  este  documento,  si  lo  de- 
vuelve original  en  prueba  de  no  haber  he- 
cho uso  de  él  ante  el  Superior. 

En  los  demás  casos  tendrá  que  hacerse 
el  desistimiento  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
que  deba  conocer  del  recurso. 

Art.  248.  El  Juez  ó  Tribunal  tendrá 
por  desistido  al  recurrente  sin  más  trámi- 
tes, y  lo  condenará  en  las  costas  ocasiona- 
das con  la  interposición  del  recurso. 

TITULO  IX 
De  la  caducidad  de  la  instancia. 

Art.  249.  Se  tendrán  por  abandonadas 
las  instancias  en  toda  clase  de  juicios,  y 
caducarán  de  derecho,  si  no  se  insta  su 
curso: 

Dentro  de  tres  años,  cuando  el  pleito  se 
hallare  en  primera  instancia. 

De  dos,  si  estuviere  en  segunda  ins- 
tancia. 

De  uno,  si  estuviere  pendiente  de  recur- 
so de  casación. 

Estos  términos  se  contarán  desde  la  úl- 
tima notificación  que  se  hubiere  hecho  á 
las  partes. 

Art.  250.  No  procederá  la  caducidad 
de  la  instancia  por  el  transcurso  de  los 
términos  señalados  en  el  articulo  anterior, 
cuando  el  pleito  hubiere  quedado  sin  curso 
por  fuerza  mayor  ó  por  cualquiera  otra 
causa  independiente  de  la  voluntad  de  los 
litigantes. 

En  estos  casos  se  contarán  dichos  tér- 
minos, desde  que  los  litigantes  hubieren 
podido  instar  el  curso  de  los  autos. 

Art.  251.  Será  obligación  del  Secreta- 
rio en  cuyo  oficio  radiquen  los  autos,  dar 
cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  respectivo,  lue- 
go que  transcurran  los  términos  señalados 
en  el  art.  249,  para  que  .se  dicte  de  oficio 
la  providencia  correspondiente. 

Art.  252.  Si  los  autos  se  hallaren  en 
primera  instancia  y  resultare  de  ellos  que 
han  transcurrido  los  tres  años  sin  que  nin- 
guna de  las  partes  haya  instarlo  su  curso, 
pudiendo  hacerlo,  se  tendrá  por  abando- 
nada la  instancia,  y  el  Juez  mandará  ar- 
chivarlos sin  ulterior  progreso. 
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En  este  caso  serán  de  cuenta  de  cada 
parte  las  costas  causadas  á  su  instancia. 

Art.  253.  Cuando  los  autos  se  hallaren 
en  segunda  instancia  ó  en  recurso  de  ca- 
sación, luego  que  transcurran  los  términos 
respectivos,  se  tendrá  por  abandonado  el 
recurso,  y  por  fírme  la  sentencia  apelada 
ó  recurrida,  mandando  devolver  los  autos 
al  Tribunal  ó  Juez  inferior,  con  certifica- 
ción de  la  resolución  en  que  se  hubiere 
declarado  el  abandono,  para  los  efectos 
consiguientes. 

En  estos  casos,  las  costas  de  la  instan- 
cia caducada  serán  de  cuenta  del  apelante 
ó  recurrente. 

Art.  254.  De  las  resoluciones  á  que  se 
refieren  los  dos  artículos  anteriores,  podrá 
el  demandante,  apelante  ó  recurrente,  pe- 
dir reposición,  si  creyere  que  se  ha  proce- 
dido con  equivocación  al  declarar  transcu- 
rrido el  término  legal  en  cuya  virtud  se 
hubiere  tenido  por  caducada  la  instancia, 
ó  se  hallare  en  el  caso  del  art.  250. 

No  podrá  fundársela  pretensión  en  nin- 
gún otro  motivo. 

Este  recurso  se  sustanciará  conforme  á 
lo  prevenido  para  los  incidentes. 

Art.  255.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos que  preceden  no  serán  aplicables  á 
las  actuaciones  para  la  ejecución  de  las 
sentencias  firmes.  Estas  actuaciones  po- 
drán promoverse  hasta  conseguir  el  cum- 
plimiento de  la  ejecutoria,  aunque  hayan 
quedado  sin  cur.so  durante  los  plazos  seña- 
lados en  el  art.  249. 

Art.  256.  La  caducidad  de  la  primera 
instancia  no  extingue  la  acción,  la  cual 
podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  juicio 
correspondiente,  entablando  nueva  de- 
manda, si  no  hubiere  prescrito  con  arreglo 
á  derecho. 

TÍTULO  X 
De  la  tasación  de  costas 

Art.  257.  Cuando  hubiere  condena  de 
costas,  luego  que  sea  ejecutoria,  se  proce- 
derá á  la  exacción  de  las  mismas  por  la 
vía  de  apremio,  previa  su  ta.sación  si  la 
parte  condenada  no  las  hubiere  .satisfecho 
antes  de  que  la  contraria  .solicite  dicha  ta- 
sación. 

Art.  258.  La  tasación  de  costasse  prac- 
ticará en  los  Juzgados  y  Tribunales  ]ior 
el  Secretario,  incluyendo  en  ella  todas  las 
que  comprenda  la  condena  y  resulte  que 
han  sido  devengadas  hasta  la  fecha  de  la 
tasación. 

Art.  259.  Las  costas  personales,  como 
honorarios    de   abogados,    procuradores, 


etcétera,  se  comprobarán  con  las  minutas 
respectivas,  detalladas  y  firmadas,  que  se 
presentarán  al  solicitar  la  tasación. 

Las  costas  procesales,  como  gastos  de 
testigos,  correos,  etc.,  se  comprobarán 
con  los  recibos  correspondientes,  que  tam- 
bién se  presentarán  al  solicitar  la  tasa- 
ción . 

Art.  260.  No  se  comprenderán  en  la 
tasación  costas  correspondientes  á  escri- 
tos, diligencias  y  demás  actuaciones  que 
sean  inútiles,  superfinas  ó  no  autorizadas 
por  la  ley,  ni  las  partidas  de  las  minutas 
que  no  se  expresen  detalladamente  ó  que 
se  refieran  á  honorarios  que  no  se  hayan 
devengado  en  el  pleito. 

Tampoco  se  comprenderán  las  co.stas 
de  actuaciones  ó  incidentes  en  que  hubie- 
re sido  condenada  expresamente  la  parte 
que  obtuvo  la  ejecutoria,  cuyo  pago  será 
siempre  de  cuenta  de  la  misma. 

Art.  261.  Presentada  la  solicitud  de  ta- 
sación de  costas,  no  se  admitirá  la  inclu- 
sión ó  adición  de  partida  alguna. 

Art.  262.  De  la  solicitud  de  costas  se 
dará  vista  en  la  Secretaría,  por  el  término 
de  tres  días,  á  la  parte  condenada  al  pago. 

Art.  263.  Cuando  no  sea  impugada  la 
solicitud  de  costas,  si  la  parte  condenada 
se  conformare  expresamente,  el  Juez  ó 
Tribunal  practicará  la  tasación  con  arre- 
glo á  dicha  solicitud  y  sin  ulterior  recurso. 

A  falta  de  conformidad  expresa  se  prac- 
ticará la  tasación,  haciéndose  las  altera- 
ciones que  se  estimaren  justas  y  con  los 
recursos  correspondientes. 

Art.  264.  Cuando  sea  impugnada  la  so- 
licitud de  costas,  por  ser  éstas  excesivas  ó 
por  liaber.se  incluido  en  ella  partidas  de 
honorarios  ó  gastos  cuyo  pago  no  corres- 
ponda al  condenado  en  las  costas  ó  por  ha- 
ber sido  satisfechas,  se  sustanciará  y  de- 
cidirá esta  reclamación  por  los  trámites  y 
con  los  recursos  establecidos  para  los  in- 
cidentes. 

TITULO  XI 
Nulidad  de  actuaciones. 

Art.  265.  Serán  nulos  todos  los  actos 
judiciales  practicados  bajo  la  intimidación 
ó  la  fuerza. 

Los  Jueces  y  Tribunales  que  hubieren 
cedido  á  la  intimidación  ó  á  la  fuerza,  tan 
luego  como  se  vean  libres  de  ella,  declara- 
rán nulo  todo  lo  practicado  y  promoverán 
al  mismo  tiempo  la  formación  de  causa 
contra  los  culpables. 
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lilBHO  SEGÜfíDO 

De   la  iurisdiceión    conten* 
ciosa. 


TITULO  PRIMSRO 
De  los  juicios  declarativos, 

Art.  266.  Toda  contienda  judicial  en- 
tre partes,  que  no  tenga  señalada  en  este 
Código  tramitación  eapecial,  será  ventila- 
da y  decidida  en  el  juicio  ordinario  decla- 
rativo que  corresponda. 

Art.  267.  Pertenecen  á  esta  clase  de 
juicios: 

l.°  El  juicio  ordinario  de  mayor  cuan- 
tía. 

2."     El  de  menor  cuantía. 
3."     El  juicio  verbal. 

CAPITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES     COMUNES    Á    LOS    JUICIOS 
DECLARATIVOS 

Sección  primera. 
Reglas  para  determinai*  el  juicio  con-espondiente. 

Art.  268.  Se  decidirán  en  juicio  ordi- 
nario declarativo  de  mayor  cuantía  las 
demandas  cuyo  interés  exceda  de  quinien- 
tos pesos,  ó  cuya  cuantía  sea  inestimable, 
ó  no  pueda  determinarse  legalmcnte. 

En  juicio  de  menor  cuantía,  las  deman- 
das cuyo  interés  exceda  de  quinientos  pe- 
sos ó  cuya  cu::nti;i.  sea  inestimable,  ó  no 
pueda  determinarse  legalmente. 

En  juicio  de  menor  cuantía,  las  deman- 
das ordinarias  cuyo  interés  pase  de  treinta 
pesos  y  no  exceda  de  quinientos. 

En  juicio  verbal,  toda  cuestión  entre 
partes,  cuyo  interés  no  exceda  de  treinta 
pesos. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  enten- 
derá sin  ]jerjuicio  de  lo  establecido  para 
los  juicios  ejecutivos. 

Árt.  269.  Las  demandas  de  tercería  y 
todas  las  demás  que,  siendo  incidentales  ó 
consecuencia  de  otro  juicio,  deban  venti- 
larse en  vía  ordinaria,  se  sustanciarán 
por  los  trámites  establecidos  para  el  juicio 
acclarativo  que  corresponda,  según  la  na- 
turaleza ó  cuantía  de  la  cosa  litigiosa. 

Si  ésta  no  excediere  de  treinta  pe.sos  y  la 
demanda  fuese  incidental  de  un  juicio  del 
que  conozca  e!  Juez  de  Letras,  decidirá 
éste  la  reclamación  en  juicio  verbal,  sin 
ulterior  recur.so. 


Art.  270.  En  toda  demanda  se  fíjará 
con  precisión  la  cuantía  objeto  del  pleito, 
conforme  á  las  reglas  establecidas  en  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales,  y  cuando  no 
pueda  determinarse  por  ellas,  se  expresa- 
rá en  la  misma  demanda  la  clase  de  juicio 
en  que  haya  de  ventilarse.  . 

Art.  271.  El  Juez  dará  al  juicio  la  tra- 
mitación que  corresponda,  conforme  á  lo 
solicitado  por  el  actor,  á  no  ser  que  se 
crea  incompetente  por  razón  de  la  cuantía 
litigiosa,  en  cuyo  caso  lo  resolverá  así, 
previniendo  al  actor  que  use  de  su  derecho 
ante  Juez  competente. 

Esta  resolución  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  272.  En  los  juicios  de  mayor  y  me- 
nor cuantía,  cuando  no  se  conforme  el 
demandado  con  el  valor  dado  á  la  cosa  li- 
tigiosa ó  con  la  clase  de  juicio  propuesta 
por  el  actor,  lo  expondrá  por  escrito  al 
Juzgado  dentro  de  los  primeros  tres  días 
del  término  concedido  para  contestar  la 
demanda,  acompañando  en  su  caso  los  do- 
cumentos en  que  funde  su  pretensión. 

Art.  273.  Presentando  dicho  escrito,  el 
Juez  convocará  á  las  partes  á  una  compa- 
recencia, señalando  día  y  hora  en  que  haya 
de  celebrarse  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes, para  que  se  pongan  de  acuerdo 
sobre  la  clase  de  juicio  que  haya  de  se- 
guirse. 

Si  no  se  pusieran  de  acuerdo  y  la  dife- 
rencia consistiere  en  que,  por  no  existir 
datos  auténticos,  cada  parte  estimare  de 
distinto  modo  el  valor  de  la  demanda,  ele- 
girán en  el  mismo  acto  un  perito  que  lo 
aprecie,  ó  uno  cada  parte,  y  el  Juez  un 
tercero  que  dirima  la  discordia,  si  la  hu- 
biere. 

El  resultado  de  la  coraparccencii,  á  la 
que  podrán  concurrir  en  su  caso  los  abo- 
gados de  las  partes,  se  consignará  sucinta- 
mente en  una  acta  que  firmarán  los  con- 
currentes con  el  Juez  y  el  Se('retario. 

Art.  274.  Cuando  las  partes  no  se  pon- 
gan de  acuerdo  sobre  la  cíase  de  juicio  que 
liaya  de  seguirse,  el  Juez,  dentro  délos 
tres  días  siguientes  al  de  la  comyjarecen- 
cia,  ó  al  di*  la  declaración  de  los  peritos,  en 
su  caso,  decidirá  lo  que  estime  procedente. 

Art.  275.  Contra  la  resolución  decla- 
rando que  corresponde  al  juicio  de  raa*- 
yor  cuantía,  no  se  dará  recur.  o  alguno. 

Contra  la  en  que  se  declare  ser  de  me- 
nor cuantía,  solóse  dará  el  recurso  de  nu- 
lidad. 

Eíte  recurso  deberá  interponerse  á  la 
vez  que  el  de  apelación  de  la  sentencia  que 
decida  el  pleito,  pero  será  necerario  prepa- 
rarlo,  manifestando,   dentro  de  los  tres 
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días  siguientes  al  de  la  notificación  de  la 
resolución,  el  propósito  de  utilizar  á  su 
tiempo  dicho  recurso  de  nulidad. 

Si  se  declara  que  debe  ventilarse  la  de- 
manda de  juicio  verbal,  esta  resolución 
será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  276.  Cuando  en  los  juicios  verba- 
les hubiere  duda  sobre  la  cuantía  litigiosa, 
la  decidirá  el  Juez  de  Paz,  oyendo  á  las 
partes  en  el  mismo  acto  de  la  comparecen- 
cia para  el  juicio. 

Contra  su  fallo  declarándose  competente 
no  se  dará  apelación,  pero  si  se  interpusie- 
re de  la  sentencia  definitiva,  podrá  el  Juez 
de  Letras  declarar  la  nulidad  del  juicio  si 
resultare  ser  el  interés  mayoi  de  treinta 
pesos. 

Contra  la  resolución  en  que  el  Juez  de 
Paz  declare  no  ser  de  su  competencia  la 
cuantía  ó  materia  litigiosa,  se  dará  el  re- 
curso de  apelación  en  ambos  efectos  para 
ante  el  Ju  ""^  de  Letras  respectivo. 

Sección  sc'junda. 

Diligencias  preliminares. 

Art.  277.     Todo  juicio  podrá  prepararse: 

1."  Pidiendo  declaración  jurada  el  que 
pretende  demandar  á  aquel  contra  quien 
se  propone  dirigir  la  demanda,  acerca  de 
algún  hecho  relativo  á  la  personalidad  de 
é.ste,  y  sin  cuyo  conocimiento  no  pueda 
entrarse  en  el  juicio. 

2."  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa 
mueble  que,  en  su  caso,  haya  de  ser  objeto 
de  la  acción  real  ó  mixta  que  trate  de  en- 
tablar contra  el  que  Lenga  la  cosa  en  su 
poder. 

3."  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero, 
-coheredero  ó  legatario,  la  exhil)ic¡ón  del 
testamento  del  causante  de  la  herencia  ó 
legado. 

4.°  Pidiendo  el  comprador  al  vendedor, 
■ó  el  vendedor  al  comprador,  en  el  caso  de 
evicción,  la  exhibición  de  títulos  ú  otros 
documentos  que  se  refieran  á  la  cosa  ven- 
dida. 

5.**  Pidiendo  un  socio  ó  comunero  la 
presentación  de  los  documentos  y  cuentas 
de  la  sociedad  ó  comunidad,  al  socio  ó  con- 
dueño que  los  tenga  en  su  poder,  en  los 
ca.sos  en  que  proceda  con  arreglo  á  de- 
recho. 

El  Juez  accederá  en  cualquiera  de  estos 
casos  á  la  ])retcnsión,  si  estimare  justa  la 
causa  en  que  se  funde.  No  estando  com- 
jirendida  en  ellos,  la  rechazará  de  ofi- 
cio. 

La  providencia  denegando  la  pretensión 
será  apelable  en  ambos  efectos. 


Art.  278.  En  el  caso  1."  del  artículo  an- 
terior se  procederá  en  la  forma  prevenida 
para  la  confesión  en  juicio,  hasta  obtener, 
en  su  caso,  la  declaración  de  confeso. 

Art.  279.  En  el  caso  2."  del  art.  277,  si 
exhibida  la  cosa  mueble  el  actor  manifes- 
tare ser  la  misma  que  se  propone  deman- 
dar, se  reseñará  en  los  autos  por  diligen- 
cia del  Secretario,  y  se  dejará  en  poder  del 
exhibente,  previniéndole  que  la  conserve 
en  el  mismo  estado  hasta  la  resolución  del 
pleito. 

También  podrá  decretarse,  á  instancia 
del  actor,  el  depósito  de  dicha  cosa  mue- 
ble, si  concurrieren  los  requisitos  exigidos 
por  el  art.  95.3  para  que  pueda  decretarse 
el  embargo  preventivo.  Este  depósito  será 
de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo  pidiere;  y  de 
derecho  quedará  sin  efecto,  con  indemni- 
zación de  perjuicios,  si  aquél  no  entablare 
su  demanda  dentro  de  los  treinta  días  si- 
guientes. 

Quedará  igualmente  sin  efecto  la  pre- 
vención brdenada  en  el  párrafo  primero 
de  este  articulo,  si  no  se  interpusiere  la 
demanda  dentro  t;e  dicho  término. 

En  el  caso  3.°  del  art.  277,  no  estará 
obligado  á  la  exhibición  del  documento  el 
que  designe  en  el  acto  de  ser  requerido  el 
protocolo  ó  archivo  donde  se  halle  el  ori- 
ginal. 

Art.  280.  El  que  se  niegue  sin  justa 
causa  á  la  exhibición  de  que  tratan  los  nú- 
meros 2.°,  3.*',  4.°  y  5.°  del  art.  277,  será 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que 
se  originen  al  actor,  el  cual  podrá  recla- 
marlos juntamente  con  la  demanda  prin- 
cipal. 

Si  el  requerido  se  opusiere  á  la  exhibi- 
ción, se  sustanciará  y  decidirá  su  oposición 
por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes. 

Art.  281.  Fuera  de  los  casos  expresa- 
dos en  el  art.  277,  no  podrá  el  que  preten- 
da demandar  pedir  posiciones,  informacio- 
nes de  testigos,  ni  ninguna  otra  diligencia 
de  ])rueba,  salvo  cuando  por  edad  avanza- 
da de  algún  testigo,  peligro  inminente  de 
su  vida,  proximidad  de  una  ausencia  á  pun- 
to con  el  cual  sean  difíciles  ó  tardías  las 
comunicaciones,  ú  otro  motivo  poderoso, 
pueda  exponerse  el  actor  á  perder  su  de- 
recho por  íalta  du  justificación,  en  cuyo 
caso  podrá  pedir,  y  el  Juez  decretará,  que 
sea  examinado  el  testigo  ó  testigos  que  es- 
tén en  las  circunstancias  referidas,  verifi- 
cándose su  examen  del  modo  que  se  pre- 
viene en  los  artículos  respectivos  de  este 
Código. 

E.stas  diligencias  se  unirán  á  los  autos 
luego  que  se  presente  la  demanda. 
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Sección  tercera 
De  la  presentación  de  documentos. 

Art.  282.  A  toda  demanda  ó  contesta- 
ción deberá  acompañarse  necesariamente: 

1.°  El  poder  que  acredite  la  personali- 
dad del  procurador,  siempre  que  éste  in- 
tervenga: 

2.°  El  documento  ó  documentos  que 
acrediten  el  carácter  con  que  el  litigante 
se  presenta  enjuicio,  en  el  caso  detener 
representación  legal  de  alguna  persona  ó 
corporación,  ó  cuando  el  derecho  que  re- 
clame provenga  de  habérselo  otro  trans- 
mitido por  herencia  ó  por  cualquier  otro 
titulo. 

Art.  283.  También  deberá  acompañar- 
se á  toda  demanda  ó  contestación  el  docu- 
mento ó  documentos  en  que  la  parte  in- 
teresada funda  su  derecho. 

Si  no  los  tuviere  á  su  disposición,  desig- 
nará el  archivo  ó  lugar  en  que  se  encuen- 
tren los  originales. 

Se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  dis- 
posición los  documentos,  y  deberá  acom- 
pañarlos precisamente  á  la  demanda, 
siempre  que  existan  los  originales  en  un 
protocolo  ó  arcliivo  público  del  que  pueda 
pedir  Y  obtener,  sin  demora  perjudicial, 
copias  fehacientes  de  ellos. 

Art.  284.  La  presentación  de  documen- 
tos de  que  habla  el  artículo  anterior,  cuan- 
do .sean  públicos,  podrá  hacerse  por  copia 
simple,  si  el  interesado  manifestare  que 
carece  de  otra  fehaciente;  pero  no  produ- 
cirá aquélla  ningún  efecto  si  durante  el 
término  de  prueba  no  se  llevare  á  los  autos 
una  copia  del  documento  con  los  recjuisitos 
necesarios  para  que  haga  fe  en  juicio. 

Art.  285.  Después  de  la  demanda  y  de 
la  contestación  no  se  admitirán  al  actor  ni 
al  demandado,  respectivamente,  otros  do- 
cumentos que  los  que  se  hallen  en  alguno 
de  los  casos  siguientes: 

1»°  Ser  de  fecha  posterior  á  dichos  es- 
critos. 

2.°  Los  anteriore-5  respecto  de  los  cua- 
les jure  la  parte  que  los  presente  no  habef 
tenido  antes  conocimiento  de  su  existen- 
cia. 

3.°  Los  que  no  haya  sido  posible  ad- 
quirir con  anterioridad,  por  causa  que 
no  scíin  imputables  á  la  parte  interesada, 
siempre  que  se  haya  heclio  oportunamen- 
te la  designación  expresada  en  el  articu- 
lo 283. 

Art.  286.  No  se  admitirá  documento 
alguno  después  de  la  citación  para  senten- 
cia.  El  Juez  repelerá  de  oficiólos  que  se 


presenten,  mandando  devolverlos  á  la  par- 
te, .sin  ulterior  recurso. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la  fa- 
cultad que  para  mejor  proveer  concede  á 
los  Jueces  y  Tribunales  el  artículo  191. 

Art.  287.  De  todo  documento  que  se 
presente  después  del  término  de  prueba  se 
dará  vista  á  la  otra  parte  para  que  dentro 
de  tres  días  maniñeste  si  reconoce  como 
legitimo,  efícaz  y  admisible  el  documento, 
ó  las  razones  que  tenga  para  impugnarlo. 

Esta  manifestación  se  hará  por  medio 
de  otrosí  en  los  escritos  de  conclusión, 
cuando  el  estado  de  los  autos  lo  permita. 

Art.  288.  La  parte  que  deje  pasar  tres 
días  sin  contestar  la  vista  se  entenderá 
que  reconoce  la  eficacia  en  juicio  del  do- 
cumento. 

Art.  289.  Cuando  sea  público  el  docu- 
mento y  .se  impughare  su  autenticidad,  ó 
alguna  de  las  partes  dudare  de  la  exactitud 
de  la  copia,  se  procederá  á  su  cotejo  con 
citación  contraria  en  la  forma  que  pre- 
viene el  artículo  364. 

En  este  caso,  si  la  certificación  ó  testi- 
monio no  contiene  todo  el  documento  á 
que  se  refiera,  se  adicionarán  los  particu- 
lares que  designen  las  partes  en  el  acto 
mismo  del  cotejo. 

Art.  290.  Si  fuere  privado  el  documen- 
to, se  tendrá  por  válido  y  eficaz  cuando  lá 
partea  quien  perjudique  lo  reconozca  como 
legítimo. 

Se  tendrá  por  hecho  este  reconocimiento 
si  no  lo  impugna  expresamente,  ó  deja 
pasar  los  tres  días  sin  contestar  la  vista, 
sin  perjuicio  de  la  apreciación  de  otras 
pruebas. 

Cuando  no  reconozca  la  firma  ó  impug- 
ne la  legitimidad  del  documento,  se  pro- 
cederá al  cotejo  de  letras  en  la  forma  pre- 
venida en  los  artículos  371  y  siguientes. 

Art.  291.  C^uando  la  impugnación  se 
refiera  á  la  admisión  del  documento  por  no 
hallarse  en  ninguno  de  los  casos  expresa- 
dos en  el  artículo  28.ó,  el  Juez  reservará 
para  la  sentencia  definitiva  la  resolución 
de  lo  que  estime  procedente. 

Art.  292.  En  el  caso  de  que,  sostenien- 
do una  de  las  partes  la  falta  de  un  docu- 
mento que  pueda  sor  de  influencia  notoria 
en  el  pleito,  enfaldare  la  acción  criminal 
en  descubrimiento  del  delito  y  de  su  autor, 
se  suspenderá  el  pleito  en  el  estado  en  que 
se  halle,  hasta  aue  recaiga  ejecutoria  en 
la  causa  criminal 

Se  decretará  dicha  suspensión  luego  que 
la  parte  interesada  acredite  haber  sido  ad- 
mitida la  (juerella. 

Contra  esta  providencia  no  se  dará  re- 
curso alguno. 
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CAPITULO  II 

DEL  JUICIO   ORDINARIO   DE  MAYOR   CUANTÍA 

Sección  primera. 
De  la  demanda  y  emplazamiento. 

Art.  293.  El  juicio  ordinario  principia- 
rá por  la  demanda,  en  la  cual,  expuestos 
sucintamente  y  numerados  los  hechos  y 
los  fundamentos  de  derecho,  se  fíjará  con 
claridad  y  precisión  lo  que  se  pida,  y  la 
persona  contra  quien  se  proponga  la  de- 
manda. 

También  se  expresará  la  clase  de  acción 
que  se  ejercite,  cuando  por  ella  haya  de 
aeterminarse  la  competencia. 

Podrá  el  Juez  repeler  de  oficio  la  de- 
manda que  carezca  de  alguno  de  estos  re- 
quisitos. 

Art.  294.  Presentada  la  demanda  se 
conferirá  traslado  de  ella  á  la  persona  ó 
personas  conti-g.  quienes  se  proponga,  em- 
plazándolas para  que  comparezcan  á  con- 
testarla en  el  termino  de  seis  días,  perso- 
nándose en  forfna. 

Art.  295.  Cuando  el  demandado  no  re- 
sida en  el  lugar  del  juicio,  el  Juez  aumen- 
tará el  término  del  emplazamiento  para  la 
contestación,  concediéndole  un  día  por 
cada  veinte  kilómetros  de  distancia. 

Art.  296.  Transcurrido  el  término  del 
emplazamiento  sin  haber  comparecido  el 
demandado  citado  en  su  perspna,  se  dará 
por  contestada  la  demanda  á  instancia  del 
actor,  y  se  harán  las  notificaciones  al  de- 
mandado por  cédula  fijada  en  la  tabla  de 
avisos. 

Art.  297.  Cuando  los  demandados  fue- 
ren varios,  el  término  para  comparecer  á 
contestar  comenzará  á  correr  y  contarse, 
respecto  á  todos,  el  dia  siguiente  al  en  que 
el  último  hubiere  sido  emplazado. 

Art.  298.  En  el  caso  de  ser  varios  los 
demandados  deijerán  litigar  unidos  y  bajo 
una  misma  dirección,  si  fueren  unas  mis- 
mas las  excepciones  de  que  hicieren  uso. 

Si  fueren  distintas,  podrán  Iiacerlo  sepa- 
radamente. Pero  si  de  las  contestaciones 
resultare  haber  hecho  uso  de  unas  mismas 
excepciones,  el  Juez  obligará  á  los  que  se 
hallen  en  este  caso  á  que  en  lo  sucesivo  li- 
tiguen unidos  y  bajo  una  misma  dirección. 

Sección  segunda. 

De  las  excepciones  dilatorias. 

Art.  299.  Si  el  demandado  propusiere 
alguna  excepción  dilatoria,  no  estará  obli- 
gado á  contestar  á  la  demanda  hasta  que 


se  ejecutoríe  este  artículo,  que  será  siem- 
pre previo. 

Art.  300.  Sólo  serán  admisibles  como 
excepciones  dilatorias: 

1.*     La  incompetencia  de  jurisdicción. 

2.*  La  falta  de  personalidad  en  el  actor 
por  carecer  de  las  cualidades  necesarias 
para  comparecer  en  juicio,  ó  por  no  acre- 
ditar el  carácter  ó  representación  con  que 
reclama. 

3.*  La  falta  de  personalidad  en  el  pro- 
curador del  actor,  por  insuficiencia  ó  ile- 
galidad del  poder. 

4.^  La  falta  de  personalidad  en  el  de- 
mandado, por  no  tener  el  carácter  ó  re- 
presentadión  con  que  se  le  demanda. 

5.^  La  litispendencia  en  otro  Juzgado  ó 
Tribunal  competente. 

6.*  Defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda. 

Se  entenderá  que  existe  este  defecto 
cuando  no  se  llenen  en  la  demanda  los  re- 
quisitos á  que  se  refiere  el  art.  293. 

Art.  301.  Si  el  demandante  fuere  ex- 
tranjero, será  también  excepción  dilatoria 
la  del  arraigo  del  juicio,  en  los  casos  y  en 
la  forma  que  en  la  nación  á  que  pertenez- 
ca se  exigiere  á  los  hondurenos. 

Art.  302.  Las  excepciones  dilatorias  só- 
lo podrán  proponerse  dentro  de  los  tres 
primeros  días  señalados  para  la  contesta- 
ción de  la  demanda,  sin  perjuicio  del  au- 
mento que  se  concediere  por  la  distancia. 

Transcurrido  dicho  término,  deberán 
alegarse  contestando,  y  no  producirán  el 
efecto  de  suspender  el  curso  de  la  de- 
manda. 

Art.  303.  A  un  mismo  tiempo  y  en  un 
mismo  escrito,  el  demandado  alegará  todas 
las  excepciones  dilatorias:  no  haciéndolo 
así,  sólo  podrá  usar  de  las  que  no  alegare, 
contestando  á  la  demanda. 

Art.  304.  Del  escrito  en  que  se  propon- 
gan excepciones  dilatorias,  se  dará  vista 
por  tres  días  al  actor. 

•Transcurrido  este  término,  se  sustancia- 
rá y  decidirá  el  artículo  en  la  forma  esta- 
blecida para  los  incidentes. 

Art.  305.  El  Juez  proveerá  previamen- 
te sobre  li  declinatoria  y  la  litispendencia, 
si  se  hubiere  propuesto  alguna  do  estas 
excepciones. 

Si  se  declarare  competente,  resolverá  al 
mismo  tiempo  sobre  las  demás  exsepciones 
dilatorias. 

En  todo  caso,  la  resolución  que  recaye- 
re será  apelable  en  aml)os  efectos. 

Art.  306.  Consentida  ó  ejecutoriada  la 
resolución  en  que  se  desestimen  las  excep- 
ciones dilatorias,  á  instancia  del  actor,  se 
hará  saber  al  demandado  que  conteste  á  la 
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demanda  dentro  de  ¡ostres  días  siguientes 
al  de  la  notificación  de  esta  providencia. 

Sección   tercera. 

De  la  contestación  y  reconvención. 

Art.  307.  El  demandado  formulará  la 
contestación  en  los  términos  prevenidos 
para  la  demanda. 

Art.  308.  Si  no  se  presentare  la  contes- 
tación dentro  del  término  concedido  para 
ello,  á  petición  del  actor  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  art.  296. 

Art.  309.  En  la  contestación  á  la  de- 
manda, el  demandado  deberá  hacer  uso 
de  las  excepciones  perentorias  que  tuviere, 
y  de  las  dilatorias  no  propuestas  en  el  tér- 
mino señalado  en  el  art.  302. 

En  la  misma  contestación  ]>ropondrá 
también  la  reconvención  en  ios  casos  en 
que  proceda. 

No  procederá  la  reconvención  cuando 
el  Juez  no  sea  competente  para  conocer  de 
ella  por  razón  de  la  materia. 

Art.  310.  Después  de  la  contestación  á 
la  demanda,  no  podrá  hacerse  uso  de  la 
reconvención,  quedando  á  salvo  al  deman- 
dado su  derecho,  que  podrá  ejercitar  en  el 
juicio  correspondiente. 

Art.  311.  Del  escrito  de  reconvención 
se  dará  traslado  al  actor  por  el  término  de 
seis  días  para  que  dé  su  contestación. 

Art.  312.  Las  excepciones  y  la  recon- 
vención se  discutirán  al  propio  tiempo  y 
en  la  misma  forma  que  la  cuestión  princi- 
pal del  pleito,  y  serán  resueltas  con  ésta 
en  la  sentencia  definitiva. 

Se  exceptúa  la  excepción  perentoria  de 
cosa  juzgada,  cuando  sea  la  única  que  se 
objete  á  la  demanda.  En  este  caso,  si  así 
lo  pide  el  demandado,  se  podrá  su.stanciar 
y  decidir  dicha  excepción  pur  los  trámites 
estal)lccidos  para  los  incidentes. 

Art.  313.  El  demandado  podrá  hacer 
uso  de  la  facultad  que  se  concede  al  actor 
en  el  art.  281,  para  pedir  el  examen  de 
testigos,  antes  del  término  de  prueba,  en 
los  casos  y  en  la  forma  que  se  determinan 
en  dicho  artículo. 

Art.  314.  En  los  escritos  de  contesta- 
ción á  la  demanda  ó  á  la  reconvención, 
cada  [larte  confesará  ó  negará  llanamente 
los  hechos  que  le  iierjudiíjuen  de  lor  arti- 
culados por  la  contraria.  El  silencio  ó  las 
respuestas  evasivas  po  irán  estimarse  en 
la  sentencia  como  confesión  de  los  hechos 
á  que  se  refieran. 

Taml)ién  pedirán,  por  medio  de  otrosí, 
que  se  falle  el  j)leito  sin  más  trámites,  ó 
que  se  reciba  á  pruel)a. 

Art.  315.     Si  loi  litigantes  pidieren  que 


se  falle  el  pleito  sin  más  trámites,  ó  no  hu- 
biere hechos  que  probar,  el  Juez  citarú 
para  sentencia. 

Sección  cuarta. 

Del  recibimiento  á  pruebas,  su  término  y  disposi- 
ciones generales  sobre  las  mismas. 

Art.  316.  El  Juez  recibirá  el  pleito  á 
prueba  en  el  caso  de  que  todos  los  litigan- 
tes lo  hayan  solicitado. 

También  recibirá  el  pleito  á  prueba  si  lo 
solitare  alguno  de  los  litigantes  y  hubiere 
hechos  que  probar. 

Art.  317.  El  auto  en  que  se  otorgare  el 
recibimiento  á  prueba  no  será  apelable: 
el  en  que  se  denegare,  lo  será  en  ambos 
efectos. 

Art.  318.  El  término  ordinario  de  prue- 
ba se  dividirá  en  dos  períodos,  comunes  á 
las  partes. 

El  primero,  de  diez  días,  para  proponer, 
en  uno  ó  varios  escritos,  toda  la  prueba 
que  les  interese. 

El  según  io,  de  veinte  días,  para  ejecu- 
tar en  el  departamento  toda  la  prueba  que 
hubiesen  propuesto  las  partes;  y  de  treinta 
días  para  ejecutarla  fuera  del  departa- 
mento. 

Art.  319.  No  podrán  suspenderse  los 
términos  expresados  en  el  articulo  ante- 
rior sino  por  fuerza  mayor  que  impida  pro- 
poner ó  practicar  la  prueba  dentro  de  ellos. 

Esta  disposición  será  aplicaljle  al  térmi- 
no extraordinario  de  prueba  de  que  tratan 
los  artículos  siguientes. 

Art.  320.  El  térmúio  extraordinario  de 
prueba  se  otorgará  si  hubiere  de  ejecutar- 
se alguna  fuera  del  Estado. 

Art.  321.  El  término  extraordinario 
será: 

De  tres  meses,  si  hubiere  de  ejecutarse 
la  prueba  en  otro  Estado  de  Centro-Amé- 
rica. 

Do  seis  meses,  si  hubiere  de  ejecutarse 
en  cualquiera  otra  parte  del  mundo. 

Art.  322.  Para  que  pueda  otorgarse  el 
término  extraordinario  de  prueba,  se  re- 
quiere: 

1.°  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  en  que  se  hul)iere  noti- 
ficado el  auto  rociljiendo  el  pleito  á  pruel>a. 

2:"  Que  los  hechos  que  se  quieran  pro- 
bar fuera  del  Estado  hayan  ocurrido  en  el 
país  donde  se  intente  ha''-er  la  prueba. 

3.°  Que  cuando  la  prueba  haya  de  ser 
testifical,  además  de  lo  que  previene  el  ar- 
tículo 414,  se  indique  la  residencia  de  los 
testigos  que  hayan  de  ser  examinados. 

4.°  Que  se  expiesen,  en  el  caso  de  ser 
la  prueba  documental,  los  archivos  donde 
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se  hallen  los  documentos  que  hayan  de 
testimoniarse,  y  que  sean  éstos  conducen- 
tes al  pleito. 

Art.  323.  También  deberá  otorgarse  el 
término  extraordinario,  aunque  los  hechos 
hayan  tenido  lugar  en  el  Estado,  cuando 
los  testigos  que  sobre  ellos  deban  declarar 
se  hallaren  en'  cualquiera  de  los  puntos 
designados  en  el  art.  321. 

En  este  caso  habrán  de  expresarse  en  la 
solicitud  los  nombres  y  residencia  de  los 
testigos. 

Art.  324.  De  la  pretensión  que  se  de- 
dujere para  que  se  conceda  el  término 
extraordinario,  se  dará  vista  por  tres  días 
á  la  parle  contraria,  y  sin  más  trámites  se 
fallará  el  articulo. 

Art.  325.  La  resolución  en  que  se  otor- 
gue ó  se  deniegue  el  término  extraordina- 
rio, sólo  será  apelable  en  un  efecto. 

Art.  326.  íCl  término  extraordinario  de 
prueba  correrá  al  mismo  tiempo  que  el 
ordinario;  pero  empezará  á  contarse  desde 
el  día  siguiente  al  de  la  notificación  de  la 
resolución  en  que  se  hubiere  otorgado. 

Art.  327.  El  litigante  á  quien  se  hubie- 
re concedido  el  término  extraordinario,  y 
no  ejecutare  la  prueba  que  haya  propuesto, 
será  condenado  á  pagar  á  su  contrario 
una  indemnización,  que  no  podrá  bajar  de 
cincuenta  pesos  ni  exceder  de  quinientos, 
ajuicio  del  Juez  que  conozca  de  los  autos, 
salvo  si  apareciere  que  no  ha  sido  por  su 
culpa,  ó  si  desistiere  de  hacer  dicha  prue- 
ba antes  de  que  tran.scurra  el  término  or- 
dinario. 

Esta  indemnización  se  impondrá  en  la 
sentencia  defínitiva. 

Art.  328.  Si  después  de  los  escritos  de 
demanda  y  contestación  ocurriese  algún 
hecho  de  influencia  notoria  en  la  decisión 
del  pleito,  ó  hubiere  llegado  á  noticia  de 
las  partes  alguno  anterior  con  esta  circuns- 
tancia, del  cual  juren  no  haber  tenido  an- 
tes conocimiento,  podrán  alegarlo  durante 
el  primer  periodo  del  término  ordinario  de 
prueba,  articulándolo  concretamente  por 
medio  de  un  escrito,  que  se  llamará  de 
ampliación. 

Art.  329.  Del  escrito  de  ampliación  se 
dará  vista  por  tres  días  á  la  parte  contra- 
ria para  que  confiese  ó  niegue  llanamente 
el  hecho  ó  hechos  alegados. 

Al  mismo  tiempo  podrá  alegar  otros 
hechos  que  aclaren  ó  desvirtúen  los  arti- 
culados en  dicho  escrito. 

Art.  330.  La  prueba  que  se  proponga 
se  concretará  á  los  hechos  fijados  definiti- 
vamente en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  y  en  los  de  ampliación,  en  su 
caso,  que  no  hayan  sido  confesados  llana- 
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mente  por  la  parte  á  quien  perjudiquen. 

Art.  331.  Los  Jueces  repelerán  de  oficio 
las  pruebas  que  no  se  acomoden  á  lo  esta- 
blecido en  el  articulo  anterior,  y  todas  las 
demás  que  sean,  á  su  juicio,  impertinentes 
ó  inútiles. 

Art.  332.  Contra  las  providencias  en 
que  se  otorgue  alguna  diligencia  de  prue- 
ba, no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  las  en  que  se  deniegue,  sólo 
podrá  utilizar  el  de  reposición  en  el  si- 
guiente dia  hábil;  y  si  el  Juez  no  la  esti- 
mase, podrá  la  parte  interesada  reproducir 
la  misma  pretensión  en  la  segunda  instan- 
cia; quedándole  á  salvo  el  derecho  que  le 
otorga  el  art.  281. 

Art.  333.  Cuando  se  solicitare  alguna 
diligencia  de  prueba  dentro  de  los  tres  úl- 
timos días  del  primer  periodo,  podrá  la 
parte  contraria  proponer,  dentro  de  los 
tres  días  siguientes  al  de  la  notificación  del 
escrito,  la  prueba  que  le  convenga  sobre 
los  mismos  hechos. 

Transcurrido  este  último  plazo,  y  en 
otro  caso  el  de  los  diez  días  fijados  en  el 
párrafo  segundo  del  art.  318,  quedará  ce- 
rrado definitivamente  el  primer  período  de 
la  prueba,  y  se  dictará  providencia  abrien- 
do el  segundo  período. 

Art.  334.  Los  Jueces  proveerán  á  los 
escritos  en  que  se  proponga  prueba,  con- 
forme se  vayan  presentando. 

Se  librarán  desde  luego  los  mandamien- 
tos compulsivos  y  demás  despachos  que 
sean  necesarios  para  practicar  la  que  haya 
de  ejecutarse  fuera  del  lugar  del  juicio;  pe- 
ro no  se  entregarán  á  la  parte  interesada 
hasta  que,  dictada  la  providencia  abriendo 
el  segundo  período,  se  adicionen  con  nota 
del  Secretario,  expresiva  del  término  con- 
cedido para  ejecutar  la  prueba  y  del  día 
en  que  principia. 

Art.  335.  Toda  diligencia  de  prueba, 
inclusa  la  de  testigos,  se  practicará  en 
audiencia  pública  y  previa  citación  de  las 
partes,  con  veinticuatro  horas  de  antela- 
ción, por  lo  menos,  pudiendo  concurrir  los 
litigantes  y  sus  defensores. 

Art.  336.  Para  el  reconocimiento  de 
los  libros  y  papeles  de  los  litigantes,  no  se 
citará  previamente  á  la  parte  á  quien  per- 
tenezcan. 

El  registro  de  papeles  se  verificará  siem- 
pre á  presencia  del  interesado  ó  de  su 
representante,  y  en  su  defecto,  de  dos 
testigos,  vecinos  del  mismo  pueblo. 

Art.  337.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  art.  335,  los  Jueces  podrán  disponer  que 
se  practiquen  á  puerta  cerrada  a(|uellas  di- 
ligencias de  prueba  que  puedan  producir 
escándalo  ú  ofensa  á  la  moral,  permitien- 
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do  siempre  la  concurrencia  de  las  partes  y 
de  sus  defensores. 

Art.  338.  El  Juez  señalará  con  la  anti- 
cipación conveniente  el  día  y  la  hora  en  que 
haya  de  practicarse  cada  diligencia  de 
prueba  de  las  que  deban  tener  lugar  ante 
él. 

Art.  339.  Para  la  prueba  que  haya  de 
practicarse  fuera  del  lugar  en  que  resida 
el  Juez  del  pleito,  podrán  designar  las 
partes  persona  que'  la  presencie  en  su  re- 
presentación. Esta  designación  se  expre- 
sará en  el  exhorto  ó  despacho  que  al  efec- 
to se  dirija. 

En  este  caso,  el  Tribunal  ó  Juez  exhor- 
tado señalará  día  y  hora  en  que  haya  de 
practicarse  la  diligencia  de  prueba,  y  man- 
dará citar  á  la  persona  ó  personas  designa- 
das para  presenciarla,  si  fueren  vecinos  de 
aquella  localidad  ó  se  hubieran  personado 
en  ella. 

Art.  340.  Las  partes  y  sus  defensores 
que  concurran  á  las  diligencias  de  prueba 
se  limitarán  á  presenciarla,  y  no  les  será 
permitida  otra  intervención  en  ellas  que  la 
que  se  exiire^ará  en  cada  clase  de  prueba. 

El  que  ialtare  á  esta  prescripción  será 
apercilñdo  por  el  Juez,  el  cual  podrá  pri- 
varle de  presenciar  el  acto  si  insistiere  en 
perturbarlo. 

Art.  341.  Para  la  prueba  de  cada  una 
de  las  partes  deberá  formarse  pieza  sepa- 
rada, que  se  unirá  después  á  los  autos. 

Art.  342.  No  tendrán  valor  alguno  las 
diligencias  de  prueba  que  se  practiquen 
fuera  del  término  del  segundo  periodo  con- 
cedido para  ello,  salvo  el  caso  de  suspen- 
sión del  término  por  fuerza  mayor. 

Sección  quinta. 

De  los  medios  de  prueba. 

Art.  343.     Los  medios  de  prueba  de  que 
se  podrá  hacer  uso  en  juicio,  son: 
1.°     Confesión  en  juicio. 
2.°    Documentos  públicos. 
3.°     Documentos  privados. 
4."    Dictamen  de  peritos. 
5."    Reconocimiento  judicial. 
6.°     Testigos. 
7."     Presunciones. 

§  I 
De  la  confesión  enjuicio. 

Art.  344.  Desde  qu«  se  recuda  el  pleito 
á  prueba,  hasta  la  citación  para  .sentencia 
en  primera  instancia,  todo  litigante  está 
obligado  á  declarar,  bajo  juramento,  cuan- 
do asi  lo  exi-iiere  el  contrario: 


Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  número  1.°  del  art.  277. 

Art.  345.  Estas  declaraciones  podrán 
prestarse,  á  elección  del  que  las  pidiere, 
bajo  juramento  decisorio  ó  indecisorio. 

En  el  primer  caso  harán  prueba  plena, 
no  obstante  cualesquiera  otras. 

En  el  segundo,  sólo  perjudicarán  al  con- 
fesante. 

Art.  346.  Las  posiciones  serán  formu- 
ladas por  escrito,  con  claridad  y  precisión 
y  en  sentido  afirmativo,  y  deberán  concre- 
tarse á  hechos  que  sean  objeto  del  debate. 

El  Juez  repelerá  de  oficio  las  preguntas 
que  no  reúnan  estos  requisitos. 

Art.  347.  La  parte  interesada  podrá 
presentar  las  posiciones  en  pliego  cerrado, 
que  conservará  el  Juez  sin  abrirlo  hasta  el 
acto  de  la  comparecencia  para  absolverlas. 

También  podrá  reservar.se  para  dicho 
acto  la  presentación  del  interrogatorio,  so- 
licitando sea  citada  al  efecto  la  parte  que 
haya  de  declarar. 

Art.  34S.  El  Juez  señalará  el  día  y  hora 
en  que  hayan  de  comparecer  las  partes  pa- 
ra llevar  á  efecto  la  absolución  de  las  po- 
siciones. 

El  que  haya  de  ser  interrogado,  será  ci- 
tado con  un  día  de  anticipación,  por  lo 
menos. 

Si  no  compareciere  ni  alegare  justa  cau- 
sa que  se  lo  impida,  se  le  volverá  á  citar 
para  el  día  y  hora  que  se  señale  nueva- 
mente, bajo  apercibimiento  de  tenerlo  por 
confeso  si  no  se  presentai'e. 

Art.  349.  En  el  acto  de  la  eomparecen- 
ci'i,  el  Juez  resolverá  previamente  sobre  la 
admisión  de  las  preguntas  si  se  hubieren 
presentado  en  pliego  cerrado  ó  en  el  mis- 
mo acto,  y  á  continuación  examinará  so- 
bre cada  una  de  las  admitidas  á  la  parte 
que  haya  de  absolverlas. 

Art.  350.  El  declarante  responderá  por 
sí  mismo,  de  palabra,  á  presencia  de  la 
parte  contraria  y  de  su  letrado,  si  asis- 
tieren. 

No  podrá  valerse  de  ningún  borrador  de 
respuestas,  pero  se  le  permitirá  que  con- 
sulte en  el  acto  simples  notas  ó  apuntes, 
cuando  ajuicio  del  Juez  sean  necesarios 
para  auxiliar  la  memoria. 

Art.  351.  Las  contestaciones  deberán 
ser  afirmativas  ó  negativas,  pudiendo  agre- 
gar el  que  las  dé  las  explicaciones  que  esti- 
me convenientes,  ó  las  que  el  Juez  le  pida. 

Si  se  negare  á  declarar,  el  Juez  le  aper- 
cibirá en  el  acto,  de  tenerlo  por  confeso  si 
persiste  en  su  negativa. 

Si  las  respuestas  fueren  evasivas,  el  Juez, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  la  parte  contra- 
ria, le  apercibirá  igualmente  de  tenerlo 
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por  confeso  sobre  los  lieclios  respecto  á  los 
cuales  sus  respuestas  no  fueren  categóricas 
y  terminantes. 

Art.  352.  Cuando  alguna  pregunta  se 
refíera  á  hechos  que  no  sean  personales 
del  que  haya  de  absolverla,  podrá  negarse 
á  contestarla. 

Sólo  en  este  caso  podrá  admitirse  la  ab- 
solución de  posiciones  por  medio  de  un 
tercero  que  esté  enterado  personalmente 
de  los  hechos,  por  haber  intervenido  en 
ellos  á  nombre  del  litigante  interrogado,  si 
éste  lo  solicita,  aceptando  la  responsabili- 
dad de  la  declaración. 

Art.  353.  Cuando  concurra  al  acto  el 
litigante  que  haya  solicitado  las  posiciones, 
ambas  partes  podrán  hacerse  recíproca- 
mente, por  si  mismas,  sin  mediación  de  sus 
letrados  ni  procuradores,  y  por  medio  del 
Juez,  las  preguntas  y  observaciones  que 
éste  admita  como  convenientes  para  la 
averiguarión  de  la  verdad  de  los  hechos; 
pero  sin  atravesar  la  palabra  ni  interrum- 
pirse. 

Tamijién  podrá  el  Juez  pedirlas  expli- 
caciones que  estime  conducentes  á  di- 
cho fin. 

Art.  354.  El  Secretario  extenderá  acta 
de  lo  ocurrido,  en  la  que  insertará  la  de- 
claración, la  cual  podrá  leer  por  si  misma 
la  parte  que  la  haya  prestado.  En  otro  ca- 
so, la  leerá  el  Secretario,  preguntando  el 
Juez  á  dicha  parte  si  se  ratifica  en  ella  ó 
tiene  algo  que  añadir  ó  variar;  y  exten- 
diéndose á  continuación  lo  que  dijere,  la 
firmará,  si  supiere,  con  el  Juez  y  demás 
concurrentes,  autorizándola  el  Secretario. 

Art.  355.  Cuando  dos  ó  más  litigantes 
hayan  de  declarar  sobre  unas  mismas  po- 
siciones, el  Juez  adoptará  las  precauciones 
necesarias,  si  lo  pidiere  la  parte  interesa- 
da, i)ara  que  no  puedan  comunicarse  ni 
enterarse  previamente  del  contenido  de 
aquéllas. 

Art.  356.  En  el  caso  en  que,  por  enfer- 
medad ó  por  otras  circunstancias  especia- 
les del  litigante  f|ue  haya  de  absolver  las 
l)Osiciones,  el  Ju(,'Z  lo  estimare  convenien- 
te, podrá  con-tituirse  con  el  Secretario  en 
la  casa  de  dicho  interesado  para  recibirle 
la  declaración. 

En  tal  caso,  no  se  permitirá  la  concu- 
rrencia de  la  parte  contraria;  pero  .se  le 
dará  vista  de  la  confesión  y  i)odrá  pedir  en 
el  siguiente  dia  hál>il  que  S(í  repita  para 
aclarar  algún  punto  dudoso  sobre  el  cual  no 
haya  sido  cat(!gijrica  la  contestación. 

Art.  357.  El  litigante  que  resida  dentro 
del  término  municipal  podrá  ser  obligado 
á  comp.irocer  ante  el  Juez  que  conozca  del 
pleito,  para  prestar  su  declara(Món,  salvo 


sí  se  lo  impidiese  causa  justa,  á  juicio  del 
mismo  Juez. 

En  este  caso,  lo  mismo  que  cuando  re- 
sida fuera  del  lugar  del  juicio,  será  exami- 
nado por  medio  de  despacho  ó  exhorto,  al 
que  se  acompañará  el  interrogatorio  des- 
pués de  aprobado  por  el  Juez,  en  pliego 
cerrado,  que  se  al)r¡rá  al  tiempo  de  prestar 
la  declaración. 

Art.  358.  Si  el  llamado  á  declarar  no 
compareciere  á  la  segunda  citación  sin 
justa  causa,  rehusare  declarar,  ó  persistie- 
re en  no  responder  afirmativa  ó  negativa 
mente  á  pesar  del  apercibimiento  que  se  le 
haya  heclio,  podrá  ser  tenido  por  confeso 
en  la  sentencia  definitiva. 

Art.  359.  No  podrán  exigirse  nuevas 
posiciones  sobre  hechos  que  hayan  sido 
una  vez  oljjeto  de  ella. 

Tampoco  podrán  exigiráe  más  de  una 
vez  por  cada  parte  después  del  tér:nino  de 
prueba. 

Art.  360.  En  los  pleitos  en  que  sea  parte 
el  Estado  ó  alguna  corporación  del  mismo, 
no  se  pedirán  posiciones  al  Ministerio  Fis- 
cal ó  á  quien  represente  á  dicha  [¡arte.  En 
su  lugar,  la  contraria  propondrá  por  escri- 
to las  preguntas  que  (pilera  hacer,  las  cua- 
les serán  contestadas,  por  vía  de  informe, 
por  los  empleados  de  la  Administración  á 
quienes  conciernen  los  hechos. 

Estas  comunicaciones  se   dirigirán  por 

conducto  de  la  persona  que  represente  al 

Estado  ó  corporación,  cuya  persona  estará 

obligada  á  presentar  la  contestación  den- 

'  tro  del  término  que  el  Juez  señale. 

§  n 

Docíiincnlos  públicos. 

Art.  361.  Bajo  la  denominación  de  do- 
cumentos públicos  se  comprenden: 

1."  Las  escrituras  públicas  otorgadas 
con  arreglo  á  derecdio. 

2.°  Las  certificaciones  expedidas  por 
los  corredores  de  comercio  y  agentes  de 
Bolsa,  con  referencia  al  lil)ro-rtígistro  de 
sus  resi)ectivas  operaciones,  en  los  térmi- 
nos y  con  las  solemnidades  que  prescriban 
el  Código  de  Comercio  y  leyes  especiales. 

3.°  Los  documentos  expedidos  por  los 
funcionarios  públicos  que  estén  autoriza- 
dos para  ello,  en  lo  que  se  refiera  al  ejer- 
cicio de  sus  funciones. 

4."  Los  libros  de  actas,  e-statiitos,  orde- , 
nanzas,  registros,  catastros  y  demás  docu- 
mentos que  se  hallen  en  los  archivos  pú- 
blicos ó  dependientes  del  Estado  ó  de  los 
Municipios,  y  las  copias  sacadas  y  autori- 
zadas por  los  Secretarios  y  Archiveros  p«p 
mandato  de  1 1  Autoridad  competente. 
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5.°  Las  ordenanzas,  estatutos  y  regla- 
mentos de  sociedades,  comunidades  ó  aso- 
ciaciones, siempre  que  estuvieren  aproba- 
dos por  Autoridad  pública,  y  as  copias 
autorizadas  en  la  forma  prevenida  en  el 
número  anterior. 

6.°  Las  ejecutorias  y  las  actuaciones 
judiciales  de  toda  especie. 

Art.  362.  Para  que  los  documentos  pú- 
blicos sean  eficaces  en  juicio,  deberán  ob- 
servarse las  reglas  siguientes: 

1.*  Que  los  que  hayan  venido  al  pleito 
sin  citación  contraria  se  cotejen  con  los 
originales,  previa  dicha  citación,  si  hubie- 
re sido  impugnada  expresamente  su  au- 
tenticidad ó  exactitud  por  la  parte  á  quien 
perjudiquen.  En  otro  caso,  se  tendrán  por 
legítimos  y  eficaces  sin  necesidad  de  co- 
tejo. 

2.*  Que  los  que  hubieren  de  llevarse  á 
los  autos,  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
articulo  284,  ó  traerse  de  nuevo  en  los  ca- 
sos previstos  por  el  art.  285,  se  libren  en 
virtud  de  mandamiento  compulsorio,  que 
se  expida  al  efecto,  previa  citación  de  la 
parte  á  quien  hayan  de  perjudicar. 

3.'''  Que  si  el  testimonio  que  se  pida  fue- 
re solamente  de  parte  de  un  documento, 
se  adicione  á  él  lo  que  el  colitigante  seña- 
lare, si  lo  cree  conveniente. 

Este  señalamiento  podrá  hacerse  en  el 
acto  de  librarse  el  testimonio,  abonando  el 
aumento  de  gastos  la  parte  que  lo  solicite, 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  en  defi- 
nitiva sobre  pago  de  costas. 

4.*  Que  los  testimonios  ó  certificaciones 
sean  dados  por  el  encargado  del  archivo, 
oficina,  registro  ó  protocolo  en  que  se  ha- 
llen los  documentos,  ó  por  el  Secretario 
en  cuyo  oficio  radiquen  los  autos,  y  por  el 
pleito  en  otro  caso. 

Estos  testimonios  ó  certificaciones  se 
expedirán  bajo  la  responsabilidad  de  los 
funcionarios  encargados  de  la  custodia  de 
los  oriijinales,  y  la  intervención  de  los  in- 
teresados se  limitará  a  señalar  lo  que  haya 
de  testimoniarse  ó  certificarse,  y  á  presen- 
ciar su  cotejo. 

Art.  363.  Serán  eficaces  en  juicio,  sin 
necesidad  de  cotejo,  salvo  la  prueba  en 
contrario  y  lo  dispuesto  en  el  art.  371: 

1 .°  Las"  ejecutorias  y  las  certificaciones 
ó  testimonios  de  sentencias  firmes,  expedi- 
das en  legal  forma  por  el  Tribunal  que  las 
hubiere  dictado. 

2.°  Las  escrituras  públicas  antiguas 
que  carezcan  de  protocolo,  y  todas  aque- 
llas cuyo  protocolo  ó  matriz  hubiere  des- 
aparecido. 

3.'^  Cualquier  otro  decumento  público 
que  por  su  modelo  carezca  de  original  ó 


registro  con  el  que  pueda  comprobarse. 

Art.  364.  El  cotejo  ó  compi'obación  de 
los  documentos  públicos  con  sus  origínales, 
se  practicará  por  el  Secretario,  ó  por  el 
Receptor,  constituyéndose  al  efecto  en  el 
archivo  ó  local  donde  se  halle  la  matriz,  á 
presencia  de  las  partes  ó  de  sus  defenso- 
res, si  concurrieren,  á  cuyo  fin  se  señalará 
previamente  el  día  y  la  hora  en  que  haya 
de  verificarse. 

También  podrá  hacerlo  el  Juez  por  si 
mismo,  cuando  lo  estime  conveniente. 

Art.  365.  Los  documentos  otorgados  en 
otras  naciones  tendrán  el  mismo  valor  en 
juicio  que  los  autorizados  en  Honduras,  si 
reúnen  los  requisitos  siguientes: 

1°  Que  el  asunto  ó  materia  del  acto  ó 
contrato  sea  licito  ó  permitido  por  las  leyes 
de  Honduras. 

2.°  Que  los  otorgantes  tengan  aptitud 
y  capacidad  legal  para  obligarse  con  arre- 
glo á  las  leyes  de  su  país. 

3.°  Que  en  el  otorgamiento  se  hayan 
observado  las  formas  y  solemnidades  esta- 
blecidas en  el  pais  dende  se  han  verificado 
los  actos  ó  contratos. 

4.°  Que  el  documento  contenga  la  le- 
galización y  los  demás  requisitos  necesa- 
rios para  su  autenticidad  en  Honduras. 

Art.  366.  A  todo  documento  redactado 
en  cualquier  idioma  que  no  sea  el  caste- 
llano, se  acompañará  la  traducción  del 
mismo. 

Dicha  traducción  podrá  ser  hecha  pri- 
vadamente, en  cuyo  caso,  si  alguna  de  las 
partes  la  impugnare  en  el  siguiente  día 
Iiábil,  manifestando  que  no  la  tiene  por  fiel 
y  exacta,  se  hará  la  traducción  por  un  in- 
térprete nombrado  por  el  Juez. 

§111 
Documentos  privados. 

Art.  367.  Los  documentos  privados  y 
la  correspondencia  que  obre  en  poder  de 
los  litigantes,  se  pre¿ent:irán  originales  y 
se  unirán  á  los  autos. 

Cuando  formen  parte  de  un  libro,  expe- 
diente ó  legajo,  podrán  presentarse  por 
exhibición  para  que  .se  ponga  testimonio 
de  lo  que  señalen  los  interesados. 

Esto  mismo  se  verificará  respecto  de  los 
que  obren  en  poder  de  un  tercero,  si  no 
quiere  desprenderse  de  ellos. 

Art.  368.  No  se  obligará  á  los  que  no 
liti"uen  á  la  exhibición  de  documentos  pri- 
vados de  su  propiedad  exclusiva,  salvo  el 
derecho  que  asista  al  que  los  necesite,  del 
cual  podi»á  usar  en  el  juicio  correspon- 
diente. 
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Si  estuvieren  dispuestos  á  exhibirlos  vo- 
luntariamente, tampoco  se  les  obligará  á 
que  ios  presenten  en  la  Secretaria;  y  si  lo 
exigieren,  irá  el  Secretario  ó  el  Receptor 
á  sus  casas  ú  oficinas  para  testimoniarlos. 

Art.  369.  Los  documentos  privados  y 
la  correspondencia  serán  reconocidos  bajo 
juramento,  á  la  presencia  judicial,  por  la 
parte  á  quien  perjudiquen,  si  lo  solicitare 
la  contraria. 

No  será  necesario  dicho  reconocimiento 
cuando  la  parte  á  quien  perjudique  el  do- 
cumento lo  liubiere  aceptado  como  legíti- 
mo al  fijar  los  hechos  en  el  escrito  de  con- 
testación. 

Art.  370.  Cuando  hayan  de  utilizarse 
como  me  lio  de  prueba  los  libros  de  los  co- 
merciantes, se  practicará  lo  que  se  ordena 
en  el  Código  de  Comercio,  verificándose 
la  exhibición  en  el  despacho  ó  escritorio 
donde  se  hallen  los  libros. 

§  IV 
Cotejo  de  letras. 

Art.  371.  Podrá  pedirse  el  cotejo  de 
letras  siempre  que  se  niegue  por  la  parte 
á  quien  perjudique,  ó  se  ponga  en  duda  la 
autenticidad  de  un  documento  privado,  ó 
la  de  cualquier  documento  público  que 
carezca  de  matriz  y  no  pueda  ser  recono- 
cido por  el  funcionario  que  lo  hubiese  ex- 
pedido. 

Dicho  cotejo  se  practicará  por  peritos, 
con  sujeción  á  lo  que  se  previene  en  el  §  V 
de  esta  seeción. 

Art.  372.  La  persona  que  pida  el  cotejo 
designará  el  documento  ó  documentos  in- 
dubitados con  que  deba  hacerse. 

Si  no  los  hubiere,  se  tendrá  por  eficaz 
el  documento  público,  y  respecto  del  pri- 
vado, el  Juez  apreciará  el  valor  que  me- 
rezca, en  combinación  con  las  demás 
pruebas. 

Art.  373.  Se  considerarán  como  indu- 
bitados para  el  cotejo: 

1.°  Los  documentos  que  las  partes  re- 
conozcan como  tales  de  común  acuerdo. 

2.°     Las  escrituras  públicas. 

3."  Los  documentos  privados  cuya  letra 
ó  firma  hayan  sido  reconor^idas  en  juicio 
por  aquél  á  ((uieii  se  atril)uya  la  dudosa. 

4.°  El  escrito  impugnado,  en  la  parte 
en  que  reconozca  la  letra  como  suya  aquél 
á  quien  perjudique. 

A  falta  de  estos  medios,  la  parte  á  quien 
se  atriijuya  ol  documento  impugnado  ó  la 
firma  que  los  autorice,  podrá  ser  requeri- 
da, á  instancia  de  la  contraria,  para  que 
forme  un  cuerpo  de  escritura  que  en  el 


acto  le  dictará  el  Juez.  Si  se  negare  á  ello, 
se  le  podrá  estimar  por  confesa  en  el  re- 
conocimiento del  documento  impugnado. 
Art.  374.  El  Juez  hará  por  sí  mismo  la 
comprobación  después  de  oir  á  los  peritos, 
y  apreciará  el  resultado  de  esta  prueba, 
conforme  á  las  reglas  de  la  sana  crítica, 
sin  tener  que  sujetarse  al  dictamen  de 
aquéllos. 

§  V 
Dictamen  de  peritos. 

Art.  375.  Podrá  emplearse  la  prueba 
de  peritos  cuando  para  conocer  ó  apreciar 
algún  hecho  de  influencia  en  el  pleito  sean 
necesarios  ó  convenientes  conocimientos 
científicos,  artísticos  ó  prácticos. 

Art.  376.  La  parte  á  quien  interese 
este  medio  de  prueba  propondrá  con  clari- 
dad y  precisión  el  objeto  sobre  el  cual  de- 
ba recaer  el  reconocimiento  pericial.  _ 

En  el  mismo  escrito  manifestará  si  han 
de  ser  uno  ó  tres  los  peritos  que  se  nom- 
bren. 

Art.  377.  Dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  notificación  del  escrito 
proponiendo  dicha  prueba,  la  parte  ó  par- 
tes contrarias  podrán  exponer  brevemente 
lo  que  estimen  oportuno  sobre  su  perti- 
nencia, ó  ampliación  en  su  caso  á  otros 
extremOf),  y  sobre  si  han  de  ser  uno  ó  tres 
los  peritos. 

Art.  378.  El  Juez,  sin  más  trámites, 
resolverá  lo  que  juzgue  procedente  sobre 
la  admisión  de  dicha  prueba.  Si  la  estima 
pertinente,  en  el  mismo  acto  designará  lo 
que  haya  ser  objeto  del  reconocimiento 
pericial,  y  si  éste  ha  de  practicar.se  por  uno 
ó  tres  peritos. 

Sobre  este  último  extremo  accederá  á  lo 
que  de  común  acuerdo  hayan  propuesto 
las  partes,  y  en  otro  caso,  resolverá  sin 
ulterior  recurso  lo  que  crea  conveniente, 
teniendo  en  consideración  la  importancia 
del   reconocimiento  y  la  cuantía  del  pleito. 

Art.  379.  En  el  mismo  auto  admitiendo 
la  prueba  pericial  mandará  el  Juez  que 
comparezcan  las  partos  ó  sus  procurado- 
res á  su  presencia,  en  el  día  y  hora  que 
señalará  dentro  de  los  tres  siguientes,  para 
que  se  pongan  de  acuerdo  en  el  nombra- 
miento de  perito  ó  peritos. 

La  parte  que  no  comparezca,  se_ enten- 
derá que  se  conforma  con  los  designados 
por  la  contraria. 

Art.  380.  Los  peritos  deberán  tener  tí- 
tulo de  tales  en  la  ciencia  ó  arte  á  que 
pertenezca  el  punto  sobre  que  han  do  dar 
su  dictamen,  si  su  profesión  está  regla- 
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mentada  por  las  leyes  ó  por  el  Gobierno. 

No  estándolo,  ó  no  habiendo  peritos  de 
aquella  clase  en  el  lugar  del  jui.'io,  si  las 
partes  no  se  conforman  en  designarlos  de 
otro  punto,  podrán  ser  nombradas  cuales- 
quiera personas  entendidas  ó  prácticas, 
aun  cuando  no  tengan  titulo. 

Art.  381.  Cuando  las  partes  no  se  pon- 
gan de  acuerdo  sobre  el  nombramiento  de 
perito  ó  peritos,  el  Juez  insaculará  en  el 
mismo  acto  los  nombres  de  tres,  por  lo 
menos,  por  cada  uno  de  los  que  hayan  de 
ser  elegidos,  de  los  que  en  el  lugar  del  jui- 
cio tengan  titulo;  y  se  tendrán  por  nom- 
brados los  que  designe  la  suerte. 

Si  no  hubiere  dicho  número,  quedará  á 
elección  del  Juez  la  designación  del  perito 
ó  peritos,  cuyo  nombramiento  verificará  en 
el  dia  siguiente  al  de  la  comparecencia. 

Art.  382.  No  se  incluirán  en  el  sor- 
teo, ni  en  su  caso  podrán  ser  nombrados 
por  el  Juez,  los  peritos  que  en  el  acto  de  la 
comparecencia  sean  recusados  por  cual- 
quiera de  las  partes,  por  concurrir  en  ellos 
alguna  de  las  circunstancias  expresadas  en 
el  aiHículo  386. 

Art.  383.  Hecho  el  nombramiento  de 
perito  ó  peritos  se  les  hará  saber  para  que 
acepten  el  cargo  y  juren  desempeñarlo 
bien  y  fielmente  dentro  del  término  que  el 
Juez  íes  señale. 

Art.  384.  Los  peritos  podrán  ser  re- 
cusados por  causas  posteriores  á,su  nom- 
bramiento. 

También  podrán  serlo  por  causas  ante- 
riores los  designados  por  la  suerte  ó  por 
nombramiento  del  Juez. 

Art.  385.  La  recusación  se  hará  en  es- 
crito, expresando  concretamente  la  cau- 
sa de  la  recusación  y  los  medios  de  pro- 
barla. 

En  el  caso  del  párrafo  primero  del  arti- 
culo anterior,  del)erá  presentar.se  el  es- 
crito de  recusación  antes  del  dia  señalado 
para  dar  principio  al  reconocimiento.  En 
el  del  segundo,  dentro  del  día  siguiente 
hábil  al  Qe  la  notificación  del  nombra- 
miento: 

Art.  386.  Son  causas  legitimas  de  recu- 
sación: 

1."  Ser  el  perito  pariente  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  legítima  ó 
natural,  ó  segundo  de  afinidad  legítima  de 
la  parte  contraria. 

2.*  Haber  dado  anteriormente  sobre  el 
mismo  asunto  dictamen  contrario  á  la  par- 
te recusante. 

3.*  Ser  dependiente  ó  socio  del  litigan- 
te contrario. 

4.*  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en 
el  pleito,  ó  participación  en  sociedad,  es- 


tablecimiento ó  empresa  contra  la  cual  liti- 
gue el  recusante. 

5.^     Enemistad  manifiesta. 

6."    Amistad  íntima. 

Art.  387.  El  Juez  rechazará  de  plano  la 
recusación  si  no  se  funda  concretamente 
en  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el 
artículo  anterior,  ó  no  se  hubiere  presen- 
tado con  las  formalidades  y  dentro  de  los 
plazos  señalados  en  el  que  le  precede. 

Art.  388.  Propuesta  en  forma  la  recu- 
sación, el  Juez-  mandará  se  haga  saber  al 
perito  recusado  para  que  en  el  acto  de  la 
notificación  manifieste  bajo  juramento,  que 
le  recibirá  el  Secretario,  si  es  ó  no  cierta 
la  causa  en  que  aquélla  se  funda. 

Si  la  reconoce  como  cierta,  se  le  tendrá 
por  recusado  sin  más  trámites,  y  será 
reemplazado  por  otro  de  nombramiento 
del  Juez,  si  las  partes  no  lo  hicieren  de  co- 
mún acuerdo. 

Art.  389.  Cuando  el  perito  niegue  la 
certeza  de  la  causa  de  la  recusación,  man- 
dará el  Juez  que  comparezcan  las  partes  á 
su  presencia  en  el  dia  y  hora  que  señalará, 
con  las  pruebas  de  que  intenten  valerse. 

No  compareciendo  la  parte  recusante, 
se  le  tendrá  por  desistida  de  la  recusación. 

Si  comparecieren  las  partes  litigantes, 
el  Juez  las  invitará  á  que  se  pongan  de 
acuerdo  sobre  la  procedencia  de  la  recu- 
sación, y  en  su  caso,  .sobre  el  nombramien- 
to del  perito  que  haya  de  reemplazar  al 
recusado. 

Si  no  se  ponen  de  acuerdo,  el  Juez  ad- 
mitirá las  pruebas  que  se  presenten,  unién- 
dose á  los  autos  los  documentos,  y  acto 
continuo  resolverá  lo  que  estime  proce- 
dente. 

En  el  caso  de  estimar  la  recusación,  el 
mismo  Juez  hará  el  nombramiento  de  otro 
perito,  si  las  partes  no  los  hubieren  desig- 
nado de  común  acuerdo. 

Del  resultado  de  esta  comparecencia,  á 
la  que  podrán  asistir  también  los  abogados 
de  las  partes,  se  extenderá  la  oportuna 
acta,  que  firmará  los  concurrentes. 

Art.  390.  Cuando  se  desestime  la  recu- 
sación de  un  perito,  será  condenado  el  re- 
cusante en  todas  las  costas  de  este  inci- 
dente. 

También  podrá  ser  condenado  á  que 
abone,  por  vía  de  indemnización,  á  la  par- 
te ó  partes  que  las  hubieren  impugnado, 
la  cantidad  que  el  Juez  estime,  sin  que 
pueda  exceder  de  treinta  pesos. 

Art.  39L  Las  partes  y  sus  defensores 
podrán  concurrir  al  acto  del  reconoci- 
miento pericial  y  hacer  á  los  peritos  las 
observaciones  que  estimen  oportunas. 

A  este  fin  se  señalará  dia  y   hora  para 
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dar  principio  á  la  operación,  si  alguna  de 
las  partes  lo  solicita. 

Cuando  sean  tres  los  peritos,  practica- 
rán unidos  la  diligencia.  , 

Art.  392.  Los  peritos,  después  de  haber 
conferenciado  entre  si,  á  solas,  si  fueren 
tres,  darán  su  dictamen  razonado  de  pa- 
labra ó  por  escrito,  según  la  importancia 
del  asunto. 

En  el  primer  caso,  lo  harán  en  forma  de 
declaración,  y  en  el  segundo,  se  ratiñca- 
rán  con  juramento,  á  presencia  judicial, 
verificándolo  en  ambos  casos  acto  conti- 
nuo del  reconocimiento;  y  si  esto  no  fuere 
posible,  en  el  día  y  hora  que  el  Juez  se- 
ñale. 

Art.  393.  Las  partes  ó  sus  defensores 
podrán  solicitar  en  el  acto  de  la  declara- 
ción ó  ratificación,  que  el  Juez  exija  del 
perito  ó  peritos  las  explicaciones  oportu- 
nas para  el  esclarecimiento  de  los  hechos. 

Art.  394.  Cuando  sean  tres  los  peritos 
y  estuvieren  de  acuerdo,  darán  ó  exten- 
derán su  dictamen  en  una  sola  declaración 
firmada  por  todos. 

Si  estuvieren  en  discordia,  se  pondrán 
por  separado  tantas  declaraciones  ó  dic- 
támenes escritos  cuantos  sean  los  pare- 
ceres. 

Art.  395.  No  se  repetirá  el  reconoci- 
miento pericial  aunque  se  alegue  la  insu- 
ficiencia del  practicado,  ó  no  haya  resul- 
tado acuerdo  ó  dictamen  de  mayoría. 

Sin  embargo,  cuando  el  Juez  lo  crea 
necesario,  podrá  hacer  uso  de  la  facultad 
que  le  concede  el  art.  191,  y  acordar,  ]jara 
mejor  proveer,  que  se  practique  otro  re- 
conocimiento ó  se  amplíe  el  anterior  por 
los  mismos  peritos,  ó  por  otros  de  su  elec- 
ción. 

Art.  396.  A  instancia  de  cualquiera  de 
las  partes,  el  Juez  podrá  pedir  informe  á 
la  Academia,  Colegio  ó  corporación  oficial 
que  corresponda,  cuando  el  dictamen  pe- 
ricial exija  operaciones  ó  conocimientos 
científicos  especiales. 

En  este  caso,  se  unirá  á  los  autos  y  pro- 
ducirá sus  efectos  el  informe,  aunque  se 
dé  ó  reciba  después  de  transcurrido  el  tér- 
mino de  pruel)a. 

Art.  397.  Los  Jueces  y  los  Triliunales 
apreciarán  la  prueba  pericial  según  las 
reglas  de  la  sana  crítica,  sin  estar  oljliga- 
dos  á  sujctar.sc  al  dictamen  de  los  peritos. 

§  VI 

Reconocimiento  judicial. 

Art.  398.  Cuando  )jara  el  esclareci- 
miento y  apreciación  de  lOs  hechos  sea 


necesario  que  el  Juez  examine  por  sí  mis- 
mo algún  sitio  ó  la  cosa  litigiosa,  se  decre- 
tará el  reconocimiento  judicial  á  instancia 
de  cualquiera  de  las  partes. 

Para  llevarlo  á  efecto,  señalará  el  Juez, 
con  tres  días  de  anticipación,  por  lo  me- 
nos, el  día  y  hora  en  que  haya  de  practi- 
carse. 

Art.  399.  Las  partes,  sus  representan- 
tes y  letrados,  podrán  concurrir  á  la  dili- 
gencia de  reconocimiento  é  inspección  ocu- 
lar, y  hacer  al  Juez  de  palaljra  las  obser- 
vaciones que  estimen  oportunas. 

También  podrá  acompañar  á  cada  parte 
una  persona  práctica  en  el  terreno.  Si  el 
Juez  estima  conveniente  oir  las  observa- 
ciones ó  declaraciones  de  estas  personas, 
les  recibirá  previamente  juramento  de  de- 
cir verdad. 

Del  resultado  de  la  diligencia  extenderá 
el  Secretario  la  oportuna  acta,  que  firma- 
rán los  concurrentes,  consignándose  tam- 
bién en  ella  las  observaciones  pertinentes 
hechas  por  una  y  otra  parte,  y  las  decla- 
raciones de  los  prácticos. 

Art.  400.  Cuando  se  acuerde  el  reco- 
nocimiento judicial  y  el  pericial  en  una 
misma  cosa,  se  practicarán  simultánea- 
mente estos  medios  de  prueba,  conforme 
á  las  reglas  establecidas  para  cada  uno  de 
ellos. 

Art.  401.  Podrán  ser  examinados  los 
testigos  en  el  mismo  sitio  y  acto  continuo 
del  reconocimiento  judicial,  cuando  la  ins- 
pección ó  vi.ita  del  lugar  contribuya  á  la 
claridad  de  su  testimonio,  si  así  lo  hubiere 
solicitado  previamente  la  parte  á  quien 
interese. 

§   Vil 

Prueba  de  íestif/os. 

Art.  402.  Todos  los  (jue  residan  en  el 
territorio  hondureno,  nacionales  ó  extran- 
jeros, que  no  estén  impedidos,  tendrán  la 
obligación  de  concurrir  al  llamamiento 
judicial  para  declarar  cuanto  supieren  so- 
bre lo  que  les  fuere  preguntado,  si  para 
ello  se  les  cita  con  las  fornialidades  pres- 
critas por  la  ley. 

Art.  403.  Estarán  exentos  de  concurrir 
al  llamamiento  del  Juez,  pero  no  de  de- 
clarar: 

1.°  El  Presidente  de  la  Refiública  y  los 
Secretarios  de  Estado. 

2.°  Los  Diputados  al  Congreso  Na- 
cional. 

3.*  Los  Magistrados  de  la  Corte  Su- 
prema y  las  Autoridades  judiciales  de  ca- 
tegoría superior  á  la  del  que  recibiere  la 
declaración. 
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4.*  Los  Representantes  diplomáticos 
acreditados  cerca  del  Gobierno  hondureno. 

5.°  Los  miembros  del  Tribunal  Supe- 
rior de  Cuentas,  el  Fiscal  y  el  Inspector 
general  de  Hacienda,  y  los  Directores  ge- 
nerales de  Rentas,  Correos  y  Telégrafos. 

6.*^  Los  Gobernadores  Políticos,  los  Ad- 
ministradores de  Rentas  y  de  Aduanas  y 
los  Comandantes  de  Armas,  departamen- 
tales, seccionales  ó  de  puerto,  en  cuyo  te- 
rritorio se  hubiere  de  recibir  la  declara- 
ción. 

7."  Los  Obispos  y  los  Vicarios  Genera- 
les ó  Capitulares. 

Art.  404.  Cuaudo  tuviere  que  declarar 
alguna  de  las  personas  designadas  en  el 
artículo  anterior,  el  Juez  le  dirigirá  atenta 
comunicación  con  las  inserciones  necesa- 
rias para  que  informe  por  escrito  sobre  los 
hechos  á  que  se  reñere  la  declaración. 

Art.  405.  La  resistencia  de  cualquiera 
de  las  personas  mencionadas  en  el  artículo 
403  á  informar  por  escrito  sobre  los  hechos 
á  que  se  reñere  la  declaración,  se  pondrá 
en  conocimiento  de  la  Corte  Suprema,  pa- 
ra los  efectos  que  procedan. 

Si  incurrieren  en  la  resistencia  las  per- 
sonas mencionadas  en  el  número  4."  de 
dicho  articulo,  la  Corte  Suprema  lo  comu- 
nicará con  los  antecedentes  del  caso  al 
Ministerio  de  Justicia,  y  se  abstendrá  de 
todo  procedimiento  hasta  que  el  Gobierno 
dicto  la  resolución  que  proceda. 

Art.  406.  Estarán  exentasde  declarar, 
pero  no  de  concurrir  al  llamamiento  del 
Juez,  las  personas  que  sean  inhábiles  por 
incapacidad  natural  ó  por  disposición  de 
la  ley,  de  conformidad  con  lo  que  se  esta- 
blece en  el  Código  Civil. 

Entre  las  personas  que  son  inhábiles 
para  declarar  por  disposición  de  la  ley, 
por  razón  del  secreto  que  están  obligadas 
á  guardar,  se  considerarán: 

1.°  Los  abogados  y  los  procuradores, 
respecto  á  los  hechos  que  sus  clientes  les 
hubiesen  conñado  en  su  calidad  de  defen- 
sores. 

2.°  Los  eclesiásticos  y  ministros  de  los 
cultos  establecidos,  sobre  los  hechos  que 
les  fueren  revelados  en  el  ejercicio  de  las 
funciones  de  su  ministerio. 

3.°  Los  funcionarios  públicos,  tanto  ci- 
viles como  militares,  cuando  no  pudieren 
declarar  sin  violar  el  secreto  que  por  ra- 
ztm  de  sus  cargos  estuviesen  obligados  á 
guardar,  ó  cuando  procediendo  en  virtud 
de  obediencia  debida  no  fueren  autoriza- 
dos por  su  Superior  jerániuico  para  pres- 
tar la  declaración  que  se  les  pida. 

Art.  407.  Están  dispensados  de  la  obli- 
gación de  declarar  los  parientes  colatera- 


les de  la  persona  contra  quien  se  presente 
si  lo  fueren  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinidad  legítima  ó  natural,  ó  se- 
gundo grado  de  añnidad  legítima,  y  no  hu- 
bieren intervenido  voluntariamente  como 
testigos. 

El  Juez  advertirá  al  testigo  que  se  halle 
comprendido  en  este  articulo  ó  en  el  an- 
terior, que  no  tiene  obligación  de  declarar, 
consignándose  la  .contestación  que  diere  á 
esta  advertencia. 

Art.  408.  Si  el  testigo  estuviere  física- 
mente impedido  de  acudir  al  llamamiento 
judicial,  el  Juez  que  hubiere  de  recibirle 
la  declaración  se  constituirá  en  su  domi- 
cilio, siempre  que  el  interrogatorio  no  ha- 
ya de  poner  en  peligro  la  vida  del  en- 
fermo. 

En  la  misma  forma  se  recibirá  declara- 
ción á  la  mujer  de  buena  fama. 

Art.  409.  Antes  de  declarar  prestará 
el  testigo  juramento  en  la  forma  y  bajo  las 
penas  que  las  leyes  previenen.  Si  mani- 
festase ignorarlas,  el  Juez  le  instruirá  de 
las  señaladas  para  el  delito  de  falso  testi- 
monio y  de  la  obligación  de  decir  verdad. 
En  el  acto  de  recibir  el  juramento  se  pon- 
drán de  pie  todas   las  personas  presentes. 

No  se  exigirá  juramento  á  los  menores 
de  catorce  años. 

Art.  410.  El  juramento  se  prestará  en 
nombre  de  Dios. 

Los  testigos  prestarán  el  juramento  con 
arreglo  á  su  religión. 

Art.  411.  Sobre  los  hechos  probados 
por  confesión  judicial  no  se  permitirá  pa- 
ra corroboriirios  prueba  de  testigos  á  nin- 
guna de  las  partes. 

Art.  412.  Al  escrito  solicitando  la  ad- 
misión de  este  medio  de  prueba  se  acom- 
pañará el  interrogatorio  que  contenga  las 
preguntas  á  cuyo  tenor  havan  de  ser  exa- 
minados los  testigos,  con  la  lista  corres- 
pondiente. 

Estas  preguntas  se  formularán  con  cla- 
ridad y  precisión,  numerándolas  correla- 
tivamente, y  concretándolas  á  los  hechos 
que  sean  objeto  del  debate. 

Art.  413.  El  Juez  examinará  el  inte- 
rrogatorio y  admitirá  las  preguntas  que 
sean  pertinentes,  desechando  las  que  esti- 
me no  serlo. 

Art.  414.  La  lista  de  los  testigos  de 
que  intente  valerse  la  parte  interesada  ex- 
presará el  nombre  y  apellido  de  cada  uno 
de  ellos,  su  profesión  ú  oficio,  su  vecindad 
y  las  señas  de  su  habitación  si  le  cons- 
tasen . 

Esta  lista  podrá  modiiicar.se  dentro  del 
término  de  la  proposición  de  la  prueba  con 
conocimiento  de  la  parte  contraria. 
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No  podrán  ser  examinados  otros  testi- 
gos que  los  comprendidos  en  lista. 

Art.  415.  Los  litigantes  podrán  presen- 
tar interrogatorios  de  repreguntas  antes 
del  examen  de  los  testigos. 

El  Juez  aprobará  las  pertinentes  y  de- 
sechará las  demás. 

Estos  interrogatorios  podrán  presentar- 
se en  pliego  cerrado,  que  se  abrirá  al  dar- 
se principio  al  acto,  y  también  en  el  mis- 
mo examen  de  los  testigos. 

Los  que  se  presentaren  abiertos  queda- 
rán reservados  en  poder  del  Juez,  bajo  su 
responsabilidad. 

Art.  416.  Con  tres  días  de  anticipación, 
por  lo  menos,  el  Juez  señalará  día  y  hora 
en  que  haya  de  darse  principio  al  examen 
de  los  testigos  de  cada  parte. 

Este  acto  se  verificará  en  audiencia  pú- 
blica, á  presencia  de  las  partes  y  sus  de- 
fensores, si  concurrieren. 

Art.  417.  Los  testigos  que  residiendo 
dentro  del  lugar  del  juicio  rehusaren  pre- 
sentarse voluntariamente  á  declarar,  se- 
i'án  citados  por  cédula  con  dos  días  de  an- 
ticipación, por  lo  menos,  al  señalado  para 
su  examen,  si  lo  solicitare  la  parte  intere- 
sada. 

Contra  el  testigo  inobediente  sin  justa 
causa,  acordará  el  Juez,  también  á  instan- 
cia de  parte,  los  apremios  que  estime  con- 
ducentes para  obligarle  á  comparecer,  in- 
cluso el  de  ser  conducido  por  la  fuerza  pú- 
blica, y  sin  perjuicio  de  procesársele  por 
desobediencia  á  la  Autoridad. 

Art.  418.  Los  testigos  que  .sean  obliga- 
dos á  comparecer  conforme  al  articulo  an- 
terior, tendrán  derecho  á  reclamar  de  la 
parte  interesada  los  auxilios  ó  la  indemni- 
zación que  corresponda. 

No  habiendo  avenencia  entre  los  intere- 
sados, el  Juez  fijará  la  cantidad  sin  ulte- 
rior recurso,  teniendo  en  consideración 
las  circunstancias  del  caso,  y  apremiará  á 
la  parte  ó  á  su  procurador  para  que  la  abo- 
ne como  gastos  del  pleito,  si  el  testigo  la 
reclamare  verbalmente  en  la  audiencia  en 
que  haya  comparecido,  ó  en  los  quince  días 
siguientes. 

Art.  419.  Los  litigantes  podrán  valerse 
hasta  de  seis  testigos  por  cada  pregunta 
útil. 

Art.  420.  Los  testigos  serán  examina- 
dos separada  y  sucesivamente,  por  el  or- 
den en  que  vinieren  anotados  en  las  lis- 
tas, á  no  .ser  que  el  Juez  encuentre  motivo 
justo  para  alterarlo. 

Los  que  vayan  declarando  no  se  comu- 
nicarán con  los  otros  ni  éstos  podrán  preT- 
senciar  las  declaraciones  de  aquéllos. 

A  este  fin  el  Juez  adoptará  las  medidas 


que  estime  convenientes,  si  alguna  de  las 
partes  lo  solicitare. 

Art.  421.  Cada  testigo  será  interro- 
gado: 

1.°  Por  su  nombre,  apellido,  edad,  es- 
tado, profesión  y  domicilio. 

2."  Si  es  pariente  por  consanguinidad, 
afinidad,  y  en  qué  grado,  de  algunos  de  los 
litigantes. 

3."  Si  es  dependiente  ó  criado  del  que 
lo  presente,  ó  tiene  con  él  sociedad  ó  algu- 
na otra  relación  de  interés  ó  dependencia. 

4."  Si  tiene  interés  directo  ó  indirecto 
en  el  pleito, 

5."  Si  es  amigo  intimo  ó  enemigo  de  al- 
guno de  los  litigantes. 

Art.  422.  Luego  que  el  testigo  haya 
contestado  á  las  preguntas  expresadas  en 
el  artículo  anterior,  será  examinado  al  te- 
nor de  cada  una  de  las  contenidas  en  el 
interrogatorio  y  admitidas  por  el  Juez,  ó 
de  las  acotadas  por  la  parte  que  lo  pre- 
sente. 

Acto  continuo  lo  será  igualmente  por  las 
repreguntas,  si  se  hubiesen  presentado  y 
admitido. 

En  cada  una  de  las  contestaciones  ex- 
presará el  testigo  la  razón  de  ciencia  de  su 
dicho. 

Art.  423.  El  testigo  responderá  por  si 
mismo  de  palabra,  sin  valerse  de  ningún 
borrador  de  respuesta. 

Cuando  la  pregunta  se  i'efiera  á  cuentas, 
libros  ó  papeles,  podrá  permitírsele  que  los 
consulte  para  dar  la  contestación. 

Art.  424.  Se  extenderá  por  separado  la 
declaración  de  cada  testigo;  pero  á  conti- 
nuación las  unas  de  las  otras. 

El  testigo  podrá  leer  por  si  mismo  su  de- 
claración. Si  no  quisiere  hacer  uso  de  este 
derecho,  la  leerá  el  Secretario  y  el  Juez 
preguntará  al  testigo  si  se 'ratifica  en  ella, 
ó  tiene  algo  que  añadir  ó  variar,  exten- 
diéndose á  continuación  lo  que  hubiere 
manifestado. 

Acto  continuo  la  firmará  el  testigo,  si 
sabe,  con  el  Juez  y  el  Secretario  y  los  de- 
más concurrentes. 

Art.  42.T.  Las  partes  y  sus  defensores 
no  podrán  interrumpir  á  los  testigos,  ni 
hacerles  otras  preguntas  ni  repreguntas 
que  las  formuladas  en  sus  respectivos  inte- 
rrogatorios. 

Sólo  en  el  caso  de  que  el  testigo  deje  de 
contestar  á  alguno  de  los  particulares  de 
las  preguntas  ó  repreguntas,  ó  haya  incu- 
rrido en  contradicción,  ó  se  haya  expresa- 
do con  ambigüedad,  podrán  las  partes  ó 
sus  defensores  llamar  la  atención  del  Juez, 
á  fin  de  que,  si  lo  estima  pertinente,  exija 
del  testigo  las  aclaraciones  oportunas. 
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También  podrá  el  Juez  pedir  por  si  mis- 
mo al  testigo  las  explicaciones  que  crea 
convenientes  para  el  esclarecimiento  de 
los  hechos  acerca  de  los  cuales  hubiese  de- 
clarado. 

Art.  426.  Cuando  no  sea  posible  termi- 
nar en  una  audiencia  el  examen  de  los  tes- 
tigos de  una  parte,  se  continuará  en  la  si- 
guiente ó  en  la  que  el  Juez  señale. 

Art.  427.  Si  por  cualquier  motivo  no  se 
presentaren  todos  los  testigos  en  la  audien- 
cia señalada  para  su  examen,  á  petición 
de  la  parte  interesada  hará  el  Juez  nuevo 
señalamiento  del  día  y  hora  en  que  deban 
comparecer  los  no  examinados,  haciéndolo 
saber  á  las  partes. 

Art.  428.  Si  por  enfermedad  ú  otro  mo- 
tivo que  el  Juez  estime  justo,  no  pudiere 
algún  testigo  personarse  en  la  audiencia 
del  Juzgado,  y  hubiere  de  recibírsele  la  de- 
claración en  su  domicilio,  se  hará  á  pre- 
sencia de  las  partes  y  de  sus  defensores,  á 
no  ser  que,  atendidas  las  circunstancias 
del  caso,  el  Juez  crea  prudente  no  permi- 
tirles que  concurran. 

En  este  caso  podrán  enterarse  de  la  de- 
claración en  la  Secretaria. 

Art.  429.  Cuando  haya  de  verifícarse 
el  examen  de  los  testigos  fuera  del  lugar 
del  juicio,  al  exhorto  ó  despacho  que  para 
ello  se  dirija,  se  acompañará  en  pliego  ce- 
rrado el  interrogatorio  de  las  repreguntas 
que  hayan  sido  admitidas  por  el  Juez  del 
pleito. 

El  Juez  exhortado  abrirá  dicho  pliego  en 
el  acto  de  dar  principio  al  examen  de  los 
testigo?'. 

Art.  430.  Si  algún  testigo  no  entendie- 
re ó  no  hablare  el  idioma  español,  será 
examinado  por  medio  de  intérprete,  cuyo 
nombramiento  se  hará  en  la  forma  preve- 
nida para  el  de  los  peritos. 

Art.  431.  Los  sordo-mudos  podrán  ser 
admitidos  como  testigos  en  el  caso  de  que, 
por  saber  leer  y  escribir,  puedan  dar  sus 
declaraciones  por  escrito. 

Art.  432.  Constituirán  prueba  plena  las 
declaraciones  de  dos  testigos  contestes  en 
el  hecho  y  sus  circunstancias  esenciales, 
cuando  sean  mayores  de  toda  excepción. 
La  declaración  de  un  solo  testigo  no  cons- 
tituye prueba. 

Los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán  la 
fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de 
los  testigos  conforme  á  las  reglas  de  la  sana 
crítica,  teniendo  en  consideración  la  razón 
de  ciencia  que  hubieren  dado  y  las  cir- 
cunstancias que  en  ellos  concurran.  . 

Sin  embargo,  cuando  la  ley  determina 
el  Húmero  ó  la  calidad  de  los  testigos  como 
solemnidad  ó  circunstancia  especial  del 


acto  á  que  se  refiere,  se  observará  lo  dis- 
puesto para  aquel  caso. 

§  VIII 
De  ¿as  tachas  de  los  testigos. 

Art.  433.  Cada  parte  podrá  tachar  los 
testigos  de  la  contraria  en  quienes  con- 
curra alguna  de  las  circunstancias  siguien- 
tes: 

1."  Ser  el  testigo  inhábil  por  incapaci- 
dad natural  ó  por  disposición  de  la  ley. 

2."  Ser  el  testigo  de  las  personas  dis- 
pensadas de  la  obligación  de  declarar. 

3."  Haber  sido  el  testigo  condenado  por 
falso  testimonio,  ó  por  cualquiera  otra  fal- 
sedad, mientras  no  hubiere  extinguido  su 
condena  y  transcurrido  después  sin  delin- 
quir un  tiempo  igual  al  de  la  pena. 

4.^  Haber  sido  el  testigo  condenado  á 
presidio,  mientras  no  hubiere  extinguido 
su  condena. 

Art.  434.  Dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  en  que  se  hubieren  terminado 
las  declaraciones  de  los  testigos  de  una 
parte,  podrá  cualquiera  de  ellos  ser  tacha- 
do por  la  contraria,  cuando  concurra  en 
él  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el 
artículo  anterior,  háyala  ó  no  confesado 
en  su  declaración. 

Art.  435.  En  el  escrito  en  que  se  ale- 
guen las  tachas  se  propondrá  por  medio  de 
otrosí  la  prueba  para  justificarlas. 

Si  no  se  propusiere  prueba,  se  entende- 
rá que  se  renuncia  á  ella. 

Art.  436.  La  parte  á  quien  interese  po- 
drá impugnar  las  tachas  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  en  que  se  le  hubiere  dado 
conocimiento  de!  escrito  contrario. 

También  podrá  proponer,  por  medio  de 
otrosí,  la  prueba  que  le  interese,  y  no  ha- 
ciéndolo, se  entenderá  que  la  renuncia. 

Art.  437.  Cuando  ninguna  de  las  par- 
tes hubiere  propuesto  prueba  de  tachas,  se 
unirán  los  escritos  á  los  autos  sin  más  trá- 
mites, y  se  tendrán  presentes  á  su  tiempo. 

Si  se  hubiere  articulado  prueba,  el  Juez 
admitirá  la  pertinente  y  mandará  practi- 
carla. 

Art.  438.  La  prueba  de  tachas  se  hará 
dentro  del  término  que  reste  del  segundo 
período  de  la  prueba. 

Si  no  quedare  el  suficiente  para  ello,  el 
Juez  lo  prorrogará,  para  este  solo  efecto, 
por  el  tiempo  que  estime  necesario,  sin 
que  en  ningún  caso  pueda  exceder  la  pró- 
rroga de  diez  días. 

Art.  439.  La  prueba  de  tachas  se  unirá 
á  los  autos  con  la  principal,  para  los  efec- 
tos que  procedan  en  definitiva. 


HONDURAS.    CÓDIGO   DE    PROCEBIMIENTOS 


467 


§  IX 

De  las  presunciones. 

Art,  440.  El  valor  de  esta  prueba  y  los 
casos  en  que  haya  de  admitirse  son  objeto 
de  las  disposiciones  del  Código  civil. 

Sección  sexta. 
De  los  escritos  de  conclusión  y  sentencia. 

Art.  441.  Transcurrido  el  término  de 
prueba,  ó  luego  que  se  iiaya  practicado 
toda  la  propuesta,  sin  gestión  de  los  inte- 
resados, ó  sin  sustanciarla  si  se  hiciere, 
mandará  el  Juez  que  se  unan  á  los  autos 
las  pruebas  practicadas,  haciéndolo  saber 
á  las  partes. 

También  mandará  el  Juez  que  se  entre- 
guen los  autos  á  las  partes,  por  su  orden, 
y  por  el  término  de  seis  días,  para  que 
concluyan,  haciendo  por  escrito  el  resu- 
men de  las  pruebas. 

Art.  442.  Los  escritos  de  conclusión  se 
limitarán  á  lo  siguiente: 

1.°  En  párrafos  numerados  se  expresa- 
rán con  claridad,  y  con  la  posible  conci- 
sión, cada  uno  de  los  hechos  que  hayan 
sido  objeto  del  debate,  haciendo  un  breve 
y  metódico  resumen  de  las  pruebas  que  á 
juicio  de  cada  parte  los  justitiquen  ó  con- 
tradigan. 

2.°  En  párrafos  también  numerados  y 
breves,  y  siguiendo  el  mismo  orden  de  los 
hechos,  se  apreciará  la  prueba  de  la  parte 
contraria. 

3.*'  Se  consignará  después  lisa  y  llana- 
mente, si  se  mantienen,  en  todo  ó  en  par- 
te, los  fundamentos  de  derecho  alegados 
respectivamente  en  la  demanda  y  contes- 
tación. 

Podrán  alegarse  también  en  este  lugar 
otras  leyes  ó  doctrinas  legales  en  que  pue- 
da fundarse  la  resolución  de  las  cuestiones 
debatidas  en  el  pleito,  pero  limitándoseá 
citarlas  sin  comentarios  ni  otra  exposición 
c^ue  la  del  concepto  positivo  en  que  se  es- 
timen aplicables  al  caso. 

Sin  ningún  otro  razonamiento  se  con- 
cluirá para  sentencia. 

Art.  443.  Luego  que  transcurra  el  tér- 
mino concedido  para  el  escrito  de  conclu- 
sión, se  recogerán  los  autos,  con  escrito  ó 
sin  él,  de  la  parte  que  los  tenga  en  su  po- 
der, asi  que  lo  pida  la  contraria,  y  se  les 
dará  el  curso  que  corresponda. 

Art.  444.  Devueltos  los  autos  por  el  de- 
mandado, ó  recogidos  de  su  poder  en  vir- 
tud de  apremio,  dictará  el  Juez  providen- 
cia teniéndolos  por  conclusos,  y  trayéndo- 


los  á  la  vista,  mandará  citar  á  las  partes 
para  sentencia. 

Art.  445.  El  Juez  dictará  la  sentencia 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la  ci- 
tación. 

Art.  446.  Si  en  tiempo  y  forma  se  in- 
terpusiere apelación  de  la  sentencia  defini- 
tiva, el  Juez,  sin  sustanciación  alguna,  la 
admitirá  en  ambos  efectos,  y  mandará  re- 
mitir los  autos  al  Tribunal  Superior,  con 
señalamiento  del  término  para  la  mejora. 

CAPÍTULO  III 

DEL   JUICIO    DE    MENOR    CUANTÍA 

Art.  447.  El  juicio  de  menor  cuantía  se 
acomodará  á  las  reglas  establecidas  para 
el  ordinario  de  mayor  cuantía,  en  cuanto  á 
ello  no  se  oponga  la  tramitación  especial 
que  se  ordena  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  448.  Presentada  la  demanda  con 
los  documentos  que  habrán  de  acompañar- 
la, se  dará  traslado  al  demandado  para 
que  la  conteste  dentro  de  tres  días. 

Art.  449.  Si  creyese  el  demandado  que 
no  procede  el  juicio  de  menor  cuantía,  po- 
drá hacer  uso  del  recurso  que  le  concede 
el  art.  272,  dentro  del  término  para  con- 
testar la  demanda. 

Art.  450.  El  demandado  propondrá  en 
la  contestación  todas  las  excepciones  que 
tenga  en  su  favor,  así  dilatorias  como  pe- 
rentorias, y  el  Juez  resolverá  sobre  todas 
en  la  sentencia,  absteniéndose  de  hacerlo 
en  cuanto  al  fondo  del  pleito,  si  estimare 
procedente  alguna  de  las  dilatorias  que  lo 
impida. 

Sólo  de  las  excepciones  de  incompeten- 
cia y  litispendencia  se  conocerá  en  inci- 
dente previo;  pudiendo  otorgarse  el  recur- 
so de  apelación  en  ambos  efectos  si  se 
admitieren,  y  en  uno  sólo  si  se  denegaren. 

Art.  451.  Si  el  demandado  formulare 
reconvención,  se  dará  traslado  al  actor 
para  que  la  conteste  dentro  de  tres  días, 
limitándose  á  lo  que  sea  objeto  de  la 
misma. 

Art.  452.  Si  la  reconvención  versare 
sobre  cosa  que  deba  ventilarse  en  juicio  de 
mayor  cuantía,  el  Juez  declarará  de  plano, 
y  sin  ulterior  recurso,  no  haber  lugar  á  su 
admisión,  sin  perjuicio  del  derecho  del 
demandado,  que  ¡jodrá  ejercitar  en  el  jui- 
cio correspondiente. 

Art.  453.  Si  las  partes  estuvieren  con- 
formes en  los  hechos,  y  por  no  haberse 
alegado  otros  en  contra,  la  cuestión  queda- 
re reducida  á  un  punto  de  derecho,  el  Juez, 
dentro  del  tercero  día,  después  de  presen- 
tar la  contestación,  las  citará  para  senten- 
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cia,  la  que  dictará  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes. 

Art.  454.  Si  las  partes  no  estuvieren 
conformes  en  los  hechos,  ó  estándolo  .se 
hubieren  alegado  otros  por  el  demandado, 
el  Juez  recibirá  el  pleito  á  prueba,  previ- 
niéndoles que  en  el  término  de  cinco  días 
proponga  cada  una  toda  la  que  le  interese. 

Pasado  dicho  término,  no  se  podrá  pro- 
poner prueba  ni  adicionar  la  propuesta. 

Art.  455.  Exceptúanse  de  esta  prohibi- 
ción los  documentos  comprendidos  en  al- 
guno de  los  casos  del  art.  285. 

La  presentación  de  tales  documentos 
podrá  hacerse  en  primera  y  segunda  ins- 
tancia hasta  la  citación  para  sentencia. 

Art.  456.  Transcurridos  los  cinco  días 
sin  que  ninguní  de  las  partes  haya  pro- 
puesto prueba,  el  Juez  citará  para  senten- 
cia, de  conformidad  con  el  art.  453. 

Art.  457.  Si  ambas  partes  ó  alguna  de 
ellas  hubiere  propuesto  prueba,  señalará 
el  Juez  el  término  dentro  del  cual  haya  de 
practicarse. 

Este  término  será  de  diez  días. 

Art.  458.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  si  alguna  de  las  dili- 
gencias propuestas  hubiere  de  practicarse 
en  lugar  distinto  del  en  que  se  siga  el  jui- 
cio, el  Juez,  teniendo  en  consideración  la 
distancia  y  los  medios  de  comunicación, 
podrá  ampliar  el  término  por  los  días  in- 
dispensables, cuando  estime  que  no  es  po- 
sible practicar  la  diligencia  dentro  del  or- 
dinario, sin  que  pueda  exceder  de  diez  días 
dicha  ampliación. 

En  este  caso,  las  demás  diligencias  de 
prueba  han  de  tener  lugar  precisamente 
dentro  del  término  fijado  en  el  articulo 
anterior. 

Art.  459.  También  podrá  otorgarse  el 
término  extraordinario  de  prueba  en  los 
casos  y  coa  los  requisitos  que  determinan 
los  arts.  321  y  326. 

Art.  460.  La  prórroga  del  término  pro- 
batorio para  la  comprobación  de  las  tachas 
á  que  se  refiere  el  art.  438,  se  reducirá  á 
cinco  días. 

Art.  461.  Los  traslados  para  conclusio- 
nes deberán  evacuarse  en  el  término  de 
tres  días,  y  el  Juez  dictará  sentencia  den- 
tro de  los  cinco  días  siguientes  al  de  la  ci- 
tación. 

Art.  462.  Las  sentencias  que  recayeren 
en  los  juicios  de  menor  cuantía  serán  ape- 
lables en  ambos  efectos. 

Art.  463.  Si  durante  la  sustanciación 
de  estos  juicios  se  interpusiere  alguna  ape- 
lación, el  Juez  la  tendrá  por  interpuesta 
para  su  tiempo,  sin  que  se  interrumpa  por 
ello  el  cur.so  del  juicio. 


En  este  caso  deberá  reproducir.se  dicha 
apelación  al  apelar  de  la  sentencia  defini- 
tiva, y  con  la  de  ésta  será  admitida  en  am- 
bos efectos. 

En  el  mismo  escrito  de  apelación  deberá 
interponerse  también,  en  su  caso,  el  recur- 
so de  nulidad  de  que  trata  el  art.  275,  y 
.será  admitido  con  aquélla  para  ante  el  Su- 
perior respectivo,  si  se  hubiere  preparado 
oportunamente. 

Art.  464.  Personado  el  apelante  dentro 
del  término  del  emplazamiento  para  la  rae- 
jora,  se  le  conferirá  traslado  de  los  autos, 
por  tres  días,  para  que  presente  su  escrito 
de  expresión  de  agravios,  enumerando  con 
la  concisión  posible  los  puntos  de  hecho  y 
de  derecho  que  los  motiven. 

Art.  465.  Del  escrito  de  agravios  y  de 
los  antecedentes  se  dará  traslado  jjor  tres 
días  al  apelado,  y  en  este  término  podrá 
adherirse  á  la  apelación  sobre  los  puntos 
en  que  crea  perjudicial  la  sentencia. 

En  el  caso  de  adhesión  á  la  apelación, 
se  conferirá  otro  traslado  por  tres  días  al 
apelante. 

Art.  466.  En  los  escritos  de  expresión 
y  contestación  de  agravios  podrá  pedir 
cualquiera  de  las  partes  que  se  reciba  el 
juicio  á  prueba,  si  concurriese  alguno  de 
los  casos  en  que  lo  permite  al  articulo  574, 
proponiendo  la  que  haya  de  practicarse. 

El  Superior  resolverá  de  plano  lo  que 
estime  procedente.  Si  otorgare  el  recioi- 
miento  á  prueba,  señalará  el  término  de 
diez  días,  siendo  aplicable  lo  dispuesto  en 
los  arts.  458  y  459. 

Art.  467.  Concluido  el  término  de  prue- 
ba ó  practicada  toda  la  propuesta,  se  or- 
denará de  oficio  su  unión  á  los  autos,  y  se 
conferirá  traslado  á  las  partes  por  tres  días, 
para  que  presenten  sus  conclusiones. 

Art.  468.  No  habiéndose  dado  lugar  á 
la  prueba,  ó  presentadas  las  conclusiones,  ó 
habiéndose  tenido  éstas  por  evacuadas,  se 
citarán  á  las  partes  para  sentencia,  la  que 
se  pronunciará  en  el  término  de  cinco  días. 

La  sentencia  confirmatoria  ó  que  agra- 
ve la  de  primera  instancia,  deberá  conte- 
ner condena  de  costas  al  apelante. 

Art.  469.  Si  no  se  personare  el  apelan- 
te dentro  del  término  del  emplazamiento, 
el  Superior  declarará  de  oficio  la  deserción 
del  recurso,  ordenando  la  devolución  de 
los  autos  al  Juez  de  primera  instancia  para 
que  se  lleve  á  efecto  la  sentencia,  y  se  con- 
denará en  costas  al  recurrente,  si  se  per- 
sonare el  apelado. 

Art.  470.  La  falta  de  personamiento  del 
apelado  ante  el  Superior,  no  será  obstácu- 
lo para  que  continúe  en  su  rebeldía  la  sus- 
tanciación de  la  instancia. 


HONDURAS.    CÓDIGO   DE   PROCEDIMIENTOS 


469 


Art.  471.  Confirmada  ó  revocada  la 
sentencia  apelada,  se  devolverán  los  autos 
al  Juez  de  primera  instancia,  con  certifi- 
cación de  ella  y  de  la  tasación  de  costas  si 
hubiere  habido  condena,  para  su  ejecución 
y  cumplimiento. 

Art.  472.  Reciljidos  los  autos  en  el  Juz- 
gado de  ]¡)rimera  instancia,  se  procederá 
en  los  términos  prevenidos  en  el  Titulo  de 
la  ejecución  de  las  sentencias. 

CAPITULO  IV 

DE  LCS  JUICIOS  VERBALES 

Art.  473.  Los  Jueces  de  Paz  son  los  úni- 
cos competentes  para  conocer  en  juicio 
verbal  de  toda  demanda  cuyo  interés  no 
exceda  de  treinta  pesos,  aunque  se  funde 
en  documento  que  tenga  fuerza  ejecutiva. 

Art.  474.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior: 

I.*'  Las  demandas  de  tercería  y  demás 
que  sean  incidentales  de  otro  juicio,  en  cu- 
yo cas )  se  practicai^á  lo  prevenido  en  el 
artículo  269. 

2.°  Las  que  se  deduzcan  por  reconven- 
ción en  los  juicios  de  mayor  y  de  menor 
cuantía,  las  cuales  se  ventilarán  y  decidi- 
rán conforme  á  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 312  y  450. 

Art.  475.     Cuando  el  Juez  de  Paz  estime 

3ue  es  incompetente  para  conocer  de  la 
emanda  por  razón  de  la  materia  ó  de  la 
cuantía  litigiosa,  lo  declarará  así,  previ- 
niendo al  demandante  que  haga  uso  de  su 
derecho  ante  quien   y  como  corresponda. 

Esla  resolución  será  apelable  en  ambos 
efectos  para  ante  el  respectivo  Juez  de 
Letras. 

Art.  476.  La  demanda  se  interpondrá 
verbalmente  y  se  consignará  en  una  acta 
extendida  en  el  papel  que  corresponda,  cu- 
ya acta  contendrá: 

1.°  La  fecha  y  el  Juzgado  en  que  se  ex- 
tienda. 

2.°  El  nombi'e,  apellido,  profesión  ú 
oficio  y  domicilio  del  demandante  y  de- 
mandado. 

3."     La  pretensión  que  se  deduce. 

4.°  Las  firmas  del  Juez,  del  demandan- 
te y  del  Secretario  ó  testigos. 

Art.  477.  En  la  misma  acta,  ó  en  pro- 
videncia separada,  que  dic^tará  el  Juez  den- 
tro de  tercero  día,  .se  convoctará  á  las  par- 
tes á  una  comparecencia,  señalando  día  y 
hora  al  efecto,  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  art.  480. 

Art.  478.  La  citación  del  demandado 
para  la  comparecencia  se  liará  por  el  Se- 
cretario ó  Receptor  del  Juzgado,  notificán- 


dole la  demanda  y  la  providencia  respecti- 
va, con  la  prevención  de  que  se  seguirá  el 
juicio  en  su  rebeldía  si  no  compareciere. 

Art.  479.  Cuando  el  demandado  resi- 
diere en  otro  término  municipal,  se  dirigi- 
rá exhorto  al  Juez  de  Paz  del  punto  en  que 
se  hallare,  para  que  la  citación  tenga 
efecto. 

El  exhorto  se  cumplimentará  y  devolve- 
rá sin  dilación. 

Art.  480.  Entre  la  citación  y  la  cele- 
bración de  la  comparecencia,  deberá  me- 
diar un  término  que  no  baje  de  tres  ni  ex- 
ceda de  seis  días. 

Cuando  el  demandado  no  residiere  en  el 
lugar  del  juicio,  se  aumentará  el  término 
con  un  día  más  por  cada  veinte  kilóme- 
tros de  distancia. 

Art.  481.  Si  no  compareciere  el  deman- 
dante en  el  día  y  hora  señalados,  se  le  ten- 
drá por  desistido  de  la  celebración  del  jui- 
cio, condenándole  en  las  costas,  y  á  que 
indemnice  al  demandado  que  hubiere  com- 
parecido los  perjuicios  que  le  haya  ocasio- 
nado. 

En  el  acta  que  se  extenderá,  el  Juez, 
oyendo  al  demandado,  fijará  prudencial- 
mente  y  sin  ulterior  recurso  el  importe  de 
dichos  perjuicios,  sin  que  puedan  exceder 
de  diez  pesos,  á  no  ser  que  aquél  los  renun- 
ciare. No  renunciándolos,  se  exigirán  con 
las  costas  por  la  vía  de  apremio. 

Art.  482.  No  compareciendo  el  deman- 
dado, se  continuará  el  juicio  en  su  rebel- 
día sin  volver  á  citarlo. 

Art.  483.  La  comparecencia  se  celebra- 
rá ante  el  Juez  y  el  Secretario  ó  testigos 
de  asistencia  en  el  día  señalado. 

En  ella  expondrán  las  partes  por  su  or- 
den lo  que  pretendan  y  á  su  derecho  con- 
duzca, y  después  se  admitirán  las  pruebas 
pertinentes  que  presentaren,  uniéndose  á 
los  autos  los  documentos. 

A  esta  comparecencia  podrá  concurrir, 
acompañando  á  los  interesados  y  para  ha- 
blar en  su  nombre,  la  persona  que  elijan. 

De  su  resultado  se  extenderá  la  oportuna 
acta,  que  firmarán  todos  los  concurrentes  y 
los  (jue  hubieren  declarado  como  testigos. 

Art.  4S4.  Celebrada  la  comparecencia, 
el  Juez,á  continuación  del  acta  dictará  sen- 
tencia definitiva  en  el  mismo  día  O  en  los 
tres  siguientes. 

Si  el  demandado  huljierc  deducido  re- 
convención por  cantidad  mayor  de  treinta 
pesos,  el  Juez  en  la  misma  sentencia  hará 
la  reserva  de  derechos  que  previene  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales. 

Art.  485.  Esta  sentencia  es  apelable  en 
ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de  Letra.s 
respectivo. 
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La  apelación  podrá  interponerse  en  el 
acto  de  la  notiticación  de  la  sentencia,  en 
cuyo  caso  el  Secretario  lo  consignará  en  la 
diligencia,  ó  dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes por  comparecencia  ante  el  Juez  de  Paz. 

Art.  4«6.  Admitida  la  apelación  se  re- 
mitirán los  autos  al  Juzgado  de  Letras, 
emplazando  á  las  partes  por  el  término  de 
tres  días  para  que  comparezcan,  si  les  con- 
viniere, á  usar  de  su  derecho. 

Este  término  se  aumentará  con  un  día 
más  por  cada  veinte  kilómetros  de  distan- 
cia cuando  el  Juzgado  de  Letras  se  encon- 
trare en  distinta  población. 

Art.  487.  No  compareciendo  el  apelan- 
te dentro  de  dicho  término,  se  declarará 
desierto  el  recurso,  con  costas,  mandándo- 
se de  oñcio  devolver  los  autos  al  Juzgado 
de  Paz  para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Art.  488.  Si  se  presentare  en  tiempo  el 
apelante,  lo  cual  se  hará  constar  por  dili- 
gencia, acordará  el  Juez  de  Letras  la  con- 
vocación de  las  partes  á  una  comparecen- 
cia en  el  día  y  hora  que  señalará,  prece- 
diéndose con  sujeción  á  las  reglas  antes 
establecidas. 

Si  no  iiubiese  comparecido  el  apelado,  se 
le  citará  por  cédula  en  la  tabla  de  avisos. 

Art.  489.  Extendida  el  acta  de  la  com- 
parecencia ó  diligencia  de  no  haberse  pre- 
sentado las  partes,  en  el  mismo  día  ó  en 
los  tres  siguientes,  dictará  el  Juez  senten- 
cia detinitiva,  contirmando  ó  revocando 
la  apelada,  con  imposición  de  las  costas  al 
apelante  en  el  primer  caso,  ó  haciendo,  si 
corresponde,  la  declaración  de  nulidad 
que  previene  el  artículo  276. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  recurso 
alguno. 

Art.  490.  Dictada  la  sentencia  se  de- 
volverán los  autos  al  Juzgado  de  Paz  den- 
tro de  segundo  día,  con  testimonio  de  ella 
para  su  ejecución. 

Art.  491.  Recibido  el  testimonio  con 
los  autos  en  el  Juzgado  de  Paz,  se  proce- 
derá por  los  trámites  prevenidos  para  la 
ejecución  de  las  sentencias,  pero  reducien- 
do los  términos  de  modo  que  en  ningún 
caso  excedan  de  la  mitad  del  tiempo  de 
los  de  allí  establecidos. 

Art.  492.  Si  en  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia se  entablare  alguna  tercería  de  do- 
minio, ó  de  igual  ó  mejor  derecho  sobre  los 
bienes  embargados,  la  decidirá  el  mismo 
Juez  de  Paz  por  los  trámites  anteriormente 
establecidos  para  el  juicio  verbal,  cuando 
el  valor  de  lo  reclamado  no  exceda  de 
^   treinta  pesos. 

Si  excediere  de  esa  cuantía,  se  ventilará 
la  demanda  por  los  trámites  del  juicio  de- 
clarativo que  corresponda. 


En  este  caso  se  suspenderá  la  ejecución 
hasta  que  recaiga  sentencia  en  el  juicio  de 
tercería,  si  ésta  fuere  de  dominio;  y  si  fue- 
re de  igual  ó  mejor  derecho,  se  depositará 
el  importe  de  los  bienes,  si  se  vendieren. 

Art.  493.  Cuando  en  estos  juicios  soli- 
cite la  defensa  por  pobre  alguno  de  los  li- 
tigantes, conocerá  de  este  incidente  el 
mismo  Juez  de  Paz,  por  los  trámites  del 
juicio  verbal,  dando  audiencia  al  Síndico 
de  la  Municipalidad,  que  áeste  fín  será  ci- 
tado para  la  comparecencia,  y  sujetándose 
para  instruir  y  fallar  el  incidente  á  las 
reglas  establecidas  en  los  arts.  13  y  siguien- 
tes. 

Art.  494.  Los  Jueces  de  Paz  reunirán 
todas  las  actuaciones  de  cada  juicio  y  las 
coleccionará  á  ñn  de  año,  formando  con 
ellas  los  tomos  necesarios,  que,  después  de 
convenientemente  encuadernados,  se  con- 
servarán en  el  archivo  del  mismo  Juzgado. 

TITULO  III 
De  los  incidentes. 

Art.  495.  Las  cue-tiones  incidentales 
de  previo  y  especial  pronunciamiento  que 
se  promuevan  en  toda  clase  de  juicios,  con 
exclusión  de  los  verbales,  y  no  tengan  se- 
ñalada en  este  Código  tramitación  especial 
se  ventilarán  por  los  trámites  que  se  esta- 
blecen en  el  presente  título. 

Art.  496.  Dichas  cuestiones,  para  que 
puedan  ser  calificadas  de  incidentes,  de- 
berán tener  relación  inmediata  con  el 
asunto  principal  que  sea  objeto  del  pleito 
en  que  se  promuevan,  ó  con  la  validez  del 
procedimiento,  y  deberán  proponerse  en 
el  primer  escrito  que  presente  la  parte, 
cuando  la  causa  en  que  se  funde  fuere  an- 
terior al  pleito  y  tenga  conocimiento  de 
ella. 

Cuando  la  causa  fuere  posterior,  ó  aun- 
que anterior  no  hubiere  tenido  conoci- 
miento de  ella  la  parte,  deberá  proponer 
los  incidentes  tan  luego  como  lleguen  á  su 
noticia:  y  no  justificándose  este  extremo, 
serán  desestimados. 

Art.  497.  Los  Jueces  repelerán  de  ofi- 
cio los  incidentes  que  no  se  hallen  en  nin- 
guno de  los  casos  del  artículo  que  precede, 
sin  perjuicio  del  derecho  de  las  partes  que 
los  hayan  promovido  para  deducir  la  mis- 
ma pretensión  en  la  forma  correspon- 
diente. 

Contra  dicha  providencia  procederá  el 
recurso  de  reposición;  y  si  no  se  estimare, 
el  de  apelación  en  un  solo  efecto.  . 

Art.  498.  Los  incidentes  que  por  exi- 
gir un  pronunciamiento  previo  sirvan  de 
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obstáculo  á  la  continuación  del  juicio,  se 
sustanciarán  en  la  misma  pieza  de  autos, 
quedando  mientras  tanto  en  suspenso  el 
curso  de  la  demanda  principal. 

Art.  499.  Además  de  los  determinados 
expresamente  en  este  Código,  se  conside- 
rarán en  el  caso  del  articulo  anterior  los 
incidentes  que  se  refieran: 

1.°  A  la  nulidad  de  actuaciones  ó  de 
alguna  providencia. 

2."  A  la  personalidad  de  cualquiera  de 
los  litigantes  ó  de  su  procurador,  por  he- 
chos ocurridos  después  de  contestada  la 
demanda. 

3."  A  cualquiera  otro  incidente  que 
ocurra  durante  el  juicio,  y  sin  cuya  pre- 
via resolución  fuei-e  absolutamente  imposi- 
ble, de  hecho  ó  de  derecho,  la  continuación 
de  la  demanda  principal. 

Art.  500.  Los  incidentes  que  no  opon- 
gan obstáculo  al  .seguimiento  de  la  deman- 
da principal,  se  sustanciarán  en  pieza  se- 
parada, sin  suspender  el  curso  de  aquélla. 

Se  hará  constar  en  los  autos  principales 
la  formación  de  la  pieza  separada,  y  en 
ésta,  que  los  litigantes  tienen  acreditada  su 
representación. 

Art.  501.  Promovido  el  incidente,  y 
formada  en  su  caso  la  pieza  separada,  se 
dará  traslado  á  la  parte  contraria  por  el 
término  de  tres  días,  para  que  conteste 
concretamente  sobre  la  cuestión  incidental. 

Si  fuesen  varias  las  partes  litigantes,  se 
concederá  dicho  término  á  cada  una  de 
ellas  por  su  orden. 

Art.  502.  En  el  escrito  promoviendo  el 
incidente,  y  en  el  de  contestación,  deberán 
las  partes  .solicitar  que  se  reciba  á  prueba, 
si  la  estiman  necesaria. 

Art.  503.  Si  nin"-una  de  las  partes  hu- 
biere pedido  el  recibimiento  á  prueba,  el 
Juez,  sin  más  trámites,  citará  para  senten- 
cia. 

Art.  504.  Se  recudirá  á  prueba  el  inci- 
dente: 

1.°  Cuando  lo  hubieren  solicitado  todos 
los  litigantes. 

2.°  Cuando  habiéndolo  pedido  una  sola 
parte,  el  Juez  lo  estime  procedente. 

Art.  505.  El  término  de  prueba  en  los 
incidentes  será  de  diez  días. 

Este  término  .será  común  para  proponer 
y  ejecutar  la  prueba,  observándose  en  lo 
demás  las  disposiciones  del  juicio  ordina- 
rio que  á  ella  .se  refieren. 

Art.  506.  Sólo  podrá  otorgarse  el  tér- 
mino extraordinario  de  prueba  en  los  inci- 
dentes que  .se  sustancien  en  pieza  separa- 
da, y  en  los  del  número  2°  del  art.  499. 

Art.  507.  Transcurrido  el  término  de 
prueba,  sin  necesidad  de  que  lo  soliciten 


los  interesados,  mandará  el  Juez  que  se 
unan  á  los  autos  las  pruebas  practicadas, 
y  citará  para  sentencia. 

Art.  508.  El  Juez  dictará  sentencia 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
citación. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  509.  Las  disposiciones  que  prece- 
den serán  aplicables  á  los  incidentes  que 
se  promuevan  durante  la  segunda  instan- 
cia y  en  los  recursos  de  casación. 

De  la  sentencia  que  en  ellos  recaiga  po- 
drá pedirse  reposición . 

Art.  510.  Contra  las  sentencias  que  se 
dicten  en  segunda  instancia,  en  el  recurso 
de  reposición,  sólo  se  dará  el  de  casación 
en  su  caso. 

Contra  las  que  se  dicten  en  casación  no 
se  dará  recurso  alguno. 

TÍTULO  VI 

De  los  juicios  de  arbitros  y  de  ami- 
gables componedores. 

Art.  511.  Toda  contestación  entre  par- 
tes, antes  ó  después  de  deducida  en  juicio, 
y  cualquiera  que  sea  su  estado,  puede  so- 
meterse al  juicio  arbitral  ó  al  de  amiga- 
bles componedores,  por  voluntad  de  todos 
los  interesados,  si  tienen  aptitud  legal  para 
contraer  este  compromiso. 

No  pueden  someterse  á  la  decisión  de 
arbitros  ni  á  la  de  amigables  componedo- 
res, las  cuestiones  en  que  debe  intervenir 
el  Ministerio  Fiscal,  salvólos  casos  en  que 
la  ley  lo  establezca  expresamente. 

CAPITULO    PRIMERO 

DEL   JUICIO    DE   ARBITROS. 

Art.  512.  El  nombramiento  de  arbitros 
de  derecho  habrá  de  recaer  precisamente 
en  Abogados,  ó  en  Doctores  ó  Licenciados 
en  Derecho  Civil,  que  estén  en  el  pleno 
ejercicio  de  los  derechos  civiles. 

Art.  513.  El  número  de  Jueces  arbitros 
será  siempre  impar. 

Si  las  partes  convinieren  en  que  sea 
uno  solo,  deberán  elegirlo  de  común 
acuerdo. 

Este  mismo  acuerdo  deberá  mediar  pa- 
ra la  elección  de  todos,  ó  por  lo  menos  del 
tercero,  si  convinieren  en  que  sean  tres, 
de  cuyo  número  no  podrá  pasarse. 

Art.  514.  El  compromiso  habrá  de  for- 
malizarse necesariamente  en  escritura  pú- 
blica, y  será  nulo  en  cualquiera  otra  for- 
ma en  que  se  contrajere. 
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Se  exceptúa  únicamente  el  nombra- 
miento de  arbitros  hecho  por  el  Juez  ó  con 
su  intervención. 

Art.  515.  La  escritura  de  compromiso 
habrá  de  contener  precisamente,  bajo  pe- 
na de  nulidad: 

1.°  Los  nombres,  profesión  y  domici- 
lios de  los  que  la  otorgan. 

2°  Los  nombres,  profesión  y  domici- 
lios délos  arbitros. 

3.°  El  negocio  que  se  someta  al  fallo 
arbitral,  con  expresión  de  sus  circunstan- 
cias. 

4.*'  El  plazo  en  que  los  arbitros  hayan 
de  pronunciar  la  sentencia. 

5."  La  estipulación  de  una  multa,  que 
deberá  pagar  la  parte  que  deje  de  cumplir 
los  actos  indispensables  para  la  realizasión 
del  compromiso. 

6.°  La  designación  del  lugar  en  que 
habrá  de  seguirse  el  juicio. 

7.°  La  fecha  en  que  se  otorgare  el 
compromiso. 

Art.  516.  Otorgada  la  escritura,  el  No- 
tario autorizante,  ú  otro  que  dé  fe  del  ac- 
to, la  presentará  á  los  arbitros  para  su 
aceptación. 

De  la  aceptación  ó  de  la  negativa  se  ex- 
tenderá á  continuación  diligencia,  que  fir- 
marán los  arbitros  con  el  Notario. 

Art.  517.  Si  alguno  de  los  arbitros  no 
aceptire,  ó  no  reuniere  las  circunstan- 
cias exigidas  por  el  articulo  512,  se  proce- 
derá á  su  reemplazo  en  la  forma  preveni- 
da para  su  nombramiento. 

Cuand(  las  partes  no  se  pongan  de  acuer- 
do para  dicho  nombramiento,  quedará  sin 
efecto  el  compromiso. 

Lo  mismo  se  entenderá  en  el  caso  de 
que  una  parte  no  se  preste  á  realizar  el 
nombramiento  después  de  tres  días  de  ha- 
ber sido  requerida  para  ello  por  Notario, 
á  instancia  de  la  otra.  En  este  caso  aque- 
lla pagará  á  ésta  la  multa  estipulada,  con- 
forme á  lo  prevenido  en  el  número  5.°  del 
articulo  515. 

Art.  518.  La  aceptación  de  los  arbitros 
dará  derecho  á  cada  una  de  las  partes  pa- 
ra compelerlos  á  que  cumplan  con  su  en- 
cargo, bajo  la  pena  de  responder  de  los 
daños  y  perjuicios. 

Art.  519.  En  el  caso  del  articulo  ante- 
rior, el  Juez  de  Letras  del  territorio  en 
que  se  siga  ó  deba  seguirse  el  juicio  arbi- 
tral, y  en  su  defecto  el  del  lugar  donde 
resida  cualquiera  de  los  arbitros,  preven- 
drá á  éstos,  á  instancia  de  parte  legitima, 
que  procedan  sin  dilación  al  cumplimiento 
ae  su  encargo,  bajo  apercibimiento  de  res- 
ponder de  los  daños  y  perjuicios. 

Si  se  oponen  los  arbitros,  ó  alegan  al- 


guna excusa,  se  sustanciará  la  oposición 
por  los  trámites  y  con  los  recursos  esta- 
blecidos para  los  incidentes,  quedando 
mientras  tanto  en  suspenso  el  término  del 
compromiso. 

Desestimada  la  oposición  ó  consentida 
aquella  providencia,  la  parte  perjudicada 
podrá  entablar  la  demanda  de  daños  y 
perjuicios  contra  el  arbitro  ó  los  arbitros 
que  los  hayan  causado,  la  cual  se  sustan- 
ciará en  el  Juzgado  de  Letras  por  los  trá- 
mites del  juicio  declarativo  que  corres- 
ponda. 

Art.  520.  Los  arbitros  sólo  son  recusa- 
bles por  causa  que  haya  sobrevenido  des- 
pués del  compromiso,  ó  que  se  ignorara  al 
celebrarlo. 

Art.  521.  Los  arbitros  podrán  ser  re- 
cusados por  las  mismas  causas  que  los  de- 
más Jueces. 

La  recusación  debe  hacerse  ante  ellos 
mismos. 

Si  no  accedieren,  la  parte  que  la  haya 
propuesto  podrá  repetirla  ante  el.  Juez  de 
Letras  del  territorio  en  que  resida  el  arbi- 
tro recusado,  ó  cualquiera  de  ellos  si  fuere 
recusado  más  de  uno. 

Mientras  se  sustancia  el  incident»  de 
recusación  ante  el  Juez  de  Letras,  quedará 
en  suspenso  el  juicio  arbitral,  debiendo 
continuar  después  que  sobre  la  recusación 
haya  recaído  ejecutoria. 

Art.  522.  Él  compromiso  cesará  en  sus 
efectos: 

1.°  Por  la  voluntad  unánime  de  los  que 
le  contrajeron. 

2.°  Por  el  transcurso  del  término  seña- 
lado en  el  compromiso  y  de  la  prórroga  en 
su  caso,  sin  haberse  pronunciado  sentencia. 

Si  esto  sucede  por  culpa  de  los  arbitros, 
quedarán  obligados  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios. 

Art.  523.  Si  fallecieren  los  arbitros  ó 
alguno  de  ellos,  los  interesados  se  pondrán 
de  acuerdo  para  reemplazarlos  en  la  for- 
ma designada  para  su  nombramiento,  á  no 
ser  que  convengan  en  que  dicten  el  fallo 
los  que  queden. 

El  juicio,  entretanto,  quedará  en  sus- 
penso para  continuarlo  después,  en  el  es- 
tado en  que  se  hallare. 

Lo  que  resuelvan  los  interesados  se  con- 
signará en  escritura  pública;  y  si  no  se 
ponen  de  acuerdo,  quedará  sin  efecto  el 
compromiso. 

Art.  524.  El  término  señalado  en  el 
compromiso  para  i)ronunciar  sentencia, 
empezará  á  correr  desde  el  dia  siguiente 
al  ae  la  última  aceptación  de  los  arbitros, 
á  no  .ser  que  los  interesados  hubieren  fija- 
do el  dia  en  la  escritura. 
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Art.  525.  Podrán  los  interesados  de 
común  acuerdo  prorrogar  dicho  término, 
consignándolo  en  escritura  pública  adicio- 
nal á  la  de  compromiso. 

También  podrán  prorrogarlo  los  arbi- 
tros, cuando  expresamente  se  les  haya 
concedido  esta  facultad  en  la  escritura; 
pero  en  este  caso  no  podrá  exceder  la  pró- 
rroga de  la  mitad  del  término  señalado  en 
el  compromiso,  y  habrá  de  tomarse  el 
acuerdo  por  unanimidad  de  votos. 

Art.  526.  Las  actuaciones  del  juicio  ar- 
bitral se  verificarán  por  ante  Notario,  ele- 
gido por  los  arbitros,  si  no  lo  hubieren 
designado  los  interesados  de  común  acuer- 
do, ó  ante  dos  testigos  de  asistencia. 

Art.  527.  Los  arbitros  señalarán  á  los 
interesados  un  plazo,  que  no  podrá  exce- 
der de  la  cuarta  parte  del  fijado  en  la  es- 
critura, para  formular  sus  pretensiones  y 
presentar  los  documentos  en  que  las  apo- 
yen. 

Si  alguno  de  los  interesados  no  lo  hicie- 
re, continuará  el  juicio  en  su  rebeldía,  sin 
perjuicio  de  exigirle  la  multa  estipulada 
por  haber  dejado  de  cumplir  con  los  actos 
indispensables  para  la  realización  del  com- 
promiso. 

En  cualquier  estado  del  juicio  en  que 
comparezca  el  rebelde,  será  oido,  pero  sin 
que,  en  ningún  caso,  pueda  retroceder  la 
sustanciación. 

Art.  528.  Las  pretensiones  y  documen- 
tos que  se  presentaren,  se  comunicarán 
mutuamente  á  las  partes  en  traslado,  con- 
cediéndoles para  impugnarlas  un  término 
que  no  podrá  exceder  de  la  cuarta  parte 
del  .señalado  en  el  articulo  anterior  para 
formularlas. 

Art.  529.  Dentro  de  dicho  término,  ca- 
da interesado  podrá  impugnar  las  preten- 
siones del  contrario,  y  presentar  los  docu- 
mentos que  creyere  necesarios  al  efecto. 

En  estos  escritos  manifestarán  si  esti- 
man ó  no  necesario  el  recibimiento  á 
prueba. 

Art.  530.  Luego  que  transcurran  los 
términos  concedidos  para  formular  las 
pretensiones  é  impugnarlas,  los  arbitros 
recibirán  (d  pleito  á  prueba  si  lo  hubieren 
solicitado  amljas  partes,  ó  si  no  huljiere 
conformidad  entre  ellas  sobre  heclios  de 
directa  v  conocida  influencia  en  las  cues- 
tiones objeto  del  pleito. 

Art.  531.  Aunque  ninguna  de  las  par- 
tes hubiere  pedido  el  recibimiento  á  prue- 
ba, los  arbitros  podrán  acordarlo,  deter- 
minando los  iicchos  á  que  deba  contraerse. 

En  este  caso,  la  prueba  no  podrá  am- 
pliarse á  ningún  otro  punto. 

Art.  532.     El  término  de  prueba  no  po- 
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drá  exceder  de  la  cuarta  parte  del  seña- 
lado;en  el  compromiso. 

Será  común  para  proponerla  y  practi- 
carla, y  dentro  de  él  habrá  de  hacerse 
también  la  prueba  de  tachas  en  su  caso. 

Art.  533.  Son  admisibles  en  el  juicio 
arbitral  los  mismos  medios  de  prueba  que 
en  el  ordinario  de  mayor  cuantía,  y  las 
diligencias  que  se  propongan  se  practica- 
rán con  igual  solemnidad  y  en  la  misma 
forma. 

Se  permitirá  á  los  interesados  sacar  co 
pias  ó  notas  de  las  pruebas  que  se  ejecu- 
ten. 

Art.  534.  Para  las  diligencias  de  prue- 
ba que  no  puedan  practicar  por  sí  mismos 
los  arbitros,  impetrarán  el  auxilio  del  Juez 
de  Letras,  el  cual  expedirá  los  manda- 
mientos, exhortos  y  demás  despachos  que 
sean  necesarios. 

Art.  535.  Concluido  el  término  de  prue- 
ba, y  unidas  á  los  autos  las  que  se  hubie- 
sen practicado,  los  arbitros  citarán  á  las 
partes  para  sentencia. 

Antes  de  pronunciarla  podrán  oir  a  las 
partes  ó  á  sus  letrados,  si  lo  creen  necesa- 
rio, ó  aquellos  lo  solicitan,  señalando  día 
para  la  vista. 

Art.  536.  Los  arbitros,  antes  de  pro- 
nunciar su  fallo,  podrán  acordar,  para 
mejor  proveer,  la  práctica  de  cualquiera 
de  las  diligencias  expresadas  en  el  artícu- 
lo 19L 

Art.  537.  Los  arbitros  pronunciarán  su 
fallo  sobre  todos  los  puntos  sujetos  a  su 
decisión,  dentro  del  plazo  que  reste  por 
correr  del  señalado  en  el  compromiso,  ó 
de  su  prórroga,  si  se  hubiere  otorgado. 

Art.  538.  La  sentencia  arbitral  deberá 
ser  conforme  á  derecho  y  á  lo  alegado  y 
probado,  y  se  dictará  en  la  forma  y  con  las 
solemnidades  prevenidas  para  las  de  los 
juicios  ordinarios. 

Art.  539.  El  voto  de  la  mayoría  abso- 
luta de  los  arbitros  hará  sentencia  cuando 
sean  más  de  uno. 

Si  no  resultare  mayoría  de  votos  confor- 
mes, se  extenderá  en  los  autos  el  voto  de 
cada  arbitro  en  forma  de  sentencia. 

Los  puntos  en  que  discordaren  se  some- 
terán á  la  resolución  del  Juez  de  Letras 
respectivo,  y  será  sentencia  lo  que  éste 
acordare,  fuere  ó  no  conforme  con  el  voto 
de  cualquiera  de  los  arbitros. 

Art.  540.  La  sentencia  de  los  arbitros, 
ó  la  que  en  su  caso  dictare  el  Juez  de  Le 
tras,  será  apelable  en  ambos  efectos  para 
ante  la  Corte  de  Apelaciones,  si  no  se  hu- 
biere renunciado  este  recurso;  .siendo  apli- 
cable en  caso  de  renuncia  lo  dispuesto  en. 
el  artículo  557. 
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Art.  541.  Dicha  apelación  deberá  in- 
terponerse dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes al  de  la  notificación  de  la  sentencia  ar- 
bitral, ó  de  la  del  Juez  de  Letras. 

Art.  542.  Contra  las  providencias  que 
dictaren  los  arbitros  durante  la  sustancia- 
clon  del  juicio,  no  se  dará  otro  recurso  que 
el  de  reposición  dentro  de  tres  días. 

Si  ésta  fuere  desestimada,  y  la  reclama- 
ción versare  sobre  defectos  en  la  forma 
del  compromiso  ó  en  los  procedimientos 
que  puedan  afectar  á  la  validez  del  juicio, 
podrá  interponerse  el  recurso  de  nulidad, 
juntamente  con  el  de  apelación  de  la  sen- 
tencia. 

Art.  543.  Admitida  la  apelación  con  el 
recurso  de  nulidad  en  su  caso,  se  practi- 
cará lo  que  se  ordena  en  el  art.  230,  remi- 
tiéndose los  autos  á  la  Corte  de  Apelacio- 
nes. 

Art.  544.  La  sustanciación  de  estas 
apelaciones  se  acomodará  á  las  reglas  es- 
tablecidas para  las  de  las  sentencias  defini- 
tivas en  juicio  de  mayor  cuantía. 

Contra  la  sentencia  que  dicte  la  Corte  de 
Apelaciones  se  dará  el  recurso  de  casación 
en  los  casos  y  en  la  forma  en  que  proceda 
en  dichos  juicios,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
art.  540. 

Art.  545.  Cuando  se  celebre  el  compro- 
miso para  fallar  un  pleito  incoado  ya  y 
pendiente  en  primera  instancia,  luego  que 
se  presente  la  escritura  de  compromiso 
con  la  aceptación  de  los  arbitros,  mandará 
el  Juez  que  pase  á  éstos  el  conocimiento  de 
los  autos. 

Art.  546.  Si  el  compromiso  se  celebra- 
re para  fallar  un  pleito  pendiente  en  se- 
gunda instancia,  los  arbitros  continuarán 
su  sustanciación  con  arreglo  á  derecho, 
y  su  fallo  surtirá  los  mismos  efectos  que 
el  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Art.  547.  Contra  este  fallo  .se  dará  el 
recurso  de  casación  en  los  casos  y  con 
los  requisitos  que  procede  contra  las  sen- 
tencias do  las  Cortes  de  Apelaciones,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  544. 

CAPÍTULO  II 

DEL   JUICIO   DE   AMIGABLES    COMPONEDORES 

Art.  548.  El  nombramiento  de  amiga- 
bles componedores  para  decidir  las  cues- 
tiones que  se  determinan  en  el  articulo  511, 
ha  de  recaer  precisamente  en  varones  ma- 
yores de  edad,  que  se  hallen  en  el  pleno 
goce  de  los  derechos  civiles,  y  sepan  leer 
y  escribir. 

Art.  549.  Las  dispo-siciones  de  los  artí- 
culos 513  al  519,  y  522  al  525  inclusive,  re- 


lativas á  los  Jueces  arbitros,  serán  aplica- 
bles á  los  amigables  componedores,  sin  otra 
modificación  que  la  siguiente: 

La  escritura  de  compromiso  ha  de  con- 
tener precisamente,  bajo  pena  de  nulidad, 
las  circunstancias  expresadas  en  los  nú- 
meros 1.°,  2.0,  3.^  4.»  y  7.°  del  articulo  515. 

Art.  550.  Estos  compromisos  producen 
todas  las  consecuencias  legales  que  las  de- 
más obligaciones,  y  podrán  invalidarse  por 
las  mismas  causas  que  éstas. 

Art.  551.  Las  partes  están  obligadas  á 
ejecutar  todo  lo  que  sea  necesario  para  que 
tenga  efecto  el  compromiso.  La  que  no  lo 
haga  deberá  satisfacer  á  la  otra  los  daños 
y  perjuicios  que  se  la  originen. 

El  conocimiento  de  esta  cuestión  corres- 
ponderá al  Juez  de  Letras,  y  se  sustancia- 
rá por  los  trámites  establecidos  para  los 
incidentes. 

Art.  552.  Los  amigables  componedores 
no  podrán  ser  recusados  sino  por  causa 
posterior  al  compromiso,  ó  que  se  ignorase 
al  celebrarlo. 

Sólo  podrán  estimarse  como  causas  le- 
gales para  dicha  recusación: 

1.*  Tener  interés  en  el  asunto  que  sea 
objeto  del  juicio. 

2.*  Enemistad  manifiesta  con  alguno  de 
los  interesados. 

Art.  553.  La  recusación  ha  de  interpo- 
nerse ante  los  mismos  amigables  compo- 
nedores. Si  no  accedieren,  se  precederá  del 
modo  establecido  en  el  art.  521  respecto  á 
los  Jueces  arbitros. 

Art.  554.  Los  amigables  componedores 
decidirán  las  cuestiones  sometidas  á  su  fa- 
llo, sin  sujeción  á  formas  legales  y  según 
su  saber  y  entender. 

Se  limitarán  á  recibir  los  documentos 
que  les  presenten  los  interesados,  á  oirlos 
y  á  dictar  sentencia. 

Art.  555.  Para  que  haya  sentencia  se 
necesitará  mayoría  absoluta  de  votos.  Si 
no  hubiere  esta  mayoría,  quedará  sin  efec- 
te  el  compromiso. 

Art.  556.  La  sentencia  se  dictará  pre- 
cisamente por  ante  Notario,  el  cual  la  no- 
tificará á  los  interesados  entregándoles 
copia  autorizada  de  ella,  en  la  que  expre- 
sara la  fecha  de  la  notificación  y  entrega, 
circun.stancia  que  se  acreditará  además,  á 
continuación  de  la  sentencia  original,  por 
diligencia  que  firmarán  los  interesados. 

Art.  557.  Contra  las  sentencias  dicta- 
das por  los  amigables  componedores  no  se 
dará  otro  recurso  que  el  de  casación,  por 
los  motivos  y  en  el  tiempo  y  forma  que 

f)ara  este  caso  se  determinan  en  el  Titu- 
0  XVIll  de  este  Libro. 
Art.  558.    Desestimado  ó  no  interpues- 
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to  en  tiempo  el  recurso  de  casación,  serán 
ejecutorias  dichas  sentencias,  y  á  instan- 
cia de  parte  legitima  se  llevarán  á  efecto 
por  el  Juez  de  Letras  á  cuyo  territorio  co- 
rresponda el  pueblo  donde  se  hayan  dicta- 
do, procediéndose  de  la  manera  prevenida 
para  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  559.  Para  pedir  la  ejecución  de  la 
sentencia,  se  presentará  testimonio  de  la 
escritura  de  compromiso  y  de  la  .sentencia 
arbitral  ejecutoria,  l.brados  por  el  Notario 
autorizante. 

CAPÍTULO  III 

DEL   ARBITRAMENTO  FORZOSO 

Art.  560.  Cuando  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  art.  275  del  Código  de  Comercio, 
el  Juez  haya  de  intervenir  en  el  nombra- 
miento de  arbitros  de  derecho  ó  de  amiga- 
bles componedores,  cualquiera  de  los  inte- 
resados podrá  pedir,  en  la  forma  estable- 
-cida  para  los  incidentes,  que  se  señale  un 
término  prudencial  para  que  dicho  nom- 
bramiento tenga  lugar. 

Transcurrido  el  término  .señalado  sin  ve- 
rificar el  nombramiento,  el  Juez  lo  hará 
de  oficio,  con  ios  requisitos  enumerados  en 
el  art.  515,  en  las  personas  que,  según  su 
concepto,  sean  peritas  é  imparciales  para 
entender  en  el  negocio  que  se  dispute. 

Art.  561.  Si  los  interesados  no  se  pu- 
sieren de  acuerdo  para  el  nombramiento 
de  arbitros  en  los  casos  á  que  se  refiere  el 
articulo  118  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribu- 
nales, y  en  cualquiera  otro  en  que  según 
las  leyes  deba  liacerse,  podrá  cualquiera 
de  ellos  acudir  al  Juez  en  solicitud  de  que 
los  nombre,  sujetándose  á  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  primero  del  articulo  anterior. 

Si  el  Juez  accede  al  nombramiento,  se- 
ñalará un  término  que  no  exceda  de  diez 
días,  para  que  los  interesados  lo  hagan  por 
sí,  y  transcurrido  sin  haberlo  hecho,  el 
.  Juez  procederá  según  lo  dispuesto  en  el 
'    párrafo  segundo  del  articulo  anterior. 

Art.  562.  Cuando  se  haya  estipulado 
que  la  resolución  de  algún  asunto  se  suje- 
te á  la  decisión  de  arbitros  de  derecho  ó 
de  amigables  componedores,  el  nombra- 
miento de  éstos  se  hará  con  arreglo  á  los 
trámites  establecidos  en  el  art.  560. 

TÍTULO  V 

De  la  seguida  instancia. 

CAPITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art.  563.     Todo  apelante  debe   perso- 


narse en  forma  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
Superior  dentro  del  término  del  emplaza- 
miento. 

Si  no  lo  verifica,  así  que  transcurra  di- 
cho término  se  declarará  desierto  el  recur- 
so, sin  necesidad  de  que  se  acuse  rebeldía, 
y  de  derecho  quedará  firme  la  sentencia  ó 
auto  apelado,  sin  ulterior  recurso. 

Art.  564.  En  todos  los  casos  en  que  se 
declare  desierto  el  recurso  se  condenará 
en  las  costas  del  mismo  al  apelante,  y  se 
comunicará  este  auto  al  Juez  inferior  con 
deYolución  de  los  autos,  en  su  caso,  para 
los  efectos  consiguientes. 

Art.  565.  Si  el  apelado  no  se  hubiere 
personado  ante  el  Superior,  seguirán  los 
autos  su  cur.so,  notificándose  por  cédula 
en  las  tablas  de  avisos  las  providencias  que 
se  dictaren. 

Si  comparecieren  después,  se  le  tendrá 
por  parte,  y  se  entenderán  con  él  ó  con  su 
procurador  las  diligencias  sucesivas,  sin 
retroceder  en  el  procedimiento. 

Art.  566.  En  cualquier  estado  de  la 
segunda  instancia  podrá  separarse  de  la 
apelación  el  litigante  que  la  haya  inter- 
puesto, y  el  Superior,  sin  más  trámites  y 
sin  ulterior  recurso,  tendrá  al  apelante  por 
separado  de  la  apelación  con  las  costas  y 
por  firme  la  resolución  apelada,  y  manda- 
rá comunicarlo  al  inferior,  con  devolución 
de  los  autos,  en  su  caso. 

Art.  567.  Si  el  apelado  se  hubiere  ad- 
herido á  la  apelación,  el  Superior  manda- 
rá seguir  la  sustanciación  del  recurso  para 
resolver  sobre  los  extremos  de  la  sentencia 
á  que  .se  refiera  la  adhesión  del  apelado. 

Art.  568.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia que  haya  recaído  en  el  recurso  de 
apelación,  se  comunicará  al  inferior,  á 
costa  del  apelante,  por  medio  de  certifica- 
ción, para  que  se  Hevea  efecto  lo  resuelto. 

Si  hubiere  habido  condena  de  costas,  se 
practicará  previamente  la  tasación  de  las 
mismas. 

Art.  569.  La  certificación  á  que  se  refie- 
re el  articulo  anterior  contendrá  la  sen- 
tencia firme,  y  en  su  ciso,  la  tasación  de 
costas  y  su  aprobación. 

CAPITULO  II 

DE    LAS    APELACIONES     DE     SENTENCIAS   DEFI- 
NITIVAS EN  PLEITOS  DE  MAYOR  CUANTÍA 

Art.  570.  Personado  el  apelante  dentro 
del  término  del  em|)lazauiiento  para  la 
mejora,  se  le  conferirá  traslado  de  los  au- 
tos por  seis  días  para  que  presente  su  es- 
crito de  expresión  de  agivivios,  enumeran- 
do con  la  concisión  j)osible  los  puntos  d« 
hecho  y  de  derecho  que  los  motiveji. 
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INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


Art.  571.  Del  escrito  de  agravios  y  de 
los  antecedentes  se  dará  traslado  por  seis 
días  al  apelado,  y  en  este  término  podrá 
adherirse  á  la  apelación  sobre  los  puntos 
en  que  crea  perjudicial  la  sentencia. 

En  el  caso  de  adhesión  á  la  apelación, 
se  conferirá  otro  traslado  por  tres  días  al 
apelante. 

Art.  572.  Cuando  en  la  primera  instan- 
cia se  hubiere  quebrantado  alguna  de  las 
formas  esenciales  del  juicio,  de  las  que  dan 
lugar  al  recurso  de  casación,  y  reclamada 
en  ella  no  hubiere  sido  estimada,  la  parte 
á  quien  interese  podrá  reproducir  su  pre- 
tensión por  medio  de  otrosí  en  el  escrito 
á  que  se  refiere  el  art.  570,  para  que  se 
subsane  la  falta. 

Esta  reclamación  se  sustanciará  y  deci- 
dirá previamente  por  los  trámites  estable- 
cidos para  los  incidentes. 

No  se  reproducirá  dicha  pretensión 
cuando  ya  hubiere  sido  desestimada  por 
fallo  ejecutorio  de  la  Corte,  en  virtud  de 
apelación  anterior. 

Art.  573.  En  los  escritos  de  expresión 
y  contestación  de  agravios  deberán  solici- 
tar las  partes,  por  medio  de  otrosí,  que  se 
reciba  el  pleito  á  prueba,  cuando  lo  crean 
necesario  y  procedente,  expresando  la 
causa  que  justifique  esta  pretensión. 

Art.  574.  Sólo  podrá  otorgarse  el  reci- 
bimiento á  prueba  en  la  segunda  instancia: 

1."  En  el  caso  del  art.  332,  si  la  Corte 
estimare  pertinente  la  diligencia  de  prue- 
ba desestimada  en  primera  instancia. 

2."  Cuando  por  cualquiera  causa,  no 
imputable  al  que  solicitare  la  prueba,  no 
hubiere  podido  hacerse  en  la  primera  ins- 
tancia toda  ó  parte  de  la  que  liubiere  pro- 
puesto. 

3."  Cuando  hubiere  ocurrido  algún  he- 
cho nuevo  de  influencia  en  la  decisión  del 
pleito,  con  posterioridad  al  término  conce- 
dido para  proponer  la  prueba  en  primera 
instancia. 

4."  Cuando  después  de  dicho  término 
hubiere  llegado  á  conocimiento  de  la  parte 
algún  hecho  de  influencia  notoria  en  el 
pleito,  ignorado  por  la  misma,  si  jura  que 
no  tuvo  antes  conocimiento  de  tal  hecho. 

En  todos  estos  casos  se  limitará  la  prue- 
ba á  los  hechos  á  que  se  refiera. 

Art.  575.  Sin  necesidad  de  recibir  el 
pleito  á  prueba,  podrán  pedir  los  litigantes, 
desde  que  se  les  entreguen  los  autos  en 
traslado  hasta  la  citación  para  sentencia: 

1."  Que  se  exija  á  la  parte  contraria 
confesión  judicial  por  una  sola  vez,  con  tal 
que  fuere  sobre  hechos  que  no  hayan  sido 
objeto  do  posiciones  en  la  primera  ins- 
tancia. 


2."  Que  se  traigan  á  los  autos,  ó  pre- 
sentar ellas  mismas,  documentos  que  se 
hallen  en  alguno  de  los  casos  expresados 
en  el  art.  285. 

Art.  576.  Cuando  pida  el  apelante  que 
se  reciba  el  pleito  á  prueba,  deberá  el  ape- 
lado contestar  á  esta  pretensión  en  el  es- 
crito á  que  se  refiere  el  art.  571. 

Si  lo  pidiere  el  apelado,  podrá  el  apelan- 
te impugnarlo  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  en  que  se  le  dé  vista  del  escrito 
de  aquél. 

Art.  577.  La  Corte  otorgará  el  recibi- 
miento á  prueba,  sin  más  trámites,  siem- 
pre que  las  partes  estén  conformes  en  su 
necesidad  y  procedencia. 

No  mediando  dicha  conformidad,  resol- 
verá la  Corte  lo  que  estime  justo. 

Art.  578.  Contra  el  auto  en  que  se  otor- 
gue-el  recibimiento  á  prueba  no  se  dará  re- 
curso alguno. 

Contra  el  que  deniegue  dicho  trámite  ó 
cualquier  diligencia  de  prueba,  se  dará  el 
recurso  de  reposición,  y  en  su  caso  el  de 
casación. 

Art.  579.  En  cuanto  á  los  términos  y 
medios  de  prueba  y  forma  de  practicarla, 
se  observará  lo. establecido  para  la  primera 
instancia  del  juicio  de  mayor  cuantía. 

Art.  580.  Transcurrido  el  término  de 
prueba,  ó  luego  que  se  haya  practicado  to- 
da la  propuesta  y  admitida,  mandará  la 
Corte,  de  oficio,  que  se  unan  las  pruebas 
á  los  autos,  y  que  se  confiera  traslado  á  las 
partes  por  seis  días  para  que  presenten  sus 
conclusiones. 

Art.  581.  Devueltos  los  traslados  se  dic- 
tará providencia  mandando  traer  los  autos 
á  la  vista  con  citación  de  las  partes  para 
sentencia. 

Art.  582.  En  el  acto  de  la  vista  podrán 
los  abogados  de  las  partes,  ert  lugar  de  in- 
forme oral,  presentar  por  escrito  una  ale- 
gación en  derecho,  la  que  será  leída  en  el 
mismo  acto  y  se  agregará  á  los  autos. 

Art.  583.  Cuando  la  Corte  estime  nece- 
sario acordar,  pai-a  mejor  proveer,  alguna 
de  las  diligencias  que  permite  el  art.  191,  (., 
quedará  en  suspenso  el  término  para  dio-  f 
tar  sentencia,  el  que  volverá  á  correr  lúe-  V' 
go  que  se  unan  á  los  autos  las  diligencias  ? 
practicadas. 

Art.  584.  Si  alguna  de  las  partes  se 
propusiere  interponer  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Corte  de 
Apelaciones,  se  procederá  del  modo  que  se 
ordena  en  el  Título  XVIII  de  este  Libro. 

Transcurrido  el  término  legal  sin  inter- 
poner ni  preparar  dicho  recurso,  so  prac- 
ticará lo  que  previene  el  art.  568. 

Art.  585.     Cuando  las  partes  lo  pidieren. 
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ó  cuando  á  instancia  de  alguna  de  ellas  lo 
ordenare  la  Corte,  se  podrá,  en  lugar  de 
informe  oral,  escribir  ó  imprimir  una  ale- 
gación en  derecho. 

CAPITULO  III 

DE  LA.S  APELACIONES  DE  PROVIDENCIAS  Y  DE 
LAS  SENTENCIAS  DICTADAS  EN  LOS  INCIDEN- 
TES Y  EN  LOS  JUICIOS  ESPECIALES. 

Art.  586.  Todas  las  apelaciones,  tanto 
de  autos  como  de  sentencias,  excepto  las 
definitivas  de  mayor  cuantía  á  que  se  re- 
fiere la  sección  anterior,  se  sustanciarán 
por  los  trámites  que  en  ésta  se  establecen. 

También  se  exceptúan  las  apelaciones 
de  menor  cuantía  y  verbales,  las  cuales  se 
ventilarán  por  sus  trámites  especiales. 

Art.  587.  En  el  escrito  de  personamien- 
to  deberá  el  apelante  expresar  los  agravios 
en  la  forma  establecida  para  los  juicios  de 
mayor  cuantía. 

Art.  588.  Cuando  se  personare  el  ape- 
lado dentro  del  término  del  emplazamien- 
to, se  le  dará  vista  por  tres  días  de  la  ex- 
presión de  agravios. 

En  el  término  de  la  vista  podrá  el  apela- 
do presentar  su  escrito  de  contestación  de 
agravios,  y  adherirse  á  la  apelación. 

Ni  antes,  ni  después,  podrá  utilizar  este 
recurso. 

Art.  589.  También  deberán  formularse 
en  dichos  escritos  las  pretensiones  á  que 
.se  refieren  los  artículos  572  y  siguiente, 
cuando  sean  procedentes. 

Art.  590.  Transcurrido  el  término  se- 
ñalado para  contestar  los  agravios,  si  no 
se  promoviere  incidente  de  nulidad,  ó  no 
procediere  el  recibimiento  á  prueba,  se  ci- 
tará para  sentencia,  la  que  se  dictará  en  el 
término  de  cinco  días. 

Art.  591.*  Sólo  podrá  otorgarse  el  reci- 
bimiento á  prueba  en  estas  apelaciones, 
cuando  la  ley  lo  conceda  para  la  primera 
instancia,  y  concurra  alguno  de  los  casos 
expresados  en  el  art.  574. 

Art.  592.  La  prueba,  en  tal  caso,  se 
practicará  en  el  término  y  en  la  forma  que 
¿fe  establece  para  la  primera  instancia. 

Art.  593.  También  serán  aplicables  en 
SU  caso  á  las  apelaciones  de  que  .se  trata, 
las  disposiciones  de  los  arts.  575,  576,  577, 
578,  583  y  584. 

Art.  594.  Unidas  las  pruebas  á  los  au- 
tos en  el  tiempo  y  forma  que  determina  el 
art.  580,  se  pondrán  de  manifiesto  á  las 
partes  en  la  Secretaría,  por  tres  dias,  co- 
munes á  ambas,  para  que  presenten  con- 
clusiones. 

Art.   595.     Luego  que   transcurra  este 


término,  se  citará  para  sentencia,  la  que 
se  dictará  en  el  término  de  cinco  días. 

TITULO  VI 

Del  recurso  de  responsabilidad  civil 
contra  Jueces  y  Magistrados. 

Art.  596.  A  toda  demanda  de  responsa- 
bilidad civil  deberá  acompañarse  certifica- 
ción ó  testimonio  que  contenga: 

1.°  La  sentencia  ó  providencia  en  que 
se  suponga  causado  el  agravio. 

2.°  Las  actuaciones  que  en  concepto  de 
la  parte  conduzcan  á  demostrar  la  infrac- 
ción de  ley,  ó  del  trámite  ó  solemnidad 
mandados  observar  por  la  misma  bajo  pe- 
na de  nulidad,  y  que  á  su  tiempo  se  enta- 
blaron los  recursos  ó  reclamaciones  proce- 
dentes. 

3.°  La  sentencia  firme  que  haya  puesto 
término  al  pleito  ó  causa. 

Art.  597.  La  certificación  ó  testimonio 
a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se  pe- 
dirá en  el  Juzgado  ó  Tribunal  donde  ra- 
diquen los  autos. 

El  Secretario  dará  recibo  de  la  presen- 
tación del  escrito. 

El  Juzgado  ó  Tribunal  deberá  mandar 
bajo  su  responsabilidad,  que  se  facilite  sin 
dilación  dicho  documento,  pudiendo  acor- 
dar que  se  adicionen  los  particulares  que 
estimare  necesarios  para  que  resulte  la 
verdad  de  los  hechos. 

Art.  598.  Si  transcurrieren  diez  días, 
á  contar  desde  la  presentación  del  escrito 
sin  que  se  hubiere  entregado  á  la  parte  la 
certificación  ó  testimonio,  podrá  ésta  acu- 
dir en  queja  al  Tribunal  que  deba  conocer 
de  la  demanda,  el  cual  hará  al  inferior  las 
prevenciones  oportunas  para  que  la  remi- 
ta dicho  documento  en  un  breve  plazo,  ó 
le  reclamará  los  autos  originales,  si  lo  es- 
tima más  conveniente  y  no  fueren  necesa- 
rios para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

En  estos  casos,  se  pondrán  de  manifies- 
to los  autos  al  actor,  ó  se  le  entregará  el 
testimonio  para  que  formulo  su  demanda, 
reteniéndose,  en  su  caso,  los  autos  para 
tenerlos  á  la  vista  hasta  la  conclusión  del 
juicio  de  responsabilidad. 

Art.  599.  En  todo  caso,  la  sentencia 
que  absuelva  de  la  demanda  de  responsa- 
bilidad civil,  condenará  en  todas  las  costas 
al  demandante,  y  las  impondrá  á  los  de- 
mandados cuando  en  todo  ó  en  parte  se 
acceda  á  la  demanda. 

Art.  60Ü.  Cuando  so  declare  haber  lu- 
gar á  la  responsabilidad  civil,  luego  que 
sea  firme  la  sentencia,  se  comunicarán  los 
autos  al  Fiscal,  á  fin  de  que,  si  resultaren 
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méritos  para  exigir  la  responsabilidad  cri- 
minal, inste  y  proponga  lo  que  estime  pro- 
cedente. 

Art.  601.  En  el  recurso  de  responsabi- 
lidad civil  contra  Jueces  y  Magistrados,  se 
observará  también  lo  dispuesto  en  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales. 

TITULO  VII 

De  la  ejecución  de  las  seatencias. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE    LAS   SENTENCIAS   DICTADAS 
POR    TRIBUNALES    Y     JUECES    HONDURENOS 

Art.  602.  Luego  que  sea  firme  una  sen- 
tencia, se  procederá  á  su  ejecución,  siem- 
pre á  instancia  de  parte  y  por  el  Juez  ó 
Tribunal  que  hubiere  conocido  del  asunto 
en  primera  instancia. 

Art.  603.  Si  la  sentencia  condenare  al 
pago  de  cantidad  liquida  y  determinada, 
se  procederá  siempre,  y  sin  necesidad  de 
previo  requerimiento  personal  al  condena- 
do, al  embargo  de  bienes  del  deudor,  en 
la  forma  y  por  el  orden  prevenidos  para 
el  juicio  ejecutivo. 

Para  dicho  efecto  .serán  considerados 
como  cantidad  liquida  los  intereses  de  una 
cantidad  determinada,  cuando  se  haya  fija- 
do en  la  sentencia  el  tanto  por  ciento  ó  ti- 
po, y  el  tiempo  por  el  que  deban  abonarse. 

Art.  604.  Hechos  los  embargos,  se  pa- 
sará al  avalúo  y  venta  de  los  bienes  en  que 
consistan,  y  al  pago  en  su  caso,  con  ente- 
ra sujeción  á  las  reglas  establecidas  para 
el  procedimiento  de  apremio  después  del 
juicio  ejecutivo. 

Art.  6U5.  Si  la  sentencia  contuviere 
condena  de  hacer  ó  de  no  hacer,  ó  de  en- 
tregar alguna  cosa  ó  cantidad  ilíquida,  se 
procederá  á  darle  cumplimiento,  emplean- 
do los  medios  necesarios  al  efecto,  y  que 
se  expresan  en  los  artículos  que  siguen. 

En  todos  estos  casos,  si  no  puede  tener 
inmediato  cumplimiento  la  ejecutoria, 
cualquiera  que  sea  la  causa  que  lo  impida, 
podrá  decretarse  el  embargo  de  bienes  á 
instancia  del  acreedor  en  cantidad  sufi- 
ciente, á  juicio  del  Juez,  para  asegurar  lo 
principal  y  las  costas  de  la  ejecución. 

El  deudor  podrá  liljrarse  de  este  embar- 
go dando  fianza  suficiente,  á  satisfacción 
del  Juez. 

Art.  606.  Si  el  condenado  á  hacer  al- 
guna cosa  no  cumpliere  con  lo  que  se  le 
ordene  para  la  ejecución  de  la  sentencia 
dentro  del  plazo  que  el  Juez  al  efecto  le  se- 
ñale, se  hará  á  su  costa;  y  si  por  ser  per- 
sonahsimo  el  hecho  no  pudiere  verificarse 


en  esta  forma,  se  entenderá  que  opta  por 
el  resarcimiento  de  perjuicios. 

Si  se  hubiere  fijado  en  la  sentencia  la 
importancia  de  éstos  para  el  caso  de  ineje- 
cución, se  procederá  á  lo  que,  respecto  del 
cumplimiento  de  la  sentencia  en  que  hay 
condena  de  cantidad  líquida,  se  previene 
en  el  artículo  603. 

En  otro  caso,  se  procederá  conforme  á 
lo  establecido  en  el  art.   610  y  siguientes. 

Art.  607.  Si  el  condenado  á  no  hacer 
alguna  cosa  quebrantare  la  sentencia,  se 
entenderá  que  opta  por  el  resarcimiento 
de  perjuicios,  los  que  se  indemnizarán  al 
que  hubiere  obtenido  la  ejecutoria  en  la 
forma  expresada  en  el  artículo  que  ante- 
cede. 

Art.  608.  Cuando  en  virtud  de  la  sen- 
tencia deba  entregarse  al  que  ganó  el  plei- 
to alguna  cosa  inmueble,  se  procederá  in- 
mediatamente á  ponerlo  en  posesión  de  la 
misma,  practicando  á  este  fin  las  diligen- 
cias conducentes  que  solicite  el  interesado. 

Lo  mismo  se  practicará  si  la  cosa  fuere 
mueble  y  pudiera  ser  habida. 

En  otro  caso,  se  procederá  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  610  y  siguientes  para 
el  resarcimiento  de  perjuicios. 

Art.  609.  Si  una  sentencia  contuviere 
condena  al  pago  de  una  cantidad  líquida 
y  de  otra  ilíquida,  podrá  precederse  á  ha- 
cer efectiva  la  primera,  sin  necesidad  de 
esperar  á  que  se  liquide  la  segunda. 

Art.  610.  Cuando  la  sentencia  hubiere 
condenado  al  pago  de  daños  y  perjuicios 
sin  fijar  su  importe  en  cantidad  liquida, 
hayanse  establecido  ó  no  en  aquélla  las  ba- 
ses para  la  liquidación,  el  que  haya  obteni- 
do la  sentencia  presentará,  con  la  solicitud 
que  deduzca  para  su  cumplimiento,  rela- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  y  de  su  im- 
porte, sujetándose,  en  su  caso,  á  dichas 
bases. 

Art.  611.  De  dicha  relación  y  «scrito 
se  dará  traslado  por  tres  días  al  que  haya 
sido  condenado,  para  que  conteste  lo  que 
estime  convenienie. 

Art.  612.  Si  el  deudor  se  conforma  con 
la  relación  de  los  daños  ó  perjuicios  ytsu 
importe,  la  aprobará  el  Juez  sin  ulterior 
recurso,  y  se  procederá  á  hacer  efectiva  la 
suma  convenida  en  la  forma  establecida  en 
los  artículos  603  y  siguiente. 

Art.  613.  Guacido  el  deudor  impugne 
dicha  relación  ó  su  importe,  se  procederá 
en  la  forma  ordenada  para  los  incidentes. 
Si  guardare  silencio,  el  Juez  fallará  lo  que 
estime  de  derecho. 

Art.  614.  Si  la  sentencia  condenare  al 
pago  de  cantidad  ilíquida  procedente  de 
frutos,  rentas,  utilidades  ó  productos  de 
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«cualquiera  clase,  liáyanse  fijado  ó  no  las 
bases  para  la  liquidación,  se  requerirá  al 
deudor  para  que  dentro  del  término  que 
señalará  el  Juez,  según  las  circunstancias, 
presente  la  liquidación,  en  su  caso,  con 
arreglo  á  las  bases  establecidas  en  la  mis- 
ma sentencia,  bajo  apercibimiento  de  que 
habrá  de  estar  y  pasar  por  la  que  presente 
el  que  haya  obtenido  la  ejecutoria,  en  todo 
lo  que  no  probare  ser  inexacta. 

Art.  615.  Transcurrido  este  término 
sin  haber  presentado  el  deudor  la  liquida- 
ción, se  hai'á  saber  al  acreedor  para  que  la 
formule  y  presente,  entregándole  los  autos 
á  este  fin,  si  los  pidiere. 

En  este  caso  se  dará  al  incidente  la  sus- 
tanciación  prevenida  en  los  arts.  611,  612 
y  613. 

Art.  616.  Cuando  la  liquidación  á  que 
.se  refiere  el  art.  614  sea  presentada  por  el 
deudor,  se  dará  traslado  al  acreedor  por 
término  de  tres  días. 

Art.  617.     Si  el  acreedor  se  conformare 
con  dicha  liquidación,  la  aprobará  el  Juez  • 
sin  ulterior  recurso,  y  se  procederá  á  ha- 
cer efectiva  la  suma  convenida  en  la  forma 
establecida  en  el  art.  603  y  siguiente. 

Art.  618.  No  habiendo  conformidad,  se 
recibirá  á  prueba  el  incidente,  si  el  Juez  lo 
estima  necesario,  cuando  alguna  de  las 
partes  lo  hubiere  .solicitado. 

La  misma  providencia  se  dictai^á  en  los 
demás  casos  en  que  no  haya  conformidad, 
á  que  se  refieren  los  arts.  613  y  615. 

El  auto  por  el  que  se  deniegue  la  prueba 
será  apelable;  pero  la  apelación  se  admitirá 
y  sustanciará  á  la  vez  que  la  del  que  ponga 
término  á  la  liquidación,  si  se  interpusiere. 

Art.  619.  Las  pruebas  se  limitarán  á 
los  hechos  en  que  no  estuvieren  de  acuer- 
do las  partes. 

El  Juez  desestimará,  sin  oir  á  la  contra- 
ria y  sin  otro  recurso  que  el  de  reposición, 
las  que  sean  impertinentes  ó  se  dirijan  á 
contrariar  las  bases  fijadas  en  la  ejecutoria 
[jara  hacer  la  liquidación. 

Art.  620.  Luego  que  sea  firme  ó  se 
mande  ejecutar  la  resolución,  fijando  la 
cantidad  liquida  en  todos  los  casos  antes 
expresados,  se  procederá  á  hacerla  efecti- 
va por  los  trámites  establecidos  en  los  ar- 
tículos 603  y  siguiente: 

Art. -621.  Lasdiposiciones contenidas  en 
los  artículos  614  al  620,  serán  aplicables  al 
caso  en  que  la  sentencia  hubiere  condena- 
do á  renuir  cuentas  de  una  administración 
y  entregar  el  .saldo  de  la  misma. 

Art.  622.  Cuando  la  scnt(;ncia  conde- 
nare al  pago  de  una  cantidad  determinada 
de  frutos  en  especio,  si  el  deudor  no  los 
entregare  en  el  plazo  que  so  le  fije,  se  re- 


ducirán á  dinero  y  se  procederá  á  hacer 
efectiva  la  suma  que  i'esulte. 

La  reducción  de  los  frutos  á  metálico  .se 
hará  por  el  precio  medio  que  tuvieren  en 
el  mercado  del  lugar  donde  deba  verificar- 
se la  entrega,  y  en  su  defecto,  en  el  más 
próximo,  el  día  fijado  en  la  sentencia;  y  si 
en  ésta  no  se  determinara,  el  del  cumpli- 
miento de  la  misma. 

El  precio  se  acreditará  con  certificación 
de  dos  corredores,  si  los  hubiere,  y  no  ha- 
biéndolos, del  Alcalde  Municipal  corres- 
pondiente. 

Art.  623.  Contra  la  providencia  en  que 
el  Juez  tenga  por  hecha  la  reducción  de 
frutos  á  metálico  para  los  efectos  de  la 
ejecución,  no  se  dará  recurso  alguno;  pero 
deberá  corregirse  cualquier  error  material 
ó  de  cálculo  que  se  haya  padecido  en  la 
operación,  luego  que  se  advierta. 

Art.  624.  Todas  las  apelaciones  que 
fueren  procedentes  en  las  diligencias  para 
ejecución  de  sentencias,  serán  admitidas 
en  un  solo  efecto. 

A  instancia  del  acreedor  se  podrá  decre- 
tar la  ejecución  de  dicha  sentencia.  Ven- 
didos los  bienes,  se  entregará  al  acreedor 
la  cantidad  á  cuyo  pago  se  hubiere  pres- 
tado el  deudor  y  el  importe  de  las  costas 
que  le  sean  de  abono;  y  la  diferencia  que 
resulte  entre  dicha  cantidad  y  la  fijada  en 
la  sentencia,  se  depositará  en  un  Banco  ó 
en  persona  de  responsabilidad,  hasta  que 
se  resuelva  el  recurso  de  apelación,  á  no 
ser  que  el  acreedor  diere  fianza  bastante, 
á  satisfacción  del  Juez,  para  responder  do 
ella,  en  cuyo  caso  también  le  será  entre- 
gada. 

No  se  comprenderán  en  esta  disposición 
los  incidentes  que  puedan  promoverse  so- 
bre cuestiones  no  controvertidas  en  el 
pleito  ni  decididas  en  la  ejecutoria. 

Art.  625.  Las  costas  que  se  ocasiona- 
ren en  las  diligencias  para  el  cumplimiento 
de  las  ejecutorias,  serán  de  cargo  del  que 
haya  sido  condenado  en  la  sentencia  de 
cuya  ejecución  se  trate. 

Las  de  los  incidentes  que  en  ellas  se 
promovieren,  serán  de  cargo  de  la  parte  ó 
partes  á  quienes  se  impongan,  .sobre  cuyo 
extremo  deberán  los  Jueces  y  Tribunales 
hacer  declaración  expresa  al  resolver  el 
incidente.  Si  no  la  hicieren,  cada  parte 
pagará  las  causadas  á  su  instancia. 

CAPITULO  II 

DE    LAS     SENTENCIAS     DICTADAS     POR     TRIBU- 
NALES   EXTRANJEROS. 

Art.  626.  Las  sentencias  firmes  pro- 
nunciadas en  países  extranjeros,  tendrán 
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en  Honduras  la  fuerza  que  establezcan  los 
Tratados  respectivos. 

Art.  627.  Si  no  hubiere  tratados  espe- 
ciales con  la  nación  en  que  se  hayan  pro- 
nunciado, tendrán  la  misma  fuerza  que  en 
ella  se  diere  á  las  ejecutorias  dictadas  en 
Honduras. 

Art.  628.  Si  la  ejecutoria  procediere 
de  una  nación  en  que  por  jurispendencia 
no  se  dé  cumplimiento  á  las  dictadas  por 
los  Tribunales  hondurenos,  no  tendrá  fuer- 
za en  Honduras. 

Art.  629.  Si  no  estuviere  (Ai  ninguno 
de  los  casos  de  que  hablan  los  tres  artícu- 
los que  anteceden,  las  ejecutorias  tendrán 
fuerza  en  Honduras  si  reúnen  las  circuns- 
tancias siguientes:  1.*  Que  la  ejecutoria 
haya  sido  dictada  á  consecuencia  del  ejei*- 
cicio  de  una  acción  personal. — 2.*^  Que  no 
haya  sido  dictada  en  rebeldía. — 3.*  Que 
la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se 
haya  procedido  sea  licita  en  Honduras. — 
4.^  Que  la  carta  ejecutoria  reúna  los  re- 
quisitos necesarios  en  la  nación  en  que  se 
haya  dictado  para  ser  considerada  como 
auténtica,  y  los  que  las  leyes  hondurenas 
requieren  para  que  haga  fe  en  Hondu- 
ras. 

Art.  630.  La  ejecución  de  las  senten- 
cias pronunciadas  en  naciones  extranjeras 
se  pedirá  ante  el  Tribunal  Supremo. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que,  según  los 
Tratados,  corresponda  su  conocimiento  á 
otros  Tribunales. 

Art.  631.  Previa  la  traducción  de  la 
ejecutoria  hecha  con  arreglo  á  derecho,  y 
después  de  oir,  por  término  de  tres  días,  á 
la  parte  contra  quien  se  dirija,  y  al  Fiscal, 
el  Triijunal  declarará  si  debe  ó  no  darse 
cumplimiento  á  dicha  ejecutoria. 

Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  re- 
curso. 

Art.  632.  Para  la  citación  de  la  parte  á 
quien  deba  oírse,  según  el  artículo  ante- 
rior, se  librará  despacho  al  Juez  en  cuyo 
territorio  esté  domiciliada. 

El  término  para  comparecer  será  el  de 
tres  días,  aumentándose  un  día  por  cada 
veinte  kilómetros  de  distancia. 

Pasado  dicho  término,  el  Tribunal  pro- 
seguirá en  el  conocimiento  de  los  autos, 
aunque  no  haya  comparecido  el  citado. 

Art.  633.  Denegándose  el  cumplimien- 
to, se  devolverá  la  ejecutoria  al  que  la  ha- 
ya presentado. 

Otorgándose,  se  librará  despacho  al  Juez 
del  territorio  en  que  esté  domiciliado  el 
condenado  en  la  sentencia  que  deba  ejecu- 
tarse, á  fin  de  que  tenga  efecto  lo  en  ella 
mandado,  empleando  los  medios  de  ejecu- 
ción establecidos  en  ei  capítulo  anterior. 


TITULO  VIII 

De  los  abintestatos. 

CAPÍTULO   PRIMERO 

DE    LA    PREVENCIÓN   DEL   ABINTESTATO 

Art.  634.  El  juicio  de  abintestato  se 
prevendrá  por  el  Juez  de  Letras,  ó  el  de 
Paz  en  su  caso,  dejando  en  lugares  segu- 
ros, cerrados  y  sellados,  los  bienes,  pape- 
les, libros  y  efectos  susceptibles  de  sustrac- 
ción ú  ocultación,  depositando  en  persona 
abonada,  bajo  la  responsabilidad  del  Juez 
y  mediante  inventario,  aquellos  á  cuya 
conservación  ó  mantenimiento  se  deba 
atender;  adoptando,  respecto  á  créditos, 
fincas,  rentas  y  productos  recogidos  ó  pen- 
dientes, las  providencias  y  precauciones 
necesarias  para  evitar  abusos  y  fraudes. 

Art.  635.  Para  que  pueda  prevenirse  el 
juicio  de  abintestato,  se  necesita: 

1.°  Que  se  tenga  conocimiento  del  re- 
ciente fallecimiento  de  la  persona  causan- 
te del  abintestato. 

2°  Que  no  conste  la  existencia  de  dis- 
posición testamentaria. 

3.°  Que  no  deje  el  finado  descendien- 
tes, ascendientes  ó  colaterales  dentro  del 
cuarto  grado,  ni  cónyuge  legitimo  que  vi- 
viera en  su  compañía. 

Art.  636.  Si  los  parientes  de  que  habla 
el  artículo  anterior,  ó  alguno  de  ellos,  es- 
tuvieren ausentes,  sin  representación  legi- 
tima en  el  pueblo,  el  Juez  se  limitará  á 
adoptar  las  medidas  más  indispensables 
para  el  enterramiento  del  difunto,  si  fuere 
necesario,  y  para  la  seguridad  de  los  bie- 
nes, y  á  dar  á  dichos  parientes  el  oportuno 
aviso  de  la  muerte  de  la  persona  á  cuya 
sucesión  se  les  crea  llamados. 

Luego  que  comparezcan  los  parientes, 
por  si  ó  por  medio  de  persona  que  los  re- 
presente legítimamente,  se  les  hará  entre- 
ga de  los  bienes  y  efectos  pertenecientes  al 
difunto,  cesando  la  intervención  judicial, 
á  no  ser  que  alguno  de  los  interesados  la 
solicitare. 

Art.  637.  También  se  adoptarán  de  ofi- 
cio las  medidas  que  el  Juez  de  Letras  esti- 
me necesarias  para  la  seguridad  de  los 
bienes,  aunque  el  finado  hubiere  dejado 
parientes  de  los  anteriormente  expresados, 
cuando  alguno  de  ellos  sea  menor  ó  inca- 
pacitado. 

A  los  que  se  hallaren  en  este  caso,  el 
Juez  de  Letras  les  proveerá  de  tutor  ó  cu- 
rador, si  no  lo  tuvieren. 

Art.  638.  El  dueño  de  la  habitación  en 
que  ocurra  el  fallecimiento,  ó  cualquiera 
otra  persona  en  cuya  compañía  viviera  el 
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que  haya  muerto  sin  testar  y  sin  parientes 
de  los  expresados,  tendrá  el  deber  de  po- 
nerlo en  conocimiento  de  la  Autoridad  ju- 
dicial, siendo  responsable  de  las  pérdidas 
ó  extravíos  que  por  falta  de  esta  diligen- 
cia se  hayan  ocasionado  en  los  bienes  del 
abintestato. 

Art.  639.  Cualquiera  de  los  Jueces  ex- 
presados en  la  regla  16  del  art.  159  de  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales,  que  tuviei'e 
conocimiento  de  haber  muerto  una  perso- 
na sin  testar  y  sin  dejar  parientes  de  los 
designados  en  el  número  3.*'  del  articulo 
635,  además  de  las  medidas  prevenidas  en 
el  art.  636,  procederá  de  oficio  á  la  pre- 
vención del  abintestato  en  la  forma  orde- 
nada en  el  art.  634. 

Art.  640.  Practicadas  las  diligencias  es- 
tablecidas en  los  artículos  anteriores,  el 
Juez  de  Letras  adoptará  las  medidas  que 
estime  más  conducentes  para  averiguar  si 
la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata  ha 
muerto  con  disposición  testamentaria  ó  sin 
eila,  recibiendo,  á  falta  de  otros  medios,  y 
sin  perjuicio  de  traer  á  los  autos  el  certifi- 
cado de  defunción  luego  que  sea  posible, 
información  en  que  sean  examinados  los 
parientes,  amigos  ó  vecinos  del  difunto: 

1.°  Sobre  el  heclio  de  haber  muerto 
abintestato. 

2.°  Sobre  si  tiene  herederos  de  alguna 
de  las  clases  que  quedan  designadas. 

Art.  641.  Si  en  efecto  resultare  haber 
fallecido  sin  testar  y  sin  parientes  de  los 
expi'esados  en  el  núm.  3°  del  art.  635, 
procederá  el  Juez  de  Letras: 

1.°  A  declarar  yacente  la  herencia, 
nombrándole  un  curador  dativo  que  se  en- 
cargue de  disponer  todo  lo  que  sea  propio 
de  este  cargo  con  arreglo  á  las  leyes. 

2.°  A  inventariar  los  libros,  papeles  y 
correspondencia,  y  todos  los  Ijienes  del  di- 
funto, que  depositará  en  el  curador,  el 
cual  se  encargará  también  de  la  adminis- 
tración. 

Art.  642.  Para  discernirse  el  cargo  al 
curador  de  la  herencia,  deberá  éste  prestar 
fianza  proporcionada  á  lo  que  deba  admi- 
nistrar, á  satisfacción  y  bajo  la  responsa- 
bilidad del  Juez  de  Letras  á  quien  corres- 
ponda conocer  del  abintestato,  y  sólo  podrá 
ser  removido  por  cau.sa  legitima. 

Art.  643.  Cuando  el  Juez  de  Paz  haya 
jirevenido  en  el  abintestato,  remitirá  al 
Juez  de  Letras  las  diligencias  practicadas 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  634, 
poniendo  á  su  disposición  los  bienes,  libros, 
y  papeles  intervenidos,  y  la  corresponden- 
cia recibida. 

Art.  644.  El  Juez  de  Letras,  asi  que 
reciba  las  diligencias,  rectificará  cuales- 


quiera faltas  que  en  ellas  se  hubieren  co- 
metido, dictando  al  efecto  las  providencias 
que  estime  oportunas. 

Art.  645.  Luego  que  el  juicio  hubiere 
llegado  á  este  estado,  el  Fiscal  será  parte 
en  él,  en  representación  de  los  que  puedan 
tener  derecho  á  la  herencia. 

Será  de  su  obligación  promover  cuanto 
coHsidere  necesario  para  la  seguridad  y 
buena  administración  de  los  bienes. 

Art.  646.  También  podrá  prevenirse  el 
juicio  de  abintestato,  en  todo  caso,  de  con- 
formidad con  los  artículos  anteriores,  a 
instancia  de  parte  legítima. 

Lo  serán  para  este  efecto: 

1.°  Los  parientes  más  próximos  del 
finado  que  se  crean  con  derecho  á  la  he- 
rencia. 

2.°     El  cónyuge  sobreviviente. 

3."  Los  acreedores  que  presenten  un 
título  escrito  que  justifique  cumplidamente 
su  crédito  y  no  lo  tengan  asegurado  con 
hipoteca  ú  otra  garantía. 

4°  El  Cónsul  de  la  nación  del  finado, 
cuando  sea  extranjero. 

Art.  647.  En  el  caso  del  artículo  ante- 
rior, el  que  solicite  la  prevención  del  abin- 
testato deberá  justificar  que  és  parte  legí- 
tima conforme  á  dicho  artículo,  y  que  el 
causante  de  la  herencia  ha  fallecido  sin 
testar,  ó  que  no  consta  la  existencia  de 
disposición  testamentaria,  expresando  ade- 
más, si  le  constare,  quiénes  sean  los  pa- 
rientes más  inmediatos  y  sus  domicilios. 

Dicha  justificación  se  hará  con  los  co- 
rrespondientes documentos,  cuando  fuere 
posible  adquirirlos,  y  con  información  de 
testigos. 

Art.  648.  Presentada  la  solicitud,  man- 
dará el  Juez  que  el  interesado  dé  la  infor- 
mación, con  citación  del  Fiscal. 

Si  de  ella  y  de  los  documentos  presen- 
tados resultare  el  fallecido  sin  testar  de  la 
persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  y  que 
el  actor  es  parte  legítima,  acordará  el 
Juez  la  prevención  del  abintestato,  man- 
dando practicar  las  diligencias  prevenidas 
en  el  art.  634. 

Estas  diligencias  se  harán  extensivas  á 
lo  ordenado  en  el  art.  641,  cuando  se  haya 
solicitado  la  provención  del  juicio  ante  el 
Juez  de  Letras,  y  después  de  treinta  días 
de  la  muerte  del  causante  de  la  herencia, 
ó  de  haberse  tenido  noticia  de  su  falleci- 
miento. 

Art.  649.  En  estos  casos,  si  hubiere 
cónyuge  sobreviviente  que  habitare  en 
comi)añia  del  finado,  se  le  nombrará  cura- 
dor de  la  herencia,  y  no  se  le  exigirá  fian- 
za cuando,  á  juicio  del  Juez  de  Letras, 
tenga  bienes  propios  suficientes  para  res- 
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ponder  de  los  que  no  le  pertenezcan.  Si  no 
los  tuviere,  deberá  prestarla  en  la  cantidad 
que  el  Juez  determine. 

No  habiendo  cónyuge  sobreviviente  con 
capacidad  legal  para  administrar  los  bie- 
nes, se  dará  dicho  cargo  á  otra  persona,  y 
se  practicará  lo  prevenido  en  el  art.  642. 

CAPÍTULO  II 

DE   LA   DECLARACIÓN   DE   HEREDEROS 
ABINTESTATO 

Art.  650.  Practicadas  las  medidas  in- 
dispensables para  la  seguridad  de  los  bie- 
nes, ordenadas  en  el  capítulo  anterior,  y 
sin  perjuicio  de  continuar  en  las  mismas 
diligencias  la  formación  de  inventario,  se 
procederá  en  pieza  separada  á  hacer  la 
declaración  de  herederos  abintestato. 

Art.  651.  También  podrá  hacerse  esta 
declaración  á  instancia  de  los  interesados, 
sin  que  precedan  dichas  diligencias,  en  los 
casos  en  que  no  sea  necesaria  ni  se  solicite 
la  prevención  del  abintestato. 

Art.  652.  Los  herederos  abintestato  que 
sean  descendientes  del  fínado,  podrán  ob- 
tener la  declaración  de  sus  derechos,  jus- 
tificando con  los  correspondientes  docu- 
mentos, ó  con  la  prueba  que  sea  posible, 
el  fallecimiento  de  la  persona  de  cuya 
sucesión  se  trate  y  su  parentesco  con  la 
misma;  y  con  información  testifical,  que 
dicha  persona  ha  fallecido  sin  testar,  y  que 
ellos,  ó  los  que  designen,  son  sus  únicos 
herederos. 

Art.  653.  Dicha  información  se  practi- 
cará con  citación  del  Fiscal,  á  quien  se 
comunicará  después  el  expediente  por  tres 
días  para  que  dé  su  dictamen. 

Si  éste  encontrare  incompleta  la  justifi- 
cación, se  dará  vista  á  los  interesados  para 
que  subsanen  la  falta. 

También  se  practicará  el  cotejo  de  los 
documentos  presentados  con  sus  origina- 
les, cuando  lo  pidiere  el  Fiscal  ó  el  Juez 
lo  estimare  necesario. 

Art.  654.  Practicadas  las  diligencias 
antedichas,  el  Juez,  sin  más  trámites,  dic- 
tará resolución,  haciendo  la  declaración 
de  herederos  abintestato  si  la  estimare 
procedente,  ó  denegándola  con  reserva  de 
su  derecho  á  los  que  la  hayan  pretendido, 
para  el  juicio  ordinario. 

Esta  resolución  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  655.  El  mismo  procedimiento  es- 
tablecido en  los  tres  artículos  que  prece- 
den, se  empleará  para  la  declaración  de 
herederos  abintestato,  cuando  la  solicitare 
alguno  de  los  ascendientes  del  finado. 


En  este  caso,  si  de  la  certificación  de 
nacimiento  de  dicho  finado  resultare  haber 
fallecido  antes  de  llegar  á  la  edad  legal 
para  poder  testar,  no  será  necesaria  la  in- 
formación de  testigos  prevenida  en  el  ar- 
tículo 652. 

Art.  656.  También  se  empleará  el  mis- 
mo procedimiento  para  hacer  la  declara- 
ción de  herederos  abintestato,  cuando  la 
soliciten  parientes  colaterales  dentro  del 
cuarto  grado. 

Art.  657.  En  el  caso  del  artículo  ante- 
rior, si  á  juicio  del  Fiscal  ó  del  Juez  hu- 
biere motivos  racionalmente  fundados  para 
creer  que  podrán  existir  otros  parientes  de 
igual  ó  mejor  grad»,  siempre  que  exceda 
de  quinientos  pesos  el  valor  de  los  bienes 
pertenecientes  á  la  herencia,  el  Juez,  por 
medio  de  edictos  que  se  fijarán  en  la  tabla 
de  avisos  y  se  publicarán  en  la  Gaceta, 
anunciará  el  fallecimiento  y  naturaleza  del 
finado,  y  su  muerte  sin  testar,  y  los  nom- 
bres y  grado  de  parentesco  de  los  que  re- 
clamen la  herencia,  y  llamará  á  los  que  se 
crean  con  igual  ó  mejor  derecho,  para 
que  comparezcan  en  el  Juzgado  á  recla- 
marlo dentro  de  treinta  días. 

El  Juez  podrá  ampliar  este  término  por 
el  tiempo  que  estime  necesario,  cuando 
por  el  punto  de  la  naturaleza  del  finado,  ó 
por  otras  circunstancias,  se  presuma  que 
podrá  haber  parientes  fuera  de  Honduras. 

Art.  658.  Transcurrido  el  término  de 
los  edictos,  á  contar  desde  la  fecha  de  su 
publicación  en  la  Gaceta,  si  nadie  jiubiere 
comparecido,  dictará  el  Juez  la  resolución 
prevenida  en  el  art.  654. 

Si  hubieren  comparecido  otros  parientes, 
se  practicará  lo  que  se  previene  en  los  ar- 
tículos 660  y  siguientes. 

Art.  659.  Cuando  no  hubiere  descen- 
dientes, ascendientes  ni  colaterales  dentro 
del  cuarto  grado,  hayase  presentado  ó  no 
algún  otro  pariente  á  reclamar  la  heren- 
cia, practicadas  las  diligencias  preventivas, 
el  Juez  mandará  fijar  y  publicar  edictos 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  657, 
anunciando  la  muerte  intestada  de  la  per- 
sona de  cuya  sucesión  se  trate,  y  llaman- 
do a  los  que  se  crean  con  derecho  á  la  he- 
rencia. 

Art.  660.  Luego  que  transcurra  el  pla- 
zo de  dichos  edictos,  so  fijarán  y  publica- 
rán otros  en  igual  forma,  haciendo  un  se- 
gundo llamamiento  por  término  de  veinte 
días,  con  apercibimiento  de  lo  que  haya 
lugar. 

En  estos  segundos  edictos  se  expresa- 
rán, en  su  caso,  los  nombres  de  los  parien- 
tes que  se  hayan  presentado,  y  el  grado 
de  su  parentesco  con  el  finado. 
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Art.  661.  Los  que  comparezcan  á  con- 
secuencia de  dichos  llamamientos,  debe- 
rán expresar  por  escrito  el  grado  de  pa- 
rentesco en  que  se  hallen  con  el  causante 
de  la  herencia,  justificándolo  con  los  co- 
rrespondientes documentos,  acompañados 
del  árbol  genealógico. 

Estos  escritos  y  documentos  se  unirán  á 
la  pieza  formada  pai'a  la  declaración  de 
herederos,  por  el  orden  en  que  se  vayan 
presentando. 

Art.  662.  Cuando  sea  uno  solo  el  aspi- 
rante á  la  herencia,  y  también  en  el  caso 
de  que,  siendo  varios,  todos  aleguen  igual 
derecho  fundados  en  el  mismo  titulo,  se 
comunicarán  los  autos  al  Fiscal,  para  que 
emita  su  dictamen. 

Si  éste  conviniere  en  que  se  les  declare 
herederos,  el  Juez,  sin  más  trámites,  hará 
la  declaración,  si  la  estimare  procedente. 

Esta  declaración  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  663.  Si  el  Fiscal  se  opusiere,  se 
dará  traslado  por  tres  días  á  los  interesa- 
dos, con  entrega  de  los  autos,  y  se  sustan- 
ciará este  juicio  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  incidentes. 

Art.  664.  Cuando  sean  dos  ó  más  los 
aspirantes  á  la  herencia,  y  no  estén  con- 
formes en  sus  pretensiones,  luego  que 
transcurra  el  término  de  los  segundos 
edictos,  se  les  comunicarán  los  autos  por 
tres  días,  para  que  expongan  y  pidan  lo 
que  crean  procedente  sobre  los  derechos 
de  cada  aspirante. 

Los  que  hagan  causa  común,  deberán 
formular  sus  pretensiones  en  un  mismo 
escrito  y  bajo  una  sola  dirección. 

Los  autos  se  comunicarán  á  las  partes 
por  el  orden  en  que  hubieren  compare- 
cido. 

Art.  665.  Evacuada  la  comunicación 
por  todos  los  interesados,  se  oirá  al  Fiscal 
para  que  califique  el  derecho  de  cada  as- 
pirante y  proponga  lo  sjue  estime  proce- 
dente. 

Art.  666.  Cuando  alguna  de  las  partes 
hubiere  solicitado  el  recibimiento  á  prue- 
ba, se  observará  lo  prevenido  para  los  in- 
cidentes en  los  artículos  504,  505  y  506. 

Será  además  procedente  el  recibimiento 
á  prueba: 

1.°  Cuando  por  haber  sido  impugnado 
expresamente  algún  documento  fuere  ne- 
cesario cotejarlo  con  su  original. 

2.^    Cuando  alguno  de  lus  interesados 
necesite  completar  la  justificación  de  su, 
derecho. 

Art.  667.  Unidas  á  los  autos  las  pruebas 
practicadas,  así  que  concluya  el  término, 
y  cuando  no  haya  habido  prueba  luego  que 


el  Fiscal  emita  su  dictamen,  el  Juez  con- 
vocará á  junta  á  los  interesados  dentro  de 
los  ocho  días  siguientes,  señalando  el  día  y 
hora  en  que  haya  de  celebrarse. 

En  esta  junta,  á  la  que  deberá  concurrir 
el  Fiscal,  pudiendo  también  hacerlo  los  de- 
fensores de  las  partes,  discurrirán  éstas  su 
derecho  á  la  herencia.  Si  se  pusieren  de 
acuerdo  sobre  el  derecho  y  participación 
que  á  cada  una  corresponda,  se  consigna- 
rá en  el  acta,  con  expresión  de  si  está  ó  no 
conforme  el  Fiscal. 

Cuando  no  se  consiga  dicho  acuerdo,  se 
consignará  también  asi  en  el  acta  que  ha 
de  extenderse  del  resultado  de  la  junta,  y 
la  firmarán  todos  los  concurrentes,  con  el 
Juez  y  el  Secretario. 

Art.  668.  Cualquiera, que  sea  el  resul- 
tado de  la  junta,  el  Juez,  acto  continuo, 
citará  á  las  partes  para  sentencia,  la  que 
dictará,  sin  más  trámites,  dentro  de  los 
cinco  días  siguientes,  resolviendo  lo  que 
estime  justo  sobre  la  declaración  del  dei^e- 
cho  de  los  aspirantes  y  su  respectiva  parti- 
cipación en  la  herencia. 

Acerca  de  este  último  extremo,  estará  á 
lo  que  hubieren  convenido  los  interesado-;, 
cuando  tengan  capacidad  para  obligarse. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  669.  Luego  que  sea  firme  la  reso- 
lución judicial  por  la  que  se  haya  hecho  la 
declaración  de  heredero,  cesará  la  inter- 
vención del  Ministerio  Fiscal  en  estos  jui- 
cios, y  todas  las  cuestiones  pendientes,  ó 
que  puedan  promoverse,  se  entenderán  y 
sustanciarán  con  el  heredero  ó  herederos 
que  hayan  sido  reconocidos  por  dicha  re- 
solución. 

Art.  670.  Los  que  creyéndose  con  de- 
recho á  la  herencia  no  se  hubieren  presen- 
tado en  el  juicio  durante  el  término  de  los 
edictos,  podrán  hacerlo  antes  de  la  convo- 
catoria para  la  junta,  acompañando  los  do- 
cumentos que  justifiquen  su  derecho,  y  sin 
que  en  ningún  caso  se  pueda  retroceder  en 
el  procedimiento. 

No  serán  admitidos  los  que  se  presenten 
después  de  acordada  dicba  convocatoria; 
pero  les  quedará  á  salvo  su  derecho  para 
ejercitarlo  en  vía  ordinaria  contra  los  que 
fueren  declarados  herederos. 

Art.  67 L  Si  no  so  liuljiere  presentado 
ningún  asi)irante  á  la  herencia,  ó  no  fuere 
reconocido  con  derecho  á  ella  ninguno  do 
los  i)resentados,  se  hará  un  tercer  llama- 
miento por  edictos,  por  el  término  de  dos 
meses,  en  la  forma  prevenida  para  los  an- 
teriores, y  con  apercibimiento  de  tenerse 
por  vacante  la  lierencia  si  nadie  la  solici- 
tase. 
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Art.  672.  Transcurrido  el  término  del 
tercer  llamamiento  sin  que  nadie  se  haya 
presentado,  ó  si  fuesen  declarados  sin  de- 
recho los  que  hubieren  acudido  reclaman- 
do la  herencia,  se  considerará  ésta  como 
vacante,  y  á  instancia  del  Fiscal  se  le  dará 
el  destino  prevenido  por  las  leyes. 

Art.  673.  En  el  caso  del  articulo  ante- 
rior, se  entregarán  al  Estado  los  bienes, 
con  los  libros  y  papeles  que  tengan  rela- 
ción con  ellos. 

Respecto  de  los  demás  papeles,  el  Juez, 
oyendo  sobre  ello  al  Fiscal,  dispondrá  que 
se  conserven  los  que  puedan  ser  de  algún 
interés,  inutilizando  los  restantes.  Los  que 
deban  conservarse  se  archivarán  con  los 
autos  del  abintestato,  en  pliego  cerrado  y 
sellado,  en  cuya  cubierta  se  pondrá  nota 
de  su  contenido,  que  rubricarán  el  Juez  y 
e!  Fiscal,  v  firmará  el  Secretario. 


de  prevenido  el  abintestato,  con  la  excep- 
ción antes  indicada  del  articulo  81. 

Art.  677.  Desde  que  se  hubiere  decre- 
tado la  prevención  del  juicio  de  abintes- 
tato, podrá  pedirse  la  acumulación  al  mis- 
mo de  los  pleitos  expresados  en  el  articu- 
lo anterior. 

1.°  Por  el  Fiscal,  mientras  sea  parte  en 
el  juicio. 

2.°  Por  el  curador  de  la  herencia  mien- 
tras tenga  la  representación  del  abintes- 
tato. 

3.°  Por  los  herederos,  ó  cualesquiera 
de  ellos,  luego  que  fueren  reconocidos  y 
declarados  tales  por  ejecutoria. 

4.°  Por  cualquiera  otro  que  sea  parte 
legítima  en  el  juicio  de  abintestato. 

Para  llevar  á  efecto  la  acumulación, ^e 
observará  lo  prevenido  en  los  artículos 
821  v  822. 


CAPITULO  III 

DEL   JUICIO    DE   ABINTESTATO 

Art.  674.  Hecha  la  declaración  de  he- 
rederos abintestato  por  sentencia  fírme,  se 
acomodará  este  juicio  á  los  trámites  esta- 
blecidos para  el  de  testamentaría. 

Art.  675.  El  Juez  mandará  que  se  en- 
treguen á  los  herederos  reconocidos  todos 
los  bienes,  libros  y  papeles  del  abintestato, 
y  que  el  curador  les  rinda  cuentas,  cesan- 
do la  intervención  judicial. 

Sólo  ])odrá  continuar  esta  intervención: 

1."  Cuando  la  solicite  alguno  de  los  he- 
rederos reconocidos,  ó  el  cónyuge  sobrevi- 
viente. 

2.°  Cuando  legalmente  sea  necesaria 
por  concurrir  alguna  de  las  circunstancias 
que,  según  el  art.  703,  hacen  necesario  el 
juicio  de  testamentaría. 

Art.  676.  Para  los  efectos  de  la  causa  4.* 
del  art.  76,  se  declaran  acumulables  á  es- 
tos juicios  y  á  los  de  testamentaría: 

1.°  Los  pleitos  ejecutivos  incoados  con- 
tra el  finado  antes  de  su  fallecimiento,  con 
la  excepción  establecida  en  el  art.  81. 

2.°  Las  demandas  ordinarias  por  acción 
personal,  pendientes  en  primera  instancia 
contra  el  finado. 

3."  Los  pleitos  incoados  contra  el  mis- 
mo por  acción  real,  que  se  hallen  en  pri- 
mera instancia,  cuando  no  se  sigan  en  el 
Juzgado  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa 
inmueble,  ó  donde  se  hubiere  hallado  la 
mueble  sobre  que  se  litigue. 

4.°  Todas  las  demandas  ordinarias  y 
ejecutivas  que  se  deduzcan  contra  los  he- 
rederos del  difunto  ó  sus  bienes  después 


CAPITULO  IV 

DE   LA   ADMINISTRACCIÓN     DEL   ABINTESTATO. 

Art.  678.  En  todo  juicio  de  abintestato 
se  formará  una  pieza  separada,  que  se  lla- 
mará de  administración,  en  la  cual  se 
actuará  cuanto  tenga  relación  con  ella. 

Se  formarán  además,  en  su  caso,  los  ra- 
mos separados  de  dicha  pieza  que  fueren 
necesarios  para  evitar  confusión. 

Art.  679.  La  pieza  de  administración, 
con  el  ramo  de  cuentas  y  demás  inciden- 
cias de  la  misma,  se  pondrán  de  manifies- 
to enla  Secretaría,  durante  las  horas  de 
despacho,  á  los  que  se  hiyan  presentado 
alegando  derecho  á  la  herencia  siempre 
que  lo  soliciten  del  Secretario. 

Si  en  su  vista  formularen  algunas  re- 
clamaciones, el  Juez  las  atenderá  en  cuan- 
to sean  fundadas. 

Art.  680.  Discernido  el  cargo  al  cura- 
dor de  la  herencia,  se  le  pondrá  en  pose- 
sión de  los  bienes  del  abintestato,  y  se  le 
dará  á  reconocer  por  cédula,  que  se  fijará 
en  la  tabla  de  avisos  y  se  publicara  en 
la  Gaceta. 

Para  que  pueda  acreditar  su  represen- 
tación, se  le  dará  representación  de  dis- 
cernimiento. 

Art.  681.  El  curador  do  la  herencia  re- 
presentará el  abintestato  en  todos  los  plei- 
tos que  se  promuevan  ó  que  estuvieren 
principiados  al  prevenirse  este  juicio,  asi 
como  en  todas  Jas  incidencias  del  mismo 
que  se  relacionen  con  el  caudal,  excepto 
en  lo  relativo  á  la  declaración  de  herede- 
ros, en  cuyas  actuaciones  no  tendrá  inter- 
vención 

También  ejercitará  en  dicha  represen- 
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tación  las  acciones  que  pudieran  corres- 
ponder al  difunto,  aunque  deban  deducir- 
se en  otro  Juzgado  ó  Tribunal,  ó  en  la  vía 
administrativa;  y  asimismo  la  tendrá  en 
los  demás  actos  en  que  sea  necesaria  la  in- 
tervención del  abintestato,  hasta  que  se 
haga  la  declaración  de  herederos  por  sen- 
tencia firme. 

Art.  682.  Luego  que  sea  conocida  la 
importancia  del  caudal,  dispondrá  el  Juez 
que  el  curador  aumente  la  fianza  que  hu- 
biere prestado  en  las  primeras  diligencias, 
hasta  la  cantidad  que  determine,  si  estima 
que  aquélla  no  es  suficiente. 

No  haciéndolo  el  curador  en  el  término 
que  el  Juez  le  señale,  será  reemplazado 
con  otro  que  preste  fianza  cumplida. 

Art.  683.  El  curador  rendirá  cuenta 
justificada  en  los  plazos  que  el  Juez  le  se- 
ñale, los  que  serán  proporcionados  á  la 
importancia  y  condiciones  del  caudal,  sin 
que  en  ningún  caso  puedan  exceder  de  un 
año. 

Art.  684.  Con  las  cuentas  del  adminis- 
trador y  con  los  comprobantes  de  las  mis- 
mas, se  formará  un  ramo  separado. 

Art.  685.  Cuando  el  curador  cese  en 
el  desempeño  de  su  cargo,  rendirá  una 
cuenta  final  complementaria  de  las  ya  pre- 
sentadas. 

Art.  686.  Todas  las  cuentas  del  cura- 
dor, inclusa  la  final,  serán  puestas  de  ma- 
nifiesto á  las  partes  en  la  Secretaria,  cuan- 
do cese  en  el  desempeño  de  su  cargo,  por 
un  término  común,  que  el  Juez  señalará 
según  la  importancia  de  aquéllas. 

Art.  687.  Pasado  dicho  término  sin  ha- 
cerse oposición  á  las  cuentas,  ó  al  desesti- 
mar los  reparos  que  se  hubieren  alegado, 
el  Juez  dictará  resolución  aprobándolas  y 
declarando  exento  de  responsabilidad  al 
curador.  En  la  misma  resolución,  el  Juez 
cancelará  la  hipoteca  que  el  curador  hu- 
biere constituido,  ó  mandará  devolverle  la 
fianza  que  hubiere  prestado. 

Art.  688.  Si  las  cuentas  fueren  impug- 
nadas en  tiempo  hábil,  se  sustanciará  la 
impugnación  con  el  cuentadante  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes. 

Contra  la  resolución  que  ponga  término 
al  incidente  de  cuentas,  procederá  la  ape- 
lación en  ambos  efectos.  Contra  la  que  pro- 
nuncie la  Corte  de  Apelaciones  se  dará  el 
recurso  de  casación. 

Art.  689.  ííl  curador  está  obligado,  bajo 
su  respon.sal>ilidad,  á  conservar  sin  me- 
noscabo los  bienes  del  abintestato,  y  á  pro- 
curar que  den  las  rentas,  productos  ó  uti- 
lidades que  correspondan. 

A  este  fin  deberá  hacer  en  los  edificios 
las  reparaciones  ordinarias  ó  extraordina- 


rias que  sean  indispensables  para  su  con- 
servación, y  en  las  fincas  rústicas  que  no 
estén  arrendadas,  las  labores  y  abonos  que 
exija  su  cultivo. 

Art.  690.  Dichos  gastos,  los  de  pleitos, 
pago  de  contribuciones  y  demás  atencio- 
nes del  abintestato,  se  cubrirán  con  los  in- 
gresos. 

Art.  691.  El  curador  deberá  vender  en 
época  y  sazón  oportunas  los  frutos  que 
recolecte  como  producto  de  su  administra- 
ción, y  los  que  recaudare  en  concepto  de 
rentas  de  los  bienes  del  abintestato. 

Art.  692.  También  deberá  el  curador 
dar  en  arrendamiento  las  casas  de  habita- 
ción ó  cuartos  en  que  estén  divididas,  y 
las  fincas  rústicas  de  poca  importancia, 
acomodándose  á  los  precios  y  pactos  co- 
rrientes en  la  localidad. 

Art.  693.  Podrán  exceptuarse  del  arren- 
damiento las  fincas  del  abintestato  que  el 
finado  explotase  ó  cultivase  por  su  cuenta, 
y  cualquiera  otra  respecto  de  la  cual,  por 
sus  circunstancias  especiales  ó  para  que 
sea  más  productiva,  asi  convenga  hacerlo 
á  juicio  del  curador,  de  acuerdo  con  los 
aspirantes  á  la  herencia. 

Art.  694.  Durante  la  sustanciación  del 
juicio  de  abintestato,  no  se  podrán  enaje- 
nar los  bienes  inventariados. 

Exceptúanse  de  esta  regla: 

1."    Los  que  puedan  deteriorarse. 

2.°  Los  que  sean  de  difícil  y  costosa 
conservación. 

3.°  Los  frutos  para  cuya  enajenación 
se  presenten  circunstancias  que  se  estimen 
ventajosas. 

4.**  Los  demás  bienes  cuya  enajenación 
.sea  necesaria  para  el  pago  de  deudas  ó  para 
cubrir  otras  atenciones  del  abintestato. 

Art.  695.  El  Juez,  á  propuesta  del  cu- 
rador, y  oyendo  en  una  comparecencia  á 
los  aspirantes  á  la  herencia,  y  en  su  de- 
fecto al  Fiscal,  podrá  decretar  la  venta  de 
cualesquiera  de  dichos  bienes,  verificán- 
dola en  pública  subasta  y  previo  avalúo 
por  peritos. 

La  de  los  efectos  públicos  se  hará  al  pre- 
cio do  cotización,  por  medio  de  agente  de 
Bolsa  ó  corredor,  que  nombrará  el  Juez. 

Art.  696.  Las  subastas  de  que  habla  el 
articulo  anterior  se  verificarán  con  las 
mismas  solemnidades,  y  en  los  propios 
términos  establecidos  para  la  venta  de  ljie- 
ncs  de  menores  é  incapacitados. 

Art.  697.  El  curador  no  tendrá  dere- 
cho á  otra  retril)ución  que  la  siguiente: 

%.°  Sobre  el  producto  líquido  de  la  ven- 
ta do  frutos,  bienes  inmuebles  ó  semovien- 
tes de  los  incluidos  en  el  inventario,  per- 
cibirá el  dos  por  ciento. 
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Los  que  procedan  de  su  administración, 
á  que  se  refiere  el  arí.  691,  se  considera- 
rán comprendidos  en  el  número  4.°. 

2.°  Sobre  el  producto  líquido  de  la  ven- 
ti  de  bienes  raices  y  cobranza  de  valores 
de  cualquier-a  especie,  el  uno  por  ciento. 

3°  Sobre  el  producto  liquido  de  la  ven- 
ía de  efectos  públicos,  el  medio  por  ciento. 

4."  Sobre  los  demás  ingresos  que  liaya 
en  la  administración  por  conceptos  diver- 
sos de  los  expresados  en  los  párrafos  pre- 
cedentes, el  Juez  le  señalará  del  cuatro  al 
diez  por  ciento,  teniendo  en  consideración 
los  productos  del  caudal  y  el  trabajo  de  la 
administraciózi. 

También  podrá  acordar  el  Juez,  cuando 
lo  considere  justo,  que  se  abonen  al  admi- 
nistrador los  gastos  de  viajes  que  tenga 
necesidad  de  hacer  para  el  desempeño  de 
su  cargo. 

TÍTULO  IX 

De  las  testamentarías. 

CAPÍTULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  698.  El  juicio  de  testamentaría 
podrá  ser  voluntario  ó  necesario. 

Art.  699.  Será  voluntario  cuando  lo 
promoviere  parte  legítima. 

Art.  700.  Serán  parte  legitima  para 
promoverlo: 

1."  Cualquiera  de  los  herederos  testa- 
mentarios. 

2.°     El  cónyuge  que  .sobreviva. 

3."  Cualquiera  de  los  legatarios  de  par- 
te alícuota  del  caudal. 

4.°  Cualquier  acreedor,  siempre  que 
presente  un  titulo  escrito  que  justifique 
cumplidamente  su  crédito. 

Art.  701.  Los  herederos  testamentarios 
y  los  legatarios  de  parte  alícuota,  no  po- 
drán promover  el  juicio  voluntario  de  te.s- 
tamentaría  cuando  el  testador  lo  haya  pro- 
hibido expresamente. 

Art.  702.  Tampoco  podrán  promoverlo 
los  acreedores:    ~ 

1.°  Cuando  tengan  asegurado  su  cré- 
dito con  hipoteca  ó  con  otra  garantía  su- 
ficiente. 

2."  Cuando,  en  otro  caso,  los  herederos 
les  dieren  fianza  Ijastante  á  responder  de 
sus  créditos,  indejíendientemente  de  los 
bienes  del  finado. 

Art.  703.  Será  necesario  el  juicio  de 
testamentaría  en  los  casos  en  que  el  Jaez 
deba  prevenirlo  de  oficio.  Estos  casos 
serán: 

1 ."    Cuando  todos  ó  algunos  de  los  here 


deros  estén  ausentes  y  no  tengan  repre- 
sentante legítimo  en  el  lugar  del  juicio. 

2.°  Cuando  los  herederos  ó  cualesquie- 
ra de  ellos  sean  menores  ó  estén  incapa- 
citados, á  no  ser  que  estén  representados 
por  sus  padres. 

Art.  704.  En  estos  casos,  cualquiera  de 
los  Jueces  expresados  en  la  regla  16  del 
artículo  1.59  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribu- 
nales prevendrá  el  juicio,  practicando  las 
diligencias  indicadas  en  dicha  regla  y  en  el 
artículo  634  de  este  Código. 

Art.  705.  En  el  caso  1."  del  art.  703, 
luego  que  comparezcan  los  parientes  fjor 
sí  ó  por  medio  de  representante  legítimo, 
se  les  hará  entrega  de  los  bienes  y  efectos 
pertenecientes  al  finado,  cesando  la  inter- 
vención judicial,  á  no  ser  que  la  solicitare 
alguno  de  los  que  sean  parte  legítima  para 
promover  el  juicio  voluntario. 

Art.  706.  Aunquesean  menores  ó  estén 
incapacitados  los  herederos,  no  se  podrá 
prevenir  el  juicio  necesario  de  testamen- 
taría cuando  el  testador  lo  haya  prohibido 
expresamente. 

Si  se  hubieren  incoado  las  diligencias 
preventivas  á  que  se  refiere  el  artículo  704, 
se  sobreseerá  en  ellas  luego  que  con  la  co- 
pia del  testamento  se  acredite  dicha  pro- 
hibición. 

Art.  707.  Cuando  el  testador  haya  pro- 
hibido la  intervención  judicial  en  su  tes- 
tamentaría, para  que  esta  prohibición  pro- 
duzca los  efectos  expresados  en  el  artículo 
anterior  y  en  el  701,  será  necesario  que 
aquél  haya  hecho  por  sí  mismo  la  parti- 
ción, ó  haya  nombrado  partidor  para  que 
practique  extrajudicialraente  todas  las  ope- 
raciones de  la  testamentaría. 

Art.  708.  Si  el  testador  hubiere  esta- 
blecido reglas  distinta^  de  las  ordenadas  en 
la  ley  para  el  inventario,  avalúo,  liquida- 
ción y  división  de  sus  bienes,  los  herede- 
ros y  los  legatarios  deberán  respetarlas  y 
sujetarse  á  ellas. 

Art.  709.  En  cualquier  estado  del  jui- 
cio voluntario  de  testamentaría  podrán  los 
interesados  separarse  de  su  seguimiento  y 
adoptar  los  acuerdos  que  estimen  conve- 
nientes. 

Para  este  efecto  se  considerarán  como 
interesados,  además  de  los  herederos  y  le- 
gatarios, los  acreedores  que  hubieren  pro- 
movido el  juicio  y  el  cónyuge  sobrevi- 
viente. 

Cuando  la  solicitaron  de  común  acuerdo, 
deberá  el  Juez  sobreseer  en  el  juicio  y  po- 
ner los  bienes  á  disposición  de  los  here- 
deros. 

Art.  710.  En  el  juicio  necesario,  des- 
pués de  haber  practicado  judicialmente  el 
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inventario  y  depósito  de  los  bienes  confor- 
me á  lo  prevenido  en  el  artículo  737,  po- 
drán también  los  interesados  separarse  de 
su  seguimiento  para  hacer  extrajudicial- 
mente  las  demás  operaciones  de  la  testa- 
mentaria. 

En  este  caso,  no  pondrá  el  Juez  los  bie- 
nes á  disposición  de  los  herederos  hasta 
después  de  aprobadas  las  particiones. 

Art.  711.  Las  liquidaciones  y  particio- 
nes de  herencia  hechas  extrajudicialmen- 
te,  aunque  lo  hayan  sido  por  partidor 
nombrado  por  el  testador,  deberán  pre- 
sentarse á  la  aprobación  judicial,  siempre 
que  tenga  interés  en  ellas,  como  heredero 
ó  legatario  de  ¡Darte  alícuota,  algún  menor, 
incapacitado  ó  ausente  cuyo  paradero  se 
ignore. 

Art.  712.  Para  obtener  dicha  aproba- 
ción se  observarán  los  trámites  estableci- 
dos en  los  artículos  733  y  siguientes. 

No  están  comprendidas  en  las  disposi- 
ciones de  este  artículo  y  del  anterior,  las 
particiones  hechas  por  los  mismos  testado- 
res, las  cuales  no  necesitarán  la  aproba- 
ción judicial. 

Art.  713.  No' obstará  el  juicio  de  testa- 
mentaria para  que  los  herederos  ejerciten 
en  tiempo  y  forma  el  derecho  de  deliberar 
ó  el  beneficio  de  inventario. 

Al  promover  el  juicio,  podrán  pedir  el 
término  legal  para  deliberar  ó  manifestar 
que  aceptan  la  herencia  á  beneficio  de  in- 
ventario. 

En  uno  y  otro  caso,  formalizado  que 
fuere  el  inventario,  el  Juez  mandará  que 
se  les  ponga  de  manifiesto  para  que  pue- 
dan resolver  lo  que  convenga  á  sus  inte- 
reses. 

Art.  714.  Las  testamentarías  podrán  ser 
declaradas  en  concurso  de  acreedores  ó 
en  quiebra,  en  los  casos  en  que  así  proce- 
da respecto  á  los  particulares;  y  si  lo  fue- 
ren, se  sujetarán  á  los  procedimientos  de 
estos  juicios. 

CAPITULO  II 

DEL   JUICIO   VOLUNTARIO   DE   TESTAMENTARIA 

Art.  715.  El  que  promueva  el  juicio 
voluntario  de  testamentaria  deberá  presen- 
tar el  certificado  de  defunción  de  la  perso- 
na de  cuya  sucesión  se  trato;  y  no  siendo 
esto  posible,  otro  documento  ó  prueba  que 
la  acredite,  y  el  testamento  del  finado. 

Art.  716.  *  Siendo  parte  legitima  quien 
lo  pida,  y  cumplidos  los  requisitos  expresa- 
dos en  el  artículo  anterior,  habrá  el  Juez 
por  prevenido  el  juicio,  mandando  citar  pa- 
ra él  en  forma  á  los  herederos,  á  los  lega- 
tarios de  parte  alícuota  y  al  cónyuge  sobre- 


viviente, si  los  hubiere,  y  en  su  caso,  á  los 
acreedores  que  hayan  promovido  el  juicio. 

Art.  717.  Si  hubiere  herederos  ó  lega- 
tarios de  los  antedichos,  que  por  ser  me- 
nores ó  incapacitados  tengan  tutor,  se  en- 
tenderá con  éstos  la  citación  para  el  juicio. 

Si  no  lo  tuvieren,  se  les  nombrará  ó  se 
hará  que  lo  nombren  con  arreglo  á  dere- 
cho, á  no  ser  que  se  hallen  representados 
por  sus  padres. 

Art.  718.  Cuando  el  tutor,  padre  ó 
madre  tengan  en  la  herencia  un  interés 
incompatible  con  el  de  menor  ó  incapaci- 
tado á  quien  representen,  se  proveerá  á 
éste,  con  arreglo  á  derecho,  de  un  curador 
especial  para  el  juicio,  cuya  intervención 
se  limitará  á  los  actos  en  que  exista  dicha 
incompatibilidad. 

Art.  719.  A  los  herederos  y  demás  in- 
teresados ausentes,  que  tengan  residencia 
conocida,  se  les  citará  personalmente. 

A  los  que  no  la  tengan  se  les  llamará 
por  edictos,  que  se  fijarán  en  la  tabla  de 
avisos  y  se  publicarán  en  la  Gaceta. 

Art.  720.  Se  citará  al  Fiscal  para  que 
represente  á  los  interesados  en  la  herencia 
que  sean  menores  ó  incapacitados  y  no 
tengan  representación  legítima;  á  los  au- 
sentes cuyo  paradero  se  ignore,  y  á  los 
que,  debiendo  .ser  citados  en  persona  por 
tener  domiciHo  conocido,  no  se  hallaren 
en  el  lugar  del  juicio. 

Art.  721.  Cesará  la  representación  del 
Fiscal  respecto  de  los  menores  é  incapaci- 
tados luego  que  estén  habilitados  de  tutor 
ó  curador. 

En  cuanto  á  los  ausentes  cuyo  paradero 
se  ignore,  cuando  se  presenten  en  el  juicio, 
ó  puedan  ser  citados  personalmente,  aun- 
que vuelvan  á  ausentarse. 

Y  respecto  de  los  ausentes  citados  en 
persona,  también  cuando  se  presenten,  ó 
transcurran  desde  la  citación,  sin  haberse 
presentado,  quince  días  si  residen  en  Hon- 
duras, y  tres  meses  en  otra  parte. 

En  este  último  caso  se  seguirá  el  juicio 
en  rebeldía,  sin  volver  á  citar  á  los  que, 
habiéndolo  sido  en  forma,  no  hayan  com- 
parecido. 

Art.  722.  Si  el  que  hubiere  promovido 
el  juicio  solicitare  oportunamente  la  inter- 
vención del  caudal,  se  decretará,  practi- 
cándose las  diligencias  prevenidas  en  el 
art.  634  de  la  manera  menos  vejatoria 
posil)le. 

Art.  723.  No  podrá  decretarse  dicha 
intervención  sino  limitada  á  formar  judi- 
cialmente los  inventario.-;,  cuando  se  soli- 
cite después  de  treinta  días  de  la  muerte 
del  testador  ó  de  haber.se  tenido  noticia  de 
su  fallecimiento. 
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Art.  724.  Para  hacer  los  inventarios 
judicialmente  se  dará  comisión  á  un  Nota- 
rio, sin  perjuicio  de  que  el  Juez  pueda 
concurrir  á  su  formación,  en  todo  ó  en 
parte,  cuando  lo  solicite  alguno  de  los  in- 
teresados y  él  lo  considere  necesario. 

El  avalúo  de  los  bienes  se  practicará 
simultáneamente  con  el  inventario,  para 
lo  cual  se  hará  el  oportuno  nombramiento 
de  peritos  por  los  interesados  ó  por  el  Juez 
en  subsidio. 

Art.  725.  Dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes al  en  que  se  haya  mandado  for- 
mar judicialmente  el  inventario,  deberá 
principiarse,  con  señalamiento  de  día  y 
hora,  que  se  hará  saber  á  los  interesados 
al  citarlos  para  esa  operación. 

Art.  726.  Deberán  ser  citados  para  la 
formación  del  inventario: 

1.'  Los  herederos  ó  sus  legítimos  repre- 
sentantes, que  se  hallaren  en  el  lugar  del 
juicio,  ó  se  hubieren  personado  en  los  au- 
tos; y  por  los  ausentes,  si  los  hubiere,  el 
Fiscal. 

2.°  El  cónyuge  sobreviviente,  ó  su  re- 
presentación legítima. 

3.**    Los  legatarios  de  parte  alícuota. 

4°  Los  acreedores  que  hubieren  pro- 
movido el  juicio  ó  liayan  sido  admitidos  en 
él  como  parte  legítima. 

Art.  727.  Citados  todos  los  que  mencio- 
na el  artículo  anterior,  en  el  día  y  hora 
señalados,  procederá  el  Juez  ó  Notario  con 
los  que  concurran  á  formar  el  inventario, 
el  cual  contendrá  la  descripción  de  los  bie- 
nes de  la  herencia  por  el  orden  siguiente: 

1.°    Metálico. 

2.°    Efectos  públicos. 

3."     Alhajas. 

4."    Semovientes. 

5."    Frutos. 

6.°     Muebles. 

7.°     Inmuebles. 

8.°    Derechos  y  acciones. 

Todo  se  expresará  en  las  diligencias  que 
se  extiendan,  con  la  claridad  y  precisión 
convenientes;  y  si  el  inventario  no  se  pu- 
diere terminar  en  el  día  señalado,  se  con- 
tinuará en  los  siguientes. 

Art.  728.  Se  formará,  además,  con 
igual  precisión,  inventario  especial  de  las 
escrituras,  documentos  y  papeles  de  im- 
portancia que  se  encuentren. 

Art.  729.  Practicadas  las  diligencias 
prevenidas  en  los  artículos  anteriores, 
mandará  el  Juez  convocar  á  junta  á  los  in- 
teresados, señalando  el  día,  dentro  do  los 
ocho  siguientes,  para  que  so  pongan  de 
acuerdo  sobre  la  administración  del  cau- 
dal, su  custodia  y  conservación. 

Art.  730.     Si  no  se  consiguiere  dicho 


acuerdo,  determinará  el  Juez  lo  que  según 
las  circunstancias  corresponda,  con  suje- 
ción á  las  reglas  siguientes: 

1.*  Se  nombrará  administrador  al  viu- 
do ó  viuda,  y  en  su  detecto,  al  interesado 
que  tuviere  mayor  parte  en  la  herencia,  si 
reúne,  ajuicio  del  Juez,  la  capacidad  ne- 
cesaria para  desempeñar  el  cargo. 

2.*  Si  no  concurriere  esta  circunstan- 
cia en  quien  tuviere  la  mayor  parte  de  la 
herencia,  ó  fuere  igual  la  participación  de 
todos  los  interesados  ó  de  algunos  de  ellos, 
podrá  el  Juez  nombrar  á  cualquiera  de  és- 
tos, ó  á  un  extraño. 

3.*  Cualquiera  que  fuere  el  administra- 
dor deberá  prestar  fianza  bastante  á  res- 
ponder de  lo  que  perciba  en  bienes  mue- 
bles, y  de  la  renta  de  un  año  de  los  inmue- 
bles, si  los  interesados,  de  común  acuerdo, 
no  le  dispensaren  de  hacerlo. 

4.*  No  habiendo  acerca  de  esto  confor- 
midad, la  fianza  será  proporcionada  al  in- 
terés en  el  caudal  de  los  que  no  otorguen 
su  relevación. 

El  administrador  de  la  herencia  es  el  en- 
cargado de  su  custodia  y  conservación. 

Art.  731.  En  la  junta  á  que  se  refiere 
el  art.  "729,  los  interesados  deberán  tam- 
bién ponerse  de  acuerdo  sobre  el  nombra- 
miento de  un  partidor  que  practique  las 
operaciones  divisorias  del  caudal. 

Este  nombramiento  corresponde  al  Juez 
cuando  no  se  obtenga  el  acuerdo  de  los  in- 
teresados. 

Art.  732.  Nombrado  el  partidor,  el  cual 
tendrá  el  carácter  de  arbitro  de  derecho  si 
entre  los  interesados  hubiere  menores,  in- 
capacitados ó  ausentes,  ó  si  fuere  nombra- 
do por  el  Juez,  y  el  de  arbitrador  en  los 
demás  casos,  previa  su  aceptación  se  le  en- 
tregarán los  autos,  y  se  pondrán  á  su  dis- 
posición cuantos  documentos  y  papeles  ne- 
cesite para  practicar  la  liquidación  y  divi- 
sión del  caudal  hereditario. 

Art.  733.  La  sentencia  del  partidorcon- 
tendrá,  además  de  los  requisitos  corres- 
pondientes de  las  sentencias  definitivas,  la 
relación  de  los  bienes  que  formen  el  cau- 
dal partible,  con  el  respectivo  avalúo,  y  la 
liquidación  del  caudal,  su  división  y  adju- 
dicación á  cada  uno  de  los  partícipes. 

Art.  734.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia de  partición  y  devueltos  los  autos, 
el  Juez  procederá  á  su  ejecución,  mandan- 
do extender  testimonio  para  protocoli- 
zarla, y  entregando  á  cada  uno  de  los  in- 
teresados lo  que  le  haya  sido  adjudicado, 
y  los  títulos  de  propiedad  con  nota  del  Se- 
cretario expresiva  de  la  adjudicación. 

A  los  interesados  que  lo  pidieren  se  les 
dará  cl  testimonio  correspondiente. 
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Art.  735.  Cuando  se  haya  promovido  el 
juicio  á  instancia  de  uno  ó  más  acreedores, 
no  se  hará  la  entrega  de  los  bienes  á  nin- 
guno de  los  herederos  ni  legatarios  sin  es- 
tar aquéllos  completamente  pagados  ó  ga- 
rantizados á  su  satisfacción. 

CAPÍTULO  III 

DEL    JUICIO     NECESARIO     DE     TESTAMENTARÍA 

Art.  736.  Sólo  se  prevendrá  el  juicio 
necesario  de  testamentaria  en  los  casos 
determinados  en  el  art.  703,  con  la  limita- 
ción consignada  en  el  706. 

Art.  737.  Practicadas  las  diligencias 
necesarias  para  la  seguridad  de  los  bienes, 
libros  y  papeles  á  que  se  refiere  el  art.  704, 
se  acomodará  este  juicio  á  los  trámites  es- 
tablecidos para  el  voluntario,  con  las  mo- 
dificaciones siguientes: 

1.*  Los  inventarios  se  formarán  judi- 
cialmente. 

2.*  Los  bienes  se  entregarán  siempre 
al  administrador,  sin  que  pueda  adoptarse 
acuerdo  alguno  en  contrario. 

3.*  El  administrador  dará  fianza  bas- 
tante á  responder  de  lo  que  administre. 

Si  le  hubiere»  relevado  de  ella  los  inte- 
resados que  sean  mayores  de  edad,  será 
proporcionada  á  la  participación  que  ten- 
gan en  la  herencia  los  menores,  incapaci- 
tados ó  ausentes,  sin  que  en  ningún  caso 
pueda  dispensársele  de  esta  obligación. 

Hasta  que  estén  adoptadas  estas  medi- 
das, no  podrá  cesar  la  intervención  judi- 
cial, caso  de  solicitarse  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  art.  710. 

CAPITULO  IV 

.DE    LA    ADMINISTRACIÓN   DE    LAS     TESTAMEN- 
TARIAS 

Art.  738.  En  todo  juicio  de  testamenta- 
ria se  guardará  y  cumplirá  lo  que  el  tes- 
tador hubiere  dispuesto  sobre  la  adminis- 
tración de  su  caudal,  hasta  entregarlo  á 
los  herederos. 

Art.  739.  Cuando  el  testador  no  haya 
dispuesto  lo  que  deba  hacerse  sobre  este 
punto,  la  administración  de  las  testamen- 
tarías se  regirá  por  las  reglas  establecidas 
yjara  la  de  los  abintestatos  en  el  capitu- 
lo IV  del  titulo  anterior,  cuyas  disposicio- 
nes serán  aplicables  á  este  caso,  e.xcepto  la 
del  art.  681. 

Art.  740.  El  administrador  de  la  testa- 
nienUiria  sólo  tendrá  la  representación  de 
la  misma  en  lo  que  se  relacione  directa- 
mente con  la  administración  del  caudal,  su 
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custodia  y  conservación;  y  en  tal  concepto 
podrá  y  deberá  gestionar  lo  conducente 
para  ello,  ejercitando  las  acciones  que  pro- 
cedan. 

Art.  741.  A  instancia  de  los  interesa- 
dos, el  Juez  podrá  mandar  que,  de  los  pro- 
ductos de  la  administración  se  entregue, 
por  via  de  alimentos,  á  los  herederos  y  le- 
gatarios y  al  cónyuge  sobreviviente,  hasta 
la  cantidad  que  respectivamente  pueda  co- 
rresponderles  como  renta  liquida  de  los 
bienes  á  que  tengan  derecho. 

El  Juez  fijará  la  cantidad  y  los  plazos  en 
que  el  administrador  haya  de  hacer  la  en- 
trega. 

TITULO  X 

De  la  adjudicación  de  bienes  á  que  es- 
tén llamadas  varias  personas  sin 
designación  de  nombres. 

Art.  742.  Cuando  un  testador  ó  funda- 
dor haya  ordenado  que  el  todo  ó  parte  de 
sus  bienes  se  distribuya  entre  sus  parien- 
tes hasta  cierto  grado,  entre  los  pobres  ú 
otras  personas  que  reúnan  ciertas  circuns- 
tancias, pero  sin  designarlas  por  sus  nom- 
bres, para  hacer  la  declaración  del  dere- 
cho y  la  adjudicación  de  los  bienes  se  ob- 
servará el  procedimiento  que  se  establece 
en  el  presente  título. 

El  mismo  procedimiento  se  empleará 
para  la  adjudicación  de  bienes  en  los  de- 
más casos  en  que  los  Tribunales  hayan  de 
hacer  la  declaración  del  derecho. 

Art.  743.  Podrán  promover  esto  juicio 
universal,  si  el  testador  no  hubiere  dis- 
puesto algo  que  lo  impida,  los  que  se  crean 
con  derecho  á  los  bienes,  ó  cualquiera  de 
ellos,  y  el  Ministerio  Fiscal  en  representa- 
ción del  Estado. 

Art.  744.  La  demanda  se  formulará 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  293, 
presentando  con  ella  el  testamento  y  los 
demás  documentos  en  que  pueda  fundarse 
la  accióu  que  se  ejercite  y  el  derecho  del 
actor  á  los  bienes. 

Art.  745.  Si  de  los  documentos  resulta- 
re que  la  demanda  se  halla  comprendida 
en  alguno  de  los  casos  á  que  se  refiere  el 
articulo  742,  el  Juez  la  admitirá,  acordan- 
do que  se  llame  ^jor  edictos  que  se  fijarán 
en  la  tabla  de  avisos  y  se  publicarán  en  la 
Gaceta,  á  los  que  se  crean  con  derecho  á 
los  bienes,  para  que  comparezcan  á  dedu- 
cirlo en  el  término  de  dos  meses,  á  contar 
desde  la  fecha  de  la  iiublicación  de  aqué- 
llos en  la  Gaceta. 

Art.  746.  En  los  edictos  se  expresarán 
cl  nombre,  apellido  y  naturaleza  del  testa- 
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dor,  la  fecha  del  testamenío  y  lo  demás 
Conducente  pnra  que  pueda  formarse  con- 
cepto del  objeto  de  la  institución  y  de  las 
personas  llamadas  á  participar  de  los  bie- 
nes, como  también  el  nombre  y  apellido  de 
la  persona  ó  personas  que  hayan  promovi- 
do el  juicio,  y  su  grado  de  parentesco,  ó 
razón  en  que  funden  su  derecho. 

Art.  747.  El  Ministerio  Fiscal,  en  re- 
presentación del  Estado,  será  parte  en  es- 
tos juicios  hasta  que  se  terminen  por  sen- 
tencia ñrme. 

En  tal  concepto  se  citará  y  emplazará  al 
Fiscal  del  Juzgado  luego  que  fuere  admi- 
tida la  demanda. 

Art.  748.  Los  que  comparezcan  en  jui- 
cio alegando  derecho  á  los  bienes,  deberán 
acompañar  los  documentos  en  que  lo  fun- 
den, y  el  correspondiente  árbol  genealógi- 
co en  su  caso. 

Si  no  tuvieren  á  su  disposición  alguno 
de  los  documentos,  expresarán  el  archivo 
en  que  deba  hallarse,  ofreciendo  presen- 
tarlo oportunamente. 

Los  escritos  y  documentos  se  unirán  á 
los  autos  por  el  orden  en  que  se  vayan 
presentando. 

Art.  749.  Transcurrido  el  término  de 
los  primeros  edictos,  se  hará  un  segundo 
llamamiento,  también  por  dos  meses,  en 
igual  forma  y  con  la  misma  publicidad  que 
el  anterior. 

.  En  estos  edictos  se  hará  expresión  de  ser 
el  segundo  llamamiento  y  de  las  personas 
que  hayan  comparecido  alegando  derecho 
á  los  bienes,  con  indicación  del  grado  de 
parentesco  ó  de  la  razón  en  que  funden 
aquél. 

Art.  750.  Con  los  mismos  requisitos,  y 
en  igual  forma,  se  hará  uji  tercer  llama- 
miento, también  por  dos  meses,  luego  que 
transcurra  el  término  del  .segundo,  expre- 
sando en  los  edictos  ser  el  tercero  y  últi- 
mo, y  añadiendo  el  apercibimiento  de  que 
no  será  oído  en  este  juicio  el  que  no  com- 
parezca dentro  de  este  último  plazo. 

Art.  751.  Acreditándose  por  diligencia 
del  Secretario  haber  transcurrido  el  térmi- 
no de  los  tres  llamcimientos  y  que  se  han 
unido  á  los  autos  las  solicitudes  de  todos 
los  que  se  hubieren  presentado,  se  comu- 
nicarán al  Fiscal  por  el  término  que  el  Juez 
estime  necesario,  pero  que  no  podrá  exce- 
der de  quince  días,  para  que  emita  su  dic- 
tamen sobre  la  procedencia  de  este  juicio 
universal,  y  si  los  concurrentes,  ó  alguno 
de  ellos,  reúnen  las  circunstancias  necesa- 
rias para  aspirar  á  la  adjudicación  de  los 
bienes. 

Art.  752.  Si  el  Fiscal  formulare  oposi- 
ción por  creer  improcedente  el  juicio,  ó 


porque  ninguno  de  los  aspirantes  reúna  las 
circunstancias  exigidas  para  participar  de 
los  bienes,  el  Juez  acordará  se  haga  saber 
á  aquéllos  que  usen  de  su  derecho,  en  vía 
ordinaria,  si  les  conviniere. 

Art.  753.  No  haciendo  el  Fiscal  dicha 
oijosición,  si  fueren  dos  ó  más  los  aspiran- 
tes, el  Juez  los  convocará  á  junta  para  el 
día  y  hora  que  señalará  dentro  de  los  quin- 
ce siguientes. 

En  esta  junta,  á  la  que  podrán  concurrir 
el  Fiscal  y  los  defensores  de  las  partes, 
discutirán  éstas  su  mejor  derecho  á  los  bie- 
nes, consignándose  el  resultado  en  el  acta-, 
que  firmarán  todos  los  concurrentes. 

Art.  754.  Si  en  la  junta  hubiere  acuer- 
do unánim.e  sobre  el  derecho  á  los  bienes 
y  participación  que  á  cada  uno  correspon- 
da, ó  en  el  caso  de  no  haber  más  que  un 
aspirante,  si  no  se  hubiere  opuesto  el  Fis- 
cal, el  Juez  citará  á  las  partes,  y  dictará 
sentencia  haciendo  las  declaraciones  que 
estime  procedentes  en  derecho. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  755.  Antes  de  dictar  dicha  senten- 
cia, podrá  el  Juez  acordar,  para  mejor 
proveer,  el  cotejo  de  algún  documento  cu- 
ya eficacia  pueda  ser  dudo.sa ,  ó  que  se 
traiga  á  los  autos  cualquiera  otro  que  esti- 
me necesario. 

Art.  756.  Cuando  no  haya  habido  con- 
formidad en  la  junta,  el  Juez  dará  por  ter- 
minado el  acto,  mandando  á  las  partes  que 
hagan  uso  de  su  derecho  en  juicio  ordina- 
rio. 

Art.  757.  Tanto  en  este  caso  como  en 
el  del  art.  752,  los  interesados  ventilarán 
sus  dereclios  en  el  juicio  ordinario  que  co- 
rresponda á  la  cuantía  de  los  bienes;  y  si 
ésta  fuese  desconocida,  por  los  trámites 
del  de  mayor  cuantía,  debiendo  litigar 
unidos  y  bajo  una  sola  dirección  los  que 
sostengan  una  misma  causa. 

Art.  758.  Para  el  buen  orden  de  estos 
procedimientos,  se  observarán  las  reglas 
siguientes: 

1.*  Se  entregarán  los  autos  á  la  parte 
que  hubiere  promovido  el  juicio,  para  que 
en  el  t''rmino  de  seis  días  am{)lie  la  de- 
manda, reproduciendo  ó  modificando  sus 
pretensiones. 

2.'^  Si  dicha  parte  desistiere  de  su  de- 
manda por  reconocer  mejor  derecho  en 
otro  ú  otros  de  los  aspirantes,  con  é.stos  se 
entenderá  la  entrega  de  autos  para  que 
formulen  sus  pretensiones;  y  si  no  hubiere 
mediado  dicho  reconocimiento,  se  enten- 
derá con  el  que  primero  .se  personó  en  el 
juicio. 

3.''    De  diclio  escrito  se  dará  traslado. 


HONDURAS.   CÓDIGO  DE  PROCEDIMIEN-rOS 


491 


sin  nuevo  emplazamiento,  á  los  demás  as- 
pirantes, por  el  orden  en  que  se  huljiercn 
personado  en  el  juicio,  entregándoles  los 
autos  por  otros  seis  días  á  cada  parte,  para 
que  formulen  también  sus  respectivas  pre- 
tensiones. 

4."  En  el  caso  del  art.  752,  el  Fiscal  se- 
rá considerado  como  demandado,  y  se  le 
entregarán  los  autos  para  que  conteste 
después  de  haber  formulado  sus  pretensio- 
nes todos  los  aspirantes  á  los  bienes. 

5.*  También  será  considerado  como 
parte  el  Fiscal  en  el  caso  del  art.  751,  y  se 
le  entregarán  los  autos  luego  que  los  aspi- 
rantes hayan  formulado  sus  pretensiones, 
para  que  pueda  pedir  lo  que  estime  proce- 
dente en  defensa  de  los  intereses  del  Esta- 
do, ó  sobre  el  cumplimiento  de  las  cargas 
piadosas  á  que  estuvieren  afectos  los  Isle- 
ñas. Si  nada  tuviere  que  proponer  sobre 
estos  extremos,  devolviera  los  autos  con  la 
fórmula  de  Vistos,  en  cuyo  caso  no  se  le 
dará  nueva  audiencia,  á  no  ser  que  él  la 
solicitare,  pero  se  le  notificarán  todas  las 
providencias  hasta  que  recaiga  sentencia 
firme. 

6.*  Los  escritos  de  los  aspirantes  se  for- 
mularán en  los  términos  prevenidos  para 
las  demandas. 

7.^  Luego  que  todos  los  aspirantes  ha- 
yan formulado  sus  pretensiones,  se  dará  al 
juicio  la  sustanciación  establecida  para 
después  de  contestada  la  demanda  en  el 
ordinario  de  mayor  ó  de  menor  cuantía, 
.según  corresponda,  obligando  el  Juez  á  los 
interesados  que  no  lo  hubieren  hecho,  á 
que  los  que  sostengan  una  misma  causa 
litiguen  en  adelante  unidos  y  bajo  una 
misma  dirección. 

Art.  759.  Cuando  se  reconozca  el  dere- 
cho de  alguno  ó  algunos  de  los  aspirante  >, 
so  acordará  en  la  misma  sentencia  lo  que 
proceda  para  asegurar  el  cumplimiento  de 
las  cargas  piadosas  con  que  estuvieren 
gravados  los  bienes,  aunque  nadie  lo  haya 
solicitado  ni  haya  sido  objeto  de  discusión 
en  el  pleito. 

Art.  760.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia, se  procederá  á  su  ejecución  en  la 
forma  que  corresponda,  con  intervención 
del  Ministerio  Fiscal  sólo  en  el  caso  de  que 
haya  de  asegurarse  el  cumplimiento  de 
cargas  piadosas  ó  cualesquiera  otras  á  fa- 
vor del  Estado,  ó  de  alguna  corporación  ó 
instituto  que  de  él  dependa. 

Art.  761.  Cuando  hayan  de  distril)uirse 
los  bienes  entre  varios  interesados,  si  para 
ello  se  solicita  ó  es  necesaria  la  interven- 
ción judicial,  se  procederá  por  los  trámites 
establecidos  para  los  juicios  de  testamen- 
taria. 


Art.  762.  Respecto  de  la  administración 
de  los  bienes  que  sean  objeto  de  estos  jui- 
cios, se  guardará  y  cumplirá  lo  que  el  tes- 
tador hubiere  dispuesto. 

Si  nada  dispuso,  ó  se  hallaren  abandona- 
dos por  cualquier  motivo,  el  Juez  adoptará 
las  medidas  necesarias  para  la  seguridad, 
custodia  y  conservación  de  dichos  bienes, 
observándose  lo  dispuesto  para  la  adminis- 
tración de  los  abintestatos. 

Art.  763.  El  Juez  cuidará  también  de 
que  con  las  rentas  se  cumplan  puntual- 
mente las  cargas  que  sobre  los  bienes  hu- 
biere impuesto  el  testador. 

Art.  764.  No  serán  admitidos  como  par- 
te en  estos  juicios  los  que  no  hubieren 
comparecido  en  ellos  durante  los  términos 
de  los  edictos,  aunque  aleguen  no  haber 
lleg-ado  á  su  noticia  los  llamamientos  judi 
ciales;  pero  les  quedará  á  salvo  su  derecho 
para  ventilarlo  en  juicio  ordinario  con  el 
interesado  ó  interesados  á  quienes  hayan 
sido  adjudicados  los  bienes,  luego  que  sea 
firme  la  sentencia. 

Art.  765.  No  ob.stante  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  si  en  los  casos  previs- 
to=;  en  los  artículos  752  y  756  se  hubiere 
promovido  el  juicio  ordinario  para  hacer 
la  declaración  del  derecho  á  los  bienes,  el 
que  crea  que  lo  tiene  preferente  podrá 
comparecer  en  este  juicio,  y  será  tenido 
como  parte  en  el  estado  en  que  se  halle, 
sin  que  en  ningún  caso  pueda  retroceder 
la  sustanciación. 

Art.  766.  Tampoco  se  dará  curso  á  las 
demandas  que  durante  la  sustanciación  de 
estos  juicios  universales  se  deduzcan  por 
separado,  en  el  mismo  Juzgado  ó  en  otro, 
por  los  que  no  hayan  comparecido  en  ellos 
para  que  se  les  declare  con  derecho  á  los 
bienes. 

Art.  767.  Tales  demandas  quedarán  en 
suspenso  hasta  que  recaiga  sentencia  fir- 
me en  el  juicio  universal,  y  después  se  se- 
guirán con  los  que  hayan  obtenido  á  su 
favor,  por  dicha  sentencia,  la  declaración 
del  derecho  y  la  adjudicación  de  los  bie- 
nes. 

TITULO  XI 

Del  concurso  de  acreedores. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE   LA    QUITA   Y   ESPERA 

Art.  768.  Todo  deudor  que  no  sea  co- 
merciante, antes  de  prcsentar.se  en  con- 
curso, podrá  solicitar  judicialmente  de  sus 
acreedores  quita  y  espera,  ó  cualquiera  de 
las  dos  cosas. 
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Acompañará  necesariamente  á  esta  soli- 
citud: 

1."  Una  relación  nominal  de  todos  sus 
acreedores,  con  expresión  del  domicilio  de 
los  mismos,  de  la  procedencia  y  antigüe- 
dad ó  fecha  de  los  créditos,  y  del  importe 
de  cada  uno  de  ellos. 

2."  Otra  relación  circunstanciada  y 
exacta  de  sus  bienes,  con  el  valor  en  venta 
en  que  los  estime.  Sólo  podrá  e.\cluir  de 
ella  los  bienes  que  con  arreglo  al  art.  999 
no  pueden  ser  objeto  de  embargo. 

Estas  relaciones  serán  firmadas  por  el 
deudor,  ó  por  quien  lo  represente  con  po- 
der especial. 

Art.  769.  El  Juez  proveerá  á  la  ante- 
rior solicitud  mandando  inmediatamente 
convocar  á  junta  de  acreedores,  señalando 
término  bastante,  sin  que  exceda  de  trein- 
ta días,  para  que  puedan  concurrir  á  ella 
los  que  residan  en  Honduras,  y  el  sitio, 
dia  y  hora  en  que  deba  celebrarse. 

Art.  770.  También  serán  convocados, 
citándolos  personalmente  cuando  lo  soli- 
cite el  deudor,  los  acreedores  que  residan 
fuera  de  Honduras,  ampliándose  en  este 
ca.so  el  término  antes  expresado,  por  el 
tiempo  que  el  Juez  estime  necesario  para 
que  puedan  concurrir  i  la  junta. 

Art.  771.  Sólo  serán  citados  para  esta 
junta,  y  podrán  tomar  parteen  ella,  los 
acreedores  comprendidos  en  la  relación 
presentada  por  el  deudor. 

La  citación  se  hará  personalmente  por 
cédula  á  los  que  tengan  domicilio  conoci- 
do. Los  que  no  lo  tengan  serán  citados  por 
edictos  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 138. 

Art.  772.  Tanto  en  la  cédula  de  cita- 
ción como  en  los  edictos,  además  de  ex- 
{¡resarse  lo  que  ordena  el  art.  141,  se  pre- 
vendrá que  los  acreedores  se  presenten  en 
la  junta  con  el  titulo  de  su  crédito,  sin 
cuyo  requisito  no  serán  admitidos. 

Art.  773.  Si  hubiere  ejecuciones  pen- 
dientes contra  el  deudor,  no  se  acumula- 
rán á  este  procedimiento,  pero  se  suspen- 
derá su  curso  cuando  se  halle  en  la  vía  de 
apremio  antes  de  procedcrse  á  la  venta  de 
los  bienes,  si  el  deudor  lo  solicitare  del 
Juez  que  conozca  de  la  quita  y  espera,  el 
cual  lo  comunicará  á  los  otros  "por  medio 
de  despacho. 

Art.  774.  Exceptúanse  de  la  disposi- 
ción anterior  las  ejecuciones  despacha- 
das contra  bienes  especialmente  hipoteca- 
dos. 

La  suspensión  que  se  acuerde  en  virtud 
de  lo  ordenado  en  el  articulo  anterior,  se 
tendrá  por  alzada  de  derecho  cuando  lia- 
yan  transcurrido  do.s  meses  sin  que  hu- 


biere sido  otorgada  la  quita  ó  espera,  ó 
luego  que  fuere  denegada. 

Art.  775.  Los  acreedores  polrán  .ser 
representados  en  la  junta  por  tercera  per- 
sona, autorizada  con  poder  bastante,  cuyO' 
documento  deberá  presentarse  para  que 
se  una  á  los  autos. 

Los  apoderados  que  lleven  más  de  una 
representación,  sólo  tendrán  un  voto  per- 
sonal; pero  los  créditos  que  representen  se 
tomarán  en  cuenta  para  formar  la  mayo- 
ría de  cantidad. 

Art.  776.  Para  que  pueda  celebrarse 
dicha  junta,  se  necesitará  que  el  número 
de  los  acreedores  concurrentes  represente 
por  lo  menos  las  tres  quintas  partes  del 
pasivo. 

Art.  777.  La  junta  se  celebrará  en  el 
día  señalado,  bajo  la  presidencia  del  Juez 
y  con  asistencia  del  Secretario,  sujetándo- 
se á  las  reglas  siguientes: 

1.*  El  Secretario  tomará  nota,  que  in- 
sertará en  el  acta,  de  los  concurrentes  y 
de  sus  créditos,  y  á  la  vez  el  Juez  exami- 
nará los  títulos  de  créditos  y  poderes  en 
su  caso.  Si  los  que  hayan  llenado  esta  for- 
malidad representaran  por  lo  menos  los 
tres  quintos  del  pasivo,  el  Juez  tendrá  por 
constituida  la  junta. 

2.'  Acto  continuo  se  dará  lectura  á  los 
artículos  de  este  Código  que  se  refieren  al 
objeto  de  la  convocatoria,  de  la  solicitud 
del  deudor  y  de  las  relaciones  de  deudas  y 
bienes  que  con  ellas  se  habrán  presentado, 
y  se  abrirá  la  discusión. 

3.*  Después  de  haber  hablado  los  acree- 
dores en  contra  y  los  en  pro,  si  se  hubiere 
pedido  la  palabra  en  estos  sentidos,  y  el 
deudor  ó  su  representante  cuantas  veces 
se  consideren  necesarias  para  contestar  á 
las  observaciones  y  aclarar  las  dudas  que 
pueden  ofrecerse,  el  Juez,  cuando  estime 
suficientemente  discutidas  las  proposicio- 
nes, declarará  cerrado  el  debate. 

4.*  El  deudor  podrá  modificar  su  pro- 
posición ó  proposiciones  en  vista  del  resul- 
tado del  debate,  ó  insistirá  en  las  que  ante- 
riormente haya  presentado,  y  sin  más 
discusión  el  Juez  las  pondrá  á  votación, 
formulando  en  términos  claros  y  precisos  , 
lo  que  haya  de  votarse. 

5.^  Las  votaciones  serán  siempre  no- 
minales y  .se  consignarán  en  el  acta,  for- 
mando acuerdo  el  voto  de  la  mayoría. 

6."  Para  (¡ue  haya  mayoría  se  necesita- 
rá precisamente: 

Primero.  Que  se  reúnan  dos  terceras 
partes  de  votos  de  los  acreedores  que  to- 
men parte  en  la  votación. 

Segundo.  Que  los  créditos  de  los  que 
concurran  con  sus  votos  á  formar  la  ma- 
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yoría,  importen,  cuando  menos,  las  tres 
quintas  partes  del  total  pasivo  del  deudor. 

7.*  Publicada  la  votación,  se  admitirán 
y  consignarán  las  protestas  que  se  hicieren 
contra  el  voto  de  la  mayoría,  y  se  dará  por 
terminado  el  acto. 

8.*  Se  extenderá  la  oportuna  acta,  ha- 
ciendo una  relación  sucinta  de  todo  lo 
ocurrido  en  la  junta,  insertando  literal- 
mente la  proposición  ó  proposiciones  que 
se  hayan  votado  y  la  votación  nominal;  y 
leída  y  aprobada,  la  firmarán  el  Juez,  to- 
dos los  que  hayan  votado,  y  por  los  que  no 
sepan,  uno  de  los  concurrentes  á  su  ruego, 
y  el  Secretario. 

Art.  778.  Los  acreedores  por  trabajo 
personal  y  alimentos,  gastos  de  funeral, 
ordenación  de  última  voluntad  y  preven- 
ción de  abintestato  ó  testamentaría,  así 
como  los  hipotecarios,  podrán  abstenerse 
de  concurrir  á  la  junta,  ó  de  tomar  parte 
en  li  votación. 

Si  se  abstuvieren,  no  quedarán  obliga- 
dos á  estar  y  pasar  por  lo  acordado. 

Si  toman  parte  en  la  votación,  quedarán 
obligados  como  los  demás  acreedores. 

Art.  779.  La  mujer  del  deudor  no  po- 
drá tomar  parteen  la  discusión  ni  en  la  vo- 
tación de  la  junta  en  que  se  trate  de  la 
quita  ó  espera. 

Art.  780.  Se  tendrá  por  desechada  la 
proposición  de  quita  ó  espera  cuando  no 
concurran  acreedores  en  número  sufícien- 
te  para  constituir  la  junta,  ó  no  reúna  ásu 
favor  las  dos  mayorías  expresadas  en  la 
regla  6.*  del  art.  777,  aunque  tampoco  las 
reúna  el  voto  contrario. 

Art.  781.  Si  el  acuerdo  de  la  junta  fue- 
re denegatoria  de  la  quita  ó  espera,  ó  no 
hubiere  podido  lomarse  por  taita  de  nú- 
mero, quedará  terminado  el  incidente  sin 
ulterior  recurso,  y  los  interesados  en  li- 
bertad para  hacer  uso  de  los  derechos  que 
puedan  corresponderles. 

Art.  782.  Si  el  acuerdo  fuere  favorable 
al  deudor,  podrá  ser  impugnado  dentro  de 
los  diez  días  siguientes  al  de  la  junta  por 
cualquier  acreedor  de  los  citados  personal- 
mente que  no  hubiere  concurrido  á  ella,  ó 
que  concurriendo  hul)iere  disentido  y  pro- 
testado contra  el  voto  de  la  mayoría. 

A  este  fín,  los  acreedores  que  se  hallen 
en  aquel  caso  podrán  examinar  en  la  Se- 
cretaria el  acuerdo  de  la  junta. 

Art.  783.  A  los  acreedores  que  no  hu- 
bieren sido  citados  personalmente  para  la 
junta,  se  les  notiticará  el  acuerdo  favora- 
ble de  ésta,  si  lo  solicitare  el  deudor  dentro 
■de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  celebra- 
ción de  la  misma,  y  se  hallaren  en  alguno 
de  los  puntos  indicados  en  el  art.  785. 


Art.  784.  Al  hacerles  la  notificación  se 
les  prevendrá,  consignándolo  en  la  dili- 
gencia, bajo  pena  de  nulidad,  que  si  no 
protestan  contra  dicho  acuerdo  en  el  mis- 
mo acto,  ó  por  comparecencia  dentro  de 
los  tres  días  siguientes,  será  obligatorio 
para  ellos  y  no  podrán  impugnarlo. 

Art.  785.  En  los  casos  á  que  se  refieren 
los  dos  artículos  anteriores,  el  término  pa- 
ra formular  la  oposición  será:  el  de  cinco 
días  para  los  acreedores  que  residan  en  el 
lugar  del  juicio,  el  de  diez  días  para  los 
que  se  hallen  en  el  departamento,  y  el  de 
veinte  para  los  que  residan  en  cualquiera 
otro  lugar  de  Honduras,  á  contar  todos 
desde  el  de  la  notificación. 

Art.  786.  Lo  dispuesto  en  los  tres  ar- 
tículos anteriores  no  será  aplicable  á  los 
acreedores  que  residan  fuera  de  Honduras, 
á  los  cuales  quedará  á  salvo  su  derecho 
contra  el  deudor,  no  obstante  el  convenio, 
si  no  hubieren  concurrido  á  la  junta. 

Art.  787.  Las  únicas  causas  por  las  que 
podrán  ser  impugnados  los  acuerdos  sobre 
quita  ó  espera  serán: 

1."  Defecto  en  las  formas  empleadas 
para  la  convocatoria,  celebración  y  deli- 
beración de  la  junta. 

2.*  Falta  de  personalidad  ó  de  repre- 
sentación en  alguno  de  los  que  hayan  con- 
currido con  su  voto  á  formar  la  mayoría. 

3."  Inteligencias  fraudulentais  entre  uno 
ó  más  acreedores  y  el  deudor  para  votar  á 
favor  de  la  quita  ó  la  espera. 

4.*  Exageración  fraudulenta  de  crédi- 
tos para  procurar  mayoría  de  cantidad. 

Art.  788.  La  oposición  se  formulará 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  293,  y 
se  sustanciará  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  incidentes,  siendo  parte  de- 
mandada el  deudor  y  los  acreedores  que 
comparezcan  manifestando  su  propósito  de 
sostener  el  acuerdo  de  la  junta. 

Deberán  litigar  unidos  y  bajo  una  sola 
dirección  todos  los  que  sostengan  una  mis- 
ma causa. 

La  sentencia  que  recaiga  será  apelable 
en  ambos  efectos. 

Art.  789.  Transcurridos  los  tres  días 
señalados  en  el  art.  783,  y  en  su  caso,  los 
términos  concedidos  en  el  785,  sin  haberse 
hecho  oposición,  el  Juez  dictará  resolución 
mandando  llevar  á  efecto  el  convenio,  y 
declarando  que  los  interesados  deberán  es- 
tar y  pasar  j)or  él. 

Dictará  también  para  su  ejecución  las 
providencias  que  correspondan,  siempre  á, 
instancia  de  parte  legítima. 

Art.  790.  Contra  la  resolución  mandan- 
do llevar  á  efecto  el  convenio  en  el  caso 
del  artículo  anterior,  no  se  admitirá  recur- 
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SO  alguno,  y  será  obligatorio  para  todos  los 
acreedores  comprendidos  en  la  relación 
del  deudor,  con  exclusión  solamente  de  los 
expresados  en  el  art.  778  que  se  hubieren 
abstenido  de  votar,  y  de  los  que  no  habien- 
do sido  citados  personalmente  para  la  jun- 
ta, ni  comparecido  en  ella,  no  se  les  hubie- 
se hecho  la  notificación  autorizada  por  el 
art.  783. 

Art.  791.  A  todos  estos  acreedores,  y  á 
los  no  incluidos  en  dicha  relación  quedará 
á  salvo  ó  integro  su  derecho  contra  el  deu- 
dor, no  obstante  el  convenio,  á  no  ser  que 
se  hubieren  adherido  á  él  expresa  ó  táci- 
tamente. 

Art.  792.  Todas  las  costas  de  estos  pro- 
cedimientos serán  de  cuenta  del  deudor 
que  los  haya  promovido. 

Las  del  incidente  de  oposición  al  acuer- 
do de  la  junta,  podrán  imponerse  al  que  lo 
haya  promovido  con  temeridad. 

Art.  793.  Si  el  deudor  no  cumpliese,  en 
todo  ó  en  parte^  el  convenio  de  quita  ó  es- 
pera, recobrarán  los  acreedores  todos  los 
derechos  que  contra  aquél  tenían  antes  del 
convenio. 

En  este  caso  podrá  el  deudor  ser  decla- 
rado en  concurso  necesario  á  instancia  de 
los  acreedores  ó  de  cualquiera  de  ellos, 
aunque  no  haya  pendiente  ninguna  ejecu- 
ción contra  el  mismo. 

CAPITULO  II 

DE  LA  DECLARACIÓN  DE  CONCURSO 

Art.  794.  El  juicio  de  concurso  de  acree- 
dores podrá  ser  voluntario  ó  necesario. 

Será  voluntario  cuando  lo  promueva  el 
mismo  deudor  cediendo  todos  sus  bienes  á 
sus  acreedores. 

Será  necesario  cuando  se  forme  á  ins- 
tancia de  los  acreedores  ó  de  cualquiera 
de  ellos. 

Art.  795.  El  que  se  presente  en  con- 
curso voluntario  deberá  acompañar  nece- 
sariamente á  su  solicitud,  sin  lo  cual  no 
será  admitida: 

1.°  Relación  firmada  de  todos  sus  bie- 
nes, hecha  con  individualidad  y  exactitud, 
y  con  expresión  del  valor  en  que  los  esti- 
me. Sólo  se  exceptuarán  de  ella  los  bienes 
que,  con  ai"regJo  al  art.  999,  no  pueden  ser 
objeto  de  embargo  en  las  ejecuciones. 

2.°  Un  estado  ó  relación  individual  de 
las  deudas,  con  expresión  de  su  fecha  y 
procedencia,  y  de  los  nombres  y  domici- 
Jio  de  los  acreedores . 

3."  Una  memoria  en  que  se  consignen 
Jas  causas  que  hayan  motivado  su  presen- 
tación en  concurso. 


Art.  796.  La  declaración  del  concurso 
necesario  sólo  podrá  decretarse  á  instan- 
cia de  uno  ó  más  acreedores  legítimos, 
que  acrediten  los  dos  extremos  siguientes: 

1.°  Que  existen  dos  ó  más  ejecuciones 
pendientes  contra  un  mismo  deudor. 

2.*^  Que  no  se  ha  encontrado  en  alguna 
de  ellas,  bienes  libres  de  otra  responsabi- 
lidad conocidamente  bastantes  á  cubrir  la 
cantidad  que  se  reclame. 

En  el  caso  del  art.  793  no  será  necesaria 
la  justificación  de  estos  dos  extremos  para 
decretar  la  declaración  de  concui'so. 

Art.  797.  El  acreedor  que  solicite  la 
declaración  de  concurso,  deberá  justificar 
además  su  personalidad,  acompañando  el 
titulo  de  su  crédito  con  fuerza  ejecutiva,  ó 
testimonio  del  auto  por  el  que  á  su  instan- 
cia se  hubiere  despachado  la  ejecución,  si 
no  pretende  en  los  mismos  autos  ejecuti- 
vos la  declaración  mencionada. 

Art.  798.  Si  el  Juez  estimare  que  se 
han  llenado  los  requisitos  exigidos  para 
sus  respectivos  casos  en  los  artículos  ante- 
riores, dictará  auto  haciendo  la  declara- 
ción de  concurso  y  acordando  las  medidas 
que  se  expresarán  en  el  capítulo  siguiente. 

En  otro  caso  denegará  dicha  declara- 
ción, siendo  este  auto  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  799.  El  auto  en  que  se  acceda  á  la 
declaración  de  concurso  se  notificará  in- 
mediatamente al  concursado,  el  cual  que- 
dará, en  su  virtud,  incapacitado  para  la 
administración  de  sus  bienes. 

Art.  800.  El  deudor  podrá  oponerse  á 
la  declaración  de  concurso,  hecha  á  ins- 
tancia de  sus  acreedores,  dentro  de  los 
tres  días  siguientes  al  en  que  le  haya  sido 
notifícada. 

Pasados  los  tres  días  sin  oponerse,  que- 
dará ñrme  de  derecho  dicha  declaración. 

Art.  801.  Si  el  deudor  se  opusiere  en 
tiempo,  se  sustanciará  la  oposición  por  los 
trámites  eatablecidos  para  los  incidentes, 
formándose  previamente  la  pieza  separada 
que  se  ordena  en  el  artículo  que  sigue. 

Art.  802.  Mientras  se  sustancia  y  deci- 
de la  oposición  del  deudor,  se  continuará 
la  ejecución  de  las  medidas  acoi'dadas  y 
las  dem;»s  que  procedan,  conforme  á  lo  es- 
tablecido en  el  capítulo  siguiente,  jiara  la 
ocupación  de  los  bienes,  libros,  papeles  y 
correspondencia. 

Para  llevarlo  á  efecto  se  formará  pieza 
separada  con  testimonio  del  auto  de  decla- 
ración del  concurso  de  las  diligencias  que 
se  hubieren  practicado  con  a(|uel  objeto. 

Art.  803.  Podrán  ser  parte  en  dicho 
incidente  los  demás  acreedores,  debiendo- 
litigar  unidos  al  deudor,  y  bajo  una  misma 
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dirección,  los  que  como  éste  se  opongan  á 
la  declaración  del  concurso,  y  unidos  del 
mismo  modo  al  acreedor  contrario  los  que 
quieran  sostenerla. 

La  sentencia  que  recayere  será  apelable 
en  ambos  efectos,  sin  que  se  suspendan  los 
procedimientos  de  la  pieza  separada  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior. 

Art.  804.  Si  se  dejare  sin  efecto  la  de- 
claración de  concurso,  asi  que  sea  firme  la 
sentencia,  se  pondrá  testimonio  de  su  par- 
te dispositiva  en  las  demás  piezas  de  autos 
del  concurso,  y  cesando  la  intervención  ju- 
dicial se  hará  entrega  al  deudor  por  el 
depositario  y  Secretario,  de  los  fondos, 
bienes,  libros,  papeles  y  correspondencia 
intervenidos. 

El  mismo  depositario,  si  hubiere  desem- 
peñado actos  de  administración,  rendirá 
cuentas  al  deudor. 

Art.  805.  Cuando  se  hubiere  publicado 
la  declaración  de  concurso,  se  publicará 
también  en  la  misma  forma  la  sentencia, 
dejándola  sin  efecto  si  lo  solicitare  el  con- 
cursado. 

Art.  806.  En  el  caso  del  articulo  804, 
quedará  á  salvo  su  derecho  al  deudor  para 
reclamar  del  acreedor,  á  cuya  instancia  se 
hubiere  declarado  el  concurso,  la  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios,  cuando  el 
último  haya  procedido  con  dolo  ó  falsedad. 

Esta  reclamación  se  deducirá  en  los  mis- 
mos autos  en  que  haya  recaído  diidia  sen- 
tencia, y  se  sustanciará  por  los  trámites 
del  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía. 

Art.  8  7.  Cualquier  acreedor  legítimo 
puede  oponerse  á  la  declaración  de  con- 
curso, ya  sea  voluntario  ó  necesario,  para 
que  so  deje  sin  efecto  por  ser  improceien- 
te  el  juicio  univcr.sal,  ó  para  que  se  haga 
en  su  lugar  la  declaración  de  quiebra. 

Art.  808.  Esta  oposición  deberá  dedu- 
cirse dentro  de  los  tres  días  siguientes  al 
de  la  citación  del  opositor;  y  si  no  hubiese 
sido  citado  personalmente,  dentro  del  tér- 
mino de  los  edictos,  citando  á  los  acreedo- 
res para  el  juicio.  Tra.scurridos  estos  tér- 
minos, no  será  admitida. 

Se  sustanciará  por  los  trámites  estable- 
cidos para  los  incidentes  en  pieza  separada, 
sin  que  se  suspenda  el  curso  del  juicio 
principal. 

CAPÍTULO  III 

DILIGIÍNCIAS   CONSlGflENTES    Á    LA    ÜECLA- 
RACIÓN   DE   CONCURSO 

Art.  809.  En  el  mismo  auto  que  se  haga 
la  declaracit'm  de  concurso,  .se  dictarán  las 
disposiciones  siguientes: 

1."    El  embargo  y  depósito  de  todos  los 


bienes  del  deudor,  la  ocupación  de  sus  1¡- 
bros'y  papeles,  y  la  retención  de  su  corres- 
pondencia. 

2.*  El  nombramiento  de  depositario  que 
se  encargue  de  la  conservación  y  adminis- 
tración de  los  bienes  occpados  al  deudor. 

3.*  La  acumulación  al  juicio  de  concur- 
so de  las  ejecuciones  que  haya  pendientes 
contra  el  concursado  en  el  mismo  Juzgado 
ó  en  otros,  con  la  excepción  establecida 
en  el  artículo  81. 

Art.  810.  La  ocupación  y  embargo  de 
los  bienes,  libros  y  papeles  del  deudor,  se 
llevará  á  efecto  con  citación  del  mismo,  si 
no  se  huljiere  ausentado,  en  la  forma  más 
adecuada  y  menos  dispendiosa,  siguiendo 
las  reglas  establecidas  para  la  interven- 
ción del  caudal  en  los  abintestatos. 

Sólo  se  dejarán  á  disposición  del  concur- 
sado los  bienes  exceptuados  de  embargo 
por  el  artículo  999. 

Art.  811.  Para  el  depósito  de  los  bienes 
se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.^  El  metáhco,  los  efectos  públicos  y 
las  alhajas  se  depositarán  en  un  Banco,  ó 
en  persona  de  crédito,  responsabilidad  y 
aptitud. 

Del  resguardo  del  depósito  se  dejará 
copia  en  los  autos,  quedando  el  original 
bajo  la  custodia  del  depositario  para  entre- 
garlo al  síndico. 

2.*^  Los  frutos  y  demás  bienes  muebles 
y  los  semovientes,  se  entregarán  al  depo- 
sitario para  su  custodia,  bajo  el  correspon- 
diente inventario. 

3.*  Los  bienes  inmuebles  se  pondrán 
bajo  la  administración  del  depositario,  to- 
mándose anotación  preventiva  del  embar- 
go en  los  respectivos  Registros  de  la  pro- 
piedad. 

4."*  De  los  libros  de  cuentas  y  papeles 
se  formará  el  oportuno  inventario,  con 
expresión  del  estado  en  que  se  hallen,  y  se 
conservarán  en  la  Secretaría  hasta  entre- 
garlos al  síndico,  á  no  ser  que  el  Juez  es- 
time que  pueden  guardarse  en  el  escrito- 
rio ú  oficina  cu  que  .^e  hallen,  .sin  temor 
de  abusos. 

En  todo  caso  adoptará  las  medidas  que 
estime  necesarias  [¡ara  evitar  ios  que  en 
ellos  pudieran  cometerse. 

Art.  812.  Para  la  retención  de  la  co- 
rreá|)Ondencia  se  oficiará  al  Admini  .trador 
de  Correos,  previniéndole  que  la  ponga  á 
disposición  del  Juzgado. 

Art.  813.  En  el  día  y  hora  que  al  efecto 
se  señale,  el  deudor  abrirá  la  correspon- 
dencia en  presencia  del  Juez  y  del  Secre- 
tario. Se  retendrá  en  poder  de  éste  la  que 
pueda  intf'resai-  al  concurso,  entregando 
el  deudor  la  restante. 
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INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Si  éste  no  compareciere,  ó  se  hubiere 
ausentado  sin  dejar  apoderado,  el  Juez 
abrirá  la  correspondencia  en  presencia  del 
Secretario,  acreditándolo  en  los  autos. 

Art.  814.  Si  por  el  resultado  de  la  co- 
rrespondencia fuere  necesario  adoptar  al- 
guna medida  urgente  para  la  seguridad  de 
ios  bienes,  la  decretará  el  Juez,  dando 
conocimiento  al  concursado. 

Art.  815.  El  nombramiento  de  deposi- 
tario administrador  del  concurso  deberá 
recaer  en  persona  de  crédito,  responsabi- 
lidad y  aptitud,  sea  ó  no  acreedor  del  con- 
cursado. 

No  será  necesario  que  preste  fianza  si 
el  Juez  lo  releva  de  ella,  bajo  su  responsa- 
bilidad. 

Art.  816.  Aceptado  y  jurado  el  cargo, 
y  prestada  la  fianza,  si  el  Juez  la  hubiere 
exigido,  se  pondrá  en  posesión  de  sus  fun- 
ciones al  depositario  administrador,  entre- 
gándole certificación  de  su  nomliramiento 
y  haciéndolo  saber  por  cédula  fijada  en  la 
tabla  de  avisos  y  publicada  en  la   Gaceta. 

Art.  817.  El  depositario  administrador 
tendrá  la  representación  del  concurso  has- 
ta que  el  sindico  tome  posesión  de  su 
cargo. 

Además  será  de  su  obligación  y  atribu- 
ciones: 

1."  Administrar  los  bienes  del  concur- 
so, custodiarlos  y  conservarlos  de  suerte 
que  no  sufran  menoscabo. 

2."  Cobrar  los  créditos  que  tuviere  á  su 
favor  el  concursado. 

3.°  Proponer  al  Juez  la  enajenación  de 
los  bienes  muebles  que  no  puedan  conser- 
varse. 

Art.  818.  Para  la  cobranza  de  los  cré- 
ditos obtendrá  previamente  el  depositario 
la  venia  del  Juzgado,  que  se  consignará, 
bajo  la  firma  del  Juez  y  del  Secretario,  en 
los  títulos  de  los  mismos  créditos,  si  los 
hubiere;  y  no  habiéndolos,  se  acreditará 
con  certificación  de  la  providencia  en  que 
se  haya  concedido  la  venia. 

Para  lo  demás  expresado  en  el  articulo 
anterior,  se  observará  lo  prevenido  para 
iguales  casos  en  la  administración  de  los 
abintestatos. 

Art.  819.  El  Juez  podrá  señalar  al  de- 
positario dictas  proporcionadas  á  la  enti- 
dad y  circunstancias  de  los  bienes  confia- 
dos á  su  custodia,  y  teniendo  en  cuenta  lo 
que  podrán  importar  los  derechos  de  ad- 
ministración. En  ningún  caso  pasarán  de 
cinco  pesos  diarios 

En  todo  caso,  el  depositario  administra- 
dor tendrá  derecho  á  percil)ir: 

1."  Medio  por  ciento  sobro  la  cobranza 
de  créditos. 


2."  Uno  por  ciento  sobre  el  producto 
liquido  de  la  venta  de  frutos,  bienes  mue- 
bles ó  semovientes  que  se  enajenen. 

3.°  Cinco  por  ciento  sobre  \oi  produc- 
tos liciuidos  de  administración ,  (jue  no 
procedan  de  las  causas  expresadas  en  los 
párrafos  anteriores. 

Art.  82u.  Cesai'á  el  depositario  el  mis- 
mo día  en  que  el  sindico  tome  posesión  de 
su  cargo,  á  quien  hará  entrega  de  la  ad- 
ministración y  de  los  bienes  puestos  bajo 
su  custodia. 

En  los  quince  días  siguientes  rendirá 
cuenta  justificada,  correspondiendo  su 
aprobación  al  Juzgado,  con  audiencia  del 
sindico. 

Art.  821.  Para  llevar  á  efecto  la  acu- 
mulación ordenada  en  la  disposición  3.* 
del  artículo  809,  se  observará  lo  siguiente: 

1."  Si  los  autos  ejecutivos  radicaren  en 
el  mismo  Juzgado,  el  Juez  mandará  al  Se- 
cretario que  los  acumuleal  juicio  universal, 
poniendo  en  ellos  certificación  de  la  pro- 
videncia, y  citando  al  ejecutante  para  que 
comparezca  en  este  juicio  á  hacer  uso  de 
su  derecho. 

*  2.®  Si  las  ejecuciones  pendieren  en  otros 
Juzgados,  el  Juez,  con  inserción  del  auto 
de  la  declaración  de  concurso  y  demás  que 
estime  necesario,  librará  despacho  recla- 
mándoles los  autos  para  acumularlos  al 
juicio  universal. 

3.°  En  ambos  casos  si  el  ejecutante  se 
opusiere  á  la  acumulación  pedirá  en  los 
autos  ejecutivos,  en  el  siguiente  día  hábil, 
reposición  de  la  providencia  en  que  se 
haya  mandado  la  acumulación,  y  el  Juez, 
sin  más  trámites,  resolverá  lo  que  estime 
procedente,  siendo  apelable  esta  disposi- 
ción en  ambos  efectos. 

En  este  caso  se  procederá  en  la  forma 
ordenada  por  los  artículos  88  y  siguientes; 
y  si  el  Juez  requerido  denegare  la  acumu- 
lación, se  formará  pieza  separada  del  con- 
curso, con  testimonio  de  lo  necesario  para 
los  procedimientos  ulteriores. 

Art.  822.  Serán  también  acumulables 
á  estos  juicios  las  acciones  y  pleitos  expre- 
sados en  el  art.  G76. 

Estas  acumulaciones  se  decretarán  en  la 
forma  ordinaria,  á  instancia  del  deposita- 
rio administrador  ó  del  sindico  del  con- 
curso. 

Art.  823.  Luego  que  .sea  firme  la  decla- 
ración de  concurso,  si  éste  fuese  necesa- 
rio, mandará  el  Juez  se  haga  saber  al  con- 
cursado que  en  el  término  de  tercero  día 
presente  la  relación  de  sus  acreedores  y  la 
memoria  prevenidas  en  los  números  2."  y 
3.»  del  art.  795. 

Art.  824.     El  Juez  podrá  ampliar  este 
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termino  por  el  tiempo  que  crea  indispen- 
sable, cuando  sea  notoria  su  insuficiencia, 
atendidas  la  importancia  y  circunstancias 
especiales  del  concurso. 

Art.  825.  Si  el  concursado  no  cumplie- 
se lo  prevenido  en  el  articulo  anterior  den- 
tro del  plazo  que  se  le  señale,  ó  no  pudiere 
cumplirlo  por  haberse  ausentado,  seguirá 
el  juicio  adelante,  teniéndose  en  cuenta 
ese  hecho  como  indicio  de  culpabilidad  al 
hacer  la  calificación  del  concurso. 

Art.  826.  Cuando  el  concursado  sea  una 
colectividad  ó  compañía  que  no  se  rija  por 
el  Código  de  Comercio,  si  su  director  ó  ge- 
rente no  cumple  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo 823,  podrá  el  Juez  nombrar  uny,  persona 
experta  para  que  forme  el  balance  general 
y  una  memoria  de  las  causas  que  puedan 
haber  ocasionado  la  insolvencia  de  aquélla, 
facilitándole  para  ello  los  libros  y  papeles 
de  la  compañía  concursada.  El  Juez  lijará 
el  término  que  estime  necesario  para  ello, 
sin  que  pueda  exceder  de  treinta  días. 

Art.  827.  Si  el  concursado  se  ocultare 
ó  se  ausentare  del  lugar  del  juicio,  sin  de- 
jar persona  con  poder  bastante  para  que 
lo  represente  en  el  concurso,  se  le  provee- 
rá de  un  curador  especial,  con  sujeción  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  1." 

CAPITULO  IV 

DE    LA   CITACIÓN    DE    LOS   ACREEDORES   Y 
NOMBRAMIENTO   DE   SÍNDICO 

Art.  828.  Sin  perjuicio  de  continuar 
ejecutando  las  dilio;cncias  ordenadas  en  el 
capítulo  anterior,  luego  que  sea  firmóla 
declaración  de  concurso,  el  Juez  mandará 
publicarla  por  medio  de  edictos  que  se  fija- 
rán en  la  tabla  de  avisos  y  se  insertarán  en 
la  Gaceta,  con  la  prevención  de  que  nadie 
haga  pagos  al  concursado,  bajo  pena  de  te- 
nerlos por  ilegítimos,  debiendo  hacerlos  al 
depositario  ó  al  síndico,  luego  que  estén 
nombrados. 

Art.  829.  Al  mismo  tiempo  acordará 
citar  á  los  acreedores  por  los  mismos  edic- 
tos, á  fin  de  que  se  presenten  en  el  juicio 
con  los  títulos  justificativos  de  sus  créditos, 
y  convocarlos  á  junta  general  para  el  nom- 
ijramiento  de  síndico  en  el  día,  hora  y  si- 
tio que  el  Juez  señale. 

Art.  830.  Entre  la  convocatoria  y  la  ce- 
lebración de  la  junta  del^erán  mediar  vein- 
te dias,  cuando  menos,  á  contar  desde  la 
publicación  de  los  edictos,  sin  que  puedan 
exceder  de  cuarenta. 

Art.  831.  Sin  perjuicio  del  llamamiento 
por  edictos,  serán  citados  persünalmciite 
iodos  los  acreedores  cuvos  domicilios  sean 


conocidos,  comprendidos  en  la  relación 
presentada  por  el  concursado,  expidién- 
dose al  efecto  los  despachos  que  sean  ne- 
cesarios. 

Art.  832.  La  presentación  de  los  acree- 
dores en  el  juicio  con  los  títulos  de  sus  cré- 
ditos se  hará  por  comparecencia  ante  el 
Secretario,  ó  por  medio  de  escrito,  á  elec- 
ción del  interesado. 

Art.  833.  Si  la  presentación  fuere  por 
comparecencia,  se  extenderá  en  los  autos 
la  oportuna  diligencia  para  hacerlo  cons- 
tar, consignando  en  ella  el  nombre,  apelli- 
do, estado,  profesión  y  domicilio  del  acree- 
dor, las  señas  de  su  jmbitación,  la  natura- 
leza del  documento,  su  fecha,  y  en  su  caso 
el  Notario  que  lo  hubiese  autorizado,  y  el 
importe  liquido  del  crédito  que  se  reclame, 
expresando  además  el  interesado  si  tiene 
á  su  favor  prenda  ú  oti-a  garantía  en  su 
poder,  ó  en  el  de  un  tercero. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  acree- 
dor si  supiere,  y  por  el  Secretario. 

Art.  834.  Cuando  la  presentación  se 
haga  por  escrito,  se  consignarán  en  él  los 
mismos  particulares  antes  expresados,  ex- 
tendiéndolo en  el  papel  sellado  que  corres- 
ponda, y  firmándolo  el  interesado,  ú  otro 
á  su  ruego  si  no  supiere. 

Si  el  acreedor  compareciere  por  medio 
de  apoderado,  se  unirá  el  poder  á  los  autos 
con  los  títulos  del  crédito. 

Art.  835.  El  Secretario  dará  recibo  de 
los  títulos  de  crédito  que  se  presenten, 
aunque  no  lo  exija  el  interesado,  consig- 
nándolo en  la  misma  comparecencia  ó  en 
la  nota  de  presentación  del  escrito. 

Art.  836.  Con  los  títulos  de  los  créditos 
y  las  comparecencias  ó  escritos  de  su  pre- 
sentación se  formará  un  ramo  separado, 
al  que  se  agregarán  aquéllos  por  el  orden 
en  que  se  presenten,  y  por  el  mismo  orden 
serán  numerados  los  acreedores. 

Art.  837.  En  casos  extraordinarios  en 
que  por  ser  muy  considerable  el  número 
de  acreedores,  ó  por  la  índole  de  los  crédi- 
tos, .se  presuma  racionalmente  que  no  será 
posible  ejecutar  lo  que  se  previene  en  los 
artículos  anteriores,  dentro  del  plazo  de 
los  cuarenta  días  fijado  en  el  830  para  la 
celebración  de  la  junta,  podrá  el  Juez  am- 
pliar este  plazo  por  el  tiempo  que  juzgue 
necesario. 

Art.  838.  Cuarenta  y  ocho  horas  antes 
de  la  señalada  para  la  celebración  de  la 
junta,  se  cerrará  la  presentación  de  acree- 
dores para  el  efecto  de  concurrir  á  ella,  y 
tomar  parte  en  la  elección  de  síndico. 

Los  que  se  presentaren  después  deberán 
hacerlo  por  escrito,  y  serán  admitidos  para 
los  efectos  ulteriores  del  juicio. 
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Art.  839.  El  Secretario,  á  medida  que 
se  vayan  presentando  los  acreedores  con 
los  títulos  de  sus  créditos  formará  un  es- 
tado ó  relación  individual  de  ellos,  que  de- 
berá tener  concluido  para  el  acto  de  la 
junta. 

Art.  840.  Dicha  relación  comprenderá 
los  nombres  y  apellidos  de  los  acreedores 
y  el  importe  de  los  créditos  que  cada  uno 
reclame,  con  el  número  de  orden  de  su 
presentación  y  el  folio  de  los  autos  donde 
se  hallen  los  documentos  respectivos,  é  in- 
dicación además  de  si  cada  uno  está  ó  no 
incluido  en  la  relación  presentada  por  el 
concursado. 

Art.  841.  Lo  dis{)uesto  en  el  art.  775 
será  aplicable  á  la  junta  para  el  nombra- 
miento de  síndico  y  á  las  demás  que  se  ce- 
lebren en  estos  juicios. 

Art.  842.  Para  todo  concurso  se  elegirá 
sólo  un  síndico. 

La  elección  de  sindico  se  hará  en  vota- 
ción nominal  por  los  acreedores  que  con- 
curran á  la  junta,  cualquiera  que  sea  su 
número  y  el  pasivo  que  representen. 

Quediirá  elegi'io  el  que  hubiere  obtenido 
á  su  favor  !a  mayor  suma  del  capital  ó  del 
pasivo,  cualquiera  que  sea  el  número  de 
votantes  que  lo  representen. 

Si  resultaren  dos  ó  más  por  igual  suma 
de  capital,  se  dará  la  preferencia  al  que 
hubiere  ol)teniclo  mayor  número  de  votos; 
y  si  también  fuese  igual  el  número  do  vo- 
tos, se  tendrá  por  elegido  al  que  designe  la 
suerte  entre  los  que  se  hallen  en  este  caso. 

Art.  84.3.  La  elección  de  síndico  ha  de 
recaer  necesariamente  en  acreedores  va- 
rones, mayores  de  veintiún  años,  que  se 
nallen  presentes,  que  lo  sean  por  derecho 
propio  y  no  en  representación  de  otro,  que 
no  tengan  conocida  preferencia  ni  la  pre- 
tendan, y  que  residan  en  el  lugar  del  jui- 
cio. 

Sólo  á  falta  de  acreedores  por  derecho 
propio  podrán  ser  elegidos  los  represen- 
tantes de  otros. 

Si  no  hubiere  más  que  acreedores  cono- 
cidamente preferentes,  ó  que  sostengan 
serlo,  y  representantes  de  otros  comunes, 
la  elección  deberá  recaer  en  éstos. 

Art.  844.  En  el  día  y  hora  señalados  so 
procederá  á  celebrar  la  junta,  bajo  la  pre- 
sidencia del  Juez  y  con  asistencia  del  Se- 
cretario. 

Tomada  nota  de  los  acreedores  que  con- 
curran, y  resultando  ser  de  los  compren- 
didos en  la  relación  formada  por  el  Secre- 
tario conforme  á  lo  prevenido  en  el  artícu- 
lo 839,  el  Juez  tendrá  por  constituida  la 
junta,  cualquiera  que  sea  el  número  de  los 
concurrentes. 


Principiará  la  sesión  leyéndose  las  dis- 
posiciones de  este  Código  que  tienen  rela- 
ción con  el  nombramiento  de  sindico;  y 
acto  continuo  el  Secretario  dará  cuenta  de 
los  antecedentes  de  la  declaración  del  con- 
curso, del  resultado  de  las  diligencias  de 
ocupación  de  bienes,  libros  y  papeles,  y  de 
cualesquiera  otros  incidentes  que  hayan 
ocurrido. 

Cumplidas  estas  formalidades  se  proce- 
derá al  nombramiento  de  síndico  en  la 
forma  prevenida  en  el  art.  842. 

Del  resultado  de  la  junta,  con  expresión 
circunstanciada  de  las  votaciones  nomina- 
les, y  en  su  caso  de  las  protestas  que  se 
hubieren  hecho,  se  extenderá  la  oportuna 
acta,  que  después  de  leída  y  ;i probada  la 
firmarán  el  Juez,  los  acreedores  concu- 
rrentes, el  deudor,  si  hubiere  asistido,  y  el 
Secretario. 

Art.  845.  Nombrado  el  sindico,  se  le 
pondrá  en  posesión  de  su  cargo  previa  su 
aceptación  y  el  juramento  de  desempeñar- 
lo bien  y  fielmente,  y  se  le  dará  á  recono- 
cer por  edictos  que  se  fijarán  en  la  tabla 
de  avisos  y  se  publicarán  en  la  Gaceta, 
con  la  prevención  de  que  se  haga  entrega 
al  sindico  de  cuanto  corresponda  al  con- 
cursado. 

Art.  846.     Son  atribuciones  del  sindico: 

I.''  Representar  al  concurso  en  juicio  y 
fuera  de  él,  defendiendo  sus  derechos  y 
ejercitando  las  acciones  y  excepciones  que 
le  competan. 

2.*  Administrar  los  bienes  del  concur- 
so, haciéndose  cargo  de  ellos  y  de  los  libros 
y  papeles. 

3."^  Recaudar  y  cobrar  todos  los  crédi- 
tos, rentas  y  pensiones  <^ue  pertenezcan  al 
concurso,  y  pagar  los  gastos  del  mismo  que 
sean  indispensables  para  la  defensa  de  sus 
derechos  y  para  la  conservación  y  benefi- 
cio de  sus  bienes. 

4."  Procurar  la  enajenación  y  realiza- 
ción de  todos  los  bienes,  derechos  y  accio- 
nes del  concurso  en  las  condiciones  más 
ventajosas  y  con  la-  formalidades  de  de- 
recho. 

5."  Examinar  los  títulos  justificativos 
de  los  créditos,  y  proponer  á  la  junta  de 
acreedores  su  reconocimiento  y  gradua- 
ción. 

6.''  Promover  la  convocatoria  y  cele- 
bración de  las  juntas  de  acreedores,  en  los 
casos  y  para  los  oljjetos  que  lo  crea  nece- 
sario, además  de  los  determinados  expre- 
samente en  este  Código. 

Art.  847.  El  síndico  tendrá  derecho  á 
la  siguiente  retribución: 

Sobre  la  realización  de  efectos  públicos, 
medio  por  ciento  de  su  valor  efectivo. 
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Sobre  el  valor  liquido  en  la  venta  de 
alhajas,  muebles,  semovientes  ó  frutos  que 
no  sean  producto  de  su  administración,  dos 
por  ciento. 

Sobre  el  producto  líquido  de  venta  de 
bienes  raices  y  realización  de  créditos  ó 
derechos  del  concurso,  uno  por  ciento. 

Sobre  los  productos  líquidos  de  la  admi- 
nistración que  no  procedan  de  las  causas 
expresadas  en  los  párrafos  anteriores,  cin- 
co por  ciento. 

Si  con  motivo  del  desempeño  de  su  car- 
go tuviere  que  hacer  algún  viaje,  se  le 
abonarán  los  gastos  que  le  ocasionare,  en 
virtud  de  providencia  del  Juez  y  de  man- 
damiento que  se  librará  al  f  fecto. 

Art.  848.  La  elección  del  sindico  podrá 
ser  impugnada  por  el  deudor  ó  por  cual- 
quiera de  los  acreedores  personados  en  el 
juicio  que  no  liubiere  asistido  á  la  junta,  ó 
que  hubiere  disentido  de  la  mayoría  y  pro- 
testado en  el  acto  contra  la  elección. 

Deberá  presentarse  la  impugnación  pa- 
ra que  sea  admitida,  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  de  la  celebración  de  la 
junta,  si  hubiere  asistido  á  ella  el  deudor 
ó  el  acreedor  que  la  deduzca,  y  en  otro 
caso,  dentro  del  mismo  término,  á  contar 
desde  la  publicación  del  nombramiento  del 
sindico. 

Art.  849.  No  serán  admisibles  para  la 
impugnación  otras  cau.sas  que  las  siguien- 
tes: 

1.*  Tacha  legal  que  obste  á  la  persona 
nombrada  para  ejercer  el  cargo. 

2.^  Infracción  de  las  formas  estableci- 
das para  la  convocatoria,  celebración  y 
deliberación  de  la  junta. 

3.^  Falta  de  fiersonalidad  ó  de  repre- 
sentación en  alguno  de  los  que  hayan 
concurrido  á  formar  las  mayorías,  de  tal 
suerte,  que  excluyendo  su  voto  no  habría 
resultado  la  de  nú  mero  ó  la  de  capital. 

Art.  850.  La  impugnación  se  sustancia- 
rá con  el  sindico  en  pieza  separada,  que  se 
formará  á  costa  del  actor,  con  el  escrito  en 
que  se  haya  anunciado,  y  certificación  del 
acta  de  la  junta  y  demás  particulares  que 
el  Juez  designe. 

Art.  851.  Formada  la  pieza  separada, 
se  sustanciará  la  impugnació.i  ¡¡or  los  trá- 
mites establecidos  para  los  inciüentes. 

La  sentencia  que  recaiga  será  apelable 
en  ambos  efectos. 

Art.  852.  No  se  suspenderá  la  sustan- 
ciación  del  juicio  de  concurso  por  la  opo- 
sición hecha  al  nombramiento  del  sindico. 

Tampoco  oljstará  para  que  el  nombrado 
entre  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin 
perjuicio  de  resultado  de  la  oposición. 

Art.   853,     El  sindico  cuvo  crédito   no 


sea  reconocido,  en  todo  ni  en  parte,  por  la. 
junta  de  acreedores,  ó  por  el  Juez  en  su 
caso,  ó  deduzca  alguna  acción  contra  el 
caudal  concursado,  ó  impugne  alguno  dé- 
los acuerdos  de  las  juntas  de  acreedores,, 
quedará  de  derecho  separado  de  la  sindi- 
catura, y  se  procederá á  su  reemplazo  en  la 
forma  prevenida  en  el  articulo  siguiente. 

Art.  854.  Cuando  por  las  causas  expre- 
sadas en  el  articulo  anterior,  por  falleci- 
miento ú  otro  motivo,  haya  que  proceder 
al  reemplazo  del  síndico,  se  verificará  la 
elección  en  la  primera  junta  que  se  cele- 
bre, ya  sea  la  de  reconocimiento,  ó  ya  la 
de  graduación  de  créditos. 

Si  el  hecho  hubiere  ocurrido  después  de 
celebradas  estas  juntas,  y  no  estuviese  con- 
vocada ninguna  otra ,  el  Juez  acordará 
convocar  á  junta  para  proceder  al  reem- 
plazo del  síndico  que  haya  cesado. 

Mientras  tanto  el  Juez  nombrará  un  de- 
positario administrador  del  concurso  con. 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  capítulo  íll 
de  este  titulo. 

Art.  855.  Puesto  el  síndico  en  posesiórk 
de  su  cargo,  se  dividirán  los  procedimien- 
tos en  tres  piezas  separadas. 

La  primera,  que  contendrá  las  actuacio- 
nes anteriores,  se  denominará  de  adminis- 
tración del  concurso.  En  ella  se  sustancia- 
rá todo  lo  que  se  refiera  á  la  misma  admi- 
nistración, sin  perjuicio  de  formar  los  ra- 
mos separados  que  sean  necesarios  para 
evitar  confusión  en  los  procedimientos. 

La  segunda  se  destinará  al  reconoci- 
miento y  graduación  de  los  créditos. 

La  tercera,  á  la  calificación  del  concurso. 

CAPITULO    V 

Pieza  primera. 

DE    LA    AD.MIXISTRACIÓN    DEL    CONCURSO 

Art.  856.  Publicado  el  nombramiento- 
del  síndico,  se  le  hará  entrega  por  inven- 
tario con  avalúo,  de  los  bienes,  efectos,  li- 
bros y  papeles  del  concurso. 

El  avalúo  se  practicará  por  un  perito 
nombrado  por  el  Juez. 

El  dinero  quedará  depositado  á  disposi- 
ción del  Juez. 

Art".  857.  Serán  aplicables  á  la  admi- 
nistración de  los  concursos  las  disposicio- 
nes establecidas  en  los  artículos  089  al  69.3 
para  la  administra(Món  de  los  abintestatos, 
sin  necesidad  de  dar  audiencia  al  concur- 
sado. 

Art.  858.  El  Juez  dejará  en  poder  del 
sindico  la  cantidad  que  estime  indispensa- 
ble para  atender  á  los  gastos  del  concurso; 


500 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS    Y   JURÍDICAS 


mandándola  sacar  del  depósito,  si  fuere 
necesario. 

Art.  859.  El  síndico  presentará  un  es- 
tado ó  cuenta  de  administración  el  día  úl- 
timo de  cada  mes,  á  no  ser  que  el  Juez, 
teniendo  en  consideración  los  ingresos  del 
concurso,  estime  conveniente  ampliar  este 
periodo. 

Si  resultaren  existencias  en  metálico 
que,  sin  ser  necesarias  para  las  atenciones 
del  concurso,  no  hubieren  sido  depositadas 
por  el  sindico,  el  Juez  le  obligará  bajo  su 
responsabilidad  á  que  lo  verifique. 

Art.  860.  Con  los  estados  ó  cuentas  de 
administración  se  formará  un  ramo  sepa- 
rado de  la  pieza  primera,  la  cual,  con  di- 
ciio  ramo  y  los  demás  que  de  ella  se  for- 
men, .se  tendrá  en  la  Secretaria  á  disposi- 
ción de  los  acreedores  y  del  deudor  que 
ijuieran  examinarla. 

Art.  861.  El  Juez,  por  sí  ó  á  instancia 
do  los  acreedores  ó  del  concursado,  podrá 
corregir  cualquier  abuso  que  se  advierta 
en  la  administración  del  concurso,  adop- 
tando cuantas  medidas  considere  necesa- 
rias, inclusa  la  de  suspender  al  síndico 
que  lo  hubiere  cometiHo. 

En  este  último  caso  el  Juez,  sin  admitir 
recurso  alguno  contra  su  providencia , 
convocará  inmediatamente  á  junta  de 
acreedores  para  que  determinen  lo  que 
<-rean  más  conveniente. 

Si  el  acuerdo  de  la  junta  fuere  confir- 
matorio de  la  suspensión  del  síndico,  en  el 
mismo  acto  se  procederá  á  su  reemplazo 
en  la  forma  prevenida  en  el  art.  854. 

En  otro  caso,  se  tendrá  por  alzada  la 
suspensión  acordada  i)0r  el  Juez. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  enten- 
derá sin  perjuicio  de  precederse  criminal- 
mente, cuando  á  ello  hubiere  lugar. 

Art.  .%2.  Puesto  el  sindiijo  en  posesión 
d»;  los  bienes  y  efectos  del  concurso,  pro- 
cederá á  su  enajenación,  en  la  misma  pie- 
za primera,  ó  en  ramos  separados  de  ella, 
exceptuando  solamente: 

1.°  Los  bienes  respecto  de  los  cuales 
se  halle  pendiente  demanda  de  dominio, 
promovida  por  un  tercero,  en  cuyo  casóse 
csj)erará  á  que  recaiga  sentencia' firme. 

2.°  Los  inmuebles  que  por  hallarse  hi- 
TJotccados  especialmente  hayan  sido  em- 
bargados en  ejecución  no  acumulada  al 
concurso. 

En  este  caso  se  oficiará  al  Juez  «¡ue  co- 
nozca del  juicio  ejecutivo  para  que  ponga 
á  disposición  del  concurso  el  sobrante,  si 
lo  hubiere,  des])ués- de  pagar  al  acreedor 
liipotecario. 

Art.  863.  La  enajenación  se  llevará  á 
efecto   con   las  formalidades  establecidas 


para  la  venta  de  cada  clase  de  bienes  en 
la  vía  de  apremio  del  juicio  ejecutivo. 

Art.  864.  Si  no  hubiere  postura  admi- 
sible, se  anunciará  segunda  subasta  con  la 
rebaja  de  veinticinco  por  ciento  la  de  ta- 
sación. 

Si  tampoco  hubiere  postor,  se  convocará 
á  junta  de  acreedores  para  que  acuerden 
la  manera  en  que  hayan  de  adjudicarse  los 
bienes  no  vendidos,  si  no  prefieren  la  ter- 
cera subasta  sin  sujeción  á  tipo. 

En  caso  de  optar  por  la  adjudicación, 
ésta  se  verificará  por  las  dos  terceras  par- 
tes del  precio  que  hubiere  servido  de  tipo 
en  la  segunda  subasta. 

Art.  865.  También  podrán  enajenarse 
en  pública  subasta  los  créditos,  derechos  y 
acciones,  cuando  por  ser  litigiosos,  de  di- 
fícil realización,  ó  de  vencimiento  á  largo 
plazo,  ó  por  tener  que  demandarlos  en  la 
vía  judicial,  hubiera  de  dilatarse  indefini- 
damente la  terminación  del  concur.so  para 
realizarlos. 

En  éstos  casos,  á  propuesta  del  síndico, 
el  Juez  acordará  el  medio  que  estime  más 
adecuado  para  fijar  la  cantidad  que  como 
precio  de  la  venta  haya  de  servir  de  tipo 
en  la  subasta. 

Art.  866.  Verificado  el  remate,  el  sín- 
dico otorgará  la  correspondiente  escritura 
á  favor  del  rematante,  luego  que  éste 
consigne  el  precio  de  la  venta,  el  que  se 
constituirá  en  depósito  á  disposición  del 
Juzgado  de  la  manera  antes  prevenida. 

Art.  867.  El  síndico  podrá  transigir  los 
pleitos  pendientes,  ó  que  sa  promuevan 
por  el  concurso,  ó  en  contra  del  mismo,  y 
las  demás  cuestiones  que  puedan  ser  liti- 
giosas en  que  éste  tenga  interés,  siempre 
que  se  halle  autorizado  para  transigir  por 
la  junta  de  acreedores. 

Si  no  lo  estuviese,  someterá  la  transac- 
ción, después  de  concertada,  á  la  aproba- 
ción de  la  primera  junta  que  se  celebre  ó 
que  se  convoque  para  ello,  la  cual  resolve- 
rá por  mayoría,  computada  como  se  deter- 
mina en  lá  regla  6.^  del  art.  777. 

En  ambos  casos  el  síndico  presentará  la 
transacción,  en  pieza  separada,  álaaproba- 
ción  judicial,  sin  cuyo  requisito  no  será 
válida.  El  Juez  dará  audiencia  por  tres 
dias  al  concursado,  y  sin  más  trámites 
resolverá  lo  que  estime  conveniente. 

La  resolución  aprobando  ó  desaproban- 
do la  transacción,  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  868.  Hecho  el  pago  do  todos  los 
créditos,  ó  de  la  parte  de  ellos  que  los  bie- 
nes del  concurso  alcanzaren  á  cubrir,  el 
síndico  rendirá  una  cuenta  general  justifi- 
cada, que  se  unirá  al  ramo  de  cuentas  y 
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e-tará  de  manifiesto  en  la  Secretaria  du- 
rante quince  días,  á  disposición  del  deudor 
Y  de  los  acreedores  que  no  hayan  cobrado 
por  completo. 

Art.  869.  Transcurridos  los  quince  dias 
sin  hacerse  oposición,  el  Juez  aprobará  la 
cuenta,  y  mandará  dar  al  sindico  el  opor- 
tuno ñniquito. 

Art.  870.  Las  reclamaciones  que  se  hi- 
cieren contra  la  cuenta  se  sustanciarán 
con  el  síndico  en  el  juicio  ordinario  que 
por  su  cuantía  corresponda. 

El  que  las  promueva  litigará  á  sus  ex- 
pensas y  bajo  su  exclusiva  responsabilidad, 
sin  perjuicio  de  la  condena  de  costas,  que 
podrá  imponerse  en  definitiva  al  síndico, 
si  fuere  vencido. 

Los  que  sostengan  una  misma  causa 
litigarán  unidos  y  bajo  la  misma  direc- 
ción. 

Art.  871.  Cuando  el  síndico  cese  en  su 
<^rgo  antes  de  concluií-se  la  liquidación 
del  concurso,  rendirá  igualmente  su  cuen- 
ta general  en  el  término  de  quince  días, 
la  que  se  someterá  al  examen  y  aproba- 
ción de  la  primera  junta  de  acreedores  que 
se  celebre,  previo  informe  del  nuevo  sín- 
dico. 

Si  no  hubiera  de  celebrarse  ninguna 
junta,  corresponderá  al  Juez  la  aprobación, 
con  audiencia  del  nuevo  síndico;  y  si  hu- 
biere oposición,  se  sustanciará  por  los  trá- 
mites establecidos  para  los  incidentes,  pu- 
díendo  ser  parte  los  acreedores  que  lo  so- 
liciten. 

La  sentencia  que  recaiga  en  estos  inci- 
dentes será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  872.  Aprobada  la  cuenta  del  sín- 
dico, se  hará  entrega  al  deudor  de  sus  li- 
bros y  papeles  y  de  los  bienes  que  hubie- 
ren quedado,  en  el  caso  de  haber  sido  to- 
t;xlmente  satisfechos  los  créditos  y  costas 
del  concurso. 

Si  no  lo  hubieren  sido,  se  conservarán 
en  la  Secretaria  los  libros  y  papeles  útiles, 
unidos  á  los  autos  para  los  efectos  suce- 
sivos. 

Art.  873.  El  resultado  definitivo  del 
concurso  se  publicará  por  edictos  que  se 
fijarán  en  la  tabla  de  avisos  y  se  insertarán 
en  la  Gaceta. 

Art.  874.  En  la  resolución  en  que  se 
ordene  la  publicación  del  resultado  defini- 
tivo del  concurso,  se  declarará  la  rehabi- 
litación del  concur-sado,  sin  necesidad  de 
instancia  suya  ni  de  audiencia  del  síndico. 

Esta  rehabilitación  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  los  derechos  de  los  acreedores 
cuyos  créditos  no  liayan  sido  totalmente 
satisfechos,  y  de  lo  que  se  haya  resuelto 
acerca  de  la  culpabilidad  del  concursado. 


CAPITULO    VI 

Pies  a  segunda 

DEL   RECONOCIMIENTO,    GRADUACIÓN   Y 
PAGO   DE   LOS   CRÉDITOS 

Art.  875.  Puesto  el  síndico  en  posesión 
de  los  bienes  y  de  los  libros  y  papeles  del 
concurso,  se  formará  la  pieza  segunda, 
destinada  al  reconocimiento,  graduación  y 
pago  de  los  créditos. 

Esta  pieza  se  formará  con  testimonia 
literal  del  estado  ó  relación  de  las  deudas 
presentadas  por  el  deudor,  y  correrá  con 
ella  el  ramo  separado  que  se  habrá  forma 
do,  según  lo  prevenido  en  el  artículo  846, 
con  los  títulos  de  los  créditos  presentados 
por  los  acreedores. 

Sección  primera 
Del  reconocimiento  de  los  créditos. 

Art.  876.  Formada  la  pieza  segunda,  se 
comunicará  al  síndico,  para  que,  dentro 
del  término  que  el  Juez  le  señale,  propor- 
cionado á  las  circunstancias  del  concurso, 
pero  que  no  podrá  pasar  de  treinta  días,  y 
con  vista  de  los  títulos  presentados  y  de  los 
libros  y  papeles  del  deudor,  practique  el 
examen  y  liquidación  de  los  créditos,  dan- 
do su  dictamen  sobre  el  reconocimiento  de 
cada  uno  de  ellos, 

Art.  877.  Por  el  resultado  de  dicho 
examen  y  para  dar  cuenta  á  la  junta  de 
acreedores,  el  síndico  formará  tres  estados 
que  comprenderán  respectivamente: 

1."  Todos  los  créditos  reclamados  por 
el  orden  en  que  se  liubieren  presentado. 

2.°  Los  que  en  su  opinión  deban  ser  re- 
conocidos. 

3.°     Los  que  no  deban  serlo. 

En  estos  estados  se  comprenderán  todos 
los  créditos  que  se  hubieren  reclamado 
hasta  la  fecha  en  que  se  formen. 

Art.  878.  El  Juez  apremiará  de  oficio, 
y  si  fuere  necesario,  con  multa  y  lo  demás 
que  proceda  al  sindico  para  que  verifique 
el  examen  délos  créditos  y  la  presentación 
de  los  estados,  dentro  del  término  que  lo 
hubiere  señalado. 

Art.  879.  Luego  que  el  sindico  presente 
los  estados  antedichos,  el  Juez  acordará 
convocar  á  junta  de  acreedores  para  el  re- 
conocimiento de  créditos,  señalando  el  dia, 
hora  y  sitio  en  que  haya  de  celebrarse. 

Para  esta  junta  serán  citados  los  acree- 
dores en  la  forma  prevenida  en  el  artícu- 
lo 828. 

Art.  880.  Entre  la  convocatoria  y  la 
celebración  de  esta  junta,  deberán  mediar 
de  quince  á  treinta  días,  durante  los  cua- 


502 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


^es  los  acreedores  y  el  deudor  podrán  exa- 
minar el  dictamen  del  sindico  y  los  títulos 
do  ios  créditos,  á  cuyo  tin  se  les  pondrán 
de  manifiesto  en  la  Secretaria. 

Art.  881.  Constituida  la  junta  l)ajo  la 
presidencia  del  Juez  y  con  asistencia  del 
Secretario,  se  leerán  los  artículos  de  este 
Código  relativos  al  reconocimiento  de  cré- 
ditos y  á  la  manera  de  impugnar  los  acuer- 
des que  sobre  el  mismo  recaigan,  >  se  dará 
-cuenta  de  los  estados  á  que  se  refiere  el 
ai't.  877,  los  cuales  se  pondrán  á  discusión 
partida  por  partida. 

Sobre  cada  una  de  las  partidas  deberá 
votarse  con  s.„-paración,  quedando  recono- 
cidos ó  excluidos  los  créditos  por  unanimi- 
dad, y  en  su  defecto  por  mayoría,  que  ha- 
brá de  constituirse  de  la  manera  prefijada 
en  la  regla  6."  del  art.  777. 

El  acta  de  esta  junta,  en  la  que  en  su 
caso  se  consignarán  las  protestas  de  los 
que  hubieren  disentido  del  voto  de  la  ma- 
yoría será  firmada  por  todos  los  acreedo- 
res concurrentes,  por  el  deudor  ó  su  re- 
presentante, si  asistiere,  y  por  el  Juez  y  el 
Secretario. 

Art.  882.  No  podrán  someterse  á  dis- 
cusión los  créditos  respecto  de  los  cuales 
hubiere  recaído  sentencia  firme  de  rema- 
te en  los  juicios  ejecutivos  acumulado,  al 
concur.so. 

Estos  créditos  se  tendrán  por  reconoci- 
dos, aunque  sin  variar  de  naturaleza  para 
el  efecto  de  su  graduación,  y  sin  perjuicio 
del  derecho  del  síndico  para  impugnarlos 
en  el  juicio  declarativo  que  corresponda 
según  su  cuantía. 

Art.  883.  Si  no  llegaren  á  reunirse  las 
mayorías  de  votos  y  cantidades,  el  Juez, 
concluida  la  junta,  Sin  más  trámites,  cita- 
rá para  sentencia  y  resolverá  lo  que  crea 
arreglado  á  derecho  sobre  el  crédito  á  que 
se  refiera  la  disidencia. 

Esto  mismo  se  hará  respecto  de  todos 
los  créditos  cuando  no  haya  podido  consti- 
tuirse la  junta  por  no  haber  concurrido 
número  suficiente  de  acreedores  para  to- 
mar acuerdo  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  art.  776. 

Art.  884.  Podrá  acordarse  en  la  junta, 
ó  por  el  Juez  en  su  caso,  dejar  pendiente 
el  reconocimiento  de  cualquier  crédito  que 
no  se  presente  bastante  justificado. 

En  este  caso,  el  interesado  completará 
su  juátilicarión  en  ramo  separado,  en  el 
tiempo  que  transcurra  hasta  la  jur.ta  en 
•que  se  gradúen  los  créditos. 

Art.  88.=).  A  los  acreedores  reconoci- 
dos se  les  dará  un  documento  en  papel  co- 
mún, firmado  por  el  sindico,  con  el  visto 
bueno  del  Juez,  en  el  que  se  expresará  la 


importancia,  origen  y  reconocimiento  del 
crédito. 

A  los  acreedores  cuyo  crédito  no  haya 
sido  reconocido  se  les  comunicará  por  el 
sindico  la  decisión  de  la  junta  ó  del  Juez, 
por  medio  de  aviso  que  publicará  en  la  Ga- 
ceta. El  Secretario  les  devolverá  bajo  re- 
cibo los  títulos  de  sus  créditos,  sin  necesi- 
dad de  nueva  providencia,  cuando  se  pre- 
senten á  recogerlos. 

Art.  886.  Los  acuerdos  de  estas  juntas 
y  las  determinaciones  que  el  Juez  dictare 
en  los  casos  en  que  no  se  reúnan  las  dos 
mayorías,  podrán  ser  impugnados  dentro 
de  ocho  días  por  los  acreedores  no  concu- 
rrentes á  la  junta,  ó  por  los  que  hayan  di- 
sentido y  protestado  en  el  acto  contra  el 
voto  de  la  mayoría. 

Dicho  término  se  contará,  para  estos  úl- 
timos, desde  el  día  siguiente  al  déla  junta, 
y  para  los  demás,  desde  el  día  siguiente  ai 
en  que  se  hubiere  publicado  el  aviso  en  la 
GaeiHa. 

Pasados  los  ocho  días  sin  que  haga  im- 
pugnación, no  se  dará  curso  á  ninguna  re- 
clamación. 

Art.  887.  Sobre  cada  una  de  las  impug- 
naciones que  se  intenten,  se  formará  ramo 
separado,  que  se  sustanciará  con  el  sindi- 
co, y  en  su  caso,  con  el  interesado  en  el 
crédito  impugnado,  por  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes,  siendo  apela- 
ble en  ambos  efectos  la  sentencia  que  re- 
caiga. 

Art.  888.  El  síndico  está  obligado  á  sos- 
tener lo  acordado  por  la  mayoría,  aun 
cuando  su  voto  haya  sido  contrario,  mas 
no  la-;  resoluciones  dictadas  por  el  Juez. 

El  deudor  podrá  ser  parte  en  los  ramos 
separados  que  se  formen.  Si  sostuviere  lo 
acordado,  litigará  en  unión  del  síndico;  si 
lo  impugnare,  en  unión  del  acreedor  que 
lo  haya  hecho;  y  en  ambos  casos,  bajo  la 
misma  dirección. 

Art.  889.  También  podrá  reclamarse  la 
nulidad  de  los  acuerdos  de  la  junta,  cuan- 
do se  hubiere  faltado  á  las  formas  estable- 
cidas para  la  convocatoria,  celebración  y 
votaciones  de  la  misma. 

Sólo  podrán  hacer  esta  reclamación  el 
deudor  ó  los  acreedores  que,  habiendo 
presentado  oportunamente  los  títulos  de 
sus  créditos,  no  liubieren  concurrido  á  la 
junta,  ó  que  concurriendo  hubieren  pro- 
testado contra  la  validez  del  acto.  ab.ste- 
niéndose  de  votar;  y  deberán  deducirla 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
celebración  de  la  junta,  transcurridos  los 
cuales  no  será  admitida. 

Se  sustanciará  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  851,  pero  sin  formar  pieza 
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rada  y  con  suspensión  del  curso  de  lo  prin- 
cipal. 

Sección  segunda. 

De  la  graduación  de  créditos. 

Art.  890.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia recaída  en  el  mcidente  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  si  se  desestimase 
la  nulidad,  ó  pasados  los  ocho  días  que  con- 
cede el  886  para  impugnar  los  acuerdos  de 
la  junta  ó  del  Juez,  se  convocará  otra  jun- 
ta de  los  acreedores  cuyos  créditos  hayan 
sido  reconocidos  para  su  graduación,  sin 
perjuicio  de  continuar  los  ramos  separados 
que  se  hubieren  formado  conforme  á  lo 
prevenido  en  el  art.  887. 

La  citación  para  esta  junta  se  hará  en 
la  forma  prevenida  en  el  art.  879. 

Art.  891.  Entre  la  convocatoria  y  la 
celebración  de  esta  junta  deberán  mediar 
de  quince  á  treinta  días. 

Cuando  en  algún  caso  extraordinario  el 
Juez  estime  que  será  insuficiente  dicho 
término  para  que  el  síndico  forme  los  esta- 
dos de  que  habla  el  artículo  siguiente,  po- 
drá ampliarlo  por  el  tiempo  que  crea  abso- 
lutamente indispensable. 

Art.  892.  En  el  tiempo  intermedio  el 
síndico  formará  para  dar  cuenta  ala  junta 
cuatro  estados  que  comprenderán: 

El  primero,  los  acreedores  por  trabajo 
personal  y  alimentos. 

Si  se  tratase  de  un  abintestato  ó  testa- 
mentaría concursada,  se  colocarán  en  este 
lugar  los  acreedores  por  los  gastos  de  fu- 
neral proporcionado  á  las  circunstancias 
del  finado,  y  por  los  ocasionados  con  mo- 
tivo de  la  ordenación  de  su  última  volun- 
tad y  formación  de  inventarios  y  diligen- 
cias judiciales  á  que  haya  dado  lugar  el 
abintestato  ó  testamentaría. 

El  segundo,  los  acr^jedores  hipotecarios, 
por  el  orden  de  preferencia  que  en  dere- 
cho les  corresponda. 

La  preferencia  de  los  acreedores  liipote- 
carios  se  limitará  álos  bienes  hipotecados; 
y  si  su  valor  no  alcanzase  á  cubrir  el  im- 
porte total  del  crédito  asegurado  con  la  hi- 
poteca, serán  considerados  como  escritura- 
rios por  la  diferencia. 

También  se  comprenderán  en  este  esta- 
do los  acreedores  con  prenda,  limitando 
igualmente  su  preferencia  al  valor  efectivo 
de  la  misma,  la  que  devolverán  á  la  ma.sa 
del  concurso. 

El  tercero,  los  acreedores  que  lo  sean 
por  escritui'a  púl>lica,  por  el  orden  de  sus 
fechas. 

El  cuarto,  los  comunes,  comprendiendo 


en  este  estado  todos  los  créditos  no  incluí- 
dos  en  los  tres  anteriores. 

Art.  893.  Por  separado  formará  el  sin- 
dico una  nota  de  los  bienes  de  cualquier 
clase  que  el  concursado  tuviere  correspon- 
dientes á  terceras  personas,  con  expresión 
de  los  nombres  de  sus  dueños. 

Si  éstos  se  hubieren  presentado  recla- 
mándolos, se  les  entregarán  conviniendo 
en  ello  el  síndico  y  el  concursado.  Si  algu- 
no Mo  conviniere  se  sustanciará  la  deman- 
da en  ramo  separado  por  los  trámites  del 
juicio  declarativo  que  corresponda  á  su 
cuantía. 

Art.  894.  Antes  del  día  señalado  para 
la  junta,  deberá  el  síndico  haber  dado  su 
dictamen  en  los  ramos  separados  sobre  los 
créditos  que  hubieren  quedado  pendientes 
de  reconocimiento,  ó  que  se  hayan  recla- 
mado después  de  formados  los  estados  pre- 
venidos en  el  art.  877. 

Si  el  sindico  opinare  que  deben  ser  re- 
conocidos, los  incluirá  en  los  estados  de 
graduación,  sin  perjuicio  de  lo  que  pueda 
acordar  la  junta  sobre  su  reconocimiento. 

Art.  895.  Reunida  lajunlaen  la  forma 
prevenida  para  las  anteriores,  se  princi- 
piará la  sesión  por  la  lectura  de  los  artícu- 
los de  este  Código  relativos  á  la  graduación 
de  créditos  y  á  la  impugnación  de  los  asun- 
tos sobre  este  punto. 

Se  pasará  luego  á  deliberar  .sobre  los 
créditos  que  haya  pendientes  de  reco- 
nocimiento, poniéndose  á  votación  el  dic- 
tamen del  síndico  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior.  Los  dueños  de  los  créditos 
que  sean  reconocidos  podrán  tomar  parte 
en  las  deliberaciones  de  la  junta  sobre  la 
graduación. 

Se  dará  después  cuenta  de  los  estados  de 
graduación  y  se  pondrán  á  discusión  los 
créditos  quü  comjjrendan. 

Terminado  el  debate,  se  someterá  á  vo- 
tación el  dictamen  del  sindico  respecto  á 
cada  crédito,  (juedando  aprobado  lo  que 
determinaren  las  mayorías  de  votos  y  can- 
tidades, combinadas  en  la  forma  estableci- 
da en  la  regla  6.°-  de!  art.  777,  si  no  hubie- 
re unanimidad. 

Concluida  la  junta,  se  extenderá  acta  de 
lo  que  en  ella  hubiere  ocurrido,  que  firma- 
rán los  concurrentes,  con  el  Juez  y  el  Se- 
cretario. 

Art.  896.  Si  no  se  reunieren  las  mayo- 
rías, citará  el  Juez  para  sentencia,  y  re- 
solverá lo  que  crea  conforme  á  derecho 
sobre  el  crédito  ó  créditos  que  hayan  dado 
lugar  á  la  disidencia. 

Art.  897.  Se  ])racticará  también  lo  pre- 
venido en  el  artículo  anterior  cuando  no 
hubiere  podido  constituirse  la  junta,  por 
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110  haber  concurrido  el  número  de  acree- 
dores necesario  conforme  al  art.  776  para 
tomar  acuerdo. 

En  este  caso,  el  Juez  dictará  la  resolu- 
ción que  estime  justa  en  cada  uno  de  los 
ramos  separados  sobre  créditos  pendientes 
de  reconocimiento  si  los  hubiere;  y  en  la 
pieza  segunda  hará  sin  dilación  la  gradua- 
ción de  créditos  por  medio  de  sentencia, 
en  la  que  aprobará  los  estados  formados 
por  el  sindico,  ó  hará  en  ellos  las  rectifica- 
ciones que  proced.in  en  derecho. 

Art.  898.  En  el  caso  del  articulo  896,  la 
resolución  del  Juez  será  notificada  al  sin- 
dico y  á  los  interesados  en  los  créditos  que 
hubieren  dado  lugar  á  la  disidencia. 

La  sentencia  de  graduación  se  notifica- 
rá al  sindico  y  á  los  acreedores  reconoci- 
dos ó  sus  representantes,  que  tengan  su 
domicilio  ó  lo  hubieren  designado  en  el  lu- 
gar del  juicio. 

Si  hubiere  acreedores  reconocidos,  que 
se  hallen  ausentes,  se  les  notificará  la  sen- 
tencia mencionada  por  medio  de  cédula, 
que  se  fijará  en  la  tabla  de  avisos. 

Art.  899.  Dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes al  de  la  celebración  de  la  junta 
de  graduación,  podrán  ser  impugnados 
sus  acuerdos  por  los  acreedores  recono- 
cidos no  concurrentes  á  la  misma,  ó  que 
concurriendo  hubieren  disentido  del  voto 
de  la  mayoría  y  reservado  su  derecho  pa- 
ra impugnarlos. 

También  podrá  ser  impugnada  la  reso- 
lución del  Juez  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes al  de  su  notificación. 

Transcurridos  estos  tériftinos,  no  se  da- 
rá curso  á  ninguna  impugnación. 

Art.  900.  Todas  las  impugnaciones  que 
se  hagan  á  los  acuerdos  de  la  junta  ó  de- 
cisiones del  Juez  sobre  la  graduación  de 
créditos,  sea  por  uno  ó  varios  acreedo- 
res, se  sustanciarán  á  la  vez  en  la  misma 
pieza  segunda,  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  incidentes. 

El  síndico  será  siempre  parte  en  estas 
cuestiones,  y  deberá  sostener  en  su  caso 
el  acuerdo  de  la  junta. 

También  serán  admitidos  como  parte 
leg  tima  los  acredores  cuyo  crédito  sean 
objeto  de  la  impugnación,  y  los  demás  que 
quieran  coadyuvar  á  sostener  ó  á  impug- 
nar los  acuerdos. 

Deberán  litigar  unidos  y  bajo  una  sola 
dirección  todos  los  que  sostengan  unas 
mismas  pretensiones. 

El  concursado  no  será  admitido  como 
parte  en  estos  incidentes. 

La  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos. 


Sección  tercera. 
De  la  morosidad  y  sus  efectos. 

Art.  901  Los  acreedores  residentes  en 
Honduras,  que  no  hubieren  compareci- 
do en  el  juicio  antes  de  la  convocatoria 
para  la  junta  de  reconocimiento  de  crédi- 
tos, si  no  lo  verifican  después  serán  con- 
siderados como  morosos. 

Art.  902.  Los  efectos  legales  de  la  mo- 
rosidad, serán: 

1.°  Que  el  que  haya  incurrido  en  ella 
costee  el  reconocimiento  de  su  crédito. 

2.  Que  pierda  cualquiera  prelación  que 
pueda  corresponderle,  quedando  reduci- 
do á  la  clase  de  acreedor  común,  si  com- 
parece después  de  celebrada  la  junta  do 
graduación. 

3.°  Que  pierda  la  parte  alícuota  que 
pudiera  haberle  correspondido  en  los  di- 
videndos hechos  antes  de  su  presentación 
no  teniendo  derecho  á  participar  más  que 
de  los  que  se  ejecuten  en  adelante. 

Art.  903.  Si  entre  la  presentación  y  el 
reconocimiento  se  repartiere  algún  divi- 
dendo, serán  comprendidos  en  él  los  mo- 
rosos, pero  reteniéndose  en  depósito  las 
sumas  que  les  correspondan. 

Estas  sumas  les  serán  entregadas  cuan- 
do sean  reconocidos  sus  créditos;  si  no  lo 
fuesen,  volverán  á  la  masa  del  concurso. 

Art.  904.  Para  el  reconocimiento  de 
los  créditos  de  los  acredores  morosos,  se 
formará  un  ramo  separado  con  la  solici- 
tud y  documentos  que  presente  cada  uno 
de  ellos,  en  el  que  se  hará  constar,  por 
certificación  del  Secretario,  si  el  crédito  se 
halla  ó  no  comprendido  en  la  relación  de 
deudas  presentada  por  el  concursado. 

Si  estuviere  comprendido  en  dicha  rela- 
ción, se  comunicará  el  expediente  al  sin- 
dico para  que  emita  su  dictamen  sobre  el 
reconocimiento  del  crédito. 

Si  no  estuviere  comprendido,  se  dará 
audiencia  al  concursado  por  tres  días  an- 
tes de  comunicar  el  expediente  al  síndico. 

Art.  905.  Cuando  el  acreedor  moroso 
haya  comparecido  antes  de  la  junta  de 
graduación,  en  ella  se  dará  cuenta  para 
que  resuelva  sobre  el  reconocimiento  del 
crédito,  si  lo  hubiere  verificado  con  la 
anticipación  necesaria  para  llenar  los  trá- 
mites del  articulo  anterior. 

En  otro  caso,  el  Juez  resolverá  sobre 
dicho  reconocimiento,  si  estuviese  con- 
forme el  sindico. 

No  mediando  esta  conformidad,  reser- 
vará al  interesado  su  derecho  para  que  lo 
ventile  con  el  sindico  en  el  juicio  declara- 
tivo que  corresi)onda  á  la  cuantía,  impo- 
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niéndole  en  todo  caso  las  costas  de  aquel 
ir.cidente. 

Art.  906.  Los  acreedores  residentes 
fuera  de  Honduras  no  incurrir;ín  en  pena 
alguna,  aun  después  de  celebrada  la  junta 
de  graduación. 

Si  se  presentaren  en  adelante,  se  for- 
mará ramo  separado,  en  el  que  deberán 
ser  reconocidos  sus  créditos  si  son  legíti- 
mos, y  graduados  por  sentencia  que  se 
dicte,  oyendo  al  sindico  y  al  concursado. 
Conservarán  la  preferencia  que  pudiera 
corresponder  á  sus  créditos,  y  serán  rein- 
tegrados en  el  lugar  que  se  les  señale;  pero 
en  ningún  caso  se  podrá  obligar  á  los  de- 
más acreedores  á  que  devuelvan  lo  que  tu- 
vieren recibido. 

Si  sus  créditos  fueren  graduados  de  co- 
munes, se  les  igualará  con  todos  los  de  la 
misma  clase;  y  hecho  esto,  concurrirán  á 
prorrata  con  ellos  á  participar  del  haber 
del  concurso  que  aún  esté  por  distribuir. 

Art.  907.  No  serán  oídos  en  este  juicio 
los  acreedores  morosos,  si  se  presentaren 
cuando  ya  estuviere  repartido  todo  el  ha- 
ber del  concurso. 

Sección  cuarta. 
Del  pago  de  ios  créditos. 

Art.  908.  Pasados  los  ocho  días  señala- 
dos en  el  art.  899  sin  haber  sido  impugna- 
dos los  acuerdos  de  la  junta  ó  la  resolución 
del  Juez,  en  su  caso,  sobre  la  graduación, 
se  procederá  al  pago  de  los  créditos  por  el 
orden  establecido  en  la  misma,  hasta  don- 
de alcancen  los  fondos  disponibles  del  con- 
curso. 

Art.  909.  Cuando  la  impugnación  tenga 
por  objeto  la  nulidad  de  los  acuerdos  de  la 
junta,  ó  se  reñera  á  toda  Im  graduación,  se 
suspenderá  el  pago  hasta  que  recaiga  sen- 
tencia firme. 

Si  se  dirige  sólo  contra  la  graduación  de 
algunos  créditos,  se  procederá  al  pago, 
formando  para  ello  ramo  separado  con  tes- 
timonio de  los  estados  y  acuerdos  de  la 
junta  ó  relación  del  Juez,  relativos  á  la 
graduación  de  los  créditos. 

Art.  910.  En  el  caso  del  párrafo  segun- 
do del  articulo  anterior,  las  cantidades  que 
correspondan  á  los  créditos  impugnados  se 
conservarán  en  depósito  hasta  que  recaiga 
sentencia  firme  solare  la  impugnación, 
para  darles  la  aplicación  que  proceda. 

Lo  mismo  se  hará  con  las  que  corres- 
pondan á  los  créditos  cuyo  reconocimiento 
nubiere  sido  impugnado,  si  no  hubiere  re- 
caído todavía  sentencia  firme  sobre  este 
punto. 

Segunda  Sbrie. — Tomo  I 


Art.  911.  Las  cantidades  que  corres- 
pondan á  los  acreedores,  que  teniendo  re- 
conocidos y  graduados  sus  créditos  por  la 
junta  hubiesen  sido  impugnados  por  un 
acreedor  particular,  les  serán  entregadas, 
no  obstante  esta  impugnación,  si  dieren 
fianza  suficiente  á  satisfacción  y  bajo  la 
responsabilidad  del  sindico  para  responder 
de  lo  que  reciban. 

Art.  912.  Hecho  por  su  orden  el  pago 
de  los  créditos  comprendidos  en  los  tres 
primeros  estados  de  graduación,  los  fondos 
que  resten  se  distribuirán  á  prorrata  entre 
los  acreedores  comunes  por  medio  de  divi- 
dendos, que  se  repetirán  según  se  vayan 
realizando  los  bienes  del  concurso  y  se  re- 
unan  fondos  bastantes  para  cubrir  el  cinco 
por  ciento,  cuando  menos,  de  los  créditos 
pendientes. 

Si  llegado  este  caso  el  síndico  demorase 
proponer  al  Juzgado  el  pago  de  un  divi- 
dendo, podrá  solicitarlo  cualquiera  de  los 
acreedores  interesados. 

Art.  913.  Para  verificar  el  pago,  se  ex- 
pedirá por  el  Juzgado  el  oportuno  libra- 
miento contra  el  síndico  á  favor  de  cada 
uno  de  los  acreedores  que  hayan  de  cobrar 
por  completo,  acordando  á  la  vez  se  pon- 
gan á  disposición  de  aquél  los  fondos  nece- 
sarios, sacándolos  del  depósito. 

Al  entregar  el  libramiento  al  acreedor, 
se  le  recogerá  el  documento  de  reconoci- 
miento de  su  crédito,  en  el  que  se  pondrá 
nota  de  cancelación,  que  firmará  el  intere- 
sado con  el  Secretario,  y  éste  unirá  dicha 
documento  al  ramo  separado  que  contenga 
el  título  del  crédito,  anotándolo  en  la  pieza 
segunda. 

El  síndico  pagará  el  libramiento,  bajo 
recibo  que  en  él  pondrá  el  interesado,  y  lo 
recogerá  para  la  justificación  de  sus' cuen- 
tas. 

Art.  914.  Cuando  por  medio  de  divi- 
dendos se  haga  el  pago  á  los  acreedores 
comunes,  lo  verificará  el  síndico,  á  cuya 
disposición  se  pondrán  los  fondos  necesa- 
rios. 

El  síndico  entregará  á  cada  acreedor,  ó 
á  su  representante  legítimo,  la  cantidad 
que  le  haya  correspondido  en  la  distribu- 
ción, anotándola  en  el  documento  de  reco- 
nocimiento de  crédito,  sin  cuya  presenta- 
ción no  se  verificará  el  pago,  y  el  intere- 
sado dará  además  por  separado  un  recibo 
á  favor  del  síndico. 

Art.  915.  Hecho  el  pago,  el  síndico  pre- 
sentará al  Juzgado  una  cuenta  justificada 
con  los  reciljos  de  los  acreedores,  de  la  in- 
versión dada  á  los  fondos  que  hubiere  re- 
cibido para  ello,  devolviendo  al  depósito 
los  sobrantes,  si  los  hubiere,  y  las  cantida- 
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des  que  correspondan  á  acreedores  que  no 
se  hubieren  presentado  á  cobrar. 

Esta  cuent  i  se  unirá  al  ramo  de  cuentas, 
entregando  el  Secretario  al  síndico  el  opor- 
tuno recibo  con  la  expresión  conveniente 
para  su  resguardo. 

Art.  916.  Cuando  los  acreedores  comu- 
nes hayan  cobrado  por  completo,  al  pa- 
garles el  último  dividendo  se  recogerán  y 
cancelarán  los  documentos  de  reconoci- 
miento. 

En  este  caso,  ó  cuando  se  hayan  agota- 
do todos  los  fondos  del  concurso,  se  dará 
por  terminado  el  juicio,  practicándose  lo 
que  se  ordena  en  los  artículos  868  y  si- 
guientes. 

CAPÍTULO  VII 

Pieza  tercera. 

DE  LA  CALIFICACIÓN  OEL  COxN'CURSO 

Art.  917.  Hecho  el  nombramiento  del 
sindico  se  le  entregará  la  pieza  primera 
del  concurso,  para  que  dentro  de  treinta 
días,  y  previo  el  examen  de  los  libros  y 
papeles  del  deudor,  manifieste  en  exposi- 
ción razonada  y  documentada  el  juicio  que 
haya  formado  del  concurso  y  de  sus  cau- 
sas, formulando  las  conclusiones  ó  dedu- 
ciendo las  pretensiones  que  estime  proce- 
dentes. 

Art.  918.  Con  testimonio  literal  de  la 
relación ,  estado  y  memoria  presentados 
por  el  deudor,  y  la  exposición  original  del 
síndico  y  documentos  que  la  acompañen, 
se  formará  la  pieza  tercera,  y  acumulada 
á  ella  provisionalmente  la  primera,  se  pa- 
sará todo  al  Fiscal,  para  que  también  emi- 
ta su  dictamen. 

Art.  919.  Si  el  dictamen  del  Fiscal  fuere 
conforme  al  del  síndico,  y  los  dos  favora- 
bles al  concur.-^ado,  el  Juez  citará  para  sen- 
tencia y  dictará  la  que  estime  procedente. 

Art.  920.  Cuando  el  informe  del  síndi- 
co y  el  del  Fiscal,  ó  el  de  alguno  de  ellos, 
fuere  contrario  al  concursado,  y  aun  sien- 
do favorable,  si  el  Juez  creyere  que  no  de- 
bía deferir  á  ellos,  dará  traslado  por  tres 
días  al  concursado,  entregándolo  los  autos, 
para  que  exponga  lo  que  pueda  convenirle. 

Este  incidente  se  acomodará  al  procedi- 
miento establecido  para  los  que  tienen  lu- 
gar en  el  juicio  ordinario,  siendo  apelable 
en  ambos  efectos  la  sentencia  que  recaiga. 

Art.  921.  Todos  los  acreedores  tienen 
derecho  á  personarse  en  esta  pieza  y  per- 
seguir al  concursado. 

Si  alguno  ó  algunos  lo  hicieren,  y  sus 
gestiones  tuvieran  igual  objeto  que  las  del 


síndico,  deberán  litigar  unidos  á  éste  y 
bajo  una  misma  dirección. 

Si  fuere  distinto  el  objeto  de  sus  gestio- 
nes, litigarán  separadamente. 

Art.  922.  Declarada  por  sentencia  fir- 
me la  culpabilidad  del  concursado,  cuya 
declaración  se  entenderá  sólo  para  los  efec- 
tos civiles,  el  Juez  mandará  proceder  con- 
tra él  criminalmente  en  la  misma  pieza. 
La  sustanciación  se  acomodará  en  adelan- 
te al  orden  de  proceder  establecido  para  el 
juicio  criminal. 

Art.  923.  Cuando  una  compañía,  asocia- 
ción ó  colectividad  sea  declarada  en  concur- 
so, en  la  exposición  prevenida  en  el  art.  917 
manifestará  el  sínaico  el  juicio  que  haya 
formado  sobre  la  responsabilidad  criminal 
ó  civil  en  que  hayan  podido  incurrir  los  ad- 
ministradores, directores  ó  consejeros  de 
la  compañía  concursada,  por  su  participa- 
ción en  actos,  negociaciones  ó  acuerdos 
contrarios  á  los  estatutos  ó  á  las  leyes. 

Art.  924.  En  los  casos  del  artículo  an- 
terior, formada  la  pieza  tercera  conforme 
á  lo  prevenid®  en  el  art.  918,  y  sustanciada 
en  la  forma  establecida  en  dicho  artículo  y 
en  los  siguientes,  se  hará  la  declaración  de 
si  hay  ó  no  méritos  para  exigir  la  respon- 
sabilidad á  todos  ó  á  alguno  Se  los  que  ha- 
yan intervenido  en  la  gestión  de  la  com- 
pañía. 

Si  la  responsabilidad  que  haya  de  exi- 
girse fuere  la  criminal,  se  procederá  como 
se  ordena  en  el  art.  922;  y  si  fuese  sola- 
mente la  civil,  el  síndico  podrá  entablar  la 
acción  que  corresponda. 

CAPÍTULO  VIII 

DEL  CONVENIO  ENTRE  LOS  ACREEDORES  Y  EL 
CONCURSADO 

Art.  925.  En  cualquier  estado  del  jui- 
cio de  concurso,  después  de  hecho  el  exa- 
men y  reconocimiento  de  los  créditos,  y  no 
antes,  podrán  hacer  los  acreedores  y  el 
concursado  los  convenios  que  estimen 
oportunos. 

Art.  926.  Toda  solicitud  que  hagan  el 
deudor  ó  cualquiera  de  los  acreedores  para 
convocatoria  á  junta  que  tenga  por  objeto 
el  convenio,  deberá  contener  los  requisitos 
siguientes,  sin  los  cuales  no  será  admi- 
tida: 

1."  Que  se  formulen  con  claridad  y 
precisión  las  proposiciones  del  convenio. 

2.''  Que  se  acompañen  tantas  copias  de 
ellas,  impresas  ó  manuscritas,  cuantos 
sean  los  acreedores  reconocidos. 

3.*"  Que  el  que  las  haga  se  obligue  á 
satisfacer  los  gastos  á  que  dé  lugar  la  con- 
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vocatoria  y  celebración  de  la  junta,  aun- 
que se  defienda  por  pobre,  asegurado  el 
pago  á  satisfacción  del  Juez. 

Art.  927.  Cuando  en  la  pieza  tercera  se 
haya  pedido  por  el  síndico,  por  el  Fiscal  ó 

f)or  cualquier  acreedor,  que  se  declare 
raudulento  el  concurso,  no  podrá  hacer  el 
deudor  convenio  alguno  con  sus  acreedo- 
res hasta  que  «haya  recaído  sentencia  fir- 
me desestimando  dicha  calificación. 

Art.  928.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  no  será  aplicable  á  las  compañías 
ó  sociedades  declaradas  en  concurso,  cuan- 
do de  ello  deban  ser  responsables  sus  ad- 
ministradores ó  gestores. 

La  culpa  en  que  éstos  hayan  podido  in- 
currir no  privará  á  las  compañías  de  los 
beneficios  del  convenio  con  sus  acreedo- 
res; pero  no  podrán  hacerse  las  proposi- 
ciones de  convenio,  ni  ser  representadas 
aquéllas  en  este  acto  por  el  administrador 
culpable. 

Art.  929.  Si  se  presentaren  las  propo- 
siciones de  convenio  cuando  deba  convo- 
carse ó  esté  ya  convocada  la  junta  de  gra- 
duación de  créditos  ó  cualquiera  otra  pos- 
terior, se  dará  cuenta  de  ellas  con  prefe- 
rencia en  la  misma  junta,  sin  necesidad 
de  convocatoria  especial. 

Si  se  presentaren  antes  de  celebrarse  la 
de  reconocimiento  de  créditos,  también  se 
dará  cuenta  de  ellas  en  la  misma  junta, 
pero  después  de  dicho  reconocimiento,  y 
sólo  los  acreedores,  cuyos  créditos  hayan 
sido  reconocidos,  podrán  deliberar  sobre  el 
convenio. 

En  ambos  casos  deberán  presentarse  las 
proposiciones  con  la  anticipación  necesa- 
ria para  que  puedan  entregarse  las  copias 
á  los  acreedores  veinticuatro  horas  antes 
de  la  señalada  para  la  celebración  de  la 
junta. 

Art.  930.  Fuera  de  los  casos  expresa- 
dos en  el  articulo  anterior  y  en  el  927, 
presentada  la  solicitud  con  los  requisitos 
prevenidos  en  el  926,  el  Juez  accederá  á 
ella,  acordando  la  convocatoria  de  la  junta 
de  acreedores  pan  tratar  del  convenio, 
con  señalamiento  del  día,  hora  y  sitio  en 
que  haya  de  celebrarse. 

Art.  931.  Enti-e  la  convocatoria  y  la 
celebración  de  dicha  junta  deberán  mediar 
á  lo  menos  quince  días.  El  Juez  podrá  am- 
pliar este  término  hasta  treinta,  si  las  cir- 
cunstanci'.is  del  concurso  lo  exigieren. 

Art.  932.  Serán  citados  personalmente 
para  esta  junta,  por  medio  de  cédula,  los 
acreedores  cuyos  créditos  hayan  sido  re- 
conocidos por  la  junta  ó  por  el  Juez,  y  los 
pendientes  de  reconocimiento,  ó  sus  repre- 
sentantes si  los  tuvieren,  entregándoles  ú 


cada  uno  en  el  acto  de  la  citación  una  de 
las  copias  presentadas,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  articulo  926. 

Los  ausentes  cuyo  domicilio  se  ignore, 
si  los  hubiere,  serán  citados  por  edictos  en 
la  forma  ordenada  en  el  art.  828. 

En  la  cédula  y  edictos  se  hará  expresión 
del  objeto  de  la  junta,  y  del  día,  hora  y 
sitio  en  que  haya  de  verificarse. 

Art.  933.  La  convocatoria  de  la  junta 
para  tratar  del  convenio  llevará  consigo 
la  suspensión  de  la  pieza  segunda  del  juicio 
de  concurso,  y  también  de  la  primera  en 
lo  relativo  á  la  enajenación  de  los  bienes, 
hasta  que  se  delibere  y  acuerde  sobre  las 
proposiciones  presentadas. 

Art.  934.  Lo  establecido  en  los  artícu- 
los 775  al  792  para  la  quita  y  espera,  será 
también  aplicable  á  los  convenios  que  se 
propongan  después  de  la  declaración  de 
concurso,  con  las  modificaciones  siguien- 
tes: 

1.*  Constituida  la  junta,  se  principiará 
por  la  lectura  de  las  disposiciones  de  este 
Código  relativas  ai  convenio  entre  el  deu- 
dor y  sus  acreedores;  se  dará  después  cuen- 
ta de  todos  los  antecedentes  del  concurso 
y  de  su  estado,  con  inclusión  del  que  ten- 
ga la  pieza  tercera,  y  leídas  las  proposi- 
ciones del  convenio,  se  abrirá  discusión 
sobre  ellas. 

2.*  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 781,  de  que  sean  desestimadas  las 
proposiciones  de  convenio,  se  continuará 
el  juicio  de  concurso,  y  lo  mismo  se  hará 
cuando  en  el  caso  de  impugnación  se  de- 
clare la  nulidad  é  ineficacia  del  conve- 
nio. 

3."  El  síndico  deberá  sostener  el  acuer- 
do de  la  junta,  á  cuyo  fin  será  parte  en  el 
juicio  de  oposición  con  las  demás  personas 
que  se  indican  en  el  art.  788. 

4.**  La  sentencia  (jue  recaiga  en  dicho 
juicio  será  apelable  en  ambos  efectos  cuan- 
do declare  la  nulidad  ó  ineficacia  del  con- 
venio. En  otro  caso,  la  apelación  se  admi- 
tirá en  un  efecto,  y  so  llevará  á  ejecución 
el  convenio  entre  el  deudor  y  los  acreedo- 
res que  lo  acepten,  sin  perjuicio  de  lo  que 
se  resuelva  por  sentencia  firme. 

Art.  935.  Luego  que  sea  firme  el  acuer- 
do de  la  junta  aprobando  el  convenio,  el 
síndico  lo  comunicará  á  los  acreedores 
reconocidos  y  pendientes  de  reconocimien- 
to, por  medio  de  aviso  que  publicará  la 
Gaceta. 

Hecho  esto,  se  dará  por  terminado  el 
juicio,  acordándose  lo  que  proceda  para 
el  cumplimiento  del  convenio,  que  será 
obligatorio  para  todos  los  acreedores,  fuera 
de  los  exceptuados. 
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CAPITULO  IX 

DE   LOS   ALIMENTOS   DEL    CONCURSADO 

Art.  936.  Si  el  concursado  reclamare 
alimentos,  el  Juez  le  señalará  los  que, 
atendidas  las  circunstancias,  considere  ne- 
cesarios, pero  sólo  en  el  caso  de  que,  á  su 
juicio,  asciendan  á  más  los  bienes  que  las 
deudas. 

La  resolución  concediendo  ó  negando 
alimentos  tendrá  el  cai"ácter  de  interina, 
y  será  inapelable. 

Art.  937.  Del  señalamiento  hecho  in- 
terinamente por  el  Juez  se  dará  cuenta  en 
la  primera  junta  de  acreedores  que  se  ce- 
lebre, la  cual  podrá  aprobar,  modificar  ó 
suprimir  los  alimentos,  teniendo  en  consi- 
deración las  necesidades  y  circunstancias 
del  concursado;  pero  no  dejará  de  conce- 
derlos cuando  no  aparezca  claramente  que 
los  bienes  no  bastan  á  satisfacer  las  deu- 
das. 

Art.  93.S.  El  acuerdo  de  la  junta  con- 
cediendo ó  negando  los  alimentos,  podrá 
ser  impugnado  por  el  deudor  ó  por  los 
acreedores  que  no  hubieren  concurrido  á 
ella,  y  por  los  que  hayan  disentido  y  pro- 
testado en  el  acto  del  voto  de  la  mayoría, 
si  deducen  su  acción  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  al  del  acuerdo. 

La  impugnación  se  sustanciará  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes, 
debiendo  litigar  unidos  y  bajo  una  misma 
dirección  los  que  sostengan  la  misma 
causa. 

Art.  939.  Mientras  esté  pendiente  el 
juicio  de  alimentos,  el  concursado  los  per- 
cibirá si  el  Juez  ó  la  junta  los  hubiere  con- 
cedido. No  se  le  concederán  si  el  Juez  y  la 
junta  hubieren  estado  conformes  en  ne- 
garlos. 

Cuando  entre  la  cantidad  fijada  por  el 
Juez  y  la  déla  junta  hubiere  diferencia, 
se  estará  por  la  que  la  última  hubiere  se- 
ñalado. 

TÍTULO  XII 
Del  orden  de  proceder  en  las  quiebras 

Art .  940 .  Todo  comerciante  que  se 
constituya  en  estado  de  quiebra  conforme 
al  Código  de  Comercio,  quedará  sujeto  á 
los  procedimientos  que  se  establecen  en  el 
titulo  anterior.  En  la  suspensión  de  pagos 
se  aplicará  lo  establecido  para  la  quita  y 
espera. 

Art.  941.  La  facultad  para  pedir  la  re- 
troacción de  los  actos  que  en  jierjuicio  de 
la  quiebra   haya  hecho    el  quebrado  en 


tiempo  inhábil,  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos 867  al  870  del  Código  de  Comercio, 
corresponderá  al  síndico  ó  al  depositario 
administrador  en  su  caso. 

Si  los  acreedoresobservasen  alguna  omi- 
sión en  esta  parte,  lo  harán  presente  al 
síndico,  para  que  ejercite  la  acción  corres- 
pondiente; y  si  no  lo  hiciere  podrá  llevar  el 
reclamante  su  queja  al  Juez  de  la  quiebra. 

Art.  942.  Para  los  efectos  del  artículo 
anterior,  el  sindico  está  obligado  á  formar, 
dentro  de  los  diez  días  inmediatos  á  habér- 
sele hecho  la  entrega  de  los  libros  y  pape- 
les de  la  quiebra,  los  estados  siguientes; 

Uno,  de  los  pagos  hechos  por  el  quebra- 
do en  los  quince  días  precedentes  á  la  de- 
claración de  quiebra,  por  deudas  y  obliga- 
ciones directas,  cuyo  vencimiento  fuere 
posteriora  ésta,  con  arreglo  al  art.  867  del 
Código  de  Comercio. 

Otro,  de  los  contratos  celebrados  en  los 
treinta  días  anteriores  á  la  declaración  de 
quiebra,  que  en  el  concepto  de  fraudulen- 
tos queden  ineficaces  de  derecho,  y  de  las 
donaciones  entre  vivos,  á  que  se  refiere  el 
art.  868  del  mismo  Código. 

Art.  943.  En  vista  de  los  estados  de  que 
trata  el  artículo  anterior,  el  sindico  diri- 
girá á  los  interesados  sus  reclamaciones 
extrajudiciales  para  obtener  el  reintegro  á 
la  masa  de  lo  que  ésta  pertenezca;  y  si 
aquéllas  fueren  ineficaces,  acudirá  á  los 
medios  de  derecho  que  correspondan,  se- 
gún el  objeto  de  cada  reclamación. 

Art.  944.  También  formará  el  síndico, 
aun  después  de  los  diez  días,  otro  estado 
de  los  con  ratos  hechos  por  el  quebrado, 
que  se  hallen  en  alguno  de  los  casos  com- 
prendidos en  el  art.  869  del  Código  de  Co- 
mercio, haciendo  las  averiguaciones  opor- 
tunas para  cerciorarse  de  si  en  su  otorga- 
miento intervino  fraude;  y  hallando  datos 
para  probarlo,  dirigirá  sus  reclamaciones 
extrajudiciales,  y  si  fueran  ineficaces  en- 
tablará la  acción  judicial  correspondiente. 

Art.  945.  Las  demandas  que  el  síndico 
entablare  sobre  la  aplicación  del  art.  867 
del  Código  de  Comercio,  .se  presentarán 
acompañadas  de  la  prueba  documental 
que  acredite  haberse  hecho  el  pago  en 
tiempo  inhábil,  y  que  la  obligación  no  ha- 
bía vencido  hasta  después  de  la  declara- 
ción de  la  ({uiebra.  En  caso  necesario 
podrá  el  síndico  ))rcparar  su  acción  con  la 
confesión  judicial  del  deudor. 

Estas  demandas  se  sustanciarán  y  deci- 
dirán i)or  los  trámites  establecidos  para  los 
incidentes;  y  si  no  se  contestaren  por  el 
deudor,  ó  si  en  la  contestación  no  se  des- 
vaneciere la  prueba  del  síndico,  se  condo- 
nará á  la  devolución. 
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Art.  946.  Para  reintegrar  á  la  masa  de 
los  bienes  extraídos  de  ella  por  contratos 
que  hayan  quedado  ineficaces  de  derecho 
en  virtud  de  las  disposiciones  del  art.  868 
del  Código  de  Comercio,  se  procederá  por 
los  trámites  del  interdicto  de  recobrar, 
justificando  el  sindico,  por  la  escritura  del 
mismo  contrato,  hallarse  éste  en  el  caso 
de  la  ley. 

Art.  947.  Las  resoluciones  dictadas  pa- 
ra la  aplicación  de  los  artículos  867  y  868 
del  Código  de  Comercio,  se  ejecutarán 
aunque  se  interponga  recurso  de  apelación. 

Art.  948.  Las  demandas  de  nulidad  ó 
de  revocación  de  los  contratos  hechos  por 
el  quebrado  en  fraude  de  los  acreedores,  á 
que  se  refieren  los  artículos  869  y  870  del 
Código  de  Comercio,  se  sustanciarán  en 
el  juicio  declarativo  que  corresponda  á  su 
cuantía,  y  en  el  Juzgado  á  quien  competa 
su  conocimiento. 

Art.  949.  La  instancia  del  quebrado 
para  su  relia Ijüitación  se  instruirá,  conclu- 
so el  juicio  de  calificación,  en  la  misma 
pieza  en  que  ésta  se  haya  ventilado,  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  capítulo  V], 
titulo  I,  libro  IV  del  Código  de  Comercio. 

El  procedimiento  se  sujetará  á  los  trá- 
mites establecidos  para  los  incidentes,  con 
intervención  del  sindico  de  la  quiebra  y 
del  Ministerio  Fi.scal. 

TÍTULO  XIII 

De  los  embargos  preventivos  y  del 
aseguramiento  de  los  bienes  liti- 
giosos. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE    LOS    EMBARGOS    PREVENTIVOS 

Art.  950.  Corresponderá  á  los  Jueces 
de  Letras  decretar  los  embargos  preven- 
tivos, cuando  se  pidan  piara  asegurar  el 
pago  de  una  deuda  que  exceda  de  doscien- 
tos pesos. 

Si  la  deuda  no  excediere  de  esta  canti- 
dad, podrán  decretarlo  los  Jueces  de  Paz, 
si  se  pidiere  al  tiempo  de  proponer  la  de- 
manda reclamando  el  pago  de  aquélla. 

Art.  9.51.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  en  lo.^,  casos  de  urgen- 
cia, aun  cuando  la  deuda  exceda  de  dos- 
cientos pesos,  podrá  también  acordar  el 
embargo  preventivo  el  Juez  de  Paz  del 
pueblo  en  ciue  se  hallen  los  bienes  que  ha- 

Í'^an  de  emoargarse,  según  se  previene  en 
a  regia  2.3  del  artículo  159  do  la  Ley  Orgá- 
nica de  Tril)unales;  pero  hecho  el  embar- 
go, remitirá  inmediatamente  las  diligen- 
cias al  Juez  de  Letras,  el  cual  podrá  acor- 


dar, á  instancia  de  parte,  la  subsanacíón 
de  cualquiera  falta  que  se  hubiere  come- 
tido. 

Art.  952.  Procederá  el  embargo  pre- 
ventivo, tanto  por  deudasen  metálico  como 
en  espe'-ie. 

En  este  segundo  caso  fijará  el  actor,  bajo 
su  res[)onsabiHdad,  para  los  efectos  del 
embargo,  la  cantidad  en  metálico  que  re- 
clame, calculándola  por  el  precio  medio 
que  tenga  la  especie  en  el  mercado  de  la 
localidad,  sin  perjuicio  de  acreditar  des- 
pués este  extremo  en  el  juicio  correspon- 
diente. 

Art.  953.  Para  decretar  el  embargo 
preventivo  será  necesario: 

1.°  Que  con  la  solicitud  se  presente  un 
documento  del  que  resulte  la  existencia  de 
la  deuda. 

2.°  Que  el  deudor  contra  quien  se  pida 
se  halle  en  uno  de  los  casos  siguientes: 

Que  sea  extranjero  no  naturalizado  en 
Honduras. 

Que,  aunque  sea  hondureno  ó  extranjero 
naturaliz  ido,  no  tenga  domicilio  conocido, 
ó  bienes  raíces,  ó  un  establecimiento  agrí- 
cola, industrial  ó  mercantil  en  el  lugar 
donde  corresponda  demandarle  en  justicia 
el  pago  de  la  deuda. 

Que,  aun  teniendo  las  circunstancias 
que  acaban  de  expresarse,  haya  desapa- 
recido de  su  domicilio  ó  establecimiento, 
si»  dejar  persona  alguna  al  frente  de  él;  y 
si  la  hubiere  dejado,  que  ésta  ignore  su  re- 
sidencia; ó  que  se  oculte,  ó  exista  motivo 
racional  para  cji'eer  que  ocultará  ó  malba- 
ratará sus  bienes  en  daño  de  sus  acree- 
dores. 

Art.  954.  Si  el  título  presentado  fuese 
ejecutivo,  podrá  desde  luego  decretarse  el 
embargo  preventivo. 

Si  no  lo  fuere  sin  el  reconocimiento  do 
la  firma  del  deudor,  podrá  también  de- 
cretarse de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo  pi- 
diere. 

En  el  caso  de  que  el  deudor  no  supiere 
firmar  y  lo  hubiere  hecho  otro  á  su  ruego, 
podrá  igualmente  decretarse  el  embargo 
preventivo  de  cuenta  y  riesgo  del  acreedor, 
siempre  que  citado  aquél  por  dos  veces, 
con  intervalo  de  veinticuatro  horas,  para 
que  declare  bajo  juramento  indecisorio 
sobre  la  certeza  del  documento  en  que 
conste  la  deuda,  no  compareciere  al  lla- 
mamiento judicial. 

Reconocido  el  documento,  aunque  so 
niegue  la  deuda,  podrá  decretarse  el  em- 
bargo en  la  forma  antedicha. 

Art.  955.  En  los  casos  expresados  en 
los  tres  últimos  párrafos  del  articulo  ante- 
rior, si  el  que  pidiere  el  embargo  no  tu- 
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viere  responsabilidad  conocida,  deberá  el 
Juez  exigirle  fianza  ba.-tante  para  respon- 
der de  los  perjuicios  y  costas  que  puedan 
ocasionarse. 

Esta  fianza  podrá  ser  de  cualquiera  de 
las  clases  que  reconoce  el  derecho;  pero  si 
el  Juez  la  admitiere  personal,  será  bajo  su 
responsabilidad. 

Art.  956.  Si  el  Juez  estimare  proceden- 
te la  solicitud  del  acreedor,  decretará  el 
embargo  preventivo  con  la  urgencia  que 
el  caso  requiera,  y  .se  llevará  á  efecto  sin 
oir  al  deudor  ni  admitirle  en  el  act»  recur- 
so alguno. 

Si  denegare  el  embargo,  podrá  el  acree- 
dor interponer  los  recursos  de  reposición 
y  apelación,  conforme  á  los  artículos  221  y 
223,  admitiéndose  el  segundo  en  amb»s 
efectos. 

Art.  957.  No  se  llevará  á  efecto  el  em- 
bargo si,  en  el  acto  de  hacerlo,  la  persona 
contra  quien  se  haya  decretado,  pagare, 
consignare  ó  diere  fianza  á  responder  de 
las  sumas  que  se  le  reclamen. 

Art.  958.  En  este  caso  los  ejecutores 
del  embargo  suspenderán  toda  diligencia 
hasta  que  el  Juez  de  Letras  ó  el  de  Paz 
en  su  caso,  con  conocimiento  de  la  fianza, 
determinen  lo  conveniente,  si  bien  adop- 
tarán entretanto,  bajo  su  responsabilidad, 
las  medidas  oportunas  para  evitar  la  ocul- 
tación de  bienes  y  cualquiera  otro  abuso 
que  pudiera  cometerse. 

Art.  959.  Cuando  no  se  haya  acordado 
que  el  embargo  se  limite  á  cosas  determi- 
nadas, se  hará  de  los  bienes  suficientes  pa- 
ra cubrir  el  importe  de  la  cantidad  recla- 
mada, guardando  el  orden  establecido  en 
el  art.  997  para  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  960.  El  demandante  podrá  concu- 
rrir á  la  diligencia  de  embargo  y  designar 
los  bienes  del  deudor  en  que  haya  de  veri- 
ficarse según  el  orden  indicado  en  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  961.  Si  los  bienes  embargados  fue- 
ren inmuebles,  se  limitará  el  embargo  á 
librar  mandamiento  por  duplicado  al  Re- 
gistrador de  la  propiedad  para  que  extienda 
la  correspondiente  anotación  preventiva. 

Si  fueren  muebles  ó  semovientes,  se  de- 
positarán en  persona  de  responsabilidad; 
y  si  metálico  ó  efectos  públicos,  se  consig- 
narán en  un  Banco,  y  no  habiéndolo,  .se 
depositarán  como  los  demás  muebles,  exi- 
giendo del  depositario  las  garantías  sufi- 
cientes. 

Art.  962.  Cuando  el  embargo  se  hubie- 
re hecho  en  bienes  existentes  en  poder  de 
un  tercero,  se  le  ordenará  que  los  conser- 
ve á  disposición  del  Juzgado  bajo  su  res- 
ponsabilidad. 


En  el  mismo  día  se  pondrá  esta  diligen- 
cia en  conocimiento  de  la  persona  contra 
quien  se  hubiere  decretado  el  embargo,  en 
la  forma  que  corresponda. 

Art.  963.  El  que  haya  solicitado  y  ob- 
tenido el  embargo  preventivo  por  cantidad 
mayor  de  doscientos  pesos,  deberá  pedir 
su  ratificación  en  el  juicio  ejecutivo  ó  de- 
clarativo que  proceda,  entablaado  la  co- 
rrespondiente demanda  dentro  de  los  vein- 
te días  de  haberse  verificado. 

Transcurrido  este  plazo  sin  entablar  la 
demanda,  ni  pedir  la  ratificación  del  em- 
bargo, quedará  éste  nulo  de  derecho,  y  se 
dejará  sin  efecto  á  instancia  del  demanda- 
do, sin  dar  audiencia  al  demandante. 

Contra  este  auto  procederá  el  recurso  de 
reposición,  y  si  no  se  estimare,  el  de  ape- 
lación en  ambos  efectos. 

Art.  964.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  si  el  deudor  se  hallare 
comprendido  en  alguno  de  los  casos  del  ar- 
tículo 953,  también  podrá  pedirse  el  em- 
bargo preventivo  después  de  entablada  la 
demanda,  formándose  pieza  separada  res- 
pecto al  mismo. 

Serán  aplicables  á  este  caso  las  disposi- 
ciones contenidas  en  los  artículos  954  y  si- 
guientes, hasta  el  962  inclusive,  y  verifica- 
do el  embargo,  se  dará  al  asunto  la  sustan- 
ciación  establecida  para  los  incidentes. 

Cuando  por  una  resolución  firme  se  deje 
sin  efecto  el  embargo,  á  causa  de  no  ha- 
llarse comprendido  en  ninguno  de  los  ca- 
sos de  dicho  art.  953,  se  condenará  al  actor 
en  todas  las  costas  y  ala  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  al  demandado,  hacién- 
dose éstos  efectivos  en  la  forma  estableci- 
da en  el  art.  969. 

Art.  965.  Cuando  .se  deje  sin  efecto  el 
embargo  preventivo  por  haber  quedado 
nulo  de  dereclio  conforme  al  art.  963,  en 
la  misma  resolución  se  mandará  cancelar' 
la  fianza,  si  se  hubiere  prestado,  ó  lo  que 
proceda,  para  el  alzamiento  del  embargo 
y  cancelación  en  su  caso  de  la  anotación 
preventiva,  y  se  condenará  al  actor  en  to- 
das las  costas  y  á  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios  al  demandado. 

Si  el  embargo  se  dejare  sin  efecto  por 
otro  motivo,  en  la  resolución  en  que  asi  se 
acuerde  se  hará  también  el  pronuncia- 
miento que,  según  los  casos,  corresponda 
acerca  de  las  costas  y  de  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  que  hubiere  ocasio- 
nado. 

Art.  966.  Si  por  culpa  del  deudor  no 
pudiere  tener  lugar  ó  se  dilatare  el  reco- 
nocimiento de  la  firma,  ó  del  documento 
en  que  conste  la  deuda,  y  de  esta  diligen- 
cia dependiese  la  presentación  de  la  de- 
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manda  y  ratificación  del  embargo,  no  se 
computarán  en  el  término  señalado  en  el 
art.  963  los  días  que  se  hayan  invertido  en 
practicarla. 

Art.  967.  Si  el  dueño  de  los  bienes  em- 
bargados lo  exigiere,  deberá  el  que  haya 
obtenido  el  embargo  presentar  su  deman- 
da en  el  término  preciso  de  diez  dias,  á  me- 
ónos que  concurran  las  circunstancias  del 
artículo  anterior;  si  no  lo  hiciere,  se  alzará 
el  embargo,  condenándole  en  las  costas, 
daños  y  perjuicios. 

Art.  968.  Hecho  el  embargo  preventi- 
vo, podrá  oponerse  el  deudor  pidiendo  se 
deje  sin  efecto,  con  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios,  si  no  se  hallare  en  nin- 
guno de  los  casos  del  art.  953. 

Podrá  deducir  esta  pretensión  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  al  de  la  notificación 
de  la  i-esolución  ratificando  el  embargo,  ó 
antes  si  le  conviniere,  y  se  sustanciará  en 
pieza  separada  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  incidentes. 

Art.  969.  En  los  casos  en  que  tenga  lu- 
gar la  condena  de  daños  y  perjuicios,  lue- 
go que  sea  firme  la  resolución  en  que  se 
imponga,  se  hará  efectiva  por  los  trámites 
establecidos  en  los  artículos  602  y  siguien- 
tes. 

Art.  970.  En  el  caso  del  párrafo  segun- 
do del  art.  950,  el  Juez  de  Paz  decretará  el 
embargo  preventivo,  si  lo  estima  proce- 
dente, al  acordar  la  citación  para  el  juicio, 
y  lo  ratificará  ó  dejará  sin  efecto  en  la  sen- 
tencia, según  que  condene  ó  absuelva  al 
demandado. 

Si  lo  absolviere,  condenará  al  deman- 
dante en  todas  las  costas. 

También  le  condenará  en  los  daños  y 
perjuicios,  fijando  el  importe  de  éstos,  si 
el  demandante  lo  hubiere  solicitado  del 
Juez. 

CAPITULO   II 

DEL   ASEGURAMIENTO   DE   LOS   BIENES 
LITIGIOSOS 

Art.  971.  El  que  presentando  los  docu- 
mentos justificativos  de  su  derecho,  de- 
mandare en  juicio  la  propiediJd  de  minas, 
la  de  montes  cuya  principal  riqueza  con- 
sista en  arbolado,  la  de  plantaciones  ó  de 
establecimientos  industriales,  comerciales 
y  fabriles,  podrá  pedir  que  se  intervenga 
judicialmente  la  administración  de  las  co- 
sas litigiosas. 

Art.  972.  Formulada  que  fuere  la  pre- 
tensión á  que  se  refiere  el  articulo  ante- 
rior, el  Juez  mandará  formar  pieza  sepa- 
rada, citará  desde  luego  á  las  partes  para 


que  comparezcan  ante  él  en  el  término  de 
seis  dias.  Las  que  concurran,  absteniéndo- 
se de  alegar  acerca  de  los  derechos  que 
puedan  asistirles  en  el  pleito,  se  pondrán 
de  acuerdo  sobre  la  persona  á  quien  deba 
nombrarse  interventor:  si  no  lo  lograren, 
corresponderá  al  Juez  el  nombramiento  de 
interventor. 

Art.  973.  En  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes á  la  comparecencia,  el  Juez  re- 
solverá declarando  haber  ó  no  lugar  á  la 
intervención,  y  haciendo  en  su  caso  el 
nombramiento  de  interventor.  Acordada 
la  intervención,  se  dará  inmediatamente 
posesión  al  elegido  para  desempeñarla,  re- 
quiriendo al  demandado  para  que  se  abs- 
tenga de  ejecutar  acto  alguno  de  explota- 
ción de  la  finca,  sin  previo  conocimiento 
del  interventor. 

Art.  974.  Siempre  que  hubiere  des- 
acuerdo entre  el  interventor  y  el  deman- 
dado, sobre  cualquier  acto  administrativo 
que  éste  intente,  el  Juez  convocará  á  las 
partes  á  una  comparecencia,  y  resolverá 
después  de  oirías,  lo  que  estime  proce- 
dente. 

Art.  975.  El  demandarlo  en  cualquier 
estado  del  juicio  podrá  prestar  fianza  para 
que  se  alce  la  intervención.  Hecha  la  opor- 
tuna petición,  el  Juez  mandará  practicar- 
un  reconocimiento  pericial  de  la  finca, 
conforme  á'los  arts.  375  y  siguientes,  á  fin 
de  que  los  peritos  fijen  el  valor  actual  de  la 
misma,  y  los  deterioros  que  pueda  produ- 
cir su  mala  explotación. 

Para  practicar  este  reconocimiento,  ca- 
da parte  elegirá  libremente  un  perito:  si 
hubiere  discordia  y  ninguno  de  los  intere- 
sados solicitare  la  elección  de  perito  ter- 
cero, el  Juez  lo  nombrará;  y  recibido  el 
dictamen,  fijará  en  el  término  de  tercero 
día  la  fianza  que  deberá  prestar  el  deman- 
dado para  responder,  en  su  caso,  de  los 
quebrantos  fjue  sufra  la  cosa  litigiosa  du- 
rante el  pleito. 

Art.  976.  La  fianza  podrá  ser  de  cual- 
quiera de  las  clases  que  el  derecho  reco- 
noce; pero  sol)re  la  personal  y  la  hipoteca- 
ria que  se  ofreciere  deberá  necesariamen- 
te oirse  al  actor  y  admitirle  en  juicio  ver- 
bal las  justificaciones  que  presente  respec- 
to á  la  insolvencia  del  fiador,  ó  sobre  el 
valor  deficiente  de  la  hipoteca,  cuya  justi- 
ficación podrá  contradecir  el  demandado, 
por  medio  de  las  prueljas  que  fueren  per- 
tinentes. 

El  Juez  dictará  sentencia  en  este  juicio 
dentro  de  tercero  día,  la  cual  será  apela- 
ble en  ambos  efectos. 

Art.  977.  La  fianza  en  metálico  ó  en 
valores  se  constituirá  depositando  en  un 


;:2 


INSTITüCiONEíS  PüLiTICAb   Y  JüRlDlCAíj 


Banco,  ó  en  persona  responsable,  la  can- 
tidad efectiva  que  el  Juez  hubiere  seña- 
lado. 

Art.  978.  Prestada  la  ñanza,  se  dejará 
sin  efecto  el  nombramiento  de  interven- 
tor, á  quien  se  requerirá  inmediatamente 
para  que  cese  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  979.  Toda  resolución  que  mande 
alzar  la  intervención  acordada,  ó  cancelar 
la  fianza  que  para  evitarla  se  hubiere  cons- 
tituido, contendrá  el  pronunciamiento  que 
corresponda  sobre  costas  é  indemnización 
de  daños  y  perjuicios.  Para  hacer  éstos 
efectivos,  se  estará  á  lo  que  ordena  el  ar- 
ticulo 969. 

Art.  980.  Cuando  se  presente  en  juicio 
algún  documento  de  los  comprendidos  en 
los  tres  primeros  números  del  articulo  si- 
guiente, en  donde  aparezca  con  claridad 
una  obligación  de  hacer,  ó  de  no  hacer,  ó 
la  de  entregar  cosas  especificas,  el  Juez 
podrá  adoptar,  á  instancia  del  demandan- 
te y  bajo  la  responsabilidad  de  éste,  las 
medidas  que,  según  las  circunstancias, 
fueren  necesarias  para  asegurar  en  todo 
caso  la  efectividad  de  la  sentencia  que  en 
el  juicio  recayere. 

Si  el  que  solicitare  estas  medidas  no  tu- 
viere solvencia  notoria  y  suficiente,  el  Juez 
deberá  exigirle  previo  y  bastante  afianza- 
miento, para  responder  de  la  indemniza- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  que  puedan 
ocasionarse. 

TITULO  XIV 

Del  juicio  ejecutivo. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL  PROCEDIMIENTO   EJECUTIVO 

Art.  981.  La  acción  ejecutiva  deberá 
fundarse  en  un  título  que  tenga  aparejada 
ejecución. 

Sólo  tendrán  aparejada  ejecución  los 
títulos  siguientes: 

1.°  Escritura  pública,  con  tal  que  sea 
primera  copia,  ó  si  es  segunda,  que  esté 
dada  en  virtud  de  mandamiento  judicial  y 
con  citación  de  la  persona  á  quien  deba 
perjudicar,  ó  de  su  causante. 

2.°  Cualquier  documento  privado  que 
haya  sido  reconocido  bajo  juramento  ante 
el  Juez  competente  para  despachar  la  eje- 
cución. 

3.°  La  confesión  hecha  ante  Juez  com- 
petente. 

4."  Las  letras  de  cambio,  sin  necesidad 
de  reconocimientojudicial  respecto  al  acep- 
tante que  no  hubiere  puesto  tacha  de  fal- 


sedad á  su  aceptación  al  tiempo  de  protes- 
tar la  letra  por  falta  de  pago. 

5.°  Cualesquiera  títulos  al  portador,  ó 
nominativos,  legítimamente  emitidos,  que 
representen  obligaciones  vencidas,  y  los 
cupones  también  vencidos  de  dichos  títu- 
los, siempre  que  los  cupones  confronten 
con  los  títulos,  y  éstos,  en  todo  caso,  con 
los  libros  talonarios. 

Resultando  conforme  la  confrontación, 
no  será  obstáculo  á  que  se  despache  la  eje- 
cución la  protesta  de  falsedad  del  título 
que  en  el  acto  hiciere  el  director  ó  la  per- 
sona que  tenga  la  representación  del  deu- 
dor, quien  podrá  alegar  en  forma  la  fal- 
sedad como  una  de  las  excepciones  del 
juicio. 

6.°  Las  pólizas  originales  de  contratos 
celebrados  con  intervención  de  agente  de 
Bolsa  ó  corredor  público,  que  estén  firma- 
das por  los  contratantes  y  por  el  mismo 
agente  ó  corredor  que  intervino  en  el  con- 
trato, con  tal  de  que  se  comprueben  en 
virtud  de  mandamiento  judicial  y  con  ci- 
tación contraria,  con  su  registro,  y  éste  se 
halle  arreglado  á  las  prescripciones  de  la 
ley. 

Art.  982.  Cuando  la  acción  ejecutiva 
haya  de  fundarse  en  un  documento  pri- 
vado, podrá  pedirse  que  el  deudor  reco- 
nozca su  firma,  y  el  Juez  mandará  citarlo 
personalmente,  señalando  día  y  hora  para 
la  práctica  del  reconocimiento. 

Art.  983.  Si  no  compareciere  el  deudor 
citado  para  reconocer  su  firma,  se  le  citará 
segunda  vez  bajo  apercibimiento  de  ser 
declarado  confeso  en  la  legitimidad  de 
aquélla;  y  si  tampoco  compareciere,  ni 
alegare  justa  causa  que  se  lo  impida,  á 
petición  de  parte  se  le  tendrá  por  confeso 
para  el  efecto  de  despachar  la  ejecución. 

Cuando  hubiere  precedido  protesto  ó 
requerimiento  al  pago  por  acta  notarial, 
sin  haberse  opuesto  tacha  de  falsedad  á  la 
firma,  bastará  la  primera  citación  bajo 
apercibimiento  de  ser  el  deudor  declarado 
confeso  para  que  proceda  la  ejecución. 

El  que  manifestare  que  no  puede  asegu- 
rar si  es  ó  no  suya  la  firma,  será  interro- 
§ado  por  el  Juez  acerca  de  la  certeza  de  la 
euda;  si  la  confesare,  se  mandará  despa- 
char la  ejecución,  y  en  otro  caso,  se  ob- 
servará lo  prevenido  en  el  art.  985. 

Art.  984.  Cuando  para  preparar  la  eje- 
cución se  pidiere  que  el  deudor  confiese 
bajo  juramento  la  certeza  de  la  deuda,  el 
Juez  mandará  citarlo  personalmente,  se- 
ñalando día  y  hora  para  la  comparecencia, 
con  indicación  de  la  cantidad  que  se  le 
reclame  y  la  razón  de  deber. 

Si  después  de  dos  citaciones,  hechas  con 
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el  apercibimiento  que  previene  el  articulo 
anterior  y  con  los  requisitos  expresados  en 
el  párrafo  que  precede,  no  compareciere 
el  deudor  ni  alegare  justa  causa  que  se  lo 
innpida,  se  le  tendrá  por  confeso  en  la  cer- 
teza de  la  deuda,  y  se  despachará  la  ejecu- 
ción si  lo  pidiere  el  ejecutante 

Art.  985.  Reconocida  la  fírma  quedará 
preparada  la  ejecución  aunque  se  niegue 
la  deuda. 

Si  no  se  reconociere,  como  igualmente 
si  se  niega  la  deuda  en  el  caso  de  haberse 
exigido  confesión  judicial,  el  acreedor  po- 
drá usar  de  su  derecho  únicamente  en  el 
juicio  declarativo  que  por  su  cuantía  co- 
rresponda. 

Art.  986.  La  confesión  hecha  en  el  jui- 
cio ordinario  absolviendo  posiciones  des- 
pués de  contestada  la  demanda,  bo  consti- 
tuye titulo  ejecutivo,  ni-  se  podrá  en  su 
virtud  entablar  este  juicio  abandonando  el 
ordinario. 

Art.  987.  Sólo  podrá  despacharse  eje- 
cución: 

1."  Por  cantidad  liquida  en  dinero  efec- 
tivo, que  exceda  de  treinta  pesos. 

2."  Por  cantidad  líquida  en  especie, 
computándola  á  metálico,  siempre  que  su 
valor  excediere  de  treinta  pesos. 

En  ambos  casoá  será  preciso  que  haya 
vencido  el  plazo  de  la  obligación. 

Art.  988.  Cuando  la  deuda  consista  en 
alguna  de  las  especies  que  se  cuentan,  pe- 
san ó  miden,  ó  en  efectos  públicos  ó  de 
comercio,  se  hará  la  computación  á  metá- 
lico por  el  precio  pactado  en  la  obligación, 
y  en  su  defecto,  por  el  precio  medio  que 
tuvieren  en  el  mercado  el  día  del  venci- 
miento, acreditándolo  con  certiñcación  de 
dos  corredores  si  los  hubiere  en  la  pobla- 
ción, y  no  habiéndolos,  con  certificación 
del  Alcalde  Municipal,  quedando  á  salvo 
su  derecho  al  deudor  para  pedir  la  reduc- 
ción si  acreditare  que  hubo  exceso,  opo- 
niéndose á  la  ejecución. 

El  actor  deberá  presentar  dicha  certi- 
ficación, acompañándola  á  la  demanda. 

Art.  989.  La  demanda  ejecutiva  se  for 
mulará  en  los  términos  prevenidos  para 
la  ordinaria  en  el  articulo  293,  y  conten- 
drá además  la  protesta  de  abonar  pagos 
legítimos. 

Art.  990.  El  Juez  examinando  los  do- 
cumentos presentados  con  la  demanda, 
despachará  la  ejecución  si  el  título  no  con- 
tuviere alguno  de  los  defectos  que  men- 
cionan los  números  1."  y  2.°  del  artículo 
1.013. 

En  otro  caso,  la  denegará  sin  prestar 
nunca  audiencia  al  demandado. 

Art.  991.     Contra  el  auto  en  que  se  de- 


negare la  ejecución  procederán  ios  recur- 
sos de  reposición  y  de  apelación  conforme 
á  los  artículos  221  y  223,  sin  audiencia  del 
demandado,  admitiéndose  la  apelación  en 
ambos  efectos. 

Art.  992.  Despachada  la  ejecución,  se 
entregará  el  mandamiento  al  Receptor 
del  Juzgado  ó  á  un  Alcalde  Auxiliar  para 
que  requieran  de  pago  al  deudor.  Si  éste 
no  hiciere  el  pago  en  el  acto,  se  procederá 
á  embargarle  bienes  suficientes  á  cubrir 
la  cantioad  porque  se  haya  despacliado  la 
ejecución  y  las  costas,  los  cuales  se  depo- 
sitarán con  arreglo  á  derecho. 

Art.  993.  Si  no  fuere  hallado  el  deu- 
dor después  de  haberle  buscado  dos  veces 
en  su  domicilio  con  intervalo  de  seis  horas 
á  la  segunda  diligencia  en  su  busca  se  le 
hará  el  requerimiento  por  cédula,  de  con- 
formidad con  el  articulo  136,  y  seguida- 
mente se  procederá  al  embargo  si  no  se 
pagase  en  el  acto. 

Art.  994.  Cuando  no  aga  conocido  el 
domicilio  del  deudor,  ó  se  ignore  su  para- 
dero, podrá  el  Juez  acordar  á  instancia 
del  actor  que  se  proceda  al  embargo  sin 
hacer  previamente  el  requerimiento  de 
pago,  ó  haciéndolo  á  la  persona  que  se  ha- 
lle encargada  de  los   bienes,  si  la  hubiere. 

En  tal  caso  dicho  requerimiento  y  la  ci- 
tación de  remate  se  harán  en  una  misma 
diligencia,  del  modo  que  se  dirá  en  el  ar- 
tículo 1.008. 

Art.  995.  Aunque  pague  el  deudor  en 
el  acto  del  requerimiento,  serán  de  su 
cargo  todas  las  costas  causadas. 

Verificando  en  dicho  acto  el  pago  de  la 
deuda  principal  y  costas,  se  hará  constar 
en  los  autos  por  medio  de  diligencia,  dán- 
dose recibo  por  el  Secretario. 

El  Juez  mandará  entregar  al  actor  la 
suma  satisfecha,  y  se  dará  por  terminado 
el  juicio. 

Art.  996.  Cuando  el  deudor  consig- 
nare la  cantidad  reclamada  para  evitar 
los  gastos  y  molestias  del  embargo,  reser- 
vándose el  derecho  de  oponerse  á  la  eje- 
cución, se  suspenderá  el  embargo  y  la 
cantidad  se  depositará  en  un  Banco  ó  en 
persona  de  responsabilidad. 

Si  la  cantidad  consignada  no  fuere  su- 
ficiente para  cubrir  la  deuda  principal  y 
las  costas,  se  practicará  el  embargo  por  la 
que  falte. 

Art.  997.  Si  hubiere  bienes  dados  en 
prenda,  ó  hipotecados  especialmente,  se 
procederá  contra  ellos  en  primer  lugar. 

No  habiéndolos,  ó  siendo  notoriamente 
insuficientes,  se  guardará  en  los  embar- 
gos el  orden  siguiente: 

1."     Dinero  metálico,  si  se  encontrara. 
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2.**    Efectos  públicos. 
,  3.°    Alhajas  de  oro,   plata  ó   pedrería. 

4."    Créditos  realizables  en  el  acto. 

5.°    Frutos  y  rentas  de  toda  especie. 

6.°     Bienes  semovientes. 

7."    Bienes  muebles. 

8."    Bienes  inmuebles. 

9."     Sueldos  ó  pensiones. 

10.  Créditos  y  derechos  no  realizables 
en  el  acto. 

Art.  998.  No  se  hará  embargo  en  las 
vías  férreas  abiertas  al  servicio  público,  ni 
en  sus  estaciones,  almacenes,  talleres,  te- 
rrenos, obras  y  edificios  que  sean  necesa- 
rios para  su  uso,  ni  en  las  locomotoras, 
carriles  y  demás  efectos  del  material  fijo 
y  móvil,  destinados  al  movimiento  de  la 
linea. 

Cuando  se  despache  ejecución  contra 
una  compañía  ó  empresa  de  ferrocarriles, 
se  procederá  del  modo  prevenido  en  el 
Código  de  ('omercio. 

Art.  999.^  No  se  embargará  el  lecho 
cotidiano  del  deudor,  su  mujer  é  hijos  que 
vivan  con  él  á  sus  expensas,  las  ropas  del 
preciso  uso  de  los  mismos,  ni  los  libros  é 
instrumentos  necesarios  para  la  profesión, 
arte  ú  oficio  á  que.  el  primero  pueda  estar 
dedicado,  hasta  el  valor  de  doscientos  pe- 
sos, á  su  elección. 

Tampoco  se  embargarán  los  artículos  de 
alimento  y  combustible  que  existan  en 
poder  del  deudor,  hasta  el  valor  de  dos- 
cientos pesos  á  elección  del  mismo,  ni  los 
dereclios  cuyo  ejercicio  es  enteramente 
personal,  como  los  de  uso  y  habitación. 

Fuera  de  éstos,  ningunos  otros  bienes  se 
considerarán  exceptuados. 

Art.  1.000.  Cuando  se  embargaruen 
frutos  y  rentas,  se  constituirá  una  admi- 
nistración judicial,  que  se  confiará  á  la 
persona  que  el  acreedor  designe. 

Respecto  á  las  cuentas  de  esta  adminis- 
tración se  estará  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  683  y  siguientes,  pero  contra  la 
sentencia  que,  en  su  caso  se  dicte  en  se- 
gunda instancia,  no  se  dará  recurso  al- 
guno. 

Art.  1.001.  En  los  casos  en  que  deba 
procederse  contra  los  sueldos  ó  pensiones, 
sólo  se  embargará  la  tercera  parte  liquida. 

Art.  1.002.  Del  embargo  de  bienes  in- 
muebles, se  tomará  anotación  preventiva 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  expidién- 
dose para  ello  el  correspondiente  manda- 
miento por  duplicado. 

Art.  1.003.  El  acreedor  podrá  concu- 
rrir á  los  embargos  y  designar  los  bienes 
del  deudor  en  que  hayan  de  causarse,  con 
sujeción  al  orden  establecido  en  el  art.  997. 

También  podrá  hacer  la  designación  del 


depositario,  bajo  su  responsabilidad.  Est<i 
designación  no  podrá  concederse  al  deudor. 

Art.  1.004.  Podrá  asimismo  el  acree- 
dor pedir  la  mejora  del  embargo  en  el 
curso  del  juicio,  y  el  Juez  deberá  decre- 
tarla, si  estimare  que  puede  dudar.se  de  la 
suficiencia  de  los  bienes  embargados  para 
cubrir  principal  y  costas. 

También  la  decretará  cuando  se  funde 
la  petición  en  haberse  entablado  demanda 
de  tercería,  ó  se  limite  á  bienes  especial- 
mente hipotecados  á  la  seguridad  del  cré- 
dito que  se  reclame. 

Art.  1.005.  Si  durante  el  juicio  ejecu- 
tivo y  antes  de  pronunciarse  sentencia  de 
remate,  venciere  algún  plazo  de  la  obliga- 
ción en  cuya  virtud  se  proceda,  podrá 
ampliarse  la  ejecución  por  su  importe,  si 
lo  pidiere  el  actor,  sin  necesidad  de  retro- 
ceder, y  considerando.se  comunes  á  la  am- 
pliación los  trámites  que  la  hayan  prece- 
dido. 

La  sentencia  de  remate  deberá  ser  tam- 
bién extensiva  á  los  nuevos  plazos  recla- 
mados. 

Art.  1 .006.  Los  demás  plazos  de  la  mis- 
ma obligación  que  vencieren  después  de  la 
sentencia  de  remate,  podrán  ser  reclama- 
dos por  medio  de  nuevas  demandas  en  el 
mismo  juicio  ejecutivo. 

En  estos  casos,  presentada  la  nueva  de- 
manda, dará  el  Juez  vista  al  ejecutado;  y 
si  éste  no  se  opone  dentro  de  los  tres  días 
siguientes,  sin  más  trámites  dictará  sen- 
tencia, mandando  que  se  tenga  por  am- 
pliada la  de  remate  á  los  nuevos  plazos 
vencidos  y  reclamados,  respecto  ae  los 
cuales  se  seguirá  también  adelante  la  eje- 
cución. 

Art.  1.007.  Si  se  opusiere  el  deudor 
dentro  de  dicho  plazo,  se  sustanciará  la 
oposición  conforme  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  1.009  y  siguientes,  sin  suspender- 
se la  vía  de  apremio  respecto  á  los  plazos 
anteriores,  cuando  así  lo  solicite  el  actor, 
para  lo  cual  se  formará  pieza  separada,  si 
fuere  necesario. 

Art.  1.008.  Hecho  el  embargo,  cuando 
sea  conocido  el  domicilio  del  deudor,  se  le 
citará  personalmente  para  que  pueda  opo- 
nerse á  la  ejecución;  y  cuando  no  lo  sea  ó 
se  ignore  su  paradero,  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  l.°de  este  Código. 

Art.  1.009.  Dentro  del  término  de  tres 
días  á  contar  desde  el  siguiente  al  de  la 
citación  á  (|ue  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, deberá  establecerse  la  oposición  á  la 
ejecución;  y  si  no  se  estal)leciere,  á  ins- 
tancia del  actor,  el  Juez  citará  para  sen- 
tencia de  remate. 

En  el  escrito  de  oposición,  se  alegarán 
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las  excepciones  y  se  propondrá  la  prueba 
que  se  estime  conveniente. 

Art.  1.010.  Sólo  serán  admisibles  «n  el 
juicio  ejecutivo  las  excepciones  siguien- 
tes: 

1.*  Falsedad  del  titulo  ejecutivo,  ó  del 
acto  que  le  hubiere  dado  fuerza  de  tal. 

2.»     Pago. 

3.*  Compensación  de  crédito  liquido 
que  resulte  de  documento  que  tenga  fuerza 
ejecutiva. 

4.*     Prescripción. 

5.*    Quita  ó  espera. 

6.*     Pacto  ó  promesa  de  no  pedir. 

7.'  Falta  de  personalidad  en  el  ejecu- 
tante ó  en  su  procurador. 

8.*     Novación. 

9."     Transacción. 

10.  Compromiso  de  sujetar  la  decisión 
del  asunto  á  arbitros  ó  amigables  compo- 
nedores, otorgado  con  las  solemnidades 
prescritas  por  la  ley. 

11.  Incompetencia  de  jurisdicción. 
Cualquiera  otra  excepción  que  competa 

al  deudor,  se  reservará  para  el  juicio  or- 
dinario, y  no  podrá  impedir  el  pronuncia- 
miento de  la  sentencia  de  remate. 

Art.  1.011.  En  los  juicios  ejecutivos 
sobre  pago  de  letras  de  cambio,  sólo  serán 
admisibles  las  excepciones  expresadas  en 
los  cinco  primeros  números  del  articulo 
anterior,  probada  la  última  por  escritura 
pública  ó  por  documento  privado  recono- 
cido en  juicio,  y  además  la  de  caducidad 
de  la  letra. 

Art.  1.012.  También  podrá  el  ejecutado 
fundar  su  oposición  alegando  la  plus  peti- 
ción, ó  el  exceso  en  la  computación  á  me- 
tálico de  las  deudas  en  especie. 

Art.  1.013.  Podrá  pedirse  igualmente 
que  se  declare  nulo  el  juicio: 

I.**  Cuando  la  obligación  ó  el  título  en 
cuya  virtud  se  hubiere  despachado  la  eje- 
cución fuesen  nulos. 

2.°  Cuando  el  titulo  no  tuviere  fuerza 
ejecutiva,  ya  por  defectos  extrínsecos,  ya 
por  no  haber  vencido  el  plazo,  ó  no  ser 
exigible  la  cantidad,  ó  esta  ilíquida. 

3.°  Cuando  el  deudor  no  hubiere  sido 
citado  para  la  oposición  con  las  formali- 
dades prescritas  por  la  ley. 

4.°  Cuando  el  ejecutado  no  tuviere  el 
carácter  ó  la  representación  con  que  se  le 
demanda. 

Art.  1.014.  Del  escrito  de  oposición  del 
ejecutado  se  dará  traslado  á  la  parte  acto- 
ra  por  el  término  de  tres  días,  entregán- 
dole los  autos  para  que  conteste  y  propon- 
ga la  prueba  que  le  convenga. 

Transcurrido.s  los  tres  dias  se  recogerán 
los  autos  sin  necesidad  de  apremio,  em- 


pleándose el  procedimiento  establecido  en 
el  art.  170. 

Art.  1.015.  Presentada  la  contestación 
ó  recogidos  los  autos  sin  ella,  el  Juez  los 
recibirá  á  prueba  por  el  término  de  diez 
días  comunes  á  las  partes,  cuando  alguna 
de  éstas  lo  hubiere  solicitado. 

Durante  estos  diez  días  se  practicarán 
las  pruebas  propuestas  por  ambas  partes, 
y  las  que  propongan  dentro  de  ellos,  si  el 
Juez  las  estimare  procedentes,  acomodán- 
dose para  su  ejecución  á  las  disposiciones 
establecidas  en  la  Sección  quinta  del  juicio 
ordinario  de  mayor  cuantía. 

Art.  1.016.  Él  término  de  prueba  no 
podrá  prorrogarse  ni  suspenderse  sino  de 
cenformidad  de  ambos  litigantes,  ó  si  el 
Juez  lo  estimare  necesario  por  haberse  de 
practicar  la  prueba,  ó  parte  de  ella,  fuera 
del  Iu";ar  en  que  se  siga  el  juicio.  En  e.ste 
caso  dictará  auto  mandando  prorrogar  el 
término  probatorio  por  los  días  que  tarde 
el  correo  en  llegar  al  pueblo  en  que  haya 
de  practicarse  la  prueba. 

Art.  1.017.  Concluido  el  término  de 
prueba,  sin  necesidad  de  que  se  solicite, 
mandará  el  Juez  que  se  unan  á  los  autos 
las  practicadas,  y  que  se  pongan  de  mani- 
fíesto  en  la  Secretaria,  para  instrucción  de 
las  partes,  por  el  término  de  tres  días  co- 
munes á  las  mismas. 

Art.  1.018.  Transcurridos  dichos  tres 
días  el  Juez  citará  á  las  partes  para  sen- 
tencia. 

Igual  providencia  dictará  cuando  no  de- 
ban recibirse  á  prueba  los  autos. 

Art.  1.019.  Dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  al  de  la  citación,  el  Juez  dictará 
sentencia,  la  cual  contendrá  uno  de  los  tres 
fallos  que  se  determinan  á  continuación: 

1.°  Seguir  la  ejecución  adelante,  ex- 
presando la  cantidad  que  ha  de  ser  pagada 
al  acreedor. 

2.°  No  haber  lugar  á  pronunciar  sen- 
tencia de  remate. 

3.^  Declarar  la  nulidad  de  todo  el  jui- 
cio, ó  de  i)arte  de  él,  reponiendo  en  este 
caso  los  autos  al  estado  que  tuvieran  cuan- 
do se  cometió  la  falta. 

También  hará  las  declaraciones  que  pro- 
cedan sobre  las  excepciones  alegadas;  y  si 
alguna  de  éstas  fuere  la  de  incompetencia, 
y  la  estimare  procedente,  se  abstendrá  de 
resolver  sobre  las  demás. 

Art.  1.020.  En  el  primer  caso  del  ar- 
ticulo anterior,  se  impondrán  las  costas  al 
ejecutado,  á  menos  que  hal)iendo  alegado 
y  probado  alguna  de  las  cau.sas  de  oposi- 
ción comprendidas  en  el  artículo  1.010, 
hubiere  consij'nado,  al  tiempo  de  formu- 
larla, la  cantidad  adeudada. 
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En  el  segundo,  al  ejecutante. 

En  el  tercero,  cada  parte  pagará  las 
causadas  á  su  instancia,  á  no  ser  que  hu- 
biere méritos  para  imponerlas  á  una  de 
ellas  por  haber  litigado  con  temeridad,  ó 
por  vía  de  corrección,  al  funcionario  que 
hubiere  dado  lugar  á  la  nulidad  del  pro- 
cedimiento. 

Art.  1.021.  En  caso  de  apelación,  el 
Superior  podrá  imponer  las  costas,  como 
corrección  disciplinaria,  al  Juez  que,  con 
infracción  de  la  ley  y  por  error  inexcusa- 
ble á  juicio  del  Superior,  hubiere  despa- 
chado indebidamente  la  ejecución,  ó  la 
hubiere  negado  siendo  procedente. 

Art.  1.022.  Cualquiera  que  fuere  la 
sentencia  será  apelable  en  ambos  efec- 
tos. 

Si  fuere  la  de  remate,  á  que  se  refiere 
el  número  1.°  del  articulo  1.019,  se  llevará 
á  efecto  por  la  vía  de  apremio,  no  obstante 
la  apelación,  si  lo  solicitare  el  actor,  dando 
fianza  para  responder  de  todo  lo  que  per- 
ciba, en  el  caso  de  que  por  ser  revocada 
la  sentencia,  esté  obligado  á  devolverlo. 

Deberá  prestarse  dicha  fianza  á  satisfac- 
ción del  Juez  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes á  la  notificación  de  la  providencia 
admitiendo  la  apelación,  y  podrá  ser  de 
cualquiera  de  las  cla.ses  que  reconoce  el  de- 
recho, excepto  la  personal. 

Art.  1.023.  Dada  la  fianza  y  admitida 
por  el  Juez,  se  remitirán  los  autos  origi- 
nales al  Superior,  con  emplazamiento  de 
las  partes,  quedando  en  el  Juzgado  testi- 
monio de  lo  necesario  para  la  ejecución  de 
la  sentencia. 

Si  el  Juez  no  estimare  suficiente  la  fian- 
za, deberá  completarse  dentro  de  otros 
tres  días. 

Transcurridos  los  términos  antedichos 
sin  haberla  prestado  ó  completado,  se  lle- 
vará á  efecto  la  remisión  de  los  autos  al 
Superior,  y  no  se  ejecutará  la  sentencia 
hasta  que  sea  firme. 

Art  1.024.  Confirmada  la  sentencia  de 
remate  por  el  Superior,  quedará  de  dere- 
cho cancelada  la  fianza. 

En  ningún  caso  será  extensiva  á  las  re- 
sultas del  juicio  ordinario  que  pueda  pro- 
moverse después. 

Art.  1.025.  Las  sentencias  dictadas  en 
los  juicios  ejecutivos  no  producirán  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada,  quedando  á  salvo 
su  derecho  á  las  partes  para  promover  el 
ordinario  sobre  la  misma  cuestión. 

Art.  1.026.  En  los  juicios  ejecutivos  no 
se  admitirán  otros  incidentes  que  los  que 
nazcan  de  las  cuestiones  de  competencia 
ó  de  acumulación  á  un  juicio  universal. 

No  podrán  promoverse  las  cuestiones  de 


competencia  después  de  haberse  opuesto 
el  deudor  á  la  ejecución. 

Procederá  la  acumulación  mientras  no 
se  haya  hecho  pago  al  acreedor,  salvo  lo 
prevenido  en  los  artículos  81  y  82. 

CAPITULO  II 

DEL   PROCEDIMIENTO   DE  APREMIO 

Art.  1.027.  Consentida  la  sentenciado 
remate,  confirmada  por  el  Superior,  ó 
dada  la  fianza  en  el  caso  de  pedirse  su 
ejecución  cuando  se  haya  apelado,  se  hará 
pago  inmediatamente  de  principal  y  cos- 
tas, previa  tasación  de  éstas,  si  lo  embar- 
gado fuere  dinero,  sueldos,  pensiones  ó 
créditos  realizables  en  el  acto. 

Art.  1.028.  Si  fueren  valores  de  comer- 
cio endosables  ó  títulos  al  portador  emiti- 
dos por  el  Gobierno  ó  por  las  sociedades 
autorizadas  para  ello,  se  hará  su  venta  por 
el  agente  de  Bolsa  ó  corredor  de  comercio, 
ó  por  la  persona  que  el  Juez  designe. 

Art.  1.029.  Si  fueren  muebles  los  bie- 
nes embargados,  se  procederá  á  su  avalúo 
por  peritos  nombrados  por  las  partes,  y 
tercero  en  su  caso  por  el  Juez,  á  no  ser 
que  los  interesados  hubieren  fijado  en  el 
contrato  la  cantidad  por  que,  en  su  caso, 
deberían  salir  á  pública  licitación.  ; 

Art.  1.030.  Justipreciados  los  bienes,  ■? 
se  mandará  sacarlos  á  pública  subasta  por 
el  término  de  diez  días,  si  consistieren  en 
frutos,  semovientes  ó  muebles,  ó  de  veinte 
si  fueren  alhajas  de  gran  valor,  fijándose 
edictos  en  la  tabla  lie  avisos,  é  insertan-  ; 
dolos  en  un  periódico  local,  si  lo  hubiere, 
con  expresión  del  día,  hora  y  sitio  en  que 
haya  de  celebrarse  el  remate.  -} 

Si  se  tratare  de  alhajas  de  gran  valor, 
podrá  disponer  el  Juez  que  se  publiquen 
además  los  edictos  en  la  Gaceta. 

Art.  1.031.  Cuando  los  bienes  embar- 
gados pertenezcan  á  la  clase  de  inmuebles, 
antes  de  proceder  á  su  avíilúo  se  acordará: 

1.*  Que  se  expida  mandamiento  al  Re- 
gistrador de  la  propiedad  para  que  libre  y 
remita  al  Juzgado  certificación  en  que 
consten  las  hipotecas  y  gravámenes  á  que 
estén  afectos  los  bienes,  ó  que  se  hallan 
libres  de  cargas. 

2."  Que  se  requiera  al  deudor  para  que 
dentro  de  seis  días  presente  en  la  Secre- 
taria los  títulos  de  propiedad  de  las  fincas. 

Art.  1.032.  Si  de  la  certificación  del 
Registrador  de  la  propiedad  resultaren 
gravados  los  bienes  con  segundas  ó  poste- 
riores hipotecas  no  canceladas,  se  hará 
saber  á  los  acreedores  que  se  hallen  en 
este  caso,  el  estado  de  la  ejecución,  para 
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que  intervengan  en  el  avalúo  y  subasta  de 
los  bienes,  si  les  conviniere. 

Art.  1.033.  Hecha  la  notificación  pre- 
venida en  el  artículo  anterior,  seguirá  su 
curso  el  procedimiento  de  apremio,  sin  ha- 
cer otra  alguna  á  los  acreedores  á  que  el 
mismo  se  refiere. 

Si  éstos  se  personaren  en  los  autos  antes 
del  avalúo,  tendrán  derecho  á  nombrar  á 
su  costa  un  perito  que  con  los  nombrados 
por  el  ejecutante  y  el  ejecutado,  practique 
el  justiprecio  de  fa  finca  ó  fincas  hipote- 
cadas. 

En  este  ca 00  se  les  notificará  también  la 
providencia  en  que  se  fije  el  día  para  el 
remate. 

Art.  1.034.  Presentados  los  títulos  por 
el  deudor,  se  formará  con  ellos  ramo  se- 
parado, y  se  comunicará  al  ejecutante  para 
que  manifieste  si  los  encuentra  suficientes, 
ó  proponga  la  subsanación  de  las  faltas 
que  en  ellos  notare. 

Art.  1.035.  Si  el  ejecutado  no  hubiere 
presentado  los  títulos  dentro  del  plazo  se- 
ñalado en  el  núra.  2."  del  art.  1.031,  podrá 
el  Juez  emplear  los  apremios  que  estime 
conducentes  para  obligarle  á  que  los  pre- 
sente, ó  mandar  que  se  libre  certificación 
de  lo  que  respecto  á  ellos  resulte  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  y  en  su  caso,  testi- 
monio de  las  escrituras  conducentes. 

Cuando  esto  no  diere  resultado,  ó  no 
existieren  títulos  de  dominio,  podrá  suplir- 
se su  falta  por  los  medios  legales  estable- 
cidos en  el  Código  civil. 

Todo  esto  se  practicará  á  instancia  del 
ejecutante  y  á  costa  del  ejecutado. 

Art.  1.036.  Mientras  se  practican  las 
diligencias  prevenidas  en  el  artículo  ante- 
rior, y  después  de  practicado  en  su  caso  lo 
que  ordena  el  1.032,  se  procederá  al  avalúo 
de  los  bienes  en  la  forma  establecida  en 
los  artículos  1.029  y  siguientes,  si  lo  solici- 
tare el  acreedor. 

En  el  caso  de  que,  por  haber  hecho  uso 
los  acreedores  con  segunda  hipoteca  del 
derecho  que  les  concede  el  art.  1.033,  fue- 
sen tres  los  peritos,  se  est:irá  al  voto  de  la 
mayoría  para  designar  el  valor  de  los  bie- 
nes. 

Art.  1.037.  Hecho  el  avalúo,  y  luego 
que,  á  juicio  del  actor  estén  corrientes  los 
títulos  de  propiedad,  ó  se  haya  suplido  su 
falta  en  la  forma  posible,  se  sacarán  los 
bienes  á  publica  subasta  por  término  de 
veinte  días,  del  modo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 1.030. 

En  este  caso  se  publicarán  también  los 
edictos  en  ei  lugar  en  que  estén  situa- 
dos los  bienes,  y  cuando  el  Juez  lo  estime 
conveniente  por  la  importancia  de  éstos, 


se  publicarán  igualmente  en  la  Gaceta, 

Art.  1.038.  Se  expresará  también  en 
los  edictos,  que  los  títulos  de  propiedad  de 
los  bienes  estarán  de  manifiesto  en  la  Se- 
cretaría para  que  puedan  examinarlos  los 
que  quieran  tomar  parte  en  la  subasta, 
previniéndose  además  que  los  licitadores 
deberán  conformarse  con  ellos,  y  que  no 
tendrán  derecho  á  exigir  ningunos  otros. 

Después  del  remate  no  se  admitirá  al  re- 
matante ninguna  reclamación  por  insufi- 
ciencia ó  defectos  de  los  títulos. 

Art.  1.039.  A  in.stancia  del  acreedor 
podrán  sacarse  los  bienes  á  pública  subas- 
ta sin  suplir  previamente  la  falta  de  títulos 
de  propiedad,  expresando  en  los  edictos 
esta  circunstancia. 

Art.  1.040.  Antes  de  verificarse  el  re- 
mate, podrá  el  deudor  librar  sus  bienes, 
pagando  principal  y  costas:  después  de  ce- 
lebrado quedará  la  venta  irrevocable. 

Art.  1.041.  En  los  remates  de  bienes 
muebles  é  inmuebles,  no  se  admitirán  pos- 
turas que  no  cubran  las  dos  terceras  par- 
tes del  avalúo. 

Podrán  hacerse  á  calidad  de  ceder  el  re- 
mate á  un  tercero. 

Art.  1.042.  Para  tomar  parte  en  la  su- 
basta deberán  los  licitadores  consignar 
previamente  en  la  mesa  del  Juzgado  el  va- 
lor en  efectivo  de  la  postura,  ó  presentar 
garantía  de  fianza  debidamente  autentica- 
da, sin  cuyo  requisito  no  serán  admitidos. 

En  caso  de  presentarse  la  fianza  será 
ésta  calificada  por  el  Juez. 

Se  devolverán  dichas  consignaciones  y 
fianzas  á  sus  respectivos  dueños,  acto  con- 
tinuo del  remate,  excepto  la  que  corres- 
ponda al  mejor  postor,  la  cual  se  reservará 
en  depósito  como  precio  de  la  venta,  ó  co- 
mo garantía  del  cumplimiento  de  la  obli- 
gación. 

Art.  1.043.  El  ejecutante  podrá  tomar 
parte  en  la  subasta  y  mejorar  las  posturas 
que  se  hicieren,  sin  necesidad  de  consig- 
nar el  depósito  prevenido  en  el  artículo  an- 
terior, hasta  donde  alcance  su  crédito. 

Art.  1.044.  El  acto  del  remate  será  pre- 
sidido por  el  Juez  con  asistencia  del  Secre- 
tario. 

Se  dará  principio  dos  horas  antes  de  la 
señalada  en  los  edictos,  haciendo  la  rela- 
ción del  litigio  y  de  los  bienes  y  londicio- 
nes  de  la  subasta.  Se  anotarán  las  postu- 
ras que  se  admitan  y  las  mejoras  que  se 
vayan  haciendo,  y  se  terminará  el  acto  aj 
llegar  la  hora  señalada  en  los  edictos,  de- 
clarando hecho  el  remate  en  el  mejor  pos- 
tor. A  continuación  se  expresará  la  con- 
formidad yaceptación  del  rematante, quien 
firmará  el  acta  con  el  Juez  y  el  Secretario, 
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y  las  demás  personas  que  intervengan  en 
el  acto. 

Art.  1.045.  No  habiendo  postor,  queda- 
rá al  arbitrio  del  ejecutante  pedir  que  .se 
e  adjudiquen  los  bienes  por  las  dos  terce- 
ras partes  de  su  avalúo,  ó  que  se  saquen 
de  nuevo  á  pública  subasta,  con  rebaja  del 
25  por  100  de  la  tasación. 

Esta  segunda  subasta  se  anunciará  y  ce- 
lebrará en  igual  forma  que  la  anterior. 

Art.  1.046.  Si  en  ella  tampoco  hubiere 
licitadores,  el  actor  podrá  pedir,  ó  la  adju- 
dicación de  los  bienes  por  las  dos  terceras 
partes  del  precio  que  hubiere  servido  de 
tipo  para  esta  segunda  subasta,  ó  que  se 
celebren  otras  sin  sujeción  á  tipo. 

Art.  1.047.  Veriñcado  el  remate,  lo 
aprobará  el  Juez  en  el  mismo  acto,  man- 
dando que  se  entreguen  los  bienes  al  com- 
prador, previa  la  consignación  del  precio 
dentro  del  tercero  día,  en  el  caso  de  haber 
garantía  de  fíanza. 

A  dicho  tin  se  dará  la  ojtortuna  orden  al 
depositario,  y  se  hará  constar  en  los  autos 
la  consignación  del  precio  y  la  entrega  de 
los  bienes,  cuyo  recibo  tirmará  el  com- 
prador. 

Art.  1.048.  Si  el  comprador  no  consig- 
nare el  precio  en  el  plazo  señalado,  ó  por 
su  culpa  dejare  de  tener  efecto  la  venta, 
se  procederá  á  nueva  subasta  sin  sujeción 
á  tipo,  quedando  dicho  postor  responsable 
de  la  disminución  del  precio  que  pueda 
haber  en  el  segundo  remate,  y  de  las  cos- 
tas que  se  causaren  con  este  motivo. 

Art.  1.049.  Cuando  los  bienes  sean  in- 
muebles, consignado  el  precio,  se  hará 
saber  al  deudor  que  dentro  de  tercero  día 
otorgue  la  escritura  de  venta  al  comprador. 

Si  no  lo  veriñca  ó  no  pudiere  verificarlo 
por  estar  ausente  ó  por  cualquier  otra 
causa,  el  Juez  otorgará  de  oficio  dicha  es- 
critura. 

Art.  1.050.  Otorgada  la  escritura,  se 
entregarán  al  comprador  los  títulos  de 
propiedad,  y  se  pondrán  los  bienes  a  dispo- 
sición del  mismo,  dándose  para  ello  las 
órdenes  necesarias. 

t  Si  lo  solicitase  el  comprador,  se  le  dará 
á  conocer  como  dueño  á  las  personas  que 
él  mismo  designe,  ó  se  le  pondrá  en  pose- 
sión de  los  bienes. 

Art.  1.051.  Si  la  ejecución  se  hubiere 
despachado  á  instancia  de  un  segundo  ó 
tercer  acreedor  hipotecario,  el  importe  de 
los  créditos  hipotecarios  preferentes  de  que 
responda  la  finca  vendida,  se  consignará 
en  un  Banco  ó  en  persona  responsable,  y 
el  resto  se  entregará  sin  dilación  al  ejecu- 
tante, si  notoriamente  fuera  inferior  á  su 
crédito  ó  lo  cubriere. 


Si  excediere,  se  le  hará  entrega  del  ca- 
pital é  intereses  y  heclia  y  aprobada  la 
tasación  de  costas  y  la  liquidación  que  pro- 
ceda, se  le  abonará  lo  demás  que  tenga 
derecho  á  percibir.  El  remanente  quedará 
á  disposición  del  deudor,  á  no  ser  que  se 
hallare  retenido  judicialmente  para  el  pago 
de  otras  deudas,  ó  que  pesen  otras  respon- 
sabilidades sobre  el  inmueble. 

A  instancia  del  comprador  se  cancelarán 
las  inscripciones  de  las  hipotecas  á  que  es- 
tuviere afecta  la  finca  vendida;  expidién- 
dose para  ello  el  mandamiento  correspon- 
diente. 

Art.  1.052.  En  el  caso  de  haberse  adju- 
dicado la  finca  al  ejecutante  en  pago  de  su 
crédito,  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las 
hipotecas  anteriores  á  la  suya,  y  también 
de  las  posteriores,  si  el  precio  de  la  venta 
fuere  suficiente  para  cubrirlas.  Si  no  bas- 
tare, podrá  ser  cancelada  la  inscripción  de 
las  últimas,  conforme  á  lo  provenido  en  el 
artículo  anterior. 

Art.  1.053.  Sin  estar  reintegrado  com- 
pletamente el  ejecutante  del  capital  é  inte- 
reses de  su  crédito  y  de  todas  las  costas  de 
la  ejecución,  no  podrán  aplicarse  las  sumas 
realizadas  á  ningún  otro  objeto  que  no  ha- 
ya sido  declarado  preferente  por  ejecuto- 
ria, salvo  lo  prevenido  en  el  art.  1.051. 

En  el  caso  de  que  el  deudor  sea  repre- 
sentado por  un  curador  especial,  tendrán 
prelación  las  costas  causadas  para  la  de- 
fensa de  aquél. 

Art.  1.054.  Cuando  la  ejecución  se  ha- 
ya dirigido  contra  bienes  especialmente 
hipotecados,  y  fuere  pacto  expreso  del 
contrato  que  cí  acreedor  pueda  encargarse 
de  la  administración  de  los  mismos,  en 
tantí-  que  se  verifica  la  venta,  el  actor  po- 
drá pedir  que  se  le  ponga  en  posesión  de 
ellos,  y  el  Juez  accederá  á  esta  pretensión 
sin  aucliencia  dei  deudor. 

Las  cuestiones  que  puedan  surgir  entre 
el  acreedor  y  el  ejecutado  con  motivo  de  la 
administración  de  la  finca  hipotecada  y  de 
las  cuentas  respectivas,  se  sustanciarán 
por  los  trámites  establecidos  para  los  in- 
cidentes. 

Art.  1.055.  Las  apelaciones  aue  sean 
precedentes  en  la  vía  de  apremio  ael  juicio 
ejecutivo  serán  admitidas  en  un  solo  efecto. 

No  se  comprenderán  en  esta  disposición 
las  de  los  incidentes  que  no  tengan  relación 
con  la  venta  de  bienes  y  el  pago  al 
acreedor. 

CAPITULO  111 

DE    LAS    lERCERÍAS 

Art.    1.056.     Las  tercerías    habrán  de 
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fundarse,  ó  en  el  dominio  de  los  bienes 
embargados  al  deudor,  ó  en  el  derecho  del 
tercero  á  ser  reintegrado  de  su  crédito 
con  preferencia  o  en  concurrencia  con  el 
acreedor  ejecutante. 

Art.  1.057.  Podrán  deducirse  en  cual- 
quier estado  del  juicio  ejecutivo. 

Si  la  tercería  fuere  de  dominio,  no  se 
admitirá  después  de  otorgada  !a  escritura 
ó  consumada  la  venta  de  los  bienes  á  que 
se  refiera,  ó  de  su  adjudicación  en  pago  y 
entrega  al  ejecutante,  quedando  á  salvo  el 
derecho  del  tercero  para  deducirlo  contra 
quien,  y  como  corresponda. 

Si  fuere  de  igual  ó  mejor  derecho,  no  se 
admitirá  después  de  realizado  el  pago  al 
acreedor  ejecutante. 

Art.  1.058.  Las  demandas  de  tercería 
no  suspenderán  el  curso  del  juicio  ejecuti- 
vo del  que  sean  incidencia. 

Se  sustanciarán  en  pieza  separada  por 
los  trámites  del  juicio  declarativo  que  co- 
rresponda á  su  cuantía,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  art.  269,  con  el  ejecutante  y 
ejecutado,  ó  con  el  curador  especial  de 
éste. 

Art.  1.059.  Cuando  sea  de  dominio  la 
tercería,  luego  que  en  el  juicio  ejecutivo 
recaiga  sentencia  firme  de  remate,  se  sus- 
penderá el  procedimiento  de  apremio  res- 
pecto de  los  bienes  á  que  se  refiera,  hasta 
la  decisión  de  aquélla. 

Art.  1.060.  Si  la  tercería  fuere  de  igual 
ó  mejor  derecho,  se  continuará  el  proce- 
dimiento de  apremio  hasta  realizar  la  ven- 
ta de  los  bienes  embargados,  y  su  importe 
se  depositará  para  hacer  pago  á  los  acree- 
dores á  prorrata,  ó  por  el  orden  de  prefe- 
rencia que  se  determine  en  la  sentencia 
del  juicio  de  tercería. 

Art.  1.061.  Con  la  demanda  de  tercería 
deberá  presentarse  el  título  en  que  se  fun- 
de, sin  CUYO  requisito  no  se  le  dari  curso. 

Art.  1.062.  Ñose  permitirán  en  ningún 
caso  segunda  tercería,  ya  sea  de  dominio, 
ya  de  preferencia  ó  de  concurrencia,  que 
se  funde  en  títulos  ó  derechos  que  poseye- 
ra el  que  la  interponga  al  tiempo  de  for- 
mular la  primera. 

La  oposición  que  por  esta  causa  se  haga 
á  la  admisión  de  la  demanda,  podrá  sus- 
tanciarse por  los  trámites  establecidos  pa- 
ra las  e.xcepciones  dilatorias,  y  si  se  acce- 
diere á  ella,  será  condenado  en  las  costas 
el  que  hubiere  deducido  la  tercería. 

Art.  1.063.  Si  el  ejecutante  y  el  ejecu- 
tado se  allanaren  á  la  demanda  de  tercería, 
el  Juez  sin  más  trámites,  con  citación  de 
las  partes,  dictará  sentencia. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  ambos 
dejaren  de  contestar  á  la  demanda. 


Dieha  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  1.064.  Si  se  hubieren  embargado 
ó  embargaren  bienes  no  comprendidos  en 
la  tercería  de  dominio,  podrán  continuarse 
contra  ellos  los  procedimientos  de  apremio, 
no  obstante  la  tercería,  entregándose  su 
importe  al  ejecutante  á  cuenta  de  su  cré- 
dito. 

Art.  1.065.  Las  disposiciones  de  este 
capítulo  serán  aplicables  á  las  tercerías 
que  se  interpongan  en  los  procedimientos 
para  la  ejecución  de  sentencias,  y  en  cual- 
quiera otro  juicio  ó  incidente  en  que  se 
proceda  por  embargo  y  venta  de  bienes. 

TITULO  XV 

Del  juicio  de  desahucio. 

CAPITULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art.  1.066.  Los  Jueces  de  Paz  de  la  de- 
marcación municipal  en  que  esté  sita  la 
finca,  conocerán  en  primera  instancia  de 
los  desahucios,  cuando  la  demanda  se  fun- 
de en  una  de  las  causas  siguientes: 

1.*  En  el  cumplimiento  del  término  es- 
tipulado en  el  contrato. 

2.*  En  haber  expirado  el  plazo  del  aviso 
que  para  la  conclusión  del  contrato  deba 
darse  con  arreglo  á  la  ley,  á  lo  pactado,  ó 
á  la  costumbre  general  de  cada  pueblo. 

3."  En  la  falta  de  pago  del  precio  con- 
venido. 

Art.  1.067.  Conocerán  de  estos  juicios 
los  Jueces  de  Letras,  conforme  á  lo  preve- 
nido en  la  regla  12  del  art.  159  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales: 

1.°  Cuando  tengan  por  objeto  el  des- 
ahucio de  un  establecimiento  mercantil  ó 
fabril,  ó  el  de  una  finca  rústica  cuyo  precio 
de  arrendamiento  exceda  de  doscientos 
pesos  anuales,  aunque  se  funde  la  deman- 
da en  alguna  de  las  cau.sas  señaladas  en  el 
artículo  anterior. 

2.°  Cuando  la  demanda  respecto  á  toda 
clase  de  fincas  se  funde  en  una  causa  que 
no  sea  de  las  comprendidas  en  dicho  ar- 
ticulo. 

Art.  1.068.  Serán  parte  legítima  para 
promover  el  juicio  de  desahucio  los  que 
tengan  la  posesión  real  de  la  finca  á  título 
de  dueños,  de  usufructuarios,  ó  cualquiera 
otro  aue  les  dé  derecho  á  disfrutarla,  y  sus 
causanabientes. 

Art.  1.069.  Procederá  el  desahucio  y 
podrá  dirigirse  la  demanda: 

1."  Contra  los  inquilinos,  colonos  y  de- 
más arrendatarios. 
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2."  Contra  los  administradores,  encar- 
gados, porteros  ó  guardas,  puestos  por  el 
propietario  en  su  ñnca. 

3."  Contra  cualquiera  otra  persona  que 
disfrute  ó  tenga  en  precario  la  fínca,  sea 
rústica  ó  urbana,  sin  pagar  merced,  siem- 
pre que  fuere  requerida  con  un  wes  de  an- 
ticipación para  que  la  desocupe. 

Art.  1.070.  En  ningún  caso  se  admi- 
tirán al  demandado  los  recursos  de  déjela- 
ción  y  de  casación,  cuando  precedan,  si  no 
acredita  al  interponerlos  tener  sati^'echas 
las  rentas  vencidas  y  las  que,  con  arreglo 
al  contrato,  deba  pagar  adelantadas,  ó  si 
no  las  consigna  en  el  Juzgado  ó  Tribunal. 

En  este  caso  se  requerirá  al  demandante 
para  que  reciba  dichas  rentas,  dando  res- 
guardo á  favor  del  arrendatario;  y  si  no 
quiere  recibirlas,  se  depositarán  en  un 
Banco  ó  en  persona  de  responsabilidad. 

El  pago  de  las  rentas  se  acreditará  con 
el  recibo  del  propietario,  ó  de  su  adminis- 
trador ó  representante. 

Art.  1.071.  Si  el  arrendatario  no  cum- 
pliese lo  prevenido  en  el  articulo  anterior, 
se  tendrá  por  firme  la  sentencia  y  se  pro- 
cederá á  su  ejecución. 

También  se  tendrá  por  desierto  el  recur- 
so de  apelación  ó  de  casación  interpuesto 
por  el  arrendatario,  cualquiera  que  sea  el 
estado  en  que  se  halle,  si  durante  la  sus- 
tanciación  del  mismo  dejare  aquél  de  pa- 
gar los  plazos  que  venzan  ó  los  que  deba 
adelantar. 

Art.  1.072.  Los  Jueces  de  Letras  ob- 
servarán las  prescripciones  establecidas 
para  las  Cortes  de  Apelaciones,  en  el  titu- 
lo XVIII  de  este  libro,  en  cuanto  á  la  pre- 
paración y  admisión,  en  su  caso,  de  los  re- 
cursos de  casación  que  las  partes  traten  de 
interponer  contra  las  sentencias  que  los 
mismos  dicten  en  esta  clase  de  juicios. 

CAPITULO  II 

DEL  PROCEDIMIENTO  PARA  EL  DESAHUCIO 
EN  LOS  JUZGADOS  DE  PAZ 

Art.  1.07.3.  En  los  casos  en  que  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.066,  co- 
rresponda á  los  Jueces  de  Paz  conocer  del 
desahucio  en  primera  instanf^ia,  se  sustan- 
ciará este  juicio  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  verbales,  con  las  modificacio- 
nes establecidas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.074.  Si  lio  se  encontrare  el  de- 
mandado en  el  lugar  del  juicio,  ó  no  tu- 
viere en  él  su  domicilio,  se  entenderá  la 
citación  con  su  representante,  constituido 
por  medio  de  poder;  si  no  lo  tuviere,  con 


la  persona  que  esté  encargada  en  su  nom- 
bre del  cuidado  de  la  finca;  y  si  tampoco 
la  hubiere,  se  librará  el  oportuno  exhorto 
para  citarlo,  al  Juez  del  pueblo  de  su  do- 
micilio ó  residencia. 

Art.  1.075.  En  los  casos  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  precedente,  se  apercibirá 
al  demandado,  al  hacerle  la  citación,  de 
c|ue  no  compareciendo  por  sí  ó  por  legi- 
tüTjo  apoderado,  se  declarará  el  desahucio 
sirjrtnás  citarlo  ni  oírlo. 

Art.  1.076.  Sino  compareciere  el  de- 
mandado que  hubiere  sido  citado  en  per- 
sona, por  sí  ó  por  apoderado,  el  Juez  dic- 
tará sentencia  inmediatamente,  declaran- 
do haber  lugar  al  desahucio  y  apercibien- 
do de  lanzamiento  al  demandado,  si  no 
desaloja  la  finca  dentro  del  término  co- 
rrespondiente de  los  señalados  en  el  arti- 
culo 1.090. 

Art.  1.077.  Concurriendo  las  partes  al 
juicio  verbal,  expondrán  en  él,  por  su  or- 
den lo  que  á  su  derecho  conduzca,  y  for- 
mularán en  el  acto  toda  la  prueba  que  les 
conduzca,  y  formularán  en  el  acto  toda  la 
pruelja  que  les  convenga.  Admitida  la  que 
se  estime  pertinente,  se  practicará  dentro 
del  plazo  fijado  por  el  Juez,  que  no  podrá 
exceder  de  seis  días, 

Cuando  la  demanda  de  desahucio  se 
funde  en  la  falta  de  pago  del  precio  esti- 
pulado, no  será  admisible  otra  prueba  que 
la  confesión  judicial  ó  el  documento  ó  re- 
cibo en  que  conste  haberse  verificado  di- 
cho pago. 

Art.  1078.  AI  día  siguiente  de  practi- 
cada la  prueba,  se  unirá  á  los  autos,  y  el 
Juez  citará  á  las  partes  para  la  continua- 
ción del  juicio  verbal,  en  el  inmediato,  en 
el  que  las  oirá,  ó  a  la  persona  que  elijan  pa- 
ra hablar  en  su  nombre,  extendiéndose 
acta  de  ello. 

Art.  1.079.  El  Juez  dentro  de  1  os  tres 
días  siguientes  al  de  la  terminación  del 
juicio  verbal,  dictará  sentencia,  decretan- 
do haber  ó  no  lugar  al  desahucio,  y  aper- 
cibiendo en  el  primer  caso  al  demandado 
de  lanzamiento  si  no  desaloja  la  finca  den- 
tro de  los  términos  establecidos  en  el  ar- 
tículo 1.090. 

Art.  1.080.  La  sentencia  llevará  con- 
sigo, según  se  declare  haber  lugar  ó  no  al 
desahucio,  expresa  condenación  de  costas 
al  demandado  ó  al  demandante. 

Art.  1.081.  La  sentencia  .será  apela- 
ble en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de 
Letras  respectivo,  pudiendo  interponerse 
la  apelaí-iún  dentro  del  tercero  día,  por 
medio  de  escrito  ó  de  comparecencia. 

Si  la  apelación  se  hnbiere  interpuesto 
por  el  demandado,  el  Juez  no  admitirá  el 
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recurso  si  no  hubiere  cumplido  lo  que  se 
previene  en  el  articulo  1.070. 

Art.  1.082.  Admitida  y  mejorada  la 
apelación,  el  Juez  de  Letras  oirá  á  las  par- 
tes en  una  comparecencia  que  se  verifi- 
cará dentro  del  tercero  día.  extendiéndose 
acta,  y  sin  admitir  más  prueba  que  la  que, 
propuesta  en  primera  instancia,  no  hu- 
biera podido  practicarse,  dictará  senten- 
cia en  los  tres  días  siguientes. 

Art.  1.0-3.  Contra  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia,  á  que  se  refiere  el  arti- 
culo anterior,  no  se  dará  otro  recurso  que 
los  de  casación  por  infracción  de  ley  y  por 
quebrantamiento  de  forma,  si  la  renta 
anual  de  ia  finca,  objeto  del  desahucio,  e.\- 
cediere  de  doscientos  pesos. 


tendrá  por  conforme  con  los  hechor  ex- 
puestos en  la  demanda,  y  se  dictará  en  su 
rebeldía  la  sentencia  antedicha. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos,  con  üplicación  de  lo  que  se  ordena 
en  los  dos  artículos  que  preceden. 

Art.  1.088.  En  el  caso  del  artículo  an- 
terior, si  el  demandado  se  opusiere  al  des- 
ahucio en  el  juicio  verbal  y  no  conviniere 
en  los  hechos,  precisará  los  que  negare  y 
las  razones  en  que  se  funda. 

Consignado  asi  en  el  acta,  el  Juez  dará 
por  terminado  el  acto,  y  conferirá  traslado 
de  la  demanda  al  demandado  por  el  tér- 
mino de  tres  días,  continuándose  el  juicio 
por  los  trámites  y  con  los  recursos  esta- 
blecidos para  los  incidentes. 


CAPITULO  III 


CAPITULO  IV 


[•EL    PROCEDIMIENTO   PAR.\  EL  DESAHUCIO    EN 
LOS   JUZGADOS    DE    LETRAS 

Art.  1.084.  Cuando  la  demanda  de  des- 
ahucio se  funde  en  alguna  de  las  causas 
y  en  los  casos  á  que  se  refiere  el  número 
i."  del  artículo  1.067,  se  sustanciará  en 
juicio  verbal,  empleándose  el  mismo  pro- 
cedimiento establecido  en  el  capítulo  an- 
terior para  los  que  se  celebren  ante  los 
Jueces  de  Paz,  con  la  modificación  de  que 
la  demanda  se  presentará  en  la  forma  pre- 
venida para  el  juicio  ordinario. 

Art.  1.085.  Cuando  la  demanda  se  fun- 
de en  la  infracción  de  cualquiera  de  las 
condiciones  estipuladas  en  el  contrato  de 
arrendamiento,  que  no  sea  de  las  enume- 
radas en  el  artículo  1.066,  se  sustanciará 
también  en  juicio  verbal  ante  el  Juez  de 
Letras,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  1.086.  La  sentencia  que  dicte  el 
Juez  de  Letras  en  los  casos  de  los  dos' artí- 
culos que  preceden,  será  apelable  en  am- 
bos efectos. 

La  apelación  se  admitirá  y  sustanciará 
por  los  trámites  establecidos  para  los  jui- 
cios de  menor  cuantía. 

Art.  L087.  Cuando  se  fúndela  deman- 
da de  desahucio  en  cualquiera  otra  causa 
que  no  sea  de  las  expresadas  en  los  artí- 
culos 1.060  y  1.085,  el  Juez  de  Letras  con- 
vocará también  á  las  partes,  á  juicio  ver- 
bal, observándose  lo  prevenido  en  el  artí- 
culo 1.084. 

Si  compareciendo  el  demandado  con- 
viniese con  el  demandante  en  los  hechos 
dictará  el  Juez  sentencia  sin  más  trámites 
declarando  haber  lugar  al  desahucio,  si  lo 
est¡ma;>e  procedente. 

No  compareciendo  el   demandado,  se  le 

Segunda  Serie. — Tomo  I. 


DE     LA     EJECUCIÓN     DE     LAS    SENTENCIAS     DE 
DESAHUCIO 

Art.  1.089.  Las  sentencias  dictadas  en 
los  juicios  de  desahucio  serán  ejecutadas 
por  el  Juez  que  haya  entendido  en  la  pri- 
mera instancia  de  los  mismos. 

Las  apelaciones  que  se  interpongan  en 
el  período  do  su  ejecución,  serán  admiti- 
das en  un  solo  efecto. 

Art.  1.090.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia que  declare  haber  lugar  al  desahu- 
cio, y  recibidos  los  autos  en  el  Juzgado 
inferior  en  el  caso  de  apelación,  se  proce- 
derá á  su  ejecución  á  instancia  del  actor, 
mandando  el  Juez  se  aperciba  de  lanza- 
miento al  demandado  si  no  desaloja  la  fin- 
ca en  los  términos  siguientes: 

Ocho  días,  si  se  trata  de  una  casa  de 
habitación,  y  que  habiten  con  efecto  el  de- 
mnndado  ó  su  familia. 

Quince  días,  si  de  un  establecimiento 
mercantil,  fabril,  de  tráfico  ó  de  recreo. 

Veinte  días,  si  de  una  hacienda,  alque- 
ría, cortijo  ú  otra  cualquiera  finca  rústica 
que  tenga  caserío,  y  en  la  cual  haya  cons- 
tantemente guardas,  capataces  ú  otros 
sirvientes. 

Art.  1.091.  Si  el  desahucio  se  hiciere 
de  una  finca  rústica  que  no  tuviere  ningu- 
na de  las  circunstancias  expresadas  en  el 
último  párrafo  del  artículo  anterior,  ó  de 
una  casa  no  habitada  por  el  demandado  ó 
su  familia,  elianzamiento  se  llevará  á  efec- 
to en  el  acto. 

Art.  1.092.  La  providencia  mandando 
la  ejecución  de  la  sentencia,  y  el  lanza- 
miento en  su  caso,  se  hará  saber  al  de- 
mandado en  los  mismos  términos  en  que 
se  le  haya  hecho  la  citación. 

Art.    1.093.     Transcurrido  el   término 
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respectivamente  señalado  en  el  art.  1.090, 
sin  que  el  inquilino  ó  colono  haya  desalo- 
jado la  finca,  se  procederá  á  lanzarlo  sin 
prórroga  ni  consideración  de  ningún  gé- 
nero, y  á  su  costa. 

Art.  1.094.  No  será  obstáculo  para  el 
lanzamiento  que  el  inquilino  ó  colono  re- 
clame como  de  su  propiedad  labores,  plan- 
tíos ó  cualquiera  otra  cosa  que  no  se  pueda 
separar  de  la  finca.  En  este  caso  se  exten- 
derá diligencia  expresiva  de  la  clase,  ex- 
tensión y  estado  de  las  cosas  reclama- 
das. 

Art.  1.095.  Al  ejecutar  el  lanzamiento 
se  retendrán  y  constituirán  en  depósito  los 
bienes  más  realizables  que  se  encuentren, 
suficientes  á  cubrir  las  costas  del  juicio  y 
do  las  diligencias  posteriores  que  sean  del 
cargo  del  demandado. 

Art.  1.096.  También  se  retendrán  y 
embargarán  en  dicho  acto,  si  el  actor  lo 
solicitare,  los  bienes  necesarios  para  cu- 
brir el  importe  de  las  rentas  ó  alquileres 
que  esté  debiendo  el  demandado,  ó  el  de 
los  desperfectos  que  hubiere  causado  en  la 
finca. 

Este  embargo  quedará  nulo  de  derecho 
si  dentro  de  los  veinte  días  siguientes  no 
entabla  el  actor  la  correspondiente  de- 
manda, pidiendo  su  ratificación  conforme 
á  lo  prevenido  para  los  embargos  preven- 
tivos. 

Art.  1.097.  Si  el  demandado  no  paga- 
se las  costas  en  el  acto,  se  procederií  á  la 
venta  de  los  bienes  depositados,  previa 
tasación  por  el  perito  ó  peritos  que  nom- 
bre el  Juez. 

La  enajenación  se  hará  en  la  forma  pre- 
venida para  el  procedimiento  de  apremio 
en  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  1.098.  En  los  casos  en  que  el  de- 
mandado iiubiere  reclamado  labores,  i^lan- 
tíos  ú  otra  cualquiera  cosa  que  hubiere 
quedado  en  la  finca,  se  procederá  á  su 
avalúo  por  peritos  nombrados  en  la  forma 
prevenida  para  el  justiprecio  de  los  bienes 
en  el  juicio  ejecutivo. 

Ai-t.  1.099.  Practicada  esta  diligencia, 
podrá  el  demandado  reclamar  el  abono  de 
la  cantidad  en  que  haya  sido  apreciado  lo 
que  creyere  corresponderle. 

Art.  1.100.  Si  el  demandado  limitare 
su  reclamación  á  la  cantidad  que  resulte 
del  avalúo,  y  ésta  no  excediere  de  doscien- 
tos pesos,  conocerá  de  ella  en  juicio  verbal 
el  Juez  de  Paz  que  hubiere  conocido  del 
desahucio. 

En  otro  ciso,  conocerá  taml)ÍL'n  en  jui- 
cio verbal  el  Juez  de  Letras  respectivo. 

Art.  1.101.  En  los  dos  casos  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior,  se  celebrará  el 


juicio  verbal  en  la  forma  provenida  para 
el  desahucio. 

La  sentencia  que  recaiga  en  primera 
instancia,  será  apelable  en  ambos  efectos, 
sustanciándose  también  este  recurso  en  la 
forma  establecida  para  las  apelaciones  de 
dicho  juicio  en  el  presente  titulo. 

Art.  1.102.  Si  el  arrendatario  hiciere 
extensiva  su  reclamación  al  abono  de  per- 
juicios ó  de  mejoras  que  no  sean  de  las 
expresadas  en  el  art.  1.098,  no  podrá  ser 
objeto  del  procedimiento  establecido  en  los 
artículos  que  preceden,  y  quedará  á  salvo 
3u  derecho  para  el  juicio  que  corresponda. 

TÍTULO  XVI 
De  los  alimentos  provisionales. 

Art.  1.103.  El  que  se  crea  con  derecho 
á  pedir  alimentos  provisionales,  presenta- 
rá con  la  demanda  los  documentos  que  jus- 
tifiquen cumplidamente  el  título  en  cuya 
virtud  los  pide. 

Si  el  título  se  fundare  en  un  derecho 
otorgado  por  la  ley,  se  presentarán  los  do- 
cumentos que  acrediten  la  relación  de  pa- 
rentesco entre  el  demandante  y  el  deman- 
dado ó  las  circunstancias  (jue  den  derecho 
á  los  alimentos  ofreciendo  completar  la 
justificación  con  testigos,  si  fuere  nece- 
sario. 

También  ofrecerá  acreditar  el  importe 
aproximado  del  caudal,  rentas,  sueldos  ó 
pensiones  que  disfrute  el  que  deba  dar  los 
alimentos,  y  las  necesidades  del  que  haya 
de  recibirlos. 

Art.  1.104.  El  Juez  no  admitirá  la  de- 
manda si  no  se  acompañaren  los  documen- 
tos ex[iresado3  en  el  artículo  anterior. 

Art.  1.105.  Presentada  en  forma  la  de- 
manda, el  Juez  acordará  convocar  á  las 
parles  ajuicio  verbal,  el  ([ue  se  celebrará 
con  arreglo  á  las  disposiciones  prescritas 
para  el  que  ha  de  tener  lugar  en  el  inter- 
dicto de  retener  ó  de  recobrar,  y  en  él  se 
admitirán  las  pruebas  que  aquéllas  pro- 
pongan, relativas  á  los' extremos  expresa- 
dos en  el  art.  1.103  que  no  resulten  justifi- 
cados por  los  documentos  acompañados  á 
la  demanda. 

Art.  1.106.  Este  juicio  tendrá  lugar 
dentro  del  sexto  día  de  la  presentación  de 
la  demanda,  si  ambas  partes  estuvieren  en 
el  lugar  del  juicio,  y  se  aumentará  un  día 
por  cada  veinte  kilómetros  que  diste  el  de- 
mandado, á  contar  desde  aquel  en  que  se 
le  haga  la  citación. 

Art.  1.107.  El  demandado  en  el  acto 
del  juicio,  y  no  en  otra  forma,  podrá  opo- 
nerse al  derecho  á  los  alimentos,  alegado 
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por  el  demandante,  ó  negar  la  obligación, 
ya  de  prestarlos,  ya  de  hacerlo  en  la  cuan- 
tía que  aquél  pida. 

Del  resultado  del  juicio  se  extenderá  el 
acta  correspondiente,  uniéndose  á  los  au- 
tos los  documentos  que  hubieren  presenta- 
do las  partes. 

Art.  1.108.  Dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes á  la  celebración  del  juicio,  el  Juez 
dictará  sentencia. 

En  la  condenatoria  al  pago  de  alimentos 
se  determinará  la  cantidad  en  que  han  de 
consistir,  con  el  carácter  de  provisionales, 
hasta  que  en  el  juicio  declarativo  corres- 
pondiente, si  alguna  de  las  partes  lo  pro- 
moviere, se  lije  detinitivamente  dicha  can- 
tidad; y  se  declarará  que  el  pago  ha  de  ha- 
cerse por  mensualidades  anticipadas. 

Art.  1.109.  La  sentencia  en  que  se  de- 
nieguen los  alimentos  será  apelable  en  am- 
bos efectos;  la  en  que  se  concedan,  lo  será 
en  uno  solo. 

Art.  1.110.  Si  el  que  fuere  condenado 
al  pago  de  los  alimentos  no  hiciere  efecti- 
va la  pensión  el  día  en  que  deba  pagarla 
según  la  sentencia,  se  procederá  á  su  exac- 
ción por  los  trámites  establecidos  para  el 
procedimiento  de  apremio  después  del  jui- 
cio ejecutivo. 

Lo  mismo  se  practicará  con  las  mensua- 
lidades que  vayan  venciendo. 

Art.  1.111.  Cualquiera  que  sea  la  sen- 
tencia firme  que  recaiga  en  estos  juicios, 
no  producirá  excepción  de  cosa  juzgada. 
Siempre  quedará  á  salvo  el  derecho  de  las 
partes  para  pi'omover  el  juicio  plenario  de 
alimentos  definitivos,  ventilando  en  él,  por 
los  trámites  del  declarativo  que  correspon- 
da, tanto  el  derecho  de  percibirlos,  como 
la  obligación  de  darlos  y  su  cuantía;  sin 
perjuicio  de  seguir  abonando,  mientras 
tanto,  la  suma  señalada  provisionalmente. 

TÍTULO  XVII 
De  los  interdictos. 

Art.  1.113.  Los  interdictos  sólo  podrán 
intentarse: 

1."  Para  retener  la  posesión  ó  reco- 
brarla. 

2."     Para  impedir  una  obra  nueva. 

3."  Para  im[»edir  que  cause  daño  una 
obra  ruino.sa. 

Art.  1.113.  El  conocimiento  do  los  in- 
terdictos corresponderá  á  los  Jueces  de  Paz 
.si  la  cuantía  no  excediere  de  doscientos 
pesos,  y  á  los  de  Letras  si  excediere  de  es- 
ta suma. 


CAPITULO  PRIMERO 


DEL  INTERDICTO  DE  RETENER  O  DE  RECOBRAR 

Art.  1.114.  El  interdicto  de  retener  ó 
de  recobrar  procederá  cuando  el  que  se 
halle  en  la  posesión  ó  en  la  tenencia  de  una 
cosa,  haya  sido  perturbado  en  ella  por  ac- 
tos que  manifiesten  la  intención  de  inquie- 
tarle ó  despojarle,  ó  cuando  haya  sid©  ya 
despojado  de  dicha  ¡posesión  ó  tenencia. 

Art.  1.115.  En  la  demanda,  déla  que 
se  acompañará  copia  en  papel  común,  se 
ofrecerá  información  para  acreditar: 

1.°  Hallarse  el  reclamante,  ó  su  cau- 
sante, en  la  posesión  ó  en  la  tenencia  de  la 
cosa.        I 

2°  Que  ha  sido  inquietado  ó  perturba- 
do en  ella,  ó  tiene  fundados  motivos  para 
creer  que  lo  será;  ó  que  ha  sido  despojado 
de  dicha  posesión  ó  tenencia;  expresando 
con  toda  claridad  y  precisión  los  actos  ex- 
teriores en  que  consistan  la  perturbación, 
el  conato  de  perpetrarla,  ó  el  despojo,  y 
manifestando  si  los  ejecutó  la  persona  con- 
tra quien  se  dirige  la  acción,  ú  otra  por 
orden  de  ésta. 

Art.  1.116.  El  Juez  admitirá  la  deman- 
da y  acordará  recibir  la  información,  si 
aparece  presentada  aquélla  antes  de  haber 
transcurrido  un  año  á  contar  desde  el  acto 
que  la  ocasione. 

Sise  presentiré  después,  declarará  no 
haber  lugar  á  su  admisión,  reservando  al 
que  la  haya  presentado  la  acción  que  pue- 
da corresponderle  para  que  la  ejercite  en 
el  juicio  que  fuere  procedente. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efec- 
tos. 

Art.  1.117.  Si  de  la  información  resul- 
taren comprobados  los  dos  extremos  ex- 
presados en  el  art.  1.115,  mandará  el  Juez 
convocar  á  las  partes  á  juicio  verbal,  para 
cuya  celebración  señalará  día  y  hora,  den- 
tro de  los  seis  días  siguientes,  debiendo 
mediar  tres  días,  por  lómenos,  entre  el 
juicio  y  la  citación  del  demandado,  á  quien 
será  entregada,  al  citarlo,  la  copia  de  la 
demanda. 

Art.  1.118.  No  so  admitirá  al  demanda- 
do escrito  alguno  cuyo  objeto  sea  impug- 
nar la  demanda,  ni  pretíinsión  que  dilate 
la  celebración  del  juicio. 

Art.  1.119.  Para  la  celebración  del  jui- 
cio verbal  se  observará  lo  prevenido  en  los 
artículos  483  y  siguiente,  llevándolo  á  efec- 
to aunque  no  concurra  el  demandado. 

Después  de  ex[»oner  las  partes  por  su 
ordi'ii  su  derecho  á  poseer,  propondrán  las 
pruebas  que  les  convenga,  las  que  podrán 
ser  de  posiciones,  documentos  y  testigos; 
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pei'O  sólo  se  admitirán  las  que  se  refieran 
á  los  dos  extremos  expresado  ■  en  el  articu- 
lo 1.115,  repeliendo  el  Juez  bajo  su  respon- 
sabilidad las  que  no  se  concreten  á  este  ob- 
jeto. 

Admitidas  por  el  Juez  las  que  estime 
pertinentes,  se  practicarán  en  el  mismo 
acto,  uniéndose  los  documentos  á  los  au- 
tos. 

Art.  1.120.  Si  alguna  de  las  pruebas 
propuestas  y  admitidas  hubiere  de  practi- 
carse fuera  del  lugar  en  que  se  celebre  el 
juicio,  el  Juez  acordará  lo  conveniente 
para  que  tenga  efecto,  pudierido  suspender 
el  acto,  señalando  para  continuarlo  el  dia 
más  jjróximo  posible. 

Art.  1.121.  En  los  tres  días  siguientes 
al  de  la  terminación  del  juicio,  el  Juez 
dictará  sentencia  declarando  haber  lugar 
ó  no  al  interdicto.  Si  lo  denegare,  conde- 
nará en  las  costas  al  demandante. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  1.122.  En  la  sentencia  que  declare 
haber  lugar  al  interdicto  por  haber  sido 
inquietado  ó  perturbado  el  demandante  en 
la  posesión  ó  en  la  tenencia,  ó  por  tener 
fundados  motivos  para  creer  que  lo  será, 
se  mandará  mantenerle  en  la  posesión  y 
requerir  al  perturbador  para  que  en  lo  su- 
cesivo se  abstenga  de  cometer  tales  actos, 
ú  otros  que  manifiesten  el  mismo  propósi- 
to, bajo  el  apercibimiento  que  corresponda 
con  arreglo  á  derecho,  y  se  impondrán  to- 
das las  costas  al  demandado. 

En  la  sentencia  que  declare  haber  lugar 
al  interdicto  por  haber  sido  despojado  el 
demandante  de  la  posesión  ó  de  la  tenen- 
cia se  acordará  que  inmediatamente  se  le 
reponga  en  ella,  y  se  condenará  al  despo- 
jante al  pago  de  las  costas,  daños  y  per- 
juicios, y  devolución  de  los  frutos  que  hu- 
biere percibido. 

En  uno  y  otro  caso  la  sentencia  conten- 
drá la  fórmula  de  sin  perjuicio  de  tercero, 
y  .se  reservará  á  las  partes  el  derecho  que 
puedan  tener  sobre  la  propiedad  ó  sobre  la 
po.-.esión  definitiva,  el  que  podrán  litigar 
en  el  juicio  correspondiente. 

Art.  1.123.  Contra  la  sentencia  que  de- 
clare haber  lugar  al  interdicto,  la  apela- 
ción será  admitida  en  ambos  efectos,  des- 
pués de  practicadas  las  actuaciones  que 
para  mantener  ó  reponer  al  demandante 
en  la  posesión  se  hubieren  acordado;  apla- 
zando la  ejecución  úc  los  demás  extremos 
relativos  á  costas  y  devolucii'm  de  frutos, 
daños  y  perjuicios,  para  después  que  haya 
adquirido  dicha  sentencia  el  carácter  de 
firme. 

Art.  1.124.     Si  la  sentencia  que  declare 


haber  lugar  al  interdicto  fuere  confirmada 
por  el  Superior,  devueltos  que  fueren  los 
autos  al  Juzgado,  se  procederá  inmediata- 
mente á  cumplirla  en  los  extremos  cuya 
ejecución  estuviere  aplazada. 

Si  la  sentencia  que  otorgare  ó  negare  el 
interdicto  fuere  revocada,  se  cumplirá,  se- 
gún sus  términos,  la  del  Superior. 

Art.  1.125.  Las  costas  se  tasarán  en  la 
forma  ordinaria. 

Si  hubiere  condena  de  frutos  ó  daños  y 
perjuicios  se  fijará  su  importe  en  otro  jui- 
cio verbal,  en  el  cual,  con  presencia  de  lo 
que  las  partes  aleguen  y  de  las  pruebas 
que  se  practiquen,  determinará  el  Juez  lo 
que  deba  abonarse. 

Contra  esta  declaración  no  se  dará  nin- 
gún recurso,  quedando  á  salvo  á  las  partes 
su  derecho  para  hacer,  en  juicio  ordinario, 
las  reclamaciones  que  les  convengan. 

Para  hacer  efectivas  estas  condenas, 
después  de  liquidado  su  importe,  se  proce- 
derá por  la  vía  de  apremio  establecida  para 
el  juicio  ejecutivo. 

Art.  1.126.  A  las  partes  que  lo  solicita- 
ren, se  devolverán  bajo  recibo  los  docu- 
mentos que  hubieren  presentado,  quedan- 
do en  autos  nota  expresiva  de  su  fecha,  de 
los  otorgantes  y  de  su  objeto,  y  si  fueren 
públicos,  del  archivo  en  que  se  hallen  los 
originales. 

CAPITULO  II 

DEI.    INTERDICTO    DE   OBR.\   NUEV.\. 

Art.  1.127.  Presentada  la  demanda  de 
interdicto  de  obra  nueva,  dictará  el  Juez 
providencia,  acordando  que  se  requiera  al 
dueño  de  la  obra,  para  que  la  suspenda  en 
el  estado  que  se  halle,  bajo  apercibimiento 
de  demolición  de  lo  que  se  edifique,  y  que 
se  cite  á  los  interesados  á  juicio  verbal,  se- 
ñalando para  su  celebración  el  día  más 
próximo  posible,  pasados  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  notificación  de  esta  pro- 
videncia, previniéndoles  que  en  él  deberán 
presentar  los  documentos  en  que  intenten 
apoyar  sus  pretensiones. 

A  la  demanda  se  acompañará  copia  de 
la  misma  en  jiapel  común,  la  que  será  en- 
tregada al  demandado  cuando  se  le  haga 
la  citación. 

Art.  1.128.  Inmediatamente  se  hará  el 
requerimiento  al  dueño  de  la  obra,  si  en 
ella  fuere  hallado;  y  en  otro  caso  al  direc- 
tor ó  encargado  de  la  misma:  y  á  falta  de 
éstos,  á  los  operarios,  para  que  en  el  acto 
susp(.ndan  los  trabajos. 

Para  cuidar  de  que  esta  orden  se  cum- 
pla, quedará  un  agente  de  la  Autoridad  en 
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el  lugar  de  la  obra  hasta  que  se  hayan  re- 
lirado  los  operarios. 

Art.  1.129.  El  dueño  de  la  obra  podrá 
pedir  que  se  le  permita  hacer  las  que  sean 
absolutamente  indi-spensables  para  la  con- 
servación de  !o  edificado.  El  Juez  lo  con- 
cederá de  plano  con  toda  urgencia,  .si  lo 
considerase  justo. 

Contra  esta  i-esoluciún  no  habrá  ulterior 
recurso. 

Art.  1.130.  El  juicio  verbal  se  celebra- 
rá en  la  forma  prevenida  en  los  artículos 
1.119  y  siguientes,  pudiendo  presentar  los 
interesados  los  documentos  en  que  se  fun- 
den sus  respectivas  pretensiones. 

Art.  1.131.  Podrá  el  Juez  acordar,  para 
mejor  proveer,  la  inspección  ocular  de  la 
obra,  para  lo  cual,  si  lo  estima  necesario, 
nombrará  un  perito: 

A  esta  dihgenria,  que  habrá  de  practi- 
carse dentro  de  los  tres  dias  siguientes  ai 
de  la  celebración  del  juicio,  á  no  exigir 
mayor  dilación  alguna  causa  insuperable, 
podrán  asistir  lo  ■.  interesados  acompañados 
de  sus  defensores  y  de  un  perito  de  su  elec- 
ción, si  lo  estimaren  conveniente. 

El  perito  nombrado  por  el  Juez  no  será 
recusable,  aunque  las  partes  podrán  expo- 
ner los  motivos  que  tengan  para  dudar  de 
su  imparcialidad. 

Tanto  del  juicio  como  de  la  diligencia  de 
inspección,  se  extenderán  las  oportunas 
actas,  en  que  se  consignen  sus  resultados, 
firmándolas  todos  los  concurrentes. 

Art.  1.132.  Dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  celebración  del  juicio  ver- 
bal, ó  al  de  la  dil.gencia  de  inspección  en 
su  caso,  el  Juez  dictará  sentencia. 

La  que  mande  alzar  la  suspensión  de  la 
obra  será  apelable  en  ambos  efectos;  la  en 
que  se  acuerde  la  ratificación,  lo  será  sólo 
en  uno. 

Art.  1.133.  La  sentencia  en  que  se  ra- 
tifique la  suspensión  de  la  obra,  se  llevará 
inmediatamente  á  efecto,  sin  esperará  que 
pase  el  término  para  apelar. 

Para  ello,  el  Secretario  se  constituirá 
en  la  obra,  y  extenderá  diligencia  del  es- 
tado, altura  y  demás  condiciones  en  que 
se  halle,  apercibiendo  al  demandado  con  la 
demolición  á  su  costa  de  lo  que  de  allí  en 
adelante  se  edifique. 

Art.  1.134.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia en  que  se  ratifi(p.ie  la  suspensión, 
podrá  el  dueño  de  la  obra  pedir  que  se  le 
declare  el  derecho  para  continuarla. 

Esta  demanda  se  sustanciará  con  el  que 
hubiere  promovido  el  interdicto,  por  los 
trámites  del  juicio  declarativo  correspon- 
diente. 

Art.  1.135.     También   podrá  solicitar  el 


dueño  de  la  obra  que  se  le  autorice  para 
continuarla,  por  seguírsele  graves  perjui 
cios  de  la  suspensión,  obligándose  á  pres- 
tar fianza  para  responder  de  la  demolición 
y  de  la  indemniz,;ción  de  perjuicios,  si  á 
ello  fuere  condenado. 

No  se  dará  curso  á  esta  pretensión,  si  no 
se  dedujere  al  mismo  tiempo,  ó  después 
que  la  demanda  p:incipal  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior. 

Art.  1.136.  La  demanda  incidental  pi- 
diendo autorización  para  continuarla  obra, 
se  sustanciará  por  los  trámites  estableci- 
dos para  los  incidentes,  en  pieza  separada, 
ó  en  los  mismos  autos  principales,  á  elec- 
ción del  que  la  deduzca. 

Art.  1.137.  El  Juez  concederá  la  auto- 
rización para  continuar  la  obra  cuando 
estime  que  habrán  de  seguirse  graves  per- 
juicios de  la  suspensión. 

La  sentencia  denegando  dicha  autoriza- 
ción .será  apelable  en  ambos  efectos. 

La  en  que  se  otorgue,  lo  será  en  uno 
solo,  y  se  llevará  á  efecto  luego  que  el  due- 
ño de  la  obra  preste  la  fianza  prevenida  en 
el  artículo  1.135,  á  satisfacción  del  Juez. 

Art.  1.138.  El  que  hubiere  promovido 
el  interdicto  podrá  ejercitar  en  eljuicjo 
declarativo  correspondiente  el  derecho  de 
que  se  creyere  asistido  para  obtener  la  de- 
molición de  la  obra,  si  la  sentencia  del  in- 
terdicto hubiere  sido  contraria  á  sus  pre- 
tensiones, ó  para  pedi'-  la  demolición  de  lo 
anteriormente  edificado,  en  el  caso  de  ha- 
berse confirmado  la  suspensión. 

CAPÍTULO  III 

DEL    INTERDICTO    DE    OBRA    RUINOSA 

Art.  1.139.  El  interdicto  de  obra  ruino- 
sa puede  tener  dos  objetos: 

1.°  La  adopción  de  medidas  urgentes 
de  precaución,  á  fin  de  evitar  los  riesgos 
que  pueda  ofrecer  el  mal  estado  de  algún 
edificio,  árbol,  columna  ó  cualquiei-a  otro 
objeto  análogo,  cuya  caída  pueda  causar 
daño  á  las  [)ersonas  ó  en  las  cosas. 

2.°  La  demolición  total  ó  parcial  de  una 
obra  ruinosa. 

Art.  1.140.  Sólo  podrán  intentar  dicho 
interdicto: 

1.°  Los  que  tengan  alguna  propiedad 
contigua  ó  inmediata  que  puede  re.sentirse 
ó  padecer  por  la  ruina. 

2.°  Los  que  ttingan  necesidad  de  pasar 
por  las  inmediac^ioncs  del  edificio,  árbol  ó 
construcción  que  amenazare  ruina. 

Art.  1.141.  Se  entiende  i)or  necesidad, 
para  los  efectos  del  anterior  artículo,  la 
que  no  puede  dejar  de  satisfacerse  sfn  que- 
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dar  privado  el  denunciante  del  ejercicio 
de  un  derecho,  ó  sin  que  se  le  siga  cono- 
cido perjuicio  en  sus  intereses,  ó  grave 
molestia,  á  juicio  del  Juez. 

Art.  1.142.  Cuando  el  objeto  de!  inter- 
dicto sea  la  adopción  de  medidas  urgentes 
de  seguridad,  acordará  el  Juez  el  recono- 
cimiento  de  lo  que  amenazare  ruina,  el 
que  ejecutará  inmediatamente  por  sí  mis- 
mo, acomjjañado  del  Secretario  y  de  un 
perito  que  nombrará  al  efecto. 

Del  resultado  del  reconocimiento  judi- 
cial se  extenderá  la  oportuna  acta,  en  la 
que  se  insertará  el  dictamen  del  perito,  y 
sin  dilación  dictará  el  Juez  sentencia,  acor- 
dando las  medidas  que  estime  necesarias 
para  procurar  interina  y  prontamente  la 
debida  seguridad. 

A  la  ejecución  de  estas  medidas  serán 
compelidos  el  dueño  de  la  cosa  ruinosa,  su 
administrador  ó  apoderado,  y  en  su  defec- 
to el  arrendatario  ó  inquilino,  por  cuenta 
de  las  rentas  ó  alquileres.  En  defecto  de 
todos  estos,  suplirá  los  gastos  el  actor,  á 
reserva  de  reintegrarse  de  ellos,  exigiendo 
su  importe  del  dueño  de  la  obra,  por  el 
procedimiento  establecido  para  la  vía  de 
apremio  en  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  1.143.  El  Juez  podrá  denegar  las 
medidas  de  precaución  solicitadas,  si  del 
reconocimiento  que  haga  con  el  perito  no 
resultare  la  urgencia. 

Art.  1.144.  Las  sentencias  que  el  Juez 
dictare,  otorgando  ó  denegando  las  medi- 
das urgentes  de  precaución,  no  serán  ape- 
lables. 

Art.  1.145.  Si  el  interdicto  tuviere  por 
objeto  la  demolición  de  alguna  obra  ruino- 
sa, el  Juez  mandará  convocar  á  las  partes 
á  juicio  verbal,  con  la  urgencia  que  el  caso 
requiera,  al  que  podrán  asistir  sus  respec- 
tivos defensores:  oirá  sus  alegaciones  y 
testigos,  y  examinará  los  documentos  que 
presentaren,  uniéndolos  á  los  auto? . 

De  este  juicio  se  extenderá  la  oportuna 
acta,  que  suscribirán  los  que  á  él  hayan 
concurrido. 

Art.  1.146.  Si  por  el  resultado  del  jui- 
cio el  Juez  lo  creyere  necesario,  podrá 
practicar  por  si  mismo  un  reconocimiento 
de  la  obra,  acompañado  de  perito  que  nom- 
bre a!  efecto:  los  interesados  concurrirán, 
si  quieren,  á  esta  diligencia,  acompañados 
de  sus  defensores  y  de  peritos  de  su  nom- 
bramiento. 

De  ella  se  extenderá  también  la  oportu- 
na acta,  que  suscribirán  todos  los  que  ha- 
yan concurrido. 

Art.  1.147.  Dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  en  que  hubiere  terminado  el 
juicio  verbal  ó  la  práctica  de  la  diligencia 


de  reconocimiento,  si  ésta  hubiere  tenido 
lugar,  el  Juez  dictará  sentencia,  la  cual 
será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1.148.  En  el  caso  de  ordenarse  la 
demolición  y  de  i'esultar  su  urgencia  del 
juicio  y  diligencia  de  reconocimiento,  de- 
berá el  Juez,  antes  de  remitir  los  autos  al 
Superior,  decretar  de  oficio  y  hacer  que  se 
ejecuten  las  medidas  de  precaución  que 
estime  necesarias,  inclusa  la  demolición  de 
parte  de  la  obra,  si  no  pudiera  demorarse 
sin  grave  é  inminente  riesgo,  procediendo 
al  efecto  en  la  forma  prevenida  en  el  pá- 
rrafo último  del  art.  1.142. 

TÍTULO  XVIII 
Del  recurso  de  casación. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL  TRIBUNAL  COMPETENTE  PARA  CONOCER 
DE    LOS  RECURSOS  DE   CASACIÓN 

Art.  1.149.  El  conocimiento  délos  re- 
cursos de  casación  corresponde  exclusiva- 
mente á  la  Corte  Suprema. 

CAPITULO  II 

DE  LOS  CASOS  EN  QUE  PROCEDE  EL  RECURSO 
DE  CASACIÓN 

Art.  1.150.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  en  los  casos  establecidos  por  este 
Código: 

1.°  Contra  las  sentencias  definitivas 
pronunciadas  por  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes. 

2.°  Contra  las  sentencias  definitivas 
que  dicten  los  Jueces  de  Letras,  en  los  jui- 
cios de  desahucio,  de  que  conozcan  por 
apelación. 

3.'  Contra  las  sentencias  de  los  amiga- 
bles componedores. 

Art.  1.151.  Tendrán  el  concepto  de  de- 
finitivas, para  los  efectos  del  articulo  an- 
terior, además  de  las  sentencias  que  ter- 
minen el  juicio: 

1.°  Las  que  recayendo  sobre  un  inci- 
dente ó  articulo,  pongan  término  al  pleito, 
haciendo  imposible  su  continuación;  los 
incidentes  sobre  la  aprobación  de  cuentas 
de  los  administradores  de  abintestatos,  tes- 
tamentarias, y  de  los  síndicos  de  los  con- 
cursos en  el  caso  del  art.  871. 

2.°  Las  que  pongan  término  al  juicio 
de  alimentos  provisionales. 

3.°  Las  pronunciadas  en  actos  de  ju- 
risdicción voluntaria,  en  los  casos  estable- 
cidos por  la  ley. 
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Art.  1.152.  El  recurso  de  casación  lia- 
brá  de  fundarse  en  alguna  de  las  causas 
siguientes: 

1.*  Infracción  de  ley  ó  de  doctrina  le- 
gal en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia. 

2.*  Haberse  quebrantado  alguna  de  las 
formas  esenciales  del  juicio. 

3.*  Haber  dictado  los  amigables  com- 
ponedores la  sentencia  fuera  del  plazo  se- 
ñalado en  el  compromiso,  ó  resuelto  pun- 
tos no  sometidos  á  su  decisión. 

Art.  1.153.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctri- 
na legal: 

1."  Cuando  el  fallo  contenga  violación, 
interpretación  errónea,  ó  aplicación  inde- 
bida de  las  leyes  ó  doctrinas  legales,  apli- 
cables al  caso  del  pleito. 

2."  Cuando  la  sentencia  no  sea  con- 
gruente con  las  pretensiones  oportuna- 
mente deducidas  por  los  litigantes. 

3.°  Cuando  el  fallo  otorgue  más  délo 
pedido,  ó  no  contenga  declaración  sobre 
alguna  de  las  pretensiones  oportunamente 
deducidas  en  el  pleito. 

4."  Cuando  el  fallo  contenga  disposicio- 
nes contradictorias. 

5."  Cuando  el  fallo  sea  contrario  á  la 
cosa  juzgada,  siempre  que  se  haya  alegado 
esta  excepción  en  el  juicio. 

6.°  Cuando  por  razón  de  la  materia  ha- 
ya habido  abuso,  exceso  ó  defecto  en  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción,  conociendo  en 
asunto  que  no  sea  de  la  competencia  judi- 
cial, ó  dejando  de  conocer  cuando  hubiere 
el  deber  de  hacerlo. 

7."  Cuando  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  haya  habido  error  de  derecho,  ó 
error  de  hecho,  si  éste  último  resulta  de 
documentos  ó  actos  auténticos  que  de- 
muestren la  equivocación  evidente  del  juz- 
gador. 

Art.  1.154.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  po/ quebrantamiento  de  las  for- 
mas esenciales  del  juicio,  para  los  efectos 
del  número  2."  del  art.  1.152: 

1."  Por  falta  de  emplazamiento,  en  pri- 
mera instancia,  de  las  personas  que  hu- 
bieran debido  ser  citadas  para  el  juicio. 

2°  Por  falta  de  personalidad  en  algu- 
na de  las  partes,  ó  en  el  procurador  que 
la  haya  representado. 

3.°"  Por  falta  de  recibimiento  á  prueba 
en  alguna  de  las  instancias,  cuando  proce- 
diere con  arreglo  á  derecho. 

4."  Por  falta  do  citación  pnra  algu- 
na diligencia  de  prueba,  ó  para  senten- 
cia de  íinitiva  en  cualquiera  de  las  instan- 
cias. 

5."  Por  denegación  de  cualquiera  dili- 
gencia de  prueba,  admisible  según  las  le- 


yes, y  cuya  falta  haya  podido  producir 
indefensión. 

6."  Por  incompetencia  de  jurisdicción, 
cuando  este  punto  no  haya  sido  resuelto 
por  la  Corte  Suprema,  y  no  se  halle  com- 
prendido en  el  núm.  6.°  del  articulo  an- 
terior. 

7."  Por  haber  concurrido  á  dictar  sen- 
tencia uno  ó  más  Jueces,  cuya  recusación, 
fundada  en  causa  legal  é  intentada  en 
tiempo  y  forma,  hubiese  sido  estimada,  ó 
se  hubiere  denegado,  siendo  procedente. 

8.°  Por  haber  sido  dictada  la  sentencia 
por  menor  número  de  Jueces  que  el  seña- 
lado por  la  ley. 

Art.  1155.  No  se  dará  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina 
legal,  ni  por  quebrantamiento  de  forma: 

1.°  En  los  juicios  declarativos  verbales, 
ni  en  los  de  menor  cuantía,  cuando  ésta 
no  exceda  de  doscientos  pesos. 

2.°  En  los  de  desahucio,  cuando  la  ren- 
ta anual  no  exceda  de  doscientos  pesos. 

3.°  En  los  juicios  ejecutivos,  en  los  po- 
sesorios, ni  en  los  demás  en  que,  después 
de  terminados,  pueda  promoverse  otro 
juicio  sobre  el  mismo  objeto,  excepto  los 
casos- comprendidos  en  los  números  2.°  y 
3.°  del  art.*  1.151. 

Art.  1.156.  No  habrá  lugar  al  recurso 
de  casación  contra  las  resoluciones  que 
dicten  las  Cortes  de  Apelaciones,  en  los 
procedimientos  para  la  ejecución  de  sen- 
tencias, á  no  ser  que  se  resuelvan  puntos 
sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito, 
ni  decididos  en  la  .sentencia,  ó  se  provea 
en  contradicción  con  lo  ejecutoriado. 

Art.  1.157.  Para  que  puedan  ser  admi- 
tidos los  recursos  de  casación  fundados  en 
quebrantamiento  de  forma,  será  indispen- 
sable que  se  haya  pedido  la  subsanación 
de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  come- 
tió; y  si  hubiere  ocurrido  en  la  primera, 
que  se  haya  reproducido  la  petición  en  la 
segunda,  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
articulo  572. 

Art.  1.158.  Será  admisible  el  Arecui'so, 
aunque  no  haya  procedido  la  reclamación 
do  que  habla  el  articulo  anterior,  siempre 
que  la  infracción  se  haya  cometido  en  la 
segunda  instancia  ó  cuando  fuera  ya  im- 
posible reclamar  contra  ella. 

CAPITULO  III 

DE  LA  PREPARACIÓN  DEL  RECURSO  DE  CASA- 
CIÓN POR  INl-RACCIÓN  DE  LEY  Ó  DE  DOC- 
TRINA. 

Art.  1.159.  El  que  se  proponga  inter- 
poner recurso  de  casación  por  infracción 
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de  ley  ó  de  doctrina  legal,  presentará  ante 
la  Corte  de  Apelaciones  que  hubiere  dicta- 
do la  sentencia,  dentro  del  término  de 
cinco  dias  contados  desde  el  siguiente  al 
de  su  notifícación,  un  escrito  manifestan- 
do su  intención  de  interponer  el  recurso, 
y  solicitando  que  se  remitan  los  autos  á  la 
Corte  Suprema. 

Pasados  los  cinco  días  sin  solicitarlo,  la 
sentencia  quedará  firme. 

Art.  1.160.  La  Corte  de  Apelaciones 
mandará  que  se  remitan  los  autos,  si  la 
solicitud  se  hubiere  hecho  dentro  del  tér- 
mino señalado  en  el  artículo  anterior,  y 
concederá  el  de  diez  días,  con  el  aumento 
de  un  día  por  cada  veinte  kilómetros  de 
distancia,  para  que  comparezcan  las  partes 
ante  la  Corte  Suprema. 

Art.  1.161.  Si  se  propusiere  la  casación 
fuera  del  término  señalado  en  el  art.  1.159, 
ó  de  sentencias  dictadas  en  los  juicios  é 
incidentes  expresados  en  los  artículos 
1.155  y  1.156,  ó  de  providencias  de  mera 
tramitación,  la  denegará  la  Corte  de  Ape- 
laciones en  auto  motivado,  en  el  que  ex- 
presará además  la  fecha  de  la  sentencia, 
la  de  su  notificación,  y  la  de  la  presenta- 
ción del  escrito  en  que  s»  hubiere  propues- 
to la  casación . 

Art.  1.162.  Del  auto  denegando  la  ca- 
sación propuesta  se  dará  copia  certificada 
en  el  acto  de  la  notificación  al  que  la  hu- 
biera solicitado,  para  que,  si  lo  estima 
conveniente,  pueda  recurrir  de  hecho  á  la 
Corte  Suprema  en  el  término  de  tres  dias, 
con  el  aumento  de  un  día  por  cada  veinte 
kilómetros  de  distancia. 

Pasado  este  término  ningún  recurso  se 
podrá  ut.lizar. 

.  Art.  1.163.  La  Corte  de  Apelaciones 
podrá  acordar,  á  instancia  de  parte,  la 
continuación  del  procedimiento,  á  pesar 
de  la  expedición  de  la  copia  certificada  a 
que  se  refiere  el  artículo  anterior;  pero  si 
la  Corte  Suprema  estimare  el  recurso  de 
hecho,  se  suspenderán  los  procedimientos, 
salvo  lo  prevenido  en  el  art.  1.205. 
'  Art.  1.164.  El  recurrente  presentará 
ante  la  Corte  Suprema,  dentro  del  térmi- 
no señalado  en  el  art.  1.162,  el  recurso  de 
liecho,  acompañando  la  certificación  del 
auto  denegatorio. 

La  Corte  Suprema  dictará,  sin  más  trá- 
mites, dentro  de  los  cinco  días  siguientes, 
la  resolución  que  proceda,  contra  la  cual 
no  se  dará  ulterior  recurro. 

Art.  1.165.  Cuando  la  Corte  Suprema 
confiímare  el  auto  denegatorio,  lo  pondrá 
en  conocimiento  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes que  lo  hubiere  dictado,  para  los  efectos 
Jegales  que  procedan. 


Cuando  lo  revocare,  dirigirá  despacho  á 
la  Corte  de  Apelaciones  para  que  remita 
los  autos  y  conceda  á  las  partes  el  término 
á  que  se  refiere  el  articulo  1.160. 

CAPITULO  IV 

DE  LA  INTERPOSICIÓN  Y  ADMISIÓN  DEL  RE- 
CURSO POR  INFRACCIÓN  DE  LEY  Ó  DE  DOC- 
TRINA. 

Art.  1.166.  La  parte  que  hubiere  obte- 
nido la  remisión  de  los  autos,  presentará 
en  la  Corte  Suprema  el  escrito  formalizan- 
do el  recurso  de  casación  en  el  término 
señalado  en  el  articulo  1.160,  para  lo  cual 
podrá  pedir  los  autos  en  traslado  por  el 
tiempo  que  falte. 

La  Corte  rechazará  sin  más  trámites  el 
recurso  que  se  formalizare  fuera  del  tér- 
mino, ó  sin  poder  bastante. 

Art.  1.167.  En  el  escrito  interponiendo 
el  recurso,  se  expresará  el  párrafo  del  ar- 
tículo 1.153  en  que  se  halle  com  [¡rendido, 
y  se  citará  con  precisión  y  claridad  la  ley 
ó  doctrina  legal  que  se  crea  infringida,  y 
el  concepto  en  que  lo  haya  sido. 

Si  fueren  dos  ó  más  los  fundamentos  ó 
motivos  del  recurso,  se  expresarán  en  pá- 
rrafos separados  y  numerados. 

Art.  1.168.  Interpuesto  en  tiempo  y 
forma  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  ó  de  doctrina  legal,  se  comunicarán 
los  autos  al  Fiscal  por  diez  dias,  para  que 
emita  su  dictamen  sobre  la  procedencia  ó 
improcedencia  de  la  admisión  del  recurso. 

Art.  1.169.  Si  el  Fiscal  estimare  pro- 
cedente la  admisión,  devolverá  los  autos 
con  la  fórmula  de  Vistos. 

Si  la  estimare  improcedente  en  todo  ó 
en  parte,  por  Iiallarse  en  alguno  de  los  ca- 
sos expresados  en  el  artículo  1.171,  expon- 
drá en  escrito  razonado  los  motivos  legales 
en  que  funde  su  dictamen. 

Art.  1.170.  Devueltos  los  autos  por  el 
Fiscal,  la  Corte  Suprema  mandará  citar  á 
las  partes  que  se  hubieren  personado  y 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  resolve- 
rá lo  que  proceda.  Esta  resolución  conten- 
drá una  de  las  tres  declaraciones  que  si- 
guen: 

1.*  No  haber  lugar  á  la  admisión  del 
recurso,  condenando  en  las  costas  á  lá 
parte  recurrente. 

Esta  resolución  se  comunicará  á  la  Cor- 
te de  Apelaciones  respectiva,  con  devolu- 
ción de  los  autos. 

2.*     Admitir  el  recurso. 

3."  Declarar  admitido  el  rccur.so  res- 
pecto de  los  motivos  que  la  Corte  Suprema 
estime  admisibles,  y  que  no  ha  lugar  á  su 
adra¡.sión  en  cuanto  á  los  restantes. 
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Art.  1.171.  El  primero  de  los  fallos  for- 
mulados en  el  articulo  anterior  se  dic- 
tará: 

1.°  Cuando  la  .sentencia  no  tenga  el 
concepto  de  definitiva,  ó  no  sea  suscepti- 
ble del  recurso  de  casación  por  !a  natura- 
leza ó  cuantía  del  juicio  en  que  hubiere 
recaído,  conforme  á  los  artículos  1.151, 
1.155  y  1.156. 

2.°  Cuando  no  se  hayan  citado  con  pre- 
cisión y  claridad  las  leyes  que  se  supongan 
infringidas,  y  el  concepto  en  que  lo  hayan 
sido. 

3.°  Cuando  la  ley  ó  doctrina  citadas  se 
refieran  á  cuestiones  no  debatidas  en  el 
pleito. 

4.°  Cuando  al  alegar  la  infracción  de 
una  ley  que  contenga  varias  disposiciones, 
no  se  cite  concretamente  la  disposición  ó 
articulo  que  se  suponga  infringido. 

5.°  Cuando  sea  evidente  que  la  ley  que 
se  citii  como  infringida  no  disponga  lo  que 
se  ha  supuesto  en  el  recurso. 

6."  Cuando  el  recurso  ó  la  infracción 
alegada  se  refiera  á  la  incongruencia  de  la 
.sentencia  con  la  demanda  y  las  excepcio- 
nes, y  resulte  notoriamente  que  no  existe 
tal  incongruencia. 

7.°  Cuando  el  recurso  se  refiera  a  la 
apreciación  de  las  pruebas,  á  no  ser  que 
esté  comprendido  en  el  número  7."  del  ar- 
ticulo 1.153. 

8."  Cuando  se  citen  como  doctrina  le- 
gal principios  que  no  merezcan  tal  concep- 
to, según  la  jurisprudencia  de  la  Corte  Su- 
prema, declarada  en  tres  sentencias  con- 
formes. 

Art.  1.172.  El  segundo  délos  fallos  for- 
mulados en  el  artículo  1.170,  se  (¡ictará 
cuando  deba  admitirse  el  recurso  por  no 
hallar.se  comprendido  en  ninguno  de  los 
casos  del  articulo  anterior. 

Art.  1.173.  Corresponde  dictar  el  ter- 
cero de  los  fallos  expresados  en  el  artícu- 
lo 1.170,  cuando  interpuesto  el  recurso  en 
tiempo  y  forma,  se  fundare  á  la  vez  en  mo- 
tivos admisibles  y  no  admisibles. 

Art.  1.174.  Contra  los  fallos  á  que  se 
refieren  los  artículos  anteriores,  no  se  dará 
recurso  alguno. 

CAPÍTULO  V 

DF  LA  SUSTANCIACIÓN  Y  DECISIÓN  DE  LOS  RE- 
CURSOS AD.MIIIDO.S  POR  IM-RACCIÓN  DE  LEY 
Ó  DK  DOCTRINA. 

Art.  1.175.  Declarada  la  admisión  del 
curso,  la  Corte  Suprema  señalará  dia  para 
la  vista,  con  citación  de  las  partes  que  se 
hubieren  personado. 


Art.  1.176.  Ni  antes  de  la  vista,  ni  en 
el  acto  de  verificarse,  podrá  admitir  la 
Corte  ningún  documento,  ni  permitir  su 
lectura,  como  tampoco  la  alegación  de  he- 
chos que  no  resulten  de  los  autos. 

Art.  1.177.  El  Ministerio  Fiscal  concu- 
rrirá á  la  vista  cuando  lo  estime  conve- 
niente, y  lo  mismo  los  abogados  defenso- 
res de  las  partes. 

Principiará  el  acto  con  la  lectura  de  la 
sentencia  recurrida,  de  los  votos  particu- 
lares si  los  hubiere,  y  de  los  motivos  de  ca- 
sación. 

Informará  en  primer  lugar  el  abogado 
de  la  parte  recurrente,  después  el  de  la 
contraria,  y  por  último  el  Ministerio  Fis- 
cal, si  concurriere. 

Art.  1.178.  El  Tribunal  dictará  senten- 
cia dentro  de  quince  días,  contados  desde 
el  siguiente  al  de  la  terminación  de  la 
vista. 

Art.  1.179.  Si  el  Tribunal  estimare  que 
en  la  sentencia  se  ha  cometido  la  infrac- 
ción de  ley  ó  de  doctrina  en  que  se  funde 
el  recurso,  declarará  haber  lugar  á  él  y 
casará  la  sentencia. 

Acto  continuo,  y  por  separado,  dictará 
la  sentencia  que  corresponda  sobre  la 
cuestión  objeto  del  pleito. 

Art.  1.180.  En  las  sentencias  en  que  se 
declare  no  haber  lugar  al  recurso,  se  con- 
denará al  recurrente  al  pago  de  todas  las 
costas. 

CAPITULO  VI 

DE  LA  INTERPOSICIÓN,  ADMISIÓN  Y  SUSTAN- 
CIACIÓN DEL  RECURSO  POR  QUEBRANTA- 
MIENTO DE  FORMA. 

Art.  1.181.  El  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  se  interpondrá 
en  la  Corte  de  Apelaciones  que  hubiere 
dictado  la  sentencia,  dentro  de  los  cinco 
días  siguientes  al  de  la  notificación  á  la 
parte  que  lo  proponga. 

Pasado  dicho  término  sin  haberlo  inter- 
puesto, quedará  de  derecho  firme  la  sen- 
tencia. 

Art.  1.182.  En  el  escrito  en  que  se  for- 
malice el  recurso  se  expresará  el  caso  ó 
casos  del  art.  1.154  en  que  se  funde,  y  las 
reclamaciones  que  .se  huliieren  hecho  para 
obtener  la  subsanación  de  la  falta,  ó  que 
no  fué  posible  hacerlas  conforme  á  lo  pre- 
venido en  los  artículos  1.157  y  1.158. 

Art.  1.183.  Presentado  el  recurso,  la 
Corte  de  Apelaciones  examinará: 

I.**  Si  la  sentencia  es  definitiva,  ó  me- 
rece el  concepto  de  tal  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 1.151. 
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2."  Si  ha  sido  interpuesto  el  recurso 
dentro  del  término  legal. 

3.°  Si  se  funda  en  alguna  de  las  causas 
taxativamente  señaladas  en  el  art.  1.154. 

4."  Si  la  omisión  ó  falta  ha  sido  recla- 
mada oportunamente,  pudiendo  haberlo 
sido  con  arreglo  á  los  artículos  1.157  y 
1.158. 

Art.  1.184.  Concurriendo  todas  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  el  articulo  an- 
terior, la  Corte  de  Apelaciones,  dentro  de 
tercero  día,  dictará  auto  admitiendo  el  re- 
curso y  señalando  á  las  partes  para  su 
comparecencia  ante  la  Coi'te  Suprema  el 
término  de  tres  días,  con  el  aumento  de  un 
dia  por  cada  veinte  kilómetros  de  distan- 
cia, y  ordenará  que  se  remitan  los  autos  á 
dicho  Tribunal. 

Art.  1.185.  No  concurriendo  todas  las 
circunstancias  expresadas  en  el  articu- 
lo 1.183,  la  Corte  sentenciadora  dictará 
auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión del  recurso,  y  que  se  entregue  co- 
pia certificada  del  escrito  y  del  auto  á  la 
parte  que  se  suponga  agraviada,  si  lo  pi- 
diere. 

Al  pie  de  la  misma  copia  se  expresará  el 
dia  en  que  tenga  lugar  su  entrega. 

Art.  1.186.  Con  la  copia  certittcada  á 
que  se  refíere  el  articulo  anterior,  podrá  la 
parte  recurrir  de  hecho  ante  la  Corte  Su- 
prema, dentro  del  término  señalado  en-  el 
art.  1.162,  pasado  el  cual  sin  ejecutarlo, 
no  se  admitirá  el  recurso,  y  se  pondrá  en 
conocimiento  de  la  Corte  de  Apelaciones 
esta  resolución. 

Art.  1.187.  Presentado  el  recurso  de 
hecho,  la  Corte  Suprema  sin  más  trámites 
dictará,  dentro  del  término  de  cinco  dias, 
la  resolución  que  corresponda,  y  contra 
ella  no  se  dará  ulterior  recurso. 

Art.  1.188.  Cuando  la  Corte  Suprema 
revocare  el  auto  denegatorio  de  la  admi- 
sión del  recurso,  lo  declarará  admitido,  y 
dirigirá  despacho  á  la  Corte  de  Apelado-, 
nes  para  que  remita  los  autos. 

Art.  1.189.  Si  la  Corte  Suprema  con- 
iirmare  ol  auto  denegatorio,  lo  pondrá  en 
conocimiento  de  la  Corte  de  Apelaciones 
para  ios  efectos  correspondientes. 

Art.  1.190.  Recibidos  los  autos  en  la 
Corte  Suprema,  y  personada  la  parte  re- 
currente dentro  del  término  legal,  se  co- 
municarán diidios  autos  al  Fiscal  por  diez 
dias  para  que  emita  dictamen  .sobre  la  pro- 
cedencia ó  improcedencia  del  recur,so,  en 
la  forma  prevenida  en  el  art.  1.169. 

Art.  1.191.  Devueltos  los  autos  por  el 
Fiscal,  se  decr(;tará  la  vista,  la  que  se 
practicará  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.175,  L176  y  1.177. 


Art.  1.192.  El  término  para  dictar  sen- 
tencia será  de  diez  días,  á  contar  desde  el 
siguiente  al  de  la  vista. 

Art.  1.193.  En  las  sentencias  en  que  se 
declare  haber  lugar  al  recurso,  se  manda- 
rá devolver  los  autos  á  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  que  procedan,  para  que,  repo- 
niéndolos al  estado  que  tenían  cuando  se 
cometió  la  falta,  los  sustancie  y  determine, 
ó  haga  su.stanciar  y  determinar  con  arre- 
glo á  derecho,  y  se  acordarán  además  las 
correcciones  y  prevenciones  que  corres- 
pondan según  la  gravedad  de  la  infrac- 
ción. 

Art.  1.194.  Cuando  se  declare  no  ha- 
ber lugar  al  recurso,  se  condenará  al  re- 
currente al  pago  de  costas. 

CAPITULO  Vil 

DE  LOS  RECURSOS  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE 
FORMA,  Y  Á  LA  VEZ  POR  INFRACCIÓN  DE 
LEY  Ó  DE  DOCTRINA. 

Art.  1.195.  El  que  se  proponga  inter- 
poner recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  y  á  la  vez  por  infracción 
de  ley  ó  de  doctrina,  formalizará  el  rela- 
tivo al  quebrantamiento  de  forma  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1.181  y  1.182. 

En  otrosí  del  mismo  escrito,  hará  la  pro- 
testa formal  de  interponer,  en  su  caso  y 
lugar,  ante  la  Corte  Suprema,  el  relativo 
á  la  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal. 

Art.  1.196.  Para  la  admisión  y  sustan- 
ciación  del  recurso  por  quebrantamiento 
de  forma,  se  observará  lo  dispuesto  en  ios 
artículos  1.183  y  siguientes. 

Art.  1.197.  Declarado  por  la  Corte  Su- 
prema no  haber  lugar  al  rtcurso  por  que- 
brantamiento de  forma,  mandará,  cuando 
se  hubiere  hecho  la  protesta  expresada  en 
el  párrafo  segundo  del  art.  1.195,  que  se 
entreguen  los  autos  á  la  parte  recurrente, 
si  los  pidiere,  para  que  en  el  término  pre- 
ciso de  diez  dias  que  empezarán  á  correr 
desde  el  siguiente  al  de  la  notiñcación  de 
la  providencia,  formalice  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doc- 
trina, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1.1G7. 

Art.  1.198.  El  recurso  se  sustanciará, 
admitirá  y  fallará  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1.168  y  siguientes. 

CAPITULO  VIII 

DE  LOS  RECURSOS  CONTRA  LAS  SENTENCIAS 
DE  LOS  AMIGABLES  COMPONEDORES 

Art.  1.199.  El  recurso  de  casación  con- 
tra las  sentencias  de  los  amigables  cóm- 
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ponedores  se  interpondrá  ante  ellos  mis- 
mos, en  el  término  señalado  en  el  articu- 
lo 1.181. 

Art.  1.200.  En  el  recL.-so  se  expresará 
la  causa  en  que  se  funde  de  las  estableci- 
das en  el  número  3."  del  art.  1.152,  y  se 
alegarán  los  motivos  de  casación  en  pá- 
rrafos separados  y  numerados. 

Art.  1.201.  En  la  admisión,  sustancia- 
ción  y  decisión  de  estos  recursos,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  el  capitulo  VI  de 
este  titulo. 

CAPITULO  IX 

BE   LOS   RECURSOS   INTERPUESTOS  POR  EL  MI- 
NISTERIO  FISCAL 

Art.  1.202.  El  Ministerio  Fiscal  podrá 
interponer  el  recurso  de  casación  en  los 
pleitos  en  que  sea  parte,  sujetándose  á  las 
reglas  establecidas  en  Iod  capítulos  prece- 
dentes. 

Art.  1.20.3.  Podrá  igualmente  el  Mi- 
nisterio Fiscal,  en  interés  de  la  ley,  inter- 
poner en  cualquier  tiempo  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctri- 
na legal  en  los  pleitos  en  que  no  haya  sido 
parte.  En  este  caso  serán  citadas  y  empla- 
zadas las  partes  que  intervinieron  en  el 
litigio,  para  que,  si  lo  tienen  por  conve- 
niente, se  presenten  ante  la  Corte  Supre- 
ma dentro  del  término  que  les  señale. 

Las  sentencias  que  se  dicten  en  estos 
recursos  servirán  únicamente  para  formar 
jurisprudencia  sobre  las  cuestiones  legales 
discutidas  y  resueltas  en  el  pleito;  pero  sin 
que  por  ellas  pueda  alterarse  la  ejecutoria 
ni  afectar  el  derecho  de  las  partes. 

Estos  recursos  se  entenderán  admitidos 
de  derecho  y  se  interpondrán  directamen- 
te ante  la  Corte  Suprema. 

Art.  1.204.  Cuando  fuere  desestimado 
el  recurso  de  ca.sación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal,  haya  ó  no  sido  parte  en 
el  pleito,  no  procederá  la  condenación  en 
las  costas. 

CAPITULO  X 

DISPOSICIONES  COMUNES   Á    TODOS   LOS 
RECURSO.S   DE    CASACIÓN 

Art.  1.205  La  Corte  de  Apelaciones  po- 
drá decretar  la  ejecución  de  la  sentencia, 
á  petición  de  la  parto  que  la  hubiere  obte- 
nido, aunque  se  haya  interpuesto  y  admi- 
tido el  recurso  de  casación,  si  diclia  parte 
presta  fianza  bastante,  á  juicio  del  mismo 
Tribunal,  para  responder  de  cuanto  hubie- 
re recibido  si  se  declarase  la  ca.sación. 


Art.  1.206.  Cuando  se  interpongan  dos 
ó  más  recursos  de  igual  clase  contra  una 
misma  sentencia,  se  sustanciarán  y  deci- 
dirán juntos  en  una  sola  pieza,  á  cuyo  tin 
serán  acumulados. 

Si  el  de  una  parte  fuere  por  infracción 
de  ley,  y  el  de  la  otra  por  quebrantamien- 
to de  forma,  se  esperará  para  sustanciar 
el  primero,  á  que  esté  resuelto  el  segundo. 

Art.  1.207.  Cuando  no  se  personare  en 
tiempo  el  recurrente,  la  Corte  Suprema,  á 
instancia  de  la  parte  contraria,  declarará 
sin  más  trámites  la  deserción  del  recurso, 
con  costas. 

Art.  1.208.  En  cualquier  estado  del  re- 
curso puede  separarse  de  él  el  que  lo  haya 
interpuesto. 

El  auto  en  que  se  estime  la  separación 
del  recurso,  se  comunicará  á  la  Corte  de 
que  proceda  el  pleito,  con  devolución  de 
los  autos. 

Art.  1.209.  Las  sentencias  que  pronun- 
cie la  Corte  Suprema  en  los  recursos  de 
casación  se  publicarán  en  la  Gaceta  Judi- 
cial. 

Podrá  la  Corte  acordar,  si  concurrieren 
circunstancias  especiales  de  su  exclusiva 
apreciación,  que  no  se  publiquen  los  nom- 
bres propios  de  las  personas  interesadas  en 
el  pleito,  y  el  del  Tribunal  y  Juzgado  en 
que  se  hubiera  seguido  el  litigio. 


IiIBf^O    TÉI^CEHO 

De  la  iuFisdieciÓD  volün« 
taria. 


PRIMERA  PARTE 

DE   LOS    ACTOS   DE   JURISDICCIÓN  VOLUN- 
TARIA   EN     NEGOCIOS    CIVILES 


TITULO  PRIMfiRO 
Disposiciones  generales. 

Art  1.210.  Se  considerarán  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  todos  aquellos  en 
que  sea  necesaria  ó  se  solicite  la  interven- 
ción del  Juez,  sin  estar  empeñada,  ni  pro- 
moverse cuestión  alguna  entre  partes  co- 
nocidas y  determinadas. 

Art.  1.211.  Para  las  actuaciones  de  iu- 
risdieción  voluntaria  son  hábiles  todos  los 
dias  y  horas  sin  excepción, 

Art.  1.212.  Si  el  que  promoviere  el  ac- 
to pidiere  que  se  oiga  á  alguna  otra  perso^ 
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na,  ó  lo  solicitare  el  que  tenga  interés  le- 
gítimo en  él,  ó  el  Juez  lo  estimare  conve- 
niente, se  otorgará  la  audiencia,  poniendo 
de  manifiesto  los  autos  en  la  Secretaria 
por  un  breve  término,  que  fijará  el  Juez 
según  las  circunstancias  del  caso. 

Art.  1.213.  En  los  casos  en  que  la  au- 
diencia proceda,  podrá  oirse  también,  en 
la  forma  prevenida  en  el  articulo  anterior, 
al  que  haya  promovido  el  expediente. 

Art.  1.214.  Se  oirá  vprecisamente  al 
Fiscal  cuando  la  solicitud  promovida  afec- 
te á  los  intereses  públicos,  y  cuando  se  re- 
fiera á  persona  ó  cosa  cuya  protección  ó 
defensa  competan  á  la  Autoridad. 

El  Fiscal  emitirá  por  escrito  su  dictamen 
á  cuyo  efecto  se  le  entregará  el  expediente. 

Art.  1.215.  Se  admitirán,  sin  necesi- 
dad de  solicitud,  ni  otra  solemnidad  algu- 
na, los  documentos  que  se  presentaren  y 
las  justificaciones  que  se  ofrecieren. 

Art.  1.216.  Si  á  la  solicitud  promovida 
se  hiciere  oposición  por  alguno  que  tenga 
interés  en  el  asunto,  .se  hará  contencioso 
el  expediente,  sin  alterar  la  situación  que 
tuvieren,  al  tiempo  de  ser  incoado,  los  in- 
teresados y  lo  que  fuere  objeto  de  él,  y  se 
sujetará  á  los  trámites  estiblecidos  para  el 
juicio  que  corresponda,  según  la  cuantía. 

Art.  1.217.  El  Juez  podrá  variar  ó  mo- 
dificar las  providencias  que  dictare,  sin 
sujeción  á  los  términos  y  formas  estableci- 
das para  las  de  la  jurisdicción  contenciosa. 

No  se  comprenden  en  esta  disposición 
las  providencias  que  tengan  fuerza  de  de- 
finitivas, y  contra  las  que  no  se  hubiere 
interpuesto  recurso  alguno. 

Art.  1.218.  Las  apelaciones  se  admiti- 
rán siempre  en  ambos  efectos  al  que  hubie- 
re promovido  el  expediente.. 

Art.  1.219.  Las  apelaciones  que  inter- 
pusieren los  que  hayan  venido  al  mismo 
expediente,  ó  llamados  por  el  Juez,  ó  para 
oponer.se  á  la  solicitud  que  haya  dado  mo- 
tivo á  su  formación,  serán  admitidos  en  un 
solo  efecto. 

Art.  1.220.  la  sustanciación  de  las 
apelaciones  a  que  se  refieren  los  preceden- 
tes artículos,  .se  acomodará  á  los  trú mitos 
establecidos  para  la  de  los  incidentes. 

Art.  1.221.  Contra  las  sentencias  que 
dictaren  las  Cortes  de  Apelaciones  se  dará 
el  recurso  de  casación. 

Art.  1.222.  Los  expedientes  sobre  actos 
de  jurisdicción  voluntaria  no  .serán  acumu- 
labíes  á  ningún  juicio  de  jurisdicción  con- 
tenciosa. 

Art.  1.223.  En  los  casos  en  que  las  le- 
yes ordenen  que  se  proceda  sumariamen- 
te, .se  observarán  las  disposiciones  conte- 
nidas en  este  titulo. 


Son  extensivas  á  los  actos  de  jurisdic- 
ción voluntaria,  de  que  se  hace  especial 
mención  en  los  títulos  siguientes,  las  dis- 
posiciones contenidas  en  los  artículos  que 
preceden,  en  cuanto  no  se  opongan  á  lo 
que  se  ordena  respecto  á  cada  uno  de  ellos. 

TITULO  II 

Del  nombramiento  de  tutores  y  cura- 
dores y  del  discernimiento  de  estos 
cargos. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL    NOMBRAMIENTO    DE    TUTORES   PARA    LOS 
MENORES 

Art.  1.224.  Acreditado  el  nombramien- 
to de  tutor,  hecho  en  disposición  testamen- 
taria por  el  padre  ó  la  madre  del  menor, 
mandará  el  Juez  que  se  le  discierní  el  car- 
go sin  exigirle  fianzas,  si  se  le  hubiere  re- 
levado de  darlas. 

Art.  1.225.  También  se  mandará  dis- 
cernir el  cargo  de  tutor  al  nombrado  por 
cualquiera  persona  que  haya  instituido  he- 
redero al  menor,  ó  dejádole  manda  ó  le- 
gado de  importancia;  pero  la  relevación  de 
fianza,  en  su  caso,  sólo  se  entenderá  res- 
pecto á  los  bienes  en  que  consista  la  heren- 
cia ó  legado. 

Art.  1.226.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
los  dos  artículos  anteriores,  cuando  sobre- 
vengan razones  muy  fundadas,  que  el  Juez 
apreciará  atendidas  las  circunstancias  es- 
peciales que  en  su  caso  ocurran,  podrá 
exigir  la  prestación  de  fianza  aun  al  tutor 
nombrado  por  el  padre  ó  la  madre,  ó  por 
otra  per.sona  que  haya  dejado  al  menor 
manda  ó  legado  de  importmcia. 

Art.  1.227.  No  habiendo  tutor  nombra- 
do por  e!  padre,  la  madre  ú  otra  persona 
3ue  haya  instituido  lieredero  al  menor,  ó 
ejádole  manda  de  im|)ortancia,  designará 
el  Juez  para  este  cargo  al  pariente  á  quien 
corres{)onda  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  ]  .228.  Previa  la  'ceptación  del  de- 
signado, y  la  prestación  de  fianza  en  su  ca- 
so, se  le  discernirá  el  cargo. 

Art.  1.229.  A  falta  de  pariente  á  quien 
designar,  ó  no  reuniendo  el  que  huoiere 
las  cualidades  que  exigen  las  leyes,  lo  cual 
se  hará  constar  en  el  expediente,  el  Juez 
nombrará  para  el  desempeño  del  cargo  á 
la  persona  ijue  merezca  su  confianza. 

Art.  1.2;í().  Si  se  hiciere  oposición  al 
nombramiento,  se  discutirá  y  resolverá  por 
los  trámites  de  los  incidentes  entre  el  que 
la  promueva  y  el  tutor  nombrado,  repre- 
sentando los  intenises  del  menor  el  Fiscal. 

Durante  la  sustanciación  del  juicio  que- 
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dará  á  cargo  del  tutor  electo  la  custodia  del 
menor  y  la  administración  de  su  caudal, 
bajo  las  garantías  que  j  arecieren  suficien- 
tes al  Juez. 

Art.  1.231.  Oponiéndose  el  tutor  elegi- 
do á  aceptar  el  cargo,  se  oirá  al  Fiscal;  y 
si  éste  está  conforme,  nombrará  el  Juez 
nuevo  tutor. 

Si  el  Fiscal  no  se  conformare,  se  discuti- 
rá y  resolverá  la  oposición  por  los  trámites 
de  los  incidentes,  observándose  lo  preveni- 
do en  el  párrafo  segundo  del  articulo  an- 
terior. 

CAPITULO  II 

DEL    NOMBRAMIENTO    DE    TUTORES   PARA    LOS 
INCAPACITADOS 

Art.  1.232.  Declar.ida  por  sentencia  fir- 
me la  incapacidad  de  una  persona  para 
administrar  sus  bienes,  el  Juez  competente 
le  nombrará  tutor,  encabezando  el  expe- 
diente con  testimonio  de  dicha  sentencia. 

Art.  1.233.  Cuando  la  incapacidad  no 
resulte  declarada  en  sentencia  firme,  se 
acreditará  sumariamente  á  instancia  de 
persona  hábil,  y  se  nombrará  un  tutor  in- 
terino, reservando  á  las  partes  el  derecho 
que  pueda  asistirles  en  el  juicio  correspon- 
diente. 

Art.  1.234.  El  nombramiento  de  tutor 
deberá  recaer  en  las  ¡personas  designadas 
por  la  ley,  si  tuvieren  la  aptitud  necesaria. 

A  falta  de  éstas,  el  Juez  podrá  nombrar 
á  la  que  estimare  á  propósito,  prefiriendo 
la  que  sea  pariente  ó  amiga  del  incapacita- 
do ó  de  sus  padres. 

CAPITUí.0  III 

DEL    NOMBRAMIENTO    DE    CURADORES   PARA 
PLEITOS 

Art.  1.235.  Los  menores  de  veintiún 
años  que  se  hallen  bajo  la  patria  potestad, 
serán  representados  en  juicio  por  las  per- 
sonas que  los  tengan  bajo  su  poder. 

Los  que  no  estén  sujetos  á  la  patria  po- 
testad, lo  serán  por  sus  tutores. 

Art.  1.236.  En  el  caso  de  que  los  padres 
del  menor  sujeto  á  la  patria  potestad,  ó  sus 
tutores,  no  puedan  representarlos  en  jui- 
cio con  arreglo  á  las  leyes,  se  procederá  á 
nombrarles  un  curador  para  pleitos. 

Lo  mismo  so  hará  si  el  menor  ó  incapa- 
citado no  tuviere  nombrado  tutor. 

Art.  1.237.  Corresponde  al  Juez  hacer 
el  noml)ramiento  de  curador  para  pleitos 
á  los  menores  de  catorce  y  doce  años,  se- 
gún su  sexo,  y  á  los  incapacitados. 


Art.  1.238.  El  Juez  hará  el  nombra- 
miento de  curador  para  pleitos  en  un  pa- 
riente inmediato  de!  menor,  si  lo  hubiere; 
en  su  defecto,  en  persona  de  su  intimidad 
ó  de  la  de  sus  padres;  y  no  habiéndolas,  ó 
no  teniendo  la  aptitud  legal  necesaria,  en 
persona  de  su  confianza,  que  la  tenga. 

Art.  1.239.  Los  menores  de  veintiún 
años  y  mayores  de  catorce  y  de  doce,  se- 
gún sus  respectivos  sexos,  podrán  designar 
para  curador  para  pleitos  á  la  persona  que 
crean  conveniente,  siempre  que  tenga  la 
aptitud  legal  necesaria  para  representar- 
los en  juicio. 

La  designación  se  hará  en  comparecen- 
cia «nte  el  Juez. 

Art.  1.24Ü.  El  Juez  podrá  negar  el  dis- 
cernimiento si  la  persona  propuesta  por  el 
menor  no  tiene  la  aptitud  legal  necesaria, 
en  cuyo  caso  le  invitará  á  que  proponga 
otra  que  la  tenga,  bajo  apercibimiento  de 
que  no  haciéndolo,  se  le  nombrará  de 
oficio. 

Art.  1.241.  Si  sobre  el  discernimiento 
del  cargo  se  empeñare  cuestión,  se  sustan- 
ciará por  los  trámites  de  los  incidentes,  re- 
presentando al  menor  el  Fiscal. 

Art.  1.242.  Hecho  el  nombramiento  de 
curador  para  pleitos,  se  le  discernirá  el 
cargo  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  1.243.  La  representación  del  cu- 
rador para  pleitos  cesará  luego  qu<t  se  haya 
nombrado  al  menor  incapacitado  tutor,  ó 
haya  desaparecido  la  incapacidad  para  re- 
presentarlos. 

CAPÍTULO  IV 

DEL    NOMBRAMIENTO    DE   CURADORES 
PARA    LOS    BIENES 

Art.  1.244.  En  los  casos  en  que  proce- 
da el  nombramiento  de  curador  para  los 
bienes,  corresponderá  hacerlo  al  Juez  com- 
petente, con  audiencia  del  Fiscal. 

Se  consideran  curadores  de  bienes  los 
de  la  herencia  yacente,  los  del  ausente,  y 
los  curadores  especiales  que  tengan  admi- 
nistración de  bienes. 

CAPÍTULO  V 

DEL  DISCERNIMIENTO  DE  LOS  CARGOS  DE 
TUTOR  Y  CURADOR 

Art.  1.245.  Hecho  el  nombramiento  de 
tutor,  si  fuere  conocido  el  caudal  del  me- 
nor ó  incapacitado,  dictará  el  Juez  provi- 
dencia mandando  que  se  oiga  al  tutor 
nombrado  y  al  Fiscal,  acerca  de  si  .se  ha  de 
entender  el  desempeño  del  cargo  frutos 
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por  alimentos,  ó  ha  de  señalarse  para  éstos 
una  cantidad  determinada. 

Si  el  caudal  del  menor  ó  incapacitado 
no  fuere  conocido,  bastará  para  los  efectos 
de  este  articulo  que  el  tutor  nombrado  pre- 
sente un  inventario  simple  del  caudal,  for- 
mado con  citación  del  Fiscal,  y  asistencia 
de  dos  de  los  parientes  más  próximos  de 
dicho  menor  ó  incapacitado,  uno  por  cada 
línea;  y  si  no  los  hubiere,  de  dos  vecinos 
de  arraigo  designados  por  el  Juez. 

Art.  1.246.  En  vista  de  lo  que  expon- 
gan el  tutor  y  el  Fiscal,  dictará  el  Juez  la 
resolución  que  corresponda,  fijando  la 
cantidad  en  que  ha  consistir  la  pensión  ali- 
menticia, si  opta  por  este  medio,  y  deter- 
minando además  en  este  caso  el  tanto  por 
ciento  que  haya  de  abonarse  al  tutor  por  el 
desempeño  de  su  cargo. 

Art.  1.247.  La  resolución  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior  se  ejecutará  sin 
perjuicio  del  recurso  de  apelación,  que 
será  admitido  en  un  solo  efecto. 

Art.  1.248.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores,  sólo  será  aplical)le  al  caso 
en  que  el  que  haya  nombra'io  heredero  al 
menor  ó  incapacitido  no  hubiere  dispuesto 
otra  cosa. 

Art.  1.249.  No  estando  relevado  el  tu- 
tur  nom lirado  de  la  obligación  de  d;ir  fian- 
za, se  le  requerirá  para  que  presente  la 
que  el  Juez  estime  nece.saria  para  garanti- 
zar el  importe  de  los  bienes  muebles,  y  la 
renta  ó  producto  de  los  inmuebles  que 
constituyan  el  caudal  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

Art.  1.2.50.  El  curador  para  los  bienes 
está  obUgado  á  garantizar  su  administra- 
ción lo  mismo  que  los  tutores. 

Art.  1.251.  La  aproljación  déla  fianza 
se  hará  previa  audiencia  del  Fiscal,  acor- 
dándose la  práctica  de  cualquiera  diligen- 
cia que  el  Juez  considere  conveniente  para 
la  eficacia  de  la  fianza  y  conservación  de 
los  bienes  del  menor  incapacitado. 

Art.  1.252.  Practicadas  todas  las  dili- 
gencias acordadas,  y  otorgada  apud-aria 
por  el  tutor  ó  curador  obligación  de  cum- 
plir los  deberes  de  su  cargo  conforme  á  las 
leyes,  el  Juez  acordará  qI  discernimiento 
del  cargo. 

En  la  resolución  del  discernimiento  se 
conferirán  al  tutor  ó  curador  las  facultades 
legales  para  el  ejercicio  de  su  cargo,  y  se 
le  mandará  extender  la  certificación  co- 
rrespondiente. 

Art.  1.253.  Si  la  fianza  llegare  á  ser 
insuficiente,  podrá  el  Juez,  de  oficio  ó  á 
instancia  de  cualquiera  persona,  mandar 
que  se  amplié  bástala  cantidad,  que,  según 
su  prudente  arbitrio,  sea  necesaria  para 


asegurar  las  resultas  de  "la  administración, 
guardándose  las  formalidades  que  en  los 
artículos  anteriores  quedan  prevenidas. 

Art.  1.254.  Hecho  el  discernimiento,  96 
hará  entrega  del  caudal  al  tutor  ó  curador, 
por  inventario  que  se  unirá  al  expediente, 
si  ya  no  obrare  en  él,  á  cuyo  pie  constará 
el  recibo  del  expresado  tutor  ó  curador. 

Igual  entrega,  y  con  la  misma  forma- 
lidad, se  hani  de  los  títulos  v  documentos 
que  se  refieran  á  dichos  bienes. 

Art.    1.255.    A  los  curadores  para  plei- 
tos, nombrados  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones de  este  Código,  se  les  discernirá  el 
cargo,  previo  el  otorgamiento  de  la  obliga 
ción  prevenida  en  el  art.  1.252. 

CAPITliLO  VI 

DISPOSICIONES     COMUNES      A     LOS   CAPÍTULOS 
ANTERIORES 

Art.  1.256.  Todi  cuestión  que  surja  de 
las  disposiciones  contenidas  en  este  titulo, 
y  haya  de  resolverse  en  juicio  contradicto- 
rio, según  lo  ordenado  en  el  mismo,  se 
sustanciarán  en  la  forma  determinada  pa- 
ra los  incidentes. 

Art.  1.257.  En  el  registro  que  los  Juz- 
gados de  Letras  están  obligados  á  llevar  de 
las  tutelas,  se  comprende  también  el  délas 
cúratelas,  cuando  tengan  administración 
de  bienes. 

Art.  1.258.  Dentro  de  los  ocho  prime- 
ros días  de  cada  año,  los  Jueces  examina- 
rán dicho  registro,  pedirán  los  informes 
,ue  sean  necesarios  y  acordarán,  según 
los  casos: 

1."  El  reemplazo  de  los  tutores  ó  cura- 
dores que  hubieren  fallecii-io. 

2."  Que  rindan  cuentas  los  tutores  y 
curadores  que  deban  darlas. 

3."  Las  demás  providencias  necesarias 
para  remediar  ó  evitar  los  abusos  en  la 
gestión  de  la  tutela  ó  cúratela. 

Art.  1.259.  Sobre  las  cuentas  que  el 
tutor  ó  curador  rindiere  durante  el  ejerci- 
cio de  su  cargo,  se  oirá  siempre  al  Fiscal, 
V  con  vista  de  su  pedimento,  resolverá  el 
íuez  lo  que  proceda. 

Art.  1.260.  Los  tutores  serán  removí- 
dos  en  la  forma  que  determine  el  Código 
civil. 

Los  curadores  para  bienes  y  para  pleitos 
podrán  ser  removidos  sumariamente  por 
el  Juez. 

TÍTULO   III 
De  Jos  depósitos  de  personas. 

Art.  1.261.  Podrá  decretarse  el  depó- 
sito: 
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1°  De  mujer  casada  que  se  proponga 
intentar  ó  haya  intentado  demanda  de  di- 
vorcio, ó  querella  de  amancebamiento  con- 
tra sU  marido,  ó  la  acción  de  nulidad  del 
matrimonio. 

2.°  De  mujer  casada  contra  la  cual  ha- 
ya intentado  su  marido  demanda  de  di- 
vorcio, ó  querella  de  adulterio,  ó  la  acción 
de  nulidad  del  matrimonio. 

3."  De  los  hijos  de  familia,  pupilos  ó 
incapacitados,  que  sean  maltratados  por 
los  mismos  á  ejecutar  actos  reprobados  por 
las  leyes. 

4.*  De  huérfano  que  hubiere  quedado 
abandonado  por  la  muerte,  ausencia  inde- 
finida en  país  ignorado,  ó  imposibilidad 
legal  ó  física  de  la  persona  .[ue  lo  tuviere 
á  su  cargo. 

Art.  1.262.  Para  decretar  el  depósito 
en  el  caso  del  número  1."  del  articulo  an- 
terior, deberá  preceder  solicitud  por  es- 
crito de  la  mujer,  ó  de  otra  persona  á  su 
ruego. 

Art.  1.263.  Presentada  la  .solicitud,  se 
trasladará  el  Juez,  acompañadcí  del  Secre- 
tario, á  la  casa  del  marido,  y  sin  que  éste 
se  halle  presente,  hará  comparecer  á  la 
mujer  para  que  manifieste  si  se  ratificaóno 
en  el  escrito  en  que  ha  ya  pedido  el  depósito. 

Si  la  mujer  no  .se  encontrare  en  la  casa 
del  marido,  se  practicará  la  diligencia  ex- 
presada, y  las  demás  á  que  se  refieren  los 
artículos  siguientes,  en  aquella  en  que  se 
encontrare,  citando  previamente  al  mari- 
do con  señalamiento  de  día  y  hora,  bajo 
apercibimiento  de  que,  sin  más  citación, 
se  realizarán  dichas  diligencias  aunque  no 
concurra. 

No  estando  presente  el  marido,  decidirá 
el  Juez  lo  que  corresponda. 

Art.  1.264.  Ratificándose  la  reclaman- 
te, procurará  el  Juez  que  se  pongan  de 
acuerdo  marido  y  mujer  sobre  la  persona 
que  haya  de  encargarse  del  depósito. 

Art.  1.265.  Si  no  convinieren,  ó  el  ma- 
rido no  hubiere  concurrido,  el  Juez  elegi- 
rá la  que  crea  más  á  propósito,  bien  de  ^as 
designadas  por  uno  de  ellos,  si  estimare 
infundada  la  oposición  que  se  le  liubiere 
hecho  por  el  otro,  l)ien  cualquiera  otra  de 
su  confianza. 

Art.  1.266.  Dispondrá  también  que  en 
el  acto  se  entreguen  á  la  mujer  la  cama  y 
ropa  de  su  uso  diario,  formándose  de  todo 
el  inventario  corresijondiente. 

Art.  1.267.  Si  huliiere  cuestión  .sobre 
las  ropas  que  hubieren  de  entregarse,  el 
Juez,  sin  ulterior  recurso,  y  teniendo  en 
cuenta  las  circunstancias  de'^las  personas, 
determinará  las  que  deban  considerarse 
como  de  uso  diario  y  entregarse. 


Art.  1.268.  Si  hubiere  hijos  del  matri- 
monio, mandará  el  Juz  que  queden  en  po- 
der de  la  madre  los  que  no  tuvieren  tres 
años  cumplidos,  y  los  pasen  de  esta  edad 
en  poder  del  padre,  hasta  que  en  el  juicio 
correspondiente  se  decida  lo  que  proceda. 

Art.  1.  269.  Practicado  todo  lo  preve- 
nido en  los  artículos  anteriores,  constitui- 
rá el  Juez  el  depósito  con  la  debida  solem- 
nidad. 

Art.  1.270.  Al  depositario  se  le  i..cili- 
tará  un  testimonio  de  la  providencia  en 
que  se  le  haya  nombrado  y  de  la  diligencia 
de  constitución  del  dep*  ;íto,  para  su  res- 
guardo. 

Art.  1.271.  Constituido  el  depósito,  el 
Juez  dictará  providencia  mandando  inti- 
mar al  marido  que  no  moleste  á  su  mujer 
ni  al  dei)Osit!irio,  bajo  apercibimiento  de 
precederse  contra  él  á  lo  que  hubiere  lu- 
gar; y  á  la  mujer,  que  si  dentro  de  un  mes 
no  acredita  haber  intentado  la  demanda  de 
divorcio  ó  de  nulidad  del  matrimonio,  ó  la 
querella  de  amancebamiento,  quedará  sin 
efecto  el  depósito  y  será  restituida  á  la  ca- 
sa de  su  marido. 

Art.  1.272.  El  término  de  un  mes  se 
aumentará  con  un  día  por  cada  veinte  ki- 
lómetros que  diste  el  pueblo  en  que  se 
constituya  el  depósito  del  en  que  resida  el 
Juez  de  Letras  que  haya  ue  conocer  de  la 
demanda  principal. 

Art.  1.273.  Si  la  mujer  que  pida  el  de- 
pósito residiere  en  pueblo  distinto  del  en 
que  esté  situado  el  Juzgado,  [lodrá  el  Juez 
de  Letras  dar  comisión  para  constituir  el 
depósito  al  Juez  de  Paz  correspondiente, 
sin  i)erjuicio  de  poder  hacerlo  por  sí  mis- 
mo en  los  casos  en  que  lo  crea  necesario. 

Art.  1  274.  El  término  señalado  para 
la  duración  del  depósito  podrá  prorrogar- 
se, si  se  acreditare  que  por  causa  no  im- 
putable á  la  mujer  ha  sido  imposible  inten- 
tar la  demanda  ó  ([uerella  correspondiente. 

Art.  1.275.  No  acreditándose  haber  in- 
tentado ó  admitido  la  demanda  ó  quere- 
lla dentro  del  término  señalado,  el  Juez 
levantará  el  depósito,  mandando  restituir 
á  la  mujer  á  la  casa  de  su  marido. 

Art.  i. 276.  Acreditando  la  mujer  ha- 
berle sido  admitida  la  demanda  ó  quere- 
lla, se  riitilicará  el  depósito,  á  no  ser  que 
aquella  pida  que  se  constituya  en  la  per- 
sona que  designe. 

Art.  1.277.  De  dicha  resolución  podrá 
apelarse.  La  apelación  se  admitirá  en 
ambos  efectos  á  la  mujer  que  promovió  el 
depósito;  y  sólo  en  uno,  á  su  marido. 

Art.  1.278.  Las  pretensiones  que  pue- 
dan formularse  por  la  mujer,  por  el  mari- 
do ó  por  el  depositario,  sobre  variación  de 
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depósito,  ó  cualesquiera  otros  incidentes 
á  que  esta  pueda  dar  lugar  antes  ó  des- 
pués de  haberse  constituido  definitivamen- 
te, se  sustanciarán  con  un  escrito  por  ca- 
da parte:  y  oídas  sus  justificaciones  en  una 
comparecencia  verbal,  el  Juez  resolverá  lo 
que  proceda  por  sentencia  que  será  apela- 
ble en  ambos  efectos. 

Exceptúanse  las  solicitudes  que  se  re- 
fieran á  alimentos  provisionales,  las  que  se 
sustanciarán  de  la  manera  prevenida  en 
el  Titulo  XVI,  Libro  II,  de  este  Código. 

Art.  1.279  Para  decretar  el  depósito 
en  el  caso  de!  número  2."  del  articulo  1.269 
deberá  previamente  acreditarse  haberse 
admitido  la  demanda  de  divorcio,  ó  nuli- 
dad del  matrimonio,  ó  la  querella  del  adul- 
terio promovida  por  el  marido. 

Art.  1.280.  Con-tando  la  admisión  de 
la  demanda  ó  de  la  querella,  el  Juez  se 
trasladará  á  la  casa  del  marido;  procurará 
que  se  ponga  de  acuerdo  con  la  mujer  so- 
bre la  persona  en  que  hubiere  de  consti- 
tuirse el  depósito;  y  si  no  convinieren, 
nombrará  el  Juez  la  que  el  marido  haya 
designado,  si  no  hubiere  razón  fundada 
que  lo  impida. 

Habiéndola,  elegirá  la  que  estime  más 
á  propósito. 

Art  1.281.  Serán  aplicables  á  los  de- 
pósitos, en  los  casos  que  habla  el  número 
2.°  del  artículo  1.261,  las  reglas  estable- 
cidas en  los  artículos  1.266,  1.267,  1.268, 
1.269,  1.270,  primera  parte  del  1.271,  1.273 
y  1.278. 

Art.  1.282.  Para  decretar  el  depósito 
en  los  casos  de  que  habla  el  número  3.^ 
del  articulo  1.261,  se  necesita: 

1."  Que  lo  solicite  el  interesado  por  es- 
crito ó  de  palabra,  ó  si  no  pudiere  hacerlo 
por  si,  otra  persona  á  su  nombre,  ratifi- 
cándose en  todo  caso  á  la  presencia  judi- 
cial, siempre  que  tenga  capacidad  legal 
para  hacerlo. 

2.*'  Que  el  Juez  adquiera  el  convenci- 
miento do  la  certeza  de  los  hechos,  bien 
por  la  inlbrmación  que  presente  el  inte- 
resado, i)ien  por  los  datos  que  haya  podi- 
do adquirir. 

Art.  1.283.  Podrán  los  Jueces,  no  obs- 
tante lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior, 
decretar  el  depósito  sin  solicitud  del  inte- 
resado, cuando  les  conste  la  imposibilidad 
en  que  se  encuentre  de  formularla. 

Art.  1.284.  Estimando  el  Juez  proce- 
dente el  depósito,  acoi-dará  realizarlo  en 
la  persona  que  designe. 

Art.  1.285.  Respecto  á  la  entrega  de 
ropas  y  cama,  se  observará  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.266  y  siguientes. 

Art.  1.286.     Constituido  el  depósito,  se 


hombrará  al  depositado  un  curador  para 
pleitos;  y  discernido  que  le  sea  el  cargo, 
se  le  entregarán  los  autos,  á  fin  de  que  se 
exponga  y  pida  en  el  juicio  correspondien- 
te  lo   que  convenga  en  defensa  de  aquél. 

Art.  1.287.  Cuando  el  Juez  tuviere  no- 
ticia de  que  algún  huérfano  menor  de  ca- 
torce años  si  es  varón,  y  de  doce  si  es  hem- 
bra, ó  algún  incapacitado,  se  halla  en  el 
caso  de  que  habla  el  número  4."  del  arti- 
culo 1.261,  procederá  á  su  seguridad  y  á  la 
de  sus  bienes,  constituyéndolo  en  depósito 
y  nombrándole  tutor  conforme  á  derecho. 

Art.  1.288.  Sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  segundo  del  artículo  1.278 
en  la  misma  providencia  en  que  el  Juez 
decrete  el  depósito  de  alguna  persona,  le 
señalará  para  alimentos  provisionales  la 
cantidad  que  prudencialmente  crea  nece- 
saria, atendido  el  capital  que  le  pertenez- 
ca, ó  el  que  posea  el  que  ha  de  darlos,  cu- 
yo pago  será  por  mensualidades  anticipa- 
das. 

Art.  1.289.  Para  la  seguridad  del  pa- 
go de  los  alimentos  acordará  el  Juez  las 
providencias  que  estime  convenientes,  pu- 
diendo  llegar  hasta  el  embar^■o  de  bienes, 

Art.  1.290.  En  los  casos  ^1."  y  2.»  del 
artículo  1.261,  los  alimentos  se  entrega- 
rán á  la  mujer  depositada;  en  los  i'estan- 
tes  del  mismo  artículo,  al  depositario. 

TITULO  IV 

Del  suplemento  del  eocseritimiento  de 
los  padres  y  abuelos  para  contraer 
matrimonio. 

Art.  1.291.  En  l«s  casos  en  que,  con 
arreglo  á  la  ley,  corresponda  á  la  Autori- 
dad judicial  prestar  su  consentimiento 
para  el  matrimonio  de  un  menor,  deberá 
éste  acreditar  documentalmente,  ó  por  me- 
dio de  información  testifical,  hallarse  en 
alguno  de  los  casos  siguientes: 

1°  No  tener  padre,  madre,  abuelo  pa- 
terno ni  materno,  ó  caso  de  que  existan, 
hallarse  en  países  en  los  cuales  sea  preciso 
invertir  más  de  seis  meses  para  comuni- 
carse y  obtener  respuesta. 

2."  '  Ignorarse  el  paradero  de  dichos  pa- 
dres ó  abuelos. 

3."  Hallarse  los  mismos  impedidos  le- 
gal ó  físicamente  para  prestar  el  consenti- 
miento. 

4."  No  estar  ó  no  haber  sido  educado 
en  una  casa  de  expósitos,  cuando  el  soli- 
citante sea  de  padres  desconocidos. 

Art.  1.292.  Recibida  la  información,  .se 
pasará  el  expediente  al  Fiscal  para  qué 
manifieste  si  lo  encuentra  completo,  ó  pro- 
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ponga  en  otro  caso  las  diligencias  que  á 
su  juicio  deban  practicarse. 

Árt.  1.293.  Devuelto  el  expediente  por 
el  Fiscal,  y  completada  en  su  caso  la  jus- 
tifícación,  convocará  el  Juez  al  consejo  de 
tutela,  para  lo  cual  el  menor  indicará  los 
parientes  que  residan  en  el  radio  de  trein- 
ta kilómetros,  y  en  su  defecto,  á  los  vecinos 
que  fueren  amigos  de  sus  padres. 

Art.  1.294.  Oído  el  consejo  de  tutela,  el 
Juez  dictará  resolución  otorgando  ó  ne- 
gando la  licencia  al  menor,  según  estime 
procedente,  por  los  datos  ó  noticias  que 
hubiere  adquirido,  que  le  conviene  ó  no  la 
celebración  del  matrimonio. 

Art.  1.295.  Contra  la  resolución  del 
Juez,  concediendo  ó  negando  la  licencia, 
no  se  dará  ulterior  recurso. 

Si  fuere  favorable  al  matrimonio,  se  da- 
rá certificación  al  menor  interesado  para 
que  pueda  hacerlo  constar  ante  quien  con- 
venga. 

Art.  1.296.  Cuando  los  hijos  mayores 
de  edad  quisieren  acreditar  la  petición  de 
consejo  á  sus  padres  para  contraer  matri- 
monio, pedirán  verbalmente  al  Juez  de 
Paz  que  haga  comparecer  al  que  deba 
prestarlo,  para  que  manifieste  si  lo  da  fa- 
vorable ó  adverso. 

Se  extenderá  por  escrito,  tanto  la  com- 
parecencia del  que  pida  el  consejo,  como 
la  del  que  deba  darlo  ó  negarlo. 

Art.  1.297.  Si  el  requerido  de  presen- 
tación no  compareciere,  se  tendrá  por 
dado  el  consejo  desfavorable  al  matri- 
monio. 

Art.  1.298.  En  el  ca.so  de  que  el  citado 
no  pudiere  comparecer  por  enfermedad  ú 
otro  impedimento  legitimo,  el  Juez  de  Paz 
se  trasladará  á  la  casa  ó  local  en  que  aquél 
se  halle,  para  recibir  su  declaración. 

Art.  1.299.  Comparecido  el  citado,  se 
le  instruirá  de  la  petición  del  hijo,  y  se  le 
requerirá  para  que  manifíe-ste  su  consejo 
favorable  ó  adverso  al  matrimonio,  sin 
admitirle  evasivas  ni  excusas  de  ninguna 
clase,  bajo  la  prevención  de  que  en  otro 
caso  se  entenderá  dado  el  consejo  favo- 
rable. 

Art.  1..S00.  La  respuesta  que  diere  el 
padre  se  consignará  en  el  acta,  de  la  que 
se  dará  copia  certificada  al  menor  para  el 
uso  de  su  derecho. 

■  Art.  1.301.  Cuando  se  huljiere  pedido 
el  consentimiento  por  la  ausencia  ó  igno- 
rado paradero  de  los  padre.s  ó  abuelos,  si 
ante.s  de  otorgado  .su  presentaren  éstos,  se 
solnvseerá  inmediatamente  en  el  expe- 
diente. 

Si  su  presentación,  ó  la  noticia  de  su 
paradero  tuviere  lugar  después  de  otor- 
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gado  el  consentimiento,  pero  antes  de  cele- 
brarse el  matrimonio,  el  Juez  anulará 
aquél  y  recogerá  el  documento  en  donde 
conste,  para  .que  no  produzca  efecto  al- 
guno. 

Art.  1.302.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  se  practicará  también  cuando  la 
madre  haya  dado  el  consentimiento  por  la 
ausencia  ó  ignorado  paradero  del  padre,  ó 
lo  haya  dado  el  abuelo,  si  cesa  el  impedi- 
mento de  la  persona  á  quien  sustituyeron. 

TITULO  V 

Del  modo  de  elevar  á,  escritura  pública 
el  testamento  hecho  de  palabra. 

Art.  1.303.  A  instancia  de  parte  legíti- 
ma podrá  elevarse  á  escritura  pública  el 
testamento  hecho  de  palabra. 

Art.  1.304.  Se  entiende  ser  parte  legí- 
tima para  los  efectos  del  articulo  anterior: 

1."  El  que  tuviere  interés  en  el  testa- 
mento. 

2.*  El  que  hubiere  recibido  en  él  cual- 
quier encargo  del  testador. 

3.°  El  que  con  arreglo  á  las  leyes  pue- 
da representar  sin  poder  á  cualquiera  de 
los  que  se  encuentren  en  los  casos  que  se 
expresan  en  los  números  anteriores. 

Art.  1.305.  Sí  al  otorgar  el  testamento 
de  palabra  se  hubiere  tomado  nota  ó  apun- 
te de  las  disposiciones  del  testador,  se  pre- 
sentará con  la  solicitud  dicha  nota  ó  me- 
moria, se  expresarán  los  nombres  de  los 
testigos  que  deban  ser  examinados,  y  se 
manifestará  el  interés  legítimo  que  tenga 
el  que  promueve  el  expediente. 

Art.  1.306.  El  Juez  dictará  providencia 
mandando  comparecer  á  los  testigos,  en  el 
día  y  hora  que  señale,  bajo  apercibimiento 
de  multa  y  de  las  demás  correcciones  que 
la  desobediencia  haga  necesarias. 

Art.  1.307.  Cuando  un  testigo  no  pueda 
comparecer  por  hallarse  enfermo  ó  impe- 
dido, podrá  pedir  el  interesado  que  se  tras- 
lade el  Juez  á  la  casa  del  enfermo,  para 
recibirle  dcfílaración. 

Cuando  un  testigo  estuviere  ausente  del 
asiento  del  Juzgado,  podrá  solicitar  que  se 
le  examine  por  medio  de  despacho  dirigido 
al  Juez  del  pueblo  de  su  residencia  actual. 

Art.  1.308.  Los  testigos  serán  exami- 
nados separadamente  y  de  modo  que  no 
tengan  conocimiento  de  lo  declarado  por 
los  que  les  hayan  precedido. 

El  Secretario  dará'  fe  de  conocer  á  los 
testigos. 

Si  no  los  conociere,  exigirá  la  presenta- 
ción de  dos  testigos  do  conocimiento. 

Art.   1.309.    Cuidará  el  Juez,   bajo  su 
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responsabilidad,  de  que  se  exprese  en  las 
declaraciones  la  edad  de  los  testigos  y  el 
lugar  en  que  tuvieren  su  vecindad  al  otor- 
garse el  testamento. 

Art.  1.310.  Cuando  la  voluntad  del  tes- 
tador se  hubiere  consignado  en  alguna  cé- 
dula ó  papel  privado,  se  pondrá  de  mani- 
fiesto á  los  testigos  para  que  digan  si  es  la 
misma  que  se  les  leyó,  y  si  reconocen  por 
legítimas  sus  re.spectivas  firmas  y  rúbri- 
cas, en  el  caso  de  haberlas  puesto. 

Art.  1.311.  Resultando  clara  y  termi- 
nantemente de  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos: 

1°  Que  el  testador  tuvo  el  propósito 
serio  y  deliberado  de  otorgar  su  última  dis- 
posición. 

2."  Que  los  testigos  han  oído  simultá- 
neamente de  boca  del  testador  todas  las 
disposiciones  que  quería  se  tuviesen  como 
su  última  voluntad,  bien  la  manifestase  de 
palabra,  bien  leyendo  ó  dando  á  leer  algu- 
na nota  ó  memoria  en  que  se  contuviese. 

S.*"  Que  los  testigos  fueron  en  el  nú- 
mero que  exige  la  ley,  según  las  circuns- 
tancias del  lugar  y  tiempo  en  que  se  otor- 
gó, y  que  reúnen  las  cualidades  que  se  re- 
quieren para  ser  testigo  en  los  testamen- 
tos. 

El  Juez  declarará  testamento  lo  que  de 
dichas  declaraciones  resulte,  con  la  cali- 
dad de  sin  perjuicio  de  tercero,  y  manda- 
rá protocolizar  el  expediente. 

Art.  1.312.  Cuando  resultare  alguna 
divergencia  en  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos, el  Juez  aprobará  como  testamento 
aquello  en  que  todos  estuvieren  confor- 
mes. 

Si  la  última  voluntad  se  hubiere  consig- 
nado en  cédula  presentada  ó  escrita  en  el 
acto  del  otorgamiento,  se  tendrá  como  tes- 
tamento lo  que  de  ella  resulte,  siempre  que 
todos  los  testigos  estén  conformes  en  que 
es  el  mismo  papel  que  se  escribió  ó  pre- 
sentó en  aquel  acto,  aun  cuando  alguno  de 
ellos  no  recuerde  cualquiera  de  sus  dispo- 
siciones. 

TÍTULO  VI 

De  la  apertura  de  testamentos  cerra- 
dos y  protocolización  de  testamen- 
tos ológrafos. 

Art.  1.313.  El  que  tenga  en  su  poder 
algún  testamento  cerrado  deberá  presen- 
tarlo al  Juez  competente  tan  luego  como 
sepa  el  fallecimiento  del  otorgante. 

Art.  1.314.  Podrá  también  pedir  su 
presentación  el  que  tuviere  conocimiento 
de  haber  sido  otorgado  el  testamento  y 
obrar  en  poder  de  tercero. 


Siendo  el  reclamante  persona  extraña  á 
la  familia  del  finado,  jurará  que  no  proce- 
de de  malicia,  sino  por  creer  que  en  él  pue- 
de tener  interés  por  cualquier  concepto. 

Art.  1.315.  El  Secretario  examinará  en 
el  acto  el  pliego  que  contenga  el  testa- 
mento, y  pondrá  diligencia  de  su  estado, 
describiendo  minuciosamente  los  motivos, 
si  existieren,  para  poder  ospechar  que 
haya  sido  abierto  ó  sufrido  alguna  altera- 
ción, enmienda  ó  raspadura. 

Esta  diligencia  la  tírmará  también  el  re- 
clamante, si  supiere  y  quisiere. 

Art.  1.316.  Acto  continuo  el  Secretario 
dará  cuenta  al  Juez,  el  cual,  acreditado  el 
fallecimiento  del  otorgante,  acordará  que 
para  el  día  siguiente,  ó  antes  si  es  posible, 
se  cite  al  Notario  autorizante  y  á  los  testi- 
gos instrumentales. 

Art.  1.317.  Comparecidos  los  testigos, 
se  les  pondrá  de  manifiesto  el  pliego  cerra- 
do para  que  lo  examinen  y  declaren  bajo 
juramento  si  reconocen  como  legítima  la 
firma  y  rúbrica  que  con  su  nombre  apare- 
ce en  él,  y  si  lo  hallan  en  el  mismo  estado 
que  tenía  cuando  pusieron  su  firma. 

Art.  1.318.  Los  testigos  serán  exami- 
nados por  orden  sucesivo,  é  interrogados 
sobre  la  edad  y  vecindad  que  tenían  el  día 
del  otorgamiento 

Art.  1.319.  Si  alguno  ó  algunos  délos 
testigos  hubieren  fallecido  ó  se  hallaren 
ausentes,  se  preguntará  á  los  demás  si  los 
vieron  poner  su  firma  y  rúbrica,  y  se  exa- 
minará además  á  otras  dos  personas  que 
conozcan  la  firma  y  rúbrica  del  fallecido  ó 
ausente,  acerca  de  su  semejanza  con  las 
estampadas  en  el  pliego. 

Si  esto  último  no  pudiera  tener  lugar, 
será  abonado  el  testigo  en  la  forma  ordi- 
naria. 

Art.  1.320.  En  el  caso  de  haber  falleci- 
do el  Notario  que  autorizó  el  otorgamien- 
to, .se  cotejará  por  el  Juez,  asistido  de  pe- 
ritos de  su  exclusivo  nombramiento,  el  se- 
llo, firma  y  rúbrica  del  pliego  ó  carpeta, 
con  otros  sellos  y  firmas  indubitadas  del 
mismo  Notario. 

Art.  1.321.  Cuando  el  Notario  y  todoa 
los  testigos  hubieren  fallecido,  se  abrirá 
información  acerca  de  esta  circunstancia, 
de  la  época  de  la  defunción,  concepto  pú- 
blico que  merecieran,  edad  y  vecindad  de 
los  testigos,  y  de  si  se  hallaban  en  el  puebla 
cuando  se  otorgó  el  testamento. 

Art.  1.322.  Podrán  presenciar  la  aper- 
tura del  pliego  y  lectura  del  testamento,  si 
lo  tienen  por  conveniente,  los  parientes  del 
testador  en  quienes  pueda  presumirse  al- 
gún interés,  sin  permitirles  que  se  opongan 
á  la  práctica  de  la  diligencia  por  ningún 
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motivo,  aunque  presenten  otro  testamento 
posterior. 

Art.  1.323.  Practicadas  las  diligencias 
que  quedan  prevenidas,  y  resultando  de 
ellas  que  en  el  otorgamiento  del  testamento 
se  han  guardado  las  solemnidades  prescri- 
tas poi  la  ley,  y  la  identidad  del  pliego,  lo 
abrirá  el  Juez,  y  leerá  para  si  la  disposi- 
cién  testamentaria  que  contenga. 

Se  suspenderá  la  apertura  cuando  en  la 
misma  carpeta,  ó  en  un  codicilo  abierto 
hubiese  dispuesto  el  testador  que  no  se  abra 
hasta  una  época  determinada,  en  cuyo  caso 
el  Juez  suspenderá  la  continuación  de  la 
diligencia,  y  mandará  archivar  en  el  Juz- 
gado las  practicadas  y  el  pliego,  hasta  que 
llegue  el  plazo  designado  por  el  testador. 

Art.  1.324.  Verificada  la  lectura  del 
testamento  por  el  Juez,  lo  entregará  al  Se- 
cretario para  que  lo  lea  en  alta  voz,  á  no 
ser  que  contenga  disposición  del  testador 
ordenando  que  alguna  ó  algunas  cláusulas 
queden  reservadas  y  secretas  hasta  cierta 
época,  en  cuyo  casóla  lectura  se  limitará 
á  las  demás  cláusulas  de  la  disposición  tes- 
tamentaria. 

Art.  1.325.  Leído  el  testamento,  dicta- 
rá resollición  mandando  que  se  protocolice 
con  todas  las  diligencias  originales  de  la 
apertura,  y  que  se  dé  copia  de  dicha  reso- 
lución al  que  lo  hubiere  presentado,  para 
su  resguardo,  si  la  pidiere. 

Art.  1.326.  Los  testamentos  ológrafos 
se  protocolizarán  en  la  forma  que  se  deter- 
mina en  el  Código  Civil. 

TITULO  vn 

De  la  habilitación  para  comparecer 
en  juicio. 

Art,  1.327.  Necesitarán  habilitación 
para  comparecer  en  juicio  los  hijos  eman- 
cipados menores  de  veintiún  años  y  la 
mujer  casada,  cuando  no  estén  autori'/ados 

1)ara  ello  por  la  ley,  ó  por  el  padre,  ó  por 
a  madre  en  el  caso  de  ejercer  el  derecho 
de  patria  potestad,  ó  por  el  marido. 

Art.  1.328.  Sólo  podrá  concederse  la 
habilitación  cuando  el  que  la  pida  sea  de- 
mandado, ó  se  le  siga  grave  perjuicio  de 
no  promover  la  demanda  á  que  se  contrae 
la  habilitación,  siempre  que  se  hallo  en 
alguno  de  los  oasos  siguientes: 

1."  Hallarse  los  padres  ó  el  marido 
ausentes,  ignorándose  su  paradero,  sin  que 
haya  motivo  racional  Ijastante  para  creer 
próximo  su  regreso. 

2."  Negarse  el  padre,  la  madre  ó  el 
marido  á  representar  en  juicio  al  hijo  ó 
■mujer. 


Art.  1 .329.  En  estos  expedientes  se  oirá 
al  Fiscal. 

Art.  1.330.  En  sentencia  en  que  se  con- 
ceda la  habilitación,  si  fuere  menor  el  soli- 
citante, se  le  proveerá  de  curador  para  el 
pleito. 

Art.  1.331.  No  necesitarán  de  habilita- 
ción el  hijo  ni  la  mujer  casada  para  litigar 
con  su  padre  ó  marido,  pero  se  les  provee- 
rá de  curad  )r  para  el  pleito,  si  lo  nece- 
sitaren. 

Art.  1.332.  El  juicio  que  tenga  por  ob- 
jeto la  habilitación  por  negarse  el  padre  ó 
marido  á  representar  al  hijo  ó  á  la  mujer, 
se  sustanciará  con  arreglo  á  los  trámites 
establecidos  para  los  incidentes. 

Lo  mismo  sucederá  cuando,  antes  de 
otorgar.se  la  que  se  haya  pedido  por  au- 
sencia ó  ignorado  paradero  del  yjadre  ó 
marido,  comparecieren  éstos  oponiéndose. 

Art.  1.333.  Si  la  presentación  del  padre 
ó  del  marido  tuviere  lugar  después  de  con- 
cedida la  habilitación,  su  oposición  se  sus- 
tanciará por  los  trámites  de  los  incidentes. 

Mientras  no  recaiga  sentencia  firme, 
sui-tii'á  todos  sus  efectos  la  habilitación. 

Art.  1.334.  Cesarán  los  efectos  de  la 
habilitación  luego  que  el  padre  ó  el  marido 
se  presten  á  comparecer  en  juicio  por  el 
hijo  ó  la  mujer. 

TITULO  VIII 

De  las  informaciones  para  perpetua 
memoria. 

Art.  1.335.  Los  Jueces  admitirán  y  ha- 
rán que  se  practiquen  las  informaciones 
que  ante  ellos  se  promovieren,  con  tal  que 
no  se  refieran  á  hechos  de  que  pueda  re- 
sultar perjuicio  a  una  persona  cierta  y  de- 
terminada. 

Art.  1.336.  No  se  admitirá  ninguna 
información  de  esta  clase  sin  oir  previa- 
mente al  Fiscal. 

Art.  1.337.  Admitida  la  información, 
serán  examinados  con  citación  del  Fiscal 
los  testigos  que  presentare  la  parte  recu- 
rrente, al  tenor  de  los  hechos  expresados 
en  su  solicitud. 

El  Secretario  dará  fe  del  conocimiento 
de  los  testigos. 

Si  no  los  conociere,  exigirá  la  presen- 
tación de  dos  testigos  de  conocimiento. 

Art.  1.338.  Practicada  la  información, 
se  pasará  el  expediente  al  Fiscal.  Si  éste 
hallare  que  se  han  cometido  defectos,  6 
que  los  testigos  no  reúnen  las  cualidades 
exigidas  por  la  ley,  ó  que  de  sus  declara- 
ciones resulta  que  puede  seguirse  perjuicio 
á  persona  cierta  y  determinada,  propondrá. 
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lo  que  en  cada  uno  de  estos  casos  estime 
procedente. 

Art.  1.339.  Si  el  Fiscal  solicitare  la 
práctica  de  alguna  diligencia,  y  el  Juez  la 
encontrare  procedente,  dictará  providen- 
cia mandando  que  se  practique,  y  ejecuta- 
da que  sea,  volverá  ú  pasar  los  autos  al 
Fiscal.  Si  éste  opinare  que  de  la  informa- 
ción podría  seguirse  perjuicio  á  persona 
cierta  y  determinada,  y  el  Juez  hallare 
fundado  el  dictamen  ñscal,  lictará  auto 
declarando  no  liaber lugar  á  su  aprobación. 

Art.  1.340.  Pidiendo  el  Fiscal  que  se 
apruebe  la  información,  y  hallándola  pro- 
cedente el  Juez,  dictará  resolución  apro- 
bándola cuanto  ha  lugar  en  derecho,  y 
mandando  que  se  archiven  las  diligencias 
originales  en  la  Secretaria. 

También  se  mandará  en  la  misma  reso- 
lución que  se  dé  testimonio  de  la  informa- 
ción, si  lo  pidiere,  al  que  la  hubiera  pro- 
movido, y  á  cualquiera  otro  que  lo  solicite 
para  impugnarla  en  el  juicio  correspon- 
diente, si  pudiere  causarle  perjuicio. 

Art.  1.341.  Si  antes  de  aprobarse  la 
información  se  presentare  alguno  oponién- 
dose á  ella  por  poder  .seguírsele  perjuicio, 
el  Juez  dictará  providencia  mandando  so- 
breseer en  las  actuaciones  de  jurisdicción 
voluntaria,  con  reserva  á  las  partes  de  su 
derecho  para  que  lo  ejerciten  en  el  juicio 
que  corresponda. 

Art.  1.342.  Las  informaciones  poseso- 
rias para  inscribir  algún  derecho  real  so- 
bre bienes  inmuebles,  se  practicarán  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  Código  civil. 

TITULO  IX 

De  la  enajenación  de  bienes  de  meno- 
res é  incapacitados  y  transacciones 
acerca  de  sus  derechos. 

Art.  1.343.  Será  necesaria  licencia  ju- 
dicial para  enajenar  ó  gravar  los  bienes  de 
menores  ó  incapacitados  que  correspondan 
á  las  clases  siguientes: 

1."     Inmuebles. 

2.*  Efectos  púl)Iicos  y  valores  de  toda 
especie,  sean  al  portador  ó  nominativos. 

3.*    Derechos  de  todas  clases. 

4.*  Alhajas,  muebles  y  objetos  precio- 
sos que  puedan  conservarse  sin  menos- 
cabo. 

"Art.  1.344.  Para  decretar  la  venta  será 
necesario: 

1."  Que  la  pida  el  padre,  ó  en  su  caso, 
la  madre  del  hijo  no  emancipado.  Si  éste 
fuere  mayor  de  doce  ó  catorce  años,  res- 
pectivamente, según  su  sexo,  firmará  tam- 
bién la  petición. 


2.°  Que  á  falta  de  padre,  lo  pida  el  tu- 
tor del  menor  ó  incapacitado,  ó  el  menor 
asistido  de  curador  especial. 

3."  Que  se  exprese  el  motivo  de  la  ena- 
jenación y  el  objeto  á  que  deba  aplicarse 
la  suma  que  se  obtenga. 

4.°  Que  se  justifique  la  necesidad  ó  uti- 
lidad de  la  enajenación. 

5.°    Que  se  oiga  sobre  ello  al  Fiscal. 

Art.  1.345.  Cuando  la  justificación  á 
que  se  refiere  el  número  4."  del  articulo 
anterior,  haya  de  hacerse  por  medio  de 
testigos,  deberán  ser  tres,  por  lo  menos, 
dando  fe  el  Secretario  de  conocerlos.  Si  no 
los  conociere,  exigirá  la  presentación  de 
dos  testigos  de  conocimiento. 

Esta  justificación  se  practicará  con  cita- 
ción del  Fiscal. 

Art.  1.346.  Hecha  la  justificación  y 
evacuada  la  audiencia  del  Fiscal,  el  Juez 
sin  más  trámites  dictará  resolución  otor- 
gando ó  negando  la  autorización  para  la 
venta. 

Esta  resolución  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  1.347.  La  autorización  se  concede- 
rá en  todo  caso  bajo  la  condición  de  ha- 
berse de  ejecutar  la  venta  en  pública  su- 
basta, y  previo  avalúo  si  se  tratare  de  bie- 
nes comprendidos  en  alguno  de  los  núme- 
ros 1.°,  3."  y  4.0  del  art.  1.343. 

Exceptúanse  de  esta  regla  las  ventas  he- , 
chas  por  el  padre  ó  por  la  madre  con  pa- 
tria potestad.  Estos  podrán   realizarla  sin 
otro  requisito  que   el  de  iiaber   obtenido 
previamente  la  autorización  judicial,  con  ¡ 
audiencia  del  Fiscal.  i 

Art.  1.348.  El  Juez  hará  siempre  el  ] 
nombramiento  de  peritos  para  el  avalúo,  ; 
los  cuales  no  podrán  ser  recusados.  Tam-  í 
poco  podrá  serlo  el  tercero,  si  hubiere  ha- J 
bido  necesidad  de  nombrarlo  por  haber  i 
discordado  los  dos  primeros.  1 

Art.  1.349.  Hecho  el  avalúo,  mandará  ' 
el  Juez  que  se  anuncie  la  subasta  por  el  j| 
término  de  veinte  días,  designando  el  día,  a 
hora  y  local  en  que  haya  de  celebrarse,  y  | 
que  se  fije  edicto  en  la  tabla  de  avisos,  in- 1 
seriándolo  además,  si  lo  estima  convenien  j 
te,  en  algún  periódico  de  la  localidad.       ^4 

Art.  1.350.  No  podrá  admitirse  postu-'/f 
ra  que  no  cubra  el  valor  dado  á  los  bienes. 

Art.  1.351.  No  habiendo  postura  admi- 
sible, el  tutor  podrá  hacer  cualquiera  de 
las  pretensiones  siguientes: 

1.*  Que  se  le  ten,^a  por  apartado  y  se 
sobresea  en  el  expediente. 

2.*    Que  se  le  autorice  para  la  venta  ex 
trajudicial  por  el  precio  y  las  condición 
que  sirvieron  para  la  subasta. 
3."     Que   se  anuncie  segunda  subasi 
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con  la  rebaja  de  un  veinte  por  ciento  en  el 
precio. 

En  el  caso  de  que  opte  por  la  segunda 
pretensión,  si  dentro  del  año  de  anunciada 
la  primera  subasta  no  pudiere  realizarla 
venta  extrajudicial,  podrá  pedir  que  se 
anuncie  otra  con  la  rebaja  indicada. 

Art.  1.352.  La  segunda  subasta  se  ce- 
lebrará con  las  mismas  solemnidades  que 
la  primera. 

Si  tampoco  hubiere  postor,  podrá  el  Juez 
autorizar  al  tutor  para  la  venta  extrajudi- 
cial por  el  precio  de  dicha  segunda  su- 
basta . 

Art.  1.353.  Cuando  la  venta  se  solicite 
para  el  pago  de  deudas  ú  otra  necesidad, 
podrá  celebi^arse  á  petición  del  tutor  terce- 
ra subasta  con  rebaja  de  otro  veinte  por 
ciento,  sobre  el  tipo  señalado  en  la  se- 
gunda. 

Si  tampoco  resultare  postura  admisible, 
podrá  autorizarse  al  representante  del  me- 
nor para  realizar  extrajudicialmente  la 
enajenación  por  el  precio  señalado  para  la 
tercera  subasta. 

Art.  1.354.  Los  valores  expresados  en 
el  número  2.°  del  art.  1.343,  se  enajenarán 
siempre  por  medio  de  agente  de  bolsa  ó 
corredor  de  comercio  que  nombre  el  Juez, 
y  al  precio  de  la  cotización  oficial. 

Si  no  se  cotizaren  en  bolsa,  se  venderán 
con  las  formalidades  establecidas  en  los 
artículos  que  preceden  para  la  venta  de 
inmuebles. 

Art.  1.355.  Hecha  la  venta,  cuidará  el 
Juez,  bajo  su  respon.sabilidad,  de  (jue  se  dé 
al  precio  que  se  haya  obtenido  la  aplica- 
ción indicada  al  solicitar  la  autorización. 

Art.  1.356.  El  precio  se  entregará, 
mientras  se  da  la  aplicación  correspon- 
diente, ai  tutor  si  estuviere  relevado  de 
fianza,  ó  si  las  que  tenga  prestadas  son  su- 
ficientes para  responder  de  él. 

En  otro  caso  se  depositará  en  un  Banco 
ó  en  per.-ona  de  respon.sabilidad. 

Art.  1.357.  La  autorización  para  tran- 
sigir sobre  los  derechos  de  los  menores  ó 
incapacitados,  se  pedirá  por  las  mismas 
personas  que  la  venta  de  bienes. 

En  el  escrito  en  que  se  pida  se  expresa- 
rán el  motivo  y  objeto  de  la  transacción, 
las  dudas  y  dificultades  del  negocio,  y  las 
razones  que  la  aconsejan  como  útil  y  con- 
veniente; y  se  acompañará  el  documento 
en  que  se  hubieren  formulado  las  bases  de 
la  transacción. 

So  exhibirán  también  con  el  escrito  los 
documentos  y  antecedentes  nece«arios  pa- 
ra poder  formar  juicio  exacto  sobre  el  ne- 
gocio. 

Art.  1.358.     Si  sobre  el  derecho  transi- 


gible  hubiere  pleito  pendiente,  el  escrito  se 
presentará  en  los  mismos  autos. 

Art.  1.359.  Si  para  demostrar  la  nece- 
sidad de  la  ti'ansacción  fuere  necesaria  ó 
conveniente  la  justificación  de  algún  he- 
cho ó  la  práctica  de  alguna  diligencia,  la 
acordará  el  Juez,  y  se  llevará  á  efecto  con 
citación  del  Fiscal. 

Art.  1.360.  Hecho  lo  prevenido  en  los 
artículos  anteriores,  pasarán  las  diligen- 
cias al  Fiscal  para  que  exponga  lo  que  ten- 
ga por  conveniente. 

Art.  1.361.  Devueltas  por  el  Fiscal,  el 
Juez  dictará  resolución  concediendo  ó  ne- 
gando la  autorización  para  la  transacción, 
según  lo  estime  conveniente  á  los  intereses 
del  menor  ó  -incapacitado. 

Si  la  concede,  aprobará  ó  modificará 
las  bases  presentadas,  mandando  que  se 
dé  testimonio  con  los  insertos  necesarios, 
al  tutor  para  el  uso  correspondiente. 

Estas  resoluciones  serán  apelables  en 
arabos  efectos. 

Art.  1.362.  Para  hipotecar  ó  gravar 
bienes  inmuebles,  ó  para  la  extinción  de 
derechos  reales  que  pertenezcan  á  meno- 
res ó  incapacitados,  se  observarán  las  mis- 
mas formalidades  establecidas  para  la  ven- 
ta, con  exclusión  de  la  subasta. 

TITULO  X 

De  la  admiúistración  de  bienes  de  au- 
sentes en  ignorado  paradero. 

Art.  1.363.  Cuando  una  persona  hubie- 
re desaparecido  de  su  domicilio  sin  saberse 
de  su  paradero  y  sin  dejar  apoderado  que 
administre  sus  bienes,  podrá  el  Juez  de 
Letras,  á  instancia  de  parte  legítima  ó  del 
Ministerio  Fiscal,  nombrarle  un  curador 
para  el  solo  efecto  de  la  representación  de 
su  persona,  y  de  la  administración  de  sus 
bienes. 

Esto  mismo  se  observará  cuando  en 
¡guales  circunstancias  caduque  el  poder 
conferido  por  el  ausente. 

Art.  1.364.  El  que  deduzca  la  preten- 
sión expresada  en  el  artículo  anterior,  de- 
berá indicar  las  personas  llamadas  á  re- 
presentar al  ausente,  y  comprobar  los  ex- 
tremos siguientes: 

1.°    Ser  parte  legitima. 

2.°  La  ausencia  é  ignorado  paradero  de 
la  persona  de  que  se  trata. 

3.°  La  falta  de  persona  autorizada  para 
el  cuidado  y  administración  de  los  bienes. 

Art.  1.365.  El  Juez  recibirá  la  prueba 
con  citación  del  Fiscal. 

Cuando  ésta  fuere  de  testigos,  deberán 
ser  tres  por  lo  menos.  El  Secretario  dará 
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fe  de  conocerlos,  y  s¡  no  Jos  conociere,  se 
presentarán  dos  tesUyos  ^.e  conocimiento. 

Art.  1.366.  Si  de  la  prueba  resultaren 
justificados  los  extremos  expresados  en  el 
articulo  1.361,  podrá  el  Juez  hacer  el  nom- 
bramiento de  curador  á  que  se  refiere  el 
art.  1.363,  el  cual  di-berá  recaer  en  el  cón- 
yuge, padres,  hijos,  abuelos  o  hermanos 
áel  ausente,  por  su  orden,  y  á  falta  de 
éstos,  en  un  extraño. 

Si  el  Juez  reso. viere  hacer  el  nombra- 
miento de  curador,  la  apelación  se  admiti- 
rá en  un  solo  efecto. 

El  nombramiento  de  curador  s  fijará  en 
la  tabla  de  avisos  y  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta. 

Art.  1.367.  Pasados  dos- años  sin  ha- 
berse tenido  noticia  del  ausente  ó  uesde 
que  se  recibieron  las  últimas,  y  cinco  en 
el  caso  de  que  el  ausente  hubiere  dejado 
persona  encaryaua  ue  la  admini>ti-aCión 
de  los  bienes,  podrá  declararse  la  ausencia 
á  instancia  de  parte  legitima  y  en  la  forma 
determinada  en  los  artí<;ulos  anti-rioi-es. 

Esta  declaración  surtirá  todos  los  elec- 
tos de  la  ausencia  después  de  seis  meses 
de  su  publicación  en  la  Gaceta. 

Art.  1.368.  Se  sobreseerá  en  estos  pro- 
cedimientos, cualquiera  que  sea  el  estado 
en  que  se  hallen,  en  los  casos  en  que  cesa 
la  administración  de  los  bienes  del  ausente 
conforme  al  Código  civil. 

Art.  1.369,  Si  por  parte  legitima  se  hi- 
ciere oposic.ón  á  los  procedimientos  esta- 
blecidos en  este  título,  fundida  en  no  ha- 
ber lugar  á  ellos,  se  sustanciará  por  los 
trámites  que  para  los  inciaentes  se  ueter- 
minan  en  el  Titulo  III  del  Lib  o  II. 

Mientras  se  sustancia  la  oposición,  po- 
drá el  Juez  adoptar  las  medidas  que  estimo 
necesarias  para  la  segundad  y  adin.nis- 
tración  de  los  bienes  si  estuviesen  aban- 
donados. 

Art.  1.370.  Pasados  treinta  años  desde 
que  desapareció  el  ausente  ó  se  recibieron 
las  últimas  noticias  de  él,  ó  novent  i  i.esde 
su  nacimiento,  el  Juez,  á  instancia  de  par- 
te interesada  y  en  juicio  ordinario  de  ma- 
yor cuantía,  declarará  la  presunción  de 
muerte;  y  pasados  seis  meses  de  la  publi- 
cación en  la  Gacela,  procederá  por  los 
trámites  de  los  juicios  de  testamentaría  ó 
de  abintestato,  según  los  casos. 

El  juicio  sobre  presunción  de  muerte  del 
ausente  se  sustanciará  con  el  curador  de 
sus  bienes  y  con  audiencia  del  Fiscal. 

TITULO  XI 
De  las  subastas  voluntarias  judiciales. 

Art.  1.371.     El  que  solicite  la  celebra- 


ción de  alguna  subasta  judicial  deberá 
acreditar,  e.\liibiendo  los  documentos  ade- 
cuados al  objeto: 

1.°  Que  tiene  capacidad  legal  para  el 
contrato  que  se  propone  celebrar. 

2."  Que  puede  disponer  de  la  cosa  ú  ob- 
jeto en  la  lorina  que  intenta  por  medio  de 
la  subasta. 

Ari.  1.372.  Con  el  escrito  en  que  se  pi- 
da la  celebración  de  la  subasta,  se  presen- 
tará el  [jliego  de  condiciones,  con  arreglo 
á  las  cuales  haya  de  celebrarse. 

\rt.  1.373.  Acreditad js  los  extremos 
indicados  en  el  art.  1.371,  el  Juez  accederá 
al  anuncio  de  la  subasta  en  la  forma  y  bajo 
las  condií  iones  que  propusiere  el  que  la 
haya  solicitado;  señalará  dia  y  hora  para 
su  celebración;  mandará  que  se  Hjen  edic- 
tos en  los  sitios  de  costumbre  y  en  el  pue- 
blo en  que  r.idiquen  las  ñucas  ó  haya  de 
ejecutarse  el  contrato,  y  que  se  publiquen 
en  los  periódicos  que  hubiese  designado  el 
peticionario. 

En  los  edictos  se  expresará  que  el  pliego 
de  condiciones  y  los  títulos  de  propiedad 
quedan  de  manifiesto  en  la  Secretaría, 
para  instrucción  de  los  que  quieran  inte- 
resarse en  la  subasta. 

Art.  1.374.  Si  se  presentare  alguna  pro- 
pf)sición  admisible,  por  ser  conforme  á  las 
conuiciones  lijadas  en  el  pliego,  la  admiti- 
rá el  Juez,  como  también  las  que  después 
se  hicieren  mejorando  la  postura.  Termi- 
nado el  acto,  adjudicará  el  remate  al  único 
ó  mejor  postor,  á  no  ser  que  el  que  solicite 
la  su Ijasta  se  hubiere  reservado  expresa- 
mente el  derecho  de  aprobarla;  en  cuyo 
caso  se  le  dará  vista  del  expediente,  para  J 
que  en  el  término  de  tercero  dia  pida  lo  | 
que  le  interese. 

igual  comunicación  se  le  dará  en  el  caso 
de  que  por  algún  licitador  se  hiciere  la 
oferta  de  aceptar  el  remate  modihcandoj 
alguna  de  las  condiciones. 

Art.  1.375.  Aceptando  el  que  promovió! 
el  expeliente  la  proposición  á  que  se  re- J 
fíere  el  segundo  párrafo  del  articulo  ante- 
rior, .se  dictará  resolución  teniendo  por  ce- 
lebrado el  remate  á  favor  del  autor  de  la 
proposición,  y  se  mandará  llevar  á  efecto. 

En  el  caso  de  no  admitirla.  manifestará>Í 
si  aprueba  el  remate  ó  quiere  que  se  cele-- 
bre  nueva  subasta  bajo  las  mismas  condi- 
ciones, ó  las  que  tenga  por  conveniente 
fijar,  ó  si  desiste  de  su  propósito. 

Art.  1.376.    Cuando  haya  de  celebrarse 
nueva  sul)asta,  se  prevendrá  en  los  anun-  ^ 
cios  que  son  forzosamente  admisibles  laSr' 
posturas  que  se  hagan,  siempre  que  cubran  *; 
el  tipo  mínimo  que  hubiere  fijado  el  que  la 
haya  promovido. 
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Art.  1.377.  Si  en  este  segundo  remate 
no  hubiere  postor,  el  interesado  quedará 
en  libertad  para  hacer  lo  que  crea  más 
conveniente,  sui  que  pueda  accederse  á 
tercera  subasta  hasta  que  transcurra  un 
año,  después  del  cual  podrá  pedir  que  se 
instruya  nuevo  expediente  con  ei  mismo 
objeto. 

Art.  1.378.  Las  cuestiones  que  se  sus- 
citaren con  ocasión  de  la  subasta,  se  sus- 
tanciarán por  los  trámites  establecidos  pa- 
ra los  incidentes. 

TITULO  XII 

De  la  posesión  judicial. 

Art.  1.379.  Para  que  pueda  decretarse 
la  posesión  judicial  de  unu   ñnca  ó  tincas 

3ue  no  se  hayan  adquiriuo  por  titulo  here- 
itirio,  el  que  pretenda  obtenerla  la  soli- 
citará del  jiiL'z  acompañando: 

1."  El  titulo  un  que  funde  su  preten- 
sión, inscrito  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad. 

2.°  Una  certiücación  expedida  por  el 
encargado  de  dicha  dependencia,  de  la 
cual  resulte  que  en  aquella  fecha  el  solici- 
tante tiene,  respecto  á  la  ttnca  ó  fincas 
comprendidas  en  el  titulo  que  presente,  y 
cuya  pose-jión  pida,  el  carácter  con  que  la 
solicita. 

Art.  1.380.  El  Juez  examinará  el  título 
presentado,  y  si  lo  en  -ontrare  suficiente, 
dictará  resolución,  mandando  darla  pose- 
sión, sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  de- 
recho. 

Art.  1.381.  La  posesión  se  dará  por 
medio  del  Receptor  del  Juzgado,  en  cual- 
quiera de  los  bienes  de  que  se  trate,  en  voz 
y  nombre  de  los  demás. 

Art.  1.38¿.  El  que  obtenga  la  posesión 
podrá  designar  los  inquilinos,  colonos  ó 
administradores  á  quienes  el  Receptor  ha- 
ya de  requerir  para  que  le  reconozcan 
como  po.seedor.  * 

Dicho  funcionario  extenderá  diligencia 
del  acto  de  la  posesión  y  de  los  requeri- 
mientos que  hubiere  verificado. 

Art.  1.383.  Si  el  que  hubiere  obtenido 
la  posesión  lo  pidiere,  se  le  dará  testimo- 
nio de  la  resolución  en  que  se  le  haya 
mandado  dar,  y  de  las  diligencias  practi- 
cadas para  su  cumplimiento. 

En  todo  caso  se  le  devolverá  el  titulo  que 
hubiere  presentado,  quedando  copia  y  re- 
cibo en  los  autos. 

Art.  1.384.  Para  que  pueda  decretarse 
la  posesión  ju  h'(;ial  de  los  bienes  raíces  ó 
muebles  adquiridos  por  título  hereditario, 
el  que  pretenda  obtenerla  la  solicitará  del 


Juez,  acompañando  testimonio  de  la  reso- 
lución en  que  se  le  hubiere  declarado  he- 
redero por  testamento  ó  abintestato. 

Art.  1.385.  Si  el  Juez  encontrare  sufi- 
ciente el  titulo  hereditario  y  la  solicitud  se 
refiriese  á  bienes  raíces  inscritos  á  favor  del 
difunto,  mandará  dar  la  posesión,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  les  artículos  ante- 
riores. 

Si  se  refiriese  á  otra  clase  de  bienes,  el 
interesado  rendirá  información  de  que  for- 
man parte  de  la  herencia  para  obtener  la 
posesión  judicial. 

TÍTULO  XIII 
Del  deslinde  y  amojonamiento. 

Art.  Í.386.  Puede  pedir  el  deslinde  y 
amojonamiento  de  un  terreno,  no  sólo  el 
dueño  del  mismo,  sino  el  que  tuviere  cons- 
tituido sobre  él  algún  derecho  real  para 
su  uso  y  disfrute. 

En  la  demanda  expresará  si  el  deslinde 
ha  de  practicarse  en  toda  ¡a  extensión  del 
perímetro  del  terreno,  ó  solamente  en  una 
que  confine  con  heredad  determinada:  y 
manifestará  los  nombres  y  residencia  de 
las  personas  que  deben  ser  citadas  al 
acto,  ó  que  ignora  estas  circunstancias. 

Art.  1.387.  El  Juez  .señalará  el  día  y 
hora  en  que  haya  de  principiar  el  acto, 
haciéndolo  con  la  anticipación  necesaria 
para  que  puedan  concurrir  todos  los  inte- 
resados, á  quienes  se  citará  previamente 
en  forma  legal. 

Los  desconocidos  y  de  ignorada  resi- 
dencia serán  citados  por  medio  de  edictos 
que  se  fijarán  en  la  tabla  de  avisos  del  Juz- 
gado del  pueblo  en  que  radique  la  finca, 
y  de  aquel  en  que  el  citado  hubiere  residi- 
do últimamente. 

Art.  1.388.  Si  el  Juez  de  Letras  no  pu- 
diere concurrir  á  la  práctica  del  deslinde 
dará  comisión  al  Juez  de  Paz  del  término 
en  que  radique  la  finca. 

Art.  1.389.  No  se  suspenderá  la  prác- 
tica del  deslinde,  ni  del  amojonamiento, 
si  también  se  hubiere  pedido,  por  la  falta 
de  asistencia  de  alguno  de  los  dueños  co- 
lindantes, al  cual  quedará  á  salvo  su  de- 
recho para  demandar,  en  el  juicio  decla- 
rativo que  corresponda,  la  po.sesión  ó  pro- 
piedad de  que  se  creyese  despojado  en  vir- 
tud del  deslinde, 

Art.  1.390.  Tanto  el  que  hubiere  soli- 
citado el  deslinde  como  los  demás  concu- 
rrentes á  la  diligencia  podrán  presentar 
en  ella  los  títulos  de  sus  fincas  y  hacer  las 
reclamaciones  que  estimen  procedentes. 

También  podrán  concurrir  á  la  diligen-^ 
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cia,  si  uno  ó  mas  de  los  interesados  lo  so- 
licitare, peritos  de  su  nombramiento  ó  ele- 
gidos por  el  Juez,  que  conozcan  el  terreno 
y  puedan  dar  las  noticias  necesarias  para 
el  deslinde. 

Art.  1.391.  Realizado  sin  oposición  el 
deslinde,  y  el  amojonamiento  en  su  caso, 
se  extenderá  con  separación  del  expedien- 
te, una  acta  expresiva  de  todas  las  circuns- 
tancias que  den  á  conocer  la  linea  diviso- 
ria de  las  fíncas,  los  mojones  colocados  ó 
mandados  colocar,  su  dirección  y  distan- 
cia de  uno  á  otro,  como  también  las  cues- 
tiones importantes  que  se  hayan  suscitado 
y  su  resolución.  Firmarán  el  acta  los  con- 
currentes. 

Art.  1.392.  Si  no  pudiera  terminarse 
la  diligencia  en  un  día,  se  suspenderá  pa- 
ra continuarla  en  el  más  próximo  posible, 
lo  cual  se  hará  constar  en  el  acta. 

Art.  1393.  Del  acta  se  darán  á  los  inte- 
resados las  copias  que  pidieren  y  se  proto- 
colizará otra  en  el  Juzgado. 

Art.  1.394.  Si  antes  de  principiársela 
operación  de  deslinde,  se  hiciere  oposición 
por  el  dueño  de  algún  terreno  colindante 
se  sobreseerá  desde  luego  en  cuanto  al  des- 
linde de  la  parte  de  la  fínca  conñnante 
con  la  del  opositor,  reservando  á  las  par- 
tes su  derecho  para  que  lo  ejerciten  en  el 
juicio  declarativo  que  corresponda. 

Lo  mismo  se  practicará  en  el  caso  de 
hacerse  la  oposición  en  el  acto  de  la  dili- 
gencia, si  sobre  el  punto  en  que  consista 
no  pudiere  conseguirse  en  el  mismo  acto 
la  avenencia  de  los  interesados. 

En  ambos  casos  podrá  continuarse  el 
deslinde  del  resto  de  la  linca,  si  lo  pidiere 
el  que  haya  promovido  el  expediente,  y  no 
se  opusieren  los  otros  colindantes. 


SEGUNDA  PARTE 

DE  LOS  ACTOS  DE  JURISDICCIÓN  VOLUN- 
TARIA   EN   NEGOCIOS   DE   COMERCIO 


TITULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales. 

Art.  1.395.  Las  actuaciones  para  que 
consten  los  hechos  que  interesen  á  los  que 
promuevan  informaciones  sobre  los  mis- 
mos en  negocios  de  comercio,  se  seguirán 
en  los  Juzgados  de  Letras. 

Art.  1.396.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  podrán  practicarse  las 
actuaciones  á  que  el  mismo  se  refiere,  ante 


los  Jueces  de  Paz  de  los  pueblos  que  no 
sean  asiento  del  Juzgado  de  Letras,  ó  ante 
los  Cónsules  hondurenos  en  las  naciones 
extranjeras,  cuando  lo  requiera  la  urgen- 
cia del  negocio,  ó  la  circunstancia  de  exis- 
tir los  medios  de  prueba,  ó  las  mercancías 
ó  valores,  ó  de  haber  ocurrido  los  hechos 
en  el  lugar  ó  en  la  circunscripción  de  los 
Juzgados  ó  Consulados  respectivos. 

En  este  caso  el  Juez  de  Paz  ó  Cónsul  á 
quien  se  acuda,  dictará  auto,  en  el  que 
consigne  la  circunstancia  que  concurra  y 
le  faculte  para  conocer  del  negocio. 

Art.  1.397.  Si  las  actuaciones  á  que  se 
refieren  los  dos  artículos  anteriores  se  pro- 
movieren en  territorio  hondureno,  se  su- 
jetarán á  las  prescripciones  que  para  cada 
caso  determinen  el  Código  de  Comercio  ó 
el  presente  Código. 

Cuando  para  los  hechos  de  que  se  trato 
no  se  hayan  establecido  reglas  especiales, 
además  de  las  disposiciones  generales  de 
la  Primera  Parte  de  este  Libro  que  les 
fueren  aplicables,  se  observarán  en  su  tra- 
mitación las  regias  siguientes: 

I.''  Cuando  hubiere  terceras  personas 
á  quienes  las  actuaciones  puedan  perjudi- 
car, deberán  ser  citadas  para  que,  si  quie- 
ren, concurran  á  su  práctica,  sin  perjuicio 
de  que  también  pueda  acudir  á  las  mismas 
todo  aquel  que  entienda  le  interesa  el  asun'- 
to  que  se  ventile. 

El  Juez  rechazará  de  plano  toda  preten- 
sión deducida  por  quien  notoriamente  no 
tenga  interés  en  el  negocio. 

2.^  En  los  casos  en  que  las  diligencias 
puedan  afectar  álos  intereses  públicos  ó  á 
personas  que,  presentes  ó  ausentes,  gocen 
de  una  especial  protección  de  las  leyes,  ó 
sean  ignoradas,  se  citará  á  los  Fiscales  en 
los  Juzgados  de  Letras,  y  á  los  Síndicos 
municipales  en  los  Jueces  de  Paz. 

3.^^  Los  Secretarios  de  los  Juzgados  do 
Letras  darán  fe  ó  certificación  del  conoci- 
miento de  las  personas  que  reclamen  la  in- 
tervención de  los  respectivos  Jueces,  y  do 
los  testigos  de  las  informaciones  que  en  su 
caso  se  practiquen. 

Cuando  no  los  conocieren,  procurarán 
comprobar  su  identidad  por  documentos  ó 
por  personas  que  los  conozcan.  En  caso  do 
que  faltaren  medios  de  comprobación  do 
su  identidad,  lo  consignarán  en  las  dili- 
gencias. 

4."  La  intervención  de  las  terceras  per- 
sonas á  quienes  se  cite,  la  de  los  Fiscales 
y  de  los  Síndicos  Municipales  en  su  caso, 
se  limitará  á  adquirir  el  (;onocimiento  de 
quienes  sean  las  pcr.sonas  que  intervienen 
en  las  diligencias,  y  á  su  capacidad  legal 
respecto  al  carácter  con  que  lo  hacen.  A 
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este  efecto  se  les  pondrán  de  manifiesto 
las  diligencias  en  la  Secretaria,  ultimadas 
que  sean,  antes  de  que  recaiga  providen- 
cia judicial  dándolas  por  terminadas,  para 
que  expongan  lo  que  vieren  convenirles. 
Cualquiera  otra  reclamación  que  hicieren, 
fuera  de  los  casos  relativos  á  la  identidad 
y  á  la  capacidad  legal  de  las  personas  con- 
currentes, sólo  dará  lugar  á  que  se  les  re- 
serve su  derecho,  para  que  puedan  ejerci- 
tarlo donde  y  como  lo  estimen  conve- 
niente. 

5.^  Si  l^s  reclamaciones  que  hicieren 
los  terceros,  los  Fiscales  ó  los  Síndicos 
Municipales,  versaren  sobre  faltas  subsa- 
nables,  el  Juez  decretar-á  lo  que  correspon- 
da para  completar  en  lo  |J0sible  las  dili- 
gencias. 

6."  El  Juez,  en  vista  de  todo  lo  actuado 
resolverá  lo  que  proceda,  y  mandará  que 
las  diligencias  se  archiven,  dándose  á  los 
interesados  testimonio  de  la  parte  que  so- 
liciten. 

7."*  Cuando,  en  virtud  de  lo  establecido 
en  el  art.  1.396,  las  diligencias  se  hayan 
practicado  ante  algún  Juez  de  Paz,  ins- 
truidas que  fueren  en  su  parte  más  esen- 
cial y  urgente,  dicho  Juez  las  remitirá  al 
de  Letras,  y  éste  las  ultimará  en  la  forma 
que  proceda,  ejecutando  luego  lo  que  se 
previene  en  la  regla  anterior. 

Art.  1.398.  Las  apela'-iones  que  inter- 
pongan los  que  hayan  promovido  el  expe- 
diente, se  admitirán  en  ambos  efectos;  las 
que  interpongan  os  demás  que  interven- 
gan en  el  mismo,  lo  serán  en  uno  solo. 

Art.  1.399.  En  las  apelaciones  de  las 
resoluciones  dictadas  por  los  Jueces  de 
Paz,  recibidos  los  autos  por  el  de  Letras, 
si  el  apelante  se  personare  antes  de  trans- 
currir el  término  del  emplazamiento,  man-_ 
dará  el  Juez  convocar  á  los  interesados' 
para  que  dentro  de  tercero  día  comparez- 
can á  su  presencia,  en  cuyo  acto  los  oirá, 
extendiéndose  de  lo  que  expusieren  el  acta 
correspondiente.  Celebrada  la  compare- 
cencia, el  Juez,  dentro  del  plazo  de  tres 
días,  dictará  la  resolución  que  corres- 
ponda. 

Las  apelaciones  ante  las  Cortes  se  sus- 
tanciarán por  los  trámites  establecidos  pa- 
ra las  de  los  incidentes. 

Art.  I.'ÍOO.  Si  el  apelante  no  se  perso- 
nare dentro  del  término  del  emplazamien- 
to, se  practicará  lo  ordenado  en  los  artícu- 
los .563  y  siguientes. 

Art.  1.401.  Contraías  resoluciones  dic- 
tadas en  segunda  instancia  no  habrá  re- 
curso alguno,  ciuedando  á  salvo  el  derecho 
de  los  interesados  para  que  lo  ejerciten  en 
el  juicio  que  corresponda  según  la  cuantía. 


Art.  1.402.  Los  reconocimientos  y  ava- 
lúos se  practicarán  por  peritos  que  tengan 
el  titulo  correspondiente,  siempre  que  los 
haya  en  el  lugar  donde  se  instruyan  las 
actuaciones,  y  en  su  defecto  por  prácticos. 

Exceptúase  el  caso  en  que  el  interesado 
á  cuya  instancia  se  practiquen  los  recono- 
cimientos ó  avalúos,  pida  que,  á  su  costa, 
se  hagan  pi'ecisamente  por  peritos  con  ti- 
tulo. 

Siempre  que  por  divergencia  de  dos  pe- 
ritos fuere  necesario  un  tercero  para  diri- 
mir la  discordia,  la  designación  de  éste  se 
hará  por  medio  de  sorteo,  teniéndose  pre- 
sente lo  dispuesto  en  el  art.  381. 

Art.  1.403.  Cuando,  según  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.396,  los  Cónsules  hondurenos 
actúen  en  cualquier  acto  de  jurisdicción 
voluntaria,  procurarán  ajustarse,  en  lo 
posible,  á  las  prescripciones  de  este  Có- 
digo. 

TITULO  II 

Del  depósito  y  reconocimiento  de 
efectos  mercantiles. 

Art.  1.404.  Si  á  consecuencia  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  104,  144,  146,  161, 
613,  645,  656,  704  y  832  del  Código  de  Co- 
mercio, ó  por  cualquiera  otra  causa  aná- 
loga hubiere  de  proceder.se  al  depósito  de 
efectos  mercantiles,  el  que  deba  promo- 
verlo lo  solicitará  del  Juez,  por  escrito,  ex- 
presando en  relación  el  por  menor  de  los 
efectos  cuyo  depósito  pida,  y  designando 
la  persona  que  haya  de  ser  el  depositario, 
cuya  designación  habrá  de  recaer  en  per- 
sona respon.sable,  atendidos  el  valor  de! 
depósito  y  las  condiciones  de  la  localidad. 

En  todo  caso  quedará  á  la  discreción  del 
Juez  apreciar  las  garantías  que  ofreciere 
el  depositario  designado  por  quien  pro- 
mueva el  de{)ósito;  y  si  estimare  que  debe 
recaer  en  otro  el  nombramiento,  lo  ha«i 
con  sujeción  á  las  disposiciones  de  este  ar- 
ticulo. 

Art.  1.405.  Si  el  depósito  se  pide  por 
efecto  de  la  contingencia  prevista  en  el  ar- 
ticulo 645  del  citado  Código,  el  que  lo  insto 
solicitará  también  el  reconocimiento  peri- 
cial de  la  nave,  y  ofrecerá  información 
acerca  de  que  no  se  encuentra  otra  para 
fletarla  en  los  puertos  que  estén  á  ciento 
.sesenta  kilómetros  de  distancia. 

Este  extremo  podrá  justificarse  también 
por  medio  de  documentos. 

Art.  1.406.  El  Secretario  extenderá  di- 
ligencia de  la  constitución  del  depósito, 
comprensiva  del  número  y  estado  de  los 
efectos  depositados;  y  en  el  caso  de  que 
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exista  alguna  diferencia  con  la  relación  de 
los  mismos,  heclaa  en  el  escrito  en  que  se 
haya  pedido,  expresará  en  que  consista. 

Art.  1.407.  Si  el  Secretario  ó  el  depo- 
sitario no  estuvieren  conformes  con  la  can- 
tidad ó  con  la  calidad  de  los  efectos  enu- 
merados por  el  que  pidió  el  depósito,  y  éste 
no  se  allanare  á  la  rectificación,  en  el  caso 
de  diferencia  en  la  cantidad,  el  Secretario 
hará  un  recuento  minucioso  de  los  efectos 
á  presencia  del  depositante  y  del  deposita- 
rio; y  si  la  diferencia  consistiere  en  la  ca- 
lidad, el  Juez  nombrará  un  perito  que  los 
clasiñque,  extendiéndose  de  todo  el  acta 
correspondiente. 

Este  perito  deberá  sortearse  y  no  será 
recusable. 

Art.  1.408.  Si  ocurriere  lo  previsto  en 
el  articulo  anterior,  el  Juez  proveerá  inte- 
rinamente á  la  custodia  y  conservación  de 
los  efectos  que  hayan  de  ser  depositados. 

Art.  1.409.  Cuando  proceda  que  el  Juez 
mande  vender  alguno  de  los  efectos  depo- 
sitados para  cubrir  los  gastos  del  recibo  y 
conservación  de  los  mismos,  esta  venta  se 
hará  en  subasta  pública,  previa  tasación  de 
un  perito  nombrado  por  el  dueño  de  aque- 
llos, si  .se  presentare,  ó  por  el  Ministerio 
Fiscal,  si  se  hallare  ausente,  y  otro  por  el 
Juez,  anunciándose  la  subasta,  con  plazo 
de  ocho  ó  quince  días,  por  edictos  que  se 
fijarán  en  la  tabla  de  a\¡30S  del  Juzgado  y 

Íiodrán  insertarse  en  un  periódico  de  la 
ocalidad,  á  prudente  arbitrio  del  Juez,  se- 
gún el  valor  de  dichos  efectos. 

Si  presente  el  dueño  de  éstos  se  confor- 
mare con  que  el  Juez  nombre  un  solo  pe- 
rito, asi  se  hará.  Si  optare  por  nombrarlo 
y  su  perito  no  estuviere  conforme  con  el 
nombrado  por  el  Juez,  el  tercero  será  de- 
signado por  la  suerte. 

Art.  1.410.  Si  en  la  subasta  no  hubiere 
postor,  ó  las  posturas  hechas  no  cubrieren 
las  dos  terceras  partes  de  la  tasación,  se 
hará  una  segunda  subasta,  y  la  tercera  si 
fuere  necesaria,  dentro  de  otro  término 
igual,  con  rebaja  del  veinte  por  ciento  en 
cada  una,  de  la  cantidad  que  hubiere  ser- 
vido de  ti|io  para  la  anterior. 

Art.  1.411.  En  el  caso  délas  dudas  y 
contestaciones  á  que  se  refiere  el  art.  144 
del  Código  de  Comercio,  los  interesados, 
si  no  se  avinieren  en  el  nombramiento  ae 
peritos,  acudirán  al  Juez  para  que  los  de- 
signe. Hecho  esto,  los  peritos  prestarán  su 
declaración,  y  si  no  estuvieren  conformes, 
el  Juez  sorteará  un  tercero. 

Si  los  interesados,  á  pesar  del  reconoci- 
miento pericial,  no  i|uedaren  conformes  en 
sus  diferencias,  se  procederá  al  depósito 
ordenado  en  dicho  artículo. 


Art.  1.412.  Cuando  proceda  hacer  cons- 
tar el  estado,  calidad  ó  cantidad  de  los  gé- 
neros recibidos  ó  de  los  bultos  que  los  con- 
tengan, conforme  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 99,  párrafo  4.°  del  108,  y  143  del 
Código  de  Comercio,  y  demás  ca'sos  aná- 
logos, el  interesado  acudirá  al  Juez  en  so- 
licitud de  que  ordene  se  extienda  diligen- 
cia expresiva  de  aquellas  circunstancias,  y 
si  fuere  necesario,  nombre  perito  que  re- 
conozca los  géneros  ó  bultos. 

Si  los  interesados  convinieren  en  nom- 
brar cada  uno  un  perito,  lo  solicitarán  asi, 
sorteándose,  caso  de  discordia,  un  perito 
tercero. 

TITULO  in 

Del  embargo  y  depósito  provisionales 
del  valor  de  una  letra  de  cambio. 

Art.  1.413.  En  los  casos  en  que  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículos 
476  y  483  del  Código  de  Comercio,  proceda 
el  embargo  ó  depósito  provisional  del  va- 
lor de  una  letra  de  cambio,  el  que  lo  soli*- 
cite  lo  pedirá  al  Juez  por  escrito. 

Art.  1.414.  El  Juez,  en  vi^ta  de  la  soli- 
citud, mandará  requerir  á  quien  proceda 
para  que  deposite  el  valor  de  la  leti-a.  Este 
depósito,  no  habiendo  conformidad  entre 
los  interesados,  se  hará  en  un  Banco  ó  en 
persona  de  reconocida  responsabilidad. 

Art.  1.415.  Verificado  el  embargo  ó 
depósito,  el  Juez  fíjará  al  que  lo  haya  soli- 
citado un  término  prudencial,  para  que 
presente  la  segunda  letra  de  cambio,  ó 
pida  en  el  juicio  correspondiente  el  em- 
bargo dehnitivo  de  su  valor,  apercibido  de 
que,  transcurrido  dicho  término  sin  ha- 
berlo veriñcado,  se  alzará  el  embargo  ó 
depósito  provisional. 

Este  plazo  se  hjará  teniendo  en  cuenta 
la  distancia  y  facilidad  de  comunicaciones 
que  exista  con  la  plaza  ó  punto  donde  se 
haya  expedido  la  letra,  y  será  prorrogable 
por  justa  causa,  á  juicio  del  Juez. 

TITULO  IV 

De  la  calificación  de  las  averías  y  do 
la  liquidación  de  la  gruesa  y  contri- 
bución á  la  misma. 

Art.  1.416.  Cuando  fuere  necesario  ha- 
cer la  justificación  mencionada  en  el  ar- 
ticulo 834  del  Código  de  Comercio,  de  las 
pérdidas  y  gastos  que  constituyan  la  ave- 
ria común  ó  grave,  el  capitán  del  buque, 
dentro  del  plazo  de  veinticuatro  horas  de 
haber  llegado  al  puerto  de  descarga,  mar- 
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cado  en  el  art.  612  de  dicho  Código,  pre- 
sentará al  Juez  el  escrito  de  protesta,  ha- 
ciendo brevemente  relación  de  todo  lo 
ocurrido  en  el  viaje,  con  referencia  al  dia- 
rio de  navegación,  y  solicitará  licencia 
para  abrir  las  escotillas,  designando  al 
efecto  el  perito  que  por  su  parte  haya  de 
asistir  al  acto. 

A  dicho  escrito  acompañará  las  diligen- 
cias de  protesta  que  en  otro  puerto  de 
arribada  se  hubieren  instruido  á  su  instan- 
cia, y  el  diario  de  navegación. 

Art.  1.417.  Presentado  el  escrito  á  que 
se  refíere  el  articulo  anterior,  el  Juez,  si 
posible  fuere  en  el  mismo  día,  con  citación 
y  audiencia  de  todos  los  interesados  pre- 
.sentes  ó  de  sus  consignatarios,  recibirá 
declaración  á  los  tripulantes  y  pasajeros, 
en  el  número  que  estime  conveniente, 
acerca  de  los  hechos  consignados  por  el 
capitán,  y  practicada  la  información,  dará 
licencia  para  abrir  las  escotillas. 

Este  acto  se  llevará  á  efecto  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  1.452. 

Art.  1.418.  Abiertas  las  escotillas  y  he- 
cho constar  el  estado  del  cargamento,  para 
que  pueda  procederse  á  la  caliñcación,  re- 
conocimiento y  liquidación  de  las  averías 
y  su  importe,  el  Juez  mandará  requerir  al 
capitán  de  la  nave  y  á  los  interesados  ó 
sus  consignatarios,  para  que  en  el  término 
de  veinticuatro  horas  nombren  peritos, 
bajo  apercibimiento  de  que  si  no  lo  hicie- 
ren, serán  nombrados  de  oficio. 

El  capitán  nombrará  un  perito  por  cada 
clase  de  géneros  que  haya  de  reconocerse; 
otro,  todos  los  interesados  ó  consignata- 
rios, y  el  Juez  .sorteará  un  tercero,  caso 
de  discordia. 

Art.  1.419.  Nombrados  los  peritos,  ó 
designados  de  oficio,  según  proceda,  acep- 
tarán y  jurarán  el  desempeño  del  cargo, 
y  el  Juez  les  señalará  un  término  breve 
para  presentar  su  informe. 

Art.  1.420.  Los  peritos  harán  la  cali- 
ficación de  las  averías,  enumerando  con  la 
precisión  posible: 

1.°     Las  simples  ó  particulares. 

2."     Las  gruesas  ó  comunes. 

Art.  1.421.  Presentado  que  fuere  por 
ios  peritos  el  informe,  se  pondrá  de  mani- 
fiesto en  1 1  Secretaría  por  el  término  de 
tres  días,  dentro  del  que  los  interesados 
podrán  consignar,  por  medio  de  compare- 
cencia ante  el  Secretario,  la  razón  que 
tengan  para  no  prestarle  su  conformidad. 

Art.  1.422.  Si  alguno  no  estuviere  con- 
forme con  el  dictamen  de  los  peritos,  el 
Juez,  al  siguiente  día  de  transcurrido  el 
término  fijado  en  el  articulo  anterior,  con- 
vocará á  los  interesados  para  el  inmediato 


á  una  comparencia.  En  este  acto  les  reci- 
birá por  via  de  instrucción  las  justificacio- 
nes que  hicieren,  extendiéndose  de  todo  el 
acta  correspondiente. 

Art.  1.423.  Dentro  de  segundo  dia,  el 
Juez  diciará  la  resolución  que  p,-oced;i. 

Esta  resolución  será  apelable  en  un  solo 
efecto. 

Art.  1.424.  Cuando  todos  los  interesa- 
dos hubieren  prestado  su  confunn.Liad  al 
informe  ]iericial  sobre  la  calificación  de  la 
averia,  ó  se  hubiere  dictado  la  resolu  ion 
mencionada  en  el  articulo  prece^eüte,  el 
Juez  ordenará  que  los  mismos  p.  ritos  ha- 
gan, dentro  del  término  que  les  tije,  la 
cuenta  y  liquidación  de  las  avenan  gruesas 
ó  comunes. 

Art.  1.425.  Para  hacer  esta  cuéntalos 
peritos  formarán  cuatro  estauos: 

1.°  De  los  daños  y  gastos  que  conside- 
ren averías  comunes,  ó  masa  de     vcnas. 

2.°  Délas  cosas  sujetas  á  la  con  iribu- 
ción,  ó  masa  imponible. 

3."  Del  repartimiento  de  la  masa  de 
averías  entre  las  cosas  sujetas  á  contribu- 
ción. 

4."  De  contribuciones  efectivas  y  reem- 
bolsos efectivos. 

Art.  1.426.  Tanto  en  el  caso  el  artn-.u- 
lo  anterior  como  en  el  del  1. 419,  si  los  pe- 
ritos no  desempeñaren  ^u  cometido  uentro 
del  término  que  se  les  haya  fij;ido,  el  Juez 
de  oficio  deberá  apremiarles  para  que  lo 
cumplan. 

Art.  1.427.  Así  que  los  peritos  hayan 
presentado  los  cuatro  estados  á  que  se  re- 
fiere el  art.  1.425,  se  pondrán  éstos  de  ma- 
nifiesto en  la  Secretaría  por  elténuino  de 
seis  días,  para  los  efectos  expresauoo  en 
los  arts.  1.421  y  siguientes. 

Art.  1.428.  Si  todos  los  interesado  es- 
tuvieren conformes,  el  Juez  aprobará  el 
repartimiento.  En  el  caso  de  haberse  veri- 
ficado la  comparecencia  ordenada  en  el  ar- 
ticulo 1.422,  el  Juez,  dentro  dií  tres  días, 
dictará  resolución  aprobando  el  rcpai-ti- 
miento  en  la  forma  en  que  lo  hayan  pre- 
sentado los  peritos,  ó  con  las  modificacio- 
nes que  estime  just  is. 

Esta  resolución  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  1.429.  Cuando  el  capitán  del  bu- 
que no  cumpliere  con  el  deber  que  le  im- 
pone el  art.  fs34  del  Código  de  Comercio, 
de  hacer  efectivo  repartimiento,  los  due- 
ños de  las  cosas  averiadas  podrán  acudir 
al  Juez  para  que  le  obligue  á  ello. 

Art.  1.430.  En  el  caso  de  que  los  due- 
ños de  las  cosas  averiadas  tormulen  la 
pretensión  mencionada  en  el  articulo  pre- 
cedente, el  Juez  mandará  requerir  al  capí- 
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tan  para  que  en  el  breve  término  que  al 
efecto  le  señale,  haga  efectivo  el  reparti- 
miento, apercibiéndole  que  será  responsa- 
ble de  su  morosidad  ó  negligencia. 

Art.  1.431.  Cuando  los  contribuyentes 
no  satisfagan  las  cuotas  respectivas  dentro 
de  tercero  día,  si  el  capitán  del  buque  des- 
pués de  aprobado  el  repartimiento,  usare 
del  derecho  que  le  concede  el  art.  835  del 
Código  de  Comercio,  se  procederá  á  su 
instancia  al  depósito  y  venta  en  pública 
subasta  de  los  efectos  salvados  que  fueren 
necesarios  para  hacer  efectivas  dichas  cuo- 
tas. 

Esta  subasta  tendrá  lugar  en  la  forma 
prescrita  en  los  arts.  1.409  y  1.410. 

TÍTULO  V 

De  la  descarga  y  abandono  de  efectos 
mercantiles  y  de  la  fianza  de  car- 
gamento. 

Art.  1.432.  Si  obligado  el  capitán  de 
una  nave  á  arribar  á  un  puerto,  creyere 
conveniente  para  la  mejor  conservación 
de  todo  ó  parte  del  cargamento  procederá 
su  descarga,  y  no  tuviere,  ó  no  pudiere 
recibir  el  consentimiento  de  los  cargado- 
res, acudirá  al  Juez  por  escrito  ó  por  com- 
parecencia, si  fuere  muy  urgente  el  caso, 
para  obtener  la  autorización  requerida  por 
el  art.  810  del  Código  de  Comercio. 

Art.  1.433.  Para  obtener  dicha  autori- 
zación, el  capitán  pedirá  que  el  cargamen- 
to sea  reconocido  por  peritos,  uno  que  des- 
de luego  designará,  y  otro  que  nombrará 
el  Ministerio  Fiscal  en  representación  de 
los  cargadores  ausentes,  sorteándose  por 
el  Juez  el  tercero,  en  caso  de  discordia. 

Art.  1.434.  El  Juez  ordenará  que  se 
practique  el  reconocimiento,  y  si  del  in- 
forme pericial  apareciere  ser  necesaria  la 
descarga,  lo  acordará. 

Art.  1.435.  De  todo  lo  actuado  se  dará 
testimonio  literal  al  capitán  de  la  nave. 

Art.  1.436.  Para  verifícar  la  descarga 
por  la  arribada  forzosa  á  que  se  refiere  el 
articulo  810  del  Código  de  Comercio,  el 
capitán  del  buque  solicitará  ({ue  éste  y  el 
cargamento  sean  reconocidos  por  peritos, 
á  ñn  de  que  manifiesten  si  fué  indispensa- 
ble hacer  dicha  arribada  para  practicar  las 
reparaciones  que  el  buque  necesitara,  ó 
para  evitar  daño  y  avería  en  el  carga- 
mento. 

El  nombramiento  de  estos  peritos  se  ha- 
rá en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1.433. 

Art.  1.437.  Opinando  los  peritos  por  la 
descarga,  el  Juez  acordará  que  se  efectúe, 
proveyendo  lo  necesario  para  la  conserva- 
ción del  cargamento. 


Art.  1.438.  En  el  caso  de  que  el  capi- 
tán del  buque  haga  la  declaración  de  ave- 
ria á  que  se  refiere  el  art.  812  del  Código 
de  Comercio,  reconocidos  que  sean  los  gé- 
neros por  peritos,  si  éótos  opinaren  en  m- 
terés  del  cargador  que  no  estuviere  pre- 
sente, que  deben  ser  vendidos,  la  venta  se 
verificará  en  la  forma  prescrita  en  el  titu- 
lo siguiente. 

Art.  1.439.  En  el  caso  de  abandono  pa- 
ra pago  de  fletes,  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 675  del  Código  de  Comercio,  si  el 
fletante  no  estuviere  conforme,  los  carga- 
dores solicitaran  del  Juez  que  se  proceda, 
con  intervención  de  aquél,  al  peso  ó  medi- 
ción de  las  vasijas  (jue  contengan  los  lí- 
quidos que  se  trate  de  abandonar. 

Art.  1.440.  Acordado  el  peso  ó  medi- 
ción por  el  Juez,  si  resultare  que  las  vasi- 
jas han  perdido  las  tres  cuartas  partes,  ó 
más,  de  su  contenido,  mandará  que  se  le 
entreguen  al  fletante. 

Art.  1.441.  Cuando  proceda  la  fianza 
del  valor  del  cargamento,  á  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  701  del  Código  de  Co- 
mercio, él  capitán  !o  solicitará  lel  Juez, 
acompañando  á  su  escrito  la  documenta- 
ción de  la  que  resulte  dicho  valor. 

Art.  1.442.  El  Juez,  en  vista  del  escri- 
to y  documentos  presentados,  acordará  si 
procede  ó  no  la  fianza  y  caso  afirmativo, 
la  fijará  en  la  cantidad  y  en  la  calidad  que 
reclame  el  capitán  del  buque. 

Si  fuere  en  metálico  se  depositará  inme- 
diatamente, en  la  forma  acordada  en  el  ar- 
tículo 1.414. 

TITULO  VI 

De  la  enajenación  y  apoderamiento  de 
efectos  comerciales  en  casos  urgen- 
tes, y  de  la  recomposición  de  naves. 

Art.  1 .443.  En  los  casos  previstos  en  los 
artículos  182,  párrafos  3.°  y  4.°  del  566, 
567,  571,  679,  599,  600,  604,  655,  812,  830  y 
833  del  Código  de  Comercio,  se  observarán 
las  reglas  siguientes: 

1.*  Siempre  que  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  182  y  812  de  dicho 
Código,  haya  que  proceder  á  la  venta  de 
efectos  que  se  hubieren  averiado,  ó  cuya 
alteración  haga  urgente  su  enajenación, 
el  comisionista  á  cuyo  cargo  se  hallen,  ó 
el  capitán  del  buque  que  los  conduzca  la 
solicitará  del  Juez,  expresando  el  número 
y  clase  de  los  efectos  que  hayan  de  ven- 
derse. Se  acompañará  además  un  estado, 
firmado  por  el  capitán  del  buque,  que  de- 
muestre las  existencias  que  haya  en  caía, 
y  se  ofrecerá  información  acerca  de  las 
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gestiones  que  liaya  hecho  para  hallar  quien 
le  prestara  á  la  gruesa  la  cantidad  necesa- 
ria, y  su  ningún  resultado. 

2.*  Presentada  la  solicitud,  sin  perjui- 
cio de  que  en  su  caso  se  practique  la  infor- 
mación mencionada  en  la  regla  anterior, 
el  Juez  nombrará  en  el  acto  perito  que  re- 
conozca los  géneros  en  aquel  mismo  día,  ó 
á  más  tardar  en  el  .siguiente. 

3.*  Acreditado  por  la  información  pe- 
ricial el  estado  de  los  géneros,  si  resultare 
ser  necesaria  la  venta,  practicada  que  ha- 
ya sido  en  su  caso  la  información,  el  Juez 
dictará  resolución  ordenando  su  tasación 
y  venta  en  pública  subasta,  adoptando  las 
medidas  que  sean  conduííentes  para  darle 
la  mayor  publicidad  posüjle,  teniendo  para 
ello  en  cuenta,  no  sólo  el  valor  de  los  efec- 
tos, sino  también  la  mayor  ó  menor  ur- 
gencia de  la  venta,  según  su  estado  de  con- 
servación. 

4.*  La  venta  de  efectos  procedentes  de 
naufragio  se  sujetará,  según  los  casos,  á 
los  trámites  expresados  en  las  reglas  ante- 
riores. El  Juez  que  haya  mandado  deposi- 
tarlos ordenará  de  oficio  su  venta,  cuando 
así  proceda. 

5."  Cuando  la  cantidad  producto  de  la 
venta  no  haya  de  tener  aplicación  inme- 
diata, se  depositará  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  1.414,  á  disposición  de  quien  co- 
rresponda, deducido  el  importe  de  toda 
clase  de  gastos. 

6.*  Para  acreditar  la  necesidad  de  ven- 
der una  nave  que  en  viaje  se  haya  inutili- 
zado para  ia  navegación,  y  no  pueda  ser 
rehabilitada  para  continuarlo,  su  capitán  ó 
maestre  solicitará  del  Juez  que  sea  recono- 
cida por  peritos.  Al  escrito  en  que  lo  pida 
acompañará  el  acta  de  visita  ó  fondeo  de  la 
nave,  á  que  se  refieren  los  párrafos  3."  y  4." 
del  art.  566  del  Código  de  Comercio,  y  el 
diario  de  navegación,  para  que  el  Secreta- 
rio extienda  en  los  autos  testimonio  de  él. 

El  nombramiento  de  los  peritos  se  hará 
en  la  forma  determinada  en  el  art.  1.433; 
y  si  de  la  declaración  pericial  resultaren 
acreditados  aml)OS  extremos,  el  Juez  de- 
cretará la  venta  con  las  formalidades  esta- 
blecidas en  art.  .^67  de  diciio  Código.  La 
cantidad  que  produzca  la  subasta,  deduci- 
dos los  gastos  de  toda  clase,  se  depositará 
como  en  el  caso  previsto  en  la  regía  ante- 
rior. 

7."  En  todos  los  casos  á  que  se  refieren 
las  reglas  anteriores,  cuando  en  la  primera 
.subasta  no  haya  postor,  ó  las  posturas  he- 
chas no  cubran  las  dos  terceras  partes  de 
la  tasación,  se  anunciará  por  igual  término 
una  segunda  ó  sucesivas  suljastas,  con  el 
20  por  100  de  rebaja  en  cada  una. 


8.^  Cuando  una  nave  necesite  repara- 
ción, y  alguno  de  los  partícipes  no  con- 
sienta en  que  se  haga,  ó  no  provea  de  los 
fondos  necesarios  para  ello,  el  que  la  con- 
ceptúe indispensable  acudirá  al  Juez  pi- 
diendo que  se  reconozca  la  nave  por  pe- 
ritos. 

Reconocida  ésta  por  los  que  nombre  el 
reclamante  y  su  opositor,  y  tercero  en  ca- 
.so  de  discordia,  resultando  necesaria  la  re- 
composición, el  Juez  mandará  requerir  al 
que  no  haya  aportado  los  fondos,  para  que 
lo  verifique  en  el  término  de  ocho  días, 
bajo  apercibimiento  de  que  no  haciéndolo 
será  privado  de  su  parte,  abonándole  sus 
copartícipes  por  justiprecio  el  valor  que 
tuviera  antes  de  la  reparación. 

Este  justiprecio  se  hará  por  los  mismos 
peritos  que  hayan  reconocido  la  nave;  y  la 
cantidad  fijada,  si  no  la  quisiere  recibir  el 
condueño  de  aquélla,  será  depositada  á  su 
disposición  en  la  forma  prevenida  en  las 
reglas  anteriores,  reservándole  la  acción 
que  pueda  corresponderle  para  que  la  ejer- 
cite en  el  juicio  que  proceda,  según  la 
cuantía. 

9.*  Cuando  un  capitán  de  buque,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  los  artículos  571  y 
599  del  Código  de  Comercio,  necesite  ob- 
tener licencia  judicial  para  contraer  un 
préstamo  á  la  gruesa,  deberá  solicitarlo 
haciendo  una  información  ó  presentando 
documento  que  justifiquen  la  urgencia,  y  no 
haber  podido  encontrar  fondos  por  los  me- 
dios enumerados  en  el  segundo  de  los  ar- 
tículos citados.  Además,  pedirá  al  Juez  que 
nombre  un  perito  que  reconozca  la  nave  y 
fije  la  cantidad  necesaria  para  reparacio- 
nes, rehabilitación  y  aprovisionamiento. 

El  Juez,  en  vista  de  la  declaración  peri- 
cial, mandará  publicar  un  anuncio  que  se 
fijará  en  la  tabla  de  avisos  y  se  publicará  en 
un  periódico  de  la  localidad  si  lo  hubiere, 
en  el  que  se  consignará  sucintamente  la 
pretensión  del  capitán  de  la  nave,  y  la  can- 
tidad que  el  perito  haya  fijado. 

Concedida  por  el  Juez  la  autorización 
para  contraer  el  préstamo,  si  á  pesar  de 
ello  el  (.•ai)itán  no  encontrare  la  cantidad 
necesaria,  podrá  pedir  la  venta  de  la  parte 
de  cargamento  que  fuere  indispensable. 

Esta  venta  se  hará  previa  tasación  de 
peritos  nombrados  conforme  á  lo  prescrito 
en  el  articulo  1.433  y  en  sulmsta  pública, 
anunciada  y  verificada  con  las  formalida- 
des ordenadas  en  las  reglas  anteriores. 

10.  En  el  caso  de  que  el  capitán  do  un 
buque  se  haya  creído  obligado  á  exigir  de 
los  que  tengan  víveres  por  su  cuenta  parti- 
cular, que  ios  entreguen  J^ara  el  consumo 
r-omún  de  todos  los  que  se  hallen  á  bordo. 
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y  los  dueños  de  los  mismos  no  se  confor- 
men con  que  haya  existido  aquella  necesi- 
dad ó  con  el  precio  á  que  el  capitán  quiera 
pagar  los  víveres,  tanto  el  uno  como  los 
otros,  para  hacer  constar  los  hechos,  po- 
drán pi'omover  una  información  judicial 
en  el  primer  puerto  á  donde  arriben. 

Prestada  la  información,  el  Juez  oirá  á 
los  interesados  en  una  comparecencia,  y 
si  en  ella  no  se  avinieren  respecto  al  pre- 
cio á  que  el  capitán  haya  de  abonar  los  ví- 
veres, dará  por  terminado  el  acto,  con 
reserva  á  sus  dueños  de  la  acción  que  les 
corresponda  para  que  la  ejerciten  en  juicio 
contencioso. 

Si  el  interés  que  se  litigare  en  esta  cues- 
tión no  excediere  de  treinta  pesos,  se  sus- 
tanciará en  juicio  verbal;  si  excediere,  se 
sujetará  ¡su  tramitación  á  la  establecida 
para  los  incidentes. 

li.  Si  el  fletante  quiere  hacer  uso  del 
derecho  que  le  concede  el  artículo  655  del 
Código  del  Comercio,  pedirá  al  Juez  que  se 
requiera  al  consignatario  para  que  pague 
en  el  acto  la  cantidad  que  le  adeude  por 
fletes,  y  si  no  lo  verifíca,  que  se  proceda  á 
la  venta  judicial  de  la  parte  necesaria  de 
la  carga,  en  subasta  pública,  y  por  los  me- 
dios establecidos  en  las  reglas  precedentes. 

Hecho  que  sea  el  requerimiento,  si  el 
consignatario  no  verifica  el  pago,  el  Juez 
ordenará  que  se  constituya  en  depósito  la 
parte  de  carga  necesaria,  la  cual  será  de- 
signada por  peritos  nombrados  por  los  in- 
teresados, y  tercero,  que  el  Juez  sorteará 
en  caso  de  discordia. 

Si  hecha  la  venta  su  producto  no  alcan- 
zara á  cubrir  la  cantidad  adeudada,  á  ins- 
tancia del  fletante,  y  con  las  mismas  for- 
malidades, podrá  ampliarse  dicho  depósito 
y  venta  sucesiva. 

En  el  caso  de  que  el  consignatario  se 
opusiere,  se  depositará  el  precio  de  la  ven- 
ta en  un  Banco  ó  en  persona  de  responsa- 
bilidad, hasta  que  en  el  juicio  correspon- 
diente se  decida  si  procede  ó  no  el  pago. 

Doberá  presentar  la  demanda  en  el  tér- 
mino de  veinte  días,  sustanciándose  el  jui- 
cio con  arreglo  á  lo  prescrito  para  los  inci- 
dentes. Transcurrido  dicho  término  sin 
que  .se  hubiere  presentado  la  demanda,  el 
Juez  de  oficio  alzará  el  depósito  y  entrega- 
rá al  fletante  la  cantidad  que  se  le  deba. 

TITULO  VII 

De  otros  actos  de  comercio  que  re- 
quieren la  intervención  judicial  pe- 
rentoria. 

Art.  1.444.     En  el  caso  á  que  se  refiere 


el  art.  260  del  Código  de  Comercio,  los  so- 
cios que  creyeren  que  el  encargado  de  ad- 
ministrar y  llevar  la  firma  usa  mal  de  estas 
facultades,  y  quisieren  nombrarle  un 
coadministrador,  presentarán  escrito  al 
Juez,  pidiendo  se  reciba  información  sobre 
el  particular,  y  acreditando  el  mal  uso 
que  su  consocio  hiciere  de  dichas  faculta- 
des, que  se  nombre  coadministrador  la 
persona  que  designen. 

Del  anterior  escrito  se  acompañará  co- 
pia, la  que  será  entregada  al  socio  admi- 
nistrador en  el  acto  de  la  citación. 

Art.  1.445.  El  socio  administrador  po- 
drá hacer  en  los  mismos  autos  la  contra 
información  que  juzgue  procedente,  y  pre- 
sentar los  documentos  que  acrediten  su 
buema  gestión  comercial. 

Art.  1.446.  Practicada  la  información 
ó  informaciones,  el  Juez  oirá  á  los  intere- 
sados en  una  comparecencia,  y  según  el 
resultado  de  estas  actuaciones  dictará  re- 
solución acordando  haber  ó  no  lugar  al 
nombramiento  de  coadministrador. 

Art.  1.447.  Si  se  acordare  haber  lugar 
á  dicho  nombramiento,  lo  hará  el  Juez  á 
favor  de  la  persona  designada  por  los  so- 
cios que  lo  hubieren  solicitado. 

Si  el  socio  administrador  alegare  funda- 
dos motivos  de  oposición  á  la  persona  pro- 
puesta, se  citará  á  los  interesados  á  nueva 
comparecencia,  y  no  poniéndose  en  ella  de 
acuerdo,  recaerá  el  nombramiento  en  otra 
persona  nuevamente  designada  por  los 
mismos  socios. 

Art.  1.448.  Todo  socio  que  tenga  dere- 
cho á  examinar  el  estado  de  la  adminis- 
tración y  de  la  contabilidad,  si  no  lo  con- 
sintiere el  administrador,  podrá  acudir  por 
escrito  al  Juez,  y  éste  ordenará  que  en  el 
acto  se  le  pongan  de  manifiesto  los  libros 
y  documentos  de  la  sociedad  que  quiera 
examinar. 

Si  el  socio  administrador  resistiere  en 
cualquiera  forma  la  exhibición,  el  Juez 
acordará  las  providencias  necesarias  para 
compelerle  hasta  conseguirla. 

Art.  1.449.  En  cualquiera  de  los  casos 
previstos  en  los  artículos  657  y  siguientes 
del  Código  de  Comercio,  sobre  el  fletamen- 
to,  producida  que  sea  la  queja  ante  el 
Juez,  éste,  previa  información  sumaria, 
adoptará  la  resolución  que  proceda,  man- 
dando que  se  requiera  para  que  la  ejecu- 
ten al  capitán  de  la  nave  y  demás  perso- 
nas que  corresponda. 

Art.  1.450.  El  capitán  de  buque  que  á 
fin  de  salvar  su  responsabilidad  en  caso  de 
siniestro,  quisiere  abrir  las  escotillas  para 
hacer  constar  la  buena  estiva  del  carga- 
mento, solicitará  para  ello  licencia  judicial. 
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y  designará  desde  luego  el  perito  que  por 
su  parte  haya  de  asistir  al  acto. 

Art.  1.451  Presentada  la  solicitud,  el 
Juez  mandará  requerir  á  los  cargadores  y 
consignatarios,  si  estuvieren  en  la  locali- 
dad, y  en  su  defecto  al  Fiscal,  para  que 
nombren  otro  perito.  Hecho  el  nombra- 
miento de  los  peritos,  otorgará  la  licencia 
solicitada. 

Art.  1.452.  La  apertura  de  las  escotillas 
se  hará  á  presencia  del  Secretario,  de  los 
peritos  y  del  capitán  de  la  nave,  pudiendo 
asistir  los  cargadores  y  consignatarios;  y 
reconocido  que  fuere  el  cargamento  por  los 
peritos,  se  extenderá  la  correspondiente 
acta,  que  firmarán  todos  los  concurrentes. 

Si  los  peritos  no  estuvieren  conformes, 
el  Juez  sorteará  un  tercero. 

Art.  1.453.  Terminadas  las  actuaciones 
si  el  capitán  tuviere  que  hacer  uso  de  ellas 
en  otro  puerto,  se  le  entregará  copia  certi- 
fícada  de  todo  lo  actuado. 

Art.  1.454.  En  los  casos  en  que  el  capi- 
tán de  una  nave  tenga  que  hacer  constar 
las  causas  de  las  averías,  arribada  forzosa, 
naufragio,  ó  cualquiera  otro  hecho  por  el 
cual  pueda  caberle  responsabilidad  si  no 
hubiere  obrado  con  arreglo  á  lo  que  deter- 
mina el  Código  de  Comercio,  presentará 
al  Juez  un  escrito  solicitando  que  se  reciba 
declaración  á  los  pasajeros  y  tripulantes 
acerca  de  la  certeza  de  los  hechos  que 
enumere. 

A  dicho  escrito  acompañará  el  diario  de 
navegación. 

Art.  1.455.  El  Juez  en  su  vista  recibirá 
la  información  ofrecida,  y  mandará  testi- 
moniar del  libro  de  navegación  la  parte 
que  se  refiera  al  suceso  y  sus  causas,  en- 
tregando después  al  capitán  testimonio  de 
todo  lo  actuado . 

TITULO  VIII 

Del  nombramiento  de  arbitros,  y  del 
de  peritos  en  el  contrato  de  seguros. 

Art.  1.456.  Cuando  setrate  de  hacer  el 
nombramiento  de  arbitros  en  los  casos 
prevenidos  en  el  Código  de  Comercio,  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  el  capitulo  III,  Ti- 
tulo IV,  Libro  I!  de  este  Código. 

Art.  1.457.  Cuando  se  trate  de  hacer 
el  nombramiento  de  peritos  que  previene 
el  artículo  755  del  Código  de  Comercio  pa- 
ra el  caso  de  haberse  estipulado  el  aumen- 
to del  precio  del  seguro,  se  designará  uno 
por  cada  interesado. 

Esta  designación  se  hará  por  escrito,  al 
que  se  acompañará  la  póliza  del  seguro. 

Art.  1.458.  Si  los  peritos  no  estuvieren 
conformes,  el  Juez  sorteará  un  tercero. 


Art.  1459.  Fijada  la  cantidad  en  que 
haya  de  consistir  el  aumento  del  seguro, 
el  Juez  ordenará  que  se  haga  saber  á  quien 
corresponda. 

Art.  1.460.  En  los  casos  en  que  por 
efecto  del  contrato  de  seguros  sea  necesa- 
rio hacer  constar  judicialmente  el  sinies- 
tro, t  !sar  la  cuantía  del  mismo  y  vender 
los  efectos  que  por  consecuencia  de  él  ha- 
yan sufrido  averia,  se  practicará  lo  dis- 
puesto para  otros  análogos  en  ios  títulos 
anteriores. 
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TITULO    PRIMERO 
Disposiciones  generales. 

CAPITULO  PRIMERO 

PRELIMINARES 

Sección  primera 
Keglas  generales. 

Art.  1.461.  No  se  impondrá  pena  algu 
na  por  consecuencia  de  actos  punibles  cu- 
ya represión  incumba  á  la  jurisdicción  or- 
dinaria, sino  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  presente  Código  ó  de  leyes 
especiales,  y  en  virtud  de  sentencia  dicta- 
da por  Juez  competente. 

Art.  1.462.  Todas  las  Autoridades  ó 
funcionarios  que  intervengan  en  el  proce- 
dimiento penal  cuidarán,  dentro  de  los 
límites  de  su  respectiva  competencia,  de 
consignar  y  apreciar  las  circunstancias  asi 
adversas  como  favorables  al  presunto  reo, 
y  estarán  obligados,  á  falta  de  disposición 
expresa,  á  instruir  á  éste  de  sus  derechos 
y  de  los  recursos  que  pueda  ejercitar, 
mientras  no  se  hallare  asistido  de  defensor. 

Sección  segunda. 

Cuestiones  prejudiciales. 

Art.  1.463.  Por  regla  general,  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  encargados  de 
la  justicia  penal  se  extiende  á  resolver, 
para  sólo  el  efecto  de  la  represión,  las 
cuestiones  civiles  prejudiciales  propuestas 
con  motivo  de  los  heclios  perseguidos, 
cuando  tales  cuestiones  aparezcan  tan  ín- 
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timamente  ligadas  al  hecho  punible  que 
sea  racionalmente  imposible  su  separación. 

Art.  1.464.  Sin  embargo,  si  la  cuestión 
prejudicial  tuese  determinante  de  la  cul- 
pabilidad ó  de  la  inocencia,  el  Tribunal  de 
lo  criminal  suspenderá  el  procedimiento 
hasta  la  resolución  de  aquélla  por  quien 
c©rresponda,  pero  puede  fijar  un  plazo  que 
no  e.vceda  de  dos  meses,  para  que  las  par- 
tes acudan  al  Juez  ó  Tribunal  civil  compe- 
tente. 

Pasado  el  plazo  sin  que  el  interesado 
acredite  haberlo  utilizado,  el  Tribunal  de 
lo  criminal  alzará  la  su.spensión  y  conti- 
nuará el  procedimiento. 

En  estos  juicios  será  parte  el  Ministerio 
Fiscal. 

Art.  1.465.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
los  dos  artículos  anteriores,  las  cuestiones 
civiles  prejudiciales  referentes  á  la  validez 
de  un  matrimonio  ó  á  la  supresión  de  es- 
tado civil,  se  deferirán  siempre  al  Juez  ó 
Tribunal  que  deba  entender  de  las  mismas, 
y  su  decisión  servirá  de  base  á  la  del  Tri- 
bunal de  lo  criminal, 

Art.  1.466.  Si  la  cuestión  civil  prejudi- 
cial se  refiere  al  derecho  de  propiedad  so- 
bre un  inmueble  ó  á  otro  derecho  real,  el 
Tribunal  de  lo  criminal  podrá  resolver 
acerca  de  ella,  cuando  tales  derechos  apa- 
rezcan fundados  en  un  titulo  auténtico  ó 
en  actos  indubitados  de  posesión. 

Art.  1.467.  El  Tribunal  de  lo  criminal 
.se  atemperará  respectivamente  á  las  reglas 
del  Derecho  Civil,  en  las  cuestiones  preju- 
diciales que,  con  arreglo  á  los  artículos 
anteriores,  deba  resolver. 

CAPITULO  II 

DE    LAS   COMPETENCIAS 

Sección  primera. 
De  las  cuestiones  de  competencia. 

Art.  1.468.  Las  reglas  de  competencia 
en  lo  criminal  se  fijan  en  la  Ley  Orgánica 
de  Tribunales. 

Art.  1.469.  Podrán  promover  y  soste- 
ner competencia: 

1."  Las  partes,  desde  la  citación  hasta 
el  acto  de  la  comparecencia. 

2."  Los  Jueces  de  Paz,  como  instructo- 
res, durante  el  sumario;  y  en  las  causas 
por  faltas,  en  cualquier  estado  del  juicio. 

3.°  Los  Jueces  de  Letras  y  las  Cortes 
de  Apelaciones,  durante  la  sustanciación 
del  juicio. 

4."  ¡Ministerio  Fiscal,  en  cualquier  es- 
tado de  la  causa. 

5.°    El  acusador  particular,  antes  de 


formular  su  primera  petición,  después  de 
personado  en  la  causa. 

6.°  El  procesado  y  la  parte  civil,  ya 
figure  como  actora,  ya  aparezca  como  res- 
ponsable, dentro  de  los  tres  días  siguientes 
al  en  que  se  les  comunique  la  causa  para 
calificación. 

Las  cuestiones  de  competencia  se  resol- 
verán por  el  Superior  jerárquico,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales. 

Art.  1.470.  La  Corte  Suprema  no  po- 
drá formar  ni  promover  competencia,  y 
ningún  Juez,  Tribunal  ó  parte  podrá  pro- 
moverlas contra  ella. 

Cuando  algún  Juez  ó  Tribunal  viniere 
entendiendo  en  asunto  cuyo  conocimiento 
estuviere  reservado  á  la  Corte  Suprema, 
ordenará  ésta  á  aquél,  de  oficio,  á  excita- 
ción del  Ministerio  Fiscal,  ó  á  .solicitud  de 
parte,  que  se  abstenga  de  todo  procedi- 
miento y  remita  los  antecedentes  en  el  tér- 
mino de  segundo  día,  para  en  su  vista  re- 
solver. 

La  Corte  Suprema  podrá,  sin  embargo, 
autorizar  en  la  misma  orden  y  entretan- 
to que  resuelva  la  competencia,  la  conti- 
nuación de  aquellas  diligencias  cuya  ur- 
gencia ó  necesidad^fueren  manifiestas. 

Contra  la  decisión  de  la  Corte  Suprema 
no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  1.471.  Cuando  dos  ó  más  Jueces 
de  instrucción  se  reputen  competentes  pa- 
ra actuar  en  un  asunto,  si  á  la  primera 
comunicación  no  se  pusieren  de  acuerdo 
sobre  la  competencia,  darán  cuenta  con 
remisión  de  testimonio  al  Superior  compe- 
tente; y  este,  en  su  vista,  decidirá  de  pla- 
no y  sin  ulterior  recurso  cuál  de  los  Jueces 
instructores  debe  actuar. 

Mientras  no  recaiga  decisión,  cada  uno 
délos  Jueces  instructores  seguirá  practi- 
cando las  diligencias  necesarias  p:ira  com- 
probar el  delito,  y  aquellas  otras  que  con- 
sidere de  reconocid  i  urgencia. 

Dirimido  el  confiicto  por  el  Superior  á 
quien  competa,  el  Juez  de  instrucción  que 
deje  de  actuar  remitirá  las  diligencias 
practicadas  y  los  objetos  recogidos  al  de- 
clarado competente,  dentro  de  segundo 
día,  á  contar  desde  el  en  que  reciba  la  or- 
den del  Superior  para  que  deje  de  cono- 
cer. 

Los  Jueces  de  Paz  y  los  de  Letras  son 
Jueces  de  instrucción,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  arts.  26  y  40  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales. 

Art.  1.472.  Si  durante  el  sumario  el 
Ministerio  Fiscal  ó  el  acusador  particular 
entendieseí  que  el  Juez  instructor  no  tie- 
ne competencia  para  actuar  en  la  causa. 
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podrán  reclamar  ante  el  Tribunal  Supe- 
rior á  quien  corresponda,  el  cual,  previos 
los  informes  que  estime  necesarios,  resol- 
verá de  plano  y  sin  ulterior  recurso. 

En  todo  caso  se  cumpjlirá  lo  dispues- 
to en  el  párrafo  segundo  del  artículo  ante- 
rior. 

Art.  1.473.  Terminado  el  sumario,  toda 
cuestión  de  competencia  que  se  promueva 
suspenderá  los  procedimientos  hasta  la  de- 
cisión de  ella. 

Art.  1.474.  El  Juez  ó  Tribunal  que  se 
considere  competente  deberá  promover  la 
competencia. 

También  acordará  la  inhibición  á  favor 
del  Juez  ó  Tribunal  competente,  cuando 
considere  que  el  conocimiento  de  la  causa 
no  le  corresponda,  aunque  sobre  ello  no 
haya  precedido  reclamación  de  los  intere- 
sados, ni  del  Ministerio  Fiscal. 

Las  resoluciones  que  los  Jueces  de  Paz 
ó  de  Letras  dicten  inhibiéndose  á  favor  de 
otro  Juez  ó  jurisdicción,  serán  apelables, 
observándose  en  este  caso  lo  dispuesto  en 
el  segundo  párrafo  del  art.  1.471,  á  cuyo 
efecto  se  remitirá  el  correspondiente  testi- 
monio. Contra  las  resoluciones  de  las  Cor- 
tes de  Apelaciones  podrá  interponerse  el 
recurso  de  casación. 

Art.  1.475.  El  Ministerio  Fiscal  y  las 
partes  promoverán  las  competencias  por 
inhibitoria  ó  por  declinatoria. 

El  uso  de  uno  de  estos  medios  excluye 
absolutamente  el  del  otro,  asi  durante  la 
sustanciación  de  la  competencia  como  una 
vez  que  ésta  se  halle  terminada. 

La  inhibitoria  se  propondrá  ante  el  Juez 
ó  Tribunal  que  se  repute  competente. 

La  declinatoria,  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
que  se  repute  incompetente. 

Art.  1.476.  El  Juez  ó  Trünmal  ante 
quien  se  proponga  la  inhibitoria,  oyendo 
verbalmente  al  Fiscal  cuando  éste  no  la 
hubiere  propuesto,  resolverá  en  término 
de  segundo  día  si  procede  ó  no  el  requeri- 
miento de  inhibición. 

La  resolución  denegatoria  de  requeri- 
miento es  apelable  en  ambos  efectos  para 
ante  el  Juez  ó  Tribunal  respectivo.  Es  ca- 
sable  cuando  procede  de  una  Corte  de 
Apelaciones. 

Art.  1.477.  Si  el  Juez  ó  Tribunal  esti- 
mare que  procede  el  requerimiento  de 
inhibición,  lo  mandará  practicar  por  me- 
dio de  despacho,  en  el  cual  se  insertará  su 
resolución. 

El  despacho  se  remitirá  dentro  de  vein- 
ticuatro horas  precisamente. 

Art.  1.478.  El  Juez  ó  Tribunal  reque- 
rido do  inhibición,  oyendo  verljalmente  al 
Fiscal,  resolverá  en  término  de  segundo 
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día  si  desiste  de  conocer  ó  mantiene  su 
competencia. 

En  el  primer  caso  remitirá,  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes,  las  diligen- 
cias practicadas  al  Juez  ó  Tribunal  reque- 
riente. 

Si  mantiene  su  competencia,  se  lo  co- 
municará dentro  del  mismo  plazo,  inser- 
tando en  el  despacho  su  resolución. 

Art.  1.479.  Recibidos  los  autos  por  el 
Juez  ó  Tribunal  requeriente,  declarará  sin 
más  trámites  y  dentro  de  veinticuatro  ho- 
ras, si  insiste  en  la  competencia  ó  se  apar- 
ta de  ella. 

En  el  primer  caso,  lo  participará  en  el 
mismo  día  al  Juez  ó  TribuHal  requerido 
para  que  remita  las  diligencias  al  Juez  ó 
Tribunal  que  deba  resolver  la  competencia, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  185  de  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales,  haciendo  él 
la  remisión  de  las  suyas  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes. 

En  el  segundo  caso,  lo  participará  en  el 
mismo  plazo  al  Juez  ó  Tribunal  requeri- 
do para  que  éste  pueda  continuar  cono- 
ciendo. 

Las  resoluciones  que  los  Jueces  reque- 
ridos dicten  accediendo  á  la  inhibición,  se- 
rán apelables  para  ante  el  respectivo  Juez 
ó  Tribunal.  También  lo  serán  las  que  dic- 
ten los  Jueces  requerientes  desistiendo  de 
la  inhibición.  Contra  las  que  dicten  las 
Cortes  de  Apelaciones  sólo  procederá  el 
recurso  de  casación . 

Art.  1.480.  Recibidas  las  diligenciasen 
el  Juzgado  ó  Tribunal  llamado  á  resolver 
la  competencia,  y  oído  el  Fiscal  por  el  tér- 
mino de  segundo  día,  la  decidirá  dentro  de 
los  tres  siguientes  al  en  que  en  el  Ministe- 
rio Fiscal  evacué  el  traslado. 

Contra  lo  resuelto  por  la  Corte  de  Ape- 
laciones procederá  el  recurso  de  casació». 

Contra  la  resolución  de  la  Corte  Supre- 
ma no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  1.481.  Cuando  se  proponga  decli- 
natoria ante  un  Juez  ó  Tribunal,  resolverá 
en  el  término  de  segundo  día,  oyendo  pre- 
viamente al  Fiscal  y  á  las  partes,  sobre  si 
procede  ó  no  acordarla  inhibición. 

La  resolución  en  que  un  Juez  deniegue 
la  inhibición  es  apelable  en  ambos  efectos 
para  ante  el  Juzgado  ó  Tribunal  á  quien 
corresponda  resolver  la  competencia,  el 
cual  sustanciará  el  recurso  en  la  forma 
prevenida  en  el  párrafo  primero  del  articu- 
lo anterior. 

Contra  la  resolución  del  Tril)unal  pro- 
cederá el  recurso  de  casación. 

Art.  1.482.  La  inhibitoria  ante  los  Jue- 
ces y  Tribunales  de  lo  criminal  se  propon- 
drá verbalmente  ó  por  escrito,  según  pro- 
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ceda,  expresándose  que  no  se  ha  empleado 
la  declinatoria. 

Si  resultase  lo  contrario,  será  condena- 
do en  costas  el  que  la  proponga,  aunque  se 
decida  en  su  favor  la  competencia,  ó  aun- 
que la  abandone  en  lo  sucesivo. 

Art.  1.483.  El  Juez  ó  Tribunal  que  re- 
suelva la  competencia  podrá  condenar  al 
Y^ago  de  las  costas  causadas  en  la  inhibito- 
ria á  las  partes  que  la  hubieren  sostenido 
úimpugnado  con  notoria  temeridad,  de- 
terminando en  su  caso  la  proporción  en 
que  deban  pagarlas. 

En  el  caso  de  que  un  Juez  ó  Tribunal, 
sin  causa  legitima,  debidamente  justiñca- 
da,  se  hubiese  extralimitado  de  los  térmi- 
nos establecidos  en  esta  sección  para  la 
sustanciación  y  decisión  de  las  competen- 
cias, será  corregido  disciplinariamente, 
según  la  gravedad  del  caso. 

Art.  1.484.  Las  declinatorias  se  sustan- 
ciarán como  artículos  de  previo  pronun- 
ciamiento. 

Sección  segunda. 

De  las  competencias  negativas  y  de  las  que 
se  promueven  con  Jueces  ó  Tribunales  especiales. 

Art.  1.485.  Cuando  la  cuestión  de  com- 
petencia empeñada  entre  dos  ó  más  Jueces 
ó  Tribunales  fuere  negativa,  por  rehusar 
todos  entender  en  la  causa,  la  decidirá  el 
Juez  ó  Tribunal  Superior,  y  en  su  caso  el 
, Supremo,  siguiendo  para  ello  los  mismos 
trámites  prescritos  para  las  demás  compe- 
tencias. 

Art.  1.486.  En  el  caso  de  competencia 
negativa  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y 
otra  especial,  la  ordinaria  empezará  ó  con- 
tinuará la  causa. 

Art.  1.487.  Las  cuestiones  de  compe- 
tencia que  se  promuevan  entre  Jueces  ó 
Tribunales  ordinarios  y  otros  cualesquiera 
especiales,  se  sustanciarán  y  decidirán  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  presente  capí- 
tulo. 

CAPITULO  111 

DE   LAS    RECUSACIONES 

Art.  1.488.     Las  disposiciones  del  títu- 
oIV,  libro  I  de  este  Código,  relativas  á 
las  recusaciones  en  pleitos  civiles,  son  apli- 
cables á  las  recusaciones  en  causas  crimi- 
nales, con  las  modificaciones  siguientes: 

1.^  Cuando  el  procesado  estuviere  en 
incomunicación,  podrá  proponer  vcrbal- 
mente  la  recusación  en  el  acto  de  recibirle 
declaración,  ó  podrá  llamar  al  Juez  por 
conducto  del  alcaide  de  la  cárcel  para  re- 
cusarla. 


En  este  caso  deberá  el  Juez  de  instruc- 
ción presentarse  acompañado  del  Secreta- 
rio, que  harí  constar  por  diligencia  la  pe- 
tición de  recusación  y  la  causa  en  que  se 
funde. 

Si  fuese  denegada  la  recusación,  se  le 
advertirá  que  podrá  reproducirla  una  vez 
alzada  la  incomunicación. 

2.'^  Cuando  el  Ministerio  Público  hu- 
biese propuesto  la  recusación  y  se  denega- 
re, quedará  exceptuado  de  la  imposición 
de  las  costas  y  de  la  multa. 

CAPITULO    IV 

DE  LAS  PERSONAS  Á  QUIENES  CORRESPONDE 
EL  EJERCICIO  DE  LAS  ACCIONES  QUE  NACEN 
DE   LOS   DELITOS   Y    FALTAS 

Art.  1.489.  De  todo  delito  ó  falta  nace 
acción  penal  para  el  castigo  del  culpable, 
y  puede  nacer  también  acción  civil  para  la 
restitución  de  la  cosa,  la  reparación  del 
daño,  y  la  indemnización  de  perjuicios 
causados  por  el  hecho  punible. 

Art.  1.490.     La  acción  penal  es  pública. 

Todoslosciudadanos  hondurenos  podrán 
ejercitarla  con  arreglo  á  las  prescripciones 
de  la  ley. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  no  podrán  ejercitar  la  ac- 
ción penal: 

1.°  El  que  no  goce  de  la  plenitud  de  los 
derechos  civiles. 

2.°  El  que  hubiere  sido  condenado  dos 
veces  por  sentencia  firme  como  reo  del 
delito  de  denuncia  ó  querella  calumniosa. 

S."»    El  Juez  ó  Magistrado. 

Art.  1.491.  Los  comprendidos  en  los 
números  anteriores  podrán,  sin  embargo, 
ejercitar  la  acción  penal  por  delito  ó  fíilta 
cometidos  contra  sus  personas  ó  bienes,  ó 
contra  las  personas  ó  bienes  de  sus  cónyu- 
ges, ascendientes,  descendientes,  y  colate- 
rales dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad legitima  ó  natural,  ó  segundo  de 
afinidad  legítima. 

Los  comprendidos  en  los  números  2."  y 
3.°,  podrán  ejercitar  también  la  acción 
penal  por  los  delitos  ó  faltas  cometidos 
contra  las  personas  ó  bienes  de  los  que 
estuviesen  bajo  su  guarda  legal. 

Art.  1.492.  Tampoco  podrán  ejercitar 
acciones  penales  entre  si: 

1."  Los  cónyuges,  á  no  sor  por  delitos 
ó  faltas  cometidos  por  el  uno  contra  la 
persona  del  otro  ó  la  de  sus  hijos,  y  por  los 
delitos  de  adulterio,  amancebamiento  ój 
bigamia. 

2.**    Los  ascendientes,  descendientes, 
colaterales  dentro  del    cuarto   grado  de 
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consanguinidad  legitima  ó  natural,  ó  se- 
gundo de  afinidad  legítima,  á  no  ser  por 
delito  ó  falta  cometidos  por  los  unos  contra 
las  personas  de  los  otros. 

Art.  1.493.  Las  acciones  penales  que 
nacen  de  los  delitos  de  violación,  abusos 
deshonestos,  escándalo  público,  estupro, 
corrupción  de  menores  y  rapto,  sólo  podrán 
ser  ejercitadas,  en  su  caso,  por  las  perso- 
nas ofendidas  cuando  sean  legalmente  ca- 
paces, y  si  no  lo  fueren,  por  sus  cónyuges, 
padres,  abuelos,  hermanos  ó  tutores,  en  el 
orden  que  se  indican,  y  á  falta  de  éstos, 
por  el  Fiscal  ó  por  el  Sindico  Munici- 
pal. 

La  calumnia,  la  injuria  y  las  faltas  con- 
sistentes en  malo*  tratamientos  inferidos 
por  los  maridos  á  sus  mujeres,  en  desobe- 
diencias ó  malos  tratos  de  éstas  para  con 
aquéllos,  en  faltas  de  respeto  y  sumisión 
de  los  hijos  respecto  de  sus  padres,  ó  de  los 
pupilos  respecto  de  sus  tutores,  y  en  inju- 
rias leves,  sólo  podi'án  ser  perseguidas  por 
los  ofendidos  ó  por  sus  legítimos  repre- 
sentantes. 

También  podrán  ejercitar  la  acción  de 
calumnia  é  injuria  los  ascendientes,  des- 
cendientes, cónyuges  y  hermanos  del  di- 
funto agraviado,  siempre  que  la  calumnia 
ó  injuria  trascendiere  á  ellos,  y  en  todo 
caso  el  heredero. 

Art.  1.494.  Los  funcionarios  del  Minis- 
terio FMscal  tendrán  la  obligación  de  ejer- 
citar, con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
ley,  todas  las  acciones  penales  que  consi- 
deren procedentes,  haya  ó  no  acusador 
particular  en  las  causas,  menos  la  de 
adulterio  y  las  demás  que  el  Código  Penal 
reserva  exclusivamente  á  la  querella  pri- 
vada. También  deberán  ejercitarlas  en  las 
causas  por  los  delitos  contra  la  honestidad 
que  con  arreglo  á  las  prescripciones  del 
Código  Penal  deben  denunciarse  previa- 
mente por  los  interesados,  ó  cuando  el 
Ministerio  Fiscal  deba  á  su  vez  denunciar- 
los por  recaer  dichos  delitos  sobre  perso- 
nas desvalidas  ó  faltas  de  personalidad. 

Art.  1.495.  La  acción  penal  por  delito 
ó  falta  que  dé  lugar  al  procedimiento  de 
oficio  no  se  extingue  por  la  renuncia  de  la 
persona  ofendida. 

Pero  se  extinguen  por  esta  causa  las 
que  nacen  de  delito  ó  falta  que  no  puedan 
ser  perseguidas  sino  á  instancia  de  parte, 
y  las  civiles,  cualquiera  que  sea  el  delito  ó 
falta  de  que  procedan. 

Art.  1.496.  La  renuncia  de  la  acción 
civil  ó  de  la  penal  renunciable  no  perjudi- 
cará más  fjuc  al  renunciante,  pudiendo 
continuar  el  ejercicicio  de  la  penal  en  el 
estado  en  que  se  halle  la  causa,  ó  ejerci- 


tarla nuevamente    los  demás   á  quienes 
también  correspondiere. 

Art.  1.497.  La  acción  civil  ha  de  enta- 
blarse juntamente  con  la  penal  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal,  haya  ó  no  en  el  proceso 
acusador  particular;  pero  si  el  ofendido  re- 
nunciare expresamente  su  derecho  de  res- 
titución, reparación  ó  indemnización,  el 
Ministerio  Fiscal  se  limitará  á  pedir  el 
castigo  de  los  culpables. 

Art.  1.498.  En  el  acto  de  recibirse  de- 
claración al  ofendido  que  tuviese  la  capa- 
cidad legal  necesaria,  se  le  instruirá  del 
derecho  que  le  asiste  para  mostrarse  parte 
en  el  proceso,  y  renunciar  ó  no  á  la  resti- 
tución de  la  cosa,  reparación  del  daño  é 
indemnización  del  perjuicio  causado  por  el 
hecho  punible. 

Si  no  tuviese  capacidad  legal,  se  practi- 
cará igual  diligencia  con  su  representante. 

Fuera  de  los  casos  previstos  en  los  dos 
párrafos  anteriores,  no  se  hará  á  los  inte- 
resados en  las  acciones  civiles  ó  penales 
notificación  alguna  que  prolongue  ó  deten- 
ga el  curso  de  la  cau.sa,  lo  cual  no  obsta 
para  que  el  Juez  procure  instruir  de  aquel 
derecho  al  ofendido  ausente. 

Art.  1.499.  Los  perjudicados  por  un 
delito  ó  falta  que  no  hubieren  renunciado 
su  derecho,  podrán  mostrarse  parte  en  la 
causa,  si  lo  hicieren  antes  del  trámite  de 
calificación  del  delito,  y  ejercitar  las  accio- 
nes civiles  y  penales  que  procedan,  ó  sola- 
mente unas  ú  otras,  según  les  conviniere, 
sin  que  por  ello  se  retroceda  en  el  curso 
de  las  actuaciones. 

Aun  cuando  los  perjudicados  no  se  mues- 
tren parte  en  la  causa,  no  por  esto  se  en- 
tiende que  renuncian  al  derecho  de  resti- 
tución, reparación  ó  indemnización  que  á 
su  favor  pueda  acordarse  en  .sentencia  fir- 
me, siendo  menester  que  la  renuncia  de 
este  derecho  se  haga  en  su  caso  de  una 
manera  expresa  y  terminante. 

Art.  1.5011.  Las  acciones  que  nacen  de 
un  delito  ó  falta  podrán  ejercitarse  junta  ó 
separadamente;  pero  mientras  estuviese 
pendiente  la  acción  penal,  no  se  ejercita- 
rá la  civil  con  separación  hasta  que  aquélla 
haya  sido  resuelta  en  sentencia  firme,  sal- 
vo siempre  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.464 
1.465  y  1.466. 

Art.  1.501.  Ejercitada  sólo  la  acción 
penal,  .se  entenderá  utilizada  también  la 
civil,  á  no  .ser  que  el  dafiado  ó  perjudicado 
la  renunciase  ó  la  reservase  expresamente 
para  ejercitarla  después  de  terminado  el 
juicio  criminal  si  á  ello  hubiere  lugar. 

Si  se  ejercitase  sólo  la  civil  que  nace  de 
un  delito  de  los  que  no  pueden  perseguir- 
se sino  en  virtud  de  querella  particular, 
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se    considerará   extinguida   desde   luego. 

Art.  1.502.  Podrán  ejercitarse  expresa- 
mente las  dos  acciones  por  una  misma  per- 
sona ó  por  varias;  pero  siempre  que  sean 
dos  ó  más  las  personas  por  quienes  se  uti- 
licen las  acciones  derivadas  de  un  delito  ó 
falta,  lo  verificarán  en  un  solo  proceso,  y 
si  fuere  posible  bajo  una  misma  dirección 
y  representación  á  juicio  del  Tribunal. 

Art.  1.503.  Promovido  el  juicio  crimi- 
nal en  averiguación  de  un  delito  ó  falta, 
no  podrá  seguirse  pleito  civil  sobre  el  mis- 
mo hecho;  suspendiéndole  si  lo  hubiese,  en 
el  estado  en  que  se  hallare,  hasta  que  re- 
caiga sentencia  firme  en  la  causa  criminal. 

No  será  necesario  para  el  ejercicio  de  la 
acción  penal  que  haya  precedido  el  de  la 
civil,  originada  del  mismo  delito  ó  falta. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  la  Sec- 
ción II,  Capitulo  I,  Titulo  I  de  este  Libro. 

Art.  1.504.  La  acción  penal  .se  extingue 
por  la  muerte  del  culpable;  pero  en  este 
caso  subsiste  la  civil  contra  sus  herederos 
y  causahabientes,  que  sólo  podrá  ejercitar- 
se ante  la  jurisdicción  y  por  la  vía  de  lo 
civil. 

Art.  1.505.  La  extinción  de  la  acción 
penal  no  lleva  consigo  la  de  la  civil,  á  no 
ser  que  la  extinción  proceda  de  haberse 
declarado  por  sentencia  firme  que  no  exis- 
tió el  hecho  de  que  la  civil  hubiese  podido 
nacer. 

En  los  demás  casos,  la  persona  á  quien 
corresponda  la  acción  civil  podrá  ejerci- 
tarla ante  la  jurisdicción  y  por  la  vía  civil 
que  proceda,  contra  quien  estuviese  obli- 
gado á  la  restitución  de  la  cosa,  reparación 
del  daño,  ó  indemnización  del  perjuicio 
sufrido. 

Art.  1.506.  La  extinción  de  la  acción 
civil  tampoco  lleva  consigo  la  de  la  penal 
que  nazca  del  mismo  delito  ó  falta. 

La  sentencia  firme  absolutoria  dictada 
en  el  pleito  promovido  para  el  ejercicio  de 
la  acción  civil,  no  será  obstáculo  para  el 
ejercicio  de  la  acción  penal  correspon- 
diente. 

Lo  dispuesto  en  este  arlículo  se  entien- 
de sin  perjuicio  de  la  que  establece  la  Sec- 
ción II  del  Capitulo  1,  Titulo  I  de  este  Li- 
bro, y  los  arts.  1.495,  1.496  y  1.499,  y  pá- 
rrafo segundo  del  1.501. 

CAPITULO  V 

DEL  DERECHO  DE  DEFENSA  Y  DEL  BENEFICIO 
DE  POBREZA  EN  LAS  CAUSAS  CRIMINALES 

Art.  1.507.  Los  procesados  por  delitos 
graves  deberán  ser  representados  por  pro- 


curador y  defendidos  por  letrado,  que  pue- 
den nombrar  desde  que  se  les  notifique  el 
auto  de  procesamiento.  Si  no  los  nombra- 
ren por  sí  mismos  ó  no  tuvieren  aptitud 
legal  para  verificarlo  se  les  designarán  de 
oficio. 

La  designación  de  letrado  no  será  nece- 
saria en  los  lugares  en  que  no  los  hubiere. 

Los  procesados  por  simples  delitos  y  por 
faltas,  si  tuvieren  aptitud  legal,  podrán  de- 
fenderse por  sí  mismos. 

Art.  1.508.  Los  perjudicados  por  el  he- 
cho punible  ó  sus  herederos  que  fueren 
parte  en  el  juicio,  si  estuviesen  habilitados 
para  defenderse  como  pobres,  tendrán 
también  derecho  á  que  se  les  nombre  de 
oficio  procurador  y  abogado  para  su  repre- 
sentación y  defensa. 

Art.  1.5Ó9.  Los  abogados  y  procurado- 
res á  quienes  corresponda  la  defensa  y  re- 
presentación de  pobres  no  podrán  excu- 
sarse de  ellas  sin  un  motivo  personal  y 
justo,  que  calificará  según  su  prudente  ar- 
bitrio el  Juez  ó  Tribunal  de  la  causa. 

Art.  1.510.  Todos  los  que  sean  parte  en 
una  causa,  si  no  estuviesen  declarados  po- 
bres, tendrán  la  obligación  de  satisfacer 
los  derechos  de  los  procuradores  que  los 
i*epresenten,  los  honorarios  de  los  aboga- 
dos que  los  defiendan,  los  de  los  peritos 
que  informen  á  su  instancia,  y  las  indem- 
nizaciones de  los  testigos  que  presentaren, 
cuando  los  peritos  y  testigos,  al  declarar, 
hubiesen  formulado  su  reclamación  y  el 
Juez  ó  Tribunal  la  estimaren. 

Ni  durante  la  causa,  ni  después  de  ter- 
minada, tendrán  obligación  de  satisfacer 
las  demás  costas  procesales,  á  no  ser  que 
á  ello  fueren  condenados. 

El  procurador  que,  nombrado  por  los  que 
fueren  parte  en  una  causa,  haya  aceptado 
su  representación,  tendrá  la  obligación  de 
pagar  los  honorarios  á  los  letrados  de  que 
se  valiesen  los  clientes  para  su  defensa. 

Los  que  hubiesen  sido  declarados  pobres 
podrán  valer.se  de  abogados  de  su  elección; 
pero  en  este  caso  estarán  obligados  á  abo- 
narles sus  honorarios  como  se  dispone  res- 
pecto de  los  que  no  estén  declarados  po- 
bres. 

Art.  1.511.  Se  usará  papel  común  en 
los  juicios  sobre  faltas  y  en  las  causas  cri- 
minales, sin  perjuicio  del  correspondiente 
reintegro  si  hubiere  condenación  de  costas. 

Art'  1.512.  La  declaración  ue  pobreza 
se  solicitará  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que 
estuviere  conociendo  de  la  causa.  Las  sen- 
tencias de  los  Jueces  de  instrucción  resol- 
viendo e.stos  incidentes  .son  apelables  ante 
el  respectivo  Superior  jerárquico. 

Art.  1.513.     La  sustanciación  de  la  solí- 
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citud  de  pobreza  se  hará  en  pieza  separada, 
acomodándose  á  los  trámites  establecidos 
para  los  incidentes  de  esta  clase  por  el  ca- 
pitulo II,  titulo  I,  libro  I  de  este  Código, 
sin  que  por  razón  de  su  tramitación  pueda 
dejar  de  principiarse  ó  de  continuarse  la 
causa. 

Art.  1.514.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  podrá  obtener  habili- 
tación de  pobreza,  sin  necesidad  de  previa 
justiñcación,  el  que  estuviere  de  notorie- 
dad comprendido  en  alguno  de  los  casos 
mencionados  en  el  art.  13,  si  á  ello  no  se 
opusiere  el  Ministerio  Fiscal  ó  el  que  deba 
ser  parte  en  el  incidente,  á  cuyo  efecto  se 
les  notificará  la  sentencia  en  que  la  habili- 
tación se  hubiere  concedido. 

También  se  habilitará  al  que  hubiese  ob- 
tenido declaración  de  insolvencia,  sin  per- 
juicio de  la  oposición  que  el  Ministerio  Fis- 
cal y  la  otra  parte  puedan  deducir. 

Formalizada  oposición ,  se  sustanciará 
en  pieza  separada  el  incidente  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior. 

Art.  1.515.  Cuand»  fuere  el  acusador 
particular  quien  promueva  la  pretensión 
de  pobreza,  se  sustanciará  el  incidente  con 
citación  y  audiencia  del  procesado,  si  ya  le 
hubiese  y  no  estuviera  en  rebeldía. 

Art.  1.516.  La  pretensión  de  pobreza 
entablada  por  el  procesado  se  sustanciará 
con  citación  y  audiencia  del  querellante 
particular  y  actor  civil,  si  los  hubiese. 

Art.  1.517.  El  Ministerio  Fiscal  será 
parte  en  todos  los  incidentes  de  pobreza. 

Art.  1.518.  El  procesado,  á  quien  no  se 
haya  citado  ni  oído  en  el  incidente  de  po- 
breza del  querellante  ó  del  actor  civil,  po- 
drá impugnar  en  cualquier  estado  de  la 
causa  la  habilitación  que  á  favor  de  éstos 
se  hubiese  decretado. 

Art.  1.519.  En  todo  lo  que  no  está  es- 
pecialmente provisto  en  este  capítulo,  se 
estará  á  lo  dispuesto  sobre  la  defensa  por 
pobre  en  el  capitulo  II,  titulo  I,  libro  1  de 
este  Código. 

CAPITULO  VI 

DEL  DESPACHO,  VISTA,  VOTACIÓN  Y  FALLO 
DE  LAS  CAUSAS  CRIMINALES 

Art.  1.520.  El  despacho,  vista,  votación 
y  fallo  de  las  cau.sas  criminales,  se  sujeta- 
rán, en  cuanto  sean  aplicables,  á  las  dis- 
posiciones contenidas  en  los  títulos  VI 
y  VII,  libro  I  de  este  Código. 

Art.  1.521.  En  el  fallo  se  condenará  ó 
absolverá,  no  sólo  por  el  delito  principal  y 
sus  conexos,  sino  también  por  las  faltas 
incidentales  de  que  se  hubiere  conocido  en 


la  causa,  reputándose  faltas  incidentales 
las  que  los  procesados  hubiesen  cometido 
antes,  al  tiempo,  ó  después  del  delito  como 
medio  de  perpetrarlo  ó  encubrirlo. 

También  se  resolverán  todas  las  cues- 
tiones referentes  á  la  responsabilidad  civil 
que  hubieren  sido  objeto  del  juicio,  y  se 
declarará  calumniosa  la  querella  cuando 
procediere. 

La  absolución  se  entenderá  libre  en  to- 
dos los  casos. 

CAPITULO  VII 

DR   LAS   NOTIFICACIONES,   CITACIONES   Y 
EMPLAZAMIENTOS 

Art.  1.522.  Las  disposiciones  del  Capí- 
tulo III,  Título  V,  Libro  I  de  este  Código, 
son  aplicables  á  las  notificaciones,  citacio- 
nes, emplazamientos  y  requerimientos  en 
materia  criminal. 

Art.  1.523.  Si  el  que  haya  de  ser  noti- 
ficado, citado,  emplazado  ó  requerido  no 
tuviere  domicilio  conocido,  se  darán  las 
órdenes  convenientes  á  los  agentes  de  po- 
licía judicial,  por  el  Juez  ó  Tribunal  que 
hubiese  acordado  la  práctica  de  la  diligen- 
cia, para  que  se  le  busque  en  el  breve  tér- 
mino que  al  efecto  se  señale. 

Si  no  fuere  habido,  se  mandará  fijar  la 
cédula  en  la  tabla  de  avisos  y  publicarla  en 
un  periódico  del  departamento  si  lo  hubie- 
re, y  en  La  Gaceta  si  se  considerare  ne- 
cesario. 

CAPÍTULO  VIII 

DE   LOS   SUPLICATORIOS,    EXHORTOS,    DES- 
PACHOS  Y   MANDAMIENTOS 

Art.  1.524.     Las  disposiciones  del  Capi 
tulo  IV,  Titulo  V,  Libro  I  de  este  Código, 
son  aplicables  á  los  suplicatorios,  exhortos, 
despachos  y  mandamientos . 

Art.  1 .  525.  Los  suplicatorios,  exhortos, 
despachos  y  mandamientos  en  los  que  se 
persiguen  delitos  que  no  sean  de  los  que 
sólo  por  querella  privada  pueden  ser  per- 
seguidos, se  expedirán  de  oficio  y  se  cur- 
sarán directamente  para  su  cumplimiento 
por  el  Juez  ó  Tribunal  que  los  hubiese  li- 
brado. 

Los  que  procedan  de  causas  por  delitos 
que  sólo  pueden  ser  perseguidos  en  virtud 
de  querella  particular,  podrán  entregarse 
bajo  recibo  al  interesado  ó  á  su  represen- 
tante, á  cuya  instancia  se  libraren,  fiján- 
dole término  para  presentarlos  á  quien  de- 
ba cumplirlos,  y  para  devolverlos. 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  expresa- 
mente se  disponga  otra  cosa  en  la  ley. 
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Art.  1.526.  El  Juez  ó  Tribunal  que  re- 
ciba ó  á  quien  sea  presentado  un  suplica- 
torio, exliorto  ó  despacho,  acordará  su 
cumplimiento,  sin  perjuicio  de  reclamar  la 
competencia  que  estimare  corresponderle, 
disponiendo  lo  conducente  para  que  se 
practiquen  las  diligencias  dentro  del  plazo, 
si  se  hubiere  fíjado  en  el  exhorto,  ó  lo  más 
pronto  posible  en  otro  caso. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá 
sin  demora  en  la  misma  forma  en  que  lo 
hubiere  recibido  ó  en  que  se  le  hubiere 
presentado. 

Art.  1.527.  Con  las  Autoridades,  fun- 
cionarios, agentes  y  jefes  de  fuerza  arma- 
Ja  que  no  estuvieren  á  las  órdenes  inme- 
diatas de  los  Jueces  y  Tribunales,  se  co- 
municarán éstos  por  medio  de  atentos 
oficios,  á  no  .ser  que  la  urgencia  del  caso 
exija  verificarlo  verbalmente,  haciéndolo 
constar  en  la  causa. 

CAPITULO  IX 

DE   LAS  ACTUACIONES   Y    TÉRMINOS 
.JUDICIALES 

Art.  1.528.  Los  días  en  que  los  Juzga- 
dos y  Tribunales  vacaren,  con  sujeción 
á  la  ley,  serán,  sin  embargo,  hábiles  para 
las  actuaciones  del  sumario. 

Art.  1.529.  En  todo  lo  que  no  esté  ex- 
presamente previsto  en  este  Libro,  serán 
aplicaljles,  en  materia  criminal,  las  dis- 
posiciones contenidas  en  los  Títulos  V  y 
XI  del  Libro  I,  sobre  actuaciones  y  térmi- 
nos judiciales. 

CAPITULO  X 

DE    LOS   RECURSOS   CONTRA    LAS    RESOLUCIO- 
NES  DE   LOS   JUECES   DE   INSTRUCCIÓN 

Art.  1.530.  Contraías  resoluciones  de 
los  Jueces  de  instrucción  podrán  ejercitar- 
se los  recursos  de  reposición  y  de  ape- 
lación. 

Art.  1.531.  El  recurso  de  reposición 
podra  interponerse  contra  todas  las  reso- 
luciones del  Juez  de  instrucción.  El  de  ape- 
lación podrá  interponerse  únicamente  en 
los  casos  determinados  en  la  ley,  y  se  ad- 
mitirá en  ambos  efectos  tan  .sólo  cuando  la 
misma  lo  di.sponga  expresamente. 

Art.  1.532.  Los  recursos  de  reposición 
y  de  apelación  se  interpondrán  y  sustan- 
ciarán con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Ca- 
pítulo I,  Título  VIII,  Libro  1,  y  en  el  Capí- 
tulo III,  Titulo  V,  Libro  II  de  este  Código, 
con  las  modificaciones  siguientes: 

1.*    Si  dejare  de  personarse  el  apelante. 


se  declarará  de  oficio  desierto  el  recurso, 
con  costas. 

2.^  Si  el  apelante  se  hubiere  personado, 
oído  las  partes,  se  dará  traslado  por  tres 
días  al  Fiscal,  cuando  la  causa  fuere  por 
delito  de  los  que  dan  lugar  á  procedimiento 
de  oficio,  ó  de  aquellos  que  pueden  perse- 
guirse previa  denuncia  de  los  interesados. 

CAPÍTULO  XI 

DE  LAS  COSTAS 

Art.  1.533.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  el  Titulo  X,  Libro  1  de  este  Código, 
sobre  costas  judiciales,  son  aplicables  e» 
las  causas  criminales. 


TITULO  II 
Del  sumario. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE   LA    DENUNCIA 

Art.  1.534.  El  que  presenciare  la  per- 
petración de  cualquier  delito  público,  es- 
tará obligado  á  ponerlo  inmediatamente 
en  conoc.miento  del  Juez  de  instrucción  ó 
funcionario  Fiscal  más  próximos  al  sitio 
en  que  se  hallare,  bajo  la  multa  de  tres  á 
diez  pesos. 

Art.  1.535.  La  obligación  establecida 
en  el  artículo  anterior  no  comprende  a  los 
impúberes,  ni  á  los  que  no  gozaren  del 
pleno  uso  de  su  razón. 

Art.  1.536.  Tampoco  estarán  obligados 
á  denunciar: 

1."     El  cónyuge  del  delincuente. 

2."  Los  ascendientes  ó  descendientes 
consanguíneos  ó  afines  del  delincuente,  sus 
colaterales  consanguíneos  hasta  el  cuarí» 
grado,  y  .sus  afines  legítimos  hasta  el  se- 
gundo grado  inclusive. 

Art.  1.537.  Los  que  por  razón  desús 
cargos,  profesiones  ú  oficios  tuvieren  no-  ■ 
ticia  de  algún  delito  público,  estarán  obli- 
gados á  denunciarlo  inmediatamente  al  , 
Ministerio  p-iscal,  al  Juez  de  instrucción, 
y  en  su  defecto  al  funcionario  de  policía 
más  próximo  al  sitio  si  se  tratare  de  un 
delito  fiagrante. 

Los  que  no  cumpliesen  esta  obligado» 
incurrirán  en  la  multa  señalada  en  el  ar- 
tículo  1.534,  que  so  impondrá  disciplina-   .¡ 
riamente.  ; 

Si  la  omisión  en  dar  parte  fuese  de  un  /. 
profesor  de  Medicina,  Cirugía  ó  Farma-  '?• 
cia,  y  el  delito,  de  los  comprendidos  en  el  ^. 
titulo  del  Código  Penal  que  trata  de  los  .> 
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cometidos  contra  las  personas,  ó  por  su- 
posición de  parto,  ó  por  muerte  de  un  niño 
abandonado,  la  multa  no  podrá  bajar  de 
cinco  pesoá. 

Si  el  que  hubiese  incurrido  en  la  omisión 
fuere  empleado  público,  se  pondrá  además 
en  conocimiento  de  su  Superior  inmedia- 
to, para  los  efectos  á  que  hubiere  lugar  en 
el  orden  administrativo. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
cuando  la  omisión  no  produjere  responsa- 
bilidad con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  1.538.  La  obligación  impuesta  en 
el  párrafo  primero  del  articulo  anterior 
no  comprenderií,  á  los  abogados  ni  á  los 
procuradores  respecto  de  las  mstrucciones 
ó  explicaciones  que  recibieren  de  sus  clien- 
tes. Tampoco  comprenderá  á  los  eclesiás- 
ticos ó  ministros  de  cualquier  culto  respec- 
to de  las  noticias  que  se  les  hubieren  reve- 
lado en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  su 
ministerio. 

Art.  1.539.  El  que  por  cualquier  medio 
diferente  de  los  mencionados,  tuviere  co- 
nocimiento de  li  perpetración  de  algún 
delito  de  los  que  deben  perseguirse  de  oñ- 
cio,  deberá  denunciarlo  al  Mmisterio  Fis- 
cal, al  Juez  de  instrucción  ó  funcionario 
de  policía,  sin  que  se  entienda  obligado 
por  esto  á  probar  los  hechos  denunciados 
ni  á  formali/.ar  querella. 

El  denunciador  no  contraeri  en  ningún 
caso  otra  respon  abilidad  que  la  corres- 
pondiente á  los  delitos  que  hubiese  come- 
tido por  medio  de  la  denuncia  ó  con  su 
ocasión. 

Art.  1.540.  Las  denuncias  podrán  ha- 
cerse por  escrito  ó  de  palabra,  personal- 
mente ó  por  medio  de  mandatario  con  po- 
der espe(;ial. 

Art.  1.541.  La  denuncia  que  se  hiciere 
por  escrito  deberá  estar  fírmada  por  el 
denunciador;  y  si  no  pudiere  hacerlo,  por 
otra  per.sona  á  su  ruego.  La  Autoridad  ó 
funcionario  que  la  recibiere  rubricará  y 
sellará  tod;is  las  hojas  á  presencia  del  que 
la  presentare,  quien  podrá  también  rubri- 
carla por  si  ó  por  medio  de  otra  persona  á 
su  ruego. 

Art.  1.542.  Cuando  la  denuncia  sea 
verbal,  se  extenderá  acta  por  la  Autoridad 
ó  funcionario  que  la  recibiere,  en  la  que  en 
forma  de  declaración  se  expresarán  cuan- 
tas noticias  tenga  el  denunciante  relativas 
al  hecho  denunciado  y  á  sus  circun.stan- 
cias,  firmándola  ambos  á  continuación.  Si 
el  denunciante  no  pudiere  fírmar,  lo  hará 
otra  persona  á  su  ruego. 

Art.  1.543.  La  Autoridad  ó  funcionario 
que  recibiere  una  declaración  verbal  ó  es- 
crita, hará  constar  por  la  cédula  personal 


ó  carta  de  vecindad,  ó  por  otros  medios 
que  repute  suficientes,  la  identidad  de  la 
persona  del  denunciador. 

Si  éste  lo  exigiere,  le  darán  un  resguar- 
do de  haber  formalizado  la  denuncia. 

Art.  1.544.  Formalizada  que  sea  la  de- 
nuncia, se  procederá  ó  mandará  proceder 
inmediatamente  por  el  Juez  ó  funcionario 
á  quien  se  hiciese  á  la  comprobación  del 
hecho  denunciado,  salvo  que  éste  no  re- 
vistiere carácter  de  delito,  ó  que  la  denun- 
cia fuere  manifiestamente  falsa.  En  cual- 
quiera de  estos  dos  casos  el  Juez  ó  funcio- 
nario se  abstendrán  de  todo  procedimiento, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que 
incurra  si  desestimase  aquélla  indebida- 
mente. 

CAPITULO  II 

DE    LA    QUERE  LLA 

Art.  1.545.  Todos  los  ciudadanos  hon- 
durenos, hayan  sido  ó  no  ofendidos  por  el 
delito,  pueden  querellarse,  ejercitando  la 
acción  popular  establecida  en  el  art.  1.490 
de  este  Código. 

También  pueden  querellarse  los  extran- 
jeros por  los  delitos  cometidos  contra  sus 
personas  ó  bienes,  ó  las  personas  ó  bienes 
de  sus  representados,  previo  cumplimien- 
to de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.554,  si  no 
estuvieren  comprendidos  en  el  último  pá- 
rrafo del  1.555. 

Art.  1.546.  Los  funcionarios  del  Minis- 
terio Fiscal  ejercitarán  también,  en  forma 
de  querellas,  las  acciones  penales  en  los 
casos  en  que  estuvieren  obligados  -con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.494. 

Art.  1.547.  La  querella  se  interpondrá 
ante  el  Juez  de  instrucción  competente. 

Si  el  querellado  estuviese  sometido  por 
disposición  especial  de  la  ley  á  determi- 
nado Tribunal,  ante  éstese  interpondrá  la 
querella. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  fueren  varios 
los  querellados  por  un  mismo  delito  ó  por 
dos  ó  más  conexos,  y  alguno  de  aquéllos 
estuviese  sometido  excepcionalmente  á  un 
Tribunal  que  no  fuere  el  llamado  á  cono- 
cer por  regla  general  de  un  delito. 

Art.  1.548.  En  los  casos  del  artículo 
anterior,  cuando  se  trato  de  un  delito  in- 
fraganti,  ó  de  los  que  no  dejan  señales 
permanentes  de  su  perpetración,  ó  en  que 
fuere  de  temer  fundadamente  la  oculta- 
ción ó  fuga  del  presunto  culpable,  el  par- 
ticular que  intentare  querellar.se  del  delito 
podrá  acudir  desde  luego  al  Juez  de  ins- 
trucción que  estuviere  más  próximo,  ó  á 
cualquier  funcionario  de  policía,  á  fin  de 
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que  se  practiquen  las  primeras  diligencias 
necesarias  para  hacer  constar  la  verdad 
de  los  hechos  y  para  detener  al  delin- 
cuente. 

Art.  1.549.  El  particular  querellante 
quedará  sometido,  para  todos  los  efectos 
del  juicio  por  él  promovido,  al  Juez  de  ins- 
trucción ó  Tribunal  competente  para  co- 
nocer del  delito  objeto  de  la  querella. 

Pero  podi'á  apartar.se  de  la  querella  en 
cualquier  tiempo,  quedando,  sin  embargo, 
sujeto  á  las  responsabilidades  que  pudie- 
ran resultarle  por  sus  actos  anteriores. 

Art.  1.550.  Si  la  querella  fuese  por  de- 
lito que  no  pueda  ser  perseguido  sino  á 
instancia  de  parte,  se  entenderá  abando- 
nada por  el  que  la  hubiere  interpuesto 
cuando  dejare  de  instar  el  procedimiento 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la  noti- 
ficación del  auto  en  que  ei  Juez  ó  Tribunal 
asi  lo  hubiese  acordado. 

AI  efecto,  á  los  diez  días  de  haberse  prac- 
ticado las  últimas  diligencias  pedidas  por 
el  querellante,  ó  de  estar  paralizada  la 
causa  por  falta  de  instancia  del  mismo, 
mandará  de  oficio  el  Juez  ó  Tribunal  que 
conociere  de  los  autos  que  aquél  pida  lo 
que  convenga  á  su  derecho  en  el  término 
fijado  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  1.551.  Se  tendrá  también  por 
abandonada  la  querella  cuando  por  muer- 
te ó  por  haberse  incapacitado  el  quere- 
llante para  continuar  la  acción,  no  com- 
pareciere ninguno  de  sus  herederos  ó  re- 
presentantes legales  á  sostenerla  dentro 
de  los  treinta  días  siguientes  á  la  citación 
que  al  efecto  .se  les  liará  dándoles  conoci- 
miento de  la  querella. 

Art.  1.552.  La  querella  se  extenderá  en 
papel  de  oficio,  y  en  ella  se  expresará: 

1.°  El  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  se 
presente. 

2.°  El  nombre,  apellido  y  vecindad  del 
querellante. 

3."  El  nombre,  apellido  y  vecindad  del 
querellado. 

En  el  caso  de  ignorar.se  estas  circuns- 
tancias, se  deberá  hacer  la  designación 
del  querellado  por  las  señas  que  mejor  pu- 
dieran darle  á  conocer. 

4."  La  relación  circunstanciada  del  he- 
cho, con  expresión  del  lugar,  año,  mes, 
día  y  hora  en  que  se  ejecutó,  si  se  supie- 
ren. 

5.°  Expresión  de  las  diligencias  que  se 
deberán  practicar  para  la  comprobación 
del  hecho. 

6.**    La  petición  de  que  .se  admita  la 

3uerella,  se  practiquen  las  diligencias  in- 
icadas  en  el  número  anterior,  se  proceda 
á  la  detención  y  prisión  del  presunto  cul- 


pable, ó  á  exigirle  la  fianza  de  libertad 
provisional,  y  se  acuerde  el  embargo  de 
sus  bienes  en  la  cantidad  necesaria,  en  los 
casos  en  que  así  proceda. 

7,°  La  firma  del  querellante  ó  la  de 
otra  persona  á  su  ruego,  si  no  supiere  ó  no 
pudiere  firmar. 

Art.  1.553.  En  los  delitos  de  calumnia 
ó  injuria  causadas  en  juicio  se  presentará 
además  la  licencia  del  Juez  ó  Tribunal  que 
hubie.se  conocido  de  aquél,  con  ai'reglo  á  lo 
dispuesto  en  el  Código  Penal. 

Art.  1.554.  El  particular  querellante 
prestar^  fianza  de  la  clase  y  en  la  cuantía 
que  fijare  el  Juez  ó  Tribunal  para  respon- 
der de  las  resultas  del  juicio. 

Art.  1.555.  Quedan  exentos  de  cumplir 
lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior: 

1.°  El  ofendido  y  sus  herederos  ó  re- 
presentantes legales. 

2.°  En  los  delitos  de  asesinato  ó  de  ho- 
micidio el  viudo  ó  viuda,  los  ascendientes 
y  descendientes  consanguíneos,  los  colate- 
rales dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guii:iidad  legítima  ó  natural,  ó  segundo  de 
afinidad  legitima,  y  los  herederos  de  la 
víctima. 

La  exención  de  fianza  no  es  aplicable  á 
los  extranjeros,  si  no  les  correspondiese  en 
virtud  de  Tratados  internacionales  ó  por  el 
principio  de  reciprocidad. 

CAPITULO  III 

DE   LA   POLICÍA   JUDICIAL 

Art.  1.556.  La  policía  judicial  tiene  por 
objeto,  y  será  obligación  de  todos  los  que 
la  componen,  averiguar  los  delitos  púoli- 
cos,  que  se  cometieren  en  su  demarcación, 
dar  protección  á  los  perjudicados,  consig- 
nar las  pruebas  del  delito  que  puedan  des- 
aparecer ,  recoger  y  poner  en  custodia 
'cuanto  conduzca  á  su  comprobación  y  á  la 
identifícación  del  delincuente,  y  detener 
en  su  caso  á  los  reos  presuntos  que  pon- 
drán á  disposición  de  la  Autoridad  judi- 
cial con  las  primeras  diligencias. 

Si  el  delito  fuere  de  los  que  sólo  pueden 
perseguirse  á  instancia  de  parte  legítima, 
tendrán  la  misma  obligación  expresada  en 
el  párrafo  anterior,  si  se  les  requiriere  al 
efecto. 

Art.  1.557.  Constituirán  la  policíajudi- 
cial,  y  serán  auxiliares  del  Ministerio  Fis- 
cal y  de  los  Jueces  de  instrucción  en  su 
caso: 

1."  Los  Alcaldes  de  Policía  y  las  Auto- 
ridades administrativas  encargadas  de  la 
seguridad  pública  y  de  la  persecución  de 
todos  los  delitos  ó  de  algunos  especiales. 
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2.°  Los  Inspectores  de  Policía  y  los  em- 
pleados ó  subalternos  de  la  policía  de  se- 
guridad, cualquiera  que  sea  su  denomina- 
ción. 

3.°  Los  Alcaldes  Auxiliares  de  barrios 
y  aldeas. 

4.^  Los  Jefes,  oficiales  é  individuos  de 
la  policía  urbana  ó  rural,  ó  de  cualquiei'a 
otra  fuerza  destinada  á  la  persecución  de 
malhechores. 

5.°  Los  Jefes  de  establecimientos  pena- 
les, los  alcaides  de  las  cárceles  y  sus  subal- 
ternos. 

6."  Los  Secretarios  y  Receptores  dfe  los 
Juzgados  de  instrucción. 

Art.  1.558.  Inmediatamente  que  los 
funcionarios  de  policía  judicial  tuvieren 
conocimiento  de  un  delito  público,  ó  fue- 
ren requeridos  para  prevenir  la  instrucción 
de  diligencias  por  razón  de  algún  delito 
privado,  lo  participarán  á  la  Autoridad  ju- 
dicial ó  al  representante  del  Ministerio 
Fiscal,  si  pudieren  hacerlo  sin  cesar  en  la 
práctica  de  las  diligencias  de  prevención. 

En  otro  caso  lo  harán  así  que  las  hubie- 
ren terminado. 

Art.  1.559.  Si  concurriere  algún  fun- 
cionario de  policía  judicial  de  categoría 
superior  á  la  del  que  estuviese  actuando, 
deberá  éste  darle  conocimiento  de  cuanto 
hubiese  practicado,  poniéndose  desde  luego 
á  su  disposición. 

Art.  1.560.  Cuando  el  Juez  de  instruc- 
ción se  presentare  á  formar  el  sumario, 
cesarán  las  diligencias  de  prevención  que 
estuviere  practicando  cualquiera  Autori- 
dad ó  agente  de  policía;  debiendo  ésta  en- 
tregarlas en  el  acto  á  dicho  Juez,  asi  como 
los  efectos  relativos  al  delito  que  se  hubie- 
sen recogido,  y  poniendo  á  su  disposición 
á  los  detenidos,  si  los  hubiese. 

Art.  1.561.  Los  funcionarios  que  cons- 
tituyen la  policía  judicial  practicarán  sin 
dilación  las  diligencias  que  los  funciona- 
rios del  Ministerio  Fiscal  les  encomienden 
para  la  comprobación  del  delito  y  averi- 
guación de  los  delincuentes,  y  todas  las  de- 
más que  durante  el  curso  de  la  causa  les 
encargaren  los  Jueces  de  instrucción. 

Art.  1.562.  El  Ministerio  Fiscal  y  los 
Jueces  de  instrucción  podrán  entenderse 
directamente  con  los  funcionarios  de  poli- 
cía judicial,  cualquiera  que  sea  su  catego- 
ría, para  todos  los  efectos  de  este  capítulo: 
pero  si  el  servicio  que  de  ellos  exigiesen 
admitiese  espera,  deberán  acudir  al  Supe- 
rior respectivo  del  funcionario  de  policía 
judicial,  mientras  no  necesitasen  del  in- 
mediato auxilio  de  éste. 

Art.  1.563.  El  funcionario  de  policía 
judicial  que  por  cualquier  causa  no  pueda 


cumplir  el  requerimiento  ó  la  orden  que 
hubiese  recibido  del  Ministerio  Fiscal,  del 
Juez  de  instrucción  ó  de  la  Autoridad  ó 
agente  que  hubiese  prevenido  las  primeras 
diligencias,  lo  pondrá  inmediatamente  en 
conocimiento  del  que  haya  hecho  el  reque- 
rimiento ó  dado  la  orden  para  que  provea 
de  otro  modo  á  su  ejecución. 

Art.  1.564.  Si  la  causa  no  fuere  legíti- 
ma, el  que  hubiese  dado  la  orden  ó  hecho 
el  requerimiento  lo  pondrá  en  conocimien- 
to del  Superior  jerárquico  del  que  se  ex- 
cuse, para  que  le  corrija  disciplinariamen- 
te, á  no  ser  que  hubiere  incurrido  en  ma- 
yor responsabilidad  con  arreglo  a  las  leyes. 

El  Superior  jerárquico  comunicará  á  la 
Autoridad  ó  funcionario  que  le  hubiere 
dado  la  queja  la  resolución  que  adopte  res- 
pecto de  su  subordinado. 

Art.  1.565.  El  jefe  de  cualquiera  fuer- 
za pública  que  no  pudiera  prestar  el  au- 
xilio que  por  los  jueces  de  instrucción  ó  por 
un  funcionario  de  policía  judicial  le  fuere 
pedido,  se  atendrá  también  á  lo  dispuesto 
en  el  articulo  1.563. 

El  que  hubiere  hecho  el  requerimiento 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  Jefe  supe- 
rior inmediato  del  que  se  excusare  en  la 
forma  y  para  el  objeto  expresado  en  los 
párrafos  del  artículo  anterior. 

Art.  1.566.  Los  funcionarios  de  policía 
judicial  extenderán  en  papel  de  oficio  un 
atestado  de  las  diligencias  que  practiquen, 
en  el  cual  especificarán  con  la  mayor 
exactitud  los  hechos  por  ellos  averiguados 
insertando  las  declaraciones  ó  informes 
recibidos,  y  anotando  todas  las  circuns- 
tancias que  hubieren  observado  y  pudie- 
sen ser  prueba  ó  indicio  del  delito. 

Art.  1567.  El  atestado  será  firmado 
por  el  que  lo  haya  extendido,  y  si  usare 
sello  lo  estampará  con  su  rúbrica  en  todas 
las  hojas. 

Las  personas  presentes,  peritos  y  testi- 
gosque  hubieren  intervenido  en  lasdiligen- 
cias  relacionadas  en  el  atestado  serán  in- 
vitadas á  firmarlo  en  la  parte  á  ellos  re- 
ferente. Si  no  lo  hicieren  se  expresará  la 
razón. 

Art.  1.568.  Si  no  pudiere  redactar  el 
atestado  el  funcionario  á  quien  correspon- 
diese hacerlo,  se  sustituirá  por  una  rela- 
ción verbal  circunstanciada,  que  reducirá  á 
escrito  de  un  modo  fehaciente  el  funciona- 
rio del  Ministerio  Fiscal  ó  el  Juez  de  ins- 
trucción á  quien  deba  presentarse  el  ates- 
tado, manifestándose  el  motivo  de  no  ha- 
berse redactado  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  1.569.  En  ningún  caso,  salvo  el  de 
fuerza  mayor,  los  funcionarios  de  policía 
judicial  podrán  dejar  transcurrir  más  de 
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veinticuatro  horas  sin  dar  conocimiento  á 
la  Autoridad  judicial  ó  al  Ministerio  Fiscal 
de  las  diligencias  que  hubieren  practicado. 

Los  que  infrinjan  esta  disposición  serán 
corregidos  disciplinariamente  con  multa 
de  cinco  á  diez  pesos,  si  la  omisión  no  me- 
reciere la  caliñcación  de  delito. 

Los  que,  sin  exceder  el  tiempo  de  las 
veinticuatro  horas,  dilataren  más  de  lo 
necesario  el  dar  conocimiento,  serán  co- 
rregidos disciplinariamente  con  multa  de 
uno  á  cinco  pesos. 

Art.  1.570.  Cuando  hubieren  practica- 
do diligencias  por  orden  ó  requerimiento 
de  la  Autoridad  judicial  ó  del  Ministerio 
Fiscal,  comunicarán  el  resultado  obtenido 
en  los  plazos  que  en  la  orden  ó  en  el  re- 
querimiento .'íe  hubiese  fijado. 

Art.  1.571.  Los  atestados  que  redacta- 
ren y  las  manifestaciones  que  hicieren  los 
funcionarios  de  policía  judicial,  á  conse- 
cuencia de  las  averiguaciones  que  hubiesen 
practicado,  se  considerarán  denuncias  para 
ios  efectos  legales. 

Las  demás  declaraciones  que  prestaren 
deberán  ser  firmadas,  y  tendrán  el  valor 
de  declaraciones  testificales,  en  cuanto  se 
refieran  á  hechor  de  conocimiento  propio. 

Én  todo  caso  los  funcionarios  de  polícia 
judicial  están  obligados  á  observar  estric- 
tamente las  formalidades  legales  en  cuan- 
tas diligencias  practiquen,  y  se  abstendrán 
bajo  su  responsabilidad  de  usar  medios  de 
averiguación  que  la  ley  no  autorice. 

Art.  1.572.  Cuando  los  funcionarios  de 
policía  judicial  que  hubieren  de  ser  corre- 
gidos disciplinariamente  con  arreglo  á  este 
Código,  fuesen  de  categoría  igual  ó  supe- 
rior á  la  de  la  Autoridad  judicial  ó  fiscal 
que  entendiesen  en  las  diligencias  en  que 
se  hubiere  cometido  la  falta,  se  abstendrán 
éstos  de  imponer  por  sí  mismos  la  correc- 
ción, limitándose  á  poner  lo  ocurrido  en 
conocimiento  del  Jefe  inmediato  del  que 
debiere  ser  corregido. 

CAPITULO  IV 

DE   LA    INSTRUCCIÓN 

Sección  primera. 

Del  sumario  y  de  las  Autoridades  competentes 
para  instruirlo. 

Art.  1.573.  Constituyen  el  sumario  las 
actuaciones  encaminadas  á  preparar  el 
juicio,  y  practicadas  para  averiguar  y  ha- 
cer constar  la  perpetración  de  los  delitos 
con  todas  las  circunstancias  que  puedan 
influir  en  su  calificación,  y  la  culpabilidad 
de  los  delincuentes,  asegurando  sus  perso- 


nas y  las  responsabilidades  pecuniarias  de 
los  mismos. 

Art.  1.574.  Cada  delito  de  que  conozca 
la  Autoridad  judicial  será  objeto  de  un 
sumario.  Los  delitos  conexos  se  compren- 
derán, sin  embargo,  en  un  solo  proceso. 

Art.  1.575.  Las  diligencias  del  sumario 
serán  secretas  hasta  que  se  abra  el  juicio 
plenario,  con  las  excepciones  determina- 
das en  el  presente  libro.  El  abogado  ó  pro- 
curador de  cualquiera  de  las  partes  que 
revelare  indebidamente  el  secreto  del  su- 
mario, será  corregido  con  multa  de  diez  á 
treinta  pesos.  En  la  misma  multa  incurri- 
rá cualquiera  otra  persona  que  no  siendo 
funcionario  público  cometa  la  misma  falta. 

El  funcionario  público,  en  el  caso  de  los 
párrafos  anteriores,  incurrirá  en  la  res- 
ponsabilidad que  el  Código  penal  señale  en 
su  lugar  respectivo. 

Art.  1.576.  El  Juez  instructor  podrá 
autorizar  al  procesado  ó  procesados  para 
que  tomen  conocimiento  de  las  actuacio- 
nes y  diligencias  sumariales  cuando  se  re- 
lacionen con  cualquier  derecho  que  inten- 
ten ejercitar,  siempre  que  dicha  autoriza- 
ción no  perjudique  á  los  fines  del  sumario. 

Si  éste  se  prolongare  más  de  dos  meses 
á  contar  desde  el  auto  en  que  se  declare  el 
procesamiento  de  determinada  ó  determi- 
nadas per-onas,  podrán  éstas  pretender 
'del  Juez  instructor  que  se  les  dé  vista  de 
lo  actuado  á  fin  de  instar  su  más  pronta 
terminación,  á  lo  que  deberá  acceder  la 
mencionada  Autoridad  judicial  en  cuanto 
no  lo  considere  peligroso  para  el  éxito  de 
las  investigaciones  sumariales. 

Contra  el  auto  denegatorio  en  uno  y  otro 
caso,  sólo  procederá  el  recurso  de  queja 
ante  el  Tribunal  Superior  competente. 

Art.  1.577.  La  formación  del  sumario, 
ya  empiece  de  oficio,  ya  á  instancia  de 
parte,  corresponde  á  los  Jueces  de  Letras 
á  prevención  con  los  Jueces  de  Paz  é  ins- 

f»ectores  de  policía,  en  su  caso,  por  los  de- 
itos  que  se  cometan  dentro  de  su  demar- 
cación respectiva,  sin  perjuicio  de  la  facul- 
tad que  para  instruir  las  primeras  diligen- 
cias corresponde  á  los  funcionarios  de  la 
policía  judicial. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á  las 
causas  encomendadas  especialmente  por 
la  Ley  Orgánica  á  determinados  Tribu- 
nales. 

Cuando  el  delito  fuese  de  aquellos  de  que 
solamente  pueden  conocer  los  Tribunales 
Superiores,  los  Jueces  de  instrucción,  en 
casos  urgenteS:  podrán  acordar  las  medi- 
das de  precaución  necesarias  para  evitar 
su  ocultación,  pero  remitirán  las  diligen- 
cias en  el  término  más  breve  posible,  que 
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en  ningún  caso  podrá  exceder  de  tres  días, 
al  Tribunal  competente,  el  cual  resolverá 
sobre  la  incoación  del  sumario. 

Sección  segunda. 
De  la  formación  del  sumarlo. 

Art.  1.578.  Conforme  á  lo  dispuesto  en 
la  sección  anterior,  los  Jueces  de  instruc- 
ción formarán  los  sumarios  de  los  delitos 
públicos  bajo  la  inspección  directa  del  Fis- 
cal del  Tribunal  competente. 

La  inspección  será  ejercida,  bien  con.s- 
tituyéndose  el  Fiscal  por  si  al  lado  del  Juez 
instructor,  bien  por  medio  de  informes,  su- 
fícientemente  expresivos,  que  le  remitirá 
el  Juez  instructor  periódicamente  y  cuan- 
tas veces  se  los  reclame,  pudiendo  en  este 
caso  el  Fiscal  hacer  presentes  sus  observa- 
ciones en  atenta  comunicación  y  formular 
sus  pretensiones  por  requerimiento  igual- 
mente atento.  También  podrá  delegar  sus 
funciones  en  los  Síndicos  Municipales, 
cuando  los  Jueces  instructores  no  residan 
en  el  asiento  de  la  Fiscalía. 

Art.  1.579.  Inmediatamente  que  los 
Jueces  de  instrucción  tuvieren  noticia  de 
la  perpetración  de  un  delito,  lo  pondrán  en 
conocimiento  del  Fiscal  del  respectivo  Juz- 
gado, y  darán  además  parte  al  Secretario 
de  la  Corte  Suprema  de  la  formación  del 
sumario  en  relación  sucinta  suficientemen- 
te expresiva  del  hecho,  de  sus  circunstan- 
cias y  de  su  autor,  dentro  de  los  dos  días 
siguientes  al  en  que  hubieren  principiado 
á  instruirlo. 

Art.  1.580.  El  Juez  que  instruya  el  su- 
mario practicará  las  diligencias  que  le  pro- 
pusiere el  Ministerio  Fiscal  ó  el  particular 
querellante,  si  no  las  considera  inútiles  ó 
perjudiciales. 

Contra  la  resolución  denegatoria  de  las 
diligencias  pedidas  podrá  interponerse  el 
recur.so  de  apelación,  que  será  admitido 
en  un  solo  efecto  para  ante  el  Tribunal 
competente. 

Cuando  el  Fiscal  no  estuviere  en  la  mis- 
ma localidad  que  el  Juez  de  instrucción, 
en  vez  de  apelar,  recurrirá  en  queja  ai 
Tribunal  competente,  acompañando  al 
efecto  testimonio  de  las  diligencias  suma- 
riales que  conceptúe  necesarias,  cuyo  tes- 
timonio deberá  facilitarle  el  Juez  de  ins- 
trucción, y  previo  informe  del  mismo, 
acordará  el  Tribunal  lo  que  estime  proce- 
dente. 

Art.  1.581.  Cuando  se  presentase  que- 
rella, el  Juez  de  instrucción,  después  de 
admitirla  si  fue.se  procedente,  mandará 
practicar  las  diligencias  que  en  ella  se  pro- 
pusieren, salvo  las  que  considere  contra- 


rias á  las  leyes,  ó  innecesarias  ó  perjudi- 
ciales para  el  objeto  de  la  querella,  las  cua- 
les denegará  en  resolución  motivada. 

Art.  1.582.  Desestimará  en  la  misma 
forma  la  querella  cuando  los  hechos  en  que 
se  funde  no  constituyan  delito,  ó  cuando 
no  se  considere  competente  para  instruir 
el  sumario  objeto  de  la  misma. 

Contra  la  resolución  denegatoria  á  que 
se  refiere  este  artículo,  procederá  el  re- 
curso de  apelación,  que  será  admisible  en 
ambos  efectos. 

Art.  1.583.  Las  diligencias  pedidas  y 
denegadas  en  el  sumario  podrán  ser  pro- 
puestas de  nuevo  en  el  juicio  plenario. 

Art.  1.584.  El  Juez  hará  constar  cuan- 
tas diligencias  se  practicaren  á  instancia 
de  parte. 

De  las  ordenadas  de  oficio  solamente 
constarán  en  el  sumario  aquellas  cuyo 
resultado  fuere  conducente  al  objeto  cíel 
mismo. 

Art.  1.585.  El  querellante  podrá  inter- 
venir en  todas  las  diligencias  del  sumario. 

Si  el  delito  fuese  público,  podrá  el  Juez 
de  instrucción,  sin  embargo  de  lo  dispues» 
to  en  el  párrafo  anterior,  declarar,  á  pro- 
puesta fiscal  ó  de  oficio,  secreto  el  suma- 
rio para  el  querellante. 

Art.  1.586.  Sin  embargo  del  deber  im- 
puesto á  los  Jueces  de  Paz  de  instruir  los 
sumarios,  cuando  el  Juez  de  Letras  tuvie- 
re noticia  de  algún  delito  que  revista  ca- 
rácter de  gravedad,  ó  cuya  comprobación 
fuere  difícil  por  circunstancias  especiales, 
ó  que  hubiese  causado  alarma,  se  trasla- 
dará inmediatamente  al  lugar  del  delito  y 
procederá  á  formar  el  sumario,  haciéndo- 
se cargo  de  las  actuaciones  que  hubiese 
practicado  el  Juez  de  Paz,  y  recibiendo  las 
averiguaciones  y  datos  que  le  suministren 
los  funcionarios  de  la  policía  judicial.  Per- 
manecerá en  dicho  lugar  el  tiempo  nece- 
sario para  practicar  todas  las  diligencias 
cuya  dilación  pudiere  ofrecer  inconve- 
nientes. 

Art.  1.587.  Cuando  el  Fiscal  del  res- 
pectivo Juzgado  de  Letras  tuviere  conoci- 
miento de  la  perpetración  de  alguno  de  los 
delitos  expresados  en  el  artículo  anterior, 
deberá  trasladarse  personalmente  para 
contribuir  con  el  Juez  do  instrucción  al 
mejor  v  más  pronto  esclarecimiento  de 
los  heclios,  si  otras  ocupaciones  tanto  ó 
más  graves  no  lo  impidieren,  sin  perjuicio 
de  proceder  de  igual  manera  en  cualquie- 
ra otro  ca.so  en  que  lo  conceptuare  conve- 
niente. 

Art.  1.588.  La  intervención  del  actor 
civil  en  el  sumario  .se  limitará  á  procurar 
la  práctica  de  aquellas  diligencias  que  pue- 
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dan  conducir  al  mejor  éxito  de  su  acción, 
apreciadas  discrecionalmente  por  el  Juez 
instructor. 

Art.  1.589.  Las  diligencias  del  sumario 
que  hayan  de  practicarse  fuera  de  la  cir- 
cunscripción del  Juez  in.structor  que  las 
ordenare,  tendi'án  lugar  en  la  forma  que 
determina  el  Capítulo  VIH  del  Titulo  I  de 
este  Libro,  y  serán  reservadas  para  todos 
los  que  no  deben  intervenir  en  ellas. 

Art.  1.590.  Sin  embargo  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior,  cuando  el  lugar 
en  que  se  hubiere  de  practicar  alguna  di- 
ligencia del  sumario  estuviere  fuera  de  la 
jurisdicción  del  Juez  instructor,  pero  en 
lugar  próximo  al  punto  en  que  éste  se  ha- 
llare, y  hubiese  peligro  en  demorar  aqué- 
lla, podrá  ejecutarla  por  sí  mismo,  dando 
inmediato  aviso  al  Juez  competente. 

Art.  1.591.  Cuando  al  mes  de  haberse 
incoado  un  sumario  no  se  hubiese  termi- 
nado, el  Juez  dará  parte  cada  semana  á 
los  mismos  á  quienes  lo  haya  dado  al  prin- 
cipiarse aquél,  de  las  causas  que  hubiesen 
impedido  su  conclusión. 

Con  vista  de  cada  uno  de  estos  partes, 
la  Corte  Suprema  acordará  lo  que  consi- 
dere oportuno  para  la  más  pronta  termi- 
nación del  sumario. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo, los  Jueces  de  instrucción  están  obli- 
gados á  dar  á  los  Fiscales  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  cuantas  noticias  les  pidieren, 
fuera  de  estos  términos,  sobre  el  estado  y 
adelanto  de  los  sumarios. 

Art.  1.592.  De  las  faltas  de  celo  y  ac- 
tividad en  la  formación  de  los  sumarios 
serán  responsables  disciplinariamente  los 
Jueces  de  instrucción,  y  los  Fiscales  en  su 
caso,  á  no  ser  que  lo  fueran  criminalmen- 
te con  arreglo  á  las  leyes. 

CAPITULO  V 

DE  LA   COMPROBACIÓN    DEL   DELITO  Y   AVERI- 
GUACIÓN  DEL  DELINCUENTE 

Sección  primera. 
De  la  inspección  ocular 

Art.  1.593.  Cuando  el  delito  que  se  per- 
siga haya  dejado  vestigios  ó  pruebas  ma- 
teriales de  su  perpetración,  el  Juez  in.s- 
tructor ó  el  que  haga  sus  veces  los  recoge- 
rá y  conservará  para  el  juicio  plenario,  si 
fuere  posible,  procediendo  al  efecto  á  la 
inspección  ocular  y  á  la  descripción  de  to- 
do aquello  que  pueda  tener  relación  con  la 
existencia  y  naturaleza  del  heeho. 

A  este  fin  hará  consignar  en  los  autos 


la  descripción  del  lugar  del  delito,  el  sitio 
y  estado  en  que  se  hallen  los  objetos  que 
en  él  se  encuentren,  los  accidentes  del  te- 
rreno ó  situación  de  las  habitaciones,  y 
todos  los  demás  detalles  que  puedan  utili- 
zarse, tanto  para  la  acusación  como  para 
la  defensa. 

Art.  1.594.  Cuando  fuere  conveniente 
para  mayor  claridad  ó  comprobación  de 
los  hechos,  se  levantará  el  plano  del  lugar 
suficientemente  detallado,  ó  se  hará  el  re- 
trato de  las  personas  que  hubieren  sido 
objeto  del  delito,  ó  la  copia  ó  diseño  de  los 
efectos  ó  instrumentos  del  mismo  que  se 
hubiesen  hallado. 

Art.  1.595.  Sí  se  tratare  de  un  robo  ó 
de  cualquiera  otro  delito  cometido  con 
fractura,  escalamiento  ó  violencia,  el  Juez 
instructor  debei'á  describir  los  vestigios 
que  haya  dejado,  y  consultará  el  parecer 
de  peritos  sobre  la  manera,  instrumentos, 
medios  ó  tiempo  de  la  ejecución  del  delito. 

Art.  1.596.  Para  llevar  á  efecto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  podrá 
ordenar  el  Juez  instructor  que  no  se  au- 
senten durante  la  diligencia  de  descripción 
las  personas  que  hubieren  sido  halladas  en 
el  lugar  del  delito,  y  que  comparezcan 
además  inmediatamente  las  que  se  encon- 
traren en  cualquiera  otro  sitio  próximo, 
recibiendo  á  todas  separadamente  la  opor- 
tuna declaración. 

Art.  1.597.  Cuando  no  hayan  quedado 
huellas  ó  vestigios  del  delito  que  hubiese 
dado  ocasión  al  sumario,  el  Juez  instructor 
averiguará  y  hará  constar,  siendo  posible, 
si  la  desaparición  de  las  pruebas  materia- 
les ha  ocurrido  natural,  casual  ó  intencio- 
nalmente,  y' las  causas  de  la  misma  ó  los 
medios  que  para  ello  se  hubieren  empleado 
procediendo  .seguidamente  á  recoger  y  con- 
signar en  el  sumario  las  pruebas  de  cual- 
quiera clase  que  se  puedan  adquirir  acerca 
de  la  perpetración  del  delito. 

Art.  1.598.  Cuando  el  delito  fuere  de 
los  que  no  dejan  huellas  de  su  perpetra- 
ción, el  Juez  instructor  procurará  hacer 
constar,  por  declaración  de  testigos  y  por 
los  demás  medios  de  comprobación,  la  eje- 
cución del  delito  y  sus  circunstancias,  asi 
como  la  preexistencia  de  la  cosa  cuando  el 
delito  hubiese  tenido  por  objeto  la  sustrac- 
ción de  la  misma. 

Art.  1.599.  Todas  las  diligencias  com- 
prendidas en  esta  sección  se  extenderán 
por  escrito  en  el  acto  mismo  de  la  inspec- 
ción ocular,  y  serán  firmadas  por  el  Juez 
instructor,  el  Fiscal  si  asistiere  al  acto,  el 
Secretario  y  las  personas  que  se  hallaren 
presentes. 

Art.   1.600.    Cuando  al  practicarse  las 
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diligencias  enumeradas  en  los  artículos 
anteriores  hubiere  alguna  persona  decla- 
rada procesada  como  presunta  autora  del 
hecho  punible,  podrá  presenciarlas,  ya 
sola,  ya  asistida  del  defensor  que  eligiere  ó 
le  fuere  nombrado  de  oíicio,  si  asi  lo  solici- 
tare; y  uno  y  otro  podrán  hacer  en  el  acto 
las  observaciones  que  estimen  pertinentes, 
las  cuales  se  consignarán  por  diligencia 
si  no  fueren  aceptadas.  Al  efecto  se  pondrá 
en  conocimiento  del  procesado  el  acuerdo 
relativo  á  la  práctica  de  la  diligencia  con 
la  anticipación  que  permita  su  índole,  y  no 
se  suspenderá  por  la  falta  de  comparecen- 
cia del  procesado  ó  de  su  defensor. 

Sección  scr/unda. 
Del  cuerpo  del  delito. 

Art.  1.601.  El  Juez  instructor  procura- 
rá recoger  en  los  primeros  momentos  las 
armas,  instrumentos  o  electos  de  cualquie- 
ra clase  que  puedan  tener  relación  con  el 
delito  y  se  hallen  en  el  lugar  en  que  éste 
se  cometió,  ó  en  sus  inmediaciones,  ó  en 
poder  del  reo,  ó  en  otra  parte  conocida, 
extendiendo  diligencia  expresiva  del  lugar, 
tiempo  y  ocasión  en  que  se  encontraren, 
describiéndolos  minuciosamente  para  que 
se  pueda  formar  idea  cabal  de  los  mismos 
y  de  las  circunstancias  de  su  hallazgo. 

La  diligencia  será  firmada  por  la  perso- 
na en  cuyo  poder  fueren  hallados,  notifi- 
cándose á  la  misma  el  auto  en  que  se  man- 
de recogerlos. 

Art.  1.602.  Siendo  habida  la  persona  ó 
cosa  objeto  del  delito,  el  Juez  instructor 
describirá  detalladamente  su  eslado  y  cir- 
cunstancias, y  especialmente  todas  las  que 
tuviesen  relación  con  el  hecho  punible. 

Si  por  tratarse  de  delito  de  falsificación 
cometido  en  documentos  ó  efectos  existen- 
tes en  dependencias  del  Estado  hubiere 
imprescindible  necesidad  de  tenerlos  á  la 
vista  para  su  reconocimiento  pericial  y 
examen  por  parte  del  Juez  ó  Tribunal,  se 
reclamarán  á  las  correspondientes  Autori- 
dades, sin  perjuicio  de  devolverlos  á  los 
respectivos  centros  oficiales  después  de 
terminada  la  causa. 

Art.  1.603.  En  los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  ordenará  también  el 
Juezel  reconocimiento  por  peritos,  siempre 
que  esté  indicado  para  apreciar  mejor  la 
relación  con  el  delito,  de  los  lugares,  ar- 
mas, instrumentos  y  efectos  á  que  dichos 
artículos  .se  refieren,  haciéndose  constar 
por  diligencia  el  reconocimiento  y  el  infor- 
me pericial. 

A  esta  diligencia  podrán  asistir  también 


el  procesado  y  su  defensor  en  los  términos 
expresados  en  el  artículo  1.600. 

Art.  1.604.  Cuando  en  el  acto  de  descri- 
bir la  pei'sona  ó  cosa  objeto  del  delito,  ó  los 
lugares,  armas,  instrumentos  ó  efectos  re- 
lacionados con  el  mismo,  estuvieren  pre- 
sentes ó  fueren  conocidas  personas  que 
pueden  declarar  acerca  del  modo  y  forma 
con  que  aquél  hubiese  sido  cometido,  y  de 
las  causas  de  las  alteraciones  que  se  obser- 
varen en  dichos  lugares,  armas,  instru- 
mentos ó  efectos,  ó  acerca  de  su  estado 
anterior,  serán  examinadas  inmediatamen- 
te después  de  la  descripción,  y  sus  decla- 
raciones se  considerarán  como  comple- 
mento de  ésta. 

Art.  1.605.  Los  instrumentos,  armas  ó 
efectos  á  que  se  refiere  el  artículo  1.601,  se 
sellarán  si  fuere  posible,  acordando  su  re- 
tención y  conservación.  Las  diligencias  á 
que  esto  diere  lugar  se  firmarán  por  la 
persona  en  cuyo  poder  se  hubiesen  halla- 
do, y  en  su  defecto  por  dos  testigos. 

Si  los  objetos  no  pudieren  por  su  natu- 
raleza, conservarse  en  su  forma  primitiva, 
el  Juez  resolverá  lo  que  estime  más  con- 
veniente para  conservarlos  del  mejor  modo 
posible. 

Si  entre  los  objetos  recogidos  se  encon- 
traren cosas  ó  vasos  sagrados,  el  Juez  ins- 
tructor mandará  que  .sean  separados  de  los 
demás  y  guardados  aparte,  evitando  toda 
profanación . 

Art.  1.606.  Si  fuere  conveniente  reci- 
bir algún  informe  pericial  sobre  los  medios 
empleados  para  la  desaparición  del  cuerpo 
del  delito,  ó  sobre  las  pruebas  de  cualquie- 
ra clase  que  en  su  defecto  se  hubiesen  re- 
cogido, el  Juez  lo  ordenará  inmediatamen- 
te del  modo  prevenido  en  la  sección  Vil  de 
este  mismo  capitulo. 

Art.  1.607.  Si  la  instrucción  tuviere 
lugar  por  causa  de  muerte  violenta  ó  sos- 
pechosa de  criminalidad,  antes  de  proceder 
al  enterramiento  del  cadáver  ó  inmediata- 
mente después  de  su  exhumación,  hecha 
la  descripción  oi'denada  en  el  art.  1.602, 
se  identificará  por  medio  de  testigos  que, 
á  la  vista  del  mismo,  den  razón  satisfacto- 
ria de  su  conocimiento. 

Art.  1.608.  No  habiendo  testigos  de 
conocimiento,  si  el  estado  del  cadáver  lo 
permitiere,  se  expondrá  al  público  antes 
de  practicarse  la  autojjsia,  por  tiempo  á  lo 
menos  de  veinticuatro  horas,  expresando 
en  un  cartel  rjue  se  fijará  á  la  puerta  del 
dep<)SÍto  de  cadáveres,  el  sitio,  hora  y  día 
en  que  aquél  se  hubiese  hallado  y  el  Juez 
que  estuviese  instruyendo  el  sumario,  á  fin 
ae  ([ue  quien  tenga  algún  dato  que  pueda 
contriljuir  al  reconocimiento  del  cadáver  ó 
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al  esclarecimiento  del  delito  y  de  sus  cir- 
cunstancias, lo  comunique  al  Juez  ins- 
para  tructor. 

Art.  1.609.  Cuando  á  pesar  de  tales 
prevenciones  no  fuere  el  cadáver  recono- 
cido, recogerá  el  Juez  todas  las  prendas 
del  traje  con  que  se  huijiere  encontrado,  á 
fin  de  que  puedan  servir  oportunamente 
hacer  la  identificación. 

Art.  1.610.  En  los  sumarios  á  que  se 
refiere  el  art.  1.607,  aun  cuando  por  la 
inspección  exterior  pueda  presumirse  la 
causa  de  la  muerte,  se  procederá  á  la  au- 
topsia del  cadáver  por  el  Médico  Forense,  ó 
en  su  caso  por  el  que  el  Juez  de  instrucción 
designe,  el  cual,  después  de  describir  exac- 
tamente dicha  operación,  informará  sobre 
el  origen  del  fallecimiento  y  sus  circuns- 
tancias. 

A  falta  de  Médico,  el  Juez  podrá  desig- 
nar dos  personas  que  tengan  los  conoci- 
mientos y  práctica  suficientes  para  hacer 
dichas  operaciones. 

Para  practicar  las  autopsias  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  art.  1.620. 

Art.  1.611.  Con  el  nombre  de  Médico 
Forense  habrá  en  cada  Juzgado  de  Letras 
un  facultativo  encargado  de  auxiliar  la 
administración  de  justicia  en  todos  los 
casos  y  actuaciones  en  que  sea  necesaria 
ó  conveniente  la  intervención  y  servicios 
de  su  profesión,  en  cualquier  punto  de  la 
demarcación  judicial. 

Art.  1.612.  El  Médico  Forense  residirá 
en  la  capital  del  Juzgado  para  el  cual  le 
haya  nombrado  el  Gobierno,  y  no  podrá 
ausentarse  sin  licencia  del  Juez  de  Letras 
por  el  tiempo  que  éste  juzgue  necesario  ó 
conveniente  para  el  .servicio  que  el  Médico 
vaya  á  prestar. 

Art.  1.613.  En  las  ausencias,  enferme- 
dades y  vacantes  sustituirá  al  Médico  Fo- 
rense otro  profesor  que  desempeñe  igual 
cargo  en  la  misma  población;  y  si  no  le 
hubiere,  el  que  el  Juez  designe,  dando 
cuenta  de  ello  al  Gobierno. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  por  cual-' 
quiera  otro  motivo  no  pudiese  valerse  el 
Juez  instructor  del  Médico  Forense.  Los 
que  se  negaren  al  cumplimiento  de  este 
deber  ó  lo  eludieren,  incurrirán  en  una 
multa  de  cinco  á  diez  pesos;  y  .si  insistieren 
en  su  negativa,  serán  procesados  como 
reos  de  desobediencia  grave. 

Art.  1.614.  El  Médico  Forense  está 
obligado  á  practicar  todo  acto  ó  diligencia 
propios  de  su  profesión  ó  instituto,  con  el 
celo,  esmero  y  prontitud  que  la  naturaleza 
del  caso  exija  y  la  administración  de  jus- 
ticia requiera. 

Art.  1.615.     Cuando  en  algún  caso,  ade- 


más de  la  intervención  del  Médico  Foren- 
se, el  Juez  estimase  necesaria  la  coopera- 
ción de  otro  facultativo,  hará  el  oportuno 
nombramiento. 

Lo  establecido  en  el  párrafo  anterior 
tendrá  también  lugar  cuando  por  la  grave- 
dad del  caso  el  Médico  Forense  crea  nece- 
saria la  cooperación  de  otro  comprofesor, 
y  el  Juez  lo  estimare  asi. 

Art.  1.616.  Siempre  que  sea  compatible 
con  la  buena  administración  de  justicia,  el 
Juez  podrá  conceder  prudencialmente  un 
término  al  Médico  Forense  para  que  pres- 
te sus  declaraciones,  evacué  los  informes 
y  consultas,  y  redacte  otros  documentos 
que  sean  necesarios,  permitiéndole  asimis- 
mo designar  las  horas  que  tenga  por  más 
oportunas  para  practicar  las  autopsias  y 
exhumación  de  los  cadáveres. 

Art.  1.617.  En  los  casos  de  envenena- 
miento, heridas  ú  otras  lesiones  cuales- 
quiera, quedará  el  Médico  Forense  encar- 
gado de  la  asistencia  facultativa  del  pacien- 
te, á  no  ser  que  é.ste  ó  su  familia  prefieran 
la  de  otro  Facultativo  de  su  elección;  en 
cuyo  caso  conservará  aquél  la  inspección 
y  vigilancia  que  le  incumbe  para  llenar  el 
correspondiente  servicio  médico-forense. 

El  procesado  tendrá  derecho  á  designar 
un  profesor  que,  con  el  nombrado  por  el 
Juez  instructor  ó  el  designado  por  la  parte 
acusadora,  intervengan  en  la  asistencia 
del  paciente. 

Art.  1.618.  Cuanndo  el  Médico  Forense 
ó  el  designado  por  el  Juez  instructor,  no 
estuvieren  conformes  con  el  tratamiento  ó 
plan  curativo  empleado  por  el  facultativo 
que  el  paciente  ó  su  familia  hubiesen  nom- 
brado, dará  parte  á  dicho  Juez  instructor 
para  los  efectos  que  en  justicia  procedan. 
Lo  mismo  podrá  hacer  en  su  caso  el  facul- 
tativo designado  por  el  procesado. 

El  Juez  instructor,  cuando  tal  discordia 
resultare,  designará  otro  profesor  para 
que  manifieste  su  parecer;  y  consignados 
todos  los  datos  necesarios,  se  tendrán  pre- 
sentes para  cuando  en  su  día  haya  de  fa- 
llarse la  causa. 

Art.  1.619.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  es  aplicable  cuando  el  pa- 
ciente ingrese  en  la  cárcel,  hospital  ú  otro 
establecimiento,  y  sea  asistido  por  los  fa- 
cultativos de  los  mismos. 

Art.  1.620.  Las  autopsias  se  harán  en 
un  local  público  que  en  cada  pueblo  ten- 
drá destinado  lo  Administración  para  el 
objeto  y  para  depósito  de  cadáveres.  Po- 
drá, sin  embargo,  e!  Juez  de  instrucción 
disponer,  cuando  lo  considere  convenien- 
te, que  la  operación  se  practique  en  otro 
lugar  ó  en  el   domicilio  del  difunto,  si  su 
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familia  lo  pidiere  y  esto  no  perjudicare  al 
éxito  del  sumario. 

Si  el  Juez  de  instrucción  no  pudiei*e 
asistir  á  la  operación  anatómica,  delegará 
en  un  funcionario  de  policía  judicial,  dan- 
do fe  de  su  asistencia,  así  como  de  lo  que 
en  aquélla  ocurriere,  el  Secretario  de  la 
causa. 

Art.  1.621.  Cuando  la  muerte  sobre- 
viniere por  consecuencia  de  algún  acci- 
dente ocurrido  en  las  vías  férreas,  yendo 
un  tren  en  marcha,  únicamentee  se  deten- 
drá éste  el  tiempo  preciso  para  separar  el 
cadáver  ó  cadáveres  de  la  vía,  haciéndose 
constar  previamente  su  situación  y  estado, 
bien  p®r  la  Autoridad  ó  funcionario  de 
policía  judicial  que  inmediatamente  se  pre- 
sente en  el  lugar  del  siniestro,  bien  por 
los  que  accidentalmente  se  hallen  en  el 
mismo  tren,  bien,  en  defecto  de  estas  per- 
sonas, por  el  empleado  de  mayor  catego- 
ría á  cuyo  cargo  vaya,  debiendo  ser  pre- 
feridos para  el  caso  los  empleados  ó  agen- 
tes del  Gobierno. 

Se  dispondrá  asimismo  lo  conveniente 
para  que,  sin  perjuicio  de  seguir  el  tren  su 
marcha,  sea  avisada  la  Autoridad  que  de- 
ba instruir  las  primeras  diligencias  y  acor- 
dar el  levantamiento  de  los  cadáveres;  y 
las  personas  antedichas  recogerán  en  el 
acto  con  prontitud  los  datos  y  anteceden- 
tes precisos,  que  comunicarán  á  la  mayor 
brevedad  á  la  Autoridad  competente  para 
la  instrucción  de  las  primeras  diligencias, 
con  el  hn  de  que  pueda  esclarecerse  el 
motivo  del  siniestro. 

Art.  1.622.  Si  el  hecho  criminal  que 
motivare  la  formación  de  una  causa  cual- 
quiera consistiere  en  lesiones,  el  médico 
aue  asistiere  al  herido  estará  obligado  á 
dar  parte  de  su  estado  y  adelantos  en  los 
períodos  que  se  le  señalen,  ó  inmediata- 
mente que  ocurra  cualquiera  novedad  que 
merezca  ser  puesta  en  conocimiento  del 
Juez  instructor. 

Art.  1.623.  Las  operaciones  de  análisis 
químico  que  exija  la  sustanciación  de  los 
procesos  criminales,  se  practicarán  por 
facultativos  en  Medicina,  en  Farmacia  ó 
en  Ciencias  físico-químicas.  Si  no  hubiere 
facultativos  podrán  ser  nombradas  per.so- 
nas  que  tengan  los  conocimientos  y  prác- 
tica sufícientes  para  hacer  dichas  opera- 
ciones. 

Los  Jueces  de  instrucción  designarán, 
entre  los  comprendidos  en  el  párraí'o  an- 
terior, el  perito  que  ha  de  hacer  el  análisis 
de  las  substancias  que  en  cada  caso  exija 
la  administración  de  justicia. 

Cuando  en  la  demarcación  judicial  don- 
de se  instruya  el  proceso  no  haya  ninguno 


de  los  peritos  á  quienes  se  refíere  el  párra- 
fo priiTiero,  ó  estén  imposibilitados  legal  ó 
físicamente  de  practicar  el  análisis  los  que 
en  aquélla  residieren,  el  Juez  instructor  lo 
pondrá  en  conocimiento  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  y  ésta  nombrará  el  perito 
que  haya  de  practicar  dicho  servicio  entre 
las  personas  que  designa  el  párrafo  prime- 
ro domiciliadas  en  el  territorio.  Al  mismo 
tiempo  comunicará  el  nombramiento  de 
perito  al  Juez  instructor,  para  que  ponga 
á  su  disposición,  con  las  debidas  precau- 
ciones y  formalidades,  las  substancias  que 
hayan  de  ser  analizadas. 

El  procesado  ó  procesados  tendrán  de- 
recho á  nombrar  un  perito  que  concurra 
con  el  designado  por  el  Juez. 

Art.  1.624.  Los  indicados  profesores 
prestarán  estos  servicios  en  el  concepto  de 
peritos  titulares,  y  no  podrán  negarse  á 
efectuarlo  sin  justa  causa;  siéndololos  apli- 
cable en  otro  caso  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  art.  1.613. 

Art.  1.625.  Cada  uno  de  los  citados 
profesores  que  informe  como  perito  en 
virtud  de  orden  judicial,  percibirá  por  sus 
honorarios  é  indemnización  de  los  gastos 
que  el  desempeño  de  este  servicio  le  oca- 
sione, la  cantidad  que  se  fíje  en  los  regla- 
mentos, no  estando  obligados  á  trabajar 
más  de  tres  horas  por  día,  excepto  en  ca- 
sos urgentes  ó  extraordinarios,  lo  que  se 
hará  constar  en  los  autos. 

Art.  1.626.  Concluido  el  análisis  y  fir- 
mada la  declaración  correspondiente,  los 
profesores  pasarán  al  Juez  instructor,  ó  á 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  su  caso,  una 
nota  firmada  de  los  objetos  ó  substancias 
analizados,  y  de  los  honorarios  que  les  co- 
rrespondan á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior. 

El  Juzgado  de  Letras  ó  la  Corte  de  Ape- 
laciones, á  no  encontrar  excesivo  el  nú- 
mero de  horas  que  se  supongan  empleadas 
en  cualquier  análisis,  en  cuyo  caso  acor- 
dará que  informen  dos  comprofesores  del 
que  lo  haya  verificado,  y  en  vista  de  su 
dictamen,  confirmará  ó  rebajará  los  hono- 
rarios reclamados  á  lo  que  tuere  justo,  de- 
cretándose su  pago. 

Art.  1.627  Para  verificar  este  pago  se 
dará  cuenta  al  Gobierno,  quien  ordenará 
fiue  se  cubra  de  los  gastos  extraordinarios 
ac  Justicia  que  autorice  la  Ley  de  Presu- 
puestos. 

Art.  1.628.  Los  profesores  menciona- 
dos no  podrán  reclamar  otros  honorarios 
que  los  anteriormente  fijados  por  virtud 
de  este  servicio,  ni  exigir  que  el  Juez  ó 
Tribunal  les  facilite  los  medios  materiales 
de  laboratorio  y  reactivos,  ni  tampoco  au- 
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xiliares  subalternos  para  llenar  su  come- 
tido. 

Cuando  por  falta  de  peritos,  laboratorio 
ó  reactivos  no  sea  posible  practicar  el  aná- 
lisis en  la  circunscripción  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  se  practicará  en  la  capital 
del  Estado. 

Art.  1.629.  Los  Juzgados  y  Tribunales 
ordenarán  la  práctica  de  los  análisis  quí- 
micos únicamente  en  los  casos  en  que  se 
consideren   absolutamente    indispensables 

f)ara  la  necesaria  investigación  judicial  y 
a  recta  administración  de  justicia 

A.rt.  1.630.  En  los  delitos  de  robo,  hur- 
to, estafa  y  cualquiera  otro  en  que  deba 
hacerse  constar  la  preexistencia  de  las  co- 
.sas  robadas,  hurtadas  ó  estafadas,  si  no 
hubiere  testigos  presenciales  del  hecho,  se 
recibirá  información  sobre  los  anteceden- 
tes del  que  se  presentare  como  agraviado, 
y  sobre  todas  las  circunstancias  que  ofre- 
cieren indicios  de  hallarse  éste  poseyendo 
aquéllas  al  tiempo  en  que  resulte  cometido 
el  delito. 

Art.  1.631.  Cuando  para  la  calificación 
del  delito  ó  de  sus  circunstancias  fuere  ne- 
cesario estimar  el  valor  de  la  cosa  que  hu- 
bie.se  sido  su  objeto,  ó  el  valor  del  perjui- 
cio causado  ó  que  hubiera  podido  causarse, 
el  Juez  oirá  .sobre  ello  al  dueño  ó  perjudi- 
cado, y  acordará  después  el  reconocimien- 
to pericial  en  la  forma  determinada  en  la 
Sección  séptima  de  este  mismo  capítulo. 
El  Juez  facilitará  á  los  peritos  nombrados 
las  cosas  y  elementos  directos  de  aprecia- 
ción sobre  que  hubiere  de  recaer  el  infor- 
me; y  si  no  estuvieren  á  su  disposición,  les 
suministrará  los  datos  oportunos  que  se 
pudieren  reunir,  previniéndoles  en  tal  caso 
que  hagan  la  tasación  y  regulación  de  per- 
juicios de  un  modo  prudente,  con  arreglo 
á  los  datos  suministrados. 

Art.  1.632.  Las  diligencias  prevenidas 
en  esta  sección  y  en  la  anterior  se  practi- 
carán con  preterencia  á  las  demás  del  su- 
mairio.  no  suspendiéndose  su  ejecución  sino 
para  asegurar  la  persona  del  presunto  cul- 
pable, ó  para  dar  el  auxilio  necesario  á  los 
agraviados  por  el  delito. 

Art.  1.633.  En  ningún  caso  se  admiti- 
rán, durante  el  sumario,  reclamaciones  ni 
tercerías  que  tengan  por  objeto  la  devolu- 
ción de  los  efectos  que  constituyen  el  cuer- 
po del  delito,  cualquiera  que  sea  su  clase  y 
la  persona  que  los  reclame. 

Sección  tercera. 

De  la  identidad  del  delincuente  y  de  sus  circuns- 
tancias personales. 

Art.  1.634.     Cuantos  dirijan  cargos  á  de- 


terminada persona  deberán  reconocerla 
judicialmente,  si  el  Juez  instructor,  los 
acusadores  ó  el  mismo  inculpado  concep- 
túan fundadamente  precisa  la  diligencia 
para  la  identificación  de  éste  último  con 
relación  á  los  designantes,  á  fin  de  que  no 
ofrezca  duda  quién  es  la  persona  á  que 
aquéllos  se  refieren. 

Art.  1.635.  La  diligencia  del  reconoci- 
miento se  practicará  poniendo  á  la  vista 
del  que  hubiere  de  verificarlo  la  persona 
que  haya  de  ser  reconocida,  haciéndola 
comparecer  con  otras  de  circunstancias 
exteriores  semejantes.  A  presencia  de  to- 
das ellas,  ó  desde  un  punto  en  que  no  pu- 
diere ser  visto,  según  al  Juez  pareciere 
más  conveniente,  el  que  deba  practicar  el 
reconocimiento  manifestará  si  se  encuen- 
tra en  la  rueda  ó  grupo  la  persona  á  quien 
hubiere  hecho  referencia  en  sus  declara- 
ciones, designándola,  en  caso  afirmativo, 
clara  y  determinadamente. 

En  la  diligencia  que  se  extienda  se  harán 
constar  todas  las  circunstancias  del  acto, 
así  como  los  nombres  de  todos  los  que  hu- 
biesen formado  la  rueda  ó  grupo. 

Art.  1.636.  Cuando  fueren  varios  los 
que  hubieren  de  reconocer  á  una  persona, 
la  diligencia  expresada  en  el  articulo  an- 
terior deberá  practicarse  .-reparadamente 
con  cada  uno  de  ellos,  sin  que  puedan  co- 
municarse entre  sí  ha.sta  que  se  haya  efec- 
tuado el  último  reconocimiento. 

Cuando  fueren  varios  los  que  hubieren 
de  ser  reconocidos  por  una  misma  perso- 
na, podrá  hacerse  el  reconocimiento  de 
todos  en  un  solo  acto., 

Art.  1.637.  El  que  detuviere  ó  prendie- 
re  á  algún  presunto  culpable,  tomará  las 
precauciones  necesarias  para  que  el  dete- 
nido ó  preso  no  haga  en  su  persona  ó  tra- 
je alteración  alguna  que  pueda  dificultar 
su  reconocimiento  por  quien  corresponda. 

Art.  1.638.  Análogas  precauciones  de- 
berán tomar  los  alcaides  de  las  cárceles  y 
los  Jefes  de  los  depósitos  de  detenidos;  y  si 
en  los  establecimientos  de  su  cargo  hubie- 
re traje  reglamentario,  conservarán  cuida- 
dosamente el  que  lleven  los  pre.sos  ó  dete- 
nidos al  ingresar  al  est  iblecimiento,  á  fin 
de  que  puedan  vestirlo  cuantas  veces  fuere 
conveniente  para  diligencias  de  reconoci- 
miento. 

Art.  1.639.  Si  se  originare  alguna  duda 
sobre  la  identidad  del  procesado,  se  procu- 
rará acreditar  ésta  por  cuantos  medios 
fueren  conducentes  al  objeto. 

Art.  1.640.  El  Juez  hará  constar  con  la 
minuciosidad  posible  las  señas  personales 
del  procesado,  á  fin  de  que  la  diligencia 
pueda  servir  de  prueba  de  su  identidad 
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Art.  1.641.  Para  acreditar  la  edad  del 
procesado  y  comprobar  la  identidad  de  su 
persona,  se  traerá  al  sumario  certificación 
de  su  inscripción  de  nacimiento  en  el  Re- 
gistro civil,  ó  de  su  partida  de  bautismo  si 
no  estuviere  inscrito  en  el  Registro. 

En  iodo  caso,  cuando  no  fuere  posible 
averiguar  el  Registro  civil  ó  parroquia  en 
que  deba  constar  el  nacimiento  ó  el  bautis- 
mo del  procesado,  ó  no  existiesen  su  ins- 
cripción y  partida,  y  cuando  por  manifes- 
tar el  procesado  haber  nacido  en  punto  le- 
jano hubiere  necesidad  de  emplear  mucho 
tiempo  en  traer  á  la  causa  la  certificación 
oportuna,  no  se  detendrá  el  sumario  y  se 
suplirá  el  documento  del  párrafo  anterior 
por  informe  que  acerca  de  la  edad  del  pro- 
cesado, y  previo  su  examen  físico,  diere 
el  Médico  Forense  ó  el  nombrado  por  el 
Juez. 

Art.  1.642.  Cuando  no  ofreciere  duda 
la  identidad  del  procesado  y  conocidamen- 
te tuviese  la  edad  que  el  Código  penal  re- 
auiere  para  poderle  exigir  la  responsabili- 
ad  criminal  en  toda  su  extensión,  podrá 
prescindirse  de  la  justificación  expresada 
en  el  artículo  anterior,  si  su  práctica  ofre- 
ciese alguna  dificultad  ú  ocasionase  dila- 
ciones extraordinarias. 

En  las  actuaciones  sucesivas  y  durante 
el  juicio,  el  procesado  será  designado  con 
el  nombre  con  que  fuere  conocido  ó  con  el 
que  él  mismo  dijere  tener. 

Art.  1.643.  Si  el  Juez  instructor  lo  con- 
ceptuase conveniente,  podrá  pedir  infor- 
mes sobre  la  moralidad  del  procesado  á  los 
Alcaldes  Auxiliares  ó  á  los  correspondien- 
tes funcionarios  de  policía  del  pueblo  ó  pue- 
blos en  que  liubiese  residido. 

Estos  informes  serán  fundados,  y  si  no 
fuere  posible  fundarlos,  se  manifestará  la 
causa  que  lo  impidiere. 

Los  que  los  dieren  no  contraerán  res- 
ponsabilidad alguna  sino  en  caso  de  mali- 
cia probada. 

Art.  1.644.  Podrá  además  el  Juez  reci- 
bir declaración  acerca  de  la  conducta  del 
procesado,  á  todas  las  personas  (jue  por  el 
conocimiento  que  tuvieren  de  éste  puedan 
ilustrai'le  sobro  ello. 

Art.  1.64.5.  Se  traerán  á  la  causa  los 
antecedentes  penales  del  procesado,  pi- 
diendo los  anteriores  á  la  vigencia  de  este 
Código  á  los  Juzgados  donde  se  presuma 
que  puedan  eu  su  caso  constar,  y  los  pos- 
teriores, exclusivamente  á  la  Secretaría 
de  la  Corte  Suprema,  donde  se  llevará  el 
Registro  central  de  penados. 

El  encargado  del  Registro  está  obligado 
á  dar  los  antecedentes  que  se  le  reclamen, 
ó  certificación  negativa  en  su  caso,  en  el 
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improrrogable  término  de  tres  días,  á  con- 
tar desde  aquel  en  que  se  reciba  la  petición, 
justificando,  si  así  no  lo  hiciere,  la  causa 
legítima  que  lo  hubiese  impedido. 

En  los  Juzgados  se  atenderá  también 
preferentemente  al  cumplimiento  de  este 
servicio,  debiendo  ser  corregidos  discipli- 
nariamente los  funcionarios  que  lo  poster- 
guen. 

Art.  1 .646.  Si  el  procesado  fuere  mayor 
de  diez  años  y  menor  de  quince,  el  Juez 
recibirá  información  acerca  del  criterio 
del  mismo,  y  especialmente  de  su  aptitud 
para  apreciar  la  criminalidad  del  hecho 
que  hubiese  dado  motivo  á  la  causa.  En 
esta  información  serán  oídas  las  personas 
que  puedan  deponer  con  acierto  por  sus 
circunstancias  personales,  y  por  las  rela- 
ciones que  hayan  tenido  con  el  procesado 
antes  y  después  de  haberse  ejecutado  el 
hecho.  En  su  defecto  se  nombrarán  dos 
profesores  de  instrucción  primaria,  para 
que  en  unión  del  Médico  Forense  ó  del 
que  haga  sus  veces,  examinen  al  procesado 
y  emitan  su  dictamen. 

Art.  1.647.  Si  el  Juez  advirtiere  en  el 
procesado  indicios  de  enajenación  mental, 
le  someterá  inmediatamente  á  la  observa- 
ción del  Médico  Forense  en  el  estableci- 
miento en  que  estuviese  preso,  ó  en  otro 
público  si  fuere  más  apropiado  ó  estuviese 
en  libertad. 

El  Médico  dará  en  tal  caso  su  informe 
del  modo  expresado  en  la  sección  séptima 
de  este  capítulo. 

Art.  1.648.  Sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior,  el  Juez  recibirá 
información  acerca  de  la  enajenación  men- 
tal del  procesado  en  la  forma  prevenida  en 
el  art.  1.646. 

Art.  1.649.  Si  la  demencia  sobreviniere 
después  de  cometido  el  delito,  concluso  que 
sea  el  sumario,  se  mandará  archivar  la 
causa  por  el  Tribunal  comi)etente  hasta 
que  el  procesado  recobre  la  salud,  dispo- 
niéndose además  respe<;to  de  éste  !o  que  el 
Código  penal  prescribe  para  los  qiie  ejecu- 
tan el  hecho  en  estado  de  demencia.  Si  hu- 
biese algún  otro  procesado  por  razón  del 
mismo  delito  que  no  .se  encontrase  en  el 
caso  del  anterior,  continuará  la  causa  sola- 
mente en  cuanto  al  mismo. 

Art.  1.6.50.  Desde  que  resultare  del  su- 
mario algún  indicio  racional  de  criminali- 
dad contra  deleriuinada  per.sona.,  se  dicta- 
rá auto  declarándola  procesada  y  mandan- 
do ([ue  .se  entiendan  con  ella  las  diligencias 
en  la  forma  y  del  modo  dispuesto  en  este 
capítulo  y  en  los  demás  de  este  libro. 

El  procesado  podrá,  desde  el  momento 
de  serlo,  acon.sejarsc  de  letrado,  mientras 
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no  estuviere  incomunicado,  y  valerse  de  él, 
bien  para  instar  la  pronta  terminación  del 
sumario,  bien  para  solicitar  la  práctica  de 
diligencias  que  le  interesen,  y  para  formu- 
lar pretensiones  que  afecten  á  su  situación. 
En  el  primer  caso  podrá  recurrir  en  queja 
á  la  Corte  de  Apelaciones,  y  en  los  otros 
podrá  apelar  ante  la  misma,  si  el  Juez 
instructor  no  accediese  á  sus  deseos. 

Estas  apelaciones  no  serán  admisibles 
más  que  en  un  solo  efecto. 

Para  cumplir  lo  determinado  en  este 
artículo,  el  Juez  instructor  dispondrá  que 
el  procesado  menor  de  edad  sea  habilitado 
de  procurador  y  abogado,  cuando  no  tu- 
viere representante  legal  ó  estuviere  im- 
posibilitado, V  cuando  el  mismo  menor  ó 
su  repi'esentante  legal  no  designen  perso- 
nas que  merezcan  su  confíanza  para  dicha 
representación  y  defensa. 

Sección  cuarta. 
De  las  declaraciones  de  los  procesados. 

Art.  1.651.  El  Juez,  de  oficio  ó  á  ins- 
tancia del  Ministerio  Fiscal  ó  del  quere- 
llante particular,  hará  que  los  procesados 
presten  cuantas  declaraciones  considere 
convenientes  para  la  averiguación  de  los 
hechos,  sin  que  ni  el  acusador  privado  ni 
el  actor  civil  puedan  estar  presentes  al  in- 
terrogatorio cuando  así  lo  disponga  el  Juez 
instructor. 

Art.  1.652.  Si  el  procesado  estuviere 
detenido  se  le  recibirá  la  primera  declara- 
ción dentro  del  termino  de  veinticuatro 
horas. 

Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  otras 
cuarenta  y  ocho  si  mediase  causa  grave,  la 
cual  se  expresará  en  la  providencia  en  que 
se  acordare  la  prórroga. 

Art.  1.653.  No  se  exigirá  juramento  á 
los  procesados,  exhortándoles  solamente  á 
decir  verdad  y  advirtiéndoles  el  Juez  de 
instrucción  que  deben  responder,  de  una 
manera  precisa,  clara  y  conforme  á  la 
verdad,  á  las  preguntas  que  les  fueren 
hechas. 

Art.  1.654.  En  la  primera  declaración 
será  preguntado  el  procesado  por  su  nom- 
bre, apellidos  paterno  y  materno,  apodo 
si  lo  tuviere,  edad,  naturaleza,  vecindad, 
estado,  profesión,  arte,  oñcio  ó  modo  de 
vivir;  si  tiene  hijos,  si  fué  procesado  ante- 
riormente, por  qué  delito,  ante  qué  Juez  ó 
Tribunal,  qué  pena  se  le  impuso,  si  la 
cumplió,  si  sabe  leer  y  escribir,  y  si  cono- 
ce el  motivo  por  que  se  le  ha  procesado. 

Art.  1 .655.  Las  preguntas  que  so  le  ha- 
gan en  todas  las  declaraciones  que  hubie- 


re de  prestar,  se  dirigirán  á  la  averigua- 
ción de  los  hechos  y  á  la  participación  en 
ellos  del  procesado  y  de  las  demás  perso- 
nas que  hubieren  contribuido  á  ejecutarlos 
ó  encubrirlos. 

Las  preguntas  serán  directas,  sin  que 
por  ningún  concepto  puedan  hacér.sele  de 
un  modo  capcioso  ó  sujestivo. 

Tampoco  se  podrá  emplear  con  el  pro- 
cesado género  alguno  de  coacción  ó  ame- 
naza. 

Art.  1.656.  Las  relaciones  que  hagan 
los  procesados  ó  respuestas  que  den  serán 
orales.  Sin  embargo,  el  Juez  de  instrucción, 
teniendo  siempre  en  cuenta  las  circuns- 
tancias de  aquéllos  y  la  naturaleza  de  la 
causa,  podrá  permitirles  que  redacten  á 
su  presencia  una  contestación  escrita  sobre 
puntos  difíciles  de  explicar,  ó  que  también 
consulten  á  su  presencia   apuntes  ó  notas. 

Art.  1.657.  Se  pondrán  de  manifiesto 
al  procesado  todos  los  objetos  que  consti- 
tuyan el  cuerpo  del  delito,  ó  los  que  el  Juez 
considere  conveniente,  á  fin  de  que  los 
reconozca. 

Se  le  interrogará  sobre  la  procedencia 
de  dichos  objetos,  su  destino  y  la  razón  de 
haberlos  encontrado  en  su  poder;  y,  en 
general,  será  siempre  interrogado  sobre 
cualquiera  otra  circunstancia  que  conduz- 
ca al  esclarecimiento  de  la  verdad. 

El  Juez  podrá  ordenar  al  procesado,  pero 
sin  emplear  ningún  género  de  coacción, 
que  escriba  á  su  presencia  algunas  pa,la- 
bras  ó  frases,  cuando  esta  meclida  la  con- 
sidere útil  para  desvanecer  las  dudas  que 
surjan  sobre  la  legitimidad  de  un  e.scrito 
que  se  le  atribuya. 

Art.  1.658.  Cuando  el  procesado  rehu- 
se contestar  ó  se  finja  loco,  sordo  ó  mudo, 
el  Juez  instructor  le  advertirá  que,  no 
obstante  su  silencio  y  su  simulada  enfer- 
medad, se  continuará  la  instrucción  del 
proceso. 

De  estas  circunstancias  se  tomará  razón 
por  el  Secretario,  y  el  Juez  instructor  pro- 
cederá á  investigar  la  verdad  de  la  enfer- 
medad que  aparente  el  procesado,  obser- 
vando á  este  efecto  lo  dispuesto  en  los  res- 
pectivos artículos  de  las  secciones  segunda 
y  séptima  de  este  capitulo. 

Art.  1.659.  Cuando  el  examen  del  pro- 
cesado se  prolongue  mucho  tiempo,  ó  el 
número  de  preguntas  que  se  le  hayan  he- 
cho .sea  tan  considerable  que  hubiese  per- 
dido la  serenidad  de  juicio  necesaria  para 
contestar  á  lo  demás  que  deba  preguntár- 
sele, se  suspenderá  el  examen,  concedien- 
do al  procesado  el  tiempo  necesario  para 
descansar  y  recuperar  la  calma.  Siempre 
se  hará  constar  en  la  declaración  misma 
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el  tiempo  que  se  haya  invertido  en  el  inte- 
rrogatorio. 

Art.  1.660.  El  Juez  que  infringiese  lo 
dispuesto  en  el  articulo  anterior  y  en  el 
1.6.55,  será  corregido  disciplinariamente, 
á  no  ser  que  incurriese  en  mayor  respon- 
sabilidad. 

Art.  1.661.  El  procesado  no  podrá,  á 
pretexto  de  incompetencia  del  Juez,  excu- 
sarse de  contestar  á  las  preguntas  que  le 
dirijan,  si  bien  podrá  protestar  la  incom- 
petencia, consignándose  así  en  los  autos. 

Art.  1.662.  Se  permitirá  al  procesado 
manifestar  cuanto  tenga  por  conveniente 
para  su  exculpación  ó  para  la  explicación 
de  los  hechos,  evacuándose  con  urgencia 
las  citas  que  hiciese  y  las  demás  diligen- 
cias que  propusiese,  si  el  Juez  las  estima 
conducentes  para  la  comprobación  de  sus 
manifestaciones. 

En  ningún  caso  podrán  hacerse  al  pro- 
cesado cargos  ni  reconvenciones,  ni  se  le 
leerá  parte  alguna  del  sumario  más  que 
sus  declaraciones  anteriores,  si  lo  pidiere, 
á  no  ser  que  el  Juez  hubiere  autorizado  la 
publicidad  de  aquél  en  todo  ó  en  parte. 

Art.  1.663.  El  procesado  podrá  dictar 
por  si  mismo  las  declaraciones. 

Si  no  lo  hiciere,  lo  hará  el  Juez,  procu- 
rando, en  cuanto  fuere  posible,  consignar 
las  mismas  palabras  de  que  aquél  se  hu- 
biese valido. 

Art.  1.664.  Si  el  procesado  no  supiere 
el  idioma  español,  ó  fuese  sordo-mudo,  se 
observará  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.695, 
1.696  y  1.697. 

Art.  1.665.  Cuando  el  Juez  considere 
conveniente  el  examen  del  procesado  en 
el  lugar  de  lo.s  hechos  acerca  de  los  cuales 
deba  ser  examinado,  ó  ante  las  personas  ó 
cosas  con  ellos  relacionadas,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  articulo  1.693. 

Art.  1.666.  El  procesado  podrá  decla- 
rar cuantas  veces  quisiere,  y  el  Juez  le 
recibirá  inmediatamente  la  declaración,  si 
tuviere  relación  con  la  causa. 

Art.  1.667.  En  la  declaración  se  con- 
signarán integramente  las  preguntas  y  las 
contestaciones. 

Art.  1.668.  El  procesado  podrá  leer  la 
declaración,  y  el  Juez  le  enterará  de  que 
le  asiste  e.ste  derecho. 

Si  no  usare  de  él,  la  leerá  el  Secretario 
á  su  presencia. 

Art.  1.669.  Se  observará  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1.705  respecto  á  tachaduras 
ó  enmiendas. 

Art.  1.670.  La  diligencia  se  firmará 
por  todos  los  que  hul)iesen  intervenido  en 
el  acto,  y  .se  autorizará  por  el  Secretario. 

Art.  1.671.     Si  en  las  declaraciones  pos- 


teriores se  pusiere  el  procesado  en  contra- 
dicción con  sus  declaraciones  primeras,  6 
retractare  sus  confesiones  anteriores,  de- 
berá ser  interrogado  sobre  el  móvil  de  sus. 
contradicciones  y  sobre  las  causas  de  .su 
retractación. 

Art.  1.672.  La  confesión  del  procesada 
no  dispensará  al  Juez  de  instrucción  de 
practicar  todas  las  diligencias  necesarias  á, 
fin  de  adquirir  el  convencimiento  de  la, 
verdad  de  la  confesión  y  de  la  existencia 
del  delito. 

Con  este  objeto,  el  Juez  instructor  in- 
terrogará al  procesado  confeso  para  que 
explique  todas  las  circunstancias  del  delito 
y  cuanto  pueda  contribuir  á  comprobar  su 
confesión,  si  fué  autor  ó  cómplice,  ó  si  co* 
noce  á  algunas  personas  que  fueren  testi- 
gos ó  tuvieren  conocimiento  del  hecho. 

Art.  1.673.  Respecto  á  la  incomunica- 
ción de  los  procesados,  se  observará  lo- 
dispuesto  en  los  artículos  1.761  y  1.764. 

Art.  1.674.  No  se  leerán  al  procesado  los 
fundamentos  del  auto  de  incomunicación 
cuando  le  fuere  notificado,  ni  se  le  dari 
copia  de  ellos. 

Art.  1.675.  Para  recibir  declaración  al 
procesado  menor  de  edad  no  habrá  necesi- 
dad de  nombrarle  curador. 

Sección  quinta 

De  las  declaraciones  de  los  testigos. 

Art.  1676.  Lo  dispuesto  en  los  arts.  40a 
al  411,  inclusive,  es  aplicable  en  materia, 
criminal. 

Art.  1.677.  El  Juez  de  Letras,  ó  el  d« 
Paz,  en  su  caso,  hará  concurrir  á  su  pre- 
sencia y  examinará  á  los  testigos  citados, 
en  la  denuncia,  ó  en  la  querella,  ó  en  cua- 
lesquiera otras  declaraciones  ó  diligencias, 
y  á  todos  los  demás  que  supieren  hechos  6 
circunstancias  ó  poseyeren  datos  conve^^ 
nientes  para  la  comprobación  y  averigua- 
ción del  delito  y  del  delincuente. 

Se  procurará,  no  obstante,  omitir  la  eva- 
cuación de  citas  impertinentes  ó  inútiles. 

Art.  1678.  El  que  sin  estar  impedido  no 
concurriere  al  primer  llamamiento  judi- 
cial, excepto  las  personas  mencionadas  en 
el  articulo  403,  ó  se  resistiere  á  declarar  lo 
que  supiere  acerca  de  los  liechos  sobre  que 
fuere  preguntado,  á  no  estar  comprendido 
en  las  exenciones  de  los  artículos  406  y  407, 
incurrirá  en  ia  multa  de  tres  á  diez  pesos; 
y  si  persistiere  en  su  resistencia,  será  con- 
ducido, en  el  primer  caso,  á  la  presencia 
del  Juez  instructor  por  los  dependientes  de 
la  Autoridad,  y  procesado  por  el  delito  de 
denegación  de  auxilio  que  respecto  de  los, 
testigos  y  peritos  define  el  Código  penal; 
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y  en  el  segundo  caso,  será  también  proce- 
ísado  por  el  de  desobediencia  grave  á  la 
Autoridad. 

La  multa  será  impuesta  en  el  acto  de 
Botarse  ó  cometerse  la  falta. 

Art.  1.679.  Si  el  testigo  residiere  fuera 
del  término  municipal  del  Juez  que  instru- 
yere el  sumario,  éste  se  abstendrá  de  man- 
darle comparecer  á  su  presencia,  á  no  ser 
que  lo  considere  absolutamente  necesario 
para  la  comprobación  del  delito  ó  para  el 
reconocimiento  de  la  persona  del  delin- 
cuente, ordenándolo  en  este  caso  por  auto 
motivado. 

También  deberá  evitar  la  comparecen- 
cia délos  empleados  de  vigilancia  pública 
que  tengan  su  residencia  en  punto  distinto 
de  la  capital  del  Juzgado;  de  los  jefes  de 
estación,  maquinistas,  fogoneros,  conduc- 
tores, telegrañstas,  factores,  recaudadores, 
guarda-agujas  ú  otros  agentes  que  desem- 
peñen funciones  análogas,  á  los  cuales  ci- 
tará por  conducto  de  sus  jefes  inmediatos 
cuando  sea  absolutamente  indispensable 
su  comparecencia. 

Art  1.680.  En  el  caso  de  la  regla  ge- 
neral comprendida  en  el  párrafo  primero 
del  articulo  anterior,  asi  como  en  el  del 
segundo,  cuando  la  urgencia  de  la  decla- 
ración fuere  tal  que  no  permitiera  la  dila- 
ción consiguiente  á  la  citación  del  testigo 
por  conducto  de  sus  jefes  inmediatos,  y  el 
empleado  de  que  se  trate  no  pudiera  aban- 
donar el  servicio  que  presta  sin  grave  peli- 
gro ó  extorsión  para  el  público,  el  Juez  ins- 
tructor de  la  causa  comisionará,  para  reci- 
bir la  declaración, al  que  lo  fuera  del  térmi- 
no municipal  en  que  se  hallare  el  tesíigu. 

Art.  1.681.  Si  el  testigo  residiere  en  el 
extranjero,  se  dirigirá  suplicatorio,  por  la 
vía  diplomática  y  por  conducto  del  Minis- 
terio de  Justicia,  al  Juez  extranjero  com- 
petente para  recibir  la  declara(;ión.  El  su- 
plicatorio debe  contener  los  antecedentes 
necesarios  é  indicar  las  preguntas  que  se 
han  de  hacer  al  testigo,  sin  perjuicio  de 
que  dicho  Juez  las  amplíe  según  le  sugie- 
ran su  discreción  y  ))rud<'ncia. 

Si  la  comparecencia  del  testigo  ante  el 
Juez  instructor  ó  Tribunal  fuere  indispen- 
sable y  no  se  presentare  voluntariamente, 
se  pondrá  en  conocimiento  del  Ministerio 
de  Justicia  para  (|ue  adopte  la  resolución 
que  estime  oportuna. 

Art.  1.682.  Si  la  persona  llamada  á  de- 
clarar ejerce  funciones  ó  cargo  público,  se 
díirii  aviso,  al  mismo  tiempo  que  se  prac- 
tique la  citación,  á  su  Superior  inmediato 
p  !ra  que  le  nombre  sustituto  durante  su 
ausencia,  si  lo  exii^n  asi  el  interesó  la  se- 
guridad pública. 


Art.  1.683.  Los  testigos  serán  citados 
en  la  forma  establecida  en  el  capitulo  III, 
titulo  V,  libro  I  de  este  Código. 

Art.  1.684.  Cuando  el  testigo  no  hubie- 
re de  comparecer  ante  el  Juez  instructor 
para  prestar  la  declaración,  se  harán  cons- 
tar en  el  suplicatorio,  exhorto  ó  despacho 
que  se  expida  las  circunstancias  precisas 
para  la  designación  del  testigo  y  las  pre- 
guntas á  que  deba  contestar,  sin  perjuicio 
de  las  que  el  Juez  ó  Tribunal  que  le  reci- 
biere la  declaración  considere  conveniente 
hacerle  para  el  mayor  esclarecimiento  de 
los  hechos. 

Art.  1.685.  El  Secretario  del  Juez  co- 
misionado que  haya  de  autorizar  la  decla- 
ración expedirá  la  cédula  prevenida  en  el 
art.  139,  con  todas  las  circunstancias  ex- 
presadas en  el  mismo,  y  la  de  haberse  de 
recibir  la  declaración  en  virtud  de  suplica- 
catorio,  exhorto  ó  despacho. 

Art.  1.686.  Los  testigos  que  dependan 
de  la  jurisdicción  militar,  podrán,  según 
el  Juez  de  instrucción  lo  estime  oportuno, 
ser  examinados  por  él  mismo  como  los 
demás  testigos,  ó  por  el  Juez  militar  com- 
petente. En  el  primer  caso  el  Juez  de  ins- 
trucción deberá  mandar  que  la  citación 
hecha  al  testigo  se  ponga  en  conocimiento 
del  Jefe  del  cuerpo  á  que  perteneciere.  En 
el  segundo  caso  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior. 

Si  algún  testigo  dependiente  de  la  juris- 
dicción militar  rehusare  comparecer  ante 
el  Juez  de  instrucción,  ó  se  negare  á  pres- 
tar juramento  ó  á  contestar  al  interroga- 
torio que  se  le  hiciere,  el  Juez  de  instruc- 
ción se  dirigirá  al  Superior  del  testigo 
desobediente,  cuyo  Superior,  además  de 
corregir  al  testigo,  de  lo  cual  dará  inme- 
diato conocimiento  al  Juez  instructor,  le 
hará  comparecer  ante  éste  para  declarar. 

Art.  1.687.  Los  testigos  podrán  ser  ci- 
tados personalmente  donde  fueren  ha- 
bidos. 

Cuando  sea  urgente  el  examen  de  un' 
testigo,  podrá  citársele  verbalmente  para 
que  comparezca  en  el  acto,  sin  esperar  á 
la  expedición  de  la  cédula  prescrita  en  el 
art.  139,  haciendo  constar,  sin  embargo, 
en  los  autos  el  motivo  de  la  urgencia. 

También  podrá  en  igual  caso  constituir- 
se el  Juez  instructor  en  el  domicilio  de  un 
testigo  ó  en  el  lugar  en  que  se  encuentre 
para  recibirle  declaración. 

Art.  1.688.  El  Juez  instructor  podrá 
habilitar  á  los  agentes  de  policía  para  prac- 
ticar las  diligencias  de  citación  verbal  ó 
escrita,  si  lo  considera  conveniente. 

Art.  1.689.  Si  el  testigo  no  tuviere  do- 
micilio conocido,  ó  se  ignorare  su  parade- 
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ro,  el  Juez  instructor  ordenará  lo  conve- 
niente á  los  funcionarios  de  policía,  ú  ofí- 
ciará  á  la  Autoridad  administrativa  á  quien 
corresponda  para  que  lo  averigüen  y  le 
den  parte  del  resultado,  dentro  del  plazo 
que  les  hubiere  lijado.  Transcurrido  este 
plazo  sin  haber  averigua  lo  el  paradero  del 
testigo,  se  publicará  la  cédula  de  citación 
en  un  periódico  de  la  residencia  del  Juez 
ó  del  testigo,  y  en  su  defecto,  en  la  tabla 
de  avisos.  ♦ 

Se  publicará  también  la  cédula,  si  el 
Juez  lo  estima  conveniente,  en  la  Gaceta. 
En  estos  casos,  ^^e  unirá  á  los  autos  un 
ejemplar  de  cada  periódico  en  que  se  hu- 
biere publicado  la  citación. 

Art.  1.69Ü.  Los  testigos  declararán  se- 
parada y  secretamente  ápresiincia  del  Juez 
instructor  y  del  Secretario.  Si  lo  hicieren 
en  otra  forma,  salvo  los  casos  especiales 
señalados  en  este  libro,  será  corregido  dis- 
ciplinariamente el  Juez  instructor,  á  no 
ser  que  incurra  en  responsabilidad  crimi- 
jial  por  la  falta. 

Art.  1.691.  El  testigo  manifestará  pri- 
meramente su  nombre,  apellidos  parterno 
y  materno,  edad,  estado  y  profesión;  si 
conoce  ó  no  al  procesado  y  á  las  demás 
partes,  y  si  tiene  con  ellas  parentesco, 
amistad  ó  relaciones  de  cualquiera  otra 
clase;  si  ha  estado  procesado  y  la  pena  que 
»e  le  impuso. 

El  Juez  dejará  al  testigo  narrar  sin  in- 
terrupción los  hechos  sobre  los  cuales  de- 
clare, y  solamente  le  exigirá  las  explica- 
<'iones  complementarias  que  sean  condu- 
centes á  desvanecer  los  conceptos  oscuros 
ó  contradictorios.  Después  le  dirigirá  las 
preguntas  que  estime  oportunas  para  el 
esclarecimiento  de  los  hechos. 

Art.  1.692.  Los  testigos  declararán  de 
viva  voz,  sin  que  les  sea  permitido  leer 
declaración  ni  respuesta  alguna  que  lleven 
escrita. 

Podrán,  sin  embargo,  consultar  algún 
apunte  ó  memoria  que  contenga  datos  di- 
fícile.-A  de  recordar. 

El  testigo  podrá  dictar  las  contestaciones 
por  si  mismo. 

Art.  1.693.  El  Juez  instructor  podrá 
mandar  que  se  conduzca  al  testigo  al  lugar 
en  que  hubieren  ocui^ido  los  hechos,  y 
examinarlo  alli  ó  poner  á  su  presencia  los 
objetos  sobre  que  liubiere  de  versar  la  de- 
claración. 

En  este  último  caso,  podrá  el  Juez  ins- 
tructor poner  á  presencia  del  testigo  di- 
chos objetos,  solos  ó  mezclados  con  otros 
semejantes,  adoptando  además  todas  las 
medidas  que  su  prudencia  lo  sugiera  para 
la  mayor  exactitud  de  su  declaración. 


Art.  1.694.  No  se  harán  al  testigo  pre- 
guntas capciosas  ni  sujestivas,  ni  se  em- 
pleará coacción,  engaño,  promesa  ni  arli- 
tício  alguno  para  obligarlo  ó  inducirlo  á. 
declarar  en  determinado  sentido. 

Art.  1.695.  Si  el  testigo  no  entendiere 
ó  no  hablare  el  idioma  español,  se  nombra- 
rá un  intérprete  que  prestará  á  su  presen- 
cia juramento  de  conducirse  bien  y  ñel- 
mente  en  el  desempeño  de  su  cargo. 

Por  este  medio  se  harán  al  testigo  las 
preguntas  y  se  recibirán  sus  contestacio- 
nes, que  éste  podrá  dictar  por  su  conduc- 
to. En  este  caso  la  declaración  deberá 
consignarse  en  el  proceso  en  el  idioma 
empleado  por  el  testigo,  y  traducida  á  con- 
tinuación al  español. 

Art.  1.696.  El  intérprete  será  elegido 
entre  ios  que  tengan  titulo  de  tales,  si  los 
hubiere  en  el  pueblo.  En  su  defecto,  será 
nombrado  un  maestro  del  correspondiente 
idioma,  y  si  tampoco  le  hubiere,  cualquie- 
ra ■  persona  que  lo  sepa. 

Si  ni  aun  de  esta  manera  pudiere  obte- 
nerse la  traducción,  y  las  revelaciones  que 
se  esperasen  del  testigo  fueren  importan- 
tes, se  redactará  el  pliego  de  preguntas 
que  hayan  de  dirigírsele,  y  se  remitirá  al 
intérprete  oficial  del  Gobierno,  para  que, 
con  preferencia  á  todo  otro  trabajo,  sean 
traducidas  al   idioma  que  hable  el  testigo. 

El  interrogatorio  ya  traducido  se  entre- 
gará al  testigo  para  que,  á  presencia  del 
Juez,  se  entere  de  su  contenido  y  redacte 
por  escrito  en  su  idioma  las  oportunas  con- 
testaciones, las  cuales  se  remitirán  del 
mismo  modo  que  las  preguntas  al  intér- 
prete del  Gobierno. 

Estas  diligencias  las  practicarán  los  Jue- 
ces con  la  mayor  actividad. 

Art.  1697.  Si  el  testigo  fuese  sordo- 
mudo y  supiese  leer,  se  le  harán  por  es- 
crito las  preguntas.  Si  supiere  escribir, 
contestará  por  escrito.  Y  si  no  supiere  ni 
lo  uno  ni  lo  otro,  se  nombrará  un  intér- 
prete, por  cuyo  conducto  se  le  harán  las 
preguntas  y  se  recibirán  sus  contestacio- 
nes. 

Será  nombrado  intérprete  un  maestro 
titular  de  sordo-mudos,  si  lo  hubiere  en  el 
pueblo,  y  en  su  defecto,  cualquiera  que 
supiere  comunicarse  con  el  testigo. 

El  nombrado  prestará  juramento  á  pre- 
sencia del  sordo-mudo,  antes  de  comenzar 
á  desempeñar  el  cargo. 

Art.  1.698.  El  testigo  podrá  leer  por  sí 
mismo  la  diligencia  de  su  declaración;  si 
no  pudiere,  por  hallarse  en  alguno  de  los 
casos  comprendidos  en  los  artículos  1.695 
y  1.697,  se  la  leerá  el,  intérprete,  y  en  lo» 
aemás  casos  el  Secretario. 
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El  Juez  advertirá  siempre  á  los  intere- 
sados el  derecho  que  tienen  de  leer  por  sí 
mismos  sus  declaraciones. 

Art.  1.699.  Estas  serán  firmadas  por  el 
Juez  y  por  todos  los  que  en  ellas  hubiesen 
intervenido,  si  supieren  y  pudieren  hacer- 
lo, autorizándolas  el  Secretario. 

Art.  1.700.  No  .se  consignarán  en  los  au- 
tos las  declaraciones  de  los  testigos  que, 
según  e!  Juez,  fuesen  manifiestamente  in- 
conducentes para  la  comprobación  de  los 
hechos  objeto  del  sumario.  Tampoco  se  con- 
signarán en  cada  declaración  1;;3  manifes- 
taciones del  testigo  que  se  hallen  en  el  mis- 
mo caso,  pero  se  consignará  siempre  todo  lo 
que  pueda  servir  de  cargo  como  de  des- 
cargo. 

En  el  primer  caso  se  hará  expresión  por 
medio  de  diligencia  de  la  comparecencia 
del  testigo  y  del  motivo  de  no  escribirse  su 
declaración. 

Art.  1.701.  Terminada  la  declaración, 
b1  Juez  instructor  hará  saber  al  testigo  la 
obligación  de  comparecer  para  declarar  de 
nuevo  ante  el  Tribunal  competente  cuan- 
do se  le  cite  para  ello,  así  como  la  de  po- 
ner en  conocimiento  de  dicho  Juez  instruc- 
tor los  cambios  de  domicilio  que  hiciere 
hasta  ser  citado  para  el  juicio  plenario, 
bajo  apercibimiento  si  no  lo  cumple,  de  ser 
castigado  con  una  multa  de  tres  á  diez  pe- 
sos, á  no  ser  que  incurriere  en  responsa- 
bilidad criminal  por  la  falta. 

Estas  prevenciones  se  harán  constar  al 
final  de  la  misma  diligencia  de  la  decla- 
ración. 

Art.  1.702.  El  Juez  de  instrucción,  al 
remitir  el  sumario  al  Tribunal  competen- 
te, pondrá  en  su  conocimiento  los  cambios 
de  domicilio  que  los  testigos  le  hubiesen 
participado. 

Lo  mismo  hará  respecto  de  los  que  se  lo 
participen  después  que  hubiese  remitido  el 
sumario,  hasta  la  terminación  de  la  causa. 

Art.  1.703.  Si  el  testigo  manifestare,  al 
hacerle  la  prevención  referida  en  el  ar- 
tículo 1.701,  la  imposibilidad  de  concurrir 
por  haber  de  ausentarse  del  Estado,  y 
también  en  el  caso  en  que  hubiere  moti- 
vo racionalmente  bastante  para  temer  su 
muerte  ó  incapacidad  física  ó  intelectual 
antes  de  la  apertura  del  juicio  plenario,  el 
Juez  instructor  hará  saber  al  reo  que  nom- 
bre abogado  en  el  término  de  veinticuatro 
horas,  si  aún  no  lo  tuviere  y  fuese  posible, 
ó  de  lo  contrario  se  le  nombrará  de  oficio, 

tjara  que  le  aconseje  en  el  acto  de  recibir 
a  declaración  del  testigo.  Transcurrido 
dicho  término,  el  Juez  recibirá  juramento 
y  volverá  á  examinar  á  éste  á  presencia 
«el  procesado  y  de  su  abogado  defensor,  y 


á  presencia  asimismo  del  Fi.scal  y  del  que- 
rellante, si  quisieren  asistir  al  acto,  per- 
mitiendo á  éstos  hacerle  cuantas  repre- 
guntas tengan  por  conveniente,  excepta 
las  que  el  Juez  desestime  como  manifies- 
tamente impertinentes. 

En  la  diligencia  se  consignarán  las  con- 
testaciones á  estas  repreguntas,  y  será  fir- 
mada por  lodos  los  asistentes. 

Art.  1.704.  En  caso  de  inminente  peli- 
gro de  muerte  del  testigo,  se  procederá 
con  toda  urgencia  á  recibirle  declaración 
en  la  forma  expresada  en  el  articulo  ante- 
rior, aunque  el  procesado  no  pudiese  ser 
asistido  de  letrado. 

Art.  1.705.  No  se  harán  tachaduras, 
enmiendas  ni  entrerrenglonaduras  en  las 
diligencias  del  sumario.  A  su  final  se  con- 
signarán las  equivocaciones  que  se  hubie- 
ren cometido. 

Sección  sexta. 

Del  careo  de  los  testigos  y  procesados. 

Art.  1.706.  Cuando  los  testigos  ó  loa 
procesados  entre  sí,  ó  aquéllos  con  éstos 
discordaren  acerca  de  algún  hecho  ó  de 
alguna  circunstancia  que  interese  en  el 
sumario,  podrá  el  Juez  celebrar  careo  en- 
tre los  que  estuvieren  discordes,  sin  que 
esta  diligencia  deba  tener  lugar,  por  regla 
general,  más  que  entre  dos  personas  á  la 
vez. 

Art.  1.707.  El  careo  se  verificará  ante 
el  Juez,  leyendo  el  Secretario  á  los  proce- 
sados ó  testigos,  entre  quienes  tenga  lugaA 
el  acto,  las  declaraciones  que  hubiesen 
prestado,  y  preguntando  el  primero  á  los 
testigos,  después  de  recordarles  su  jura- 
mento y  las  penas  del  falso  testimonio,  si 
se  ratifican  en  ellas  ó  tienen  alguna  varia- 
ción que  hacer. 

El  Juez  manifestará  en  seguida  las  con- 
tradicciones que  resulten  en  dichas  decla- 
raciones, é  invitará  á  los  careados  para 
que  se  pongan  de  acuerdo  entre  si. 

Art.  1.708.  El  Secretario  dará  fe  de 
todo  lo  que  ocurriere  en  el  acto  del  careo 
y  de  las  preguntas,  contestaciones  y  re- 
convenciones que  mutuamente.se  hicieren 
los  careados,  asi  como  de  lo  que  se  obser- 
vare en  su  actitud  durante  el  acto,  y  fir- 
mará la  diligencia  con  todos  los  concu- 
rrentes, expresando,  si  alguno  no  lo  hi- 
ciere, la  razón  que  para  ello  alegue. 

Art.  1.709.  El  Juez  no  permitirá  que 
los  careados  .se  insulten  ó  amenacen. 

Art.  1.710.  No  se  practicarán  careos 
sino  cuando  no  fuere  conocido  otro  medio 
de  comprobar  la  existencia  del  delito  ó  la 
culpabilidad  de  alguno  de  los  procesados. 
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Sección  sópt i in a . 
Del  informe  pericial. 

Art.  1.711.  El  Juez  acordará  el  informe 
pericial  cuando  para  conocer  ó  apreciar 
algún  liec'.io  ó  circunstancia  importante  en 
el  sumario  fuesen  necesarios  ó  convenien- 
tes conocimientos  cientiíicos  ó  artísticos. 

Art.  1.712.  Los  peritos  pueden  ser  ó  no 
titulares. 

Son  peritos  titulares  los  que  tienen  titu- 
lo oñcial  de  una  ciencia  ó  arte  cuyo  ejer- 
cicio esté  reglamentado  por  la  Adminis- 
tración. 

Son  peritos  no  titulares  los  que  care- 
ciendo de  título  oñcial,  tienen,  sm  embar- 
go, conocimiento  ó  práctica  especiales  en 
alguna  ciencia  ó  arte. 

Art.  1.713.  El  Juez  se  valdrá  de  peritos 
titulares  con  preferencia  á  ios  que  no  tu- 
vieren título. 

Art.  1.714.  Todo  reconocimiento  peri- 
cial se  hará  por  un  perito  titular  ó  por  dos 
peritos  no  titulares. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  no  hubiere 
más  de  uno  en  el  lugar  y  no  fuere  posible 
espei'ar  la  llegada  de  otro  sin  graves  incon- 
venientes para  el  curso  del  sumario. 

Art.  1.715.  El  nombramiento  se  hará 
saber  á  los  peritos  por  medio  de  oficio,  que 
les  será  entregado  por  el  Receptor  del  Juz- 
gado ó  por  cualquier  agente  de  la  Autori- 
dad, con  las  formalidades  prevenidas  para 
la  citación  de  los  testigos,  corjteniendo  el 
oficio  las  enunciaciones  correspondientes 
á  la  cédula  á  que  se  refiere  el  art.  139. 

Art.  1.716.  Si  la  urgencia  del  caso  lo 
exige,  podrá  hacerse  el  llamamiento  ver- 
balmente  de  orden  del  Juez,  haciéndolo 
constar  así  en  los  autos,  pero  extendiendo 
siempre  el  atestado  prevenido  en  el  artícu- 
lo anterior  el  encargado  del  cumplimiento 
de  la  orden  de  llamamiento. 

Art.  1.717.  Nadie  podrá  negarse  á  acu- 
dir al  llamamiento  del  Juez  para  desempe- 
ñar un  .servicio  pericial  si  no  estuviere  le- 
gítimamente impedido. 

En  este  caso  deberá  ponerlo  en  conoci- 
miento del  Juez  en  el  acto  de  recibir  el 
nombramiento,  para  que  se  provea  á  lo 
que  haya  lugar. 

Art.  1.718.  El  perito  que  sin  alegar  ex- 
cusa fundada  deje  de  acudir  al  llamamien- 
to del  Juez,  ó  se  niegue  á  prestar  el  infor- 
me, incurrirá  en  las  responsabilidades  se- 
ñaladas á  los  testigos  en  el  art.  1.G78. 

Art.  1.719.  No  po.lrán  prestar  informe 
pericial  acerca  del  delito,  cu  ilquiera  que 
sea  la  per.sona  ofendida,  los  (|ue,  según  el 
art.  407,  no  están  obligados  á  declarar 
como  testiííos. 


El  perito  que  hallándole  comprendido 
en  alguno  de  los  casos  de  dicho  artículo, 
preste  el  informe  sin  poner  antes  esta  cir- 
cunstancia en  conocimiento  del  Juez  que 
le  hubiere  nombrado,  incurrirá  en  la  mul- 
ta de  tres  á  diez  pesos,  á  no  ser  que  el  he- 
cho diere  lugar  á  respon.sabilidad  criminal. 

Art.  1.720.  Los  que  presten  informe 
como  peritos  en  virtud  de  orden  judicial, 
tendrán  derecho  á  reclamar  los  honora- 
rios é  indemnizaciones  que  sean  justas,  si 
no  tuvieren,  en  concepto  de  tales  peritos, 
retribución  fija  satisfecha  por  el  Estado  ó 
por  el  Municipio. 

Art.  1.721.  Hecho  el  nombramiento  de 
peritos,  se  notificará  inmediatamente,  así 
al  actor  particular  si  lo  hubiere,  como  al 
procesado  si  estuviere  á  disposición  del 
Juez  ó  se  encontrare  en  el  mismo  lugar  de 
la  instrucción,  ó  á  su  representante  si  lo 
tuviere. 

Art.  1.722.  Si  el  reconocimiento  é  in- 
forme periciales  pudieren  tener  lugar  de 
nuevo  en  el  juicio  plenario,  los  peritos 
nombrados  no  podrán  ser  recusados  por 
las  partes. 

Si  no  pudieren  reproducirse  en  el  juicio 
plenario,  habrá  lugar  á  la  recusación. 

Art.  1.723.  Son  causas  pai-a  la  recusa- 
ción de  peritos: 

1 ."  El  parentesco  dentro  del  cuarto  gra- 
do de  consanguinidad  legítima  ó  natural, 
ó  segundo  de  afinidad  legítima  con  el  que- 
rellante ó  con  el  reo. 

2."^  El  interés  directo  ó  indirecto  en  la 
causa,  ó  en  otra  semejante. 

3.*  La  amistad  intima  ó  enemistad  ma- 
nifiesta. 

Art.  1.724.  El  actor  ó  procesado  que 
intente  recusar  al  perito  ó  peritos  nombra- 
dos por  el  Juez,  deberá  hacerlo  por  escrito 
antes  de  empezar  la  diligencia  pericial, 
expresando  la  causa  de  la  recusación  y  la 
prueba  testifical  que  ofrezca,  y  acompa- 
ñando la  documental  ó  designando  el  lu- 
gar en  que  ésta  se  halle,  si  no  la  tuviere  á 
su  disposición. 

Art.  1.725.  El  Juez,  sin  levantar  mano, 
examinará  los  documentos  que  produzca 
el  recusante  y  oirá  á  los  testigos  que  pre- 
sente en  el  acto,  resolviendo  lo  que  estime 
justo  respecto  de  la  recusación. 

Si  hubiere  lugar  á  ella,  suspenderá  eJ 
acto  pericial  por  el  tiempo  estrictamente 
necesario  para  sustituir  al  recusado,  ha- 
cérselo saber  y  constituirse  el  nombrado 
en  el  lugar  correspondiente. 

Si  no  la  admitiere,  se  procederá  como  si 
no  se  hubiere  usado  de  la  facultad  de  re- 
cu.sar. 

Cuando  el   recusante  no   produjese  loe 
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documentos,  pero  designare  el  arcliivo  ó 
lugar  en  que  se  encuentren,  el  Juez  ins- 
tructor los  reclamará  y  examinara  una  vez 
recibidos,  sin  detener  por  esto  el  curso  de 
las  actuaciones;  y  si  de  ellos  resultase  jus- 
tiñcada  la  causa  de  la  recusación,  anulará 
el  informe  pericial  que  se  hubiese  dado, 
mandando  que  se  prai.-tique  de  nuevo  esta 
diligencia. 

Art.  1.726.  En  el  caso  del  párrafo  se- 
gundo del  art.  1.722,  el  querellante  ten- 
drá derecho  á  nombrar  á  su  costa  un  peri- 
to que  intervenga  en  el  acto  pericial. 

El  mismo  derecho  tendrá  el  procesado. 

Si  los  querellantes  ó  los  procesados  fue- 
ren varios,  se  pondrán  respectivamente 
de  acuerdo  entre  si  para  hacer  el  nombra- 
miento. 

Estos  peritos  deberán  ser  titulares,  á  no 
.ser  que  no  los  hubiere  de  esta  clase  en  la 
demarcación,  en  cuyo  caso  podrán  ser 
nombrados  sin  titulo. 

Si  la  práctica  de  la  diligencia  pericial  no 
admitiese  espera,  se  procederá  como  las 
circunstancias  lo  permitan  para  que  el  ac- 
tor y  el  procesado  puedan  intervenir  en  ella. 

Art.  1.727.  Si  las  partes  hicieren  uso 
de  la  facultad  que  se  les  concede  en  el  ar- 
ticulo anterior,  manifestarán  al  Juez  el 
nombre  del  perito,  y  ofrecerán,  al  hacer 
esta  manifestación,  los  comprobantes  de 
tener  la  cualidad  de  tal  perito  la  persona 
designada. 

En  ningún  caso  podrán  hacer  uso  de  di- 
cha facultad  después  de  empezada  la  ope- 
ración de  reconocimiento. 

Art.  1.728.  El  Juez  resolverá  sobre  la 
admisión  de  dichos  peritos  en  la  forma  de- 
terminada en  el  art.  1.72.5  para  las  recusa- 
ciones. 

Art.  1.729.  Antes  de  darse  ])rincipio  al 
acto  pericial,  todos  los  peritos,  así  los  nom- 
brados por  ef  Juez  como  los  que  lo  hubie- 
sen sido  por  las  partes,  prestarán  juramen- 
to, conforme  al  art.  410,  de  proceder  bien 
y  HeUnente  en  sus  operaciones,  y  de  no 
proponerse  otro  ñn  más  que  el  de  descu- 
brir y  declarar  la  verdad. 

Art.  1.730.  El  Juez  manifestará  clara 
y  terminantemente  á  los  peritos  el  objeto 
ele  su  informe. 

Art.  1.731.  Al  acto  pericial  podrán  con- 
currir en  el  ca.so  del  párrafo  .segundo  del 
art.  1.722,  el  querellante  si  lo  hubiere,  con 
su  reiiresentación,  y  el  proce.sado  con  la 
suya,  aun  cuando  estuviere  preso,  en  cuyo 
caso  adoptará  el  Juez  las  precauciones 
oportunas. 

Art.  1.732.  El  acto  pericial  será  presi- 
dido por  el  Juez  instructor,  ó  en  virtud  de 
su  delegación,  por  su  Secretario. 


Podrá  también  delegaren  el  caso  del  ar- 
tículo 1.620  en  un  funcionario  de  policía 
judicial. 

Asistirá  siempre  el  Secretario  que  actúe 
en  la  causa. 

Art.  "1.733.  El  informe  pericial  com- 
prenderá, si  fuere  posible; 

1.°  Descripción  de  la  persona  ó  cosa 
que  sea  objeto  del  mismo,  en  el  estado  ó 
del  modo  en  que  se  halle.  El  Secretario 
extenderá  esta  descripción,  dictándola  los 
peritos  y  suscribiéndola  todos  los  concu- 
rrentes. 

2°  Relación  detallada  de  todas  las  ope- 
raciones practicadas  por  los  peritos,  y  do 
su  resultado,  extendida  y  autorizada  en  la 
misma  forma  que  la  anterior. 

3.**  Las  conclusiones  que  en  vista  de 
tales  datos  formulen  los  peritos,  conforme 
á  los  principios  y  reglas  de  su  ciencia  ó 
arte. 

Art.  1.734.  Si  los  peritos  tuvieren  ne- 
cesidad de  destruir  ó  alterar  los  objetos 
que  analicen,  deberá  conservarse,  á  ser 
posible,  parte  de  ellos  en  poder  del  Juez, 
para  que  en  caso  necesario  pueda  hacer.so 
nuevo  análisis. 

Art.  1.735.  Las  partes  que  asistieren  á 
las  operaciones  ó  reconocimientos  podrán 
someter  á  los  peritos  las  observaciones  que 
estimen  convenientes,  haciéndose  constar 
todas  en  la  diligencia. 

Art.  1.736.  Hecho  el  reconocimiento, 
podrán  los  peritos,  si  lo  pidieren,  retirarse 
por  el  tiempo  absolutamente  preci.so  al  si- 
tio que  el  Juez  les  señale  para  deliberar  y 
redactar  las  conclusiones. 

Art.  1.737.  Si  los  peritos  necesitaren 
descanso,  el  Juez  ó  funcionario  que  le  re- 
presente podrá  concederles  para  ello  el 
tiempo  necesario. 

También  podrá  suspenderse  la  diligencia 
hasta  otra  hora  ú  otro  día,  cuando  lo  exi- 
giere su  naturaleza. 

En  este  caso,  el  Juez  ó  quien  le  repre- 
sente adoptará  las  precauciones  conve- 
nientes para  evitar  cualquiera  alteración 
en  la  materia  de  la  diligencia  pericial. 

Art.  1.738.  El  Juez  podrá,  por  su  pro- 
pia iniciativa  ó  por  reclamación  de  las  par- 
tes presentes  ó  de  sus  defensores,  hacer  á 
los  peritos,  cuando  produzcan  sus  conclu- 
siones, las  preguntas  que  estime  pertinen- 
tes y  pedirles  las  aclaraciones  necesarias. 

Las  contestaciones  de  los  peritos  .se  con- 
siderarán como  parte  de  su  informe. 

Art.  1.739.  Si  los  peritos  estuvieren  dis- 
cordes y  su  número  fuere  par,  nombrará 
otro  el  Juez. 

Con  intervención  del  nuevamente  nom- 
brado, se  repetirán,  si  fuere  posible,  las 
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operaciones  que  hubiesen  practicado  aqué- 
llos, y  se  ejecutarán  las  demás  que  pare- 
cieren oport  mas. 

Si  no  fuere  posible  la  repetición  de  las 
operaciones  ni  la  práctica  de  otras  nuevas, 
la  intervención  del  perito  últimamente 
nombrado  se  limitará  á  deliberar  con  los 
demás,  con  vista  de  las  diligencias  de  re- 
conocimiento practicadas,  y  á  formular 
luego  con  quien  estuviere  conforme,  ó  se- 
paradamente si  no  lo  estuviere  con  ningu- 
no, sus  conclusiones  motivadas. 

Art.  1.740.  El  Juez  facilitará  á  los  pe- 
ritos los  medios  materiales  necesarios  para 
practicar  la  diligencia  que  les  encomiende, 
reclamándolos  de  la  Administración  públi- 
ca, ó  dirigiendo  á  la  Autoridad  correspon- 
diente un  aviso  previo  si  existieren  prepa- 
rados para  tal  objeto,  salvo  lo  dispuesto  es- 
peííialmente  en  el  ait.  1.628. 

CAPÍTULO  VI 

DE   LA    CITACIÓN.    DE   LA    DETENCIÓN    T 
DE    La    prisión    provisional 

Sección  primera 
De  la  citación. 

Art.  1.741.  La  persona  á  quien  se  im- 
pute un  acto  punible  deberá  ser  citada 
sólo  para  ser  oída,  á  no  ser  que  la  ley  dis- 
ponga lo  contrario,  ó  que  desde  luego  pro- 
ceda su  detención. 

Art.  1.742.  Si  el  citado,  con  arreglo  á 
!o  prevenido  en  el  articulo  anterior,  no 
compareciere  ni  justificare  causa  legitima 
que  se  lo  impida,  la  orden  de  comparecen- 
cia podrá  convertirse  en  orden  de  deten- 
ción. 

Art.  1.74,3.  Durante  la  instrucción  de 
la  causa,  el  Juez  instructor  podrá  mandar 
comparecer  á  cuantas  personas  convenga 
oir,  por  resultar  contra  ellas  algunas  indi- 
caciones fundadas  de  culpabilidad. 

Sección  segunda 
De  la  detención. 

Art.  1.744.  Ningún  hondureno  ni  ex- 
tranjero podrá  .ser  detenido  sino  en  los  ca- 
sos y  en  la  forma  que  las  leyes  prescriban. 

Art.  1.745.  Cualquiera  persona  puede 
detener: 

1."  Al  delincuente  in/raganti.  Se  con- 
sidera también  como  delincuente  in  fra- 
gantial  que  intentare  cometer  un  delito  en 
al  momento  de  cometerlo. 

2."  Al  que  se  fugare  del  establecimien- 
to penal  en  que  se  halle  extinguiendo  su 
oondena. 


3.**  Al  que  se  fugare  de  la  cárcel  en  que 
estuviere  esperando  su  traslación  al  esta- 
blecimiento penal  ó  lugar  en  que  deba 
cumplir  la  condena  que  se  le  hubiere  im- 
puesto por  sentencia  tirme. 

4."  Al  que  se  fugare  al  ser  conducido 
al  establecimiento  ó  lugar  mencionado  en 
el  número  anterior. 

5.°  Al  que  se  fugare  estando  detenido 
ó  preso  por  causa  pendiente. 

6.*>  Al  procesado  ó  condenado  que  es- 
tuviere en  rebeldía. 

Art.  1.746.  El  particular  que  detuviere 
á  otro  ju.stiñcará,  si  éste  lo  exigiere,  haber 
obrado  en  virtud  de  motivos  racionalmen- 
te suñcientes  para  creer  que  el  detenido  se 
hallaba  comprendido  en  alguno  de  los  ca- 
sos del  artículo  anterior. 

Art.  1.747.  La  Autoridad  ó  agente  de 
policía  judicial  tendrá  obligación  de  de- 
tener: 

1°  A  qualquiera  que  se  halle  compren- 
dido en  alguno  de  los  ca.sos  del  artícu- 
lo 1.745. 

2."  Al  que  estuviere  procesado  por  de- 
lito que  tenga  señalada  en  el  Código  pena 
de  presidio  ó  reclusión,   mayor  ó  menor. 

3.**  Al  procesado  por  delito  á  que  esté 
señalada  otra  pena,  si  sus  antecedentes 
ó  las  circunstancias  del  hecho  hicieren 
presumir  que  no  comparecerá  cuando  fue- 
re llamado  por  la  Autoridad  judicial. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior  al  procesado  que  preste  en  el 
acto  fíanza  bastante,  á  juicio  de  la  Autori- 
dad ó  agente  que  intente  detenerlo,  para 
presumir  racionalmente  que  comparecerá 
cuando  le  llame  el  Juez  ó  Tribunal  com- 
petente. 

4.°  Al  que  estuviere  en  los  casos  de  los 
números  2°  y  3°,  aunque  todavía  no  se 
halla-se  procesado,  con  tal  que  concurran 
las  dos  circunstancias  siguientes:  1.*  Que 
la  Autoridad  ó  agente  tenga  motivos  ra- 
cionalmente bastantes  para  creer  en  la 
existencia  de  un  hecho  que  presente  los 
caracteres  de  delito.  2.*  Que  los  tenga  tam- 
bién bastantes  para  creer  que  la  persona 
á  quien  intente  detener  tuvo  participación 
en  él. 

Art.  1.748.  La  Autoridad  ó  agente  do 
policía  judicial  tomará  nota  del  nom- 
bn.',  apellido,  domicilio  y  demás  circuns- 
tancias bastantes  para  la  averiguación  é 
ideiitiíi("ición  de  la  persona  del  procesado 
ó  del  delincuente,  á  (|uienes  no  detuviere 
por  no  estar  comprendidos  en  ninguno  do 
los  casos  del  articulo  anterior.  Esta  nota 
será  oportunamente  entregada  al  Juez  ó 
Triliunal  que  conozca  ó  deba  conocer  de  !a 
causa. 
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Art.  1.749.  Dicho  Juez  ó  Tribunal 
acordará  también  la  detención  de  los  com- 
prendidos en  el  articulo  1.747,  á  preven- 
ción con  las  Autoridades  y  agentes  de  po- 
licía judicial. 

Art.  1.750.  No  se  podrá  detener  por 
simples  faltas,  á  no  ser  que  el  presunto 
reo  no  tuviese  domicilio  conocido  ni  diese 
fianza  bastante  á  juicio  de  la  Autoridad  ó 
agente  que  intente  detenerle. 

Art.  1.751.  El  particular,  Autoridad  ó 
agente  de  policía  judicial  que  detuviere  á 
alguna  persona  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  los  precedentes  artículos,  deberá  poner- 
la en  libertad  ó  entregarla  al  Juez  más 
próximo  al  lugar  en  que  hubiere  hecho  la 
detención,  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  al  acto  de  la  misma. 

Si  demorare  la  entrega,  incurrirá  en  la 
responsabilidad  que  establece  el  Código 
penal,  si  la  dilación  hubiere  excedido  de 
veinticuatro  horas. 

Art.  1.752.  Si  el  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
se  hiciese  la  entrega  fuere  el  propio  de  la 
causa,  y  la  detención  se  hubiese  hecho  se- 
gún lo  dispuesto  en  los  números  1."  y  b.°, 
y  caso  referente  al  procesado  del  6.°  del 
art.  1.745,  y  2.°,  3."  y  4.°  del  art.  1.747, 
elevará  la  detención  á  prisión  ó  la  dejará 
sin  efecto,  en  el  término  de  seis  días,  á 
contar  desde  que  el  detenido  le  hubiese  sido 
entregado. 

Lo  propio  y  en  idéntico  plazo  hará  el 
Juez  ó  Tribunal  respecto  de  la  persona  cu- 
ya detención  hubiere  él  mismo  acordado. 

Art.  1.753.  Si  el  detenido  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  número  5.°  v  primer  ca- 
so del  número  6.°  del  art-  1.74^5,  y  2.°  y  3.° 
del  art.  1.747,  hubiese  sido  entregado  á  un 
Juez  distinto  del  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nozca de  la  cau.'i^a.  extenderá  el  primero 
una  dili;^encia  expresiva  de  la  persona  que 
hubiere  hecho  la  detención,  de  su  domici- 
lio y  demás  circunstancias  bastantes  para 
buscarla  é  identificarla,  de  los  motivos  que 
ésta  manifestare  haber  tenido  para  la  de- 
tención, y  del  nombre,  apellido  y  circuns- 
tancias del  detenido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  Juez, 
el  Secretario,  la  persona  que  hubiese  eje- 
cutado la  detención  y  los  demás  concurren- 
tes. Por  el  que  no  lo  hiciere  firmarán  dos 
testigos. 

Inmediatamente  después  serán  remitidas 
estas  diligencias  y  la  persona  del  detenido 
á  disposición  del  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nociese de  la  causa. 

Art.  1.754.  Si  el  detenido  lo  fuese  por 
estar  comprendido  en  el  número  1."  del 
art.  1.745,  ó  en  el  4.'*  del  1.747,  el  Juez  de 
instrucción  á  quien  se  entregue  practicará 


las  primeras  diligencias  y  elevará  la  de- 
tención á  prisión,  ó  decretará  la  libertad 
del  detenido,  según  proceda,  en  el  término 
señalado  en  el  art.  1.752. 

Hecho  esto,  cuando  él  no  fuese  Juez 
competente,  remitirá  á  quien  lo  sea  las  di- 
ligencias y  la  persona  del  preso,  si  lo  hu- 
biere. 

Art.  1.755.  Cuando  el  detenido  lo  sea 
por  virtud  de  las  causas  2.*,  3.*  y  4.*,  y 
caso  referente  al  condenado  de  la  6.*  del 
articulo  1.745,  el  Juez  á  quien  se  entre- 
gue ó  que  haya  acordado  la  detención, 
dispondrá  que  inmediatamente  sea  remi- 
tido al  establecimiento  ó  lugar  donde  de- 
biere cumplir  su  condena. 

Art.  1.756.  El  auto  elevando  la  deten- 
ción á  prisión,  ó  dejándola  sin  efecto,  se 
pondrá  en  conocimiento  del  Ministerio 
Fiscal,  y  se  notificará  al  querellante  par- 
ticular si  lo  hubiere,  y  al  procesado,  al 
cual  se  le  hará  saber  asimismo  el  derecho 
que  le  asiste  para  pedir  de  palabra  ó  por 
escrito  la  reposición  del  auto,  consignán- 
dose en  la  notificación  las  manifestaciones 
que  hiciere. 

Sección  tercera. 

De  la  prisión  provisional. 

Art.  1.757.  Sólo  podrá  decretar  la  pri- 
sión provisional  el  Juez  de  instrucción 
competente,  aunque  otro  haya  instruido 
las  primeras  diligencias  ó  haya  levantado 
el  sumario  en  virtud  de  comisión. 

Art.  1.758.  Para  decretar  la  prisión 
provisional  serán  necesarias  las  circuns- 
tancias siguientes: 

1.'  Que  conste  plenamente  en  la  causa 
la  existencia  de  un  hecho  que  presente  los 
caracteres  de  delito. 

2.''  Que  éste  tenga  señalada  pena  de 
presidio  ó  reclusión,  ó  bien  que,  aun  cuan- 
do tengan  señalada  otra  pena  mayor  ó  me- 
nor, considere  el  Juez  necesaria  la  prisión 
provisional,  atendidas  las  circunstancias 
del  hecho  y  los  antecedentes  del  procesado, 
hasta  que  preste  la  fianza  que  le  señale. 
La  fianza  no  será  admisible  cuando  la  pena 
sea  de  presidio  ó  reclusión  mayor. 

3.*  Que  aparezcan  en  la  causa  motivos 
graves  para  presumir  que  es  responsable 
criminalmente  del  delito  la  persona  contra 
quien  se  haya  de  dictar  el  auto  de  prisión. 

Art.  1.759.  Procederá  también  la  pri- 
sión provisional  cuando  concurran  la  1."  y 
3.*  circunstancias  del  artículo  anterior,  y 
el  procesado  no  hubiese  comparecido,  sin 
motivo  legitimo,  al  primer  llamamiento  del 
Juez  ó  Tribunal  que  conociere  de  la  causa. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  articulo 
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anterior,  aunque  el  delito  tenga  señalada 
pena  mayor,  que  no  sea  la  de  presidio  ó 
reclusión,  cuando  el  procesado  tenga  bue- 
nos antecedentes  ó  se  pueda  creer  funda- 
damente que  no  tratará  de  sustraerse  á  la 
acción  de  la  justicia,  y  cuando  además  el 
delito  no  haya  producido  alarma  ni  sea  de 
los  que  se  cometan  con  frecuencia  en  el 
territorio  del  respectivo  departamento,  po- 
drá el  Juez  ó  Tribunal  acordar,  meuiante 
fianza,  la  libertad  del  inculpado. 

Art.  1.760.  Para  llevar  á  efecto  el  auto 
de  prisión  se  expedirán  dos  mandamientos; 
uno  cometido  al  empleado  del  Juzgado  ó 
Tribunal,  ó  al  funcionario  de  policía  judi- 
cial que  haya  de  ejecutarlo,  y  otro  al  al- 
caide de  la  cárcel  que  deba  recibir  al  preso. 

En  el  mandamiento  se  consignará  a  la 
letra  el  auto  de  prisión,  el  nombre,  apelli- 
do, naturaleza,  edad,  estado  y  domicilio 
del  procesado,  si  con.^taren;  el  delito  que 
dé  lugar  al  procedimiento;  si  se  procede  de 
oticio  ó  á  instancia  de  parte,  y  si  la  prisión 
ha  de  ser  con  comunicación  ó  sin  ella. 

Los  alcaides  de  las  cárceles  no  recibirán 
á  ninguna  persona  en  clase  de  preso  sin 
que  se  les  entregue  mandamiento  de  pri- 
sión. 

Art.  1.761.  La  incomunicación  de  los 
detenidos  ó  presos  sólo  podrá  durar  el 
tiempo  absolutamente  preciso  para  evacuar 
las  citas  hechas  en  las  indagatorias  relati- 
vas al  delito  que  haja  dado  lugar  al  proce- 
dimiento, sin  que  pueda  durar  más  de 
veijiticuatro  horas. 

El  incomunicado  podrá  asistir,  con  las 
precauciones  debidas,  á  las  diligencias  pe- 
riciales en  que  le  dé  intervención  la  ley, 
cuando  su  presencia  no  pueda  desvirtuar 
el  objeto  de  la  incomunicación. 

Art.  1.762.  Se  permitirán  al  incomuni- 
cado los  libros  y  efectos  que  él  se  propor- 
cione si  no  ofrecieren  inconveniente  á 
juicio  del  Juez  instructor. 

Art.  1.763.  También  podrá  el  Juezins- 
trutor  permitir  que  se  facilite  al  incomuni- 
cado, si  lo  pidiere,  recado  de  escribir 
cuando  á  su  juicio  no  ofrezca  inconvenien- 
te este  permiso;  pero  en  la  providencia  en 
que  lo  conceda  adoptará  las  medidas  opor- 
tunas para  evitar  que  se  frustren  los  efec- 
tos de  la  incomunicación. 

Art.  1.764.  El  incomunicado  no  podrá 
entregar  ni  recluir  carta  ni  papel  alguno, 
sino  por  conducto  y  con  licencia  del  Juez 
instructor,  el  cual  se  enterará  de  su  con- 
tenido para  darles  ó  plegarles  curso. 

Art.  1.765.  Si  el  presunto  reo  no  fuere 
habido  en  su   domicilio    y  .se  ignorase  su 

Íaradero,   se   expedirá  requisitoria   á   los 
ueces  de  instrucción  en   cuyo  territorio 


hubiese  motivos  para  sospechar  que  aquél 
se  halle;  y  en  todo  caso  se  publicará  aqué- 
lla en  la  Gaceta,  fijándose  también  en  la 
tabla  de  avisos  del  Juzgado  ó  Tribunal  que 
conociere  de  las  causas,  y  en  las  de  los 
Juzgados  de  instrucción  que  hubiesen  sido 
requeridos. 

Art.  1.766.  En  la  requisitoria  se  expre- 
sará el  nombre  y  apellido,  cargo,  profesión 
ú  oficio,  si  constaren,  del  procesado  rebel- 
de, y  las  señas  en  virtud  de  las  que  pueda 
ser  identificado,  el  delito  porque  se  le  pro- 
cesa, el  territorio  donde  sea  de  presumir 
que  se  encuentra  y  la  cárcel  á  donde  deba 
ser  conducido. 

Art.  1.767.  La  requisitoria  original  y 
un  ejemplar  del  periódico  en  que  se  hubie- 
se publicado  se  unirán  á  la  causa. 

Art.  1.768.  El  Juez  ó  Tribunal  que  hu- 
biese acordado  la  prisión  del  procesado 
rebelde,  y  los  Jueces  de  instrucción  á  quie- 
nes se  enviaren  las  requisitorias,  pondrán 
en  conocimiento  de  las  Autoridades  y 
agentes  de  policía  judicial  de  sus  respecti- 
vos territorios  las  circunstancias  mencio- 
nadas en  el  art.  1.766. 

Art.  1.769.  Contra  el  auto  elevando  la 
detención  á  prisión  ó  dejándola  sin  efecto, 
podrá  interponerse  el  recurso  de  apelación 
por  las  mismas  personas  á  quienes  se  les 
hubiere  notificado. 

Inmediatamente  después  de  dictado  el 
auto  de  prisión  ó  de  soltura,  ó  á  más  tar- 
dar dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes, se  expedirá  al  alcaide  de  la  cár- 
cel en  que  se  hallare  el  preso  el  correspon- 
diente mandamiento,  en  la  forma  expresa- 
da en  el  art.  1.760. 

Art.  1.770.  Los  autos  en  que  se  decrete 
ó  deniegue  la  prisión  ó  excarcelación  serán 
apelables  sólo  en  el  efecto  devolutivo. 

La  tramitación  se  ajustará  á  lo  dispues- 
to en  el  capítulo  X  del  titulo  I  de  este 
libro. 

Art.  1.771.  Todas  las  diligencias  de 
prisión  provisional  se  sustanciarán  en  pie- 
za separada. 

Sección  cuarta. 

Del  tratamiento  de  los  detenidos  ó  presos. 

Art.  1.772.  La  detención,  lo  mismo  que 
la  prisión  provisional,  deben  efectuarse  de 
la  manera  y  en  la  forma  que  perjudiquen 
lo  menos  posible  á  la  persona  y  á  la  repu- 
tación del  inculpado. 

Su  libertad  no  debe  restringirse  sino  en 
los  límites  absolutamente  indispensables 
para  asegurar  su  persona  é  impedir  las 
comunicaciones  que  puedan  perjudicarla 
instrucción  de  la  causa. 
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Art.  1.773.  Los  detenidos  estarán,  á  ser 
posible,  separados  los  unos  de  los  otros. 

Si  la  separación  no  fuese  posible,  el  Juez 
instructor  ó  Tribunal  cuidará  de  que  no 
se  reúnan  personas  de  diferentes  sexos,  ni 
los  correos,  en  una  misma  prisión,  y  de 
que  los  jóvenes  y  los  no  reincidentes  se 
hallen  separados  de  los  de  edad  madura  y 
de  los  reincidentes. 

Par<i  esta  >eparación  se  tendrán  en  cuen- 
ta el  grado  de  educación  del  detenido,  su 
edad  y  la  naturaleza  del  delito  que  se  le 
impute. 

Art.  1.774.  Todo  detenido  ó  preso  pue- 
de procurar.se  á  sus  expensas  las  comodi- 
dades y  ocupaciones  compatibles  con  el 
objeto  de  su  detención  y  con  el  régimen 
de  la  cárcel,  -iempre  que  no  comprometan 
su  seguridad  ó  la  reserva  del  sumario. 

Art.  1.775.  Cuando  el  detenido  ó  preso 
deseai'e  ser  visitado  por  un  Ministro  de  su 
religión,  por  un  Médico,  por  sus  parientes 
ó  por  personas  con  quienes  esté  en  rela- 
ción de  int(;;reses,  ó  por  las  que  puedan 
darle  sus  concejos,  deberá  permitírsele 
con  las  condiciones  prescritas  en  el  Re- 
glamento de  Cárceles,  si  no  afectaren  al 
secreto  y  éxito  del  sumario.  Las  relacio- 
nes con  el  abog.ido  ó  procurador  no  podrán 
impedírsele  mientras  estuviere  en  comu- 
nicación. 

Art.  1.776.  El  Juez  in.structor  autori,- 
zará,  en  cuanto  no  se  perjudique  el  éxito 
de  la  in-trucción,  los  medios  de  corres- 
pondencia y  comunicación  de  que  pueda 
harer  u.so  el  detenido  ó  preso. 

Pero  en  ningún  caso  debe  impedirse  á 
los  detenidos  ó  presos  la  libertad  de  escri- 
bir á  los  luncionarios  superiores  del  orden 
judicial. 

Art.  1.777.  No  se  adoptará  contra  el 
detenido  ó  preso  ninguna  medida  extraor- 
dinaria de  seguridad  sino  en  caso  de  des- 
obediencia, de  violencia  ó  de  rebelión,  ó 
cuando  luí  ya  intentado  ó  hecho  preparati- 
vos para  fugarse. 

Esta  medida  deberá  ser  temporal,  y  sólo 
subsistirá  el  tiempo  estrictamente  necesa- 
rio. 

Art.  1.778.  Sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  el  art.  47  de  la  Ley  Orgánica  de  Tri- 
bunales, el  Juez  instructor  visitará  una  vez 
por  semana,  sin  previo  aviso  ni  día  deter- 
minado, las  pri>iones  de  la  localidad,  acom- 
pañado del  Fiscal,  ó  del  Sindico  Munici- 
pal en  su  caso. 

En  la  visita  se  enterará  de  todo  lo  con- 
cernient(!  á  la  situación  de  los  presos  ó  de- 
tenidos, y  adoptará  las  medidas  que  que- 
pan dentro  de  sus  atribucion&s  para  corre- 
gir los  abusos  que  notare. 


En  el  asiento  de  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes harán  la  visita  los  Presidentes  de  las 
mismas,  con  asistencia  del  Fiscal  de  la 
Corte  y  del  Juez  de  Letras. 

Art.  1.'779.  Los  detenidos  ó  presos, 
mientras  se  hallen  incomunicados,  no  po- 
drán disfrutar  de  los  beneñcios  expresa- 
dos en  la  presente  sección,  y  regirán  res- 
pecto de  los  mi.smos  las  disposiciones  de  la 
sección  anterior. 

CAPITULO  Vil 

DE  LA  LIBERTAD  PROVISIONAL  DEL  PROCESADO 

Art.  1.780.  La  prisión  provisional  sol» 
durará  lo  que  subsistan  los  motivos  que  la 
hayan  ocasionado. 

El  detenido  ó  preso  será  puesto  en  liber- 
tad siempre  que  el  Juez  ó  Tribunal  consi- 
dere que  no  existen  los  motivos  que  dieron 
lugar  á  la  prisión. 

Todas  las  Autoridades  que  intervengan 
en  un  proceso  estarán  obligadas  á  dilatar 
lo  menos  posible  la  detención  y  la  prisión 
provisional  de  los  inculpados  ó  procesados. 

Art.  1.7S1.  Cuando  el  procesado  lo  fue- 
re por  delito  á  que  no  estuviere  señalada 
pena  de  presidio  ó  reclusión  mayor,  y  no 
estuviere  por  otra  parte  comprendido  en 
el  número  .3.°  del  artículo  1.747,  ó  en  el 
párrafo  primero  del  articulo  1.759,  el  Juex 
ó  Tribunal  que  conociere  de  la  causa  de- 
cretará si  el  procesado  ha  de  dar  ó  no  fian- 
za para  continuar  ó  no  en  libertad  provi- 
sional. En  el  mismo  auto,  si  el  Juez  decre- 
tare la  fianza,  fijará  la  calidad  y  cantidad 
de  la  que  se  hubiere  de  prestir.  Este  auto 
se  pondrá  en  conocimiento  del  Ministerio 
Fiscal,  y  se  notificará  al  querellante  par- 
ticular y  al  procesado,  y  será  apelable  en 
un  solo  efecto. 

Art.  1.782.  El  procesado  que  hubiere 
de  estar  en  libertad  provisional,  con  ó  sin 
fianza,  constituirá  apud  acia  obligación 
de  comparecer  en  los  días  que  le  fueren 
señalados  en  el  auto  respectivo,  y  además 
cuantas  veces  fuere  llamado  ante  el  Juez 
6  Tribunal  que  conozca  de  la  causa. 

Art.  1.783.  Para  determinar  la  calidad 
y  la  cantid  ¡d  de  la  fianza  se  tomarán  en 
cuenta  la  naturaleza  del  delito,  el  estado 
social  y  antecedentes  del  procesado,  y  las 
demás  circun.stancias  que  pudieren  influir 
en  el  mayor  ó  menor  interés  de  éste  para 
ponerse  fuera  del  alcance  de  la  Autoridad 
judicial. 

Art.  1.784.  La  fianza  .se  destinará  á 
responder  de  la  comparecencia  del  proce- 
sado cuando  fuere  llamado  por  el  Juez  ó 
Tribunal  que  conozca  de  la  causa.  Su  im- 
porte se  adjudicará  al  Estado. 
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Art.  1.785.  Es  aplicable  á  las  fianzas 
que  se  ofrezcan  para  obtener  la  libertad 
provisional  de  un  procesado  todo  cuanto  á 
su  naturaleza,  manera  de  constituirse,  de 
ser  admitidas  y  calificadas  y  de  sustituir- 
se, se  determina  en  los  artículos  1.840  y 
siguientes  basta  el  1.855  inclusive. 

Art.  1.786.  Si  al  primer  llamamiento 
judicial  no  compareciere  el  acusado,  ó  no 
justifícare  la  imposibilidad  de  hacerlo,  se 
señalará  al  fiador  personal  ó  al  dueño  de 
los  bienes  de  cualquiera  clase  dados  en 
fianza  el  término  de  diez  días  para  que 
presente  al  rebelde. 

Art.  1.787.  Si  el  fiador  personal  ó  due- 
ño de  los  bienes  de  la  fianza  no  presentare 
al  rebelde  en  el  término  fijado,  se  proce- 
derá á  hacer  ésta  efectiva,  declarándose 
adjudicada  al  Estado  y  haciendo  entrega 
de  ella  á  la  Administración  más  próxima 
de  Rentas. 

Art.  1.788.  Para  realizar  toda  fianza  se 
procederá  por  la  vía  de  apremio. 

Si  se  tratare  de  una  fianza  personal,  se 
procederá  también  por  la  vía  de  apremio 
contra  los  bienes  del  fiador  hasta  hacer 
efectiva  la  cantidad  que  se  haya  fijado  al 
admitir  la  referida  fianza. 

Los  efectos  públicos,  acciones  y  obliga- 
ciones de  ferrocarriles  y  obras  públicas,  y 
demás  valores  mercantiles  ó  industriales, 
se  enajenarán  por  agente  de  Bolsa  ó  co- 
rredor de  comercio,  ó  por  la  persona  que 
el  Juez  ó  Tribunal  designe. 

Los  demás  muebles  dados  en  prenda, 
así  como  los  inmuebles  hipotecados,  se  ven- 
derán en  pública  subasta,  previa  ta.sación. 

Art.  1.789.  Cuando  los  bienes  de  la 
fianza  fueren  del  dominio  del  procesado  se 
realizará  y  adjudicará  ésta  al  Estado  in- 
mediatamente que  aquél  dejare  de  compa- 
recer al  llamamiento  judicial  ó  de  justifi- 
car la  imposibilidad  de  hacerlo. 

Art.  1.790.  En  todas  las  diligencias  de 
enajenación  de  bienes  de  la  fianza  y  de  la 
entrega  de  su  importe  en  las  Administra- 
ciones de  Hacienda  pública,  intervendrá  el 
Ministerio  Fiscal. 

Los  Fiscales  de  los  Juzgados  de  Letras 
podrán  delegar  su  intervención  en  los  Sín- 
dicos Municipales. 

Art.  1.791.  Los  autos  de  prisión  y  li- 
bertad provisionales  y  de  fianza  serán  re- 
formables de  oficio  ó  á  instancia  de  parte 
durante  todo  el  curso  de  la  cau.sa. 

En  consecuencia,  el  procesado  podrá  ser 
pre.so  y  puesto  en  libertad  cuantas  veces 
sea  procedente,  y  la  fiatiza  podrá  ser  au- 
mentada ó  disminuida  en  cuanto  resulte 
necesario  para  asegurar  las  consecuencias 
del  juicio. 


Art.  1.792.  Si  el  procesado  no  presen- 
ta ó  amplia  la  fianza  en  el  término  que  se 
le  señale,  será  reducido  á  prisión. 

Art.  1.793.     Se  cancelará  la  fianza: 

1.°  Cuando  el  fiador  lo  pidiere,  presen- 
tando á  la  vez  al  procesado. 

2."^  Cuando  éste  fuere  reducido  á  pri- 
sión. 

.S.**  Cuando  se  dictare  auto  firme  de  so 
breseimientoó  sentencia  firme  absolutoria, 
ó  cuando  siendo  condenatoria  .se  presen- 
tare el  reo  para  cumplir  la  condena. 

4."  Por  muerte  del  procesado,  estando 
pendiente  la  causa. 

Art.  1.794.  Sise  hubiere  dictado  sen- 
tencia firme  condenatoria  y  el  procesado 
no  compareciere  al  primer  llamamiento, 
ó  no  justificare  la  imposibilidad  de  hacerlo, 
se  adjudicará  la  fianza  al  Estado  en  los 
términos  establecidos  en  el  art.  1.787. 

Art.  1.795.  Una  vez  adjudicada  la  fian- 
za, no  tendrá  acción  el  fiador  para  pedir 
la  devolución,  quedándole  á  salvo  su  dere- 
cho para  reclamar  la  indemnización  con- 
tra el  procesado  ó  sus  causahabientes. 

Art.  1.796.  Las  diligencias  de  prisión  y 
libertad  provisionales,  y  fianzas,  sesustan- 
ciaráia  en  piez-a  separada. 

CAPITULO  VIII 

DE  LA  ENTRADA  Y  REGISTRO  EN  LUGAR  CE- 
RRADO, DEL  DE  LIBROS  Y  PAPELES,  Y  DE  LA 
DETENCIÓN  Y  APERTURA  DE  LA  CORRES- 
PONDENCIA ESCRITA  Y  TELEGRÁFICA. 

Art.  1.797.  Nadie  podrá  entrar  en  el 
domicilio  de  un  hondureno  ó  extranjero 
residente  en  Honduras  sin  su  consenti- 
miento, excepto  en  los  casos  y  en  la  forma 
expresamente  previstos  en  los  artículos 
44,  45  y  46  de  la  Constitución. 

Art.  1.798.  El  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nociere de  la  causa  podrá  decretar  la  en- 
trada y  registro,  de  día  ó  de  noche,  en 
todos  los  edificios  y  lugares  públicos,  sea 
cualquiera  el  territorio  en  que  radiquen, 
cuando  hubiere  indicios  de  encontrarse 
allí  el  procesado,  ó  efectos  ó  instrumentos 
del  delito,  ó  libros,  papeles  ú  otros  objetos 
que  puedan  servir  para  su  descubrimiento 
y  comprobación. 

Art.  1.799.  Se  reputarán  edificios  ó  lu- 
gares públicos  para  la  observancia  de  lo 
dispuesto  en  este  capitulo: 

1."  Los  que  estuvieren  destinados  á 
cualquier  servicio  oficial,  militar  ó  civil 
del  Estado  ó  del  Munici[)io,  aunque  habi- 
ten allí  los  encargados  de  dicho  servicio  ó 
de  la  conservación  y  custodia  del  edificio 
ó  lugar. 
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2.°  Los  que  estuvieren  destinados  á 
cualquier  establecimiento  de  reunión  ó 
recreo,  fueren  ú  no  lícitos. 

3.°  Cualesquiera  otros  edificios  ó  luga- 
res cerrados  que  no  constituyeren  domi- 
cilio de  un  particular,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.805. 

4°     Los  buques  del  Estado. 

Art.  1.800.  El  Juez  necesitará  parala 
entrada  y  registro  en  el  Palacio  del  Con- 
greso la  autorización  de  su  Presidente. 

Art.  1.801.  Para  la  entrada  y  registro 
en  los  templos  y  demás  lugares  religiosos, 
bastará  pasar  recado  de  atención  á  las  per- 
sonas á  cuyo  cargo  estuvieren. 

Art.  1.802.  Podrá  asimismo  el  Juez  de 
instrucción  ordenar,  en  los  casos  1°,  2°, 
3.°  y  4."  del  art.  44  de  la  Constitución,  la 
entrada  y  registro,  de  día  ó  de  noche,  si  la 
urgencia  io  hiciere  necesario,  en  cualquier 
edificio  ó  lugar  cerrado  ó  parte  de  él  que 
constituya  el  domicilio  de  cualquier  hon- 
dureno ó  extranjero  residente  en  Hondu- 
ras; pero  en  los  casos  5."  y  6.*^  de  dicho 
articulo,  sólo  podrá  verificarse  la  entrada 
de  día. 

Art.  1.803.  Al  practicar  los  registros 
deberán  evitarse  las  inspecciones  inútiles, 
procurando  no  perjudicar  ni  importunar 
al  interesado  más  de  lo  nece.sario,  y  se 
adoptará  todo  género  de  precauciones  para 
no  comprometer  su  reputación,  respetan- 
do sus  secretos  si  no  interesaren  la  instruc- 
ción. 

Art.  1.804.  Los  agentes  de  policía  po- 
drán asimismo  proceder  de  propia  autori- 
dad al  registro  de  un  lugar  habitado,  en 
los  casos  1.°,  2.°,  3.°  y  4.°  del  art.  44  de  la 
Constitución. 

Art.  1.80.5.  Se  reputará  domicilio,  para 
los  efectos  de  los  artículos  anteriores: 

1.*^  El  Palacio  del  Ejecutivo,  esté  ó  no 
habitado  por  el  Presidente  al  tiempo  de  la 
entrada  ó  registro. 

2.°  El  edificio  6  lugar  cerrado,  ó  la  par- 
te de  él  destinada  principalmente  á  la  ha- 
bitación de  cualquier  hondureno  ó  extran- 
jero residente  en  Honduras,  y  de  su  fa- 
milia. 

3."     Los  buques  nacionales  mercantes. 

Art.  1.806.  Las  tabernas,  casas  de  co- 
mida, posadas  y  fondas  no  se  reputarán 
como  domicilio  de  los  que  se  encuentren  ó 
residan  en  ellas  accidental  ó  temporalmen- 
te; y  lo  serán  tan  .sólo  de  los  taberneros, 
hosteleros,  posaderos  y  fondistas  que  se 
hallen  á  su  frente  y  habiten  allí  con  sus 
familias,  en  la  parte  del  edificio  á  este  ser- 
vicio destinada. 

Art.  1.807.  El  auto  de  entrada  y  regis- 
tro en  el  domicilio  de  un   j)articular  será 


siempre  fundado  y  el  Juez  expresará  en  él 
concretamente  el  edificio  ó  lugar  cerrado 
en  que  haya  de  verificarse,  si  tendrá  lugar 
tan  sólo  de  dia,  y  la  Autoridad  ó  funciona- 
rio que  los  haya  de  practicar. 

Art.  1.808.  "  Para  la  entrada  y  registro 
en  los  edificios  destinados  á  la  habitación 
ú  oficina  de  ios'  Representantes  de  nacio- 
nes extranjeras  acreditados  cerca  del  Go- 
bierno de  Honduras,  les  pedirá  su  venia  el 
Juez  por  medio  de  atento  oficio,  en  el  que 
les  rogará  que  contesten  en  el  término  de 
doce  horas. 

Art.  1.809.  Si  transcurriere  este  térmi- 
no sin  haberlo  hecho,  ó  si  el  Representan- 
te extranjero  denegare  la  venia,  el  Juez  lo 
comunicará  inmediatamente  al  Ministro 
de  Justicia,  empleando  para  ello  el  telégra- 
fo, si  lo  hubiere.  Entretanto  que  el  Minis- 
tro no  le  comunique  su  resolución,  se  abs- 
tendrá de  entrar  y  registrar  en  el  edificio; 
pero  adoptará  las  medidas  de  vigilancia  á 
que  se  refiere  el  art.  1.816. 

Art.  1.810.  Tampoco  podrá  entrar  y 
registrar  en  los  buques  mercantes  extran- 
jeros sin  la  autorización  del  capitán,  ó  si 
éste  la  denegare,  sin  la  del  Cónsul  de  su 
nación. 

En  los  buques  extranjeros  de  guerra,  la 
falta  de  autorización  del  comandante  se 
suplirá  por  la  del  Ministro  ó  Encargado 
de  Negocios  de  la  nación  á  que  pertenez- 
can. 

Art.  1.811.  Se  podrá  entrar  en  las  ha- 
bitaciones de  los  Cónsules  extranjeros  y  en 
sus  oficinas,  pasándoles  previamente  reca- 
do de  atención  y  observando  las  formali- 
dades prescritas  en  la  Constitución  del  Es- 
tado y  en  las  leyes. 

Art.  1.812.  Si  el  edificio  ó  lugar  cerra- 
do estuviere  en  el  territorio  propio  del  Juez 
instructor,  y  éste  fuere  de  Letras,  podrá 
encomendar  la  entrada  y  registro  al  Juez 
de  Paz  del  territorio  en  que  el  edificio  ó 
lugar  cerrado  radiquen,  ó  á  cualquiera  au- 
toridad ó  agente  de  policía  judicial.  Si  el 
que  lo  hubiere  ordenado  fuere  Juez  de  Paz, 
podrá  también  encomendarlo  á  dichas  Au- 
toridades ó  agentes  de  policía  judicial. 

Cuando  el  edificio  ó  lugar  cerrado  estu- 
viere fuera  del  territorio  del  Juez,  enco- 
mendará éste  la  práctica  de  las  operacio- 
nes al  Juez  de  su  propia  categoría  del  te- 
rritorio en  que  aquéllos  radiquen,  el  cual  á 
su  vez  podrá  encomendarlo  á  las  Autori- 
dades ó  agentes  de  policía  judicial. 

Art.  1.813.  Si  se  tratare  de  un  edifici» 
ó  lugar  público  comprendido  en  los  núme- 
ros l.°  y  3.*  del  art.  1.799,  el  Juez  oficiará 
á  la  Autoridad  ó  jefe  de  que  aquéllos  de- 
pendan en  la  misma  población. 
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Si  éste  no  contestase  en  el  término  que 
se  le  fije  en  el  oficio,  se  notificará  el  auto 
en  que  se  disponga  la  entrada  y  registro  al 
encargado  de  la  conservación  ó  custodia 
del  edificio  ó  lugar  en  que  se  hubiere  de 
entrar  y  registrar. 

Si  se  tratare  de  buque  del  Estado,  las 
comunicaciones  se  dirigirán  á  los  coman- 
dantes respectivos. 

Art.  1.814.  Cuando  el  edificio  ó  lugar 
fuere  de  los  comprendidos  en  el  núm.  2.° 
del  art.  1.799,  la  notificación  se  hará  á  la 
persona  que  se  halle  al  frente  del  estable- 
cimiento de  reunión  ó  recreo,  ó  á  quien 
haga  sus  veces  si  aquél  estuviere  ausente. 

Art.  1.815.  Si  la  entrada  ó  registro  se 
hubieren  de  hacer  en  el  domicilio  de  un 
particular,  se  notificará  el  auto  á  éste;  y  si 
no  fuere  habido  á  la  primera  diligencia  en 
su  busca,  á  su  encargado. 

Si  no  fuere  tampoco  habido  el  encarga- 
do, se  hará  la  notificación  á  cualquiera 
otra  persona  mayor  de  edad  que  se  hallare 
en  el  domicilio,  prefiriendo  para  esto  á  los 
individuos  de  la  familia  del  interesado. 

Si  no  se  halla  á  nadie,  se  hará  constar 
por  diligencia  que  se  extenderá  con  asis- 
tencia de  dos  vecinos,  ios  cuales  deberán 
firmarla. 

Art.  1.816.  Desde  el  momento  en  que 
el  Juez  acuerde  la  entrada  y  registro  en 
cualquier  edificio  ó  lugar  cerrado,  adopta- 
rá las  medidas  de  vigilancia  convenientes 
para  evitar  la  fuga  del  procesado  ó  la  sus- 
tracción de  los  instrumentos,  efectos  del  de- 
lito, libros,  papeles  ó  cualesquiera  otras 
cosas  que  hayan  de  ser  objeto  del  regis- 
tro. 

Art.  1.817.  Practicadas  las  diligencias 
que  se  establecen  en  los  artículos  anterio- 
res, se  procederá  á  la  entrada  y  registro, 
empleando  para  ello,  si  fuere  necesario,  el 
auxilio  de  la  fuerza. 

Art.  1.818.  El  registro  se  hará  á  pre- 
sencia del  interesado,  ó  de  la  persona  que 
legítimamente  le  represente. 

Si  aquél  no  fuere  habido  ó  no  quisiere 
concurrir  ni  nombrar  representante,  se 
practicará  á  presencia  de  un  individuo  de 
su  familia,  mayor  de  edad.  Si  no  le  hu- 
biere, se  hará  á  presencia  de  dos  testigos, 
vecinos  del  mismo  pueblo. 

El  registro  .se  practicará  siempre  á  pre- 
sencia del  Secretario  y  dos  testigos,  sin 
corítar  los  de  que  habla  el  párrafo  ante- 
rior, extendiéndose  acta,  tjue  firmarán  to- 
dos los  concurrentes. 

La  resistencia  del  interesado,  de  su  re- 

f)re.sentante,  de  los  individuos  de  la  fami- 
ia  y  de  los  testigos  á  prescüiciar  el  regis- 
tro, producirá  la  responsal)ilidad  declara- 


da en  el  Código  Penal  á  los  reos  del  delito 
de  desobediencia  grave  á  la  Autoridad, 
sin  perjuicio  de  que  la  diligencia  se  prac- 
tique. * 

Si  no  se  encontraren  las  personas  ú  ob- 
jetos que  se  busquen,  ni  aparecieren  indi- 
cios sospechosos,  se  expedirá  una  certifi- 
cación del  acta  á  la  parte  interesada,  si  la 
reclamare. 

Art.  1.819.  Cuando  el  registro  se  prac- 
tique en  el  domicdio  de  un  particular  y  ex- 
pire el  día  sin  haberse  terminado,  el  que 
lo  haga  requerirá  al  interesado  ó  á  su  re- 
presentante, si  estuviere  presente,  para 
que  permita  la  continuación  durante  la  no- 
che. Si  se  opusiere,  se  suspenderá  la  dili- 
gencia, salvo  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1.798  y  1.802,  cerrando  y  sellando  el  local 
ó  los  muebles  en  que  hubiere  de  conti- 
nuarse, en  cuanto  e^ta  precaución  se  con- 
sidere necesaria  para  evitar  la  fuga  de  la 
persona  ó  la  sustracción  de  las  cosas  que 
se  buscaren. 

Prevendrá  asimismo  el  que  practique  el 
registro  á  los  que  se  hallen  en  el  edificio  ó 
lugar  de  la  diligencia,  que  no  levanten  los 
sellos,  ni  violenten  las  cerraduras,  ni  per- 
mitan que  lo  hagan  otras  personas,  bajo 
la  responsabilidad  establecida  en  el  Código 
Penal. 

Art.  1.820.  El  registro  no  se  suspende- 
rá sino  por  el  tiempo  en  que  no  fuere  po- 
sible continuarle,  y  se  adoptarán  durante 
la  suspensión  las  medidas  de  vigilancia  á 
que  se  refiere  el  art.  1.816. 

Art.  1.821.  En  la  diligencia  de  entrada 
y  registro  en  lugar  cerrado  se  expresarán 
los  nombres  del  Juez  ó  de  su  delegado  que 
la  practique,  y  de  las  demás  personas  que 
intervengan,  los  incidentes  ocurridos,  la 
hora  en  que  se  hubiese  principiado  y  con- 
cluido la  diligencia,  y  la  relación  del  re- 
gistro por  el  orden  con  que  se  haga,  así  co- 
mo los  resultados  obtenidos. 

Art.  1.822.  No  se  ordenará  el  registro 
de  los  libros  y  papeles  de  contabilidad  del 
procesado  ó  de  otra  persona  sino  cuando 
hubiere  indicios  graves  de  que  de  esta  di- 
ligencia resultará  el  descubrimiento  ó  la 
comprobación  de  algún  hecho  ó  circuns- 
tancia importante  en  la  causa. 

Art.  1.823.  El  Juez  recogerá  los  instru- 
mentos y  efectos  del  delito,  y  podrá  reco- 
ger también  los  libros,  papeles  ó  cuales- 
quiera otras  cosas  que  se  hubiesen  encon- 
trado, si  esto  fuere  necesario  para  el  re- 
sultado del  sumario. 

Los  libros  y  papeles  (jue  se  recojan  se- 
rán foliados,  sellados  y  rubricados  en  to- 
das sus  hojas  |Jor  el  Juez,  por  el  Secreta- 
rio, i)or  el  interesado  ó  los  (jue  hagan  sus 
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veces,  y  por  las  demás  personas  que  hayan 
asistido  al  registro. 

Art.  1.824.  Todos  están  obligados á  ex- 
hibir los  objetos  y  papeles  que  se  sospeche 
puedan  tener  relación  con  la  causa. 

Si  el  que  los  retenga  se  negare  á  su  e.\- 
hibición  será  corregido  con  multa  de  tres 
á  diez  pesos,  y  cuando  insistiera  en  su  ne- 
gativa, si  el  objeto  ó  papel  fueren  de  im- 
portancia y  el  delito  grave,  será  procesado 
como  autor  de  desobediencia  á  la  Autori- 
dad, salvo  si  mereciera  la  califícación  le- 
gal de  encubridor. 

Art.  1.825.  Será  aplicable  al  registro 
de  papeles  y  efectos  lo  establecido  en  los 
artículos  1.803  y  1.818. 

Art.  1.826.  Si  para  determinar  sobre 
la  necesidad  de  recoger  las  cosas  que  se 
hubiesen  encontrado  en  el  registro  fuere 
necesario  algún  reconocimiento  pericial, 
.se  acordará  en  el  acto  por  el  Juez  en  la 
forma  establecida  en  la  Sección  Vil  del 
Capitulo  V. 

Art.  1.827.  Si  el  libro  que  haya  de  ser 
objeto  del  registro  fuere  el  protocolo  de  un 
Notario,  se  procederá  con  arreglo  á  lo  dis- 
pue.sto  en  la  Ley  del  Notariado. 

Si  se  tratare  de  un  libro  del  Registro  de 
la  propiedad,  ó  del  Registro  Civil  ó  Mer- 
cantil, se  e.stará  á  lo  que  se  disponga  en 
las  leyes  y  reglamentos  relativos  á  estos 
servicios. 

Art.  1.828.  Podrá  el  Juez  acordar  la 
detención  de  la  correspondencia  privada, 
postal  y  telegráfica  que  el  procesado  reci- 
biere ó  remitiere,  y  su  apertura  y  exa- 
men, si  hubiese  indicios  de  obtener  por  es- 
tos medios  el  descubrimiento  ó  la  compro- 
bación de  algún  hecho  ó  circunstancia  im- 
portante de  la  causa. 

Art.  1.829.  Es  aplicable  á  la  detención 
de  la  correspondencia  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1.812  y  1.813. 

Podrá  tamljién  encomendarse  la  prácti- 
ca de  esta  operación  al  Administrador  de 
Correos  y  Telégrafos,  ó  jefe  de  la  oficina 
en  que  la  correspondencia  deba  hallarse. 

Art.  1.830.  El  empleado  que  haga  la 
detención  remitirá  inmediatamente  la  co- 
rrespondencia detenida  al  Juez  instructor 
de  la  cau.sa. 

Art.  1.831.  Podrá  asimismo  el  Juez 
ordenar  que  por  cualquiera  Administra- 
ción de  Telégrafos,  se  le  faciliten  copias 
de  los  telegramas  por  ella  transmitidos,  si 

f)udieran  contribuir  al  esclarecimiento  de 
os  hechos  de  la  causa, 

Art.  1.832.  El  auto  motivado  acordan- 
do la  detención  y  registro  de  la  correspcn- 
dcncia,  ó  la  entrega  de  copias  de  telegra- 
mas transmitidos,  determinará  la  corres- 


pondencia que  haya  de  ser  detenida  ó 
registrada,  ó  los  telegramas  cuyas  copias 
hayan  de  ser  entregadas  por  medio  de  la 
designación  de  las  per.sonas  á  cuyo  nom- 
bre se  hubieren  expedido,  ó  por  otras  cir- 
cunstancias igualmente  concretas. 

Art.  1.833.  Para  la  apertura  y  registro 
de  la  correspondencia  postal  será  citado  el 
interesado. 

Este,  ó  la  perdona  que  designe,  podrá 
presenciar  la  operación. 

Art.  1.834.  Si  el  procesado  estuviere 
en  rebeldía,  ó  si  citado  para  la  apertura  no 
quisiese  presenciarla  ni  nombrar  persona 
para  que  lo  haga  en  su  nombre,  el  Juez 
instructor  procederá,  sin  embargo,  á  la 
apertura  de  dicha  correspondencia  acom- 
pañado de  dos  testigos. 

Art.  1.835.  La  operación  se  practicará 
abriendo  el  Juez  por  sí  mismo  la  corres- 
pondencia, y  después  de  leerla  para  si, 
apartará  la  que  haga  referencia  á  los  he- 
chos de  la  causa  y  cuya  conservación  con- 
sidere necesaria. 

Los  sobres  y  hojas  de  esta  correspon- 
dencia, después  de  haber  tomado  el  mismo 
Juez  las  notas  necesarias  para  la  práctica 
de  otras  diligencias  de  investigación  á  que 
la  correspondencia  diere  motivo,  se  rubri- 
carán por  todos  los  asistentes  y  se  sellarán 
con  el  sello  del  Juzgado,  encerrándolo 
todo  después  en  otro  sobre,  al  que  se  pon- 
drá el  rótulo  necesario,  conservándolo  el 
Juez  en  su  poder  durante  el  sumario,  bajo 
su  responsabilidad. 

Este  pliego  podrá  abrirse  cuantas  veces 
el  Juez  lo  considere  preciso,  citando  pre- 
viamente al  interesado. 

Art.  1.836.  La  correspondencia  que  no 
se  relacione  con  la  causa  será  entregada  en 
el  acto  al  procesado  ó  á  su  representante. 

Si  aquél  estuviere  en  rebeldía,  se  entre- 
gará cerrada  á  un  individuo  de  su  familia, 
mayor  de  edad. 

Si  no  fuere  conocido  ningún  pariente 
del  procesado,  se  conservará  dicho  pliego 
cerrado  en  poder  del  Juez  hasta  que  haya 
persona  á  quien  entregarlo,  según  lo  dis- 
puesto en  este  artículo. 

Art.  1.837.  La  apertura  déla  corres- 
pondencia se  hará  constar  por  diligencia, 
en  la  que  se  referirá  cuanto  en  aquélla  hu- 
biese ocurrido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  Juez 
instructor,  el  Secretario  y  demás  asis- 
tentes. 

CAPITULO  IX 

DE    LAS    FIANZAS    Y    EMBARGOS 

Art.  1.838.     Cuando  del  sumario  resulte 
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presunción  grave  contra  una  persona,  se 
mandará  por  el  Juez  que  preste  fianza 
bastante  para  asegurar  las  responsabilida- 
des pecuniarias  que  en  definitiva  puedan 
declararse  procedentes;  decretándose  en 
el  mismo  auto  el  embargo  de  bienes  sufi- 
cientes para  cubrir  dichas  responsabilida- 
des, si  no  prestare  la  fianza. 

La  cantidad  de  ésta  se  fijará  en  el  mismo 
auto  y  no  podrá  bajar  de  la  tercera  parte 
más  de  todo  el  importe  probable  de  las  res- 
ponsabilidades pecuniarias. 

Art.  1.839.  Todas  las  diligencias  sobre 
fianzas  y  embargos  se  instruirán  en  pieza 
separada. 

Art.  1.840.  La  fianza  podrá  ser  perso- 
nal, pignoraticia  ó  hipotecaria. 

Podrá  constituirse  en  metálico  ó  en  efec- 
tos públicos  al  precio  de  cotización,  bien 
fueren  del  procesado,  bien  de  otra  persona, 
depositándolos  en  un  Banco  ó  en  persona 
de  responsabilidad. 

Serán  también  admisibles,  á  juicio  del 
Juez  ó  Tribunal,  las  acciones  y  obligacio- 
nes de  ferrocarriles  y  obras  públicas,  y 
demás  valores  mercantiles  é  industriales 
cuya  cotización  en  Bolsa  haya  sido  debi- 
damente autorizada,  los  cuales  se  deposita- 
rán como  los  anteriores. 

Las  fianzas  sobre  prendas  que  consistan 
en  cualesquiera  otros  bienes  muebles  serán 
igualmente  admisibles  á  juicio  del  Juez  ó 
Tribunal,  previa  tasación,  y  se  depositarán, 
según  su  clase,  de  la  manera  prescrita  en 
los  artículos  1  849  y  1.850. 

Art.  1841.  Podrá  ser  fiador  personal 
todo  hondureno  de  buena  conducta  y  ave- 
cindado dentro  del  territorio  del  Juzgado  ó 
Tribunal,  que  esté  en  el  pleno  goce  de  los 
derechos  civiles  y  políticos  y  tenga  bienes 
suficientes  para  cubrir  su  responsabili- 
dad. 

No  se  admitirá  como  fiador  al  que  lo  sea 
ó  hubiere  sido  de  otro  hasta  que  esté  can- 
celada la  primera  fianza,  á  no  ser  que  ten- 
ga, á  juicio  del  Juez  ó  Tribunal,  responsa- 
bilidad notoria  p.ira  ambas. 

Cuando  se  declare  bastante  la  fianza  per- 
sonal, .se  fijará  también  la  cantidad  de  que 
el  fiador  ha  de  responder. 

Art.  1.842.  La  lianza  hipotecaria  podrá 
.sustituir.se  por  otra  en  metálico,  efectos  pú- 
blicos ó  valores,  y  demás  muebles  de  los 
enumerados  en  el  art.  1.840,  en  la  siguiente 
proporción:  el  valor  de  los  bienes  de  la  hi- 

f)oteca  será  doble  que  el  del  metálico  seña- 
ado  para  la  fianza,  y  una  cuarta  parte  más 
que  ésto  el  de  los  efectos  ó  valores  al  pre- 
cio do  cotización.  Si  la  sustitución  se  hicie- 
re por  cualesquiera  otros  mueldes  dados 
en  prenda,  deberá  ser  el  valor  de  éstos  do- 
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ble  que  el  de  la  fianza  constituida  en  me- 
tálico. 

Art.  1.849.  Los  bienes  de  las  fianzas, 
hipotecaria  y  pignoraticia,  serán  tasados 
por  dos  peritos  nombrados  por  el  Juez  ins- 
tructor ó  Tribunal  que  conozca  de  la  causa, 
y  los  títulos  relativos  á  las  fincas  ofrecidas 
en  hipoteca  se  examinarán  por  el  Ministe- 
rio Fiscal;  debiendo  declararse  suficientes 
por  el  mismo  Juez  ó  Tribunal,  cuando  asi 
proceda. 

Art.  1.844.  La  fianza  hipotecaria  podrá 
otorgarse  por  escritura  pú biica ó  o/)í<c/ acto, 
librándose  en  este  último  caso  el  corres- 
pondiente mandamiento  para  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  la  propiedad.  De- 
vuelto el  mandamiento  por  el  Registrador, 
se  unirá  á  la  causa. 

También  se  unirá  á  ella  el  resguardo  que 
acredite  el  depósito  del  metálico,  asi  como 
el  de  los  efectos  públicos  y  demás  valores 
en  los  casos  en  que  se  constitu\|a  de  esta 
manera  la  fianza. 

Art  1.845.  Contra  los  autos  que  el  Juez 
dicte  calificando  la  suficiencia  de  las  fian- 
zas procederá  el  recurso  de  apelación. 

Art.  1.846.  Si  en  el  día  siguiente  al  de 
la  notificación  del  auto  dictado  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.838,  no  se  pres- 
tare la  fianza,  se  procederá  al  embargo 
de  bienes  del  procesado,  requiriéndole  pa- 
ra que  señale  los  suficientes  á  cubrir  la 
cantidad  que  se  hubiese  fijado  para  las  res- 
ponsabilidades pecuniarias. 

Art.  1.847.  Cuando  el  procesado  no 
fuere  habido,  se  hará  el  requerimiento  á 
su  mujer,  hijos,  apoderado,  criados  ó  per- 
sonas que  se  encuentren  en  su  domi- 
cilio. 

Si  no  se  encontrare  ninguna,  ó  si  las  que 
que  se  encontraren,  ó  el  procesado  ó  apo- 
derado en  su  caso  no  quisieren  señalar 
bienes,  se  procederá  á  embargar  los  que 
se  reputen  de  la  pertenencia  del  procesa- 
do, guardándose  el  orden  establecido  en  el 
art.  997  de  este  Código,  y  bajo  la  prohibi- 
ción contenida  en  los  artículos  998  y  999 
del  mismo. 

Art.  1.848.  Cuando  se  señalaren  bienes 
y  el  encargado  de  hacer  el  embargo  creye- 
re que  los  señalados  no  son  suficientes, 
embargará  además  los  que  considere  ne- 
cesarios, sujetándose  á  lo  prescrito  en  el 
articulo  anterior. 

Art.  1.849.  Si  los  bienes  embargados 
C(-insistieran  en  metálico,  efectos  públicos, 
valores  mercantiles  ó  industriales  cotiza- 
bles, ¡ilhajas  de  oro,  plata  ó  pedrería,  se 
depositarán  en  un  Banco  ó  en  persona  de 
responsabilidad;  y  los  demás  bienes  se  en- 
tregarán en  depósito,  bajo  inventario,  por 
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el  encargado  de  hacer  el  embargo,  al  ve- 
cino con  casa  abierta  que  nombre 

El  depositario  firmará  la  diligencia  del 
recibo,  obligándose  á  conservar  los  bienes 
á  disposición  del  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nozca de  la  causa,  ó  en  otro  caso,  á  pagar 
la  cantidad  para  cuyo  afianzamiento  se  ha- 
ya hecho  el  embargo,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  criminal  en  que  pudiere 
incurrir.  El  depositario  podrá  recoger  y 
conservar  en  su  poderlos  bienes  embarga- 
dos, ó  dejarlos,  bajo  su  responsabilidad,  en 
el  domicilio  del  procesado. 

Art.  1.850.  Si  los  bienes  embargados 
fueren  .semovientes,  se  requerirá  al  proce- 
sado para  que  manifieste  si  opta  porque  se 
enajenen,  ó  porque  se  conserven  en  depó- 
sito y  administración. 

Si  optare  por  la  enajenación,  se  proce- 
derá á  la  venta  en  pública  subasta,  previa 
tasación,  hasta  cubrir  la  cantidad  señala- 
da, que  se  depositará  en  un  Banco  ó  en 
persona  de  responsabilidad. 

Si  optare  por  el  depósito  y  administra- 
ción, se  nombrará  por  el  Juez  un  deposi- 
tario administrador,  que  recibirá  los  bie- 
nes bajo  inventario  y  .se  obligará  á  rendir 
al  Juzgado  cuenta  justificada  de  sus  gastos 
y  productos,  cuando  se  le  mande. 

Art.  1.851.  El  depositario  administra- 
dor cuidará  de  que  los  semovientes  den  los 
productos  propios  de  su  clase  con  arreglo 
á  las  circunstancias  del  país,  y  procurará 
su  conservación  y  aumento. 

Si  creyere  conveniente  enajenar  todos  ó 
algunos  semovientes,  pedirá  al  Juzgado  la 
correspondiente  autorización. 

Se  enajenarán,  aun  contra  la  voluntad 
del  procesado  y  la  opinión  del  depositario 
administrador,  siempre  que  los  gastos  de 
administración  y  conservación  excedan  de 
los  productos  que  dieren,  á  menos  que  el 
pago  de  dichos  gastos  se  asegure  por  el 
procesado  ú  otra  persona  á  su  nombre. 

Art.  1.852.  Cuando  se  embarguen  bie- 
nes inmuebles,  el  Juez  determinará  si  el 
embargo  ha  de  ser  ó  no  extensivo  á  sus 
frutos  y  rentas. 

Art.  1.853.  Cuando  se  decrete  el  em- 
bargo de  bienes  inmuebles,  se  expedirá 
mandamiento  para  que  se  haga  la  anota- 
ción prevenida  en  el  Código  civil. 

Art.  1.854.  Si  se  embargaren  semente- 
ras, pueblas,  plantíos,  frutos,  rentas  y 
otros  bienes  semejantes,  podrá  el  Juez  de- 
cretar, si  atendidas  las  circunstancias  lo 
creyere  conveniente,  que  continúe  admi- 
nistrándolos el  procesado,  por  si  ó  por  me- 
dio de  la  persona  que  designe,  en  cuyo  ca- 
so nombrará  un  interventor. 
En  el  ca.so  de  que  el  procesado  manifes- 


tare no  querer  administrar  por  sí,  ó  de  que 
el  Juez  no  estimare  conveniente  confiarle 
la  administración,  se  nombrará  la  persona 
que  se  encargue  de  ella,  pudiendo  en  este 
caso  designar  el  procesado  un  interventor 
de  su  confianza. 

Art.  1.855.  El  Juez  determinará  bajo 
su  responsabilidad  si  el  administrador  ha 
de  afianzar  el  buen  cumplimiento  del  car- 
go y  el  importe  de  la  fianza  en  su  caso. 

Art.  1.856.  El  administrador  tendrá  de- 
recho á  una  retribución: 

1."  Del  uno  por  ciento  sobre  el  produc- 
to liquido  de  la  venta  de  frutos. 

2."  Del  cinco  por  ciento  sobre  los  pro- 
ductos líquidos  de  la  administración  que 
no  procedan  de  la  causa  expresada  en  el 
número  anterior. 

Si  no  se  enajenaren  bienes  ó  no  hubiere 
productos  líquidos,  el  Juez  señalará  el 
premio  que  haya  de  percibir  el  adminis- 
trador, según  la  costumbre  del  pueblo  en 
que  la  administración  se  ejerza. 

Art.  1 .857.  El  administrador  pondrá  en 
conocimiento  del  interventor  los  actos  ad- 
ministrativos que  se  proponga  ejecutar,  y 
si  éste  no  los  creyere  convenientes,  le  hará 
las  observaciones  oportunas. 

Pero  si  el  administrador  insistiere  en 
llevar  á  efecto  los  actos  administrativos  á 
que  se  hubiere  opuesto  el  interventor,  dará 
é.ste  cuenta  al  Juez,  quien  resolverá  lo  más 
conveniente. 

Art.  1.858.  Cuando  el  administrador 
no  hubiese  dado  fianza,  el  interventor  ten- 
drá una  de  las  llaves  del  local  ó  arca  en 
que  se  custodien  los  frutos  ó  se  deposite  el 
precio  de  su  venta;  ó  adoptará  el  Juez  las 
medidas  que  creyere  convenientes  para 
evitar  todo  perjuicio. 

Art.  1.859.  Si  el  embargo  consistiere 
en  pensiones  y  sueldos,  se  pasará  oficio  á 
quien  hubiere  de  satisfacerlos  para  que  re- 
tenga la  tercera  parte  de  la  cantidad  real 
que  perciba  el  procesado. 

Se  alzará  la  retención  luego  que  quede 
cubierta  la  cantidad  mandada  afianzar. 

Art.  1.860.  Si  durante  el  curso  del  jui- 
cio sobrevinieren  motivos  bastantes  para 
creer  que  las  responsabilidades  pecunia- 
rias que  en  definitiva  puedan  exigirse  ex- 
cederán de  la  cantidad  prefijada  para  ase- 
gurarlas, se  mandará  por  auto  ampliar  la 
fianza  ó  embargo. 

Art.  1.861.  También  se  dictará  auto 
mandando  reducir  la  fianza  y  el  embargo 
á  menor  cantidad  que  la  prefijada,  si  re- 
sultasen motivos  l>astantes  para  creer  que 
la  cantidad  mandada  afianzar  es  superior  á 
las  responsabilidades  pecuniaria.s  que  en  de- 
finitiva pudieran  imponerse  al  procesado. 
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Arí.  1.862.  Cuando  llegue  el  caso  de 
tener  que  hacer  efectivas  las  responsabili- 
dades pecuniarias  á  que  se  refiere  este  ca- 
pítulo, se  procederá  de  la  manera  prescri- 
ta en  el  artículo  1.788. 

Art.  1.863.  En  todo  lo  que  no  esté  pre- 
visto en  este  capitulo,  los  Jueces  y  Tribu- 
nales aplicarán  lo  dispuesto  en  la  legisla- 
ción civil  sobre  fianzas  y  embargos. 

CAPÍTULO  X 

DE  LA  RESPONSABILIDAD  CIVIL  DE 
TERCERAS  PERSONAS 

Art.  1.864.  Cuando  en  la  instrucción 
del  sumario  ayjarezca  indicada  la  existen- 
cia de  la  responsabilidad  civil  de  un  terce- 
ro con  arreglo  á  los  artículos  respectivos 
del  Código  Penal,  ó  por  haber  participado 
alguno  por  titulo  lucrativo  de  los  efectos 
del  delito,  el  Juez,  á  instancia  del  actor 
civil,  exigirá  fianza  á  la  persona  contra 
quien  resulte  la  responsabilidad,  ó  en  su 
defecto  embargará,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  capítulo  IX  de  este  título,  los 
bienes  que  sean  necesarios. 

Art.  1.86.5.  La  persona  á  quien  se  exi- 
giere la  fianza,  ó  cuyos  bienes  fueren  em- 
bargados, podrá,  durante  el  sumario,  ma- 
nifestar por  escrito  las  razones  que  tenga 
para  que  no  se  le  considere  civilmente 
responsable,  y  las  pruebas  que  pueda  ofre- 
cer para  el  mismo  objeto. 

Art.  1.866.  El  Juez  dará  vista  del  es- 
crito á  la  parte  á  quien  interese,  y  ésta 
la  evacuará  en  el  término  de  tres  días, 
proponiendo  también  las  pruebas  que  de- 
ban practicarse  en  apoyo  de  su  pretensión. 

Art.  1.867.  Seguidamente  el  Juez  de- 
'cretará  la  práctica  de  las  pruebas  pro- 
puestas, y  resolverá  .sobre  las  pretensiones 
formuladas  siempre  que  pudiere  hacerlo 
sin  retraso  ni  perjuicio  del  objeto  principal 
de  la  instrucción. 

Art.  1.868.  Para  todo  lo  relativo  á  la 
responsabilidad  civil  de  un  tercero,  y  á  los 
incidentes  á  que  diere  lugar  la  ocupación, 
y  en  su  día  la  restitución  de  cosas  c|ue  se 
hallaren  en  su  día  poder,  se  formará 
pieza  separada,  pero  sin  que  por  ningún 
motivo  se  entorpezca  ni  suspenda  el  curso 
de  la  instrucción. 

Art.  1.869.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  .se  observará  también  res- 
pecto á  cualquiera  pretensión  que  tuviere 
por  objeto  la  restitución  á  su  dueño  de  al- 
guno de  los  efectos  é  instrumentos  del  de- 
lito que  se  hallaren  en  poder  de  un  tercero. 

La  restitución  á  su  dueño  de  los  instru- 
mentos y  objetos  del  delito  no  podrá  veri- 


ficarse en  ningún  caso  hasta  después  que 
se  haya  celebrado  el  juicio  plenario,  ex- 
cepto en  el  previsto  en  el  art.  2.088  de  este 
Código. 

Art.  1.870.  Los  autos  dictados  en  estos 
incidentes  se  llevarán  á  efecto  sin  perjuicio 
de  que  las  partes  á  quienes  perjudiquen 
puedan  reproducir  sus  pretensiones  en  el 
juicio  plenario,  ó  de  la  acción  civil  corres- 
pondiente, que  podrán  entablar  en  otro 
caso. 

CAPITULO  XI 

DE   LA    CONCLUSIÓN    DEL   SUMARIO   Y   DEL 
SOBRESEIMIENTO 

Sección  primera. 
De  la  conclusión  del  sumario. 

Art.  1.871.  Practicadas  las  diligencias 
decretadas  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte 
por  el  Juez  instructor,  si  éste  considerase 
terminado  el  sumario,  lo  declarará  así, 
mandando  remitir  en  su  caso  los  autos  y 
las  piezas  de  convicción  al  Tribunal  com- 
petente para  conocer  del  delito. 

Cuando  no  haya  acusador  privado  y  el 
Ministerio  Fiscal  considere  que  en  el  su- 
mario se  han  reunido  los  suficientes  ele- 
mentos para  liacer  la  calificación  de  los 
hechos  y  poder  entrar  en  el  trámite  del 
juicio  plenario,  lo  hará  presente  al  Juez  de 
instrucción  para  que  sin  más  dilaciones  se 
remita  lo  actuado  al  Tribunal  competente, 

Art.  1.872.  Tanto  en  uno  como  en  otro 
caso  se  notificará  el  auto  de  conclusión  del 
sumario  al  querellante  particular,  si  lo  hu- 
biese, aun  cuando  sólo  tenga  el  carácter 
de  actor  civil,  al  procesado  y  á  las  demás 
personas  contra  quienes  resulte  responsa- 
bilidad civil.  A  la  vez  se  pondrá  en  cono- 
cimiento del  Ministerio  Fiscal  cuando  la 
causa  verse  sobre  delito  en  que  tenga  in- 
tervención por  razón  de  su  cargo. 

Art.  1.873.  Si  el  Juez  instructor  repu- 
taseiprocedente  la  cesación  ó  suspensión  del 
procedimiento,  lo  declarará  asi,  remitiendo 
el  sumario  en  consulta  á  la  Corte  de  Ape- 
laciones para  que  confirme  ó  revoque  el 
sobreseimiento. 

Art.  1.874.  Así  que  sea  firme  el  sobre- 
.seimiento  por  haberlo  aprobado  dicho  Su- 
perior Tribunal,  ó  por  haberse  desestimado 
el  recurso  de  casación  que  en  su  caso  haya 
podido  interponerse,  cuando  el  hecho  cons- 
tituya falta,  se  remitirán  los  autos  al  Juez 
de  Paz  á  quien  corresponda  su  conoci- 
miento. 

Recibidos  los  autos  por  el  Juez  de  Paz, 
se  sustanciará  el  juicio  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  título  VI  de  esto  libro. 
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Art.  1.875.  Cuando  fuese  instructor  un 
Juez  de  Paz,  decretada  la  conclusión  del 
sumario,  si  no  procediere  el  sobreseimien- 
to, remitirá  los  autos  y  las  piezas  de  con- 
Ticción  al  Juez  de  Letras,  quien  ordenará 
la  apertura  de  los  pliegos  y  demás  objetos 
cerrados  y  sellados  que  hubiere  remitido 
al  Juez  de  instrucción. 

De  la  apertura  se  extenderá  acta  por  el 
Secretario,  en  la  cual  se  hará  constar  el 
estado  en  que  se  hallaren. 

Art.  1.876.  Tanto  en  el  caso  del  articu- 
lo anterior  como  en  el  de  que  el  instructor 
sea  el  Juez  de  Letras,  decretada  la  conclu- 
sión del  sumario,  se  pasarán  los  autos  para 
instrucción,  por  el  término  de  tres  días,  al 
Fiscal,  si  la  causa  versa  sobre  delito  en  que 
deba  tener  intervención,  y  después  al  que- 
rellante, si  se  hubiere  personado. 

Al  ser  devuelta,  se  acompañará  escrito 
conformándose  con  el  auto  que  haya  de- 
clarado terminado  el  sumario,  ó  pidiendo 
la  práctica  de  nuevas  diligencias. 

Art.  1.877.  El  Juez  de  Letras,  al  man- 
dar entregar  la  causa,  dispondrá  lo  que 
considere  conveniente  para  que  el  Fiscal  ó 
el  querellante,  en  su  caso,  puedan  exami- 
nar la  correspondencia,  libros,  papeles  y 
demás  piezas  de  convicción,  sin  peligro  de 
alteración  en  su  caso. 

Art.  1.878.  Devuelta  la  causa  ó  recogi- 
da del  poder  del  último  que  la  hubiere  re- 
cibido, transcurridos  los  plazos  del  articu- 
lo 1.876,  el  Juez  de  Letras  confirmará  el 
auto  de  conclusión  del  sumario,  ó  decreta- 
rá la  práctica  de  las  diligencias  que  estime 
procedentes. 

Art.  1.879.  Practicadas  en  su  casólas 
nuevas  diligencias,  el  Juez  de  Letras,  den- 
tro de  los  tres  días  siguientes,  dictará  auto 
mandando  abrir  el  juicio  plenario  ó  sobre- 
seyendo. 

Sección  segunda. 

Del  sobreseimiento. 

Art.  1.880.  El  sobreseimiento  puede  ser 
libre  ó  provisional,  total  ó  parcial. 

Si  fuere  el  sobreseimiento  parcial,  se 
mandará  abrir  el  juicio  plenario  respecto 
de  los  procesados  á  quienes  no  favorezca. 

Si  fuere  total,  se  mandará  que  se  archi- 
ven la  causa  y  piezas  de  convicción  que  no 
tengan  dueño  conocido,  después  de  haber- 
se practicado  las  diligencias  para  la  ejecu- 
ción de  lo  mandado. 

Art.  1.881.  Las  piezas  de  convicción 
cuyo  dueño  fuere  conocido  continuarán 
retenidas  si  un  tercero  lo  solicitare,  hasta 
que  se  resuelva  la  acción  civil  que  se  pro- 
pusiere entablar. 


En  este  caso,  si  el  Juez  ó  Tribunal  acce- 
diere á  la  retención,  fijará  el  plazo  dentro 
del  cual  habrá  de  acreditarse  que  la  acción 
se  ha  entablado. 

Transcurrido  el  plazo  que  se  fije,  según 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  sin 
haberse  acreditado  el  ejercicio  de  la  acción 
civil,  ó  si  nadie  hubiere  reclamado  que 
continúe  la  retención  de  las  piezas  de  con- 
vicción, serán  devueltas  éstas  á  sus  due- 
ños. 

Se  reputará  dueño  el  que  estuviere  po- 
seyendo la  cosa  al  tiempo  de  incautarse  de 
ella  el  Juez  de  instrucción. 

Art.  1.882.  Contra  los  autos  de  sobre- 
seimiento que  dictaren  los  Jueces  de  Le- 
tras ó  de  Paz,  procederá  el  recurso  de  ape- 
lación ante  las  respectivas  Cortes,  y  se 
sustanciará  por  los  trámites  de  los  inciden- 
tes en  materia  civil,  y  con  intervencióji 
del  Fiscal. 

Cuando  el  sobreseimiento  fuere  libre , 
procederá  también  en  su  caso  el  recurso 
de  casación. 

Art.  1.883.  Procederá  el  sobreseimien- 
to libre: 

1."  Cuando  no  exista  ninguna  presun- 
ción de  haberse  perpetrado  el  hecho  que 
hubiere  dado  motivo  á  la  formación  de  la 
causa. 

2."  Cuando  el  hecho  no  sea  constituti- 
vo de  delito. 

3."  Cuando  aparezcan  exentos  de  res- 
ponsabilidad criminal  los  procesados  como 
autores,  cómplices  ó  encubridores. 

Quedan  comprendidas  en  el  párrafo  an- 
terior tanto  las  circunstancias  que  eximen 
de  responsabilidad  criminal,  como  las  cau- 
sas que  extinguen  la  responsabilidad  penal. 

Art.  1.884.  En  los  casos  1."  y  2."  del 
articulo  anterior  podrá  declararse,  al  de- 
cretar el  sobreseimiento,  que  la  formación 
de  la  causa  no  perjudica  á  la  reputación 
de  los  procesados. 

Podrá  también,  á  instancia  del  procesíi- 
do,  reservarse  á  éste  su  derecho  para  per- 
seguir al  querellante  como  calumniador. 
El  Juez  ó  Tribunal  podrán  igualmente 
mandar  proceder  de  oñcio  contra  el  que- 
rellante, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
Código  Penal. 

Art.  1.885.  En  el  caso  3."  del  art.  1.883, 
.se  limitará  el  sobreseimiento  á  los  autores, 
cómplices  ó  encubridores  que  aparezcan 
indudablemente  exentos  de  responsabili- 
dad criminal,  continuándose  la  causa  res- 
pecto á  los  demás  que  no  se  hallen  en  igual 
caso. 

Es  aplicable  á  los  procesados  á  quienes 
se  declare  exentos  de  responsabilidad  lo 
dispuesto  en  el  art.  1.884. 
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Art.  1.886.  Procederá  el  sobreseimien- 
to provisional: 

1."  Cuando  no  resulte  plenamente  com- 
probada la  perpetración  del  delito  que  ha- 
ya dado  motivo  á  la  formación  de  la  causa. 

2."  Cuando  resulten  del  sumario  haber- 
se cometido  un  delito  y  no  haya  presun- 
ción grave  contra  determinada  ó  determi- 
nadas personas,  como  autores,  cómplices 
ó  encubridores. 

Art.  1.887.  Cuando  el  Ministerio  Fiscal 
pida  el  sobreseimiento  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  los  arts.  1.883  y  1.886,  y 
no  se  hubiere  presentado  en  la  causa  que- 
rellante parti  ular  dispuesto  á  sostener 
la  acusación,  podrá  el  Juez  acordar  que  se 
haga  saber  la  pretensión  del  Mini.sterio 
Fiscal  á  los  interesados  en  el  ejercicio  de 
la  acción  penal,  para  que  dentro  del  tér- 
mino prudencial  que  se  les  señale  compa- 
rezcan á  defender  su  acción,  si  lo  conside- 
ran oportuno. 

Sino  comparecieren  en  el  término  fija- 
do, el  Juez  acó  "dará  el  sobreseimiento  so- 
licitado por  el  Ministerio  Fiscal,  si  lo  con- 
sidera procedente. 

Art.  1.8íí8.  Cuando  en  el  caso  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior  fuere  descono- 
cido el  paradero  de  los  interesados  en  el 
ejercicio  de  la  acción  penal,  se  les  llamará 
por  edicto  que  se  fijará  en  la  tabla  de  avi- 
sos y  se  publicará  en  un  periódico  de  la 
localidad,  si  lo  hubiere,  y  podrá  publicar- 
se también  en  La  Gaceta. 

Transcurrido  el  término  del  emplaza- 
miento sin  comparecer  los  interesados,  se 
procederá  como  previene  el  articulo  ante- 
rior. 

Art.  1.889.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal 
conceptúe  improcedente  la  petición  del 
Ministerio  Fiscal  relativa  al  sobreseimien- 
to, y  no  hubiere  querellante  particular  que 
sostenga  la  acción,  podrá  el  Ministerio 
Fiscal  interponer  contra  el  auto  denegato- 
rio los  recursos  de  reposición  y  apelación. 

Art.  1.890.  Si  se  presentare  querellan- 
te particular  á  sostener  la  acción,  ó  el  Mi- 
nisterio Fiscal  opina  que  procede  la  aper- 
tura del  juicio  plenirio,  podrá  el  Juez  ó 
Tribunal,  esto  no  ob  tante,  acordar  el  so- 
breseimiento á  que  se  refieren  losarticulos 
1.883  y  1.886,  si  asi  lo  eslima  procedente. 

TITULO  III 
Del  juicio  plenario. 

CAPITULO  PRIMERO 

DE    LA    CALIFICACIÓN    DEL    DELITO 

Art.  1.891.  Cuando  se  mande  abrir  jui- 
cio plenario,  se  comunicará  la  causa  al 


Fiscal,  ó  al  acusador  privado  si  versa  so- 
bre delito  que  no  puede  ser  perseguido  de 
oficio,  para  que  en  el  término  de  cinco  días 
califiquen  por  escrito  los  hechos. 

Dictada  que  sea  esta  resolución,  serán 
públicos  todos  los  actos  del  proceso. 

Art.  1.892.  El  escrito  de  calificación  se 
limitará  á  determinar  en  conclusiones  pre- 
cisas y  numeradas: 

1.°  Los  hechos  punibles  que  resulten 
del  sumario. 

2."  La  calificación  legal  de  los  mismos 
hechos,  determinando  el  delito  que  cons- 
tituyan. 

3."  La  participación  que  en  ellos  hubie- 
re tenido  el  procesado  ó  procesados,  si  fue- 
ren varios. 

4.°  Los  hechos  que  resulten  del  suma- 
rio y  que  constituyan  circunstancias  ate- 
nuantes ó  agravantes  del  delito,  ó  eximen- 
tes de  responsabilidad  criminal. 

5."  Las  penas  en  que  hayan  incurrido 
el  procesado  ó  procesados,  si  fueren  varios, 
por  razón  de  su  respectiva  participación  en 
el  delito. 

El  acusador  privado  en  su  caso,  y  el  Mi- 
nisterio Fiscal  cuando  sostenga  la  acción 
civil,  expresarán  además: 

1.°  La  cantidad  en  que  aprecien  los 
daños  y  perjuicios  causados  por  el  delito, 
ó  la  cosa  que  haya  de  ser  restituida. 

2."  La  persona  ó  personas  que  aparez- 
can responsables  de  los  daños  y  perjuicios 
ó  de  la  restitución  de  la  co^a,  y  el  hecho 
en  virtud  del  cual  hubieren  contraído  esta 
responsabilidad. 

Art.  1.893.  Devuelta  la  causa  por  el 
Fiscal,  se  pasará  por  igu  il  término,  y  con 
el  mismo  objeto,  al  acusador  particular,  si 
lo  hubiere,  quien  presentará  el  escrito  de 
calificación  en  la  forma  anteriormente  in- 
dicada. 

Si  hubiere  actor  civil  se  le  pasará  la  cau- 
sa en  cuanto  sea  devuelta  por  el  Fiscal  ó 
por  el  acusador  particular,  para  que  á  su 
vez,  en  un  término  igual  al  fijado  en  los 
artículos  anteriores,  presente  conclusiones 
numeradas  acerca  de  los  dos  últimos  pun- 
tos del  articulo  precedente. 

Art.  1.894.  Seguidamente  se  comuni- 
cará la  causa  á  los  procesados  y  á  las  ter- 
ceras per-sonas  civilmente  responsables, 
para  que  en  igual  término  y  por  su  orden 
manifiesten,  timl)ién  por  conclusiones  nu- 
meradas y  correlativas  á  las  de  la  califi- 
cación que  á  ellas  se  refiera,  si  están  ó  no 
conformes  con  cada  una,  ó  en  otro  caso 
consignen  los  puntos  de  divergencia. 

Art.  1.895.  Las  partes  podrán  presen- 
tar sobre  cada  uno  de  los  puntos  que  han 
de  ser  objeto  de  la  calificación  dos  ó  más 
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Conclusiones  en  forma  alternativa,  para 
que  si  no  resultare  del  juicio  la  proceden- 
cia de  la  primera,  pueda  estimarse  cual- 
quiera de  las  demás  en  la  sentencia. 

Art.  1.896.  El  Juez,  al  mandar  que  se 
entregue  la  causa  á  las  partes  en  cumpli- 
miento de  lo  dispuesto  en  los  artículos  an- 
teriores, dispondrá  lo  que  considere  con- 
veniente para  que  éstas  puedan  examinar 
la  correspondencia,  libros,  papeles  y  de- 
más piezas  de  convicción,  sin  peligro  de 
alteración  en  su  estado. 

Art.  1.897.  El  Ministerio  Fiscal  y  las 
partes  manifestarán  en  sus  respectivos  es- 
critos de  calificación,  las  pruebas  de  que 
intenten  valerse,  presentando  listas  de  pe- 
ritos y  testigos  que  hayan  de  declarar  á  su 
instancia. 

En  las  listas  de  peritos  y  testigos  se  ex- 
presarán sus  nombres  y  apellidos,  el  apodo 
si  por  él  fueren  conocidos,  y  su  domicilio 
ó  residencia;  manifestando  además  la  par- 
te que  los  presente  si  los  peritos  y  testigos 
han  de  ser  citados  judicialmente,  ó  si  se 
encarga  de  hacerlos  concurrir. 

Art.  1.898.  Cada  parte  presentará  tan- 
tas copias  de  las  listas  de  peritos  y  testigos 
cuantas  sean  las  demás  personadas  en  la 
cau.sa,  á  cada  una  de  las  cuales  se  entre- 
gará una  de  dichas  copias  ei:i  el  mismo  día 
en  que  fueren  presentadas. 

Las  listas  originales  se  unirán  á  la  causa. 

Podrán  pedir  además  las  partes,  que  se 
practiquen  desde  luego  aquellas  diligencias 
de  prueba  que  por  cualquiera  causa  fuere 
de  temer  que  no  se  puedan  practicar  ante 
el  Jurado,  ó  que  pudieren  motivar  su  su,s- 
pensión. 

Art.  1.899.  Pre.sentados  los  escritos  de 
caliñcación,  ó  recogidos  los  autos  de  poder 
de  quien  los  tuviere  después  de  transcurri- 
dos el  término  señalado  en  el  art.  1.891,  el 
Juez  dictará  auto  declarando  hecha  la  ca- 
liñcación, mandando  remitir  las  diligen- 
cias y  piezas  de  convicción  al  Jurado  y 
disponiendo  se  haga  saber  á  las  partes  que 
pre])aren  los  elementos  de  prueba  de  que 
oportunamente  hubieren  de  aprovecharse. 

Art.  1.900.  E!  Juez  examinará  las  prue- 
bas propuestas,  admitiendo  las  que  consi- 
dere pertinentes  y  recliazando  las  demás. 

Para  rechazar  la  projjuesta  por  el  que- 
rellante particular  habrá  de  ser  oído  el 
Fiscal  si  interviniere  en  la  causa. 

Contra  la  parte  del  auto  almitiendo  las 

f)ruebas  ó  mandando  practicar  la  que  se 
lallare  en  el  caso   del   párrafo  tercero  del 
art.  1.898,  no  procederá  recurso  alguno. 

Contra  la  en  que  fuere  rechazada  ó  de- 
negada la  práctica  de  las  diligencias  de 
prueba,  podrá  interponerse  en  su  día  el 


recurso  de  casación,  si  se  prepara  en  el 
acto  de  la  notificación  ó  en  la  siguiente 
audiencia  con  la  correspondiente  protesta. 

Art.  1.901.  El  Juez  mandará  expedir 
los  despachos  y  cédulas  que  se  necesiten 
para  la  citación  de  los  peritos  y  testigos 
que  la  parte  hubiese  designado  con  este 
objeto. 

Los  despachos  serán  remitidos  de  oficio 
para  su  cumplimiento,  á  no  ser  que  la  par- 
te pida  que  se  le  entreguen. 

En  este  caso  se  señalará  un  plazo  dentro 
del  cual  habrá  de  devolverlos  cumplimen- 
tados. 

Art.  1.902.  Las  citaciones  de  peritos  y 
testigos  se  practicará  en  la  forma  estable- 
cida en  el  capítulo  Vil  del  título  I  de  este 
libro. 

Los  peritos  y  testigos  citados  que  no 
comparezcan  sin  causa  legítima  que  .se  lo 
impida,  incurrirán  en  una  multa  de  tres  á 
diez  pesos. 

Si  vueltos  á  citar  dejaren  también  de 
comparecer,  serán  procesados  por  el  delito 
de  denegación  de  auxilio  que  define  el  Có- 
digo Penal  respecto  de  los  peritos  y  tes- 
tigos. 

Art.  1.903.  Las  partes  podrán  recusar 
á  los  peritos  expresados  en  las  listas,  por 
cualquiera  de  las  causas  mencionadas  en 
el  art.  1.723. 

La  recusación  se  hará  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  de  la  entrega  al  recusan- 
te de  la  lista  que  contenga  el  nombre  del 
recusado. 

Alegada  la  recusación,  se  dará  vista  del 
escrito  por  igual  término  á  la  parte  que 
intente  valerse  del  perito  recu.sado. 

Transcurrido  el  término  de  la  vista,  los 
autos  se  recibirán  á  prue^ia  por  seis  días, 
durante  los  cuales  cada  una  de  las  pai'tes 
practicará  la  que  le  convenga. 

Transcurrido  el  término  de  prueba,  el 
Juez  mandará  agregar  la  producida,  y 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  resolverá 
el  incidente. 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  recur- 
so alguno. 

Art.  1.904.  El  pei'ito  que  no  sea  recu- 
sado en  el  término  fijado  en  el  artículo 
anterior,  no  podrá  serlo  después,  á  no  ser 
aue  incurriera  con  posierioridad  en  alguna 
ae  las  causas  de  recusación. 

Art.  1.905.  El  Juez  adoptará,  á  instan- 
cia de  parte,  las  disposiciones  necesarias 
para  que  pueda  practicarse  oportunamente 
la  prueba  propuesta,  mandando  que  desde 
luego  se  proceda  á  ejecutar  los  reconoci- 
mientos é  inspecciones  oculares  solicitados 
por  las  partes  y  admitidos  por  el  Juez, 
siempre  que  de  aguardarse  á  la  práctica  de 
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las  demás  pruebas  resultare  la  necesidad 
de  suspender  el  juicio. 

Estas  diligencias  se  ejecutarán  en  la 
forma  establecida  en  el  capitulo  V,  titulo 
II  de  este  libro. 

Art.  1.906.  Practicadas  las  pruebas  á 
que  se  retiere  el  párrafo  tercero  del  artícu- 
lo 1.898,  el  Juez  citará  al  Fiscal  y  á  las 
partes  ó  a  sus  representantes  para  que 
concurran  á  la  insaculación  y  sorteo  de  los 
jurados,  disponiendo  que  los  procesados 
que  se  hallaren  presos  sean  conducidos 
oportunamente  al  Juzgado. 

La  falta  de  citación  expresada  en  el  pá- 
rrafo anterior  será  motivo  de  casación,  si 
la  parte  que  no  hubiere  sido  citada  no 
compareciere  á  la  insaculación  y  sorteo. 

CAPITULO  II 

DE   LOS   ARTÍCULOS    DE   PREVIO    PRONUN- 
CIAMIENTO 

Art.  1.907.  Serán  tan  sólo  objeto  de 
artículos  de  previo  pronunciamiento  las 
cuestiones  ó  excepciones  siguientes: 

1^    La  de  declinatoria  de  jurisdicción. 

2.*    La  de  cosa  juzgada. 

3.*     La  de  prescripción  del  delito. 

4.''    La  de  amnistía  ó  indulto. 

5."*  Lá  falta  de  autorización  para  pro- 
cesar en  los  casos  en  que  sea  necesaria  con 
arreglo  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  es- 
peciales. 

Art.  1.908.  Las  cuestiones  expresadas 
en  el  "artículo  anterior,  podrán  proponerse 
en  el  término  de  tres  días,  á  contar  desde 
el  de  la  entrega  de  los  autos  para  la  califi- 
cación de  los  hechos. 

Art.  1.909.  El  que  haga  la  pretensión 
acompañará  al  escrito  los  documentos  jus- 
tificativos de  los  hechos  en  que  la  funde,  y 
si  no  los  tuviere  á  su  disposición,  designa- 
rá clara  y  determinadamente  el  archivo  ú 
oficina  donde  se  encuentren,  pidiendo  que 
el  Juez  los  reclame  á  quien  corresponda, 
originales  ó  por  compulsa,  según  proceda. 

De  este  escrito  se  dará  vista  por  tres  días 
á  las  partes  personadas. 

Art.  1.910.  Las  partes  á  quienes  se  ha- 
ya dado  vista  contestarán  en  el  término  de 
tres  días,  acompañando  también  los  docu- 
mentos en  que  funden  sus  pretensiones,  si 
los  tuviesen  en  su  poder,  ó  designando  el 
archivo  ú  oficina  en  que  se  hallen,  pidien- 
do que  el  Juez  los  reclame  en  los  términos 
expresados  en  el  articulo  precedente. 

Art.  1.911.  Transcurrido  el  término  de 
tres  días,  el  Juez  estimará  ó  denegará  la 
reclamación  de  documentos,  según  que 
los  considere  ó  no  necesarios  para  el  fallo 
del  artículo. 


Si  no  se  presentaren  los  documentos  ó 
no  se  hiciere  la  designación  del  lugar  en 
que  se  encuentren,  no  producirá  efectos 
suspensivos  la  excepción  alegada. 

Art.  1.912.  Si  el  Juez  accede  á  la  re- 
clamación de  documentos,  recibirá  el  ar- 
tículo á  prueba  por  el  término  necesario, 
que  no  podrá  exceder  de  diez  días. 

El  Juez  mandará  en  este  auto  dirigir  las 
comunicaciones  convenientes  á  los  jefes  ó 
encargados  de  los  archivos  ú  oficinas  en 
que  los  documentos  se  hallen,  determinan- 
do si  han  de  remitirlos  originales  ó  por 
compulsa. 

Art.  1.913.  Cuando  los  documentos  hu- 
bieren de  ser  remitidos  por  compulsa,  se 
advertirá  á  las  partes  el  derecho  que  les 
asiste  para  personarse  en  el  archivo  ú  ofi- 
cina, á  fin  de  señalar  la  parte  del  docu- 
mento que  haya  de  compulsarse,  si  no  les 
fuere  necesaria  la  compulsa  de  todo  él,  y 
para  presenciar  el  cotejo. 

En  los  artículos  de  previo  pronuncia- 
miento no  se  admitirá  prueba  testifical. 

Art.  1.914.  Transcurrido  el  término  de 
prueba,  el  Juez  mandará  unir  los  docu- 
mentos presentados  en  dicho  término,  y 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  dictará 
su  resolución  sobre  las  cuestiones  pro- 
puestas. 

Si  una  de  ellas  fuere  la  de  declinatoria 
de  jurisdicción,  el  Juez  la  resolverá  antes 
que  las  demás. 

Cuando  lo  estime  procedente,  mandará 
remitir  los  autos  al  Juez  que  considere 
competente,  y  se  abstendrá  de  resolver  so- 
bre las  demás. 

Art.  1,915.  Cuando  se  declare  haber 
lugar  á  cualquiera  de  las  excepciones  com- 
prendidas en  los  números  2.",  3.''  y  4.°  del 
artículo  1.907,  se  sobreseerá  libremente, 
mandando  que  se  ponga  en  libertad  al  pro- 
cesado ó  procesados  que  no  estén  presos- 
por  otra  causa. 

Art.  1.916.     Si  el  Juez  no  estimare  sufi 
cientemente  justificada  la  declinatoria,  de- 
clarará no  haber  lugar  á  ella,  confirman- 
do su  competencia  para  conocer  del  delito. 

Si  no  estima  justificada  cual(}uiera  otra, 
declarará  simplemente  no  haber  lugar  á 
su  admisión,  mandando,  en  consecuencia,, 
continuar  la  causa  según  su  estado. 

Contra  la  resolución  de  la  declinatoria 
y  contra  la  que  admita  las  excepciones  2.", 
3."*  y  4."  del  art.  1.907,  proceden  los  recur- 
sos do  apelación  y  casación.  Contra  la  que 
desestime  estas  últimas  no  se  da  recurso 
alguno,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  1.918- 

Art.  1.917.  Si  el  Juez  estima  proceden- 
te el  articulo  por  falta  de  autorización  para 


592 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


procesar,  mandará  subsanar  inmediata- 
mente este  defecto,  quedando  en  suspenso 
la  causa,  qne  se  continuará  según  su  esta- 
do una  vez  concedida  la  autorización. 

Si  solicitada  ésta  se  denegare,  quedará 
nulo  todo  lo  actuado  y  se  sobreseerá  libre- 
mente en  la  causa. 

Contra  la  resolución  en  que  se  desesti- 
me esta  excepción  no  se  dará  recur.so  al- 
guno, y  se  observará  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  articulo  anterior. 

Art.  1.918.  Las  partes  podrán  reprodu- 
cir ante  el  Jurado,  como  medios  de  defen- 
sa, las  cuestiones  previas  que  se  hubiesen 
desestimado,  excepto  la  de  declinatoria. 

Art.  1.919.  Siendo  desestimadas  las 
cuestiones  propuestas  se  comunicará  nue- 
vamente la  causa  por  término  de  tres  días 
á  la  parte  que  las  hubiera  alegado  para  el 
objeto  prescrito  en  el  artículo  1.891. 

CAPITULO  IIÍ 

DEL   JURADO 

Sección  primera. 
Del  Tribunal  del  Jarado. 

Art.  1.920.  El  Tribunal  del  Jurado  se 
compondrá  de  siete  jurados  para  los  delitos 
graves  y  de  cinco  jurados  para  los  simples 
delitos,  y  será  presidido  por  el  Juez  de  Le- 
tras. 

Asistirán  además  á  sus  audiencias  dos 
jurados  en  calidad  de  suplentes  para  los 
casos  de  enfeimedad  ú  otra  imposibilidad 
análoga  de  alguno  de  los  jurados. 

Art.  1.921.  El  número  de  jurados  pro- 
pietarios se  determinará  por  el  Juez  de 
Letras,  según  el  concepto  que  el  hecho 
haya  merecido  á  las  partes  acusadoras;  y 
si  hubiere  divergencia  entre  éstas  respecto 
de  la  calificación  del  delito  imputado,  se 
hará  la  determinación  con  sujeción  á  la 
más  grave  de  las  calificaciones  formuladas. 

Contra  la  resolución  del  Juez  de  Letras 
no  se  dará  más  recurso  que  el  de  casación 
en  su  ca.so. 

Art.  1.922.  Los  jurados  declararán  ia 
culpabilidad  ó  inculpabilidad  de  los  proce- 
.sados  respecto  de  los  heclios  que  en  con- 
cento de  delito  les  atribuya  la  acusación, 
y  la  concurrencia  ó  no  de  los  demás  he- 
chos circunstanciales  que  sean  modifica- 
tivos absoluta  ó  parcialmente,  de  la  pena- 
lidad. 

Art.  1.923.  El  Juez  hará  en  derecho 
las  calificaciones  correspondientes  de  los 
hechos  que  los  jurados  conceptúen  proba- 
dos, é  impondrá  en  su  caso  á  los  .culpables 
las  penas  que  con  arreglo  al  Código  pro- 


cedan, declarando  asimismo  las  responsa- 
bilidades civiles  en  que  los  penados  ó  ter- 
ceras personas  hubiesen  incurrido. 

Sección  segunda. 
C  ompetencia  de  los  Tribunales  del  Jnrado. 

Art.  1.924.  El  Tribunal  del  Jurado  co- 
nocerá de  todos  los  delitos  que  merezcan 
pena  más  que  correccional,  ó  que  no  me- 
rezcan la  calificación  de  faltas. 

Art.  1.925.  El  Tribunal  del  Jurado  será 
competente  para  conocer  no  sólo  de  los  de- 
litos consumados  á  que  se  refiere  el  artí- 
culo anterior,  sino  de  los  frustrados  y  ten- 
tativas; asi  como  de  la  proposición  y  cons- 
piración que  se  realicen  para  cometerlos, 
cuando  estén  penadas  en  el  Código,  y  d« 
la  complicidad  y  encubrimiento. 

Sección  tercera. 
Délas  circunstancias  necesarias  pata  ser  jurado. 

Art.  1.926.  Las  funciones  de  jurado 
son  obligatorias,  y  no  pueden  ser  ejerci- 
das más  que  por  hondurenos  de  estado 
seglar. 

Art.  1.927.     Para  ser  jurado  se  requiere: 

1.°     Ser  mayor  de  veintiún  años. 

2."  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  dere- 
chos civiles  y  políticos. 

3.°    Saber  leer  y  escribir. 

4."  Ser  vecino  con  residencia  en  el 
asiento  del  Juzgado  de  Letras  en  que  haya 
de  organizarse  el  Tribunal. 

5.**  Gozar  de  buena  reputación,  y  tener 
instrucción  y  buen  sentido  suñcientes  para 
el  desempeño  del  cargo,  á  juicio  de  la  Jun- 
ta CaliHcadora. 

Art.  1.928.  No  tienen  capacidad  para 
ser  jurados: 

1.°  Los  impedidos  física  ó  intelectual- 
mente. 

2.°  Los  que  estuvieren  procesados  cri- 
minalmente. 

3."  Los  condenados  á  penas  mayores  ó 
menores,  mientras  no  hubieren  extinguid» 
la  condena  y  transcurrido  después  sin  de- 
linquir un  tiempo  igual  A  de  la  pena. 

4.'  Los  que  hayan  sido  condenados  do» 
ó  más  veces  por  causa  de  delito  grave. 

5.°     Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6.*'  Los  concursados  que  no  liubiese» 
sido  declarados  inculpables. 

Art.  1.929.  El  cargo  de  jurado  es  in- 
compatible: 

1."  Con  cualquiera  otro  del  Poder  Ju- 
dicial ó  del  Ministerio  Fiscal. 

2."    Con  el  servicio  militar  activo. 

3."  Con  los  de  Diputados  al  Congreso, 
Secretarios    del   Estado,    Contadores    del 
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Tribunal  Superior  de  Cuentas,  Fiscal  é 
Inspector  General  de  Hacienda  y  Director 
General  de  Rentas. 

4.°  Con  los  de  Gobernadores  Políticos  y 
Administradores  de  Rentas  y  de  Aduanas. 

5.**  Con  los  de  Médicos  Forenses  y  Ci- 
rujanos Militares. 

6."  Con  los  empleados  públicos  supe- 
riores de  telégrafos,  correos  y  ferrocarri- 
les. 

7.°  Con  los  de  auxiliares  ó  subalternos 
de  los  Tribunales  y  Juzgados,  y  emplea- 
dos ó  agentes  del  orden  público  ó  de  po- 
licía. 

8.°  Con  los  de  maestros  de  primera  en- 
señanza. 

9.°  Con  los  de  empleados  públicos  de 
establecimientos  penitenciarios  y  cárceles. 

Art.  1.930.  Tampoco  podrán  ser  jura- 
dos en  una  causa: 

1.°  Los  que  hubieren  intervenido  en 
ella  como  Secretarios,  oficiales  ó  agentes 
de  la  policía  judicial,  fiadores,  testigos,  in- 
térpr3tes,  peritos  ú  otro  concepto  análogo. 

2."  Las  partes  interesadas  y  sus  procu- 
radores ó  representantes  y  abogados,  si 
éstos  han  dejado  de  serlo  cuando  se  cele- 
bra el  juicio. 

3.°  Los  ascendientes  y  descendientes, 
el  cónyuge  y  los  colaterales  hasta  el  cuarto 
grado  de  consanguinidad  legitima  ó  natu- 
ral y  segundo  de  afinidad  legítima  de  las 
partes  interesadas;  los  tutores  ó  curadores 
de  las  mismas,  y  los  parientes  en  primer 
grado  de  consanguinidad  legítima  ó  natu- 
ral ó  de  afinidad  legítima  de  los  Procura- 
dores, representantes  y  abogados  que  in- 
tervengan en  el  juicio. 

4.*  Los  que  tuvieren  con  cualquiera  de 
las  partes  amistad  íntima  ó  enemistad  ma- 
nifiesta. 

5.°  Los  que  tuvieren  algún  interés  di- 
recto ó  indirecto  en  la  causa. 

Art.  1.931.  Pueden  excusarse  de  ser 
jurados: 

1°    Los  mayores  de  sesenta  años. 

2.**  Los  que  necesiten  del  trabajo  ma- 
nual diario  para  ganar  un  salario  con  que 
atender  á  su  subí<istencia. 

3.°  Los  que  hubiesen  ejercido  treinta 
Teces  en  un  año  el  cargo  de  jurado  propie- 
tario ó  suplente. 

Esta  excusa  podrá  ut  lizarse  solamente 
durante  el  año  siguiente  al  en  que  se  hu- 
biese ejercido  el  cargo. 

Sección  cuarta 
Formación  de  listas  de  jurados. 
Art.  1.932.     Las  listas  de  jurados  so  for- 
marán por  una  junta  que  se  constituirá  en 
••da  depart-imento  ó  sección,  por  el  Juez 


de  Letras  de  lo  Criminal  y  con  el  Alcalde 
y  el  Síndico  Municipal  de  la  cabecera  del 
departamento  ó  sección. 

Si  en  la  cabecera  hubiere  más  de  un 
Juez  de  Letras  de  lo  Criminal  y  más  de 
un  Alcalde  y  Síndico  Municipales,  todos 
ellos  formarán  parte  de  las  juntas. 

El  Juez  de  Letras  presidirá  la  junta,  y 
funcionará  como  Secretario  de  ella,  sin 
voz  ni  voto,  el  Secretario  del  Juzgado. 

Si  hubiere  más  de  un  Juez,  presidirá  e 
de  primera  denominación. 

El  Alcalde  presentará  la  lista  de  las  per- 
sonas capaces,  y  el  Fiscal  del  Juzgado, 
que  también  concurrirá  á  la  junta  con  voz 
pero  sin  voto,  presentará  la  lista  de  las 
personas  inhábiles  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 1.927,  1.928  y  1.929. 

Art.  1.933.  Todos  lósanos  se  reunirá 
la  junta  en  la  primera  quincena  de  octu- 
bre para  hacer  en  las  listas  existentes  las 
rectificaciones  necesarias,  incluyendo  á  los 
que  deban  figurar  en  ellas,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1.926  y  1.927, 
y  excluyendo  á  los  que  se  hallaren  en  al- 
guno de  los  casos  comprendidos  en  los  ar- 
tículos 1.928  y  1.929. 

Art.  1.934.  El  Fiscal  cuidará  de  que  no 
sean  incluidas  en  las  listas  otras  personas 
que  las  que  en  ellas  deban  figurar,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley,  protes- 
tando protestando  en  el  mismo  acto  de  las 
resoluciones  que  no  considere  legales. 

Art.  1.935.  El  día  15  de  octubre  se  ex- 
pondrán las  listas  al  público,  en  la  tabla  de 
avisos  del  Juzgado,  por  el  término  de  quin- 
ce días,  durante  los  cuales  todos  los  veci- 
nos del  término  municipal  podrán  recla- 
mar las  inclusiones  y  exclusiones  que  cre- 
yeren procedentes. 

Los  comprendidos  en  alguno  de  los  casos 
del  articulo  1.931  podrán  pedir  su  propia 
exclusión  de  las  listas. 

Art.  1.936.  Las  reclamaciones  deberán 
hacerse  por  escrito  ante  el  Juez  de  Letras. 

El  reclamante  expresará  la  causa  en  que 
funda  la  inclusión  ó  exclusión  que  solicita, 
y  podrá  presentar,  además,  las  pruebas 
que  tuviese  por  conveniente. 

Art.  1.937.  El  Juez  practicará  suma- 
riamente y  con  citaí^ión  del  Fiscal,  á  ins- 
tancia de  los  interesados  ó  de  oficio,  las 
justificaciones  necesarias  sobre  la  inclu- 
sión ó  exclusión  reclamada;  y  la  junta  re- 
solverá en  la  primera  quincena  de  noviem- 
bre y  en  un  solo  acto  sobre  todas  las  re- 
clamaciones presentadas. 

Art.  1.938.  Las  resoluciones  de  la  jun- 
ta en  todo  caso  se  tomarán  por  mayoría 
absoluta  de  votos,  decidiendo  el  empate,  si 
lo  hubiere,  el  Presidente.  . 


594 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Art.  1.939.  Ultimadas  definitivamente 
las  listas,  se  sacará  copia  certificada  por 
el  Secretario,  con  el  Visto  Bueno  del  Juez, 
quedando  la  lista  original  en  el  libro  de  la 
junta,  que  se  archivará  en  el  Juzgado. 

Art.  1.940.  El  Juez  remitirá  el  15  de 
noviembre  á  la  Secretaría  de  la  Corte  Su- 
prema la  copia  mencionada  en  el  articulo 
anterior,  y  si  hubieren  ocurrido  protestas 
ó  reclamaciones,  remitirá  también  los  an- 
tecedentes. 

Art.  1.941.  La  Corte  Suprema,  con  au- 
diencia de  su  Fiscal,  revisará  en  la  prime- 
ra quincena  de  diciembre  las  listas  de  ju- 
rados, y  tomando  en  consideración  las  pro- 
testas y  reclamaciones,  hará  las  inclusio- 
nes y  exclusiones  que  estime  legales. 

Las  listas  aprobadas  se  comunicarán  in- 
mediatamente á  los  Jueces  de  Letras,  y  se 
publicarán  en  la  Gaceta  Judicial  y  en  la 
del  Gobierno,  antes  del  1.**  de  enero. 

Los  Jueces  al  recibir  las  listas  archiva- 
rán, y  mandarán  sacar  copias  autorizadas 
por  sus  Secretarios,  para  exponerlas  al 
público  en  la  tabla  de  avisos. 

Los  jurados  nombrados  empezarán  á 
ejercer  su  cargo  el  1."  de  enero. 

Art.  1.942.     Los  Fiscales  tendrán  obli- 

? ación  de  poner  en  conocimiento  de  los 
ueces  de  Letras  respectivos,  tan  pronto 
como  de  ello  tengan  conocimiento,  los  in- 
dividuos de  las  listas  aprobadas  que  se  ha- 
llaren ó  recayeren  en  cualquiera  de  los 
casos  de  incapacidad  ó  incompatibilidad  á 
que  se  refieren  los  artículos  1.928  y  1.929, 
acompañando  ó  indicando  los  comproban- 
tes de  los  heclios  que  comuniquen. 

Art.  1.943.  Todas  las  actuaciones  rela- 
tivas á  la  formación  de  listas  de  jurados  y 
á  sus  rectificaciones,  se  formularán  en  pa- 
pel de  'Oficio. 

Sección  quinta. 

De  las  diligencias  preparatorias  para  la  constitu- 
ción del  Tribunal  del  Jurado. 

Art.  1.944.  El  Tribunal  del  Jurado  se 
constituirá  en  la  cabecera  del  departa- 
mento ó  sección  judicial,  en  el  día  que  al 
efecto  señalará  el  Juez  de  Letras  y  bajo  la 
presidencia  del  mismo  Juez. 

También  se  podrá  reunir  en  otra  pobla- 
ción cuando  circunstancias  excepcionales 
lo  exigieren,  á  juicio  de  la  Corte  Suprema. 

Art.  1.945.  Para  la  constitución  del 
Tribunal  del  Jurado,  el  Juez,  con  citación 
del  Fiscal  y  de  los  acusados  y  acusadores, 
ó  de  sus  procuradores  ó  abogados,  practi- 
cará previamente  la  insaculación  y  sorteo 
de  los  jurados.  El  Secretario  depositará  en 
una  urna  los  nombres  de  los  j  urados  que 


comprenda  la  lista  aprobada,  y  sacará  á 
la  suerte  nueve  jurados  si  se  tratare  de 
delito  grave,  y  siete  si  de  simple  delito, 
extrayendo  una  á  una  las  papeletas,  que 
irá  entregando  al  Juez  para  que  las  lea  en 
alta  voz,  de  cuya  diligencia  se  extenderá 
la  correspondiente  acta. 

No  entrarán  en  suerte  los  jurados  res- 
pecto de  los  cuales,  por  antecedentes  que 
el  Fiscal  hubiere  obtenido,  ó  por  documen- 
tos que  los  interesados  presenten,  si  el 
Juez  los  estima  bastantes,  conste  que  están 
en  alguno  de  los  casos  señalados  en  los  ar- 
tículos 1.928  y  1.929. 

Oída  la  lectura  de  cada  papeleta,  el  Fis- 
cal, las  partes  y  sus  defensores  cuando 
asistan  al  acto,  manifestarán  si  recusan  al 
jurado  por  alguna  de  las  causas  enumera- 
das en  el  art.  1.930,  puntualizándola  con 
todas  las  circunstancias  en  que  funden  la 
recusación. 

Así  formulada  ésta,  si  todas  las  otras 
partes  presentes  se  mostraren  conformes 
con  la  certeza  del  motivo  expresado  por  el 
recusante,  se  admitirá  la  recu.sación  sin 
más  pruebas.  En  defecto  de  unanimidad, 
se  sorteará  el  sustituto,  recusable  á  su  vez 
del  jurado  recusado,  para  que  reemplace 
á  éste  en  el  caso  de  ser  admitida  la  recu- 
sación definitivamente  en  vista  de  las 
pruebas. 

Se  continuará  extrayendo  papeletas, 
hasta  completar  el  número  que  señala  el 
párrafo  primero  de  este  artículo,  de  jura- 
dos contra  los  cuales  no  penda  recusación 
por  alguno  de  los  motivos  del  art.  1.930. 

Los  dos  últimos  jurados  cuyos  nombres 
salgan  de  la  urna  serán  los  que  funcionen 
como  suplentes.  Terminado  el  acto  á  que 
se  refiere  este  articulo,  las  partes  no  po- 
drán proponer  recusación  fundada  en  las 
causas  que  enumera  el  art.  1.930.  Los  ac- 
tores civiles  y  los  responsables  civilmente 
no  intervendrán  en  esta  recusación. 

Art.  1.946.  En  el  acto  mismo  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior,  si  se  hubieren 
propuesto  recusaciones  no  admitidas  de 
plano,  el  Juez  señalará  el  dia  en  que  ha  de 
oir,  respecto  de  las  mismas,  al  recusante 
y  á  las  otras  partes  que  quieran  concu- 
rrir. 

Para  la  audiencia  que  se  señalare,  y  que 
se  verificará  dentro  de  los  diez  días  si- 
guientes al  sorteo,  se  tendrán  como  cita- 
das las  partes  que  concurrieren  á  dicho 
acto,  y  no  se  harán  otras  citaciones. 

Deberán  preparar.se  las  pruebas  perti- 
newtes  á  las  recusaciones  en  los  primeros 
cinco  días,  no  siendo  admisible  la  testifical 
cuya  lista  no  quede  presentada  en  los  dos 
días  subsiguientes  al  acto  del  sorteo.  Con- 
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tra  las  providencias  del  Juez  sobre  admi- 
sión de  pruebas  en  estas  incidencias  no  se 
dará  recurso  alguno. 

En  el  día  señalado,  el  Juez  examinará 
los  testigos  oportunamente  designados , 
recibirá  y  verá  las  demás  pruebas,  y  oirá 
á  las  partes  que  hubieren  concurrido. 

Resolverá  en  la  siguiente  audiencia  acer- 
ca de  las  recusaciones,  designando  en  su 
caso  á  los  sustitutos  sorteados  de  los  que 
queden  excluidos. 

Si  la  recusación  resultase  arbitraria  ó 
de  mala  fe,  se  impondrá  al  recusante  una 
multa  de  tres  á  diez  pesos.  Contra  esta  re- 
solución y  las  demás  que  adopte  el  Juez  en 
el  curso  de  las  operaciones  á  que  se  refie- 
re este  articulo  y  el  anterior,  no  cabe  re- 
curso alguno,  salvo  lo  que  previene  el  ar- 
tículo 2.042,  número  9.° 

Art.  1.947.  En  el  mismo  acto  del  sor- 
teo, si  no  quedaren  recusaciones  pendien- 
tes, ó  en  la  sentencia  de  las  recusaciones, 
el  Juez  ordenará  la  citación  de  los  jurados 
que  deban  formar  el  Tribunal,  para  que 
concurran  al  juicio  en  el  día,  hora  y  sitio 
que  les  señalare,  dentro  de  los  diez  si- 
guientes, bajo  la  responsabilidad  del  ar- 
tículo 1.950. 

Se  citará  asimismo  á  los  peritos  y  testi- 
gos que  las  partes  hubieren  designado  para 
justificar  los  particulares  de  prueba  admi- 
tidos, de  conformidad  con  los  artículos 
1.901  y  1.902. 

Para  estas  citaciones,  el  Juez  concillará 
la  celeridad  de  la  administración  de  justi- 
cia con  la  defensa  de  las  partes. 

Art.  1.948.  El  Juez  dispondrá  que  los 
procesados  presos  sean  trasladados  conve- 
nientemente al  lugar  donde  ha  de  reunirse 
el  Jurada,  y  que  se  les  cite  para  el  acto  del 
juicio,  lo  mismo  que  á  los  que  se  hallaren 
en  libertad  provisional,  á  sus  fiadores  y  á 
las  personas  civilmente  responsables. 

Igual  citación  .se  hará  al  Ministerio  Fis- 
cal, al  querellante  particular  y  al  actor 
civil  en  su  caso. 

La  falta  de  esta  citación  será  motivo  de 
ca.sación,  si  el  que  debiere  ser  citado  no 
compareciere  en  el  juicio. 

Art.  1.949.  Si  al  [jracticar.se  las  cita- 
ciones resultare  haber  fallecido  alguno  de 
los  jurados  designados,  ó  hallarse  física- 
mente impedido  de  concurrir,  ó  estar  au- 
sente sin  que  se  espere  su  regreso  oportu- 
no, se  hará  constar  por  el  Juez,  acreditan- 
do la  defunción  por  certificación  del  Re- 
gistro, el  impedimento  físico  por  recono- 
cimiento del  Médico  Forense,  y  la  ausencia 
por  informe  de  dos  vecinos,  que  recibirá  y 
certificará  el  Receptor  del  Juzgado. 

Art.  1.950.    La  instalación  del  Tribunal 


del  Jurado  no  se  suspenderá  por  la  falta  de 
alguno  de  los  designados,  con  tal  que  con- 
curran, entre  propietarios  y  suplentes, 
siete  si  se  tratase  de  delito  grave,  y  cinco 
si  de  simple  delito. 

Cuando  no  se  reúna  este  número,  se 
suspenderá  la  instalación  por  el  tiempo 
absolutamente  preciso  para  que  concuri'an 
los  ausentes  ó  para  completar  aquél  con 
otros  jurados,  que  se  sortearán  en  la  forma 
determinada  por  el  art.  1.945. 

El  Juez  acordará  al  mismo  tiempo,  de 
plano  y  sin  más  recurso  que  el  de  reposi- 
ción, la  imposición  de  una  multa  de  tres  á 
diez  pesos  á  los  que  hubiesen  dejado  de 
concurrir  sin  causa  legítima. 

Cuando  la  causa  legítima  de  no  asistir  á 
la  instalación  del  Jurado  hubiere  sobreve- 
nido después  de  verificada  la  citación,  .se 
justificará  conforme  se  determina  por  el 
artículo  anterior,  y  lo  más  tarde  en  el 
momento  de  la  instalación. 

Sección  sexta. 

De  la  instalación  del  Jurado. 

Art.  1.951.  En  el  día  señalado  para  la 
constitución  del  Tribunal  del  Jurad©,  si  el 
número  fuese  suficiente,  el  Juez  abrirá  la 
sesión,  y  llamando  uno  á  uno  á  los  jurados 
presentes,  les  recibirá  la  promesa  consti- 
tucional, si  no  estuvieren  comprendidos  en 
alguno  de  ios  casos  expresados  en  los  ar- 
tículos 1.928,  1.929  y  1.930. 

El  Juez  resolverá  de  plano,  en  el  mo- 
mento de  la  instalación,  las  cuestiones  que 
ocurran  con  posterioridad  al  sorteo,  sobre 
incapacidad  ó  sobre  incompatibilidad  ab- 
soluta ó  relativa  de  los  jurados. 

Art.  1.952.  Puestas  de  pie  todas  las 
personas  presentes,  y  acercándose  los  ju- 
rados uno  á  uno  á  la  mesa  del  Juez,  les 
recibirá  la  promesa,  en  alta  y  clara  voz,  en 
los  términos  siguientes:  «Prometo  ser  fiel 
á  la  República,  cumplir  y  hacer  cumplir' 
la  Constitución  y  las  leyes.» 

Después  que  todos  los  jurados  hayan 
prestado  la  promesa,  permaneciendo  de 
pie,  el  Juez  les  dirá:  «La  ley  os  obliga  á 
desempeñar  bien  y  fielmcate  vuestro  car- 
go; examinando  con  rectitud  los  hechos  en 
que  .se  funda  la  acusación  contra  N.  y  N.; 
apreciando  sin  odio  ni  afecto  las  pruebas 
que  se  os  dieren,  y  resolviendo  con  impar- 
cialidad si  son  ó  no  responsables  de  los 
hechos  que  se  les  imputan.  Si  asi  lo  hicie- 
reis, Dios  y  vuestros  conciudadanos  os  lo 
premien;  y  si  no,  os  lo  demanden.» 

Seguidamente  tomarán  asiento  á  dere- 
cha é  izíjuierda  del  Juez,  ocupando  los  dos 
últimos  asientos  los  dos  suplentes,  y  el 
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Juez  declarará  constituido  el  Tribunal  y 
abierto  el  juicio. 

Art.  1.953.     El  jurado  que  se  negare  á 

f (restar  la  promesa,  será  conminado  con 
a  multa  de  tres  á  diez  pesos,  que  el  Juez 
le  impondrá  en  el  acto,  si  á  pesar  de  la 
conminación  continúa  negándose  á  prestar 
la  promesa.  Cuando  después  de  esto  toda- 
vía persistiese  en  su  resistencia,  se  le  pro- 
cesará con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 230  del  Código  Penal,  y  entrará  á 
desempeñar  el  cargo  uno  de  los  suplentes. 

Sección  séptima. 
Del  jnicio. 

Art.  1.954.  No  podrá  ser  objeto  de  cada 
juicio  más  que  un  sólo  delito  y  los  que  con 
él  fuesen  conexos. 

El  Juez,  al  declarar  abierto  el  período 
de  las  pruebas,  manifestará  el  objeto  del 
Juicio. 

Art.  1.955.  Seguidamente  el  Secretario 
dará  cuenta  del  hecho  ó  hechos  sobre  que 
versa  el  proceso,  leyendo  una  relación 
breve  y  completa  del  sumario,  que  deberá 
formar  antes  de  la  apertura  del  juicio. 

Dará  también  lectura  á  los  escritos  de 
caliñcación,  omitiendo  las  conclusiones  re- 
ferentes á  la  detecminación  de  las  penas,  y 
leerá  las  listas  de  peritos  y  testigos  que  se 
hubiesen  presentado  oportunamente,  ha- 
ciendo relación  de  las  demás  pruebas  pro- 
puestas y  admitidas. 

Art.  1.956.  Acto  continuo  se  verificará 
el  interrogatorio  del  procesado  ó  procesa- 
dos, que  estarán  en  inmediata  comunica- 
ción con  sus  defensores,  y  se  pasará  á  la 
práctica  de  las  diligencias  de  prueba  ad- 
mitidas, empezando  por  la  que  hubiere 
ofrecido  el  Fiscal,  continuando  con  la  pro- 
puesta ñor  los  demás  actores,  y  por  último 
con  la  de  los  procesados,  trasladándose  el 
Jurado  al  lugar  del  suceso  cuando  lo  esti- 
me necesario. 

Las  incidencias  sobre  admisión  de  prue- 
ba serán  decididas  por  el  Juez. 

Las  pruebas  de  cada  parte  se  practica- 
rán .según  el  orden  con  que  hayan  sido 
propuestas  en  el  escrito  correspondiente. 
Los  testigos  serán  examinados  también 
por  el  orden  con  que  figuren  sus  nombres 
en  I  is  listas. 

El  Juez,  .sin  embargo,  ya  de  oficio,  ya  á 
instancia  de  cualquiera  de  las  partes,  po- 
drá alterar  el  orden  de  las  pruel)as  cuando 
así  fuere  conveniente  para  el  mayor  escla- 
recimiento de  los  hechos. 

Art.  1.957.  I.a  práctica  de  las  diligen- 
oias  de  prueba  ante  el  Tribunal  del  Jurado 


se  sujetará  á  lo  dispuesto  en  el  capitulo  V, 
título  II  de  este  libro,  con  las  modificacio- 
nes contenidas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1.958.  El  Juez  preguntará  al  testi- 
go acerca  de  las  circunstancias  expresadas 
en  el  primer  párrafo  del  art.  1.691,  des- 
pués de  lo  cual  la  parte  que  lo  haya  pre- 
sentado podrá,  con  la  venia  del  Juez,  ha- 
cerle las  preguntas  que  tenga  por  conve- 
niente. Las  demás  partes  podrán  también 
dirigirles  las  preguntas  que  consideren 
oportunas  y  fueren  pertinentes  en  vista  de 
sus  contestaciones. 

El  Juez  podrá  dirigir  á  los  testigos  las 
preguntas  que  estime  conducentes  para 
depurar  los  hechos  sobre  lo  que  declaren. 

Art.  1.959.  El  Juez  no  permitirá  que  el 
testigo  conteste  á  preguntas  ó  repreguntas 
capciosas,  sugestivas  ó  impertinentes. 

Contra  la  resolución  que  sobre  este  ex- 
tremo adopte,  podrá  interponerse  en  su 
dia  el  recurso  de  casación,  si  se  hiciere  en 
el  acto  la  correspondiente  protesta. 

En  este  caso  el  Secretario  consignará  á 
la  letra  en  el  acta  las  preguntas  ó  repre- 
guntas á  que  el  Juez  haya  prohibido  con- 
testar. 

Art.  1.960.  Podrán  las  partes  pedir  que 
el  testigo  reconozca  los  instrumentos  ó 
efectos  del  delito,  ó  cualquiera  otra  pieza 
de  convicción. 

Art.  1.961.  Los  testigos  expresarán  la 
razón  de  su  dicho,  y,  si  fueren  de  referen- 
cia, precisarán  el  origen  de  ly  noticia, 
designando  con  su  nombre  y  apellido,  ó 
con  las  señas  con  que  fuere  conocido,  á  la 
persona  que  se  la  hubiere  comunicado. 

Art.  1.962.  Cuando  el  testigo  no  hubie- 
re comparecido  por  imposibilidad,  y  el 
Tribunal  considere  de  importancia  su  de- 
claración para  el  éxito  del  juicio,  el  Juez 
designará  á  uno  de  los  individuos  del  mis- 
mo para  que,  constituyéndose  en  la  resi- 
dencia del  testigo,  si  la  tuviera  en  el  lugar 
del  juicio,  puedan  las  partes  hacer  las  pre- 
guntas que  consideren  oportunas. 

El  Secretario  extenderá  d  ligencia,  ha- 
ciendo constar  las  preguntas  ó  repreguntas 
que  se  hayan  hecho  al  testigo,  las  contes- 
taciones de  éste  y  los  incidentes  que  hu- 
bieren ocurrido  en  el  acto. 

Art.  1.963.  Si  el  testigo  imposibilitado 
do  concurrir  á  la  sesión  no  residiere  en  el 
punto  en  que  la  misma  so  celebre,  se  libra- 
rá exhorto  ó  despacho  para  que  sea  exa- 
minado ante  el  Juez  correspondiente,  con 
sujeción  á  las  prescripciones  contenida» 
en  esta  sección. 

Cuando  la  parte  ó  las  partos  prefiera» 
que  en  el  exhoi-to  ó  despachó  se  consignen 
por  escrito  las  preguntas  y  reiiroguntaa,  el 
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Juez  accederá  á  ello  si  no  fueren  capciosas, 
sugestivas  ó  impertinentes. 

Art.  1.964.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  tendrá  también  aplicación 
al  caso  en  que  el  Juez  ordene  que  el  testi- 
go declare  ó  practique  cualquier  recono- 
cimiento en  un  lugar  determinado,  fuera 
de  aquel  en  que  se  celebre  la  audiencia. 

Art.  1.965.  Cuando  se  desestime  cual- 
quiera pregunta  por  capciosa,  sugestiva  ó 
impertinente  en  los  casos  de  los  tres  artícu- 
los anteriores,  podrá  prepararse  el  recurso 
de  casación  del  modo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 1.959. 

Art.  1.966.  Los  peritos  podrán  ser  recu- 
sados por  las  causas  y  en  la  forma  pres- 
crita en  los  artículos  1.723  y  1.724. 

La  sustanciación  de  los  incidentes  de 
recusación  tendrá  lugar  precisamente  en 
el  tiempo  que  media  desde  la  admisión  de 
las  pruebas  propuestas  por  las  partes  hasta 
la  apertura  de  las  sesiones. 

Estos  incidentes  se  sustanciarán  en  la 
forma  señalada  para  la  recusación  de  los 
jurados. 

Art.  1.967.  Los  peritos  que  no  hayan 
sido  recusados  serán  examinados  juntos 
cuando  deban  declarar  sobre  unos  mismos 
hechos,  y  contestarán  á  las  preguntas  y 
repreguntas  que  las  partes  les  dirijan. 

Art.  1.968.  Si  para  contestarlas  consi- 
derasen necesaria  la  práctica  de  cualquier 
reconocimiento,  harán  éste,  acto  continuo, 
en  el  local  de  la  misma  audiencia,  si  fuere 
posible. 

En  otro  caso,  se  suspenderá  la  sesión  por 
el  tiempo  necesario,  á  no  ser  que  puedan 
continuar  practicándose  otras  diligencias 
de  prueba  entretanto  que  los  peritos  veri- 
fican el  reconocimiento. 

Art.  1.969.  Los  jurados,  previa  láve- 
nla del  Juez,  podrán  dirigir  á  las  partes, 
peritos,  testigos  y  procesados  las  pregun- 
tas que  estimen  conducentes  para  acla- 
rar y  fijar  los  hechos  sobre  que  verse  la 
prueba. 

Si  las  preguntas  fuesen  impertinentes  ó 
capciosas,  el  Juez  negará  la  venia  y  .se  in- 
sertarán en  el  acta  las  preguntas  recha- 
zadas. 

El  Juez,  antes  de  dar  principio  á  los  in- 
terrogatorios y  pruebas,  advertirá  á  los 
jurados  la  facultad  que  por  este  artículo  se 
les  concede. 

Art.  1.970.  El  Tribunal  examinará  por 
si  mi^mo  los  libros,  documentos,  papeles  y 
demás  j)iezas  de  convicción  que  puedan 
contribuir  al  esclarecimiento  de  los  hechor 
ó  á  la  má.-i  segura  investigación  de  la  ver- 
dad. 

Art.  1.971.     Parala  [irueba  de   inspec- 


ción ocular  que  no  se  haya  practicado  an- 
tes de  la  apertura  de  las'sesiones,  si  el  lu- 
gar que  debe  ser  inspeccionado  se  hallare 
en  la  cabecera  del  Juzgado  de  Letras,  se 
constituirá  en  él  el  Tribunal  con  las  partes, 
y  el  Secretario  extenderá  diligencia  expre- 
siva del  lugar  ó  cosa  inspeccionada,  ha- 
ciendo constar  en  ella  las  observaciones  de 
las  partes  y  demás  incidentes  que  ocurran. 

Si  el  lugar  estuviere  fuera  de  la  cabece- 
ra, se  constituirá  en  él  con  las  partes  el 
individuo  del  Tribunal  que  el  Juez  desig- 
ne, practicándose  las  diligenciasen  la  for- 
ma establecida  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  1.972.  No  podrán  practicarse  otras 
diligencias  de  prueba  que  las  propuestas 
por  las  partes,  antes  de  la  apertura  de  las 
sesiones,  ni  ser  examinados  otros  testigos 
que  los  comprendidos  en  las  listas  presen- 
tadas. 

Art.  1.973.  Se  exceptúan  de  lo  dispues- 
to en  el  articulo  anterior: 

1.°  Los  careos  de  los  testigos  entre  sí  ó 
con  los  procesados,  ó  entre  éstos,  que  el 
Juez  acuerde  de  oficio  ó  á  propuesta  de 
cualquiera  de  las  partes. 

2.°  Las  diligencias  de  prueba  no  pro- 
puestas por  ninguna  de  las  partes,  que  el 
Tribunal  considere  necesarias  para  la  com- 
probación de  cualquiera  de  los  hechos  que 
hayan  sido  objeto  de  los  escritos  de  califi- 
cación. 

3.°  Las  diligencias  de  prueba  de  cual- 
quiera clase  que  en  el  acto  ofrezcan  las 
partes  para  acreditar  alguna  circunstan- 
cia que  pueda  influir  en  el  valor  probatorio 
de  la  declaración  de  un  testigo,  si  el  Tri- 
bunal las  considera  admisibles. 

Art.  1.974.  Podrán  también  leerse,  á 
instancia  de  cualquiera  de  las  partes,  ó  de 
oficio,  las  diligencias  practicadas  en  el  su- 
mario. 

Art.  1.975.  El  Juez  adoptará  las  dispo- 
siciones convenientes  para  evitar  que  los 
procesados  que  se  hallen  en  libertad  pro- 
visional se  ausenten  ó  dejen  de  compare- 
cer á  las  sesiones,  desde  que  éstas  den 
principio  hasta  que  se  pronuncie  la  sen- 
tencia. 

Art.  1.976.  Practicadas  todas  las  prue- 
bas, podrán  las  partes  reformar  sus  con- 
clusiones escritas  sin  determinar  en  este 
estado  la  pena,  y  seguidamente  usarán  de 
la  palalira  el  Ministerio  Fiscal,  el  quere- 
llante particular  y  el  actor  civil,  si  lo  hu- 
biere. 

En  sus  informes  se  limitarán  á  a]irec¡ar 
las  pruebas  practicadas,  á  calificar  jurídi- 
camente los  hechos  que  resulten  probados 
y  á  determinar  la  particii)ac¡ón  que  en 
ellos  hubiere  tenido  cada  uno  de  los  pro- 
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cesados,  así  como  las  circunstancias  exi- 
mentes, atenuantes  ó  agravantes  de  la  res- 
ponsabilidad de  éstos,  cuando  las  haya. 

Hablarán  después  los  defensores  de  los 
acusados  y  los  responsables  civilmente  so- 
bre lo  mismo  que  hubiere  sido  objeto  de  la 
acusación,  y  sobre  todos  los  hechos  ó  cir- 
cunstancias'^ que  puedan  contribuir  á  de- 
mostrar la  irresponsabilidad  criminal  de 
los  procesados,  ó  la  atenuación  de  su  de- 
lincuencia. No  se  permitirán  rectifícacio- 
nes  sino  de  hecho. 

Art.  1.977.  Terminados  los  informes, 
el  Juez  preguntará  á  los  procesados  si  tie- 
nen algo  que  manifestar  por  si  mismos  al 
Tribunal. 

Si  contestaren  afirmativamente,  les  con- 
cederá la  palabra,  permitiéndoles  decir 
todo  cuanto  creyesen  conveniente  para  su 
defensa,  pero  sin  consentir  que  ofendan 
con  sus  palabras  la  moral,  ni  falten  al  res- 
peto al  Tribunal,  ó  á  las  consideraciones 
debidas  á  las  demás  personas. 

Art.  1.978.  Después  de  esto,  el  Juez 
preguntará  á  los  jurados  si  consideran  ne- 
cesaria alguna  mayor  instrucción  sobre 
cualquiera  de  los  puntos  que  sean  objeto 
del  juicio,  acordando  las  que  reclamaren, 
si  fuere  posible. 

Art.  1.979.  En  seguida  hará  el  Juez  «1 
resumen  de  las  pruebas,  sin  entrar  en  su 
apreciación;  el  resumen  de  los  informes 
del  Ministerio  Fiscal  y  de  los  defensores 
de  las  partes,  asi  como  de  lo  manifestado 
por  los  procesados,  presentando  los  hechos 
con  la  mayor  precisión  y  claridad,  y  abs- 
teniéndose*^ cuidadosamente  de  revelar  su 
propia  opinión. 

Expondrá  detenidamente  á  los  jurados 
la  naturaleza  de  los  hechos  sobre  que  haya 
versado  la  discusión,  determinando  las  cir- 
cunstancias constitutivas  del  delito  impu- 
tado á  los  acusados. 

Expondrá  asimismo  la  índole  y  natura- 
leza de  las  circunstancias  eximentes,  ate- 
nuantes y  agravantes  que  hayan  sido  ob- 
jeto de  prueba  y  discusión,  y  en  suma,  to- 
do lo  que  yjueda  contril)uir  á  que  los  jura- 
dos aprecien  con  exactitud  la  índole  de  los 
hechos  y  la  participación  que  en  ellos  hu- 
biese tenido  cada  uno  de  los  procesa- 
dos. 

Todo  esto  lo  hará  el  Juez  con  la  más  es- 
tricta imparcialidad,  y  llamará  la  atención 
de  los  jurados  sobre  la  importancia  del  de- 
ber que  van  á  cumplir,  y  muy  especial- 
mente sobre  las  disposiciones  de  la  ley  con- 
cernientes á  su  deliberación  v  voto. 


Sección  octava. 

De  las  cuestiones  y  preguntas  á  que  han  de  res- 
ponder los  jurados. 

Art.  1.980.  Concluido  el  resumen  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  el  Juez  for- 
mulará las  preguntas  que  el  Jurado  haya 
de  contestar,  con  arreglo  á  las  conclusio- 
nes definitivas  de  la  acusación  y  de  la  de- 
fensa. 

Art.  1.981.  Cuando  las  conclusiones  de 
la  acusación  y  de  la  defensa  sean  contra- 
dictorias, de  tal  suerte  que,  resuelta  una 
en  sentido  afirmativo,  no  pueda  menos  de 
quedar  resuelta  la  otra  en  sentido  negati- 
vo, ó  viceversa,  se  formulará  una  sola  pre- 
gunta. 

Art.  1.982.  El  hecho  principal  será 
siempre  objeto  de  la  primera  pregunta; 
pero  respecto  de  él,  como  respecto  de  los 
demás  sobre  que  hayan  versado  las  prue- 
bas del  juicio,  podrán  hacerse  tantas  pre- 
guntas cuantas  fueren  necesarias  para  que 
en  las  contestaciones  de  los  jurados  haya 
unidad  de  concepto,  y  para  que  no  se  acu- 
mulen en  una  misma  pregunta  términos 
que  puedan  ser  contestados  afirmativa- 
mente unos  y  negativamente  otros. 

Sin  perjuicio  de  la  cuestión  de  culpabi- 
lidad ó  inculpabilidad  del  agente,  sobre  la 
cual  declararán  los  jurados  con  libertad  de 
conciencia,  los  hechos  contenidos  en  las 
preguntas,  ya  sean  relativas  á  elementos 
morales,  ya  á  materiales,  serán  los  refe- 
rentes á  la  existencia  de  estos  mismos  ele- 
mentos del  delito  imputado,  á  la  participa- 
ción de  los  acusados  como  autores,  cóm- 
plices ó  encubridores,  al  estado  de  consu- 
mación, frustramiento,  tentativa,  conspi- 
ración ó  proposición  á  que  llegó  el  delito, 
yá  las  circunstancias  eximentes,  atenuan- 
tes ó  agravantes  que  hubieren  concurrido. 

Si  por  la  acusación  ó  la  deíensa  se  sus- 
citare la  cuestión  de  considerarse  cometi- 
do el  delito  por  imprudencia  punible,  se 
formularán  las  preguntas  encaminadas  á 
que  el  veredicto  del  Jurado  conteste  res- 
pecto á  si  los  hechos  ó  serie  de  hechos  se 
ejecutaron  con  intención,  ó  con  descuido  ó 
negligencia  graves,  ó  con  simple  negligen- 
cia ó  descuido. 

Si  en  cualquier  delito  ó  circunstancias 
del  mismo  se  contuviese  algún  concepto 
exclusivamente  jurídico,  que  pueda  apre- 
ciarse independientemente  de  los  elemen- 
tos materiales  ó  morales  constitutivos  del 
delito  ó  de  sus  circunstancias,  no  se  for- 
mulará sobre  él  pregunta  alguna,  reser- 
vándose su  apreciación  al  Juez  de  derecho. 

Art.  1.983.  Si  el  reo  fuere  mayor  de 
diez  años  y  menor  de  quince,  se  formulará 
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una  pregunta  especial,  para  que  el  Jurado 
resuelva  si  ha  obrado  ó  no  con  discerni- 
miento. 

Art.  1.984.  Si  fueren  dos  ó  más  los  pro- 
cesados en  el  juicio,  se  formularán  pre- 
guntas separadas  por  cada  uno;  y  si  hubie- 
sen sido  objeto  del  juicio  dos  ó  más  delitos, 
se  formularán  también  respecto  á  cada 
uno  todas  las  preguntas  correspondientes. 

Art.  1.985.  El  Juez  formulará  además 
las  preguntas  que  resultaren  de  las  prue- 
bas, aunque  no  hubieren  sido  comprendi- 
das en  las  conclusiones  de  la  acusación  y 
de  la  defensa. 

No  se  formularán  preguntas  sobre  res- 
ponsabilidad civil  de  los  procesados  ni  de 
otras  personas. 

Art.  1.9S6.  La  fórmula  de  las  pregun- 
tas será  la  siguiente:  «¿A^.  N.  es  culpa- 
ble....)>  (Aquí  se  describirán  con  precisión 
y  claridad,  en  las  preguntas  que  se  juz- 
guen necesarias,  el  hecho  ó  hechos  que 
sirvan  de  fundamento  á  las  conclusiones 
definitivas  de  la  acusación  y  de  la  defensa, 
y  en  su  caso,  á  las  formuladas  por  el  Juez 
en  uso  de  las  facultades  que  le  concede  el 
artículo  anterior,  respecto  al  hech»  princi- 
pal, f.iltas  incidentales,  participación  en 
elloí  de  los  acusados,  y  estado  á  que  llegó 
el  delito.) 

u¿Eri  la  ejecución  del  hecho  han  concu- 
rrido.. »  (Aquí  se  describirán  con  preci- 
sión y  claridad,  en  las  preguntas  que  se 
juzguen  necesarias,  los  hechos  que  sirvan 
de  fundamento  á  las  conclusiones  definiti- 
vas de  la  acusación  y  de  la  defensa,  y  en 
su  caso,  á  las  formuladas  por  el  Juez  en 
uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  artícu- 
lo anterioi-,  por  lo  que  hace  relación  á  las 
circunstancias  de  exención  de  responsabi- 
lidad criminal.) 

Si  se  trata  de  un  menor  de  quince  años, 
se  preguntará: 

«¿N.  N.  obró  con  discernimiento  al  eje- 
cutar el  hecho » 

Si  se  trata  de  imprudencia  punible,  se 
preguntará: 

K¿N.  N.  obró  con  inienrión »  (ó  con 

descuido,  ó  con  descuido  ó  negligencia 
graves,  ó  con  simple  negligencia  ó  descui- 
do, según  los  casos.) 

tiiEl  hecho  se  ha  ejecutado (Aquí 

se  describirán  con  precisión  y  claridad,  en 
las  preguntas  que  so  juzguen  necesarias, 
los  hechos  que  sirvan  de  fundamento  á  las 
conclusiones  definitivas  de  la  acusación  y 
de  la  defen.sa,  y  en  su  caso,  á  las  formula- 
das por  el  Juez  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  articulo  anterior,  por  lo  que 
hace  relación  á  las  circunstancias  atenuan- 
tes y  agravantes.) 


Al  formular  estas  preguntas  se  tendrá 
presente  lo  ordenado  en  el  art.  1.982,  y  se 
cuidará  de  omitir  toda  denominación  ju- 
rídica. 

Art.  1.987.  El  Juez  redactará  por  es- 
crito las  preguntas,  leyéndolas  después  en 
alta  voz. 

Si  alguna  de  las  partes  reclamase  contra 
cualquiera  de  las  preguntas  formuladas, 
por  deficiente,  por  defectuo.sa,  por  no  ha- 
berse formulado  alguna  que  procediese,  ó 
haberse  hecho  alguna  indebida,  el  Juez  re- 
.solverá  en  el  acto  la. reclamación,  oyendo 
antes  al  Fiscal  y  á  los  defensores  de  las 
partes. 

Contra  esta  reclamación  no  procederá 
otro  recurso  que  el  de  casación,  si  se  pre- 
parase en  el  acto  por  medio  de  la  corres- 
pondiente protesta. 

Art.  1.988.  Si  cualquiera  de  los  jura- 
dos tuviere  duda  sobre  la  inteligencia  de 
alguna  de  las  preguntas,  podrá  pedir  que 
se  aclare  la  palabra  ó  concepto  dudoso,  y 
el  Juez  dará  la  explicación  pedida. 

Sección  novena. 

De  la  deliberación  de  los  jurades  y  del  vei-edicto. 

Art.  1.989.  Acto  continuo,  el  Juez  en- 
tregará las  preguntas  á  los  jurados,  que- 
dándose con  copia  de  las  mismas,  sacada 
por  el  Secretario,  los  que  se  retirarán  á  la 
.sala  destinada  para  sus  deliberaciones. 

También  se  les  entregarán,  si  lo  solici- 
tan, las  piezas  de  convicción  que  hubiere, 
y  la  causa,  sin  los  escritos  de  calificación. 

Art.  1.990.  Al  retirarse  los  jurados 
para  deliberar,  y  puestas  de  pie  todas  las 
personas  presentes,  el  Juez  les  dirá  en  alta 
y  clara  voz:  «La  ley  no  pide  á  los  jurados 
cuenta  de  los  medios  por  los  cuales  han  lle- 
gado á  formar  su  convicción:  la  ley  no  les 
prescribe  reglas  para  deducir  la  plenitud  y 
la  suficiencia  de  una  prueba:  sólo  les  pres- 
cribe interrogarse  á  sí  mismos  en  el  silencio 
y  el  recogimiento,  y  buscar  en  la  sinceri- 
dad de  su  conciencia  qué  impresión  han 
hecho  en  su  razón  las  pruebas  producidas 
en  contra  y  en  defensa  del  acusado.  La  ley 
no  les  dice:  tendréis  por  verdad  tal  hecho 
comprobado  por  tal  medio:  sólo  les  hace 
ésta  pregunta,  que  encierra  la  extensión 
de  sus  deberes:  ¿tenéis  una  íntima  convic- 
ción?» 

Art.  1.991.  El  primero  de  los  jurados 
por  el  orden  en  que  sus  nombres  hubiesen 
salido  en  el  sorteo,  desempeñará  las  fun- 
ciones de  Presidente,  á  no  ser  que  la  ma- 
yoría acordare  otro  nombramiento. 

Art.  1.992.  La  deliberación  tendrá  lu- 
gar á  puerta  cerrada,  no  permitiendo  el 
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Juez  la  comunicación  de  los  jurados  con 
ninguna  persona  extraña,  á  cuyo  efecto 
adoptará  las  disposiciones  que  considere 
convenientes,  y  no  se  interrumpirá  hasta 
que  hayan  sido  contestadas  las  preguntas. 

Art.  1.993.  Terminada  la  deliberación, 
se  procederá  á  la  votación  de  cada  una  de 
las  preguntáis,  por  el  orden  con  que  se  hu- 
biesen formulado  por  el  Juez. 

Art.  1.994.  La  votación  será  nominal  y 
en  alta  voz,  contestando  cada  uno  de  los 
jurados,  según  su  conciencia,  y  bajo  la 
promesa  prestada,  á  cada  una  de  las  pre- 
guntas: Si  ó  No. 

Art.  1.995.  La  mayoría  absoluta  de  vo- 
tos formará  veredicto. 

En  caso  de  empate,  .se  entenderá  votada 
la  inculpabilidad.  Si  se  tratase  de  hechos 
relativos  á  circunstancias  agravantes,  se 
entenderá  votada  la  exclusión  de  éstas.  Si 
de  hechos  relativos  á  circunstancias  ate- 
nuantes ó  eximentes,  se  entenderá  votada 
la  existencia  de  ellas. 

Art.  1.996.  Ninguno  de  los  jurados  po- 
drá abstenerse  de  votar. 

El  que  insistiere  en  abstenerse  después 
de  requerido  tres  veces  por  el  Presidente, 
incurrirá  en  la  pena  señalada  en  el  segun- 
do párrafo  del  art.  363  del  Código  Penal. 

La  abstención,  sin  embargo,  se  reputará 
voto  á  favor  de  la  inculpabilidad. 

Art.  1.997.  Concluida  la  votación,  se 
extenderá  en  la  forma  siguiente:  «Los  ju- 
rados han  deliberado  sobre  las  preguntas 
que  se  han  sometido  á  su  resolución;  y 
bajo  la  promesa  que  prestaron,  declaran 
solemnemente  lo  siguiente: 

A  la  pregunta (Aquí  las  preguntas 

copiadas):  Si  ó  No.-» 

Y  así  todas  las  preguntas,  por  el  orden 
con  que  hubieren  sido  resueltas. 

Art.  1.998.  En  el  acta  no  podrá  hacer- 
se constar  si  el  acuerdo  se  tomó  por  ma- 
yoría ó  por  unanimidad,  y  será  firmada 
por  todos  los  jurados. 

El  que  no  lo  hiciere  después  de  requeri- 
do tres  veces,  incurrirá  en  la  pena  á  que 
se  refiere  el  art.  1.996. 

Art.  1.999.  El  jurado  que  revelase  el 
voto  que  hubiere  emitido,  ó  el  que  hubiere 
dado  cualquiera  de  sus  colegas,  salvo  lo 
que  se  dispone  en  el  art.  2.023,  será  con- 
siderado como  funcionario  público  para 
los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  art.  358 
del  Código  Penal. 

Art.  2.000.  Escrita  y  firmada  el  acta, 
volverán  losjuradosá  la  sala  del  Tribunal, 
y  ocupando  sus  respectivos  asientos,  el 
que  hubiere  desempeñado  las  funciones  de 
Presidente  leerá  el  acta  en  alta  voz,  en- 
tregándola después  al  Juez  de  derecho. 


En  este  estado  del  juicio,  los  suplentes 
cesarán  de  funcionar,  pudiendo  retirarse; 
y  mientras  que  los  jurados  propietarios 
deliberen,  permanecerán  con  el  Juez,  por 
si  acaso  ocurriera  cualquier  accidente  que 
exigiere  la  sustitución  de  alguno  de  aqué- 
llos. 

Sección  décima. 
Del  jnicio  de  derecho. 

Art.  2.001.  Cuando  el  veredicto  fuese 
de  culpabilidad  para  alguno  de  los  acusa- 
dos, el  Juez  concederá  la  palabra  al  Fis- 
cal y  á  la  representación  de  los  actores 
particulares,  para  que  informen  lo  que 
tengan  por  conveniente,  así  sobre  la  pena 
que  debe  imponerle  á  cada  uno  de  los  de- 
clarados culpables,  como  sobre  la  respon- 
sabilidad civil  y  su  cuantía. 

Después  del  Fiscal  y  de  la  representa- 
ción de  los  actores  particulares,  informa- 
rán las  de  los  procesados  y  las  de  las  de- 
más personas  civilmente  responsables. 

En  los  informes  se  limitarán  á  tratar  las 
cuestiones  legales,  ajustándose  necesaria- 
mente á  los  hechos  establecidos  por  el  Ju- 
rado, sin  que  se  permita  censura  ni  critica 
alguna  acerca  de  ellos. 

Art.  2.002.  Asi  el  Fiscal  como  las  de- 
más partes,  podrán  variar  en  el  acto  sus 
calificaciones  respf  cto  al  delito,  participa- 
ción en  él  de  los  declarados  culpables  y 
circunstancias  modificativas  de  la  penali- 
dad, partiendo  de  las  declaraciones  conte- 
nidas en  el  veredicto. 

Art.  2.003.  Terminados  estos  informes, 
ó  inmediatamente  después  de  pronunciado 
el  veredicto,  si  éste  hubiese  sido  de  incul- 
pabilidad, el  Juez  dictará  la  sentencia  que 
proceda  en  cada  caso. 

Art.  2.004.  El  Secretario  del  Juzgado 
extenderá  una  acta  por  cada  sesión  diaria 
que  se  Imbiese  celebrado,  haciendo  cons- 
tar sucintamente  todo  lo  importante  que 
hubiera  ocurrido. 

En  las  actas  se  insertarán  á  la  letra  las 
pretensiones  incidentales  y  las  resolucio- 
nes del  Juez  que  hubieren  de  ser  objeto 
del  recurso  de  casación. 

En  el  acta  de  la  última  sesión  se  inser- 
tarán asimismo  las  conclusiones  de  la  acu- 
sación y  de  la  defensa. 

Art.  2.005.  Las  actas  se  leerán  al  ter- 
minar cada  sesión,  haciéndose  en  ellas  las 
rectificaciones  que  las  partes  reclamaren, 
y  el  Juez  acordará  en  el  acto. 

El  Juez,  los  jurados,  el  Fiscal,  las  partes 
y  sus  representantes  y  defensores  firma- 
rán las  actas. 
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Sección  undécima. 
De  la  sentencia  del  Juez  de  derecho. 

Art.  2.006.  El  Juez  de  Letras  pronun- 
ciará la  sentencia  que  corresponda  en  vis- 
ta de  las  declaraciones  del  veredicto,  y  si 
fuese  absolutoria,  se  mandará  poner  inme- 
diatamente en  libertad  á  los  presos  que 
hubieren  sido  declarados  inculpables,  á  no 
ser  que  estuvieran  también  presos  por  otro 
proceso. 

Art.  2.007.  En  las  sentencias  se  resol- 
verán todas  las  cuestiones  que  hayan  sido 
objeto  del  juicio,  condenando  ó  absolvien- 
do á  los  procesados,  no  sólo  por  el  delito 
principal  y  sus  conexos,  sino  también  por 
las  faltas  incidentales  de  que  se  haya  co- 
nocido en  la  causa,  sin  que  pueda  el  Juez 
emplear  en  este  estado  la  fórmula  del  so- 
breseimiento respecto  de  los  acusados  á 
quienes  crea  que  no  debe  condenar. 

También  se  resolverán  en  la  sentencia 
todas  las  cuestiones  referentes  á  la  res- 
ponsabilidad civil  que  hayan  sido  objeto 
del  juicio. 

Art.  2.008.  En  las  sentencias  se  trans- 
cribirán las  preguntas  y  respuestas  con- 
tenidas en  el  veredicto,  en  vez  de  la  narra- 
ción y  calificación  de  hechos  probados, 
siendo  aplicable  todo  lo  demás  que  se  dis- 
pone respecto  de  las  sentencias  definitivas 
en  materia  civil. 

Sección  duodécima. 

De  la  suspensión  del  juicio  y  disposiciones 
comunes  á  él. 

Art.  2.009.  Abierto  el  juicio,  continua- 
rá durante  todas  las  sesiones  consecutivas 
hasta  su  terminación. 

Art.  2.010.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  el  Juez  podrá  suspen- 
der la  apertura  de  las  sesiones  cuando  las 
partes,  por  motivos  independientes  de  su 
voluntad,  no  tuvieren  preparadas  las  prue- 
bas ofrecidas  en  sus  respectivos  escritos. 

Art.  2.011.  Procederá  además  la  sus- 
pensión del  juicio  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  el  Juez  tuviere  que  resolver 
durante  los  debates  alguna  cuestión  inci- 
dental que  por  cualquiera  causa  fundada 
no  pueda  decid¡r.se  en  el  acto. 

2."  Cuando  con  arreglo  á  este  Código, 
el  Tribunal  ó  alguno  de  sus  individuos  tu- 
viere que  practicar  alguna  diligencia  fuera 
del  lugar  de  las  sesiones,  y  no  pudiere  ve- 
rificarse en  el  tiempo  intermedio  entre 
una  y  otra  sesión. 

3.°  Cuando  no  comparezcan  los  testi- 
gos de  cargo  y  de  descargo  ofrecidos  por 
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las  partes,  y  el  Tribunal  considere  necesa- 
ria la  declaración  de  los  mismos. 

Podrá, sin  embargo,  el  Tribunal  acordar, 
en  este  caso,  la  continuación  del  juicio  y 
la  práctica  de  las  demás  pruebas,  y  después 
que  se  hayan  hecho,  suspenderlo  hasta  que 
comparezcan  los  testigos  ausentes. 

Si  la  no  comparecencia  del  testigo  fuere 
por  el  motivo  expuesto  en  el  art.  1.962,  se 
procederá  como  se  determina  en  el  mismo 
y  en  los  dos  siguientes. 

4.*'  Cuando  algún  individuo  del  Tribu- 
nal ó  el  defensor  de  cualquiera  de  las  par- 
tes enfermare  repentinamente  hasta  el 
punto  de  que  no  pueda  continuar  tomando 
parte  en  el  juicio,  ni  pueda  ser  reemplaza- 
do el  último  sin  grave  inconveniente  para 
la  defensa  del  interesado. 

Lo  dispuesto  en  este  número  respecto  á 
los  defensores  de  las  partes  se  entiende 
aplicable  al  Fiscal. 

5."  Cuando  alguno  de  ios  procesados 
se  halle  en  el  caso  del  número  anterior,  en 
términos  de  que  no  pueda  estar  presente 
en  el  juicio. 

La  suspensión  no  se  acordará  por  esta 
causa,  sino  después  de  haber  oído  de  oficio 
al  Médico  Forense,  previo  el  reconoci- 
miento del  enfermo. 

6.°  Cuando  revelaciones  ó  retractacio- 
nes inesperadas  produzcan  alteraciones  sus- 
tanciales en  los  juicios,  haciendo  necesa- 
rios nuevos  elementos  de  prueba,  ó  alguna 
sumaria  instrucción  suplementaria. 

Art.  2.012.  En  los  casos  1.°,  2.°,  4.»  y 
5."  del  artículo  anterior,  el  Juez  podrá  de- 
cretar de  oficio  la  suspensión. 

En  los  demás  casos  la  decretará,  siendo 
procedente,  á  instancia  de  parte. 

Art.  2.013.  En  los  autos  de  suspensión 
que  .se  dicten,  se  fijará  el  tiempo  de  la  sus- 
pensión, si  fuere  posible,  y  se  determinará 
lo  que  corresponda  para  la  continuación 
del  juicio. 

Contra  estos  autos  no  se  dará  recurso 
alguno. 

Art.  2.014.  Cuando  por  razón  de  los 
casos  previstos  en  los  números  4."  y  5.°  del 
articulo  2.011,  haya  de  prolongarse  indefi- 
nidamente la  suspensión  del  juicio,  ó  por 
un  tiempo  demasiado  largo,  se  declarará 
sin  efecto  la  parte  del  juicio  celebrada,  y 
se  citará  á  nuevo  juicio  para  cuando  des- 
aparezca la  causa  de  la  suspensión  ó  pue- 
dan ser  reemplazadas  las  personas  respon- 
sables. 

Lo  mismo  podrá  acordar  el  Juez  en  el 
caso  del  número  6.",  si  la  preparación  de 
los  elementos  de  prueba  ó  la  sumaria  ins- 
trucción suplementaria  exigiere  algún 
tiempo. 
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Art.  2.015.  Ló  dispuesto  en  el  núme- 
ro 4.°  del  art.  2.011,  se  entiende  en  cuanto 
á  los  jurados,  para  el  caso  en  que  no  bas- 
ten los  dos  suplentes  para  sustituir  á  los 
enfermos  ó  imposibilitados  por  cualquiera 
otra  causa. 

LiOs  suplentes  que  asistan  á  los  debates 
sustituirán  por  su  orden  al  jurado  que  en- 
ferme ó  se  imposibilite  por  cualquiera  otra 
causa. 

Art.  2.016.  Todas  las  sesiones  del  Tri- 
bunal del  Jurado  que  presida  el  Juez  de 
Letras,  serán  públicas. 

Exceptúanse  las  que,  á  juicio  del  Juez  de 
dereclio,  deban  ser  secretas  por  razones 
de  pública  moralidad,  ó  por  respeto  á  la 
persona  ofendida  ó  á  su  familia. 

Las  partes  podrán  hacer  concurrir  á  las 
sesiones,  á  su  costa,  taquigi'af®s  para  que 
anoten  las  declaraciones,  los  discursos  y 
las  incidencias,  sin  que  en  ningún  caso  ad- 
quiera autenticidad  oficial  la  versión  de  las 
notas  taquigráficas. 

Art.  2.017.  Las  sesiones  durarán  en 
cada  día  el  tiempo  que  al  constituirse  el 
Tribunal  hubiere  determinado  el  Juez,  pu- 
diendo  prorrogarse  para  la  terminación 
del  juicio  si  fuere  conveniente. 

Art.  2.018.  El  Juez  tendrá  todas  las  fa- 
cultades necesarias  para  conservar  ó  res- 
tablecer el  orden  en  las  sesiones,  pudiendo 
corregir  en  el  acto,  con  multa  de  tres  á 
diez  pesos,  las  faltas  que  no  constituyan 
delito,  ó  que  no  tengan  señalada  en  la  ley 
una  corrección  especial;  y  son  aplicables, 
además,  todas  las  disposiciones  consigna- 
das en  los  artículos  44  y  73  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales. 

Art.  2.019.  El  Juez  cuidará  asimismo 
de  dirigir  con  acierto  á  los  jurados  en  el 
desempeño  de  sus  funciones,  sin  invadir 
las  atribuciones  que  les  correspondan. 

Sección  décima  tercera. 

De  los  recursos  de  reforma  del  veredicto  y  revista 
de  la  causa  por  nuevo  Jurado. 

Art.  2.020.  El  veredicto  podrá  ser  de- 
vuelto al  Jurado,  para  que  lo  reforme  ó  lo 
confirme,  en  los  casos  siguientes: 

1."  Cuando  deje  de  contestar  categóri- 
camente alguna  de  las  preguntas. 

2."  Cuando  haya  contradicción  en  las 
contestaciones  ó  no  exista  entre  ellas  la 
necesaria  congruencia. 

3.°  Cuando  el  veredicto  contenga  algu- 
na declaración  ó  resolución  que  e.xceda 
los  limites  de  la  contestación  categórica  á 
las  preguntas  formuladas  y  sometidas  al 
Jurado. 

4.°    Cuando  en  la  deliberación  y  vota- 


ción se  hubiere  infringido  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1.992  al  1.997  inclusive. 

Art.  2.021.  Publicado  el  veredicto  en 
la  forma  que  establece  el  artículo  2.000,  el 
Juez  de  Letras  podrá  acordar  de  oficio,  y 
el  Fiscal,  el  acusador  privado,  ó  los  defen- 
sores de  las  partes  pedir  que  sea  devuelto 
al  Jurado  para  que  lo  reforme  ó  lo  confir- 
me, siempre  que  concurra  alguna  de  las 
circunstancias  enumeradas  en  el  artículo 
anterior. 

La  parte  que  solicite  la  devolución  del 
veredicto  expondrá  y  razonará  brevemen- 
te su  pretensión;  y  sin  permitir  que  acerca 
de  ella  se  suscite  debate,  el  Juez  acordará 
lo  que  proceda. 

Art.  2.022.  Cuando  el  veredicto  fuere 
devuelto  al  Jurado  por  no  haber  sido  cate- 
góricamente contestada  alguna  de  las  pre- 
guntas, el  Juez  le  ordenará  que,  retirán- 
dose á  la  sala  de  deliberaciones,  vuelva  á 
resolver  sobre  la  pregunta. 

Si  el  veredicto  se  hubiere  devuelto  por 
haber  contradicción  ó  por  no  existir  con- 
gruencia entre  las  contestaciones,  el  Juez 
ordenará  al  Jurado  que  conteste  nueva- 
mente á  las  preguntas,  haciéndole  notar  los 
defectos  de  que  adolezcan  las  i^rimeras  con- 
testaciones. 

Asimismo  .señalará  el  Juez  al  Jurado  las 
declaraciones  ó  resoluciones  que  excedan 
los  límites  de  la  contestación  categórica  á 
las  preguntas  formuladas,  ó  las  infraccio- 
nes é  irregularidades  cometidas  en  la  de- 
liberación y  votación  del  veredicto,  para 
que  suprima  aquéllas  y  subsane  éstas, 
procediendo  á  dictarlo  de  nuevo,  cuando 
sea  devuelto  por  virtud  de  lo  que  disponen 
los  números  3.°  y  4.°  del  art.  2.020. 

Art.  2.023.  Si  después  de  la  segunda 
deliberación  el  veredicto  adoleciera  toda- 
vía de  alguno  de  los  defectos  mencionados 
en  los  dos  artículos  anteriores,  el  Juez 
acordará  también,  de  oficio  ó  á  instancia 
de  parte,  que  vuelva  el  Jurado  á  deliberar 
y  contestar  á  las  preguntas. 

Si  en  esta  tercera  deliberación  tampoco 
resultare  veredicto  por  la  misma  causa,  el 
Presidente  del  Jurado,  antes  de  volver  á 
la  sala  del  Tribunal,  hará  constar  el  voto 
emitido  por  cada  uno  de  los  jurados  en  esta 
tercera  deliberación,  en  un  acta  especial, 
que  liabrán  de  firmar  todos  los  presentes. 

Vueltos  los  Jurados  á  la  sala  de  audien- 
cia, el  Presidente  de  aquéllos  entregará  el 
acta  al  Juez;  y  si  éste,  después  de  exami- 
nar el  acta,  creyera  que  no  hay  veredicto, 
lo  declarará  así  en  afta  voz,  y  remitirá  la 
causa  á  nuevo  Jurado. 

Una  copia  del  acta  especial  servirá  de 
base  al  Juez  para  proceder  contra  los  ju- 
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rados  responsables,  con  arreglo  al  párrafo 
-segundo  del  art.  363  del  Código  penal. 

Art.  2.024.  Si  el  Juez  de  derecho  des- 
estimara la  petición  de  cualquiera  de  las 
partes  para  que  vuelva  el  veredicto  al  Ju- 
rado, podrá  prepararse  el  recurso  de  ca- 
sación, haciendo  en  el  acto  la  correspon- 
diente protesta. 

Art.  2.025.  Acordará  también  el  Juez 
someter  la  causa  al  conocimiento  de  un 
nuevo  Jurado,  cuando  declare  que  el  Ju- 
rado ha  incurrido  en  un  error  grave  y 
manifiesto  al  pronunciar  el  veredicto. 

Sólo  podrá  hacerse  esta  declaración  en 
los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  siendo  manifiesta,  por  el 
resultado  del  juicio,  sin  que  pueda  oponer- 
se duda  racional  en  contrario,  la  inculpa- 
bilidad del  proce:>ado,  el  Jurado  le  hubiere 
declarado  culpable. 

2.°  Cuando  siendo  manifiesta,  por  el 
resultado  del  juicio,  sin  que  pueda  ofrecer- 
se duda  racional  en  contrario,  la  culpabi- 
lidad del  procesado,  el  Jurado  le  hubiere 
declarado  inculpable. 

Art.  2.026.  La  declaración  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior  podrá  hacerse 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte.  Publicado 
definitivamente  el  veredicto,  el  Juez  podrá 
acordar,  y  el  Fiscal,  el  acusador  privado 
ó  las  demás  partes  pedir  que  se  someta  la 
causa  á  conocimiento  de  un  nuevo  Jurado. 
No  se  permitirá  al  reclamante  razonar  ni 
fundar  en  modo  alguno  esta  pretensión,  ni 
sobre  ella  se  tolerará  debate.  Una  vez  for- 
mulada, el  Juez  acordará  en  el  acto  lo  que 
estime  procedente. 

Art.  2.027.  Cuando  haya  de  remitirse 
una  causa  á  nuevo  Jurado  por  ocurrir 
cualquiera  de  los  casos  determinados  en 
el  art.  2.023,  ó  en  el  2.025,  no  se  procede- 
rá al  juicio  de  derecho. 

Una  vez  abierto  éste,  no  podrán  utilizar- 
se contra  el  veredicto,  ni  de  oficio  ni  á 
instancia  de  parte,  los  recursos  de  reforma 
ni  de  revista. 

Art.  2.028.  En  los  casos  de  los  artículos 
anteriores,  cuando  la  causa  haya  de  en- 
viarse á  nuevo  Jurado,  se  reproducirá  el 
juicio  ante  éste,  con  los  mismos  trámites 
y  solemnidades  que  el  presente  Código 
■establece. 

Contra  el  veredicto  del  segundo  Jurado 
no  procederá  el  recurso  de  revista. 

Art.  2.029.  Contra  la  .sentencia  del 
Juez  de  Letras  podrá  interponerse  el  re- 
curso de  apelación  en  el  acto  de  la  notifi- 
cación, ó  en  los  tres  días  siguientes. 

Si  no  se  interpusiere  esto  recurso,  se 
enviará  el  proceso  en  revisión  ó  consulta 
á  la  Corte  de  Apelaciones,  tan  pronto  co- 


mo transcurra  el   término  de  la  apela- 
ción. 

Sección  décima  cuarta. 
De  la  apelación  y  de  la  revisión. 

Art.  2.030.  La  apelación  se  sustanciará 
ante  la  Corte  de  Apelaciones,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  capítulo  III,  título  V, 
libro  II  de  este  Código,  con  las  modifica- 
ciones que  se  establecen  en  esta  sección. 

Art.  2.031.  En  la  sustanciación  del  re- 
curso no  se  admitirán  nuevas  pruebas; 
pero  podrán  las  partes  solicitar  en  los  es- 
critos de  mejora  y  de  adhesión  á  la  apela- 
ción, la  reforma  del  veredicto  ó  la  revista 
de  la  causa  por  nuevo  Jurado,  con  arreglo 
á  la  sección  anterior. 

Este  derecho  sólo  podrán  ejercitarlo  las 
partes,  cuando  la  reforma  ó  la  revista  no 
hubiesen  tenido  lugar  en  primera  instancia. 

Art.  2.032.  Presentados  que  sean  los 
escritos  de  mejora,  de  adhesión  á  la  apela- 
ción y  de  contestación  á  estas  solicitudes, 
se  dará  traslado  al  Fiscal  por  tres  días. 

Art.  2.033.  Evacuado  el  traslado,  en 
los  tres  días  siguientes  se  resolverá  sin 
más  trámites  sobre  la  procedencia  ó  im- 
prudencia de  la  reforma  ó  revista  cuando 
se  hubiesen  solicitado,  y  en  caso  contrario 
se  citará  para  sentencia. 

Igual  citación  se  hará  cuando  se  decrete 
la  reforma  ó  revista,  tan  luego  como  el 
Juez  de  Letras  devuelva  los  antecedentes. 

Art.  2.034.  La  sentencia  se  sujetará  á 
lo  dispuesto  en  los' artículos   2.007  y  2.008. 

Art.  2.035.  Cuando  el  proceso  fuere 
enviado  de  revisión  ó  consulta,  tan  luego 
como  sea  recibido  se  dará  en  traslado  al 
Fiscal  por  tres  días,  y  en  -  otro  término 
igual  se  dictará  sentencia. 

Art.  2.036.  Si  la  sentencia  fuere  con- 
firmatoria, se  sujetará  á  lo  dispuesto  en 
los  arts.  205  y  206;  y  si  fuere  reformatoria, 
á  los  arts.  2.007  y  2.008. 

Art.  2.037.  La  Corte  de  Apelaciones 
podrá  de  oficio,  en  los  casos  de  apelación 
y  consulta,  acordar  la  reforma  del  veredic- 
to y  la  revista  de  la  causa  por  nuevo  Jura- 
do, devolviendo  al  Juez  de  Letras  la  pri- 
mera pieza  de  autos,  para  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

Art.  2.038.  Contra  las  sentencias  de  las 
Cortes  de  Apelaciones  podrá  interponerse 
el  recurso  de  casación,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  titulo  XVIII,  libro  II  de 
este  Código,  con  las  modificaciones  que  se 
expresan  en  la  sección  siguiente. 

Cuando  se  trate  de  sobreseimiento  defi- 
nitivo, el  recurso  de  casación  se  sujetará 
al  mismo  procedimiento. 
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Sección   décima    quinta. 

De  los  recursos  de  casación  contra  las  sentencias 
de  las  Cortes  de  Apelaciones. 

Art.  2.039.  El  recuróO  de  casación  po- 
drá interponerse  por  quebrantamiento  de 
forma  ó  por  infracción  de  ley. 

Art.  2.040.  No  será  admisible  el  recur- 
so por  quebrantamiento  de  forma,  si  la 
parte  que  intente  interponerlo  no  hubiese 
reclamado  la  subsanación  de  la  falta,  sien- 
do posible,  ni  hecho  la  oportuna  protesta 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  este  Código, 
en  los  casos  en  que  proceda. 

Si  el  motivo  en  que  se  funde  el  recurso 
fuere  la  falta  de  citación  para  sentencia, 
deberá  hacerse  la  protesta  antes  de  que 
aquélla  se  dicte,  si  hubiere  tiempo  para 
reclamar  cuando  la  parte  note  la  falta;  y 
si  el  motivo  fuere  la  falta  de  citación  para 
alguna  diligencia  de  prueba,  ó  la  denega- 
ción de  prueba,  deberá  hacerse  la  recla- 
mación y  protesta  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  este  Código. 

Art.  2.041.  Podrán  interponer  el  recur- 
so de  casación,  el  Ministerio  Fiscal,  los 
que  hayan  sido  parte  en  los  juicios  crimi- 
nales, los  que  sin  haberlo  sido  resulten 
condenados  en  la  sentencia,  y  los  herede- 
ros de  unos  y  otros. 

Los  actores  civiles  no  podrán  interponer 
recurso,  sino  en  cuanto  pueda  afectar  á 
las  restituciones,  reparaciones  é  indemni- 
zaciones que  hayan  reclamado. 

Art.  2.042.  Él  recurso  de  casación  po- 
drá interponerse  por  quebrantamiento  de 
forma: 

1.°  Cuando  se  haya  denegado  alguna 
diligencia  de  prueba  que,  propuesta  en 
tiempo  y  forma  por  las  partes,  se  conside- 
re pertinente. 

2.°  Cuando  se  haya  omitido  la  citación 
del  procesado,  ya  estuviere  preso  ó  en  li- 
bertad, y  la  de  la  parte  acusadora  y  actor 
civil  para  su  comparecencia  en  el  acto 
del  juicio  ante  el  Jurado,  ó  para  oir  la  sen- 
tencia de  la  Corto  de  Apelaciones,  á  no 
ser  que  estas  partes  hubiesen  comparecido 
á  tiempo  dándose  por  citadas. 

3."  Cuando  el  Juez  de  Letras  se  niegue 
á  que  un  testigo  conteste,  ya  en  audiencia 
pública,  ya  en  alguna  diligencia  que  se 
practique  fuera  de  ella,  á  la  pregunta  ó 
preguntas  que  .se  le  dirijan,  siendo  perti- 
nentes y  de  manifiesta  intluencia  en  la 
cau.sa. 

4."  Cuando  se  desestime  cualquiera 
pregunta  por  capciosa,  sugestiva  ó  imper- 
tinente, no  siéndolo  en  realidad,  siempre 
que  tuviera  verdadera  importancia  para 
el  resultado  del  juicio. 


5."  Cuando  no  se  resuelva  en  la  senten- 
cia sobre  los  puntos  que  hayan  sido  objeto 
de  la  acusación  y  de  la  defensa. 

6.°  Cuando  en  la  sentencia  no  se  haya 
transcrito  literalmente  el  veredicto  en  la 
forma  que  determina  el  articulo  2.008. 

7.°  Cuando  el  recurrente  haya  protes- 
tado por  los  motivos  expuestos  en  los  ar- 
tículos 1.987  y  2.024. 

8."  Cuando  la  sentencia  ó  veredicto 
hayan  sido  dictados  por  menor  número  de 
Magistrados  ó  jurados  que  el  exigido  por 
la  ley. 

9.°  Cuando  hayan  concurrido  á  dictar 
la  sentencia  ó  veredicto  algún  Magistrado 
ó  jurado,  ó  el  Juez,  cuya  recusación  moti- 
vada é  intentada  en  tiempo  y  forma  se 
Imbiese  desestimado  sin  sustanciarla  con 
arreglo  á  derecho. 

Art.  2.043.  En  los  casos  en  que  fuere 
casada  la  sentencia,  se  ordenará  la  devo- 
lución de  la  causa,  para  que,  reponiéndose 
al  estado  que  tenia  cuando  se  cometió  la 
falta,  se  sustancie  y  termine  con  arreglo  á 
derecho;  y  si  por  razón  de  la  falta  come- 
tida tuviere  que  reunirse  de  nuevo  el  Ju- 
rado, se  convocará  á  los  mismos  jurados 
que  intervinieron  en  el  juicio,  sin  necesi- 
dad de  nuevo  sorteo. 

Cuando  esto  fuere  absolutamente  im- 
posible por  cualquier  motivo,  se  celebrará 
nuevo  juicio  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes de  este  Código. 

Art.  2.044.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  en  las  reso- 
luciones siguientes: 

1°    En  las  sentencias  defínitivas. 

2°    En  las  de  competencia. 

3.°  En  las  que  resuelvan  artículos  de 
previo  pronunciamento  en  que  se  hayan 
admitido  las  excepciones  de  cosa  juzgada, 
prescripción  del  delito  ó  de  la  pena,  ó  apli- 
cación de  amnistía  ó  indulto  general. 

4.°    En  las  de  sobreseimiento  defínitivo. 

5.°    En  las  de  no  admisión  de  querella. 

6.°  En  cualesquiera  otras  respecto  de 
las  cuales  se  otorgue  expresamente  este 
recurso. 

Para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de 
casación  por  inl'racción  de  ley  contra  las 
resoluciones  indicadas  en  los  números  an- 
teriores, será  necesario  que  sean  dettniti- 
vas,  y  además,  que  no  se  conceda  contra 
ellas  ningún  otro  recurso. 

Art.  2.045.  Se  entenderá  que  ha  sido 
infringida  una  ley  en  la  sentencia  defíniti- 
va,  para  el  efecto  de  que  pueda  interponer- 
se el  recurso  de  casación: 

1.°  Cuando  los  hechos  que  en  la  sen- 
tencia se  declaren  probados  sean  califica- 
dos y  penados  como  delitos  ó  faltas,  no 
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siéndolo,  ó  cuando  se  penen  á  pesar  de 
existir  una  circunstancia  eximente  de  res- 
ponsabilidad criminal,  ó  á  pesar  de  que 
circunstancias  posteriores  á  la  comisión 
del  delito  impidan  penarlos. 

2."  Cuando  los  hechos  que  en  la  sen- 
tencia se  declaren  probados  no  se  califi- 
quen ó  no  se  penen  como  delitos  ó  faltas, 
siéndolo,  y  sin  que  circunstancias  poste- 
riores impidan  penarlos. 

3.°  Cuando,  constituyendo  delito  ó  fal- 
ta los  hechos  que  se  declaren  probados  en 
la  sentencia,  se  haya  cometido  error  de 
derecho  en  su  califícación. 

4."  Cuando  se  haya  cometido  errop  de 
derecho  al  determinar  la  partición  de  cada 
uno  de  los  procesados  en  los  hechos  que  se 
declaren  probados  en  la  sentencia. 

5.°  Cuando  se  haya  cometido  error  de 
derecho  en  la  caliñcación  de  los  hechos  que 
se  declaren  probados  en  la  sentencia,  en 
concepto  de  circunstancias  agravantes, 
atenuantes  ó  eximentes  de  responsabilidad 
criminal. 

6.**  Cuando  el  grado  de  la  pena  impues- 
ta no  corresponda  según  la  ley  á  la  cali- 
ficación aceptada  respecto  del  hecho  justi- 
ciable, de  la  participación  en  él  de  los  pro- 
cesados, ó  de  las  circunstancias  atenuan- 
tes ó  agravantes  de  responsabilidad  cri- 
minal. 

7.°  Cuando  dados  los  hechos  que  se  de- 
claren probados,  se  haya  incurrido  en  error 
de  derecho  al  admitir  ó  de.sestimar  las  ex- 
cepciones 2.^,  3.*,  4.*  y  5.*  del  articulo 
1.907  reproducidas  en  el  juicio. 

Art.  2.046.  Se  entenderá  pnra  el  mismo 
efecto  infringida  la  ley  en  el  caso  2."  del 
art.  2.044,  cuando  dada  la  caliñcación  que 
de  los  hechos  apareciere  en  la  sentencia, 
el  Tribunal  haya  incurrido  en  error  legal 
al  resolver  sobre  su  competencia. 

Art.  2.047.  Se  entenderá,  para  el  efec- 
to sobredicho,  que  ha  sido  infringida  la  ley 
en  las  resoluciones  comprendidas  en  el  nú- 
mero 3.°  del  art.  2.044,  cuando  dados  los 
hechos  que  se  declaren  probados,  se  haya 
incurrido  en  error  de  derecho  al  declarar- 
los comprendidos  en  una  sentencia  firme 
anterior,  ó  al  considerar  prescrita  la  acción 
penal  que  nazca  del  delito,  ó  al  compren- 
der los  hechos  en  una  amnistía  ó  in- 
dulto. 

Art.  2.048.  Se  entenderá,  para  el  efec- 
to expresado  en  los  artículos  anteriores, 
que  ha  sido  infringida  la  ley  en  cualquiera 
de  las  resoluciones  comprendidas  en  los 
números  4.°  y  5.°  del  artículo  2.044,  cuan- 
do se  funden  en  no  estimarse  como  delito, 
siéndolo  ó  presentando  caracteres  de  tal, 
los  hechos  consignados  por  el  Juez  ó  Tri- 


bunal en  las  respectivas  resoluciones,  sin 
que  circunstancias  posteriores  impidan  pe- 
narlos, ó  cuando  se  declare  exentos  de  res- 
ponsabilidad criminal  á  los  procesados,  no 
debiendo  serlo  con  arreglo  al  precepto  ex- 
preso de  una  ley. 

Art.  2.049.  Se  entenderá  igualmente 
infringida  la  ley  en  las  resoluciones  á  que 
se  refiere  el  numere  6.°  del  articulo  2.044 
cuando  contradigan  expreso  precepto  le- 
gal. 

Art.  2.050.  Cuando  sea  recurrente  uno 
de  los  procesados,  la  nueva  sentencia  apro- 
vechará á  los  demás  en  lo  que  les  fuere  fa- 
vorable, siempre  que  se  encuentren  en  la 
misma  situación  que  el  recurrente  y  les 
sean  aplicables  los  motivos  alegados  por 
los  que  se  declare  la  casación  de  la  .senten- 
cia. Nunca  les  perjudicará  en  lo  que  les 
fuere  adverso. 

TÍTULO  IV 
De  los  procediniientos  especiales. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL  MODO  DE  PROCEDER  CUANDO  FUERE 
PROCESADO  UN  ALTO  FUNCIONARIO  DEL 
ESTADO 

Art.  2.051.  El  Juez  de  instrucción  que 
encuentre  méritos  para  procesar  por  deli- 
to común  á  alguno  de  los  funcionarios  á 
que  se  refiere  el  art.  158  de  la  Constitu- 
ción, está  obligado  á  instruir  las  primeras 
diligencias,  absteniéndose  de  proceder  á  la 
detención  del  indiciado  y  de  causarle  toda 
molestia. 

La  obligación  de  instruir  estas  primeras 
diligencias  corresponde  al  Juez  de  Letras 
ó  ai  de  Paz  del  territorio  donde  se  hubiere 
cometido  el  delito. 

Art.  2.052.  Practicadas  que  sean  las 
primeras  diligencias,  el  Juez  de  instruc- 
ción las  remitirá  á  la  Corte  Suprema,  quien 
enviará  testimonio  de  ellas  al  Ministerio 
de  Justicia,  para  que  dé  cuenta  al  Congre- 
so, con  el  objeto  de  que  se  declare  si  ha  ó 
no  lugar  á  formación  de  causa. 

La  Corte  Su])rema,  con  vista  de  la  de- 
claratoria del  Congreso,  dará  curso  á  la 
causa  ó  dictará  sobreseimiento. 

Art.  2.053.  Lo  dispuesto  en  el  art.  2.051 
os  aplicable  á  los  delitos  oficiales  que  co- 
metan los  funcionarios  á  que  se  refiere  el 
número  4."  del  art.  127  de  la  Constitución. 

El  Juez  instructor  enviará  las  primeras 
diligencias  á  la  Corte  Suprema  para  lo 
que  haya  lugar. 
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CAPITULO  II 

DEL  ANTEJUICIO  NECESARIO  PARA  EXIGHR  LA 
RESPONSABILIDAD  CRIMINAL  Á  LOS  JUECES 
Y   MAGISTRADOS 

Art.  2.054.  El  antejuicio  se  promoverá 
por  escrito  redactado  en  forma  de  quere- 
lla, acompañando  copia  certificada  de  los 
documentos  en  que  se  funde  la  acusación, 
y  si  no  fuere  posible  su  presentación,  indi- 
cando la  oficina  en  que  se  hallen  los  autos 
originales,  para  que  se  ordene  la  com- 
pulsa. 

Art.  2.055.  El  Juzgado  ó  Tribunal  lla- 
mado á  conocer  del  antejuicio  proveerá 
dentro  de  tres  días,  pidiendo  informe  al 
funcionario  acusado,  que  deberá  evacuar 
en  otro  término  igual,  con  el  aumento  de 
un  dia  por  cada  veinte  kilómetros  de  dis- 
tancia, contestando  concretamente  á  los 
puntos  de  la  acusación. 

Art.  2.056.  Evacuado  el  informe  se  da- 
rá traslado  al  Fiscal  por  el  término  de  tres 
días,  y  devueltos  los  autos,  el  Juez  ó  Tri- 
bunal pronunciará  sentencia  dentro  de  los 
tres  días  siguientes. 

Si  se  admitiere  la  acusación,  se  procede- 
rá á  la  instrucción  del  sumario  con  arre- 
glo al  procedimiento  establecido  en  este 
libro. 

Si  se  denegare,  se  condenará  en  costas 
al  acusador. 

Art.  2.057.  Contra  la  sentencia  en  que 
se  admita  ó  deniegue  la  acusación,  proce- 
derán, en  su  caso,  los  recursos  de  apela- 
ción y  casación. 

CAPITULO  III 

DEL   PROCEDIMIENTO   POR   LOS    DELITOS 
DE   INJURIA   Y   CALUMNIA 

Art.  2.058.  No  se  admitirá  querella  por 
injuria  ó  calumnia  inferidas  á  particulares 
y  vertidas  enjuicio,  si  no  se  acredita  la 
autorización  del  Juez  ó  Tribunal  ante 
quien  hubieren  sido  inferidas. 

Esta  autorización  no  se  estimará  prueba 
bastante  de  la  imputación. 

Art.  2.059.  Si  la  injuria  ó  calumnia  se 
hubieren  inferido  por  escrito,  se  presenta- 
rá, siendo  posible,  el  documento  que  la 
contenga. 

Art.  2.060.  Cuando  se  trate  de  injurias 
inferidas  por  escrito,  reconocido  éste  por 
la  persona  legalmente  responsable,  y  com- 
probado si  ha  existido  ó  no  la  publicidad  á 
que  se  refiere  el  respectivo  articulo  del 
Código  Penal,  se  dará  por  terminado  el 
sumario,  previo  el  procesamiento  del  que- 
rellado. 


Art.  2.061.  Si  se  tratare  de  injurias  in- 
feridas verbalmente,  presentada  la  quere- 
lla, el  Juez  instructor  mandará  convocará 
juicio  verbal  al  querellante,  al  querellado 
y  á  los  testigos  que  puedan  dar  razón  de 
los  hechos,  señalando  día  y  hora  para  la 
celebración  del  juicio. 

Art,  2.062.  El  juicio  deberá  celebrarse 
dentro  dt  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
presentación  de  la  querella,  ante  el  Juez, 
instructor  á  quien  corresponda  su  conoci- 
miento. 

Si  hubiere  causa  justa  y  se  hiciere  cons- 
tar por  certificación  del  Secretario,  podrá 
ampliarse  hasta  ocho  dias  el  término  para 
la  celebración  del  juicio  verbal. 

El  Juez  deberá  intentar  la  conciliación 
de  las  partes  en  el  acto  de  celebrarse  el 
juicio,  antes  de  oir  á  los  testigos. 

De  cada  juicio  se  extenderá  acta,  con- 
signando clara  y  sucintamente  lo  actuado, 
la  cual  se  firmará  por  todos  los  concurren- 
tes que  supieren. 

Art.  2.063.  Celebrado  el  juicio  el  día 
señalado,  y  presentadas  por  el  querellante 
las  pruebas  de  los  hechos  que  constituyan 
la  injuria  verbal,  el  Juez  acordará  lo  que 
corresponda  respecto  al  procesamiento  del 
querellado,  dando  seguidamente  por  ter- 
minado el  sumario. 

Art.  2.064.  Las  injurias  dirigidas  con- 
tra funcionarios  públicos  sobre  hechos  con- 
cernientes al  ejercicio  de  sus  cargos,  y  la 
calumnia  dirigida  contra  particulares  ó 
funcionarios,  se  sujetarán  al  procedimien- 
to establecido  para  los  incidentes. 

En  uno  y  otro  caso  deberá  probarse  la 
certeza  de  la  imputación  injuriosa  ó  del  he- 
cho criminal  imputado. 

El  sumario  se  terminará  por  sobresei- 
miento si  el  querellado  probare  la  certeza 
del  hecho  imputado. 

Si  no  la  probare,  y  el  querellante  justi- 
ficare la  certeza  de  la  imputación,  so  dará 
por  terminado  el  sumario  y  se  pasará  al 
plenario. 

Art.  2.065.  El  que  se  querelle  por  inju- 
ria ó  calumnia  deberá  acompañar  copia  de 
la  querella,  que  se  entregará  al  querellado 
al  tiempo  de  ser  citado  para  el  juicio. 

No  se  admitirá  ([uerella  por  injuria  cuan- 
do hayan  transcurrido  seis  meses,  ni  por 
calumnia  cuando  haya  transcurrido  un 
año  desde  la  comisión  del  delito. 

Art.  2.066.  No  se  admitirán  testigos  de 
referencia  en  las  causas  por  injuria  ó  ca- 
lumnia vertidas  de  palabra. 

Art.  2.067.  La  ausencia  del  querellado 
no  suspenderá  la  celebración  ni  la  resolu- 
ción del  juicio  verbal,  siempre  que  resalte- 
habérsele  citado  en  persona. 
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CAPITULO  IV 

DEL   PROCEDIMIENTO    PARA    LA    EXTRADICIÓN 

Art.  2.068.  Los  Fiscales  de  los  Juzga- 
dos de  Letras  y  de  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes, y  el  de  la  Corte  Suprema,  cada  uno 
en  su  caso  y  lugar,  pedirán  que  el  Juez  ó 
Tribunal  proponga  al  Gobierno  que  solici- 
te la  extradición  de  los  procesados  ó  con- 
denados por  sentencia  ñrme,  cuando  sea 
procedente  con  arreglo  á  derecho. 

Art.  2.069.  Para  que  pueda  pedirse  ó 
proponerse  la  extradición  será  requisito 
necesario  que  se  haya  dictado  auto  motiva- 
do de  prisión,  ó  recaído  sentencia  firme 
contra  los  acusados  á  que  se  refiera. 

Art.  2.070.  Sólo  podrá  pedirse  ó  propo- 
nerse la  extradición: 

1 ."  De  los  hondurenos  que  habiendo  de- 
linquido en  Honduras  se  hayan  refugiado 
en  país  extranjero. 

2."  De  los  hondurenos  que  habiendo 
atentado  en  el  extranjero  contra  la  segu- 
ridad exterior  del  Estado  se  hubiesen  re- 
fugiado en  pais  distinto  del  en  que  delin- 
quieron. 

S.*'  De  los  extranjeros  que  debiendo  ser 
juzgados  en  Honduras  se  hubiesen  refu- 
giado en  un  país  que  no  sea  el  suyo. 

Art.  2.071.  Procederá  la  petición  de  ex- 
tradición: 

1."  En  los  casos  que  se  determinen  en 
los  Tratados  vigentes  con  la  Potencia  en 
cuyo  territorio  se  hallase  el  individuo  re- 
clamado. 

2.°  En  defecto  de  Tratado,  en  los  casos 
en  que  la  extradición  proceda,  según  el 
derecho  escrito  ó  consuetudinario  vigente 
en  el  territorio  á  cuya  Nación  se  pida  la 
extradición. 

3."  En  defecto  de  los  dos  casos  anterio- 
res, cuando  la  extradición  sea  procedente 
.según  el  principio  de  reciprocidad. 

Art.  2.072.  El  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nozca de  la  causa  en  que  estuviere  proce- 
sado el  reo  ausente  en  territorio  extranje- 
ro, será  el  competente  pai-a  pedir  su  extra- 
dición. 

Art.  2.073.  El  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nociere de  la  causa  acordará,  de  oficio  6 
á  instancia  de  parte  en  resolución  funda- 
da, pedir  la  extradición  desde  el  momento 
en  que,  por  el  estado  del  proceso  y  por  su 
resultado,  sea  procedente  con  arreglo,  á 
cualquiera  de  los  números  de  los  artículos 
2.070  y  2.071. 

Art.  2.074.  Contra  el  auto  acordando  ó 
denegando  pedir  la  extradición  podrá  in- 
terponerse el  recurso  de  apelación,  si  lo 
hubiese  dictado  un  Juez  de  instrucción. 


Art  2.075.  La  petición  se  hará  en  for- 
ma de  suplicatorio  dirigido  al  Ministro  de 
Justicia. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  por  el  Tra- 
tado vigente  con  la  Nación  en  cuyo  terri- 
torio se  hallare  el  procesado,  pueda  pedir 
directamente  la  extradición  el  Juez  ó  Tri- 
bunal que  conozca  de  la  causa. 

Art.  2.076.  Con  el  suplicatorio  ó  comu- 
nicación que  haya  de  expedirse,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  se  remi- 
tirá testimonio  en  que  se  inserte  literal- 
mente el  auto  de  extradición,  la  preten- 
sión ó  dictamen  fiscal  en  que  se  haya  pe- 
dido, y  todas  las  diligencias  de  la  causa 
necesarias  para  justificar  la  procedencia 
de  la  extradición,  con  arreglo  al  número 
correspondiente  del  art.  2.070  en  que  aqué- 
lla se  funde. 

Art.  2.077.  Cuando  la  extradición  no 
fuere  pedida  por  la  Corte  Suprema,  el 
Juez  ó  Tribunal  que  la  solicite  remitirá  el 
suplicatorio  á  la  misma  Corte,  para  lo  que 
haya  lugar. 

Si  la  extradición  pedida  fuere  proceden- 
te, la  Corte  Suprema  enviará  el  suplicato- 
rio al  Ministro  de  Justicia. 

CAPITULO  V 

DEL  PROCEDIMIENTO  CONTRA  REOS  AUSENTES 

Art.  2.078.  Será  declarado  rebelde  el 
procesado  que  en  el  término  fijado  en  las 
requisitorias  no  comparezca,  ó  que  no  fue- 
se habido  y  presentado  ante  el  Juez  ó  Tri- 
bunal que  conozca  de  la  causa. 

Art.  2.079.  Será  llamado  y  buscado  por 
requisitoria: 

1."  El  procesado  que  al  ir  á  notificár- 
sele cualquiera  resolución  judicial,  no  fue- 
re hallado  en  su  domicilio  por  haberse 
ausentado,  si  se  ignorase  su  paradero,  y  el 
que  no  tuviere  domicilio  conocido.  El  que 
practique  la  diligencia  interrogará  sobre 
el  punto  en  que  se  hallare  el  procesado  á 
la  persona  con  quien  dicha  diligencia  deba 
entenderse,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  139  de  este  Código. 

2°  El  que  se  hubiere  fugado  del  esta-- 
blecimicnto  en  que  so  hallase  detenido  ó 
preso. 

3."  El  que  hallándose  en  libertad  pro- 
visional dejare  de  concurrir  á  la  presencia 
judicial  el  día  que  le  cslé  señalado,  ó  cuan- 
do sea  llamado. 

Art.  2.080.  Inmediatamente  que  un 
procesado  se  halle  en  cualquiera  de  los  ca- 
sos del  articulo  anterior,  el  Juez  ó  Tribu- 
nal que  conozca  de  la  causa  mandará  ex- 
pedir requisitorias  para  su  llamamiento  y 
busca. 


608 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Art.  2.081.  La  requisitoria  expresará 
todas  las  circunstancias  mencionadas  en  el 
articulo  1.766,  excepto  la  última,  cuando 
no  se  haya  decretado  la  prisión  ó  deten- 
ción del  procesado,  y  además  las  siguien- 
tes: 

1.*  La  del  número  del  articulo  2.079 
que  diere  lugar  á  la  expedición  de  la  re- 
quisitoria. 

2.*  El  término  dentro  del  cual  el  pro- 
cesado ausente  deberá  presentarse,  bajo 
apercibimiento  de  que  en  otro  caso  será 
declarado  rebelde  y  le  parai-á  el  perj  uicio 
á  que  hubiere  lugar  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  2.082.  La  requisitoria  se  remitirá 
á  los  Jueces,  se  publicará  en  los  periódi- 
cos, y  se  fijará  en  los  sitios  públicos  men- 
cionados en  el  art.  1.765,  uniéndose  á  los 
autos  la  original  y  un  ejemplar  de  cada  pe- 
riódico en  que  se  haya  publicado. 

Art.  2.083.  Transcurrido  el  plazo  de  la 
requisitoria  sin  haber  comparecido  ó  sin 
haber  sido  presentado  el  au.sente,  se  le  de- 
clarará rebelde. 

Art.  2.084.  Si  la  causa  estuviere  en  su- 
mario, se  continuará  hasta  que  se  declare 
terminado  por  el  Juez  ó  Tribunal  compe- 
tente, suspendiéndose  después  su  curso  y 
archivándose  en  los  Juzgados  de  Letras 
los  autos  y  las  piezas  de  convicción  que 
pudieren  conservarse,  y  no  fueren  de  un 
tercero  irresponsable. 

Art.  2.085.  Si  al  ser  declarado  en  re- 
oeldia  el  procesado  se  hallare  pendiente  el 
juicio  plenario,  se  suspenderá  éste  y  se  ar- 
chivarán los  autos. 

Art.  2.086.  Si  fueren  dos  ó  más  los 
procesados,  y  no  á  todos  se  les  hubiese  de- 
clarado en  rebeldía,  se  suspenderá  el  cur- 
so de  la  causa  respecto  á  los  rebeldes  has- 
ta que  .sean  hallados,  y  se  continuará  res- 
pecto á  los  demás. 

Art.  2.087.  En  cualquiera  de  los  casos 
de  los  tres  artículos  anteriores,  se  reserva- 
rá, en  el  auto  de  suspensión,  á  la  parte 
ofendida  por  el  delito,  la  acción  que  le  co- 
rresponda para  la  restitución  de  la  cosa, 
la  reparación  del  daño  y  la  indemnización 
de  perjuicios,  á  fin  de  que  pueda  ejercitar- 
la independientemente  de  la  causa,  por  la 
Yía  civil,  contra  los  que  fueren  responsa- 
bles; á  cuyo  efecto  no  se  alzarán  los  em- 
bargos hechos  ni  se  cancelarán  las  fianzas 
prestadas. 

Art.  2.088.  Cuando  la  causa  se  archive 
por  estar  en  rebeldía  todos  los  procesados, 
se  mandará  devolver  á  los  dueños  que  no 
resulten  civil  ni  criminalmente  responsa- 
bles del  dulito,  los  efectos  ó  instrumentos 
del  mismo,  ó  las  demás  piezas  de  convic- 
ción que  hubiesen  sido  recogidas  durante 


la  causa;  pero  antes  de  hacerse  la  devolu- 
ción, el  Secretario  extenderá  diligencia 
consignando  descripción  minuciosa  de  to- 
do lo  que  se  devuelva. 

Asimismo  se  verificará  el  reconocimien- 
to pericial  que  habría  de  practicarse  si  la 
cau.sa  continuara  su  curso  ordinario. 

Para  la  devolución  de  los  efectos  y  pie- 
zas de  convicción  pertenecientes  á  un  ter- 
cero irresponsable,  se  observará  lo  que  se 
dispone  en  los  artículos  1.880  y  1.881. 

Art.  2.089.  Si  el  reo  se  hubiere  fugado 
ú  ocultado  después  de  notificada  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  x\pelaciones,  y  es- 
tando pendiente  el  recurso  de  casación, 
éste  se  sustanciará  hasta  definitiva,  nom- 
brándo.se  al  rebelde  abogado  y  procurador 
de  oficio,  si  no  los  tuviere. 

La  sentencia  que  recaiga  será  firme. 

Lo  mismo  sucederá  si  habiéndose  ausen- 
tado ú  ocultado  el  reo  después  de  haberle 
sido  notificada  la  sentencia,  se  interpusie- 
re el  recurso  por  su  representación  ó  por 
el  Ministerio  Fiscal  después  de  su  ausen- 
cia ú  ocultación. 

Art.  2.090.  Cuando  el  declarado  rebel- 
de en  los  casos  de  los  artículos  2.084  y 
2.085,  se  presente  ó  sea  habido,  se  abrirá 
nuevamente  la  causa  para  continuarla  se- 
gún su  estado. 

TITULO  V 

Del  procedimiento  para  el  juicio  so- 
bre faltas. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL   JUICIO   SOBRE   F.\LTAS   EN   PRIMERA 
INSTANCIA 

Art.  2.091.  Luego  que  el  Juez  de  Paz 
tenga  noticia  de  haber.se  cometido  alguna 
de  las  faltas  previstas  en  el  libro  III  del 
Código  penal,  que  pueda  perseguirse  de 
oficio,  mandará  convocar  ajuicio  verbal 
al  Sindico  municipal,  al  querellante  si  lo 
hubiere,  al  presunto  culpable,  y  á  los  tes- 
tigos que  puedan  dar  razón  de  los  hechos, 
señalando  día  y  hora  para  la  celebración 
del  juicio. 

Art.  2.092.  Del  mismo  modo  dispondrá 
la  celebración  del  juicio  verbal,  pero  sin 
convocar  al  Síndico  municipal,  cuando  la 
falta  sólo  pueda  perseguirse  á  instancia  de 
parte  legítima  y  ésta  solicite  la  represión. 

Art.  2.093.  El  juicio  deberá  celebrarse 
en  el  local  del  Juzgado  de  Paz,  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  al  de  la  fecha  del 
en  que  tuviere  noticia  el  Juez  de  haberse 
cometido  la  falta.  El  Juez  de  Paz  podrá, 
sin  embargo,  de  oficio  ó  á  instancia  de  par- 
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te,  señalar  un  día  más  lejano  para  la  cele- 
bración del  juicio  cuando  haya  para  ello 
causa  bastante,  que  hará  constar  en  el  ex- 
pediente. 

Cuando  un  testigo  importante  ó  una  de 
las  partes  que  resida  dentro  del  término 
municipal,  estuvieren  físicamente  impedi- 
dos de  concurrir  al  local  del  Juzgado,  po- 
drá también  el  Juez  disponer  la  celebra- 
ción derjuicio  en  el  punto  en  que  consi- 
dere conveniente,  fundando  su  resolución. 

Art.  2.094.  A  la  citación  que  se  haga  á 
los  presuntos  culpables  se  acompañará  co- 
pia de  la  querella,  si  se  hubiese  presenta- 
do, y  en  diclia  citación  se  expresará  que 
el  citado  debe  acudir  al  juicio  con  las  prue- 
bas que  tenga.  Siempre  deberán  transcu- 
rrir, cuando  menos,  veinticuatro  horas  en- 
tre el  acto  de  la  citación  c^el  presunto  cul- 
pable y  el  de  la  celebración  del  juicio,  si 
el  citado  reside  dentro  del  término  muni- 
cipal, y  un  día  más  por  cada  veinte  kiló- 
metros de  distancia  si  residiere  fuera  de  él. 

Art.  2.095.  Cuando  los  citados  como 
partes  y  los  testigos  no  comparezcan  ni 
aleguen  justa  causa  para  dejar  de  hacerlo, 
podi'án  ser  multados  en  la  cantidad  que 
determine  el  Juez  de  Paz,  hasta  el  máxi- 
mum de  tres  pesos. 

En-  la  misma  multa  incurrirán  los  peri- 
tos que  no  acudan  al  llamamiento  del  Juez 
de  Paz. 

Las  partes,  peritos  y  testigos  que  deja- 
ren de  comparecer  sin  justa  causa,  des- 
pués de  hecha  la  segunda  citación,  serán 
procesados  por  desobediencia  á  la  Auto- 
ridad. 

Art.  2.096.  A  los  testigos  y  á  los  pre- 
suntos culpables  que  residan  fuera  del  te- 
rritorio municipal,  se  les  recibirá  declara- 
ción por  medio  de  exhorto,  con  citación 
del  querellante  particular  si  lo  hubiere,  y 
en  presencia  del  Síndico  municipal  si  la 
falta  pudiere  perseguir.se  de  oficio. 

Dichas  declaraciones  se  recibirán  y  re- 
dactarán con  las  formalidades  establecidas 
respectivamente  en  el  presente  libro. 

Art.  2.097.  En  el  caso  do  que  por  mo- 
tivo justo  no  pueda  celebrarse  el  juicio 
verbal  en  el  día  señalado,  ó  de  que  no 
pueda  concluirse  en  un  solo  acto,  el  Juez 
de  Paz  señalará  el  día  más  inmediato  po- 
sible para  su  celebración  ó  continuación, 
haciéndolo  saber  á  los  interesados. 

Art.  2.098.  El  juicio  será  público,  dan- 
do principio  por  la  lectura  de  la  querella, 
si  la  hubiere,  siguiendo  á  esto  el  examen 
de  los  testigos  convocados,  y  practicándo- 
se las  demás  pruebas  que  y)roponga  el  que- 
rellante, denunciador  y  Síndico  municipal 
si  asistiere,  siempre  que  el  Juez  las  consi- 


dere admisibles.  Seguidamente  se  oirá  al 
acusado,  se  examinarán  los  testigos  que 
presente  en  su  descargo  y  se  practicarán 
las  demás  pruebas  que  ofrezca  y  fueren 
pertinentes,  observándose  las  prescripcio- 
nes de  este  libro  en  cuanto  sean  aplica- 
bles. Acto  continuo  expondrán  de  palabra 
las  partes  lo  que  crean  conveniente  en 
apoyo  de  sus  respectivas  pretensiones,  ha- 
blando primero  el  Síndico  municipal,  si 
asistiere,  después  el  querellante  particular, 
y  por  último  el  acusado. 

El  Síndico  municipal  asistirá  á  los  jui- 
cios siempre  que  á  ellos  sea  citado  con 
arreglo  al  art.  2.091. 

Art.  2.099.  Si  el  presunto  culpable  de 
una  falta  reside  fuera  del  término  munici- 
pal, no  tendrá  obligación  de  concurrir  al 
acto  del  juicio,  y  podrá  dirigir  al  Juez  de 
Paz  escrito  alegando  lo  que  estime  conve- 
niente en  su  defensa,  y  apoderar  persona 
que  presente  en  aquel  acto  las  pruebas  de 
descargo  que  tuviere. 

El  presunto  culpable,  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  á  la  citación,  pre- 
sentará el  escrito  al  Juez  exhortado,  quien 
lo  dirigirá  al  exhortante. 

El  nombramiento  de  apoderado  podrá 
hacerse  en  el  mismo  escrito  ó  en  carta- 
poder. 

Art.  2.100.  La  ausencia  del  acusado  no 
suspenderá  la  celebración  ni  la  resolución 
del  juicio,  siempre  que  conste  habérsele 
citado  con  las  formalidades  prescritas  en 
este  Código,  y  con  los  requisitos  del  ar- 
tículo 2.094,  á  no  ser  que  el  Juez  de  Paz, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  crea  ne- 
cesaria la  declaración  de  aquél. 

En  este  caso  se  librará  exhorto  para  re- 
cibir la  declaración  del  acusado. 

Art.  2.101.  De  cada  juicio  se  extenderá - 
un  acta  diaria,  expresando  clara  y  sucin- 
tamente lo  actuado,  la  cual  se  firmará  por 
todos  los  concurrentes  al  mismo  que  pue- 
dan hacerlo,  á  cuyo  efecto  deberá  el  Juez 
de  Paz  adoptar  las  disposiciones  necesarias 
para  que  no  .se  ausenten  hasta  que  dicha 
acta  esté  extendida. 

Art.  2.102.  La  sentencia  se  dictara  y 
firmará  en  el  mismo  día  de  la  celebración 
del  juicio,  ó  al  siguiente,  y  se  llevará  á 
efecto  si  no  se  interpusiere  apelación. 

Art.  2.103.  La  apelación  deberá  inter- 
poner.se  verbalmente  en  el  acto  de  la  noti- 
ficación, ó  6n  el  siguiente  día  hábil,  lia- 
ciéndose  constar  por  diligencia  que  exten- 
derá el  Secretario;  y  .se  admitirá  en  ambos 
efectos,  señalando  á  las  partes  el  término 
de  cinco  días  para  que  se  per.sonen  en  el 
Juzgado  de  Letras  respectivo,  á  donde  se 
remitirán  los  autos  originales. 
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INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y   JURÍDICAS 


CAPITULO  II 

DEL  JUiCIO   SOBRE   FALTAS   EN   SEGUNDA 
INSTANCIA 

Art  2. 104,  Recibidas  las  diligencias  por 
el  Juez  de  Letras,  y  transcurrido  que  sea 
el  término  del  emplazamiento,  si  el  ape- 
lante se  hubiere  personado,  señalará  á  las 
partes  una  audiencia,  que  tendrá  lugar 
dentro  de  los  dos  días  siguientes. 

Si  el  apelante  no  se  hubiere  personado 
en  e!  término  del  emplazamiento,  el  Juez 
de  Letras  declarará  desierto  el  recurso  y 
devolverá  los  autos  al  Juez  de  Paz,  á  costa 
de  aquél. 

En  esta  secunda  instancia  intervendrá 
el  Fiscal  del  Juzgado  de  Letras,  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley  concede  audiencia  en  pri- 
mera instancia  al  Síndico  Municipal. 

Art.  2.105.  La  audiencia  será  pública  y 
comenzará  por  la  lectura  de  los  autos  re- 
mitidos. Se  oirá  en  seguida  al  Fiscal,  cuya 
asistencia  será  precisa  si  la  falta  fuere  de 
Jas  que  deben  perseguirse  de  oficio,  y  á  los 
interesados  ó  á  sus  legítimos  representan- 
tes, si  concurrieren,  y  acto  continuo  se 
dictará  sentencia,  la  cual  se  notificará  á 
dicho  Fiscal  y  á  los  interesados  presentes. 

Art.  2.106.  No  se  admitirá  en  la  se- 
gunda instancia  otra  prueba  que  la  que, 
habiendo  sido  propuesta  en  la  primera,  no 
hubiere  podido  practicarse  por  causa  aje- 
na á  la  voluntad  del  que  la  hubiese  pro- 
puesto. 

Art.  2.107.  Para  hacer  la  prueba  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior  podrá  con- 
cederse un  término  que  no  pase  de  diez 
días,  expidiéndose  para  que  tenga  lugar 
los  despachos  que  fueren  necesarios. 

Art.  2.108.  Contra  la  sentencia  que  se 
dicte  en  segunda  instancia  no  habrá  lugar 
á  ulterior  recurso.  El  Juez  de  Letras  man- 
dará devolver  al  Juez  de  Paz  los  autos  ori- 
ginales, acompañándolos  con  certificación 
de  la  sentencia  dictada,  para  que  éste  pro- 
ceda á  su  ejecución. 

Art.  2.109.  Los  Jueces  de  Paz,  á  fin  de 
año,  formarán  los  libros  á  que  se  refiere  el 
articulo  494. 

TÍTULO    VI 
De  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  2.110.  La  ejecución  de  las  senten- 
cias en  materia  criminal  corresponde  al 
Juzgado  ó  Tribunal  que  haya  conocido  de 
la  causa  en  primera  instancia. 

Art.  2.111.  Cuando  el  Tribunal  ó  Juz- 
gado á  quien  corresponda  la  ejecución  de 


la  sentencia  no  pudiere  practicar  por  sí 
mismo  todas  las  diligencias  necesarias, 
comisionará  al  Juez  de  Letras  ó  de  Paz  de 
la  demarcación  en  que  deban  tener  efecto, 
para  que  las  practique. 

Art.  2.112.  Cuando  una  sentencia  sea 
firme,  se  procederá  á  su  ejecución,  aunque 
el  reo  esté  sometido  á  otra  causa,  en  cuyo 
caso  se  le  conducirá,  cuando  sea  necesa- 
rio, desde  el  establecimiento  penal  en  que 
se  halle  cumpliendo  la  condena,  al  lugar 
donde  se  esté  instn>yendo  la  causa  pen- 
diente. 

Art.  2.113.  Las  penas  se  ejecutarán  en 
la  forma  y  tiempo  prescritos  en  el  Código 
Penal  y  en  los  reglamentos. 

Corresponde  al  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
el  presente  Código  impone  el  deber  de  ha- 
cer ejecutar  la  sentencia,  adoptar  sin  dila- 
ción las  medidas  necesarias  para  que  el 
condenado  ingrese  en  el  establecimiento 
penal  destinado  al  efecto,  á  cuyo  fin  reque- 
rirá el  auxilio  de  las  Autoridades  adminis- 
trativas, que  deberán  presentárselo  sin  ex- 
cusa ni  pretexto  alguno. 

La  competencia  del  Juez  ó  Tribunal  pa- 
ra hacer  cumplir  la  sentencia  excluye  la 
de  cualquiera  Autoridad  gubernativa,  has- 
ta que  el  condenado  tenga  ingreso  en  el 
establecimiento  penal  ó  se  traslade  al  lugar 
en  donde  deba  cumplir  la  condena. 

Los  Tribunales  ejercerán  además  las 
facultades  de  inspección  que  las  leyes  y 
reglamentos  les  atribuyen  sobre  la  manera 
de  cumplirse  las  penas. 

Art.  2.114.  Las  cuestiones  que  se  sus- 
citen con  motivo  de  la  ejecución  de  las 
sentencias,  se  sustanciarán  por  los  trámi- 
tes establecidos  para  los  incidentes  con 
intervención  del  Fiscal. 

Art.  2.115.  Cuando  la  sentencia  con- 
tenga la  pena  de  interdicción  civil,  cuidará 
el  Juez  ó  Tribunal  de  que  se  observen  las 
disposiciones  establecidas  en  el  Código 
Civil,  y  de  que  se  anote  é  inscriba  la  pro- 
hibión  de  di.sponer  de  los  bienes  en  los. 
Registros  civil  y  de  la  propiedad. 

TITULO  VII 
Disposiciones  finales  y   transitoria». 

Art.  2.116.  El  presente  Código  empe- 
zará á  regir  el  15  de  Septiembre  del  co- 
rriente año,  quedando  en  esa  fecha  dero- 
gados el  Código  de  Procedimientos  de  27 
de  Agosto  de  1880  v  la  Ley  del  Jurado  de 
30  de  Noviembre  de  1894. 

Art.  2.117.  Los  pleitos  civiles  pendien- 
tes el  15  de  Septiembre  citado,  continua- 
rán sustanciándose  en  la  instancia  en  que 
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se  hallen  con  arreglo  al  Código  hoy  vigen- 
te, á  no  ser  que  los  litigantes,  todos  de 
común  acuerdo,  pidieren  que  el  procedi- 
miento se  acomode  al  presente  Código. 

Para  que  pueda  tener  efecto  lo  determi- 
nado en  el  párrafo  anterior,  antes  de  con- 
tinuarse la  sustanciación  del  pleito,  se  con- 
vocara á  los  litigantes  á  una  compare- 
cencia. 

Art.  2.118.  Terminada  la  instancia  en 
que  se  hallen  los  pleitos,  en  el  caso  de  que 
ésta  haya  continuado  sustanciándose  por 
el  procedimiento  hoy  vigente,  si  fuere  la 
primera  y  se  interpusiere  apelación  de  la 
sentencia  definitiva  que  en  ellos  se  dictare, 
se  sustanciará  la  segunda,  y  en  su  caso  el 
recurso  de  casación,  con  arreglo  á  este 
Código. 

Art.  2.119.  Los  pleitos  que  se  encuen- 
tren en  el  periodo  de  ejecución  de  senten- 


cia, se  sustanciarán  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  este  Código. 

Exceptúanse  aquellos  en  que  estuviere 
interpuesta  una  apelación  en  ambos  efec- 
tos, y  este  recurso  procediere  en  uno  solo, 
según  este  Código,  en  cuyo  caso  se  sustan- 
ciarán conforme  á  lo  prevenido  en  el 
Código  hoy  vigente. 

Art.  2.120.  Los  recursos  de  casación 
que  estuvieren  interpuestos  antes  del  15  de 
Septiembre  referido,  se  seguirán  por  los 
trámites  del  Código  hoy  vigente,  los  que  lo 
fueren  con  posterioridad  á  esa  fecha,  aun 
cuando  se  hayan  preparado  con  posterio- 
ridad, se  ajustarán  á  los  de  este  Código. 

Art.  2.121.  Lo  dispuesto  en  los  cuatro 
artículos  anteriores  es  aplicable  á  las  cau- 
sas criminales;  pero  los  sumarios  se  sus- 
tanciarán, en  todo  caso,  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  este  Código. 
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de  1897. 


TITULO  PRIMERO 
De  la  industria  agrícola. 

Articulo  1.°'  Todos  los  habitantes  de 
Honduras,  sean  nacionales  ó  extranjeros, 
tienen  derecho  de  ejercer  en  el  país  la  in- 
dustria agrícola. 

Art.  2."  El  Estado  dispensará  á  la  agri- 
cultura toda  su  protección.  El  Poder  Eje- 
cutivo impulsará  su  desarrollo  por  los  si- 
guientes medios: 

1.°  Por  la  apertura  de  vías  de  comuni- 
cación. 

2.°  Por  la  difusión  de  conocimientos 
científicos,  estableciendo  clases  de  ense- 
ñanza agrícola. 

3.^  Por  la  introducción  y  distribución 
de  semillas  y  plantas  útiles,' y  ensayos  de 
nuevos  cultivos. 

4.°  Por  la  promoción  de  certámenes 
industriales  donde  los  agricultores  exhiban 
sus  productos,  acordando  y  concediendo 
premios  y  honores  para  el  estímulo. 

5.**  Otorgando  concesiones  con  los  ma- 
yores privilegios  para  el  establecimiento 
de  uno  ó  más  Bancos  agrícolas  hipoteca- 
rios, á  fin  de  que  los  agricultores  puedan 
obtener  dinero  á  módico  interés. 

6."  Por  el  establecimiento  de  granjas  ó 
campos  modelos,  donde  se  enseñe  prácti- 
camente el  manejo  y  ventaja  de  los  instru- 
mentos y  utensilios  de  labi^anza  modernos, 
y  el  uso  de  sus  abonos. 

1.^  Por  concesiones  de  primas,  privi- 
legios y  exenciones  en  favor  de  los  agri- 
cultores. 

8.*'  Por  el  establecimiento  de  maquina- 
rias para  beneficiar  cualquier  producto 
agrícola,  ya  sea  por  cuenta  del  Estado  ó 
poniéndolas  á  disposición  de  las  Municipa- 
lidades. 


Art.  3.°  El  Poder  Ejecutivo  podrá  con- 
ceder privilegi  )s  y  exenciones  temporales 
á  los  que  dediquen  al  cultivo  del  trigo  y 
del  tabaco  en  la  extensión  que  tengan  á 
bien  señalar. 

Art.  4."  Por  ahora  tiene  la  especial  pro- 
tección del  Estado  el  cultivo  del  café,  ca- 
cao, hule,  vainilla,  Índigo  ó  jiquilite,  caña 
de  azúcar,  algodón,  vid,  olivo,  ramié,  he- 
nequén, plátanos  y  cocos  en  la  escala  que 
adelante  establece  esta  ley. 

Art.  5.°  La  elaboración  de  harina  de 
trigo,  azúcar,  vino  y  aceite  en  el  país,  ob- 
tendrá la  protección  de  esta  ley,  siempre 
que  se  haga  en  grande  escala. 

TÍTULO  II 
De  las  tierras  de  cultivo. 

Art.  6.°  Los  que  .se  propongan  formar 
fincas  de  cualquiera  de  las  plantas  enume- 
radas en  el  art.  4.°  de  esla  ley,  en  terre- 
nos nacionales  lo  solicitarán  del  Gobier- 
no, quien  les  concederá  el  dominio  útil  en 
extensión  proporcionada  á  sus  empresas. 

Si  en  cualquier  tiempo,  después  de  ha- 
ber cultivado  por  lo  menos  la  mitad  de  los 
terrenos  concedidos,  desearen  adquirir  el 
dominio  directo  de  ellos,  tendrán  derecho 
á  que  se  les  vendan  por  el  precio  legal,  sin 
más  formalidad  que  la  certificación  de  pe- 
ritos. 

Art.  7.°  Se  podrán  también  solicitar  te- 
rrenos nacionales  para  potreros  de  repas- 
to, y  el  Gobierno  los  concederá  gratis  á  los 
solicitantes,  en  las  condiciones  del  artículo 
anterior. 

Art.  8.°  Las  porciones  de  terrenos  na- 
cionales concedidos  para  los  fines  expresa- 
dos en  los  artículos  anteriores,  .se  medirán 
en  extensión  continua,  alternándolas  con 
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lotes  proporcionados  que  se  reserva  el  Es- 
tado para  venderlos  conforme  á  la  ley. 

Art.  9.°  El  Poder  Ejecutivo  dictará  dis- 
posiciones meramente  reglamentarias  so- 
bre tramitación  y  demás  condiciones  no 
expresadas  en  esta  ley  para  la  efectividad 
de  las  concesiones  de  terrenos  nacionales. 

Art.  10.  Si  los  terrenos  que  se  necesi- 
taren para  los  cultivos  á  que  se  refieren  los 
artículos  anteriores,  fuesen  ejidos  de  los 
pueblos,  y  estuvieren  incultos,  tendrán  las 
Municipalidades  la  precisa  obligación  de 
darlos  en  arrendamiento,  fijando  como  pre- 
cio de  éste  una  suma  que  no  exceda  de 
veinticinco  centavos,  por  año,  por  manza- 
na; no  pudiendo  adjudicarse  á  una  misma 
persona  más  de  cincuenta  manzanas. 

Los  reglamentos  municipales  establece- 
rán la  manera  de  perfeccionar  la  concesión 
y  otorgar  el  titulo  respectivo. 

Art.  11.  Los  particulares  que  hubieren 
obtenido  el  dominio  útil  en  terrenos  nacio- 
nales, ó  el  arrendamiento  de  tierras  ejida- 
les,  y  que  en  el  término  de  seis  meses  no 
emprendieren  sus  trabajos  agrícolas,  ó  que 
en  cualquier  tiempo  hicieren  de  ellos  com- 
pleto abandono,  perderán  sus  derechos  ad- 
quiridos, recobrando  respectivamente  el 
Gobierno  y  las  Municipalidades  el  dominio 
y  posesión  de  sus  terrenos,  previo  acuerdo 
que  declare  la  caducidad  de  la  concesión. 

Art.  12.  Los  concesionarios  que  habien- 
do iniciado  sus  empresas,  no  aumenten  sus 
plantaciones,  cultivando  cada  año  por  lo 
menos  una  cuarta  parte  del  área  concedi- 
da, perderán  los  derechos  adquiridos,  en  la 
parte  que  tengan  inculta,  la  cual  volverá  al 
dominio  del  Estado  ó  de  la  Municipalidad 
respectiva.  Esto  se  entiende  sin  perjuicio 
de  la  parte  que  se  destine  á  los  servicios  de 
la  finca  ó  hacienda,  y  que  no  podrá  exce- 
der de  una  quinta  parte  del  terreno  conce- 
dido ó  arrendado. 

Art.  13.  Los  concesionarios  obtendrán 
prórroga,  si  la  solicitasen  en  tiempo,  pro- 
bando ante  el  Gobierno  á  las  Municipali- 
dades en  su  ca.so,  qué  causas  de  fuerza 
mayor  les  impidieron  emprender  ó  conti- 
nuar sus  trabajos  dentro  del  término  legal. 

Art.  14.  El  Gobiern©  y  las  Municipali- 
dades tomarán  informes  con  el  objeto  de 
averiguar  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
.ciones  contraídas  en  las  concesiones  de 
tierras;  ó  por  denuncia  do  cualquier  em- 
pleado público  ó  ciudadano,  deijerán  de- 
clarar caducadas  aquéllas  en  que  esto  .sea 
procedente. 

Art.  15.  El  individuo  que  por  concesión 
del  Gobierno  ó  de  la  Municipalidad  hubiere 
obtenido  un  terreno  y  lo  tuviere  cercado 
sin  ningiin  cultivo,  será  requerido  por  el 


Gobernador  departamental,  si  el  terreno 
fuere  nacional,  ó  por  el  Alcalde,  si  fuere 
de  ejidos,  para  que  proceda  á  cultivarlo 
dentro  del  término  de  seis  meses.  Si  tras- 
currido éste,  no  hubiere  dado  principio  for- 
mal á  los  trabajos,  declaiará  caducada  la 
concesión,  y  sólo  tendrá  derecho  á  que  el 
individuo  que  obtuviere  por  nueva  conce- 
sión el  mismo  terreno,  le  pague  las  cercas 
y  mejoras  ajusta  tasación  de  peritos. 

Art.  16.  Mientras  el  terreno  permanez- 
ca sin  cultivo,  ninguna  concesión  podrá 
ser  traspasada  y  transferida  por  contrato 
entre  vivos,  sin  el  previo  con.sentimiento 
del  Gobierno  ó  de  las  Municipalidades, 
respectivamente. 

Art.  17.  El  Gobierno  y  Municipalidades 
darán  preferencia  en  las  concesiones  á  los 
poseedores  de  tierras,  que  sin  ser  previa- 
mente autorizados,  hayan  cultivado  en 
parte,  ó  las  tengan  cercadas,  siempre  que 
se  obligaren  á  cultivarlas  con  cualquiera 
de  las  plantas  enumeradas  en  el  art.  4.°  de 
esta  ley. 

Art.  18.  En  toda  concesión  se  entende- 
rá que  el  concesionario  contrae  la  obliga- 
ción de  mantener  libre  y  sin  ningún  ciilti- 
vo  la  faja  ó  fajas  de  tierra,  de  suficiente 
extensión,  que  otros  individuos  necesiten 
para  transitar  hacia  sus  fincas  ó  haciendas, 
ó  para  tomar  el  agua  de  fuentes  ó  ríos. 

Las  Municipalidades  determinaráa  el 
ancho  de  cada  faja  y  su  dirección. 

Art.  19.  El  Gobierno  en  los  terrenos 
nacionales,  y  las  Municipalidades  en  los 
comunales  ó  de  ejidos,  podrán  establecer 
zonas  agrícolas,  desíinadasexclusivamente 
al  cultivo.  En  ellas  no  podrá  establecerse 
la  crianza  de  ganados  ni  .se  permitirá  su 
vagancia  ni  la  formación  de  potreros  de 
repasto. 

Art.  20.  Para  conciliar  los  intereses  de 
la  agricultura  con  los  de  la  ganadería,  las 
Municipalidades  podrán  señalar  también 
las  zonas  ganaderas  y  mixtas,  donde  se 
permita  la  crianza  y  retiro  de  los  ganados. 

Art.  21.  Las  zonas  agrícolas  municipa- 
les deberán  mantenerse  formalmente  aco- 
tadas á  costa  y  en  beneficio  de  todo  el 
vecindario,  cuando  fuere  absolutamente 
indispensable  para  evitar  introducción  á 
ellas  de  los  ganados  que  pasten  en  las  zo- 
nas ganaderas  ó  en  terrenos  de  propiedad 
particular. 

TITULO    III 
De  los  agricultores. 

Art.  22.  Para- los  efectos  de  esta  ley  se 
considerarán  como  agricultores  los  que  en 
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una  sola  extensión  de  terreno  nacional, 
municipal,  de  su  propiedad  ó  en  arriendo, 
formalmente  cercada  ó  zanjada,  donde  sea 
necesario,  cultiven  más  de  ocho  manzanas 
de  café  ó  su  equivalente  aproximado  en 
valor,  de  cualquiera  de  las  plantaciones 
á  que  se  reñere  el  art.  4." 

Art.  23.  También  se  consideran  como 
agricultores  los  empresarios  de  potreros 
de  repasto  que  tengan  formalmente  acota- 
da y  sembrada  de  zacate  ó  pasto  artificial, 
una  área  de  terreno  que  no  baje  de  cin- 
cuenta manzanas,  en  los  terrenos  nacio- 
nales, municipales,  de  su  propiedad  ó 
en  arriendo. 

Las  concesiones  y  garantías  establecidas 
en  favor  de  los  agricultores,  corresponden 
también  á  las  personas  que  manifiesten 
ante  la  Autoridad  respectiva  su  propósito 
de  dedicarse  á  alguno  ó  algunos  de  los 
cultivos  comprendidos  en  el  art.  4.°;  mas 
si  dentro  de  un  año  después  de  haber  he- 
cho la  manifestación,  no  hubiese  empren- 
dido trabajos  que  demuestren  satisfacto- 
riamente la  resolución  de  llevar  á  cabo  la 
empresa  iniciada,  quedarán  sujetas  dichas 
personas,  en  cuanto  al  uso  que  hayan  he- 
cho de  las  concesiones,  á  las  penas  consig- 
nadas en  los  arts.  49  y  51. 

Art.  24.  Los  Gobernadores  políticos  en 
sus  respectivos  departamentos  formarán 
registros  para  inscribir  á  todos  los  indivi- 
duos que  según  las  prescripciones  de  esta 
ley  deban  considerar.se  como  agricultores, 
y  cada  año  remitirán  al  Gobierno  por  el 
órgano  del  Ministerio  de  Fomento,  un  es- 
tado que  exprese  el  número  y  condiciones 
especiales  de  los  agricultores  inscritos,  la 
cantidad  de  terrenos  que  cultivan,  v  las 
clases  y  calidades  de  sus  siembras  y  plan- 
taciones. 

Art.  25.  Sólo  á  los  agricultores  inscri- 
tos les  corresponderán  las  ventajas  y  exen- 
ciones que  en  favor  de  la  agricultura  esta- 
blece esta  ley. 

Art.  26.  Los  agricultores  tienen  obli- 
gación de  presentar  todos  los  años,  en  el 
mes  de  Enero,  las  matrículas  á  los  Gober- 
nadores político--.  Estos  las  reverán,  y  si  el 
informe  de  la  Municipalidad  fuese  favora- 
ble ó  satisfactorio,  el  Gobernador  renovará 
la  constancia. 

Art.  27.  El  informe  de  la  Municipali- 
dad es  condición  indi.spensable  para  solici- 
tar la  inscripción  de  agricultor  ó  la  reno- 
vación de  la  matrícula. 

Art.  28.  El  agricultor  que  sin  justa 
causa  dejare  de  renovar  el  tiempo  su 
matrícula,  quedará  en  suspenso  durante 
un  año  en  el  goce  de  las  exenciones  y  pri- 
vilegios que  otorga  esta  ley. 


TITULO  IV 

De  los  mayordomos,  jornaleros 
ü  operarios. 

Art.  29.  Se  tendrán  como  operarios  ó 
jornaleros  los  individuos  que  presten  sus 
servicios  personales,  en  fincas  ó  haciendas, 
por  salario  y  tiempo  determinados. 

Art.  30.  Los  administradores,  mayor- 
domos, tenedores  de  libros,  y  operarios  de- 
berán inscribirse  en  la  Matricula  de  ma- 
ijordomos  ¡j  operarios,  ante  la  Autoridad 
que  designa  la  ley  de  policía,  expresando 
el  tiempo  y  valor  de  ^iu  compromiso  y  la 
calidad  de  trabajo  á  que  se  obligan. 

Art.  31.  Todo  agricultor  ó  su  represen- 
tante extenderá  á  sus  administradores, 
mayordomos,  tenedores  de  libros  y  ©pera- 
rios  una  boleta  con  su  firma,  expresando 
el  nombre  y  apellido  del  comprometido,  el 
tiempo  y  valor  del  contrato,  la  calidad  del 
trabajo  y  la  fecha  de  entrada  al  servicio. 

Art.  32.  El  Alcalde  de  policía,  en  vista 
del  boleto  del  patrón,  extenderá  certifica- 
ción de  la  matrícula  para  los  fines  de  ley. 

Art.  33.  Los  agricultores  solicitarán  de 
la  Autoridad  militar  departamental  boleta 
de  exención  del  servicio  militar  en  favor 
de  sus  administradores,  mayordomos,  te- 
nedores de  libros  y  operarios.  Esta  solici- 
tud irá  acompañada  de  las  matriculas  del 
agricultor  y  de  sus  empleados,  mayordo- 
mos ú  operarios*!  que  serán  devueltas  jun- 
tamente con  la  boleta  de  exención. 

Art.  34.  Los  Gobernadores  darán  toda 
su  protección  á  los  agricultores  y  velarán 
porque  las  Autoridades  militares  y  muni- 
cipales cumplan  los  deberes  que  esta  ley 
les  impone. 

TITULO  V 
De  las  exenciones  y  privilegios. 

Art.  35.  Los  agricultores  estarán  exen- 
tos del  servicio  militar  y  no  pagarán  im- 
puestos fiscales  ni  municipales  por  las  má- 
quinas y  herramientas  de  agricultura,  ma- 
teriales para  construcción  de  casas  ó  cer- 
cas de  animales  para  mejorar  las  razas,  lo 
mismo  que  por  las  semillas,  forrajes,  abo- 
nos y  vastagos  que  introduzcan  al  país  pa- 
ra emplearlos  en  sus  empresas  agrícolas. 

Art.  36.  Los  agricultores  podrán  desta- 
zar en  sus  fincas,  sin  pagar  ningún  impues- 
to, el  ganado  que  necesiten  para  la  manu- 
tención de  los  trabajadores,  debiendo  ob- 
tener previamente  el  permiso  de  la  Auto- 
ridad respectiva,  quien  no  lo  negará  sin 
justa  causa. 

Art.   37.     Los    individuos    que    tengaa 
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ocupación  y  permanencia  diaria  en  las  ha- 
ciendas de  ganado  mayor,  están  exentos 
del  servicio  militar  ordinario,  paradas,  co- 
misiones militares  y  de  cargos  y  servicios 
concejiles.  Las  Autoridades  militares  y  ci- 
viles no  podrán  emplear  como  agentes  su- 
yos á  los  mayordomos  y  operarios  matri- 
culados. 

Art.  38.  Los  mayordomos  y  operarios 
de  las  fincas  no  están  obligados  á  contri- 
buir con  trabajo  personal  en  las  obras  y 
edificios  que  emprenda  la  Municipalidad, 
ni  en  la  apertura  y  reparación  de  los  ca- 
minos y  limpieza  de  las  poblaciones,  pero 
si  á  redimir  con  dinero  los  días  de  trabajo 
que  les  sean  asignados,  al  precio  consiente 
que  tengan  los  jornales. 

Art.  39.  Las  exenciones  para  operarios 
se  limitarán  á  los  necesarios  para  los  tra- 
bajos, sin  exceder  de  dos  por  cada  cuatro 
manzanas,  y  del  doble  en  tiempo  de  cose- 
cha cuando  ésta  exija  servicios  extraordi- 
narios. Para  las  empresas  de  potreros  de 
repasto  se  limitarán  á  un  operario  por  ca- 
da diez  manzanas. 

Art.  40.  Los  arrendatarios  de  fincas 
quedan  equiparados  á  los  agricultores  siem- 
pre que  llenen  las  obligaciones  que  á  éstos 
impone  la  ley.  En  este  caso,  los  propieta- 
rios de  las  fincas  arrendadas  cesarán  en  el 
goce  de  las  exenciones  y  privilegios  que 
concede  esta  ley. 

Art.  41.  El  empleado  público,  funcio- 
nario ó  sus  agentes,  que  violare  cualquiera 
de  los  privilegios  ó  exenciones  personales 
que  esta  ley  otorga,  incurrirá  en  una  mul- 
ta de  10  á  50  pesos,  que  le  será  impuesta 
de  plano  por  el  inmediato  superior  ante 
quien  se  ocurra. 

TITULO  VI 
De  la  ganadería  y  de  los  ganaderos. 

Art.  42.  Los  individuos  que  llenando 
las  condiciones  legales  se  dediquen  á  la 
crianza  de  ganado  vacuno  ó  caballar,  en 
número  de  cien  cabezas  arrufa,  ó  de  gana- 
do menor  en  número  de  quinientas  arriba, 
quedan  equiparados  á  los  agricultores  y 
tendrán  para  si  y  para  sus  mayordomos 
y  operarios,  los  mismos  derechos,  privile- 
gios y  obligaciones  que  aquéllos. 

Art.  43.  Los  que  obtengan  legal  decla- 
ratoria de  ganaderos,  tendrá  derecho  á  que 
sus  operarios  sean  e.xcluidos  de  los  servi- 
cios que  determinan  los  arts.  37  y  38  de 
esta  ley,  en  la  siguiente  proporción:  un 
operario  para  los  que  tengan  de  cien  á  dos- 
cientas cabezas  de  ganado  mayor;  dos  para 
los  que  tengan  de  doscientas  á  quinientas 
cabezas:  tres  cuando  no  bajen  de  este  nú- 


mero y  no  exceda  de  mil:  y  cuatro  cuando 
pasen  de  esta  suma.  Para  los  que  se  dedi- 
quen á  la  crianza  de  ganado  menor,  servi- 
rá, en  cuanto  á  las  exenciones,  la  base  pro- 
porcional establecida  en  el  articulo  ante- 
rior. A  los  que  tengan  varias  haciendas  se 
les  darán  las  exenciones  de  operarios,  to- 
mando en  cuenta  el  servicio  que  necesita 
cada  una  de  ellas,  según  las  proporciones 
establecidas  en  este  articulo. 

Art.  44.  El  Gobierno  establecerá  pri- 
mas para  los  que  introduzcan  al  país  toros 
ó  caballos  de  raza,  y  ensayen  el  cruza- 
miento con  nuestros  ganados. 

TÍTULO  VII 
Disposiciones  generales. 

Art.  45.  Se  declara  libre  de  todo  im- 
puesto fiscal  y  municipal  la  exportación 
del  café  durante  el  término  de  diez  años, 
prorrogables  á  juicio  del  Ejecutivo. 

Art.  46.  Los  Comandantes  departa- 
mentales concederán  exención  del  servicio 
militar  ordinario,  por  el  término  de  un  año 
á  los  milicianos  que  con  certificación  ó  in- 
forme de  la  municipalidad  respectiva, 
prueben  que  son  dueños  de  una  manzana 
de  terreno  cultivada  de  café  ó  cualquie- 
ra de  las  plantas  enumeradas  en  el  articu- 
lo 4.°  de  esta  ley,  en  cantidad  que  equival- 
ga al  valor  de  dicha  manzana  de  café. 

Esta  misma  exención  se  otorgará  á  los 
milicianos  por  cada  manzana  de  café,  ó  su 
equivalente,  que  agreguen  á  sus  planta- 
ciones. Los  derechos  que  adquiera  el  inte- 
resado podrán  ser  transferidos  á  solicitud 
suya  en  favor  de  uno  de  sus  hijos. 

Cuando  un  miliciano  pruebe  tener  cul- 
tivadas cinco  manzanas  de  café  ó  su  equi- 
valente, tendrá  derecho  á  que  se  le  conce- 
da la  exención  completa  del  servicio  mili- 
tar ordinario,  por  el  tiempo  que  le  falte, 
conforme  á  la  ley. 

Art.  47.  El  acotamiento  ó  cerca  no  es 
condición;  necesaria  en  cada  finca  aue  se 
halle  bajo  un  acotamiento  común  ó  dentro 
de  una  zona  agrícola. 

Art.  48.  Todo  patrón,  dueño  ó  arren- 
datario de  finca  ó  hacienda,  está  obligado 
á  devolver,  por  medio  del  Comandante 
local  respectivo,  á  la  autoridad  militar  del 
departamento,  las  boletas  de  exención  mi- 
litar, cuando  sus  administradores,  tenedo- 
res de  libros,  mayordomos  ú  operarios  ha- 
yan cumplido  el  término  de  su  compromi- 
so ó  rescindido  el  contrato,  bajo  pena  de 
diez  á  veinte  ¡¡esos  de  multa,  que  le  impon- 
drá y  exigirá  el  Alcaide  municipal,  previo 
aviso  del  Comandante  local. 

Art.  49.     El  agricultor  ó  ganadero  quo 
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fraudulentamente  contrate  ó  concierte  ma- 
yordomo ú  operarios  que  en  realidad  no 
presten  sus  servicios  personales  en  su  fínca 
ó  hacienda,  será  castigado  con  multa  de 
10  á  20  pesos,  que  le  impondrá  y  le  hará 
efectiva,  gubernativamente,  el  Alcalde 
municipal  respectivo. 

Art.  50.  Las  multas  que  se  impongan 
con  arreglo  á  esta  ley,  ingresarán  al  Teso- 
ro municipal  del  lugar  á  que  pertenezca  el 
multado. 

Art.  51.  El  agricultor  ó  ganadero  que 
haciendo  uso  de  los  privilegios  que  esta 
ley  le  concede,  introdujere  cualquiera  de 
los  objetos  enumerados  en  el  art.  35  de  esta 
ley,  y  los  de.st¡nare  á  otros  usos  que  no 
sean  los  de  su  empresa,  quedará  sujeto  á 
las  responsabilidades  establecidas  en  la 
ley  de  defraudaciones  fiscales. 

Art.  52.  Los  individuos  que  actualmen- 
te poseyeren  tierras  nacionales  ó  de  eji- 
dos, sin  concesión  del  Gobierno  ó  de  las 
municipalidades,  respectivamente,  quedan 
amparados  en  su  posesión;  pero  sujetos  á 
las  mismas  condiciones  establecidas  en  esta 
ley  para  los  concesionarios. 

Art.  53.  Las  aldeas  que  por  el  número 
crecido  de  sus  habitantes  ó  por  la  distanr 
cia  á  que  se  encuentren  respecto  á  la  zona 
agrícola  comunal,  no  pudieren  aprove- 
charse de  ésta,  podrán  formar  zona agricola 
en  sus  prop.os  ejidos  ó  en  los  del  Munici- 
pio, de  acuerdo  con  la  municipalidad  res- 
pectiva, quedando  excluidas  del  costo  de 
la  comunal. 

Art.  54.  Las  municipalidades  podrán 
acordar  la  formación  de  fincas  comunales 
en  beneficiode  sus  rentas,  y  de  semilleros  ó 
almacigos  para  distribuirlos  entre  los  labra- 
dores pobres  de  la  comprensión  respectiva. 

Artículo  final.     (Derogatorio). 


Uey  reglamentapia  de  la 
Instrucción  prinnapia  y 
normal,  aprobada  por 
Decreto  de  11  de  OQarzo 
de  1895. 

PRIMERA  PARTE 

DE    LA.   INSTRUCCIÓN    PRIMARIA 


CAPITULO  PRIMERO 

DE   LA   DIRECCIÓN    GENERAL    DE   IN.STRLCCIÓN 
PÚBLICA 

Articulo  1.°     La  Dirección  suprema  de 
Instrucción  primaria  la  ejercerá  el  Secre- 


tario del  ramo  por  medio  de  un  Director 
general  de  Instrucción  primaria,  de  nom- 
bramiento del  Presidente  de  la  República, 
y  que  siempre  deberá  ser  profe.sor  titulado 
y  de  notoria  experiencia  en  la  enseñanza. 

Art.  2.°  Al  Director  general  de  Ins- 
trucción primaria  corresponden  las  atri- 
buciones y  deberes  que  determina  esta  ley 
y  las  que  establecen  los  artículos  16,  nú- 
mero 1.°  al  11,  83  y  84  del  Código  de  Ins- 
trucción pública,  con  las  siguientes  refor- 
mas: 

Al  artículo  16: 

1.*  (al  número  2.")  Redactar  y  propo- 
ner al  Presidente  de  la  República,  por  me- 
dio del  Secretario  del  ramo,  los  reglamen- 
tos que  expediten  la  ejecución  de  ésta  y  las 
demás  leyes  sobre  la  materia,  y  las  medi- 
das que  conduzcan  á  los  progresos  de  la 
enseñanza  primaria. 

2.'  (al  número  3.°)  Proponer  al  Jefe  de 
la  República,  por  medio  del  indicado  fun- 
cionario, los  candidatos  para  la  dirección 
de  las  Escuelas  Normales  y  para  las  dele- 
gaciones de  la  Dirección  ó  Inspección  de- 
partamentales. 

3.^  (al  número  5.")  Formar  un  progra- 
ma detallado  de  las  materias  correspon- 
dientes á  la  Instrucción  primaria,  y  hacer 
que  de  conformidad  con  él  se  verifique  la 
enseñanza  en  tedas  las  escuelas  de  la  Re- 
pública. 

4.*  (al  número  10).  Presentar  al  Secre- 
tario de  Estado  respectivo,  al  terminar  el 
año  escolar,  un  informe  completo  y  deta- 
llado del  estado  general  de  la  instrucción 
primaria  y  la  normal,  y  de  las  medidas 
que  se  hayan  dictado  ó  sea  necesario  emi- 
tir para  ensanchar  sus  progresos. 

Al  articulo  83: 

1.^  (al  número  4.")  Formar  el  censo  ge- 
neral de  los  niños  de  ambos  sexos  que  es- 
tén en  la  obligación  de  asistir  á  las  escuelas 
primarias  y  de  los  que  actualmente  concu- 
rran á  ellas,  y  hacerle  en  Marzo  de  cada 
año  las  debidas  reformas. 

2.*  (al  número  5.°)  Examinar  cuidado- 
samente los  informes  de  los  Directores  é 
Inspectores  de  Instrucción  primaria  de  los 
departamentos  y  distritos  y  los  de  los 
Maestros  de  escuela,  y  comparar  los  datos 
relativos  á  la  asistencia  de  los  alumnos 
con  el  censo  de  cada  lugar,  á  efecto  de  te- 
ner un  conocimiento  exacto  del  estado  de 
las  escuelas  y  de  cerciorarse  de  que  el  Có- 
digo de  Instrucción  pública,  la  presente 
ley,  los  reglamentos,  métodos  y  demás 
disposiciones  ;iobre  instrucción  primaria, 
se  cumplen  de  una  manera  eficaz. 

3.*  (al  número  12).  Allanar  las  dificul- 
tades que  embaracen  el  curso  progresivo 
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de  la  enseñanza;  resolver  las  consultas  que 
sus  inferiores  les  dirijan,  lo  mismo  que  las 
dudas  que  se  susciten  en  la  ejecución  de 
ésta  y  las  demás  leyes  sobre  dicha  mate- 
ria. 

4.*  (adicional).  Hacer  las  observaciones 
y  dar  las  instrucciones  que  juzgue  conve- 
nientes á  los  Directores  de  la  Escuela  ó 
Escuelas  Normales  que  se  establezcan  y  á 
los  Directores  de  colegios  en  que  se  funden 
secciones  normales,  quienes  deberán  infor- 
marle mensualmente,  acerca  de  la  marcha 
de  dicho  establecimiento  y  de  los  obstácu- 
los que  se  opongan  á  sus  progresos. 

5."  ^adicional).  Dirigir  y  redactar  un 
periódico  intitulado  La  Instrucción  Pri- 
maria, cuya  forma  y  demás  condiciones 
determinará  el  Secretario  del  ramo,  y  que 
se  destinará  á  servir  exclusivamente  los 
intereses  de  la  enseñanza  primaria. 

Todos  los  Maestros  serán  colaboradores 
de  dicho  periódico. 

Art.  3."  El  Director  general  de  Ins- 
trucción primaria  podrá  visitar  las  escue- 
las de  la  capital  siempre  que  lo  juzgue  con- 
veniente, y  las  demás  de  la  Repúb;ica,  de 
acuerdo  con  el  Ejecutivo. 

Para  el  desempeño  de  sus  funciones  ten- 
drá un  Secretario  y  dos  escribientes. 

Dará  las  instrucciones  y  dictará  las  me- 
didas y  el  reglamento  convenientes  para 
la  práctica  de  los  exámenes  de  las  escue- 
las públicas,  á  las  cuales  se  someterán  ine- 
ludiblemente los  alumnos  de  las  escuelas 
privadas.  Deberá  elevar  á  la  aprobación 
del  Presidente  de  la  República  el  regla- 
mento que  emita  para  el  indicado  objeto. 

CAPITULO  II 

DE  LA  DIRECCIÓN  t  INSPECCIÓN    DEPARTAMEN- 
TALES 

Art.  4."  La  Dirección  é  Inspección  de- 
partamentales corresponde  á  los  emplea- 
dos que  el  Código  del  ramo  determina, 
quienes  tienen  las  atribuciones  y  obliga- 
ciones que  el  mismo  establece  con  las  re- 
formas siguientes: 

Al  articulo  18: 

1."  (al  número  3.°)  Nombrar  y  remover 
en  las  cabeceras  departamentales,  y  hacer 
que  los  Directores  de  distritos  nombren  y 
remuevan  por  justas  causasen  las  demás 
pol)lar¡ones  de  los  respectivos  departamen- 
tos á  los  Maestros  de  las  escuelas  de  am- 
bos sexos. 

2."  (al  número  7.")  Formar  la  cstad¡.s- 
tlca  de  la  Instrucción  pi-imaria  del  depar- 
tamento, comprendiendo  en  el  censo  los 
niños  de  ambos  sexos  que  en  cada  pol)la- 

Segunda  Serie. — Tomo  I. 


ción  estén  en  el  deber  de  concurrir  á  las 
escuelas  primarias  y  los  que  efectivamente 
asistan  anualmente  á  las  públicas  y  á  las 
privadas;  y  hacer  en  Febrero  de  cada  año 
las  debidas  reformas  al  censo  del  año  an- 
terior, y  dar  informe  de  ellas  en  el  indica-  ■ 
do  mes  á  la  Dirección  general  de  Instruc- 
ción primaria. 

3.*  (al  número  8.°)  Remitir  cada  cinco 
meses  á  la  Dirección  general,  y  siempre 
que  ésta  se  lo  pida,  un  informe  completo 
.sobre  el  estado  de  la  Instrucción  primaria 
en  el  departamento. 

4.*  (al  art.  87,  número  10).  Informar 
cada  cinco  meses  á  la  mencionada  Direc- 
ción, y  siempre  que  ésta  lo  requiera  con 
tal  fin,  sobre  el  resultado  de  los  trabajos 
de  la  Dirección  é  Inspección  departamen- 
tal. 

CAPITULO  III 

de   la    dirección   É    inspección   de   DISTRITO 

Art.  5."  La  Dirección  é  Inspección  del 
distrito  estarán  á  cargo  de  los  que  el  Có- 
digo de  Instrucción  pública  determina,  y 
á  ellos  les  corresponden  las  atribuciones  y 
deberes  que  el  mismo  CóJigo  establece, 
con  las  siguientes  reformas: 

Al  artículo  20: 

L^  (al  número  5.°)  Formar  la  estadísti- 
ca de  la  Instrucción  primaria  del  distrito, 
comprendiendo  en  el  censo  los  niños  de 
ambos  sexos  que  estén  en  la  obligación  de 
concurrir  á  las  escuelas  primarias  y  los 
que  efectivamente  asistan  anualmente  á 
las  púl)licas  y  privadas;  y  hacer  en  Enero 
de  cada  año  las  debidas  reformas  al  censo 
del  año  anterior,  y  dar  informe  de  ellas  en 
el  mismo  mes  á  la  Dirección  del  departa- 
mento. 

2.''  (al  número  6.°)  Remitir  mensual- 
mente  á  la  expresada  Dirección  un  infor- 
me completo  del  estado  de  la  Instrucción 
primaria  en  el  distrito  durante  el  mes  an- 
terior, y  sobre  el  resultado  de  los  trabajos 
de  la  Dirección  ó  de  la  Inspección  del  mis- 
mo en  favor  de  las  escuelas. 

CAPITULO  IV 

DE    LAS     ESCUELAS 

Art.  6.°  Las  escuelas  se  dividen  en  pri- 
marias y  normales. 

Art.  7.°  Habrá  por  lo  menos  una  "es- 
cuela primaria  de  varones  y  otra  do  niñas 
en  todo  [)ueblo  que  constituya  Municipio. 

Art.  8."  La  Dirección  de  distrito  plan- 
teará escuelas  primarias  en  todas  las  al- 
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deas  y  caseríos  que  correspondan  á  la  de- 
marcación municipal  de  su  jurisdicción  y 
que  tengan  quince  ó  más  alumnos;  y  en 
caso  contrario  siempre  que  sea  posible. 

Art.  9.°  En  las  escuelas  primarias  se 
enseñarán  la»  materias  siguientes: 

Lecciones  sobre  objetos,  lectura,  escri- 
tura, gimnasia  de  salón,  gramática  caste- 
llana (elementos),  Aritmética  (elementos), 
nociones  de  Fisiología  é  Higiene,  nociones 
de  Geografía  universal,  elementos  de  Geo- 
grafía é  Historia  de  Honduras,  nociones 
de  Agricultura,  principios  y  preceptos  de 
la  Constitución  política  de  la  República, 
solfeo  y  canto. 

Art.  10.  La  enseñanza  primaria  se  dará 
conforme  al  plan  que  sigue: 

PRIMER    GRADO 

Lecciones  sobre  objetos:  lección  diaria. 
— Lectura:  lección  diaria. — Escritura,  lec- 
ción diaria. — Gimnasia  de  salón:  tres  lec- 
ciones semanales. 

SEGUNDO  GRADO 

Lecciones  sobre  objetos:  lección  diaria. 
— Lectura:  lección  diaria. — Escritura:  lec- 
ción diaria.— Gimnasia  de  salón:  tres  lec- 
ciones semanales. 

TERCER  GRADO 

Lecciones  sobre  objetos:  lección  diaria. 
^^Escritura:  lección  diaria. — Elementos  de 
Aritmética:  lección  diaria. — Elementos  de 
Gramática  castel'ana:  lección  diaria. — 
Lectura  explicada:  lección  diaria. — Gim- 
nasia de  salón:  tres  lecciones  semanales. 

CUARTO  GRADO 

Elementos  de  Gramática  castellana:  lec- 
ción diaria.  —  Elementos  de  Aritmética: 
lección  diaria.— Elementos  de  Geografía  é 
Historia  de  Honduras:  lección  diaria. — 
Lectura  explicada:  lección  alternativa. — 
Escritura  al  dictado:  lección  alternativa. 
— Gimnasia  de  salón:  tres  lecciones  sema- 
nales. 

QUINTO   GRADO 

Nociones  generales  de  Fisiología  e  Hi- 
giene: lección  diaria.— Elementos  de  Geo- 
grafía universal:  lección  diaria.— Princi- 
pios y  preceptos  de  la  Constitución  política 
de  la  República:  lección  alternativa. — No- 
ciones de  Agricultura:  lección  diaria. — 
Ejercicios  de  composición  y  recitación: 
lección  alternativa.— Gimnasia  de  salón: 
tres  lecciones  semanales. 

Art.  11.  En  cada  uno  délos  grados  á 
que  el  articulo  anterior  se  refiere,  se  darán 
tres  lecciones  semanales  de  solfeo  y  canto. 


siempre  que  sea  posible  establecer  dicha 
clase;  en  los  grados  cuarto  y  quinto  de  las 
escuelas  de  niñas  se  dará  una  lección  dia- 
ria de  labores  de  mano;  y  á  las  alumnas 
del  quinto,  una  lección  diaria  de  econo- 
mía doméstica,  en  vez  de  la  de  principios 
y  preceptos  de  la  Constitución  política  de 
la  República. 

Art.  12.  Ningún  alumno  pasará  á  un 
grado  superior  sin  haber  sido  aprobado  en 
las  materias  del  inmediato  inferior,  lo  cual 
deberá  constar  en  certificados  extendidos 
por  los  respectivos  examinadores. 

Cada  examen  será  practicado  por  tres 
examinadores,  y  las  calificaciones  de  los 
alumnos  examinados  serán  apto,  muí/  ((-pío 
G  insuficiente ,  según  que  tengan  los  cono- 
cimientos necesarios  para  .ser  aprobados, 
que  den  muestras  de  poseer  más  de  lo 
necesario  ó  que  carezcan  de  los  que  exija 
el  programa  de  las  respectivas  asigna- 
turas. 

Art.  13.  Todo  alumno  que  haya  sido 
aprobado  en  los  cinco  grados  que  abarca 
el  plan  de  estudios  que  establece  la  presen- 
te ley,  no  podrá  ser  obligado  á  continuar 
asistiendo  á  las  Escuelas  primarias. 

Art.  14.  En  cuanto  á  los  maestros,  ma- 
triculas de  los  alumnos  y  demás  puntos  de 
la  enseñanza  primaria  de  que  no  trata  esta 
ley,  se  estará  á  lo  que  el  Código  de  Ins- 
trucción pública  y  el  Decreto  legislativo  de 
26  de  Marzo  de  1891  establecdn. 


SEGUNDA  PARTE 


DE   LA  ENSEÑANZA  NORMAL 


CAPITULO  V 

DE    LAS   ESCUELAS   NORMALES 

Art.  15.  Lo  más  pronto  que  sea  posible 
el  Gobierno  fundará  una  Escuela  Normal 
de  varones  en  esta  capital. 

El  Colegio  nacional  de  señoritas  de  esta 
ciudad  se  destinará  exclusivamente  á  la 
formación  de  maestras. 

Art.  16.  Mientras  se  funda  la  Escuela 
Normal  á  que  el  artículo  anterior  se  refie- 
re, se  establece  una  «Sección  Normal»  en 
el  Colegio  nacional  de  varones  de  esta  ca- 
pital. 

En  cada  uno  de  los  demás  Colegios  de 
segunda  enseñanza  de  la  República  se  po- 
drá establecer  una  «Sección  Normal»,  con- 
forme al  plan  y  bajo  las  prescripciones  de 
la  presente  ley. 

Art.  17.     En  las  Escuelas  ó  secciones 
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normales  que  se  establezcan,  se  dará  la 
enseñanza  de  conformidad  con  el  siguiente 
plan: 

PRIMER   CURSO 

Gramática  castellana:  lección  diaria. — 
Aritmética:  lección  diaria. — Geografía:  lec- 
ción diaria. — Historia  Natural:  lección  dia- 
ria.— Inglés:  lección  diaria. — Dibujo  lineal: 
tres  lecciones  semanales. ^ — Música  y  can- 
to: lección  alternativa.  — Ejercicios  gim- 
násticos: tres  lecciones  semanales. 

SEGUNDO   CURSO 

Gramática  castellana:  lección  diaria. — 
Elementos  de  Historia  Universal:  lección 
diaria. — Fisiología  é  Higiene  (elementos), 
lección  diaria.— Algebra:  lección  diaria. — 
Inglés:  lección  diaria.  — Pedagogía:  lección 
diaria. — Dibujo  lineal:  tres  lecciones  se- 
manales.—Música  y  canto:  lección  alter- 
nativa.^Ejercicios  gimnásticos:  tres  lec- 
ciones semanales. 

TERCER    CURSO 

Física  elemental:  lección  diaria. — Geo- 
grafía é  Historia  de  Centro  América,  lec- 
ción diaria. — Geometría:  lección  diaria. — 
Economía  política:  lección  diaria. — Peda- 
gogía: lección  diaria. — Dibujo  natural:  lec- 
ción alternativa.— Música  y  canto:  lección 
alternativa. — Ejercicios  gimnásticos:  tres 
lecciones  semanales. 

CUARTO   CURSO 

Química  elemental:  lección  diaria.— No- 
ciones de  mecánica:  lección  diaria. — Cos- 
mografía: lección  diaria. — Agricultura:  lec- 
ción diaria. — Pedagogía  (aplicaciones  á  la 
enseñanza):  lección  diaria. — Dibujo  natu- 
ral: lección  alternativa. — Música  y  canto: 
lección  alternativa.— Ejercicios  gimnásti- 
cos: tres  lecciones  semanales. — Moral  y 
urbanidad:  lección  diaria. 

Art.  18.  En  vez  de  ejercicios  gimnás- 
ticos se  dará  la  clase  de  gimnasia  de  salón 
á  las  alumnas  normalistas;  y  además  en 
todos  los  cursos  recibirán  una  lección  dia- 
ria delabores  de  mano. 

CAPITULO  VI 

DE  LOS  PROFESORES,  DE  LOS  ALUMNOS,  DE 
LOS  EXÁMENES  Y  RECOMPENSAS 

Art.  19.  En  cuanto  á  las  materias  ex- 
presadas se  estará  á  lo  que  el  Código  de 
Instrucción  pública  establece  en  el  capí- 
tulo XI  y  á  lo  que  se  preceptúa  en  los  si- 
guientes artículos. 

Art.  20.     Los   Directores  y   Profesores 


de  Escuelas  ó  Secciones  Normales  que 
sirvan  en  ellas  durante  diez  años,  queda- 
rán exentos  en  lo  absoluto  del  servicio  mi- 
litar. 

De  la  misma  exención  gozarán  los  Maes- 
tros titulados  que  durante  igual  tiempo 
presten  sus  servicios  en  la  enseñanza  pri- 
maria. 

Art.  21.  Los  alumnos  ó  alumnas  de  las 
Escuelas  ó  Secciones  Normales  no  paga- 
rán derecho  de  matrícula. 

Art.  22.  E!  Estado  costeará  la  educa- 
ción de  dos  alumnos  é  igual  número  de 
alumnas  por  cada  departamento  do  la  Re- 
pública, que  serán  designados  por  los  res- 
pectivos (Gobernadores  de  entre  los  alum- 
nos y  alumnas  pobres  que  más  se  distingan 
por  su  conducta  moral,  aplicación  al  estu- 
dio y  su  aprovechamiento  en  las  escuelas 
primarias. 

Art.  23.  Los  alumnos  y  alumnas  cuya 
educación  costee  el  Estado  estarán  en  la 
imprescindible  obligación  de  terminar  sus 
estudios  y  de  servir  durante  cuatro  años  en 
las  escuelas  primarias  de  sus  respetivos 
departamentos,  que  el  Director  general  de 
Instrucción  primaria  determine. 

Los  sueldos  que  devenguen  como  Maes- 
tros les  serán  pagados  sin  descontarles  lo 
que  el  Estado  haya  gastado  en  su  educa- 
ción; mas  si  se  negaren  á  terminar  sus 
estudios  ó  á  prestar  sus  servicios  durante 
los  cuatro  años  referidos,  no  teniendo  para 
ello  motivo  justo,  se  les  exigirá  el  inmedia- 
to pago  en  efectivo  de  los  mencionados 
gastos,  sin  tomarles  en  cuenta  el  tiempo 
que,  en  su  caso,  hayan  servido. 

Los  Gobernadores,  al  hacer  la  designa- 
ción á  que  se  retíere  el  art.  22,  recabarán 
el  consentimiento  de  los  padres  de  los 
alumnos  y  alumnas  designadas,  indicán- 
doles previamente  las  exenciones  y  debe- 
res que  la  presente  ley  determina  respecto 
de  ellos,  y  si  no  dieren  su  consentimiento, 
hará  la  tlesignación  en  otros. 

Art.  24.  Los  alumnos  ó  alumnas  que 
terminen  sus  estudios  con  arreglo  al  plan 
de  esta  ley,  se  someterán  á  un  examen 
general,  y  si  fueren  declarados  aptos,  ob- 
tendrán el  diploma  de  Profesor  ó  Profesora 
de  enseñanza  elemental,  de  conformidad 
con  el  art.  102  del  Código  de  Instrucción 
pública. 

Art.  25.  Mientras  los  alumnos  y  alum- 
nas que  concurran  á  las  Escuelas  ó  Sec- 
ciones Normales  no  hayan  recibido  la  ins- 
trucción primaria  de  conformidad  con  el 
plan  de  estudios  de  la  presente  ley,  se  fun- 
dará y  sostendrá  en  dichos  establecimien- 
tos un  curso  preparatorio  en  que  comple- 
tarán su  apredizaje  primario. 
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En  todo  caso  no  se  admitirán  como 
alumnos  ó  alumnas  normalistas  sino  á 
quienes  presenten  certifícación  ó  mediante 
examen  den  muestras  de  que  han  recibido 
la  instrucción  primaria. 


PLAN  DE  ESTUDIOS 

PARA  LA  ESCUELA  NORMAL  DE  MAESTRAS  DE 
HONDURAS  APROBADO  POR  LEY  DE  2  MAR- 
ZO 1900. 

Artículo  primero.  La  carrera  del  ma- 
gisterio para  las  Maestras  de  enseñanza 
primaria  comprenderá  tres  cursos,  de  la 
manera  siguiente: 

PRIMER   CURSO 

Gramática  Castellana,  primer  curso. 
Geografía  Universal,  primer  curso. 
Historia  Universal  Antigua. 
Aritmética  Práctica: 
Mineralogía. 

Historia  y  Geografía  de  Honduras. 
Dibujo. 

Ejercicios: — Canto. — Calistenia  y  Labo- 
res. 

SEGUNDO   CURSO 

Gramática  Española,  segundo  curso. 
Geografía,  segundo  curso. 
Historia  Media. 
Botánica. 

Fisiología  é  Higiene. 
Historia  y  Geografía  de  Centro-Amé- 
rica. 

Algebra. 

Francés,  primer  curso. 

Inglés,  primer  curso. 

Pedagogía. 


res. 


Ejercicios: — Canto. — Calistenia  y  Labo- 


TERCER  CURSO 


Metodología. 

Inglés,  segundo  curso. 

Francés,  segundo  cur.so. 

Zoología  y  Geografía. 

Historia  Moderna. 

Retórica  y  Poética. 

Geometría. 

Jardinería  y  Horticultura. 

Estética  General. 

Pintura. 

Ejercicios: — Canto. — Calistenia. —  Labo- 
res y  oficios  domésticos. 

Para  optar  al  titulo  de  «Maestra  Supe- 
rior», las  educandas  cursarán  dos  años 
más,  con  las  siguientes  materias: 


CUARTO   CURSO 

Francés,  tercer  curso. 
Inglés,  tercer  curso. 
E-stética  (Literaria  y  Musical). 
Composición. 
Filosofía,  primer  curso. 
Física  y  Química,  primer  curso. 
Economía  Doméstica. 
Metodología. 
Pintura. 

Ejercicios:— Calistenia. — Oficios  domés- 
ticos y  Labores. 

QUINTO   CURSO 

Filosofía,  segundo  curso. 

Física  y  Química,  segundo  curso. 

Teneduría  de  Libros. 

Cosmografía. 

Metodología. 

Estética  (Arquitectura  y  Estatuaria). 

Historia  de  la  Literatura. — Pintura. 

Ejercicios: — Calistenia. — Oficios  domé^- 
ticos  y  Labores. 

Para  la  práctica  normal  se  establecerá 
una  Escuela  Primaria,  donde  las  educan- 
das para  Maestras  darán  los  distintos  cur- 
sos elementales  y  superiores,  con  el  si- 
guiente plan  escolar. 

ESCUELA  INFANTIL 
Prciner  grado  (seis  meses  de  duración). 

Lectura:  — Ejercicios  preparatorios.  — 
Palaljras  y  frases  sencillas. — Deletreo. 

Escritura  de  las  palabras  y  frases  leídas. 

Idioma  nacional: — Conversación,  signi- 
ficado de  las  palabrus.-  Ejercicios  fonéti- 
cos.— Recitaciones. — Dictado. 

Aritmética: — Numeración  hasta  cien. — 
Las  cuatro  operaciones  con  números  de 
una  á  dos  cifras. — Medidas. — Cálculo  men- 
tal. 

Ejercicios  intuitivos:  — Color. —  Forma, 
lugar.  — Cuerpo  humano. — Animales,  plan- 
tas, minerales.-  Materias  primas,  usuales. 
— Descripción  de  objetos. 

Moral  y  Urbanidad: — Conversaciones. 
— Relatos,  poesías. — Ejemplos  morales. — 
Aseo,  conducta,  buenos  modales. 

Ejercicios: — Cantos  escolares. — Caliste- 
nia y  Labores. 

Segundo  grado  (seis  meses  de  duración). 

Lectura  fácil  en  libro. — Deletreo. — E;\- 
plicaciones. 

Escritura  de  l;is  palabras  y  frases  leídas. 
—  Primeros  ejercicios  caligráficos. 

Idioma  nacional: — Conversación,  signi- 
ficado de  las  jtalabras. — Distim-iones  gra- 
maticales.— Recitaciones. — Dictados. 
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Aritmética:^^Numeración  oral  y  escri- 
ta.— Las  cuatro  operaciones  con  los  núme- 
ros enteros. — Medidas. — Cálculo  mental. 

Dibujo: — Lineas  rectas  y  curvas.— Com- 
binaciones.— Dibujo  fácil  de  objetos. 

Ejercicios  intuitivos: — Color. — Forma  y 
lugar.  —  Cuerpo  humano.  —  Animales. — 
Plantas.  —  Minerales.  -^  Materias  primas 
usuales  y  su  transformación. — Descripción 
de  objetos. 

Moral  y  Urbanidad:  —  Conversaciones, 
relatos,  poesías,  ejemplos  morales. -^Aseo, 
conducta,  buenos  modales. 

Ejercicios: — Cantos  escolares. — Caliste- 
nia. — Labores. 

ESCUELA  ELEMENTAL 

Tercer  grado  (seis  meses  de  duración.) 

Lectura  corriente  en  prosa. — Entona- 
ción.— Explicaciones. 

Escritura: — Ejercicios  caligráficos. -Sis- 
tema Spencer. 

Idioma  nacional: — La  proposición.  — Elo- 
cución.— Recitaciones. — Redacción. 

Historia: —Historia  de  Honduras,  hasta 
la  Independencia. 

Geografía: — Nociones  generales  de  Geo- 
grafía. —Geografía  de  la  República  de  Hon- 
duras. 

Aritmética: — Numeración  de  las  fraccio- 
nes.— Las  cuatro  operaciones  con  decima- 
les y  quebrados  comunes. — Medidas  y  cál- 
culo mental. 

Dibujo  y  Geometría: — Ángulos,  lineas, 
polígonos,  círculo. — Construcciones  gráfi- 
cas.— Medición  de  áreas. — Dibujo  de  ob- 
jetos. 

Elementos  de  Ciencias  Naturales: — Mi- 
neralogía. 

Moral  y  Urbanidad: — Lecturas  y  ejem- 
plos.— Deberes  consigo  mismo,  los  padres, 
los  maestros,  la  patria. — Reglas  de  Urba- 
nidad. 

Ejercicios: — Cantos  escolares. — Calíste- 
nia.— ^Labores. 

Cuarto  grado  (seis  meses  de  duración.) 

Lectura  en  prosa  y  verso:— Entonación. 
— Explicaciones. 

Escritura: — Ejercicios  caligráficos. 

Idioma  nacional: — Gramática  Elemen- 
taL — Analogía. 

Elocución: —  Recitaciones.  —  Análisis. — 
Redacción. 

Historia:— Historia  de  Honduras,  Inde- 
pendencia.— Organización  nacional. 

Geografía  de  Centro-América. 

Aritmética: — Sistema  métrico  decimaL 
— Comparación  con  el  antiguo  sistema. — 


Cálculo  de  lo?  números  complejos. — Regla 
de  tres. — Cálculo  mental. 

Dibujo  y  Geometría:  — Poliedros  y  cuer- 
pos redondos. — Planos. — Medición  de  vo- 
lúmenes.— Dibujo  de  objetos. 

Elementos  de  Ciencias  Naturales: — No- 
ciones de  Botánica. 

Economía  Doméstica:  —  Disposiciones 
para  el  gobierno  de  una  casa. — Costum- 
bres de  orden. — Habitaciones,  alimentos, 
ropas,  muebles,  gastos  é  ingresos. 

Moral  y  Urbanidad: — Lecturas  y  ejem- 
plos.— Deberes  con  los  horftbres. — Relacio- 
nes respecto  de  los  bienes. — Deberes  para 
con  Dios. — Reglas  de  urbanidad. 

Ejercicios: — Cantos  escolares. — Caliste- 
nia. — Labores. 

ESCUELA  SUPERIOR 

Quinto  grado  (un  año  de  duración). 

Lectura  con  rigurosa  entonación. — Ex- 
plicaciones.— Declamación. 

Escritura: — Sistema  Spencer. 

Idioma  nacional: — Gramática  Elemen- 
tal.— Sintaxis.  —  Elocución.  —  Recitación. 
— Análisis. — Redacción. 

Historia  de  Centro- América  hasta  la  In- 
dependencia. 

Geografía  Elemental. 

Aritmética:  —  Divisibilidad.  —  Máximo 
común  divisor  y  mínimo  común  múltiplo: 
aplicación  á  las  fracciones. — Cálculosabre- 
viados.— Cálculo  mental. 

Geometría: — Nociones  sumarias  de  Geo- 
metría plana. — Dibujo  de  mapas. 

Nociones  de  Ciencias  Naturales: — Zoo- 
logía. 

Moral:— Ideas  fundamentales.  —  Moral 
individual. — Moral  doméstica. 

Ejercicios: — Cantos  escolares. — Caliste- 
nia. — Labores. 

Sexto  grado  (un  año  de  duración.) 

Lectura  con  rigurosa  entonación. — Ex- 
plicaciones.— Declamación. 

Escritura: — Sistema  Spencer. 

Idioma  nacional: — Gramática  Elemental 
(revisión). — Prosodia.— Ortografía.  —  Elo- 
cución.— Recitaciones. — Análisis. -Redac- 
ción. 

Hi.storia  de  Centro-América,  desde  la 
Independencia  hasta  nuestros  días. 

Geografía  de  Centro-América. 

Aritmética  (revisión):— Razones  y  pro- 
porciones.— Aplicación:  reglas  de  interés, 
compañía,  aligación,  descuento  y  conjun- 
ta.— Potencias  y  raices. 

Geometría: — Nociones  sumarias  de  Geo- 
metría del  espacio. — Dibujo  de  objetos. 
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Nociones  de  Ciencias  Naturales: — Fi- 
siología é  Higiene. 

Moral  (revisión): — Moral  social. — Re- 
glas de  Urbanidad. 

Ejercicios: — Canto. — Calistenia.  —  Labo- 
res.— Corte  y  confección. 

Art.  2.°  Subvenciónase  el  referido  esta- 
blecimiento con  la  suma  de  trescientos  pe- 
sos mensuales,  facultando  al  Poder  Ejecu- 
tivo para  que,  á  su  prudente  arbitrio,  la 
aumente  hasta  la  cantidad  de  seiscientos 
pesos,  en  vista  de  las  necesidades  y  buenos 
resultados  de  plantel. 

Art.  3."  Con  excepción  del  Plan  de  Es- 
tudios, el  mencionado  establecimiento  se 
sujetará  en  un  todo  a  lo  prescrito  por  el 
Código  de  Instrucción  Pública  y  demás 
disposiciones  de  la  materia. 

Art.  4.''  El  Poder  Ejecutivo  queda  en- 
cargado de  dictar  todas  las  disposiciones 
necesarias  para  el  mejor  cumplimiento  de 
este  decreto. 

Reglamento    interior    de    la    Escuela 
Normal  de  Maestras  de  Tegucigal- 

pa,  aprobado  por  Decreto  presidencial 
de  28  Marzo  1900. 

CAPITULO    PRIMERO 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Articulo  1.°  La  Escuela  Normal  de 
Maesti'as  de  Tegucigalpa  es  un  estableci- 
miento particular,  pero  sometido  á  las  le- 
yes del  país  y  bajo  la  protección  y  vigilan- 
cia del  Gobierno. 

Art.  2."     Comprenderá  tres  .secíones: 

La  Enseñanza  Normal  para  formar 
Maestras  Elementales  y  Superiores. 

La  Escuela  de  Aplicación,  que  servirá  de 
modelo  y  práctica  para  las  aluinnas  nor- 
malistas, y  de  preparación  para  las  niñas 
que  no  estén  todavía  aptas  para  ingresar  en 
la  Sección  Normal. 

La  tercera  sección  es  un  Kindergarten 
ó  Jardín  de  la  Infancia,  donde  se  enseñará 
y  cducai'á  á  los  niños  de  ambos  sexos, 
conforme  á  los  sistemas  que  mejores  resul- 
tados han  dado  en  Europa  durante  los  úl- 
timos años. 

Art.  3."  Las  alumnas  que  cursaren  los 
tres  primeros  años  de  la  Enseñanza  Nor- 
mal, obtendrán  el  título  de  Maestra  Ele- 
mental, extendido  con  las  firmas  del  Tri- 
bunal examinador,  de  la  Directora  y  Se- 
cretario del  establecimiento  y  del  Ministro 
de  Instrucción  pública. 

Art.  4.°  Las  que  cursaren  los  otros  dos 
años  de  la  Enseñanza  Normal,  llevarán  el 
título  de  Maestra  Superior,  con  las  forma- 
lidades del  anterior. 


Art.  5.°  Los  profesores,  profesoras  y 
demás  empleados  serán  nombrados  por  la 
Directora  del  establecimiento. 

CAPITULO  II 

DEL  PERSONAL 

Art.  6.°  El  personal  del  establecimiento 
se  compondrá  de  la  Directora,  de  un  Se- 
cretario, del  cuerpo  de  profesores,  de  una 
Inspectora  y  de  las  ¡sirvientas  necesarias. 

CAPITULO  III 

DE   LA   DIRECTORA 

Art.  7."  Las  atribuciones  de  la  Direc- 
tora son: 

a)  Cuidar  de  que  profesores  y  educan- 
das  cumplan  este  Reglamento  en  todas  sus 
partes;  como  también  el  horario  que  forme 
de  acuerdo  con  el  cuerpo  de  profesores. 

b)  Convocar,  cuando  lo  crea  convenien- 
te, el  Consejo. 

(■)  Cuidar  de  la  buena  marcha  de  la  en- 
señanza, pi'ocurando  que  se  ajuste  á  los 
métodos  pedagógicos  modernos. 

d)  Velar  constantemente  por  el  orden  y 
la  disciplina  del  establecimiento. 

e)  Conceder  licencias  á  los  profesores  y 
alumnas. 

/)  Presidir  las  sesiones  del  Consejo. 

g)  Pasar  al  Ministerio  de  Instrucción 
Pública,  al  íin  de  cada  año,  un  informe 
detallado  de  la  marcha  del  establecimiento. 

h)  Suministrar  todos  los  datos  estadísti- 
cos que  le  fueren  pedidos  por  las  autorida- 
des del  ramo. 

CAPITULO  IV 

OOEL   CONSEJ 

Art.  8."  Forman  el  Consejo,  la  Direc- 
tora, el  Secretario  y  los  profesores  y  pro- 
fesoras del  establecimiento. 

Art.  9.°  El  Consejo  celebrará  sesiones 
ordinarias  cada  íin  de  mes,  y  extraordina- 
rias cuando  la  Directora  lo  convoque. 

CAPITULO  V 

DE    LOS   PROFESORES 

Art.  10.  Todos  los  profesores  y  profe- 
soras están  bajo  la  autoridad  de  la  Direc- 
tora; y  las  órdenes  de  ella  serán  respeta- 
das y  cumplidas  fielmente. 

Art.  11.  Los  profesores  serán  respon- 
sables del  adelanto  y  orden  de  sus  clases. 
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Art.  12.  Los  profesores  formarán  sus 
programas,  conforme  á  la  ley  de  Hondu- 
ras, los  que  serán  sometidos  á  la  aproba- 
ción del  Consejo, 

Art.  13.  Todos  los  profesores  deben  ob- 
servar estricta  regularidad  en  la  asistencia 
y  prepararse  convenientemente  para  ex- 
plicar la  asignatura  ó  asignaturas  que  se 
les  encomiende. 

Art.  14-  Principiarán  y  concluirán  sus 
clases  al  toque  de  campana  que  dé  la  ins- 
pectora^ sin  alterar  el  tiempo  un  solo  mi- 
nuio. 

Art.  15.  Todos  los  profesores  están  en 
la  obligación  de  prestar  á  la  Directora  ac- 
tiva y  eficaz  colaboración  en  el  manteni- 
miento del  orden  dentro  y  fuera  de  las 
cla.ses,  vigilar  por  la  conservación  del  mue- 
blaje y  ediñcio;  de  corregir  las  faltas  de 
urbanidad  de  las  alumnas  y  de  procurar 
que  éstas  entren  en  las  aulas  y  salgan  de 
ellas  en  perfecto  orden . 

Art.  16.  Los  profesores,  cuando  lleguen 
antes  de  la  hora  de  clase,  deben  esperar 
el  toque  de  campana  en  la  Dirección;  y  de 
ninguna  manera  permanecer  en  los  corre- 
dores durante  los  minutos  de  descanso. 

CAPITULO  VI 

DE   LAS  ALUMNAS 

Art.  17.  Las  alumnas,  al  toque  de  cam- 
pana, que  anuncia  la  hora  de  clase,  deben 
entrar  á  las  aulas  en  orden. 

Art.  18.  Observarán  la  mayor  regula- 
ridad en  la  asistencia,  buenos  modales, 
cortesía  con  profesores,  profesoras  y  con- 
discípulas,  y  aseo  en  sus  personas,  en  sus 
libros,  etc. 

Art.  19.  Cuando  alguna  alumna,  por 
causa  jasta,  no  pueda  asistir  á  su  clase,  lo 
liará  avisar  á  la  Dirección,  con  la  debida 
anticipación,  para  que  la  tenga  por  excu- 
sada. 

Art.  20.  Obedecerán  sin  pretexto  algu- 
no las  órdenes  de  la  Directora  é  Inspecto- 
ra, lo  mismo  que  las  que  recibieren  de  sus 
profesores,  concernientes  á  sus  clases. 

Art.  21.  Las  alumnas  internas  deberán 
traer  al  Establecimiento  los  objetos  si- 
guientes: 

1  tijera  para  dormir. 

1  frazada. 

2  colchas  blancas. 

3  camisones  para  dormir. 

4  sábanas. 

1  almohada. 

2  sobre  fundas. 
Dos  toallas. 

Un  cepillo  para  uñas. 


Un  cepillo  para  dientes. 

Dos  peines. 

Un  jabón. 

Un  baúl  con  llave. 

Un  vestido  y  un  sombrero  de  uniforme. 

Art.  22.     Se  prohibe  a  las  alumnas: 

a)  Permanecer  en  las  aulas  fuera  de 
las  horas  de  clase. 

b)  Formar  grupos  en  la  calle  ó  á  la 
entrada  y  salida  del  establecimiento. 

c)  Arrojar  basura  en  las  aulas  y  corre- 
dores, poner  inscripciones  en  las  paredes 
y  pizarras,  maltratar  los  muebles  y,  en 
general,  todo  acto  contrario  á  la  conducta 
que  debe  observar  una  joven  bien  educada. 

CAPITLO  Vil 

VACACIONES   Y   AUSENCIAS 

Art.  23.  El  año  escolar  comenzará  el 
10  de  Enero  y  terminará  el  10  de  No- 
viembre. 

Art.  24.  Serán  lectivos  todos  los  días 
del  año  escolar,  con  ex  'opción  de  los  do- 
mingos y  aquellos  en  que  se  veriñquen 
fiestas  cívicas,  como  el  15  de  Septiembre, 
etcétera,  etc. 

Art.  25.  Los  únicos  motivos  que  pueden 
justificar  las  ausencias,  son  los  siguientes: 

a)  Enfermedad  de  1  >  alumna. 

b)  Enfermedad  grave  ó  muerte  de  al- 
gún miembro  cercano  de  la  familia. 

«)  Cualquier  otra  caus  .  de  la  gravedad 
de  los  precedentes. 

CAPITULO  VIII 

MATRÍCULA 

Art.  26.  La  matrícula  se  abrirá  desde 
el  1.°  de  Enero  y  se  cerrará  el  último  del 
mismo  mes. 

Art.  27.  La  Directora  puede  prorro- 
garla hasta  por  15  días  más. 

Art.  28.  Al  matricularse,  deben  las 
alumnas  ir  acompañadas  de  sus  padres  ó 
tutores,  y  suministrar  los  datos  siguientes: 

a)  Nombre  y  apellido. 

b)  Edad. 

e)    Nombre  del  padre  ó  encargado. 

d)  Dirección  del  domicilio. 

Art.  29.  Por  derecho  de  matrícula  so 
pagará  un  peso. 

CAPITLO   IX 

EXÁMENES 

Art.  30.  Los  exámenes  de  la  Escuela 
Normal  serán  de  dos  clases:  de  inspección 
y  de  lirado. 
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Art.  31.  Compondrán  el  Tribunal  exa- 
minador tres  individuos,  nombrados  por 
la  Directora  de  la  Escueia,  con  la  aproba- 
ción del  Ministerio  de  ;nstrucción  Pública, 
procurando  que  sean  profesores  del  ramo 
ó  Bachilleres,  y  que  uno  de  ellos,  por  lo 
menos,  sea  extraño  al  establecimiento. 

Para  los  exámenes  de  grado,  tanto  de 
Maestra  Elemental  como  de  Maestra  Su- 

Í)erior,  el  Tribunal  examinador  reunirá 
as  mismas  condiciones,  y  además  serán 
presenciados  por  un  Delegado  del  Ministe- 
rio de  Instrucción  Pública. 

CAPITULO    X 

CALIFICACIONES 

Art.  32.  Las  calificaciones  de  examen 
serán,  insuficiente,  apto  y  muy  apto.  La 
primera  se  dará  á  las  alumnas  que  por  su 
Ignorancia  en  las  materias  del  curso  no 
deban  pasar  á  estudios  superiores;  la  se- 
gunda, á  las  que  estuvieren  suficientemen- 
te instruidas  en  las  materias  de  examen, 
y  la  tercera,  á  las  que  demuestren  un 
aprovechamiento  notable. 

Art.  33.  Cada  fin  de  mes  la  Dirección 
publicará  un  Cuadro  de  Honor  en  que  se 
hará  constar  el  nombre  de  la  alumna  ó 
alumnas  que  más  se  distingan  por  su  apro- 
vevhamiento  y  buena  conducta. 

CAPITULO  XI 

DE  LAS  PENAS 

Art.  34.  Las  penas  disciplinarias  que 
pueden  imponerse  en  el  establecimiento, 
son: 

a)  Amonestación  del  profesor. 

b)  Detención  por  una  ó  dos  horas. 

c)  Falta  de  recreo. 

d)  Exclusión  de  la  Escuela  por  un  mes. 

e)  Expulsión  definitiva. 

Art.  35.  La  aplicación  de  esta  última 
pena  sólo  podrá  ser  decretada  por  el  Con- 
sejo. 

Art.  36.  En  todo  lo  demás  no  previsto 
en  este  Reglamento  se  estará  á  lo  que  dis- 
pongan las  Leyes  y  Reglamentos  de  Ins- 
trucción Pública,  pudiéndose  consultar  en 
cada  caso  la  opinión  uel  Consejo. 

Reglamento  interior  del  Instituto  na- 
cional de  segunda  enseñanza  de  Te- 
gucigalpa,  aprobado  por  Decreto  de  19 
de  Abril  de  1895. 

CAPITULO  PRIMERO 

DEL     PERSONAL     DOCENTE 

Articulo  1.°    El  personal  docente  del 


Instituto  nacional  de  segunda  enseñanza, 
será  nombrado  por  el  Secretario  de  Estado 
en  el  despacho  de  Instrucción  pública,  en 
la  forma  siguiente: 

1.°    Un  Director; 

2.°    Un  Secretario; 

3."    Los  Profesores,  y 

4.*     Los  Inspectores. 

CAPÍTULO    II 

DEL  DIRECTOR 

Art  2.°  El  Director  es  el  primer  Jefe 
del  Instituto,  v  á  él  estarán  subordinados 
los  demás  empleados. 

Art.  3.°    Son  deberes  del  Director: 

1.°  Proponer  al  Secretario  de  Estado 
en  el  despacho  de  Instrucción  pública  las 
personas  más  aptas  y  honorables  para  for- 
mar el  personal  docente  del  Instituto. 

2.°  Suspender  en  sus  funciones  á  los 
empleados  que  no  cumplan  con  lo  que  pre- 
viene este  Reglamento,  mientras  el  Secre- 
tario de  Estado  en  el  despacho  de  Instruc- 
ción pública  resuelve  lo  conveniente. 

3."  Velar  por  el  exacto  cumplimiento 
de  las  leyes  de  Instrucción  pública  en  lo 
que  se  relacionan  con  la  segunda  ense- 
ñanza y  lo  que  previene  este  Reglamento, 
desplegando  el  mayor  celo  y  actividad,  á 
fin  de  atender  con  asiduidad  á  la  buena 
educación  é  instrucción  de  los  alumnos  y 
la  disciplina  escolar. 

4."  Extender  la  matricula  de  los  alum- 
nos de  conformidad  conlo  que  previene  la 
ley. 

'5.°  Reunir  y  presidir  el  Consejo  de  se- 
gunda enseñanza  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 115  del  Código  de  Instrucción  pública. 

6."  Proponer  al  Secretario  del  ramo  el 
nombramiento  del  Jurado  de  los  exámenes 
de  cursos,  de  conformidad  con  lo  que  pre- 
viene la  ley. 

7.°  Cuidar  de  que  todos  los  empleados 
del  Instituto  cumplan,  como  corresponde, 
con  las  atribuciones  que  se  les  han  con- 
fiado. 

8°  Visar  el  presupuesto  de  los  gastos 
del  Instituto,  lo  mismo  que  los  recibos  de 
los  sueldos  del  personal  docente. 

9.°  Ponerse  en  relaciones  con  todos  los 
centros  de  enseñanza  de  igual  naturaleza 
de  las  demás  naciones. 

10.  Visitar  con  la  frecuencia  que  crea 
conveniente  las  clases,  para  conocer  el  es- 
tado de  adelanto  de  los  alumnos  y  si  se 
cumple  con  el  programa  de  enseñanza. 

11.  Pasar  mensualmente  al  Secretario 
del  ramo  un  informe  detallado  de  la  mar- 
cha del  Instituto;  y,  al  finalizar  el  año  es- 
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colar,  presentar  una  memoria  general  de 
los  trabajos  que  se  hayan  efectuado. 

12.  Vigilar  por  lab  conservación  de  to- 
dos los  útiles  y  enseres  del  estableci- 
miento. 

CAPÍTULO   III 

DEL  SECRETARIO 

Art.  4.^  El  Secretario  es  el  segundo 
Jefe  del  Instituto,  y  son  sus  obligaciones: 

1.'  Hacer  las  veces  del  Director  en  au- 
sencia de  él. 

2."  Formulará  el  presupuesto  mensual 
de  los  gastos  del  Instituto,  conforme  con 
lo  que  previenen  los  acuerdos  del  Gobier- 
no sobre  el  particular. 

3.*  Llevará  la  correspondencia  del  Ins- 
tituto. 

4.*  Llevará  un  libro  de  matrículas  pa- 
ra la  inscripción  de  los  alumnos  que  llenen 
las  formalidades  que  previene  la  ley. 

5.'  A  su  cargo  estará  el  archivo  del 
Instituto. 

6.'  Llevará  cuenta  de  las  faltas  de  asis- 
tencia de  los  Profesores  y  empleados,  para 
hacer  las  deducciones  proporcionales  en  el 
presupuesto. 

7.*  Llevará  un  libro  en  donde  se  ano- 
tarán las  faltas  de  asistencia  y  conducta 
de  los  alumnos. 

CAPITULO  IV 

DE   LOS   PROFESORES 

Art.  5."  Los  Profesores  del  Instituto 
nacional  serán  nombrados  á  propuesta  del 
Director,  por  el  Secretario  de  Estado  en 
el  despacho  de  Instrucción  pública. 

Art.  6.°  Son  obligaciones  de  los  Profe- 
sores: 

1.'  Formular  durante  el  primer  mesen 
que  se  abran  los  cursos,  el  programa  de 
las  asignaturas  que  les  estén  eucomenda- 
das,  y  presentarlo  á  la  Dirección. 

2.'  Asistir  con  la  debida  regularidad  y 
exactitud  á  desempeñar  las  clases  de  las 
asignaturas  que  les  estén  encomendadas. 

3.*  Dar  previo  aviso  á  la  Dirección 
cuando  por  impedimento  no  puedan  con- 
currir á  la  hora  señalada. 

4.*  Procurar  por  todos  los  medios  que 
estén  á  su  alcance,  que  los  alumnos  guar- 
den estrictamente  los  preceptos  de  la  bue- 
na educación;  estimulándolos  para  que  se 
empeñen  en  su  progreso  moral,  intelectual 
y  físico. 

5.*  Cuidarán  de  que  los  alumnos  no  in- 
frinjan el  Reglamento  de  la  disciplina  del 
establecimiento. 


6.*  Al  principiar  la  clase,  pasarán  lis- 
ta, anotando  las  faltas  de  asistencia,  de 
lecciones  y  conducta;  dando  un  resumen 
el  día  sábado  al  Inspector  encargado  de  la 
vigilancia,  para  conocimiento  de  la  Direc- 
ción. 

7.*  Deberán  formar  parte  del  Consejo 
de  seguda  enseñanza;  y,  por  lo  tanto,  es- 
tarán obligados  á  concurrir  á  la  hora  y  día 
en  que  sean  citados  por  el  Secretario. 

8.*  Están  obligados  á  concurrir  á  los 
exámenes  del  Instituto,  y  con  particulari- 
dad á  los  de  las  asignaturas  que  les  están 
encargadas;  bien  en  actos  públicos  ó  pri- 
vados, no  podrán  excusarse  sin  justa  cau- 
sa, á  juicio  del  mismo  Consejo. 

9.^  Es  absolutamente  prohibido  repren- 
der ó  corregir  á  los  alumnos  con  palabras 
ásperas  ó  indecorosas;  y  en  caso  de  oposi- 
ción ó  insubordinación,  se  dará  inmedia- 
tamente aviso  al  Director  por  medio  del 
Inspector  de  turno. 

CAPÍTULO  V 

DE  LOS  INSPECTORES 

Art.  7.*'  El  número  de  Inspetores  será 
proporcional  al  de  los  alumnos,  á  fin  de 
que  la  vigilancia  sea  constante  y  eficaz  y 
de  que  el  Reglamento  interior  se  observe 
estrictamente. 

Art.  8.°  Los  Inspectores  tomarán  las 
denominaciones  de  primero,  segundo,  et- 
cétera, según  la  categoría  que  el  Director 
de  igne. 

Art.  9.°  El  primer  Inspector  será  el  in- 
mediato Jefe  de  los  demás. 

Art.  10 .  Son  obligaciones  de  los  Inspec- 
tores: 

1.*  Pasar  lista  alas  horas  designadas 
para  la  entrada  do  los  alumnos  al  Instituto. 

2.*  Cuidar  de  la  conservación  y  aseo  de 
los  útiles  de  enseñanza  y  el  moviliariodel 
establecimiento. 

3.*  Cuidar  que  los  sirvientes  manten- 
gan en  perfecto  aseo  todo  el  edificio  que 
ocupa  el  Instituto. 

4."  Dar  los  toques  para  la  entrada  y 
salida  de  las  clases. 

5."  Dirigir  la  táctica  escolar  que  deben 
observar  los  alumnos  en  todos  los  movi- 
mientos del  interior  del  establecimiento. 

6.'  Cinco  minutos  después  de  instala- 
das las  clases,  pasarán  á  informarse  si  to- 
dos los  alumnos  han  concurrido,  procuran- 
do que  ninguno  quede  rezagado. 

7.*  Recogerán  las  listas  semanales  de 
los  Profesores  sobre  las  faltas  de  los  alum- 
nos, para  presentarlas  á  la  Dirección. 

8.*    Llevarán  nota  de  las  faltas  que  co- 
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metan  los  alumnos,  dando  inmediato  aviso 
al  Director. 

9.*  Vigilar  por  turno  el  salón  de  estu- 
dios. 

Art.  11.     Es  prohibido  á  los  Inspectores: 

1.°  Ultrajar  de  hecho  ó  de  palabra  á  los 
alumnos;  y 

2.°  El  familiarizarse  con  ellos,  pues  su 
conducta  debe  ser  moderada  y  circunspec- 
ta para  hacerse  respetar  y  obedecer. 

CAPÍTULO  VI 

DE     LOS     ALUMNOS 

Art.  12.  De  conformidad  con  los  artí- 
culos del  133  al  137  del  Código  de  Instruc- 
ción pública,  serán  admitidos  como  alum- 
nos del  Instituto  los  que  lo  soliciten. 

Art.  13.  Por  ahora  sólo  se  admiten 
alum.nos  externos. 

Art.  14.  Estando  todo  ciudadano  obli- 
gado á  prestar  sus  servicios  á  la  patria,  y 
debiendo  prepararse  para  su  defensa,  to- 
dos los  alumnos  se  sujetarán  tanto  á  los 
ejercicios  militares  que  se  practicarán, 
como  á  la  subordinación  de  la  disciplina 
que  se  implante. 

Art.  15.  Las  horas  de  concurrencia  de 
los  alumnos  al  Instituto,  serán  de  las  7  á 
las  11  a.  m.  y  de  la  1  á  las  5  p.  m. 

Art.  16.  Las  horas  que  no  sean  de 
clase  deberán  los  alumnos  ocuparlas  en 
preparar  sus  lecciones  en  el  salón  de  es- 
tudios. 

Art.  17.     Ningún  alumno  podrá  retirar- 
se del  establecimiento  antes  de  las  horas 
indicadas  en  el  articulo  14  sin  previo  per 
miso  del  Director. 

Art.  18.  Se  prohibe  expresamente  á  to- 
dos los  alumnos: 

1.°  Hacer  tertulia  en  el  zaguán  y  de- 
más departamentos  del  ediñcio. 

2."  Salir  de  las  clases  y  estudio  sin  pre- 
vio permiso;  y 

3.°  El  no  concurrir  á  los  actos  en  que 
tengan  que  presentarse  en  cuerpo  sin  pre- 
via excusa,  admitida  por  el  Director. 

Art.  19.  Los  alumnos  admitidos  á  cla- 
ses especiales,  podrán  salir  tan  pronto  que 
ellas  terminen;  pero  no  estarán  excusados 
de  presentarse  á  los  exámenes  que  previe- 
ne la  ley. 

CAPITULO  VII 

DEL  CONSEJO  DE  SEGUNDA  ENSEÑANZA 

Art.  20.  El  Consejo  de  segunda  ense- 
ñanza, lo  formará  el  Director,  Secretario 
y  Profesores  del  Instituto  nacional. 


Art.  21.  El  Consejo  deberá  reunirse 
por  lo  menos  una  vez  al  mes. 

Art.  32.  Corresponde  al  Consejo  for- 
mular su  Reglamento  interior  y  someterlo 
a  la  aprobación  del  Secreíario"^  de  Estado 
en  el  despacho  de  Instrucción  pública. 

Reglamento  de  Exámenes  para  los  Co- 
legios de  segunda  enseñanza,  apro- 
bado por  Decreto  de  1."  de  Noviembre 
de  1899. 

CAPITULO  PRLMERO 

EXÁMENES 

Articulo  primero.  Los  exámenes  son 
ordinarios  y  extraordinarios.  Los  ordina- 
rios se  verifican  en  los  primeros  quince 
días  de  Diciembre,  y  los  extraordinarios 
en  los  diez  primeros  de  Abril.  También 
habrá  exámenes  en  época  indeterminada 
cuando  por  motivos  especiales  el  Poder 
Ejecutivo  tenga  á  bien  concederlos. 

Art.  2."  Los  alumnos  que  se  propongan 
ganar  cursos  están  obligados  á  matricular- 
se en  las  materias  que  les  corresponda, 
en  el  tiempo  fijado  por  la  ley. 

Art.  3.°  Aates  del  día  20  de  Noviembre, 
ó  en  este  día  de  cada  año,  todos  los  Profe- 
sores pasarán  al  Director  una  lista  de  los 
alumnos  matriculados  que  hayan  concu- 
i'rido  á  sus  clases  en  el  año,  haciendo  cons- 
tar su  juicio  sobre  la  capacidad  y  conoci- 
miento de  cada  uno.  Estas  listas,  autori- 
zadas por  el  Secretario,  se  pasarán  á  los 
Jurados  examinadores  para  que  las  tomen 
en  cuenta  en  las  calificaciones. 

Art.  4."  Para  que  un  alumno  sea  ad- 
mitido á  examen  debe  presentar  al  respec- 
tivo Tribunal  el  certificado  que  le  habilita 
para  examinarse,  extendido  por  el  Secre- 
tario en  vista  de  la  matrícula  y  de  las  cons- 
tancias que  obran  los  registros  del  Cole- 
gio. (Modelo  A). 

Art.  b°  Los  exámenes  serán  indivi- 
duales, públicos  y  por  materias  separadas, 
durando  el  de  cada  alumno  por  lo  menos 
treinta  minutos. 

Art.  6.°  Los  examinadores  no  tratarán 
de  investigar  si  los  alumnos  conservan  en 
la  memoria  hechos  aislados  ó  casos  espe- 
ciales de  una  materia,  sino  de  cerciorarse 
si  comprenden  los  principios  de  la  ciencia 
ó  del  arte  y  saben  raciocinar  sobre  su  apli- 
cación. 

Art.  7°  Terminados  los  exámenes,  los 
examinadores  conferenciarán  á  solas  so- 
bre la  calificación  que  deba  darse  á  cada 
alumno.  Para  este  fin  tendrán  en  cuenta, 
no  sólo  el  resultado  del  examen,  sino  tam- 
bién el  informe  dado  por  los  profesores  en 
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las  listas  de  que  habla  elart.  3.°,  lo  mismo 
que  las  notas  de  buena  y  mala  conducta  de 
los  examinandos,  que  por  escrito  deberá 
presentarles  el  Director. 

Art.  8.°  Las  caliñcaciones  serán  como 
sigue:  insuficiente ,  apto  y  muy  apto.  La 
primera  se  dará  á  los  alumnos  que  por  su 
Ignorancia  en  las  materias  del  curso  no 
deban  pasar  á  estudios  superiores;  la  se- 
gunda, á  los  que  estuvieren  sufícientemen- 
te  instruidos  en  las  materias  de  examen; 
y  la  tercera,  á  los  que  demuestren  un  apro- 
vechamiento notable. 

Art.  9.°  Para  estimular  á  los  alumnos, 
el  profesor  de  cada  clase  designará  al  fin 
del  año  hasta  cuatro  jóvenes,  que  sean  Jos 
más  aprovechados,  para  hacer  su  examen 
eñ  acto  público  en  la  materia  que  se  les 
señale. 

Art.  10.  El  Director  formará,  con  quin- 
ce días  de  anticipación,  el  programa  de  los 
exámenes  y  actos  públicos,  que  se  hará 
distribuir  entre  los  alumnos,,  examinado- 
res, padre  de  familia  y  personas  que  ten- 
gan interés  especial  por  la  enseñanza. 

Art.  11.  Cuando  por  cualquier  incon- 
veniente no  pueda  verificarse  un  examen 
el  día  señalado  en  el  programa,  la  Secre- 
tarla lo  hará  saber  á  quienes  corresponda, 
y  fijará  un  aviso  en  el  lugar  acostumbrado 
señalando  nuevo  dia. 

Art.  12.  Los  alumnos  que  no  hayan 
podido  examinarse  en  el  dia  y  hora  seña- 
lados, deberán  solicitar  examen,  compro- 
bando justas  causas  que  hayan  tenido,  y 
el  Director,  en  vista  de  ellas,  podrá  con- 
cederlo dentro  de  los  meses  de  Diciembre 
y  Abril. 

Art.  13.  No  se  dará  curso  á  ninguna 
solicitud  de  examen  fuera  de  los  plazos  se- 
ñalados, sino  es  con  la  autorización  del 
Ministerio  de  Instrucción  pública. 

Art.  14.  Para  los  actos  públicos,  exá- 
menes de  grado,  de  perito  mercantil  ó  de 
Profesor  de  instrucción  primaria  que  ha- 
yan de  hacerse  al  fin  del  año,  el  Director 
avisará  al  Ministerio  respectivo  eon  debida 
anticipación,  para  que  nombre,  si  lo  tiene 
á  bien,  una  comisión  que  presencie  tales 
actos. 

Art.  15.  En  los  lugares  destinados  para 
exámenes  habrá  pizarras,  libros,  instru- 
mentos científicos  y  demás  objetos  que  á 
juicio  del  Tribunal  sirvan  para  demostrar 

f»rácticamente  el  grado  de  instrucción  de 
os  examinandos. 

Art.  16.  Los  alumnos  que  en  acto  pú- 
blico ó  en  las  cuatro  quintas  partes  de  las 
materias  del  curso,  hayan  obtenido  tros  ca- 
lificaciones de  in.uij  apto,  serán  premiados 
con  obsequio  de  libros  adecuados  y  con 


menciones  honoríficas.  Para  este  efecto,  el 
Director  comunicará  al  Ministerio  del  ra- 
mo el  número  de  premios  que  ¿e  darán  y 
el  dia  en  que  hayan  de  verificarse  la  lec- 
tura de  calificaciones  y  distribución  de 
recompensas 

Art.  17.  Los  alumnos  que  de  algún 
modo  faltaren  á  los  examinadores  en  el 
establecimiento,  serán  castigados  de  con 
formidad  con  el  Reglamento  interior,  pu- 
diendo  el  Director  expulsarlos  si  la  falta 
fuere  grave,  sin  nece.sidad  de  convocar  al 
Cuerpo  de  Profesores. 

CAPITULO  II 

JURADOS   EXAMINADORES 

Art.  18.  Cada  Tribunal  de  examen  se 
compondrá  de  tres  individuos,  nombrados 
por  el  Director  del  Colegio  con  la  aproba- 
ción del  Ministerio  de  Instrucción  pública, 
procurando  que  sean  profesores  del  ramo  ó 
Bachilleres,  y  que  uno  de  ellos,  por  lo  me- 
nos, sea  extraño  al  establecimiento. 

Art.  19.  El  cargo  de  examinador  es 
obligatorio  y  gratuito  para  todas  las  perso- 
nas que  tengan  título  facultativo  ó  litera- 
rio, adquirido  en  la  Universidad  ó  Cole- 
gios de  segunda  enseganza  de  Honduras, 
ó  que  hayan  sido  incorporados;  y  faculta- 
tivo y  de  honor  para  los  extranjeros  y 
hondurenos  que  hayan  adquirido  sus  títu- 
los en  otros  establecimientos. 

Art.  20.  Los  que  sin  justa  causa  deja- 
ren de  prestar  este  servicio,  serán  penados 
con  una  multa  de  cinco  á  diez  pesos,  que 
se  hará  efectiva  en  sus  respectivos  sueldos, 
.si  los  multados  los  cobrasen  del  Estado,  ó 
administrativamente  en  el  caso  contrario. 

Art.  21.     Todo  Tribunal  de  examen  de 
be  ser  instalado  por  el  Director  del  Insti- 
tuto, pudiendo  funcionar  varios  simultá- 
neamente, pero  siempre  bajo  lu  inmediata 
vigilancia  del  Director. 

Art.  22.  Los  examinadores  elegirán 
entre  ellos  al  que  deba  presidir  el  Tribunal. 
En  el  caso  de  que  una  terna  examinadora 
no  pueda  campletarse  con  los  miembros 
designados,  el  Director  nombrará  los  que 
deban  reemplazarlos,  ateniéndose  á  lo  in- 
dicado en  la  parte  final  del  art.  18. 

Art.  23.  Los  profesores  tienen  el  dere- 
cho de  asistir  á  los  exámenes  de  la  asig- 
natura que  desempeñen;  pero  no  podrán 
examinar  á  sus  alumnos. 

Art.  24.  Al  terminar  cada  examen,  el 
Tribunal  discutirá,  como  se  ha  dicho  en  el 
art.  7.",  la  caüficai-ión  que  deba  darse  al 
sustentante.  La  votación  será  secreta  y  se 
hará  con  entera  imparcialidad,  depositan- 
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do  en  una  urna  las  letras  iniciales  que  co- 
rrespondan á  la  calificación. 

Art.  25.  Cuando  algún  alumno  esté  li- 
gado por  parentesco  de  consanguinidad 
hasta  el  cuarto  grado,  ó  de  afinidad  hasta 
el  segundo,  con  el  examinador,  éste  se  abs- 
tendrá de  examinarlo,  debiendo  ser  susti- 
tuido en  tal  caso  por  el  que  designe  el  Di- 
rector. 

Art.  26.  El  Tribunal  que  practique  un 
examen  extenderá  una  acta  en  donde 
conste  la  calificación  obtenida  por  el  alum- 
no, la  que  será  firmada  por  cada  examina- 
dor y  autorizada  por  el  Director  y  Secre- 
tario. (Modelo  B). 

Art.  27.  El  fallo  del  Jurado  es  inapela- 
ble. En  consecuencia,  no  se  admitirá  con- 
tra él  recurso  de  ninguna  especie;  pero 
cuando  con  notoria  injusticia  se  diere  una 
calificación  que  el  alumno  no  merezca,  el 
Director  dará  cuenta  al  Ministerio  de  Ins- 
trucción Pública,  para  lo  que  sea  proce- 
dente. 

Art.  28.  A  medida  que  las  ternas  exa- 
minadoras practiquen  los  exámenes  que 
les  correspondan,  irán  pasando  á  la  Secre- 
taria las  actas  que  vayan  extendiendo,  á 
fin  de  que  se  forme  con  ellas  un  expedien- 
te para  cada  alumno  y  se  tome  nota  en  el 
libro  correspondiente. 

CAPITULO  III 

EXÁMENES    DE   GRADO 

Art.  29.  El  alumno  que  quiera  optar  al 
titulo  de  Bachilleren  Ciencias  y  Letras,  de 
Perito  Mercantil  ó  de  Profesor  de  Instruc- 
ción Primaria,  se  presentará  por  escrito  al 
Director  solicitando  se  le  admita  á  los  exá- 
menes generales,  y  al  efecto  acompañará 
las  constancias  de  haber  sido  aprobado  en 
los  exámenos  correspondientes  á  todos  los 
cursos. 

Art.  30.  El  Director  pedirá  informe  á 
la  Secretaria  sobre  la  legalidad  de  los  do- 
cumentos presentados,  y  siendo  éste  favo- 
rable, pa.sará  el  expediente  al  Inspector  de 
segunda  enseñanza  departamental  para 
•SU  aprobación.  Obtenida  ésta,  acordará  el 
día  y  la  hora  en  que  deba  verificarse  el 
examen  general  privado.  En  éste,  cada 
examinador  preguntará  cuarenta  minutos 
teniendo  presente  el  expediente  del  sus- 
tentante, el  plan  de  estudios  y  un  ejemplar 
de  los  programas  oficiales,  observándose 
en  lo  demás  lo  dispuesto  en  los  arts.  24  y 
25  de  este  Reglamento. 

Art.  31.  Obtenida  la  aprobación  en  el 
examen  general  privado,  el  Director  seña- 
lará el  día  y  la  hora  en  que  deba  verificar- 


se el  examen  de  tesis,  que  será  público, 
para  lo  cual  se  anunciará  al  sustentante, 
con  la  debida  anticipación,  el  asunto  sobre 
que  ha  de  disertar,  elegido  por  el  Tribu- 
nal examinador. 

Art.  32.  Respecto  del  Jurado  examina- 
dor, se  observará  lo  dispuesto  por  los  ar- 
tículos 19,  20,  21  y  22.  Presidir!  el  Direc- 
tor, y  las  calificaciones  serán  las  del  artí- 
culo 8.**  de  este  Reglamento.  El  alumno 
que  fuere  declarado  insuficiente  en  un  exa- 
men general,  podrá  repetirlo  en  la  siguien- 
te época  de  exámenes,  ya  sean  ordinarios 
ó  extraordinarios.  El  uso  de  este  derecho 
se  le  concederá  por  dos  veces  solamente. 

Art.  33.  En  el  examen  público  los  Ju- 
rados se  limitarán  á  preguntar  sobre  la 
materia  de  la  tesis,  por  el  tiempo  que  juz- 
guen necesario. 

Art.  34.  Concluido  el  examen,  se  pro- 
cederá á  la  votación  en  la  forma  preveni- 
da por  el  art.  24  de  este  Reglamento,  y  si 
el  examinando  mereciese  la  aprobación,  el 
Director  le  conferirá  el  titulo,  pronuncian- 
do estas  palabras:  Señor:  (aquí  el  nombre) 
el  Tribunal  que  practicó  el  último  de 
vuestros  exámenes  os  aprobó  por  (unani- 
midad ó  mayoría)  de  votos;  en  consecuen- 
cia, como  Director  del  Colegio  (aquí  el 
nombre),  en  uso  de  las  facultades  que  me 
da  la  ley  y  á  nombre  de  la  República  de 
Honduras,  os  confiero  el  litulo  de  (aquí  el 
título). 

Art.  35.  De  estos  exámenes  el  Secreta- 
rio del  Instituto  extenderá  una  acta  en  el 
libro  correspondiente,  que  será  firmada 
por  el  Tribunal  y  el  sustentante,  y  autori- 
zada por  el  Director  y  el  Secretario.  (Mo- 
delo C.) 

2.°  Los  establecimientos  privados  de 
igual  á  los  Colegios  de  segunda  Enseñan- 
za, sostenidos  ó  subvencionados  por  el  Es- 
tado, que  deseen  se  les  reconozca  la  vali- 
dez de  los  estudios,  deberán  sujetarse  en 
un  todo  á  este  Reglamento. 

3."  El  presente  Reglamento  comenzará 
á  regir  desde  el  1.°  de  Diciembre  del  co- 
rriente año. 

Reglamento  de  exámenes  para  las  Fa- 
cultades de  la  Universidad  Central, 

aprobado  por  Decreto  de  25  de  Noviem- 
bre de  1899. 

EXÁMENES  ORDINARIOS   Y    EXTRAORDINARIOS 

Artículo  primero.  Los  exámenes  ordi- 
narios se  verifican  en  los  primeros  quince 
días  de  Diciembre,  y  los  extraordinarios 
en  los  diez  primeros  de  Abril.  También 
habrá  exámenes  en   época  indeterminada 
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cuando  por  motivos  especiales  el  Poder 
Ejecutivo  tenga  á  bien  concederlos. 

Art.  S.**  Para  sufrir  examen  en  una 
asignatura  se  necesita  estar  previamente 
matriculado  en  ella  y  proveerse  de  la  co- 
rrespondiente papeleta  que  acredite  al 
alumno  su  derecho,  conforme  al  modelo  A. 

Los  alumnos  del  primer  curso  de  la  Fa- 
cultad, á  quienes  por  gracia  especial  se  les 
hubiere  concedido  matrícula  sin  haber - 
presentado  en  la  Secretaria  el  titulo  ori- 
ginal de  Bachiller  eu  Ciencias  y  Letras,  ó 
en  su  defecto,  certificación  librada  por  el 
establecimiento  á  que  corresponda,  en  que 
conste  que  dicho  titulo  les  ha  sido  ya 
expedido,  no  serán  admitidos  á  examen  y, 
])or  consiguiente,  no  se  les  dará  papeleta 
para  efectuarlo  sin  cumplir  dichorequisito. 

Art.  3."  Antes  del  día  20  de  Noviembre 
ó  en  este  día  de  cada  año,  todos  los  profe- 
sores pasarán  al  Decano  una  lista  de  los 
alumnos  matriculados  que  hayan  concurri- 
do á  sus  clases  en  el  año,  haciendo  constar 
su  juicio  sobre  la  capacidad  y  conocimien- 
tos de  cada  uno.  Estas  listas,  autorizadas 
por  el  Secretario,  se  pasarán  á  los  Jurados 
examinadores  para  que  las  tomen  en 
cuenta  en  las  calificaciones. 

Art.  4."  Desde  el  15  al  30  de  Noviem- 
bre y  del  20  al  31  de  Marzo,  en  las  horas 
que  señale  el  Decano,  el  Secretario  exten- 
derá á  los  alumnos  que  tengan  derecho  á 
ser  examinados  la  correspondiente  papele- 
ta de  examen,  una  para  cada  asignatura, 
formándose  en  cada  una  de  éstas  una  lista, 
por  orden  rigurcso  de  presentación,  que 
se  remitirá  al  Jurado  correspondiente. 

Art.  .5.°  El  Decano  anunciará,  con  la 
anticipación  conveniente,  los  días  en  que 
comenzarán  los  exámenes  de  cada  asigna- 
tura ó  de  cada  curso,  los  nombres  de  los 
examinandos  por  su  orden  y  los  de  los  Ju- 
rados examinadores. 

Art.  6.°  Los  exámenes  serán  individua- 
les y  públicos,  orales  ó  por  escrito,  según 
lo  disponga  el  Jurado.  Los  presidirá  el 
Decano  de  la  Facultad,  con  asistencia  del 
Secretario  de  la  misma. 

Art.  1°  Al  acercarse  un  alumno  al 
Jurado  para  ser  examinado,  entregará  al 
Secretario  la  papeleta  que  compruebe  su 
derecho  al  examen.  Deberá  presentar, 
además,  prueba  suficiente  que  aí-reditc  su 
personalidad,  caso  ile  que  el  Jurado  lo 
creyese  ncctsario,  para  identificar  la  de 
un  alumno  parecido. 

Art.  H.°  En  el  día  y  hora  señalado  para 
dará  dar  principio  á  los  exámenes  d(;  una 
asignatura,  llamará  el  Secretario  del  Ju- 
rado á  lo.s  alumnos  que  figuren  en  la  lista, 
siguiendo  el  orden  de  numeración. 


Si  llamado  un  alumno  no  se  presentase, 
será  llamado  el  que  inmediatamente  le  si- 
ga en  la  lista. 

Terminado  el  llamamiento  del  último, 
volverá  el  Secretario  á  llamar  por  dos  veces 
siguiendo  el  orden  de  aquélla,  á  los  que 
hasta  entonces  no  se  hubiesen  presentado; 
y  cuando  sea  llamado,  en  esta  forma,  el 
último  de  los  presentes,  y  examinado,  se 
dará  por  termanado  el  examen  de  la  asig- 
natura. 

Art.  9.°  Los  aluunos  que  hayan  dejado 
pasar  los  tres  turnos  en  que  se  les  llame, 
sin  haberse  presentado  á  examen,  no  ten- 
drán dereclio  á  ser  nuevamente  llamados 
en  aquella  época,  y  por  consiguiente,  si  se 
tratase  de  los  exámenes  ordinarios,  queda- 
rán para  los  extraordinarios;  y  si  de  éstos, 
perderán  el  curso  y  todos  ios  derechos 
anexos  á  la  matrícula  del  año  escolar. 

Podrá,  sin  embargo,  el  Decano  conce- 
derles examen  después  de  terminados  los 
de  una  asignatura,  siempre  que  no  hubiere 
pasado  el  tiempo  hábil,  en  Diciembre  y 
Abril  de  cada  año,  cuando  adujeren  justas 
causas,  debidamente  comprobadas,  para 
no  haberse  presentado  en  tiempo. 

Art.  10.  Terminados  los  exámenes,  los 
examinadores  conferenciarán  á  solas  sobre 
la  calificación  que  deba  darse  á  cada 
alumno.  Para  este  fin  tendrán  en  cuenta 
no  sólo  el  resultado  del  examen,  sino  tam- 
bién el  informé  dado  por  los  profesores  en 
las  listas  de  que  habla  el  art.  3.",  lo  mismo 
que  las  notas  de  buena  y  mala  condecía  de 
los  examinandos,  que  por  escrito  deljerá 
presentarles  el  Decano.  La  votación  .será 
secreta  y  se  liará  con  entera  imparcialidad, 
depositando  en  una  urna  las  letras  inicia- 
les que  correspondan  á  la  calificación. 

Art.  11.  Las  calificaciones  serán  como 
sigue:  insuficiente,  apio  ¡j  muy  apto.  La 
primera  se  dará  á  los  alumnos  que  por  su 
ignorancia  en  las  materias  de  examen  no 
deban  ser  aprobados;  la  segunda  á  los  que 
estuvieren  suficientemente  instruidos  en 
ella;  y  la  tercera  á  los  que  demuestren  uu 
aprovechamiento  notable. 

Art.  12.  El  fallo  de  los  jurados  es  in- 
apelable. En  consecuencia,  no  se  admitirá 
contra  él  recurso  de  ninguna  especie;  [¡ero 
cuando  con  notoria  injusticia  .se  diere  una 
calificación  que  el  alumno  no  merezca,  el 
Decano  dará  cuenta  al  Ministerio  de  Ins- 
tru(xión  Pública  para  lo  que  sea  proce- 
dente. 

Art.  13.  Todos  los  asistentes  á  los  exá- 
menes queiian  obligados  á  obedecer  las 
órdenes  que  el  Presidcmte  dicte  para  la  de- 
bida conservación  del  ordiín  en  las  salas 
donde  aquéllos  se  celebren,  de  las  cuales 
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podrán  ser  expulsados  por  los  dependien- 
tes cuando  el  Presidente  del  Jurado  lo 
crea  necesario. 

Art.  14.  Todos  los  anuncios  y  disposi- 
ciones que  se  dicten  relativos  á  exámenes, 
se  fijarán  en  el  lugaracostumbrado  para  los 
avisos,  sin  cuyo  requisito  no  serán  obli- 
gatorios, ó  se  tendrán  por  no  efectuados. 

Art.  15.  En  los  locales  donde  se  cele- 
bren los  exámenes  habrá  pizarras,  ins- 
trumentos, programas  de  las  asignaturas 
y  cuanto  crea  útil  el  Jurado  para  hacerse 
cargo  prácticamente  del  grado  de  instruc- 
ción de  los  examinandos,  en  todas  las  ma- 
terias que  por  su  carácter  lo  exijan. 

Art.  16.  La  duración  de  los  exámenes 
en  una  asignatura  será  la  suficiente,  á 
juicio  de  los  Jurados,  para  que  todos  los 
jueces  queden  satisfechos  del  grado  de 
instrucción  de  cada  alumno;  pero  sin  que 
en  ningún  caso  sea  menor  de  treinta  mi- 
nutos para  cada  examinando. 

Art.  17.  Los  examinadores  no  tratarán 
de  investigar  si  los  sustentantes  conservan 
en  la  memoria  hechos  aislados  ó  casos  es- 
peciales de  una  materia,  sino  de  cercio- 
rarse si  comprenden  los  principios  de  la 
ciencia  ó  del  arte  y  saben  raciocinar  sobre 
su  aplicación. 

Art.  18.  El  Secretario  levantará  acta 
del  examen  de  cada  asignatura  (modelo  B), 
la  que  firmnrán,  acto  continuo,  los  Jura- 
dos, con  el  Presidente,  y  Secretario.  Cui- 
dará, además,  de  ir  formando  dos  listas 
nominales  de  todos  los  examinados,  por 
orden  de  presentación,  una  para  enviai'la 
al  finalizar  los  exámenes  de  cada  día,  al 
tablón  de  anuncios,  firmada  por  todos  los 
jueces;  y  otra,  que  se  cerrrará  y  firmará 
en  igual  forma,  al  terminar  los  exámenes 
de  cada  asignatura,  con  destino  al  archivo 
de  la  Facultad. 

Art.  19.  Los  alumnos  declarados  insu- 
ficientes en  Diciembre,  y  los  que  pudiendo 
presentarse  á  examen  en  otra  época  no  lo 
hubiesen  efectuado,  lo  harán  en  Abril;  los 
primeros  sin  nueva  solicitud  y  los  segun- 
dos previa  solicitud  y  con  acuerdo  del  De- 
cano de  la  Facultad.  Si  dejasen  transcu- 
rrir esta  segunda  época  sin  presentarse  á 
examen,  perderán  todos  los  derechos  que 
les  concedió  la  matricula,  quedando  ésta 
anulada,  de  suerte  que  deberán  repetirla 
en  los  mismos  ■jérminos  que  si  no  la  hubie- 
sen obtenido  antes. 

Art.  20.  Todo  alumno  declarado  dos 
veces  insuficiente  en  una  asignatura,  en 
dos  épocas  distintas,  no  podrá  presentarse 
más  á  examen,  y  no  se  dará  curso  á  soli- 
citud alguna  que  haga  en  este  sentido  sino 
es  trascurrido  un  año  después. 


Art.  21.  Para  los  exámenes  extraordi- 
narios regirán  las  mismas  disposiciones 
que  para  los  ordinarios.  Antes  del  primero 
de  Abril  de  cada  año,  el  Decano  determi- 
nará los  días  en  que  deberán  principiar 
los  exámenes  de  cada  asignatura. 

JURADOS   EXAMINADORES 

Art.  22.  Los  Jurados  serán  formados 
por  tres  jueces  nombrados  por  el  Decano, 
con  la  aprobación  del  Consejo  ó  del  Minis- 
terio de  Instrucción  Pública.  En  caso  de 
impedimento  ó  falta  de  asistencia  de  alguno 
de  los  Jurados,  queda  autorizado  el  Decano 
para  la  designación  del  sustituto. 

Sólo  podrán  ser  jueces  las  personas  que 
tengan  título  universitario.  Los  profesores 
no  podrán  serlo  en  las  asignaturas  que 
desempeñen. 

Art.  23.  El  cargo  de  examinador  es 
gratuito  y  obligatorio  para  todas  las  perso- 
nas que  posean  título  académico  de  la  Uni- 
versidad de  la  República  ó  estén  incorpo- 
radas a  ella. 

Los  que  sin  justa  causa  se  excusaren  de 
prestar  este  servicio  ó  no  concurriesen  á 
los  actos  de  examen,  serán  penados  con 
una  multa  de  cinco  á  diez  pesos,  que  se  ha- 
rá efectiva  en  sus  respectivos  sueldos,  si 
los  multados  los  cobrasen  del  Estado,  ó 'por 
los  medios  legales  en  caso  contrario. 

Art.  24.  Cuando  algún  examinando  es- 
té ligado  por  parentesco  de  consanguinidad 
hasta  el  cuarto  grado,  ó  de  afinidad  hasta 
el  segundo,  con  el  examinador,  éste  se 
abstendrá  de  examinarlo,  debiendo  ser 
sustituido  en  tal  caso  por  el  que  designe  el 
Decano. 

Asimismo,  cuando  un  examinando  tu- 
viere motivos  justos  para  recusar  á  algún 
miembro  del  Jui*ado,  el  Decano  los  oirá 
privadamente,  y  si  creyere  procedente  la 
recusación  nombrará  al  sustituto. 

EXÁMENES   DE   GRADO 

Art.  25.  El  alumno  que  haya  de  optar 
á  un  título  profesional  en  alguna  de  las 
Facultades,  se  presentará  por  escrito  al 
Decano  solicitando  se  le  admita  á  examen, 
y  al  efecto  acompañará  las  constancias  de 
haber  sido  aprobado  en  los  exámenes  co- 
rrespondientes á  todos  los  cursos  y  de  ha- 
ber hecho  la  práctica  prevenida  por  la  ley. 

Art.  26.  En  vista  de  la  legalidad  de  los 
documentos  presentados,  el  Decano  acor- 
dará el  día  y  la  hora  en  que  deba  verifi- 
carse el  examen  general.  El  Jurado  será 
presidido  por  el  mismo  Decano  y  deberá 
tener  presente  el  expediente  del  sustentan- 
te, el  plan  de  estudios  y  un  ejemplar  de  los 
programas  oficiales,  observándose  en   lo 
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demás  lo  dispuesto  en  los  artículos  10, 11, 
22  y  24  de  este  Reglamento. 

Art.  27.  La  duración  de  los  exámenes 
generales  de  grado  será  de  tres  horas  para 
los  que  opten  al  título  de  Licenciado  en 
Jurisprudencia  y  Ciencias  Políticas,  Medi- 
cina y  Cirugía  é  Ingeniería  Civil.  Para  el 
primero,  el  examen  se  dividirá  en  dos  ac- 
tos, según  artículo  249,  reformado,  del  Có- 
digo de  Instrucción  Pública,  y  para  los  dos 
últimos  en  tres,  según  artículos  256  y  263 
del  mismo  Código.  El  tiempo  de  examen 
podrá  ser  ó  no  continuo,  á  petición  del  sus- 
tentante ó  por  disposición  del  Decano. 

Los  exámenes  para  obtener  títulos  pro- 
fesionales dependientes  de  las  Facultades, 
á  saber:  Notario,  Licenciado  en  Farmacia, 
Practicante,  Matrona,  Agrimensor,  Perito 
Minero,  Perito  Constructor,  Perito  Quí- 
mico, Perito  Mecánico  y  Perito  Agrónomo, 
durarán  dos  horas,  debiendo,  porto  demás, 
observarse  en  ellos  las  mismas  formalida- 
des que  para  los  ejercicios  de  Licenciado. 
A  iguales  condiciones  se  sujetarán  los  exá- 
menes para  obtener  el  permiso  de  ejercer, 
en  concepto  de  inteligente,  las  profesiones 
de  Médico,  Cirujano  ó  Farmacéutico,  que 
prescribe  el  art.  2.",  inciso  1.",  del  decreto 
legislativo  del  14  de  Marzo  de  1898. 

Art.  28.  Obtenida  la  aprobación  en  el 
examen  general,  el  Decano  señalará  el  día 
y  la  hora  en  que  deba  verificarse  el  de  te- 
sis, cuando  proceda,  paralo  cual-se  anun- 
ciará al  sustentante,  con  diez  días  de  anti- 
cipación, el  asunto  sobre  que  ha  de  diser- 
tar, elegido  por  el  tribunal  examinador. 
(Modelo  O 

En  este  examen  los  Jurados  se  limitarán 
á  preguntar  sobre  la  materia  de  la  tesis, 
por  el  tiempo  que  juzguen  necesario. 

Art.  29.  Los  exámenes  para  el  Decto- 
rado  serán  presididos  por  el  Rector  de  la 
Universidad  con  asistencia  del  Decano  y 
demás  individuos  de  la  Junta  directiva  de 
la  Facultad  correspondiente:  durarán  dos 
iioras  y  versarán  sobre  las  materias  de  es- 
tudio especial  y  sobre  la  tesis  presentada 
por  el  examinando.  En  lo  demás  se  estará 
á  lo  que  dispone  este  Reglamento. 

Art.  30.  Concluido  el  último  acto  de 
examen,  se  procederá  á  la  votación  en  la 
forma  prevenida  por  el  art.  10  de  este  Re- 
glamento, y  si  el  examinando  mereciese  la 
aprobación,  el  Decano  le  conferirá  el  títu- 
lo, pronunciando  estas  palabras:  «Señor 
(aquí  el  no.nbre):  en  nombre  de  la  Repú- 
blica 1/  en  uso  de  las  facultades  que  me 
confieren  las  lei/es,  os  declaro  (aquí  el  tí- 
tulo) en  la  Facultad  de 

puesto  que  los  Jurados  examinadores  os 
juzgaron  digno  de  tal  honor;-')  con  lo  cual, 


y  con  la  firma  por  los  jueces  y  el  actuante, 
del  acta  respectiva,  se  dará  el  acto  por  ter- 
minado. (Modelo  D.) 

Art.  31.  Páralos  exámenes  de  incor- 
poración, cuando  no  hubiere  Tratados,  el 
interesado  deberá  presentar  solicitud  es- 
crita al  Rector  de  la  Universidad  Central, 
acompañando  su  título  debidamente  lega- 
lizado, y  se  sujetará  en  lo  demás  á  las  re- 
glas y  condiciones  prescritas  en  este  Re- 
glamento con  respecto  á  los  alumnos  de  los 
Colegios  de  2.^*  enseñanza  ó  de  las  Facul- 
tades, según  el  caso. 

Art.  32.  Los  alumnos  declarados  insu- 
ficientes en  los  ejercicios  de  grado  podrán 
repetirlos  en  la  siguiente  época  de  exáme- 
nes, ya  sean  ordinarios  ó  extraordinarios. 
El  uso  de  este  derecho  se  les  concederá 
por  dos  veces  solamente. 

Art.  33.  Este  Reglamento  comenzará  á 
regir  desde  el  1."  de  Diciembre  del  corrien- 
te año.» 

2.°  Las  demás  Facultades  de  enseñanza 
profesional  que  se  establezcan  en  la  Repú- 
blica se  sujetarán  al  presente  Reglamento. 

Ejercicio  de  la  medicina,  cirugía  y 
farmacia. — Ley  de  9  de  Marzo  de  1898. 

Artículo  1.°  Las  personas  que  deseen 
ejercer  en  concepto  de  inteligentes,  pro- 
fesiones de  médico,  cirujano  ó  farmacéuti- 
co, ó  cada  una  de  ellas  en  particular,  de- 
berán presentar  solicitud  ante  la  Junta 
directiva  de  la  Facultad  de  Medicina,  Ci- 
rugía y  Farmacia,  á  efecto  de  que  los  au- 
torice. 

Art.  2.*'  La  Facultad  mencionada  otor- 
gará el  permiso  solicitado,  cuando  á  favor 
del  peticionario  concurran  las  siguientes 
condiciones: 

l.^'  Que  en  un  examen  que  deberán 
practicar  los  individuos  de  la  misma  Fa- 
cultad, ó  un  Tribunal  compuesto  de  tres 
Facultativos  nombrados  por  la  misma,  el 
peticionario  sea  aprobado  en  la  materia  6 
materias  á  que  se  contraiga  la  solicitud. 

2.'  Que  á  la  solicitud  mencionada  el  in- 
teresado acompañe  una  información  ad 
perpetuam,  instruida  por  el  Juez  de  letras 
del  respectivo  departamento,  en  la  cual 
aparezcan  los  puntos  siguientes: 

1."  Que  el  solicitante  goza  de  notoria 
buena  conducta;  y 

2."  .  Que  en  la  población  donde  trate  de 
ejercer  la  profesión,  haya  necesidad  ingen- 
te de  autorizar  empíricos,  por  no  haber 
médicos,  cirujano  ó  farmacéuticos  titula- 
dos en  la  misma  población  ni  en  los  lugares 
circunvecinos  que  se  encuentren  á  una  dis- 
tancia menor  de  diez  leguas.  Los  testigos 
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que  declaren  en  la  información  de  que  se 
trata,  deberán  dar  la  razón  suficiente  de 
sus  dichos. 

Art.  3."  La  autorización  de  que  hablan 
los  artículos  precedentes,  solamente  valdrá 
mientras  subsistan  á  favor  de  los  empíricos 
las  circustancias  enumeradas  en  el  artícu- 
lo 2°,  condición  2.* 

Art.  4.°  En  las  poblaciones  en  que  no 
haya  farmacéuticos  titulados  ó  en  el  que 
el  número  de  ellos  no  baste  para  las  nece- 
sidades públicas,  los  médicos  podrán  ejer- 
cer las  funciones  de  farmacéuticos,  solici- 
tando al  efecto  permiso  de  la  Junta  di- 
rectiva de  la  facultad  con  exhibición  de 
su  título. 

Art.  5."  Las  personas  que  sin  tener  tí- 
tulo ni  la  debida  autorización  ejerzan  las 


profesiones  á  que  esta  ley  s'>  refiere,  incu- 
rrirán en  las  penas  que  el  Reglamento  de 
policía  y  el  Código  penal  determinan  (1). 

Art.  6."  Quedan  encargadas  de  la  vigi- 
lancia y  el  cumplimiento  estricto  de  esta 
ley,  las  autoridades  civiles  de  las  respec- 
tivas localidades,  quienes  prestarán,  sin 
excusa  alguna,  su  concurso  á  la  Facultad; 
incurriendo  en  una  multa  de  25  á  50  pesos 
en  caso  de  negligencia  inexcusable,  multa 
que  será  exigida  gubernativamente  por  la 
Autoridad  superior  é  ingresará  á  la  Admi- 
nistración de  Rentas  respectiva. 

Art.  7."  Queda  derogado  el  acuerdo 
que  sobre  esta  materia  dictó  el  Poder  Eje- 
cutivo el  9  de  Junio  de  1888. 


(1)    Preinserto. 
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482.— De  concurso,  494.  V.  Ausencia  y 

Efectos. 
Declaraciones  de  los  procesados,  570  y 

sig. — ídem  de  los  testigos,  571  á  574. 
Declaratoria  del  estado  de  sitio  (Ley).  27. 
Defectos.  —  V.  Saneamiento. 
Defensa  por  pobre,  433. — V.   Benefcio 

de  pobreza . 
Defensores  especiales,  77. 
Defraudación.    Penalidad  de   esta  clase 

de  delitos,  422. 
Defunciones.  Su  registro,  125. 
Delitos.  Su  definición,  374. — V.  Dercdio. 

—  De  imprenta,  25. 

Demandas.  En  el  procedimiento  civil, 
455. 

Demarcación  de  pertenencias  mineras, 
363. 

Denuncia.  Quién  debe  hacerla,  y  quié- 
nes están  exentos  de  esta  obligación,  et- 
cétera, 558  y  sig.-=^Penalidad  de  la  fal- 
sa, 405. 

Dppósito.  Sus  especies,  235;  depósito  vo- 
luntario, 236;  necesario,  237:  secuestro, 
237. 

—  Mercantil.  Su  naturaleza,  condicio- 
nes,- etc.,  .3.11  y  sig.      ''         ' 

—  De  personas.  CuúJiuo  y  cómo  puede 
decretarse,  5'M.y  sig.'^.     ' 

Depósito  y  recóit)ocimiento  de  efectos 
mercantiles,  545  y  sig. 


HONDURAS.    índice   ALFABÉTICO   DE    MATERIAS 


637 


—  Provisional  del  valor  do  una  letra  de 
cambio,  546. 

Derecho.  Delitos  contra  el  de  gentes,  388. 

—  De  defensa,  11  y  556. 

—  De  acrecer,  188. 

—  De  deliberar,  190. 

Derechos  individuales.  Delitos  come- 
tidos contra  ellos  por  los  particulares, 
391. — Ídem  por  los  funcionarios  públi- 
cos en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  392. 

—  Vecinales,  37. 

—  De  los  extranjeros,  10  y  54. 

—  Reales.  Su  prescripción,  257. 

—  Entre  marido  y  mujer,  103. 

—  Del  cónyuge  viudo  en  la  sucesión 
del  padre,  181. 

—  Del  usufructuario.  137. 

—  Délos  mineros,  372  y  sig. — Sobre  sus 
pertenencias,  364. 

—  En  confusión,  202. 

—  Transmisión   de  los  incorporales,  224. 

Derogación  de  las  leyes,  97. 

Desagüe  de  los  ediñcios,  147. 

Desahucio.  Procedimiento  de  este  jui- 
cio, 519. — ídem  enlos  juzgados  de  letras, 
521,  1.084  y  sig. 

Descarga  y  abandono  de  efectos  mer- 
cantiles, 548. 

Descubrimiento  de  minas.  Descubri- 
dor en  crrro  virgen,  en  cerro  conocido 
y  derechos  de  los  primeros,  361  y  sig. — 
Modo  de  constituir  la  propiedad  minera, 
361  y  sig.— De  secrclos,  420. 

Deslinde  y  amojonamiento,  131.  Pe- 
tición y  tramitación,  543  y  sig. 

Desobediencia  á  la  autoridad  y  sus  agen- 
tes, 3í.t9. 

Desórdenes  públicos,  399. 

Despachos  telegráficos.  Penalidad  de 
su  falsiñcación,  40i.  — Judiciales,  443. — 
V.  supltralorios. 

Detención.  Quiénes  pueden  y  quiénes 
deben  efectuarla,  etc.,  577  y  sig. 

Detenciones.  Penalidad  de  los  ilega- 
les, 418. 

Deudas.  Pago  de  las  hereditarias,  195. — 
Su  condonación,  201.— V.  Apremio  cor- 
poral. 

Diario  de  Navegación. — V.   Capitanes. 

Días.  Cuáles  son  hábiles  para  actuar 
judicialmente, 441. 

Dirección  general  de  Instrucción  públi- 
ca, 616  y  sig. 

Dirección  é  inspección  de  distrito,  617. 

Discorditis.  Modo  de  dirimirlas,  446. 

Disolución  de  la  sociedad  de  ganancia- 
les, 217 

Disolución  y  liquidación.  —  V.  Socie- 
dades. 

Disposiciones  finales  y  transitorias  del 
Código  de  Procedimientos,  610. — Gene- 


rales de  la  Ley  de  Agricultura,  615  y 
siguiente. 

Divisibles.  Obligaciones  de  esta  cla- 
se, 199. 

División  de  la  herencia,  192. 

Divorcio.  Cuándo  proceden  sus  efectos, 
104. 

Documentos.  Públicos,  203.  —  Privados, 
202. 

—  Falsiñcación  de  los  de  crédito  y  de  los 
públicos,  ofíciales  y  de  comercio,  403. — 
ídem  de  los  privados,  404. — Su  presen- 
tación en  juicio,  454.-  Producción  de 
esta  prueba  en  el  procedimiento  civil, 
459.— V.  InJidcUdad. 

Domiciliados.  V.  Habitantes. 

Domicilio.  Preceptos  del  Código  civil  so- 
bre la  materia,  99. 

Dominio.  Su  prescripción,  257. — Véase 
A(juas,  Propiedad. 

Donaciones.  Su  naturaleza,  168;  perso- 
nas que  pueden  hacerlas  ó  recibirlas, 
168;  efectos  y  limitaciones  169.  — Revo- 
cación y  resolución,  170. 

—  Por  razón  de  matrimonio,  211. 
Dotación  de  un  buque,  324,  636. 

Dote.  Constitución  y  garantía,  211. — Ad- 
ministración y  usufructo,  213. — Resti- 
tución, 213. — V.  Administración. 

Duelo.  Penalidad  de  este  delito.  414. 

Duración  de  las  penas,  378. 

E 

Edad.   Cuándo  comienza  la  mayoría  de 

ella,  120. 
Edificios  ruinosos,  132. 
Efectos  del  estado  de  sitio  27. 

—  De  la  matrícula  de  extranjeros,  54. 

—  De  las  leyes,  97. 

—  De  la  nulidad  del  matrimonio,  104;  del 
divorcio,  104. 

—  De  la  patria  potestad,  109. 

—  De  la  declaración  de  ausencia,  112. 

—  De  la  emancipación,  120. 

—  De  la  posesión,  136. 

—  De  las  donaciones,  169. 

—  De  la  partición  de  herencia,  193. 

—  De  las  obligaciones,  195. 

—  Do  las  penas,  378. 

—  De  los  recursos  contra  las  resoluciones 
judiciales,  448. 

—  De  la  morosidad,  504, 

Efectos  mercantiles.  Su  depósito  y  re- 
conocimiento, 54  5  y  sig. 
Eficacia  de  los  contratos,  207. 
Ejecución  de  las  i)enas,  383. 

—  De  las  sentencias  de  desahucio,  521, 
1.089  y  siglos. — ídem  id.  en  materia  cri- 
minal, 610.  — V.  Sentencias. 
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Ejecutores  testamentarios,  184. 

Ejercicio  de  la  medicina^  Cirugía  y  B'ar- 
macia,  631  y  sig. 

Ejército.  Precepíds  constitucionales  so- 
bre él,  19. 

Elegibles.  Quiénes  lo  son,  29. 

Electores.  Quiénes  lo  son,  29. 

Emancipación.  Cuándo  tiene  lugar  y  sus 
efectos,  12U.— V.  EJeccos. 

Embargo  pi'ovisional  del  valor  de  una 
letra  de  cambio,  546. 

Embargos  preventivos,  509. 

EmplazamieBtos.  Modo  depr  acticarlos, 
441 . — V.  Notificaciones. 

Enajenación  de  efectos  mercantiles 
en  casos  de  urgencia,  548  y  sig. — De 
minas,  367. — De  bienes. — V.  Bienes  de 
menores. 

Endosos  de  letras,  304. 

Engaños.  Penalidad  de  esta  clase  de 
delitos,  423. 

Enseñanza  normal.  Escuelas  normales, 
secciones  provisionales,  618  y  sig. — Plan 
de  la  enseñanzíi  normal,  618.—  Profeso- 
res, alumnos,  exámenes  y  recompensas, 
619  y  sig. — Plan  de  estudios  para  la  Es- 
cuela normal  de  maestras,  620  y  sig. 

Entrada  y  registro  en  lugar  cerrado, 
cuándo,  por  quién  y  en  qué  condiciones 
puede  hacerse,  etc.  581  á  584, 

Entrega  de  la  cosa  vendida,  221. 

Escándalo  público.  —  Penal. dad  de  los 
delitos  de  esta  clase,  415. 

Escritos  de  conclusión,  467. 

Escuelas.  Su  división,  régimen,  ense- 
ñanza, etc.  617  y  sig. 

Espera.  Intramitación,  491. 

Esponsales. — V.  Matrimonio. 

Establecimientos  de  imprenta,  26. 

—  Religiosos.— Prohibición  de  las  institu- 
ciones á  favor  de  ellos,  12. 

Estado.  Delitos  que  comprometen  su 
independencia,  387. 

Estado  civil.  Delitos  contra  el  de  las 
personas,  417. 

Estado  de  sitio.  Texto  de  la  ley  porque 

se  rige,  27. 

Estafas.  Penalidad  de  esta  clase  de  de- 
litos, 423. 

Estragos.  Penalidad  de  esta  clase  de  de- 
litos, 425. 

Estupro.  Penalidad  de  este  delito,  416. 

Evicción.  —V.  Saneaniicnlo. 

Exacciones.  Penalidad  de  los  ilegales, 
411. 

Exámenes. — V.  Rc¡jlanicnto. 

Excepciones  dilatoria.s.  En  los  juicios 
declarativos,  456. 

Excusas  de  la  tutela  y  protutela,  116. 

Exenciones  y  privilegios  de  los  agriculto- 
res, etc.,614y  iii'¿.— Y . licsponsabilidad. 


Exhibición  personal.  — V.  Recursos. 

Exhortos,  443.     V.  Suplicatorios. 

Eximentes. — V.  Circunstancias. 

Expatriación.  Reconocimiento  y  condi- 
ciones de  este  derecho,  53. 

Explotación  de  min^s.  Cómo  debe  ha- 
cerse; condiciones  y  requisitos  de  salu- 
bridad, seguridad,  etc.,  365  y  sig. 

Expropiación.  Reglas  de  la  forzosa  por 
causa  de  utilidad  pública,  12. 

Expulsión.  Cuándo  procede  la  de  extran- 
jeros, 10  y  56. 

Extinción  de  la  personalidad  civil,  88. 

—  de  la  patria  potestad,  110. 

—  del  usufructo,  141. 

—  de  .servidumbres,  144. 

—  de  las  inscripciones  y  anotaciones  pre- 
ventivas en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, 156. 

—  de  las  obligaciones,  199. 

—  De  la  sociedad,  232.— Del  mandato,  234. 

—  De  la  fianza,  241. 

—  De  la  responsabilidad  penal,  385. 
Extradición.  Cuándo  procede,  10. — Quién 

y  en  qué  forma  deben  pedirla,  607. 

Extranjería.  Ley  sobre  la  materia,  52. 

Extranjeros.  Quiénes  se  reputan  tales, 
52. — Preceptos  de  la  Constitución  rela- 
tivos á  ellos,  10.— Ídem  del  Código  civil. 


Factores.  Su  capacidad, á nombre  dequién 
contratan,  efectos  de  sus  contratos,  et- 
cétera, 285  y  sig. 

Falsedades.  Falsificación  de  sellos  y 
marcas,  401;  de  moneda,  402;  de  billetes 
de  Banco,  documentos  de  ccédito  y  efec- 
tos timbrados,  4U3;  de  documentos  pú- 
blicos, oficiales,  de  comercio  y  despachos 
telegráficos,  403;  de  documentos  priva- 
das, 404;  de  cédulas  ó  cartas  de  vecin- 
dad, 404. 

Falso  testimonio. — Su  penalidad,  405. 

Faltas.  Indefinición,  374.  —  Su  penali- 
dad, 427. — Contra  la  propiedad,  430. 

Fallos  en  lo  civil,  445. —  V.  Causas  cri- 
minales. 

Farmacia.  V.  Ejercicio  de. 

Ferrocarriles.  Delitos  relativos  á  ellos, 
40. 

Fianza.  Su  naturaleza  y  extensión,  239; 
efectos,  240;  extinción,  241;  legal  y  ju- 
dicial, 241. — Condiciones  de  la  fianza, 
312. — Del  cargamento,  546. 

Fianzas  y  embargos,  584  y  sig. 

Filiación.  V.  Hijos. 

Fincas.  Reglas  del  arrendamiento  de  las 
rústicas,  226;  ídem  de  las  urbanas,  226. 

Firma  social.  V.  Sociedades,  288. 
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Fiscal  general  de  Hacienda.  Sus  atri- 
buciones, 84. 

Fletador.  V.  Flet.amenío. 

Fletamento.  Formas  y  efectos  de  este 
contrato,  325  y  sig. — Derechos  y  obliga- 
ciones del  fletante,  327  y  sig. — Obliga- 
ciones del  fletador,  328.— Rescisión  total 
ó  parcial  del  contrato,  329. 

Fondo  social. — V.  Sociedad  colectiva, 
288. 

Forma  de  Gobierno,  13. 

Formación  de  la  Sociedad  colectiva. — 
V.  Sociedades,  287. 

Formas.  Ley  que  rige  las  de  los  contra- 
tos, testamentos  y  demás  instrumentos 
públicos,  9.S. 

—  Del  matrimonio,  99. 

—  De  los  testamentos,  171. 

Fraudes.  Ocultación  fraudulenta  de  bie- 
nes ó  de  industria,  405. — Penalidad  de 
esta  clase  de  delitos,  411. 

Fuero  de  guerra.  Su  establecimiento 
para  los  delitos  militares,  19. 

Fueros.  Inexistencia  de  los  per.sonales,  12. 

Funcionarios  públicos.  Sus  atribuciones 
según  la  Const¡tuci<)n,  9.  —  Su  responsa- 
bilidad, 19. 

Funciones.  Penalidad  de  su  usurpación, 
406. 

G 

Ganadería  y  Ganaderos,  615. 

Gananciales. — V.  Sociedad  y  Adminis- 
tración. 

Ganancias  y  pérdidas. — V.  Sociedades, 
288  y  sig. 

Garantía  de  la  dote,  211. 

Gastos.  Cuáles  se  repulan  ilegales,  18. 

Gerentes.— V.  Factores,  286,  206. 

Gestión  de  negocios  ajenos,  251. 

Gobernadores.  Atribuciones  de  los  de 
distrito,  47;  ídem  de  los  de  departamen- 
tos 48. 

Gobierno  Departamental,  19. — Munici- 
cipal,  19. 

—  Delitos  contra  su  forma,  389. 
Graduación  de  créditos,  501. — V.  Quie- 
bra. 

Gravámanes. — V.  Saneamiento. 
Gruesa   (á  la). — V.   Préstamo  á  riesfjo 

niaritinio,  Averias. 
Guatemala.    Indicaciones    comparativas 

entre  el  Código  civil  de  esta  República  y 

el  de  Honduras,  '264. 

H 

Habeas  corpus.  Preceptos  relativos  á 
esta  seguridad  individual,  10. 


Habitación,  142.    Para  comparecer   en 

juicio,  539. 
Habitantes.  Su    división    en  residentes, 

vecinos  y  domiciliados,  36. 
Herederos. — V.  Declaración  de 
Herencia.  Capacidad  para  suceder,  177. 

—  Institución  de  heredero,  179. — Institu- 
ción, 179. — Institución  de  heredero  y  le- 
gados condicionales  ó  á  término,  180. — 
Derechos  del  cónyuge  viudo,  181. — De- 
rechos de  los  liijos,  181. — Mandas  y  le- 
gados, 182. — Reclusiones,  184. — Ejecu- 
tores testamentarios,  184. 

Hijos.  Legítimos,  105. — Pruebas  de  su 
fliiación,  106. — Legitimados,  106.  — Ilegí- 
timos, 107.  — Reconocimiento  de  los  na- 
turales, 107. — Derechos  hereditarios  de 
los  naturales  reconocidos,  186. 

Hipotecas,  243.  Voluntarias,  247. — Le- 
gales, 247.— Dotal,  24s. — Por  razón  de 
peculio,  249. — Por  razón  de  tutela,  250. 

—  Otras  hipotecas  legales,  250. 
Hombre  de  mar.  Sus  derechos,  obliga- 
ciones, etc..  322  á  325,  624  y  sigtes. 

Homicidio.  Su  penalidad,  4Í2. 

Hoüdurenos.  Quiénes  .se  reputan  tales, 
9.  -  Su  división  en  naturales  y  naturali- 
zados, 9. 

—  Preceptos  del  Código  civil,  acerca  de 
ellos,  98. 

Honestidad.  Penalidad  de  los  abusos 
contra  ella,  410. 

Honor.  Delitos  contra  el  mismo,  416. 

Honorarios  de  los  registradores  de  la  pro- 
piedad, 164. 

Horas.  Cuáles  son  hábiles  para  actuar 
judicialmente,  441. 

Hurto.  Penalidad  de  aste  delito,  422. 


Identidad  del  delincuente.  Cuándo  y 
cómo  debe  hacerse,  circunstancias  per- 
sonales, etc.,  568  y  sigtes. 

Ignorancia  de  las  leyes,  97. 

Imprenta.  Ley  de  14  Noviembre  1895;  24. 

Impresos.  Sus  requisitos,  25. 

Imprudencia.  Penalidad  de  la  simple  y 
de  la  temeraria,  426. 

Impuestos  municipales,  45. 

Incapacitados. — V.  Tutores  y  Curado- 
res. 

Incendio.  Penalidad  de  este  delito,  425. 

Incidentes  en  el  ¡¡i-ocedimiento  civil,  471. 

Inconstitucionalidad  de  ley  (V.  Recur- 
so de). 

Independencia.  Delitos  que  comprome- 
ten la  del  Estado,  987. — V.  Nación. 

Indivisibles.  Obligaciones  de  esta  clase, 
199. 
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Industria.  Libertad  de  la  misma,  12. 
Industria  agrícola,  612. 
Ineficacia  de  testamentos,  177. 
Infanticidio.  Su  penalidad,  412, 
Infidelidad.  Penalidad  de  la  cometida  en 

la  custodia  de  presos,  408;  ídem  en  la  de 

documentos,  408. 
Informe  pericial,  575  y  sigs. 
Información  para  perpetua  memoria,  539 

y  sig. 
Infracción  de  ley. —  V.  Recursos. 
Inhumaciones.  Penalidad  de  la  infracción 

de  las  leye.s  sobre  la  materia,  406. 
Iniciativa.  A  quién  corresponde  la  de  las 

leyes,  15. 
Injuria  y  calumnia.  Procedimiento  por 

estos  delitos,  606  y  sig. 
Injurias.   Penalidad   de  este  delito,  417. 
Inmuebles.  Ley  por  que  se  rigen,  97. 
Inscripción.   Títulos  sujetos  á    ella,  149. 

—  De  documentos,  270. 
Insignias.  Penalidad  de  su  uso  indebido, 

406. 
Insolvencia  punible.  Penalidad  de  este 

delito,  432. 
Inspección  de  los  Registros  de  la  propie- 
dad, 161. 

—  Per.sonal  del  Juez,  205.  Ocular,  564. 
Instalación  de  jueces  y  magistrados,  64. 
Instancia.   Su  caducidad,  450.   Segunda 

instancia,  475. 
Institución  del  heredero,  179. 
Instituto  nacional.  V.  Reglamento. 
Instrucción  primaria  y  normal,  616  á 

620. 
Instrumentos  públicos.   Ley  por  que  se 

se  rigen,  su  forma  y  solemnidades,  98. 
Interdicción  civil.  Tutela  de  los  que  la 

sufren,  114. 
Interdictos.  Sus  clases,  523,  1.112. 

—  De  retener.  Cuándo  procede,  requisi- 
tos, admisión,  etc.,  523  y  sig. 

—  De  obra  nueva.  Demanda  y  procedi- 
miento, etc.,  524  y  sig. 

—  De  obra  ruinosa.  Demanda  y  proce- 
dimiento, 525  y  sig. 

Intereses. — V.  Préstamo. 

Internación  en  pertenencias  mineras  aje- 
nas, 364. 

Interpretación  de  las  leyes,  97. — De  los 
contratos,  2o8. 

Intervención  en  la  aceptación  y  pago  de 
una  letra,  308. 

—  judicial  perentoria. — V.  Actos  de  Co- 
niirrcio. 

Inventario.  Reglas  de  este  beneficio, 
100. 

Investigación  ó  cateo  de  minas,  360  y  si- 
guiente. 

Inviolabilidad.  De  la  vida  humana,  10. 
De  la  correspondencia  epistolar  y  tele- 


gráfica, de  los  papeles  privados  y  de  los 
libros  de  comercio,  11. 


Jueces.  Nombramiento  de  los  departa- 
mentales, seccionales  y  de  paz,  17. 

—  de  paz,  57. — De  letras,  59.— Su  recusa- 
ción, 440. 

Juego.  Reglas  de  éste  como  contrato  alea- 
torio, 238.— Penalidad  cuando  es  deli- 
to, 407. 

Juicios.  Tramitación  de  los  de  cuentas. 
86. — Reglas  de  comparecencia  en  jui- 
cio, 432. 

—  de  desahucio,  519. 

—  declarativos,  452. 

—  ejecutivos,  512. 

—  plenarios,  589  á  605. 

—  sobre  faltas. —  En  primera  instancia, 
608  y  sig.— ídem  en  segunda  instancia. 
610. 

—  verbales,  469. 

Juntas.  Central,  31. — Departamental,  31. 

—  preparatorias  del  Congreso  nacional,  69. 
Jurado.  Composición  del  Tribuna!,  592. 

— Competencia,  592, 1924.  — Circunstan- 
cias necesarias  para  ser  jurado,  592  y 
siguiente.— Formación  de  ias  listas,  593. 
— Diligencias  preparatorias  para  la  cons- 
titución del  Tribunal,  594  y  sig.  — Insta- 
lación del  Jurado,  595  y  sig. — Juicio  por 
Jurados,  596  á  598. — Preguntas  á  que 
han  de  responder,  598  y  sig.  — Delibera- 
ción de  los  Jurados  y  veredicto,  599  y  si- 
guiente,— Juicio  de  derecho,  600.— Sen- 
tencia del  Juez  de  Derecho,  601.— Sus- 
pensión del  Juicio  y  disposiciones  comu- 
nes, 601  y  sig. — Recur.sos  de  reforma  del 
veredicto  y  revista,  602  y  sig. — Apela- 
ción y  revisión,  603. — Recursos  de  casa- 
ción contra  la  sentencia  dictada  en  ape- 
lación, 604  y  sig. 

Jurisdicción  voluntaria  en  negocios  civi- 
les, 531  á  544. — Disposiciones  generales, 
531  y  sig. 

Justicia.  Ley  orgánica  de  su  administra- 
ción, 56. 


Legados,  182. 

Lesiones.  Su  penalidad,  412. 

Letras  de  cambio.  Formas  de  este  con- 
trato, 302  y  sig. — Términos  y  venci- 
mientos, 303.— Obligaciones  del  libra- 
dor, 303  y  sig.  — Endoso,  304. — Presen- 
tación, 304  y  sig — Aval  y  sus  efectos, 
305  y  sig.— Protestos,   307.— Interven- 
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ción  en  la  aceptación  y  pago,  308. — Ac- 
ciones que  competen  al  portador,   308 
y  sig. — Recambio  y  resaca,  309  y  sig. — 
V.  Embar;/o  y  depósito. 
Ley  de  agricultura,  612. 

—  Orgánica  de  Tribunales,  56. 
Leyes.  Formación,  sanción  y  promulga- 
ción de  ellas,  15. 

—  Cuándo  obligan,  97.— Promulgación, 
97. — Ignorancia,  97. — Efectos,  97.  — De- 
rogación, 97. — Obscuridad,  97. — Inter- 
pretación, 97. — Por  cuáles  se  rigen  los 
biene^  muebles,  97. — Ídem  id.  los  inmue- 
bles, 97. — ídem  las  formas  y  solemnida- 
des de  los  instrumentos  públicos. 

—  especiales,  612  á  632. 

—  inconstitucionales. — V.  Becursos. 
Libertad.  Preceptos  constitucionales  so- 
bre ella,  12. 

—  de  imprenta,  24. 

—  En  las  elecciones,  32. 

—  Delitos  contra  ella,  418. — V.  Nación. 

—  Provisional  del  procesado,  580  y  sig. 
Librador  de  una  letra:  Sus  obligaciones, 

303  y  sig. 
Libranzas,  vales,  y  pagarés,  310. 
Libros  que  del)en  llevar  los  comerciantes, 

270,  25  y  sig. — No  puede  hacerse  en  ellos 

Eesquisas,  271,  38  y  sig.— Su  fuerza  pro- 
atoria,  272,   41.— De  los  corredores, 

274,  58,   61   y  65.— De  los  martilieros, 

275,  72  y  73. 

—  Qué  debe  llevarse  en  los  buques  mer- 
cantes.— V.  Capitanes. 

Licencias  á  Jueces  y  Magistrados,  65. 
Líneas. — V.  Ordenes  de  suceder. 
Liquidación  de  la  avería,  gruesa,   547  y 
siguiente. 

—  De  la  sociedad  de  gananciales, ^17. — 
V.  Sociedades. 

Listas  de  Jurados. — V.  Jurado. 
Litigantes.  Preceptos  del  Código  de  pro- 
cedimientos sobre  ellos,  432. 
Locos.  Tutela  de  ellos,  113. 
Luces.  Servidumbre  de  esta  clase,  147. 
Lugar  cerrado. — V.  Entrada  y  Begistro. 

M 

Magistrados.  Elección  popular  de  los  do 
la  Corte  Suprema,  17. — Nombramiento 
de  los  de  las  Cortes  de  apelaciones,  17. 

—  Recusación  de  los,  440. 
Malversación.  Penalidad  de  la  de  cauda- 
les púljlicos,  410. 

Mancebos,  2-6,  207  á  212. 
Mancomunadüs.    Obligaciones  de    esta 

clase,  198. 
Mandamientos. — V.  Suplicatorios. 
Mandas,  182. 


Mandatarios.  Sus  cla.ses,  285. 

Mandato.  Naturaleza,  forma  y  especies, 
233;  obligaciones  del  manda'tario,  233; 
ídem  del  mandante,  234;  m  )dos  de  aca- 
barse, 234. 

Mandatos  de  pago.  Su  naturaleza,  con- 
diciones, etc.,  310. 

Maquinaciones  para  alterar  el  precio  de 
las  cosas,  424. 

Maquinistas  de  los  buques.  Sus  obliga- 
ciones y  c  ndiciones,  321. 

Marcas.  Penalidad  de  su  falsificación,  401. 

Martilieros.  Sus  obligaciones,  etc.,  274  y 
siguiente. 

Matrícula.  Efectos  de  las  de  los  extran- 
jeros, 54. 

Matrimonio.  Esponsales,  99.  —  Forma 
del  matrimonio,  99.— Capacidad  de  los 
contrayentes,  500.— Celebración,  101. — 
Prueba,  102. — Derechos  y  obligaciones 
entre  marido  y  mujer,  103.— Nulidad, 
103. — Divorcio,  104. — Efectos  de  la  nu- 
lidad del  matrimonio  y  del  divorcio,  104. 
— Registro,  125. — Contrato  sobre  bienes 
con  ocasión  de  él,  210, — Penalidades  de 
los  ilegales,  418. 

Mayordomos,  jornaleros  ú  operarios,  614. 

Medianería.  Reglas  de  esta  servidum- 
bre, 146. 

Medicina  y  Cirugía.  V.  Ejercicio  de. 

Menores.  Tutela  de  ellos,  113.— V.  Tu- 
tores. 

Mesas  electorales.  Su  organización,  29 

Minas  v  propiedad  minera,  369  y  sig.  Véa- 
se Adquisición.  « 

Minerales.  Preceptos  del  Código  civil 
acerca  de  su  propiedad,  134.— Código  de 
minería. 

Minería.— V.  Códi;/os. 

Ministerio  público.  Su  organización  74. 
Atribuciones,  72. -Unidad  y  dependen- 
cias, 75.  —  Definiciones  complementa- 
rias, 77. 

Mociones.  Su  presentación  y  discusión 
en  el  Congreso  nacional,  90. 

Moneda.  Penalidad  desu falsificación, 402. 

Monopolios.  Forma  en  que  pueden  esta- 
blecerse, 12. 

Morosidad.  Sus  efectos,  504. 

Muebles.  Ley  porque  se  rigen. 

Muerte.  Su  presunción,  111. 

Municipalidades.  Sus  atribuciones,  19. 
— Su  composición,  37. 

Municipio.  Su  definición,  35. 

N 

Nacimiento.  De  éste  corao  determinante 

de  la  personalidad  civil,  98. 
-  -  Su  registro,  122. 
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Nación,  libertad,  soberanía  é  independen- 
cia de  la  Hondurena,  9. 

Naturales. — V.  Hondurenos. 

Naturalización.  Formas  y  requisitos  pa- 
ra obtenerla,  53. 

Naiurcilizados. — V   Hondurenos. 

Naufragio.  Responsabilidades  en  los  di- 
versos casos  que  puedan  ocurrir. 

Navieros. — V.  Propietarios  de  buques. 

Negligencia.  Obligaciones  naciads  de 
ella,  252. 

Negociaciones.  Penalidad  de  las  prohi- 
bidas á  empleados.  411. 

Nombramientos  de  Jueces  y  JVIagistra- 
dos,  63. 

—  De  sindico  en  los  concursos  de  acree- 
dores, 497. 

Nombramientos.  Penalidad  de  los  ilega- 
les, 409. 

Nombres.  Penalidad  de  su  uso  indebido, 
406. 

Notificaciories,  citaciones  y  emplaza- 
mientos, 557.  V 

—  Modo  de  practicarlas,  441. 
Novación  de  obligaciones,  202. 
Nulidad  de  actuaciones  judiciales,  451. 

—  De  los  contratos,  209. 

—  Del  matrimonio,  103. 

—  De  elecciones,  32. 


O 


Objeto  de  los  contratos,  207^. 
Obligaciones.  Vecinales,  37. 

—  De  los  extranjeros,  54. 

—  Entre  nuirido  y  mujer,  103. 

—  Del  usufructuario,  197. 

—  Naturaleza  y  efectos  de  las  obligacie- 
nes,  195;  Diversas  especies,  196. 

—  De  la  sociedad  de  gananciales,  216. 

—  Que  se  contraen  sin  convenio,  251;  Que 
nacen  de  culpa  ó  negligencia,  252. 

Obra  nueva.  V.  Interdictos. 

—  ruinosa.  V.  Interdictos. 
Obras.  Su  arrendamiento,  228. 
Obscuridad  de  las  leyes,  97. 
Ocupación.  De  éste  modo  de  adquirir  la 

propiedad,  107. 

Oficiales  y  tripulación  del  buque,  320  á 
324. 

Oficios  judiciales,  443. 

Ofrecimiento  en  pago,  201. 

Operarios  de  minas.  Arrendamiento  de 
servicios,  367. 

Orden  de  suceder  según  la  diversidad  de 
lineas,  is6.— Renta  descendente,  186. — 
Renta  ascendente,  186. — Hijos  naturales 
reconocidos,  186. — Colaterales,  187. — 
Cónyuge,  187.— Sucesión  del  Estado, 
187. 


Orden  publico.— Delitos  contra  el  mismo, 

396.— Faltas,  427. 
Ooganización  judicial,  56. 


Pagarés.  V.  Libranzas. 

Pago  como  causa  de  extinción  de  las  obli- 
gaciones, 200. — De  deudas  hereditarias, 
194.— De  letras,  306.— De  créditos,  501. 

Palos.  Prohicición  absoluta  de  este  tor- 
mento, 11  y  43. 

Parentesco.  Su  determinación  para  la  su- 
cesión intestada. 

Parientes.  Alimentos  entre  ellos,  108. 

Partición,  de  la  herencia,  192. 

Partos.  Penalidad  de  su  suposición,  417. 

Parricidio.  Su  penalidad,  412. 

Pasajeros  en  los  viajes  por  mar:  Obliga- 
ciones y  derechos,  330. 

Paso.  Reglas  de  esta  servidumbre,  145. 

Patente  tíe  minas. — V.  Concesión. 

Paternidad.  Preceptos  del  Código  civil, 
105. 

Patria  potestad.  Disposición  general, 
109. — Sus  efectos  respecto  de  las  perso- 
nas de  los  hijos,  109. — ídem  respecto  de 
los  bienes,  109. — Modos  deacabarse,  110. 

Patronos  de  buques. — V.  Capitanes. 

Paz.  Delitos  que  la  comprometen,  387. 

Peculio. — V.  Hipotecas. 

Pena  de  muerte.  Su  abolición,  10. 

Penalidad.  En  materia  de  imprenta,  25. 

— de  los  delitos  electorales,  33. 

Penas.  Disposiciones  generales,  378. — Du- 
ración y  efectos,  378. — Penas  que  llevan 
consigo  otras  accesorias,  380. — Aplica- 
ción, 380. — Ejecución  v  cumplimiento, 
383. 

Pérdida  de  la  cosa  debida,  201. 

Peritos.  Como  medio  de  prueba  en  lo  ci- 
vil, 205. — Su  presentación  en  este  pro- 
cedimiento, 461.— Su  nombramiento  en 
el  contrato  de  seguros,  553. 

Permuta.  Su  naturaleza  y  efectos,  225. 

Permuta  mercantil.  Reglas  porque  debe 
regirse,  278. 

Perpetua  memoria.  —  V.  Información, 
539. 

Personalidad  civil.  Su  determinación  y 
extinción,  98. 

Personas.  Naturales,  98.- — Jurídicas,  98. 

—Delitos  contra  ellas,  412.— Faltas  con- 
tra las  mismas,  429. 

— Responsables  de  los  delitos  y  faltas,  376 
y  377. 

Pertenencias  para  explorar  en  Cerro  co- 
nocido, 362. 

Pilotos:  Requisitos  para  serlo,  obligacio- 
nes y  derechos,  320  y  sig. 
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Piraterías.  Delitos  de  osta  clase,  388. 

Plantaciones.  Distancias  y  obras  inter- 
medias para  cierta  clase  de  ellas,  147. 

Plazo.  Obligaciones  en  que  media'  éste, 
197. 

Pleitos.  Su  votación  y  fallo,  445. 

Plenario. — V.  Juicio. 

Poblaciones.   Faltas  contra  su  régimen. 

Poder  judicial.  Ley  orgánica  del  mis- 
mo, 56. 

Poderes  públicos.  De  quién  emanan,  9. — 
Legislativo,  13. — Ejecutiva,  15. — Judi- 
cial, 16. — Delitos  contra  ellos,  389. 

Policía  judicial.  Sus  obligaciones,  quié- 
nes la  forman,  etc.,  560  á  56E. 

Póliza. — V.  Sec/uros. 

Pólvoras.  Posibilidad  de  estanco,  120. 

Portador. — V.  Letras,  Cartas-órdenes, 
mandatos  de  pago. 

Porteador. — V.  Cargador,  279  y  sig. 

Posesión.  Sus  especies,  135. — Adquisi- 
ción, 135.— Efectos,  136. 

Posesióü  judicial,  543, 

Precio  al2;ado.  Obras  por  228. 

—  Maquinaciones  para  alterar  el  de  las 
cosas,  424. 

Predios. — V.  Seroidumbres. 

Preguntas  á  los  Jurados. — V.  Jurado. 

Prelaeión. — V.  Créditos. 

Prenda.  Reglas  de  este  contrato,  242. — 
Naturaleza  del  mismo,  privilegios,  etcé- 
tera, 312. 

Prensa,  Principio  de  libertad,  24. 

Prescripción,  255.—  Del  dominio  y  demás 
derechos  reales,  257. — De  acciones,  258. 

—  De  derechos  y  acciones  en  negocios 
mercantiles,  355  á  358. — V.  Saciedades. 

Prescripción  de  la  propiedad  de  las  mi- 
nas, 3(37. 

Presentación  de  letras,  304  y  sig. 

Presidente  de  la  República.  Su  elección 
y  atribuciones,  16. — Delitos  contra  él, 
389. 

Presos.  Penalidad  de  la  iníidelidad  en  la 
custodia  de  ellos^  408. 

Prestamista. — V.  Préstamo. 

Préstamo,  234.— Comadato,  235. — Simple 
préstamo,  235. 

—  Sus  condiciones,  interés,  prestamistas, 
etcétera,  311. 

—  A  riesgo  marítimo.  Su  naturaleza,  for- 
ma, condiciones,  etc,  332  y  sig. 

Presunción  de  muerte,  111. 
Presunciones.  De  éste  medio  de  prueba 

en  lo  civil,  205. 
Presupuesto.  Su  votación,  18. 
Prevaricación.  Penalidad  de  este  delito, 

407. 
Prevención  de  abintestatos,  480. 
Previo  y   especial    pronunciamiento. — 

V.  Artículos  de. 


Prisión  provisional,  578  y  sig. 

—  Por  deuuas. — V.  Apremio  corporal. 

Privilegios.  Inexistencia  de  los  persona- 
les, 12. — P'orma  en  que  pueden  estable- 
cerse, 12. — V.  Exenciones. 

Procedimientos. — V.  Códigos 

Procedimientos  criminales,  551  á  611. — 
Reglas  generales,  551,  1.461  y  sigs. 

-^Para  los  delitos  de  imprenta,  25. 

Procedimientos  especiales,  605  y  si- 
guientes. 

Procesados, —  V.  Declaraciones  y  ca- 
rees. 

Procesamiento  de  altos  fancionarios;  mo- 
do de  proceder,  605  y  sig. 

Procura dcres:  Requisitos  para  el  ejerci- 
cio de  la  profesión,  79. 

— Preceptos  del  Código  de  procedimientos 
acerca  de  ellos,  432. 

Pródigos.  Tutela  de  ellos,  114. 

Prohibiciones  impuestas  á  jueces  y  ma- 
gistrados, 64. 

Prolongación.  Penalidad  de  la  de  funcio- 
nes púljücas,  409. 

Promulgación  de  las  leyes,  97. — V.  Le- 
II  es. 

Propiedad.  De  este  derecho  en  general, 
129. — Accesión,  129  — Deslinde  y  amo- 
jonamiento, 131.-  Derecho  de  cerrar  las 
fíncas  rústicas,  131. — Edifícios  ruinosos 
y  árboles  que  amenazan  caerse,  132. — 
Propiedades  especiales,  433. 

— Diferentes  modos  de  adquirirla,  167.  Pe- 
nalidad de  k:s  delitos  contry  ella,  420. 

Propietarios  del  buque  y  navieros:  sus 
responsabilidades,  obligaciones,  dere- 
chos, etc,  314  á  316. 

Protestos  de  letras,  307  y  sig. 

Protocolización  del  testamento  ológrafo. 
— V.  'Testamento. 

Protutela.  Personas  inhábiles  para  ser 
protutores,  115. — Remoción.  115. —Ex- 
cusas, 116.— Ejercicio,  117. 

Providencias  en  lo  civil,  447. 

Proyectos  de  ley.  Requisitos  para  su  vo- 
tación, 15. 

— Su  presentación  y  discusión  en  el  Con- 
greso nacional,  90. 

Prueba  del  matrimonio,  102. 

—  De  la  ;,fíliación  de  los  hijos  legítimos, 
106. 

—  De  las  obligaciones,  203.— Documentos 
públicos,  203.  — ídem  privados,  204.— 
Confesión,  204.— Inspección  persona!  del 
juez,  205.— Peritos,  205.— Testigos,  205. 
—Presunciones,  205.  —  Recibimiento  á 
pruelja:  término  y  disposiciones  genera- 
les, 456. — Medios  de  prueba,  458. 

Publicidad  de  las  inscripciones  del  Re- 
gistro de  la  propiedad,  163. 
Puras:  Obligacionc.-^  de  esta  clase,  197. 
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Quebrantamiento  de  sentencias,  385. — 
De  forma. — V.  Recursos. 

Queja:  Contra  los  acuerdos  y  resoluciones 
municipales,  46. 

Querella:  Quiénes queréllanse,  ante  quién, 
forma  de  entablarla,  etc.,  559  y  sig. 

Quiebras.  Disposiciones  generales,  349  y 
siguiente. — Diver.sas  clases  de  quiebra  y 
responsabilidad  en  cada  una,  350  y  si- 
guiente— Cómplices  de  la  quiebra,  351 
y  sig. — Convelió  de  acreedores,  352  y 
siguiente. — Derechos  de  los  acreedores 
en  las  quiebras,  353  y  sig. — Su  gradua- 
ción, 354. — Rehabilitación  del  quebrado, 
354. — Quiebra  de  las  sociedades  mercan- 
tiles en  general,  355. — Suspensión  de 
pagos  y  quiebras  de  las  Compañías  de 
ferrocarriles,  355  y  sig. 

—  Orden  de  proceder  en  ellas,  508. 

Quita.  Su  tramitación,  481. 


K 


Rapto.  Penalidad  de  este  delito,  451. 

Razón  socii.il.  V.  Sociedades. 

Rebeldías,  444. 

Rebelión.  Delitos  de  esta  clase,  396. 

Rehabilitación  del  quebrado. —Véa.se 
Quiebra. 

Recambio. — V.  Letrtis  de  cambio,  309  y 
siguientes. 

Recepiores  judiciales,  78. 

Recomposición  de  naves,  549  y  sig. 

Reconocimiento  de  hijos  naturales,  107. 
Judicial:  Su  práctica  en  lo  civil,  463.  De 
créditos,  501. — V.  Efectos  mcrcanfdlcs. 

Reconvención  opuesta  á  la  demanda,  456. 

RecusHción  de  jueces  y  magistr.idos,  73; 
cau.sa,  73;  cuestiones  de  recusación,  74. 
De  Magistrados,  Jueces,  etc.,  440. 

Recusaciones,  554. 

Reducción  de  las  donaciones,  170.  De  las 
mandas  y  legados,  184. 

Recursos  de  inconstitucionalidad  de  ley. 
21;  de  amparo,  21;  de  exhibición  perso- 
nal, 21. — Contra  las  altas  militares  inde- 
bidas, 21. 

—  Contra  los  acuerdos  y  resoluciones  mu- 
nicipales, 46. 

—  Contra  las  sentencias  de  amigables 
componedores,  530  y  sig. 

—  Interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal, 
531.  Disposiciones  comunes  á  todos  los 
recursos,  531. 

—  De  casación.  Tribunal  competente, 
casos  en  que  procede,  etc.,  526  y  sig. 

—  Por  infracción  de  ley  y  doctrina.  Pre- 


paración, interposición,  admisión,  sus- 
tanciación  y  decisión,  etc.,  527  á  529. 

—  Por  quebrantamiento  de  forma.  In- 
terposición, admisión,  sustanciación,  et- 
cétera. 529  y  sig. 

—  Por  ambos  conceptos  á  la  vez,  530. 

—  Contra  las  resoluciones  judiciales,  448; 
sus  efectos,  448. 

—  Contra  las  resoluciones  de  los  Jue- 
ces de  instrucción,  558. 

—  De  responsabilidad  civil  contra  Jueces 
y  magistrados,  4~7. 

Registradoies.  Nombramiento,  cualida- 
des V  deberes  de  los  de  la  Propiedad, 
163.*' 

Registro  de  tutelas,  119. 

—  Del  estado  civil  de  las  personas,  120. 

—  De  la  propiedad,  149. 

—  De  comercio,  270,  20  sig. 
Reglamento  de    la  Escuela    normal    de 

maestras  de  Tegucigalpa,  622  y  si- 
guiente. 

—  ídem  del  Instituto  nacional  de  ense- 
ñanza de  id.,  624  y  sig. 

—  ídem  de  exámenes  de  segunda  ense- 
ñanza, 626  y  sig. 

—  ídem  de  exámenes  de  Facultades  en  la 
Universidad  central  de  la  República, 
628  y  sigs. 

Reglas  para  interpretar  las  palabras  ó 
frases  técnicas  mercantiles,  269.  6.°. 

Religiones.  Libre  ejercicio  de  las  mis- 
mas, 12. 

Remoción  de  tutores  y  protutores,  115. 

Renta  vitalicia.  Reglas  de  este  contrato 
aleatorio,  239. 

Reos  ausentes.  Procedimiento  contra 
ellos,  607  y  sig. 

Representación.  De  este  derecho  en  la 
sucesión  intestada,  18). 

Repudiación  de  herencias,  189. 

Requerimientos.  Modo  de  practicarlos, 
441. 

Resaca,  V.  Letra  de  cambio,  309. 

Rescisión  de  los  contratos,  208. — De  par- 
lición  de  herencia,  193. 

Residente.  V.  Habitantes. 

Resistencia  á  las  autoridades,  sus  agen 
tes,  399. 

Resolución  de  la  venta,  224. 

Resoluciones  judiciales,  447. 

Responsabilidftd.  Personas  responsables 
criminalmente  de  los  delitos  y  faltas, 
376;  idem  civilmente,  377.  — Exención  en 
materia  de  imprenta,  25. 

—  Civil  de  terceras  personas,  587. — Véase 
Recursos  de. 

—  Civil  y  criminal  de  Jueces  y  Magistra- 
dos, 66. — De  los  funcionarios  públicos, 
19. 

—  De  los  Alcaldes  y  munic¡i)al¡dades,  47. 


HONDURAS.    índice   ALFABÉTICO   DE   MATERIAS 


645 


—  De  los  Registradores  de  la  propiedad. 

165. 
Restitución  de  la  dote,  213. 
Reunión.  Principio  de  libertad,  12. 
Revisión.  Sentencias  de  esta  clase  en  los 

recursos  de  rimparo,  22. 
Revelación.    Penalidad   de  los  secretos, 

420. 
Revocación  de  las  donaciones,  170.— De 

los  testamentes,  177. 
Riesgos,  daños  y  accidentes  del  Comercio 

marítimo,  341  á  ^Aó.  — Y .  Seguros,  Ave- 
rias, Prcstanio. 
Rifas.  Penalidad  de  las  no  autorizadas, 

407. 
Robos.  Su  penalidad,  420. 


Salitre.  Posibilidad  de  un  estanco,  12. 

Salud  Pública.  Penalidad  de  los  delitos 
contra  ella,  406. 

Sanción.  V.  Leyes. 

Saneamiento.  222.  En  ca.so  de  evicción, 
222;  por  los  defeclos  ó  gravámenes  ocul- 
tos de  la  cosa  vendida,  223. 

Secretarios.  Atribuciones  de  los  de  las 
municipalidades,  42. 

—  judiciales,  77. 

Secretarios  de  Estado.  Su  número  y 
atribuciones.  17. 

Secretarios  del  Congreso  nacional,  92. 

Secretos.  Penalidad  de  su  descubrimien- 
to y  revelación,  420. 

—  Penalidad  de  su  violación,  408. 
Sedición.  Delitos  de  esta  clase,  397. 
Seguridad.  Delitos  contra  ella,  418. 

—  Individual.  -  V.  Hateas  Corpus. 
Seguro.  Naturaleza  y  efectos  de  este  con- 
trato, 238. 

Seguro  mercantil.  Disposiciones  genera- 
les, 297,  358  á  363. 

—  Contra  incendios.  Objetos  que  pueden 
asegurarse,  pi-imas,  obligaciones  del  ase- 
gurado, etc.,  297  y  sigs.;  364  á  392. 

—  Sobre  la  vida.  Su  extensión,  póli- 
za, limitaciones,  etc.,  399  y  sig.;  365  á 
408. 

—  De  transporte  terrestre.  Su  conteni- 
do, etc.,  300  y  sig.;  409  á  414. 

—  Marítimos.  Forma  del  contrato,  334. 
— Cosas  que  pueden  asegurarse,  334  y  si- 
guiente.— 01)Iigacinnes  del  asegurador  y 
asegurado,  335  á  338.— Casos  en  que  se 
anula,  rescinde  ó  modifica  (;1  contrato, 
338  y  sig. — Aljandono  de  las  cosas  ase- 
guradas, 339  y  sig. 

Sellos.  I\'nalidad  de  su  filsificación,  401. 

Sentenoias.  Ejecución  de  las  dictadas  por 

Tribunales  y  Jueces  hondurenos,  478.— 


ídem  por  Tribunales  extranjeros,  479. — 
V.  Quebrantamiento,  385. 

—  Civiles,  447. 

Sepulturas.  Penalidad  de  su  violación, 
406. 

Servicios.  Su  arrendamiento,  228. 

Servidumbres.  Sus  clases,  142. — Modos 
de  adquirirlas,  143.— Derechos  y  obliga- 
ciones de  los  propietarios  de  los  predios 
dominante  y  sirviente,  143. — Extinción, 
143.  —  Legales,  144.  —  En  materia  de 
aguas,  144. — De  pozo,  145. — De  media- 
nería, 146.— Luces  y  vistas.  147. — Des- 
agüe de  los  edificios,  147. — Distancias  y 
obras  intermedias  para  ciertas  construc- 
ciones y  plantaciones,  147. — Servidum- 
bres voluntarias,  148. 

Sesiones.  Municipales,  40. — Del  Congre- 
so nacional,  90, 

Sindico.  Su  nombramiento  en  los  concur- 
sos de  acreedores,  497. 

Soberanía.  — V.  Nación. 

Sobrecargos.  Sus  funciones:  Sus  dere- 
chos y  obligaciones,  334  y  sig;  637  á  639. 

Sobreseimiento.  Sus  clases,  etc.,  588. 

Sociedad.  Obligaciones  de  los  socios,  230. 
Extinción,  232. — De  gananciales,  215. 

Sociedades  mercantiles.  Susclases,  287, 
216. — Colectiva.  Su  formación  y  prueba, 
287,  217  á  227.— Razón  y  firma  social, 
298,  228  á  236.  — Fondo  social  y  división 
de  ganancias  y  pérdidas,  288,  237  á  243. 
—  Administración  de  esta  sociedad,  289, 
244  y  sigs. — Proliibiciones  á  sus  socios, 
290.  -Disolución  y  liquidación  de  esta 
sociedad,  291. — Prescripción  de  las  ac- 
ciones procedentes  de  ella,  291  y  sig. 

—  Anónimas.  Qué  son  y  requisitos  de 
su  escritura,  292. — Estatutos,  prórroga, 
aprobación  de  Estatutos,  Capital  social, 
etcétera,  292  y  sig. — Acciones,  accionis- 
tas, jaunts,  etc.,  273  y  sig. 

—  Comanditarias.  Qué  son  y  sus  espe- 
cies, 294.— Comanditaria  simple:  qué  es 
obligaciones  de  los  socios,  etc.,  294  y  si- 
guiente.—Comanditaria  por  acciones: 
limitaciones,  acciones,  Conii.sión  de  vi- 
gilancia, etc.  295  y  sig. 

—  De  cuentas  en  ytarticipación,  297. 
Socios. — V.  Sociedades. 
Solemnidades.   Ley   que  ri¿e  la  de  los 

contratos,  testamentos  y  dem<ás  instru- 
mentos públicos,  98. 

Solidarias.  ()l)ligacioncs  de  esta  clase, 
198. 

Sordo-mudos.  Tutela  de  ellos,  113. 

Subastas  voluntarias.  Judiciales,  542  y 
siguiente). 

Subrocaciónde  juecesy  magistrados,  64. 

Sucesiones.  Intestada,' I *<'.  Testada. — 
(\'.  ^'estamentos). 
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Síifragio.  Preceptos  constitucionales  so- 
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—  Texto  de  la  lev  electoral,  29. 
Sumario  y  autoridades  que  pueden   ins- 
truirlo, 562. — Su  formación,  563. 

Suplemento  del  consentimiento  para  con- 
traer matrimonio. — V.  Consentimiento, 
536  y  sig.,  Actuaciones  judiciales. 

SupUeatorios,  exliortos.  despachos  y 
mandamientos,  557. 

Suposición.  Penalidad  de  la  de  partos, 
417. 

Supremos  Poderes.  Delitos  contra  ellos. 
389. 

Suspensión  de  los  derechos  de  ciudada- 
nía, 10. 

—  De  Jueces  y  Magistrados,  65. 

—  De  pagos.  Su  declaración  y  efectos,  348 
y  sig.  —  En  las  compañías  de  ferrocarri- 
les y  Obras  públicas,  355  y  sig. 

—  De  plazos  y  acciones,  358,  941. 
Sustituceión.  Sus  clases  y  reglas  de  cada 

una.  179. 
Sustración.  Penalidad  de  la  de  menores, 
420. 


Tabaco.  Posibilidad  de  su  estanco,  12. 

Tachas  de  los  testigos,  466. 

Tasación  de  costas,  451. 

Teléfonos.  Delitos  relativos  á  ellos,  400. 

Telégrafos.  Delitos  relativos  á  ellos,  400. 

Tercería.  De  é-tas  en  el  juicio  ejecutivo, 
518. 

Términos  judiciales,  444,  558. — V.  Ac- 
tuaciones. 

—  De  las  letras  de  cambio,  303. 
Tesoreros.  Atribuciones  y  deberes  de  las 

municipalidades,  43. 

Tesoro  público.  Bienes  que  lo  forman,  19. 

Testamentarías.  Tramitación  de  estos 
juicios,  486. 

Testamentarios. — V.  Administración  de 
los,  469. 

Testam.ento  hecho  de  palabra.  Modo 
de  elevarlo  á  escritura  pública,  537  y  si- 
guiente. 

—  Cerrado^  Su  apertura,  538. 

—  Ológrafo.  Su  protocolización,  538  y  si- 
guiente. 

Testamentos.  Ley  porque  se  rigen  sus 
formas  y  solemnidades,  98. 

—  Capacidad  para  disponer  de  este  modo, 
171. -Formas,  171.— Ológrafo,  172.— 
abierto,  173.— Cerrado,  174.— Militar, 
175. — Marítimo,  175. — Hecho  en  país 
extranjero,  176. — Revocación  é  inefica- 
cia, 177. 


Testigos.  Como  medio  de  prueba  en  lo 
civil,  205. — Su  producción  en  dicho  pro- 
cedimiento, 463.  — Penalidad  del  falso 
testimonio,  405. — V.  Declaraciones,  ca- 
reos. 

Tierras  de  cultivo,  612  y  sig. 

Título  de  definitivo  de  propiedad  mine- 
ra, 363  y  sig. 

Títulos  sujetos  á  inscripción,  149. — Su- 
pletorios, 165.-  Penalidad  por  su  usur- 
pación. 

Toma  de  razón  de  documentos  mercanti- 
les, 270,  23  y  sig. 

Tormentos.  Prohibición  de  su  empleo  en 
los  procedimientos,  11,  43. 

Trabajadores  asalariados.  Arrenda- 
miento de  sus  servicios,  228. 

Traición.  Delitos  de  esta  clase,  385. 

Trajes.  Penalidad  de  su  uso  indebido,  406. 

Transacciones.  239. 

Transeúnte — V.  Habitantes. 

Trasmisión  de  créditos  y  demás  dere- 
chos incorporales,  224. 

Transportes  por  agua  y  tierra  tanto  de 
personas  como  de  cosas,  229. 

Tratamiento  de  los  detenidos  y  presos, 
579  y  sig. 

Tribunal  de  Cuentas.  Ley  orgánica  del 
mismo.  81. 

Tripulación. — V.  Hombre  de  mar. 

Tutela.  Testamentaría,  112. — Lesrítima. 
113.  —  Dativa,  114.  —Protutor,  "114.— 
Personas  inhábiles  para  ser  tutores  y 
protutores,  115. — Remoción,  115. — Ex- 
cusas, 116.— Afianzamiento,  116. — Ejer- 
cicio, 117.  — Cuentas,  118. — Consejo,  119. 
— Registro,  119. — V.  Hipatecas. 

Tutores  y  curadores:  Su  nombramiento 
para  los  menores,  532. — ídem  de  tuto- 
res para  los  incapacitados,  533. — ídem 
de  curadores  para  pleitos  y  para  los  bie- 
nes, 533. — Discernimiento  de  los  cargos, 
533  y  sig. — Disposiciones  comunes,  534. 
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Unida  d. — V.  Ministerio  público. 

■Universidad  Central. — V.  Reglamento. 

Uso,  142. —  Penalidad  del  indebido  de 
nombres,  trajes,  insignias  y  condecora- 
ciones. 406. 

Usufructo.  Disposiciones  generales,  137. 
— Derechos  del  usufructuario,  137. — 
Obligaciones,  137. — Modos  de  extinguir- 
se, Hl.— De  la  dote,  213. 

Usurpación.  Defunciones.  406. — ídem  de 
la  de  calidad  y  títulos,  406.  — De  atribu- 
ciones, 409.- be  estado  civil,  417. 

Utilidad  pública.— V.  Expropiación. 
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Vales. — V.  Libranzas. 

Validez,  Requisitos  para  la  de  los  con- 
tratos, 206. 

Vecinos. — V.  Habitantes. 

Vencimientos  de  letras,  303. 

Venta. — V.  Compraventa. 

— De  minerales,  367. 

Veredicto  de  los  Jurados. —  V.  Ju- 
rado. 

Vida.  Su  inviolabilidad,  10. 

Vinculaciones.  Su  prohibición.  12. 

Violación.  Penalidad  de  la  de  una  mujer. 


415. — De  la  de  sepulturas,  406.— De  la 
de  secretos.  408. 

Vista.  — V.  Causas  criminales. 

Vistas.  En  el  procedimiento  civil,  445. 

—  Servidumbres  de  vistas,  147. 

Viudas.  Precauciones  que  deben  adoptar- 
se cuando  quedan  encinta,  188. 

Votación. — V.  Causas  criminales. 

Votaciones  en  el  Congreso  nacional,  91. 
^-De  pleitos,  445. 


Zonas  mineras.  Su  extensión,  modos  de 
adquirirse,  concesión,  etc.,  371  y  sig. 
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TíT.  III. — Interposición  del  recurso 
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Ley  electoral  de  1894  refermada 
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(1)  Todos  los  números  de  estos  títulos  están 
equivocados  en  el  texto,  como  lo  están  en  la  edi- 
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452 
470 

471 


475 
477 

478 
480 
486 
489 


(1)  Este  mismo  número  le  asigna  la  edición  ofi- 
cial de  Honduras. 

(2)  El  texto  pone  VI  por  errata. 
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NUEVA  COKSTITICIOS  Y  LEYES  POLÍTICAS  Y  ORGÁNICAS 


COflSTITÜCIÓfl    POÜÍTICñ 

promulgada  en  20  Junio  1896. 


El  Congreso  nacional,  bajo  la  invocación  del  Supremo  Autor 
y  Legislador  del  Universo,  declara  en  su  fuerza  y  vigor  la 
actual  Constitución  politica  de  la  República  dominicana, 
revisada  en  la  Legislatura  del  año  1896. 


TITULO   PRIMERO 

Seeción  primera. 
De  la  Nación  y  su  Gobierno. 

Artículo  1.°  La  Nación  dominicana  es 
la  reunión  de  todos  los  dominicanos  aso- 
ciados bajo  un  mismo  pacto  político. 

Art.  2.*^  Su  Gobierno  es  esencialmente 
civil,  republicano,  democrático,  represen- 
tativo, alternativo  y  responsable;  y  para 
su  ejercicio  se  divide  en  Poder  Legislativo, 
Ejecutivo  y  Judicial.  Estos  Poderes  son 
independientes,  y  sus  encargados  no  pue- 
den salir  de  los  límites  que  les  fija  la  Cons- 
titución. 

Sección  segunda. 
Del  territorio. 

Art.  3."  El  territorio  de  la  Repúbli- 
ca es  y  será  inenajenable.  Sus  límites, 
que  comprenden  todo  lo  que  antes  se  de- 
nominaba Parte  Española  de  la  isla  de 
Santo  Demingo  y  sus  islas  adyacentes, 
son,  por  tanto,  los  mismos  que  en  virtud 
del  Tratado  de  Aranjuez  de  1777  la  divi- 
dían en  179.3  de  la  Paite  Francesa,  por  el 
lado  de  Occidente,  y  no  podrán  sufrir  otras 
modificaciones  sino  las  autorizadas  por  el 


plebiscito  del  1°.  y  2  de  Junio  de  1895  y  que 
se  deriven  de  la  Convención  de  Arbitraje 
Dominico-Haitiano  del  3  de  Julio  de  1895. 

Art.  4.°  Para  su  mejor  administración, 
el  territorio  de  la  República  Dominicana, 
se  divide  en  provincias  y  distritos;  las 
primeras  son:  Santo  Domingo,  Azua,  Sey- 
bo,  Santiago,  La  Vega  y  Espaillat. 

Los  distritos  son:  Puerto  Plata,  Samaná, 
Monte  Cristy,  Barahona,  San  Pedro  de 
Macorís  y  Pacificador. 

Podrán  erigirse  nuevas  provincias  y 
distritos. 

Art.  5.°  Una  ley  determinará  los  lími- 
tes de  las  provincias  y  distritos,  así  como 
también  su  división  en  comunes  y  Can- 
tones. 

Art.  6.**  La  ciudad  de  Santo  Domingo 
es  la  capital  déla  República  y  el  asiento 
del  Gobierno. 

TITULO  II 
De  los  dominicanos. 

Art.  7.°     Son  dominicanos: 

1."  Todas  las  personas  (jue  hayan  na- 
cido ó  nacieren  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, cualquiera  que  sea  la  nacionalidad 
de  sus  padres. 

2,°    Los  hijos  de  padres  ó  madres  domi- 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


nicanos  que  hayan  nacido  en  otro  territo- 
rio, si  vinieren  ai  pais  y  se  domiciliaren 
en  él. 

3.°  Todos  los  hijos  de  las  Repúblicas 
Hispano-americanas,  y  los  de  las  vecinas 
Antillas  españolas  que  quieran  gozar  de 
esta  cualidad,  después  de  haber  residido  un 
año  en  el  territorio  de  la  República  y 
siempre  que  manifiesten  este  querer,  pres 
lando  el  juramento  de  defender  los  intere- 
ses de  It  República,  ante  el  Gobernador  de 
la  provincia  ó  distrito  donde  residan  y  ha- 
yan obtenido  cartas  de  naturalización. 

4°  Todos  los  naturalizados  según  las 
leyes. 

5."  Todos  los  extranjeros  de  cualquier 
nación  amiga,  siempre  que  fijen  su  domi- 
cilio en  el  territorio  de  la  República,  de- 
claren querer  gozar  de  esta  cualidad,  ten- 
gan dos  años  de  residencia,  á  lo  menos,  y 
renuncien  expresamente  su  nacionalidad 
ante  quien  sea  de  derecho. 

Para  los  efectos  de  este  articulo  no  se 
considerarán  como  nacidos  en  el  territorio 
de  la  República  los  hijos  legítimos  de  los 
extranjeros  que  residan  en  ella,  en  repre- 
sentación ó  servicio  de  su  patria. 

Art.  8.°  A  ningún  dominicano  se  le 
reconocerá  otra  nacionalidad  sino  la  do- 
minicana, mientras  resida  en  la  República. 

Art.  9  °  Todos  los  dominicanos  tienen 
el  deber  de  servir  á  la  Patria,  conforme  lo 
dispongan  las  leyes,  haciendo  el  sacrificio 
de  sus  bienes  y  de  la  vida  si  necesario 
fuere,  para  defenderla. 

Art.  10.  La  ley  determinará  los  dere- 
clios  que  corre.-;pondan  á  la  condición  de 
extranjeros. 

TITULO    III 
Garantías  de  los  dominicanos. 

Art.  11.  La  Nación  garantiza  á  los  do- 
minicanos: 

1.°  La  inviolabilidad  de  la  vida  por 
causas  políticas. 

2."  La  libertad  del  pensamiento,  expre- 
sado de  palabra  ó  por  medio  de  la  prensa, 
sin  previa  censura,  pero  con  sujeción  á  las 
leyes. 

3.°  La  propiedad  con  todos  sus  dere- 
chos; ésta  sólo  estará  sujeta  á  las  contri- 
buciones decretadas  por  la  autoridad  le- 
gislativa, á  la  decisión  judicial,  y  á  ser  to- 
mada por  causa  de  utilidad  púl)lica  previa 
indemnización  y  juicio  contradictorio. 

4."  La  irivioÍal)ilidad  y  secreto  de  la  co- 
rrespondencia y  demás  papeles. 

5.°    El  hogar  doméstico,  que  no  podrá 


ser  allanado  sino  para  impedir  la  perpetra- 
oión  de  un  delito  y  con  arreglo  á  la  ley. 
6.°     La  libertad  personal,  y  por  ella: 

a)  Queda  proscrita  para  siempre  la  es- 
clavitud. 

b)  Son  libres  los  esclavos  que  pisen  el 
territorio  de  la  República. 

c)  Todos  los  ciudadanos  tienen  el  dere- 
cho de  hacer  y  ejecutar  lo  que  no  perjudi- 
que á  otro. 

7.°  La  libertad  del  sufragio  en  las  elec- 
ciones populares,  sin  más  restricción  que 
la  menor  edad  de  dieciocho  años  (1). 

8.°     La  libertad  de  industria. 

9.°  La  propiedad  de  los  descubrimien- 
tos, producciones  científicas,  artísticas  y 
literarias. 

10.  La  libertad  de  reunión  y  asocia- 
ción, sin  armas,  pública  y  privadamente. 

11.  La  libertad  de  petición  y  el  derecho 
de  obtener  resolución.  Aquélla  podrá  ser 
ante  cualquier  funcionario,  autoridad  ó 
corporación.  Si  la  petición  fuere  de  varios, 
los  cinco  primeros  responderían  de  la  au- 
tenticidad de  las  firmas,  y  todos  de  la  ver- 
dad de  los  hechos. 

12.  La  libertad  de  enseñanza,  quesera 
protegida  en  toda  su  extensión  (2).  El  Go- 
bierno queda  obligado  á  establecer  gratui- 
tamente la  instrucción  primaria  y  de  artes 
y  oficios. 

13.  La  tolerancia  de  cultos.  La  religión 
católica,  apostólica  y  romana  es  la  reli- 
gión del  Estado.  Los  demás  cultos  se  ejer- 
cerán libremente  en  sus  respectivos  tem- 
plos. 

14.  La  seguridad  individual  y  por  ella: 

a)  Ningún  dominicano  podrá  ser  arres- 
tado en  apremio  por  deuda  que  no  proven- 
ga de  fraude  ó  delito. 

b)  Ni  ser  obligado  á  recibir  en  su  casa 
militares  en  clase  de  alojados  ó  acuarte- 
lados. 

c)  Ni  ser  juzgado  por  tribunales  ni  co- 
misiones especiales,  sino  por  sus  jueces 
naturales,  y  en  virtud  de  leyes  dictadas 
antes  del  delito  ó  acción  que  delrn  juzgarse. 

d)  Ni  ser  preso  ni  arrestado  sin  que 
proceda  orden  escrita  del  funcionario  que 
decrete  la  prisión,  con  expresión  del  delito 
que  la  cause,  á  menos  que  sea  cogido  in 
fraganti. 

c)  A  todo  preso  se  le  comunicará  la 
causa  de  su  prisión,  y  se  le  otmará  decla- 
ración, á  más  tardar,  á  las  cuarenta  y 
ocho  horas  después  de  habérsele  privado 
de  la  libertad;  y  á  ninguno  se  le  puede 
tener  incomunicado  por  más  tiempo  que 


(1)    V.  más  adelante  la  ley  Electoral  vigente. 
(S)    ídem  la  Ley  general  de  estudios. 
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aquel  que  el  Juez  de  Instrucción  crea  in- 
dispensable para  que  no  se  impida  la  ave- 
riguación del  delito;  tampoco  podrá  tenér- 
sele en  prisión  por  más  tiempo  que  el  que 
la  ley  determine. 

f)  Ni  condenado  á  sufrir  ninguna  pena 
en  materia  criminal,  sino  después  que  haya 
sido  oído  y  condenado  legalmente. 

15.     La"  igualdad,  en  virtud  de  la  cual: 

a)  Todos  deben  ser  juzgados  por  unas 
mismas  leyes,  y  sometidos  á  unos  mismos 
deberes  y  contribuciones. 

b)  No  se  concederán  títulos  de  nobleza, 
honores  y  distinciones  hereditarios. 

c)  No  se  dará  otro  tratamiento  oficial 
á  los  empleados   que  el  de   ciudadano   y 

USTED. 

Art.  12.  Los  que  expidieren,  firmaren 
y  ejecutaren  ó  mandaren  ejecutar  órde- 
nes, decretos  y  resoluciones  que  violen  ó 
infrinjan  cualquiera  de  las  garantías  acor- 
dadas á  los  dominicanos,  son  culpables  y 
deben. ser  castigados  conforme  lo  determi- 
na la  ley. 

Todo  ciudadano  es  hábil  para  acusarles. 

TITULO  IV 
De  la  ciudadanía. 

Art.  13.  Todos  los  ciudadanos  que  es- 
tén en  el  goce  de  los  dereclios  de  ciudada- 
no, pueden  elegir  y  ser  elegidos  para  los 
destinos  públicos,  siempre  que  tengan  las 
cualidades  requeridas  por  la  ley. 

Art.  14.  Para  gozar  de  los  derechos  de 
ciudadano  se  requiere: 

1."     Ser  dominicano. 

2."  Ser  casado  ó  mayor  de  dieciocho 
años. 

Art.  1?.  Los  derechos  de  ciudadanos 
88  pierden: 

1.°  Por  servir  ó  comprometerse  á  ser- 
vir contra  la  República. 

2.°  Por  haber  sido  condenado  á  penas 
aflictivas  ó  infamantes. 

3.°  Por  admitir  en  territorio  dominica- 
no empleo  de  un  Gobierno  extranjero  sin 
consentimiento  del  Congreso  Nacional. 

4."     Por  quiebra  comercial  fraudulenta. 

Art.  16.  Pueden  oljtencr  rehabilitación 
en  estos  derechos,  aquellos  dominicanos 

aue  no  los  hayan   perdido  por  las  causas 
eterminadasV'n  el  primer  inciso  del  arti- 
culo precedente. 

TITULO  V 
De  la  soberanía. 

Art.  17.     Sólo  el  pueblo  es  soberano. 


TITULO  VI 

Scceión  primera. 
Del  Poder  legislativo. 

Art.  18.  El  Poder  legislativo  se  ejerce 
por  un  Congreso  compuesto  de  veinticua- 
tro Diputados  nombrados  por  elección  in- 
directa, á  razón  de  dos  por  cada  provincia 
y  dos  por  cada  distrito. 

El  cargo  de  Diputado  se  ejercerá  por 
cuatro  años. 

Estos  se  renovarán  íntegramente  y  po- 
drán ser  reelectos. 

El  cargo  de  Diputado  es  incompatible 
durante  las  sesiones  con  cualquier  otro 
empleo,  cargo  ó  destino  público,  asalaria- 
do ó  no. 

No  podrán  ser  Diputados:  el  Presidente 
y  Vicepresidente  de  la  República,  los  Se- 
cretarios de  Estado,  el  Presidente,  Minis- 
tros y  Fiscal  de  la  Suprema  Corte  de  Justi- 
cia, ni  los  Gobernadores  de  provincias  y 
distritos. 

Art.  19.  Además  de  estos  Diputados, 
se  nombrará  igual  número  de  suplentes 
elegidos  del  mismo  modo  que  aquéllos, 
para  que  los  reemplacen  en  caso  de  muer- 
te, renuncia,  destitución  ó  inhabilitación. 

Los  suplentes  reemplazarán  á  los  Di- 
putados de  sus  respectivas  provincias  ó 
distritos,  en  el  orden  que  les  señale  el  nú- 
mero de  votos  que  hayan  obtenido. 

Art.  20.     Para  ser  Diputado  se  requiere: 

1.°  Ser  dominicano  en  el  pleno  goce  de 
los  derechos  civiles  y  políticos. 

2."  Tener  á  lo  menos  veintiún  años  de 
edad. 

3."  Ser  natural  de  la  provincia  ó  dis- 
trito que  lo  elija,  ó  residir  allí,  ó  haber  re- 
sidido un  año. 

En  el  caso  de  que  una  provincia  ó  dis 
trito  quede  sin  representación,  el  Con- 
greso, sin  ceñirse  á  este  último  requisito, 
procederá  á  reemplazar  á  sus  Diputados 
respectivos. 

Art.  21.  El  Congreso  se  reunirá,  de 
pleno  derecho,  el  27  de  Febrero  de  cada 
año.  y  se  instalará  cuando  estén  presentes 
las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros. 
Sus  sesiones  durarán  noventa  días,  y  po- 
drán prorrogarse  por  treinta  más,  á  pedi- 
mento del  Poder  ejecutivo,  ó  por  disposi- 
ción del  mismo  Congreso. 

En  circunstancias  extraordinarias  el  Po- 
der legislativo.  j)odrá  decretar  su  reunión 
en  cualquiera  otro  punto  do  la  República, 
ó  su  traslación  á  él,  si  se  hubiese  reunido 
ya  en  la  capital. 

Art.  22.  El  Congreso  no  podrá  consti- 
tuir.se  sin  que  estén  presentes  las  dos  ter- 
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ceras  partes  de  sus  miembros.  Para  todo 
acuerdo  concerniente  á  las  leyes  y  demás 
asuntos  de  importancia,  harán  mayoría  las 
dos  terceras  partes  de  los  miembros  pre- 
sentes. 

Art.  23.  Las  sesiones  serán  públicas,  y 
sólo  podrán  ser  secretas  cuando  lo  acuerde 
el  Congreso. 

Art.  24.  Los  miembros  del  Congreso 
son  irresponsables  por  las  opiniones  que 
manifiesten  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
sin  que  jamás  puedan  ser,  por  ellas,  proce- 
sados ni  molestados.  Tampoco  pueden  ser 
arrestados  ni  detenidos  sino  por  crímenes 
para  cuyo  castigo  esté  impuesta  pena  aflic- 
tiva, previa  autorización  del  Congreso,  á 
quien  se  dará  cuenta  con  la  información 
sumaria  del  hecho.  En  los  demás  casos  en 
que  los  Diputados  cometieren  un  delito 
que  merezca  otra  pena  corporal,  seguirá 
el  Juez  la  información  sumaria,  no  pudien- 
do  proceder  al  arresto  del  culpable  hasta 
tanto  que  recaiga  sentencia  definitiva  en 
último  recurso. 

Art.  25.     Es  atributivo  del  Congreso: 

1.°  Examinar  las  actas  de  elección  del 
Presidente  y  Vicepresidente  déla  Repú- 
blica, computar  los  votos,  perfeccionar  la 
elección  que  resulte  del  escrutinio  electo- 
ral, proclamarles,  recibirles  juramento,  y 
en  su  caso,  admitirles  sus  renuncias. 

2."  Elegir  de  las  ternas  que  les  presen- 
ten los  respectivos  Colegios  electorales,  los 
Magistrados  de  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia y  los  Jueces  de  los  Tribunales  de  pri- 
mera instancia,  y  admitirles  sus  renuncias. 

3."  Nombrar  igualmente  los  miembros 
de  la  Cámara  de  Cuentas  y  admitirles  sus 
renuncias. 

4."  Decretar  en  estado  de  acusación  á 
sus  propios  miembros,  al  Presidente  y  Vi- 
cepresidente de  la  República,  á  los  Secre- 
tarios de  Estado  y  Magistrados  de  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia,  cuando  sean  acu- 
sados legalmente  y  halle  fundada  dicha 
acusación. 

5.°  Establecer  los  impuestos  y  contri- 
buciones generales. 

6.°  Decretar  los  gastos  públicos,  con 
vista  de  los  datos  que  le  presente  el  Poder 
Ejecutivo. 

7.°  Votar  antes  de  cerrar  sus  sesiones, 
la  ley  anual  de  presupuesto.  Cuando  por 
cualquier  motivo  deje  de  votarse  el  presu- 
puesto correspondiente  á  un  periodo  fiscal, 
continuará  rigiendo  el  último  votado. 

7."  Votar  antes  de  cerrar  sus  sesiones, 
la  ley  anual  del  presupuesto.  Cuando  por 
cualquier  motivo  deje  de  votarse  el  presu- 
puesto correspondiente  aun  período  fiscal, 
continuará  rigiendo  el  último  votado. 


8.°  Aprobar  ó  desaprobar,  con  vista  del 
informe  de  la  Cámara  de  Cuentas,  la  re- 
caudación é  inversión  de  las  rentas  públi- 
cas que  debe  presentarle  anualmente  el 
Poder  Ejecutivo. 

9.°  Decretar  la  legislación  civil  y  cri- 
minal, modificarla  y  reformarla. 

10.  Decretar  lo  conveniente  para  la 
conservación,  administración,  fructifica- 
ción y  enajenación  de  los  bienes  naciona- 
les. 

1 1 .  Decretar  la  contratación  de  emprés- 
titos sobre  el  crédito  de  la  Nación.  Ningu- 
no será  votado  sin  la  previa  declaratoria 
de  ser  utilidad  pública. 

12.  Determinar  y  unificar  el  valor,  pe- 
so, cuño  y  tipo,  ley  y  nombre  de  la  mone- 
da nacional,  y  resolver  sobre  la  admisión 
de  la  extranjera  En  ningún  caso  la  nacio- 
nal llevará  el  busto  de  persona  alguna. 

13.  Fijar  y  unificar  el  tipo  de  las  pesas 
y  medidas. 

14.  Crear  ó  suprimir  los  empleos  pú- 
blicos no  determinados  por  la  Constitución, 
señalarles  sueldos,  disminuirlos  ó  aumen- 
tarlos. 

15.  Interpretar  las  leyes  y  decretos  y, 
en  caso  de  duda  ú  oscuridad,  suspenderlas 
ó  revocarlas. 

16.  Declarar  la  guerra  ofensiva,  en 
vista  de  las  causas  que  le  presente  el  Poder 
Ejecutivo,  y  requerirle  para  que  negocie 
la  paz  cuando  lo  crea  necesario. 

17.  Dar  ó  negar  su  consentimiento  á 
los  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  amistad, 
de  neutralidad,  de  comercio,  y  á  cuales- 
quiera otros  que  celebre  el  Poder  Ejecuti- 
vo. Ninguno  tendrá  efecto  sino  en  virtud 
de  su  aprobación. 

18.  Promover  la  instrucción  pública, 
el  progreso  de  las  ciencias,  de  las  artes, 
de  establecimientos  de  utilidad  común  y 
cuando  lo  juzgue  oportuno,  decretar  que 
la  en-eñanza  elemental  sea  obligatoria;  y 
exigir  cuenta  circunstanciada  y  anualmen- 
te al  Poder  Ejecutivo  del  estado  de  los  es- 
tablecimientos de  instrucción  públicos  y 
privados. 

19.  Conceder  indultos  y  amnistía  gene- 
rales. 

20.  Decretar  el  estado  de  sitio  y  sus- 
pender por  tiempo  limitado  las  garantías 
2.»,  4.*  y  10."  del  art.  11,  y  los  párrafos  d 
y  e  de  la  14  garantía  del  mismo  artículo  (a). 


(a)  En  la  edición  oficial  que  tenemos  á  la  vista 
están  desde  luego  equivocadas  todas  estas  citas, 
equivocación  que  nosotros  corregimos  con  arreglo 
al  contenido  del  texto  respect  vo,  que  afortunada- 
mente alli  transcriben,  y  cuya  copia  hemos  omi- 
tido, por  considerarla  innecesaria  después  de  co- 
rregidas las  erratas  de  las  referencias. 
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21.  Reglamentar  todo  ío  relativo  á  las 
aduanas,  cuyas  rentas  formarán  el  Tesoro 
de  la  República,  lo  mismo  que  las  demás 
que  se  decreten. 

22.  Poner  á  sus  miembros  en  estado  de 
acusación,  por  ci;imenes  contra  la  seguri- 
dad del  Estado. 

23 .  Dirimir  definitivamente  las  diferen- 
cias que  puedan  suscitarse  entre  dos  ó  más 
Provincias  ó  Distritos,  entre  éstos  y  las 
Comunes,  entre  los  Gobernadores  y  los 
Ayuntamientos  ó  éstos  entre  si. 

24.  Decretar  todo  lo  relativo  á  los  des- 
lindes de  las  Provincias,  Distritos,  Comu- 
nes y  Cantones. 

25.  Decretar  todo  lo  relativo  al  comer- 
cio marítimo  y  terrestre,  y  al  de  lagos  y 
ríos. 

26.  Decretar  cuanto  tenga  relación  con 
la  apertura  de  las  grandes  vías,  concesio- 
nes de  ferrocarriles,  apertura  de  canales, 
empresas  telegráficas  y  navegación  de  ríos. 

27.  Determinar  lo  conveniente  sobre  la 
formación  periódica  de  la  estadística  ge- 
neral de  la  República. 

28.  Decretar  todo  lo  relativo  á  la  inmi- 
gración. 

29.  Decretar  la  erección  de  nuevas 
Provincias  y  Distritos,  asi  como  de  Comu- 
nes y  Cantones. 

30.  Decretar  la  creación  de  Tribuna- 
les y  juzgados,  en  los  lugares  en  que  no 
se  hayan  establecido  por  esta  Constitución, 
y  la  supresión  de  ellos  cuando  fuere  nece- 
sario. 

31.  Decretar  la  movilización  y  servicio 
de  las  guardias  nacionales. 

32.  Enviar  al  Ejecutivo  ternas  de  sa- 
cerdotes aptos  para  los  arzobispados  y  obis- 
pados vacantes  en  la  República,  mientras 
tanto  que  un  Concordato  no  modifique  la 
manera  de  hacer  esta  presentación,  á  fin 
de  que  el  Poder  Ejecutivo  la  proponga  á 
la  Santa  Sede  del  modo  más  conveniente. 
Estas  ternas  no  podrán  formarse  sino  de 
sacerdotes  que  sean  dominicanos  de  naci- 
miento ú  origen,  y  que  residan  en  la  Re- 
pública. 

33.  Determinar  todo  lo  concerniente  á 
la  deuda  nacional. 

34.  Cuando  las  provincias  ó  distritos, 

fior  órgano  de  sus  Ayuntamientos,  solici- 
en  establecer  en  su  respectivo  territorio 
legi.slaturas  locales,  decretar  la  creación 
de  éstas  y  darle  sus  atribuciones  por  me- 
dio de  una  ley  especial. 

35.  Decretar  la  reforma  de  la  Consti- 
tución del  Estado,  en  la  forma  y  manera 
que  ella  previene. 

36.  Aprobar  ó  desaprobar  las  concesio- 
nes ó  contratos  que  hagan  el  Poder  Eje- 


cutivo ó  los  Ayuntamientos,  siempre  que 
afecten  rentas  generales  ó  comunales. 
Aprobar  ó  desaprobar  los  arbitrios  muni- 
cipales que  tengan  carácter  de  impuestos 
no  establecidos  por  la  ley. 

37.  Decretar,  en  circunstancias  excep- 
cionales y  apremiantes,  la  traslación  del 
Ejecutivo  á  otro  lugar. 

38.  Determinar  sobre  todo  lo  relativo  á 
la  habilitación  de  los  puertos  y  costas  ma- 
rítimas. 

■  39.  Fijar  anualmente  el  pie  de  ejército 
permanente  en  la  República,  v  dictar  las 
ordenanzas  de  la  fuerza  armada  de  mar  y 
tierra. 

40.  Expedir  la  ley  electoral. 

41.  Dictar  las  leyes  de  responsabilidad 
de  todos  los  empleados,  por  mal  desempe- 
ño en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

42.  Determinar  la  manera  de  conceder 
grados  ó  ascensos  militares. 

43.  Dictarlos  reglamentos  que  deban 
observarse  en  las  sesiones  ó  debates. 

44.  Expedir  todas  las  leyes  que  sean 
necesarias  para  la  buena  marcha  y  admi- 
nistración ae  la  República. 

45.  Interpelar  á  los  Secretarios  de  Es- 
tado sobre  todos  los  asuntos  de  interés  pú- 
blico. 

46.  Examinar,  al  fin  de  cada  periodo 
constitucional,  los  actos  administrativos 
del  Poder  Ejecutivo,  y  aprobarlos  si  fue- 
ren conformes  á  la  Constitución  y  á  las 
leyes,  y  en  caso  contrario,  desaprobarlos, 
y  si  ha  lugar,  decretar  la  acusación  desús 
miembros  individual  ó  colectivamente. 

Art.  26.  El  Congreso  podrá  conocer  y 
resolver  en  todo  negocio  que  no  sea  de  la 
competencia  de  otro  Poder  del  Estado,  ó 
contrario  al  texto  constitucional. 

Sección  segunda. 

De  la  formación  de  las  leyes. 

Art.  27.  Tienen  derecho  de  iniciativa 
en  la  formación  de  las  leyes: 

1.°  El  Congreso,  á  propuesta  de  uno  ó 
más  de  sus  miembros. 

2.°    El  Poder  Ejecutivo. 

3.°  La  Suprema  Corte  de  Justicia  en 
asuntos  judiciales. 

Art.  28.  Todo  proyecto  de  ley  ó  decre- 
to tomado  en  consideración  por  el  Congre- 
so, se  someterá  á  tres  dicusiones  distintas, 
con  intervalo  de  un  día  por  lo  menos  entre 
una  y  otra  discusión. 

En  caso  que  el  proyecto  de  ley  ó  de- 
creto fuere  declarado  de  urgencia,  podrá 
ser  discutido  en  tres  sesiones  consecutivas, 
aunque  no  haya  entre  una  y  otra  el  día  de 
intervalo  indicado. 
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Art.  29.  Los  proyectos  de  leyes  y  de- 
cretos que  no  hayan  sido  tomados  en  con- 
sideración por  el  Congreso,  no  podrán 
volver  á  proponerse  hasta  la  siguiente  re- 
unión ordinaria;  sin  embargo,  alguno  ó 
muchos  de  sus  artículos  podrán  formar 
parte  de  otros  proyectos. 

Art.  30.  Ningún  proyecto  de  ley  ó  de- 
creto aprobado  por  eí  Congreso  tendrá 
fuerza  de  ley,  mientras  no  sea  promulgado 
por  el  Poder  Ejecutivo.  Este,  si  no  le  hi- 
ciere observaciones,  lo  mandará  á  publi-" 
car  y  ejecutar  como  ley;  pero  si  hallare 
inconvenientes  para  su  ejecución,  lo  de- 
volverá con  sus  observaciones  al  Congreso 
en  el  preciso  término  de  ocho  días,  á  con- 
tar de  la  fecha  en  que  se  le  remita. 

Art.  31.  Cuando  el  Poder  Ejecutivo 
tenga  que  hacer  observaciones  á  las  leyes 
y  decretos  declarados  de  urgencia  por  el 
Congreso,  las  hará  en  el  término  de  tres 
días,  y  en  caso  contrario,  los  mandará  á 
publicar  en  el  mismo  tiempo,  sin  discutir 
la  urgencia. 

Art.  32.  Si  el  Congreso  encontrare 
fundadas  las  observaciones  del  Poder  Eje- 
cutivo, reformará  el  proyecto  ó  lo  archi- 
vará, dado  el  caso  que  aquellas  versaren 
sobre  la  totalidad  de  él;  mas  si  á  juicio  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  miembros 
presentes  no  las  hallare  fundadas,  enviará 
de  nuevo  al  Poder  Ejecutivo  la  ley  ó  de- 
creto para  su  promulgación,  sin  que  pueda 
por  ningún  motivo  negarse  á  hacerlo  en 
este  caso. 

Art.  33.  No  podrá  hacerse  ninguna  ley 
contraria  al  espíritu  ni  á  la  letra  de  la 
Con.stitución.  En  caso  de  duda,  el  texto 
de  ésta  debe  siempre  prevalecer. 

Art.  34.  La  ley  que  reforme  otra  se 
redactará  íntegramente  y  se  derogará  la 
anterior  en  todas  sus  partes;  exceptuándo- 
se de  esta  disposición  las  que  formen  parte 
un  cuerpo  de  Códigos. 

Art.  35.  Las  leyes  no  estarán  en  obser- 
vancia sino  después  de  publicadas  con  la 
solemnidad  que  se  estal)lezca. 

Tampoco  tendrán  fuerza  de  ley,  mien- 
tras no  sean  promugadas  en  el  periódico 
ofíciai ,  las  concesiones  otorgadas  por  el 
Poder  Ejecutivo  y  aprobadas  por  el  Con- 
greso. 

Art.  36.  Las  leyes  no  tienen  efecto  re- 
troactivo sino  en  el  caso  que  sean  favora- 
bles al  que  esté  siib-Judicc,  ó  cumpliendo 
condena. 

Art.  37.  En  todas  las  leyes  se  usará  de 
esta  fórmula. 

«El  Congreso  Nacional,  en  nombre  de  la 
República,  decreta». 


TITULO  VII 

Sección  primera. 
Del  Poder  Ej  ecutÍYo. 

Art.  38.  El  Poder  Ejecutivo  se  ejerce 
por  el  Presidente  de  la  República,  en 
unión  de  los  Secretarios  de  Estado  en  los 
respectivos  Despachos,  como  sus  órganos 
inmediatos. 

Art.  39.  El  Presidente  de  la  República 
es  el  jefe  nato  de  la  administración  gene- 
ral, y  no  tiene  más  facultades  que  las  que 
expresamente  le  confieren  la  Constitución 
y  las  leyes. 

Art.  40.  Para  ser  Presidente  de  la  Re- 
pública se  requiere: 

1.°  Ser  dominicano  de  nacimiento  ú 
origen  y  residir  en  la  República. 

2°  Tener  por  lo  menos  treinta  afios  de 
edad. 

3."  Estar  en  el  goce  de  los  derechos  ci- 
viles y  políticos. 

Art.  41.  La  elección  de  Presidente  se 
hará  por  el  voto  indirecto  y  en  la  forma 
que  esta  Constitución  y  la  ley  determisan. 

Art.  42.  El  Presidente  dé  la  República 
se  elige  en  la  forma  siguiente:  cada  elector 
vota  por  el  ciudadano  de  su  preferencia. 
Los  procesos  verbales  de  elección  se  remi- 
ten cerrados  y  sellados  al  Presidente  del 
Congreso.  Cuando  el  Presidente  reúna  los 
pliegos  de  todos  los  Colegios  Electorales, 
los  abrirá  en  sesión  pública  y  verificará 
los  votos.  Si  alguno  de  los  candidatos  re- 
uniere la  mayoría  absoluta  de  sufragios,  se- 
rá proclamado  Presidente  de  la  República. 
Siempre  que  falte  la  mayoría  indicada,  el 
Congreso  separará  los  tres  que  reúnan 
más  sufragios,  y  procederá  á  elegir  uno 
de  entre  ellos.  Si  en  este  primer  escruti- 
nio ninguno  tuviere  la  mayoría  absoluta, 
se  procederá  á  nueva  votación  entre  los 
-dos  candidatos  que  más  sufragios  obtuvie- 
ron en  el  primero,  y  en  caso  de  empate  la 
elección  se  dicidirá  ]»or  la  suerte. 

Todas  e.stas  operaciones  deberán  cfec- 
tuar.se  en  una  sola  sesión  permanente,  du- 
rante la  cual  ningún  diputado  podrá  au- 
sentarse de  ella  ni  eximirse  de  votar. 

Art.  43.  Si  veinte  días  después  del  úl- 
timo señado  para  la  elcción,  no  se  hubie- 
ren recibido  todas  las  actas  de  los  Colegios 
Electorales,  podrá  efectuarse  el  cómputo 
con  las  que  se  hallen  en  poder  del  Congre- 
so, siempre  que  no  bajen  de  las  tres  cuar- 
tas partes. 

Art.  44.  El  Presidente  de  la  República 
durará  en  sus  funciones  cuatro  años,  á 
contar  del  día  ([ue  tome  posesión  de  su 
cargo  y  podrá  ser  reelecto. 
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Art.  45.  Habrá  un  Vicepresidente,  que 
deberá  reunir  las  mismas  cualidades  que 
se  requieren  para  ser  Presidente,  y  será 
elegido  en  el  mismo  tiempo  y  con  las  mis- 
mas formalidades  que  aquél. 

Art.  46.  En  caso  de  muerte,  renuncia 
ó  inhabilitación  del  Presidente,  el  Vice- 
presidente ejercerá  la  presidoncia  de  la 
República  hasta  cumplirse  el  periodo:  y  en 
caso  de  acusación  ú  otro  impedimento 
temporal,  la  ejercerá  solamente  mientras 
dure  la  causa  que  lo  motive. 

Art.  47.  A  falta  del  Presidente  y  Vice- 
presidente de  la  República,  el  Consejo  de 
Secretarios  de  Estado  ejercerá  el  Poder 
Ejecutivo,  debiendo  convocar  los  Colegios 
Electorales  en  el  término  de  cuarenta  y 
ocho  horas  para  el  nombramiento  de  di- 
chos funcionarios,  y  al  Congreso  para  que 
cumplimente  lo  que  establece  el  apartado 
primero  del  art  25  de  esta  Constitución. 

Si  dado  el  caso  de  que  al  renunciar  el 
Presidente  de  la  República  no  se  hallare 
reunido  el  Congreso,  la  renuncia  deberá 
hacerse  por  ante  el  Consejo  de  Secretarios 
de  Estado,  después  de  haberlo  manife.stado 
á  la  Nación. 

En  tal  caso,  el  Consejo  ejercerá  el  Poder 
Ejecutivo,  llamando  sin  pérdida  de  tiempo 
al  Vicepresidente  á  ejercer  la  presidencia. 

Art.  48.  En  las  elecciones  ordinarias 
de  Presidente  de  la  República  entrará  éste 
á  ejercer  sus  funciones  el  día  que  venza  el 
período  del  saliente;  y  en  las  extraordina- 
rias ocho  días  á  más  tardar  después  de  ha- 
bér.sele  comunicado  oficialmente  su  nom- 
bramiento, si  estuviere  en  la  capital,  y 
treinta  días,  si  estuviere  fuera. 

Art.  49.  El  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, antes  de  entrar  á  ejercer  sus  funcio- 
nes, prestará  ante  el  Congreso  el  siguiente 
juramento:  «Jur  o  por  Dios  y  los  Santos 
Evangelios,  cumplir  y  hacer  cumplir  la 
Constitución  y  las  leyes  del  pueblo  domi- 
nicano, respetar  sus  derechos  y  liljertados, 
y  mantener  la  independencia  y  la  integri- 
dad nacional)). 

Sección  segunda. 
Atribuciones  del  Presidente  de  la  República. 

Art.  50.  Son  atribuciones  del  Presi- 
dente de  la  República: 

Nombrar  los  Secretarios  de  Estado, 
aceptarles  sus  renuncias  y  removerlos 
cuando  lo  juzgue  conveniente. 

Sección  tercera . 

Atribuciones  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  51.  Son  atril)uc¡ones  del,  Poder 
Ejecutivo: 


I.''  Preservar  la  Nación  de  todo  ataque 
exterior. 

2.^  Mandar  ejecutar  y  cuidar  de  la  eje- 
cución de  las  leyes  y  decretos  del  Poder 
Legislativo,  con  la  siguiente  fórmula:  «Eje- 
cútese, comuniqúese  por  la  Secretaría  co- 
rrespondiente, publicándose  en  todo  el  te- 
rritorio de  la  República  para  su  cumpli- 
miento.» 

3.'^  Cuidar  y  vigilar  la  recaudación  de 
las  rentas  nacionales. 

4.*  Administrar  los  terrenos  baldíos 
conforme  á  la  ley. 

5.*  Convocar  el  Poder  Legislativo  para 
sus  reuniones  extraordinarias,  cuando  lo 
exija  la  gravedad  de  algún  a^5unto. 

6."  Nombrar  cónsules  generales,  par- 
ticulares y  vicecónsules. 

7.^  Nombrar  enviados  extraordinarios, 
ministros  plenipotenciarios,  ministros  resi ' 
dentes,  encargados  de  negocios  y  agentes 
confidenciales. 

8."  Recibir  los  ministros  públicos  ex- 
tranjeros. 

9.*  Dirigir  las  negociaciones  diplomá- 
ticas y  celebrar  toda  especie  de  tratados 
con  otras  naciones,  sometiendo  éstos  al 
Poder  Legislativo. 

10.  Dai-  á  las  bulas  y  breves  que  traten 
de  disposiciones  generales  el  pase  corres- 
pondiente, siempre  que  no  .sean  contrarias 
á  la  Constitución  y  á  las  leyes,  á  las  pre- 
rrogativas de  la  Nación  ó  á  la  jurisdicción 
temporal. 

11.  Solicitar  de  la  Santa  Sede  la  cele- 
bración de  un  Concordato  para  el  arreglo 
de  los  negocios  de  la  Iglesia,  impetrando  á 
la  vez  la  confirmación  del  patronato. 

12.  Celebrar  contratos  de  interés  ge- 
neral, con  arreglo  á  la  ley,  y  someter- 
los al  Poder  Legislativo  para  su  aproba- 
ción. 

13.  Nombrar  cuando  lo  creyere  nece- 
sario para  el  mejor  .servicio  público,  dele- 
gados que  ejerzan  funciones  ejecutivas  en 
las  Provincias  y  Di.stritos,  ajustándose  es- 
trictamente á  la  Constitución  v  á  las  leyes, 
los  cuales,  en  caso  de  extralimitación  ú 
otras  faltas,  .serán  juzgados  por  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia. 

14.  Nombrar  los  Gobernadores  civiles 
y  militares,  los  jefes  comunales  y  canto- 
nales, y  aceptarles  sus  renuncias. 

15.  Nombrar  los  procuradores  fiscales, 
y  aceptarles  sus  renuncias. 

16.  Nombrar,  en  comisión,  ministros 
de  la  Corte  y  jueces  de  los  tribunales  y 
juzgados  inferiores,  (;uando  ocurran  va- 
cancias de  dichos  funcionarios,  durante  el 
receso  do!  ('ongreso. 

17.  Nombrar  los  alcaldes  de  Comunes 
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y  Cantones  y  sus  respectivos  suplentes,  y 
aceptarles  sus  renuncias. 

18.  Nombrar  los  empleados  de  hacien- 
da, cuyo  nombramiento  no  se  atribuya  á 
otro  Poder  ó  funcionario. 

19.  Remover  y  suspender  á  los  emplea- 
dos de  nombramiento  suyo,  y  mandarles 
enjuicir  si  hubiere  motivo  para  ello. 

20.  Expedir  patente  de  navegación  á 
los  buques  nacionales. 

21.  Declarar  la  guerra  en  nombre  de 
la  República,  cuando  la  haya  decretado  el 
Poder  Legislativo. 

22.  Conceder  licencias  y  retiros  mili- 
tares. 

23.  Conceder  amnistía  ó  indultos  par- 
ticulares por  causas  políticas. 

24.  Perdonar  ó  conmutar  la  pena- capi- 
tal cuando  hubiere  recurso  en  gracia. 

25.  Disponer  de  la  fuerza  permanente 
de  mar  y  tierra;  así  en  tiempo  de  paz  como 
de  conmoción  á  mano  armada,  ó  de  inva- 
sión extranjera. 

26.  Disponer  de  las  guardias  naciona- 
les para  la  eguridad  interior  de  las  Pro- 
vincias y  Distritos. 

27.  Conceder  cartas  de  nacionalidad 
conforme  á  las  leyes. 

28.  En  los  casos  de  guerra  extranjera 
podrá: 

a)  Arrestar,  ó  expulsar  á  los  individuos 
que  pertenezcan  á  la  nación  con  la  cual 
se  esté  en  guerra. 

b)  Pedir  al  Congreso  los  créditos  ne- 
cesarios para  sostenerla. 

c)  Someter  á  juicio  por  traición  á  la 
patria,  á  los  dominicanos  que  sean  hostiles, 
á  la  dignidad  y  defensa  nacionales. 

d)  Expedir  patente  de  corso  y  repre- 
salia, y  dictar  las  reglas  que  hayan  de  se- 
guirse en  caso  de  apresamiento. 

Art.  52.  Con  el  ñn  de  restablecer  el 
orden  constituíúonal,  alterado  poruña  re- 
volución á  mano  armada,  si  no  se  hallare 
reunido  el  Congreso,  podrá  decretar  eí 
estado  de  sitio  y  suspender,  mientras  dure 
la  perturbación  púl)lica,  las  siguientes  ga- 
rantías del  título  III,  art.  11  la  2.",  4.*  y 
10.'',  y  los  párrafos  D.  y  C.  de  la  14."  ga- 
rantía del  mismo  artículo  (o.). 

Art.  53.  En  los  casos  de  rebelión  á  ma- 
no armada,  el  Poder  ejecutivo,  además  de 
las  garantías  que  le  faculta  suspender  el 
articulo  anterior,  podrá  de> -retar  otras  me- 
didas de  carácter  transitorio,  que  sean 
necesarias  al  restablecimiento  del  orden 
público. 


(al  También  :iqui  reproduce  la  edición  oflcial, 
el  texto  de  las  di.«iJOSicione3  que  cita,  y  que  omiti- 
mos nosotros  por  ser  muy  fácil  consultarlas. 


Art.  54.  En  circunstancias  excepciona- 
les y  apremiantes,  el  Poder  ejecutivo  po- 
drá trasladarse  á  otro  punto  cualquiera  de 
la  República,  aunque  el  Congreso  no  se 
hallare  reunido  para  decretar  su  trasla- 
ción. 

El  Poder  ejecutivo  dará  cuenta  al  Con- 
greso, por  medio  de  un  mensaje,  del  uso 
que  haya  hecho  de  las  facultades  acordadas 
en  los  artículos  anteriores. 

Art.  55.  El  Poder  ejecutivo  asistirá  el 
27  de  Febrero  de  cada  año  á  la  apertura 
del  Congreso,  y  presentará  un  Mensaje 
detallado  de  su  administración  en  el  trans- 
curso del  año  anterior. 

El  Mensaje  irá  acompañado  de  las  Me- 
morias de  los  Secretarios  de  Estado  so- 
bre los  asuntos  de  sus  respectivas  carteras. 

Art.  56.  El  Presidente  de  la  República, 
al  concluir  su  período,  dará  cuenta  al  Con- 
greso de  sus  actos  administrativos,  para 
los  efectos  de  la  atribución  46."  del  arti- 
culo 25. 

Sección  tercera. 

De  los  Secretarios  de  Estado. 

Art.  57.  Habrá  para  el  despacho  de  to- 
dos los  negocios  de  la  Administración  siete 
Secretarios  de  Estado,  á  saber:  de  Interior 
y  Policía,  de  Relaciones  Exteriores,  de 
Justicia  é  Instrucción  Pública,  de  Fomen- 
to y  Obras  públicas,  de  Hacienda  y  Co- 
mercio, de  Guerra  y  Marina  y  de  Correos 
y  Telégrafos. 

Cuando  el  servicio  público  así  lo  exija, 
el  Presidente  de  la  República  podrá  nom- 
brar los  Subsecretarios  de  Estado  que  crea 
necesarios. 

Art.  58.  Para  ser  Secretario  ó  Subse- 
cretario de  Estado  se  requiere:  ser  domi- 
nicano de  nacimiento  ú  origen,  haber  cum- 
plido veinticinco  años  de  edad  y  estar  en 
el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  y  po- 
líticos. 

Los  extranjeros  podrán  ser  Secretarios 
ó  Subsecretarios  de  Estado  á  los  ocho  años 
de  su  naturalizazión. 

Art.  59.  Todos  los  actos  del  Poder  eje- 
cutivo serán  refrendados  por  los  respecti- 
vos Secretarios  de  Estado;  sin  tal  requisi- 
to, no  serán  cumplidos  por  las  autoridades, 
empleados  ó  particulares,  excepto  el  nom- 
bramiento de  los  Ministros,  como  acto  per- 
sonal del  Presidente  de  laRepública. 

Art.  60.  Todos  los  actos  de  los  Secre- 
tarios de  Estado  deben  arreglarse  á  esta 
Constitución  y  á  las  leyes,  y  serán  respon- 
sables de  ellos,  aunque  reciban  orden  es- 
crita del  Presidente,  quien  por  este  hecho 
queda  también  responsable. 
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Art.  61.  Los  negocios  que  sean  priva- 
tivos de  los  Secretarios  de  Estado,  se  re- 
solverán en  Consejo,  y  la  responsabilidad 
de  ellos  recaerá  sobre  el  Ministro  ó  Minis- 
tros que  los  refrenden. 

Art.  62.  Los  Secretarios  de  Estado  es- 
tarán obligados  á  dar  todos  los  informes 
escritos  ó  verbales  que  se  les  pidan  por  el 
Congreso. 

Art.  63.  Dentro  de  los  ocho  primeros 
días  de  la  apertura  del  Congreso,  presen- 
tarán el  presupuesto  de  gastos  públicos  y 
la  cuenta  general  del  año  anterior. 

Art.  64.  Los  secretarios  de  Estado  tie- 
nen derecho  de  usar  de  la  palabra  en  el 
Congreso,  y  están  obligados  á  concurrir 
cuando  sean  llamados  á  informar. 

TITULO  VIII 
Del  Poder  judicial  (1). 

Art.  6o.  El  Poder  judicial  reside  en  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  y  en  los  Tribu- 
nales y  Juzgados  inferiores. 

Sección  primera. 

De  la  Suprema  Corte. 

Art.  66.  La  primera  magistratura  ju- 
dicial del  Estado  reside  en  la  Suprema  Cor- 
te de  Justicia,  la  cual  se  compondrá  de  un 
Presidente  y  cuatro  Ministros  elegidos  por 
el  Congreso,  y  de  un  Ministro  ñscal  nom- 
brado por  el  Poder  Ejecutivo,  con  las  cua- 
lidades que  se  expresan: 

1.*  Ser  dominicano  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos. 

2.*  Haber  cumplido  treinta  años  de 
edad,  y  ser  abogado  de  los  Tribunales  de 
la  República. 

Los  extranjeros  naturalizados  no  po- 
drán ser  magistrados  de  la  Suprema  Corte, 
sino  seis  años  después  de  su  naturaliza- 
ción. 

Art.  67.  Los  magistrados,  cuando  estén 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  no  podrán 
admitir  empleo  alguno  de  nombramiento 
del  Poder  ejecutivo. 

Art.  68.  Los  magistrados  de  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia,  durarán  en  su  desti- 
no cuatro  años,  pudiendo  ser  indeñnida- 
mente  reelectos.  La  ley  determinará  las 
diversas  funciones  de  aquellos  y  del  Pro- 
curador general. 

En  caso  de  reemplazo  de  un  Ministro 
de  la  Suprema  Corte,  por  muerte,  renun- 
cia ó  iiiliabililación,  el  que  entrare  á  suce- 


(1)    V.  más  adelante  la  Ley  orgánica  de  este 
Poder. 


derle  ejercerá  sus  funciones  hasta  la  cesa- 
ción del  periodo  para  que  fué  nombrado  su 
antecesor.  Esta  disposición  es  común  á  los 
jueces  de  los  tribunales  inferiores. 

Sección  segunda. 
Atribuciones  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia. 

Art.  69.  Es  de  la  competencia  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia: 

l.°  Conocer  de  las  causas  civiles  y  cri- 
minales que  se  formen  á  los  empleados  di- 
plomáticos en  los  casos  permitidos  por  el 
derecho  de  gentes. 

2.°  Conocer  de  las  causas  de  responsa- 
bilidad del  Presidente  y  Vicepresidente  de 
la  República  y  de  los  Secretarios  de  Esta- 
do, cuando  sean  acusados,  según  los  casos 
previstos  en  esta  Constitución.  En  el  caso 
de  ser  necesaria  la  suspensión  del  destino 
del  Ministro  ó  Ministros,  la  pedirá  al  Pre- 
sidente de  la  República  que  la  concederá. 

3."  Conocer  de  las  causas  de  responsa- 
bilidad que,  por  mal  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, se  formen  á  los  agentes  diplomáti- 
cos, acreditados  ante  otra  nación. 

4.°  Conocer  de  las  causas  criminales,  ó 
de  responsabilidad  que  se  formen  á  los  de- 
legados ó  comisionados,  gobernadores  y 
jueces  de  los  tribunales  y  juzgados  de  pri- 
mera instancia  de  las  provincias  y  dis- 
tritos. 

5.°  Dirimir  las  controversias  que  se 
susciten  entre  los  Gobernadores  y  Jueces 
de  primera  instancia  en  materia  de  juris- 
dicción y  competencia. 

6.°  Declarar  cuál  sea  la  ley  vigente 
cuando  alguna  vez  se  hallen  en  colisión. 

7.°  Conocer  de  las  apelaciones  de  los 
Tribunales  y  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia. 

8.°  Conocer  de  las  causas  de  presas  ma- 
rítimas. 

9.°  Conocer  como  Suprema  Corte  Mar- 
cial en  las  apelaciones  de  los  juicios  mili- 
tares. 

10.  Conocer  de  las  causas  contencioso- 
administrativas,  durante  el  receso  del  Con- 
greso. 

11.  Ejercer  las  demás  atribuciones  que 
determina  la  ley. 

TITULO  IX 
De  los  Tribunales  inferiores. 

Art.  70.  Para  la  buena  administración 
de  justicia,  el  territorio  de  la  República  se 
dividirá  en  distritos  judiciales,  que  scsub- 
dividirán  en  comunes,  cuyo  número  y  ju- 
risdicción determinará  la  ley.  En  aquéllos 
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se  establecerán  Tribunales  ó  Juzgados  de 
primera  instancia,  y  éstos  serán  regidos 
por  alcaldes. 

1°  La  ley  determinará  las  atribuciones 
de  estos  Tribunales  ó  Juzgados,  y  las  que 
como  Jueces  deberán  ejercer  los  Alcaldes; 
asi  como  también  determinará  la  organi- 
zación de  los  consejos  de  guerra,  su  juris- 
dicción y  sus  atribuciones. 

2.**  Queda  á  cargo  de  los  Tribunales  de 
primera  instancia  el  conocimiento  de  los 
negocios  comerciales  que  ocurran  en  sus 
respectivas  jurisdicciones,  sujetándose  en 
esos  casos  á  las  disposiciones  del  Código 
de  comercio. 

Art.  71.  Para  ser  Juez  en  los  Tribuna- 
les ó  Juzgados  inferiores  se  requiere: 

1.°  Ser  dominicano  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos. 

2.°  Haber  cumplido  veinticinco  años  de 
edad  por  lo  menos. 

Los  extranjeros  naturalizados  no  podi\án 
ser  Jueces  de  los  Tribunales  ó  Juzgados  de 
primera  instancia,  sino  cuatro  años  des- 
pués de  su  naturalización. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  durarán 
en  sus  funciones  cuati'o  años,  pudiendo 
ser  reelectos. 

TITULO    X 
De  los  Ayuntamientos  (1). 

Art.  72.  Para  el  gobierno  económico 
de  las  comunes  y  cantones,  habrá  Ayun- 
tamientos en  todos  aquellos  que  lo  de- 
termine la  ley,  y  la  duración  de  su  ejerci- 
cio será  de  dos  años.  Su  elección  se  hará 
por  las  respectivas  Asambleas  primarias; 
y  sus  atribuciones  serán  objeto  de  una  ley. 

Art.  73.  Los  Ayuntamientos  votarán 
anualmente  el  presupuesto  de  sus  ingresos 
y  egresos,  y,  según  la  ley,  tienen  el  de- 
recho de  reglamentar  cuanto  convenga  al 
progreso,  en  todo  sentido,  en  sus  respecti- 
vas localidades,  siempre  que  no  contraríen 
las  leyes  decretadas  por  el  Poder  Legisla- 
tivo, ó  las  di.sposiciones  que  emanen  del 
Poder  Eje(;utivo,  cuando  para  ello  esté  de- 
bidamente autorizado. 

Art"  74.  Los  Ayuntamientos,  en  lo  re- 
lativo al  ejercicio  de  sus  atribuciones  ad- 
ministrativas ordinarias,  .son  independien- 
tes, y  sólo  están  sujetos  á  rendir  las  cuentas 
de  recaudación  ó  inversión  de  los  fondos, 
con  arreglo  á  la  ley.  Los  Ayuntamientos 
pueden  votar  toda  clase  de  arbitrios  comu- 
nales, cuyo  pago  se  reñera  á  usos  ó  consu- 


(1)    V.  la  ley  de  Ayuntamientos,  inserta  mé 
ade  lante. 


mos  verificados  en  el  radio  de  sus  comu- 
nes. Para  que  sean  obligatorios  deben  te- 
ner la  aprobación  del  Ejecutivo.  Para  la 
imposición  de  los  arbitrios  municipales 
que  tengan  carácter  de  impuestos  no  esta- 
blecidos en  la  ley,  pedirán  la  aprobación 
del  Congreso  por  órgano  del  Ministro  de 
lo  Interior. 

La  independencia  de  los  Aj^untamien- 
tos  no  se  refiere  á  los  casos  extraordina- 
rios, en  los  cuales  deben  siempre  regirse 
por  las  leyes. 

TITULO    XI 

Del  régimen  de  /as  provincias 
y  distritos. 

Art.  75.  El  Gobierno  de  cada  provincia 
ó  distrito  se  ejercerá  por  un  ciudadano 
con  la  denominación  de  Gobernador  civil 
y  militar,  dependiente  del  Poder  Ejecuti- 
vo, de  quien  es  agente  inmediato,  y  con 
quien  se  entenderá  por  órgano  de  los  Se- 
cretarios de  Estado  en  los  despachos  de  lo 
Interior  y  Policía  y  de  Guerra  y  Marina. 

Art.  76.  Las  comunes  y  cantones  serán 
gobernados  por  Jefes  Comunales  y  Canto- 
nales. Estas  autoridades  dependen  directa^ 
mente  del  Gobernador  de  la  provincia  ó 
distrito  respectivo. 

Para  ser  Gobernador  se  requiere:  tener 
por  lo  menos  treinta  años  de  edad,  y  las 
demás  cualidades  que  para  Diputado.  La 
ley  señalará  las  atribucioaes  de  estos  fun- 
cionarios. 

Art.  77.  En  todo  lo  concerniente  al  or- 
den y  seguridad  de  las  provincias  y  distri- 
tos y  á  su  gobierno  político,  están  subordi- 
nados al  Gobernador  todos  los  funcionarios 
públicos  que  residan  en  la  provincia  ó 
distrito,  sea  cual  fuere  su  clase  y  denomi- 


TITULO  XII 

Sección  primera. 
De  las  Asambleas  primarias. 

Art.  78.  Para  ser  sufragante  en  las 
Asambleas  primarias,  se  necesita:  Estar 
en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y 
políticos  y  residir  en  el  territorio  de  la 
República. 

Art.  79.  Las  Asambleas  primarias  se 
reunirán  de  ¡ileno  derecho  el  dia  primero 
de  Noviembre  del  ano  anterior  al  de  la 
espiración  de  los  periodos  constitucionales, 
y  procederán  inmediatamente  á  ejercer 
las  funciones  que  la  Constituci<)n  y  la  ley 
determinan.  En  los  casos  que  ^^^ean  convo- 
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cadas  extraordinariamente  se  reunirán 
treinta  días  á  más  tardar  después  de  la 
fecha  del  decreto  de  convocatoria. 

Art.  80.  LosAyuntamientospublicarán 
el  primero  de  Octubre  de  cada  año  en  que 
deban  reunirse  las  Asambleas  primarias, 
un  aviso  preventivo  recordando  á  los  su- 
fragantes el  período  de  su  reunión;  y  este 
mismo  Cuerpo,  constituido  en  bufete  elec- 
toral, recibirá  los  sufragios  de  acuerdo  con 
lo  que  dispone  la  ley  electoral. 

En  los  PuestosCantonales  ejercerá  estas 
funciones  el  Alcalde,  unido  á  dos  vecinos 
nombrados  por  él. 

Art.  81.  Son  atribuciones  de  las  Asam- 
bleas primarias: 

1.*  Elegir  el  número  de  electores  que 
á  cada  común  corresponda  nombrar,  para 
formar  el  Colegio  electoral  de  la  provincia. 

2.*  Elegir  los  Regidores  y  Síndicos  que 
deban  formar  los  respectivos  Ayuntamien- 
tos. 

Sección  segunda. 

De  los  Colegios  electorales. 

Art.  82.  Los  Colegios  electorales  se 
componen  de  los  electores  nombrados  por 
las  Asambleas  primarias  de  las  comunes, 
y  á  reserva  de  aumentarlos  progresiva- 
mente la  ley,  en  razón  del  incremento  de 
la  población,  se  ñjan  del  modo  siguiente: 

Provincia  de  Santo  Domingo. 

COMUNES:  Santo  Domingo,  .35.— San 
Cristóbal,  10.— San  C;irIos,  6.— Boya,  4. 
— Baní,  6.— Monte  Plata,  4 —La  Victo- 
ria, 4  — Guerra,  4.— Bayaguana,  4. — Lia- 
masa,  4.— Villa  Duarte,  2.— Villa  Mella,  2. 
—CATíTON.— Palenque,  2.— Total,  87. 

Provincia  de  Azua. 

COMUNES:  Azua,  25.— San  Juan,  10. 
— Las  Matas,  8. — San  José  de  Ocoa,  5. — 
Bánica,  4.— Cercado,  4.— Total,  56. 

Distrito  de  Barahonda. 

COMUNES:  Barabona,  20.  — Neyba, 
10.— Enriquillo,  6.-Duvergé,  9. -.Total, 
42. 

Provincia  de  Seybo. 

COMUNES:  Santa  Cruz  de  Seybo,  25. 
— Higüey,  16.— Hato  Mavor,  10.— CAN- 
TONES: Jovero,  3.— Ramón  Santana,  2. 
—Total,  56. 

Distrito  de  San  Pedro  de  Macorís. 

COMUNES:  Macorís,  20.— Los  Llanos, 
12.— Total,  32. 


Distrito  de  Samaiiá. 

COMUNES:  Santa  Bárbara  de  Sama- 
ná,  25.— Sabana  de  la  Mar,  8.— Sánchez, 
6. -Totales,  39. 

Distrito  de  Puerto  Plata. 

COMUNES:  Puerto  Plata,  30.— Alta- 
mira,  12.— Blanco,  10.— Total,  52. 

Distrito  de  Monte  Cristy. 

COMUNES:  Monte  Cristy,  25.— Saba- 
neta,  10. — Guayubin,  10.— Dajabón,  5. — 
CANTONES:  Guaraguanó,  2.— Restau- 
ración, 4. — Total,  56. 

Provincia  de  Santiago. 

COMUNES:  Santiago,  35.— Mao,  12.— 
San  José  de  las  Matas,  12. — Jánico,  9. — 
Total,  68. 

Provincia  Espaillat. 

COMUNES:  Moca,  22.— Salcedo,  6.— 
Total,  28. 

Provincia  de  la  Vega. 

COMUNES:  Concepción  de  la  Vega, 
30. — Cotuv,  10.— Jarabacoa,  10. — Bonao, 
8.— CANTONES:  Cevicos,  2.— Total,  60. 

Distrito  Pacificador. 

COMUNES:  San  Francisco  de  Maco- 
rís, 20.— Villa  Riva,  8.— Matanzas,  6.— 
CANTONES:  Cabrera,  2.— Castillo,  2. 
—Total,  38. 

Las  cualidades  necesarias  para  ser  elec- 
tor, son  las  siguientes: 

1."  Tener  por  lo  menos  veintiún  años, 
ó  ser  casado. 

2.*  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  dere- 
chos civiles  y  políticos. 

3.^  Tener  su  domicilio  en  la  provincia 
ó  distrito  en  que  se  efectúe  la  elección. 

4.*     Saber  leer  y  escribir. 

Los  electores  durarán  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  cuatro  años. 

Art.  83.  Los  Colegios  Electorales  se 
reúnen  de  pleno  derecho  en  la  cabecera 
de  provincia  ó  distrito  el  veinte  y  siete  de 
Noviembre  del  año  anterior  al  de  la  espi- 
ración de  los  períodos  constitucionales,  y 
procederán  inmeiiiatamcnte  á  ejercer  las 
funciones  que  la  Constitución  y  la  ley  de- 
terminan. En  los  casos  en  quesean  con- 
vocados extraordinariamente  se  reunirán 
á  más  tardar  treinta  días  después  de  la  fe- 
cha del  decreto  de  convocatoria. 

Art.  84.  Son  atribuciones  de  los  Cole- 
gios electorales: 

1.'  Elegir  los  miembros  del  Congreso 
y  sus  respectivos  suplentes. 
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2.*  Elegir  el  Presidente  y  Vicepresi- 
dente de  la  República,  según  las  reglas 
establecidas  en  el  articulo  42. 

3.*  Reemplazar  á  todos  los  funciona- 
rios cuyo  nombramiento  les  pertenece  en 
los  casos  y  según  las  reglas  establecidas 
por  la  Constitución  y  la  ley. 

4.^  Formar  separadamente  las  listas 
de  los  individuos  que  en  sus  respectivas 
provincias  reúnan  las  cualidades  exigidas, 
tanto  para  ser  magistrados  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  como  Juez  de  los  tribu- 
nales inferiores. 

Art.  85.  Los  Colegios  Electorales  no 
tendrán  correspendencia  unos  con  otros, 
ni  ejercerán  atribución  alguna  sin  que  se 
encuentre  presente  la  mayoría  absoluta  de 
sus  miembros;  harán  sus  elecciones  una  á 
una  y  en  sesiones  permanentes. 

Sección  tercera. 

Disposiciones  comunes  á  las  Asaraljleas  Primarias 
y  Colegios  Electorales. 

Art.  86.  Todas  las  elecciones  se  harán 
por  mayoría  absoluta  de  votos  y  por  escru- 
tinio secreto. 

Art.  87.  Ni  las  Asambleas  Primarias 
ni  los  Colegios  Electorales  pueden  ocupar- 
se en  otro  objeto  que  el  de  ejercer  las  atri- 
buciones que  les  están  designadas  por  la 
Constitución  y  la  ley.  Deben  disolverse 
tan  pronto  como  hayan  terminado  sus 
operaciones,  cuya  duración  será  fijada  por 
la  ley. 

TITULO  XIII 
De  la  fuerza  armada. 

Art.  88.  La  fuerza  armada  es  esencial- 
mente obediente,  y  no  tiene  en  ningún 
caso  la  facultad  de  deliberar.  El  objeto  de 
su  creación  es  defender  la  independencia 
y  libertad  de  la  República,  mantener  el 
orden  público,  la  Constitución  y  las  leyes. 

El  Congreso  fijará  anualmente,  á  pro- 
puesta del  Ejecutivo,  la  fuerza  permanen- 
te de  mar  y  tierra  en  tiempo  de  paz. 

En  ningún  caso  podrán  crearse  cuerpos 
privilegiados. 

Art.  89.  La  ley  establecerá  las  reglas 
de  reclutamiento  y  ascenno  en  la  fuerza 
armada.  En  ningún  caso  podrán  crearse 
otros  empleos  militares  que  los  que  sean 
indispen.sablemente  necesarios,  y  no  se 
concederá  ningún  grado  ni  empleo  sino 
para  llenar  una  plaza  vacante  creada  por 
la  ley. 

Habrá  además  en  la  República  una  mi- 
licia nacional,  cuya  organización  y  servi- 


cios serán  determinados  por  la  ley.  La  de 
cada  provincia  ó  distrito  estará  bajo  las 
inmediatas  órdenes  del  Gobernador  ó  de 
quien  haga  sus  veces  y  no  podrá  ser  mo- 
vilizada sino  en  los  casos  y  de  la  manera 
previstos  por  la  ley.  Los  grados  en  ella  se- 
rán electivos  y  temporales. 

Art.  90.  Los  militares  serán  juzgados 
por  Consejos  de  guerra,  según  las  reglas 
establecidas  en  el  Código  penal  militar, 
cuando  los  delitos  que  hayan  cometido 
estén  comprendidos  en  los  casos  previstos 
por  dicho  Código;  pero  en  los  demás,  ó 
cuando  tengan  por  coacusados  á  uno  ó 
muchos  individuos  de  la  clase  civil,  serán 
juzgados  por  los  tribunales  ordinarios. 

TITULO  XIV 
Disposiciones  generales. 

Art.  91.  Ningún  impuesto  general  se 
establecerá  sino  en  virtud  de  una  ley,  ni 
podrá  imponerse  contribución  comunal 
sino  por  el  Ayuntamiento  respectivo  y  con 
arreglo  á  la  ley. 

Los  fondos  que  procedan  de  estos  im- 
puestos, y  cuantos  formen  el  haber  de  las 
comunes,  son  sagrados  y  no  serán  aplica- 
dos á  otra  atención  que  á  aquella  que  la 
ley  les  señala. 

En  el  caso  en  que,  por  una  circunstan- 
cia cualquiera,  fuesen  distraídos  de  ese 
objeto  indebidamente,  serán  reintegrados 
por  quien  los  haya  distraído,  sin  perjuicio 
de  las  demás  responsabilidades  legales. 

Art.  92.  Queda  para  siempre  prohibida 
la  emisión  de  papel  moneda. 

Art.  93.  No  se  extraerá  del  tesoro  pú- 
blico cantidad  alguna  para  otros  usos  sino 
para  los  determinados  por  la  ley,  y  con- 
forme á  los  presupuestos  que,  aprobados 
por  el  Congreso,  se  publicarán  precisa- 
mente todos  los  años.  Tampoco  poarán  de- 
positarse fuera  de  las  arcas  públicas  los 
caudales  pertenecientes  á  la  Nación. 

Art.  94.  El  presupuesto  de  cada  Secre- 
taria de  Estado  se  dividirá  en  capítulos. 
No  podrán  trasladarse  sumas  de  un  ramo 
á  otro,  ni  distraerse  los  fondos  de  su  obje- 
to especial,  sino  en  virtud  de  una  ley. 

Art.  95.  Habrá  una  Cámara  de  cuen- 
tas permanente,  compuesta  de  cinco  ciu- 
dadanos nombrados  por  el  Congreso  para 
examinar  las  cuentas  generales  y  particu- 
lares de  la  República,  y  dar  á  aquél,  al 
principio  de  cada  sesión  legislativa,  el  in- 
forme correspondiente  respecto  de  las  del 
año  anterior. 

Los  miembros  de  la  Cámara  de  Cuentas 
durarán  cuatro  años  en  el  ejercicio  de  sus 
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funciones,  y  no  podrán  ser  reducidos  á 
prisión  sino  previa  acusación  ante  el  Con- 
greso y  en  su  receso  ante  la  Suprema  Cor- 
te de  Justicia. 

La  ley  determinará  las  atribuciones  de 
esta  Cámara. 

Art.  96.  Se  prohibe  la  fundación  de 
toda  clase  de  censos  á  perpetuidad,  tribu- 
tos, capellanías,  mayorazgos  y  toda  clase 
de  vinculaciones. 

Art.  97.  Se  celebrarán  anualmente  con 
la  mayor  solemnidad  en  toda  la  República, 
los  días  27  de  Febrero,  aniversario  de  la 
Independencia,  y  16  de  Agosto,  aniversa- 
rio de  la  Restauración,  únicas  fiestas  na- 
cionales. 

Art.  98.  El  pabellón  de  la  República  se 
compone  de  los  colores  azul  y  rojo  coloca- 
dos en  cuarteles  esquinados,  y  divididos  en 
el  centro  por  una  cruz  blanca  del  ancho 
de  la  mitad  de  uno  de  los  otros  colores,  y 
lleva  en  el  centro  el  escudo  de  armas  de 
la  República. 

El  pabellón  mercante  es  el  mismo  que  el 
del  Eátado  sin  llevar  escudo. 

Art.  99.  El  escudo  de  armas  de  la  Re- 
pública es  una  cruz,  á  cuyo  pié  está  abier- 
to el  libro  de  los  Evangelios,  y  arabos  so- 
bresalen de  entre  de  un  trofeo  de  armas 
en  que  se  vé  el  símbolo  de  la  libertad,  en- 
lazado con  una  cinta  en  que  va  el  siguien- 
te lema:  «Dios,  Patria  y  Libertad». 

Art.  100.  Todo  juramento  debe  ser  exi- 
jido  en  virtud  de  la  Constitución  y  la  ley, 
y  ningún  funcionario  ni  empleado  público 
podrá  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, si  no  lo  hubiere  prestado  ante  la  auto- 
ridad competente. 

Art.  101.  Los  Poderes  encargados  por 
esta  Constitución  de  declarar  la  guerra, 
no  deberán  hacerlo  sin  antes  proponer  el 
arbitramiento  de  una  ó  más  potencias  ami- 
gas. 

Para  afianzar  este  principio,  deberá  in- 
troducirse en  todos  los  tratados  interna- 
cionales que  celebre  la  República,  esta 
cláusula:  Todas  las  diferencias  que  pudie- 
sen suscitarse  entre  las  partes  contratan- 
tes, deberán  ser  .sometidas  al  arbitramien- 
to de  una  ó  más  naciones  amigas,  antes  de 
apelar  á  la  guerra. 

Art.  102.  Toda  autoridad  usurpada  es 
ineficaz  y  sus  actos  son  nulos.  Toda  deci- 
sión acordada  por  requisición  do  la  fuerza 
armada  ó  de  reunión  de  individuos  en  ac- 
titud subversiva,  es  nula  de  derecho  y  ca- 
rece de  eficacia. 

Art.  103.  Se  prohiba  á  toda  corporación 
ó  autoridad  el  ejercicio  do  cualquiera  fun- 
ción que  no  le  esté  conferida  por  la  Cons- 
titución y  las  leyes. 


Art.  104.  Todo  ciudadano  podrá  acusar 
á  cualquier  funcionario  ó  empleado  públi- 
co, ante  sus  respectivos  superiores  ó  ante 
las  autoridades  que  determine  la  ley. 

Art.  105.  Los  empleados  de  la  Repú- 
blica no  deberán  admitir  dádivas,  cargo, 
honores  ó  recompensas  de  nación  extran- 
jera, sin  permiso  del  Congreso. 

Art.  106.  El  derecho  de  gentes  hace 
parte  de  la  legislación  de  la  República;  en 
con.secuencia  puede  ponerse  término  á  la 
guerra  civil  por  medio  de  tratados  entre 
los  beligerantes,  reconocidos  como  tales; 
quienes  deberán  respetar  las  prácticas  hu- 
manitarias de  los  pueblos  cristianos  y  civi- 
lizados. 

Art.  107.  A  ninguno  se  le  puede  obli- 
gar á  hacer  lo  que  la  ley  no  manda,  ni  im- 
pedirle lo  que  la  ley  no  prohibe. 

TITULO  XV 
De  la  reforma  de  la  Constitución. 

Art.  108.  Esta  Constitución  podrá  ser 
reformada,  si  lo  solicitare  la  mayoría  ab- 
soluta del  Congreso,  y  aprobaren  la  refor- 
ma las  tres  cuartas  partes  de  sus  miembros. 

Los  puntos  cuya  modilicación,  adición  ó 
supresión  se  pidan  serán  los  únicos  que 
deberán  discutirse. 

Art.  109.  Para  proceder  á  la  reforma 
se  hace  indispensable  que  en  tres  sesiones 
distintas,  con  intervalos  de  tres  días  por  lo 
menos  entre  una  y  otra  sesión,  reconozcan 
la  necesidad  de  la  reforma  las  dos  terceras 
partes  de  los  veinte  y  cuatro  miembros  del 
Congreso. 

Art.  110.  Declarada  por  el  Congreso  la 
necesidad  de  la  reforma,  se  redactai^á  el 
proyecto  correspondiente  y  se  discutirá  en 
tres  sesiones,  como  las  demás  leyes. 

Art.  111.  La  facultad  que  tiene  el  Con- 
greso para  reformar  la  Constitución,  no 
se  extiende  á  la  forma  de  gobierno,  que 
será  siempre  republicano,  democrático, 
bajo  la  forma  representativa,  alternativo 
y  responsable. 

Art.  112.  La  presente  Constitución  em- 
pezará á  regir  desde  el  dia  de  su  promul- 
gación oficial  en  la  República. 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  113.  Todas  las  leyes  actuales  no 
contrarias  á  la  presente  Constitución,  con- 
tinuarán en  vigor  mientras  no  sean  abro- 
gadas por  otras  nuevas. 

Art.  114  y  115.  (Promulgación  y  jura- 
mento.) 
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II 


ÜEY  EüECTOl^Rli 

Sancionada  en  11"  de  Junio  de  1888. 


CAPITULO  PRIMERO 

DE   LAS   ASAMBLEAS    ELECTORALES 

Articulo  1."  Las  Asambleas  electorales 
se  dividirán  en  Asambleas  primarias  y  Co- 
legios electorales. 

Art.  2."  En  las  primeras  tendrán  dere- 
cho a  votar  todos  los  ciudadanos  que  po- 
sean las  cualidades  que  se  expresarán  más 
adelante;  en  las  últimas  los  electores  nom- 
brados por  aquéllas. 

Art.  3.°  Las  Asarablaes  primarias  se 
reunirán  de  pleno  derecho  (conforme  al 
art.  79  de  la  Constitución)  el  día  1°  de  No- 
viembre del  año  anterior  al  de  la  expira- 
ción de  los  períodos  constitucionales. 

Art.  4.°  El  bufete  de  las  Asambleas 
primarias  lo  compondrá  el  personal  del 
Ayuntamiento  respectivo  y  presidirá  el 
Presidente  de  esta  Corporación. 

En  las  comunes  y  cantones  donde  no  hu- 
biere Ayuntamiento,  lo  compondrá  el  Al- 
calde, unido  á  dos  vecinos  de  responsabili- 
dad nombrados  por  él. 

Art.  5."  Son  atribuciones  de  las  Asam- 
bleas primarias: 

1."  Elegir  los  electores  que  á  cada  co- 
mún corresponda  nombrar  para  formar  el 
Colegio  electoral  de  la  provincia  ó  distrito. 

2°  Elegir  los  Regidores  y  Síndicos  co- 
rrespondientes á  su  municipalidad. 

Art.  6.°  Las  Asambleas  primarias  em- 
plearán para  sus  trabajo-;  solamente  dos 
días  consecutivos.  Sus  sesiones  serán  per- 
manentes desde  las  ocho  de  la  mañana 
hasta  las  cinco  de  la  tardo. 

CAPITULO  II 

DE   LOS   SUFRAGANTES 

Art.  7.^  Para  ser  sufragante  se  nece- 
sita: 


1."  Ser  casado  ó  mayor  de  dieciocho 
años. 

2°  Ser  ciudadano  dominicano  en  el 
pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  y  polí- 
ticos. 

Art.  8.°  Siendo  el  voto  uno  de  los  de- 
rechos más  precisos  de  la  ciudadanía,  las 
autoridades  ejecutivas  se  esmerarán  en  ro- 
dear á  las  Asambleas  electorales  de  todas 
las  garantías  que  les  acuerdan  la  Consti- 
tución y  las  leyes,  y  excitarán  y  persuadi- 
rán á  todos  los  ciudadanos  con  capacidad 
legal  para  el  ejercicio  del  sufragio,  á  cum- 
plimentarlo. 

Art.  9.''  En  ningún  caso  podrá  un  ciu- 
dadano encargar  á  otro  la  misión  de  llevar 
SU  voto. 

Art.  10.  Tanto  á  civiles  como  á  milita- 
res les  será  prohibido  penetrar  con  armas 
en  el  local  donde  se  verifíea  el  acto  elec- 
toral. 

Art.  11.  Los  militares  en  actividad  de 
servicio  aguardarán  la  venia  de  su  jefe  pa- 
ra ir  á  depositar  su  voto. 

CAPITULO  III 

DEL   REGISTRO    DE    INSCRIPCIÓN 

Art.  12.  La  Secretaría  del  bufete  re- 
ceptor llevará  un  registro  en  el  cual  se  ins- 
cribirán por  orden  numérico,  y  con  expre- 
sión de  la  edad,  los  nombres  y  apellidos  de 
los  ciudadanos  que  lleguen  á  depositar  su 
voto. 

CAPITULO  IV 

DE   LAS   VOTACIONES 

Art.  13.  El  día  fijado  para  las  eleccio- 
nes primarias,  ya  sean  ordinarias  ó  extra- 
ordinarias, se  constituirá  el  bufete  en  cada 
localidad  en  sesión  permanente,  y  allí  re- 
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cibirá  los  votos  manuscritos  ó  impresos  de 
los  sufragantes. 

Art.  14.  Cada  votante  depositará  secre- 
tamente su  voto  en  la  urna  destinada  al 
efecto  y  en  él  deberán  constar  en  clara  y 
legible  letra  los  nombres  y  apellidos  de  sus 
candidatos. 

El  voto  aprovechará  solamente  á  los  can- 
didatos expresados  en  él  y  no  podrá  exce- 
der ni  bajar  el  número  de  éstos,  al  deter- 
minado por  la  Constitución  y  las  leyes  pa- 
ra cada  común  respectivamente. 

Art.  15.  Si  á  la  hora  señalada  para  ce- 
rrar ó  cerrarse  las  votaciones,  se  presenta- 
ren en  el  local  de  sesiones,  ciudadanos  que 
no  hubieren  dado  su  voto,  se  continuará  el 
acto  electoral  hasta  que  no  hayan  votado 
todos  los  presentes. 

Art.  16.  Cerrada  la  votación  diaria,  el 
Presidente  del  bufete  en  presencia  de  los 
demás  miembros  de  la  Corporación,  y  á  la 
vista  del  público,  procederá  al  despojo  en 
la  forma  que  previene  el  siguiente  arti- 
culo. 

Art.  17.  Para  proceder  al  despojo  se 
contarán  primero  las  boletas  depositadas 
en  la  urna,  y  si  resultaren  más  que  los  su- 
fragantes inscritos,  serán  anuladas  en  can- 
tidad proporcional,  con  perjuicio  de  los 
candidatos  favorecidos.  Luego  el  Presiden- 
te sacará  una  á  una  las  boletas  depositadas 
en  la  urna  y  después  de  leerlas  en  alta  y 
clara  voz,  las  pasará  á  uno  de  los  miem- 
bros, quien  repetirá  la  lectura;  en  tanto  el 
Secretario  y  otro  de  los  miembros  tomarán 
nota  inscribiendo  los  nombres  de  los  elegi- 
dos y  el  número  de  votos  que  obtuvieren. 
Después  de  lo  cual  se  hará  el  cómputo  de 
los  votos,  extendiéndose  acta  por  duplicado 
que  ñrmará  la  Corporación. 

1.°  Los  miembros  del  bufete  presentes 
al  acto  del  escrutinio,  tendrán  derecho  á 
examinar,  después  del  Presidente,  las  bo- 
letas sacadas  de  la  urna. 

2°  La  copia  del  acto  ya  expresado  se 
fijará  diariamente  en  una  de  las  puertas 
del  local  de  elecciones,  á  la  vez  que  una 
copia  exacta  de  la  lista  que  se  llevará  en  el 
registro  de  inscripción  de  que  habla  el  ar- 
ticulo 13. 

Art.  18.  Terminada  la  elección  el  últi- 
mo día  y  hecho  el  cómputo  particular  de 
su  resultado,  se  traerá  á  la  vista  el  acta 
anterior,  y  después  de  hecho  el  cómputo 
general,  se  extenderá  acta  por  duplicado, 
de  la  cual  lo  será  enviada  una  copia  lega- 
lizada al  Ministro  de  lo  Interior. 

Art.  19.  La  copia  de  ane  habla  el  ar- 
íículoanterior  deberá  ser  despachadaá  más 
tardar  cuarenta  y  ocho  horas  después  de 
terminadas  las  elecciones,  comunicando  al 

Sbounda  Srrie. — Tomo  I.  Apé.ndice. 


mismo  tiempo  el  resultado  de  ellas  al  Go- 
bernador de  la  provincia  ó  distrito. 

Los  pliegos  que  se  remitan  deberán  ir 
certilicados  por  la  oñcina  de  correos  res- 
pectiva. 

Art.  20.  Los  nombramientos  de  Regi- 
dores y  Síndico,  como  asimismo  los  de  los 
electores,  serán  expedidos  por  el  Ayunta- 
miento que  verificó  la  elección. 

CAPITULO  V 

DE  LOS  COLEGIOS  ELECTORALES 

Art.  21.  Los  Colegios  electorales  se 
componen  de  los  electores  nombrados  por 
las  Asamble  is  primarias  en  las  comunes 
y  cantones,  y  su  número  está  determinado 
en  el  art.  82  de  la  Constitución. 

Art.  22.  Las  cualidades  necesarias  pa- 
ra ser  elector,  son  las  siguientes: 

1.''  Tener  por  lo  menos  veintiún  años 
de  edad  ó  ser  casado. 

2.*  Estar  en  el  pleno  goce  de  sus  dere- 
chos civiles  y  políticos. 

3.°'  Tener  su  domicilio  en  la  provincia 
ó  distrito  donde  se  efectúe  la  elección. 

4.*     Saber  leer  y  escribir. 

Los  electores  durarán  en  sus  funciones 
cuatro  años,  pudiendo  ser  reelectos. 

Art.  23.  Los  colegios  electorales  se  re- 
unirán de  pleno  derecho  en  la  cabecera 
de  la  provincia  ó  distrito,  el  27  de  Noviem- 
bre del  año  anterior  al  de  la  espiración  de 
los  períodos  constitucionales,  y  procede- 
rán inmediatamente  á  ejercer  las  funcio- 
nes que  la  Constitución  y  esta  ley  deter- 
minan. 

Art.  24.  Son  atribuciones  de  los  Cole- 
gios electorales: 

1.°  Nombrar  los  Diputados  al  Congreso 
nacional  y  sus  respectivos  suplentes. 

2."  Elegir  el  Presidente  y  Vicepresi- 
dente de  la  República. 

3.°  Reemplazar  los  electores  en  la  for- 
ma que  .se  expresará. 

4."  Formar  separadamente  la  lista  de 
los  individuos  que  en  sus  respectivas  pro- 
vincias ó  distritos  reúnan  las  "cualidades 
exigidas,  tanto  para  Magistrados  de  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia,  como  para  Jue- 
ces de  los  Tribunales  inferiores. 

Art.  25.  Los  Colegios  electorales  no 
tendrán  correspondencia  unos  con  otros, 
ni  ejercerán  atribución  alguna  sin  que  es- 
tén [)resentes  por  lo  menos  las  dos  terce- 
ras partes  de  sus  miembros;  harán  sus 
elecciones  una  á  una  y  en  sesiones  perma- 
nentes, mientras  duren  los  trabajos  del 
día. 

Art.  26.     Sus  sesiones  no  podrán  pro- 
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ongarse  por  más  de  ocho  días,  tanto  en 
reunión  ordinaria  como  extraordinaria. 

Art.  27.  Una  vez  reunidos  los  electores 
en  el  lugar  designado,  el  mayor  de  edad 
ocupará  la  Presidencia  y  los  dos  más  jóve- 
nes la  Secretaria,  cuyo  bufete  accidental 
dirigirá  la  votación  para  la  elección  del 
bufete  definitivo.  El  bufete  definitivo  se 
compondrá  de  un  Presidente,  un  Vice- 
presidente y  dos  Secretarios,  que  durará 
el  tiempo  que  duren  los  trabajos  motivo  de 
su  reunión. 

Arí.  28.  Instalado  asi  el  bufete  defini- 
tivo, procederá  el  presidente  á  reconocer 
las  credenciales  de  cada  elector  y  después 
de  examinadas  todas,  si  están  en  forma 
debida,  les  tomará  el  juramento  constitu- 
cional, de  lo  cual  se  levantará  acta  que 
firmarán  los  electores  presentes. 

Las  demás  actuaciones  serán  firmadas 
solamente  por  el  Presidente  y  Secretarios. 

Art.  29.  Cada  Colegio  electoral  forma- 
rá expediente  de  todos  sus  actos  y  los  de- 
positará en  el  archivo  del  Ayuntamiento 
del  lugar  en  que  radique. 

Art.  30.  De  cada  actuación  se  exten- 
derá acta  por  duplicado,  debiendo  enviar- 
se un  ejemplar  de  ella  al  Ministro  de  lo 
Interior. 

En  las  elecciones  yjara  Diputados  como 
para  Presidente  y  Vicepresidente  de  la 
Ripública,  se  extenderá  acta  por  tripli- 
cado y  se  enviará  una  copia  original  al 
Congreso  nacional  por  órgano  del  Mini.s- 
tro  de  lo  Interior. 

Art.  31.  Terminadas  las  elecciones  pa- 
ra Diputados  y  suplentes,  deberán  exten- 
derse los  respectivos  nombramientos  fir- 
mados por  el  Presidente  y  Secretarios. 

Art.  32.  Terminados  los  trabajos  dia- 
rios, el  Presidente  comunicará  su  resulta- 
do al  Gobernador  de  la  provincia. 

Art.  33.  Las  sesiones  deberán  abrirse 
de  ocho  á  nueve  de  la  mañana,  y  cerrarse 
cuando  se  hayan  agotado  los  trabajos  del 
día. 

Art.  34.  La  renuncia  de  un  elector  sólo 
podrá  tener  lugar  por  causas  comprobadas 
que  le  impiden  su  ejercicio;  del)iendo  ser 
certificada  por  la  primera  autoridad  local, 
y  elevada  por  órgano  del  Ministro  de  lo 
Interior  al  Poder  ejecutivo.  Si  éste  aco- 
giere la  renuncia,  lo  sustituirá  con  el  ciu- 
dadano que  escoja  de  la  correspondiente 
terna  que  pedirá  al  Gobernador  de  la  pro- 
vinci;i. 

Art.  35.  En  caso  de  muerte  ó  inhabili- 
tación legal  de  un  elector  durante  las  se- 
siones, la  mayoría  podrá  reemplazarlo  con 
un  ciudadano  que  reúna  todas  las  condi- 
ciones exigidas  por  esta  ley. 


Art.  36.  Los  Colegios  electorales  se  re- 
unirán en  la  sala  de  los  Municipios  de  la 
cabecera  de  provincia  ó  distrito. 

CAPITULO  VI 

DE    LAS   VOTACIONES 

Art.  37.  Las  votaciones  se  harán  por 
escrutinio  .secreto  y  con  todas  las  forma- 
lidades expresadas  en  los  artículos  15,  18 

y  19. 

Art.  38.  Ningún  elector  podrá  neutra- 
lizar su  voto,  ni  retirarse  en  el  acto  de  la 
votación. 

CAPITULO  Vil 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  39.  Siempre  que  hayan  de  verifi- 
carse elecciones,  los  Gobernadores  pasa- 
rán aviso,  con  quince  días  de  antelación 
por  lo  menos,  á  los  Ayuntamientos  y  jefes 
comunales  y  cantonales,  á  fin  de  que  éstos 
á  su  vez  lo  pongan  á  conocimiento  del  pú- 
blico y  cooperen  eficazmente  á  la  debida 
realización  de  tan  importante  acto. 

Art.  40.  Cuando  un  elector  fuera  favo- 
recido por  más  de  una  común,  deberá 
aceptar  la  de  su  domicilio,  y  le  sustituirá 
en  la  otra  ó  las  otras,  el  ciudadano  ó  ciu- 
dadanos que  reuniere  ó  reunieren  el  mayor 
número  de  votos. 

Art.  41.  Las  reclamaciones  intent  idas 
por  infracciones  cometidas  en  el  acto  elec- 
toral se  harán  ante  el  Congreso  Nacional 
por  conducto  del  Ministro  de  lo   Interior. 

Compete  el  derecho  de  reclamo  á  todos 
los  funcionarios  públicos  y  á  todos  los  ciu- 
dadanos, cuando  se  crean  con  derecho  pa- 
ra ello. 

Art.  42.  Las  elecciones  siempre  serán 
por  escrutinio  secreto,  y  el  elegido  deberá 
obtener  por  lo  menos  mayoría  absoluta  de 
votos. 

Art.  43.  Las  Asambleas  electorales  no 
podrán  ejercer  otras  funciones  que  las  de- 
signadas en  la  Constitución  y  la  presente 
ley,  y  en  la  forma  y  manera  que  ellas 
prescriben;  deljiendo  disolverse  tan  luego 
hayan  concluido  sus  trabajos. 

Árt.  44.  Las  reuniones  extraordinarias 
se  verificarán  por  convocatoria  del  Poder 
Ejecutivo,  en  la  fecha  que  el  decreto  indi- 
que, y  se  deberán  observar  sin  alteración 
los  preceptos  establecidos  para  las  reunio- 
nes ordinarias. 

Art.  45.  Los  encargados  de  los  actos 
electorales  que  fueren  sorprendidos  en 
cohecho,  se  harán  acra^ídores  á  la  pena 
que  establece  el  art.  111  del  Código  penal. 

Art.  46.     Todo  ciudadano  que  comprare 
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ó  vendiere  votos,  falseaado  así  el  sagrado 
principio  de  libertad  que  debe  privar  en  el 
sufragio,  deberá  castigarse  con  las  penas 
consignadas  en  el  art.  113  del  mismo  Có- 
digo. 

El  que  votare  más  de  una  vez  será  cas- 
tigado con  la  misma  pena. 

Art.  47.  Los  presidentes  de  las  Asam- 
bleas electorales,  dirigirán  los  trabajos  y 
ejercerán  la  policía  en  sus  respectivos  lo- 


cales, para  cuyo  efecto  solicitarán  el  con- 
curso de  la  autoridad  ejecutiva,  cuandolo 
crea  necesario. 

Art.  48.  Los  miembros  de  los  Colegios 
electorales,  durante  sus  sesiones,  gozarán 
de  igual  inmunidad  que  los  diputados. 

Art.  49.  La  presente  Ley  deroga  toda 
otra  que  le  sea  contraria  y  será  enviada 
al  Poder  Ejecutivo  para  los  fines  constitu- 
cionales. 


III 
IiEY    DE    PñSRPOHTES 


Saneíonada    en    22    de    Junio    de    1896. 
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CAPITULO  PRIMERO 

DE  LOS  PASAPORTES 

Artículo  1."  La  libertad  individual,  en 
cuanto  al  derecho  de  viajar  por  el  territo- 
rio de  la  República,  y  al  de  entrar  en  él,  y 
salir  de  él,  queda  sujeta,  así  para  los  na- 
ción 'les  como  para  los  extranjeros,  á  la 
condición  de  obtener  un  despacho  oficial 
emanado  de  la  autoridad  competente  ad- 
ministrativa. 

Este  despacho  oficial  se  denomina  pa.sa- 
porte  y  se  librará  bajo  fórmula  especial 
que  contenga  la  declaración  hecha  por  el 
requerente,  nombre,  sobrenombre,  estado, 
domicilio  y  profesión.  Para  la  identidad  de 
su  persona  (del  requerente)  contendrá 
tamoién  la  filiación  del  mismo;  y  el  pasa- 
porte llevará,  además,  para  la  garantía  del 
orden  del  registro,  el  número  de  expedi- 
ción y  la  feciía  de  ésta. 

Art.  2°  El  pasaporte  es  un  instrumen- 
to individual  y  no  podrá,  por  tanto,  ni  ser 
expedido  en  favor  de  una  persona,  ni  ser- 
lo, tampoco,  á  requerimiento  de  tercero. 
El  interesado  habrá  de  requerirlo  perso- 
nalmente. 

Podrá  el  pasaporte,  sin  embargo,  ser 
colectivo,  cuando  la  expedición  recaiga 
conjuntamente  en  favor  del  esposo  y  su 
cónyuge,  con  ó  sin  sus  hijos,  y  del  tutor  ó 
sus  pupilos. 

Podrá  igualmente  .ser  colectivo  cuando 
recaiga  en  íavor  de  una  per.soiia  y  su  ser- 


vidumbre, ó  de  un  recuero  y  sus  peones. 
Art.  3.°  Para  la  observancia  del  ar- 
tículo anterior  no  se  considerarán  terceras 
personas,  al  esposo,  respecto  de  su  cónyu- 
ge; ni  al  padre,  respecto  de  sus  hijos  me- 
nores; ni  al  tutor,  respecto  de  sus  pupilos; 
ni  al  recuero  respecto  de  sus  peones,  siem- 
pre que  el  principal  acepte  la  responsabi- 
lidad de  los  hechos  imputables  á  sus  de- 
pendientes. 

CAPITULO  II 

DE  LAS  DIVERSAS  CLASES  DE  PASAPORTES 
Y    DE    SU    EXPEDICIÓN 

Art.  i.°  Habrá  tres  clases  de  pasapor- 
tes ordinarios:  los  que  se  expidan  en  el  te- 
rritorio de  la  República  para  viajar  de  un 
punto  á  otro;  los  que  se  expidan  en  el  mis- 
mo territorio,  para  salir  de  él,  y  los  que  se 
expidan  fuera  del  territorio  para  entrar 
en  él. 

Las  autoridades  administrativas  compe- 
tentes para  expedirlos,  son:  en  el  caso  de 
la  primera  clase,  el  Gobernador  ó  el  Jefe 
Comunal  ó  Jefe  cantonal  del  domicilio  del 
requerente,  en  tanto  que  éste  tenga  su  do- 
micilio ó  residenciaen  la  cabecera  de  algún 
distrito  ó  provincia,  ó  que  tenga  dicho  do- 
micilio ó  residencia  en  alguna  común,  ó 
en  algún  cantón;  en  el  caso  de  la  se- 
gunda clase,  el  Goliernador  ó  el  Jefe  co- 
munal ó  el  Jefe  cantonal  del  puerto  de 
embarque,  y  en  el  ca.so  de  la  tercera  clase, 
el  Agente  Consular  ó  Diplomático  de  la 
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República,  acreditado  en  el  punto  de  par- 
tida. 

Art.  5.°  La  expedición  de  las  dos  pri- 
meras clases  de  pasaportes,  anteriormente 
señalados,  se  hará  á  titulo  oneroso  y  en  el 
papel  sellado  de  los  sellos  7.*  y  2."  respec- 
tivamente. 

Además  del  valor  correspondiente  del 
tipo  del  papel  sellado  en  que  fueren  expe- 
didos, las  Secretarías  de  Gobernaciones  y 
las  de  jetaturas  Comunales  y  Cantonales, 
cobrarán  doce  y  medio  centavos  por  cada 
uno  de  los  pasaportes  interiores  y  cincuenta 
centavos  por  cada  uno  de  los  del  exterior 
que  se  expidan  ó  registren. 

Art.  6.°  La  expedición  de  la  tercera 
clase  de  pasaportes  se  hará  en  papel  libre, 
pero  á  título  oneroso  y  conforme  lo  deter- 
mina la  Ley  Orgánica  Consular. 

Art.  7.°  Las  Secretarias  de  Goberna- 
ciones y  las  de  jefaturas  Comunales  y  Can- 
tonales, así  como  también  las  Cancille- 
rías de  Agencias  Consulares  ó  Diplomáti- 
cas abrirán  y  cerrarán  anualmente  libros 
especiales  destinados  al  registro  de  pasa- 
portes y  al  asiento  de  la  filiación  de  cada 
requcrente. 

Art.  8.°  Además  de  las  tre^  clases 
enunciadas  habrá  pasaportes  de  excep- 
ción. 

Se  considerarán  como  tales  los  que  ex- 
pidiere el  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res en  favor  de  los  Agentes  Consulares  y 
Diplomáticos,  nacionales  y  extranjeros, 
asi  para  viajar  dentro  del  territorio  como 
para  salir  de  él;  y  los  que  expidiere  tam- 
bién á  otros  altos  dignatarios  públicos  para 
salir  del  territorio. 

Sólo  al  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res es  atributiva  la  facultad  de  expedir  pa- 
saportes diplomáticos. 

Las  órdenes  de  ruta  dadas  á  destaca- 
mentos militares  por  los  Jetes  de  plaza  á 
quien  ello  competa,  se  considerarán,  igual- 
mente, pasaporte  de  excepción. 

Se  considerarán  altos  dignatarios  del 
Estado:  El  Presidente  y  Vicepresidente  de 
la  República,  los  Secretarios  de  Estado,  el 
Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema  Cor- 
te de  Justicia,  los  Diputados  al  Congreso 
Nacional,  el  Arzobispo  y  el  Vicario  gene- 
ral. 

Art.  9.°  Los  pasaportes  de  excepción 
son  gratuitos  y  se  expedirán  en  papel  libre, 
con  el  sello  de  la  Ofií-ina  expedidora. 

Art.  10.  Los  pasaportes  provistos  por 
da  autoridad  dominicana  para  el  exterior 
tendrán  la  fórmula  especial  modelada  en  el 
-apéndice  de  la  presente  ley,  quedando  á 
cargo  de  los  intere.sados  el  llenar  las  for- 
malidades que  sean  necesarias  para  desem- 


barcar libremente  en  el  país  á  donde  se 
dirijan. 

CAPITULO  111 

DE  LA  DENEGACIÓN  DE  PASAPORTES 

Art.  11.  Ninguna  de  las  autoridades 
facultadas  por  la  presente  ley  para  otor- 
gar el  pasaporte  que  se  le  requiera,  podrá 
denegar  su  otorgamiento  sino  en  los  casos 
siguientes: 

1.*  Cuando  el  pasaporte  sea  requerido 
por  menores  de  edad,  sin  la  asistencia  de 
los  padres  ó  tutores. 

2°  Cuando  el  pasaporte  sea  requerido 
por  personas  sujetas  á  la  vigilancia  de  la 
alta  policía,  ó  á  condenación  ó  proceso  ju- 
dicial por  delito  ó  crímenes  que  comporten 
apremio  corporal,  previa  denuncia  ú  opo- 
sición hecha  por  quien  corresponda  á  la 
autoridad  administrativa. 

3.°  Cuando  el  pasaporte  sea  requerido 
por  empleados  del  Gobierno  ó  de  los  Ayun- 
tamientos, dedicados  á  la  contabilidad  ó 
depósito  de  dineros  públicos,  siempre  que 
éstos  no  exhiban  la  licencia  previamente 
acordada  por  el  Superior  inmediato. 

4.°  Cuando  el  pasaporte  sea  requerido 
por  soldado^  en  activo  servicio,  sin  la 
anuencia  del  Jefe  militar  de  la  plaza  en  que 
estén  de  guarnición. 

A  ninguna  persona  no  comprendida  en 
algunos  de  los  casos  anteriores  podrá  ne- 
gársele la  expedición  de  pasaporte,  á  me- 
nos que  haya  imperiosos  motivos  de  orden 
público,  suficientes áju.stificar  la  negativa, 
la  cual  no  podrá  tener,  tampoco,  carácter 
de  permanencia. 

CAPITULO  IV 

DE  LA   EXHIBICIÓN  DE   PASAPORTES 

Art.  12.  Todo  viajero  que  transite  de 
un  punto  á  otro  de  la  República,  deberá 
exhibir  su  pasaporte  al  Gobernador  ó  Jefe 
Comunal  ó  Jefe  Cantonal  del  lugar  por 
donde  transitare  ó  de  aquel  adonde  lle- 
gare. 

La  exhibición  deberá  ser  hecha  seis  ho- 
ras por  lo  menos  después  de  haberse  dete- 
nido el  viajero  en  el  punto  de  tránsito,  ó 
de  haber  llegado  al  del  término  del  viaje, 
so  pena  de  ser  compelido,  mediante  arres- 
to preventivo  y  durante  el  tiempo  necesa- 
rio, para  averiguar  la  causa  de  la  falta. 

En  momentos  anormales  para  el  orden 
público,  la  exhibición  será  inmediata,  y  su 
falta  regida  por  la  misma  pena  de  arreste» 
preventivo,  impuesto  á  juicio  de  la  autori- 
dad local,  si  el  viajero  fuere  sospecho.o. 

Art.   13.     Cuando  el  viajero  no  pueda 
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exhibir  el  pasaporte,  por  no  haberse  pro- 
visto de  él,  será  detenido  en  seguro  arres- 
to, hasta  que  la  policía  del  domicilio  ó  re- 
sidencia del  infractor  informe  acerca  de 
los  últimos  antecedentes  de  éste  y  sobre  su 
vida  y  costumbres.  Si  no  hubiere  domici- 
lio ni  residencia  comprobables,  permane- 
cerá en  seguro  arresto  durante  treinta  dias 
y  quedará  sujeto  después  á  la  vigilancia 
de  la  policía  ordinaria,  como  persona  sos- 
pechosa. 

Art.  14.  Los  individuos  que  pretendie- 
ron salir  al  extranjero,  por  mar  ó  por  tie- 
rra, sin  estar  provistos  del  pasaporte  re- 
querido por  esta  ley,  serán  tratados  como 
personas  sospechosas  y  detenidas  en  la 
misma  forma  prescrita  en  la  última  parte 
del  articulo  anterior;  y  si  el  contraventor 
fuese  persona  desconocida  y  el  conato  de 
contravención,  ó  la  contravención  coinci- 
diere con  la  comisión  de  algún  crimen  per- 
petrado en  el  punto  de  donde  aquel  pro- 
ceda y  cuyo  autor  ó  cómplices  no  estén 
averiguados,  el  arresto  poürá  prolongarse 
ha.sta  que  se  averigüe  el  motivo  de  la  con- 
travención. 

Art.  15.  No  se  permitirá  la  entrada  en 
el  territorio,  ó  el  desembarco  ed  sus  puer- 
tos, á  las  personas  que  no  vengan  provis- 
tas del  pasaporte  correspondiente,  á  menos 
que  procedan  de  puertos  extranjeros  en 
donde  la  Repúblira  no  tenga  Agentes  Con- 
sulares ó  Diplomáticos. 

Se  les  permitirá,  sin  embargo,  la  entra- 
da ó  desembarco  á  los  nacionales  ó  extran- 
jeros que  quieran  someterse  á  la  vigilan- 
cia de  la  alta  policía,  por  mientras  se  ad- 
quieran informes  de  la  autoridad  policial 
del  último  domicilio  del  viajero,  y  median- 
te fianza  personal,  á  satisfacción  de  la  au- 
toridad administrativa  dominicana. 

CAPÍTULO  V 

DE  LA  VALIDEZ  Y  CADUCIDAD  DE  LOS 
PASAPORTES 

Art.  16.  Los  pasaportes  traídos  del  ex- 
tranjero .serán  válidos  durante  seis  meses, 
para  jioder  regresar  al  puerto  de  origen; 
pero  deberán  ser  visados  por  1 1  autoridad 
dominicana  del  lugar  del  embarco,  que- 
dando también  á  cargo  de  los  interesados 
el  llenar  las  formalidades  previ-.tas  en  el 
articulo  10,  por  lo  que  respecta  al  país 
extranjero. 

Art.  17.  Los  pasaportes  para  el  inte- 
rior caducan  al  término  del  vi;ije,  esto  es, 
cuando  el  viajero  liaja  regresado  á  su  do- 
micilio; pero  para  regresar,  sin  contrave- 
nir al  objeto  ae  la  presente  ley,  deberá  el 
viajero  traer  su  pasaporte  visado  por  la  au- 


toridad administrativa  del  lugar  ó  lugares 
por  donde  haya  transitado. 

Art.  18.  Las  autoridades  administrati- 
vas requeridas  á  visar  pasaportes,  los  apos- 
tillarán con  estas  palabras^:  «Visto  Bueno 
para  regresar,»  ó  «Visto  Bueno  para  con- 
tinuar,» según  el  caso. 

Los  pasaportes  del  interior  serán  visa- 
dos á  titulo  gratuito;  no  así  los  del  exterior, 
por  cuyo  Vislo  Bueno  para  regresar  pa- 
garán los  interesados  cincuenta  centavos. 

CAPÍTULO  VI 

DlSPOSlClOXliS   GENERALES 

Art.  19.  Quedan  exceptuados  del  uso 
del  pasaporte  i)ara  viajar  dentro  del  terri- 
torio nacional:  el  Presi  .ente  de  la  Repú- 
blica, el  Vicepresidente,  los  Secretarios 
de  Estado,  los  Diputados,  el  Prelado  y  el 
séquito  ó  comitiva  que  acompañe  al  Pre- 
sidente, al  Vicep  "esiúente,  á  los  Secreta- 
rios de  Estado,  al  Prelado  y  á  los  Delega- 
dos del  Poder  Ejecutivo. 

Quedan  exceptuados  también,  los  Gober- 
nadores de  Provincia  i  y  Distritos,  el  Go- 
bernador Eclesiástico,  los  Jefes  Comuna- 
les, los  Jefes  (  antonales  y  las  comitivas 
respectivas,  dentro  de  su  jurisdicción. 

Art.  20.  Toda  autoridad  que  infrinja 
la  presente  ley,  responderá  al  Tesoro  fis- 
cal de  los  perjuicios  que  á  éste  sobreven- 
gan. 

Art.  21.  Toda  persona  que  solicitare 
pasaporte  é  hiciere  en  ese  acto  alguna  fal- 
sa declaración,  será  perseguida  con  arre- 
glo á  las  leyes  de  proi-edimiento  criminal 
y  penada  del  mod  >  que  lo  previene  el  Có- 
digo Penal  domini(;ano  en  su  artículo  154. 

Art.  22.  La  presente  ley  deroga  toda 
otra  ley  ó  disposición  que  le  sea  contraria 
y  desde  el  día  de  su  promulgación  tendrá 
fuerza  y  vigor  en  el  territo'io  de  la  Repú- 
blica, concediéndose  15  dias  para  las  An- 
tillas y  30  dias  para  Europa. 

FORMULA  BIO  DE  PASAPORTES 


MODELO  NUM.  1 
Del  interior  para  el  interior. 

Dios.  Patria  y  Libertad. 

República  Dominicana. 
Provincia  de (1) 


(1)  En  las  jefaturas  cotniínnleí  y  cantonales,  \x 
fórmula  dirá:  «El  . I  efe  Comunal  ó  el  Jefe  Canto- 
nal.» 


1 
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FILIACIÓN:  1    El    Gobernador  Civil    y 

Edad jMilitar  de  esta  Provincia: 

Estatura I    Concede  libre  tránsito  al 

Color (Señor 

Pelo /quien  ha  declarado  ser  de 

Ojos I  estado domici- 

Nariz I  lio y  pr  of  e- 

Bajba jsión para  que 

Señas  particulares /pueda  dirigirse  á 

El  Gobernador, 
Registrado  al  n.° 
El  Secretario, 

NOTA.— Este  pasaporte  será  visado  á  título  gra- 
tuito por  las  autoridades  de  los  puntos  que  reco- 
rra el  viajero. 

MODELO  NÚM.   2 
Del  Interior  para  el  Exterior. 
Dios,             Patria            y  Libertad. 
República  Dominicana. 
Provincia  de (1) 


';    El   Gobernador    Civil  y 

jMilitar  de  esta  Provincia: 

FILIACIÓN:         í    Concede  pssaporteal  por- 

itador,  quien  ha  declarado 

Edad I  llamarse y  ser  de 

Estatura '.estado de  domi- 

'  olor cilio de  prof e- 

Pelo isión y  de  nació- 

Ojos inalidad paraqua 

Nariz I  pueda  dirigirse  al  extran- 

Barba jero  en  el  buque  que  le  con- 

Señas  particulares venga. 


El  Gobernador, 


Registrado  al  n.° 
El  Secretario, 


NOTA.— Este  pasaporte  será  válido  durante  seis 
meses.  Para  regresará  esta  República,  de  cual- 
quier punto  del  extranjero,  deberá  ser  visado  este 
pasaporte  por  el  consiguiente  agente  consular  di- 
plomático, ó  quien  haga  sus  veces. 


IV 


LiEY  SOBt^E  AVUf4TñfniE]SlT0S 


De  23  de  Junio  de  1890. 


CAPITULO   PRIMERO 

DE   LOS   AYUNTAMIENTOS 

Art.  1.°  Habrá  Ayuntamientos  en  las 
ciudades  cabeceras  de  provincias  y  dis- 
tritos y  en  todas  las  demás  comunes. 

Art.  •¿.°  El  Ayuntamiento  de  la  capi- 
tal se  compondrá  de  once  regidores  y  un 
sindico;  los  de  las  demás  ciudades  cabece- 
ras de  provincias  y  distritos  de  ocho  regi- 
dores y  un  sindico;  los  de  las  demás  co- 
munes de  San  Francisco  de  Macoris,  Hi- 
güey,  San  Carlos,  San  Cristóbal,  Baní, 
Sánchez  y  Guayubín,  de  cinco  regidores  y 
un  síndico;  y  en  las  demás  comunes  de 
tres  regidores  y  un  sindico;  todas  igual  nú- 
mero de  suplentes  que  el  de  regidores  y 
síndicos. 


(1)    En  las  Jefaturas  Comunales,  la  fórmula  será: 

«Jefatura  Comunal  de 

El  Jefe  Comunal,  etc.,  etc.» 


Art.  3.°  La  asamblea  de  los  regidores 
elegidos  elegirá  anualmente  un  Presidente 
y  un  Vicepresidente  del  seno  de  la  misma 
corporación. 

Art.  4.0  Todos  los  miembros  del  Ayun- 
tamiento tendrán  voz  deliberativa  en  los 
acuerdos  y  decisiones  de  dicho  cuerpo,  in- 
cluso el  síndico  Procurador. 

Art.  5."  Los  Ayuntamientos  están  en- 
cargados de  la  Administración  municipal 
y  económica  de  la  común. 

Art.  6.°  Las  funciones  del  Presidente, 
regidores  y  síndicos,  son  cargos  conceji- 
les, honoríficos  y  gratuitos. 

Art.  7."  Los  miembros  de  los  Ayunta- 
mientos durarán  dos  años  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones. 

Art.  8.°  Para  ser  miembro  de  los  Ayun- 
tamientos se  requiere  estar  en  el  pleno 
goce  de  los  derechos  civiles,  ser  mayor  de 
veintiún  años  de  edad,  estar  domiciliado 
en  la  común  con  residencia  en  ella  por  lo 
menos  de  un  año,  ser  propietario  de  bienes 
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raices  ó  apatentado  por  el  ejercicio  de  al- 
guna ciencia  ó  arte  liberal,  ó  arrendatario 
por  tres  años  á  lo  menos  de  un  estableci- 
miento rural  en  actividad  de  cultivo,  sien- 
do indispensable  saber  leer  y  escribir. 

Los  extranjeros  que  residan  en  el  país 
por  espacio  de  cinco  años  y  que  tengan 
bienes  raices  ó  estén  apatentados,  pueden 
ser  regidores. 

Art.  9.°  A  los  regidores  de  los  Ayun- 
tamientos salientes  toca  hacer  la  verifica- 
ción de  los  poderes  de  los  entrantes,  para 
procüder  á  su  instalación  en  caso  que  és- 
tos reúnan  las  cualidades  requeridas  por 
la  Ley. 

Art.  10.  Si  déla  verificación  de  los  po- 
deres resultaren  miembros  que  no  tengan 
dichas  cualidades,  se  procederá  á  instalar 
á  los  que  las  tengan,  si  formaren  la  ma- 
yoría; y  se  llamarán  los  suplentes  para 
reemplazar  á  aquéllos,  dando  cuenta  al  Po- 
der ejecutivo. 

Art.  11.  Si  fuere  la  totalidad  de  los  re- 
gidores ó  la  mayoría  la  que  resultare,  no 
teniendo  las  cualidades  admisibles,  se  sus- 
penderá la  instalación  y  se  dará  cuenta 
al  Po  .er  Ejecutivo,  por  órgano  del  Minis- 
terio del  Interior,  para  que  haga  convocar 
las  asambleas  primarias  del  lugar,  á  fin  de 
que  se  proceda  á  nombrar  otros  tantos 
miembros  cuantos  hayan  resultado  nulos 
en  sus  nombramientos.  En  el  intervalo 
.permanecerá  en  funciones  el  Ayuntamien- 
to que  había  de  salir,  hasta  que  el  nuevo 
sea  electo  é  instalado. 

Art.  12.  No  podrán  ser  miembros  del 
Ayuntamiento  el  Presidente  y  Vicepresi- 
dente de  la  República,  los  Secretarios  de 
Estado,  los  Diputados  al  Congreso  Nacio- 
nal, los  M  igistrados  y  Fiscales  de  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  y  demás  tribuna- 
les, los  Alcaldes  constitucionales  y  dos  su- 
plentes, los  miembros  de  la  Cámara  de 
Cuentas,  ni  ningún  militaren  activo  ser- 
vicio. 

Art.  13  Los  Ayuntamientos  se  reuni- 
rán en  el  lugar  destín  ido  al  efecto  en  sus 
respectivas  comunes  dos  veces  por  sema- 
na para  conferenciar  y  resolver  sobre  los 
negocios  de  su  competencia,  considerán- 
dose hábiles  cu;indo  esté  presente  la  ma- 
yoría de  los  miemljros. 

Podrán  reunirse  extraordinari;imente 
cuantas  veces  lo  determine  el  Presidente, 
siemp'^e  que  los  asuntos  en  que  deban  ocu- 
parse asi  lo  exijan. 

Art.  14.  Los  Gobernadores  presidirán 
los  Ayuntamientos  cuando  sean  llamados 
por  la  Corporación  para  negocios  de  gra- 
vedad y  utilidad  pública. 


CAPITULO  11 

DE  LOS  PRESIDENTES  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS 

Art.  15.  Corresponde  á  los  Presidentes 
de  los  Ayuntamientos: 

1.°  Convocar  al  Ayuntamiento  extra- 
ordinariamente, cada  vez  que  así  lo  exija 
la  conveniencia  del  servicio. 

2.°     Abrir,  cerrar  y  dirigir  los  debates. 

3."     Firmar  la  correspondencia. 

4.°  Nombrar  las  comisiones  que  la  cor- 
poración determine. 

5.*^  Comunicar  á  quien  corresponda  los 
acuerdos  municipales  y  hacer  todas  las 
gestiones  necesarias  hasta  obtener  su  eje- 
cución y  puntual  cumplimiento. 

6.*^  Autorizar  los  contratos  y  convenios 
celebrados  por  el  Ayuntamiento,  así  como 
libramientos  y  órdenes  de  pago. 

Art.  16.  En  los  casos  de  ausencia  ó  im- 
pedimento del  Presidente,  ejercerá  sus 
funciones  el  Vicepresidente  de  la  corpo- 
ración. 

CAPITULO   III 

DE  LOS  SÍNDICOS 

Art.  17.     Serán  deberes  del  Síndico: 

1.°  Velar  la  ejecución  y  cumplimiento 
de  los  acuerdos  municipales,  haciéndolos 
fijar  en  las  puertas  de  los  Ayuntamientos 
y  en  los  demás  lugares  públicos  que  crea 
necesario  para  su  observancia. 

2.°  Defender  los  derechos  de  la  corpo- 
ración y  los  bienes  comunales  por  ante  los 
tribunales  competentes  con  acuerdo  y 
aprobación  del  Ayuntamiento,  pudiendo 
nombrar  en  su  lugar  un  defensor  ó  apode- 
rado. 

3."  Intervenir  en  las  cuentas  del  Teso- 
ro, sin  perjuicio  de  la  sanción  definitiva 
del  Ayuntamiento. 

4.°  Visar  todas  las  órdenes  de  pago 
que  hayan  de  satisfacerse  por  el  Ayunta- 
miento. 

CAPITULO  IV 

DE     LOS     TESOREROS 

Art.  18.  En  cada  común  habrá  un  te- 
sorero que  será  nombrado  por  los  Ayunta- 
mientos. Sus  deberes  serán: 

1."  Recaudar  los  arbitrios,  rentas,  im- 
puestos y  derechos  que  correspondan  á  la 
munici|)alid;id. 

2."  Cuidar  bajo  su  más  estrecha  res- 
ponsabilidad de  los  fondos  que  f)ertenez- 
can  al  Ayuntamiento.  En  caso  de  sustrac- 
ción de  fondos,  serán  penados  de  confor- 
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midad  con  los  arts.  167,  170  y  171  del  Có- 
digo penal. 

3.°  Pagar  las  órdenes  y  libramientos 
de  pago  expedidos  por  el  ÍPresidente  del 
Ayuntamiento  y  visado  por  el  Sindico, 
siempre  que  Iiaya  crédito  concedido  en  los 
presupuestos  para  el  gasto. 

4.°  Prestar  fianzas  á  .satisfacción  de  los 
que  los  nombrasen,  la  cual  no  podrá  bajar 
de  la  cuarta  parte  de  lo  que  se  presupues- 
te recaudable  durante  el  año  económico. 

Art.  19.  Los  tesoreros  serán  personal- 
mente responsables  de  las  sumas  que  sa- 
tisfagan, si  no  hubiere  cantidad  indicada 
en  el  presupuesto  para  pagarlas,  ó  no  se 
tuviese  concedido  crédito  extraordinario. 

No  quedará  cubierto  de  esta  responsa- 
bilidiid  aunque  el  pago  lo  hiciere  en  vir- 
tud de  orden  legahnente  expedida,  salvo 
en  el  caso  previsto  por  el  art.  47. 

CAPITULO  V 

DE    LOS   SECRETARIOS 

Art.  20.  En  cada  Ayuntamiento  habrá 
un  secretario  nombrado  por  la  misma  cor- 
poración, y  será  de  su  deber  llevar  un  li- 
bro foliado  y  certificado  por  el  Presidente 
del  Ayuntamiento  en  que  extenderá  todas 
las  actas  y  decisiones  de  la  corporación, 
las  cuales  serán  firmadas  por  todos  los 
miembros  presentes  y  por  dicho  secre- 
tario. 

La  corporación  podrá  nombrar  un  co- 
pista para  ayudar  á  la  secretaría  si  así  lo 
exigieren  sus  trabajos. 

Art.  21.  Habrá  también  un  libro  copia- 
dor de  las  cartas  y  oficios  de  la  corpora- 
ción. 

Habrá  también  en  cada  Ayuntamiento 
un  liljro  en  que  se  asentarán  los  bienes  de 
la  coniñn,  tanto  urbanos  como  rurales,  su 
situación,  linderos  y  productos  anuales  y 
mensuales. 

Art.  22.  Los  secretarios  de  los  Ayun- 
tamientos están  obligados  á  hacer  y  publi- 
car el  inventario  de  los  enseres,  muebles, 
archivos,  libros  y  papeles,  bajo  la  respon- 
sabilidad que  establecen  las  leyes  como 
depositarios  públicos. 

CAPITULO  VI 

ATRIBUCIONES   DE    LOS   AYUNTAMIENTOS 

Art.  23.  Son  atribuciones  de  los  Ayun- 
tamientos: 

1°  Decretar  lo  necesario  para  crear 
una  casa  consistorial. 

2.°  Excitar  al  (gobierno  y  activar  cuan- 
to sea  necesario  en  su  Común  para  levan- 


tar cárceles  públicas  con  la  conveniente 
seguridad. 

3.°  Levantar  hospitales,  iglesias,  ce- 
menterios y  cualesquiera  otros  edificios 
públicos  en  la  común. 

4.°  Establecer  y  pagar  las  escuelas  pri- 
marias. 

5.°  Disponer  y  señalar  los  lugares  pro- 
pios para  mercados  públicos  y  mataderos 
y  hacer  ejecutar  todo  lo  concerniente  al 
expendio  y  buena  calidad  de  víveres  y  co- 
mestibles. 

6.°  Hacer  que  se  observe  la  debida  fide- 
lidad de  pesas  y  medidas  en  las  compras  y 
ventas. 

7.°  Formar  los  reglamentos  que  sean 
necesarios  para  el  arreglo  y  mejora  de  la 
policía  municipal  urbana  y  rural  y  velar 
sobre  su  ejecución,  conformándose  en 
todo  á  las  leyes  y  reglamentos  generales. 

8."  Ejercer  la  policía  de  saniad,  lim- 
pieza y  buen  orden,  de  los  desagües,  al- 
macenes de  depósitos,  alambiques,  mata- 
deros, carnicerías,  canales  y  fuentes  y 
todo  aquello  que  pueda  afectar  la  salud 
pública,  promoviendo  también  los  adelan- 
tos y  mejoras  de  las  poblaciones. 

9.**  Atraer  y  promover,  de  acuerdo  con 
el  Gobernador,  la  inmigración  en  su  Co- 
mún y  la  provincia,  de  individuos  indus- 
triales y  agricultores  de  ambos  sexos,  jiro- 
curando  también  que  sean  personas  de 
moralidad  y  buenas  costumbres,  con  pre- 
vio consentimiento  del  Poder  Ejecutivo. 

10.  Procurar  que  la  población  no  ca- 
rezca de  los  alimentos  de  primera  necesi- 
dad, tomando  las  medidas  conducentes  al 
caso. 

11.  Cuidar  de  la  propagación  y  conser- 
vación del  fluido  vacuno  y  dictar  todas  las 
medidas  necesarias  contra  las  epidemias  y 
enfermedades  contagiosas. 

12.  Informar  al  Poder  Ejecutivo  acer- 
ca de  la  conducta  reprehensiva  de  los  cu- 
ras párroco-^,  con  las  pruebas  necesarias, 
cuando  pueda  perjudicar  á  la  moral  de  los 
feligreses,  á  fin  de  que  el  Jefe  del  Elstado 
pueda  provocar  su  remoción  ó  hacer  que 
se  someta  á  juicio. 

13.  Crear,  pagar  y  administrar  los  hos- 
pitales, casas  de  huérfanos,  asilos  de  locos 
y  otros  establecimif.-ntos  de  beneficencia, 
teniendo  además  la  vigilancia  de  los  de 
igual  naturaleza  que  formen  los  particu- 
lares. 

14.  Cuidar  de  que  los  cementerios  se 
mantengan  limpios  y  en  buen  orden,  y 
que  las  inhumaciones  .se  hagan  de  ma- 
nera que  no  perjud.quen  á  la  salud  pú- 
blica. 

15.  Prononer  la  apertura  y  limpieza  de 
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los  caminos  y  vías  públicas,  lo  mismo  que 
establecer  el  alumbrado  y  otras  mejoras 
de  ornato  y  utilidad  de  la  com 'm.  Donde 
exista  el  alumbrado,  éste  se  hará  extensi- 
TO  á  todos  los  barrios  donde  no  lo  hubiere. 

16.  Vigilar  y  arreglar  las  casas  de  de- 
tención, cárceles  y  presidios. 

17,  Administrar  los  bienes  propios  de 
la  común  y  sus  fondos,  inv*rtiéndolos  del 
modo  que  se  hubieren  establecido  en  el 
presupuesto. 

la.  Contribuir,  de  acuerdo  con  las  au- 
toridade  -  respectivas,  á  la  formación  del 
censo  de  las  comunes. 

19.  Nombrar  loi  comisarios  y  agentes 
de  Policía  municipal  que  se  creyeren  nece- 
sarios pai-a  protege"  la  seguridad  pública, 
sujetándose  á  las  leyes  y  reglamentos  en 
vigor. 

20.  Acordar  la  dotación  de  sus  respec- 
tivos empleados,  que  serán  retribuidos 
con  fondos  de  la  común. 

21.  Aceptar  ó  no  la  renuncia  de  sus 
miembros  Regidores  reemij'azándolos  con 
los  suplentes  y  dando  cuenta  al  Poder 
Ejecutivo. 

22.  Nombrar  semanalmente  los  regi- 
dores necesarios  para  inspeccionar  los 
mercados,  carnicerías,  panaderías  y  de- 
más lugares  de  expendio  público;  quienes 
deberán  hacer  constar  por  actos  á  los  con- 
traventores, p  ira  que  sean  perseguidos  y 
ca4igados  ante  los  Alcaldes  respectivos, 
pudiendo  secuestrar  provisionalmente  los 
objetos  que  formen  la  contravención. 

CAPÍTULO  Vil 

DE    LOS   PRESUPUESTOS    Y    CONTABILIDAD 
MUNICIPAL   DE    LOS  GASTOS 

Art.  24.  Los  gastos  de  los  Ayuntamien- 
tos se  dividen  en  obligatorios  y  volunta- 
rios. 

Art.  25.     Son  obligatorios: 

1 .°  Los  gastos  del  personal  y  material 
de  los  establecimientos  de  instrucción  pú- 
blica, en  cuanto  corresponda  su  sosteni- 
miento á  la  municipalidad. 

2.*"  Los  del  personal  y  material  de  las 
depL-ndencias  de  los  Ayuntamientos. 

3.*^  Los  de  las  cárceles  en  la  parte  que 
deijan  ser  satisfechos  por  los  fondos  del 
Municipio. 

4."  Los  de  conservación  y  reparación 
de  las  tincas  municipales. 

5.°  Los  gastos  que  deban  hacerse  para 
el  cumpiimitinto  y  aplicación  inmediata  de 
las  leyes  por  los  Ayuntamientos. 

6."  Los  fjue  ocasione  el  cuerpo  do  se- 
renos y  el  alumbrado  público. 


7.°  Los  que  se  designen  para  la  limpie- 
za, aseo  y  mejora  de  los  cementerios. 

Art.  26.    -Son  gastos  voluntarios: 

1.°  Los  que  los  Ayuntamientos  acorda- 
ren para  la  construcción  de  mercados  pú- 
blicos. 

2.°  Las  subvenciones  que  voten  los 
Ayuntamientos  para  la  construcción  de 
carreteras  y  tranvías. 

3."  Los  que  determinaren  para  la  fun- 
dación de  establecimientos  de  beneficen- 
cia. 

4.°  Las  subvenciones  que  voten  para 
entretenimiento  de  las  Biljliotecas  públi- 
cas y  periódicos  de  su  localidad. 

Art.  27.  Siempre  que  el  presupuesto 
de  una  obra  y  gastos  que  deban  hacerse 
por  cuenta  de  la  municipalidad  exceda  de 
ciento  cincuenta  pe.sos,  se  sacará  su  eje- 
cución a  pública  subasta. 

Para  su  celebración  se  observarán  las 
reglas  y  trámites  que  determine  el  Ayun- 
tamiento, previa  la  formación  por  el  sín- 
dico del  pliego  de  condiciones. 

CAPÍTULO  VIII 

DE     LOS     INGRESOS 

Art.  28.  Los  ingresos  se  dividen  en  or- 
dinarios y  extraordinario  i. 

Art.  29.  Se  consideran  ordinarios,  así 
permanentes  como  eventuales: 

1."  Las  renta  .  y  productos  de  los  terre- 
nos del  Ejido,  y  de  aquellos  que  por  cual- 
quier concepto  pertenezcan  ó  deban  per- 
tenecer á  la  común. 

2."  Los  productos  de  alcabala,  puente, 
barcas,  galleras,  carnicerías,  mercados  y. 
peaje. 

S.*'  Los  derechos  que  establezcan  por 
licencias  de  bailes,  espectáculos  y  diver- 
siones públicas. 

4.°  El  producto  de  las  multas  por  in- 
fracción á  las  reglas  de  policía. 

5."  El  producto  de  los  derechos  que  por 
el  concepto  de  alumbrado  público  se  fijen 
á  los  dueños  de  casas. 

6."  El  producto  de  la  contribución  que 
con  la  denominación  de  «derecho  para  se- 
renos» se  señale  á  los  armadores  de  bu- 
ques, consignatarios,  almacenistas,  deta- 
llistas de  mercancías  y  provisiones,  y  todos 
los  demás  apatentados  en  proporción  al 
monto  de  su  patente. 

7."  El  que  se  cobra  por  marcas  de  ca- 
rretas y  carruajes. 

8.°  Lo  que  le  corresponda  por  derecho 
de  patente  según  la  ley  de  la  materia. 

Art.  30.     Son  ingresos  extraordinarios: 

1."     Un  aumento  do  5  por  100  al  derecho 
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de  imjDortación  de  la  sal,  harina  y  pólvora. 

2.°    Las  enajenaciones. 

3."     Los  empréstitos. 

4°  Los  arbitrios  que  crean  los  Ayunta- 
mientos sobre  licores. 

Art.  31.  Los  derechos  comprendidos  en 
el  párrafo  2.°  del  articulo  anterior  se  sa- 
carán á  subasta  pública,  pi'evios  los  requi- 
sitos que  determinen  los  Ayuntamientos. 

Art.  32.  Los  comprendidos  en  los  de- 
más incisos  del  anterior  artículo  é  inclui- 
dos en  el  presupuesto  respectivo  serán  re- 
caudados por  el  Tesorero  del  Ayuntamien- 
to, el  que  será  responsable  con  .sus  haberes 
y  con  el  importe  de  su  hanza,  si  por  incu- 
ria ó  negligencia  no  los  cobrare. 

Art.  33.  El  Tesorero  estará  obligado  á 
formar  expediente  cada  vez  que  no  pueda 
hacer  efectivas  las  contribuciones  y  dere- 
chos municipales,  por  quiebra  de  los  deu- 
dores ó  porque  haya  agotado  los  meuios 
legales  para  su  recaudación. 

Art.  34.  Dichos  expedientes  deberá  so- 
meterlos al  Ayuntamiento,  quien,  previo 
el  informe  del  síndico,  determinará  lo  más 
conveniente. 

Art.  35.  Cuando  en  ellos  se  descargue 
la  responsabilidad  del  Tesorero,  y  se  de- 
claren agotados  los  medios  de  cobranza,  se 
acompañarán  á  las  cuentas  como  justifi- 
cantes de  las  partidas  respectivas. 

CAPITULO  IX 

DE  LA  FORMACIÓN  Y  APROBACIÓN  DE  LOS 
PRESUPUESTOS 

Art.  36.  De  conformidad  con  los  artí- 
culos 74  y  75  de  la  Constitución  el  presu- 
puesto de  ingresos  y  de  egresos  que  vota- 
rán anuahuente  los  Ayuntamientos  no  ne- 
cesitará de  otra  aprobación  que  la  de  la 
misma  corporación,  debiendo  ajustarse á 
lo  prescrito  en  los  artículos  mencionaos 
para  que  tengan  fuerza  de  ley  y  validez  en 
su  aplicación. 

En  caso  de  infracción  á  los  artículos  que 
anteceden  serán  responsables  los  Ayunta- 
mientos de  la  falta  cometida,  y  en  esa  vir- 
tud quedarán  sujetos  á  la  sanción  penal 
consiguiente. 

Art.  37.  En  los  primeros  días  del  mes 
de  Diciembre  los  Presidentes  de  los  Ayun- 
tamientos redactarán  el  proyecto  de  los 
gastos  obligatorios  y  voluntarios  para  el 
año  siguiente,  así  como  el  de  ingresos. 

Art.  38.  El  día  10  de  Diciembre  presen- 
tará el  Presidente  los  dos  proyectos  á  la 
corporación,  la  que  los  discutirá  y  vota- 
rá para  que  surtan  sus  efectos  á  debido 
tiempo. 


Art.  39.  El  Ayuntamiento  entrante  po- 
drá reformar  los  presupuestos  de  ingresos 
y  egresos,  si  así  lo  estimare  conveniente 
para  la  buena  marcha  de  la  corporación. 

Los  presupuestos  municipales  deberán 
ser  aprobados  anticipadamente,  pero  cuan- 
do por  cualquier  motivo  no  lo  fueren,  re- 
girá el  que  haya  sido  votado  y  acordada 
anteriormente,  .^in  perjuicio  de  las  modifi- 
caciones que  el  Ayuntamiento  introduzca 
al  aprobarlo. 

Art.  40.  El  crédito  que  el  Ayuntamien- 
to consigne  y  vote  para  gastos  voluntarios, 
se  redactará  como  expresión  detallada  y 
especificada  de  los  servicios  á  que  haya  de 
destinarse.  No  podrá  alterarse  la  inversión 
de  la  suma  destinada  á  cada  servicio  para 
este  concepto,  sin  previo  acuerdo  del 
Ayuntamiento. 

Art.  41.  Reconocida  y  declarada  la  le- 
gitimiiiad  de  cualquier  deuda  municipal 
por  virtud  de  una  ejecutoria,  la  incluirá  el 
Ayuntamiento  en  el  próximo  presupuesto 
ordinario  ó  resolverá  si  lo  estimare  conve- 
nientes la  concesión  del  crédito  extraordi- 
nar.o  correspondiente. 

Art.  42.  Los  ingresos  ordinarios  se  irán 
consiguiendo  hasta  cubrir  el  presupuesto 
de  gastos  por  el  orden  que  se  designa  en  el 
articulo  29  de  esta  Ley. 

Art.  43.  Cuando  sea  necesario  recurrir 
á  la  propuesta  de  ingresos  extraordinarios, 
los  Ayuntamientos  expondrán  las  razones 
que  para  ellos  tengan  en  una  memoria  que 
acompañarán  á  los  presupuestos. 

Art.  44.  No  se  podrá  contratar  emprés- 
titos, ni  precederse  á  la  enajenación  6 
gravamen  de  una  finca  ó  propiedad  comu- 
nal, sin  haberse  obtenido  antes  la  autori- 
zación del  Congreso  por  el  órgano  del  Po- 
der Ejecutivo. 

Art.  45.  Los  Ayuntamientos  vigilarán 
y  tendrán  muy  en  cuenta  que  no  se  haga 
ninguna  exacción  indebida  con  pretexto 
de  cubrir  g.istos  pertenecientes  al  presu- 
puesto municipal. 

Se  entiende  por  exacción  indebida  aque- 
lla que  no  esté  previamente  autorizada  por 
la  corporación. 

Art.  46.  El  presupuesto  no  .se  conside- 
rará vigente  sino  en  el  año  á  que  corres- 
ponda, quedando  anulados  los  créditos  de 
que  no  se  hubiere  hecho  uso  durante  el 
mismo  año.  Para  terminar,  no  obstmte, 
las  operaciones  de  recaudación,  liquida- 
ción y  pago  de  obligaciones  por  servicios 
en  cada  año,  el  presupuesto  de  éste  se  con- 
servará abierto  liasta  el  31  de  Enero  inme- 
diato siguiente. 

Art.  47.  No  será  de  abono  en  la  liqui- 
dación de  gastos  cantidad  alguna  que  ex- 
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ceda  del  crédito  autorizado  para  cada  uno 
de  los  artii-ulos  del  presupuesto. 

Cuando  por  causas  inevitables  y  por  exi- 
girlo el  ser  icio  en  algunos  de  los  gastos 
obligatorios  eventuales  liaya  necesitado  de 
mayor  cantidad  que  la  presupuestada,  el 
Ayuntamiento  girará  en  suspenso,  for- 
mando expediente  que  justifique  la  nece- 
sidad del  gasto  y  su  legitima  inversión,  y 
la  aprobará  oportunamente. 

CAPITULO  X 

DE    LA   EJECUCIÓN    DE   LOS   PRESUPUESTOS 

Art.  48.  El  Presidente  del  Ayunta- 
miento es  el  ordenador  de  los  pagos  en  el 
presupuesto  munieif  al. 

Art.  49.  En  los  quince  primeros  días 
de  ca  a  mes  el  Ayuntamiento  aprobará 
para  el  siguiente  una  distribución  de  fon- 
dos por  capítulos  y  artículos  del  presu- 
puesto, con  sujeción  á  la  cual  podrá  libi'ar 
el  Presidente  y  satisfacer  el  Tesorero  á 
cada  uno  de  estos  servicios  las  cantidades 
que  se  hubieren  designado.  En  esta  distri- 
bución de  fondos  se  incluirán  precisamen- 
te las  cantidades  que  se  estimen  conve- 
nientes para  cubrir  los ga.stos  obligatorios. 

Art.  50.  Todos  los  fondos  provinciales 
se  tendrán  con  enteca  separación  de  otros, 
y  estarán  á  cargo  y  bajo  la  responsabilidad 
del  Tesorero. 

Art.  51.  Los  presupuestos  municipales 
deberán  aprobarse  con  la  anticipación  con- 
veniente, pero  cuando  por  cualquier  mo- 
tivo no  lo  estuvieren  el  día  primero  de 
Enero  del  año  á  que  se  refiere  su  ejercicio, 
regirá  el  que  liaya  sido  votado  y  acordado 
anteriormente,  sin  perjuicio  de  las  modi- 
ficaciones que  el  mismo  Ayuntamiento 
introduzca  en  él  al  aprobarlo. 

CAPÍTULO  XI 

DE     LAS     CUENTAS 

Art.  52.  Las  cuentas  municipales  serán 
de  ingresos  y  egresos. 

Art.  53.  Las  cuentas  de  ingresos  y 
egresos  durante  el  ej'-rcicio  del  presupues- 
to, las  rendirá  el  Tesorero  mensualmente 
y  con  documíMuación  i  la  Cámara  de  Cuen- 
tas, pasando  (Mipia  al  Ayuntamiento. 

Art.  54.  El  Tesorero  rendirá  anual- 
mente en  resumen  y  sin  documentación  á 
la  Cámara  de  Cuentas  la  de  todo  el  año. 

Art.  55.  Üiciio  resumen  deberá  publi- 
carse en  la  Gaceta  Oficial. 

Art.  56.  Si  del  e.xamen  de  las  cuentas 
de  ingresos  y  egresos  resultare  algún  al- 
cance, la  Cámara  de  Cuentas  lo  pondrá 
en  conocimiento  del  Ayuntamiento  para 


que  éste  compela  al  Tesorero  á  que  la  sa- 
tisfaga inmediatamente. 

CAPITULO  XII 

DE   LOS   BIENES   COMUNALES 

Art.  57.  Son  bienes  comunales  los  te- 
rrenos conocidos  con  el  nombre  de  Ejidos, 
comprendidos  en  los  límites  que  hayan 
sido  asignados  á  cada  población,  desde  su 
establecnniento  ó  erección,  por  actos  pú- 
blicos y  concesiones  particulares,  ya  sean 
en  terrenos  de  labranza,  ya  en  plazas,  so- 
lares y  calles  públicas,  y  todo  lo  demás 
que  adquieran  en  legitima  propiedad. 

Art.  58.  Exceptúanse  los  títulos  de  pro- 
piedad de  terrenos  labrados  ó  solares,  que 
tengan  su  origen  en  la  reserva  que  hayan 
hecho  los  primitivos  poseedores  en  las  ce- 
siones á  los  Ayuntamientos. 

Art.  59.  Los  adquiridos  en  propiedad 
por  donaciones  ó  venías  hechas  por  los 
Gobiernos  y  en  conformidad  al  art.  15  de 
la  Ley  de  bienes  nacionales,  y  en  fin,  los 
títulos  legítimos  de  propiedad  en  debida 
forma  cuya  existencia  y  trasmisión  sean 
incuestionables. 

Art.  60.  Los  Ayuntamientos  entrarán 
desde  luego  en  la  administración  de  sus 
bienes  y  propiedades,  puliendo  arrendar- 
los con  las  condiciones  que  juzguen  más 
ventajosas. 

Art.  61.  Los  Ayuntamientos  conforme 
á  las  cédulas  de  su  servicio  y,  á  falta  de 
éstas,  por  el  goce  y  posesión  de  sus  pro- 
piedades, en  que  han  estado  y  estuvieron 
hasta  el  año  de  1821,  averiguarán  y  asen- 
tarán sus  propiedades  tanto  urbanas  como 
rurales,  en  su  libro  respectivo,  conformán- 
dose por  ahoi'a  con  las  mismas  reglas,  cos- 
tumbres y  derechos  que  estaban  antigua- 
mente concedidos  á  los  poseedores  de  pues- 
tos fabi'icaglos,  en  las  ciuda.ies,  villas  y 
pueblos;  y  como  encargados  de  la  policía 
y  buena  dirección  de  las  calles,  harán  las 
conceoiones  de  solares,  no  ocupados,  á  los 
particulares  que  los  pidan. 

Art.  62.  Los  poseedores  de  terrenos 
rurales,  pertenecientes  ala  común  y  no  ai 
Estado,  que  ya  están  establecidos  en  ellos, 
ó  que  quieran  en  ¡idelante  establecerse, 
pagarán  anualmente  un  arrendamiento 
que  será  fijado  por  los  respectivos  Ayunta- 
mientos á  beneficio  de  la  caja  comunal. 

Art.  63.  Los  Ayuntamientos  procura- 
rán usar  de  la  moderación  y  equidad  en  el 
arrendamiento  de  sus  propiedades,  obser- 
vando una  proporción  justa  entre  los  esta- 
blecimientos urbanos  y  los  rurales,  según 
la  mayor  ó  menor  extensión  y  medidas  de 
terrenos  y  fortuna  de  los  poseedores. 
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Art.  64.  Los  poseedores  actuales  y  sus 
herederos  que  tienen  fábrica  en  los  solares 
de  la  población,  no  serán  perturbados  en 
su  poísesión,  si  cumplen  los  acuerdos  de  la 
corporación  y  payan  las  imposiciones  con- 
venid ;3,  y  en  caso  de  que  no  lo  hagan  se- 
rán perseguido  >  ejecutivamente. 

Art.  65.  Los  arrendamientos  rurales  se 
harán  de  modo  que  favorezcan  y  garanti- 
cen á  los  po:5eedores  y  á  sus  herederos  el 
goce  y  provecho  de  las  mejoras  que  hayan 
hecho  y  pueL.an  hacer,  y  no  serán  pertur- 
bados mientras  cumplan  con  las  condicio- 
nes del  arrendamiento  y  ocupen  el  lugar. 

Art.  66.  Los  Ayuntamientos  dispon- 
drán á  su  voluntad  de  todos  los  solares 
vacantes  en  que  no  hayan  fabricado  den- 
tro de  un  año,  arrendándolos  á  quienes  se 
obliguen  á  hacerlo  dentro  de  dicho  térmi- 
no, concediéndolos  donde  no  tengan  dere- 
cho de  arrendamiento. 

Art.  67.  Se  exceptúa  de  todo  pago  á  los 
verdaderamente  pobres  ajuicio  del  Ayun- 
tamiento, á  las  viudas  de  aquéllos  que  ha- 
yan perdido  su  vida  en  reivindicación  de 
nuestros  derec!  os  y  á  los  hijos  menores 
huérfanos  de  éstos,  y  también  á  aquéllos 
que  se  hayan  invalidado  en  defensa  de  la 
patria. 

Art.  68.  Los  bienes  comunales  no  po- 
drán enajenarse  sin  la  previa  autorización 
del  Congreso  Nacional,  á  petición  de  los 
Ayuntamientos  y  recomendación  de  los 
Gobernadores,  en  vista  de  las  causas  jus- 
tificad s  ue  utilidad  pública  y  con  la  mis- 
ma aprobación.  - 

Art.  69.  En  los  casos  de  divergencia 
entre  los  arrendatarios  y  los  Ayuntamien- 
tos, deberá  decidirse  la  cuestión  por  los 
Tribunales  si  el  caso  lo  exiiriere. 


CAPITULO  XIII 

DISPuSlCIüMS  FINALES. 

Art.  70.  Los  Ayuntamientos  son  res- 
ponsables en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
por  infracción  á  la  Constitución  ó  las  leyes 
y  serán  juzgados  separada  ó  colectivamen- 
te por  los  Tribunal-us  de  primera  Instancia. 

Art.  71.  Las  autoi-idades  locales  ó  los 
ciudadanos  pueden  dirigir  sus  quejas  di- 
rectamente al  Tribnn.il  competente,  y  si 
por  la  sentencia  definitiva  uno  ó  muchos 
miembros  fueren  destituidos  se  procederá 
á  su  reemplazo  del  modo  que  prescribe  la 
ley. 

Art.  72.  Cada  Ayuntamiento  tendrá  un 
sello  particular,  del  que  hará  uso  en  todos 
los  actos  ohcia'es. 

Art.  73.  L.is  vacantes  de  Regidores  y 
Síndicos  que  ocurran  en  los  Ayuntamien- 
tos á  falta  (le  lo?  suplentes,  se  proveerán 
en  comisión  por  el  Poder  Ejecutivo  á  pro- 
puesta en  tei-nt  del  Ayuntamiento  respec- 
tivo, y  ios  nombrados  sólo  durarán  hasta 
la  primera  reunión  ordinaria. 

Art.  74.  Mientras  otra  cosa  se  deter- 
mine continuará  el  Ayuntamiento  de  San- 
to Domin.;o  administrando  los  edificios 
perteneciente.5  á  la  Nación,  que  en  esta 
capital  se  hallan  en  estado  de  ruina,  según 
resolución  d  ida  por  el  Poder  Ejecutivo  en 
fecha  22  de  Jumo  de  1876. 

Art.  75.  Quedan  derogadas  todas  las 
leyes,  decretos  y  resoluciones  anteriores, 
contraria  .  á  la  presente  ley. 

Art.  76.  Esta  ley  será  enviada  al  Poder 
Ejecutivo  para  los  fines  constitucionales. 


V 

liEV  OÍ^GÁJ^ICA  DE   THIBUNAÜES 


De  21  de  Junio  de  1895. 


CAPITULO  PRIMERO 

DEL  PODER  JUDICIAL 

Art.  1.°    El  Poder  Judicial  es  uno  de 
los  del   Estado,   independiente  como   los 


otros  dos,  de  la  República,  y  su  objeto 
esencial  es  garantir  los  derechos  reales  y 
personales  de  los  asociados. 

Art.  2."  El  Poder  Judicial  goza  de  ple- 
na libertad  en  los  actos  pr.vativos  de  sus 
instituciones,  y  ninguna  ley,  decreto  ú  or- 
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den  puede  coartar  la  libertad  de  sus  deci- 
siones, ni  invalidar  la  autoridad  de  sus  fa- 
llos. 

Art.  3.°  El  Poder  Judicial  se  ejerce  por 
una  Suprema  Corte  de  Ju.-5t¡cia,  por  Tri- 
bunales de  primera  instancia,  Consejos  de 
Guerra  y  Alcaluias  Constitucionales. 

Constituyen  el  Poder  Judi^^'ial;  El  Presi- 
dente y  Magistrados  de  la  Suprema  Corte 
y  su  Ministro  Fiscal,  los  Jueces  de  los  Tri- 
bunales de  primera  instancia  y  los  Procu- 
radores Fiscales,  los  Alcaldes  Constitucio- 
nales y  sus  suplentes;  los  Abogados,  los  oñ- 
ciales  del  Estado  Civil,  los  Notarios  públi- 
cos, Intérpretes  judiciales,  Venduteros, 
Comisarios  de  Policía  de  Gobierno  y  Mu- 
nicipal y  los  Alguaciles. 

Los  Magistrados  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  y  su  Fiscal,  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  y  los  Procuradores  Fisca- 
les, los  Alcaldes  y  sus  Suplentes  tienen  el 
tratamiento  de  Magistrados;  los  demás,  con 
excepción  de  los  Abogados,  se  denomina- 
rán Oficiales  ministeriales. 

Art.  4.''  Los  Tribunales  son  indepen- 
dientes unos  de  otros  en  cuanto  á  sus  atri- 
buciones judiciales.  La  superioridad  en  la 
escala  jerárquica  no  les  da  más  derecho 
que  el  de  reformar,  conñrmar  ó  anular  las 
sentencias  de  los  inferiores  cuando  legal- 
mente  se  interponga  recurso  de  apelación 
contra  ellas  ó  cuando  en  interés  de  la  ley, 
y  con  el  objeto  de  informar  la  jurispru- 
dencia, sea  necesario. 

Art.  5.°  En  lo  relativo  á  la  buena  ad- 
ministración de  Justicia,  arreglo  de  los 
Tribunales  y  en  todo  lo  administrativo  y 
económico,  dependen  los  unos  del  supe- 
rior inmediato,  y  todos  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  cuyas  decisiones  deben 
ser  fielmente  acatadas. 

CAPITULO  II 

DE    LA    INCOMPATIBILIDAD   JUDICIAL 

Art.  6.*^  La  incompatibilidad  judicial 
resulta  entre  el  ejercicio  de  las  funciones 
de  Magistrado,  Fiscal  ó  Juez  con  lodo  otro 
cargo  público. 

Art.  7."  No  podrán  ser  miembros  de 
un  Tribunal  los  parientes  por  consangui- 
nidad basta  el  4."  grido  inclusive  y  los 
afines  en  linea  recta. 

Art.  8."  Para  ser  Magistrado  de  la  Su- 
prema ("orto  ó  Fiscal  de  la  misma,  so  re- 
quiere: Ser  dominicano,  tener  treinta 
años  cumplidos,  ser  abogado  de  los  Tribu- 
nales de  la  República  y  poseer  las  demás 
cualidades  que  indica  la  Constitución  en 
.su  art.  67. 

Los  extranjeros  naturalizados    podrán 


ser  Magistrados  de  la  Suprema  Corte,  cua- 
tro años  después  de  su  naturalización. 

Art.  9.°  Para' ser  Juez  ó  Fiscal  de  los 
Tribunales  de  primera  instancia,  asi  como 
Alcalde  ó  Suplente,  se  requieren  veinticin- 
co años  cumplidos  y  las  mismas  cualidades 
que  indica  la  Constitución  en  su  art.  71. 

Los  Abogados  pueden  ejercer  las  fun- 
ciones de  esos  cargos  á  los  veintiún  años 
cumplidos. 

■  Los  extranjeros  naturalizados  no  podrán 
ser  Jueces  de  los  Tribunales  ó  Juzgados  de 
primera  instancia  sino  cuatro  años  después 
de  su  naturalización. 

Art.  10.  Nadie  puede  ejercer  á  la  voz 
las  funciones  de  Juez  en  dos  Tribunales, 
ni  las  de  Juez  y  Fiscal,  como  tampoco  las 
de  Magistrado  y  Oficial  ministerial. 

Art.  11.  Por  el  mero  hecho  de  acep- 
tarse cualquiera  función  pública,  se  en- 
tiende renunciado  el  cargo  de  Juez  que 
desempeñaba  el  aceptante. 

CAPITULO  III 

DE   LA   SUPREMA    CORTE    DE    JUSTICIA    Y    SUS 
ATRIBUCIONES 

Art.  12.  La  Suprema  Corte  de  Justicia 
se  compone  de  un  Presidente  y  cuatro 
Magistrados,  elegidos  por  el  Congreso,  y 
de  un  Ministro  Fiscal  nombrado  por  el 
Ejecutivo. 

Habrá  un  Secretario,  dos  escribientes, 
un  copista,  dos  alguaciles  y  dos  meritorios 
subalternos  dependientes. de  aquélla. 

Art.  13.  La  Suprema  Corte  se  dividirá 
en  dos  secciones:  la  administrativa  y  la  ju- 
dicial. 

Art.  14.  Es  atributivo  de  la  sección  ad- 
ministrativa: 

1.°  Conocer  de  los  expedientes  que  se 
promuevan  en  solicitud  de  títulos  de  No- 
tarios y  demás  empleados  del  orden  judi- 
cial cuyo  nombramiento  le  competa. 

2.°  Formar  los  que  sean  convenientes 
para  el  mejor  régimen  de  los  Tribunales. 

3.°  Conocer  de  los  incidentes  que  ocu- 
rran en  las  visitas  de  cárceles. 

4."  Conocer  de  las  correcciones  que^ 
como  medida  disciplinaria,  se  impongan 
á  los  Jueces  y  Fiscales,  á  los  abogados  y 
á  los  oficiales  ministeriales. 

5.°  Conocer  de  las  apelaciones  por  co- 
rrecciones disciplinarias  imjiucstas  poi*  los 
Triijunales  inferiores  y  el  Consejo  de  dis- 
ciplina del  Colegio  de  abogados,  cuando 
las  interpongm  los  incur.sosen  ellas. 

6."  Evacuar  las  consultas  que  otros  po- 
deres ó  cuerpos  del  Estado  sometan  á  su 
consideración,  siempre  que  no  tengan  ca- 
rácter contencio.so. 
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7."  Dirigir  circulares,  exhortos  y  dis- 
posiciones á  los  Tribunales  para  su  buen 
orden,  administración  y  gobierno. 

8°  Formar  ios  expedientes  de  instala- 
ción de  los  Tribunales,  toma  de  posesión 
de  Jueces,  Fiscales,  subalternos,  depen- 
dientes y  vacantes  de  los  oficiales  que  deba 
proveer. 

9."  Ejercer  la  inspección  y  vigilancia 
sobre  todos  los  Tribunales  de  la  República. 

10.  Resolver  las  consultas  que  le  so- 
metan los  Tribunales  y  Juzgados  inferio- 
res sobre  las  dudas  que  les  ocurran,  res- 
pecto de  una  ley,  pero  nunca  antes  de  dar 
sentencia. 

11.  Formar  anualmente  la  estadística 
criminal. 

12.  Promover  los  expedientes  relativos 
á  la  división  territorial  para  la  mejor  ad- 
ministración de  Justicia,  y  enviar  al  Mi- 
nisterio del  ramo  los  datos  é  informes  so- 
bre el  particular. 

13.  Enviar  anualmente  y  á  principio 
de  Enero  al  Ministro  del  ramo  una  Me- 
moria comprensiva  de  cuantas  observa- 
ciones hubiere  hecho,  ya  sobre  los  vicios 
de  la  ley,  ya  sobre  la  forma  de  los  enjui- 
ciamientos, para  que,  elevándolos  este 
funcionario  al  Poder  Legislativo,  puedan 
servir  de  base  á  mejoras  en  la  administra- 
ción de  Justicia. 

14.  Promover,  con  acuerdo  del  Ejecu- 
tivo, lo  conveniente  para  el  nombramiento 
de  jueces  de  residencia 

15.  Hacer  el  alarde  de  causas  y  la  vi- 
sita general  de  cárcel  en  la  forma  que 
prescribe  la  ley. 

16.  Examinar  por  sí  y  por  las  personas 
que  nombre  á  ese  efecto  á  los  que  preten- 
dan ser  Notarios. 

17.  Someter  el  reconocimiento  de  las 
causas  ó  pleitos  que  haya  sido  recusado  in 
totuní  el  Juez  competente  ó  que  se  haya 
inhibido,  al  abogado  que  estime  oportuno. 
Esta  facultad  la  ejercerá  cuando  no  haya 
sustituto  legal  ó  que  se  halle  éste  en  los 
casos  de  recusación  é  inliibición. 

18.  Expedir  los  títulos  de  Notarios  y 
demás  de  su  competencia. 

Art.  15.  Es  atributivo  de  la  sección  ju- 
dicial: 

Único.  Conocer  en  segunda  instancia 
de  los  asuntos  civiles,  comerciales,  correc- 
cionales y  criminales  en  apelación  de  las 
sentencias  que  de  los  Tribunales  de  la 
Instancia  y  de  Comercio  le  sometan. 

CAPITULO  IV 

DEL  RÉGIMEN  INTERIOR  DE  LA  SUPREMA 
CORTK    DE    JUSTICIA 

Art.  16.     La  Suprema  Corte  de  Justicia 


se  reunirá  los  lunes,  miércoles  y  viernes 
no  feriados  y  dedicará  al  despacho  de  los 
negocios  cuatro  horas  por  lo  menos. 

Art.  17.  Al  despacho  y  vista  pública  de 
las  causas  criminales,  correccionales  y  co- 
merciales destmará  todo  el  tiempo  que  sea 
necesario  para  acelerar  su  término,  dán- 
dole preferencia  á  los  negocios  civiles  que- 
no  requieran  celeridad. 

Art.  18.  Para  toda  decisión  de  la  Su- 
prema Corte  se  necesitan  por  lo  menos 
tres  Magistrados,  incluso  el  Presidente 
titular  ó  uno  qie  de  los  tres  .se  nombre. 

Art.  19.  Si  por  impedimento,  ausencia 
ú  otra  causa  justificada  no  fuere  posible 
completar  el  número  de  los  Magistrados 
de  la  Corte,  se  llamará  al  Presidente  del 
Tribunal  de  Primera  Instancia  y  en  su 
defecto  á  un  Abogado. 

Art.  20.  En  lo  administrativo,  ó  sea 
cuando  se  reúna  en  pleno,  tiene  voz  y  voto 
deliberativo  el  Ministro  Fiscal. 

Art.  21.  Cuando  la  Suprema  Corte  de- 
ba conocer  de  las  cau.sas  que  le  están  atri- 
buidas en  Primera  Instanc.a  por  la  Consti- 
tución y  las  Leyes,  nombrará  á  uno  de 
sus  Magistrados  que  las  instruya  en  la  for- 
ma que  indica  el  Código  de  Procedimiento 
criminal. 

Art.  22.  Empezado  el  despacho,  ó  la 
vista  de  un  negocio,  no  se  suspenderá  si 
para  su  conclusión  bastare  alguna  hora 
más  de  la  ordinaria  atención,  y  si  el  nego- 
cio fuere  crimmal  y  hubiere  reos  presos, 
se  prolongará  la  audiencia  hasta  la  conclu- 
sión del  asunto. 

Art.  23.  Una  vez  dada  cuenta  de  un 
negocio  ó  acabada  la  vista,  no  se  disolverá 
la  Corte  hasta  dar  decisión;  pero  si  algún 
Magistrado,  antes  de  empezar  la  votación, 
expusiere  que  necesita  ver  los  autos,  po- 
drá suspenderse  hasta  la  próxima  audien- 
cia ó  la  subsiguiente. 

Art.  24.  Si  empezado  á  ver  un  asunto 
ó  visto  ya  y  n )  votado,  enfermare  ó  de 
otro  modo  se  inhabilitare  alguno  de  los 
Magistrados  concurrentes,  en  términos  de 
no  poder  continuar  ó  dar  su  voto  en  voz  ó 
por  escrito,  no  por  eso  se  suspenderá  la 
vista  ó  determinación,  si  con  los  demás 
Jueces  hubiere  suttciente  número. 

Art.  25.  Las  defensas  ante  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  serán  siempre  por  escri- 
to, con  las  debidas  conclusiones  motivadas 
en  hecho  y  en  derecho;  pero  el  día  de  los 
estrados,  los  Abogados  respectivos,  des- 
pués de  obtener  la  venia  del  Presidente,  y 
antes  del  dictamen  Fiscal,  podrán  hacer 
las  ampliarionoi  y  aclaraciones  que  juz- 
guen necesarias. 

Art.  2''.     En  las  iva^eriis  criminales  el 
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Abogado  del  reo  tendrá  el  último  la  pa- 
labra. 

CAPÍTULO  V 

DEL   PRESIDENTE    DE   LA   SUPREMA    CORTE 

Art.  27.  El  Presidente  de  la  Suprema 
Corte  recibe  y  dirige  la  correspondencia  de 
la  Corte,  provee  por  si  los  actos  de  puro 
procedimiento,  redacta  las  sentencias,  au- 
toriza con  su  firma  y  en  su  caso  con  sólo 
la  rúbrica  los  despachos  y  certificaciones 
de  la  Secretaria,  formula  el  calendario 
judicial,  convoca  extraordinariamente  la 
Suprema  Corte,  vigila  la  Secretaria  y  cui- 
da de  la  observancia  de  las  leyes  y  de  los 
reglamentos  interiores,  autoriza  los  libros 
y  registros  y  concede  licencia  hasta  por 
ocho  días  á  los  Magistrados  y  subalternos 
de  la  Corte. 

CAPÍTULO  VI 

DEL  MINISTRO    FISCAL   DE  LA  SUPREMA 
CORTE 

Art.  28.  El  Fiscal  representa  el  Minis- 
terio público  en  todos  los  negocios  civiles, 
criminales  y  administrativos,  y  es  del  todo 
independiente  en  el  orden  judicial. 

Art.  29.  Corresponde  al  Ministro  Fis- 
cal de  la  Suprema  Corte: 

1."  Promover  la  observancia  de  las  le- 
yes, reglamentos  y  ordenanzas  de  la  Ad- 
ministración de  justicia. 

2.°  Defender  ante  la  Corte  al  Estado, 
cuando  éste  sea  parte  en  los  juicios  civiles 
comunes. 

3.°  Interponer  su  oficio  en  los  pleitos  y 
causas  que  interesen  al  Estado. 

4.**  Entablar  y  perseguir  de  oficio  re- 
cursos de  apelación  contra  los  fallos  de  los 
Tribunales  de  primera  Instancia  en  interés 
sólo  de  la  ley,  á  fin  de  mantener  la  obser- 
vancia de  la  jurisprudencia. 

5.°  Denunciar  y  hacer  denunciar,  con 
arreglo  á  las  leyes,  los  delitos  ó  faltas  que 
se  cometieren,  acusar  ó  hacer  acusar  á  los 
delincuentes,  con  celo  é  imparcialidad. 

6.°  Velar  y  hacer  velar  sobre  el  régi- 
men interior  de  las  cárceles  y  Ijuen  trata- 
miento de  los  presos,  haciendo  al  efecto  las 
gestiones  oportunas  ante  la  autoridad 
competente. 

7."  C'elar  y  hacer  celar  sobre  la  ejecu- 
ción de  las  penas  impuestas  por  los  Tribu- 
nales de  primera  Instancia,  visitando  y  ha- 
ciendo visitar  al  efecto  los  establecimientos 
donde  se  hallen  los  condenados. 

8."  Dirigir  por  si  mismo  los  negocios 
ante  la  Corte,  y  encargar  á  los  Procura- 
dores Fiscales"  el  despacho  de  los  de  su 


competencia,  dándoles  instrucciones  gene- 
rales y  especiales,  conducentes  al  mejor 
servicio. 

9.°  Dar  instrucciones  á  los  Procurado- 
res Fiscales,  responder  á  sus  consultas  y 
hacerles  todas  las  indicaciones  convenien- 
tes para  el  cumplimiento  de  su  obligación. 

10.  Recibir  las  comunicaciones  oficia- 
les que  se  le  hagan  para  el  seguimiento 
por  sí  ó  por  sus  subordinados,  de  los  nego- 
cios en  que  tengan  interés  el  Estado  ó  la 
Hacienda  pública. 

11.  Representar  al  Gobierno  respecto 
de  la  inconducta  de  sus  subordinados  y  de 
las  faltas  de  cumplimiento  de  sus  deberes 
públicos. 

12.  Elevar  anualmente  al  Ministerio  de 
Justicia  una  Memoria  de  las  d.ficultades 
que  ofrezca  la  ejecución  de  las  leyes,  ha- 
ciendo constar  en  ella  el  estado  de  los  pro- 
cesos correccionales  y  criminales  que  se 
hallen  en  curso  de  apelación. 

Art.  30.  El  Fiscal  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia,  siendo  la  más  elevada  digni- 
dad de  su  ministerio,  puede  amonestar  á 
los  Procuradores  Fiscales  y  pedir  á  la  Su- 
prema Corte  la  imposición  de  las  correccio- 
nes disciplinarias  que  juzgue  deban  sufrir. 

Art.  31.  En  los  negocios  en  que  el  Fis- 
cal presente  dictamen  ó  haga  petición  for- 
mal á  la  Corte,  deben  notifictirsele  las  pro- 
videncias, autos  ó  sentencias  que  recaigan. 

Art.  32.  Si  estando  en  aud.encia  se 
diere  cuenta  de  un  negocio  urgente,  el 
Fiscal  puede  dar  su  dictamen  de  palaljra, 
circustancia  que  se  expresará  en  el  auto 
que  recayere,  sin  perjuicio  de  que  se  ex- 
tienda en  resumen,  firmándolo  su  autor. 

Art.  33.  El  Fiscal  de  la  Suprema  Cor- 
te es  de  igual  categoría  que  el  Presidente 
de  esta:  sus  faltas  accidentales  las  suplirá 
uno  de  los  Magistrados  de  la  Corte. 

Art-.  34.  El  Ministro  Fiscal  no  debe 
perder  nunca  de  vista  que  su  ministerio  es 
tan  imparcial  como  la  misma  ley,  en  cuyo 
nombre  habla;  auxiliará,  en  consecuencia 
de  éste  principio,  al  acusador  ó  al  acusado, 
según  creyere  más  justo,  pues  así  como 
está  llamado  á  perseguir  los  delitos,  tiene 
el  iniprescindiljle  deber  de  proteger  al 
inocente  y  al  desvalido. 

CAPÍTULO  Vil 

DE   LOS    TRIBUNALES    DE   PRIMERA    INSTANCIA 

Art.  35.  Habrá  Tribunales  y  Juzgados 
de  Primera  Instancia  en  cada  caijecera  de 
Provincia  y  en  los  Distritos  marítimos. 

Art.  36.  Estos  Tribunales  se  compon- 
drán de  un  Pr-isidentc,  tres  Jueces,  com- 
prendido el  de  Instrucción,  un  Fiscal,  dos 
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Secretarios,  un  escribiente,  un  alguacil 
de  estrados  y  dos  ordinarios.  Uno  de  los 
Secretarios  y  uno  de  los  alguaciles  ordina- 
rios se  agregarán  al  Juzgado  de  Instruc- 
ción. 

Para  desempeñar  las  funciones  de  Juez 
en  caso  de  muerte,  renuncia,  inhabilita- 
ción ó  de-titucion,  los  nombrará  con  ca- 
rácter de  interino,  ó  sea  en  comisión,  el 
Poder  Ejecutivo,  si  el  Congreso  Nacional 
no  estuviere  reunido. 

Los  Jueces  serán  nombrados  por  el  Con- 
greso Nacional,  previas  las  condiciones  y 
formalidades  indicada?  por  las  Constitu- 
ción y  las  leyes,  y  los  Fiscales  por  el  Po- 
der Ejecutivo. 

Art.  37.  Los  Tribunales  y  Juzgados  de 
primera  Instancia  conocerán  de  todos  los 
negocios  personales,  reales  y  mi.xtos,  que 
ocurran  en  sus  respectivas  jurisdicciones, 
con  excepción  de  los  expresamente  atri- 
buidos por  los  Códigos  y  leyes  vigentes  á 
los  Tribunales  de  Comercio;  de  las  apela- 
ciones de  as  sentencias  de  los  Alcaldes  y 
jueces  arbitros,  cuando  por  la  cuantía  fue- 
sen de  su  competencia;  de  las  demandas 
de  primera  instancia,  iniciadas  contra  los 
Alcalaes  y  miembrosdelos  Ayuntamientos, 
por  delitos  cometidos,  tanto  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  como  fuera  de  él;  conoce- 
rán en  última  instancia  de  las  acciones 
cuyo  interés  principal  no  exceda  de  tres- 
cientos pesos  oro. 

Art.  38.  En  lo  administrativo  tienen 
las  atribuciones  siguientes: 

1.''  Decidir  de  las  consultas  que  les  di- 
rijan los  Alcaldes  de  Comunes  en  las  mate- 
rias de  su  competencia,  oyendo  cuando  lo 
estimen  conveniente  al  Procurador  Fis- 
cal. 

2.^^  Proponer  á  la  Suprema  Corte  las 
mejoras  que  en  su  jurisdicción  puedan  de- 
cretarse. 

3."    Evacuar  los  informes  que  les  pida- 
la  Suprema  Corte. 

4.*  Comunicar  á  los  Alcaldes  Constitu- 
cionales y  demás  empleados  que  de.  ellos 
dependan,  las  circulares,  órdenes  y  dispo- 
siciones de  la  Suprema  Corte. 

5.*  Elevar  cada  trimestre  un  estado 
general  de  las  causas  criminales  y  co,'rec- 
cionales  de  que  hayan  conocido. 

6.*  Ejercer  autíjridad,  inspección  y  vi- 
gilancia sobre  los  Alcaldes  Constitucio- 
nales. 

7."     V^igilar  el  Juzgado  de  Instrucción. 

8."  Imponer  á  los  subalternos,  depen- 
dientes y  oficiales  ministeriales  las  penas 
disciplinarias  á  que  se  hagan  acreedores. 

9.'_  Requerir  del  Ministerio  Fiscal  de  la 
Suprema  Corte  que  excite  el  celo  del  pro- 


curador Fiscal  cuando  note  incuria  en  el 
despacho  de  los  asuntos. 

10.  Formar  los  expedientes  relativos  á 
la  toma  de  posesión  y  juramento  de  jueces 
y  Fiscales,  que  elevarán  á  la  Suprema 
Corte. 

Art.  39.  Los  Jui'ces  de  los  Tribunales 
de  primera  instancia  pueden  visitar  las  al- 
caldías de  su  jurisdicción  para  asegurarse 
de  su  buen  orden  y  arreglo  interior. 

Art.  40.  Los  Tribunales  de  primera 
instancia  ejercerán  además  las  funciones 
especiales  que  les  están  atribuidas  por  ios 
Códigos  y  leyes  en  vigor. 

CAPITULO  VIII 

DE  LOS  PRESIDENTES  DE  LOS  TRIBUNALES 
DE   PKIMKRA   instancia 

Art.  41.  Los  Presidentes  de  los  Tribu- 
nales y  Juzgados  de  primera  Instancia,  re- 
dactarán las  sentencias,  después  de  haber 
deliberado  la  litis  en  cámara  de  consejo  y 
de  conformidad  con  lo  que  se  haya  resuel- 
to; recibirán  y  dirigirán  la  corresponden- 
cia de  la  Corporación  y  proveerán  por  si 
los  actos  de  puro  procedimiento;  autoriza- 
rán con  su  firma  los  despachos  y  certifica- 
ciones de  sus  respectivos  Secretarios;  con- 
vocarán extraordinariamente  la  Corpora- 
ción; vigilarán  la  Secretaria  y  cuidarán  de 
la  observancia  de  los  reglamentos  interio- 
res; autorizarán  los  libros  y  registros  de  la 
Corporación;  y  los  de  los  Oficiales  del  Es- 
tado Civil  en  su  jurisdicción;  concederán 
licencia  hasta  por  ocho  dias  á  los  Jueces  y 
empleados.de  su  Tribunal;  nombrarán  de 
oficio  abogadoi  en  las  causas  criminales, 
y  en  las  civiles  á  los  pobres  de  solemnidad; 
y  llamarán  al  Juez  de  Instrucción  para  su- 
plir los  vacantes  que  ocurran,  y  en  caso 
de  impedimento  legal  de  éste  á  un  abo- 
gado. 

CAPITULO  IX 

DE  LOS  JLKCES  DE  INSTRUCCIÓN 

Art.  42.  Los  Jueces  de  Instrucción 
tendrán  á  su  cargo  el  sumario  de  los  ne- 
gocios que  les  competan  y  las  funciones 
que  les  señalan  los  Códigos  en  vigor. 

CAPITULO  X 

DE  LOS   PROCURADORES  FISCALES 

Art.  43.  Además  de  los  deberes  que  les 
son  comunes  con  el  Ministerio  Fiscal  de 
la  Suprema  Corte  y  de  que  trata  el  capitu- 
lo Vi  de  esta  ley,  com'pete  á  los  Procura- 
dores Fiscales:  Elevar  á  conocimiento  del 
Fiscal  do  la  Suprema  Corte  las  resolucio- 
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nts  que  tornen  para  la  mejor  administra- 
ción de  su  ministerio;  apelar,  en  el  interés 
de  la  ley,  por  pura  jurisprudencia,  de  las 
decisiones  que  en  materia  civil  dictaren 
los  Tribunales,  siempre  que  después  de 
vencidos  los  términos  de  la  apelación  no 
hubieren  hecho  las  partes  uso  de  ese  re- 
curso, y  cuando  creyeren  que  se  ha  hecho 
aplicación  errada  de  la  ley;  intervenir  en 
las  cuentas  de  los  venduteros  públicos; 
asistir  á  las  visitas  de  cárceles;  presentar 
anualmente  una  memoria  escrita  al  Fiscal 
de  la  Suprema  Corte  de  las  dificultades 
que  ofrezca  la  observancia  de  las  leyes,  de- 
biendo hacer  constar  en  ella  el  estado  de 
los  procesos  correccionales  y  criminales 
que  estén  en  curso;  dar  cuenta  anualmen- 
te de  los  juicios  de  simple  policía  ocurri- 
dos en  su  jurisdicción  y  del  cumplimiento 
de  las  sentencias  en  esas  materias;  pedir  á 
los  Alcaldes  Constitucionales  los  registros 
donde  se  hubieren  asentado  los  juicios  so- 
bre esas  faltas;  llamar  la  atención  de  los 
Jueces  de  primera  instancia  cuando  en 
el  circulo  de  su  jurisdicción  dejen  las  au- 
toridades judiciales  inferiores  de  cumplir 
con  sus  deberes,  y  cuando  estas  faltas  no 
ameriten  más  que  penas  disciplinarias, 
pues  en  otro  caso  deben  proceder  con  arre- 
glo á  la  ley;  corresponderse  con  el  Fiscal 
de  la  Suprema  Corte  de  cuyo  funcionario 
recibirán  órdenes;  asistir  y  dar  dictamen 
en  los  negocios  comerciales,  cuando  así  lo 
disponga  el  Tribunal  en  sus  atribuciones 
á  ese  respecto,  y  dictaminar  en  forma  en 
todos  los  demás  asuntos  designados  por  la 
ley. 

Las  demás  funciones  que  deben  ejercer 
en  los  negocios  civiles  y  criminales  están 
prescritas  por  los  Códigos  en  vigor. 

Art.  44.  En  caso  de  impedimento  del 
Procurador  Fiscal,  entra  á  reemplazarle 
un  abogado  designado  por  el  Presidente, 
el  que  ejercerá  de  lleno  todas  sus  atribu- 
ciones. 

De  esta  circunstancia  se  dará  cuenta  al 
Fiscal  de  la  Suprema  Corte,  asi  como  de 
la  causa  del  impedimento. 

CAPITULO  XI 

DE    LA    RESIDEN'CIA.    DE     LOS    TRIBUNALES   DE 
PRLMERA   INSTANCIA 

Art.  45.  La  Suprema  Corte,  previo 
acuerdo  con  el  Poder  ejecutivo,  dispondrá 
que  uno  de  sus  Magistrados  pase  anual- 
mente á  residenciar  los  'l'ribunales  déla 
República. 

El  Poder  ejecutivo  puede  iniciar  á  la 
Corte  la  necesidad  de  nombrar  Jueces  de 
residencia,  cuando  lo  juzgue  conveniente. 
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Art.  46.  El  objeto  de  la  residencia  es 
cerciorarse  del  e.xacto  cumplimiento  de  las 
leyes,  órdenes  y  disposiciones  de  los  pode- 
res del  Estado,  del  buen  orden  de  los  Tri- 
bunales, arreglo  y  conservación  de  sus 
archivos  y  el  de  los  Notarios  públicos,  y  de 
la  buena  y  cumplida  administración  de 
justicia. 

También  podrán  oir  los  Magistrados  de 
residencia  las  quejas  que  se  les  dirijan  con- 
tra los  Jueces  y  empleados  del  orden  judi- 
cial, debiendo  darles  el  curso  correspon- 
diente. 

De  las  observaciones  que  hicieren  en  el 
curso  de  la  residencia,  así  como  de  las  me- 
didas que  hubieren  tomado,  darán  cuenta 
á  la  Suprema  Corte  en  un  informe  cir- 
cunstanciado. 

Art.  47.  Los  Jueces  de  residencia  cuan- 
do sean  nombrados,  recibirán  del  Tesoro 
público  los  auxilios  necesarios. 

Son  responsables  de  los  abusos  que  co- 
metan durante  la  residencia. 

CAPITULO  XII 

DE   LOS  CONSULADOS  DE    COMERCIO 

Art.  48.  Queda  á  cargo  de  los  Tribuna- 
les de  primera  instancia  el  conocimiento 
de  los  negocios  comerciales  que  ocurran 
en  sus  respectivas  jurisdicciones,  sujetán- 
dose en  esos  casos  á  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio. 

CAPITULO  XIII 

DE   ios  ALCALDES  CONSTITUCIONALES 

Art.  49.  En  todas  las  comunes  y  can- 
tones habrá  una  alcaldía,  servida  por  un 
Alcalde,  un  Secretario,  y  un  Alguacil. 

Cada  Alcalde  tendrá  dos  Suplentes. 

Art.  50.  Los  Alcaldes  conocerán  de  to- 
dos los  negocios  que  les  están  atribuidos 
por  los  Códigos  y  las  leyes  vigentes  y  de 
las  acciones  accesorias  ó  que  se  despren- 
dan consiguientemente  de  aquellas  que  en 
lo  principal  sean  de  su  competencia,  siem- 
pre que  no  estén  especialmente  atribuidas 
á  otro  Tribunal;  evacuarán  las  diligencias 
y  comisiones  que  les  encomienden  los  Tri- 
bunales de  primera  instancia  y  la  Suprema 
Corte,  en  sus  casos,  auncjue  versen  sobre 
asuntos  que  no  sean  de  su  competencia,  en 
cuyos  ca.sos  desempeñan  las  funciones  de 
Juez  Comisario. 

Art.  5L  Los  Alcaldes  elevarán  anual- 
mente al  Procurador  Fiscal  de  su  juris- 
dicción, los  registros  en  que  hubiesen  asen- 
tado los  juicios  civiles  y  de  policía  en  que 
hubiesen  dado  sentencia. 

También  darán  cuenta  mensualmenteá 
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los  Tribunales  de  primera  instancia  de  los 
misinos  juicios  y  de  los  de  conciliación. 

Cuidarán  de  que  se  cumplan  las  leyes  de 
policía  y  demás  que  interesen  al  buen  or- 
den. 

Art.  52.  Los  suplentes  de  los  Alcaldes 
ejercen  las  funciones  de  éstos,  en  caso  de 
impedimento. 

En  los  negocios  de  policía  hará  de  Fiscal 
el  Comisario  de  policía  de  Gobierno  ó  el 
municipal,  y  en  su  defecto,  el  Sindico  del 
Ayuntamiento. 

Art.  53.  Las  Alcaldías  llevarán  los  re- 
gistros necesarios  para  el  asiento  de  los 
juicios  de  conciliación  y  de  los  civiles,  y  de 
las  faltas  cuyo  conocimiento  les  compete. 

Art.  54.  Los  Alcaldes  conocerán  en  úl- 
timo recurso,  hasta  la  suma  de  veinticinco 
pesos  oro,  y  á  cargo  de  apelación,  liasta  la 
de  cien  pesos  oro. 

CAPITULO  XIV 

DE   LOS  CONSEJOS   DE  GUERRA 

Art  55.  Los  Consejos  de  guerra  están, 
como  los  demás  Tribunales  de  la  Repúbli- 
ca, sujetos  á  la  vigilancia  de  la  Suprema 
Corte  que  tiene  sobre  sus  miembros  las 
mismas  facultades  disciplinarias  que  las 
que  ejerce  sobre  los  oíros  Tribunales. 

Sus  atribuciones  están  determinadas  por 
el  Código  penal  militar. 

CAPITULO  XV 

DE  LOS  SECRETARIOS 

Art.  56.  Los  Secretarios  son  nombra- 
dos por  sus  respectivos  Tribunales:  en 
ellos  reside  la  fe  y  testimonio  público  para 
autorizar  las  resoluciones,  providencias  y 
sentencias  de  los  Tribunales  de  que  de- 
pendan. 

Art.  57.  Los  Secretarios  están  obliga- 
dos á  presentarse  en  la  Secretaría  ó  des- 
pacho, media  hora  antes  que  la  prefijada 
para  la  audiencia,  á  fín  de  preparar  los 
negocios  de  que  deban  dar  cuenta. 

Están  igualmente  obligados  á  tener 
abierta  la  .Secretaria  cinco  horas  diarias, 
para  i'acilitar  el  despacho  de  los  negocios  y 
evitar  dilaciones. 

Art.  58.  Los  Secretarios  autorizan  los 
autos,  providencias  y  resoluciones  que,  en 
lo  administrativo  y  contencioso,  dicten  los 
Tribunales  ó  Alcaldías  de  que  dependan, 
y  las  comunican  á  quienes  corresponda, 
para  su  cumplimiento,  y  en  su  caso  las  no- 
tifican á  las  partes. 

Art.  59.  Es  dcl)er  de  los  Secretarios: 
Tener  en  l)uen  orden  y  aseados  los  expe- 
dientes que  cursen  en  su  Secretaría:  llevar 


los  trabajos  al  día;  dar  cuenta  de  los  nego- 
cios que  ingresen  en  la  Secretaría;  asistir 
á  las  visitas  de  cárceles;  llevar  con  aseo  y 
regularidad  los  libros  de  la  Secretaria;  for- 
mar los  estados  generales  de  los  asuntos 
civiles  y  criminales;  cuidar  del  archivo, 
dar  cuenta  en  las  veinticuatro  horas  de  su 
presentación  de  los  pedimentos,  instancias 
y  demás  negocios  que  se  les  confien,  ano- 
tándolos en  un  registro  destinado  á  ese 
efecto;  formar  el  índice  de  cada  expedien- 
te, llevar  los  libros  y  registros  que  se  les 
encomienden,  y  dar  recibos  á  las  partes 
cuando  ellas  lo  pidan,  de  los  documentos 
que  se  les  entregan,  para  someterlos  al 
Juez. 

Ellos  autorizan  con  su  firma  entera  to- 
dos los  actos,  aun  aquellos  en  que  sus  su- 
periores no  hacen  más  que  rubricar. 

Los  Secretarios  no  podrán  expedir  copia 
de  los  documentos  que  las  partes  depositen 
en  Secretaría  para  comprobación  de  su 
derecho,  sino  en  caso  de  que  no  se  hubie- 
ren dado  dichas  copias  en  la  forma  expre- 
sada por  el  art.  65  del  Código  de  Procedi- 
miento civil,  y  esto,  previo  conocimiento 
del  pedimento  á  la  parte  que  los  hubiere 
depositado  y  con  la  autorización  del  Presi- 
dente del  Tribunal. 

CAPÍTULO   XVI 

DE  LOS   OFICIALES  DEL  ESTADO  CIVIL 

Art.  60.  Para  cada  común  y  puesto 
cantonal  se  nombrará  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo un  Oficial  del  Estado  civil. 

En  aquellas  comunes  que  por  su  impor- 
tancia, extensión  y  riqueza  se  considere 
necesario,  se  aumentará  el  número ,  de 
conformidad  con  las  necesidades  públicas. 

Art.  61.  Además  de  los  deberes  que  les 
impone  el  Código  civil,  tienen  el  de  remi- 
tir cada  trimestre  á  la  Suprema  Corte,  por 
conducto  del  Ministro  Fiscal,  una  rela- 
ción de  los  actos  del  Estado  civil  que  hu- 
bieren pasado  ante  ellos;  y  anualmente  y 
en  el  mes  de  Enero,  un  estado  general  de 
los  mismos  al  Ministerio  del  ramo. 

Art.  62.  Los  Oficiales  del  Estado  civil 
que  no  cumplieren  con  la  anterior  dispo- 
sición, serán  removidos  de  sus  destinos. 
El  Ministro  Fiscal  de  la  Suprema  Corte 
vigilará  el  exacto  cumplimiento  de  la  ante- 
rior disposición. 

Art.  63.  lín  caso  de  muerte,  inhabilita- 
ción ó  impedimento  de  algiin  Oficial  del 
Estado  civil  entrará  á  ejercer  sus  funcio- 
nes el  Alcalde,  si  no  hubiere  otro  Oficial 
del  Estado  civil,  en  el  lugar,  dándose  cuen- 
ta al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  64.     Los  Procuradores  Fiscales  in- 
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currirán  en  responsabilidad  si  no  lucieren 
efectivas  las  penas  que  las  leyes  señalan  á 
ias  infracciones  cometidas  por  los  Oficiales 
del  Estado  civil  en  el  cumplimiento  de  sus 
obligaciones. 

CAPÍTULO  XVII 

TITULO  PRIMERO 
De  los  abogados. 

Art.  65.  Los  individuos  que  á  la  publi- 
cación de  la  presente  ley,  tengan  á  su  fa- 
vor titulo  de  abogado  expedido  por  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  son  ipsofacto  Li- 
cenciados de  derecho  en  la  Facultad  nacio- 
nal. El  Instituto  Profesional  les  expedirá  el 
titulo  correspondiente. 

Art.  66.  Los  capacitados  para  la  abo- 
gacía por  el  Instituto  Profesional,  median- 
te el  titulo  de  Licenciado  en  Derecho,  pue- 
den ejercer  la  profesión  de  abogado  ante 
todos  los  Tribunales  de  la  Rúpublica,  en 
virtud  del  nombramiento  y  autorización 
que  al  efecto  les  expida  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  y  del  juramento  que  deben 
prestar  ante  la  misma. 

Art.  67.  Son  condiciones  indispensa- 
bles para  obtener  la  autorización  de  la  Su- 
prema Corte:  1."  Ser  dominicano.  2.*  Te- 
ner veintiún  años  de  edad.  3."  Acompañar 
al  diploma  la  certifícación  de  vida  y  cos- 
tumbres, sin  observación. 

Art.  68.  El  número  de  abogados  es  ili- 
mitado: y  cuando  suspendan  por  algún 
tiempo  voluntariamente  el  ejercicio  de  su 
profesión,  no  necesitan  impetrar  licencia 
para  volver  á  ejercerla. 

Art.  69.  Los  Jueces  y  Fiscales  que  a  la 
publicación  de  la  presente  ley  hayan  cum- 
plido en  el  ejercicio  de  sus  funciones  cuatro 
años  consecutivos,  podrán  ol)tener  el  títu- 
lo de  Licenciados,  previo  examen  general 
ante  el  instituto  Profesional,  sin  que  sea 
necesario  p;ira  ello  la  presentación  del  ti- 
tulo de  Bachiller,  exigido  por  la  ley,  ni  la 
ccrtilicación  de  vida  y  costumbres. 

Igual  excepííión  se  hace  en  favor  de  los 
autorizados  á  postular  por  la  Suprema 
Corte  de  Justicia. 

Art,  70.  Los  aljogados,  mientras  ejer- 
zan su  profesión,  no  pueden  negarse  á  la 
defensa  de  oficio,  que  será  obligatoria. 

Art.  71.  Los  abogados  incurren  en  res- 
ponsabilidad: Cuando  revelan  los  secretos 
de  la  parte  á  quien  defienden;  cuando  en 
segunda  instancia  dcfcndiertíii  aípiel  con- 
tra quien  alfígaron  en  la  i)i'imera;  cuando 
por  negligencia  ó  iníenciunahncnte  dejen 
XJoreccr  los  derechos  de  sus  clientes.  La 


responsabilidad  puede  ser  civil  ó  discipli- 
naria. La  primera  se  impone  por  los  Tri- 
bunales, á  pedimento  de  parte  y  en  juicio 
contradictorio  y  la  segunda  por  el  Consejo 
de  Disciplina. 

Ambas  responsabilidades  pueden  impo- 
Herse  simultáneamente. 

Art.  72.  Los  que  á  la  publicación  de  la 
presente  ley  tuvieren  autorización  por  la 
Suprema  Corte  para  postular  ante  al»ún 
Tribunal  de  la  República,  sólo  podrán  ha- 
cerlo ante  el  Tribunal  para  el  cual  fueron 
autorizados,  cesando  ipsofacto  dicha  auto- 
rización tan  pronto  como  residan  cuatro  ó 
más  abogados  en  el  ejercicio  de  su  profe- 
sión, en  el  lugar  donde  se  halle  establecido 
ese  Tribunal. 

TÍTULO  II 

Del  Colegio  de  Abogados. 

Art.  73.  En  la  capital  se  establecerá  el 
Colegio  de  Abogados  con  diez  ó  más  Abo- 
gados, y  en  los  lugares  donde  residieren 
cinco  podrá  formarse  un  Centro  correspon- 
diente con  el  de  la  capital. 

Los  Abogados  que  no  observaren  bue- 
nas costumbres,  compostura  y  decencia, 
tanto  en  el  ejercicio  de  su  profesión  como 
en  su  vida  privada,  serán  llamados  al  Con- 
sejo de  Disciplina  de  que  trata  esta  Ley, 
para  aplicarle  las  penas  disciplinarias  á 
que  se  hagan  acreedores. 

Art.  74.  El  Presidente  del  Colej^no  de 
Abogados  será  elegido  por  escrutinio  se- 
creto; pero  el  Abogado  con  titulo  más  an- 
tiguo, como  Decano  del  Cuerpo,  será  de 
pleno  derecho  el  Presilente  honorario  y 
presidirá  cuando  asistiere  á  las  sesiones. 

Art.  75.  Son  atribuciones  del  Colegio 
de  Abogados: 

1.''  Informar  anualmente  á  la  Suprema 
Corte  de  Justi(;ia  de  las  reformas  que  crea 
necearías  á  las  leyes  y  códigos  en  vigor, 
para  que  las  remita  y  adjunte  á  la  Memo- 
ria que  ella  debe  elevar  al  jVIinisterio  de 
Justicia. 

2."  Coleccionar  todas  las  sentencias  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia,  anotándolas 
comentadamente  para  uniformar  la  juris- 
pruden(;ia  nacional. 

3."  Conocer  y  modificar  equitativamen- 
te, según  la  importancia  de  los  servicios 
profesionales  que  á  las  partes  presten  los 
Abogados,  los  honorarios  do  é-ítos  cuando 
los  creyere  excesivos  y  so  provea  contra 
ellos  la  parte  condenada. 

4."  Corregir  la  mala  conducta  pública 
ó  privada  de  los  Abogados,  y  cuidar  y  con- 
servar el  honor,  respeto  y  consideración 
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que  merece  el  augusto  ministeiMO  de  la 
profesión. 

Art.  76.  Podran  ser  miembros  del  Co- 
legio de  Abogados  todos  los  que  puedan 
postular  ante  los  Tribunales  de  la  Repú- 
blica-. 

Art.  77.  Los  funcionarios  serán  elegi- 
dos por  voto,  escrito  y  secreto.  El  bufete 
se  compondrá  de  un  Presidente,  un  Bi- 
bliotecario, un  Tesorero  y  un  Secretario, 
cada  uno  con  las  obligaciones  de  su  cargo. 

Art.  78.  Los  licenciadosen  Derecho  en- 
viarán sus  titules  al  Colegio  de  Abogados 
para  ser  inscritos  en  un  cuadro  que  se  lle- 
vará al  efecto,  en  donde  se  hará  constar  el 
día,  mes  y  año  en  que  empiece  su  ejercicio 
profesional,  la  del  titulo,  la  de  la  autoriza- 
ción y  la  del  exequátur. 

Art.  79.  El  Colegio  de  Abogados  asis- 
tirá á  las  visitas  generales  de  presos,  para 
cuyo  efecto  será  invitado  oportunamente 
por  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  y  por 
los  Tribunales  de  primera  Instancia  de  los 
centros  correspondientes. 

CAPITULO  XVIII 

DE  LOS  NOTARIOS  PÚBLICOS  (1; 

Art.  80.  En  los  Notarios  públicos  resi- 
de la  fe  y  garantía  pública,  y  son  los  depo- 
sitarios de  sus  archivos,  que  deben  mante- 
ner en  buen  orden. 

Art.  81.  Los  Notarios  son  nombrados 
por  la  Suprema  Corte,  previo  examen; 
ejercen  su  oficio  durante  su  vida,  y  sus 
funciones  son  incompatibles  con  todo  otro 
cargo  público. 

Para  ser  Notario  se  necesita  ser  domi- 
nicano, tener  veinticinco  años  cumplidos, 
y  presentar  además  las  certificaciones  de 
estudios,  de  pasantía  durante  dos  años  y 
de  vida  y  costumbres. 

Los  Alcaldes  Constitucionales  ejercen 
estas  funciones  á  falta  do  Notarios. 

Art.  82.  El  número  de  Notarios  queda 
limitado  á  cinco  para  la  capital,  cuatro  pa- 
ra Santiago,  tres  para  La  Vega,  dos  para 
cada  cabecera  de  provincia  y  distrito  ma- 
rítimo y  uno  para  cada  común. 

Los  Notarios  no  podrán  dar  fe  de  nin- 
gún acto  fuera  de  la  jurisdicción  para  que 
han  sido  nombrados,  debiendo,  para  ejer- 
cer su  ministerio  en  otra  común,  pedir  li- 
cencia y  autorización  al  Tribunal  de  prime- 
ra Instancia,  y  para  pasar  á  otra  provincia 
ó  distrito  marítimo  han  de  obtener  igual  au- 
torización de  la  Suprema  Corte.  Para  ta- 
les concesiones  lia  de  mediar  petición  de 


(1)    V.  la  ley  orgánica  del  Notariado,  inserta 
más  adelante. 


parte,  ó  han  de  ser  comisionados  expresa- 
mente por  los  Tribunales. 

De  esas  autorizaciones  harán  mención 
en  los  actos  que  suscriban. 

No  podrán  trasladar  su  oficio  definitiva- 
mente de  una  á  otra  común  ó  provincia 
sin  autorización  de  la  Suprema  Corte. 

Art.  83.  Los  Notarios  están  obligado.s 
á  redactar  los  actos  de  su  Ministerio  con 
la  claridad  necesaria,  á  continuación  unos 
de  otros,  sin  dejar  espacio  en  los  protoco- 
los que  formen,  debiendo  numerarlos. 

Los  protocolos  deben  ser  escritos  en  pa- 
pel sellado:  y  cada  página  no  debe  conte- 
ner más  que  veintiséis  líneas  y  cada  línea 
quince  silabas. 

La  letra  de  los  protocolos  y  la  de  los 
testimonios  debe  ser  clara  é  inteligible,  y 
ni  en  aquéllos  ni  en  éstos,  pueden  usar- 
se ni  abreviaturas  ni  cifras. 

Las  remisiones  al  margen  de  las  matri- 
ces ó  testimonios  han  de  ser  rubricadas  por 
las  partes  y  los  Notarios,  y  además  trasla- 
dadas al  final  del  acto  como  fe  de  erratas. 

No  usarán  interlineas  en  las  matrices  ó 
testimonios. 

Llevarán  personalmente  al  registro  los 
actos  que  pasen  ante  sí,  para  que  sin  pér- 
dida de  tiempo  se  registren. 

Art.  84.  Al  realizarse  ante  los  Nota- 
rios el  acto  de  venta  de  una  propiedad 
cualquiera,  exigirán  la  presentación  del 
titulo  en  cuya  virtud  se  posea  la  cosa,  y 
anotando  al  pie  la  traslación  del  dominio 
que  se  efectúe,  lo  depositará  en  su  Nota- 
ría, y  con  todos  los  de  su  clase  formará  un 
legajo  que  correrá  con  el  protocolo  bajo 
una  misma  cuerda. 

Los  poderes  con  que  se  presente  una 
parte  para  vender,  permutar  ó  hipotecar 
una  finca  cualquiera  se  unirán  al  protoco- 
lo en  la  misma  cuerda  de  que  se  ha  hecho 
mención. 

El  notario  que  faltare  al  cumplimiento 
de  estas  disposiciones  incíurrirá,  además 
de  las  penas  que  señale  el  Código,  en  la  de 
inhabilitación  ad  perpetuuin  para  el  ejer- 
cicio de  la  notaría. 

Art.  85.  Los  Notarios  no  deben  auto- 
rizar ningún  acto  sin  la  concurrencia  de 
uno  de  sus  colegas  ó  de  dos  testigos  mayo- 
res de  edad  y  libres  de  toda  excepción. 

No  podráii  ser  testigos  los  parientes  con- 
sanguíneos de  los  Not  '.rios  hasta  el  cuarto 
grado  inclusive.  No  pueden  autorizar  los 
actos  que  otorguen  sus  parientes  hasta  el 
tercer  grado,  ni  los  de  jiersonas  descono- 
cidas, si  no  justificaren  con  testigos  idó- 
neos su  identidad. 

Art.  86.  Cuando  dos  Notarios  se  aso- 
cien para  recibir  los  actos  públicos,  no  co- 
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brarán  más  honorarios  que  los  que  cobra- 
ría uno  solo. 

Art.  87.  Los  oficios  de  los  Notarios 
serán  visitados  cada  semestre  por  el  Mi- 
nisterio público  para  asegurarse  de  que 
éstos  cumplen  con  los  deberes  de  su  cargo. 

Art.  88.  En  caso  de  destitución,  muerte 
ó  dimisión  de  un  Notario,  el  Fiscal  del 
Tribunal  de  1."  Instancia  por  si  en  los  lu- 
gares donde  reside  ó  por  medio  del  Sindi- 
co procurador  en  las  comunes,  procederá 
dentro  del  mes  siguiente  á  tomar  posesión 
del  Archivo  bajo  inventario,  depositándose 
en  la  Secretaria  del  Ayuntamiento. 

El  duplicado  del  inventario  se  remitirá 
al  Fiscal  de  la  Suprema  Corte. 

Los  Archivos  aí~í  depositados  se  saca- 
rán á  pública  subasta  entre  los  notarios, 
y  la  mitad  del  producto  ingresará  en  las 
arcas  comunales  y  la  otra  mitad  se  entre- 
gará al  Notario  dimisionado  ó  á  sus  here- 
deros. 

Este  beneficio  no  se  extiende  á  los  No- 
tarios que  hubieren  sido  destituidos. 

La  subasta  se  hará  ante  el  Ayunta- 
miento al  mes  del  depósito,  con  presencia 
del  Procurador  Fiscal  ó  del  Sindico  en  su 
caso,  quien  dará  cuenta  al  Ministro  Fiscal 
de  la  Suprema  Corte. 

Si  no  hubiere  pujas,  el  archivo  se  pa- 
sará al  Ayuntamiento  de  la  Común  y  que- 
dará depositado  en  él  bajo  la  responsabili- 
dad del  Secretario  y  del  Presidente  del 
Ayuntamiento  hasta  que  se  presenten  lici- 
tadores;  pudiéndose  dar  por  la  Secretaría 
las  copias  que  se  soliciten,  previa  autoriza- 
ción del  Triljunal  competente. 

De  los  derechos  de  copia  que  se  co- 
braren, la  mitad  corresponderá  al  Secre- 
tario y  la  otra  á  los  fondos  municipales. 

CAPÍTULO  XIX 

DE   LOS    INTÉRPRETES  JUDICIALES 

Art.  89.  Los  intérpretes  judiciales  son 
nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  para 
toda  la  extensión  de  un  Distrito  judicial. 

Deben  tener  veinte  y  un  años  cumpli- 
dos, prestar  examen  y  presentar  las  certi- 
ficaciones de  vida  y  costumbres. 

Art.  90.  En  los  distritos  donde  haya 
intérpretes  judiciales  no  podrá  admitirse 
en  juicio  ninguna  traducción  que  no  sea 
hecha  por  el  intérprete  nombrado. 

Los  AI)Ogados,  Notarios,  alguaciles  y 
demás  oficiales  ministeriales  no  recibirán 
ningún  documento  en  idioma  extranjero, 
sin  la  competente  traducción  hecha  por  el 
intérprete. 

En  los  casos  en  que  una  parte  pre- 
.sente  documentos   que  deban  traducirse 


podrá  el  intérprete  exigir  el  pago  de  sus 
honorarios  al  tiempo  de  la  devolución  de 
aquellos. 

Todo  documento  traducido  por  el  intér- 
prete será  rubricado  por  él  al  margen  con 
el  ne  narietur. 

Llevará  el  intérprete  un  registro  auto- 
rizado por  el  Tribunal  de  1.*  Instancia 
y  asentará  en  aquél,  en  resumen,  por 
orden  de  fechas  y  de  números,  las  traduc- 
ciones que  haga. 

Art.  91.  Las  funciones  de  los  intérpre- 
tes, además  de  traducir  los  documentos 
que  le  presenten  las  partes  ó  que  de  oficio 
les  remitan  los  Tribunales,  son:  asistirá 
la  Alcaldía  y  á  los  Juzgados  de  Instrucción, 
á  los  Tribunales  de  1.''  Instancia  ó  á  la 
Suprema  Corte  en  su  caso,  cuando  hayan 
de  oirse  las  declaraciones  de  testigos,  de 
actores  ó  de  reos  que  no  posean  el  idioma 
nacional. 

Art.  92.  Los  intérpretes  son  responsa- 
bles de  los  abusos  que  cometan  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  y  de  las  malas  ver- 
siones que  hagan  con  perjuicio  de  otros. 

CAPÍTULO    XX 

DE  LOS  VENDUTEROS 

Art.  93.  Los  venduteros  son  oficiales 
ministeriales  autorizados  para  hacer  en  la 
extensión  de  la  jurisdicción  para  que  son 
nombrados,  las  venías  de  muebles  que  se 
les  encarguen  en  pública  almoneda,  adju- 
dicando los  objetos  al  mejor  postor. 

Art.  94.  Son  nombrados  por  el  Poder 
Ejecutivo,  previa  comprobación  de  vida  y 
costumbres  y  de  haber  cumplido  veinte  y 
un  años. 

Art.  9.5.  El  número  de  venduteros  que- 
da limitado  á  dos  para  la  Capital,  dos  para 
Puerto  Plata  y  uno  para  cabecera  de  pro- 
vincia y  puerto  habilitado  al  comercio  <jx- 
tranjero. 

Art.  96.  Los  venduteros  no  pueden  ser 
comerciantes,  y  .sólo  han  de  tener  su  al- 
macén de  depósito  para  las  almonedas 
públicas. 

No  pueden  hacer  pujas  por  su  propia 
cuenta  ni  adjudicarse  los  objetos  que  ten- 
gan comisión  de  vender. 

Art.  97.  Los  objetos  que  deban  vender- 
se se  depositarán  en  la  ca.sa  de  almoneda, 
y  sólo  serán  válidas  las  ventas  que  se  ha- 
gan en  pública  subasta,  después  que  se 
anuncien  por  medio  de  carteles  fijados  en 
los  lugares  púl)licos  ó  f|uc  se  publiquen  al 
toque  de  campanilla  ó  tambor. 

Art.  98.  Las  adjudicaciones  so  harán  á 
personas  presentes  y  al  contado,  y  los  ven- 
duteros son  civilmente  responsables  de  los 
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valores  que  adjudiquen  á  los  insolventes. 

Pueden  exigir  lianza  á  los  individuos  á 
quienes  no  conozcan  ó  que  no  les  presten 
garantía  para  el  pago,  negándose  á  admi- 
tir sus  pujas  si  no  dieren  la  fianza  que  les 
pidiere. 

Art.  99.  Los  venduteros  están  obliga- 
dos á  dar  cuenta  todos  los  meses  al  Tesoro 
público  del  producto  de  las  ventas  que 
efectúen,  avisando  al  Procurador  Fiscal  el 
cumplimiento  de  este  deber. 

Del  producto  de  las  ventas  cobrarán  el 
cinco  por  ciento,  y  de  éste  les  corresponde 
la  mitad. 

Los  Procuradores  Fiscales  donde  los  ha- 
ya y  donde  no  el  Alcalde  Constitucional, 
pueden  asistir  á  las  ventas  públicas  con  el 
fin  de  intervenir  en  las  cuentas  de  los  ven- 
duteros, las  cuales  deben  examinar  men- 
sualmente. 

Art.  100.  Las  ventas  que  en  privado 
hagan  los  venduteros,  de  objetos  que  le 
hayan  sido  confiados  para  la  almoneda  pú- 
blica, darán  lugar  á  la  imposición  de  una 
multa  y  á  las  demás  penas  que  proce- 
dan. 

Art.  101.  Los  venduteros  llevarán  los 
registros  siguientes:  Uno  en  que  anotarán 
por  orden  de  fechas  y  de  números,  sin  dejar 
blancos  ni  espacios  y  con  aseo  y  regulari- 
dad, las  ventas  que  hagan,  y  otro  que  ser- 
virá para  el  asiento  por  orden  numérico  y 
de  fechas  de  los  artículos  que  se  les  remi- 
tan para  la  pública  subasta,  consignando 
la  ciase  y  cantidad  de  aquellos  y  las  perso- 
nas remitentes  que  deberán  firmar  con  el 
asiento. 

Estos  libros  serún  foliados  y  rubricados 
por  el  Tribunal  de  primera  Instancia. 

Art.  102.  Los  venduteros  tienen  fe  pú- 
blica en  su  ministerio,  y  prestan  antes  de 
entrar  en  funciones  una  fianza  cuyo  mon- 
to lo  graduará  el  Ministerio  de  Hacienda, 
sin  cuyo  requisito  no  se  les  expedirá  el 
titulo. 

La  misma  Secretaría  de  Estado  podrá 
exigirles  la  presentación  de  sus  libros  ó 
cuentas  cada  vez  que  lo  juzgue  necesario. 

CAPITULO    XXI 

DE  LOS  AGENTES    DE  POLICÍA    JUDICIAL 

Art.  103.  Los  Comisarios  de  policía  y 
demás  agentes  de  la  policía  judicial  deben 
obedecer  y  acatar  las  órdenes,  disposicio- 
nes y  mandatos  del  ministerio  público,  re- 
presentado por  el  Ministro  Fiscal  de  la 
Suprema  Corte  y  los  Procuradores  Fisca- 
les de  los  Tribunales  de  primera  Instancia 
ó  quienes  hagan  sus  veces. 


Art.  104.  Prestan  auxilio  á  los  Jueces 
de  instrucción,  Alcaldes  y  demás  autori- 
dades judiciales  cuando  "son  legalmente 
requidos,  y  persiguen  de  oficio  las  contra- 
venciones en  sus  respectivas  jurisdicciones, 
las  denuncias  al  Juez  ó  autoridad  compe- 
tente, y  en  su  caso,  imponen  las  penas  de 
ley. 

Persiguen  igualmente  ios  delitos  y  crí- 
menes. 

Art.  105.  Los  Comisarios  de  policía 
ejercen  el  ministerio  público  ante  los  Al-, 
caldes  y  dan  cuenta  al  Fiscal  del  Tribunal 
de  su  jurisdicción  de  los  negocios  de  que 
conocen. 

Art.  106.  Las  funciones  que  se  atribu- 
yen á  estos  empleados,  como  miembros  de 
la  policía  judicial,  en  nada  contrarían  las 
que  por  otras  leyes  y  como  policía  admi- 
nistrativa están  en  el  deber  de  ejercer. 

CAPITULO     XXII 

DE  LOS  ALGUACILES 

Art.  107.  Losalguaciles  son  nombrados 
por  sus  respectivos  Tribunales  y  quedan 
limitados  á  dos  para  la  Suprema  Corte  y 
para  los  Tribunales  de  primera  Instancia 
los  señalados  en  el  art.  36,  y  uno  para 
cada  Alcaldía. 

Art.  108.  Los  alguaciles  asisten  á  sus 
respectivos  Tribunales  y  Alcaldías  y  velan 
por  la  conservación  del  orden  exterior; 
ejecutan  las  órdenes  del  Tribunal;  notifi- 
can los  actos  que  se  les  encomiendan;  ha- 
cen las  citaciones  á  las  partes,  llevan  las 
órdenes  que  se  les  encargan;  ejecutan  las 
que  les  conciernen;  anuncian  la  vista  de 
los  negocios  y  causas,  asean  el  local  de  sus 
respectivos  Tribunales,  y  llenan  las  demás 
funciones  que  les  señalen  los  Códigos. 

Puede  la  Corle,  además,  nombrar  un 
alguacil  ordinario  y  dos  los  Tribunales  y 
Alcaldías. 

Art.  109.  El  ministerio  de  los  alguaci- 
les es  obligatorio  y  no  puede  negarse-á 
practicar  todos  los  actos  que  les  concier- 
nan á  pena  de  destitución;  salvo  que  los 
referidos  actos  sean  á  favor  ó  contra  de 
sus  parientes,  por  consanguinidad  ó  afini- 
dad hasta  el  cuarto  grado  inclusive,  ó  que 
sean  contrarios  á  las  leyes  ó  á  la  moral 
pública. 

Art.  lio.  Los  alguaciles  son  responsa- 
bles del  mal  desempeño  de  sus  funciones 
y  pueden  ser  removidos  por  el  mismo  Tri- 
bunal que  los  nombró,  por  inconducta  no- 
toria ó  por  faltas  que  comprometan  los 
intereses  de  los  particulares. 
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CAPITULO  XXIII 

DE  LOS  ALCAIDES  DE  CÁRCELES 

Art.  111.  Los  alcaides  son  nombrados 
por  los  Gobernadores  de  provincia  ó  de 
distrito,  con  acuerdo  de  los  Procuradores 
Fiscales.  En  las  comunes  los  nombrará  el 
Jefe  Comunal,  de  acuerdo  con  el  Alcalde. 

Art.  112.  Los  Alcaides  tienen  el  deber 
de  custodiar  los  presos  y  evitar  las  evasio- 
nes, de  llevar  los  registros  de  entrada  y 
salida  de  presos  con  la  expresión  de  fecha 
de  entrada,  autoridad  que  expidió  la  orden, 
naturaleza  de  ésta,  persona  culpable,  mo- 
tivo de  la  prisión  y  lugar  donde  se  colo- 
que el  prevenido.  ÉJ  de  salida  expresará  la 
condena  que  recayó,  el  Tribunal  que  co- 
noció de  la  causa,  y  fecha  de  la  salida. 

También  es  obligación  de  los  Alcaides 
preparar  el  local  para  las  visitas  de  cárce- 
les; cuidar  de  que  no  falte  diariamente  á 
los  presos  la  subvención  alimenticia;  evi- 
tar los  juegos;  dar  colocación  á  los  presos, 
según  la  naturaleza  del  delito  que  se  les 
impute;  participar  al  Procurador  Fiscal, 
al  Tribunal  de  primera  instancia,  al  Juez 
de  instrucción  ó  al  Alcalde  las  novedades 
que  ocurran,  ya  en  el  régimen  interior, 
ya  con  relación  á  las  evasiones,  enferme- 
dades ó  riñas  de  los  presos. 

Art.  113.  Los  Alcaides  no  darán  entra- 
da, en  clase  de  preso,  á  ningún  individuo 
sin  la  orden  de  arresto  ó  mandato  de  pri- 
sión, escrita  ó  motivada  por  autoridad  com- 
petente; debiendo,  según  la  naturaleza  de 
la  detención  que  se  decrete,  colocar  al  reo 
en  el  lugar  destinado  á  las  diversas  clases 
de  arresto. 

Tampoco  permitirán  la  salida  de  ningún 
preso  sin  la  orden  de  autoridad  compe- 
tente. 

Art.  114.  Tres  días  antes  de  cumplirse 
la  condena  de  algún  preso,  el  Alcaide  lo 
avisará  de  oñcio  al  Fiscal  del  Tribunal  de 
primera  instancia  para  que  provea  lo  que 
fuere  del  caso. 

Art.  115.  El  Alcaide  dará  cuenta  in- 
mediatamente al  Juez  de  la  causa  del  pre- 
so que  se  enferme,  á  fín  de  que  éste,  des- 
pués del  informe  facultativo  que  así  lo  au- 
torice, lo  traslade  al  hospital  militar.  Si 
muriese,  se  mandará  insertar  la  partida  de 
defunción  en  los  registros  civiles. 

Art.  116.  Después  que  .se  decrete  la  li- 
bertad de  un  preso,  no  podrá  el  Alcaide 
detenerlo  á  pretexto  de  que  no  haya  satis- 
fecho el  derecho  de  carcelaje. 

CAPITULO  XXIV 

DE   LAS  VISITAS   DE  CÁRCELES 

Art.    117.     Las  visitas  de  cárceles  se 


efectuarán  en  la  forma  que  lo  determina 
el  Código  de  Procedimiento  Criminal. 


CAPITULO  XXV 

DE  LAS  HORAS  DE  TRIBUNALES,   VACACIONES 
V  LICENCIAS  TEMPORALES. 

Art.  118.  Los  Tribunales  inferiores  de 
la  República  celebrarán  audiencia  diaria. 

Todos  los  Jueces,  dependientes  y  auxi- 
liares tienen  el  deber  de  asistir  á  ellas. 

Art.  119.  Las  horas  oficiales  de  los  Tri- 
bunales son  de  las  nueve  á  las  doce  de  la 
mañana. 

Son  lioras  extraordinarias  aquellas  que 
se  emplean  en  los  negocios  de  importancia 
fuera  de  las  prefijadas. 

Art.  120.  Los  Tribunales  de  justicia 
tendrán  las  vacaciones  siguientes:  Los  do- 
mingos, las  fiestas  religiosas  de  todo  pre- 
cepto, las  nacionales,  los  días  de  pascuas, 
del  24  de  Diciembre  hasta  el  2  de  Enero, 
los  días  de  Semana  Santa,  desde  el  sábado 
del  concilio  hasta  el  segundo  día  de  Pas- 
cua de  Resurrección  y  los  tres  días  del 
Carnaval. 

Art.  121.  En  los  días  de  vacaciones  no 
se  pasará  acto  alguno  por  los  Jueces  y  Ofi- 
ciales ministeriales,  á  menos  que  no  sea 
en  negocio  criminal,  ó  que  por  causa  de 
peligro  en  la  demora  se  habiliten  uno  ó 
más  dias  por  Juez  competente  para  cono- 
cer de  algún  negocio  urgente,  ó  hacer  no- 
tificaciones, justiprecios  ó  cualesquiera 
otros  actos  que  sean  necesarios  y  no  pue- 
dan, ajuicio  del  Juez,  diferirse. 

El  día  que  se  cierran  y  el  dia  que  se 
abren  los  Tribunales  son  hábiles  para  to- 
dos los  Oficiales  ministeriales. 

Art.  122.  La  apertura  de  los  Tribuna- 
les el  dia  2  de  Enero  se  efectuará  por  la 
Corte  en  la  capital  y  á  ella  concurrirán  to- 
dos los  Abogados,  Notarios,  Jueces  y  de- 
más funcionarios  del  orden  judicial,  á  fín 
de  que  se  haga  con  la  debida  solemnidad. 

En  las  provincias  la  apertura  toca  á  los 
Tribunales  de  primera  instancia. 

Art.  123.  Las  licencias  temporales, 
cuando  excedan  el  tiempo  señalado  á  los 
Presidentes  respectivos  para  concederla 
por  si  se  solicitarán  de  la  Suprema  Corte, 
que  podrá  acordarlas  por  un  mes. 

Los  Procuradores  Fiscales  se  dirigirán 
en  estos  casos  al  Fiscal  de  la  corte,  quien 
podrá  conceder  ocho  dias  solamente. 

El  Ministro  Fiscal  no  podrá  ausentarse 
sin  licencia  del  Poder  Ejecutivo,  previo 
conocimiento  de  la  corte. 
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CAPITULO  XXVI 

DE  LOS  JURAMENTOS  DE  LOS  FUNCIONARIOS 
y  EMPLEADOS  DEL  ORDEN  JUDICIAL. 

Art.  124.  Los  Magistrados  y  funciona- 
rios del  orden  judicial,  los  Oficiales  minis- 
teriales y  todos  los  empleados  de  los  Tri- 
bunales deben,  antes  de  entrar  en  funcio- 
nes, prestar  ante  la  autoridad  competente 
el  juramento  de  ley. 

Art.  125.  Los  Magistrados  de  la  Supre- 
ma Corte,  el  Ministro  Fiscal  y  los  Jueces 
de  primera  instancia  prestan  juramento 
ante  la  Suprema  Corte  plena,  extendien- 
do la  mano  derecha  sobre  los  Santos  Evan- 
gelios, en  la  forma  siguiente:  «Juro  por 
Dios  y  los  Santos  Evangelios,  cumplir  y 
hacer  cumplir  la  Con.stitución  y  las  leyes 
del  Estado;  administrar  Justicia,  sin  ex- 
cepción de  persona,  con  imparcialidad  y 
rectitud;  aplicar  las  leyes  estrictamente, 
desempeñar  mrs  funciones  con  asiduidad, 
inteligencia  y  atención  necesarias;  no  des- 
viarme en  el  cumplimiento  de  mi  deber 
por  interés  ó  por  debilidad,  por  esperanza 
ó  por  temor,  por  odio  ni  por  afición  á  nin- 
guna de  las  partes;  no  admitir  ni  dar  re- 
comendación alguna  en  los  asuntos  judi- 
ciales; y  no  aceptar  directa  ni  indirecta- 
mente dádivas,  servicio,  promesa  ni  re- 
compensa remunerativa  por  ningún  acto 
ni  determinación  judicial.» 

Art.  126.  Los  Abogados  prestan  jura- 
mento ante  la  Suprema  Corte  plena,  en  los 
términos  siguientes:  «Juro  por  Dios  y  los 
Santos  Evangelios  cumplir  y  acatar  la 
Constitución  y  lys  leyes  de  la  República,  y 
en  el  ejercicio  de  mis  funciones,  respetar 
los  derechos  de  mis  conciudadanos,  pres- 
tar mi  ayuda  al  inocente  y  al  desvalido  y 
no  abogar  jamás  contra  las  leyes,  la  ver- 
dad y  mi  conciencia.» 

Art.  127.  Los  demás  oficiales  ministe- 
riales y  empleados  de  los  Tribunales  pres- 
tan juramento  ante  los  respectivos  Jueces 
de  primera  instancia  de  su  jurisdicción. 

La  fórmula  de  este  juramento  será:  «¿Ju- 
ráis por  Dios  y  los  Santos  Evangelios  ob- 
servar la  Constitución  y  las  leyes  de  la  Re- 
pública, cumplir  bien  y  fielmente  el  encar- 
go que  se  os  ha  confiado?»  A  lo  que  con- 
testará: «Si  juro». 

Art.  128.  De  todo  juramento  que  se 
preste  se  levantará  un  acta  con  inserción 
textual  de  la  fórmula  empleada  y  se  unirá 
aquella  al  expediente  respectivo. 

Del  juramento  de  Notarios  ó  intérpretes 
se  dará  cuenta  á  la  Suprema  Corte. 

Se  librarán  á  los  interesados  certifica- 
ciones de  su  juramento,  para  que  puedan 


comprobar  el  cumplimiento  de  esa  forma- 
lidad. 

Art.  129.  La  Suprema  Corte,  en  aque- 
llos casos  en  que  el  funcionario  ó  empleado 
á  quien  deba  juramentarse,  se  halle  á  más 
de  seis  leguas  de  la  capital,  podrá  comisio- 
nar á  un  Juez  de  primera  instancia  ó  á  un 
Gobernador  de  provincia  ó  distrito  para 
que  reciba  el  juramento,  dándole  cuenta. 

CAPITULO  XXVII 

DE   LAS   MEDIDAS  CORKECCIONALES 

Art.  130.  La  Suprema  Corte  de  Justi- 
cia ejerce  sobre  todos  los  Tribunales  en 
general  y  sobre  todos  los  miembros  del 
Cuerpo  judicial,  en  particular,  un  derecho 
de  disciplina. 

Este  derecho  se  reduce  á  la  advertencia, 
á  la  amonestación,  á  la  represión  y  á  la 
multa  para  los  Magistrados,  y  se  extiende 
á  la  suspensión  y  aun  á  la  destitución  para 
los  oficiales  ministeriales. 

Art.  131.  Los  Tribunales  de  primera 
instancia  lo  ejercen  sobre  sus  respectivos 
miembros,  sobre  los  Alcaldes  y  sobre  sus 
empleados,  dependientes  y  oficiales  minis- 
teriales, con  excepción  de  íos  Abogado  .  que 
están  sometidos  al  Consejo  de  disciplina. 

De  las  penas  que  impongan  los  Tribuna- 
les de  primera  instancia  podrán  apelar  los 
Senados,  por  ante  la  Suprema  Corte  de 
usticia. 

Art.  132.  La  reincidencia  en  una  mis- 
ma falta  en  el  espacio  de  seis  meses  que 
haya  ameritado  amonestación,  será  motivo 
bastante  para  que  se  imponga  la  multa. 

Esta  será  de  cinco  á  treinta  pe.sos  oro. 

Art.  133.  La  suspensión  podrá  decre- 
tarse desde  uno  hasta  treinta  días  por  pri- 
mera vez;  y  en  caso  de  reincidencia,  ó  de 
que  en  el  espacio  de  seis  mese-  se  cometa 
falta  grave  que  aumenten  la  m*isma  pena, 
su  duración  .será  de  uno  á  seis  meses. 

La  destitución  sólo  se  decretará  en  caso 
muy  grave  y  previa  formación  de  causa 
con  arreglo  á  las  leyes. 

CAPITULO  XXVIll 

DE  LOS  EXPEDIENTES 

Art.  134.  Todos  los  negocios  que  cursen 
en  los  Tribunales  de  la  República,  de  cual- 

?[uier  naturaleza  que  .sean,  se  llevarán  en 
orma  de  expediente. 

Los  expedientes  han  de  ir  cosidos,  de 
modo  que  no  se  extravien  los  documentos 
que  los  compongan. 

En  la  primera  hoja  de  cada  expediente 
ha  de  constar  su  naturaleza,  el  año  que  se 
inicia,  el  Tribunal  que  lo  instruye,  la  per- 
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sona  que  lo  promueve,  las  partes  interesa- 
das, el  número  que  le  corresponde  y  el 
Abogado  patrocinante. 

Todo  expediente  ha  de  llevar  al  final  el 
índice  de  los  documentos  y  actuaciones  de 
que  se  compone  y  al  margen  de  cada  uno 
de  éstos  el  membrete  que  indique  su  natu- 
raleza. 

No  podrá  ordenarse  el  desglose  de  un 
expediente  sino  sobre  las  piezas  que  como 
comprobante  se  hayan  presentado,  pero 
nunca  sobre  la  defensa. 

Art.  135.  En  todos  los  Tribunales  se 
llevará  un  libro  de  entrada  de  expedientes 
en  la  forma  que  indique  la  Suprema  Corte. 

Este  Superior  Tribunal  llevará  un  libro 
para  su  correspondencia,  otro  para  las 
amonestaciones  secretas  á  los  Jueces,  otro 
para  el  asiento  de  las  sentencias  civiles,  y 
otro  para  las  hojas  de  audiencia,  sin  per- 
juicio de  los  demás  que  creyere  necesario 
á  su  arreglo. 

Los  Tribunales  de  primera  instancia  lle- 
varán además  de  los  registros  que  por  esta 
ley  se  indican,  un  libro  en  que  anotarán  las 
sentencias  que  pronuncien  en  materia  civil 
y  los  demás  que  la  Suprema  Corte  ó  ellos, 
con  aprobación  de  la  Corte,  creyeren  ne- 
cesarios. 

Los  Fiscales  llevarán  un  libro  de  corres- 
pondencia y  otro  en  que  anotarán  los  ne- 
gocios que  se  les  pasen  para  dictamen. 

Art.  136.  Los  expedientes  han  de  ins- 
truirse en  el  papel  sellado  correspondiente 
y  constituirán  el  archivo  de  los  Tribunales; 
de  ellos  formarán  índice  anual  los  Secre- 
tarios con  expresión  de  los'fenecidos  y  de 
aquellos  que  se  encuentren  en  curso. 

Art.  137.  Los  negocios  han  de  tratarse 
en  la  correspondencia  separados  unos  de 
otros,  de  modo  que  pueda  hacerse  referen- 
cia en  los  respectivos  expedientes;  y  los 
pliegos  que  se  dirijan  entre  sí  las  autorida- 
des judiciales  y  las  que  le  dirijan  funcio- 
narios de  otros  órdenes,  deberán  ir  siem- 
pre bajo  cubierta. 

CAPITULO  XXIX 

DE  LA  INSTALACIÓN  DR  TRIBINALES  V  TOMA  DE 
POSESIÓN  DE  LOS  FUNCIONARIOS  DEL  ORDEN 
JUDICIAL. 

Art.  138.  Todo  Tribunal  deberá  tener 
su  expediente  de  instalación  en  que  conste 
el  dia  que  se  instale,  los  Jueces  que  lo 
componen  y  en  el  que  del)an  aparecer  las 
variaciones  de  personal,  sin  comprender 
en  él  á  los  suljaltíinios  y  dependientes. 

Art.  139.  Además  del  expediente  de 
instalación,  la  Sui)rema  Corte  formará  á 
cada  Maíristrado,  Juez,  curial,  auxiliar  ó 


dependiente  suyo,  un  expediente  que  prin- 
cipiará con  la  copia  certificada  del  nom- 
bramiento, juramento  y  demás  circuns- 
tancias relativas  al  nombrado,  anotándose 
en  aquél  cuantos  ascensos  tenga,  así  co- 
mo las  correcciones  que  se  le  impongan, 
de  modo  que  este  expediente  constituya  la 
biografía  judicial  de  cada  magistrado  ó 
empleado  del  ramo  de  justicia. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  es  también 
común  á  los  Tribunales  inferiores,  para 
aquellos  empleados  que  son  de  nombra- 
miento suyo. 

Art.  140.  Ningún  Magistrado,  Juez, 
curial,  dependiente  ó  auxiliar  de  los  Tri- 
bunales, ni  ningún  empleado  judicial  to- 
mará posesión  de  su  destino,  si  no  exhibie- 
re antes  el  título  correspondiente  y  la  cer- 
tificación de  juramento. 

La  toma  de  posesión  se  hará  constar  en 
los  expedientes  respectivos  y  los  Tribuna- 
les inferiores  darán  cuenta  á  la  Suprema 
Corte  de  esta  circunstancia  respecto  de 
aquellos  Jueces  que  formen  parte  de  su 
Tribunal. 

Art.  141.  La  falta  de  cumplimiento  á 
estas  formalidades  dará  motivo  á  que  se 
impongan  las  penas  disciplinarias  á  que  se 
refiere  el  cap.  XXVII. 

CAPITULO  XXX 

TRAJE    Y    DISTINCIÓN    DE    LOS    FUNCIONARIOS  Y 
EMPLEADOS  DEL   l'ODER  JUDICIAL 

Art.  142.  El  traje  oficial  de  los  Magis- 
trados, Jueces,  Suplentes  y  Oficiales  mi- 
nisteriales será  todo  negro  y  sombrero  de 
copa  alta. 

CAPITULO    XXXI 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  143.  Cada  Tribunal  deberá  formar 
su  reglamento  interior  que  se  fijará  en  la 
Secretaria  y  no  podrá  contener  ninguna 
disposición  contraria  á  la  ley. 

El  de  los  alcaldes  no  será  ejecutado 
mientras  no  reciba  la  aprobación  del  Tri- 
bunal de  primera  instancia;  y  el  que  éstos 
formulen  no  será  obligatoi-io,  sino  después 
que  la  Corte  lo  sancione.  La  Corte  hará  el 
suyo  y  lo  someterá  á  la  aprobación  del 
Congreso  Nacional. 

Art.  144.  La  Corte  tiene  derecho  de  re- 
unirse en  asaml)lea  general,  cuando  por 
inconducta  de  alguno  de  sus  curiales,  deba 
amonestarse  antes  de  provocar  su  destitu- 
ción ó  su,;pensión. 

La  asaml)lea  podrá  convocarse  también 
para  oir  su  dictamen  en  aquellos  negocios 
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administrativos  que  interesen  al  mejor  ré- 
gimen judicial. 

La  convocatoria  no  podrá  efectuarse  sino 
á  requerimiento  tíscal,  ó  por  disposición 
del  Presidente. 

La  asamblea  se  compondrá  de  la  Corte 
plena,  los  Jueces  del  Tribunal  de  primera 
Instancia,  los  Procuradores  Fiscales,  los 
curiales  que  la  Corte  designe  y  de  todos  los 
Jueces  y  empleados  judiciales  que  no  se 
hallen  á'más  de  cuatro  leguas  de  la  capi- 
tal. 

La  concurrencia  es  obligatoria. 

Art.  145.  En  todos  los  casos  en  que  la 
Corte  expida  títulos,  se  entenderá  que  de- 
ben dirigirse  con  instancia  del  interesado 
al  Poder  Ejecutivo,  para  que  les  ponga  el 
correspondiente  exequátur,  sin  cuyo  re- 
quisito no  serán  válidos;  debiendo  presen- 
tarlo á  la  Corte  después  de  obtenido  aquél, 
para  que  se  tomé  razón  en  la  Secretaría. 

El  Poder  Ejecutivo  no  puede  retener  el 
titulo  y  negarle  el  exequátur  sin  motivo  le- 
gitimo, aceptado  por  la  misma  Corte. 

Art.  146.  Los  títulos  de  Magistrados 
que  el  Congreso  Nacional  ó  el  Poder  Eje- 
cutivo expidieren,  serán  registrados  en  la 
Secretaria  de  la  Corte. 

Art.  147.  Las  certifícaciones  de  vida  y 
cof-tumbres  de  que  trata  esta  ley,  las  libra- 
rán: El  Gobernador  de  la  provincia  ó  del 
distrito  donde  resida  el  interesado,  el  Fis- 
cal del  Tribunal  del  distrito  judicial  y  el 
Presidente  del  Ayuntamiento,  con  anuen- 
cia del  Síndico;  y  donde  no  haya  Ayunta- 
miento, el  Alcalde  y  Síndico  del  lugar. 

Estas  certificaciones  se  darán  por  sepa- 
rado y  debe  constar  en  ellas,  que  aquél  en 
cuyo  favor  se  expiden  ha  ó  no  sufrido  algu- 
na vez  penas  aflictivas  y  la  causa  de  ellas. 

Ninguna  autoridad  que  no  sea  de  las  de- 
signadas en  este  artículo  podrá  expedir 
las  certificaciones. 

Art.  148.  Cuando  el  nombramiento  pa- 
ra el  ejercicio  de  una  profesión  ú  oficio, 
previsto  en  esta  ley  corresponda  á  la  Su- 
prema Corte,  los  aspirantes  se  dirigirán  á 
ella  con  los  documentos  necesarios. 

La  comprobación  de  edad  es  requisito 
indispensable,  y  se  hace  por  medio  de  la 
certificación  del  párroco  ó  del  oficial  del 
Estado  Civil,  6  por  una  información  ad 
perpctuuiñ. 

Art.  149.  Después  que  un  Juez  ha  acep- 
tado sus  funciones  no  puede  dejar  de  ejer- 
cerlas ni  de  asistir  á  las  audiencias,  bajo 


pretexto  de  haber  renunciado,  so  pena  de 
ser  perseguido  conforme  á  las  leyes. 

Art.  150.  En  las  ceremonias  públicas 
se  observará  siempre  el  orden  jerárquico. 

Art.  151.  Los  negocios  se  pasarán  .se- 
gún el  rango  de  inscripción,  teniendo  pre- 
ferencia los  asuntos  criminales  y  los  que 
requieran  celeridad. 

Art.  152.  Los  Magistrados  y  Jueces 
que  dejaren  de  concurrir  á  las  audiencias 
consecutivas  sin  que  para  ello  haya  causa 
legítima,  se  considerarán  como  culpables 
de  denegación  voluntaria  de  justicia  y  se 
dará  parte  á  la  Corte  ó  al  Poder  Ejecutivo 
en  su  caso  para  los  fines  convenientes,  sin 
perjuicio  de  la  formación  del  sumario  si 
procediere. 

Art.  153.  En  caso  de  ausencia,  enfer- 
medad ó  cualquier  otro  impedimento  del 
Presidente  de  un  Tribunal,  cuando  el 
asunto  sea  civil,  lo  sustituirá  un  conjuez  y 
á  éste  el  Juez  de  instrucción.  A  los  Jueces 
de  primera  instancia  los  sustituirá  el  Juez 
de  instrucción. 

En  los  asuntos  criminales  sustituirá  al 
Presidente  un  conjuez  y  á  éste  un  Abo- 
gado. 

CAPITULO  XXXII 

DISPOSICIONES   TBA.NSITORIAS 

Art.  154.  En  aquellas  provincias  ó  dis- 
tritos en  que  á  juicio  del  Congreso  no  fue- 
ren necesarios  los  Tribunales  de  primera 
instancia  de  que  habla  el  art.  35  de  esta 
Ley,  ya  sea  por  falta  de  negocios  civiles  ó 
comerciales,  ó  por  carencia  del  suficiente 
número  de  Abogados,  habrá  Juzgados  uni- 
personales. 

Estos  Juzgados  se  compondrán: 

De  un  Juez  de  1.*  instancia. 

De  un  Procurador  Fiscal. 

De  un  Juez  de  instrucción. 

De  dos  Secretarios. 

De  dos  alguaciles,  uno  de  estrados  y  otro 
ordinario. 

Art.  155.  Estos  Juzgados  ejercerán  en 
primera  instancia  las  mismas  facultades 
que  esta  ley  acuerda  á  los  Tribunales,  y 
sus  Jueces,  las  mismas  que  acuerda  á  los 
Presidentes  de  aquellos. 

Art.  156.  La  presente  Ley  deroga  toda 
otra  que  le  sea  contraria. 

Art.  157.  Envíese  al  Poder  Ejecutivo 
para  los  fines  Constitucionales. 
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VI 

LiEV  OÍ^GfíflICñ  COJSlSÜüfíH 


De  8  de  Junio  de  1887. 


CAPITULO  PRIMERO 

CONSTITUCrÓN  DEL  CUEnPO  CONSULAR  Y  LAS  RE- 
LACIONES, IMPEDIME.NTO  Y  CESACIÓN  DE  SUS 
UIEMBBOS. 

Art.  1.°  Habrá  establecimientos  consu- 
lares en  los  países  extranjeros  con  quienes 
la  República  mantenga  relaciones  comer- 
ciales, siempre  que  hubiere  derecho  á  ha- 
cerlo por  tratado,  convenio  ó  prácticas  in- 
ternacionales. 

Art.  2."  Los  establecimientos  consula- 
res serán:  Consulados  generales.  Consu- 
lados particulares  y  Viceconsulados. 

Art.  3.°  No  siendo  indispensable  la  ca- 
lidad de  dominicano  para  ser  miembro  del 
Cuerpo  Consular,  los  extranjeros  que  as- 
piren á  entrar  en  él,  deberán  obtener  el 
beneplácito  de  sus  respectivos  gobiernos, 
sin  cuyo  requisito  no  podrán  ser  propues- 
tos por  ningún  Agente  diplomático  ó  Cón- 
sul general.  Este  requisito  no  será  forzoso 
cuando  el  extranjero  se  halle  radicado  en 
otro  país  que  no  sea  el  de  su  nacionalidad. 

Para  alcanzar  el  nombramiento  en  cual- 
quiera de  esos  puestos,  se  requiere  que  el 
aspirante  ó  candidato  sea  mayor  de  vein- 
ticinco años;  que  además  de  gozar  de  una 
conducta  irreprensible  y  sin  tacha,  disfru- 
te de  nna  posición  social  recomendable; 
que  posea  el  idioma  patrio  y  el  francés,  y 
á  falta  de  éste  último,  el  del  país  en  que 
deba  residir;  que  esté  versado  en  el  Dere- 
cho internacional  ó  de  gentes,  y  tenga  los 
conocimientos  generales  que  prueben  su 
cultura,  á  fin  de  que  garantice  á  la  Repú- 
blica una  representación  competente  y 
honrosa.  Es  igualmente  necesario  que  esté 
bastante  versado  en  el  Código  de  Comer- 
cio, y  conozca  todas  las  leyes  y  decretos 
vigentes  en  la  República. 

Art.  4."  Corresponde  al  Poder  Ejecuti- 
vo, conforme  á  sus  atribuciones  constitu- 
cionales, nombrar  y  remover  los  miem- 
bros del  Cuerpo  Consular.  Estos  emplea- 
dos quedan  desde  luego  colocados  bajo  la 


inmediata  dependencia  del  Ministro  de  re- 
laciones exteriores,  en  todo  lo  concernien- 
te al  servicio  de  su  cargo. 

Art.  5.*  No  podrá  acreditarse  en  una 
nación  más  de  un  Cónsul  general,  y  las  le- 
tras patentes  de  provisión,  así  como  las  de 
los  Cónsules  y  Vicecónsules,  indicarán  el 
punto  de  su  residencia. 

El  Presidente  de  la  República  podrá,  sin 
embargo,  establecer  más  de  un  Cónsul  ge- 
neral para  los  dominios  de  una  misma  na- 
ción cuando  éstos  fueren  demasiado  dis- 
tantes unos  de  otros,  ó  por  circunstancias 
especiales  que  asi  lo  exigieren;  pero  en 
este  caso  deberá  proceder  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Secretarios  de  Estado. 

Art.  6.*^  Los  Agentes  diplomáticos  de 
la  República  tienen  facultad  para  propo- 
ner el  nombramiento  de  los  Cónsules  ge- 
nerales, y  éstos  últimos  para  la  proposi- 
ción de  los  Cónsules  y  Vicecónsules;  pero 
no  podrá  admitirse  recomendación  algu- 
na, si  no  está  apoyada  por  una  certifíca- 
ción  que  acredite  que  el  candidato  reúne 
las  condiciones  requeridas  por  el  art.  3.** 
de  esta  ley. 

Para  los  nombramientos  que  haga  el  Po- 
der Ejecutivo  directamente,  habrá  de  re- 
currir siempre  al  informe  ó  certificación 
antedicha,  á  íin  de  que  la  elección  en  ge- 
neral tenga  un  procedimiento  uniforme. 

Las  certiñcaciones  que  expidan  los  Cón- 
sules generales  en  estos  casos,  se  deberán 
visar  por  el  Agente  Diplomático  de  su  dis- 
trito si  lo  hubiere. 

En  el  Ministerio  de  Relaciones  exterio- 
res se  archivará  el  expediente  á  que  dé  lu- 
gar el  dicho  procedimiento. 

Art.  7.'^  Para  que  los  Cónsules  genera- 
les, Cónsules  y  Vicecónsules  puedan  en- 
trar en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  se  re- 
quiere el  asentimiento  del  Gol)ierno  del 
país  de  la  residencia  que  tengan  señalada, 
al  cual  se  dará  aviso  del  nombramiento  por 
la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  di- 
rectamente, ó  por  medio  del  Agente  diplo- 
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mático,  si  lo  hubiere;  quien  en  ese  caso 
presentará  la  patente  del  Gobierno  de  la 
República,  y  pedirá  el  exequátur  respec- 
tivo. 

A  falta  de  Agente  diplomátieo,  ó  de 
quien  le  represente,  el  interesado  hará  por 
sí  mismo  esas  diligencias,  siguiendo  la 
práctica  conocida  en  el  país  para  su  caso, 
y  cuidando  de  que  el  exequátur  que  se  ex- 
pida tenga  la  publicidad  necesaria. 

Art.  8.*^  Una  vez  obtenido  por  el  inte- 
resado el  permiso  de  ejercer  las  funciones 
consulares  en  su  distrito,  tomará  posesión 
de  los  sellos,  archivo  y  demás  efectos  del 
Consulado,  exigiendo  su  entrega  bajo  in- 
ventario que  firmará  en  unión  de  su  ante- 
cesor, si  éste  se  hallare  presente,  y  remi- 
tirá copia  de  esa  constancia  al  Ministerio 
de  Relaciones  exteriores. 

Art.  9."  Las  oficinas  consulares  de  la 
República  deben  colocarse  en  lugares  prin- 
cipales y  de  fácil  acceso;  y  estarán  provis- 
tas, á  más  del  mapa  de  la  República  y  del 
mobiliario  preciso,  de  los  sellos  y  registros 
indispensables  á  sus  funciones;  de  un  ejem- 
plar de  la  Constitución  del  Estado;  de  otro 
de  la  presente  ley;  de  la  colección  de  le- 
yes, decretos  y  resoluciones  emanadas  de 
los  Poderes  legislativo  y  ejecutivo  de  la 
República:  de  todos  los  "Códigos  en  vigor 
en  el  país;  de  los  Tratados  y  convenios  de 
paz,  amistad,  comercio  y  naVegación  cele- 
brados entre  la  República  y  demás  nacio- 
nes; de  la  «Historia  de  los  progresos  del 
derecho  de  gentes»,  por  Wlieaton;  del 
«Diccionario  Diplomático  del  Cónsul»,  por 
Cussy,  y  de  todas  cuantas  otras  leyes,  li- 
bros ó  útiles  tenga  á  bien  ordenar  "^el  Go- 
bierno, se  provea.  Igualmente  deberán  te- 
ner el  escudo  de  armas  de  la  República  y 
la  bandera  nacional;  y  siempre  que  las 
leyes  ó  costumbres  del  país  lo  permitan, 
los  Cónsules  colocarán  uno  y  otra  en  la 
puerta,  como  signo  de  sus  funciones  y  pro- 
tección respecto  de  sus  compatriotas,'  izan- 
do la  bandera  en  los  aniversarios  de  fiestas 
nacionales  ó  del  pjais,  y  poniéndola  á  me- 
dia asta  en  los  días  de  duelo  público,  ó 
arriándola  si  fuere  necesario;  debiendo  ser 
e.scrupulosos  en  observar  los  usos  estable- 
cidos, para  el  cumplimiento  de  esas  forma- 
lidades. 

Art.  10.  Los  archivos  de  las  oficinas 
consulares  son  propiedad  del  Estado,  y 
tienen  la  responsabilidad  de  ellos  los  en- 
cargados de  di -has  oficinas;  por  tanto,  di- 
chos encargados  deben  remitir  al  Ministe- 
rio de  Relaciones  Exteriores  un  inventario 
al  fin  de  cada  año,  expresando  los  docu- 
mentos, legajos,  registros,  leyes,  biblioteca 
y  todo  lo  demás  que  constituya  el  archivo, 


así  como  los  útiles  pertenecientes  al  des- 
pacho. 

Cuando  no  haya  oficina  establecida  con 
anterioridad  y  ocurriere  al  Estado  la  nece- 
sidad de  establecerla,  queda  á  cargo  del 
Poder  Ejecutivo  el  proceder  á  los  gastos  de 
su  instalación,  por  conducto  del  Ministerio 
del  ramo. 

Art.  11.  Los  Cónsules  generales.  Cón- 
sules y  Vicecónsules,  deberán,  tan  luego 
como  hayan  entrado  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  participarlo  al  Ministerio  de  Re- 
laciones Exteriores,  á  la  Legación  de  la 
República,  si  la  hubiere,  á  todos  los  Cónsu- 
les dominicanos  establecidos  en  el  país  y  á 
los  Cónsules  de  otras  naciones  que  residan 
en  su  propio  distrito. 

Art.  12.  Sin  embargo  de  lo  que  pres- 
cribe el  articulo  cuarto  de  esta  Ley,  que- 
dan facultados j)or  el  presente  los  Agentes 
diplomáticos  de  la  República,  y  en  su  de- 
fecto los  Cónsules  generales,  para  nom- 
brar Vicecónsules  interinos  en  el  país  de 
su  residencia,  en  casos  de  falta,  suspen- 
sión ú  otro  motivo  que  deje  vacante  el 
puesto;  y  por  causa  de  inmediata  conve- 
niencia, en  el  lugar  donde  no  existan  esos 
funcionarios. 

Para  el  efecto  é  inmediatamente  des- 
pués de  hecho  el  nombramiento,  solicita- 
rán su  reconocimiento  provisorio  del  Go- 
bierno ante  el  cual  estén  acreditados,  dan- 
do parte  de  la  ocurrencia  y  de  lo  actuado 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  con 
la  brevedad  posil^le,  á  fin  de  que  el  Poder 
Ejecutivo  resuelva  con  oportunidad  lo  que 
juzgue  procedente. 

Asimismo,  y  para  casos  urgentes,  quedan 
también  autorizados  los  referidos  Agentes 
Diplomáticos,  y  á  falta  de  éstos  ios  Cónsu- 
les generales,  para  suspender  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  á  los  Cónsules  y  Vice- 
cónsules en  el  país  de  su  residencia,  por 
incapacidad,  negligencia  ó  mala  conducta; 
dando  aviso  de  lo  dispuesto  al  Gobierno 
que  les  diera  su  Exequátur  é  igualmente 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores; 
pero  enviando  á  éste  último  un  expediente 
compuesto  de  los  documentos  que  atesti- 
güen lo  ocurrido  y  justifique  el  procedi- 
miento, para  que  sirva  de  base  á  la  reso- 
lución superior  á  que  haya  lugar. 

Art.  13.  A  falta  de  Agente  Diplomático 
acreditado  en  una  nación  amiga,  el  Cón- 
sul general  de  aquel  distrito  podrá  desem- 
peñar esas  funciones,  siempre  que  el  Poder 
Ejecutivo  Nacional  lo  tenga  por  conve- 
niente, y  una  vez  que  lo  autoricen  los  Tra- 
tados existentes  con  el  país  en  el  cual  ocu- 
rriere la  necesidad,  ó  que  sus  usos  no  lo 
impidan. 
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Art.  14.  El  Cónsul  general  será  el  jefe 
superior  de  los  Cónsules  y  Vicecónsules 
que  funcionen  en  la  nación  para  que  haya 
sido  nombrado,  ó  en  el  distrito  que  se  le 
hubiere  asignado. 

Los  Cónsules  particulares  son  los  jefes 
inmediatos  de  los  Vicecónsules  que  funcio- 
nen en  los  distritos  señalados  á  los  pri- 
meros. 

Art.  15.  El  Cónsul  general,  como  jefe 
superior,  tiene  el  derecho  de  vigilar  é  ins- 
peccionar el  desempeño  de  las  funciones 
de  los  cónsules  y  Vicecónsules  que  le  es- 
tuvieren subordinados,  y  de  prescribirles 
la  observancia  de  las  leyes,  reglamentos  é 
instrucciones  relativas  al  servicio  consular. 
Debe  también  dar  informes  anuales  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Exteriores  sobre  el 
modo  cómo  cumplen  sus  deberes  los  Cón- 
sules y  Vicecónsules  de  su  dependencia. 

Art.  16.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
articulo  precedente,  los  Cónsules  y  Vice- 
cónsules serán  del  todo  independientes  de 
los  Cónsules  generales  ó  particulares,  en 
el  ejercicio  de  las  funcionesde  jurisdicción, 
autorización  de  actas,  legalización  de  do- 
cumentos, visitas  de  buques  y  cualesquiera 
otras  que  les  corresponda  ejercer  en  el  dis- 
trito consular  ó  en  el  puerto  ó  plaza  para 
que  hayan  sido  nombrados. 

Art.  17.  Los  Cónsules  generales,  ade- 
más del  distrito  general  á  que  se  extiende 
su  autoridad  superior,  ejecutarán  en  el 
distrito  especial  que  se  les  asignare,  las 
funciones  ordinarias  de  los  Cónsules. 

Art.  18.  Los  Cónsules  generales,  Cón- 
sules y  Vicecónsules,  reclamarán  en  su 
favor  las  prerrogativas  ó  exenciones  que 
les  correspondan  por  Tratados  ó  conven- 
ciones celebradas  entre  la  República  y  la 
nación  en  que  funcionen,  y  si  no  hubiere 
Tratados,  las  que  se  concedan  generalmen- 
te en  el  país  de  su  residencia  á  los  emplea- 
dos consulares  de  la  misma  clase  de  otras 
naciones. 

Reclamarán  como  esenciales  para  el 
ejercicio  de  su  cargo,  la  inviolabilidad  de 
su  archivo  y  papeles,  y  la  independencia 
propia  de  su  carácter  consular. 

Art.  19.  Los  Cónsules  generales,  Cón- 
sules y  Vicecónsules  dominicanos,  no  po- 
drán aceptar  ningún  cargo  consular  de 
otras  potencias,  sin  autorización  del  Go- 
bierno de  la  República. 

Art.  20.  Los  Consulados  generales. 
Consulados  particulares  y  Viceconsulados 
dependen  en  el  orden  jerárquico,  de  las  Le- 
gaciones dominicanas  que  existan  en  las 
naciones  donde  se  hallen  establecidos,  y 
en  virtud  de  esa  dependencia,  los  miem- 
bros del  Cuerpo  Consular  re<;ibirán  órde- 


nes del  Agente  diplomático  residente  en 
su  distrito,  se  conformarán  á  sus  instruc- 
ciones, le  consultarán  en  los  asuntos  gra- 
ves que  les  ocurran,  y  le  informarán  de 
todo  lo  que  pueda  ser  de  interés  á  la  Re- 
pública. 

Esta  dependencia  no  obstará  á  la  comu- 
nicación directa  que  deben  mantener  con 
el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  ni 
al  cumplimiento  de  sus  demás  deberes  para 
con  este  despacho. 

Tampoco  perjudicará  á  la  independencia 
que  les  corresponde  en  los  actos  propios 
del  servicio  consular. 

Art.  21.  Los  Consulados  tendrán  Se- 
cretarios ó  Cancilleres  nombrados  por  el 
Presidente  de  la  República,  cuando  la  im- 
portancia del  cargo  lo  exija. 

No  podrán  ser  nombrados  Secretarios  ó 
Cancilleres  los  parientes  hasta  el  cuarto 
grado,  del  Cónsul  que  requiera  el  nombra- 
miento de  ese  empleado. 

Art.  22.  Los  Cónsules  Generales  que 
necesitaren  ausentarse  del  lugar  de  su  re- 
sidencia, no  podrán  delegar  sus  funciones 
sin  autorización  previa,  que  se  acordará 
por  extrema  necesidad  y  mediante  licen- 
cia, en  la  cual  se  designará  el  empleado 
que  haya  de  recibir  la  delegación. 

No  se  reputará  ausencia,  el  traslado  de 
un  punto  á  otro  del  país  donde  se  hallare 
establecido  el  Consulado;  por  tanto,  en 
ese  caso  y  no  pasando  de  un  mes  el  tiem- 
po que  deba  durar  el  dicho  traslado,  el 
Cónsul  podrá,  si  tuviere  Secretario  o  Can- 
ciller nombrado,  encargar  á  este  emplea- 
do del  servicio  de  la  oficina;  pero  á  falta 
de  éste,  no  podrá  hacerse  subrogar  sino 
por  disposición  superior. 

En  el  mencionado  caso  ó  en  el  de  licen- 
cia, la  entrega  del  Consulado  habrá  de  lia- 
cerse  por  inventario  escrupuloso  que  se 
depositará  en  la  Legación  de  la  Repúbli- 
ca, ó  se  mandará  al  Ministerio  del  ramo, 
avisando  lo  ocurrido. 

Este  mismo  orden  observarán  los  Cón- 
sules y  Vicecónsules  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias, haciendo  el  depósito  del  in- 
ventario y  motivándole  en  el  Consulado 
general. 

Los  Cónsules,  Vicecónsules,  Secretarios 
ó  Cancilleres  que  despacharen  en  el  Con- 
sulado general  en  virtud  de  delegación 
recibida,  lo  expresarán  así  en  los  docu- 
mentos que  despachen. 

Los  contraventores  á  las  disposiciones 
del  presente  articulo,  serán  considerados 
como  cesantes;  v  sus  superiores  inmediatos 
quedan  facultados  para  reemplazarlos  in- 
terinamente. 

Art.  23.     No  les  es  permitido  á  los  Con- 
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sules  y  Vicecónsules  ejecutar  cualquier 
acto  consular  en  el  punto  de  residencia 
de  un  Cónsul  general,  á  raenos  que  sea 
supliendo  la  falta  de  ese  funcionario,  y 
debidamente  autorizado  para  ello. 

La  misma  regla  regirá  para  los  Vice- 
cónsules en  las  localidades  donde  haya 
Cónsul. 

Art.  24.  Siempre  que  los  Cónsules  y 
Vicecónsules  encuentren  entre  sí  alguna 
dificultad  respecto  á  sus  atribuciones  ó  ju- 
risdicción, someterán  el  caso  á  la  resolución 
del  Cónsul  general,  no  siéndoles  permitido 
discutir  entre  si,  ni  aceptar  medida  alguna 
por  si  y  ante  si. 

Losque  contravinieren  á  esta  disposición 
serán  relevados  del  puesto  que  ocupen, 
después  que  el  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores  conozca  de  la  contravención  y 
halle  fundada  su  denuncia. 

Art.  25.  En  caso  de  fallecimiento  del 
Cónsul  general,  el  Canciller  ó  quien  haga 
sus  veces,  hará  un  inventario  de  los  objetos 
y  archivo  del  Consulado,  en  presencia  de 
dos  testigos  dominicanos,  ó  á  falta  de  és- 
tos, extranjeros  de  respetabilidad,  que  sus- 
cribirán el  acto;  y  si  residiere  en  el  lugar 
algún  Cónsul  ó  Vicecónsul,  dependiente 
del  finado,  asistirá  de  derecho  á  la  actua- 
ción y  proveerá  al  depósito  y  conservación 
de  todo  lo  que  conste  en  el  inventario  le- 
vantado, del  cual  se  enviará  copia  auténti- 
ca al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 
de  la  República  y  también  al  Agente  Di- 
plomático residente  en  el  distrito. 

En  el  referido  caso,  está  llamado  á  en- 
cargarse del  Consulado  general,  el  Cónsul 
ó  Vicecónsul  que  resida  en  la  misma  loca- 
lidad: pero  si  iio  existiere  alli  ni  uno  ni 
otro  funcionario,  el  Canciller  ó  Secretario 
se  encargará  del  Consulado  y  despachará, 
significando  la  causa  al  firmar  cada  docu- 
mento, hasta  que  el  gobierno  ordene  lo  que 
corresponda. 

Art.  26.  Siempre  que  aconteciere  el 
fallecimiento,  ó  renuncia  de  un  Cónsul  ó 
Vicecónsul,  queda  á  cargo  del  Cónsul  ge- 
neral el  tomar  por  si,  ó  hacer  tomar,  dis- 
posiciones análogas  á  las  prescritas  en  el 
articulo  anterior;  y  á  falta  del  empleado 
competente  que  se  su!>rogue  al  finado  ó  re- 
nunciador,  so  nombrará  quien  te  supla  con 
carácter  interino,  de  conformidad  con  el 
articulo  12  de  esta  ley. 

Art.  27.  Si  ocurriere  que  el  gobierno 
del  pais  en  que  resida  un  Cónsul  general, 
le  anulare  ó  retirare  su  exequátur  sin  co- 
nocimiento de  las  autoridades  de  la  Repú- 
blica, y  no  hul)icrc  alli  un  Agente  Diplo- 
mático dominicano  que  tome  á  su  cargo 
las  gestiones  que  el  caso  impere,  el  dicho 


Cónsul  general  deberá  exigir  que  se  le  per- 
mita dar  posesión  del  cargo  al  Secretario 
ó  Canciller  del  Consulado  general,  al  Cón- 
sul ó  Vicecónsul  residente  en  la  misma  lo- 
calidad, y  que  éste  entre  desde  luego  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 

Si  esto  fuere  negado,  formalizará  con 
toda  moderación  y  respeto  una  protesta, 
poniendo  á  cubierto  cualquier  pérdida  ó 
perjuicio  que  pudiera  ocasionarse  al  co- 
mercio, á  la  navegación  y  á  los  intereses 
confiados  á  su  salvaguardia  y  protección. 

CAPITULO  II 

UNIFORME  DE  LOS  CÓNSULES 

Art.  28.  Los  Cónsules  se  presentarán 
de  uniforme  en  todos  los  actos  y  ceremo- 
nias públicas  en  que  tomen  parte  en  su  ca- 
lidad oficial;  y  le  llevarán  á  su  juicio  y  sin 
chocar  con  las  costumbres  del  país,  siem- 
pre que  en  el  ejercicio  público  de  sus  fun- 
ciones convenga  hacer  manifiesto  su  ca- 
rácter consular. 

Artículos  29  á  33  (uniformes,  etc.,  sin 
interés). 

CAPITULO  111 

ATRIBUCIONES     Y    DEBERES    DE     LOS     CÓNSULES 

Art.  34.  Los  Cónsules  (denominación 
bajo  la  cual  se  comprenderán  en  éste  y  los 
siguientes  capítulos,  los  Cónsules  genera- 
les, Cónsules  y  Vicecónsules)  están  en  el 
deber  de  favorecer  en  cuanto  esté  á  su  al- 
cance el  comercio  y  la  navegación  de  la 
República  con  la  nación  en  que  ellos  resi- 
dan; de  velar  siempre  por  la  estricta  ob- 
servancia de  los  Tratados  de  comercio  y 
navegación,  tanto  por  parte  del  gobierno 
ante  el  cual  están  acreditados,  como  por 
parte  de  su  nación;  de  cuidar  del  buen 
nombre  de  la  República;  de  hacer  respetar 
su  pabellón  y  proteger  los  derechos  é  in- 
tereses de  sus  conciudadanos  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país,  á  los  Tratados  públicos 
y  á  los  principios  generales  del  derecho  de 
gentes. 

Igualmente  deberán  prestar  toda  la  coo- 
peración posible  al  gobierno  del  cual  de- 
penden, para  el  mejor  éxito  de  sus  nego- 
ciaciones en  el  exterior  y  para  el  progreso 
de  las  ciencias,  la  industria,  las  artes  y 
demás  elementos  de  la  prosperidad  pú- 
blica. 

En  el  caso  de  que  se  tratase  de  inferir 
perjuicio  á  un  ciudadano  de  la  República, 
ya  en  su  persona,  va  en  sus  propiedades, 
el  Cónsul  dentro  de  cuya  jurisaicción  se 
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encuentre  cl  injuriado,  sostendrá  sus  dere- 
chos y  reclamará  en  su  favor,  de  las  auto- 
ridades competentes  del  lugar,  el  goce  de 
los  privilegios  que  le  conceden  las  leyes  ó 
los  Tratados  vigentes. 

La  intervención  de  los  Cónsules  en  tales 
casos,  deberá,  sin  embargo,  ser  el  resulta- 
do del  examen  atento  y  detenido  que  hi- 
cieren del  asunto  que  sus  compatriotas  so- 
metan a  su  conocimiento,  de  manera  que, 
bajo  ningún  pretexto,  llegue  á  suceder  que 
apoyen  con  su  autoridad  oficial,  preten- 
siones injustas  ó  sin  razón. 

Si  las  autoridades  del  lugar  no  atendie- 
ren  las  demandas  de  los  Cónsules,  ó  si  á 
pesar  de  ellas,  se  denegase  la  justicia  á  sus 
conciudadanos,  los  Cónsules  informarán 
del  hecho  á  la  Legación  de  la  República 
que  exista  en  el  mismo  pais,  y  le  remitirán 
copia  de  sus  procedimientos. 

Si  la  República  no  tuviere  acreditada 
allí  alguna  Legación,  los  Cónsules  elevarán 
dichos  informes  y  correspondencia  direc- 
tamente al  Mini.sterio  de  Relaciones  Exte- 
riores de  la  República,  y  desde  entonces 
no  procederán  por  sí  en  ese  asunto,  ni  en 
este  caso,  ni  en  el  anterior,  sino  con  es- 
tricta sujeción  á  las  instrucciones  especia- 
les que  reciban. 

Art.  35.  Los  Cónsules  e.stán  obligados 
á  dar  cuenta  anualmente  al  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores  del  estado  é  interés 
del  comercio  de  la  República  relativamen- 
te á  la  ciudad  ó  al  país  de  su  Consulado,  in- 
formando sobre  los  artículos  de  proceden- 
cia dominicana  que  más  salida  tengan  en 
sus  distritos;  en  qué  competencia  están  con 
las  producciones  de  la  misma  especie,  pero 
de  distinto  origen;  y  cuáles  son  los  que, 
según  su  opinión,  puedan  tener  mayor  ex- 
tensión y  consumo  y  por  qué  medios.  Co- 
municarán asimismo  todos  los  reglamentos 
de  instrucción  ó  ensenanza  que  rijan  en  el 
pais  de  su  residencia,  y  los  cambios  ó  me- 
joras que  sucesivamente  se  hagan  en  ellos; 
y  del  mismo  modo,  cuantas  noticias  pue- 
dan interesar  al  Goljierno  y  al  comercio 
sobre  estadística  comercial,  sobre  las  mo- 
dificaciones que  se  introiiuzcan  en  las  leyes 
fiscales  del  país  de  su  residencia,  sobre  el 
estado  sanitario,  y  cuale.sfjuiera  otras  (\ue 
puedan  interesar  al  Gobierno  y  sus  nacio- 
nales. 

Los  cuadro.s  estadísticos  contendrán  los 
siguientes  datos: 

1."  Los  artículos  que  formaron  la  im- 
portación y  exportaciim  durante  el  año; 

2."  Los  países  de  donde  provino  la  pri- 
mera y  á  que  se  destinó  la  segunda; 

3.®  El  aumento  ó  disminución  en  una  y 
otra  respecto  del  año  anterior; 


4.°  Las  causas  del  tal  aumento  ó  dis- 
minución; 

5.°  Los  efectos  que  hayan  surtido  du- 
rante el  año,  los  decretos  ó  reglamentos 
de  comercio  recieíates; 

6."  Los  precios  corrientes  de  los  artícu- 
los de  importación  y  exportación; 

7."  Los  fletes  corrientes  dui'ante  el  año 
entre  los  puertos  del  distrito  consular  y 
los  de  la  República; 

8."  Los  artículos  cuya  importación  se 
hubiese  prohibido  en  su  distrito,  y  si  tal 
prohibición  es  general  ó  relativa  solamente 
á  los  de  producción  dominicana; 

9."  Los  artículos  cuya  importación  ó 
exportación  gozare  de  nuevos  privilegios 
ó  estuviere  gravada  con  nuevas  restriccio- 
nes y  si  éstas  han  sido  ó  no  generales; 

10.  Las  diferencias  establecidas  entre 
la  bandera  dominicana  y  la  del  pais  de  re- 
sidencia del  Consulado  y  cualquiera  otra, 
respecto  de  la  importación  ó  exportación, 
y  del  pago  de  los  demás  derechos  de  adua- 
na, de  puerto  ú  otros,  y  en  cuanto  á  la  co- 
locación y  salida  de  buques. 

Los  consulados  que  se  hallen  en  puerto 
de  mar,  enviarán,  además,  un  estado  de- 
mostrativo de  la  navegación  habida  duran- 
te el  año  entre  los  puertos  de  la  República 
y  el  de  su  residencia;  demostración  que 
contendrá  todos  los  datos  que  contribuyan 
á  ilustrar  al  Gobierno  sobre  el  movimiento 
marítimo.  Para  la  formación  de  este  esta- 
do, se  atendrán  al  modelo  anexo  á  la  pre- 
sente ley,  marcado  con  el  número  1. 

Una  copia  de  estos  cuadros  y  estados  se 
enviará  al  Consulado  general  respectivo 
para  que,  con  vista  de  ellos,  se  formule  un 
cuadro  y  estado  general  del  distrito,  com- 
prensivo de  todos  los  particulares  que  se 
expresan  en  el  presente  articulo,  el  que  se 
remitirá  anualmente  al  Ministerio  de  Re- 
laciones Exteriores  y  á  la  Legación  domi- 
nicana á  que  corresponda  el  Consulado. 

Art.  36.  Corresponde  taml)ién  á  los 
Cónsules  auxiliar  con  sus  informes  y  ad- 
vertencias á  los  ciudadanos  de  la  Repúl)li- 
ca,  á  sus  negociantes  y  agentes  que  resi- 
dan en  el  distrito  consular  ó  estén  allí  ac- 
cidentalmente y  á  los  capitanes  de  buques 
que  se  dii"ijan  á  puertos  de  la  República,  á 
fin  de  que  puedan  alcanzar  la  mayor  regu- 
laridad y  acertado  giro  en  sus  negocios. 
Intervendrán  amigablemente  en  las  des- 
avenencias de  unos  con  otros  ó  con  indivi- 
duos extranjeros,  con  el  objeto  de  traerlos 
á  razonable  y  pacifico  arreglo.  Conocerán 
y  decidirán  en  las  cuestiones  de  intereses 
y  disciplina  que  .se  susciten  entre  los  capi- 
tanes de  IjUíjiies  nacionales  y  sus  emplea- 
dos subalternos  y  tripulaciones  de  los  mis- 
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mos,  salvo  el  caso  en  que,  según  las  leyes 
del  país,  deban  intervenii'  las  autoridades 
locales. 

Art.  37.  Los  Cónsules  cuidarán  de  es- 
tablecer en  sus  respectivos  distritos,  una 
caja  de  auxilios  para  los  dominicanos  des- 
validos, cuyos  fondos  lo  formarán:  1."  Las 
erogaciones  voluntarias;  2.°  el  5  por  100 
de  los  derechos  consulares  que  cobren  se- 
gún la  tarifa  anexa;  y  3.°  el  producto  de  las 
multas  que  se  cobren  en  virtud  de  la  pre- 
sente ley.  Estos  fondos  se  depositarán  en 
manos  de  una  persona  de  responsabilidad 
y  se  administrarán  por  una  junta  com- 
puesta de  cuatro  miembros,  presidida  por 
el  Cónsul,  y  de  la  cual  formará  parte.  Se- 
rán preferentemente  auxiliados  de  esos 
fondos,  los  enfermos,  mujeres  y  niños  do- 
minicanos. 

Los  Cónsules  particulares  y  Vicecónsu- 
les darán  cuenta  cada  trimestre  al  Cónsul 
general  de  su  distrito  del  estado  de  la  caja 
de  esos  fondos,  con  demostración  de  los 
ingresos  y  egresos  habidos;  y  éste  lo  hará 
á  su  vez  al  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores, quien  según  la  necesidad,  ordenará 
el  ti'aslado  de  unas  cajas  á  otras,  cuando 
las  existencias  sean  superiores  á  las  exi- 
gencias locales  y  en  otras  fueren  insuñ- 
cientes. 

En  los  lugares  donde  no  haya  Cónsul 
general,  el  Cónsul  particular  ó  el  Vicecón- 
sul, dará  esa  cuenta  al  Ministerio  de  refe- 
rencia. 

Art.  38.  Es  deber  de  los  Cónsules  so- 
correr y  facilitar  la  repatriación  de  los  do- 
minicanos que  por  falta  de  recursos  se  ha- 
llen en  esa  necesidad,  en  cuanto  dependa 
de  su  intervención  y  apoyo,  siempre  que 
estén  inscritos  en  el  Registro  del  Consula- 
do del  lugar  donde  se  acuerda  el  auxilio, 
ó  que  se  compruebe  la  nacionalidad  de  un 
modo  indudable. 

Para  la  concesión  de  esos  recursos  se 
hará  uso  moderado  del  fondo  de  auxilio  de 
que  trata  el  art.  37;  y  por  lo  que  toca  á  la 
repatriación,  obligarán  á  los  capitanes  de 
buques  nacionales  que  hagan  viaje  para 
alguno  de  los  puertos  de  la  República,  á 
recil)ir  á  su  bordo  un  número  de  pasajeros 
que  no  exceda  de  las  dos  terecinas  partes 
de  sus  tripulantes.  Si  dichos  pasajeros  fue- 
ren marinos ,  serán  trasportados  gratis, 
con  la  obligación  de  prestar  sus  servicios 
al  buque;  si  no,  se  embarcarán  por  cuenta 
del  Erario,  ajustándose  el  pasaje  con  el 
capitán. 

Los  desertores  de  la  fuerza  de  mar  ó  tie- 
rra, ó  de  buques  mercantes,  que  hayan  in- 
fringido su  contrata  de  enganche,  y  los  in- 
dividuos que  hubieren  sido  antes  restituí- 


dos  al  país,  no  serán  considerados  acreedo- 
res á  socorros  ó  repatriación. 

Art.  39.  Los  Cónsules  deberán  asumir 
la  representación  de  los  dominicanos  au- 
sentes, en  todos  los  actos  encaminados  á 
conservar  sus  propiedades  é  intereses,  ha- 
ciendo valer  ante  la  autoridad  que  corres- 
ponda los  derechos  de  dichos  ausentes,  y 
suministrando  á  los  funcionarios  que  deban 
intervenir  en  las  medidas  relativas  á  esos 
bienes,  los  datos  que  .sean  conducentes  á 
asegurar  los  derechos  enunciados;  y  al 
obrar  asi,  como  legítimos  representantes 
de  los  dominicanos  ausentes,  podrán  tam- 
bién nombrar  procuradores  ó  defensores 
en  juicio,  cuidando  siempre,  al  hacer  efec- 
tiva la  protección  expresada,  de  no  faltar 
á  las  leyes  del  país  en  que  residan. 

Art.  40.  Cuando  los  ejecutores  testa- 
mentarios de  un  heredero  dominicano  au- 
sente estuvieren  también  ausentes,  corres- 
ponde al  Cónsul  representar  los  derechos 
hereditarios  de  su  nacional,  procurando  la 
seguridad  de  los  bienes  del  heredero  por 
todos  los  medios,  y  cuidando  de  que  su  ma- 
nejo y  administración  se  encargue  á  per- 
sonas de  toda  confianza,  mientras  se  pre- 
sente el  heredero  ó  apoderado  ó  represen- 
tante, y  en  ese  caso  cesará  la  intervención 
consular  de  que  trata  este  artículo. 

Art.  41.  Es  obligación  de  los  cónsules, 
caso  de  fallecer  un  dominicano  en  el  dis- 
trito de  su  jurisdicción  respectiva,  practi- 
car sin  demora  todos  los  actos  que  exija  la 
conservación  y  seguridad  de  los  bienes  in- 
teresados en  la  sucesión;  y  en  esa  virtud, 
cuando  aconteciere  que  el  finado  no  deje 
representante  legítimo,  socios  en  negocios 
mercantiles  ó  albaceas  testamentarios,  el 
Cónsul  á  quien  tocare  intervenir  en  este 
caso,  tomará  posesión  de  sus  efectos  y  pro- 
piedades, muebles  é  inmuebles;  y  siempre 
que  por  tratados,  convenciones  ó  prácticas 
locales  le  .sea  facultativo  y  que  las  leyes  del 
país  no  se  opongan  á  ello,  seguirá  el  proce- 
dim.iento  siguiente: 

1.°  Procederá  á  poner  los  .sellos  en  los 
papeles  y  demás  objetos  que  sean  suscep- 
tibles de  recibirlos,  así  como  en  las  puertas 
y  ventanas  de  entrada  de  las  piezas  en 
donde  se  hallen  efectos  pertenecientes  á  la 
sucesión. 

2.°  Tomará  inventario  por  duplicado, 
con  asistencia  de  dos  personas  respetables, 
de  preferencia  dominicanas,  quienes  fir- 
marán con  él.  En  dicho  inventario  se  rela- 
cionarán todos  los  bienes  dándoles  su  va- 
lor aproximado  y  constarán  los  créditos 
activos  y  pasivo.s*del  difunto,  así  como  los 
demás  documentos,  papeles  ó  libros  que  le 
hubieren  pertenecido;  teniendo  cuidado  de 
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mencionar,  en  los  libros  de  corresponden- 
cia ó  contabilidad,  el  número  de  folios  que 
contengan  y  los  que  estuvieren  escritos, 
los  cuales  se  harán  constar  en  el  certifica- 
do con  que  deban  cerrar  éstos  y  que  firma- 
rán el  Cónsul  y  los  que  le  acompañen  en 
este  acto. 

3.°  Este  inventario  se  copiará  íntegro 
en  el  respectivo  libro  del  archivo  consular, 
y  volverá  á  ser  autorizado  con  las  mismas 
tres  firmas;  enviándose  testimonio  de  él  al 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  á  fin 
de  que,  hecha  pública  la  muerte  por  avisos 
oficiales,  que  por  su  parte  publicará  el 
Cónsul  desde  el  primer  momento,  pueda 
llegar  asi  á  la  noticia  de  los  parientes  y  he- 
rederos del  difunto. 

4.°  Después  de  llenar  las  formalidades 
que  preceden,  tomará  posesión  de  los  bie- 
nes del  finado;  y  obrando  luego  en  benefi- 
cio de  quien  haya  lugar  y  de  concierto  con 
los  asociados  al  procedimiento,  cobrará  y 
recaudará  todas  las  acreencias,  y  pagará 
las  deudas  legitimas,  previa  la  fianza  de 
acreedor  de  mejor  derecho,  en  caso  ne- 
cesario; y  hará  venta  pública  de  todos  los 
efectos  perecederos  y  de  cualquiera  otra 
propiedad,  si  esto  se  requiere  para  el  pago 
de  los  acreedores,  dando  para  ello  los  res- 
pectivos avisos  que  las  leyes  del  país  exijan 
para  las  ventas  judiciales  en  los  casos  de 
ejecución  y  por  medio  de  los  periódicos. 

5.°  Cuando  los  efectos  de  la  sucesión  se 
hallaren  esparcidos  en  diferentes  distritos 
consulares,  el  Cónsul  en  cuyo  distrito  se 
haya  abierto  la  sucesión,  lo  notificará  á  los 
demás,  para  que  por  su  parte  contribuyan 
al  cobro  y  liquidación  de  ellos.  Al  efecto 
formarán  inventarios  de  los  bienes  de  refe- 
rencia, obrando  á  ese  respecto  como  dele- 
gados y  por  consiguiente,  sujetos  á  las  ins- 
trucciones ú  órdenes  que  reciban. 

6.°  Dentro  de  un  año  deberá  estar  li- 
quidada la  sucesión;  y  el  saldo  que  resulte, 
con  el  producto  de  los  demás  muebles  é 
inmuebles,  se  remitirá  en  numerario  ó  en 
libranzas  con  los  documentos  y  balance  de 
la  liquidación  al  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  para  que  se  depositen  en  el 
Tesoro  nacional  y  se  tengan  á  la  disposi- 
ción de  quien  por  derecho  le  correspon- 
dan. 

Si  en  cualquier  tiempo,  antes  de  tal  re- 
misión, ocurriere  el  representante  legal 
del  finado  pidiendo  al  Cónsul  la  entrega 
de  los  bienes,  la  hará  sin  demora  con  de- 
ducción de  sus  honorarios;  cesando  desde 
luego  todo  procedimiento  ulterior. 

Art.  42.  En  casos  de  esta  naturaleza, 
el  empleado  consular  está  obligado: 

1.°    A  llevar  cuenta  formal  v  minuciosa 


de  cuanto  haya  recaudado  y  gastado,  de 
todo  lo  cual  formará  expediente  por  dupli- 
cado, para  conservar  uno  en  su  poder  y 
remitir  el  otro  al  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  ó  entregarlo  al  representante 
legal  del  finado. 

2."  A  participar  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores,  la  remisión  ó  entrega 
del  líquido  producido  de  la  herencia  ó  de 
los  bienes  del  intestado,  especificando  las 
cantidades  y  lo  demás  de  que  haya  hecho 
entrega. 

3."  Si  ocurrieren  diferentes  personas 
como  representantes  legales  del  finado, 
pidiendo  la  entrega  de  sus  bienes,  se  abs- 
tendrá el  Cónsul  de  hacerla,  mientras  so- 
bre esas  pretensiones  encontradas,  no  ha- 
ya recaído  fallo  de  autoridad  competente. 

Art.  43.  Siempre  que  los  Tratados  ó 
Convenciones  no  autoricen  á  los  cónsules 
á  proceder  conforme  á  las  disposiciones  de 
los  artículos  41  y  42  de  la  presente  ley,  y 
que  las  leyes  del  país  de  su  residencia  se 
lo  impidan,  se  acomodarán  á  las  prescrip- 
ciones de  estas  últimas,  armonizando  en  lo 
posible  su  contexto  entre  unas  y  otros,  sin 
apartarse  por  ello  de  lo  que  previene  el 
art.  39  de  esta  misma  ley,  hasta  dejar  ase- 
gurados los  bienes  ó  derechos  de  sus  na- 
cionales. 

Art.  44.  La  correspondencia  de  los 
Cónsules  con  el  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores  tratará  de  todos  aquellos  asun- 
tos de  que  deban  dar  cuenta,  obrando  en 
el  círculo  de  sus  funciones  consulares,  y 
se  dividirá  por  especialidades  según  lo  de- 
manden las  circunstancias,  ó  casos  que  en 
ella  se  traten.  En  esa  virtud  y  en  ningún 
caso  podrán  confundirse  en  una  misma 
nota  oficial,  asuntos  que  versen  sobre  ma- 
terias distintas;  por  tanto,  cada  materia 
deberá  tratarse  en  oficio  separado. 

Art.  45.  Todas  las  notas  que  se  dirijan 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 
llevarán  un  número  especial  de  orden  que 
sin  interrupción  se  inscribirá  al  margen 
de  cada  nota;  y  al  lado  de  ese  número  y 
separado  por  una  raya  á  lo  largo,  .se  ins- 
cribirá el  número  general  ó  continuado  de 
oficios  del  registro  de  la  correspondencia, 
según  el  modelo  núm.  2.  El  orden  de  la 
numeración  se  cambiará  anualmente. 

Art.  46.  A  fin  de  facilitar  las  verifica- 
ciones y  referencias,  todo  oficio  debe  con- 
tener, además  del  nomijre  del  Consulado  y 
del  lugar  y  fecha  en  que  se  escribe,  un  re- 
sumen en  pocas  palabras  y  al  margen,  en 
el  que  se  expr«se  el  objeto  de  su  contenido. 

Art.  47.  Los  Cónsules  no  podrán,  sin 
la  autorización  del  gobierno  ó  de  la  Lega- 
ción respectiva,  dar  publicidad  á  los  datos 
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Ó  informes  que  recojan  por  su  encargo,  ni 
á  la  correspondencia  que  mantuvieren  con 
aquél;  y  estarán  obligados  á  comunicarse 
con  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 
cada  semestre  á  lo  menos,  cuando  por 
asuntos  determinados  no  hubiere  motivo 
para  más  frecuentes  comunicaciones.  La 
falta  de  cumplimiento  á  cualquiera  délas 
prescripciones  de  este  articulo,  será  bas- 
tante motivo  para  retirarles  la  patente. 

Art.  48.  Los  Cónsules  particulares  y 
vicecónsules  darán  cuenta  por  escrito  de 
tiempo  en  tiempo,  al  Cónsul  general,  de 
todo  lo  que  ocurra  de  alguna  importancia 
al  comercio,  política  é  intereses  de  la  Re- 
pública en  el  territorio  de  sus  Consulados; 
y  si  no  tuvieren  asuntos  determinados 
para  la  comunicación,  lo  expresarán  así 
por  correspondencia  trimestral  que  indi- 
que que  no  ocurre  novedad. 

La  falta  al  cumplimiento  de  este  artícu- 
lo será  penada  como  en  el  caso  del  artícu- 
lo anterior. 

Art.  49.  Toda  nota  oficial  que  sea  diri- 
gida en  idioma  extranjero  á  la  oficina  con- 
sular y  que  por  su  naturaleza  haya  ó  deba 
ser  transcrita  al  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  será  enviada  en  copia,  en  el 
idioma  en  que  haya  sido  escrita,  y  acom- 
pañada de  una  traducción  al  castellano,  la 
que  deberá  ser  certificada  por  el  Cónsul. 

Art.  50.  La  correspondencia  que  se 
haya  de  sostener  con  otras  oficinas  de  la 
República,  ó  bien  con  las  autoridades  ó 
empleados  del  lugar  de  las  operaciones  del 
Consulado,  llevarán  al  margen  de  la  nota 
simplemente  el  número  general  de  oficios, 
el  cual  será  seguido  y  sin  interrupción 
para  todas  las  notas,  desde  la  que  se  dirija 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  has- 
ta la  que  pueda  serlo  á  cualquiera  otra  ofi- 
cina ó  persona. 

Art.  5L  El  Cónsul  ejercerá  en  el  lugar 
de  su  residencia  las  funciones  de  Oficial 
del  Estado  civil  de  conformidad  con  las 
disposiciones  del  Código  civil. 

Art.  52.  Además  ejercerá  funciones 
administrativas,  de  acuerdo  con  las  dispo- 
siciones del  Código  de  Comercio,  y  las  de 
Notario  en  los  casos  necesarios  y  previstos 
por  el  Código  civil;  en  esa  virtud,  y  con 
tal  que  estos  actos  sean  formulados  en  pre- 
sencia de  dos  testigos,  tendrán  en  todo 
tiempo  fe  y  crédito  en  los  juzgados  y  Tri- 
bunales de  la  República. 

Las  atribuciones  que  este  artículo  y  el 
anterior  conceden  á  los  Cónsules  sólo  po- 
drán ser  ejercíidas  entre  dominicanos  en 
aquellos  actos  que  deban  surtir  sus  efectos 
en  la  República  Dominicana  y  en  los  que, 
surtiéndolos  en  el  extranjero,   puedan 


aceptarse  como  de  autoridad  pública,  por 
Tratados,  convenciones,  prácticas  interna- 
cionales, leyes  ó  prácticas  del  país. 

Art.  53.  El  Cónsul  podrá  expedir,  en 
virtud  de  lo  ya  expuesto,  toda  especie  de 
poder  y  recibir  protestas  ó  declaraciones 
de  los  capitanes,  de  pasajeros  é  individuos 
de  la  tripulación  de  los  buques  nacionales 
y  de  cualquier  ciudadano  dominicano  ó 
extranjero  que,  sobre  asuntos  en  que  se 
trate  de  intereses  propios  ó  puestos  á  su 
cargo,  tengan  por  conveniente  hacer.  Las 
copias  de  tales  actos  certificados  por  el 
Cónsul  y  selladas  con  el  sello  consular, 
tendrán,  como  se  ha  dicho,  entera  i'e  y  cré- 
dito en  todas  las  oficinas  públicas,  Juzga- 
dos y  Tribunales  de  la  República. 

Art.  54.  Podrán  igualmente  los  Cónsu- 
les visar  ó  expedir  pasaportes,  tanto  á  los 
dominicanos  como  á  los  individuos  de  na- 
ciones amigas  que  lo  soliciten  para  trasla- 
darse á  puntos  de  la  República,  siempre 
que  á  ello  no  se  opongan  las  leyes  del  país 
en  que  residan. 

Art,  55.  Todo  documento  que  se  desti- 
ne á  ser  exhibido  en  oficinas  públicas,  Juz- 
gados ó  Tribunales  de  la  República,  debe- 
rá .ser  certificado  por  el  empleado  consu- 
lar en  el  lugar  donde  fueren  formulados. 

Art.  56.  En  caso  de  necesidad,  el  Cón- 
sul está  facultado  para  expedir  certificado 
provisional  de  navegación  para  un  buque 
que,  en  el  lugar  de  su  residencia,  adquiera 
un  dominicano  y  desee  darle  la  bandera 
nacional.  Para  tales  casos,  el  Cónsul  debe- 
rá atenerse  á  los  siguientes  requisitos: 

1.°  Que  el  interesado  solicite  por  me- 
dio de  un  escrito,  el  uso  de  la  bandera, 
comprobando  por  escritura  auténtica,  que 
el  buque  es  propiedad  dominicana. 

2.°  Que  se  exprese  en  la  solicitud  el 
viaje  que  intenta  efectuar  la  embarcación, 
el  cual  no  podrá  ser  sino  para  un  puerto 
habilitado  de  la  República,  con  el  fin  de 
llenar  las  formalidades  de  arqueo,  registro 
y  matrícula. 

Art.  57.  Cumplidas  estas  formalidades, 
el  Cónsul  expedirá  el  certificado  provisio- 
nal de  navegación,  conforme  al  modelo 
núm.  7,  y  asimismo  el  rol  ó  nómina  co- 
rrespondiente, según  el  modelo  núm.  8; 
expresando  el  puerto  á  donde  se  dirige  la 
embarcación,  el  compromiso  contraído 
por  el  dueño,  y  la  circunstancia  precisa  de 
que  dicho  certificado  no  es  válido  sino 
para  ese  .solo  viaje. 

Art.  58.  El  Cónsul  cuidará  de  dar  opor- 
tuno aviso  de  todas  estas  actuaciones  á  la 
Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  para 
los  fines  consiguientes,  y  al  efecto  enviará 
el  expediente  que  haya  formulado. 
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CAPITULO  IV 

INTERVENCIÓN  DE  LOS  CÓNSULES  EN  LOS  Bü- 
OUKS  NACIONALES,  TRIPULANTES,  PASAJEROS 
y  CARGAS;  CON  LAS  FORMALIDADES  QUE  DE- 
BEN  EXIGIRSE 

Art.  59.  A  la  llegada  de  un  buque  na- 
cional de  guerra  á  un  puerto  donde  resida 
un  representante  de  la  República,  el  co- 
mandante ocurrirá  á  este  empleado  para 
que  le  dé  todos  los  informes  y  auxilios  que 
necesitare,  cuidando  aquél  de  que  se  le 
tributen  al  representante  de  la  República 
los  honores  que  le  corresponden,  cuando 
se  presente  á  bordo  del  buque  á  hacer  su 
visita  oficial. 

Art.  60.  El  Cónsul  tiene  derecho  á  exi- 
gir al  comandante  de  un  buque  de  guerra 
nacional,  que  admita  á  su  bordo  á  cual- 
quier marino  que  hubiere  desertado,  para 
conducirle  al  primer  puerto  de  la  Repú- 
blica hacia  donde  se  dirija  el  buque  de 
guerra. 

Art.  61.  El  Cónsul,  á  requerimiento 
del  comandante  de  un  buque  de  guerra, 
tomará  las  disposiciones  que  crea  conve- 
nientes para  capturar  y  hacer  conducir  á 
bordo  del  buque  que  corresponda,  á  todo 
marino  que  desertare  de  su  nave.  Los  gas- 
tos que  estas  diligencias  ocasionen,  serán 
á  cargo  del  buque,  y  su  comandante  está 
en  el  derecho  de  hacerse  reintegrar  el 
desembolso  del  haber  que  devengue  el 
marino  en  defecto. 

Art.  62.  A  la  llegada  de  un  buque  na- 
cional mercante  á  un  puerto  extranjero 
en  que  resida  un  Cónsul  de  la  República, 
el  Capitán  está  obligado  á  presentarse  al 
Consulado,  dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras de  su  llegada,  á  efectuar  la  entrada 
bajo  recibo  de  los  papeles  del  buque,  y  á 
declarar  cuanto  hubiere  ocurrido  durante 
la  navegación. 

Art.  63.  Asimismo,  á  la  .salida  del  bu- 
que para  otro  puerto,  el  Capitán  lo  mani- 
festará al  Cónsul  presentándole  el  permiso 
que  tenga  de  la  autoridad  competente  para 
la  salida  del  puerto,  á  fín  de  que  con  el  re- 
cibo le  sean  devueltos  sus  papeles  provistos 
del  V.**  B."  consular  correspondiente,  el 
cual  se  pondrá  á  la  patente  de  navegación 
en  la  forma  que  prescribo  el  núm.  9. 

Art.  64.  La  entrada  y  salida  de  un 
buque  nacional  so  hará  constar  en  un  libro 
destinado  al  efecto,  y  servirán  de  norma 
para  ello,  los  modelos  números  10,  11  y  12. 

Art.  65.  El  Cónsul  cuidará  de  que  los 
Capitanes  cumplan  con  lo  prescrito  en  los 
artículos  62  y  63. 

En  caso  de  infracción,  el  Cónsul  lo  pon- 
drá en  conocimiento  del  Ministerio  de  Re- 


laciones Exteriores,  para  que  á  su  juicio 
se  le  aplique  una  multa  al  infractor,  la 
cual  no  bajará  de  veinticinco  pesos,  ni  ex- 
cederá de  ciento. 

Art.  66.  El  Cónsul  visitará  él  mismo  ó 
por  medio  de  un  individuo  de  su  confianza, 
y  cuando  lo  tenga  por  conveniente,  toda 
embarcación  mercante  que  arribe  al  puer- 
to de  su  residencia.  En  esa  virtud  podrá 
tomar  todos  los  informes  que  juzgue  nece- 
sarios respecto  de  la  disciplina,  conducta 
y  demás  circunstancias  relativas  á  la  tri- 
pulación y  hará  las  observaciones  que  crea 
convenientes,  tanto  al  Capitán  y  Sobre- 
cargo, como  á  los  demás  tripulantes. 

Art.  67.  El  Cónsul  podrá  exigir  que  se 
le  manifieste  el  diario  de  la  navegación,  y 
examinará  si  se  ha  llevado  en  debida  for- 
ma, y  le  visará,  añadiendo  las  observacio- 
nes que  crea  convenientes.  También  podrá 
pedir  que  se  le  muestre  el  libro  de  sobor- 
dos, conocimientos  y  demás  papeles  del 
buque. 

El  Cónsul  deberá  tomar  nota  de  todas 
las  circunstancias  que  así  lo  requieran, 
para  los  fines  á  que  hubiere  lugar,  y  en 
caso  de  fallecimiento  de  alguno  de  los  tri- 
pulantes ó  pasajeros,  recogerá  un  inven- 
tario de  los  bienes  del  fallecido,  ó  la  cuen- 
ta de  sus  haberes,  si  perteneciere  á  la  tri- 
pulación ;  en  este  caso  conformará  su 
procedimiento  al  limite  de  las  facultades 
que  le  acuerda  esta  ley. 

Art.  68.  Sujetándose  á  los  pactos  y  usos 
internacionales,  conocerá  el  Cónsul  ele  las 
faltas  de  policía  cometidas  á  bordo  de  los 
buques  mercantes  nacionales  surtos  en  los 
puertosextranjeros  y  podrá,  en  consecuen- 
cia, decretar  penas  correccionales,  de  mul- 
ta, prisión  ó  arresto. 

También  le  corresponde  hacer  las  infor- 
maciones sumarias  de  los  crímenes  ó  deli- 
tos que  se  cometan  en  alta  mar,  recil)iendo 
al  efecto  las  declaraciones  de  la  tripula- 
ción y  pasajeros;  pero  en  este  caso,  sólo 
tomará  las  medidas  necesarias  para  poner 
al  delincuente  ó  delincuentes  en  poder  de 
los  Tribunales  de  justicia. 

Art.  69.  En  ningún  caso  permitirá  el 
Cónsul  que  sea  despedido  de  un  buque 
nacional  ninguno  de  los  marinos  domini- 
canos, á  menos  que  sea  por  mutuo  conve- 
nio entre  éste  y  el  Capitán,  y  que  le  satis- 
faga cumplidamente  cuanto  se  le  adeude. 

Cuando  un  marinero  dominicano  se  es- 
capare de  su  nave,  el  Cónsul,  á  requeri- 
miento del  Capitán,  podrá  solicitarle  y 
hacerle  volver  á  ella.  Los  gastos  que  estas 
diligencias  ocasionen,  .serán  á  cargo  del 
buque  y  se  descontarán  del  haber  del  ma- 
rinero escapado. 
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Art.  70.  Cualquiera  altei'ación  que  se 
haga  en  el  personal  de  un  buque  nacional 
mercante,  será  con  el  conocimiento  y  con- 
sentimiento del  Cónsul,  quien  hará  constar 
el  hecho  en  el  rol  de  navegación,  y  en  la 
forma  que  prescriben  los  modelos  núme- 
ros 13  y  14. 

Art.  71.  En  el  caso  de  que  un  buque 
dominicano  fuere  vendido  por  quien  tenga 
derecho  para  ello,  en  un  puerto  donde  re- 
sida un  Cónsul,  cuidará  este  funcionario 
de  que  á  los  tripulantes  les  sean  pagados 
sus  ajustes  y  de  que  sean  reembarcados 
para  el  puerto  de  su  procedencia. 

Art.  72.  Cuando  un  buque  nacional 
mercante  naufragare  ó  fuere  vendido  en 
un  puerto  donde  resida  un  Cónsul,  éste 
exigirá  del  Capitán,  el  dueño  ó  el  Sobre- 
cargo de  la  embarcación,  se  le  devuelva  la 
patente  de  navegación,  la  cual  cruzará  con 
dos  rayas  negras  y  remitirá,  por  conducto 
seguro,  á  la  Secretaría  de  Relaciones  Ex- 
teriores, haciendo  constar  en  el  documen- 
to las  circunstanpias  que  lo  inutilizan. 

Art.  73.  Si  durante  la  permanencia  de 
un  buque  nacional  mercante  en  el  puerto 
de  residencia  de  un  Cónsul,  enfermare 
algún  marinero,  deberá  el  Capitán  de  la 
nave  dar  informe  inmediatamente  al  Cón- 
sul y  éste  autorizará  el  desembarque,  si  el 
grado  de  gravedad  del  enfermo  así  lo  exi- 
giere, para  ser  asi^itido  en  un  hospital  ó 
donde  mejor  convenga,  proveyendo  el  bu- 
que á  los  gastos  que  ocasionare.  Si  al  zar- 
par el  buque,  el  marinero  enfermo,  por 
declaración  médica,  no  estuviere  en  dispo- 
sición de  embarcarse,  el  Cónsul  exigirá  del 
Capitán,  antes  de  su  partida,  que  suminis- 
tre los  fondos  necesarios  ó  bien  otorgue  la 
correspondiente  garantía  para  el  pago  de 
los  gastos  que  se  causaren,  como  para  el 
embarque  del  marinero  al  puerto  nacional 
donde  fué  enrolado  ó  al  más  inmediato.  Si 
la  enfermedad  ó  incapacidad  para  el  tra- 
bajo proviniere  de  vicios,  riñas  ú  otra 
causa  semejante,  los  gastos  de  asistencia  y 
curación  serán  por  cuenta  del  enfermo. 

Art.  74.  Si  un  buque  dominicano  en- 
trare de  arribada  forzosa  por  necesidad 
grave  ó  de  mal  tiempo,  ó  naufragare  en  el 
lugar  de  la  residencia  de  un  Cónsul,  sin 
que  se  hallen  presentes  el  dueño  ó  condue- 
ño, agente  ó  consignatario,  cuidará  dicho 
funcionario  de  proveer  sin  demora  alguna, 
y  en  cuanto  esté  á  su  alcance,  todos  los  au- 
xilios necesarios;  y  de  acuerdo  con  las  auto- 
ridades locales  adoptará  activamente  las 
medidas  conducentes  al  salvamento  del  bu- 
que si  fuere  posible,  de  la  tripulación,  pa- 
sajeros y  cargamento  si  lo  hubiere,  y  á  de- 
positar en  lugar  seguro,  con  cuenta  y  razón 


minuciosa,  todos  los  efectos  y  mercaderías 
salvados  para  tenerlos  á  disposición  de 
quien  haya  lugar,  entendiéndose»bien,  que 
si  en  el  distrito  consular  existiere  dueño, 
condueño,  agente  ó  consignatario  del  bu- 
.  que  ó  de  los  efectos  ó  mercaderías  en  es- 
tado de  obrar  en  su  propio  nombre,  ó  si 
por  las  leyes  del  país  no  contrarias  á  los 
Tratados,  resulta  que  el  asunto  es  de  la 
competencia  de  algún  Magistrado  especial, 
no  deberá  la  intervención  del  Cónsul  in- 
vadir ni  coartar  derechos  ni  legitima  ju- 
risdicción. En  caso  de  naufragio,  dicho 
empleado  velará  porque  la  tripulación  .sea 
alojada,  sostenida  y  embarcada  para  la 
Repúblicaá  expensas  del  dueño;  y  los  des- 
embolsos que  para  este  auxilio  anticipare 
el  Cónsul,  se  los  hará  reembolsar  el  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Exteriores,  pasán- 
dose para  ese  efecto  un  oíicio  concernien- 
te al  asunto  con  la  cuenta  de  los  gastos 
que  se  hayan  causado,  á  fin  de  que  exija 
el  abono  de  ellos  de  quien  corresponda. 

Art.  75.  Los  Cónsules  pondrán  su  Vis- 
to Bueno  á  las  cartas  de  sanidad  que  las 
autoridades  competentes  concedan  á  los 
buques  que  se  dirijan  á  la  República,  ó  las 
expedirán  ellos  mismos,  si  la  autorización 
para  hacerlo  no  estuviere  conferida  parti- 
cularmente á  personas  del  lugar. 

Art.  76.  Los  Cónsules  no  podrán  des- 
pachar ningún  buque  dominicano,  ó  mer- 
caderías y  otros  efectos  ó  valores  destina- 
dos á  la  importación  en  la  República,  sin 
llenar  los  requisitos  y  formalidades  reque- 
ridas por  las  leyes  fiscales  vigentes,  y  cua- 
lesquiera otras  disposiciones  que  sobre  el 
particular  les  sean  comunicadas  por  la  Se- 
cretaría de  Relaciones  Exteriores. 

La  falta  de  cumplimiento  de  este  artícu- 
lo será  suficiente  para  retirar  la  patente  al 
Cónsul  que  incurriere  en  ella. 

CAPITULO  V 

DISPOSICIONES  GENERALlíS 

Art.  77.  Los  Cónsules  llevarán  en  sus 
oficinas  los  registros  de  nacimientos,  ma- 
trimonios y  defunciones,  los  de  protestas, 
poderes  y  otras  escrituras  que  deban  ha- 
cerse vaier  en  la  República,  los  relativos  á 
la  marina  nacional,  los  que  exijan  las  le- 
yes y  disposiciones  fiscales  en  el  cumpli- 
miento de  sus  funciones,  los  de  pasaportes 
ó  matricula  de  los  dominicanos  (lUc  se  en- 
cuentren domiciliados  ó  que  se  domicilien 
en  el  distrito  consular  respectivo,  los  de 
correspondencia  é  inventarios,  y  los  de- 
más que  rcídame  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes que  les  atribuye  esta  ley.  Estos  regís- 
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tros  se  llevarán  de  conformidad  á  las  re- 
glas prescritas  para  las  ofícinas  ó  funcio- 
narios que  ejercen  las  mismas  funciones  ó 
intervinieren  en  actos  de  la  misma  clase  ó 
según  las  instrucciones  que  se  les  trasmi- 
tieren por  el  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 

Art.  78.  Los  registros  deberán  estar 
foliados,  y  en  la  primera  página  constará 
una  anotación  que  autorice  el  uso  del  li- 
bro en  la  forma  que  expresa  el  modelo  nú- 
mero 16. 

Art.  79.  Los  archivos  consulares  se 
compondrán  de  las  leyes,  libros,  útiles  y 
registros  previstos  en  los  artículos  9  y  77 
de  esta  ley,  así  como  de  la  corresponden- 
cia, papeles  y  documentos  que  pertenezcan 
al  Consulado. 

De  los  papeles  del  archivo  se  formarán 
legajos  que  llevarán  un  número  de  orden 
con  anotación  conforme  al  modelo  núme- 
ro 17. 

Art.  80.  Las  copias  autorizadas  que  ex- 
pida un  Canciller  ó  Secretario,  serán  visa- 
das por  los  respectivos  Cónsules. 

Art.  81.  Si  se  hicieren  depósitos  de  di- 
nero ó  especies  en  un  Consulado,  del  libro 
en  que  se  haga  la  anotación  de  dichos  de- 
pósitos, se  pasará  anualmente  un  extracto 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Art.  82.  Mientras  no  se  ñje  por  una 
ley  el  sueldo  que  debe  gozar  el  Cuerpo 
Consular  déla  República,  la  remuneración 
de  dicho  cuerpo  estará  limitada  al  produc- 
to de  los  derechos  que  cobre  con  arreglo  á 
la  tarifa  que  sigue  al  presente  artículo, 
después  de  deducido  el  veinte  por  siento 
de  los  mencionados  derechos,  para  la  apli- 
cación que  determina  esta  misma  ley. 

Los  Cónsules  y  vicecónsules  apartarán 
del  veinte  por  ciento  de  referencia  la  cuar- 
ta parte  para  el  fondo  de  auxilios  de  que 
trata  el  art.  37  y  las  tres  cuartas  partes 
restantes  las  enviarán  al  Cónsul  general 
de  su  distrito,  para  provecho  particular  de 
éste. 

Los  Cancilleres  ó  Secretarios  sólo  goza- 
rán del  haber  que  convengan  con  su  supe- 
rior inmediato. 

Art.  83.  Los  Cónsules  cobrarán  por  los 
respectivos  actos  consulai"es,  los  derechos 
que  á  continuación  se  expresan: 

1.°  Por  hacer  constar  la  entrada  y  por 
el  depósito  de  papeles  de  un  buque  nacio- 
nal mercante,  cinco  centavos  fuertes  por 
cada  tonelada  de  registro. 

2.°  Por  visar  el  rol  de  navegación  de 
un  buque  nacional  mercante,  ó  por  la  ex- 
pedición de  uno  nuevo,  cinco  centavos 
fuertes  por  cada  tonelada  de  registro. 

3.°    Por  adicionar  ó  descargar  algún 


marino  del  rol,  cincuenta  centavos  por 
cada  operación. 

4.°  Por  expedir  un  certificado  propor- 
cional de  navegación,  diez  pesos  fuertes. 

50  Pqj.  registrar  una  protesta,  poder 
general  y  especial  y  declaración  de  inte- 
rés particular,  tres  pesos  fuertes. 

6.°  Por  las  copias  de  estos  documentos, 
dos  pesos  fuertes  cada  uno. 

7.°  Por  expedir  ó  visar  un  pasaporte, 
por  legalización  de  firmas  y  certificacio- 
nes de  cualquier  género  no  especificadas 
en  esta  tarifa,  dos  pesos  fuertes. 

8.°  Por  formular  carta  partida,  autori- 
zarla y  registrarla,  cinco  pesos  fuertes. 

9.°  Por  certificación  de  cada  cuatro 
ejemplares  del  sobordo  de  carga  de  un  bu- 
que, seis  pesos, 

10.  Por  declaración  de  despacho  en 
lastre,  tres  pesos  fuertes,  y  por  toda  ano- 
tación extra  en  el  sobordo,  cuatro  pesos 
fuertes. 

11.  Por  certificación  de  cada  cuatro 
ejemplares  de  facturas  y  conocimientos  de 
mercaderías,  como  sigue: 

Cuando  la  factura  sea  de  un  valor  de 


1  á  $         50.. 

$1 

51  á           200... 

2 

201  á       1.000... 

3 

1.001  á       2.000... 

4 

2.001  á       4.000... 

5 

y  de  cuatro  mil  para  ai'riba,  un  peso  por 
cada  mil  más. 

Cuando  exigieren  formar  más  de  cuatro 
ejemplares  de  facturas  ó  de  conocimientos, 
se  cobrará  la  mitad  más  de  lo  que  cobran 
por  los  cuatro  ejemplares. 

12.  Por  firmar  lista  de  pasajeros,  dos 
pesos  una. 

13.  Por  intervención  en  avalúos,  me- 
dio por  ciento. 

14.  Por  intervención  en  ventas  públi- 
cas, dos  y  medio  por  ciento. 

15.  Por  atender  fuera  de  la  oficina  con- 
sular en  los  casos  de  avería  ó  naufragio, 
cinco  pesos  diarios,  á  más  de  los  gastos  de 
viaje. 

16.  Por  presenciar  la  apertura  de  un 
testamento,  cinco  pesos  fuertes. 

17.  Por  el  manejo  de  los  bienes  de  do- 
minicanos intestados  hasta  la  liquidación 
de  lasucesión  cinco  por  ciento. 

18.  Por  expedir  ó  visar  un  pasaporte 
por  vía  terrestre,  veinticinco  centavos. 

19.  Por  nombramientos  de  peritos  para 
cualquier  acto  de  averia  de  un  buque  na- 
cional mercante  ó  extranjero  que  se  deba 
comprobar,  un  peso  fuerte  por  cada  nom- 
bramiento. 


54 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


20.  Por  autorizar  avisos  de  venta  en 
pública  subasta  de  buques  ó  de  sus  carga- 
mentos; ó  bien  por  solicitud  de  empréstito 
á  la  gruesa,  dos  pesos  por  cada  diligencia. 

21.  En  cualquier  otro  servicio  de  carác- 
ter consular  exigido  por  nacionales  ó  ex- 
tranjeros pueden  cargar  los  derechos  lega- 
les que  por  diligencias  análogas  cargaren 
en  el  mismo  lugar  los  Escribanos  y  Nota- 
rios públicos. 

Art.  84.  En  cada  consulado  habrá  de 
manifiesto  un  ejemplar  de  la  tarifa  que  an- 
tecede. 

Art.  85.  Ningún  Cónsul  podrá  cobrar 
otros  ni  más  subidos  derechos  que  los  de- 
terminados en  la  anterior  tarifa. 

Art.  86.  El  peso  fuerte  que  sirve  de 
unidad  para  el  cobro  de  los  derechos  esta- 
blecidos por  la  tarifa  anexa  á  esta  ley,  se 
reputa  de  igual  valor  á  la  pieza  de  cinco 


francos  de  Francia  y  otros  países  de  la 
Convención  monetaria,  á  cuatro  chelines 
de  la  Gran  Bretaña  y  al  peso  fuerte  ame- 
ricano. 

Art.  87.  Los  excesos  ó  faltas  que  co- 
metan los  Cónsules  en  el  desempeño  de  las 
funciones,  deberes  y  obligaciones  que  les 
señala  esta  ley,  serán  reprimidos  en  los 
casos  no  previstos  en  ella,  con  suspensio- 
nes, amonestación  ó  remoción ,  siempre 
que  tales  excesos  ó  faltas  no  merezcan  pe- 
nas más  graves;  y  en  este  caso,  deferirá 
su  conocimiento  á  la  autoridad  judicial 
competente. 

El  Cónsul  que  fuere  sometido  á  juicio, 
cesará  en  sus  funciones. 

Art.  88.  La  presente  ley  deroga  toda 
otra  que  le  sea  contraria,  y  principiará  á 
regir  sesenta  días  después  de  su  promul- 
gación en  la  Gaceta  Oficial. 


VII 
LiEV  DEIi  ÍIOTAHIADO 


De  16  de  Julio  de  1900. 


CAPITULO  PRIMERO 

DE  LOS  NOTARIOS 

Articulo  1.°  Los  Notarios  son  los  fun- 
cionarios públicos  establecidos  para  reves- 
tir de  la  autenticidad  inherente  á  los  actos 
de  la  autoridad  pública,  todos  los  actos  y 
contratos  á  los  cuales  las  partes  deban  ó 
quieran  dar  ese  carácter;  y  para  asegurar 
su  techa,  conservarlos  en  depósito  y  expe- 
dir copias. 

Art.  2.°  El  Notario  que,  requerido  para 
el  ejercicio  de  su  ministerio,  negare  sin 
justa  causa  la  intervención  de  su  oficio, 
incurrirá  en  la  respon  ^abilidad  á  que  hu- 
biere lugar  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  3.°  El  número  de  Notarios  queda 
determinado  así:  en  la  ciudad  de  Santo 
Domingo,  einco;  en  la  ciudad  de  Santiago 
de  los  Caballeros,  cinco;  en  la  Vega,  cua- 
tro; en  San  Pedro  de  Macoris,  tres;  en  las 
demás  ciudades  capitales  de  provincias  ó 
distritos,  y  en  San  Cristóbal,  dos;  y  en  ca- 


da nna  de  las  demás  Comunes  y  Cantones, 
uno. 

En  las  Comunes  y  Cantones  en  donde  no 
hubiere  Notario,  el  Juez  Alcalde  llenará 
las  funciones  de  tai,  sujetándose  para  todo 
lo  relativo  al  notariado  á  lo  que  prescribe 
la  presente  ley. 

Art.  4.^*  Cada  Notario  formará  por  si 
protocolo. 

Art.  5.°  Cuando  muera  un  Notario,  el 
Alcalde  de  la  Común  sellará  el  archivo,  te- 
niendo antes  cuidado  de  recoger  todos  los 
documentos  que  pertenezcan  al  protocolo 
y  colocarlos  en  lugar  seguro.  Para  esta 
operación  estará  el  Alcalde  acompañado  de 
su  Secretario  y  de  un  Regidor  del  Ayun- 
tamiento. Tres  días  después,  procederán 
los  mismos  Alcalde,  Regidor  y  Secretario, 
acompañados  del  Secretario  del  Ayunta- 
miento, á  hacer  un  inventario  de  todas  las 
piezas  que  constituyen  el  archivo,  que  se 
depositará  en  la  Secretaría  del  Ayunta- 
miento. Nueve  días  después  de  terminado 
el  inventario,  se  someterá  á  venta  en  pú- 
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blica  subasta,  en  la  que  no  se  aceptarán 
pujas  sino  á  los  Notarios  de  la  localidad. 
El  producto  de  la  venta  se  distribuirá  asi: 
un  50  por  100  para  los  herederos  del  Nota- 
rio, y  un  50  por  100  ingresará  en  la  Caja 
comunal. 

En  las  Comunes  ó  Cantones  donde  no 
hubiere  más  que  un  Notario,  el  archivo 
quedará  depositado  en  la  Secretaria  del 
Ayuntamiento  durante  tres  meses.  En  el 
caso  de  que  en  ese  tiempo  no  se  hubiere 
Hombrado  otro  Notario,  el  archivo  se  de- 
positará en  la  Alcaldía,  levantándose  acta 
detallada  de  ello,  enviándose  una  copia  al 
Tribunal  ó  Juzgado  de  primera  instancia 
de  la  jurisdicción. 

Cuando  fuere  necesario  expedir  una  co- 
pia de  algún  documento  que  se  halle  en  el 
archivo,  el  Secretario  del  Ayuntamiento 
llamará  á  otro  Notario  para  que  la  expida 
por  ante  él,  y  suscribirá  también  la  copia, 
y  donde  no  hubiere  Notario  el  Alcalde 
Constitucional,  que  hará  las  veces  de  tal. 

Los  derechos  de  estas  copias  serán:  tres 
cuartas  partes  para  el  Notario  y  una  cuar- 
ta parte  para  el  Secretario  del  Ayunta- 
miento. 

Art.  6."  Los  Notarios  estarán  obligados 
á  residir  habitualmente  en  la  ciudad  ó  pue- 
blo de  la  Común  en  donde  ejercen  sus  fun- 
ciones, so  pena  de  perder  la  jurisdicción. 

Art.  7."  Para  ser  Notario  se  requiere: 
1.°  Ser  dominicano;  2.°  Tener  veinticinúo 
años  de  edad;  3."  Ser  de  buenas  costum- 
bres; 4.*"  Haber  cursado  los  estudios  si- 
guientes: Prolegómenos  del  Derecho,  los 
casos  y  actos  relativos  al  Estatuto  personal 
en  los  cuales  es  indispensable  la  interven- 
ción de  dicho  funcionario,  las  materias 
pertinentes  á  estas  funciones  contenidas 
en  los  libros  2  y  3  del  Código  civil,  libro  1.° 
del  Código  de  Comercio,  libro  2."  del  Códi- 

go  de  Procedimiento  civil  y  libro  3°  del 
ódigo  Penal,  y  haber  practicado  con  un 
Notario  dos  años. 

Los  Abogados  no  necesitarán  la  prácti- 
ca, ni  sufrir  el  examen  á  que  se  contrae  el 
articulo  anterior  para  obtener  el  título  de 
Notario. 

CAPITULO  II 

BEQUISITOS  PARA  OBTENEK  Y  EJERCER  LA  FE 
PÚBLICA 

Art.  8."  Los  Notarios  serán  nombrados 
por  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  previo 
examen  ante  la  misma. 

Art.  9."  Los  Notarios  no  podrán  ejer- 
cer su  oficio  mientras  no  presten  juramen- 
to por  ante  el  Tribunal  ó  Ju/gado  de  pri- 


mera instancia  de  la  provincia  ó  distrito  de 
la  jurisdicción  donde  van  á  ejercer. 

Art.  10.  El  ejercicio  del  Notariado  es 
incompatible  con  todo  cargo  público,  ex- 
cepto el  de  elector.  La  aceptación  de  cual- 
quier otro  cargo  público  conllevará  la  pér- 
dida de  la  jurisdicción,  y  el  Notario  del^erá 
depositar  su  archivo  en  la  Secretaría  del 
Ayuntamiento. 

CAPITULO  III 

DEL  PROTOCOLO  Y  COPIAS  QUE  CONSTITUYEN 
INSTRUMENTO   PUBLICO 

Art.  II.  El  Notario  redactará  escritu- 
ras matrices,  expedirá  copias  y  formará 
protocolos. 

Es  escritura  matriz  la  original  que  el 
Notario  ha  de  redactar  sobre  el  contrato  ó 
acta  sometido  á  su  autorización,  firmada 
por  los  otorgantes,  por  los  testigos  instru- 
mentales ó  de  conocimiento  en  su  caso,  y 
firmada  por  el  Notario. 

Es  primera  copia  el  traslado  de  la  escri- 
tura matriz  que  tiene  derecho  á  obtener 
por  primera  vez  el  comprador,  acreedor 
usufructuario. 

Se  entiende  por  protocolo  la  colección 
ordenada  de  las  escrituras  matrices  autori- 
zadas durante  el  año,  y  los  documentos 
que  las  partes  anexen,  con  todo  lo  cual  se 
formalizará  en  uno  ó  más  tomos  encua- 
dernados y  foliados  en  letra  y  números. 

Art.  12.  No  podrán  expedirse  segun- 
das ó  posteriores  copias  de  las  escrituras 
matrices  sino  en  virtud  de  sentencia  dicta- 
da por  el  Tribunal  ó  Juzgado  de  Primera 
Instancia  de  la  jurisdicción. 

Art.  13.  Los  Notarios  autorizarán  todos 
los  instrumentos  públicos  con  su  firma  en- 
tera entera  y  la  rúbrica  que  hayan  usado 
en  el  ne  varíeíur  de  su  titulo. 

No  podrán  variar  en  lo  sucesivo  la  firma 
y  rúbrica  sin  la  autorización  de  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia,  la  que  sólo  lo  acor- 
dará por  causas  justificadas. 

Art.  14.  Los  Notarios  no  podrán  auto- 
rizar ningún  instrumento  público  sin  la 
presencia,  á  lo  menos,  de  dos  testigos  que 
sean  dominicanos,  sepan  leer  y  escribir  y 
estén  domiciliados  en  el  lugar  en  que  se 
haga  el  acto. 

Art.  15.  No  podrán  ser  testigos  en  los 
instrumentos  públicos,  los  parientes,  escri- 
bientes y  asalariados  del  Notario  autori- 
zante. 

Tampoco  podrán  serlo  los  parientes  de 
las  partes  interesadas  en  los  instrumentos; 
ni  los  de  Notario,  unos  y  otros  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segun- 
do de  afinidad. 
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Art.  16.  Ningún  Notario  podrá  auto- 
rizar contratos  que  contengan  disposición 
en  su  favor,  ó  en  que  alguno  de  los  otor- 
gantes sea  pariente,  ó  aliado  suyo  en  línea 
directa  y  en  la  colateral  dentro  del  cuarto 
grado  inclusive. 

Art.  17.  Los  Notarios  no  levantarán 
ningún  acta  sin  conocer  á  las  partes,  ó  sin 
haberse  asegurado  de  su  conocimiento  por 
el  dicho  de  las  testigos  instrumentales,  ó 
de  otros  dos  que  los  conozcan  y  que  se  lla- 
marán, por  tanto,  testigos  de  conocimien- 
to, los  cuales  reunirán  las  mismas  condi- 
ciones exigidas  á  los  testigos  instrumenta- 
les. 

Art.  18.  En  todo  instrumento  público 
consignará  el  Notario  el  día,  mes  y  año, 
sus  nombres,  apellidos  y  vecindad,  la  Co- 
mún de  su  jurisdicción,  los  nombres,  ape- 
llidos, domicilio  y  residencia  de  las  partes, 
así  como  el  de  los  testigos,  con  indicación 
de  quéines  son  los  instrumentales  y  quie- 
nes de  conocimiento,  con  expresión  de  lo 
que  atesten  estos  últimos  con  respecto  á 
las  partes. 

Art.  19.  Los  actos  serán  firmados  por 
las  partes,  los  testigos  y  los  Notarios,  de  lo 
cual  deberán  hacer  mención  al  fin  del  acta: 
cuando  las  partes  no  sepan  ó  no  puedan 
firmar,  se  hará  mención  de  sus  declara- 
ciones á  ese  respecto. 

Art.  20.  Los  Notarios  están  obligados 
á  guardar  originales  de  todos  las  actas  que 
autoricen,  exceptuando  los  certificados  de 
vida,  procuraciones,  actos  de  notoriedad, 
recibos  de  alquileres  y  demás  actos,  siem- 
pre que  según  las  leyes  peedan  ser  entre- 
gados en  original. 

Art.  21.  Los  instrumentos  públicos  se 
escribirán  en  castellano,  con  tinta  negra, 
en  letra  clara,  sin  abreviaturas,  interli- 
neas, raspaduras  ni  blancos.  No  se  usarán 
cifras  en  la  expresión  de  fechas  ni  de  can- 
tidades. 

Las  faltas  que  se  noten  en  un  acta  ó  adi- 
ciones que  se  convenga  hacer  se  expresa- 
rán en  el  margen,  y  se  salvarán  copiándo- 
las integramente  al  fin  del  acta.  La  nota 
al  margen  debe  ser  firmada  por  todos  los 
que  suscriben  el  acta,  sin  lo  cual  será  nula 
la  nota. 

Art.  22.  Los  Notarios  darán  fe  de  ha- 
ber leído  á  las  partes  y  á  los  testigos  la  es- 
critura íntegra,  ó  de  haberles  invitado  a 
leerla  antes  de  que  la  firmen. 

Art.  23.  Las  copias  autorizadas  por  los 
Notarios  harán  fe  en  todos  los  Tribunales 
déla  República. 

Art.  24.  Sólo  el  Notario  á  cnyo  cargo 
esté  un  archivo  podrá  dar  copia  de  los  ac- 
tos y  documentos  que  en  éste  se  hallen;  y 


esto  á  las  partes  interesadas  ó  por  auto  del 
tribunal  competente. 

Cuando  el  archivo  de  un  Notario  se  ha- 
lle depositado  en  el  del  Ayuntamiento  por 
las  causas  que  se  expresan  en  la  presente 
Ley,  las  copias  las  expedirán  conforme  lo 
dispone  el  párrafo  2.°  del  artículo  5."  de 
esta  Ley. 

Art.  25.  Los  protocolos  de  los  Notarios 
no  podrán  ser  extraídos  del  lugar  donde 
están  archivados,  salvo  en  el  caso  de  in- 
minente peligro,  como  incendio,  ú  otra 
causa  que  pueda  destruirle,  en  cuyo  caso 
será  deber  del  Notario  colocarlo  en  lugar 
seguro  hasta  que  lo  vuelva  á  instalar  con 
toda  seguridad  en  su  oficina. 

Podrá,  sin  embargo,  ser  desglosada  del 
protocolo  la  escritura  matriz  contra  la  cual 
aparezcan  indicios  ó  méritos  bastantes  para 
considerarla  cuerpo  de  un  delito,  debien- 
do preceder  al  efecto  sentencia  que  lo  or- 
dene, dictada  por  el  Tribunal  ó  Juzgado 
que  conozca  del  asunto,  y  dejando,  en  to- 
do caso,  testimonio  literal  de  aquélla,  con 
intervención  del  Procurador  Fiscal  ó  del 
Alcalde  Constitucional,  si  se  le  diere  co- 
misión para  ello. 

Art.  26.  Los  Notarios  no  permitirán 
sacar  de  su  archivo  ningún  documento  que 
se  halle  bajo  su  custodia,  por  razón  de  su 
oficio,  ni  dejarán  examinarlo  en  todo  ó  en 
parte,  como  ni  tampoco  el  protocolo,  solo 
á  las  partes  interesadas  con  derechos  ad- 
quiridos, sus  herederos  ó  causa-habientes, 
ó  en  acatamiento  de  sentencia  dictada  por 
Juez  competente. 

En  los  casos  á  que  se  deja  hecha  refe- 
rencia pondrán  de  manifiesto  el  documen- 
to ó  protocolo  que  sea  necesario,  á  fin  de 
extender  en  su  virtud  las  diligencias  que 
se  hubieren  acordado. 

Art.  27.  Los  Notarios  remitirán  tri- 
mestralmente á  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia, un  Índice  de  los  actos  que  se  hallan 
otorgado  por  ante  ellos. 

CAPITULO  IV 

DE  LA  PROPIEnAD  Y  CUSTODIA  DE  LOS 
PROTOCOLOS 

Art.  28.  Los  protocolos  pertenecen  á 
la  Común.  Los  Notarios  los  conservarán 
con  arreglo  á  la  ley,  como  archiveros  de 
los  mismos,  y  bajo  su  responsabilidad. 

Art.  29.  En  e!  caso  de  inutilizarse  el 
todo  ó  parte  de  un  protocolo,  el  Notario 
dará  parte  al  Tribunal  ó  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  su  distrito  judicial  y  és- 
te, lo  participará  á  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  para  que  ésta,  previa  formación 
de  expediente,  en  el  que  se  justifique  la 
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causa  que  motivó  la  pérdida  del  archivo, 
autorice  al  Notario  á  sacar  una  copia  de 
los  inventarios  que  haya  enviado,  y  esto, 
con  las  notas  del  Registro  civil,  el  de  tras- 
cripción y  el  de  hipotecas,  le  permita  re- 
poner lo  perdido. 

Art.  30.  El  Fiscal,  en  las  cabeceras  de 
provincias  ó  distritos,  pasará  visita  todos 
ios  años  á  las  Notarías,  con  el  fin  de  cer- 
ciorarse del  estado  de  los  Archivos;  y  siem  • 
pre  que  note  alguna  falta,  procederá  con- 
forme á  Derecho.  En  las  Comunes  podrá 
dar  comisión  al  Alcalde  para  dicha  visita, 
el  cual  deberá  comunicarle  el  resultado  de 
sus  observaciones. 

Art.  31.  Los  Notarios  no  podrán  ser 
suspendidos  ni  privados  de  su  oficio  sino 
en  virtud  de  sentencia  dictada  por  Tribu- 
nal competente,  y  en  el  de  incapacidad, 
según  se  expresa  en  la  presente  Ley. 

Art.  32.  Las  faltas  de  disciplina  que  co- 
meta el  Notario  serán  juzgadas  por  el  Tri- 
bunal ó  Juzgado  de  primera  instancia  de 
su  distrito  judicial,  constituido  en  Cámara 
disciplinaria;  la  cual  podrá  aplicar  una 
multa  de  20  á  50  $. 

Cuando  el  Notario  fuere  reincidente,  se 
instruirá  el  expediente  de  disciplina  y  se 
someterá  á  la  Suprema  Corte,  la  que  po- 
drá, si  lo  juzga  procedente,  imponerle  una 
multa  de  50  á  100  $. 

Art.  33.  Los  Notarios  tienen  el  deber 
de  someter  al  registro  los  actos  que  ins- 
trumenten; y  de  advertir  á  las  partes — ha- 
ciéndolo constar — la  conveniencia  de  lle- 
var á  la  inscripción  y  á  la  trauscripción 
los  documentos  que  requieran  esas  forma- 
lidades. 

CAPITULO  V 

DE  LAS  INCOMPATIBILIDADES  Y    PROHIBICIONES 
DE  LOS  NOTARIOS 

Art.  34.  Los  Notarios  no  pueden  actuar 
fuera  de  la  Común  para  que  han  sido  nom- 
brados. 

Art.  35.  Para  que  un  Notario  pueda 
actuar  en  otra  Común  de  su  misma  provin- 
cia necesita  autorización  del  Tribunal  de 
primera  instancia  de  su  jurisdicción,  y  pa- 
ra actuar  en  otra  Común  que  forma  parte 
de  otra  provincia  ó  distrito,  necesita  nue 
l-B  Suprema  Corle  le  prorrogue  lajurisaic- 
ción. 

En  el  uno  como  en  el  otro  caso,  deberá 
expresar  el  Notario,  en  las  actas,  la  pro- 
rrogación de  jurisdicción  á  que  se  refiere 
el  articulo  anterior,  bajo  pena  de  multa  de 
cincuenta  pesos. 

Art.  36.     Los  Notarios  no  podrán  cons- 


tituirse fiadores  de  los  contratos  que  auto- 
ricen. 

Los  Notarios  no  podrán  asociarse  para 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

CAPITULO  VI 

DE  LOS  PROTOCOLOS,  ESCRITURAS  MATRICES 
É  ÍNDICE  DE  LOS  MISMOS 

Art.  37.  Cada  protocolo  comprenderá 
las  escrituras  matrices,  expedientes  y  de- 
más actos  y  documentos  autorizados  por 
los  Notarios  en  cada  año,  contando  desde 
el  1.°  de  Enero  hasta  el  31  de  Diciembre, 
ambos  inclusive. 

Art.  38.  Todos  los  documentos  proto- 
colizados llevarán  el  número  que  les  co- 
rresponda, escrito  en  letra  por  orden  de 
fecha. 

Art.  39.  Todas  las  hojas  del  protocolo 
irán  foliadas  con  el  número  que  les  perte- 
nezca por  su  orden,  escrito  también  en  le- 
tra. A  más  de  esta  foliación,  podrá  aña- 
dirse la  misma  en  guarismos. 

Art.  40.  Todas  las  hojas  de  las  escritu- 
ras matrices  tendrán  un  margen  en  blanco 
de  veinte  milímetros  por  la  parte  que  haya 
de  encuadernarse.  Además  se  dejará  en 
las  dos  planas  de  la  hoja  otro  margen  de 
cincuenta  milímetros  por  la  parte  donde 
comienzan  á  escribirse  los  renglones. 

Todas  las  hojas  del  protocolo  serán  ru- 
bricadas por  el  Notario,  al  margen  de  cin- 
cuenta milímetros,  á  excepción  de  aque- 
llas que  por  el  contenido  del  documento  se 
hallen  llenas  con  algunas  notas  debida- 
mente firmadas  por  el  Notario,  las  partes 
y  los  testigos. 

Art.  41.  Los  Notarios  están  obligados 
á  redactar  los  actos  de  su  ministerio  á  con- 
tinuación unos  de  otros  sin  dejar  espacios 
en  los  protocolos  que  formen. 

Art.  42.  Las  notas  que  se  pongan  en 
la  escritura  matriz  se  extenderán  á  conti- 
nuación de  la  misma,  y  en  su  defecto  en  el 
margen,  comenzando  por  la  primera  plana. 

Art.  43.  El  primer  día  de  cada  año  se 
abrirá  el  protocolo,  extendiendo  una  nota 
que  diga  asi:  Protocolo  de  los  instrunien- 
íus públicos  correspondientes  al  año  de.... 
Fechará  en  letra,  firmará  y  rubricará. 
Una  nota  análoga  el  último  día  del  año 
para  cerrar  el  protocolo,  y  dirá:  Concluye 
el  protocolo  del  año  de...  que  contiene  tan- 
tos instrumentos  y  tantos  folios;  autoriza- 
dos durante  el  mismo  por  el  infrascrito 
Notario.  Fechará  en  letra,  firmará  y  ru- 
bricará. 

Art.  44.  Cuando  el  protocolo  anual,  por 
su  volumen,  ajuicio  prudente  del  Notario, 
deba  encuadernarsi;  en  más  de  un  tomo, 
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se  cerrará  el  primero  y  se  empezará  el 
segundo  con  las  notas  expresadas  en  el 
artículo  anterior,  alteradas  en  lo  necesa- 
rio á  designar  los  meses  que  contiene  cada 
tomo. 

Los  diferentes  tomos  no  se  considerarán 
como  distintos  protocolos,  por  lo  cual  no 
se  interrumpirá  ni  volverá  á  empezar  en 
el  segundo  la  foliación  del  primero,  de- 
biendo expresarse  en  la  nota  tinal  del  úl- 
timo tomo  de  cada  protocolo,  á  más  del 
número  de  instrumentos  y  folios  del  tomo, 
el  número  de  instrumentos  y  folios  que 
forman  el  protocolo,  so  pena  de  cincuenta 
pesos  de  multa  contra  el  Notario  contra- 
ventor. 

En  el  mes  de  Marzo  de  cada  año  todos 
los  protocolos  de  los  Notarios  deberán  es- 
tar perfectamente  encuadernados  con  pas- 
ta sólida,  de  lomo  de  piel,  so  pena  de  cin- 
cuenta pesos  de  multa  contra  el  Notario 
contraventor. 

Art.  45.  Los  Notarios  harán  un  libro 
índice  de  todos  los  instrumentos  que  auto- 
ricen. Este  índice  contendrá  la  fecha,  día, 
mes  y  año,  naturaleza  del  acto,  partes, 
testigos. 

Una  copia  de  este  índice  se  enviará  á  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  todos  los  años. 
Esta  se  hará  en  papel  libre. 

Art.  46.  El  libro  de  índice  será  firmado 
y  rubricado  en  la  primera  y  última  hoja 
por  el  Presidente  del  Tribunal  ó  Juzgado 
de  primera  instancia  de  la  provincia  ó  dis- 
trito á  que  pertenezca  el  Notario,  libre  de 
derechos. 

Art.  47.  Los  Notarios  serán  responsa- 
bles de  la  integridad  y  conservación  de  los 
protocolos;  si  se  deterioraren  por  falta  de 
cuidado,  deberán  reponerlos  á  sus  expen- 
sas, incurriendo  además  en  la  multa  ó  co- 
rrección disciplinaria,  según  se  estimare 
procedente. 

Art.  48.  Los  notarios  conservarán  los 
testamentos  en  carpetas  separadas  hasta 

3ue  tengan  que  protocolizarlos  para  expe- 
ir  copias  á  los  herederos,  ó  para  proceder 
á  las  divisorias  y  particiones. 

Art.  49.  Cuando  en  un  acta  hubiere 
que  insertar  párrafos,  frases  ó  palabras  de 
otro  idioma  ó  dialecto,  se  extenderá  inme- 
diatamente su  traducción  y  se  explicará  lo 
que  el  otorgante  entiende  por  la  frase,  pa- 
labras ó  nombres  exóticos. 

Art.  50.  Cuando  contraten  extranjeros 
que  no  sepan  el  castellano,  se  otorgará  el 
instrumento  con  asistencia  de  dos  testigos 
que  conozcan  el  idioma  de  las  partes.  Los 
testigos  suscriliirán  el  acta  y  el  Notario 
hará  constar  todas  estas  circunstancias  y 
la  de  habérsele  traducido  el  contenido  del 


acta  y  haber  ellos  expresado  su  confor- 
midad. 

Art.  51.  En  el  caso  de  que  á  un  Nota- 
rio le  sea  imposible  dar  fe  del  conocimien- 
to de  las  partes,  por  no  conocerlas  ni  po- 
der éstas  presentar  testigos  de  conocimien- 
to, lo  expresará  así  en  la  escritura  y  en 
ella  reseñarán  los  documentos  que  le  pre- 
senten para  identificar  su  persona. 

CAPITULO  Vil 

DE  LA   REDACCIÓN  DE  LOS   DOCUMEiSTOS 

Art.  52.  Los  Notarios  redactarán  con 
claridad  y  concisión  las  escrituras  en  que 
se  declaren  los  dereehos  y  obligaciones  de 
los  otorgantes,  procurarán  atenerse  á  las 
minutas  que  éstos  les  entreguen  de  sus 
contratos,  cuando  así  lo  verifiquen,  ó  á 
las  instrucciones  verbales  que  les  dieren. 
Cuando  notaren  confusión  ó  falta  de  cla- 
ridad, lo  advertirán  á  los  interesados,  pro- 
poniéndoles la  redacción  que  á  su  juicio 
exprese  mejor  el  sentido  de  lo  que  se  hu- 
biere estipulado. 

Art.  53.  Cuando  las  partes  presenten 
sus  minutas  al  Notario,  y  en  estas  hayan 
omitido  alguna  de  las  circunstancias  que 
la  ley  declara  esenciales  para  la  validez  del 
acto,  el  Notario  lo  advertirá  á  las  partes 
para  ponerlas,  y  si  ellas  persistieren  en  no 
querer  constatarlas,  él  se  negará  á  hacer 
el  documento. 

Art.  54  Cuando  alguno  de  los  otorgan- 
tes concurra  al  acto  en  nombre  de  una  So- 
ciedad, establecimiento  público,  Corpora- 
ción ó  cualquiera  otra  persona  jurídica,  se 
expresará  esta  circunstancia,  designando, 
además  de  las  relativas  á  la  per.sona  del 
representante,  el  nombre  de  dicha  entided 
y  su  domicilio,  é  indicando  el  título  del 
cual  resulte  la  espresada  representación, 
titulo  que  quedará  archivado  en  la  Nota- 
rla. 

Art.  55.  Todo  Notario  está  obligado  á 
expresar  con  exactitud  que  no  dé  lugar  á 
error  ó  perjuicio  de  tercero,  cualquiera  de 
las  circunstancias  siguientes: 

1."  La  naturaleza,  la  situación,  los  lin^ 
deros  y  el  nombre  y  número,  si  existieren, 
del  inmueble  sobre  que  verse  el  contrato, 
y  la  medida  superficial,  si  consta,  de  los 
documentos  presentados,  ó  la  expresan  laa 
partes,  justificándolo. 

2.*  La  naturaleza,  extensión,  condicio- 
nes y  cargas  que  graven  el  inmueble  ven- 
dido ó  hipotecado. 

.3.*  La  designación  de  los  predios  sirvien- 
tes ó  dominantes  en  las  servidumbres,  y 
si  éstas  son  aparentes,  el  signo  de  ellas. 
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Art.  56.  Toda  escritura  de  hipoteca  se- 
rá encabezada:  En  nombre  de  la  Repúbli- 
ca, y  terminada  con  el  mandamiento  de 
ejecución,  sin  cuyo  requisito  será  nula. 
Además,  será  necesario  que  las  partes  eli- 
jan domicilio,  lo  que  declararán  en  el  acta. 

Art.  57.  Además  de  lo  que  se  deja  ex- 
presado, las  actas  hipotecarias  expresa- 
rán: 

1.°  El  inmueble  afectado,  procurando 
expresarlo  tan  claramente  que  no  deje  lu- 
gar á  duda. 

2.°  La  duración,  plazos  y  condiciones 
de  la  hipoteca,  y  en  el  caso  de  que  las  par- 
tes no  expresen  tiempo,  expresará  que  se 
constituye  por  tiempo  ilimitado. 

3.**  La  cantidad  de  que  deba  responder 
la  finca  hipotecada. 

4."  Los  intereses  estipulados  ó  la  de- 
claración de  no  devengarlos  el  capital  pres- 
tado. 

Art.  58.  Cuando  dos  Notarios  sean  pa- 
rientes hasta  el  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad, ó  segundo  de  afinidad,  no  po- 
drán actuar  en  un  mismo  acto. 

Art.  59.  Los  Notarios  que  concurran  á 
un  mismo  acto  no  cobrarán  por  los  actos 
que  practiquen  en  su  ministerio  otros  ho- 
norarios que  los  que  cobraría  uno  solo. 

Art.  60.  Los  Notarios  no  expresarán 
que  los  inmuebles  que  se  vendan  ó  hipote- 
quen están  libres  de  gravamen  sino  cuan- 
do tengan  á  la  vista  la  certificación  del 
Conservador  de  hipoteca  que  asi  lo  expre- 
se. Esta  certificación  se  anexará  al  expe- 
diente. 

Art.  61.  Todo  acto  hecho  en  contra- 
vención á  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  55  y  56  estará  revestido  de 
las  firmas  de  las  partes;  y  cuando  no  esté 
revestido  de  las  firmas  de  las  partes  no 
valdrá  sino  como  acto  bajo  firma  privada, 
salvo,  en  ambos  casos,  si  hay  lugar,  daños 
y  perjuicios  contra  el  Notario  contra- 
ventor. 

Art.  62.  Los  Notarios  que  no  hayan 
instalado  su  Notaría  en  el  lugar  de  su  des- 
tino, ó  que  haga  más  de  un  año  que  ten- 
gan abandonada  la  Notaría  sin  una  causa 
de  fuerza  mayor,  ó  licencia  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  perderán  la  jurisdicción. 

Art.  63.  La  Suprema  Corte  de  Justicia 
podrá  acordar  licencia  á  los  Notarios  has- 
ta por  seis  meses,  siempre  que  una  causa 
justificada  lo  aconseje,  y  que  el  servicio 
público  no  sufra. 

Cuando  la  Corte  acordare  licencia  á  un 
Notario  en  las  ciudades  en  donde  haya 
cinco  ó  cuatro,  ó  á  uno  en  las  ciudades  en 
donde  haya  tres  ó  dos,  ordenará  al  que  se 
acuerde  la  licencia  que  debe  depositar  su 


archivo  en  otra  de  las  Notarías  existentes 
en  el  lugar,  y  si  no  hubiere  más  de  una, 
en  la  Alcaldía  Constitucional. 

Art.  64.  Los  Notarios  no  harán  ningún 
acto  antes  de  las  seis  de  la  mañana  ni  des- 
pués üe  las  seis  de  la  tarde,  excepto  los 
testamentos. 

Art.  65.  El  sello  de  los  Notarios  debe 
ser  circular,  teniendo  al  centro  el  escudo 
nacional  y  alrededor  una  orla  que  expre- 
se su  nombre  arriba  y  abajo  «Notario  Pú- 
blico». 

CAPITULO    VIII 

Art.  66.     Los  Notarios  estarán  sujetos  á 

la  siguiente  tarifa: 

Por  cada  vacación  de  tres  horas $    2 

Por  acto  de  compulsas  que  librare  el 
Notario,  según  lo  prescribe  el  arti- 
culo 849.  (Código  ae  Procedimien- 
to civil) »  '  2 

Por  su  trasporte,  en  el  caso  que  así 
lo  ordenare  el  Juez »    2 

Por  la  redacción  de  un  acto  respetuo- 
so para  pedir  el  consejo  de  los  pa- 
dres ó  abuelos  para  contraer  ma- 
trimonio. (Artículos  15Í,  152,  153 
Código  de  Comercio) »     S 

Por  la  redacción  del  acto  pidiendo  á 
ios  padres  ó  abuelos  su  consenti- 
miento para  solicitar  el  divorcio 
por  consentimiento  mutuo  (Art.  44 
de  la  Ley) »     3 

Por  los  inventarios  conteniendo  la 
estimación  de  los  bienes  muéblese 
inmuebles  de  los  esposos  que  quie- 
ran pedir  el  divorcio  por  consen- 
timiento mutuo  (dos  pesos  por  cada 
vacación  de  tres  horas.) 

Por  el  acto  de  convención  por  el  cual 
determinen  los  esposos,  en  poder 
de  quién  quedan  los  hijos,  la  cuota 
alimencia  y  la  mejor  forma  de  di- 
vidir sus  bienes.  (Artículo  44  de  la 
Ley) »    2 

Por  los  inventarios  que  contengan  la 
estimación  de  los  bienes,  muebles 
ó  inmuebles,  de  los  esposos  que 
quieran  pedir  el  divorcio  por  con- 
sentimiento mutuo,  dos  pesos  por 
cada  vacación  de  tres  horas. 

Por  el  acto  de  convención  por  el  cual 
determinen  los  esposos  en  poder 
de  quién  quedan  los  hijos,  la  cuota 
alimenticia  y  la  mejor  de  dividir  sus 
bienes,  art.  44  de  la  Ley »     3 

Por  el  inventario  que  hagan  según 
el  art.  941  c.  p.  c.  cobrarán  dos  pe- 
sos por  cada  vacación  de  3  horas. 

Por  el  acto  por  el  que  suspende  el 
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inventario  y  se  expresen  las  difi- 
cultades que  han  surgido,  articulo 

944  c.  p.  c $    2 

Por  todo  acto  de  hipoteca,  transación 

y  donación »     4 

Por  los  actos  de  venta  cobrarán  como 

sigue: 
Si  el  montante  del  precio  no  pasa  de 

trescientos  pesos »    2 

De  trescientos  uno  á  mil »     3 

De  un  mil  á  tres  mil »     4 

De  tres  mil  uno  á  seis  mil »     5 

De  seis  mil  uno  á  doce  mil »     7 

De  doce  mil  uno  á  veinte  mil »     8 

De  veinte  mil  uno  en  adelante »  12 

Por  un  acto  de  contrato  de  matrimo- 
nio, constitución  de  dote,  ó  de  ex- 
presión de  los  bienes  parafernales 
que  la  mujer  aporta  al  matrimonio.  »  6 
Por  redacción  de  un  testamento  pú- 
blico    »     6 

Por  redacción  de  un  codicilo »     3 

Por  redacción  del  acto  de  recepción 
de  un  testamento  místico »    4 

Cuando  el  Tribunal  diere  al  Notario 
comisión  para  efectuar  venta  de  los  bienes 
menores,  cobrarán  los  siguientes  hono- 
rarios: 

Por  el  acto  de  depósito  de  la  senten- 
cia que  ordene  la  venta $    2 

Por  la  redacción  del  cuaderno  de 
cargas »    4 

Por  la  redacción  del  acta  anuncian- 
do la  venta »     1 

Por  la  redacción  del  acta  haciendo 
constar  la  venta »     1 

Por  la  redacción  del  acta  en  que  de- 
clara el  adjudicatario  si  adjudicó 
para  si  ó  para  una  tercera  persona.  »     2 

Por  la  redacción  del  acta  haciendo 
constar  que  no  ha  habido  licitado- 
res,  ó  que  las  pujas  no  se  han  ele- 
vado sobre  el  precio  fijado.  (Ar- 
tículo 963  c.  p.  c.) »     1 

Por  el  acta  certificando  haberse  lla- 
mado al  protutor  del  menor  para 
que  asista  á  la  venta »     1 

Por  el  acta  de  venta  ó  adjudicación 


cobrarán  conforme  á  lo  que  se  de- 
termina para  las  ventas  de  grado 
á  grado. 

Cuando  el  Notario  tuviere  á  su  cargo, 
además  de  las  ventas,  la  partición  de  los 
bienes  de  la  sucesión,  cobrará  como  sigue: 

De  uno  á  mil  pesos $  3      p  j/" 

De  mil  uno  á  tres  mil »  2      »  » 

De  tres  mil  un  pesos  á  seis 
mil »  iVa  "  " 

De  seis  mil  uno  á  doce  mil. . .     »  1      »  » 

De  doce  mil  uno  á  veinte  mil.     »     75»  » 

De  veinte  mil  uno  á  treinta 
mil »     60  »  » 

De  treinta  mil  uno  á  cincuen- 
ta mil  »     50 »  » 

De  cincuenta  mil  uno  á  se- 
senta y  cinco  mil,  cuatro 
por  mil  ó »     40  »  » 

De  setenta  y  cinco  mil  á  cien 
mil,  tres  por  mil »     30»  » 

De  cien  mil  uno  en  adelante, 

un  peso  por  mil  ó »      10  »  » 

Por  el  acta  de  protesto  de  una 
letra  de  cambio »  2 

Por  legalizar  una  firma »  1  . 

Por  cualquier  otro  acto  de  los 
no  expresados  en  la  presen- 
te tarifa »  2 

Los  Notarios  cobrarán  perlas 
copias  de  las  actas,  cuando 
las  partes  las  soliciten,  la 
mitad  de  los  derechos  que 
se  establecen  para  el  ori- 
ginal. 

Los  Notarios  cobrarán  por 
buscar  un  documento  de 
sus  archivos,  cuando  se  les 
indique  el  año. »      50» 

Cuando  no  se  les  exprese  el  año,  cobra- 
rán por  el  primer  año  cincuenta  centavos, 
y  por  los  demás,  á  razón  de  veinticinco 
centavos  por  año. 

Art.  67.  La  presente  Ley  deroga  toda 
disposición  que  le  sea  contraria,  y  será  en- 
viada al  Poder  Ejecutivo  para  los  fines 
constitucionales. 
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De  1.^  de  Julio  de  1899.  (D 


CAPITULO  PRIMERO 

Artículo  1."  Quedan  abrogados  por  la 
presente  Ley  los  artículos  227  al  311  inclu- 
sive del  Código  civil,  como  asimismo  el 
Decreto  del  Congreso  nacional  de  fecha  26 
de  Junio  de  1889,  que  hace  obligatorio  el 
matrimonio  católico  veinticuatro  horas  des- 
pués del  contrato  civil. 

Art.  2.°  El  matrimonio  se  disuelve  por 
la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  y  por  el 
divorcio. 

CAPÍTULO    II 

CAUSAS   DE   DIVORCIO 

Art.  3."  El  divorcio  podrá  ser  pedido 
reciprocamente: 

1.°  Por  adulterio  de  uno  de  los  cón- 
yuges. 

2."  Por  condenación  do  uno  de  los  es- 
posos á  una  pena  aíiictiva  ó  infamante. 

No  podrá  pedirse  el  divorcio  por  esta 
causa,  si  las  condenaciones  proceden  de 
crímenes  políticos. 

3.°  Por  sevicias  ó  por  injurias  graves 
de  uno  de  los  cónyuges  respecto  del  otro. 

4."  Por  abandono  voluntario  que  uno 
de  los  esposos  haga  del  hogar,  siempre  que 
no  regresare  á  ól  en  el  término  de  cinco 
años,  previo  el  requerimiento  auténtico 
que  hava  podido  hacerle  el  otro  esposo. 

5."  t*or  notoria  embriaguez  habitual  do 
uno  de  los  cónyuges  durante  un  año. 

6.°  Por  ausencia  docreíada  por  el  Tri- 
bunal, de  conformidad  con  las  prescripcio- 
nes contenidas  en  el  capítulo  II  del  títu- 
lo IV  del  Código  civil. 

7."  Por  el  mutuo  consentimiento  de  los 
cónyuges. 


(1)  Modifica  la  de  2  Junio  1897,  cuyo  te.\to  puede 
consultarse  en  las  páp.s.  288  y  siguientes  del  Com- 
plemento correspondiente  de  las  Instituciones. 


CAPITULO  III 

Sección  primera. 

Procedimiento  del  divorcio  por  causas 
determinadas. 

Art.  4.°  Toda  demanda  en  divorcio,  por 
causas  determinadas,  se  intentará  por  an- 
te el  Tribunal  ó  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  la  provincia  ó  distrito  en  donde 
tenga  su  residencia  el  cónyuge  deman- 
dante. 

Cuando  la  acción  en  divorcio  sea  in- 
tentada por  consentimiento  mutuo,  podrá 
conocer  del  caso  el  Tribunal  ^ó  Juzgado  de 
primera  instancia  en  donde  uno  de  los 
cónyuges  tenga  su  residencia. 

Art.  5.°  Si  alguno  de  los  hechos  alega- 
dos por  el  demandante  diere  lugar  á  una 
persecución  contra  el  demandado  por  parte 
del  Ministerio  público,  la  acción  en  divor- 
cio quedará  en  suspenso  hasta  que  el  Tri- 
bunal represivo  haya  decidido  definitiva- 
mente. 

Art.  6.°  Toda  demanda  en  divorcio  por 
causa  determinada  enunciará  sumaria- 
mente los  hechos  en  que  se  funda,  y  será 
entregada  con  los  documentos  en  que  se 
apoye — si  los  hay — al  Presidente  del  Tri- 
bunal ó  Juzgado,  ó  al  Juez  que  desempeñe 
esas  funciones,  por  el  cónyuge  demandan- 
te en  persona,  á  menos  que  éste  se  encuen- 
tre impedido  por  enfermedad,  en  cuyo  ca- 
so, á  petición  suya,  y  con  certificado  de 
dos  doctores  ó  licenciados  en  medicina  ó 
cirugía,  ó  de  dos  practicantes,  ó  de  dos 
testigos  en  defecto  do  éstos,  el  Magistrado 
se  trasportará  al  domicilio  del  demandante 
para  recibir  la  demanda. 

Art.  7."  El  Juez,  después  de  haber  oído 
a  la  parte  demandante  y  do  hal)erle  hecho 
las  oüservaciones  (jue  esiime  convenientes, 
rubricará  la  demanda  y  las  piezas  en  que 
esté  apoyada  y  redactará  un  acta  de  la  en- 
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trega  que  se  le  hace.  Esta  acta  será  firma- 
da por  el  Juez  y  por  la  parte  demandante, 
á  menos  que  ésta  no  sepa  ó  no  pueda  es- 
cribir, en  el  cual  caso  se  hará  mención  de 
esta  circunstancia. 

Art.  S.**  El  Juez  ordenará  al  pie  de  su 
acta  que  las  partes  comparezcan  en  perso- 
na por  ante  él  en  día  y  hora  que  indicará; 
y  á  este  efecto  dará  copia  de  su  auto  á  la 
parte  contra  quien  se  pide  el  divorcio. 

Art.  9."  En  el  día  señalado,  el  Juez  ha- 
rá á  ambos  esposos,  si  comparecieren,  ó  al 
demandante,  si  éste  compareciese  solo,  las 
reflexiones  que  juzgue  convenientes  para 
conciliarios;  y  si  no  lo  consigue,  redactará 
un  acta  de  todo  lo  ocurrido  y  ordenará  la 
comunicación  de  la  demanda  y  de  las  pie- 
zas al  Ministerio  público,  quien,  por  su 
dictamen,  informará  ai  Tribunal  en  el  tér- 
mino de  ocho  días.  Por  el  mismo  acto,  en 
caso  de  adulterio,  el  Juez  autorizará  á  la 
mujer  á  retirarle  provisionalmente  á  la 
casa  que  las  partes  hayan  elegido,  ó  que  el 
mismo  Juez  indique  de  oficio. 

Art.  10.  En  los  tres  días  siguientes  al 
dictamen  del  Ministerio  público,  el  Tribu- 
nal, con  vista  del  informe  que  produzca  el 
Juez  conciliador  y  del  dictamen  fiscal, 
acordará  ó  suspenderá  el  permiso  de  em- 
plazar. Esta  suspensión  no  podrá  ser  por 
más  de  veinte  dias. 

Art.  11.  El  demandante,  á  quien  en 
virtud  de  permiso  del  Tribunal  se  le  auto- 
rice á  ejercer  su  acción,  hará  emplazar  al 
demandado  en  la  forma  ordinaria  prescrita 
por  el  Código  de  Procedimiento  civil  para 
que  comparezca  en  persona  á  la  audiencia 
á  puertas  cerradas  en  el  plazo  legal;  y  hará 
dar  copia  en  cabeza  del  emplazamiento  de 
la  demanda  en  divorcio  y  de  las  piezas 
producidas  en  su  apoyo. 

\rt.  12.  Vencido  el  término  del  empla- 
zamiento, sea  que  el  demandado  compa- 
rezca ó  no,  el  demandante  en  persona, 
asistido  de  su  abogado  expondrá  por  si  ó 
por  medio  de  él  los  motivos  de  su  demanda: 
presentará,  además,  las  piezas  en  que  la 
apoya  y  nombrará  los  testigos  que  se  pro- 
ponga hacer  oir. 

Art.  13.  Si  el  demandado  comparece 
en  persona  ó  por  un  apoderado,  podrá  pro- 
poner ó  hacer  proponer  sus  observaciones, 
tanto  sol)re  los  motivos  de  la  demanda, 
como  sobre  las  piezas  producidas  por  el 
demandante  y  sobre  los  testigos  nombra- 
dos por  éste.  También  el  demandado  nom- 
brará los  testigos  que  se  proponga  hacer 
oir,  y  sobre  los  cuales  el  demandante,  por 
su  parte,  hará  sus  observaciones. 

Art.  14.  Se  redactará  un  acta  de  la 
comparecencia,  de  los  decires  y  observa- 


ciones de  las  partes,  asi  como  de  las  con- 
fesiones que  una  ú  otra  hiciere;  se  dará 
lectura  de  esta  acta  á  las  partes,  á  quienes 
se  requerirá  que  firmen,  haciéndose  men- 
ción expresa  de  sus  firmas  ó  de  su  decla- 
ración de  no  poder  ó  no  querer  hacerlo. 

Art.  15.  El  Tribunal  enviará  á  las  par- 
tes á  la  audiencia  pública  en  el  día  y  hora 
por  él  determinadas;  ordenará  la  comuni- 
cación del  expediente  al  Ministerio  Públi- 
co y  nombrará  un  Juez  relator,  si  el  Tri- 
bunal es  Colegiado.  En  el  caso  en  que  el 
demandado  no  haya  comparecido  á  la  au- 
diencia de  que  habla  el  art.  11,  el  deman- 
dante estará  obligado  á  hacerle  notificar 
el  auto  del  Juez  en  el  plazo  indicado. 

Art  16.  En  el  día  y  á  la  hora  indica- 
dos, oída  la  relación  del  Juez,  y  oído  tam- 
bién el  Ministerio  Público,  el  Tribunal  es- 
tatuirá antes  que  todo,  sobre  las  excepcio- 
nes que  se  hubieren  propuesto:  En  el  caso 
que  se  estimen  concluyentes,  la  demanda 
en  divorcio  será  rechazada;  en  el  caso  con- 
trario, ó  en  el  de  que  no  se  haya  propues- 
to ninguna  excepción,  se  conocerá  del  fon- 
do á  menos  que  no  sea  necesario  ordenar 
los  informativos  al  caso. 

Art.  17.  En  cada  acto  de  la  causa  las 
partes  podrán,  después  del  relato  del  Juez 
(en  los  Tribunales  Colegiados)  y  antes  que 
el  Ministerio  Público  haya  tomado  la  pala- 
bra, proponer  ó  hacer  proponer  sus  res- 
pectivos medios,  primero  sobre  las  excep- 
ciones y  después  sobre  el  fondo.  Pero  en 
ningún  caso  será  admitido  el  abogado  del 
demandante  si  éste  no  comparece  en  per- 
sona. 

Ar.  18.  Inmediatamente  después  de 
pronunciada  la  sentencia  que  ordene  los 
informativos,  el  Secretario  del  Tribunal 
dará  lectura  á  la  parte  del  acta  que  con- 
tenga los  nombres  de  los  testigos  que  las 
partes  se  propongan  hacer  oir.  El  Presi- 
dente advertirá  á  las  partes  que  en  ese 
momento  pueden  designar  otros  testigos, 
pero  que  después  no  se  admitirá  ninguno 
más. 

Art.  19.  Las  partes  propondrán  las  ta- 
chas respectivas  contra  los  testigos,  y  el 
Tribunal  estudiará  sobre  dichas  tachas, 
después  de  oir  al  Ministerio  Público. 

Art.  20.  No  darán  lugar  á  ninguna  ta- 
cha los  parientes  de  las  partes,  á  excepción 
do  sus  hijos  y  descendientes,  ni  tampoco 
los  criados  de  los  esposos,  en  razón  de  esta 
cualidad,  pero  el  Tribunal  tendrá  especial 
cuidado  con  las  declaraciones  de  los  pa- 
rientes y  de  los  criados. 

Art.  21.  La  prueba,  en  materia  de  di- 
vorcio, si  fuese  procedente,  será  producida 
y  depurada  con  arreglo  á  lo  que  dispone 
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el  Título  XII,  art.  252  y  siguientes  del  Có- 
digo de  procedimiento  civil. 

Art.  22.  Las  declaraciones  de  los  testi- 
gos serán  recibidas  por  el  Tribunal  á  puer- 
tas cerradas,  en  presencia  del  Ministerio 
público  y  de  las  partes,  ó  de  sus  abogados 
ó  amigos  hasta  el  número  de  tres  de  cada 
lado. 

Art.  23.  Las  partes  por  si  ó  por  sus 
abogados  podrán  hacer  á  los  testigos  las 
observaciones  é  interpelaciones  que  juz- 
guen á  propósito. 

Art.  24.  Cada  declaración  será  redac- 
tada por  escrito,  asi  como  los  decires  y 
abreviaciones  á  que  haya  dado  lugar.  El 
acta  de  informativos  será  leída,  tanto  á  los 
testigos  como  á  las  partes,  y  unos  y  otros 
serán  requeridos  á  firmar,  y  se  hará  men- 
ción de  su  fírma,  ó  de  su  declaración  de 
que  no  pueden  ó  no  quieren  firmar. 

Art.  25.  Terminados  los  dos  informati- 
vos, ó  el  del  demandante,  si  el  demandado 
no  ha  producido  testigos,  el  Tribunal  en- 
viará las  partes  á  la  audiencia  pública  pa- 
ra día  y  hora  que  él  indicará.  También  or- 
denará la  comunicación  del  expediente  al 
Alinisterio  Público  y  comisionará  un  Juez 
relator,  si  el  Tribunal  fuere  Colegiado.  A 
requerimiento  del  demandante  se  notifica- 
rá al  demandado  este  auto. 

Art.  26.  En  el  día  indicado  para  la  sen- 
tencia, el  Juez  hará  su  relato;  las  partes 
podrán  hacer  por  si  mismas,  ó  por  órgano 
de  sus  abogados,  las  observaciones  que 
juzguen  útiles,  después  de  lo  cual  dará  sus 
conclusiones  el  Ministerio  Público. 

Los  gastos  del  procedimiento  de  di- 
vorcio por  causas  determinadas  serán  á 
cargo  del  cónyuge  culpable  y  de  su  cóm- 
plice. 

El  procedimiento  de  divorcio  de  los 
cónyuges  pobres  será  de  oficio  y  el  papel 
que  en  él  se  emplee  será  libre. 

Art.  27.  La  sentencia  definitiva  se  pro- 
nunciará públicamente  cuando  admita  el 
divorcio;  y  el  demandante  estará  autoriza- 
do á  presentarse  al  Oficial  del  Estado  Civil 
Eara  hacerla  pronunciaré  inscribirla  en  el 
¡.egistro  Civil. 

Art.  28.  Cuando  el  divorcio  se  pida  por 
razón  de  que  uno  de  los  esposos  esté  con- 
denado á  una  pena  afiictiva  é  infamante, 
las  únicas  formalidades  que  deben  obser- 
varse consisten  en  presentar  al  Tribunal 
una  copia  en  forma  de  la  sentencia  que 
condene  al  cónyuge  demandado  á  una  pena 
aflictiva  é  infamante,  con  un  certificado 
del  Secretario  del  Tribunal  que  la  dictó, 
atestando  que  esta  sentencia  no  es  suscep- 
tible de  ser  reformada  por  ninguna  de  las 
vías  legales  ordinarias.  El  certificado  del 


Secretario  será  visado  por  el  Procurador 
Fiscal  de  su  Tribunal,  ó  por  el  Procurador 
General  de  la  República. 

Art.  29.  Cuando  se  pida  el  divorcio  por 
la  causa  6.*  del  art.  3.**,  tendrá  que  ser 
probada  la  ausencia,  de  conformidad  al 
Capítulo  II  del  Título  IV  del  Código  civil. 

Art.  30.  Toda  sentencia  en  divorcio, 
por  causas  determinadas,  será  susceptible 
de  apelación,  y  ésta  se  instruirá  y  juzgará 
por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  como 
causa  sumaria. 

Art.  31.  No  será  admisible  la  apelación 
si  no  ha  sido  intentada  en  los  dos  meses  á 
contar  desde  la  fecha  en  que  el  recurso  de 
oposición  haya  quedado  extinguido  por 
caducidad. 

Art.  32.  En  virtud  de  toda  sentencia  de 
divorcio  dada  en  última  instancia,  ó  que 
haya  adquirido  la  autoridad  de  la  causa 
juzgada,  el  esposo  que  la  haya  obtenido  es- 
tará obligado  á  presentarse  en  el  plazo  de 
dos  meses  y  previo  llamamiento  hecho  á  la 
otra  parte  por  ante  el  Oficial  del  Estado 
Civil,  para  hacer  pronunciar  el  divorcio. 

Art.  33.  Estos  dos  meses  no  comenza- 
rán á  correr  para  las  sentencias  dictadas 
en  primera  instancia  sino  después  de  espi- 
rado el  plazo  de  la  apelación;  y  respecto 
de  las  sentencias  dadas  por  defecto  en  cau- 
sa de  apelación;  después  de  la  espiración 
del  plazo  de  oposición. 

Art.  34.  El  cónyuge  demandante  que 
haya  dejado  pasar  el  plazo  de  dos  meses 
determinado  en  el  artículo  anterior,  sin 
llamar  al  otro  cónyuge  ante  el  oficial  del 
Estado  civil,  perderá  el  beneficio  de  la  sen- 
tencia por  él  obtenida,  y  no  podrá  obtener 
otra  sentencia  sino  por  una  causa  nueva, 
á  la  que,  sin  embargo,  podrá  agregar  las 
antiguas  causas. 

Art.  35.  Toda  sentencia  de  divorcio  se 
considerará  como  no  pronunciada,  ó  como 
no  extinguida,  si  antes  de  llenarse  las  for- 
malidades de  ley  muere  la  parte  que  la 
haya  obtenido. 

Sección  segunda. 

Medidas  provisionales  á  las  cuales  puede  dar  lugar 
la  demanda  en  divorcio 

Art.  36.  La  administración  provisional 
de  los  hijos  quedará  á  cargo  del  marido 
demandante  ó  demandado,  á  menos  que  el 
Tribunal  no  ordene  otra  cosa  á  petición, 
sea  de  la  madre,  sea  de  la  familia  ó  del 
Ministerio  público  para  mayor  ventaja  de 
los  hijos. 

Art.  37.  La  mujer  demindante  ó  de- 
mandada en  divorcio  podrá  dejar  el  domi- 
cilio del  marido  durante  el  proceso,  y  pe- 
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d¡r  una  pensión  alimenticia  proporcionada 
á  las  facultades  del  marido.  El  Tribunal 
indicará  la  casa  en  que  la  mujer  estará 
obligada  á  residir,  y  fijará,  si  hay  lugar,  la 
provisión  alimenticia  que  el  marido  estará 
obligado  á  pagar. 

Art.  38.  La  mujer  estará  obligada  á 
justificar  su  residencia  en  la  casa  indicada, 
cada  vez  que  se  la  requiera:  á  falta  de  esta 
justificación,  el  marido  podrá  rehusar  la 
pensión  alimenticia,  si  por  su  parte  pro- 
bare que  ha  sido  abandonado  el  domicilio. 

Art.  39.  La  mujer  común  en  bienes, 
demandante  ó  demandada  en  divorcio,  po- 
drán—en todo  estado  de  causa — á  partir 
de  la  fecha  del  auto  que  se  menciona  en  el 
art.  8.°  requerir  para  la  conservación  de 
sus  derechos,  la  fijación  de  sellos  sobre  los 
efectos  mobiliarios  de  la  comunidad.  No  se 
levantarán  estos  sellos,  sino  haciendo  un 
inventario  estimativo,  quedando  el  marido 
obligado  á  presentar  los  efectos  inventa- 
riados, ó  á  responder  de  su  valor  como 
guardián  judicial. 

Art.  40.  Toda  obligación  á  cargo  de  la 
comunidad,  toda  enajenación  de  inmue- 
bles comunes,  hechos  por  el  marido  con 
posterioridad  á  la  fecha  del  auto  del  ar- 
tículo 8.°  será  anulable  si  se  prueba  que 
han  sido  contratados  en  fraude  de  los  de- 
rechos de  la  mujer. 

CAPITULO  IV 

DEL    DIVORCIO    POR    MUTUO    CONSENTIMIENTO 
Y  DEL   PROCEDIMIENTO  QUE  DEBE  SEGUIRSE 

Art.  41.  El  consentimiento  mutuo  y 
perseyeraníe  de  los  esposos,  expresado  de 
la  manera  prescrita  en  la  presente  Ley, 
justificará  suficientemente  que  la  vida  co- 
mún les  es  insoportable. 

Art.  42.  El  divorcio  por  mutuo  consen- 
timiento no  podrá  pedirse,  ni  podrá  ser 
pronunciado  sino  por  los  medios  y  forma 
que  á  continuación  se  establecen. 

Primera:  el  divorcio  por  mutuo  consen- 
timiento no  se  admitirá  si  el  marido  tuvie- 
se menos  de  veinticinco  años  y  la  mujer 
menos  de  veintiuno. 

Segunda:  no  será  admisible  sino  después 
de  dos  años  de  matrimonio,  como  tampoco 
lo  será  después  de  treinta  años  de  vida 
común,  ni  cuando  el  esposo  tenga  por  lo 
menos  sesenta  años  de  edad  y  la  mujer 
cincuenta. 

Tercera:  en  ningún  caso  el  consenti- 
miento mutuo  de  los  esposos  bastará  por 
si  solo  para  pedir  el  divorcio,  si  no  está 
autorizado  por  sus  padres  y  madres  ó  por 
sus  otros  ascendientes,  de  conformidad  con 


los  artículos  149  y  150  del  Código  civil;  sin 
embargo,  cuando  esta  autorización  sea  ne- 
gada sin  justo  motivo  por  los  padres  y  ma- 
dres, ó  por  los  ascendientes,  podrán  los 
esposos  comparecer  en  persona  ante  el 
Juez,  exponerle  verbalmente  las  causasen 
que  fundan  su  resolución  de  divorciarse,  y 
si  éstas  son  pertinentes  y  bien  fundadas, 
se  procederá  como  si  existiese  la  autoriza- 
ción ya  mencionada. 

A  falta  de  los  padres  ó  ascendientes,  los 
parientes  más  próximos,  dos  de  parte  de 
cada  uno  de  los  esposos,  podrán  autorizar 
la  demanda.  A  falta  de  estos,  bastará  que 
autoricen  la  demanda  dos  amigos  de  cada 
una  de  las  partes. 

Los  padres,  madres,  abuelos  y  parientes 
de  las  partes  se  presumen  vivos  hasta  que 
no  se  pruebe  lo  contrario  por  medio  de 
los  actos  de  defunción. 

Cuarta:  la  autorización  á  que  se  refiere 
la  cláusula  tercera  no  será  admisible  en 
juicio  si  no  está  comprobado  por  acto  au- 
téntico. 

La  petición  que  se  haga  á  los  padres, 
abuelos  ó  parientes  deberá  formularse  se- 
gún las  reglas  prescritas  por  el  art.  154 
del  Código  civil,  sin  que  en  el  acto  á  que 
se  contrae  esta  disposición  de  ley  sea  ne- 
cesario exponer  los  motivos  y  razones  que 
tengan  los  esposos  para  pedir  el  divorcio, 
lo  que  harán  éstos  verbalmente  á  sus  pa- 
dres, abuelos  ó  parientes,  sin  necesidad  de 
dejar  constancia  escrita  de  los  motivos  y 
razones  que  se  aduzcan  por  los  cónyuges, 

Art.  43.  Los  esposos  serán  obligados, 
una  vez  obtenida  la  autorización,  y  antes 
de  presentarse  al  Juez  que  deba  conocer 
de  la  demanda:  1.°,  á  formalizar  un  inven- 
tario general,  con  estimación  pericial,  de 
todos  sus  bienes  muebles  é  inmuebles; 
2°,  á  convenir  á  quién  de  los  esposos  se 
confía  el  cuidado  de  los  hijos  nacidos  de 
su  unión,  tanto  durante  los  procedimientos 
de  divorcio,  cuanto  después  de  pronuncia- 
do éste;  3.°,  en  qué  casa  deberá  residir  la 
esposa  durante  el  tiempo  de  las  pruebas, 
y  cuál  la  cantidad  que,  como  pensión  ali- 
menticia, deberá  suministrar  el  esposo 
mientras  corren  los  términos  y  se  pronun- 
cia sentencia  definitiva. 

Todas  estas  convenciones  y  estipula- 
ciones deberán  formalizarse  por  acto  au- 
téntico. 

Una  vez  cumplidas  las  anteriores  for- 
malidades, los  esposos,  personalmente,  y 
provistos  de  la  autorización  de  los  pa- 
dres, abuelos,  ó  parientes  ó  amigos;  de  los 
actos  en  que  consten  las  estipulaciones  á 
aue  se  refiere  el  art.  43,  como  asimismo 
del  acto  matrimonial  y  de  sus  correspon- 
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dientes  actos  de  nacimiento  y  de  aquellos 
de  los  hijos  procreados  durante  el  matri- 
monio, se  presentarán  al  Presidente  del 
Tribunal  ó  al  Juez  de  primera  Instancia 
de  su  domicilio,  declarándoles  que  tienen 
el  propósito  de  divorciarse  por  mutuo  con- 
sentimiento, y  que,  al  efecto,  piden  pro- 
veimiento en  forma  para  establecer  su  de- 
manda. 

A  falta  de  los  actos  de  nacimiento,  por 
ausencia  de  estos  en  los  registros  del  Es- 
tado Civil,  los  actos  de  notoriedad  ten- 
drán entera  validez. 

Art.  44.  El  Juez,  en  vista  de  la  decla- 
ración de  los  esposos,  levantará  acta  de  lo 
expuesto  por  éstos,  y  sin  pretender,  bajo 
ningún  concepto,  averiguar  las  causas  de 
su  determinación,  so  pena  de  responsabi- 
lidad civil,  proveerá  auto  fijando  el  día  y 
hora  en  que  las  partes  estén  obligadas  á 
comparecer  en  Cámara  de  conciliación, 
comisionando  al  alguacil  que  deba  notifi- 
car dicho  auto. 

Art.  45.  El  día  fijado  por  el  Juez,  y  de 
conform.idad  con  la  notificación  qíie  haya 
hecho  la  parte  más  diligente,  los  esposos 
comparecerán  personalmente  ante  el  Ma- 
gistrado, quien,  por  cuantos  medios  le  dic- 
te su  prudencia,  procurará  reconciliarlos. 
Si  esto  no  se  obtiene,  el  Juez  autorizará  la 
demanda,  fijando  un  término  de  treinta 
días  para  que  comparezcan  en  juicio;  y 
con  vista  de  todos  los  actos,  pronunciará 
sentencia  quince  días  después  de  la  compa- 
recencia de  las  partes  ante  el  Tribunal. 

La  sentencia  que  recaiga  deberá  ajus- 
tarse en  un  todo  á  las  estipulaciones  con- 
signadas en  los  actos  á  que  se  refiere  el 
art.  43  y  sus  párrafos,  los  cuales  actos  de 
estipulación  sólo  podrán  sufrir  las  varian- 
tes que  los  mismos  esposos  quieran  intro- 
ducirle el  día  de  la  vista  de  la  causa,  pre- 
vio avenimiento  anterior. 

Art.  46.  Los  esposos  estarán  obligados 
á  transcribir  en  el  Registro  Civil  la  sen|en- 
cia  que  haya  admitido  el  divorcio;  y  esta 
transcripción  del>erá  hacerse  ocho  días 
francos,  después  de  pronunciar  aquélla. 

Art.  47.  Los  esposos  que  hayan  vivido 
juntos  hasta  el  tiempo  en  que  intenten  la 
acción  en  divorcio  por  mutuo  consenti- 
miento, no  podrán  volver  á  casarse  antes 
del  año  de  la  fecha  en  que  se  haya  hecho 
la  transcripción  á  que  se  refiere  el  articu- 
lo anterior.  Esta  disposición  legal  se  con- 
signará en  el  dispositivo  de  la  sentencia 
que  pronuncie  el  divorcio. 

Los  esposos  que,  por  el  contrario,  hi- 
ciere más  de  un  año  que  estuvieren  sepa- 
rados al  entablar  el  procedimiento  del  mis- 
mo caso,  no  estarán  sujetos  á  ninguna  res- 
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tricción,  pudiendo casarse  tan  pronto  como 
sean  divorciados,  previas  las  formalidades 
de  esta  ley. 

Art.  48.  Si  durante  el  plazo  de  un  año 
á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  ó  en  el 
curso  de  los  procedimientos,  se  prueba  le- 
galmente,  ya  sea  por  los  padres,  abuelos, 
parientes  ó  afines  de  los  esposos,  que  estos 
se  frecuentan  secretamente,  quedará  nulo 
todo  lo  actuado,  como  asimismo  la  sen- 
tencia si  se  hubiere  dictado;  y  los  esposos 
quedarán  inhabilitados  para  pedir  el  divor- 
cio por  ninguna  causa,  por  grave  que  ésta 
sea. 

Art.  49.  La  sentencia  que  ordene  el 
divorcio  por  mutuo  consentimiento  será 
inapelable;  y  para  su  ejecución  se  obser- 
varán las  reglas  establecidas  por  el  Código 
de  Procedimiento  civil,  habida  cuenta  de 
las  formalidades  consignadas  en  la  presen- 
te ley. 

Art.  50.  Los  esposos  están  obligados  á 
depositar  en  Secretaria  todos  los  documen- 
tos pertinentes  á  la  acción  en  divorcio  por 
mutuo  consentimiento,  en  los  términos  ex- 
presados en  el  artículo  43.  ^ 

CAPITULO  V 

EFECTOS   DEL   DIVORCIO 

Art.  51.  Los  esposos  divorciados  por 
cualesquiera  de  las  causas  determinadas  en 
el'art.  3.°  no  podrán  volver  á  unirse  si  uno 
de  los  dos  ha  contraído,  posteriormente  á 
su  divorcio,  un  nuevo  matrimonio  disuelto 
por  un  segundo  divorcio.  En  el  caso  de  que 
los  esposos  vuelvan  á  unirse,  será  necesario 
una  nueva  celebración  de  matrimonio.  Los 
esposos  nuevamente  reunidos  no  podrán 
adoptar  otro  régimen  matrimonial,  que  el 
que  los  regía  anteriormente.  Después  de  la 
reunión  de  los  esposos  no  se  les  admitirá 
ninguna  nueva  demanda  en  divorcio,  á 
menos  que  tenga  por  causa  la  condenación 
á  una  pena  aflictiva  ó  infamante  pronun- 
ciada contra  uno  de  ellos,  después  de  su 
reunión  ó  por  adulterio. 

Art.  52.  La  mujer  divoi'ciada  no  podrá 
volver  á  casarse  sino  un  año  después  que 
el  divorcio  haya  llegado  á  ser  definitivo. 

Art.  53.  El  esposo  contra  quien  se  pro- 
nuncie el  divorcio  perderá  todas  las  ven- 
tajas que  el  otro  esposo  le  había  hecho,  sea 
por  el  contrato  de  matrimonio,  sea  duran- 
te éste. 

Art.  54.  El  esposo  que  haya  obtenido 
el  divorcio,  conservará  las  ventajas  que  le 
haya  hecho  el  otro  esposo,  aunque  las  ha- 
yan estipulado  reciprocas  y  que  esta  roci- 
procidaa  no  tenga  lugar. 
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Art.  55.  La  disolución  del  matrimonio 
por  el  divorcio  admitido  en  justicia  no  pri- 
vará á  los  hijos  de  ese  matrimonio  de  las 
ventajas  que  les  hayan  sido  aseguradas 
por  las  leyes  ó  por  las  convenciones  ma- 
trimoniales, sino  del  mismo  modo  ó  en  las 
mismas  circunstancias  en  que  lo  estarían 
no  existiendo  el  divorcio. 

CAPITULO  VI 

DE   LAS   EXCEPCIONES   DE   INADMISIÓN 

Art.  56.  La  acción  en  divorcio  se  ex- 
tinguirá por  la  reconciliación  de  los  espo- 
sos sobrevenida,  sea  después  de  los  hechos 
que  hayan  podido  autorizar  esta  acción, 
sea  después  de  la  demanda. 

Art.  57.  En  uno  y  otro  caso  se  decla- 
rará no  admisible  en  su  acción  al  deman- 
dante; éste  podrá,  sin  embargo,  intentar 
una  nueva  acción  por  causa  sobrevenida 
después  de  la  reconciliación,  en  cuyo  caso 
podrá  hacer  uso  de  las  antiguas  causas, 
para  apoyar  su  nueva  demanda. 

Art.  58.  Si  el  demandante  niega  que 
haya  habido  reconciliación,  el  demandado 
lo  probará,  sea  por  escrito,  sea  por  testi- 
gos, en  la  forma  prescrita  en  la  primera 
sección  del  capitulo  111. 

Art.  59.  Los  procedimientos  manda- 
dos observar  por  la  presente  ley  quedan 
prescritos  á  pena  de  nulidad;  y  los  plazos 
en  ella  consignados  se  considerarán  siem- 
pre francos. 

CAPITULO  Vil 

DE   LA   SEPARACIÓN    DE   CUERPOS 

Art.  60.  En  todos  los  casos  en  los  cua- 
les haya  lugar  á  divorcio,  los  cónyuges 
podrán  formar  una  sola  demanda  en  sepa- 
ración de  cuerpos. 

Art.  61.  La  demanda  en  separación 
personal  .se  intentará,  sustanciará  ó  resol- 
verá en  la  misma  forma  que  cualquiera 
otra  acción  civil;  y  en  caso  de  que  deseen 
las  partes  acogerse  á  los  trámites  estable- 
cidos para  el  divorcio  por  el  mutuo  con- 
sentimiento, se  les  permitirá  hacerlo. 

Art.  62.  El  marido  tendrá  la  facultad 
de  anular  los  efectos  de  la  sentencia  de 
separación,  volviendo  á  unirse  á  su  mujer. 

Art.  63.  La  separación  per.sonal  lleva- 
rá siempre  consigo  la  separación  de  bie- 
nes. 

Art.  64.  Cuando  la  separación  de  cuer- 
pos haya  durado  tres  años,  la  .sentencia 
podrá  ser  convertida  en  sentencia  de  di- 
vorcio por  demanda  intentada  por  uno  de 


los  esposos.  Esta  demanda  se  incoará  por 
emplazamiento  á  ocho  dias  francos  en  vir- 
tud de  un  auto  del  Presidente  ó  del  Juez 
que  ejerza  sus  funciones  y  se  discutirá  en 
Cámara  de  Consejo. 

Art.  65.  Los  matrimonios  separados  de 
cuerpos  y  bienes  con  anterioridad  i  la 
promulgación  de  esta  ley,  yjodrán  acogerse 
á  sus  efectos,  previas  las  formalidades  si- 
guientes: 

1.*  La  de  presentar  la  parte  diligente 
escrito  razonado  al  Presidente  del  Tribu- 
nal ó  al  Juez  de  primera  Instancia  del  Tri- 
bunal ó  Juzgado  que  conoció  de  la  causa, 
incluyéndole  copia  legalizada  de  la  senten- 
cia que  autorizó  la  separación  de  cuerpos 
y  bienes. 

2.*  La  de  solicitar  permiso  del  Juez 
para  emplazar  en  la  octava  franca  ante  el 
Tribunal  ó  Juzgado  ya  dicho,  á  la  parte 
contraria  con  el  fín  de  que,  compareciendo 
personalmente,  oiga  ratificar  las  causas 
que  motivaron  la  sentencia  de  separación, 
aduzca  sus  reparos  y  oiga  pronunciar  la 
sentencia  de  divorcio,  de  conformidad  con 
lo  ordenado  en  la  presente  Ley,  y 

3.*  La  de  cumplir  la  formalidad  consig- 
nada en  el  articulo  46. 

Art.  66.  Cumplidas  las  prescripciones 
1.*  y  2.*  del  anterior  artículo,  el  Juez,  si 
encuentra  pertinentes  y  bien  aprobadas 
las  causas  que  motivaron  la  separación, 
pronunciará  sentencia  en  el  término  de 
quince  días,  cumpliendo  en  un  todo,  las 
formas  prescritas  en  esta  Ley. 

Art.  67.  Los  separados  de  cuerpo  y 
bienes  que  estén  haciendo  vida  común,  no 
podrán  acogerse  á  las  disposiciones  de  la 
presente  Ley,  en  lo  concerniente  al  divor- 
cio. 

Para  pedir  el  divorcio  no  tendrán  que 
alegar  causas  diferentes  á  las  que  dieron 
motivo  á  la  sentencia  de  separación. 

Art.  68.  Toda  sentencia,  tanto  de  di- 
vorcio cuanto  de  separación  de  cuerpos  y 
bienes  deberá  publicarse  in  extenso,  en  un 
periódico  de  la  localidad,  y  si  en  ésta  no  lo 
liubiere,  en  el  de  la  provincia  ó  común  más 
próxima,  depositándose  un  ejemplar  en  la 
Secretaría,  del  Tribunal  mediante  recibo 
al  pié  de  otro  ejemplar,  so  pena  de  cien 
pesos  de  multa,  tanto  contra  el  Secretario 
cuanto  contra  la  parte  más  diligente,  aun 
por  vía  de  apremio  corporal.  Este  depósito 
y  recibo  estarán  exentos  de  todo  emolu- 
mento. 

También  quedará  obligada  la  parte  más 
diligente  y  bajo  la  misma  pena  señalada 
en  este  artículo,  á  hacer  ñjar  un  extracto 
de  la  sentencia  de  divorcio  ó  separación  en 
la  Sala  del  Tribunal,  en  la  del  Municipio 
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V  en  el  local  de  la  Alcaldía  comunal.  Di-  anterior  de  fecha  2  de  Junio  de  1897  en 

chos  extractos  deberán  estar  autorizados  todas  sus  partes  y  toda  otra  ley,  decreto  o 

por  el  abogado  de  la  parte  actora  y  visados  resolución  que  le  sean  contrarios  y  sera 

por  el  Presidente  del  Tribunal  ó  Juzgado.  enviada  al  Poder  Ejecutivo  para  los  ñnes 

Art.   69.     La  presente  Ley  deroga  la  constitucionales. 
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REDACCIÓN:  Bugallal  y  Araüjo  (D.  Darío);  García  Moreno  (D.  Alejo);  La 
Iglesia  (D.  Gustavo);  Martínez  y  Alonso  (D.  Gabino);  Martínez  Lage  (D.  An- 
tonio); OssoRio  Y  Gallardo  (D.  Ángel);  Pérez  Oliva  (D.  Isidro);  Romero  Gi- 
rón Y  López-Pelegrín  (D.  Vicente). 

COLABORADORES:  Los  más  notables  jurisconsultos  españoles  y  extranjeros,  según 
se  probará  con  la  firma  de  los  respectivos  trabajos. 


Bases  tie  la  pubiicaciónm 

(ES    LA    MÁS    ECONÓMICA    ENTRE    LAS    DE    SU    CLASE) 

Contiene  tres  partes,  que  pueden  considerarse  independientes,  á  la 
vez  que  constituyen  un  todo  orgánico,  á  saber: 

1.^  El  número  de  la  «Revista»,  que  se  publica  quincenal  ó  mensual- 
mente  (número  doble  en  este  caso),  y  contiene  las  secciones  indispensa- 
bles para  dar  á  conocer:  a)  el  movimiento  jurídico  y  legislativo  de  Espa- 
ña (trabajos  doctrinales  y  Crónica  de  legislación  nacional);  b)  el  de  los 
demás  Estados  civilizados  (crónica  legislativa  extranjera),  con  indicacio- 
nes comparativas  y  criticas;  c)  la  Revista  de  tribunales;  d)  crónicas  de 
jurisprudencia  española  y  extranjera;  e)  resolución  de  consultas,  f)  varie- 
dades y  noticias  de  carácter  jurídico,  bibliografías,  anuncios  de  vacantes, 
movimiento  del  personal,  etc. 

2.*^  Los  Anuarios  ó  Repertorios  de  Legislación  española  y  de  la  doc- 
trina de  la  Jurisprudencia  en  todos  sus  ramos,  publicados  por  pliegos 
separados  para  su  encuademación,  en  uno,  dos  ó  más  tomos,  pues  lleva 
foliación  especial  cada  tratado. — La  «Revista»,  con  los  Anuarios  á  que  se 
refiere  esta  base,  constituyen  una  publicación  completa,  á  la  que  se  admi- 
ten suscripciones. 

3.'^  El  «Anuario  ó  Repertorio  de  Legislación  extranjera»,  que  contie- 
ne el  texto  de  los  Códigos  y  demás  leyes  y  decretos  importantes  de  las 


naciones  de  Europa  y  América,  y  que  se  publica  asimismo  en  pliegos  por 
naciones  y  con  paginación  separada  los  de  cada  Continente;  y  formará 
dos  tomos  cada  año,  los  cuales  se  remitirán  encuadernados  á  los  que  no 
quieran  recibirlos  por  pliegos  con  el  número  de  la  Eevista. — También 
ésta,  con  este  «Anuario  de  Legislación  extranjera,»  se  considerarán  como 
una  publicación  completa,  á  la  que  se  admiten  asimismo  suscripciones 
por  separado. 

El  que  lo  desee  puede,  pues,  suscribirse  á  dos  ó  á  las  tres  secciones  en 
la  forma  que  á  continuación  se  indica: 


CONDICIONES   DE  LA  SUSCRIPCIÓN 

1.*     Las  suscripciones  pueden  hacerse: 

A)  A  la  «Revista  y  Anuarios  ó  Repertorios  de  Legislación  y  Jurispru- 
dencia esspañola»,  que  se  publica  desde  Enero  de  1902,  y  cuesta:  12  pe- 
setas por  año  en  Madrid,  13  en  provincias  y  18  en  el  extranjero. 

B)  A.  la  «Revista  y  Anuarios  de  Legislación  extranjera»,  siendo' su 
precio:  20  pesetas  en  Madrid,  22  en  provincias  y  30"en  el  extranjero. 

C)  A  las  tres  publicaciones,  que  cuestan:  28  pesetas  en  Madrid,  30 
en  provincias  y  40  en  el  extranjero. 

2.*  La  suscripción  se  hará  por  año,  y  el  pago  por  adelantado,  en  me- 
tálico, libranzas  ó  letras  de  fácil  cobro. 

3.*  El  suscriptor  tiene  derecho  á  que  se  le  conteste  gratis  una  con- 
sulta ordinaria  cada  año  y  á  que  se  le  haga  un  descuento  ó  bonificación 
del  20  por  100  en  las  obras  que  sean  propiedad  de  esta  Empresa  y  que  se 
anuncian  á  continuación,  pidiéndolas  directamente  á  la  Administración 
de  la  «Revista»,  San  Bernardo,  58,  Madrid. 

Los  que  deseen  la  colección  de  la  «Revista»  y  de  todo  lo  de- 
más con  ella  publicado,  lo  obtendrán  por  el  precio  ordinario 
de  suscripción  mientras  haya  colecciones,  de  las  que  hay  unas 
cuatrocientas  del  año  primero. 
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